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Forma,
Se	pacta	libremente,
Se	presume,
CONTRATO	DE	TRABAJO	EN	ZONAS	FRANCAS
Régimen	legal,
CONTRATO	INDIVIDUAL	DE	TRABAJO
Con	extranjeros,
Elementos,
Extinción	del,
Jornada	parcial,
Por	tiempo	indeterminado,
Sujeto	a	modalidad,
Suspensión	del,
CONTRATO	INTERMITENTE
Concepto,
Derecho	preferencial,
Reanudación	de	labores,
Tiempo	de	servicios,
CONTRATO	OCASIONAL
Concepto,
CONTRATO	PARA	OBRA	DETERMINADA
Concepto,
Objeto,
CONTRATO	POR	EXPORTACIÓN	NO	TRADICIONAL
Condiciones,
Formalidad,
Normatividad,
CONTRATO	POR	INICIO	DE	ACTIVIDAD
Concepto,
CONTRATO	POR	NECESIDADES	DEL	MERCADO
Concepto,
CONTRATO	POR	RECONVERSIÓN	EMPRESARIAL
Concepto,
CONTRATO	SUJETO	A	MODALIDAD
Causas	objetivas,
Copia	al	trabajador,
Desnaturalización,
Forma	escrita,
Igualdad	de	beneficios,
Indemnización,
Limitación,
Período	de	prueba,
Plazo	del	registro,
Prórrogas,
Registro,
Resolución	arbitraria,
Trabajadores	permanentes	cesados,
CONTRATOS	ACCIDENTALES
Emergencia,
Ocasional,
Suplencia,
CONTRATOS	DE	PRODUCTIVIDAD
Apoyo	del	Min.	Trabajo,
CONTRATOS	PARA	OBRA	O	SERVICIO
Específico,
Intermitente,
Temporada,
CONTRATOS	TEMPORALES
Inicio	de	nueva	actividad,
Necesidades	del	mercado,
Reconversión	empresarial,
CONTRIBUCIÓN	AL	SENATI
Regulación,
CONTRIBUCIÓN	AL	SENCICO
Regulación,
CONVENCIÓN	COLECTIVA
Ámbito	de	la,
Características,
Cláusulas	de	la,
Definición,
Fuerza	vinculante	de	la,
Por	rama	de	actividad,
CONVENIO	DE	ACTUALIZACIÓN	PARA	LA	REINSERCIÓN
LABORAL
Definición,
CONVENIO	DE	APRENDIZAJE
Definición,
Edad	del	aprendiz,
Naturaleza	del	convenio,
Predominio	en	el	centro	de	formación,
Predominio	en	la	empresa,
CONVENIO	INDIVIDUAL
De	sustitución	del	depósito,
CÓNYUGE
Pago	de	la	CTS	al,
Servicios	del,
COOPERATIVAS
Adeudos	a,
COOPERATIVAS	DE	TRABAJADORES
Contrato	de	locación	de	servicios,
Derechos	de	los	socios,
Garantía	de	pago.	Fianza,
Objeto,
Porcentaje	máximo,
Registro,
Socios	trabajadores	destacados,
COOPERATIVAS	DE	TRABAJO	TEMPORAL
Concepto,
COOPERATIVAS	DE	TRABAJO	Y	FOMENTO	DEL	EMPLEO
Concepto,
CORTE	SUPREMA
Pronunciamiento	de	la,
COSA	JUZGADA
Excepción	de,
COSA	JUZGADA	FRAUDULENTA	LABORAL
Demandas	sobre	nulidad,
COSTAS
Exención,
COSTOS
Exención,
CRÉDITOS	LABORALES
Carácter	persecutorio,
Determinación,
Elección	del	representante	de	los,
Orden	de	preferencia,
Prioridad,
CUOTA	SINDICAL
Deducciones	por,
D
DECLARACIÓN
De	parte,
De	testigos,
DELEGADOS	DE	LOS	TRABAJADORES
Procedencia,
DEMANDA
Anexos,
Contestación	de	la,
Improcedencia	de	la,
Inadmisibilidad	de	la,
Requisitos,
Traslado	de	la,
DEPORTISTAS
Licencia	para,
DEPÓSITOS
A	cargo	del	empleador,
Comunicación,
De	los	reintegros,
Diminutos,
En	exceso,
En	moneda	extranjera,
En	monedas	diversas,
Entidades,
Liquidación	de	los,
Oportunidad	de	los,
Semestrales,
Titularidad	de	los,
Traslado,
DERECHO	A	LA	INFORMACIÓN
Como	obligación	del	empleador,
DERECHO	DE	CONTRATACIÓN
En	el	contrato	de	temporada,
DERECHO	DE	LA	PERSONA
A	la	libertad	de	trabajo,
DERECHO	PREFERENCIAL
En	caso	de	cese,
En	la	contratación	intermitente,
DERECHOS	CONSTITUCIONALES
No	pueden	ser	limitados,
DERECHOS	SOCIALES
Liquidación	a	cargo	del	servicio	de	orientación	legal,
DESCANSO	SEMANAL	OBLIGATORIO
Derecho,
En	caso	de	inasistencias,
Remuneración	por	el,
Sustitución,
Trabajo	en	día	de,
DESISTIMIENTO
Oportunidad	del,
DESNATURALIZACIÓN
De	las	modalidades	formativas,
De	los	contratos	modales,
DESPIDO
Comunicación	del,
Nulo,
Por	capacidad,
Por	conducta,
Preaviso	de,
Prueba	del,
DESPIDO	ARBITRARIO
Definición,
Protección	contra	el,
DESPIDO	DE	HECHO
Concurso	de	la	administración,
DESPIDO	NULO
Causales,
Por	discriminación,
Procedencia,
DESPISTAJE	DEL	SIDA
Acto	discriminatorio,
DEUDAS
Actualización,
Cobro	de	deudas,
DEVENGADOS
Pago	de	los,
DEVOLUCIÓN	DE	CASA-HABITACIÓN
Por	el	trabajador,
DÍA	DEL	TRABAJO
Remuneración	por	el,
DÍAS	EFECTIVAMENTE	TRABAJADOS
A	efectos	de	las	utilidades,
A	efectos	del	descanso	semanal,
DÍAS	FERIADOS
Enumeración,
DIRECCIÓN
Personal	de,
DISCAPACIDAD
Personal	con,
DISCRIMINACIÓN
Concepto,
Despido	por,
En	las	ofertas	de	empleo,
Investigación,
Justificación	objetiva	y	razonable,
Motivos	de,
No	se	considera,
Por	discapacidad,
Por	SIDA,
Principio	de	no,
DISPOSICIÓN	DEL	CARGO
Equivalente	a	la	renuncia,
DISPOSITIVOS	DE	SEGURIDAD
Obligaciones	de	los	trabajadores,
DOCENTES
Régimen	laboral,
DOCUMENTOS
Conservación	de,
Presentación	de	boletas	de	pago,
DOMÉSTICOS
Régimen	de	los,
E
EJECUCIÓN	DE	RESOLUCIONES
Formalidades,
ELEMENTOS	DEL	CONTRATO
Descripción	de	los,
EMBARGO	DE	LOS	DEPÓSITOS	POR	CTS
Límites,
EMBARGO	DE	REMUNERACIONES
Procedencia,
EMPLEADORES
Facultades,
Representación	de	los,
Sindicatos	de,
EMPLEO
Autónomo,
Cesante	de	difícil	reinserción,
Consecución	del,
Fomento	del,
Generación	masiva	del,
Limitados	físicos,
Mejoramiento	del,
Mujeres	con	responsabilidades	familiares,
Políticas	de,
Programa	de	generación	masiva	de,
Régimen	laboral	de	los	programas	de,
EMPRESA
Extensión	del	término,
EMPRESA	DE	SERVICIOS	COMPLEMENTARIOS
Autorización	de	funcionamiento,
Contenido	del	contrato	de	servicios,
Definición,
EMPRESA	DE	SERVICIOS	TEMPORALES
Autorización	de	funcionamiento,
Categorías	de	trabajadores,
Constitución,
Destaque	de	trabajadores,
Obligaciones	administrativas,
Porcentaje	máximo,
Requisitos	para	la	autorización,
EMPRESAS	PESQUERAS
Suspensión	del	contrato	por	veda,
ENFERMEDADES	PROFESIONALES
En	actividades	de	alto	riesgo,
ENFERMERAS
Jornada	de	las,
ESSALUD
Nueva	denominación,
ESTABILIDAD	LABORAL
En	los	contratos	modales,
ESTABLECIMIENTOS	DE	HOSPEDAJE
Recargo	al	consumo,
ESTIBADORES
Régimen	de	trabajo	de	los,
EXCEPCIONES
Apreciación	del	juez,
EXONERACIONES
Respecto	a	la	CTS,
EXPENDIO	DE	COMIDAS	Y	BEBIDAS
Recargo	al	consumo,
EXTINCIÓN	DEL	CONTRATO
Causales,
Causas	objetivas,
Despido,
Fallecimiento	del	empleador,
Invalidez,
Jubilación,
Mutuo	disenso,
Por	caso	fortuito	o	fuerza	mayor,
Por	liquidación	y	quiebra,
Renuncia,
EXTRA	PETITA
Sentencias,
F
FACULTADES	DEL	EMPLEADOR
Modificatoria,
Normativa,
Sancionadora,
FALTAS	GRAVES
Actos	de	violencia,
Apropiación	de	bienes	del	empleador,
Competencia	desleal,
Configuración	de	las,
Disminución	deliberada	del	rendimiento,
Embriaguez	reiterada,
Enumeración,
Faltamiento	de	palabra,
Impuntualidad	reiterada,
Inasistencia	injustificada,
Incumplimiento	injustificado	de	obligaciones,
Retención	por,
Toma	de	local,
FERIADOS	NO	LABORABLES
Celebración,
Listado,
No	nacionales	o	gremiales,
Remuneración,
Sobretasa,
Traslado,
FIANZA
Obligación,
FLEXIBILIZACIÓN	DEL	MERCADO	DE	TRABAJO
Orientación	de	la	política	de	empleo	hacia	la,
FOMENTO	DEL	EMPLEO
Modalidades	empresariales,
Para	categorías	laborales	especiales,
FONCODES
Orientación,
Programas	en	áreas	rurales,
Programas	financiados,
Proyectos,
Recursos,
FONDO	NACIONAL	DE	CAPACITACIÓN	LABORAL
Foncalproem,
FORMA
Del	contrato	de	trabajo,
Prescrita,
FUERO	SINDICAL
Garantías,
FUERZA	MAYOR
Como	suspensión	del	contrato,
En	el	contrato	de	emergencia,
FUSIÓN	DE	EMPRESAS
A	efectos	de	las	utilidades,
FUTBOLISTAS	PROFESIONALES
Régimen	de	los,
G
GENERACIÓN	MASIVA	DEL	EMPLEO
Tipos	de	programas,
GESTIÓN
Exclusiones,
Participación	en	la,
GRATIFICACIONES	EXTRAORDINARIAS
Concepto	no	remunerativo,
GRATIFICACIONES	LEGALES
Derecho,
Incompatibilidades,
Monto,
Pago,
Requisitos,
Trabajadores	comprendidos,
Truncas,
GRATUIDAD
Del	proceso	laboral,
H
HEREDEROS
Pago	de	la	CTS	a	los,
HORARIO	DE	TRABAJO
Corrido,
Impugnación	de	la	modificación,
Modificación,
Rendimiento,
HORAS	EXTRAS
Cálculo,
Concepto,
Por	caso	fortuito	o	fuerza	mayor,
Remuneración	base,
Tasa,
Voluntariedad,
HOSPEDAJE
Recargo	al	consumo,
HOSTIGAMIENTO	SEXUAL
Concepto,
Falsa	queja,
Manifestaciones,
Sanciones,
HOSTILIDAD
Actos	de,
Reducción	de	remuneraciones,
Traslado,
HUELGA
Definición,
Efectos,
Ejercicio	de	la,
En	servicios	esenciales,
Ilegal,
Intervención	estatal,
Modalidades	irregulares,
Naturaleza	pacífica,
Ratificación,
Requisitos,
Terminación	de	la,
I
IGUALDAD
Principio	de,
IMPUESTO	A	LA	RENTA
Ingresos	inafectos,
INCAPACES
Absolutos,
Relativos,
INCENTIVOS
Por	asistencia	y	puntualidad,
INCENTIVOS	PARA	TRABAJADORES	RENUNCIANTES
Naturaleza,
Para	constitución	de	nuevas	empresas,
INCORPORACIÓN
Al	contrato	de	trabajo,
INCUMPLIMIENTO	DE	LA	REPOSICIÓN
Multas	por,
INDEMNIZACIÓN
Por	despido	arbitrario,
Por	falta	de	descanso	vacacional,
INDEMNIZACIÓN	ADICIONAL	POR	DESPIDO
Para	el	régimen	laboral	especial	de	las	MYPEs,
INDEMNIZACIÓN	POR	DESPIDO
Arbitrario,
Arbitrario	de	los	trabajadores	extranjeros,
Contratos	modales,
INDICIOS
Significación	de	los,
INFORME	PERICIAL
Plazo,
INFORMES	ESTADÍSTICOS
Obligación	de	las	empresas	de	servicios	temporales,
INGRESO	MÍNIMO	LEGAL
Sustitución	de	las	menciones	al,
INGRESO	MÍNIMO	LEGAL	INDEXADO
A	efectos	de	la	CTS,
INNOVACIÓN	TECNOLÓGICA
El	Estado	estimula	la,
INSPECCIÓN	DE	LA	SAFP
Facultades,
INSPECCIÓN	DEL	TRABAJO
Apelación,
Diligencias	previas,
Facultades	inspectivas,
Impugnación,
Multas,
INSPECCIÓN	JUDICIAL
Procedencia,
INSPECTOR
Competencia,
Deberes,
Facultades	del,
INTERÉS
Por	incumplimiento	en	el	pago	de	la	CTS,
INTERÉS	LEGAL	LABORAL
Cómputo,
No	capitalizable,
INTERMEDIACIÓN	LABORAL
Legislación	aplicable,
INTERPRETACIÓN	AUTÉNTICA
En	relación	a	los	servicios	de	los	parientes,
INTERPRETACIÓN	FAVORABLE
Principio	de,
INVALIDEZ
Extinción	del	contrato	por,
IRRENUNCIABILIDAD
Principio	de,
J
JORNADA
Acumulativa	o	atípica,
Compensatoria,
De	las	enfermeras,
De	los	menores,
De	los	periodistas,
Extensión	unilateral,
Máxima,
Menor	a	la	ordinaria,
Ordinaria	de	trabajo,
Trabajadores	no	comprendidos,
JORNADA	PARCIAL
Contrato	de	trabajo	a,
JÓVENES	EN	CAPACITACIÓN	LABORAL
Límite	porcentual,
Obligaciones,
JUBILACIÓN	AUTOMÁTICA
Procedencia,
JUBILACIÓN	OBLIGATORIA
Procedencia,
JUICIO	POR	ALIMENTOS
Información	al	juzgado,
JUNTA	DIRECTIVA	DEL	SINDICATO
Representación,
JURAMENTO	DE	VERDAD
Procedencia,
JURISDICCIÓN
Potestad	del	Estado,
JUSTIFICACIÓN	OBJETIVA	Y	RAZONABLE
En	caso	de	prácticas	discriminatorias,
L
LACTANCIA
Permiso	por,
LAUDO	ARBITRAL
Carácter,
Impugnación	del,
Naturaleza,
LEY	LABORAL
Sustitución	de	la,
LEYES
De	desarrollo	constitucional,
LIBERTAD	DE	CONTRATACIÓN
Garantía	de,
LIBERTAD	DE	TRABAJO
El	Estado	garantiza	la,
LICENCIA	SINDICAL
Regulación	de	la,
LICITUD
Requisito	del	acto	jurídico,
LIMITACIÓN
Para	la	contratación	de	extranjeros,
M
MATERIA	LABORAL
Servicio	gratuito	permanente	de	orientación	legal	en,
MEDIDAS	CAUTELARES
Oportunidad,
MEDIOS	IMPUGNATORIOS
Apelación,
Casación,
Enumeración	de	los,
Queja,
Reposición,
MEDIOS	PROBATORIOS
Finalidad,
MENORES
Autorización	de	trabajo,
Edad	mínima,
Prohibición	del	trabajo	nocturno,
MICRO	EMPRESAS
Características,
Régimen	laboral	especial	de	las,
MINEROS
Remuneración	mínima,
MINISTERIO	DE	TRABAJO	Y	PROMOCIÓN	DEL	EMPLEO
Reglamento	de	multas	del,
Texto	Único	de	Procedimientos	Administrativos,
MODALIDAD
Contrato	sujeto	a,
Contratos	de	trabajo	sujetos	a,
MODIFICACIONES
De	forma	y	modalidad	de	prestación	de	labores,
De	turnos,	días	u	horas	de	trabajo,
MUJERES
Con	responsabilidades	familiares,
MULTAS
Exigidas	por	el	juez	de	la	demanda,
Impuestas	por	la	SAFP,
Por	incumplimiento	de	reposición,
Por	infracciones	constatadas	en	la	inspección,
Reglamento	de,
N
NECESIDADES
Del	centro	de	trabajo,
NEGOCIACIÓN	COLECTIVA
Directa,
Inicio	de	la,
Nulidad,
Plazo,
Primera,
Suspensión,
NIVELES	SALARIALES
Fijación	de	los,
NOCHE
Extensión,
Trabajo	de,
NO	DISCRIMINACIÓN
Principio	de,
NO	OBLIGATORIEDAD
Del	carné	de	salud,
O
OBJETIVOS
De	la	Ley	de	Formación	y	Promoción	Laboral,
De	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,
OBJETO	LÍCITO
Requisito	del	acto	jurídico,
OBLIGACIONES
De	dar	sumas	de	dinero,
De	hacer	y	no	hacer,
Que	se	pueden	demandar	ejecutivamente,
OBLIGACIONES	EN	MATERIA	DE	SEGURIDAD
De	contar	con	un	comité	de	seguridad,
De	contar	con	un	supervisor	de	seguridad,
De	redactar	un	reglamento	de	seguridad	e	higiene,
OPOSICIONES
Procedencia,
ORIENTACIÓN	LEGAL
Alcances	de	la,
Servicio	gratuito	de,
OTROS	CONTRATOS	TEMPORALES
Condiciones	para	su	procedencia,
P
PACTO	EXPRESO
De	incorporación	al	contrato,
PAGO	DE	LA	COMPENSACIÓN	POR	TIEMPO	DE	SERVICIOS
Al	trabajador,
PAGO	DE	LA	REMUNERACIÓN
Acreditación,
En	moneda	extranjera,
En	moneda	nacional,
Modalidades,
PARIENTES	CONSANGUÍNEOS
Servicios	de	los,
PARTICIPACIÓN	EN	LA	GESTIÓN
Normatividad	de	la,
PARTICIPACIÓN	EN	LA	PROPIEDAD
Normatividad	de	la,
PARTICIPACIÓN	EN	LAS	UTILIDADES
Normatividad	de	la,
PASANTÍA
Convenio	de,
Definición,
Finalidad,
Para	docentes	y	catedráticos,
PATRIMONIO	SINDICAL
Constitución,
PATROCINIO	POR	ABOGADO
Obligatoriedad,
Requisitos,
PEQUEÑAS	EMPRESAS
Características,
Régimen	laboral	especial	de	las,
PERICIAS
Finalidad,
PERIODISTAS
Jornada,
Remuneración	mínima,
PERÍODO	DE	PRUEBA
Ampliación,
En	los	contratos	modales,
Plazo,
PERMISO	POR	LACTANCIA
Convencional,
Legal,
PERSONAL	DE	CONFIANZA
Concepto,
PERSONAL	DE	DIRECCIÓN
Concepto,
PERSONAL	DOCENTE
Régimen	laboral,
PERSONAL	EVENTUAL
Contratación	por	exportación	no	tradicional,
PERSONERÍA	GREMIAL
Como	efecto	del	registro	sindical,
PETICIONES
Valorización,
PLANILLAS	DE	PAGO
Autorización,
Centralizadas,
Conservación,
Contenido,
Electrónicas,
Exhibición	de,
Microformas,
Obligación,
Plazo	del	registro,
Registro	de	trabajadores,
PLAZO
De	prescripción,
PLENO	JURISDICCIONAL	LABORAL
Acuerdos,
PLIEGO
Entrega	del,
Presentación,
Recepción	del,
POLÍTICAS	DE	EMPLEO
Orientación	de	las,
PORCENTAJES
Jóvenes	en	formación,
Para	trabajadores	con	limitaciones,
Socios	trabajadores,
Trabajadores	de	empresas	de	servicios	temporales,
PORTUARIOS
Régimen	laboral	de	los,
PRÁCTICAS	PROFESIONALES
Carácter	de	la	subvención,
Convenio	de,
Deberes	de	la	empresa,
Desnaturalización,
Entidades	en	capacidad	de	celebrar	convenios,
Finalidad,
Inscripción,
Inscripción	de	los	convenios	de,
Naturaleza	de	los	convenios	de,
Obligaciones	del	participante	en,
Presentación	del	participante	en,
Prohibición	de	transferencias,
Subvención	mensual,
PRE	Y	POSTNATAL
Descanso,
PREFERENCIA
Derecho	de,
PREFERENCIA	DE	LOS	CRÉDITOS
Orden	de,
PRESCRIPCIÓN
Cómputo	de	la,
Concepto	de,
Interrupción	de	la,
Plazo	de,
PRESENTACIÓN	DEL	PLIEGO
Oportunidad	de	la,
PRESTACIONES	ALIMENTARIAS
Inafectación,
Modalidades	de	las,
Topes	de	las,
PRESUNCIONES
A	favor	del	contrato	indeterminado,
De	despido	por	embarazo,
Procedencia	de	las,
PRIMERA	NEGOCIACIÓN
A	nivel	de	empresa,
PRIMERO	DE	MAYO
Remuneración	por	el,
PRINCIPIOS
Igualdad,
Interpretación	favorable,
Irrenunciabilidad,
No	discriminación,
PRIORIDAD	DE	LOS	CRÉDITOS	LABORALES
Sobre	cualquier	obligación,
PRIVATIZACIÓN
Transferencia	a	los	trabajadores,
PROBANZA
Conservación	de	documentos,
PROCESO	DE	PURO	DERECHO
Pronunciamiento	de	la	Corte	Suprema,
Trámite,
PROCESO	LABORAL
Gratuidad	del,
Interpretación	favorable,
Irrenunciabilidad,
Principios,
PROCESO	NO	CONTENCIOSO
Consignación,
PROCESO	ORDINARIO	LABORAL
Actuación	de	pruebas,
Alegatos,
Audiencia	única,
Conciliación,
Plazos,
Saneamiento,
Tramitación,
PROCESOS	ESPECIALES
De	ejecución,
Sumarísimo,
PRODUCTIVIDAD
Contratos	de,
PRODUCTIVIDAD	DEL	TRABAJO
Mejoramiento	de	la,
PROFESORES
Régimen	laboral	aplicable,
PROGRAMAS	DE	EMPLEO	PARA	JEFES	DE	FAMILIA
Pejef,
PROGRAMAS	DE	GENERACIÓN	MASIVA	DE	EMPLEO
Pegem,
Régimen	laboral,
PROGRAMAS	DE	INCENTIVOS	PARA	TRABAJADORES
RENUNCIANTES
Naturaleza	del	incentivo,
PROGRAMAS	DE	RECONVERSIÓN	PRODUCTIVA
Finalidad,
Incentivos,
Modalidades	empresariales	promovidas,
Organismo	competente,
Sujetos,
PROGRAMAS	ESPECIALES	DE	EMPLEO
Características,
Categorías	laborales	beneficiadas,
Contenido,
Duración	determinada,
Zonas	de	emergencia,
PROPIEDAD
Exclusiones,
Participación	en	la,
PROTECCIÓN	A
Impedidos,
Madres,
Menores,
PRUEBAS
Actuación,
Anticipadas,
Carga	de	las,
Del	cumplimiento	de	obligaciones,
Del	vínculo	laboral,
Inadmisibilidad	de,
Ofrecimiento,
Valoración,
PUNTUALIDAD
Incentivo	por,
Q
QUEJA
Recurso	de,
QUIEBRA
Cese	objetivo	por,
R
RAMA	DE	ACTIVIDAD
Negociación	por,
RAZONABILIDAD
Límites	de	la,
REBELDÍA
Efectos	de	la,
RECARGO	AL	CONSUMO
Porcentaje	máximo,
REDUCCIÓN
De	la	remuneración,
REDUCCIÓN	DE	DÍAS	LABORABLES
En	relación	al	récord	vacacional,
REFRIGERIO
Duración,
No	forma	parte	de	la	jornada,
RÉGIMEN
De	construcción	civil,
De	los	artistas,
De	los	futbolistas	profesionales,
Del	trabajo	doméstico,
Laboral	especial	de	las	MYPEs,
RÉGIMEN	CONTRIBUTIVO	DE	LA	SEGURIDAD	SOCIAL	EN
SALUD
Nueva	denominación,
REGISTRO	DE	COOPERATIVAS
Cancelación,
Creación,
Documentos,
REGLAMENTO	DE	MULTAS
Del	Ministerio	de	Trabajo,
REGLAMENTO	DE	SEGURIDAD	E	HIGIENE	INDUSTRIAL
Obligatoriedad,
REGLAMENTO	DE	SEGURIDAD	Y	SALUD	EN	EL	TRABAJO
Obligatoriedad,
REGLAMENTO	INTERNO	DE	TRABAJO
Alcances,
Aprobación,
Contenido,
Obligados	a	contar	con,
REINSERCIÓN	LABORAL
Definición,
Duración	del	convenio	de,
Porcentajes,
Sede	de	la,
REINTEGROS
Depósito	sin	intereses,
RELACIÓN	LABORAL
De	los	parientes	consanguíneos,
Del	cónyuge,
Principios	de	la,
RELACIONES	INDUSTRIALES
Dependencia	encargada,
Funciones,
REMUNERACIÓN
Concepto,
Como	prestación	alimentaria,
Embargo,
En	especie,
Equitativa,
Exclusiones,
Periódica,
Principal,
Reducción,
Regularidad	de	la,
REMUNERACIÓN	INTEGRAL
Pacto	de,
REMUNERACIÓN	MÍNIMA	VITAL
Conceptos	absorbidos,
Cuadro	evolutivo,
Efectos	en	otros	beneficios	laborales,
En	caso	de	comisionistas,
En	caso	de	destajeros,
Monto,
Pago	proporcional	de	la,
Pagos	en	especie,
Trabajadores	comprendidos,
REMUNERACIÓN	POR	HORA
Determinación,
REMUNERACIONES	DEVENGADAS
Afectas	al	Impuesto	a	la	Renta,
En	caso	de	nulidad	del	despido,
REMUNERACIONES	MÍNIMAS
De	los	mineros,
De	los	periodistas,
Evolución	de	las,
RENUNCIA
Prohibición	de	la,
RENUNCIA	AL	EMPLEO
Aviso,
Disposición	del	cargo,
Negativa	a	la	exoneración,
REPOSICIÓN
Incumplimiento	de	la,
REPRESENTACIÓN
En	materia	procesal,
REPRESENTACIÓN	DE	LOS	TRABAJADORES
Facultades,
REPRESENTANTES	LEGALES
De	los	incapaces,
REQUISITOS
Del	acto	jurídico,
REQUERIMIENTOS	DE	LA	PRODUCCIÓN
En	relación	a	las	facultades	del	empleador,
RESOLUCIÓN	ARBITRARIA
Del	contrato	modal,
RESOLUCIONES
Ejecución	de,
RETENCIÓN	DE	LA	CTS
Por	falta	grave,
RETENCIONES	INDEBIDAS
Sanción	por,
RETIROS	DE	LA	CTS
Limitaciones,
RIESGO
Trabajo	de,
S
SALUD
Carné	de,
SANEAMIENTO
Procesal,
SECCIÓN	SINDICAL
Constitución,
SEGURO	COMPLEMENTARIO	DE	TRABAJO	DE	RIESGO
Actividades	comprendidas,
Ámbito,
Asegurados	obligatorios,
Cobertura,
Contratación	facultativa,
Tasas	de	aportación,
SEGURO	DE	VIDA
Beneficiarios,
Cobro	por	el	empleador,
Derecho	al,
En	caso	de	reingreso,
En	caso	de	suspensión	de	la	relación	laboral,
Monto	del	beneficio,
Primas,
Relación	de	beneficiarios,
Remuneración	asegurable,
SEGURO	SOCIAL	EN	SALUD
Actividad	agraria,
Afiliados	regulares,
Aportes,
Asegurados,
Entidades	empleadoras	para	el,
Nueva	denominación,
Registro,
SENATI
Contribución	porcentual,
Empresas	excluidas,
Labores	de	instalación,
Remuneración	afecta,
SENCICO
Tasas	aplicables,
SENTENCIA
Contenido,
Extra	petita,
Proceso	expedito	para,
Proyecto	de,
Ultra	petita,
SERVICIO	GRATUITO	DE	ORIENTACIÓN	LEGAL
En	materia	laboral,
SERVICIOS
De	los	parientes	consanguíneos,
Del	cónyuge,
SERVICIOS	PÚBLICOS	ESENCIALES
Enumeración,
SIDA
Acto	discriminatorio,
Despistaje	del,
SIMULACIÓN
No	amparada	por	la	ley,
SINDICALIZACIÓN
Derecho,
SINDICATO
Afiliación,
Asamblea	del,
Autonomía,
Cancelación	del	registro	del,
Clases,
Constitución	del,
Cuotas	al,
De	empleadores,
De	grado	superior,
Disolución	del,
Fines,
Impedimentos,
Inscripción	del,
Junta	directiva	del,
Mayoritario,
Miembros	del,
Obligaciones,
Patrimonio	del,
Personería	gremial	del,
Renuncia	al,
SÍNTESIS	DE	LA	LEGISLACIÓN	LABORAL
Aprobación,
SISTEMA	NACIONAL	DE	PENSIONES
Aportes,
Asegurados,
Remuneración	asegurable,
SISTEMA	PRIVADO	DE	PENSIONES
Aportes,
Montos,
Remuneración	asegurable,
SOBRETIEMPO
Cálculo,
Concepto,
Por	caso	fortuito	o	fuerza	mayor,
Remuneración	base,
Tasa,
Voluntariedad,
SUMA	COMPENSABLE	POR	CESE
Carácter	deducible,
SUMA	GRACIOSA
Naturaleza	deducible,
SUPERINTENDENCIA	DE	ADMINISTRADORAS	DE	FONDOS	DE
PENSIONES
Facultades,
SUPERVISOR
De	seguridad,
SUSPENSIÓN	DEL	CONTRATO
Causales,
Inhabilitación,
Invalidez,
Modalidades,
Para	alcaldes,
Para	congresistas,
Para	deportistas,
Por	caso	fortuito	o	fuerza	mayor,
Pre	y	posnatal,
Tratándose	de	empresas	pesqueras,
SUSTITUCIÓN
Legal,
T
TACHAS
Interposición	de	las,
TECNOLOGÍA
Estímulo	a	la,
TIEMPO	DE	REFRIGERIO
No	forma	parte	de	la	jornada,
TIEMPO	INDETERMINADO
Contrato	de	trabajo	por,
TIEMPO	PARCIAL
Contrato	de	trabajo	a,
TÍTULOS	EJECUTIVOS
Enumeración,
TRABAJADORES
Cesantes	de	difícil	reinserción,
Dignidad	de	los,
Domésticos,
No	calificados,
Representación	de	los,
De	las	MYPEs,
TRABAJADORES	ADMINISTRATIVOS	DE	INSTITUCIONES
EDUCATIVAS	PARTICULARES
Régimen	aplicable,
TRABAJADORES	CON	DISCAPACIDAD
Regulación	legal,
TRABAJADORES	DE	CONFIANZA
Concepto,
TRABAJADORES	DE	CONSTRUCCIÓN	CIVIL
Régimen	de	los,
TRABAJADORES	DE	DIRECCIÓN
Concepto,
TRABAJADORES	DE	LAS	MYPES
Régimen	laboral	especial	permanente,
TRABAJADORES	DEL	HOGAR
Régimen	de	los,
TRABAJADORES	DESTACADOS
Concepto,
TRABAJADORES	DOMÉSTICOS
Régimen	de	los,
TRABAJADORES	EXTRANJEROS
Autorización	de	los	contratos,
Despido	arbitrario	de	los,
Exoneraciones,
Formalidades	del	contrato	con,
Limitaciones	de	los,
TRABAJADORES	PERMANENTES
No	podrán	ser	contratados	a	plazo,
TRABAJADORES	RENUNCIANTES
Incentivos,
TRABAJO
A	domicilio,
Certificado	de,
Como	deber	y	derecho,
Día	del,
De	los	futbolistas	profesionales,
De	menores,
De	riesgo,
Educación	para	el,
Inspección	del,
Libertad	de,
Nocturno,
Portuario,
Productividad	del,
Protección	al,
Reglamento	interno	de,
Voluntario	y	remunerado,
TRABAJO	A	DOMICILIO
Definición,
Derechos	del,
Formalidad	del	contrato	de,
Registro,
Relación	laboral,
Remuneración	del,
Trabajadores	no	comprendidos,
TRABAJO	NOCTURNO
Jornada	mixta,
Mínimo	nocturno,
Prohibición,
Serán	rotativos,
Sobretasa,
TRABAJO	PORTUARIO
Régimen	laboral	del,
TRANSACCIÓN
Excepción	de,
TRANSFERENCIA	A	LOS	TRABAJADORES
Privatización	de	empresas,
TUPA
Del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,
U
ULTRACTIVIDAD
De	la	ley,
ULTRA	PETITA
Sentencias,
UNIÓN	DE	HECHO
Concepto,
UNIÓN	ESTABLE
Efectos,
UTILIDADES
Concepto	de	remuneración,
Días	laborados	a	efecto	de	las,
Distribución,
Exclusiones,
Fusión	de	empresas,
Gastos	deducibles,
Liquidación,
Participación	en	las,
Pérdidas	anteriores,
Porcentajes,
Remanente	para	capacitación,
Trabajadores	con	derecho	a,
V
VACACIONES
Acumulación	de,
Cómputo	del	año	laborado,
Condiciones,
Derecho,
Determinación	del	inicio,
Duración,
Oportunidad,
Pago,
Récord,
Reducción,
Remuneración	por,
VACACIONES	NO	GOZADAS
Indemnización,
Pago,
Z
ZONAS	DE	EMERGENCIA
Programas	de	empleo	en,
ZONAS	FRANCAS
Contratos	de	trabajo	en,
Normas	Publicadas
1955 1961 1971 1974 1977 1979
1981 1982 1984 1985 1987 1988
1989 1990 1991 1992 1993 1994
1995 1996 1997 1998 1999 2000
2001 2002 2003 2004 2005 2006
2007 2008 2009 2010 2011 2012
2013 2014 2015 2016 	 	
	
CONSTITUCIÓN	POLÍTICA
Constitución	de	1993 Octubre	31,	1993
CÓDIGO	CIVIL
D.	Leg.	295 Julio	24,	1984
CÓDIGO	DE	LOS	NIÑOS	Y	ADOLESCENTES
Ley	27337 Agosto	07,	2000
CÓDIGO	PENAL
D.	Leg.	635 Abril	08,	1991
CÓDIGO	PROCESAL	CIVIL
D.	Leg.	768 Abril	22,	1993
CÓDIGO	TRIBUTARIO
D.	Leg.	816 Abril	24,	1996
LEY	ORGÁNICA	DEL	PODER	JUDICIAL
D.	Leg.	767 Noviembre	29,	1991
AÑO	1941
Ley	9463 Diciembre	17,	1941
AÑO	1962
D.	L.	14222 Octubre	23,	1962
D.	S.	016 Octubre	31,	1962
AÑO	1963
D.	L.	14371 Enero	12,	1963
D.	S.	005-63 Abril	23,	1963
AÑO	1964
D.	S.	42-F Mayo	22,	1964
AÑO	1965
D.	S.	007 Mayo	21,	1965
D.	S.	009-65 Julio	12,	1965
R.	S.	377 Setiembre	13,	1965
AÑO	1966
Ley	16559 Julio	28,	1966
AÑO	1973
D.	L.	19990 Abril	30,	1973
AÑO	1974
D.	S.	011-74-TR Julio	31,	1974
AÑO	1977
D.	S.	010-77-IT Julio	21,	1977
AÑO	1978
D.	L.	22342 Noviembre	21,	1978
AÑO	1981
D.	Leg.	147 Junio	15,	1981
AÑO	1982
Ley	23407 Mayo	28,	1982
D.	S.	049-82-ITI/IND Octubre	08,	1982
AÑO	1983
R.	S.	021-83-TR Marzo	27,	1983
AÑO	1984
D.	S.	013-84-TR Abril	11,	1984
AÑO	1987
Ley	24724 Octubre	25,	1987
AÑO	1988
D.	S.	001-88-TR Enero	26,	1988
AÑO	1989
Ley	25101 Octubre	01,	1989
Ley	25129 Diciembre	06,	1989
D.	S.	030-89-TR Setiembre	06,	1989
AÑO	1990
D.	S.	035-90-TR Junio	07,	1990
D.	S.	050-90-TR Julio	26,	1990
AÑO	1991
TUO	-	D.	Leg.	650 Julio	24,	1991
D.	Leg.	677 Octubre	07,	1991
D.	Leg.	688 Noviembre	05,	1991
D.	Leg.	689 Noviembre	05,	1991
D.	Leg.	692 Noviembre	06,	1991
D.	Leg.	713 Noviembre	08,	1991
D.	Leg.	727 Diciembre	11,	1991
D.	S.	039-91-TR Diciembre	31,	1991
AÑO	1992
D.	L.	25593 Julio	02,	1992
D.	L.	25878 Noviembre	26,	1992
D.	L.	25897 Noviembre	27,	1992
D.	L.	25920 Diciembre	03,	1992
D.	L.	25988 Diciembre	24,	1992
D.	L.	26135 Diciembre	30,	1992
D.	S.	075-92-PCM Setiembre	03,	1992
D.	S.	011-92-TR Octubre	15,	1992
D.	S.	012-92-TR Diciembre	03,	1992
D.	S.	014-92-TR Diciembre	23,	1992
D.	S.	220-92-EF Diciembre	21,	1992
R.	M.	091-92-TR Abril	03,	1992
AÑO	1993
Ley	26196 Junio	10,	1993
TUO	-	D.	Leg.	774 Diciembre	31,	1993
D.	Leg.	786 Diciembre	31,	1993
D.	S.	009-93-TR Octubre	18,	1993
R.	M.	021-93-TR Febrero	04,	1993
AÑO	1994
Ley	26272 Enero	01,	1994
Ley	26331 Junio	23,	1994
D.	S.	139-94-EF Noviembre	08,	1994
AÑO	1995
Ley	26449 Mayo	07,	1995
Ley	26485 Junio	19,	1995
Ley	26504 Julio	18,	1995
AÑO	1996
Ley	26566 Enero	01,	1996
Ley	26598 Abril	24,	1996
Ley	26626 Junio	20,	1996
Ley	26636 Junio	24,	1996
Ley	26644 Junio	27,	1996
Ley	26645 Junio	27,	1996
D.	Leg.	854 Octubre	01,	1996
D.	Leg.	855 Octubre	04,	1996
D.	Leg.	856 Octubre	04,	1996
D.	Leg.	861 Octubre	22,	1996
D.	Leg.	882 Noviembre	09,	1996
D.	Leg.	885 Noviembre	10,	1996
D.	Leg.	892 Noviembre	11,	1996
D.	S.	001-96-TR Enero	26,	1996
D.	S.	006-96-TR Agosto	11,	1996
R.	M.	051-96-TR Junio	05,	1996
AÑO	1997
Ley	26772 Abril	17,	1997
Ley	26790 Mayo	17,	1997
Ley	26842 Julio	20,	1997
Ley	26865 Octubre	15,	1997
D.	S.	001-97-TR Marzo	01,	1997
D.	S.	002-97-TR Marzo	27,	1997
D.	S.	003-97-TR Marzo	27,	1997
D.	S.	004-97-TR Abril	15,	1997
D.	S.	004-97-SA Junio	18,	1997
D.	S.	009-97-SA Setiembre	09,	1997
D.	S.	054-97-EF Mayo	14,	1997
Of.	Circ.	7724-97-SBS Diciembre	01,	1997
AÑO	1998
Ley	27020 Diciembre	23,	1998
Ley	27021 Diciembre	23,	1998
Ley	27028 Diciembre	30,	1998
Ley	27029 Diciembre	30,	1998
D.	S.	001-98-TR Enero	22,	1998
D.	S.	002-98-TR Febrero	01,	1998
D.	S.	009-98-TR Agosto	05,	1998
D.	S.	001-98-SA Enero	15,	1998
D.	S.	003-98-SA Abril	14,	1998
R.	004-GCR-IPSS-98 Febrero	14,	1998
R.	080-98-EF/SAFP Marzo	05,	1998
AÑO	1999
Ley	27056 Enero	30,	1999
Ley	27130 Junio	02,	1999
Ley	27177 Setiembre	25,	1999
Ley	27185 Octubre	19,	1999
Ley	27240 Diciembre	23,	1999
Ley	27242 Diciembre	24,	1999
D.	S.	089-99-EF Junio	04,	1999
R.	Adm.	05-99-SCS/CSJR Noviembre	10,	1999
R.	Adm.	938-CME-PJ Julio	21,	1999
R.	001-GCSEG-ESSALUD-99 Agosto	13,	1999
R.	213-99-EF/SAFP Junio	19,	1999
Dir.	013-99/Sunat Diciembre	23,	1999
Ac.	41-14-ESSALUD-99 Julio	16,	1999
AÑO	2000
Ley	27270 Mayo	29,	2000
Ley	27282 Junio	08,	2000
Ley	27314 Julio	21,	2000
Ley	27321 Julio	22,	2000
Ley	27326 Julio	24,	2000
Ley	27327 Julio	25,	2000
Ley	27328 Julio	24,	2000
Ley	27360 Octubre	31,	2000
D.	S.	003-2000-Promudeh Abril	05,	2000
R.	M.	050-2000-TR Junio	08,	2000
R.	009-2000-EF/SAFP Enero	08,	2000
AÑO	2001
Ley	27402 Enero	20,	2001
Ley	27403 Enero	20,	2001
Ley	27409 Enero	25,	2001
Ley	27460 Mayo	26,	2001
Ley	27556 Noviembre	23,	2001
Ley	27571 Diciembre	05,	2001
Ley	27605 Diciembre	22,	2001
D.	Leg.	910 Marzo	17,	2001
D.	S.	017-2001-TR Junio	07,	2001
D.	S.	020-2001-TR Junio	29,	2001
D.	S.	023-2001-TR Julio	18,	2001
R.	136-2001-SBS Febrero	28,	2001
AÑO	2002
Ley	27626 Enero	09,	2002
Ley	27669 Febrero	16,	2002
Ley	27696 Abril	12,	2002
Ley	27735 Mayo	28,	2002
Ley	27809 Agosto	08,	2002
Ley	27840 Octubre	12,	2002
Ley	27866 Noviembre	16,	2002
Ley	27891 Diciembre	22,	2002
D.	S.	003-2002-TR Abril	28,	2002
D.	S.	005-2002-TR Julio	04,	2002
D.	S.	007-2002-TR Julio	04,	2002
D.	S.	008-2002-TR Julio	04,	2002
D.	S.	012-2002-TR Agosto	09,	2002
D.	S.	017-2002-TR Diciembre	05,	2002
D.	S.	049-2002-AG Setiembre	11,	2002
R.	M.	104-2002-TR Mayo	09,	2002
R.	M.	324-2002-TR Noviembre	22,	2002
AÑO	2003
Ley	27918 Enero	11,	2003
Ley	27942 Febrero	27,	2003
Ley	27986 Junio	03,	2003
Ley	28036 Julio	24,	2003
Ley	28044 Julio	29,	2003
Ley	28048 Agosto	01,	2003
Ley	28051 Agosto	02,	2003
Ley	28131 Diciembre	19,	2003
D.	S.	006-2003-TR Mayo	24,	2003
D.	S.	010-2003-TR Octubre	05,	2003
D.	S.	013-2003-TR Octubre	28,	2003
D.	S.	015-2003-TR Noviembre	20,	2003
D.	S.	010-2003-Mimdes Noviembre	26,	2003
R.	M.	064-2003-TR Abril	16,	2003
AÑO	2004
Ley	28444 Diciembre	30,	2004
D.	S.	003-2004-TR Marzo	24,	2004
D.	S.	009-2004-TR Julio	21,	2004
D.	S.	013-2004-TR Octubre	27,	2004
D.	S.	058-2004-PCM Julio	29,	2004
D.	S.	179-2004-EF Diciembre	08,	2004
R.	M.	008-2004-TR Enero	25,	2004
R.	M.	085-2004-TR Abril	13,	2004
R.	M.	279-2004-TR Octubre	31,	2004
AÑO	2005
Ley	28461 Enero	11,	2005
Ley	28518 Mayo	24,	2005
D.	S.	002-2005-TR Mayo	06,	2005
D.	S.	006-2005-TR Setiembre	02,	2005
D.	S.	007-2005-TR Setiembre	19,	2005
D.	S.	009-2005-Vivienda Mayo	07,	2005
R.	M.	290-2005-TR Octubre	06,	2005
R.	191-2005/Sunat Octubre	01,	2005
AÑO	2006
Ley	28731 Mayo	13,	2006
Ley	28806 Julio	22,	2006
Ley	28873 Agosto	15,	2006
D.	S.	004-2006-TR Abril	06,	2006
D.	S.	006-2006-TR Abril	20,	2006
D.	S.	011-2006-TR Junio	06,	2006
D.	S.	013-2006-TR Julio	08,	2006
D.	S.	016-2006-TR Setiembre	15,	2006
D.	S.	019-2006-TR Octubre	29,	2006
D.	S.	020-2006-TR Diciembre	28,	2006
D.	S.	021-2006-TR Diciembre	29,	2006
R.	M.	314-2006-TR Setiembre	06,	2006
AÑO	2007
Ley	28983 Marzo	16,	2007
Ley	28988 Marzo	21,	2007
D.	S.	002-2007-TR Enero	17,	2007
D.	S.	008-2007-TR Abril	27,	2007
D.	S.	014-2007-TR Junio	30,	2007
D.	S.	018-2007-TR Agosto	28,	2007
D.	S.	019-2007-TR Setiembre	01,	2007
D.	S.	020-2007-TR Setiembre	20,	2007
D.	S.	024-2007-TR Octubre	28,	2007
R.	M.	196-2007-TR Julio	23,	2007
R.	250-2007-TR Setiembre	30,	2007
R.	204-2007/Sunat Octubre	27,	2007
AÑO	2008
Ley	29245 Junio	24,	2008
D.	Leg.	1038 Junio	25,	2008
D.	Leg.	1050 Junio	27,	2008
D.	S.	003-2008-TR Mayo	21,	2008
D.	S.	006-2008-TR Setiembre	12,	2008
D.	S.	007-2008-TR Setiembre	30,	2008
D.	S.	008-2008-TR Setiembre	30,	2008
D.	S.	009-2008-TR Noviembre	27,	2008
D.	S.	010-2008-TR Diciembre	03,	2008
R.	M.	020-2008-TR Enero	17,	2008
R.	M.	323-2008-TR Octubre	15,	2008
R.	M.	374-2008-TR Noviembre	30,	2008
R.	M.	375-2008-TR Noviembre	30,	2008
R.	M.	376-2008-TR Noviembre	30,	2008
R.	M.	396-2008-TR Diciembre	16,	2008
R.	005-2008/Sunat Enero	12,	2008
R.	125-2008/Sunat Julio	25,	2008
AÑO	2009
Ley	29346 Abril	09,	2009
Ley	29351 Mayo	01,	2009
Ley	29358 Mayo	13,	2009
Ley	29381 Junio	16,	2009
Ley	29409 Setiembre	20,	2009
Ley	29430 Noviembre	08,	2009
Ley	29463 Noviembre	30,	2009
D.	S.	004-2009-TR Marzo	30,	2009
D.	S.	007-2009-TR Junio	20,	2009
D.	S.	024-2009-Produce Julio	10,	2009
R.	M.	283-2009-TR Setiembre	25,	2009
R.	M.	322-2009-TR Noviembre	06,	2009
R.	201-2009/Sunat Setiembre	26,	2009
AÑO	2010
Ley	29497 Enero	15,	2010
Ley	29549 Junio	03,	2010
Ley	29566 Julio	28,	2010
Ley	29607 Octubre	26,	2010
Ley	29635 Diciembre	21,	2010
D.	S.	003-2010-TR Abril	15,	2010
D.	S.	014-2010-TR Diciembre	16,	2010
D.	S.	015-2010-TR Diciembre	18,	2010
D.	S.	003-2010-Mimdes Abril	20,	2010
R.	M.	118-2010-TR Mayo	19,	2010
R.	M.	318-2010-TR Diciembre	21,	2010
R.	M.	338-2010-TR Diciembre	31,	2010
R.	175-2010/Sunat Mayo	26,	2010
R.	Adm.	182-2010-CE-PJ Junio	04,	2010
R.	Adm.	198-2010-CE-PJ Julio	07,	2010
R.	Adm.	232-2010-CE-PJ Julio	07,	2010
R.	Adm.	277-2010-CE-PJ Agosto	11,	2010
R.	Adm.	299-2010-CE-PJ Setiembre	23,	2010
R.	Adm.	310-2010-CE-PJ Setiembre	23,	2010
AÑO	2011
Ley	29711 Junio	18,	2011
Ley	29714 Junio	19,	2011
Ley	29783 Agosto	20,	2011
D.	S.	002-2011-TR Febrero	22,	2011
D.	S.	003-2011-TR Marzo	18,	2011
D.	S.	004-2011-TR Abril	07,	2011
D.	S.	005-2011-TR Mayo	17,	2011
D.	S.	008-2011-TR Junio	05,	2011
D.	S.	009-2011-TR Julio	23,	2011
D.	S.	014-2011-TR Setiembre	17,	2011
D.	S.	017-2011-TR Octubre	28,	2011
D.	S.	010-2011-JUS Julio	27,	2011
D.	S.	001-2011-Produce Enero	23,	2011
R.	M.	121-2011-TR Abril	19,	2011
R.	M.	199-2011-TR Julio	16,	2011
R.	M.	284-2011-TR Setiembre	24,	2011
R.	M.	331-2011-TR Diciembre	17,	2011
R.	M.	312-2011/Minsa Abril	26,	2011
R.	V.	005-2011-MTPE/3 Junio	08,	2011
R.	Adm.	124-2011-CE-PJ Abril	29,	2011
R.	010-2011/Sunat Enero	26,	2011
R.	212-2011/Sunat Agosto	27,	2011
AÑO	2012
Ley	29973 Diciembre	24,	2012
Ley	29830 Enero	07,	2012
Ley	29903 Julio	19,	2012
D.	Leg.	1110 Junio	20,	2012
D.	S.	002-2012-TR Febrero	25,	2012
D.	S.	003-2012-TR Febrero	28,	2012
D.	S.	005-2012-TR Abril	25,	2012
D.	S.	007-2012-TR Mayo	17,	2012
D.	S.	010-2012-TR Junio	06,	2012
D.	S.	012-2012-TR Agosto	14,	2012
D.	S.	017-2012-TR Noviembre	01,	2012
D.	S.	087-2012-PCM Agosto	14,	2012
D.	S.	123-2012-PCM Diciembre	31,	2012
R.	M.	026-2012-TR Enero	20,	2012
R.	M.	034-2012-TR Enero	31,	2012
R.	M.	203-2012-TR Agosto	17,	2012
R.	M.	223-2012-TR Setiembre	07,	2012
R.	Adm.	023-2012-CE-PJ Febrero	16,	2012
R.	241-2012/Sunat Octubre	20,	2012
AÑO	2013
Ley	29981 Enero	15,	2013
Ley	29992 Febrero	07,	2013
Ley	30012 Abril	26,	2013
Ley	30056 Julio	02,	2013
Ley	30057 Julio	04,	2013
Ley	30076 Agosto	19,	2013
Ley	30102 Julio	02,	2013
Ley	30112 Noviembre	28,	2013
Ley	30119 Diciembre	03,	2013
D.	Leg.	1170 Diciembre	07,	2013
D.	Leg.	1171 Diciembre	07,	2013
D.	Leg.	1172 Diciembre	07,	2013
D.	S.	006-2013-TR Agosto	06,	2013
D.	S.	012-2013-TR Diciembre	07,	2013
D.	S.	013-2013-TR Diciembre	14,	2013
D.	S.	014-2013-TR Diciembre	24,	2013
R.	M.	055-2013-TR Marzo	27,	2013
R.	M.	112-2013-TR Junio	22,	2013
R.	M.	118-2013-TR Julio	04,	2013
R.	M.	159-2013-TR Setiembre	11,	2013
R.	M.	163-2013-TR Setiembre	19,	2013
R.	034-2013/Sunat Enero	31,	2013
AÑO	2014
Ley	30222 Julio	11,	2014
Ley	30229 Julio	12,	2014
Ley	30287 Diciembre	14,	2014
D.	S.	006-2014-TR Agosto	09,	2014
D.	S.	007-2014-TR Agosto	09,	2014
D.	S.	008-2014-TR Agosto	29,	2014
D.	S.	010-2014-TR Setiembre	20,	2014
D.	S.	013-2014-TR Noviembre	21,	2014
D.	S.	002-2013-MIMP Abril	08,	2014
R.	M.	173-2014-TR Agosto	23,	2014
R.	M.	571-2014/Minsa Julio	26,	2014
R.	240-2014/Sunat Julio	30,	2014
R.	376-2014/Sunat Diciembre	22,	2014
R.	380-2014/Sunat Diciembre	29,	2014
AÑO	2015
Ley	30334 Junio	24,	2015
Ley	30364 Noviembre	23,	2015
Ley	30367 Noviembre	25,	2015
R.	Leg.	30312 Marzo	22,	2015
D.	S.	001-2015-TR Enero	29,	2015
D.	S.	017-2015-TR Noviembre	03,	2015
AÑO	2016
Ley	30408 Enero	08,	2016
Ley	30485 Julio	07,	2016
D.	S.	002-2016-TR Marzo	08,	2016
D.	S.	009-2016-TR Julio	20,	2016
D.	S.	011-2016-TR Julio	28,	2016
D.	S.	012-2016-TR Octubre	01,	2016
D.	S.	001-2016-Mimp Febrero	08,	2016
D.	S.	009-2016-Mimp Julio	27,	2016
	
COMPENDIO	LABORAL	PERUANO
SECCIÓN	PRIMERA
DERECHO	INDIVIDUAL	DEL	TRABAJO
PRIMERA	PARTE
Formación	y	Promoción	Laboral
TÍTULO	PRIMERO
Principios	Fundamentales
POLÍTICAS	DE	EMPLEO
L.	de	F.	y	P.	L.	–	D.	S.	002-97-TR.
ART.	1°.—La	Política	Nacional	de	Empleo	constituye	el	conjunto
de	instrumentos	normativos	orientados	a	promover,	en	armonía
con	los	artículos	22,	23,	27	y	59	de	la	Constitución	Política	del
Perú,	un	régimen	de	igualdad	de	oportunidades	de	empleo	que
asegure	a	todos	los	peruanos	el	acceso	a	una	ocupación	útil	que
los	proteja	contra	el	desempleo	y	el	subempleo,	en	cualquiera	de
sus	manifestaciones.
Const.
ART.	22.—El	trabajo	es	un	deber	y	un	derecho.	Es	base	del	bienestar	social
y	un	medio	de	realización	de	la	persona.
Const.
ART.	 23.—El	 trabajo,	 en	 sus	 diversas	modalidades,	 es	 objeto	 de	 atención
prioritaria	del	Estado,	el	cual	protege	especialmente	a	la	madre,	al	menor	de
edad	y	al	impedido	que	trabajan.
El	 Estado	promueve	 condiciones	 para	 el	 progreso	 social	 y	 económico,	 en
especial	 mediante	 políticas	 de	 fomento	 del	 empleo	 productivo	 y	 de
educación	para	el	trabajo.
Ninguna	 relación	 laboral	 puede	 limitar	 el	 ejercicio	 de	 los	 derechos
constitucionales,	ni	desconocer	o	rebajar	la	dignidad	del	trabajador.
Nadie	 está	 obligado	 a	 prestar	 trabajo	 sin	 retribución	 o	 sin	 su	 libre
consentimiento.
Const.
ART.	 27.—La	 ley	 otorga	 al	 trabajador	 adecuada	 protección	 contra	 el
despido	arbitrario.
Const.
ART.	59.—El	Estado	estimula	la	creación	de	riqueza	y	garantiza	la	libertad
de	 trabajo	 y	 la	 libertad	 de	 empresa,	 comercio	 e	 industria.	 El	 ejercicio	 de
estas	libertades	no	debe	ser	lesivo	a	la	moral,	ni	a	la	salud,	ni	a	la	seguridad
públicas.	El	Estado	brinda	oportunidades	de	superación	a	 los	sectores	que
sufren	 cualquier	 desigualdad;	 en	 tal	 sentido,	 promueve	 las	 pequeñas
empresas	en	todas	sus	modalidades.
JURISPRUDENCIA.—Contenido	constitucional	del	derecho	al	trabajo.	“(…)	El
derecho	al	trabajo	está	reconocido	por	el	artículo	22	de	la	Constitución.	Este
tribunal	estima	que	el	contenido	esencial	de	este	derecho	constitucional
implica	dos	aspectos.	El	de	acceder	a	un	puesto	de	trabajo,	por	una	parte	y,
por	otra,	el	derecho	a	no	ser	despedido	sino	por	causa	justa.	Aunque	no
resulta	relevante	para	resolver	la	causa,	cabe	precisar	que,	en	el	primer
caso,	el	derecho	al	trabajo	supone	la	adopción	por	parte	del	Estado	de	una
política	orientada	a	que	la	población	acceda	a	un	puesto	de	trabajo;	si	bien
hay	que	precisar	que	la	satisfacción	de	este	aspecto	de	este	derecho
constitucional	implica	un	desarrollo	progresivo	y	según	las	posibilidades	del
Estado.	El	segundo	aspecto	del	derecho	es	el	que	resulta	relevante	para
resolver	la	causa.	Se	trata	del	derecho	al	trabajo	entendido	como
proscripción	de	ser	despedido	salvo	por	causa	justa.	(...)”	(T.	C.,	Exp.	1124-
2001-PA/TC,	set.	11/2002.	Rey	Terry).
JURISPRUDENCIA.—La	protección	legal	frente	al	despido	arbitrario	debe
respetar	el	derecho	al	trabajo.	“(…)	Debe	considerarse	que	el	artículo	27	de
la	Constitución	contiene	un	“mandato	al	legislador”	para	establecer
protección	“frente	al	despido	arbitrario”.	Tres	aspectos	deben	resaltarse	de
esta	disposición	constitucional:
a)	Se	trata	de	un	“mandato	al	legislador”.
b)	Consagra	un	principio	de	reserva	de	ley	en	garantía	de	la	regulación	de
dicha	protección.
c)	No	determina	la	forma	de	protección	frente	al	despido	arbitrario,	sino
que	la	remite	a	la	ley.
Sin	embargo,	cuando	se	precisa	que	ese	desarrollo	debe	ser	“adecuado”,	se
está	resaltando	-aunque	innecesariamente-	que	esto	no	debe	afectar	el
contenido	esencial	del	derecho	del	trabajador.	En	efecto,	todo	desarrollo
legislativo	de	los	derechos	constitucionales	presupone	para	su	validez	el
que	se	respete	su	contenido	esencial,	es	decir,	que	no	se	desnaturalice	el
derecho	objeto	de	desarrollo.	Por	esta	razón,	no	debe	considerarse	el	citado
artículo	27	como	la	consagración,	en	virtud	de	la	propia	Constitución,	de
una	“facultad	de	despido	arbitrario”	hacia	el	empleador.
Por	este	motivo,	cuando	el	artículo	27	de	la	Constitución	establece	que	la
ley	otorgará	“adecuada	protección	frente	al	despido	arbitrario”,	debe
considerarse	que	este	mandato	constitucional	al	legislador	no	puede
interpretarse	en	absoluto	como	un	encargo	absolutamente	abierto	y	que
habilite	al	legislador	una	regulación	legal	que	llegue	al	extremo	de	vaciar	de
contenido	el	núcleo	duro	del	citado	derecho	constitucional.	Si	bien	es	cierto
que	el	legislador	tiene	en	sus	manos	la	potestad	de	libre	configuración	de
los	mandatos	constitucionales,	también	lo	es	que	dicha	potestad	se	ejerza
respetando	el	contenido	esencial	del	derecho	constitucional.	Una	opción
interpretativa	diferente	sólo	conduciría	a	vaciar	de	contenido	el
mencionado	derecho	constitucional	y,	por	esa	razón,	la	ley	que	la	acogiera
resultaría	constitucionalmente	inadmisible.
Para	el	Tribunal	Constitucional	no	se	trata	de	emplazar	el	problema	desde
la	perspectiva	de	la	dualidad	conceptual	estabilidad	absoluta	y	estabilidad
relativa,	y	a	partir	de	ello,	inferir	que	al	no	haber	consagrado	la	Constitución
vigente	-como	lo	hizo	su	predecesora	de	1979-	la	denominada	estabilidad
absoluta,	toda	protección	restitutoria	ante	un	despido	arbitrario	sería
absolutamente	inadmisible.	Por	el	contrario,	planteado	en	términos	de
derecho	constitucional	lo	que	interesa	en	el	análisis	es	determinar	si	el
contenido	esencial	de	un	derecho	constitucional	como	el	derecho	al	trabajo
es	o	no	respetado	en	su	correspondiente	desarrollo	legislativo.	Más
precisamente,	si	la	fórmula	protectora	acogida	por	el	legislador	respeta	o	no
el	contenido	esencial	del	derecho	al	trabajo.(...)”	(T.	C.,	Exp.	1124-2001-
PA/TC,	set.	11/2002.	Rey	Terry).
JURISPRUDENCIA.—La	relación	laboral	no	puede	limitar	el	ejercicio	del
derecho	fundamental	a	la	salud.	“(...)	la	carta	de	fecha	11	de	enero	del	2008,
mediante	la	cual	el	recurrente	comunica	a	la	emplazada	que	ESSALUD	le
autoriza	descanso	médico	por	incapacidad	temporal	para	el	trabajo	por	un
tiempo	de	ocho	días,	desde	el	10	hasta	el	17	de	enero	del	2008,	adjuntando
para	ello	el	certificado	de	incapacidad	temporal	para	el	trabajo	de	fecha	10
de	enero	del	2008;	sin	embargo,	como	se	desprende	de	la	carta	notarial	de
pre-aviso,	(…)	la	propia	emplazada	manifiesta	que	el	recurrente	solicitó
permiso	por	salud	para	el	día	10	de	enero	y	que	le	fue	denegado,
declarándose	improcedente	su	solicitud.	Posteriormente,	la	empresa
demandada	cursa	carta	de	pre-aviso	de	despido,	y	luego	carta	de	despido,
fundadas	en	la	causal	de	abandono	del	centro	de	trabajo,	pese	a	conocer	de
la	solicitud	de	licencia	por	enfermedad	hecha	por	el	recurrente	y	del
certificado	médico	de	ESSALUD	que	probaba	la	enfermedad	o	incapacidad
parcial	para	laborar	durante	los	días	de	ausencia	al	trabajo.
(…)	es	oportuno	recordar	que,	en	reiterada	jurisprudencia,	este	tribunal	se
ha	pronunciado	respecto	del	derecho	a	la	salud	y	su	cualidad	de	derecho
fundamental,	considerando	que	éste	se	erige	como	uno	de	los	presupuestos
esenciales	para	el	ejercicio	de	los	demás	derechos	fundamentales	(...);	de
ello	se	sigue	que	su	goce	y	disfrute	efectivo	no	puede	verse	recortado	o
restringido	con	motivo	de	la	presencia	de	una	relación	laboral.	Es	así	que	en
el	centro	de	trabajo	existe,	por	parte	del	empleador,	una	serie	de
obligaciones	concernientes	a	la	seguridad	e	higiene	de	las	instalaciones
laborales,	así	como	la	obligación	de	respetar	o	no	atentar	contra	la	salud	de
los	trabajadores;	obligación	que,	en	el	presente	caso,	se	debió	concretar	en
el	hecho	de	permitir	el	descanso	al	trabajador	recurrente,	tratándose	de	un
motivo	de	salud,	máxime	si	el	mismo	había	sido	debidamente	comprobado
por	la	autoridad	sanitaria	correspondiente.	No	se	puede	admitir,	bajo
ningún	punto	de	vista,	que	se	le	exija	al	trabajador	escoger	entre	la
preservación	de	su	salud	y	la	preservación	de	su	puesto	de	trabajo,	como
parece	que	era	la	única	opción	que	se	le	dejó	al	recurrente	en	el	presente
caso.	El	ejercicio	del	derecho	a	la	salud	no	puede	significar,	en	modo	alguno,
en	las	circunstancias	descritas,	la	pérdida	del	puesto	de	trabajo	ni	la
restricción	de	derechos	fundamentales,	sobre	todo	cuando	el	ejercicio	del
aludido	derecho	se	hallaba,	como	ya	se	dijo,	debidamente	acreditado;	por	lo
que,	en	este	extremo,	se	debe	estimar	también	la	demanda,	por	haberse
vulnerado	los	derechos	a	la	salud	y	al	trabajo	del	recurrente.	(…).”	(T.	C.,
Exp.	00832-2009-PA/TC,	oct.	21/2010.	S.	S.	Beaumont	Callirgos.)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	al	trabajo	es	fundamento	del	derecho	a	la
promoción	en	el	empleo	en	igualdad	de	condiciones.	“(...)	La	promoción	en	el
empleo	en	igualdad	de	condiciones	es	un	derecho	fundamental	que	se
encuentra	reconocido	en	el	Sistema	Universal	de	Protección	de	los	Derechos
Humanos.	Así,	en	virtud	del	inciso	c)	del	artículo	7°	del	Pacto	Internacional
de	Derechos	Económicos,	Sociales	y	Culturales	(Pidesc),	el	Estado	peruano
reconoce	el	derecho	de	todas	las	personas	al	goce	de	condiciones	de	trabajo
equitativas	y	satisfactorias	que	le	aseguren	la	igual	oportunidad	para	ser
promovidos,	dentro	de	su	trabajo,	a	la	categoría	superior	que	les
corresponda,	sin	más	consideraciones	que	los	factores	de	tiempo	de	servicio
y	capacidad.
En	sentido	similar,	el	inciso	c)	del	artículo	7°	del	Protocolo	Adicional	a	la
Convención	Americana	sobre	Derechos	Humanos	en	Materia	de	Derechos
Económicos,	Sociales	y	Culturales	(Protocolo	de	San	Salvador)	reconoce	que
el	trabajador	tiene	derecho	a	la	promoción	o	ascenso	dentro	de	su	trabajo,
para	lo	cual	se	tendrán	en	cuenta	sus	calificaciones,	competencia,	probidad
y	tiempo	de	servicio.
El	derecho	a	la	promoción	en	el	empleo	en	igualdad	de	condiciones	tiene	su
fundamento	constitucional	en	el	derecho	al	trabajo,	entendido	como	un
medio	de	realización	de	la	persona	(artículo	22)	y	en	el	principio	-	derecho
de	igualdad	de	trato	y	de	oportunidades	en	la	relación	laboral	(artículo	26).
Mediante	este	derecho	se	trata	de	dar	opción,	sin	preferencias	ni
discriminaciones,	a	los	trabajadores	que	se	encuentran	en	una	misma
situación	para	que	puedan	acceder	en	igualdad	de	condiciones	a	la
promoción	profesional,	contribuyéndose	de	este	modo	a	la	realización	y	el
desarrollo	del	trabajador,	y	a	la	configuración	del	trabajo	decente.
De	este	modo,	el	derecho	a	la	promoción	en	el	empleo	se	vulnera	cuando	se
imponen	restricciones	que	impiden	o	dificultan	a	los	trabajadores	ascender
en	base	a	sus	méritos,	o	cuando	se	les	exige	requisitos	irrazonables	o
imposibles	de	cumplir,	o	cuando	no	se	les	promueve	por	razón	de	raza,
color,	sexo,	idioma,	religión,	opinión	política	o	de	otra	índole,	origen
nacional	o	social,	posición	económica,	nacimiento	o	cualquier	otra	condición
social,	a	pesar	de	que	cuentan	con	los	méritos	suficientes	y	han	aprobado	el
concurso	para	ser	promovidos.
La	promoción	o	ascenso	en	el	empleo	se	vincula	con	una	actividad	previa	–
la	capacitación	o	formación	profesional–	y	una	garantía	de	igualdad	y	de	no
discriminación	para	el	conjunto	del	resto	de	los	trabajadores.	Por	ello,	el
Pidesc	y	el	Protocolo	de	San	Salvador	exigen	como	requisito	objetivo	de	la
promoción	la	acreditación	de	un	conjunto	de	aptitudes,	conocimientos
teóricos	y	prácticos	y	experiencia	que	permitan	ejercer	una	ocupación
determinada.
Y	es	que	la	promoción	en	el	empleo	se	consolida	con	la	formación
profesional	continua	de	los	trabajadores.	(...).”	(T.	C.,	Exp.	04331-2008-
PA/TC,	set.	12/2008.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—El	TC	flexibiliza	y	precisa:	“el	trabajo	es	un	derecho
fundamental,	pero	ello	no	implica	que	incluya	el	derecho	a	la	estabilidad
laboral	absoluta”.	“(...)	el	trabajo	es	un	derecho	fundamental,	pero	ello	no
implica	que	incluya	el	derecho	a	la	estabilidad	laboral	absoluta.	En	realidad,
su	contenido	debe	ser	determinado	de	una	revisión	conjunta	de	todos	los
principios	referidos	a	los	derechos	fundamentales	y	al	régimen
constitucional	económico	(...)	resulta	claro	que	el	derecho	al	trabajo	debe
ser	entendido	como	la	posibilidad	de	acceder	libremente	al	mercado	laboral
o	a	desarrollar	la	actividad	económica	que	uno	quiera,	dentro	de	los	límites
que	la	ley	establece	por	razones	de	orden	público.	Esta	interpretación	no
colisiona	con	el	derecho	internacional.	El	derecho	al	trabajo	está	establecido
en	el	artículo	23	de	la	Declaración	Universal	de	Derechos	Humanos.	No
obstante,	de	ello	no	deriva	que	la	reposición	tenga	que	ser	entendida	como
un	remedio	internacionalmente	obligatorio.	El	artículo	10	del	convenio	158
de	la	OIT,	sobre	la	terminación	de	la	relación	de	trabajo,	dice	claramente
que	‘la	legislación	y	la	práctica	nacionales’	determinarán	si	procede	o	no	la
reposición”.	(T.	C.,	Exp.	08261-2013-PA/TC,	set.	10/2015.	S.	S.	Miranda
Canales)
COMENTARIO.—Escisión	 de	 la	 Ley	 de	 Fomento	 del	 Empleo.	 La
Disposición	 Transitoria	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 855,	 estableció	 la
separación	 de	 la	 Ley	 de	 Fomento	 del	 Empleo	 en	 dos	 textos	 normativos
denominados	 Ley	 de	 Formación	 y	 Promoción	 Laboral	 y	 Ley	 de
Productividad	y	Competitividad	Laboral.
Efectuado	el	reordenamiento	normativo	y	modificadas	 las	remisiones	a	 la
Constitución	anterior,	se	expidieron	los	decretos	supremos	N°s.	002	y	003-
97-TR	 que	 aprobaron	 los	 textos	 de	 la	 Ley	 de	 Formación	 y	 Promoción
Laboral	 y	 de	 la	 Ley	 de	 Productividad	 y	 Competitividad	 Laboral,
respectivamente.
Pese	 a	 que	 ambos	 textos	 normativos	 debieron	 ser	 reglamentados	 dentro
del	plazo	de	noventa	días	computados	desde	su	vigencia,	no	se	ha	hecho	así.
En	 consecuencia,	 el	 Decreto	 Supremo	N°	 001-96-TR,	 reglamentario	 de	 la
antigua	 Ley	 de	 Fomento	 del	 Empleo,	 sigue	 –en	 buena	 parte–	 aún	 vigente,
pero	sus	remisiones	a	la	ley	no	coinciden	ni	con	su	denominación	ni	con	su
numeración	actual.
En	 la	 presente	 obra,	 luego	 del	 texto	 legal	 se	 incluyen	 sus	 normas
reglamentarias,	por	lo	que	el	lector	apreciará	su	correspondencia.
ORIENTACIÓN	DE	LAS	POLÍTICAS	DE	EMPLEO
L.	de	F.	y	P.	L.	–	D.	S.	002-97-TR.
ART.	2°.—La	Política	Nacional	de	Empleo	comprende
fundamentalmente	al	conjunto	de	acciones	de	política	laboral
emprendidas	por	el	Poder	Ejecutivo	orientadas	a	la	generación
masiva	de	empleo,	a	flexibilizar	el	mercado	de	trabajo,	a	la
promoción	activa	del	empleo	autónomo	como	mecanismo
fundamental	de	acceso	a	la	actividad	laboral	por	iniciativa	de	los
propios	trabajadores,	a	la	promoción	de	cooperativas	de
trabajadores,	así	como	las	acciones	gubernamentales	orientadas	a
fomentar	el	establecimiento	de	pequeñas	empresas	intensivas	en
uso	de	mano	de	obra,	dictando	medidas	tendentes	a	incentivar	su
integración	a	la	formalidad	institucional.
OBJETIVOS
L.	de	F.	y	P.	L.	–	D.	S.	002-97-TR.
ART.	3°.—Son	objetivos	de	la	presente	ley:
a)	Promover	el	acceso	masivo	al	empleo	productivo	dentro	del
marco	de	la	política	económica	global	del	Poder	Ejecutivo	y	a
través	de	programas	especiales	de	promoción	del	empleo;
b)	Mejorar	los	niveles	de	empleo	adecuado	en	el	país	de	manera
sustancial,	así	como	combatir	el	desempleo	y	el	subempleo,	en
especial	el	que	afecta	a	la	fuerza	laboral	juvenil;
c)	Incentivar	el	pleno	uso	de	la	capacidad	instalada	existente	en
las	empresas,	dentro	del	marco	de	programas	de	reactivación
económica;
d)	Estimular	la	inversión	productiva	en	el	sector	privado,
especialmente	en	las	ramas	de	actividad	con	mayor	capacidad	de
absorción	de	mano	de	obra;
e)	Coadyuvar	a	una	adecuada	y	eficaz	interconexión	entre	la
oferta	y	la	demanda	en	el	mercado	de	trabajo;	y,
f)	Fomentar	la	capacitación	y	formación	laboral	de	los
trabajadores	como	un	mecanismo	de	mejoramiento	de	sus
ingresos	y	la	productividad	del	trabajo.
MODALIDADES	FORMATIVAS	LABORALES
Ley	28518.
ART.	I	T.	P.—Principios.
I.1.	 La	 persona	 es	 el	 centro	 fundamental	 de	 todo	 proceso	 formativo;	 en
consecuencia,	 las	modalidades	 formativas	que	se	desarrollen	deben	 fijarse
como	meta	principal	que	la	persona	alcance	a	comprender	su	medio	social
en	 general	 y	 su	 medio	 de	 trabajo	 en	 particular,	 a	 fin	 de	 que	 esté	 en
condiciones	de	incidir	en	éstos	de	manera	individual	y	colectiva.
I.2.	Toda	persona	tiene	derecho	de	acceder	en	igualdad	y	sin	discriminación
alguna	 a	 la	 formación	 profesional	 y	 que	 su	 participación	 en	 las	 diversas
modalidades	formativas	aprobadas	le	permita	mejorar	su	empleabilidad	en
el	mercado	laboral.
I.3.	Resulta	imprescindible	que	la	formación	recibida	se	complemente	con
una	adecuada	experiencia	práctica	en	el	 seno	de	 la	empresa,	debidamente
programada	 por	 las	 partes	 intervinientes	 en	 las	 modalidades	 formativas
aprobadas,	 confirmando	 así	 la	 necesidad	 del	 principio	 de	 adecuación	 a	 la
realidad	del	proceso	formativo	para	asegurar	su	calidad	y	pertinencia.
Ley	28518.
ART.	II	T.	P.—Objetivos.	Son	objetivos	de	la	presente	ley:
a.	 Coadyuvar	 a	 una	 adecuada	 y	 eficaz	 interconexión	 entre	 la	 oferta
formativa	y	la	demanda	en	el	mercado	de	trabajo;
b.	 Fomentar	 la	 formación	 y	 capacitación	 laboral	 vinculada	 a	 los	 procesos
productivos	 y	 de	 servicios,	 como	 un	 mecanismo	 de	 mejoramiento	 de	 la
empleabilidad	y	de	la	productividad	laboral	y,
c.	Proporcionar	una	formación	que	desarrolle	capacidades	para	el	trabajo,
que	permitan	la	flexibilidad	y	favorezcan	la	adaptación	de	los	beneficiarios
de	la	formación	a	diferentes	situaciones	laborales.
Ley	28518.
ART.	 III	 T.	 P.—Ámbito	 de	 aplicación.	 El	 ámbito	 de	 aplicación	 de	 la
presente	ley	comprende	a	todas	las	empresas	sujetas	al	régimen	laboral	de
la	actividad	privada.
REGLAMENTO	DE	LA	LEY	SOBRE	MODALIDADES
FORMATIVAS	LABORALES
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 1°.—Denominaciones.	 Para	 los	 fines	 del	 presente	 reglamento,	 se
entiende	por:
a)	Ley:	Ley	N°	28518	-	Ley	sobre	Modalidades	Formativas	Laborales.
b)	Reglamento:	El	presente	decreto	supremo.
c)	MTPE:	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
d)	AAT:	Autoridad	administrativa	de	trabajo.
e)	CFP:	Centro	de	Formación	Profesional.
f)	ESSALUD:	Seguro	Social	de	Salud.
g)	DPEFP:	Dirección	de	Promoción	del	Empleo	y	Formación	Profesional.
h)	DIL:	Dirección	de	Inspección	Laboral.
i)	Minedu:	Ministerio	de	Educación.
j)	Cetpro:	Centro	de	Educación	Técnico	Productivo.
k)	Cenforp:	Centro	de	Formación	Profesional	-	MTPE.
l)	Sunat:	Superintendencia	Nacional	de	Administración	Tributaria.
Cuando	se	haga	referencia	a	un	artículo,	sin	mencionar	el	dispositivo	al	cual
corresponde,	se	entenderá	referido	al	presente	reglamento.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	2°.—Conceptos.	Para	 los	 fines	 del	 presente	 reglamento	 se	 entiende
por:
a)	 Centro	 de	 formación	 profesional:	 Instituciones	 educativas	 públicas	 y
privadas,	 que	 brindan	 servicios	 de	 educación	 técnico	 productiva	 o	 de
educación	 superior	 como	 universidades,	 centros,	 institutos,	 escuelas,
servicios	sectoriales	de	formación	profesional	u	otros	que	se	creen	con	igual
finalidad;	 otras	 instituciones	 que	 brinden	 servicios	 de	 formación
profesional	debidamente	autorizados	por	el	sector	de	competencia,	y	a	 los
que	su	ley	de	creación	les	otorgue	tales	atribuciones.
b)	 Certificación	 ocupacional:	 Reconocimiento	 formal,	 otorgado	 por
entidades	 autorizadas	 por	 la	AAT,	 de	 los	 conocimientos	 adquiridos	 por	 el
beneficiario	de	la	actualización	para	la	reinserción	laboral	y	reconocidos	por
la	empresa	a	través	del	certificado	de	entrenamiento	y	actualización	para	la
reinserción	laboral.
c)	 Empresa	 patrocinadora:	 Entidad	 que	 acoge	 a	 los	 aprendices	 de	 la
modalidad	formativa	laboral	de	aprendizaje	con	predominio	en	la	empresa.
d)	Habilitación	ocupacional:	Refrendo	que	realiza	la	AAT	respaldando	una
certificación	ocupacional.
e)	 Habilitación	 laboral	 técnica:	 Refrendo	 que	 realiza	 el	 Minedu	 al
certificado	de	 capacitación	 laboral	y	 al	 certificado	de	actualización	para	 la
reinserción	 laboral	 otorgado	por	 la	 empresa	que	permita	 la	 convalidación
de	 los	 aprendizajes	 en	 los	 niveles	 de	 educación	 técnico	 productiva	 y
educación	superior.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	3°.—Ámbito	de	aplicación	y	alcances.	El	ámbito	de	aplicación	de	la
ley	 y	 el	 reglamento	 comprende	 a	 las	 empresas,	 entendidas	 como	 toda
entidad	 pública	 o	 privada	 cuyos	 trabajadores	 estén	 sujetos	 al	 régimen
laboral	de	la	actividad	privada.
TÍTULO	SEGUNDO
Ámbito	de	Aplicación	y	Ejecución
DELIMITACIÓN	DEL	ÁMBITO	DE	LA	LEY
L.	de	F.	y	P.	L.	-	D.	S.	002-97-TR.
ART.	4.—El	ámbito	de	aplicación	de	la	presente	ley	comprende	a
todas	las	empresas	y	trabajadores	sujetos	al	régimen	laboral	de	la
actividad	privada.
FUNCIÓN	DEL	MINISTERIO	DE	TRABAJO
L.	de	F.	y	P.	L.	–	D.	S.	002-97-TR.
ART.	5°.—Para	la	formulación,	ejecución	y	evaluación	de	las
políticas,	programas	y	mecanismos	contemplados	en	la	presente
ley,	el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	Social	tendrá	a	su	cargo
la	elaboración	de	estadísticas,	encuestas	e	investigaciones	que
coadyuven	a	un	mejor	conocimiento	de	la	problemática	nacional
sobre	el	empleo,	las	condiciones	de	vida	y	de	trabajo	de	los
trabajadores,	así	como	el	funcionamiento	de	los	diferentes
mercados	de	trabajo	en	el	país.
MECANISMOS	DE	COORDINACIÓN	INTERMINISTERIAL
L.	de	F.	y	P.	L.	–	D.	S.	002-97-TR.
ART.	6°.—El	Poder	Ejecutivo,	a	propuesta	del	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	Social	establecerá	un	mecanismo	de
coordinación	interministerial	que	garantice	la	eficaz	ejecución	de
los	objetivos	enunciados	en	la	presente	ley	y	la	adopción	de
criterios	unitarios	en	torno	a	su	aplicación.
TÍTULO	TERCERO
Modalidades	Formativas
Ley	28518.
ART.	1°.—Modalidades	formativas.	Las	modalidades	formativas
son	tipos	especiales	de	convenios	que	relacionan	el	aprendizaje
teórico	y	práctico	mediante	el	desempeño	de	tareas	programadas
de	capacitación	y	formación	profesional.
Ley	28518.
ART.	2°.—Tipos	de	modalidades	formativas.	Las	modalidades
formativas	son:
1.	Del	aprendizaje:
a.	Con	predominio	en	la	empresa.
b.	Con	predominio	en	el	centro	de	formación	profesional:
b.1.	Prácticas	preprofesionales.
2.	Práctica	profesional.
3.	De	la	capacitación	laboral	juvenil.
4.	De	la	pasantía:
a.	De	la	pasantía	en	la	empresa.
b.	De	la	pasantía	de	docentes	y	catedráticos.
5.	De	la	actualización	para	la	reinserción	laboral.
Ley	28518.
ART.	3°.—Derechos	y	beneficios.	Las	modalidades	formativas
no	están	sujetas	a	la	normatividad	laboral	vigente,	sino	a	la
específica	que	la	presente	contiene.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 4°.—Modalidades	 formativas	 laborales.	 Las	 modalidades
formativas	laborales	no	están	sujetas	a	la	normatividad	laboral	vigente	sino
a	lo	dispuesto	en	la	ley	y	el	presente	reglamento;	así	como	a	la	Ley	General
de	Educación	en	 lo	que	 resulte	 aplicable	 y	 a	 otras	normas	vinculadas	 a	 la
promoción	y	formación	profesional.
JURISPRUDENCIA.—La	entrega	de	“tickets”,	cupones	o	vales	de	alimentos	al
practicante	termina	desnaturalizando	el	convenio	de	prácticas	profesionales.
“(...)	durante	la	vigencia	de	su	convenio	de	prácticas	profesionales,	prestó
servicios	para	la	empresa	emplazada	como	asesor	comercial.	(...).	Asimismo,
se	aprecia	que	en	diversos	correos	electrónicos	se	solicita	que	se	le	asignen
al	demandante	códigos	como	usuario	para	acceso	a	los	sistemas	(...),	y	que
se	le	exigía	un	mínimo	de	atenciones	a	clientes	por	día	(...).	De	igual	manera,
queda	acreditada	la	naturaleza	laboral	de	los	servicios	prestados	por	el
actor	con	los	reportes	de	evaluación	mensual	de	asesores	(...),	de	comisiones
de	ventas	(...)	y	de	rendimiento	(...).	También	debe	observarse	que	conforme
consta	en	el	contrato	individual	de	otorgamiento	de	prestaciones
alimentarias	en	la	modalidad	de	suministro	indirecto	(...),	el	accionante
percibió,	a	partir	del	mes	de	setiembre	del	2006,	tickets,	cupones	o	vales	de
alimentos,	al	amparo	de	la	Ley	N°	28051	(...)	sin	tener	en	consideración	que
de	conformidad	con	el	artículo	3°	de	la	Ley	N°	28518,	las	modalidades
formativas	no	están	sujetas	a	la	normatividad	laboral	vigente,	y	que	los
beneficiarios	de	las	modalidades	formativas	laborales	no	perciben	una
remuneración,	sino	una	subvención	económica	mensual.	En	consecuencia,	al
haberse	desnaturalizado	el	convenio	de	prácticas	profesionales	suscrito	por
el	demandante,	se	ha	configurado	entre	la	partes	una	relación	laboral	a
plazo	indeterminado”.	(T.	C.,	Exp.	01167-2012-PA/TC,	ene.	05/2015.	S.	S.
Mesía	Ramírez)
Ley	28518.
ART.	4°.—Centros	de	formación	profesional.	Son	entidades
especializadas	los	centros	de	formación	profesional	debidamente
autorizados	por	el	Ministerio	de	Educación;	los	servicios
sectoriales	de	formación	profesional,	y	otros	que	se	creen	con
igual	finalidad	y	a	los	que	la	ley	les	otorgue	tales	atribuciones.
Asimismo,	los	servicios	de	formación	profesional	debidamente
autorizados	por	el	sector	de	competencia,	gestionados	por
organizaciones,	empresas,	gremios	empresariales	y/o
organizaciones	sindicales	que	reúnan	los	requisitos	de	calidad	y
pertinencia	según	los	lineamientos	de	la	Política	Nacional	de
Formación	Profesional.	Dichas	entidades	se	rigen	por	sus	normas
especiales	y	las	que	señala	la	presente	ley.
TÍTULO	CUARTO
Aprendizaje
Ley	28518.
ART.	5°.—Definición	del	aprendizaje.	El	aprendizaje	es	una
modalidad	que	se	caracteriza	por	realizar	parte	del	proceso
formativo	en	las	unidades	productivas	de	las	empresas,	previa
formación	inicial	y	complementación	en	un	centro	de	formación
profesional	autorizado	para	desarrollar	la	actividad	de	formación
profesional.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	5°.—Modalidades	de	aprendizaje.	Pueden	ser:
a.	 Con	 predominio	 en	 la	 empresa:	 Cuando	 el	 aprendiz	 realiza	 su	 proceso
formativo	 en	 la	 empresa	 patrocinadora	 y	 participa	 por	 espacios
determinados	en	el	CFP	debidamente	autorizado	para	esta	modalidad.
b.	 Con	 predominio	 en	 el	 centro	 de	 formación	 profesional:	 prácticas	 pre
profesionales:	cuando	el	practicante	realiza	su	proceso	formativo	en	el	CFP
y	lo	complementa	participando	en	la	empresa	por	un	tiempo	determinado.
Ley	28518.
ART.	6°.—Finalidad.	Mediante	esta	modalidad	se	busca
complementar	la	formación	específica	adquirida	en	el	centro,	así
como	consolidar	el	desarrollo	de	habilidades	sociales	y	personales
relacionadas	al	ámbito	laboral.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 6°.—Adecuación	 formativo	 laboral.	 Las	 labores	 que	 realice	 el
beneficiario	 deben	 estar	 relacionadas	 directamente	 con	 las	 áreas	 que
correspondan	a	su	formación	académica	y	al	desarrollo	de	sus	capacidades.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 7°.—Autorización	 del	 CFP	 para	 la	 modalidad	 formativa	 de
aprendizaje	 con	 predominio	 en	 la	 empresa.	 Cada	 sector,	 según
corresponda,	autorizará	expresamente	al	CFP	el	desarrollo	de	la	modalidad
formativa	laboral	de	aprendizaje	con	predominio	en	la	empresa.
Ley	28518.
ART.	7°.—Convenio	de	aprendizaje.	Es	un	acuerdo	de
voluntades,	responsabilidades	y	obligaciones	celebrado	entre	la
empresa,	el	centro	de	formación	profesional	y	el	aprendiz.	Pueden
celebrar	convenios	de	aprendizaje	las	personas	mayores	de	14
años,	siempre	que	acrediten	como	mínimo	haber	concluido	sus
estudios	primarios.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	8°.—Acreditación	de	edad	y	estudios.	De	acuerdo	a	 lo	 establecido
en	el	artículo	7°	de	la	ley,	los	adolescentes	de	14	años	o	más	acreditarán	su
edad	 y	 el	 haber	 concluido	 sus	 estudios	 de	 educación	 primaria	 mediante
copia	 del	 acta	 o	 partida	 de	 nacimiento	 y	 copia	 del	 certificado	 de	 estudios
respectivo,	los	que	se	anexarán	al	convenio	de	aprendizaje	para	su	registro.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	36.—De	 la	 edad.	 Para	 los	 casos	 en	 que	 la	 ley	 señale	 la	 edad	 como
requisito	 para	 acceder	 o	 mantenerse	 en	 una	 modalidad	 formativa,	 debe
entenderse	que	son	años	cumplidos.
Ley	28518.
ART.	8°.—La	empresa.	Corresponde	a	la	empresa	brindar
facilidades	al	aprendiz	para	que	realice	su	aprendizaje	práctico,
durante	el	tiempo	que	dure	su	formación	profesional,	mediante	la
ejecución	de	tareas	productivas	correspondientes	a	un	plan
específico	de	aprendizaje	previamente	definido	por	el	centro	de
formación	profesional,	así	como	a	permitirle	asistir	a	las
actividades	formativas	complementarias	programadas	por	esta
institución.
Ley	28518.
ART.	9°.—El	aprendiz.	El	aprendiz	se	obliga	a	cumplir	las	tareas
productivas	en	una	empresa	por	tiempo	determinado,	conforme	a
la	reglamentación	y	normatividad	de	ésta	y	del	centro	de
formación	profesional.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 9°.—De	 quienes	 cursan	 estudios	 en	 el	 extranjero.	 Cuando	 el
beneficiario,	nacional	o	extranjero,	se	encuentre	cursando	estudios	fuera	del
país,	y	desee	realizar	prácticas	pre	profesionales,	el	convenio	será	suscrito
por	el	representante	del	CFP	o,	en	su	defecto,	por	el	funcionario	que	designe
la	embajada	del	país	donde	cursa	los	estudios	o	por	la	entidad	que	haga	sus
veces.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 10.—De	 los	 programas	 de	 intercambio	 en	 educación	 superior.
Cuando	 el	 beneficiario,	 nacional	 o	 extranjero,	 participe	 en	 programas	 de
intercambio	u	otros	similares,	y	desee	realizar	prácticas	pre	profesionales,
la	suscripción	del	convenio	corresponde	al	CFP	que	lo	acoge.
Ley	28518.
ART.	10.—El	centro	de	formación	profesional.	Corresponde	a
las	entidades	especializadas	en	formación	profesional,	planificar,
dirigir	y	conducir,	a	nivel	nacional,	las	actividades	de	capacitación,
perfeccionamiento	y	especialización	de	los	aprendices	en	el
ámbito	de	sus	competencias,	así	como	evaluar	y	certificar	las
actividades	formativas.
Ley	28518.
ART.	11.—Del	aprendizaje	con	predominio	en	la	empresa.	Es
la	modalidad	que	se	caracteriza	por	realizar	mayoritariamente	el
proceso	formativo	en	la	empresa,	con	espacios	definidos	y
programados	de	aprendizaje	en	el	centro	de	formación
profesional.
Este	aprendizaje	con	predominio	en	la	empresa	se	realiza
mediante	un	convenio	de	aprendizaje	que	se	celebra	entre:
1.	Una	empresa	patrocinadora.
2.	Un	aprendiz,	siempre	que	acredite	como	mínimo	haber
concluido	sus	estudios	primarios	y	tener	un	mínimo	de	14	años	de
edad	y
3.	Un	centro	de	formación	profesional	autorizado	expresamente
para	realizar	esta	modalidad.
El	tiempo	de	duración	del	convenio	guarda	relación	directa	con	la
extensión	de	todo	el	proceso	formativo.
Ley	28518.
ART.	12.—Del	aprendizaje	con	predominio	en	el	centro	de
formación	profesional:	prácticas	preprofesionales.	Es	la
modalidad	que	permite	a	la	persona	en	formación	durante	su
condición	de	estudiante	aplicar	sus	conocimientos,	habilidades	y
aptitudes	mediante	el	desempeño	en	una	situación	real	de	trabajo.
Este	aprendizaje	con	predominio	en	el	centro	de	formación
profesional	se	realiza	mediante	un	convenio	de	aprendizaje	que	se
celebra	entre:
1.	Una	empresa.
2.	Una	persona	en	formación	y
3.	Un	centro	de	formación	profesional.
El	tiempo	de	duración	del	convenio	es	proporcional	a	la	duración
de	la	formación	y	al	nivel	de	la	calificación	de	la	ocupación.
TÍTULO	QUINTO
Prácticas	Profesionales
Ley	28518.
ART.	13.—Práctica	profesional.	Es	la	modalidad	que	busca
consolidar	los	aprendizajes	adquiridos	a	lo	largo	de	la	formación
profesional,	así	como	ejercitar	su	desempeño	en	una	situación
real	de	trabajo.
Este	aprendizaje	denominado	práctica	profesional	se	realiza
mediante	un	convenio	de	práctica	profesional	que	se	celebra
entre:
1.	Una	empresa
2.	Una	persona	que	egresa	de	un	centro	de	formación	profesional
o	universidad.
El	tiempo	de	duración	del	convenio	no	es	mayor	a	doce	(12)
meses	salvo	que	el	centro	de	formación	profesional	o	universidad,
por	reglamento	o	norma	similar,	determine	una	extensión	mayor.
El	egresado	deberá	ser	presentado	a	una	empresa	por	el	centro
de	formación	profesional	o	universidad,	quien	deberá	llevar	el
registro	del	número	de	veces	que	se	acoja	a	esta	modalidad	hasta
que	complete	el	período	máximo	de	la	práctica	profesional.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 11.—Modalidad	 formativa	 laboral	 de	 práctica	 profesional.	 La
práctica	 profesional	 comprende	 a	 los	 egresados	 antes	 de	 la	 obtención	 del
título	profesional.
Conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 13	 de	 la	 ley,	 el	 egresado	 puede
solicitar	al	CFP	una	carta	a	fin	de	ser	presentado	ante	una	empresa.	El	CFP
otorgará	la	carta	de	presentación	hasta	que	el	beneficiario	cubra	el	periodo
máximo,	según	lo	dispuesto	por	la	ley.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 12.—Adecuación	 formativo	 laboral.	 Las	 labores	 que	 realice	 el
beneficiario	 deben	 estar	 relacionadas	 directamente	 con	 las	 áreas	 que
correspondan	a	su	formación	académica.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	13.—De	quienes	culminaron	estudios	en	el	extranjero.	Cuando	el
beneficiario,	 nacional	 o	 extranjero,	 en	 su	 condición	 de	 egresado,	 desea
realizar	prácticas	profesionales,	el	CFP	otorgará	la	carta	de	presentación.	Si
la	carta	es	otorgada	en	idioma	extranjero,	acompañará	la	traducción	simple
al	idioma	oficial,	con	la	indicación	y	suscripción	de	quien	oficie	de	traductor
debidamente	identificado.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 14.—De	 los	 programas	 de	 intercambio	 en	 educación	 superior.
Cuando	 el	 beneficiario,	 nacional	 o	 extranjero,	 participe	 en	 programas	 de
intercambio	 u	 otros	 similares	 y	 desee	 realizar	 prácticas	 profesionales,	 el
CFP	que	lo	acoge	será	el	encargado	de	otorgar	la	carta	de	presentación.
TÍTULO	SEXTO
Capacitación	Laboral	Juvenil
Ley	28518.
ART.	14.—Definición.	La	capacitación	laboral	juvenil	es	una
modalidad	que	se	caracteriza	por	realizar	el	proceso	formativo	en
las	unidades	productivas	de	las	empresas,	permitiendo	a	los
beneficiarios	ejercitar	su	desempeño	en	una	situación	real	de
trabajo.
Ley	28518.
ART.	15.—Finalidad.	Mediante	esta	modalidad	se	busca	que	el
joven	entre	16	y	23	años,	que	no	haya	culminado	o	ha
interrumpido	la	educación	básica,	o	que	habiéndola	culminado	no
sigue	estudios	de	nivel	superior	sean	técnicos	o	universitarios,
adquiera	los	conocimientos	teóricos	y	prácticos	en	el	trabajo	a	fin
de	incorporarlos	a	la	actividad	económica	en	una	ocupación
específica.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 15.—Acreditación.	 El	 beneficiario	 al	 momento	 de	 suscribir	 el
convenio	 deberá	 acreditar	 ante	 la	 empresa,	 mediante	 declaración	 jurada,
que	no	sigue	estudios	de	nivel	superior	durante	la	vigencia	del	convenio.
COMENTARIO.—Condiciones.	Adicionalmente	a	 los	 límites	 en	 las	 edades
mínimas	 y	 máximas	 requeridas	 para	 participar	 en	 los	 programas	 de
capacitación,	la	ley	establece	otros	condicionantes	relacionados	con	el	nivel
educativo	del	joven	aspirante	a	ingresar	a	dichos	programas.
Así,	la	ley	establece	que	pueden	participar	en	los	convenios	de	capacitación
los	 jóvenes	que	no	hayan	culminado	sus	estudios	escolares.	Tal	enunciado
incluye	tanto	a	quienes	los	han	abandonado,	como	a	quienes	los	siguen	pero
aún	no	los	han	concluido.
Queda	 claro	 que	 aquellas	 personas	 que	 han	 completado	 sus	 estudios
superiores	 o	 técnicos	 o	 los	 están	 siguiendo,	 no	 podrán	 participar	 de	 los
programas	formativos.
COMENTARIO.—Uso	 del	 término	 “convenios”.	 Con	 el	 propósito	 de
establecer	una	nítida	distinción	entre	 las	 figuras	de	 la	capacitación	 laboral
juvenil	y	las	prácticas	profesionales,	de	un	lado,	y	el	contrato	de	trabajo,	del
otro,	 el	 legislador	 ha	 preferido	 referirse	 a	 las	 primeras	 denominándolas
“convenios”.
Se	 trata,	 en	 realidad,	 de	 un	 detalle	 terminológico,	 puesto	 que	 ambas
participan	de	idéntico	carácter	contractual.
Ley	28518.
ART.	16.—Convenio	de	capacitación	laboral	juvenil.	Por	el
convenio	de	capacitación	laboral	juvenil,	la	empresa	se	obliga	a
brindar	facilidades	a	la	persona	para	que	realice	su	aprendizaje
práctico,	durante	el	tiempo	que	dure	el	convenio,	mediante	la
ejecución	de	tareas	productivas	correspondientes	a	un	programa
específico	de	capacitación	laboral	juvenil,	previamente	definido
por	la	empresa	anualmente.
La	empresa	tiene	la	responsabilidad	de	planificar	y	diseñar	los
programas,	así	como	de	dirigir,	administrar,	evaluar	y	certificar
las	actividades	formativas.	El	joven	se	obliga	a	cumplir	las	tareas
productivas	de	la	empresa,	conforme	a	la	reglamentación	y
normatividad	de	la	empresa.
Ley	28518.
ART.	17.—Número	máximo	de	beneficiarios	en	capacitación
laboral	juvenil.	El	número	de	beneficiarios	en	capacitación
laboral	juvenil	no	puede	exceder	al	veinte	por	ciento	(20%)	del
total	de	personal	del	área	u	ocupación	específica	ni	del	veinte	por
ciento	(20%)	del	total	de	trabajadores	de	la	empresa	con
vinculación	laboral	directa.
Dicho	límite	puede	incrementarse	en	un	10%	adicional,	siempre
y	cuando	este	último	porcentaje	esté	compuesto	exclusivamente
por	jóvenes	con	discapacidad	así	como	por	jóvenes	madres	con
responsabilidades	familiares.
En	el	caso	de	empresas	que	cuenten	con	más	de	tres	trabajadores
y	menos	de	diez	trabajadores,	sólo	se	puede	suscribir	convenio
con	un	joven	beneficiario	bajo	esta	modalidad.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 16.—Porcentaje	 limitativo	 de	 beneficiarios.	 Para	 establecer	 el
número	máximo	 de	 beneficiarios	 señalados	 en	 el	 artículo	 17	 de	 la	 ley,	 se
tendrá	en	 consideración	que	el	porcentaje	 limitativo	del	 veinte	por	 ciento
(20%),	 se	 aplica	 sobre	 el	 total	 de	 trabajadores	 de	 la	 empresa	 con	 vínculo
laboral	 directo	 y	 no	 debe	 superar	 el	 porcentaje	 limitativo	 del	 veinte	 por
ciento	 (20%)	por	 área	 u	 ocupación	 específica.	 Se	 excluye	para	 efectos	 del
cómputo	 del	 porcentaje,	 al	 personal	 que	 presta	 servicios	 a	 través	 de
empresas	 especiales	 de	 servicios,	 cooperativas	 de	 trabajadores	 y	 a	 otras
modalidades	contractuales.	El	 incremento	adicional	del	10%	se	aplicará	al
total	de	trabajadores	de	la	empresa	con	vínculo	laboral	directo.
La	 condición	 de	 discapacidad	 del	 beneficiario,	 deberá	 acreditarse	 con	 la
inscripción	en	el	registro	nacional	de	 la	persona	con	discapacidad,	a	cargo
del	 Consejo	 Nacional	 de	 Integración	 de	 la	 Persona	 con	 Discapacidad	 -
Conadis	o	el	certificado	de	discapacidad	otorgado	de	acuerdo	a	lo	señalado
en	la	Ley	N°	27050,	Ley	General	de	la	Persona	con	Discapacidad.
La	 condición	 de	 joven	 madre	 con	 responsabilidad	 familiar	 deberá
acreditarse	con	el	acta	o	partida	de	nacimiento	del	o	de	los	hijos	menores	de
edad	que	tenga	a	su	cargo.
Ley	28518.
ART.	18.—Programa	de	capacitación	laboral	juvenil.	Durante
el	último	trimestre	del	ejercicio	fiscal	de	la	empresa,	ésta	debe
presentar	a	la	autoridad	administrativa	de	trabajo	su	programa
anual	de	capacitación	laboral	juvenil,	elaborado	de	acuerdo	a	esta
ley,	para	su	registro.
Si	por	necesidades	de	ampliación	de	mercado	o	expansión	de	la
empresa,	ésta	diseña	un	programa	extraordinario	de	capacitación
laboral	juvenil	debe	presentarlo	a	la	autoridad	administrativa	de
trabajo,	elaborado	de	acuerdo	a	esta	ley	para	su	registro.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	46.—Presentación	del	programa	extraordinario	de	capacitación
laboral	 juvenil.	 Para	 la	 presentación	 del	 programa	 extraordinario	 de
capacitación	 laboral	 juvenil,	 la	 empresa	 deberá	 adjuntar	 los	 documentos
que	acrediten	la	necesidad	de	su	realización	por	motivos	de	ampliación	de
mercado	o	expansión	de	la	empresa.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 47.—Vigencia	 del	 programa	 extraordinario	 de	 capacitación
laboral	juvenil.	El	programa	extraordinario	de	capacitación	concluirá	en	la
misma	 fecha	 que	 se	 determine	 para	 el	 programa	 anual	 de	 capacitación
laboral	juvenil.
Ley	28518.
ART.	19.—Contenido	del	programa.	El	programa	de
capacitación	laboral	juvenil	debe	contemplar,	como	mínimo	lo
siguiente:
1.	Determinación	de	las	ocupaciones	a	ser	cubiertas.
2.	Plan	de	capacitación,	que	debe	contener	un	mínimo	de	cinco
(5)	horas	semanales	de	formación	específica,	concentrada	o
alternada	y	evaluación	periódica.	Esta	formación	puede	ser
sustituida	por	estudios	externos	conducentes	a	la	culminación	de
ciclos	de	la	formación	profesional	patrocinados	por	la	empresa.
3.	Plazos	de	duración	de	la	capacitación,	que	deben	ser
adecuados	a	la	naturaleza	de	las	respectivas	ocupaciones.
4.	Requisitos	para	la	obtención	del	certificado	de	capacitación
laboral	juvenil.
5.	Capacidades	adquiridas	por	el	beneficiario	y	evidenciadas	por
la	empresa.
El	programa	de	capacitación	laboral	juvenil	debe	ajustarse	a	los
lineamientos	generales	establecidos	en	el	Plan	Nacional	de
Formación	Profesional.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 17.—De	 las	 ocupaciones.	 Las	 ocupaciones	 vinculadas	 a	 esta
modalidad	se	clasifican	en:	ocupaciones	básicas,	de	poca	calificación	o	poca
y	ninguna	complejidad,	asociadas	a	niveles	de	menor	responsabilidad	en	el
ejercicio	 de	 la	 ocupación;	 y	 ocupaciones	 operativas	 que	 requieren	mayor
calificación	 y	 por	 ende	 mayor	 complejidad	 y	 mayores	 niveles	 de
responsabilidad.
La	clasificación	de	las	ocupaciones	en	estos	dos	niveles	se	consigna	en	un
listado	 elaborado	 por	 la	 AAT,	 organizado	 a	 nivel	 de	 subgrupos
ocupacionales	 en	 el	 cual	 se	 incluyen	 los	 nombres	 técnicos	 y	 las
denominaciones	 más	 comunes	 de	 las	 ocupaciones	 en	 el	 mercado.	 La
ubicación	 de	 la	 ocupación	 en	 un	 nivel	 determina	 automáticamente	 la
duración	del	convenio,	siendo	no	mayor	a	seis	(6)	meses	en	el	caso	de	 las
ocupaciones	 básicas,	 prorrogable	 hasta	 por	 un	 periodo	 similar;	 y	 a
veinticuatro	(24)	meses	en	el	caso	de	 las	ocupaciones	operativas,	según	el
anexo	N°	01	que	forma	parte	del	presente	reglamento.
Si	 se	 presentase	 en	 el	 programa	 una	 denominación	 de	 la	 ocupación	 no
incluida	 en	 el	 listado,	 éste	 se	 acompañará	del	 formato	de	 ocupaciones.	 La
AAT	clasificará	la	denominación	de	la	ocupación	en	el	nivel	correspondiente
definiendo	la	duración	del	convenio.
R.	M.	199-2011-TR.
ART.	 1°.—Aprobar	 el	 Listado	 de	 ocupaciones	 básicas	 y	 operativas	 -
Modalidad	 formativa	 laboral	 de	 capacitación	 laboral	 juvenil,	 que	 como
anexo	forma	parte	integrante	de	la	presente	resolución	ministerial.
LISTADO	DE	OCUPACIONES	BÁSICAS
41 Jefes	de	dependencias	administrativas	y	oficinistas
415 Operadores	 de	 entrada	 de	 datos,	 máquina	 perforadora,	 tarjetas,	 cintas	 osimilares
	 Digitador
	 Operador,	tipo	por	computadora
	 Auxiliar,	operador,	entrada	de	datos/clasificador
42 Personal	administrativo	y	empleados	afines
421 Empleados	de	aprovisionamiento	y	almacenaje
	 Ayudante,	kardista
	 Ayudante,	tarjador
	 Ayudante,	controlador	de	peso
	 Ayudante,	recepcionista	de	mercadería	(almacén)
	 Ayudante,	registrador/entradas	y	salidas	de	mercaderías
	 Empleado,	despacho
422 Empleados	de	cálculo	de	materiales	y	planificación	de	la	producción
	 Ayudante	de	abastecimiento/materiales
	 Ayudante	en	cálculo	de	materiales
423 Empleados	de	servicios	administrativos
	 Ayudante	de	controlador	de	tarjetas	de	personal
	 Ayudante	de	tramitador
43 Jefes	de	servicios	de	transportes	y	trabajadores	afines
436 Empleados	de	servicios	de	transporte
	 Ayudante	en	despacho/autobuses
	 Ayudante	en	despacho/camiones
	 Ayudante	en	despacho/transporte	aéreo
	 Ayudante	en	despacho/transporte	carga
	 Ayudante	de	empresa	de	transporte
44 Jefes	de	servicios	de	correos,	empleados	de	bibliotecas,	imprenta	y	afines
442 Empleados	de	biblioteca	y	servicios	de	archivo
	 Ayudante	de	biblioteca
	 Auxiliar	de	archivos
443 Carteros	y	mensajeros
	 Ayudante	de	encomendero	reparto	de	encomiendas
	 Ayudante	de	oficina/conserje	de	oficina
	 Ayudante	de	mensajero/correspondencia
444 Correctores	de	prueba	de	imprenta	y	afines
	 Ayudante	en	clasificado	de	documentos
45 Cajeros,	recepcionistas	y	trabajadores	asimilados
451 Cajeros,	pagadores,	cobradores	de	ventanilla
	 Cajero,	almacén/autoservicio
	 Cajero,	apuestas
	 Cajero,	hotel
	 Cajero,	mostrador
	 Cajero,	restaurante
	 Cajero,	tienda
	 Cajero,	venta	de	billetes
	 Taquillero
	 Recontador	de	dinero
	 Cajero,	cobrador	de	peaje
453 Cobradores	y	afines
	 Auxiliar	cobrador	de	deudas
	 Cobrador,	deudas
	 Cobrador,	seguros
454 Recepcionistas	y	empleados	de	oficina	y	agencia	de	viajes
	 Recepcionista
	 Recepcionista,	consultorio	médico
	 Recepcionista,	hotel
	 Recepcionista,	médico
	 Recepcionista,	hospital/consultorio	médico
456 Receptores	de	apuestas	y	afines
	 Ayudante,	operador/controlador	de	máquina	de	apuesta
46 Empleados	de	oficina	en	operación	de	campo	y	otros	oficinistas
462 Otros	oficinistas
	 Auxiliar	de	oficina
	 Operador	de	fotocopiadora
52 Jefes,	ecónomos	y	mayordomos
523 Barmanes	y	trabajadores	asimilados
	 Azafata,	servicio	de	comidas/personal
	 Mozo
54 Peluqueros,	 especialistas	 en	 tratamiento	 de	 belleza	 y	 trabajadores
asimilados
541 Peluqueros,	 especialistas	 en	 tratamientos	 de	 belleza	 y	 trabajadoresasimilados
	 Ayudante,	manicurista
	 Ayudante,	cosmetólogo
	 Ayudante,	maquillador
	 Ayudante,	pedicurista
	 Ayudante,	peinadora
	 Ayudante,	peluquero
	 Ayudante,	peluquero	-	barbero
55 Trabajadores	de	servicios	funerarios
551 Trabajadores	de	pompas	fúnebres,	embalsamadores
	 Ayudante	de	pompas	fúnebres/agencia	funeraria
	 Ayudante,	tramitador	de	documentos	para	sepelio
57 Comerciantes	vendedores	al	por	mayor	y	menor
573 Demostrador	(a)
	 Demostrador	(a)	de	artículos
	 Demostrador	(a)	de	productos	para	la	venta	en	establecimiento
	 Degustador	de	productos
	 Impulsador	(a)	de	servicios
575 Vendedores	y	empleados	de	comercio	no	especificado
	 Ayudante,	dependiente	de	tienda
61
Agricultores	 (explotadores)	 y	 trabajadores	 calificados	 de	 cultivos
extensivos
614 Agricultores	 (explotadores);	 trabajadores	 calificados	 de	 huertas,invernaderos,	viveros	y	jardines
	 Jardineros,	viveros
616 Explotadores	forestales,	trabajadores	forestales	clasificados	y	afines
	 Aprendiz,	almadiero
	 Aprendiz,	marcador/árboles
	 Aprendiz	de	plantado,	árboles/silvicultura
	 Aprendiz,	podador,	silvicultura
	 Aprendiz	de	secado,	corcho.
	 Aprendiz	de	talador	(cortador	de	árboles)
	 Aprendiz	de	trozador/árboles
62 Criadores	y	trabajadores	pecuarios	calificados	de	la	cría	de	animales	parael	mercado	y	afines
621 Criadores	 de	 ganado,	 pecuario	 y	 otros	 animales	 (excepto	 el	 ganadolechero)
	 Aprendiz,	esquilador
	 Aprendiz,	ordeñador
623 Agricultores	y	trabajadores	calificados	de	la	avicultura
	 Ayudante,	clasificador,	pollos
	 Ayudante,	cortador,	pollos
71 Mineros,	canteros,	sondistas	y	trabajadores	asimilados
711 Mineros,	canteros	y	obreros	del	tratamiento	de	minerales,	rocas	y	piedras
	 Aprendiz,	de	lavado/minerales
	 Aprendiz,	aserrado	de	piedra
	 Aprendiz,	clasificador	de	piedra
	 Aprendiz,	machacador,	minerales
	 Aprendiz,	triturador,	minerales
717 Moldeadores	y	macheros
	 Aprendiz,	constructor	de	machos	a	mano
718 Obreros	del	tratamiento	de	los	metales
	 Aprendiz,	bronceado
	 Aprendiz	de	cementado	de	metales
	 Aprendiz	de	cromado
	 Aprendiz	de	galvanizado
	 Aprendiz	de	niquelado
	 Aprendiz	de	plateado
	 Aprendiz	de	pulverizado	de	metal	a	pistola
	 Aprendiz	de	zincado	en	baño	caliente
	 Aprendiz,	trefilador	a	máquina
719 Obreros	metalúrgicos	no	clasificado	en	otro	código
	 Aprendiz	limpiado	de	metales
	 Aprendiz	de	soplado	de	arena	para	limpiar	metales
	 Aprendiz	de	pavonado	de	metales
	 Aprendiz	de	pulido	de	piezas	de	moldeo
72 Obreros	de	tratamiento	de	la	madera	y	de	la	fabricación	de	papel
721 Obreros	del	tratamiento	de	la	madera
	 Aprendiz,	impregnador	de	madera
	 Aprendiz,	secador	de	madera
722 Aserrador,	operario	de	máquina	de	contrachapado	y	trabajador	asimilado
	 Ayudante,	clasificador	de	madera
723 Preparadores	de	pasta	para	papel
	 Ayudante,	cortador	de	trapos,	pasta	de	papel
	 Ayudante,	cortador	de	viruta	para	pulpa	de	madera
	 Ayudante,	preparación	de	pasta	para	papel
724 Obreros	de	la	fabricación	de	papel
	 Ayudante,	fabricación	de	papel	a	mano
	 Ayudante,	plisador	de	papel
	 Ayudante,	operador	de	máquina	resmadora
	 Ayudante,	operador	máquina	de	fabricar	papel
73 Obreros	de	los	tratamientos	químicos	y	trabajadores	asimilados
737 Obreros	 de	 tratamientos	 químicos	 y	 trabajadores	 asimilados	 en	 otrospárrafos
	 Ayudante,	lavador	de	materias	primas
74 Hilanderos,	tejedores,	tintores	y	trabajadores	asimilados
742 Hilanderos	y	bobinadores
	 Aprendiz	conero
745 Tejedores	a	máquina,	controladores	y	reparadores
	 Ayudante	de	confeccionado	de	velos	y	mantillas	a	máquina
	 Ayudante	del	comprobador	de	tejidos
	 Ayudante,	controlador	de	tejidos
	 Ayudante,	controlador	de	máquina	lectora	tejedora	(alfombras)
	 Ayudante,	recontador/a	de	alfombras
	 Ayudante	remendador	de	tejidos
	 Ayudante,	reparadora	de	alfombras
	 Ayudante,	revisor	de	tejidos
	 Ayudante,	tejedor	de	alfombra	a	máquina
	 Ayudante,	tejedor	de	tul
	 Ayudante,	tejedor	de	telar	mecánico
	 Ayudante,	tejedor	de	telar	jacquard
	 Ayudante,	urdidor
	 Ayudante,	zurcidor	de	tejidos
748 Blanqueadores,	tintoreros	y	trabajadores	en	acabado	productos	textil
	 Ayudante,	acabados	de	tejidos
	 Ayudante,	aderezador	de	seda
	 Ayudante,	aprestador	de	tejidos
	 Ayudante,	blanqueador
	 Ayudante,	carbonizador	de	lana
	 Ayudante,	cepillador	de	pana
	 Ayudante,	descrudador	de	productos	textiles
	 Ayudante,	desgomador	de	seda
	 Ayudante,	encogedor	de	productos	textiles
	 Ayudante,	encolador,	textiles
	 Ayudante,	impermeabilizador	de	productos	textiles
	 Ayudante,	impregnador	de	productos	textiles
	 Ayudante,	lavador	de	hilados	y	productos	textiles
	 Ayudante,	perchador	de	textiles
	 Ayudante,	batanero
	 Ayudante,	planchador	de	géneros	acabados
	 Ayudante,	preparador	de	aprestos	textiles
	 Ayudante,	pulidor,	textiles
	 Ayudante,	sanforizador
	 Ayudante	en	secado,	fabricación	de	textiles
	 Ayudante	de	tintorero	de	fibras
	 Ayudante,	tintorero	de	hilados
	 Ayudante,	tintorero	de	ropas
	 Ayudante,	tintorero	de	tejidos
76 Obreros	de	la	preparación	de	alimentos	y	bebidas
761 Molineros	y	trabajadores	asimilados
	 Ayudante,	aventador	de	granos,	molino
	 Ayudante,	despolvador	de	granos
	 Ayudante,	molinero	de	arroz
	 Ayudante,	molinero	de	cereales
	 Ayudante,	molinero	de	especies
	 Ayudante,	molinero	de	granos
	 Ayudante,	pesador	de	granos
	 Ayudante,	revolvedor	de	granos
763 Matarifes	y	carniceros
	 Ayudante,	choricero
	 Ayudante,	fiambrero,	carnes
	 Ayudante,	mantequero	(manteca)
764 Obreros	de	la	conservación	de	alimentos
	 Ayudante,	aderezador	de	aceitunas
	 Ayudante,	ahumador	de	carnes	y	pescado
	 Ayudante,	congelador	de	alimentos
	 Ayudante,	curador	de	carne	o	pescado
	 Ayudante,	deshidratador	de	alimentos
	 Ayudante,	enlatador	de	pescado
	 Ayudante,	preparación	y	conservación	de	frutas	secas
	 Ayudante,	pelador	de	frutas	y	hortalizas,	para	conservas
	 Ayudante,	preparador	de	jamones	o	jamonero
	 Ayudante,	preparador	de	bocaditos	envasados	(papa	frita,	camote,	etc.)
	 Ayudante,	preparador	de	alimentos	concentrados
	 Ayudante,	preparador	de	charqui
	 Ayudante,	rellenador	de	aceitunas
	 Ayudante,	salador	de	alimentos,	carnes	y	pescado
	 Ayudante,	salchichero
	 Ayudante,	secador	de	pescado	al	sol
766 Panaderos,	 pasteleros	 confiteros	 y	 obreros	 de	 la	 fabricación	de	 té,	 café	 ycacao
	 Ayudante,	amasador	de	pan
	 Ayudante,	clasificador	de	café	o	de	té
	 Ayudante,	chancaquero,	elaborador	de	chancaca
	 Ayudante,	chocolatero,	preparador
	 Ayudante,	churrero,	preparador
	 Ayudante,	colocador	de	tablas,	panadería
	 Ayudante,	escarchador	de	frutas
	 Ayudante,	fidero
	 Ayudante,	galletas,	fabricación,	operador	máquinas	sobadora	de	masa
	 Ayudante,	galletas,	operador	de	troquel
	 Ayudante,	hojaldrista
	 Ayudante,	hornero	de	pan
	 Ayudante,	laminador	de	chocolates
	 Ayudante,	laminador	de	galletas
	 Ayudante,	mazapán,	confeccionador
	 Ayudante,	mezclador	de	ingredientes,	fabricación	chocolate
	 Ayudante,	melcochero,	preparador
	 Ayudante,	mezclador	de	café
	 Ayudante,	mezclador	de	té
	 Ayudante,	molinero	de	café
	 Ayudante,	molinero	de	cacao
	 Ayudante,	panadero
	 Ayudante,	pastelero
	 Ayudante,	torrefactor	de	café
	 Ayudante,	torrefactor	de	achicoria	y	otros	sucedáneos
	 Ayudante,	tostador	de	café
	 Ayudante,	tostador	de	cacao
	 Ayudante,	turronero,	preparador
77 Obreros	 del	 calzado,	 sastres,	 modistos,	 peleteros,	 ebanistas,	 tapiceros	 yotros	trabajadores	afines
772 Peleteros,	cosedores,	bordadores	y	trabajadores	asimilados
	 Ayudante	de	acabados	en	productos	de	peletería
	 Ayudante,	bordadores	a	mano	o	a	máquina	en	general
	 Ayudante,	cosedor	a	mano	y	a	máquina,	en	general
	 Ayudante,	cosedor	a	mano	de	prendas	vestir,	excepto	calzado	cuero
	 Ayudante,	cosedor	a	mano	de	prendas	de	peletería
	 Ayudante,	cosedor	a	máquina-remalladores
	 Ayudante,	peletero
	 Ayudante	de	costura
	 Ayudante,	acabador	de	prendas	de	vestir
	 Ayudante,	habilitador	de	costura
774 Patronistas	y	cortadores
	 Ayudante,	cortador	de	guantes
	 Ayudante,	cortador	prendas	vestir,	inclusive	cuero	y	piel
	 Ayudante,	cortador	ropa	blanca,	tapicería,	telas	paraguas
	 Ayudante,	cortador	de	toldos	y	sombrillas,	tiendas	campaña
	 Ayudante,	cortador	de	vestidos,	inclusive	de	cuero	y	piel
	 Ayudante,	cortador	de	velas	de	embarcaciones
	 Ayudante,	cortador,	sastrería
	 Ayudante,	patronista	prendas	de	vestir,	lencería,	sombreros,	gorros
	 Ayudante,	patronista	de	ropa	blanca
	 Ayudante,	patronista	tiendas	campaña,	toldos,	sombrillas
	 Ayudante,	patronista	de	velas	de	embarcaciones
	 Ayudante,	patronista	de	tela	de	paraguas
	 Ayudante,	trazador	de	prendas	de	vestir,	lencería
775 Tapiceros	y	trajadores	asimilados
	 Ayudante,	colchonero
	 Ayudante,	confeccionador	de	colchas
	 Ayudante,	confeccionador	de	cortinas
	 Ayudante,	confeccionador	de	ropa	de	tapicería
	 Ayudante,	confeccionador	de	edredones
776 Obreros	del	tratamiento	del	cuero
	 Ayudante,	acabador	de	artículo	de	cuero
777 Obreros	del	calzado	y	tratamiento	de	cuero
	 Ayudante,	acabado	de	calzado
	 Ayudante,	aparador	de	calzado
	 Ayudante,	armador	de	calzado
	 Ayudante,	cortador	empeines	calzado,	a	máquina	o	a	mano
	 Ayudante,	cortador	de	palas	de	calzado,	a	máquina	o	a	mano
	 Ayudante,	cortador	de	suelas
	 Ayudante,	cosedor	de	calzado,	a	máquina
	 Ayudante,	despuntador	de	suelas
	 Ayudante,	guarnecedor	de	calzado
	 Ayudante,	hornero,	armador	de	calzado
	 Ayudante,	lijador	de	cantos,	calzado
	 Ayudante,	montador	de	palas	de	calzado
	 Ayudante,	montador	de	suelas
	 Ayudante,	patronista	del	calzado
	 Ayudante,	preparador	de	palas	de	calzado
	 Ayudante,	preparador	de	suelas
	 Ayudante,	zapatero	ortopedista
78 Obreros,	 mecánicos	 y	 ajustadores	 de	 metales,	 equipos	 eléctricos,electrónicos	y	de	vehículos	de	motor
781 Obreros	de	labra	de	metales	(herreros,	ajustadores,	pulidores	y	afines)
	 Ayudante,	carpintero	o	mecánico
	 Ayudante,	regulador-operador	de	torno	automático	de	metal
	 Ayudante,	ajustador	operador	de	máquina	herramienta	en	general
	 Ayudante,	forjador
	 Ayudante,	operador	de	prensa	mecánica	de	metales
	 Ayudante,	carpintería	metálica
	 Ayudante,	controlador	en	la	fabricación	de	productos	de	metal
782 Mecánicos	de	vehículos	de	motor
	 Ayudante	de	mecánico	de	vehículos	de	motor
783 Electricista,	eletronicista	y	otros	(incluye	a	trabajadores	asimilados)
	 Ayudante	de	ajustador	eléctrico
	 Ayudante,	electricista
	 Ayudante,	electricista	de	vehículos
	 Ayudante,	controlador	de	calidad	aparatos	eléctricos	y	electrónicos
785 Fontaneros,	soldadores,	chapistas,	caldereros	y	montadores	de	estructurasmetálicas
	 Ayudante,	ajustador	de	tuberías
	 Ayudante,	soldador
79 Ajustadores,	 montadores	 e	 instaladores	 de	 máquinas	 e	 instrumentos	 deprecisión,	relojeros,	mecánicos,	joyeros	y	plateros
792 Joyeros	plateros
	 Ayudante,	controlador	de	calidad	de	metales	preciosos
	 Ayudante,	lavador	de	metales	preciosos
	 Ayudante,	pulidor	de	metales	preciosos
793 Sopladores,	modeladores,	laminadores,	cortadores	y	pulidores	de	vidrio
	 Ayudante,	acabador	de	bordes/cristal
	 Ayudante,	afinador	a	máquina	de	cristales	de	óptica
	 Ayudante,	afinador	de	vidrio,	óptica	de	anteojería
	 Ayudante,	biselador	de	cristales
	 Ayudante,	conductor	de	máquina	de	estirar	vidrio	plano
	 Ayudante,	cortador,	tallador	de	cristales	de	óptica
	 Ayudante,	curvador	de	tubos	de	vidrio
	 Ayudante,	desbastador,	óptica	en	anteojería
	 Ayudante,	esmerilador	de	bordes,	vidrio
	 Ayudante,	esmerilador	de	lentes	a	máquina
	 Ayudante,	pulidor	a	máquina	de	cristales	de	óptica
	 Ayudante,	pulidor	de	cristales
	 Ayudante,	pulidor	de	lentes
	 Ayudante,	tallador	de	cristales	de	óptica
798 Pintores	y	decoradores	de	vidrio	y	cerámica
	 Ayudante,	decorador	de	vidrio
799 Otros	trabajadores	del	vidrio
	 Ayudante,	control	de	calidad	de	productos	de	vidrio
	 Ayudante,	pavonador	de	vidrio
81
Obreros	de	la	fabricación	de	productos	de	caucho	y	plástico,	instrumentos
de	música,	 pintores	 y	 conductores	 de	maquinaria	 y	medios	 de	 transporte
(excepto	a	pedal	y	a	mano)	y	otros	afines
812 Obreros	fabricación	productos	de	plástico
	 Ayudante,	taladrador	de	productos	de	plástico
813 Obreros	fabricación	y	vulcanización	neumáticos
	 Ayudante	de	reencauchador	de	neumáticos
82 Confeccionadores	de	productos	de	papel	y	cartón
821 Confeccionadores	de	productos	de	papel	y	cartón
	 Ayudante,	confeccionador	de	cajas	de	cartón	a	mano
83 Obreros	de	las	artes	gráficas
836 Encuadernadores	y	trabajadores	asimilados
	 Cosedor	de	pliego	a	máquina,	encuadernación
	 Encuadernador
	 Guillotinero,	encuadernación
839 Obreros	de	las	artes	gráficas	N.E.O.P.
	 Ayudante,	estampado	textiles
	 Ayudante,	impresor	a	la	plancha,	de	telas
	 Ayudante,	impresor	de	telas	a	máquina
	 Ayudante,	operador	de	prensa	estampar	en	relieve	o	seco
85 Pintores
852 Pintores	no	clasificados	en	otras	clasificaciones
	 Ayudante,	pintor	a	pistola	excepto	de	edificios	y	construcción
87
Operadores	 de	 máquinas	 agrícolas,	 fijas	 y	 de	 instalaciones	 similares	 y
obreros	de	la	manipulación	de	mercancías	y	materiales	y	de	movimiento	de
tierra
875 Conductores	de	grúas	y	operad.	de	instal.	elevac.
	 Ayudante	de	operador	de	tecle	-	instalaciones	de	elevación
877 Obreros	de	la	manipulación	de	mercancías	y	materiales	y	de	movimientosde	tierras	no	especificado
	 Conductor	de	camión	volquete
94 Personal	doméstico,	limpiadores,	lavanderos,	planchadores	y	afines
945 Personal	de	servicios	no	clasificados	bajo	otros	epígrafes
	 Ayudante,	jardinero
	 Acomodador,	sala,	cine,	teatro,	etc.
	 Ayudante,	armador	de	cajas	de	cartón	a	mano
	 Ayudante,	descargador	de	aviones
	 Ayudante,	descargador	de	barcos
	 Ayudante,	embalador	a	mano	y/o	máquina
	 Ayudante,	empaquetador	a	mano	y/o	máquina
	 Ayudante,	ensacador	a	mano
	 Ayudante,	escogedor	de	botellas
	 Ayudante,	envasador	a	mano	y/o	máquina
	 Ayudante,	trabajador	en	ferias	y	parques	de	diversión
	 Auxiliar,	vendedor	por	teléfono
95 Mensajeros,	repartidores,	porteros	y	afines
951 Mensajeros	y	repartidores
	 Ascensorista
	 Botones
	 Maletero,	hotel
97 Peones	agropecuarios	forestales	de	la	pesca	y	afines
971 Peones	de	labranza	y	peones	agropecuarios
	 Cosechador
	 Cultivador
	 Injertador	de	árboles	frutales
	 Inseminador
	 Recolector	de	miel
	 Ayudante,	criador	de	aves	de	corral
98 Peones	de	la	minería	suministro	electricidad,	gas	y	agua,	la	construcción,	laindustria	manufacturera	y	el	transporte
984 Peones	de	montaje,	embaladores	manuales	y	otros	peones	de	 la	 industriamanufacturera
	 Ayudante,	productos	terminados
	 Ayudante,	cosedor	a	mano,	encuadernación
	 Ayudante,	embalador,	a	mano
	 Ayudante,	embalador,	a	mano/cajas
	 Ayudante,	embalador,	industria	conservera/enlatado
	 Ayudante,	embotellador	manual
	 Ayudante,	empaquetador,	manual
	 Ayudante,	ensacador,	a	mano
	 Ayudante,	envasador,	a	mano
	 Ayudante,	etiquetador,	a	mano
	 Ayudante,	peón,	clasificación/botellas
	 Ayudante,	peón,	enrollador	de	bobinas/a	mano
	 Ayudante,	peón,	enrollador	de	filamentos/a	mano
	 Ayudante,	peón,	enrollador	de	resortes/a	mano
	 Ayudante,	peón,	industria	vitivinícola
	 Ayudante,	peón,	operaciones	de	montaje	manual
	 Ayudante,	sellador	de	bolsas
	 Auxiliar,	abastecedor	de	materia	prima
	 Peón,	industrias,	manufactureras
	 Ayudante	de	la	industria	manufacturera
Fuente:	INEI	Código	de	Ocupaciones
Nota	Técnica:	El	Código	de	Ocupaciones	tiene	una	estructura	piramidal	formada	por	diez	grandes
grupos	al	nivel	mas	elevado	de	agregación,	subdividida	sucesivamente	en	grupos	principales	y
subgrupos	primarios.
En	el	listado	de	ocupaciones	básicas	se	consigna:
a)	Grupo	principal:	dos	(2)	dígitos
b)	Subgrupo	primario:	tres	(3)	dígitos
c)	Denominación	(es)
Ejemplo
Grupo	principal	95	mensajeros,	repartidores,	porteros	y	afines
Subgrupo	primario	951	mensajeros	y	repartidores
Denominación	(es)	ascensorista,	botones	maleteros,	hotel.
LISTADO	DE	OCUPACIONES	OPERATIVAS
41 Jefes	de	dependencias	administrativas	y	oficinistas
413 Secretarias,	 taquígrafas,	 mecanógrafas	 y	 operadoras	 de	 máquinas	 deoficina
	 Auxiliar,	secretaria
414 Operador	de	equipos	de	tratamiento	de	textos	y	afines
	 Operador,	telefax
	 Operador,	telégrafo
418 Empleados	contables	y	financieros
	 Listero
	 Ayudante,	planillero
	 Ayudante,	facturador
419 Empleados	de	servicios	estadísticos	y	financieros
	 Empleados,	seguros
42 Personal	administrativo	y	empleados	afines
421 Empleados	de	aprovisionamiento	y	almacenaje
	 Auxiliar,	almacén
	 Auxiliar,	abastecimiento
	 Auxiliar,	almacenaje	y	aprovisionamiento
44 Jefes	 de	 servicios	 de	 correos:	 empleados	 de	 bibliotecas,	 de	 imprenta	 yafines
443 Carteros	y	mensajeros
	 Clasificador,	correspondencia
45 Cajeros,	recepcionistas	y	trabajadores	asimilados
454 Recepcionistas	y	empleados	de	oficina	y	agencia	de	viajes
	 Auxiliar,	empleado	de	informes
456 Receptores	de	apuestas	y	afines
	 Bartender
	 Crupier,	sala	de	juego
	 Recibidor	de	apuestas
	 Cambista	de	fichas	en	salón	de	tragamonedas
52 Jefes,	ecónomos	y	mayordomos
522 Cocineros	calificados
	 Ayudante,	cocinero
	 EmpIeado/a	múltiple,	restaurante	de	autoservicio
	 Preparador	de	comida	rápida
523 Barmanes	y	trabajadores	asimilados
	 Ayudante,	barman
61 Agricultores	(explotadores),	trabajadores	calificados	de	cultivos	extensivos
616 Explotadores	forestales,	trabajadores	forestales	clasificados	y	afines
	 Aprendiz	de	aserrador/monte
	 Aprendiz	de	clasificador/troncos
	 Aprendiz	de	cubicador/madera
	 Aprendiz	de	escuadrador/troncos
	 Aprendiz	de	descortezador,	árboles
	 Aprendiz,	escalador-podador,	árboles
71 Mineros,	canteros,	sondistas	y	trabajadores	asimilados
711 Mineros,	canteros	y	obreros	del	tratamiento	de	minerales,	rocas	y	piedras
	 Aprendiz,	colector	de	muestras,	minas
	 Aprendiz,	entibiador,	enmaderador	de	minas
	 Aprendiz,	perforadores	de	mina
	 Aprendiz,	operador	de	planta	concentradora
713 Obreros	de	hornos	metalúrgicos
	 Aprendiz,	fundidor	en	horno	eléctrico	de	arco,	refinó,	de	acero
	 Aprendiz,	fundidor	de	hornos
716 Coladores	de	metales	en	moldes
	 Aprendiz,	colador	de	horno	a	presión
717 Moldeadores	y	macheros
	 Aprendiz	de	preparado	de	moldes	sobre	banco
	 Aprendiz	de	constructor/machos	a	máquina
72 Obreros	de	tratamiento	de	la	madera	y	de	la	fabricación	de	papel
721 Obreros	del	tratamiento	de	la	madera
	 Aprendiz	de	horno	de	secado	de	madera
722 Aserrador,	operario	de	máquina	de	contrachapado	y	trabajador	asimilado
	 Aprendiz	de	cortador	de	chapa	de	madera
	 Aprendiz	de	encolador	de	chapas	de	madera
	 Aprendiz	de	serruchador/aserradero
	 Aprendiz,	operador	de	máquina	reaserradora
	 Aprendiz,	operario	de	máquina	canteadora	de	madera
	 Aprendiz,	operario	de	máquina	despuntadora	de	madera
723 Preparadores	de	pasta	para	papel
	 Aprendiz	en	blanqueado	de	pasta	para	papel
	 Aprendiz	en	conducción	de	desfibradora	de	madera
	 Aprendiz	en	conducción	de	mojadoras,	pasta	de	papel
	 Aprendiz	en	conducción	de	trituradoras,	pulpa	de	madera
	 Aprendiz	de	desfibrador	raspador	de	madera
	 Aprendiz,	lejiador,	pasta	para	papel
	 Aprendiz,	operador	de	batidora,	pulpa	de	madera
	 Aprendiz,	operador	de	caldera,	pasta	para	papel
	 Aprendiz,	operador	de	máquina	de	triturar	madera
	 Aprendiz,	operador	de	pasta	para	papel	en	general
	 Aprendiz,	refinador	de	pasta	de	papel
	 Aprendiz,	operador	de	batidora	pulpa	de	papel
73 Obreros	de	los	tratamientos	químicos	y	trabajadores	asimilados
736 Hilador	de	fibras	artificiales,	excepto	vidrios
	 Aprendiz,	hilador	de	nylon
	 Aprendiz,	hilador	de	rayón	y	similares
737 Obreros	tratamientos	químicos	y	trabajadores	asimilados	N.E.O.P.
	 Ayudante,	obrero	de	fabricación	de	colorantes,	tintes,	pinturas	y	barnices
74 Hilanderos,	tejedores,	tintores	y	trabajadores	asimilados
741 Preparadores	de	fibras
	 Aprendiz,	alimentadores	de	cardas
	 Aprendiz	de	batidor	de	fibra
	 Aprendiz,	canalero	textil
	 Aprendiz,	cardador	de	fibras
	 Aprendiz,	clasificador	de	fibra
	 Aprendiz,	desfibrador	de	lino	o	yute
	 Aprendiz,	desmotador,	textil
	 Aprendiz,	despepitador,	algodón
	 Aprendiz,	emborrador	de	lana
	 Aprendiz,	escogedor	de	fibra
	 Aprendiz,	espapador
	 Aprendiz,	estirador	de	fibra
	 Aprendiz,	lavador	de	lana
	 Aprendiz,	manuarera
	 Aprendiz,	mezclador	de	fibra.
	 Aprendiz	en	motosa	o	reparadora,	seda
	 Aprendiz	en	napado	de	fibra
	 Aprendiz	en	peinado	de	fibra
	 Aprendiz	en	rastrillado	de	lino
	 Aprendiz	en	torcedor	de	mechas
	 Aprendiz	en	triador	de	fibra
742 Hilanderos	y	bobinadores
	 Aprendiz	de	aspeado,	textil
	 Aprendiz	de	bobinado,	textil
	 Aprendiz	en	devanado,	textil
	 Aprendiz	de	encarretado,	textil
	 Aprendiz	en	hilado	de	torno
	 Aprendiz,	hilandero,	hilo	e	hilaza
	 Aprendiz	de	ovillado,	textil
	 Aprendiz,	pelotero,	textil
	 Aprendiz,	plegador	de	hilos
	 Aprendiz,	retorcedor	de	hilo	o	hilaza
	 Aprendiz,	rodetero,	textil
	 Aprendiz,	torcedor	de	hilo	o	hilaza
	 Aprendiz	en	trascanador	de	madejas
	 Obrero	textil
746 Tejedores	de	punto	a	máquina
	 Calcetero,	tejedor	a	máquina
	 Confeccionador	de	tejidos	de	punto
	 Operador	de	máquina	de	tricot
	 Tejedor	a	máquina,	géneros	de	punto
	 Tejedor	a	máquina,	calcetería
	 Tejedor	de	calcetería,	con	bastidor	mecánico
	 Tejedor	de	punto
749 Hilanderos,	 tejedores,	 tintoreros	 y	 trabajadores	 asimilados,	 noespecificados	en	otros	párrafos
	 Aprendiz	en	confeccionado	de	conos	de	filtro	para	sombreros
	 Aprendiz,	cordonero	a	máquina
	 Aprendiz,	flequero	a	máquina
	 Aprendiz,	galonero	a	máquina
	 Aprendiz,	hormador	de	boinas
	 Aprendiz,	mallero
	 Aprendiz,	pasamanero	a	máquina
	 Aprendiz,	preparador	de	fieltro,	a	máquina
75 Obreros	de	la	preparación,	curtido	y	tratamiento	de	pieles
751 Curtidores	y	pellejeros
	 Aprendiz	en	adobado	de	cueros
	 Aprendiz	en	clasificador	de	cueros	y	pellejos
	 Aprendiz	en	cortado	de	cueros,	curtidores
	 Aprendiz	en	curtido	de	cueros
	 Aprendiz	en	descarnado	de	cueros	a	mano
	 Aprendiz	en	descarnado	de	cueros	a	máquina
	 Aprendiz	de	hendedo	en	cueros	o	cortado	de	cueros
	 Aprendiz	de	lavado	de	cueros
	 Aprendiz	de	lustrado	de	cueros
	 Aprendiz	en	operador	de	máquinas	de	dividir	cueros
	 Aprendiz	en	operador	de	rebanadora	de	cueros
	 Teñidor	de	cueros
77 Obreros	 del	 calzado,	 sastres,	 modistos,	 peleteros,	 ebanistas,	 tapiceros	 yotros	trabajadores	afines
778 Ebanista,	 operadores	 de	máquinas	 de	 labrado	 de	madera	 y	 trabajadoresasimilados
	 Aprendiz	en	ajustado-operador	de	cepilladora,	labra	madera
	 Aprendiz	en	ajustado-operador	molduradora,	labra	de	madera
	 Aprendiz	en	ajustado-operador	ranuradora,	labra	de	madera
	 Aprendiz	en	ajustado-operador	torno,	labra	de	madera
	 Aprendiz	en	ajustado-operador	de	máquina	de	labrado,	madera	en	general
	 Aprendiz	en	ajustado-operador	de	sierra	mecánica	de	precisión
	 Aprendiz	en	ajustado-operador	torno	automático,	labra	madera
	 Aprendiz	 en	 ajustado-operador	 de	 máquinas,	 fresadora-grabadora,	 labrade	madera
	 Aprendiz	en	ajustado	de	máquina,	de	labrado	de	madera	en	general
	 Aprendiz	en	acabado	de	muebles	de	madera
	 Aprendiz	en	carrocero,	carrocerías	de	madera
	 Aprendiz	en	cepillado	de	madera
	 Aprendiz	en	chapeado	de	muebles	de	madera
	 Aprendiz	en	charolador
	 Aprendiz	en	confeccionados	muebles,	madera	para	el	hogar	u	oficina
	 Aprendiz	en	confeccionado	de	artículos	de	madera	para	deporte
	 Aprendiz	en	curvado	de	madera
	 Aprendiz	en	ebanista,	marquetería
	 Aprendiz,	ebanista	de	mesa	de	billar
	 Aprendiz,	ebanista	de	pianos
	 Aprendiz,	ebanista	de	estuches	para	instrumentos
	 Aprendiz,	ebanista	o	carpintero	en	madera,	excepto	construcción
	 Aprendiz,	maquetista	en	madera
	 Aprendiz,	modelista	en	madera
	 Aprendiz,	operador	de	máquina	de	labrado	de	madera	en	general
	 Aprendiz,	restaurador	de	artículos	de	madera
	 Aprendiz,	tallador	de	madera
	 Aprendiz,	tornero,	labra	de	madera
	 Aprendiz,	trazador	de	ebanistería
	 Aprendiz,	trazador,	labrado	de	madera
	 Aprendiz,	tupista,	labra	de	madera
78 Obreros,	 mecánicos	 y	 ajustadores	 de	 metales,	 equipos	 eléctricos,electrónicos	y	de	vehículos	de	motor
781 Obreros	de	labra	de	metales	(herreros,	ajustadores,	pulidores	y	afines)
	 Ayudante,	operador	de	máquinas	herramientas	en	general
782 Mecánicos	de	vehículos	de	motor
	 Ayudante,	mecánico	de	máquinas	en	general
79 Ajustadores,	 montadores	 e	 instaladores	 de	 máquinas	 e	 instrumentos	 deprecisión,	relojeros,	mecánicos,	joyeros	y	plateros
791 Ajustadores,	 montadores	 e	 instaladores	 de	 máquinas	 e	 instrumentos	 deprecisión,	relojeros	y	mecánicos
	 Ayudante/mecánico	ajustador	de	maquinaria	en	general
792 Joyeros	y	plateros
	 Ayudante,	galvanizador	de	metales	preciosos
799 Otros	trabajadores	del	vidrio
	 Ayudante,	mezclador	de	materiales,	fabricación	de	vidrios
81
Obreros	de	la	fabricación	de	productos	de	caucho	y	plástico,	instrumentos
de	música,	 pintores	 y	 conductores	 de	maquinaria	 y	medios	 de	 transporte
(excepto	a	pedal	y	mano)	y	otros	afines
811 Obreros	de	la	fabricación	de	productos	de	caucho,	excepto	neumáticos
	 Aprendiz	de	alisado	de	productos	de	caucho
	 Aprendiz	de	amasado	de	caucho
	 Aprendiz	de	armado	de	productos	de	caucho
	 Aprendiz	en	confeccionado-montado	de	artículos	de	caucho
	 Aprendiz	en	cortado	de	caucho
	 Aprendiz	de	engomado	de	tejidos	de	caucho
	 Aprendiz	en	ensamblado	de	productos	de	caucho
	 Aprendiz	en	impregnado	de	caucho
	 Aprendiz	en	lustrado	de	caucho
	 Aprendiz	en	mezclado	de	caucho
	 Aprendiz	en	montado	de	productos	de	caucho
	 Aprendiz	en	operado	de	calandria	de	caucho
	 Aprendiz	en	operado	de	máquina	amasadora	de	caucho
	 Aprendiz	en	operado	de	máquina	calandradora	de	caucho
	 Aprendiz	en	operado	de	máquina	estiradora	de	caucho
	 Aprendiz	en	operado	de	prensa	de	moldear	caucho
	 Aprendiz	en	vulcanizador	de	artículos	de	caucho,	excepto	neumáticos
812 Obreros	fabricación	productos	de	plástico
	 Aprendiz,	armador	de	productos	de	plástico
	 Aprendiz,	confeccionador	de	productos	de	plástico
	 Aprendiz,	ensamblador	de	productos	de	plástico
	 Aprendiz,	montador	de	productos	de	plástico
	 Aprendiz,	operador	de	máquina	de	fabricar	bolsas	plástico
	 Aprendiz,	operador	máquina	estiradora	de	plástico
	 Aprendiz,	operador	de	máquina	de	sellar	plástico
	 Aprendiz,	preparador	de	paneles	de	plástico
	 Aprendiz,	pulidor	de	productos	de	plástico
	 Aprendiz,	operador	máquina	de	moldear	materias	plásticas	por	inyección
813 Obreros	fabricación	y	vulcanización	neumáticos
	 Aprendiz,	confeccionador	de	neumáticos,	primera	fase
	 Aprendiz,	cortador	de	acanaladuras	en	neumáticos
	 Aprendiz,	cortador	de	estuas	en	neumáticos
84 Obreros	 manufactura	 y	 trabajadores	 asimilados	 no	 clasificados	 en	 otrasclasificaciones
841 Constructores	y	afinadores	de	instrumentos	musicales
	 Aprendiz,	acordeonero,	constructor
	 Aprendiz,	afinador	de	instrumentos	musicales,	pianos,	órganos,	acordeones
	 Aprendiz,	constructor	de	instrumentos	de	viento	de	madera	o	de	metal
	 Aprendiz,	 fabricantes	 de	 instrumentos	 musicales:	 arpas,	 guitarra,	 viento,acordeón
	 Aprendiz,	guitarrero,	fabricante	de	instrumentos	de	cuerda
	 Aprendiz,	organero,	constructor	y	afinador
	 Aprendiz,	violenero,	constructor	y	afinador
87 Operadores	de	máquinas	agrícolas,	fijas	y	de	instalaciones	similares	yobreros	de	la	manipulación	de	mercancías	y	materiales	de	tierra
871 Operador	de	instalac.	de	produc.	de	energ.	eléctricas
	 Ayudante,	operador	de	central	termoeléctrica	e	hidroeléctrica
874 Aparejadores	y	empalmadores	de	cables
	 Aprendiz,	empalmador	de	cuerdas	y	cables	en	general,	en	excepto	eléctrico
876 Conductores	de	máquina	para	el	movimiento	de	tierras	y	equi
	 Conductor	de	niveladora	con	cuchilla	frontal,	bulldozer
	 Conductor	de	pala	mecánica
98 Peones	 de	 la	 minería,	 suministro	 de	 electricidad,	 gas	 y	 agua,	 la
construcción,	la	industria,	manufacturera	y	el	transporte
984 Peones	de	montaje,	embaladores,	manuales	y	otros	peones	de	la	industriamanufacturera
	 Ayudante	embalador
Fuente:	INEI	Código	de	ocupaciones
Nota	Técnica:	El	Código	de	Ocupaciones	tiene	una	estructura	piramidal	formada	por	diez	grandes
grupos	al	nivel	más	elevado	de	agregación,	subdivididas	sucesivamente	en	grupos	principales	y
subgrupos	primarios.
En	el	listado	de	las	ocupaciones	operativas	se	consigna:
a)	Grupo	principal:	dos	(2)	dígitos
b)	Subgrupo	primario:	tres	(3)	dígitos
c)	Denominación	(es)
Ejemplo:
Grupo	principal	44	Jefes	de	servicios	de	correos;	empleados	de	bibliotecas,	de	imprenta	y	afines
Subgrupo	primario	443	Carteros	y	mensajeros
Denominación	Clasificador,	correspondencia.
NOTA:	La	Resolución	Ministerial	N°	167-2010-TR	contiene	el	“Listado	de	Ocupaciones	Básicas	y
Operativas	-	Modalidad	Formativa	Laboral	de	Capacitación	Laboral	Juvenil”,	y	su	vigencia	va	del	21	de
julio	del	2010	hasta	el	16	de	julio	del	2011.
Ley	28518.
ART.	20.—Duración	del	convenio.	El	convenio	de	capacitación
laboral	juvenil	debe	tener	una	duración	adecuada	a	la	naturaleza
de	las	respectivas	ocupaciones:	no	mayor	a	seis	(6)	meses	en
ocupaciones	de	poca	calificación	o	de	poca	o	ninguna	complejidad
y	niveles	menores	de	responsabilidad	en	el	ejercicio	de	la
ocupación,	prorrogable	hasta	por	un	período	similar;	y	no	mayor
a	veinticuatro	(24)	meses,	en	ocupaciones	que	requieren	mayor
calificación	y	por	ende	mayor	complejidad	y	mayores	niveles	de
responsabilidad	en	el	ejercicio	de	la	ocupación.
Los	periodos	de	capacitación	laboral	intermitentes	o	prorrogados
no	pueden	exceder	en	su	conjunto	de	doce	(12)	meses	o
veinticuatro	(24)	meses,	según	corresponda,	en	la	misma
empresa.
Ley	28518.
ART.	21.—Sede	de	la	capacitación.	La	capacitación	laboral
juvenil	debe	impartirse	preferentemente	en	el	propio	centro	de
trabajo	o	en	centros	de	formación	profesional	o	en	escuelas-taller
o	similares	implementados	en	las	empresas	para	los	jóvenes	que
estén	cursando	sus	estudios	escolares	con	la	cooperación	y	el
apoyo	técnico	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	y
de	los	centros	educativos	que	así	lo	dispongan.
Ley	28518.
ART.	22.—Certificado	de	capacitación	laboral.	El	titular	del
certificado	de	capacitación	laboral	puede	obtener	con	el	mismo	su
correspondiente	habilitación	laboral	técnica,	el	que	será
reconocido	por	el	Ministerio	de	Educación,	previo	cumplimiento
de	los	requisitos	que	éste	establezca.
D.	S.	007-2005-TR.
Cuarta	Disposición	Transitoria.—El	MTPE	coordinará	con	el	Minedu,	en	un
plazo	máximo	de	noventa	(90)	días	hábiles,	a	fin	que	ésta	ultima	institución
establezca	los	requisitos	para	la	obtención	de	la	habilitación	laboral	técnica,
de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	22	de	la	ley.
TÍTULO	SÉTIMO
Pasantía
PASANTÍA	EN	LA	EMPRESA
Ley	28518.
ART.	23.—Definición.	La	pasantía	en	la	empresa	es	una
modalidad	formativa	que	se	realiza	en	las	unidades	productivas
de	las	empresas	y	que	busca	relacionar	al	beneficiario	con	el
mundo	del	trabajo	y	la	empresa,	en	la	cual	implementa,	actualiza,
contrasta	lo	aprendido	en	el	centro	de	formación	y	se	informa	de
las	posibilidades	de	empleo	existentes	y	de	la	dinámica	de	los
procesos	productivos	de	bienes	y	servicios.
En	esta	modalidad	de	formación	se	ubica	tanto	a	los	beneficiarios
como	a	los	estudiantes	de	los	últimos	grados	del	nivel	de
educación	secundaria	de	los	centros	educativos	que	necesiten	por
razones	formativas	y	curriculares	realizar	una	pasantía	en	la
empresa.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 18.—Tipos	 de	 participantes	 de	 la	modalidad	 de	 pasantía	 en	 la
empresa.
a)	 Beneficiarios	 de	 14	 años	 o	 más	 que	 requieran	 aplicar	 y	 completar	 lo
aprendido	 en	 la	 capacitación	 recibida	 en	 el	 CFP,	 respaldado	 por	 un
programa	debidamente	autorizado	por	el	sector	correspondiente.	También
comprende	a	 los	estudiantes	de	 los	Cetpro	del	 ciclo	básico	del	Minedu,	de
los	Cenforp	y	de	los	centros	de	formación	sectorial	del	ciclo	básico.
b)	 Beneficiarios	 que	 se	 encuentran	 estudiando	 en	 los	 últimos	 años	 de
educación	 secundaria,	 que	 por	 razones	 de	 estudio	 necesiten	 participar
determinado	 número	 de	 horas	 y	 días	 de	 la	 semana	 en	 la	 empresa.	 Serán
presentados	a	las	empresas	por	los	centros	educativos	públicos	y	privados
que	por	razones	curriculares	prevén	pasantía	en	una	empresa.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 19.—De	 la	 jornada	 formativa	 de	 los	 estudiantes	 de	 educación
secundaria.	 De	 acuerdo	 a	 la	 nueva	 currícula	 de	 educación	 secundaria	 la
jornada	formativa	de	pasantía	es	de	dos	(2)	a	cuatro	(4)	horas	diarias	y	de
dos	 (2)	 a	 tres	 (3)	 veces	 por	 semana	 y	 no	 más	 de	 dos	 (2)	 meses	 en	 las
unidades	productivas.
Ley	28518.
ART.	24.—Finalidad.	Mediante	esta	modalidad	se	busca	que	el
beneficiario	refuerce	la	capacitación	laboral	adquirida	e	inicie,
desarrolle	o	mejore	las	habilidades	sociales	y	personales
relacionadas	al	ámbito	laboral.
Ley	28518.
ART.	25.—Del	convenio	de	pasantía.	La	pasantía	en	la	empresa
se	realiza	mediante	un	convenio	de	pasantía	que	se	celebra	entre:
1.	Una	empresa.
2.	Un	beneficiario	de	14	años	a	más.
3.	Un	centro	de	formación	profesional	o	centro	educativo
facultado	para	realizar	esta	modalidad.	El	tiempo	de	duración	del
convenio	no	es	mayor	a	tres	(3)	meses.
Por	el	convenio	de	pasantía,	la	empresa	se	obliga	a	brindar
facilidades	al	beneficiario	para	que	realice	su	pasantía,	mediante
la	ejecución	de	tareas	productivas	correspondientes	a	un	plan
específico	de	pasantía	definido	por	el	centro	de	formación
profesional	y	el	programa	que	respalde	el	proceso.	El	beneficiario
se	obliga	a	cumplir	las	tareas	productivas	de	la	empresa,
conforme	a	la	reglamentación	y	normatividad	de	ésta	y	al	plan
específico	de	pasantía	del	centro	de	formación	profesional.	El
centro	de	formación	profesional	tiene	la	responsabilidad	de
planificar	y	diseñar	el	plan	específico	de	pasantía,	así	como	dirigir,
administrar,	evaluar	y	certificar	las	actividades	formativas;
asimismo,	el	programa	que	respalda	la	pasantía,	tiene	la
responsabilidad	del	monitoreo	y	seguimiento	del	proceso.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 20.—Del	 programa	 que	 respalda	 la	 pasantía.	 Se	 entenderá	 por
programa	que	respalda	la	pasantía	al	que	se	refiere	el	artículo	25	de	la	ley,	a
los	 programas	 sociales	 del	 Estado	 que	 cuenten	 con	 un	 componente	 de
capacitación,	orientado	a	mejorar	la	empleabilidad	de	los	beneficiarios.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	21.—De	la	acreditación	de	los	CFP.	El	programa	facultará	al	CFP	a
realizar	esta	modalidad	de	acuerdo	con	sus	requerimientos	de	calificación	y
selección.	 La	 empresa,	 al	 presentar	 el	 convenio,	 adjuntará	 copia	 del
documento	que	acredite	dicha	facultad.
Corresponde	 al	 Minedu	 facultar	 a	 los	 Cetpro	 la	 realización	 de	 esta
modalidad,	siempre	y	cuando	forme	parte	del	currículo	formativo.
Corresponde	 al	 MTPE	 facultar	 a	 los	 Cenforp	 la	 realización	 de	 esta
modalidad	formativa	laboral.
Corresponde	 a	 cada	 sector	 facultar	 al	 CFP	 sectorial	 el	 desarrollo	 de	 esta
modalidad	formativa	laboral.
PASANTÍA	DE	DOCENTES	Y	CATEDRÁTICOS
Ley	28518.
ART.	26.—Definición.	La	pasantía	de	docentes	y	catedráticos	es
una	modalidad	formativa	que	vincula	a	los	docentes	y	catedráticos
del	sistema	de	formación	profesional	con	los	cambios	socio
económicos,	tecnológicos	y	organizacionales	que	se	producen	en
el	sector	productivo	a	fin	de	que	puedan	introducir	nuevos
contenidos	y	procedimientos	de	enseñanza	y	aprendizaje	en	los
centros	de	formación	profesional.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 22.—De	 la	 modalidad	 formativa	 de	 la	 pasantía	 de	 docentes	 y
catedráticos.	 La	 pasantía	 deberá	 estar	 directamente	 relacionada	 con	 la
especialidad	del	docente	o	catedrático	que	la	realice.
Ley	28518.
ART.	27.—Finalidad.	Mediante	esta	modalidad	se	busca	la
actualización,	el	perfeccionamiento	y	la	especialización	de	los
docentes	y	catedráticos	en	el	ejercicio	productivo	para	mejorar
sus	conocimientos	tecnológicos	de	innovación	y	prospección	que
permitan	construir	vínculos	entre	la	empresa	y	el	centro	de
formación	profesional.
Ley	28518.
ART.	28.—Del	convenio	de	pasantía	de	docentes	y
catedráticos.	La	pasantía	de	docentes	se	realiza	mediante	un
convenio	de	pasantía	que	se	celebra	entre:
1.	Una	empresa,
2.	Un	docente	o	catedrático	y
3.	Un	centro	de	formación	profesional.
El	tiempo	de	duración	del	convenio	no	debe	superar	los	tres	(3)
meses.
Por	el	convenio	de	pasantía,	la	empresa	se	obliga	a	brindar
facilidades	al	beneficiario	para	que	realice	su	pasantía,	mediante
la	ejecución	de	tarea	productivas	y	de	investigación	científica
tecnológica	correspondientes	al	itinerario	de	pasantías.
El	beneficiario	se	obliga	a	cumplir	las	tareas	productivas	de	la
empresa,	conforme	a	la	reglamentación	y	normatividad	de	la
empresa	y	del	centro	de	formación	profesional.
El	centro	de	formación	profesional	tiene	a	su	cargo	la
planificación	y	el	diseño	del	itinerario	de	pasantía,	así	como	su
monitoreo	y	seguimiento,	asimismo,	debe	solventar	la
remuneración	de	los	pasantes	docentes	durante	el	tiempo	que
dure	dicha	modalidad	formativa.
TÍTULO	OCTAVO
Actualización	para	la	Reinserción	Laboral
Ley	28518.
ART.	29.—Definición.	La	actualización	para	la	reinserción
laboral	es	una	modalidad	formativa	que	se	caracteriza	por	realizar
el	proceso	de	actualización	para	la	reinserción	en	las	unidades
productivas	de	las	empresas,	permitiendo	a	los	beneficiarios	la
recalificación,	ejercitando	su	desempeño	en	una	situación	real	de
trabajo,	complementada	con	el	acceso	a	servicios	de	formación	y
de	orientación	para	la	inserción	en	el	mercado	laboral.
Ley	28518.
ART.	30.—Finalidad.	Mediante	esta	modalidad	se	busca	mejorar
la	empleabilidad	así	como	las	posibilidades	de	reinserción	de
trabajadores	no	ocupados	(desempleados	del	sector	público	o
privado)	entre	45	y	65	años,	que	se	encuentren	en	situación	de
desempleo	prolongado,	mayor	a	doce	(12)	meses	continuos,
habiéndose	desempeñado	como	trabajadores	sean	empleados	y/u
obreros.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 23.—De	 los	 beneficiarios.	 Son	 aquellas	 personas	 mayores	 de	 45
años	 hasta	 65	 años	 en	 situación	 de	 desempleo	 y	 sin	 alguna	 actividad
económica	dependiente	o	independiente,	en	los	doce	(12)	meses	previos	a
la	firma	del	convenio.
Ley	28518.
ART.	31.—Convenio	de	actualización	para	la	reinserción
laboral.	Por	el	convenio	de	actualización	para	la	reinserción
laboral,	la	empresa	se	obliga	a	brindar	facilidades	al	adulto	para
que	realice	su	actualización	práctica,	durante	el	tiempo	que	dure
el	convenio,	mediante	la	ejecución	de	tareas	productivas
correspondientes	a	un	plan	de	entrenamiento	y	actualización,
previamente	definido	por	la	empresa	y	el	beneficiario.
La	empresa	tiene	la	responsabilidad	de	planificar	y	diseñar	los
programas,	así	como	de	dirigir,	administrar,	evaluar	y	certificar
las	actividades	formativas,	asumiendo	la	empresa	los	costos	que
demande	el	plan	de	entrenamiento	y	actualización.
El	beneficiario	se	obliga	a	cumplir	las	tareas	productivas	de	la
empresa,	conforme	a	la	reglamentación	y	normatividad	de	ésta.
Ley	28518.
ART.	32.—Número	máximo	de	beneficiarios	en	actualización
para	la	reinserción	laboral.	El	número	de	beneficiarios	en
actualización	para	la	reinserción	laboral	no	puede	exceder	al
veinte	por	ciento	(20%)	del	total	de	personal	del	área	u	ocupación
específica	ni	del	diez	por	ciento	(10%)	del	total	de	trabajadores	de
la	empresa	con	vinculación	laboral	directa.	Dicho	límite	puede
incrementarse	en	un	diez	por	ciento	(10%)	adicional,	siempre	y
cuando	este	último	porcentaje	esté	compuesto	exclusivamente
por	beneficiarios	con	discapacidad.	En	el	caso	de	empresas	que
cuenten	con	más	tres	(3)	trabajadores	y	menos	de	diez	(10)
trabajadores,	sólo	se	puede	suscribir	convenio	con	un	adulto	bajo
esta	modalidad.	Los	beneficiarios	deben	acreditar	su	situación	de
desempleo	presentando	el	último	certificado	de	trabajo,	boleta	de
pago	o	contrato.	La	autoridad	administrativa	de	trabajo	verifica	la
información	remitida.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	25.—De	la	acreditación	de	la	situación	de	desempleo.	La	situación
de	desempleo	se	acredita	con	la	documentación	establecida	en	el	artículo	32
de	 la	 ley.	Adicionalmente	el	beneficiario	deberá	presentar	una	declaración
jurada	 en	 la	 que	 señale	 que	 no	 ha	 trabajado	 de	 manera	 dependiente	 o
independiente	en	los	doce	(12)	meses	previos	a	la	firma	del	convenio,	y	que
no	 ha	 celebrado	 anteriormente	 un	 convenio	 bajo	 la	 modalidad	 de
actualización	para	la	reinserción	laboral.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 26.—De	 los	 porcentajes	 limitativos	 de	 beneficiarios.	 Para
establecer	el	número	máximo	de	beneficiarios,	 señalados	en	el	artículo	32
de	 la	 ley,	 se	 tendrá	 en	 consideración	 que	 el	 porcentaje	 limitativo	 del	 diez
por	ciento	(10%),	se	aplica	sobre	el	total	de	trabajadores	de	la	empresa	con
vínculo	laboral	directo	y	no	debe	superar	el	porcentaje	limitativo	del	veinte
por	ciento	 (20%)	por	área	u	ocupación	específica.	 Se	excluye	para	efectos
del	cómputo	de	los	porcentajes,	al	personal	que	presta	servicios	a	través	de
empresas	 especiales	 de	 servicios,	 cooperativas	 de	 trabajadores	 y	 a	 otras
modalidades	contractuales.
El	 incremento	 adicional	 del	 diez	 por	 ciento	 (10%)	 se	 aplicará	 al	 total	 de
trabajadores	de	la	empresa	con	vínculo	laboral	directo.
La	 condición	 de	 discapacidad	 del	 beneficiario,	 deberá	 acreditarse	 con	 la
inscripción	en	el	registro	nacional	de	 la	persona	con	discapacidad,	a	cargo
del	Consejo	Nacional	para	 la	 Integración	de	 la	Persona	con	Discapacidad	 -
Conadis	o	el	certificado	de	discapacidad	otorgado	de	acuerdo	a	lo	señalado
en	la	Ley	N°	27050,	Ley	General	de	la	Persona	con	Discapacidad.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	27.—De	la	verificación.	La	DPEFP	o	dependencia	que	haga	su	veces,
a	la	recepción	del	convenio,	verificará	la	información	remitida	que	acredita
la	situación	de	desempleo.
D.	S.	007-2005-TR.
Segunda	Disposición	 Transitoria.—En	 cumplimiento	 del	 artículo	 32	 de	 la
ley,	 el	 MTPE	 coordinará	 con	 la	 Sunat,	 las	 acciones	 a	 seguir	 para	 la
verificación	 de	 la	 información	 referida	 a	 la	 situación	 de	 desempleo	 del
beneficiario.
Ley	28518.
ART.	33.—Límites	de	los	servicios	de	complementación	de
formación	y	actualización.	Los	beneficiarios	de	los	servicios	de
complementación	de	formación	y	actualización	deben	observar
las	siguientes	pautas:
1.	No	pueden	ser	personas	que	anteriormente	tuvieron	un
vínculo	laboral	con	la	empresa,	a	menos	que	haya	transcurrido
como	mínimo	un	(1)	año	del	cese	laboral	y	en	ese	lapso	no	los
hubiera	ligado	relación	alguna	por	servicios	personales.
2.	Los	beneficiarios	deben	ser	desempleados,	en	ese	sentido	no	se
permite	el	acceso	de	personas	con	negocios,	sean	formales	o	no,
así	hayan	laborado	anteriormente	como	trabajadores
dependientes.
3.	En	ningún	caso	las	empresas	deben	utilizar	esta	alternativa
como	medio	de	presión	o	coacción	para	que	trabajadores	en
actividad	accedan	a	ella.
Ley	28518.
ART.	34.—Plan	de	entrenamiento	y	actualización.	El	plan	de
entrenamiento	y	actualización	para	la	reinserción	laboral	es
definido	en	conjunto	entre	el	beneficiario	y	la	empresa.	Este	es	un
plan	personalizado	cuya	elaboración	deberá	tomar	como	máximo
quince	(15)	días	calendario	para	su	elaboración.	Al	término	de
este	período,	la	empresa	debe	presentar	y	comunicar	a	la
autoridad	administrativa	de	trabajo	la	ejecución	del	plan	para	su
registro.	El	plan	puede	ser	modificado,	previo	acuerdo	entre
beneficiario	y	empresa,	como	máximo	una	(1)	vez	y	antes	de	los
tres	(3)	meses	de	iniciado	el	proceso.	Esta	modificación	debe	ser
comunicada	a	la	autoridad	administrativa	de	trabajo.
La	labor	específica	del	beneficiario	debe	estar	de	preferencia
relacionada	con	la	experiencia	y	calificaciones	del	beneficiario.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 44.—Plazo	 de	 presentación	 del	 plan	 de	 entrenamiento	 y
actualización	 para	 la	 reinserción	 laboral.	 El	 plan	 al	 que	 se	 refiere	 el
artículo	34	de	la	ley	deberá	ser	presentado	a	la	DPEFP,	o	a	quien	haga	sus
veces,	para	su	registro,	dentro	de	los	cinco	(5)	días	hábiles	posteriores	al	fin
del	 plazo	 establecido	 por	 la	 ley	 para	 su	 elaboración	 o	 de	 realizada	 su
modificación.
Ley	28518.
ART.	35.—Contenido	del	plan	de	entrenamiento	y
actualización.	El	plan	de	entrenamiento	y	actualización	para	la
reinserción	laboral	debe	contemplar,	como	mínimo,	lo	siguiente:
1.	Determinación	del	puesto	a	ser	ocupado	para	el	entrenamiento
y	actualización.
2.	Número	de	horas	de	entrenamiento	en	el	puesto	de	trabajo	no
menor	a	mil	setecientas	(1.700)	horas.
3.	Programa	complementario	de	servicios	de	formación	y
actualización,	que	debe	contener	un	mínimo	de	trescientas	(300)
horas	de	formación	específica,	concentrada	o	alternada,	y
evaluación	periódica.
4.	Plazos	de	duración	del	entrenamiento	y	la	actualización.
5.	Requisitos	para	la	obtención	del	certificado	de	entrenamiento
y	actualización	para	la	reinserción	laboral.
6.	Capacidades	desarrolladas	o	fortalecidas	por	el	beneficiario,	y
evidenciadas	por	la	empresa.
7.	Calificaciones	a	las	cuales	accederá	el	beneficiario	una	vez
culminado	el	proceso.
El	plan	de	entrenamiento	y	actualización	para	la	reinserción
laboral	debe	ajustarse	a	los	lineamientos	generales	establecidos
en	el	Plan	Nacional	de	Formación	Profesional.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 45.—De	 los	 programas.	 Los	 programas,	 a	 los	 que	 se	 refiere	 el
artículo	 19	 y	 el	 inciso	 3)	 del	 artículo	 35	 de	 la	 ley,	 contienen	 información
mínima	respecto	al	desarrollo	del	proceso	formativo,	según	la	modalidad	a
la	que	correspondan.
Ley	28518.
ART.	36.—Servicios	complementarios	de	formación	y
orientación	para	la	inserción	laboral.	Los	servicios
complementarios	de	formación	y	orientación	pueden	ser
brindados	por	la	empresa	o	combinados	con	servicios	brindados
por	terceros.	En	todo	caso,	deben	acreditar	la	adquisición,
actualización	y/o	mejoras	de	determinadas	competencias	y
calificaciones.
Los	servicios	complementarios	pueden	ser	de	formación,
específicos,	certificación	ocupacional,	pasantías,	orientación	y
asesoría	para	la	búsqueda	de	empleo	y	colocación,	entre	otros.
Asimismo,	orientación	para	el	trabajo	independiente	o	creación	de
negocios	propios,	de	preferencia	si	éstos	pueden	dar	posibilidad
de	ser	proveedores	o	subcontratistas	de	empresas.
Ley	28518.
ART.	37.—Duración	del	convenio.	El	convenio	de	actualización
para	la	reinserción	laboral	tiene	una	duración	no	mayor	a	doce
(12)	meses,	prorrogable	por	otro	período	no	mayor	a	doce	(12)
meses	cuando	ello	esté	previsto	y	se	justifique	por	el	plan	de
entrenamiento	y	actualización	diseñado.
Los	beneficiarios	pueden	acceder	a	esta	modalidad	por	una	sola
vez.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 24.—De	 la	 duración	 del	 convenio.	 Bajo	 cualquier	 situación,	 el
beneficiario	no	podrá	utilizar	dicha	modalidad	por	más	de	doce	(12)	meses
o	de	veinticuatro	 (24)	meses	como	máximo,	de	ser	el	 caso,	y	por	una	sola
vez.	El	beneficiario	no	podrá	realizar	esta	actividad	formativa	en	más	de	una
empresa.
Si	la	empresa,	aún	después	de	tomar	conocimiento	que	el	beneficiario	ya	no
puede	hacer	uso	de	esta	modalidad,	permite	que	ello	ocurra,	se	entenderá
que	el	convenio	ha	quedado	desnaturalizado.
Ley	28518.
ART.	38.—Sede	del	entrenamiento	y	la	actualización.	El
entrenamiento	y	actualización	para	la	reinserción	laboral	debe
impartirse	en	el	propio	centro	de	trabajo.
Ley	28518.
ART.	39.—Sede	del	servicio	complementario	de	formación	y
orientación	para	la	inserción	laboral.	Los	servicios	de
formación	y	orientación	pueden	ser	brindados	por	la	misma
empresa	o	por	los	servicios	de	la	oferta	existente	en	el	mercado,
debidamente	calificados	y	registrados	en	los	diferentes
programas	o	direcciones	que	dependen	de	la	autoridad
administrativa	de	trabajo	así	como	por	los	servicios	de	la	oferta	de
los	centros	de	formación	profesional	sectoriales.
Ley	28518.
ART.	40.—Certificado	de	entrenamiento	y	actualización	para
la	reinserción	laboral.	El	titular	del	certificado	de	entrenamiento
y	actualización	para	la	reinserción	laboral	puede	obtener	con	el
mismo	su	correspondiente	habilitación	ocupacional	previo
cumplimiento	de	los	requisitos	que	fije	la	autoridad
administrativa	de	trabajo.
TÍTULO	NOVENO
Normas	Comunes
Ley	28518.
ART.	41.—De	las	obligaciones	de	las	personas	en	formación.
Son	obligaciones	de	las	personas	en	formación	al	suscribir	el
respectivo	convenio	con	la	empresa:
1.	Obligarse	a	acatar	las	disposiciones	formativas	que	le	asigne	la
empresa.
2.	Cumplir	con	diligencia	las	obligaciones	convenidas.
3.	Observar	las	normas	y	reglamentos	que	rijan	en	el	centro	de
trabajo.
4.	Cumplir	con	el	desarrollo	de	programa	que	aplique	la	empresa.
Ley	28518.
ART.	42.—De	las	obligaciones	de	la	empresa.	Son	obligaciones
de	la	empresa:
1.	Adoptar	y	cumplir	los	planes	y	programas	que	rijan	la
formación	respectiva
2.	Proporcionar	la	dirección	técnica	y	los	medios	necesarios	para
la	formación	laboral	en	la	actividad	materia	del	convenio.
3.	Pagar	puntualmente	la	subvención	mensual	convenida.
4.	Otorgar	el	descanso	semanal	y	feriados	no	laborables
debidamente	subvencionados.
5.	Otorgar	un	descanso	de	quince	(15)	días	debidamente
subvencionado	cuando	la	duración	de	la	modalidad	formativa	sea
superior	a	doce	(12)	meses.
6.	Otorgar	al	beneficiario	una	subvención	adicional	equivalente	a
media	subvención	económica	mensual	cada	seis	meses	de
duración	continua	de	la	modalidad	formativa.
7.	No	cobrar	suma	alguna	por	la	formación.
8.	Cubrir	los	riesgos	de	enfermedad	y	accidentes	a	través	de
ESSALUD	o	de	un	seguro	privado	con	una	cobertura	equivalente	a
catorce	(14)	subvenciones	mensuales	en	caso	de	enfermedad	y
treinta	(30)	por	accidente.
9.	Brindar	las	facilidades	para	que	la	persona	en	formación	que
desee	se	afilie	facultativamente	a	un	sistema	pensionario.
10.	Emitir,	cuando	corresponda,	los	informes	que	requiera	el
centro	de	formación	profesional	en	que	cursa	estudios	el
aprendiz,	practicante,	pasante	o	beneficiario.
11.	Otorgar	el	respectivo	certificado	al	término	del	período	de	la
formación	que	precise	las	capacidades	adquiridas	y	verificadas	en
el	desempeño	efectivo	de	las	labores	dentro	de	la	empresa.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	32.—De	los	descansos.	El	descanso	al	que	se	refiere	el	inciso	5)	del
artículo	 42	 de	 la	 ley	 deberá	 disfrutarse	 dentro	 de	 los	 doce	 (12)	 meses
siguientes	a	la	oportunidad	en	la	que	se	adquirió	el	beneficio.	El	pago	de	la
subvención	 económica	 que	 corresponde	 a	 dicho	 descanso	 será	 efectuado
antes	del	mismo.
Para	el	 cómputo	del	descanso,	 se	 tendrá	en	 cuenta	 la	 acumulación	de	 los
periodos	 intermitentes	 que	 hubiera	 realizado	 la	 persona	 en	 formación	 en
una	misma	empresa.
El	 beneficiario	 cuyo	 convenio	 o	 prórroga	 finalice	 después	 de	 cumplidos
doce	 (12)	 meses	 de	 formación	 sin	 antes	 haber	 disfrutado	 del	 descanso,
tendrá	derecho	al	pago	del	íntegro	de	la	subvención.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 34.—De	 la	 subvención	 económica	 adicional.	 El	 pago	 de	 la
subvención	económica	adicional	establecida	en	el	 inciso	6)	del	artículo	42
de	 la	 ley,	 se	 hará	 dentro	 de	 los	 quince	 (15)	 días	 naturales	 siguientes	 a	 la
fecha	 en	 que	 el	 beneficiario	 cumpla	 los	 seis	 (6)	 meses	 referidos	 en	 el
artículo	en	mención.
Para	 el	 cómputo	 de	 la	 subvención	 adicional,	 se	 tendrá	 en	 cuenta	 la
acumulación	de	los	periodos	intermitentes	que	hubiera	realizado	la	persona
en	formación	en	una	misma	empresa.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	35.—De	las	subvenciones	previstas	en	la	ley.
a.	 Las	 subvenciones	 previstas	 en	 la	 ley	 deberán	 ser	 otorgadas	 en	 dinero,
utilizándose	los	medios	de	pago	usuales	en	la	empresa.
b.	 Las	 subvenciones	 previstas	 en	 la	 ley	 constituyen	 gasto	 deducible	 para
efectos	del	Impuesto	a	la	Renta.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 39.—Plazo	 de	 pago	 de	 la	 subvención	 y	 otros	 beneficios.	 Si	 a	 la
fecha	de	la	finalización	del	convenio	existiera	algún	adeudo	relacionado	a	la
subvención	 económica	 o	 a	 cualquier	 otro	 beneficio	 establecido	 por	 ley,	 el
presente	 reglamento,	 o	 por	 acuerdo	 entre	 las	 partes,	 éstos	 deberán	 ser
cancelados	dentro	de	las	cuarenta	y	ocho	(48)	horas	siguientes	de	finalizado
el	convenio.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	41.—De	los	planes.	Los	planes	a	los	que	se	refiere	la	ley	describen	los
objetivos,	 contenidos	 y	 condiciones	 del	 proceso	 formativo	 en	 la	 empresa,
según	cada	modalidad	formativa.	Su	presentación	y	ejecución	es	de	carácter
obligatorio	y	va	anexo	al	convenio	suscrito,	salvo	aquellos	registrados	ante
la	AAT	y	descritos	en	el	artículo	54	del	reglamento.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	42.—Finalidad	del	plan.	El	plan	cumple	un	papel	orientador	para	el
logro	de	los	objetivos	de	la	formación	en	la	empresa.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 43.—Del	 contenido	 del	 plan.	 El	 plan	 contiene	 como	 mínimo	 lo
siguiente:
a.	Denominación	del	plan:	Según	la	modalidad	formativa.
b.	 Datos	 generales:	 Información	 general	 sobre	 la	 empresa,	 el	 (los)
beneficiario	(s)	y	el	CFP,	según	corresponda.
c.	Objetivo	del	plan:	Consigna	lo	que	debe	lograr	el	beneficiario	de	acuerdo
a	 lo	establecido	en	 la	 ley	para	cada	modalidad	 formativa;	debe	especificar
las	competencias	y	capacidades	a	desarrollar.
d.	 Actividades	 formativas	 en	 la	 empresa:	 Contiene	 información	 básica
sobre	el	conjunto	de	funciones	y	tareas	que	desarrollará	el	beneficiario	en
su	proceso	formativo.
e.	Duración:	Se	indica	fecha	de	inicio	y	término,	así	como	especificación	de
horas	y	días	en	las	cuales	el	beneficiario	realizará	su	proceso	de	formación.
f.	 Contexto	 formativo:	 Breve	 descripción	 de	 las	 condiciones	 de
infraestructura,	ambiente,	maquinarias,	herramientas,	insumos,	condiciones
de	seguridad.
g.	 Monitoreo	 y	 evaluación:	 Incluye	 los	 criterios	 de	 evaluación	 de
desempeño	y	designación	de	los	responsables	del	seguimiento.
Sin	 perjuicio	 de	 lo	 señalado	 en	 el	 presente	 artículo,	 deberá	 darse
cumplimiento	al	contenido	exigido	por	la	ley	para	cada	modalidad.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 48.—Del	 lugar	 de	 presentación	 de	 los	 planes	 y	 programas.	 Los
planes	 y	 programas	 serán	 presentados	 ante	 la	 DPEFP,	 o	 quien	 haga	 sus
veces,	en	el	lugar	donde	el	beneficiario	ejecutará	su	formación.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 49.—De	 la	 presentación	 de	 los	 planes	 y	 programas.	 La
presentación	de	los	planes	y	programas	correspondientes	a	cada	modalidad
formativa	 laboral	 es	 un	 requisito	 indispensable	 para	 la	 suscripción	 y
registro	del	convenio	respectivo.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 58.—Función	 orientadora	 y	 preventiva.	 La	 empresa	 deberá
orientar	 a	 los	 beneficiarios	 sobre	 los	 riesgos	 de	 seguridad	 y	 salud
relacionados	 con	 su	 actividad	 económica,	 y	 las	medidas	 de	 seguridad	 que
deberán	observar	en	su	proceso	formativo	laboral.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 59.—De	 los	 equipos	 de	 protección.	 La	 empresa	 deberá
proporcionar	 a	 los	 beneficiarios,	 cuando	 sea	 necesario,	 equipos	 de
protección	personal	con	relación	a	la	actividad	a	realizar.
La	 empresa	 deberá	 cumplir	 las	 condiciones	 mínimas	 establecidas	 en	 las
normas	sobre	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	para	garantizar	la	integridad
de	los	beneficiarios	durante	el	proceso	formativo	laboral.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 60.—De	 las	 actividades	 prohibidas	 para	 los	 adolescentes	 en
formación.	 Se	 encuentra	 prohibido	 que	 los	 adolescentes	 realicen,	 bajo
cualquier	modalidad	formativa	laboral,	actividades	en	subsuelo,	labores	que
conlleven	manipulación	de	pesos	excesivos,	 sustancias	 tóxicas,	actividades
en	las	que	su	seguridad	o	la	de	otras	personas	esté	bajo	su	responsabilidad
o,	en	general,	aquellas	actividades	contenidas	en	la	“Relación	de	trabajos	y
actividades	 peligrosas	 o	 nocivas	 para	 la	 salud	 física	 o	 moral	 de	 los	 y	 las
adolescentes”,	 de	 acuerdo	 a	 lo	 regulado	 en	 el	 Código	 de	 los	 Niños	 y
Adolescentes.
D.	S.	007-2005-TR.
Tercera	 Disposición	 Transitoria.—El	 MTPE	 coordinará	 con	 ESSALUD	 la
implementación,	 instalación	 y	 desarrollo	 de	 un	 programa	 especial	 que
cubra,	 como	 mínimo,	 los	 riesgos	 de	 enfermedad	 y	 accidentes	 de	 los
beneficiarios	que	realicen	actividades	formativas	laborales.
Ley	28518.
ART.	43.—De	las	obligaciones	de	los	centros	de	formación
profesional.	Son	obligaciones	del	centro	de	formación
profesional:
1.	Planificar	y	desarrollar	los	programas	formativos	que
respondan	a	las	necesidades	del	mercado	laboral	con
participación	del	sector	productivo.
2.	Dirigir	y	conducir	las	actividades	de	formación,	capacitación,
perfeccionamiento	y	especialización	del	beneficiario	en
coordinación	con	la	empresa.
3.	Supervisar,	evaluar	y	certificar	las	actividades	formativas.
4.	Coordinar	con	la	empresa	el	mecanismo	de	monitoreo	y
supervisión	de	las	actividades	que	desarrolla	el	beneficiario.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	38.—De	 los	 centros	de	 formación	profesional.	 Corresponde	 a	 los
CFP:
a.	Suscripción	del	convenio.	El	CFP,	de	acuerdo	a	su	reglamento,	definirá	al
órgano	 responsable	 de	 la	 suscripción	 del	 convenio	 así	 como	 el
procedimiento	 para	 la	 suscripción	 oportuna	 de	 éste,	 en	 un	 plazo	 que	 no
exceda	los	cinco	(5)	días	hábiles	a	partir	de	la	presentación	del	convenio.
b.	 Monitoreo	 y	 supervisión.	 El	 CFP	 coordinará	 con	 la	 empresa	 la
periodicidad	 y	 ejecución	 del	 monitoreo	 y	 supervisión,	 de	 acuerdo	 a	 lo
estipulado	en	el	plan	o	programa,	según	la	modalidad	formativa	laboral.
D.	S.	007-2005-TR.
Primera	 Disposición	 Transitoria.—Las	 orientaciones	 generales	 para	 el
cumplimento	de	las	obligaciones	de	los	CFP,	señaladas	en	el	artículo	43	de	la
ley,	serán	definidas	por	los	sectores	de	competencia.
El	 MTPE	 coordinará	 con	 el	 Minedu	 y	 otros	 sectores	 e	 instituciones
competentes	de	 la	regulación	y	supervisión	de	 los	CFP	a	 fin	de	alcanzar	el
adecuado	cumplimiento	de	sus	obligaciones.
Ley	28518.
ART.	44.—Duración	de	la	jornada	formativa.	La	jornada
formativa	responde	a	las	necesidades	propias	de	la	persona	en
formación	y	por	ende	dependerá	del	tipo	de	convenio	suscrito,	no
pudiendo	exceder	de	los	siguientes	límites.
1.	En	los	convenios	de	aprendizaje:
a.	Con	predominio	de	la	empresa:	Quedará	establecida	en	el
convenio	y	en	ningún	caso	puede	superar	las	ocho	(8)	horas
diarias	o	cuarenta	y	ocho	(48)	semanales.
b.	Con	predominio	en	el	centro	de	formación	profesional:
Prácticas	preprofesionales:	No	mayor	a	seis	(6)	horas	diarias	o
treinta	(30)	semanales.
2.	En	los	convenios	de	prácticas	profesionales:	No	mayor	a	ocho
(8)	horas	diarias	o	cuarenta	y	ocho	(48)	semanales.
3.	En	los	convenios	de	capacitación	laboral	juvenil:	No	mayor	a
ocho	(8)	horas	diarias	o	cuarenta	y	ocho	(48)	semanales.
4.	En	los	convenios	de	pasantía:	Quedará	establecida	en	el
convenio	y	en	ningún	caso	podrá	superar	las	ocho	(8)	horas
diarias	o	cuarenta	y	ocho	(48)	semanales.
La	duración	de	la	jornada	formativa	para	los	estudiantes	de	los
últimos	grados	de	nivel	de	educación	secundaria,	será	la	que
determine	el	Ministerio	de	Educación.
5.	En	los	convenios	de	actualización	para	la	reinserción	laboral:
No	mayor	a	ocho	(8)	horas	diarias	o	cuarenta	y	ocho	(48)
semanales.
La	duración	de	la	jornada	formativa	de	los	adolescentes	en	la
empresa	no	puede	exceder	los	límites	establecidos	para	la	jornada
de	trabajo	prevista	en	el	Código	del	Niño	y	del	Adolescente.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	28.—De	los	adolescentes.	Las	modalidades	formativas	señaladas	en
la	ley	y	el	reglamento	que	comprenden	a	los	adolescentes	que	tienen	como
edad	 mínima	 14	 años	 hasta	 que	 cumplan	 18	 años,	 podrán	 realizar
actividades	relacionadas	a	las	modalidades	formativas	laborales,	siempre	y
cuando,	cuenten	con	el	certificado	médico	que	acredite	su	capacidad	física,
mental	 y	 emocional	 para	 realizar	 tales	 actividades,	 y	 el	 convenio	 sea
suscrito	por	sus	padres,	tutores	o	responsables.
El	 certificado	 médico	 será	 expedido	 gratuitamente	 por	 los	 servicios
médicos	del	sector	salud	o	de	la	seguridad	social.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	29.—De	la	jornada	formativa.	La	jornada	de	los	adolescentes	de	14
años	no	excederá	de	cuatro	(4)	horas	diarias	ni	de	veinticuatro	(24)	horas
semanales.
La	jornada	de	los	adolescentes	entre	los	15	y	17	años	no	excederá	de	seis
(6)	 horas	 diarias	 ni	 de	 treinta	 y	 seis	 (36)	 horas	 semanales,	 o	 treinta	 (30)
horas	semanales	en	el	caso	de	aprendizaje	con	predominio	en	CFP:	prácticas
preprofesionales.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 30.—De	 la	 autorización	 en	 horario	 nocturno.	 La	 DPEFP	 o	 la
dependencia	que	haga	sus	veces,	autorizará	la	realización	de	actividades	en
las	 modalidades	 formativas	 laborales,	 en	 jornada	 u	 horario	 nocturno,
siempre	y	cuando,	ello	no	perturbe	la	asistencia	al	CFP	o	al	centro	educativo,
y	resulte	necesario	para	cumplir	con	la	finalidad	formativa.
Para	 la	autorización,	 la	empresa	deberá	presentar	una	declaración	 jurada
en	 la	 que	 señale	 expresamente	 que	 cuenta	 con	 una	 jornada	 y	 horario	 de
trabajo	nocturno	y	que	el	desarrollo	de	la	actividad	formativa	en	ese	horario
resulta	necesaria	para	cumplir	con	la	finalidad	formativa.
Para	sustentar	que	el	horario	y	jornada	nocturna	formativa	no	perturba	la
asistencia	 al	 CFP	 o	 al	 centro	 educativo,	 la	 declaración	 jurada	 deberá
especificar	claramente	cuál	es	el	horario	y	jornada	nocturna	que	cumple	el
beneficiario	en	la	empresa,	y	el	horario	de	formación	que	realiza	en	el	CFP,
de	manera	tal	que	entre	el	fin	de	la	jornada	nocturna	y	el	inicio	de	la	jornada
formativa	en	el	CFP	medie	un	periodo	de	tiempo	no	menor	a	ocho	(8)	horas.
Los	 adolescentes	 no	 podrán	 realizar	 actividades	 en	 ninguna	 de	 las
modalidades	 formativas	 laborales	 en	horario	nocturno.	Excepcionalmente,
el	 juez	 podrá	 autorizar	 la	 realización	 de	 actividades	 de	 las	 modalidades
formativas	laborales	en	horario	nocturno,	a	partir	de	los	15	años	hasta	que
cumplan	18	años,	siempre	que	éste	no	exceda	de	cuatro	(4)	horas	diarias.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	31.—Del	refrigerio.	La	empresa	otorgará	al	beneficiario	el	tiempo	de
refrigerio	 en	 las	 mismas	 condiciones	 en	 el	 que	 es	 concedido	 a	 sus
trabajadores.
Ley	28518.
ART.	45.—Monto	de	la	subvención	económica	mensual.	La
subvención	económica	mensual	no	puede	ser	inferior	a	una
remuneración	mínima	cuando	la	persona	en	formación	cumpla	la
jornada	máxima	prevista	para	cada	modalidad	formativa.	Para	el
caso	de	jornadas	formativas	de	duración	inferior,	el	pago	de	la
subvención	es	proporcional.
Se	exceptúan	de	lo	dispuesto	en	el	párrafo	precedente	las
modalidades	formativas	siguientes:
a)	De	la	pasantía,	cuya	subvención	aplicable	a	estudiantes	de
educación	secundaria	es	no	menor	al	cinco	por	ciento	(5%)	de	la
remuneración	mínima.	En	los	demás	casos	de	pasantías,	la
subvención	mensual	no	puede	ser	inferior	al	treinta	por	ciento
(30%)	de	la	remuneración	mínima.
Sólo	en	el	caso	de	que	la	pasantía	se	realice	asociada	a	las
necesidades	propias	de	un	curso	obligatorio	requerido	por	el
centro	de	formación	profesional,	el	pasante	no	recibirá
subvención	alguna.
b)	De	la	actualización	para	la	reinserción	laboral,	cuyos
beneficiarios	reciben	una	subvención	mensual	no	menor	a	dos
remuneraciones	mínimas.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 33.—De	 la	 subvención	 económica.	 No	 se	 podrá	 pactar	 una
subvención	menor	a	la	establecida	en	la	ley	o	renunciar	a	su	percepción.
En	 caso	 la	 jornada	 y	 horario	 habitual	 de	 la	 empresa	 prevista	 para	 los
trabajadores	 dependientes,	 sea	menor	 a	 la	 jornada	máxima	 prevista	 para
cada	 modalidad	 formativa	 laboral,	 la	 subvención	 económica	 mensual	 no
podrá	ser	inferior	a	una	remuneración	mínima	vital.
COMENTARIO.—Carácter	 de	 la	 subvención	 económica.	 Establecida	 la
naturaleza	 no	 laboral	 de	 los	 convenios	 de	 formación	 laboral	 juvenil	 y	 de
prácticas	 preprofesionales,	 por	 obvia	 consecuencia,	 se	 desprende	 que	 la
subvención	económica	no	tiene	carácter	remunerativo.
Ley	28518.
ART.	46.—Contenido	de	los	convenios.	El	convenio	se	celebra
con	carácter	individual	y	por	escrito	y	debe	contener	como
mínimo	los	siguientes	datos:
1.	Nombre	o	denominación	de	la	persona	natural	o	jurídica	que
patrocine	la	modalidad	formativa.
2.	Nombre,	edad	y	datos	personales	del	participante	que	se	acoge
a	la	modalidad	formativa	y	de	su	representante	legal	en	el	caso	de
los	menores.
3.	Ocupación	materia	de	la	capacitación	específica.
4.	Monto	de	la	subvención	económica	mensual.
5.	Duración	del	convenio.
6.	Causales	de	modificación,	suspensión	y	terminación	del
convenio.
El	convenio	es	puesto	en	conocimiento	de	la	dependencia
correspondiente	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del
Empleo,	dentro	de	los	quince	(15)	días	de	su	suscripción.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	50.—De	los	convenios,	prórrogas	y	modificaciones.
a)	 El	 convenio,	 la	 prórroga	 o	 la	 modificación,	 deben	 ser	 celebrados	 por
escrito	 y	 suscritos	 por	 las	 partes	 antes	 del	 inicio	 de	 la	 ejecución	 de	 las
actividades	formativas.
b)	 El	 convenio	 debe	 ser	 puesto	 en	 conocimiento	 de	 la	 DPEFP	 para	 su
registro,	 dentro	 de	 los	 quince	 (15)	 días	 naturales	 de	 la	 suscripción.	 Sólo
podrá	ser	presentado	de	manera	extemporánea	durante	su	vigencia.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	51.—Del	contenido	de	los	convenios.	Los	convenios	deben	contener
la	siguiente	información:
a)	Datos	generales	de	las	partes;
b)	Fecha	de	inicio	y	de	término;
c)	Fecha	de	nacimiento	del	beneficiario;
d)	Lugar	de	la	ejecución	de	la	actividad	formativa	laboral;
e)	 Correspondencia	 entre	 la	 especialidad	del	 beneficiario	 y	 la	 actividad	 a
desarrollar	 en	 la	 empresa,	 según	 la	 exigencia	 de	 la	 modalidad	 formativa
laboral	elegida;	y,
f)	Firma	original	de	las	partes.
Sin	 perjuicio	 de	 lo	 señalado	 en	 el	 presente	 artículo,	 deberá	 darse
cumplimiento	a	lo	establecido	en	el	artículo	46	de	la	ley.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 52.—Del	 lugar	 de	 presentación	 de	 los	 convenios.	 Los	 convenios
serán	presentados	ante	la	DPEFP	o	quien	haga	sus	veces	del	lugar	donde	el
beneficiario	ejecutará	su	formación.
C.	C.
ART.	144.—Cuando	la	ley	impone	una	forma	y	no	sanciona	con	nulidad	su
inobservancia,	constituye	sólo	un	medio	de	prueba	de	la	existencia	del	acto.
C.	C.
ART.	 1352.—Los	 contratos	 se	 perfeccionan	 por	 el	 consentimiento	 de	 las
partes,	excepto	aquellos	que,	además,	deben	observar	la	forma	señalada	por
la	ley	bajo	sanción	de	nulidad.
C.	C.
ART.	 183.—El	 plazo	 se	 computa	 de	 acuerdo	 al	 calendario	 gregoriano,
conforme	a	las	siguientes	reglas:
1.	El	plazo	señalado	por	días	se	computa	por	días	naturales,	salvo	que	la	ley
o	el	acto	jurídico	establezcan	que	se	haga	por	días	hábiles.
2.	El	plazo	señalado	por	meses	se	cumple	en	el	mes	del	vencimiento	y	en	el
día	 de	 éste	 correspondiente	 a	 la	 fecha	 del	 mes	 inicial.	 Si	 en	 el	 mes	 del
vencimiento	falta	tal	día,	el	plazo	se	cumple	el	último	día	de	dicho	mes.
3.	El	plazo	señalado	por	años	se	rige	por	las	reglas	que	establece	el	inciso	2.
4.	El	plazo	excluye	el	día	inicial	e	incluye	el	día	del	vencimiento.
5.	El	plazo	cuyo	último	día	sea	inhábil,	vence	el	primer	día	hábil	siguiente.
COMENTARIO.—Conocimiento	 del	 Ministerio	 de	 Trabajo.	 Como
máximo,	 a	 los	 quince	 días	 de	 su	 suscripción,	 los	 convenios	 deben	 ser
puestos	en	 conocimiento	de	 la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo.	 Igual
formalidad	debe	seguirse	con	respecto	a	sus	prórrogas.
Ley	28518.
ART.	47.—Gravámenes	y	descuentos.	La	subvención	económica
mensual	no	tiene	carácter	remunerativo,	y	no	está	afecta	al	pago
del	Impuesto	a	la	Renta,	otros	impuestos,	contribuciones	ni
aportaciones	de	ningún	tipo	a	cargo	de	la	empresa,	salvo	que	ésta
voluntariamente	se	acoja	al	régimen	de	prestaciones	de	ESSALUD
a	favor	del	beneficiario,	caso	en	el	cual	abonará	la	respectiva
contribución.
Igualmente,	la	subvención	económica	mensual	no	está	sujeta	a
ningún	tipo	de	retención	a	cargo	del	beneficiario,	salvo	que	éste
voluntariamente	se	acoja	como	afiliado	facultativo	a	algún	sistema
pensionario.
La	subvención	económica	constituye	gasto	deducible	para	efectos
del	Impuesto	a	la	Renta.
Ley	28518.
ART.	48.—Registro.	Los	beneficiarios	de	las	diferentes
modalidades	formativas	deben	ser	inscritos	en	un	libro	especial	a
cargo	de	la	empresa	y	autorizado	por	la	dependencia	competente
de	la	autoridad	administrativa	de	trabajo.
Los	respectivos	convenios	se	inscriben	en	el	registro	especial
correspondiente	ante	la	autoridad	administrativa	de	trabajo.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	53.—Del	libro	especial	y	de	sus	modificaciones.	Los	convenios	de
las	distintas	modalidades	formativas	laborales,	descritas	en	el	artículo	2°	de
la	ley,	se	inscribirán	en	un	único	libro	especial	de	convenios	de	modalidades
formativas	 laborales,	 previamente	 autorizado	 por	 la	 DPEFP,	 o	 quien	 haga
sus	veces.	Cuando	la	actividad	formativa	laboral	se	realice	en	lugar	distinto
a	la	sede	principal	de	la	empresa,	ésta	solicitará	la	autorización	de	su	libro
ante	la	AAT	del	lugar.
Es	facultad	de	la	empresa	llevar	más	de	un	libro	especial	de	convenios	de
modalidades	 formativas,	 en	 función	 al	 centro	 de	 trabajo	 o	 cualquier	 otra
pauta	que	considere	conveniente,	dentro	de	un	criterio	de	razonabilidad.
Los	libros	especiales	de	convenios	de	modalidades	formativas	laborales	de
diferentes	 centros	 de	 trabajo	 de	 una	 misma	 empresa,	 podrán	 ser
centralizados	y	llevados	en	cualquiera	de	ellos.	En	este	caso	cada	centro	de
trabajo	 deberá	 contar	 con	 una	 copia	 simple	 del	 libro	 que	 le	 corresponda,
siempre	que	se	encuentre	en	una	circunscripción	territorial	distinta	al	de	la
AAT	que	autorizó	el	libro	especial	de	convenios	de	modalidades	formativas
laborales.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	54.—Del	registro	de	planes	y	programas.	Una	copia	del	programa
anual	 de	 capacitación	 laboral	 juvenil	 y	 del	 programa	 extraordinario	 de
capacitación	 laboral	 juvenil,	así	como	del	plan	de	reinserción	 laboral	y	sus
modificaciones,	será	presentada	a	la	AAT	para	su	conocimiento	y	registro.
La	AAT	puede	ordenar	la	verificación	posterior	de	la	veracidad	de	los	datos
consignados	en	las	copias	a	que	se	refiere	el	párrafo	precedente.
Ley	28518.
ART.	49.—Supervisión	de	las	modalidades	formativas.	La
fiscalización	de	las	modalidades	formativas	está	a	cargo	de	la
autoridad	administrativa	de	trabajo	para	verificar	su	observancia.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	37.—De	 la	 inspección	 de	 las	modalidades	 formativas	 laborales.
La	DIL	 o	 dependencia	 que	 haga	 sus	 veces,	 es	 la	 encargada	 de	 realizar	 las
vistas	 inspectivas	 programadas	 y	 especiales	 a	 efectos	 de	 verificar	 el
cumplimiento	de	lo	dispuesto	en	la	ley	y	el	reglamento.
La	 DIL	 o	 dependencia	 que	 haga	 sus	 veces	 podrá	 realizar	 una	 inspección
especial	a	solicitud	del	beneficiario	o	tercero	con	legítimo	interés.
INSPECCIÓN	DE	OBLIGACIONES	EMPRESARIALES	EN
MODALIDADES	FORMATIVAS	LABORALES
R.	M.	203-2012-TR.
ART.	 1°.—Aprobar	 la	 Directiva	 General	 N°	 01-2012-MTPE/2/16
denominada	 “Disposiciones	 para	 la	 verificación	 de	 las	 obligaciones
empresariales	 en	materia	de	modalidades	 formativas	 laborales”,	 la	misma
que	forma	parte	integrante	de	la	presente	resolución	ministerial.
Dir.	Gen.	01-2012-MTPE/2/16.
Disposiciones	para	la	verificación	de	las	obligaciones	empresariales
en	materia	de	modalidades	formativas	laborales
Directiva	General	N°	01-2012-MTPE/2/16
Formulada	por:	Dirección	General	de	Inspección	del	Trabajo
Fecha	16	ago.	2012:	agosto	del	2012
l.	Objetivo:
Establecer	 criterios	 técnicos	 para	 los	 procedimientos	 inspectivos	 que	 se
realicen	 en	materia	 de	modalidades	 formativas	 laborales,	 al	 amparo	de	 lo
dispuesto	 por	 la	 Ley	 N°	 28518,	 su	 reglamento,	 así	 como	 sus	 normas
modificatorias	y	complementarias.
II.	Finalidad:
Aprobar	 un	 instrumento	 técnico	 normativo	 que	 desarrolle	 la	 tipificación
prevista	en	el	Reglamento	de	la	Ley	General	de	inspección	del	Trabajo	y	que
a	 su	 vez	 permita	 instruir	 a	 los	 directores	 de	 inspección	 del	 trabajo	 o
funcionarios	que	hagan	sus	veces,	subdirectores	de	inspección	del	trabajo	o
funcionarios	 que	 hagan	 sus	 veces,	 jefes	 zonales,	 supervisores	 inspectores,
inspectores	 del	 trabajo	 e	 inspectores	 auxiliares	 en	 los	 procedimientos	 de
verificación	 del	 cumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 en	 materia	 de
modalidades	formativas	laborales.
III.	Base	legal:
-	Código	de	los	Niños	y	Adolescentes.
-	Ley	N°	28518,	Ley	sobre	Modalidades	Formativas	Laborales.
-	 Decreto	 Supremo	N°	 007-2005-TR,	 que	 aprueba	 el	 Reglamento	 de	 la
Ley	sobre	Modalidades	Formativas	Laborales.
-	 Ley	 N°	 28806,	 Ley	 General	 de	 Inspección	 del	 Trabajo,	 y	 sus	 normas
modificatorias.
-	 Decreto	 Supremo	N°	 019-2006-TR,	 que	 aprueba	 el	 Reglamento	 de	 la
Ley	General	de	Inspección	del	Trabajo,	y	sus	normas	modificatorias.
-	 Resolución	 Ministerial	 N°	 069-2007-TR,	 mediante	 la	 cual	 se	 dictan
disposiciones	 complementarias	 para	 el	 registro	 de	 planes	 y	 programas,	 y
aprueban	modelos	y	formatos	sobre	modalidades	formativas	laborales.
-	 Resolución	 Ministerial	 N°	 142-2007-TR,	 que	 modifica	 la	 Resolución
Ministerial	N°	069-2007-TR.
-	 Decreto	 Supremo	 N°	 018-2007-TR,	 mediante	 el	 cual	 se	 establecen
disposiciones	 relativas	 al	 uso	 del	 documento	 denominado	 “Planilla
Electrónica”	y	sus	normas	modificatorias.
-	 Resolución	Ministerial	 N°	 061-2008-TR,	 que	 faculta	 a	 los	 Centros	 de
Formación	Profesional	(Cenforp)	de	las	direcciones	regionales	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo	 la	realización	de	 la	modalidad	formativa	 laboral	de
pasantía	en	la	empresa.
-	Decreto	Supremo	N°	003-2008-TR,	mediante	el	cual	se	dictan	medidas
sobre	 jornadas	máximas	de	modalidades	 formativas	 laborales	así	como	de
las	prácticas	preprofesionales	de	derecho	y	de	 internado	en	ciencias	de	 la
salud.
-	 Decreto	 Supremo	 N°	 003-2010-Mimdes,	 que	 aprueba	 la	 Relación	 de
Trabajos	 Peligrosos	 y	 Actividades	 Peligrosas	 o	 Nocivas	 para	 la	 Salud
Integral	y	la	Moral	de	las	y	los	Adolescentes.
-	 Resolución	 Ministerial	 N°	 199-2011-TR,	 que	 aprueba	 el	 Listado	 de
Ocupaciones	 Básicas	 y	 Operativas	 correspondientes	 a	 la	 modalidad
formativa	laboral	de	capacitación	laboral	juvenil.
-	 Resolución	 Ministerial	 N°	 205-2011-TR,	 que	 aprueba	 la	 Directiva
General	N°	001-2011-MTPE/3/19,	denominada	“Canalización	de	convenios
de	modalidades	formativas	laborales	hacia	el	sistema	de	inspecciones”.
-	Ley	N°	29783,	Ley	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.
-	 Decreto	 Supremo	N°	 005-2012-TR,	 que	 aprueba	 el	 Reglamento	 de	 la
Ley	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.
IV.	Ámbito	de	aplicación:
La	presente	directiva	general	es	de	aplicación	para	todas	las	direcciones	y
gerencias	 regionales	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	a	nivel	nacional,
las	que	garantizarán	y	serán	responsables	de	su	cumplimiento.
V.	Disposiciones	generales:
Durante	 la	 tramitación	 de	 los	 procedimientos	 inspectivos	 en	 materia	 de
modalidades	formativas	laborales,	se	aplicarán	los	siguientes	criterios:
V.1.	 En	 caso	 de	 verificarse	 la	 desnaturalización	 de	 un	 convenio	 de
modalidad	formativa	laboral	por	alguna	de	las	causales	del	artículo	51	de	la
Ley	 N°	 28518,	 Ley	 sobre	Modalidades	 Formativas	 Laborales,	 el	 inspector
requerirá	 la	 incorporación	 del	 beneficiario	 como	 trabajador	 en	 la	 Planilla
Electrónica	o	en	el	Libro	de	Planilla,	sin	perjuicio	de	proponer	la	multa	por
la	infracción	cometida.
V.2.	 Si	 se	 detecta	 adolescentes	 realizando,	 bajo	 cualquier	 modalidad
formativa	 laboral,	 actividades	 en	 subsuelo,	 labores	 que	 conlleven
manipulación	de	pesos	excesivos,	sustancias	tóxicas,	actividades	en	las	que
su	 seguridad	 o	 la	 de	 otras	 personas	 esté	 bajo	 su	 responsabilidad	 o,	 en
general,	 aquellas	 actividades	 contenidas	 en	 la	 “Relación	 de	 trabajos
peligrosos	 y	 actividades	 peligrosas	 o	 nocivas	 para	 la	 salud	 integral	 y	 la
moral	de	las	y	los	adolescentes’’	(de	acuerdo	a	lo	regulado	por	el	Código	de
los	Niños	 y	 Adolescentes	 y	 el	 Decreto	 Supremo	N°	 003-2010-Mimdes),	 se
extenderá	 el	 acta	 de	 infracción	 correspondiente,	 a	 través	 de	 la	 que	 se
propondrá	una	multa	por	 infracción	muy	grave	en	materia	de	seguridad	y
salud	en	el	trabajo,	de	conformidad	con	el	numeral	28.2	del	artículo	28	del
Reglamento	de	la	Ley	General	de	Inspección	del	Trabajo.
V.3.	 En	 caso	 de	 verificarse	 la	 comisión	 de	 cualquier	 otra	 infracción
administrativa	 en	 materia	 de	 promoción	 y	 formación	 para	 el	 trabajo
(artículos	38,	39	y	40	del	Reglamento	de	 la	Ley	General	de	 Inspección	del
Trabajo,	aprobado	por	el	Decreto	Supremo	N°	019-2006-TR),	distinta	a	las
mencionadas	en	los	numerales	V.1	y	V.2	de	la	presente	directiva	general,	el
inspector	procederá	a	efectuar	el	requerimiento	respectivo	para	garantizar
el	cumplimiento	de	las	disposiciones	vulneradas,	sin	perjuicio	de	proponer
la	multa	por	la	infracción	cometida.
V.4.	En	caso	de	detectarse	que	el	convenio	o	la	ejecución	de	las	actividades
que	realiza	el	beneficiario	no	se	encuentren	en	correcta	correlación	con	 la
información	 proporcionada	 para	 la	 respectiva	 ocupación	 en	 el	 programa
anual	 o	 extraordinario	 de	 capacitación	 laboral	 juvenil,	 plan	 específico	 de
aprendizaje,	 plan	 de	 entrenamiento	 y	 actualización	 y	 plan	 específico	 de
pasantía,	 el	 inspector	del	 trabajo	propondrá	 la	multa	correspondiente	a	 la
infracción	tipificada	en	el	numeral	39.4	del	artículo	39	del	Reglamento	de	la
Ley	General	de	Inspección	del	Trabajo.
V.5.	 Si	 por	 la	 naturaleza	 de	 las	 actividades	 formativas	 que	 se	 encuentran
estipuladas	en	 los	convenios,	planes	y/o	programas,	el	beneficiario	realiza
sus	labores	formativas	fuera	del	centro	de	trabajo	de	la	empresa	(es	decir,
en	un	lugar	distinto	de	las	instalaciones	de	la	empresa,	pero	que	se	inscribe
dentro	 del	 ámbito	 organizativo	 de	 la	 misma),	 ésta	 deberá	 supervisar	 y
garantizar	 el	 cumplimiento	 de	 la	 normativa	 vigente	 en	 la	 materia,	 bajo
apercibimiento	de	ser	sancionada	conforme	al	numeral	39.4	del	artículo	39
del	Reglamento	de	la	Ley	General	de	Inspección	del	Trabajo.
V.6.	 A	 fin	 de	 calcular	 el	 número	máximo	de	 beneficiarios	 en	 capacitación
laboral	 juvenil,	 a	 que	 se	 refieren	 el	 artículo	 17	 de	 la	 Ley	 N°	 28518	 y	 el
artículo	 16	 de	 su	 reglamento,	 aprobado	 por	 el	 Decreto	 Supremo	 N°	 007-
2005-TR,	se	deberán	seguir	los	pasos	que	se	describen	a	continuación:
•	 En	 primer	 lugar,	 se	 verificará	 que	 el	 número	 de	 beneficiarios	 en
capacitación	 laboral	 juvenil	no	exceda	al	veinte	por	ciento	(20%)	del	 total
de	personal	del	área	u	ocupación	específica.
•	 En	 segundo	 lugar,	 se	 verificará	 que	 el	 número	 de	 beneficiarios	 en
capacitación	laboral	juvenil	no	exceda	del	veinte	por	ciento	(20%)	del	total
de	trabajadores	del	centro	de	trabajo	con	vinculación	laboral	directa.
V.7.	 A	 fin	 de	 determinar	 quiénes	 son	 los	 beneficiarios	 sobre	 los	 que	 se
produce	la	desnaturalización	de	la	modalidad	formativa	laboral,	en	caso	de
excederse	 el	 número	 máximo	 de	 beneficiarios	 en	 capacitación	 laboral
juvenil,	 se	 dará	 preferencia	 para	 la	 contratación	 laboral	 a	 aquellos
beneficiarios	 que	 ocupen	 una	 posición	 inicial	 como	 resultado	 de	 la
verificación	de	los	siguientes	datos	(en	forma	alternativa	y	en	el	orden	que
se	establece	a	continuación):
1)	 La	 fecha	 de	 suscripción	 de	 los	 convenios	 (el	 más	 antiguo	 se	 prefiere
sobre	el	más	nuevo).
2)	 En	 caso	 que	 el	 criterio	 anterior	 resulte	 insuficiente,	 se	 recurrirá	 al
número	de	registro	ante	 la	autoridad	administrativa	de	Trabajo	(el	menor
tiene	 preferencia	 sobre	 el	 mayor),	 pudiendo	 aplicarse,	 además,	 los
siguientes	 criterios	 complementarios	 en	 caso	 que	 se	 registren	 varios
convenios	 al	 mismo	 tiempo	 (precedidos	 de	 un	 listado	 de	 beneficiarios	 o
incluso	prescindiendo	de	dicho	listado):
2.1)	 El	 orden	 que	 se	 sigue	 en	 el	 listado	 de	 beneficiarios	 con	 quienes	 se
suscribió	el	convenio	(en	caso	que	el	listado	en	mención	se	adjunte	anexo	a
la	solicitud	de	registro).
2.2)	El	orden	en	el	que	se	adjuntan	los	convenios	a	la	solicitud	de	registro
(en	 caso	 que	 se	 adjunten	 los	 convenios	 directamente	 a	 la	 solicitud	 de
registro,	sin	ningún	listado	adicional	de	los	mismos).
VI.	Disposiciones	específicas:
Vl.1.	Etapa	preparatoria	de	la	visita	inspectiva
La	 emisión	de	 la	 orden	de	 inspección	 se	 realizará	de	 conformidad	 con	 lo
señalado	 en	 la	 Ley	N°	 28806	 (Ley	 General	 de	 Inspección	 del	 Trabajo),	 su
reglamento	 (aprobado	 por	 el	 Decreto	 Supremo	 N°	 019-2006-TR),	 la
Directiva	 N°	 05-2011-MTPE/2/16	 (Procedimiento	 para	 la	 generación	 y
cierre	 de	 órdenes	 de	 inspección	 y	 orientación)	 y	 la	 Directiva	 General	 N°
001-2011-MTPE/3/19	 (Canalización	 de	 convenios	 de	 modalidades
formativas	laborales	hacia	el	Sistema	de	Inspecciones).
Antes	de	realizar	la	visita	de	verificación,	el	personal	inspectivo	revisará	los
convenios,	planes	y	programas	vigentes	que	se	encuentren	registrados	ante
la	 autoridad	 administrativa	 de	 Trabajo,	 comprobando	 que	 los	 mismos
incluyan	el	 contenido	mínimo	establecido	por	 la	Ley	N°	28518	 (Ley	 sobre
Modalidades	 Formativas	 Laborales)	 y	 su	 reglamento	 (aprobado	 por	 el
Decreto	Supremo	N°	007-2005-TR).	Para	este	fin,	de	ser	el	caso,	el	inspector
podrá	 solicitar	acceder	a	 la	 información	con	 la	que	 cuente	 la	Dirección	de
Promoción	del	Empleo	y	Formación	Profesional,	o	la	que	haga	sus	veces,	de
las	direcciones	o	gerencias	regionales	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo
correspondientes,	con	el	objeto	que	el	personal	inspectivo	pueda	realizar	la
etapa	preparatoria	de	manera	efectiva.
Asimismo,	el	 inspector	 revisará	 las	planillas	electrónicas	presentadas	por
la	 empresa	 durante	 la	 vigencia	 del	 convenio	 de	 la	 modalidad	 formativa
laboral,	a	fin	de	tomar	en	cuenta	la	información	consignada	en	ellas	acerca
de	los	beneficiarios.
VI.2.	Etapa	de	actuaciones	inspectivas	y	procedimiento	sancionador
Durante	 las	 actuaciones	 inspectivas,	 así	 como	 durante	 el	 procedimiento
sancionador,	 se	 aplicarán	 los	 criterios	 establecidos	 en	 el	 numeral	 V	 de	 la
presente	directiva	general.
Vl.3.	Etapa	de	planificación	de	nuevas	visitas	inspectivas
La	Dirección	de	Inspección	del	Trabajo	o	dependencia	que	haga	sus	veces
llevará	 un	 registro	 interno	 de	 las	 empresas	 sancionadas,	 clasificadas	 en
función	 del	 motivo	 de	 las	 multas	 impuestas	 en	 materia	 de	 modalidades
formativas	 laborales,	 dependiendo	 del	 estado	 en	 el	 que	 se	 encuentre	 el
procedimiento	de	imposición	de	la	multa,	sea	en	trámite	o	consentida.
A	 fin	 de	determinar	 los	 casos	de	 reincidencia,	 se	 programará	 el	 inicio	 de
nuevos	 procesos	 inspectivos	 sobre	 modalidades	 formativas	 laborales
destinados	a	confirmar	si	las	empresas,	aún	cuando	hubieran	cumplido	con
el	pago	de	las	multas,	persisten	en	dicha	práctica	de	incumplimiento	con	sus
beneficiarios.
VII.	Disposiciones	complementarias
Vll.1.	 En	 el	 caso	 del	 listado	 y	 de	 la	 información	 que	 la	 Dirección	 de
Inspección	 del	 Trabajo	 o	 dependencia	 que	 haga	 sus	 veces	 remita	 a	 la
dirección	 o	 gerencia	 regional	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 en
cumplimiento	 de	 lo	 dispuesto	 por	 la	 Directiva	 General	 N°	 001-2011-
MTPE/3/19	 (Canalización	 de	 convenios	 de	 modalidades	 formativas
laborales	 hacia	 el	 Sistema	 de	 Inspecciones),	 los	 mismos	 deberán	 ser
remitidos	a	la	Dirección	General	de	Inspección	del	Trabajo	con	periodicidad
semestral	(en	los	meses	de	julio	y	enero	de	cada	año).
VII.2.	 La	 Dirección	 General	 de	 Inspección	 del	 Trabajo	 es	 la	 encargada	 de
monitorear	y	supervisar	el	cumplimiento	de	la	presente	directiva	general.
Ley	28518.
ART.	50.—Restricción	a	la	suscripción	de	convenios	de
modalidades	formativas.	No	es	permitido	incluir	como
beneficiario	de	ninguna	de	las	modalidades	formativas
contempladas	en	esta	ley	a	personas	que	tengan	relación	laboral
común	con	sus	empleadores,	o	que	empresas	de	intermediación
laboral	destaquen	personal	bajo	estas	modalidades.
Ley	28518.
ART.	51.—Desnaturalización	de	las	modalidades	formativas.
Se	desnaturalizan	las	modalidades	formativas	y	se	entiende	que
existe	una	relación	laboral	común	en	los	siguientes	casos:
1.	La	inexistencia	del	convenio	de	modalidad	formativa
debidamente	suscrito.
2.	La	falta	de	capacitación	en	la	ocupación	específica	y/o	el
desarrollo	de	actividades	del	beneficiario	ajenas	a	la	de	los
estudios	técnicos	o	profesionales	establecidos	en	el	convenio.
3.	La	continuación	de	la	modalidad	formativa	después	de	la	fecha
de	vencimiento	estipulado	en	el	respectivo	convenio	o	de	su
prórroga	o	si	excede	el	plazo	máximo	establecido	por	la	ley.
4.	Incluir	como	beneficiario	de	alguna	de	las	modalidades
formativas	a	las	personas	que	tengan	relación	laboral	con	la
empresa	contratante,	en	forma	directa	o	a	través	de	cualquier
forma	de	intermediación	laboral,	salvo	que	se	incorpore	a	una
actividad	diferente.
5.	La	presentación	de	documentación	falsa	ante	la	autoridad
administrativa	de	trabajo	para	acogerse	al	incremento	porcentual
adicional,	a	que	se	refieren	los	artículos	17	y	32	o	para	acogerse	a
otro	tipo	de	beneficios	que	la	ley	o	su	reglamento	estipule.
6.	La	existencia	de	simulación	o	fraude	a	la	ley	que	determine	la
desnaturalización	de	la	modalidad	formativa.
7.	El	exceso	en	los	porcentajes	limitativos	correspondientes.
D.	S.	003-2008-TR.
ART.	1°.—Jornada	máxima	en	las	modalidades	formativas	reguladas	por	la
Ley	 N°	 28518.	 Las	 personas	 que	 se	 capacitan	 bajo	 alguna	 modalidad
formativa	regulada	por	la	Ley	N°	28518,	ley	sobre	modalidades	formativas
laborales,	 no	 pueden	 desarrollar	 su	 actividad	 excediendo	 las	 jornadas
específicas	establecidas	en	la	referida	ley,	ni	realizar	horas	extraordinarias.
La	vulneración	de	este	derecho	constituye	un	supuesto	de	fraude	tipificado
en	el	numeral	6°	del	artículo	51	de	la	Ley	N°	28518.
D.	S.	003-2008-TR.
ART.	2°.—Jornada	máxima	 en	 las	 prácticas	 pre-profesionales	 de	 derecho.
Los	estudiantes	de	derecho	desarrollarán	sus	prácticas	pre-profesionales	en
un	máximo	de	6	horas	diarias	 o	 30	 semanales.	 El	 incumplimiento	de	 esta
disposición	 se	 reputará	 como	 una	 desnaturalización	 de	 dicha	 modalidad
formativa	laboral,	entendiéndose	que	existe	una	relación	laboral	común	de
conformidad	con	el	principio	de	primacía	de	la	realidad	y	lo	establecido	en
el	numeral	6	del	artículo	51	de	la	Ley	N°	28518;	sin	perjuicio	de	la	sanción
pecuniaria	que	corresponda.
D.	S.	003-2008-TR.
ART.	3°.—Jornada	máxima	en	las	prácticas	pre-profesionales	de	internado
en	ciencias	de	la	salud.
3.1	Los	estudiantes	de	ciencias	de	 la	 salud	que	desarrollan	prácticas	pre-
profesionales	en	la	modalidad	de	internado	en	los	establecimientos	de	salud
del	sector	público,	tienen	una	jornada	máxima	de	6	horas	diarias,	36	horas
semanales	o	150	horas	mensuales,	incluyendo	las	guardias	nocturnas.
3.2	 Para	 tal	 efecto,	 los	 referidos	 establecimientos	 implementarán
mecanismos	 de	 control	 que	 registren	 la	 hora	 de	 ingreso	 y	 salida	 de	 los
internos.
3.3	 El	 régimen	 de	 guardias	 nocturnas	 realizada	 por	 los	 internos
comprenderá	 un	 período	 previo	 y	 posterior	 de	 descanso	 no	 menor	 de	 5
horas,	 con	 la	 obligatoria	 presencia	 del	 personal	 médico	 cirujano	 o
profesional	de	la	salud	de	guardia,	el	mismo	que	deberá	registrar	su	hora	de
ingreso	y	salida	al	servicio	de	emergencia.	Los	internos	no	sustituirán	bajo
ningún	 concepto	 al	 personal	médico	 cirujano	 o	 profesional	 de	 la	 salud	 de
guardia,	bajo	apercibimiento	de	incurrir	en	el	delito	de	ejercicio	ilegal	de	la
medicina,	tipificado	en	el	artículo	290	del	Código	Penal.
3.4	 Los	 titulares	 o	 responsables	 de	 los	 establecimientos	 de	 salud,	 según
corresponda,	quedan	encargados	del	estricto	cumplimiento	de	lo	dispuesto
en	los	párrafos	precedentes,	bajo	responsabilidad.
D.	S.	003-2008-TR.
ART.	4°.—De	la	fiscalización	y	supervisión.
4.1	El	Ministerio	del	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	fiscaliza	lo	dispuesto
en	 los	 artículos	 1°	 y	 2°	 del	 presente	 decreto	 supremo,	 inspecciona	 el
cumplimiento	 del	 derecho	 a	 la	 jornada	 máxima	 de	 los	 practicantes	 de
internado	en	los	establecimientos	públicos	sujetos	al	régimen	laboral	de	la
actividad	privada	y	sanciona	las	infracciones.
4.2	El	Ministerio	de	Salud,	como	ente	rector	del	Sistema	de	Salud,	dictará
las	medidas	necesarias	que	garanticen	el	estricto	cumplimiento	del	derecho
a	la	jornada	máxima	de	los	practicantes	en	la	modalidad	de	internado	en	los
establecimientos	de	salud	del	sector	público	a	nivel	nacional.
4.3	 El	Ministerio	 de	 Salud,	 las	 direcciones	 regionales	 de	 salud,	 el	 Seguro
Social	 de	 Salud	 -	 ESSALUD,	 el	 Ministerio	 de	 Defensa	 y	 el	 Ministerio	 del
Interior,	 dispondrán	 la	 presencia	 permanente	 de	 supervisores	 en	 los
establecimientos	de	salud	bajo	su	ámbito,	que	permitan	dar	cumplimiento	a
lo	dispuesto	en	el	artículo	3°	del	presente	decreto	supremo.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	40.—De	la	desnaturalización.	La	desnaturalización	de	la	modalidad
formativa	laboral,	implica	la	existencia	de	una	relación	laboral.
JURISPRUDENCIA.—Se	desnaturaliza	modalidad	formativa	al	desarrollar
actividades	por	encima	de	la	jornada	legalmente	establecida	o	si	están
contenidas	en	el	manual	de	organización	y	funciones.	“(…)	obra	la	fotocopia
de	la	tarjeta	de	marcación	de	la	asistencia	de	la	actora,	la	cual	fue
presentada	como	prueba	por	la	sociedad	emplazada,	en	la	que	se	advierte
que	la	recurrente	ha	excedido	la	jornada	diaria	establecida	por	la	legislación
sobre	la	materia,	(…)	en	el	caso	de	autos	se	está	frente	a	uno	de	los
supuestos	de	fraude	a	la	ley,	motivo	por	el	cual,	en	concordancia	con	lo
establecido	por	el	ya	citado	artículo	51,	numeral	6,	de	la	Ley	N°	28518,	se	ha
desnaturalizado	el	convenio	de	práctica	celebrado	por	las	partes,
deviniendo	en	un	contrato	laboral	a	plazo	indeterminado.
Sin	perjuicio	de	lo	antes	señalado,	es	pertinente	resaltar	que	a	la	actora	se
le	asignaron,	como	practicante,	labores	de	apoyo	en	la	Oficina	de	(…)	,
cuando	en	realidad	cumplía	con	todas	las	labores	de	(…),	tales	como
recepcionar,	tramitar	y	entregar	demandas	y	escritos	en	los	diferentes
juzgados	del	Distrito	Judicial	(…),	como	se	acredita,	(…),	como	con	el	manual
de	organización	y	funciones	de	la	sociedad	emplazada,	(…),	en	el	cual	se
detallan	las	actividades	a	realizar	en	el	cargo	de	(…).	Dicha	irregularidad
también	constituye	una	causal	de	desnaturalización	de	la	modalidad
formativa	por	fraude	a	la	ley.
En	consecuencia	al	haberse	determinado	que	entre	las	partes	existía	una
relación	laboral	de	naturaleza	indeterminada,	la	demandante	solo	podía	ser
despedida	por	una	causa	justa	relacionada	con	su	conducta	o	capacidad
laboral,	por	lo	que	la	ruptura	del	vínculo	laboral,	sustentada	en	el
vencimiento	del	plazo	del	convenio,	tiene	el	carácter	de	un	despido
arbitrario,	lesivo	del	derecho	al	trabajo,	frente	a	lo	cual	procede	la
reposición	como	finalidad	eminentemente	restitutoria	de	todo	proceso
constitucional	de	tutela	de	derechos	fundamentales.	(...)”.	(T.	C.,	Exp.	00827-
2011-PA/TC,	jun.	30/2011.	S.	S.	Mesía	Ramirez)
JURISPRUDENCIA.—Practicante	que	labora	fuera	del	horario	de	trabajo	y
que	excede	la	jornada	diaria	genera	una	relación	laboral	a	plazo
indeterminado.	“(...)	obra	la	fotocopia	de	los	mensajes	electrónicos	enviados
por	la	demandante	desde	el	correo	electrónico	institucional	que	le
proporcionara	la	emplazada,	en	los	que	se	advierte	que	la	recurrente
laboraba	fuera	del	horario	de	trabajo	establecido	en	el	convenio	de
prácticas	preprofesionales	y	sus	respectivas	prórrogas	suscritas	(...).
Asimismo	de	la	fotocopia	del	sistema	de	control	de	asistencias	y
movimiento	suscrita	por	el	jefe	zonal	(...)	se	aprecia	que	(...)	la	demandante
ha	excedido	la	jornada	diaria	establecida	por	la	legislación	sobre	la	materia
(...),	puesto	que	en	dicho	periodo	se	registraron	jornadas	que	excedieron	el
límite	de	las	horas	diarias.	En	consecuencia	de	conformidad	con	lo
dispuesto	por	el	artículo	1°	del	Decreto	Supremo	N°	003-2008-TR,	en	el
caso	de	autos	se	presenta	uno	de	los	supuestos	de	fraude	a	la	ley,	motivo
por	el	cual,	en	concordancia	con	lo	establecido	por	el	ya	citado	artículo	51,
numeral	6,	de	la	Ley	N°	28518,	se	ha	desnaturalizado	el	convenio	de
práctica	celebrado	por	las	partes,	deviniendo	en	un	contrato	laboral	a	plazo
indeterminado”.	(T.	C.,	Exp.	00385-2012-PA/TC,	abr.	04/2013.	S.	S.	Urviola
Hani)
JURISPRUDENCIA.—Carácter	del	convenio	de	formación	laboral	juvenil.
“Los	documentales	(...)	acreditan	fehacientemente	que	el	demandante	se
vinculó	a	la	demandada	por	un	convenio	de	formación	juvenil	laboral,	de
cuyas	condiciones	no	existe	en	el	expediente	evidencias	que	hayan	sido
incumplidas	por	la	emplazada;	que,	siendo	esto	así	(...)	los	derechos	y
obligaciones	resultantes	de	dicho	convenio	no	generan	vínculo	laboral
alguno.”	(RSL,	2da.	Sala	Laboral,	Lima,	Exp.	1949-94-R(S),	mar.	31/95.	V.	P.
Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Prácticas.	Defecto	en	la	probanza.	“Resulta	de
aplicación	al	presente	caso	el	aforismo	jurídico:	a	reconocimiento	de	parte
relevo	de	prueba,	toda	vez	que	la	emplazada	reconoce	en	el	acta	de
inspección	de	fojas	2,	así	como	en	la	contestación	a	la	demanda	que	la	actora
se	desempeñó	como	practicante,	por	lo	que	recibía	un	pago	equitativo,	mas
no	un	sueldo	mensual,	acerto	éste	que	no	ha	cumplido	con	probar;	que	lo
que	ha	quedado	demostrado	es	que	existió	una	relación	laboral	y	al	no
habérsele	incluido	en	el	libro	de	planillas	se	tiene	por	cierta	su	fecha	de
ingreso,	cese,	remuneración	percibida	y	tiempo	de	servicios.”	(RSL,	4ta.	Sala
Laboral,	Lima,	Exp.	4731-97-BS(S),	set.	24/97.	V.	P.	Araujo	Sánchez)
JURISPRUDENCIA.—Practicantes.	Presentación	por	el	centro	de	estudios.
“En	el	proceso	laboral	los	actos,	circunstancias	o	signos	suficientemente
acreditados	a	través	de	los	medios	probatorios	actuados	adquieren
significación	en	su	conjunto	y	conducen	al	juzgador	a	producirle	certeza	o
convicción;	que	en	el	caso	de	autos	la	emplazada	admite	que	la	accionante
ante	su	requerimiento	de	practicar	comenzó	a	concurrir	al	centro	educativo
para	realizar	sus	prácticas	en	los	años	iniciales	del	primer	y	segundo	grado;
que	no	se	ha	acreditado	por	la	emplazada	que	la	accionante	acudió	al	centro
de	trabajo	por	encargo	o	gestión	de	su	centro	de	estudios	para	que	realice
prácticas,	por	lo	que	debe	concluirse	en	la	existencia	de	una	relación	laboral
entre	las	partes.”	(RSL,	4ta.	Sala	Laboral,	Lima,	Exp.	5739-97-BS-S,	nov.
05/97.	V.	P.	Torres	Gamarra)
JURISPRUDENCIA.—Prácticas.	Relación	laboral.	“Las	partes	están	en	la
obligación	de	probar	los	hechos	que	afirman,	principalmente	el	demandante
la	existencia	del	vínculo	laboral	y	la	demandada	haber	cumplido	con	las
normas	legales	y/o	convencionales;	que,	la	demandada	se	limita	a	negar	la
relación	laboral	con	la	accionante	por	considerarla	una	practicante,	sin
aportar	ninguna	prueba	que	acredite	tal	condición,	como	son	el	Convenio	de
Prácticas	Preprofesionales,	la	respectiva	comunicación	al	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	Social	y	de	la	institución	en	la	cual	se	está	formando	el
practicante,	tal	como	lo	estipula	el	Decreto	Legislativo	728	en	sus	artículos
18,	19	y	20;	que,	la	demandante	ha	acreditado	por	el	contrario	con	la
instrumental	que	corre	a	fojas	2,	que	fuera	reconocido	en	cuanto	a	la	firma
por	el	representante	de	la	demandada,	que	se	desempeñó	como	profesora
desde	1992;	que,	habiéndose	establecido	la	existencia	de	la	relación	laboral,
el	incumplimiento	de	la	demandada	de	inscribirla	en	sus	libros	de	planillas,
hace	que	se	tenga	por	ciertos	los	datos	remunerativos	consignados	en	la
demanda.”	(RSL,	4ta.	Sala	Laboral,	Lima,	Exp.	5418-97-BS(S),	nov.	11/97.	V.
P.	Serpa	Vergara)
JURISPRUDENCIA.—No	puede	suscribirse	modalidad	formativa	si	entre	las
mismas	partes	existió	antes	un	contrato	de	trabajo	por	las	mismas	labores.
“(...)	En	relación	al	Convenio	de	Formación	Laboral	Juvenil,	debe	precisarse
de	un	lado	que	el	mismo	se	suscribió	cuando	la	actora	ya	había	obtenido	el
título	técnico	en	secretariado	ejecutivo	expedido	por	la	propia	entidad
demandada,	desnaturalizándose	de	este	manera	el	objeto	que	persigue	el
Programa	de	Formación	Juvenil,	conforme	lo	dispone	el	artículo	1°	del
Reglamento	de	la	Ley	de	Fomento	al	Empleo	(Decreto	Supremo	001-96-TR)
y	de	otro,	que	la	emplazada	celebra	este	último	contrato	habiendo	la
demandante	prestado	servicios	de	naturaleza	laboral	anteriormente,	en
abierta	infracción	a	lo	dispuesto	en	el	inciso	d	del	artículo	7°	del
mencionado	reglamento.
En	consecuencia,	por	aplicación	del	principio	de	primacía	de	la	realidad
queda	establecido	que	entre	las	partes	ha	existido	una	relación	de
naturaleza	laboral	de	la	actividad	privada	de	duración	indeterminada,	por	lo
que	la	desnaturalización	del	contrato	de	trabajo	de	la	recurrente	se	produjo
desde	el	primer	período	laboral,	habiéndose	simulado	una	relación	de
carácter	civil	con	la	exigencia	del	cobro	de	la	remuneración	a	cambio	de	la
presentación	de	recibos	por	honorarios	profesionales	y	luego	con	el
convenio	de	formación	juvenil.	(...)”.	(T.	C.,	Exp.	00559-2008-PA/TC,	may.
17/2010.	Pres.	Mesía	Ramirez)
JURISPRUDENCIA.—Vínculo	laboral	se	decide	sobre	la	base	de	la	realidad	y
no	sobre	la	forma	del	contrato.	“(…)	3.	El	Tribunal	Constitucional	se	ha
pronunciado	(…)	señalando	que	los	contratos	sujetos	a	modalidad,	por	obra
determinada,	son	viables	en	razón	a	cánones	de	proporcionalidad	y
razonabilidad,	por	lo	que	los	requisitos	establecidos	por	el	artículo	63	de	la
Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral	no	pueden	determinarse
fuera	del	marco	constitucional,	desnaturalizándose	el	contrato	cuando	es
utilizado	para	labores	de	carácter	permanente.	De	ser	así	estaríamos,
evidentemente,	ante	una	contratación	fraudulenta.	(…).”	(T.	C.,	Exp.	02069-
2009-PA/TC,	mar.	25/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Modalidad	formativa	se	desnaturaliza	si	practicantes
reemplazan	al	personal	permanente	del	empleador.	“5.	En	consecuencia,	se
ha	acreditado	que	la	actora	reemplazaba	a	personal	permanente	de	la
sociedad	demandada,	ya	sea	por	vacaciones	de	éstas	u	otros	motivos,
desnaturalizándose	esta	modalidad	formativa	que	busca	consolidar	los
aprendizajes	adquiridos	a	lo	largo	de	la	formación	profesional	y	ejercitarse
en	su	desempeño	(...)	en	el	caso	de	autos	se	está	frente	a	uno	de	los
supuestos	de	fraude	a	la	ley,	motivo	por	el	cual	se	ha	desnaturalizado	el
convenio	de	práctica	celebrado	por	las	partes,	deviniendo	en	un	contrato
laboral	a	plazo	indeterminado.
6.	Por	lo	tanto,	al	haberse	determinado	que	entre	las	partes	existía	una
relación	laboral	de	naturaleza	indeterminada,	la	demandante	solo	podía	ser
despedida	por	una	causa	justa	relacionada	con	su	conducta	o	capacidad
laboral,	por	lo	que	la	ruptura	del	vínculo	laboral,	sustentada	en	el
vencimiento	del	plazo	del	convenio,	tiene	el	carácter	de	un	despido
arbitrario,	lesivo	del	derecho	al	trabajo,	frente	a	lo	cual	procede	la
reposición	como	finalidad	eminentemente	restitutoria	de	todo	proceso
constitucional	de	tutela	de	derechos	fundamentales.”	(T.	C.,	Exp.	05247-
2011-PA/TC,	abr.	03/2012.	S.	S.	Beaumont	Callirgos)
COMENTARIO.—Convenios	 no	 originan	 vínculo	 laboral.	 Por	 su
naturaleza	de	acuerdos	orientados	a	la	formación	o	capacitación	laboral,	se
conceptúa	 que	 los	 convenios	 sobre	modalidades	 formativas	 laborales	 son
figuras	previas	o	anteriores	al	contrato	de	trabajo.	Redactados	y	ejecutados
con	 estricta	 sujeción	 a	 las	 prescripciones	 de	 la	 ley,	 dan	 lugar	 a	 las
obligaciones	 y	 derechos	 que	 ésta	 determina	 sin	 que	 se	 configure	 una
vinculación	de	tipo	laboral.
Sin	embargo,	el	legislador	es	consciente	de	que	los	convenios	a	que	se	alude
en	 el	 párrafo	 anterior,	 pueden	 ser	 utilizados	 de	 manera	 impropia	 por
quienes	deseen	contar	 ilegalmente	con	mano	de	obra	barata,	 con	 ingresos
no	sujetos	a	aportes	y	sin	beneficios	sociales.	En	tal	sentido,	el	Art.	51	de	la
Ley	N°	28518	regula	 la	desnaturalización	de	 los	convenios,	entendiéndose
que	existe	relación	laboral	en	los	siguientes	supuestos:
-	Cuando	no	existe	un	convenio	formativo	debidamente	suscrito.
-	Cuando	la	formación	o	las	prácticas	se	realizan	en	actividades	distintas	a
las	 designadas	 específicamente	 en	 el	 convenio.	 Se	 aprecia,	 entonces,	 que
debe	tenerse	especial	cuidado	al	momento	de	redactar	 los	convenios,	a	 fin
de	 no	 restringir	 en	 demasía	 el	 objeto	 de	 la	 capacitación	 sino	 permitir	 su
extensión	a	otras	actividades	conexas.
-	Cuando	la	relación	se	prolonga	vencido	el	plazo	del	convenio	o	concluido
el	período	máximo	señalado	por	la	ley,	puesto	que	en	tales	casos	la	inacción
de	la	empresa	puede	llevar	a	presumir	su	asentimiento	a	la	conversión	del
convenio	en	un	contrato	de	trabajo.
-	Cuando	se	convierte	un	contrato	de	trabajo	en	una	modalidad	formativa.
El	propósito	de	este	enunciado	reglamentario	es	acertado,	puesto	que	de	lo
contrario	se	estaría	validando	la	disposición	o	renuncia	de	derechos	de	los
trabajadores,	situación	vedada	por	disposiciones	de	rango	constitucional.
Los	 alcances	 del	 texto	 citado	 se	 extienden	 también	 a	 los	 contratados
“indirectamente”	 por	 la	 empresa,	 término	 que	 aludiría	 a	 los	 trabajadores
destacados	previa	 suscripción	de	un	contrato	de	 locación	de	 servicios	 con
una	 cooperativa	 o	 empresa	 de	 servicios,	 ya	 sean	 éstos	 temporales	 o
complementarios.	Obviamente,	 la	desnaturalización	no	procede	cuando	los
convenios	se	 refieren	a	actividades	que	no	guardan	relación	alguna	con	 la
labor	efectuada	anteriormente	bajo	relación	de	dependencia.
-	 Tratándose	 de	 los	 convenios	 que	 expresamente	 tienen	 un	 porcentaje
limitante,	 cuando	 éstos	 exceden	 del	 porcentaje	 máximo	 permitido	 en
relación	al	total	del	personal	de	la	empresa	o	del	área	correspondiente.
-	De	demostrarse	 la	existencia	de	 fraude	o	 simulación	a	 las	disposiciones
legales.
Hágase	notar	que	no	existe	necesariamente	coincidencia	entre	el	concepto
de	 simulación	 que	 se	 maneja	 en	 el	 ámbito	 laboral	 y	 el	 contenido	 en	 los
artículos	190	y	siguientes	del	Código	Civil.
La	simulación	relativa	de	acuerdo	al	Art.	191	del	Código	Civil,	opera	cuando
las	partes	han	querido	concluir	un	acto	distinto	del	aparente.	Tiene	efecto
entre	 ellas	 el	 acto	 ocultado,	 siempre	 que	 concurran	 los	 requisitos	 de
sustancia	y	forma	y	no	perjudique	el	derecho	de	tercero.
En	el	derecho	laboral,	por	efecto	del	principio	de	primacía	de	la	realidad,	el
acto	 oculto	 surge	 pese	 a	 la	 denominación	 impropia	 que	 las	 partes	 le
otorguen.
La	razón	de	esta	discordancia	de	tratamientos	es	más	que	evidente.	En	el
derecho	 civil	 ambas	 partes	 con	 igual	 poder	 de	 negociación	 acuerdan	 la
simulación.	 En	 el	 derecho	 laboral,	 el	 trabajador	 situado	 en	 una	 posición
negociadora	inferior	acepta	planteamientos	desventajosos	por	imperativos
de	tipo	alimentario.
Ley	28518.
ART.	52.—Otras	infracciones.	Las	infracciones	que	se	originen
por	el	incumplimiento	de	disposiciones	aplicables	que	pueden	ser
reparadas	porque	no	ocasionan	perjuicio	grave	al	beneficiario	son
las	siguientes:
1.	El	incumplimiento	en	el	otorgamiento	de	la	subvención
económica	del	beneficiario.
2.	No	contar	con	el	libro	de	registro	de	convenio	debidamente
autorizado	por	la	autoridad	administrativa	de	trabajo.
3.	El	incumplimiento	en	la	presentación	del	convenio
correspondiente	ante	la	autoridad	administrativa	de	trabajo.
4.	El	desarrollo	del	programa	de	las	modalidades	formativas	en
una	jornada	que	exceda	el	horario	habitual	de	la	empresa,	así
como	la	jornada	en	el	horario	nocturno	entre	las	10:00	p.m.	y	a	las
06:00	a.m.	sin	autorización	previa	de	la	autoridad	administrativa
de	trabajo.
5.	No	contratar	un	seguro	que	cubra	los	riesgos	de	enfermedad	y
accidentes	o	no	asumir	directamente	el	costo	de	estas
contingencias.
6.	No	otorgar	la	certificación	correspondiente.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 55.—De	 las	 sanciones	 pecuniarias.	 En	 el	 caso	 de	 la	 infracción
señalada	 en	 el	 inciso	 5)	 del	 artículo	 52	 de	 la	 ley,	 se	 aplicará	 la	 sanción
pecuniaria	 correspondiente,	 si	 al	 realizarse	 una	 inspección	 laboral	 no	 se
acredita	 la	 contratación	del	 seguro	contra	enfermedad	y	accidente	a	 favor
del	beneficiario	de	las	modalidades	formativas	laborales,	por	contravenir	lo
prescrito	en	el	inciso	8)	del	artículo	42	de	la	ley.
Sin	 perjuicio	 de	 lo	 anterior,	 de	 ocurrir	 un	 accidente	 o	 enfermedad,	 la
empresa	que	no	haya	contratado	el	seguro	contra	enfermedad	y	accidente,
deberá	asumir	directamente	el	costo	de	estas	contingencias.
De	 comprobarse	 incumplimientos	 de	 las	 obligaciones	 indicadas	 en	 los
artículos	 51	 y	 52	 de	 la	 ley,	 deberán	 ser	 sancionados	 pecuniariamente.
También	 serán	 sancionados	 pecuniariamente	 los	 incumplimientos	 de	 las
obligaciones	 señaladas	 en	 la	 ley	 y	 el	 reglamento,	 no	 previstas	 en	 los
artículos	antes	citados.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 56.—Del	 grado	 de	 las	 infracciones.	 Toda	 infracción	 a	 las
obligaciones	contenidas	en	la	ley	y	el	reglamento,	será	considerada	como	de
segundo	 grado,	 de	 acuerdo	 a	 lo	 establecido	 en	 las	 normas	 sobre
inspecciones	de	trabajo.
D.	S.	007-2005-TR.
ART.	 57.—De	 la	 entidad	 competente.	 La	 entidad	 competente	 para
fiscalizar	y	sancionar	las	infracciones	a	la	ley	sobre	modalidades	formativas
laborales,	 es	 la	 DIL	 o	 dependencia	 que	 haga	 sus	 veces,	 en	 aplicación	 a	 lo
señalado	en	las	normas	sobre	inspecciones	de	trabajo.
Ley	28518.
ART.	53.—Sanción	a	las	infracciones.	Las	infracciones	a	que	se
refieren	los	artículos	51	y	52	son	susceptibles	de	sanción
pecuniaria	conforme	a	la	legislación	vigente.
Ley	28518.
Primera	Disposición	Complementaria.—Los	derechos	y
obligaciones	derivados	de	la	presente	ley	se	interpretan	de
conformidad	con	los	convenios	de	la	Organización	Internacional
del	Trabajo.
Ley	28518.
Segunda	Disposición	Complementaria.—Los	principios
establecidos	en	el	artículo	I	del	título	preliminar,	sirven	de	criterio
interpretativo	para	resolver	las	cuestiones	controvertidas	o	de
incertidumbre	que	puedan	suscitarse	en	la	aplicación	de	la
presente	normativa,	como	parámetro	para	la	generación	de	otras
disposiciones	y	para	suplir	los	vacíos	que	se	presentaren.
Ley	28518.
Tercera	Disposición	Complementaria.—La	presente	ley	es	de
aplicación	en	lo	que	corresponda	a	los	convenios	de	formación
laboral	juvenil,	prácticas	preprofesionales	y	contratos	de
aprendizaje	celebrados	y	presentados	ante	el	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	los	que	deben	adecuarse	según
disponga	el	reglamento	de	la	presente	ley.
Ley	28518.
Cuarta	Disposición	Complementaria.—El	Poder	Ejecutivo,	a
propuesta	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,
debe	establecer	un	mecanismo	de	coordinación	multisectorial	que
garantice	la	eficaz	ejecución	de	los	acuerdos	y	objetivos
enunciados	en	la	presente	ley,	así	como	la	adopción	de	criterios
unitarios	en	torno	a	su	aplicación.	Este	mecanismo	de
coordinación	debe	ser	implementado	a	través	de	una	comisión
multisectorial	constituida	por	resolución	del	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
D.	S.	007-2005-TR.
Quinta	 Disposición	 Transitoria.—El	 plazo	 para	 la	 adecuación	 de	 los
convenios	suscritos	y	registrados,	a	los	alcances	de	las	disposiciones	sobre
modalidades	formativas	laborales,	será	de	cuarenta	y	cinco	(45)	días	hábiles
contados	 a	 partir	 del	 día	 siguiente	 de	 la	 publicación	 del	 presente
reglamento	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano.
D.	S.	007-2005-TR.
Sexta	Disposición	Transitoria.—En	el	presente	ejercicio	 fiscal,	y	por	única
vez,	 las	 empresas	 quedan	 exceptuadas	 de	 presentar	 el	 programa	 de
capacitación	laboral	juvenil	a	que	se	refiere	el	primer	párrafo	del	artículo	18
de	la	ley.
En	ese	sentido,	 las	empresas	podrán	presentar,	por	única	vez,	programas
extraordinarios	de	capacitación	laboral	 juvenil	sustentados	en	necesidades
distintas	a	las	señaladas	en	la	ley,	cuyo	plazo	de	vigencia	se	extenderá	como
máximo	hasta	el	31	de	diciembre	del	2006.
D.	S.	007-2005-TR.
Quinta	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria.—En	 el	 caso	 de	 las	 micro
empresas	 que	 se	 regulen	 por	 la	 Ley	 de	 Promoción	 y	 Formalización	 de	 la
Micro	y	Pequeña	Empresa,	Ley	N°	28015,	no	será	exigible	las	formalidades
de	 los	planes	o	programas	de	 las	modalidades	formativas	contenidas	en	 la
ley.	 Para	 tal	 efecto	 bastará	 con	 la	 presentación	 de	 un	 compromiso	 de
capacitación.
MEDIDAS	PARA	FACILITAR	LA	INVERSIÓN,	IMPULSAR	EL
DESARROLLO	PRODUCTIVO	Y	EL	CRECIMIENTO
EMPRESARIAL
Ley	30056.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Prórroga	 para	 la
adecuación	de	los	contratos	laborales	comprendidos	en	la	Ley	28015,
Ley	 de	 Promoción	 y	 Formalización	 de	 la	 Micro	 y	 Pequeña	 Empresa.
Prorrógase	por	tres	(3)	años	el	régimen	laboral	especial	de	la	microempresa
creado	 mediante	 la	 Ley	 28015,	 Ley	 de	 Promoción	 y	 Formalización	 de	 la
Micro	 y	 Pequeña	 Empresa;	 sin	 perjuicio	 de	 que	 las	 microempresas,
trabajadores	 y	 conductores	 puedan	 acordar	 por	 escrito,	 durante	 dicha
prórroga,	 su	 acogimiento	 al	 régimen	 laboral	 regulado	 en	 el	 Decreto
Legislativo	1086,	decreto	legislativo	que	aprueba	la	Ley	de	promoción	de	la
competitividad,	formalización	y	desarrollo	de	la	micro	y	pequeña	empresa	y
del	 acceso	 al	 empleo	 decente.	 Dicho	 acuerdo	 debe	 presentarse	 ante	 la
autoridad	administrativa	de	trabajo	dentro	del	plazo	de	30	días	de	suscrito.
D.	S.	007-2005-TR.
Sétima	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria.—Los	 programas	 de
aprendizaje	dual	 regulados	por	 instituciones	 creadas	por	 ley,	 se	 rigen	por
sus	propias	normas.	Supletoriamente	se	aplicarán	las	disposiciones	de	la	ley
y	el	reglamento.
CUADRO	 COMPARATIVO	 RESPECTO	 A	 LAS	 CARACTERÍSTICAS	 DE	 LAS
DIVERSAS	MODALIDADES	FORMATIVAS	LABORALES
	

NOTAS:
(1)	 Siempre	 que	 se	 cumpla	 con	 la	 jornada	 máxima	 prevista	 por	 cada
modalidad	formativa.
(2)	 Cabe	 el	 aprendizaje	 con	 predominio	 en	 el	 centro	 de	 formación
profesional.
(3)	Sólo	pueden	ser	beneficiarios	 los	ex	 trabajadores	de	 la	empresa	si	ha
transcurrido	al	menos	un	año	desde	su	cese.
TÍTULO	DÉCIMO
Programas	Especiales	de	Empleo
PROGRAMAS	PERIÓDICOS	DE	DURACIÓN	DETERMINADA
L.	de	F.	y	P.	L.	–	D.	S.	002-97-TR.
ART.	36.—El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	Social	deberá
implementar	periódicamente	programas	específicos	destinados	a
fomentar	el	empleo	de	categorías	laborales	que	tengan
dificultades	para	acceder	al	mercado	de	trabajo.	Dichos
programas	deberán	atender	en	su	diseño	y	ejecución	a	las
características	de	los	segmentos	de	la	fuerza	laboral	a	los	que	van
dirigidos,	con	la	determinación	específica	de	las	acciones	y
medidas	a	aplicarse	para	cada	caso.
Los	programas	especiales	de	empleo	en	todos	los	casos	tendrán
duración	determinada.
CATEGORÍAS	LABORALES	BENEFICIADAS
L.	de	F.	y	P.	L.	–	D.	S.	002-97-TR.
ART.	37.—Las	categorías	laborales	que	podrán	beneficiarse
principalmente	de	los	programas	especiales	de	empleo	serán	las
siguientes:
a)	Mujeres	con	responsabilidades	familiares	sin	límite	de	edad;
b)	Trabajadores	mayores	de	cuarenticinco	(45)	años	de	edad	en
situación	de	desempleo	abierto,	cesados	por	causas	de	programas
de	reconversión	productiva	o	mediante	convenios	de
productividad;	y,
c)	Trabajadores	con	limitaciones	físicas,	intelectuales	o
sensoriales.
PROGRAMAS	ADICIONALES	-	ZONAS	EN	EMERGENCIA
L.	de	F.	y	P.	L.	–	D.	S.	002-97-TR.
ART.	38.—Sin	perjuicio	de	lo	establecido	en	el	artículo	anterior,
el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	Social	por	decreto	supremo
podrá	habilitar	otros	programas	especiales	de	fomento	del
empleo	en	atención	a	criterios	objetivos	adicionales.
Las	zonas	declaradas	en	estado	de	emergencia,	en	todo	caso,
recibirán	un	tratamiento	preferencial.
CONTENIDO	DE	LOS	PROGRAMAS
L.	de	F.	y	P.	L.	–	D.	S.	002-97-TR.
ART.	39.—Los	programas	especiales	de	fomento	del	empleo
tendrán	que	contemplar	principalmente	las	siguientes	medidas:
a)	Capacitación	laboral	y	reconversión	profesional	hacia
ocupaciones	de	mayor	productividad	y	dinamismo	en	la	actividad
económica;
b)	Orientación	y	formación	profesional;
c)	Incentivos	y	ayudas	para	la	movilidad	geográfica	y
ocupacional;	y,
d)	Asistencia	crediticia,	financiera	y	de	asesoría	empresarial	para
la	constitución	y	funcionamiento	de	pequeñas	empresas	o
microempresas	y	otras	modalidades	asociativas	a	instancia	de	los
trabajadores	en	base	al	empleo	autónomo.
CONCEPTO	DE	MUJERES	CON	RESPONSABILIDADES	FAMILIARES
L.	de	F.	y	P.	L.	-	D.	S.	002-97-TR.
ART.	40.—Para	efectos	de	esta	ley,	se	considerará	como	mujeres
con	responsabilidades	familiares	a	todas	aquellas	que	con
independencia	de	su	edad	y	de	su	estado	civil,	cuentan	con	cargas
familiares	y	se	encuentren	dispuestas	a	laborar	en	régimen	de
jornada	parcial	o	a	tiempo	determinado.
En	tal	caso,	los	programas	deberán	atender	a	la	disponibilidad	de
tiempo	de	las	trabajadoras,	su	grado	de	calificación	laboral,	las
condiciones	socioeconómicas	de	sus	hogares	y	su	adecuación	a	las
condiciones	de	la	demanda	de	trabajo	por	parte	de	las	empresas
frente	a	las	fluctuaciones	de	la	demanda	en	el	mercado.
CONCEPTO	DE	TRABAJADORES	CESANTES	DE	DIFÍCIL	REINSERCIÓN
L.	de	F.	y	P.	L.	-	D.	S.	002-97-TR.
ART.	41.—Para	efectos	de	la	presente	ley	se	considerará	como
trabajadores	cesantes	de	difícil	reinserción	ocupacional	a	aquéllos
que	se	encuentren	en	la	condición	de	desempleo	abierto	y	que
cumplan	adicionalmente	los	requisitos	siguientes:
a)	Que	su	grado	de	calificación	laboral	y	profesional	derivara	de
ocupaciones	que	se	consideran	obsoletas	o	en	vías	de	extinción,
por	efecto	de	los	cambios	tecnológicos;
b)	Que	sean	mayores	de	cuarenticinco	(45)	años	de	edad;	y,
c)	Que	hayan	sido	cesados	por	alguna	de	las	causales
contempladas	en	el	Capítulo	VII	del	Título	I	de	la	Ley	de
Productividad	y	Competitividad	Laboral.
Estos	programas	deberán	atender	a	la	superación	del	grado	de
inadecuación	laboral	del	trabajador	y	los	requerimientos	de	los
nuevos	empleos	ofertados	por	el	mercado	laboral,	a	la	duración
del	período	de	desempleo	abierto	y	a	las	características	socio-
profesionales	de	los	trabajadores	afectados.
CONCEPTO	DE	LIMITADO	FÍSICO,	INTELECTUAL	O	SENSORIAL
L.	de	F.	y	P.	L.	-	D.	S.	002-97-TR.
ART.	42.—Para	efectos	de	la	presente	ley,	se	considera	como
limitado	físico,	intelectual	o	sensorial	a	toda	persona	mayor	de	16
años	de	edad	que	como	consecuencia	de	tales	lesiones,	ve
disminuidas	sus	posibilidades	de	acceder	a	un	puesto	de	trabajo
en	el	mercado	laboral.
COMENTARIO.—Promoción	del	 empleo	para	 limitados	 físicos.	Existen
en	la	actualidad	normas	referidas	al	trabajo	de	los	impedidos,	tales	como	la
Ley	N°	23285	que	estimula	la	contratación	de	esta	categoría	de	trabajadores
y	 la	 Ley	 N°	 24759	 dirigida	 a	 regular	 el	 régimen	 legal	 empresarial	 de	 los
impedidos.
Al	margen	de	lo	anterior,	el	Perú	ratificó	el	año	1986	el	Convenio	N°	159	de
la	 Organización	 Internacional	 del	 Trabajo	 (OIT)	 sobre	 readaptación
profesional	y	el	empleo	de	personas	inválidas.	En	virtud	de	esta	ratificación,
el	 país	 se	 obliga	 a	 formular	 y	 revisar	 periódicamente	 políticas
gubernamentales	en	materia	de	empleo	para	discapacitados.
El	 Art.	 23	 de	 la	 Constitución	 vigente	 contempla,	 en	 su	 parte	 inicial,	 el
especial	compromiso	del	Estado	de	proteger	al	trabajador	limitado.
TRABAJADORES	CON	LIMITACIONES.	CARACTERÍSTICAS	DE	LOS
PROGRAMAS
L.	de	F.	y	P.	L.	-	D.	S.	002-97-TR.
ART.	43.—Los	programas	especiales	de	fomento	del	empleo	para
trabajadores	con	limitaciones	físicas,	intelectuales	o	sensoriales
deberán	atender	al	tipo	de	actividad	laboral	que	éstos	puedan
desempeñar,	de	acuerdo	con	sus	niveles	de	calificación.
MEDIDAS	DE	FOMENTO	DEL	EMPLEO
L.	de	F.	y	P.	L.	-	D.	S.	002-97-TR.
ART.	44.—Las	medidas	de	fomento	del	empleo	para	estas
categorías	laborales	deberán	contemplar	los	siguientes	aspectos:
a)	La	promoción	del	establecimiento	de	talleres	especiales
conducidos	directamente	por	trabajadores	con	limitaciones
físicas,	intelectuales	o	sensoriales,	con	apoyo	preferencial	del
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	Social;
b)	La	potenciación	del	Sistema	de	Colocación	Selectiva	creado
mediante	D.	S.	N°	12-82-TR	de	21	de	mayo	de	1982;
c)	Estimular	que	en	las	convenciones	colectivas	de	trabajo	se
establezca	un	número	determinado	de	reserva	de	puestos	de
trabajo	para	trabajadores	limitados;	y
d)	El	establecimiento	de	programas	especiales	de	rehabilitación
para	trabajadores	limitados	destinados	a	su	reinserción	en	el
mercado	de	trabajo.
PORCENTAJE	MÁXIMO	DE	TRABAJADORES	CON	LIMITACIONES
L.	de	F.	y	P.	L.	-	D.	S.	002-97-TR.
ART.	45.—Hasta	un	diez	por	ciento	(10%)	de	los	puestos	de
trabajo	generados	a	través	de	los	programas	de	formación
ocupacional	auspiciados	por	el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción
Social	serán	destinados	a	favorecer	a	los	trabajadores	con
limitaciones	físicas,	intelectuales	y	sensoriales	en	el	sector
privado.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 89.—El	Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 Social,	 a	 nivel	 nacional,
dispondrá	 anualmente,	 la	 ejecución	 de	 proyectos	 específicos	 destinados	 a
fomentar	 el	 empleo	 en	 categorías	 laborales	 que	 tengan	 dificultades	 para
acceder	al	mercado	de	trabajo,	de	conformidad	con	el	artículo	130	de	la	ley.
NOTA:	La	remisión	legal	debe	entenderse	referida	al	Art.	45	de	la	ley.
LEY	GENERAL	DE	LA	PERSONA	CON	DISCAPACIDAD
Ley	29973.
ART.	1°.—Finalidad	de	la	ley.	La	presente	ley	tiene	la	finalidad
de	establecer	el	marco	legal	para	la	promoción,	protección	y
realización,	en	condiciones	de	igualdad,	de	los	derechos	de	la
persona	con	discapacidad,	promoviendo	su	desarrollo	e	inclusión
plena	y	efectiva	en	la	vida	política,	económica,	social,	cultural	y
tecnológica.
REGLAMENTO	DE	LA	LEY	GENERAL	DE	LA	PERSONA	CON
DISCAPACIDAD
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp.
ART.	 1°.—Objeto.	 Apruébese	 el	 Reglamento	 de	 la	 Ley	 N°	 29973,	 Ley
General	de	 la	Persona	con	Discapacidad,	el	cual	consta	de	ciento	diecisiete
(117)	artículos	y	dieciséis	(16)	Disposiciones	Complementarias	Finales,	que
forma	parte	del	presente	decreto	supremo.
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp.
ART.	 1°.—Objeto.	 La	 presente	 norma	 tiene	 como	 objeto	 establecer	 las
disposiciones	reglamentarias	de	la	Ley	N°	29973,	Ley	General	de	la	Persona
con	 Discapacidad,	 con	 la	 finalidad	 de	 establecer	 las	 condiciones	 para	 la
promoción,	 protección	 y	 realización,	 en	 condiciones	 de	 igualdad,	 de	 los
derechos	 de	 las	 personas	 con	discapacidad,	 así	 como	 su	 inclusión	plena	 y
efectiva	en	la	vida	política,	económica,	social,	cultural	y	tecnológica.
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp.
ART.	2°.—Ámbito	de	aplicación.	El	presente	reglamento	es	de	aplicación	a
las	 personas	 naturales	 y	 jurídicas	 de	 derecho	 público	 y	 privado
comprendidas	en	los	alcances	de	la	Ley	N°	29973,	Ley	General	de	la	Persona
con	Discapacidad.
Las	normas	previstas	en	el	presente	reglamento	se	aplican	a	 la	 luz	de	 los
principios	establecidos	en	la	Convención	sobre	los	Derechos	de	las	Personas
con	Discapacidad	y	su	Protocolo	Facultativo.
PERSONA	CON	DISCAPACIDAD
Ley	29973.
ART.	2°.—Definición	de	persona	con	discapacidad.	La	persona
con	discapacidad	es	aquella	que	tiene	una	o	más	deficiencias
físicas,	sensoriales,	mentales	o	intelectuales	de	carácter
permanente	que,	al	interactuar	con	diversas	barreras
actitudinales	y	del	entorno,	no	ejerza	o	pueda	verse	impedida	en
el	ejercicio	de	sus	derechos	y	su	inclusión	plena	y	efectiva	en	la
sociedad,	en	igualdad	de	condiciones	que	las	demás.
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp.
ART.	 3°.—Definiciones.	 Para	 la	 aplicación	 de	 la	 ley	 y	 el	 presente
reglamento	se	entenderán	como	definiciones	las	siguientes:
3.1.	Accesibilidad:	Asegurar	el	acceso	de	las	personas	con	discapacidad	en
igualdad	 de	 condiciones	 con	 las	 demás	 al	 entorno	 físico,	 los	 medios	 de
transporte,	la	información	y	las	comunicaciones,	incluidos	los	sistemas	y	las
tecnologías	 de	 la	 información	 y	 la	 comunicación	 y	 a	 otros	 servicios	 e
instalaciones	abiertos	al	público	o	de	uso	público,	 tanto	en	 zonas	urbanas
como	rurales,	a	fin	de	que	puedan	vivir	en	forma	independiente	y	participar
plenamente	en	todos	los	aspectos	de	la	vida.
3.2.	Ajustes	razonables:	Son	las	modificaciones	y	adaptaciones	necesarias
y	 adecuadas	 requeridas	 en	 un	 caso	 particular	 que,	 sin	 imponer	 una	 carga
desproporcionada	 o	 indebida,	 sirven	 para	 garantizar	 a	 la	 persona	 con
discapacidad	el	goce	o	ejercicio,	en	igualdad	de	condiciones	con	los	demás,
de	todos	los	derechos	humanos	y	libertades	fundamentales.
3.3.	 Dignidad:	 Valor	 intrínseco	 de	 la	 naturaleza	 humana.	 Principio-
derecho	 fundante	 del	 ordenamiento	 jurídico	 y	 por	 tanto	 del	 Estado,	 que
garantizan	un	conjunto	de	condiciones	materiales	concretas	de	existencia.
3.4.	 Diseño	 universal:	 Diseño	 de	 productos,	 entornos,	 programas	 y
servicios	que	puedan	usar	todas	las	personas,	en	la	mayor	medida	posible,
sin	necesidad	de	adaptación	ni	diseño	especializado1.
3.5.	Educación	inclusiva:	Proceso	de	 fortalecimiento	de	 la	capacidad	del
sistema	 educativo	 para	 llegar	 a	 todos	 los	 educandos;	 por	 lo	 tanto	 puede
entenderse	 como	 una	 estrategia	 clave	 para	 alcanzar	 la	 educación	 para
todos.
3.6.	Espectáculo:	Evento	celebrado	en	un	teatro,	circo,	o	en	cualquier	otro
edificio,	 local,	 lugar	 o	 espacio	 en	 que	 se	 congreguen	 personas	 para
presenciarlo.
3.7.	 Formatos	 y	 medios	 accesibles:	 Mecanismos	 que	 garantizan	 la
comunicación	 de	 la	 persona	 con	 discapacidad,	 dentro	 de	 los	 cuales	 se
encuentran	la	lengua	de	señas,	el	sistema	braille,	la	comunicación	táctil,	los
Macrotipos,	 la	 visualización	 de	 texto,	 los	 dispositivos	 multimedia,	 el
lenguaje	 escrito,	 los	 sistemas	auditivos,	 el	 lenguaje	 sencillo,	 los	medios	de
voz	digitalizados,	los	medios	aumentativos	o	alternativos	de	comunicación	y
otros	modos.
3.8.	 Igualdad	 de	 oportunidades	 para	 la	 persona	 con	 discapacidad:
Principio	 que	 garantiza	 que	 los	 niños,	 niñas,	 hombres	 y	 mujeres	 con
discapacidad,	 en	 su	 calidad	 de	 ciudadanos	 tengan	 los	mismos	 derechos	 y
obligaciones	que	los	demás,	a	fin	de	lograr	su	participación	plena	y	efectiva.
3.9.	Igualdad	entre	el	hombre	y	 la	mujer	 con	discapacidad:	 Principio
basado	 en	 el	 enfoque	 de	 género	 y	 la	 adopción	 de	 acciones	 positivas	 que
garanticen	 la	 igualdad	 de	 oportunidades	 y	 la	 igualdad	 de	 trato	 para	 los
hombres	 y	 las	 mujeres	 con	 discapacidad,	 proscribiendo	 cualquier	 acto,
hecho	o	conducta	discriminatoria	por	razón	de	sexo.
3.10.	 Inclusión	 social:	 Situación	 en	 la	 que	 todas	 las	 personas	 puedan
ejercer	 sus	 derechos,	 aprovechar	 sus	 habilidades	 y	 tomar	 ventaja	 de	 las
oportunidades	que	se	presentan	en	su	medio.
3.11.	Interculturalidad:	Aceptación	 y	 reconocimiento	 de	 la	 idiosincrasia
como	resultado	de	 la	diversidad	cultural	e	 influencia	histórica,	 ancestral	y
generacional,	favoreciendo	la	integración	y	convivencia	social.
3.12.	Interpretación	 en	 el	 lenguaje	de	 señas:	 Sistema	 que	 emplea	 una
persona	oyente	intérprete	de	lenguaje	de	señas,	quien	se	encuentra	en	una
zona	 aparte,	 que	 es	 enfocada	 en	 un	 recuadro	 a	 uno	 de	 los	 lados	 de	 la
pantalla,	que	traduce	con	las	manos	la	información	que	recibe	del	programa
que	se	está	emitiendo.
3.13.	 Intervención	 temprana:	 Conjunto	 de	 servicios	 interdisciplinarios
que	se	proveen	a	niños	que	presentan	vulnerabilidades	en	su	desarrollo	o
incapacidades,	en	el	período	que	transcurre	desde	el	nacimiento	hasta	los	3
años	de	edad,	abarcando	estos	servicios	también	a	sus	familias.
3.14.	 Juegos	 de	 lotería:	 Sorteo	 público	 autorizado	 de	 dinero	 o	 bienes,
entre	 los	 adquirentes	 de	 los	 respectivos	 billetes	 o	 papeletas	 emitidos	 por
sus	organizadores;	 cuya	venta	 forma	un	 fondo	o	pozo	para	 el	 pago	de	 los
premios.
3.15.	Ley:	La	Ley	N°	29973,	Ley	General	de	la	Persona	con	Discapacidad.
3.16.	Macrotipos:	Sistema	de	impresión	en	tinta	con	caracteres	ampliados.
3.17.	 Organismos	 vinculados	 a	 la	 administración	 de	 justicia	 y
mecanismos	alternativos	de	resolución	de	conflictos:	Son	las	entidades
que	 conforman	 el	 Poder	 Judicial,	 Tribunal	 Constitucional,	 Ministerio
Público,	 Consejo	 Nacional	 de	 la	 Magistratura,	 el	 Ministerio	 de	 Justicia	 y
Derechos	 Humanos,	 fuero	 Policial	 Militar,	 y	 demás	 instituciones	 u
operadores	que	aplican	mecanismos	de	resolución	de	conflictos.
3.18.	Prohibición	de	discriminación	de	 la	persona	 con	discapacidad:
Prohibición	 de	 realizar	 algún	 acto	 de	 distinción,	 exclusión	 o	 restricción
basada	en	una	discapacidad,	antecedente	de	discapacidad,	consecuencia	de
discapacidad	anterior	o	percepción	de	una	discapacidad	presente	o	pasada,
que	tenga	el	efecto	o	propósito	de	impedir	o	anular	el	reconocimiento,	goce
o	 ejercicio	 por	 parte	 de	 las	 personas	 con	 discapacidad,	 de	 sus	 derechos
humanos	y	libertades	fundamentales.
3.19.	Participación	 e	 inclusión	 plena	 y	 efectiva	 en	 la	 sociedad	 de	 la
persona	 con	 discapacidad:	 Proceso	 mediante	 el	 cual	 se	 fortalecen	 las
facultades	de	la	persona	con	discapacidad,	a	fin	de	que	pueda	integrarse	en
los	diferentes	aspectos	de	la	sociedad.
3.20.	 Planes	 de	 aseguramiento	 en	 salud:	 Listas	 de	 condiciones
asegurables	 e	 intervenciones	 y	 prestaciones	 que	 son	 financiadas	 por	 las
administradoras	de	fondo	de	aseguramiento	y	se	clasifican	en	los	siguientes
grupos:	 Plan	 Esencial	 de	 Aseguramiento	 en	 Salud	 (PEAS),	 Planes
Complementarios	y	Planes	Específicos.
3.21.	Perspectiva	de	discapacidad:	Considerar	que	 la	discapacidad	es	el
resultado	 de	 la	 interacción	 entre	 impedimentos	 físicos,	 mentales	 o
sensoriales	y	la	cultura,	las	instituciones	sociales	y	los	medios	físicos,	lo	que
compromete	la	responsabilidad	del	Estado	y	la	sociedad	de	tomar	medidas
dirigidas	 a	 remover	 las	 barreras	 que	 impiden	 su	 participación	 plena	 y
efectiva	en	la	sociedad,	sin	discriminación	y	en	igualdad	de	condiciones	con
las	demás	personas.
3.22.	 Pensión	 no	 contributiva:	 Prestación	 monetaria,	 de	 monto
mensualizado	 y	 uniforme,	 de	 carácter	 no	 heredable,	 inembargable	 e
intransferible,	 de	 entrega	 periódica,	 otorgada	 por	 el	 Estado,	 sin	 la
realización	de	aportaciones,	a	 favor	de	 la	persona	con	discapacidad	severa
en	situación	de	pobreza.
3.23.	 Productividad	 potencial:	 Máximo	 de	 recursos	 que	 pueden
generarse	a	partir	de	una	combinación	idónea	de	insumos,	personas	u	otros
factores	de	producción.
3.24.	 Política	 nacional	 de	 promoción	 de	 oportunidades	 de	 empleo
para	 la	 persona	 con	 discapacidad:	 Promueve	 la	 inserción	 formal	 y
adecuada	 de	 la	 persona	 con	 discapacidad	 en	 el	 mercado	 de	 trabajo,
aplicando	estrategias	tanto	de	diseño	universal	como	especializadas,	que	se
orienten	 a	 mejorar	 sus	 competencias,	 reconocer	 sus	 capacidades	 y
habilidades	y	fomentar	entornos	laborales	inclusivos.
3.25.	 Razonabilidad:	 Principio	 basado	 en	 la	 proporcionalidad	 entre	 el
ejercicio	de	 las	 facultades	 atribuidas	 en	el	marco	de	 la	 ley	y	 la	 finalidad	a
tutelar.
3.26.	 Rehabilitación	 basada	 en	 la	 comunidad:	 Estrategia	 dentro	 del
desarrollo	general	de	la	comunidad	para	la	rehabilitación,	la	reducción	de	la
pobreza,	la	equiparación	de	oportunidades	y	la	inclusión	social	de	todas	las
personas	 con	 discapacidad,	 promoviendo	 la	 puesta	 en	 práctica	 de
programas	 de	 Rehabilitación	 Basada	 en	 la	 Comunidad,	 mediante	 los
esfuerzos	 combinados	 de	 las	 mismas	 personas	 con	 discapacidad,	 sus
familias,	 las	 organizaciones	 y	 comunidades	 y	 los	 servicios	 relevantes
gubernamentales	 y	 no	 gubernamentales	 de	 salud,	 educación,	 servicios
vocacionales,	sociales	y	otros	servicios.
3.27.	 Servicio	 de	 habilitación:	 Asistencia	 prestada	 a	 personas	 que
sufriendo	 de	 una	 incapacidad	 congénita	 o	 desde	 temprana	 edad,	 no	 han
adquirido	 aún	 suficiente	 capacidad	 o	 habilidad	 para	 actuar	 en	 la	 vida
educativa,	profesional	y/o	social,	en	igualdad	de	condiciones	que	las	demás
personas.
3.28.	 Servicio	 de	 rehabilitación:	 Servicio	 brindado	 por	 profesionales
interdisciplinarios,	 que	 con	 el	 apoyo	 de	 técnicas	 y	 tratamientos
especializados	 recuperan	 o	 incrementan	 la	 funcionalidad	 de	 un	 órgano,
sistema	o	aparato	alterado	por	una	enfermedad	incapacitante.
3.29.	 Similar	 a	 un	 juego	 de	 lotería:	 Se	 considera	 juego	 semejante	 o
análogo	 a	 la	 lotería	 aquél	 que	 comparte	 con	 éste	 su	 carácter	 público,	 la
presencia	 del	 azar	 y	 el	 otorgamiento	 de	 un	 premio,	 el	 mismo	 que	 está
dirigido	a	un	número	plural	de	personas.
3.30.	 Sistema	 Nacional	 para	 la	 Integración	 de	 la	 Persona	 con
Discapacidad	 -	 Sinapedis:	 Sistema	 funcional	 encargado	 de	 asegurar	 el
cumplimiento	 de	 las	 políticas	 públicas	 que	 orientan	 la	 intervención	 del
Estado	 en	materia	 de	 Discapacidad,	 en	 los	 diferentes	 niveles	 de	 gobierno
articulando	intersectorialmente.
3.31.	Sistemas	de	apoyo:	Mecanismos	 proporcionales	 y	 adaptados	 a	 los
requerimientos	de	la	persona	con	discapacidad,	cuyo	objeto	es	garantizar	el
pleno	ejercicio	de	su	capacidad	jurídica.
3.32.	 Sistema	 electoral:	 Conjunto	 de	 principios,	 normas,	 reglas,
procedimientos	 técnicos	 legalmente	 establecidos,	 enlazados	 entre	 sí,	 por
medio	 de	 los	 cuales	 los	 electores	 expresan	 su	 voluntad	 política.	 Está
conformado	 por	 el	 Registro	 Nacional	 de	 Identificación	 y	 Estado	 Civil	 -
Reniec,	 la	 Oficina	 Nacional	 de	 Procesos	 Electorales	 -	 ONPE	 y	 el	 Jurado
Nacional	de	Elecciones	-	JNE.
3.33.	 Sistema	 Nacional	 para	 la	 Población	 en	 Riesgo:	 Es	 un	 sistema
funcional	encargado	de	dirigir	las	actividades	del	Estado	para	la	promoción,
atención	y	apoyo	a	niños	y	niñas,	las	y	los	adolescentes,	mujeres,	jóvenes	y
personas	adultas	mayores,	y	en	general	toda	persona	en	situación	de	riesgo
y	 abandono	 o	 con	 problemas	 síquicos,	 sociales	 o	 corporales	 que
menoscaben	su	desarrollo	humano.	Conformado,	entre	otras	entidades,	por
las	 Sociedades	 de	 Beneficencia	 Pública	 y	 Juntas	 de	 Participación	 Social,
siendo	el	Ministerio	de	la	Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables	el	ente	rector.
3.34.	Subtitulación:	Sistema	 que	 permite	 visualizar	 textos	 que	 aparecen
enmarcados	 en	 una	 ventana	 incrustada	 sobre	 la	 imagen	 del	 video.	 La
visualización	 es	 voluntaria.	 La	 subtitulación	 tiene	 diversas	 modalidades
como	 los	 textos	preparados	que	 tienen	una	 sincronización	perfecta	 con	 la
imagen,	 textos	 semipreparados,	 que	 pueden	 no	 sincronizar	 previamente
con	la	imagen	y	textos	directos	en	donde	no	hay	un	conocimiento	del	texto
de	antemano	como	entrevistas	en	directo,	debates	en	directo,	entre	otros.
3.35.	 Tecnologías	 de	 la	 información	 y	 la	 comunicación:	 Conjunto	 de
tecnologías	desarrolladas	para	gestionar	información	y	enviarla	de	un	lugar
a	otro.	 Incluyen	 las	 tecnologías	para	 almacenar	 información	y	 recuperarla
después,	 enviar	 y	 recibir	 información	 de	 un	 sitio	 a	 otro,	 o	 procesar
información	para	poder	calcular	resultados	y	elaborar	informes.
3.36.	UIT:	La	Unidad	Impositiva	Tributaria	es	un	valor	usado	en	las	normas
tributarias	para	determinar	 las	bases	 imponibles,	deducciones	y	 límites	de
afectación;	 así	 como	 para	 imponer	 sanciones	 y	 determinar	 obligaciones
contables	o	para	inscribirse	en	el	registro	de	contribuyentes.
3.37.	Vehículo	especial:	Medio	de	transporte	destinado	al	uso	o	traslado
de	la	persona	con	discapacidad.
__________
1	 Conforme	 a	 lo	 señalado	 en	 la	 Convención	 sobre	 los	 Derechos	 de	 las
Personas	con	Discapacidad.
NOTA:	Texto	del	artículo	según	Fe	de	Erratas	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	16	de
abril	del	2014.
Ley	29973.
ART.	63.—Consejo	Nacional	para	la	Integración	de	la	Persona
con	Discapacidad	(Conadis).	El	Consejo	Nacional	para	la
Integración	de	la	Persona	con	Discapacidad	(Conadis)	es	el	órgano
especializado	en	cuestiones	relativas	a	la	discapacidad.	Está
constituido	como	un	organismo	público	ejecutor	adscrito	al
Ministerio	de	la	Mujer	y	Poblaciones	Vulnerables,	con	autonomía
técnica,	administrativa,	de	administración,	económica	y
financiera.	Constituye	pliego	presupuestario.
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp.
ART.	 74.—Estructura	 orgánica	 del	 Conadis.	 La	 estructura	 orgánica	 del
Conadis	 está	 conformada	 por:	 El	 Consejo	 Nacional,	 la	 Presidencia,	 la
Secretaría	 General	 y	 demás	 órganos	 que	 establezca	 su	 Reglamento	 de
Organización	y	Funciones.
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp.
ART.	75.—Requisitos	para	ejercer	la	presidencia	del	Consejo	Nacional
para	 la	 Integración	 de	 la	 Persona	 con	 Discapacidad	 (Conadis).	 Para
ejercer	la	presidencia	se	requiere	además	de	los	requisitos	establecidos	en
el	numeral	66.2	del	artículo	66	de	la	ley,	los	siguientes:
a)	Ser	ciudadano	peruano.
b)	Trayectoria	acreditada	de	5	años	en	el	reconocimiento	de	los	derechos
de	las	personas	con	discapacidad.
c)	Experiencia	acreditada	en	gestión	pública.
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp.
ART.	76.—Elección	de	los	miembros	del	Consejo	Consultivo.
76.1.	 El	 Consejo	 Consultivo	 está	 conformado	 por	 representantes	 de	 las
organizaciones	 de	 personas	 con	 discapacidad	 reconocidas	 por	 su
experiencia	y	trayectoria,	libremente	elegidos.
76.2.	 La	 acreditación	 de	 los	 miembros	 del	 Consejo	 Consultivo	 se	 realiza
mediante	Resolución	de	Presidencia	del	Conadis.	El	cargo	del	miembro	del
Consejo	 consultivo	 es	 honorario,	 no	 inhabilita	 para	 el	 desempeño	 de
ninguna	función	pública	o	actividad	privada.
76.3.	El	Conadis	emite	la	directiva	para	la	elección	de	los	representantes	de
las	 organizaciones	 de	 personas	 con	 discapacidad	 al	 Consejo	 Consultivo,
conforme	al	numeral	65.2	del	artículo	65	de	la	ley.
76.4.	 El	 Consejo	 Nacional	 convoca	 la	 participación	 de	 los	 miembros	 del
Consejo	Consultivo,	cuando	lo	requiera.
76.5.	El	periodo	para	desempeñar	la	función	de	consejero	es	de	3	años.
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp.
ART.	77.—Recursos	del	Conadis.
77.1.	 El	 50%	señalado	 en	 el	 literal	 b)	 del	 artículo	68	de	 la	 ley,	 se	 calcula
sobre	la	base	del	porcentaje	a	que	se	refiere	el	segundo	párrafo	de	la	Quinta
Disposición	 Transitoria	 y	 Complementaria	 de	 la	 Ley	 N°	 26918	 y	 sus
modificatorias.
77.2.	Los	recursos	abonados	por	las	Sociedades	de	Beneficencia	Pública	son
entregados	 por	 el	 ente	 rector	 del	 Sistema	 Nacional	 para	 la	 Población	 en
Riesgo	 al	 Conadis,	 previa	 presentación	 y	 en	 función	 de	 los	 proyectos	 de
asistencia	social	orientados	a	la	población	con	discapacidad	que	presente.
77.3.	 Las	 Sociedades	 de	 Beneficencia	 Pública	 realizan	 el	 depósito	 de	 los
recursos	indicados	en	el	presente	artículo	en	la	cuenta	bancaria	que	para	tal
efecto	 señale	 el	 ente	 rector	 del	 Sistema	 Nacional	 para	 la	 Población	 en
Riesgo,	en	el	marco	de	la	normativa	del	Sistema	Nacional	de	Tesorería.
Ley	29973.
ART.	 64.—Funciones	 del	 Consejo	 Nacional	 para	 la
Integración	 de	 la	 Persona	 con	 Discapacidad	 (Conadis).	 El
Consejo	 Nacional	 para	 la	 Integración	 de	 la	 Persona	 con
Discapacidad	(Conadis)	tiene	las	siguientes	funciones:
a)	 Formular,	 planificar,	 dirigir,	 coordinar,	 ejecutar,	 supervisar	 y
evaluar	 las	 políticas	 nacionales	 y	 sectoriales	 en	 materia	 de
discapacidad.
b)	 Dictar	 normas	 y	 lineamientos	 técnicos	 para	 la	 adecuada
ejecución	y	supervisión	de	las	políticas	nacionales	y	sectoriales	en
materia	de	discapacidad.
c)	Promover	y	proponer	que,	en	la	formulación,	el	planeamiento
y	 la	 ejecución	 de	 las	 políticas	 y	 los	 programas	 de	 todos	 los
sectores	 y	 niveles	 de	 gobierno,	 se	 tomen	 en	 cuenta,	 de	 manera
expresa,	 las	 necesidades	 e	 intereses	 de	 la	 persona	 con
discapacidad.
d)	 Promover	 que,	 en	 la	 formulación	 y	 aprobación	 de	 los
presupuestos	sectoriales,	se	destinen	los	recursos	necesarios	para
la	 implementación	 de	 políticas	 y	 programas	 transversales	 y
multisectoriales	sobre	cuestiones	relativas	a	la	discapacidad.
e)	 Proponer,	 formular,	 planificar,	 coordinar	 y	 supervisar	 la
ejecución	 del	 Plan	 de	 Igualdad	 de	 Oportunidades	 para	 las
Personas	con	Discapacidad.
f)	 Promover	 y	 organizar	 los	 procesos	 de	 consulta	 a	 las
organizaciones	 de	 personas	 con	 discapacidad,	 en	 coordinación
con	los	sectores	y	niveles	de	gobierno	correspondientes.
g)	 Promover	 y	 ejecutar	 campañas	 para	 la	 toma	 de	 conciencia
respecto	 de	 la	 persona	 con	 discapacidad,	 el	 respeto	 de	 sus
derechos	 y	 de	 su	 dignidad,	 y	 la	 responsabilidad	 del	 Estado	 y	 la
sociedad	para	con	ella.
h)	 Promover,	 coordinar	 y	 ejecutar	 investigaciones	 sobre
cuestiones	 relativas	 a	 la	 discapacidad	 y	 al	 desarrollo	 de	 bienes,
servicios,	equipos	e	instalaciones	de	diseño	universal.
i)	 Difundir	 información	 sobre	 cuestiones	 relacionadas	 a	 la
discapacidad,	 incluida	 información	 actualizada	 acerca	 de	 los
programas	 y	 servicios	 disponibles	 para	 la	 persona	 con
discapacidad	y	su	familia,	y	de	las	organizaciones	de	personas	con
discapacidad.
j)	 Prestar	 apoyo	 técnico	 sobre	 cuestiones	 relativas	 a	 la
discapacidad	a	las	entidades	u	organismos	de	todos	los	sectores	y
niveles	de	gobierno.
k)	 Requerir	 información	 sobre	 cuestiones	 relacionadas	 a	 la
discapacidad	a	las	entidades	u	organismos	de	todos	los	sectores	y
niveles	de	gobierno.
l)	Interponer	demandas	de	cumplimiento.
m)	Fiscalizar,	imponer	y	administrar	multas.
n)	Exigir	coactivamente	el	pago	de	multas.
o)	Dirigir	el	Registro	Nacional	de	la	Persona	con	Discapacidad.
p)	Aprobar	su	plan	operativo	anual	y	su	presupuesto.
q)	Elaborar	su	reglamento	de	organización	y	funciones.
r)	Las	demás	que	le	asigne	la	ley	y	su	reglamento.
Ley	29973.
ART.	71.—Coordinación	con	el	Consejo	Nacional	para	la
Integración	de	la	Persona	con	Discapacidad	(Conadis).	El
Consejo	Nacional	para	la	Integración	de	la	Persona	con
Discapacidad	(Conadis)	coordina	con	los	gobiernos	regionales	y
las	municipalidades	la	efectiva	implementación	de	la	presente	ley
en	sus	jurisdicciones.	Les	presta	asesoría	técnica	y	capacitación
para	el	ejercicio	de	sus	funciones,	centraliza	la	información
referida	a	la	persona	con	discapacidad	y	promueve	la
participación	activa	de	las	organizaciones	de	personas	con
discapacidad	en	dichos	ámbitos.
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp.
ART.	 78.—Oficina	 Regional	 de	 Atención	 a	 las	 Personas	 con
Discapacidad	-	Oredis.
78.1.	 Los	 gobiernos	 regionales	 y	 la	Municipalidad	Metropolitana	 de	 Lima
adecúan	 su	 estructura	 orgánica	 y	 sus	 instrumentos	 de	 gestión,	 a	 fin	 de
incorporar	 a	 la	 Oficina	 Regional	 de	 Atención	 a	 las	 Personas	 con
Discapacidad	 -	 Oredis.	 Asimismo,	 llevan	 a	 cabo	 el	 diseño	 para	 el
funcionamiento	de	la	Oredis.
La	implementación	y	funcionamiento	de	la	Oficina	Regional	de	Atención	a
las	Personas	con	Discapacidad	-	Oredis	se	financia	con	cargo	al	presupuesto
institucional	del	Gobierno	Regional	o	de	la	Municipalidad	Metropolitana	de
Lima,	según	corresponda	en	el	marco	de	la	normativa	vigente.
78.2.	 Los	 gobiernos	 regionales	 y	 la	Municipalidad	Metropolitana	 de	 Lima
incorporan	 la	 perspectiva	 de	 discapacidad	 con	 enfoque	 transversal	 en	 la
formulación	y	ejecución	de	sus	políticas,	programas	y	planes	regionales.
78.3.	 Los	 gobiernos	 regionales	 y	 la	Municipalidad	Metropolitana	 de	 Lima
crean	las	Oficinas	Regionales	de	Atención	a	las	Personas	con	Discapacidad	-
Oredis,	conforme	a	la	normativa	vigente.
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp.
ART.	 79.—Oficina	 Municipal	 de	 Atención	 a	 las	 Personas	 con
Discapacidad	-	Omaped.
79.1.	 Los	 gobiernos	 locales	 adecúan	 su	 estructura	 orgánica	 y	 sus
instrumentos	 de	 gestión,	 a	 fin	 de	 incorporar	 la	 Oficina	 Municipal	 de
Atención	 a	 las	 Personas	 con	 Discapacidad	 -	 Omaped.	 Asimismo,	 llevan	 a
cabo	el	diseño	para	el	funcionamiento	de	la	Omaped.
La	implementación	y	funcionamiento	de	la	Oficina	Municipal	de	Atención	a
las	 Personas	 con	 Discapacidad	 -	 Omaped	 se	 financia	 con	 cargo	 al
presupuesto	 institucional	del	Gobierno	Local	correspondiente,	en	el	marco
de	la	normativa	vigente.
79.2.	Los	gobiernos	locales	incorporan	la	perspectiva	de	discapacidad	con
enfoque	 transversal	 de	 discapacidad	 en	 la	 ejecución	 de	 sus	 políticas,
programas	y	planes	locales.
79.3.	Los	gobiernos	locales	crean	las	Oficinas	Municipales	de	Atención	a	las
Personas	con	Discapacidad	-	Omapeds,	conforme	a	la	normativa	vigente.
PROMOCIÓN	Y	REGULACIÓN	DEL	USO	DE	PERROS	GUÍA	EN
LUGARES	PÚBLICOS	PARA	PERSONAS	CON	DISCAPACIDAD
VISUAL
Ley	29830.
ART.	 1°.—Objeto	 de	 la	 ley.	 Promover	 y	 regular	 el	 uso	 de	 perros	 guía	 y
garantizar	el	libre	acceso	de	las	personas	con	discapacidad	visual	que	hacen
uso	 de	 estos	 animales	 a	 lugares	 públicos	 o	 privados	 de	 uso	 público,
incluyendo	 medios	 de	 transporte	 y	 centros	 de	 trabajo,	 así	 como	 su
permanencia	en	ellos	de	manera	ilimitada,	constante	y	sin	trabas.
Ley	29830.
ART.	 4°.—Licencia	 por	 capacitación.	 Las	 entidades	 del	 sector	 público
otorgan	 licencia	con	goce	de	haber,	hasta	por	 treinta	días,	al	personal	 con
discapacidad	visual	que	requiera	ausentarse	de	sus	labores	para	capacitarse
en	el	uso	de	perros	guía.
Ley	29830.
ART.	6°.—Infracciones	y	sanciones.
6.1.	El	incumplimiento	de	lo	señalado	en	la	presente	ley	es	sancionado	con
multas	que	van	desde	0,5	UIT	hasta	12	UIT,	cuya	escala	es	determinada	por
reglamento.	 La	 entidad	 competente	 para	 conocer	 las	 infracciones	 y
sanciones	es	el	Ministerio	de	la	Mujer	y	Desarrollo	Social.
6.2.	 Lo	 recaudado	por	 concepto	de	multas	 se	destina	 al	 Consejo	Nacional
para	 la	 Integración	 de	 la	 Persona	 con	 Discapacidad	 (Conadis)	 para	 el
desarrollo	de	actividades	de	difusión	y	toma	de	conciencia	sobre	el	uso	de
perros	guía	por	personas	con	discapacidad	visual.
PROGRAMAS	DE	EMPLEO
Ley	29973.
ART.	47.—Medidas	de	fomento	del	empleo.
47.1.	 El	 Estado,	 a	 través	 de	 sus	 tres	 niveles	 de	 gobierno,
promueve	 la	 adopción	 por	 parte	 de	 los	 empleadores	 públicos	 y
privados	 de	 buenas	 prácticas	 de	 empleo	 de	 la	 persona	 con
discapacidad	y	de	estrategias	de	gestión	de	las	discapacidades	en
el	lugar	de	trabajo,	como	parte	integrante	de	una	política	nacional
encaminada	 a	 promover	 las	 oportunidades	 de	 empleo	 para	 la
persona	con	discapacidad.
47.2.	Los	empleadores	públicos	y	privados	generadores	de	rentas
de	tercera	categoría	que	emplean	a	personas	con	discapacidad
tienen	una	deducción	adicional	en	el	pago	del	Impuesto	a	la	Renta
sobre	las	remuneraciones	que	se	paguen	a	estas	personas,	en	un
porcentaje	que	es	fijado	por	decreto	supremo	del	Ministerio	de
Economía	y	Finanzas.
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp.
ART.	 47.—Incorporación	 de	 las	 personas	 con	 discapacidad	 en	 los
programas	 de	 formación	 laboral,	 actualización,	 colocación	 y	 empleo.
Los	programas	de	formación	laboral,	actualización,	colocación	y	empleo	del
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	así	 como	de	 los	gobiernos
regionales	 y	 municipalidades,	 incorporan	 en	 su	 diseño,	 componentes,
estrategias	o	metodologías	especializadas	para	adaptar	la	prestación	de	sus
servicios	 a	 las	 necesidades	 y	 características	 de	 los	 distintos	 tipos	 de
discapacidad,	con	la	finalidad	de	optimizar	su	eficacia.
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp.
ART.	 48.—Prestación	 de	 los	 servicios	 de	 empleo	 a	 las	 personas	 con
discapacidad	 en	 la	 Ventanilla	 Única	 de	 Promoción	 del	 Empleo.	 El
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	y	los	gobiernos	regionales,	a
través	 del	 mecanismo	 de	 la	 Ventanilla	 Única	 de	 Promoción	 del	 Empleo,
garantizan	a	las	personas	con	discapacidad	la	accesibilidad	a	los	servicios	de
empleo,	empleabilidad	y	emprendimiento	que	se	articulan	mediante	dicho
mecanismo.
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp.
ART.	 49.—Seguimiento	 y	 monitoreo	 de	 la	 reserva	 del	 10%	 del
presupuesto	 destinado	 a	 los	 programas	 de	 fomento	 del	 empleo
temporal.
49.1.	 El	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 efectúa	 el
seguimiento	 y	 monitoreo	 del	 cumplimiento	 de	 la	 reserva	 del	 10%	 del
presupuesto	 destinado	 a	 los	 programas	 de	 fomento	 del	 empleo	 temporal
para	 la	 formulación	de	proyectos	que	promuevan	el	empleo	de	 la	persona
con	discapacidad,	a	nivel	nacional.
49.2.	 Las	 entidades	 del	 Estado,	 en	 sus	 distintos	 niveles	 de	 gobierno,	 que
desarrollen	 programas	 de	 fomento	 al	 empleo	 temporal,	 informan
semestralmente	 a	 la	 Dirección	 de	 Promoción	 Laboral	 para	 Personas	 con
Discapacidad	 de	 la	 Dirección	 General	 de	 Promoción	 del	 Empleo	 sobre	 el
cumplimiento	 de	 dicha	 reserva	 presupuestal,	 así	 como	 de	 los	 puestos	 de
trabajo	generados	para	las	personas	con	discapacidad.
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp.
ART.	 50.—Política	 de	 fomento	 del	 empleo	 de	 las	 personas	 con
discapacidad.
50.1.	 El	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo,	 a	 través	 de	 la
Dirección	 de	 Promoción	 Laboral	 para	 las	 Personas	 con	 Discapacidad
formula,	coordina,	ejecuta,	dentro	del	ámbito	de	su	competencia	y	supervisa
la	 Política	 Nacional	 de	 Promoción	 de	 Oportunidades	 de	 Empleo	 para	 la
Persona	con	Discapacidad.
50.2.	La	 finalidad	de	 la	Política	Nacional	de	Promoción	de	Oportunidades
de	 Empleo	 para	 la	 Persona	 con	 Discapacidad	 es	 promover	 la	 inserción
formal	y	adecuada	de	la	persona	con	discapacidad	en	el	mercado	de	trabajo,
aplicando	estrategias	tanto	de	diseño	universal	como	especializadas,	que	se
orienten	 a	 mejorar	 sus	 competencias,	 reconocer	 sus	 capacidades,
habilidades	y	fomentar	entornos	laborales	inclusivos.
CUOTA	DE	EMPLEO
Ley	29973.
ART.	49.—Cuota	de	empleo.
49.1.	Las	entidades	públicas	están	obligadas	a	contratar	personas
con	 discapacidad	 en	 una	 proporción	 no	 inferior	 al	 5%	 de	 la
totalidad	de	su	personal,	y	 los	empleadores	privados	con	más	de
cincuenta	trabajadores	en	una	proporción	no	inferior	al	3%.
49.2.	 Previamente	 a	 toda	 convocatoria,	 las	 entidades	 públicas
verifican	el	cumplimiento	de	 la	cuota	del	5%,	con	 independencia
del	régimen	laboral	al	que	pertenecen.	La	entidad	pública	que	no
cumpla	 con	 la	 cuota	 de	 empleo	 se	 sujeta	 al	 procedimiento
establecido	en	el	reglamento	de	la	presente	ley.
49.3.	Las	multas	por	el	incumplimiento	de	la	cuota	de	empleo	de
personas	 con	 discapacidad	 en	 el	 sector	 público	 se	 destinan	 a
financiar	 programas	 de	 formación	 laboral	 y	 actualización,	 así
como	 programas	 de	 colocación	 y	 de	 empleo	 para	 personas	 con
discapacidad.	Corresponde	al	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción
del	Empleo	 la	 fiscalización	en	el	ámbito	privado	y	a	 la	Autoridad
Nacional	 del	 Servicio	 Civil,	 en	 coordinación	 con	 el	 Consejo
Nacional	 para	 la	 Integración	 de	 la	 Persona	 con	 Discapacidad
(Conadis),	en	el	sector	público.
49.4.	La	vacante	producida	por	la	renuncia,	el	despido	justificado,
la	jubilación	o	el	fallecimiento	de	un	trabajador	con	discapacidad
en	una	entidad	pública	es	cubierta	por	otra	persona	con
discapacidad,	previo	concurso.
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp.
ART.	51.—Bonificación	en	los	concursos	públicos	de	mérito.
51.1.	 La	 persona	 con	 discapacidad	 será	 bonificada	 con	 el	 15%,	 sobre	 el
puntaje	final	aprobatorio	obtenido	en	el	proceso	de	evaluación,	siempre	que
haya	alcanzado	un	puntaje	mínimo	aprobatorio.
51.2.	 La	 Autoridad	 Nacional	 del	 Servicio	 Civil	 -	 Servir,	 emite	 las
disposiciones	 normativas,	 complementarias	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo
48	 de	 la	 Ley	N°	 29973,	 a	 fin	 de	 que	 en	 los	 concursos	 públicos	 de	mérito,
cumplan	con	lo	dispuesto	en	el	presente	artículo.
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp.
ART.	52.—Ajustes	en	los	procedimientos	de	los	concursos	públicos.
52.1.	 La	 Autoridad	 Nacional	 del	 Servicio	 Civil	 -	 Servir	 dicta	 las	 normas
técnicas	 para	 implementar	 en	 los	 procesos	 de	 selección	 de	 recursos
humanos	que	realicen	las	entidades	públicas,	las	condiciones	adecuadas	de
acceso	 a	 los	 ambientes	 donde	 se	 desarrollan	 las	 etapas	 del	 proceso	 y
adecuación	 de	 las	 pruebas	 y	 evaluaciones,	 tomando	 en	 cuenta	 los
requerimientos	y	necesidades	de	los	postulantes	con	discapacidad.
52.2.	El	Conadis	brinda	a	 las	 entidades	públicas	que	 lo	 soliciten,	 asesoría
para	la	adaptación	de	puestos	de	trabajo	y	del	entorno	a	las	capacidades	y
requerimientos	de	las	personas	con	discapacidad,	a	fin	de	ampliar	con	ello
la	oferta	de	plazas	concursables.
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp.
ART.	53.—La	cuota	de	empleo	en	el	sector	público.
53.1.	Las	entidades	públicas	están	obligadas	a	contratar	no	menos	del	5%
de	 trabajadores	 con	 discapacidad	 del	 total	 de	 su	 personal,
independientemente	del	régimen	laboral	en	que	se	encuentren,	en	el	marco
normativo	vigente.
53.2.	La	presente	disposición	es	de	alcance	al	personal	civil	que	integra	las
Fuerzas	Armadas	y	la	Policía	Nacional	del	Perú.
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp.
ART.	54.—Procedimiento	para	el	cumplimiento	de	la	cuota	de	empleo
en	el	sector	público.
54.1.	En	caso	que	la	entidad	pública	verifique	que	no	cumple	con	la	cuota
de	 empleo,	 ésta	 debe	 considerar	 para	 la	 convocatoria	 de	 selección	 de
personal	o	concurso	de	méritos	que	en	caso	de	presentarse	un	empate	entre
postulantes	con	y	sin	discapacidad,	se	prioriza	la	contratación	de	personas
con	discapacidad,	en	cumplimiento	del	beneficio	de	la	cuota	laboral.
54.2.	La	Autoridad	Nacional	del	Servicio	Civil	-	Servir,	dentro	del	marco	de
sus	 competencias,	 formula	 políticas	 en	materia	 de	 recursos	 humanos	 con
discapacidad.
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp.
ART.	55.—Vacante	producida	por	una	persona	con	discapacidad	en	el
sector	 público.	 Las	 entidades	 públicas	 orientan	 su	 política	 de	 recursos
humanos,	con	la	finalidad	de	cubrir	las	vacantes	producidas	por	la	renuncia,
el	despido	 justificado,	 la	 jubilación	o	el	 fallecimiento	de	un	 trabajador	con
discapacidad	 por	 otra	 persona	 con	 discapacidad	 previo	 concurso,	 con	 el
objetivo	 de	 alcanzar	 y	 mantener	 la	 proporción	 de	 la	 cuota	 de	 empleo
señalada	en	la	ley.
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp.
ART.	 56.—Reglas	 para	 la	 aplicación	 de	 la	 cuota	 de	 empleo	 en	 el	 ámbito
privado
56.1	 Los	 empleadores,	 al	 registrar	 a	 sus	 trabajadores	 en	 la	 Planilla
Electrónica,	 señalan	 obligatoriamente	 si	 se	 trata	 de	 personas	 con
discapacidad.
56.2	 La	 obligación	 de	 los	 empleadores	 privados	 con	 más	 de	 50
trabajadores	para	contratar	personas	con	discapacidad	en	una	proporción
no	inferior	al	3%	de	la	totalidad	de	su	personal,	es	de	carácter	anual.
56.3	El	Sistema	de	Inspección	del	Trabajo	determina	en	el	mes	de	enero	de
cada	año,	 el	 cumplimiento	de	 la	 cuota	 correspondiente	a	 las	personas	 con
discapacidad,	en	el	año	anterior.	Para	ello,	verifica	la	información	contenida
en	la	Planilla	Electrónica,	aplica	los	criterios	de	cálculo	previstos	y	notifica	a
los	 empleadores	 que	 no	 han	 cumplido	 con	 la	 cuota,	 dando	 inicio	 al
correspondiente	procedimiento	sancionador.
56.4	 Los	 empleadores	 notificados	 por	 el	 incumplimiento	 efectúan	 sus
descargos	acreditando	fehacientemente:
a)	No	haber	generado,	en	el	año,	nuevos	puestos	de	trabajo	o	vacantes	por
cubrir	por	la	terminación	del	vínculo	laboral	en	cualquiera	de	sus	causas.
b)	En	caso	de	haberse	generado	vacantes	en	el	año,	deben	concurrir:
1.1	Razones	de	carácter	técnico	o	de	riesgo	vinculadas	al	puesto	de	trabajo
que	 motiven	 la	 especial	 dificultad	 para	 incorporar	 trabajadores	 con
discapacidad	en	la	empresa;
1.2	Haber	ofertado	los	puestos	de	trabajo	en	el	servicio	de	Bolsa	de	Trabajo
que	 se	 ofrece	 en	 la	 Ventanilla	 Única	 de	 Promoción	 del	 Empleo,	 o	 de	 los
servicios	prestados	por	otras	entidades	articulados	a	dicha	Ventanilla;
1.3	 Haber	 omitido	 todo	 requisito	 que	 constituya	 una	 exigencia
discriminatoria	contra	las	personas	con	discapacidad;	y,
1.4	Haber	garantizado	que	los	procesos	de	evaluación	específicos	permitan
la	efectiva	participación	de	las	personas	con	discapacidad	que	postulen.
56.5	Los	servicios	de	Acercamiento	Empresarial	y	de	Bolsa	de	Trabajo	que
se	 prestan	 a	 través	 de	 la	 Ventanilla	 Única	 de	 Promoción	 del	 Empleo	 del
Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo,	 en	 cogestión	 con	 los
gobiernos	regionales,	desarrollan	estrategias	especializadas	de	vinculación
entre	oferta	y	demanda,	para	facilitar	a	los	empleadores	el	cumplimiento	de
la	cuota.
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp.
ART.	 57.—Ajustes	 razonables	 para	 el	 empleo	 de	 las	 personas	 con
discapacidad
57.1	El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	establece,	mediante
resolución	ministerial,	las	normas	técnicas	para	la	aplicación	de	los	ajustes
razonables,	 que	 pueden	 incluir	 cambios	 en	 el	 espacio	 físico,	 provisión	 de
ayudas	técnicas,	servicios	de	apoyo,	adaptación	de	herramientas	de	trabajo,
ajustes	 en	 la	 organización	 del	 trabajo	 y	 horarios	 en	 función	 de	 las
necesidades	del	 trabajador	 con	discapacidad,	 a	 fin	de	 facilitar	 el	 acceso	 al
puesto	 de	 trabajo,	 desarrollo	 eficiente,	 programas	 de	 entrenamiento,
actualización	 laboral	 y	 programas	 de	 ascenso;	 asimismo,	 establece	 los
criterios	para	determinar	si	 la	realización	de	ajustes	razonables	constituye
una	carga	económica	excesiva.
57.2	 El	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 y	 los	 gobiernos
regionales	 prestan	 asesoramiento	 a	 los	 empleadores	 privados	 para	 la
implementación	de	los	ajustes	razonables	en	el	centro	de	trabajo.	Para	este
efecto,	 dicho	 Ministerio	 establece	 los	 lineamientos	 sectoriales	 para	 la
prestación	del	servicio	de	asesoramiento.
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp.
ART.	93.—Sanción	de	suspensión.	La	sanción	de	suspensión	temporal	sin
goce	 de	 haber	 por	 un	mes	 se	 impone	 al	 personal	 que	 presta	 servicios	 al
Estado	 por	 incurrir	 en	 los	 supuestos	 contenidos	 en	 el	 numeral	 81.3	 del
artículo	81	de	la	ley.
La	 sanción	 de	 suspensión	 sin	 goce	 de	 haber	 hasta	 por	 doce	 meses	 se
impone	 al	 personal	 que	 presta	 servicios	 al	 Estado	 por	 incurrir	 en	 los
supuestos	contenidos	en	el	numeral	81.4	del	artículo	81	de	la	ley.
Tipo	de	Infracción Sanciónmonetaria
Infracciones	leves	(1	UIT	hasta	5	UIT):
a)	La	inaplicación	del	descuento	sobre	el	valor	de	la	entrada	a	los
espectáculos	culturales,	deportivos	o	recreativos	organizados	por
De	1	a	2	UIT
las	entidades	públicas,	empresas	e	instituciones	privadas.
b)	La	omisión	de	un	rubro	sobre	la	condición	de	discapacidad	del
postulante	en	 los	 formularios	de	postulación	para	 los	concursos
públicos	de	mérito	convocados	por	las	entidades	públicas.
De	2	a	3	UIT
c)	La	omisión	de	mantener	la	matrícula	vigente	para	los	alumnos
universitarios	 que	 durante	 el	 período	 académico	 de	 pregrado
sufran	alguna	discapacidad	en	acto	de	servicio,	o	por	enfermedad
o	accidente,	según	corresponda.
De	2	a	3	UIT
d)	El	incumplimiento	de	la	obligación	de	las	entidades	públicas,
los	 prestadores	 de	 servicios	 públicos,	 las	 administradoras	 de
fondos	de	pensiones	y	las	entidades	bancarias	y	financieras	y	de
seguros	 de	 remitir	 información,	 recibos	 y	 estados	 de	 cuenta	 en
medios	y	formatos	accesibles	a	los	usuarios	con	discapacidad	que
lo	soliciten.
De	3	a	5	UIT
e)	El	retraso	en	la	comunicación	de	la	información	solicitada	por
el	 Consejo	 Nacional	 para	 la	 Integración	 de	 la	 Persona	 con
Discapacidad	(Conadis)	o	entrega	inexacta	o	incompleta.
De	3	a	5	UIT
Infracciones	graves	(Mayor	a	5	UIT	hasta	10	UIT):
a)	 El	 impedir	 la	 entrada	 de	 la	 persona	 con	 discapacidad	 a	 los
espectáculos	culturales,	deportivos	o	recreativos.
De	6	a	7	UIT
b)	 El	 incumplimiento	 injustificado	 de	 la	 obligación	 de	 adecuar
los	 procedimientos	 de	 admisión	 y	 evaluación	 por	 parte	 de
instituciones	educativas	de	cualquier	nivel.
De	7	a	9	UIT
c)	 La	 omisión	 de	 reservar	 el	 5%	 de	 las	 vacantes	 para	 las
personas	 con	 discapacidad	 en	 los	 procesos	 de	 admisión	 a
universidades,	institutos	o	escuelas	superiores.
De	7	a	9	UIT
d)	 La	 omisión	 de	 incluir	 asignaturas	 sobre	 discapacidad	 en	 los
currículos	 y	 programas	 para	 la	 formación	 de	 técnicos	 y
profesionales	 en	 los	 campos	 de	 la	 educación,	 el	 derecho,	 la
medicina,	la	sicología,	la	administración	y	el	trabajo	social.
De	7	a	9	UIT
e)	 La	 omisión	 de	 incluir	 asignaturas	 sobre	 accesibilidad	 y	 el
principio	de	diseño	universal	en	los	currículos	de	sus	facultades	y
programas	 para	 la	 formación	 de	 técnicos	 y	 profesionales	 en	 los
campos	 del	 diseño	 y	 la	 construcción,	 las	 edificaciones,	 el
transporte,	 las	 telecomunicaciones	 y	 las	 tecnologías	 de	 la
información.
De	7	a	9	UIT
f)	No	contar	con	intérpretes	de	lengua	de	señas	o	con	subtítulos
en	 los	 programas	 informativos,	 educativos	 y	 culturales
transmitidos	mediante	radiodifusión	por	televisión.
De	7	a	9	UIT
g)	Negarse	a	brindar	el	servicio	de	transporte	a	una	persona	por
su	condición	de	discapacidad. De	7	a	9	UIT
h)	 La	 omisión	 de	 incluir	 el	 cumplimiento	 de	 las	 normas	 de
accesibilidad	para	personas	con	discapacidad,	de	manera	expresa,
en	las	bases	de	los	procesos	de	selección	para	la	contratación	de
bienes,	servicios	u	obras	dentro	de	las	características	técnicas	de
los	bienes,	servicios	u	obras	a	contratar.
De	9	a	10	UIT
i)	No	considerar	 las	normas	de	accesibilidad	para	personas	con
discapacidad	en	el	otorgamiento	de	las	licencias	municipales	y	en
la	aprobación	de	los	expedientes	técnicos	de	obra.
De	9	a	10	UIT
j)	No	mantener	en	buen	estado	las	instalaciones	y	vías	públicas
para	garantizar	y	preservar	la	seguridad,	salud	e	integridad	física
de	la	persona	con	discapacidad.
De	9	a	10	UIT
k)	Incumplir	el	deber	de	vigilar	y	verificar	que	las	instalaciones
que	son	responsabilidad	de	las	empresas	prestadoras	de	servicios
públicos	se	mantengan	en	estado	óptimo	para	no	poner	en	riesgo
a	la	persona	con	discapacidad.
De	9	a	10	UIT
Infracciones	muy	graves	(Mayor	a	10	UIT	hasta	20	UIT):
a)	Contravenir	las	normas	de	accesibilidad	en	el	entorno	urbano
y	las	edificaciones.
De	11	a	12
UIT
b)	No	aplicar	la	bonificación	del	15%	del	puntaje	final	obtenido
por	 las	personas	 con	discapacidad	 en	 los	 concursos	públicos	de De	12	a	15
méritos	de	las	entidades	de	la	administración	pública. UIT
c)	 El	 incumplimiento	 de	 la	 cuota	 de	 empleo	 de	 personas	 con
discapacidad.
De	12	a	15
UIT
d)	 La	 negativa	 de	 permitir	 el	 acceso	 o	 permanencia	 a	 una
institución	 educativa	 pública	 o	 privada	 por	 motivos	 de	 su
discapacidad,	 de	 acuerdo	 con	 las	 directivas	 que	 para	 tal	 fin
establezca	el	Ministerio	de	Educación.
De	12	a	15
UIT
e)	El	incumplimiento	de	la	obligación	de	reconocer	al	deportista
con	discapacidad	que	obtenga	triunfos	olímpicos	y	mundiales	en
sus	 respectivas	 disciplinas,	 por	 parte	 del	 Instituto	 Peruano	 del
Deporte	y	el	Comité	Olímpico	Internacional.
De	12	a	15
UIT
f)	El	 despido	 arbitrario	 de	 la	 persona	 con	discapacidad	por	 las
entidades	públicas	cuando	no	existan	causales	que	lo	 justifiquen
o	 sin	 cumplir	 previamente	 los	 requisitos	 y	 procedimientos
establecidos	 en	 la	 legislación	 que	 regule	 el	 régimen	 laboral	 que
rija	la	relación	de	trabajo.
De	15	a	20
UIT
g)	La	omisión	por	los	funcionarios	responsables	de	formular	los
pliegos	 presupuestales	 de	 los	 distintos	 sectores	 y	 niveles	 de
gobierno,	 de	 considerar	 los	 recursos	 necesarios	 para	 la
implementación	 de	 las	 políticas	 y	 los	 programas	 en	materia	 de
discapacidad.
De	15	a	20
UIT
h)	 La	 entrega	 de	 información	 falsa	 al	 Consejo	Nacional	 para	 la
Integración	 de	 la	 Persona	 con	 Discapacidad	 (Conadis)	 ante	 un
requerimiento	realizado	por	éste.
De	15	a	20
UIT
El	pago	de	 la	multa	por	el	 infractor	no	lo	exime	del	cese	 inmediato	de	 los
actos	u	omisiones	que	dieron	lugar	a	la	sanción.
NOTA:	El	13	de	mayo	del	2015,	el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	publicó	la	Norma
Técnica	“Normas	Complementarias	para	la	aplicación	y	fiscalización	del	cumplimiento	de	la	cuota	de
empleo	para	personas	con	discapacidad	aplicable	a	los	empleadores	privado”.
EMPRESAS	PROMOCIONALES
Ley	29973.
ART.	54.—Definición	de	empresa	promocional	de	personas
con	discapacidad.	La	empresa	promocional	de	personas	con
discapacidad	es	aquella	constituida	como	persona	natural	o
jurídica,	bajo	cualquier	forma	de	organización	o	gestión
empresarial,	que	cuenta	por	lo	menos	con	un	30%	de	personal
con	discapacidad.	El	80%	de	este	personal	desarrolla	actividades
directamente	vinculadas	con	el	objeto	social	de	la	empresa.
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp.
ART.	60.—Registro	Nacional	de	Empresas	Promocionales	de	Personas
con	Discapacidad.
60.1.	 El	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 acredita	 a	 la
empresa	 promocional	 de	 personas	 con	 discapacidad	 a	 través	 de	 su
inscripción	en	 el	Registro	Nacional	de	Empresas	Promocionales.	Regula	 el
procedimiento,	requisitos	y	efectos	de	la	inscripción.
60.2.	 El	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo,	 a	 través	 de	 su
función	 inspectiva	 fiscaliza	a	 las	empresas	promocionales	de	personas	con
discapacidad	para	verificar	el	cumplimiento	efectivo	de	la	proporción	legal.
Regl.	-	D.	S.	002-2014-Mimp..
ART.	61.—Preferencia	de	bienes,	servicios	y	obras.
61.1.	Para	efecto	de	acogerse	al	beneficio	establecido	en	el	artículo	56	de	la
ley,	la	empresa	promocional	de	personas	con	discapacidad	presenta	ante	la
entidad	 pública	 contratante	 la	 constancia	 emitida	 por	 la	 Autoridad
Administrativa	 de	 Trabajo	 que	 la	 acredita	 como	 tal,	 así	 como	 copia	 de	 la
planilla	de	pago	correspondiente	al	mes	anterior	a	la	fecha	de	postulación	al
proceso	de	 contratación	de	bienes,	 servicios	u	 obras	 convocado	por	dicha
entidad.
61.2.	Para	la	aplicación	de	la	preferencia,	el	órgano	evaluador	de	la	entidad
pública	 contratante	 deberá	 verificar	 en	 la	 documentación	 señalada	 en	 el
párrafo	anterior,	que	 la	empresa	promocional	cuente	con	las	proporciones
establecidas	en	el	artículo	54	de	la	ley.
61.3.	 El	 Organismo	 Supervisor	 de	 las	 Contrataciones	 del	 Estado	 informa
trimestralmente	al	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	sobre	las
empresas	promocionales	que	se	han	acogido	al	beneficio	de	la	preferencia.
COMENTARIO.—Ley	 General	 de	 la	 Persona	 con	 Discapacidad.	 La	 Ley
General	de	la	Persona	con	Discapacidad,	aprobada	mediante	Ley	N°	29973,
tiene	 por	 objeto	 regular	 de	 manera	 integral	 diversos	 aspectos	 de	 la
problemática	 de	 este	 grupo	 laboral,	 con	 la	 finalidad	 de	 lograr	 su	 plena
integración	 en	 la	 sociedad,	 así	 como	 su	 desarrollo	 individual	 en
concordancia	con	el	enunciado	del	texto	constitucional.
El	 texto	 legal,	 que	 se	 reproduce	 en	 sus	 partes	 pertinentes,	 no	 se	 limita	 a
abordar	el	problema	desde	sus	 implicancias	netamente	 laborales,	sino	que
regula	 temas	 tales	 como	 la	 salud,	 educación	 y	 deporte	 de	 las	 personas
impedidas,	haciendo	especial	hincapié	en	las	medidas	de	protección.
En	 su	 Única	 Disposición	 Complementaria	 Derogatoria,	 la	 Ley	 N°	 29973
deroga	a	la	Ley	N°	27050,	que,	a	su	turno,	y	con	su	Quinta	Disposición	Final,
derogó	 a	 la	 Ley	 N°	 24067,	 relativa	 a	 la	 promoción,	 prevención	 y
rehabilitación	del	limitado	físico.
NORMAS	REGLAMENTARIAS
D.	S.	003-2000-Promudeh.
ART.	49.—El	Consejo	Nacional	coordina	con	el	Ministerio	de	Trabajo,	para
que	en	sus	programas	y	servicios	de	capacitación	y	empleo	se	considere	una
participación	 no	 menor	 del	 2%	 del	 total	 de	 beneficiarios	 en	 favor	 de	 las
personas	con	discapacidad.
D.	S.	003-2000-Promudeh.
ART.	 50.—El	 Consejo	Nacional	 promueve,	 apoya,	 coordina	 y	 supervisa	 la
ejecución	 de	 planes	 permanentes	 de	 capacitación,	 reconversión	 y
profesionalización	 celebrando	 convenios	 con	 instituciones	 públicas	 y
privadas,	dedicadas	a	dichas	actividades.
D.	S.	003-2000-Promudeh.
ART.	 51.—El	 Consejo	 Nacional	 coordina	 y	 asesora	 al	 empleador	 y	 al
trabajador	 que	 adquiera	 una	 discapacidad,	 para	 su	 reconversión	 y
reubicación	laboral.
D.	S.	003-2000-Promudeh.
ART.	 54.—El	 Consejo	 Nacional	 brinda	 asesoramiento	 a	 las	 personas	 con
discapacidad,	para	la	constitución	de	microempresas	y	empresas	familiares.
Para	 ello,	 podrá	 suscribir	 convenios	 con	 instituciones	 de	 educación
superior.
D.	S.	003-2000-Promudeh.
ART.	 57.—Se	 considera	 empresa	 promocional	 aquella	 con	 no	 menos	 del
30%	 de	 los	 trabajadores	 con	 discapacidad,	 de	 los	 cuales	 el	 80%	 deberá
desarrollar	actividades	relacionadas	directamente	con	el	objeto	social	de	la
misma.
D.	S.	003-2000-Promudeh.
ART.	59.—El	Consejo	Nacional	brinda	asesoramiento	 técnico,	 financiero	y
administrativo	 a	 las	 personas	 con	 discapacidad	 en	 la	 formación	 o
reorganización	de	las	empresas	promocionales.
R.	M.	196-2007-TR.
ART.	 1°.—Aprobar	 la	 Directiva	 Nacional	 N°	 005-2007-MTPE/3/11.2
“Procedimiento	para	el	registro	de	empresas	promocionales	para	personas
con	 discapacidad”,	 la	 misma	 que	 en	 anexo	 forma	 parte	 integrante	 de	 la
presente	resolución.
NOTA:	La	Directiva	Nacional	N°	005-2007-MTPE/3/11.2	“Procedimiento	para	el	registro	de
empresas	promocionales	para	personas	con	discapacidad”,	se	encuentra	íntegra	en	nuestra	sección
Normas	Complementarias.
TÍTULO	DECIMOPRIMERO
Programas	de	Reconversión	Productiva
FINALIDAD	DE	LOS	PROGRAMAS
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	107.—El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	Social,	en
coordinación	con	los	ministerios	de	la	Producción,	impulsará	el
establecimiento	de	programas	especiales	dirigidos	a	apoyar
procesos	de	reconversión	productiva	en	las	empresas	que	vienen
operando	en	el	Sector	Informal	Urbano	(SIU),	tendentes	a	mejorar
sus	niveles	de	productividad,	con	la	finalidad	de	potenciar	la
capacidad	generadora	de	empleo.
SUJETOS	DE	LOS	PROGRAMAS	DE	RECONVERSIÓN
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	108.—Se	podrán	acoger	a	los	programas	de	reconversión
productiva,	las	siguientes	categorías	laborales:
a)	Los	trabajadores	cesantes	como	consecuencia	de	los	procesos
de	reestructuración	industrial	y	reconversión	tecnológica;
b)	Los	trabajadores	asalariados	que	laboran	en	actividades
consideradas	predominantemente	de	carácter	informal;	y,
c)	Los	trabajadores	independientes	que	desarrollen	sus
actividades	predominantemente	en	el	Sector	Informal	Urbano
(SIU).
ACTIVIDADES	DE	CARÁCTER	INFORMAL
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	109.—Se	considerarán	como	actividades
predominantemente	de	carácter	informal	para	efectos	de	la
presente	ley,	a	todas	aquellas	que	se	desarrollen	en	forma
independiente	en	el	ámbito	de	la	microempresa	o	en	el	de	la
pequeña	empresa,	definidas	de	acuerdo	con	los	criterios	de	la	ley
de	la	materia	y	que	desarrollen	sus	actividades	productivas
preferentemente	en	los	sectores	comercio,	servicios,	pequeña
industria,	construcción	y	de	manufacturas	básicas	orientadas	al
mercado	interno	local,	regional	o	nacional.
MODALIDADES	EMPRESARIALES
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	110.—Las	modalidades	empresariales	que	la	presente	ley
promoverá	dentro	del	marco	de	los	procesos	de	reconversión
productiva,	serán	las	siguientes:
a)	Microempresas	y	pequeñas	empresas,	conforme	a	la	ley	de	la
materia;
b)	Programas	de	accionariado	difundido;	y,
c)	Cooperativas	de	trabajadores.
INCENTIVOS
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	111.—Los	principales	incentivos	que	contempla	la	presente
ley	como	medidas	de	promoción	del	proceso	de	reconversión
productiva,	serán	los	siguientes:
a)	Procedimiento	de	constitución	y	registro	simplificado,	como
incentivo	a	la	formalización	de	las	pequeñas	unidades	de
producción;
b)	Amnistía	administrativa;
c)	Asistencia	técnico-productiva;
d)	Asesoría	empresarial;
e)	Formación	profesional	y	reconversión	laboral;
f)	Capacitación	en	gestión	empresarial;
g)	Constitución	de	líneas	de	crédito	preferenciales;
h)	Constitución	de	fondos	solidarios	de	garantía;	e,
i)	Constitución	de	fondos	rotatorios	de	financiamiento.
Los	alcances	y	las	condiciones	en	que	se	otorgarán	estos
incentivos	se	establecerán	en	el	reglamento	de	la	presente	ley.
ORGANISMO	TÉCNICO	COMPETENTE
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	112.—La	Dirección	de	Empleo	y	Formación	Profesional	del
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	Social	será	el	organismo
técnico	que	centralizará	las	decisiones	relativas	al	diseño,
aplicación	y	ejecución	de	los	programas	señalados	en	el	presente
título.	A	tales	efectos,	la	Dirección	de	Empleo	y	Formación
Profesional	deberá:
a)	Constituir	y	mantener	un	banco	de	proyectos,	en	coordinación
con	organizaciones	no	gubernamentales,	centros	de	investigación
y	otras	entidades	con	las	cuales	tenga	celebrados	convenios	de
cooperación	técnica;
b)	Definir	los	lineamientos	básicos	para	el	diseño	y	ejecución	de
los	proyectos	designados;
c)	Brindar	asistencia	técnica	para	la	ejecución,	evaluación	y
ajuste	en	los	mismos;
d)	Intervenir	en	la	evaluación	técnica	de	los	proyectos;	y,
e)	Coordinar	con	los	ministerios	de	la	producción	las	medidas
necesarias	para	el	mejoramiento	de	los	programas
implementados.
TÍTULO	DECIMOSEGUNDO
Medidas	para	la	Generación	Masiva	del
Empleo
EMPLEO.	POBLACIÓN	EN	EXTREMA	POBREZA
L.	de	F.	y	P.	L.	-	D.	S.	002-97-TR.
ART.	53.—El	Poder	Ejecutivo	de	conformidad	con	el	Decreto
Legislativo	N°	657,	implementará	programas	temporales	de
generación	masiva	de	empleo	para	los	sectores	urbano-
marginales	y	rurales	destinados	a	los	segmentos	de	la	población
que	se	encuentren	en	situación	de	extrema	pobreza.
RECURSOS	DEL	FONCODES
L.	de	F.	y	P.	L.	-	D.	S.	002-97-TR.
ART.	54.—En	cada	ejercicio	presupuestario	anual,	el	Foncodes
destinará	los	recursos	correspondientes	para	el	financiamiento	de
programas	masivos	de	empleo	e	ingresos,	que	se	distribuirán	en
la	siguiente	proporción:
a)	Sesenta	por	ciento	(60%)	para	las	zonas	rurales;	y,
b)	Cuarenta	por	ciento	(40%)	para	las	zonas	urbano-marginales.
En	la	asignación	de	estos	recursos	las	zonas	declaradas	en	estado
de	emergencia	recibirán	un	trato	preferente.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 107.—El	 Foncodes	 coordinará	 con	 el	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	Social,	 la	 formulación	y	ejecución	de	 los	Programas	Masivos	de
Empleo	 e	 Ingresos	 previstos	 en	 el	 Título	 V	 del	 Capítulo	 V	 de	 la	 ley,	 con
sujeción	a	las	normas	que	regulan	su	organización	y	funciones.
PROGRAMAS	FINANCIADOS	POR	FONCODES
L.	de	F.	y	P.	L.	-	D.	S.	002-97-TR.
ART.	55.—Los	programas	masivos	de	empleo	e	ingresos
financiados	con	recursos	provenientes	del	Foncodes	deberán
sujetarse	a	los	siguientes	requisitos:
a)	Deberán	ser	intensivos	en	uso	de	mano	de	obra;
b)	Deberán	ser	rentables	y	de	corto	período	de	maduración;
c)	Deberán	emplear	preferentemente	recursos	humanos	y
materiales	provenientes	de	la	zona	en	que	se	ejecuta	el	proyecto;
d)	Deberán	generar	una	tasa	apreciable	de	retorno	en	recursos
en	favor	de	las	poblaciones	afectadas.
PROGRAMAS	EN	ÁREAS	RURALES
L.	de	F.	y	P.	L.	-	D.	S.	002-97-TR.
ART.	56.—Los	programas	que	se	ejecuten	en	las	áreas	rurales
con	apoyo	financiero	del	Foncodes	estarán	orientados
fundamentalmente	a	promover	el	desarrollo	de	las	actividades
agropecuarias	y	el	mejoramiento	de	los	niveles	de	vida	y
condiciones	de	trabajo	de	los	segmentos	de	la	población	en
situación	de	extrema	pobreza,	a	través	de	proyectos	que	generen
empleo	o	ingresos,	y	que	tengan	efectos	multiplicadores	en	el
contexto	de	las	economías	rurales,	tales	como:
a)	Obras	relacionadas	con	el	mejoramiento	de	la	producción	y	la
productividad	del	agro;	ampliación	de	la	frontera	agrícola,
reconstrucción	de	andenes,	desalinización	y	drenaje	de	suelos,
construcción	y	mejoramiento	de	canales	de	regadío,	así	como	de
pequeñas	represas	y	abrevaderos;	tareas	de	forestación	y
reforestación;
b)	Obras	de	apoyo	a	la	comercialización	y	a	la	provisión	de	bienes
y	servicios:	construcción	de	almacenes	y	silos,	canales,	frigoríficos
y	mercados	para	productos	alimenticios;
c)	Obras	relacionadas	con	la	infraestructura	vial:	construcción	y
mejoramiento	de	caminos,	trochas,	puentes	y	carreteras,	en
especial	las	vías	de	acceso	a	las	zonas	productoras;	y,
d)	Obras	para	el	mejoramiento	de	las	condiciones	de	vida	de	la
población:	Instalación	de	servicios	de	agua	potable	y	desagüe,
construcción,	equipamiento	y	mejoramiento	de	postas	médicas,
centros	educativos,	deportivos	y	centros	comerciales	y	de	acopio.
ORIENTACIÓN	DE	LOS	PROGRAMAS
L.	de	F.	y	P.	L.	-	D.	S.	002-97-TR.
ART.	57.—Los	programas	masivos	de	empleo	e	ingresos	para	las
zonas	urbano-marginales	financiados	con	apoyo	del	Foncodes,
básicamente	se	orientarán	hacia	el	mejoramiento	de	las
condiciones	de	vida	de	la	población	en	situación	de	pobreza
extrema,	tales	como:	instalación	de	servicios	de	agua	potable,
desagüe	y	redes	secundarias,	de	alumbrado	público,	de
construcción	y	mejoramiento	de	la	infraestructura	vial,	de	postas
médicas,	centros	asistenciales	y	de	salud,	centros	educativos	y
comunales,	y	de	comedores	y	cocinas	populares.
PROYECTOS	EN	COORDINACIÓN
L.	de	F.	y	P.	L.	-	D.	S.	002-97-TR.
ART.	58.—Para	tales	efectos	el	Foncodes	en	coordinación	directa
con	los	pobladores	de	las	zonas	rurales	y	urbano-marginales,
definirán	el	contenido	y	los	alcances	de	los	proyectos	que	hayan
de	ejecutarse	de	acuerdo	con	las	necesidades	y	requerimientos	de
la	población	afectada,	conjuntamente	con	un	calendario	de
ejecución	de	las	obras	a	realizarse	y	con	la	participación	activa	de
los	trabajadores	comunales	organizados	en	“núcleos	ejecutores”.
El	Foncodes	se	encargará	de	la	supervisión	de	los	proyectos	y	de
la	ejecución	de	las	obras,	y	se	encargará	de	proveer	a	los	“núcleos
ejecutores”	del	apoyo	técnico	y	material	necesario	para	el
cumplimiento	de	los	calendarios	de	ejecución	acordados.
TIPOS	DE	PROGRAMAS	TEMPORALES
L.	de	F.	y	P.	L.	-	D.	S.	002-97-TR.
ART.	59.—El	Foncodes	de	conformidad	con	los	lineamientos
establecidos	en	la	presente	ley,	deberá	contemplar	dos	tipos	de
programas	temporales	de	generación	masiva	de	empleo:
a)	Programas	de	Empleo	para	Jefes	de	Familia	(Pejef);	y,
b)	Programas	de	Generación	Masiva	de	Empleo	(Pegem).
PROGRAMAS	DE	EMPLEO	PARA	JEFES	DE	FAMILIA
L.	de	F.	y	P.	L.	-	D.	S.	002-97-TR.
ART.	60.—Los	Programas	de	Empleo	para	Jefes	de	Familia
(Pejef),	estarán	orientados	a	generar	ocupación	o	ingresos,	en
favor	de	trabajadores	que	se	encuentren	en	situación	de
desempleo	abierto,	sean	estos	trabajadores	calificados	o	no
calificados.
Los	requisitos	para	ingresar	a	laborar	en	los	programas	del	Pejef
serán	establecidos	en	el	Estatuto	del	Foncodes.
PROGRAMAS	DE	GENERACIÓN	MASIVA	DE	EMPLEO
L.	de	F.	y	P.	L.	-	D.	S.	002-97-TR.
ART.	61.—Los	Programas	de	Generación	Masiva	de	Empleo
(Pegem),	tendrán	por	objeto	la	ejecución	de	proyectos	de
inversión	pública	a	través	de	empresas	privadas	de	construcción
civil,	que	podrán	presentar	al	Foncodes	proyectos	de	obras
públicas	en	las	zonas	rurales	o	urbano-marginales,	y	que	serán
adjudicados	en	forma	directa,	previa	evaluación	técnica	por	parte
del	Foncodes.
PROGRAMAS	DE	EMPLEO	RÉGIMEN	LABORAL
L.	de	F.	y	P.	L.	-	D.	S.	002-97-TR.
ART.	62.—El	régimen	laboral	aplicable	a	los	trabajadores
comprendidos	en	los	Programas	de	Empleo	para	Jefes	de	Familia
(Pejef)	y	de	Generación	Masiva	de	Empleo	(Pegem),	se	sujetará	a
las	normas	establecidas	en	el	Título	II	de	la	Ley	de	Productividad	y
Competitividad	Laboral.
COMENTARIO.—Los	 programas	 de	 empleo	 se	 desarrollarán	 mediante
contratos	 modales.	 Dado	 que	 el	 Título	 II	 de	 la	 L.	 de	 P.	 y	 C.	 L.	 regula	 los
contratos	de	 trabajo	sujetos	a	modalidad,	 los	programas	de	empleo	de	 los
sistemas	 Pejef	 y	 Pegem	 se	 suscribirán	 necesariamente	 con	 una	 duración
determinada.
TÍTULO	DECIMOTERCERO
Intermediación	Laboral	y	Tercerización
CAPÍTULO	PRIMERO
Empleo	Autónomo	-	Cooperativas	-	Empresas	de
Servicios
FORMAS	ASOCIATIVAS	DE	LOS	TRABAJADORES
L.	de	F.	y	P.	L.	-	D.	S.	002-97-TR.
ART.	46.—El	Estado	promueve	la	consecución	de	un	empleo
pleno,	productivo	y	libremente	elegido,	a	través	de	la	promoción
de	formas	asociativas	decididas	por	los	propios	trabajadores	que
deseen	constituir	sus	empresas	como	un	mecanismo	eficaz	para	la
generación	de	nuevos	puestos	de	trabajo	y	como	sustento	del
régimen	de	economía	social	de	mercado	a	que	se	refiere	el
artículo	58	de	la	Constitución	Política	del	Perú.
Const.
ART.	58.—La	 iniciativa	privada	es	 libre.	Se	ejerce	en	una	economía	social
de	mercado.	 Bajo	 este	 régimen,	 el	 Estado	 orienta	 el	 desarrollo	 del	 país,	 y
actúa	 principalmente	 en	 las	 áreas	 de	 promoción	 de	 empleo,	 salud,
educación,	seguridad,	servicios	públicos	e	infraestructura.
PROGRAMAS	DE	INCENTIVOS	PARA	TRABAJADORES	RENUNCIANTES
L.	de	F.	y	P.	L.	-	D.	S.	002-97-TR.
ART.	47.—Las	empresas	y	sus	trabajadores	dentro	del	marco	de
la	negociación	colectiva	o	por	convenio	individual	con	sus
respectivos	trabajadores	pueden	establecer	programas	de
incentivos	o	ayudas	que	fomenten	la	constitución	de	nuevas
empresas	por	los	trabajadores	que	en	forma	voluntaria	opten	por
extinguir	su	vínculo	laboral.
NATURALEZA	DEL	INCENTIVO
D.	Leg.	774	-	L.I.R.	-	D.	S.	179-2004-EF.
ART.	18.—No	son	sujetos	pasivos	del	impuesto:
(...).
Constituyen	ingresos	inafectos	al	impuesto:
a)	Las	 indemnizaciones	previstas	por	 las	disposiciones	 laborales	vigentes.
Se	encuentran	comprendidas	en	la	referida	inafectación,	las	cantidades	que
se	 abonen	 de	 producirse	 el	 cese	 del	 trabajador	 en	 el	 marco	 de	 las
alternativas	previstas	en	el	inciso	b)	del	artículo	88	y	en	la	aplicación	de	los
programas	 o	 ayudas	 a	 que	 hace	 referencia	 el	 artículo	 147	 del	 Decreto
Legislativo	728,	Ley	de	Fomento	del	Empleo,	hasta	un	monto	equivalente	al
de	 la	 indemnización	que	 correspondería	 al	 trabajador	 en	 caso	de	despido
injustificado.
(...).
JURISPRUDENCIA.—Solo	las	sumas	que	tengan	naturaleza	indemnizatoria	o
nazcan	de	acuerdos	o	negociaciones	para	el	despido	están	inafectas	del
Impuesto	a	la	Renta.	“Que	como	se	puede	observar,	el	inciso	a)	del	tercer
párrafo	del	artículo	18	de	la	Ley	del	Impuesto	a	la	Renta	establece	como
regla	general	la	inafectación	del	Impuesto	a	la	Renta	de	las	indemnizaciones
previstas	en	las	normas	laborales,	sin	embargo,	excepcionalmente,	la	norma
incluye	dentro	de	la	inafectación,	determinados	conceptos	previstos	en	la
Ley	de	Fomento	del	Empleo,	entre	las	que	se	encuentra,	aquellas	sumas
entregadas	con	la	finalidad	de	promover	el	empleo	propio	dentro	del	marco
de	una	negociación	entre	empleador	y	el	trabajador	quien,	por	voluntad
propia,	decide	dar	por	concluida	la	relación	laboral;
Que	en	este	último	supuesto,	el	artículo	18	antes	citado,	establece	además
un	límite	para	dichas	asignaciones,	indicando	que	la	inafectación	sólo
alcanzará	a	la	parte	que	no	exceda	de	la	indemnización	que	le
corresponderla	al	trabajador	en	caso	de	despido	arbitrario,	de	tal	manera
que	el	monto	que	supere	dicho	límite,	constituirá	ingreso	gravado	con	el
impuesto;
Que	en	cambio,	las	cantidades	entregadas	a	título	de	gracia	contempladas
en	el	artículo	57	de	la	Ley	de	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios,	no
cumplen	con	las	condiciones	antes	señaladas,	toda	vez	que	no	tienen
naturaleza	indemnizatoria	ni	provienen	de	acuerdos	o	negociaciones	entre
empleador	y	trabajador	en	los	términos	señalados	en	los	artículos	ya
citados	del	Decreto	Legislativo	N°	728	(...)”.	(T.F.,	RTF	08331-3-2004,	oct.
26/2004.	V.	P.	Pinto	de	Aliaga)
COMENTARIO.—Programas	de	apoyo	a	trabajadores	renunciantes.	Por
las	vías	del	convenio	colectivo	o	del	contrato	 individual,	 la	empresa	puede
establecer	políticas	de	apoyo	orientadas	a	que	sus	 trabajadores	que	cesen
voluntariamente	puedan	constituir	nuevas	empresas.
De	acuerdo	al	Art.	18	del	TUO	del	D.	Leg.	N°	774,	los	trabajadores	incursos
en	estos	programas	pueden	recibir	de	su	empleador	determinados	montos
dinerarios,	los	mismos	que	–de	no	exceder	el	equivalente	a	la	indemnización
por	despido	que	le	correspondería	al	servidor–	están	inafectos	al	Impuesto
a	la	Renta.
La	 indemnización	 por	 despido	 arbitrario	 en	 caso	 de	 trabajadores
contratados	 a	plazo	 indeterminado,	 equivale	 a	una	 remuneración	y	media
por	cada	año	de	servicios	con	un	máximo	de	doce	remuneraciones.
Las	remisiones	que	a	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo	efectúe	el	TUO	del	D.
Leg.	N°	774	 al	 corresponder	 a	 su	 texto	primigenio,	 deben	 entenderse	hoy
referidas	 a	 los	 Arts.	 48	 literal	 b)	 de	 la	 Ley	 de	 Productividad	 y
Competitividad	Laboral,	aprobada	por	D.	S.	N°	003-97-TR,	y	47	de	la	Ley	de
Formación	y	Promoción	Laboral,	aprobada	por	D.	S.	N°	002-97-TR.
COMENTARIO.—Naturaleza	 del	 beneficio.	 Dada	 su	 naturaleza	 de
gratificación	 extraordinaria	 de	 acuerdo	 a	 lo	 estipulado	 en	 el	 literal	 a)	 del
Art.	 19	 del	 D.	 Leg.	 N°	 650,	 las	 sumas	 derivadas	 de	 la	 aplicación	 de	 los
programas	 de	 apoyo,	 abonadas	 a	 los	 trabajadores,	 no	 tienen	 carácter
remunerativo	para	ningún	efecto	legal.
No	quedan,	en	consecuencia,	sujetas	a	aportes	o	contribuciones	laborales.
PRIVATIZACIÓN.	TRANSFERENCIA	A	LOS	TRABAJADORES
L.	de	F.	y	P.	L.	-	D.	S.	002-97-TR.
ART.	48.—El	Poder	Ejecutivo,	dentro	del	marco	del	proceso	de
privatización	de	las	empresas	públicas	sujetas	al	régimen	laboral
común	de	la	actividad	privada	podrá	optar	por	transferirlas	en
propiedad	a	sus	propios	trabajadores	en	los	términos	que
establece	la	legislación	respectiva.
COMENTARIO.—Normatividad	sobre	transferencia	en	propiedad	a	los
trabajadores.	La	venta	directa	de	acciones	de	una	empresa	del	Estado	a	sus
trabajadores,	se	rige	por	lo	estipulado	en	el	Título	VI	del	D.	Leg.	N°	674,	Ley
de	Promoción	de	la	Inversión	Privada	en	las	Empresas	del	Estado.
MODALIDADES	EMPRESARIALES.	OPCIONES
L.	de	F.	y	P.	L.	-	D.	S.	002-97-TR.
ART.	49.—Los	trabajadores	a	que	se	refiere	este	título	podrán
optar	por	las	siguientes	modalidades	empresariales	de	fomento	al
empleo	autónomo:
a)	Constitución	de	pequeñas	empresas	y	microempresas	en
conformidad	con	las	disposiciones	de	la	ley	de	la	materia;
b)	Programas	de	accionariado	difundido	regulados	por	la
respectiva	Ley	de	Privatización;
c)	Cooperativas	de	trabajadores:	Cooperativas	de	Trabajo	y
Fomento	del	Empleo	y	Cooperativas	de	Trabajo	Temporal;
d)	Cualquier	otra	modalidad	empresarial	o	societaria
contemplada	en	la	Ley	General	de	Sociedades	y	en	la	legislación
mercantil	vigente.
Ley	27626.
ART.	1°.—Objeto	de	la	ley.	La	presente	ley	tiene	por	objeto
regular	la	intermediación	laboral	del	régimen	laboral	de	la
actividad	privada,	así	como	cautelar	adecuadamente	los
derechos	de	los	trabajadores.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	1°.—De	las	definiciones.
Actividad	principal.	Modificado.	D.	S.	008-2007-TR,	Art.	1°.	Constituye
actividad	 principal	 de	 la	 empresa	 usuaria	 aquélla	 que	 es	 consustancial	 al
giro	 del	 negocio.	 Son	 actividad	principal	 las	 diferentes	 etapas	 del	 proceso
productivo	de	bienes	y	de	prestación	de	servicios:	exploración,	explotación,
transformación,	producción,	organización,	administración,	comercialización
y	en	general	toda	actividad	sin	cuya	ejecución	se	afectaría	y/o	interrumpiría
el	funcionamiento	y	desarrollo	de	la	empresa.
Actividad	 complementaria.	 Modificado.	 D.	 S.	 008-2007-TR,	 Art.	 1°.
Constituye	actividad	complementaria	de	la	empresa	usuaria	aquella	que	es
de	carácter	auxiliar,	no	vinculada	a	la	actividad	principal,	y	cuya	ausencia	o
falta	 de	 ejecución	 no	 interrumpe	 la	 actividad	 empresarial,	 tal	 como	 las
actividades	 de	 vigilancia,	 seguridad,	 reparaciones,	 mensajería	 externa	 y
limpieza.
La	 actividad	 complementaria	 no	 es	 indispensable	 para	 la	 continuidad	 y
ejecución	de	la	actividad	principal	de	la	empresa	usuaria.
Actividad	 de	 alta	 especialización.	 Constituye	 actividad	 de	 alta
especialización	 de	 la	 empresa	 usuaria	 aquélla	 auxiliar,	 secundaria	 o	 no
vinculada	a	 la	actividad	principal	que	exige	un	alto	nivel	de	conocimientos
técnicos,	 científicos	 o	 particularmente	 calificados,	 tal	 como	 el
mantenimiento	y	saneamiento	especializados.
Centro	 de	 trabajo.	 Es	 el	 lugar	 o	 lugares	 donde	 se	 encuentran	 las
instalaciones	 de	 la	 empresa	 usuaria	 donde	 el	 trabajador	 presta	 sus
servicios.
Centro	de	operaciones.	Es	el	 lugar	o	 lugares	donde	el	 trabajador	realiza
sus	labores	fuera	del	centro	de	trabajo	de	la	empresa	usuaria.
Entidades.	 Son	 aquellas	 que	 tienen	 por	 objeto	 exclusivo	 destacar	 a	 su
personal	 a	 una	 empresa	 usuaria,	 para	 prestar	 servicios	 temporales,
complementarios	o	de	alta	especialización,	que	cumplen	con	 los	requisitos
de	la	ley	y	están	registradas	ante	la	autoridad	administrativa	de	trabajo.
Intermediación	de	servicios	temporales.	Consiste	en	emplear	uno	o	más
trabajadores	con	el	fin	de	destacarlo	temporalmente	a	una	tercera	persona,
natural	o	jurídica,	denominada	empresa	usuaria,	que	dirige	y	supervisa	sus
tareas.
Intermediación	 de	 servicios	 complementarios	 o	 altamente
especializados.	 Consiste	 en	 prestar	 servicios	 complementarios	 o
especializados	 por	 una	 persona	 jurídica,	 que	 destaca	 a	 su	 personal	 a	 una
empresa	 usuaria,	 para	 desarrollar	 labores	 complementarias	 o	 altamente
especializadas,	 en	 las	 que	 esta	 última	 no	 determina	 ni	 supervisa
sustancialmente	las	tareas	del	trabajador	destacado.
Ley.	Ley	N°	27626,	 ley	que	regula	 la	actividad	de	 las	empresas	especiales
de	servicios	y	de	las	cooperativas	de	trabajadores.
Ministerio.	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	Social.
Organismo	 público.	 Se	 refiere	 al	 organismo	 público	 sujeto	 al	 régimen
laboral	privado.
Registro.	 Es	 el	 Registro	 Nacional	 de	 Empresas	 y	 Entidades	 que	 realizan
actividades	de	intermediación	laboral.
Trabajador.	 Se	 refiere	 al	 trabajador	 subordinado	 o	 al	 socio	 trabajador
destacado	a	una	empresa	usuaria.
Ley	27626.
ART.	2°.—Campo	de	aplicación.	La	intermediación	laboral	sólo
podrá	prestarse	por	empresas	de	servicios	constituidas	como
personas	jurídicas	de	acuerdo	a	la	Ley	General	de	Sociedades	o
como	cooperativas	conforme	a	la	Ley	General	de	Cooperativas,	y
tendrá	como	objeto	exclusivo	la	prestación	de	servicios	de
intermediación	laboral.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	2°.—Modificado.	D.	S.	006-2003-TR,	Art.	1°.	Objeto	social	de	las
entidades	 de	 intermediación.	 Las	 entidades	 tienen	 como	 objeto
exclusivo	la	prestación	de	servicios	de	intermediación	laboral.
Las	empresas	de	servicios	temporales,	complementarios	y	especializados
pueden	 desarrollar	 simultáneamente	 las	 actividades	 de	 intermediación
previstas	en	la	ley,	siempre	que	ello	conste	así	en	su	estatuto	y	registro.
Las	 cooperativas	 de	 trabajo	 temporal	 sólo	 pueden	 intermediar	 para
supuestos	 de	 temporalidad	 y	 las	 cooperativas	 de	 trabajo	 y	 fomento	 del
empleo,	para	actividades	complementarias	y	de	alta	especialización.
Las	actividades	accesorias,	directamente	vinculadas	e	indispensables	para
la	 realización	 de	 las	 actividades	 de	 intermediación	 laboral,	 son
consideradas	como	parte	del	objeto	social	de	las	entidades.
Ley	27626.
ART.	3°.—Supuestos	de	procedencia	de	la	intermediación
laboral.	La	intermediación	laboral	que	involucra	a	personal	que
labora	en	el	centro	de	trabajo	o	de	operaciones	de	la	empresa
usuaria	sólo	procede	cuando	medien	supuestos	de	temporalidad,
complementariedad	o	especialización.
Los	trabajadores	destacados	a	una	empresa	usuaria	no	pueden
prestar	servicios	que	impliquen	la	ejecución	permanente	de	la
actividad	principal	de	dicha	empresa.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	16.—De	la	inspección	del	trabajo.	La	inspección	del	trabajo	en	los
supuestos	de	 intermediación	 laboral	se	puede	 llevar	a	cabo	en	 la	entidad
como	 en	 la	 empresa	 usuaria,	 en	 este	 último	 caso	 se	 efectuará	 como
diligencia	previa.	El	inspector	del	trabajo	está	facultado	a	solicitar	toda	la
información	 que	 se	 requiera	 para	 constatar	 el	 cumplimiento	 de	 los
requisitos	legales	establecidos	en	la	ley	y	en	el	presente	reglamento.
JURISPRUDENCIA.—Toda	trasgresión	a	los	supuestos	de	intermediación
laboral	determina	la	existencia	de	una	relación	laboral	entre	los	trabajadores
destacados	y	la	empresa	usuaria.	“5.	La	Ley	27626	tiene	como	propósito
regular	la	intermediación	laboral	no	solo	respecto	a	la	actividad	de	las
empresas	y	entidades	que	podrán	intervenir	en	ella	sino	también,	en	forma
clara	e	integral,	los	derechos	de	los	trabajadores	involucrados,	así	como	sus
limitaciones.
6.	La	intermediación	laboral	es	una	figura	que	tiene	como	finalidad
exclusiva	la	prestación	de	servicios	por	parte	de	una	tercera	persona
destacada	para	que	preste	servicios	temporales,	complementarios	o	de	alta
especialización	en	otra	empresa	llamada	usuaria;	para	tal	efecto,	la	entidad
intermediadora	y	la	empresa	usuaria	suscriben	un	contrato	de	naturaleza
civil	denominado	locación	de	servicios,	no	importando	dicho	destaque
vínculo	laboral	con	la	empresa	usuaria.
7.	Como	puede	observarse,	en	la	intermediación	laboral	se	establece	una
relación	jurídica	en	la	que	participan	tres	sujetos	de	derecho:	una	empresa
usuaria,	una	empresa	intermediaria	y	un	trabajador	destacado,
determinándose	una	limitación	de	contratación	a	que	se	refiere	el	párrafo
segundo	del	artículo	3°	de	la	Ley	27626	(...).
8.	En	consecuencia,	toda	trasgresión	a	los	supuestos	de	intermediación
laboral	determina	la	existencia	de	una	relación	laboral	entre	los
trabajadores	destacados	y	la	empresa	usuaria.	Por	ende,	y	de	conformidad
con	el	artículo	3°	de	la	Ley	27626,	se	juzgará	la	existencia	de	relación
laboral	entre	la	empresa	usuaria	y	el	trabajador	destacado,	en	aquellos
casos	en	que	se	haya	pactado	la	intermediación	de	servicios	que	no	se
caracterice	por	ser	temporal,	complementaria	o	de	alta	especialización,	y,
por	el	contrario,	corresponda	a	un	servicio	que	implique	una	actividad
principal	y	permanente	de	la	empresa	usuaria.”	(T.	C.,	Exp.	06371-2008-
PA/TC,	dic.	19/2011.	S.	S.	Beaumont	Callirgos)
JURISPRUDENCIA.—La	desarticulación	de	las	actividades	productivas	en	las
empresas.	“‘En	efecto,	en	primer	lugar,	la	descentralización	podría
identificarse	con	un	proceso,	es	decir,	con	la	actividad	de	separar	de	una
empresa	ciertas	labores	que	hasta	entonces	se	venían	realizando	por	la
misma	para	encargárselas	a	un	tercero,	desde	el	segundo	punto	de	vista,	el
análisis	se	centraría	en	el	resultado	de	dicha	actividad,	en	las	relaciones
emergentes	del	proceso	descrito’.	Ahora	bien	cabe	preguntarse	cuáles	son
las	diferentes	aristas	que	encierra	este	concepto;	por	lo	que	corresponde
indicar	que	‘(...)	En	primer	lugar,	la	generalidad	de	los	autores	recoge	la	idea
de	que	la	descentralización	constituye	un	proceso	dinámico	por	el	cual	una
empresa	procede	a	exportar	actividades	presentes	en	la	misma,	aunque
utilicen	para	ello	expresiones	muy	variadas	entre	las	que	figuran,	sin	ánimo
de	ser	exhaustivo,	la	de	fragmentación	o	destructuración	del	ciclo
productivo,	dislocación,	externalización	o	transferencia.	Por	otra	parte,
algunas	definiciones,	desde	una	perspectiva	más	estática,	se	refieren	a	la
descentralización	simplemente	como	una	forma	de	organizar	el	proceso	de
producción	de	bienes	y	servicios	(...)	En	segundo	lugar,	por	lo	que	respecta
al	objeto	del	proceso	descentralizador,	resulta	habitual	hacer	referencia	a
actividades	integrantes	del	ciclo	productivo	de	bienes	o	servicios	de	la
empresa	descentralizadora.	La	concreción	de	dichas	actividades	ha
experimentado	una	fuerza	expansiva	en	dos	direcciones	distintas:	por	un
lado,	desde	las	menciones	a	actividades	de	mayor	importancia,	cada	vez	más
próximas	al	core	business	de	la	empresa	ante	el	cual	parece	que	la
descomposición	debería	pararse,	aunque	en	algunos	casos	lo	atraviesa;	por
otra	parte,	si	en	un	principio	habitualmente	se	hacía	referencia	a	actividades
preexistentes	en	la	empresa,	tal	matización	ha	ido	desapareciendo,	de
manera	que	es	posible	hablar	de	descentralización	incluso	la	colaboración
buscada	en	el	exterior	si	corresponde	con	actividades	no	desarrolladas
previamente	en	la	misma	(...).”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	275-2012-La	Libertad,	jun.
08/2012.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Destinatarios	del	encargo	empresarial	en	la	traslación
de	actividades.	“En	tercer	lugar,	en	el	momento	de	identificar	los
destinatarios	del	encargo	empresarial,	la	realidad	ofrece	posibilidades	de
forma	que	aquéllos	no	deben	restringirse	exclusivamente	a	las	entidades
empresariales,	sino	que	ha	de	entenderse	que	la	descentralización	se	puede
efectuar	hacia	cualquier	tercero,	sea	una	persona	física	o	jurídica.	En
relación	con	el	destinatario	debe	igualmente	indicarse	que	no	es	preciso	que
el	mismo	desempeñe	su	actividad	fuera	de	la	fábrica,	como	en	algún
momento	ha	sido	afirmarse,	siendo,	por	el	contrario,	indiferente	su
localización.	Finalmente,	cabe	señalarse	que	la	traslación	de	actividades,
como	se	verá	más	adelante,	se	puede	efectuar	a	través	de	diferentes
procedimientos	y	que,	asimismo	puede	originar	distintos	tipos	de	ligámenes
o	relaciones	entre	los	sujetos	implicados	(...)’	y,	‘(...)	en	el	momento	de
identificar	los	instrumentos	que	permiten	llevar	a	cabo	el	objeto
descentralizador,	los	autores	que	han	estudiado	el	fenómeno	han
mencionado,	por	ejemplo,	las	contratas	de	obra	y	servicios,	el	trabajo
autónomo	y	el	para	subordinado,	el	tradicional	trabajo	a	domicilio	y	el	más
moderno	teletrabajo,	las	empresas	de	trabajo	temporal	y	los	grupos	de
empresas	(…)”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	275-2012-La	Libertad,	jun.	08/2012.	V.	P.
Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Consecuencias	negativas	de	la	descentralización	de
determinadas	actividades	empresariales.	“Pero	todo	este	proceso	de
descentralización	de	determinadas	actividades,	productivas,
administrativas,	gerenciales,	etc.,	que	vienen	adoptando	las	empresas	en
nuestro	país	no	siempre	traen	consecuencias	positivas	sino	que	además
conlleva	un	aspecto	negativo	a	considerar,	por	ello	se	ha	señalado	que:	‘(...)
Esta	forma	de	organizar	el	proceso	productivo,	en	el	momento	de	su
utilización,	puede	representar	para	los	trabajadores	implicados,
determinados	riesgos	o	peligros	que	no	han	pasado	inadvertidos	a	los	ojos
de	la	doctrina	científica.	En	este	sentido,	se	ha	señalado	que	en	la
subcontratación	de	obras	y	servicios	subyacen	dos	inconvenientes
esenciales.	En	primer	lugar,	los	comentaristas	han	hecho	referencia	al	hecho
de	que	el	trabajador,	con	toda	probabilidad,	disfrutará	de	un	nivel	o	grado
de	tutela	laboral	en	su	empresa	inferior	al	que	hubiese	gozado	de	haberse
vinculado	de	forma	directa	con	la	empresa	principal.	No	se	olvide	que	una
de	las	razones	buscadas	con	la	descentralización	productiva	era
precisamente,	el	ahorro	en	costes	sociales;	pues	bien,	el	ahorro	mencionado
pasa	por	la	existencia	en	la	empresa	contratista	de	un	tratamiento
económico	y	normativo	interior	al	que	rige	en	la	comitente.	En	segundo
lugar,	también	se	menciona	entre	los	riesgos	que	acompañan	a	la	técnica	de
la	subcontratación	la	existencia	de	un	mayor	peligro	para	los	trabajadores
de	ver	frustrados	sus	derechos	laborales.	En	esa	línea	se	ha	destacado	como
la	descentralización	a	menudo	se	efectúa	hacia	empresas	pequeñas	e
inconsistentes	que,	con	frecuencia,	están	dotadas	de	una	respaldo	financiero
limitado.	Así	pues,	la	posibilidad	de	que	las	mismas	se	coloquen	una
situación	de	insolvencia	es	alta;	de	manera	derivada,	ello	provoca	un
incremento	en	los	riesgos	de	que	se	produzca	eventualmente
incumplimientos	por	parte	ere	la	contratista	respecto	las	obligaciones
laborales	por	ésta	asumidas.	Es	evidente	que	la	identificación	de	este	tipo	de
riesgos	corresponde	con	una	idea	de	la	descentralización	productiva
vinculada	a	un	uso	patológico	de	la	misma,	llevada	a	cabo,	además,
recurriendo	a	empresa	de	pequeñas	dimensiones	que,	por	lo	general,	se
encuentran	sometidas	a	una	fuerte	dependencia	o	subordinación	respecto	la
principal.	Ahora	bien,	como	ya	se	ha	remarcado	más	arriba,	ello	no	tiene	por
qué	ser	necesariamente	así,	sobre	todo	en	la	actual	realidad	productiva	(...).”
(C.	S.,	Cas.	Lab.	275-2012-La	Libertad,	jun.	08/2012.	V.	P.	Yrivarren
Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—La	intermediación	laboral	y	la	tercerización
(outsourcing):	cuatro	diferencias	sustanciales.	“Dentro	de	las	formas	de
viabilizar	la	descentralización	productiva	encontramos	dos	modalidades
que	por	su	recurrencia	adquieren	mayor	relevancia	en	nuestro	medio:	la
Intermediación	laboral	y	la	tercerización	(outsourcing),	las	que	han	sido
previstas	normativamente	en	nuestro	ordenamiento	jurídico,	en	forma
directa	en	el	caso	de	la	primera	e	indirecta	en	la	segunda	(...)	Conforme	lo
expuesto,	puede	advertirse	la	existencia	de	diferencias	sustanciales	y	legales
entre	la	intermediación	laboral	y	la	tercerización	de	servicios	las	cuales
pueden	resumirse	principalmente	en	cuatro:	1)	En	la	intermediación	laboral
sólo	hay	destaque	o	provisión	de	mano	de	obra,	mientras	que	en	el
outsourcing	se	presta	un	servicio	integral,	él	puede	incluir	personal;	2)	En	la
intermediación	el	tipo	de	actividad	que	puede	ser	contratada	es	para
servicios	temporales,	servicios	complementarios	y	servicios	especializados,
los	trabajadores	destacados	a	una	empresa	usuaria	no	pueden	prestar
servicios	que	impliquen	la	ejecución	permanente	de	la	actividad	principal	o
complementaria,	temporal	o	permanente;	3)	En	las	empresas	de
intermediación	la	empresa	usuaria	tiene	facultades	de	fiscalización	y
dirección	del	personal	destacado,	mientras	que	en	el	outsourcing	sólo	puede
haber	coordinación,	no	puede	tener	poder	de	dirección	sobre	el	personal	del
tercero;	y	4)	En	la	intermediación	no	interesa	el	resultado,	de	los	servicios,
sino	simplemente	que	el	intermediador	provea	de	la	mano	de	obra	a	la
empresa	usuaria.	mientras	que	en	la	tercerización	se	exige	al	contratista
asuma	responsabilidad	sobre	el	resultado	de	los	servicios	que	presta;	por	lo
que	corresponde	ahora	analizar	los	hechos	presentados	en	el	desarrollo	de
las	labores	del	actor	verificando	el	cumplimiento	de	las	formalidades
exigidas	por	las	leyes	citadas	confrontándolos	con	los	hechos	realmente
producidos.”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	275-2012-La	Libertad,	jun.	08/2012.	V.	P.
Yrivarren	Fallaque)
DOCTRINA.—Empresas	 de	 intermediación	 laboral	 que	 contraten	 con
entidades	públicas	no	están	obligadas	a	constituir	fianza	laboral.	 “(…)
La	 primera	 disposición	 Final	 y	 Transitoria	 del	 Reglamento	 de	 la	 Ley	 N°
27626,	“Ley	que	regula	la	actividad	de	las	empresas	especiales	de	servicios
y	 de	 las	 cooperativas	 de	 trabajadores”	 establece	mecanismos	 preventivos
complementarios	que	tutelan	los	derechos	laborales	de	los	trabajadores	de
las	 empresas	 de	 servicios	 que	 se	 vinculan	 con	 organismos	 públicos
mediante	 contratos	 de	 intermediación	 laboral.	 Los	 mismos,	 que	 están	 a
cargo	del	organismo	público	contratante,	son:	1)	la	previsión	contractual	de
una	cláusula	de	resolución;	2)	la	fiscalización	a	la	empresa	de	servicios;	y	3)
la	 sanción	 efectiva	mediante	 la	 resolución	 del	 contrato	 de	 intermediación
laboral.”	 (MTPE,	 Inf.	023-2012-MTPE/2/14,	 jul.	10/2012.	Director	General
de	Trabajo	Christian	Sánchez	Reyes)
Ley	27626.
ART.	4°.—De	la	protección	del	ejercicio	de	derechos
colectivos.	La	intermediación	laboral	será	nula	de	pleno	derecho
cuando	haya	tenido	por	objeto	o	efecto	vulnerar	o	limitar	el
ejercicio	de	derechos	colectivos	de	los	trabajadores	que
pertenecen	a	la	empresa	usuaria	o	a	las	entidades	a	que	se
refiere	el	artículo	10.
La	acción	judicial	correspondiente	podrá	ser	promovida	por
cualquiera	con	legítimo	interés.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	6°.—Protección	 de	 los	 derechos	 colectivos.	 La	 nulidad	 a	 que	 se
refiere	el	artículo	4°	de	la	ley	procede	cuando	se	demuestre	en	juicio	que	la
intermediación	ha	tenido	como	objeto	o	efecto	directo	vulnerar	o	limitar	el
ejercicio	de	los	derechos	colectivos.
Ley	27626.
ART.	5°.—De	la	infracción	de	los	supuestos	de
intermediación	laboral.	La	infracción	a	los	supuestos	de
intermediación	laboral	que	se	establecen	en	la	presente	ley,
debidamente	comprobada	en	un	procedimiento	inspectivo	por	la
Autoridad	Administrativa	de	Trabajo,	determinará	que,	en
aplicación	del	principio	de	primacía	de	la	realidad,	se	entienda
que	desde	el	inicio	de	la	prestación	de	sus	servicios	los
respectivos	trabajadores	han	tenido	contrato	de	trabajo	con	la
empresa	usuaria.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	4°.—Modificado.	D.	S.	020-2007-TR,	Art.	1°.	De	la	tercerización	de
servicios.	 No	 constituye	 intermediación	 laboral	 los	 contratos	 de	 gerencia
conforme	al	artículo	193	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	 los	contratos	de
obra,	 los	 procesos	 de	 tercerización	 externa,	 los	 contratos	 que	 tienen	 por
objeto	 que	 un	 tercero	 se	 haga	 cargo	 de	 una	 parte	 integral	 del	 proceso
productivo	 de	 una	 empresa	 y	 los	 servicios	 prestados	 por	 empresas
contratistas	o	 subcontratistas,	 siempre	que	asuman	 las	 tareas	 contratadas
por	 su	 cuenta	 y	 riesgo,	 que	 cuenten	 con	 sus	propios	 recursos	 financieros,
técnicos	 o	 materiales,	 y	 cuyos	 trabajadores	 estén	 bajo	 su	 exclusiva
subordinación.
Pueden	 ser	 elementos	 coadyuvantes	 para	 la	 identificación	 de	 tales
actividades,	la	pluralidad	de	clientes,	el	equipamiento	propio	y	la	forma	de
retribución	 de	 la	 obra	 o	 servicio,	 que	 evidencien	 que	 no	 se	 trata	 de	 una
simple	provisión	de	personal.
NOTA:	El	artículo	1°	del	Decreto	Supremo	N°	020-2007-TR,	dispone:	“Amplíese	el	artículo	4°
incorporándose	los	artículos	4°-A,	4°-B	y	4°-C	al	Decreto	Supremo	N°	003-2002-TR,	los	que	quedan
redactados	de	la	siguiente	manera:	Artículo	4°.-	De	la	tercerización	de	servicios.	(...)”.	Es	preciso
señalar	que	el	texto	continúa	siendo	el	mismo.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	 4°-A.—Incorporado.	D.	 S.	 020-2007-TR,	 Art.	 1°.	 Desplazamiento
de	personal	a	unidades	de	producción	de	una	empresa	principal.	Los
contratos	que	ejecutan	alguna	de	las	modalidades	establecidas	en	el	artículo
4°	 del	 presente	 decreto	 supremo,	 con	 desplazamiento	 de	 personal	 a	 las
unidades	productivas	o	ámbitos	de	 la	 empresa	principal,	no	pueden	 tener
por	 objeto	 afectar	 los	 derechos	 laborales	 y	 de	 seguridad	 social	 de	 los
trabajadores,	y	deben	constar	por	escrito,	especificando	cuál	es	la	actividad
empresarial	 a	 ejecutar	 y	 en	 qué	 unidades	 productivas	 o	 ámbitos	 de	 la
empresa	principal	se	realiza.
Las	 empresas	 que	 desplazan	 personal	 deben	 contar	 con	 recursos
económicos	suficientes	para	garantizar	el	pago	de	obligaciones	 laborales	y
de	seguridad	social	de	los	trabajadores	desplazados.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	 4°-B.—Incorporado.	 D.	 S.	 020-2007-TR,	 Art.	 1°.
Desnaturalización.	 La	 contratación	 de	 servicios	 que	 incumpla	 las
disposiciones	del	artículo	4°	del	presente	decreto	supremo,	o	que	implique
una	simple	provisión	de	personal,	origina	que	los	trabajadores	desplazados
tengan	una	relación	de	trabajo	directa	con	la	empresa	principal.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	 4°-C.—Incorporado.	 D.	 S.	 020-2007-TR,	 Art.	 1°.	 Garantía	 de
derechos	laborales.	 Los	 trabajadores	 bajo	 contratos	 de	 trabajo	 sujetos	 a
modalidad,	 conforme	 al	 artículo	 79	 de	 la	 Ley	 de	 Competitividad	 y
Productividad	Laboral,	aprobada	mediante	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,
tienen	 iguales	 derechos	 que	 los	 trabajadores	 contratados	 a	 tiempo
indeterminado.	 Este	 derecho	 se	 aplica	 a	 los	 trabajadores	 desplazados	 en
una	tercerización	de	servicios,	que	estén	bajo	contratos	de	trabajo	sujetos	a
modalidad,	respecto	de	su	empleador.
Los	trabajadores	desplazados	en	una	tercerización	de	servicios,	cualquiera
fuere	la	modalidad	de	contratación	laboral	utilizada,	como	todo	trabajador
contratado	a	tiempo	indeterminado	o	bajo	modalidad,	tienen	respecto	de	su
empleador	derecho	a	la	libre	sindicación,	negociación	colectiva	y	huelga;	a	la
indemnización	 por	 despido	 arbitrario,	 a	 la	 indemnización	 por	 resolución
arbitraria	del	contrato	sujeto	a	modalidad,	reposición	por	despido	nulo	y	el
pago	de	remuneraciones	devengadas,	cuando	corresponda.
La	 tercerización	 de	 servicios	 y	 la	 contratación	 sujeta	 a	 modalidad,
incluyendo	aquella	realizada	en	 la	 tercerización	de	servicios,	no	puede	ser
utilizada	con	la	intención	o	efecto	de	limitar	o	perjudicar	la	libertad	sindical,
el	 derecho	 de	 negociación	 colectiva,	 interferir	 en	 la	 actividad	 de	 las
organizaciones	 sindicales,	 sustituir	 trabajadores	 en	 huelga	 o	 afectar	 la
situación	laboral	de	los	dirigentes	amparados	por	el	fuero	sindical.
Cuando	corresponda,	los	trabajadores	pueden	interponer	denuncias	ante	la
Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo	 o	 recurrir	 al	 Poder	 Judicial	 para
solicitar	 la	protección	de	sus	derechos	colectivos,	 incluyendo	 los	 referidos
en	 el	 párrafo	 segundo	 del	 presente	 artículo,	 a	 impugnar	 las	 prácticas
antisindicales,	 incluyendo	 aquellas	 descritas	 en	 el	 párrafo	 tercero	 del
presente	 artículo,	 a	 la	 verificación	 de	 la	 naturaleza	 de	 los	 contratos	 de
trabajo	 sujetos	 a	 modalidad	 de	 acuerdo	 al	 artículo	 77	 de	 la	 Ley	 de
Productividad	y	Competitividad	Laboral,	a	impugnar	la	no	renovación	de	un
contrato	 para	 perjudicar	 el	 ejercicio	 del	 derecho	 de	 libertad	 sindical	 y	 de
negociación	 colectiva	 o	 en	 violación	 del	 principio	 de	 no	 discriminación,	 y
obtener,	 si	 correspondiera,	 su	 reposición	 en	 el	 puesto	 de	 trabajo,	 su
reconocimiento	 como	 trabajador	 de	 la	 empresa	 principal,	 así	 como	 las
indemnizaciones,	 costos	 y	 costas	que	 corresponda	declarar	 en	un	proceso
judicial,	sin	perjuicio	de	la	aplicación	de	multas.
En	 las	 denuncias	 ante	 la	 Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo	 y	 en	 las
acciones	 judiciales	 los	 trabajadores	 pueden	 plantear	 acumulaciones
subjetivas	u	objetivas	para	el	amparo	de	sus	petitorios	y,	en	general,	 todo
acto	procesal	en	el	marco	de	la	legislación	de	la	materia.
JURISPRUDENCIA.—TC	estima	indicios	que	confirman	la	validez	de	la
intermediación	laboral.	“(...)	Con	los	contratos	de	intermediación	laboral	que
obran	de	fojas	46	a	55	se	acredita	que	la	emplazada	y	(…).	celebraron	un
contrato	con	el	objeto	de	que	esta	última	‘destaque	a	sus	trabajadores	para
satisfacer	las	necesidades	de	servicios	temporales	(ocasionales	o	de
suplencia);	complementarios	y	especializados	de	La	Usuaria’,	es	decir,	que
(…)	iba	a	destacar	trabajadores	a	la	sociedad	emplazada.	Dichos	contratos
en	su	conjunto	tenían	como	plazo	de	duración	del	16	de	diciembre	del	2008
al	15	de	diciembre	del	2009.
(…)	Siendo	así	está	acreditado	de	fojas	15	a	17	de	autos	que	el	recurrente
celebró	contratos	de	trabajo	para	servicios	de	intermediación	laboral	con
(…),	por	el	período	comprendido	entre	el	16	de	junio	y	el	14	de	diciembre
del	2009,	y	es	en	virtud	de	los	referidos	contratos	que	fue	destacado	a
prestar	sus	servicios	dentro	de	las	instalaciones	de	la	sociedad	demandada,
sin	haberse	podido	probar	que	el	vínculo	laboral	lo	mantuvo	realmente	con
la	sociedad	emplazada;	por	el	contrario,	conforme	se	advierte	de	las	boletas
de	pago	que	obran	de	fojas	7	a	14	de	autos,	era	(…)	la	que	pagaba	sus
remuneraciones,	consignándose	además	en	éstas	que	era	destacado	a	la
sociedad	emplazada	por	ser	su	cliente.	En	consecuencia	se	advierte	de	autos
que	no	ha	existido	fraude	o	simulación	en	los	contratos	de	intermediación
laboral,	por	lo	que	al	no	acreditarse	que	estos	se	hayan	desnaturalizado	la
demanda	debe	desestimarse.	(…).”	(T.	C.,	Exp.	003793-2010-PA/TC,	ene.
12/2011.	S.	S.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—La	desnaturalización	de	la	intermediación	laboral	no
puede	resolverse	en	un	proceso	de	amparo,	pues	necesita	actividad
probatoria.	“(...)	el	recurrente	interpone	demanda	de	amparo	contra	la
empresa	(...)	solicitando	que	se	deje	sin	efecto	el	despido	arbitrario	(...).
Manifiesta	haber	laborado	para	la	entidad	emplazada	desde	(…),	realizando
labores	de	naturaleza	permanente	y	bajo	entera	subordinación	al	personal
de	la	empresa	demandada,	configurándose	una	relación	laboral	directa	(…),
como	empresa	usuaria,	y	no	con	las	diversas	empresas	de	servicios
temporales	(…),	mediante	las	cuales	era	contratado,	(...).	Por	su	parte	la
empresa	demandada	sostiene	que	el	demandante	no	tuvo	vínculo	laboral
con	ella,	sino	con	diversas	empresas	de	tercerización.
Que	este	tribunal	(…),	ha	sostenido	que	‘(…)	solo	en	los	casos	en	que	tales
vías	ordinarias	no	sean	idóneas,	satisfactorias	o	eficaces	para	la	cautela	del
derecho,	o	por	la	necesidad	de	protección	urgente,	o	en	situaciones
especiales	que	han	de	ser	analizadas,	caso	por	caso	por	los	jueces,	será
posible	acudir	a	la	vía	extraordinaria	del	amparo,	correspondiendo	al
demandante	la	carga	de	la	prueba	para	demostrar	que	el	proceso	de	amparo
es	la	vía	idónea	para	restablecer	el	ejercicio	de	su	derecho	vulnerado,	y	no	el
proceso	judicial	ordinario	de	que	se	trate’.	En	este	sentido	se	desprende	que
la	demanda	de	amparo	sólo	será	viable	en	los	casos	en	que	el	recurrente
acredite	fehacientemente	los	hechos	alegados	mediante	medios	probatorios
que	no	requieran	de	actuación,	por	tratarse	el	proceso	de	amparo	de	un
proceso	sumario	que	carece	de	estación	probatoria.	(…).”	(T.	C.,	Exp.	01007-
2011-PA/TC,	may.	18/2011.	S.	S.	Eto	Cruz)
JURISPRUDENCIA.—Desnaturalización	de	la	intermediación	laboral
determina	la	existencia	de	la	relación	laboral	del	trabajador	con	la	empresa
usuaria.	“(...)	En	consecuencia,	toda	trasgresión	a	los	supuestos	de
intermediación	laboral	determina	la	existencia	de	una	relación	laboral	entre
los	trabajadores	destacados	y	la	empresa	usuaria.	Por	ende,	y	de
conformidad	con	el	artículo	3º	de	la	Ley	27626,	se	juzgará	la	existencia	de
relación	laboral	entre	la	empresa	usuaria	y	el	trabajador	destacado,	en
aquellos	casos	en	que	se	haya	pactado	la	intermediación	de	servicios	que	no
se	caracterice	por	ser	temporal,	complementaria	o	de	alta	especialización,	y,
por	el	contrario,	corresponda	a	un	servicio	que	implique	una	actividad
principal	y	permanente	de	la	empresa	usuaria.	(...).”	(T.	C.,	Exp.	06371-2008-
PA/TC,	ene.	31/2012.	S.	S.	Beaumont	Callirgos)
JURISPRUDENCIA.—El	TC	fija	criterios	para	labor	de	empresas
tercerizadoras	y	para	evaluar	su	desnaturalización.	“(...)	a	juicio	de	este
tribunal,	cuando	el	artículo	4°-B	del	Decreto	Supremo	N°	003-2002-TR,
dispone	que	la	desnaturalización	de	un	contrato	de	tercerización	origina
que	los	trabajadores	desplazados	tengan	una	relación	de	trabajo	directa	con
la	empresa	principal,	es	porque	valora	implícitamente	que	en	tales
supuestos	el	objetivo	o	‘justificación	subyacente’	a	la	tercerización
(consistente	en	la	generación	de	una	mayor	competitividad	en	el	mercado	a
través	de	la	descentralización	productiva)	no	ha	sido	el	(único)	móvil	de	la
tercerización	efectuada,	al	haber	tenido	como	propósito	subalterno	el
disminuir	o	anular	los	derechos	laborales	de	los	trabajadores.	(...).
Así,	desde	un	punto	de	vista	constitucional,	es	claro	para	este	colegiado
que,	al	margen	de	lo	establecido	en	la	ley	de	la	materia,	una	operación
(subcontratación	fraudulenta)	que	no	tiene	otro	fin	que	el	aumento	de	las
ganancias	empresariales,	a	costa	de	la	ilegítima	disminución	de	los	derechos
de	los	trabajadores	(y	no	mediante	la	búsqueda	real	de	la	eficiencia
empresarial),	se	encuentra	completamente	vedada.	Y	ello	no	sólo,	porque	en
este	caso	desaparece	la	finalidad	constitucional	y	legal	que	justifica	la
intervención	en	los	derechos	fundamentales	de	los	trabajadores,	que
inevitablemente	se	produce	con	la	utilización	de	la	tercerización,	sino
porque	la	finalidad	oculta	tras	el	fraude	en	la	subcontratación	representa	un
supuesto	de	‘instrumentalización’	de	la	dignidad	de	los	trabajadores,
inadmisible	en	el	Estado	constitucional”.	(T.	C.,	Exp.	05035-2013-PA/TC,
jun.	26/2014.	S.	S.	Blume	Fortini)
JURISPRUDENCIA.—El	contrato	de	gerencia	no	constituye	uno	de
intermediación	laboral,	sino	de	“outsourcing”.	“(...)	en	relación	a	la
tercerización	de	servicios	(outsourcing)	como	se	ha	referido
precedentemente,	esta	figura	ha	sido	regulada	indirectamente	por	el
artículo	4°	del	Decreto	Supremo	N°	003-2002-TR,	al	establecer	algunas
consideraciones	para	la	aplicación	de	las	leyes	N°	27626	y	N°	27696;	siendo
que	en	dicho	artículo	se	determina	que	no	constituye	intermediación
laboral,	los	contratos	de	gerencia,	conforme	al	artículo	193	de	la	Ley
General	de	Sociedades;	los	contratos	de	obra,	los	procesos	de	tercerización
externa,	los	contratos	que	tienen	por	objeto	que	un	tercero	se	haga	cargo	de
una	parte	integral	del	proceso	productivo	de	una	empresa	y	los	servicios
prestados	por	empresas	contratistas	o	sub-contratistas,	siempre	que
asuman	las	tareas	contratadas	por	su	cuenta	y	riesgo,	que	cuenten	con	sus
propios	recursos	financieros,	técnicos	o	materiales,	y	cuyos	trabajadores
estén	bajo	su	exclusiva	subordinación.	Pudiendo	ser	elementos
coadyuvantes	para	la	identificación	de	tales	actividades	la	pluralidad	de
clientes,	el	equipamiento	propio	y	la	forma	de	retribución	de	la	obra	o
servicio	que	evidencien	que	no	se	trata	de	una	simple	provisión	de
personal”.	(C.	S.,	Cas.	2959-2010-Del	Santa,	jun.	14/2012.	V.	P.	Torres	Vega)
JURISPRUDENCIA.—La	Suprema	anota	cuatro	diferencias	sustanciales	entre
la	intermediación	laboral	y	la	tercerización	de	servicios.	“Conforme	lo
expuesto,	puede	advertirse	la	existencia	de	diferencias	sustanciales	y	legales
entre	la	intermediación	laboral	y	la	tercerización	de	servicios	las	cuales
pueden	resumirse	principalmente	en	cuatro:	1)	En	la	intermediación	laboral
sólo	hay	destaque	o	provisión	de	mano	de	obra,	mientras	que	en	el
outsourcing	se	presta	un	servicio	integral,	el	cuál	puede	incluir	personal;	2)
En	la	intermediación	el	tipo	de	actividad	que	puede	ser	contratada	es	para
servicios	temporales,	servicios	complementarios	y	servicios	especializados,
los	trabajadores	destacados	a	una	empresa	usuaria	no	pueden	prestar
servicios	que	impliquen	la	ejecución	permanente	de	la	actividad	principal	o
complementaria,	temporal	o	permanente;	3)	En	las	empresas	de
intermediación	la	empresa	usuaria	tiene	facultades	de	fiscalización	y
dirección	del	personal	destacado,	mientras	que	en	el	outsourcing	sólo	puede
haber	coordinación,	no	puede	tener	poder	de	dirección	sobre	el	personal	del
tercero;	y	4)	En	la	intermediación	no	interesa	el	resultado	de	los	servicios,
sino	simplemente	que	el	intermediador	provea	de	mano	de	obra	a	la
empresa	usuaria,	mientras	que	en	la	tercerización	se	exige	al	contratista
asuma	responsabilidad	sobre	el	resultado	de	los	servicios	que	presta;	por	lo
que	corresponde	ahora	analizar	las	resoluciones	administrativas	materia	de
impugnación,	toda	vez	que	ellas	determinan	que	los	contratos	celebrados
entre	la	empresa	demandante	y	las	otras	empresas	forman	parte	de	los
contratos	de	intermediación	laboral,	supuesto	que	no	comparte	la	empresa
demandante	al	postular	su	demanda”.	(C.	S.,	Cas.	2959-2010-Del	Santa,	jun.
14/2012.	V.	P.	Torres	Vega)
JURISPRUDENCIA.—Trabajador	que	desempeña	funciones	relacionadas	con
la	actividad	principal	de	la	empresa	desnaturaliza	la	intermediación	laboral.
“Los	órganos	de	mérito,	luego	de	la	compulsa	de	los	hechos	y	de	la
valoración	de	la	comunidad	de	prueba	aportada	y	actuada	al	interior	del
proceso,	han	establecido	que	el	demandante	operaba	la	máquina
computarizada	de	filtro	de	polvo	de	malta,	en	el	área	de	recepción	de	malta,
operaba	las	máquinas	de	transportador	de	malta,	en	el	área	de	silos	de
malta,	en	el	área	de	pesado	de	malta	realizaba	la	labor	de	pesado	y	descarga
de	malta	y	de	limpieza,	en	el	área	de	carga	operaba	la	máquina	de
elevadores	y	motores,	así	como	realizaba	el	control	de	recepción	de	materia
prima	y	operaba	diferentes	maquinarias;	todo	ello	constatada	por	los
servicios	de	inspección	de	trabajo	(fojas	diecinueve	y	veinte)	y	el	acta	y	el
procedimiento	de	inspección,	documentos	no	cuestionados	ni	impugnados
por	la	demandada	(...)	(empresa	que	compró	la	demandada)	le	otorgó
fotocheck	al	demandante	(...)	como	‘operario	de	cocimiento’,	no	indicando
labor	de	limpieza	industrial	como	alega	(...).	(...)	Entonces	el	demandante	ha
desarrollado	funciones	relacionadas	a	la	actividad	principal	de	la
demandada,	pues	los	servicios	desarrollados	por	el	demandante	guardan
relación	con	la	etapa	de	proceso	productivo	de	la	cerveza,	por	lo	que	su	no
ejecución	afecta	el	desarrollo	normal	de	las	actividades	de	la	empresa	en	la
medida	que	la	malta	es	insumo	importante	para	el	producto	final	de	la
demandada”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	577-2012-Cusco,	set.	28/2012.	V.	P.	Torres
Vega)
JURISPRUDENCIA.—Las	demandas	de	desnaturalización	de	la
intermediación	laboral	no	necesitan	que	la	autoridad	laboral	compruebe
previamente	la	infracción.	“La	parte	recurrente	sostiene	que	la	sentencia
recurrida	ha	interpretado	erradamente	los	alcances	y	requisitos	del	artículo
5°	de	la	Ley	N°	27626,	Ley	que	regula	la	actividad	de	las	empresas
especiales	de	servicios	y	de	las	cooperativas	de	trabajadores;	siendo	la
interpretación	correcta	de	este	dispositivo	legal,	que	la	infracción	a	los
supuestos	de	intermediación	laboral	que	suponen	su	desnaturalización,
deben	ser	previamente	comprobados	por	la	autoridad	administrativa	de
trabajo	mediante	un	debido	procedimiento	inspectivo.	En	dicho	sentido,	el
demandante	debió	solicitar	previamente	a	la	interposición	de	su	demanda,
un	procedimiento	administrativo	inspectivo,	a	fin	de	determinar	los
supuestos	de	intermediación	laboral,	requisito	de	admisibilidad	y/o
procedencia	para	interponer	su	demanda	que	no	ha	sido	cumplido.	Al
respecto,	si	bien	la	parte	recurrente	precisa	cuál	es	la	norma	de	derecho
material	que	considera	ha	sido	erróneamente	interpretada,	señalando	cual
es	la	correcta	interpretación	que	según	su	posición	debió	atender	el
colegiado	superior,	se	advierte	que	en	el	fondo	lo	que	pretende	es	una	nueva
valoración	de	hechos	sobre	los	cuales	se	ha	emitido	el	pronunciamiento
correspondiente.	Así,	en	la	sentencia	de	vista	se	ha	considerado	que	la
infracción	a	los	supuestos	de	intermediación	laboral	previsto	en	el	artículo
8°	de	la	Ley	N°	27626	y	artículo	14	de	su	reglamento,	pueden	ser	invocados
y	acreditados	por	el	trabajador	en	sede	jurisdiccional,	siendo	en	todo	caso	el
procedimiento	inspectivo	por	la	autoridad	administrativa	de	trabajo,	el
medio	probatorio	idóneo	para	verificar	la	existencia	de	una
desnaturalización	de	la	relación	laboral,	desvirtuándose	la	alegación	de	que
la	autoridad	administrativa	de	trabajo	sea	la	única	facultada	para
comprobar	la	infracción	de	los	supuestos	de	intermediación	laboral,	y	por
tanto	de	que	constituya	un	requisito	de	procedibilidad	para	el	ejercicio	del
derecho	de	acción	del	demandante	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	2148-2015-Arequipa,
oct.	28/2015.	V.	P.	Monte	Minaya)
JURISPRUDENCIA.—Los	contratos	de	gerencia	no	constituyen
intermediación	laboral.	“En	cuanto	a	las	infracciones	normativas,	contenidas
en	los	ítems	ii)	y	iv),	referidas	a	la	Inaplicación	del	artículo	4°	del	Decreto
Supremo	N°	003-2002-TR,	esta	norma	señala:	“Artículo	4°.-	De	la
tercerización	de	servicios.	No	constituye	intermediación	laboral	los
contratos	de	gerencia,	conforme	al	artículo	193	de	la	Ley	General	de
Sociedades,	los	contratos	de	obra,	los	procesos	de	tercerización	externa,	los
contratos	que	tienen	por	objeto	que	un	tercero	se	haga	cargo	de	una	parte
integral	del	proceso	productivo	de	una	empresa	y	los	servicios	prestados
por	empresas	contratistas	o	sub	contratistas,	siempre	que	asuman	las	tareas
contratadas	por	su	cuenta	y	riesgo,	que	cuenten	con	sus	propios	recursos
financieros,	técnicos	o	materiales,	y	cuyos	trabajadores	estén	bajo	su
exclusiva	subordinación.	Pueden	ser	elementos	coadyuvantes	para	la
identificación	de	tales	actividades	la	pluralidad	de	clientes,	el	equipamiento
propio	y	la	forma	de	retribución	de	la	obra	o	servicio,	que	evidencien	que	no
se	trata	de	una	simple	provisión	de	personal”.	(C.	S.,	Cas.	3411-2014-Lima,
ene.	12/2016.	V.	P.	Malca	Guaylupo)
DOCTRINA.—TC:	en	el	empleo	público	no	cabe	la	aplicación	mecánica
del	 concepto	 de	 “desnaturalización”	 de	 la	 intermediación	 laboral.	 “(...)
Por	ello,	en	el	empleo	público	no	cabe	la	aplicación	mecánica	del	concepto
de	‘desnaturalización’,	pues	a	diferencia	de	una	empresa	particular	en	la	que
sus	accionistas	 velan	por	 sus	 legítimos	 intereses;	 el	Estado	que	es	 la	 gran
empresa	de	todos	los	peruanos,	muchas	veces	termina	siendo	superado	por
intereses	 subalternos,	 perjudicando	 abiertamente	 a	 la	 sociedad	 en	 su
conjunto,	 y	 en	 especial,	 a	 las	 personas	 que	 a	 pesar	 de	 estar	 debidamente
cualificadas	 y	 tener	 vocación	 de	 servicio,	 no	 logran	 ingresar	 al	 sector
público.
No	 desconozco	 que,	 jurisprudencialmente	 este	 colegiado	 ha	 venido
amparando	 pretensiones	 tendientes	 a	 reincorporar	 a	 ex	 -	 trabajadores
públicos	que	fueron	contratados	bajo	una	figura	modal	bajo	pretexto	de	una
“desnaturalización”	del	mismo,	 sin	 tomar	en	 consideración	el	 citado	 filtro,
pese	 a	 que	 de	 manera	 uniforme	 y	 reiterada	 se	 ha	 señalado	 que	 el
proceso	de	amparo	tiene	una	finalidad	restitutiva	y	no	declarativa.
En	 tal	 escenario,	 se	 ha	 venido	 incorporando	 al	 régimen	 laboral	 de	 la
actividad	 privada	 regulado	 en	 el	 Texto	 Único	 Ordenado	 del	 Decreto
Legislativo	 N°	 728,	 Ley	 de	 Productividad	 y	 Competitividad	 Laboral	 a	 ex	 -
trabajadores	contratados	bajo	figuras	modales,	pese	a	no	haber	pasado	por
un	proceso	evaluación	previa	de	méritos,	a	 través	de	 la	cual,	se	determine
en	primer	 lugar	si	existe	una	plaza	disponible,	y	en	segundo	término,	si	el
recurrente	 cumple	 con	 los	 requisitos	 necesarios	 para	 desempeñar	 dicha
labor,	 pues	 si	 bien	 previamente	 ha	 sido	 evaluado	 al	 ser	 contratado	 bajo
cualquier	figura	modal,	dicha	evaluación	no	tiene	el	rigor	que	supondría	su
ingreso	 definitivo;	 y	 más	 aún	 cuando	 la	 propia	 ‘desnaturalización’	 del
contrato	 tiene	 su	 origen	 en	 una	 actitud	 negligente	 o	 maliciosa	 de	 los
funcionarios	desleales	de	las	instituciones	públicas,	que	podría	tener	rasgos
de	 mala	 fe	 que	 en	 todo	 caso	 deberían	 ser	 objeto	 de	 un	 debate	 en	 la	 vía
ordinaria.	 (T.	 C.,	 Exp.	 06371-2008-PA/TC,	 ene.	 31/2012.	 Fundamento	 de
voto	del	magistrado	Álvarez	Miranda)
Ley	27626.
ART.	6°.—De	los	porcentajes	limitativos.	El	número	de
trabajadores	de	empresas	de	servicios	o	cooperativas	que
pueden	prestar	servicios	en	las	empresas	usuarias,	bajo
modalidad	temporal,	no	podrá	exceder	del	veinte	por	ciento	del
total	de	trabajadores	de	la	empresa	usuaria.
El	porcentaje	no	será	aplicable	a	los	servicios	complementarios
o	especializados,	siempre	y	cuando	la	empresa	de	servicios	o
cooperativa	asuma	plena	autonomía	técnica	y	la	responsabilidad
para	el	desarrollo	de	sus	actividades.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	 3°.—Límite	 porcentual	 y	 cualitativo	 a	 la	 intermediación	 de
servicios	 temporales.	 Los	 servicios	 temporales	 sólo	 pueden	 ser
intermediados	 hasta	 un	 20%	 de	 los	 trabajadores	 que	 tienen	 vínculo
laboral	 directo	 con	 la	 empresa	 usuaria,	 y	 siempre	 que	 concurran	 los
supuestos	 establecidos	 para	 los	 contratos	 ocasionales	 y	 de	 suplencia,
regulados	 en	 los	 artículos	 60	 y	 61	 de	 la	 Ley	 de	 Productividad	 y
Competitividad	Laboral	o	normas	que	los	sustituyan.
En	concordancia	con	los	fines	de	la	ley	y	a	lo	establecido	en	el	artículo	6°	y
numeral	 11.3	 del	 artículo	 11	 de	 la	 misma,	 las	 empresas	 de	 servicios
complementarios	o	especializados,	deben	asumir	plena	autonomía	técnica
y	responsabilidad	para	el	desarrollo	de	sus	actividades.
Ley	27626.
ART.	7°.—Derechos	y	beneficios	laborales.	Los	trabajadores	y
socios	trabajadores	de	las	empresas	de	servicios	y	de	las
cooperativas	gozan	de	los	derechos	y	beneficios	que
corresponde	a	los	trabajadores	sujetos	al	régimen	laboral	de	la
actividad	privada.
Los	trabajadores	y	socios	trabajadores	de	las	empresas	de
servicios	o	cooperativas,	cuando	fueren	destacados	a	una
empresa	usuaria,	tienen	derecho	durante	dicho	período	de
prestación	de	servicios	a	percibir	las	remuneraciones	y
condiciones	de	trabajo	que	la	empresa	usuaria	otorga	a	sus
trabajadores.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	5°.—Extensión	de	remuneraciones	y	condiciones	de	trabajo.	Las
remuneraciones	y	condiciones	de	trabajo	que	la	empresa	usuaria	otorga	a
sus	trabajadores	se	extienden	a	los	trabajadores	destacados	cuando	son	de
alcance	 general,	 de	 acuerdo	 con	 la	 categoría	 ocupacional	 o	 función
desempeñada,	mientras	dure	el	destaque.	No	son	extensivos	los	que	sean
otorgados	por	la	existencia	de	una	situación	especial	objetiva,	inherentes	a
calificaciones	 personales,	 desarrollo	 de	 actividades	 específicas,
particularidades	del	puesto	o	el	cumplimiento	de	condiciones	específicas.
No	 procede	 la	 extensión	 de	 derechos	 y	 beneficios	 cuando	 las	 labores
desarrolladas	 por	 los	 trabajadores	 destacados	 no	 son	 efectuadas	 por
ningún	trabajador	de	la	empresa	usuaria.
Ley	27626.
ART.	8°.—Supuestos	de	intermediación	laboral	prohibidos.
La	empresa	usuaria	no	podrá	contratar	a	una	empresa	de
servicios	o	cooperativas,	reguladas	por	la	presente	ley,	en	los
siguientes	supuestos:
1.	Para	cubrir	personal	que	se	encuentre	ejerciendo	el	derecho
de	huelga.
2.	Para	cubrir	personal	en	otra	empresa	de	servicios	o
cooperativa,	reguladas	por	la	presente	ley.
Por	reglamento,	se	podrá	establecer	otros	supuestos	limitativos
para	la	intermediación	laboral.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	14.—Infracción	 a	 los	 supuestos	 de	 intermediación	 laboral.	 Sin
perjuicio	 de	 lo	 expuesto	 en	 los	 artículos	 4°	 y	 8°	 de	 la	 ley,	 se	 considera
desnaturalizada	la	 intermediación	laboral,	y	en	consecuencia	configurada
una	relación	laboral	directa	con	el	trabajador	y	la	empresa	usuaria,	cuando
se	produzcan	cualesquiera	de	los	siguientes	supuestos:
-	 El	 exceso	 de	 los	 porcentajes	 limitativos	 establecidos	 para	 la
intermediación	de	servicios	temporales.
-	La	intermediación	para	servicios	temporales	distintos	de	los	que	pueden
ser	 cubiertos	 por	 los	 contratos	 de	 naturaleza	 ocasional	 o	 de	 suplencia,
regulados	en	el	Título	II	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo
N°	728,	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral.
-	La	intermediación	para	labores	distintas	de	las	reguladas	en	los	artículos
11	y	12	de	la	ley.
-	 La	 reiterancia	 del	 incumplimiento	 regulada	 en	 el	 primer	 párrafo	 del
artículo	 13	 del	 presente	 reglamento.	 Se	 verifica	 la	 reiterancia	 cuando
persiste	 el	 incumplimiento	 y	 se	 constata	 en	 la	 visita	 de	 reinspección	 o
cuando	 se	 constata	 que	 en	 un	 procedimiento	 de	 inspección	 anterior	 la
empresa	usuaria	realiza	tal	incumplimiento.
La	 verificación	 de	 los	 supuestos	 establecidos	 anteriormente	 son
infracciones	 de	 tercer	 grado	 de	 la	 empresa	 usuaria	 y	 de	 la	 entidad,
respectivamente.
Ley	27626.
ART.	9°.—Del	Registro	Nacional	de	Empresas	y	Entidades
que	Realizan	Actividades	de	Intermediación	Laboral.	Créase
el	Registro	Nacional	de	Empresas	y	Entidades	que	Realizan
Actividades	de	Intermediación	Laboral;	(en	adelante:	“El
Registro”)	a	cargo	de	la	Dirección	de	Empleo	y	Formación
Profesional	o	dependencia	que	haga	sus	veces	del	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	Social.
Ley	27626.
ART.	10.—Obligados	a	inscribirse	en	el	registro.	Se
consideran	empresas	y	entidades	obligadas	a	inscribirse	en	el
registro	a:
1.	Las	empresas	especiales	de	servicios,	sean	éstas	de	servicios
temporales,	complementarios	o	especializados;
2.	Las	cooperativas	de	trabajadores,	sean	éstas	de	trabajo
temporal	o	de	trabajo	y	fomento	del	empleo;	y,
3.	Otras	señaladas	por	norma	posterior,	con	sujeción	a	la
presente	ley.
Para	efectos	de	la	presente	norma,	las	empresas	y	entidades
antes	señaladas	se	denominarán	“entidades”.
Ley	27626.
ART.	11.—De	las	empresas	de	servicios.
11.1	Las	empresas	de	servicios	temporales	son	aquellas
personas	jurídicas	que	contratan	con	terceras	denominadas
usuarias	para	colaborar	temporalmente	en	el	desarrollo	de	sus
actividades,	mediante	el	destaque	de	sus	trabajadores	para
desarrollar	las	labores	bajo	el	poder	de	dirección	de	la	empresa
usuaria	correspondientes	a	los	contratos	de	naturaleza	ocasional
y	de	suplencia	previstos	en	el	Título	II	del	Texto	Único	Ordenado
del	Decreto	Legislativo	N°	728,	Ley	de	Productividad	y
Competitividad	Laboral,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-
97-TR.
11.2	Las	empresas	de	servicios	complementarios	son	aquellas
personas	jurídicas	que	destacan	su	personal	a	terceras	empresas
denominadas	usuarias	para	desarrollar	actividades	accesorias	o
no	vinculadas	al	giro	del	negocio	de	éstas.
11.3	Las	empresas	de	servicios	especializados	son	aquellas
personas	jurídicas	que	brindan	servicios	de	alta	especialización
en	relación	a	la	empresa	usuaria	que	las	contrata.	En	este
supuesto	la	empresa	usuaria	carece	de	facultad	de	dirección
respecto	de	las	tareas	que	ejecuta	el	personal	destacado	por	la
empresa	de	servicios	especializados.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	11.—De	los	contratos	de	trabajo	suscritos	con	los	trabajadores
destacados.	 Los	 contratos	 de	 trabajo	 celebrados	 entre	 la	 entidad	 y	 el
trabajador	 destacado,	 sean	 indeterminados	 o	 sujetos	 a	 modalidad,	 se
formalizan	 por	 escrito,	 y	 se	 presentan	 para	 su	 registro	 dentro	 de	 los
quince	 (15)	 días	 naturales	 de	 suscritos,	 y	 se	 regulan	 por	 la	 Ley	 de
Productividad	y	Competitividad	Laboral	y	su	reglamento.
En	 el	 caso	 de	 las	 cooperativas	 de	 trabajo	 la	 obligación	 se	 considera
cumplida	 con	 la	 presentación	 de	 la	 declaración	 jurada	 ante	 la	Autoridad
Administrativa	 de	 Trabajo	 en	 la	 que	 debe	 constar	 la	 nómina	 de
trabajadores	destacados	a	 la	 empresa	usuaria,	 la	misma	que	 se	presenta
dentro	de	los	quince	(15)	días	naturales	de	producido	el	destaque.
D.	S.	003-2002-TR.
Tercera	Disposición	 Final	 y	Transitoria.—Todo	 registro	 de	 contratos	 de
trabajo,	sean	los	dispuestos	por	la	ley,	o	por	otras	normas	para	el	caso	de
relaciones	 laborales	 directas,	 implica	 la	 necesaria	 calificación
administrativa	 sobre	 el	 cumplimiento	 de	 los	 requisitos	 de	 ley.	 El	 Texto
Único	 de	 Procedimientos	 Administrativos	 del	 ministerio	 establece	 la
oportunidad	 de	 la	 calificación,	 así	 como	 los	 demás	 requisitos	 de	 los
procedimientos	administrativos	para	los	registros	mencionados.
JURISPRUDENCIA.—Empresa	de	intermediación	laboral	debe	acreditar	la
comunicación	del	traslado	o	rotación	del	trabajador.	“(...)	la	recurrente
pretende	que	se	la	reincorpore	en	el	cargo	de	personal	de	limpieza	del
campamento	de	la	Mina	(…)	Mientras	que,	por	otro	lado,	la	empresa
demandada	alega	que,	respecto	de	esta	fecha,	a	la	actora	no	se	le	despidió,
sino	que	se	dispuso	su	traslado	a	la	ciudad	de	Lima,	no	habiéndose
presentado	a	su	centro	de	trabajo	(…)	respecto	a	la	supuesta	rotación	o
traslado	de	la	actora,	cabe	señalar	que	no	obra	documento	alguno	que	lo
acredite,	peor	aún	si	se	trataba	de	cambiarla	geográficamente	de	ubicación,
pues	era	necesario	satisfacer	los	criterios	de	razonabilidad	y	necesidades
del	centro	de	trabajo,	de	conformidad	con	el	segundo	párrafo	del	artículo	9°
del	Decreto	Supremo	003-97-TR.	De	igual	manera,	respecto	a	las
afirmaciones	de	la	empresa	demandada	en	el	sentido	de	que,	dedicándose	a
la	intermediación	laboral,	destacó	a	la	actora	a	una	empresa	usuaria	en
Lima,	lo	que	no	habría	sido	aceptado	por	la	demandante,	tampoco	la
demandada	ha	presentado	documento	alguno	respecto	del	destaque	ni	cuál
sería	la	nueva	empresa	usuaria.	Pero,	por	el	contrario,	si	se	pretende
afirmar	que	muchas	de	estos	actos	fueron	verbales,	cabe	señalar	que	la
demandante	sí	ha	presentado	como	sustento	de	sus	afirmaciones	el	acta	de
verificación	de	despido,	la	papeleta	de	vacaciones,	las	cartas	de	preaviso	y
de	despido,	entre	otros	documentos.	(...).”	(T.	C.,	Exp.	02460-2011-AA/TC,
ago.	16/2011.	S.	S.	Beaumont	Callirgos)
JURISPRUDENCIA.—CS:	“no	se	puede	imputar	responsabilidad	solidaria	a
una	empresa	minera	por	el	accidente	de	un	trabajador	de	otra	empresa	que	le
prestaba	servicios	de	seguridad”.	“(...)	la	ley	no	solo	regula	la	subcontratación
de	mano	de	obra	sino	también	la	subcontratación	de	servicios,	en	este
último	caso	aquellos	que	la	ley	y	su	reglamento	califican	como
complementarios;	en	el	caso	materia	de	análisis	se	trataría	del	servicios
prestados	por	el	que	fuera	el	señor	(...),	que	se	encuentra	dentro	del
presupuesto	a	que	se	refiere	el	numeral	11.2	de	la	ley	acotada	(...)	Que	la
empresa	de	servicio	complementario	no	constituye	un	supuesto	de	cesión
de	mano	de	obra,	sino	de	subcontratación;	la	diferencia	entre	una	y	otra,
además	de	la	ya	anotada,	apunta	a	que	la	empresa	de	servicios
complementarios	es,	en	rigor,	una	contratación	que	establece	una	relación
jurídica	civil	con	la	empresa	usuaria,	en	virtud	a	un	contrato	de	naturaleza
civil	o	mercantil.	Asimismo,	refiriéndonos	a	las	actividades
complementarías,	estas	suponen	un	destaque	de	personal	a	la	empresa
usuaria,	para	desarrollar	actividades	accesorias	o	no	vinculadas	al	giro	del
negocio	de	esta	(...)	siendo	así	en	el	presente	caso,	se	advierte	que	el	señor
(...)	prestaba	servicios	de	seguridad	a	la	Compañía	Minera	(...),	producto	del
contrato	celebrado	con	la	empresa	(...),	a	efectos	de	que	se	proporcione	los
servicios	de	seguridad	y	vigilancia	en	sus	instalaciones	(...)	En	consecuencia
se	tiene,	que	la	empresa,	(...)	era	el	empleador	(...).	Entonces	dada	la
naturaleza	de	la	labor	y	del	contrato	que	adjunta	la	empresa	(...),	ésta	realiza
una	actividad	complementaria	a	la	actividad	de	la	compañía	minera,	ya	que
viene	desarrollando	labores	que	no	son	inherentes	al	objeto	social	de	la
empresa	principal	(...);	esto	es,	desarrollar	labores	que	no	son	estrictamente
necesarias	al	giro	del	negocio;	por	ende	su	labor	no	está	relacionada
directamente	con	el	ciclo	productivo	de	la	empresa	minera”.	(C.	S.,	Cas.
4852-2012-Lima,	jun.	13/2013.	V.	P.	Estrella	Cama)
Ley	27626.
ART.	12.—De	las	cooperativas	de	trabajadores.	Las
cooperativas	de	trabajo	temporal	son	aquellas	constituidas
específicamente	para	destacar	a	sus	socios	trabajadores	a	las
empresas	usuarias	a	efectos	de	que	éstos	desarrollen	labores
correspondientes	a	los	contratos	de	naturaleza	ocasional	y	de
suplencia	previstos	en	el	Título	II	del	Texto	Único	Ordenado	de	la
Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,	aprobado	por
Decreto	Supremo	N°	003-97-TR.
Las	cooperativas	de	trabajo	y	fomento	del	empleo	son	las	que	se
dedican,	exclusivamente,	mediante	sus	socios	trabajadores
destacados,	a	prestar	servicios	de	carácter	complementario	o
especializado	contemplados	en	los	numerales	2	y	3	del	artículo
anterior.
Ley	27626.
ART.	13.—Obligatoriedad	de	la	inscripción	en	el	registro.	La
inscripción	en	el	registro	es	un	requisito	esencial	para	el	inicio	y
desarrollo	de	las	actividades	de	las	entidades	referidas	en	el
artículo	10	de	la	presente	ley.
Su	inscripción	en	el	registro	las	autoriza	para	desarrollar
actividades	de	intermediación	laboral	quedando	sujeta	la
vigencia	de	su	autorización	a	la	subsistencia	de	su	registro.
La	inscripción	en	el	registro	deberá	realizarse	ante	la	Autoridad
Administrativa	de	Trabajo	competente	del	lugar	donde	la
entidad	desarrollará	sus	actividades.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	8°.—Autoridad	competente	para	la	inscripción	en	el	registro.	La
inscripción	en	el	registro	debe	realizarse	ante	la	Autoridad	Administrativa
de	 Trabajo	 competente	 del	 lugar	 donde	 la	 entidad	 tenga	 señalado	 su
domicilio.	La	inscripción	debe	realizarse	ante	la	Autoridad	Administrativa
de	 Trabajo	 de	 la	 localidad	 donde	 se	 encuentre	 la	 sede	 principal	 de	 la
entidad.
Cuando	 la	 entidad	 desarrolle	 actividades	 en	 lugares	 ubicados	 en	 una
jurisdicción	distinta	a	la	que	otorgó	el	registro,	la	entidad	debe	comunicar
a	 la	 Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo	 del	 lugar	 donde	 desarrolla	 su
actividad	 sobre	 la	 existencia	 y	 vigencia	 de	 su	 registro,	 anexando	 la
constancia	correspondiente.
JURISPRUDENCIA.—Requisito	de	tener	vigente	la	inscripción	en	el	registro
de	empresas	de	intermediación	laboral	se	puede	cumplir	con	el	cargo	de	la
solicitud	que	pide	la	renovación.	“El	artículo	9°	de	esta	ley	que	crea	el
Registro	nacional	de	empresas	y	entidades	que	realizan	actividades	de
intermediación	laboral,	a	cargo	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del
Empleo,	con	el	propósito	de	mantener	la	inscripción	actualizada	de	las
distintas	entidades	habilitadas	para	prestar	servicios	de	intermediación
laboral;	al	tiempo	que	los	artículos	10	y	13	de	esta	ley	establecen
expresamente	que	la	inscripción	en	este	registro	constituye	una	condición
indispensable	para	el	inicio	y	continuación	válida	de	las	actividades	de
estas	personas	jurídicas.	(...)	Sin	embargo,	el	propósito	de	este	registro	no
solo	involucra	la	publicitación	del	cúmulo	de	entidades	dedicadas	a	la
prestación	de	servicios	de	tercerización;	sino	que,	además,	debe
comprenderse	también	como	un	medio	de	control	del	cumplimiento	de	los
requisitos	exigidos	por	nuestra	legislación	para	el	ejercicio	idóneo	de	este
tipo	de	actividad;	pues	resulta	claro	que	el	acceso	a	la	inscripción	de	una
entidad	en	aquel	abarca	mínimamente	la	acreditación	formal	de	los
distintos	requisitos	previstos	(...)	En	esta	medida,	el	principio	de
razonabilidad	se	constituye	en	un	medio	imprescindible	de	interpretación
y	aplicación	normativa	para	los	actos	de	la	administración,	no	con	el
propósito	de	invalidar	las	normas	que	regulan	el	accionar	de	sus	distintos
órganos,	sino	más	bien	a	efectos	de	dar	a	estas	el	sentido	y	los	alcances	que
el	imperativo	de	justicia	material	y	razonabilidad	requieren,	en	armonía
con	el	propósito	de	cada	una	de	las	normas	que	han	de	ser	aplicadas	en	el
caso	concreto.	(...)	En	el	presente	caso,	luego	de	la	evaluación	del	caudal
probatorio	acompañado	a	los	autos,	la	Sala	Civil	Transitoria	de	la	Corte
Suprema	de	Justicia	de	la	República	ha	determinado	que	la	Cooperativa	de
Trabajo	y	Fomento	del	Empleo	(...)	Limitada	cumplió	con	presentar	dentro
del	Concurso	(...)	el	Registro	N°	3773-2006-MTPE/2/12.5	-	Renovación	de
Inscripción	en	el	registro,	con	la	cual	acreditó	mantener	su	inscripción
vigente	en	el	Registro	nacional	de	empresas	y	entidades	que	realizan
actividades	de	intermediación	laboral	hasta	el	cinco	de	octubre	del	dos	mil
siete;	y,	además,	b)	el	cargo	de	ingreso	de	su	solicitud	de	renovación	de
inscripción	en	el	mismo	registro,	de	fecha	once	de	setiembre	del	mismo
año.	(...)	Siendo	ello	así,	esta	suprema	sala	concluye	que	la	decisión
adoptada	en	la	sentencia	de	vista,	objeto	de	casación,	de	amparar	la
demanda,	no	vulnera	en	modo	alguno	las	normas	cuya	infracción	se
denuncia,	sino	que,	por	el	contrario,	refleja	una	aplicación	de	éstas	y	el
resto	de	normas	glosadas	en	los	parágrafos	anteriores	en	armonía	con	el
principio	de	razonabilidad	ya	descrito;	correspondiendo	por	ello
desestimar	los	fundamentos	del	recurso	de	casación	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	9877-
2012-Lima,	oct.	16/2014.	V.	P.	Acevedo	Mena)
Ley	27626.
ART.	14.—De	la	inscripción	en	el	registro.	Para	efectos	de	la
inscripción	en	el	registro,	las	entidades	deberán	presentar	una
solicitud	a	la	Dirección	de	Empleo	y	Formación	Profesional	o
dependencia	que	haga	sus	veces,	adjuntando	la	siguiente
documentación:
1.	Copia	de	la	escritura	de	constitución,	y	sus	modificaciones	de
ser	el	caso,	inscrita	en	los	registros	públicos;
2.	Comprobante	de	información	registrada	de	la
Superintendencia	Nacional	de	Administración	Tributaria
(Registro	Único	de	Contribuyentes	-	RUC);
3.	Copia	de	la	autorización	expedida	por	la	entidad	competente,
en	aquellos	casos	en	que	se	trate	de	empresas	que	por	normas
especiales	requieran	también	obtener	el	registro	o	la
autorización	de	otro	sector;
4.	Copia	del	documento	de	identidad	del	representante	legal	de
la	entidad;
5.	Constancia	policial	domiciliaria	correspondiente	al	domicilio
de	la	empresa.	En	caso	de	que	la	empresa	cuente	con	una	sede
administrativa	y	uno	o	varios	centros	labores,	sucursales,
agencias	o	en	general	cualquier	otro	establecimiento,	deberá
indicar	este	hecho	expresamente	y	acompañar	las	constancias
domiciliarias	que	así	lo	acrediten;	y,
6.	Otras	exigidas	por	norma	expresa.
Las	empresas	de	servicios	a	las	cuales	se	refiere	el	artículo	10
de	la	presente	ley	deberán	acreditar	un	capital	social	suscrito	y
pagado	no	menor	al	valor	de	cuarenta	y	cinco	(45)	Unidades
Impositivas	Tributarias,	o	su	equivalente	en	certificados	de
aportación,	al	momento	de	su	constitución	y,	en	los	casos	que
corresponda,	copia	de	la	resolución	de	autorización	o	de	registro
del	sector	competente.
Las	cooperativas	de	trabajadores	referidas	en	el	inciso	2	del
artículo	10	de	la	presente	ley,	además	deberán	presentar	copia
del	registro	o	de	la	autorización	del	sector	competente,	en	el	caso
de	ser	necesario	debido	al	tipo	de	actividades	que	desarrollan.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	7°.—Requisitos	para	el	registro.	Son	requisitos	para	el	registro:
•	Solicitud	según	formato	dirigida	a	la	Dirección	de	Empleo	y	Formación
Profesional	o	dependencia	que	haga	sus	veces.
•	 Copia	 de	 la	 escritura	 pública	 de	 constitución,	 y	 sus	 modificaciones,
debidamente	inscritas	ante	la	oficina	registral	respectiva.
•	 Copia	 del	 comprobante	 de	 información	 registrada	 de	 la
Superintendencia	Nacional	 de	Administración	Tributaria	 (Registro	Único
de	Contribuyentes	-	RUC).
•	 Copia	 de	 la	 autorización	 expedida	 por	 la	 entidad	 competente,	 en
aquellos	 casos	 en	 que	 se	 trate	 de	 entidades	 que	 requieran	 un	 registro	 o
autorización	de	otro	sector.
•	Constancia	policial	del	domicilio	o	domicilios	de	la	entidad.
•	 Acreditar	 un	 capital	 social	 suscrito	 y	 pagado	mínimo	 de	 45	 UIT	 o	 su
equivalente	 en	 certificados	 de	 aportaciones,	 al	 momento	 de	 su
constitución.
•	Copia	del	documento	de	identidad	del	representante	legal	de	la	entidad.
•	 Declaración	 respecto	 del	 centro	 de	 trabajo	 o	 centros	 de	 trabajo	 en
donde	lleva	la	documentación	laboral	vinculada	con	sus	trabajadores.
•	Pago	de	la	tasa	correspondiente.
El	 capital	 social	mínimo	de	45	UIT,	 que	 se	determina	 al	momento	de	 la
constitución	 de	 la	 entidad,	 no	 puede	 ser	 reducido,	 y	 es	 un	 requisito
necesario	para	mantener	la	condición	de	entidad.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Exigencia	de	detallar	actividades	que	serán
objeto	de	intermediación	laboral	para	inscribirse	en	el	Reneeil	califica	como
barrera	burocrática	ilegal.	“(…)	Se	declara	barrera	burocrática	ilegal	la
exigencia	de	detallar	y	enumerar	en	el	objeto	social	de	la	empresa,	las
actividades	que	serán	objeto	de	intermediación	laboral,	como	requisito	para
inscribirse	en	el	Registro	Nacional	de	Empresas	y	Entidades	de
Intermediación	Laboral	(Reneeil),	al	amparo	de	lo	dispuesto	en	la	Directiva
004-2007-MTPE/3/11.2	y	prevista	actualmente	en	el	numeral	5.4.	de	la
Directiva	Nacional	N°	003-2009-MTPE/3/11.2.
Tal	exigencia	excede	lo	previsto	en	la	ley	que	regula	la	actividad	de
intermediación	laboral	y	su	reglamento,	debido	a	que	dichas	normas	no
establecen	la	referida	obligación	como	requisito	para	acceder	al	Reneeil.	Por
tanto,	la	exigencia	impuesta	por	el	ministerio	contraviene	el	principio	de
legalidad,	establecido	en	el	artículo	IV	de	la	Ley	del	Procedimiento
Administrativo	General	y	trasgrede	el	derecho	a	la	libre	iniciativa	privada
recogido	en	los	artículos	2°	y	3°	de	la	Ley	Marco	para	el	Crecimiento	de	la
Inversión	Privada.	(...).”	(Indecopi,	R.	0018-2010/CEB-Indecopi,	feb.
04/2010.	Pres.	José	Luis	Sardón	De	Taboada)
Ley	27626.
ART.	15.—De	la	verificación	de	los	datos	de	la	entidad.	La
Autoridad	Administrativa	de	Trabajo,	de	considerarlo
pertinente,	dispondrá	la	realización	de	las	diligencias	necesarias,
a	fin	de	poder	constatar	la	veracidad	de	la	información
proporcionada	por	la	entidad.
De	verificarse	la	falsedad	de	alguna	información	proporcionada
por	la	entidad,	la	inscripción	solicitada	será	automáticamente
denegada,	o	de	ser	el	caso	cancelado	el	registro,	sin	perjuicio	del
ejercicio	de	las	acciones	legales	que	podría	derivarse.
Ley	27626.
ART.	16.—De	la	constancia	de	inscripción	en	el	registro.	De
proceder	la	inscripción	solicitada	por	la	entidad,	la	Autoridad
Administrativa	de	Trabajo	expedirá	una	constancia	de
inscripción,	dando	cuenta	de	la	vigencia	de	dicha	inscripción,	del
o	de	los	domicilios	de	la	entidad	y	de	las	actividades	a	las	cuales
ésta	puede	dedicarse.
La	inscripción	en	el	registro	tendrá	una	vigencia	máxima	de
doce	(12)	meses,	plazo	a	cuyo	vencimiento	quedará	sin	efecto	de
forma	automática.
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ART.	 9°.—Constancia	 de	 registro.	 Este	 documento	 certifica	 que	 la
entidad	 está	 inscrita	 ante	 la	 Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo.
Contiene	la	información	siguiente:
•	La	denominación	o	razón	social.
•	Nombre	del	representante	legal.
•	Fecha	de	inscripción	y	de	caducidad	del	registro.
•	Actividad	que	puede	desarrollar	a	través	de	la	intermediación	laboral.
•	Supuestos	de	intermediación	autorizados.
•	Especificación	del	lugar	o	lugares	donde	desarrollará	sus	actividades.
Ley	27626.
ART.	17.—Registro	y	aprobación	de	los	contratos.	Las
entidades	reguladas	por	la	presente	ley	están	obligadas	a
registrar	los	contratos	suscritos	con	las	empresas	usuarias,	así
como	a	presentar	los	contratos	suscritos	con	los	trabajadores
destacados	a	la	empresa	usuaria.
Mediante	reglamento	se	establecerá	el	procedimiento	y	plazos
para	cumplir	con	la	presente	obligación.
Ley	27626.
ART.	18.—Deber	de	información	trimestral.	Las	entidades
reguladas	por	la	presente	ley	se	encuentran	obligadas	a
presentar	a	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	la
información	según	el	formato	que	para	tal	efecto	deberá	ser
aprobado	mediante	reglamento	del	sector.
Ley	27626.
ART.	19.—De	la	renovación	de	la	inscripción	en	el	registro.
Las	entidades,	antes	del	vencimiento	de	su	inscripción	en	el
registro,	podrán	solicitar	su	renovación,	adjuntando	para	este
efecto	una	declaración	jurada	de	cumplimiento	de	los	requisitos
exigidos	por	ley,	señalando	el	domicilio	actual,	de	conformidad
con	el	inciso	5	del	artículo	14	de	la	presente	ley.	La	verificación
de	los	requisitos	se	realiza	mediante	visita	inspectiva.
En	este	caso,	la	constancia	de	renovación	de	la	inscripción
consignará	como	fecha	de	inicio	el	día	inmediato	posterior	al
término	de	la	vigencia	de	la	anterior.
Ley	27626.
ART.	20.—Comunicación	de	la	variación	de	datos	de	la
entidad.	Cuando	la	entidad	varíe	su	domicilio	o	razón	social	o
amplíe	su	objeto	social,	deberá	comunicarlo	a	la	Autoridad
Administrativa	de	Trabajo	dentro	de	los	cinco	(5)	días	hábiles	de
producido	el	hecho.
Ley	27626.
ART.	21.—Pérdida	de	vigencia	de	la	inscripción	en	el
registro.	La	inscripción	en	el	registro	quedará	sin	efecto	en	los
siguientes	casos:
1.	El	vencimiento	de	su	plazo,	sin	que	se	haya	tramitado
oportunamente	su	renovación.
2.	El	incumplimiento	reiterado	o	de	particular	gravedad	de	sus
obligaciones	laborales,	determinado	de	acuerdo	a	lo	establecido
por	la	presente	norma;
3.	El	incumplimiento	del	deber	de	información	al	cual	se
refieren	los	artículos	17	y	19	de	la	presente	ley;
4.	La	pérdida	de	alguno	de	sus	requisitos	legales	necesarios
para	su	constitución	o	subsistencia;
5.	A	solicitud	de	la	propia	entidad;	y,
6.	Otras	señaladas	por	norma	posterior.
En	los	casos	del	inciso	1,	el	registro	quedará	sin	efecto	de	forma
automática;	mientras	que	en	los	demás	supuestos	deberá	ser
declarada	por	resolución	expresa	de	la	Dirección	de	Empleo	y
Formación	Profesional.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	 10.—Pérdida	 del	 registro.	 La	 Dirección	 Nacional	 de	 Empleo	 y
Formación	 Profesional	 publicará	 en	 el	 diario	 oficial,	 con	 periodicidad
semestral,	la	relación	de	las	entidades	cuyo	registro	haya	sido	cancelado	o
hubiere	caducado.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	 15.—Pérdida	 de	 la	 vigencia	 del	 registro.	 La	 Autoridad
Administrativa	de	Trabajo,	de	oficio	o	a	pedido	de	parte,	resolverá	sobre	la
pérdida	 de	 la	 vigencia	 del	 registro,	 cuando	 se	 verifiquen	 las	 causales
previstas	en	el	artículo	21	de	la	ley,	y	el	segundo	párrafo	del	artículo	22	del
presente	 reglamento.	 Consentida	 la	 resolución	 administrativa	 que
resuelve	 sobre	 la	 pérdida	del	 registro,	 la	 entidad	de	 intermediación	 está
legalmente	impedida	de	realizar	actividades	de	intermediación.
Ley	27626.
ART.	22.—De	la	apelación	de	la	resolución	de	cancelación	de
inscripción	en	el	registro.	La	resolución	que	deja	sin	efecto	la
inscripción	en	el	registro	de	una	entidad	podrá	ser	apelada
dentro	del	plazo	de	tres	(3)	días	hábiles	de	su	notificación,
siendo	resuelto	dicho	recurso	en	segunda	y	última	instancia	por
la	Dirección	Regional	de	Trabajo	y	Promoción	Social.
Ley	27626.
ART.	23.—Del	incumplimiento	de	las	obligaciones	laborales
que	origina	la	pérdida	de	vigencia	del	registro.	Para	efectos
del	inciso	2	del	artículo	21	constituye	incumplimiento	de
obligaciones	laborales:
1.	El	incumplimiento	a	los	derechos	y	beneficios
correspondientes	al	trabajador,	constatados	en	un
procedimiento	inspectivo	y	que	hayan	dado	lugar	a	la	aplicación
de	una	resolución	de	multa.
2.	El	incumplimiento	de	un	acuerdo	conciliatorio	suscrito	en	un
procedimiento	tramitado	ante	la	Autoridad	Administrativa	de
Trabajo.
3.	El	incumplimiento	de	un	laudo	o	resolución	judicial	firme	que
ordene	el	pago	de	derechos	y	beneficios	a	los	trabajadores	o	de
las	obligaciones	contenidas	en	el	acta	de	conciliación	suscrita	de
acuerdo	a	la	Ley	de	Conciliación	Extrajudicial.
4.	Otros	casos	de	incumplimiento	manifiesto	establecidos	en	el
reglamento.
Ley	27626.
ART.	24.—De	la	fianza.	Las	empresas	de	servicios	o	las
cooperativas,	reguladas	en	la	presente	ley,	cuando	suscriban
contratos	de	intermediación	laboral	deberán	conceder	una
fianza,	que	garantice	el	cumplimiento	de	las	obligaciones
laborales	y	de	seguridad	social	de	los	trabajadores	destacados	a
la	empresa	usuaria.
La	fianza	será	regulada	por	la	Autoridad	Administrativa	de
Trabajo	y	en	el	reglamento	se	establecerá	los	requisitos,	plazos,
porcentajes	y	mecanismos	de	ejecución	y	liberación	de	la
garantía.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	17.—Clases	de	fianza.	La	 entidad	podrá	 elegir	 entre	 algunas	de	 las
siguientes	clases	de	fianza	para	garantizar	los	derechos	de	sus	trabajadores
destacados	y	el	cumplimiento	de	las	obligaciones	previsionales:
a)	Fianza	 a	 nombre	 del	ministerio.	 Es	 la	 otorgada	 por	 una	 institución
bancaria	o	financiera	a	nombre	del	ministerio	y	en	favor	de	los	trabajadores
destacados;	 su	 contenido	 se	 rige	 por	 lo	 establecido	 en	 el	 presente
reglamento.
b)	Fianza	 a	 favor	 de	 la	 empresa	 usuaria.	 Es	 otorgada	 para	 garantizar
frente	a	la	empresa	usuaria	el	cumplimiento	de	las	obligaciones	laborales	y
previsionales	 correspondientes	 a	 los	 trabajadores	 en	 ella	 destacados;	 su
tipo,	 requisitos,	 plazo,	 porcentaje	 de	 cobertura,	 mecanismo	 de	 ejecución,
liberación	de	la	garantía	y	demás	elementos	se	rigen	por	 lo	que	pacten	las
partes.
Las	clases	de	 fianza	reguladas	en	 los	párrafos	anteriores	son	excluyentes,
por	lo	que	la	obligación	se	considera	cumplida	con	la	existencia	de	alguna	de
ellas.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	18.—Modalidades	de	la	carta	fianza	a	nombre	del	ministerio.	La
carta	fianza	a	nombre	del	ministerio	puede	ser	de	dos	clases:
a)	 Fianza	 individual.-	 Cubre	 independientemente	 cada	 contrato	 de
locación	de	servicios	que	se	celebre	con	las	empresas	usuarias.
b)	Fianza	global.-	Cubre	en	conjunto	a	todos	 los	contratos	de	 locación	de
servicios	celebrados	con	las	empresas	usuarias.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	19.—Determinación	del	monto	y	plazo	de	la	fianza	a	nombre	del
ministerio.	La	carta	fianza,	sea	individual	o	global,	debe	garantizar	el	pago
de	 un	 mes	 de	 remuneraciones	 y	 la	 parte	 proporcional	 del	 mes	 de	 los
derechos	 y	 beneficios	 laborales	 aplicables	 a	 la	 totalidad	 de	 trabajadores
destacados,	y	las	obligaciones	previsionales	respectivas.
La	 entidad	 consignará	 en	 una	 declaración	 jurada,	 los	 montos	 mensuales
establecidos	en	el	párrafo	anterior.
La	carga	fianza	individual	debe	tener	una	vigencia	mínima	equivalente	a	la
del	plazo	del	contrato	de	 locación	de	servicios	celebrado	entre	 la	empresa
usuaria	y	la	entidad,	más	noventa	(90)	días	adicionales	posteriores.
La	 carta	 fianza	 global	 no	 puede	 ser	 inferior	 a	 tres	 meses,	 debiendo
renovarse	al	31	de	marzo,	30	de	junio,	30	de	setiembre	y	31	de	diciembre	de
cada	año.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	 20.—Renovación	 y	 reajuste	 de	 la	 carta	 fianza	 a	 nombre	 del
ministerio.	La	renovación	de	la	carta	fianza	se	presenta	a	éste	dentro	de	los
tres	 (3)	 días	 útiles	 anteriores	 a	 la	 fecha	 de	 su	 vencimiento.	 Se	 deberán
reajustar	 cuando	 varíe	 el	 monto	 mensual	 establecido	 en	 el	 artículo
precedente.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	 21.—Requerimiento	 de	 reajuste	 a	 nombre	 del	 ministerio.	 Si	 el
monto	de	 la	carta	 fianza	no	se	ajusta	a	 lo	establecido	en	el	artículo	19	del
presente	 dispositivo,	 la	 entidad	 debe	 presentar	 una	 adicional	 por	 la
diferencia	existente.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	22.—De	la	presentación,	recepción	y	custodia	de	la	carta	fianza	a
nombre	 del	 ministerio.	 La	 carta	 fianza	 se	 presenta	 a	 la	 Dirección	 de
Empleo	y	Formación	Profesional,	o	entidad	que	haga	sus	veces,	la	cual	es	la
responsable	 de	 la	 recepción,	 evaluación,	 conservación	 y	 custodia	 de	 las
cartas	fianza	que	le	sean	remitidas	por	las	entidades.
De	 constatarse	 la	 falsedad	 de	 la	 información	 proporcionada	 en	 la
declaración	 jurada	 regulada	 en	 el	 artículo	 19	 del	 presente	 reglamento,	 se
procede	 a	 la	 cancelación	del	 registro	 correspondiente,	 sin	perjuicio	de	 las
acciones	judiciales	a	que	hubiere	lugar.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	23.—De	la	devolución	de	la	carta	fianza	a	nombre	del	ministerio.
El	ministerio	devolverá	la	carta	fianza	que	obre	en	su	poder:
a)	En	el	caso	de	la	carta	fianza	individual,	si	a	su	vencimiento	no	existiera
demanda	laboral	alguna	de	los	trabajadores	comprendidos	en	el	contrato	de
locación	de	servicios.
b)	 En	 el	 caso	 de	 la	 carta	 fianza	 global,	 a	 su	 vencimiento	 o	 luego	 de
transcurridos	 treinta	 (30)	días	de	 la	conclusión	de	 las	actividades,	 sin	que
exista	 demanda	 alguna.	 Para	 este	 efecto,	 se	 entiende	 que	 la	 entidad	 ha
concluido	sus	actividades,	cuando	ésta	cierra	sus	planillas.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	24.—Dependencia	encargada.	La	Dirección	de	Empleo	y	Formación
Profesional	o	dependencia	que	haga	sus	veces,	es	la	encargada	de	recibir	las
comunicaciones	referentes	a	la	interposición	de	las	demandas	laborales	de
los	 trabajadores	 ante	 el	 órgano	 judicial	 correspondiente,	 las	 mismas	 que
deben	efectuarse	a	más	tardar	en	el	plazo	de	treinta	(30)	días	naturales	de
concluida	la	relación	laboral.
A	 dicha	 comunicación	 deberá	 adjuntarse	 copia	 simple	 de	 la	 demanda
debidamente	recibida	por	la	mesa	de	partes	del	órgano	judicial	competente.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	 25.—Ejecución	 de	 la	 carta	 fianza	 a	 nombre	 del	 ministerio.	 La
carta	 fianza	 es	 ejecutada	 por	 el	 Procurador	 Público	 del	 Ministerio,	 a
solicitud	de	parte,	previa	presentación	de	la	resolución	judicial	consentida	o
de	última	instancia,	que	ordene	el	pago	de	suma	líquida.	El	resultado	de	la
ejecución	se	consigna	a	favor	del	trabajador,	de	acuerdo	a	las	normas	de	la
materia.
En	caso	de	ejecución	parcial	de	la	carta	fianza,	el	saldo	se	mantendrá	como
garantía	hasta	la	fecha	de	su	vencimiento.
Si	por	 la	concurrencia	de	acreencias	 laborales,	el	monto	de	la	carta	fianza
no	 alcanza	 cubrir	 dichos	 adeudos,	 el	 ministerio	 debe	 tomar	 en
consideración	para	el	pago,	 la	 fecha	de	recepción	de	la	comunicación	de	la
parte	 interesada	 o	 en	 su	 defecto	 la	 fecha	 de	 expedición	 de	 la	 sentencia
judicial	correspondiente.
Ley	27626.
ART.	25.—De	la	responsabilidad	solidaria.	En	caso	de	que	la
fianza	otorgada	por	las	entidades	resulte	insuficiente	para	el	pago
de	los	derechos	laborales	adeudados	a	los	trabajadores
destacados	a	las	empresas	usuarias,	éstas	serán	solidariamente
responsables	del	pago	de	tales	adeudos	por	el	tiempo	de	servicios
laborado	en	la	empresa	usuaria.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	 26.—Alcances	 de	 la	 solidaridad.	 La	 empresa	 usuaria	 es
solidariamente	responsable	con	la	entidad	que	le	destaca	trabajadores	por
los	 derechos	 laborales,	 de	 origen	 legal	 o	 colectivo,	 de	 éstos	 que	 no	 están
cubiertos	por	la	fianza.
D.	S.	003-2002-TR.
Primera	Disposición	Final	y	Transitoria.—Los	organismos	públicos	se	rigen
específicamente	 por	 las	 normas	 especiales	 de	 presupuesto	 y	 las	 de
contrataciones	y	adquisiciones	del	Estado,	por	lo	que	no	resultan	aplicables
las	disposiciones	sobre	fianza	y	solidaridad.
Es	causal	de	resolución	del	contrato	celebrado	entre	el	organismo	público	y
la	 entidad,	 la	 verificación	 por	 parte	 del	 organismo	 público	 de	 algún
incumplimiento	de	las	obligaciones	laborales	y	previsionales	de	la	entidad.
Los	 organismos	públicos	 deben	 incluir	 en	 sus	 contratos	 con	 las	 entidades
una	cláusula	resolutoria	por	la	causal	mencionada.	Dichos	organismos	están
obligados	a	verificar	el	cumplimiento	de	las	obligaciones	laborales	que	tiene
la	 entidad	 con	 los	 trabajadores	 destacados;	 para	 tal	 obligación	 podrán
solicitar	la	inspección	de	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo.
La	 entidad	 cuyo	 contrato	 se	 resuelva	 por	 la	 verificación	 del	 supuesto
regulado	en	 los	párrafos	precedentes,	 quedará	 inhabilitada	para	 contratar
con	 el	 Estado.	 El	 organismo	público	 correspondiente	 remite	 al	 Consucode
copia	 del	 acto	 de	 resolución,	 a	 fin	 de	 que	 se	 inicie	 el	 procedimiento
administrativo	 correspondiente,	 conforme	 las	 normas	 de	 la	 Ley	 de
Contrataciones	y	Adquisiciones,	su	reglamento,	y	normas	modificatorias.
DOCTRINA.—Empresas	 de	 intermediación	 laboral	 que	 contraten	 con
entidades	públicas	no	 están	obligadas	 a	 constituir	 fianza	 laboral.	 “La
Primera	Disposición	Final	y	Transitoria	del	Reglamento	de	la	Ley	N°	27626,
‘Ley	que	regula	la	actividad	de	las	empresas	especiales	de	servicios	y	de	las
cooperativas	 de	 trabajadores’	 establece	 mecanismos	 preventivos
complementarios	que	tutelan	los	derechos	laborales	de	los	trabajadores	de
las	 empresas	 de	 servicios	 que	 se	 vinculan	 con	 organismos	 públicos
mediante	 contratos	 de	 intermediación	 laboral.	 Los	 mismos,	 que	 están	 a
cargo	del	organismo	público	contratante,	son:	1)	la	previsión	contractual	de
una	cláusula	de	resolución;	2)	la	fiscalización	a	la	empresa	de	servicios;	y	3)
la	 sanción	 efectiva	mediante	 la	 resolución	 del	 contrato	 de	 intermediación
laboral.”	 (MTPE,	 Inf.	023-2012-MTPE/2/14,	 jul.	10/2012.	Director	General
de	Trabajo	Christian	Sánchez	Reyes)
Ley	27626.
ART.	26.—Obligaciones	de	las	empresas	usuarias.
26.1	Las	empresas	usuarias	que	contraten	con	una	entidad	se
encuentran	obligadas	a	solicitar	la	constancia	de	inscripción
vigente	de	ésta,	debiendo	retener	en	su	poder	copia	de	la	misma
durante	el	tiempo	de	duración	del	contrato	que	las	vincule.
En	caso	de	que	operen	con	sucursales,	oficinas,	centros	de
trabajo	o	en	general	cualquier	otro	establecimiento	de	la	entidad,
la	empresa	usuaria	además	deberá	requerir	copia	de	la
comunicación	a	la	cual	se	refiere	el	artículo	siguiente.
26.2	En	el	contrato	de	locación	de	servicios	que	celebren	las
empresas	de	servicios	o	cooperativas	con	las	empresas	usuarias
se	incluirán	las	siguientes	cláusulas:
a)	Descripción	de	las	labores	a	realizarse,	fundamentando	la
naturaleza	temporal,	complementaria	o	especializada	del
servicio,	en	relación	con	el	giro	del	negocio	de	la	empresa
usuaria.
b)	Términos	del	contrato	del	personal	destacado.
El	incumplimiento	de	estas	obligaciones	será	sancionado	por	la
Autoridad	Administrativa	de	Trabajo.	Por	reglamento	se
establecerá	el	grado	de	las	infracciones,	a	efectos	de	calificarlas
dentro	de	la	escala	establecida	por	el	Decreto	Legislativo	N°	910.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	12.—Del	procedimiento.	El	registro	de	 los	contratos	de	 locación	de
servicios	 celebrados	 entre	 la	 empresa	 usuaria	 y	 las	 entidades	 a	 que	 se
refiere	el	artículo	17	de	la	ley,	se	sujeta	al	siguiente	procedimiento:
1.	 Se	presentan	con	 la	 solicitud,	 según	 formato,	dirigida	a	 la	Dirección	de
Empleo	y	Formación	Profesional	o	dependencia	que	haga	sus	veces.
2.	 El	 plazo	 para	 cumplir	 con	 dicha	 obligación	 es	 de	 quince	 (15)	 días
naturales	desde	su	suscripción.
3.	En	caso	de	presentación	extemporánea	se	abona	 la	 tasa	 respectiva,	 sin
perjuicio	de	la	multa	correspondiente.
D.	S.	003-2002-TR.
ART.	 13.—Obligaciones	 de	 las	 empresas	 usuarias.	 Para	 efectos	 de	 lo
dispuesto	en	el	inciso	b)	numeral	26.2	del	artículo	26	de	la	ley,	son	términos
del	 contrato	 del	 personal	 destacado,	 la	 identificación	 del	 trabajador
destacado,	el	cargo,	la	remuneración	y	el	plazo	del	destaque.
NOTA:	La	Segunda	Disposición	Final	y	Transitoria	del	Decreto	Supremo	N°	003-2002-TR,	publicado
el	día	29	de	octubre	del	2006,	derogó	los	dos	primeros	párrafos	del	artículo	13	del	Decreto	Supremo
N°	003-2002-TR.
Ley	27626.
ART.	27.—Apertura	de	sucursales	de	las	entidades.	En	caso
de	que	la	entidad	con	posterioridad	a	su	registro,	abra
sucursales,	oficinas,	centros	de	trabajo	o	en	general	cualquier
otro	establecimiento,	deberán	comunicarlo	dentro	de	los	cinco
(5)	días	hábiles	del	inicio	de	su	funcionamiento.
Si	dichos	establecimientos	se	encuentran	ubicados	en	un	ámbito
de	competencia	distinto	de	aquel	en	el	cual	se	registraron,	deben
comunicarlo	a	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	de	la
jurisdicción	donde	van	a	abrir	sus	nuevos	establecimientos,
adjuntando	copia	de	su	constancia	de	registro.
El	incumplimiento	de	estas	obligaciones	determina	la	inmediata
cancelación	del	registro,	encontrándose	esta	entidad	inhabilitada
para	desarrollar	sus	actividades.
Ley	27626.
Primera	Disposición	Transitoria,	Complementaria	y	Final.—Las
entidades	que	a	la	fecha	de	entrada	en	vigencia	de	la	presente	ley
se	encontrasen	funcionando	procederán	a	registrarse,	conforme
a	lo	dispuesto	por	la	presente	norma,	dentro	de	los	noventa	(90)
días	naturales	de	su	vigencia.	En	caso	contrario,	se	tendrá	por
cancelada	de	forma	automática	su	autorización	o	registro,	según
sea	el	caso.
NOTA:	De	acuerdo	a	la	Segunda	Disposición	Final	y	Transitoria	del	Decreto	Supremo	N°	003-2002-
TR,	el	plazo	de	adecuación	a	que	se	contrae	la	Primera	Disposición	Transitoria	Complementaria	y
Final	de	la	ley	debe	entenderse	también	ampliado	por	45	días	naturales	más.
Ley	27626.
Segunda	Disposición	Transitoria,	Complementaria	y	Final.—Las
empresas	usuarias	que	hayan	celebrado	contratos	de
intermediación	laboral	fuera	de	los	supuestos	previstos	en	la
presente	ley	gozarán	de	un	plazo	de	noventa	(90)	días	naturales
a	partir	de	la	publicación	de	la	presente	ley	para	proceder	a	la
adecuación	correspondiente.	Vencido	el	plazo	anterior,	si	no	se
hubieran	adecuado	a	las	normas	establecidas	por	la	presente,	se
entenderá	que	los	trabajadores	destacados	fuera	de	los
supuestos	de	esta	norma	tienen	contrato	de	trabajo	con	la
empresa	usuaria	desde	el	inicio	del	destaque,	sin	perjuicio	de	la
sanción	correspondiente	tanto	a	esta	empresa	como	a	la
respectiva	entidad.
Ley	27696.
ART.	1°.—Objeto	de	la	ley.	Prorróguese	por	45	días	naturales,
el	plazo	previsto	en	la	segunda	disposición	transitoria,
complementaria	final	de	la	Ley	N°	27626,	para	que	las	empresas
usuarias	adecuen	los	contratos	de	intermediación	laboral
celebrados	fuera	de	los	supuestos	previsto	en	la	misma	ley.
Ley	27696.
ART.	2°.—Efectos.	Vencido	el	plazo	anterior,	si	los	contratos	de
intermediación	laboral	celebrados	por	las	empresas	usuarias,	no
se	hubieran	adecuado	a	las	normas	establecidas	en	la	Ley	N°
27626,	se	entenderá	que	los	trabajadores	destacados	fuera	de
los	supuestos	de	esa	norma	tienen	contrato	de	trabajo	con	la
empresa	usuaria	desde	el	inicio	del	destaque,	sin	perjuicio	de	la
sanción	correspondiente	tanto	a	esta	empresa	como	a	la
respectiva	entidad.
D.	S.	003-2002-TR.
Segunda	Disposición	 Final	 y	 Transitoria.—El	 plazo	 para	 adecuación	 a	 los
alcances	de	 la	nueva	normativa,	prorrogado	por	 la	Ley	N°	27696,	vence	el
día	 27	 de	 mayo	 del	 2002,	 y	 es	 aplicable,	 por	 relación	 y	 concordancia,
también	para	el	registro	de	las	entidades	en	el	ministerio.
Ley	27626.
Tercera	Disposición	Transitoria,	Complementaria	y	Final.—En
los	casos	en	que	mediante	contratos	o	subcontratos	de
naturaleza	civil	se	provean	trabajadores	para	desarrollar	labores
que	correspondan	a	la	actividad	principal	de	la	empresa	usuaria,
se	entenderá	que	tales	trabajadores	han	tenido	contrato	de
trabajo	con	la	empresa	usuaria	desde	su	respectiva	fecha	de
iniciación	de	labores	en	dicha	empresa.
Ley	27626.
Cuarta	Disposición	Transitoria,	Complementaria	y	Final.—Los
trabajadores	de	las	entidades	que	a	la	fecha	de	entrada	en
vigencia	de	la	presente	ley	se	encuentran	prestando	servicios
para	una	empresa	usuaria	tendrán	derecho	de	preferencia	para
ser	contratados	en	forma	directa	por	dicha	empresa,	durante	el
plazo	de	adecuación	y	luego	de	doce	(12)	meses	de	vencido	éste.
Ley	27626.
Quinta	Disposición	Transitoria,	Complementaria	y	Final.—
Deróganse	los	artículos	50,	51	y	52	del	Texto	Único	Ordenado	del
Decreto	Legislativo	N°	728,	Ley	de	Formación	y	Promoción
Laboral,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	002-97-TR,	el	Título
V	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Productividad	y
Competitividad	Laboral,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-
97-TR,	así	como	cualquier	otra	norma	que	se	oponga	a	la
presente	ley.
COMENTARIO.—Reducen	 porcentaje	 de	 personal	 contratado	 por
intermediación	 laboral.	 La	 Ley	 N°	 27626	 tiene	 el	 objeto	 de	 regular	 la
intermediación	 laboral,	 o	 lo	 que	 es	 lo	 mismo,	 la	 prestación	 de	 servicios
efectuada	 por	 personal	 contratado	 mediante	 una	 empresa	 de	 servicios	 o
cooperativa	 de	 trabajadores.	 Por	 Decreto	 Supremo	 N°	 003-2002-TR	 se
establecieron	disposiciones	 reglamentarias	para	 la	 aplicación	de	 la	Ley	N°
27626.
La	norma	dictada	ha	 sido	objeto	de	 largas	deliberaciones	y	 cuenta	 con	 la
aceptación	de	un	grupo	mayoritario	de	trabajadores,	considerando	además,
que	el	 tema	de	 la	 reducción	del	porcentaje	de	personal	destacado	 fue	una
promesa	de	los	principales	candidatos	en	el	último	proceso	electoral.
Sin	dejar	de	mencionar	que	el	texto	legal	que	nos	ocupa	es	en	buena	cuenta
una	 norma	 de	 justicia	 y	 obedece	 a	 la	 necesaria	 corrección	 de	 excesos
cometidos	con	anterioridad,	es	conveniente	tratar	con	cierto	detalle	algunos
aspectos	que	parecen	sobremanera	relevantes,	a	saber:
Limitación	del	porcentaje:	Se	reduce	del	cincuenta	al	veinte	por	ciento	el
porcentaje	 de	 trabajadores	 que	 pueden	 prestar	 servicios	 en	 la	 empresa
usuaria	a	través	de	empresas	de	servicios	o	cooperativas.
La	 mencionada	 reducción	 no	 hace	 sino	 retornar	 al	 monto	 limitativo
establecido	con	anterioridad,	así,	el	artículo	177	del	Texto	Único	Ordenado
de	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo,	Decreto	Legislativo	N°	728,	establecía	que
el	 número	 de	 trabajadores	 que	 podía	 prestar	 servicios	 por	 la	 vía	 de	 las
empresas	 de	 servicios	 temporales	 se	 encontraba	 limitado	 al	 veinte	 por
ciento	 del	 total	 de	 trabajadores	 de	 la	 empresa	 usuaria,	 limitación	 que	 el
artículo	151	extendía	también	a	las	cooperativas	de	trabajadores.
La	 limitación	 en	 cuanto	 al	 número	 de	 trabajadores	 no	 se	 aplica	 a	 las
empresas	 de	 servicios	 complementarios	 o	 especializados,	 y	 a	 las
cooperativas	de	trabajo	y	fomento	del	empleo.
Limitación	 en	 cuanto	 a	 la	 temporalidad	 de	 los	 servicios:	 De	 mayor
importancia	que	la	 limitación	del	porcentaje,	es	 la	restricción	a	 las	 labores
que	pueden	ser	prestadas	por	las	empresas	de	intermediación,	y	éste	sí	es
un	elemento	novedoso	en	el	contenido	de	la	norma	aprobada.
El	primer	párrafo	de	 los	artículos	11	y	12	de	 la	Ley	N°	27626,	es	claro	al
establecer	 que	 tanto	 las	 empresas	 de	 servicios	 temporales	 como	 las
cooperativas	 de	 trabajo	 temporal	 sólo	 pueden	 destacar	 personal	 a	 las
empresas	 usuarias	 para	 que	 desempeñen	 labores	 correspondientes	 a	 los
contratos	de	naturaleza	ocasional	 y	de	 suplencia.	 Es	decir,	 que	procede	el
destaque	 sólo	 cuando	 se	 pretende	 atender	 necesidades	 transitorias
distintas	a	la	actividad	habitual	de	la	empresa	usuaria	o	cuando	se	cubre	el
puesto	de	un	 trabajador	permanente	de	 la	empresa	usuaria	cuyo	contrato
está	 suspendido	por	 algunas	de	 las	 causales	que	 el	 ordenamiento	 jurídico
laboral	reconoce.
Cualquier	otro	supuesto	de	intermediación	ajeno	a	los	desarrollados	en	el
párrafo	 anterior	 es	 una	 infracción	 a	 la	 ley,	 considerándose	 –en	 aplicación
del	 principio	 de	 primacía	 de	 la	 realidad–	 que	 existe	 contrato	 de	 trabajo
entre	los	servidores	erróneamente	destacados	y	la	empresa	usuaria.
De	 la	 lectura	 atenta	 de	 la	 norma	pareciera	 que	no	 existe	 necesariamente
una	concordancia	lógica	en	su	articulado,	concretamente	entre	sus	artículos
tercero	 y	 once,	 a	 tal	 extremo	 que	 uno	 llega	 a	 preguntarse	 cuál	 fue	 el
propósito	 del	 legislador	 al	 recortar	 el	 porcentaje	 si	 tal	 disminución	 es	 de
poco	o	nulo	efecto,	teniendo	en	cuenta	la	rigidez	en	la	determinación	de	las
actividades	que	pueden	ser	objeto	de	contratos	de	intermediación.
El	 plazo	 de	 adecuación:	 La	 Primera	 Disposición	 Transitoria	 de	 la	 ley
objeto	del	presente	comentario	prescribe	que	las	empresas	usuarias	tienen
noventa	días	–contados	a	partir	del	10	de	enero	del	2002,	fecha	de	vigencia
de	la	norma–	para	adecuarse	a	su	contenido	si	cuentan	con	servidores	por
intermediación	que	desempeñan	 labores	en	 supuestos	ahora	no	previstos.
El	 plazo	 fue	 ampliado	 en	 45	 días	 naturales	más	 por	 la	 Ley	N°	 27696.	 Tal
disposición	 colisiona	 frontalmente	 con	 el	 contenido	 del	 artículo	 62	 de	 la
Constitución	vigente,	donde	se	establece	que	los	términos	contractuales	no
pueden	ser	modificados	por	 leyes	u	otras	disposiciones	de	cualquier	clase
durante	su	plazo	de	vigencia.
Normas	derogadas:	Por	último,	cabe	decir	que	se	derogan	expresamente
los	artículos	50	a	52	de	la	Ley	de	Formación	y	Promoción	Laboral	y	97	a	106
de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral.	Entendiéndose	que	los
artículos	del	reglamento	de	 las	normas	anteriores	que	 tengan	referencia	a
los	artículos	derogados	siguen	la	misma	suerte	de	éstos.
L.	de	F.	y	P.	L.	-	D.	S.	002-97-TR.
Disposición	Complementaria.—Los	juzgados	especializados	de
trabajo	y	salas	laborales	conocen,	agotada	la	vía	interna,	las
cuestiones	litigiosas	que	se	promuevan	entre	las	cooperativas	de
trabajadores	y	sus	socios	trabajadores	en	las	materias	asociativo-
laborales	y	en	los	casos	a	que	se	refieren	los	artículos	50	y	52	de	la
ley.	Los	conflictos	no	basados	en	este	vínculo	asociativo	laboral	y
que	sean	análogos	a	los	que	puedan	surgir	entre	cualquier	socio	y
las	cooperativas	de	otras	modalidades	o	tipos,	siguen	sometidos	a
la	jurisdicción	de	los	juzgados	y	salas	civiles.
NOTA:	Según	la	Primera	Disposición	Derogatoria	de	la	Ley	29497,	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo,
se	deroga	el	Título	III	del	TUO	del	D.	Leg.	N°	728.	La	norma	entra	en	vigencia	el	15	de	julio	de	2010	y
su	aplicación	se	realiza	de	forma	progresiva	de	acuerdo	a	los	cronogramas	establecidos	por	el	Consejo
Ejecutivo	del	Poder	Judicial	a	nivel	nacional.
PROCEDIMIENTO	PARA	EL	REGISTRO	DE	EMPRESAS	Y
ENTIDADES	QUE	DESARROLLAN	ACTIVIDADES	DE
INTERMEDIACIÓN	LABORAL
R.	M.	064-2003-TR.
ART.	 1°.—Apruébese	 la	 Directiva	 N°	 001-2003-
MTPE/DVMPEMPE/DNPEFP,	“Procedimiento	para	el	registro	de	empresas	y
entidades	 que	 desarrollan	 actividades	 de	 intermediación	 laboral”,	 la	 que
consta	 de	 11	 títulos	 y	 forma	 parte	 integrante	 de	 la	 presente	 resolución
ministerial.
Dir.	001-2003-MTPE/DVMPEMPE/DNPEFP.
Procedimiento	para	el	registro	de	empresas	y	entidades	que	realizan
actividades	de	intermediación	laboral
I.	Finalidad:
La	 presente	 directiva	 tiene	 por	 finalidad,	 establecer	 los	 lineamientos	 de
aplicación	 para	 evaluar	 y	 calificar	 las	 solicitudes	 de	 inscripción	 de	 las
empresas	especiales	de	servicios	y	cooperativas	de	 trabajadores,	así	 como
para	 expedir	 las	 constancias	 de	 inscripción	 en	 el	 Registro	 Nacional	 de
Empresas	y	Entidades	que	Realizan	Actividades	de	Intermediación	Laboral,
indicando	el	procedimiento	adecuado	para	cada	caso	específico.
II.	Base	legal:
-	Ley	N°	27626	-	“Ley	que	regula	la	actividad	de	las	empresas	especiales	de
servicios	y	de	las	cooperativas	de	trabajadores”.
-	D.	S.	N°	003-2002-TR	-	“Establecen	disposiciones	para	la	aplicación	de	las
leyes	 N°s	 27626	 y	 27696,	 que	 regulan	 la	 actividad	 de	 las	 empresas
especiales	de	servicios	y	de	las	cooperativas	de	trabajadores”.
-	 Resolución	 Ministerial	 N°	 130-2002-TR	 -	 “Aprueban	 formato	 de
información	 estadística	 trimestral:	 Empresas	 y	 entidades	 que	 realizan
actividad	de	intermediación	laboral”.
-	D.	S.	N°	009-2002-TR	-	“Texto	Único	de	Procedimientos	Administrativos
del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo”.
-	Ley	N°	27711	-	“Ley	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.”
-	Ley	N°	27444	-	“Ley	de	Procedimiento	Administrativo	General”.
III.	Ámbito	de	aplicación:
Direcciones	regionales	de	trabajo	y	promoción	del	empleo	a	nivel	nacional.
IV.	Objetivos:
a)	Implementar	un	sistema	de	Registro	Nacional	de	Empresas	y	Entidades
que	realizan	actividades	de	Intermediación	Laboral	(Reneeil).
b)	 Implementar,	 ejecutar,	 evaluar,	 calificar	 y	 supervisar	 al	 Registro
Nacional	 de	 Empresas	 y	 Entidades	 que	 realizan	 actividades	 de
Intermediación	Laboral	en	todas	las	direcciones	de	promoción	del	empleo	y
formación	profesional	de	las	direcciones	regionales	de	trabajo	y	promoción
del	empleo	y	sus	zonas	de	trabajo	respectivas.
c)	Establecer	y	señalar	los	requisitos	y	procedimientos	básicos	a	afectos	de
otorgar	los	registros.
d)	Uniformizar	 los	 formatos	de	 los	modelos	de	 registros,	 los	mismos	que
deben	ser	de	cumplimiento	y	aplicación	obligatoria	a	nivel	nacional.
V.	Disposiciones	generales:
5.1.	Para	registrar	a	las	entidades	se	debe	tener	en	cuenta	lo	siguiente:
a)	Las	empresas	especiales	de	servicios	pueden	desarrollar	actividades	de
servicios	 temporales,	 complementarios	 o	 especializados	 en	 forma
simultánea.
b)	Las	cooperativas	de	trabajadores	son	de	dos	clases:
-	 Cooperativas	 de	 trabajo	 temporal,	 sólo	 puede	 realizar	 actividades	 de
servicios	temporales:	obtención	y	dotación	de	personal.
-	 Cooperativas	 de	 trabajo	 y	 fomento	 del	 empleo,	 sólo	 pueden	 realizar
actividades	de	servicios	complementarios	o	especializados.
c)	El	objeto	social	de	la	entidad	establecido	en	los	estatutos	del	testimonio
Sólo	 debe	 contener	 actividades	 que	 sean	 de	 intermediación	 laboral,
básicamente	 sólo	 servicios	 de	 destaque	 de	 personal	 a	 las	 empresas
usuarias;	no	pueden	dedicarse	a	otra	actividad	de	comercio,	industria	u	otro
servicio	(donde	no	haya	intermediación	laboral).
d)	 Las	 actividades	 que	 se	 registran	 son	 únicamente	 de	 intermediación
laboral.
e)	No	se	registra	a	las	empresas	contratistas	o	subcontratistas	dedicadas	a
actividades	de	construcción	civil,	minería	y	petróleo	(artículo	4°	del	D.	S.	N°
003-2002-TR).
f)	 Las	 entidades	 deben	 cumplir	 con	 acreditar	 tener	 un	 capital	 social
suscrito	y	pagado	no	menor	a	cuarenticinco	(45)	UIT,	desde	el	momento	en
que	 solicita	 su	 inscripción	 en	 el	 registro	 y	 durante	 el	 desarrollo	 de	 sus
actividades	de	intermediación	laboral	o	a	través	de	sucesivos	aumentos	de
capital	legalmente	acreditados.
g)	Al	consignar	la	razón	social	o	denominación,	deberá	hacerlo	de	acuerdo
a	 lo	 que	 indica	 su	 testimonio	 de	 escritura	 pública,	 debiendo	 incluir
necesariamente	las	siglas,	si	tuviere;	la	razón	social	deberá	guardar	relación
con	el	RUC	de	la	empresa	y	la	constancia	policial	domiciliaria.
h)	 Al	 consignar	 el	 domicilio	 de	 las	 entidades,	 debe	 indicarse	 si	 es	 calle,
avenida,	jirón,	urbanización	u	otro	tipo	de	característica.
i)	Los	testimonios	de	escritura	pública,	sus	modificaciones	o	ampliaciones
deben	estar	debidamente	registrados	en	 la	Oficina	Registral,	el	mismo	que
se	verificará	con	la	última	hoja	de	la	escritura	y	el	sello	de	inscripción	o	con
la	copia	literal	de	la	Oficina	Registral.
j)	Para	el	caso	de	establecimientos	anexos:	La	resolución	o	autorización	del
sector	 competente,	 debe	 ser	 del	 lugar	 donde	 vaya	 a	 operar	 la	 sucursal,
agencia,	 oficina,	 local	 comercial	 u	 otro	 establecimiento.	 En	 el	 caso	 de	 la
resolución	de	Dicscamec,	éste	se	otorga	por	departamentos,	verificar	si	está
autorizado	por	jurisdicción.
k)	Cuando	una	entidad	desarrolle	actividades	en	 lugares	ubicados	en	una
jurisdicción	distinta	a	la	que	otorgó	el	registro,	la	Autoridad	Administrativa
de	 Trabajo	 tomará	 en	 conocimiento	 emitiendo	 una	 simple	 notificación	 de
“toma	de	conocimiento	de	desarrollo	de	actividades”.
l)	 Cuando	 una	 entidad	 solicite	 registro	 por	 una	 actividad	 de	 seguridad
privada,	sólo	se	deberá	registrar	bajo	la	siguiente	denominación:
-	Servicio	de	vigilancia	privada.
-	Servicio	individual	de	seguridad	personal.
5.2.	La	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	que	apruebe	las	solicitudes	de
registro,	deberá	tener	presente	lo	siguiente:
a)	 El	 registro	 será	 expedido	 por	 un	 plazo	 de	 un	 (1)	 año,	 debiendo	 ser
renovada	de	acuerdo	a	ley.
b)	 El	 registro	 será	 expedido	 mediante	 una	 constancia	 de	 inscripción,	 de
acuerdo	 a	 la	 competencia	 de	 cada	 Dirección	 Regional	 de	 Trabajo	 y
Promoción	 del	 Empleo	 o	 Zona	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo,
especificando	 en	 el	 registro	 en	 forma	 clara	 y	 precisa	 las	 actividades	 de
servicio	 complementario	 y	 especializado,	 y	 de	 acuerdo	 al	 objeto	 social
descrito	 en	 el	 testimonio,	 los	 mismos	 que	 deberán	 ser	 sólo	 de
intermediación	laboral.
c)	 La	 numeración	 de	 los	 registros	 será	 en	 forma	 correlativa	 tanto	 para
empresas	especiales	como	para	las	cooperativas	de	trabajadores,	ya	que	el
registro	es	único	a	nivel	nacional.
d)	 Para	 la	 renovación,	 las	 entidades	 deberán	 presentar	 la	 copia	 de	 la
autorización	de	la	entidad	competente	vigente	y	autorizada	para	la	zona	de
operación	del	establecimiento	anexo.
VI.	Procedimiento	para	el	registro:
Para	otorgar	el	registro	a	las	empresas	y	entidades	que	realizan	actividades
de	 intermediación	 laboral,	 se	 tendrá	 en	 consideración	 el	 siguiente
procedimiento:
6.1.	Recepción	de	documentos:
Todos	los	documentos	señalados	como	requisitos	en	el	punto	2	del	manual,
según	 sean	 los	 casos,	 deberán	 ser	 presentados	 ante	 la	 Oficina	 de	 Trámite
Documentario	(Mesa	de	Partes).
6.2.	Análisis	del	expediente:
a)	Los	documentos	que	presenten	las	entidades,	deberán	estar	ordenados
por	 fecha	de	presentación,	 formándose	un	expediente,	 el	mismo	que	debe
estar	debidamente	foliado	y	con	su	carátula	correspondiente.
b)	 Revisar	 y	 analizar	 la	 documentación	 presentada	 por	 la	 entidad	 de
acuerdo	a	cada	caso,	para	verificar	si	cumple	con	los	requisitos.
c)	Llenar	debidamente	la	ficha	de	datos	(ver	anexo	15	del	manual),	con	la
información	 solicitada,	 el	 mismo	 que	 deberá	 estar	 archivado	 en	 el
expediente	 respectivo,	 éste	 le	 servirá	 como	 resumen	 del	 análisis	 del
expediente.
d)	Si	cumple	con	todos	los	requisitos	se	procederá	a	registrar	(ver	anexo	23
del	manual).	En	el	caso	que	a	la	entidad	le	falte	algún	requisito	se	procederá
a	 notificarlo,	 indicándole	 el	 requisito	 incumplido,	 otorgándole	 el	 plazo
máximo	 de	 diez	 (10)	 días	 hábiles	 para	 que	 cumpla	 con	 subsanar	 dicha
observación,	 “bajo	 apercibimiento	 de	 declararse	 improcedente”;	 los
plazos	deberán	estar	de	acuerdo	a	 lo	estipulado	en	la	Ley	N°	27444	-	“Ley
del	 Procedimiento	Administrativo	General”.	 Luego	de	 haber	 cumplido	 con
presentar	todos	los	requisitos	podrá	ser	registrado	debidamente.
e)	 Las	 escrituras	 públicas	 que	 presenten	 las	 entidades,	 sea	 el	 primer
testimonio	 y	 cualquier	 modificación	 o	 ampliación	 deberán	 estar
debidamente	inscritas	en	la	Oficina	Registral.
f)	Para	otorgar	los	registros	a	las	entidades,	debe	tenerse	en	cuenta	que	las
actividades	solicitadas	deben	guardar	relación	con	el	objeto	social	descrito
en	 el	 testimonio.	 Asimismo,	 para	 considerar	 a	 los	 servicios	 como
complementarios	y	especializados	deberá	tener	presente	la	existencia	de	la
“intermediación	 laboral”,	 es	 decir,	 que	 los	 trabajadores	 deberán	 estar
destacados	a	una	empresa	(usuaria)	determinada.
g)	 Adicionalmente,	 se	 debe	 tener	 en	 cuenta	 que	 para	 los	 servicios
complementarios	 y	 especializados,	 que	 requieran	 inscribirse	 en	 un
determinado	 sector,	 será	 exigible	 la	 presentación	 ante	 la	 Autoridad
Administrativa	 de	 Trabajo,	 copia	 de	 la	 resolución	 expedida	 por	 el	 sector
correspondiente	(ver	anexo	5	del	manual),	que	autorice	el	 funcionamiento
de	la	entidad	en	esa	zona.
6.3.	Otorgamiento	del	registro	respectivo:
Para	 aprobar	 las	 solicitudes	 de	 registro	 de	 las	 empresas	 especiales	 de
servicios	 y	 cooperativas	 de	 trabajadores,	 se	 procederá	 de	 la	 siguiente
manera:
a)	 Si	 la	 entidad	 cumple	 con	 los	 requisitos	 establecidos,	 se	 procederá	 al
registro	respectivo1	(ver	anexo	17	del	manual);	en	el	caso	que	a	la	entidad
le	 falte	 algún	 requisito	 se	 procederá	 a	 notificarlo,	 indicándole	 el	 requisito
incumplido,	 dándole	 el	 plazo	 máximo	 de	 diez	 (10)	 días	 hábiles	 para	 que
cumpla	 con	 subsanar,	 “bajo	 apercibimiento	 de	 declararse
improcedente”.	Si	 la	entidad	no	cumpliese	con	subsanar	en	este	plazo,	se
archivará	 el	 expediente,	 debiendo	 la	 entidad	 –si	 va	 a	 continuar	 con	 el
trámite–	presentar	un	expediente	nuevo.
b)	 Si	 la	 entidad	 solicitante	 cumplió	 con	 subsanar	 las	 observaciones	 de	 la
notificación	 en	 el	 plazo	 establecido,	 se	 procederá	 a	 otorgar	 el	 respectivo
registro,	mediante	la	expedición	de	una	constancia	de	inscripción	otorgada
por	 la	 Dirección	 de	 Promoción	 del	 Empleo	 y	 Formación	 Profesional	 o
Jefatura	 Zonal	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 (ver	 anexo	 17	 del
manual)	según	corresponda.
c)	 La	 numeración	 de	 los	 registros	 se	 realiza	 en	 forma	 correlativa,	 tanto
para	 empresas	 especiales	 de	 servicios	 como	 para	 cooperativas	 de
trabajadores.
d)	 El	 Registro	 Nacional	 de	 Empresas	 y	 Entidades	 de	 Intermediación
Laboral	es	único	a	nivel	nacional.	Una	misma	empresa	no	puede	contar	con
registros	diferentes	a	nivel	nacional.
e)	Contenido	del	registro:	La	constancia	de	inscripción	en	el	registro	debe
contener	la	información	de	acuerdo	al	artículo	9°	del	D.	S.	N°	003-2002-TR:
-	Denominación	o	razón	social.
-	Nombre	del	representante	legal	de	la	entidad.
-	Fecha	de	inscripción	y	de	caducidad	del	registro	(vigencia).
-	Actividades	a	desarrollar.
-	Supuestos	de	intermediación	autorizados.	Debe	entenderse,	como:
-	 Temporal,	 complementario	 o	 especializado	 en	 el	 caso	 de	 las	 empresas
especiales	de	servicios.
-	Temporal	para	las	cooperativas	de	trabajo	temporal.
-	 Complementario	 o	 especializado	 para	 las	 cooperativas	 de	 trabajo	 y
fomento	del	empleo.
-	 Especificación	 del	 lugar	 o	 lugares	 donde	 desarrollará	 sus	 actividades.
Debiendo	entenderse	como	tales	a	los	establecimientos	anexos,	señalando	si
es	 oficina,	 sucursal,	 agencia,	 depósito,	 oficina	 administrativa	 o	 local
comercial	o	de	servicios.
Además	 de	 éstos	 se	 ha	 considerado	 necesario	 incorporar	 la	 siguiente
información:
-	Número	de	Registro	Único	del	Contribuyente	(RUC).
-	Domicilio	de	la	sede	principal	de	la	entidad.
f)	Características	del	formato:	El	formato	de	la	constancia	de	inscripción
en	el	Reneeil	debe	contener	las	siguientes	características:
-	Escudo	nacional.
-	La	denominación	de	la	institución:	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del
Empleo.
-	Consignar	la	dependencia	de	la	Dirección	Regional	de	Trabajo.
-	 Consignar:	 “Dirección	 de	 Promoción	 del	 Empleo	 y	 Formación
Profesional”.
-	 Determinar	 el	 tipo	 de	 registro:	 “Registro	 Nacional	 de	 Empresas	 y
Entidades	que	realizan	actividades	de	Intermediación	Laboral”.
-	Número	del	registro.
-	Los	datos	indicados	en	el	punto	e).
-	Firma	del	director	de	promoción	del	empleo	y	formación	profesional.
-	 En	 la	 parte	 final	 del	 registro	 se	 deberá	 consignar	 el	 domicilio	 de	 la
dirección	regional	y	el	teléfono.
6.3.1.	Registro	de	entidades	con	sedes	principales:
Si	 la	entidad	ha	cumplido	con	los	requisitos	señalados	en	el	punto	2.1	del
manual,	 se	 procederá	 a	 registrarse	 mediante	 la	 expedición	 de	 una
constancia	 de	 inscripción,	 cuyo	 contenido	 son	 los	 datos	 señalados	 en	 el
punto	 6.3	 inciso	 e)	 y	 bajo	 las	 características	 indicadas	 en	 el	 inciso	 f)	 (ver
anexo	17	de	manual).
6.3.2.	Registro	de	sucursales,	agencias,	oficinas	y	otros	establecimientos:
Existen	dos	casos:
I.	Si	la	entidad	ha	cumplido	con	los	requisitos	señalados	en	el	punto	2.2.	del
manual,	y	ha	solicitado	su	inscripción	en	forma	conjunta	con	la	solicitud	de
su	principal,	se	procederá	a	registrar	a	estos	establecimientos	en	la	misma
constancia	de	la	sede	principal	(ver	anexo	18	del	manual).
II.	Si	la	entidad	en	fecha	posterior	a	su	registro	pone	en	conocimiento	de	la
apertura	 de	 otro	 establecimiento	 y	 habiendo	 cumplido	 con	 los	 requisitos
indicados	en	el	punto	2.2	-	II,	se	procederá	a	modificar	el	registro,	indicando
en	 la	 parte	 superior	 “ampliación	 de	 establecimientos”.	 El	 registro	 debe
contener	los	mismos	datos	del	primer	registro,	debiendo	agregar	los	nuevos
establecimientos	anexos;	se	debe	tener	en	cuenta	que	el	plazo	de	vigencia	se
mantendrá	igual	al	primer	registro	(ver	anexo	20	del	manual).
6.3.3.	 Toma	 de	 conocimiento	 de	 apertura	 de	 sucursales,	 oficinas	 u	 otros
establecimientos:
Existen	dos	casos:
I.	Si	la	entidad	abre	otros	establecimientos	y	ha	cumplido	con	los	requisitos
señalados	en	el	punto	2.3	del	manual,	se	procederá	a	emitir	una	notificación
en	 la	 cual	 la	 autoridad	 de	 trabajo	 toma	 conocimiento	 que	 la	 entidad
funcionará	en	esa	jurisdicción	(ver	anexo	19	del	manual).
II.	 Si	 la	 entidad	 desarrolla	 actividades	 en	 lugares	 ubicados	 en	 una
jurisdicción	 distinta	 a	 la	 que	 otorgó	 el	 registro,	 debe	 comunicar	 a	 la
Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo	 del	 lugar	 donde	 desarrollará	 sus
actividades,	 anexando	una	 copia	 de	 la	 constancia	 de	 su	 registro,	 para	 que
ésta	 tome	 conocimiento	 sobre	 el	 desarrollo	 de	 sus	 actividades	 con	 una
simple	notificación	(ver	anexo	19.1	del	manual).
6.3.4	Variación	de	domicilio:
a)	Si	la	entidad	ha	cumplido	con	los	requisitos	señalados	en	el	punto	2.4	del
manual,	se	procederá	a	modificar	el	registro	indicando	el	nuevo	domicilio.
b)	 La	 modificación	 debe	 contener	 en	 la	 parte	 superior	 la	 denominación
“variación	de	domicilio”;	se	debe	mantener	la	misma	numeración	y	el	plazo
de	 vigencia	 del	 registro	 principal.	 El	 registro	 debe	 contener	 los	 mismos
datos	del	primer	registro,	debiendo	modificar	sólo	el	domicilio	 (ver	anexo
21	del	manual).
6.3.5.	Variación	de	razón	social:
a)	Si	la	entidad	ha	cumplido	con	los	requisitos	señalados	en	el	punto	2.5	del
manual,	 se	 procederá	 a	 modificar	 el	 registro	 indicando	 la	 nueva
denominación	de	la	entidad.
b)	 La	 modificación	 debe	 contener	 en	 la	 parte	 superior	 la	 denominación
“variación	 de	 razón	 social”;	 se	 debe	 mantener	 la	 misma	 numeración	 y	 el
plazo	 de	 vigencia	 del	 registro	 principal.	 El	 registro	 debe	 contener	 los
mismos	datos	del	primer	 registro,	debiendo	modificar	 sólo	 la	 razón	social
(ver	anexo	22	del	manual)
6.3.6.	Ampliación	del	objeto	social:
a)	Si	 la	empresa	ha	cumplido	con	los	requisitos	señalados	en	el	punto	2.6
del	manual,	se	procederá	a	modificar	el	registro	indicando	la	ampliación	de
actividades	respectiva.
b)	 La	 modificación	 debe	 contener	 en	 la	 parte	 superior	 la	 denominación
“Ampliación	de	actividades”;	se	 debe	mantener	 la	misma	 numeración	 y	 el
plazo	 de	 vigencia	 del	 registro	 principal.	 El	 registro	 debe	 contener	 los
mismos	datos	del	primer	 registro,	debiendo	modificar	 sólo	 las	actividades
(ver	anexo	23	del	manual).
c)	En	los	casos	que	corresponda,	se	debe	solicitar	la	copia	de	la	resolución
de	autorización	o	de	registro	del	sector	competente,	el	mismo	que	se	debe
encontrar	vigente	a	la	fecha	de	presentación	de	su	solicitud.
6.3.7.	Renovación	del	registro:
a)	Si	la	entidad	ha	cumplido	con	los	requisitos	señalados	en	el	punto	2.7	del
manual,	 se	 procederá	 a	 renovarla,	 expidiendo	 el	 registro	 respectivo	 (ver
anexo	24	del	manual).
b)	 Las	 constancias	 de	 renovación	 deben	 contener	 en	 la	 parte	 superior	 la
denominación	“Renovación”.
c)	En	los	casos	que	corresponda,	debe	solicitar	la	copia	de	la	resolución	de
autorización	 o	 de	 registro	 del	 sector	 competente,	 el	 mismo	 que	 se	 debe
encontrar	vigente	a	la	fecha	de	presentación	de	su	solicitud.
VII.	Registro	de	contratos:
7.1.	Presentación	de	los	contratos	suscritos	con	las	empresas	usuarias
La	DPEFP	al	momento	de	expedir	la	constancia	de	registro,	deberá	entregar
a	la	entidad	el	formato	de	la	hoja	informativa	de	los	contratos	suscritos	con
las	empresas	usuarias	(ver	anexo	25	del	manual).
Las	 entidades	 deberán	 presentar	 la	 hoja	 informativa	 y	 las	 copias	 de	 los
contratos,	 los	 mismos	 que	 deben	 ser	 revisados	 por	 las	 direcciones	 de
promoción	 del	 empleo	 u	 oficina	 que	 haga	 sus	 veces,	 según	 los	 datos	 que
corresponda.
Los	contratos	de	locación	de	servicios	deberán	contener	las	características
que	establece	la	ley	(artículo	26):
-	 Descripción	 de	 las	 labores	 a	 realizarse	 (temporal,	 complementario	 o
especializada).
-	Términos	del	contrato	del	personal	destacado.
Sólo	se	debe	recepcionar	 los	contratos	de	aquellas	entidades	que	cuenten
con	el	registro	respectivo.
El	plazo	de	presentación	de	los	contratos	con	las	empresas	usuarias	es	de
quince	 (15)	 días	 de	 suscrito	 el	 contrato,	 los	 mismos	 que	 deberán	 ser
presentados	tanto	en	la	sede	principal	o	en	cada	sede	donde	cuenten	con	el
personal	destacado.	Si	se	encontrare	fuera	de	ese	plazo	deberá	abonar	una
tasa	por	presentación	extemporánea.
Los	formatos	de	las	hojas	informativas	deberán	ser	remitidos	a	la	Dirección
Nacional	de	Promoción	del	Empleo	y	Formación	Profesional	dentro	de	 los
cinco	(5)	primeros	días	del	mes	siguiente	para	su	respectiva	incorporación
al	Reneeil.
Los	contratos	de	locación	de	servicio	que	presenten	las	entidades	deberán
ser	archivados	formándose	un	expedientillo	adicional	al	principal.	Debiendo
los	mismos	estar	foliados	y	ordenados	según	fecha	de	presentación.
7.2.	Presentación	de	los	contratos	suscritos	con	los	trabajadores
La	DPEFP	al	momento	de	expedir	la	constancia	de	registro,	deberá	entregar
a	la	entidad	el	formato	de	la	hoja	informativa	de	los	contratos	suscritos	con
los	trabajadores	(ver	anexo	26	del	manual).
Las	entidades	deberán	presentar	la	hoja	informativa	respectiva	y	las	copias
de	 los	 contratos	 con	 los	 trabajadores	 al	 sector	 trabajo,	 según	 el
procedimiento	 N°	 37	 del	 TUPA,	 la	 oficina	 encargada	 de	 verificar	 la
información	 es	 la	 subdirección	 de	 registros	 generales	 o	 dependencia	 que
haga	 sus	 veces	 en	 las	 Dirección	 Regionales	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del
Empleo.
La	 oficina	 encargada	 de	 la	 recepción	 de	 los	 contratos	 de	 trabajo
(subdirección	de	registros	generales	u	oficina	que	haga	sus	veces),	deberá
remitir	a	la	Dirección	de	Promoción	del	Empleo,	en	forma	mensual,	las	hojas
informativas	presentadas	por	las	entidades,	para	que	dentro	de	los	cinco	(5)
primeros	 días	 del	 mes	 siguiente	 sea	 remitido	 a	 la	 Dirección	 Nacional	 de
Promoción	 del	 Empleo	 y	 Formación	 Profesional	 a	 efectos	 de	 ser
incorporada	en	el	Reneeil.
El	plazo	de	presentación	de	los	contratos	con	los	trabajadores	es	de	quince
(15)	días	de	suscrito	el	contrato,	 los	mismos	que	deberán	ser	presentados
tanto	 en	 la	 sede	 principal	 o	 en	 cada	 sede	 donde	 cuenten	 con	 el	 personal
destacado.	Si	se	encontrare	fuera	de	ese	plazo	deberá	abonar	una	tasa	por
presentación	extemporánea.
VIII.	De	la	elaboración	de	los	informes	mensuales
8.1.	Informes	estadísticos	mensuales:
a)	 Los	 informes	 estadísticos	mensuales	 deberán	 ser	 elaborados	 por	 cada
Dirección	 Regional	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 y	 cada	 zona	 de
trabajo	y	promoción	del	empleo	en	forma	independiente.
b)	Los	informes	serán	elaborados	de	acuerdo	a	los	formatos	remitidos	por
la	 Dirección	 Nacional	 de	 Promoción	 del	 Empleo	 y	 Formación	 Profesional
(ver	anexo	27	del	manual),	debiendo	ser	remitidos	dentro	de	 los	cinco	(5)
primeros	días	del	mes	siguiente.
8.2.	Informes	de	reportes	mensuales:
Las	 direcciones	 regionales	 deberán	 remitir	mensualmente	 a	 la	 Dirección
Nacional	de	Promoción	del	Empleo:
a)	Copias	de	los	registros	emitidos	en	el	mes.
b)	 Copias	 de	 las	 notificaciones	 de	 toma	 de	 conocimiento	 de	 apertura	 de
sucursales,	agencias	u	otros	establecimientos.
c)	 Copias	 de	 las	 hojas	 informativas	 de	 los	 contratos	 suscritos	 con	 las
empresas	usuarias.
d)	 Copias	 de	 las	 hojas	 informativas	 de	 los	 contratos	 suscritos	 con	 los
trabajadores.
e)	Copias	de	los	formatos	de	estadística	trimestral,	los	que	deben	estar	de
acuerdo	a	lo	establecido	por	la	Resolución	Ministerial	N°	130-2002-TR	(ver
anexo	 28	 del	 manual),	 los	 mismos	 que	 serán	 remitidos	 a	 la	 Dirección
Nacional	de	Empleo	y	Formación	Profesional	dentro	de	los	cinco	(5)	días	del
mes	siguiente	a	su	presentación.
Las	 entidades	 deberán	 presentar	 la	 información	 estadística	 trimestral	 la
primera	 semana	 de	 abril,	 julio,	 octubre	 y	 enero;	 aquellos	 que	 presenten
fuera	 de	 este	 período,	 deberán	 abonar	 una	 tasa	 por	 presentación
extemporánea.
Las	hojas	informativas	de	los	contratos	con	las	empresas	usuarias	y	con	los
trabajadores,	así	como	la	estadística	trimestral,	podrá	ser	presentada	tanto
en	la	sede	del	domicilio	de	la	principal	como	en	cada	sede	donde	tengan	el
personal	destacado.
Las	 direcciones	 de	 promoción	 del	 empleo	 y	 zonas	 de	 trabajo	 que
recepcionen	los	formatos	descritos	en	a),	b)	y	c),	sólo	recibirán	de	aquellas
entidades	que	se	encuentren	debidamente	inscritas	en	el	Registro	Nacional
de	Empresas	y	Entidades	de	Intermediación	Laboral.
Toda	 la	 información	de	 los	reportes	mensuales,	deberán	ser	remitidas	en
forma	 conjunta,	 con	 los	 informes	 estadísticos	 mensuales	 a	 la	 Dirección
Nacional	de	Promoción	del	Empleo	y	Formación	Profesional	dentro	de	 los
cinco	(5)	primeros	días	del	mes	siguiente.
IX.	Manual	de	procedimientos:
Forma	parte	 integrante	del	presente	 lineamiento	de	acción	el	 “Manual	de
procedimientos”	adjunto,	así	como	de	sus	anexos.
X.	Disposición	final:
La	Dirección	Nacional	de	Promoción	del	Empleo	y	Formación	Profesional
es	 la	 dependencia	 competente	 para	 supervisar	 y	 evaluar	 la	 ejecución	 del
presente	lineamiento	de	acción.
XI.	Anexos:
Manual	de	Procedimientos	para	el	Registro	de	Empresas	y	Entidades	que
realizan	Actividades	de	Intermediación	Laboral.
_________
1	La	DPEFP	o	dependencia	que	haga	sus	veces	al	momento	de	otorgar	la	constancia	de	registro	a	la
entidad,	deberá	entregar	los	formatos	de	las	hojas	informativas	de	los	contratos	suscritos:	con	las
empresas	usuarias	y	con	los	trabajadores	(ver	punto	3.1.1,	3.1.2	y	anexos	26	y	27).
NOTA:	La	Resolución	Ministerial	012-2010-TR,	publicada	el	14	de	enero	del	2010,	aprueba	la
Directiva	Nacional	003-2009-MTPE/3/11.2	que	regula	el	“Procedimiento	para	la	inscripción	en	el
Registro	Nacional	de	Empresas	y	Entidades	que	Realizan	Actividades	de	Intermediación	Laboral	-
Reneeil”,	y	el	“Manual	de	procedimientos	para	la	inscripción	en	el	Registro	Nacional	de	Empresas	y
Entidades	que	Realizan	Actividades	de	Intermediación	Laboral	-	Reneeil”	y	sus	anexos.	Estos
documentos	se	encuentran	disponibles	en	el	portal	web	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del
Empleo	(http://www.mintra.gob.pe).	Finalmente,	la	norma	deroga	la	Resolución	Ministerial	N°	206-
2007-TR.
PROCEDIMIENTO	PARA	EL	SERVICIO	DE	INTERMEDIACIÓN
LABORAL	EXTRANJERA
R.	M.	283-2009-TR.
ART.	 1°.—Aprobar	 la	 Directiva	 Nacional	 N°	 005-2009-MTPE/3/11.2	 -
“Procedimiento	 para	 el	 servicio	 de	 intermediación	 laboral	 extranjera”,
formulada	por	la	Dirección	Nacional	de	Promoción	del	Empleo	y	Formación
Profesional,	cuyo	contenido	y	anexos	forman	parte	integrante	de	la	presente
resolución.
Dir.	Nac.	005-2009-MTPE/3/11.2
Procedimiento	para	el	servicio	de	intermediación	laboral	extranjera
Formulada	por:	Dirección	Nacional	de	Promoción	del	Empleo	y	Formación
Profesional.
l.	Objetivo:
Dotar	de	un	marco	técnico	normativo	que	regule	el	proceso	del	servicio	de
intermediación	 laboral	 extranjera	 para	 la	 colocación	 de	 buscadores	 de
empleo	nacionales	fuera	del	país.
II.	Finalidad:
Normar	y	orientar	el	servicio	de	intermediación	laboral	extranjera	a	fin	que
se	 realice	 con	 criterios	 técnico	 -	 objetivos,	 de	 manera	 eficiente,	 eficaz	 y
velando	por	los	derechos	de	las	personas	colocadas.
III.	Base	legal:
-	Ley	N°	29381,	Ley	de	Organización	y	Funciones	del	Ministerio	de	Trabajo
y	Promoción	del	Empleo.
-	 Resolución	Ministerial	 N°	 173-2002-TR,	 Reglamento	 de	 Organización	 y
Funciones	 del	 MTPE	 y	 sus	 modificatorias,	 establecidas	 en	 el	 Decreto
Supremo	N°	018-2006-TR.
-	 Ley	 N°	 26771,	 establecen	 prohibición	 de	 ejercer	 la	 facultad	 de
nombramiento	y	contratación	de	personal	en	el	 sector	público,	en	caso	de
parentesco.
-	Decreto	Supremo	N°	021-2000-PCM,	reglamento	de	 la	 ley	que	establece
prohibición	 de	 ejercer	 la	 facultad	 de	 nombramiento	 y	 contratación	 de
personal	 en	 el	 sector	 público,	 en	 caso	 de	 parentesco	 y	 sus	modificatorias
Decreto	Supremo	N°	017-2002-PCM	y	Decreto	Supremo	N°	034-2005-PCM.
-	 Resolución	 de	 Superintendencia	 N°	 125-2008/Sunat,	 modifican	 la
Resolución	 de	 Superintendencia	 N°	 204-2007/Sunat	 y	 aprueban	 nueva
versión	del	PDT	Planilla	Electrónica,	Formulario	Virtual	N°	0601.
IV.	Alcance:
La	presente	directiva	es	de	cumplimiento	obligatorio	por	parte	de:
-	 Dirección	 Nacional	 de	 Promoción	 del	 Empleo	 y	 Formación	 Profesional
(Dirección	Nacional).
-	Direcciones	o	gerencias	regionales	de	trabajo	y	promoción	del	empleo.
-	Programa	Red	Cil	Pro	Empleo	(Red	Cil).
Dependencias	que	intervienen	en	el	proceso	del	servicio	de	intermediación
laboral	extranjera.
V.	Disposiciones	generales:
5.1.	 El	 servicio	 de	 intermediación	 laboral	 extranjera	 se	 define	 como	 el
enlace	entre	las	empresas	que	ofrecen	puestos	de	trabajo	fuera	del	país	y	el
ciudadano	peruano	buscador	de	empleo.
5.2.	 La	 Dirección	 Nacional	 es	 la	 encargada	 de	 coordinar,	 regular,
implementar	 mecanismos	 técnicos	 -	 normativos,	 supervisar	 las
convocatorias	 a	 ser	 desarrolladas	a	 nivel	 nacional	 a	 través	 del	 Programa
Red	Cil,	así	como	determinar	la	dirección	regional	o	direcciones	regionales
que	ejecutarán	el	proceso	de	preselección	de	cada	convocatoria.
Además,	es	la	encargada	de	coordinar	el	apoyo	de	la	Dirección	General	de
Administración	para	el	efectivo	cumplimiento	de	la	prohibición	de	postular
en	las	convocatorias	al	personal	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del
Empleo,	contratado	bajo	cualquier	régimen	o	modalidad.
5.3.	 El	 Programa	 Red	 Cil	 es	 el	 encargado	 de	 implementar,	 administrar	 y
mantener	 preventiva	 y	 correctivamente	 el	 Sistema	 de	 Intermediación
Laboral	Extranjera	-	Silex,	así	como	de	capacitar	a	las	direcciones	regionales
sobre	su	manejo.	El	Silex	es	el	único	soporte	 informático	para	obtener	 los
puntajes	 de	 los	 postulantes.	 Asimismo,	 este	 programa	 es	 el	 encargado	 de
coordinar	 con	 la	 Oficina	 de	 Estadística	 e	 Informática	 para	 contrastar	 la
información	 de	 los	 buscadores	 de	 empleo	 y	 publicar	 las	 informaciones
sobre	el	proceso.
5.4.	Las	direcciones	regionales	son	 las	encargadas	de	ejecutar	 la	etapa	de
preselección	de	los	procesos	convocados	dentro	de	la	jurisdicción,	así	como
de	 apoyar	 el	 cumplimiento	 de	 la	 prohibición	 de	 postular	 a	 los	 familiares
hasta	el	cuarto	grado	de	consanguinidad	y	segundo	de	afinidad	del	personal
de	las	respectiva	dirección	regional.
5.5.	 El	 servicio	 de	 intermediación	 laboral	 extranjera	 es	 ejecutado	 por	 las
direcciones	regionales	a	través	de	las	direcciones	de	promoción	del	empleo
y	 formación	 profesional	 del	 lugar	 donde	 se	 desarrolle	 la	 convocatoria,	 las
cuales	se	encargan	de:
a)	Ejecutar	directamente	el	 servicio	de	 intermediación	 laboral	extranjera,
desde	 el	 inicio	 de	 la	 convocatoria	 hasta	 la	 etapa	 de	 determinación	 de	 los
buscadores	de	empleo	preseleccionados.
b)	Remitir	a	la	dirección	nacional:
-	 Reporte	 de	 los	 postulantes,	 los	 preseleccionados	 y	 los	 buscadores	 de
empleo	con	documentación	incompleta	y/o	presuntamente	falsa.
-	Copia	del	acta	de	conclusión	de	la	etapa	de	preselección.
-	 Listado	 final	 de	 los	 seleccionados,	 el	 cual	 deberá	 ser	 entregado	 por	 el
representante	de	 la	empresa	extranjera	 con	no	menos	de	cuarenta	y	ocho
(48)	horas	(días	hábiles)	de	anticipación	a	la	fecha	programada	de	firma	del
acta	final.
-	Copia	del	acta	final	suscrita	en	la	embajada	o	agencia	gubernamental	del
país	de	procedencia	de	la	oferta	de	empleo.
-	Copias	de	los	contratos	de	trabajo	suscritos	por	los	buscadores	de	empleo
seleccionados,	y	del	acta	de	firma	de	contratos	de	trabajo.
VI.	Comité	especial	para	elaborar	la	tabla	de	calificación	documentaria:
6.1.	 La	 elaboración	 de	 la	 tabla	 de	 calificación	 documentaria	 a	 usarse	 en
cada	proceso	convocado	está	a	cargo	de	una	comisión	especial	conformada
por:	 un	 representante	 de	 la	 dirección	 nacional,	 un	 representante	 del
Programa	 Red	 Cil	 y	 un	 representante	 de	 la	 dirección	 regional	 de	 la
jurisdicción	donde	se	desarrolle	el	proceso.
6.2.	 La	 tabla	 de	 calificación	 documentaria	 es	 única	 para	 cada	 proceso	 y
otorga	 puntaje	 diferenciado	 por	 los	 conceptos	 de:	 experiencia	 laboral,
formación	 profesional,	 sector	 vulnerables	 o	 en	 riesgo	 al	 que	 pertenece,
entre	otros,	en	función	al	perfil	laboral	requerido	por	la	empresa	extranjera
ofertante	 de	 empleo.	 La	 información	 obtenida	 es	 cargada	 al	 Silex	 por	 el
administrador	del	mismo	para	que	este	automáticamente	otorgue	el	puntaje
respectivo.
VII.	Prohibiciones:
Los	funcionarios	y/o	servidores	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del
Empleo	 o	 de	 las	 direcciones	 regionales,	 bajo	 las	modalidades	 de	 personal
nombrado,	 personal	 contratado	 por	 servicios	 personales	 o	 por	 contratos
administrativos	de	servicios,	personal	de	confianza	y	practicantes,	sean	o	no
responsables	 de	 los	 procesos	 de	 preselección	 de	 buscadores	 de	 empleo,
están	prohibidos	de:
7.1.	Aceptar	dádivas,	divulgar	información	no	autorizada,	recibir	beneficios
personales	 de	 terceros	 y	 cualquier	 otro	 acto	 que	 implique	 una	 conducta
deshonesta.
7.2.	 Efectuar	 recomendaciones	 directa	 o	 indirectamente	 a	 favor	 del
buscador	de	empleo	postulante.
7.3.	Participar	en	las	convocatorias	como	postulante.
Asimismo,	 están	 prohibidos	 de	 participar	 sus	 parientes	 hasta	 el	 cuarto
grado	de	 consanguinidad	y	 segundo	de	 afinidad,	 incluyéndose	 las	uniones
de	 hecho	 debidamente	 comprobadas,	 quienes	 estarán	 descalificados
automáticamente	del	proceso	en	que	participen.
VIII.	Mecánica	operativa:
El	 servicio	de	 intermediación	 laboral	extranjera	cuenta	con	 los	siguientes
procesos:
8.1.	Recepción	de	la	oferta	de	empleo.
8.2.	Difusión	de	la	oferta	de	empleo.
8.3.	Inscripción	de	buscadores	de	empleo.
8.4.	Evaluación	y	calificación	(etapa	de	preselección).
8.5.	Publicación	de	preseleccionados.
8.6.	Etapa	de	selección	final.
8.7.	 Firma	 de	 contratos	 de	 trabajo	 de	 los	 buscadores	 de	 empleo
seleccionados.
8.8.	Comunicación	oficial	al	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores.
8.1.	Recepción	de	la	oferta	de	empleo
La	petición	del	servicio	de	 intermediación	 laboral	extranjera	es	ejecutada
de	la	siguiente	manera:
a)	 La	 embajada	 o	 agencia	 gubernamental	 del	 país	 de	 procedencia	 de	 la
oferta	de	empleo	la	remite	al	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,
a	 través	de	 la	Oficina	de	Trámite	Documentario	y	 se	deriva	a	 la	Dirección
Nacional.
b)	La	Dirección	Nacional	evalúa,	la	oferta	de	empleo,	especialización	de	los
puestos	 de	 trabajo	 requeridos	 y	 la	 garantía	 que	 el	 buscador	 de	 empleo
gozará	de	 los	mismos	derechos	del	 trabajador	del	país	donde	se	 realice	el
servicio.
c)	La	Dirección	Nacional	formaliza	la	disponibilidad	para	atender	la	oferta
de	empleo	mediante	comunicación	escrita	dirigida	a	la	embajada	o	agencia
gubernamental	del	país	de	procedencia	de	la	oferta,	y	a	su	vez	solicita	que	la
empresa	complete	el	“Formato	de	datos	generales	de	la	oferta	de	empleo	en
el	extranjero”	(Anexo	1)	y,	el	“Acta	de	compromiso	del	empleador”	(Anexo
2).
Asimismo,	debe	remitirse	–en	caso	de	existir–	el	convenio	colectivo	vigente
respectivo,	de	forma	adjunta	a	los	anexos	antes	mencionados.
d)	 La	 dirección	 nacional	 verifica	 que	 la	 empresa	 cumpla	 con	 adjuntar	 la
documentación	solicitada,	establece	el	cronograma	de	actividades	y	remite
una	 copia	 de	 la	 oferta	 de	 empleo	 a	 la	 dirección	 regional	 respectiva.	 Las
convocatorias	 que	 se	 acepten	 no	 se	 podrán	 yuxtaponer	 una	 a	 otra	 en	 la
misma	dirección	regional	donde	se	ejecuta	el	proceso.
8.2.	Difusión	de	la	oferta	de	empleo
La	 dirección	 nacional	 procede	 a	 publicar	 la	 convocatoria	 en	 el	 web
institucional	 del	Ministerio	de	Trabajo	 y	Promoción	del	Empleo	y/u	otros
medios	que	considere	con	un	lapso	no	menor	de	tres	(03)	días	calendarios
antes	del	inicio	del	proceso.
La	publicación	debe	contener:
1.	La	fecha	de	inicio	de	la	inscripción	de	los	postulantes	a	la	convocatoria.
2.	El	número	de	citas	a	otorgarse	en	dicha	convocatoria	no	podrá	ser	menor
a	diez	veces	el	número	de	puestos	de	empleo	ofertados.
3.	La	descripción	del	puesto	de	trabajo.
4.	 El	 perfil	 de	 los	 trabajadores	 requeridos	 para	 dicho	 puesto	 de	 trabajo,
debe	 comprender	 necesariamente:	 grado	 de	 instrucción	 educativa	 y
experiencia	laboral	(expresado	en	días,	meses	o	años).
5.	El	número	de	puestos	de	trabajo	y	número	de	reservas.
6.	 La	 remuneración	 neta	 (diaria,	mensual	 o	 anual)	 y	 de	 ser	 el	 caso,	 si	 se
otorgará	en	especie.
7.	El	horario	de	trabajo	(turno	mañana,	turno	tarde,	turno	noche).
8.	Los	días	de	descanso	(días	rotativos	o	días	fijos).
9.	Las	horas	extras,	debiéndose	señalar	la	tasa	fijada	por	convenio	colectivo
vigente	o	por	ley.
10.	El	tipo	de	seguro	de	prestaciones	de	salud	a	aplicarse	a	los	buscadores
de	 empleo	 seleccionados	 -	 seguro	 contra	 accidentes	 de	 trabajo	 y
enfermedades	profesionales.
11.	 El	 refrigerio	 y/o	 almuerzo	 y/o	 cena,	 precisándose	 si	 está	 a	 cargo	 del
buscador	de	empleo	seleccionado	o	de	la	empresa.
12.	 La	 movilidad	 al	 centro	 de	 labores,	 precisándose	 si	 está	 a	 cargo	 del
buscador	de	empleo	seleccionado	o	de	la	empresa.
13.	 La	 duración	 del	 contrato	 de	 trabajo,	 precisándose	 si	 es	 a	 plazo
determinado	o	indeterminado.
14.	 La	 vivienda,	 precisándose	 si	 está	 a	 cargo	 del	 buscador	 de	 empleo
seleccionado	o	de	la	empresa.
15.	La	ciudad	donde	se	desarrollarán	sus	labores	los	buscadores	de	empleo
seleccionados.
16.	 El	 costo	 de	 vida	 promedio	 (hospedaje/vivienda,	 alimentación,
transporte	 y	 otros)	 de	 la	 localidad	 en	 la	 cual	 el	 buscador	 de	 empleo
seleccionado	laborará.
17.	 Asimismo,	 se	 publicará	 el	 convenio	 colectivo	 respectivo,	 en	 caso	 de
existir.
8.3	Inscripción	de	buscadores	de	empleo
Antes	 del	 proceso	 de	 inscripción,	 el	 Programa	 Red	 Cil	 ingresa	 al	 Silex	 el
número	 de	 citas	 a	 otorgar,	 que	 en	 ningún	 caso	 deberá	 ser	 inferior	 a	 diez
(10)	 veces	 el	 número	 de	 puestos	 de	 trabajo	 ofertados	 por	 la	 empresa
extranjera.
La	inscripción	de	los	buscadores	de	empleo	se	realiza	vía	web	institucional
del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.	Excepcionalmente,	por
convenir	a	la	eficacia	de	la	ejecución	del	proceso,	la	dirección	nacional	podrá
determinar	 que	 la	 dirección	 regional	 asignada	 realice	 una	 convocatoria
asistida	usando	el	 formato	 impreso	“Formato	Electrónico	 -	Currículo	Vitae
Virtual”	 (Anexo	 3).	 Posteriormente,	 todas	 las	 fichas	 impresas	 de	 la
convocatoria	 asistida	 deben	 ser	 ingresadas	 al	 Silex	 por	 el	 personal	 de	 la
dirección	regional	correspondiente.
Para	 la	 inscripción,	 los	 buscadores	 de	 empleo	 llenan	 los	 formatos
publicados	 en	 la	 web	 institucional:	 (i)	 “Formato	 Electrónico	 -	 Currículo
Vitae	Virtual”,	(Anexo	3)	y	(ii)	“Declaración	Jurada”	(Anexo	4).
El	Silex	dispone	de	filtros	para	la	verificación	de	la	información	en	función
del	 número	 de	 documento	 nacional	 de	 identidad	 y	 del	 perfil	 del	 puesto
laboral	al	cual	postula	a	fin	de	determinar	el	buscador	de	empleo	apto.	No	se
otorgan	 citas	 a	 los	 buscadores	 de	 empleo	 que	 hayan	 registrado	 en	 el
formato	 electrónico	 o	 ficha	 de	 postulante	 un	 documento	 nacional	 de
identificación	cuyos	datos	no	corresponden	a	los	ingresados	en	el	apartado
de	 identificación	 personal,	 o	 que	 el	 perfil	 del	 buscador	 de	 empleo	 no
corresponde	 al	 de	 la	 convocatoria.	 El	 Silex	 informa	 a	 los	 buscadores	 de
empleo	cuando	se	han	agotado	la	totalidad	de	las	citas.
El	 Programa	 Red	 Cil	 verifica	 la	 consistencia	 de	 la	 información	 en
coordinación	 con	 la	 Oficina	 de	 Estadística	 e	 Informática	 y;	 el	 listado
contrastado	debe	ser	puesto	a	disposición	de	la	dirección	nacional	y	de	los
evaluadores	 de	 la	 dirección	 regional	 correspondiente,	 vía	 correo
electrónico,	dentro	de	las	veinticuatro	(24)	horas	luego	de	realizado	el	corte
diario.
Luego	de	verificada	 la	 información	de	 los	buscadores	de	empleo	aptos,	el
Programa	Red	Cil	remite	en	el	día	la	respectiva	cita	a	los	postulantes,	vía	el
correo	 electrónico	 consignado.	 La	 citación	 se	 efectúa	 en	 estricto	 orden	de
inscripción	 hasta	 agotar	 el	 número	 de	 citas	 y	 se	 indica	 al	 solicitante	 de
empleo	 el	 lugar,	 fecha	 y	 hora	 en	 que	 debe	 presentarse	 ante	 la	 dirección
regional	 respectiva,	 para	 la	 verificación	 curricular	 de	 acuerdo	 al	 perfil
laboral	requerido.
El	 Programa	Red	 Cil	 remite	 a	 la	 dirección	 nacional	 el	 reporte	 diario	 y	 el
reporte	final	de	las	personas	que	ingresaron	al	sistema,	así	como	el	reporte
final	de	citas	otorgadas	a	los	buscadores	de	empleo	que	concluyeron	dicho
procedimiento	de	inscripción	y	fueron	declarados	aptos.
Sólo	 en	 los	 casos	 de	 convocatorias	 asistidas	 la	 inscripción	 y	 evaluación
documentaria	se	lleva	a	cabo	en	un	sólo	acto.	Por	tanto,	la	dirección	regional
respectiva	otorga	su	visto	bueno	a	 la	 lista	de	preseleccionados	en	señal	de
conformidad	 tomando	 en	 cuenta	 las	 prohibiciones	 del	 caso,	 conforme	 al
numeral	VIII	de	la	presente	directiva.
8.4.	Evaluación	y	calificación	(etapa	de	preselección)
La	 preselección	 se	 realiza	 teniendo	 en	 cuenta:	 la	 oferta	 de	 empleo	 de	 la
empresa	 extranjera,	 la	 revisión	 de	 los	 documentos	 originales	 presentados
por	 cada	 buscador	 de	 empleo	 y	 la	 aplicación	 de	 una	 tabla	 de	 calificación
documentaria	 previamente	 aprobada	 por	 la	 comisión	 especial	 designada
para	tal	efecto.
El	 buscador	 de	 empleo	 se	 presenta	 ante	 el	 personal	 designado	 por	 la
dirección	regional	respectiva,	identificándose	con	su	documento	nacional	de
identidad	y	portando	su	currículum	vitae	documentado,	en	original	y	copia.
El	 buscador	 de	 empleo	 debe	 firmar	 y	 colocar	 su	 huella	 digital	 en	 el
“Declaración	 Jurada”	 (Anexo	 4)	 y	 en	 el	 reverso	 de	 cada	 fotocopia	 de	 su
currículum.	El	personal	de	 la	dirección	regional	encargado	de	 la	ejecución
del	 proceso,	 debe	 comprobar	 la	 autenticidad	 del	 contenido	 de	 la
documentación	 presentada	 en	 original,	 pudiendo	 contrastarla	 con	 las
entidades	que	emitieron	dichos	documentos,	utilizando	 las	bases	de	datos
del	Reniec,	Sunat	(Planilla	Electrónica),	ESSALUD,	entre	otros.
La	dirección	regional	ingresa	al	Silex	la	información	comprobada	sobre	los
criterios	 aplicados	 en	 el	 perfil	 solicitado	 por	 la	 empresa	 ofertante	 de
empleo.	 El	 Silex	 automáticamente	 asigna	 los	 puntajes	 establecidos	 de
acuerdo	 a	 la	 tabla	 de	 calificación	 y	 ordena	 los	 puntajes	 obtenidos	 por	 los
buscadores	de	empleo,	de	mayor	a	menor	rango	en	estricto	orden	de	mérito.
En	 caso	 de	 obtenerse	 puntajes	 similares	 entre	 dos	 o	 más	 buscadores	 de
empleo,	y	empatar	la	última	vacante,	se	otorgará	la	vacante	según	el	orden
de	inscripción	en	el	Silex.
Concluida	la	etapa	de	preselección,	se	levanta	un	acta	que	debe	ser	suscrita
por	 el	 representante	 de	 la	 dirección	 regional	 en	 la	 cual	 se	 ejecutó	 la
convocatoria	y	el	supervisor	representante	del	Programa	Red	Cil.
8.5.	Publicación	de	preseleccionados
La	 dirección	 regional	 remite	 la	 lista	 de	 preseleccionados	 a	 la	 dirección
nacional,	la	misma	que	ordena	su	publicación	en	la	página	web	institucional.
Con	 un	 mínimo	 de	 tres	 (3)	 días	 hábiles	 antes	 del	 inicio	 de	 la	 etapa	 de
selección	final.
Simultáneamente	 a	 la	 publicación	 de	 la	 lista	 de	 preseleccionados,	 la
dirección	regional	respectiva	convoca	a	dichos	buscadores	mediante	correo
electrónico	y/o	llamadas	telefónicas.
Publicada	la	lista	de	preseleccionados,	 la	dirección	nacional	comunica	a	la
embajada	o	agencia	gubernamental	del	país	ofertante	de	empleo	para	que
continúe	con	la	etapa	de	selección	final.
8.6.	Etapa	de	selección	final
La	 etapa	 de	 selección	 final	 es	 de	 exclusiva	 responsabilidad	 de	 los
representantes	de	la	empresa	extranjera,	debidamente	acreditados,	quienes
evalúan	 y/o	 entrevistan	 a	 los	 preseleccionados	 y	 elaboran	 la	 lista	 final,	 la
cual	debe	contener	los	nombres	y	el	documento	nacional	de	identidad	de	los
seleccionados	y	de	aquellos	que	tienen	la	calidad	de	reserva,	la	cual	debe	ser
entregada	a	la	dirección	regional	respectiva.
La	dirección	nacional,	a	través	del	Programa	Red	Cil,	supervisa	la	etapa	de
selección	 final,	 de	 conformidad	 con	 lo	 establecido	 en	 el	 numeral	 IX	 de	 la
presente	directiva.
Al	concluir	la	etapa	de	selección	final	se	firma	un	acta	que	debe	ser	suscrita
por	 el	 representante	 de	 la	 empresa	 extranjera	 ofertante	 de	 empleo,	 el
representante	de	la	dirección	regional	en	la	cual	se	ejecutó	la	convocatoria	y
el	representante	del	Programa	Red	Cil.
Para	 fines	 del	 trámite	 migratorio,	 se	 formaliza	 el	 resultado	 del	 proceso
mediante	 la	 suscripción	 de	 un	 acta	 final	 en	 la	 embajada	 o	 agencia
gubernamental	 del	 país	 de	 procedencia	 de	 la	 oferta	 de	 empleo,	 que	 será
firmada	por	 los	 representantes	de	 la	empresa	extranjera,	el	 representante
de	la	dirección	regional	y	un	representante	de	la	embajada	o	de	la	agencia
gubernamental	del	país	de	procedencia	de	la	oferta	de	empleo.
8.7.	 Firma	 de	 los	 contratos	 de	 trabajo	 de	 los	 buscadores	 de	 empleo
seleccionados
La	 Dirección	 Nacional	 ordena	 la	 publicación	 de	 los	 seleccionados	 y	 las
reservas	 en	 la	 web	 institucional.	 Para	 el	 caso	 de	 los	 seleccionados,	 la
dirección	nacional	comunica	a	la	dirección	regional,	la	hora	y	el	lugar	donde
se	firmarán	los	contratos,	previa	coordinación	con	la	embajada	o	la	agencia
gubernamental	del	país	de	procedencia	de	la	oferta	de	empleo.
La	firma	de	los	contratos	de	trabajo	se	realiza	en	la	ciudad	que	determine	la
dirección	nacional	y	se	desarrolla	de	la	siguiente	manera:
a)	 El	 personal	 designado	 de	 la	 dirección	 regional	 respectiva	 realiza	 la
verificación	 de	 la	 identidad	 de	 los	 seleccionados	 por	 intermedio	 del
documento	nacional	de	identidad.
b)	La	dirección	regional	desarrolla	el	“Taller	de	afianzamiento	laboral	en	el
puesto	 de	 trabajo”	 dirigido	 a	 los	 buscadores	 de	 empleo	 seleccionados,	 y
entrega	 la	 “Guía	 de	 información	 y	 consulta	 para	 los	 seleccionados	 del
servicio	de	intermediación	laboral	extranjera”.
c)	La	empresa	en	coordinación	con	el	representante	de	la	embajada	y/o	de
la	agencia	gubernamental	del	país	ofertante	de	empleo,	explica	las	cláusulas
del	 contrato	de	 trabajo	durante	el	 acto	de	 firma	del	mismo	y	absuelve	 las
dudas	 de	 los	 seleccionados.	 Asimismo,	 recaba	 una	 copia	 del	 contrato	 de
trabajo	 firmado	 por	 estos,	 la	 que	 pondrá	 a	 disposición	 de	 la	 dirección
nacional.	 De	 considerarse	 oportuno	 se	 solicitará	 la	 participación	 de
funcionarios	 del	 Ministerio	 de	 Relaciones	 Exteriores	 y	 de	 otras
dependencias	del	Estado.
d)	Al	finalizar	el	acto	de	firma	de	contratos	de	trabajo,	se	levantará	un	acta
que	 será	 suscrita	 por	 los	 representantes	 de	 la	 embajada	 o	 la	 agencia
gubernamental	 del	 país	 de	 procedencia	 de	 la	 oferta	 de	 empleo	 y	 de	 la
dirección	regional	que	ejecuto	la	convocatoria.
En	 caso	de	desistimiento	o	ausencia	–en	 los	plazos	determinados–	de	 los
buscadores	 seleccionados,	 los	 buscadores	 calificados	 como	 reservas
cubrirán	las	plazas	vacantes	de	acuerdo	al	orden	de	prelación.	La	dirección
regional	 comunicará	 a	 las	 reservas	 la	 hora	 y	 el	 lugar	 donde	 se	 deben
presentar	 para	 la	 suscripción	 del	 contrato	 respectivo,	 el	 cual	 se	 realiza
siguiendo	 el	 procedimiento	 señalado	 para	 la	 firma	 de	 los	 contratos	 de
trabajo.
8.8.	Comunicación	oficial	al	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores
Suscrita	 el	 acta	 señalada	 en	 el	 literal	 d)	 del	 numeral	 8.7,	 la	 dirección
nacional	 debe	 comunicar	 al	 Ministerio	 de	 Relaciones	 Exteriores	 y	 a	 la
Oficina	 de	 Asuntos	 Internacionales	 de	 la	 Dirección	 General	 de	 Asesoría
Jurídica	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	el	listado	de	los
seleccionados,	 incluyendo	 los	 nombres	 y	 apellidos,	 correo	 electrónico	 de
éstos,	adjuntando	copia	de	los	contratos	de	trabajo	suscritos	y	el	convenio
colectivo	de	trabajo	correspondiente,	de	existir.
Adicionalmente,	 debe	 remitir	 a	 la	 Dirección	 General	 de	 Asesoría	 Jurídica
copia	de	 la	oferta	de	empleo	cursada	por	 la	empresa	extranjera	y	del	acta
final	del	proceso.
IX.	Supervisión
La	Dirección	Nacional,	 a	 través	del	Programa	Red	Cil,	 supervisa	 todas	 las
etapas	 del	 proceso	 de	 intermediación	 laboral	 extranjera,	 velando	 por	 el
estricto	cumplimiento	de	la	presente	directiva	a	nivel	nacional.
El	 personal	 a	 cargo	 de	 la	 supervisión	 debe	 emitir	 un	 informe	 final,	 bajo
responsabilidad,	el	cual	será	elevado	al	despacho	de	la	dirección	nacional	al
finalizar	cada	convocatoria.	Dicho	personal	puede	emitir	informes	parciales
en	función	a	las	circunstancias	o	hechos	acontecidos	durante	las	diferentes
etapas	 del	 proceso	 convocado,	 debiendo	 informar	 a	 la	 dirección	 nacional
acerca	de	cualquier	anormalidad	ocurrida	durante	el	mismo.
De	presentarse	irregularidades	en	la	ejecución	del	proceso	que	cuestionen
su	 validez,	 la	 dirección	 nacional	 puede	 disponer	 las	 medidas	 correctivas
correspondientes	 y	 de	 ser	 el	 caso	 la	 suspensión	 temporal	 o	 cancelación
definitiva	 del	 proceso,	 para	 lo	 cual	 trasladará	 un	 informe	 al	 despacho	 del
Viceministro	 de	 Promoción	 del	 Empleo	 y	 Capacitación	 Laboral	 y	 a	 la
embajada	o	agencia	gubernamental	del	país	de	la	empresa	solicitante.
X.	Responsabilidad:
10.1.	 La	dirección	 regional	que	ejecuta	 la	 convocatoria	 es	 responsable	de
los	 procesos	 de	 intermediación	 laboral	 extranjera	 desde	 la	 inscripción	 de
los	 buscadores	 de	 empleo	 hasta	 la	 entrega	 del	 listado	 de	 los
preseleccionados.
10.2.	El	Programa	Red	Cil	es	responsable	de:
a)	 Remitir	 el	 reporte	 diario	 y	 final	 de	 las	 personas	 que	 ingresaron	 al
sistema,	 de	 las	 citas	 otorgadas,	 de	 los	 buscadores	 de	 empleo	 aptos	 y	 el
listado	 de	 los	 preseleccionados,	 conforme	 al	 numeral	 8.3	 de	 la	 presente
directiva.
b)	Diseñar	el	“Taller	de	afianzamiento	laboral	en	el	puesto	de	trabajo”.
c)	Elaborar	 la	 “Guía	de	 información	y	 consulta	para	 los	 seleccionados	del
servicio	de	intermediación	laboral	extranjera”.
d)	Administrar	el	Silex.
e)	Coordinar	con	la	Oficina	de	Estadística	e	Informática	las	publicaciones	en
la	 página	 web	 institucional	 durante	 las	 convocatorias,	 el	 contraste	 de	 la
información,	así	como	el	mantenimiento,	mejora,	reparación	y	modificación
del	Silex.
XI.	Publicación	final	de	seleccionados:
Concluido	el	proceso	con	 la	etapa	de	selección	 final,	 la	dirección	nacional
ordena	 la	 publicación	 de	 la	 lista	 final	 de	 solicitantes	 seleccionados,
indicando	 el	 número	 del	 documento	 nacional	 de	 identidad	 y	 nombres	 y
apellidos	de	cada	uno	de	ellos.
XII.	Monitoreo	y	seguimiento	post	contrato:
El	monitoreo	y	seguimiento	post	contrato	de	los	seleccionados	se	efectúa	a
través	del	convenio	interinstitucional	suscrito	entre	el	Ministerio	de	Trabajo
y	Promoción	del	Empleo	y	el	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores.
XIII.	Vigencia:
La	 presente	 directiva	 deja	 sin	 efecto	 el	 Lineamiento	 de	 Acción	 N°	 003-
2007-MTPE/3/11.2,	 y	 es	 de	 aplicación	 desde	 el	 día	 siguiente	 de	 su
publicación	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”.
XIV.	Disposiciones	finales:
14.1.	Cualquier	aspecto	no	previsto	en	 la	presente	directiva,	será	resuelto
por	 la	 Dirección	 Nacional	 de	 Promoción	 del	 Empleo	 y	 Formación
Profesional.
14.2.	 Las	 direcciones	 o	 gerencias	 regionales	 de	 trabajo	 y	 promoción	 del
empleo	 coordinan	 con	 la	 Dirección	 Nacional	 de	 Promoción	 del	 Empleo	 y
Formación	 Profesional	 la	 aplicación	 de	 la	 presente	 directiva,	 a	 efectos	 de
dilucidar	cualquier	duda	interpretativa	en	torno	a	los	alcances	de	la	misma.
XV.	Anexos:
Anexo	 1:	 Formato	 de	 datos	 generales	 de	 la	 oferta	 de	 empleo	 en	 el
extranjero.
Anexo	2:	Acta	de	compromiso	del	empleador.
Anexo	3:	Formato	electrónico	-	Currículo	Vitae	Virtual.
Anexo	4:	Declaración	jurada.
Anexo	5:	Flujograma	del	Servicio	de	Intermediación	Laboral	Extranjera.
Anexo	1	
Formato	de	datos	generales	de	la	oferta	de	empleo	en	el	extranjero
	

Anexo	2
Acta	de	compromiso	del	empleador
Habiendo	 examinado	 las	 bases	 de	 la	 Convocatoria	N°	 ................	 del	Ministerio	 de
Trabajo	de	(país)	publicada	el	día	 ......	de	 ..............	del	200	 ....,	 la	empresa	(nombre)
ofrece	 contratar	 trabajadores,	 en	 cuanto	 cumplan	 los	 requisitos	 y	 perfiles
solicitados,	bajo	los	términos	y	condiciones	siguientes:
1.	 Informar	 sobre	 los	 requisitos,	 perfiles	 laborales	 y	 beneficios	 solicitados,	 al
Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 de	 Perú	 quien	 se	 encargará	 de
realizar	 el	 proceso	 de	 convocatoria	 y	 la	 preselección	 de	 los	 trabajadores,
respetando	tal	competencia.
2.	 Realizar	 el	 proceso	 de	 selección	 de	 trabajadores	 de	 acuerdo	 a	 los	 requisitos,
perfiles	laborales	y	beneficios	solicitados,	previamente	comunicados	al	Ministerio
de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 de	 Perú	 y	 a	 la	 Embajada	 (o	 agencia
gubernamental)	de	(país),	que	fueron	objeto	de	la	convocatoria.
3.	 Brindar	 al	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 de	 Perú	 las
facilidades	para	 realizar	 acciones	de	 supervisión	del	proceso	de	 selección	de	 los
trabajadores.
4.	 Informar	 al	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 de	 Perú	 y	 a	 la
embajada	(o	agencia	gubernamental)	de	(país)	sobre	los	resultados	del	proceso	de
selección	de	los	trabajadores.
5.	 Explicar	 las	 cláusulas	 del	 contrato	 de	 trabajo	 durante	 el	 acto	 de	 firma	 del
mismo	y	absuelve	las	dudas	de	los	trabajadores	seleccionados.
6.	Suscribir	el	contrato	de	trabajo	con	los	trabajadores	seleccionados.	El	contrato
establecerá	 obligatoriamente	 el	 importe	 pagado	 al	 trabajador	 contratado,
señalando	su	periodicidad,	y	los	beneficios	que	el	trabajador	contratado	obtiene.
Lo	contenido	en	esta	carta	compromiso	junto	con	la	aceptación	del	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	de	Perú	y	la	embajada	(o	agencia	gubernamental)
de	 (país),	 constituirá	 un	 contrato	 obligatorio	 entre	 (nombre	de	 la	 empresa)	 y	 el
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	del	Perú	hasta	que	sea	formalizado
por	ambas	partes.
Se	firma	la	presente	carta	compromiso,	el	día	....	de	......................	del	200.....
	
Anexo	3
Formato	electrónico	-	currículo	vitae	virtual
1.	Datos	generales
Apellido	paterno.	___________________________________________________________
Apellido	materno.	__________________________________________________________
Nombres.	________________________________________________________________
Documento	de	identificación.	_________________________________________________
Fecha	de	nacimiento	(dd/mm/aa).	_____________________________________________
Estado	civil.	_______________________________________________________________
Dirección.	________________________________________________________________
Distrito.	__________________________________________________________________
Provincia.	________________________________________________________________
Departamento.	____________________________________________________________
Teléfono	de	contacto.	_______________________________________________________
Nombre	del	cónyuge	________________________________________________________
Nombre	del	padre.	__________________________________________________________
Nombre	de	la	madre.	________________________________________________________
Correo	electrónico.	__________________________________________________________
2.	Estudios	realizados:
Nivel	educativo:	_____________________________________________________________
Profesión	o	carrera:	_______________________________	Grado	obtenido:	______________
Especialidad:	_______________________________________________________________
Cursos	 de	 capacitación	 más	 importantes	 que	 ha	 recibido:
_____________________________
Curso	1:	______________	Duración:	__________	Año	de	egreso:	______________________
Curso	2:	______________	Duración:	__________	Año	de	egreso:	______________________
Curso	3:	______________	Duración:	__________	Año	de	egreso:	______________________
3.	Experiencia	laboral:
Nombre	de	la	empresa:	_______________________________________________________
A	que	se	dedicaba	la	empresa:	_________________________________________________
Cargo	que	desempeño:	_______________________________________________________
Fecha	 de	 inicio	 (mm/aa):	 _________________	 Fecha	 de	 termino	 (mm/aa):
_______________
	
Nombre	de	la	empresa:	_______________________________________________________
A	que	se	dedicaba	la	empresa:	_________________________________________________
Cargo	que	desempeño:	_______________________________________________________
Fecha	 de	 inicio	 (mm/aa):	 _________________	 Fecha	 de	 término	 (mm/aa):
_______________
	
Nombre	de	la	empresa:	_______________________________________________________
A	que	se	dedicaba	la	empresa:	_________________________________________________
Cargo	que	desempeño:	_______________________________________________________
Fecha	 de	 inicio	 (mm/aa):	 _________________	 Fecha	 de	 término	 (mm/aa):
_______________
	Tiene	experiencia	laboral	en	el	extranjero:	Si	_____	No	_____
¿Que	cargo	desempeño?	______________________________________________________
¿Cuanto	tiempo	laboró?	_______________________________________________________
	
Anexo	4
Declaración	jurada
Señores
Dirección	Nacional	de	Promoción	del	Empleo	y	Formación	Profesional
Presente.-
De	mi	consideración:
El	 que	 suscribe	 ......................................................................	 identificado	 con	 DNI	 N°
.................,	 con	 RUC	 N°	 ....................................	 domiciliado
............................................................................	declaro	bajo	juramento	lo	siguiente:
1.	 No	 me	 encuentro	 inhabilitado	 (a)	 administrativa	 o	 judicialmente	 para
participar	en	el	concurso	de	plazas	en	el	extranjero	convocado	por	el	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
2.	No	tengo	antecedentes	penales	(no	se	me	ha	impuesto	condenas	judiciales,	en
aplicación	 de	 las	 leyes	 penales	 vigentes,	 por	 causa	 de	 delitos	 o	 infracciones	 que
haya	 podido	 cometer	 en	 agravio	 de	 la	 sociedad	 o	 del	 Estado),	 ni	 antecedentes
policiales.
3.	 No	 tengo	 relación	 de	 parentesco,	 hasta	 el	 cuarto	 grado	 de	 consaguinidad,
segundo	 de	 afinidad	 ni	 por	matrimonio,	 con	 algún	 funcionario	 y/o	 servidor	 del
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo
4.	 No	 cuento	 con	 parientes	 que	 ocupan	 cargos	 de	 dirección	 y/o	 cargos	 de
confianza	que	gocen	de	 la	 facultad	de	nombramiento	y	 contratación	de	personal
del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
5.	Soy	responsable	de	la	veracidad	de	la	información	que	presentó,	la	misma	que
esta	 avalada	 por	 documentos	 que	 son	 ciertos	 y	 su	 contenido	 es	 verídico,
autorizando	 a	 los	 funcionarios	 y/o	 personal	 de	 confianza	 encargados	 la
verificación	de	los	mismos.
6.	Que	en	caso	de	encontrarse	alguna	documentación	falsa	entre	los	documentos
presentados	por	mi	persona,	soy	consciente	que	ello	significa	un	delito	contra	la	fe
pública,	 sometiéndome	 expresamente,	 de	 ser	 el	 caso,	 a	 la	 jurisdicción	 de	 los
tribunales	de	justicia	de	Lima.
7.	 En	 caso	 de	 ser	 seleccionado	 me	 comprometo	 al	 cumplimiento	 de	 las
obligaciones	 establecidas	 en	mi	 contrato	 de	 trabajo,	 según	 la	 normatividad	 que
resulte	aplicable.
Firma
Nombres	y	apellidos:
DNI

EJECUCIÓN	DEL	SERVICIO	DE	INTERMEDIACIÓN	LABORAL
R.	V.	005-2011-MTPE/3.
ART.	 1°.—Aprobación.	 Apruébese	 la	 Directiva	 General	 N°	 03-2011-
MTPE/3/18,	 “Directiva	 para	 la	 Ejecución	 del	 Servicio	 de	 Intermediación
Laboral”.
Dir.	Gen.	03-2011-MTPE/3/18.
“Directiva	para	la	ejecución	del	servicio	de	intermediación	laboral”
Formulada	por:	Dirección	General	del	Servicio	Nacional	del	Empleo
Fecha:	junio	del	2011
I.	Objetivo:
Generar	 una	 adecuada	 vinculación	 entre	 empleadores	 y	 buscadores	 de
empleo	de	tal	manera	que	los	primeros	cubran	sus	vacantes	y	los	segundos
encuentren	un	puesto	de	trabajo.
II.	Finalidad:
Contar	con	un	instrumento	técnico	normativo	que	establezca	lineamientos
para	la	ejecución	del	servicio	de	intermediación	laboral,	que	permita:
-	 Actualizar	 y	 homogenizar	 conceptos,	 criterios,	 procedimientos	 e
instrumentos	 del	 Servicio	 de	 Intermediación	 Laboral	 ejecutados	 en	 la
oficinas	 de	 empleo	 regionales	 y	 locales	 que	 se	 articulan	 en	 el	 Servicio
Nacional	del	Empleo.
III.	Base	legal:
•	Convenio	N°	 88	OIT,	 ratificado	por	 el	 Estado	Peruano	 el	 06	de	 abril	 de
1962.
•	Ley	N°	29381,	Ley	de	Organización	y	Funciones	del	Ministerio	de	Trabajo
y	Promoción	del	Empleo,	del	16	de	junio	del	2009.
•	 Decreto	 Supremo	 N°	 004-2010-TR,	 Reglamento	 de	 Organización	 y
Funciones	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	del	01	de	abril
del	2010
•	 Resolución	 Vice-Ministerial	 N°	 003-2011-MTPE/3,	 que	 aprueba	 la
Directiva	 General	 N°	 02-2011-MTPE/3/18	 “Directiva	 para	 el
Funcionamiento	de	las	Oficinas	del	Servicio	Nacional	del	Empleo”,	del	04	de
mayo	del	2011
IV.	Alcance:
La	 presente	 directiva	 general	 es	 de	 aplicación	 en	 las	 direcciones	 o
gerencias	regionales	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	de	 los	gobiernos
regionales	o	en	las	dependencias	administrativas	que	hagan	sus	veces	y	en
la	 Dirección	 Regional	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 de	 Lima
Metropolitana,	Dirección	Regional	 de	Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 de
Lima	y	la	Dirección	Regional	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	del	Callao;
y	en	las	oficinas	de	empleo	que	en	convenio	con	el	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo	se	integran	a	la	red	de	oficinas	del	Servicio	Nacional
del	Empleo.
V.	Normas
5.1.	El	Servicio	Nacional	del	Empleo,	en	adelante	Senep,	coordina	y	asiste
técnicamente	 la	 articulación	de	 los	 servicios	 en	materia	de	promoción	del
empleo	y	capacitación	laboral,	con	énfasis	en	los	grupos	más	vulnerables	y
con	 mayores	 barreras	 de	 acceso	 a	 una	 trayectoria	 positiva	 de	 trabajo
decente;	 entre	 los	 servicios	que	brinda	el	 Senep	está	el	de	 intermediación
laboral.
5.2.	El	servicio	de	intermediación	laboral	contribuye	a	mejorar	la	eficiencia
y	 transparencia	del	mercado	 laboral	a	 través	de	acciones	de	vinculación	y
colocación	 laboral	 y	de	asesoría	 en	 la	búsqueda	de	empleo	e	 información;
estableciendo	 una	 adecuada	 correspondencia	 entre	 empleadores	 y
buscadores	de	empleo.
5.3.	 Los	 procedimientos	 para	 la	 provisión	 del	 servicio	 de	 intermediación
laboral	 tienen	como	 fundamento	que	orienta	 su	accionar	el	numeral	2	del
artículo	2°	de	la	Constitución	Política	del	Perú:
“Artículo	 2°.-	 Derechos	 fundamentales	 de	 la	 persona.	 Toda	 persona
tiene	derecho:
2.	 A	 la	 Igualdad	 ante	 la	 ley.	 Nadie	 debe	 ser	 discriminado	 por	motivo	 de
origen,	 raza,	 sexo,	 idioma,	 religión,	 opinión,	 condición	 económica	 o	 de
cualquiera	otra	índole”
5.4.	 El	 servicio	 de	 intermediación	 laboral	 se	 rige	 por	 los	 siguientes
principios	generales:
a)	Universalidad:	El	servicio	está	a	disposición	de	todos	los	empleadores,	y
buscadores	de	empleo	que	lo	soliciten.
b)	 Gratuidad:	 El	 servicio	 es	 gratuito,	 tanto	 para	 empleadores	 como	 para
buscadores	de	empleo.
c)	Discrecionalidad:	El	acceso	al	servicio	es	voluntario.
d)	 Confidencialidad:	 El	 servicio	 garantiza	 la	 confidencialidad	 de	 la
información	que	proporcionan	los	buscadores	de	empleo.
5.5.	El	 Senep,	desarrolla	 el	 servicio	de	 intermediación	 laboral	 a	 través	de
procesos	 de	 carácter	 técnico,	 que	 tienen	 como	 objetivo	 vincular	 a	 los
empleadores	que	 le	solicitan	personal	con	 las	personas	que	se	encuentran
en	 o	 búsqueda	 de	 empleo;	 cuyo	 resultado	 positivo	 es	 la	 colocación	 del
postulante	en	un	puesto	de	 trabajo.	Estos	procesos	 se	 realizan	de	manera
presencial	y	virtual.
5.6.	 El	 registro	 de	 la	 información	 de	 los	 empleadores,	 buscadores	 de
empleo,	 requerimientos	 de	 personal,	 perfil	 del	 postulante,	 preselección	 y
envío	 de	 postulantes	 y	 de	 las	 colocaciones	 se	 realiza	 en	 el	 Sistema	 de
Intermediación	Laboral	-	Silnet;	que	cuenta	con	módulos	diferenciados	para
las	 diferentes	 modalidades	 en	 que	 se	 desarrolla	 el	 servicio	 de
intermediación	laboral	e	integra	el	conjunto	de	aplicaciones	que	conforman
la	plataforma	informática	del	Senep
5.7.	El	ámbito	de	aplicación	de	 la	presente	directiva	general	es	distinto	al
de	la	Ley	N°	27626,	Ley	que	regula	la	actividad	de	las	empresas	especiales
de	servicios	y	de	las	cooperativas	de	trabajadores.
VI.	Mecánica	Operativa
6.1.	Ventanilla	Única	de	las	Oficinas	Senep.
El	 servicio	 de	 intermediación	 laboral	 se	 desarrolla	 en	 la	 concepción	 de
Ventanilla	 Única	 de	 las	 Oficinas	 Senep,	 por	 el	 cual	 los	 postulantes	 son
orientados	sobre	el	mejor	servicio	que	puede	recibir	para	dar	respuesta	a	su
situación	 laboral.	 De	 acuerdo	 a	 las	 recomendaciones	 que	 reciba,	 el
postulante	 puede	 decidir	 acceder	 al	 servicio	 de	 intermediación	 laboral	 u
otro	servicio	de	la	oficina.
6.2	Atención	a	los	empleadores.
Es	 el	 conjunto	 de	 acciones	 que	 desarrollan	 las	 oficinas	 Senep	 con	 el
propósito	de	mostrarse	ante	los	empleadores	como	un	medio	efectivo	para
la	 atención	 de	 sus	 necesidades	 de	 personal	 y	 comprende	 las	 siguientes
acciones:
6.2.1	Acciones	de	vinculación	empresarial.
Son	 las	 actividades	 de	 promoción	 dirigidas	 a	 los	 empleadores.	 Se
desarrollan	a	través	de	la	organización	de	eventos	y	de	visitas	a	empresas,
de	 acuerdo	 a	 los	 procedimientos	 que	 se	 establezcan	 en	 el	 Manual	 de
Vinculación	Empresarial	del	Senep.
En	las	actividades	de	promoción	se	debe	respetar	la	imagen	del	Senep	que
es	 única,	 y	 es	 desarrollada	 y	 aprobada	 por	 el	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	 del	 Empleo,	 a	 través	 de	 la	 Dirección	 General	 del	 Servicio
Nacional	 del	 Empleo.	 Su	 uso	 es	 obligatorio	 en	 todas	 las	 oficinas	 que
conforman	la	Red	del	Senep.
6.2.1.1.	Organización	de	eventos.
Convocatorias	dirigidas	 a	 los	 empleadores	 y/o	 sus	 representantes,	 con	el
propósito	 de	 difundir	 los	 servicios	 y	 acciones	 que	 desarrolla	 el	 Senep	 a
efectos	de	lograr	una	efectiva	vinculación	con	el	sector	empresarial.
6.2.1.2.	Visitas	a	empresas.
Son	las	acciones	de	difusión	de	los	servicios	que	realizan	los	consultores	de
empleo	de	manera	personalizada	ante	 los	empleadores	con	 la	 finalidad	de
ampliar	la	cobertura	de	atención.
6.2.2.	Acciones	de	asistencia	empresarial.
Son	 las	 acciones,	 de	 asistencia	 al	 empleador,	 que	 realiza	 el	 consultor	 de
empleo	para	 la	atención	de	 los	 requerimientos	de	personal,	 como	registro
de	 la	 empresa,	 apoyo	 en	 la	 definición	 del	 perfil,	 registro	 de	 vacantes	 y
solicitudes	de	personal,	preselección	y	envío	de	los	postulantes	idóneos;	las
que	se	desarrollan	de	acuerdo	a	los	procedimientos	que	se	establezcan	en	el
Manual	de	Vinculación	y	Colocación	Laboral.
La	calidad	con	que	se	desarrolla	 la	asistencia	empresarial	debe	brindar	al
empleador	la	confianza	en	el	Senep	como	un	eficaz	y	eficiente	colaborador
en	sus	procesos	de	reclutamiento	de	personal.
6.2.2.1.	Registro	de	 inscripción	del	empleador	y	 solicitud	de	búsqueda	de
personal.
El	 empleador	 podrá	 registrar	 su	 inscripción	 y	 realizar	 su	 solicitud	 de
búsqueda	 de	 personal	 a	 través	 de	 la	 línea	 telefónica,	 correo	 electrónico,
portal	web	del	Senep	o	acudiendo	personalmente	a	la	oficinas	Senep.
6.2.2.2.	Ofertas	de	empleo	discriminatorias.
El	consultor	de	empleo	deberá	evaluar	 la	vacante	de	empleo,	observando
cualquier	contenido	discriminatorio,	según	la	Ley	N°	26772	y	su	reglamento
D.	S.	002-98-TR.
6.2.2.3.	Publicación	de	vacantes.
Concluido	 el	 proceso	 precedente,	 las	 vacantes	 ofrecidas	 por	 los
empleadores	 deberán	 ser	 publicadas	 en	 un	 lugar	 especialmente
acondicionado,	al	cual,	el	buscador	de	empleo	pueda	acceder	fácilmente.	El
consultor	de	empleo	de	la	oficina	que	gestiona	la	vacante,	podrá	publicarla
en	el	portal	electrónico	www.empleosperu.gob.pe,	con	el	propósito	de	que
sea	conocida	por	el	conjunto	de	oficinas	que	conforman	el	Senep.
6.2.2.4.	Promoción	de	personas	con	discapacidad.
El	 consultor	 de	 empleo	 es	 un	 activo	 promotor	 de	 la	 contratación	 de
personas	 con	 discapacidad.	 Cada	 vez	 que	 se	 recepcione	 una	 solicitud	 de
personal,	 se	 debe	 consultar	 al	 empleador	 solicitante	 su	 disposición	 para
contratar	a	personas	con	discapacidad.
El	 desarrollo	 de	 estrategias	 que	 promuevan	 y	 faciliten	 la	 vinculación
laboral	 de	 las	 personas	 con	 discapacidad	 es	 una	 actividad	 permanente	 y
prioritaria	del	servicio.
6.2.2.5.	Seguimiento	al	envío	de	postulantes.
El	 consultor	de	empleo,	 en	un	plazo	no	mayor	a	una	semana,	establecerá
contacto	con	el	empleador	o	sus	representantes	con	el	propósito	de	obtener
información	acerca	de	los	postulantes	enviados	y	que	fueron	evaluados	por
el	empleador.
6.2.2.6.	Registro	de	la	colocación	en	el	mercado	de	trabajo.
El	postulante	que	la	empresa	ha	seleccionado	para	que	ocupe	la	vacante	de
empleo	 adquiere	 la	 condición	 de	 colocado.	 La	 fecha	 del	 registro	 de	 la(s)
colocación(es)	en	el	Silnet	es	la	que	el	empleador	indica	como	la	de	inicio	de
labores	del	postulante	enviado.
6.3.	Atención	a	los	buscadores	de	empleo.
Las	acciones	de	atención	a	los	buscadores	de	empleo	que	el	Senep	realiza
tienen	 como	 finalidad	 definir	 el	 perfil	 laboral	 de	 los	 postulantes	 a	 fin	 de
propiciar	 su	 vinculación	 con	 las	 vacantes	 que	 los	 empleadores	 han
registrado	en	el	servicio.
Considera	 también	 la	 realización	 de	 los	 servicios	 de	 asesoría	 en	 la
búsqueda	 de	 empleo	 e	 Información	 que	 potencien	 sus	 posibilidades	 de
lograr	una	vinculación	exitosa	con	los	empleadores.
6.3.1.	Identificación	del	perfil	del	postulante.
Es	el	conjunto	de	acciones	orientadas	a	obtener	información	del	buscador
de	 empleo	 sobre	 conocimientos,	 capacidades,	 habilidades,	 formación
laboral	 y	 experiencia	 labora	 a	 fin	 de	 identificar	 al	 postulante	más	 idóneo
para	las	vacantes	ofrecidas	por	las	empresas.
6.3.1.1.	Inscripción	del	buscador	de	empleo.
El	 buscador	 de	 empleo	 se	 inscribe	 personalmente	 en	 las	 oficinas	 Senep
portando	su	documento	nacional	de	identidad	y	su	curriculum	vitae	u	hoja
de	vida.
6.3.1.2.	Entrevista	al	buscador	de	empleo.
Tiene	 como	 propósito	 recabar	 información	 de	 los	 buscadores	 de	 empleo
que	posibilite	establecer	si	cumple	con	los	requisitos	y	perfil	del	puesto	de
trabajo	ofrecido	por	los	empleadores.
La	entrevista,	además,	permite	detectar	si	el	buscador	de	empleo	requiere
otro	tipo	de	asesoría	u	orientación	para	la	búsqueda	de	empleo.
6.3.1.3.	Entrega	de	constancia	de	inscripción.
Concluida	la	entrevista	al	buscador	de	empleo	y	realizada	su	inscripción,	se
le	 entregará	 al	 buscador	 de	 empleo	 una	 “Constancia	 de	 inscripción”	 la
misma	 que	 le	 permitirá	 acceder	 al	 servicio	 de	 intermediación	 laboral	 en
cualquiera	de	las	oficinas	Senep.
6.3.1.4.	Registro	de	la	Información	del	buscador	de	empleo	en	el	Silnet.
Toda	 la	 información	 contenida	 en	 la	 ficha	 de	 inscripción	 del	 postulante
debe	ser	ingresada,	al	Silnet,	el	mismo	día	en	que	es	entregada	la	constancia
de	inscripción	al	buscador	de	empleo.
La	 inscripción	 del	 buscador	 de	 empleo	 tiene	 una	 vigencia	 de	 seis	 (06)
meses.	 Cumplido	 este	 plazo,	 el	 Silnet	 desactivará	 automáticamente	 la
inscripción.
La	 inscripción	 se	 activa	 nuevamente,	 cuando	 el	 buscador	 de	 empleo
actualiza	 su	 inscripción	 en	 cualquiera	 de	 las	 oficinas	 Senep;	 presentando
para	ello,	los	documentos	señalados	en	el	punto	6.2.1.	Estadísticamente,	la
actualización	 de	 inscripción	 de	 un	 postulante,	 es	 considerada	 como
una	nueva	inscripción.
6.3.1.5.	Presentación	de	certificados.
La	 no	 presentación	 de	 documentación	 referida	 a	 certificados	 de
antecedentes	 policiales,	 recibos	 de	 algún	 tipo	 de	 servicios	 y	 carné	 de
sanidad	no	 impide	 la	 inscripción	del	buscador	de	empleo.	 Sin	embargo,	 el
consultor	de	empleo	deberá	 informar	que	 la	postulación	a	una	vacante	de
empleo,	queda	condicionada	a	la	documentación	exigida	por	la	empresa.
6.3.1.6.	Búsqueda	y	Pre	-	selección	de	postulantes.
Su	objetivo	 es	 identificar	 a	 aquellos	postulantes	que	 se	 adecuen	mejor	 al
perfil	solicitado	por	el	empleador.
Si	 la	búsqueda	de	postulantes	a	través	del	Silnet	no	permite	contar	con	el
número	 suficiente	 de	 postulantes	 para	 enviar	 al	 empleador,	 se	 pueden
considerar	otras	acciones	que	permitan	la	cobertura	de	la	vacante	ofrecida.
6.3.1.7.	Envío	de	postulantes.
Todo	 postulante	 que	 es	 enviado	 ante	 un	 empleador,	 deberá	 estar
debidamente	registrado	en	el	Silnet.
Sólo	 deben	 ser	 enviados	 a	 la	 empresa	 los	 postulantes	 que	 además	 de
cumplir	 con	 el	 perfil	 requerido	 cuenten	 con	 la	 documentación	 adicional
solicitada	por	el	empleador.
6.4.	CERTIjoven.
El	CERTIjoven	es	un	documento	que	 incluye	 la	 información	de	 identidad,
conducta	y	trayectoria	laboral	requerida	por	los	empleadores	para	el	acceso
a	 un	 puesto	 de	 trabajo.	 Su	 emisión	 se	 encuentra	 a	 cargo	 del	 Área	 de
Intermediación	 de	 las	 oficinas	 Senep,	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 por	 la
Directiva	 General	 N°	 02-2011-MTPE/3/18,	 aprobada	 por	 la	 Resolución
Viceministerial	N°	003-2011-MTPE/3.
6.5.	Servicio	de	asesoría	en	la	búsqueda	del	empleo.
El	 consultor	 de	 empleo	 orienta	 al	 buscador	 de	 empleo	 con	 técnicas	 y
estrategias	que	faciliten	su	inserción	laboral.	Se	desarrolla	de	acuerdo	a	los
procedimientos	establecido	en	 los	manuales	de	asesoría	para	 la	búsqueda
de	 empleo	 aprobados	 por	 R.	 M.	 024-2010-TR.	 y	 en	 los	 que	 establezca	 la
Dirección	General	del	Servicio	Nacional	del	Empleo.
6.6.	Elaboración	de	informes	mensuales.
Las	oficinas	Senep	elaborarán	un	informe	mensual	de	gestión	de	acuerdo	al
formato	 que	 establezca	 la	 Dirección	 General	 del	 Servicio	 Nacional	 del
Empleo,	en	donde	se	incluirán	los	resultados	cuantitativos	y	cualitativos	del
servicio	de	intermediación	laboral.
VII.	Responsabilidad
7.1.	De	la	Dirección	General	del	Servicio	Nacional	del	Empleo.
La	 Dirección	 General	 del	 Servicio	 Nacional	 del	 Empleo	 desarrollará
acciones	de	 capacitación,	 asistencia	 técnica,	 supervisión	 y	monitoreo	 a	 fin
de	asegurar	una	adecuada	prestación	del	servicio	de	intermediación	laboral
que	se	brindan	en	las	oficinas	Senep.
7.2.	De	 las	direcciones	o	gerencias	regionales	de	Trabajo	y	Promoción	del
Empleo,	la	Dirección	Regional	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	de	Lima
Metropolitana,	Dirección	Regional	 de	Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 de
Lima	y	la	Dirección	Regional	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	de	Callao.
Las	direcciones	o	gerencias	regionales	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,
la	 Dirección	 Regional	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 de	 Lima
Metropolitana,	la	Dirección	Regional	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	de
Lima	y	la	Dirección	Regional	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	de	Callao
remitirán	dentro	de	los	primeros	cinco	(5)	días	hábiles	del	mes	siguiente	el
Informe	Mensual	de	Gestión	y	los	reportes	estadísticos	mensuales	de	todas
las	 oficinas	 Senep	 de	 su	 jurisdicción	 a	 la	 Dirección	 General	 del	 Servicio
Nacional	del	Empleo.
R.	V.	005-2011-MTPE/3.
ART.	 3°.—Derogar.	 Derogar	 la	 Directiva	 N°	 002-93-DNEFP/DEFP
“Intermediación	de	la	oferta	y	la	demanda	de	mano	de	obra”.
CAPÍTULO	SEGUNDO
Tercerización
Ley	29245.
ART.	1°.—Objeto	de	la	ley.	La	ley	regula	los	casos	en	que
procede	la	tercerización,	los	requisitos,	derechos	y	obligaciones,
así	como	las	sanciones	aplicables	a	las	empresas	que
desnaturalizan	el	uso	de	este	método	de	vinculación	empresarial.
JURISPRUDENCIA.—La	sola	ejecución	del	contrato	de	tercerización	no
“amenaza”	los	derechos	de	los	trabajadores	de	la	empresa	principal.	“(…)	se
desprende	que	la	‘amenaza’	que	sustentaría	la	pretensión	del	sindicato
recurrente	no	cumple	los	requisitos	antes	señalados.	En	efecto,	aunque	el
sindicato	refiere	que	la	aplicación	del	contrato	de	tercerización	(...)	afectaría
el	derecho	al	trabajo	de	los	técnicos	sindicalizados	que	laboran	en	el	área	de
emergencia	de	la	Unidad	(...),	por	cuanto	el	personal	de	la	empresa
tercerizadora	laborará	en	operaciones	productivas	que	se	encuentran	a
cargo	del	personal	técnico	de	la	emplazada,	también	es	cierto	que	ello,	por	sí
mismo,	no	convierte	tal	contrato	en	una	amenaza	cierta	e	inminente,	por
cuanto	de	acuerdo	a	lo	señalado	en	el	Decreto	Supremo	N°	006-2008-TR,
Reglamento	de	la	Ley	N°	29245	y	del	Decreto	Legislativo	N°	1038,	que
regulan	los	servicios	de	tercerización	(…).”	(T.	C.,	Exp.	00149-2012-PA/TC,
dic.	28/2012.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—Correos	electrónicos	pueden	acreditar	una
tercerización	laboral	fraudulenta.	“Los	correos	electrónicos	(...)	remitidos
por	los	funcionarios	(...)	al	recurrente	prueban	que	ésta	le	daba	órdenes	de
trabajo	como	si	fuese	su	empleadora.	En	dichos	correos,	(...)	le	informa	al
recurrente	sus	tumos	de	trabajo,	le	indica	el	lugar	donde	tenía	que
desempeñar	su	labor	de	asistente	de	seguridad	patrimonial	(...),	así	como	las
labores	que	debía	desempeñar	(hacer	indagaciones	de	denuncias	de
pérdidas	de	objetos,	solicitar	constataciones	policiales,	entre	otras).	(...).
Los	documentos	mencionados	demuestran	que	el	recurrente	recibía	y
cumplía	las	órdenes	que	le	daba	(...),	a	pesar	de	que	no	era	su	empleadora,	y
prueban	que	(...)	disponía	del	horario	de	trabajo	del	recurrente;	es	decir,
acreditan	que	el	recurrente	se	encontraba	subordinado	(...).
6	En	este	orden	de	ideas	se	concluye	que	los	medios	probatorios	citados
demuestran	que	(...)	existió	una	relación	laboral	a	plazo	indeterminado	que
fraudulentamente	fue	encubierta	mediante	contratos	de	tercerización.	Por
dicha	razón	la	extinción	de	su	relación	laboral	es	un	despido	arbitrario	(...)”.
(T.	C.,	Exp.	01671-2013-PA/TC,	ene.	29/2014.	S.	S.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—Las	empresas	usuarias	responden	solidariamente	con	el
empleador	ante	el	incumplimiento	de	créditos	laborales	en	la	intermediación
laboral.	“Al	respecto,	si	bien	en	la	intermediación	laboral	existe	una	relación
triangular	(empresa	usuaria,	empresa	intermediadora	y	trabajador
destacado),	en	el	presente	caso	el	hecho	de	que	la	empresa	usuaria	(...)	no
haya	sido	demandada	en	el	proceso	principal	sobre	pago	de	beneficios
sociales	no	implica	vulneración	del	derecho	a	la	tutela	procesal	efectiva	y	al
debido	proceso,	por	cuanto	en	dicho	proceso	sólo	se	discutió	si	a	don	(...)
(trabajador	destacado)	le	corresponde	los	beneficios	sociales	exigidos	a	su
empleadora	directa,	es	decir,	a	(...)	(empresa	intermediadora).	En	esta
misma	línea,	se	observa	que,	en	dicho	proceso,	don	(...)	demandó	(...)	el	pago
de	su	compensación	por	tiempo	de	servicios,	vacaciones,	gratificaciones,
horas	extras	y	remuneraciones	dejadas	de	percibir.	Entonces,	no
observamos	cómo	es	que	la	no	intervención	de	(...).	(empresa	usuaria)	en	el
proceso	principal,	para	discutir	sobre	el	reintegro	de	estos	beneficios,
vulnera	su	derecho	de	defensa.	Situación	distinta	es	la	que	se	presenta
cuando	el	trabajador	destacado	pretende	la	desnaturalización	de	su
contrato,	donde	la	no	intervención	de	la	empresa	usuaria	le	generaría
indefensión,	pues,	es	justamente	en	ésta	donde	el	trabajador	destacado	debe
ser	reincorporado,	en	caso	de	obtener	una	sentencia	favorable,	lo	que	no	ha
ocurrido	en	proceso	principal”.	(T.	C.,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	04264-2010-
PA/TC,	oct.	31/2013.	S.	S.	Vergara	Gotelli)
Ley	29245.
ART.	2°.—Definición.	Se	entiende	por	tercerización	la
contratación	de	empresas	para	que	desarrollen	actividades
especializadas	u	obras,	siempre	que	aquellas	asuman	los	servicios
prestados	por	su	cuenta	y	riesgo;	cuenten	con	sus	propios
recursos	financieros,	técnicos	o	materiales;	sean	responsables	por
los	resultados	de	sus	actividades	y	sus	trabajadores	estén	bajo	su
exclusiva	subordinación.
Constituyen	elementos	característicos	de	tales	actividades,	entre
otros,	la	pluralidad	de	clientes,	que	cuente	con	equipamiento,	la
inversión	de	capital	y	la	retribución	por	obra	o	servicio.	En	ningún
caso	se	admite	la	sola	provisión	de	personal.
La	aplicación	de	este	sistema	de	contratación	no	restringe	el
ejercicio	de	los	derechos	individuales	y	colectivos	de	los
trabajadores.
D.	S.	006-2008-TR.
ART.	1°.—Definiciones.	Para	los	efectos	de	la	Ley	N°	29245	y	del	Decreto
Legislativo	N°	1038,	se	tendrán	en	cuenta	las	siguientes	definiciones:
Actividades	 especializadas	 u	 obras.	 Servicios	 u	 obras	 prestados	 en	 un
contexto	de	tercerización,	cuya	ejecución	no	supone	la	simple	provisión	de
personal.
Actividades	 principales.	 Constituyen	 actividades	 principales	 aquellas	 a
las	que	se	refiere	el	artículo	1°	del	reglamento	de	la	Ley	N°	27626,	aprobado
por	el	Decreto	Supremo	N°	003-2002-TR	y	sus	normas	modificatorias.
Centro	 de	 trabajo.	 Es	 el	 lugar	 o	 lugares	 donde	 se	 encuentran	 las
instalaciones	de	la	empresa	principal	a	la	que	es	desplazado	el	trabajador	de
la	empresa	tercerizadora,	bajo	las	órdenes	exclusivas	de	su	empleador.
Centro	de	operaciones.	Es	el	lugar	o	lugares	determinados	por	la	empresa
principal	que	se	encuentran	fuera	del	centro	de	trabajo	de	aquella,	donde	el
trabajador	desplazado	realiza	sus	labores,	bajo	las	órdenes	exclusivas	de	su
empleador.
Decreto	legislativo.	Decreto	 Legislativo	N°	 1038,	 decreto	 legislativo	 que
precisa	los	alcances	de	la	Ley	N°	29245.
Desplazamiento	de	personal.	Es	el	traslado	del	trabajador	o	trabajadores
de	 la	 empresa	 tercerizadoras	 al	 centro	 de	 trabajo	 o	 de	 operaciones	 de	 la
empresa	 principal,	 manteniéndose	 en	 todo	 momento	 bajo	 la	 exclusiva
subordinación	de	aquélla.
Empresa	principal.	Empresa	que	encarga	o	delega	el	desarrollo	de	una	o
más	partes	de	su	actividad	principal	a	una	empresa	tercerizadora.
Empresa	 tercerizadora.	 Empresa	 que	 lleva	 a	 cabo	 el	 servicio	 u	 obra
contratado	por	 la	empresa	principal,	a	 través	de	sus	propios	 trabajadores,
quienes	 se	 encuentran	 bajo	 su	 exclusiva	 subordinación.	 Son	 consideradas
como	 empresas	 tercerizadoras,	 tanto	 las	 empresas	 contratistas	 como	 las
subcontratistas.
Ley.	Ley	N°	29245,	ley	que	regula	los	servicios	de	tercerización.
Simple	 provisión	 de	 personal.	 Es	 la	 cesión	 de	 trabajadores,	 la	 cual	 es
considerada	como	ilícita,	con	excepción	del	destaque	de	trabajadores	que	se
encuentra	 regulado	 en	 la	 Ley	 N°	 27626,	 su	 reglamento,	 aprobado	 por	 el
Decreto	 Supremo	 N°	 003-2002-TR,	 y	 sus	 normas	 complementarias	 y
modificatorias.	 No	 constituyen	 una	 simple	 provisión	 de	 personal	 el
desplazamiento	 de	 los	 trabajadores	 de	 la	 empresa	 tercerizadora	 que	 se
realiza	 en	 cumplimiento	 de	 los	 requisitos	 establecidos	 en	 la	 ley,	 la
tercerización	sin	desplazamiento	continuo,	el	encargo	integral	a	terceros	de
actividades	 complementarias,	 ni	 las	 provisiones	 de	 obras	 y	 servicios	 sin
tercerización.
Tercerización.	Es	una	 forma	de	organización	empresarial	por	 la	que	una
empresa	principal	encarga	o	delega	el	desarrollo	de	una	o	más	partes	de	su
actividad	principal	a	una	o	más	empresas	tercerizadoras,	que	le	proveen	de
obras	o	servicios	vinculados	o	integrados	a	la	misma.
JURISPRUDENCIA.—La	desarticulación	de	las	actividades	productivas	en	las
empresas.	“‘En	efecto,	en	primer	lugar,	la	descentralización	podría
identificarse	con	un	proceso,	es	decir,	con	la	actividad	de	separar	de	una
empresa	ciertas	labores	que	hasta	entonces	se	venían	realizando	por	la
misma	para	encargárselas	a	un	tercero,	desde	el	segundo	punto	de	vista,	el
análisis	se	centraría	en	el	resultado	de	dicha	actividad,	en	las	relaciones
emergentes	del	proceso	descrito’.	Ahora	bien	cabe	preguntarse	cuáles	son
las	diferentes	aristas	que	encierra	este	concepto;	por	lo	que	corresponde
indicar	que	‘(...)	En	primer	lugar,	la	generalidad	de	los	autores	recoge	la	idea
de	que	la	descentralización	constituye	un	proceso	dinámico	por	el	cual	una
empresa	procede	a	exportar	actividades	presentes	en	la	misma,	aunque
utilicen	para	ello	expresiones	muy	variadas	entre	las	que	figuran,	sin	ánimo
de	ser	exhaustivo,	la	de	fragmentación	o	destructuración	del	ciclo
productivo,	dislocación,	externalización	o	transferencia.	Por	otra	parte,
algunas	definiciones,	desde	una	perspectiva	más	estática,	se	refieren	a	la
descentralización	simplemente	como	una	forma	de	organizar	el	proceso	de
producción	de	bienes	y	servicios	(...)	En	segundo	lugar,	por	lo	que	respecta
al	objeto	del	proceso	descentralizador,	resulta	habitual	hacer	referencia	a
actividades	integrantes	del	ciclo	productivo	de	bienes	o	servicios	de	la
empresa	descentralizadora.	La	concreción	de	dichas	actividades	ha
experimentado	una	fuerza	expansiva	en	dos	direcciones	distintas:	por	un
lado,	desde	las	menciones	a	actividades	de	mayor	importancia,	cada	vez	más
próximas	al	core	business	de	la	empresa	ante	el	cual	parece	que	la
descomposición	debería	pararse,	aunque	en	algunos	casos	lo	atraviesa;	por
otra	parte,	si	en	un	principio	habitualmente	se	hacía	referencia	a	actividades
preexistentes	en	la	empresa,	tal	matización	ha	ido	desapareciendo,	de
manera	que	es	posible	hablar	de	descentralización	incluso	la	colaboración
buscada	en	el	exterior	si	corresponde	con	actividades	no	desarrolladas
previamente	en	la	misma	(...).”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	275-2012-La	Libertad,	jun.
08/2012.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Los	destinatarios	del	encargo	empresarial	en	la
traslación	de	actividades.	“En	tercer	lugar,	en	el	momento	de	identificar	los
destinatarios	del	encargo	empresarial,	la	realidad	ofrece	posibilidades	de
forma	que	aquéllos	no	deben	restringirse	exclusivamente	a	las	entidades
empresariales,	sino	que	ha	de	entenderse	que	la	descentralización	se	puede
efectuar	hacia	cualquier	tercero,	sea	una	persona	física	o	jurídica.	En
relación	con	el	destinatario	debe	igualmente	indicarse	que	no	es	preciso	que
el	mismo	desempeñe	su	actividad	fuera	de	la	fábrica,	como	en	algún
momento	ha	sido	afirmarse,	siendo,	por	el	contrario,	indiferente	su
localización.	Finalmente,	cabe	señalarse	que	la	traslación	de	actividades,
como	se	verá	más	adelante,	se	puede	efectuar	a	través	de	diferentes
procedimientos	y	que,	asimismo	puede	originar	distintos	tipos	de	ligámenes
o	relaciones	entre	los	sujetos	implicados	(...)’	y,	‘(...)	en	el	momento	de
identificar	los	instrumentos	que	permiten	llevar	a	cabo	el	objeto
descentralizador,	los	autores	que	han	estudiado	el	fenómeno	han
mencionado,	por	ejemplo,	las	contratas	de	obra	y	servicios,	el	trabajo
autónomo	y	el	para	subordinado,	el	tradicional	trabajo	a	domicilio	y	el	más
moderno	teletrabajo,	las	empresas	de	trabajo	temporal	y	los	grupos	de
empresas	(…)”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	275-2012-La	Libertad,	jun.	08/2012.	V.	P.
Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Consecuencias	negativas	de	la	descentralización	de
determinadas	actividades	empresariales.	“Pero	todo	este	proceso	de
descentralización	de	determinadas	actividades,	productivas,
administrativas,	gerenciales,	etc.,	que	vienen	adoptando	las	empresas	en
nuestro	país	no	siempre	traen	consecuencias	positivas	sino	que	además
conlleva	un	aspecto	negativo	a	considerar,	por	ello	se	ha	señalado	que:	‘(...)
Esta	forma	de	organizar	el	proceso	productivo,	en	el	momento	de	su
utilización,	puede	representar	para	los	trabajadores	implicados,
determinados	riesgos	o	peligros	que	no	han	pasado	inadvertidos	a	los	ojos
de	la	doctrina	científica.	En	este	sentido,	se	ha	señalado	que	en	la
subcontratación	de	obras	y	servicios	subyacen	dos	inconvenientes
esenciales.	En	primer	lugar,	los	comentaristas	han	hecho	referencia	al	hecho
de	que	el	trabajador,	con	toda	probabilidad,	disfrutará	de	un	nivel	o	grado
de	tutela	laboral	en	su	empresa	inferior	al	que	hubiese	gozado	de	haberse
vinculado	de	forma	directa	con	la	empresa	principal.	No	se	olvide	que	una
de	las	razones	buscadas	con	la	descentralización	productiva	era
precisamente,	el	ahorro	en	costes	sociales;	pues	bien,	el	ahorro	mencionado
pasa	por	la	existencia	en	la	empresa	contratista	de	un	tratamiento
económico	y	normativo	interior	al	que	rige	en	la	comitente.	En	segundo
lugar,	también	se	menciona	entre	los	riesgos	que	acompañan	a	la	técnica	de
la	subcontratación	la	existencia	de	un	mayor	peligro	para	los	trabajadores
de	ver	frustrados	sus	derechos	laborales.	En	esa	línea	se	ha	destacado	como
la	descentralización	a	menudo	se	efectúa	hacia	empresas	pequeñas	e
inconsistentes	que,	con	frecuencia,	están	dotadas	de	una	respaldo	financiero
limitado.	Así	pues,	la	posibilidad	de	que	las	mismas	se	coloquen	una
situación	de	insolvencia	es	alta;	de	manera	derivada,	ello	provoca	un
incremento	en	los	riesgos	de	que	se	produzca	eventualmente
incumplimientos	por	parte	ere	la	contratista	respecto	las	obligaciones
laborales	por	ésta	asumidas.	Es	evidente	que	la	identificación	de	este	tipo	de
riesgos	corresponde	con	una	idea	de	la	descentralización	productiva
vinculada	a	un	uso	patológico	de	la	misma,	llevada	a	cabo,	además,
recurriendo	a	empresa	de	pequeñas	dimensiones	que,	por	lo	general,	se
encuentran	sometidas	a	una	fuerte	dependencia	o	subordinación	respecto	la
principal.	Ahora	bien,	como	ya	se	ha	remarcado	más	arriba,	ello	no	tiene	por
qué	ser	necesariamente	así,	sobre	todo	en	la	actual	realidad	productiva	(...).”
(C.	S.,	Cas.	Lab.	275-2012-La	Libertad,	jun.	08/2012.	V.	P.	Yrivarren
Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—La	intermediación	laboral	y	la	tercerización
(outsourcing):	cuatro	diferencias	sustanciales.	“Dentro	de	las	formas	de
viabilizar	la	descentralización	productiva	encontramos	dos	modalidades
que	por	su	recurrencia	adquieren	mayor	relevancia	en	nuestro	medio:	la
intermediación	laboral	y	la	tercerización	(outsourcing),	las	que	han	sido
previstas	normativamente	en	nuestro	ordenamiento	jurídico,	en	forma
directa	en	el	caso	de	la	primera	e	indirecta	en	la	segunda	(...)	Conforme	lo
expuesto,	puede	advertirse	la	existencia	de	diferencias	sustanciales	y	legales
entre	la	intermediación	laboral	y	la	tercerización	de	servicios	las	cuales
pueden	resumirse	principalmente	en	cuatro:	1)	En	la	intermediación	laboral
sólo	hay	destaque	o	provisión	de	mano	de	obra,	mientras	que	en	el
outsourcing	se	presta	un	servicio	integral,	él	puede	incluir	personal;	2)	En	la
intermediación	el	tipo	de	actividad	que	puede	ser	contratada	es	para
servicios	temporales,	servicios	complementarios	y	servicios	especializados,
los	trabajadores	destacados	a	una	empresa	usuaria	no	pueden	prestar
servicios	que	impliquen	la	ejecución	permanente	de	la	actividad	principal	o
complementaria,	temporal	o	permanente;	3)	En	las	empresas	de
intermediación	la	empresa	usuaria	tiene	facultades	de	fiscalización	y
dirección	del	personal	destacado,	mientras	que	en	el	outsourcing	sólo	puede
haber	coordinación,	no	puede	tener	poder	de	dirección	sobre	el	personal	del
tercero;	y	4)	En	la	intermediación	no	interesa	el	resultado	,	de	los	servicios,
sino	simplemente	que	el	intermediador	provea	de	la	mano	de	obra	a	la
empresa	usuaria.	mientras	que	en	la	tercerización	se	exige	al	contratista
asuma	responsabilidad	sobre	el	resultado	de	los	servicios	que	presta;	por	lo
que	corresponde	ahora	analizar	los	hechos	presentados	en	el	desarrollo	de
las	labores	del	actor	verificando	el	cumplimiento	de	las	formalidades
exigidas	por	las	leyes	citadas	confrontándolos	con	los	hechos	realmente
producidos.”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	275-2012-La	Libertad,	jun.	08/2012.	V.	P.
Yrivarren	Fallaque)
DOCTRINA.—Definición	 de	 tercerización.	 “(...)	 tercerización	 u
outsourcing,	 para	 referirnos	 a	 los	 casos	 en	 los	 cuales	 un	 contratista	 se
compromete	a	prestar	un	servicio	bajo	su	dirección	y	control,	de	modo	tal
que	 el	 personal	 involucrado	 permanece	 bajo	 su	 dirección	 y	 fiscalización.”
(TOYAMA	 MIYAGUSUKU,	 Jorge.	 Tercerización	 Intermediación	 Laboral:
Diferencias	y	Tendencias,	en	Revista	Derecho	&	Sociedad,	N°	30,	2008;	pág.
85)
DOCTRINA.—Elementos	 que	 forman	 la	 tercerización.	 “Los	 elementos
configurativos	de	la	tercerización	u	outsourcing	importan	una	prestación	de
servicios	 que	 refleje	 ‘algo	más	 que	 trabajadores’,	 esto	 es,	 la	 prestación	 de
servicios	 integrales	 y	 autónomos.	 A	 su	 vez,	 lo	 dicho	 supone:	 ejecución
independiente	 de	 los	 servicios	 sub	 contratados	 (estructura	 necesaria	 de
personal	 que	 no	 labora	 bajo	 la	 dependencia	 de	 la	 empresa	 principal),
constitución	 jurídica	 y	 formal	 del	 contratista;	 diferenciación	 general	 de
accionistas,	directivos	y	apoderados;	un	patrimonio	y	capital	suficientes	del
contratista	 con	 relación	 al	 objeto	 de	 los	 servicios	 prestados,	 y;	 una
organización	 productiva,	 administrativa	 y	 de	 gestión	 diferenciadas	 del
contratista	 con	 relación	 a	 las	 empresas	 contratantes.	 (...)	 En	 suma,	 el
outsourcing	 supone:	 i)	 la	 existencia	 de	 una	 unidad	 económica	 en	 una
empresa	susceptible	de	explotación	externa,	y;	ii)	una	capacidad	de	ofrecer
en	 forma	 independiente	 —léase	 sin	 sujeción	 laboral—	 e	 integrales	 de
bienes	y	servicios	por	parte	del	contratista.	(TOYAMA	MIYAGUSUKU,	Jorge.
Tercerización	Intermediación	Laboral:	Diferencias	y	Tendencias,	en	Revista
Derecho	&	Sociedad,	N°	30,	2008;	pág.	87)
D.	Leg.	1038.
ART.	1°.—Plazo	para	adecuación	al	artículo	2°	de	la	Ley	N°
29245.	Las	empresas	comprendidas	en	los	alcances	de	la	Ley	N°
29245	podrán	adecuarse	a	lo	dispuesto	por	el	artículo	2°	de	la
misma,	en	lo	que	respecta	a	la	pluralidad	de	clientes,	en	un	plazo
de	un	año	a	partir	de	la	vigencia	de	la	indicada	ley.
De	igual	plazo	dispondrán	las	empresas	que	recién	se
constituyan,	a	contar	desde	el	momento	de	su	constitución.
Esta	disposición	no	exonera	de	la	prohibición	de	efectuar	simple
provisión	de	personal	ni	de	las	exigencias	de	autonomía
empresarial	en	la	tercerización	de	servicios.
En	casos	excepcionales,	por	razones	objetivas	y	demostrables,	la
pluralidad	de	clientes	puede	ser	no	considerada	como
característica.	El	reglamento	de	la	Ley	N°	29245	precisará	lo
pertinente	a	tal	situación.
D.	S.	006-2008-TR.
ART.	 3°.—Requisitos.	 Para	 efectos	 de	 la	 ley,	 los	 cuatro	 requisitos
señalados	en	el	primer	párrafo	del	artículo	2°	de	la	misma	son	copulativos.
La	inexistencia	de	uno,	cualquiera	de	ellos,	desvirtúa	la	tercerización.
D.	S.	006-2008-TR.
ART.	4°.—Elementos	característicos.
4.1.	 Los	 elementos	 propios	 de	 los	 servicios	 de	 tercerización	 que	 se
encuentran	 regulados	 en	 el	 segundo	 párrafo	 artículo	 2°	 de	 la	 ley
constituyen,	entre	otros,	indicios	de	la	existencia	de	autonomía	empresarial,
los	 cuales	 deben	 ser	 evaluados	 en	 cada	 caso	 concreto;	 considerando	 la
actividad	económica,	los	antecedentes,	el	momento	de	inicio	de	la	actividad
empresarial,	 el	 tipo	de	actividad	delegada	y	 la	dimensión	de	 las	 empresas
principal	y	tercerizadora.
4.2.	De	acuerdo	con	lo	previsto	por	el	artículo	1°	del	decreto	legislativo,	la
pluralidad	de	clientes	no	será	un	indicio	a	valorar	en	los	siguientes	casos:
a)	 Cuando	 el	 servicio	 objeto	 de	 tercerización	 sólo	 sea	 requerido	 por	 un
número	reducido	de	empresas	o	entidades	dentro	del	ámbito	geográfico,	del
mercado	 o	 del	 sector	 en	 que	 desarrolla	 sus	 actividades	 la	 empresa
tercerizadora.
b)	 Cuando,	 en	 base	 a	 la	 naturaleza	 del	 servicio	 u	 obra,	 existan	 motivos
atendibles	 para	 el	 establecimiento	 de	 pacto	 de	 exclusividad	 entre	 la
empresa	principal	y	la	tercerizadora.
c)	Cuando	la	empresa	tercerizadora	se	encuentre	acogida	al	régimen	de	la
micro	empresa.
4.3.	 Se	 entiende	 que	 la	 empresa	 tercerizadora	 cuenta	 con	 equipamiento
cuando	las	herramientas	o	equipos	que	utilizan	sus	trabajadores	son	de	su
propiedad	 o	 se	 mantienen	 bajo	 la	 administración	 y	 responsabilidad	 de
aquélla.
Cuando	resulte	razonable,	la	empresa	tercerizadoras	podrá	usar	equipos	o
locales	que	no	sean	de	su	propiedad,	siempre	que	los	mismos	se	encuentren
dentro	 de	 su	 ámbito	 de	 administración	 o	 formen	 parte	 componente	 o
vinculada	 directamente	 a	 la	 actividad	 o	 instalación	 productiva	 que	 se	 le
haya	entregado	para	su	operación	integral.
4.4.	 Tanto	 la	 empresa	 tercerizadora	 como	 la	 empresa	 principal	 podrán
aportar	otros	elementos	de	juicio	o	indicios	destinados	a	demostrar	que	el
servicio	 ha	 sido	 prestado	 de	manera	 autónoma	 y	 que	 no	 se	 trata	 de	 una
simple	provisión	de	personal,	tales	como	la	separación	física	y	funcional	de
los	 trabajadores	de	una	y	otra	 empresa,	 la	 existencia	de	una	organización
autónoma	de	soporte	a	las	actividades	objeto	de	la	tercerización,	la	tenencia
y	 utilización	 por	 parte	 de	 la	 empresa	 tercerizadora	 de	 habilidades,
experiencia,	métodos,	secretos	industriales,	certificaciones,	calificaciones	o,
en	 general,	 activos	 intangibles	 volcados	 sobre	 la	 actividad	 objeto	 de
tercerización,	con	los	que	no	cuente	la	empresa	principal,	y	similares.
JURISPRUDENCIA.—Elementos	característicos	del	artículo	2°	de	la	Ley	N°
29245,	deben	ser	evaluados	en	cada	caso.	“Que	en	tales	contextos,	la
fundamentación	esgrimida	en	la	sentencia	apelada,	de	resultar	los
numerales	4.1	y	4.3	artículo	del	reglamento	en	cuestión,	contrarios	al
artículo	2°	de	la	Ley	N°	29245,	que	fija	la	definición	de	tercerización	como	la
contratación	de	empresas	para	que	desarrollen	actividades	especializadas	u
obras,	siempre	que	aquéllas	asuman	los	servicios	prestados	por	su	cuenta	y
riesgo,	cuenten	con	sus	propios	recursos	financieros,	técnicos	o	materiales,
sean	responsables	por	los	resultados	de	sus	actividades,	no	resulta
amparable,	desde	que	la	propia	exposición	de	motivos	establece	que	los
elementos	característicos	mencionados	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	2°
de	la	Ley	N°	29245,	deben	ser	evaluados	en	cada	caso	concreto,	habiéndose
hecho	la	precisión	además	que	la	empresa	principal	podrá	aportar	otros
elementos	de	juicio	o	indicios	destinados	a	demostrar	que	el	servicio	ha	sido
prestado	de	manera	autónoma,	de	donde	se	colige	que	la	regulación	de	las
normas	reglamentarias	en	cuestión,	se	desenvuelve	dentro	de	los
parámetros	fijados	por	la	ley,	habiéndose	inspirado	además	en	las	normas
constitucionales	previstas	en	los	incisos	2	y	3	del	artículo	139	de	la
Constitución	Política	del	Estado.	(...).”	(CSJ,	A.	P.	1338-2011-Lima,	oct.
20/2011.	J.	S.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	refrenda	la	constitucionalidad	del
Reglamento	de	los	Servicios	de	Tercerización	Laboral.	“(...)	al	respecto	es
menester	apreciar	que	el	numeral	en	cuestión	se	encuentra	orientado	a
establecer	que	las	empresas	tercerizadoras	cuenten	también	con	la	facultad
de	aportar	otros	elementos	de	juicio	o	indicios	además	de	los	que	ya
establecidos	por	ley,	para	demostrar	que	el	servicio	ha	sido	prestado	de
manera	autónoma	y	que	no	se	trata	de	una	simple	provisión	de	personal,
todo	esto	en	el	marco	de	los	elementos	característicos	propios	de	los
servicios	de	tercerización	que	conforme	al	segundo	párrafo	del	artículo	2°
de	la	Ley	N°	29245,	se	consideran	entre	otros	elementos	-	los	cuales	pueden
ser	los	comprendidos	en	el	numeral	4.4	del	artículo	4°	del	reglamento,	por
no	resultar	incompatibles	con	la	ley,	la	pluralidad	de	clientes,	el	que	cuente
con	equipamiento,	la	inversión	de	capital	y	la	retribución	por	obra	o
servicio,	descartándose	la	sola	provisión	de	personal;	que	al	respecto	es	de
destacar	que	la	ley	le	otorga	al	juez	una	serie	de	elementos	indiciarios	entre
los	que	éste	puede	desarrollar	su	libre	apreciación	de	la	prueba	teniendo	en
cuenta	las	peculiaridades	que	se	presenten	en	el	caso	concreto	materia	de
análisis,	no	habiendo	demostrado	los	recurrentes,	con	la	sola	sustentación
de	los	supuestos	específicos	descritos	este	extremo	de	su	demanda,	que	su
demanda	de	acción	popular	cumpla	con	el	presupuesto	previsto	en	el
artículo	76	del	Código	Procesal	Civil,	de	proceder	contra	los	reglamentos,
normas	administrativas	y	resoluciones	de	carácter	general”.	(CS,	Sent.
Popular	1607-2012-Lima,	mar.	19/2014.	V.	P.	Morales	Parraguez)
JURISPRUDENCIA.—CS:	en	las	leyes	de	tercerización	no	se	advierte
restricción	alguna	que	impida	tercerizar	las	actividades	principales	o
neurálgicas	de	la	empresa	usuaria.	“(...)	no	se	advierte	que	en	la	recurrida	se
haya	discernido	sobre	el	tipo	de	relación	jurídica	que	vinculó	a	las
codemandadas	(...),	esto	es,	si	se	trató	de	una	relación	de	intermediación
laboral	y/o	de	tercerización,	tomando	en	consideración	que	por	la	primera,
se	involucra	a	personal	que	labora	en	el	centro	de	trabajo	o	de	operaciones
de	la	empresa	usuaria;	y	procede	únicamente	cuando	medien	supuestos	de
temporalidad,	complementariedad	o	especialización,	mientras	que	en	la
segunda,	se	procede	a	la	contratación	de	empresas	para	que	desarrollen
actividades	especializadas	u	obras,	siempre	que	éstas	asuman	los	servicios
prestados	por	su	cuenta	y	riesgo,	cuenten	con	sus	propios	recursos
financieros,	técnicos	o	materiales,	sean	responsables	por	los	resultados	de
sus	actividades	y	sus	trabajadores	estén	bajo	su	exclusiva	subordinación.
(...)	en	ese	sentido,	la	sentencia	de	vista	ha	omitido	explicar	si	a	efecto	de
concluir	sobre	la	existencia	de	una	relación	laboral,	los	requisitos	exigidos
para	la	configuración	de	la	intermediación	laboral	y/o	tercerización,	fueron
cumplidos	por	las	codemandadas,	con	arreglo	a	las	disposiciones	contenidas
en	las	leyes	N°s	27626	y	29245,	respectivamente,	y	en	su	caso,	si	es	que
concurrieron	algunos	de	los	supuestos	de	desnaturalización	que	fijan	los
citados	dispositivos	legales”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	1414-2010-Lima,	feb.	28/2014,
V.	P.	Vásquez	Cortez)
Ley	29245.
ART.	3°.—Casos	que	constituyen	tercerización	de	servicios.
Constituyen	tercerización	de	servicios,	entre	otros,	los	contratos
de	gerencia	conforme	a	la	Ley	General	de	Sociedades,	los
contratos	de	obra,	los	procesos	de	tercerización	externa,	los
contratos	que	tienen	por	objeto	que	un	tercero	se	haga	cargo	de
una	parte	integral	del	proceso	productivo.
D.	S.	006-2008-TR.
ART.	2°.—Ámbito	de	la	tercerización.	El	ámbito	de	la	ley	comprende	a	las
empresas	principales	cuyos	trabajadores	estén	sujetos	al	régimen	laboral	de
la	 actividad	privada,	que	 tercerizan	 su	actividad	principal,	 siempre	que	 se
produzca	con	desplazamiento	continuo	de	los	trabajadores	de	las	empresas
tercerizadoras	 a	 los	 centros	 de	 trabajo	 o	 de	 operaciones	 de	 aquellas.	 La
tercerización	 de	 servicios	 en	 el	 sector	 público	 se	 rige	 por	 las	 normas	 de
contrataciones	 y	 adquisiciones	 del	 Estado	 y	 normas	 especiales	 que	 se
expidan	sobre	la	materia.
Los	 contratos	 y	 figuras	 empresariales	 que	 se	 encuentran	 regulados	 en	 el
artículo	 3°	 de	 la	 ley	 configuran	 supuestos	 de	 tercerización	 cuando	 se
realizan	de	acuerdo	con	las	definiciones	de	la	ley	y	del	presente	reglamento.
Los	 mecanismos	 de	 vinculación	 empresarial	 como	 la	 tercerización	 sin
desplazamiento	 continuo	 y	 las	 provisiones	 de	 bienes	 y	 servicios	 sin
tercerización,	se	encuentran	fuera	del	ámbito	de	la	ley.
JURISPRUDENCIA.—CS:	primero	se	verifica	si	los	contratos	cumplen	o	no	las
características	de	la	tercerización	y	luego	si	se	desnaturalizó	su	ejecución.	“En
armonía	con	el	contenido	esencial	del	principio	de	motivación	de	las
resoluciones	judiciales	correspondía	a	la	sala	superior,	en	relación	con	el
extremo	de	desnaturalización	de	los	contratos	de	tercerización	celebrados
entre	la	recurrente	empresa	(...)	Sociedad	de	Responsabilidad	Limitada	y
(...)	Sociedad	Comercial	de	Responsabilidad	Limitada,	proceder	a	la
verificación	del	cumplimiento	de	los	requisitos	previstos	en	los	artículos	2°
y	3°	de	la	Ley	N°	29245,	Ley	que	Regula	los	servicios	de	Tercerización.	En
ese	sentido,	no	solo	basta	con	atender	los	alegatos	del	escrito	de	demanda
de	fojas	cinco,	en	cuanto	refiere	que	debe	declararse	como	fraudulenta	la
tercerización	de	servicios	entre	los	demandados,	sino	que	es	necesario
establecer	en	principio	cual	es	la	naturaleza	del	contrato	celebrado	entre
(...)	Sociedad	de	Responsabilidad	Limitada	y	(...)	Sociedad	de
Responsabilidad	Limitada,	toda	vez	que	para	proceder	conforme	al	artículo
5°	de	la	Ley	N°	29245,	esto	es,	para	la	verificación	de	la	desnaturalización	de
un	contrato	de	tercerización,	es	menester	que	previamente	se	haya
producido	un	contrato	de	tal	naturaleza;	en	ese	sentido	deberá	verificarse	si
en	los	contratos	de	fojas	treinta	y	cinco	a	setenta	y	siete,	se	cumplen	o	no
con	las	características	propias	del	contrato	de	tercerización	y	si	en	la
ejecución	del	mismo	se	ha	producido	o	no	su	desnaturalización,	tanto	más	si
de	las	instrumentales	en	comento	se	aprecia	la	celebración	de	servicio	de
alimentación	y	comodato,	a	lo	que	se	añade	que	el	demandante	ha
presentado	boletas	de	pago	en	las	que	su	cargo	de	la	de	Supervisor	Cheff,
labor	que	no	se	encuentra	referido	en	modo	alguno	a	una	parte	integral	del
proceso	productivo	de	la	empresa	supuestamente	principal,	en	este	caso	la
empresa	(...)	Sociedad	de	Responsabilidad	Limitada	(...)”.	(C.	S,	Cas.	Lab.
16207-2013-Lima,	ago.	13/2014.	V.	P.	Vinatea	Medina)
Ley	29245.
ART.	4°.—Desplazamiento	de	personal	a	la	empresa
principal.	Los	contratos	donde	el	personal	de	la	empresa
tercerizadora	realiza	el	trabajo	especializado	u	obra	en	las
unidades	productivas	o	ámbitos	de	la	empresa	principal,	no	deben
afectar	los	derechos	laborales	y	de	seguridad	social	de	dichos
trabajadores,	manteniéndose	la	subordinación	de	los	mismos
respecto	de	la	empresa	que	presta	los	servicios	de	tercerización,
lo	cual	debe	constar	por	escrito	en	dicho	contrato,	en	el	cual	debe
especificarse	cuál	es	la	actividad	empresarial	a	ejecutar	y	en	qué
unidades	productivas	o	ámbitos	de	la	empresa	principal	se
realiza.
D.	S.	006-2008-TR.
ART.	 5°.—Desnaturalización	 de	 la	 tercerización.	 Se	 produce	 la
desnaturalización	de	la	tercerización:
a)	En	caso	que	el	análisis	razonado	de	los	elementos	contemplados	en	los
artículos	2°	y	3°	de	la	ley	y	4°	del	presente	reglamento	indique	la	ausencia
de	autonomía	empresarial	de	la	empresa	tercerizadora.
b)	 Cuando	 los	 trabajadores	 de	 la	 empresa	 tercerizadora	 están	 bajo	 la
subordinación	de	la	empresa	principal.
c)	En	caso	que	continúe	la	prestación	de	servicios	luego	de	transcurrido	el
plazo	 al	 que	 se	 refiere	 el	 último	 párrafo	 del	 artículo	 9°	 del	 presente
reglamento,	cuando	se	produce	la	cancelación	del	registro.
La	 desnaturalización	 tiene	 por	 efecto	 que	 la	 empresa	 principal	 sea	 el
empleador	del	trabajador	desplazado,	desde	el	momento	en	que	se	produce
la	misma.
D.	S.	006-2008-TR.
ART.	8°.—Contenido	de	los	contratos	y	derecho	de	información	de	los
trabajadores	desplazados.	La	información	a	la	que	se	contrae	el	artículo	4°
de	 la	 ley	 se	encuentra	 referida	a	 la	actividad	empresarial	 a	ejecutar	y	a	 la
unidad	productiva	o	ámbito	de	la	empresa	principal	en	la	que	la	misma	será
realizada.	Dicha	información	podrá	ser	incluida	en	los	contratos	de	trabajo	o
transmitida	 a	 los	 trabajadores	 de	 la	 empresa	 tercerizadora	 mediante
comunicación	escrita.
La	 obligación	 de	 informar	 de	 la	 empresa	 tercerizadora,	 a	 la	 que	 hace
mención	el	artículo	6°	de	la	ley,	se	efectúa	por	escrito	ante	los	trabajadores
encargados	de	 la	 ejecución	de	 la	obra	o	 servicio,	 sus	 representantes	y	 sus
organizaciones	 sindicales,	 antes	 del	 desplazamiento.	 En	 el	 caso	 de	 los
trabajadores	 de	 la	 empresa	principal,	 dicha	 obligación	 se	 cumple	 a	 través
del	empleador	de	los	mismos.
La	 empresa	 principal	 deberá	 informar	 a	 la	 organización	 sindical	 o,	 en	 su
defecto,	 a	 los	 delegados	 que	 representen	 a	 sus	 trabajadores,	 acerca	 de	 la
identidad	de	la	empresa	tercerizadora	y	de	los	trabajadores	desplazados,	así
como	las	actividades	que	éstos	realizarán,	dentro	de	los	5	días	siguientes	al
mes	 calendario	 en	 que	 se	 produjo	 el	 desplazamiento	 o	 dentro	 de	 las	 24
horas	de	la	solicitud	que	sea	efectuada	por	parte	de	la	organización	sindical.
Ley	29245.
ART.	5°.—Desnaturalización.	Los	contratos	de	tercerización	que
no	cumplan	con	los	requisitos	señalados	en	los	artículos	2°	y	3°	de
la	presente	ley	y	que	impliquen	una	simple	provisión	de	personal,
originan	que	los	trabajadores	desplazados	de	la	empresa
tercerizadora	tengan	una	relación	de	trabajo	directa	e	inmediata
con	la	empresa	principal,	así	como	la	cancelación	del	registro	a
que	se	refiere	el	artículo	8°	de	la	presente	ley,	sin	perjuicio	de	las
demás	sanciones	establecidas	en	las	normas	correspondientes.
JURISPRUDENCIA.—El	cobro	de	beneficios	sociales	puede	ayudar	a
confirmar	o	descartar	una	relación	de	tercerización.	“(...)	2.	Con	los
contratos	de	servicio	que	obran	a	fojas	(...)	se	acredita	que	[la
empresa	principal]	(...)	y	la	[la	empresa	tercerizadora]	(...)
celebraron	un	contrato	de	tercerización	externa,	con	el	objeto	de
que	esta	última	presente	a	la	primera	el	‘(...)	servicio	de	operación
de	centros	de	transformación	con	sus	propios	recursos	técnicos
y/o	materiales,	estando	sus	trabajadores	bajo	su
exclusiva	subordinación’	(subrayado	nuestro).
3.	Está	acreditado	en	autos	que	los	recurrentes	celebraron
contratos	a	modalidad	con	la	[la	empresa	tercerizadora]	(...),	no
habiendo	podido	probar	éstos	que	el	vínculo	laboral	lo	tuvieran
realmente	con	la	emplazada;	por	el	contrario,	las	liquidaciones	de
beneficios	sociales	(...)	corroboran	que	el	vínculo	laboral	de	los
recurrentes	fue	con	[la	empresa	tercerizadora],	toda	vez	que	los
recurrentes	suscribieron	dichas	liquidaciones	sin	observación
alguna,	no	obstante	que	en	ellas	se	consigna	que	el	vínculo	laboral
con	[la	empresa	tercerizadora]	(...)	culminó	el	30	de	junio	del
2006,	por	‘término	de	contrato’.	(...)”.	(T.	C.,	Exp.	03539-2007-PA/TC,
jun.	08/2009.	Pres.	Vergara	Gotelli).
Ley	29245.
ART.	6°.—Derecho	a	información.	Al	iniciar	la	ejecución	del
contrato,	la	empresa	tercerizadora	tiene	la	obligación	de	informar
por	escrito	a	los	trabajadores	encargados	de	la	ejecución	de	la
obra	o	servicio,	a	sus	representantes,	así	como	a	las
organizaciones	sindicales	y	a	los	trabajadores	de	la	empresa
principal,	lo	siguiente:
1.	La	identidad	de	la	empresa	principal,	incluyendo	a	estos
efectos	el	nombre,	denominación	o	razón	social	de	esta,	su
domicilio	y	número	de	Registro	Único	del	Contribuyente.
2.	Las	actividades	que	son	objeto	del	contrato	celebrado	con	la
empresa	principal,	cuya	ejecución	se	llevará	a	cabo	en	el	centro	de
trabajo	o	de	operaciones	de	la	misma.
3.	El	lugar	donde	se	ejecutarán	las	actividades	mencionadas	en	el
numeral	anterior.
El	incumplimiento	de	esta	obligación	constituye	infracción
administrativa,	de	conformidad	con	lo	señalado	en	las	normas
sobre	inspección	del	trabajo.
Ley	29245.
ART.	7°.—Garantía	de	derechos	laborales.	Los	trabajadores	de
las	empresas	que	prestan	servicio	de	tercerización	tienen	los
siguientes	derechos,	sin	perjuicio	de	los	ya	establecidos	en	la
legislación	laboral	vigente:
1.	Los	trabajadores	bajo	contrato	de	trabajo	sujetos	a	modalidad
tienen	iguales	derechos	que	los	trabajadores	contratados	a	tiempo
indeterminado.	Este	derecho	se	aplica	a	los	trabajadores
desplazados	en	una	tercerización,	respecto	de	su	empleador.
2.	Los	trabajadores	que	realicen	labores	en	las	instalaciones	de	la
empresa	principal	en	una	tercerización,	cualquiera	fuese	la
modalidad	de	contratación	laboral	utilizada,	como	todo	trabajador
contratado	a	tiempo	indeterminado	o	bajo	modalidad,	tiene
respecto	de	su	empleador	todos	los	derechos	laborales
individuales	y	colectivos	establecidos	en	la	normativa	vigente;	en
consecuencia,	los	trabajadores	no	están	sujetos	a	subordinación
por	parte	de	la	empresa	principal.
3.	La	tercerización	de	servicios	y	la	contratación	sujeta	a
modalidad,	incluyendo	aquella	realizada	en	la	tercerización	de
servicios,	no	puede	ser	utilizada	con	la	intención	o	efecto	de
limitar	o	perjudicar	la	libertad	sindical,	el	derecho	de	negociación
colectiva,	interferir	en	la	actividad	de	las	organizaciones
sindicales,	sustituir	trabajadores	en	huelga	o	afectar	la	situación
laboral	de	los	dirigentes	amparados	por	el	fuero	sindical.
4.	Cuando	corresponda,	los	trabajadores	pueden	interponer
denuncias	ante	la	autoridad	administrativa	de	trabajo	o	recurrir	al
Poder	Judicial,	para	solicitar	la	protección	de	sus	derechos
colectivos,	incluyendo	los	referidos	en	el	numeral	2	del	presente
artículo,	a	impugnar	las	prácticas	antisindicales,	incluyendo
aquellas	descritas	en	el	numeral	3	del	presente	artículo,	a	la
verificación	de	la	naturaleza	de	los	contratos	de	trabajo	sujetos	a
modalidad	de	acuerdo	con	la	legislación	laboral	vigente,	a
impugnar	la	no	renovación	de	un	contrato	para	perjudicar	el
ejercicio	del	derecho	de	libertad	sindical	y	de	negociación
colectiva	o	en	violación	del	principio	de	no	discriminación,	y
obtener,	si	correspondiera,	su	reposición	en	el	puesto	de	trabajo,
su	reconocimiento	como	trabajador	de	la	empresa	principal,	así
como	las	indemnizaciones,	costos	y	costas	que	corresponda
declarar	en	un	proceso	judicial,	sin	perjuicio	de	la	aplicación	de
multas.
Ley	29245.
ART.	8°.—Registro	de	las	empresas	tercerizadoras.	Para
iniciar	y	desarrollar	sus	actividades,	las	empresas	tercerizadoras
se	inscriben	en	un	Registro	Nacional	de	Empresas	Tercerizadoras
a	cargo	de	la	autoridad	administrativa	de	trabajo,	en	un	plazo	de
treinta	(30)	días	hábiles	de	su	constitución.
La	inscripción	en	el	registro	se	realiza	ante	la	autoridad
administrativa	de	trabajo	competente	del	lugar	donde	la	empresa
desarrolla	sus	actividades,	quedando	sujeta	la	vigencia	de	su
autorización	a	la	subsistencia	de	su	registro.
D.	S.	006-2008-TR.
ART.	9°.—Registro	nacional	de	empresas	tercerizadoras.	Se	consideran
inscritas	 en	 el	 registro	 al	 que	 hace	 referencia	 el	 artículo	 8°	 de	 la	 ley	 las
empresas	 tercerizadoras	 que,	 durante	 el	 período	 declarado,	 cumplen	 con
registrar	 el	 desplazamiento	 de	 su	 personal	 a	 empresas	 principales,	 en	 la
planilla	 electrónica	que	 se	 encuentra	 regulada	por	 el	Decreto	Supremo	N°
018-2007-TR	 y	 sus	 normas	 modificatorias	 y	 complementarias,	 con
independencia	de	su	fecha	de	constitución.
Cuando	se	verifique	alguna	de	las	situaciones	descritas	en	el	artículo	5°	del
presente	 reglamento,	 la	 inspección	 del	 trabajo	 propone	 la	 cancelación	 del
registro,	 además	 de	 la	 imputación	 de	 relaciones	 laborales	 a	 la	 empresa
principal,	 y	 la	 autoridad	 administrativa	 de	 trabajo	 en	 el	 procedimiento
administrativo	 sancionador	 declara	 la	 cancelación	 del	 registro	 y	 las
relaciones	laborales	existentes.
El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	elabora	una	lista	pública
de	 empresas	 tercerizadoras	 cuyo	 registro	 ha	 sido	 cancelado.	Notificada	 la
cancelación	 del	 registro	 la	 empresa	 de	 tercerización	 estará	 impedida	 de
desplazar	 trabajadores.	 Publicada	 la	 cancelación	 del	 registro	 en	 la	 página
web	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	la	empresa	principal
deberá	concluir	el	contrato	con	la	empresa	de	tercerización.
En	caso	de	cancelación	del	registro,	 las	empresas	principales	disponen	de
un	 plazo	 de	 treinta	 (30)	 días	 calendario	 a	 fin	 de	 efectuar	 la	 adecuación
correspondiente.
D.	S.	006-2008-TR.
Disposición	Complementaria	Final	Única.—Incorporado.	D.	S.	010-2008-
TR,	 Art.	 1°.	 Los	 registros	 administrativos	 sectoriales	 de	 las	 empresas
contratistas	 y	 subcontratistas	 mantienen	 su	 vigencia.	 La	 presente
disposición	 será	 aplicable	 a	 los	 siguientes	 registros,	 así	 como	a	 los	que	 se
expidan	para	determinadas	actividades	económicas:
a)	Registro	Público	de	Hidrocarburos,	 regulado	por	 los	decretos	 leyes	N°
19038	y	22239.
b)	 Registro	 de	 Empresas	 Contratistas	 Mineras,	 regulado	 por	 el	 Decreto
Supremo	N°	021-2008-EM,	el	cual	fuera	modificado	por	el	Decreto	Supremo
N°	021-2008-EM.
c)	 Registro	 Nacional	 de	 Empresas	 Contratistas	 y	 Subcontratistas	 de
Construcción	Civil	(Renecosucc),	regulado	por	el	Decreto	Supremo	N°	004-
2007-TR	y	por	la	Resolución	Ministerial	N°	195-2007-TR.
Las	 empresas	 contratistas	 o	 subcontratistas	 consideradas	 en	 el	 párrafo
anterior	 registrarán	 en	 sus	 planillas	 electrónicas	 el	 desplazamiento	 de	 su
personal	a	 las	empresas	principales,	 conforme	 lo	dispuesto	por	el	Decreto
Supremo	 N°	 018-2007-TR	 y	 a	 sus	 normas	 modificatorias	 y
complementarias.
Ley	29245.
ART.	9°.—Responsabilidad	de	la	empresa	principal.	La
empresa	principal	que	contrate	la	realización	de	obras	o	servicios
con	desplazamiento	de	personal	de	la	empresa	tercerizadora	es
solidariamente	responsable	por	el	pago	de	los	derechos	y
beneficios	laborales	y	por	las	obligaciones	de	seguridad	social
devengados	por	el	tiempo	en	que	el	trabajador	estuvo	desplazado.
Dicha	responsabilidad	se	extiende	por	un	año	posterior	a	la
culminación	de	su	desplazamiento.	La	empresa	tercerizadora
mantiene	su	responsabilidad	por	el	plazo	establecido	para	la
prescripción	laboral.
D.	S.	006-2008-TR.
ART.	7°.—Alcances	de	la	solidaridad.	La	extensión	de	responsabilidad	a
la	que	se	refiere	el	artículo	9°	de	 la	 ley	alcanza	al	empresario	principal,	al
contratista	 y	 al	 subcontratista,	 quienes	 son	 deudores	 solidarios	 frente	 al
trabajador	impago	o	a	la	entidad	de	previsión	social.
Las	obligaciones	laborales	establecidas	por	norma	legal	incluyen	el	pago	de
las	 remuneraciones	 ordinarias	 y	 de	 los	 beneficios	 e	 indemnizaciones
laborales	previstas	por	ley.
Las	obligaciones	de	previsión	social	 incluyen	 las	contribuciones	y	aportes
que	 debe	 retener	 o	 pagar	 el	 empleador	 al	 Seguro	 Social	 de	 Salud,	 o	 a	 un
sistema	 pensionario.	 La	 extensión	 de	 responsabilidad	 comprende	 a	 los
incumplimientos	que	se	produzcan	durante	el	período	de	desplazamiento.
La	solidaridad	en	materia	de	seguro	complementario	de	trabajo	de	riesgo
se	rige	por	lo	dispuesto	en	el	artículo	5°	de	las	Normas	Técnicas	del	Seguro
Complementario	de	Trabajo	de	Riesgo,	aprobadas	por	el	Decreto	Supremo	N
°	003-98-SA.
El	plazo	de	prescripción	de	la	responsabilidad	solidaria	se	inicia	ocurrido	el
fin	del	desplazamiento.
JURISPRUDENCIA.—TC	señala	formas	alternativas	para	reparar	el	despido
de	trabajadores	tercerizados	por	extinción	de	las	actividades	comerciales	del
empleador.	“Finalmente,	una	modalidad	de	reparación	que	concita	nuestra
atención	es	aquella	que	ha	sido	implícitamente	alegada	por	los	recurrentes
en	el	curso	del	proceso.	En	efecto,	(...)	obra	el	informe	–aportado	por	los
recurrentes–	emitido	por	el	inspector	de	la	Zona	Registral	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo	de	Sullana	(...)	en	el	que	se	da	cuenta	de	que	en	los
libros	de	registros	de	dicha	entidad	no	aparece	registrada	ninguna	solicitud
de	la	empresa	(...)	relacionada	con	la	suspensión	temporal	o	total	de
actividades.	Con	este	medio	de	prueba,	los	demandantes	no	sólo	estarían
probando	que	es	falso	que	su	empleador	no	esté	realizando	actividad	alguna
(lo	que,	no	obstante,	se	ha	desvirtuado	supra)	sino	que	además	estarían
admitiendo	que	dicha	medida	de	suspensión	constituye	una	forma
constitucionalmente	válida	de	afrontar	los	efectos	laborales	que	ocasiona	la
terminación	de	la	relación	mercantil	que	une	a	la	empresa	tercerizadora	con
su	cliente.	Así	pues,	esta	vía	de	solución	propugnaría	que	si	bien	resulta
válido	dar	por	concluidos	los	contratos	de	trabajo	celebrados	entre	los
recurrentes	y	la	empresa	tercerizadora	con	ocasión	del	fin	de	la	contrata,	tal
decisión,	para	ser	respetuosa	de	los	derechos	fundamentales	de	los
trabajadores,	requeriría	seguir	un	procedimiento	administrativo	ante	el
Ministerio	de	Trabajo,	al	interior	del	cual	se	constate	no	sólo	la	ausencia	de
algún	móvil	fraudulento	en	la	decisión	adoptada,	sino	garanticen	las	formas
de	reparación	adecuadas	a	los	trabajadores	que	son	objeto	de	despido	(sería
el	caso,	por	ejemplo,	del	derecho	de	preferencia	para	readmisión	en	el
empleo,	previsto	en	el	artículo	52	del	Decreto	Supremo	37-97-TR,	si	se
entendiera	que	ese	procedimiento	es	el	cese	colectivo).	De	ser	esto	así,	la
sentencia	estimatoria	emanada	de	la	justicia	constitucional	no	podría	ser
otra	que	ordenar	la	reposición	laboral	de	los	demandantes	y,
consecuentemente,	el	inicio	del	procedimiento	administrativo
correspondiente	(...)”.	(T.	C.,	Exp.	03689-2010-PA/TC,	may.	19/2014.	S.	S.
Calle	Hayen)
D.	Leg.	1038.
ART.	2°.—Ámbito	de	las	obligaciones	y	de	las	restricciones.	Las
obligaciones	y	restricciones	establecidas	en	los	artículos	4°	al	9°
de	la	Ley	N°	29245	son	aplicables	a	aquellas	empresas
tercerizadoras	que	realizan	sus	actividades	con	desplazamiento
continuo	de	personal	a	las	instalaciones	de	la	principal,	no	así	a
los	supuestos	de	tercerización	sin	desplazamiento	ni	a	las	que	lo
hagan	en	forma	eventual	o	esporádica.
D.	S.	006-2008-TR.
ART.	6°.—Duración	del	desplazamiento.	El	desplazamiento	continuo	del
trabajador	 al	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 2°	 del	 decreto	 legislativo	 es	 aquel
realizado	 de	 forma	 regular	 entre	 la	 empresa	 tercerizadora	 y	 la	 empresa
principal.	Se	configura	la	continuidad	cuando:
a)	El	desplazamiento	ocurra	cuando	menos	durante	más	de	un	tercio	de	los
días	laborables	del	plazo	pactado	en	el	contrato	de	tercerización;	o,
b)	 Exceda	 de	 420	horas	 o	 52	 días	 de	 trabajo	 efectivo,	 consecutivos	 o	 no,
dentro	de	un	semestre.
D.	Leg.	1038.
ART.	3°.—Responsabilidad	en	la	tercerización	de	servicios.	La
solidaridad	a	que	se	refiere	el	artículo	9°	de	la	Ley	N°	29245	se
contrae	únicamente	a	las	obligaciones	laborales	y	de	seguridad
social	de	cargo	de	la	empresa	tercerizadora	establecidos	por
norma	legal,	y	no	a	las	de	origen	convencional	o	unilateral.
D.	Leg.	1038.
ART.	4°.—Derecho	de	repetición	y	privilegios.	La	empresa
principal	obligada	a	asumir	obligaciones	de	la	tercerista,	en	razón
de	la	solidaridad	establecida	por	la	Ley	N°	29245,	tiene	derecho
de	repetición	contra	ésta,	y	adquiere	los	derechos	y	privilegios	del
crédito	laboral	en	caso	de	insolvencia	o	quiebra.
Ley	29245.
Primera	Disposición	Complementaria	y	Final.—De	la
subcontratación.	Las	empresas	que	presten	servicios	de
tercerización	podrán	subcontratar	siempre	y	cuando	el
subcontratista	cumpla	con	los	requisitos	establecidos	en	la
presente	ley.
Ley	29245.
Segunda	Disposición	Complementaria	y	Final.—Reglamento.	El
Poder	Ejecutivo	reglamentará	la	presente	ley	dentro	de	los	treinta
(30)	días	hábiles	después	de	la	vigencia	de	la	presente	ley.
Ley	29245.
Tercera	Disposición	Complementaria	y	Final.—Plazo	de
adecuación.	Las	empresas	comprendidas	en	la	presente	ley
tendrán	un	plazo	de	treinta	(30)	días	hábiles	posteriores	a	la
publicación	del	reglamento	de	la	presente	ley,	para	su	adecuación.
Ley	29245.
Cuarta	Disposición	Complementaria	y	Final.—Norma
derogatoria.	Deróganse	las	disposiciones	legales,	normas
reglamentarias	y	complementarias	que	se	opongan	a	lo	dispuesto
en	la	presente	ley.
SEGUNDA	PARTE
Contrato	de	Trabajo
TÍTULO	PRIMERO
Contratos	a	Plazo	Indefinido
CAPÍTULO	PRIMERO
Normas	Generales
ÁMBITO	DE	APLICACIÓN	DE	LA	LEY
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	3°.—El	ámbito	de	aplicación	de	la	presente	ley	comprende	a
todas	las	empresas	y	trabajadores	sujetos	al	régimen	laboral	de	la
actividad	privada.
OBJETIVOS	DE	LA	LEY
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	1°.—Son	objetivos	de	la	presente	ley:
a)	Fomentar	la	capacitación	y	formación	laboral	de	los	trabajadores	como
un	 mecanismo	 de	 mejoramiento	 de	 sus	 ingresos	 y	 la	 productividad	 del
trabajo;
b)	 Propiciar	 la	 transferencia	 de	 las	 personas	 ocupadas	 en	 actividades
urbanas	y	rurales	de	baja	productividad	e	 ingresos	hacia	otras	actividades
de	mayor	productividad;
c)	 Garantizar	 los	 ingresos	 de	 los	 trabajadores,	 así	 como	 la	 protección
contra	el	despido	arbitrario	respetando	las	normas	constitucionales;	y,
d)	 Unificar	 las	 normas	 sobre	 contratación	 laboral	 y	 consolidar	 los
beneficios	sociales	existentes.
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	 2°.—El	 Estado	 estimula	 y	 promueve	 la	 innovación	 tecnológica	 de
conformidad	 con	 el	 segundo	 párrafo	 del	 artículo	 14	 de	 la	 Constitución
Política	del	Perú,	como	la	condición	necesaria	para	el	desarrollo	económico.
La	 introducción	 de	 tecnología	 que	 eleve	 los	 niveles	 de	 productividad	 del
trabajo,	 constituye	 un	 derecho	 y	 un	 deber	 social	 a	 cargo	 de	 todos	 los
empresarios	establecidos	en	el	país.
El	 impacto	 de	 los	 cambios	 tecnológicos	 en	 las	 relaciones	 laborales	 podrá
ser	 materia	 de	 negociación	 colectiva	 entre	 empresarios	 y	 trabajadores,
dentro	 del	 marco	 de	 convenios	 de	 productividad,	 que	 podrán	 establecer
normas	relativas	a:
a)	 Sistemas	 de	 formación	 laboral	 que	 tiendan	 hacia	 una	 calificación
polifuncional	de	los	trabajadores	en	la	empresa;
b)	Medidas	orientadas	a	promover	 la	movilidad	 funcional	y	geográfica	de
los	trabajadores;
c)	 Sistemas	 de	 fijación	 de	 los	 niveles	 salariales	 de	 los	 trabajadores	 en
función	de	sus	niveles	de	productividad;
d)	 Mecanismos	 alternativos	 de	 implementación	 de	 las	 modalidades	 de
contratación	laboral	previstas	en	la	presente	ley;	y,
e)	Programas	de	reconversión	productiva	y	medidas	orientadas	a	facilitar
la	readaptación	profesional	de	los	trabajadores	cesantes.
Las	 empresas	 que	 celebren	 contratos	 de	 productividad	 con	 sus
trabajadores	podrán	solicitar	al	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	Social	el
apoyo	 técnico	que	 requieran	para	 la	 implementación	de	 cualquiera	de	 los
programas	de	promoción	del	empleo,	establecidos	en	virtud	de	la	presente
ley.
CERTIFICADO	DE	ANTECEDENTES	PENALES
Ley	29607
ART.	1°.—Objeto	de	la	 ley.	La	presente	 ley	tiene	por	objeto	simplificar	y
facilitar	la	certificación	de	los	antecedentes	penales	de	los	postulantes	a	un
puesto	de	trabajo	en	los	sectores	público	o	privado.
Ley	29607
ART.	 2°.—Presentación	 de	 una	 declaración	 jurada.	 En	 los	 concursos
públicos	para	el	personal	del	sector	publico	y	en	las	ofertas	de	empleo	del
sector	 privado,	 no	 es	 necesaria	 la	 presentación	 del	 Certificado	 de
Antecedentes	 Penales,	 bastando	 una	 declaración	 jurada	 simple	 de	 no
registrar	dichos	antecedentes.
En	 caso	 de	 que	 el	 postulante	 salga	 elegido	 y	 el	 empleador	 quiera
comprobar	sus	antecedentes	penales,	puede	recién	exigirle	la	presentación
del	 Certificado	 de	 Antecedentes	 Penales	 o	 solicitar	 dicha	 información	 al
Registro	Nacional	de	Condenas	del	Poder	 Judicial,	previa	autorización	que
constará	en	la	misma	declaración	jurada	presentada.
COMENTARIO.—Ámbito	 de	 aplicación	 del	 derecho	 laboral.	 Si	 bien	 el
trabajo	 humano	 implica	 una	 amplia	 gama	 de	manifestaciones,	 al	 derecho
laboral	 le	 interesa	 el	 trabajo	 productivo,	 por	 cuenta	 ajena,	 libre,	 bajo	 una
relación	de	dependencia	y	sujeto	al	régimen	laboral	privado.
	
JURISPRUDENCIA.—Información	contenida	en	el	RUC	de	la	empresa	es
decisiva	para	definir	el	régimen	laboral	de	sus	empleados.	“(…)	este	tribunal
considera	que	la	casación	cuestionada	vulnera	el	derecho	a	la	prueba	(…),	la
sala	suprema	emplazada	declaró	fundado	el	recurso	de	casación	porque
consideró	que	el	demandante	era	un	trabajador	del	régimen	laboral	de
construcción	civil.	Dicha	conclusión	pone	de	manifiesto	que	la	sala	suprema
emplazada	no	valoró	en	forma	adecuada	el	Registro	Único	de
Contribuyentes	de	Perú	LNG	S.	R.	Ltda.,	ya	que	la	información	contenida	en
él	es	decisiva	para	determinar	que	el	demandante	no	podía	encontrarse
sujeto	al	régimen	laboral	de	construcción	civil,	pues	la	actividad	económica
que	desempeña	dicha	sociedad	se	encuentra	fuera	del	ámbito	de	aplicación
del	régimen	laboral	de	construcción	civil.	“(…)	la	casación	cuestionada
contiene	una	motivación	aparente,	porque	la	sala	suprema	emplazada,
injustificadamente,	omitió	valorar	en	forma	adecuada	y	correcta	el	Registro
Único	de	Contribuyentes.”	(T.	C.,	Exp.	03736-2010-PA/TC,	jul.	15/2011.
Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Informes	y	memorandos	de	coordinación	no	prueban	la
subordinación	laboral.	“Asimismo,	la	recurrente	sostiene	que	realizó	labores
de	naturaleza	permanente;	sin	embargo,	este	hecho	no	lo	acredita,	pues
conforme	se	desprende	de	las	instrumentales	obrantes	en	autos	se	ha
desempeñado	como	comisionista	para	la	emplazada	(...)	a	cambio	de	una
comisión	que	según	se	desprende	variaba	cada	mes	(S/.	242	y	243	nuevos
soles	y	percibiendo	el	último	mes,	diciembre	2011,	S/	481.65	nuevos	soles).
Esto	es,	recibía	un	porcentaje	de	lo	recaudado	en	cada	rubro	de	cobranza,	el
cual	varío	con	los	años,	lo	que	se	corrobora	con	los	recibos	por	honorarios
(...).	Debe	precisarse	igualmente	que	los	diversos	informes	y	memorandos
(...)	tampoco	acreditan	subordinación,	puesto	que	únicamente	están
referidos	a	coordinaciones	en	el	desarrollo	de	sus	actividades	como
comisionista.	Consecuentemente,	no	habiéndose	probado	la	existencia	de
vínculo	laboral	con	la	emplazada,	debe	desestimarse	la	demanda”.	(T.	C.,
Exp.	07691-2013-PA/TC,	dic.	09/2015.	S.	S.	Ramos	Núñez)
COMENTARIO.—Contratación	laboral.	De	acuerdo	con	lo	expresado	en	el
literal	 d)	del	Art.	 1°	de	 la	 Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,
dicho	dispositivo	tiene	por	finalidad,	entre	otras,	unificar	las	normas	sobre
contratación	laboral.
Con	anterioridad	a	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo,	se	legisló	separadamente
lo	referente	a	los	contratos	a	plazo	indeterminado	y	a	plazo	fijo.
COMENTARIO.—Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral.	 El	 D.
S.	N°	003-97-TR	aprobó	el	Texto	Único	Ordenado	del	D.	Leg.	N°	728,	Ley	de
Productividad	 y	 Competitividad	 Laboral,	 en	 estricta	 obediencia	 de	 lo
establecido	por	la	Disposición	Transitoria	del	D.	Leg.	N°	855.
La	norma	que	se	reproduce	comprende	temas	tales	como	la	regulación	de
los	 contratos	 de	 trabajo,	 sean	 éstos	 a	 plazo	 indeterminado	 o	 sujetos	 a
modalidad,	 especificando	 su	 derrotero	 que	 se	 inicia	 desde	 el	 período	 de
prueba	 y	 concluye	 con	 su	 extinción,	 pasando	 por	 sus	 vicisitudes
intermedias,	 como	 las	 causales	 de	 suspensión,	 los	 posibles	 actos	 de
hostilidad	del	empleador,	etc.
En	sus	disposiciones	complementarias,	regula	un	tema	de	gran	importancia
en	el	derecho	laboral,	como	es	el	de	la	prescripción,	estableciendo	su	plazo	y
remitiéndose	al	Código	Civil	para	dilucidar	los	casos	de	sucesión	de	plazos
prescriptorios.
El	 D.	 S.	 N°	 003-97-TR	 debió	 ser	 reglamentado	 en	 un	 plazo	 no	mayor	 de
noventa	días	 contados	desde	 su	 vigencia,	 plazo	que	 se	 venció	 a	 finales	 de
junio	de	1997.	Ante	tal	omisión,	debemos	entender	vigente	–en	lo	que	no	se
oponga	a	la	ley–	el	texto	del	D.	S.	N°	001-96-TR	reglamentario	de	la	versión
anterior	de	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo	(D.	S.	N°	005-95-TR).
Se	explica,	entonces,	que	las	referencias	que	el	D.	S.	N°	001-96-TR	efectúe	al
texto	legal	no	guarden	coincidencia	con	su	articulado	actual.
CONTRATO	DE	TRABAJO.	PRESUNCIÓN.	FORMALIDADES
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	4°.—En	toda	prestación	personal	de	servicios	remunerados
y	subordinados,	se	presume	la	existencia	de	un	contrato	de
trabajo	a	plazo	indeterminado.
El	contrato	individual	de	trabajo	puede	celebrarse	libremente
por	tiempo	indeterminado	o	sujeto	a	modalidad.	El	primero	podrá
celebrarse	en	forma	verbal	o	escrita	y	el	segundo	en	los	casos	y
con	los	requisitos	que	la	presente	ley	establece.
También	puede	celebrarse	por	escrito	contratos	en	régimen	de
tiempo	parcial	sin	limitación	alguna.
JURISPRUDENCIA.—Hay	una	preferencia	por	la	contratación	laboral	por
tiempo	indeterminado.	“Según	el	artículo	4°	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-
TR,	(...)	puede	señalarse	que	en	el	régimen	laboral	peruano	el	principio	de
continuidad	opera	como	un	límite	a	la	contratación	laboral	por	tiempo
determinado.	Por	ello	este	tribunal	(...)	precisó	que	hay	una	preferencia	por
la	contratación	laboral	por	tiempo	indefinido	frente	a	la	de	duración
determinada,	la	que	tiene	carácter	excepcional	y	procede	únicamente
cuando	las	labores	que	se	van	a	prestar	(objeto	del	contrato)	son	de
naturaleza	temporal	o	accidental.
6.	Y	es	que	como	resultado	de	ese	carácter	excepcional	la	ley	establece
formalidades,	requisitos,	condiciones	y	plazos	especiales	para	este	tipo	de
contratos,	e	incluso	sanciones	cuando	a	través	de	estos,	utilizando	la
simulación	o	el	fraude,	se	pretende	evadir	la	contratación	laboral	por
tiempo	indeterminado.
7.	En	este	sentido	el	artículo	4°	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR	opera
como	un	límite	a	la	contratación	temporal,	ya	que	sólo	los	empleadores
podrán	contratar	trabajadores	con	contratos	de	trabajo	sujetos	a	modalidad
‘en	los	casos	y	con	los	requisitos	que	la	presente	ley	establece’,	pues	en	caso
contrario	el	contrato	de	trabajo	será	considerado	de	duración
indeterminada.”	(T.	C.,	Exp.	05241-2011-PA/TC,	jun.	03/2012.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—La	protección	de	eficacia	resarcitoria	y	la	protección	de
eficacia	restitutoria	constituyen	las	garantías	constitucionales	contra	el
despido	arbitrario.	“(...)	dos	tipos	de	protección	en	casos	de	despido
arbitrario,	de	carácter	excluyente	y	a	elección	del	trabajador:	a)	protección
de	eficacia	resarcitoria,	cuando	el	trabajador	opta	por	recurrir	a	la	vía
ordinaria	solicitando	el	pago	de	la	indemnización	por	despido	arbitrario,	y
b)	protección	de	eficacia	restitutoria,	cuando	el	trabajador	opta	por	recurrir
a	la	vía	constitucional	a	través	del	proceso	de	amparo	constitucional,
siempre	y	cuando	el	despido	se	haya	producido,	entre	otros	supuestos,	de
manera	incausada,	es	decir,	ejecutado	de	manera	verbal	o	mediante
comunicación	escrita,	sin	expresión	de	causa	alguna	relacionada	con	la
conducta	o	el	desempeño	laboral	de	trabajador	que	la	justifique”.	(TC,	Exp.
01571-2013-PA/TC,	ago.	13/2013.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—La	cesión	de	posición	contractual,	a	diferencia	de	la
transmisión	de	empresa,	exige	contar	con	la	conformidad	del	trabajador.	“2.5.
Diferencias	entre	la	cesión	de	posición	contractual	y	la	transmisión	de
empresas	en	el	ámbito	laboral:	Lo	indicado	en	forma	precedente,	respecto
de	los	dos	institutos	jurídicos	objeto	de	análisis,	nos	conlleva	a	afirmar	(...)
que	existen	dos	supuestos	de	subrogación	patronal:	el	primero,	que	se
transfiera	al	trabajador	mediante	la	figura	de	cesión	de	posición	contractual,
y	segundo,	que	se	transfiera	al	trabajador	en	el	marco	de	un	proceso	de
reestructuración	patrimonial	a	través	del	mecanismo	de	la	transmisión	de	la
empresa.	Como	lo	refiere	el	citado	autor,	para	la	primera	de	las	fórmulas
citadas,	se	aplica	supletoriamente	el	artículo	1435	del	Código	Civil,	referido
a	la	cesión	de	posición	contractual,	en	cuyo	caso,	de	conformidad	con	dicho
dispositivo	legal	se	requiere	que	la	otra	parte	(trabajador	cedido)	preste	su
conformidad;	se	señala	que	la	ventaja	para	el	trabajador	cedido	es	que	tras
su	consentimiento	el	nuevo	empleador	asumiría	el	conjunto	de	obligaciones
y	cargas	laborales	impuestas	al	anterior	empleador	a	tenor	del	contrato	de
trabajo	celebrado	en	su	momento	con	el	trabajador	transferido;	aquí	lo	que
ocurre	es	que	el	trabajador	pasa	de	una	empresa	a	otra,	que	a	su	vez	tienen
titulares	diferentes.	En	lo	que	concierne	a	la	segunda	de	las	fórmulas
mencionadas,	esto	es,	transmisión	de	empresa,	como	ya	se	ha	indicado
líneas	arriba,	se	produce	un	cambio	de	titular,	manteniéndose	la	misma
empresa,	con	sus	elementos	patrimoniales	y	personales,	cambiando
únicamente	el	titular	de	la	misma:	cabe	resaltar,	que	para	que	opere	esta
figura	societaria,	no	es	necesario	el	consentimiento	del	trabajador	de	la
empresa	originaria,	toda	vez	que	el	traspaso	de	trabajadores	en	dicho
escenario	resulta	imperativo	para	que	la	unidad	económica	y	social
(empresa)	continúe	desarrollando	su	actividad	productiva,	esto	implica	que
la	incorporación	del	trabajador	en	la	planilla	del	nuevo	titular	de	la	misma
sea	una	consecuencia	necesaria	y	razonable	para	la	eficacia	del	acto	jurídico
válidamente	celebrado”.	(CS,	Cas.	Lab.	1162-2013-Junín,	oct.	30/2013.	V.	P.
Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Protección	del	trabajador	en	la	transmisión	de
empresas:	la	legislación	no	regula	las	consecuencias	laborales,	pero	esta
omisión	se	compensa	con	el	principio	de	continuidad	de	la	relación	laboral.
“(...)	como	consecuencia	de	la	transmisión	de	una	empresa	surgirá	un
interés	legítimo	del	trabajador	involucrado	en	la	misma,	quien	ante	la
sustitución	de	la	parte	con	la	cual	contrató,	pretenderá	que	no	se	afecte	sus
derechos	laborales,	principalmente	la	vigencia	del	vínculo,	de	las
condiciones	contractuales	inicialmente	pactadas	y	el	cobro	de	créditos.
Frente	a	ello,	tenemos	que	nuestra	legislación	laboral	actual	omite	regular
las	consecuencias	laborales	de	una	transmisión	empresarial;	sin	embargo,
dicha	omisión	es	compensada	con	el	principio	de	continuidad	de	la	relación
laboral.	En	efecto,	el	principio	de	continuidad	permite	que	el	nuevo	titular
de	la	empresa	asuma	las	obligaciones	del	titular	originario	y	el	respeto	de
los	derechos	laborales	adquiridos	por	los	trabajadores	comprendidos	en	la
transmisión,	viéndose	impedido	de	extinguir	el	vínculo	laboral	con	estos:
(...)	los	efectos	y	alcances	del	principio	de	continuidad	(...)	en	virtud	al	cual,
el	contrato	de	trabajo	que	es	de	tracto	sucesivo,	esto	es,	que	perdura	en	el
tiempo,	se	considera	como	uno	de	duración	indefinida	resistente	a	las
circunstancias	que	en	ese	proceso	puedan	alterar	tal	carácter,	por	lo	cual,
este	principio	se	encuentra	íntimamente	vinculado	a	la	vitalidad	y
resistencia	de	la	relación	laboral	a	pesar	que	determinadas	circunstancias
puedan	aparecer	como	razón	o	motivo	de	su	terminación.	Así	Américo	Plá,
al	analizar	el	alcance	de	este	principio	desde	la	perspectiva	de	la	sustitución
del	empleador,	refiere	‘Otra	de	las	características	que	presenta	el	contrato
de	trabajo	en	la	realidad,	es	que	sufre	no	sólo	novaciones	objetivas.	O	sea,
que	no	sólo	cambian	las	condiciones	de	trabajo	sino	los	protagonistas	del
contrato	(...)	Todo	ello	nos	lleva	a	discernir,	que	para	que	una	transmisión
empresarial	resulte	válida	y	conforme	los	principios	laborales	y
constitucionales,	es	requisito	que	la	misma	no	contenga	intrínsecamente	un
fraude	para	los	derechos	de	los	trabajadores	involucrados;	en	dicha	medida,
el	nuevo	empleador	deberá	respetar	todos	los	derechos	laborales,	ya	sea	de
origen	legal	o	convencional,	que	los	trabajadores	gozaban	con	la
empleadora	originaria,	lo	cual	incluye	además	el	respeto	de	las	condiciones
bajo	las	cuales	se	prestaban	los	servicios”.	(CS,	Cas.	Lab.	1162-2013-Junín,
oct.	30/2013.	V.	P.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—El	contrato	laboral	tiene	naturaleza	consensual	y	la
relación	entre	las	partes	(incluso	los	deberes)	no	consta	por	escrito
necesariamente.	“Al	respecto,	es	de	señalar	que	la	relación	laboral	no
encuentra	su	origen,	necesariamente,	en	un	contrato	de	trabajo	escrito,	en	el
cual	las	partes	hubieren	consensuado	cada	una	de	las	obligaciones	asumidas
con	motivo	de	su	celebración	sino	que	por	el	contrario,	teniendo	en	cuenta
la	naturaleza	de	este	tipo	de	relaciones	y	lo	establecido	por	el	legislador	en
el	artículo	4°	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	es
pacífico	considerar	que	el	contrato	de	trabajo	es	uno	de	naturaleza
consensual	(o,	la	vigencia	del	principio	de	libertad	de	forma),	el	cual	se
configura	con	el	mero	consentimiento	de	las	partes,	en	donde	una	de	ellas	se
obliga	a	prestar	servicios	bajo	las	directivas	y	fiscalización	de	su	contraparte
dentro	de	los	parámetros	del	ordenamiento	jurídico,	en	tanto	que	ésta,	a	su
vez,	se	compromete	a	la	retribución	de	los	servicios	prestados	y
cumplimiento	de	la	normatividad	que	regula	este	tipo	de	relaciones
jurídicas.	(...)	Así	pues,	observamos	que	las	obligaciones	asumidas	por	las
partes,	con	motivo	del	contrato	de	trabajo,	no	se	limitan	únicamente	a	las
pactadas	en	contrato	escrito,	sino	que	las	mismas	derivarán,	también,	de	las
disposiciones	normativas	que	la	regulen.	De	allí	que	no	resulte	extraña	la
redacción	del	artículo	25	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR”	(C.	S.,	Cas.
Lab.	9483-2012-Cusco,	set.	30/2013.	V.	P.	Rodríguez	Mendoza)
JURISPRUDENCIA.—Acta	de	infracción	laboral	no	basta	por	sí	misma	para
acreditar	una	relación	laboral.	“(…)	Que	de	otro	lado,	en	el	Acta	de
Infracción	(…),	originada	con	la	Orden	de	Inspección	(…),	de	fecha	29	de
septiembre	del	2011,	en	el	segundo	considerando	de	los	hechos	verificados
(…),	para	este	tribunal,	del	análisis	conjunto	de	los	medios	probatorios	que
obra	en	autos,	la	citada	acta	no	constituye,	para	el	presente	caso,	por	sí	sólo
un	medio	probatorio	irrefutable	que	acredite	fehacientemente	la	existencia
de	una	relación	laboral	entre	el	demandante	y	la	entidad	emplazada,	puesto
que	el	procedimiento	administrativo	en	el	cual	ha	sido	expedida	la	citada
acta	aún	se	encuentra	en	trámite	en	la	etapa	de	presentación	de	descargos,
de	cuyo	tenor	se	desprende	que	la	demandada	ha	cuestionado	el	acta,	tal
como	se	acredita	con	el	escrito	de	descargo	(…)”.	(T.	C.,	Exp.	00967-2013-
PA/TC,	mar.	18/2014.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	lista	indicadores	para	verificar	si	la
determinación	judicial	de	la	laboralidad	de	los	servicios	supera	la	motivación
suficiente.	“En	efecto,	las	circunstancias	específicas	y	‘especiales’	presentes
en	la	prestación	de	servicios	en	el	ejercicio	de	profesiones	independientes,
por	su	propia	naturaleza,	equivalen	afirmar	prima	facie	que	dichas	labores
se	encuentran	excluidas	del	derecho	del	trabajo;	sin	embargo,	en	la	vasta
jurisprudencia	nacional	y	a	nivel	de	Corte	Suprema	ya	se	ha	reconocido	la
posibilidad	de	que	incluso	en	dichas	prestaciones,	pueda	existir	una	relación
laboral;	empero,	para	tal	conclusión	se	exige	(...)	la	verificación	de
indicadores	de	la	existencia	de	una	relación	de	naturaleza	laboral,	entre	los
que	se	anotan:	a)	Incorporación	a	una	organización	jerarquizada,	sujeción	a
la	función	organizadora	y	directiva	del	titular;	b)	Sujeción	de	la	actividad
propia	a	la	de	la	empresa;	c)	Obligación	de	ajustar	la	prestación	a	los
criterios	organizativos	de	quién	lo	proporciona;	d)	Facultad	del	dador	de
trabajo	de	impartir	órdenes,	así	como	la	de	sustituir,	a	su	conveniencia,	su
voluntad	a	la	del	trabajador;	e)	Sujeción	de	quién	presta	el	servicio	a	las
órdenes	e	instrucciones	del	dador	del	trabajo;	f)	Poder	de	quien
proporciona	trabajo	de	dirigir	y	controlar	la	prestación;	g)	Ejercicio	del
poder	disciplinario	y	sancionador;	carácter	personal	y	no	sustituible	de	la
obligación	de	prestar	personalmente	el	servicio;	h)	Que	la	prestación
suponga	toda	o	la	principal	actividad	personal	del	trabajador	o	se	preste	en
condiciones	de	exclusividad;	i)	Carácter	permanente	o	continuo	de	la
prestación;	j)	Obligación	de	cumplir	un	horario;	k)	Marcar	tarjeta	u	otros
controles;	l)	Utilización	de	uniformes	y	ropa	de	trabajo	proporcionada	por
la	empresa;	II)	Utilización	en	el	trabajo	de	papelería	o	documentación	de	la
empresa;	m)	Obligación	de	presentarse	diariamente	a	la	prestación	del
servicio;	n)	Obligación	de	disponibilidad;	ñ)	Identificación	de	un	lugar	para
la	prestación	del	servicio;	o)	Suministro	de	materiales	por	el	posible
empleador;	p)	Ausencia	de	asalariados;	q)	Posibilidad	de	rechazo	de	tareas;
r)	duración	del	vínculo;	s)	Fijación	de	precios,	rutas,	provisión	de	carteras
de	clientes;	t)	Repetición	de	trabajos	por	defectos;	u)	Relación	con	terceros
(ajenidad	de	mercado)”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	1623-2013-Lima,	jun.	07/2013.	V.	P.
Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—Copia	simple	de	una	constancia	de	trabajo,	sin	fedatear
ni	certificar,	puede	acreditar	la	configuración	de	una	relación	laboral
subordinada.	“(...)	este	tribunal	considera	que	no	se	puede	aplicar	el
principio	de	primacía	de	realidad	para	resolver	el	conflicto	de	autos,	sino
que	debe	evaluarse	la	documentación	y	lo	manifestado	en	el	proceso
partiendo	del	hecho	de	que	existió	un	contrato	de	trabajo,	tal	como	lo
demuestra	la	constancia	de	trabajo	(...).	Al	respecto,	es	pertinente	precisar
que	si	bien	la	demandada	asevera	(...)	que	la	‘constancia	ha	sido	otorgada
con	fin	ilícito,	con	la	finalidad	de	acreditar	algún	vínculo	laboral	con	mi
representada,	pues	así	se	puede	apreciar	toda	vez	que	dicha	certificación	ha
sido	expedida	el	30	de	diciembre	del	2010,	último	día	hábil	de	la	gestión
anterior	y	lo	más	resaltante	es	que	en	el	acervo	documentario	no	existe
copia	de	dicha	constancia	(...)’,	este	solo	argumento	no	es	suficiente	para
privarlo	de	eficacia	probatoria,	vale	decir	para	acreditar	la	relación	laboral,
sobre	todo	cuando	la	municipalidad	no	ha	presentado	alguna	documental
que	corrobore	su	postura.
7.	Sobre	el	particular,	es	conveniente	mencionar	que	el	artículo	4°	del
Decreto	Supremo	N°	003-97-TR	(...).	Esta	afirmación	da	cuenta	de	la
presunción	de	laboralidad	que	presupone	la	existencia	de	un	contrato	de
trabajo	en	los	hechos,	lo	que	se	ratifica	con	lo	previsto	en	el	segundo	párrafo
del	artículo	precitado	(...).	En	buena	cuenta	cuando	se	trata	de	un	contrato
de	trabajo	a	tiempo	indeterminado	no	resulta	exigible	la	formalidad	escrita
sino	que	éste	puede	efectuarse	de	modo	verbal,	lo	cual	guarda	plena
conformidad	con	lo	afirmado	por	el	actor	respecto	al	vínculo	laboral
mantenido	con	la	municipalidad	demandada”.	(T.	C.,	Exp.	05172-2011-
PA/TC,	oct.	17/2012.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—El	laborar	sin	contrato	escrito	supone	que	entre	las
partes	existe	una	relación	laboral	a	plazo	indeterminado.	“El	demandado	ha
indicado	en	forma	genérica	que	el	recurrente	siempre	ha	laborado	sujeto	a
la	modalidad	de	servis;	pero	no	ha	acreditado	esta	afirmación	en	el	periodo
posterior	al	vencimiento	de	su	contrato	(...),	sea	que	se	haya	renovado	el
contrato	de	intermediación	laboral	(...)	o	que	se	haya	contratado	con	una
nueva	empresa,	a	fin	de	justificar	la	prestación	de	los	servicios	del
demandante	como	trabajador	destacado.
11.	En	vista	de	que	ello	no	se	ha	acreditado	y	que	el	demandante	ha
laborado	para	la	emplazada	sin	contrato	escrito,	debe	entenderse	entonces
que	entre	las	partes	existió	una	relación	laboral	a	plazo	indeterminado,	que
debió	terminar	por	una	causa	relacionada	con	la	conducta	o	capacidad
laboral	del	demandante,	lo	que	no	ocurrió,	por	lo	que	se	ha	configurado	un
despido	arbitrario,	vulneratorio	del	derecho	al	trabajo	del	actor,	derecho
que	está	reconocido	en	el	artículo	22	de	la	Constitución	(...)”.	(T.	C.,	Exp.
01943-2013-PA/TC,	dic.	05/2013.	S.	S.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—Las	labores	de	un	asesor	de	ventas	pueden	calificar
como	de	naturaleza	permanente.	“En	el	presente	caso	(...)	obran	los	recibos
por	honorarios	emitidos	por	la	accionante	girados	por	la	prestación	de
servicios	de	promoción,	mercadeo	y	venta	de	productos	y	servicios	que
ofrece	(...)	S.A.C.,	durante	el	periodo	de	julio	del	2011	a	enero	del	2012.
Asimismo,	obra	el	fotocheck	(...)	en	el	que	se	aprecia	que	la	demandada	le
brindó	una	dirección	electrónica	y	obran	los	correos	electrónicos	(...),	por
los	que	la	jefa	de	Administración	y	Finanzas	de	la	emplazada	comunicó	al
personal	(entre	las	que	se	encuentra	la	actora)	ciertas	disposiciones,
reuniones,	capacitaciones,	etc.,	los	que	evidencian	que	la	recurrente	se
encontraba	sujeta	a	subordinación,	dependencia	y	a	un	horario	de	trabajo
realizando	funciones	similares	durante	el	tiempo	que	prestó	servicios.
Cabe	indicar	que	en	el	artículo	1.1	del	contrato	de	locación	de	servicios	(...),
se	aprecia	que:	‘(...)	es	una	persona	jurídica	dedicada	a	la	publicidad	y
marketing	que	como	parte	del	inicio	de	sus	actividades	está	interesada	en
contratar	a	personal	autónomo	para	la	promoción	de	sus	productos	y
servicios’.
En	tal	sentido,	habiéndose	constatado	que	la	accionante	durante	el	periodo
que	prestó	servicios	a	la	demandada	desempeñó	la	función	de	ventas	en	la
empresa	(...)	S.A.C.,	se	corrobora	que	sus	labores	eran	de	naturaleza
permanente.
Por	tanto,	habiéndose	acreditado	que	el	contrato	de	trabajo	sujeto	a
modalidad	por	incremento	de	actividades	suscrito	entre	las	partes	se
desnaturalizó	a	uno	de	plazo	indeterminado,	y	que	la	emplazada	pretendió
encubrir	una	relación	laboral,	la	actora	solo	podía	ser	despedida	por
comisión	de	falta	grave,	lo	cual	no	ha	ocurrido.	En	consecuencia,	se	ha
vulnerado	su	derecho	constitucional	al	trabajo	y	a	la	protección	adecuada
contra	el	despido	arbitrario”.	(T.	C,	Exp.	05659-2013-PA/TC,	jul.	30/2014.	S.
S.	Blume	Fortini)
JURISPRUDENCIA.—La	subordinación	como	elemento	tipificante	del
contrato	de	trabajo.	“La	litis	se	circunscribe	en	determinar	si	durante	el
período	que	unió	a	las	partes	entre	el	20.11.87	al	01.09.92	(04	años,	09
meses	y	12	días),	la	actora	mantuvo	una	relación	de	trabajo	(como	ella
asevera)	o	por	el	contrario	su	vinculación	fue	de	índole	civil	(conforme
señala	la	demandada);	que	toda	relación	de	trabajo	contiene	como	elemento
tipificante	la	subordinación,	la	misma	que	aumenta	o	disminuye	de	acuerdo
al	grado	de	colaboración	con	que	el	trabajador	desempeña	su	actividad,
conforme	al	servicio	que	presta;	que	la	demandante	se	desempeñó	en	la
emplazada	en	su	calidad	de	médico	cirujano,	lo	que	obliga	a	efectuar	un
análisis	particular	sobre	la	subordinación	con	respecto	a	este	tipo	de
profesional;	que	Manuel	Alonso	Olea	en	su	obra	Derecho	del	Trabajo,
(Universidad	Complutense	de	Madrid,	Sétima	Edición	-	Madrid.	1981.
Páginas	266-273)	precisa	que:	‘(…)	el	poder	de	dirección	(subordinación),
es	la	facultad	que	confiere	al	empresario	dar	órdenes	sobre	el	modo,	tiempo
y	lugar	de	ejecución	del	trabajo	(…)’	(sic);	que	estas	condicionales	se	dan	en
el	caso	de	autos,	toda	vez	que	la	modalidad	de	trabajo	era	de	carácter
personal	y	además	la	prestación	que	realizaba	la	médico	cirujano,	era	de
carácter	genérica	mas	no	específica	referidos	a	los	pacientes	que	atendía	en
el	consultorio	de	la	demandada;	que	la	demandada	era	la	entidad	que	fijaba
el	número	de	pacientes	que	debía	atender	y	la	calidad	de	éstos
(trabajadores,	familiares	de	éstos	y	jubilados	que	gozaban	del	programa	del
servicio	médico	integrado);	que	el	tiempo	de	labor	estaba	debidamente
determinado,	toda	vez	que	la	accionante	laboraba	cotidianamente	entre	las
08:00	am.	y	12:00	m.,	con	prescindencia	del	número	de	pacientes	que
atendía	(tiempo	que	la	actora	se	encontraba	a	disposición	de	su	empleadora
dentro	del	centro	de	trabajo);	que	con	respecto	al	lugar,	éste	se	encontraba
dentro	del	perímetro	del	centro	de	trabajo	(el	policlínico	de	la	demandada);
que	dentro	de	esta	última	condicional,	la	profesional	se	encontraba	limitada
a	prestar	servicios	en	forma	abierta	para	terceras	personas	para	beneficio
personal,	cuando	se	encontraba	laborando	a	favor	de	la	demandada;	que
además,	según	la	doctrina	(Alberto	Briceño	Ruiz,	en	su	obra	Derecho
Individual	de	Trabajo,	Harla	S.A.	de	C.	V.	Antonio	Caso	142,	México,	D.F.,
páginas	123-124)	precisa	que	la	subordinación	comprende	dos	ámbitos
distintos,	el	negativo	y	el	positivo;	que	el	primero	se	refiere	al	sometimiento
ciego,	sin	razonamientos	o	condiciones;	el	que	no	busca	la	persona	sino	a	su
utilidad.	El	segundo	busca	valores	más	elevados,	la	preservación	del	orden
jurídico;	el	sometimiento	razonado	a	las	normas	de	derecho,	como
condición	sin	la	cual	cualquier	actividad	resulta	inútil.	Actualmente	no	se
entiende	por	subordinación	a	aquel	concepto	antiguo	y	medieval	del	trabajo
servil,	sino	el	compatible	con	la	organización	social	contemporánea,	la
libertad	individual,	la	libertad	del	trabajador	y	aquélla	no	alcanza	a	toda	la
persona	del	trabajador	y	su	personalidad	íntegra,	sino	realmente	en	tanto	se
relaciona	con	la	tarea	que	debe	cumplir	dentro	del	establecimiento	que	lo
ocupa	(…)’	(sic);	que	consecuentemente	la	naturaleza	de	la	labor	que
realizaba	la	actora	a	favor	de	la	demandada,	no	era	de	una	labor	específica
determinada	ni	un	trabajo	autónomo,	sino	por	el	contrario	ella	debía	de
laborar	cotidianamente	por	un	espacio	no	mayor	de	cuatro	horas	y	atender
el	número	de	pacientes	que	la	demandada	le	programaba;	que	a	mayor
abundamiento	la	labor	desempeñada	por	la	actora	es	uno	de	naturaleza
permanente	a	tal	punto	que	la	demandada	cuenta	con	32	médicos	que
desarrollan	su	actividad	en	16	consultorios	dentro	de	un	policlínico	de	la
demandada,	a	fin	de	cumplir	con	el	programa	del	servicio	médico	integrado
a	que	se	había	comprometido;	que	conforme	a	la	doctrina,	el	principio	de	la
primacía	de	la	realidad	determina	que:	‘en	caso	de	discordancia	entre	lo	que
ocurre	en	la	práctica	y	lo	que	surge	de	documentos	o	acuerdos,	debe	darse
preferencia	a	lo	primero,	es	decir,	a	lo	que	sucede	en	el	terreno	de	los
hechos’	(sic);	que	consecuentemente	en	el	caso	de	autos	existe	contrato	de
trabajo,	toda	vez	que	se	ha	determinado	la	existencia	de	la	subordinación,
aunque	en	los	contratos	de	locación	de	servicios	(de	fojas	21	a	56)	se	diga
que	la	relación	era	de	naturaleza	civil	(…).”	(RSL,	Exp.	4078-93-R,	ago.
19/94.	V.	P.	Villacorta	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Se	presume	la	existencia	de	un	contrato	de	trabajo
indeterminado	si	confluyen	la	prestación	personal,	la	subordinación	y	la
remuneración.	“(...)	En	tal	sentido,	se	presume	la	existencia	de	un	contrato
de	trabajo	indeterminado	cuando	concurren	tres	elementos:	la	prestación
personal	de	servicios,	la	subordinación	y	la	remuneración	(prestación
subordinada	de	servicios	a	cambio	de	una	remuneración).	Es	decir,	el
contrato	de	trabajo	presupone	el	establecimiento	de	una	relación	laboral
permanente	entre	el	empleador	y	el	trabajador,	en	virtud	de	la	cual	éste	se
obliga	a	prestar	servicios	en	beneficio	de	aquél	de	manera	diaria,	continua	y
permanente,	cumpliendo	un	horario	de	trabajo.	Bajo	tal	premisa	debe
evaluarse	si	la	relación	contractual	existente	entre	la	accionante	y	la	entidad
demandada	cumple	con	tales	requisitos.	(...)”.	(T.	C.,	Exp.	03012-2004-
AA/TC,	ene.	18/2005.	Pres.	Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—El	acta	de	inspección	de	trabajo	puede	confirmar	el
elemento	de	la	subordinación	en	la	relación	laboral.	“(...)	en	autos	se
encuentra	el	acta	de	inspección	laboral	que	consigna	que	la	labor
desarrollada	por	el	demandante	consistía	en	el	mantenimiento	de	parques	y
jardines	y	que	estaba	sujeta	a	un	horario	de	trabajo,	de	lunes	a	viernes	de	08
hs	00	ms	a	16	hs	00	ms	y	sábados	de	08	hs	00	ms	a	13	hs	00	ms,	con	treinta
minutos	de	refrigerio.
Por	lo	tanto,	habiéndose	determinado	que	el	demandante	–al	margen	de	lo
consignado	en	el	texto	expreso	de	los	contratos	de	servicios	no	personales
suscritos	por	las	partes–	ha	desempeñado	labores	en	forma	subordinada	y
permanente,	es	de	aplicación	el	principio	de	primacía	de	la	realidad,	en
virtud	del	cual	queda	establecido	que	entre	las	partes	existió	una	relación
contractual	de	naturaleza	laboral	y	no	civil;	por	lo	que	la	entidad	emplazada,
al	haber	despedido	al	demandante	sin	expresarle	que	éste	haya	incurrido	en
algún	hecho	establecido	como	causa	justa	relacionada	con	su	capacidad	o
conducta	laboral	que	justifique	dicha	decisión,	ha	vulnerado	su	derecho
constitucional	al	trabajo,	razón	por	la	que	la	demanda	debe	ser	amparada.
Si	bien	(...)	obra	la	inspección	policial	de	fecha	28	de	noviembre	del	2006,
donde	la	asesora	jurídica	de	la	municipalidad	demanda	manifiesta	(sic)	que
el	demandante	se	encuentra	laborando,	eso	se	desdice	con	lo	verificado	por
el	inspector	laboral	mediante	acta	de	inspección	laboral	de	fecha	5	de
diciembre	del	2006,	que	consigna	el	21	de	noviembre	del	2006	como	último
día	de	labor.	(…)”.	(T.	C.,	Exp.	00459-2009-PA/TC,	abr.	26/2009.	Pres.	Landa
Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—La	obligación	de	determinar	la	causa	específica	de	la
contratación	solo	rige	para	los	contratos	modales.	“(…)	dentro	del	período
señalado	por	el	actor	se	han	desarrollado	diferentes	relaciones	laborales
como	consecuencia	de	los	diversos	contratos	de	trabajo	sujetos	a	modalidad
celebrados	y	los	cuales	en	cada	oportunidad	han	sido	objeto	de	cancelación
respecto	de	los	beneficios	sociales	derivados	(…).
La	demandada	no	ha	determinado	la	labor	específica	o	función	para	la	cual
se	contrató	al	demandante,	así	también	respecto	al	criterio	vertido	por	la
Primera	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social	Transitoria,	la	misma	sólo
es	de	aplicación	para	los	contratos	sujetos	para	obra	determinada	o
servicios	específicos,	distinto	al	caso	de	autos	que	es	un	contrato	para
realizar	labores	de	naturaleza	permanente	a	tiempo	indeterminado”	(C.	S.,
Cas.	2030-2009-Lima,	nov.	13/2009.	V.	P.	Rodríguez	Mendoza)
JURISPRUDENCIA.—Elementos	del	contrato	de	trabajo.	“Así	los	elementos
del	contrato	de	trabajo	lo	constituyen	la	prestación	de	un	servicio	personal,
el	pago	de	una	remuneración	y	la	dependencia	o	subordinación;	que,	en	el
caso	de	autos,	la	emplazada	invoca	la	existencia	de	una	relación	de
naturaleza	civil	entre	el	01	de	noviembre	de	1994	al	27	de	julio	de	1996
amparándose	para	ello	en	los	contratos	de	locación	de	servicios	corriente	a
fojas	53	a	64;	que,	si	bien	este	contrato	ha	sido	suscrito	por	el	actor,	sin
embargo	aplicando	el	Principio	de	la	Primacía	de	la	Realidad	se	puede
concluir	que	existió	relación	laboral	entre	las	partes	en	razón	de	haberse
dado	los	elementos	constitutivos	del	contrato	de	trabajo	tal	como	se	infiere
de	las	instrumentales	de	fojas	2	a	6,	fojas	11,	45	a	52	y	89	a	91,	documentos
donde	fluye	la	existencia	de	sometimiento	a	un	horario	de	trabajo,	la
subordinación	y	el	pago	mensual	por	su	prestación	de	servicios;	que,	el
Principio	de	la	Realidad	ha	sido	aplicado	correctamente	en	la	recurrida,	por
cuanto	como	sostiene	Guillermo	Cabanellas	‘muchas	veces	se	trata	de	dar	a
un	trabajador	subordinado	la	apariencia	de	un	trabajador	autónomo.	Esta
situación	es	tan	frecuente	que	obliga	a	los	tribunales	a	determinar	no	que	el
conjunto	sea	simulado	y	sí	simplemente	a	establecer	la	verdadera
naturaleza	de	la	prestación	de	un	trabajo,	deduciendo	de	ello	sus
características	esenciales	para	llegar	a	la	determinación	de	la	naturaleza	del
vínculo	que	liga	a	las	partes’	(sic)	(Contrato	de	Trabajo	-	Volumen	1	-	1963
pág.	392)	(…).”	(RSL,	Exp.	7068-97-BS(S),	dic.	23/97.	V.	P.	De	la	Rosa)
JURISPRUDENCIA.—Presunción	de	la	existencia	de	un	contrato	de	trabajo	a
plazo	indefinido.	“El	punto	en	controversia	es	si	la	relación	laboral	entre	las
partes	estaba	sujeta	a	un	contrato	de	trabajo	determinado	o	indeterminado;
que	del	análisis	del	caso	sub	litis	se	advierte	que	los	contratos	de	trabajo	a
plazo	fijo	de	fojas	1	a	6	no	reúnen	los	requisitos	exigidos	en	el	artículo	96
del	Decreto	Legislativo	728,	al	no	constituir	contratos	de	trabajo	sujetos	a
modalidad,	ni	contener	los	requisitos	formales	para	su	validez,	según	el
artículo	115	del	mencionado	decreto	legislativo,	al	no	consignarse	en	ellos
las	causas	objetivas	determinantes	de	la	contratación	del	actor,	de	lo	que	se
infiere	que	éstas	no	existieron,	primando,	sobre	los	documentos
mencionados,	la	realidad	de	la	relación	contractual	que	viene	a	ser
indefinida	(…).”	(RSL,	Exp.	5004-97-BS(S),	oct.	27/97.	V.	P.	Araujo	Sánchez)
JURISPRUDENCIA.—Existencia	de	relación	laboral.	“En	el	proceso	laboral
los	actos,	circunstancias	suficientemente	acreditados	adquieren
significación	en	su	conjunto,	cuando	conducen	al	juez	a	la	certeza	o
convicción	en	torno	a	los	hechos	relacionados	con	la	controversia;	que	en	el
caso	de	autos,	la	demandada	sostiene	que	(...)	no	es	representante	alguno	de
la	empresa,	pero	admite	que	es	una	trabajadora,	lo	cual	en	el	concurso	de	las
pruebas	actuadas	adquiere	significación	y	constituye	un	indicio	que
conlleva	a	la	conclusión	de	la	existencia	de	una	relación	laboral,	máxime	si
afirmando	que	el	actor	es	personal	de	sus	proveedores,	no	ha	indicado
quien	o	quienes	son	éstos;	que	no	obstante	la	circunstancia	antes	descrita,	el
actor	no	acredita	que	su	remuneración	haya	sido	de	(...)	mensuales,	por	lo
que	siendo	esto	así,	este	colegiado	debe	aplicar	para	efectos	de	la
determinación	de	los	derechos	sociales	del	actor,	el	ingreso	mínimo	legal;	de
otro	lado	el	actor	no	ha	acreditado	su	prestación	de	servicios	con
anterioridad	a	la	constitución	de	la	empresa,	por	lo	que	debe	asumirse	como
fecha	de	ingreso	la	fecha	de	constitución	de	la	demandada	(…).”	(RSL,	Exp.
6366-97-BS-S,	dic.	22/97.	V.	P.	Torres	Gamarra)
JURISPRUDENCIA.—Contrato	de	transporte	terrestre.	“Según	se	aprecia	en
la	cláusula	segunda	del	contrato	que	corre	de	fojas	04	a	08	la	empresa
demandada	celebró	con	el	demandante	un	contrato	para	el	transporte	de
cajas,	botellas,	bebidas	gaseosas	y	otros	productos	que	le	fueran
encomendados,	percibiendo	a	cambio	una	tarifa	prevista	en	la	cláusula
novena	del	mismo	contrato,	siendo	que	de	acuerdo	al	contrato	antes
mencionado	el	accionante	debía	contar	con	su	propio	personal	para	cumplir
con	sus	obligaciones	contractuales;	Segundo:	Que,	según	se	aprecia	en	las
instrumentales	que	corren	de	fojas	43	a	44	el	demandante	contaba	con
inscripción	en	el	Registro	Nacional	de	Centros	de	Trabajo	así	como
Autorización	de	Funcionamiento	de	Centros	de	Trabajo,	documentos	en	que
consta	que	su	giro	de	actividad	era	la	distribución	de	bebidas	gaseosas,	por
tal	motivo	resulta	coherente	que	pudiera	celebrar	un	contrato	de	transporte
terrestre	con	la	emplazada,	vinculación	que	no	es	de	carácter	laboral	(…).”
(RSL,	Exp.	0163-97-BS(S),	abr.	18/97.	V.	P.	Arévalo	Vela)
JURISPRUDENCIA.—La	calidad	de	director	de	una	empresa	no	origina	un
contrato	de	trabajo.	“La	calidad	de	miembro	del	directorio	de	una	sociedad
anónima	se	regula	por	el	derecho	mercantil	y	no	da	origen	a	una	relación
laboral,	máxime	si	la	actora	al	interior	de	la	misma	empresa	desempeñó
otra	carga	de	naturaleza	laboral	como	es	el	de	gerente	general,	con	lo	que
quedó	claramente	delimitada	la	diferencia	de	los	cargos	desempeñados;
que,	al	respecto	el	tratadista	argentino	Vásquez	Vialard	nos	dice	‘No	se
discute	que	la	relación	entre	los	diversos	miembros	del	directorio	y	el	ente
social,	no	es	de	carácter	laboral,	sino	la	que	es	propia	de	la	Ley	de
Sociedades	Comerciales;	su	responsabilidad	juzgada	por	la	asamblea	de
accionistas,	se	regula	según	las	normas	del	Derecho	Comercial’	(Vásquez
Vialard,	Antonio:	Estudios	de	Derecho	del	Trabajo	y	de	la	Seguridad	Social
Tomo	I,	1ra.	Edición,	Ediciones	Jurídicas,	Lima	1986,	página	461);	que,
según	la	carta	de	fecha	25	de	marzo	de	1994	recepcionada	por	la
empleadora	en	la	misma	fecha	que	corre	a	fojas	03	se	desprende	que	la
demandante	renunció	expresamente	al	cargo	de	gerente	general	sin
solicitar	la	exoneración	del	plazo	de	Ley	previsto	en	el	artículo	54	del
Decreto	Legislativo	N°	728,	según	su	texto	original,	por	lo	que	la	relación
laboral	terminó	el	25	de	abril	de	1994;	que,	siendo	esto	así	el	período
comprendido	entre	el	26	y	29	de	abril	de	1994	en	que	la	demandante	se
desempeñó	como	directora	y	representante	legal	no	es	de	carácter	laboral
sino	mercantil,	por	lo	que	no	puede	generar	derechos	laborales	de	ninguna
clase	(...).”	(RSL,	Exp.	0232-96-BS(S),	may.	14/96.	V.	P.	Arévalo	Vela)
JURISPRUDENCIA.—Naturaleza	del	cargo	de	gerente	general.	“Está
acreditado	en	autos	que	el	actor	detentó	la	condición	de	accionista	fundador
de	la	empresa	en	la	que	tuvo	el	cargo	de	gerente	general	conforme	a	la
instrumental	que	corre	a	fojas	5-20	no	constando	en	forma	idónea	que
dicho	cargo	debió	ser	remunerado	con	monto	alguno;	Tercero.-	que,	resulta
insostenible	la	aplicación	de	la	presunción	que	establece	el	artículo	13	del
Decreto	Supremo	N°	015-72-TR	que	alega	el	actor,	no	sólo	por	lo
precedentemente	expuesto	en	el	considerando	anterior,	sino	por	que	dada
su	situación	de	gerente	general	no	haya	dispuesto	en	el	curso	de	sus
atribuciones	propias	al	cargo	que	se	le	incluya	en	el	libro	de	planillas	y	al
pago	consiguiente	de	sus	remuneraciones;	Cuarto.-	que,	la	recurrida	ha
analizado	y	sopesado	la	prueba	documental	aportada	por	las	partes	en	el
contexto	de	las	disposiciones	legales	aplicables	habiendo	determinado	la
naturaleza	infundada	de	la	pretensión	(…).”	(RSL,	1ra	Sala,	Exp.	3925-97-
BS(S),	set.	24/97.	V.	P.	Changanaquí	Rosales)
JURISPRUDENCIA.—El	trabajo	del	ingeniero	residente	es	de	naturaleza
laboral.	“La	relación	que	une	a	un	ingeniero	residente	con	el	contratista	de
la	obra	en	que	brinda	sus	servicios	es	de	naturaleza	laboral,	pues,	existe
subordinación	a	las	órdenes	de	la	empresa	contratista	así	como	el	pago	de
una	remuneración	determinada	(…).”	(RSL,	Exp.	6640-96-BS(S),	mar.	24/97.
V.	P.	Arévalo	Vela)
JURISPRUDENCIA.—La	variación	de	un	contrato	de	locación	a	uno	de
trabajo	no	convierte	en	laboral	todo	el	período.	“No	existe	impedimento	legal
para	que	las	partes	vinculadas	mediante	contrato	de	locación	de	servicios
decidan	posteriormente	suscribir	contrato	de	trabajo,	si	así	convienen;	que
este	hecho	no	puede	conllevar	a	que	todo	el	récord	vinculado	se	califique
como	de	naturaleza	laboral,	máxime	si	el	período	calificado	como	de
locación	de	servicios	se	encuentra	meridianamente	establecido	por	sus
connotaciones	propias	como	ocurre	en	el	caso	de	autos,	en	el	que	el	actor
por	el	período	comprendido	del	15	de	noviembre	de	1974	al	31	de	marzo	de
1993	no	ha	acreditado	horario	de	trabajo,	elemento	tipificante	para	uan
(sic)	relación	laboral	(…).”	(RLS,	Exp.	406-96,	jun.	27/96.	V.	P.	Anchante
Pérez)
JURISPRUDENCIA.—Principio	laboral	de	la	primacía	de	la	realidad.	“En	el
presente	caso	es	aplicable	el	principio	laboral	de	la	primacía	de	la	realidad,
que	señala	que	en	caso	de	discordia	entre	lo	que	ocurre	en	la	práctica	y	lo
que	surge	de	documentos,	o	de	acuerdos,	debe	darse	preferencia	a	lo
primero,	es	decir	a	lo	que	ocurre	en	el	terreno	de	los	hechos	o	de	la	realidad,
ya	que	la	demandante	ha	demostrado	a	través	del	proceso	que	la	relación
contractual	que	la	unió	con	la	emplazada	fue	una	de	carácter	laboral,
existiendo	relación	de	dependencia,	subordinación,	no	habiendo	probado	la
demandada	que	careciera	de	exclusividad	(…).”	(RSL,	4ta	Sala,	Exp.	4974-
97-BS(S),	set.	30/97.	V.	P.	Araujo	Sánchez)
JURISPRUDENCIA.—El	contrato	de	trabajo	es	un	contrato	realidad.	“El
contrato	de	trabajo	constituye	un	contrato	realidad,	esto	se	tipifica	por	la
forma	y	condiciones	bajo	las	cuales	se	ha	prestado	el	servicio,	con
prescindencia	de	la	denominación	que	se	pudiese	otorgar	a	dicha	relación
(…).”	(RSL,	1ra	Sala,	Exp.	454-96-BS(S),	jun.	14/96.	V.	P.	Ampuero	de
Fuertes)
JURISPRUDENCIA.—Con	la	aplicación	del	principio	de	primacía	de	la
realidad,	se	reconoce	la	existencia	de	la	subordinación	laboral.	“(…)	la
cuestión	a	dilucidar	es	si	el	demandante	mantiene	con	la	entidad
demandada	una	relación	de	tipo	civil	o	de	tipo	laboral	(...)	De	fojas	3	a	21
obran	los	contratos	de	locación	de	servicios	celebrados	entre	(…)	y	el
demandante,	en	de	los	cuales	(sic)	se	consigna	expresamente	que	las	partes
mantienen	una	relación	de	tipo	civil.	Asimismo,	de	fojas	63	a	66	de	autos
corren	los	memorándums	remitidos	por	la	jefe	regional	de	(…)	dando
indicaciones	al	demandante,	reembolsando	gastos	y	autorizando	su
reemplazo	por	vacaciones.	Adicionalmente,	de	fojas	68	a	81	se	aprecian
copias	del	parte	diario	de	asistencia	del	demandante,	a	través	del	cual	se
acredita	que	la	entidad	demandada	llevaba	un	control	de	su	asistencia
diaria,	teniendo	como	referencia	un	horario	de	trabajo.	Por	su	parte,	lo
afirmado	por	la	demandada	al	momento	de	formular	su	tacha	no	ha	sido
acreditado,	de	tal	suerte	que	los	documentos	presentados	por	el
demandante	tienen	valor	probatorio.	De	esta	forma,	en	atención	a	los
documentos	señalados,	resulta	evidente	para	este	tribunal	que,	pese	a	lo
señalado	en	los	contratos,	la	entidad	demandada	ha	hecho	las	veces	de
empleadora	del	demandante,	ejerciendo	poderes	de	fiscalización	y	dirección
propios	de	una	relación	de	dependencia	de	tipo	laboral,	y	no	civil,	como	se
pretende	afirmar.	Así,	en	virtud	del	principio	de	primacía	de	la	realidad	–
que	es	un	elemento	implícito	en	nuestro	ordenamiento	y,	concretamente,
impuesto	por	la	propia	naturaleza	tuitiva	de	nuestra	Constitución,	según	el
cual,	en	caso	de	discordia	entre	lo	que	ocurre	en	la	realidad	y	lo	que	aparece
en	los	documentos	o	contratos,	debe	otorgarse	preferencia	a	lo	que	sucede	y
se	aprecia	en	los	hechos–,	este	colegiado	estima	que	resulta	evidente	que	las
actividades	del	recurrente,	al	margen	del	texto	de	los	contratos	respectivos,
han	tenido	las	características	de	subordinación	y	dependencia,	propias	de	la
relación	laboral.	(…).”	(T.	C.,	Exp.	0833-2004-AA/TC,	jul.	16/2004.	Pres.	Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Presunción	de	elementos	de	la	relación	laboral	facilita
la	actividad	probatoria	a	los	trabajadores	demandantes,	pero	no	les	exime	de
presentar	pruebas.	“Consecuentemente,	considerando	que	en	este	caso	en
particular	existen	indicios	de	la	actividad	autónoma	y/o	independiente
desarrollada	por	el	trabajador	que	alteran	la	aplicación	del	principio	de
presunción	de	laboralidad,	es	necesario	dilucidar	los	puntos	detallados
precedentemente.	Así	como	verificar	la	presencia	de	los	elementos	del
contrato	de	trabajo,	como	son:	la	prestación	personal,	la	remuneración	y	la
subordinación,	contenidos	en	el	artículo	4°	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-
TR.	Siendo	esto	así,	no	se	evidencia	de	los	fundamentos	de	la	sentencia
recurrida,	un	análisis	de	acuerdo	a	las	reglas	contenidas	en	los	numerales	3)
y	5)	del	artículo	139	de	la	Constitución	Política	del	Estado,	en	el	numeral	6)
del	artículo	50,	y	en	los	numerales	3)	y	4)	del	artículo	122	del	Código
Procesal	Civil,	lo	que	constituye	un	defecto	de	motivación	que	no	es	posible
enmendar	en	sede	casatoria,	pues	ello	implica	recortar	el	derecho	de
defensa	de	las	partes,	a	quienes	les	asiste	el	derecho	de	cuestionar	la
aplicación	que	de	dichas	normas	se	haga	en	la	instancia	respectiva	(...)”.	(C.
S.,	Cas.	Lab.	14440-2013-Lima,	set.	29/2014.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Contradicción	entre	la	verdad	real	y	la	verdad	formal.
Preferencia	del	juzgador.	“La	accionante	ha	demostrado	en	autos	que	la
relación	contractual	con	la	emplazada	era	de	naturaleza	laboral,	a
discrepancia	del	contenido	de	los	documentos	elaborados	por	ésta	para
calificarla	formalmente	como	una	relación	civil	de	locación	de	servicios;	que
habiendo	contradicción	entre	la	verdad	real	y	la	verdad	formal,	el	juez	debe
preferir	la	primera;	que	es	así	que	la	demandante	ha	probado	en	primer
lugar,	que	las	funciones	que	realizaba	eran	las	de	una	asistente	o	auxiliar	de
contabilidad,	aún	considerando	las	denominaciones	de	‘analista’	o
‘especialista’	que	se	consignan	en	los	contratos	de	locación	de	servicios	de
fojas	03-08,	por	cuanto	se	circunscribían	a	procesar	documentos	que
correspondían	a	la	contabilidad	de	la	empresa	demandada,	bajo	la
dependencia	del	jefe	del	Departamento	de	Contabilidad	Central,	según	las
instrumentales	de	fojas	09-10	y	107-120;	que	esa	función	no	puede
desempeñarse	independientemente,	máxime	si	la	demandante	no	era
profesional,	por	lo	que	las	facturas	que	la	obligaban	a	emitir	para	cobrar	sus
remuneraciones	no	constituyen	por	sí	mismas	pruebas	de	ejercicio
independiente	de	una	actividad;	que,	en	segundo	lugar,	está	probado	que	el
trabajo	lo	realizaba	en	las	oficinas	de	la	emplazada	ubicadas	en	el	octavo
piso	del	‘edificio	de	la	avenida	Arequipa’	según	el	pase	de	ingreso	que	le
otorgan	con	fecha	10	de	marzo	de	1993	corriente	a	fojas	106,	donde	sí
indica	el	período	sucesivo	de	prestación	de	sus	servicios,	lo	que	demuestra
que	cumplía	una	jornada	ordinaria	de	trabajo	en	el	centro	de	labor	y	no	en
su	domicilio	como	se	refiere	en	los	contratos;	que	en	base	a	esos	elementos
se	ha	tipificado	adecuadamente	la	existencia	de	una	relación	laboral	(…).”
(RSL,	Exp.	0626-95-R(S),	jun.	20/96.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—El	juzgador	debe	dar	primacía	a	los	aspectos	reales	del
vínculo.	“La	nominación	de	un	contrato	de	manera	distinta	a	la	común
intención	de	las	partes,	no	altera	la	naturaleza	jurídica	que	su	objeto	le	da,	la
cual	debe	definir	el	juez	dando	primacía	a	la	realidad;	que	en	el	caso	de
autos,	el	contrato	de	locación	de	servicios	celebrado	entre	las	partes,	que
corre	a	fojas	30-33,	no	tiene	la	naturaleza	civil	que	la	demandada	pretende
darle,	dado	que	las	labores	de	asesoría	administrativa	para	las	que	se
contrata	a	la	demandante,	corresponden	a	las	de	un	cargo	de	confianza,
como	se	menciona	en	la	cláusula	tercera	del	mismo	contrato,	y	como	tal	a
las	de	un	trabajador	de	dirección,	de	modo	que	la	relación	habida	entre	las
partes	es	de	naturaleza	laboral	(…).”	(RSL,	Exp.	5873-94-BS(S),	ene.	05/96.
V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—Tribunal	Constitucional	señala	que	el	objeto
contractual	y	la	labor	desempeñada	determinan	la	existencia	de	una	relación
laboral	o	de	una	locación	de	servicios.	“(…)	Toda	relación	laboral	se
caracteriza	por	la	existencia	de	tres	elementos	esenciales	que	la	definen
como	tal:	(i)	prestación	personal	de	servicios,	(ii)	subordinación	y	(iii)
remuneración.	En	contraposición	a	ello,	el	contrato	de	locación	de	servicios
es	definido	por	el	artículo	1764	del	Código	Civil	como	un	acuerdo	de
voluntades	por	el	cual	“el	locador	se	obliga,	sin	estar	subordinado	al
comitente,	a	prestarle	sus	servicios	por	cierto	tiempo	o	para	un	trabajo
determinado,	a	cambio	de	una	retribución”,	de	lo	que	se	sigue	que	el
elemento	esencial	del	contrato	de	locación	de	servicios	es	la	independencia
del	locador	frente	al	comitente	en	la	prestación	de	sus	servicios.
De	lo	expuesto	se	aprecia	que	el	elemento	diferenciador	del	contrato	de
trabajo	respecto	al	contrato	de	locación	de	servicios	es	la	subordinación	del
trabajador	a	su	empleador,	lo	cual	le	otorga	a	este	último	la	facultad	de	dar
órdenes,	instrucciones	o	directrices	a	los	trabajadores	con	relación	al
trabajo	para	el	que	se	les	contrata	(ejercicio	del	poder	de	dirección),	así
como	la	de	imponerle	sanciones	ante	el	incumplimiento	de	sus	obligaciones
de	trabajo	(poder	sancionador	o	disciplinario).
Según	lo	expuesto	es	posible	que	en	la	práctica	el	empleador	pretenda
encubrir	una	relación	laboral	bajo	la	celebración	de	contratos	civiles	de
locación	de	servicios.	Ante	dichas	situaciones	este	colegiado,	en	reiterada
jurisprudencia,	ha	hecho	uso	del	principio	de	primacía	de	la	realidad	cuya
aplicación	tiene	como	consecuencia	que	“(...)	en	caso	de	discordancia	entre
lo	que	ocurre	en	la	práctica	y	lo	que	fluye	de	los	documentos,	debe	darse
preferencia	a	lo	primero;	es	decir,	a	lo	que	sucede	en	el	terreno	de	los
hechos”	(STC	N°	1944-2002-AA/TC,	fundamento	3)	(subrayado	agregado).
En	el	caso	materia	de	pronunciamiento,	del	análisis	de	los	instrumentos	de
los	contratos	de	locación	de	servicios	suscritos	por	ambas	partes,	obrantes
de	fojas	7	a	16,	se	desprende	la	existencia	de	dos	etapas	diferenciadas	en
cuanto	a	los	servicios	prestados	por	el	demandante	a	favor	de	la	emplazada:
Una	que	va	desde	el	10	de	abril	hasta	el	31	de	diciembre	del	2005	en	la	que
el	recurrente	se	desempeñó	como	obrero	encargado	de	diversos	trabajos	de
refacción	de	la	casa	hacienda	de	(…),	y	otra	que	va	desde	el	1	de	enero	hasta
el	31	de	diciembre	del	2006,	en	la	que	el	recurrente	estuvo	encargado	de	la
vigilancia	del	local	de	la	entidad	emplazada.
En	cuanto	a	la	primera	etapa,	del	análisis	del	objeto	de	los	contratos
correspondientes	a	dicho	período	se	desprende	la	existencia	del	elemento
subordinación	pues	en	la	mayoría	de	ellos	se	detallan	las	labores	específicas
a	ser	desempeñadas	por	el	recurrente,	referidas	en	su	mayor	parte	a
trabajos	de	refacción	de	la	casa	hacienda	de	(…).	Además,	los	honorarios
fijados	en	cada	uno	de	los	contratos,	alrededor	del	sueldo	mínimo	vital,	no
corresponden	a	la	suma	que	debería	percibir	un	locador	por	realizar	obras
de	esa	magnitud	bajo	su	propia	cuenta	y	riesgo.
En	cuanto	a	la	segunda	etapa,	teniendo	en	cuenta	la	labor	desempeñada
por	el	recurrente,	vigilante	del	local	de	la	entidad	emplazada,	resulta
evidente	la	existencia	del	elemento	subordinación	en	cuanto	se	trata	de	una
labor	de	carácter	permanente,	ya	que	una	entidad	(…)	siempre	va	a	requerir
de	la	presencia	de	personal	de	seguridad	en	su	local	dada	la	relevancia	de
los	asuntos	que	en	él	se	tratan.	Además	obra	a	fojas	cinco	la	credencial	del
demandante	como	vigilante	de	la	emplazada,	lo	cual	indica	la	dependencia
jerárquica	de	éste	respecto	a	la	entidad	demandada.
De	otro	lado	la	propia	emplazada	mediante	el	certificado	de	trabajo	de
diciembre	del	2006,	obrante	a	fojas	2,	ha	reconocido	que	el	demandante
pertenecía	a	la	unidad	de	vigilancia.	En	consecuencia	resulta	clara	la
desnaturalización	de	los	contratos	de	locación	de	servicios,	pues	en	la
realidad	el	recurrente	se	encontraba	adscrito	a	la	estructura	jerárquica	de
(…)	y	su	relación,	por	aplicación	del	principio	de	primacía	de	la	realidad,
descrito	en	fundamentos	precedentes,	debe	ser	entendida	como	una
relación	laboral	a	plazo	indeterminado.	(…)”	(T.	C.,	Exp.	04840-2007-PA/TC,
jun.	23/2009.	Pres.	Mesía	Ramirez.)
JURISPRUDENCIA.—El	perfil	del	puesto	facilita	la	determinación	de	la
naturaleza	del	contrato	de	trabajo.	“(...)	obra	el	documento	que	detalla	el
perfil	del	puesto	que	ocupaba	el	demandante	en	la	entidad	demandada,
siendo	su	función	general	la	de	realizar	el	reconocimiento	físico	y
documentario	de	mercancías;	y	sus	funciones	específicas,	el	control	y
registro	del	ingreso	y	salida	de	vehículos	y	mercancías	en	la	garita	de
control,	el	reconocimiento	de	mercancías,	la	verificación	de	la	clasificación
arancelaria	y	la	valoración	de	mercancías	y	el	reconocimiento	de
documentos,	entre	otros.
En	este	sentido,	este	tribunal	considera	que	las	labores	que	realizaba	el
demandante	eran	de	naturaleza	permanente,	pues	corresponden	a	las
actividades	principales	de	fiscalización	y	control	de	la	entidad	demandada.
Por	ello,	el	demandante	se	encontraba	sujeto	a	una	relación	laboral	de	tipo
indeterminado,	y	en	esa	medida	sólo	podía	ser	despedido	por	causa
debidamente	comprobada	y	fundada	en	su	comportamiento	o	su	conducta,
luego	de	practicado	el	procedimiento	de	ley,	respetando	todas	las	garantías
del	demandante,	razones	por	las	cuales	corresponde	estimar	la	demanda.
(…)”	(T.	C.,	Exp.	02728-2008-PA/TC,	jun.	04/2010.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—La	existencia	de	elementos	propios	del	contrato	de
trabajo	determina	que	la	relación	jurídica	que	aparecía	como	una	de	locación
de	servicios,	en	realidad,	configura	una	vinculación	de	tipo	laboral.	“Es
materia	de	pronunciamiento	casatoria	la	naturaleza	del	vínculo	contractual
que	ha	unido	a	las	partes,	ya	que	la	recurrente	sostiene	que	se	trata	de	un
contrato	civil	de	locación	de	servicios.
Sexto.-	Que,	la	sentencia	de	vista,	reproduce	los	fundamentos	de	la	apelada
para	confirmarla,	por	lo	que	tomándose	en	cuenta	también	la	sustentación
de	esta	última,	ha	quedado	establecido	en	autos,	que	por	las	características
de	las	cláusulas	estipuladas	en	el	denominado	contrato	de	locación	de
servicios	celebrado	entre	las	partes	y	en	aplicación	del	principio	de
primacía	de	la	realidad,	se	trata	de	un	trabajo	sujeto	a	modalidad,	previsto
en	el	artículo	noventisiete	del	Decreto	Supremo	número	cero	cinco-
noventicinco-TR,	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo,
dado	que	se	ha	fijado	los	días	de	trabajo	y	descanso,	el	pago	de	alojamiento,
alimentación	e	implementos	de	seguridad	de	acuerdo	a	las	necesidades	de
trabajo,	todo	lo	cual	constituyen	condiciones	de	una	prestación	de	trabajo.
Sétimo.-	Que,	de	los	hechos	probados	en	autos,	cuya	remoción	no	puede
hacerse	en	esta	vía,	se	ha	determinado	que	los	servicios	del	demandante	se
prestaron	en	forma	personal	y	directa	percibiendo	una	suma	periódica
mensual	con	carácter	remunerativo	y	sujeto	a	descuento,	desempeñándose
las	labores	en	la	sede	de	la	compañía.
Octavo.-	Que,	por	lo	expuesto,	se	advierte	que	la	demandada	ha	ejercitado
facultades	de	dirección	y	fiscalización	sobre	el	actor,	estableciendo	una
jornada	de	trabajo	y	el	desarrollo	de	sus	labores	en	las	propias	instalaciones
de	la	empresa	y	que	si	bien	de	acuerdo	a	lo	manifestado	por	la	recurrente,	el
accionante	por	realizar	el	registro	geológico	de	muestra	de	perforación
debía	adecuar	sus	actividades	a	los	turnos	de	perforación	que	realizaban
terceros,	sin	embargo,	se	presentan	además	de	las	señaladas	en	la	recurrida,
otras	manifestaciones	de	la	presencia	del	elemento	subordinación	en	la
relación	jurídica	entre	las	partes,	como	son	el	acatamiento	de	las	reglas	y
normas	establecidas	por	la	empresa,	la	solicitud	de	permiso	ante	el	jefe	de
Relaciones	Industriales,	así	como	que	la	demandada	proporcionaba	las
herramientas	y	materiales	de	trabajo,	según	se	desprende	del	contrato
celebrado	entre	las	partes,	la	papeleta	de	permiso	y	la	carta	notarial	de	fojas
dos,	veintitrés	y	veinticuatro	respectivamente,	con	lo	que	se	adecuaba
exactamente	a	las	condiciones	necesarias	para	determinar	que	se	trataba	de
un	contrato	de	trabajo,	independientemente	de	la	denominación	que	se	le
haya	dado	y	de	su	sometimiento	a	las	normas	del	Código	Civil	sobre	locación
de	servicios.
Noveno.-	Que,	en	consecuencia,	la	recurrida	se	ha	pronunciado	con	arreglo
a	derecho,	no	habiendo	incurrido	en	la	causal	de	casación	denunciada,	por
lo	que	es	de	aplicación	del	artículo	cincuentiocho	de	la	Ley	Procesal	del
Trabajo,	modificado	por	la	Ley	número	veintisiete	mil	veintiuno.
Resolución:
Declararon	Infundado	el	Recurso	de	Casación	(...).”	(Cas.	Sala	de	Derecho
Constitucional	y	Social.	Exp.	2451-97.	Arequipa,	jun.	15/99)
JURISPRUDENCIA.—En	una	acción	de	amparo,	el	Tribunal	Constitucional	ha
expresado	que	en	aplicación	del	principio	de	primacía	de	la	realidad	puede
determinarse	la	desnaturalización	de	los	contratos	civiles	y,	por	ende,	la
relación	laboral.	“El	demandante	sostiene	que	los	contratos	civiles	suscritos
con	el	demandante	encubrían,	en	realidad,	una	relación	de	naturaleza
laboral	y	que	según	el	principio	de	primacía	de	la	realidad	esta	se	ha	vuelto
de	duración	indeterminada,	razón	por	la	cual	no	podía	ser	despedido	sino
por	causa	justa.
3.	La	controversia	por	tanto	se	centra	en	dilucidar	si	los	contratos	civiles
suscritos	por	el	actor	con	la	emplazada	han	sido	desnaturalizados	a	fin	de
que	en	aplicación	del	principio	de	primacía	de	la	realidad	puedan	ser
considerados	contratos	de	trabajo	de	duración	indeterminada	y,	en	atención
a	ello,	establecer	si	el	demandante	sólo	podía	ser	despedido	por	causa	justa
relacionada	con	su	conducta	o	capacidad	laboral.
4.	Con	relación	al	principio	de	primacía	de	la	realidad,	que	es	un	elemento
implícito	en	nuestro	ordenamiento	jurídico	y,	concretamente,	impuesto	por
la	propia	naturaleza	tuitiva	de	nuestra	Constitución,	este	colegiado	ha
precisado	que	‘(...)	en	caso	de	discordancia	entre	lo	que	ocurre	en	la	práctica
y	lo	que	fluye	de	los	documentos,	debe	darse	preferencia	a	lo	primero,	es
decir,	a	lo	que	sucede	en	el	terreno	de	los	hechos’.	(cf.	fundamento	3	de	la
STC	1944-2002-AA/TC).
5.	Con	la	constancia,	respectiva	y	el	contrato	de	locación	de	servicios	y	sus
adendas,	obrantes	de	fojas	5	a	12	de	autos,	se	acredita	que	el	demandante
fue	contratado	para	realizar	labores	de	apoyo	en	trabajos	de	gasfitería	y
redes	de	distribución	de	agua	potable,	desde	el	2	de	setiembre	de	1999
hasta	el	31	de	agosto	del	2004;	por	lo	tanto,	con	los	referidos	medios
probatorios	se	demuestra	que	el	actor,	desde	que	ingresó	en	la	empresa
demandada,	siempre	realizó	las	mismas	labores,	en	forma	subordinada,	ya
que	la	emplazada,	mediante	el	Memorándum	05-99-EPS	Loreto	SA-GO-
Cortes,	de	fecha	29	de	setiembre	de	1999,	que	no	ha	sido	acatado,	le	llamó
severamente	la	atención	por	no	haber	participado	en	el	Programa	de	Fugas.
Asimismo,	debe	tenerse	presente	que	la	propia	emplazada,	mediante
Memorándum	006-2004-EPS	Loreto	SA-GO-MTTO-C/R,	de	fecha	27	de
enero	del	2004,	reconoce	que	el	demandante	presta	servicios	en	forma
subordinada	y	le	agradece	por	‘continuar	laborando	con	la	responsabilidad
y	ahínco	acostumbrado	para	el	fortalecimiento	de	vuestra	empresa’.
6.	En	tal	sentido,	un	contrato	civil	suscrito	sobre	la	base	de	estos	supuestos
se	debe	considerar	un	contrato	de	trabajo	de	duración	indeterminada,	y
cualquier	decisión	del	empleador	de	dar	por	concluida	la	relación	laboral
solo	podría	sustentarse	en	una	causa	justa,	establecida	por	la	ley	y
debidamente	comprobada;	de	lo	contrario,	se	configuraría	un	despido
arbitrario.
7.	Finalmente,	este	colegiado	estima	que	la	ruptura	del	vínculo	laboral,
sustentada	en	una	utilización	indebida	de	una	modalidad	de	contratación
como	la	antes	descrita,	configura	un	despido	incausado.	Siendo	así	y	dada	la
finalidad	restitutoria	del	proceso	de	amparo,	procede	la	reincorporación	del
demandante	en	el	puesto	de	trabajo	que	venía	desempeñando	a	la	fecha	en
que	se	produjo	la	violación	de	sus	derechos	fundamentales.
Por	estos	fundamentos,	el	Tribunal	Constitucional,	con	la	autoridad	que	le
confiere	la	Constitución	Política	del	Perú
Ha	resuelto
1.	Declarar	Fundada	la	demanda.
2.	Ordena	que	la	emplazada	reponga	a	don	(...)	en	el	cargo	que	venía
desempeñando	o	en	otro	similar.	(Amparo.	Tribunal	Constitucional.	Exp.
04699-2005-PA/TC)
DOCTRINA.—Principio	 de	 conservación	 del	 contrato.	 Finalidad.	 “La
preservación	 de	 la	 existencia	 inicial	 del	 contrato	 de	 trabajo,	 o	 de	 su
continuación,	 debe	 resultar,	 se	 diría	 que	 sin	 excepciones,	 en	 una	 mayor
protección	para	el	trabajador,	o,	en	todo	caso,	en	su	favor.	La	diferencia	que
se	suele	señalar	para	el	derecho	del	 trabajo	es	que	en	esta	rama	 lo	que	se
pone	en	juego	no	es	sólo,	como	en	el	derecho	común,	la	preservación	de	la
norma.	En	esta	rama	del	derecho,	de	acuerdo	con	su	propia	razón	de	ser,	de
lo	 que	 se	 trata,	 más	 que	 nada,	 es	 de	 proteger	 la	 posición	 del	 trabajador
dependiente,	 y	 para	 esto	 se	 procura	 el	 refuerzo	 o	 la	 conservación	 del
contrato,	protegiéndolo	cuanto	sea	posible	de	las	causas	de	inexistencia,	de
invalidez	 original	 o	 de	 disolución	 posterior	 (...)”.	 (RAMÍREZ	 BOSCO,	 Luis.
Para	una	introducción	al	Derecho	del	Trabajo,	Editorial	Universidad,	2000;
págs.	127	y	128)
ELEMENTOS	DEL	CONTRATO.	PRESTACIÓN	PERSONAL
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	5°.—Los	servicios	para	ser	de	naturaleza	laboral,	deben	ser
prestados	en	forma	personal	y	directa	sólo	por	el	trabajador	como
persona	natural.	No	invalida	esta	condición	que	el	trabajador
pueda	ser	ayudado	por	familiares	directos	que	dependan	de	él,
siempre	que	ello	sea	usual	dada	la	naturaleza	de	las	labores.
JURISPRUDENCIA.—Tribunal	Constitucional	reitera	los	elementos	del
contrato	de	trabajo.	“(...)	se	presume	la	existencia	de	un	contrato	de	trabajo
indeterminado	cuando	concurren	tres	elementos:	la	prestación	personal	de
servicios,	la	subordinación	y	la	remuneración	(prestación	subordinada	de
servicios	a	cambio	de	una	remuneración).	Es	decir,	el	contrato	de	trabajo
presupone	el	establecimiento	de	una	relación	laboral	permanente	entre	el
empleador	y	el	trabajador,	en	virtud	de	la	cual	éste	se	obliga	a	prestar
servicios	en	beneficio	de	aquél	de	manera	diaria,	continua	y	permanente,
cumpliendo	un	horario	de	trabajo.	Bajo	tal	premisa	debe	evaluarse	si	la
relación	contractual	existente	entre	la	accionante	y	la	entidad	demandada
cumple	con	tales	requisitos.	(...).”	(T.	C.,	Exp.	3012-2004-AA/TC,	ene.
18/2005.	Pres.	Bardelli	Lartigoyen)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Superior	de	Justicia	precisa	las	diferencias	entre
un	contrato	de	locación	de	servicios	y	un	contrato	de	trabajo.	“(…)	mientras
que	en	un	contrato	de	locación	de	servicios	las	tareas	encomendadas	son
realizados	por	el	locador	con	ausencia	de	subordinación,	esto	es,	son
materializadas	en	forma	independiente	y	según	el	real	saber	y	entender	de
quien	los	presta;	en	tanto,	el	contrato	de	trabajo	exige	para	su
concretización	o	materialización	que	las	labores	sean	ejecutadas	de	manera
personal,	directa	y	sujeta	a	subordinación	o	dependencia	del	empleador,	y
que	se	evidencie	el	abono	de	una	remuneración	como	contraprestación	por
la	actividad	realizada.	(…).”	(CSJ,	Exp.	2009-397,	oct.	15/2009.	S.	S.	Huangal
Naveda)
JURISPRUDENCIA.—Si	el	empleador	permite	que	el	trabajador	sea	ayudado
por	familiares,	responderá	también	por	los	accidentes	laborales	de	estos
colaboradores.	“(…)	aún	cuando	las	normas	laborales	establecen	que	uno	de
los	elementos	del	contrato	de	trabajo,	la	prestación	personal	del	trabajador
a	favor	del	empleador,	de	acuerdo	al	artículo	cinco	de	la	Ley	de
Productividad	y	Competitividad	Laboral,	cuya	segunda	parte	también
establece	que	no	afecta	la	prestación	personal	que	el	trabajador	sea
ayudado	por	familiares	directos	que	dependan	de	él,	siempre	que	ello	sea
usual,	dada	la	naturaleza	de	las	labores,	no	exime	de	responsabilidad,	por
los	daños	que	pudiera	causar	ello,	sobre	las	labores	especializadas	o	de
mayor	riesgo	que	encomienda	el	empleador	a	su	trabajador	calificado	para
ello,	si	que	la	propia	recurrente	no	ha	actuado,	con	la	diligencia	debida	en	el
control	de	su	propio	personal	y	del	personal	que	colabora	con	éste	más	aún
si	es	que	la	recurrente	–al	final–	obtiene	y	asume	un	beneficio	de	la
actividad	del	colaborador	(…).”	(CSJ,	Cas.	86-2008-La	Libertad,	dic.	03/2009.
V.	P.	Palomino	García)
JURISPRUDENCIA.—TC	detalla	rasgos	de	laboralidad,	tomados	en	cuenta
para	determinar	la	existencia	de	una	relación	laboral.	“(…)	Para	determinar
si	efectivamente	existió	una	relación	de	trabajo	entre	las	partes	que	fue
encubierta	mediante	sucesivos	contratos	de	locación	de	servicios,	este
tribunal	debe	analizar	en	detalle	los	hechos	de	la	relación	originada	y
mantenida	entre	las	partes,	por	cuanto	para	arribar	a	la	conclusión	de	si	una
persona	es	o	fue	trabajador	se	debe	decidir	sobre	la	base	de	la	realidad	y	no
sobre	la	base	de	la	forma	del	contrato.
Pues	bien,	para	determinar	si	existió	una	relación	de	trabajo	entre	las
partes	encubierta	mediante	un	contrato	civil,	este	tribunal	debe	evaluar	si
en	los	hechos	se	presentaron,	en	forma	alternativa	y	no	concurrente,	alguno
de	los	siguientes	rasgos	de	laboralidad:	a)	control	sobre	la	prestación
desarrollada	o	la	forma	en	que	ésta	se	ejecuta;	b)	integración	de	la
demandante	en	la	estructura	organizacional	de	la	sociedad;	c)	la	prestación
fue	ejecutada	dentro	de	un	horario	determinado;	d)	la	prestación	fue	de
cierta	duración	y	continuidad;	e)	suministro	de	herramientas	y	materiales	a
la	demandante	para	la	prestación	del	servicio;	f)	pago	de	remuneración	a	la
demandante;	y,	g)	reconocimiento	de	derechos	laborales,	tales	como	las
vacaciones	anuales,	las	gratificaciones	y	los	descuentos	para	los	sistemas	de
pensiones	y	de	salud.	(…).”	(T.	C.,	Exp.	02069-2009-PA/TC,	mar.	31/2010.
Pres.	Mesía	Ramirez)
JURISPRUDENCIA.—TC	reitera	los	“rasgos	de	laboralidad”	necesarios	para
determinar	la	existencia	de	una	relación	de	trabajo	encubierta.	“Pues	bien,
para	determinar	si	entre	las	partes	existió	una	relación	de	trabajo
encubierta,	este	tribunal	debe	evaluar	si	en	los	hechos	se	presentó,	en	forma
alternativa	y	no	concurrente,	alguno	de	los	siguientes	rasgos	de	laboralidad:
a)	control	sobre	la	prestación	o	la	forma	en	que	ésta	se	ejecuta;	b)
integración	del	demandante	en	la	estructura	organizacional	de	la
emplazada;	c)	prestación	ejecutada	dentro	de	un	horario	determinado;	d)
prestación	de	cierta	duración	y	continuidad;	e)	suministro	de	herramientas
y	materiales	al	demandante	para	la	prestación	del	servicio;	f)	pago	de
remuneración	al	demandante;	y	g)	reconocimiento	de	derechos	laborales,
tales	como	las	vacaciones	anuales,	las	gratificaciones	y	los	descuentos	para
los	sistemas	de	pensiones	y	de	salud.	(...).”	(T.	C.,	Exp.	05463-2011-PA/TC,
jun.	03/2012.	S.	S.	Beaumont	Callirgos)
JURISPRUDENCIA.—Los	rasgos	de	laboralidad	permiten	verificar	la
existencia	de	una	relación	laboral.	“Para	verificar	si	existió	en	esta	relación
de	trabajo	entre	las	partes,	el	tribunal	debe	evaluar	si	en	los	hechos	se
presentó,	en	forma	alternativa	y	no	concurrente,	alguno	de	los	siguientes
rasgos	de	laboralidad,	a)	control	sobre	la	prestación	o	la	forma	en	que	ésta
se	ejecuta;	b)	integración	de	la	demandante	en	la	estructura	organizacional
de	la	emplazada;	c)	prestación	ejecutada	dentro	de	un	horario	determinado;
d)	prestación	de	cierta	duración	y	continuidad;	e)	suministro	de
herramientas	y	materiales	al	demandante	para	la	prestación	del	servicio;	f)
pago	de	remuneración	a	la	demandante;	y,	g)	reconocimiento	de	derechos
laborales,	tales	como	las	vacaciones	anuales,	las	gratificaciones	y	los
descuentos	para	los	sistemas	de	pensiones	y	de	salud”.	(TC,	Exp.	02209-
2012-AA/TC,	may.	24/2013.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—CS:	“se	infiere	que	no	existen	labores	en	la	empresa	a
liquidarse”.	“Conviene	anotar	además	que,	el	contexto	mismo	de	la
liquidación	de	la	empresa	(...)	en	que	se	ha	desarrollado	la	prestación	del
servicio	por	parte	del	demandante,	quien	además	invoca	su	naturaleza
‘laboral’,	hace	que	la	acreditación	de	la	subordinación,	característica
distintiva	de	un	contrato	de	trabajo	respecto	de	los	contratos	de	locación	de
servicios,	sea	más	exigente	en	estos	casos	en	donde,	por	regla	general	y
máximas	de	la	experiencia,	se	infiere	que	no	existen	labores	en	la	empresa	a
liquidarse;	circunstancia	que	además	se	ve	reflejada	en	la	pericia	(...),	y	que
tampoco	ha	merecido	un	análisis	por	parte	del	a	quo	ni	la	sala	superior;
respecto	de	la	cual,	además,	mediante	resolución	número	veintisiete	de
fojas	cuatrocientos	cuarenta	y	siete,	se	declaró	improcedente	la	observación
formulada	por	el	demandante”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	1664-2010-Del	Santa,	oct.
09/2013.	S.	S.	Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—Es	posible	declarar	la	existencia	de	una	verdadera
relación	laboral	y	no	de	servicios	en	entidades	en	proceso	de	liquidación.	“De
las	denuncias	que	anteceden	puede	advertirse	que	la	parte	recurrente
pretende	cuestionar	los	juicios	de	las	instancias	de	mérito,	reabriendo	un
debate	probatorio	de	un	aspecto	que	ha	sido	abordado	suficientemente	–
explicando	las	razones	jurídicas	que	lo	sustentan–,	y	que	han	sido	la	base
para	declarar	la	fundabilidad	de	la	demanda	interpuesta;	por	lo	tanto,	estos
extremos	del	recurso	devienen	en	improcedentes.	Máxime	si,	conforme	a	lo
anotado	en	la	sentencia	recurrida	en	casación,	la	sala	de	mérito	dejó
claramente	establecido,	conforme	reciente	jurisprudencia	casatoria,	la
posibilidad	de	declarar	la	existencia	de	una	relación	laboral	entre	las	partes
de	comprobarse	los	elementos	que	anotician	ella,	incluso	en	entidades	en
proceso	de	liquidación;	tal	y	como	ha	ocurrido	en	el	presente	caso,	en	donde
por	la	manera	en	que	se	prestaron	los	servicios	(horario,	emisión	de
informes,	sanciones,	entre	otros)	se	determinó	la	existencia	de
subordinación,	elemento	diferenciador	de	la	locación	de	servicios”.	(C.	S.,
Cas.	Lab.	2752-2013-Lima,	jul.	12/2013.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—El	contrato	laboral	impone	al	empleador	no	solo	lo
pactado,	sino	también	las	consecuencias	que	están	comprendidas	en	él.	“Debe
precisarse	que	el	contrato	de	trabajo,	que	puede	ser	verbal	o	escrito,	genera
una	serie	de	obligaciones	recíprocas	entre	el	trabajador	y	empleador,	las
que	deben	ser	cumplidas	a	cabalidad	por	el	solo	hecho	de	existir	una
relación	de	carácter	laboral.	En	el	caso	del	empleador,	tal	como	lo	precisan
Nicoles	Pavese	y	Gianibelli:	‘(...)	el	contrato	le	impone	al	patrón	la	obligación
de	velar	por	la	seguridad	de	sus	subordinados,	por	lo	que	debe	garantizarles
su	integridad	y	devolverlos	sanos	y	salvos	al	final	de	la	jornada	de	trabajo
(...)’;	por	ello,	ante	cualquier	incumplimiento	de	sus	obligaciones,	como	es	el
caso	de	las	normas	de	seguridad,	originado	en	la	cláusula	implícita	de	todo
contrato	de	trabajo	que	obliga	a	velar	por	la	seguridad	de	sus	obreros,
generará	el	pago	indemnizatorio,	resultando	válido	concluir,	que	los
contratos	de	trabajo	obligan	no	solo	a	lo	pactado	en	ellos,	sino	a	sus
consecuencias	que	se	encuentren	comprendidas	en	ellos	(...)”.	(C.	S.,	Cas.
Lab.	5833-2013-Lima,	set.	06/2013.	V.	P.	Vinatea	Medina)
COMENTARIO.—Definición	 del	 contrato	 de	 trabajo.	 A	 nuestro	 criterio,
por	razones	no	del	todo	sustentables,	el	legislador	ha	preferido	no	definir	el
contrato	 de	 trabajo,	 limitándose	 a	 señalar	 algunos	 de	 sus	 elementos
distintivos.	 No	 es	 el	 caso	 del	 convenio	 colectivo,	 cuya	 definición	 se
encuentra	contenida	en	el	Art.	41	del	Decreto	Ley	N°	25593.
Sin	 duda	 influyó	 en	 la	 decisión	 del	 legislador	 la	 multiplicidad	 de
definiciones	 que	 sobre	 el	 contrato	 de	 trabajo	 existen,	 casi	 tantas	 como
tratadistas	se	han	ocupado	del	tema.	Dejando	de	lado	el	ánimo	de	terciar	en
discusiones	 doctrinarias	 o	 de	 profundizar	 en	 elucubraciones	 filosóficas,
podemos	 definir	 al	 contrato	 de	 trabajo	 como	 el	 acuerdo	 de	 voluntades
mediante	el	cual	el	trabajador	se	compromete	a	poner	su	fuerza	de	trabajo	a
disposición	del	 empleador	de	modo	 subordinado	y	dependiente,	 a	 cambio
de	una	remuneración.
Resaltemos	la	concordancia	de	voluntades	y	el	pago	de	 la	retribución;	sin
ellos	nos	encontraríamos	ante	el	trabajo	forzoso	y	en	regresión	hacia	etapas
ya	superadas	de	la	historia,	cuando	eran	factibles	la	esclavitud	y	el	trabajo
servil.
Obsérvese,	por	último,	que	se	ha	dejado	de	lado	toda	mención	a	la	llamada
“relación	de	trabajo”,	criterio	que	en	algún	momento	gozó	de	adeptos	pero
que	 se	 encuentra	 ya	 superado,	 puesto	 que	 se	 reconoce	 la	 existencia	 del
contrato	 o	 acuerdo	 de	 voluntades	 en	 toda	 prestación	 subordinada	 de
servicios.
COMENTARIO.—Elementos	del	contrato	de	trabajo.	La	 ley	en	su	Art.	4°
se	refiere	a	dos	de	los	elementos	fundamentales	del	contrato	de	trabajo:	la
remuneración	y	la	dependencia	o	subordinación.
Dada	 la	 inexistencia	 de	 definiciones	 sobre	 el	 punto,	 consideramos
apropiado	 enunciar	 el	 significado	 de	 estos	 elementos	 caracterizantes	 del
contrato	de	trabajo	a	la	luz	de	los	criterios	doctrinales	de	mayor	aceptación.
Así,	el	concepto	de	remuneración	está	concebido	como	la	retribución	a	que
tiene	derecho	el	trabajador	por	poner	su	fuerza	de	trabajo	a	disposición	del
empleador.
En	 relación	 con	 el	 término	 “subordinación”,	 se	 han	 elaborado	 diversas
teorías,	como	la	personal,	 la	técnica,	 la	económica	y	la	jurídica,	siendo	esta
última	 la	 de	 mayor	 recepción.	 Consiste	 en	 el	 reconocimiento	 de	 la
posibilidad	 jurídica	 que	 ostenta	 el	 empleador	 para	 dictar	 directivas	 e
instrucciones	 en	 cualquier	 momento,	 y	 en	 la	 obligación	 correlativa	 del
trabajador	de	acatar	su	cumplimiento.
La	subordinación	no	es	propia	del	trabajo	dependiente,	puesto	que	incluso
existe	en	cierto	tipo	de	locaciones.	Lo	distintivo	del	contrato	de	trabajo	es	el
grado	de	la	subordinación,	mayor	que	en	los	contratos	civiles,	pero	tampoco
uniforme	sino	variable	en	función	de	la	categoría	del	trabajador.
Obviamente,	 los	mencionados	 no	 son	 los	 únicos	 aspectos	 tipificantes	 del
contrato	de	trabajo.	Existen	otros,	como	la	prestación	personal	–a	que	alude
el	 Art.	 5°	 de	 la	 ley–,	 la	 exclusividad,	 la	 profesionalidad,	 la	 continuidad,	 el
cumplimiento	de	determinado	horario,	etc.
Puede	 decirse	 que	 los	 estudiosos	 del	 tema	 han	 sido	 pródigos	 en	 la
enumeración	 de	 los	 elementos	 del	 contrato	 de	 trabajo,	 siendo	 los
contenidos	en	la	ley	los	principales.
Si	 bien	 la	 doctrina	 ha	 desarrollado	 con	 amplitud	 el	 tema	 de	 los	 aspectos
tipificantes	del	contrato	de	trabajo,	aún	subsisten	en	la	práctica	casos	límite
entre	esta	figura	y	otros	tipos	de	contratación	con	contornos	difusos,	siendo
en	 tales	 casos	 fundamental	 la	 participación	 clarificadora	 de	 las	 instancias
jurisdiccionales	por	medio	de	la	jurisprudencia.
COMENTARIO.—La	 prestación	 personal	 como	 característica	 del
contrato	 de	 trabajo.	 El	 Art.	 5°	 de	 la	 ley	 hace	 mención	 a	 la	 prestación
personal	 como	 nota	 tipificante	 del	 contrato	 de	 trabajo,	 hecho	 explicable
puesto	 que	 la	 labor	 a	 desarrollar	 es	 indesligable	 de	 la	 persona	 del
trabajador.
Sin	 afectar	 el	 carácter	 de	 prestación	 personal	 de	 los	 servicios,	 en
determinadas	situaciones	la	costumbre	o	los	usos	aceptan	que	el	trabajador
pueda	ser	ayudado	por	sus	familiares	directos	siempre	que	dependan	de	él.
COMENTARIO.—Presunción	de	contratos	de	duración	 indeterminada.
Probada	por	el	trabajador	la	existencia	de	una	relación	laboral,	funciona	la
presunción	de	existencia	de	un	contrato	de	trabajo	a	plazo	indeterminado.
Se	prefiere	 la	existencia	de	 contratos	a	plazo	 indefinido	puesto	que	éstos
son	la	regla;	los	contratos	modales	constituyen	la	excepción.
La	 predilección	 por	 los	 contratos	 de	 duración	 indeterminada	 se	 explica,
además,	por	cuanto	debe	ser	la	real	duración	del	contrato	la	que	determine
su	vigencia	en	el	tiempo.
Queda	claro	que	nos	encontramos	ante	una	presunción	que	admite	prueba
en	contrario,	una	presunción	 juris	tantum,	que	puede	ser	desvirtuada	si	el
empleador	demuestra	la	temporalidad	del	contrato.
COMENTARIO.—El	 contrato	 por	 tiempo	 indeterminado.	 Son	 contratos
de	 trabajo	 a	 plazo	 indefinido	 aquellos	 que	 se	 celebran	 sin	 determinar	 su
fecha	de	término.
Lo	 dicho	 no	 implica	 que	 el	 trabajador	 quede	 sujeto	 al	 contrato	 de	modo
perenne	–estaríamos	ante	el	 contrato	de	 trabajo	de	por	vida–,	puesto	que
puede	desvincularse	a	través	de	su	renuncia.
Al	ser	el	contrato	de	trabajo	de	tracto	sucesivo	y	en	atención	al	principio	de
continuidad,	el	empleador	no	podría	darlo	por	terminado	unilateralmente,
salvo	que	asuma	las	responsabilidades	del	caso,	que	en	nuestra	legislación
se	concretan	en	el	abono	de	la	indemnización	por	despido	arbitrario.
COMENTARIO.—Formalidades	del	 contrato	a	plazo	 indeterminado.	 El
contrato	de	 trabajo	de	duración	 indeterminada	no	 requiere	de	 formalidad
alguna	 para	 su	 perfeccionamiento,	 basta	 el	 acuerdo	 de	 voluntades	 y	 la
prestación	del	trabajo.
Al	no	contar	con	una	forma	prescrita	señalada	en	la	ley,	puede	ser	verbal	o
escrito.
De	 decidirse	 las	 partes	 por	 la	 suscripción	 de	 un	 contrato	 escrito,	 por
razones	 de	 facilidad	 de	 probanza,	 de	 determinación	 expresa	 de	 sus
derechos	y	obligaciones	o	por	otra	cualquiera,	dicho	documento	no	requiere
ser	aprobado	por	las	autoridades	del	Ministerio	de	Trabajo,	y	ni	siquiera	ser
comunicado	a	éstas.
Con	anterioridad	a	la	vigencia	de	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo,	y	en	virtud
de	lo	establecido	en	el	Art.	4°	del	D.	S.	N°	005-86-TR,	los	contratos	de	trabajo
de	 duración	 indeterminada	 pactados	 por	 escrito	 debían	 ser	 puestos	 en
conocimiento	de	las	autoridades	de	trabajo.
Dado	 que	 las	 normas	 que	 con	 jerarquía	 legal	 regulan	 en	 la	 actualidad	 la
figura	del	contrato	de	trabajo	no	han	recogido	 la	anterior	obligación,	debe
ésta	entenderse	derogada.
Un	caso	especial	es	el	constituido	por	los	trabajadores	de	las	empresas	de
intermediación	 laboral,	 concretamente	 aquellos	 destacados.	 En	 tal
supuesto,	 el	 artículo	 11	 del	 Decreto	 Supremo	N°	 003-2002-TR	 determina
que	estos	contratos	de	trabajo,	sean	suscritos	a	plazo	o	de	modo	indefinido,
deben	 formalizarse	 por	 escrito	 y	 ser	 presentados	 para	 su	 registro	 ante	 la
autoridad	de	trabajo.
Const.
ART.	2°.—Toda	persona	tiene	derecho:
(…).
15.	A	trabajar	libremente,	con	sujeción	a	ley.
(…).
JURISPRUDENCIA.—Derecho	a	la	libertad	de	trabajo	implica	a	toda
actividad	lícita	capaz	de	generar	el	sustento	vital.	“(...)	La	libertad	de	trabajo
también	es	un	derecho	fundamental	reconocido	por	el	artículo	2°,	inciso
15),	de	la	Constitución.	El	contenido	o	ámbito	de	protección	de	este	derecho
fundamental	constituye	la	facultad	de	ejercer	toda	actividad	que	tenga	como
finalidad	el	sustento	vital	de	la	persona.	El	ejercicio	válido	de	este	derecho
requiere,	sin	embargo,	la	observancia	del	marco	legal	vigente,	siempre	y
cuando	este	no	implique	una	restricción	o	limitación	desproporcional	o
haya	sido	expedido	con	inobservancia	de	principios	constitucionales,	v.gr.,
principio	de	legalidad,	debido	proceso,	publicidad.	Ahora	bien,	la	limitación
del	ejercicio	de	este	derecho	fundamental	en	base	a	una	ordenanza	que	no
ha	sido	publicada	no	surte	efecto	alguno	con	respecto	al	recurrente,	debido
a	que,	como	se	ha	afirmado	en	el	fundamento	precedente,	al	no	haber	sido
publicada	la	ordenanza,	esta	no	se	halla	vigente;	i.e.,	no	existe	en	el
ordenamiento.(...).”	(T.	C.,	Exp.	10287-2005-PA/TC,	mar.	03/2006.
Pres.García	Toma)
COMENTARIO.—Constitucionalismo	 social.	 La	 recepción	 de	 normas
laborales	 en	 las	 constituciones	 de	 diversos	 países	 –fenómeno	 conocido
como	 constitucionalismo	 social–	 surge	 nítidamente	 con	 la	 Constitución
alemana	 (Weimar)	 y	 la	 mexicana	 (Querétaro),	 en	 la	 segunda	 década	 del
siglo	XX.
En	el	Perú	se	vislumbró	este	 fenómeno	ya	desde	 la	Constitución	de	1933,
alcanzando	 su	 expresión	más	 alta	 en	 la	 Carta	 Fundamental	 de	 1979,	 que
dedicó	 a	 las	 normas	 laborales	 todo	 un	 capítulo,	 el	 quinto	 de	 su	 Título
Primero.
La	 Constitución	 actual,	 de	 1993,	 es	 un	 texto	 que	 se	 aleja	 de
reglamentarismos	 inconvenientes	 y	 que	 responde	 al	 contexto	 ideológico
mundial	en	que	se	dictó.
PRINCIPIOS	LABORALES
Const.
ART.	26.—En	la	relación	laboral	se	respetan	los	siguientes	principios:
1.	Igualdad	de	oportunidades	sin	discriminación.
2.	Carácter	irrenunciable	de	los	derechos	reconocidos	por	la	Constitución	y
la	ley.
3.	Interpretación	favorable	al	trabajador	en	caso	de	duda	insalvable	sobre
el	sentido	de	una	norma.
COMENTARIO.—Los	principios	del	derecho	del	trabajo.	Se	puede	definir
a	 los	principios	del	derecho	 del	 trabajo	 como	 aquellos	 postulados	 básicos
que	guían	el	 sentido	de	 las	normas,	 orientan	 su	 interpretación,	 e	 integran
los	vacíos	legales	en	caso	de	defecto	o	deficiencia	normativa.
De	 la	 propia	 definición	 se	 pueden	deducir	 las	 funciones	 que	 cumplen	 los
principios;	a	saber:
-	 De	 información:	 Al	 inspirar	 al	 legislador,	 se	 constituyen	 en	 la	 base
fundamental	de	la	normativa	laboral.
-	Normativa:	Operan	como	fuente	integradora	en	caso	de	vacío	legal,	puesto
que	 los	 jueces	 no	 pueden	 dejar	 de	 administrar	 justicia.	 Si	 bien	 es	 de
aplicación	supletoria,	está	así	establecido	en	el	Art.	VIII	del	Título	Preliminar
del	Código	Civil.
-	 Interpretativa:	Sugieren	un	derrotero	a	 las	facultades	hermenéuticas	del
juez	o	del	intérprete.
JURISPRUDENCIA.—La	discriminación	en	el	trabajo	se	establece	si	se	da	un
trato	diferenciado,	injustificado,	carente	de	razonabilidad	y	causante	de	un
perjuicio.	“(...)	De	otra	parte,	los	demandantes	alegan	que	el	Ministerio	de
Relaciones	Exteriores	ha	vulnerado	su	derecho	a	la	igualdad,	porque	a	los
ministros	consejeros	que	participaron	en	el	proceso	de	ascensos	del	año
2006	solo	se	les	exigió	el	requisito	de	permanencia	en	el	cargo	previsto	en	el
artículo	25	del	Decreto	Legislativo	N°	894,	mientras	que	a	los	funcionarios
diplomáticos	que	participaron	en	el	proceso	de	ascensos	del	año	2007	se	les
exigió,	además	del	requisito	de	permanencia	en	el	cargo,	los	nuevos
requisitos	de	ascenso	previstos	en	el	artículo	37	de	la	Ley	N°	28091.
Pues	bien,	para	resolver	este	extremo,	debemos	precisar	que	cuando	se
aduce	ser	objeto	de	un	trato	desigual	se	exige	la	existencia	de	un	término	de
comparación	sobre	el	que	articular	un	eventual	juicio	de	igualdad.	En	el
presente	caso,	dicha	exigencia	se	cumple,	pues	el	término	de	comparación
está	compuesto	por	los	ministros	consejeros	que	participaron	en	el	proceso
de	ascensos	del	año	2006.	Asimismo,	debe	tenerse	presente	que	para
efectos	de	establecer	si	un	trato	desigual	constituye	un	acto	discriminatorio
se	requiere	determinar	si	dicho	trato	es	injustificado,	esto	es,	carente	de
razonabilidad	y	causante	de	un	perjuicio.
(...)	De	la	lectura	de	la	Segunda	Disposición	Transitoria	del	Decreto
Supremo	N°	130-2003-RE	queda	claro	que	existe	un	tratamiento	desigual
en	el	momento	de	exigirles	a	los	ministros	consejeros	los	requisitos	de
ascenso	para	la	categoría	de	ministro;	y	que	no	existe	una	razón	objetiva
que	justifique	que	a	los	ministros	consejeros	para	los	procesos	de	ascensos
para	la	categoría	de	ministro	de	los	años	2003,	2004,	2005	y	2006	solo	se
les	exija	los	requisitos	de	ascenso	del	artículo	34	de	la	Ley	N°	28091	y	no	los
requisitos	de	ascenso	previstos	en	el	artículo	37,	los	cuales,	mirados	en
conjunto,	muestran	una	clara	diferenciación	en	el	trato	de	los	dos	grupos
(...).”	(T.	C.,	Exp.	04331-2008-PA/TC,	set.	12/2008.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Principio	de	primacía	de	la	realidad	e	irrenunciabilidad
de	los	derechos	laborales,	sustentan	el	pago	solidario	de	los	beneficios	sociales
entre	empresas	vinculadas.	“(...)	Que,	debido	al	carácter	tuitivo	del	derecho
laboral	y	a	la	prioridad	en	el	pago	de	estas	obligaciones	establecido	en	los
artículos	24	y	26	de	la	Constitución	Política	del	Perú,	corresponde	el	pago
solidario	de	los	beneficios	sociales	entre	empresas	vinculadas
económicamente	con	respecto	a	los	créditos	laborales	de	sus	trabajadores
que	mantenga	pendientes	una	de	ellas,	sin	perjuicio	de	reconocer	que	cada
una	de	las	empresas	tengan	una	autonomía	y	personalidad	jurídica	propia	y,
además,	tengan	una	relevancia	unitaria	en	el	ámbito	laboral	como	si	se
tratara	de	una	sola	empresa	con	pluralidad	de	empresarios,	regida	por	el
principio	general	de	la	responsabilidad	solidaria	de	todos	sus	miembros,	lo
que	encuentra	justificación	en	el	principio	de	primacía	de	la	realidad	por
encima	de	las	formas	jurídicas	y	la	irrenunciabilidad	de	los	derechos
laborales	reconocidos	en	el	artículo	26	inciso	2)	de	la	Constitución	Política
del	Estado.	(...)	Que,	la	vinculación	económica	en	el	ámbito	laboral	tiene
importancia	relevante	puesto	que	en	ejercicio	de	la	gestión	corporativa
puede	afectarse	la	continuidad	de	los	trabajadores	en	su	centro	de	trabajo,
al	trasladarlos	de	su	empresa	originaria	a	otra	empresa	vinculada
económicamente	servicios	individuales	y	colectivos	generados	en	la
relación	laboral	(...).”	(C.	S.	Cas.	2406-2009-Lima,	ago.	01/2011.	V.	P.	Mac
Rae	Thays)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	reafirma:	también	hay	solidaridad	en
las	obligaciones	laborales	si	existe	vinculación	económica	entre	las	empresas	o
evidencia	de	un	fraude	laboral.	“(...)	la	determinación	de	que,	en	los	hechos,
se	trata	de	un	único	contrato	de	trabajo	cuyo	empleador	es	el	grupo	mismo
y,	en	específico,	las	empresas	a	las	cuales	se	le	han	prestado	servicios
efectivos;	justifica	la	extinción	de	un	contrato	de	trabajo	con	una	sociedad
conformante	y	el	inmediato	surgimiento	de	otro	con	alguna	de	las	demás
empresas	del	grupo,	es	decir,	la	sucesiva	prestación	de	servicios	para	sus
diferentes	integrantes;	en	ese	sentido,	la	accionante	prestó	servicios	a	la
emplazada	(...),	con	fecha	ocho	de	agosto	de	dos	mil	seis	hasta	el	treinta	de
junio	de	dos	mil	siete,	para	luego	prestarle	servicios	a	(...),	desde	el	día
inmediatamente	posterior,	primero	de	julio	de	dos	mil	siete,	en	condiciones
de	laboralidad	idénticas	(...).	Esta	sucesión	de	hechos	resulta	ser	un
mecanismo	o	modalidad	usual	a	través	de	la	cual	se	ejecuta	el
desplazamiento	de	trabajadores	al	interior	del	grupo	de	empresas	con	la
finalidad,	en	algunos	casos,	de	mantener	una	apariencia	de	plena
independencia	no	sólo	societaria	y	formal,	sino	funcional	y	de	asunción	de
responsabilidades.	(...)	En	efecto,	si	bien	inicialmente	la	existencia	de	un
grupo	empresarial	no	determina	la	condena	al	pago	solidario	de	los	adeudos
laborales	reconocidos	a	los	trabajadores;	empero.	éste	sí	procede	en	caso	se
comprobase	la	existencia	de	fraude	en	la	contratación	de	los	mismos,	con	el
ánimo	de	eludir	pago	de	obligaciones	laborales	que	tienen	como
presupuesto	fáctico	la	continuidad	en	los	servicios	prestados;	que,	en	el	caso
de	autos,	este	supremo	tribunal	estima	que	la	condena	al	pago	solidario	del
adeudo	total	establecido	en	las	instancias	de	mérito,	se	encuentra
sustentando	en	el	hecho	de	que,	a	pesar	que	las	codemandadas	estén
constituidas	formalmente	y	posean	–se	entiende–	capitales	propios,	sin
embargo,	está	acreditado	que	éstas	responden	a	un	objetivo	económico
común,	por	lo	que,	habiendo	quedado	acreditado	que	la	accionante
formalmente	ha	celebrado	contratos	sucesivos	–sin	solución	de
continuidad–	a	favor	de	cada	una	de	las	empresas	del	grupo;	se	aprecia	un
animus	fraudulento,	en	primer	término,	de	evitar	el	pago	de	beneficios
sociales	tratando	de	encubrir	la	relación	como	una	de	naturaleza	civil;	en
segundo	lugar,	al	tratar	de	hacer	responsable	del	pago	de	eventuales	deudas
laborales,	únicamente	a	las	empresas	del	grupo	consideradas
“independientemente	es	decir	en	periodos	diferenciados,	evita	la
persecutoriedad	de	los	bienes	del	empleador	que	–se	colige	con
razonabilidad–	circulan	con	libertad	al	interior	del	grupo;	y,	en	tercer
término,	esta	contratación	sucesiva	pretende	“cortar”	la	naturaleza
indeterminada	del	vínculo,	supuesto	fáctico	a	partir	del	cual	se	liquidan
beneficios	sociales	como:	la	compensación	por	tiempo	de	servicios,
gratificaciones	y	vacaciones”.	(CS,	Cas.	Lab.	328-2012-Lima,	set.	21/2012.	V.
P.	Torres	Vega)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	mantiene	firme	su	criterio	que	reconoce
la	solidaridad	entre	empresas	vinculadas	económicamente.	“(...)	existen
sentencias	casatorias	en	casos	similares	al	presente,	como	las	resoluciones
casatorias	N°	274-2007	y	N°	269-2007-Lima	ambas	del	veintidós	de	mayo
de	dos	mil	ocho	y	N°	132-2002-Lima;	las	que	sostienen	que	debido	al
carácter	tuitivo	del	derecho	laboral	corresponde	el	pago	solidario	de	los
beneficios	sociales	entre	empresas	vinculadas	económicamente	respecto	de
los	créditos	laborales	de	sus	trabajadores	que	mantenga	pendientes	una	de
ellas,	sin	perjuicio	de	reconocer	que	cada	una	de	las	empresas	tengan	una
autonomía	y	personalidad	jurídica	propia,	y	además	tengan	relevancia
unitaria	en	el	ámbito	laboral	como	si	se	tratara	de	una	sola	empresa	con
pluralidad	de	empresarios,	regida	por	el	principio	general	de	la
responsabilidad	solidaria	de	todos	sus	miembros,	lo	que	encuentra
justificación	en	el	Principio	de	Primacía	de	la	Realidad	por	encima	de	las
formas	jurídicas.	Asimismo	en	la	Sentencia	Casatoria	N°	932-2002	de	fecha
seis	de	mayo	de	dos	mil	cinco,	se	pronuncia	sobre	la	solidaridad	entre
empresas	vinculadas	económicamente.	Esta	solidaridad	se	encuentra
justificada	en	el	principio	de	primacía	de	la	realidad	por	encima	de	las
formas	jurídicas	y	el	principio	de	la	irrenunciabilidad	de	los	derechos
laborales	reconocidos	constitucionalmente”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	2130-2010-
Lima,	set.	24/2012.	V.	P.	Torres	Vega)
JURISPRUDENCIA.—El	reconocimiento	de	un	vínculo	económico	entre	dos
empresas	no	quiebra	la	autonomía	de	la	persona	jurídica.	“En	ese	sentido,	en
cuanto	a	la	inaplicación	de	los	artículos	6°,	31	y	51	de	la	Ley	General	de
Sociedades	y	el	artículo	78	del	Código	Civil,	corresponde	señalar	que,
efectivamente,	al	hecho	de	haberse	declarado	en	el	proceso	la	existencia	de
vinculación	económica	entre	las	co-demandadas	y	consecuentemente	su
responsabilidad	solidaria	frente	a	la	acreencia	laboral,	en	modo	alguno
importa	infracción	al	principio	de	autonomía	de	la	persona	jurídica,	puesto
que	la	responsabilidad	solidaria	de	ambas	no	reposa	en	considerar	a	ambas
empresas	como	una	sola	persona	jurídica,	sino	que,	asumiendo	su
individualidad,	esta	responsabilidad	recae	en	la	vinculación	económica	que
subyace	al	formar	parte	del	mismo	grupo	económico;	por	consiguiente,	la
sentencia	de	vista	no	incurre	en	la	causal	de	inaplicación	de	las	citadas
normas,	por	lo	que	esta	denuncia	es	infundada”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	2130-2010-
Lima,	set.	24/2012.	V.	P.	Torres	Vega)
NO	DISCRIMINACIÓN
Const.
ART.	2°.—Toda	persona	tiene	derecho:
(…).
2.	 A	 la	 igualdad	 ante	 la	 ley.	 Nadie	 debe	 ser	 discriminado	 por	motivo	 de
origen,	 raza,	 sexo,	 idioma,	 religión,	 opinión,	 condición	 económica	 o	 de
cualquiera	otra	índole.
(…).
JURISPRUDENCIA.—TC	explica	el	derecho	a	la	igualdad	y	no	discriminación.
“(...)	conforme	a	la	mencionada	cláusula	constitucional,	la	igualdad	tiene	dos
modos	de	ser	interpretada,	como	derecho	a	título	subjetivo	y	como
principio	constitucional.	Como	lo	primero	permite	que	cualquier	persona	o
sujeto	titular	de	derechos	se	autodetermine	de	forma	igual	o	similar	al	resto
de	sus	semejantes,	sin	que	pueda	verificarse	como	admisible	circunstancia
discriminatoria	insustentada,	sea	que	esta	se	genere	por	actos;	sea	que	se
genere	por	omisiones;	sea	que	esta	provenga	del	Estado	o	la	sociedad,	sea
que	esta	se	genere	por	voluntad	o	decisión	de	los	sujetos	privados	o
particulares.
La	igualdad	así	concebida	busca	proteger	a	todo	ser	humano	contra	el	trato
desigual	que	se	juzgue	arbitrario	por	no	tener	sustento	objetivo	razonable,
racional,	adecuado	y	proporcional.	No	es,	por	tanto,	que	todo	trato
diferenciado	sea	per	se	contrario	a	la	Constitución,	sino	que	el	distingo
realizado	se	encuentre	en	una	situación	insustentada.	De	este	modo	lo	que
proscribe	el	ordenamiento	y,	por	ende,	legitima	el	reclamo	de	cada	persona
no	es	la	presencia	de	cualquier	fórmula	distintiva,	sino	única	y
exclusivamente	la	de	aquellas	que	carezcan	de	base	razonable	o	de	sustento
objetivo.
La	igualdad,	por	lo	demás,	es	un	derecho	que,	como	lo	tiene	definido	este
colegiado,	responde	a	dos	tipos	de	concepción.	Una	formal	o	negativa	y	otra
material	o	positiva.	Mientras	que	con	la	primera	se	trata	de	evitar	la
discriminación	por	motivos	o	circunstancias	de	suyo	personales	(raza,	sexo,
opinión,	religión,	idioma,	etc.),	con	la	segunda	se	pretende	garantizar	que	la
condición	personal	distintiva	con	la	que	todo	ser	humano	se	ve	acompañado
a	lo	largo	de	su	vida	no	sea	un	obstáculo	o	impedimento	para	recibir	trato
igual	al	de	sus	propios	semejantes.	En	dicho	contexto,	el	Estado	y	la
sociedad	(incluso	los	particulares)	adquieren	un	rol	protagónico	pues	antes
que	abstenerse	(perspectiva	meramente	negativa),	deben	actuar
promoviendo	condiciones	a	favor	de	los	derechos	(perspectiva	positiva).
Pero	la	igualdad	es	también	y	como	se	ha	dicho	un	principio	fundamental
objetivo	en	tanto	representa	la	expresión	jurídica	de	un	valor	esencial	en	el
desenvolvimiento	de	todo	Estado,	de	la	sociedad	o	de	cualquier	individuo	en
particular.	Según	esta	visión,	toda	conducta	proveniente	del	Estado,	de	sus
poderes	públicos,	del	medio	social	o	de	cualquier	sujeto	en	particular,	debe
encontrarse	exenta	de	comportamientos	discriminatorios	o	diferenciados	a
menos	que	estos	últimos	se	encuentren	sustentados	en	razones
debidamente	justificadas.	No	se	necesita,	por	tanto,	que	dicha	visión	tenga
que	ser	reclamada	por	alguien	en	particular	a	la	luz	de	algún	caso	concreto,
sino	que	la	misma	debe	ser	una	línea	de	raciocinio	permanente	o
inalterable,	una	obligación	imperativa	nacida	para	ser	acatada	o	puesta	en
práctica	en	toda	circunstancia,	por	todos	y	principalmente	por	el	Estado,	en
cuanto	garante	o	protector	de	las	libertades	y	derechos.
En	el	contexto	descrito,	cabe	entonces	apreciar	que	la	igualdad	en
cualquiera	de	sus	dos	variantes	(sea	que	se	presente	como	un	derecho,	sea
que	se	presente	como	principio)	asume	un	rol	capital	dentro	del	esquema
constitucional.	Bien	que	trascendente	debe	ser,	sin	embargo,
adecuadamente	entendida	en	todos	sus	alcances.	De	acuerdo	con	ellos	y
como	ya	se	ha	dicho,	su	invocación	no	significa	la	proscripción	absoluta	de
cualquier	forma	o	expresión	de	trato	desigual,	sino	específicamente	de
aquellas	que	no	obedezcan	a	motivaciones	objetivas	o	elementalmente
razonables	(justas).	Por	consiguiente,	no	está	prohibido	que	el	Estado,	la
sociedad	o	los	individuos	en	particular	puedan	introducir	tratamientos
diferenciados,	sino	que	dichas	diferenciaciones	resulten	irracionales,
grotescas	o	arbitrarias,	sea	por	no	poseer	un	elemento	objetivo	que	las
justifique	o	una	justificación	razonable	que	las	respalde	.(...).”	(T.	C.,	Exp.
05680-2009-PA/TC,	may.	16/2011.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Un	trato	diferenciado	que	tenga	su	origen	en	las
calificaciones	exigidas	para	el	puesto	es	una	práctica	legítima.	“Analizando	el
Convenio	N°	111,	para	la	Organización	Internacional	de	Trabajo,	define	a	la
discriminación	del	siguiente	modo:	‘1.	A	los	efectos	de	este	convenio,	el
término	discriminación	comprende:	a)	cualquier	distinción,	exclusión	o
preferencia	basada	en	motivos	de	raza,	color,	sexo,	religión,	opinión	política,
ascendencia	nacional	u	origen	social	que	tenga	el	efecto	de	anular	o	alterar
la	igualdad	de	oportunidades	o	de	trato	en	el	empleo	y	la	ocupación’;	así,	‘la
discriminación	en	el	empleo	y	en	la	ocupación	supone	una	diferenciación	de
trato	de	las	personas	por	razón	de	su	raza,	color	o	sexo,	entre	otros	motivos,
independientemente	de	cuáles	sean	sus	aptitudes	o	de	los	requisitos	del
trabajo	que	deban	desempeñar’;	sin	embargo,	es	claro	que	no	todos	las
distinciones	efectuadas	por	el	empleador	deben	ser	calificadas	como
discriminatorias.	Así,	un	trato	diferenciado	que	tenga	su	origen	en	las
calificaciones	exigidas	para	un	puesto	de	trabajo	es	una	práctica	legítima,
ello	mientras	no	se	coarte	la	igualdad	de	oportunidades,	las	diferencias	de
trato	no	se	considerarán	discriminatorias.	En	esta	línea,	la	definición	sobre
discriminación	glosada	precedentemente	comprende	–así–	tanto	a	la
discriminación	directa	como	la	indirecta.	La	primera,	ocurre	cuando	el	trato
menos	favorable	ocurre	con	base	a	un	motivo	ilícito,	o	más	de	uno,	de	forma
implícita	o	explícita,	independientemente	de	que	‘el	acto	u	omisión	no	haga
referencia	clara	a	esta	causa’;	mientras	que,	la	discriminación	indirecta,
parte	de	identificar	y	tratar	situaciones	en	las	que	un	trato	determinado	se
extiende	por	igual	a	las	personas,	pero	ocasiona	resultados	discriminatorios
para	un	grupo	en	particular	que	está	protegido	por	el	Convenio	N°	111
(mujeres,	grupos	étnicos	y	religiosos,	entre	otros.)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	1817-
2011-Lambayeque,	abr.	13/2012.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Cuáles	son	las	medidas	que	no	se	consideran
discriminatorias.	“Octavo.-	Además	de	lo	anterior,	en	el	citado	Convenio	N°
111,	se	establecen	cuáles	son	las	medidas	que	no	se	consideran
discriminatorias;	así,	no	serán	consideradas	como	discriminación:	i)	las	que
se	basen	en	las	calificaciones	exigidas	para	un	empleo	determinado;	ii)	las
que	puedan	estar	justificadas	por	la	protección	de	la	seguridad	del	Estado,	y
iii)	las	que	tengan	el	carácter	de	medidas	de	protección	o	de	asistencia.
Desarrollando	la	primera	medida,	por	estar	estrechamente	vinculado	al
caso	en	análisis,	en	virtud	del	artículo	2°	del	citado	Convenio,	‘las
distinciones,	exclusiones	o	preferencias	basadas	en	las	calificaciones
exigidas	para	un	empleo	determinado	no	serán	consideradas	como
discriminación’;	sin	embargo,	esta	excepción	debe	interpretarse	en	forma
restrictiva,	pues	lo	que	se	busca	a	través	de	esta	disposición	es	que	el	acceso
a	la	formación,	al	empleo	y	a	la	ocupación	se	base	en	criterios	objetivos
definidos	según	las	calificaciones	académicas	y	ocupacionales	requeridas
para	la	actividad	en	cuestión;	no	obstante,	no	puede	predicarse	la	exigencia
de	una	calificación	para	un	empleo	y	aplicarla	–por	extensión–	a	las	demás
actividades	‘similares’	existentes	en	un	sector	de	la	empresa,	ello
fundamentalmente	porque,	cada	caso	debe	examinarse	atendiendo	a	las
particularidades	que	se	presenten.	Disposición	dictada	en	razón,
precisamente,	a	la	dificultad	de	establecer	parámetros	o	reglas	generales
aplicables	a	todos	los	supuestos	de	hecho”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	1817-2011-
Lambayeque,	abr.	13/2012.	V.	P.	Acevedo	Mena)
COMENTARIO.—Principio	de	no	discriminación.	Por	 su	 importancia,	 el
tema	de	la	discriminación	ha	sido	tratado	en	el	plano	constitucional	tanto	de
modo	general,	en	el	numeral	2	de	su	Art.	2°,	como	específicamente	referido
al	 ámbito	 laboral,	 en	 el	 primer	 numeral	 del	 Art.	 26	 de	 la	 Constitución
vigente.
Adicionalmente,	la	Ley	N°	26772,	reglamentada	por	el	Decreto	Supremo	N°
002-98-TR,	regula	las	figuras	de	la	discriminación	e	igualdad	de	trato	en	lo
referente	a	las	ofertas	de	empleo	y	acceso	a	medios	de	formación	educativa.
DOCTRINA.—Causales	 de	 discriminación.	 Enumeración	 enunciativa.
No	 taxativa.	 “(...)	 La	 enumeración	 de	 los	 motivos	 de	 discriminación	 que
formula	 la	 ley	 es	meramente	 enunciativa	 y	 no	 taxativa.	 Ello	 significa	 que
está	incluida	en	la	prohibición	toda	distinción	que	tenga	por	efecto	anular	o
alterar	la	igualdad	de	oportunidades	o	de	trato	de	un	trabajador	fundada	en
un	 motivo	 arbitrario	 (...)”.	 (ETALA,	 Carlos	 Alberto.	 Contrato	 de	 Trabajo,
Astrea,	1999;	pág.	62)
DOCTRINA.—Igualdad	 de	 oportunidades	 sin	 discriminación.	 “Con	 la
vigencia	de	este	principio	se	pretende	evitar	las	arbitrariedades	que	pueden
surgir	 de	 tratos	 desiguales	 que	 no	 tienen	 fundamento	 alguno”.
(TISSEMBAUM,	Mariano.	 La	 constitucionalización	 del	 derecho	 del	 trabajo,
La	Ley,	Buenos	Aires,	1971;	pág.	549)
LEY	DE	IGUALDAD	DE	OPORTUNIDADES	ENTRE	MUJERES	Y
HOMBRES
Ley	28983.
ART.	1°.—Del	 objeto	 y	 ámbito	de	 aplicación	de	 la	 ley.	La	 presente	 ley
tiene	por	objeto	establecer	el	marco	normativo,	 institucional	y	de	políticas
públicas	en	los	ámbitos	nacional,	regional	y	local,	para	garantizar	a	mujeres
y	 hombres	 el	 ejercicio	 de	 sus	 derechos	 a	 la	 igualdad,	 dignidad,	 libre
desarrollo,	bienestar	y	autonomía,	impidiendo	la	discriminación	en	todas	las
esferas	de	su	vida,	pública	y	privada,	propendiendo	a	la	plena	igualdad.
Ley	28983.
ART.	2°.—Del	concepto	de	discriminación.	Para	los	efectos	de	la	presente
ley,	se	entiende	por	discriminación	cualquier	tipo	de	distinción,	exclusión	o
restricción,	 basada	 en	 el	 sexo,	 que	 tenga	 por	 objeto	 o	 por	 resultado
menoscabar	o	anular	el	reconocimiento,	goce	o	ejercicio	de	los	derechos	de
las	 personas,	 independientemente	 de	 su	 estado	 civil,	 sobre	 la	 base	 de	 la
igualdad	 entre	 la	 mujer	 y	 el	 hombre,	 de	 los	 derechos	 humanos	 y	 las
libertades	fundamentales	en	las	esferas	política,	económica,	social,	cultural
o	en	 cualquier	otra,	 en	 concordancia	 con	 lo	 establecido	en	 la	Constitución
Política	 del	 Perú	 y	 en	 los	 instrumentos	 internacionales	 ratificados	 por	 el
Estado	peruano.
Ley	28983.
ART.	5°.—De	los	lineamientos	del	Poder	Legislativo.	Para	los	efectos	del
cumplimiento	de	 la	presente	 ley,	 serán	 lineamientos	del	Poder	Legislativo
los	siguientes:
a)	Aprobar	normas	que	garanticen	los	derechos	de	igualdad	entre	mujeres
y	 hombres,	 a	 nivel	 laboral,	 económico,	 cultural,	 social,	 político	 y	 en
cualquier	 otra	 esfera;	 acorde	 con	 los	 compromisos	 y	 tratados
internacionales	que	incorporan	la	equidad	de	género,	la	inclusión	social	y	la
igualdad	de	 oportunidades,	 asumidos	 y	 ratificados	por	 el	 Estado	peruano,
debiendo	 derogar,	 modificar	 o	 dejar	 sin	 efecto	 las	 normas	 que	 producen
discriminación.
b)	 Fiscalizar	 la	 aplicación	 y	 cumplimiento	 de	 las	 normas	 y	 políticas	 que
garanticen	la	igualdad	de	oportunidades	y	la	equidad	de	género.
Ley	28983.
ART.	 6°.—De	 los	 lineamientos	 del	 Poder	 Ejecutivo,	 gobiernos
regionales	y	gobiernos	locales.	El	Poder	Ejecutivo,	gobiernos	regionales	y
gobiernos	 locales,	 en	 todos	 los	 sectores,	 adoptan	 políticas,	 planes	 y
programas,	 integrando	 los	 principios	 de	 la	 presente	 ley	 de	 manera
transversal.	Para	tal	efecto,	son	lineamientos:
(...).
f)	Garantizar	el	derecho	a	un	trabajo	productivo,	ejercido	en	condiciones	de
libertad,	 equidad,	 seguridad	 y	 dignidad	 humana,	 incorporando	 medidas
dirigidas	a	evitar	cualquier	tipo	de	discriminación	laboral,	entre	mujeres	y
hombres,	en	el	acceso	al	empleo,	en	la	formación,	promoción	y	condiciones
de	 trabajo,	 y	 en	 una	 idéntica	 remuneración	 por	 trabajo	 de	 igual	 valor.	 Se
incluye	 entre	 los	 derechos	 laborales	 la	 protección	 frente	 al	 hostigamiento
sexual	y	la	armonización	de	las	responsabilidades	familiares	y	laborales.
g)	Promover	 la	 formalización	de	 las	 trabajadoras	y	 los	 trabajadores	de	 la
economía	informal	en	las	zonas	urbanas	y	rurales.
h)	Garantizar	un	trato	no	discriminatorio	a	las	trabajadoras	del	hogar.
(...).
DISCRIMINACIÓN	EN	LAS	OFERTAS	DE	EMPLEO
Ley	26772.
ART.	1°.—Modificado.	Ley	27270,	Art.	2°.	La	oferta	de	empleo	y	el	acceso
a	 centros	 de	 formación	 educativa	 no	 podrán	 contener	 requisitos	 que
constituyan	 discriminación,	 anulación	 o	 alteración	 de	 la	 igualdad	 de
oportunidades	o	de	trato.
D.	S.	002-98-TR.
ART.	 1°.—La	 prohibición	 en	materia	 de	 discriminación	 establecida	 en	 el
artículo	1°	de	la	Ley	N°	26772,	respecto	a	las	ofertas	de	empleo	y	acceso	a
medios	de	formación	educativa,	es	aplicable	a	los	empleadores	contratantes,
a	 los	medios	de	 formación	educativa,	así	 como	a	 las	agencias	de	empleo	y
otras	que	sirvan	de	 intermediadoras	en	 las	ofertas	de	empleo.	Se	entiende
por	 medios	 de	 formación	 educativa	 o	 medios	 de	 formación	 técnica	 o
profesional,	 a	 aquellas	 instituciones	 integrantes	 del	 sistema	 educativo
formal,	de	conformidad	con	el	inciso	a)	del	artículo	33	de	la	Ley	N°	23384,
Ley	 General	 de	 Educación,	 o	 norma	 similar	 que	 la	 sustituya	 y	 a	 los
Programas	 de	 Capacitación	 para	 el	 Trabajo,	 contenidos	 en	 el	 Título	 I	 del
TUO	de	 la	 Ley	 de	 Formación	 y	 Promoción	 Laboral,	 aprobado	 por	Decreto
Supremo	N°	002-97-TR.
NOTA:	La	Ley	N°	23384	fue	expresamente	derogada	por	la	primera	disposición	final	de	la	Ley	N°
28044.
CONCEPTO	DE	DISCRIMINACIÓN
Ley	26772.
ART.	2°.—Modificado.	Ley	27270,	Art.	2°.	Se	entiende	por	discriminación,
la	anulación	o	alteración	de	la	igualdad	de	oportunidades	o	de	trato,	en	los
requerimientos	 de	 personal,	 a	 los	 requisitos	 para	 acceder	 a	 centros	 de
educación,	 formación	 técnica	 y	 profesional,	 que	 impliquen	 un	 trato
diferenciado	 basado	 en	 motivos	 de	 raza,	 sexo,	 religión,	 opinión,	 origen
social,	condición	económica,	estado	civil,	edad	o	de	cualquier	índole.
D.	S.	002-98-TR.
ART.	 3°.—No	 se	 consideran	 prácticas	 discriminatorias	 por	 estar
sustentadas	 en	una	 justificación	objetiva	 y	 razonable,	 aquellas	 basadas	 en
las	 calificaciones	 exigidas	 para	 el	 desempeño	 del	 empleo	 o	 medio	 de
formación	ofertado.
D.	S.	002-98-TR.
ART.	4°.—No	se	considera	justificación	objetiva	y	razonable	y	por	lo	tanto
constituye	práctica	 discriminatoria	 para	 los	 fines	 del	 artículo	 2°	 de	 la	 ley,
aquella	referida	a	 las	preferencias	subjetivas	de	 los	clientes,	o	a	 los	costos
específicos	 derivados	 de	 la	 contratación	 o	 admisión	 de	 una	 persona.
Tampoco	 se	 considera	 que	 existe	 una	 justificación	 objetiva	 y	 razonable
cuando	se	excluye	al	postulante,	en	 función	de	su	pertenencia	a	un	grupo,
gremio	o	asociación	con	fines	lícitos.
SANCIONES
Ley	26772.
ART.	 3°.—Modificado.	 Ley	 27270,	 Art.	 2°.	 Las	 personas	 naturales	 o
jurídicas	que,	en	el	ejercicio	de	su	actividad	a	través	de	sus	 funcionarios	o
dependientes,	 incurran	 en	 las	 conductas	 que	 impliquen	 discriminación,
anulación,	alteración	de	igualdad	de	oportunidades	o	de	trato,	en	las	ofertas
de	 empleo,	 serán	 sancionadas	 por	 el	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción
Social;	y	cuando	se	refieran	al	acceso	a	centro	de	formación	educativa,	serán
sancionadas	por	el	Ministerio	de	Educación.
La	 sanción	 administrativa	 será	 de	 multa	 no	 mayor	 de	 3	 Unidades
Impositivas	Tributarias	o	 cierre	 temporal	del	 local	que	no	excederá	de	un
año.
En	 los	 casos	 antes	 mencionados	 se	 podrá	 sustituir	 la	 sanción	 de	 cierre
temporal	 por	 el	 doble	 de	 la	 multa	 impuesta,	 si	 las	 consecuencias	 que
pudieran	seguir	a	un	cierre	 temporal	 lo	 justifican.	La	sanción	se	aplica	sin
perjuicio	 de	 la	 indemnización	 a	 que	 hubiere	 lugar	 a	 favor	 de	 la	 persona
afectada.
D.	S.	002-98-TR.
ART.	 5°.—La	 Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo	 actuará	 a	 petición	 de
parte	en	la	investigación	de	los	hechos	señalados	en	el	artículo	1°	de	la	ley.
Excepcionalmente,	en	caso	de	presentarse	notoria	o	evidente	infracción,	 la
autoridad	podrá	actuar	de	oficio.
D.	S.	002-98-TR.
ART.	 2°.—Los	 medios	 de	 comunicación	 masiva	 que	 difundan	 ofertas	 de
empleo	 y	 de	 acceso	 a	 centros	 de	 formación	 educativa,	 se	 encuentran
obligados	 a	 brindar	 a	 la	 Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo,	 la
información	necesaria	y	las	facilidades	para	la	investigación	a	que	se	refiere
el	 artículo	 5°	 del	 presente	 decreto	 supremo,	 bajo	 apercibimiento	 de
imponérseles	la	multa	que	hubiese	correspondido	al	infractor.
D.	S.	002-98-TR.
ART.	 8°.—La	 persona	 que	 hubiere	 participado	 en	 un	 procedimiento	 de
selección	 o	 admisión	 a	 un	 puesto	 de	 trabajo	 o	 a	 un	 medio	 de	 formación
educativa	y	que,	debido	a	criterios	discriminatorios	señalados	por	la	ley,	no
hubiese	 sido	 contratada	 o	 admitida,	 podrá	 demandar	 una	 indemnización
por	los	daños	sufridos.	Dicha	demanda	será	tramitada	en	la	vía	civil	en	un
proceso	de	conocimiento.
NOTA:	Según	la	Segunda	Disposición	Derogatoria	de	la	Ley	29497,	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo,
se	deja	sin	efecto	el	artículo	8°	del	D.	S.	N°	002-98-TR.	La	norma	entró	en	vigencia	el	15	de	julio	de
2010	y	su	aplicación	se	realiza	progresivamente	de	acuerdo	a	los	cronogramas	establecidos	por	el
Consejo	Ejecutivo	del	Poder	Judicial	a	nivel	nacional.
D.	S.	002-98-TR.
ART.	9°.—La	indemnización	a	que	se	refiere	el	artículo	anterior,	será	fijada
con	 criterio	 de	 razonabilidad	 y	 proporcionalidad,	 debiendo	 tenerse	 en
consideración,	el	monto	de	la	remuneración	anual	ofertada	o	de	la	pensión
anual,	según	se	trate	de	discriminación	en	materia	de	oferta	de	empleo	o	de
acceso	a	medios	de	formación	educativa,	respectivamente.
IGUALDAD	Y	NO	DISCRIMINACIÓN	EN	EL	ACCESO	AL	EMPLEO
Y	LA	OCUPACIÓN
R.	M.	159-2013-TR.
ART.	 1°.—Objeto.	 Aprobar	 el	 documento	 denominado	 “Guía	 de	 buenas
prácticas	en	materia	de	igualdad	y	no	discriminación	en	el	acceso	al	empleo
y	 la	 ocupación”,	 que	 como	 anexo	 forma	 parte	 integrante	 de	 la	 presente
resolución	ministerial.
GUÍA	DE	BUENAS	PRÁCTICAS
R.	M.	159-2013-TR.
Dirección	General	 de	Derechos	 Fundamentales	 y	 Seguridad	 y	 Salud	 en	 el
Trabajo
Guía	de	buenas	prácticas	en	materia	de	igualdad	y	no	discriminación	en	el
acceso	al	empleo	y	la	ocupación
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I.	Introducción
1.1.	Base	normativa
-	Constitución	Política	del	Perú,	artículo	2°	numeral	2,	artículo	23	y	artículo
26	numeral	l.
-	Convenio	núm.	111	de	 la	OIT,	 ratificado	por	el	Estado	peruano	el	10	de
agosto	de	1970.
-	Ley	N°	26772,	que	dispone	que	las	ofertas	de	empleo	y	acceso	a	medios	de
formación	 educativa	 no	 podrán	 contener	 requisitos	 que	 constituyan
discriminación,	 anulación	 o	 alteración	 de	 igualdad	 de	 oportunidades	 o	 de
trato.
-	Decreto	Supremo	N°	002-98-TR,	que	dicta	normas	 reglamentarias	de	 la
Ley	N°	26772,	sobre	prohibición	de	discriminación	en	las	ofertas	de	empleo
y	acceso	a	medios	de	formación	educativa.
-	 Ley	 N°	 28983,	 Ley	 de	 igualdad	 de	 oportunidades	 entre	 mujeres	 y
hombres.
-	Ley	N°	27270,	Ley	contra	Actos	de	Discriminación.
-	Ley	N°	29973,	Ley	General	de	la	Persona	con	Discapacidad.
-	 Decreto	 Supremo	N°	 007-2008-TR,	 Texto	 Único	Ordenado	 de	 la	 Ley	 de
Impulso	al	Desarrollo	Productivo	y	al	Crecimiento	Empresarial.
-	Ley	N°	29381,	Ley	de	Organización	y	Funciones	del	Ministerio	de	Trabajo
y	Promoción	del	Empleo.
-	 Decreto	 Supremo	 N°	 004-2010-TR,	 Reglamento	 de	 Organización	 y
Funciones	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	artículo	3°.
1.2.	Objetivos	de	la	guía
Son	objetivos	de	esta	guía:
-	 Promover	 la	 aplicación	 efectiva	 del	 mandato	 de	 no	 discriminación	 y
igualdad	de	trato	y	de	oportunidades	en	el	acceso	al	empleo	y	la	ocupación.
-	Contribuir	a	que	empleadores	y	agencias	de	empleo	prevengan	prácticas
discriminatorias	o	contrarias	a	la	igualdad	de	trato	y	de	oportunidades	en	el
acceso	al	empleo	y	la	ocupación.
-	Ayudar	a	abogados	y	consultores	a	 formular	a	sus	clientes	o	asesorados
recomendaciones	 acordes	 con	 el	 mandato	 de	 eliminación	 de	 la
discriminación	y	promoción	de	la	igualdad	de	trato	y	de	oportunidades	en	el
acceso	al	empleo	y	la	ocupación.
-	Aportar	criterios	en	materia	de	no	discriminación	e	igualdad	de	trato	y	de
oportunidades,	que	pueden	contribuir	a	la	resolución	de	casos	concretos	en
las	diversas	instancias	administrativas	y	judiciales.
-	 Ayudar	 a	 los	 empleadores	 y	 a	 las	 personas	 que	 tengan	 a	 su	 cargo	 los
procesos	de	selección	y	contratación	de	personal	a	conocer	sus	obligaciones
y	sus	responsabilidades	relacionadas	con	la	no	discriminación	y	la	igualdad
de	trato	y	de	oportunidades.
1.3.	Quiénes	pueden	utilizar	esta	guía?
Esta	 guía	 puede	 ser	 utilizada	 por	 todos	 los	 empleadores	 del	 sector
privado,	 sin	 importar	 el	 tamaño	 de	 la	 unidad	 productiva,	 el	 sector	 de
actividad	o	el	número	de	trabajadores	con	el	que	cuenten.
El	Estado	como	empleador	tiene	deberes	y	responsabilidades	particulares
y	más	rigurosas,	que	se	rigen	por	normas	especiales.	Sin	embargo,	también
está	 obligado	 a	 prevenir	 la	 discriminación	 en	 el	 acceso	 al	 empleo	 y
garantizar	 la	 igualdad	de	 trato.	Por	esta	 razón,	 los	 criterios	 contenidos	en
esta	guía	también	podrán	ser	de	utilidad	para	las	entidades	estatales	en	su
rol	de	empleadores.
Es	 importante	 enfatizar	 que	 las	 pequeñas	 y	 micro	 empresas	 no	 están
exentas	 del	 cumplimiento	 de	 las	 normas	 en	 materia	 de	 discriminación	 e
igualdad	de	trato	y	de	oportunidades	en	el	empleo.	El	Decreto	Supremo	N°
007-2008-TR,	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Impulso	 al	 Desarrollo
Productivo	y	al	Crecimiento	Empresarial,	señala	en	el	numeral	4	del	artículo
37	que	en	toda	empresa,	cualquiera	sea	su	dimensión,	ubicación	geográfica
o	 actividad,	 se	 deben	 respetar	 los	 derechos	 laborales	 fundamentales,
garantizando	 que	 los	 trabajadores	 no	 sean	 discriminados	 en	 base	 a	 raza,
credo,	género,	origen	y,	 en	general,	 en	base	a	 cualquier	otra	 característica
personal,	creencia	o	afiliación.	En	 tal	sentido,	si	bien	es	comprensible	que,
dadas	 sus	 dimensiones,	 estos	 empleadores	 tengan	 procedimientos	 de
selección	menos	complejos,	estos	deben	cumplir	con	las	normas	que	buscan
eliminar	 la	 discriminación	 y	 garantizar	 la	 igualdad	 de	 trato	 y	 de
oportunidades.
1.4.	Beneficios	de	utilizar	esta	guía
Aplicar	 los	 criterios	 contenidos	 en	 esta	 guía	 puede	 ser	 especialmente
beneficioso	para	los	empleadores	por	las	siguientes	razones:
-	 Permite	 comprender	 y	 cumplir	 las	 obligaciones	 en	 materia	 de
discriminación	 e	 igualdad	 de	 trato	 y	 de	 oportunidades	 en	 el	 acceso	 al
empleo	 y	 la	 ocupación,	 establecidas	 en	 la	 normativa	 nacional	 e
internacional.
-	 La	 eliminación	 de	 la	 discriminación	 en	 el	 acceso	 al	 empleo	 facilita	 la
erradicación	 de	 la	 discriminación	 en	 otros	 momentos	 de	 la	 relación	 de
trabajo.
-	Facilita	la	adopción	e	implementación	de	políticas	en	la	empresa	o	entidad
para	 promover	 la	 igualdad	 de	 oportunidades	 en	 el	 acceso	 al	 empleo	 y	 la
ocupación	que,	además,	pueden	ser	consideradas	a	efectos	del	otorgamiento
de	certificaciones	de	buenas	prácticas	 laborales,	 como	 la	que	otorga	el
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
-	Permite	atraer	una	fuerza	laboral	más	diversa	y,	por	tanto,	con	una	amplia
gama	de	talentos,	habilidades,	experiencias,	red	de	contactos	y	culturas,	que
puede	redundar	en	beneficios	concretos	para	la	empresa.
-	 Ayuda	 a	 crear	 un	 ambiente	 de	 trabajo	 donde	 las	 personas	 se	 sienten
valoradas	 y	 respetadas.	 Esto	 permite	 la	 retención	 de	 empleados	 (con	 el
respectivo	 ahorro	 de	 costos	 en	 reclutamiento,	 inducción	 y	 entrenamiento
que	ello	conlleva),	incrementa	la	productividad	y	eficiencia,	disminuye	los
índices	 de	 ausentismo,	 rotación	 y	 clima	 laboral,	 y	 forja	 un	 mayor
compromiso	y	lealtad	de	los	trabajadores	con	el	empleador.
-	Reduce	el	 riesgo	de	 litigios	y	denuncias	a	nivel	administrativo	o	 judicial
que	 pueden	 implicar	 responsabilidades	 para	 la	 empresa	 o	 entidad	 o	 para
sus	directivos	y	que	consumen	tiempo	y	dinero.
-	 Impacta	 positivamente	 en	 la	 imagen	 pública	 y	 reputación	 de	 la
organización.
-	Hace	más	eficiente	la	gestión	de	los	recursos	humanos	pues,	cuando	se
definen	 de	 manera	 objetiva	 los	 requisitos	 reales	 requeridos	 para	 el
desarrollo	 de	 cada	 puesto	 de	 trabajo,	 se	 incrementa	 la	 eficacia	 de	 las
políticas	de	selección	y	contratación.
-	Contribuye	a	que	los	centros	de	trabajo	sean	lugares	inclusivos.
Esta	guía	también	es	útil	para	que	los	trabajadores	conozcan	sus	derechos
en	 materia	 de	 no	 discriminación	 e	 igualdad	 en	 el	 acceso	 al	 empleo	 y	 la
ocupación,	y	comprendan	con	mayor	claridad	 las	buenas	prácticas	en	esta
área	de	las	relaciones	de	trabajo.
Los	 ejemplos	 y	 recomendaciones	 prácticas	 que	 aquí	 se	 ofrecen	 no
necesariamente	 se	 basan	 en	 casos	 reales	 o	 en	 situaciones	 resueltas	 por
tribunales	o	por	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo.	Su	único	objeto	es
ilustrar	el	significado	de	un	concepto	o	de	un	precepto	 legal	y	 la	 forma	de
aplicarlo	 en	 la	 práctica.	 Debe	 tomarse	 en	 cuenta	 que,	 en	 ocasiones,	 la
realidad	planteará	 elementos	 adicionales	 a	 considerarlos	 que	 deberán	 ser
tomados	en	cuenta	al	momento	de	revisar	 los	criterios	contenidos	en	esta
guía.	 De	 similar	 forma,	 la	 lectura	 y	 aplicación	 de	 esta	 guía	 no	 excluye	 la
posibilidad	de	recurrir	a	una	asesoría	legal	especializada.
II.	Marco	conceptual.-
2.1.	¿Qué	es	la	discriminación	y	la	igualdad	de	trato?
La	 Constitución	 y	 la	 discriminación	 y	 la	 igualdad	 en	 el	 empleo	 y	 la
ocupación
El	numeral	2	del	artículo	2°	de	la	Constitución	Política	del	Perú	consagra	el
principio	de	igualdad	ante	la	ley,	prohibiendo	la	discriminación	por	motivo
de	 origen,	 raza,	 sexo,	 idioma,	 religión,	 opinión,	 condición	 económica	 o	 de
cualquiera	 otra	 índole.	 De	 otro	 lado,	 el	 numeral	 1	 del	 artículo	 26	 recoge,
entre	 los	 principios	 que	 rigen	 la	 relación	 laboral,	 el	 de	 igualdad	 de
oportunidades	 sin	 discriminación.	 La	 Constitución	 Política	 del	 Perú
complementa	dichas	disposiciones	 con	el	 segundo	párrafo	del	 artículo	23,
que	 señala	 que	 ninguna	 relación	 laboral	 puede	 limitar	 el	 ejercicio	 de	 los
derechos	 constitucionales,	 ni	 desconocer	 o	 rebajar	 la	 dignidad	 del
trabajador.
El	Convenio	núm.	111	de	la	OIT
El	primer	párrafo	del	artículo	1°	del	Convenio	núm.	111	de	la	Organización
Internacional	 del	 Trabajo,	 ratificado	por	 el	 Perú	mediante	Decreto	 Ley	N°
17687	 de	 6	 de	 junio	 de	 1969,	 define	 la	 discriminación	 como	 cualquier
distinción,	 exclusión	o	preferencia	basada	en	motivos	de	 raza,	 color,	 sexo,
religión,	opinión	política,	ascendencia	nacional	u	origen	social	que	tenga	el
efecto	 de	 anular	 o	 alterar	 la	 igualdad	 de	 oportunidades	 o	 de	 trato	 en	 el
empleo	y	la	ocupación.
Como	puede	verse,	para	el	convenio,	la	discriminación	en	el	empleo	y	en	la
ocupación	supone:
i)	 Un	 elemento	 de	 hecho	 que	 es	 una	 diferencia	 de	 trato	 y	 que	 puede
consistir	 en	una	distinción,	 exclusión	o	preferencia,	 que	 se	origina	 en	una
acción	u	omisión;
ii)	 Un	motivo	 en	 el	 cual	 se	 basa	 la	 diferenciación	 que	 puede	 ser	 la	 raza,
color	o	sexo,	entre	otros	motivos;
iii)	Un	resultado	objetivo	que	es	la	afectación	de	la	 igualdad	de	trato	o	de
oportunidades1.
El	concepto	de	discriminación	que	debe	utilizarse	en	el	Perú	es,	justamente,
el	 establecido	 en	 el	 Convenio	 núm.	 111	 de	 la	 OIT	 porque	 esta	 norma
internacional	forma	parte	de	derecho	interno	en	virtud	de	su	ratificación,	y
porque	 tiene	 la	 virtud	 de	 recoger	 y	 adoptar	 criterios	 universalmente
aceptados	y	legitimados	por	el	consenso	tripartito.
El	motivo	discriminatorio
Como	 se	desprende	de	 la	definición	del	 Convenio	núm.	111,	 no	 se	puede
realizar	 diferencias	 sobre	 la	 base	 de	 determinados	motivos,	 denominados
“motivos	 prohibidos”.	 La	 raza,	 el	 sexo,	 el	 idioma,	 la	 religión,	 la	 opinión
política	 son	 ejemplos	 de	 motivos	 de	 discriminación	 mencionados
expresamente	por	diversas	normas	laborales.
Debe	 tenerse	 presente	 que	 estos	 motivos	 prohibidos	 refieren	 a
diferenciaciones	que	se	han	reproducido	sistemática	e	históricamente	y	que
han	originado	la	segregación	que	sufren	determinados	grupos	de	personas.
Por	 ello,	 el	 uso	 de	 estos	motivos	 se	 encuentra	 proscrito,	 salvo	 que,	 como
veremos	más	adelante,	se	 justifique	en	necesidades	estrictas	del	puesto	de
trabajo.
A	 continuación,	 explicamos	 a	 qué	 situaciones	 refieren	 los	 principales
motivos	de	discriminación	contenidos	en	nuestra	legislación.
Discriminación	por…
•	 Raza	 o
color
Distinciones	 efectuadas	 sobre	 la	 base	 del	 grupo	 étnico	 al	 que
pertenece	 un	 individuo.	 El	 color	 de	 la	 piel	 es	 una	 de	 las
características	más	notorias	de	la	pertenencia	a	un	grupo	étnico.
Por	 ejemplo,	 dar	 trato	 diferente	 a	 una	 persona	 por	 ser	 de	 raza
negra	o	indígena.
•	Sexo
Distinciones	fundadas	sobre	la	base	de	los	caracteres	y	funciones
que	 diferencian	 al	 hombre	 y	 la	 mujer.	 Por	 ejemplo,	 dar	 trato
diferente	a	una	persona	por	el	solo	hecho	de	ser	mujer.
•	Religión
Distinciones	efectuadas	sobre	la	base	de	las	creencias	o	prácticas
religiosas	de	una	persona.	Por	ejemplo,	dar	trato	diferente	a	una
persona	por	pertenecer	a	una	iglesia	evangélica.
•Opinión
política
Distinciones	 efectuadas	 sobre	 la	 base	 de	 las	 ideas	 políticas
expresadas	 por	 una	 persona.	 Por	 ejemplo,	 dar	 trato	 diferente	 a
una	persona	por	su	afiliación	a	un	grupo	político.
•
Ascendencia
nacional
Distinciones	realizadas	entre	los	ciudadanos	de	un	mismo	país	en
función	de	su	lugar	de	nacimiento,	de	su	ascendencia	o	su	origen
extranjero.	Por	ejemplo,	dar	trato	diferente	a	una	persona	por	su
ascendencia	extranjera.
•	 Origen
social
Distinciones	efectuadas	por	la	pertenencia	de	una	persona	a	una
clase,	 categoría	 socioprofesional	 o	 casta.	 Por	 ejemplo,	 dar	 trato
diferente	a	una	persona	por	provenir	de	una	zona	rural
•	Idioma
Distinciones	 efectuadas	 sobre	 la	 base	 de	 la	 lengua	 hablada	 por
una	 persona.	 Por	 ejemplo,	 dar	 un	 trato	 diferente	 a	 las	 personas
que	hablen	quechua.
Distinciones	efectuadas	sobre	la	base	de	los	medios	económicos
•Condición
económica
con	lo	que	una	persona	cuenta.	Por	ejemplo,	dar	un	trato	diferente
a	las	personas	que	provienen	de	familias	en	situación	de	pobreza.
•	 Estado
civil
Distinciones	efectuadas	sobre	la	base	de	la	situación	familiar	de
las	 personas	 proveniente	 del	 matrimonio	 o	 la	 convivencia.	 Por
ejemplo,	 dar	 un	 trato	 diferente	 en	 el	 empleo	 a	 las	 personas
casadas.
•	Edad
Distinciones	efectuadas	sobre	la	base	de	la	edad	de	una	persona.
Por	ejemplo,	excluir	de	la	postulación	a	un	empleo	a	las	personas
mayores	de	40	años.
•Libertad
sindical
Distinciones	 efectuadas	 sobre	 la	 base	 de	 la	 afiliación	 de	 una
persona	 a	 un	 sindicato	 o	 por	 el	 desarrollo	 de	 actividades
sindicales.	Por	ejemplo,	otorgar	condiciones	de	trabajo	diferentes
a	determinados	trabajadores	por	ser	representantes	sindicales.
•
Discapacidad
Distinciones	 efectuadas	 respecto	 de	 las	 personas	 con
discapacidad	 física,	 sensorial,	 mental	 o	 intelectual	 de	 carácter
permanente.	Por	ejemplo,	no	permitir	la	postulación	a	un	empleo
de	una	persona	invidente.
•	VIH
Distinciones	efectuadas	sobre	la	base	del	hecho	que	una	persona
es	 portadora	 del	 VIH.	 Por	 ejemplo,	 excluir	 a	 una	 persona	 de	 un
empleo	por	ser	portadora	de	VIH.
Es	importante	considerar	que	este	listado	de	motivos	de	discriminación	es
enunciativo	 y	 no	 taxativo.	 Es	 decir,	 es	 posible	 que	 con	 el	 tiempo	 surjan
nuevos	motivos	de	discriminación	que	 responden	a	nuevos	 fenómenos	de
exclusión	 que	 afectan	 la	 dignidad	 de	 las	 personas2.	 Esto	 ocurre	 en	 la
actualidad,	por	ejemplo,	con	diferenciaciones	basadas	en	el	estado	de	salud
de	 las	 personas,	 su	 apariencia	 física	 o	 su	 orientación	 sexual.	 Las
diferenciaciones	basadas	en	estos	motivos	vienen	originando	situaciones	de
exclusión	 que	 no	 pueden	 ser	 toleradas	 y,	 por	 ello,	 aun	 cuando	 ninguna
norma	 las	 mencione	 expresamente,	 deben	 de	 ser	 consideradas	 también
como	motivos	de	discriminación.
2.2.	Tipos	de	discriminación
Discriminación	directa
La	discriminación	directa	es	la	más	evidente	y	se	produce	cuando	se	realiza
una	diferenciación	 sobre	 la	base	de	un	motivo	prohibido,	 como	 la	 raza,	 la
religión	o	el	sexo	de	la	persona.
Por	 ejemplo,	 constituirá	 un	 caso	 de	 discriminación	 directa	 el	 anuncio	 de
empleo	que	 indica	que	 sólo	 se	 admite	 la	postulación	de	hombres	o	 el	que
niega	el	acceso	al	empleo	a	una	persona	debido	a	su	opción	política	o	color
de	piel,	sin	que	en	ningún	caso	el	perfil	del	puesto	demande	estos	requisitos.
Como	 puede	 verse,	 en	 todos	 estos	 casos,	 las	 diferenciaciones	 se	 basan	 en
alguno	de	los	motivos	prohibidos	mencionados	en	el	acápite	2.1.
Discriminación	indirecta
La	discriminación	indirecta	se	produce	cuando	se	establece	una	diferencia
de	 trato	 basada	 en	 motivos	 inofensivos	 o	 neutrales,	 pero	 que	 en	 su
aplicación	afecta	de	manera	sumamente	desfavorable	a	los	miembros	de	un
grupo	 especialmente	 vulnerable	 (mujeres,	 personas	 de	 determinada	 raza,
miembros	de	una	minoría	religiosa,	etc.).
Por	ejemplo,	exigir	como	requisito	para	la	admisión	a	un	puesto	de	trabajo
el	cumplir	con	determinado	peso	o	estatura,	sin	que	el	perfil	del	puesto	los
demande,	o	establecer	convencionalmente	beneficios	para	los	trabajadores
a	plazo	indeterminado	en	desmedro	del	personal	con	contrato	a	plazo	fijo,
pueden	 configurar	 supuestos	 de	 discriminación	 indirecta.	 En	 efecto,	 en
principio,	el	peso,	la	estatura	o	el	plazo	del	contrato	de	trabajo	son	motivos
inofensivos	o	neutrales;	sin	embargo,	alcanzar	determinado	peso	o	estatura
puede	 afectar	 desfavorablemente	 a	 colectivos	 étnicos	 o	 a	 las	 mujeres,	 al
igual	 que	 la	 fijación	 de	 un	 trato	 diferente	 para	 los	 trabajadores	 con
contratos	a	plazo	fijo,	si	es	que	estos	fueran	mayoritariamente	trabajadores
sindicalizados,	por	ejemplo.	De	esta	forma,	dado	que	el	requisito	solicitado
no	es	necesario	para	el	desempeño	del	puesto,	su	aplicación	se	convierte	en
una	barrera	para	que	los	miembros	de	determinado	colectivo	accedan	a	un
empleo.
En	 otras	 palabras,	 el	 mandato	 de	 no	 discriminación	 prohíbe	 también
prácticas	que,	si	bien	son	formalmente	neutras,	tienen	un	impacto	adverso3
sobre	 grupos	 protegidos	 que	 sufren	 de	 discriminación.	 Todo	 esto	 implica
que	en	la	discriminación	indirecta	lo	realmente	importante	son	los	efectos	o
consecuencias	 discriminatorios	 que	 produce	 la	 aplicación	 de	 ciertas
diferenciaciones	 neutrales	 y	 no	 la	 intención	 que	 perseguía	 quien	 realiza
dicha	diferenciación.
2.3.	¿Cuándo	es	admisible	establecer	diferencias	de	trato?
Calificación	ocupacional	de	buena	fe
Si	una	diferencia	de	 trato	responde	a	criterios	objetivos	y	sustentados	en
los	 requisitos	 indispensables	 para	 desempeñar	 el	 puesto	 de	 trabajo
ofrecido,	 entonces	 esta	 diferenciación	 es	 legítima.	 En	 otras	 palabras,	 un
trato	 diferenciado	 que	 tenga	 su	 origen	 en	 las	 cualificaciones	 objetivas
exigidas	para	un	puesto	de	trabajo	es	una	práctica	válida,	aun	cuando	esté
basado	en	un	motivo	prohibido.
Es	 por	 ello	 que	 el	 Convenio	 núm.	 111	 de	 la	 OIT	 señala	 en	 su	 artículo	 1°
numeral	 2,	 que	 las	distinciones,	 exclusiones	o	preferencias	basadas	 en	 las
calificaciones	exigidas	para	un	empleo	determinado	no	serán	consideradas
como	 discriminación.	 A	 esta	 excepción	 se	 denomina	 “calificación
ocupacional	 de	 buena	 fe”	 y	 constituye	 una	 defensa	 válida	 del	 empleador
contra	una	denuncia	o	reclamo	por	discriminación.
Supuestos	en	los	que	se	admite	la	calificación	ocupacional	de	buena	fe
La	 calificación	 ocupacional	 de	 buena	 fe	 puede	 darse	 en	 base	 a	 criterios
tales	 como	 la	 autenticidad,	 aspectos	 relacionados	 con	 la	 privacidad	de	 los
clientes	o	con	la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.	Un	ejemplo	de	autenticidad
es	exigir	actores	de	raza	negra	para	representar	en	una	obra	de	teatro	o	de
cine	a	un	personaje	de	raza	negra.	Un	ejemplo	de	aspectos	relacionados	con
la	 privacidad	 de	 los	 clientes	 es	 exigir	 que	 las	 postulantes	 a	 trabajar	 en
probadores	o	vestidores	de	una	tienda	de	ropa	femenina	sean	mujeres.	Un
ejemplo	de	aspectos	relacionados	con	la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	es	el
de	 exigir	 que	 los	 postulantes	 no	 padezcan	 de	 daltonismo	 u	 acromatopsia
para	ingresar	a	un	puesto	de	trabajo	que	requiere	reconocer	los	colores	a	fin
de	determinar	la	frescura	de	los	alimentos.
En	todos	estos	casos,	se	utilizan	motivos	prohibidos	como	la	raza,	el	sexo	o
el	estado	de	salud,	pero	se	trata	de	requerimientos	legítimos	dado	que	son
necesarios	para	desarrollar	los	aspectos	esenciales	del	puesto	de	trabajo.
Enfoque	restrictivo	de	la	calificación	ocupacional	de	buena	fe
Como	la	calificación	ocupacional	de	buena	fe	constituye	una	excepción	a	la
prohibición	 general	 de	 usar	 motivos	 discriminatorios,	 debe	 ser	 enfocada
siempre	 de	manera	 restrictiva,	 esto	 es,	 sin	 incurrir	 en	 generalizaciones	 o
extrapolaciones.	Esto	hace	necesario	que	se	analice	cada	puesto	de	trabajo
en	concreto	y	las	tareas	específicas	que	su	desarrollo	comprende.
Así,	para	establecer	que	una	calificación	exigida	para	postular	a	un	puesto
de	trabajo	es	una	calificación	ocupacional	de	buena	fe	es	necesario	apreciar
cada	 situación	 específica,	 comprobando	 que	 las	 calificaciones	 requeridas
son	 imprescindibles	 para	 desarrollar	 las	 labores	 esenciales	 del	 puesto	 de
trabajo.	 Por	 esta	 razón,	 los	 empleadores	 deben	 ser	 muy	 cuidadosos	 y
evaluar	 cuándo	 es	 posible	 hacer	 uso	 de	 esta	 excepción	 al	mandato	 de	 no
discriminación.
¿Qué	no	constituye	calificación	ocupacional	de	buena	fe?
Requisitos	como	las	preferencias	subjetivas	del	empleador,	de	los	clientes	o
de	 los	 compañeros	 de	 trabajo,	 así	 como	 los	 costos	 laborales	 específicos
aplicables	a	la	contratación	de	ciertos	grupos	vulnerables	en	el	mercado	de
trabajo,	o	criterios	análogos,	no	se	consideran	calificaciones	ocupacionales
de	buena	fe.
Por	ejemplo,	establecer	como	requisito	para	cierto	puesto	de	trabajo	ser	de
raza	blanca	 sobre	 la	 base	de	 las	 preferencias	 expresadas	por	usuarios	del
servicio	no	constituye	una	calificación	ocupacional	de	buena	fe.	Tampoco	lo
es	 excluir	 a	 mujeres	 embarazadas	 de	 un	 proceso	 de	 selección	 por	 los
mayores	 costos	que	se	podrían	derivar	de	 su	 contratación.	En	 todos	estos
casos	nos	 encontramos	ante	prácticas	discriminatorias	 y	no	ante	 casos	de
calificación	ocupacional	de	buena	fe.
La	acción	afirmativa
Con	la	acción	afirmativa	se	da	un	trato	preferencial	a	 los	miembros	de	un
colectivo	 vulnerable	 (una	 minoría	 o	 grupo	 protegido)	 con	 e1	 objeto	 de
incrementar	 sus	 oportunidades	 y,	 con	 ello,	 revertir	 su	 situación	 de
desventaja.	En	otras	palabras,	 las	 acciones	 afirmativas	 tratan	de	paliar	 las
desigualdades	y	encontrar	niveles	de	 igualdad	plenos	para	un	sector	de	 la
sociedad	 discriminada	 históricamente,	 y	 esto	 se	 pretende	 lograr
estableciendo	diferencias	de	 trato	que	benefician	a	 los	miembros	de	dicho
grupo.	Cuando	 las	 acciones	afirmativas	 se	enfocan	en	el	 acceso	al	 empleo,
por	lo	general	persiguen	dar	preferencia	en	el	ingreso	a	los	miembros	de	un
colectivo	vulnerable	con	el	propósito	de	incrementar	su	participación	entre
los	 trabajadores.	 Con	 ello,	 se	 busca	 contar	 con	 una	 población	 laboral
equilibrada,	diversa	y	representativa.
Sin	 embargo,	 para	 ser	 válida	 la	 acción	 afirmativa	 debe	 cumplir	 con	 una
serie	 de	 requisitos.	 En	 primer	 lugar,	 debe	 responder	 a	 un	 desbalance
objetivo	 y	 notorio	 en	 la	 fuerza	 de	 trabajo	 o	 en	 la	 población	 en	 general.
Además	debe	ser	temporal	y	culminar	una	vez	que	los	objetivos	de	inserción
de	los	miembros	de	un	colectivo	vulnerable	se	hayan	cumplido.
También	es	indispensable	que	la	acción	afirmativa	responda	a	una	política
preestablecida	por	el	empleador	que	debe	ser	explicitada	en	las	ofertas	de
empleo	y	 los	procesos	de	selección	que	se	 lleven	a	cabo.	Es	decir,	 se	debe
dejar	 en	 claro	 que	 se	 está	 aplicando	 una	 acción	 afirmativa	 para	 cubrir	 el
puesto	de	trabajo	ofrecido.
III.	Discriminación	en	el	acceso	al	empleo.-
3.1.	La	discriminación	y	la	igualdad	de	trato	en	las	ofertas	de	empleo
¿Qué	prohíbe	la	Ley	N°	26772?
La	Ley	N°	26772	establece	que	las	ofertas	de	empleo	no	pueden	contener
requisitos	que	constituyan	una	discriminación	prohibida	o	una	diferencia	de
trato	injustificada.	El	artículo	2°	de	la	ley	señala	como	razones	o	motivos	de
discriminación	 la	 raza,	 sexo,	 religión,	 opinión,	 origen	 social,	 condición
económica,	estado	civil,	edad	o	cualquier	otra	índole.	Es	decir,	un	empleador
no	puede	publicar	anuncios	que	indiquen	cualquier	preferencia	o	limitación
basada	en	los	motivos	antes	indicados.
Otros	 motivos	 de	 discriminación	 consignados	 en	 otras	 normas	 (por
ejemplo,	 la	 situación	 de	 discapacidad	 o	 la	 condición	 de	 potador	 de	 VIH
contenidos	en	el	Reglamento	de	 la	Ley	General	de	Inspección	de]	Trabajo)
también	 deben	 considerarse	 prohibidos,	 al	 igual	 que	 otros	 factores	 de
diferenciación	 arbitrarios	 que	 no	 constituyan	 una	 calificación	 ocupacional
de	buena	fe.
La	 prohibición	 de	 discriminación	 en	 las	 ofertas	 de	 empleo	 alcanza	 a	 la
discriminación	 directa	 e	 indirecta	 y	 a	 todo	 requisito	 que	 implique	 una
diferencia	de	trato	injustificada.
¿Qué	debe	entenderse	por	oferta	de	empleo?
La	 definición	 de	 oferta	 de	 empleo	 debe	 ser	 entendida	 de	 la	manera	más
amplia	 posible,	 incluyendo	 cualquier	 forma	 de	 anuncio	 o	 publicación,
pública	 o	 no.	 Por	 ejemplo,	 las	 circulares	 internas,	 newsletter,	 boletines,
emails,	banners,	ventanas	pop-up	en	páginas	web	sobre	puestos	de	trabajo
disponibles	 deben	 entenderse	 comprendidos	 dentro	 de	 este	 concepto.	 La
prohibición	de	discriminación	alcanza	a	cualquiera	de	estos	medios.
¿A	quiénes	 es	 aplicable	 la	 prohibición	 la	 discriminación	 en	 las	 ofertas	 de
empleo?
La	prohibición	es	aplicable	a	los	empleadores,	sin	diferencia	por	sector	de
actividad	 o	 tamaño.	 Como	 lo	 indicamos	 antes,	 sin	 perjuicio	 de	 los
procedimientos	 especiales	 que	 las	 leyes	 contemplan,	 el	 Estado	 como
empleador	también	está	en	la	obligación	de	no	discriminar	en	las	ofertas	de
empleo	ni	en	los	procesos	de	selección.
Es	 importante	 señalar	 que	 la	 prohibición	 de	 discriminación	 también	 es
aplicable	a	 las	agencias	de	empleo	y	otras	que	sirvan	de	intermediarias	en
las	ofertas	de	empleo.	Esto	significa	que	las	agencias	de	empleos	no	pueden
discriminar	o	ayudar	a	que	los	empleadores	lo	hagan.
¿Qué	 criterio	 puede	 seguirse	 para	 analizar	 si	 una	 oferta	 de	 empleo	 es
discriminatoria?
Un	 criterio	 práctico	 que	 permite	 prevenir	 discriminaciones	 es	 hacer	 un
análisis	exhaustivo	del	puesto	de	trabajo	que	se	ofrece,	a	efectos	de	tener	en
claro	 los	 requisitos	necesarios	para	desempeñarlo.	Esto	 implica	definir	 las
especificaciones	 del	 puesto	 o	 elaborar	 una	 relación	 de	 conocimientos,
aptitudes	 y	 habilidades	 que	 necesita	 una	 persona	 para	 desempeñar	 un
trabajo,	 sin	 considerar	 aquellas	 que	 no	 son	 estrictamente	 necesarias	 o
aquellas	basadas	en	estereotipos.
Las	 especificaciones	del	puesto	 cumplen	un	 rol	decisivo	 en	 el	 proceso	de
selección	cuando	se	incluyen	en	las	ofertas	de	empleo,	pues	se	utilizan	para
atraer	 a	 los	 postulantes	 calificados	 y	 desalentar	 a	 los	 no	 calificados.	 Un
adecuado	 análisis	 de	 las	 especificaciones	 del	 puesto	 de	 trabajo	 permitirá
incluir	 en	 sus	 publicaciones	 o	 anunciar	 sólo	 los	 requisitos	 realmente
necesarios	 para	 desempeñar	 el	 puesto	 ofrecido.	 Naturalmente,	 las
calificaciones	o	requisitos	exigidos	para	el	desempeño	del	empleo	reflejado
en	las	ofertas	de	empleo	no	constituyen	discriminación.
¿Qué	criterios	generales	pueden	tomarse	en	cuenta?
Debe	evitarse	anunciar	empleos	utilizando	encabezados	 relacionados	 con
el	 sexo,	 tales	 como	 “se	 busca	 varón”,	 ‘’empleo	 solo	 a	 mujeres”,	 etc.	 Los
anuncios	de	esa	naturaleza	son	discriminatorios	si	no	están	justificados	en
una	necesidad	del	 puesto	 de	 trabajo.	 En	 algunos	medios	 de	 comunicación
escritos	 pueden	 encontrarse	 ejemplos	 de	 los	 tipos	 de	 discriminación	más
sutiles.	 Por	 ejemplo,	 un	 puesto	 de	 ventas	 podría	 describirse	 como	 “una
buena	 oportunidad	 para	 el	 hombre	 correcto”,	 o	 un	 puesto	 de	 gerencia
comercial	 podría	 requerir	 “un	 hombre	 con	 experiencia	 en	 los	 negocios”.
Claramente,	este	tipo	de	anuncios	son	discriminatorios.
En	 muchos	 casos	 se	 utilizan	 encabezados	 como	 “vendedor”,	 pero	 debe
procurarse	 utilizar	 un	 lenguaje	 neutro:	 por	 ejemplo	 “se	 requiere	 personal
de	ventas”	o	“se	necesita	personal	para	ventas”.
Del	 mismo	 modo,	 debe	 procurarse	 que	 el	 anuncio	 sea	 recibido	 por	 una
diversidad	de	personas.	Por	ejemplo,	 la	publicación	de	ofertas	de	empleos
sólo	en	diarios	leídos	eminentemente	por	hombres	no	es	adecuada,	pues	eso
podría	excluir	injustificadamente	a	las	mujeres.	La	idea	es	que	el	anuncio	del
empleo	llegue	a	una	diversidad	de	personas.
El	 caso	 de	 las	 personas	 con	 discapacidad	 merece	 una	 atención	 especial
dado	 que,	 por	 lo	 general,	 los	 requerimientos	 para	 el	 desarrollo	 de	 los
puestos	 de	 trabajo	 se	 formulan	 pensando	 en	 personas	 que	 no	 tienen
discapacidades.	 Por	 ello,	 además	 de	 la	 obligación	 de	 todo	 empleador	 de
garantizar	 que	 el	 lugar	 de	 trabajo	 sea	 accesible	 para	 cualquier	 persona
(incluidas	 las	 personas	 con	 cualquier	 tipo	 de	 discapacidad),	 la	 legislación
establece	el	deber	de	 todo	empleador	de	 realizar	ajustes	razonables	 que
permitan	 que	 las	 personas	 con	 discapacidad	 tengan	 las	 mismas
oportunidades	 que	 otros	 trabajadores	 de	 postular	 y	 desempeñarse	 en	 un
puesto	de	trabajo.	Los	ajustes	razonables	son	adaptaciones	del	entorno,	de
las	herramientas	de	trabajo,	maquinarias	o	adaptaciones	en	la	organización
del	trabajo	y	los	horarios,	en	función	de	las	necesidades	del	trabajador	con
discapacidad.
No	será	necesario	realizar	ajustes	razonables	cuando	estos	supongan	una
carga	 económica	 excesiva	 para	 la	 empresa	 o	 entidad,	 de	 acuerdo	 con
criterios	fijados	por	el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
3.2.	Buenas	prácticas	para	la	formulación	de	ofertas	de	empleo
Tema Evite Preferible
Edad
•	 Colocar	 límites
mínimos	 o	 máximos	 de
edad.	 Por	 ejemplo,
“menor	 de	 35	 años”	 o
“mínimo	25	años”.
•	 Todos	 los	 datos	 necesarios	 podrán
solicitarse	después	de	la	selección.
•	 Calificar	 al	 posible
postulante	 con	 adjetivos
relacionados	con	la	edad,
tales	 como	 “juvenil”	 o
“maduro”.
•	 Puede	 requerir	 experiencia	 si	 las
labores	 esenciales	 del	 puesto	 de
trabajo	ofertado	lo	requieren.
Sexo
•	 Solicitar	 un	 sexo
específico	 para	 el	 puesto
de	 trabajo:	 Por	 ejemplo,
“choferes:	solo	hombres”.
•	Utilizar	 términos	neutros	o	que	no
aludan	 a	 ningún	 sexo	 en	 específico.
Por	 ejemplo,	 “personal	 de	 ventas”	 en
vez	de	“vendedor”.
•	El	 título	 del	 puesto	 de
trabajo	 ofertado	 sea
específico	 para	 un	 sexo.
Por	 ejemplo,	 “se	necesita
vendedora”	o	“se	necesita
enfermera”
•	 No	 formular	 la	 oferta	 utilizando
estereotipos	 que	 atribuyen
determinadas	 características	 a
hombres	 o	 mujeres.	 Por	 ejemplo,
pensar	 que	 para	 labores	 que
requieren	 fuerza	 física	 debe
convocarse	sólo	a	hombres.
•	 Una	 vez	 que	 el	 postulante	 sea
contratado	 será	 posible	 solicitarle
Estado	civil
•	 Hacer	 referencia	 al
estado	 civil	 de	 los
postulantes:	p.e.	“mujeres
solteras	 o	 sin
compromiso”
información	 sobre	 su	 estado	 civil	 e
hijos.	 Debe	 recordarse	 que	 el	 estado
civil	 o	 el	 hecho	 de	 tener	 hijos	 no
autoriza	 al	 empleador	 a	 establecer
diferencias	de	trato	en	las	condiciones
de	 empleo,	 salvo	 en	 el	 caso	 de
asignaciones	 o	 bonificaciones
otorgadas	en	base	a	esa	condición.
Estudios
•	 Solicitar	 postulantes
de	algunas	universidades
o	institutos	en	particular.
Por	 ejemplo,	 “solo
universidades	San	Jacinto
y	Andrés	Bello”
•	Los	 lugares	 en	 los	que	 se	 cursaron
los	estudios	podrán	conocerse	cuando
el	 postulante	 envíe	 su	 currículum
vitae,	sin	que	ello	autorice	a	establecer
diferencias	 de	 trato	 que	 no	 se
justifiquen	en	requerimientos	reales	y
objetivos	del	puesto	de	trabajo
Nacionalidad
u	 origen
étnico
•	 Hacer	 referencia	 al
origen	 étnico	 o
nacionalidad	 que	 se
busca	 para	 el	 puesto,
cuando	 ello	 no	 sea
absolutamente
indispensable	 para
desempeñar	el	puesto	de
trabajo.	 Por	 ejemplo,
“italianos”	o	“ascendencia
italiana”
•	 Por	 ejemplo,	 para	 un	 traductor
italiano	 es	 preferible	 solicitar
“dominio	del	italiano	a	nivel	de	lengua
materna”	 antes	 de	 solicitar	 que	 el
postulante	sea	italiano.
Idioma
•	 Solicitar	 conocimiento
de	 idiomas	 a	 menos	 que
esté	 íntimamente	 ligado
con	 el	 desarrollo	 del
puesto	 de	 trabajo.	 Por
ejemplo,	 si	 el	 puesto	 de
trabajo	 implica	 necesaria
y	 continuamente
contactos	 con	 clientes
que	hablan	otros	idiomas.
•	 Especificar	 las	 actividades	 que
involucra	 el	 desarrollo	 del	 puesto	 de
trabajo	 a	 fin	 de	 que	 el	 requisito	 de
idioma	 sea	 apreciado	 como	necesario
para	su	desempeño.
Raza
•	 Solicitar	 que	 los
postulantes	 pertenezcan
o	 no	 a	 una	 raza	 en
particular.	 Por	 ejemplo,
“persona	 de	 raza	 blanca”
o	“no	orientales”.
•	No	requerir	la	pertenencia	a	un	raza
determinada	 pues,	 con	 la	 sola
excepción	 de	 los	 requerimientos	 de
autenticidad	 en	 el	 desarrollo	 de	 roles
artísticos,	 la	 raza	 es	 un	 elemento
irrelevante	 para	 el	 desempeño	 de
cualquier	puesto	de	trabajo
•	 Solicitar	 “buena
presencia”	o	exigir	que	se
envíen	 fotografías	 junto
con	el	currículum	vitae.
•	 No	 requerir	 condiciones
relacionadas	 con	 el	 aspecto	 físico	 de
las	 personas,	 pues	 se	 trata	 de	 una
condición	 irrelevante	 para	 el
desarrollo	de	un	puesto	de	trabajo
Religión
•	 Requerir	 como
requisito	 en	 la	 oferta	 de
empleo	 ser	 “católico”
“cristiano”,	 “creyente”	 o
colocar	 cualquier
requisito	 que	 implique
excluir	 a	 candidatos	 en
base	 a	 la	 religión	 que
profesan.
•	 No	 requerir	 profesar	 una	 religión
en	 particular,	 salvo	 que	 ello	 sea
indispensable	 para	 desempeñar	 el
puesto	 de	 trabajo.	 Por	 ejemplo,	 el
puesto	 de	 docente	 de	 religión	 en	 una
institución	educativa	católica
Discapacidad
•	 Señalar	 que	 los
postulantes	 no	 deberán
tener	discapacidades:	Por
ejemplo,	 “personas	 en
óptimas	 condiciones
físicas”.
•	Describir	detalladamente	las	tareas
o	actividades	a	desarrollar	para	dejar
establecidos	 los	 requisitos	 necesarios
para	el	desempeño	del	puesto.
Orientación
sexual
•	 Hacer	 referencia	 a	 la
orientación	 sexual	 de	 los
postulantes.	Por	ejemplo,
“no.	gay”	o	“no	lesbianas”.
•	 No	 colocar	 requerimientos	 que	 no
se	 relacionen	 con	 necesidades
genuinas	del	puesto	de	trabajo
•	 Publicar	 ofertas	 de
trabajo	 en	 medios	 que
Publicación únicamente	 lleguen	 a
ciertas	 clases	 de
personas	 (ya	 sea	 por
edad,	 género,	 origen
social,	etc.)
•	Publicar	ofertas	en	medios	masivos
que	estén	al	alcance	de	una	diversidad
de	personas.
3.3.	Discriminación	en	 las	entrevistas	y	otros	momentos	del	proceso
de	selección	de	personal
La	discriminación	en	los	procesos	de	selección
En	 ocasiones,	 una	 oferta	 de	 empleo	 puede	 no	 contener	 requisitos
discriminatorios	pero	la	discriminación	puede	producirse	en	el	proceso	de
selección,	 originándose	 las	 situaciones	 de	 exclusión	 que	 la	 prohibición	 de
discriminación	busca	evitar.	Por	ello,	 es	necesario	 tomar	en	 cuenta	que	 la
prohibición	de	discriminación	en	el	acceso	al	empleo	también	comprende	la
discriminación	en	el	proceso	de	selección.
¿Qué	debe	entenderse	por	“proceso	de	selección”?
Es	un	conjunto	de	acciones	que	lleva	a	cabo	un	empleador	con	el	objeto	de
dar	 cobertura	 a	 un	 puesto	 de	 trabajo.	 En	 ocasiones	 estas	 acciones	 son
organizadas	 en	 etapas	 que	 incluyen	 el	 análisis	 de	 la	 hoja	 de	 vida	 o
currículum-vitae,	 pruebas	 escritas,	 entrevistas,	 aplicación	 de	 test
psicológicos	 o	 psicotécnicos	 a	 los	 postulantes,	 etc.	 Otras	 veces	 el	 proceso
puede	ser	más	simple	y	concluir	en	sólo	una	o	dos	acciones.	La	prohibición
de	discriminación	es	aplicable	en	 todo	proceso	de	selección	y	en	todas	 las
etapas	que	este	incluya.
Acreditar	 la	 discriminación	 en	 los	 procesos	 de	 selección	 puede	 ser	 una
labor	 difícil	 dado	 que	 puede	 no	 hacerse	 explícitos	 los	 criterios	 de
calificación	 de	 los	 postulantes.	 Sin	 embargo,	 ciertos	 indicios	 (p.e.	 la
composición	 por	 sexo	 o	 por	 raza	 de	 un	 centro	 de	 trabajo),	 pueden	 dar
cuenta	 de	 posibles	 situaciones	 de	 discriminación	 que	 hagan	 necesario
investigaciones	 más	 detenidas,	 que	 son	 efectuadas	 por	 la	 Inspección	 del
Trabajo.
Las	entrevistas
Se	 debe	 evitar	 que	 los	 mecanismos	 que	 se	 utilizan	 para	 determinar	 la
aptitud	del	postulante	estén	influidos	por	estereotipos,	prejuicios	o	factores
que	produzcan	discriminación	directa	e	indirecta.
Tratándose	de	entrevistas	debe	evitarse	indagar	datos	o	realizar	preguntas
que	se	relacionen	con	los	motivos	prohibidos	establecidos	en	la	legislación.
Es	recomendable,	por	ejemplo,	no	realizar	las	siguientes	preguntas:
•	Si	el	postulante	tiene	hijos	o	pretende	tenerlos.
•	El	estado	civil	del	postulante.
•	Los	antecedentes	étnicos	o	el	origen	social	del	postulante	o	de	su	familia.
•	La	religión	del	postulante.
•	La	edad	del	postulante.
•	 Si	 el	 postulante	padece	de	 alguna	 enfermedad	 (p.e.	VIH)	o	 tiene	 alguna
discapacidad.
Aun	 cuando	 no	 es	 recomendable	 formular	 este	 tipo	 de	 preguntas,	 cabe
precisar	 que	 no	 en	 todos	 los	 casos	 su	 aplicación	 produce	 situaciones	 de
discriminación.	 Por	 ejemplo,	 un	 empleador	 que	 evalúa	 indistintamente	 a
hombres	 y	 mujeres	 puede	 hacer	 preguntas	 a	 ambos	 acerca	 de	 si	 tienen
hijos.	 Lo	 que	 sí	 constituirla	 un	 supuesto	 de	 discriminación	 es	 que	 se
descalifique	 del	 proceso	 de	 selección	 a	 las	 mujeres	 que	 tienen	 niños
pequeños	 pero	 sí	 se	 evalúe	 positivamente	 a	 hombres	 que	 los	 tienen	 o	 a
mujeres	solteras.
Otro	 caso	 de	 discriminación	 en	 el	 proceso	 de	 entrevistas	 puede	 ocurrir
cuando	 el	 empleador	 pregunta	 a	 las	 mujeres	 que	 se	 presentan	 para	 un
trabajo	 su	 estado	 civil	 pero	 no	 les	 hace	 estas	 mismas	 preguntas	 a	 los
hombres.	Como	resultado,	el	empleador	contrata	sólo	a	mujeres	solteras	u
hombres.	 En	 este	 caso,	 se	 verifica	 una	 discriminación	 directa	 por	 estado
civil,	 dado	 que	 el	 empleador	 evidencia	 su	 preferencia	 por	 las	 mujeres
solteras	y	a	los	hombres,	antes	que	a	las	mujeres	casadas.
En	 resumen,	 durante	 las	 entrevistas	 debe	 procurarse	 que	 todas	 las
preguntas	 y	 requerimientos	 que	 se	 realicen	 sean	 relativos	 a	 las	 labores
esenciales	 que	 el	 puestos	 de	 trabajo	 demanda	 y	 a	 las	 habilidades	 del
postulante	 para	 realizarlo,	 sin	 incluir	 estereotipos	 o	 prejuicios	 o	 sin
producir	 impactos	 desfavorables	 sobre	 los	 miembros	 de	 un	 grupo
protegido.
Pruebas	escritas	o	test
Las	 pruebas	 escritas	 o	 los	 test	 aplicados	 en	 los	 procesos	 de	 selección
también	pueden	generar	situaciones	de	discriminación	si	contienen	sesgos
que	 producen	 diferencias	 de	 trato	 injustificadas	 o	 afectan
desproporcionadamente	a	los	miembros	de	un	colectivo	vulnerable.
Esto	puede	ocurrir,	por	ejemplo,	si	 la	prueba	o	test	está	basada	o	 influida
por	 un	 estereotipo	 (se	 estructura	 un	 test	 asumiendo	 que	 las	mujeres	 son
menos	aptas	para	labores	que	entrañen	fuerza	física)	o	cuando	el	contenido
de	 la	prueba	o	 test	se	 formula	suponiendo	que	ningún	postulantes	padece
una	 discapacidad.	 En	 este	 último	 caso,	 la	 prueba	 o	 test	 también	 debe	 ser
materia	 de	 un	 ajuste	 razonable	 que	 garantice	 que	 las	 personas	 con
discapacidad	no	resulten	excluidas.
Las	condiciones	para	el	desarrollo	del	proceso	de	selección
Es	muy	 importante	 que	 los	 procesos	 de	 selección	 sean	 realizados	 por	 el
mismo	 equipo	 de	 personas	 pues	 ello	 facilita	 la	 aplicación	 de	 las	 mismas
preguntas	 y	 la	 evaluación	 homogénea	 de	 los	 candidatos.	 Por	 ejemplo,	 los
entrevistadores	 deben	 procurar	 formular	 a	 las	 candidatas	 las	 mismas
preguntas	que	a	los	candidatos	y	viceversa.	También,	es	importante	que	la
información	 brindada	 a	 los	 candidatos	 sobre	 el	 proceso	 de	 selección	 y	 el
comportamiento	de	quienes	aplican	pruebas	sea	imparcial.
No	 debemos	 olvidar	 que	 todos	 los	 postulantes	 deben	 tener	 las	 mismas
oportunidades	durante	todo	el	proceso	de	selección.	Por	ello,	en	las	pruebas
de	 selección	 los	 trabajadores	 con	 discapacidad	 deben	 contar	 con	 la
adaptación	 del	 tiempo	 necesario	 para	 realizar	 exámenes,	 pruebas,
entrevistas;	de	espacios	para	 las	personas	con	dificultades	de	movilidad;	e
incluso	 con	 la	 adecuación	 de	 las	 pruebas	 escritas	 para	 las	 personas	 con
discapacidad	visual	y	las	orales	para	las	personas	con	discapacidad	auditiva.
3.4	Buenas	prácticas	en	los	procesos	de	selección	de	personal
Tema Evite Preferible Recuerde
•	 Preguntar	 la
Edad	 del
postulante
edad	 durante	 el
proceso	 de
selección	 o
solicitar	 el
certificado	 de
nacimiento.
•	 Obviar	 este
dato	durante	el
proceso	 de
selección.
La	 edad	de	 una	 persona
no	 predetermina	 sus
aptitudes,	 sus
capacidades	 o	 su
productividad
Sexo	 del
postulante
•	 Hacer	 que
hombres
mujeres	 llenen
documentos,
formularios	 o
solicitudes
diferentes.
•	 Preguntar	 si
el	 entrevistado
podrá	 cumplir
a	cabalidad	con
los	 horarios
establecidos	 y
con	 las
funciones	 que
involucra	 el
puesto	 de
trabajo.
Evite	 que	 los
estereotipos	 que
atribuyen	 a	 las	 mujeres
determinadas	aptitudes	o
características	 influyan
en	 la	 apreciación	 de	 las
capacidades	 de	 los
postulantes.
•	 Preguntar
acerca	 de
proyectos
familiares,
embarazo	 y
arreglos	 para	 el
cuidado	 de	 los
hijos.
Estado	civil	y	 las
responsabilidades
familiares
•	 Preguntar	 si
la	 persona	 está
casada,
divorciada,
comprometida,
viuda	 o	 si	 es
parte	 de	 una
unión	de	hecho.
•	 Preguntar
únicamente	 si
el	 postulante
podría	 cumplir
los
requerimientos
del	 puesto	 de
trabajo.
El	 estado	 civil	 de	 las
personas	 o	 el	 hecho	 de
tener	 responsabilidades
familiares	 no	 conllevan	 a
que	 el	 postulante	 vaya	 a
incumplir	 con	 las
obligaciones	 que
demanda	 el	 puesto	 de
trabajo
•	 Preguntar	 si
el	 postulante
tiene	 hijos	 o
•	 Preguntar	 si
es	 que	 existen
factores	 o
circunstancias
que	 podrían
evitar	 un
proyecta
tenerlos
compromiso
total	 con	 la
prestación	 de
servicios.
Raza	 o
ascendencia
nacional
•	 Preguntar	 el
lugar	 de
nacimiento	 o	 la
nacionalidad	 de
los	 ancestros,
esposo/a	u	otros
familiares	 del
postulante.
•	 Preguntar	 si
el	 entrevistado
está	autorizado
para	 trabajar
en	 el	 país	 pues
todo
trabajador
extranjero
debe	 contar
con	una	calidad
migratoria	 que
lo	habilite	para
trabajar.
Evite	 cualquier
estereotipo	 que	 atribuye
a	 las	 personas	 de
determinada	 raza	 o
ascendencia	 nacional
algunas	 características
vinculadas	 al	 desempeño
laboral.
•	 Preguntar	 si
el	 postulante	 ha
nacido	 en	 el
Perú.
•	 Solicitar	 que
se	 adjunte	 o	 se
envíe	 por
adelantado	 una
foto	 del
postulante.
Religión	 u
opinión	política
•	 Preguntar
acerca	 de
afiliación	 a	 una
iglesia	 o	 a	 un
partido	 o	 grupo
político.
•	 Obviar
preguntas
vinculadas	 a
las
convicciones
religiosas	 o
políticas.
•	 Toda	 persona	 tiene
derecho	 a	 que	 se
respeten	 sus
convicciones	 religiosas	 o
políticas
•Preguntar	si	el
entrevistado
trabajaría	 en
determinados
feriados
religiosos.
Discapacidad	 o
estado	de	salud
•	 Descartar	 de
plano	 a	 un
postulante	 por
presentar
alguna
discapacidad.
•	 Apreciar	 la
aptitud	 de	 los
postulantes
únicamente	 en
fondón	 a
requisitos
necesarios
para	 el
desarrollo	 del
puesto	 de
trabajo,
definidos	 de
manera
objetiva.
Solo	 es	 válido	 excluir	 a
un	 postulante
discapacitado	 o	 con
problemas	de	salud	si	no
hay	 otro	 mecanismo
alternativo	 para
garantizar	su	seguridad	y
salud	 o	 la	 de	 sus
compañeros,	 o	 porque
aun	 aplicando	 un	 ajuste
razonable,	 el	 postulante
no	 podrá	 desempeñar
adecuadamente	el	puesto
de	trabajo.
•	 Solicitar
exámenes
médicos.
•	 Preguntar	 si
el	 entrevistado
alguna	vez	se	ha
sometido	o	sigue
tratamientos
médicos	 o
psicológicos	 o
padeced	 alguna
discapacidad.
•	 Puede
preguntar	 por
la	 destreza	 o
habilidad	 para
desarrollar	 las
tareas
esenciales	 del
puesto	 de
trabajo.
•	 Preguntar	 si
el	 trabajador	 ha
recibido
indemnizaciones
por	accidentes	o
enfermedades.
	
IV.	Responsabilidad	del	empleador
Los	 principales	mecanismos	 de	 atribución	 de	 responsabilidad	 respecto	 a
los	actos	discriminatorios	son	de	índole	administrativa,	laboral	y	penal.	Sin
embargo,	no	se	puede	descartar	responsabilidades	de	índole	civil	o	inclusive
morales	como	la	mala	publicidad	para	la	empresa	o	entidad.
4.1.	Infracciones	administrativo-laborales
La	 Inspección	 del	 Trabajo	 tiene	 la	 facultad	 de	 imponer	 sanciones	 a	 los
empleadores	 que	 incumplan	 con	 la	 normativa	 laboral.	 Al	 respecto,	 el
numeral	 25.17	 del	 artículo	 25	 del	 Reglamento	 de	 la	 Ley	 General	 de
Inspección	 del	 Trabajo,	 aprobado	 por	 Decreto	 Supremo	 N°	 019-2006-TR,
señala	que	es	una	infracción	muy	grave	en	materia	de	relaciones	laborales
lo	siguiente:	“La	discriminación	del	trabajador,	directa	o	indirectamente,	en
materia	 de	 empleo	 u	 ocupación,	 como	 las	 referidas	 a	 la	 contratación,
retribución,	 jornada,	 formación,	 promoción	 y	 demás	 condiciones,	 por
motivo	 de	 origen,	 raza,	 color,	 sexo,	 edad	 idioma,	 religión,	 opinión,
ascendencia	 nacional,	 origen	 social,	 condición	 económica,	 ejercicio	 de	 la
libertad	 sindical	 discapacidad,	 portar	 el	 virus	 HIV	 o	 de	 cualquier	 otra
índole”.
Las	faltas	muy	graves	son	sancionadas	con	una	multa	de	hasta	20	unidades
impositivas	 tributarias	 (UIT),	 dependiendo	 los	 montos	 de	 las	 multas	 del
número	de	trabajadores	afectados.
Para	el	caso	particular	de	 las	ofertas	de	empleo,	el	numeral	3	del	artículo
31	 del	 citado	 reglamento	 establece	 que	 es	 una	 infracción	muy	 grave	 en
materia	de	empleo	y	colocación:	“La	publicidad	y	realización,	por	cualquier
medio	 de	 difusión,	 de	 ofertas	 de	 empleo	 discriminatorias,	 por	 motivo	 de
origen,	 raza,	 color;	 sexo,	 edad,	 idioma,	 religión,	 opinión,	 ascendencia
nacional,	origen	social,	condición	económica,	ejercicio	de	la	libertad	sindical,
discapacidad,	portar	el	virus	HIV	o	de	cualquiera	otra	índole”.
El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	ha	dispuesto	la	difusión	y
publicidad	 de	 los	 resultados	 de	 las	 inspecciones	 de	 trabajo	 en	 el	 Diario
Oficial	“El	Peruano”	y	el	Portal	Web	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción
del	 Empleo	 mediante	 Resolución	 Ministerial	 N°	 396-2008-TR.	 En	 listado
especial,	 además,	 serán	 incluidos	 aquellos	 empleadores	 sancionados	 por
afectaciones	graves	a	los	derechos	de	los	trabajadores,	dentro	de	los	cuales
se	incluye	la	vulneración	del	principio	de	no	discriminación.	De	este	modo,
un	acto	discriminatorio	que	sea	sancionado	por	la	Autoridad	Inspectiva	de
Trabajo	 puede	 ocasionar	 también	 mala	 publicidad	 a	 la	 imagen	 del
empleador.
4.2.	Litigios	laborales
De	conformidad	con	lo	establecido	por	los	artículos	2°	literal	e)	y	9°	inciso
1	 de	 la	 Ley	 N°	 29497,	 Nueva	 Ley	 Procesal	 del	 Trabajo,	 el	 trabajador,	 la
organización	 sindical,	 las	 organizaciones	 o	 instituciones	 sin	 fines	 de	 lucro
dedicadas	a	la	protección	de	los	derechos	fundamentales	con	solvencia	para
afrontar	 la	 defensa	 a	 criterio	 del	 juez,	 la	 Defensoría	 del	 Pueblo	 o	 el
Ministerio	Público,	pueden	demandar	ante	a	los	empleadores	por	sus	actos
discriminatorios	en	el	acceso	al	empleo,	a	efectos	de	obtener	judicialmente
el	 pago	 de	 una	 indemnización	 por	 los	 daños	 y	 perjuicios	 sufridos.	 Esta
indemnización	será	establecida	por	los	Juzgados	y	Cortes	laborales	caso	por
caso.
4.3.	Las	sanciones	penales
Adviértase	que	la	sanción	por	discriminación	también	podría	ser	penal.	En
efecto,	mediante	Ley	N°	27270,	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano	el
29	de	mayo	del	2000,	y	modificada	por	la	Ley	No	28867	del	9	de	agosto	de
2006,	 se	 tipifica	el	delito	de	discriminación	y	 se	 le	 incorpora	al	 articulado
del	Código	Penal.
En	efecto,	de	acuerdo	con	el	artículo	323	del	Código	Penal:	“El	que,	por	si	o
mediante	terceros,	discrimina	a	una	o	más	personas	o	grupo	de	personas,	o
incita	 o	 promueve	 en	 forma	 pública	 actos	 discriminatorios,	 por	 motivo
racial,	 religioso,	 sexual,	 de	 factor	 genético,	 filiación,	 edad,	 discapacidad,
idioma,	 identidad	 étnica	 y	 cultural,	 indumentaria,	 opinión	 política	 o	 de
cualquier	 índole,	 o	 condición	 económica,	 con	 el	 objeto	 de	 anular	 o
menoscabar	 el	 reconocimiento,	 goce	 o	 ejercicio	 de	 los	 derechos	 de	 la
persona,	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	menor	 de	 dos
años,	 ni	 mayor	 de	 tres	 o	 con	 prestación	 de	 servicios	 a	 la	 comunidad	 se
sesenta	 a	 ciento	 veinte	 jornadas.	 Si	 el	 agente	 es	 funcionario	 o	 servidor
público	 la	 pena	 será	 no	 menor	 de	 dos,	 ni	 mayor	 de	 cuatro	 años	 e
inhabilitación	conforme	al	inciso	2)	del	artículo	36.	La	misma	pena	privativa
de	 libertad	se	 impondrá	si	 la	discriminación	se	ha	materializado	mediante
actos	de	violencia	física	o	mental.”
En	 el	 Perú	 ya	 se	 ha	 expedido	 la	 primera	 sentencia	 condenatoria	 frente	 a
una	denuncia	penal	por	discriminación4.
V.	Cómo	evitar	reclamos	o	denuncias	por	discriminación?
Tanto	los	grandes	como	los	pequeños	empleadores	deben	entender	que	lo
fundamental	 para	 evitar	 denuncias	 o	 reclamos	 por	 discriminación	 es
adoptar,	 implementar	y	monitorear	una	política	en	materia	de	igualdad	de
oportunidades	en	el	empleo.	Los	empleadores	que	no	adopten	una	política
en	esta	materia	serán	permeables	a	los	actos	discriminatorios	y	vulnerables
a	las	sanciones	que	ello	conlleve.
Las	 políticas	 que	 se	 adopten	 deben	 ser	 integrales,	 es	 decir,	 deben	 cubrir
todas	 las	 leyes	 en	 materia	 de	 discriminación	 y	 los	 lineamientos	 que
promueva	el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	como	es	el	caso
de	 la	 presente	 guía.	 Es	 conveniente,	 además,	 que	 estas	 políticas	 incluyan
ejemplos	prácticos	sobre	conductas	 incorrectas	y	aquellas	que	son	válidas
de	modo	que	se	facilite	la	comprensión.
Para	que	 la	política	 tenga	un	 impacto	decisivo	y	positivo	al	 interior	de	 la
organización	 debe	 ser	 conocida	 por	 todos	 los	 trabajadores	 e	 incluir
sanciones	 para	 quienes	 la	 incumplan.	 Los	 puestos	 centrales	 para	 la
organización	que	 estén	 involucrados	 en	 las	 decisiones	 con	 impacto	 en	 los
trabajadores	 como	 por	 ejemplo	 aquellas	 encargadas	 de	 los	 procesos	 de
selección,	 deben	 ser	 capacitados	 y	 entrenados	 para	 que	 comprendan	 las
obligaciones	de	 la	organización,	así	como	 los	derechos	de	 los	 trabajadores
en	materia	 de	 no	 discriminación.	 La	 clave,	 entonces,	 está	 en	 construir	 un
clima	en	la	organización	que	incorpore	los	principios	de	dignidad,	respeto,
igualdad	y	aceptación	de	la	diversidad.
Como	 es	 natural,	 la	 comprensión	 y	 posterior	 cumplimiento	 de	 las
disposiciones	contenidas	en	esta	guía	es	sólo	el	comienzo	del	camino	en	la
dirección	correcta
_______
1	Estudio	General	de	la	Comisión	de	Expertos	en	Aplicación	de	Convenios	y	Recomendaciones	de	la
OIT;	Ginebra,	1996
2	Fundamento	13	de	la	Sentencia	del	Tribunal	Constitucional	recaída	en	el	Expediente	N°	05652-
2007-PA/TC.
3	Para	que	se	produzca	un	caso	de	discriminación	indirecta	lo	importante	no	es	determinar	el
impacto	en	los	individuos	sino	en	los	colectivos	involucrados	con	la	medida	cuya	discriminación	se
acusa	Todo	esto	requiere	establecer	criterios	precisos	para	determinar	cuándo	un	impacto	en	un
colectivo	es	desproporcionado.	El	carácter	desproporcionado	del	impacto	puede	ser	determinado	por
la	inspección	del	trabajo	o	por	los	órganos	judiciales,	mediante	la	fijación	de	una	“tasa	de	exclusión”.
La	tasa	de	exclusión	podrá	aplicarse	con	relación	a	las	personas	interesadas	y	aptas	aunque	no
hubiesen	postulado,	o	con	relación	a	los	postulantes	al	puesto	de	trabajo.
4	En	este	caso	una	joven	agraviada	que	sufre	de	una	discapacidad	motora	y	dificultades	en	el	habla
fue	impedida	de	desempeñarse	como	asistente	de	prácticas	de	un	laboratorio.	La	condena	atribuida	a
los	responsables	fue	de	tres	años	de	cárcel	suspendida	y	el	pago	de	diez	mil	nuevos	soles	como
reparación	civil.
DOCTRINA.—Constituye	un	acto	de	discriminación	directa	el	que	no	se
otorgue	una	bonificación	extraordinaria	a	todos	los	trabajadores.	“Que,
al	respecto	corresponde	precisar,	en	primer	 lugar,	que	no	se	encuentra	en
discusión	la	libertad	de	empresa	que	ostenta	todo	empleador	respecto	a	la
política	remunerativa	que	establezca	en	su	centro	de	trabajo,	dado	que	tiene
el	 derecho	 a	 otorgar	 a	 sus	 trabajadores	 –en	 forma	 a	 adicional	 a	 los
beneficios	ya	establecidos	por	ley–	los	beneficios	económicos	que	considere
pertinentes	-	tal	como	lo	serían	las	bonificaciones,	debiendo	indicar,	que	lo
que	ha	sido	objeto	de	análisis	en	el	presente	caso,	es	el	efecto	de	la	decisión
empresarial	adoptada	por	la	inspeccionada.	En	tal	sentido,	se	tiene	a	que	al
momento	 que	 la	 inspeccionada	 ejerció	 los	 derechos	 que	 en	 su	 calidad	 de
empleador	 le	 son	 inherentes,	 se	 produjo	 una	 afectación	 al	 principio	 de
igualdad,	 ya	 que,	 otorgó	 tal	 beneficio	 solo	 a	 un	 grupo	de	 59	 trabajadores,
mediante	 un	 trato	 desigual	 no	 justificado	 y	 razonable,	 tal	 como	 ha	 sido
desarrollado	 en	 los	 considerandos	 precedentes;	 por	 lo	 tanto,	 los
argumentos	vertidos	por	la	inspeccionada	carecen	de	todo	sustento	válido,
los	cuales	nos	desvirtúan	 la	 infracción	materia	de	autos	 (…)”	 (MTPE,	R.	D.
189-2014-MTPE/1/20.4,	 may.	 09/2014.	 Dirección	 de	 Inspección	 del
Trabajo	Silvia	Renee	Meza	Falla)
COMENTARIO.—Si	bien	en	lo	laboral	la	Ley	N°	26772	se	encuentra	referida
a	 las	 ofertas	 de	 empleo	 y,	 por	 tanto,	 su	 aplicación	 procede	 en	 un	 estado
inmediatamente	 anterior	 al	 perfeccionamiento	 del	 contrato	 de	 trabajo,	 su
articulado	no	deja	de	contener	aspectos	de	interés.
Así,	 pretende	 dilucidar	 conceptos	 tales	 como	 “discriminación”	 y
“justificación	 objetiva	 y	 razonable”,	 cuya	 concreción	 y	 delimitación	 será
labor	fundamental	de	la	jurisprudencia.
Analizando	el	D.	 S.	N°	002-98-TR,	norma	reglamentaria	de	 la	 ley	que	nos
ocupa,	 puede	 parecer	 excesivo	 que	 se	 califique	 como	 práctica
discriminatoria	 al	 hecho	de	 no	 contratar	 a	 una	persona	por	 no	 concordar
necesariamente	 con	 el	 estereotipo	 preferido	 por	 los	 clientes	 del
establecimiento	 empleador,	 o	 cuando	 su	 contratación	 implique	 un	mayor
costo	con	relación	a	otros	postulantes	al	puesto	ofertado.
Si	bien	el	 tema	 contiene	aspectos	de	gran	 subjetividad,	debe	 reconocerse
que	 la	 predilección	 de	 los	 clientes	 –quienes	 en	 suma	 posibilitan	 la
pervivencia	del	empleador–	y	el	ahorro	en	los	costos	de	la	contratación	son
aspectos	no	desdeñables	que	deben	tenerse	en	cuenta.
De	otro	lado,	que	los	medios	de	comunicación	masiva	queden	obligados	a
otorgar	 información	 y	 facilidades	 a	 las	 autoridades	 de	 trabajo	 para	 el
desarrollo	de	sus	investigaciones	y,	eventualmente,	puedan	ser	sancionados
con	multas,	podría	llevarlos	a	negar	la	publicación	de	aquellos	anuncios	que,
a	 su	 criterio,	 puedan	 ser	 tildados	 de	 discriminatorios,	 operando	 así	 como
juzgadores	o	entidades	de	control,	lo	cual	no	es	su	función.
Quien	no	hubiese	accedido	a	un	puesto	de	trabajo	por	una	supuesta	medida
discriminatoria,	 podrá	 solicitar	 en	 la	 vía	 civil	 la	 correspondiente
indemnización.	 No	 queda	 claro	 si	 se	 requiere	 previamente	 el
pronunciamiento	 de	 la	 autoridad	 de	 trabajo,	 o	 si	 ambas	 acciones	 son
alternativas.
DESPISTAJE	DEL	SIDA.	ACTO	DISCRIMINATORIO
D.	S.	004-97-SA.
ART.	 15.—La	 prueba	 de	 diagnóstico	 de	 VIH	 no	 debe	 ser	 requerida	 como
condición	para	iniciar	o	mantener	una	relación	laboral,	educativa	o	social.	El
presente	 artículo	 no	 modifica	 el	 Decreto	 Supremo	 N°	 011-73-CCFFAA,
adicionado	 por	 los	 decretos	 supremos	 N°	 005-85-CCFFAA	 y	 N°	 072-94-
DE/CCFFAA.
COMENTARIO.—Prueba	 de	 despistaje	 del	 Sida	 como	 acto
discriminatorio.	El	Art.	15	del	D.	S.	N°	004-97-SA,	reglamentario	de	la	Ley
N°	26626,	Plan	Nacional	de	Lucha	Contra	el	Sida,	establece	que	no	se	puede
condicionar	 la	 contratación	 laboral	 o	 la	 continuidad	 de	 un	 contrato	 de
trabajo	 a	 la	 realización	 de	 la	 prueba	 de	 diagnóstico	 de	 VIH	 (virus	 de
inmunodeficiencia	 humana).	 En	 ambos	 casos	 se	 trataría	 de	 una	 medida
discriminatoria.
DISCRIMINACIÓN	POR	DISCAPACIDAD
Ley	29973.
ART.	45.—Derecho	al	trabajo.
45.1.	La	persona	con	discapacidad	tiene	derecho	a	trabajar,	en	igualdad	de
condiciones	que	las	demás,	en	un	trabajo	libremente	elegido	o	aceptado,	con
igualdad	de	oportunidades	y	de	remuneración	por	trabajo	de	igual	valor,	y
con	condiciones	de	trabajo	justas,	seguras	y	saludables.
45.2.	El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	el	Consejo	Nacional
para	 la	 Integración	 de	 la	 Persona	 con	 Discapacidad	 (Conadis)	 y	 los
gobiernos	regionales	promueven	y	garantizan	el	respeto	y	el	ejercicio	de	los
derechos	 laborales	de	 la	persona	 con	discapacidad,	 así	 como	el	desarrollo
de	 sus	 capacidades	 y	 habilidades,	 a	 través	 de	 las	 distintas	 unidades
orgánicas	que	tengan	esas	funciones.
Ley	29973.
ART.	 47.—Incorporación	 de	 las	 personas	 con	 discapacidad	 en	 los
programas	 de	 formación	 laboral,	 actualización,	 colocación	 y	 empleo.
Los	programas	de	formación	laboral,	actualización,	colocación	y	empleo	del
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	así	 como	de	 los	gobiernos
regionales	 y	 municipalidades,	 incorporan	 en	 su	 diseño,	 componentes,
estrategias	o	metodologías	especializadas	para	adaptar	la	prestación	de	sus
servicios	 a	 las	 necesidades	 y	 características	 de	 los	 distintos	 tipos	 de
discapacidad,	con	la	finalidad	de	optimizar	su	eficacia.
Ley	29973.	
ART.	 48.—Prestación	 de	 los	 servicios	 de	 empleo	 a	 las	 personas	 con
discapacidad	 en	 la	 Ventanilla	 Única	 de	 Promoción	 del	 Empleo.	 El
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	y	los	gobiernos	regionales,	a
través	 del	 mecanismo	 de	 la	 Ventanilla	 Única	 de	 Promoción	 del	 Empleo,
garantizan	a	las	personas	con	discapacidad	la	accesibilidad	a	los	servicios	de
empleo,	empleabilidad	y	emprendimiento	que	se	articulan	mediante	dicho
mecanismo.
Ley	29973.
ART.	 49.—Seguimiento	 y	 monitoreo	 de	 la	 reserva	 del	 10%	 del
presupuesto	 destinado	 a	 los	 programas	 de	 fomento	 del	 empleo
temporal
49.1	 El	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 efectúa	 el
seguimiento	 y	 monitoreo	 del	 cumplimiento	 de	 la	 reserva	 del	 10%	 del
presupuesto	 destinado	 a	 los	 programas	 de	 fomento	 del	 empleo	 temporal
para	 la	 formulación	de	proyectos	que	promuevan	el	empleo	de	 la	persona
con	discapacidad,	a	nivel	nacional.
49.2	 Las	 entidades	 del	 Estado,	 en	 sus	 distintos	 niveles	 de	 gobierno,	 que
desarrollen	 programas	 de	 fomento	 al	 empleo	 temporal,	 informan
semestralmente	 a	 la	 Dirección	 de	 Promoción	 Laboral	 para	 Personas	 con
Discapacidad	 de	 la	 Dirección	 General	 de	 Promoción	 del	 Empleo	 sobre	 el
cumplimiento	 de	 dicha	 reserva	 presupuestal,	 así	 como	 de	 los	 puestos	 de
trabajo	generados	para	las	personas	con	discapacidad.
Ley	29973.
ART.	 50.—Política	 de	 fomento	 del	 empleo	 de	 las	 personas	 con
discapacidad
50.1	 El	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo,	 a	 través	 de	 la
Dirección	 de	 Promoción	 Laboral	 para	 las	 Personas	 con	 Discapacidad
formula,	coordina,	ejecuta,	dentro	del	ámbito	de	su	competencia	y	supervisa
la	 Política	 Nacional	 de	 Promoción	 de	 Oportunidades	 de	 Empleo	 para	 la
Persona	con	Discapacidad.
50.2	La	finalidad	de	la	Política	Nacional	de	Promoción	de	Oportunidades	de
Empleo	para	la	Persona	con	Discapacidad	es	promover	la	inserción	formal	y
adecuada	 de	 la	 persona	 con	 discapacidad	 en	 el	 mercado	 de	 trabajo,
aplicando	estrategias	tanto	de	diseño	universal	como	especializadas,	que	se
orienten	 a	 mejorar	 sus	 competencias,	 reconocer	 sus	 capacidades,
habilidades	y	fomentar	entornos	laborales	inclusivos.
Ley	29973.
ART.	56.—Reglas	para	la	aplicación	de	la	cuota	de	empleo	en	el	ámbito
privado
56.1	 Los	 empleadores,	 al	 registrar	 a	 sus	 trabajadores	 en	 la	 Planilla
Electrónica,	 señalan	 obligatoriamente	 si	 se	 trata	 de	 personas	 con
discapacidad.
56.2	 La	 obligación	 de	 los	 empleadores	 privados	 con	 más	 de	 50
trabajadores	para	contratar	personas	con	discapacidad	en	una	proporción
no	inferior	al	3%	de	la	totalidad	de	su	personal,	es	de	carácter	anual.
56.3	El	Sistema	de	Inspección	del	Trabajo	determina	en	el	mes	de	enero	de
cada	año,	 el	 cumplimiento	de	 la	 cuota	 correspondiente	a	 las	personas	 con
discapacidad,	en	el	año	anterior.	Para	ello,	verifica	la	información	contenida
en	la	Planilla	Electrónica,	aplica	los	criterios	de	cálculo	previstos	y	notifica	a
los	 empleadores	 que	 no	 han	 cumplido	 con	 la	 cuota,	 dando	 inicio	 al
correspondiente	procedimiento	sancionador.
56.4	 Los	 empleadores	 notificados	 por	 el	 incumplimiento	 efectúan	 sus
descargos	acreditando	fehacientemente:
a)	No	haber	generado,	en	el	año,	nuevos	puestos	de	trabajo	o	vacantes	por
cubrir	por	la	terminación	del	vínculo	laboral	en	cualquiera	de	sus	causas.
b)	En	caso	de	haberse	generado	vacantes	en	el	año,	deben	concurrir:
1.1	Razones	de	carácter	técnico	o	de	riesgo	vinculadas	al	puesto	de	trabajo
que	 motiven	 la	 especial	 dificultad	 para	 incorporar	 trabajadores	 con
discapacidad	en	la	empresa;
1.2	Haber	ofertado	los	puestos	de	trabajo	en	el	servicio	de	Bolsa	de	Trabajo
que	 se	 ofrece	 en	 la	 Ventanilla	 Única	 de	 Promoción	 del	 Empleo,	 o	 de	 los
servicios	prestados	por	otras	entidades	articulados	a	dicha	Ventanilla;
1.3	 Haber	 omitido	 todo	 requisito	 que	 constituya	 una	 exigencia
discriminatoria	contra	las	personas	con	discapacidad;	y,
1.4	Haber	garantizado	que	los	procesos	de	evaluación	específicos	permitan
la	efectiva	participación	de	las	personas	con	discapacidad	que	postulen.
56.5	Los	servicios	de	Acercamiento	Empresarial	y	de	Bolsa	de	Trabajo	que
se	 prestan	 a	 través	 de	 la	 Ventanilla	 Única	 de	 Promoción	 del	 Empleo	 del
Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo,	 en	 cogestión	 con	 los
gobiernos	regionales,	desarrollan	estrategias	especializadas	de	vinculación
entre	oferta	y	demanda,	para	facilitar	a	los	empleadores	el	cumplimiento	de
la	cuota.
Ley	29973.
ART.	 57.—Ajustes	 razonables	 para	 el	 empleo	 de	 las	 personas	 con
discapacidad
57.1	El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	establece,	mediante
resolución	ministerial,	las	normas	técnicas	para	la	aplicación	de	los	ajustes
razonables,	 que	 pueden	 incluir	 cambios	 en	 el	 espacio	 físico,	 provisión	 de
ayudas	técnicas,	servicios	de	apoyo,	adaptación	de	herramientas	de	trabajo,
ajustes	 en	 la	 organización	 del	 trabajo	 y	 horarios	 en	 función	 de	 las
necesidades	del	 trabajador	 con	discapacidad,	 a	 fin	de	 facilitar	 el	 acceso	 al
puesto	 de	 trabajo,	 desarrollo	 eficiente,	 programas	 de	 entrenamiento,
actualización	 laboral	 y	 programas	 de	 ascenso;	 asimismo,	 establece	 los
criterios	para	determinar	si	 la	realización	de	ajustes	razonables	constituye
una	carga	económica	excesiva.
57.2	 El	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 y	 los	 gobiernos
regionales	 prestan	 asesoramiento	 a	 los	 empleadores	 privados	 para	 la
implementación	de	los	ajustes	razonables	en	el	centro	de	trabajo.	Para	este
efecto,	 dicho	 Ministerio	 establece	 los	 lineamientos	 sectoriales	 para	 la
prestación	del	servicio	de	asesoramiento.
Ley	29973.
ART.	58.—Readaptación	y	Rehabilitación	Profesional.	Los	 servicios	 de
readaptación	 y	 rehabilitación	 profesional	 del	 Ministerio	 de	 Salud	 y	 del
Seguro	 Social	 de	 Salud	 -	 ESSALUD,	 de	 acuerdo	 a	 su	 competencia	 legal	 o
normativa	asignada,	brindan	atención	a	las	personas	con	discapacidad	que
requieren	 de	 estos	 servicios,	 sin	 restricción	 por	 consideraciones	 de	 edad,
sexo	y	situación	económica.
Ley	29973.
ART.	59.—Promoción	de	la	producción	y	comercialización	de	bienes	y
servicios
59.1	El	Ministerio	de	la	Producción	-	Produce,	promueve	la	organización	y
realización	 de	 programas,	 seminarios	 talleres	 y	 cursos	 de	 formación
empresarial	y	conducción	de	emprendimientos	a	favor	de	las	personas	con
discapacidad.
La	 organización	 y	 realización	 de	 dichos	 programas,	 seminarios	 talleres	 y
cursos	 de	 formación	 empresarial	 y	 conducción	 de	 emprendimientos,	 en
materia	de	turismo	y	artesanía,	los	promueven	los	Gobiernos	Regionales.
59.2	 Los	 Gobiernos	 Regionales	 y	 las	 Municipalidades	 Provinciales	 y
Distritales	 promueven	 la	 comercialización	 directa	 de	 los	 productos
manufacturados	 por	 las	 personas	 con	 discapacidad	 a	 través	 de	 ferias
realizadas	 en	 su	 jurisdicción.	 Las	 Municipalidades	 registran	 a	 las
asociaciones	de	personas	con	discapacidad,	micro	empresarios,	planificando
su	participación	anualmente.
59.3	Las	entidades	públicas	dan	preferencia	a	la	instalación	de	módulos	de
venta	conducidos	por	personas	con	discapacidad	en	los	espacios	dispuestos
para	 tal	 fin,	 en	 condiciones	 saludables	y	 seguras	para	el	desarrollo	de	 sus
actividades.
IRRENUNCIABILIDAD	DE	DERECHOS
C.	C.
ART.	V	T.	P.—Es	nulo	el	acto	jurídico	contrario	a	las	leyes	que	interesan	al
orden	público	o	a	las	buenas	costumbres.
	
C.	C.
ART.	 1354.—Las	 partes	 pueden	 determinar	 libremente	 el	 contenido	 del
contrato,	 siempre	 que	 no	 sea	 contrario	 a	 norma	 legal	 de	 carácter
imperativo.
JURISPRUDENCIA.—Principio	de	irrenunciabilidad.	“La	Constitución
Política	del	Perú	establece	el	carácter	irrenunciable	de	los	beneficios
sociales	del	trabajador,	de	modo	que	cualquier	cláusula	en	que	se	pacte	lo
contrario	es	nula	(…).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	2453-94-R	(S),	abr.	26/95.	V.	P.
Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—La	autoridad	administrativa	de	trabajo	debe	cautelar
el	principio	de	irrenunciabilidad	al	interior	de	las	actas	de	conciliación.	“Que,
tanto	la	sentencia	de	primera	instancia	como	la	sentencia	de	vista	al
desestimar	la	demanda	de	beneficios	sociales,	sustentan	su	decisión	en	el
‘acta	de	conciliación’	de	fojas	cuatro,	en	la	cual	sólo	la	demandada	reconoció
una	deuda	de	(...),	a	favor	de	la	demandante;	empero,	en	la	misma	acta	no
existe	ni	siquiera	indicios	de	que	la	autoridad	administrativa	de	trabajo
cauteló	el	carácter	irrenunciable	de	los	derechos	y	beneficios	laborales	de	la
actora	reconocidos	por	la	Constitución	y	la	ley.	En	la	referida	acta	no	se
indica	tiempo	de	servicios	de	la	reclamante	ni	su	remuneración
indemnizable	como	para	poder	determinar	los	derechos	laborales	que	le
corresponden,	por	ende,	dicho	acuerdo	resulta	antitécnico	con	indicios
razonables	de	conculcación	de	derechos	legales	y	constitucionales.	Agrava
la	situación	el	hecho	que	en	la	mencionada	acta	no	se	indica	sobre	qué
beneficios	se	está	conciliando.	Que	en	todo	caso,	la	referida	‘acta	de
conciliación’	por	si	sola	acredita	que	entre	las	partes	existió	un	contrato	de
naturaleza	laboral,	pero	de	ninguna	manera	puede	servir	de	respaldo	para
afirmar	como	así	lo	hacen	las	instancias	de	mérito	que	todos	los	conceptos
reclamados	en	la	demanda	han	sido	cancelados,	cuando	no	se	ha	hecho
ningún	análisis	sobre	los	derechos	laborales	de	la	actora;	Sétimo:	Que,	el
inciso	2)	del	artículo	26	de	la	Constitución	del	Estado	(principios	que
regulan	la	relación	laboral)	establecen	que	en	la	relación	laboral	se	respetan
el	carácter	irrenunciable	de	los	derechos	reconocidos	por	la	Constitución	y
la	ley.	Que	esta	norma	constitucional	concuerda	plenamente	con	el	artículo
3°	del	título	preliminar	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo	que	establece:	‘El	juez
debe	velar	por	el	respeto	del	carácter	irrenunciable	de	los	derechos
reconocidos	por	la	Constitución	y	la	ley’	(sic);	Octavo:	Que,	en	síntesis
resultaba	necesario	que	la	sentencia	sea	consecuencia	de	una	deducción
razonable	de	los	hechos	del	caso	(si	el	demandado	actuó	solo	como	persona
natural	o	como	un	‘consorcio	de	profesionales’),	las	pruebas	aportadas	y	la
valoración	jurídica	de	ellas	en	la	resolución	de	la	controversia	pues	bajo	el
marco	que	delimita	el	artículo	30	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo	es
obligación	del	juez	valorar	todos	los	medios	de	prueba	en	forma	conjunta
utilizando	su	apreciación	razonada	dado	que	las	pruebas	en	el	proceso	sea
cual	fuera	su	naturaleza	están	mezcladas	formando	una	secuencia	integral
por	lo	que	es	responsabilidad	del	juzgador	reconstruir	en	base	a	los	medios
probatorios	los	hechos	que	den	origen	al	conflicto	así	ninguna	prueba	puede
ser	tomada	en	forma	aislada	tampoco	en	forma	exclusiva	sino	en	su
conjunto	en	razón	a	que	sólo	teniendo	una	visión	integral	de	los	medios
probatorios	se	puede	sacar	conclusiones	en	busca	de	la	verdad	que	es	el	fin
del	proceso;	Noveno:	Que,	los	vicios	relevados	evidencian	que	en	la
sentencia	recurrida	no	se	ha	efectuado	una	valoración	conjunta	y	razonada
de	los	medios	de	prueba	actuados	y	aportados	al	proceso	en	tal	virtud	la
fundamentación	y	motivación	de	la	decisión	adoptada	respecto	al	récord	de
servicios	cuestionado	por	el	demandante	afecta	la	garantía	de	la	debida
motivación	de	las	resoluciones	judiciales	y	con	ello	el	debido	proceso	legal
que	también	exige	que	la	sentencia	respectiva	guarde	reciprocidad	y
armonía	con	lo	actuado	en	el	proceso	de	tal	suerte	que	el	fallo	del	juzgador
no	se	convierta	en	un	acto	de	arbitrariedad,	lo	que	acarrea	ineludiblemente
su	invalidez	insubsanable	correspondiendo	por	tanto	a	la	sala	superior
renovar	dicho	acto	procesal	teniendo	en	cuenta	las	considerativas	de	este
pronunciamiento.	Resolución:	Declararon	fundado	el	recurso	de	casación”.
(Cas.	Sala	Transitoria	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	1939-2006-
Loreto,	ago.	07/2007)
DOCTRINA.—Prohibición	 de	 las	 renuncias.	 “El	 intento	 de	 llevar	 una
mayor	 justicia	 al	 status	del	 trabajador	queda	 incumplido	 y	 burlado	por	 el
procedimiento	 de	 la	 renuncia	 sistemática	 de	 éste;	 era	 necesario	 poner	 un
coto	a	esta	clase	de	actividad	negocial,	y	la	solución	fue	tajante:	la	nulidad	de
toda	 dejación	 de	 los	 beneficios	 legales	 del	 trabajador.	 Y	 esta	 defensa	 del
orden	 público	 laboral	 frente	 a	 los	 embates	 del	 fraude	 será	 actuada	 en
multitud	 de	 ocasiones	 contra	 la	 voluntad	 del	 empleado,	 del	 asalariado,
porque	lo	que	sustancialmente	se	mira	no	es	a	esta	voluntad	más	o	menos
viciada,	a	veces	absolutamente	convencida	de	que	lo	que	más	le	conviene	es
justamente	 renunciar,	 sino	 a	 la	 incolumidad	 del	 ordenamiento	 sobre	 el
trabajo,	 erosionada	 de	 una	 manera	 indirecta	 por	 la	 renuncia”.	 (OJEDA
AVILÉS,	 Antonio.	 La	 renuncia	 de	 derechos	 del	 trabajador,	 Instituto	 de
Estudios	Políticos,	Madrid,	1971;	pág.	119)
DOCTRINA.—Orden	público	laboral.	“El	principio	de	la	irrenunciabilidad
de	 los	 derechos	 deriva	 del	 carácter	 de	 orden	 público	 que	 tienen	 las
disposiciones	de	derecho	 laboral”.	 (CALDERA,	Rafael.	Derecho	del	 trabajo,
Buenos	Aires,	1960;	pág.	190)
DOCTRINA.—Límites	al	orden	público	laboral.	 “En	 cuanto	 a	 los	 límites
del	orden	público	laboral,	en	general	se	acepta	que	debe	quedar	sometido	al
orden	público	en	general	y	a	veces,	también	a	lo	que	se	llama	‘orden	público
económico’.	Sin	embargo,	lo	cierto	es	que	no	hay	más	que	un	orden	público,
porque	 sólo	 hay	 unas	 condiciones	 vigentes	 de	 equilibrio	 social	 para	 cada
comunidad	en	cada	momento,	y	de	estas	condiciones	tanto	lo	‘laboral’	como
lo	 ‘económico’	 son	 partes	 diferenciadas	 solo	 intelectualmente,	 con
propósitos	analíticos.	La	cuestión	con	más	alcance	práctico,	con	respecto	a
este	 tema	 del	 orden	 público	 laboral,	 posiblemente	 consista	 en	 dilucidar
hasta	 qué	 punto	 las	 declaraciones	 o	 autodeclaraciones	 legislativas	 de	 ser
una	norma	de	orden	público	pueden	o	no	ser	revisadas	por	 los	 jueces	(...).
Así,	 al	 respecto	 y	 con	 carácter	 general,	 Borda	 sostiene	 que	 la	 declaración
legislativa	 de	 orden	 público	 no	 es	 judicialmente	 revisable	 ‘puesto	 que	 la
potestad	del	 Poder	 Legislativo	 de	 reducir	 el	 campo	de	 la	 autonomía	 de	 la
voluntad	 en	 materia	 contractual,	 es	 indiscutible,	 salvo	 en	 cuanto	 puede
afectar	alguna	garantía	constitucional	(...)’.	Vázquez	Vialard,	por	su	lado,	va
más	lejos	y	sostiene	que	el	carácter	de	orden	público	de	una	norma	surge	de
la	materia	de	 la	 que	 ésta	 se	 ocupa	 y	no	de	 lo	 que	declare	 al	 respecto:	 ‘no
basta	 la	manifestación	que	 formule	 la	norma,	sino	que	es	 facultad	del	 juez
determinar	en	cada	caso	si	se	da	o	no	ese	carácter	(...)”.	(RAMÍREZ	BOSCO,
Luis.	 Para	una	 introducción	 al	Derecho	del	Trabajo,	 Editorial	Universidad,
2000;	pág.	64)
DOCTRINA.—Intervención	del	Estado	para	hacer	respetar	 las	normas
imperativas	 laborales.	 “El	 Estado	 debe	 intervenir	 en	 cada	 relación	 de
trabajo,	 como	 interviene	 respecto	 de	 la	 garantía	 de	 la	 libertad	 personal,
para	 imponer	 a	 los	 patronos,	 coactivamente	 si	 fuere	 necesario,	 el
cumplimiento	de	las	obligaciones	impuestas	por	las	garantías	sociales”.	(DE
LA	CUEVA,	Mario.	Derecho	mexicano	del	trabajo,	Porrua,	México,	1943,	T.	I;
pág.	222)
DOCTRINA.—Finalidad	 de	 la	 irrenunciabilidad.	 “El	 Estado	 da	 a	 ciertas
normas	carácter	imperativo	y	concede	un	poder	de	vigencia	inderogable	por
las	partes,	en	virtud	de	distintas	razones.	En	el	caso	de	las	leyes	del	trabajo,
la	 imperatividad	 se	 basa	 en	 el	 interés	 y	 la	 necesidad	 de	 organizar	 la
economía,	 de	 preservar	 la	 especie,	 y,	 en	 otros	 casos,	 en	 la	 necesidad	 de
proteger	a	los	económicamente	débiles”.	(DE	FERRARI,	Francisco.	Derecho
del	trabajo,	Buenos	Aires,	1968,	T.	I;	pág.	267)
DOCTRINA.—Principio	 de	 irrenunciabilidad.	 “Horacio	 De	 la	 Fuente
sostiene	que	al	referirse	el	Art.	12	de	la	LCT	a	los	derechos	previstos	en	esta
ley,	 por	 reenvío	 al	 Art.	 1°	 de	 la	 LCT	 (que	 enumera	 las	 fuentes	 de	 los
derechos	laborales)	quedaba	dispuesta	la	irrenunciabilidad	de	los	derechos
derivados	 de	 cualquier	 fuente.	Dice	 que	 si	 bien	 esta	 interpretación	 fuerza
bastante	 el	 texto	 legal,	 lo	 hace	 compatible	 con	 el	 sistema	 global	 de
indisponibilidad	 de	 los	 derechos	 laborales,	 establecido	 por	 la	 LCT	 y,	 en
último	caso,	que,	en	lo	sustancial,	de	lo	que	se	trata	es	de	evitar	abusos	de	la
autonomía	de	la	voluntad.-	(De	la	Fuente,	Horacio,	‘Renuncia	de	derechos	y
modificaciones	del	contrato	de	trabajo’	L.T.	XXXIV-A	(1986).	El	principio	de
irrenunciabilidad	de	derechos	en	materia	laboral,	insistimos,	de	acuerdo	a	la
doctrina	de	 la	 jurisprudencia	mayoritaria,	 comprende	 la	disponibilidad	de
los	derechos	derivados	de	 los	acuerdos	de	partes.	En	este	orden	de	 ideas,
cabe	 precisar	 el	 alcance	 de	 la	 disponibilidad	 de	 los	 derechos,	 destacando
que,	en	principio,	son	negociables	aquellos	posicionados	por	encima	de	los
legales	 y	 convencionales.	 Más	 aún,	 puede	 darse	 el	 caso	 que	 una	 empresa
abone	 un	 adicional	 de	 convenio	 (por	 ejemplo,	 antigüedad)	 por	 un	 valor
superior	 a	 la	 escala	 salarial	 convencional.	 En	 tal	 situación	 quedará	 como
materia	de	disponibilidad	la	diferencia	que	resulta	del	valor	de	empresa	y	el
de	convenio	(...)”.	 (De	Diego,	Adrogué,	Zabala,	Marques,	Aquino,	y	Contino.
Crisis	 en	 la	 empresa,	 procedimientos	 y	 medidas	 laborales	 aplicables,
Errepar,	2002;	pág.	164)
DOCTRINA.—El	grado	de	irrenunciabilidad	de	los	derechos	laborales.
“(...)	 El	 grado	 de	 irrenunciabilidad	 de	 los	 derechos	 laborales	 es	 algo	 que
varía	según	 las	 legislaciones	y	 las	prácticas	de	cada	país,	y	 también	con	el
paso	 del	 tiempo,	 con	 lo	 cual	 la	 afirmación	 correcta	 es	 la	 de	 que	 la
irrenunciabilidad	llega	sólo	hasta	el	punto	que	cada	ordenamiento	jurídico
defina	como	suficiente	o	como	preferible,	y	la	cuestión	práctica	consiste	en
averiguar	cuál	es,	en	concreto,	ese	grado	de	irrenunciabilidad	vigente.	Esta
averiguación,	 tradicionalmente,	 se	 ha	 encarado	 siguiendo	 un	 esquema,
según	el	cual	la	renuncia,	cuyo	valor	se	analiza	especialmente	en	el	derecho
del	 trabajo,	 puede	 ser	 a	 derechos	 protegidos	 por	 normas	 de	 aplicación
imperativa	 (derecho	 necesario)	 o	 a	 derechos	 emergentes	 de	 un	 acuerdo
individual	 (contractuales)	 (...)”.	 (RAMÍREZ	 BOSCO,	 Luis.	 Para	 una
introducción	al	Derecho	del	Trabajo,	Editorial	Universidad,	2000;	pág.	73)
COMENTARIO.—Principio	de	 irrenunciabilidad.	Se	 puede	 concebir	 a	 la
renuncia,	en	el	ámbito	del	derecho	laboral,	como	el	acto	jurídico	unilateral
que	 conlleva	 al	 abandono	 irrevocable	 por	 parte	 del	 trabajador,	 de	 un
derecho	otorgado	por	el	ordenamiento	laboral.
El	numeral	2	del	Art.	26	de	la	Carta	Fundamental	declara	irrenunciables	a
los	 derechos	 laborales	 reconocidos	 por	 la	 Constitución	 y	 la	 ley,	 debiendo
interpretarse	la	palabra	“ley”	en	su	sentido	amplio.
Como	 quiera	 que	 la	 gran	 mayoría	 de	 las	 disposiciones	 laborales	 tienen
carácter	imperativo	o	son	de	orden	público,	es	decir,	que	no	admiten	pacto
en	contrario,	la	posibilidad	que	el	trabajador	se	aleje	de	sus	prescripciones
queda	vedada.
Son	 igualmente	 irrenunciables	 para	 el	 trabajador	 individualmente
considerado,	 los	 derechos	 logrados	 por	 la	 vía	 del	 convenio	 colectivo,	 al
amparo	ya	no	del	texto	constitucional	sino	de	lo	dispuesto	en	el	Art.	43	de	la
Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo,	D.	L.	N°	25593.
Por	lo	demás,	nada	impide	que	un	posterior	convenio	colectivo	disminuya
o	 aun	 elimine	 lo	 acordado	 por	 esa	 misma	 vía	 con	 anterioridad.	 No
estaríamos	ante	un	caso	de	renuncia	proscrita	por	el	derecho,	sino	–por	el
contrario–	ante	la	figura	de	los	convenios	in-pejus.
INTERPRETACIÓN	FAVORABLE	AL	TRABAJADOR
COMENTARIO.—La	 duda	 debe	 favorecer	 al	 trabajador.	 Como	 una
manifestación	del	carácter	 tuitivo	o	protector	del	derecho	 laboral,	aparece
el	principio	de	interpretación	favorable	al	trabajador	también	llamado	del	in
dubio	pro	operario.
Se	entiende	que	si	de	una	norma	se	deducen	varias	interpretaciones,	todas
lógicas	y	posibles,	debe	aceptarse	la	más	favorable	al	trabajador.
No	 se	 trata	 de	 aplicar	 el	 principio	 partiendo	 de	 interpretaciones
tendenciosas	o	maliciosas,	sino	de	posiciones	razonables.
El	 numeral	 3	 del	 Art.	 26	 de	 la	 Constitución	 establece	 adicionalmente
algunos	condicionantes	para	el	uso	correcto	del	principio,	como	son:
-	La	duda	debe	ser	“insalvable”,	 término	cuya	adición	no	aporta	nada	y	sí
complica	innecesariamente	la	figura.
-	El	principio	sólo	procede	en	la	interpretación	de	“normas”,	no	en	la	duda
sobre	los	“hechos”,	que	serán	valorados	por	el	juzgador	de	acuerdo	con	las
pruebas	presentadas.
La	 duda	 sobre	 las	 estipulaciones	 de	 un	 convenio	 colectivo	 debe	 ser
dilucidada	 en	 atención	 al	 tipo	 de	 cláusula	 que	 la	 origina.	 De	 ser	 éstas
cláusulas	normativas,	 el	 principio	 es	 aplicable	puesto	que	 las	 cláusulas	 en
ese	caso	se	interpretan	como	leyes.
Las	 cláusulas	 obligacionales	 se	 interpretan	 de	 acuerdo	 con	 las	 reglas
vigentes	para	los	contratos	que	excluyen	la	aplicación	del	principio.
JURISPRUDENCIA.—El	principio	de	la	interpretación	más	favorable	al
trabajador	no	alcanza	a	los	aspectos	fácticos.	“Que,	en	lo	que	respecta	al
punto	d),	el	recurso	tampoco	puede	prosperar	pues	el	inciso	tercero	del
artículo	veintiséis	de	la	Constitución	dispone	que	en	la	relación	laboral	se
respeta	el	principio	de	la	interpretación	favorable	al	trabajador	en	caso	de
duda	insalvable	sobre	el	sentido	de	una	norma	y	lo	que	el	recurrente
pretende	es	que	se	realice	una	interpretación	a	su	favor	en	cuanto	a	la
determinación	de	la	fecha	de	ingreso	al	centro	de	trabajo,	es	decir,	respecto
de	un	aspecto	fáctico,	lo	que	no	se	condice	con	la	actividad	casatoria.”	(Cas.
Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	1500-2000	Lima.	dic.	01/2000)
DOCTRINA.—Interpretación	 favorable	 al	 trabajador.	 “El	 principio	 pro-
operario	no	es,	pues,	principio	judicial,	sino	en	cuanto	–y	sólo	en	cuanto–	de
la	 interpretación	 de	 la	 norma,	 llevada	 a	 cabo	 por	 el	 juez,	 quepa	 deducir
varios	sentidos	posibles	–todos	lógicos	y	justos–	de	los	que	alguno	sea	más
favorable	al	 trabajador	que	el	otro	o	 los	otros”.	(ALONSO	GARCÍA,	Manuel.
Curso	de	derecho	del	trabajo,	Ariel,	1975;	pág.	302)
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
Segunda	Disposición	Complementaria,	Transitoria	y	Derogatoria.
—Interprétase	por	vía	auténtica,	que	la	prestación	de	servicios	de
los	parientes	consanguíneos	hasta	el	segundo	grado,	para	el
titular	o	propietario	persona	natural,	conduzca	o	no	el	negocio
personalmente,	no	genera	relación	laboral;	salvo	pacto	en
contrario.	Tampoco	genera	relación	laboral,	la	prestación	de
servicios	del	cónyuge.
JURISPRUDENCIA.—Relación	convivencial	con	un	socio	de	la	empresa
empleadora.	“La	demandada	(sic)	está	dirigida	contra	una	sociedad	anónima
persona	jurídica	independiente	de	los	socios	que	la	integran,	que	la	relación
convivencial	existente	entre	la	demandante	y	uno	de	los	socios	no	anula	la
relación	de	carácter	laboral	que	se	encuentra	probada	en	autos,
consecuentemente	la	empresa	no	se	encuentra	exonerada	del	pago	de	los
beneficios	sociales	que	le	asisten	a	la	trabajadora	(…).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.
4082-95-BS	(S)	jul.	22/96.	V.	P.	Enríquez	Colfer)
JURISPRUDENCIA.—Constatación	policial	de	despido	que	recoge	la
aceptación	del	vínculo	laboral	por	el	empleador	puede	acreditar	el	contrato
de	trabajo	entre	familiares.	“(...)	las	instancias	de	mérito	han	determinado,
basándose	en	los	medios	probatorios	actuados,	que	conforme	a	la	Segunda
Disposición	Complementaria,	Transitoria	y	Derogatoria	del	Texto	Único
Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N
°	003-97-TR,	la	demandante	quien	prestó	servicios	a	favor	de	su	hermano
como	cocinera,	no	ha	acreditado	que	haya	existido	pacto	en	contrario,
tampoco	acredita	la	relación	laboral,	los	medios	de	prueba	han	sido
insuficientes,	por	ello	desestiman	la	presente	acción.	(...)	En	este	contexto,	y
atendiendo	a	la	motivación	esgrimida	por	los	jueces	de	mérito,	este	tribunal
supremo	ha	constatado	un	exiguo	análisis	respecto	al	pacto	en	contrarío
prescrito	en	la	Segunda	Disposición	Complementaria,	Transitoria	y
Derogatoria	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728,
aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	en	principio	porque	no	se	ha
valorado	que	en	la	oportunidad	en	que	se	efectuó	la	constatación	policial	del
despido,	el	demandado	aceptó	la	existencia	de	un	vínculo	laboral	que	le	unía
con	la	demandante”.	(CS,	Cas.	Lab.	1432-2012-Lima	Norte,	oct.	05/2012.	V.
P.	Vinatea	Medina)
COMENTARIO.—Prestación	 de	 servicios	 de	 los	 parientes
consanguíneos	 y	 del	 cónyuge.	 De	 acuerdo	 con	 las	 normas	 del	 derecho
civil,	el	parentesco	por	consanguinidad	puede	darse	en	línea	recta	o	en	línea
colateral.
En	la	línea	colateral,	el	grado	se	establece	subiendo	de	uno	de	los	parientes
al	 antepasado	 común	 y	 bajando	 después	 hasta	 el	 otro.	 La	 prestación	 de
servicios	 de	 los	 abuelos,	 padres,	 hijos,	 nietos	 y	 de	 los	 hermanos,	 para	 la
persona	natural	que	sea	titular	o	propietario	de	un	negocio,	 lo	conduzca	o
no	 personalmente,	 no	 genera	 relación	 laboral;	 salvo	 que	 se	 pacte	 –por
escrito,	de	preferencia–	lo	contrario.	La	prescripción	legal	alcanza	también
al	cónyuge.
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
Tercera	Disposición	Complementaria,	Transitoria	y	Derogatoria.
—En	aplicación	de	la	Octava	Disposición	Final	y	Transitoria	de	la
Constitución	y	a	efectos	de	lo	dispuesto	en	el	Art.	62	de	la	misma,
debe	entenderse	que	la	Ley	Laboral	sustituye	a	la	anterior,	salvo
que	haya	sido	incorporada	al	contrato	de	trabajo	por	pacto
expreso.
Const.
ART.	62.—La	libertad	de	contratar	garantiza	que	las	partes	pueden	pactar
válidamente	según	las	normas	vigentes	al	tiempo	del	contrato.	Los	términos
contractuales	no	pueden	ser	modificados	por	leyes	u	otras	disposiciones	de
cualquier	 clase.	 Los	 conflictos	derivados	de	 la	 relación	 contractual	 sólo	 se
solucionan	 en	 la	 vía	 arbitral	 o	 en	 la	 judicial,	 según	 los	 mecanismos	 de
protección	previstos	en	el	contrato	o	contemplados	en	la	ley.
Mediante	 contratos-ley,	 el	 Estado	 puede	 establecer	 garantías	 y	 otorgar
seguridades.	No	pueden	ser	modificados	legislativamente,	sin	perjuicio	de	la
protección	a	que	se	refiere	el	párrafo	precedente.
Const.
Octava	 Disposición	 Final	 y	 Transitoria.—Las	 disposiciones	 de	 la
Constitución	 que	 lo	 requieran	 son	 materia	 de	 leyes	 de	 desarrollo
constitucional.
Tienen	prioridad:
1.	 Las	 normas	 de	 descentralización	 y,	 entre	 ellas,	 las	 que	 permitan	 tener
nuevas	autoridades	elegidas	a	más	tardar	en	1995.	Y
2.	 Las	 relativas	 a	 los	 mecanismos	 y	 al	 proceso	 para	 eliminar
progresivamente	 los	 monopolios	 legales	 otorgados	 en	 las	 concesiones	 y
licencias	de	servicios	públicos.
COMENTARIO.—Alcance	del	artículo	62	de	la	Constitución.	El	Art.	62	de
la	 Constitución	 dispone	 la	 inmodificabilidad	 de	 los	 contratos,	 quiere	 esto
decir	que	durante	su	vigencia,	sus	estipulaciones	no	podrán	ser	variadas	por
leyes	u	otras	normas.
Con	anterioridad	a	la	Constitución	de	1993	–en	base	al	Art.	1355	del	Código
Civil–	 era	 factible	 limitar	 el	 contenido	 de	 los	 contratos	 ya	 suscritos,
mediante	una	ley	y	sólo	sobre	la	base	de	consideraciones	de	interés	social,
público	o	ético.
El	enunciado	constitucional	se	justifica	si	su	propósito	fue	el	de	restringir	la
intervención	 estatal	 en	 las	 áreas	 propias	 de	 actividad	 de	 los	 particulares,
considerados	éstos	como	entes	con	similar	poder	de	negociación.
Resulta	 comprensible	 si	 se	 quiere	 –por	 ejemplo–	 eliminar	 la	 posibilidad
que	por	ley	se	conviertan	los	contratos	de	arrendamiento	de	inmuebles	en
relaciones	a	plazo	indefinido,	congelándose	además	el	monto	de	la	merced
conductiva.	De	hecho,	esta	posibilidad	influyó	poderosamente	en	el	espíritu
del	constituyente.
La	 aplicación	 del	 Art.	 62	 mencionado	 en	 el	 ámbito	 del	 derecho	 laboral
podría	 generar	 una	 innecesaria	 conflictividad;	 imaginemos	 los	 siguientes
supuestos:
-	En	el	 contrato	de	 trabajo	 se	estipula	que	el	 empleado	percibirá	por	 sus
servicios	una	 remuneración	determinada,	 y	días	después	 se	 incrementa	 la
remuneración	mínima	quedando	el	monto	pactado	por	debajo	de	ésta.
-	 En	 el	 contrato	 de	 trabajo	 se	 reproduce	 el	 enunciado	 legal	 vigente	 a	 la
fecha	de	su	suscripción,	por	el	cual	la	indemnización	por	despido	arbitrario
será	de	un	sueldo	por	año	de	servicios,	y	pocos	días	antes	del	despido	sin
causa	 se	 modifica	 la	 ley	 ampliándose	 el	 monto	 de	 la	 indemnización	 a	 un
sueldo	y	medio	por	año	de	servicios.
En	 ambos	 casos	 el	 empleador	 puede,	 al	 amparo	 del	 Art.	 62	 de	 la
Constitución,	 desconocer	 válidamente	 la	 normatividad	 posterior	 y	 aplicar
literalmente	el	contrato	pactado,	en	perjuicio	del	trabajador.
Por	su	parte,	el	texto	de	la	Tercera	Disposición	Complementaria	de	la	Ley
de	 Productividad	 y	 Competitividad	 Laboral	 no	 plantea	 soluciones,	 y	 sí
incurre	en	un	error	conceptual	al	determinar	que	la	“ley	laboral	sustituye	a
la	anterior,	salvo	que	haya	sido	incorporada	al	contrato	de	trabajo	por	pacto
expreso”.
En	realidad,	dadas	dos	leyes	laborales	–o	sobre	cualquier	otra	materia–	si
ambas	regulan	el	mismo	tema,	siempre	la	posterior	sustituirá	a	la	anterior.
Lo	 que	 sucede	 es	 que	 en	 el	 caso	 concreto	 de	 recepción	 expresa	 por	 el
contrato,	 éste	 se	 respetará	 pese	 a	 las	 prescripciones	 de	 las	 normas
posteriores.
Por	 último,	 quienes	 pretenden	 argumentar	 que	 en	 lo	 laboral	 sólo	 los
contratos	 que	 reproducen	 un	 enunciado	 legal	 pueden	 no	 ser	modificados
por	 una	 ley	 posterior,	 además	 que	 con	 ello	 no	 plantean	 solución	 alguna,
yerran,	puesto	que	la	Tercera	Disposición	Complementaria	jerárquicamente
no	puede	circunscribir	los	alcances	de	un	texto	constitucional.
FACULTADES	DEL	EMPLEADOR
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	9°.—Por	la	subordinación,	el	trabajador	presta	sus	servicios
bajo	dirección	de	su	empleador,	el	cual	tiene	facultades	para
normar	reglamentariamente	las	labores,	dictar	las	órdenes
necesarias	para	la	ejecución	de	las	mismas,	y	sancionar
disciplinariamente,	dentro	de	los	límites	de	la	razonabilidad,
cualquier	infracción	o	incumplimiento	de	las	obligaciones	a	cargo
del	trabajador.
El	empleador	está	facultado	para	introducir	cambios	o	modificar
turnos,	días	u	horas	de	trabajo,	así	como	la	forma	y	modalidad	de
la	prestación	de	las	labores,	dentro	de	criterios	de	razonabilidad	y
teniendo	en	cuenta	las	necesidades	del	centro	de	trabajo.
D.	S.	013-2006-TR.
ART.	 2°.—Precisión	 normativa.	 Precísese	 que	 el	 artículo	 9°	 del	 Texto
Único	 Ordenado	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 728,	 Ley	 de	 Productividad	 y
Competitividad	 Laboral,	 aprobado	 por	 el	 Decreto	 Supremo	N°	 003-97-TR,
no	puede	ser	interpretado	en	el	sentido	que	permita	al	empleador	modificar
unilateralmente	el	contenido	de	convenios	colectivos	previamente	pactados,
u	obligar	a	negociarlos	nuevamente,	o	afectar	de	cualquier	otra	manera	 la
libertad	sindical.
JURISPRUDENCIA.—El	poder	fiscalizador	y	disciplinario	del	empleador	debe
ejercerse	de	acuerdo	a	la	constitución.	“(…)	cuando	se	alega	que	la	relación
laboral	no	puede	desconocer	los	derechos	fundamentales	del	trabajador,
ello	no	significa	tampoco	que	tales	atributos	puedan	anteponerse	a	las
obligaciones	de	trabajo,	de	manera	tal	que	estas	últimas	terminen	por
desvirtuarse	o	desnaturalizarse.	En	tales	supuestos,	es	evidente	que	el
empleador	no	solo	puede,	sino	que	debe,	hacer	uso	de	su	poder	fiscalizador
e,	incluso,	disciplinario.	Sin	embargo,	en	tales	supuestos,	la	única	forma	de
determinar	la	validez,	o	no,	de	una	medida	de	tal	índole	es,	en	primer	lugar	y
como	ya	se	anticipó,	respetar	las	propias	limitaciones	establecidas	por	la
Constitución	y,	en	segundo	lugar,	implementar	mecanismos	razonables	que
permitan,	sin	distorsionar	el	contenido	de	los	derechos	involucrados,
cumplir	los	objetivos	laborales	a	los	que	se	encuentran	comprometidos	los
trabajadores	y	las	entidades	empleadoras	a	las	cuales	pertenecen.	(…)”	(T.
C.,	Exp.	01058-2004-AA/TC,	set.	16/2004.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—La	rotación	o	traslado	del	trabajador	debe	respetar
criterios	de	razonabilidad	y	necesidad	del	centro	de	trabajo.	“(...)	respecto	a	la
supuesta	rotación	o	traslado	de	la	actora,	cabe	señalar	que	no	obra
documento	alguno	que	lo	acredite,	peor	aún	si	se	trataba	de	cambiarla
geográficamente	de	ubicación,	pues	era	necesario	satisfacer	los	criterios	de
razonabilidad	y	necesidades	del	centro	de	trabajo,	de	conformidad	con	el
segundo	párrafo	del	artículo	9°	del	Decreto	Supremo	003-97-TR.	De	igual
manera,	respecto	a	las	afirmaciones	de	la	empresa	demandada	en	el	sentido
de	que,	dedicándose	a	la	intermediación	laboral,	destacó	a	la	actora	a	una
empresa	usuaria	en	Lima,	lo	que	no	habría	sido	aceptado	por	la
demandante,	tampoco	la	demandada	ha	presentado	documento	alguno
respecto	del	destaque	ni	cuál	sería	la	nueva	empresa	usuaria.	Pero,	por	el
contrario,	si	se	pretende	afirmar	que	muchas	de	estos	actos	fueron	verbales.
(...).”	(T.	C.,	Exp.	02460-2011-AA/TC,	ago.	16/2011.	S.	S.	Beaumont
Callirgos)
JURISPRUDENCIA.—Límite	de	las	facultades	del	empleador.	“Debe	tenerse
en	cuenta	que	la	ley	no	ampara	el	abuso	del	derecho,	como	tampoco	debe
servir	de	instrumento	para	que	las	facultades	de	direccionalidad,	mando,
exigencias	del	trabajo,	disciplina	y	orden	en	sí	mismos	se	desnaturalicen	y/o
distorsionen	por	las	partes,	sea	con	el	desmedro	o	perjuicio	de	una	u	otra.
De	allí	que	también	se	tiene	que	dentro	del	plexo	de	derechos	y	deberes	de
las	partes	en	el	contrato	laboral,	destaca	por	su	trascendencia	e
implicancias,	el	deber	de	previsión	del	empleador,	el	mismo	que	podría
inclusive	definirse	como	la	obligación	de	actuar	con	la	debida	consideración
hacia	los	intereses	legítimos	del	trabajador,	que	tiene	su	origen	en	la
situación	de	dependencia	en	que	se	encuentra	el	trabajador	respecto	de
aquél.
Finalmente	no	debe	omitirse	el	tenerse	presente	que	el	poder	direccional
del	empleador	se	caracteriza	por	ser	unilateral	pero	a	su	vez	discrecional,
mas	nunca	arbitrario	y	absoluto,	por	cuanto	está	limitado	objetivamente	por
la	razonabilidad	y	la	ley,	las	necesidades	del	empleador	y	los	intereses
morales	y	materiales	del	Trabajador	(…).”	(RSL,	1ra	Sala.	Exp.	2854-97-ND;
dic.	05/97.	V.	P.	Sifuentes	Stratti)
JURISPRUDENCIA.—Manifestación	de	la	facultad	patronal	del	jus	variandi.
“Una	de	las	facultades	reconocidas	por	la	doctrina	a	los	empleadores	es	la
del	jus	variandi,	es	decir	la	posibilidad	que	tiene	el	empleador	de	cambiar	de
área	de	trabajo	a	sus	dependientes,	la	misma	que	sin	embargo	no	es
irrestricta,	no	procediendo	tal	cambio	si	ello	irroga	un	acto	de	hostilidad
(…).”	(RSL,	Exp.	5220-97-I(S),	oct.	13/97.	V.	P.	Delgado	Guillén)
JURISPRUDENCIA.—Determinar	la	organización	interna	del	centro	de
trabajo	es	facultad	exclusiva	del	empleador.	“Que	el	punto	central	de	la
controversia	consiste	en	que	mientras	en	el	presente	caso	se	ha	considerado
que	la	demandada	debe	reconocer	a	los	trabajadores	por	quienes	acciona	el
sindicato	en	el	puesto	que	en	los	hechos	vienen	cubriendo,	en	otros	casos	se
ha	determinado	que	el	ascenso	de	un	trabajador	es	potestad	exclusiva	y
excluyente	de	la	empresa,	no	pudiendo	ser	ordenado	por	el	Poder	Judicial.
Tercero.-	Que	del	convenio	colectivo	que	en	copia	obra	a	fojas	cuatro,	y
concretamente	de	los	literales	a)	y	b)	del	punto	c-tres,	es	de	apreciarse	que
la	demandada	es	una	empresa	que	cuenta	con	un	sistema	salarial	que,
conforme	a	la	indicada	cláusula,	es	facultad	exclusiva	de	la	empresa	en
cuanto	a	su	implantación.
Cuarto.-	Que	en	cuanto	al	fondo	del	asunto,	y	abundando	a	lo	expuesto
respecto	del	indicado	convenio	colectivo,	debe	tenerse	presente	que	en	la
relación	laboral,	mientras	no	existan	instrumentos	normativos	expresos,	la
organización	interna	del	centro	de	trabajo	es	facultad	exclusiva	de	la	parte
empleadora,	incluyendo	la	promoción	de	trabajadores	o	sus	ascensos.
Quinto.-	Que,	consecuentemente,	no	es	posible	que	mediante	una	sentencia
se	obligue	a	una	empresa	privada	a	reconocer	a	un	trabajador	en	un	puesto
distinto	al	que	le	ha	asignado	su	principal	en	tanto	no	exista,	como	se	ha
dicho,	norma,	contrato	o	convenio	que	disponga	lo	contrario.
Sexto.-	Que	respecto	del	ascenso	o	nombramiento	de	un	trabajador	a	un
puesto	específico	los	instrumentos	recaudados	por	la	parte	demandante	no
contienen	pactos	que	de	manera	indubitable	restrinjan	la	facultad	de	la
empleadora,	o	la	obliguen	a	ejecutar	tales	acciones	sin	su	intervención
definitoria.
Declararon	Fundado	el	Recurso	de	Casación	(...).”	(Cas.	Sala	de	Derecho
Constitucional	y	Social.	Exp.	580-97.	Ica,	jun.	16/99)
JURISPRUDENCIA.—En	una	acción	de	amparo,	el	Tribunal	Constitucional	ha
determinado	que	el	respeto	a	la	dignidad	del	trabajador,	concretamente	a	sus
creencias	religiosas,	puede	imponer	limitaciones	a	la	facultad	patronal	del	jus
variandi.	“El	derecho	a	la	libertad	de	conciencia	supone	el	derecho	de	toda
persona	de	formarse	libremente	la	propia	conciencia,	de	manera	tal	que
aquella	formación	se	vea	exenta	de	intromisiones	de	cualquier	tipo.	El	libre
desarrollo	de	la	personalidad	del	individuo	implica	que	en	el	transcurrir	de
la	vida	la	persona	vaya	formándose	en	valores	o	principios	que	den	lugar	a
la	generación	de	un	propio	cúmulo	de	criterios	e	ideas.	El	Estado
Constitucional	de	Derecho	resguarda	que	el	forjamiento	de	la	propia
conciencia	no	conlleve	perturbación	o	imposición	de	ningún	orden,	ni
siquiera	de	aquellos	postulados	éticos	o	morales	que	cuenten	con	el	más
contundente	y	mayoritario	apoyo	social,	pues	justamente,	una	condición
intrínseca	al	ideal	democrático	lo	constituye	el	garantizar	el	respeto	de	los
valores	e	ideas	de	la	minoría.
Por	otra	parte,	la	libertad	de	religión	comporta	el	derecho	fundamental	de
todo	individuo	de	formar	parte	de	una	determinada	confesión	religiosa,	de
creer	en	el	dogma	y	la	doctrina	propuesta	por	dicha	confesión,	de
manifestar	pública	y	privadamente	las	consecuentes	convicciones	religiosas
y	de	practicar	el	culto.	Como	todo	derecho	de	libertad,	el	derecho	a	la
libertad	religiosa	tiene	una	vertiente	negativa,	que	garantiza	la	libertad	de
cada	persona	para	decidir	en	conciencia	que	no	desea	tomar	parte	en	actos
de	la	naturaleza	antes	descrita.
En	puridad,	la	libertad	de	conciencia	está	vinculada	a	la	libertad	de	ideas;
mientras	que	la	libertad	de	religión,	a	la	libertad	de	creencias.
Ambos	derechos	que,	por	lo	demás,	gozan	de	pleno	reconocimiento
internacional	(artículo	18	de	la	Declaración	Universal	de	Derechos
Humanos,	artículo	18	del	Pacto	Internacional	de	Derechos	Civiles	y
Políticos,	artículo	12	de	la	Convención	Americana	sobre	Derechos	Humanos,
entre	otros)	bien	pueden	ser	objeto	de	restricciones	a	favor	de	intereses
superiores,	como	podrían	ser	la	salvaguardia	de	la	seguridad,	la	salud,	la
moralidad	y	el	orden	público.	Observada	debidamente	la	diferencia	entre
ambos	derechos	fundamentales,	se	hace	patente,	al	mismo	tiempo,	la
incuestionable	vinculación	entre	ambos,	dado	que	es	difícil,	si	no	imposible,
concebir	un	adecuado	desarrollo	de	la	libertad	religiosa,	sin	prestar	las
debidas	garantías	para	el	ejercicio	de	la	libertad	de	conciencia.
(...).
6.	Así	las	cosas,	y	habiéndose	considerado	que	en	virtud	de	la	libertad	de
conciencia,	toda	persona	tiene	derecho	a	formar	su	propia	conciencia,	no
resulta	descabellado	afirmar	que	uno	de	los	contenidos	nuevos	del	derecho
a	la	libertad	de	conciencia	esté	constituido,	a	su	vez,	por	el	derecho	a	la
objeción	de	conciencia,	porque	de	qué	serviría	poder	autodeterminarse	en
la	formación	de	las	ideas	si	no	es	posible	luego	obrar	(o	dejar	de	obrar)
conforme	a	los	designios	de	esa	conciencia.	No	permitirle	al	individuo
actuar	conforme	a	los	imperativos	de	su	conciencia,	implicaría	que	el
derecho	a	la	formación	de	ésta	careciera	de	toda	vocación	de	trascendencia,
pues	sucumbiría	en	la	paradoja	perversa	de	permitir	el	desarrollo	de
convicciones	para	luego	tener	que	traicionarlas	o	reprimirlas	con	la
consecuente	afectación	en	la	psiquis	del	individuo	y,	por	ende,	en	su
dignidad	de	ser	humano.	De	allí	que	el	Tribunal	Constitucional	considere,
sin	necesidad	de	acudir	a	la	cláusula	3	de	la	Constitución,	que	el	derecho	a	la
libertad	de	conciencia	alberga,	a	su	vez,	el	derecho	a	la	objeción	de
conciencia.
(...).
8.	En	el	presente	caso,	conforme	se	desprende	del	documento	obrante	a
fojas	21,	el	recurrente	pertenece	a	la	Iglesia	Adventista	del	Séptimo	Día
desde	el	6	de	noviembre	de	1993;	lo	que	significa	que,	con	el	transcurrir	del
tiempo,	el	recurrente	incorporó	a	su	patrimonio	ideológico	determinadas
convicciones	que	se	desprenden	de	la	doctrina	profesada	por	la	iglesia	antes
referida,	uno	de	cuyos	preceptos	ordena	el	reposo	durante	los	días	sábados.
Asimismo,	según	se	observa	de	un	documento	que	contiene	lo	señalado	en
la	Sesión	de	Directorio	N°	23-D-DPTAL-LAMB-ESSALUD-2000,	de	fecha	1	de
diciembre	del	2000,	obrante	a	fojas	45,	que	si	bien	en	dicha	reunión	se
planteó	la	interrogante	respecto	de	las	razones	por	las	cuales	el
demandante	no	registra	producción	laboral	los	días	sábados,	en	la	misma
sesión	se	da	respuesta	a	la	disyuntiva	cuando	el	propio	director	indica	que
‘se	tiene	conocimiento	de	que	dicho	profesional	practica	la	religión
adventista,	cuyos	integrantes	toman	descanso	los	días	sábados’.	Es	claro
entonces	que	la	emplazada	tenía	pleno	conocimiento	de	la	confesión
religiosa	del	recurrente,	razón	por	la	que	se	puede	presumir	con	razonable
objetividad	que	éste	fue	el	motivo	por	el	que	no	se	le	programó	en	las
jornadas	laborales	de	los	días	sábados	durante	los	años	1999	y	2000.
En	ese	sentido,	el	Tribunal	Constitucional	considera	que	si	en	un	principio
la	emplazada	optó	por	respetar	los	designios	derivados	de	los	dogmas
religiosos	profesados	por	el	recurrente,	no	existen	razones	legítimas	para
que,	con	posterioridad,	se	decidiera	cambiar	de	decisión.	Este	criterio,	desde
luego,	no	significa	que	el	tribunal	desconozca	el	ius	variandi	del	empleador;
pero,	en	atención	a	su	carácter	de	derecho	fundamental,	derivado	del
principio	de	dignidad	humana,	para	que	se	realizara	tal	cambio	era	preciso
que	se	observara	un	mínimo	de	razonabilidad	en	los	fundamentos	del
cambio.
(...).
9.	De	este	modo,	dadas	las	particulares	circunstancias	del	caso,	la	objeción
de	conciencia	al	deber	de	asistir	a	laborar	los	días	sábados	planteada	por	el
recurrente,	encuentra	fundamento	en	la	medida	en	que	la	empresa	no	ha
aportado	razones	objetivas	que	permitan	concluir	que	el	cambio	en	la
programación	laboral	obedezca	a	intereses	superiores	de	la	institución
hospitalaria	compatibles	con	el	sacrificio	del	derecho	del	recurrente,	que,
aunque	excepcional,	resulta	plenamente	aplicable	a	esta	causa.
Por	estos	fundamentos,	el	Tribunal	Constitucional,	en	uso	de	las
atribuciones	que	le	confieren	la	Constitución	Política	del	Estado	y	su	Ley
Orgánica,
Falla
Revocando	la	recurrida,	que,	confirmando	la	apelada,	declaró	fundada	la
excepción	de	falta	de	agotamiento	de	la	vía	administrativa	e	improcedente
la	demanda;	y,	reformándola,	declara	infundada	la	citada	excepción	y
Fundada	la	acción	de	amparo;	ordena	a	la	demandada	no	incluir	al
recurrente	en	las	jornadas	laborales	de	los	días	sábados	y	permitirle	tomar
todas	las	medidas	razonables	que	la	ley	autorice	para	compensar	dichas
inasistencias,	de	forma	tal	que	no	se	vea	afectada	la	productividad	laboral
del	recurrente”	(Amparo.	Tribunal	Constitucional.	Exp.	0895-2001-AA/TC)
DOCTRINA.—Límites	 del	 ejercicio	 del	 poder	 disciplinario.”(...)
establecer	 límites	 jurídicos	 al	 ejercicio	 de	 la	 potestad	 disciplinaria
reconocida	 al	 empleador,	 constituye	 una	 aplicación	 del	 principio	 de
juridicidad	de	 las	 sanciones,	de	 razonabilidad	y	de	buena	 fe	 (...)”.	 (ETALA,
Carlos	Alberto.	Contrato	de	Trabajo,	Astrea,	1999;	pág.	179)
DOCTRINA.—Sanciones	 prohibidas.	 “(...)	 El	 poder	 disciplinario	 forma
parte	de	las	atribuciones	que	la	ley	concede	al	empleador	como	coordinador
de	 la	 comunidad	 laboral.	Por	él,	 puede	 sancionar	a	 las	personas	ocupadas
ante	incumplimiento	de	sus	obligaciones,	con	una	finalidad	correctiva	y	no
en	 su	 propio	 beneficio	 (...)”.	 (FERNÁNDEZ	 CAMPÓN,	 Raúl.	 Régimen	 de
Contrato	de	Trabajo,	Astrea,	2000;	pág.	64)
COMENTARIO.—Facultades	del	empleador.	Jus	variandi.	Las	 facultades
directrices	 y	 sancionadoras	 del	 empleador	 son	 inmanentes	 al	 contrato	 de
trabajo.	De	desprenderse	el	empleador	de	ellas,	más	que	renunciando	a	un
derecho	estaría	eludiendo	una	responsabilidad.
El	 jus	 variandi,	 o	 poder	 patronal	 para	 establecer	 variaciones	 –dentro	 de
ciertos	límites–	a	algunas	de	las	condiciones	del	contrato	de	trabajo,	es	una
manifestación	del	poder	de	dirección	que	ostenta	el	empleador.
El	enunciado	legal	restringe	la	aplicación	del	Jus	Variandi	sobre	la	base	de
dos	condicionantes:
-	El	respeto	del	criterio	de	razonabilidad,	y
-	La	atención	a	las	necesidades	del	centro	de	trabajo.
Sin	 la	 existencia	 de	 estas	 condiciones	 complementarias,	 la	 medida
modificatoria	del	empleador	devendría	en	abusiva.
De	igual	modo,	las	facultades	sancionadoras	del	empleador	deben	ejercerse
dentro	de	los	límites	del	criterio	de	razonabilidad.
Como	quiera	que	el	concepto	de	razonabilidad	contiene	elementos	de	gran
subjetividad,	será	labor	de	la	jurisprudencia	determinar	sus	alcances.
CAPÍTULO	SEGUNDO
Capacidad	para	Contratar
REQUISITOS	DEL	ACTO	JURÍDICO.	CAPACIDAD
C.	C.
ART.	140.—El	acto	jurídico	es	la	manifestación	de	voluntad
destinada	a	crear,	regular,	modificar	o	extinguir	relaciones
jurídicas.	Para	su	validez,	se	requiere:
1.	Agente	capaz.
2.	Objeto	físico	y	jurídicamente	posible.
3.	Fin	lícito.
4.	Observancia	de	la	forma	prescrita	bajo	sanción	de	nulidad.
CAPACIDAD	DE	EJERCICIO
C.	C.
ART.	42.—Tienen	plena	capacidad	de	ejercicio	de	sus	derechos
civiles	las	personas	que	hayan	cumplido	dieciocho	años	de	edad,
salvo	lo	dispuesto	en	los	artículos	43	y	44.
C.	C.
ART.	43.—Son	absolutamente	incapaces:
1.	Los	menores	de	dieciséis	años,	salvo	para	aquellos	 actos	determinados
por	la	ley.
2.	Los	que	por	cualquier	causa	se	encuentren	privados	de	discernimiento.
3.	 Los	 sordomudos,	 los	 ciegosordos	 y	 los	 ciegomudos	 que	 no	 pueden
expresar	su	voluntad	de	manera	indubitable.
C.	C.
ART.	44.—Son	relativamente	incapaces:
1.	Los	mayores	de	dieciséis	y	menores	de	dieciocho	años	de	edad.
2.	Los	retardados	mentales.
3.	Los	que	adolecen	de	deterioro	mental	que	 les	 impide	expresar	su	 libre
voluntad.
4.	Los	pródigos.
5.	Los	que	incurren	en	mala	gestión.
6.	Los	ebrios	habituales.
7.	Los	toxicómanos.
8.	Los	que	sufren	pena	que	lleva	anexa	la	interdicción	civil.
C.	C.
ART.	45.—Los	representantes	legales	de	los	incapaces	ejercen	los	derechos
civiles	de	 éstos,	 según	 las	 normas	 referentes	 a	 la	 patria	 potestad,	 tutela	 y
curatela.
AUTORIZACIÓN	DE	TRABAJO	DE	MENORES
Ley	27337.
ART.	50.—Autorización	e	inscripción	del	adolescente
trabajador.	Los	adolescentes	requieren	autorización	para
trabajar,	salvo	en	el	caso	del	trabajador	familiar	no	remunerado.
El	responsable	de	la	familia,	en	el	caso	del	trabajador	familiar	no
remunerado,	inscribirá	al	adolescente	trabajador	en	el	registro
municipal	correspondiente.
En	el	registro	se	consignarán	los	datos	señalados	en	el	artículo	53
de	este	código.
DOCTRINA.—Representación	de	las	personas	jurídicas	en	un	contrato
de	 trabajo.	 “Tratándose	 de	 personas	 jurídicas	 es	 lógico	 que	 éstas	 se
manifiesten	 y	 obliguen	mediante	 sus	 representantes	 legales.	Debe	 tenerse
presente,	sin	embargo,	que	en	las	empresas	de	cierta	envergadura,	siendo	el
empleador	una	persona	colectiva,	es	el	representante	convencional	(factor,
gerente,	capataz),	quien	concluye	el	contrato	en	nombre	del	empleador.	La
validez	 depende	 entonces	 del	 poder	 que	 tenga	 el	 representante
convencional	 o	 que	 aparente	 tener”.	 (KROTOSCHIN,	 Ernesto.	 Tratado
Práctico	de	Derecho	del	Trabajo,	Depalma,	1977,	Tomo	I;	pág.	177)
DOCTRINA.—Ejemplos	 de	 contratos	 de	 objeto	 ilícito.	 “Los	 ejemplos
típicos	 de	 trabajo	 ilícito	 son	 la	 prostitución	 y	 el	 juego	 clandestino,	 que
obviamente	son	contrarios	a	la	moral	y	las	buenas	costumbres.”	(DE	DIEGO,
Julián	 Arturo.	 Manual	 de	 Derecho	 del	 Trabajo	 y	 de	 la	 Seguridad	 Social,
Abeledo	Perrot,	2002;	pág.	200)
DOCTRINA.—Efectos	 de	 la	 nulidad.	 “En	 el	 caso	 de	 nulidad	 por	 objeto
ilícito,	 no	 se	 produce	 consecuencia	 alguna	 entre	 las	 partes.	 Esto	 ocurre
porque	ni	siquiera	se	ha	formado	una	relación	efectiva	de	trabajo,	ya	que	el
ordenamiento	 jurídico	 debe	 negar	 todo	 reconocimiento	 a	 una	 ocupación
inmoral”.	(KROTOSCHIN,	Ernesto.	Tratado	Práctico	de	Derecho	del	Trabajo,
Depalma,	1977;	pág.	189)
COMENTARIO.—Código	 de	 los	 Niños	 y	 Adolescentes.	 El	 Código	 de	 los
Niños	 y	 Adolescentes,	 aprobado	mediante	 Ley	 N°	 27337,	 regula	 variados
aspectos	del	trabajo	dependiente	de	estos	menores.
En	este	 capítulo	 se	 trata	 todo	 lo	 referente	a	 la	 capacidad	del	menor	para
celebrar	contratos	de	trabajo	y	su	correspondiente	autorización.
Temas	 tales	 como	 las	 limitaciones	de	 la	 jornada	de	 los	menores,	 trabajos
prohibidos,	 remuneraciones,	 vacaciones	 y	 derechos	 colectivos	 de	 esta
categoría	de	trabajadores,	se	desarrollarán	en	los	apartados	pertinentes.
TRABAJOS	NOCIVOS	PARA	LOS	ADOLESCENTES
D.	S.	003-2010-Mimdes.
ART.	 1°.—Relación	 de	 trabajos	 peligrosos	 y	 actividades	 peligrosas	 o
nocivas	 en	 las	 que	 no	 podrá	 ocuparse	 a	 las	 y	 los	 adolescentes.
Apruébase	 la	 “Relación	 de	 trabajos	 peligrosos	 y	 actividades	 peligrosas	 o
nocivas	para	la	salud	integral	y	la	moral	de	las	y	los	adolescentes”,	la	cual	en
anexo	 adjunto	 forma	 parte	 integrante	 del	 presente	 decreto	 supremo,	 que
será	 publicada	 en	 el	 portal	 institucional	 del	 Ministerio	 de	 la	 Mujer	 y
Desarrollo	Social	(www.mimdes.gob.pe).
D.	S.	003-2010-Mimdes.
ART.	 2°.—Definición	 de	 trabajo	 peligroso.	 Se	 entiende	 como	 trabajo
peligroso	a	aquel	en	que	las	exigencias	propias	de	las	labores	interfieran	o
comprometan	 el	 normal	 desarrollo	 biopsicosocial,	 la	 seguridad	o	 la	moral
de	las	y	los	adolescentes.
Contribuyen	 a	 ocasionar	 daño	 a	 las	 y	 los	 adolescentes	 que	 realizan
trabajos,	 peligrosos,	 los	 factores	 de	 riesgo	 físico,	 químico,	 biológico,
ergonómico	y	psicosocial.
D.	S.	003-2010-Mimdes.
ART.	4°.—Actualización	de	la	relación.	La	relación	que	se	aprueba	por	el
presente	 decreto	 supremo	 será	 actualizada	 según	 la	 prelación	 de	 las
necesidades	cuando	los	trabajos	y	actividades	realizadas	pongan	en	riesgo	o
vulneren	el	desarrollo	integral	de	las	niñas,	niños	y	adolescentes.
La	consulta	para	la	actualización	de	la	relación	se	realizará	en	el	marco	de
lo	dispuesto	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	58	de	la	Ley	N°	27337,	Ley
que	Aprueba	el	Nuevo	Código	de	los	Niños	y	Adolescentes,	y	los	convenios
internacionales	suscritos	por	el	Estado	peruano.
RELACIÓN	DE	TRABAJOS	Y	ACTIVIDADES	PELIGROSAS	O
NOCIVAS	PARA	LA	SALUD	FÍSICA	O	MORAL	DE	LAS	Y	LOS
ADOLESCENTES
D.	S.	003-2010-Mimdes.
A.	Trabajos	peligrosos	por	su	naturaleza
Actividades	 y	 trabajos	 que	 por	 alguna	 característica	 propia,	 representan
riesgo	para	la	salud	y	desarrollo	integral	de	las	y	los	adolescentes.
A1.	Trabajos	en	la	extracción	y	procesamiento	de	minerales	metálicos	y	no
metálicos	 realizados	 por	 la	 actividad	 minera	 formal	 o	 informal	 en
cualquiera	 de	 sus	 estratos	 incluyendo	 la	 minería	 informal;	 en	 labores
subterráneas,	en	excavaciones,	lavaderos	y	canteras.
A2.	Trabajos	en	 los	que	se	utilice	herramientas	tipo	manual	o	mecánico	y
equipos	especializados	y	que	requieran	capacitación	y	experiencia	para	su
uso	 como	 en	 la	 agricultura,	 imprenta,	 metal	 mecánica,	 construcción	 civil,
explotación	e	industria	maderera,	industria	alimentaria	y	cocina,	manejo	de
vehículos	de	transporte	y	de	carga	pesada,	así	como	la	operación	de	equipos
de	 demolición,	 lavado,	 secado	 y	 planchado	 de	 prendas	 en	 lavanderías
industriales.
A3.	Trabajos	que	impliquen	el	contacto	y/o	la	exposición	de	las	personas	a
productos	 químicos,	 sustancias	 tóxicas,	 sustancias	 cáusticas,	 vapores	 y
gases	tóxicos,	sustancias	corrosivas	y	elementos	inflamables	debido	a	que	se
manipulan	en	la:
Industria	 química:	 elaboración	 y	 manipulación	 de	 carburantes,	 pinturas,
anticorrosivos,	esponjas,	asbesto,	cemento	y	combustible;
Industria	automotriz:	 talleres	de	servicio	automotor,	embragues,	 frenos	y
otros	similares;
Industria	de	hidrocarburos:	estaciones	de	servicio	y	velas;
Agroindustria:	exposición	a	agroquímicos	y	fumigación;
Industria	de	plástico:	fabricación	de	poliuretanos,	producción	de	plástico	y
caucho	sintético;
Industria	de	lavandería	y	tintorería:	limpieza	líquida	y	en	seco,	y	teñido;
Industria	Pirotécnica:	exposición	y	manipulación	de	pólvora;
Industria	de	fundición:	exposición	y	manipulación	de	acero,	cobre,	hierro,
vidrio	o	cualquier	otro	metal,	no	importando	la	función	que	desempeñan;
Esfera	doméstica:	uso	de	ácido	muriático,	lejía,	desinfectantes,	plaguicidas,
insecticidas	y	similares.
A4.	Trabajos	de	 transformación	de	materias	primas	que	 se	 realizan	en	 la
fabricación	artesanal	de	ladrillos,	adobes	y	la	fabricación	de	lajas	de	piedra
decorativas.
A5.	 Trabajos	 en	 alta	 mar	 o	 bajo	 el	 agua	 referidos	 a	 la	 actividades	 de
explotación	 y	 transporte	 referidas	 a	 la	 pesca	 industrial	 y	 artesanal	 y	 la
recolección	de	corales,	moluscos	y	algas,	que	impliquen	la	recuperación	de
pesadas	 redes	 y	 cajones	 de	 aire	 comprimido,	 inspección	 de	 diques,
reparación	de	embarcaciones	en	alta	mar,	trabajos	sumergidos	bajo	el	agua.
A6.	 Trabajo	 de	 traslado,	 limpieza	 y	 comercialización	 de	 peces,	 corales,
moluscos	y	algas,	etc.	en	la	industria	pesquera	artesanal	y	que	impliquen	la
carga	 de	 pesos	 excesivos,	 la	 permanencia	 en	 el	 agua,	 uso	 de	 utensilios
filudos.
A7.	 Trabajos	 en	 alturas	 superiores	 a	 dos	 metros;	 característicos	 de	 los
trabajos	 de	 limpieza	 de	 vidrios	 en	 edificios,	 reparación	 de	 techumbres,
armado	de	andamios,	armando	de	estructuras,	etc.
A8.	 Trabajos	 en	 sistemas	 de	 generación,	 transmisión	 y	 distribución	 de
energía	eléctrica,	que	 impliquen	contacto	directo	con	electricidad;	como	la
instalación,	reparación	y	mantenimiento	de	instalaciones	eléctricas.
A9.	Trabajos	con	exposición	a	ruidos	continuos	e	intermitentes	superiores
a	60	decibles	o	a	ruido	impacto.	En	esta	categoría	se	incluyen	los	trabajos	de
aeropuerto,	 aserraderos,	 maestranzas,	 perforaciones,	 transporte	 público,
discotecas,	 comercio	público,	o	cualquier	 labor	que	 implique	 la	exposición
continua	o	sistemática	al	mido.
A10.	Trabajos	con	exposición	a	 radiaciones	 ionizantes	y	no	 ionizantes;	 la
exposición	 puede	 ser	 directa	 o	 indirecta.	 Los	 trabajos	 en	 laboratorios	 de
rayos	X,	aeropuertos,	hospitales,	fabricas	de	iluminación	y	similares.
A11.	 Trabajos	 en	 contacto	 con	 residuos	 de	 animales	 deteriorados;	 con
glándulas,	vísceras,	sangre,	huesos,	cueros,	pelos	y	desechos	de	animales;	y
en	 contacto	 con	animales	portadores	de	enfermedades	 infectocontagiosas.
Trabajos	 como:	 camales,	 crianza	 de	 animales,	 comercio,	 transporte,
procesamiento	y	venta	de	carne.
A12.	 Trabajos	 en	 producción,	 reparto	 o	 venta	 exclusiva	 de	 bebidas
alcohólicas	 en	 establecimientos	 de	 consumo	 inmediato.	 Se	 refieren	 a	 las
actividades	relacionadas	con	la	fabricación	de	vinos	y	bebidas	alcohólicas	de
atención	a	clientes	en	licorerías,	bares,	cantinas,	centros	nocturnos,	salas	de
juego	de	azar	y	similares.
A13.	 Trabajos	 en	 establecimientos	 en	 que	 se	 grabe,	 fotografíe,	 edite	 e
imprima,	material	 gráfico	 y	 donde	 los	 niños,	 niñas	 y	 adolescentes	 puedan
estar	 expuestos	 a	 ser	 utilizados	 para	 la	 elaboración	 de	 material
pornográfico.
A14.	Trabajos	de	cuidado	y	vigilancia	de	ancianos,	enfermos,	bebés,	niñas,
niños	 o	 parientes,	 así	 como	 de	 predios	 y	 lugares	 los	 cuales	 requieren
protección	 y	 cuya	 integridad	 esté	 sujeta	 al	 desempeño	de	un	 adolescente,
poniendo	en	riesgo	su	propia	seguridad	y	la	de	otras	personas.
A15.	Trabajos	en	espacios	cerrados,	estrechos	o	aislados	y	sin	ventilación,
como	en	talleres	de	confecciones,	kioscos	y	otros	similares.
A16.	 Trabajos	 con	 exposición	 a	 temperaturas	 extremas	 de	 manera
continua	o	intermitente.	Son	las	que	se	desarrollan	en	lugares	fríos,	donde
se	 almacenan	alimentos	 y	 elementos	para	 su	 conservación.	 Entre	 éstos	 se
cuentan	 frigoríficas	 de	 frutas,	 carnes,	 bulbos	 de	 flores	 y	 fabricas	 de	 hielo.
También	son	aquellas	que	se	desarrollan	en	lugares	con	altas	temperaturas
como	 hornos	 de	 panadería,	 hornos,	 e	 hornillos	 fogones	 y	 cocinillas;
fundiciones,	lavanderías	y	otros	similares.
A17.	Trabajos	en	levantamiento	y	traslado	manual	de	carga,	que	exceda	los
límites	permitidos.	Corresponde	a	actividades	de	carga,	descarga	y	traslado
continuo	e	 intermitente	de	elementos.	Entre	 las	actividades	características
de	 este	 tipo	 de	 trabajo	 se	 encuentran	 estibadores,	 desestibadores,
transportistas	 manuales	 en	 mercados,	 muelles	 o	 almacenes,	 las	 cuales
implican	riesgos	ergonómicos.
A18.	 Trabajos	 recolectando	 y	 seleccionando	 basura,	 residuos	 y	 otros
similares.
A19.Trabajo	 en	 el	 transporte,	 manipulación	 y	 cuidado	 de	 valores	 que
ponen	como	responsable	a	un	menor	de	18	años.
A20.	 Trabajos	 relacionados	 a	 la	 fabricación	 y	 manejo	 de	 sustancias
explosivas	para	la	fabricación	de	articulas	pirotécnicos	o	su	colocación	para
su	uso	como	efecto	explosivo
B.-	Trabajos	peligrosos	por	sus	condiciones
Actividades	o	 trabajos	que	por	el	 contexto	ambiental	u	organizacional	 en
que	se	realizan,	generan	perjuicio	en	la	salud	y	desarrollo	integral	de	las	y
los	adolescentes.
B1.	Trabajos	en	jornadas	extensas,	por	encima	de	las	horas	establecidas	en
el	Código	de	los	Niños	y	Adolescentes.
B2.	Trabajos	que	se	realicen	con	ausencia	de	medidas	sanitarias,	de	higiene
y	seguridad.
B3.	El	trabajo	que	se	realice	en	medios	de	transporte	público,	interurbano
o	interprovincial,	tales	como	cobradores,	terramozas	y	otros	similares.
B4.	 El	 trabajo	 que,	 por	 su	 horario,	 distancia	 o	 exigencias,	 impida	 la
asistencia	al	centro	educativo,	socializarse	entre	pares	o	comunicarse	con	su
familia	de	origen.
B5.	Los	trabajos	en	los	que	las	y	los	adolescentes	estén	expuestos	a	abusos
de	 orden	 físico,	 psicológico	 o	 sexual	 como	 son	 los	 realizados	 en	 centros
nocturnos,	 prostíbulos,	 salas	 de	 juego	 de	 azar,	 salas	 o	 lugares	 de
espectáculos	para	adultos.
B6.	El	trabajo	doméstico	que	se	realiza	en	casa	de	terceros,	familiares	o	no,
los	que	se	realizan	por	debajo	de	 la	edad	mínima	de	admisión	al	empleo	y
donde	 se	 pernocte	 bajo	 la	 modalidad	 “cama	 adentro”,	 que	 impidan	 la
supewisión	o	inspección	de	trabajo.
B7.	Trabajos	en	ambientes	de	espectáculos	o	similares,	cuando	expongan	a
los	adolescentes	a	riesgos	para	su	integridad	física,	psicológica	y	moral.
B8.	Trabajos	en	horarios	nocturnos	entre	 las	19:00	y	7:00	horas,	siempre
que	no	estén	autorizados	por	el	juez.
B9.	 Trabajos	 que	 se	 realicen	 en	 la	 vía	 pública	 y	 que	 exponen	 a	 las	 y	 los
adolescentes	a	accidentes	de	tránsito,	violencia,	explotación	sexual	y	abuso.
EDAD	MÍNIMA	PARA	EL	TRABAJO
Ley	27337.
ART.	51.—Modificado.	Ley	27571,	Art.	Único.	Edades
requeridas	para	trabajar	en	determinadas	actividades.	Las
edades	mínimas	requeridas	para	autorizar	el	trabajo	de	los
adolescentes	son	las	siguientes:
1.	Para	el	caso	del	trabajo	por	cuenta	ajena	o	que	se	preste	en
relación	de	dependencia:
a)	Quince	años	para	labores	agrícolas	no	industriales;
b)	Dieciséis	años	para	labores	industriales,	comerciales	o
mineras;	y,
c)	Diecisiete	años	para	labores	de	pesca	industrial.
2.	Para	el	caso	de	las	demás	modalidades	de	trabajo	la	edad
mínima	es	de	catorce	años.	Por	excepción	se	concederá
autorización	a	partir	de	los	doce	años,	siempre	que	las	labores	a
realizar	no	perjudiquen	su	salud	o	desarrollo,	ni	interfieran	o
limiten	su	asistencia	a	los	centros	educativos	y	permitan	su
participación	en	programas	de	orientación	o	formación
profesional.
Se	presume	que	los	adolescentes	están	autorizados	por	sus
padres	o	responsables	para	trabajar	cuando	habiten	con	ellos,
salvo	manifestación	expresa	en	contrario	de	los	mismos.
D.	S.	003-2010-Mimdes
ART.	3°.—Edad	mínima	de	admisión.	Las	niñas,	niños	y	adolescentes	no
deberán	ser	admitidos	en	trabajos,	actividades	y	empleos	por	debajo	de	 la
edad	mínima	 de	 admisión	 que	 establece	 la	 normativa	 vigente,	 ni	 realizar
trabajos	 cuyas	 actividades	 sean	 peligrosas	 por	 su	 naturaleza	 o	 condición,
bajo	sanción	administrativa	y	penal.
Las	 niñas,	 niños	 y	 adolescentes	 que	 se	 encuentren	 en	 la	 situación	 antes
descrita	 serán	 atendidos	 por	 programas	 de	 protección	 a	 nivel	 regional	 y
local,	a	efectos	de	restituir	sus	derechos	vulnerados.
ENTIDADES	COMPETENTES	PARA	AUTORIZAR	EL	TRABAJO	DE	MENORES
Ley	27337.
ART.	52.—Competencia	para	autorizar	el	trabajo	de
adolescentes.	Tienen	competencia	para	inscribir,	autorizar	y
supervisar	el	trabajo	de	los	adolescentes	que	cuenten	con	las
edades	señaladas	en	el	artículo	precedente:
a)	El	sector	Trabajo,	para	trabajos	por	cuenta	ajena	o	que	se
presten	en	relación	de	dependencia;	y,
b)	Los	municipios	distritales	y	provinciales	dentro	de	sus
jurisdicciones,	para	trabajadores	domésticos,	por	cuenta	propia	o
que	se	realicen	en	forma	independiente	y	dentro	de	su
jurisdicción.
En	todas	las	modalidades	de	trabajo,	la	inscripción	tendrá
carácter	gratuito.
Ley	27337.
ART.	 53.—Registro	 y	 datos	 que	 se	 deben	 consignar.	 Las	 instituciones
responsables	de	autorizar	el	trabajo	de	los	adolescentes	llevarán	un	registro
especial	en	el	que	se	hará	constar	lo	siguiente:
a)	Nombre	completo	del	adolescente;
b)	Nombre	de	sus	padres,	tutores	o	responsables;
c)	Fecha	de	nacimiento;
d)	Dirección	y	lugar	de	residencia;
e)	Labor	que	desempeña;
f)	Remuneración;
g)	Horario	de	trabajo;
h)	Escuela	a	la	que	asiste	y	horario	de	estudios;	y
i)	Número	de	certificado	médico.
Ley	27337.
ART.	54.—Autorización.	Son	requisitos	para	otorgar	autorización	para	el
trabajo	de	adolescentes:
a)	Que	el	trabajo	no	perturbe	la	asistencia	regular	a	la	escuela;
b)	 Que	 el	 certificado	 médico	 acredite	 la	 capacidad	 física,	 mental	 y
emocional	 del	 adolescente	 para	 realizar	 las	 labores.	 Este	 certificado	 será
expedido	gratuitamente	por	 los	 servicios	médicos	del	 sector	Salud	o	de	 la
Seguridad	Social;	y
c)	 Que	 ningún	 adolescente	 sea	 admitido	 al	 trabajo	 sin	 la	 debida
autorización.
COMENTARIO.—Procedimiento	 de	 autorización	 de	 trabajo	 de
menores.	El	procedimiento	y	la	documentación	requeridos	para	obtener	la
autorización	 de	 trabajo	 de	menores,	 se	 encuentran	 regulados	 en	 el	 N°	 de
orden	 61	 del	 Texto	 Único	 de	 Procedimientos	 Administrativos	 (TUPA)	 del
Ministerio	del	Trabajo.
Ley	27337.
ART.	55.—Examen	médico.	Los	adolescentes	trabajadores	son	sometidos
periódicamente	a	exámenes	médicos.	Para	los	trabajadores	independientes
y	 domésticos	 los	 exámenes	 serán	 gratuitos	 y	 estarán	 a	 cargo	 del	 sector
Salud.
Ley	27337.
ART.	 60.—Libreta	 del	 adolescente	 trabajador.	 Los	 adolescentes	 que
trabajan	deberán	estar	provistos	de	una	libreta	otorgada	por	quien	confirió
la	 autorización	para	 el	 trabajo.	 En	 ésta	 constará	 los	 datos	 señalados	 en	 el
artículo	53	de	este	código.
FACILIDADES	PARA	ASISTIR	A	LA	ESCUELA
Ley	27337.
ART.	61.—Facilidades	y	beneficios	para	los	adolescentes	que	trabajan.
Los	empleadores	que	contraten	adolescentes	están	obligados	a	concederles
facilidades	que	hagan	compatibles	su	 trabajo	con	 la	asistencia	regular	a	 la
escuela.
El	derecho	a	vacaciones	remuneradas	pagadas	se	concederá	en	 los	meses
de	vacaciones	escolares.
Ley	27337.
ART.	 62.—Registro	 de	 los	 establecimientos	 que	 contratan
adolescentes.	 Los	 establecimientos	 que	 contraten	 adolescentes	 para
trabajar	 deben	 llevar	 un	 registro	 que	 contenga	 los	 datos	 señalados	 en	 el
artículo	53	de	este	código.
CAPÍTULO	TERCERO
Período	de	Prueba
PERÍODO	DE	PRUEBA.	AMPLIACIÓN
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	10.—El	período	de	prueba	es	de	tres	meses,	a	cuyo	término
el	trabajador	alcanza	derecho	a	la	protección	contra	el	despido
arbitrario.
Las	partes	pueden	pactar	un	término	mayor	en	caso	las	labores
requieran	de	un	período	de	capacitación	o	adaptación	o	que	por
su	naturaleza	o	grado	de	responsabilidad	tal	prolongación	pueda
resultar	justificada.	La	ampliación	del	período	de	prueba	debe
constar	por	escrito	y	no	podrá	exceder,	en	conjunto	con	el	período
inicial,	de	seis	meses	en	el	caso	de	trabajadores	calificados	o	de
confianza	y	de	un	año	en	el	caso	de	personal	de	dirección.
JURISPRUDENCIA.—Es	posible	ampliar	el	período	de	prueba	aun	cuando	la
relación	laboral	se	esté	desarrollando	.	“(...)	la	recurrente	alega	haber	sido
víctima	de	un	despido	incausado,	debido	a	que	con	fecha	24	de	abril	del
2007,	cuando	se	encontraba	laborando	y	cumpliendo	una	jornada	superior
de	6	horas,	la	emplazada,	desnaturalizando	las	condiciones	del	concurso,	le
solicita	firmar	un	acuerdo	de	periodo	de	prueba	por	seis	meses	como
condición	para	seguir	trabajando.
Conforme	a	la	línea	jurisprudencial	de	este	Tribunal	Constitucional,	el
despido	incausado,	se	configura	cuando:
‘se	despide	el	trabajador,	ya	sea	de	manera	verbal	o	mediante
comunicación	escrita,	sin	expresarle	causa	alguna	derivada	de	la	conducta	o
la	labor	que	la	justifique’	(Cfr.	STC	0976-2001-AA).
En	ese	sentido,	de	los	medios	probatorios	aportados	al	presente	caso,	no	se
tratará	de	analizar	un	supuesto	de	despido	incausado,	sino	que	por	el
contrario,	el	análisis	de	la	controversia	se	centrará	en	determinar	si,
durante	el	periodo	laborado,	la	recurrente	se	encontraba	protegida	contra
el	despido	arbitrario,	en	cuyo	caso	no	podría	ser	despedida	sino	por	causa
justa	relacionada	con	su	capacidad	o	conducta	laboral.
(...)	Por	otro	lado,	en	autos	a	fojas	6	obra	el	acuerdo	de	periodo	de	prueba
suscrito	entre	la	demandante	y	la	demandada,	el	cual	detalla	en	su	segunda
cláusula	lo	siguiente:
‘En	virtud	a	la	facultad	que	confiere	el	Art.	10	del	D.	S.	003-97-TR	del	Texto
Único	Ordenado	del	Decreto	Ley	N°	728,	Ley	de	Productividad	y
Competitividad	Laboral,	la	empresa	y	la	trabajadora	convienen	en	fijar	de
manera	libre	y	espontánea,	que	el	periodo	de	prueba	aplicable	a	la
contratación	a	que	se	refiere	la	cláusula	anterior	será	de	seis	meses,
contados	a	partir	de	la	fecha	de	inicio	de	la	relación	laboral.	En
consecuencia,	dicho	periodo	de	prueba	se	extenderá	hasta	el	03	de	octubre
del	2007’.
Por	tanto,	la	emplazada	en	el	uso	de	las	facultades	conferidas	por	el
ordenamiento	legal,	optó	por	no	continuar	la	relación	laboral	iniciada	el	3
de	abril	del	2007,	no	pudiendo	alegarse	un	despido	incausado	o	arbitrario,
debido	a	que	en	el	presente	caso	el	término	de	la	relación	laboral	de	la
recurrente	se	produjo	dentro	del	periodo	de	prueba	pactado	de
conformidad	al	artículo	10	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	es	decir,
cuando	la	recurrente	aún	no	se	encontraba	protegida	contra	el	despido
arbitrario	(...).”	(T.	C.,	Exp.	02405-2008-PA/TC,	ago.	24/2008.	Pres.	Landa
Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—El	despido	de	un	trabajador	en	el	periodo	de	prueba
debe	ser	motivado.	“(...)	debe	considerarse	la	existencia	de	un	estándar
mínimo	relacionado	con	la	motivación	suficiente	como	manifestación	del
derecho	fundamental	al	debido	proceso.	La	dignidad	inherente	a	toda
persona	humana	(artículo	1°	de	la	Constitución)	requiere,	en	el	área	laboral,
que	se	le	exponga	el	motivo	por	el	cual	la	institución	decide	poner	fin	a	la
relación	laboral,	aún	a	pesar,	como	en	este	caso,	la	protección	a	la
continuidad	del	trabajador	haya	sido	de	gradualidad	tenue	por	mandato	del
artículo	10	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728.
Por	ello,	la	carta	debió	señalar	de	manera	objetiva	y	suficiente	los	motivos
por	los	cuales	la	demandada	tenía	por	cierta	su	no	adaptación	a	las
exigencias	o	particularidades	del	servicio.	(...).”	(T.	C.,	Exp.	05012-2009-
PA/TC-Aclaración,	oct.	15/2010.	Pres.	Callen	Hayen.)
JURISPRUDENCIA.—Periodo	de	prueba	es	aplicable	al	régimen	de	la
construcción	civil.	“(...)	este	tribunal	considera	que	a	los	trabajadores	del
régimen	de	construcción	civil	también	les	resulta	aplicable	el	período	de
prueba	previsto	en	el	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	por	cuanto	éste	le	es
aplicable	a	los	trabajadores	a	plazo	determinado	que	suscriben	contratos	de
trabajo	sujetos	a	modalidad,	porque	ambos	tipos	de	trabajadores	son
eventuales.
En	el	presente	caso,	con	las	pruebas	obrantes	en	autos	y	los	alegatos
expresados	por	las	partes,	se	prueba	que	la	extinción	de	la	relación	laboral
del	demandante	se	produjo	dentro	del	período	de	prueba	(3	meses)
previsto	en	el	artículo	10	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	pues	sólo
prestó	servicios	al	Consorcio	emplazado	por	2	meses.”	(T.	C.,	Exp.	01807-
2010-PA/TC,	oct.	05/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—TC:	antes	de	determinar	si	se	produjo	un	despido
arbitrario,	es	necesario	establecer	si	se	superó	el	período	de	prueba.	“3.	Antes
de	determinar	si	se	produjo	un	despido	arbitrario,	es	necesario	establecer	si
el	demandante	superó	el	periodo	de	prueba	y	si	obtuvo	la	protección	contra
el	despido	arbitrario.	Al	respecto,	el	primer	párrafo	del	artículo	10	del
Decreto	Supremo	003-97-TR	(...).
4.	En	el	caso	de	autos,	el	actor	sostiene	que	postuló	a	una	plaza	de	trabajo
en	la	codemandada	Seguroc	S.A.	y	que	fue	aprobado	el	día	21	de	enero	del
2011,	destinándolo	a	prestar	servicios	en	la	codemandada	Corporación
Aceros	Arequipa	S.A.,	para	lo	cual	suscribió	un	contrato	de	trabajo;	que	el	4
de	febrero	del	2011	inició	sus	labores	y	que	al	día	siguiente,	por	disposición
del	jefe	de	seguridad,	fue	despedido.
5.	Consecuentemente,	se	concluye	que	el	demandante	no	superó	el	periodo
de	prueba,	por	lo	que	no	tenía	protección	contra	el	despido	arbitrario.	En	tal
sentido,	al	no	haberse	acreditado	la	vulneración	del	derecho	constitucional
al	trabajo	del	demandante,	la	demanda	debe	ser	desestimada”.	(T.	C.,	Exp.
04805-2012-PA/TC,	jun.	11/2013.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—El	despido	del	trabajador	durante	el	período	de	prueba
puede	provocar	el	pago	de	una	indemnización	por	daños	y	perjuicios.	“El
artículo	10	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Productividad	y
Competitividad	Laboral,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR	(...)
la	finalidad	del	período	de	prueba	consiste	en	probar	las	cualidades	del
trabajador,	resultando	lógico	concluir	que	la	resolución	del	contrato,
durante	dicho	período,	solo	debería	operar	en	el	supuesto	de	que	tales
cualidades	no	se	ajusten	a	las	exigencias	que	el	empleador	tiene
establecidas	para	el	puesto	o	que	las	pruebas	propuestas	por	la	empresa	no
hayan	sido	superadas	por	el	trabajador.	Noveno.-	No	obstante	lo	indicado	en
el	considerando	anterior,	la	pretensión	de	la	actora	no	es	que	se	la	abone	la
indemnización	por	despido	arbitrario	a	que	se	refiere	el	artículo	34	del
Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	Ley	de	Productividad
y	Competitividad	Laboral,	sino	que	se	le	abone	una	indemnización	por
daños	y	perjuicios	causada	por	la	ruptura	de	la	relación	laboral	sin	respetar
su	experiencia	y	capacidad	profesional	para	ejercer	el	cargo	de	gerente	de
tienda	para	la	cual	fue	contratada,	al	haber	laborado	por	más	de	seis	(06)
años	para	su	exempleadora	(...),	ocupando	el	cargo	de	supervisor	integral,
todo	lo	que	ha	sido	verificado	con	los	correos	y	tomas	fotográficas	que
demuestran	que	cumplió	con	habilitar	e	implementar	la	tienda	ubicada	en	la
avenida	Santa	Cruz	N°	398	San	Isidro,	lo	que	demuestra	su	capacidad	y
conocimiento	en	las	labores	encomendadas.	(...)	Por	otro	lado,	debemos
indicar	que	el	artículo	10	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de
Productividad	y	Competitividad	Laboral,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°
003-97-TR,	no	resulta	aplicable	al	caso	de	autos	por	no	estar	referido	a	un
supuesto	en	que	la	empresa	demandada	no	solo	ha	truncado	las
expectativas	laborales	que	tenía	la	demandante	para	con	esta	parte,	la	cual
se	vería	reflejado	en	una	mejor	retribución	económica	y	un	mejor	estatus
laboral	(gerente),	sino	también	ha	frustrado	su	proyecto	laboral	que	tenía
con	respecto	a	su	exempleador	(...),	empresa	a	la	cual	renunció	motivada
por	la	promesa	de	una	mejor	oportunidad	profesional,	y	con	la	cual	venía
laborando	por	espacio	de	seis	(06)	años	y	un	(01)	mes,	conforme	se
corrobora	del	certificado	de	trabajo	(...)”.	(C.	S,	Cas.	Lab.	7095-2014-Lima,
jun.	17/2015.	V.	P.	Arévalo	Vela)
JURISPRUDENCIA.—En	el	despido	arbitrario	y	superado	el	período	de
prueba,	el	cálculo	de	la	indemnización	se	realiza	con	el	artículo	76	del	TUO	D.
Leg.	728.	“En	los	casos	en	que	el	despido	sea	considerado	arbitrario	y	el
mismo	se	haya	efectuado	cuando	exista	un	contrato	laboral	vigente,	y
habiendo	superado	el	período	de	prueba	establecido,	el	cálculo	de	la
indemnización	pertinente	para	el	afectado	debe	ser	calculada	conforme	lo
dispuesto	por	el	artículo	76	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto
Legislativo	N°	728,	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,
aprobado	por	el	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR”.	(C.	S.,	Cas.	9634-2014-
Lima,	jul.	09/2015.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—El	período	de	prueba	sirve	para	comprobar	si	el
trabajador	puede	asumir	efectivamente	el	cargo	asignado	por	el	empleador.
“El	periodo	de	prueba	prescrito	en	el	artículo	10	del	Texto	Único	Ordenado
de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,	Decreto	Legislativo	N°
728,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	tiene	por	finalidad
comprobar	si	efectivamente	el	trabajador	puede	asumir	el	cargo	asignado
por	el	empleador,	de	acuerdo	a	sus	aptitudes	y	lineamientos,	bajo	las	reglas
de	buena	fe;	en	consecuencia,	el	trabajador	debe	asumir	las	funciones	del
cargo	para	el	cual	concursó	y	se	declaró	ganador”.	(C.	S.,	Cas.	5252-2014-
Lima,	may.	19/2016.	S.	S.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—El	trabajador	que	no	supera	el	período	de	prueba	no
está	protegido	contra	el	despido	arbitrario.	“Todo	trabajador	que	no	haya
superado	el	período	de	prueba	de	tres	meses	(03),	previsto	en	el	artículo	10
de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,	aprobado	del	Decreto
Supremo	N°	003-97-TR,	no	se	encuentra	protegido	contra	el	despido
arbitrario”.	(C.	S.,	Cas.	4587-2015-Cajamarca,	dic.	04/2015.	V.	P.	Malca
Guaylupo)
COMENTARIO.—Obligación	de	incorporar	al	trabajador	en	período	de
prueba	en	las	planillas.	De	acuerdo	a	 lo	expresado	en	el	 artículo	 tercero
del	 Decreto	 Supremo	 N°	 001-98-TR,	 los	 empleadores	 deberán	 registrar	 a
sus	 trabajadores	 en	 las	 planillas	 dentro	 de	 un	 plazo	 que	 no	 deberá	 de
exceder	 las	 setentidós	 horas	 de	 ingresados	 a	 prestar	 servicios,
independientemente	 de	 que	 se	 trate	 de	 un	 contrato	 por	 tiempo
indeterminado,	sujeto	a	modalidad	o	a	tiempo	parcial.
Pese	 a	 tal	 prescripción	 legal,	 subsiste	 aún	 –en	 determinados	 círculos
lindantes	 con	 la	 informalidad–	 la	 práctica	 viciosa	 de	 considerar	 que	 en	 la
planilla	sólo	se	coloca	a	aquellos	trabajadores	que	han	superado	el	período
de	prueba.
COMENTARIO.—Período	 de	 prueba.	Ampliación.	 El	 período	 de	 prueba
puede	ser	definido	como	un	estado	inicial	de	la	relación	de	trabajo	en	el	que
ambos	contratantes	evalúan	las	condiciones	de	su	contraparte	y	deciden	la
continuidad	o	no	del	vínculo	laboral.
El	 empleador	 calificará	 la	 preparación,	 conducta,	 predisposición	 para	 el
trabajo,	iniciativa,	rendimiento,	etc.	del	trabajador,	quien	a	su	vez	merituará
las	condiciones	remunerativas	y	de	desarrollo	personal	y	profesional	que	la
empresa	ofrece.
La	duración	del	período	de	prueba,	como	regla,	es	de	tres	meses,	pudiendo
excepcionalmente	ser	ampliado	a	seis	meses	o	un	año,	en	 los	casos	que	 la
ley	prevé.
COMENTARIO.—Adquisición	 de	 la	 protección	 contra	 el	 despido
arbitrario.	 Al	 término	 del	 período	 de	 prueba	 legal	 (tres	 meses)	 o
convencional,	 el	 trabajador	 alcanza	 el	 derecho	 a	 la	 protección	 contra	 el
despido	arbitrario.
Con	 anterioridad	 al	 vencimiento	 del	 período	 de	 prueba,	 el	 trabajador
puede	 ser	 cesado	 sin	 expresión	 de	 causa	 y	 sin	 formalidad	 específica	 o
responsabilidad	alguna	a	cargo	del	empleador.
Concluido	el	período	de	prueba,	el	despido	incausado	o	ad	nutum	se	castiga
con	 la	 obligación	 de	 abonar	 al	 trabajador	 cesado	 la	 indemnización	 por
despido	arbitrario.
El	 trabajador	 que	 desee	 extinguir	 unilateralmente	 el	 contrato	 de	 trabajo
durante	 el	 período	 de	 prueba,	 deberá	 cursar	 una	 comunicación	 escrita	 al
empleador	 con	 treinta	 días	 de	 anticipación,	 puesto	 que	 no	 existe	 norma
alguna	que	lo	exonere	de	dicha	obligación.
El	período	de	prueba	procede	por	igual	tanto	en	los	contratos	de	trabajo	a
plazo	indefinido	como	en	los	pactados	bajo	modalidad.
Ténganse	en	cuenta,	por	último,	que	el	período	de	prueba	es	de	tres	meses,
debiendo	computarse	de	acuerdo	con	 la	 regla	establecida	en	el	numeral	2
del	Art.	183	del	C.	C.;	no	es	de	noventa	días.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	17.—El	 exceso	del	período	de	prueba	que	 se	pactara	 superando	 los
seis	meses	o	 el	 año,	 en	 el	 caso	de	 trabajadores	 calificados	 o	 de	 confianza,
respectivamente,	no	surtirá	efecto	legal	alguno.
CASO	PRÁCTICO.—De	cómputo	del	período	de	prueba.
Descripción
El	 trabajador	 es	 contratado	 a	 plazo	 indeterminado	 y	 se
encuentra	 sujeto	 al	 período	 de	 prueba	 establecido	 en	 la	 ley	 de
tres	meses.
Ejemplo
Como	quiera	que	su	contrato	se	inicia	el	día	primero	de	febrero,
debe	 entenderse	 que	 el	 primero	 de	mayo	 superó	 el	 período	 de
prueba.
Baselegal D.	S.	003-97-TR,	Art.	10
	
CASO	 PRÁCTICO.—De	 cómputo	 del	 período	 de	 prueba	 tratándose	 de
un	empleado	de	confianza.
Descripción
La	empresa	ha	decidido	contratar	a	un	profesional	de	la	carrera
de	 leyes	para	que	asuma	 la	dirección	de	 su	departamento	 legal,
dejando	constancia	escrita	que	el	cargo	es	de	confianza	y	que	por
tal	motivo	se	acuerda	un	período	de	prueba	de	seis	meses.
Ejemplo La	relación	de	trabajo	se	inicia	el	día	16	de	marzo,	por	lo	que	el
período	de	prueba	se	considera	superado	el	16	de	setiembre.
Base	legal D.	S.	003-97-TR,	Art.	10
	
COMENTARIO.—Ampliación	del	 período	de	prueba.	 Excepcionalmente,
el	 período	 de	 prueba	 puede	 ser	 ampliado	 mediante	 un	 convenio	 escrito
entre	las	partes	del	contrato	de	trabajo,	siempre	que	se	dé	al	menos	una	de
las	siguientes	condiciones:
-	Que	 las	 labores	 requieran	de	un	período	especial	para	 la	 capacitación	o
adaptación	del	trabajador.
Nótese	que	la	capacitación	puede	plantearse	en	dos	momentos	distintos:	el
primero	de	modo	previo	 al	 contrato	de	 trabajo	mediante	 los	 contratos	de
aprendizaje	 a	 que	 se	 remite	 el	 Art.	 31	 de	 la	 L.	 de	 F.	 y	 P.	 L.;	 el	 segundo
durante	el	período	de	prueba	legal	o	convencional.
-	 Que	 el	 grado	 de	 responsabilidad	 de	 las	 labores	 así	 lo	 amerite.	 Es	 usual
observar	que	en	la	práctica	la	duración	legal	del	período	de	prueba	resulta
insuficiente	para	observar	el	desempeño	de	un	trabajador,	puesto	que	éste
debe	 ser	 evaluado	 –sobremanera	 tratándose	 de	 labores	 que	 implican	 un
alto	grado	de	responsabilidad–	en	diversas	circunstancias	y	ante	una	amplia
gama	de	situaciones	que	pueden	no	plantearse	en	los	primeros	tres	meses
de	vigencia	del	contrato.
El	 período	 de	 prueba	 puede	 ser	 extendido	 hasta	 por	 tres	 meses	 más
tratándose	 de	 trabajadores	 calificados	 o	 de	 confianza,	 y	 hasta	 por	 nueve
meses	más	en	el	caso	de	personal	de	dirección.
COMENTARIO.—Exceso	en	la	extensión	del	período	de	prueba.	Si	bien
las	prescripciones	del	reglamento	en	relación	con	la	extensión	del	período
de	prueba	no	son	precisamente	concordantes	con	las	de	 la	 ley,	subsiste	su
intencionalidad,	 que	 es	 la	 de	 impedir	 cualquier	 ampliación	por	 encima	de
los	 máximos	 legales	 dictados	 con	 carácter	 imperativo	 y	 por	 tanto
excluyentes	de	cualquier	acuerdo	en	contrario.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 16.—En	 caso	de	 suspensión	del	 contrato	 de	 trabajo	 o	 reingreso	del
trabajador,	 se	 suman	 los	 periodos	 laborados	 en	 cada	 oportunidad	 hasta
completar	el	período	de	prueba	establecido	por	la	ley.	No	corresponde	dicha
acumulación	en	caso	que	el	reingreso	se	haya	producido	a	un	puesto	notoria
y	 cualitativamente	 distinto	 al	 ocupado	 previamente,	 o	 que	 se	 produzca
transcurridos	tres	(3)	años	de	producido	el	cese.
JURISPRUDENCIA.—Si	el	trabajador	es	contratado	nuevamente	para
realizar	las	mismas	labores,	debe	ser	exonerado	del	período	de	prueba.	“(	…)
Del	último	contrato	de	trabajo,	así	como	de	los	contratos	suscritos	entre	el	1
de	setiembre	del	2007	y	el	15	de	agosto	del	2008	(f.	3	a	15),	se	puede
apreciar	que	la	recurrente	fue	contratada	nuevamente	para	realizar	las
mismas	labores	que	desempeñaba	antes	de	su	primer	cese	ocurrido	15	de
agosto	del	2008,	es	decir,	para	la	elaboración	de	comprobantes	de	ingreso
y/o	pago;	en	tal	sentido,	la	demandante	debió	estar	exonerada	de	la
aplicación	de	un	nuevo	período	de	prueba,	de	conformidad	con	lo
establecido	en	el	artículo	118	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	aun	cuando	en
dicho	contrato	(f.	16)	se	hubiere	consignado	lo	contrario.	(…).”	(T.	C.,	Exp.
05535-2009-PA/TC,	nov.	19/2010.	S.	S.	Mesía	Ramiírez)
CASO	 PRÁCTICO.—De	 cómputo	 del	 período	 de	 prueba	 en	 caso	 de
suspensión	del	contrato	de	trabajo.
Descripción
La	 empresa	 requirió	 la	 contratación	 de	 un	 ejecutivo	 para	 que
gerencie	uno	de	sus	giros	de	negocios,	labor	por	su	naturaleza	de
dirección	y	cuyo	período	de	prueba	 fue	expresamente	acordado
por	un	año.
Ejemplo
Dado	que	el	contrato	se	inició	el	1°	de	julio	y	que	durante	todo	el
mes	de	diciembre	los	efectos	del	contrato	quedaron	suspendidos
de	modo	 perfecto	 por	 cuanto	 el	 ejecutivo	 gozó	 de	 licencia	 para
asistir	a	un	curso	de	capacitación,	el	período	de	prueba	recién	se
superará	el	1°	del	mes	de	agosto	del	año	siguiente.
Base	legal D.	S.	001-96-TR,	Art.	16
	
CASO	 PRÁCTICO.—De	 cómputo	 del	 período	 de	 prueba	 en	 caso	 de
suspensión	de	reingreso	del	trabajador.
Descripción
En	 caso	 de	 reingreso	 del	 trabajador,	 se	 suman	 los	 lapsos
laborados	para	la	determinación	del	período	de	prueba,	salvo	que
la	 nueva	 labor	 sea	 notoriamente	 distinta	 a	 la	 anterior	 o	 hayan
pasado	más	de	tres	años	del	cese.
Ejemplo
El	 trabajador	es	contratado	el	1	de	agosto	pero	sólo	 labora	ese
mes,	 luego	se	 le	 recontrata	desde	el	primero	de	octubre	para	 la
misma	 labor,	 en	 tal	 caso	 superará	 el	 período	de	prueba	 el	 1	 de
diciembre.
Base	legal D.	S.	001-96-TR,	Art.	16
	
COMENTARIO.—El	 período	 de	 prueba	 en	 caso	 de	 suspensión	 del
contrato	de	trabajo.	En	caso	de	suspensión	del	contrato	de	trabajo,	reza	el
artículo	 16	 del	 Decreto	 Supremo	 N°	 001-96-TR,	 se	 suman	 los	 periodos
laborados	 en	 cada	 oportunidad	 hasta	 completar	 el	 período	 de	 prueba
establecido	por	la	ley.
Debe	 entenderse	 que	 la	 direccionalidad	 del	 artículo	 reglamentario
anteriormente	 citado,	 apunta	 a	 considerar	 el	 período	 de	 prueba	 como	 un
lapso	 de	 trabajo	 efectivo,	 en	 el	 cual	 el	 empleador	 pueda	 observar
directamente	el	desempeño	del	trabajador,	y	cuyo	cómputo	no	puede	seguir
corriendo	en	aquellos	casos	en	los	cuales	no	es	exigible	el	trabajo,	sea	con	o
sin	pago	de	remuneración.
Si	bien	el	propósito	del	artículo	citado	es	fácilmente	entendible,	el	cómputo
del	período	de	prueba	en	aquellos	casos	de	suspensión	del	contrato	se	hace
por	 demás	 complicado,	 toda	 vez	 que	 se	 puede	 presentar	 una	 extraña
mixtura	entre	el	cómputo	por	meses	y	el	cómputo	por	días,	situación	para	la
cual	ni	las	normas	laborales	ni	el	Código	Civil	plantean	pautas	que	ayuden	a
dilucidar	el	tema.
COMENTARIO.—Consecuencias	del	reingreso	en	el	período	de	prueba.
El	 supuesto	 del	 trabajador	 que	 durante	 el	 período	 de	 prueba	 cesa	 en	 el
empleo	y	es	 luego	recontratado,	ha	sido	objeto	de	detenido	estudio	por	 la
doctrina,	concluyéndose	en	tres	posiciones	distintas,	como	son:
1)	 El	 período	 inicial	 no	 tiene	 consecuencia	 alguna	 en	 el	 cómputo,	 siendo
irrelevante	 su	 duración.	 La	 cuenta	 del	 período	 de	 prueba	 se	 efectúa
solamente	desde	el	reingreso.
2)	 El	 lapso	 de	 duración	 del	 período	 inicial	 se	 adiciona	 al	 reingreso,
acumulándose	 los	 servicios	 efectuados	 en	 cada	 oportunidad	 hasta
completar	el	período	de	prueba	establecido	por	la	ley.
3)	 Basta	 el	 hecho	 del	 reingreso	 para	 que	 se	 presuma	 que	 el	 empleador
evaluó	 favorablemente	 al	 trabajador,	 entendiéndose	 por	 ello	 superado	 el
período	de	prueba.
Nuestro	ordenamiento	jurídico	laboral,	concretamente	el	Art.	16	del	D.	S.	N
°	001-96-TR,	acoge	la	segunda	posición	atemperando	sus	efectos,	dado	que
se	 excluye	 de	 la	 acumulación	 el	 reingreso	 del	 trabajador	 en	 un	 puesto
notorio	 y	 cualitativamente	 distinto	 al	 ocupado	 previamente	 –situación
explicable,	 puesto	 que	 el	 empleador	 desconoce	 las	 habilidades	 del
trabajador	 para	 desempeñar	 el	 nuevo	 puesto–	 y	 el	 reingreso	 producido
luego	de	tres	años	de	ocurrido	el	cese.
COMENTARIO.—Inaplicación	del	período	de	prueba.	La	exoneración	del
período	de	prueba	para	aquellos	trabajadores	que	ingresaban	a	trabajar	por
concurso,	 recogida	 en	 normas	 anteriores,	 se	 encuentra	 hoy	 derogada,
habiéndose	 omitido	 toda	 mención	 a	 la	 exoneración	 por	 estipulación
expresa.
El	 ingreso	 por	 concurso.	 Desde	 el	 año	 1962,	 con	 la	 publicación	 del
Decreto	Ley	N°	14218,	casi	de	modo	continuo	nuestra	legislación	del	trabajo
ha	considerado	que	están	exonerados	del	periodo	de	prueba	los	empleados
u	obreros	que	ingresan	al	servicio	del	empleador	por	concurso,	examen	de
conocimiento	o	de	aptitud.
Así,	desarrollando	el	tema	con	mayor	amplitud,	el	artículo	once	del	Decreto
Supremo	N°	004-93-TR	prescribía	 que	 el	 concurso	 exoneraba	del	 período
de	prueba	si	se	daban	conjuntamente	las	siguientes	tres	condiciones.
-	La	existencia	de	convocatoria	expresa.
-	Que	se	efectúe	con	la	participación	de	dos	o	más	personas,	y
-	 Que	 se	 evalúe	 los	 requisitos	 correspondientes,	 de	 acuerdo	 a	 las	 bases
previamente	establecidas.
A	 partir	 de	 julio	 de	 1995,	 quedaron	 acertadamente	 derogadas	 todas	 las
menciones	 legales	que	se	referían	explícitamente	al	concurso	o	examen	de
conocimientos	 y	 aptitudes	 como	 causal	 de	 exoneración	 o	 exclusión	 del
período	de	prueba.
En	puridad,	si	bien	el	concurso	puede	afirmar	con	un	alto	grado	de	certeza
que	el	trabajador	escogido	cuenta	con	la	preparación	y	calificación	buscadas
por	 el	 empleador,	 en	buena	 cuenta	que	 reúne	una	 serie	 de	 características
objetivas;	 está	 lejos	 de	 garantizar	 aquellos	 elementos	 que	 por	 su	 natural
subjetividad	 deben	 ser	 necesariamente	 apreciados	 en	 el	 transcurso	 de	 la
labor	 cotidiana,	 tales	 como	 el	 espíritu	 de	 colaboración,	 sociabilidad,
disciplina,	dedicación,	etc.
Exoneración	 por	 estipulación	 expresa.	 La	 exoneración	 del	 período	 de
prueba	 por	 estipulación	 o	 acuerdo	 expreso	 entre	 el	 trabajador	 y	 su
empleador,	no	tiene	en	el	marco	de	 la	 legislación	 laboral	vigente	referente
alguno,	 como	 sí	 lo	 tenía	 hasta	 el	 año	 1995.	 No	 por	 ello,	 sin	 embargo,
podemos	 negarle	 validez	 en	 la	medida	 que	 un	 acuerdo	 en	 ese	 sentido	 no
estaría	 vulnerando	 normas	 de	 orden	 público,	 además	 de	 ser	 más
conveniente	al	trabajador	quien	se	vería	amparado	por	la	protección	contra
el	despido	arbitrario	desde	el	primer	día	de	 la	prestación	de	sus	servicios.
Obviamente,	 por	 motivos	 de	 probanza,	 siempre	 es	 conveniente	 que	 el
acuerdo	en	este	sentido	conste	en	un	documento	idóneo.
Con	iguales	argumentos,	el	acto	unilateral	del	empleador	–poco	frecuente,
pero	no	 imposible–	mediante	el	 cual	exonera	al	 trabajador	del	periodo	de
prueba,	debe	ser	reconocido	como	un	acto	válido.
CAPÍTULO	CUARTO
Trabajadores	de	Dirección	y	de	Confianza
PERSONAL	DE	DIRECCIÓN	Y	DE	CONFIANZA.	DEFINICIÓN
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	43.—Personal	de	dirección	es	aquel	que	ejerce	la
representación	general	del	empleador	frente	a	otros	trabajadores
o	a	terceros,	o	que	lo	sustituye,	o	que	comparte	con	aquél	las
funciones	de	administración	y	control	o	de	cuya	actividad	y	grado
de	responsabilidad	depende	el	resultado	de	la	actividad
empresarial.
Trabajadores	de	confianza	son	aquellos	que	laboran	en	contacto
personal	y	directo	con	el	empleador	o	con	el	personal	de
dirección,	teniendo	acceso	a	secretos	industriales,	comerciales	o
profesionales	y,	en	general,	a	información	de	carácter	reservado.
Asimismo,	aquéllos	cuyas	opiniones	o	informes	son	presentados
directamente	al	personal	de	dirección,	contribuyendo	a	la
formación	de	las	decisiones	empresariales.
JURISPRUDENCIA.—Tribunal	Constitucional	explica	diferencias	entre	los
trabajadores	calificados	como	personal	de	dirección	y	personal	de	confianza.
“(...)	la	mayor	diferencia	existente	entre	ambas	categorías	de	trabajadores
radica	en	que	sólo	el	personal	de	dirección	tiene	poder	de	decisión	y	actúa
en	representación	del	empleador,	con	poderes	propios	de	él.	En	cambio,	el
personal	de	confianza,	si	bien	trabaja	en	contacto	directo	con	el	empleador
o	con	el	personal	de	dirección,	y	tiene	acceso	a	información	confidencial,
únicamente	coadyuva	a	la	toma	de	decisiones	por	parte	del	empleador	o	del
referido	personal	de	dirección,	son	sus	colaboradores	directos.	Este
colegiado	considera	que,	por	su	naturaleza,	la	categoría	de	trabajador	de
dirección	lleva	implícita	la	calificación	de	confianza,	pero	un	trabajador	de
confianza	no	necesariamente	es	un	trabajador	de	dirección,	en	la	medida
que	no	tiene	poder	de	decisión	ni	de	representación	(...).”	(T.	C.,	Exp.	03501-
2006-PA/TC,	ene.	23/2008.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Particularidades	que	diferencian	a	un	trabajador	de
confianza	de	los	trabajadores	comunes.	“	(...)	Es	de	la	misma	opinión	este
colegiado,	que	estima	que	un	trabajador	de	confianza	tiene	particularidades
que	lo	diferencian	de	los	trabajadores	‘comunes’,	tales	como:
a)	La	confianza	depositada	en	él,	por	parte	del	empleador;	la	relación
laboral	especial	del	personal	de	alta	dirección	se	basa	en	la	recíproca
confianza	de	las	partes,	las	cuales	acomodarán	el	ejercicio	de	sus	derechos	y
obligaciones	a	las	exigencias	de	la	buena	fe,	como	fundamento	de	esta
relación	laboral	especial.
b)	Representatividad	y	responsabilidad	en	el	desempeño	de	sus	funciones;
las	mismas	que	lo	ligan	con	el	destino	de	la	institución	pública,	de	la
empresa	o	de	intereses	particulares	de	quien	lo	contrata,	de	tal	forma	que
sus	actos	merezcan	plena	garantía	y	seguridad.
c)	Dirección	y	dependencia;	es	decir	que	puede	ejercer	funciones	directivas
o	administrativas	en	nombre	del	empleador,	hacerla	partícipe	de	sus
secretos	o	dejarla	que	ejecute	actos	de	dirección,	administración	o
fiscalización	de	la	misma	manera	que	el	sujeto	principal.
d)	No	es	la	persona	la	que	determina	que	un	cargo	sea	considerado	de
confianza.	La	naturaleza	misma	de	la	función	es	lo	que	determina	la
condición	laboral	del	trabajador.
e)	Impedimento	de	afiliación	sindical,	conforme	al	artículo	42	de	la
Constitución	para	los	servidores	públicos	con	cargos	de	dirección	o	de
confianza.	El	inciso	b)	del	artículo	12	del	Decreto	Supremo	N°	010-2003-TR
TUO	de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo	establece	que	los
trabajadores	de	dirección	y	de	confianza	no	pueden	ser	miembros	de	un
sindicato,	salvo	que	en	forma	expresa	el	estatuto	de	la	organización	sindical
lo	permita.
f)	La	pérdida	de	confianza	que	invoca	el	empleador	constituye	una
situación	especial	que	extingue	el	contrato	de	trabajo;	a	diferencia	de	los
despidos	por	causa	grave,	que	son	objetivos,	ésta	en	cambio	es	de
naturaleza	subjetiva.	El	retiro	de	la	confianza	comporta	la	pérdida	de	su
empleo,	siempre	que	desde	el	principio	de	sus	labores	este	trabajador	haya
ejercido	un	cargo	de	confianza	o	de	dirección,	pues	de	no	ser	así,	y	al	haber
realizado	labores	comunes	o	ordinarias	y	luego	ser	promocionado	a	este
nivel,	tendría	que	regresar	a	realizar	sus	labores	habituales,	en	salvaguarda
de	que	no	se	produzca	un	abuso	del	derecho	(artículo	103	de	la
Constitución),	salvo	que	haya	cometido	una	causal	objetiva	de	despido
indicada	por	ley.
g)	El	período	de	prueba	puede	tener	una	mayor	extensión,	pues	esta	se
puede	extender	hasta	por	6	meses,	incluyendo	el	período	inicial	de	3	meses
para	el	personal	de	confianza	y	en	caso	ser	personal	de	dirección	este	puede
ser	extendido	hasta	por	un	(1)	año,	en	ambos	casos	la	ampliación	debe
constar	por	escrito	en	el	contrato	de	trabajo	celebrado	con	el	personal	de
dirección	o	de	confianza.
h)	No	tienen	derecho	al	pago	de	horas	extras,	pues	el	artículo	5°	del
Decreto	Supremo	N°	007-2002-TR,	TUO	de	la	Ley	de	Jornada	de	Trabajo,
Horario	y	Trabajo	en	Sobretiempo,	establece	que	el	personal	de	dirección	se
encuentra	excluido	de	la	jornada	máxima	legal.	De	igual	forma	no	están
sujetos	a	las	disposiciones	sobre	el	registro	de	control	de	asistencia	y	de
salida	en	el	régimen	laboral	de	la	actividad	privada,	conforme	al	Decreto
Supremo	N°	004-2006-TR	en	su	artículo	1°	último	párrafo.
i)	No	tienen	derecho	a	una	indemnización	vacacional.	El	Decreto	Supremo
N°	012-92-TR,	en	su	artículo	24,	establece:	‘La	indemnización	por	falta	de
descanso	vacacional	a	que	se	refiere	el	inciso	c)	del	artículo	23	del	Decreto
Legislativo	N°	713,	no	alcanza	a	los	gerentes	o	representantes	de	la	empresa
que	hayan	decidido	no	hacer	uso	del	descanso	vacacional.	En	ningún	caso	la
indemnización	incluye	a	la	bonificación	por	tiempo	de	servicios’.	(...).”	(T.	C.,
Exp.	03501-2006-PA/TC,	ene.	23/2008.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Calidad	de	personal	de	confianza	requiere	probar	el
contacto	personal	y	directo	con	el	empleador	o	con	el	personal	de	dirección.
“(...)	La	sentencia	de	vista	tiene	como	base	fáctica	que	el	actor	se	desempeñó
en	el	cargo	de	ingeniero	y	tenía	a	su	disposición	a	un	grupo	de	trabajadores,
sin	embargo	dentro	de	la	jerarquía	vertical	de	mando	tenía	por	encima	al
Gerente	de	Operaciones	y	este	a	su	vez	al	Gerente	de	Producción
dependiente	del	Gerente	General,	por	lo	que,	la	demandada	no	ha
demostrado	que	la	parte	accionante	ha	laborado	en	contacto	directo	con	el
empleador	o	con	el	personal	de	dirección	y	del	mismo	modo	no	se	ha
acreditado	que	el	demandante	haya	tenido	acceso	a	conocimientos
especiales	en	su	calidad	de	personal	de	confianza,	asimismo	se	alude	en
dicha	sentencia	que	de	fojas	(...)	obra	la	sentencia	expedida	con	fecha	treinta
de	marzo	del	dos	mil	siete	por	el	Vigésimo	Cuarto	Juzgado	Laboral	de	Lima
en	cuya	tercera	considerativa	se	concluye	que	el	actor	desempeñó	un	cargo,
que	no	es	de	confianza,	sentencia	que	fue	puesta	en	conocimiento	de	la
entidad	demandada	con	el	alegato	del	demandante	mediante	escrito	de
fojas	(...),	sin	que	exista	evidencia	de	que	la	demandada	haya	cuestionado	tal
hecho;	por	tanto,	bajo	estos	fundamentos	concluye	la	sentencia,	que	el
accionante	no	fue	personal	de	dirección	ni	de	confianza.	(...).”	(CSJ,	Cas.	Lab.
2057-2010-Lima,	may.	02/2012.	V.	P.	Torres	Vega)
JURISPRUDENCIA.—Actividades	propias	de	un	trabajador	de	confianza:
ostentar	contacto	directo	con	personal	de	dirección,	tener	acceso	a
información	reservada	o	emitir	informes	determinantes	para	el	desarrollo	de
la	entidad.	“En	el	presente	caso,	la	sala	superior	tiene	establecido	los
siguientes	hechos,	sobre	los	cuales	se	verificará	la	materialización	de	las
infracciones	denunciadas:	•	En	el	ámbito	formal,	el	cargo	de	supervisor	de
Logística,	no	se	encuentra	comprendido	en	el	listado	de	cargos	de	confianza
(...).	•	En	el	Acuerdo	de	Directorio	N°	002/07-2003,	se	ha	considerado	como
puesto	de	confianza	el	de	asistente	de	Logística,	el	cual	pertenece	a	la
Gerencia	de	Administración	y	Finanzas	de	la	sede	regional	de	la	emplazada,
en	tanto	que	el	cargo	de	supervisor	de	Logística	(no	calificado	como	un
cargo	de	confianza),	pertenece	a	la	Gerencia	Corporativa	de	Administración
y	Finanzas	del	Comité	Corporativo	de	Gestión	de	la	emplazada,	ostentando
diferentes	funciones	que	no	permiten	equipararlos.	•	La	labor	de
supervisión	del	actor,	se	circunscribía	a	la	supervisión	de	las	pautas	del
concurso,	no	habiéndose	acreditado	la	emisión	de	opiniones	o	informes	que
contribuyan	a	la	formación	de	decisiones	empresariales.	Entre	los	aspectos
no	controvertidos	de	la	presente	causa	se	encuentran:	•	Que	el	cese	del
actor	se	llevó	a	cabo	mediante	carta	de	fecha	nueve	de	diciembre	del	dos	mil
once	(...)	en	donde	se	le	comunicaba	que	dicha	extinción	se	debía	al	retiro	de
confianza	de	la	entidad	empleadora,	siendo	el	asunto	controvertido	en	la
presente	causa,	determinar	si	dicha	aseveración	es	un	motivo	fraudulento
para	el	cese	en	el	empleo.	2.6.	Estando	a	ello,	realizando	la	subsunción	de	los
hechos	en	la	norma	creada	a	partir	del	dispositivo	normativo	contenido	en
el	segundo	párrafo	del	artículo	43	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,
tenemos	que	al	no	encontrarse	acreditado	que	el	actor	hubiere	desarrollado
actividades	propias	de	un	trabajador	de	confianza,	pues	si	bien	se	encuentra
acreditado	que	ostentó	contacto	directo	con	un	personal	de	dirección,	como
es	el	jefe	de	Corporativo	de	Logística,	no	se	verifica	que	hubiere	tenido
acceso	a	información	reservada	o	que	hubiere	emitido	informes	u	opiniones
determinantes	para	el	desarrollo	empresarial	de	la	entidad	emplazada,
razón	por	la	que	en	este	extremo,	el	recurso	extraordinario	deviene	en
infundado,	al	no	haberse	verificado	la	infracción	normativa	denunciada”.	(C.
S.,	Cas.	Lab.	5453-2013-La	Libertad,	nov.	08/2013.	V.	P.	Rueda	Fernández)
JURISPRUDENCIA.—La	Corte	Suprema	vuelve	a	señalar	que	los	trabajadores
de	confianza	tienen	derecho	a	la	indemnización	por	despido	arbitrario,	pero
no	a	la	reposición.	“Dicha	norma	interpretada	sistemáticamente	con	las	que
emanan	de	las	disposiciones	contenidas	en	los	artículos	43	y	44	del	Texto
Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral
aprobado	mediante	el	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	que	conceptualizan
al	personal	de	dirección	y	a	los	trabajadores	de	confianza,	no	limita	a
aquellos,	la	protección	adecuada	contra	el	despido	arbitrario	al	que	se
refiere	el	artículo	27	de	la	Constitución	Política	del	Estado;	por	todo	lo	cual
corresponde	declarar	infundado	el	recurso	de	casación	por	la	denuncia	de
interpretación	errónea	de	los	artículos	34,	38	y	43	del	Texto	Único
Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	aprobado	por	el	Decreto	Supremo
N°	003-97-TR,	pues	como	se	indicó	precedentemente,	la	interpretación
sistemática	de	éstas	y	las	normas	constitucionales	sobre	protección	ante	el
despido	arbitrario,	además	de	la	jurisprudencia	constitucional	y	casatoria
existentes	al	respecto,	no	establecen	limitaciones	acerca	de	la	posibilidad	de
que	los	trabajadores	de	confianza	puedan	acceder	a	la	indemnización
tarifada	ante	la	existencia	de	un	despido	arbitrario	que	se	base	únicamente
en	el	retiro	de	la	confianza	como	causal	de	extinción	unilateral	del	contrato
de	trabajo.	Décimo	Tercero:	La	conclusión	que	antecede	no	se	ve	enervada
en	modo	alguno	por	las	normas	a	las	que	alude	la	parte	recurrente	como
argumento	de	la	primera	causal	casatoria;	en	efecto,	ello	es	así	en	tanto	el
artículo	40	de	la	Constitución	Política	del	Estado,	artículo	2°	del	Decreto
Legislativo	N°	276	y	el	artículo	II	de	la	Ley	N°	28175,	Ley	Marco	del	Empleo
Público;	versan	el	ingreso	a	la	carrera	administrativa	en	el	Estado	y	quiénes
están	excluidos	de	ella;	sin	embargo,	en	el	presente	proceso	la	demandante
no	pretendió	la	estabilidad	en	el	empleo	en	el	cargo	de	confianza	que
ocupaba;	razón	por	la	que	el	supuesto	regulado	no	es	el	que	se	analizó	en	el
presente	proceso.	Y,	si	bien	estos	dispositivos	aluden	a	la	inestabilidad	en	el
empleo	del	que	goza	el	personal	contratado	y	‘de	confianza’,	ello	empero,	no
implica	–conforme	a	los	pronunciamiento	constitucionales	y	casatorios	a	los
que	se	alude	en	el	considerando	décimo	de	la	presente	casación–	negarse	la
protección	indemnizatoria	cuando	se	verifique	de	los	actuados	la	existencia
de	un	despido	arbitrario,	aquél	definido	como	la	decisión	unilateral	del
empleador	de	extinguir	el	vínculo	laboral	con	su	trabajador	sin	expresar
causa	o	cuando	ésta	no	es	demostrada	en	juicio;	pues	la	indemnización
brindada	es	el	resarcimiento	ante	este	acto	inconstitucional	de	vulneración
al	derecho	al	trabajo”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	6462-2013-Lima,	set.	25/2013.	S.	S.
Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Cargo	que	tiene	por	“encima”	al	gerente	de	operaciones
y	al	gerente	de	producción	no	califica	como	uno	de	dirección	o	de	confianza.
“Sétimo.-	La	sentencia	de	vista	tiene	como	base	fáctica	que	el	actor	se
desempeñó	en	el	cargo	de	ingeniero	y	tenía	a	su	disposición	a	un	grupo	de
trabajadores,	sin	embargo	dentro	de	la	jerarquía	vertical	de	mando	tenía
por	encima	al	gerente	de	operaciones	y	este	a	su	vez	al	gerente	de
producción	dependiente	del	gerente	general,	por	lo	que,	la	demandada	no
ha	demostrado	que	la	parte	accionante	ha	laborado	en	contacto	directo	con
el	empleador	o	con	el	personal	de	dirección	y	del	mismo	modo	no	se	ha
acreditado	que	el	demandante	haya	tenido	acceso	a	conocimientos
especiales	en	su	calidad	de	personal	de	confianza,	asimismo	se	alude	en
dicha	sentencia	que	de	fojas	cuatrocientos	cincuenta	y	uno	a	cuatrocientos
sesenta	y	dos	obra	la	sentencia	expedida	con	fecha	treinta	de	marzo	del	dos
mil	siete	por	el	Vigésimo	Cuarto	Juzgado	Laboral	de	Lima	en	cuya	tercera
considerativa	se	concluye	que	el	actor	desempeñó	un	cargo,	que	no	es	de
confianza,	sentencia	que	fue	puesta	en	conocimiento	de	la	entidad
demandada	con	el	alegato	del	demandante	mediante	escrito	de	fojas
cuatrocientos	sesenta	y	cuatro,	sin	que	exista	evidencia	de	que	la
demandada	haya	cuestionado	tal	hecho;	por	tanto,	bajo	estos	fundamentos
concluye	la	sentencia,	que	el	accionante	no	fue	personal	de	dirección	ni	de
confianza	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	2057-2010-Lima,	jun.	22/2011.	V.	P.	Torres
Vega)
JURISPRUDENCIA.—Jefas	de	enfermería	no	califican	necesariamente	como
personal	de	confianza.	“Al	respecto,	la	emplazada	alega	que	las	enfermeras
demandantes	tienen	autonomía	en	cuanto	al	desempeño	de	sus	funciones,
son	responsables	directas	del	funcionamiento	administrativo,	asistencial	y
docente	del	área	a	su	cargo,	y	tienen	personal	a	su	cargo.	Disgregando	el
primer	párrafo	del	artículo	43	antes	mencionado	señala	que	para	ser
personal	de	confianza	se	debe	tener	en	cuenta	lo	siguiente:	1)	Tener
contacto	personal	y	directo	con	el	empleador	o	con	el	personal	de	dirección.
De	las	funciones	asignadas	a	las	demandantes	como	enfermeras	jefe	de
servicio,	cargos	según	se	aprecia	de	las	boletas	de	pago,	que	corren	en	fojas
ochenta	y	tres	a	noventa	y	ocho;	se	tiene	que	el	Manual	de	Organización	y
Funciones	(MOF),	(...),	al	referirse	a	las	funciones	administrativas,
asistencial	y	docente,	y	como	líneas	de	autoridad,	se	advierte	que	si	bien	las
labores	de	las	accionantes,	dependen	directamente	de	la	Jefatura	del
Departamento	de	Enfermería,	no	obstante,	ello	no	implica	que	las	labores
son	prestadas	en	contacto	directo	y	constante	con	este,	por	lo	que	no	se
acredita	la	primera	condición.	2)	Tener	acceso	a	secretos	industriales,
comerciales	o	profesionales	y,	en	general,	a	información	de	carácter
reservado.	Según	el	Manual	de	Organización	y	Funciones	(MOF)	no	se
encuentra	dentro	de	sus	funciones,	por	lo	que	tampoco	se	acredita	dicha
condición.	3)	Opiniones	o	informes	son	presentados	directamente	al
personal	de	dirección,	contribuyendo	a	la	formación	de	las	decisiones
empresariales,	en	forma	similar	al	caso	anterior,	no	se	advierte	prueba	o
indicio	que	permita	asumir	que	el	trabajo	efectuado	por	las	accionantes
tienen	injerencia	en	la	marcha	de	la	empresa,	por	lo	que	tampoco	se
acredita	este	supuesto.	En	atención	a	lo	señalado,	se	concluye	que	los	cargos
ocupados	por	las	demandantes	(Enfermera),	no	reúne	las	condiciones	de
calificación	como	puesto	de	confianza”.	(C.	S.,	Cas.	11137-2014-Lima,	jul.
20/2015.	V.	P.	Malca	Guaylupo)
DOCTRINA.—Origen	 y	 naturaleza	 de	 los	 trabajadores	 de	 confianza.
“Los	 trabajos	 de	 oficina	 y	 los	 desempeñados	 por	 quienes	 ejecutaban	 las
órdenes	del	patrón	en	los	talleres	y	fábricas,	fueron	señalados	por	los	demás
trabajadores	como	de	confianza;	los	miraron	con	recelo	porque	estaban	más
cerca	del	interés	patronal,	que	del	compartido	por	el	resto	de	la	comunidad
laboral.	 Por	 esa	 razón	 cuando	 los	 trabajadores	 lograron	 su	 derecho	 a	 la
libertad	 de	 asociación	 y	 a	 la	 consecuente	 formación	 de	 sindicatos	 los
excluyeron.	Esa	 tesis	en	nuestro	 tiempo	no	se	 justifica	pues	 la	posición	de
confianza	 también	 se	 ha	 proletarizado	 y	 porque	 la	 denominación	 no	 es
facultad	 exclusiva	 del	 patrón,	 son	 de	 confianza	 las	 labores	 de	 los
trabajadores	 cuando	 impliquen	 funciones	 de	 dirección,	 inspección,
vigilancia	 y	 fiscalización	 de	 carácter	 general	 y	 cuando	 se	 relacionen	 con
trabajos	personales	del	patrón	dentro	de	la	empresa	o	establecimiento	y	por
ello	sus	condiciones	de	trabajo	deben	ser	proporcionales	a	la	importancia	y
naturaleza	de	tales	funciones,	sin	que	puedan	ser	 inferiores	a	 las	que	rijan
para	 otros	 trabajadores	 que	 desempeñen	 trabajos	 semejantes;	 incluso
deben	 disfrutar	 de	 las	 prestaciones	 que	 prevean	 los	 contratos	 colectivos
para	 los	 demás	 trabajadores	 a	 menos	 que	 expresamente	 los	 excluya	 el
contrato	colectivo	de	trabajo	de	ese	beneficio”.	(OLVERA	QUINTERO,	Jorge.
Derecho	Mexicano	del	Trabajo,	Porrúa,	México,	2001;	págs.	266	y	267)
PUESTOS	DE	DIRECCIÓN	O	CONFIANZA
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	44.—Todos	los	trabajadores	que	directamente	o	por
promoción	acceden	a	puestos	de	dirección	o	de	confianza	se
encuentran	comprendidos	en	los	alcances	del	artículo	anterior.
En	la	designación	o	promoción	del	trabajador,	la	ley	no	ampara	el
abuso	del	derecho	o	la	simulación.
El	reglamento	precisará	la	forma	y	requisitos	para	su	calificación
como	tales,	así	como	los	demás	elementos	concurrentes.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	59.—Para	 la	 calificación	 de	 los	 puestos	 de	 dirección	 y	 de	 confianza
señalados	 en	 el	 artículo	 77	 de	 la	 ley,	 el	 empleador	 aplicará	 el	 siguiente
procedimiento:
a)	Identificará	y	determinará	los	puestos	de	dirección	y	de	confianza	de	la
empresa,	de	conformidad	con	la	ley;
b)	 Comunicará	 por	 escrito	 a	 los	 trabajadores	 que	 ocupan	 los	 puestos	 de
dirección	y	de	confianza,	que	sus	cargos	han	sido	calificados	como	tales;	y,
c)	 Consignará	 en	 el	 libro	 de	 planillas	 y	 boletas	 de	 pago	 la	 calificación
correspondiente.
COMENTARIO.—Competencia	de	los	juzgados	laborales	en	los	casos	de
reclamaciones	 de	 trabajadores	 de	 confianza	 que	 previamente
siguieron	procesos	constitucionales.	En	 la	práctica	 judicial	se	encuentra
extendido	 el	 criterio	 establecido	 en	 el	 pleno	 jurisdiccional	 distrital	 en
materia	laboral	del	2008	(Lima	Norte)	que	determina:	“La	justicia	ordinaria
sólo	 es	 competente	 para	 atender	 solicitudes	 de	 reposición	 en	 el	 caso	 del
despido	 nulo.	 En	 este	 sentido	 si	 un	 trabajador	 de	 confianza,	 que	 plantea
acción	 de	 amparo	 para	 obtener	 su	 reposición,	 y	 no	 es	 atendido	 por	 el
Tribunal	Constitucional,	si	posteriormente	reclama	en	la	vía	ordinaria,	solo
tendría	derecho	al	pago	de	la	indemnización	especial	por	despido.	Corre	el
plazo	 legal	 para	 reclamar	 el	 concepto	 indemnizatorio,	 desde	 que	 fue
despedido”.
COMENTARIO.—Obligación	de	consignar	en	 las	planillas	 y	boletas	de
pago	la	calificación	de	los	puestos	como	de	dirección	o	de	confianza.	El
Decreto	 Supremo	N°	 001-98-TR,	 norma	que	 regula	 la	 obligación	 de	 llevar
libros	de	planillas,	no	contiene	en	el	texto	de	su	artículo	14	mención	expresa
alguna	que	obligue	a	 identificar	 los	cargos	calificados	como	de	confianza	o
dirección	en	las	planillas	y	boletas	de	pago.
En	tal	sentido,	la	obligación	a	que	alude	el	inciso	c)	del	artículo	59	del	D.	S.
N°	001-96-TR	debe	entenderse	derogada,	dado	que	el	dispositivo	que	regula
las	planillas	si	bien	es	de	igual	rango,	es	posterior	en	el	tiempo.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	60.—La	calificación	de	los	puestos	de	dirección	o	de	confianza,	es	una
formalidad	 que	 debe	 observar	 el	 empleador.	 Su	 inobservancia	 no	 enerva
dicha	condición,	si	de	la	prueba	actuada	ésta	se	acredita.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 61.—Los	 trabajadores	 cuyos	 cargos	 sean	 indebidamente	 calificados
como	de	dirección	o	de	confianza,	podrán	recurrir	ante	la	autoridad	judicial
para	 que	 deje	 sin	 efecto	 tal	 calificación,	 siempre	 y	 cuando	 la	 demanda	 se
presente	 dentro	 de	 los	 treinta	 (30)	 días	 naturales	 siguientes	 a	 la
comunicación	respectiva.
JURISPRUDENCIA.—La	designación	del	cargo	de	confianza	no	otorga
estabilidad	laboral.	“(...)	Según	lo	dispuesto	por	el	artículo	59	del	reglamento
del	Decreto	Legislativo	728,	aprobado	por	el	Decreto	Supremo	001-96-TR,
para	la	calificación	de	los	puestos	de	confianza	el	empleador	deberá,	entre
otros	requisitos,	consignar	en	el	libro	de	planillas	y	en	las	boletas	de	pago	la
calificación	correspondiente.	Asimismo,	el	artículo	60	del	mencionado
reglamento	prescribe	que	la	calificación	de	los	puestos	de	confianza	‘es	una
formalidad	que	debe	observar	el	empleador’;	sin	embargo,	‘su	inobservancia
no	enerva	dicha	condición	si	de	la	prueba	actuada	esta	se	acredita’,	debido	a
que	la	categoría	de	trabajador	de	confianza	depende	de	la	naturaleza	de	las
funciones	desempeñadas	y	no	de	la	denominación	que	se	le	dé	al	puesto.	La
designación	en	un	cargo	de	confianza	es	una	acción	administrativa	por	el
cual	una	persona	asume	cargos	de	responsabilidad	directa	o	de	confianza
con	carácter	temporal	que	no	conlleva	la	estabilidad	laboral.	En	el	presente
caso,	el	recurrente	tenía	pleno	conocimiento	que	el	cargo	al	que	fue
designado	mediante	(…),	era	de	confianza;	en	consecuencia,	no	ha	existido
despido	arbitrario	sino	conclusión	de	la	referida	designación.	(...).”	(T.	C.,
Exp.	1042-2007-PA/TC,	jun.	24/2009.	Pres.	Landa	Arroyo.)
JURISPRUDENCIA.—Si	el	empleador	no	acredita	debidamente	la	calificación
del	cargo	de	dirección	y/o	confianza	y	finaliza	la	relación	laboral	por	el	retiro
de	ésta,	incurre	en	despido	arbitrario.	“(...)	El	recurrente	fue	despedido	el	1
de	julio	del	2004,	mediante	Resolución	(…),	bajo	el	argumento	de	que	fue
designado	en	un	cargo	de	dirección	y	confianza,	y	que	desde	un	inicio	fue
contratado	como	jefe	de	la	Unidad	de	Asuntos	Jurídicos	(…),	en	el	nivel	E-6.
El	recurrente	sostiene	que	la	emplazada	lo	despidió	de	manera	incausada
puesto	que	el	cargo	en	el	que	se	desempeñaba	no	era	considerado	de
confianza,	motivo	por	el	cual	se	le	debió	seguir	el	procedimiento	de	despido
previsto	en	el	Decreto	Legislativo	N°	728.	En	efecto,	la	Resolución	de
Presidencia	Ejecutiva	(…),	del	1	de	febrero	de	1999,	excluye	de	los	alcances
(…)	a	los	cargos	comprendidos	en	los	niveles	de	ejecutivos	5	y	6,	razón	por
la	cual	dichos	cargos	no	pueden	considerarse	como	de	dirección	o	confianza,
lo	cual	se	corrobora	con	la	Carta	Circular	(…),	del	29	de	marzo	de	2004	(...).
Este	tribunal	ya	se	ha	pronunciado	reiteradamente	sobre	la	extinción
unilateral	de	la	relación	laboral,	fundada	única	y	exclusivamente	en	la
voluntad	del	empleador,	la	misma	que	se	encuentra	afectada	de	nulidad	–y
por	consiguiente	el	despido	carecerá	de	efecto	legal–	cuando	se	produce	con
violación	de	los	derechos	fundamentales	de	la	persona.	En	tales
circunstancias	resulta	evidente	que,	cuando	se	produce	una	modalidad	de
despido	arbitrario	como	la	descrita,	procede	la	reposición	como	finalidad
eminentemente	restitutoria	de	todo	proceso	constitucional	de	tutela	de
derechos.	Para	llegar	a	dicha	conclusión	ya	se	ha	sostenido	y	ahora	se
reitera,	que	la	protección	adecuada	a	la	que	se	refiere	el	artículo	27	de	la
Constitución,	no	puede	ser	interpretada	como	una	facultad	de	disposición
absolutamente	discrecional	por	parte	del	legislador,	que	habilite	como
alternativa,	exclusiva	y	excluyente,	la	representada	por	la	indemnización.	Si
en	los	procesos	ordinarios	es	posible	concebir	fórmulas	de	protección
distintas	a	la	estrictamente	resarcitoria,	con	mayor	razón	puede	ello
predicarse	en	los	procesos	constitucionales,	donde	el	propósito	no	es	otro
que	la	restauración	de	las	cosas	al	estado	anterior	a	la	violación	o	amenaza
de	violación	de	un	derecho	constitucional	(...).”	(T.	C.,	Exp.	8086-2005-
AA/TC,	feb.	28/2006.	Pres.	Gonzáles	Ojeda)
JURISPRUDENCIA.—La	acción	de	amparo	no	es	la	vía	correcta	para
acreditar	la	calificación	del	cargo	de	confianza.	“1.	Según	lo	dispuesto	por	el
artículo	59	del	reglamento	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	aprobado	por
Decreto	Supremo	N°	001-96-TR,	para	la	calificación	de	los	puestos	de
confianza	el	empleador	deberá,	entre	otros	requisitos,	consignar	en	el	libro
de	planillas	y	en	las	boletas	de	pago	la	calificación	correspondiente.
Asimismo,	el	artículo	60	del	reglamento	acotado,	señala	que	la	calificación
de	los	puestos	de	confianza	‘es	una	formalidad	que	debe	observar	el
empleador’;	sin	embargo,	‘su	inobservancia	no	enerva	dicha	condición	si	de	la
prueba	actuada	esta	se	acredita’.
2.	En	el	caso	de	autos,	la	demandante	afirma	que	el	cargo	que	desempeñaba
no	tiene	la	calificación	de	cargo	de	confianza	debido	a	que	fue	nombrada	por
concurso	público	y	que	en	su	boleta	se	consigna	que	tiene	la	condición	de
trabajador	permanente.	Si	embargo,	si	concordamos	dicha	afirmación	con	lo
dispuesto	por	la	legislación	sobre	la	materia,	expuesta	en	el	fundamento
precedente,	se	advierte	que	si	el	emplazado	hubiera	omitido	consignar	en	la
boleta	de	la	accionante	la	calificación	de	trabajadora	de	confianza,	ello	no
enervaría	dicha	condición,	si	se	llegara	a	acreditar	con	las	pruebas
pertinentes.
3.	En	ese	sentido,	en	autos	no	se	ha	acreditado	fehacientemente	la
calificación	del	cargo	de	la	demandante	a	fin	de	determinar	si	le
corresponde	su	reposición	o,	por	haber	ejercido	un	puesto	de	confianza,
sólo	la	acción	indemnizatoria,	resultando	inevitable	contar	con	elementos
probatorios	idóneos	y	con	una	estación	adecuada	para	la	actuación	de	los
mismos,	no	siendo	el	amparo,	por	su	carácter	esencialmente	sumarísimo	y
carente	de	estación	de	pruebas,	la	vía	de	dilucidación	de	lo	que	se	solicita,
sino	la	vía	del	proceso	laboral,	a	la	que	en	todo	caso	aún	tiene	derecho	la
actora,	razón	por	la	que	se	deja	a	salvo	su	derecho	para	hacerlo	valer,	en
todo	caso,	en	la	forma	legal	que	corresponda.”	(Amparo.	Tribunal
Constitucional.	Exp.	746-2003-AA/TC)
JURISPRUDENCIA.—Acceder	al	trabajo	por	concurso	público	ayuda	a	no	ser
considerado	trabajador	de	confianza.	“(…)	Conforme	se	advierte	de	los
documentos	(…)	el	Poder	Judicial	convocó	a	un	proceso	de	evaluación	y
selección,	mediante	la	modalidad	de	concurso	público,	a	efectos	de	cubrir	la
plaza	vacante	de	jefe	de	la	oficina	de	administración	de	la	Corte	Superior	de
Justicia	(…)	después	de	haber	aprobado	satisfactoriamente	las	tres	etapas
del	concurso	público	de	méritos	(evaluación	curricular,	evaluación
sicotécnica	y	entrevista	personal),	parámetros	objetivos	de	evaluación
establecidos	en	las	bases	del	referido	concurso	público,	se	designó	al	ahora
demandante	como	administrador	de	la	Corte	Superior	de	Justicia	(…).
(…)	en	la	sentencia	recaída	en	el	Expediente	N°	02594-2007-AA	se	alude	en
el	fundamento	5	que	‘de	lo	obrante	en	autos	se	observa	(…)	el	acta	de
selección	de	personal	para	el	cargo	de	contador,	observándose	que	el
recurrente	ingresó	mediante	concurso	público	y	no	por	cargo	de	confianza’.
(…)	Conforme	a	lo	anterior,	habiéndose	descartado	que	las	labores	del
recurrente	hayan	sido	de	dirección	o	confianza,	es	pertinente	establecer	que
respecto	al	segundo	punto,	habiendo	sido	cesado	el	demandante	como
consecuencia	de	una	decisión	unilateral	del	empleador,	sin	expresar	causa
(…)	se	acredita	la	vulneración	de	los	derechos	fundamentales	invocados,
razón	por	la	cual	la	demanda	debe	ser	estimada.	(…).”	(TC,	Exp.	N°	3349-
2007-PA/TC,	ene.	09/2008.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Cuando	el	trabajador	ingresa	a	laborar	en	actividades
comunes	u	ordinarias,	y	posteriormente	le	es	asignado	un	cargo	de	confianza,
el	retiro	de	ella	no	implica	ser	despedido.	“(...)	Este	tribunal	en	la	STC	N°
3501-2006-PA/TC	ha	señalado	que	‘(....)	El	retiro	de	la	confianza	comporta
la	pérdida	de	su	empleo,	siempre	que	desde	el	principio	de	sus	labores	este
trabajador	haya	ejercido	un	cargo	de	confianza	o	de	dirección,	pues	de	no
ser	así,	y	al	haber	realizado	labores	comunes	u	ordinarias	y	luego	ser
promocionado	a	este	nivel,	tendría	que	regresar	a	realizar	sus	labores
habituales,	en	salvaguarda	a	que	no	se	produzca	un	abuso	del	derecho
(artículo	103	de	la	Constitución),	salvo	que	haya	cometido	una	causal
objetiva	de	despido	indicada	por	ley	(...).	Conforme	a	lo	señalado	en	los
fundamentos	precedentes,	se	advierte	que	el	demandante	ingresó	a	laborar
en	la	entidad	demandada	realizando	labores	comunes	u	ordinarias,	siendo
posteriormente	designado	en	el	cargo	de	confianza,	para	desempeñar
labores	como	director	del	centro	médico	de	Cutervo,	razón	por	la	que	a	la
conclusión	de	dicha	designación	debió	reincorporarse	en	el	cargo	de	médico
cirujano	de	la	institución	demandada,	lo	cual	no	ha	ocurrido	en	el	caso	de
autos;	siendo	así,	y	no	habiéndose	acreditado	la	existencia	de	comisión	de
falta	grave	que	legitime	la	terminación	de	la	relación	laboral,	se	debe
estimar	la	demanda;	en	consecuencia	deberá	disponerse	la	reincorporación
del	demandante	en	el	cargo	de	médico	cirujano	o	en	otro	de	similar
jerarquía	de	ESSALUD.	(...).”	(T.	C.,	Exp.	03494-2007-PA/TC,	feb.	05/2009.
Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—El	trabajador	reincorporado	puede	impugnar
nuevamente	la	calidad	de	confianza	otorgada	al	cargo	equivalente.	“A	ello
debe	agregarse	que	precisamente	en	el	proceso	de	amparo	iniciado	con
anterioridad	por	el	actor	contra	la	entidad	demandada,	se	consideró	que	su
despido	fue	irregular	al	no	tratarse	sus	labores	de	un	cargo	de	confianza,
por	lo	que,	el	hecho	de	habérsele	designado	con	posterioridad	en	un	cargo
equivalente	al	que	se	le	ha	asignado	la	condición	de	confianza	le	faculta	a
impugnar	dicha	calificación	desde	el	momento	en	que	se	le	comunicó	dicha
condición,	teniendo	en	cuenta	lo	actuado	en	el	referido	proceso	de	amparo
que	obra	como	acompañado	a	esta	causa.	(...)	De	esta	manera,	nada	impide
que	el	recurrente	impugne	dicha	calificación	de	confianza	a	través	del
proceso	judicial	especial	previsto	en	la	ley	a	fin	de	contar	con	los	elementos
probatorios	necesarios	que	le	permitan	acreditar	que	el	cargo	designado,	en
la	realidad	de	los	hechos,	no	constituye	un	cargo	de	confianza,
constituyendo	una	afectación	de	sus	derechos	al	debido	proceso	y	a	la	tutela
jurisdiccional	efectiva,	siendo	que	los	jueces	de	mérito	han	concluido	en	que
dicho	cuestionamiento	debe	efectuarse	necesariamente	en	ejecución	de	la
sentencia	que	ha	ordenado	su	reincorporación,	alegando	una	supuesta	falta
de	conexión	lógica	entre	los	hechos	y	el	petitorio,	cuando,	como	se	ha
acreditado	precedentemente,	por	lo	que,	la	pretensión	planteada	resulta
congruente	en	relación	a	los	puntos	controvertidos	que	se	han	fijado	en	este
proceso	y	que	corresponden	ser	materia	de	análisis	de	fondo	en	este
proceso”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	272-2010-Huancavelica,	set.	24/2010.	V.	P.
Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Es	obligación	de	la	empresa	hacer	constar	en	las
boletas	de	pago	la	condición	de	trabajador	de	confianza	o	de	dirección.	“Sobre
la	causal	de	inaplicación	del	artículo	60	del	Decreto	Supremo	número	001-
96-TR,	Reglamento	de	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo,	señala	la	recurrente
que	las	labores	realizadas	por	el	demandante	a	lo	largo	de	su	prestación
laboral	fueron	de	representación	del	empleador	ante	otros	trabajadores	y
frente	a	terceros,	lo	cual	tipifica	claramente	como	trabajador	de	dirección;
asimismo	lo	cataloga	como	personal	de	confianza,	en	tanto	tenía	acceso	a
información	confidencial.	(...)	Esta	sala	suprema	en	diversas	ejecutorias
supremas	ha	determinado	los	conceptos	de	trabajador	de	confianza	y	de
dirección,	estableciéndose	como	obligación	de	la	empresa	el	de	hacer
constar	de	manera	expresa	en	las	boletas	de	pago	y	en	los	contratos	de
trabajo	dicha	condición	del	trabajador,	lo	que	no	ha	ocurrido	en	el	caso	de
autos,	por	lo	tanto,	dichos	argumentos	en	nada	enervan	el	pago	de	horas
extraordinarias,	supuesto	que	ha	quedado	plenamente	acreditado	y
admitido	por	la	demandada	de	acuerdo	a	los	fundamentos	de	la	sentencia
de	vista;	por	lo	que,	en	esencia	la	recurrente	está	cuestionando	los
argumentos	de	la	sentencia	y	el	valor	asignado	a	los	medios	probatorios
efectuado	por	las	instancias	de	mérito;	por	lo	que,	esta	causal	deviene	en
improcedente”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	2014-2011-La	Libertad,	abr.	25/2012.	V.	P.
Acevedo	Mena)
TÍTULO	SEGUNDO
Contratos	Sujetos	a	Modalidad
CAPÍTULO	PRIMERO
Generalidades
CONTRATOS	SUJETOS	A	MODALIDAD.	PROCEDENCIA
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	53.—Los	contratos	de	trabajo	sujetos	a	modalidad	pueden
celebrarse	cuando	así	lo	requieran	las	necesidades	del	mercado	o
mayor	producción	de	la	empresa,	así	como	cuando	lo	exija	la
naturaleza	temporal	o	accidental	del	servicio	que	se	va	a	prestar	o
de	la	obra	que	se	ha	de	ejecutar,	excepto	los	contratos	de	trabajo
intermitentes	o	de	temporada	que	por	su	naturaleza	puedan	ser
permanentes.
	
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 75.—Podrán	 celebrar	 contratos	 de	 trabajo	 sujetos	 a	 modalidad	 las
empresas	 o	 entidades	 privadas,	 así	 como	 las	 empresas	 del	 Estado,
instituciones	públicas,	 cuyos	 trabajadores	estén	sujetos	al	 régimen	 laboral
de	 la	 actividad	privada,	 observando	 en	 este	 último	 caso	 las	 condiciones	 o
limitaciones	que	por	disposiciones	específicas	se	establezcan.
JURISPRUDENCIA.—TC	señala	que	los	contratos	sujetos	a	modalidad	son
una	lista	cerrada	y	taxativa.	“(…)	hay	una	preferencia	por	la	contratación
laboral	por	tiempo	indefinido	respecto	de	la	de	duración	determinada,	la
que	tiene	carácter	excepcional	y	procede	únicamente	cuando	las	labores
que	se	van	a	prestar	(objeto	del	contrato)	son	de	naturaleza	temporal	o
accidental.
Como	resultado	de	dicho	carácter	excepcional	la	ley	establece
formalidades,	requisitos,	condiciones	y	plazos	especiales	para	este	tipo	de
contratos,	e	incluso	sanciones	cuando,	a	través	de	estos,	utilizando	la
simulación	o	el	fraude,	se	pretende	evadir	la	contratación	laboral	por
tiempo	indeterminado.
En	este	sentido	el	artículo	4°	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR	opera
como	un	límite	a	la	contratación	temporal,	ya	que	sólo	los	empleadores
podrán	contratar	trabajadores	con	contratos	de	trabajo	sujetos	a	modalidad
‘en	los	casos	y	con	los	requisitos	que	la	presente	ley	establece’.	Es	decir	que
los	contratos	de	trabajo	señalados	en	el	Título	II	del	Decreto	Supremo	N°
003-97-TR	constituyen	un	listado	cerrado	y	taxativo	de	supuestos	de
contratación	temporal	y,	por	ende,	son	los	únicos	tipos	contractuales	que	el
empleador	puede	utilizar	para	contratar	un	trabajador	por	plazo
determinado,	pues	en	caso	contrario	el	contrato	de	trabajo	celebrado	será
considerado	como	uno	de	duración	indeterminada.	(…).”	(TC,	Exp.	00357-
2011-PA/TC,	jun.	13/2011.	S.	S.	Álvarez	Miranda)
JURISPRUDENCIA.—La	desnaturalización	de	la	contratación	civil	ocurre	si
se	utiliza	para	cubrir	actividades	de	requerimiento	permanente.	“(...)	la	Corte
Suprema;	máxime	si,	las	instancias	de	mérito	han	determinado	con
suficiencia	las	razones	por	las	que	sobre	la	base	de	una	correcta	aplicación
de	las	normas	laborales	al	caso	concreto,	han	concluido	en	la
desnaturalización	de	la	contratación	civil	empleada;	razones	entre	las	que
se	anotan,	su	utilización	indebida	al	utilizar	la	misma	para	cubrir
actividades	de	requerimiento	permanente	en	la	demandada	con	evidentes
connotaciones	de	subordinación;	razones	por	las	cuales	estos	extremos	del
recurso	devienen	en	improcedente	(...).”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	5870-2013-Lima,
set.	06/2013.	V.	P.	Acevedo	Mena)
COMENTARIO.—Clasificación	de	 los	 contratos	de	 trabajo	 en	 cuanto	 a
su	duración.	El	contrato	de	trabajo	puede	celebrarse	a	plazo	indefinido	o	a
plazo	fijo,	siempre	–en	este	último	caso–	que	se	cumplan	los	requisitos	que
las	normas	señalan.
	
COMENTARIO.—La	contratación	modal.	Desde	antiguo	se	ha	considerado
que	 la	 contratación	 laboral	 a	 plazo	 indefinido	 constituye	 la	 regla	 y	 los
contratos	modales	–procedentes	sólo	en	casos	determinados–,	la	excepción.
Hay	 quienes	 consideran,	 sin	 embargo,	 que	 en	 nuestro	 ordenamiento	 la
regla	anterior	queda	 trastocada	por	el	amplio	abanico	de	posibilidades	de
contratación	modal	(nueve	tipos	de	contratos	modales,	a	los	que	habría	que
añadir,	entre	otros,	el	de	exportación	no	tradicional).
Si	se	compara	la	norma	vigente	con	las	disposiciones	que	con	anterioridad
a	 1991	 regulaban	 el	 contrato	 de	 trabajo	 a	 plazo	 fijo,	 es	 evidente	 un
reforzamiento	 de	 esta	 figura	 al	 amparo	 de	 la	 creciente	 influencia	 de	 las
corrientes	 flexibilizadoras	del	derecho	 laboral	y	 con	el	 loable	objetivo	–en
vías	de	implementación–	de	fomentar	el	empleo.
Las	 posiciones	 que	 apoyan	 la	 desregulación	 o	 flexibilización	 del	 derecho
laboral,	 se	 refieren	 fundamentalmente	 a	 tres	 instancias	 de	 la	 relación	 de
trabajo:
-	 Aplicación	 intensiva	 de	 la	 contratación	 temporal	 o	 “desregulación	 de
entrada”.
-	Ampliación	de	las	facultades	patronales	durante	la	vigencia	del	contrato,	y
-	 Relajación	 de	 las	 rigurosas	 causales	 de	 extinción	 del	 contrato,
posibilitando	el	despido	incausado	mediante	un	razonable	preaviso	o	con	el
pago	 de	 una	 indemnización	 y	 la	 eliminación	 del	 derecho	 de	 reposición,
elementos	todos	que	conforman	la	llamada	“desregulación	de	salida”.
CONTRATOS	TEMPORALES
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	54.—Son	contratos	de	naturaleza	temporal:
a)	El	contrato	por	inicio	o	lanzamiento	de	una	nueva	actividad;
b)	El	contrato	por	necesidades	del	mercado;
c)	El	contrato	por	reconversión	empresarial.
CONTRATOS	ACCIDENTALES
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	55.—Son	contratos	de	naturaleza	accidental:
a)	El	contrato	ocasional;
b)	El	contrato	de	suplencia;
c)	El	contrato	de	emergencia.
CONTRATOS	PARA	OBRA	O	SERVICIO
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	56.—Son	contratos	de	obra	o	servicio:
a)	El	contrato	específico;
b)	El	contrato	intermitente;
c)	El	contrato	de	temporada.
CAPÍTULO	SEGUNDO
Contratos	de	Naturaleza	Temporal
1.	Contrato	por	inicio	o	incremento	de	actividad
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	57.—El	contrato	temporal	por	inicio	de	una	nueva	actividad
es	aquel	celebrado	entre	un	empleador	y	un	trabajador	originados
por	el	inicio	de	una	nueva	actividad	empresarial.	Su	duración
máxima	es	de	tres	años.
Se	entiende	como	nueva	actividad,	tanto	el	inicio	de	la	actividad
productiva,	como	la	posterior	instalación	o	apertura	de	nuevos
establecimientos	o	mercados,	así	como	el	inicio	de	nuevas
actividades	o	el	incremento	de	las	ya	existentes	dentro	de	la
misma	empresa.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	76.—Para	la	determinación	de	las	actividades	empresariales	previstas
en	 el	 artículo	 91	 de	 la	 ley,	 se	 tomará	 como	 referencia	 la	 Clasificación
Industrial	Internacional	Uniforme	(CIIU)	de	las	Naciones	Unidas.
JURISPRUDENCIA.—La	causa	específica	de	contratación	temporal	debe
existir	realmente.	“(…)	se	puede	establecer	que	no	es	suficiente	invocar	una
causal	específica	de	contratación,	sino	que	dicha	causa	debe	realmente
haberse	configurado	para	que	proceda	la	contratación	temporal,	o	cuando
menos,	nos	debemos	encontrar	ante	el	específico	supuesto	legal	para	la
contratación	(...).	Así,	este	colegiado	estima	que	en	el	presente	caso	las
labores	realizadas	por	el	recurrente,	son	de	naturaleza	permanente	y	no
temporal,	toda	vez	que	en	modo	alguno	podría	afirmarse	‘incremento	de
actividades’	a	partir	del	1	de	enero	del	2002	si	dichas	‘actividades’
preexistían	en	el	centro	de	trabajo,	–más	aun	si	estas	funciones	forman
parte	de	los	servicios	que	prestan	los	(...),	incluso	si	según	el	actor	ya	las
realizaba.	Así,	(...),	se	tiene	3	contratos	discontinuos	de	locación	de	servicios
–a	los	que	el	actor	no	ha	adjuntado	medio	probatorio	alguno–,	en	los	que
consta	que	el	actor	fue	contratado	para	prestar	servicios	como	‘apoyo’”.	(TC,
Exp.	03955-2008-PA/TC,	jul.	23/2010.	Pres.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—El	empleador	está	obligado	a	demostrar	que	la
contratación	por	incremento	de	actividad	es	coyuntural	o	circunstancial	y	no
permanente.	“(…)	Habiéndose	justificado	la	utilización	de	la	mencionada
modalidad	contractual,	cabe	concluir	que	la	sociedad	emplazada	ha
cumplido	con	la	obligación	de	explicitar	en	qué	sentido	el	incremento	de
actividad	es	realmente	coyuntural	o	circunstancial	y	no	permanente,	lo	cual
se	corrobora	con	el	informe	final	de	actuación	inspectiva	realizada	a	la
sociedad	emplazada	respecto	a	‘los	contratos	de	trabajo	modales	(…),
detalle	de	trabajadores	estables	y	contratados,	boleta	de	pagos	de
remuneraciones,	registro	de	entrada	y	salida	de	personal’,	(…)	en	cuya
conclusión	segunda	se	determina:	‘Que,	la	investigada	(…),	en	la	suscripción
de	los	contratos	de	trabajo	sujetos	a	modalidad	(plazo	fijo),	por	inicio	de
actividad	o	incremento	de	actividad,	viene	cumpliendo	con	los	requisitos	de
forma	previstos	en	la	ley,	así	mismo,	que	la	suscripción	de	los	contratos	en
mención	obedecen	a	las	causas	objetivas	determinante	de	la	contratación
(principio	de	causalidad)’
Lo	antes	expuesto	también	se	acredita	con	las	memorias	anuales,
correspondientes	a	los	períodos	(...),	se	aprecia	que	la	sociedad	emplazada
ha	venido	incrementando	su	producción.	(...)”	(TC,	Exp.	03093-2011-PA/TC,
set.	30/2011.	S.	S.	Álvarez	Miranda)
JURISPRUDENCIA.—Error	material	al	no	especificar	si	la	contratación	es
“por	inicio	o	incremento	de	actividad”	puede	ser	subsanado	sin	desnaturalizar
el	contrato	de	trabajo	a	plazo	fijo.	“(...)	No	obstante,	si	bien	es	cierto	que	del
tenor	del	contrato	modal	y	sus	renovaciones,	se	desprende	que	la
modalidad	contractual	señalada	no	se	ha	especificado	de	forma	correcta
“por	inicio	o	incremento	de	actividad”,	este	error	material	se	subsana	al
precisarse	la	causa	objetiva	de	la	contratación,	por	incremento	de	actividad.
(…)	Habiéndose	justificado	la	utilización	de	la	mencionada	modalidad
contractual,	cabe	concluir	que	la	sociedad	emplazada	ha	cumplido	con	la
obligación	de	explicitar	en	qué	sentido	el	incremento	de	actividad	es
realmente	coyuntural	o	circunstancial	y	no	permanente,	lo	cual	se	corrobora
con	el	Informe	Final	de	Actuación	Inspectiva	realizada	a	la	sociedad
emplazada	respecto	a	“los	contratos	de	trabajo	modales	2006	-	2010,	detalle
de	trabajadores	estables	y	contratados,	boleta	de	pagos	de	remuneraciones,
registro	de	entrada	y	salida	de	personal”,	de	fecha	10	de	noviembre	del
2010	(...)	en	cuya	conclusión	segunda	se	determina:	“Que,	la	investigada	(…),
en	la	suscripción	de	los	contratos	de	trabajo	sujetos	a	modalidad	(plazo
fijo),	por	inicio	de	actividad	o	incremento	de	actividad,	viene	cumpliendo
con	los	requisitos	de	forma	previstos	en	la	ley,	así	mismo,	que	la	suscripción
de	los	contratos	en	mención	obedecen	a	las	causas	objetivas	determinante
de	la	contratación	(principio	de	causalidad)”.
Lo	antes	expuesto	también	se	acredita	con	las	memorias	anuales,
correspondientes	a	los	periodos	2007,	2008	y	2009	(…),	se	aprecia	que	la
sociedad	emplazada	ha	venido	incrementando	su	producción.	(...)”	(T.	C.,
Exp.	02124-2011-PA/TC,	ago.	17/2011.	S.	S.	Álvarez	Miranda)
JURISPRUDENCIA.—El	contrato	modal	por	incremento	de	actividad	no	se
justifica	en	la	modificación	de	la	jornada	de	trabajo	atípica.	“(...)	Teniendo
presente	la	justificación	de	la	causa	objetiva	transcrita,	corresponde	señalar
que	el	contrato	de	trabajo	por	incremento	de	actividades	-según	el	artículo
57	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR-	se	celebra	cuando	se	origina	“el
incremento	de	las	[actividades]	ya	existentes	dentro	de	la	misma	empresa”.
Es	decir,	que	en	esta	modalidad	contractual	el	incremento	en	las	actividades
empresariales	no	tiene	la	característica	de	ser	coyuntural	por	las
variaciones	sustanciales	en	el	mercado.
En	el	presente	caso	de	la	causa	objetiva	transcrita	no	se	advierte	que	la
justificación	de	la	contratación	temporal	se	explique	en	el	incremento	de	las
actividades	ordinarias	y	permanentes	de	la	sociedad	emplazada,	pues	la
razón	que	utiliza	para	contratarlo	es	el	cambio	de	la	jornada	de	trabajo
atípica	de	sus	trabajadores.	En	efecto,	la	modificación	referida	en	la	jornada
laboral	atípica,	a	decir	del	tenor	literal	del	contrato	mencionado,	originó	que
el	proceso	productivo	de	la	sociedad	emplazada	se	vea	reducido,	más	no
aumentado	o	incrementado.
Por	dicha	razón	el	tribunal	considera	que	los	contratos	de	trabajo	por
incremento	de	actividades	han	sido	desnaturalizados	por	fraude	al	Decreto
Supremo	N°	003-97-TR,	pues	el	objeto	de	ellos	no	se	justifica	en	el
incremento	de	las	actividades	empresariales	permanentes	de	la	sociedad
emplazada,	sino	en	la	necesidad	de	compensar	los	efectos	que	genera	el
cambio	de	la	jornada	laboral	atípica,	supuesto	que	no	puede	justificar	la
celebración	de	un	contrato	de	trabajo	por	incremento	de	actividades,	por	lo
que	en	aplicación	de	lo	prescrito	por	el	inciso	d)	del	artículo	77	del	Decreto
Supremo	N°	003-97-TR,	estos	contratos	se	consideran	como	de	duración
indeterminada.	(...)”	(T.	C.,	Exp.	0335-2011-PA/TC,	set.	08/2011.	S.	S.	Mesía
Ramírez.)
JURISPRUDENCIA.—El	trabajador	con	jornada	atípica	puede	reclamar	el
pago	de	horas	extras.	“(...)	en	relación	con	la	denuncia	casatoria	descrita	en
el	literal	h),	la	recurrente	argumenta	que	la	sala	no	se	pronuncia	en	torno	a
lo	resuelto	de	manera	contradictoria	por	el	juzgado,	respecto	al	hecho	que	el
demandante	no	prestó	servicios	en	horas	extras	y	que	tampoco	tuvo
descansos	por	feriados	durante	su	récord	laboral,	por	estar	sujeto	a	una
jornada	atípica,	pero	sí	laboró	un	total	de	cuatro	horas	diarias	de	trabajo	en
sobretiempo,	correspondiéndole	el	pago	de	horas	extras,	sin	haber
motivado	y	fundamentado	legalmente	esta	decisión	discordante	(...)	La
denuncia	casatoria	que	antecede	deviene	en	improcedente,	pues	este
extremo	de	la	apelación	ha	sido	objeto	de	expreso	pronunciamiento	por
parte	de	la	sala	superior,	quien	en	la	motivación	expuesta	en	el	décimo
primer	considerando,	explica	los	motivos	por	los	cuales	se	reconocen	horas
extras	al	actor,	especificando	la	operación	aritmética	empleada	que	valida
dicho	razonamiento	en	una	jornada	atípica	como	la	establecida	por	la
recurrente;	así	como	también	valida	el	argumento	expuesto	por	el	a	quo
respecto	de	los	feriados,	motivación	por	remisión	que	no	vulnera	el	deber
de	motivación	exigido	por	nuestro	ordenamiento	constitucional”.	(C.	S.,	Cas.
Lab.	4637-2014-La	Libertad,	oct.	17/2014.	V.	P.	Acevedo	Mena)
COMENTARIO.—Los	contratos	de	trabajo	de	naturaleza	temporal	son	una
modalidad	 contractual	 laboral	 de	 duración	 determinada,	 que	 existen	 en
función	a	una	situación	en	particular,	es	decir,	tienen	un	motivo	justificante
para	 su	 celebración	 contenido	 en	 la	 norma,	 tal	 motivo	 es	 en	 esencia
transitorio,	por	lo	que	podemos	saber	la	fecha	de	inicio	y	fin	de	la	relación
laboral.
Para	determinar	cuándo	nos	encontramos	ante	un	contrato	de	naturaleza
temporal,	 se	 debe	 prestar	 especial	 atención	 a	 la	 temporalidad	 o
transitoriedad	del	servicio	a	ejecutarse	y	la	causa	objetiva,	reflejado	en	una
reciprocidad	 entre	 la	 duración	 otorgada	 al	 contrato	 y	 la	 actividad	 en	 sí
misma.
Nuestra	normativa	regula	tres	tipos	de	contratos	temporales:	(1)	por	inicio
o	 incremento	 de	 actividad,	 (2)	 por	 necesidades	 de	 mercado	 y	 (3)	 por
reconversión	 empresarial,	 en	 los	 cuales	 se	 exige	 la	 existencia	 de	 la	 causa
objetiva	 que	 justifica	 la	 contratación,	 la	 que	 debe	 ser	 sustentada	 por	 el
empleador	y	verificable	por	la	autoridad	administrativa	y/o	judicial.
COMENTARIO.—La	 posibilidad	 de	 contratar	 trabajadores	 a	 plazo	 fijo
durante	 el	 inicio	 de	 la	 actividad	 empresarial,	 la	 instalación	 de	 nuevos
establecimientos	 o	 mercados,	 el	 desarrollo	 novedoso	 de	 actividades
adicionales	y	el	incremento	de	las	existentes,	se	basa	fundamentalmente	en
el	factor	de	riesgo	que	la	nueva	aventura	empresarial	implica.
El	legislador	ha	preferido	no	abrumar	al	empleador	que	asume	el	albur	de
hacer	empresa,	con	la	obligación	de	contratar	a	la	totalidad	de	su	personal	a
plazo	indeterminado.
Se	 limita	 la	 duración	 de	 este	 tipo	 de	 contratos	modales	 al	 plazo	 de	 tres
años,	entendiendo	prudentemente	que	la	nueva	empresa	cuyas	actividades
se	prolonguen	en	exceso	de	dicho	plazo,	ya	ha	adquirido	cierta	solidez	y	por
tanto	el	riesgo	inicial	queda	minimizado.
2.	Contrato	por	necesidades	del	mercado
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	58.—El	contrato	temporal	por	necesidades	del	mercado	es
aquel	que	se	celebra	entre	un	empleador	y	un	trabajador	con	el
objeto	de	atender	incrementos	coyunturales	de	la	producción
originados	por	variaciones	sustanciales	de	la	demanda	en	el
mercado	aun	cuando	se	trate	de	labores	ordinarias	que	formen
parte	de	la	actividad	normal	de	la	empresa	y	que	no	pueden	ser
satisfechas	con	personal	permanente.	Éste	puede	ser	renovado
sucesivamente	hasta	el	término	máximo	establecido	en	el	artículo
74	de	la	presente	ley.
En	los	contratos	temporales	por	necesidades	del	mercado,
deberá	constar	la	causa	objetiva	que	justifique	la	contratación
temporal.
Dicha	causa	objetiva	deberá	sustentarse	en	un	incremento
temporal	e	imprevisible	del	ritmo	normal	de	la	actividad
productiva,	con	exclusión	de	las	variaciones	de	carácter	cíclico	o
de	temporada	que	se	producen	en	algunas	actividades
productivas	de	carácter	estacional.(§	0734)
JURISPRUDENCIA.—Existe	el	deber	de	justificar	la	causa	objetiva	de
carácter	temporal	en	la	contratación	por	necesidades	del	mercado.	“(…)	El
contrato	de	trabajo	por	necesidades	del	mercado	es	de	duración
determinada,	ya	que	tiene	como	elemento	justificante	para	su	celebración	la
existencia	de	una	causa	objetiva	de	carácter	temporal,	ocasional	o
transitoria	que	implica	una	necesidad	de	la	empresa	de	aumentar	su
productividad;	esto	es,	que	para	determinar	su	celebración	se	deberá
precisar	en	qué	consiste	la	variación	coyuntural	en	la	demanda	del	mercado
que	genere	una	necesidad	temporal	de	contratación	de	personal,	por	no
poder	satisfacerse	aquella	variación	con	su	personal	permanente,	pudiendo
desempeñarse	incluso	labores	ordinarias	o	propias	del	empleador,	de
conformidad	con	el	artículo	58	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR.
Del	contrato	individual	de	naturaleza	temporal	por	necesidades	de
mercado	(f.	3)	se	establece	que	el	demandante	fue	contratado	para
desempeñar	labores	de	preparador	de	muestras	en	el	área	de	geología,	ya
que	‘La	variación	que	viene	experimentando	la	cotización	internacional	del
oro,	ha	determinado	que	el	empleador	se	vea	en	la	necesidad	de
incrementar	su	nivel	de	producción	en	razón	de	esa	favorable	cuyuntura,	lo
cual	hace	necesario	aumentar	la	producción	por	un	período	temporal’.
Siendo	ello	así,	al	haber	justificado	la	emplazada	que	la	utilización	de	la
mencionada	modalidad	contractual	es	la	existencia	de	una	causa	objetiva	de
carácter	temporal,	ésta	ha	cumplido	con	la	obligación	de	explicitar	en	qué
sentido	el	supuesto	incremento	de	actividades	es	realmente	coyuntural	o
circunstancial	y	no	permanente;	por	consiguiente,	no	se	puede	concluir	que
la	emplazada	hubiese	contratado	al	recurrente	utilizado	inválidamente	esta
modalidad	contractual	(...).”	(T.	C.,	Exp.	04157-2009-PA/TC,	may.	24/2010.
Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—El	incremento	de	la	demanda	de	oro	habilita	a	las
mineras	para	contratar	personal	temporal.	“5.	Así,	en	el	contrato	temporal
por	necesidades	de	mercado	que	obra,	(...)	se	establece	que	el	demandante
fue	contratado	para	desempeñar	la	labor	de	mantenedor	soldador	II	en	el
área	de	mantenimiento	de	mina.	El	referido	contrato	se	sustenta	en	que	‘(...)
el	precio	de	los	minerales,	incluido	el	oro,	viene	experimentando	un
sostenido	incremento	en	su	cotización,	comparado	con	sus	valores
históricos’,	lo	que	condiciona	que	la	sociedad	emplazada	‘deba	aprovechar
el	alza	de	la	cotización	del	oro	en	el	mercado	a	través	de	incrementos
coyunturales	de	la	producción’.
Este	hecho	coyuntural	del	mercado	origina	que	el	área	de	mantenimiento
de	la	mina	de	la	sociedad	emplazada	requiera	de	una	variación	sustancial
por	el	incremento	en	la	demanda	del	oro	que	justifica	la	contratación
temporal	del	demandante.	Por	dicha	razón,	este	tribunal	considera	que	el
contrato	de	trabajo	modal	referido	no	ha	sido	desnaturalizado,	ni	su
respectiva	prórroga	(...).
(...).	Por	otro	lado,	de	conformidad	con	lo	establecido	por	el	párrafo
primero	del	artículo	58	del	Decreto	Supremo	003-97-TR,	el	contrato
temporal	por	necesidades	del	mercado	puede	utilizarse	aun	cuando	se	trate
de	labores	ordinarias	que	formen	parte	de	la	actividad	normal	de	la
empresa;	asimismo,	el	artículo	74	de	la	referida	norma	legal	establece	que
‘podrá	celebrarse	en	forma	sucesiva	con	el	mismo	trabajador,	diversos
contratos	bajo	distintas	modalidades	en	el	centro	de	trabajo,	en	función	de
las	necesidades	empresariales	y	siempre	que	en	conjunto	no	superen	la
duración	máxima	de	cinco	(5)	años’.	Por	consiguiente,	no	se	puede	concluir
que	la	sociedad	emplazada	hubiese	contratado	al	recurrente	utilizando
inválidamente	las	modalidades	contractuales	de	incremento	de	actividad	y
de	necesidad	de	mercado”.	(T.	C.,	Exp.	00173-2012-PA/TC,	jun.	05/2013	S.
S.	Mesía	Ramírez)
DOCTRINA.—Causa	 objetiva	 de	 la	 contratación	 temporal	 no	 puede
descansar	en	un	“proyecto	de	incremento	futuro”	de	actividades.	“Que,
de	 lo	 expuesto	 en	 el	 considerando	 precedente,	 se	 advierte	 que	 se	 ha
determinado	 la	 desnaturalización	 de	 los	 contratos	 por	 dos	 aspectos
verificados	1.	Que	la	causa	objetiva	no	existe	en	la	realidad	y	2.	Que	la	causa
objetiva	 no	 se	 consigna	 específicamente	 en	 los	 contratos	 de	 trabajo
exhibidos.	 A	 mayor	 ahondamiento,	 de	 la	 revisión	 de	 dichos	 contratos,	 se
aprecia	 que,	 si	 bien	 describen	 la	 causa	 objetiva	 de	 la	 contratación	modal,
esta	 alude	 a	 un	 proyecto	 de	 incremento	 futuro,	 no	 teniendo	 dicha	 causa
congruencia	 con	 la	 realidad,	 además	 si	 la	 contratación	 se	 encuentra
directamente	 relacionada	con	el	 incremento	de	 locales,	 se	puede	observar
que	dichos	contratos	no	especifican	detalle	alguno	del	nuevo	local	donde	el
trabajador	 contratado	 efectuará	 sus	 labores,	 limitándose	 a	 indicar	 el
número	 de	 locales	 que	 se	 estima	 a	 aperturar,	 es	 por	 esta	 razón	 que	 este
despacho	concluye	que	los	contratos	de	trabajo	de	naturaleza	temporal	por
incremento	 de	 actividad	 se	 han	 desnaturalizado,	 toda	 vez	 que	 su	 causa
objetiva	 no	 se	 condice	 con	 la	 realidad	 siendo	 esta	 el	 resultado	 de	 un
prospecto	a	 realizarse	en	el	 futuro,	que	así	 como	se	puede	ejecutar	puede
también	 no	 elaborarse	 (...)”	 (MTPE,	 R.	 D.	 840-2012-MTPE/1/20.4,	 dic.
28/2012.	 Director	 de	 Inspección	 del	 Trabajo	 Ricardo	 Gabriel	 Herbozo
Colque)
COMENTARIO.—El	contrato	por	necesidades	del	mercado	se	suscribe	con
el	objeto	de	atender	incrementos	coyunturales	de	la	producción,	originados
por	variaciones	sustanciales	de	la	demanda	que	no	puedan	ser	cubiertas	por
el	personal	habitual	de	la	empresa.
Fundamento	 principal	 de	 esta	 modalidad	 contractual	 es	 la	 antelada
existencia	 de	 un	 aumento	 imprevisto	 de	 la	 demanda	 por	 los	 bienes	 o
servicios	que	el	empleador	produce	o	brinda.
La	ley	se	refiere	a	“incrementos	coyunturales	de	la	producción”,	aludiendo
el	 adjetivo	 “coyuntural”	 a	 aquello	 que	 depende	 de	 la	 coyuntura	 o
circunstancia	y,	por	tanto,	es	de	escasa	duración.	Sin	embargo,	los	contratos
por	necesidades	del	mercado	pueden	ser	renovados	hasta	por	el	término	de
cinco	 años,	 lo	 que	 aparentemente	 no	 guarda	 coincidencia	 con	 su	 carácter
coyuntural.
Por	 ejemplo,	 la	 mayor	 demanda	 de	 grupos	 electrógenos	 causada	 por
deficiencias	imprevistas	en	la	generación	o	en	las	líneas	de	transmisión	del
fluido	eléctrico,	 justificaría	el	uso	de	esta	modalidad	contractual	por	parte
de	las	empresas	distribuidoras	de	generadores.	Lo	mismo	podría	aplicarse
en	el	caso	de	las	empresas	de	vigilancia	que,	en	una	coyuntura	signada	por
un	índice	de	criminalidad	elevado,	deban	responder	a	un	incremento	de	las
solicitudes	de	personal	de	resguardo.
3.	Contrato	por	reconversión	empresarial
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	59.—Es	contrato	temporal	por	reconversión	empresarial	el
celebrado	en	virtud	a	la	sustitución,	ampliación	o	modificación	de
las	actividades	desarrolladas	en	la	empresa,	y	en	general	toda
variación	de	carácter	tecnológico	en	las	maquinarias,	equipos,
instalaciones,	medios	de	producción,	sistemas,	métodos	y
procedimientos	productivos	y	administrativos.	Su	duración
máxima	es	de	dos	años.
COMENTARIO.—El	contrato	por	reconversión	empresarial	es	el	originado
por	 toda	 innovación	 tecnológica	 o	 administrativa	 que	 afecte	 los
requerimientos	de	personal	del	empleador.
En	la	mayoría	de	los	casos	se	usa	esta	contratación	para	reemplazar	a	 los
trabajadores	cuyas	labores	devinieron	en	poco	competitivas	por	basarse	en
métodos	 ya	 superados	 tecnológicamente,	 y	 que	 no	 se	 adecuaron	 a	 los
modernos	sistemas	de	producción.
Es	 posible	 también	 que	 se	 contrate	 por	 reconversión	 empresarial	 al
personal	encargado	de	replantear	los	métodos	o	sistemas	productivos.
La	ley	limita	la	duración	de	estos	contratos	al	plazo	de	dos	años.
CAPÍTULO	TERCERO
Contratos	de	Naturaleza	Accidental
1.Contrato	ocasional
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	60.—El	contrato	accidental-ocasional	es	aquel	celebrado
entre	un	empleador	y	un	trabajador	para	atender	necesidades
transitorias	distintas	a	la	actividad	habitual	del	centro	de	trabajo.
Su	duración	máxima	es	de	seis	meses	al	año.
COMENTARIO.—El	 contrato	 ocasional	 se	 caracteriza	 porque	 solamente
procede	 ante	 necesidades	 transitorias	 distintas	 a	 la	 actividad	 habitual	 del
empleador.
Mediante	 esta	 figura	 contractual,	 por	 ejemplo,	 una	 empresa	 periodística
cuyos	 distribuidores	 a	 manera	 de	 presión	 han	 acordado	 suspender	 la
distribución	de	los	diarios	hasta	que	sus	demandas	sean	satisfechas,	podría
válidamente	 proceder	 a	 contratar	 personal	 ocasional	 para	 que	 ejecute	 el
trabajo	paralizado.
2.	Contrato	de	suplencia
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	61.—El	contrato	accidental	de	suplencia	es	aquel	celebrado
entre	un	empleador	y	un	trabajador	con	el	objeto	que	éste
sustituya	a	un	trabajador	estable	de	la	empresa,	cuyo	vínculo
laboral	se	encuentre	suspendido	por	alguna	causa	justificada
prevista	en	la	legislación	vigente,	o	por	efecto	de	disposiciones
convencionales	aplicables	en	el	centro	de	trabajo.	Su	duración
será	la	que	resulte	necesaria	según	las	circunstancias.
En	tal	caso	el	empleador	deberá	reservar	el	puesto	a	su	titular,
quien	conserva	su	derecho	de	readmisión	en	la	empresa,
operando	con	su	reincorporación	oportuna	la	extinción	del
contrato	de	suplencia.
En	esta	modalidad	de	contrato	se	encuentran	comprendidas	las
coberturas	de	puestos	de	trabajo	estable,	cuyo	titular	por	razones
de	orden	administrativo	debe	desarrollar	temporalmente	otras
labores	en	el	mismo	centro	de	trabajo.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	77.—El	contrato	de	suplencia	establecido	en	el	artículo	95	de	 la	 ley,
deberá	contener	la	fecha	de	su	extinción.
JURISPRUDENCIA.—Elementos	indispensables	en	el	contrato	de	naturaleza
accidental	de	suplencia	.	“(…)	El	contrato	de	trabajo	en	la	modalidad	de
suplencia	tiene	como	objetivo	la	contratación	eventual	de	personal	de
reemplazo,	es	decir,	para	suplir	la	ausencia	de	un	trabajador	estable	cuyo
vínculo	laboral	se	encuentra	en	suspenso	temporal.	Éste	se	erige	como	una
solución	al	empleador	para	que	no	paralice	su	actividad	durante	la
suspensión	de	relaciones	laborales	sea	por	motivos	de	caso	fortuito	o	fuerza
mayor,	permitiéndole	contratar	de	forma	eventual	a	un	trabajador	que
realice	las	labores	paralizadas.	En	el	caso	de	autos,	la	demandada	no	prueba
de	ninguna	manera	que	el	demandante	haya	sido	contratado	para	sustituir	a
trabajador	alguno,	además	no	demuestra	que	el	término	del	contrato	del
demandante	tenga	que	ver	con	la	reincorporación	del	trabajador	sustituido,
por	lo	que	se	concluye	que	la	empleadora	habría	simulado	el	contrato	sujeto
a	modalidad	para	encubrir	uno	de	plazo	indeterminado.
Por	consiguiente	habiéndose	acreditado	la	existencia	de	simulación	en	el
contrato	del	demandante,	éste	debe	ser	considerado	como	de	duración
indeterminada,	conforme	lo	establece	el	inciso	d)	del	artículo	77	del	Decreto
Supremo	N°	003-97-TR,	razón	por	la	que,	habiéndosele	despedido	de
manera	verbal,	sin	expresarle	causa	alguna	derivada	de	su	conducta	o
capacidad	laboral	que	la	justifique,	se	ha	vulnerado	su	derecho
constitucional	al	trabajo	y,	conforme	se	desprende	de	la	constatación
policial	en	autos	a	fojas	48	y	49,	se	ha	producido	un	despido	incausado	y
cabe	estimar	la	demanda	(...).”	(T.	C.,	Exp.	01783-2008-PA/TC,	jun.	11/2009.
Pres.	Vergara	Gotelli.)
JURISPRUDENCIA.—El	trabajador	contratado	por	suplencia	no	puede	rotar
y	suplir	a	diferentes	trabajadores.	“(…)	Según	se	advierte	los	contratos	de
trabajo	(...)	han	sido	celebrados	en	la	modalidad	de	contratos	de	suplencia
(...)	en	la	cláusula	cuarta	del	contrato	de	naturaleza	accidental	obrante	(...)
se	menciona	que	es	para	suplir	al	trabajador	estable	don	(...),	por	lo	que	la
demandada	no	debió	rotar	a	la	demandante	a	otros	(...),	para	que	reemplace
a	otros	(...),	de	lo	que	se	concluye	que	la	empleadora	ha	simulado	el	contrato
sujeto	a	modalidad	para	encubrir	uno	de	plazo	indeterminado.
En	consecuencia,	el	contrato	de	trabajo	del	recurrente	se	convirtió	en	un
contrato	de	trabajo	de	duración	indeterminada,	por	haberse	celebrado	con
simulación	(...).”	(T.	C.,	Exp.	03279-2009-PA/TC,	jul.	06/2010.	Pres.	Landa
Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Contrato	de	suplencia	es	válido	para	supuestos	de
encargatura.	“en	el	contrato	de	suplencia,	con	vigencia	desde	el	1	de	mayo
hasta	el	31	de	diciembre	del	2009,	(...),	se	ha	consignado	que	la	causa
objetiva	determinante	de	la	contratación	es	que	la	actora	sustituya
temporalmente	en	el	cargo	de	auxiliar	administrativo	I	(...),	trabajador
estable	del	(...),	quien	se	encuentra	en	una	encargatura	de	técnico	judicial;
por	lo	que	debe	desestimarse	las	alegaciones	de	que	la	actora	habría
laborado	sin	contrato	escrito	y	no	existe	documento	alguno	que	acredite	la
existencia	de	fraude	que	desnaturalice	el	citado	contrato.	Ocurre	lo	mismo
con	las	alegaciones	de	la	actora	en	el	sentido	de	que	habría	sido	obligada	a
suscribir	el	contrato	de	suplencia,	pues	no	existe	medio	probatorio	que
acredite	la	coacción	denunciada.
Respecto	a	los	contratos	de	suplencia	suscritos	por	la	actora	con	vigencia
desde	el	1	de	enero	hasta	el	31	de	julio	del	2010	(...),	tal	como	se	señaló	en	el
fundamento	precedente,	se	ha	consignado	que	la	contratación	de	la	actora
es	con	el	objeto	de	sustituir	en	el	cargo	de	auxiliar	administrativo	I	a	la
trabajadora	(...),	quien	por	promoción	y	encargatura	ostenta	el	cargo	de
técnico	administrativo	II	(...),	y	no	existe	medio	probatorio	alguno	que
desvirtúe	los	citados	contratos.	(...).”	(T.	C.,	Exp.	04107-2011-PA/TC,	mar.
14/2012.	Pres.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—TC	legitima	la	temporalidad	de	los	contratos	laborales
de	suplencia	incluso	cuando	las	labores	sean	permanentes.	“(...)	el	artículo	61
del	Decreto	Supremo	003-97-TR	(...)	se	aprecia	que	el	actor	fue	contratado
bajo	la	modalidad	de	suplencia,	para	ocupar	la	plaza	de	Asistente	Judicial
(...)	estipulándose	la	prestación	de	sus	servicios	a	plazos	determinados,
siendo	que	el	último	de	sus	contratos	se	extendió	(...).	En	tal	sentido,	se
aprecia	que	los	referidos	contratos	reúnen	todos	los	requisitos	formales	y
por	lo	tanto,	no	existió	fraude	en	su	contratación	bajo	esta	modalidad,	pues
si	bien	es	cierto	que	desarrollaba	labores	de	naturaleza	permanente,
también	resulta	cierto	que	dichas	labores	corresponden	a	la	plaza	en	la	que
fue	contratado.
5.	De	lo	señalado	anteriormente	se	advierte	que	los	contratos	de	suplencia
fueron	celebrados	de	acuerdo	con	la	normativa	laboral	vigente,	cumpliendo
la	característica	principal	de	los	referidos	contratos	de	trabajo;	esto	es,	que
tiene	por	objeto	sustituir	a	un	trabajador	estable	que	por	razones	de	orden
administrativo	desarrolla	otras	labores	en	el	mismo	centro	de	trabajo	o
cuyo	vínculo	laboral	se	encuentre	suspendido,	lo	que	ha	ocurrido	en	el
presente	caso,	no	habiéndose	acreditado,	entonces,	que	el	demandante	haya
ejercido	funciones	distintas	de	las	funciones	para	las	cuales	fue	contratado,
ni	que	haya	continuado	laborando	luego	de	vencido	su	contrato.”	(T.	C.,	Exp.
04009-2011-PA/TC,	abr.	20/2012.	S.	S.	Álvarez	Miranda)
JURISPRUDENCIA.—La	exigencia	de	indicar	la	causa	que	justificaría	el	uso
de	la	contratación	modal	es	conocida	como	el	“principio	de	causalidad”.	“(...)
Esta	exigencia	de	indicar	la	causa	que	justificaría	el	uso	de	la	contratación
modal,	que	es	conocida	como	el	‘principio	de	causalidad’,	en	virtud	del	cual
la	duración	del	vínculo	laboral	debe	ser	garantizado	mientras	subsista	la
fuente	que	le	dio	origen;	no	es	sino	el	reflejo	del	principio	de	estabilidad	en
el	empleo,	que	se	concretiza	no	sólo	en	el	monto	de	la	extinción	del	contrato
de	trabajo	(al	exigir	causa	justa	para	el	despido),	sino	que	también
encuentra	sustento	al	momento	de	la	constitución	del	mismo.	(...).	En
conclusión,	es	claro	que	este	principio	de	causalidad	impide	el	ejercicio
arbitrario	del	poder	del	empleador	de	utilizar	la	contratación	modal	sin	que
exista	causa	que	justifique	la	misma;	pues,	conforme	se	anota,	el	uso	de	las
mismas	debe	obedecer	a	‘las	características	de	las	industrias	y	profesiones’;
dicho	de	otro	modo,	a	la	propia	actividad	desarrollada	por	el	trabajador”.	(C.
S.,	Cas.	Lab.	3108-2012-Arequipa,	dic.	03/2012.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—En	el	contrato	de	suplencia	existe	una	condición
resolutoria:	la	reincorporación	efectiva	del	trabajador	sustituido.	“En	este
sentido,	‘la	temporalidad	del	contrato	de	suplencia	deriva	de	la	sustitución
no	definitiva	de	un	trabajador	estable	de	la	empresa,	cuya	relación	de
trabajo	se	encuentre	suspendida.’.	Precisamente,	en	tal	virtud,	es	que	es
válido	afirmar	que	aun	cuando	este	contrato	de	suplencia	sea,	por	su	propia
naturaleza	‘temporal’;	dicha	cualidad	no	le	viene	dada	por	las	actividades	o
servicios	desarrollados	por	el	trabajador,	los	cuales	en	el	caso	concreto	son
permanentes;	sino	que,	al	contrario	de	lo	que	sucede	en	los	contratos	de
obra	o	servicio	específico,	esta	‘temporalidad’	en	la	duración	del	contrato
mismo	‘proviene	del	modo	de	sustitución	no	definitiva	‘de	un	trabajador
estable’	de	la	empresa’,	conforme	se	anota	en	el	artículo	61	antes	reseñado;
dicho	de	otro	modo,	el	mismo	culminará	a	la	reincorporación	efectiva	del
trabajador	sustituido,	el	que	además,	tiene	la	condición	de	personal	a
tiempo	indeterminado.	(...)	Esta	condición	exigida	en	el	contrato	de
suplencia,	hace	que	se	predique	respecto	de	su	fecha	de	culminación,	la
existencia	de	una	condición	resolutoria,	en	tanto	conforme	reza	la	parte	in
fine	del	primer	párrafo	del	ya	mencionado	artículo	61,	‘su	duración	será	la
que	resulte	necesaria	según	las	circunstancias’;	de	modo	que,	‘si	la
condición	resolutoria	nunca	se	cumple	y	ya	no	se	va	a	cumplir	(por	ejemplo,
muere	el	trabajador	sustituido,	renuncia,	se	jubila	o,	simplemente	no
renueva	la	licencia	otorgada	por	su	empleador),	el	trabajador	suplente	se
incorpora	a	la	planilla	de	la	empresa’.”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	3108-2012-Arequipa,
dic.	3/2012.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—No	es	posible	la	contratación	de	personal	nuevo	para
suplir	a	uno	a	plazo	fijo	que	es	promovido:	no	se	trata	ya	de	un	contrato	de
suplencia	sino	de	uno	bajo	otra	modalidad	temporal.	“En	primer	término
porque	el	artículo	61	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°
728,	aprobado	por	el	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	permite	la
contratación	de	un	trabajador	bajo	esta	modalidad	en	‘reemplazo’	de	uno
titular	del	puesto	a	ocupar	por	el	contratado;	en	otras	palabras,	no	es
posible	la	contratación	de	personal	nuevo	para	suplir	a	uno	a	plazo	fijo	que
fuera	promovido;	la	razón	que	justifica	ello	es	precisamente,	que	aquél	no	es
titular	del	puesto	a	reemplazar	y	en	tal	situación,	permite	que	la	cobertura	–
por	necesidad	del	servicio–	de	aquella	plaza	no	se	dé	bajo	los	alcances	de	un
contrato	de	suplencia,	sino	bajo	otra	modalidad	temporal”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.
3108-2012-Arequipa,	dic.	03/2012.	V.	P.	Acevedo	Mena)
COMENTARIO.—El	 contrato	 de	 suplencia	 tiene	 por	 objeto	 reemplazar	 al
trabajador	 cuyo	 contrato	 ha	 quedado	 suspendido	 por	 cualquiera	 de	 las
causales	 contenidas	 en	 el	 Art.	 11	 de	 la	 ley	 o	 por	 otra	 establecida	 por
convenio.
El	artículo	legal	que	se	comenta,	prescribe	que	el	reemplazo	o	sustitución
procede	tratándose	de	un	trabajador	“estable”	de	la	empresa.	El	término	es
equívoco,	 ya	 que	 parece	 aludir	 a	 la	 ya	 superada	 figura	 de	 la	 estabilidad
recogida	en	la	anterior	Constitución.
Se	 trate	de	 trabajadores	 “estables”	o	 “permanentes”,	de	 igual	modo	no	se
alcanzan	 a	 comprender	 las	 razones	 por	 las	 que	 la	 ley	 no	 admite	 que	 el
personal	con	contratos	sujetos	a	modalidad,	pueda	ser	reemplazado	cuando
su	 vínculo	 laboral	 queda	 suspendido.	 La	 figura	 no	 es	 inusual,	 piénsese	 a
manera	de	ejemplo	en	el	caso	de	una	nueva	empresa	que	cuenta	con	un	gran
porcentaje	 de	 trabajadores	 sujetos	 a	 contratos	 a	 plazo	 por	 inicio	 de
actividad	y	que	con	motivo	de	sus	vacaciones	requiere	sustituirlos.
COMENTARIO.—Duración	 del	 contrato	 de	 suplencia.	 La	 duración	 del
contrato	de	suplencia,	al	estar	condicionada	a	la	extensión	de	la	suspensión
del	 contrato	 de	 trabajo	 del	 titular	 del	 puesto,	 puede	 no	 ser	 siempre
establecida	de	modo	cierto.
La	mención	reglamentaria	referida	a	la	necesaria	determinación	de	la	fecha
de	extinción	de	 la	 suplencia,	debe	entenderse	referida	a	aquellos	casos	en
que	 esto	 es	 factible,	 como	 puede	 ser	 por	 ejemplo	 las	 vacaciones,	 licencia
sindical,	permiso	concedido	por	el	empleador	con	precisión	del	retorno,	etc.
En	aquellos	supuestos	en	que	existe	incapacidad	material	para	determinar
la	duración	de	la	suspensión	de	labores	del	titular,	como	pueden	ser	los	de
enfermedad,	detención,	entre	otros,	bastará	que	el	contrato	de	suplencia	–
para	su	terminación–	haga	referencia	a	la	desaparición	de	estas	causales.
3.	Contrato	de	emergencia
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	62.—El	contrato	de	emergencia	es	aquel	que	se	celebra	para
cubrir	las	necesidades	promovidas	por	caso	fortuito	o	fuerza
mayor	coincidiendo	su	duración	con	la	de	la	emergencia.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	78.—El	caso	fortuito	o	la	fuerza	mayor	en	el	contrato	de	emergencia,
se	configura	por	su	carácter	inevitable,	imprevisible	e	irresistible.
JURISPRUDENCIA.—Un	desplazamiento	rutinario	de	personal	no	justifica	la
celebración	de	contratos	modales	de	emergencia.	“En	el	presente	caso	en	el
mencionado	contrato,	modificado	por	la	adenda,	se	consigna	como	causa
objetiva	de	la	contratación	de	la	demandante	el	hecho	de	que	la	titular	de	la
plaza	de	asistente	registral	de	la	Oficina	Registral	(...)	ha	sido	desplazada	a
un	puesto	de	trabajo	en	otra	dependencia,	por	lo	que	su	plaza	debe	cubrirse.
Al	respecto,	este	tribunal	estima	que	tal	actuación	administrativa	no
constituye	un	caso	fortuito	ni	de	fuerza	mayor,	porque	no	se	trata	de	un
acontecimiento	extraordinario	que	haya	generado	una	situación	de
emergencia	en	la	entidad	emplazada,	sino	que	más	bien	del	desplazamiento
rutinario	de	personal;	se	produjo,	entonces,	simulación	y	fraude	en	la
contratación	de	la	demandante.
3.3.9.	Por	lo	tanto	a	juicio	de	este	colegiado	el	contrato	de	emergencia
suscrito	por	la	demandante	ha	sido	desnaturalizado,	por	haberse	producido
el	supuesto	previsto	en	el	inciso	d)	del	artículo	77	del	Decreto	Supremo	N°
003-97-TR,	debiendo	ser	considerado,	entonces,	como	uno	sujeto	a	plazo
indeterminado,	según	el	cual	la	demandante	solamente	podía	ser	despedida
por	causa	justa	relacionada	con	su	conducta	o	capacidad	laboral”.	(T.	C.,	Exp.
03492-2012-PA/TC,	oct.	25/2013.	S.	S.	Urviola	Hani)
COMENTARIO.—El	 caso	 fortuito	 o	 la	 fuerza	 mayor	 consisten	 en	 eventos
extraordinarios	 de	 carácter	 inevitable,	 imprevisible	 e	 irresistible	 que
originan	situaciones	de	emergencia	para	el	empleador,	y	que	requieren	ser
cubiertas	con	personal	eventual.
La	doctrina	civil	entiende	que	el	caso	fortuito	o	“acto	de	Dios”	alude	a	una
circunstancia	de	origen	natural,	siendo	la	fuerza	mayor	o	“acto	del	hombre”
consecuencia	del	accionar	humano.
La	amenaza	de	eventuales	maretazos,	que	obliga	a	una	compañía	naviera	a
contratar	 personal	 que	 refuerce	 las	 bases	 de	 su	 muelle	 de	 embarque,
constituye	ejemplo	claro	de	caso	fortuito.
CAPÍTULO	CUARTO
Contratos	de	Obra	o	Servicio
1.	Contrato	para	obra	determinada	o	servicio	específico
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	63.—Los	contratos	para	obra	determinada	o	servicio
específico,	son	aquellos	celebrados	entre	un	empleador	y	un
trabajador,	con	objeto	previamente	establecido	y	de	duración
determinada.	Su	duración	será	la	que	resulte	necesaria.
En	este	tipo	de	contratos	podrán	celebrarse	las	renovaciones	que
resulten	necesarias	para	la	conclusión	o	terminación	de	la	obra	o
servicio	objeto	de	la	contratación.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	79.—En	los	contratos	para	obra	o	servicios	previstos	en	el	artículo	97
de	 la	 ley,	 deberá	 señalarse	 expresamente	 su	 objeto,	 sin	 perjuicio	 que	 las
partes	 convengan	 la	 duración	 del	 respectivo	 contrato,	 que	 sólo	 podrá
mantenerse	en	dicha	calidad	hasta	el	cumplimiento	del	objeto	del	contrato.
JURISPRUDENCIA.—La	duración	de	los	contratos	por	obra	o	servicio	queda
definida	en	cada	caso	concreto	por	el	principio	de	razonabilidad.	“Que,	dentro
de	estos	contratos	denominados	como	contratos	de	trabajo	sujetos	a
modalidad	por	el	Decreto	Legislativo	número	setecientos	veintiocho	se
encuentra	el	contrato	para	obra	o	servicio	específico	que	comprende
aquellos	celebrados	entre	un	empleador	y	un	trabajador,	con	objeto
previamente	establecido	y	de	duración	de	determinada	que	será	la	que
resulte	necesaria	como	así	lo	conceptúan	sucesivamente	los	artículos	ciento
seis	del	texto	original	del	Decreto	Legislativo	número	setecientos
veintiocho,	así	como	de	su	texto	ordenado	por	el	Decreto	Supremo	número
cero	cero	tres	-	noventa	y	siete	-	TR,	artículo	noventa	y	siete	de	su	Texto
Único	Ordenado	aprobado	por	Decreto	Supremo	número	cero	cero	cinco	-
noventa	y	cinco	-	TR	y	el	artículo	sesenta	y	tres	de	su	Texto	Único	Ordenado
aprobado	por	Decreto	Supremo	número	cero	cero	tres	-	noventa	y	siete	-
TR,	actualmente	vigente.	Sexto:	Que,	si	bien	esta	forma	de	contratación
laboral	en	virtud	de	su	especial	regulación	a	diferencia	de	lo	que	si	ocurre
generalmente	con	los	demás	contratos	de	trabajo	modales	no	se	encuentra
sometida	expresamente	a	un	plazo	máximo	para	su	duración,	ello	en	modo
alguno	puede	distorsionar	su	especial	naturaleza	accidental	y	temporal	al
punto	de	aperturar	por	este	vacío,	un	supuesto	de	ejercicio	abusivo	del
derecho	que	por	tal	razón	su	límite	temporal	debe	ser	definido	en	cada	caso
concreto,	a	la	luz	del	principio	de	razonabilidad	que	en	término	de	Américo
Plá	Rodríguez	consiste	en	la	afirmación	esencial	de	que	el	ser	humano,	en
sus	relaciones	laborales,	procede	y	debe	proceder	conforme	a	la	razón.	Se
trata	como	se	ve,	de	una	especie	de	límite	o	freno	formal	y	elástico	al	mismo
tiempo,	aplicable	en	aquellas	áreas	del	comportamiento	donde	la	norma	no
puede	prescribir	límites	muy	rígidos	ni	en	un	sentido	ni	en	otro,	y	sobre
todo,	donde	la	norma	no	puede	prever	la	infinidad	de	circunstancias
posibles.	Sétimo:	Que,	en	el	caso	de	autos	las	instancias	han	definido	que	el
actor	prestó	servicios	personales	y	subordinados	al	Proyecto	Especial	Majes
-	Siguas	ejecutado	por	la	Autoridad	Autónoma	de	Majes	sujeto	a	contratos
modales	de	trabajo	para	servicio	específico	por	un	lapso	superior	a	doce
años	desempeñado	en	forma	sucesiva	e	ininterrumpida	desde	la	fecha	de	su
ingreso,	dos	de	enero	de	mil	novecientos	noventa	y	uno,	los	cargos	de
profesional	especialista,	jefe	de	la	unidad	de	personal,	profesional
especialista,	especialista	en	personal	y	otros	en	dirección	ejecutiva,
profesional	especialista,	profesional	especialista	-	abogado,	y	profesional	A	-
abogado	que	es	el	cargo	que	desempeñó	a	la	fecha	de	su	cese	ocurrido	el
treinta	y	uno	de	diciembre	del	dos	mil	tres.
(...).
Décimo:	Que,	en	consecuencia	conforme	a	las	normas	del	Decreto
Legislativo	número	setecientos	veintiocho	que	regulan	la	desnaturalización
del	contrato	de	trabajo	(artículo	ciento	veinte,	literal	c)	de	su	texto
primigenio,	artículo	ciento	veinte	literal	d)	del	Decreto	Supremo	número
cero	cero	tres	-	noventa	y	tres	-	TR,	artículo	ciento	once,	literal	d)	del
Decreto	Supremo	número	cero	cero	cinco	-	noventa	y	cinco	-	TR	y	artículo
setenta	y	siete	del	Decreto	Supremo	número	cero	cero	tres	-	noventa	y	siete
-	TR,	la	relación	de	trabajo	habida	entre	las	partes	debe	ser	considerada
como	de	duración	indeterminada	por	lo	que	cualquier	determinación	por
parte	del	empleador	para	la	culminación	de	la	relación	laboral	sólo	pudo
sustentarse	en	una	causa	justa	establecida	por	la	ley,	de	lo	contrario	se
trataría	de	un	despido	arbitrario,	cuya	proscripción	garantiza	el	contenido
esencial	del	derecho	al	trabajo,	reconocido	por	el	artículo	veintidós	de	la
Constitución	Política	del	Estado.	Undécimo:	Que,	así	la	ruptura	del	vínculo
laboral,	sustentada	en	una	utilización	fraudulenta	de	una	modalidad	de
contratación	como	la	descrita,	tiene,	por	consiguiente,	el	carácter	de	un
despido	absolutamente	arbitrario	por	la	que	resulta	correcta	la	decisión	de
las	instancias	de	amparar	la	indemnización	tarifada	que	por	su
configuración	reclama	el	actor	al	considerar	la	desnaturalización	de	la
forma	modal	bajo	la	cual	prestada	sus	servicios.	Duodécimo:	Que,
consecuentemente,	el	amparo	de	la	denuncia	formulada	por	las
coemplazadas	importarían	no	sólo	la	vulneración	de	los	derechos	y
garantías	que	consagran	a	favor	del	trabajador	y	de	su	derecho	al	trabajo	los
artículos	veintidós,	veintitrés	y	veintiséis,	inciso	segundo	de	la	Constitución
Política	del	Estado,	sino	también	desconocer	que	conforme	al	artículo	ciento
treinta	y	ocho	de	la	Constitución	Política	del	Estado,	los	jueces	administran
justicia	con	arreglo	a	la	Constitución	y	las	leyes,	encontrándose	facultados
en	caso	de	existir	incompatibilidad	entre	una	norma	constitucional	y	una
norma	legal	a	preferir	la	primera,	por	lo	que	a	partir	de	tal	prescripción
debe	asumirse	que	el	primer	nivel	de	protección	de	los	derechos
fundamentales	corresponde	a	los	jueces	del	Poder	Judicial	a	través	de	los
procesos	judiciales	ordinarios	que	también	garantizan	una	adecuada
protección	de	los	derechos	y	libertades	reconocidos	por	la	Constitución
Política.	Resolución:	Declararon	infundados	los	recursos	de	casación
interpuestos”.	(Cas.	Sala	Transitoria	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.
840-2005-Arequipa,	oct.	18/2006)
JURISPRUDENCIA.—La	condición	resolutoria	como	causal	de	extinción	de
los	contratos	modales	por	obra.	“Que,	si	bien	esta	forma	de	contratación
laboral	en	virtud	de	su	especial	regulación	a	diferencia	de	lo	que	si	ocurre
generalmente	con	los	demás	contratos	de	trabajo	modales	no	se	encuentra
sometida	expresamente	a	un	plazo	máximo	para	su	duración,	ello	en	modo
alguno	puede	distorsionar	su	especial	naturaleza	accidental	y	temporal	al
punto	de	aperturar	por	este	vacío	un	supuesto	de	ejercicio	abusivo	del
derecho	que	por	tal	razón	su	límite	temporal	debe	ser	definido	en	cada	caso
concreto	a	la	luz	del	principio	de	razonabilidad	que	en	término	de	Américo
Plá	Rodríguez	consiste	en	la	afirmación	esencial	de	que	el	ser	humano,	en
sus	relaciones	laborales,	procede	y	debe	proceder	conforme	a	la	razón.	Se
trata,	como	se	ve	de	una	especie	de	límite	o	freno	formal	y	elástico	al	mismo
tiempo,	aplicable	en	aquellas	áreas	del	comportamiento	donde	la	norma	no
puede	prescribir	límites	muy	rígidos	ni	en	un	sentido	ni	en	otro,	y	sobre
todo,	donde	la	norma	no	puede	prever	la	infinidad	de	circunstancias
posibles.	Sétimo:	Que,	en	el	caso	de	autos,	las	instancias	de	mérito	han
establecido	que	el	actor	prestó	servicios	personales	y	subordinados	a	la
demandada	bajo	contratos	modales	de	trabajo	para	servicio	específico	por
un	período	de	siete	años,	nueve	meses	y	diecisiete	días	de	servicios,	en	las
funciones	de	director	de	obras.	Octavo:	Que,	la	vocación	de	la	entidad
emplazada	no	se	encuentra	sometida	a	un	plazo	indeterminado,	pues	la
naturaleza	de	sus	objetivos	como	proyecto	especial	está	sujeta	a	un	plazo
resolutorio	que	no	se	expresa	ciertamente	en	una	medida	de	tiempo
preestablecido	sino	en	el	logro	de	sus	metas	que	por	su	envergadura	son	de
largo	plazo,	por	lo	que	esta	sala	suprema	invocando	un	criterio	de
razonabilidad	y	en	cautela	del	derecho	fundamental	del	trabajo	establece
que	no	se	han	cumplido	estos	requisitos	mínimos	para	desnaturalizar	el
contrato	de	trabajo.	Noveno:	Que,	por	tanto	se	puede	concluir	que	las
sentencias	de	instancias	han	incurrido	en	causal	de	inaplicación	de	normas
de	derecho	material	denunciadas	y	en	consecuencia	el	recurso	de	casación
debe	ampararse.	Resolución:	Declararon	fundado	el	recurso	de	casación
interpuesto.”	(Cas.	Sala	Transitoria	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.
1817-2004-Puno,	jul.	11/2006)
JURISPRUDENCIA.—Se	reitera	la	aplicación	del	principio	de	razonabilidad
para	fijar	la	duración	de	los	contratos	por	obra	o	servicio.	“Que	si	bien	esta
forma	de	contratación	laboral	en	virtud	de	su	especial	regulación	a
diferencia	de	lo	que	si	ocurre	generalmente	con	los	demás	contratos	de
trabajo	modales,	no	se	encuentra	sometida	expresamente	a	un	plazo
máximo	para	su	duración,	a	ello	en	modo	alguno	puede	distorsionar	su
especial	naturaleza	accidental	y	temporal	al	punto	de	aperturar	por	este
vacío	un	supuesto	de	ejercicio	abusivo	del	derecho	que	por	tal	razón	su
límite	temporal	debe	ser	definido	en	cada	caso	concreto	a	la	luz	del
principio	de	razonabilidad	que	en	término	de	Américo	Plá	Rodríguez
consiste	en	la	afirmación	esencial	de	que	el	ser	humano,	en	sus	relaciones
laborales,	procede	y	debe	proceder	conforme	a	la	razón.	Se	trata	como	se	ve
de	una	especie	de	límite	o	freno	formal	elástico,	al	mismo	tiempo	aplicable
en	áreas	de	comportamiento	donde	la	norma	no	puede	prescribir	límites
muy	rígidos	ni	en	un	sentido	ni	en	el	otro,	y	sobre	todo,	donde	la	norma	no
puede	prever	la	infinidad	de	circunstancias	posibles.	Octavo.-	Que,	así	aún
cuando	la	vocación	de	existencia	de	la	entidad	emplazada	no	se	encuentra
sometida	a	un	plazo	indeterminado	sin	embargo,	por	la	naturaleza	de	sus
objetivos	como	proyecto	especial	estatal	sí	se	encuentra	a	un	plazo
resolutorio	que	no	se	encuentra	expresado	ciertamente	en	una	medida	de
tiempo	pre	establecida	si	no	en	el	logro	de	sus	metas,	que	por	su
envergadura	son	de	largo	plazo,	por	lo	que	esta	sala	suprema	a	la	luz	del
principio	de	la	razonabilidad	y	en	cautela	del	derecho	fundamental	del
trabajo	asume	en	criterio	jurisprudencial	que	los	servicios	prestados	bajo
un	contrato	de	obra	o	servicio	específico	celebrado	al	amparo	de	la	Sétima
Disposición	Complementaria	del	Decreto	Legislativo	número	quinientos
noventa	y	nueve	y	artículo	treinta	y	dos	del	Reglamento	de	Organización	y
Funciones	de	Inade	por	un	lapso	igual	al	superior	a	ocho	años	para	un
proyecto	especial	del	Estado,	acarrean	sin	duda	alguna	la	desnaturalización
del	contrato	de	trabajo,	lo	cual	encuentra	sólido	respaldo	además	en	el
principio	de	la	primacía	de	la	realidad	o	de	veracidad	que	se	constituye	en
un	elemento	implícito	en	nuestro	ordenamiento	y	que	es	correctamente
impuesto	por	la	propia	naturaleza	tuitiva	de	la	Constitución	Política	del
Estado	de	mil	novecientos	noventa	y	tres,	que	ha	visto	al	trabajo	como	un
deber	y	un	derecho	base	del	bienestar	social	y	medio	de	realización	de	la
persona	(artículo	veintidós)	y	además	como	un	objetivo	de	atención
prioritaria	del	Estado	(artículo	veintitrés).	Noveno.-	Que	entonces	si	las
instancias	de	mérito	han	establecido	que	el	accionante	ha	laborado	para	la
demandada	en	forma	interrumpida	desde	el	dos	de	noviembre	de	mil
novecientos	noventa	y	cuatro	hasta	el	treinta	y	uno	de	julio	del	dos	mil
cuatro,	es	decir	nueve	años,	ocho	meses	y	veintinueve	días,	vulnera	su
derecho	a	la	estabilidad	laboral;	por	lo	que	la	decisión	de	la	demandada	de
resolver	el	contrato	de	trabajo	del	demandante	por	vencimiento	del	plazo
de	su	contratación	resulta	incompatible	con	el	contenido	esencial	del
derecho	al	trabajo,	por	lo	que	le	corresponde	el	pago	de	la	indemnización
tarifada	que	le	reconocen	las	instancias	de	mérito.	(...).”	(Cas.	Sala	de
Derecho	Constitucional	y	Social	Transitoria,	Exp.	2102-2005-Piura,	set.
01/2008.	V.	P.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—Los	contratos	por	obra	determinada	tienen	la
necesidad	de	consignar	las	causas	objetivas	de	su	existencia.	“(…)	En	tal
sentido,	tal	como	consta	en	los	contratos	de	trabajo	para	‘servicio
determinado’	(…)	(entendidos	como	contratos	para	obra	determinada),	la
demandada	ha	omitido	incluir	la	causa	objetiva	determinante	de	la
contratación;	requisito	que	resulta	de	imperiosa	necesidad	para	la	validez
de	los	contratos	para	obra	determinada,	conforme	lo	establece	el	referido
artículo	72,	pues	solo	consignó	que	el	recurrente	era	contratado	debido	a	la
necesidad	de	‘contratar	temporalmente	personal	de	apoyo	en	servicios
determinados,	en	la	Unidad	de	Residuos	Sólidos’,	mas	no	las	causas
objetivas	para	su	contratación.
(…)	En	el	caso	de	autos,	los	contratos	para	obra	determinada	celebrados
entre	el	actor	y	la	demandada	se	han	desnaturalizado	debido	a	que,	además
de	la	omisión	señalada	en	el	Fundamento	(…)	las	labores	de	chofer	de
compactadora	o	camión	de	basura	no	pueden	ser	consideradas	como	‘obra’;
tampoco	podrían	ser	consideradas	como	materia	de	contratación	bajo	la
modalidad	de	servicios	específicos,	debido	a	que	las	labores	para	las	que	se
lo	contrató	son	de	naturaleza	permanente	y	no	temporal,	pues	son
necesarias	para	que	la	municipalidad	emplazada	cumpla	con	las	funciones
de	su	competencia,	como	la	prestación	del	servicio	de	limpieza	pública	y	la
recolección	de	desechos	sólidos.	(…)”.	(T.	C.,	Exp.	05012-2008-PA/TC,	set.
16/2009.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—En	los	contratos	de	trabajo	sujetos	a	modalidad	no
basta	invocar	el	artículo	63	del	D.	S.	003-97-TR.	“(…)	En	efecto,	a	diferencia
de	lo	que	sucede	con	los	contratos	de	trabajo	sujetos	a	modalidad	(…),	en	los
que	se	ha	cumplido	con	la	exigencia	legal	de	precisar	la	causa	objetiva	de	la
contratación,	en	el	último	contrato	suscrito	por	las	partes,	(…),	se	ha
omitido	este	requisito	ineludible,	puesto	que	no	se	ha	precisado	cuál	es	la
obra	a	ser	ejecutada	o	el	servicio	específico	que	debía	prestar	el	recurrente,
habiéndose	limitado	a	invocar	el	artículo	63	del	Decreto	Supremo	N°	003-
97-TR	y	a	señalar	las	funciones	genéricas	que	debía	desarrollar	el
trabajador;	por	consiguiente,	no	se	justifica	la	contratación	temporal,
habiéndose	encubierto,	por	el	contrario,	labores	de	naturaleza	permanente,
lo	que	trae	como	consecuencia	que	el	contrato	de	trabajo	del	demandante	se
convirtió	en	uno	de	duración	indeterminada.	(…).”	(T.	C.,	Exp.	01874-2009-
PA/TC,	abr.	27/2009.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Contratos	sujetos	a	modalidad	son	viables	en	razón	a
cánones	de	proporcionalidad	y	razonabilidad.	“(…)	Para	determinar	si
efectivamente	existió	una	relación	de	trabajo	entre	las	partes	que	fue
encubierta	mediante	sucesivos	contratos	de	locación	de	servicios,	este
tribunal	debe	analizar	en	detalle	los	hechos	de	la	relación	originada	y
mantenida	entre	las	partes,	por	cuanto	para	arribar	a	la	conclusión	de	si	una
persona	es	o	fue	trabajador	se	debe	decidir	sobre	la	base	de	la	realidad	y	no
sobre	la	base	de	la	forma	del	contrato.
4.	Pues	bien,	para	determinar	si	existió	una	relación	de	trabajo	entre	las
partes	encubierta	mediante	un	contrato	civil,	este	tribunal	debe	evaluar	si
en	los	hechos	se	presentaron,	en	forma	alternativa	y	no	concurrente,	alguno
de	los	siguientes	rasgos	de	laboralidad:	a)	control	sobre	la	prestación
desarrollada	o	la	forma	en	que	ésta	se	ejecuta;	b)	integración	de	la
demandante	en	la	estructura	organizacional	de	la	sociedad;	c)	la	prestación
fue	ejecutada	dentro	de	un	horario	determinado;	d)	la	prestación	fue	de
cierta	duración	y	continuidad;	e)	suministro	de	herramientas	y	materiales	a
la	demandante	para	la	prestación	del	servicio;	f)	pago	de	remuneración	a	la
demandante;	y,	g)	reconocimiento	de	derechos	laborales,	tales	como	las
vacaciones	anuales,	las	gratificaciones	y	los	descuentos	para	los	sistemas	de
pensiones	y	de	salud.”	(T.	C.,	Exp.	04689-2008-PA/TC,	abr.	28/2010.	S.	S.
Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—Es	indispensable	precisar	el	servicio	específico	en	el
contrato	para	no	ser	una	formula	vacía.	“(…)	el	citado	contrato	de	trabajo	(f.
16)	suscrito	entre	las	partes	denominado	para	servicio	específico,	no	se	ha
cumplido	con	la	exigencia	legal	de	precisar	en	qué	consiste,	justamente,	el
servicio	para	el	cual	se	le	contrata	a	la	demandante	(artículo	63	del	Decreto
Supremo	N°	003-97-TR),	puesto	que	únicamente	se	consigna	que	se	la
contrata	para	la	‘(...)	elaboración	de	comprobantes	de	ingreso	y/o	pago	(...)’;
esto	es,	se	ha	omitido	especificar	cuál	es	el	servicio	concreto	que	deberá
cumplir	la	trabajadora.	Esta	situación	denota	que,	en	realidad,	el	empleador
utiliza	la	mencionada	modalidad	contractual	como	una	fórmula	vacía,	con	el
único	propósito	de	simular	labores	de	naturaleza	permanente	como	si
fueran	temporales,	incurriéndose	de	este	modo	en	la	desnaturalización	del
contrato,	prevista	en	el	inciso	d)	del	artículo	77	del	Decreto	Supremo	N°
003-97-TR,	lo	que	acarrea	que	el	contrato	se	haya	convertido	en	uno	de
duración	indeterminada.	(...)”	(T.	C.,	Exp.	05535-2009-PA/TC,	nov.	19/2010.
S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—El	uso	del	contrato	laboral	de	servicio	específico	para	el
ejercicio	de	labores	permanentes	viola	el	derecho	al	trabajo.	“4.	Del	análisis
del	caso	de	autos	se	advierte	que	el	demandante	afirma	que	el	contrato	de
trabajo	para	servicio	específico	(...),	así	como	sus	posteriores	renovaciones,
se	han	desnaturalizado	debido	a	que	ha	realizado	labores	de	naturaleza
permanente.	Al	respecto,	este	tribunal	considera	pertinente	señalar	que
dicha	modalidad	contractual	no	puede	ser	empleada	para	labores	de
naturaleza	permanente	que	podrían	ser	realizadas	por	un	trabajador
estable,	sino	que	se	trata	más	bien	de	una	modalidad	contractual	que	le
permite	al	empleador	dar	cobertura	a	aquellas	labores	temporales	o
estrictamente	especializadas	que	no	forman	parte	de	sus	labores
permanentes,	y	que	requieran	un	plazo	determinado,	sustentado	en	razones
objetivas.	Lo	contrario,	es	decir,	permitir	que	esta	modalidad	de
contratación	para	servicio	específico	sea	usada	para	la	contratación	de
trabajadores	que	van	a	realizar	labores	permanentes	o	propias	del	giro
principal	del	empleador,	vulneraría	el	contenido	del	derecho	al	trabajo	en
su	segunda	acepción,	es	decir,	el	derecho	que	tiene	el	trabajador	de
mantenerse	en	su	puesto	de	trabajo”.	(T.	C.,	Exp.	01524-2011-PA/TC,	ago.
22/2012.	S.	S.	Beaumont	Callirgos)
COMENTARIO.—Determinación	de	las	labores.	En	este	tipo	de	contratos
es	 importante	 la	 especificación	 exhaustiva	 de	 la	 obra	 a	 ejecutar	 o	 del
servicio	 a	 prestar,	 a	 efectos	 de	 determinar	 con	 la	 claridad	 necesaria	 la
conclusión	de	la	obra	o	del	servicio	y,	por	ende,	la	terminación	del	contrato.
2.	Contrato	intermitente
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	64.—Los	contratos	de	servicio	intermitente	son	aquellos
celebrados	entre	un	empleador	y	un	trabajador,	para	cubrir	las
necesidades	de	las	actividades	de	la	empresa	que	por	su
naturaleza	son	permanentes	pero	discontinuas.
Estos	contratos	podrán	efectuarse	con	el	mismo	trabajador,
quien	tendrá	derecho	preferencial	en	la	contratación,	pudiendo
consignarse	en	el	contrato	primigenio	tal	derecho,	el	que	operará
en	forma	automática,	sin	necesidad	de	requerirse	de	nueva
celebración	de	contrato	o	renovación.
REANUDACIÓN	DE	LABORES
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	65.—En	el	contrato	escrito	que	se	suscriba	deberá
consignarse	con	la	mayor	precisión	las	circunstancias	o
condiciones	que	deben	observarse	para	que	se	reanude	en	cada
oportunidad	la	labor	intermitente	del	contrato.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 80.—El	 término	 para	 ejercitar	 el	 derecho	 preferencial	 a	 que	 se
contrae	el	artículo	98	de	la	ley,	es	de	cinco	(5)	días	hábiles,	contados	a	partir
de	la	notificación	al	trabajador	del	reinicio	de	la	actividad	en	la	empresa.
JURISPRUDENCIA.—La	ausencia	de	interrupción	de	labores	durante	todo	el
tiempo	laborado	desnaturaliza	el	contrato	de	trabajo	intermitente.	“De	ello	se
concluye	que	la	ley	permite	contratar	a	personal	bajo	la	modalidad	de
trabajo	intermitente	para	que	preste	servicios	en	una	actividad	permanente
en	el	giro	del	empleador,	pero	que	es	discontinua,	pues	la	labor	para	la	que
es	contratado	el	trabajador	dependerá	de	otros	factores	para	que	se	pueda
llevar	a	cabo	y	cumpla	su	finalidad.	(...).
A	mayor	abundamiento,	este	tribunal	advierte	que	con	la	hoja	de
liquidación	de	beneficios	sociales	(...),	se	acredita	que	el	recurrente	laboró
para	la	sociedad	demandada	desde	el	11	de	mayo	del	2010	hasta	el	30	de
junio	del	2011,	en	el	cargo	de	operador	de	absorvente	(...),	y	que	trabajó	de
manera	ininterrumpida	por	1	año,	1	mes	y	19	días,	conforme	se	consigna	en
dicho	documento	elaborado	por	la	propia	demandada;	por	lo	que	se	debe
concluir	que	no	hubo	interrupción	de	las	labores	del	recurrente	durante
todo	el	tiempo	en	el	que	fue	contratado,	lo	que	conlleva	la	desnaturalización
de	la	contratación	bajo	la	modalidad	de	trabajo	intermitente;	más	aún	si	el
actor	continuó	efectuando	las	labores	para	las	que	fue	contratado	pese	a
que,	conforme	lo	acreditó	en	autos	la	propia	emplazada,	existieron	periodos
de	veda	decretados	por	el	Estado”.	(T.	C.,	Exp.	03979-2012-PA/TC,	ene.
28/2014.	S.	S.	Calle	Hayen)
JURISPRUDENCIA.—Desnaturalización	del	contrato	intermitente	por	no
consignarse	con	mayor	precisión	las	circunstancias	o	condiciones	que	deben
observarse	para	que	se	reanude	en	cada	oportunidad	la	labor.	“(...)	este
colegiado	considera	que	debe	estimarse	la	demanda,	en	razón	de	que	el
contrato	del	demandante	ha	sido	desnaturalizado,	por	haberse	producido	el
supuesto	previsto	en	el	inciso	d)	del	artículo	77	del	Decreto	Supremo	N°
003-97-TR.	En	efecto,	se	ha	demostrado	que	hubo	simulación	en	el	contrato
del	recurrente,	puesto	que	se	ha	pretendido	simular	la	contratación	de	un
servicio	intermitente,	como	se	aprecia	de	las	cláusulas	primera,	segunda	y
sétima	del	mencionado	contrato,	siendo	que,	en	realidad,	durante	todo	el
récord	laboral	del	demandante	no	se	presentó	ninguna	interrupción	o
suspensión	de	sus	labores	y	que	más	bien	aquel	desempeñó	la	misma
actividad,	como	lo	reconoce	la	propia	demandada.	La	simulación	se
corrobora	con	la	omisión	que	se	observa	en	el	contrato,	esto	es,	el	no
haberse	consignado	‘con	la	mayor	precisión’	las	circunstancias	o
condiciones	que	tenían	que	observarse	para	que	se	reanudara,	en	cada
oportunidad,	la	labor	intermitente	del	contrato,	como	lo	manda	el	artículo
65	del	mismo	cuerpo	normativo.	Por	consiguiente,	el	contrato	de	trabajo	se
convirtió	en	uno	de	duración	indeterminada,	razón	por	la	cual	el
demandante	no	podía	ser	despedido	sino	por	causa	justa,	situación	que	no
se	ha	presentado.	(...).”	(T.	C.,	Exp.	08887-2006-PA/TC,	ago.	30/2008.	Pres.
Alva	Orlandini)
COMENTARIO.—Aunque	 la	mención	 a	 las	 actividades	 de	 la	 empresa	 que
por	 su	 naturaleza	 son	 permanentes	 pero	 discontinuas	 parece	 implicar	 un
contrasentido,	 debe	 entenderse	 referida	 a	 las	 actividades	 normales	 o
habituales	 susceptibles	 de	 ser	 objeto	 de	 interrupciones	 más	 o	 menos
frecuentes.
Por	 su	 esencia,	 las	 labores	 pesqueras	 industriales	 son	 permanentes	 pero
discontinuas,	puesto	que	su	ejecución	depende	de	la	existencia	del	recurso
hidrobiológico	usado	como	materia	prima.
El	derecho	preferencial	del	trabajador	se	encuentra	regulado	por	la	ley	en
términos	generales,	debiendo	ser	objeto	de	un	tratamiento	más	preciso	en
el	contrato,	con	el	fin	de	garantizar	su	concreción	en	los	hechos.
Dado	 que	 el	 derecho	 preferencial	 del	 trabajador	 no	 requiere	 de	 nueva
celebración	 de	 contrato	 o	 su	 renovación,	 no	 da	 lugar	 a	 comunicarlo	 a	 la
autoridad	de	trabajo	ni	al	abono	de	tasa	alguna.
DETERMINACIÓN	DEL	TIEMPO	DE	SERVICIOS
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	66.—El	tiempo	de	servicios	y	los	derechos	sociales	del
trabajador	contratado	bajo	esta	modalidad	se	determinarán	en
función	del	tiempo	efectivamente	laborado.
JURISPRUDENCIA.—El	contrato	intermitente	no	está	sujeto	a	la	aplicación
de	los	plazos	máximos	establecidos	en	el	artículo	74	de	la	LPCL.	“(...)
Asimismo	conviene	precisar	que	de	acuerdo	con	lo	dispuesto	por	los
artículos	64	a	66	del	Decreto	Supremo	003-97-TR,	los	contratos	de	trabajo
intermitentes	son	celebrados	para	cubrir	actividades	permanentes	pero
discontinuas	de	una	empresa,	modalidad	contractual	que	se	encuentra
sujeta	al	cumplimiento	de	requisitos	específicos	para	su	válida	formulación,
pero	que	carecen	de	plazo	máximo	para	su	estipulación.	En	dicho	sentido,
corresponde	precisar	que	no	cabe	la	aplicación	de	los	plazos	máximos
establecidos	en	el	artículo	74	del	citado	Decreto	Supremo	003-97-TR	para
invocar	la	desnaturalización	en	este	tipo	de	contratación.
Pese	a	ello	cabe	precisar	que	esta	modalidad	contractual	puede	llegar	a
desnaturalizarse,	siempre	y	cuando	se	acredite	la	existencia	de	una
simulación	o	fraude	entre	la	causa	objetiva	que	justifica	la	contratación
temporal,	y	la	prestación	del	servicio,	hecho	que	corresponde	ser	acreditado
a	través	de	medios	de	prueba	que	evidencien	la	citada	divergencia	entre	la
modalidad	contractual	y	la	realidad.	(...).”	(T.	C.,	Exp.	01209-2011-PA/TC,
jul.	21/2011.	Pres.	Eto	Cruz)
JURISPRUDENCIA.—Indemnización	por	despido	arbitrario	de
trabajador	con	contrato	de	servicio	intermitente	obedece	al	tiempo
efectivamente	laborado.	“El	cálculo	de	la	indemnización	por	despido
arbitrario	se	determina	en	función	al	tiempo	efectivamente	laborado,	es
decir,	días	o	semanas	efectivamente	laborados,	dado	que	con	las	vedas
decretadas	se	produce	una	suspensión	perfecta	de	labores,	al	tratarse	de	un
período	donde	no	hay	prestación	de	labor	ni	pago	de	remuneración”.	(C.	S.,
Cas.	3592-2014-Lima,	dic.	15/2014.	V.	P.	Malca	Guaylupo)
3.	Contrato	de	temporada
DEFINICIÓN	DE	CONTRATO	DE	TEMPORADA
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	67.—El	contrato	de	temporada	es	aquel	celebrado	entre	un
empresario	y	un	trabajador	con	el	objeto	de	atender	necesidades
propias	del	giro	de	la	empresa	o	establecimiento,	que	se	cumplen
sólo	en	determinadas	épocas	del	año	y	que	están	sujetas	a
repetirse	en	periodos	equivalentes	en	cada	ciclo	en	función	a	la
naturaleza	de	la	actividad	productiva.
JURISPRUDENCIA.—TC:	es	absurdo	afirmar	que	se	debería	contratar	al
personal	de	una	universidad	mediante	contratos	por	temporadas.	“32.	En
cuanto	al	objeto	de	contratación	referido,	debe	señalarse	que	este	es
manifiestamente	fraudulento,	pues	los	servicios	que	el	demandante	prestó
no	se	limitaron	a	determinadas	épocas	del	año.	En	efecto,	debe	acotarse	que
atendiendo	al	giro	al	que	se	dedica	la	emplazada,	esto	es,	la	educación
universitaria	y	la	investigación,	no	es	posible	considerar	sus	actividades	a
necesidades	por	temporada	en	los	términos	del	artículo	67	del	Decreto
Supremo	003-97-TR.	La	impartición	de	clases	y	sus	servicios	conexos	o
administrativos,	como	ocurre	en	el	presente	caso,	no	pueden	ser
considerados	como	un	incremento	‘anormal’	o	‘sustancial’	que	se	repite	en
periodos	determinados	del	año,	todo	lo	contrario,	dicha	actividad
representa	más	bien	su	actividad	continua,	habitual	y	normal.	Considerar	a
la	actividad	universitaria	de	esta	forma	equivocada	tendría	como	absurdo
afirmar	que	el	personal	de	la	universidad	debería	ser	contratado	mediante
contratos	por	temporadas,	lo	cual	no	resultaría	correcto.	Por	ello,	se
concluye	que	los	contratos	por	temporada	precitados	se	desnaturalizaron”.
(T.	C.,	Exp.	08566-2013-PA/TC,	nov.	16/2015.	S.	S.	Miranda	Canales)
REQUISITOS	DEL	CONTRATO
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	68.—En	los	contratos	de	trabajo	de	temporada
necesariamente	deberá	constar	por	escrito	lo	siguiente:
a)	La	duración	de	la	temporada;
b)	La	naturaleza	de	la	actividad	de	la	empresa,	establecimiento	o
explotación;	y,
c)	La	naturaleza	de	las	labores	del	trabajador.
DERECHO	DEL	TRABAJADOR
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	69.—Si	el	trabajador	fuera	contratado	por	un	mismo
empleador	por	dos	temporadas	consecutivas	o	tres	alternadas
tendrá	derecho	a	ser	contratado	en	las	temporadas	siguientes.
DERECHO	DEL	TRABAJADOR.	REQUISITO.	CADUCIDAD
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	70.—Para	hacer	efectivo	el	ejercicio	del	derecho	conferido
en	el	artículo	anterior,	el	trabajador	deberá	presentarse	en	la
empresa,	explotación	o	establecimiento	dentro	de	los	quince	(15)
días	anteriores	al	inicio	de	la	temporada,	vencidos	los	cuales
caducará	su	derecho	a	solicitar	su	readmisión	en	el	trabajo.
FIGURAS	SIMILARES
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	71.—Se	asimila	también	al	régimen	legal	del	contrato	de
temporada	a	los	incrementos	regulares	y	periódicos	de	nivel	de	la
actividad	normal	de	la	empresa	o	explotación,	producto	de	un
aumento	sustancial	de	la	demanda	durante	una	parte	del	año,	en
el	caso	de	los	establecimientos	o	explotaciones	en	los	cuales	la
actividad	es	continua	y	permanente	durante	todo	el	año.
Igualmente	se	asimila	al	régimen	legal	del	contrato	de	temporada
a	las	actividades	feriales.
COMENTARIO.—El	 contrato	 de	 temporada	 procede	 para	 cubrir	 las
actividades	 propias	 del	 giro	 de	 la	 empresa,	 que	 se	 cumplen	 sólo	 en
determinados	 periodos	 del	 año	 y	 que	 son	 susceptibles	 de	 repetición;	 las
labores	de	cosecha,	por	ejemplo.
En	 el	 supuesto	 anterior,	 las	 labores	 que	 dan	 origen	 al	 contrato	 se
desarrollan	únicamente	en	épocas	específicas,	pero	también	esta	modalidad
procede	 cuando	 las	 labores	 permanentes	 de	 la	 empresa	 son	 objeto	 de	 un
incremento	con	carácter	estacional	producido	por	una	mayor	demanda.
Los	 requerimientos	 de	 personal	 fundados	 en	 una	 mayor	 demanda	 de
bebidas	gaseosas	en	la	estación	de	verano	o	de	cuadernos	en	los	meses	de
marzo	 y	 abril,	 como	 consecuencia	 del	 inicio	 del	 año	 escolar,	 son	 casos
típicos.
Como	quiera	que	al	vencimiento	de	 la	 temporada	concluye	el	contrato	de
trabajo,	los	beneficios	sociales	deberán	ser	abonados	en	esa	oportunidad.
CAPÍTULO	QUINTO
Formalidades,	Desnaturalización	y	Beneficios
FORMALIDADES	DE	LOS	CONTRATOS	MODALES
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	72.—Los	contratos	de	trabajo	a	que	se	refiere	este	título
necesariamente	deberán	constar	por	escrito	y	por	triplicado,
debiendo	consignarse	en	forma	expresa	su	duración,	y	las	causas
objetivas	determinantes	de	la	contratación,	así	como	las	demás
condiciones	de	la	relación	laboral.
JURISPRUDENCIA.—No	suscribir	ningún	contrato	escrito	convierte
automáticamente	a	la	relación	laboral	en	una	de	tiempo	indeterminado.	“Al
desarrollar	la	denuncia	casatoria	señalada	en	el	acápite	b),	sostiene	la
recurrente	que	la	sala	no	ha	tomado	en	cuenta	que	la	demandante	ingresa	a
laborar	desde	el	día	veintinueve	de	marzo	del	dos	mil	once,	y	si	bien	es
cierto	el	contrato	fue	celebrado	con	fecha	trece	de	junio	de	dos	mil	once,	se
ha	cumplido	con	todas	las	formalidades	requerida	para	dicho	efecto,	esto	es,
consignar	el	periodo	de	vigencia	del	contrato,	con	lo	que	se	habría
subsanado	la	omisión	de	realizar	el	contrato	a	la	fecha	de	ingreso.	Por	tanto,
se	ha	cumplido	con	los	requisitos	formales	para	su	validez	estipulados	en	el
artículo	72	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR;	máxime	si,	el	plazo	de
duración	de	los	mismos	no	excede	de	cinco	años	(...)	Las	denuncias
casatorias	que	anteceden	devienen	en	manifiestamente	improcedentes,	en
tanto	centra	sus	argumentos	centrales	en	aspectos	fácticos	que,
oportunamente	merituados,	fueron	determinantes	para	concluir	en	la
existencia	de	una	relación	laboral	a	tiempo	indeterminado;	y	que,	no
pueden	ser	objeto	de	reexamen	por	parte	de	este	supremo	tribunal	al	no
constituir	la	sede	casatoria	una	tercera	instancia;	sobre	todo	si,	la	existencia
de	contrato	escrito,	es	una	formalidad	ad	solemnitatem,	es	decir,	es	aquella
que	no	se	puede	subsanar	en	los	contratos	modales	a	plazo	fijo.	En	este	caso
la	demandante	inicia	la	prestación	de	servicios	sin	suscribir	contrato
alguno,	sino	hasta	después	de	dos	meses,	ello	torna	automáticamente	a	la
relación	laboral	en	una	de	tiempo	indeterminado;	considerando	además
que,	en	el	presente	caso,	el	contrato	modal	de	suplencia	se	encuentra
además	desnaturalizado	pues	la	demandante	suple	a	un	trabajador	estable
de	la	entidad	demandada,	empero	realiza	funciones	distintas	a	las	que
realizaba	aquél	y	en	una	dependencia	diferente,	lo	cual	como	es	notoria
distorsiona	los	alcances	del	contrato	de	suplencia”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	7647-
2014-Tacna,	nov.	28/2014.	V.	P.	Acevedo	Mena)
DOCTRINA.—Verificación	de	las	normas	de	contratación	modal	obliga
a	revisar	la	causa	objetiva	consignada	en	los	contratos	y	no	a	conocer
la	 realidad	de	 la	 actividad	 laboral.	 “(…)	 de	 conformidad	 con	 el	 artículo
22°	 de	 la	 Ley,	 los	 Inspectores	 del	 Trabajo	 asignados	 han	 ejercido	 sus
funciones	 en	 el	 ámbito	 territorial	 al	 que	 se	 extiende	 su	 competencia	 el
órgano	 territorial	 de	 la	 inspección	 del	 trabajo	 de	 su	 destino;	 así,	 las
actuaciones	 de	 investigación	 se	 han	 desarrollado	 mediante	 las	 visitas	 de
inspección	realizadas	 (…)	en	el	domicilio	 fiscal	de	 la	 inspeccionada	 (…).	Si
bien,	 los	 trabajadores	 afectados	 laboran	 en	 el	 Aeropuerto	 Internacional
Jorge	 Chávez	 como	 Mecánicos	 Aeronáuticos,	 (…)	 no	 se	 han	 realizado
actuaciones	 inspectivas	 en	 dicho	 centro	 de	 trabajo,	 al	 no	 haber	 existido
necesidad	puesto	que	en	el	caso	de	autos,	a	fin	de	verificar	el	cumplimiento
de	las	normas	socio	laborales	en	materia	de	contratación	laboral	temporal	y
en	 su	 caso	 determinar	 la	 desnaturalización	 de	 la	 relación	 laboral	 era
imprescindible	 analizar	 en	 primer	 lugar	 documentariamente	 la	 causa
objetiva	de	la	contratación	contenida	en	los	contratos	de	trabajo	objeto	de
inspección	 sin	necesidad	de	 realizar	 la	 verificación	en	el	mismo	centro	de
trabajo,	 como	 erróneamente	 refiere	 la	 inspeccionada	 para	 conocer	 la
dinámica	de	su	función,	verificar	las	condiciones	laborales,	la	realidad	de	la
actividad	de	los	trabajadores,	entre	otros;	pues	los	elementos	de	convicción
para	 concluir	 que	 hubo	 desnaturalización	 de	 las	 labores	 únicamente	 se
pueden	extraer	de	los	contratos	de	trabajo	al	no	contar	con	la	causa	objetiva
de	contratación	conforme	lo	requiere	el	artículo	72°,	8	del	T.U.O	del	Decreto
Legislativo	N°	 728°-	 Ley	 de	 Productividad	 y	 Competitividad	 Laboral	 (…)”.
(MTPE,	R.	D.	626-2013-MTPE/1/20.4,	set.	19/2013.	Director	de	Inspección
del	Trabajo	Ricardo	Gabriel	Herbozo	Colque)
DOCTRINA.—Causa	 objetiva	 de	 los	 contratos	 por	 incremento	 de
actividad	 se	 cumple	 siempre	 que	 la	 cláusula	 señale	 los	 indicadores
objetivos	que	demuestren	el	aumento	de	la	actividad.	“(…)	cabe	indicar
que	 los	 Inspectores	 comisionados	 como	el	 inferior	 en	 grado	han	 señalado
que	lo	expresado	en	los	contratos	de	trabajo	de	los	trabajadores	afectados:
‘La	 empresa	 ha	 visto	 incrementada	 su	 actividad	 al	 haber	 añadido	 nuevas
rutas	a	las	que	ya	venía	operando	y	al	haber	abierto	nuevos	puntos	de	venta
tanto	en	Lima	como	en	provincia...’;	no	cumple	con	el	requisito	de	expresar
la	causa	objetiva	que	 justifique	concretamente	 la	 temporalidad	que	por	su
naturaleza	 necesita	 ser	 especificada	 hasta	 el	 punto	 que	 se	 comprueben	 o
comprendan	 fácil	 y	 cabalmente	 las	 circunstancias	 concretas	 que	 la
sostienen	y	vinculan	al	contrato.	Al	respecto,	este	Despacho	concuerda	con
ello,	así	se	debe	indicar	que	los	contratos	por	tiempo	indefinido	constituyen
la	regla	general	de	contratación	y	su	celebración	se	presume	mientras	que
los	 contratos	 de	 duración	 determinada	 son	 una	 excepción	 que	 solamente
resultará	operativa	cuando	la	actividad	a	desarrollar	así	lo	justifique.	A	ello
se	denomina	‘Principio	de	causalidad	de	la	contratación	temporal’	en	virtud
del	 cual	 la	 duración	 del	 vínculo	 laboral	 debe	 ser	 garantizado	 mientras
subsista	la	fuente	que	le	dio	origen”.	(MTPE,	R.	D.	626-2013-MTPE/1/20.4,
set.	19/2013.	Director	de	 Inspección	del	Trabajo	Ricardo	Gabriel	Herbozo
Colque)
REGISTRO	DE	LOS	CONTRATOS.	PLAZO
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	73.—Una	copia	de	los	contratos	será	presentada	a	la
Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	dentro	de	los	quince	días
naturales	de	su	celebración,	para	efectos	de	su	conocimiento	y
registro.
La	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	puede	ordenar	la
verificación	posterior	de	la	veracidad	de	los	datos	consignados	en
la	copia	a	que	se	refiere	el	párrafo	precedente,	a	efectos	de	lo
dispuesto	en	el	inciso	d)	del	artículo	77,	sin	perjuicio	de	la	multa
que	se	puede	imponer	al	empleador	por	el	incumplimiento
incurrido.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	81.—La	comunicación	a	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	de	los
contratos	sujetos	a	modalidad,	para	fines	de	conocimiento	y	registro,	según
el	 artículo	 107	 de	 la	 ley,	 se	 efectuará	 dentro	 de	 los	 quince	 (15)	 días
naturales	 de	 su	 suscripción.	 El	 incumplimiento	 de	 esta	 norma	 trae	 como
consecuencia	 la	 imposición	 de	 la	 multa,	 sin	 perjuicio	 del	 pago	 de	 la	 tasa
correspondiente.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 82.—La	 verificación	 de	 la	 veracidad	 de	 los	 datos	 consignados	 en	 la
copia	 del	 contrato	 de	 trabajo,	 prevista	 en	 el	 artículo	 107	 de	 la	 ley,	 será
efectuada	por	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	83.—El	empleador	deberá	entregar	al	 trabajador,	copia	del	contrato
de	trabajo,	dentro	del	término	de	tres	(3)	días	hábiles	contados	a	partir	de	la
fecha	de	su	presentación	a	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo.
COMENTARIO.—Formalidades.	 Los	 contratos	 modales	 deben	 ser
necesariamente	escritos	y	firmados	en	tres	ejemplares,	uno	para	cada	parte
y	 el	 tercero	 para	 conocimiento	 y	 registro	 de	 la	 autoridad	 de	 trabajo;	 no
requieren	de	aprobación	administrativa.
El	registro	de	los	contratos	modales	se	encuentra	regulado	en	el	número	de
orden	38	del	TUPA	del	Ministerio	de	Trabajo.
PRÓRROGAS.	DURACIÓN	MÁXIMA
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	74.—Dentro	de	los	plazos	máximos	establecidos	en	las
distintas	modalidades	contractuales	señaladas	en	los	artículos
precedentes,	podrán	celebrarse	contratos	por	períodos	menores
pero	que	sumados	no	excedan	dichos	límites.
En	los	casos	que	corresponda,	podrá	celebrarse	en	forma
sucesiva	con	el	mismo	trabajador,	diversos	contratos	bajo
distintas	modalidades	en	el	centro	de	trabajo,	en	función	de	las
necesidades	empresariales	y	siempre	que	en	conjunto	no	superen
la	duración	máxima	de	cinco	(5)	años.(§	0631)
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 86.—Los	 plazos	máximos	 señalados	 para	 las	 distintas	 modalidades
contractuales,	 se	 computan	 a	 partir	 de	 la	 fecha	 de	 inicio	 de	 la	 prestación
efectiva	de	servicios.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	87.—La	renovación	de	los	contratos	modales	está	sujeta	a	las	mismas
formalidades	de	la	celebración	del	contrato	inicial.
JURISPRUDENCIA.—Contrato	que	no	especifica	la	modalidad	laboral
utilizada	puede	subsanarse	si	se	precisa	la	causa	objetiva	de	la	contratación.
“No	obstante,	si	bien	es	cierto,	que	del	tenor	del	contrato	modal	y	de	su
renovación	se	desprende	que	no	se	ha	especificado	por	cuál	de	las	dos
modalidades	de	contrato	‘por	inicio	o	incremento	de	actividades’	se	ha
optado,	este	error	material	se	subsana	al	precisarse	la	causa	objetiva	de	la
contratación,	por	incremento	de	actividad.
3.3.4.	Habiéndose	justificado	la	utilización	de	la	mencionada	modalidad
contractual,	cabe	concluir	que	la	sociedad	emplazada	ha	cumplido	con	la
obligación	de	explicitar	en	qué	sentido	el	incremento	de	actividad	es
realmente	coyuntural	o	circunstancial	y	no	permanente,	lo	cual	se	corrobora
con	el	Informe	Final	de	Actuación	Inspectiva	realizada	a	la	sociedad
emplazada	(...)”.	(TC,	Exp.	00159-2013-PA/TC,	jun.	07/2013.	S.	S.	Mesía
Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Es	imposible	presumir	que	toda	renovación	sucesiva	de
contratos	sujetos	a	modalidad	es	ilegal	o	perjudicial	para	la	contratación
laboral	a	plazo	indeterminado.	“(...)	determinar	cuál	es	su	debida
interpretación.	El	artículo	74	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	regula	la
contratación	temporal	sucesiva	llamada	también	contratación	laboral	en
cadena.	Esta	forma	de	contratación	permite	que	sucesivos	contratos	sujetos
a	plazo	fijo,	con	pleno	respeto	a	las	limitaciones	sustantivas	y	formales,
previstas	por	la	ley,	fragmenten	la	vida	laboral	de	un	trabajador.	Se	excluye
de	esta	forma	de	contratación	aquellos	contratos	celebrados	con	fraude	a	la
ley,	que	a	través	de	sucesivas	renovaciones	en	realidad	persiguen	eludir	el
derecho	a	la	estabilidad	laboral.	De	lo	dicho	en	el	párrafo	anterior,	tenemos
que	la	posibilidad	que	determinada	forma	contratación	sujeta	a	modalidad
pueda	ser	objeto	de	sucesivas	renovaciones	por	el	empleador,	es	una	opción
que	el	ordenamiento	laboral	peruano	admite,	pues,	de	lo	contrario	no	la
habría	regulado	legislativamente,	por	lo	tanto	no	se	puede	presumir	que
toda	renovación	sucesiva	de	contratos	de	trabajo	sujetos	a	modalidad	es
ilegal	o	que	persigue	perjudicar	la	contratación	a	plazo	indeterminado,	pues,
admitir	tal	presunción	constituiría	una	clara	violación	del	numeral	24)	del
artículo	2°	a	de	la	Constitución	Política	del	Perú”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	16549-
2014-Lima,	dic.	15/2015.	S.	S.	Arévalo	Vela)
JURISPRUDENCIA.—La	renovación	sucesiva	de	contratos	de	trabajo	sujetos
a	modalidad	es	legal.	“(...)	determinada	forma	de	contratación	sujeta	a
modalidad	pueda	ser	objeto	de	sucesivas	renovaciones	por	el	empleador,	es
una	opción	que	el	ordenamiento	laboral	peruano	admite,	pues,	de	lo
contrario	no	la	habría	regulado	legislativamente,	por	lo	tanto	no	se	puede
presumir	que	toda	renovación	sucesiva	de	contratos	de	trabajo	sujetos	a
modalidad	es	ilegal	o	que	persigue	perjudicar	la	contratación	a	plazo
indeterminado,	pues,	admitir	tal	presunción	constituiría	una	clara	violación
del	numeral	24)	del	artículo	2°	a	de	la	Constitución	Política	del	Perú”.	(C.	S,
Cas.	Lab.	16549-2014-Lima,	dic.	15/2015.	V.	P.	Arévalo	Vela)
PERÍODO	DE	PRUEBA
L.	de	P.	y	C.	L.	–	D.	S.	003-97-TR.
ART.	75.—En	los	contratos	sujetos	a	modalidad	rige	el	período	de
prueba	legal	o	convencional	previsto	en	la	presente	ley.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	84.—El	período	de	prueba	a	que	alude	el	artículo	109	de	la	 ley,	sólo
podrá	 establecerse	 en	 el	 contrato	 primigenio,	 salvo	 que	 se	 trate	 del
desempeño	 de	 una	 labor	 notoria	 y	 cualitativamente	 distinta	 a	 la
desempeñada	previamente.
JURISPRUDENCIA.—El	período	de	prueba	en	los	contratos	modales.	“Los
contratos	de	naturaleza	temporal	por	un	período	de	tres	meses	en	acorde	a
lo	dispuesto	por	el	artículo	109	del	Decreto	Supremo	05-95-TR,
concordante	con	el	artículo	84	del	Decreto	Supremo	001-96-TR,	no	excluye
el	período	de	prueba,	por	lo	cual,	si	dentro	de	dicho	período	no	se	acredita
la	idoneidad	en	el	puesto	asignado	el	contrato	puede	ser	rescindido,	sin	que
por	este	hecho	tenga	que	abonarse	las	remuneraciones	dejadas	de	percibir
por	cuanto	no	se	ha	excedido	dicho	plazo	(...).”	(RSL,	Exp.	391-97,	abr.
23/97.	V.	P.	Enríquez	Colfer)
RESOLUCIÓN	ARBITRARIA.	INDEMNIZACIÓN
L.	de	P.	y	C.	L.	–	D.	S.	003-97-TR.
ART.	76.—Si	el	empleador	vencido	el	período	de	prueba
resolviera	arbitrariamente	el	contrato,	deberá	abonar	al
trabajador	una	indemnización	equivalente	a	una	remuneración	y
media	ordinaria	mensual	por	cada	mes	dejado	de	laborar	hasta	el
vencimiento	del	contrato,	con	el	límite	de	doce	(12)
remuneraciones.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 85.—Las	 remuneraciones	 dejadas	 de	 percibir	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	110	de	la	ley,	sustituyen	a	la	indemnización	por	despido	arbitrario.
Para	demandar	su	pago,	es	de	aplicación	el	plazo	de	caducidad	establecido
en	el	artículo	69	de	la	ley.
CASO	PRÁCTICO.—Cálculo	de	la	indemnización	por	despido	incausado
faltando	menos	de	ocho	meses	para	el	vencimiento	del	contrato	sujeto
a	modalidad.	 A	 efectos	 de	 los	 ejemplos,	 nótese	 que	 el	 período	 menor	 o
mayor	a	ocho	meses	para	el	vencimiento	del	plazo	pactado	para	el	contrato
no	responde	a	una	determinación	arbitraria,	sino	que	delimita	el	monto	de
la	indemnización	por	despido.
Descripción
La	indemnización	por	despido	arbitrario	tratándose	de	los
contratos	sujetos	a	modalidad,	 se	calcula	en	 función	a	 los
meses	faltantes	para	el	cumplimiento	del	período	pactado.
Ejemplo
El	 trabajador	 es	 despedido	 faltando	 cinco	meses	 para	 la
extinción	del	contrato.
En	 el	 caso	 planteado,	 la	 indemnización	 ascenderá	 al
resultado	 de	multiplicar	 los	 cinco	meses	 faltantes	 por	 un
sueldo	y	medio.
El	 trabajador	 tendrá	 derecho	 a	 percibir	 siete	 sueldos	 y
medio	en	concepto	de	indemnización	por	despido.
Base	legal D.	S.	003-97-TR,	artículo	76.
	
CASO	 PRÁCTICO.—Determinación	 de	 la	 indemnización	 por	 despido
faltando	más	de	ocho	meses	para	el	vencimiento	del	contrato	sujeto	a
modalidad.
Descripción
El	 trabajador,	 en	 razón	 del	 inicio	 de	 actividades	 de	 la
empresa,	fue	contratado	por	un	plazo	de	tres	años,	siendo
despedido	arbitrariamente	a	la	culminación	de	su	segundo
año	de	labores.
Ejemplo
A	la	fecha	del	despido	–faltando	exactamente	un	año	para
el	 vencimiento	 de	 su	 contrato–	 el	 trabajador	 percibía	 los
siguientes	ingresos:
-	Sueldo	mensual	:	S/.	1.000
-	Asignación	por	escolaridad	:	S/.	150
-	Movilidad	:	S/.	40
-	Horas	 extras	 fijas	 durante	 el	 último	 año	 a	 razón	de	 S/.
200	mensuales
Cálculo
La	remuneración	que	se	tomará	en	cuenta	para	efecto	del
cálculo	 de	 la	 indemnización	 resulta	 de	 sumar	 al	 sueldo
mensual	el	promedio	de	horas	extras,	es	decir,	S/.	1.200
La	 asignación	 por	 escolaridad	 y	 la	 movilidad	 no	 son
conceptos	remunerativos.
Como	quiera	que	al	multiplicar	un	sueldo	y	medio	por	el
número	 de	 meses	 restantes	 para	 el	 vencimiento	 del
contrato	(12	meses)	se	obtendrá	un	monto	mayor	al	 tope
señalado	 en	 la	 ley,	 el	 trabajador	 percibirá	 dicho	 tope
indemnizatorio,	esto	es,	doce	remuneraciones.
Base	legal
D.	S.	003-97-TR,	artículo	76.
D.	S.	001-96-TR,	artículo	55.
	
JURISPRUDENCIA.—Contratos	modales.	Monto	de	la	indemnización	por
despido.	“De	acuerdo	con	el	artículo	110	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley
de	Fomento	del	Empleo	modificado	por	el	Decreto	Legislativo	N°	871,
tratándose	de	contratos	sujetos	a	modalidad	si	el	empleador	los	resolviera
arbitrariamente	deberá	abonar	al	trabajador	una	indemnización
equivalente	a	una	y	media	remuneración	ordinaria	mensual,	por	cada	mes
dejado	de	laborar	hasta	el	vencimiento	del	contrato,	con	un	tope	de	doce
remuneraciones;	Segundo:	que,	en	el	caso	de	autos	el	A-quo	ha	calculado	la
indemnización	por	despido	con	un	monto	equivalente	a	una	remuneración
ordinaria	mensual	y	no	como	lo	dispone	el	Decreto	Legislativo	N°	871	por	lo
que	este	extremo	debe	volverse	a	calcular	correspondiéndole	por	el	mismo
a	la	demandante	la	suma	de	S/.	2.790,99;	Tercero:	que,	la	parte	demandada
en	su	escrito	de	apelación	de	fojas	94	a	96	no	aporta	elemento	alguno	que
desvirtúe	lo	resuelto	por	la	instancia	inferior,	pues,	el	hecho	que	tenga	la
condición	de	empresa	sujeta	al	régimen	de	exportaciones	no	tradicionales
sólo	le	favorece	en	cuanto	puede	celebrar	contratos	sujetos	a	modalidad	de
acuerdo	a	sus	requerimientos	de	producción,	pero	no	constituye	una
autorización	para	resolver	unilateralmente	los	contratos	de	trabajo	ni	para
pretender	desconocer	derechos	de	los	trabajadores	que	tienen	carácter	de
irrenunciables	(...).”	(RSL,	Exp.	4060-97-BS(S),	sep.	15/97.	V.	P.	Arévalo
Vela)
COMENTARIO.—Indemnización	 por	 despido.	 La	 indemnización	 por
despido	arbitrario,	tratándose	de	contratos	modales,	se	calcula	sobre	la	base
de	la	remuneración	percibida	por	el	trabajador.
Basta	que	al	trabajador	despedido	arbitrariamente	le	falte	ocho	meses	para
la	terminación	de	su	contrato,	para	que	tenga	derecho	al	máximo	monto	de
la	indemnización.
No	procede	el	pago	de	la	indemnización	por	fracción	de	mes.
El	plazo	para	accionar	contra	el	despido	arbitrario	caduca	a	los	treinta	días
de	producido	éste.
DESNATURALIZACIÓN.	SANCIÓN
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	77.—Los	contratos	de	trabajo	sujetos	a	modalidad	se
considerarán	como	de	duración	indeterminada:
a)	Si	el	trabajador	continúa	laborando	después	de	la	fecha	de
vencimiento	del	plazo	estipulado,	o	después	de	las	prórrogas
pactadas,	si	éstas	exceden	del	límite	máximo	permitido;
b)	Cuando	se	trata	de	un	contrato	para	obra	determinada	o	de
servicio	específico,	si	el	trabajador	continúa	prestando	servicios
efectivos,	luego	de	concluida	la	obra	materia	de	contrato	sin
haberse	operado	renovación;
c)	Si	el	titular	del	puesto	sustituido	no	se	reincorpora	vencido	el
término	legal	o	convencional	y	el	trabajador	contratado
continuare	laborando;
d)	Cuando	el	trabajador	demuestre	la	existencia	de	simulación	o
fraude	a	las	normas	establecidas	en	la	presente	ley.
JURISPRUDENCIA.—La	desnaturalización	del	contrato	de	trabajo	a	tiempo
parcial	configura	una	relación	laboral	a	tiempo	indeterminado	y	su
terminación	necesita	una	causa	justa.	“(...)	La	cuestión	controvertida	se
circunscribe	en	determinar	si	los	contratos	de	trabajo	a	tiempo	parcial
suscritos	por	la	recurrente	y	la	emplazada	han	configurado	una	relación
laboral	de	duración	indeterminada,	por	haberse	desnaturalizado	los
contratos	suscritos	(…)	de	autos	se	puede	apreciar	que	la	relación	ha	venido
manteniéndose	bajo	las	mismas	circunstancias	y	condiciones	dadas	desde
que	empezó	hasta	su	finalización	(…)	A	pesar	de	lo	establecido	en	(…)	del
carácter	a	tiempo	parcial	del	contrato	individual	que	establece	en	su	la	(sic)
parte	de	metas	que	la	jornada	de	trabajo	será	de	tres	horas	con	cuarenta	y
cinco	minutos	diarios	conforme	al	artículo	4°	del	Decreto	Supremo	N°	003-
97-TR,	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	Ley	de
Productividad	y	Competitividad	Laboral,	debe	considerarse	que	conforme	a
lo	establecido	en	el	memorando	de	asistencia	presentada	por	la
demandante,	de	fojas	4	a	5,	la	accionante	laboraba	en	una	jornada	de	8
horas	diarias	(…)	este	colegiado	considera	que	el	cargo	de	(…)	constituye
una	prestación	de	naturaleza	permanente	en	el	tiempo	por	ser	una	de	las
funciones	principales	(…)	conforme	lo	establece	el	artículo	77	del	Decreto
Supremo	N°	003-97-TR,	los	contratos	sujetos	a	modalidad	se	considerarán
como	de	duración	indeterminada	si	el	trabajador	contratado
temporalmente	demuestra	la	existencia	de	simulación	o	fraude	a	las	normas
laborales	con	la	celebración	del	contrato,	situación	que	se	verifica	cuando	la
causa,	objeto	y/o	naturaleza	de	los	servicios	que	se	requieren	contratar
corresponden	a	actividades	ordinarias	y	permanentes,	y	cuando,	para	eludir
el	cumplimiento	de	normas	laborales	que	obligarían	a	la	contratación	por
tiempo	indeterminado,	el	empleador	aparenta	o	simula	las	condiciones	que
exige	la	ley	para	la	suscripción	de	contratos	de	trabajo	sujetos	a	modalidad,
cuya	principal	característica	es	la	temporalidad.	Por	consiguiente	los
contratos	de	trabajo	a	tiempo	parcial	suscritos	sobre	la	base	de	estos
supuestos	deben	ser	considerados	como	de	duración	indeterminada,	y
cualquier	determinación	por	parte	del	empleador	para	la	culminación	de	la
relación	laboral	sólo	podría	sustentarse	en	una	causa	justa	establecida	por
la	ley;	de	lo	contrario	se	trataría	de	un	despido	arbitrario,	como	en	el
presente	caso,	cuya	proscripción	garantiza	el	contenido	esencial	del	derecho
al	trabajo,	reconocido	por	el	artículo	22	de	la	Constitución	Política.	(...).”	(T.
C.,	Exp.	06321-2008-PA/TC,	jul.	06/2009.	Pres.Landa	Arroyo.).
JURISPRUDENCIA.—Si	el	trabajador	sigue	laborando	después	de	vencido	su
último	contrato,	el	cobro	de	los	beneficios	sociales	no	significará	un
consentimiento	tácito	de	la	extinción	laboral.	“(...)	la	alegación	de	la
emplazada,	consistente	en	que	el	demandante	al	haber	cobrado	su
compensación	por	tiempo	de	servicios	y	beneficios	sociales	ha	dado	por
consentida	la	extinción	de	su	relación	laboral,	este	tribunal	debe	precisar
que	en	el	presente	caso,	dicho	criterio	jurisprudencial	no	resulta	aplicable,
debido	a	que	el	demandante	cobró	sus	beneficios	sociales	por	el	período
laborado	bajo	los	contratos	de	trabajo	sujetos	a	modalidad,	mas	no	por	el
período	a	partir	del	cual	se	desnaturalizó	su	último	contrato	de	trabajo.
En	este	sentido,	cuando	el	trabajador	continúa	laborando	después	de	la
fecha	de	vencimiento	del	plazo	estipulado	en	su	último	contrato	de	trabajo
sujeto	a	modalidad	no	resulta	lógico	considerar	que	el	cobro	de	sus
beneficios	sociales	constituya	un	consentimiento	tácito	de	la	extinción	de	su
relación	laboral,	pues	este	cobro	no	comprende	el	período	trabajado
después	de	que	la	relación	laboral	a	plazo	determinado	se	desnaturaliza	y	se
convierte	en	una	relación	laboral	a	plazo	indeterminado.	(...).”	(T.	C.,	Exp.
03425-2008-PA/TC,	set.	26/2009.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	referencia	vaga	a	un	incremento	de	actividades	no
puede	justificar	válidamente	un	contrato	laboral	temporal.	“Al	respecto,	este
tribunal	considera	que	en	el	contrato	mencionado	no	se	ha	consignado
debidamente	la	causa	objetiva	que	justifica	la	contratación	temporal	del
demandante,	pues	no	se	señala	en	forma	clara	y	precisa	qué	actividad	de	la
empresa	emplazada	ha	sido	incrementada	para	que	se	justifique	su
contratación	temporal.	La	referencia	consignada	en	el	citado	texto	es	vaga	y
sólo	hace	alusión	a	la	existencia	un	‘incremento	de	sus	actividades
producido	como	consecuencia	de	la	prestación	de	servicios	en	el	área	de
operaciones’,	sin	proporcionar	información	relevante	que	permita
establecer	que	en	efecto	existió	una	causa	objetiva	en	el	presente	caso	que
podría	justificar	una	contratación	modal	y	no	una	a	plazo	indeterminado,	y
sin	precisar	los	servicios	que	debía	prestar	(...)”.	(T.	C.,	Exp.	00587-2013-
PA/TC,	jun.	07/2013	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Las	renovaciones	posteriores	de	un	contrato	modal
desnaturalizado	carecen	de	eficacia	jurídica.	“Como	se	advierte,	en	dicho
contrato	no	se	proporciona	información	relevante	que	permita	establecer
que	en	efecto	existió	una	causa	objetiva	en	el	presente	caso,	que	podría
justificar	una	contratación	modal	y	no	una	a	plazo	indeterminado,	pues,	por
ejemplo,	no	se	ha	precisado	qué	actividad	de	la	empresa	demandada	se	ha
incrementado	ni	cuáles	son	los	‘nuevos	negocios	de	ventas’	que	justifican	la
contratación	temporal	de	la	actora.	La	referencia	consignada	en	el	texto	de
la	cláusula	primera	del	referido	contrato	es	vaga	y	sólo	menciona	la
existencia	de	un	‘incremento	de	sus	actividades	producido	como
consecuencia	de	atención	personalizada	de	los	nuevos	negocios	de	ventas’.
3.3.4.	Por	tanto,	al	no	haberse	especificado	con	detalle	la	causa	objetiva	de
contratación	en	el	referido	contrato	por	incremento	de	actividades,	el
contrato	de	trabajo	ha	sido	desnaturalizado,	por	haberse	producido	el
supuesto	previsto	en	el	inciso	d)	del	artículo	77	del	Decreto	Supremo	N°
003-97-TR,	debiendo	ser	considerado,	entonces,	como	un	contrato	de
trabajo	a	plazo	indeterminado.	Siendo	así,	las	renovaciones	del	referido
contrato	modal	suscritas	por	las	partes	con	posterioridad	carecen	de
eficacia	jurídica,	pues	mediante	ellos	se	pretendió	encubrir	la	existencia	de
una	relación	laboral	a	plazo	indeterminado”.	(TC,	Exp.	04287-2012-PA/TC,
nov.	27/2013.	S.	S.	Beaumont	Callirgos)
JURISPRUDENCIA.—El	cumplimiento	del	plazo	no	es	determinante	para
evaluar	la	desnaturalización	de	un	contrato	laboral	para	obra	o	servicio
específico.	“Que,	sin	embargo	el	colegiado	superior	no	ha	tenido	en	cuenta
que	el	plazo	no	es	único	requisito	que	debe	observarse	para	que	opere	la
desnaturalización	de	los	contratos	de	trabajo	sujetos	a	modalidad	para	obra
o	servicio	específico,	sino	que	debe	determinarse	previamente	si	se	ha
cumplido	con	establecer	el	objeto	del	contrato,	el	cual	debe	ser	consignado
expresamente,	ello	con	la	finalidad	de	no	simular	una	prestación	de
servicios	que	en	la	práctica	no	se	viene	desarrollando,	para	lo	que	debe
analizarse	los	alcances	del	artículo	77	inciso	d)	del	Decreto	Supremo	N°
003-97-TR,	así	como	el	principio	de	primacía	de	la	realidad	contenido	en	el
artículo	4°	del	mismo	texto	legal,	conforme	lo	viene	desarrollando	el
Tribunal	Constitucional	en	uniforme	y	reiteradas	resoluciones	en	las	cuales
en	aplicación	del	principio	de	primacía	de	la	realidad	vienen
desnaturalizando	supuestos	contratos	de	trabajo	sujeto	a	modalidad	para
obra	o	servicios	específicos	que	no	han	superado	el	plazo	de	ocho	años	que
señala	la	sala	superior	(...)”.	(CS,	Cas.	Lab.	2866-2009-Cusco,	abr.	28/2010.
V.	P.	Rodríguez	Mendoza)
JURISPRUDENCIA.—Consignación	de	servicios	genéricos	e	indeterminados
no	satisface	la	exigencia	de	la	causa	objetiva	en	la	contratación	temporal.
“(…)	5.	En	la	cláusula	primera	del	mencionado	contrato	se	estipula	que:	(…)
siendo	causa	objetiva	determinante	de	la	contratación,	la	necesidad	de
mantener	en	óptimas	condiciones	los	locales	y	bienes	muebles	de	la
Intendencia	Regional	Lambayeque,	Oficina	Zonal	Cajamarca	y	las	Oficinas
Remotas	de	Jaén	y	Chachapoyas.
Como	se	puede	apreciar,	no	se	consigna	un	servicio	específico,	esto	es,
delimitado	concretamente	en	cuanto	a	su	alcance	y	su	duración,	puesto	que
se	contrata	al	beneficiario	para	encargarse	del	mantenimiento	de	un
número	indeterminado	de	locales	y	bienes	muebles	que	pertenecen	a
diversas	oficinas	en	la	entidad	emplazada	(…)
Se	trata,	como	se	aprecia,	de	servicios	genéricos	e	indeterminados;	por
consiguiente,	en	el	presente	caso	no	se	puede	considerar	cumplida	la
exigencia	de	consignar	la	causa	objetiva	que	justifique	la	contratación
temporal.
6.	No	habiéndose	cumplido	con	precisar	la	causa	objetiva	que	justifique	la
celebración	del	mencionado	contrato	de	trabajo	por	servicio	específico,	se
ha	producido	la	desnaturalización	de	los	mismos	y,	subsecuentemente,	su
ineficacia	legal,	configurándose	así	una	relación	laboral	a	plazo
indeterminado,	en	aplicación	de	lo	prescrito	por	el	inciso	d	del	artículo	77
del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR”.	(T.	C.,	Exp.	01991-2012-PA/TC,	may.
20/2013.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—Contrato	de	suplencia	se	convierte	en	indefinido	si	el
sustituido	no	se	reincorpora	o	se	agota	su	derecho	de	reserva	del	puesto
laboral	y	el	sustituto	sigue	prestando	servicios.	“Considerando	la	conclusión
arribada,	a	fin	de	evitar	la	utilización	abusiva	de	los	contratos	sujetos	a
modalidad	con	el	fin	de	tornar	transitorias	relaciones	jurídicas
correspondientes	a	prestaciones	de	naturaleza	permanente,	el	artículo	77
del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	señala	que	(...)	a	través	de	este	artículo
se	contempla	la	aplicación	del	mecanismo	sancionatorio	de	la	conversión
por	ministerio	de	la	ley	de	los	contratos	sujetos	a	modalidad	en	contratos
por	tiempo	indefinido.	(...)	debe	concluirse	entonces	que	la	extinción	del
contrato	de	suplencia	no	solo	se	produce	con	la	oportuna	reincorporación
del	titular	del	puesto	de	trabajo,	sino	también	cuando	cesa	el	derecho	de
reserva	del	puesto	de	trabajo,	aunque	aquélla	no	se	haya	producido;
máxime	si,	el	artículo	61	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR	(...).	Entonces,
la	causal	de	desnaturalización	contenida	en	el	inciso	c)	del	artículo	77	del
Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	debe	ser	entendida	en	el	sentido	de	que	se
produce	la	conversión	en	indefinido	del	contrato	en	función	a	la	falta	de
reincorporación	del	sustituido	o	agotamiento	de	su	derecho	de	reserva	del
puesto	de	trabajo	y	la	continuidad	de	la	prestación	de	los	servicios	del
sustituto;	por	lo	que,	al	haber	cesado	el	derecho	de	reserva	del	puesto	de
trabajo	por	renuncia	voluntaria	de	su	titular	y	estar	acreditado	la
continuidad	en	las	labores	desarrolladas	por	el	accionante,	se	cumple	el
supuesto	de	hecho	para	la	determinación	de	la	desnaturalización	del
contrato	individual	por	suplencia	(...)”.	(C.	S,	Cas.	Lab.	7800-2013-Junín,	ene.
20/2014.	V.	P.	Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—Está	prohibida	la	recontratación	modal	de	los
trabajadores	permanentes	cuyo	cese	se	produzca	en	un	periodo	menor	a	un
año.	“Queda	establecido	entonces	que	el	contrato	intermitente	suscrito	el
primero	de	octubre	del	dos	mil	siete,	se	ha	desnaturalizado,
determinándose	que	el	actor	inició	sus	labores	con	Consorcio	(...)	Sociedad
Anónima,	continuando	sus	labores	con	Pesquera	(...)	Sociedad	Anónima,
entendiéndose	que	la	interrupción	de	labores	(por	los	meses	de	julio	agosto
y	septiembre	dos	mil	siete),	se	ha	debido	al	proceder	de	la	demandada
Pesquera	(...)	Sociedad	Anónima;	y	más	aún	si	el	actor	laboró	más	de	quince
años	al	servicio	de	Consorcio	(...)	Sociedad	Anónima,	por	lo	que	los
denominados	contratos	intermitentes	se	encuentran	desnaturalizados	en	el
literal	d)	del	artículo	77	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	(...)	más	aun
cuando	el	artículo	78	de	la	misma	norma	establece	la	imposibilidad	de
contratar	bajo	alguna	de	las	modalidades	a	plazo	fijo,	a	quienes	hubieran
tenido	la	condición	de	trabajadores	permanentes,	a	no	ser	que	transcurriera
por	lo	menos	un	año	desde	el	cese	del	trabajador	permanente,	situación	que
no	se	presentó	en	el	presente	caso	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	11187-2013-Lima,	may.
16/2014.	V.	P.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Contrato	por	incremento	de	actividades	con	causa
objetiva	ambigua	y	genérica	se	lee	como	uno	a	plazo	indeterminado.	“30.	Por
lo	tanto,	al	no	haberse	especificado	con	detalle	y	de	manera	justificada	la
causa	objetiva	de	contratación	en	el	contrato	por	incremento	de	actividad,	el
contrato	de	trabajo	ha	sido	desnaturalizado,	en	virtud	del	supuesto	previsto
en	el	inciso	d)	del	artículo	77	del	Decreto	Supremo	003-97-TR,	debiendo	ser
considerado,	entonces,	como	un	contrato	de	trabajo	a	plazo	indeterminado.
Siendo	así,	los	contratos	de	trabajo	suscritos	con	posterioridad	carecen	de
eficacia	jurídica,	pues	mediante	ellos	se	pretendió	encubrir	la	existencia	de
una	relación	laboral	a	plazo	indeterminado	(...)”.	(T.	C.,	Exp.	03267-2012-
PA/TC,	dic.	10/2015.	S.	S.	Miranda	Canales)
JURISPRUDENCIA.—Desnaturalización	del	contrato	modal	por	exceder	del
plazo	máximo	señalado	en	la	ley.	“La	permanencia	demostrada	por	la
demandante	en	los	servicios	prestados	a	la	emplazada	por	más	de	05	años
consecutivos,	hace	que	haya	adquirido	el	derecho	a	estabilidad	laboral,	ya
que	la	temporalidad	de	la	contratación	tiene	como	referencia	máxima	el
plazo	de	03	años,	según	lo	establece	el	artículo	117	del	Decreto	Legislativo
728;	que	además,	la	desnaturalización	de	los	contratos	se	inició	con	la
celebración	de	uno	de	locación	de	servicios	que	corre	a	fojas	01-03,	cuya
invalidez	es	manifiesta,	ya	que	sus	términos	representaban	un	contrato	de
trabajo	típico	que	por	la	ausencia	de	formalidades	se	convertía	en	uno	de
duración	indefinida,	de	modo	que	con	posterioridad	no	se	podía	recortar
ese	derecho	adquirido,	pactando	plazos	fijos;	que	por	esas	razones,
corresponde	a	la	demandante	las	indemnizaciones	por	despido	que
determina	el	juez	(...).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	1667-94-BS(S),	mar.	23/95.	V.	P.
Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—Desnaturalización	de	los	contratos	bajo	modalidad.	“El
derecho	a	estabilidad	laboral	que	se	ampara	a	favor	de	la	demandante	surge
de	la	desnaturalización	de	los	contratos	de	trabajo	bajo	modalidad,	suscrito
con	ella	a	partir	del	30	de	diciembre	de	1993,	los	mismos	que	podían
acumular	un	máximo	de	03	años	continuos,	a	tenor	de	lo	dispuesto	en	el
artículo	117	del	Decreto	Legislativo	728,	vigente	en	la	época	de	los	hechos;
que	la	demandada	ha	venido	celebrando	con	la	accionante	contratos	a	plazo
determinado	desde	el	15	de	marzo	de	1991,	aunque	utilizando	modalidades
de	servicios	no	personales	y	locación	de	servicios	comprendidas	en	el
Código	Civil,	las	cuales	por	su	naturaleza	contenían	una	relación	de	carácter
laboral	que	no	se	ha	negado	en	el	curso	del	proceso;	que	el	hecho	de	que	la
demandante	no	haya	considerado	como	acto	de	hostilidad	ni	haya
reclamado	por	la	violación	de	normas	legales	en	su	oportunidad,	no	impide
el	reconocimiento	de	ese	tiempo	de	servicios	como	laborado	bajo	el	régimen
correspondiente,	por	aplicación	del	principio	de	primacía	de	la	realidad
invocado	por	el	juez;	que	al	haber	cumplido	03	años	de	servicios	continuos
en	la	misma	labor	el	15	de	marzo	de	1994,	las	prórrogas	celebradas	a	partir
del	01	de	abril	siguiente	corrientes	a	fojas	78-79,	carecen	de	mérito;	que	por
otra	parte	se	advierte	también	que	los	referidos	contratos	de	trabajo	bajo
modalidad	en	que	se	ampara	la	emplazada,	no	han	sido	presentados	ante	la
Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	para	los	efectos	señalados	en	el
artículo	116	del	Decreto	Legislativo	728,	lo	que	significa	una	deficiencia
formal	que	también	les	resta	eficacia,	por	lo	que	el	cese	de	la	demandante	se
ha	producido	por	decisión	unilateral	de	su	empleadora	al	impedirle	la
continuación	de	la	relación	laboral	(...).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	5558-95-R(S),
set.	04/96.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—El	trabajo	para	un	empleador	por	un	período	superior
al	establecido	para	los	contratos	de	trabajo	a	plazo	fijo,	determina	la
desnaturalización	del	contrato.	“Que,	de	las	sentencias	que	acompaña	el
empleador	al	curso	incoado,	se	pueden	concluir	que	están	referidas	a	que	el
despido	ni	el	motivo	alegado	se	presume	o	deduce,	quien	los	acusa	debe
probarlos,	como	lo	señala	el	artículo	setenticinco	del	Texto	Único	Ordenado
de	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo,	comprobándolos	con	hechos	objetivos,
como	la	visita	inspectiva	o	constatación	policial.
Segundo:	Que,	la	empleadora	sustenta	su	recurso	casatorio,	refiriendo	que
el	actor	tenía	contrato	de	trabajo	a	plazo	fijo,	el	cual	ha	fenecido,	por	lo	que
no	existe	despido.
Tercero:	Que,	es	pertinente	resaltar	que	del	informe	revisorio	que	obra	en
autos,	se	desprende	que	el	actor	aparece	laborando	para	la	demandada
desde	el	ocho	de	abril	de	mil	novecientos	noventiuno	hasta	el	seis	de	junio
de	mil	novecientos	noventicinco,	como	obrero	de	campo.
Cuarto:	Que,	al	haber	trabajado	el	actor	para	un	mismo	empleador	por	un
período	que	supere	el	límite	máximo	permitido,	la	relación	laboral	se	ha
desnaturalizado,	estando	a	que	sólo	puede	extinguirse	por	causas	señaladas
en	la	ley	y	en	la	forma	prevista.
Quinto:	Que,	de	autos	se	aprecia	que	el	actor	ha	interpuesto	acción	contra
su	empleador	para	que	sea	incorporado	a	la	planilla	de	remuneraciones,
demanda	anterior	a	la	fecha	de	cese,	la	que	se	adecua	a	la	causal	que	se
señala	en	el	inciso	c)	del	artículo	sesentidós	del	Decreto	Legislativo
setecientos	veintiocho,	siendo	esta	causa	objetiva,	el	motivo	de	su	despido.
Sexto:	Que,	las	ejecutorias	que	acompaña	la	empleadora,	se	refieren	a	la	Ley
veinticuatro	mil	quinientos	catorce,	y	no	al	Decreto	Legislativo	setecientos
veintiocho,	estando	además	que	son	diferentes	materias,	siendo	los	puntos
controvertidos	diferentes	así	como	su	fundamentación,	debiéndose	tener	en
cuenta	que	la	relación	laboral	es	de	fecha	ocho	de	abril	de	mil	novecientos
noventiuno,	fecha	en	la	cual	el	actor	debe	probar	alguna	de	las	causales	que
señala	el	artículo	sesenticinco	del	acotado,	exigencia	legal	que	se	cumple	en
el	caso	sub	materia.
Sétimo:	Que,	en	consecuencia,	no	se	ha	incurrido	en	la	causal	de	casación
denunciada	por	la	recurrente,	y	estando	a	lo	dispuesto	en	el	artículo
trescientos	noventisiete	del	Código	Procesal	Civil.
Resolución:
Declararon	Infundado	el	recurso	de	casación	(...).”	(Cas.	Sala	de	Derecho
Constitucional	y	Social.	Exp.	3746-97.	Del	Santa,	jun.	02/99)
JURISPRUDENCIA.—No	procede	la	supuesta	temporalidad	de	un	contrato	de
trabajo,	si	la	función	existía	con	anterioridad	a	la	contratación,	por	lo	que	no
se	trataba	del	inicio	de	un	nuevo	giro	en	las	actividades	de	la	empresa.	“Que,
la	demandante	sostiene	que	se	ha	producido	la	desnaturalización	de	los
contratos	temporales	suscritos,	toda	vez	que	laboró	para	la	demandada	en
el	cargo	de	operadora	de	telecomunicación	internacional	el	cual	es	de
naturaleza	permanente,	con	mayor	razón	cuando	accedió	a	su	cargo
mediante	concurso	interno.
Tercero.-	Que,	de	autos	se	advierte,	que	los	dos	contratos	de	trabajo	de
naturaleza	temporal	suscritos	entre	las	partes,	por	los	períodos
comprendidos	del	veintisiete	de	enero	de	mil	novecientos	noventidós	al
veintiséis	de	enero	de	mil	novecientos	noventitrés	y	del	veintisiete	de	enero
de	mil	novecientos	noventitrés	al	veintiséis	de	enero	de	mil	novecientos
noventicinco,	que	corren	a	fojas	ciento	dieciocho	y	ciento	catorce,	fueron
celebrados	al	amparo	de	los	artículos	noventisiete	inciso	a)	y	cien	del
Decreto	Legislativo	número	setecientos	veintiocho,	por	inicio	de	una	nueva
actividad,	en	la	recién	implementada	Central	Primaria	de	Emergencia	y
Complementarios,	para	el	Servicio	de	Tráfico	Telefónico	Internacional.
Cuarto.-	Que,	la	recurrente	se	desempeño	de	conformidad	con	lo	estipulado
en	los	contratos	laborales	citados,	en	el	cargo	de	operadora	telefónica	en	el
servicio	internacional,	extremo	que	fuera	consentido	por	ambas	partes,
habiéndose	puesto	fin	a	la	relación	laboral	en	la	fecha	del	vencimiento	del
contrato.
Quinto.-	Que,	una	de	las	clasificaciones	de	los	contratos	sujetos	a
modalidad,	según	lo	previsto	en	el	Título	Tercero	del	Decreto	Supremo
número	cero	cero	tres-noventitrés-TR,	se	sustenta	en	la	naturaleza
temporal	del	trabajo,	por	lo	que	la	ley	faculta	al	empleador	a	iniciar	una
relación	laboral	ante	el	mayor	requerimiento	de	trabajadores	teniendo
como	causa,	entre	otros,	el	inicio	de	una	nueva	actividad.
Sexto.-	Que,	sin	embargo,	este	supuesto	legal	previsto	en	el	literal	a)	del
artículo	noventisiete	del	Decreto	Legislativo	número	setecientos	veintiocho,
no	se	ha	probado	en	el	transcurso	del	proceso	ya	que	la	central	primaria	de
emergencia	donde	laboraría	la	trabajadora,	según	lo	pactado,	existía	con
mayor	anterioridad	a	la	fecha	de	suscripción	del	contrato,	por	lo	que	no
corresponde	a	una	de	inicio	de	actividades	por	un	nuevo	giro	en	la	empresa,
habiendo	quedado	así	desnaturalizado	el	contrato,	de	conformidad	con	el
literal	c)	del	artículo	ciento	veinte	del	mismo	dispositivo	citado.
Sétimo.-	Que,	por	estas	consideraciones	y	en	aplicación	del	artículo
cincuentiocho	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo:
Resolución:
Declaran	Fundado	el	Recurso	de	Casación	(...).”	(Cas.	Sala	de	Derecho
Constitucional	y	Social.	Exp.	2501-97.	Lima,	may.	04/99)
JURISPRUDENCIA.—En	una	acción	de	amparo,	el	Tribunal	Constitucional	ha
establecido	que	la	determinación	de	la	simulación	de	un	contrato	de	trabajo
para	servicio	específico	debe	de	partir	del	análisis	de	la	naturaleza	del	trabajo
contratado.	“El	actor	alega	que	su	contrato	de	trabajo	para	servicio
específico	ha	sido	desnaturalizado,	por	lo	que	debe	ser	considerado	como
un	contrato	de	trabajo	de	duración	indeterminada,	debido	a	que	las	labores
para	las	cuales	fue	contratado	eran	de	naturaleza	permanente	y	no
temporales;	además,	porque	la	plaza	en	la	que	se	desempeñaba	se
encuentra	presupuestada	e	incluida	en	el	Cuadro	de	Asignación	de	Personal.
3.	En	este	sentido,	la	cuestión	controvertida	se	circunscribe	en	dilucidar	si
el	contrato	de	trabajo	para	servicio	específico	suscrito	por	el	demandante
con	la	emplazada	ha	sido	desnaturalizado,	para	efectos	de	ser	considerado
como	de	duración	indeterminada	y,	en	atención	a	ello,	establecer	si	el
demandante	sólo	podía	ser	despedido	por	una	causa	justa	relacionada	con
su	conducta	o	capacidad	laboral.
4.	En	el	presente	caso,	debemos	indicar	que,	con	las	boletas	de	pago
obrantes	de	fojas	5	a	9	se	acredita	que	el	recurrente	ingresó	a	trabajar	como
contratado	desde	noviembre	de	1999	hasta	octubre	del	2004.	Sobre	el
particular	debemos	señalar	que	del	último	contrato	de	trabajo	para	servicio
específico	obrante	a	fojas	4	se	aprecia	que	la	empresa	emplazada	acordó	con
el	demandante	contratarlo	para	que	desempeñe	las	labores	del	cargo	de
profesional	inspector	en	el	Departamento	de	Supervisión	de	la	Gerencia	de
Desarrollo,	desde	el	1	de	setiembre	hasta	el	31	de	octubre	del	2004.	Por
consiguiente,	este	tribunal	debe	analizar	si	se	ha	producido	una
desnaturalización	del	contrato	de	trabajo	para	servicio	específico,	ya	que	si
las	labores	para	las	cuales	fue	contratado	el	demandante	son	de	naturaleza
permanente	y	no	temporal,	se	habría	simulado	la	celebración	de	un	contrato
sujeto	a	modalidad.
5.	En	relación	con	la	naturaleza	del	contrato	de	trabajo	para	servicio
específico,	debemos	señalar	que	esta	modalidad	contractual	es	de	duración
determinada,	ya	que	tiene	como	elemento	justificante	para	su	celebración	la
naturaleza	temporal,	ocasional	o	transitoria	del	servicio	que	se	va	a	prestar;
es	decir	que	para	determinar	su	celebración	se	deberá	tener	en	cuenta	la
temporalidad	o	transitoriedad	del	trabajo	(servicio)	para	el	que	fue
contratado,	puesto	que	si	contrata	a	un	trabajador	mediante	esta	modalidad
contractual	para	que	desempeñe	labores	de	naturaleza	permanente	y	no
temporales,	se	habría	simulado	la	celebración	de	un	contrato	de	duración
determinada	en	vez	de	uno	de	duración	indeterminada.
6.	Por	consiguiente,	para	determinar	si	el	contrato	de	trabajo	para	servicio
específico	ha	sido	simulado	y	por	ende	desnaturalizado,	hemos	de	partir	por
analizar	la	naturaleza	del	trabajo	para	el	cual	fue	contratado	el	demandante.
A	tal	efecto,	hemos	de	precisar	que	el	demandante	fue	contratado	para	que
desempeñe	las	labores	del	cargo	de	profesional	inspector	en	el
Departamento	de	Supervisión,	esto	es,	labores	que	son	de	naturaleza
permanente	y	no	temporal,	ya	que	su	plaza	se	encuentra	presupuestada	e
incluida	en	el	Cuadro	de	Asignación	de	Personal	(CAP)	de	Sedapar	S.A.,
aprobada	mediante	la	Resolución	N°	23922-2001/S-1010,	de	fecha	6	de
diciembre	del	2001,	obrante	de	fojas	10	a	14.
7.	En	consecuencia,	habiéndose	acreditado	la	existencia	de	simulación	en	el
contrato	del	demandante,	éste	debe	ser	considerado	como	de	duración
indeterminada,	conforme	lo	establece	el	inciso	d)	del	artículo	77	del	Decreto
Supremo	N°	003-97-TR,	razón	por	la	que,	habiéndosele	despedido	de
manera	verbal,	sin	expresarle	causa	alguna	derivada	de	su	conducta	o
capacidad	laboral	que	la	justifique,	se	ha	vulnerado	su	derecho
constitucional	al	trabajo”.	(Amparo.	Tribunal	Constitucional.	Exp.	00808-
2006-PA/TC)
JURISPRUDENCIA.—No	es	un	argumento	que	impida	la	desnaturalización
del	vínculo	laboral	señalar	que	el	trabajador	se	negó	a	firmar	la	renovación
del	contrato.	“En	cuanto	al	testimonio	de	la	emplazada	de	que	el	recurrente
continuó	trabajando	sin	contrato	porque	se	había	negado	en	varias
oportunidades	a	suscribir	la	nueva	prórroga	del	mes	de	noviembre,	debe
precisarse	que	dicho	alegato	no	es	un	argumento	válido,	en	razón	de	que	el
empleador	tiene	la	facultad	de	negar	el	ingreso	al	trabajador	con	contrato
vencido	y	que	se	ha	mostrado	renuente	a	firmar	la	renovación.	Debe
recordarse	que	el	empleador	posee	poderes	de	dirección	y	disciplinarios,	en
virtud	de	los	cuales	imparte	órdenes	para	organizar	las	prestaciones	de	los
trabajadores	y	también	para	iniciar	los	procesos	sancionatorios	que
correspondan.	Por	lo	tanto,	dicho	argumento	debe	ser	desestimado”.	(T.	C.,
Exp.	2968-2013-PA/TC,	may.	28/2015.	S.	S.	Miranda	Canales)
COMENTARIO.—Desnaturalización	de	los	contratos.	El	Art.	77	de	la	ley,
en	 sus	 cuatro	 literales,	 determina	 en	 qué	 casos	 un	 contrato	 sujeto	 a
modalidad	debe	entenderse	como	de	duración	indefinida.
Respecto	al	literal	d),	la	mención	a	las	figuras	civiles	de	simulación	o	fraude
no	es	del	todo	apropiada,	ya	que	su	concepto	alude	a	otras	situaciones.
Más	 concreto	 sería	 referirse	 a	 aquellos	 casos	 en	 los	 que	 el	 trabajador
demuestre	que	no	existe	coincidencia	en	cuanto	a	 la	duración	del	contrato
suscrito	y	la	naturaleza	de	las	labores	efectivamente	realizadas.
TRABAJADORES	PERMANENTES.	LIMITACIÓN
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	78.—Los	trabajadores	permanentes	que	cesen	no	podrán
ser	recontratados	bajo	ninguna	de	las	modalidades	previstas	en
este	título,	salvo	que	haya	transcurrido	un	año	del	cese.
JURISPRUDENCIA.—Se	prohíbe	la	conversión	de	los	contratos
indeterminados	en	contratos	modales.	“El	actor	ha	mantenido	una	relación
laboral	con	la	demandada	desde	el	01	de	junio	de	1993,	dado	el	carácter
subordinado	de	los	servicios	que	prestaba;	que	al	no	tener	validez	legal	la
denominación	civil	que	se	les	da	a	tales	contratos,	se	tiene	que	el
demandante	ha	mantenido	una	relación	indefinida	en	ese	período,
resultando	impedido	de	ser	recontratado	posteriormente,	sin	solución	de
continuidad,	bajo	alguna	de	las	modalidades	a	plazo	fijo,	por	disposición	del
artículo	121	del	Decreto	Legislativo	728	(...).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	3944-95-
R(S),	jul.	09/96.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—No	es	válido	convertir	un	contrato	indeterminado	en
uno	modal,	así	sea	del	régimen	de	exportación	no	tradicional.	“La	extensión
de	los	servicios	de	la	reclamante	bajo	régimen	común	se	verifica	para	la
empresa	demandada	por	el	lapso	del	14	de	noviembre	de	1991	al	30	de
setiembre	de	1994,	conforme	aparece	de	la	propia	liquidación	preparada	a
fojas	15,	sin	embargo	continuó	laborando	sin	solución	de	continuidad,	hasta
el	30	de	junio	de	1995	mediante	un	contrato	de	trabajo	a	plazo	fijo	de
naturaleza	temporal	bajo	el	amparo	de	la	Ley	22342	de	Exportación	No
Tradicional;	Tercero:	resulta	obvio	que	las	labores	previas	realizadas	sin
respaldo	de	un	contrato	a	plazo	fijo	desnaturalizan	los	contratos	modales	y
los	transforman	en	uno	de	duración	indeterminada,	toda	vez	que	desde
1991	la	contratación	de	la	demandante	tuvo	uno	de	naturaleza	indefinida,
por	lo	que	la	suscripción	de	contratos	modales	posteriores	resultan
irrelevantes	al	haberse	suscrito	con	error	sustancial	de	la	actora	al
desconocer	que	su	contrato	primigenio	tenía	carácter	de	indefinido,	máxime
cuando	como	en	el	caso	de	autos	no	ha	existido	interrupciones	en	la	labor	y
no	se	efectuaron	liquidaciones	de	compensación	por	tiempo	de	servicios	de
períodos	anteriores	al	régimen	modal,	conforme	lo	establece	el	artículo	121
del	Decreto	Legislativo	728	vigente	a	la	fecha	de	cese	(...).”	(RSL,	Exp.	5745-
97-BS(S),	oct.	16/97.	V.	P.	Delgado	Guillén)
JURISPRUDENCIA.—La	prohibición	de	recontratar	a	un	trabajador	que	fue
permanente,	bajo	el	sistema	modal	se	aplica	con	mayor	razón	al	personal	con
contrato	de	trabajo	vigente	al	que	se	desea	convertir	en	personal	eventual,	sin
solución	de	continuidad.	“Primero.-	que,	se	ha	establecido	en	el	proceso	que
el	accionante	ha	laborado	para	la	demandada	en	forma	ininterrumpida
desde	el	primero	de	agosto	de	mil	novecientos	ochenticuatro	hasta	la	fecha
de	su	cese,	habiendo	adquirido	derecho	a	estabilidad	laboral	conforme	a	las
normas	de	la	Ley	veinticuatro	mil	quinientos	catorce,	vigente	en	esa	época,
el	mismo	que	fue	objeto	de	modificación	cuando	a	partir	del	primero	de
febrero	de	mil	novecientos	noventitrés	le	hacen	suscribir	contratos	bajo
modalidad,	a	plazo	fijo,	en	mérito	a	cuyo	vencimiento	cesa;	Segundo.-	que,	es
materia	de	pronunciamiento,	la	eficacia	de	ese	cambio	de	modalidad	de
contratación	mediante	el	cual	el	demandante	pierde	su	derecho	de
estabilidad	laboral	al	entrar	en	vigencia	inmediatamente	los	contratos	de
duración	determinada,	aunque	con	ellos	se	hubiera	mejorado	algunas
condiciones	remunerativas;	Tercero.-	que,	la	sentencia	de	vista	fundamenta
su	fallo	en	lo	dispuesto	por	el	artículo	ciento	veintiuno	del	Decreto
Legislativo	setecientos	veintiocho,	en	su	texto	original,	el	mismo	que	señala
que	los	trabajadores	permanentes	que	cesen,	no	podrán	ser	contratados
nuevamente	bajo	ninguna	de	las	modalidades	previstas	en	ese	título,	salvo
que	haya	transcurrido	un	año	desde	el	cese,	lo	que	la	induce	a	declarar	la
nulidad	de	todos	los	contratos	a	plazo	fijo	suscritos	con	posterioridad	al
primero	de	febrero	de	mil	novecientos	noventitrés;	Cuarto.-	que,	la	entidad
demandada	sostiene	que	se	ha	interpretado	erróneamente	la	norma	en
cuestión,	por	cuanto	la	prohibición	se	refiere	exclusivamente	a	los
trabajadores	que	cesen	y	no,	como	en	el	caso	de	autos	a	aquellos	que	han
seguido	trabajando	sin	solución	de	continuidad,	no	debiendo	dar	lugar
tampoco	a	que	esta	prohibición	permita	declarar	la	nulidad	de	los	contratos,
dado	que	no	se	encuentra	comprendida	como	causal	de	nulidad	del	acto
jurídico	en	el	artículo	doscientos	diecinueve	del	Código	Civil;	Quinto.-	que,
sin	embargo,	la	norma	restrictiva	debe	interpretarse	dentro	del	contexto	del
cuerpo	legal	al	que	pertenece,	el	mismo	que	en	la	época	de	su	vigencia
consideraba	como	principio	de	contratación	laboral	la	existencia	de	una
relación	por	tiempo	indeterminado	conforme	lo	prescribe	el	artículo
treintisiete	del	propio	Decreto	Legislativo	setecientos	veintiocho,	de	tal
modo	que	la	regla	general	otorga	prevalencia	a	este	tipo	de	contrato	frente
al	de	plazo	fijo,	el	cual	se	puede	celebrar	excepcionalmente	en	casos
especiales;	Sexto.-	que,	bajo	esa	premisa	la	ley	contempla	los	casos	en	que	se
desnaturaliza	el	contrato	de	trabajo	en	sus	artículos	ciento	veinte	y	ciento
veintiuno,	cuando	a	un	trabajador	se	le	contrata	a	plazo	fijo	pero	la
naturaleza	de	las	labores	corresponde	al	plazo	indeterminado,	y,	cuando	a
un	trabajador	permanente	se	le	cambia	a	eventual,	sin	una	solución	de
continuidad	por	lo	menos	de	un	año;	Sétimo.-	que,	la	regla	del	artículo	ciento
veintiuno	prevé	como	única	posibilidad	de	cambio	de	status	contractual	la
terminación	del	contrato	indefinido	o	cese	del	trabajador,	porque	considera
inadmisible	que	durante	la	vigencia	de	éste	se	le	desmejore	su	posición,
privándolo	de	un	derecho	reconocido	por	la	ley	como	es	la	estabilidad
laboral,	de	modo	que	no	se	puede	interpretar	la	previsión	del	cese	como	una
limitación	excluyente	de	la	norma,	sino	por	el	contrario	como	el	caso
extremo	al	que	hay	que	sumar	la	condición	de	que	el	reingreso	se	produzca
después	de	un	año	de	ocurrido	el	primero,	para	que	se	pueda	producir	esta
modificación	en	la	contratación;	Octavo.-	que,	esta	desnaturalización	del
contrato	de	trabajo	celebrado	con	el	accionante	si	bien	no	debe	dar	lugar	a
la	declaración	de	nulidad	de	todo	el	contrato,	sí	puede	tener	como	resultado
que	queden	sin	efecto	las	cláusulas	relativas	al	plazo	determinado	que	se	ha
pactado,	las	mismas	que	han	violado	la	prohibición	existente	en	el	artículo
ciento	veintiuno	materia	de	análisis,	persiguiendo	una	finalidad	ilícita	o
contraria	a	la	ley,	por	lo	que	la	causal	sí	estaría	prevista	en	el	inciso	cuarto
del	artículo	doscientos	diecinueve	del	Código	Civil;	Noveno.-	que,	en
consecuencia,	la	recurrida	ha	interpretado	correctamente	los	alcances	del
artículo	ciento	veintiuno	del	Decreto	Legislativo	setecientos	veintiocho
denunciado	por	la	demandada,	por	lo	que	este	extremo	de	su	recurso
resulta	infundado;	Declararon	Fundado	en	parte	el	recurso	de	casación.”
(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	1776-97,	mar.	03/99)
JURISPRUDENCIA.—Consecuencia	de	la	contratación	a	plazo	del	personal
permanente	cesado	antes	de	que	se	cumpla	un	año	del	cese.	“Sétimo.-	Que,	el
artículo	ciento	doce	del	Decreto	Supremo	número	cero	cero	cinco
noventicinco	-	TR,	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo,
señala	expresamente	la	prohibición	de	contratar	bajo	las	figuras	modales	de
contratación	laboral,	a	aquellos	trabajadores	permanentes	que	hubieren
cesado	sin	antes	haber	transcurrido	por	lo	menos	un	año	de	producido
dicho	cese,	tal	regulación	pretende	la	preservación	del	trabajo	estable,
evitando	la	modificación	de	las	condiciones	laborales	de	trabajador
permanente,	por	la	vía	de	una	nueva	contratación	y	bajo	los	supuestos	de
contratación	laboral	sujetos	a	modalidad.	Octavo.-	Que,	si	bien	es	cierto	la
norma	acotada	no	precisa	cuáles	son	los	efectos	de	la	transgresión	de	dicha
prohibición,	también	es	que	el	nuevo	contrato	suscrito	con	infracción	de	la
regulación	anotada,	no	surte	efecto	legal	alguno	en	lo	que	concierne	a	las
cláusulas	que	atenten	contra	las	condiciones	en	las	cuales	ha	venido
laborando	el	trabajador,	recobrando	vigencia	el	contrato	resuelto,	en	lo
pertinente,	criterio	adoptado	también	por	la	Sala	de	Derecho	Constitucional
y	Social	de	la	Corte	Suprema	en	la	casación	número	ciento	setentinueve	-
noventiocho,	publicada	en	el	Diario	Oficial	el	Peruano	el	treinta	de	abril	del
presente	año.	Noveno.-	Que,	dentro	de	ese	marco	jurídico,	habiendo
quedado	acreditado	en	autos	la	continuidad	del	vínculo	laboral	de	la	actora,
sin	interrupción	y	en	cuyo	mérito	se	ha	practicado	la	liquidación	que	ha
dado	origen	al	reconocimiento	de	un	reintegro	a	su	favor	por	concepto	de
compensación	por	tiempo	de	servicios,	es	evidente	que	al	haberse
producido	el	cese	del	trabajador	dentro	de	dicho	lapso	de	tiempo	así	como
su	inmediata	contratación	a	plazo	fijo	para	obra	determinada,	se	ha
inaplicado	la	norma	denunciada,	la	cual	resulta	aplicable	al	caso	de	autos	en
razón	de	su	vigencia.	Décimo.-	Que,	en	ese	sentido	la	finalización	unilateral
del	contrato	de	trabajo,	por	parte	de	la	emplazada,	sin	causa	justa
debidamente	acreditada,	importa	la	existencia	de	un	despido	arbitrario
sujeto	al	pago	de	una	indemnización,	por	lo	que	al	haber	sido	interpuesta	la
demanda	dentro	del	plazo	de	treinta	días	naturales	de	producido	el	cese,
conforme	lo	establece	el	artículo	sesentinueve	del	Decreto	Supremo	número
cero	cinco	cinco	-	noventicinco	-	TR,	procede	amparar	dicho	extremo,	cuyo
monto	deberá	ser	liquidado	en	ejecución	de	sentencia	Resolución:	Por	estos
fundamentos	declararon	Fundado	el	recurso	de	casación.”	(Cas.	Sala	de
Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	1372-2000,	Arequipa,	nov.	23/2000)
COMENTARIO.—Alcances	de	la	prohibición	de	contratar	a	plazo	fijo	a
los	trabajadores	permanentes	cesados,	hasta	por	un	período	de	un	año
contado	 desde	 la	 extinción	 de	 la	 relación	 laboral.	 El	 enunciado	 del
artículo	 78	 de	 la	 ley	 se	 encuentra	 orientado	 a	 impedir	 cualquier	 tipo	 de
conversión	de	un	 contrato	de	 trabajo	pactado	a	plazo	 indefinido	en	uno	a
plazo	fijo	o	sujeto	a	modalidad.
El	legislador	entiende	con	acierto	que	este	tipo	de	variaciones	en	cuanto	a
la	duración	del	vínculo	laboral	podría	encubrir,	en	buena	cuenta,	un	acto	de
renuncia	del	trabajador.
Sin	embargo,	el	tenor	literal	del	artículo	citado	no	es	todo	lo	apropiado	que
debiera	ser.	La	referencia	a	“los	trabajadores	permanentes”	debe	ser	objeto
de	 cierta	 elucidación	 para	 determinar	 con	 claridad	 sus	 alcances.	 Así,	 se
entiende	 que	 no	 todos	 los	 trabajadores	 contratados	 a	 plazo	 indefinido	 o
indeterminado,	 tienen	 la	 calidad	 de	 “permanentes”,	 sino	 únicamente
aquellos	 que	 han	 superado	 el	 período	 de	 prueba	 legal	 o	 convencional.
Podríamos	concluir	entonces,	en	lo	siguiente:
-	 Los	 trabajadores	 cuyo	 vínculo	 laboral	 se	 extinguió	 antes	 de	 superar	 el
período	de	prueba	pueden	ser	recontratados	a	plazo	fijo.
-	 Los	 trabajadores	 contratados	 a	 plazo	 indefinido	 que	 cesen	 habiendo
superado	el	período	de	prueba,	no	podrán	ser	recontratados	bajo	cualquier
modalidad	temporal	si	no	hasta	que	transcurra	un	año	del	cese.
-	 Es	 factible	 la	 recontratación	 dentro	 del	 año	 del	 cese	 si	 se	 trata	 de	 un
contrato	a	jornada	parcial.
IGUALDAD	DE	BENEFICIOS
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	79.—Los	trabajadores	contratados	conforme	al	presente
título	tienen	derecho	a	percibir	los	mismos	beneficios	que	por	ley,
pacto	o	costumbre	tuvieran	los	trabajadores	vinculados	a	un
contrato	de	duración	indeterminado,	del	respectivo	centro	de
trabajo	y	a	la	estabilidad	laboral	durante	el	tiempo	que	dure	el
contrato,	una	vez	superado	el	período	de	prueba.
JURISPRUDENCIA.—Igualdad	de	derechos	para	los	trabajadores	sujetos	a
contratos	modales.	“Si	bien	es	cierto	el	actor	estuvo	sujeto	a	un	contrato
modal	a	tiempo	determinado,	ello	no	lo	excluye	de	los	beneficios	de	los
trabajadores	de	su	rama	(...).”	(RSL,	Exp.	5500-93,	oct.	08/96.	V.	P.	Villacorta
Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	costumbre	laboral	presenta	un	elemento	objetivo	y
subjetivo.	“(...),	la	jurisprudencia	señala	que	el	comportamiento	repetitivo	de
dos	años	constituye	una	costumbre	que	inicialmente	fue	establecida	para	el
pago	de	gratificaciones	ha	sido	extendida	para	otros	beneficios.	Aunado	a
ello	la	doctrina	señala	también:	‘La	costumbre	laboral	se	considera,	para	un
importante	sector	de	la	doctrina,	como	una	norma	creada	e	impuesta	por	el
uso	social,	que	se	observa	con	la	convicción	de	su	obligatoriedad’	(...).
Asimismo,	resulta	conveniente	remarcar	que:	‘la	costumbre	es	una	práctica
reiterada	que	genera,	en	la	comunidad	en	la	que	se	da,	la	convicción	de	que
produce	derechos	y	obligaciones	para	sus	miembros.	Se	constituye,	pues,	de
la	combinación	de	un	elemento	objetivo:	la	repetición	generalizada	y
continuada	de	una	conducta	determinada,	y	otro	subjetivo:	la	creencia	de
que	surgen	en	ella	reglas	obligatorias.”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	3744-2009-Callao,	jul.
07/2010.	S.	S.	Vázques	Cortez)
JURISPRUDENCIA.—Comportamiento	repetitivo	de	dos	años	continuos
constituye	una	costumbre	laboral	para	determinar	beneficios	laborales.	“De
igual	modo,	respecto	de	la	costumbre	laboral,	la	jurisprudencia
reiteradamente	ha	señalado	que	el	comportamiento	repetitivo	de	dos	años
continuos	constituye	una	costumbre,	que	inicialmente	fue	establecida	para
el	pago	de	gratificaciones	posteriormente	ha	sido	extendida	para	otros
beneficios.	Aunado	a	ello	la	doctrina	señala	también:	‘La	costumbre	laboral
se	considera,	para	un	importante	sector	de	la	doctrina,	como	una	norma
creada	e	impuesta	por	el	uso	social,	que	se	observa	con	la	convicción	de	su
obligatoriedad’”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	4845-2009-Callao,	jul.	07/2010.	V.	P.	Mac
Rae	Thays)
COMENTARIO.—El	 enunciado	 del	 artículo	 79	 es	 una	 clara	 manifestación
del	principio	de	igualdad	de	trato	aplicable	a	la	relación	de	trabajo.
La	 referencia	 a	 la	 “estabilidad	 laboral”	 resulta	 anacrónica,	 puesto	 que	 la
terminología	 actual	 prescribe	 la	 adecuada	 protección	 contra	 el	 despido
arbitrario.
CAPÍTULO	SEXTO
Contratos	por	Exportación	no	Tradicional
RÉGIMEN	DE	EXPORTACIÓN	NO	TRADICIONAL
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	80.—Los	contratos	de	trabajo	del	régimen	de	exportación
de	productos	no	tradicionales	a	que	se	refiere	el	Decreto	Ley	N°
22342	se	regulan	por	sus	propias	normas.	Sin	embargo,	le	son
aplicables	las	normas	establecidas	en	esa	ley	sobre	aprobación	de
los	contratos.
Basta	que	la	industria	se	encuentre	comprendida	en	el	Decreto
Ley	N°	22342	para	que	proceda	la	contratación	del	personal	bajo
el	citado	régimen.
D.	L.	22342.
ART.	32.—Las	empresas	a	que	se	refiere	el	artículo	7°	del	presente	decreto
ley,	podrán	contratar	personal	eventual,	en	el	número	que	requieran,	dentro
del	 régimen	 establecido	 por	 el	 Decreto	 Ley	 N°	 18138,	 para	 atender
operaciones	 de	 producción	 para	 exportación	 en	 las	 condiciones	 que	 se
señalan	a	continuación:
a)	La	contratación	dependerá	de:
1.	Contrato	de	exportación,	orden	de	compra	o	documento	que	la	origina;
2.	 Programa	 de	 producción	 de	 exportación	 para	 satisfacer	 el	 contrato,
orden	de	compra	o	documento	que	origina	la	exportación;
b)	 Los	 contratos	 se	 celebran	 para	 obra	 determinada	 en	 términos	 de	 la
totalidad	 del	 programa	 y/o	 de	 sus	 labores	 parciales	 integrantes	 y	 podrán
realizarse	 entre	 las	 partes	 cuantas	 veces	 sea	 necesario,	 observándose	 lo
dispuesto	en	el	presente	artículo;
c)	En	cada	contrato	deberá	especificarse	la	labor	a	efectuarse	y	el	contrato
de	exportación,	orden	de	compra	o	documento	que	la	origine;	y,
d)	El	contrato	deberá	constar	por	escrito	y	será	presentado	a	la	Autoridad
Administrativa	de	Trabajo,	para	su	aprobación	dentro	de	60	días,	vencidos
los	cuales	si	no	hubiere	pronunciamiento,	se	tendrá	por	aprobado.
JURISPRUDENCIA.—La	resolución	del	contrato	de	trabajo	por	exportación
no	tradicional	origina	el	pago	de	la	indemnización	por	despido	arbitrario	en
base	a	los	meses	dejados	de	laborar.	“El	actor	admite	en	su	demanda	haber
estado	sometido	al	régimen	de	contratación	temporal	del	Decreto	Ley
22342	y	reconoce	la	firma	puesta	en	el	último	contrato	que	corre	a	fojas	34,
cuya	vigencia	es	desde	el	01	de	noviembre	de	1993	hasta	el	30	de	abril	de
1994;	que	si	bien	afirma	que	lo	ha	suscrito	en	blanco,	no	ha	probado	tal
hecho,	el	cual	más	bien	se	desvirtúa	al	verificarse	que	el	documento	ha	sido
mimeografiado,	de	tal	modo	que	no	podía	haber	estado	en	blanco	al
momento	de	firmarse;	que	la	demandada	ha	acreditado	haber	estado
registrada	en	el	Ministerio	de	Industria,	Comercio,	Turismo	e	Integración
como	empresa	industrial	de	exportación	no	tradicional,	según	la	copia	del
certificado	de	fojas	35,	lo	que	la	releva	de	mayores	formalidades	para
celebrar	este	tipo	de	contratos,	de	acuerdo	a	la	ultractividad	otorgada	por	el
artículo	123	del	Decreto	Legislativo	728	vigente	en	la	época	de	su
suscripción,	el	cual	señala	que	‘basta	que	la	industria	se	encuentre
comprendida	en	el	Decreto	Ley	22342	para	que	proceda	la	contratación	del
personal	bajo	el	citado	régimen’;	que	al	reconocérsele	validez	a	tales
contratos,	el	actor	carecía	de	estabilidad	y	por	tanto	la	resolución	del	último
contrato,	02	meses	antes	de	su	vencimiento	sólo	le	da	derecho	al	beneficio
establecido	en	el	artículo	119	del	citado	Decreto	Legislativo	(...).”	(RSL,	2da
Sala,	Exp.	2546-95-R(S),	jun.	17/96.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—La	contratación	temporal	por	exportación	no
tradicional	es	legítima	si	el	empleador	acredita	ser	una	empresa	exportadora
de	productos	no	tradicionales	y	señala	expresamente	la	causa	objetiva	que	la
determina.	“(...)	debe	precisarse	que	con	la	constancia	(…),	se	acredita	que	la
sociedad	emplazada	es	una	empresa	exportadora	de	productos	no
tradicionales,	es	decir,	que	resulta	legítimo	que	sus	trabajadores	pueden
encontrarse	sujetos	al	régimen	laboral	especial	establecido	por	el	Decreto
Ley	N°	22342.
Por	lo	tanto,	la	sola	suscripción	de	un	contrato	de	trabajo	sujeto	a
modalidad	bajo	el	régimen	laboral	especial	del	Decreto	Ley	N°	22342	no
puede	ser	considerada	como	un	supuesto	de	desnaturalización,	salvo	que	se
demuestre	que	la	empleadora	no	es	una	empresa	industrial	de	exportación
no	tradicional,	lo	que	no	sucede	en	el	presente	caso.
Hecha	la	precisión	anterior,	debe	establecerse	que	un	contrato	de	trabajo
sujeto	a	modalidad	suscrito	bajo	el	régimen	laboral	especial	del	Decreto	Ley
N°	22342	se	considera	desnaturalizado	cuando	en	él	no	se	consigna	en
forma	expresa	la	causa	objetiva	determinante	de	la	contratación.	(…).”	(T.	C.,
Exp.	01148-2010-PA/TC,	nov.	15/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez.)
COMENTARIO.—Pese	a	que	la	redacción	del	primer	párrafo	del	Art.	80	no
es	del	 todo	 feliz,	debe	entenderse	que	 la	mención	a	 “esa	 ley”	se	encuentra
referida	al	D.	L.	N°	22342.
Por	 lo	demás,	 la	 regla	según	 la	cual	 los	contratos	modales	sólo	deben	ser
presentados	 a	 la	 autoridad	 de	 trabajo	 para	 su	 conocimiento	 y	 registro,
queda	desvirtuada	tratándose	de	contratos	por	exportación	no	tradicional,
los	que	deben	ser	aprobados.
COMENTARIO.—Aprobación	 de	 los	 contratos	 de	 trabajo	 del	 Régimen
de	 Exportación	 no	 Tradicional	 es	 gratuita.	 A	 partir	 del	 1°	 de	mayo	 de
1999	no	se	debe	abonar	tasa	alguna	por	 la	aprobación	de	 los	contratos	de
trabajo	 sujetos	 al	 Régimen	 de	 Exportación	 no	 Tradicional,	 sea	 que	 su
presentación	ante	la	autoridad	administrativa	sea	regular	o	extemporánea.
Los	requisitos	para	la	aprobación	de	los	contratos	de	trabajo	del	Régimen
de	Exportación	no	Tradicional,	 se	 encuentran	determinados	 en	 el	 número
de	orden	39	del	TUPA	del	Ministerio	de	Trabajo.
CAPÍTULO	SÉTIMO
Otros	Contratos	Temporales
TRABAJO	EN	ZONAS	FRANCAS
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	81.—Los	contratos	de	trabajo	temporales	que	se	ejecuten
en	las	zonas	francas	así	como	cualquier	otro	régimen	especial,	se
regula	por	sus	propias	normas.
COMENTARIO.—El	 D.	 Leg.	 N°	 704	 que	 estableció	 el	 régimen	 legal	 de	 las
denominadas	zonas	 francas,	 fue	expresamente	derogado	por	el	Art.	10	del
D.	Leg.	N°	842.
La	 Cuarta	 Disposición	 Transitoria	 del	 D.	 Leg.	 N°	 842	 dispone	 que	 las
empresas	 establecidas	 con	 anterioridad	 al	 1	 de	 setiembre	 de	 1996	 en	 la
zona	 franca	de	 Ilo	mantendrán	 los	beneficios	establecidos	en	el	D.	Leg.	N°
704.	 Entre	 dichos	 beneficios	 se	 encontraba	 la	 posibilidad	 de	 contratar
personal	temporal	sin	restricciones.
Las	empresas	establecidas	en	los	Centros	de	Exportación,	Transformación,
Industria,	 Comercialización	 y	 Servicios–Ceticos,	 en	 fecha	 posterior	 a	 la
indicada	 en	 el	 párrafo	 anterior,	 podrán	 celebrar	 contratos	 modales	 de
acuerdo	 con	 la	 regulación	 de	 la	 Ley	 de	 Productividad	 y	 Competitividad
Laboral.
CONTRATOS	TEMPORALES	NO	CONTEMPLADOS
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	82.—Cualquier	otra	clase	de	servicios	sujeto	a	modalidad
no	contemplado	específicamente	en	el	presente	título	podrá
contratarse,	siempre	que	su	objeto	sea	de	naturaleza	temporal	y
por	una	duración	adecuada	al	servicio	que	debe	prestarse.
APLICACIÓN	SUPLETORIA
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	83.—En	los	casos	a	que	se	refieren	los	artículos	precedentes
son	de	aplicación	supletoria	los	capítulos	V	y	VIII	del	presente
título	en	cuanto	no	se	oponga	a	la	normatividad	específica	de	los
citados	regímenes	de	contratación.
NOTA:	Los	capítulos	V	y	VIII	del	Título	II	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral	se
refieren	a	los	requisitos	formales	para	la	validez	de	los	contratos	modales,	y	a	los	derechos	y
beneficios	de	los	trabajadores	que	los	celebran,	respectivamente.
TÍTULO	TERCERO
Contrato	a	Jornada	Parcial
DERECHOS	LABORALES
D.	S.	001-96-TR.
ART.	11.—Los	trabajadores	contratados	a	tiempo	parcial	tienen
derecho	a	los	beneficios	laborales,	siempre	que	para	su
percepción	no	se	exija	el	cumplimiento	del	requisito	mínimo	de
cuatro	(4)	horas	diarias	de	labor.
COMENTARIO.—Se	 desprende	 del	 enunciado	 del	 Art.	 11	 reglamentario,
que	son	contratos	a	tiempo	parcial	aquellos	en	los	que	la	jornada	ordinaria
del	trabajador	es	inferior	a	cuatro	horas	diarias.	De	ahí	que	los	trabajadores
en	 jornada	 parcial	 tengan	 derecho	 a	 todos	 los	 beneficios	 laborales,	 con
exclusión	de	los	condicionados	a	la	ejecución	de	una	jornada	mínima	diaria
de	cuatro	horas.
Se	considera	cumplido	el	requisito	de	las	cuatro	horas	en	los	casos	en	que
la	 jornada	 semanal	 del	 trabajador	 dividida	 entre	 seis	 o	 cinco	 días,	 según
corresponda,	resulte	en	promedio	no	menor	de	cuatro	horas	diarias.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	13.—El	contrato	a	tiempo	parcial	será	celebrado	necesariamente	por
escrito.	Dicho	contrato	será	puesto	en	conocimiento,	para	su	registro,	ante
la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo,	en	el	 término	de	quince	 (15)	días
naturales	de	su	suscripción.
COMENTARIO.—Formalidad	del	contrato.	Pese	a	que	el	Art.	4°	de	la	L.	de
P.	y	C.	L.	se	limita	a	prescribir	la	necesaria	forma	escrita	de	los	contratos	a
jornada	 parcial,	 su	 reglamento	 obliga	 adicionalmente	 a	 ponerlos	 en
conocimiento	de	la	autoridad	de	trabajo	dentro	de	los	quince	días	naturales
de	su	celebración.
El	 número	de	orden	37	del	TUPA	del	Ministerio	de	Trabajo	 establece	 los
requisitos	 del	 registro.	 Si	 el	 contrato	 se	 pone	 en	 conocimiento	 de	 la
autoridad	de	trabajo	dentro	del	plazo	de	ley	no	se	abonará	tasa	alguna.	La
presentación	 extemporánea	 está	 sujeta	 al	 pago	de	una	 tasa	 equivalente	 al
1%	de	la	UIT.
JURISPRUDENCIA.—Trabajador	con	jornada	a	tiempo	parcial	que	no	tiene
un	contrato	por	escrito	obtiene	todos	los	beneficios	de	un	trabajador	que
labora	más	de	4	horas.	“Conviene	señalar	que	los	contratos	de	trabajo	a
tiempo	parcial	implican	un	servicio	inferior	a	la	jornada	ordinaria	de
trabajo.	Así,	el	artículo	12	del	Decreto	Supremo	N°	001-96-TR	(...).
9.	Por	otro	lado,	en	el	artículo	13	del	Decreto	Supremo	N°	001-96-TR	y	en
el	tercer	párrafo	del	artículo	4°	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	se
establece	como	formalidad	esencial	que	estos	contratos	sean	escritos,	de	lo
contrario	se	considera	que	el	trabajador	tiene	todos	los	beneficios	de	un
trabajador	que	labora	más	de	cuatro	horas”.	(T.	C.,	Exp.	00734-2013-PA/TC,
nov.	13/2014.	S.	S.	Blume	Fortini)
JURISPRUDENCIA.—TC	reitera:	desnaturalización	de	los	contratos	de
trabajo	a	tiempo	parcial	configuran	una	relación	laboral	a	tiempo
indeterminado.	“(...)	La	cuestión	controvertida	consiste	en	determinar	si	los
contratos	de	trabajo	a	tiempo	parcial	que	suscribió	la	demandante	fueron
desnaturalizados,	convirtiéndose	en	contratos	de	trabajo	a	plazo
indeterminado	(…)	En	el	presente	caso	aparece	que	obran	las	boletas	de
pago	de	fs.	5	a	27;	a	fojas	33	obra	el	contrato	de	trabajo	individual	a	tiempo
parcial,	de	fojas	59	a	62	obran	los	informes	emitidos	por	la	Gerencia	de
Servicios	Sociales	y	la	Sub	Gerencia	de	Participación,	Promoción	y	Juventud
de	la	municipalidad	demandada,	en	los	cuales	se	advierte	que	la	recurrente
laboró	en	el	Área	de	Residuos	Sólidos,	y	a	fojas	156	obra	la	constancia
expedida	por	el	gerente	de	gestión	social	de	la	entidad	emplazada,	dando	fe
que	la	recurrente	ha	laborado	desde	agosto	del	2004	al	5	de	octubre	del
2006,	con	un	horario	de	8	horas	diarias.	Asimismo	de	fojas	157	a	164	de
autos	corren	copias	de	la	documentación	de	asistencia	personal,	de	las	que
se	advierte	que	la	demandante	registraba	su	entrada	y	salida;	es	decir,
durante	el	periodo	laborado	la	demandante	estuvo	sujeta	a	subordinación	y
a	un	horario	de	trabajo	previamente	determinado	por	su	empleador	a
cambio	de	una	remuneración;	siendo	ello	así	los	contratos	de	trabajo	a
tiempo	parcial	no	tienen	ninguna	validez	ya	que	mediante	ellos	la
emplazada	encubría	una	relación	laboral	de	naturaleza	indeterminada.	Por
lo	tanto	habiéndose	determinado	que	la	demandante	ha	desempeñado
labores	en	forma	subordinada	y	permanente,	es	de	aplicación	el	principio	de
la	primacía	de	la	realidad,	en	virtud	del	cual	queda	establecido	que	entre	las
partes	ha	habido	una	relación	de	naturaleza	laboral	a	plazo	indeterminado;
por	lo	que	la	entidad	demandada,	al	haber	despedido	a	la	demandante	sin
haberle	expresado	la	causa	relacionada	con	su	conducta	o	su	desempeño
laboral	que	justifique	dicha	decisión,	ha	vulnerado	su	derecho
constitucional	al	trabajo,	pues	la	ha	despedido	arbitrariamente.	(…).”	(T.	C.,
Exp.	01511-2008-PA/TC,	jul.	07/2009.	Pres.Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—Desnaturalización	del	contrato	a	jornada	parcial.	“Si
bien	a	fojas	142	obra	un	contrato	individual	de	trabajo	en	jornada	inferior	a
cuatro	horas	diarias,	se	aprecia	de	las	boletas	de	pago	corrientes	a	fojas	4,	6
a	44	que	la	actora	ha	prestado	labores	48	horas	semanales,	situación	que
evidencia	las	labores	prestadas	por	la	actora	han	sido	mayor	a	cuatro
diarias,	enervando	de	esa	forma	el	contrato	referido,	reputándose	la
existencia	de	un	contrato	de	trabajo	con	labores	superiores	a	las	cuatro
horas	diarias,	en	virtud	del	Principio	de	Primacía	de	la	Realidad	(…).”	(sic).
(RSL.	3ra	Sala,	Exp.	7337-97-DA(S),	ene.	30/98.	V.	P.	Barrera	Utano)
TERCERA	PARTE
Derechos	de	los	Trabajadores
TÍTULO	PRIMERO
Jornada	de	Trabajo
JORNADA	ORDINARIA	DE	TRABAJO
TUO	-	D.	Leg.	854.
ART.	1°.—La	jornada	ordinaria	de	trabajo	para	varones	y	mujeres
mayores	de	edad	es	de	ocho	(8)	horas	diarias	o	cuarenta	y	ocho
(48)	horas	semanales	como	máximo.
Se	puede	establecer	por	ley,	convenio	o	decisión	unilateral	del
empleador	una	jornada	menor	a	las	máximas	ordinarias.
La	jornada	de	trabajo	de	los	menores	de	edad	se	regula	por	la	ley
de	la	materia.
El	incumplimiento	de	la	jornada	máxima	de	trabajo	será
considerada	una	infracción	de	tercer	grado,	de	conformidad	con	el
Decreto	Legislativo	N°	910,	Ley	General	de	Inspección	del	Trabajo
y	Defensa	del	Trabajador,	y	sus	normas	reglamentarias.
NOTA:	Mediante	Decreto	Supremo	N°	007-2002-TR,	se	aprobó	el	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto
Legislativo	N°	854,	Ley	de	Jornada	de	Trabajo,	modificado	por	la	Ley	N°	27671.
Const.
ART.	 25.—La	 jornada	 ordinaria	 de	 trabajo	 es	 de	 ocho	 horas	 diarias	 o
cuarenta	 y	 ocho	 horas	 semanales,	 como	 máximo.	 En	 caso	 de	 jornadas
acumulativas	 o	 atípicas,	 el	 promedio	 de	 horas	 trabajadas	 en	 el	 período
correspondiente	no	puede	superar	dicho	máximo.
Los	trabajadores	tienen	derecho	a	descanso	semanal	y	anual	remunerados.
Su	disfrute	y	su	compensación	se	regulan	por	ley	o	por	convenio.
PREVENCIÓN,	SANCIÓN	Y	ERRADICACIÓN	DE	LA	VIOLENCIA
CONTRA	LAS	MUJERES	Y	LOS	INTEGRANTES	DEL	GRUPO
FAMILIAR
Ley	30364.
ART.	11.—Derechos	laborales.	El	trabajador	o	trabajadora	que	es	víctima
de	la	violencia	a	que	se	refiere	la	presente	ley	tiene	los	siguientes	derechos:
a.	A	no	sufrir	despido	por	causas	relacionadas	a	dichos	actos	de	violencia.
b.	Al	cambio	de	 lugar	de	 trabajo	en	tanto	sea	posible	y	sin	menoscabo	de
sus	 derechos	 remunerativos	 y	 de	 categoría.	 Lo	 mismo	 se	 aplica	 para	 el
horario	de	trabajo,	en	lo	pertinente.
c.	 A	 la	 justificación	 de	 las	 inasistencias	 y	 tardanzas	 al	 centro	 de	 trabajo
derivadas	 de	 dichos	 actos	 de	 violencia.	 Estas	 inasistencias	 no	 pueden
exceder	de	cinco	días	laborables	en	un	período	de	treinta	días	calendario	o
más	 de	 quince	 días	 laborables	 en	 un	 período	 de	 ciento	 ochenta	 días
calendario.	 Para	 tal	 efecto,	 se	 consideran	 documentos	 justificatorios	 la
denuncia	 que	 presente	 ante	 la	 dependencia	 policial	 o	 ante	 el	 Ministerio
Público.
d.	A	la	suspensión	de	la	relación	laboral.	El	juez	a	cargo	del	proceso	puede,
a	pedido	de	la	víctima	y	atendiendo	a	la	gravedad	de	la	situación,	conceder
hasta	un	máximo	de	cinco	meses	consecutivos	de	suspensión	de	la	relación
laboral	sin	goce	de	remuneraciones.
La	 reincorporación	 del	 trabajador	 o	 trabajadora	 a	 su	 centro	 de	 trabajo
debe	realizarse	en	 las	mismas	condiciones	existentes	en	el	momento	de	 la
suspensión	de	la	relación	laboral.
D.	S.	009-2016-Mimp.
ART.	1°.—Aprobación.	Apruébese	el	Reglamento	de	 la	Ley	N°	30364,	Ley
para	 prevenir,	 sancionar	 y	 erradicar	 la	 violencia	 contra	 las	mujeres	 y	 los
integrantes	 del	 grupo	 familiar,	 que	 consta	 de	 cuatro	 (04)	 títulos,	 dieciséis
(16)	capítulos,	 tres	(03)	disposiciones	complementarias	 finales	y	 tres	(03)
disposiciones	 complementarias	 transitorias;	 y,	 cuatro	 (04)	 documentos
denominados	 “Ficha	 de	 valoración	 de	 riesgo	 en	 mujeres	 víctimas	 de
violencia	 de	 pareja”,	 “Ficha	 de	 valoración	 de	 riesgo	 de	 niños,	 niñas	 y
adolescentes	 víctimas	 de	 violencia	 en	 el	 entorno	 familiar	 (0	 a	 17	 años)”,
“Ficha	 de	 valoración	 de	 riesgo	 en	 personas	 adultas	 mayores	 víctimas	 de
violencia	familiar”,	y	el	“Instructivo	de	las	fichas	de	valoración	de	riesgo”,	los
mismos	 que	 en	 anexo	 forman	 parte	 integrante	 del	 presente	 decreto
supremo.
REGLAMENTO	DE	LA	LEY	PARA	PREVENIR	Y	ERRADICAR	LA
VIOLENCIA	CONTRA	LA	MUJER
Regl.	-	D.	S.	009-2016-Mimp.
ART.	83.—Prohibición	de	despido	por	causas	relacionadas	a	actos	de
violencia.
83.1	Corresponde	al	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	dictar
las	medidas	específicas	para	garantizar	que	ningún	trabajador	o	trabajadora
sea	despedido	por	razones	relacionadas	a	actos	de	violencia	reguladas	en	la
ley.
83.2.	 En	 atención	 a	 ello,	 la	 institución	 que	 elabore	 el	 certificado	 médico
previsto	 en	 el	 artículo	 26	 de	 la	 ley	 prepara,	 a	 solicitud	 de	 la	 víctima,	 un
informe	 complementario	 que	 consigne	 exclusivamente	 la	 información
relativa	 a	 las	 consecuencias	 físicas	 y	 psicológicas	 de	 la	 violencia,	 con	 el
objeto	de	evitar	la	revictimización.
Regl.	-	D.	S.	009-2016-Mimp.
ART.	84.—Solicitud	de	cambio	de	lugar	u	horario	de	trabajo.
84.1.	La	trabajadora	o	el	trabajador	pueden	solicitar	el	cambio	del	lugar	u
horario	de	trabajo	por	causas	relacionadas	a	actos	de	violencia	previstos	en
la	 ley	 si	 resulta	 necesario	 para	 mitigar	 su	 ocurrencia	 o	 los	 efectos	 de	 la
misma.	Dicha	solicitud	se	presenta	por	escrito	al	área	de	recursos	humanos
o	quien	haga	sus	veces	y	contiene:
a.	El	nombre	de	la	víctima	y	su	número	de	documento	de	identidad;
b.	Razones	por	 las	que	el	cambio	de	 lugar	de	trabajo	permitirá	garantizar
sus	derechos;
c.	Lugar	u	horario	al	que	desea	ser	trasladada;	y
d.	Copia	de	 la	denuncia	presentada	ante	 la	dependencia	policial	o	 ante	el
Ministerio	Público	u	otros	medios	probatorios	pertinentes.
84.2.	Una	vez	presentada	 la	 solicitud,	 el	 empleador	 tiene	un	 lapso	de	dos
días	hábiles	para	brindar	una	respuesta,	la	misma	que	de	ser	negativa	debe
estar	sustentada	en	elementos	objetivos	y	razonables,	 los	mismos	que	son
expuestos	en	detalle.	Ante	la	negativa,	la	presunta	víctima	puede	solicitar	al
juzgado	competente	el	cambio	de	lugar	u	horario	de	trabajo,	como	medida
de	protección.
84.3.	Cuando	la	violencia	provenga	del	entorno	laboral,	el	cambio	del	lugar
de	trabajo	constituye	una	obligación	del	empleador,	siempre	que	ésta	haya
sido	 solicitada	 por	 la	 víctima.	 De	 no	 existir	 otro	 lugar	 de	 trabajo,	 el
empleador	 adopta	 medidas	 para	 evitar	 la	 proximidad	 entre	 la	 presunta
persona	agresora	y	la	víctima.
Regl.	-	D.	S.	009-2016-Mimp.
ART.	85.—Inasistencias	y	tardanzas	en	razón	de	actos	de	violencia.	En
cuanto	 a	 las	 inasistencias	 y	 tardanzas	 la	 empleadora	 o	 el	 empleador
consideran	los	siguientes	aspectos:
a.	 Las	 inasistencias	 o	 tardanzas	 son	 destinadas	 a	 atender	 asuntos	 de
naturaleza	 legal,	 médica	 o	 social	 derivados	 de	 los	 hechos	 de	 violencia
previstos	por	la	ley.	La	inasistencia	se	justifica	dentro	del	término	del	tercer
día	de	culminada	la	ausencia,	más	el	término	de	la	distancia.
b.	Las	inasistencias	se	consideran	justificadas	hasta	el	número	previsto	en
la	ley,	son	informadas	al	área	de	recursos	humanos	del	empleador	o	quien
haga	sus	veces	con	un	día	de	antelación	y	adjuntando	una	copia	simple	de	la
denuncia	realizada	ante	una	dependencia	policial	o	el	Ministerio	Público,	de
las	 citaciones	 o	 constancias	 de	 las	 demás	 diligencias	 que	 del	 proceso	 de
investigación	 o	 el	 proceso	 judicial	 se	 deriven	 u	 otros	medios	 probatorios
pertinentes.
c.	 La	 justificación	 de	 las	 tardanzas	 requiere,	 además	 de	 lo	 previsto	 en	 el
literal	anterior,	un	documento	o	declaración	jurada	que	acredite	el	motivo.
d.	 La	 información	 de	 la	 inasistencia	 o	 tardanza	 y	 la	 entrega	 de	 los
documentos	 sustentatorios	 puede	 hacerse,	 además	 de	 físicamente,	 por
cualquier	medio	digital	que	garantice	su	recepción	por	parte	del	empleador
o	empleadora.
e.	 Cuando	 las	 características	 de	 los	 hechos	 de	 violencia	 impidan	 la
comunicación	previa	de	la	inasistencia	o	tardanza,	la	víctima	debe	subsanar
los	 requerimientos	 de	 los	 literales	 “b”	 y	 “c”	 del	 presente	 artículo,	 cuando
retorne	a	su	centro	de	labores.
f.	 La	 trabajadora	 o	 el	 trabajador	 tienen	 hasta	 ciento	 ochenta	 días	 para
compensar	 las	 horas	 no	 laboradas,	 excepto	 cuando	 la	 tardanza	 o
inasistencia	 es	 por	 motivos	 de	 salud	 como	 consecuencia	 de	 los	 actos	 de
violencia	o	para	acudir	a	citaciones	policiales,	judiciales	u	otras,	vinculadas
con	la	denuncia	de	los	referidos	actos	de	violencia.
Regl.	-	D.	S.	009-2016-Mimp.
ART.	86.—Servicios	sectoriales.
86.1.	Conjuntamente	con	las	medidas	de	protección	previstas	en	el	artículo
16	 de	 la	 ley,	 el	 Juzgado	 de	 Familia	 o	 su	 equivalente	 dispondrá	 que	 el
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	(MTPE)	brinde	los	servicios
pertinentes	a	la	víctima.
86.2.	En	atención	a	ello,	el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	a
través	 de	 la	 instancia	 competente,	 y	 considerando	 las	 necesidades
particulares,	deriva	a	la	víctima	a	los	diversos	servicios	de	trabajo	y	empleo
que	brinda	el	sector.
86.3.	Asimismo,	de	conformidad	con	el	artículo	45	de	la	ley,	el	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	a	través	del	Viceministerio	de	Promoción
del	 Empleo,	 incluye	 prioritariamente	 en	 todos	 los	 planes,	 programas	 y
estrategias,	la	inclusión	de	víctimas	de	violencia	como	beneficiarias	a	través
de	programas	para	su	incorporación	en	el	mercado	de	trabajo.
Ley	30364.
ART.	 26.—Contenido	 de	 los	 certificados	 médicos	 e	 informes.	 Los
certificados	 de	 salud	 física	 y	 mental	 que	 expidan	 los	 médicos	 de	 los
establecimientos	públicos	de	salud	de	los	diferentes	sectores	e	instituciones
del	Estado	y	niveles	de	gobierno,	tienen	valor	probatorio	acerca	del	estado
de	salud	física	y	mental	en	 los	procesos	por	violencia	contra	 las	mujeres	y
los	integrantes	del	grupo	familiar.
Igual	 valor	 tienen	 los	 certificados	 expedidos	 por	 los	 centros	 de	 salud
parroquiales	 y	 los	 establecimientos	 privados	 cuyo	 funcionamiento	 se
encuentre	autorizado	por	el	Ministerio	de	Salud.
Los	certificados	correspondientes	de	calificación	del	daño	físico	y	psíquico
de	 la	 víctima	 deben	 ser	 acordes	 con	 los	 parámetros	 médico-legales	 del
Instituto	de	Medicina	Legal	y	Ciencias	Forenses	del	Ministerio	Público.
Los	certificados	médicos	contienen	información	detallada	de	los	resultados
de	 las	 evaluaciones	 físicas	 y	 psicológicas	 a	 las	 que	 se	 ha	 sometido	 a	 la
víctima.	 De	 ser	 el	 caso,	 los	 certificados	 de	 las	 evaluaciones	 físicas	 deben
consignar	necesariamente	la	calificación	de	días	de	atención	facultativa	así
como	la	calificación	de	días	de	incapacidad.
En	 el	marco	de	 las	 atenciones	que	brinden	 todos	 los	 establecimientos	de
salud	 públicos	 y	 privados	 deben	 resguardar	 la	 adecuada	 obtención,
conservación	y	documentación	de	la	prueba	de	los	hechos	de	violencia.
Los	 informes	 psicológicos	 de	 los	 centros	 emergencia	 mujer	 y	 otros
servicios	 estatales	 especializados	 tienen	 valor	 probatorio	 del	 estado	 de
salud	 mental	 en	 los	 procesos	 por	 violencia	 contra	 las	 mujeres	 y	 los
integrantes	del	grupo	familiar.
En	el	sector	público,	la	expedición	de	los	certificados	y	la	consulta	médica
que	 los	 origina,	 así	 como	 los	 exámenes	 o	 pruebas	 complementarios	 para
emitir	diagnósticos	son	gratuitos.
Para	 efectos	 de	 la	 presente	 ley	 no	 resulta	 necesaria	 la	 realización	 de	 la
audiencia	 especial	 de	 ratificación	 pericial;	 por	 lo	 que	 no	 se	 requiere	 la
presencia	de	los	profesionales	para	ratificar	los	certificados	y	evaluaciones
que	hayan	emitido	para	otorgarles	valor	probatorio.
Regl.	-	D.	S.	009-2016-Mimp.
ART.	13.—Certificados	o	 informes	sobre	el	estado	de	 la	salud	mental
de	la	víctima.
13.1.	 El	 Instituto	 de	 Medicina	 Legal	 y	 Ciencias	 Forenses	 del	 Ministerio
Público,	 los	 establecimientos	públicos	de	 salud,	 los	 centros	parroquiales	 y
los	establecimientos	privados	emiten	certificados	o	informes	relacionados	a
la	salud	mental	de	las	víctimas	que	pueden	constituir	medios	probatorios	en
los	 procesos	 de	 violencia.	 Los	 informes	 psicológicos	 de	 los	 centros
emergencia	mujer	y	otros	servicios	estatales	especializados	también	tienen
valor	probatorio	en	 los	procesos	por	violencia.	Los	certificados	e	 informes
se	 realizan	 conforme	 los	 parámetros	 que	 establezca	 la	 institución
especializada.
Los	certificados	o	 informes	tienen	valor	probatorio	al	momento	de	emitir
las	medidas	de	protección,	medidas	cautelares	así	como	la	acreditación	del
ilícito	penal	correspondiente.
13.2.	Los	certificados	o	informes	pueden	además:
1.	 Indicar	 si	 existen	 condiciones	 de	 vulnerabilidad	 y	 si	 la	 víctima	 se
encuentra	en	riesgo.
2.	Recomendar	la	realización	de	evaluaciones	complementarias.
13.3	 En	 caso	 de	 que	 el	 certificado	 o	 informe	 psicológico	 recomiende	 la
realización	de	 la	evaluación	complementaria,	ésta	puede	ser	ordenada	por
el	Ministerio	Público	o	el	Poder	Judicial	que	reciba	el	informe.
JURISPRUDENCIA.—La	jornada	laboral	puede	ser	legal,	convencional	o
unilateral.	“(...)	la	jornada	de	trabajo	u	horario	de	trabajo	debe	entenderse
como	el	lapso	de	tiempo	durante	el	cual	el	trabajador	debe	prestar	servicios
al	empleador	según	lo	pactado	en	el	contrato	de	trabajo,	siendo	en	este
espacio	de	tiempo	que	el	trabajador	se	obliga	a	poner	su	actividad	laboral	a
favor	del	empleador;	cabe	indicar	que	la	jornada	de	trabajo	puede	ser	legal,
convencional	o	por	decisión	unilateral	del	empleador	menor	a	la	máxima
legal,	la	cual	no	debe	exceder	de	ocho	horas	diarias	y	cuarenta	y	ocho	horas
semanales,	conforme	fue	reconocido	por	el	Convenio	N°	01	OIT	de	mil
novecientos	diecinueve	(...).”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	3744-2009-Callao,	jul.	07/2010.
S.	S.	Vásquez	Cortez)
DOCTRINA.—Características	 de	 la	 jornada	 de	 trabajo.	 “El	 tiempo	 que
cotidianamente	está	el	trabajador	a	la	disposición	del	patrón	para	prestar	el
servicio,	 que	 se	 traduce	 en	 la	 jornada,	 no	 puede	 exceder	 de	 los	 límites
legales,	esto	es	la	ley	permite	una	duración	máxima	de	la	jornada	cotidiana,
autorizando	también	la	ley	que	el	trabajador	y	el	patrón	puedan	convenir	en
fijar	 su	 duración	 dentro	 de	 los	 límites	 legales,	 lo	 cual	 quiere	 decir,	 que
convencionalmente	pueda	establecerse	por	las	partes	una	jornada	menor	de
los	límites	autorizados,	o	el	reparto	de	las	horas	de	trabajo	según	convenga
recíprocamente	a	la	empresa	y	a	los	trabajadores,	de	tal	manera	que	pueden
laborar	 cotidianamente	 en	 forma	 continua	o	discontinua;	 en	 forma	 rolada
por	 turnos,	 ya	 sea	 diurnos,	 vespertinos	 o	 nocturnos	 e	 incluso	 reducir	 los
días	laborales,	semanalmente	o	para	permitir	reposo	a	 los	trabajadores	de
la	tarde	de	los	sábados”.	(OLVERA	QUINTERO,	Jorge.	Derecho	Mexicano	del
Trabajo,	Porrúa,	México,	2001;	pág.	172)
Ley	27337.
ART.	56.—Jornada	de	trabajo.	El	trabajo	del	adolescente	entre	los	doce	y
catorce	años	no	excederá	de	 cuatro	horas	diarias	ni	de	veinticuatro	horas
semanales.	El	trabajo	del	adolescente,	entre	los	quince	y	diecisiete	años	no
excederá	de	seis	horas	diarias	ni	de	treinta	y	seis	horas	semanales.
DOCTRINA.—Protección	laboral	a	los	menores	de	edad.	 “La	protección
de	los	niños	y	los	jóvenes	es	una	preocupación	que	desde	antiguo	se	pone	de
manifiesto	en	las	legislaciones.	En	el	tiempo	se	ha	logrado	suprimir,	por	lo
menos	en	 los	 textos	 legales,	 el	 trabajo	de	 los	niños	y	 se	procura	reducir	o
pautar	 el	 trabajo	 de	 los	 jóvenes,	 en	 forma	 tal,	 que	 éstos	 completen	 su
educación	y	adquieran	una	formación	o	una	capacitación	que	pueda	serles
de	utilidad	para	su	desenvolvimiento	posterior.	Claro	está	que	es	difícil	fijar
este	 límite	 que	 pudiera	 separar	 los	 niños	 de	 los	 jóvenes,	 más	 allá	 de	 las
subjetividades.	 En	 principio,	 toda	 la	 prédica	 y	 la	 concreción	 legislativa
tendió	 a	 la	 prohibición	 del	 trabajo	 de	 los	 menores	 de	 catorce	 años,
entendiendo	que,	por	debajo	de	esa	edad,	estaba	la	niñez.	Pero	posteriores
convenios	de	la	OIT,	pretendieron	llevar	esa	cifra	a	los	quince	años	y	aun	la
Declaración	 de	 París	 elevó	 el	 límite	 a	 los	 dieciséis	 años.	 Pero	 estas
determinaciones	 sólo	 pueden	 hacerse	 tomando	 en	 cuenta	 las
caracterizaciones	 locales,	 la	 capacidad	 de	 la	 infraestructura	 educativa	 y
hasta	las	circunstancias	económico-sociales	generales”.	(MARTÍNEZ	VIVOT,
Julio	J.	Elementos	del	Derecho	del	Trabajo	y	de	la	Seguridad	Social,	Editorial
Astrea,	Argentina,	1999;	pág.	281)
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	1°.—Cuando	el	presente	decreto	 supremo	haga	mención	 a	 la	 ley,	 se
entenderá	referida	al	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	854,
Ley	de	Jornada	de	Trabajo,	Horario	y	Trabajo	en	Sobretiempo	aprobado	por
Decreto	Supremo	N°	007-2002-TR.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	 2°.—El	 empleador	 deberá	 dar	 a	 conocer	 por	 medio	 de	 carteles
colocados	 en	 un	 lugar	 visible	 de	 su	 establecimiento	 o	 por	 cualquier	 otro
medio	adecuado,	las	horas	en	que	se	inicia	y	culmina	la	jornada	de	trabajo.
Asimismo,	el	empleador	deberá	dar	a	conocer	la	oportunidad	en	que	se	hace
efectivo	el	horario	de	refrigerio.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	3°.—La	reducción	de	la	jornada	por	convenio	o	decisión	unilateral	del
empleador	a	que	se	refiere	el	segundo	párrafo	del	artículo	1°	de	 la	 ley,	no
podrá	 originar	 una	 reducción	 en	 la	 remuneración	 que	 el	 trabajador	 haya
venido	percibiendo,	salvo	pacto	expreso	en	contrario.
JORNADA	DE	LOS	PERIODISTAS
Ley	24724.
ART.	1°.—La	jornada	ordinaria	de	trabajo	para	los	periodistas
será	no	mayor	de	cinco	días	ni	mayor	de	cuarenta	horas	a	la
semana,	sea	cual	fuere	su	centro	de	trabajo,	sin	perjuicio	de	los
beneficios	alcanzados	por	la	ley	o	convenio.
D.	S.	001-88-TR.
ART.	2°.—La	jornada	ordinaria	de	trabajo	de	los	periodistas	se	regula	por
lo	dispuesto	en	la	Ley	N°	24724	y	el	presente	reglamento,	manteniendo	su
vigencia	 las	 jornadas	 inferiores	ya	establecidas,	 las	mismas	que	no	podrán
ser	objeto	de	modificación	unilateral.
D.	S.	001-88-TR.
ART.	 3°.—Independientemente	 del	 día	 descanso	 regular	 que	 han	 venido
gozando	 los	periodistas,	el	día	de	descanso	adicional,	que	 la	Ley	N°	24724
otorga,	es	de	24	horas	continuas,	el	que	se	abonará	con	igual	remuneración
a	la	de	un	día	ordinario	de	labor.
D.	S.	001-88-TR.
ART.	4°.—Las	cuarenta	y	ocho	horas	de	descanso	establecidas	en	favor	de
los	periodistas	son	continuas;	en	consecuencia	el	día	de	descanso	adicional,
a	 que	 se	 contrae	 el	 artículo	 precedente,	 será	 fijado	 por	 el	 empleador,
debiendo	otorgarlo	el	día	inmediato	anterior	o	inmediato	posterior	al	día	de
descanso	regular.
D.	S.	001-88-TR.
ART.	 6°.—Los	 periodistas,	 podrán	 convenir	 con	 sus	 empleadores	 otras
modalidades	de	aplicación	de	la	Ley	N°	24724,	distintas	a	la	establecida	en
el	presente	reglamento.
JORNADA	DE	LAS	ENFERMERAS
Ley	27669.
ART.	17.—Jornada	laboral.	La	jornada	laboral	de	la
enfermera(o)	tendrá	una	duración	máxima	de	treinta	y	seis	horas
semanales	o	su	equivalente	de	ciento	cincuenta	horas	mensuales,
incluyendo	la	jornada	de	guardia	diurna	y	nocturna.
El	descanso	remunerado	correspondiente	a	los	días	feriados	no
laborables	será	contabilizado	dentro	de	la	jornada	asistencial
semanal	o	mensual	en	la	forma	que	disponga	el	reglamento.
Ley	27669.
ART.	18.—Sobretiempos	y	descansos	remunerados.	El	tiempo	de	trabajo
que	 exceda	 la	 jornada	 laboral	 establecido	 en	 el	 párrafo	 anterior	 será
considerado	 como	 horas	 extraordinarias,	 debiendo	 remunerarse	 en	 la
forma	correspondiente.
El	trabajo	prestado	en	los	días	que	corresponden	al	descanso	semanal	y	a
los	 días	 feriados	 no	 laborables,	 sin	 descanso	 sustitutorio,	 da	 derecho	 a	 la
enfermera(o)	 a	 percibir	 adicionalmente	 el	 pago	 de	 la	 remuneración	 que
corresponde	a	dicha	labor	con	una	sobretasa	del	100%,	siempre	que	cumpla
con	los	requisitos	previstos	en	el	reglamento.
COMENTARIO.—Inicios	 de	 la	 jornada	 de	 ocho	 horas.	 Desde	 enero	 del
año	1919	se	aplica	–luego	de	superar	una	serie	de	contratiempos	iniciales–
la	jornada	de	ocho	horas	en	nuestro	país.
El	 establecimiento	 de	 esta	 jornada	 máxima	 fue	 consecuencia	 de	 dos
movimientos	 coincidentes.	 De	 un	 lado,	 las	 corrientes	 internacionales
lideradas	 por	 los	 planteamientos	 de	 la	 Iglesia	 Católica	 y	 los	 ideólogos
socialistas;	 del	 otro,	 un	 arraigado	 planteamiento	 de	 los	 trabajadores
peruanos,	que	en	su	momento	contó	incluso	con	el	apoyo	de	los	campesinos
y	los	estudiantes.
Lo	cierto	es	que	ya	en	el	año	1919	se	entendía	que	era	necesario	limitar	las
jornadas	 excesivas	 y	 agobiantes,	 no	 sólo	 por	 motivos	 humanitarios,	 sino
también	porque	recientes	estudios	de	administración	del	trabajo	concluían
que	el	rendimiento	y	 la	productividad	decaían	notablemente	si	 las	 labores
se	extendían	por	sobre	 las	ocho	horas	diarias,	mientras	que	 los	accidentes
ocupacionales	tendían	a	incrementarse.
A	casi	ocho	décadas	de	la	instauración	en	nuestro	medio	de	las	ocho	horas
diarias	de	labor,	se	aprecia	que	en	algunos	ordenamientos	la	tendencia	es	a
disminuir	la	jornada	de	trabajo	diaria	y	semanal	a	efectos	de	incrementar	el
empleo.
COMENTARIO.—Definición	de	“jornada”.	Es	interesante	notar	que	el	Art.
1°	de	la	ley,	si	bien	establece	límites	a	la	jornada	de	trabajo,	no	la	define.
El	significado	del	vocablo	“jornada”	alude	al	tiempo	de	duración	del	trabajo
diario	de	 los	obreros.	Este	concepto	se	ha	 ido	ampliando	con	el	correr	del
tiempo,	 llegando	 a	 abarcar	 el	 límite	 semanal	 del	 trabajo	 y	 entendiéndose
con	alcances	generales,	es	decir,	no	sólo	referido	a	los	obreros.
¿Cuándo	 se	 inicia	 la	 jornada?	 A	 la	 interrogante	 la	 doctrina	 responde	 sin
uniformidad	de	criterios:
-	 Teoría	 del	 trabajo	 efectivo.	 Sostiene	 que	 las	 labores	 deben	 computarse
desde	el	momento	en	que	se	inicia	el	trabajo	efectivo.
-	Teoría	del	período	a	disposición	del	empleador.	Dado	que	el	empleador	es
el	 responsable	 de	 la	 asignación	 de	 tareas	 a	 sus	 dependientes,	 debe
computarse	 la	 jornada	 desde	 el	 instante	 en	 que	 éstos	 se	 encuentran	 a	 su
disposición	en	el	centro	de	trabajo.
Nuestra	legislación	se	inclina	por	la	posición	que	hace	referencia	al	trabajo
efectivo.	 Pero	 nada	 impide,	 por	 otro	 lado,	 que	 por	 convenio	 o	 por	 propia
voluntad	 patronal	 se	 considere	 ciertos	 períodos	 preparatorios	 al	 trabajo
efectivo,	o	consecuentes	a	éste,	como	integrantes	de	la	jornada	laboral.
El	 texto	 legal	 limita	 la	duración	de	 la	 jornada	ordinaria	de	modo	diario	y
también	 semanal,	 situación	 que	 faculta	 cierta	 flexibilidad	 en	 los	 períodos
diarios	de	labor,	pudiendo	exceder	en	algunos	casos	las	ocho	horas	por	día,
pero	nunca	las	48	horas	por	semana,	salvo	que	se	trate	de	sobretiempo	o	de
jornadas	acumulativas.
COMENTARIO.—Existencia	 de	 jornadas	 reducidas.	 El	 Art.	 1°	 del	 Texto
Único	Ordenado	-	D.	Leg.	N°	854	en	su	párrafo	inicial	determina	limitaciones
a	la	jornada	de	trabajo	ampliando	con	ello	su	función	tuitiva.
Se	establece	la	jornada	ordinaria	máxima,	pero	queda	librada	a	la	voluntad
de	 las	 partes	 o	 únicamente	 a	 la	 decisión	 del	 empleador,	 la	 facultad	 de
determinar	jornadas	de	trabajo	temporalmente	inferiores.
La	 decisión	 –sea	 unilateral	 del	 empleador	 o	 consensual–	 de	 aplicar	 una
jornada	reducida,	si	es	tomada	al	inicio	de	las	actividades	empresariales	no
origina	 problema	 alguno.	 Distinta	 es	 la	 situación	 cuando	 ya	 existe	 una
jornada	 laboral	 establecida	 y	 se	 desea	 disminuirla;	 en	 tal	 caso,	 dicha
reducción	no	generará	un	descuento	remunerativo,	salvo	pacto	expreso	en
contrario.
DOCTRINA.—Tendencia	 a	 disminuir	 la	 jornada	 de	 trabajo.	 “La
extensión	 de	 la	 jornada	 de	 trabajo	 tiene	 suma	 importancia	 para	 los
trabajadores	y	para	los	empleadores.	Parece	bastante	evidente	que	cuando
la	 jornada	de	 trabajo	es	muy	 larga,	una	reducción	de	esa	 jornada	produce
sustanciales	mejoras	de	la	productividad.	De	hecho,	el	principal	obstáculo	a
las	reducciones	del	tiempo	de	trabajo	en	esos	casos	puede	ser	la	ilusión	de
que	los	trabajadores	pueden	mantener	un	ritmo	rápido	de	trabajo	durante
todo	 el	 turno.	 Los	 estudios	de	 casos	 reales	 con	 controles	meticulosos	han
demostrado	casi	siempre	que	la	productividad	media	aumenta	rápidamente
al	 reducirse	 las	 horas	 excesivas.	 Una	 larga	 jornada	 de	 trabajo	 aumenta
también	 el	 peligro	de	que	 se	produzcan	 accidentes	profesionales,	 que	 son
costosos	 y	 causan	 pérdidas	 de	 productividad.	 Al	 mismo	 tiempo,	 el
agotamiento	debido	a	una	larga	jornada	impide	a	los	trabajadores	participar
en	actividades	no	relacionadas	con	el	trabajo	y	amenaza	en	última	instancia
su	 salud,	 en	 particular	 cuando	 el	 trabajo	 entraña	 carga	 física	 o	 mental
pesada	o	riesgos	para	la	salud.
En	 1962	 la	 Conferencia	 Internacional	 del	 Trabajo	 aprobó	 la
Recomendación	 sobre	 la	 reducción	de	 la	duración	del	 trabajo	 (núm.	116),
que	promueve	 la	 reducción	progresiva	de	 las	horas	normales	de	 trabajo	y
establece	 la	norma	de	 la	semana	de	cuarenta	horas.	En	realidad,	 las	horas
normales	 de	 trabajo	 se	 han	 ido	 reduciendo	 constantemente	 en	 los	 países
industrializados	y	han	alcanzado	las	treinta	y	cinco	horas	en	algunos	países
e	 industrias.	 En	 muchos	 casos	 la	 negociación	 colectiva	 ha	 influido
considerablemente	 en	 la	 legislación	 relativa	 a	 las	 horas	 normales	 de
trabajo”.	(OFICINA	INTERNACIONAL	DEL	TRABAJO.	Introducción	al	Estudio
del	Trabajo,	Limusa	Editores,	México,	2002;	pág.	68)
FACULTADES	DEL	EMPLEADOR
TUO	-	D.	Leg.	854.
ART.	2°.—El	procedimiento	para	la	modificación	de	jornadas,
horarios	y	turnos	se	sujetará	a	lo	siguiente:
1.	El	empleador	está	facultado	para	efectuar	las	siguientes
modificaciones:
a)	Establecer	la	jornada	ordinaria	de	trabajo,	diaria	o	semanal.
b)	Establecer	jornadas	compensatorias	de	trabajo	de	tal	forma
que	en	algunos	días	la	jornada	ordinaria	sea	mayor	y	en	otras
menor	de	ocho	(8)	horas,	sin	que	en	ningún	caso	la	jornada
ordinaria	exceda	en	promedio	de	cuarenta	y	ocho	(48)	horas	por
semana.
c)	Reducir	o	ampliar	el	número	de	días	de	la	jornada	semanal	de
trabajo,	encontrándose	autorizado	a	prorratear	las	horas	dentro
de	los	restantes	días	de	la	semana,	considerándose	las	horas
prorrateadas	como	parte	de	la	jornada	ordinaria	de	trabajo,	en
cuyo	caso	ésta	no	podrá	exceder	en	promedio	de	cuarenta	y	ocho
(48)	horas	semanales.	En	caso	de	jornadas	acumulativas	o
atípicas,	el	promedio	de	horas	trabajadas	en	el	período
correspondiente	no	puede	superar	dicho	máximo.
d)	Establecer,	con	la	salvedad	del	artículo	9°	de	la	presente	ley,
turnos	de	trabajo	fijos	o	rotativos,	los	que	pueden	variar	con	el
tiempo	según	las	necesidades	del	centro	de	trabajo.
e)	Establecer	y	modificar	horarios	de	trabajo.
2.	Consulta	y	negociación	obligatoria	con	los	trabajadores
involucrados	en	la	medida.
El	empleador,	previamente	a	la	adopción	de	alguna	de	las
medidas	señaladas	en	el	numeral	1	del	presente	artículo,	debe
comunicar	con	ocho	(8)	días	de	anticipación	al	sindicato,	o	a	falta
de	éste	a	los	representantes	de	los	trabajadores,	o	en	su	defecto,	a
los	trabajadores	afectados,	la	medida	a	adoptarse	y	los	motivos
que	la	sustentan.
Dentro	de	este	plazo,	el	sindicato,	o	a	falta	de	éste	los
representantes	de	los	trabajadores,	o	en	su	defecto,	los
trabajadores	afectados,	pueden	solicitar	al	empleador	la
realización	de	una	reunión	a	fin	de	plantear	una	medida	distinta	a
la	propuesta,	debiendo	el	empleador	señalar	la	fecha	y	hora	de	la
realización	de	la	misma.	A	falta	de	acuerdo,	el	empleador	está
facultado	a	introducir	la	medida	propuesta,	sin	perjuicio	del
derecho	de	los	trabajadores	a	impugnar	tal	acto	ante	la	Autoridad
Administrativa	de	Trabajo	a	que	se	refiere	el	párrafo	siguiente.
Dentro	de	los	diez	(10)	días	siguientes	a	la	adopción	de	la
medida,	la	parte	laboral	tiene	el	derecho	de	impugnar	la	medida
ante	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	para	que	se
pronuncie	sobre	la	procedencia	de	la	medida	en	un	plazo	no
mayor	de	diez	(10)	días	hábiles,	en	base	a	los	argumentos	y
evidencias	que	propongan	las	partes.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	4°.—Las	modificaciones	que	se	introduzcan	en	los	horarios	de	trabajo
de	acuerdo	a	lo	establecido	en	el	literal	e),	del	inciso	1)	del	artículo	2°	de	la
ley,	se	regirán	por	el	procedimiento	establecido	en	el	artículo	6°	de	la	ley.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	 5°.—La	 facultad	 del	 empleador	 de	 establecer	 jornadas
compensatorias	de	trabajo,	o	el	prorrateo	de	horas	de	trabajo	previstos	en
los	 incisos	b)	y	c)	del	artículo	2°	de	 la	 ley,	no	podrá	afectar	el	derecho	del
trabajador	al	descanso	semanal	obligatorio	ni	al	que	corresponde	a	los	días
feriados	no	laborables,	los	cuales	deberán	hacerse	efectivos	de	acuerdo	a	lo
dispuesto	por	el	Decreto	Legislativo	N°	713.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	6°.—La	reducción	de	días	 laborables	de	 la	 jornada	semanal	a	que	se
refiere	el	 inciso	c)	del	artículo	2°	de	 la	 ley,	 independientemente	de	que	se
aplique	 el	 prorrateo	 de	 horas	 de	 trabajo,	 no	 afectará	 el	 respectivo	 récord
vacacional	de	los	trabajadores.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	7°.—La	solicitud	del	sindicato;	o	a	falta	de	éste	de	los	representantes
de	 los	 trabajadores,	 o	 en	 su	 defecto,	 de	 los	 trabajadores	 afectados,	 para
llevar	a	cabo	la	reunión	a	que	hace	referencia	el	segundo	párrafo,	inciso	2)
del	artículo	2°	de	la	ley	deberá	realizarse	dentro	de	los	tres	días	siguientes
de	 recibida	 la	 comunicación	 del	 empleador.	 En	 dicha	 solicitud	 se	 deberá
sustentar	la	medida	distinta	a	la	propuesta	por	el	empleador	y	justificar	las
razones	de	la	oposición	a	la	media	planteada	por	éste.	Recibida	la	solicitud,
el	 empleador	 citará	 a	 la	 correspondiente	 reunión	 dentro	 de	 los	 tres	 días
siguientes.
De	 ocurrir	 un	 supuesto	 de	 caso	 fortuito	 o	 fuerza	 mayor	 que	 haga
indispensable	 introducir	 alguna	 de	 las	 modificaciones	 previstas	 en	 el
numeral	 1)	 del	 artículo	 2°	 de	 la	 ley	 será	 suficiente	 para	 proceder	 a	 ellas,
contar	con	la	aceptación	escrita	del	o	los	trabajadores	involucrados.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	 13.—Para	 efectos	 de	 la	 impugnación	 administrativa	 regulada	 en	 el
artículo	 2°	 de	 la	 ley,	 ésta	 deberá	 interponerse	 ante	 la	 Subdirección	 de
Negociaciones	Colectivas	o	dependencia	que	haga	sus	veces.
Dentro	de	los	dos	días	siguientes	de	recibida	la	impugnación,	la	Autoridad
Administrativa	 de	 Trabajo,	 correrá	 el	 correspondiente	 traslado	 al
empleador,	para	que	en	el	término	de	tres	días	se	pronuncie.
La	resolución	de	primera	instancia	es	apelable	dentro	del	término	de	tres
días	hábiles	de	recibida	la	notificación.
JURISPRUDENCIA.—Superado	el	test	de	protección	constitucional,	la
empresa	puede	nuevamente	implementar	jornadas	de	trabajo	atípicas	o
acumulativas.	“(...)	la	limitación	para	restringir	las	jornadas	atípicas	o
acumulativas	deberá	cumplir,	copulativamente,	las	siguientes	condiciones,
que	constituyen	el	test	de	protección	de	la	jornada	máxima	de	trabajo	para
los	trabajadores	mineros:
a)	La	evaluación	caso	por	caso,	teniendo	en	cuenta	las	características	del
centro	minero;	por	ejemplo,	si	se	trata	de	una	mina	subterránea,	a	tajo
abierto,	o	si	se	trata	de	un	centro	de	producción	minera.
b)	Si	la	empleadora	cumple,	o	no,	con	las	condiciones	de	seguridad	laboral
necesarias	para	el	tipo	de	actividad	minera.
c)	Si	la	empleadora	otorga,	o	no,	adecuadas	garantías	para	la	protección	del
derecho	a	la	salud	y	adecuada	alimentación	para	resistir	jornadas	mayores	a
la	ordinaria.
d)	Si	la	empleadora	otorga,	o	no,	descansos	adecuados	durante	la	jornada
diaria	superior	a	la	jornada	ordinaria,	compatibles	con	el	esfuerzo	físico
desplegado.
e)	Si	la	empleadora	otorga,	o	no,	el	tratamiento	especial	que	demanda	el
trabajo	nocturno,	esto	es,	menor	jornada	a	la	diurna.
Alternativamente,	también	podrá	exigirse	la	siguiente	condición:
f)	Si	se	ha	pactado	en	el	convenio	colectivo	el	máximo	de	ocho	horas	diarias
de	trabajo.	(...).
5.	En	consecuencia	teniendo	en	cuenta	que	en	el	presente	caso	se	denuncia
la	implementación	de	las	jornadas	atípicas	citadas	en	noviembre	del	2009,
este	tribunal	debe	reiterar	que	al	haberse	cumplido	con	el	test	de	protección
establecido	en	la	resolución	de	aclaración	de	la	STC	04635-2004-PA/TC,	los
actos	denunciados	no	vulneran	los	derechos	fundamentales	alegados	en	la
demanda,	debiendo	desestimarse	la	misma”.	(T.	C.,	Exp.	02472-2011-PA/TC,
mar.	04/2012.	S.	S.	Urviola	Hani)
DOCTRINA.—Si	 existe	 conflicto	 entre	 las	 partes	 para	 modificar	 la
jornada	 laboral,	 la	 autoridad	 administrativa	 de	 Trabajo	 resuelve	 la
controversia.	“(...)	El	procedimiento	de	modificación	de	la	jornada,	tal	cual
está	 previsto	 en	 nuestro	 ordenamiento,	 supone	 que	 la	 iniciativa	 del
empleador	 debe	 ser	 sometida	 a	 consulta	 con	 la	 contraparte	 trabajadora.
Solamente	 con	 el	 acuerdo	 de	 ella	 se	 producirá	 la	 modificación,	 dada	 su
naturaleza	bilateral.	En	caso	dicho	acuerdo	no	se	produjera,	la	ley	peruana
ha	previsto	que	sea	la	autoridad	administrativa	de	Trabajo	quien	resuelva	la
controversia	 sobre	 este	 extremo,	 atendiendo	 a	 los	 argumentos	 de	 ambas
partes.
La	iniciativa	del	empleador	para	operar	esta	modificación	debe	cumplir	con
dos	 requisitos	 esenciales:	 la	 comunicación	 debe	 dirigirse	 a	 la	 contraparte
laboral	 idónea,	 es	 decir,	 aquella	 que	 ejerza	 la	 representatividad	 en	 la
empresa	(el	sindicato,	a	falta	de	éste	los	representantes	de	los	trabajadores
y	 a	 falta	de	 éstos	 a	 la	 generalidad	de	 trabajadores);	 y,	 asimismo,	 en	dicha
comunicación	deberá	justificarse	la	medida	que	se	quiere	adoptar	en	forma
suficiente,	 atendiendo	 a	 su	 razonabilidad	 y	 proporcionalidad.	 Cualquier
modificación	 de	 jornada	 de	 trabajo	 que	 pretenda	 adoptarse	 sin	 observar
estos	requisitos	previstos	en	la	ley	implicarán	la	nulidad	de	la	medida.	(...)”.
(MTPE,	 Inf.	 031-2011-MTPE/2/14,	 dic.	 15/2011,	 Dir.	 Christian	 Sánchez
Reyes)
DOCTRINA.—El	 cambio	 colectivo	 de	 la	 jornada	 laboral	 se	 impugna
ante	 la	 autoridad	 laboral	 y	 el	 cambio	 individual,	 ante	 el	 órgano
jurisdiccional.	“(...)	en	ese	sentido,	cabe	precisar	que,	el	procedimiento	de
impugnación	a	 la	modificación	colectiva	de	 la	 jornada	y	horario	de	trabajo
se	encuentran	regulado	por	el	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo
N°	854,	Ley	de	 Jornada	de	Trabajo,	Horario	y	Trabajo	en	Sobretiempo	(en
adelante	la	ley),	modificado	por	la	Ley	N°	27671	y	su	respectivo	reglamento
aprobado	 mediante	 el	 Decreto	 Supremo	 N°	 008-2002-TR	 (en	 adelante	 el
reglamento).
(...)	 el	 artículo	 2.2	 de	 la	 ley	 prevé	 el	 procedimiento	 a	 seguir	 por	 el
empleador	a	fin	de	que	la	medida	adoptada	en	cuanto	a	la	modificación	del
tiempo	 de	 trabajo	 opere	 conforme	 a	 ley;	 así	 tenemos,	 que	 se	 señala	 que
previamente	 a	 la	 modificación	 de	 la	 jornada	 y	 horario	 de	 trabajo,	 el
empleador	 deberá	 comunicar	 a	 la	 parte	 laboral	 en	 el	 siguiente	 estricto
orden	de	prelación:	i)	sindicato,	ii)	representantes	de	los	trabajadores,	y	ii)
trabajadores	afectados,	de	las	razones	de	la	medida	a	adoptar.	Asimismo,	en
caso	los	trabajadores	y	el	empleador	no	lleguen	algún	acuerdo	respecto	de
dicha	 modificación,	 la	 ley	 otorga	 a	 dichos	 trabajadores	 el	 derecho	 de
impugnaría	ante	la	autoridad	administrativa	de	Trabajo.
Asimismo,	 el	 segundo	 párrafo	 del	 artículo	 6°	 de	 la	 ley	 y	 artículo	 12	 del
reglamento,	hace	una	referencia	específica	al	carácter	individual	y	colectivo
de	la	modificación	del	horario	de	trabajo,	siendo	el	ente	competente	para	la
resolución	en	el	primer	caso	el	órgano	jurisdiccional,	mientras	que,	cuando
se	 trate	 de	 una	 variación	 que	 afecte	 a	 un	 colectivo	 de	 trabajadores	 es	 la
autoridad	 administrativa	 de	 Trabajo	 la	 encargada	 de	 resolver	 la
procedencia	 de	 la	 impugnación”.	 (MTPE,	 R.	 D.	 14-2013-MTPE/1/20,	may.
14/2013.	 Director	 de	 la	 Dirección	 Regional	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del
Empleo	de	Lima	Metropolitana	Aurelio	Manuel	Soto	Barba)
COMENTARIO.—Facultades	 del	 empleador.	 Como	 organizador	 del
trabajo,	el	empleador	está	en	la	facultad	de	establecer	la	jornada	de	trabajo
de	tal	modo	que	se	labore	menos	en	algunos	días	y	más	en	otros	(literal	b)
del	artículo	2°,	o	aun	reducir	días	añadiendo	las	horas	dejadas	de	laborar	a
los	 restantes	 (literal	 c),	 respetando	 siempre	 el	 límite	 de	 48	 horas	 por
semana.
La	 determinación	 patronal	 de	 introducir	 modificaciones	 en	 la	 jornada,
horarios	 y	 turnos	 de	 trabajo,	 se	 encuentra	 sujeta	 al	 procedimiento	 previo
establecido	en	el	artículo	segundo	del	TUO	del	Decreto	Legislativo	N°	854,
modificado	por	la	Ley	N°	27671.
EXTENSIÓN	UNILATERAL	DE	LA	JORNADA
TUO	-	D.	Leg.	854.
ART.	3°.—En	los	centros	de	trabajo	en	que	rijan	jornadas
menores	a	ocho	horas	diarias	o	cuarenta	y	ocho	(48)	horas	a	la
semana,	el	empleador	podrá	extenderlas	unilateralmente	hasta
dichos	límites,	incrementando	la	remuneración	en	función	al
tiempo	adicional.	Para	tal	efecto	se	observará	el	criterio	de
remuneración	ordinaria	contenido	en	el	artículo	12	de	la	presente
ley.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	8°.—En	el	caso	previsto	en	el	artículo	3°	de	la	ley,	no	se	podrá	ampliar
la	jornada	de	trabajo	para	alcanzar	la	jornada	ordinaria	máxima,	cuando	la
reducción	de	ésta	haya	sido	establecida	por	ley	o	convenio	colectivo,	salvo
que	se	haga	por	la	misma	vía.
COMENTARIO.—Ampliación	de	la	jornada.	Cuando	se	haya	establecido	–
se	entiende	que	no	por	 ley–	una	jornada	 inferior	a	 la	ordinaria	máxima,	el
empleador	podrá	ampliarla	sin	exceder	los	límites	de	ley	(8	horas	diarias	o
48	semanales).
De	 haber	 sido	 la	 reducción	 establecida	 por	 convenio	 colectivo,	 deberá	 el
empleador	esperar	el	vencimiento	del	plazo	de	vigencia	de	éste	para	hacer
efectivo	el	aumento	de	la	jornada.
En	 todos	 los	 casos	de	ampliación	de	 la	 jornada,	 se	deberá	 incrementar	 la
remuneración	 ordinaria	 de	 los	 trabajadores	 en	 proporción	 al	 período
añadido.
REGÍMENES	ALTERNATIVOS,	ACUMULATIVOS	O	ATÍPICOS
TUO	-	D.	Leg.	854.
ART.	4°.—En	los	centros	de	trabajo	en	los	que	existan	regímenes
alternativos,	acumulativos	o	atípicos	de	jornadas	de	trabajo	y
descanso,	en	razón	de	la	naturaleza	especial	de	las	actividades	de
la	empresa,	el	promedio	de	horas	trabajadas	en	el	período
correspondiente	no	puede	superar	los	máximos	a	que	se	refiere	el
artículo	1°.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	 9°.—El	 establecimiento	 de	 la	 jornada	 ordinaria	 máxima	 diaria	 o
semanal	no	impide	el	ejercicio	de	la	facultad	del	empleador	de	fijar	jornadas
alternativas,	 acumulativas	 o	 atípicas	 de	 trabajo,	 de	 conformidad	 con	 el
artículo	4°	de	la	ley,	siempre	que	resulte	necesario	en	razón	de	la	naturaleza
especial	de	las	labores	de	la	empresa.
En	 este	 caso,	 el	 promedio	 de	 horas	 trabajadas	 en	 el	 ciclo	 o	 período
correspondiente	no	podrá	exceder	los	límites	máximos	previstos	por	la	ley.
Para	 establecer	 el	 promedio	 respectivo	 deberá	 dividirse	 el	 total	 de	 horas
laboradas	entre	el	número	de	días	del	ciclo	o	período	completo,	incluyendo
los	días	de	descanso.
D.	Leg.	713.
ART.	 2°.—Cuando	 los	 requerimientos	 de	 la	 producción	 lo	 hagan
indispensable,	 el	 empleador	 podrá	 establecer	 regímenes	 alternativos	 o
acumulativos	 de	 jornadas	 de	 trabajo	 y	 descanso	 respetando	 la	 debida
proporción,	 o	 designar	 como	 día	 de	 descanso	 uno	 distinto	 al	 domingo,
determinando	 el	 día	 en	 que	 los	 trabajadores	 disfrutarán	 del	 descanso
sustitutorio	en	forma	individual	o	colectiva.
JURISPRUDENCIA.—Solo	las	empresas	mineras	que	cumplan	todas	las
condiciones	del	test	de	protección	de	la	jornada	máxima	de	trabajo	minero
pueden	fijar	jornadas	acumulativas.	“7.	Por	su	parte,	mediante	la	resolución
aclaratoria	de	dicha	sentencia,	este	tribunal	precisó	que	la	instauración	de
jornadas	acumulativas,	atípicas	o	concentradas	para	los	trabajadores
mineros	era	constitucional	siempre	y	cuando	se	cumpliera	el	test	de
protección	que	esta	establecía.	Así,	en	el	considerando	15	de	la	resolución
de	aclaración	mencionada,	se	estableció	expresamente	que	[...]	la	limitación
para	restringir	las	jornadas	atípicas	o	acumulativas	deberá	cumplir,
copulativamente,	las	siguientes	condiciones,	que	constituyen	el	test	de
protección	de	la	jornada	máxima	de	trabajo	para	los	trabajadores	mineros:
a)	La	evaluación	caso	por	caso,	teniendo	en	cuenta	las	características	del
centro	minero;	por	ejemplo,	si	se	trata	de	una	mina	subterránea,	a	tajo
abierto,	o	si	se	trata	de	un	centro	de	producción	minera.
b)	Si	la	empleadora	cumple,	o	no,	con	las	condiciones	de	seguridad	laboral
necesarias	para	el	tipo	de	actividad	minera.
c)	Si	la	empleadora	otorga,	o	no,	adecuadas	garantías	para	la	protección	del
derecho	a	la	salud	y	adecuada	alimentación	para	resistir	jornadas	mayores	a
la	ordinaria.
d)	Si	la	empleadora	otorga,	o	no,	descansos	adecuados	durante	la	jornada
diaria	superior	a	la	jornada	ordinaria,	compatibles	con	el	esfuerzo	físico
desplegado.
e)	Si	la	empleadora	otorga,	o	no,	el	tratamiento	especial	que	demanda	el
trabajo	nocturno,	esto	es,	menor	jornada	a	la	diurna.
Alternativamente,	también	podrá	exigirse	la	siguiente	condición:
f)	Si	se	ha	pactado	en	el	convenio	colectivo	el	máximo	de	ocho	horas	diarias
de	trabajo.
8.	Asimismo,	en	el	considerando	16	de	la	resolución	de	aclaración
mencionada,	se	señaló	que:
[...]	si	no	se	cumplen	las	condiciones	descritas	en	el	fundamento	anterior,
procederá	la	limitación	de	las	jornadas	acumulativas	o	atípicas,	conforme	al
fundamento	28	de	la	sentencia	de	autos.	Evidentemente,	estos	supuestos
contribuirán	a	que	no	se	afecte	el	artículo	4°	de	la	Constitución,	que
establece	que	la	comunidad	y	el	Estado	protegen	a	la	familia.	De	este	modo,
satisfechas	las	condiciones	que	tienen	corno	razón	de	ser	la	inexcusable
protección	del	trabajador,	se	permitirá	que	los	trabajadores	que	tienen	a	sus
familias	alejadas	de	los	centros	mineros	retornen	en	mejores	condiciones	a
sus	hogares,	con	lo	cual	también	se	disminuirán	los	problemas	del	trabajo
en	soledad”.	(T.	C.,	Exp.	03287-2012-PA/TC,	dic.	15/2015.	S.	S	Ramos
Núñez)
COMENTARIO.—Regímenes	 alternativos	 o	 acumulativos.	 El	 D.	 Leg.	 N°
713,	primero,	y	la	Constitución	de	1993,	después,	reconocieron	la	figura	de
los	regímenes	alternativos	o	acumulativos	de	trabajo	y	descanso,	que	venía
siendo	 usada	 –un	 poco	 al	 margen	 del	 ordenamiento	 jurídico–
fundamentalmente	en	las	labores	de	prospección	y	explotación	de	petróleo
en	la	zona	de	selva.
En	la	actualidad,	la	regulación	de	los	regímenes	alternativos	o	acumulativos
se	encuentra	contenida	–adicionalmente	a	las	disposiciones	señaladas	en	el
párrafo	anterior–	en	el	TUO	-	D.	Leg.	N°	854	y	su	reglamento.
A	 tenor	 del	 texto	 del	 Art.	 2°	 del	 D.	 Leg.	 N°	 713	 queda	 claro	 que	 el
establecimiento	 de	 jornadas	 alternativas	 o	 acumulativas	 es	 potestad	 del
empleador.
COMENTARIO.—Determinación	 del	 máximo	 legal.	 Los	 regímenes
alternativos	o	acumulativos	consisten	en	la	adición	de	períodos	seguidos	de
trabajo,	hasta	por	encima	de	 la	 jornada	máxima	 legal,	y	en	el	 consecuente
descanso	proporcional	al	trabajo	realizado.
La	procedencia	de	 la	aplicación	de	estos	regímenes	queda	condicionada	a
que	 en	 el	 período	 correspondiente	 (que	 se	 encuentra	 conformado	por	 los
días	de	labor	más	los	días	de	reposo)	se	respete	la	“debida	proporción”	de
trabajo	y	descanso,	en	atención	de	la	atinada	fórmula	contenida	en	el	Art.	2°
del	D.	Leg.	N°	713,	o	que	el	promedio	de	horas	trabajadas	no	supere	las	ocho
horas	diarias.
El	segundo	párrafo	del	Art.	9°	de	la	norma	reglamentaria	del	TUO	-	D.	Leg.
N°	 854,	 establece	 un	 método	 para	 determinar	 el	 promedio	 de	 las	 horas
trabajadas	 en	 el	 período	 correspondiente,	 que	 es	 del	 todo	 inapropiado	 y
notoriamente	perjudicial	a	los	trabajadores,	puesto	que	desconoce	sus	días
de	descanso	semanal.	Tal	situación,	por	lo	demás,	colisiona	con	lo	prescrito
en	el	Art.	25	de	la	Constitución	vigente,	que	se	refiere	en	su	párrafo	final	a
que	los	trabajadores	tienen	derecho	a	descanso	semanal	remunerado.
Estimamos	que	la	proporcionalidad	a	que	se	contrae	el	D.	Leg.	N°	713	es	el
criterio	 más	 adecuado	 a	 seguir,	 puesto	 que	 establece	 una	 constante	 que
debe	de	 cumplirse	en	 todos	 los	 casos,	 sin	menoscabar	 los	derechos	de	 las
partes.
Queda	claro	que	para	la	aplicación	del	planteamiento	anterior,	se	requiere
de	 un	 acto	 legislativo	 o	 judicial	 que	 deje	 sin	 efecto	 el	 enunciado	 a	 que	 se
remite	el	segundo	párrafo	del	Art.	9°	del	reglamento.
TRABAJADORES	NO	COMPRENDIDOS
TUO	-	D.	Leg.	854.
ART.	5°.—No	se	encuentran	comprendidos	en	la	jornada	máxima
los	trabajadores	de	dirección,	los	que	no	se	encuentran	sujetos	a
fiscalización	inmediata	y	los	que	prestan	servicios	intermitentes
de	espera,	vigilancia	o	custodia.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	10.—Para	efectos	del	artículo	5°	de	la	ley	se	considera	como:
a)	Trabajadores	de	dirección,	a	los	que	reúnen	las	características	previstas
en	el	primer	párrafo	del	artículo	43	del	TUO	de	 la	Ley	de	Productividad	y
Competitividad	Laboral	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR.
b)	Trabajadores	que	prestan	servicios	intermitentes	de	espera,	vigilancia	o
custodia,	a	aquellos	que	regularmente	prestan	servicios	efectivos	de	manera
alternada	con	lapsos	de	inactividad;	y,
c)	Trabajadores	no	sujetos	a	fiscalización	inmediata,	aquellos	trabajadores
que	 realizan	 sus	 labores	 o	 parte	 de	 ellas	 sin	 supervisión	 inmediata	 del
empleador,	o	que	lo	hacen	parcial	o	totalmente	fuera	del	centro	de	trabajo,
acudiendo	a	él	para	dar	cuenta	de	su	 trabajo	y	realizar	 las	coordinaciones
pertinentes.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	 11.—Modificado.	 D.	 S.	 012-2002-TR,	 Art.	 1°.	 No	 se	 encuentran
comprendidos	 en	 la	 jornada	máxima	 los	 trabajadores	 de	 confianza,	 cuyas
características	 se	 encuentran	 definidas	 en	 el	 artículo	 43	 de	 la	 Ley	 de
Productividad	y	Competitividad	Laboral	aprobada	por	Decreto	Supremo	N°
03-97-TR,	exceptuándose	de	lo	previsto	en	este	artículo,	a	los	trabajadores
de	confianza	sujetos	a	un	control	efectivo	del	tiempo	de	trabajo.
JURISPRUDENCIA.—Acuerdos	-	I	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia
Laboral:	trabajadores	que	cumplen	labores	intermitentes	no	están
comprendidos	en	la	jornada	máxima;	el	pago	de	las	horas	extras.	“El	pleno
acordó	por	unanimidad:
‘Los	trabajadores	de	espera,	vigilancia	o	custodia,	no	están	comprendidos
en	la	jornada	máxima	sólo	si	es	que	su	prestación	de	servicios	se	realiza	de
manera	intermitente.’
(...).
‘Las	limitaciones	presupuestales	no	privan	a	los	trabajadores	del	sector
público	de	gozar	del	pago	de	horas	extras	si	se	ha	realizado	trabajo	en
sobretiempo.	Si	la	relación	laboral	se	encontrara	vigente	y	el	trabajador	lo
acepta,	procede	la	compensación	como	una	alternativa	al	reconocimiento
económico	del	sobretiempo.’
(...).
‘Existe	la	posibilidad	que	las	entidades	del	sector	público	compensen	el
pago	de	horas	extras	con	períodos	de	descanso	sustitutorio.	Sin	embargo,
para	ello,	tal	como	en	el	sector	privado,	es	necesaria	la	aceptación	del
trabajador	y	su	manifestación	de	conformidad	consignada	en	un	acuerdo
(convenio).’”	(C.	S.,	Acuerdos	-	I	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia
Laboral	,	jul.	17/2012.	S.	S.	Vásquez	Cortez)
JURISPRUDENCIA.—Servicios	intermitentes	se	encuentran	excluidos	del
pago	de	horas	extras,	por	desarrollar	actividad	de	manera	alternada	con
lapsos	de	inactividad.	“(...)	En	ese	contexto,	el	Estado	peruano	en	el
cuestionado	artículo	5°	del	Decreto	Legislativo	N°	854	ha	previsto,	entre
otros	supuestos,	que	los	trabajadores	que	prestan	servicios	intermitentes	de
espera,	vigilancia	o	custodia	no	se	encuentran	comprendidos	en	la	jornada
máxima,	debiéndose	entender	como	trabajo	intermitente	aquel	en	el	cual
regularmente	el	servicio	efectivo	se	presta	de	manera	alternada	con	lapsos
de	inactividad,	tal	como	ha,	sido	precisado	en	el	artículo	10	literal	b)	del
Reglamento	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Jornada	de	Trabajo,
Horario	y	Trabajo	en	Sobretiempo,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	008-
2002-TR.	Décimo	Cuarto:	En	ese	sentido,	al	sustento	para	excluir	de	la
jornada	máxima	de	trabajo	a	los	trabajadores	que	prestan	servicios	de
vigilancia	o	custodia	radica	en	que	sus	labores	se	desarrolla	(sic)	de	manera
alternada	con	lapsos	de	inactividad,	en	los	cuales	no	se	realiza	un	trabajo
activo	en	forma	permanente	sino	que	el	esfuerzo	e	intensidad	para	el
desarrollo	de	su	labor	es	menor	en	comparación	con	otras	labores,	lo	que
supone	una	disponibilidad	de	tiempo	diferente	que	no	son	asimilables	a	las
desplegadas	en	otros	ámbitos	del	quehacer	económico	y	social;	lo	que	no
obsta	para	que	se	acredite,	en	contrario,	respecto	a	la	real	naturaleza	de	los
servicios	prestados	por	un	trabajador	de	vigilancia	cuando	su	actividad
implica	un	trabajo	permanentemente	activo,	lo	que	no	se	ha	acreditado	en	el
presente	caso,	tratándose	de	un	trabajador	de	vigilancia	de	un	club	social
ubicado	al	sur	de	Lima,	específicamente	en	(...),	preferentemente	usado	en
las	temporadas	de	verano.	(...)”	(CSJ,	Cas.	517-2010-Cañete,	ene.	31/2012.	V.
P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	sentencia:	excluir	de	la	jornada	laboral
ordinaria	a	los	trabajadores	que	prestan	servicios	intermitentes	de	espera,
custodia	o	vigilancia	no	contraviene	la	Constitución	ni	los	instrumentos
internacionales.	“(...)	cabe	precisar	que	si	bien	el	artículo	24	de	la
Declaración	Universal	de	Derechos	Humanos	dispone	que	toda	persona
tiene	el	derecho	a	una	limitación	razonable	de	la	duración	del	trabajo,	y	el
artículo	2°	del	Convenio	número	uno	(mil	novecientos	diecinueve)	sobre
horas	de	trabajo,	expedido	por	la	Organización	Internacional	del	Trabajo
(OIT)	dispone	que	la	jornada	laboral	en	empresas	públicas	o	privadas,
cualquiera	sea	su	naturaleza,	no	podrá	exceder	de	ocho	horas	diarias	y	de
cuarenta	y	ocho	horas	por	semana,	este	último	convenio	internacional
aprobado	por	el	Estado	peruano,	mediante	Resolución	Legislativa	número
1019,	de	fecha	veintitrés	de	marzo	de	mil	novecientos	cuarenta	y	cinco,	en
su	artículo	6°	numeral	1)	establece	que:	‘1.	La	autoridad	pública
determinará,	por	medio	de	reglamentos	de	industrias	o	profesiones:	a)	las
excepciones	permanentes	que	puedan	admitirse	para	los	trabajos
preparatorios	o	complementarios	que	deben	ejecutarse	necesariamente
fuera	del	límite	asignado	al	trabajo	general	del	establecimiento,	o	para
ciertas	clases	de	personas	cuyo	trabajo	sea	especialmente	intermitente.’	(...)
En	ese	contexto,	el	Estado	peruano	en	el	cuestionado	artículo	5°	del	Decreto
Legislativo	número	854	ha	previsto,	entre	otros	supuesto,	que	los
trabajadores	que	prestan	servicios	intermitentes	de	espera,	vigilancia	o
custodia	no	se	encuentran	comprendidos	en	la	jornada	máxima,	debiéndose
entender	como	trabajo	intermitente	aquel	en	el	cual	regularmente	el
servicio	efectivo	se	presta	de	manera	alternada	con	lapsos	de	inactividad,
tal	como	ha	sido	precisado	en	el	artículo	10	literal	b)	del	Reglamento	del
Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Jornada	de	Trabajo,	Horario	y	Trabajo	en
Sobretiempo,	aprobado	por	Decreto	Supremo	número	008-2002-TR.	(...)	el
sustento	para	excluir	de	la	jornada	máxima	de	trabajo	a	los	trabajadores
que	prestan	servicios	de	vigilancia	o	custodia	radica	en	que	sus	labores	se
desarrollan	de	manera	alternada	con	lapsos	de	inactividad,	en	los	cuales	no
se	realiza	un	trabajo	activo	en	forma	permanente	sino	que	el	esfuerzo	e
intensidad	para	el	desarrollo	de	su	labor	es	menor	en	comparación	con
otras	labores,	lo	que	supone	una	disponibilidad	de	tiempo	diferente	que	no
es	asimilable	a	la	desplegada	en	otros	ámbitos	del	quehacer	económico	y
social;	lo	que	no	obsta	para	que	se	acredite,	en	contrario,	respecto	a	la	real
naturaleza	de	los	servicios	prestados	por	un	trabajador	de	vigilancia	cuando
su	actividad	implica	un	trabajo	permanentemente	activo,	lo	que	no	se	ha
acreditado	en	el	presente	caso	(...).”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	101-2010-Cañete,	mar.
11/2011.	V.	P.	Távara	Córdova)
JURISPRUDENCIA.—Trabajadores	que	prestan	servicios	efectivos	sin	la
presencia	alternada	de	intervalos	o	periodos	de	inactividad,	aun	cuando	sus
labores	sean	las	de	vigilancia,	no	están	excluidos	de	la	jornada	máxima	de
trabajo.	“(...)	en	cuanto	a	la	infracción	normativa	consistente	en	la
inaplicación	de	una	norma	de	derecho	material	referida	al	artículo	5°	del
Decreto	Supremo	N°	007-2002-TR,	que	determina	que	no	se	encuentran
comprendidos	en	la	jornada	máxima	de	trabajo	los	trabajadores	que
prestan	servicios	intermitentes	de	espera,	vigilancia	o	custodia,	debe
considerarse	que	de	una	interpretación	contrario	sensu	de	la	citada	norma,
en	concordancia	con	el	artículo	10,	literal	b)	del	Decreto	Supremo	N°	008-
2002-TR,	Reglamento	del	decreto	legislativo	sobre	jornada	de	trabajo,
horario	y	trabajo	en	sobretiempo,	se	puede	determinar	que	si	los
trabajadores	que	prestan	servicios	intermitentes	de	espera,	vigilancia	o
custodia	se	encuentran	excluidos	de	la	jornada	máxima,	y	por	este	tipo	de
trabajadores	se	entiende	a	aquellos	que	regularmente	prestan	servicios
efectivos	de	manera	alternada	con	lapsos	de	inactividad,	consecuentemente
los	trabajadores	que	prestan	servicios	efectivos	sin	la	presencia	alternada
de	intervalos	o	periodos	de	inactividad,	aun	cuando	sus	labores	sean	las	de
vigilancia	o	custodia,	no	están	excluidos	de	la	jornada	máxima	de	trabajo;	en
este	sentido,	se	entiende	que	la	norma	no	descarta	la	posibilidad	de	que
existan	vigilantes	o	custodios	que	desempeñan	labores	que	demandan	de
una	permanente	atención	y	cuidado,	y	por	ello	únicamente	exceptúa	de	la
jornada	máxima	a	aquellos	vigilantes	en	cuya	ejecución	del	servicio	existen
algunas	etapas	de	pausa	o	inacción	y	no	a	todo	trabajador	que	realiza	labor
de	vigilancia.	Dicho	esto,	se	concluye	que,	el	actor	realizó	durante	todo	su
tiempo	de	servicios	la	labor	de	vigilancia	y	supervisión	a	él	encomendada	en
una	jornada	de	12	horas	diarias	y	que,	por	la	propia	naturaleza	de	la	labor
que	desarrolló,	esta	no	fue	en	jornada	intermitente	sino	de	permanente
atención	y	estado	de	alerta”.	(C.	S,	Cas.	Lab.	4503-2012-La	Libertad,	may.
13/2013.	V.	P.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Jornada	de	los	trabajadores	de	servicios	intermitentes
de	espera,	vigilancia	o	custodia	es	menor	en	comparación	con	otras	labores.
“(...)	el	Estado	peruano	en	el	cuestionado	artículo	5°	del	Decreto	Legislativo
N°	854	y	su	concordancia	en	el	inciso	b)	del	artículo	8°	del	Decreto	Supremo
N°	008-97-TR,	que	reglamenta	el	Decreto	Legislativo	N°	854,	ha	previsto,
entre	otros	supuestos,	que	los	trabajadores	que	prestan	servicios
intermitentes	de	espera,	vigilancia	o	custodia	no	se	encuentran
comprendidos	en	la	jornada	máxima,	debiéndose	entender	como	trabajo
intermitente	aquel	en	el	cual	regularmente	el	servicio	efectivo	se	presta	de
manera	alternada	con	lapsos	de	inactividad,	tal	como	ha	sido	precisado	en	el
artículo	10	literal	b)	del	Reglamento	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	ley	de
Jornada	de	Trabajo,	Horario	y	Trabajo	en	sobretiempo,	aprobado	por
Decreto	Supremo	N°	008-2002-TR.	(...)	el	sustento	para	excluir	de	la	jornada
máxima	de	trabajo	a	los	trabajadores	que	prestan	servicios	intermitentes	de
espera,	vigilancia	o	custodia,	radica	en	que	sus	labores	se	desarrolla	de
manera	alternada	con	lapsos	de	inactividad,	en	los	cuales	no	se	realiza	un
trabajo	activo	en	forma	permanente	sino	que	el	esfuerzo	e	intensidad	para
el	desarrollo	de	su	labor	es	menor	en	comparación	con	otras	labores,	lo	que
supone	una	disponibilidad	de	tiempo	diferente	que	no	son	asimilables	a	las
desplegadas	en	otros	ámbitos	del	quehacer	económico	y	social;	lo	que	no
obsta	para	que	se	acredite,	en	contrario,	respecto	a	la	real	naturaleza	de	los
servicios	prestados	por	un	trabajador	de	chofer	cuando	su	actividad	implica
un	trabajo	permanentemente	activo,	tal	y	como	lo	ha	establecido	la	OIT	en	el
Convenio	N°	67,	respecto	a	las	horas	de	trabajo	y	descanso	en	el	transporte
de	carretera,	y	en	el	Convenio	N°	153,	sobre	duración	del	trabajo	y	periodos
de	descanso	en	los	transportes	por	carretera”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	2525-2011-
Lima,	jun.	08/2012.	V.	P.	Chumpitaz	Rivera)
JURISPRUDENCIA.—Labores	de	chofer	de	ambulancia	califican	como
intermitentes.	“(...)	si	bien	la	recurrida	ha	indicado	que	las	labores	del	actor
no	fueron	exclusivamente	de	chofer,	se	observa	que	aquellas	otras	labores
asignadas	corresponden	a	vigilancia	y	custodia	del	vehículo	que	conducía,
encontrándose	también	sus	actividades	dentro	de	la	excepción	prevista	en
la	disposición	materia	de	denuncia.	(...).
(...)	En	tal	sentido,	la	interpretación	de	la	sala	superior	del	artículo	8°	del
Decreto	Supremo	N°	008-97-TR,	aplicable	por	razón	de	temporalidad	al
caso	de	autos,	no	resulta	correcta	en	atención	a	los	elementos	fácticos	del
presente	caso,	siendo	una	correcta	interpretación	que	esa	disposición
enmarca	las	labores	realizadas	por	el	actor,	al	encontrarse	realizando
labores	intermitentes	de	espera,	vigilancia	y	custodia,	tal	y	como	se	puede
apreciar	de	los	considerandos	precedentes,	encontrándose	la	actuación	del
actor	dentro	de	lo	previsto	en	esa	norma,	por	lo	que	no	se	encuentra
comprendido	dentro	de	la	jornada	máxima.	En	base	a	las	consideraciones
que	preceden,	este	tribunal	supremo	por	tanto,	ha	verificado	que	en
primera	y	segunda	instancia	se	han	emitido	sentencias	de	fondo	en	clara
contravención	a	los	derechos	fundamentales,	constitucionales	y	procesales
invocados	por	la	actora	en	su	escrito	de	demanda	y	en	el	curso	de	su
propósito,	lo	cual	en	su	momento	no	ha	sido	materia	de	pronunciamiento
por	los	jueces	de	mérito,	pese	al	sustento	de	la	demanda,	y	a	las	pruebas	que
obran	en	autos,	lo	que	denota	la	evidente	carencia	de	sentencias
debidamente	motivadas,	y	no	aparentes	en	la	causa	que	se	tiene	a	la	vista	de
este	tribunal.	En	consecuencia,	la	interpretación	del	artículo	8°	del	Decreto
Supremo	N°	008-97-TR	no	es	conforme	a	los	parámetros	contenidos	en	la
ley	fundamental	y	las	demás	leyes	de	la	Nación,	y	la	jurisprudencia	de	esta
corte	de	casación,	así	como	las	normas	previstas	en	el	derecho
convencional,	por	lo	tanto	corresponde	declararse	fundado	el	recurso	de
casación	propuesto”.	(C.	S,	Cas.	Lab.	2171-2012-Lima,	oct.	24/2012.	V.	P.
Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—La	Corte	Suprema	reitera:	labores	de	chofer	de
ambulancia	califican	como	intermitentes.	“Los	choferes	de	ambulancias	por
las	características	de	su	labor	son	considerados	como	trabajadores	que
prestan	servicios	intermitentes	de	espera,	vigilancia	o	custodia	por
desarrollar	labores	de	manera	alternada	con	lapsos	de	inactividad,	tal	como
ha	sido	precisado	en	el	literal	b)	del	artículo	10	del	Reglamento	del	TUO	de
la	Ley	de	Jornada	de	Trabajo,	Horario	y	Trabajo	en	Sobretiempo,	aprobado
por	Decreto	Supremo	N°	008-2002-TR”.	(C.	S,	Cas.	Lab.	3370-2011-Lima,
oct.	09/2014.	V.	P.	Torres	Vega)
JURISPRUDENCIA.—Trabajadores	de	confianza	sujetos	a	control	efectivo	de
tiempo	pueden	cobrar	sobretiempo.	“En	tal	sentido	el	artículo	5°	Texto
Original	del	Decreto	Legislativo	N°	854,	bajo	el	cual	se	han	desarrollado	las
labores	de	la	demandante	establece	(...)	asimismo	el	artículo	9°	de	la	misma
norma	establece	que	(...)	se	determina	que	las	labores	de	la	demandante	las
realizó	como	trabajador	de	confianza	siendo	que	del	listado	de	marcaciones
presentado	por	la	propia	demandada	en	fojas	cincuenta	y	dos	a	ochenta	y
uno	se	determina	que	la	demandante	en	el	desempeño	de	sus	funciones	ha
estado	sujeta	a	un	control	efectivo	de	su	tiempo	de	trabajo	lo	que	determina
que	se	ha	encontrado	sujeta	a	fiscalización	en	tal	sentido	al	estar
comprendido	en	la	jornada	máxima	de	trabajo	referida	por	el	artículo	5°	del
Texto	Original	del	Decreto	Legislativo	N°	854,	corresponde	por	las	labores
en	sobretiempo	referidas	en	el	artículo	9°	de	la	misma	norma	que	se	le
abone	la	contraprestación	correspondiente,	por	tal	razón	la	recurrida	al
declarar	infundada	la	demanda	ha	incurrido	en	la	infracción	normativa
referida	a	la	inaplicación	de	las	normas	invocadas”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	3653-
2014-Lima,	may.	18/2015.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—La	Corte	Suprema	niega	que	la	norma	excluya	de	la
jornada	máxima	a	todo	trabajador	que	realice	labores	de	vigilancia.	“(...)	en
cuanto	a	la	infracción	normativa	consistente	en	la	inaplicación	de	una
norma	de	derecho	material	referida	al	artículo	5°	del	Decreto	Supremo	N°
007-2002-TR	(...),	debe	considerarse	que	de	una	interpretación	contrario
sensu	de	la	citada	norma,	en	concordancia	con	el	artículo	10,	literal	b)	del
Decreto	Supremo	N°	008-2002-TR,	Reglamento	del	decreto	legislativo	sobre
jornada	de	trabajo,	horario	y	trabajo	en	sobretiempo,	se	puede	determinar
que	si	los	trabajadores	que	prestan	servicios	intermitentes	de	espera,
vigilancia	o	custodia	se	encuentran	excluidos	de	la	jornada	máxima,	y	por
este	tipo	de	trabajadores	se	entiende	a	aquellos	que	regularmente	prestan
servicios	efectivos	de	manera	alternada	con	lapsos	de	inactividad,
consecuentemente	los	trabajadores	que	prestan	servicios	efectivos	sin	la
presencia	alternada	de	intervalos	o	periodos	de	inactividad,	aun	cuando	sus
labores	sean	las	de	vigilancia	o	custodia,	no	están	excluidos	de	la	jornada
máxima	de	trabajo;	en	este	sentido,	se	entiende	que	la	norma	no	descarta	la
posibilidad	de	que	existan	vigilantes	o	custodios	que	desempeñan	labores
que	demandan	de	una	permanente	atención	y	cuidado,	y	por	ello
únicamente	exceptúa	de	la	jornada	máxima	a	aquellos	vigilantes	en	cuya
ejecución	del	servicio	existen	algunas	etapas	de	pausa	o	inacción	y	no	a	todo
trabajador	que	realiza	labor	de	vigilancia”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	4503-2012-La
Libertad,	may.	13/2013.	V.	P.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Juez	no	puede	sentenciar	si	antes	no	determina	la
existencia	de	horas	extra	en	las	labores	del	guardián	que	vive	donde	trabaja.
“(...)	instancias	de	mérito	no	han	cumplido	con	analizar	en	principio	las
labores	específicas	desarrolladas	por	el	demandante,	quien	(...)	refirió	haber
prestado	servicios	como	‘guardián’	(...)	no	se	aprecia	en	la	fundamentación
jurídica	de	las	instancias	de	mérito	ninguna	referencia	a	las	excepciones	y
exclusiones	respecto	de	la	jornada	ordinaria	de	trabajo,	previstos	en	los
artículos	5°	del	Decreto	Legislativo	N°	854	y	su	similar	en	el	Texto	Único
Ordenado	de	la	Ley	de	Jornada	de	Trabajo,	Horario	y	Trabajo	en
Sobretiempo,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	007-2002-TR;	omisión	que
es	trascendente	en	el	presente	caso,	en	tanto	tiene	incidencia	directa	en	los
demás	beneficios	sociales	amparados	(...).	Es	imposible,	pues,	sentenciar
correctamente	la	causa,	si	no	se	analiza	la	naturaleza	de	las	labores
desempeñadas	por	el	demandante,	quien	en	su	calidad	de	guardián,	y
atendiendo	a	la	declaración	asimilada	de	ambas	partes,	se	puede	colegir	que
vivía	en	el	lugar	donde	cuidaba	(Isla	de	Punta	Colorado	-	Barranca).	El	juez
debe	valorar	todos	los	medios	de	prueba,	como	la	constatación	policial	que
recoge	este	hecho	en	la	declaración	del	gerente	de	la	demandada	al
mencionar	que	el	demandante	tenía	un	horario	de	24	horas,	a	fin	de
determinar	si	en	labores	como	las	desarrolladas	por	el	demandante	es
factible	la	realización	de	horas	extras”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	513-2012-Lima,	set.
21/2012.	V.	P.	Torres	Vega)
JURISPRUDENCIA.—La	prestación	de	labores	de	vigilancia	sin	lapsos	de
inactividad	se	denomina	vigilancia	superior.	“(...)	la	prestación	de	las	labores
de	vigilancia	sin	lapsos	de	inactividad,	la	doctrina	ha	optado	por
denominarla	vigilancia	superior	y	se	basa	en	el	hecho	de	que,	en	la	realidad,
existen	algunos	trabajadores	vigilantes	que	para	el	cabal	cumplimiento	de
sus	obligaciones	laborales	(resguardo	y	seguridad),	necesariamente,	se
encuentran	en	un	constante	y	continuado	estado	de	alerta	y	atención
permanente,	merced,	entre	otros	factores,	a	la	envergadura,	dimensiones	y
ubicación	geográfica	del	negocio	custodiado,	así	como	a	su	movimiento
comercial,	su	importancia	y	posicionamiento	empresarial	o	funcional,	la
fluctuación	de	personas,	vehículos	y	bienes	que	ingresan	y	salen	de	la
entidad	resguardada	y	en	general	a	todo	hecho	que	aumenta	el	riesgo	de
sustracción,	pérdida,	manipulación	de	los	bienes	que	se	encuentran	en	el
ámbito	protegido	por	el	custodio	o	vigilante”.	(C.	S.,	Cas.	11085-2014-La
Libertad,	jul.	01/2016.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Los	vigilantes	del	PJ	no	tienen	derecho	al	pago	de	horas
extras.	“las	labores	realizadas	por	el	demandante	se	limitaban	a	verificar	el
ingreso	y	salida	de	personas,	así	como	a	eventuales	rondas,	labores	que
además	eran	compartidas	por	varios	trabajadores	que	han	cumplido	la
misma	función,	lo	que	implica	una	dispersión	o	distribución	del	trabajo	y	de
la	responsabilidad,	por	lo	cual	se	determina	que	las	labores	descritas	han
tenido	periodos	de	intermitencia	y	características	propias	de	una	actividad
complementaria	al	servicio	de	la	impartición	de	justicia	con	un	bajo	grado
de	complejidad	y	que,	en	definitiva	incorpora	a	su	estructura	periodos	de
inactividad	o	de	espera	asumiendo	una	mayor	exigencia	en	las	horas	de
atención	al	público,	lo	que	determina	la	exclusión	de	la	jornada	máxima
referida	en	el	artículo	5°	del	Decreto	Supremo	N°	007-2002-TR”.	(C.	S.,	Cas.
11085-2014-La	Libertad,	jul.	01/2016.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Trabajadores	excluidos	de	la	jornada	máxima	por	no
estar	sujetos	a	fiscalización	inmediata.	“El	sobretiempo	amparado	por	la
recurrida	no	tiene	lugar,	porque	a	tenor	de	la	demanda,	las	condiciones	en
que	laboraba	el	actor	no	eran	bajo	el	cumplimiento	de	una	jornada	de
trabajo,	sino	más	bien	el	desarrollo	de	tareas	fuera	del	centro	de	trabajo,
como	era	la	práctica	de	manejo	que	dirigía	en	vehículos	de	la	emplazada,
por	lo	cual	cobraba	en	base	a	una	tarifa	–que	se	ha	establecido	en	S/.	1,00	la
hora–	lo	que	lo	colocaba	en	situación	parecida	al	comisionista	o	destajero;
que	en	consecuencia,	al	no	percibir	un	sueldo	fijo,	como	se	comprueba	con
los	recibos	de	fojas	69-93,	no	puede	estimarse	la	realización	de	labor
extraordinaria	(…).”	(RSL,	3ra	Sala,	Exp.	0546-94-BS	(S),	ene.	03/95.	V.	P.
Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—Los	trabajadores	de	transporte	terrestre	no	están
sujetos	a	la	jornada	máxima.	“La	recurrida	se	ha	pronunciado	con	arreglo	a
la	jurisprudencia	emitida	en	esta	instancia,	en	la	cual	se	ha	establecido	que
la	jornada	de	los	trabajadores	de	transporte	terrestre	no	genera	horas
extras	que	deban	reconocerse	(…).”	(RSL,	Exp.	5384-95-BS	(S),	ago.	26/96.
V.	P.	Beltrán	Quiroga)
DOCTRINA.—Jornadas	o	turnos	de	trabajo	de	vigilancia	de	12	horas	de
labor	 continua	 vulneran	 lo	 dispuesto	 por	 la	 Constitución.	 “(...)
asimismo,	en	sentido	aclaratorio	se	encuentra	lo	señalado	por	la	Dirección
de	 Regulación	 y	 Supervisión	 del	 Sistema	 de	 Inspección	 de	 la	 Dirección
General	de	 Inspección	del	Trabajo,	a	 través	del	Oficio	N°	020-2012-MTPE-
2/16.1	 del	 22	 de	 agosto	 del	 2012,	 en	 el	 cual	 señala	 que:	 ‘a)	 Cuando	 el
artículo	 5°	 del	 D.	 S.	 N°	 007-2002-TR	 se	 refiere	 a	 las	 categorías	 de
trabajadores	 intermitentes	 de	 espera,	 vigilancia	 y	 custodia	 no
comprendidos	en	la	jornada	legal	máxima,	debería	entenderse	que	en	estos
tres	 supuestos	 tendrá	 que	 observarse	 necesariamente	 la	 prestación	 de
servicios	 efectivos	 de	 manera	 alternada	 con	 lapsos	 de	 inactividad	 (esto
último	no	debería	implicar	estar	a	disposición	del	empleador).	De	no	darse
esta	situación,	no	debería	proceder	la	exclusión	de	la	jornada	legal	máxima
de	estos	trabajadores	(por	ejemplo,	en	el	caso	de	los	agentes	de	seguridad	o
vigilantes	de	edificios,	éstos	deben	estar	sujetos	a	la	jornada	legal	máxima);
b)	 Serán	 manifestaciones	 de	 la	 puesta	 a	 disposición	 de	 los	 servicios	 del
trabajador	en	 favor	del	empleador,	entre	otros:	 i)	La	presencia	 física	en	el
centro	de	trabajo	o	de	operaciones	del	empleador;	 ii)	La	 imposibilidad	del
trabajador	 de	 realizar	 libremente,	 por	 propia	 decisión,	 otras	 actividades
diferentes	de	la	actividad	para	la	cual	fue	contratado’.	(...)	Estando	a	ello,	y
conforme	con	lo	resuelto	en	el	pronunciamiento	venido	en	alzada,	se	tiene
que,	las	relaciones	laborales	del	personal	afectado	con	el	inspeccionado	no
son	 de	 carácter	 intermitente	 sino	 continuo	 en	 el	 tiempo,	 al	 estar	 sujeto	 a
una	 jornada	 diaria	 de	 doce	 horas,	 durante	 6	 días	 a	 la	 semana	 y	 uno	 de
descanso	(...)”.	(MTPE,	R.	D.	93-2014-MTPE/1/20,	mar.	05/2014.	Dirección
de	Inspección	del	Trabajo	Silvia	Renee	Meza	Falla)
DOCTRINA.—Es	 posible	 que	 un	 chofer	 de	 ambulancia	 al	 servicio	 del
Estado	pueda	cobrar	horas	extras.	“(...)	se	aprecia	del	escrito	de	demanda
que	el	actor,	chofer	de	ambulancia	del	demandado,	solicita	el	pago	de	horas
extras	 (...)	 En	 atención	 a	 ello,	 las	 instancias	 de	 mérito	 han	 determinado,
basándose	en	los	medios	probatorios	actuados,	que	no	corresponde	calificar
a	 las	 labores	 del	 demandante	 dentro	 de	 las	 realizadas	 por	 un	 trabajador
asistencial	 en	 tanto	 éstas	 requieren	 título	 profesional	 y/o	 técnico	 en
especialidad	 de	 salud;	 por	 lo	 que	 sobre	 esa	 base,	 arguyen,	 no	 está
comprendido	 en	 la	 jornada	 laboral	 de	 cuarenta	 y	 ocho	 horas	 semanales
previstas	en	el	régimen	laboral	privado	y	específicamente,	en	el	Reglamento
Interno	 de	 Trabajo	 de	 la	 demandada;	 asimismo,	 indican	 que	 no	 existe
prueba	que	indique	que	las	labores	del	actor	no	fueron	intermitentes	o	que
éstas	 se	 hayan	 realizado	 bajo	 supervisión	 directa	 del	 jefe	 de	 unidad	 de
emergencias.	 En	 tal	 sentido,	 si	 bien	 las	 instancias	 de	 mérito	 han
determinado	 la	 exclusión	 del	 demandante	 dentro	 de	 la	 categoría	 de
trabajador	 asistencial,	 se	 aprecia	 una	motivación	 insuficiente	 respecto	 de
las	 particulares	 circunstancias	 que	 rodean	 el	 caso	 en	 concreto.	 (...)	 Sobre
este	último	punto	es	preciso	poner	de	manifiesto	que	se	hace	necesario	un
especial	énfasis	en	cuanto	a	la	naturaleza	de	los	servicios	prestados,	ya	que,
por	un	 lado,	determinado	ello	puede	pasarse	al	siguiente	nivel	de	análisis,
esto	 es,	 si	 el	 trabajador	 se	 encuentra	 o	 no	 comprendido	 en	 la	 jornada
máxima	de	labores	previstas	en	el	régimen	laboral	privado;	en	este	sentido,
circunscribir	el	análisis	a	la	sola	interpretación	de	las	normas	invocadas	en
los	 fallos	 de	 primera	 y	 segunda	 instancia,	 restringe	 los	 parámetros	 del
conflicto	en	tanto	omite	valorar	y/o	requerir	la	actuación	de	pruebas	acerca
de	los	hechos	que,	por	reglas	de	la	experiencia,	son	inherentes	a	la	función
misma	de	un	chofer	de	ambulancia	en	una	institución	del	Estado,	tales	como
la	necesidad	constante	de	un	servicio,	así	como	la	cantidad	de	personal	que
está	en	disposición	para	realizarlo;	aspectos	que	son	tan	importantes	como
sería	 el	 análisis	 mismo	 de	 las	 normas	 previstas	 sobre	 horas	 extras	 en
nuestro	 ordenamiento	 jurídico,	 tanto	 nacional	 como	 internacional,	 este
último	que	tampoco	ha	sido	tomado	en	consideración	en	 las	sentencias	de
mérito”.	 (C.	 S.,	 Cas.	 261-2011-Lima,	 oct.	 09/2014.	 Voto	 singular	 del
magistrado	Távara	Córdova)
COMENTARIO.—Trabajadores	 excluidos	 y	 exceptuados.	 El	 Art.	 5°	 del
TUO	 trata	 de	 similar	modo	 a	 dos	 grupos	 laborales	 que	 en	 realidad	 tienen
características	distintas:
-	 Trabajadores	 excluidos	 de	 la	 jornada	 máxima.	 Son	 los	 que	 por	 su
jerarquía	casi	se	identifican	con	el	empleador	y	de	cuya	voluntad	depende	la
limitación	o	no	de	 sus	horas	de	 trabajo.	 Se	 incluye	en	esta	 categoría	 a	 los
trabajadores	de	dirección.
-	 Trabajadores	 exceptuados	 de	 la	 jornada	máxima.	 Se	 entienden	 por
tales	 a	 los	 que	 por	 la	 propia	 naturaleza	 de	 sus	 funciones	 cuentan	 con
períodos	 de	 relativa	 inactividad	 o	 que	 cumplen	 una	 labor	 de	 simple
vigilancia,	situación	que	permitiría	que	su	jornada	se	extienda	por	sobre	el
máximo	legal,	pero	no	de	modo	indeterminado.
Los	trabajadores	excluidos	de	la	jornada	máxima	no	tienen	otro	límite	a	las
horas	 de	 trabajo	 que	 el	 derivado	 de	 su	 propia	 voluntad.	 Los	 trabajadores
exceptuados	 sí	 deberían	 tenerlo,	 sin	 embargo,	 nuestra	 legislación	 calla	 al
respecto.
COMENTARIO.—Los	trabajadores	de	confianza	y	la	jornada	máxima.	El
artículo	11	reglamentario	exceptúa	al	trabajador	de	confianza	de	la	jornada
máxima,	 entendiendo	por	 tal	 al	 que	 labora	 en	 contacto	personal	 y	directo
con	el	empleador	o	con	el	personal	de	dirección,	teniendo	acceso	a	secretos
industriales,	 comerciales	 o	 profesionales	 y,	 en	 general,	 a	 información	 de
carácter	 reservado.	 Quedan	 comprendidos	 en	 la	 definición	 los	 empleados
cuyas	 opiniones	 o	 informes	 son	 presentados	 directamente	 al	 personal	 de
dirección,	contribuyendo	a	la	toma	de	las	decisiones	empresariales.
Así	 las	 cosas	 pareciera	 que	 por	 una	 norma	 subalterna	 se	 estaría
posibilitando	el	trabajo	de	horas	adicionales	a	la	jornada	máxima	diaria,	sin
el	 reconocimiento	 de	 su	 carácter	 extraordinario	 y	 –por	 supuesto–	 sin	 el
pago	de	la	sobretasa	correspondiente,	a	un	amplio	sector	laboral	en	que	se
incluirían	 a	 las	 secretarias	 de	 las	 distintas	 gerencias,	 buena	 parte	 de	 los
departamentos	de	administración,	contabilidad,	legal,	mercadeo,	finanzas	y
personal,	 así	 como	 a	 los	 portapliegos	 que	 en	 su	 labor	 cotidiana	 manejan
papelería	 con	 información	 reservada;	 entre	 otros	 trabajadores	 que
desempeñan	 diversas	 funciones	 pasibles	 de	 ser	 calificadas	 como	 de
confianza.
En	 estricto	 derecho,	 el	 tenor	 del	 artículo	 11	 del	 reglamento	 puede	 ser
objeto	de	serias	objeciones	en	cuanto	a	la	procedencia	de	su	contenido.
Desde	 una	 aproximación	 puramente	 formal,	 el	 solo	 hecho	 que	 el
reglamento	 determine	 un	 caso	 de	 excepción	 a	 la	 jornada	 máxima,	 los
trabajadores	 de	 confianza,	 ampliando	 así	 las	 exclusiones	 taxativamente
señaladas	 por	 el	 artículo	 quinto	 de	 la	 ley	 –trabajadores	 de	 dirección,	 sin
fiscalización	 inmediata	y	que	prestan	servicios	 intermitentes	de	vigilancia,
espera	o	custodia–	 implica	una	notoria	 infracción	al	principio	de	 jerarquía
de	 las	 normas	 que	 debe	 ser	 resuelto	 aplicando	 el	 texto	 legal	 por	 sobre	 el
reglamentario.
Si	bien	es	comprensible	la	no	aplicación	de	la	jornada	máxima	al	personal
de	 dirección	 por	 cuanto	 es	 evidente	 su	 alto	 grado	 de	 vinculación	 con	 el
empleador	 y	 su	 colaboración	 en	 la	 toma	 de	 decisiones	 para	 el	 éxito	 de	 la
actividad	 empresarial,	 tales	 criterios	 no	 pueden	 ser	 ampliados	 por	 la	 vía
reglamentaria	 a	 los	 trabajadores	de	 confianza	 con	el	objeto	de	permitir	 la
ampliación	 de	 sus	 horas	 de	 labor	 diarias,	 sin	 la	 debida	 retribución	 del
esfuerzo	adicional	con	las	tasas	adicionales	por	hora	de	servicios	que	la	ley
señala.
Por	último,	no	parece	consecuente	ser	rígidos	en	la	limitación	de	las	horas
extraordinarias,	 para	 de	 otro	 lado	 ampliar	 la	 cerrada	 enumeración	 de	 los
trabajadores	 que	 pueden	 laborar	 por	 encima	 de	 la	 jornada	máxima	 sin	 el
sobrepago	correspondiente.
TÍTULO	SEGUNDO
Horario	de	Trabajo
HORARIO	DE	TRABAJO.	MODIFICACIÓN
TUO	-	D.	Leg.	854.
ART.	6°.—Es	facultad	del	empleador	establecer	el	horario	de
trabajo,	entendiéndose	por	tal	la	hora	de	ingreso	y	de	salida,	sin
perjuicio	de	lo	establecido	en	el	artículo	2°,	inciso	d).	Igualmente
está	facultado	a	modificar	el	horario	de	trabajo	sin	alterar	el
número	de	horas	trabajadas.	Si	la	modificación	colectiva	de
horario	es	mayor	a	una	hora	y	la	mayoría	de	los	trabajadores	no
estuviera	de	acuerdo,	podrán	acudir	a	la	Autoridad	Administrativa
de	Trabajo	para	que	se	pronuncie	sobre	la	procedencia	de	la
medida	en	un	plazo	no	mayor	de	diez	(10)	días	hábiles,	en	base	a
los	argumentos	y	evidencias	que	propongan	las	partes.	La
resolución	es	apelable	dentro	del	tercer	día.
Si	la	modificación	tiene	carácter	individual,	la	impugnación	de	la
medida	por	el	trabajador	se	efectuará	conforme	a	las
disposiciones	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	12.—Para	 impugnar	 la	modificación	del	 horario	de	 trabajo	mayor	 a
una	hora,	 de	 acuerdo	 al	 artículo	6°	 de	 la	 ley,	 se	 observarán	 los	 siguientes
procedimientos:
a)	 Tratándose	 de	 una	 modificación	 colectiva	 del	 horario	 de	 trabajo,	 los
trabajadores	afectados,	dentro	del	plazo	de	5	días	siguientes	de	la	adopción
de	 la	medida,	 podrán	 presentar	 el	 recurso	 correspondiente,	 debidamente
sustentado,	ante	la	Subdirección	de	Negociaciones	Colectivas	o	dependencia
que	 haga	 sus	 veces,	 adjuntando	 una	 declaración	 jurada	 suscrita	 por	 la
mayoría	de	 los	 trabajadores	 afectados	 y	 la	 documentación	que	 acredite	 la
modificación	del	horario	de	trabajo.
Dentro	 del	 segundo	 día	 hábil	 de	 admitido	 el	 recurso	 impugnatorio,	 la
Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	notificará	de	éste	al	empleador,	quien
dentro	 del	 tercer	 día	 hábil	 de	 su	 recepción	 podrá	 contradecir	 los	 hechos
alegados	por	los	trabajadores	o	justificar	su	decisión	en	base	a	un	informe
técnico.
Recibida	la	contestación	del	empleador	o	vencido	el	término	para	tal	efecto,
la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	resolverá	la	impugnación	dentro	del
quinto	 día	 hábil,	 determinando	 si	 existe	 o	 no	 justificación	 para	 la
modificación	 del	 horario.	 La	 resolución	 de	 primera	 instancia	 es	 apelable
dentro	del	término	de	tres	días	hábiles	de	recibida	la	notificación.
b)	 Tratándose	 de	 una	 modificación	 individual	 del	 horario	 de	 trabajo,	 de
conformidad	 con	 el	 último	 párrafo	 del	 artículo	 6°	 de	 la	 ley,	 el	 trabajador
podrá	 impugnar	 dicha	 medida	 ante	 el	 Poder	 Judicial,	 de	 acuerdo	 al
procedimiento	 de	 cese	 de	 hostilidad	 regulado	 por	 el	 TUO	 de	 la	 Ley	 de
Productividad	y	Competitividad	Laboral,	en	cuyo	caso	el	trabajador	deberá
cumplir	previamente	con	el	emplazamiento	a	que	se	refiere	el	párrafo	final
del	artículo	30	de	la	indicada	ley.
D.	Leg.	692.
ART.	1°.—Los	horarios	vigentes	en	los	centros	de	trabajo	deberán	procurar
maximizar	el	 rendimiento	de	 las	 labores	productivas	a	 fin	de	 incrementar
los	niveles	de	producción	y	productividad,	así	como	facilitar	 la	generación
de	nuevos	puestos	de	trabajo.
DOCTRINA.—Precedente	 administrativo	 vinculante:	 sobre	 la
aplicación	 de	 los	 principios	 de	 eficacia	 y	 de	 celeridad	 en	 sede
administrativa	y	la	exigencia	de	presentar	la	declaración	jurada	a	que
se	refiere	el	artículo	12	del	D.	S.	008-2002-TR.	“(...)	puede	advertirse	que
aunque	la	Dirección	Regional	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	de	Áncash
ha	 considerado	 correctamente	 que	 el	 acta	 de	 asamblea	 general
extraordinaria	 presentada	 por	 el	 sindicato	 puede	 ser	 tratada	 como	 un
sucedáneo	documental	con	plena	aptitud	para	reemplazar	a	 la	declaración
jurada	 a	 que	 se	 refiere	 el	 reglamento	 de	 la	 Ley	 de	 Jornada	 de	 Trabajo,
Horario	y	Trabajo	en	Sobretiempo,	ha	errado	al	no	solicitar	a	 las	partes	el
sustento	 documental	 que	 acredite	 que	 la	 mayoría	 de	 afectados	 por	 la
medida	sean	quienes	hayan	participado	en	ese	acuerdo.
7.16.	 Que,	 asimismo,	 resulta	 necesario	 poner	 en	 relieve	 un	 defecto
advertido	 en	 la	 resolución	 administrativa	 revisada	 –cuya	 causa	 quizá	 se
deba,	 precisamente,	 al	 error	 que	 hemos	 señalado	 en	 el	 considerando
anterior–	 la	misma	 que	 se	 aparta	 de	 la	 línea	 de	 actuación	 administrativa
perfilada	 en	 la	 ley.	 Así,	 el	 que	 la	 instancia	 administrativa	 regional	 haya
optado	por	ordenar	a	 las	partes	a	retomar	 la	negociación	sobre	el	horario
aplicable	 resulta	 inconsistente	 con	 la	 facultad	 que	 a	 la	 administración	 del
trabajo	 le	 es	 conferida	 por	 el	Decreto	 Supremo	N°	 007-2002-TR,	 TUO	del
Decreto	Legislativo	N°	854,	Ley	de	Jornada	de	Trabajo,	Horario	y	Trabajo	en
Sobretiempo	modificado	por	Ley	N°	27671,	que	no	es	otra	que	la	potestad
de	 resolver	 el	 conflicto	 en	 forma	 definitiva.	 En	 efecto,	 la	 resolución
administrativa	expedida	en	el	marco	de	este	procedimiento	se	asienta	sobre
la	base	del	 artículo	2°	de	dicha	norma,	que	obliga	a	 toda	dependencia	del
Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 que	 conozca	 este	 tipo	 de
procedimientos	a	que	‘se	pronuncie	sobre	la	procedencia	de	la	medida	en	un
plazo	 no	 mayor	 de	 diez	 (10)	 días	 hábiles,	 en	 base	 a	 los	 argumentos	 y
evidencias	que	propongan	 las	partes’.	No	cabe,	 entonces,	que	 la	 autoridad
administrativa	de	trabajo	resuelva	reactivar	la	negociación	entre	las	partes,
sino	 que	 corresponde	 que	 ella	 resuelva	 el	 conflicto	 en	 forma	 definitiva”.
(MTPE,	 R.	 D.	 003-2012-MTPE/2/14,	 feb.	 15/2012.	 Director	 General	 de
Trabajo	Christian	Sanchez	Reyes)
DOCTRINA.—Precedente	 administrativo	 vinculante:	 sobre	 la
naturaleza	bilateral	del	procedimiento	de	modificación	del	horario	de
trabajo	y	el	control	de	su	legalidad	por	parte	de	la	autoridad	laboral.
“8.10	 Que,	 como	 puede	 apreciarse,	 el	 procedimiento	 establecido	 en	 la
legislación	laboral	para	el	cambio	de	jornada	pone,	en	principio,	la	iniciativa
para	dicha	modificatoria	en	 las	manos	del	empleador.	Sin	embargo	 la	 sola
voluntad	 del	 empleador	 no	 es	 suficiente	 para	 que	 dicha	 iniciativa	 genere
efectos:	 la	 facultad	 normativa	 empresarial	 como	 fuente	 del	 derecho	 del
trabajo	no	es	un	poder	absoluto	y,	según	la	doctrina,	tiene	entre	sus	límites
al	 ‘Conjunto	 de	 disposiciones	 de	 origen	 estatal	 y	 convencional	 –
Constitución,	 ley,	 convenio	 colectivo,	 reglamento	 interno,	 e	 inclusive	 el
propio	contrato	de	trabajo–	que	establecen	derechos	para	los	trabajadores	y
obligaciones	al	empresario.	En	tal	sentido,	adolecen	de	nulidad	las	órdenes
impartidas	por	el	empresario	que	infrinjan	dicha	normativa’.	(...).
8.11	 Que,	 por	 otro	 lado,	 resulta	 claro	 que	 en	 el	 procedimiento	 de
modificación	 de	 horario	 de	 trabajo	 previsto	 en	 el	 artículo	 2°	 del	 Decreto
Supremo	 N°	 007-2002-TR	 el	 empresario	 tiene	 la	 carga	 de	 motivar	 –en
forma	suficiente	y	sobre	 la	base	de	argumentos	objetivos	y	razonables–	el
cambio	de	jornada	que	hubiera	propuesto.	(...).
8.12	Que,	 el	 deber	del	 empleador	de	motivar	 su	propuesta	de	 cambio	de
horario	de	trabajo	no	podría	considerarse	satisfecho	si	dicha	comunicación
dirigida	al	sindicato	alude	a	referencias	genéricas	o	ambiguas	(...)”.	(MTPE,
R.	 D.	 003-2012-MTPE/2/14,	 feb.	 15/2012.	 Director	 General	 de	 Trabajo
Christian	Sanchez	Reyes)
DOCTRINA.—Acta	de	asamblea	general	que	identifique	debidamente	a
la	mayoría	de	trabajadores	afectados	por	el	cambio	de	horario	puede
reemplazar	 a	 las	 declaraciones	 juradas	 individuales.	 “(...)	 un	 acta	 de
asamblea	general	que	identifique	debidamente	a	la	mayoría	de	trabajadores
afectados	por	el	cambio	de	horario	(con	sus	respectivas	firmas	como	señal
de	 manifestación	 de	 voluntad)	 puede	 considerarse	 como	 un	 sucedáneo
documental	que	reemplace	a	las	declaraciones	juradas	individuales	exigidas
por	el	artículo	12	del	Decreto	Supremo	N°	008-2002-TR,	Reglamento	de	la
Ley	 de	 Jornada	 de	 Trabajo,	 Horario	 y	 Trabajo	 en	 Sobretiempo.	 En	 ese
sentido,	 decae	 la	 discusión	 sobre	 la	 exigencia	 de	 la	 presentación	 de	 las
declaraciones	juradas	–como	observancia	a	lo	establecido	en	el	Texto	Único
de	Procedimientos	Administrativos	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción
del	 Empleo–”.	 (MTPE,	 R.	 D.	 003-2012-MTPE/2/14,	 feb.	 15/2012.	 Director
General	de	Trabajo	Christian	Sanchez	Reyes)
DOCTRINA.—Los	 empleados	 individualmente	 considerados	 pueden
impugnar	 la	 modificación	 del	 horario	 de	 trabajo,	 pero	 no	 los
sindicatos.	 “En	 la	 Resolución	 Directoral	 Regional	 N°	 001-2012-Región
Áncash-DRTyPE/DPSC-CHIM,	 puede	 advertirse	 un	 error	 sustancial	 al
señalarse	 que	 ‘[la	 presentación	 de	 declaraciones	 juradas	 individuales]	 no
será	 exigible	 cuando	 la	 impugnación	 la	 formule	 el	 sindicato,	 dado	 que	 en
este	 caso	 es	 la	 voluntad	 de	 dicho	 gremio	 (formada	 sobre	 la	 base	 de	 las
voluntades	individuales	de	la	mayoría	de	sus	afiliados)	la	que	directamente
insta	 el	 inicio	 del	 procedimiento	 administrativo	 de	 impugnación,	 para	 lo
cual	 sólo	 debe	 exigirse	 copia	 del	 acta	 de	 la	 correspondiente	 asamblea
sindical	en	la	que	se	acuerda	la	impugnación’.
Como	se	evidencia,	la	autoridad	administrativa	de	trabajo	de	Áncash	yerra
al	asimilar	a	la	manifestación	de	voluntad	individual	mayoritaria	dentro	del
ámbito	 al	 que	 se	 aplique	 la	 medida	 con	 la	 manifestación	 de	 voluntad
individual	mayoritaria	de	un	sindicato	que	no	necesariamente	representa	a
la	 mayoría	 de	 trabajadores	 afectados	 por	 la	 modificación	 de	 horario.
Mientras	que	el	primero	consiste	en	un	presupuesto	para	la	impugnación	de
la	 modificación	 de	 la	 jornada	 de	 trabajo,	 el	 segundo	 apenas	 es	 suficiente
para	 manifestar	 la	 voluntad	 de	 los	 miembros	 afiliados	 a	 la	 organización
sindical.
En	 consecuencia,	 teniendo	 el	 sindicato	 carácter	 minoritario	 dentro	 del
ámbito	de	los	trabajadores	empleados	de	la	empresa,	incluso	si	la	totalidad
de	sus	afiliados	hubiera	expresado	su	rechazo	a	la	modificación	de	horarios
ello	no	podría	haber	satisfecho	el	requisito	 legal	referido	a	que	 la	mayoría
de	 trabajadores	 afectados	 por	 la	modificación	de	 horarios:	 se	 oponga	 a	 la
medida.	 Debe	 recordarse	 que	 en	 el	 procedimiento	 administrativo	 de
impugnación	 de	 la	 modificación	 de	 horarios	 de	 trabajo	 la	 pretensión
impugnatoria	 no	 corresponde	 a	 las	 organizaciones	 sindicales,	 sino	 a	 los
trabajadores	individualmente	considerados.
En	 los	 casos	 en	 donde	 una	 organización	 sindical	 de	 carácter	minoritario
contable	 la	 impugnación	 de	 una	 medida	 de	 modificación	 de	 horario	 de
trabajo,	 será	 necesario	 que	 dicho	 sindicato	 cuente	 con	 la	 autorización
expresa	 de	 sus	 afiliados	 (que	 hagan	 constar	 su	 oposición	 a	 la	 medida	 en
asamblea)	más	 la	 de	 los	 trabajadores	 no	 afiliados	 que	 dentro	 del	 ámbito
deseen	plegarse	a	esta	impugnación,	en	tal	número	que	les	permita	cumplir
con	 la	 exigencia	 legal”.	 (MTPE,	 R.	 D.	 04-2012/MTPE/2/14,	 feb.	 22/2012.
Director	General	de	Trabajo	Christian	Sánchez	Reyes)
COMENTARIO.—Determinación	 del	 horario	 de	 trabajo.	 El	 horario	 de
trabajo	se	encuentra	determinado	por	la	hora	de	ingreso	y	la	hora	de	salida.
Se	trata	de	un	concepto	estrechamente	 ligado	al	de	 la	 jornada	de	 trabajo,
pero	no	coincidente.	De	hecho,	toda	modificación	de	la	jornada	implica	una
variación	 del	 horario,	 pero	 las	 variaciones	 del	 horario	 no	 aparejan
necesariamente	una	modificación	de	la	jornada.
COMENTARIO.—Período	 de	 tolerancia.	 Es	 de	 uso	 común	 en	 algunas
empresas	el	establecimiento	del	llamado	período	de	tolerancia	o	tiempo	de
tolerancia,	al	inicio	de	la	jornada	diaria.
Establecida	la	hora	de	inicio	de	las	labores,	el	período	de	tolerancia	–como
su	nombre	lo	indica–	no	es	otra	cosa	que	un	lapso	durante	el	cual	se	permite
el	 ingreso	 del	 trabajador	 al	 centro	 de	 labores,	 con	 la	 correspondiente
deducción	remunerativa	equivalente	a	los	minutos	de	tardanza.
De	presentarse	el	trabajador	en	la	empresa	vencido	el	tiempo	de	tolerancia,
no	se	permite	su	ingreso	al	centro	de	labores,	procediendo	el	descuento	por
el	día	no	laborado.
CASO	PRÁCTICO.—Ejemplo	de	aplicación	del	período	de
tolerancia.
Descripción
De	acuerdo	al	horario	de	trabajo	aplicable	en	 la	empresa	materia
del	ejemplo,	las	funciones	deben	iniciarse	a	las	ocho	de	la	mañana,
aplicándose	 a	 tales	 efectos	 un	 período	 de	 tolerancia	 de	 diez
minutos.
Ejemplo
Sobre	el	particular	pueden	plantearse	tres	situaciones,	a
saber:
—	El	trabajador	cumple	a	cabalidad	el	horario	de	trabajo	y
se	presenta	antes	de	las	ocho	de	la	mañana.
—	El	trabajador	incurre	en	una	tardanza	de	cinco	minutos.
Aplicándose	el	tiempo	de	tolerancia,	se	permitirá	su	ingreso,
pero	se	le	efectuará	el	descuento	equivalente	a	los	minutos
de	demora.
—	El	trabajador	se	presenta	a	su	centro	de	labores	con	una
tardanza	superior	a	los	diez	minutos,	que	es	el	período	de
tolerancia.	En	tal	supuesto	no	se	le	permitirá	el	ingreso	a	la
empresa,	considerándosele	tal	día	como	uno	de	falta.
—	TUO	-	D.	Leg.	854,	Art.	6°.
Base	legal —	D.	Leg.	692,	Art.	1°.
	
COMENTARIO.—Derogan	posibilidad	de	variar	los	horarios	de	trabajo
con	 motivo	 de	 deficiencias	 en	 el	 servicio	 público	 de	 transporte.	 La
posibilidad	de	modificar	los	horarios	de	trabajo	–establecida	por	el	Decreto
Supremo	N°	031-90-TR	del	18	de	mayo	de	1990–	con	el	fin	de	permitir	que
los	 trabajadores	 que	 se	 hubiesen	 visto	 retrasados	 con	 motivo	 de
paralizaciones	en	el	servicio	público	de	transporte	cumpliesen	 la	 totalidad
de	su	jornada,	o	en	su	defecto,	pudiesen	ingresar	a	su	centro	de	labores	con
deducción	de	los	períodos	de	tardanza;	fue	expresamente	derogada	por	el
Decreto	Supremo	N°	008-96-TR.
Como	 se	 conoce,	 el	 Decreto	 Supremo	 N°	 008-96-TR,	 publicado	 el	 26	 de
agosto	 del	 año	1996,	 derogó	de	modo	 taxativo	 una	 serie	 de	 disposiciones
que	 establecían	 obligaciones	 formales	 de	 índole	 laboral	 que	 habían
devenido	en	innecesarias.
TIEMPO	DE	REFRIGERIO
TUO	-	D.	Leg.	854.
ART.	7°.—En	el	caso	de	trabajo	en	horario	corrido,	el	trabajador
tiene	derecho	a	tomar	sus	alimentos	de	acuerdo	a	lo	que
establezca	el	empleador	en	cada	centro	de	trabajo,	salvo	convenio
en	contrario.	El	tiempo	dedicado	al	refrigerio	no	podrá	ser
inferior	a	cuarenta	y	cinco	(45)	minutos.	El	tiempo	de	refrigerio
no	forma	parte	de	la	jornada	ni	horario	de	trabajo,	salvo	que	por
convenio	colectivo	se	disponga	algo	distinto.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	 14.—Horario	 de	 refrigerio	 es	 el	 tiempo	 establecido	 por	 la	 ley	 que
tiene	 como	 finalidad	 que	 el	 trabajador	 lo	 destine	 a	 la	 ingesta	 de	 su
alimentación	 principal	 cuando	 coincida	 con	 la	 oportunidad	 del	 desayuno,
almuerzo	o	cena,	o	de	un	refrigerio	propiamente	dicho,	y/o	al	descanso.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	 15.—En	 el	 caso	 de	 las	 jornadas	 que	 se	 cumplan	 en	 horario	 corrido
según	el	artículo	7°	de	la	ley,	el	tiempo	de	refrigerio	no	podrá	ser	inferior	a
cuarenta	 y	 cinco	 (45)	 minutos	 y	 deberá	 coincidir	 en	 lo	 posible	 con	 los
horarios	 habituales	 del	 desayuno,	 almuerzo	 o	 cena.	 El	 empleador
establecerá	 el	 tiempo	 de	 refrigerio	 dentro	 del	 horario	 de	 trabajo,	 no
pudiendo	otorgarlo,	ni	antes	ni	luego	del	mismo.
El	horario	de	refrigerio	no	 forma	parte	de	 la	 jornada	ordinaria,	salvo	que
por	convenio	colectivo	o	pacto	individual	se	disponga	lo	contrario.
La	adecuación	del	horario	del	refrigerio	a	lo	establecido	en	el	artículo	7°	de
la	ley,	no	implicará	un	incremento	en	la	jornada	de	trabajo.
Si	como	consecuencia	de	la	exclusión	del	tiempo	dedicado	al	refrigerio,	se
incrementara	el	número	de	horas	efectivas	de	 trabajo,	a	 fin	de	alcanzar	 la
jornada	 ordinaria	 máxima,	 corresponderá	 otorgar	 el	 aumento	 de
remuneración	previsto	en	el	artículo	3°	de	la	ley.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	16.—Para	la	adecuación	a	lo	dispuesto	por	el	artículo	7°	de	la	 ley	se
podrá	 optar	 entre	 incrementar	 el	 tiempo	 de	 permanencia	 en	 quince	 (15)
minutos	o	en	adecuar	a	los	turnos	el	tiempo	de	refrigerio.
DOCTRINA.—Por	 convenio	 colectivo	 el	 refrigerio	 puede	modificarse,
extenderse	o	incluirse	en	la	jornada	de	trabajo.	“El	derecho	a	contar	con
un	 horario	 de	 refrigerio	 constituye	 parte	 del	 contenido	 imperativo	 del
artículo	7°	del	Decreto	Supremo	N°	007-2002-TR,	el	mismo	que	establece	la
posibilidad	 de	 que	 la	 autonomía	 colectiva	 establezca	 un	 pacto	 distinto	 al
horario	 que	 pueda	 establecer	 cada	 empleador	 en	 una	 empresa.	 Dicho
horario	de	refrigerio	no	puede	ser	menor	de	los	45	minutos.
La	parte	dispositiva	de	la	referida	norma	tiene	que	ver	con:
-	La	posibilidad	de	que	la	autonomía	colectiva	establezca	el	refrigerio	en	un
horario	distinto	al	establecido	por	el	empleador.
-	La	posibilidad	de	que	por	convenio	o	medida	unilateral	se	establezca	un
horario	de	refrigerio	mayor	a	los	45	minutos
-	La	posibilidad	de	que	por	convenio	colectivo	se	establezca	que	el	tiempo
de	refrigerio	forme	parte	de	la	jornada	de	trabajo	para	los	efectos	salariales
(se	 incluye	al	 refrigerio	dentro	del	 tiempo	que	se	considera	efectivamente
trabajado).	 (...)”.	 (MTPE,	 Inf.	 32-2011-MTPE/2/14,	 dic.	 20/2011,	 Dir.
Christian	Sánchez	Reyes)
DOCTRINA.—Cambio	en	 los	horarios	de	trabajo	debe	motivarse	y	ser
consultado	 a	 los	 trabajadores.	 “Cuarto.-	 Que,	 en	 el	 presente	 caso,
mediante	 Carta	N°	 3567-AL-ORH-UIGV-2012	 de	 fecha	 13.11.12,	 obrante	 a
fojas	25,	el	empleador	comunicó	que	el	tiempo	dedicado	al	refrigerio	es	de
45	 minutos,	 incrementándose	 el	 tiempo	 de	 permanencia	 en	 15	 minutos;
asimismo,	de	la	documentación	que	obra	en	el	expediente	se	advierte	que	la
organización	sindical	referida	y	el	empleador	mediante	Convenio	Colectivo
de	2003	 fijaron	que	el	 tiempo	de	 refrigerio	de	 los	obreros	 será	de	 treinta
(30)	minutos	y,	mediante	Acta	de	Solución	del	Pliego	de	Reclamos	de	fecha
05.09.08	establecieron	que	los	treinta	minutos	de	refrigerio	forma	parte	de
la	jornada	laboral	de	cada	uno	de	los	trabajadores.
Quinto.-	 Que,	 en	 ese	 sentido,	 con	 relación	 al	 primer	 argumento	 señalado
por	 el	 empleador,	 no	 es	 aplicable	 el	 artículo	 16,	 ya	 que	 del	 considerando
precedente	 se	 advierte	 que	 en	 el	 presente	 caso,	 el	 tiempo	 de	 refrigerio
forma	 parte	 de	 la	 jornada	 de	 trabajo.	 Asimismo,	 si	 bien	 el	 empleador	 no
modificó	el	horario	de	trabajo	por	más	de	una	hora,	al	haberse	aumentado
el	 tiempo	de	 permanencia	 en	 15	minutos,	 estaría	modificando	de	manera
unilateral	el	horario	de	salida	y	 la	 jornada	de	trabajo,	sin	haber	seguido	el
procedimiento	señalado	en	el	considerando	tercero”.	(MTPE,	R.	D.	05-2013-
MTPE/1/20,	 feb.	 22/2013.	Director	de	 la	Dirección	Regional	 de	Trabajo	 y
Promoción	del	Empleo	de	Lima	Metropolitana	Aurelio	Manuel	Soto	Barba)
COMENTARIO.—Tiempo	para	que	el	trabajador	tome	sus	alimentos.	La
terminología	 usada	 por	 el	 Art.	 7°	 del	 TUO	 puede	 llevar	 a	 equívocos	 –se
refiere	al	tiempo	dedicado	al	“refrigerio”–	si	la	concordamos	con	el	texto	de
las	 leyes	 de	 Compensación	 por	 Tiempo	 de	 Servicios	 y	 de	 Productividad	 y
Competitividad	Laboral,	que	distinguen	entre	alimentación	y	refrigerio,	de
acuerdo	a	sus	connotaciones	en	la	remuneración.
Por	 Ley	 N°	 27671	 se	 amplió	 el	 tiempo	 de	 refrigerio	 en	 15	 minutos
adicionales,	 era	 antes	 de	 treinta	minutos,	 alcanzando	 en	 la	 actualidad	 los
cuarenta	 y	 cinco	 minutos.	 La	 ampliación	 no	 genera	 mayores	 problemas,
salvo	en	las	empresas	que	laboran	tres	turnos	y	que	necesariamente	verán
disminuido	su	tiempo	efectivo	de	trabajo.
Queda	 claro	 que	 la	 duración	 del	 refrigerio	 no	 puede	 ser	 menor	 de	 45
minutos	y	que	no	forma	parte	de	la	jornada.
Si	 como	 consecuencia	 de	 la	 exclusión	 del	 refrigerio	 la	 jornada	 resulta
inferior	 a	 ocho	horas	 diarias	 y	 el	 empleador	 decide	 ampliarla	 hasta	 dicho
límite,	deberá	reconocer	el	incremento	remunerativo	correspondiente.
TÍTULO	TERCERO
Trabajo	Nocturno
TRABAJO	EN	HORARIO	NOCTURNO
TUO	-	D.	Leg.	854.
ART.	8°.—En	los	centros	de	trabajo	en	que	las	labores	se
organicen	por	turnos	que	comprenda	jornadas	en	horario
nocturno,	éstos	deberán,	en	lo	posible,	ser	rotativos.	El	trabajador
que	labora	en	horario	nocturno	no	podrá	percibir	una
remuneración	semanal,	quincenal	o	mensual	inferior	a	la
remuneración	mínima	mensual	vigente	a	la	fecha	de	pago	con	una
sobretasa	del	treinta	y	cinco	por	ciento	(35%)	de	ésta.
Se	entiende	por	jornada	nocturna	el	tiempo	trabajado	entre	las
10.00	p.m.	y	6.00	a.m.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	17.—Cuando	la	jornada	del	trabajador	se	cumpla	en	horario	diurno	y
nocturno,	 la	 sobretasa,	para	determinar	 la	 remuneración	mínima	a	que	 se
refiere	el	artículo	8°	de	la	 ley,	se	aplicará	en	forma	proporcional	al	 tiempo
laborado	en	horario	nocturno.
Ley	27337.
ART.	57.—Trabajo	nocturno.	Se	entiende	por	trabajo	nocturno	el	que	se
realiza	 entre	 las	 19:00	 y	 las	 7:00	 horas.	 El	 juez	 podrá	 autorizar
excepcionalmente	el	trabajo	nocturno	de	adolescentes	a	partir	de	los	quince
hasta	que	cumplan	los	dieciocho	años,	siempre	que	éste	no	exceda	de	cuatro
horas	 diarias.	 Fuera	 de	 esta	 autorización	 queda	 prohibido	 el	 trabajo
nocturno	de	los	adolescentes.
JURISPRUDENCIA.—La	remuneración	mínima	por	trabajar	en	horario
nocturno	no	puede	ser	menor	a	la	remuneración	mínima	vital	aumentada	en
un	35%.	“El	artículo	8°	de	la	ley	N°	27671,	concordante	con	el	Decreto
Supremo	N°	016-2005-TR,	establece	que	la	remuneración	mínima	que	debe
abonar	un	empleador	por	los	servicios	personales	que	presta	un	trabajador
en	horario	nocturno	(comprendido	entre	las	10:00	p.m.	y	6:00	a.m.),	no
puede	ser	inferior	a	la	remuneración	mínima	vital	aumentada	en	un	35%	de
ésta”.	(C.	S.,	Cas.	8212-2012-Lima,	set.	04/2014.	V.	P.	Vinatea	Medina)
COMENTARIO.—La	regulación	del	trabajo	nocturno.	Con	anterioridad	al
TUO	 del	 D.	 Leg.	 N°	 854	 se	 regulaba	 el	 trabajo	 en	 turno	 de	 noche
generalmente	 por	 la	 vía	 del	 convenio	 colectivo.	 Se	 reconocía	 que	 la	 labor
nocturna	es	más	fatigosa	y	por	tanto	se	retribuía	adicionalmente	mediante
la	denominada	en	muchos	casos	“bonificación	por	trabajo	nocturno”.
El	Art.	8°	dispone,	en	lo	posible,	que	el	turno	nocturno	sea	rotativo,	para	así
atemperar	 sus	 efectos	desfavorables	 en	 la	 salud	y	 la	 vida	 familiar	 y	 social
del	trabajador.
Adicionalmente,	 se	 crea	 un	 mínimo	 salarial	 para	 los	 trabajadores	 que
laboran	 en	 el	 turno	 de	 noche	 –de	 10	 de	 la	 noche	 a	 6	 de	 la	 mañana–
ascendente	a	 la	 remuneración	mínima	 incrementada	en	un	 treinta	y	 cinco
por	ciento.
De	cumplirse	la	jornada	sólo	parcialmente	en	horario	nocturno,	el	mínimo
se	aplicará	en	forma	proporcional.
Así,	 quien	 percibe	 el	 mínimo	 legal	 y	 labora	 seis	 de	 sus	 ocho	 horas	 de
trabajo	 en	 jornada	 de	 noche,	 percibirá	 las	 tres	 cuartas	 partes	 de	 la
sobretasa.
En	 la	 actualidad,	 la	 remuneración	mínima	es	de	 S/.	 750,00,	 por	 lo	 que	 la
sobretasa	 asciende	 a	 S/.	 262.50.	 De	 acuerdo	 con	 el	 enunciado	 legal,	 la
sobretasa	 por	 trabajo	 nocturno	 es	 aplicable	 únicamente	 a	 quienes
trabajando	 de	 noche	 ganan	 menos	 de	 S/.	 1	 012,50	 y	 su	 monto	 es	 la
resultante	de	restar	de	esta	cifra	la	remuneración	que	se	perciba.
TÍTULO	CUARTO
Sobretiempo
SOBRETIEMPO	U	HORAS	EXTRAS
TUO	-	D.	Leg.	854.
ART.	9°.—El	trabajo	en	sobretiempo	es	voluntario,	tanto	en	su
otorgamiento	como	en	su	prestación.
Nadie	puede	ser	obligado	a	trabajar	horas	extras,	salvo	en	los
casos	justificados	en	que	la	labor	resulte	indispensable	a
consecuencia	de	un	hecho	fortuito	o	fuerza	mayor	que	ponga	en
peligro	inminente	a	las	personas	o	los	bienes	del	centro	de	trabajo
o	la	continuidad	de	la	actividad	productiva.
La	imposición	del	trabajo	en	sobretiempo	será	considerada
infracción	administrativa	de	tercer	grado,	de	conformidad	con	el
Decreto	Legislativo	N°	910,	Ley	General	de	Inspección	del	Trabajo
y	Defensa	del	Trabajador,	y	sus	normas	reglamentarias.
Igualmente,	el	empleador	infractor	deberá	pagar	al	trabajador	una
indemnización	equivalente	al	100%	del	valor	de	la	hora	extra,
cuando	éste	demuestre	que	le	fue	impuesta.
La	autoridad	administrativa	de	trabajo	dispondrá	la	realización
de	inspecciones	en	forma	permanente	con	el	objeto	de	velar	por	el
estricto	cumplimiento	del	pago	de	las	horas	extras	laboradas.
No	obstante,	en	caso	de	acreditarse	una	prestación	de	servicios
en	calidad	de	sobretiempo	aun	cuando	no	hubiera	disposición
expresa	del	empleador,	se	entenderá	que	ésta	ha	sido	otorgada
tácitamente,	por	lo	que	procede	el	pago	de	la	remuneración
correspondiente	por	el	sobretiempo	trabajado.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	 18.—El	 trabajo	 en	 sobretiempo	 supone	 la	 prestación	 efectiva	 de
servicios	 en	 beneficio	 del	 empleador.	 En	 consecuencia,	 los	 tiempos	 que
puedan	 dedicar	 los	 trabajadores	 fuera	 de	 la	 jornada	 ordinaria	 en
actividades	distintas,	no	serán	consideradas	como	sobretiempo.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	19.—Para	los	fines	del	artículo	9°	de	la	ley,	constituye	caso	fortuito	o
fuerza	 mayor,	 el	 hecho	 que	 tiene	 carácter	 inevitable,	 imprevisible	 e
irresistible	que	haga	necesaria	 la	continuación	de	 la	prestación	de	 labores
del	 trabajador	 fuera	 de	 su	 jornada	 ordinaria.	 En	 este	 caso	 el	 trabajo	 en
sobretiempo	 es	 obligatorio	 para	 el	 trabajador	 y	 se	 remunera	 con	 la
sobretasa	que	establece	el	artículo	10	de	la	ley.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	 20.—Se	 considera	 trabajo	 en	 sobretiempo	 a	 aquel	 que	 exceda	de	 la
jornada	 ordinaria	 vigente	 en	 el	 centro	 de	 trabajo,	 aun	 cuando	 se	 trate	 de
una	jornada	reducida.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	 22.—En	 el	 caso	 del	 último	 párrafo	 del	 artículo	 9°	 de	 la	 ley,	 la
prestación	 de	 servicios	 en	 sobretiempo	 que	 no	 cuente	 con	 disposición
expresa	del	 empleador	 se	entenderá	prestada	 con	 su	autorización	 tácita	y
en	forma	voluntaria	por	el	trabajador.
La	prestación	efectiva	de	servicios	en	sobretiempo,	deberá	ser	acreditada
por	 los	 servicios	 inspectivos	 del	 Ministerio	 de	 Trabajo,	 con	 los	 medios
técnicos	o	manuales	a	que	hace	referencia	el	artículo	10-A	de	la	ley	y	con	los
demás	medios	probatorios	previstos	en	 la	Ley	N°	26636,	Ley	Procesal	del
Trabajo.
JURISPRUDENCIA.—La	voluntad	tácita	del	empleador	basta	para	el
reconocimiento	de	las	horas	extras.	“(…)	cabe	inferir	que	el	termino
‘voluntario’	representa	el	elemento	esencial	generador	de	la	relación
jurídica	laboral	de	horas	extras,	el	cual	en	esencia	constituye	lo	que	se
denomina	una	‘declaración	de	voluntad’,	cuyas	formas	de	exteriorización	se
encuentran	previstas	en	el	artículo	141	del	Código	Civil	que	admite	como
válida	tanto	la	declaración	voluntaria	tácita	(que	se	infiere
indubitablemente	de	una	actitud	o	de	circunstancias	del	comportamiento
que	revelan	su	existencia)	como	la	expresa	(que	consta	de	manera	directa	a
través	de	un	medio	oral,	escrito,	mecánico,	electrónico	u	otro	análogo).	Si
conforme	lo	refiere	la	entidad	impugnante	ella	no	ha	otorgado	(en	forma
expresa)	su	voluntad	para	que	el	demandante	efectúe	trabajos	en	horas
extras,	es	de	advertir	que	sí	lo	ha	hecho	en	forma	tácita,	pues	ha	permitido	y
aceptado	su	realización	beneficiándose	con	dicha	labor;	por	ende,	su
alegación	en	el	sentido	de	no	haber	expresado	su	voluntad	para	ello	no
afecta	la	validez	y	exigibilidad	de	dicha	relación	jurídica;	bajo	ese	contexto,
admitir	el	razonamiento	de	la	recurrente	para	refutar	los	fundamentos	de	la
sentencia	de	vista	en	este	punto	resulta	irrazonable,	y	aceptar	su
pertinencia	y	validez	implicaría	amparar	el	ejercicio	abusivo	de	un	derecho
(...).”	(Cas.	C.	S.,	Exp.	1383-2008-Lima,	oct.	01/2009.	V.	P.	Rodríguez
Mendoza)
JURISPRUDENCIA.—El	reconocimiento	de	horas	extras	requiere	de	un	pacto
entre	el	empleador	y	el	trabajador	y	la	prueba	de	labores	en	jornadas
extraordinarias.	“Que,	la	sentencia	de	primera	instancia	al	declarar
infundada	la	demanda,	argumentó	que	en	las	planillas	revisadas	no	aparece
el	pago	por	‘horas	extras’;	además	que	en	los	registros	de	control	de
asistencia	y	salida	del	demandante	que	ofrece	el	banco	se	advierte	que	el
horario	de	ingreso	y	salida	coincide	con	el	horario	que	el	propio	actor
señala	en	su	demanda.	Que	el	banco	ha	logrado	probar	el	cumplimiento	de
sus	obligaciones	laborales	respecto	al	demandante,	pero	éste	no	ha
fundamentado	debidamente	la	cantidad	de	horas	extras	que	señala	haber
trabajado,	limitándose	a	señalar	en	su	propuesta	de	liquidación	que	suma
setenta	y	ocho	horas	mensuales,	sin	embargo	se	contradice	en	su	demanda
que	son	dos	horas	diarias,	máxime	si	el	emplazado	ofrece	pruebas	que
desvirtúan	su	afirmación.	Que,	de	acuerdo	al	artículo	9°	del	Decreto
Supremo	N°	07-2002-TR	sobre	el	pago	por	horas	extras,	para	su
reconocimiento	es	necesario	acreditar	la	preexistencia	de	pacto	o	convenio
del	trabajador	con	el	empleador,	o	autorización	expresa	y	además	que	se
acredite	que	el	trabajador	efectivamente	ha	laborado	en	jornadas
extraordinarias;	en	este	caso	el	actor	no	lo	ha	acreditado,	no	existe	pacto	o
convenio,	tampoco	ha	acreditado	la	prestación	efectiva	de	estos	servicios
adicionales.	Por	consiguiente	el	demandante	no	ha	cumplido	con	lo
dispuesto	en	el	artículo	27	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo,	como	es	acreditar
el	haber	trabajado	horas	extras	y	su	falta	de	pago	por	parte	del	banco”.	(C.	S.,
Cas.	Lab.	1132-2011-Ucayali,	mar.	16/2012.	V.	P.	Vinatea	Medina)
DOCTRINA.—Si	se	acredita	una	prestación	de	 servicios	en	calidad	de
sobretiempo,	 aun	 cuando	 no	 hubiera	 disposición	 expresa	 del
empleador,	 se	 entenderá	que	ésta	ha	 sido	otorgada	 tácitamente.	 “(...)
materia	 de	 autos	 la	 existencia	 de	 un	 consentimiento	 tácito	 para	 la
prestación	 de	 trabajo	 en	 sobretiempo.	 Sobre	 lo	mencionado,	 corresponde
indicar	que	de	conformidad	con	lo	señalado	en	el	artículo	09°	del	TUO	del
Decreto	Legislativo	N°	854	-	Ley	de	Jornada	de	Trabajo,	Horario	y	Trabajo
en	 Sobretiempo,	 el	 trabajo	 en	 sobretiempo	 es	 voluntario,	 tanto	 en	 su
otorgamiento	 como	 en	 su	 prestación	 (...).	 No	 obstante,	 en	 caso	 de
acreditarse	 una	 prestación	 de	 servicios	 en	 calidad	 de	 sobretiempo	 aun
cuando	 no	 hubiera	 disposición	 expresa	 del	 empleador,	 se	 entenderá	 que
ésta	 ha	 sido	 otorgada	 tácitamente,	 por	 lo	 que	 procede	 el	 pago	 de	 la
remuneración	correspondiente	por	el	sobretiempo	trabajado	(el	subrayado
en	 nuestro);	 siendo	 así,	 al	 haberse	 determinado	 la	 existencia	 de	 la
prestación	 de	 trabajo	 en	 sobretiempo,	 el	 hecho	 de	 que	 no	 haya	 existido
autorización	 expresa	 por	 parte	 de	 la	 inspeccionada	 para	 la	 prestación	 de
dicho	 trabajo,	 no	 significa	 que	 los	 trabajadores	 no	 tengan	 derecho	 a
percibirlo,	máxime,	si	durante	todo	el	periodo	en	que	este	fue	realizado	por
los	04	trabajadores	afectados,	no	hubo	alguna	observación	por	parte	de	 la
inspeccionada	 al	 respecto,	 debiendo	 en	 todo	 caso,	 haber	 adoptado	 las
medidas	 suficientes	 que	 hayan	 facilitado	 el	 retiro	 inmediato	 de	 los
trabajadores	del	centro	de	trabajo	una	vez	cumplido	el	horario	de	trabajo,
hecho	 que	 no	 ha	 sucedido	 en	 el	 caso	materia	 de	 autos	 (...).”	 (MTPE,	 R.	 D.
609-2013-MTPE/1/20.4,	 oct.	 12/2013.	Director	de	 Inspección	del	Trabajo
Ricardo	Gabriel	Herbozo	Colque)
COMENTARIO.—Aplicación	 de	 la	 presunción	 para	 determinar	 la
existencia	de	sobretiempos.	En	lo	que	podría	ser	el	aspecto	más	discutible
del	 TUO	 del	 D.	 Leg.	 N°	 854,	 su	 artículo	 9°	 entiende	 que	 la	 prestación	 de
servicios	 fuera	 de	 la	 jornada	 normal	 sin	 la	 expresa	 autorización	 del
empleador,	cuenta	con	su	tácita	aceptación.
La	 manifestación	 de	 la	 voluntad	 es	 tácita	 cuando	 de	 ella	 se	 deduce
claramente	 la	 intención	 del	 interesado	 por	 sus	 actitudes	 o
comportamientos,	 de	 ahí	 el	 problema	 puesto	 que	 la	 presunción	 de
aceptación	tácita	de	las	horas	extras	no	se	origina	en	un	acto	del	empleador,
sino	por	el	contrario,	de	su	inacción.
Pareciera	 compelirse	 al	 empleador	 a	 no	 permitir	 la	 presencia	 de	 los
trabajadores	 en	 la	 empresa	 una	 vez	 concluida	 la	 jornada	 diaria	 normal	 o,
para	 desvirtuar	 los	 efectos	 de	 la	 presunción,	 comunicar	 a	 todos	 los
empleados	 –por	 escrito	 y	 con	 cargo	 en	 señal	 de	 aceptación–	 que	 sólo	 se
aprobarán	 las	 horas	 extras	 que	 hayan	 sido	 previamente	 convenidas
mediante	un	documento	suscrito	a	tal	efecto.
En	 estricto	 sentido	 y	 dado	 su	 carácter	 consensual,	 la	 prestación	 del
sobretiempo	 debe	 ser	 necesariamente	 aceptada	 por	 la	 otra	 parte.	 El	 solo
hecho	de	que	el	trabajador	permanezca	en	el	local	del	empleador	laborando
luego	de	su	jornada	ordinaria	podrá	ser	tomado	como	un	exceso	de	celo	en
la	 ejecución	 de	 sus	 tareas	 o	 una	 manifestación	 de	 su	 espíritu	 de
responsabilidad,	 pero	 no	 puede	 –por	 sí	 mismo–	 ser	 considerado	 como
sobretiempo.
JURISPRUDENCIA.—Autorización	tácita	del	empleador	para	la
realización	de	horas	extras.	“Que,	en	principio,	por	la	naturaleza
extraordinaria	del	trabajo	en	sobretiempo	u	horas	extraordinarias,	su
prestación	es	voluntaria	e	implica	el	desempeño	efectivo	de	labores	en
beneficio	del	empleador,	quien	debe	autorizar	en	forma	expresa	o	tácita	la
realización	de	labores	fuera	de	la	jornada	ordinaria,	en	tal	sentido,	es
expresa	cuando	se	formula	a	través	de	una	comunicación	directa,	y	es	tácita
cuando	se	infiere	de	los	hechos	concluyentes	de	las	partes.	Asimismo,	cabe
destacar	que	la	determinación	de	la	prestación	efectiva	de	labores	fuera	de
la	jornada	ordinaria,	pasa	por	la	valoración	conjunta	y	razonada	de	los
medios	probatorios,	actividad	procesal	que	efectúa	el	juzgador	de	instancia,
donde	la	carga	de	la	prueba	por	el	carácter	extraordinario	de	la	pretensión
corresponde	al	trabajador;
Cuarto:	Que,	de	autos	se	desprende	que	el	recurrente	mediante	su	recurso
de	casación	pretende	cuestionar	la	valoración	de	los	medios	probatorios
realizada	en	las	sentencias	de	mérito,	a	partir	de	lo	cual	el	juzgador	concluye
que	el	accionante	no	ha	probado	haber	sido	autorizado	por	su	empleadora	a
efectuar	trabajo	en	sobretiempo	en	forma	tácita	o	expresa;	en	consecuencia,
su	denuncia	deviene	en	improcedente,	ya	que	de	conformidad	con	el	artículo
cincuenticuatro	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo,	el	recurso	de	casación	tiene
como	fines	esenciales	la	correcta	aplicación	e	interpretación	de	las	normas
sustantivas	del	derecho	laboral	y	no	la	revaloración	de	los	medios
probatorios,	aspecto	que	resulta	ajeno	al	debate	casatorio;
Quinto:	Que	los	principios	que	informan	a	nuestro	sistema	legal	participan
de	una	escala	axiológica	que	impregna	el	Estado	de	Derecho;	en	el	ámbito	de
las	opiniones	doctrinarias	se	destaca	como	principio	superlativo	el	tuitivo
en	materia	laboral,	constituyéndose	como	uno	de	protección	al	trabajador
que	en	la	mayoría	de	casos	en	que	se	controvierten	los	derechos	laborales
viene	a	ser	la	parte	más	débil	de	la	relación	de	trabajo	frente	al	estatus	que
le	corresponde	al	empleador;	asimismo	teniendo	en	cuenta	el	postulado	de
la	gratuidad	de	la	administración	de	justicia	preceptuado	en	la	Ley	Orgánica
del	Poder	Judicial,	Decreto	Legislativo	número	setecientos	sesentisiete,
dispuesto	en	el	inciso	i)	del	artículo	veinticuatro	de	su	Texto	Único
Ordenado	Decreto	Supremo	número	cero	diecisiete	-	noventitrés	-	JUS,	de
fecha	dos	de	junio	de	mil	novecientos	noventitrés,	concordante	con	la	parte
final	del	artículo	cincuenticinco	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo	número
veintiséis	mil	seiscientos	treintiséis;	en	consecuencia	el	recurrente	se
encuentra	exento	de	la	multa	que	se	refiere	el	primer	párrafo	del	artículo
trescientos	noventiocho	del	Código	Procesal	Civil;	por	estas
consideraciones:	Declararon	Improcedente	el	recurso	de	casación”.	(Cas.
Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	2149-2003-Áncash,	abr.
15/2005).
JURISPRUDENCIA.—De	no	acreditarse	que	la	labor	en	horas	extras	ha	sido
expresa	y	previamente	autorizada	por	la	empresa	no	procede	el	abono	por
dicho	concepto.	“Que,	de	la	sentencia	de	vista	que	conforme	la	de	primera
instancia	se	desprende	que	se	ha	amparado	el	extremo	demandado	por
concepto	de	horas	extras	laboradas	de	los	que	afirma	el	accionante	han
quedado	impagas	a	su	cese.
Cuarto.-	Que,	se	debe	tener	en	cuenta	que	la	jornada	de	trabajo,	horario	y
trabajo	en	sobretiempo,	normado	por	el	Decreto	Legislativo	número
ochocientos	cincuenticuatro,	establece	el	carácter	voluntario	de	éste,	tanto
en	su	otorgamiento	como	en	su	prestación,	y	nadie	puede	ser	obligado	a
trabajar	horas	extras,	salvo	en	los	casos	justificados	en	que	la	labor	resulte
indispensable	a	consecuencia	de	un	hecho	fortuito	o	fuerza	mayor	que
ponga	en	peligro	inminente	a	las	personas	o	los	bienes	del	centro	de	trabajo
o	la	continuidad	de	la	actividad	productiva.
Quinto.-	Que,	la	demandada	en	el	capítulo	sétimo	artículo	treintidós	de	su
reglamento	establece	que,	el	trabajo	extraordinario	se	abonará	sólo	si	es
reconocido	por	la	empresa	cuando	haya	sido	previamente	autorizado	por	la
autoridad	competente,	en	forma	escrita	y	con	anterioridad	a	la	prestación.
Sexto.-	Que,	de	autos	no	se	desprende	que	el	accionante	haya	sido
autorizado	por	su	empleadora	a	efectuar	trabajos	de	sobretiempo,	por	tanto
no	puede	alegar	pago	alguno	por	dicho	concepto,	por	lo	que	al	ampararse	en
las	instancias	inferiores	ese	extremo,	se	ha	transgredido	el	artículo	noveno
del	Decreto	Legislativo	número	ochocientos	cincuenticuatro,	incurriéndose
en	la	causal	denunciada	de	casación,	siendo	fundado	este	extremo	del
recurso	(...).
Declararon	Fundado	el	Recurso	de	Casación	interpuesto	(...).”	(Cas.	Sala	de
Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	1822-98.	Ucayali,	nov.	17/99)
JURISPRUDENCIA.—La	prestación	de	horas	extras	puede	ser	suprimida	en
cualquier	momento.	“La	jurisprudencia	laboral	ha	establecido	que	el
empleador	no	necesita	autorización	de	la	Autoridad	de	Trabajo	para	la
reducción	de	la	jornada	extraordinaria	de	trabajo	por	estar	este
procedimiento	referido	únicamente	a	la	reducción	de	horas	de	trabajo
inferior	a	las	48	horas	semanales,	que	no	es	el	caso	de	autos,	más	aún	que
estando	su	otorgamiento	condicionado	no	sólo	a	la	necesidad	del
empleador,	sino	a	la	voluntad	del	trabajador	el	desarrollo	de	las	mismas,
como	es	en	el	caso	de	la	jornada	ordinaria	de	trabajo	establecida	en	ocho
horas	diarias	o	48	horas	semanales,	no	resultan	esenciales	del	contrato	de
trabajo;	que,	debe	concluirse	que	la	supresión	de	las	labores	extraordinarias
no	configura	modificación	de	las	condiciones	de	trabajo	preestablecidas	por
las	partes,	por	lo	que	la	supresión	de	las	cuatro	(4)	horas	de	sobretiempo
pactadas	así	se	sujeta	al	texto	del	artículo	4°	del	Decreto	Ley	26136,	la
misma	que	otorga	rango	de	ley	al	concepto	de	voluntad	de	la	prestación
para	ambas	partes,	no	existiendo	violación	de	norma	constitucional	alguna,
conforme	a	lo	establecido	en	el	artículo	25	de	la	Constitución	de	1993	(…).”
(RSL,	2da	Sala,	Exp.	3689-94-IDL,	ago.	18/95.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Naturaleza	y	efectos	de	las	horas	extras	pactadas	en	un
convenio	colectivo.	“La	recurrente	sostiene	que	la	controversia	está	referida
a	validar	la	suspensión	y/o	eliminación	de	cuatro	horas	extras	diarias	y
permanentes	que	laboraba	el	actor,	en	la	medida	que	alteraban	la	jornada
ordinaria	máxima	de	ocho	horas	diarias	o	cuarentiocho	semanales
establecida	constitucionalmente,	por	lo	que	era	de	aplicación	para	ese
efecto	el	alcance	y	contenido	de	lo	previsto	en	el	convenio	número	cero	uno
de	la	Organización	Internacional	del	Trabajo,	los	artículos	cincuentiuno,
ciento	tres	y	ciento	treintiocho	de	la	Constitución,	del	Decreto	Legislativo
número	ochocientos	cincuenticuatro	y	del	artículo	quinto	del	título
preliminar	del	Código	Civil.	Tercero:	Que,	la	recurrida	considera	que	si	la	ley
y	los	convenios	internacionales	de	trabajo	admiten	la	prestación	de	horas
extras,	siempre	que	sean	voluntarias	para	el	empleador	y	el	trabajador	y	se
abonen	con	la	sobretasa	legal,	lo	pactado	en	tal	sentido	para	que	dicha	labor
extraordinaria	sea	permanente,	es	favorable	a	los	trabajadores	y	que	no
puede	ser	reformado	en	peor	unilateralmente,	por	lo	que	debe	ser
cumplido,	por	aplicación	del	carácter	vinculante	de	los	convenios	colectivos,
establecidos	en	la	constitución	y	en	el	Decreto	Ley	número	veinticinco	mil
quinientos	noventitrés.	Cuarto:	Que	sin	embargo,	el	litigio	se	centra	en
determinar	si	esa	‘voluntariedad’	puede	ser	entendida	como	obligación	una
vez	que	se	ha	expresado	en	un	pacto	colectivo,	para	cuyo	efecto	resulta
necesario	determinar	la	naturaleza	y	alcances	del	trabajo	extraordinario,	ya
que	la	cuestión	no	radica	en	establecer	si	puede	o	no	realizarse,	ya	que
nuestra	legislación	lo	permite	expresamente	al	indicar	que	ésta,	en	caso	de
realizarse,	deberá	ser	pagada	con	una	sobretasa	determinada,	conforme	al
Decreto	Legislativo	número	ochocientos	cincuenticuatro.	Quinto:	Que,	esta
última	norma	señala	en	su	artículo	nueve	que	el	trabajo	en	sobretiempo	es
voluntario,	tanto	en	su	otorgamiento	como	en	su	prestación,	por	lo	que
nadie	puede	ser	obligado	a	trabajar	horas	extras,	infiriéndose	de	esta	norma
que	la	voluntariedad	se	acerca	más	al	concepto	de	libertad,	que	al	concepto
de	decisión,	es	decir,	el	trabajo	en	horas	extras	es	libre,	ya	que	expresada	la
voluntad	del	empleador	de	que	se	realice,	el	trabajador	puede	aceptarla	o	no
y	desde	la	otra	perspectiva,	la	empleadora	es	libre	de	ofrecer	dicho	trabajo,
por	lo	que	tiene	la	facultad	irrestricta	de	no	hacerlo,	por	su	propia
naturaleza,	entonces,	esta	libertad	no	puede	ser	materia	de	un	pacto	que	la
desnaturalice,	ya	que	por	la	misma	razón,	la	empleadora	podría	exigir	a	los
trabajadores	que	laboren	las	cuatro	horas	extraordinarias	cuando	éstos	no
deseen	hacerlo,	atentando	contra	la	libertad	de	trabajo,	puesto	que	un	pacto
no	puede	ser	interpretado	solamente	para	favorecer	a	una	de	las	partes,
cuando	de	su	texto	se	extraigan	conclusiones	como	la	referida.	Sexto:	Que	en
consecuencia,	el	pacto	realizado	entre	las	partes,	se	encuentra	sujeto	a	la
libertad	propia	de	su	naturaleza,	por	lo	que	su	permanencia	está	supeditada
a	su	renovación	diaria,	tácita	en	este	caso,	mientras	el	empleador	no
revoque	su	oferta	y	que	los	trabajadores	acepten	su	realización.	Sétimo:	Que
siendo	así,	es	de	aplicación	al	caso	el	Decreto	Legislativo	número
ochocientos	cincuenticuatro,	al	haberse	discutido	la	obligatoriedad	del
trabajo	en	horas	extras,	no	siendo	de	aplicación	al	caso	las	demás	normas
señaladas	para	fundamentar	la	causal,	y	evidentemente	tampoco	las
aplicadas	por	la	recurrida	para	resolver	la	litis,	por	lo	que	se	ha	incurrido	en
las	causales	de	casación	denunciadas,	debiendo	unificarse	los
pronunciamientos	contradictorios	en	el	sentido	de	la	presente;	por	lo	que
de	conformidad	con	el	artículo	cincuentinueve	de	la	Ley	Procesal	del
Trabajo	modificada	por	la	Ley	número	veintisiete	mil	veintiuno.	Resolución:
Declararon	Fundado	el	recurso	de	casación	interpuesto.”	(Cas.	Sala	de
Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	1721-2000.	La	Libertad,	ene.	17/2001)
COMENTARIO.—Concepto	 de	 sobretiempo.	 Sobretiempo	 es	 toda	 labor
efectuada	en	exceso	de	los	límites	de	la	jornada	ordinaria.	En	principio	debe
ser	 consecuencia	 de	 un	 acuerdo	 entre	 las	 partes	 de	 la	 relación	 laboral.
Excepcionalmente	puede	ser	obligatorio	para	el	trabajador,	en	los	casos	que
la	ley	determina.
Los	 sobretiempos	 u	 horas	 extras	 se	 encuentran	 pues	 condicionados	 a	 la
voluntad	 de	 las	 partes,	 de	 ahí	 que	 el	 empleador	 pueda	 decidir	 no	 seguir
permitiendo	 labores	 adicionales	 a	 la	 jornada	 normal	 sin	 incurrir	 en
responsabilidad,	y	el	trabajador,	por	su	parte,	determinar	no	realizarlas.
COMENTARIO.—Límite	 mensual	 al	 sobretiempo.	 En	 la	 legislación
comparada	 se	 observa	desde	hace	muchos	 años	 una	marcada	 tendencia	 a
limitar	 los	períodos	de	sobretiempo	como	medida	de	 fomento	del	empleo.
Se	 prefiere	 un	 puesto	 adicional,	 a	 una	 jornada	 parcial,	 que	 ampliar	 la
jornada	del	personal	contratado.
TASA	POR	SOBRETIEMPO
TUO	-	D.	Leg.	854.
ART.	10.—El	tiempo	trabajado	que	exceda	a	la	jornada	diaria	o
semanal	se	considera	sobretiempo	y	se	abona	con	un	recargo	a
convenir,	que	para	las	dos	primeras	horas	no	podrá	ser	inferior	al
veinticinco	por	ciento	(25%)	por	hora	calculado	sobre	la
remuneración	percibida	por	el	trabajador	en	función	del	valor
hora	correspondiente	y	treinta	y	cinco	por	ciento	(35%)	para	las
horas	restantes.
El	sobretiempo	puede	ocurrir	antes	de	la	hora	de	ingreso	o	de	la
hora	de	salida	establecidas.	Cuando	el	sobretiempo	es	menor	a
una	hora	se	pagará	la	parte	proporcional	del	recargo	horario.
Cuando	el	sobretiempo	se	realiza	en	forma	previa	o	posterior	a	la
jornada	prestada	en	horario	nocturno,	el	valor	de	la	hora	extra
trabajada	se	calcula	sobre	la	base	del	valor	de	la	remuneración
establecida	para	la	jornada	nocturna.
El	empleador	y	el	trabajador	podrán	acordar	compensar	el
trabajo	prestado	en	sobretiempo	con	el	otorgamiento	de	períodos
equivalentes	de	descanso.
El	trabajo	prestado	en	día	de	descanso	semanal	obligatorio	o	de
feriado	no	laborable	se	regula	por	el	Decreto	Legislativo	N°	713	o
norma	que	lo	sustituya.
La	falta	de	pago	del	trabajo	en	sobretiempo	será	igualmente
considerada	una	infracción	de	tercer	grado,	de	conformidad	con	el
Decreto	Legislativo	N°	910,	Ley	General	de	Inspección	del	Trabajo
y	Defensa	del	Trabajador,	y	sus	normas	reglamentarias.
D.	S.	012-2002-TR.
ART.	2°.—La	determinación	de	la	cantidad	de	horas	extras	laboradas	para
efecto	de	la	aplicación	de	las	sobretasas	reguladas	en	el	primer	párrafo	del
artículo	 10	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 854,
modificado	por	la	Ley	N°	27671,	aprobado	por	el	Decreto	Supremo	N°	007-
2002-TR,	se	calcula	sobre	el	trabajo	en	sobretiempo	que	exceda	la	jornada
diaria	de	trabajo.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	23.—Cuando	el	sobretiempo	se	realice	en	forma	previa	o	posterior	a
la	jornada	prestada	en	horario	diurno,	el	valor	de	la	hora	extra	trabajada	se
calculará	 sobre	 la	 base	 del	 valor	 de	 la	 remuneración	 establecida	 para	 la
jornada	diurna.	 Igual	 criterio	 se	aplicará	para	el	 sobretiempo	realizado	en
forma	 previa	 o	 posterior	 a	 la	 jornada	 prestada	 en	 horario	 nocturno,
conforme	al	tercer	párrafo	del	artículo	10	de	la	ley.
Si	 el	 sobretiempo	 se	 realiza	 en	 forma	 previa	 o	 posterior	 a	 una	 jornada
prestada	en	horario	diurno	y	nocturno,	el	valor	de	la	hora	extra	trabajada	se
calculará	 sobre	 la	 base	 del	 valor	 de	 la	 remuneración	 establecida	 para	 el
horario	en	que	se	realiza	la	hora	extra,	según	corresponda.	En	este	caso	y	en
forma	complementaria	debe	tenerse	en	consideración	el	criterio	de	cálculo
establecido	en	el	primer	párrafo	del	artículo	10	de	la	ley.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	 24.—Para	 efectos	 de	 establecer	 las	 sobretasas	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	 10	 de	 la	 ley,	 se	 deberá	 tomar	 en	 consideración	 la	 remuneración
ordinaria	percibida	por	el	trabajador	de	que	trata	el	artículo	11	de	la	ley.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	25.—Modificado.	D.	S.	012-2002-TR,	Art.	1°.	El	pago	de	las	labores
prestadas	 en	 sobretiempo	 deberá	 realizarse	 en	 la	 oportunidad	 en	 que	 se
efectúe	el	pago	de	la	remuneración	ordinaria	del	trabajador.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	 26.—El	 acuerdo	 referido	 a	 la	 compensación	 del	 trabajo	 en
sobretiempo	con	el	otorgamiento	de	periodos	equivalentes	de	descanso,	a
que	se	refiere	el	cuarto	párrafo	del	artículo	10	de	la	ley,	deberá	constar	por
escrito,	 debiendo	 realizarse	 tal	 compensación,	 dentro	 del	 mes	 calendario
siguiente	a	aquel	en	que	se	realizó	dicho	trabajo,	salvo	pacto	en	contrario.
DOCTRINA.—La	Dirección	de	Inspección	del	Trabajo	fija	los	requisitos
para	 compensar	 el	 trabajo	 en	 sobretiempo.	 “Que,	 de	 dicho	 dispositivo
legal	se	desprende	que	independientemente	de	la	oportunidad	en	que	deba
realizarse	la	compensación	–que	como	regla	general	establece	que	se	debe
realizar	 dentro	 del	 mes	 siguiente	 a	 aquel	 en	 que	 se	 efectuó	 la	 labor	 en
sobretiempo,	 pero	 también	 lo	 deja	 a	 discreción	 de	 las	 partes–,	 existe	 la
exigencia	legal	de	establecer	en	dicho	acuerdo	los	periodos	equivalentes	de
descanso,	es	decir	deben	encontrarse	plenamente	determinados;	lo	que	no
se	advierte	de	los	convenios	celebrados	por	la	empresa	con	sus	trabajadores
que	fueron	exhibidos	a	los	comisionados	en	la	diligencia	de	fecha	24	de	abril
del	 2012,	 y	 presentados	 nuevamente	 con	 el	 escrito	 de	 descargo,	 pues
únicamente	 se	 consiga	 como	 una	 generalidad:	 ‘(...)	 se	 compensarán	 los
periodos	 de	 trabajo	 en	 sobretiempo,	 posteriores	 a	 este	 convenio	 desde	 el
año	 2009	 en	 adelante,	 del	 trabajador,	 con	 períodos	 equivalentes	 de
descanso	 (...)’,	 y	 se	 establece	 la	 oportunidad	 límite	 para	 efectuar	 tal
compensación:	 ‘(...)	hasta	el	mes	de	diciembre	del	2012	(...)’	 (El	subrayado
es	nuestro);	omisión	que	vulnera	la	obligación	formal	descrita	en	el	artículo
invocado	en	el	considerando	precedente,	y	que,	en	consecuencia,	acarrea	la
imposición	 de	 la	 sanción	 respectiva	 por	 evidenciar	 el	 incumplimiento	 de
abonar	el	 recargo	que	corresponda	por	 las	horas	extras	realizadas	por	 los
trabajadores	de	 la	universidad	(...).”	 (MTPE,	R.	D.	100-2013-MTPE/2/20.4,
feb.	07/2013.	Dirección	de	Inspección	del	Trabajo	Ricardo	Gabriel	Herbozo
Colque)
DOCTRINA.—Convenio	colectivo	que	pacta	el	aumento	retroactivo	de
la	 remuneración	 impacta	 en	 el	 pago	 de	 los	 beneficios	 sociales,	 las
horas	extras,	la	CTS	y	los	bonos	por	productividad.	“(...)	se	tiene	que	los
argumentos	 expuestos	 por	 la	 inspeccionada	 no	 enervan	 la	 calidad	 de	 lo
resuelto	por	el	inferior	en	grado,	toda	vez	que	si	bien	las	normas	laborales
referentes	a	las	horas	extras,	señalan	que	el	cálculo	de	las	sobretasas	está	en
función	 a	 la	 remuneración	 por	 hora	 que	 percibe	 el	 trabajador,	 es	 decir
según	su	remuneración	vigente	en	el	momento	de	laborar	las	horas	extras;
conforme	a	lo	pactado	en	la	cláusula	tercera	del	referido	convenio	colectivo,
y	 como	 bien	 se	 ha	 señalado	 en	 el	 acta	 de	 infracción	 y	 en	 la	 resolución
apelada;	se	debió	tomar	en	cuenta	el	incremento	remunerativo	retroactivo
para	el	cálculo	del	monto	de	pago	de	las	horas	extras	(...),	así	como	se	debió
efectuar	 los	 reintegros	 correspondientes,	 toda	 vez	 que	 tal	 incremento
gozaba	 de	 carácter	 remunerativo	 a	 favor	 de	 los	 trabajadores;	 lo	 mismo
sucede	con	la	compensación	por	tiempo	de	servicios	(...);	las	gratificaciones
legales	 de	 julio	 y	 diciembre	 2011,	 pues	 estando	 al	 aumento	 de
remuneración	,	éste	monto	se	debió	incluir	en	la	remuneración	computable
a	efectos	de	establecer	el	monto	íntegro	del	depósito	y/o	pago,	y	efectuar	en
su	caso	los	reintegros	correspondientes;	finalmente,	se	tiene	que	también	se
debió	 incluir	 el	 incremento	 remunerativo	 para	 establecer	 el	 cálculo	 del
monto	 de	 pago	 por	 concepto	 del	 ‘bono	 por	 objetivo’	 o	 ‘bono	 de
productividad’”.	 (MTPE,	 R.	 D.	 525-2013-MTPE/1/20.4,	 ago.	 13/2013.
Director	de	Inspección	del	Trabajo	Ricardo	Gabriel	Herbozo	Colque)
COMENTARIO.—La	evolución	de	 la	 tasa	adicional	para	el	 pago	 de	 las
horas	extraordinarias.	La	evolución	de	la	tasa	adicional	para	el	pago	de	las
horas	 extras	 ha	 sido	 en	 las	 últimas	 décadas	 poco	 uniforme,	 por	 decir	 lo
menos.	Bastante	sinuosa,	en	realidad.	Inicialmente	fue	de	un	25%	adicional
a	la	hora	normal	con	base	en	el	texto	del	Convenio	N°	1	de	la	OIT,	ya	en	los
noventas	se	aumentó	al	50%	de	acuerdo	con	el	Decreto	Ley	N°	26136,	poco
tiempo	 después	 se	 fijó	 nuevamente	 el	 25%,	 para	 quedar	 ahora	 en	 los
porcentajes	de	25%	por	 las	primeras	dos	horas	de	sobretiempo	y	de	35%
por	 las	 siguientes.	 El	 cálculo	 se	 efectúa	 –generalmente–	 por	 día,	 y	 el
aumento	 al	 35%	 busca	 retribuir	 el	 mayor	 esfuerzo	 por	 las	 labores
efectuadas	a	partir	de	la	hora	undécima.	En	el	contexto	iberoamericano,	los
porcentajes	de	 recargo	por	 cada	hora	adicional	 a	 la	 jornada	ordinaria	 son
bastante	más	elevados	llegando	hasta	el	100%,	con	las	notables	excepciones
de	las	legislaciones	de	Brasil	y	Colombia,	20%	y	25%,	respectivamente.
TUO	-	D.	Leg.	854.
ART.	10-A.—El	empleador	está	obligado	a	registrar	el	trabajo
prestado	en	sobretiempo	mediante	la	utilización	de	medios
técnicos	o	manuales	seguros	y	confiables.	La	deficiencia	en	el
sistema	de	registro	no	impedirá	el	pago	del	trabajo	realizado	en
sobretiempo,	si	el	trabajador	acredita	mediante	otros	medios	su
real	y	efectiva	realización.
D.	S.	008-2002-TR.
ART.	27.—Para	efectos	de	registrar	 las	horas	extras	 trabajadas,	 conforme
lo	señala	el	artículo	10-A	de	la	ley,	deberá	entenderse	como	medios	técnicos
o	manuales	las	planillas,	boletas	de	pago	u	otros	medios	idóneos.
REGISTRO	DE	CONTROL	DE	ASISTENCIA	Y	SALIDA
D.	S.	004-2006-TR.
ART.	 1°.—Modificado.	 D.	 S.	 010-2008-TR,	 Art.	 2°.	 Ámbito.	 Todo
empleador	sujeto	al	régimen	laboral	de	 la	actividad	privada	debe	tener	un
registro	 permanente	 de	 control	 de	 asistencia,	 en	 el	 que	 los	 trabajadores
consignarán	 de	 manera	 personal	 el	 tiempo	 de	 labores.	 La	 obligación	 de
registro	 incluye	a	 las	personas	bajo	modalidades	 formativas	 laborales	y	al
personal	 que	 es	 destacado	 o	 desplazado	 a	 los	 centros	 de	 trabajo	 o	 de
operaciones	 por	 parte	 de	 las	 empresas	 y	 entidades	 de	 intermediación
laboral,	o	de	las	empresas	contratistas	o	subcontratistas.
No	 existe	 obligación	 de	 llevar	 un	 registro	 de	 control	 de	 asistencia	 para
trabajadores	de	dirección,	 los	que	no	se	encuentran	sujetos	a	 fiscalización
inmediata	y	los	que	prestan	servicios	intermitentes	durante	el	día.
JURISPRUDENCIA.—El	empleador	está	obligado	a	registrar	el	sobretiempo
mediante	medios	técnicos	idóneos:	carga	de	la	prueba.	“(...)	en	ese	sentido	se
tiene	que	el	artículo	10-A,	del	Decreto	Supremo	N°	007-2002-TR,	preceptúa
que:	‘el	empleador	está	obligado	a	registrar	el	trabajo	prestado	en
sobretiempo	mediante	la	utilización	de	medios	técnicos	o	manuales	seguros
y	confiables.	La	deficiencia	en	el	sistema	de	registro	no	impedirá	el	pago	del
trabajo	realizado	en	sobretiempo,	si	el	trabajador	acredita	mediante	otros
medios	su	real	y	efectiva	realización’.	Se	puede	apreciar	de	la	norma	citada,
que	existe	una	obligación	del	empleador	de	registrar	el	trabajo	prestado	en
sobretiempo	mediante	medios	técnicos	idóneos	que	–en	el	caso	de	un
proceso	y	ante	requerimiento	judicial–	deben	ser	mostrados.	Sólo	en	el	caso
de	que	esto	sea	insuficiente	(esto	es,	en	el	caso	que	el	empleador	no	cumpla
con	la	obligación	prevista	en	dicha	norma)	el	trabajador	tendría	que	probar
mediante	otro	medio	su	realización,	pero	ello,	en	ningún	caso	puede
entenderse	que	aquel	tiene	la	carga	exclusiva	de	la	prueba,	toda	vez	que
aquello	se	produce	ante	una	transgresión	del	empleador	de	una	norma
imperativa	y	de	la	norma	procesal	citada	en	el	octavo	considerando	de	ésta
resolución.	(...)	en	consecuencia,	se	puede	concluir	que	cuando	la	sala
sostiene	que	‘La	distribución	de	la	carga	de	la	prueba	es	válida	para	las
obligaciones	de	carácter	ordinario	del	empleador,	más	no	para	aquellas	que
por	ser	excepcionales	deben	ser	acreditadas	por	el	demandante,	este	el	caso
de	las	horas	extras’,	se	encuentra	en	clara	contravención	con	las
disposiciones	citadas,	realizando	una	interpretación	restrictiva	de	la	carga
de	la	prueba	que	las	normas	procesales	no	contemplan.	(...)	habiéndose
expedido	la	sentencia	de	vista	infringiéndose	los	dispositivos
constitucionales	y	legales	señalados	en	la	presente	resolución,	el	Ad	Quem
ha	incurrido	en	nulidad	insubsanable	conforme	al	artículo	171	del	Código
Procesal	Civil”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	2639-2009-Piura,	may.	05/2011.	V.	P.	Távara
Córdova)
JURISPRUDENCIA.—La	deficiencia	en	el	sistema	de	registro	no	impide	el
pago	del	trabajo	realizado	en	sobretiempo.	“Al	respecto,	el	artículo	10-A	del
Decreto	Supremo	N°	007-2002-TR	prescribe	que	el	empleador	está	obligado
a	registrar	el	trabajo	prestado	en	sobretiempo	mediante	la	utilización	de
medios	técnicos	o	manuales	seguros	y	confiables.	La	deficiencia	en	el
sistema	de	registro	no	impedirá	el	pago	del	trabajo	realizado	en
sobretiempo,	si	el	trabajador	acredita	mediante	otros	medios	su	real	y
efectiva	realización.	Cabe	precisar	que	dicho	trabajo	extraordinario	es
voluntario,	tanto	en	su	otorgamiento	como	en	su	prestación,	pudiendo
prestarse	antes	de	la	hora	de	ingreso	o	después	de	la	hora	de	salida	de
conformidad	con	el	artículo	9°	del	decreto	en	referencia.	No	obstante	ello,
conforme	ha	precisado	y	desarrollado	la	sala	de	mérito	en	el	octavo
considerando	de	la	decisión	cuestionada	conforme	al	inciso	2	del	artículo	27
de	la	Ley	N°	26636,	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo,	corresponde	a	las	partes
probar	sus	afirmaciones	y	esencialmente	al	empleador	demandado	probar
el	cumplimiento	de	las	obligaciones	contenidas	en	las	normas	legales,	los
convenios	colectivos,	la	costumbre,	el	reglamento	interno	y	el	contrato
individual	de	trabajo.	Y	en	ese	sentido,	en	el	Primer	Pleno	Jurisdiccional
Supremo	en	materia	laboral	llevado	a	cabo	en	Lima	el	año	dos	mil	doce,	en
donde	se	estableció	que	por	aplicación	de	la	regla	general	de	la	probanza
(cada	parte	debe	acreditar	el	hecho	que	alega),	primer	párrafo	del	artículo
27	de	la	Ley	N°	26636,	Ley	Procesal	del	Trabajo,	tal	como	lo	reconoce
unánimemente	la	doctrina	y	jurisprudencia	nacional,	las	labores	en	jornada
extraordinaria	requiere	de	ser	demostradas	por	la	parte	que	alega	su
existencia,	en	el	presente	caso	por	la	parte	demandante	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.
8080-2012-Cusco,	abr.	19/2013.	V.	P.	Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—La	autorización	del	MTPE	que	permite	a	un	menor	de
edad	trabajar	debe	obtenerse	previamente	al	inicio	de	labores.	“23.	En	el	caso
específico,	de	la	revisión	del	séptimo	hecho	verificado	se	constata	que	con
vista	del	formato	TR5	del	T	registro,	se	advierte	que	(...)	(17	años),	labora	en
la	inspeccionada	desde	el	01/02/2014,	sin	contar	en	dicha	oportunidad	con
la	autorización	de	trabajo	para	adolescente	toda	vez	que	esta	autorización
fue	otorgada	recién	el	18	de	febrero	del	2014,	posterior	a	la	fecha	de	ingreso
a	la	empresa,	como	se	puede	verificar	de	la	revisión	de	la	copia	del
autorización	en	donde	se	constata	que	la	Sub	Dirección	de	Promoción	y
Protección	de	Derechos	Fundamentales	y	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el
Trabajo	del	Ministerio	del	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	de	fecha	18	de
febrero	del	2014	se	autorizó	a	(...)	de	17	años	de	edad	a	desempeñarse	en
las	funciones	de	mozo	en	el	horario	de	lunes	a	sábado	de	13:00	a	19:00
horas,	de	acuerdo	a	lo	establecido	en	el	Código	de	los	Niños	y	los
Adolescentes	(...)”.	(Sunafil,	R.	026-2015-Sunafil/ILM,	feb.	09/2015.
Intendente	de	Lima	Metropolitana	Ricardo	G.	Herbozo	Colque)
COMENTARIO.—Obligación	de	llevar	el	registro.	La	norma	se	aplica	a	los
actores	 laborales	 sujetos	 al	 régimen	 laboral	 de	 la	 actividad	 privada	 y
establece	 la	 obligación	 de	 consignar	 “de	 manera	 personal”	 el	 tiempo	 de
labores.	Debemos	entender	por	“personal”	que	el	control	del	horario	debe
hacerlo	 de	 manera	 directa	 el	 trabajador,	 no	 siendo	 procedente	 que	 se
efectúe	 por	 una	 empresa	 de	 vigilancia	 sin	 que	 el	 trabajador	 firme	 o
manifieste	su	aceptación.
De	modo	prudente,	el	dispositivo	que	se	comenta	no	agota	sus	efectos	en
los	trabajadores	de	planta,	por	el	contrario,	los	extiende	al	personal	sujeto	a
algún	 convenio	 formativo	 e,	 incluso	 a	 los	 trabajadores	 destacados	 como
consecuencia	de	una	figura	de	intermediación	laboral.
Por	lógica,	el	registro	de	control	no	es	aplicable	a	aquellos	trabajadores	que
no	 se	 encuentran	 comprendidos	 en	 la	 jornada	 máxima	 a	 que	 alude	 el
artículo	 quinto	 del	 TUO	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 854,	 esto	 es,	 a	 los
trabajadores	de	dirección,	a	 los	que	laboran	sin	fiscalización	inmediata	y	a
los	que	prestan	servicios	intermitentes.
Recordemos	 la	 definición	 legal	 de	 cada	 uno	 de	 los	 grupos	 laborales
mencionados:
-	 Son	 trabajadores	 de	 dirección	 aquellos	 que	 ejercen	 la	 representación
general	 del	 empleador	 frente	 a	 otros	 trabajadores	 o	 a	 terceros,	 o	 que	 lo
sustituyen,	 o	 que	 comparten	 con	 aquél	 las	 funciones	 de	 administración	 y
control	o	de	cuya	actividad	y	grado	de	responsabilidad	depende	el	resultado
de	 la	 actividad	 empresarial.	 Por	 su	 jerarquía	 casi	 se	 identifican	 con	 el
empleador	 y	 de	 su	 voluntad	 depende	 la	 limitación	 o	 no	 de	 las	 horas	 de
trabajo	propias.
-	 Trabajadores	 no	 sujetos	 a	 fiscalización	 inmediata	 son	 aquellos
trabajadores	 que	 realizan	 sus	 labores	 o	 parte	 de	 ellas	 sin	 supervisión
inmediata	 del	 empleador,	 o	 que	 lo	 hacen	 parcial	 o	 totalmente	 fuera	 del
centro	de	trabajo,	acudiendo	a	él	para	dar	cuenta	de	su	trabajo	y	realizar	las
coordinaciones	 pertinentes.	 Los	 vendedores	 a	 domicilio	 o	 de	 ruta	 son	 un
claro	ejemplo.
-	 Trabajadores	 que	 prestan	 servicios	 intermitentes	 son	 aquellos	 que
regularmente	prestan	servicios	efectivos	de	manera	alternada	con	lapsos	de
inactividad.	Los	vigilantes,	en	muchos	casos.
Los	 trabajadores	 de	 confianza	 están	 sujetos	 al	 registro	 de	 control	 de
asistencia.
D.	S.	021-2006-TR.
ART.	1°.—Las	entidades	del	sector	público	sujetas	al	régimen	laboral	de	la
actividad	privada	aplican	lo	dispuesto	en	el	Decreto	Supremo	N°	004-2006-
TR	a	partir	del	día	1	de	enero	del	año	2008.
D.	S.	004-2006-TR.
ART.	 2°.—Modificado.	 D.	 S.	 011-2006-TR,	 Art.	 1°.	 Contenido	 del
registro.	El	registro	contiene	la	siguiente	información	mínima:
-	Nombre,	denominación	o	razón	social	del	empleador.
-	Número	de	Registro	Único	de	Contribuyentes	del	empleador.
-	Nombre	y	número	del	documento	obligatorio	de	identidad	del	trabajador.
-	Fecha,	hora	y	minutos	del	ingreso	y	salida	de	la	jornada	de	trabajo.
-	Las	horas	y	minutos	de	permanencia	fuera	de	la	jornada	de	trabajo.
DOCTRINA.—Registro	de	asistencia	que	solo	consigna	el	inicio	y	el	fin
de	la	hora	de	refrigerio	no	acredita	el	cumplimiento	de	la	formalidad
exigida	 por	 ley.	 “(...)	 sostiene	 que	 la	 empresa	 cuenta	 con	 un	 registro	 de
control	 de	 asistencia	 llevado	 en	 forma	 manual,	 donde	 los	 trabajadores
consignan	dentro	de	su	jornada	de	labores	el	tiempo	que	se	les	otorga	para
que	hagan	el	uso	de	su	derecho	a	refrigerio,	el	que	habría	sido	presentado	a
la	inspectora	conforme	así	lo	consigna	en	el	acta:	‘Registro	de	asistencia	de
trabajadores	con	indicación	del	tiempo	en	que	inicia	y	termina	el	refrigerio
y	break’	(...).
(...)	lo	alegado	en	este	extremo	por	la	empresa	carece	de	veracidad;	máxime
si	de	la	misma	documentación	que	presentó	tanto	en	la	etapa	de	actuaciones
inspectivas	 como	 en	 el	 presente	 procedimiento	 sancionador,	 referida	 al
control	de	asistencia,	se	visualiza	que	los	trabajadores	únicamente	señalan
el	 tiempo	 de	 duración	 de	 su	 refrigerio	 (...),	 más	 no	 consignan	 la	 hora	 y
minutos	 del	 ingreso	 y	 la	 salida	 de	 la	 jornada	 de	 trabajo,	 conforme	 así	 lo
exige	el	artículo	2°	del	Decreto	Supremo	N°	004-2006-TR	(...)”.	(MTPE,	R.	D.
796-2012-MTPE/1/20.4,	 dic.	 05/2012.	Director	de	 Inspección	del	Trabajo
Ricardo	Gabriel	Herbozo	Colque)
DOCTRINA.—MTPE:	que	el	registro	de	asistencia	sea	manual	no	incide
en	 su	 validez.	 “(...)	 el	 Registro	 de	 Control	 de	 Asistencia	 y	 Salida,	 es	 el
documento	que	permite	acreditar	la	existencia	real	y	efectiva	de	prestación
de	 trabajo	 en	 sobretiempo,	 toda	 vez	 que	 de	 la	 revisión	 de	 la	 información
contenida	en	el	mismo	tales	como:	fecha,	hora	y	minutos	del	ingreso	y	salida
de	la	jornada	de	trabajo	(...)	lo	que	en	conjunto	con	la	planilla,	son	pruebas
contundentes	 que	 permiten	 establecer	 claramente	 la	 existencia	 de	 dicho
trabajo	 en	 sobretiempo	 (...);	 además,	 cabe	 indicar	 que	 así	 no	 se	 haya
verificado	 in	 situ	 la	 realización	de	dicho	 trabajo	 en	 la	 sede	 inspeccionada,
ello	no	enerva	el	mérito	de	lo	que	ha	sido	determinado	mediante	el	citado
registro.	(...)	cabe	precisar	que	el	hecho	de	que	el	citado	registro	sea	manual
no	 incide	en	 la	validez	del	mismo	siendo	que	este	puede	ser	 llevado	 tanto
mediante	 soporte	 físico	 (manual)	 o	 digital	 (...)”.	 (MTPE,	 R.	 D.	 609-2013-
MTPE/1/20.4,	 oct.	 12/2013.	 Director	 de	 Inspección	 del	 Trabajo	 Ricardo
Gabriel	Herbozo	Colque)
COMENTARIO.—Determinación	expresa	del	tiempo	de	permanencia.	El
control	no	se	agota	en	expresar	el	 inicio	y	 término	de	 la	 jornada,	 también
debe	contener	de	modo	expreso	la	determinación	de	las	horas	y	minutos	de
permanencia	fuera	de	la	jornada.
D.	S.	004-2006-TR.
ART.	3°.—Modificado.	D.	S.	011-2006-TR,	Art.	1°.	Medio	para	llevar	el
registro.	 El	 control	 de	 asistencia	 puede	 ser	 llevado	 en	 soporte	 físico	 o
digital,	 adoptándose	 medidas	 de	 seguridad	 que	 no	 permitan	 su
adulteración,	deterioro	o	pérdida.
En	 el	 lugar	 del	 centro	 de	 trabajo	 donde	 se	 establezca	 el	 control	 de
asistencia	debe	exhibirse	a	todos	los	trabajadores,	de	manera	permanente,
el	 horario	 de	 trabajo	 vigente,	 la	 duración	 del	 tiempo	 de	 refrigerio,	 y	 los
tiempos	de	tolerancia,	de	ser	el	caso.
COMENTARIO.—Cartel	exhibiendo	el	horario	de	 trabajo.	La	 exhibición
de	un	cartel	explicitando	el	horario	de	trabajo	y	el	del	refrigerio,	no	es	una
medida	 novedosa,	 estaba	 ya	 contenida	 en	 el	 artículo	 segundo	del	Decreto
Supremo	N°	008-2002-TR.	Sin	embargo,	la	norma	expresa	que	la	exhibición
debe	 hacerse	 en	 el	 lugar	 donde	 se	 efectúe	 el	 control	 de	 asistencia	 y	 por
primera	vez	en	nuestro	ordenamiento	menciona	al	período	de	tolerancia.
El	 período	 de	 tolerancia,	 como	 se	 sabe,	 no	 es	 otra	 cosa	 que	 un	 lapso	 de
tiempo	adicional	 a	 la	hora	de	 inicio	de	 la	 jornada	en	el	 cual	 se	permite	 el
ingreso	 del	 trabajador,	 con	 deducción	 del	 retraso;	 vencido	 éste,	 ya	 no	 es
permitido	el	ingreso.
D.	S.	004-2006-TR.
ART.	4°.—Modificado.	D.	S.	011-2006-TR,	Art.	1°.	Retiro	de	control.	Sólo
podrá	impedirse	el	registro	de	ingreso	cuando	el	trabajador	se	presente	al
centro	de	 trabajo	después	del	 tiempo	 fijado	como	 ingreso	o	del	 tiempo	de
tolerancia,	 de	 existir.	 Si	 se	 permite	 el	 ingreso	 del	 trabajador,	 debe
registrarse	la	asistencia.
Toda	disposición	que	establezca	un	registro	de	salida	previo	a	la	conclusión
de	labores	está	prohibida.
COMENTARIO.—El	 registro	 previo.	 Lamentablemente,	 es	 una	 práctica
viciosa,	 algo	 extendida	 en	 nuestro	 medio,	 disponer	 que	 los	 trabajadores
firmen	 la	 constancia	 de	 salida	 o	 accionen	 su	 tarjeta	 al	 vencimiento	 de	 la
jornada	para	luego	volver	a	seguir	con	las	labores	al	 interior	del	centro	de
trabajo.	 Tal	 accionar,	 que	 no	 busca	 sino	 el	 desconocimiento	 de	 las	 horas
extras	de	labor,	denota	una	infracción	laboral	y	se	encuentra	proscrito.
D.	S.	004-2006-TR.
ART.	 5°.—Modificado.	 D.	 S.	 011-2006-TR,	 Art.	 1°.	 Disposición	 del
registro.	 El	 empleador	 debe	 poner	 a	 disposición	 el	 registro,	 cuando	 lo
requieran	los	siguientes	sujetos:
1)	La	autoridad	administrativa	de	trabajo;
2)	El	sindicato	con	respecto	a	los	trabajadores	que	representa;
3)	A	falta	de	sindicato,	el	representante	designado	por	los	trabajadores;
4)	El	trabajador	sobre	la	información	vinculada	con	su	labor;	y,
5)	Toda	autoridad	pública	que	tenga	tal	atribución	determinada	por	ley.
COMENTARIO.—Entrega	de	la	información	al	trabajador.	Es	interesante
notar	que	de	acuerdo	al	texto	de	la	norma,	sólo	se	entregará	información	al
trabajador	respecto	del	registro	de	control	vinculada	a	su	labor.
D.	S.	004-2006-TR.
ART.	 6°.—Modificado.	 D.	 S.	 011-2006-TR,	 Art.	 1°.	 Archivo	 de	 los
registros.	 Los	 empleadores	 deben	 conservar	 los	 registros	 de	 asistencia
hasta	por	cinco	(5)	años	después	de	ser	generados.
COMENTARIO.—Conservación	 del	 registro.	 El	 plazo	 para	 conservar	 el
registro	de	asistencia	coincide	con	el	de	conservación	de	planillas	y	boletas
de	pago,	a	que	hace	mención	el	artículo	21	del	D.	S.	N°	001-98-TR,	así	como
con	el	de	conservación	de	la	información	propia	de	la	empresa,	aludido	en	el
Decreto	Ley	N°	25988.
D.	S.	004-2006-TR.
ART.	 7°.—Modificado.	 D.	 S.	 011-2006-TR,	 Art.	 1°.	 Presunciones.	 Si	 el
trabajador	se	encuentra	en	el	centro	de	trabajo	antes	de	la	hora	de	ingreso
y/o	permanece	después	de	la	hora	de	salida,	se	presume	que	el	empleador
ha	dispuesto	la	realización	de	labores	en	sobretiempo	por	todo	el	tiempo	de
permanencia	del	trabajador,	salvo	prueba	en	contrario,	objetiva	y	razonable.
Los	 empleadores	 deben	 adoptar	 las	 medidas	 suficientes	 que	 faciliten	 el
retiro	inmediato	de	los	trabajadores	del	centro	de	trabajo	una	vez	cumplido
el	horario	de	trabajo.
Salvo	lo	dispuesto	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	9°	del	TUO	de	la	Ley
de	 Jornada	 de	 Trabajo,	 Horario	 y	 Trabajo	 en	 Sobretiempo,	 aprobado	 por
Decreto	 Supremo	 N°	 007-2002-TR,	 en	 caso	 el	 trabajador,	 a	 pesar	 de	 su
negativa,	 se	 le	 imponga	 la	 realización	 de	 trabajo	 en	 sobretiempo,	 se
configurará	una	situación	de	trabajo	impuesto	sancionado	por	el	Ministerio
de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo,	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 por	 dicha
norma.
COMENTARIO.—Presunción	 relativa.	 Sin	 duda,	 el	 artículo	 sétimo	 es	 el
más	 discutible	 de	 la	 norma.	 En	 principio,	 cabe	 señalar	 que	 contiene	 una
definición	 extraña	 de	 sobretiempo,	 puesto	 que	 no	 se	 refiere	 a	 la	 labor
adicional	 a	 la	 jornada	 diaria	 o	 en	 su	 defecto	 al	 tiempo	 extra	 que	 el
trabajador	 se	 encuentra	 a	 disposición	 del	 empleador,	 por	 el	 contrario,
presume	que	es	sobretiempo	el	mero	hecho	de	encontrarse	en	 la	empresa
antes	de	la	hora	de	ingreso	o	permanecer	en	ella	luego	de	la	hora	de	salida.
La	 permanencia	 del	 trabajador	 luego	de	 la	 hora	 de	 salida	 o	 su	 asistencia
previa	a	la	hora	de	ingreso,	generan	la	presunción	relativa	de	sobretiempo.
Toda	presunción	relativa	acepta	prueba	en	contrario,	a	saber,	el	empleador
puede	desvirtuarla	con	algún	medio	probatorio.	En	realidad,	se	trata	de	una
prueba	 sumamente	 difícil	 en	 la	 medida	 que	 la	 presunción	 opera	 por	 la
simple	“permanencia”	del	trabajador	al	interior	de	la	empresa.
La	 norma	 parece	 direccionar	 al	 empleador	 a	 tomar	 las	 medidas	 no	 que
faciliten	el	retiro	inmediato	del	trabajador	una	vez	cumplida	la	jornada,	sino
a	compeler	a	los	trabajadores	a	hacerlo.	Igualmente,	en	la	práctica	obliga	a
impedir	 su	 ingreso	 con	 antelación	 a	 la	 hora	 de	 inicio	 de	 las	 labores
habituales.
REMUNERACIÓN	PARA	EL	CÁLCULO	DEL	SOBRETIEMPO
TUO	-	D.	Leg.	854.
ART.	11.—Se	entiende	por	remuneración	ordinaria	aquella	que,
conforme	a	lo	previsto	por	el	artículo	39	del	Texto	Único
Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	perciba	el	trabajador,
semanal,	quincenal	o	mensualmente,	según	corresponda,	en
dinero	o	en	especie,	incluido	el	valor	de	la	alimentación.
No	se	incluyen	las	remuneraciones	complementarias	de
naturaleza	variable	o	imprecisa,	así	como	aquellas	otras	de
periodicidad	distinta	a	la	semanal,	quincenal	o	mensual,	según
corresponda.
CÁLCULO	DEL	VALOR	HORA
TUO	-	D.	Leg.	854.
ART.	12.—Para	efectos	de	calcular	el	recargo	o	sobretasa,	el	valor
hora	es	igual	a	la	remuneración	de	un	día	dividida	entre	el
número	de	horas	de	la	jornada	del	respectivo	trabajador.
COMENTARIO.—Retribución	 y	 compensación	 de	 los	 sobretiempos.	 El
sobretiempo,	sea	voluntario	u	obligatorio	en	los	casos	permitidos	por	la	ley,
se	 remunera	 con	 una	 sobretasa	 mínima	 del	 25%	 para	 las	 dos	 primeras
horas,	y	del	35%	para	las	restantes.
El	valor	de	la	hora	extra	–para	usar	un	término	más	reconocible–	equivale
al	 ingreso	 por	 hora	 laborada	 del	 trabajador	 obtenido	 sobre	 la	 base	 de	 su
remuneración	 ordinaria,	 sea	 ésta	 pagada	 con	 periodicidad	 semanal,
quincenal	o	mensual,	incrementado	con	la	sobretasa	correspondiente.
El	 ingreso	 por	 hora	 laborada	 se	 determina	 dividiendo	 la	 remuneración
ordinaria	diaria	entre	el	número	de	horas	trabajadas	en	la	jornada.
De	 convenir	 a	 los	 intereses	 de	 ambas	 partes,	 se	 puede	 pactar	 la
compensación	 de	 las	 horas	 o	 los	 períodos	 de	 sobretiempo	 con	 lapsos
equivalentes	de	descanso,	los	mismos	que	deberán	tomarse	necesariamente
por	el	trabajador	dentro	del	mes	calendario	siguiente	a	la	realización	de	las
horas	extras.
El	 penúltimo	 párrafo	 del	 Art.	 10	 del	 TUO,	 determina	 con	 claridad	 que	 el
trabajo	 efectuado	 en	 día	 de	 descanso	 semanal	 obligatorio	 o	 en	 feriados,
cualquiera	 que	 sea	 su	 duración,	 no	 constituye	 sobretiempo,	 debiendo
remunerarse	de	acuerdo	con	sus	propias	normas.
TUO	-	D.	Leg.	854.
Primera	Disposición	Complementaria	y	Final.—Los	regímenes	o
sistemas	de	trabajo	especiales	se	rigen	por	sus	propias	normas	en
lo	que	no	se	opongan	a	la	presente	ley.
TÍTULO	QUINTO
Descanso	Semanal
DESCANSO	SEMANAL	OBLIGATORIO
D.	Leg.	713.
ART.	1°.—El	trabajador	tiene	derecho	como	mínimo	a	24	horas
consecutivas	de	descanso	en	cada	semana,	el	que	se	otorgará
preferentemente	en	día	domingo.
TRABAJO	EN	DÍA	DE	DESCANSO	SEMANAL
D.	Leg.	713.
ART.	3°.—Los	trabajadores	que	laboren	en	su	día	de	descanso	sin
sustituirlo	por	otro	día	en	la	misma	semana,	tendrán	derecho	al
pago	de	la	retribución	correspondiente	a	la	labor	efectuada	más
una	sobretasa	del	100%.
JURISPRUDENCIA.—Puede	sustituirse	el	descanso	semanal	por	otro	día	de	la
misma	semana.	“El	Sindicato	de	Trabajadores	de	Compañía	de	(...)	interpone
demanda	de	hostilización	por	violación	de	dispositivos	laborales	contra	(...)
entendiéndose	ahora	con	(...),	por	el	cambio	de	día	de	descanso	semanal	del
tercer	turno	de	trabajo,	antes	de	las	23	horas	del	día	sábado	a	las	7	horas	del
día	domingo	ahora	de	las	23	horas	del	día	domingo	a	las	7	horas	del	día
lunes,	indican	que	con	ello	se	les	ocasiona	un	grave	perjuicio	al	alterar	sus
hábitos	y	limitarlos	en	sus	ocupaciones	extra	laborales,	lo	que	no	se	acredita
en	autos;	asimismo,	se	reclama	el	pago	de	un	jornal	de	ocho	horas	como
consecuencia	de	laborar	56	horas	y	el	abono	de	únicamente	48	horas;	que	el
Art.	2°	del	D.	Leg.	N°	713	permite	al	empleador	cuando	los	requerimientos
de	producción	lo	hagan	indispensable	variar	un	día	de	descanso	distinto	al
domingo	respetando	la	debida	proporción,	habiéndose	establecido	de	autos
que	al	efectuarse	la	variación	se	ha	respetado	dicha	proporción	al
postergarse	el	día	de	descanso	semanal	fijo,	resultando	infundado	este
extremo;	que,	no	se	ha	comprobado	el	cambio	de	día	de	apertura	y	cierre	de
semana;	que,	en	su	Art.	1°	la	norma	antes	indicada	establece	que	el
trabajador	tiene	derecho	como	mínimo	a	24	horas	de	descanso	en	cada
semana,	advirtiéndose	de	los	actuados	que	como	consecuencia	de	la
variación	del	día	de	descanso	en	la	primera	semana	de	variación,	los
trabajadores	del	tercer	turno	han	laborado	siete	días	o	56	horas	efectivas,
produciéndose	el	descanso	al	octavo	día,	por	tanto	se	ha	realizado	un	día
extraordinario	de	labor	sin	el	pago	de	la	respectiva	sobretasa	(…).”	(RSL,	3ra
Sala,	Exp.	4779-93-ID	(S),	jul.	26/94.	V.	P.	Mac	Rae	Thays)
JURISPRUDENCIA.—Remuneración	por	el	trabajo	en	el	descanso	semanal
sin	sustitución.	“La	pretensión	del	reclamante	versa	sobre	reintegro	de
beneficios	sociales,	que,	el	informe	revisorio	de	planillas	de	fojas	47	resulta
ser	un	instrumento	imprescindible	a	fin	de	determinar	los	reclamos
planteados	por	el	reclamante,	máxime	aún	si	dicho	documento	no	ha	sido
observado	por	las	partes;	que	en	dicho	informe	aparece	que	el	actor	cuando
laboraba	en	día	domingo	recibía	por	su	semana:	‘seis	jornales	básicos
semanales,	un	jornal	básico	por	dominical,	un	jornal	básico	por	descanso
trabajado	y	un	jornal	básico	por	bonificación	domingo	trabajo’	(sic);	que	por
consiguiente,	este	extremo	resulta	infundado	(…).”	(RSL,	1ra	Sala,	Exp.
2542-95-BS.S,	may.	06/96.	V.	P.	Torres	Vega)
JURISPRUDENCIA.—Descansos	sustitutorios	por	domingos	y	feriados.	“La
acción	versa	sobre	incumplimiento	de	dispositivos	legales,	relativos	a
descansos	remunerados	de	todos	los	trabajadores	miembros	del	sindicato
recurrente;	que	la	recurrida	se	ha	pronunciado	conforme	al	mérito	del
proceso	y	de	la	ley,	analizando	adecuadamente	que	la	demandada	es	una
empresa	dedicada	a	la	fabricación	de	vidrio,	por	lo	que	su	proceso
productivo	no	puede	suspenderse,	ya	que	conllevaría	a	apagar	el	horno,	los
que	solamente	se	apagan	por	mantenimiento	o	reparación,	requiriendo	por
consiguiente	que	los	trabajadores	laboren	en	domingos	y	feriados,	días	que
son	abonados,	habiendo	el	sindicato	aceptado	el	rol	de	descansos
sustitutorios,	por	lo	que	es	de	aplicación	el	Art.	2°	del	Decreto	Legislativo
713	que	indica	que	el	empleador	se	encuentra	facultado	para	establecer
regímenes	alternativos	o	acumulativos	de	jornadas	de	trabajo	y	descansos
respetando	la	debida	proporción	o	designar	como	día	de	descanso	uno
distinto	al	domingo,	cuando	los	requerimientos	de	la	producción	lo	hagan
indispensable	como	ha	quedado	demostrado	en	el	caso	de	autos	(…).”	(RSL,
4ta	Sala,	Exp.	4941-97-IDL	(S),	oct.	22/97.	V.	P.	Araujo	Sánchez)
COMENTARIO.—Descanso	 semanal.	 El	 derecho	 al	 descanso	 semanal
obligatorio,	al	igual	que	el	vacacional,	tiene	en	nuestro	ordenamiento	rango
constitucional,	puesto	que	ambos	se	encuentran	enunciados	en	el	segundo
párrafo	del	Art.	25	de	la	constitución	vigente.
Como	 quiera	 que	 por	 un	 convencionalismo	 social	 –muy	 probablemente
influenciado	 por	 motivos	 de	 índole	 religiosa–	 normalmente	 es	 el	 día
domingo	 aquél	 en	 que	 la	 generalidad	 de	 las	 labores	 se	 suspenden,
favoreciendo	el	reposo	reparador	de	los	trabajadores;	la	ley	deja	claramente
establecida	 su	 predilección	 porque	 el	 descanso	 semanal	 se	 otorgue	 en	 tal
día.
De	 ser	 imperativo	 por	 necesidades	 productivas,	 el	 empleador	 puede	 –
unilateralmente–	disponer	 como	día	de	descanso	 semanal	 obligatorio	uno
distinto	al	domingo.	La	anterior	facultad	patronal,	reseñada	en	la	parte	final
del	Art.	2°	de	la	ley,	queda	pues	condicionada	a	la	previa	existencia	de	una
situación	excepcional:	el	requerimiento	indispensable	de	la	producción.
Tratándose	 de	 la	 sustitución	 del	 descanso	 semanal,	 por	 decisión	 del
empleador	o	por	acuerdo	de	partes	se	elegirá	obligatoriamente	otro	día	de
la	misma	semana	para	hacer	efectivo	el	descanso.
De	laborar	un	trabajador	contratado	una	jornada	máxima	legal	en	su	día	de
descanso,	 sin	 sustitución,	 tendrá	 derecho	 al	 abono	 de	 siete	 días	 de
remuneración,	 adicionados	 con	 el	 monto	 correspondiente	 al	 descanso
semanal	y	la	sobretasa	del	100%.	En	total,	nueve	(9)	días	de	remuneración
en	la	semana.
La	 labor	 efectuada	 en	 el	 día	 de	 descanso	 semanal	 obligatorio,	 con
sustitución	del	descanso	por	otro	día	de	la	misma	semana,	se	remunera	de
modo	simple.
El	descanso	semanal	mínimo	debe	ser	de	24	horas	consecutivas.
En	principio,	al	igual	que	todo	trabajo	en	jornada	adicional,	debe	nacer	de
un	acuerdo.
COMENTARIO.—Las	 singularidades	 del	 trabajo	 en	 día	 de	 descanso
semanal	obligatorio.	Si	un	trabajador	remunerado	semanalmente	labora	la
jornada	 normal	 en	 su	 día	 de	 descanso	 semanal	 obligatorio,	 sin	 que	 tenga
sustitución	 del	 descanso	 en	 la	 misma	 semana,	 tendrá	 derecho	 a	 la
contraprestación	 equivalente	 a	 la	 semana	 completa	 (es	 decir,	 seis	 días
trabajados	más	el	día	de	descanso)	y	adicionalmente	al	monto	resultante	del
trabajo	efectuado	en	su	día	de	reposo,	sumado	a	la	sobretasa	del	100%.	En
total,	a	nueve	días	de	remuneración	en	la	semana.
Un	ejemplo,	un	trabajador	cuya	remuneración	alcanza	los	50	nuevos	soles
diarios	y	 labora	en	su	día	de	descanso	sin	 incurrir	en	 faltas	en	 la	 semana,
percibirá	300	nuevos	soles	por	el	trabajo	efectuado	del	lunes	al	día	sábado,
50	nuevos	soles	por	concepto	de	descanso	semanal	obligatorio,	50	nuevos
soles	 por	 la	 labor	 excepcional	 desarrollada	 en	 su	 día	 de	 descanso	 y	 50
nuevos	soles	más	por	la	sobretasa	del	100%.	En	total,	450	nuevos	soles.	Si	el
trabajador	 es	 remunerado	mensualmente	 y	 labora	 en	 su	 día	 de	 descanso
semanal	 sin	 la	 correspondiente	 sustitución	 del	 descanso,	 percibirá	 un
treintavo	 más	 por	 el	 día	 trabajado	 y	 la	 sobretasa	 del	 100%.	 El	 trabajo
efectuado	 en	 el	 día	 de	 descanso	 semanal	 obligatorio,	 que	 es	 compensado
con	un	día	de	reposo	en	la	misma	semana,	se	remunera	de	modo	simple.	La
ley	 no	 determina	 cuál	 es	 el	 tratamiento	 aplicable,	 si	 la	 sustitución	 del
descanso	se	efectúa	no	en	la	misma	semana,	sino	en	oportunidad	posterior.
Constituye	 un	 equívoco	 bastante	 común	 considerar	 al	 trabajo	 en	 día	 de
descanso	 un	 supuesto	 más	 de	 jornada	 en	 horas	 extraordinarias,	 y	 no	 es
inusual	escuchar	de	horas	extras	remuneradas	al	100%.	No	son	 lo	mismo,
por	 definición	 las	 horas	 extras	 son	 las	 laboradas	 inmediatamente	 antes	 o
después	de	la	jornada	normal.
REMUNERACIÓN	POR	EL	DESCANSO	SEMANAL
D.	Leg.	713.
ART.	4°.—La	remuneración	por	el	día	de	descanso	semanal
obligatorio	será	equivalente	al	de	una	jornada	ordinaria	y	se
abonará	en	forma	directamente	proporcional	al	número	de	días
efectivamente	trabajados.	El	reglamento	establecerá	la	forma	de
cómputo	en	los	casos	de	trabajadores	cuya	remuneración	se
encuentre	establecida	por	quincena	o	mes.
D.	S.	012-92-TR.
ART.	 1°.—La	 remuneración	 por	 el	 día	 de	 descanso	 obligatorio	 de	 los
trabajadores	 remunerados	 semanalmente	 es	 equivalente	 a	 la	 de	 una
jornada	 ordinaria	 y	 se	 abonará	 en	 forma	 directamente	 proporcional	 al
número	de	días	efectivamente	trabajados	en	dicho	período.
La	 remuneración	 de	 los	 trabajadores	 que	 prestan	 servicios	 a	 destajo,	 es
equivalente	 a	 la	 suma	 que	 resulte	 de	 dividir	 el	 salario	 semanal	 entre	 el
número	de	días	de	trabajo	efectivo.
D.	S.	012-92-TR.
ART.	 2°.—En	 caso	 de	 inasistencia	 de	 los	 trabajadores	 remunerados	 por
quincena	o	mensualmente,	 el	 descuento	 proporcional	 del	 día	 de	 descanso
semanal	 se	 efectúa	 dividiendo	 la	 remuneración	 ordinaria	 percibida	 en	 el
mes	o	quincena	 entre	 treinta	 (30)	 o	 quince	 (15)	días,	 respectivamente.	 El
resultado	es	el	valor	día.	El	descuento	proporcional	es	igual	a	un	treintavo	o
quinceavo	de	dicho	valor,	respectivamente.
CASO	 PRÁCTICO.—Pago	 del	 descanso	 semanal	 obligatorio	 (D.S.O.)
laborado.
Descripción
El	trabajador	tiene	una	remuneración	diaria	ascendente	a
30	 soles	 y	 labora	 de	 lunes	 a	 sábado.	 Por	 motivos	 de
producción	 se	 acuerda	 que	 labore	 en	 su	 día	 de	 descanso
sin	sustitución.
Ejemplo
L	M	M	J	V	S	D	(descanso	semanal)
S/.	30	S/.	30	S/.	30	S/.	30	S/.	30	S/.	30	S/.	30	(D.S.O.)
S/.	30	(retribución)
S/.	30	(sobre	tasa)
Como	 se	 observa	 del	 ejemplo	 adjunto,	 el	 trabajador
percibirá	 por	 el	 domingo	 (día	 de	 descanso	 semanal
obligatorio)	 el	 equivalente	 a	 una	 jornada	 ordinaria	 (S/.
30,00),	la	retribución	por	el	trabajo	efectuado	(S/.	30,00)	y
la	 sobretasa	 del	 cien	 por	 ciento	 (S/.	 30,00).	 En	 total,
noventa	soles.
Base	legal
D.	Leg.	N°	713,	Arts.	3°	y	4°.
D.	S.	N°	012-92-TR,	Art.	1°.
	
CASO	 PRÁCTICO.—Abono	 del	 día	 de	 descanso	 semanal	 laborado	 con
descanso	sustitutorio.
Descripción
El	trabajador	percibe	S/.	25,00	por	su	labor	diaria,	siendo
el	 domingo	 su	 día	 de	 descanso	 semanal	 obligatorio	 y
prestando	servicios	seis	días	por	semana.
Por	circunstancias	especiales	se	requiere	de	sus	servicios
el	día	domingo,	sustituyendo	el	descanso	por	el	miércoles
de	la	misma	semana.
Ejemplo
L	M	M(D.S.S.)	J	V	S	D	(D.S.O.)
S/.	25	S/.	25	S/.	25	S/.	25	S/.	25	S/.	25	S/.	25
El	 pago	 por	 el	 domingo	 trabajado	 es	 normal	 (S/.	 25,00)
puesto	 que	 el	 descanso	 se	 trasladó	 al	 miércoles	 de	 la
misma	semana.
D.S.O.	:	Descanso	semanal	obligatorio.
D.S.S	:	Descanso	semanal	sustitutorio
Base	legal D.	Leg.	N°	713,	Art.	3°.
	
CASO	PRÁCTICO.—Abono	del	descanso	semanal	obligatorio	en	caso
de	falta	injustificada.
Descripción
El	trabajador	labora	seis	días	por	semana	percibiendo	un
jornal	de	S/.	40	diarios.
En	 determinada	 semana	 falta	 dos	 días	 sin	 presentar	 la
justificación	del	caso.
L	M	M	J	V	S	D	(D.S.O.)
S/.	40	S/.	40	—	—	S/.	40	S/.	40	S/.	26,67
Ejemplo
Falta	Falta
injustificada	injustificada
La	retribución	por	el	día	de	descanso	semanal	obligatorio
(S/.	 26,67)	 es	 directamente	 proporcional	 al	 número	 de
días	efectivamente	trabajados.
Por	cuatro	días	trabajados	corresponde	x.
De	donde	tendríamos	la	ecuación	siguiente:
6	días	=	S/.	40,00
4	días	=	x
6x	=	S/.	160,00
x	=	26,27
Base	legal
D.	Leg.	N°	713,	Art.	4°.
D.	S.	N°	012-92-TR,	Art.	1°.
	
COMENTARIO.—Cálculo	 de	 la	 remuneración	 por	 el	 descanso.
Tratándose	 de	 trabajadores	 retribuidos	 por	 semana,	 el	 monto	 salarial
correspondiente	 al	 día	 de	 descanso	 semanal	 obligatorio	 equivale	 a	 su
remuneración	ordinaria	diaria.
Puesto	que	la	remuneración	por	el	día	de	descanso	se	encuentra	en	función
de	 la	 efectiva	 prestación	 de	 los	 servicios,	 las	 inasistencias	 se	 descontarán
proporcionalmente	de	aquélla.
Así,	 por	 ejemplo,	 si	 debiendo	 el	 trabajador	 laborar	 seis	 días	 por	 semana,
falta	injustificadamente	en	dos	oportunidades,	tendrá	derecho	a	percibir	en
concepto	 de	 remuneración	 por	 el	 día	 de	 descanso	 semanal	 obligatorio
únicamente	cuatro	sextas	partes	de	su	haber	ordinario	diario.
En	 el	 caso	 de	 los	 trabajadores	 retribuidos	 quincenal	 o	mensualmente,	 el
monto	 de	 los	 descansos	 semanales	 se	 encuentra	 ya	 incluido	 en	 la
remuneración.	De	inasistir	a	las	labores	–además	del	día	de	ausencia–	se	les
descontará	 1/225	 ó	 1/900	 de	 su	 remuneración	 ordinaria	 mensual	 o
quincenal,	respectivamente,	por	cada	falta.
D.	S.	012-92-TR.
ART.	3°.—Por	excepción,	y	sólo	para	efectos	del	pago	del	día	de	descanso
semanal,	se	consideran	días	efectivamente	trabajados	los	siguientes:
a)	 Las	 inasistencias	 motivadas	 por	 accidentes	 de	 trabajo	 o	 enfermedad
profesional,	 o	 por	 enfermedades	 debidamente	 comprobadas,	 hasta	 que	 la
seguridad	social	asuma	la	cobertura	de	tales	contingencias.
b)	Los	días	de	suspensión	de	la	relación	laboral	con	pago	de	remuneración
por	el	empleador;
c)	Los	días	de	huelga	siempre	que	no	haya	sido	declarada	improcedente	o
ilegal;	y,
d)	 Los	 días	 que	 devenguen	 remuneraciones	 en	 los	 procedimientos	 de
impugnación	del	despido.
COMENTARIO.—Días	 considerados	 como	 de	 trabajo	 efectivo.	 De
manera	excepcional	la	ley	considera	ciertas	situaciones	en	las	que	no	existe
prestación	de	servicios	a	cargo	de	los	trabajadores,	como	días	laborados.
El	 literal	 a)	 del	 Art.	 3°	 hace	mención	 a	 las	 inasistencias	 por	 enfermedad
debidamente	 comprobadas	 –a	 tales	 efectos	 basta	 un	 certificado	 médico–
hasta	 que	 proceda	 el	 subsidio	 por	 parte	 de	 la	 seguridad	 social,	 es	 decir,
hasta	el	vigésimo	día	de	la	enfermedad.
El	 literal	 d)	 se	 refiere	 a	 los	 días	 que	 devenguen	 remuneraciones	 en	 los
procedimientos	de	impugnación	del	despido.	Actualmente	sólo	se	devengan
remuneraciones	 en	 los	 procesos	 de	 nulidad	 del	 despido	 declarados
fundados,	a	tenor	de	lo	estipulado	en	el	Art.	40	de	la	L.	de	P.	y	C.	L.
D.	S.	012-92-TR.
ART.	4°.—Se	entiende	por	 remuneración	ordinaria	aquella	que	percibe	el
trabajador	 semanal,	 quincenal	 o	 mensualmente,	 según	 corresponda,	 en
dinero	o	en	especie,	incluido	el	valor	de	la	alimentación.
Las	remuneraciones	complementarias	variables	o	imprecisas	no	ingresan	a
la	 base	 de	 cálculo,	 así	 como	 aquellas	 otras	 de	 periodicidad	 distinta	 a	 la
semanal,	quincenal	o	mensual	según	corresponda	la	forma	de	pago.
D.	S.	012-92-TR.
ART.	 5°.—Por	 excepción,	 ni	 el	 descanso	 sustitutorio	 ni	 el	 pago	 por
descanso	semanal	obligatorio	omitido	son	exigibles	en	los	casos	de	trabajo
realizado	 por	 miembros	 de	 una	 misma	 familia;	 tampoco	 en	 el	 caso	 de
trabajadores	 que	 intervienen	 en	 labores	 exclusivamente	 de	 dirección	 o
inspección,	 y	 en	 general	 todos	 aquellos	 que	 trabajen	 sin	 fiscalización
superior	 inmediata;	 así	 como	 en	 el	 caso	 de	 trabajadores	 que	 perciban	 el
30%	 o	 más	 del	 importe	 de	 la	 tarifa	 de	 los	 servicios	 que	 cobra	 el
establecimiento	o	negocio	de	su	empleador.
INCENTIVOS
D.	Leg.	713.
ART.	5°.—Los	empleadores	podrán	establecer,	en	forma
unilateral	o	convencional,	el	otorgamiento	de	bonos	o	incentivos
como	estímulo	a	la	asistencia,	puntualidad	y	adecuado
rendimiento	en	la	labor,	condicionando	su	percepción	a	tales
factores.
TÍTULO	SEXTO
Feriados	no	Laborables
FERIADOS
D.	Leg.	713.
ART.	6°.—Los	trabajadores	tienen	derecho	a	descanso
remunerado	en	los	días	feriados	señalados	en	esta	ley,	así	como
en	los	que	se	determinen	por	dispositivo	legal	específico.
Son	días	feriados	los	siguientes:
•	Año	Nuevo	(01	de	enero)
•	Jueves	Santo	y	Viernes	Santo	(movibles)
•	Día	del	Trabajo	(01	de	mayo)
•	San	Pedro	y	San	Pablo	(29	de	junio)
•	Fiestas	Patrias	(28	y	29	de	julio)
•	Santa	Rosa	de	Lima	(30	de	agosto)
•	Combate	de	Angamos	(08	de	octubre)
•	Todos	los	Santos	(01	de	noviembre)
•	Inmaculada	Concepción	(08	de	diciembre)
•	Navidad	del	Señor	(25	de	diciembre)
NOTA:	Literalmente	el	D.	Leg.	713	repite	la	numeración	del	artículo	5°,	pero	con	textos	diferentes.
Para	continuar	con	el	orden	de	la	presente	compilación,	el	artículo	5°,	cuyo	contenido	señala	“Los
trabajadores	tienen	derecho	a	descanso	remunerado	en	los	días	feriados	señalados	en	esta	ley,	así
como	en	los	que	se	determinen	por	dispositivo	legal	específico	(...)”	es	numerado	y	agrupado	con	el
número	6°.
Ley	29635.
ART.	3°.—Ejercicio	 individual	de	la	 libertad	de	religión.	La	 libertad	de
religión	comprende,	entre	otros,	el	ejercicio	de	los	siguientes	derechos:
(...)
f.	 Conmemorar	 las	 festividades	 y	 guardar	 el	 día	 de	 descanso	 que	 se
considere	sagrado	en	su	religión,	debiéndose	armonizar	los	derechos	de	los
trabajadores	 con	 los	 de	 la	 empresa	 o	 administración	 pública	 para	 la	 que
labore,	 y	 de	 los	 estudiantes	 con	 las	 instituciones	 educativas,	 conforme	 al
reglamento	de	la	presente	ley.
(...).
D.	S.	010-2011-JUS.
ART.	6°.—De	las	 fiestas	de	guardar	y	el	día	de	descanso	en	el	ámbito
laboral.	Los	empleadores,	de	 los	 sectores	público	y	privado,	garantizan	el
derecho	de	los	trabajadores	a	conmemorar	las	festividades	y	guardar	el	día
de	descanso	que	éstos	consideren	sagrado,	siempre	que	el	ejercicio	de	este
derecho	no	resulte	incompatible	con	la	organización	social	del	trabajo	y	se
garantice	 el	 cumplimiento	 de	 la	 jornada	 laboral	 a	 que	 se	 refiere	 la
normatividad	vigente.
CELEBRACIÓN	DE	LOS	FERIADOS
D.	Leg.	713.
ART.	7°.—Sustituido.	Ley	26331,	Art.	Único.	Los	feriados
establecidos	en	el	artículo	anterior	se	celebrarán	en	la	fecha
respectiva.	Cualquier	otro	feriado	no	laborable	de	ámbito	no
nacional	o	gremial,	se	hará	efectivo	el	día	lunes	inmediato
posterior	a	la	fecha,	aun	cuando	corresponda	con	el	de	descanso
del	trabajador.
COMENTARIO.—Traslado	del	descanso	por	feriados.	El	texto	primigenio
del	 Art.	 7°	 del	 D.	 Leg.	 N°	 713	 disponía	 el	 traslado	 al	 lunes	 siguiente	 del
descanso	correspondiente	a	los	días	feriados.
Dicho	 enunciado	 fue	 luego	 sustituido,	 mediante	 la	 Ley	 N°	 26331,	 en	 el
sentido	 que	 los	 feriados	 señalados	 en	 el	 Art.	 6°	 del	 D.	 Leg.	 N°	 713	 se
descansarán	en	su	fecha	respectiva.
Los	feriados	no	nacionales	o	gremiales,	sin	embargo,	se	harán	efectivos	el
lunes	siguiente,	aun	si	coinciden	con	el	descanso	del	trabajador.
COMENTARIO.—Es	 facultad	 del	 empleador	 establecer	 como	 día	 de
descanso	 semanal	 uno	 distinto	 al	 domingo.	 ¿Podría	 también	 disponer
unilateralmente	que	el	descanso	por	alguno	de	los	feriados	a	que	se	contrae
el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 713	 pueda	 ser	 trasladado	 a	 otra	 fecha?	 La
respuesta	 es	 negativa.	 Al	 derecho	 laboral	 le	 interesa	 que	 los	 feriados	 se
gocen	en	su	oportunidad,	dado	que	responden	a	festividades	religiosas	o	a
celebraciones	 cívicas	 estrechamente	 vinculadas	 a	 determinadas	 fechas.	 El
feriado	se	abona	con	el	monto	correspondiente	a	la	remuneración	ordinaria.
En	su	versión	originaria,	la	norma	sobre	descansos	remunerados	disponía	el
traslado	de	algunos	feriados	al	día	lunes	de	la	siguiente	semana	con	el	fin	de
no	 interrumpir	el	proceso	productivo,	esa	posibilidad	quedó	derogada	por
la	Ley	N°	26331.	En	la	actualidad,	el	traslado	del	descanso	al	lunes	siguiente
procede	únicamente	tratándose	de	feriados	de	índole	no	nacional	o	gremial.
Nada	 impide,	por	otro	 lado,	que	 las	partes	del	 contrato	de	 trabajo	puedan
acordar	 la	 sustitución	 del	 descanso	 por	 el	 feriado,	 al	 igual	 que	 pueden
sustituir	 el	 descanso	 por	 el	 día	 de	 descanso	 semanal	 obligatorio.	 Sin
embargo,	 llama	 la	 atención	 que	 en	 el	 caso	 de	 los	 feriados	 la	 norma	 no
determine	expresamente	cuándo	se	deberá	llevar	a	cabo	su	goce	efectivo.	Es
factible	 entender,	 interpretando	 analógicamente	 las	 prescripciones
referidas	al	descanso	semanal,	que	el	 reposo	por	el	 feriado	 laborado	debe
sustituirse	por	otro	día	de	la	misma	semana.	En	todo	caso	de	sustitución	no
corresponde	 pago	 adicional	 alguno.	 Si	 se	 pacta	 laborar	 el	 feriado	 sin	 el
descanso	sustitutorio,	 corresponderá	al	 trabajador	 la	 remuneración	por	el
día	 trabajado	 más	 la	 sobretasa	 del	 100%.	 El	 trabajador	 remunerado	 por
semana	 deberá	 percibir	 cinco	 días	 de	 salario,	 el	 pago	 por	 el	 descanso
semanal	obligatorio,	 el	 feriado,	 el	 trabajo	por	 el	 feriado	y	 la	 sobretasa	del
cien	 por	 ciento.	 El	 equivalente	 a	 nueve	 días	 en	 total.	 El	 empleado
remunerado	mensualmente	percibirá	su	sueldo	ordinario,	más	dos	días.
DÍAS	NO	LABORABLES	2013	COMPENSABLES	PARA	LOS
TRABAJADORES	PÚBLICOS	Y	PRIVADOS
D.	S.	123-2012-PCM.
ART.	1°.—Días	no	laborables	en	el	sector	público.
1.1.	Declárase	días	no	laborables,	para	los	trabajadores	del	sector	público,	a
nivel	nacional,	durante	el	año	2013,	los	siguientes:
Lunes	11	y	martes	12	de	febrero
Jueves	27	y	viernes	28	de	junio
Martes	30	de	julio
Jueves	29	de	agosto
Lunes	7	de	octubre
Lunes	30	y	martes	31	de	diciembre
1.2.	Para	fines	tributarios	dichos	días	serán	considerados	hábiles.
D.	S.	123-2012-PCM.
ART.	2°.—Compensación	de	horas.	Las	horas	dejadas	de	 trabajar	 en	 los
días	 no	 laborables	 establecidos	 en	 el	 artículo	 precedente,	 serán
compensadas	 en	 la	 semana	 posterior	 a	 la	 del	 día	 no	 laborable,	 o	 en	 la
oportunidad	que	establezca	el	titular	de	cada	entidad	pública,	en	función	a
sus	propias	necesidades.
D.	S.	123-2012-PCM.
ART.	3°.—Servicios	 indispensables	y	atención	al	público.	Sin	 perjuicio
de	lo	establecido	en	los	artículos	precedentes,	los	titulares	de	las	entidades
del	 sector	 público	 adoptarán	 las	 medidas	 necesarias	 para	 garantizar	 la
provisión	 de	 aquellos	 servicios	 que	 sean	 indispensables	 para	 la	 sociedad
durante	los	días	no	laborables	señalados.
D.	S.	123-2012-PCM.
ART.	4°.—Días	no	laborables	en	el	sector	privado.	Los	centros	de	trabajo
del	 sector	 privado	 podrán	 acogerse	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 presente	 decreto
supremo,	 previo	 acuerdo	 entre	 el	 empleador	 y	 sus	 trabajadores,	 quienes
deberán	 establecer	 la	 forma	 como	 se	 hará	 efectiva	 la	 recuperación	 de	 las
horas	dejadas	de	laborar;	a	falta	de	acuerdo	decidirá	el	empleador.
D.	S.	012-92-TR.
ART.	6°.—El	descanso	de	los	días	feriados	trasladables,	a	que	se	refieren	los
artículos	 6°	 y	 7°	 del	 decreto	 legislativo,	 se	 hará	 efectivo	 el	 día	 lunes
inmediato	posterior	 a	 la	 fecha	que	 corresponda,	 salvo	que	 coincida	 con	el
día	lunes,	en	cuyo	caso	el	descanso	se	efectivizará	en	la	misma	fecha.
De	existir	dos	feriados	en	una	misma	semana,	sin	que	ninguno	coincida	con
el	 día	 lunes,	 el	 descanso	 de	 ambos	 días	 se	 hará	 efectivo	 los	 días	 lunes	 y
martes	de	la	semana	siguiente.
En	el	supuesto	que	uno	de	los	feriados	coincida	con	día	lunes	y	el	segundo
con	el	día	martes,	se	descansarán	dichos	dos	días	sin	correr	el	descanso	a	la
semana	siguiente.
COMENTARIO.—Traslado	 de	 los	 feriados.	 Son	 feriados	 trasladables
únicamente	 los	 no	 nacionales	 o	 gremiales,	 por	 tanto,	 la	 referencia
reglamentaria	al	Art.	6°	de	la	ley	debe	entenderse	derogada.
COMENTARIO.—Posibilidad	 de	 sustituir	 el	 descanso	 por	 feriados
mediante	 acuerdo.	 Mediante	 comunicado	 de	 su	 Oficina	 de	 Relaciones
Públicas,	 fechado	 el	 27.12.94,	 el	Ministerio	 de	Trabajo	 estableció	 que	 “sin
perjuicio	de	 la	modificación	del	 artículo	7°	del	Decreto	Legislativo	N°	713
dispuesta	por	 la	Ley	N°	26331,	 resulta	válido	que,	por	 razones	vinculadas
con	 la	 productividad	 del	 centro	 de	 trabajo	 o	 por	 el	 interés	 común	 de	 las
partes,	 empleadores	 y	 trabajadores	 acuerden	 sustituir	 la	 fecha	 en	 que
corresponde	 gozar	 el	 descanso	 físico	 de	 los	 feriados	 no	 laborables.	 Los
empleadores	darán	cuenta	de	estos	acuerdos	a	la	Autoridad	Administrativa
de	Trabajo	de	su	localidad”.
Es	 factible	 el	 pacto	 orientado	 a	 trasladar	 el	 descanso	 por	 feriados	 a	 otra
fecha.	No	lo	sería,	en	cambio,	el	acto	unilateral	del	empleador	dirigido	en	ese
mismo	sentido.
Finalmente,	es	de	dudoso	valor	la	obligación	de	comunicar	los	acuerdos	de
variación	del	goce	por	feriados	a	la	autoridad	de	trabajo,	puesto	que	la	vía
del	comunicado	no	es	la	apropiada	legalmente	para	establecer	este	tipo	de
obligaciones.
D.	S.	012-92-TR.
ART.	7°.—Sin	perjuicio	de	lo	establecido	en	el	artículo	anterior,	tratándose
de	 feriados	 no	 nacionales,	 o	 gremiales	 que	 por	 los	 usos	 y	 costumbres	 se
festejan	en	la	fecha	correspondiente,	los	empleadores	podrán	suspender	las
labores	 del	 centro	 de	 trabajo,	 a	 cuyo	 efecto	 las	 horas	 dejadas	 de	 laborar
serán	 recuperadas	 en	 la	 semana	 siguiente,	 o	 en	 la	 oportunidad	 que
acuerden	las	partes.	A	falta	de	acuerdo	prima	la	decisión	del	empleador.
COMENTARIO.—Suspensión	 de	 labores	 en	 determinados	 feriados	 no
nacionales	 o	 gremiales.	 En	 determinados	 casos,	 la	 costumbre	 hace	 casi
necesario	que	las	labores	en	ciertos	días	feriados	trasladables	se	suspendan
en	 su	 misma	 fecha.	 De	 ser	 así,	 por	 acto	 unilateral	 del	 empleador	 o	 por
convenio,	 se	 puede	 determinar	 no	 laborar	 en	 dichos	 días,	 con	 cargo	 a
recuperar	 las	 respectivas	 horas	 de	 trabajo	mediante	 jornadas	 adicionales
llevadas	a	cabo	en	la	semana	siguiente.
El	 acuerdo	 o	 la	 decisión	 del	 empleador	 no	 afectan	 el	 goce	 del	 feriado,	 el
mismo	que	se	trasladará	al	lunes	siguiente.
D.	S.	012-92-TR.
ART.	 8°.—No	 se	 considera	 que	 se	 ha	 trabajado	 en	 feriado	 no	 laborable,
cuando	el	turno	de	trabajo	se	inicie	en	día	laborable	y	concluya	en	el	feriado
no	laborable.
REMUNERACIÓN	POR	EL	FERIADO
D.	Leg.	713.
ART.	8°.—Los	trabajadores	tienen	derecho	a	percibir	por	el	día
feriado	no	laborable	la	remuneración	ordinaria	correspondiente	a
un	día	de	trabajo.	Su	abono	se	rige	por	lo	dispuesto	en	el	artículo
4°	de	la	presente	ley,	salvo	el	Día	del	Trabajo,	que	se	percibirá	sin
condición	alguna.
CASO	PRÁCTICO.—Pago	por	el	día	feriado.
Descripción
En	 determinada	 semana	 el	 día	 martes	 es	 feriado	 no
laborable.
Un	 trabajador	 labora	normalmente	 seis	días	por	 semana
percibiendo	una	retribución	de	S/.	25,00.
Ejemplo
L	M	(feriado)	M	J	V	S	D	(D.S.O.)
S/.	25	S/.	25	S/.	25	S/.	25	S/.	25	S/.	25	S/.	25
Tanto	 la	 remuneración	por	 el	 día	martes	 que	 es	 feriado,
como	 la	 del	 domingo,	 día	 de	 descanso	 semanal	 del
trabajador,	equivalen	a	la	retribución	por	un	día	ordinario
de	trabajo.
Base	legal D.	Leg.	N°	713,	Art.	8°.
	
CASO	 PRÁCTICO.—Pago	 por	 el	 día	 feriado	 cuando	 el	 trabajador
incurre	en	una	falta	injustificada.
Descripción
El	 abono	 de	 la	 remuneración	 semanal	 de	 un	 trabajador
que	 labora	 los	 seis	 días	 percibiendo	 S/.	 30,00	 por	 día,
tratándose	de	una	semana	en	la	que	el	día	jueves	es	feriado
y	el	viernes	no	pudo	asistir	al	centro	de	labores	por	causas
que	no	se	justificaron,	sería	como	sigue:
Ejemplo
L	M	(feriado)	M	J	V	S	D	(D.S.O.)
S/.	30	S/.	30	S/.	30	S/.	25	—	S/.	30	S/.	25
Feriado	Inasistencia
Por	seis	días	de	trabajo	(el	feriado	se	considera	trabajado)
la	remuneración	por	el	domingo	sería	de	S/.	30,00.
Restando	 la	 inasistencia	 injustificada	 tendríamos	 la
ecuación:
6	d	=	S/.	30,00
5	d	=	x
x	equivale	al	pago	por	el	domingo	y	el	feriado	y	asciende	a
S/.	25,00.
Base	legal
D.	Leg.	N°	713,	Art.	8°.
D.	S.	N°	012-92-TR,	Art.	3°.
	
CASO	PRÁCTICO.—Pago	del	feriado	por	primero	de	mayo	cuando	en
la	semana	correspondiente	el	trabajador	falta	injustificadamente.
Descripción
En	 la	 empresa	 se	 labora	 seis	 días	 por	 semana,	 siendo	 el
trabajador	 en	 cuestión	 remunerado	 con	 un	 jornal	 de	 S/.	 35,00
por	día.
En	 la	 semana	 que	 incluye	 el	 feriado	 por	 primero	 de	 mayo,	 el
trabajador	incurrió	en	una	inasistencia	injustificada.
Ejemplo
L	M	M	J	V	S	D	(D.S.O)
S/.	35	—	S/.	35	S/.	35	S/.	35	S/.	35	S/.	29,16
Feriado	Inasistencia
1	de	mayo
La	 retribución	 por	 el	 domingo	 día	 de	 descanso	 semanal
obligatorio,	 es	 directamente	 proporcional	 al	 número	 de	 días
efectivamente	laborados.
El	 feriado	 por	 primero	 de	 mayo	 se	 percibirá	 en	 un	 monto
equivalente	a	la	remuneración	por	día	trabajado,	sin	estar	sujeto
a	condición	alguna.
Base	legal
D.	Leg.	N°	713,	Art.	8°.
D.	S.	N°	012-92-TR,	Art.	3°.
	
COMENTARIO.—Abono	 incondicional	 correspondiente	 al	 feriado	 por
el	Día	del	Trabajo.	La	 remuneración	por	 los	 días	 feriados	 será	 objeto	 de
descuentos	en	caso	de	que	el	trabajador	haya	inasistido	injustificadamente	a
laborar	en	el	período	correspondiente.
El	tratamiento	reseñado	en	el	párrafo	anterior	no	tiene	alcances	generales,
puesto	 que	 excepcionalmente	 la	 retribución	 por	 el	 feriado	 del	 Día	 del
Trabajo	(1	de	mayo)	se	abonará	al	trabajador	sin	quedar	condicionada	a	su
asistencia.
D.	S.	012-92-TR.
ART.	9°.—Siempre	que	el	Día	del	Trabajo	(1	de	mayo)	coincida	con	el	día	de
descanso	 semanal	 obligatorio,	 se	 debe	 pagar	 al	 trabajador	 un	 día	 de
remuneración	por	el	citado	feriado,	con	independencia	de	la	remuneración
por	el	día	de	descanso	semanal.
CASO	PRÁCTICO.—Abono	por	el	feriado	del	primero	de	mayo	cuando
coincide	con	el	día	de	descanso	semanal	del	trabajador.
Descripción
En	el	supuesto	que	el	domingo	–en	la	generalidad	de	los	casos–
día	 de	 descanso	 semanal	 de	 los	 trabajadores,	 coincide	 con	 el
feriado	 por	 el	 primero	 de	 mayo.	 Esto	 acarrea	 una	 situación
particular	en	cuanto	a	la	forma	en	que	se	remunera	este	feriado.
Si	 suponemos	que	un	 trabajador	 labora	seis	días	por	semana	y
es	remunerado	con	S/.	30,00	diarios	tendríamos	lo	siguiente:
Ejemplo
D	(D.S.O.)	L	M	M	J	V	S
1	de	mayo	2	de	mayo	3	de	mayo	4	de	mayo	5	de	mayo	6	de	mayo
7	de	mayo
S/.	30	(D.S.O.)	S/.	30	S/.	30	S/.	30	S/.	30	S/.	30	S/.	30
S/.	30	(feriado)
Únicamente	en	el	 supuesto	planteado,	que	coincida	el	domingo
con	 el	 feriado	por	 el	 1	 de	mayo,	 procede	un	pago	doble	por	 tal
fecha.
Base	legal
D.	Leg.	N°	713,	Art.	8°.
D.	S.	N°	012-92-TR,	Art.	3°.
	
COMENTARIO.—Coincidencia	del	1	de	mayo	con	el	descanso	semanal
obligatorio.	Cuando	el	1	de	mayo	coincida	con	el	día	de	descanso	semanal
obligatorio	 del	 trabajador,	 éste	 percibirá	 excepcionalmente	 y	 de	 modo
adicional	la	remuneración	correspondiente	a	ambos	beneficios.
D.	S.	012-92-TR.
ART.	10.—Si	el	trabajador	es	destajero	el	pago	por	el	Día	del	Trabajo	será
igual	 al	 salario	promedio	diario,	 que	 se	 calcula	dividiendo	entre	 treinta	 la
suma	 total	 de	 las	 remuneraciones	 percibidas	 durante	 los	 treinta	 días
consecutivos	 o	 no,	 previos	 al	 primero	 de	 mayo.	 Cuando	 el	 servidor	 no
cuente	 con	 treinta	 días	 computables	 de	 trabajo,	 el	 promedio	 se	 calcula
desde	su	fecha	de	ingreso.
SOBRETASA
D.	Leg.	713.
ART.	9°.—El	trabajo	efectuado	en	los	días	feriados	no	laborables
sin	descanso	sustitutorio	dará	lugar	al	pago	de	la	retribución
correspondiente	por	la	labor	efectuada,	con	una	sobretasa	de
100%.
CASO	 PRÁCTICO.—Pago	 por	 el	 feriado	 no	 laborable	 trabajado	 sin
descanso	sustitutorio.
Descripción
Un	trabajador	labora	la	semana	completa	percibiendo	una
remuneración	diaria	de	S/.	30,00.
Por	circunstancias	excepcionales,	el	día	miércoles	que	cae
en	 feriado	 no	 laborable	 tiene	 que	 ser	 trabajado	 para	 no
interrumpir	 el	 normal	 desempeño	 de	 las	 actividades
empresariales	y,	por	tanto,	el	trabajador	se	compromete	a
prestar	 servicios	 en	 dicha	 oportunidad	 sin	 gozar	 de
descanso	sustitutorio.
Ejemplo
L	M	M	J	V	S	D(D.S.O.)
S/.	30,00	S/.	30,00	S/.	30,00	(por	el	feriado)	S/.	30,00	S/.
30,00	S/.	30,00	S/.	30,00
S/.	30,00	(por	la	labor	efectuada)
S/.	30,00	(sobretasa)
Como	se	observa,	por	el	miércoles	feriado	se	percibirá	S/.
30,00	 por	 el	 pago	 por	 feriado,	 S/	 30,00	 por	 la	 labor
efectuada	y	S/.	30,00	por	el	100%	de	retribución.
Base	legal D.	Leg.	N°	713,	Art.	9°.
	
COMENTARIO.—Trabajo	en	día	feriado.	El	trabajo	efectuado	en	el	feriado
al	 igual	 que	 el	 realizado	 en	 el	 día	 de	 descanso	 semanal,	 sin	 descanso
sustitutorio	 en	 ambos,	 genera	 el	 pago	 de	 la	 remuneración	 por	 la	 labor
desempeñada	 más	 una	 sobretasa	 del	 100%.	 El	 trabajador	 remunerado
semanalmente,	 en	 el	 caso	 de	 laborar	 su	 jornada	 completa	 incluyendo	 un
hipotético	 feriado	sin	sustituir	el	descanso,	percibirá	 la	retribución	de	seis
(6)	días,	el	descanso	semanal	obligatorio,	el	feriado	trabajado	y	la	sobretasa;
en	total,	nueve	(9)	días	de	remuneración	en	la	semana.
Nótese	 que	 al	 contrario	 de	 lo	 estipulado	 en	 los	 casos	 de	 sustitución	 del
descanso	semanal	obligatorio,	tratándose	del	 feriado	la	 ley	no	exige	que	el
descanso	sustituto	se	concrete	en	la	“misma	semana”.
El	 trabajo	 realizado	 en	 día	 feriado	 con	 sustitución	 del	 descanso,	 se
remunera	de	modo	simple.
CUADRO	COMPARATIVO	DE	LOS	FERIADOS	NO	LABORABLES
EN	AMÉRICA	LATINA
País Denominación Días Traslado
En	toda	la	Nación:
•	1	de	enero
•	24	de	marzo
•	Viernes	Santo
•	2	de	abril
•	1	de	mayo
•	25	de	mayo
•	20	de	junio
•	9	de	julio
•	17	de	agosto
•	12	de	octubre
•	8	de	diciembre Salvo	 excepciones,
los	 feriados
Argentina Feriados	 no
laborables
•	25	de	diciembre
Para	 los	 que
profesen	 religión
judía:
•	Los	 días	 del	 año
nuevo	 judío	 (Rosh
Hashana)	2	días
•	El	día	del	perdón
(Iom	Kipur)
•	 Pascua	 judía
(Pesai),	 dos
primeros	 y	 dos
últimos	días
Para	 los	 que
profesen	 religión
islámica:
•	 El	 año	 nuevo
musulmán	(Hégira)
•	 El	 día	 siguiente
al	 ayuno	 (Id	 Ai-
Fitr)
•	El	día	de	la	fiesta
del	sacrificio	(Id	Al-
Adha)
nacionales
obligatorios	 que
coincidan	 con	 los
días	 martes	 y
miércoles	 serán
trasladados	al	lunes
anterior.
Los	 que	 coincidan
con	jueves	y	viernes
serán	trasladados	al
lunes	siguiente.
•	1	de	enero
•	6	de	enero
•	19	de	marzo
•	1	de	mayo
El	 descanso
remunerado	 del
seis	 de	 enero,
diecinueve	 de
marzo,	 veintinueve
Colombia
Días	 de	 fiesta	 de
carácter	 civil	 o
religioso
•	29	de	junio
•	20	de	julio
•	7	de	agosto
•	15	de	agosto
•	12	de	octubre
•	1	de	noviembre
•	11	de	noviembre
•	8	de	diciembre
•	25	de	diciembre
Además	de:
•	 Jueves	 y	Viernes
Santo
•	 Ascensión	 del
Señor
•	Corpus	Christi
•	Sagrado	Corazón
de	Jesús
de	 junio,	 quince	 de
agosto,	 doce	 de
octubre,	primero	de
noviembre,	 once	 de
noviembre,
Ascensión	 del
Señor,	 Corpus
Christi	 y	 Sagrado
Corazón	 de	 Jesús
cuando	no	caigan	en
día	 lunes	 se
trasladarán	al	 lunes
siguiente	 a	 dicho
día.
Cuando	 las
mencionadas
festividades	 caigan
en	 domingo	 el
descanso
remunerado
igualmente	 se
trasladará	al	lunes.
•	1	de	enero
•	Viernes	y	sábado
de	la	Semana	Santa
•	1	de	mayo
•	21	de	mayo
•	29	de	junio
•	15	de	agosto
Se	 trasladan	 los
feriados
correspondientes	 al
29	 de	 junio,	 día	 de
San	 Pedro	 y	 San
Pablo;	 12	 de
octubre,	 día	 del
descubrimiento	 de
dos	 mundos;	 y	 el
día	 de	 la	 fiesta	 del
Chile Días	festivos •	11	de	setiembre
•	 18	 y	 19	 de
setiembre
•	12	de	octubre
•	1	de	noviembre
•	8	de	diciembre
•	25	de	diciembre
•	Fiesta	del	Corpus
Christi
Corpus	Christi,	a	los
días	 lunes	 de	 la
semana	 en	 que
ocurran,	 en	 caso	de
corresponder	 a	 día
martes,	 miércoles	 o
jueves,	 o	 los	 días
lunes	 de	 la	 semana
siguiente,	 en	 caso
de	 corresponder	 a
día	viernes.
México Días	 de	 descanso
obligatorio
•	1	de	enero
•	 Primer	 lunes	 de
febrero
•	 Tercer	 lunes	 de
marzo
•	1	de	mayo
•	16	de	setiembre
•	 Tercer	 lunes	 de
noviembre
•	 1	 de	 diciembre
de	 cada	 seis	 años
(transmisión	 del
poder)
•	25	de	diciembre
•	Otros	en	caso	de
elecciones
—
•	Año	nuevo	(1	de
enero)
Perú Feriados	 no
laborables
•	 Jueves	 y	Viernes
Santo
•	 Día	 del	 Trabajo
(1	de	mayo)
•	 San	Pedro	 y	 San
Pablo	(29	de	junio)
•	 Fiesta	 Patrias
(28	y	29	de	julio)
•	 Santa	 Rosa	 de
Lima	 (30	 de
agosto)
•	 Combate	 de
Angamos	 (8	 de
octubre)
•	Todos	los	Santos
(1	de	noviembre)
•	 Inmaculada
Concepción	 (8	 de
diciembre)
•	 Navidad	 del
Señor	 (25	 de
diciembre)
Cualquier	 otro
feriado	no	laborable
de	 ámbito	 no
nacional	 o	 gremial,
se	 hará	 efectivo	 el
día	 lunes	 inmediato
posterior	a	 la	 fecha,
aun	 cuando
corresponda	 con	 el
descanso	 del
trabajador.
•	1	de	enero
•	 Jueves	 y	Viernes
Santo
•	1	de	mayo
•	25	de	diciembre
•	Los	señalados	en
la	 Ley	 de	 Fiestas
Venezuela Días	feriados Nacionales
•	Los	que	se	hayan
declarado	 o	 se
declaren	 festivos
por	 el	 gobierno
nacional,	 por	 los
estados	 o	 por	 las
municipalidades,
hasta	 un	 límite
total	 de	 tres	 por
año.
-
	
TÍTULO	SÉTIMO
Vacaciones
D.	Leg.	713.
ART.	10.—El	trabajador	tiene	derecho	a	treinta	días	calendario
de	descanso	vacacional	por	cada	año	completo	de	servicios.	Dicho
derecho	está	condicionado,	además,	al	cumplimiento	del	récord
que	se	señala	a	continuación:
a)	Tratándose	de	trabajadores	cuya	jornada	ordinaria	es	de	seis
días	a	la	semana,	haber	realizado	labor	efectiva	por	lo	menos
doscientos	sesenta	días	en	dicho	período.
b)	Tratándose	de	trabajadores	cuya	jornada	ordinaria	sea	de
cinco	días	a	la	semana,	haber	realizado	labor	efectiva	por	lo
menos	doscientos	diez	días	en	dicho	período.
c)	En	los	casos	en	que	el	plan	de	trabajo	se	desarrolle	en	sólo
cuatro	o	tres	días	a	la	semana	o	sufra	paralizaciones	temporales
autorizadas	por	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo,	los
trabajadores	tendrán	derecho	al	goce	vacacional,	siempre	que	sus
faltas	injustificadas	no	excedan	de	diez	en	dicho	período.	Se
consideran	faltas	injustificadas	las	ausencias	no	computables	para
el	récord	conforme	al	artículo	13	de	esta	ley.
D.	S.	012-92-TR.
ART.	11.—Tienen	derecho	a	descanso	vacacional,	el	trabajador	que	cumpla
una	 jornada	 ordinaria	 mínima	 de	 cuatro	 (04)	 horas,	 siempre	 que	 haya
cumplido	dentro	del	año	de	servicios,	el	récord	previsto	en	el	artículo	10	del
decreto	legislativo.
JURISPRUDENCIA.—CS:	a	los	profesores	de	los	colegios	públicos	y
particulares	les	corresponde	60	días	de	vacaciones,	pero	la	indemnización	por
el	no	disfrute	oportuno	del	descanso	solo	equivale	a	una	remuneración.	“En	lo
que	a	materia	educativa	corresponde,	la	Ley	del	Profesorado	N°	24029,
modificada	por	Ley	N°	25212,	regula	el	régimen	del	profesorado	como
carrera	pública	y	como	ejercicio	particular	(...)	no	efectúa	distinción	alguna,
entre	los	‘profesores	del	Estado’	y	los	‘profesores	de	centros	y	programas	de
gestión	no	estatal’.	al	señalar	cuál	es	el	régimen	vacacional	de	los	profesores
(ver	artículo	15),	así	como	sus	deberes	(ver	artículo	14);	caso	distinto	al
artículo	13,	donde	precisa	los	derechos	de	los	profesores	al	servicio	del
Estado	y	de	los	profesores	de	centros	y	programas	de	gestión	no	estatal,
indicando	que	éstos	últimos,	de	acuerdo	con	el	régimen	laboral	de	la
actividad	privada,	gozan	de	los	derechos	enumerados	en	dicho	artículo,	a
excepción	de	lo	señalado	en	los	incisos	h	),	i)	y	r);	por	lo	que,	es	de
aplicación	el	principio	por	el	cual	nadie	puede	hacer	distinciones	donde	la
ley	no	lo	hace.	(...)	Ahora	bien,	en	cuanto	al	cuestionamiento	de	otorgarse	la
indemnización	vacacional	por	el	no	goce	oportuno	del	total	de	treinta	días
por	descanso	vacacional,	disposición	regulada	en	el	artículo	23	del	Decreto
Legislativo	N°	713	(...).	En	este	particular	escenario,	este	supremo	tribunal
precisa	que	atendiendo	a	lo	previsto	en	el	inciso	b)	del	artículo	15	de	la	Ley
del	Profesorado	N°	24029	como	se	tiene	señalado	le	corresponde	al
demandante	durante	el	término	que	ha	laborado	como	profesor,	sesenta
días	de	vacaciones,	sobre	los	cuales	le	corresponde	el	pago	de	una
remuneración	por	el	descanso	vacacional	adquirido	y	no	gozado	(por	cada
mes),	en	razón	que	solo	le	fue	pagada	una	remuneración	por	las	labores
realizadas,	asimismo	sólo	le	corresponde	la	indemnización	equivalente	a
una	remuneración	por	no	haber	disfrutado	del	descanso,	principalmente
porque	si	bien	existe	norma	que	regula	los	sesenta	días	de	goce	vacacional
para	el	caso	de	los	docentes	universitarios	ordinarios	de	universidades
privadas,	no	existe	disposición	expresa	que	sancione	al	empleador	con	el
pago	de	una	indemnización	por	no	disfrutar	del	goce	de	los	treinta	días
adicionales	al	supuesto	normativo	previsto	en	el	Decreto	Legislativo	N°
713”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	2039-2013-La	Libertad,	nov.	27/2012,	V.	P.	Vinatea
Medina)
DOCTRINA.—Origen	 y	 naturaleza	 de	 las	 vacaciones.	 “Se	 trata	 de	 un
instituto	 que	 no	 tiene	 antecedentes	 remotos	 en	 materia	 de	 descansos
requeridos	para	el	trabajador	en	las	reivindicaciones	iniciales.	Tanto	es	así
que	a	principios	de	este	siglo,	 las	vacaciones	sólo	eran	un	beneficio	que	se
otorgaba	 limitadamente	 a	 algunos	 trabajadores,	 normalmente	 no
industriales.	 (...).	 Por	 vacación	 anual	 debe	 entenderse	 un	 número
previamente	 determinado	 de	 jornadas	 consecutivas,	 fuera	 de	 los	 días
festivos,	días	de	enfermedad	y	convalecencia,	durante	los	cuales,	cada	año,
cumpliendo	 el	 trabajador	 ciertas	 condiciones	 de	 servicio,	 interrumpe	 su
trabajo	 y	 continúa	 percibiendo	 remuneración”.	 (MARTÍNEZ	 VIVOT,	 Julio.
Elementos	del	Derecho	del	Trabajo	y	de	la	Seguridad	Social,	Editorial	Astrea,
Argentina,	1999;	pág.	252)
DOCTRINA.—Finalidad	 y	 reconocimiento	 del	 derecho	 vacacional.	 “El
establecimiento	de	un	descanso	periódico	para	el	trabajador	que	le	permita,
al	 menos	 teóricamente,	 recuperarse	 del	 esfuerzo	 laboral	 a	 la	 vez	 que	 le
otorgue	 mayores	 posibilidades	 de	 esparcimiento,	 cultivo	 personal	 o,
simplemente,	libre	disposición	de	su	tiempo	es	una	institución	común	a	los
modernos	 ordenamientos	 laborales.	 Su	 reconocimiento	 en	 los	 textos
constitucionales	 pone	 de	 manifiesto	 la	 importancia	 y	 el	 grado	 de
generalización	 de	 la	 institución,	 si	 bien	 dicha	 consagración	 ha	 tenido	 un
carácter	 programático,	 del	 que	 resulta	 difícil	 extraer	 consecuencias
directamente	 aplicables	 a	 su	 régimen	 jurídico”.	 (SEMPERE	 NAVARRO,
Antonio	 y	 CHARRO	 BAENA,	 Pilar.	 El	 derecho	 a	 vacaciones,	 en	 Derecho
Laboral,	Obra	colectiva,	Normas	Legales,	Perú,	2005;	pág.	213)
COMENTARIO.—Condiciones	para	acceder	al	derecho	vacacional.	De	la
lectura	 de	 los	 textos	 legales	 y	 reglamentarios	 se	 puede	 deducir	 los
requisitos	que	el	trabajador	debe	cumplir	para	acceder	al	derecho	a	treinta
días	calendario	de	descanso	vacacional.	Estos	son:
1.	Cumplir	con	una	jornada	ordinaria	mínima	de	cuatro	(4)	horas	diarias.
2.	Haber	laborado	un	año	completo	al	servicio	del	empleador.
3.	 Superar	 en	 el	 año	 el	 récord	 vacacional,	 el	mismo	que	 se	 establece	 con
relación	 a	 la	 asistencia	 del	 trabajador	 y	 a	 la	 extensión	 de	 su	 jornada
semanal,	como	sigue:
-	 Si	 la	 jornada	 consta	 de	 seis	 días	 a	 la	 semana,	 haber	 trabajado
efectivamente	al	menos	doscientos	sesenta	días	en	el	año.
-	En	jornadas	de	cinco	días,	realizar	labor	efectiva	por	lo	menos	doscientos
diez	días	en	el	año.
-	 Tratándose	 de	 jornadas	 semanales	 de	 sólo	 tres	 o	 cuatro	 días,	 si	 el
trabajador	no	ha	tenido	más	de	diez	faltas	injustificadas	durante	el	año.
-	Si	el	trabajador	cuenta	con	más	de	un	año	de	servicios	pero	no	supera	el
récord	vacacional	correspondiente,	no	tendrá	derecho	a	vacaciones	por	ese
período.
4.	 Tener	 una	 jornada	 laboral	 de	 al	 menos	 tres	 días	 por	 semana.	 Este
condicionamiento	legal	se	explica	por	cuanto	las	vacaciones	constituyen	un
período	 de	 descanso	 para	 que	 el	 trabajador	 restituya	 sus	 energías,
presumiéndose	que	quien	labore	dos	días	o	menos	por	semana	no	sufre	de
un	agotamiento	notorio.
CÓMPUTO	ANUAL
D.	Leg.	713.
ART.	11.—El	año	de	labor	exigido	se	computará	desde	la	fecha	en
que	el	trabajador	ingresó	al	servicio	del	empleador	o	desde	la
fecha	que	el	empleador	determine,	si	compensa	la	fracción	de
servicios	correspondientes.
D.	S.	012-92-TR.
ART.	13.—En	el	caso	previsto	en	el	artículo	11	del	Decreto	Legislativo,	en
que	 el	 empleador	 determine	 la	 fecha	 de	 inicio	 del	 cómputo	 del	 año	 de
servicios	 para	 efecto	 del	 descanso	 vacacional,	 deberá	 compensar	 al
trabajador	por	el	 tiempo	 laborado	hasta	dicha	oportunidad,	por	dozavos	y
treintavos	 o	 ambos,	 según	 corresponda,	 de	 la	 remuneración	 computable
vigente	a	la	fecha	en	que	adopte	tal	decisión.
EJEMPLOS	DE	DETERMINACIÓN	DEL	AÑO	DE	LABOR	EXIGIDO
-	Sin	compensación:
En	el	supuesto	que	el	trabajador	ingresara	a	laborar	en	la	empresa	el	trece	(13)
de	febrero	de	determinado	año,	superará	el	año	de	labor	requerido	–y	nacerá	por
tanto	 su	 derecho	 al	 descanso	 vacacional	 siempre	 que	 haya	 cumplido	 el	 récord
correspondiente–,	y	si	continuara	prestando	servicios	el	trece	de	febrero	del	año
siguiente.
-	Con	compensación:
Por	 razones	 de	 orden	 administrativo,	 a	 muchos	 empleadores	 les	 resulta	 más
conveniente	 que	 el	 año	 de	 labor	 de	 sus	 trabajadores,	 para	 efectos	 de	 derecho
vacacional,	coincida	con	el	año	calendario.	Con	este	fin,	compensan	al	amparo	del
artículo	 13	 del	 reglamento	 cualquier	 período	 trunco	 que	 pudiese	 existir	 a	 esa
fecha.
Si,	 por	 ejemplo,	 el	 trabajador	 ingresó	 a	 laborar	 con	 fecha	7	 de	 setiembre,	 se	 le
compensará	 el	 período	 hasta	 el	 31	 de	 diciembre	 a	 razón	 de	 tres	 dozavos	 y
veinticuatro	treintavos	de	su	remuneración,	 iniciándose	el	1°	de	enero	un	nuevo
cómputo.
Período	que	se	desea	compensar:	del	07	de	setiembre	al	31	de	diciembre.
Equivalencia	en	meses	y	días:	tres	(3)	meses	y	veinticuatro	(24)	días.
Remuneración	 por	 el	 período	 a	 compensar:	 tres	 dozavos	 y	 veinticuatro
treintavos	de	un	dozavo	de	la	remuneración.
	
COMENTARIO.—La	 remuneración	 computable	 a	 efectos	 de	 la
compensación	del	período	correspondiente.	El	 artículo	13	de	 la	norma
reglamentaria	establece	que	en	los	casos	que	el	empleador	determine	que	el
período	anual	a	efectos	del	cómputo	de	las	vacaciones	sea	uno	distinto	a	la
fecha	 real	 de	 ingreso	 del	 trabajador,	 deberá	 compensar	 el	 lapso
transcurrido	 entre	 el	 ingreso	 y	 la	 fecha	 por	 él	 establecida,	 en	 base	 a	 la
remuneración	computable	vigente	a	la	fecha	en	que	adopte	tal	decisión.
En	estricto	sentido,	la	remuneración	debería	ser	la	vigente	al	momento	de
la	compensación	efectiva	y	no	la	del	tiempo	en	que	el	empleador	tomó	la
decisión	de	compensar	el	período,	dada	la	evidente	dificultad	de	determinar
el	instante	preciso	en	que	en	su	fuero	interno	adoptó	tal	medida.
RÉCORD	VACACIONAL
D.	Leg.	713.
ART.	12.—Para	efectos	del	récord	vacacional	se	considera	como
días	efectivos	de	trabajo	los	siguientes:
a)	La	jornada	ordinaria	mínima	de	cuatro	horas.
b)	La	jornada	cumplida	en	día	de	descanso	cualquiera	que	sea	el
número	de	horas	laborado.
c)	Las	horas	de	sobretiempo	en	número	de	cuatro	o	más	en	un
día.
d)	Las	inasistencias	por	enfermedad	común,	por	accidentes	de
trabajo	o	enfermedad	profesional,	en	todos	los	casos	siempre	que
no	supere	60	días	al	año.
e)	El	descanso	previo	y	posterior	al	parto.
f)	El	permiso	sindical.
g)	Las	faltas	o	inasistencias	autorizadas	por	ley,	convenio
individual	o	colectivo	o	decisión	del	empleador.
h)	El	período	vacacional	correspondiente	al	año	anterior;	e,
i)	Los	días	de	huelga,	salvo	que	haya	sido	declarada
improcedente	o	ilegal.
D.	S.	012-92-TR.
ART.	 12.—De	 conformidad	 con	 el	 inciso	 d)	 del	 artículo	 12	 del	 decreto
legislativo	 solamente	 los	 primeros	 sesenta	 (60)	 días	 de	 inasistencia	 por
enfermedad	común,	accidentes	de	trabajo	o	enfermedad	profesional	dentro
de	cada	año	de	servicios,	son	considerados	como	días	efectivos	de	trabajo.
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema:	es	una	ficción	jurídica	creer	que	la
reposición	del	trabajador	vía	proceso	de	amparo	genere	también	el	pago	de
vacaciones	no	gozadas.	“Es	así	que	del	propio	texto	de	las	normas	precitadas
se	puede	colegir	con	claridad	que	como	regla	general	en	nuestro
ordenamiento	jurídico	para	lograr	el	beneficio	del	goce	vacacional,	se
requiere	haber	efectuado	labores	efectivas.	Sí	bien	existen	supuestos	en	los
cuales	no	se	requiere	la	prestación	efectiva	de	servicios,	estos	se	encuentran
debidamente	reglados	en	la	propia	norma,	tal	como	se	puede	verificar	del
artículo	12	del	Decreto	Legislativo	N°	713	antes	mencionado,	no
apreciándose	dentro	de	éstos,	el	reconocimiento	de	días	de	trabajo
provenientes	de	la	estimación	de	una	demanda	formulada	a	través	de	un
proceso	de	amparo.	Undécimo.-	Si	bien	es	cierto	que	el	ad	quem	ha	creado
una	ficción	jurídica	para	amparar	el	derecho	al	pago	de	vacaciones
solicitado	por	el	accionante,	teniendo	como	premisa	principal	la	estimación
de	un	proceso	constitucional	de	amparo,	también	lo	es	que	dicho
razonamiento	carece	de	sustento	jurídico,	debido	a	que	el	proceso	de
amparo,	no	tiene	naturaleza	resarcitoria	o	indemnizatoria,	si	se	tiene	en
cuenta	que	el	objeto	de	dicho	proceso	es	la	reparación	inmediata	del
derecho	constitucional	trasgredido	y	de	esta	manera	evitar	daños
posteriores,	más	aún	si	lo	argumentado	por	el	colegiado	superior
transgrede	lo	expresamente	regulado	por	el	Decreto	Legislativo	N°	713,
norma	que	consolida	la	legislación	sobre	descansos	remunerados	de	los
trabajadores	sujetos	al	régimen	laboral	de	la	actividad	privada	(...).”	(C.	S.,
Cas.	Lab.	3365-2011-Junín,	nov.	07/2012.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Si	se	labora	doce	horas	diarias	en	un	régimen
acumulativo	de	trabajo,	se	suman	dos	días	y	no	un	día	y	medio	para	efecto	de
las	vacaciones.	“El	artículo	12	del	Decreto	Legislativo	número	713	estipula	a
efectos	del	cómputo	del	récord	vacacional	que	‘(...)	se	considera	como	días
efectivos	de	trabajo	los	siguientes:	(...)	c)	Las	horas	de	sobretiempo	en
número	de	cuatro	o	más	en	un	día’;	paráfrasis	de	la	que	se	desprende	que,
en	caso	un	trabajador,	como	el	del	presente	proceso,	labore	en	jornada
extraordinaria	(entiéndase	por	sobre	la	jornada	ordinaria	de	trabajo),	en	un
número	cuatro	horas	o	más,	este	adicional	se	computará	como	un	día	de
trabajo	a	efecto	de	computar	el	récord	para	acceder	al	goce	de	vacaciones.
(...)	En	el	caso	específico,	y	al	determinarse	que	el	demandante	debió
detentar	una	jornada	ordinaria	de	trabajo	de	ocho	horas	diarias,	y	no	de
doce	como	alegó	en	su	oportunidad	la	demandada,	permite	inferir	con
meridiana	claridad	que,	al	laborar	lo	exigido	por	su	empleador,	esto	es,	doce
horas	diarias	en	un	régimen	acumulativo	de	trabajo,	el	demandante	por
cada	día	de	trabajo	ha	venido	acumulando	para	efecto	de	su	récord
vacacional,	dos	días	y	no	un	día	y	medio	como	lo	ha	señalado	la	empresa
demandada	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	135-2011-Tacna,	nov.	30/2011.	V.	P.
Acevedo	Mena)
COMENTARIO.—Consecuencia	 del	 no	 cumplimiento	 del	 récord
vacacional.	 En	 el	 supuesto	 que	 un	 trabajador	 cumpla	 dos	 de	 los	 tres
requisitos	que	la	ley	prescribe	para	alcanzar	el	derecho	vacacional,	esto	es,
haber	laborado	un	año	completo	y	cumplido	una	jornada	mínima	de	cuatro
horas	 diarias,	 pero	 no	 supere	 el	 correspondiente	 récord	 vacacional;	 no
gozará	de	vacaciones	durante	ese	período	anual.
En	ningún	caso	operará	suerte	alguna	de	extensión	del	año	de	labor	hasta
que	el	trabajador	alcance	el	récord	vacacional	respectivo.
A	 modo	 de	 ejemplo,	 si	 al	 1	 de	 enero	 un	 trabajador	 con	 una	 jornada
ordinaria	 de	 seis	 días	 por	 semana	 supera	 el	 año	 de	 servicios	 pero	 sólo
cuenta	 con	 doscientos	 cincuentiocho	 (258)	 días	 de	 trabajo	 efectivo	 en	 su
récord	vacacional,	deberá	esperar	un	año	más	–y	cumplir	la	totalidad	de	las
condiciones	de	 ley–	para	 gozar	 de	 este	 beneficio.	 Sería	 errado	 interpretar
que	 de	 continuar	 laborando	 el	 trabajador	 hasta	 el	 día	 tres	 de	 enero,	 ya
cuenta	 con	 los	 doscientos	 sesenta	 (260)	 días	 en	 su	 récord	 y,	 por	 tanto,
adquiere	el	derecho	vacacional.
INCAPACIDAD	DEL	TRABAJADOR
D.	Leg.	713.
ART.	13.—El	descanso	vacacional	no	podrá	ser	otorgado	cuando
el	trabajador	esté	incapacitado	por	enfermedad	o	accidente.	Esta
norma	no	será	aplicable	si	la	incapacidad	sobreviene	durante	el
período	de	vacaciones.
D.	S.	012-92-TR.
ART.	 14.—Excepto	 lo	 previsto	 en	 el	 artículo	 13	 del	 decreto	 legislativo,
establecida	la	oportunidad	de	descanso	vacacional,	ésta	se	inicia	aun	cuando
coincida	 con	 el	 día	 de	 descanso	 semanal,	 feriado	 o	 día	 no	 laborable	 en	 el
centro	de	trabajo.
CASO	PRÁCTICO.—Días	computables	para	el	récord	vacacional.
Descripción
El	 trabajador	 cumple	 una	 semana	 laboral	 de	 seis	 días	 y
laboró	ya	un	año	completo,	sin	embargo	por	efecto	de	una
prolongada	enfermedad	cuenta	con	sólo	252	días	de	labor
efectiva	en	el	año.
Ejemplo
Su	 récord	 vacacional	 debe	 ser	 de	 260	 días	 de	 labor
efectiva,	 que	 se	 cumplen	 si	 se	 adiciona	 seis	 domingos
trabajados,	 un	 feriado	 laborado	 sin	 la	 debida
compensación	 y	 diez	 días	 en	 los	 cuales	 laboró	 5	 horas
extras	por	día.
Base	legal D.	Leg.	713,	Arts.	10	y	12.
	
CASO	 PRÁCTICO.—Trabajador	 que	 no	 alcanza	 a	 cumplir	 su	 récord
vacacional.
Descripción
El	trabajador	 labora	por	un	año	en	 la	empresa	cumpliendo	una
jornada	de	cinco	horas	diarias	durante	cuatro	días	por	semana.
De	acuerdo	a	ley,	se	entendería	cumplido	su	récord	vacacional	si
no	tuviese	más	de	diez	faltas	injustificadas.
Ejemplo
Es	el	caso	que	el	trabajador	ha	faltado	sin	justificación	en	cinco
oportunidades	 durante	 el	 año	 y	 ha	 sido	 sancionado
disciplinariamente	 en	 dos	 ocasiones	 con	 suspensiones	 de	 tres
días	cada	una.
Once	 faltas	 en	 total	 por	 lo	 que	 no	 alcanza	 el	 correspondiente
récord	vacacional.
Base	legal D.	Leg.	713,	Arts.	10	y	12.
	
OPORTUNIDAD	DEL	DESCANSO
D.	Leg.	713.
ART.	14.—La	oportunidad	del	descanso	vacacional	será	fijada	de
común	acuerdo	entre	el	empleador	y	el	trabajador,	teniendo	en
cuenta	las	necesidades	de	funcionamiento	de	la	empresa	y	los
intereses	propios	del	trabajador.	A	falta	de	acuerdo	decidirá	el
empleador	en	uso	de	su	facultad	directriz.
DOCTRINA.—La	 validez	 del	 pago	 de	 vacaciones	 adelantadas	 está
supeditada	a	la	aprobación	del	procedimiento	de	suspensión	temporal
perfecta	 de	 labores.	 “‘Que,	 asimismo	 la	 apelante	 señala	 que	 la
comunicación	 presentada	 el	 12	 de	 julio	 del	 2012	 no	 fue	 una	 suspensión
perfecta	 sino	 imperfecta	 con	 pago	 de	 remuneraciones	 vacacionales	 a	 los
trabajadores;	 sin	 embargo,	 obra	 en	 autos	 copias	 de	 las	 resoluciones
administrativas	emitidas	dentro	del	procedimiento	de	suspensión	temporal
perfecta	 de	 laborales	 tramitada	 (...),	 en	 el	 cual	 la	 recurrente	 adecuó	 su
solicitud	 a	 una	 suspensión	 temporal	 perfecta	 de	 labores,	 declarada
improcedente	 mediante	 acto	 administrativo	 firme	 al	 ser	 confirmado	 en
segunda	 instancia	 y	 última	 instancia,	 que	 además,	 dispuso	 que	 el	 periodo
dejado	de	laborar	será	considerado	como	trabajo	efectivo	para	todo	efecto
legal,	 conforme	a	 ley,	bajo	apercibimiento	de	 sanción	de	multa	en	caso	de
incumplimiento.	 En	 ese	 sentido,	 al	 existir	 acto	 administrativo	 firme	 que
dispone	pagar	la	remuneración	correspondiente	por	los	días	de	suspensión
temporal	 como	días	 efectivamente	 laborados,	 no	 se	 ha	 subsanado	 el	 pago
por	dicho	periodo	como	pago	a	cuenta	de	vacaciones,	incumpliendo	de	esta
manera,	 lo	 dispuesto	 por	 la	 autoridad	 administrativa	 de	 Trabajo’	 (…)	 el
otorgamiento	del	descanso	vacacional	no	es	potestad	del	empleador,	puesto
que	el	artículo	14	del	Decreto	Legislativo	N°	713	establece	que:	el	descanso
vacacional	 debe	 ser	 fijado	 de	 común	 acuerdo	 entre	 el	 empleador	 y	 el
trabajador,	 teniendo	 en	 cuenta	 las	 necesidades	 de	 funcionamiento	 de	 la
empresa	y	los	intereses	propios	del	trabajador,	a	falta	de	acuerdo	decidirá	el
empleador”.	(MTPE,	R.	D.	597-2013-MTPE/1/20,	set.	06/2013.	Director	de
Inspección	del	Trabajo	Ricardo	Gabriel	Herbozo	Colque)
COMENTARIO.—Determinación	 de	 la	 oportunidad	 del	 descanso
vacacional.	La	ocasión	del	descanso	vacacional	debe	ser	objeto	de	acuerdo,
en	 atención	 a	 los	 intereses	 de	 las	 partes	 del	 contrato	 de	 trabajo.	 De	 no
existir	el	concierto	de	voluntades,	primará	la	voluntad	del	empleador.
Nada	 dice	 la	 normativa	 pertinente	 respecto	 de	 la	 modificación	 en	 la
oportunidad	 del	 descanso	 vacacional	 ya	 establecido.	 Entendemos	 que,	 de
preferencia,	 las	 variaciones	 en	 la	 fecha	 acordada	 para	 el	 inicio	 de	 las
vacaciones	deben	derivar	del	consenso.
En	todo	caso,	debe	darse	preeminencia	a	la	decisión	empresarial.
DOCENTES
D.	S.	012-92-TR.
ART.	15.—La	oportunidad	del	descanso	vacacional	de	los	profesores	de	los
centros	 educativos	 particulares,	 en	 general,	 se	 regula	 por	 sus	 propias
normas.	 Supletoriamente	 se	 aplican	 el	 decreto	 legislativo	 y	 el	 presente
decreto	supremo.
Los	 períodos	 vacacionales	 de	 los	 educandos	 no	 suponen	 necesariamente
descanso	vacacional	de	los	docentes.
L.	de	P.	de	la	I.	en	la	E.	–	D.	Leg.	882.
ART.	 6°.—El	 personal	 docente	 y	 los	 trabajadores	 administrativos	 de	 las
instituciones	educativas	particulares,	bajo	relación	de	dependencia,	se	rigen
exclusivamente	por	las	normas	del	régimen	laboral	de	la	actividad	privada.
Ley	28044.
ART.	 61.—Régimen	 laboral	 del	 profesor	 en	 la	 actividad	 privada.	 El
profesor	 que	 trabaja	 en	 instituciones	 educativas	 privadas	 se	 rige	 por	 lo
establecido	 en	 el	 régimen	 laboral	 de	 la	 actividad	 privada.	 Puede
incorporarse	 en	 la	 carrera	 pública	 magisterial	 si	 ingresa	 al	 servicio	 del
Estado,	previo	cumplimiento	de	los	requisitos	de	ley.
COMENTARIO.—Régimen	 laboral	 de	 los	 docentes	 particulares.	 En
noviembre	 de	 1996	 el	 Poder	 Ejecutivo	 dictó,	 al	 amparo	 de	 las	 facultades
delegadas	 por	 el	 Congreso,	 la	 Ley	 de	 Promoción	 de	 la	 Inversión	 en	 la
Educación	 -	 Decreto	 Legislativo	 N°	 882,	 con	 la	 finalidad	 de	 incentivar	 la
creación	 de	 escuelas	 e	 instituciones	 educativas	 y	 hacer	 posible	 el
mejoramiento	 cualitativo	 de	 la	 enseñanza	 mediante	 la	 aplicación	 de
recursos	económicos	de	carácter	privado.
De	la	norma	en	mención,	nos	interesa	dilucidar	los	alcances	de	su	artículo
sexto,	reproducido	en	párrafos	anteriores.
Como	se	recuerda,	con	anterioridad	al	cambio	normativo	iniciado	en	el	año
1991	que	tuvo	por	objetivo	modernizar	la	legislación	del	trabajo,	el	régimen
laboral	de	la	actividad	privada	se	hallaba	contenido	en	la	Ley	del	Empleado
Particular	N°	4916	y	sus	disposiciones	modificatorias	y	ampliatorias.	En	la
actualidad,	 puede	 decirse	 que	 buena	 parte	 de	 la	 normativa	 laboral	 se
encuentra	 en	 la	 Ley	 de	 Productividad	 y	 Competitividad	 Laboral	 aprobada
mediante	el	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	pero	también,	en	disposiciones
tales	como	la	Ley	de	Descansos	Remunerados,	la	de	Jornadas	de	Trabajo,	de
Compensación	por	Tiempo	de	Servicios,	entre	otras.
Es	 fácilmente	 determinable	 qué	 normas	 conforman	 el	 régimen	 laboral
vigente,	 lo	 es	 también	 el	 ámbito	 subjetivo	 de	 aplicación	 del	 Decreto
Legislativo	N°	882	puesto	que	su	propio	tenor	hace	mención	a	los	docentes
y	 personal	 administrativo	 en	 relación	 de	 dependencia,	 pero	 ¿qué	 puede
desprenderse	 de	 la	 sujeción	 exclusiva	 de	 este	 grupo	 de	 trabajadores	 al
régimen	laboral	de	la	actividad	privada?
Del	análisis	del	artículo	sexto	de	la	Ley	de	Promoción	de	la	Inversión	en	la
Educación,	no	puede	sino	concluirse	que	todas	aquellas	normas	de	carácter
sectorial	 que	 establecían	 derechos	 o	 beneficios	 para	 los	 profesores
particulares	distintos	a	los	vigentes	para	el	colectivo	de	los	trabajadores	de
la	actividad	privada,	han	quedado	sin	efecto,	debiendo	aplicarse	a	aquellos	–
así	 como	 a	 los	 trabajadores	 administrativos	 de	 los	 centros	 de	 educación–
únicamente	las	disposiciones	propias	del	régimen	laboral	común.
Hasta	antes	de	la	vigencia	del	Decreto	Legislativo	N°	882,	en	aplicación	de
la	 Ley	 N°	 24029	 y	 el	 D.	 S.	 N°	 019-90-ED,	 los	 profesores	 de	 enseñanza
particular	tenían	derecho	a	estabilidad	en	el	servicio	y	a	gozar	del	descanso
vacacional	durante	 los	meses	de	enero	y	 febrero	de	 cada	año	con	goce	de
remuneraciones.	Tratándose	de	 las	vacaciones,	 incluso	el	reglamento	de	 la
Ley	 de	 Descansos	 Remunerados	 –anterior	 en	 vigencia	 al	 D.	 Leg.	 N°	 882–
establecía	 su	 aplicación	 supletoria	 subordinada	 a	 las	 normas	 propias
aplicables	a	los	profesores.
Nada	 impide,	 por	 último,	 que	 aquellos	 centros	 de	 educación	 que	 lo
consideren	pertinente	puedan	establecer	condiciones	más	beneficiosas	para
su	plana	docente	y/o	personal	administrativo	que	las	establecidas	por	la	ley.
REMUNERACIÓN	VACACIONAL
D.	Leg.	713.	
ART.	15.—La	remuneración	vacacional	es	equivalente	a	la	que	el
trabajador	hubiera	percibido	habitualmente	en	caso	de	continuar
laborando.
Se	considera	remuneración,	a	este	efecto,	la	computable	para	la
compensación	por	tiempo	de	servicios,	aplicándose
analógicamente	los	criterios	establecidos	para	la	misma.
D.	S.	012-92-TR.
ART.	16.—La	remuneración	vacacional	es	equivalente	a	la	que	el	trabajador
hubiera	percibido	habitual	y	regularmente	en	caso	de	continuar	laborando.
Se	 considera	 remuneración	 a	 este	 efecto,	 la	 computable	 para	 la
compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios,	 con	 excepción	 por	 su	 propia
naturaleza	de	las	remuneraciones	periódicas	a	que	se	refiere	el	artículo	18
del	Decreto	Legislativo	N°	650.
CASO	 PRÁCTICO.—Remuneración	 vacacional	 en	 caso	 de	 montos
principales	imprecisos.
Supuesto
El	trabajador	cumple	un	año	más	de	servicios	alcanzando
su	derecho	al	goce	vacacional.
Su	remuneración	fija	mensual	es	de	S/.	1.500.
Percibe	un	monto	por	alimentación	de	S/.	200	mensuales.
En	 cuatro	 de	 los	 seis	 meses	 anteriores	 a	 su	 descanso
vacacional	ha	 recibido	S/.	 300	mensuales	 en	 concepto	de
comisiones.
Por	 su	 labor	 tiene	 derecho	 a	 un	 monto	 de	 S/.	 350	 por
movilidad.
Cálculo
La	 remuneración	 vacacional	 equivale	 a	 la	 suma	 de	 las
remuneraciones	 fijas	–el	básico	más	 la	alimentación–	y	al
promedio	mensual	de	la	remuneración	principal	imprecisa,
esto	es,	las	comisiones.
Básico	 mensual	 (S/.	 1.500)	 +	 alimentación	 (S/.	 200)	 +
promedio	de	comisiones	[(S/.	300	x	4)	/	6].
S/	1.500	+	S/.	200	+	S/.	200
La	remuneración	vacacional	asciende	a	S/.	1.900.
La	movilidad	no	 ingresa	 al	 cálculo	 al	 no	 ser	 considerada
un	monto	remunerativo.
Base	legal
D.	Leg.	713,	Art.	15.
D.	S.	012-92-TR,	Art.	16.
TUO	D.	Leg.	650,	Art.	19.
	
CASO	 PRÁCTICO.—Incorporación	 de	 las	 remuneraciones
complementarias	imprecisas.
Supuesto
El	 trabajador	recibe	un	sueldo	básico	mensual	de	S/.	900,	pero
en	tres	de	los	seis	meses	anteriores	a	su	descanso	vacacional	ha
laborado	horas	extras	percibiendo	por	dicho	concepto	las	sumas
de	S/.	170,	S/.	220	y	S/.	300.
Las	 horas	 extras	 constituyen	 el	 típico	 caso	 de	 las
remuneraciones	de	naturaleza	complementaria	imprecisa.
Cálculo
El	 haber	 vacacional	 se	 determina	 sumando	 al	 básico,	 el
promedio	 mensual	 de	 las	 horas	 extras	 que	 tienen	 que	 ser
regulares,	 esto	 es,	 percibirse	 al	 menos	 en	 tres	 meses	 del
semestre.
Básico	(S/.	900)	+	promedio	de	horas	extras	[(S/.	170	+	S/.	220	+
S/.	300)	/	6].
El	monto	a	pagar	por	vacaciones	es	de	S/.	1.015.
Base	legal D.	Leg.	713,	Art.	15.
	
JURISPRUDENCIA.—Si	la	“encargatura”	de	un	cargo	supone	una
remuneración	adicional,	esta	forma	parte	de	la	remuneración	vacacional.
“Que,	en	lo	concerniente	a	la	causal	de	interpretación	errónea	del	primer
párrafo	del	artículo	quince	del	Decreto	Legislativo	número	setecientos	trece
y	del	primer	párrafo	del	artículo	dieciséis	del	Decreto	Supremo	número	cero
doce	guión	noventa	y	dos	guión	TR,	que	precisan	que	la	remuneración
vacacional	es	equivalente	a	la	que	el	trabajador	hubiera	percibido	habitual	y
regularmente	en	caso	de	continuar	laborando,	es	menester	tener	en	cuenta,
que	se	considera	remuneración	a	este	efecto,	aquélla	computable	para	la
compensación	por	tiempo	de	servicios,	aplicándose	para	dicho	efecto
analógicamente	los	criterios	establecidos	para	la	misma.	Sexto:	Que,	en	ese
sentido,	el	artículo	noveno	del	Decreto	Supremo	número	cero	cero	uno
guión	noventa	y	siete	guión	TR,	establece	que	son	remuneraciones
computables	la	remuneración	básica	y	todas	las	cantidades	que
regularmente	perciba	el	trabajador,	en	dinero	o	en	especie	como
contraprestación	de	su	labor,	cualquiera	sea	la	denominación	que	se	les	dé,
siempre	que	sea	de	su	libre	disposición,	asimismo	su	artículo	diez	señala
que	la	remuneración	computable	para	establecer	la	compensación	por
tiempo	de	servicios	de	los	trabajadores	empleados	y	obreros	se	determina
en	base	al	sueldo	o	treinta	jornales	que	perciba	el	trabajador	según	el	caso,
en	los	meses	de	abril	y	octubre	de	cada	año	respectivamente;	Sétimo:	Que
siendo	esto	así,	y	habiéndose	determinado	en	las	sentencias	inferiores,	que
correspondía	al	actor	percibir	el	reintegro	de	remuneraciones	reclamadas
por	el	desempeño	de	funciones	(encargatura)	de	la	gerencia	de	campo,
desde	el	diecinueve	de	diciembre	del	dos	mil	hasta	su	fecha	de	cese
(veinticinco	de	marzo	del	dos	mil	dos),	es	evidente,	que	correspondía
calcular	el	extremo	de	las	vacaciones	peticionadas	por	el	actor,	teniendo	en
cuenta	la	remuneración	que	legalmente	debió	percibir,	es	decir,	la
remuneración	computable	para	la	compensación	por	tiempo	de	servicios
(incluida	la	diferencia	remunerativa	de	cinco	mil	setecientos	nuevos	soles	a
que	se	alude	en	el	Decimoquinto	considerando	de	la	sentencia	de	fojas
cuatrocientos	noventa),	y	no	la	remuneración	‘real’	del	trabajador	(la	que
estuvo	percibiendo	sin	la	inclusión	de	la	referida	diferencia	remunerativa)
como	pretende	la	emplazada	mediante	el	presente	recurso	impugnatorio;
Octavo:	Que,	consecuentemente,	verificados	los	aspectos	de	hecho	por	la
Corte	Superior,	la	aplicación	de	la	normatividad	al	caso	y	su	interpretación
ha	sido	acertada,	resultando	infundado	los	cargos	de	casación;	Resolución:
Declararon	Infundado	el	recurso	de	casación	interpuesto”.	(Cas.	Sala
Transitoria	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	014-2006-Lima,	mar.
21/2007).
JURISPRUDENCIA.—Determinación	de	la	remuneración	vacacional.	“Por
disposición	contenida	en	el	artículo	1°	del	Decreto	Supremo	N°	013-89-TR
el	abono	de	la	remuneración	vacacional	debía	efectuarse	tomándose	como
referencia	el	monto	de	la	remuneración	total	que	percibía	el	trabajador	al
momento	de	otorgarse	el	beneficio;	Segundo.-	que	la	pretensión	de	la
organización	sindical	para	que	se	le	abone	los	promedios	de	la	asignación
alimenticia	y	movilidad	a	razón	de	30	salarios,	esto	es,	30	días,	carece	de
asidero	legal	y	fáctico,	habida	cuenta	que	el	otorgamiento	de	dichos
beneficios	fue	sometido	por	pacto	colectivo	a	la	condición	del	día	efectivo	de
trabajo;	Tercero.-	que,	de	otro	lado,	advirtiéndose	que	durante	el	goce	del
derecho	vacacional,	se	suspende	la	prestación	efectiva	de	labores	la
pretensión	sindical	para	que	se	otorgue	a	los	trabajadores	en	vacaciones	el
litro	de	leche	diario	acordado	por	convenio	colectivo	de	fecha	12	de	junio	de
1975	carece	de	sustento	al	tratarse	de	una	condición	pactada	en	razón	de
trabajo	(…).”	(RSL,	Exp.	334-91-ACA,	set.	19/96.	V.	P.	Ponce	Collazos)
COMENTARIO.—Remuneración	 vacacional.	 Se	 determina	 que	 existe
equivalencia	entre	 la	 remuneración	computable	para	 la	compensación	por
tiempo	 de	 servicios	 y	 el	 haber	 vacacional,	 con	 la	 lógica	 excepción	 de	 las
remuneraciones	periódicas.
Típico	ejemplo	de	las	remuneraciones	periódicas	son	las	gratificaciones	de
Fiestas	Patrias	y	Navidad	reguladas	por	la	Ley	N°	27735.
D.	S.	012-92-TR.
ART.	18.—Para	establecer	la	remuneración	vacacional	de	los	trabajadores
destajeros	 o	 que	 perciben	 remuneración	 principal	 mixta	 o	 imprecisa,	 se
toma	como	base	el	salario	diario	promedio	durante	las	cuatro	(04)	semanas
consecutivas	 anteriores	 a	 la	 semana	 que	 precede	 a	 la	 del	 descanso
vacacional.
OPORTUNIDAD	DEL	PAGO
D.	Leg.	713.
ART.	16.—La	remuneración	vacacional	será	abonada	al
trabajador	antes	del	inicio	del	descanso.
D.	S.	012-92-TR.
ART.	 19.—La	 remuneración	 vacacional	 será	 abonada	 al	 trabajador	 antes
del	 inicio	del	descanso.	Este	pago	no	tiene	incidencia	en	la	oportunidad	en
que	 deben	 abonarse	 las	 aportaciones	 al	 Instituto	 Peruano	 de	 Seguridad
Social	 ni	 de	 la	 prima	 del	 seguro	 de	 vida,	 que	 deben	 ser	 canceladas	 en	 la
fecha	habitual.
La	 remuneración	 vacacional	 debe	 figurar	 en	 la	 planilla	 del	 mes	 al	 que
corresponda	el	descanso.
COMENTARIO.—Pago	 del	 haber	 vacacional.	 Para	 la	 tranquilidad
económica	del	trabajador,	teniendo	en	cuenta	que	muchas	veces	sus	gastos
en	el	período	vacacional	son	abultados,	la	ley	dispone	que	la	remuneración
vacacional	debe	ser	pagada	con	anterioridad	al	inicio	del	descanso.
En	muchos	casos,	la	remuneración	por	vacaciones	es	abonada	el	último	día
hábil	del	mes	anterior	al	descanso,	ello	–sin	embargo–	no	afectará	el	pago	de
las	aportaciones	a	la	seguridad	social	ni	de	la	prima	del	seguro	de	vida,	las
que	se	efectuarán	en	la	oportunidad	habitual.
D.	S.	012-92-TR.
ART.	 20.—El	 trabajador	 tiene	 derecho	 a	 percibir,	 a	 la	 conclusión	 de	 su
descanso,	 los	 incrementos	 de	 remuneración	 que	 se	 pudieran	 producir
durante	el	goce	de	sus	vacaciones.
COMENTARIO.—Reintegros	 por	 aumentos	 remunerativos.	 Al
reincorporarse	el	trabajador,	luego	de	su	goce	vacacional,	tendrá	derecho	a
que	 se	 le	 reintegren	 los	 incrementos	 salariales	 originados	 en	 el	 convenio
colectivo	 o	 en	 la	 decisión	 patronal,	 que	 se	 hubieran	 efectuado	 durante	 su
ausencia.
DISFRUTE	ININTERRUMPIDO
D.	Leg.	713.
ART.	17.—El	trabajador	debe	disfrutar	del	descanso	vacacional
en	forma	ininterrumpida;	sin	embargo,	a	solicitud	escrita	del
trabajador,	el	empleador	podrá	autorizar	el	goce	vacacional	en
períodos	que	no	podrán	ser	inferiores	a	siete	días	naturales.
COMENTARIO.—Posibilidad	de	 fraccionar	el	descanso	vacacional.	 Las
vacaciones	son	una	suspensión	imperfecta	del	contrato	de	trabajo	–no	hay
prestación	a	cargo	del	trabajador,	pero	sí	pago	de	remuneración–	que	tiene
por	objeto	permitir	que	el	empleado	se	reponga	del	esfuerzo	y	consiguiente
fatiga	generados	por	la	labor	durante	el	año.
De	ahí	que	el	descanso	debe	ser	continuo,	salvo	que	el	 trabajador	solicite
por	escrito	su	 fraccionamiento	en	períodos	que	no	podrán	ser	 inferiores	a
siete	(7)	días.
No	 tendrán,	 entonces,	 efecto	 alguno	 aquellos	 acuerdos	 por	 los	 cuales	 se
otorgan	 descansos	 por	 períodos	menores	 a	 siete	 días	 con	 cargo	 a	 futuras
vacaciones.	Se	trataría	más	bien	de	licencias	con	goce	de	haber.
No	está	en	las	facultades	del	empleador	fragmentar	el	período	vacacional.
D.	S.	012-92-TR.
ART.	17.—La	remuneración	vacacional	de	los	comisionistas	se	establece	de
conformidad	a	lo	previsto	en	el	artículo	17	del	Decreto	Legislativo	N°	650.
A	 la	 remuneración	 vacacional	 de	 los	 agentes	 exclusivos	 de	 seguros,	 debe
añadirse	 el	 promedio	de	 las	 comisiones	provenientes	 de	 la	 renovación	de
pólizas	obtenidas	durante	el	semestre	anterior	al	descanso	vacacional.
ACUMULACIÓN
D.	Leg.	713.
ART.	18.—El	trabajador	puede	convenir	por	escrito	con	su
empleador	en	acumular	hasta	dos	descansos	consecutivos,
siempre	que	después	de	un	año	de	servicios	continuo	disfrute	por
lo	menos	de	un	descanso	de	siete	días	naturales.
Tratándose	de	trabajadores	contratados	en	el	extranjero,	podrán
convenir	por	escrito	la	acumulación	de	períodos	vacacionales	por
dos	o	más	años.
D.	S.	012-92-TR.
ART.	 22.—Los	 siete	 (07)	 días	 de	 descanso	 a	 que	 se	 refiere	 el	 primer
parágrafo	del	artículo	18	del	decreto	legislativo,	son	deducibles	del	total	de
días	de	descanso	vacacional	acumulados.
COMENTARIO.—Acumulación	de	vacaciones.	Se	pueden	acumular	hasta
dos	 descansos	 vacacionales	 consecutivos,	 mediante	 convenio	 escrito	 y
siempre	que	 luego	del	primer	año	de	 servicios	el	 trabajador	goce	de	 siete
(7)	días	de	descanso	remunerado	como	mínimo.
Obviamente	la	acumulación	procederá	siempre	que	por	cada	año	trabajado
se	cumpla	con	el	correspondiente	récord	vacacional.
Los	 días	 de	 descanso	 tomados	 al	 vencimiento	 del	 primer	 año,	 se
descontarán	de	los	sesenta	que	constituyen	el	total	vacacional	acumulado.
Debe	mencionarse	que	 la	 referencia	a	 los	 “trabajadores	contratados	en	el
extranjero”	adolece	de	oscuridad,	mejor	hubiese	sido	aludir	sencillamente	a
los	 “trabajadores	 extranjeros”	 contratados	de	acuerdo	a	 las	 estipulaciones
contenidas	en	el	D.	Leg.	N°	689.
REDUCCIÓN	DEL	DESCANSO
D.	Leg.	713.
ART.	19.—El	descanso	vacacional	puede	reducirse	de	treinta	a
quince	días,	con	la	respectiva	compensación	de	quince	días	de
remuneración.	El	acuerdo	de	reducción	debe	constar	por	escrito.
COMENTARIO.—Reducción	del	descanso	vacacional.	Por	acuerdo	escrito
de	 las	 partes	 se	 puede	 establecer	 la	 reducción	 del	 descanso	 vacacional,
siempre	 que	 el	 trabajador	 descanse	 cuando	menos	 un	 período	 de	 quince
días.
Por	 los	 días	 del	 descanso	 vacacional	 reducido	 que	 el	 trabajador	 labore,
percibirá	doble	remuneración,	por	el	servicio	efectuado	y	por	las	vacaciones
no	gozadas.
De	esta	manera,	si	el	trabajador	conviene	en	laborar	 los	últimos	diez	días
de	su	período	vacacional	percibirá	lo	siguiente:
-	Veinte	(20)	días	de	remuneración	por	el	descanso	vacacional	efectivo.
-	 Diez	 (10)	 días	 de	 retribución	 como	 compensación	 por	 el	 período
vacacional	no	gozado.
-	Diez	(10)	días	de	remuneración	por	laborar	en	vacaciones.
PLANILLAS
D.	Leg.	713.
ART.	20.—El	empleador	está	obligado	a	hacer	constar
expresamente	en	el	libro	de	planillas,	la	fecha	del	descanso
vacacional,	y	el	pago	de	la	remuneración	correspondiente.
JURISPRUDENCIA.—El	empleador	debe	acreditar	el	otorgamiento	de
descanso	vacacional.	“El	artículo	10	del	Decreto	Legislativo	N°	713	establece
que	todo	trabajador	tiene	derecho	a	30	días	calendario	de	descanso	por
cada	año	completo	de	servicios;	que	en	caso	de	no	disfrutar	de	dicho
descanso	dentro	del	año	siguiente	a	aquél	en	que	adquieren	el	derecho
percibirán	los	conceptos	precisados	en	el	artículo	23	de	la	aludida	norma
legal;	que	en	autos	la	demandada	no	ha	acreditado	haber	abonado	las
vacaciones	de	los	períodos	1989	-1990	y	1992	-	1993	pese	a	tener	la
obligación	legal	de	hacerlo,	por	lo	que	a	la	actora	le	corresponde	dos
remuneraciones	de	(...)	por	cada	uno	de	dichos	períodos,	una	por	el
descanso	vacacional	adquirido	y	no	gozado,	y	una	de	indemnización	por	no
haber	disfrutado	del	descanso,	lo	que	hace	un	total	de	(…).”	(RSL,	4ta.	Sala,
Exp.	5832-97-BS-S,	oct.	31/97.	V.	P.	Torres	Gamarra)
DOCTRINA.—La	 planilla	 o	 la	 boleta	 de	 pago	 son	 los	 medios	 idóneos
para	 acreditar	 el	 pago	 y	 el	 goce	 del	 descanso	 vacacional.	 “(...)	 cabe
aclarar	a	 la	 apelante	que	de	acuerdo	a	 lo	establecido	en	el	 artículo	20	del
Decreto	Legislativo	N°	7132,	el	documento	idóneo	para	acreditar	el	pago	y
goce	 del	 descanso	 vacacional	 es	 la	 planilla,	 y	 de	 conformidad	 con	 lo
establecido	 por	 el	 último	 párrafo	 del	 artículo	 14,	 en	 concordancia	 con	 el
último	acápite	del	artículo	18	del	Decreto	Supremo	N°	001-98-TR,	también
lo	es	la	boleta	de	pago,	por	cuanto	debe	contener	los	mismos	datos	de	dicha
planilla;	 en	 ese	 contexto,	 los	memorándums	 referidos	 en	 el	 considerando
precedente	no	son	válidos	para	acreditar	el	cumplimiento	de	tal	obligación
(…)”.	 (MTPE,	 R.	 D.	 837-2012-MTPE/1/20.4,	 dic.	 28/2012.	 Director	 de
Inspección	del	Trabajo	Ricardo	Gabriel	Herbozo	Colque)
TRABAJOS	DISCONTINUOS	O	DE	TEMPORADA
D.	Leg.	713.
ART.	21.—En	los	casos	de	trabajo	discontinuo	o	de	temporada
cuya	duración	fuere	inferior	a	un	año	y	no	menor	a	un	mes,	el
trabajador	percibirá	un	dozavo	de	la	remuneración	vacacional	por
cada	mes	completo	de	labor	efectiva.	Toda	fracción	se	considerará
por	treintavos;	en	tal	caso	se	aplica	dicha	proporcionalidad
respecto	a	la	duración	del	goce	vacacional.
D.	S.	012-92-TR.
ART.	 21.—En	 los	 casos	 de	 trabajo	 discontinuo	 o	 de	 temporada,	 por	 su
propia	naturaleza,	no	procede	el	descanso	físico,	sino	el	pago	previsto	en	el
artículo	21	del	decreto	legislativo.
CESE	DEL	TRABAJADOR
D.	Leg.	713.
ART.	22.—Los	trabajadores	que	cesen	después	de	cumplido	el
año	de	servicios	y	el	correspondiente	récord,	sin	haber	disfrutado
del	descanso,	tendrán	derecho	al	abono	del	íntegro	de	la
remuneración	vacacional.
El	récord	trunco	será	compensado	a	razón	de	tantos	dozavos	y
treintavos	de	la	remuneración	como	meses	y	días	computables
hubiere	laborado,	respectivamente.
D.	S.	012-92-TR.
ART.	 23.—Para	 que	 proceda	 el	 abono	 de	 récord	 trunco	 vacacional	 el
trabajador	 debe	 acreditar	 un	mes	 de	 servicios	 a	 su	 empleador.	 Cumplido
este	requisito	el	récord	trunco	será	compensado	a	razón	de	tantos	dozavos
y	 treintavos	 de	 la	 remuneración	 como	meses	 y	 días	 computables	 hubiera
laborado,	respectivamente.
EJEMPLO	 DE	 ABONO	 DEL	 RÉCORD	 TRUNCO	 VACACIONAL	 PARA	 UN
TRABAJADOR	CON	MENOS	DE	UN	AÑO	DE	ANTIGÜEDAD
Si	el	trabajador	“X”	cesa	en	la	empresa	a	 los	cuatro	meses	y	trece	días	de	haber
ingresado,	 siendo	 su	 última	 remuneración	 mensual	 percibida	 equivalente	 a
novecientos	soles	(S/.	900),	se	calculará	su	retribución	trunca	vacacional	del	modo
siguiente:
-	Última	remuneración	mensual:	S/.	900,00
-	Dozavo	de	la	remuneración	mensual:	S/.	900	/	12	=	S/.	75
-	Treintavo	del	dozavo:	S/.	75	/	30	=	S/.	2,5
-	Por	los	cuatro	meses	laborados:	S/.	75	x	4	=	S/.	300
-	Por	los	trece	días	laborados:	S/.	2,5	x	13	=	S/.	32,5
-	Pago	total	en	concepto	de	récord	trunco	vacacional:	S/.	300	+	32,5	=	S/.	332,5
	
CASO	PRÁCTICO.—Pago	por	vacaciones	en	 caso	de	un	 trabajador	 con
más	de	un	año	de	servicios.
El	 trabajador	 “Y”	 cesa	 en	 la	 empresa	 luego	 de	 más	 de	 un	 año	 de	 servicios,
adeudándosele	una	retribución	por	el	período	vacacional	adquirido	y	no	gozado,	y,
de	modo	adicional,	por	el	siguiente	período	anual	que	quedó	truncado.
Datos	del	trabajador:
-	Fecha	de	ingreso:	6	de	abril	de	2006
-	Fecha	de	cese:	18	de	noviembre	de	2007
-	Período	laborado:	1	año,	7	meses	y	13	días
-	Última	remuneración	mensual:	S/.	2.400
Remuneración	vacacional:
-	Por	el	año	completo	de	servicios:	S/.	2.400
-	Por	los	siete	(7)	meses:	(S/.	2.400	/	12)	x	7	=	S/.	1.400
-	Por	los	trece	(13)	días:	[(S/.	2.400	/	12)	/	30]	x	13	=	86,66
-	Pago	total	por	vacaciones:	S/.	2.400	+	S/.	1.400	+	S/.	86,66	=	S/.	3.886,66
	
COMENTARIO.—Récord	trunco	vacacional.	De	 cesar	 el	 trabajador	 luego
del	 mes	 de	 servicios	 pero	 antes	 del	 año,	 se	 le	 compensará	 su	 récord
vacacional	trunco	en	función	a	los	meses	y	días	que	hubiere	laborado.
Igual	compensación	procede	en	caso	de	que	el	cese	se	produzca	antes	que
el	trabajador	adquiera	el	derecho	a	la	siguiente	vacación	completa.	El	abono
dinerario	 en	 concepto	 de	 récord	 trunco	 vacacional	 tiene	 carácter
remunerativo.
INDEMNIZACIÓN
D.	Leg.	713.
ART.	23.—Los	trabajadores,	en	caso	de	no	disfrutar	del	descanso
vacacional	dentro	del	año	siguiente	a	aquél	en	el	que	adquieren	el
derecho,	percibirán	lo	siguiente:
a)	Una	remuneración	por	el	trabajo	realizado;
b)	Una	remuneración	por	el	descanso	vacacional	adquirido	y	no
gozado;	y,
c)	Una	indemnización	equivalente	a	una	remuneración	por	no
haber	disfrutado	del	descanso.	Esta	indemnización	no	está	sujeta
a	pago	o	retención	de	ninguna	aportación,	contribución	o	tributo.
El	monto	de	las	remuneraciones	indicadas	será	el	que	se
encuentre	percibiendo	el	trabajador	en	la	oportunidad	en	que	se
efectúe	el	pago.
COMENTARIO.—Aplicación	 de	 los	 intereses	 sobre	 la	 remuneración
vacacional	en	caso	el	trabajador	no	haga	uso	de	su	descanso	físico	en	la
oportunidad	 que	 la	 ley	 señala.	 De	 acuerdo	 a	 ley,	 el	 monto	 de	 las
remuneraciones	 dejadas	 de	 percibir	 cuando	 el	 trabajador	 no	 tome	 sus
vacaciones	en	la	oportunidad	debida,	será	el	percibido	al	momento	del	pago
y	no	el	histórico.
En	 la	 práctica,	 la	 magistratura	 del	 trabajo	 está	 aplicando	 el	 cálculo	 de
intereses	 –en	 base	 al	 acuerdo	 N°	 03	 del	 Pleno	 Jurisdiccional	 Laboral	 de
1999–	sobre	las	remuneraciones	adeudadas	en	concepto	de	vacaciones,	del
modo	que	a	continuación	se	detalla:
De	encontrarse	el	contrato	de	trabajo	vigente:
-	Si	no	existió	un	incremento	remunerativo	a	favor	del	trabajador,	entre	la
fecha	 del	 incumplimiento	 y	 la	 del	 pago	 efectivo,	 procede	 el	 abono	 de
intereses	por	ese	período.
-	De	 aumentarse	 el	monto	 de	 la	 remuneración	del	 trabajador	 en	 el	 lapso
transcurrido	 entre	 el	 incumplimiento	 y	 la	 fecha	 de	 pago,	 no	 procede	 el
cálculo	de	intereses.
Ocurrida	la	extinción	del	contrato	de	trabajo:
-	 Si	 los	 haberes	 del	 trabajador	 no	 fueron	 objeto	 de	 incrementos	 entre	 la
fecha	 en	 que	 el	 trabajador	 debió	 salir	 de	 vacaciones	 y	 la	 del	 cese,	 es
procedente	 el	 cálculo	 de	 intereses	 desde	 el	 día	 siguiente	 al	 del
incumplimiento.
-	De	darse	el	caso	que	la	remuneración	del	trabajador	fuese	reajustada	en
su	beneficio	luego	del	incumplimiento,	sólo	procede	el	cálculo	de	intereses
desde	la	fecha	del	cese	y	hasta	el	pago	efectivo.
JURISPRUDENCIA.—Es	la	remuneración	vigente	al	momento	del	cese	y	no	la
“histórica”	la	que	sirve	para	calcular	la	liquidación	de	las	vacaciones	no
gozadas	oportunamente.	“En	el	presente	caso,	según	se	observa	de	la
sentencia	recurrida	en	casación,	el	cálculo	de	las	vacaciones	no	gozadas	se
ha	realizado	con	la	remuneración	histórica	para	cada	periodo	vacacional	(...)
pues	la	sala	de	mérito	interpretando	erróneamente	el	artículo	23	del
Decreto	Legislativo	N°	713,	concluyó	en	que	la	disposición	enunciaba	el
cálculo	de	las	vacaciones	con	la	remuneración	‘histórica’.	Ello	no	es	acertado
ni	válido,	en	principio	porque	al	amparo	de	lo	normado	por	el	último
párrafo	del	artículo	23	del	Decreto	Legislativo	N°	713,	se	debe	considerar
que	en	múltiples	casos	como	el	presente	que	son	de	conocimiento	del
órgano	jurisdiccional,	los	reclamos	de	vacaciones	no	gozadas	se	pretenden	–
en	su	mayoría–	cuando	el	vínculo	laboral	ya	se	había	extinguido,	lo	que	pone
en	evidencia	una	particular	situación	que	debe	ser	evaluada	por	el	juez	de	la
causa	a	fin	de	resolver	ésta	en	justicia.	Así	entonces,	la	remuneración	a	la
que	alude	el	artículo	23	del	Decreto	Legislativo	N°	713	(...),	no	es	sino
aquella	remuneración	que	percibió	el	trabajador	a	la	fecha	de	cese,	en	tanto
es	aquel	momento	(el	cese)	en	que	se	pretende	el	reclamo	ante	el	órgano
jurisdiccional	y	donde	recién	se	procederá	al	pago	del	descanso	vacacional
no	otorgado	oportunamente	por	el	empleador.	Concluir	en	sentido
contrario	no	solo	descontextualiza	el	sentido	mismo	de	la	norma	jurídica	in
comento,	sino	que	también	va	en	contra	de	los	principios	mismos	que
inspiran	el	derecho	del	trabajo,	entre	los	que	se	encuentra	el	principio
protector	y	de	interpretación	favorable	a	favor	del	trabajador	en	caso	exista
duda	–insalvable–	respecto	del	sentido	de	una	disposición	(...)”.	(C.	S.,	Cas.
Lab.	6105-2013-Lima,	set.	20/2013	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Así	se	descanse	posteriormente	al	año	en	que	se	alcanzó
el	derecho	al	goce	vacacional,	procede	la	indemnización	del	artículo	23	del
Decreto	Legislativo	N°	713.	“Que,	respecto	al	último	cargo	denunciado,	cabe
señalar	que	el	inciso	f)	del	artículo	cincuentisiete	de	la	Ley	Procesal	del
Trabajo	establece	que	el	recurso	de	casación	se	interpone	presentando
copias	de	las	resoluciones	contradictorias,	cuando	se	invoca	la	causal	de
contradicción	con	otras	resoluciones	expedidas	por	la	Corte	Suprema	de
Justicia	o	las	cortes	superiores,	razón	por	la	cual	cabe	concluir	que	dicha
exigencia	únicamente	se	satisface	cuando	se	presenta	por	lo	menos	dos
resoluciones	opuestas	a	la	que	se	recurre,	indicándose	además	con	cuál	de
las	causales	del	artículo	cincuentiséis	de	la	norma	adjetiva	está	referida	la
contradicción.	Que	al	no	haberse	actuado	de	esta	manera,	el	recurso	bajo
examen	sobre	este	punto	resulta	improcedente.
Quinto.-	Que,	el	inciso	c)	del	artículo	veintitrés	del	Decreto	Legislativo
número	setecientos	trece	(Ley	de	Descansos	Remunerados	de	los
Trabajadores	Sujetos	al	Régimen	Laboral	de	la	Actividad	Privada)	reconoce
que	los	trabajadores	en	caso	de	no	disfrutar	del	descanso	físico	vacacional
dentro	del	año	siguiente	de	haber	cumplido	con	las	exigencias	legales	para
gozar	de	su	descanso,	percibirán	una	indemnización	equivalente	a	una
remuneración	por	no	haber	disfrutado	del	descanso	en	su	debida
oportunidad.
Sexto.-	Que,	la	norma	analizada	sanciona	el	incumplimiento	del	empleador
de	no	conceder	el	descanso	físico	vacacional	a	su	servidor	en	la	oportunidad
señalada	por	la	ley	(descrita	en	el	considerando	anterior);	que	siguiendo
esta	línea	de	pensamiento,	el	empleador	no	se	liberará	del	pago	de	la
indemnización	antes	señalada,	cuando	éste	otorgue	el	descanso	físico	a	su
trabajador	fuera	del	plazo	previsto	por	ley.	Que	la	esencia	del	pago
indemnizatorio	es	precisamente	reparar	en	algo	el	agotamiento	de	su
trabajador	de	no	gozar	de	su	descanso	reparador	después	de	dos	años	de
labor	continua.
Sétimo.-	Que,	por	lo	anteriormente	expuesto	se	concluye	que	la	Sala	de
Mérito	ha	interpretado	correctamente	la	norma	denunciada.
Resolución:	Declararon	Infundado	el	recurso	de	casación	(...).”	(Cas.	Sala
Transitoria	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	2170-2003.	Lima,	abr.
15/2005)
JURISPRUDENCIA.—Si	el	trabajador	hace	uso	de	su	descanso	vacacional	con
posterioridad	al	año	en	que	le	corresponde	gozar	del	descanso	físico,	no
procede	la	indemnización	a	que	alude	el	inciso	c)	del	artículo	23	del	Decreto
Legislativo	N°	713.	“Que,	si	bien	es	cierto,	el	primer	párrafo	del	artículo
veintitrés	del	Decreto	Legislativo	número	setecientos	trece	prescribe	acerca
del	no	disfrute	del	descanso	vacacional	dentro	del	año	siguiente	a	aquél	en
el	que	se	adquiere	el	derecho,	dando	a	entender	aparentemente	que	su	no
goce	dentro	del	referido	año	da	derecho	automático	a	los	tres	conceptos	que
a	continuación	detalle,	también	lo	es	que	de	la	lectura	de	los	siguientes
párrafos,	fluye	con	claridad	que	tales	conceptos	están	condicionados	al	no
goce	del	descanso	vacacional	durante	el	tiempo	de	servicios	del	trabajador;
toda	vez	que	el	inciso	b)	hace	referencia	al	descanso	adquirido	y	no	gozado,
es	decir	no	hecho	efectivo	y,	el	inciso	c)	informa	sobre	la	indemnización	por
el	no	disfrute	del	descanso	no	efectivizado,	los	cuales	desaparecen	si	se	llega
a	hacer	efectivo	el	descanso,	disfrutándolo	así	sea	con	retraso.
Cuarto.-	Que,	la	demora	por	parte	del	empleador	en	el	otorgamiento	del
descanso	lógicamente	no	puede	ser	soslayada	por	la	Ley,	para	cuya
situación	se	ha	previsto	como	forma	de	compensación	que	la	remuneración
vacacional	será	la	vigente	en	la	oportunidad	en	que	se	efectúe	el	pago	de
conformidad	con	el	artículo	veintitrés,	in	fine,	del	referido	Decreto
Legislativo,	y	no	la	que	percibía	el	trabajador	en	el	momento	que	debió
gozar	del	descanso;	y	cualquier	maniobra	ilegal	del	empleador	de	querer
despedir	al	trabajador	a	quien	le	adeuda	vacaciones,	haciéndolo	gozar	de
éstas	antes	de	que	se	disponga	su	despido,	está	sancionado	por	el	artículo
treinticuatro	del	Decreto	Supremo	número	cero	cero	tres-noveintisiete-TR
con	el	pago	de	una	indemnización	por	despido	arbitrario;	cautelándose	así
los	derechos	de	los	trabajadores	pero	evitando	beneficios	no	contemplados
en	la	ley.
Quinto.-	Que,	por	consiguiente,	habiéndose	otorgado	la	indemnización
prevista	en	el	inciso	c)	del	acotado	artículo	veintitrés	por	los	descansos
vacacionales	de	los	años	mil	novecientos	ochentiséis	y	mil	novecientos
noventitrés	pero	gozados	en	mil	novecientos	noventiséis,	según	la	sentencia
apelada;	se	ha	incurrido	en	el	error	denunciado	por	la	recurrente;	por	tanto,
hay	lugar	a	casar	la	sentencia	de	vista	en	la	parte	materia	del	recurso	y	así
actuar	en	sede	de	instancia,	de	conformidad	con	el	artículo	cincuentinueve,
inciso	c)	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo	en	su	texto	modificado,	de	tal	modo
que,	no	teniendo	derecho	la	actora	a	reintegro	alguno	por	vacaciones	pero	sí
a	los	demás	conceptos	fijados	por	la	recurrida	y	no	impugnados
válidamente,	de	una	simple	sustracción	sin	ser	necesaria	la	liquidación	a
que	se	refiere	el	inciso	b)	del	acotado	artículo,	se	tiene	que	el	crédito	laboral
asciende	a	dieciséis	mil	seiscientos	cuarentiséis	nuevos	soles	con
cincuentidós	céntimos.
Resolución:
Declararon	Fundado	el	Recurso	de	Casación	interpuesto	por	el	Instituto
Cultural	Peruano	Norteamericano	de	Trujillo	a	fojas	trescientos	doce;	en
consecuencia	Nula	en	parte	la	sentencia	de	vista.	(Cas.	Sala	de	Derecho
Constitucional	y	Social.	Exp.	1633-98.	La	Libertad,	dic.	09/99)
JURISPRUDENCIA.—La	falta	de	descanso	vacacional	no	origina	un	derecho
del	trabajador	de	acumular	las	vacaciones	no	gozadas	para	su	posterior
disfrute.	“13.	Que,	de	acuerdo	con	ello	estando	a	que	la	trabajadora	(...)	no
gozó	de	su	descanso	vacacional	dentro	del	año	siguiente	a	aquél	en	el	que
adquirió	el	derecho,	esto	es,	hasta	el	1	de	junio	del	2012,	se	generó	la
obligación	del	empleador	de	pagar	a	dicha	trabajadora	una	remuneración
por	el	trabajo	realizado,	una	remuneración	por	el	descanso	vacacional
adquirido	y	no	gozado	y	una	indemnización	por	la	falta	de	goce	oportuno	de
las	vacaciones,	de	conformidad	con	lo	señalado	en	el	artículo	23	del	Decreto
Legislativo	N°	713.	No	obstante,	como	durante	el	procedimiento	inspectivo
el	inspector	de	trabajo	determinó	que	no	se	cumplió	con	otorgar	el	descanso
físico	por	dicho	periodo	laboral	ni	el	pago	de	la	indemnización
correspondiente,	nuestro	análisis	está	dirigido	a	determinar	si	se
verificaron	dichos	incumplimientos;
14.	Que,	conforme	se	ha	señalado	en	el	quinto	considerando,	la	falta	de
goce	oportuno	del	descanso	vacacional	no	genera	el	derecho	del	trabajador
a	su	posterior	disfrute	sino	que	la	norma	contempla	la	obligación	de	pago	de
la	indemnización	correspondiente,	el	pago	de	la	remuneración	por	el
trabajo	realizado	y	el	pago	de	la	remuneración	por	el	descanso	adquirido	y
no	gozado.	En	tal	sentido,	no	correspondía	exigir	el	descanso	físico
vacacional	del	trabajador	una	vez	vencido	el	plazo	señalado	en	la	ley	para
que	el	trabajador	disfrute	sus	vacaciones	por	lo	que	no	corresponde
sancionar	a	la	inspeccionada	por	dicho	incumplimiento	(...)”.	(Sunafil,	R.	83-
2014-Sunafil/ILM,	nov.	20/2014.	Intendente	de	Lima	Metropolitana	Ricardo
G.	Herbozo	Colque)
JURISPRUDENCIA.—Debe	descontarse	la	remuneración	por	el	trabajo
efectuado	en	caso	del	pago	triple	vacacional.	“La	emplazada	apela	de	la
recurrida	respecto	al	monto	fijado	por	concepto	de	vacaciones	no	gozadas
por	los	períodos	1985	a	1989,	el	mismo	que	según	sostiene	ha	sido
calculado	sin	haberse	ceñido	a	lo	dispuesto	en	el	Decreto	Legislativo	N°	713;
que	en	efecto,	el	A-quo	ha	ordenado	el	pago	triple	por	cada	período
vacacional	no	gozado,	obviando	descontar	la	remuneración	percibida	por	el
actor	por	el	trabajo	realizado	en	cada	oportunidad	(…).”	(RSL,	Exp.	4485-97-
ID(S),	set.	03/97.	V.	P.	De	La	Rosa	Bedriñana)
DOCTRINA.—La	indemnización	vacacional	se	activa	y	se	reclama	desde
el	 primer	 día	 del	 año	 siguiente	 en	 que	 el	 trabajador	 debió	 tomar
vacaciones	 físicas	 y	 no	 lo	 hizo.	 “Que,	 respecto	 al	 segundo
cuestionamiento,	 cabe	 indicar	 que	 de	 conformidad	 con	 el	 artículo	 23	 del
Decreto	 Legislativo	 N°	 713,	 la	 falta	 de	 descanso	 vacacional	 en	 su	 debida
oportunidad,	esto	es,	dentro	del	año	siguiente	al	que	se	adquiere	el	derecho
a	gozar	de	vacaciones	físicas,	origina	que	se	le	reconozca	indemnización	al
trabajador	 al	 considerar	 como	 irrecuperable	 la	 oportunidad	 del	 descanso
vacacional,	excluyendo	así	la	posibilidad	de	un	posterior	descanso	físico	por
los	 períodos	 vencidos;	 es	 decir,	 la	 indemnización	 se	 genera	 si,	 luego	 de
transcurrido	 el	 año	 en	 que	 el	 trabajador	 debió	 gozar	 del	 descanso	 físico
vacacional,	no	se	verifica	efectivamente	el	descanso	correspondiente,	por	lo
que	 el	 empleador	 no	 se	 liberará	 del	 pago	 de	 la	 indemnización	 antes
señalada,	cuando	otorgue	el	descanso	físico	fuera	del	plazo	previsto	por	ley,
así	 en	 la	 doctrina	 se	 señala	 que:	 ‘(...)	 cuando	 el	 trabajador	 goce	 de
vacaciones	físicas	con	posterioridad	al	año	en	que	debió	ejercer	el	descanso
físico	vacacional,	corresponde	la	indemnización	por	falta	de	goce	vacacional
en	la	medida	que	las	vacaciones	no	se	gozaron	en	forma	oportuna’	(...).
(...)	 finalmente	 respecto	 al	 último	 cuestionamiento,	 se	 tiene	 que	 la
indemnización	 a	 que	 se	 refiere	 el	 inciso	 c),	 del	 artículo	 23	 del	 Decreto
Legislativo	N°	713	al	estar	estrictamente	ligada	al	no	disfrute	oportuno	del
descanso	vacacional,	se	genera	al	vencer	el	año	siguiente	de	haber	ganado	el
descanso	 vacacional	 sin	 haberlo	 disfrutado;	 es	 decir	 la	 indemnización
vacacional	 se	 adquiere	 desde	 el	 primer	 día	 del	 año	 siguiente	 en	 que	 el
trabajador	 debió	 gozar	 de	 vacaciones	 físicas	 y	 no	 lo	 hizo.	 Al	 respecto,	 la
doctrina	 ha	 señalado:	 ‘Con	 lo	 cual	 no	 se	 requiere	 de	 la	 extinción	 de	 la
relación	 laboral	 para	 que	 el	 trabajador	 pueda	 reclamar	 el	 referido
concepto’;	 asimismo,	 se	 tiene	 que	 si	 bien	 la	 norma	 no	 establece
expresamente	 el	 momento	 en	 que	 debe	 hacerse	 efectivo	 el	 pago,	 por
aplicación	del	principio	de	indubio	pro	operario	y	el	principio	tuitivo,	debe
interpretarse	 en	 el	 sentido	 que	 el	 pago	 corresponde	 efectivizarse	 al
momento	que	 se	 genera	 el	 derecho”.	 (MTPE,	R.	D.	 96-2013-MTPE/1/20.4,
feb	 05/2013.	Director	 de	 Inspección	 del	 Trabajo	Ricardo	Gabriel	Herbozo
Colque)
DOCTRINA.—Para	no	otorgar	la	indemnización	vacacional,	la	empresa
debe	demostrar	que	el	propio	gerente	o	representante	decidió	no	usar
su	 descanso	 vacacional.	 “Asimismo,	 se	 exige	 que	 para	 no	 otorgar	 la
indemnización	 vacacional,	 el	 empleador	 debe	 demostrar	 que	 el	 propio
gerente	o	representante	decidió	no	hacer	uso	de	su	descanso	vacacional.	La
prueba	de	esta	decisión	puede	llevarse	a	cabo	mediante	la	presentación	de
un	documento	expreso	o	a	través	de	actos	consustanciales	que	demuestren
la	existencia	de	una	voluntad	del	 trabajador	de	no	hacer	uso	del	descanso
vacacional.	En	el	caso	materia	de	análisis,	se	tiene	que	si	bien	el	trabajador
afectador	se	desempeñaba	en	calidad	de	gerente	de	recuperaciones	desde	el
01	 de	 octubre	 del	 2006	 al	 01	 de	 setiembre	 del	 2011,	 no	 contaba	 con	 la
capacidad	de	decidir	por	sí	mismo	hacer	o	no	efectivo	el	goce	del	descanso
vacacional,	 tal	 y	 conforme	 lo	 señala	 el	 inspector	 comisionado	 (...)	 que
señala:	‘(...)	el	recurrente	no	tenía	la	facultad	de	decidir	si	hacía	uso	o	no	de
su	descanso	 físico	vacacional,	 la	misma	que	se	encontraba	supeditada	a	 la
decisión	del	superior	jerárquico”.	(MTPE,	R.	D.	301-2013-MTPE/1/20.4,	jun.
14/2013.	 Director	 de	 Inspección	 del	 Trabajo	 Ricardo	 Gabriel	 Herbozo
Colque)
EJEMPLO	DE	PAGO	INDEMNIZATORIO	EN	CASO	QUE	EL	TRABAJADOR	NO
GOCE	 DE	 SU	 DESCANSO	 VACACIONAL	 DENTRO	 DEL	 PERÍODO
CORRESPONDIENTE
El	trabajador	“Z”	ha	laborado	durante	dos	años	y	seis	meses	consecutivos	para	un
mismo	 empleador,	 sin	 haber	 gozado	 nunca	 de	 su	 descanso	 vacacional,	 pese	 a
cumplir	con	todos	los	requisitos	que	la	ley	determina	para	la	adquisición	de	este
derecho.
A	la	terminación	de	su	relación	laboral	el	monto	que	deberá	percibir	en	concepto
de	remuneración	vacacional	–si	su	última	remuneración	mensual	fue	de	mil	soles
(S/.	1.000)–	se	calculará	como	sigue:
Por	el	primer	período	anual:
-	Un	sueldo	en	concepto	de	vacaciones	adquiridas	y	no	gozadas	S/.	1.000
-	Un	sueldo	por	el	trabajo	efectuado	en	el	mes	en	que	se	debió	gozar	de	las
vacaciones.	Este	concepto	ya	lo	percibió	el	trabajador	al	laborar	íntegramente
el	segundo	año.
-	Una	indemnización	equivalente	a	un	sueldo,	por	no	disfrutar	del	descanso
vacacional	adquirido.	S/.	1.000
Por	el	segundo	período	anual:
-	Un	haber	mensual	bajo	el	rubro	de	remuneración	vacacional.	S/.	1.000
Por	los	últimos	seis	meses	de	labor:
-	 Seis	 dozavos	 de	 la	 remuneración	 en	 concepto	 de	 compensación	 del	 récord
trunco	vacacional.	S/.	500
El	 total	 de	 lo	 percibido	 por	 vacaciones	 ascendería	 entonces	 a	 la	 suma	 de	 S/.
3.500,	 estando	 sólo	 S/.	 2.500	 afectos	 a	 las	 correspondientes	 contribuciones	 e
impuestos,	dado	que	los	S/.	1.000	restantes	tienen	naturaleza	indemnizatoria.
	
COMENTARIO.—Indemnización	 por	 falta	 de	 goce	 del	 descanso
vacacional.	El	derecho	vacacional	se	adquiere,	de	cumplirse	las	condiciones
de	ley,	al	vencimiento	del	año	de	servicios,	y	debe	efectivizarse	dentro	de	los
doce	meses	siguientes	a	tal	fecha.
La	 inobservancia	de	 la	obligatoriedad	del	descanso	genera	el	abono	de	 la
indemnización	en	beneficio	del	trabajador.
Pese	 a	 que	 el	 enunciado	 del	 literal	 c)	 del	 Art.	 23	 indica	 que	 la
“indemnización	 equivale	 a	 una	 remuneración”,	 la	 jurisprudencia	 ha
establecido	 su	procedencia	por	 los	 días	de	descanso	 vacacional	 que	no	 se
gozaron	en	su	oportunidad.
COMENTARIO.—Vacaciones	 gozadas	 luego	 del	 año	 en	 que	 debió
efectuarse	el	descanso.	Un	caso	que	se	presenta	en	la	práctica	con	regular
frecuencia	se	da	cuando	el	descanso	físico	por	las	vacaciones	adquiridas	no
se	concreta	en	los	doce	meses	siguientes	al	nacimiento	del	derecho,	sino	en
una	oportunidad	posterior.
De	 acuerdo	 al	 artículo	 23	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 713	 el	 descanso	 no
gozado	 en	 la	 oportunidad	que	 la	 ley	 señala	 –dentro	del	 año	 siguiente–	da
lugar	 al	 pago	 de	 una	 remuneración	 por	 el	 descanso	 adquirido	 pero	 no
disfrutado	 y	 adicionalmente	 una	 indemnización	 por	 la	 ausencia	 de
descanso.	Obviamente,	el	enunciado	anteriormente	transcrito	no	considera
el	 supuesto	 explícito	 del	 descanso	 vacacional	 gozado	 con	 posterioridad	 al
momento	por	la	ley	determinado.
En	 relación	 al	 caso	 planteado	 han	 surgido	 hasta	 tres	 interpretaciones,
llegando	 dos	 incluso	 a	 ser	 sustentadas	 por	 la	 Corte	 Suprema	 en	 sendos
recursos	de	casación:
-	Algunos	sostienen	que	la	oportunidad	del	descanso	vacacional,	dentro	del
año	siguiente	a	la	adquisición	del	derecho,	está	claramente	determinada	por
la	norma,	siendo	que	el	no	disfrute	en	el	lapso	establecido	hace	que	operen
las	 estipulaciones	 del	 artículo	 23	 y,	 por	 lo	 tanto,	 ya	 no	 habría	 lugar	 al
descanso	 físico.	 Si	 éste	 se	 concreta	 con	 posterioridad,	 será	 tomado	 como
correspondiente	al	año	siguiente.
-	Según	la	Corte	Suprema	en	el	fallo	recaído	en	un	recurso	de	casación	de
fecha	 nueve	 de	 diciembre	 de	 1999,	 “el	 inciso	 b)	 del	 artículo	 23	 hace
referencia	al	descanso	adquirido	y	no	gozado,	es	decir	no	hecho	efectivo	y,
el	inciso	c)	informa	sobre	la	indemnización	por	el	no	disfrute	del	descanso
no	 efectivizado,	 los	 cuales	 desaparecen	 si	 se	 llega	 a	 hacer	 efectivo	 el
descanso,	disfrutándolo	así	sea	con	retraso”.	Dicho	fallo	se	encuentra	en	el
código	interno	número	1132	de	la	presente	obra.
-	El	descanso	hecho	efectivo	luego	del	año	establecido	da	derecho	al	abono
de	 la	 indemnización,	 puesto	 que	 si	 bien	 existe	 el	 descanso,	 éste	 se	 ha
tomado	 con	 posterioridad	 al	 plazo	 legal.	 Un	 reciente	 pronunciamiento	 en
casación	 publicado	 el	 primero	 de	 agosto	 del	 2005	 acoge	 tal	 criterio,
variando	 la	 interpretación	 jurisprudencial	 que	 se	 reseñó	 en	 el	 párrafo
anterior.
La	corte	señala	que	“(...)	la	norma	analizada	sanciona	el	incumplimiento	del
empleador	de	no	conceder	el	descanso	físico	vacacional	a	su	servidor	en	la
oportunidad	señalada	por	la	ley	(descrita	en	el	considerando	anterior);	que
siguiendo	esta	 línea	de	pensamiento,	el	empleador	no	se	 liberará	del	pago
de	la	indemnización	antes	señalada,	cuando	éste	otorgue	el	descanso	físico	a
su	 trabajador	 fuera	 del	 plazo	 previsto	 por	 ley.	 Que	 la	 esencia	 del	 pago
indemnizatorio	 es	 precisamente	 reparar	 en	 algo	 el	 agotamiento	 de	 su
trabajador	de	no	gozar	de	su	descanso	reparador	después	de	dos	años	de
labor	continua.”	El	fallo	en	cuestión	se	reproduce	en	sus	partes	pertinentes
en	el	código	interno	número	1131.
D.	S.	012-92-TR.
ART.	 24.—La	 indemnización	 por	 falta	 de	 descanso	 vacacional	 a	 que	 se
refiere	 el	 inciso	 c)	 del	 artículo	 23	 del	 decreto	 legislativo,	 no	 alcanza	 a	 los
gerentes	o	representantes	de	 la	empresa	que	hayan	decidido	no	hacer	uso
del	 descanso	 vacacional.	 En	 ningún	 caso	 la	 indemnización	 incluye	 a	 la
bonificación	por	tiempo	de	servicios.
JURISPRUDENCIA.—Gerentes	y	representantes	no	deben	recibir
indemnización	por	descanso	vacacional	independientemente	de	su	capacidad
decisoria.	“Sétimo:	Que,	así	los	gerentes	o	representantes	de	la
empresa	que	cuentan	con	tal	capacidad	de	decisión	que	puedan
decidir	por	si	mismo	hacer	o	no	efectivo	el	goce	del	descanso
vacacional	se	encuentran	fuera	del	ámbito	subjetivo	de	la
indemnización	vacacional	que	contempla	el	literal	c)	del	artículo
veintitrés	del	Decreto	Legislativo	setecientos	trece	pues	el	artículo
veinticuatro	de	su	reglamento	excluye	de	sus	alcances	a	esta	clase
de	trabajadores	que	para	las	características	de	sus	cargos	y
funciones	son	considerados	como	importantes	o	imprescindibles
por	la	organización;
Octavo:	Que,	por	tal	razón	la	norma	reglamentaria	invocada	excluye	del
goce	de	la	indemnización	por	vacaciones	no	gozadas	a:	I)	Los	gerentes
independientemente	de	su	capacidad	y	voluntad	decisoria	sobre	la
oportunidad	y	la	forma	de	su	descanso	anual	remunerado;	y	ii)	A	los
representantes	de	la	empresa	con	capacidad	de	decidir	la	oportunidad,
forma	y	modo	de	gozar	de	su	descanso	anual	remunerado.	En	efecto	el
legislador	al	utilizar	la	proposición	‘o’	que	implica	una	disyuntiva,	nos
establece	claramente	estos	dos	supuestos	diferenciados	pues	solo	vincula	la
exigencia	de	poder	decisorio	al	caso	de	los	representantes,	distinto	fuera	el
caso	si	nos	encontráramos	frente	a	la	proposición	‘y’	que	al	implicar
conjunción	determinaría	que	esta	ultima	exigencia	objetiva	se	vincule	tanto
a	los	gerentes	como	a	los	representantes	de	la	empresa;
Noveno:	Que,	entonces	si	el	actor	tuvo	la	calidad	de	gerente	administrativo
financiero	no	le	asiste	el	derecho	al	pago	de	la	indemnización	vacacional	por
vacaciones	no	gozadas	que	pretende	como	así	lo	ha	determinado	la	sala
superior	interpretando	correctamente	el	artículo	veinticuatro	del
reglamento	del	Decreto	Legislativo	setecientos	trece	aprobado	por	Decreto
Supremo	cero	doce-noventidós-TR.	(…).”	(Cas.	Primera	Sala	de	Derecho
Constitucional	y	Social	Transitoria,	Exp.	2076-2005-La	Libertad,	abr.
28/2006).
JURISPRUDENCIA.—Corresponde	recibir	indemnización	por	descanso
vacacional	cuando	los	gerentes	y	representantes	estan	sometidos	a
sobordinación	jerárquica.	“Décimo	Tercero.-	Que,	es	decir,	se	niega	el
derecho	a	la	indemnización	vacacional,	a	los	funcionarios	de	alto	nivel	con
rango	gerencial	o	que	actúen	en	calidad	de	representantes	del	empleador
que	cuentan	con	tal	capacidad	de	decisión	que	puedan	decidir	por	si	mismos
hacer	o	no,	efectivo	el	goce	del	descanso	vacacional,	de	tal	manera	que	su
voluntad	es	suficiente	para	que	se	posterguen	o	se	acumulen	descansos
vacacionales;	sin	embargo,	también	es	cierto	por	las	características	de	sus
cargos	y	funciones,	estos	trabajadores	son	considerados	como	importantes
o	imprescindibles	por	la	organización,	de	modo	tal	que	el	empleador	puede
obligarlos	expresa	o	tácitamente	a	no	hacer	uso	del	descanso	vacacional,
pues	su	ausencia	podría	generar	problemas	de	carácter	organizativo,	por
ello,	el	mismo	artículo	veinticuatro	del	reglamento	del	Decreto	Legislativo
número	setecientos	trece,	exige	que	para	no	otorgar	la	indemnización
vacacional	se	demuestre	que	el	propio	gerente	o	representante	decidió	no
hacer	uso	de	su	descanso	vacacional.	Décimo	Cuarto.-	Que,	lo	exigido	por
esta	ultima	norma	resulta	proporcional	al	derecho	fundamental	al	descanso
anual	remunerado	que	reconoce	la	Constitución,	habida	cuenta	que	esta	no
excluye	de	su	goce	a	ningún	trabajador,	antes	bien,	en	sus	términos
reconoce	que	tal	derecho	corresponde	a	todo	trabajador	por	esa	sola
condición,	aunque	supeditado	al	cumplimiento	de	los	requisitos	y
presupuestos	que	son	regulados	por	intermediación	de	la	fuente	legal,	por
ello,	si	el	pago	de	la	indemnización	vacacional	ha	sido	concebida	como	una
sanción	al	empleador	ante	el	incumplimiento	de	su	obligación	de	otorgar	el
descanso	anual	remunerado	dentro	de	un	período	de	tiempo	determinado,
debe,	en	armonía	con	el	contenido	de	tal	derecho,	entenderse	que	se
requeriría	de	una	condición	objetiva	razonable	que	justifique	que	no	se
reconozca	a	un	trabajador	tal	derecho,	la	cual	solo	podría	verse	circunscrita
a	su	propia	capacidad	para	decidir	la	oportunidad	en	que	debe	ejercer	el
disfrute	de	su	derecho	a	las	vacaciones	por	su	especial	condición	dentro	de
la	estructura	organizativa	de	su	centro	de	labores.	Décimo	Quinto.-	Que,	bajo
este	marco	no	podría	entenderse	entonces	que	el	artículo	veinticuatro	del
reglamento	del	Decreto	Legislativo	número	setecientos	trece,	excluye	del
derecho	al	pago	de	la	indemnización	vacacional:	1.-	A	los	gerentes	por	su
sola	condición	de	tal;	y	2.-	A	los	representantes	del	empleador	que
decidieron	no	uso	de	su	descanso	vacacional;	sino	que	esta	norma	debe
interpretarse	reconociendo	que	la	indemnización	vacacional	no
corresponde	a	los	gerentes	y	representantes	que	en	ambos	casos,	hayan
decidido	no	hacer	uso	de	su	descanso	vacacional,	salvo	que	no	se
encuentren	sometidos	a	subordinación	jerárquica	(…).”	(Cas.	Sala
Transitoria	de	Derechos	Constitucional	y	Social,	Exp.	2306-2004-Lima,	jul.
13/2006)
JURISPRUDENCIA.—Para	evitar	el	pago	de	la	indemnización	vacacional,	la
empresa	debe	probar	que	el	“gerente	de	obras”	es	un	cargo	de	dirección.	“(...)
la	correcta	interpretación	del	artículo	24	del	Decreto	Supremo	N°	012-92-
TR,	es	la	siguiente:	Los	gerentes	o	representantes	de	la	empresa,	a	los	que
no	les	corresponde	percibir	la	indemnización	prevista	en	el	inciso	c)	del
artículo	23	del	Decreto	Legislativo	N°	713,	son	aquellos	que	tienen	la
condición	de	personal	de	dirección,	es	decir,	aquellos	que	conforme	el
artículo	43	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	ejercen	la	representación
general	del	empleador	frente	a	otros	trabajadores	o	a	terceros,	o	que	lo
sustituyen,	o	que	comparten	con	aquél	funciones	de	administración	y
control,	o	de	cuya	actividad	y	grado	de	responsabilidad	depende	el
resultado	de	la	actividad	empresarial.	Se	justifica	esta	exclusión	porque
dado	el	nivel	jerárquico	del	personal	de	dirección,	el	mismo	está	en	la
posibilidad	de	decidir	de	forma	voluntaria	el	hacer	o	no	uso	de	su	descanso
vacacional	en	el	periodo	que	le	corresponda.	(...)	En	cuanto	a	la	causal
denunciada,	si	bien	el	demandante	ha	tenido	la	condición	de	gerente	de
supervisión	de	obras,	la	empresa	demandada	no	ha	demostrado	que	dicho
cargo	fuera	uno	de	dirección;	por	lo	tanto,	se	debe	reconocer	al	accionante
el	derecho	al	pago	de	la	indemnización	vacacional	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.
4371-2014-Lima,	set.	04/2015.	V.	P.	Arévalo	Vela)
JURISPRUDENCIA.—La	indemnización	no	alcanza	a	los	gerentes	o
representantes	de	la	empresa	que	decidieron	no	usar	el	descanso	vacacional.
“De	acuerdo	al	artículo	24	del	Decreto	Supremo	N°	012-92-TR,	la
indemnización	por	falta	de	descanso	vacacional	establecido	en	el	inciso	c)
del	artículo	23	del	Decreto	Legislativo	N°	713,	no	alcanza	a	los	gerentes	o
representantes	de	la	empresa	que	hayan	decidido	no	hacer	uso	del	descanso
vacacional;	sin	embargo,	esta	exclusión	no	opera	cuando	esté	demostrado
que	no	haya	sido	el	propio	actor	quien	decidió	no	hacer	uso	del	período
vacacional”.	(C.	S.,	Cas.	2943-2015-Lima,	nov.	11/2015.	V.	P.	Malca
Guaylupo)
COMENTARIO.—La	indemnización	por	la	falta	del	descanso	vacacional
no	es	aplicable	a	los	gerentes	en	determinados	casos.	El	enunciado	del
artículo	24	del	reglamento	de	la	Ley	de	Descansos	Remunerados	puede	ser
equívoco;	 no	 se	 trata	 que	 la	 indemnización	 no	 alcance	 a	 los	 gerentes	 que
hayan	 decidido	 no	 hacer	 uso	 de	 su	 descanso	 vacacional,	 sino	 que	 esta
indemnización	 no	 es	 aplicable	 a	 aquellos	 gerentes	 que	 tienen	 el	 poder
decisorio	suficiente	para	determinar	su	no	salida	de	vacaciones,	sin	que	tal
decisión	 sea	 tomada	 por	 una	 instancia	 superior.	 Sin	 embargo,	 la	 Corte
Suprema	ha	emitido	resoluciones	contradictorias	sobre	la	interpretación	de
esta	norma.
DOCTRINA.—Informe	 laboral	 del	 MTPE	 precisa	 operatividad	 del
convenio	 de	 acumulación	 de	 descanso	 vacacional.	 “-	 El	 descanso
vacacional	es	un	derecho	reconocido	a	nivel	constitucional	y	cuyo	desarrollo
puede	ser	regulado	por	vía	legislativa	o	convencional.
-	El	Decreto	Legislativo	N°	713	establece	que	el	descanso	vacacional	es	el
derecho	 que	 tiene	 el	 trabajador	 a	 treinta	 días	 calendario	 de	 descanso
pagado	por	cada	año	completo	de	servicios.
-	Acceden	al	descanso	vacacional	los	trabajadores	que	laboren	cuatro	horas
diarias	como	promedio	mínimo	y	que	hayan	cumplido	un	año	de	servicios
bajo	 un	 determinado	 número	 de	 días	 de	 trabajo	 en	 ese	 año;	 lo	 que	 se
denomina	‘récord	vacacional’.
-	 La	 normativa	 laboral	 prevé	 la	 posibilidad	 de	 que	 el	 empleador	 y	 el
trabajador	acuerden	la	acumulación	del	descanso	vacacional	hasta	por	dos
períodos	 consecutivos,	 siempre	 que	 al	 cabo	 de	 un	 año	 de	 servicios	 el
trabajador	disfrute	de	un	descanso	mínimo	de	siete	días	calendario.
-	 En	 el	 presente	 caso,	 no	 se	 ha	 presentado	 una	 renuncia	 del	 derecho	 al
descanso	 vacacional,	 pues	 el	 trabajador	 ha	 realizado	 un	 legítimo	 acto	 de
disposición	 al	 haber	 respetado	 los	mínimos	 establecidos	 imperativamente
por	 la	 ley.	 Por	 tanto,	 el	 convenio	 de	 acumulación	 de	 vacaciones	 suscrito
entre	el	trabajador	y	Sunat	es	válido.
-	Dado	que	el	disfrute	de	quince	días	de	vacaciones	en	un	período	distinto
al	 correspondiente	 es	 producto	 de	 un	 acto	 legítimo	 de	 disposición	 no	 se
generaría	un	supuesto	de	indemnización	o	pago	adicional	al	trabajador.
-	 En	 tanto	 el	 trabajador	 sostiene	 un	 vínculo	 laboral	 vigente	 (...),	 no	 le
corresponde	 el	 pago	 por	 ‘vacaciones	 truncas’.”	 (MTPE,	 Inf.	 040-2012-
MTPE/2/14,	 oct.	 29/2012.	 Director	 General	 de	 Trabajo	 Christian	 Sánchez
Reyes)
CUADRO	COMPARATIVO	DEL	DERECHO	A	VACACIONES	EN
ALGUNOS	PAÍSES	DE	AMÉRICA	LATINA

TÍTULO	OCTAVO
Póliza	de	Seguro	de	Vida
DERECHO	A	LA	PÓLIZA
D.	Leg.	688.
ART.	1°.—El	trabajador	empleado	u	obrero	tiene	derecho	a	un
seguro	de	vida	a	cargo	de	su	empleador,	una	vez	cumplidos	cuatro
años	de	trabajo	al	servicio	del	mismo.	Sin	embargo,	el	empleador
está	facultado	a	tomar	el	seguro	a	partir	de	los	tres	meses	de
servicios	del	trabajador.
El	seguro	de	vida	es	de	grupo	o	colectivo	y	se	toma	en	beneficio
del	cónyuge	o	conviviente	a	que	se	refiere	el	artículo	321	del
Código	Civil	y	de	los	descendientes;	sólo	a	falta	de	éstos
corresponde	a	los	ascendientes	y	hermanos	menores	de	dieciocho
(18)	años.
NOTA:	La	mención	al	artículo	321	del	Código	Civil	es	errada;	debe	entenderse	referida	en	realidad	al
artículo	326.
Const.
ART.	5°.—La	unión	estable	de	un	varón	y	una	mujer,	libres	de	impedimento
matrimonial,	que	forman	un	hogar	de	hecho,	da	lugar	a	una	comunidad	de
bienes	 sujeta	 al	 régimen	 de	 la	 sociedad	 de	 gananciales	 en	 cuanto	 sea
aplicable.
C.	C.
ART.	326.—La	unión	de	hecho,	voluntariamente	realizada	y	mantenida	por
un	 varón	 y	 una	mujer,	 libres	 de	 impedimento	matrimonial,	 para	 alcanzar
finalidades	y	cumplir	deberes	semejantes	a	los	del	matrimonio,	origina	una
sociedad	de	bienes	que	se	sujeta	al	régimen	de	sociedad	de	gananciales,	en
cuanto	 le	 fuere	 aplicable,	 siempre	 que	 dicha	 unión	 haya	 durado	 por	 lo
menos	dos	años	continuos.
La	 posesión	 constante	 de	 estado	 a	 partir	 de	 fecha	 aproximada	 puede
probarse	 con	 cualquiera	 de	 los	 medios	 admitidos	 por	 la	 ley	 procesal,
siempre	que	exista	un	principio	de	prueba	escrita.
La	unión	de	hecho	termina	por	muerte,	ausencia,	mutuo	acuerdo	o	decisión
unilateral.
En	este	último	caso,	el	juez	puede	conceder,	a	elección	del	abandonado,	una
cantidad	 de	 dinero	 por	 concepto	 de	 indemnización	 o	 una	 pensión	 de
alimentos,	además	de	los	derechos	que	le	correspondan	de	conformidad	con
el	régimen	de	sociedad	de	gananciales.
Tratándose	de	la	unión	de	hecho	que	no	reúna	las	condiciones	señaladas	en
este	 artículo,	 el	 interesado	 tiene	 expedita,	 en	 su	 caso,	 la	 acción	 de
enriquecimiento	indebido.
JURISPRUDENCIA.—El	seguro	de	vida	es	obligatorio	a	partir	de	los	cuatro
años	de	servicios.	“Las	salas	laborales	se	encuentran	facultadas	a	corregir	los
errores	de	concepto	incurridos	por	el	juzgador	de	primera	instancia;	que	en
este	sentido,	se	aprecia	de	la	liquidación	de	fojas	1-2	y	documento	adjunto	a
la	demanda	y	del	Informe	de	planillas	de	fojas	72-75,	que	el	accionante	tenía
la	calidad	de	obrero	no	alcanzándole	el	beneficio	de	la	Póliza	de	Seguro	de
Vida,	que	estaba	restringido	para	los	empleados	por	mandato	de	la	Ley	N°
4916;	que	con	la	promulgación	del	Decreto	Legislativo	N°	688	en	que	se
extiende	el	beneficio	a	los	obreros,	el	actor	no	ha	acumulado	los	4	años
necesarios	para	alcanzarle	el	beneficio	(…).”	(RSL,	2da.	Sala,	Exp.	134-96-BS,
set.	16/96.	V.	P.	Barreda	Mazuelos)
JURISPRUDENCIA.—Si	el	trabajador	no	alcanza	por	su	antigüedad	a	estar
cubierto	por	la	póliza	de	seguro	de	vida,	son	aplicables	las	normas	civiles
sobre	la	responsabilidad	civil	del	empleador.	“Que,	mediante	la	primera
causal,	la	impugnante	señala	que	han	sido	aplicados	indebidamente	el
primer	y	segundo	párrafo	del	artículo	7°	del	Decreto	Legislativo	688,	por
haber	incidido	en	la	parte	resolutiva	de	la	sentencia	de	vista	recurrida,	que
considera	el	incumplimiento	de	dicha	norma	por	parte	de	la	empresa
recurrente,	quien	debe	responder	civilmente	mediante	el	pago	justo	y
equitativo	a	la	demandante	por	la	muerte	de	su	causante;	sin	considerar	que
dicha	norma	no	es	de	aplicación	al	caso	concreto,	porque	el	trabajador
fallecido	no	tenía	cuatro	años	cumplidos	de	trabajo	al	servicio	de	su
empleadora	de	conformidad	con	el	artículo	1°	del	citado	cuerpo	legal;	que,
consecuentemente,	no	existía	la	obligación	legal	de	pagarse	a	la	demandante
el	valor	del	seguro	a	que	se	refiere	el	artículo	12	del	mismo	cuerpo	legal.
Quinto:	Que,	aplicados	el	primer	y	segundo	párrafo	del	artículo	7°	del
Decreto	Legislativo	N°	688,	en	la	sentencia	de	vista	recurrida,	se	debe
considerar	que	no	es	materia	de	controversia	en	el	presente	proceso	el
contrato	de	seguro	de	vida	para	el	trabajador	a	cargo	del	empleador,	sino,	la
indemnización	de	daños	y	perjuicios	por	responsabilidad	civil
extracontractual,	como	secuela	de	la	muerte	del	cónyuge	de	la	demandante,
lo	que	ha	sido	establecido	por	las	respectivas	instancias	de	mérito.	En	todo
caso,	la	sala	superior	ad	quem	precisa	en	la	primera	parte	del	considerando
quinto	de	la	citada	sentencia	recurrida,	que	la	responsabilidad	civil	está
regulada	por	normas	del	derecho	civil;	consecuentemente,	las	normas	de
índole	laboral	cuestionadas	mediante	la	presente	causal	devienen	en
intrascendentes”.	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	4461-
2007.	El	Santa,	oct.	02/2007)
COMENTARIO.—Trabajadores	 comprendidos.	 Nuestra	 legislación
laboral	 actual	 tiende	 a	 superar	 la	 clasificación	 de	 los	 trabajadores	 en
obreros	y	empleados,	 la	que	se	efectuaba	en	 función	de	 la	primacía	de	 las
labores	manuales	o	intelectuales,	respectivamente.
El	D.	Leg.	N°	688	es	de	las	pocas	normas	vigentes	que	expresamente	alude	a
estas	 categorías	 laborales;	 actualmente	 se	 prefiere	 el	 uso	 del	 término
genérico	“trabajadores”.
ACUMULACIÓN
D.	Leg.	688.
ART.	2°.—En	caso	de	reingreso,	son	acumulables	los	tiempos	de
servicios	prestados	con	anterioridad	para	efectos	de	acreditar	los
cuatro	años	que	originan	el	derecho.
COMENTARIO.—Acumulación	 del	 tiempo	 de	 servicios.	 La	 póliza	 de
seguro	de	vida	es	obligatoria	para	los	trabajadores	con	cuatro	o	más	años	de
servicios	y	opcional	para	quienes	laboran	por	más	de	tres	meses.
Para	 el	 cómputo	 de	 los	 períodos	 de	 labor,	 se	 adicionarán	 al	 efectuado
actualmente	los	servicios	prestados	con	anterioridad,	sin	importar	el	tipo	o
naturaleza	de	éstos	–basta	que	sean	en	relación	de	dependencia–	ni	el	lapso
transcurrido	entre	una	y	otra	contratación.
DERECHO	DE	COBRO	DEL	EMPLEADOR
D.	Leg.	688.
ART.	3°.—El	empleador	tiene	derecho	a	cobrar	el	capital
asegurado	en	la	póliza,	si	fallecido	el	trabajador	y	vencido	el	plazo
de	un	(1)	año	de	ocurrida	dicha	contingencia,	ninguno	de	los
beneficiarios	señalados	en	el	artículo	1°	hubiera	ejercido	su
derecho.	Es	de	aplicación	el	artículo	16	de	la	presente	ley.
COMENTARIO.—Cobro	del	capital	asegurado	por	parte	del	empleador.
Al	 año	 del	 fallecimiento	 del	 trabajador,	 o	 de	 la	 declaración	 judicial	 de
muerte	presunta,	si	los	beneficiarios	no	han	ejercido	su	derecho	a	cobrar	el
capital	asegurado,	podrá	hacerlo	el	empleador.
INVALIDEZ	TOTAL	Y	PERMANENTE
D.	Leg.	688.	
ART.	4°.—En	caso	que	el	trabajador	sufra	un	accidente	que	le
ocasione	invalidez	total	y	permanente,	tendrá	derecho	a	cobrar	el
capital	asegurado	en	sustitución	del	que	hubiera	originado	su
fallecimiento;	la	certificación	de	la	invalidez	será	expedida	por	el
Ministerio	de	Salud	o	los	servicios	de	la	Seguridad	Social.
CONCEPTO
D.	Leg.	688.
ART.	5°.—Se	considera	invalidez	total	y	permanente	originada
por	accidente,	la	alienación	mental	absoluta	e	incurable,	el
descerebramiento	que	impida	efectuar	trabajo	u	ocupación	por	el
resto	de	la	vida,	la	fractura	incurable	de	la	columna	vertebral	que
determine	la	invalidez	total	y	permanente,	la	pérdida	total	de	la
visión	de	ambos	ojos,	o	de	ambas	manos,	o	de	ambos	pies,	o	de
una	mano	y	un	pie	y	otros	que	se	puedan	establecer	por	decreto
supremo.
BENEFICIARIOS
D.	Leg.	688.
ART.	6°.—El	trabajador	deberá	entregar	a	su	empleador	una
declaración	jurada,	con	firma	legalizada	notarialmente,	o	por	el
juez	de	paz	a	falta	de	notario,	sobre	los	beneficiarios	del	seguro	de
vida,	con	estricta	observancia	del	orden	establecido	en	el	artículo
1°	de	esta	ley	y	con	indicación	del	domicilio	de	cada	uno	de	los
beneficiarios.
Es	obligación	del	trabajador	comunicar	a	su	empleador	las
modificaciones	que	puedan	ocurrir	en	el	contenido	de	la
declaración	jurada.
COMENTARIO.—Determinación	de	los	beneficiarios.	La	ley	no	establece
qué	hacer	en	caso	de	que	ocurra	el	 fallecimiento	de	un	 trabajador	sin	que
éste	haya	entregado	al	empleador	el	listado	de	sus	beneficiarios.
Es	 factible	 pensar	 que	 en	 dicho	 supuesto	 los	 herederos	 forzosos	 del
trabajador	 puedan	 accionar	 para	 el	 cobro	 del	 beneficio,	 pero	 con	 las
limitaciones	y	en	el	orden	que	prescribe	el	Art.	1°	del	D.	Leg.	N°	688.	El	(o	la)
conviviente	 sólo	 tiene	 derecho	 a	 acceder	 al	 cobro	 de	 la	 póliza	 si	 ha	 sido
expresamente	instituido	como	beneficiario.
SUSPENSIÓN	DE	LA	RELACIÓN	LABORAL
D.	Leg.	688.
ART.	7°.—Modificado.	Ley	26645,	Art.	2°.	El	empleador	está
obligado	a	tomar	la	póliza	de	seguro	de	vida	y	pagar	las	primas
correspondientes.	En	caso	que	el	empleador	no	cumpliera	esta
obligación	y	falleciera	el	trabajador,	o	sufriera	un	accidente	que	lo
invalide	permanentemente,	deberá	pagar	a	sus	beneficiarios	el
valor	a	que	se	refiere	el	artículo	12.
En	los	casos	de	suspensión	de	la	relación	laboral	a	que	se	refiere
el	artículo	45	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Fomento	del
Empleo,	a	excepción	del	caso	del	inciso	j),	el	empleador	está
obligado	a	continuar	pagando	las	primas	correspondientes,	y	las
compañías	de	seguros	deberán	continuar	con	la	cobertura	de	las
prestaciones	a	que	se	refiere	esta	ley.
En	estos	supuestos,	la	prima	se	calcula	sobre	la	base	de	la	última
remuneración	percibida	antes	de	la	suspensión,	dejándose
constancia	del	pago	en	la	planilla	y	boletas	de	pago.
JURISPRUDENCIA.—El	accidente	laboral	no	se	circunscribe	exclusivamente
a	la	tarea	desplegada	por	el	trabajador,	sino	a	todos	los	comportamientos
inherentes	al	cumplimiento	del	cargo.	“Es	elemento	integrante	del	accidente
laboral,	el	suceso	repentino	que	sobrevenga	por	causa	o	con	ocasión	del
trabajo,	el	que	no	se	debe	circunscribir	exclusivamente	a	la	actividad	o	tarea
laboral	desplegada	por	la	persona,	esto	es,	su	alcance	no	solo	debe	referirse
a	la	actitud	misma	de	realizar	la	labor	asignada,	sino	a	todos	los
comportamientos	inherentes	al	cumplimiento	de	la	obligación	laboral	por
parte	del	trabajador	sin	los	cuales	ésta	no	podría	llevarse	a	cabo	o	también	a
actividades	de	capacitación	o	de	otra	índole	impuestas	en	ejercicio	de	la
potestad	subordinante.	No	debe	perderse	de	vista	que	el	vínculo	contractual
laboral	no	obliga	solo	a	lo	que	en	el	acuerdo	formal	se	expresa,	sino
también,	en	lo	que	hace	al	trabajador,	a	todas	las	cosas	que	emanan
precisamente	de	la	prestación	de	los	servicios”.	(C.	S.,	Cas.	11947-2015-
Piura,	nov.	30/2015.	V.	P.	De	la	Rosa	Bedriñana)
JURISPRUDENCIA.—La	causa	en	el	accidente	laboral	comprende	todas	las
circunstancias	que	en	el	cumplimiento	de	la	actividad	generen	el	siniestro.	“Es
elemento	integrante	del	accidente	laboral,	el	suceso	repentino	que
sobrevenga	por	causa	o	con	ocasión	del	trabajo,	el	que	no	se	debe
circunscribir	exclusivamente	a	la	actividad	o	tarea	laboral	desplegada	por	la
persona,	esto	es,	su	alcance	no	solo	debe	referirse	a	la	actitud	misma	de
realizar	la	labor	asignada,	sino	a	todos	los	comportamientos	inherentes	al
cumplimiento	de	la	obligación	laboral	por	parte	del	trabajador	sin	los	cuales
ésta	no	podría	llevarse	a	cabo	o	también	a	actividades	de	capacitación	o	de
otra	índole	impuestas	en	ejercicio	de	la	potestad	subordinante.	No	debe
perderse	de	vista	que	el	vínculo	contractual	laboral	no	obliga	solo	a	lo	que
en	el	acuerdo	formal	se	expresa,	sino	también,	en	lo	que	hace	al	trabajador,
a	todas	las	cosas	que	emanan	precisamente	de	la	prestación	de	los
servicios”.	(C.	S.,	Cas.	11947-2015-Piura,	nov.	30/2015.	V.	P.	De	la	Rosa
Bedriñaña)
COMENTARIO.—Continuación	 del	 pago	 de	 las	 primas	 a	 cargo	 del
empleador	en	caso	de	suspensión	de	la	relación	laboral.	El	Art.	7°	del	D.
Leg.	 N°	 688	 fue	 modificado	 por	 el	 Art.	 2°	 de	 la	 Ley	 N°	 26645,
estableciéndose	 la	 obligación	 del	 empleador	 de	 continuar	 abonando	 las
primas	 durante	 las	 suspensiones	 del	 contrato	 de	 trabajo,	 salvo	 las
originadas	 por	 inhabilitación	 judicial	 o	 administrativa	 no	 superior	 a	 tres
meses.
En	la	actualidad	es	el	Art.	12	de	la	L.	de	P.	y	C.	L.	el	referido	a	las	causas	de
suspensión	del	contrato	de	trabajo,	por	lo	que	la	alusión	al	Art.	45	del	Texto
Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo	deviene	en	incorrecta.
ENTREGA	DE	LA	RELACIÓN	DE	BENEFICIARIOS
D.	Leg.	688.
ART.	8°.—La	declaración	jurada	que	contiene	la	relación	de
beneficiarios	del	trabajador	a	que	se	refiere	el	artículo	1°	de	esta
ley	debe	ser	entregada	bajo	responsabilidad,	a	la	compañía	de
seguros	contratada,	dentro	de	las	48	horas	de	producido	el
fallecimiento	del	trabajador.
COMENTARIO.—Entrega	del	 listado	de	beneficiarios	a	 la	compañía	de
seguros.	Obviamente	el	empleador	es	responsable	si	teniendo	en	su	poder
el	 documento	 en	 que	 consta	 la	 determinación	 de	 los	 beneficiarios	 del
trabajador,	no	cumple	en	entregarlo	a	la	compañía	dentro	del	plazo	de	ley.
El	empleador	no	tiene	responsabilidad	si	el	trabajador	–por	desidia	y	pese
a	sus	continuos	requerimientos–	no	cumplió	con	poner	en	su	conocimiento
el	listado	de	sus	beneficiarios.
REMUNERACIONES	ASEGURABLES
D.	Leg.	688.
ART.	9°.—Modificado.	Ley	29549,	Art.	1°.	Las	remuneraciones
asegurables	para	el	pago	del	capital	o	póliza	están	constituidas
por	aquellas	que	figuran	en	los	libros	de	planillas	y	boletas	de
pago,	percibidas	habitualmente	por	el	trabajador	aun	cuando	sus
montos	puedan	variar	en	razón	de	incrementos	u	otros	motivos,
hasta	el	tope	de	una	remuneración	máxima	asegurable,
establecida	para	efectos	del	seguro	de	invalidez,	sobrevivencia	y
gastos	de	sepelio	en	el	Sistema	Privado	de	Pensiones.	Están
excluidas	las	gratificaciones,	participaciones,	compensación
vacacional	adicional	y	otras	que	por	su	naturaleza	no	se	abonen
mensualmente.
Tratándose	de	trabajadores	remunerados	a	comisión	o	destajo	se
considera	el	promedio	de	las	percibidas	en	los	últimos	tres	meses.
D.	S.	003-2011-TR.
ART.	 2°.—De	 las	 remuneraciones	 asegurables.	 Las	 remuneraciones
asegurables,	son	aquellas	que	el	trabajador	percibe	de	manera	habitual,	con
excepción	 de	 las	 gratificaciones,	 participaciones,	 compensación	 vacacional
adicional	y	otras	que	por	su	naturaleza	no	se	abonen	mensualmente;	las	que
figuran	en	 la	planilla	electrónica	 tratándose	de	empresas	que	cuenten	con
más	de	tres	trabajadores	o	las	que	figuren	en	los	libros	de	planilla	cuando	la
cantidad	 de	 trabajadores	 sea	 menor.	 Tratándose	 de	 trabajadores
remunerados	 a	 comisión	 o	 destajo	 se	 considera	 el	 promedio	 de	 las
percibidas	en	los	últimos	tres	meses.
Estas	remuneraciones	asegurables,	sirven	de	base	para	el	pago	del	capital	o
póliza,	 aún	 cuando	 estas	 sufran	 variaciones	 por	 efecto	 de	 incrementos	 u
otros	motivos	 remunerativos,	 hasta	 el	 tope	 de	 una	 remuneración	máxima
asegurable,	 aplicable	 al	 seguro	 de	 invalidez,	 sobrevivencia	 y	 gastos	 de
sepelio	 del	 Sistema	 Privado	 de	 Pensiones	 establecida	 por	 la
Superintendencia	de	Banca,	Seguros	y	AFP.
PRIMA	RENOVABLE
D.	Leg.	688.
ART.	10.—Derogado.	Ley	29549,	Art.	5°.
DEDUCCIONES
D.	Leg.	688.
ART.	11.—Derogado.	Ley	29549,	Art.	5°.
NOTA:	La	Ley	N°	26182	restituyó	la	vigencia	del	artículo	11	del	Decreto	Legislativo	N°	688,
publicado	el	12	de	mayo	de	1993	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”,	y	dispuso	una	nueva	redacción.	Sin
embargo,	mediante	Ley	N°	29549,	publicada	el	03	de	julio	del	2010	en	el	mismo	diario	oficial,	se
terminó	por	derogar	nuevamente	el	referido	artículo.
COMENTARIO.—El	 monto	 correspondiente	 a	 las	 primas	 no	 es
deducible.	La	Ley	de	Accidentes	de	Trabajo	y	Enfermedades	Profesionales,
Decreto	 Ley	 N°	 18846,	 fue	 expresamente	 derogada	 por	 la	 Segunda
Disposición	Complementaria	de	 la	Ley	N°	26790,	Ley	de	 la	Modernización
de	la	Seguridad	Social	en	Salud.
En	consecuencia,	la	deducción	resulta	hoy	inaplicable.
MONTO	DEL	BENEFICIO
D.	Leg.	688.
ART.	12.—El	monto	del	beneficio	es	el	siguiente:
a)	Por	fallecimiento	natural	del	trabajador	se	abonará	a	sus
beneficiarios	dieciséis	(16)	remuneraciones	que	se	establecen	en
base	al	promedio	de	lo	percibido	por	aquél	en	el	último	trimestre
previo	al	fallecimiento;
b)	Por	fallecimiento	del	trabajador	a	consecuencia	de	un
accidente,	se	abonará	a	los	beneficiarios	treinta	y	dos	(32)
remuneraciones	mensuales	percibidas	por	aquél	en	la	fecha
previa	al	accidente;
c)	Por	invalidez	total	o	permanente	del	trabajador	originada	por
accidente	se	abonará	treinta	y	dos	(32)	remuneraciones
mensuales	percibidas	por	él	en	la	fecha	previa	del	accidente.	En
este	caso,	dicho	capital	asegurado	será	abonado	directamente	al
trabajador	o	por	impedimento	de	él	a	su	cónyuge,	curador	o
apoderado	especial.
COMISIONISTAS	O	DESTAJEROS
D.	Leg.	688.
ART.	13.—Tratándose	de	trabajadores	remunerados	a	comisión	o
destajo,	el	monto	del	capital	que	corresponda	abonar,	sea	cual
fuere	la	contingencia,	se	establecerá	en	base	al	promedio	de	las
comisiones	percibidas	en	los	últimos	tres	meses.
ABONO	DEL	BENEFICIO
D.	Leg.	688.
ART.	14.—Producido	el	fallecimiento	del	trabajador	y	formulada
la	solicitud	correspondiente,	la	compañía	de	seguros	procederá	a
entregar	sin	más	trámite,	el	monto	asegurado	a	los	beneficiarios
que	aparezcan	en	la	declaración	jurada	a	que	se	refieren	los
artículos	anteriores	o	en	el	testamento	por	escritura	pública	si
éste	es	posterior	a	la	declaración	jurada.	La	entrega	se	efectuará
sin	ninguna	responsabilidad	para	la	compañía	aseguradora	en
caso	aparecieran	posteriormente	beneficiarios	con	derecho	al
seguro	de	vida.
Tratándose	de	la	presentación	del	testamento	antes	indicado	sólo
tendrán	derecho	al	seguro	de	vida	los	beneficiarios	mencionados
en	el	artículo	1°	de	la	presente	ley.
Si	hubieran	menores	de	edad,	el	monto	que	les	corresponda	se
entregará	al	padre	sobreviviente,	tutor	o	apoderado,	quien
administrará	el	monto	que	corresponde	a	los	menores	conforme	a
las	normas	del	Código	Civil.
JURISPRUDENCIA.—No	procede	el	abono	del	capital	asegurado	al	cese	del
trabajador.	“El	extremo	amparado	en	la	sentencia	que	se	refiere	a	la	entrega
de	una	póliza	de	seguro	de	vida	a	favor	del	actor,	constituye	una	obligación
de	dar	un	bien	determinado	y	no	de	pagar	una	suma	de	dinero,	por	lo	que
no	puede	estar	sujeta	a	la	liquidación;	que	la	obligación	de	la	emplazada
consiste	en	entregarle	al	actor	la	póliza	de	seguro	que	debe	haber
contratado	con	una	compañía	de	seguros	a	fin	de	que	aquél	decida
continuar	pagando	las	primas	para	mantener	el	seguro	en	vigor,	de	acuerdo
a	lo	establecido	en	el	artículo	18	del	Decreto	Legislativo	N°	688;	que	en	caso
de	incumplimiento	de	parte	del	empleador,	el	juzgado	podría	ordenar	la
contratación	directa	de	tal	póliza	con	la	compañía	que	elija	el	trabajador,
cargando	el	valor	de	las	primas	a	la	demandada,	las	mismas	que	son	las
únicas	obligaciones	de	ésta,	no	así	el	monto	del	capital	asegurable	que
pretende	liquidar	la	Oficina	de	Pericias,	el	cual	sólo	procede	en	caso	de
fallecimiento	o	invalidez	del	trabajador,	de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	el
artículo	7°	del	antes	citado	decreto	legislativo	(…).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	161-
95-BS(A),	mar.	30/95.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
RESPONSABILIDADES
D.	Leg.	688.
ART.	15.—Los	beneficiarios	que	cobren	la	póliza	conforme	al
artículo	anterior,	serán	responsables	solidariamente	entre	sí	por
el	pago	de	la	alícuota	correspondiente	en	caso	aparecieran	otros
beneficiarios	con	derecho	a	su	cobro.
UNIONES	DE	HECHO
D.	Leg.	688.
ART.	16.—Tratándose	de	las	uniones	de	hecho	a	que	se	refiere	el
artículo	1°	de	la	presente	ley,	la	compañía	de	seguros	consignará
ante	el	juzgado	de	paz	letrado	el	importe	del	capital	asegurado
que	pueda	corresponder	al	conviviente	que	figure	en	la
declaración	jurada	o	testamento	por	escritura	pública.
El	juzgado	de	paz	letrado	será	quien	resuelva	la	procedencia	de
su	pago,	notificando	al	consignatario	para	que	dentro	del	tercero
día	manifieste	lo	conveniente.	Con	la	contestación	expresa	o	ficta
y	previa	publicación	en	el	diario	oficial	“El	Peruano”	de	una
síntesis	del	pedido	de	entrega	del	monto	consignado,	si	éste	se
produce,	se	recibirá	el	incidente	a	prueba	sustanciándose
conforme	al	artículo	302	y	siguientes	del	Código	de
Procedimientos	Civiles.
Contra	la	resolución	de	primera	instancia	procede	recurso	de
apelación	formulado	dentro	del	tercer	día	elevándose	los	autos	al
superior	jerárquico	en	turno,	quien	sin	más	trámite	y	en	mérito	de
lo	actuado,	resolverá	en	segunda	y	última	instancia.
Sin	embargo,	en	caso	de	expedirse	resolución	denegatoria,	tal
situación	no	impedirá	que	el	interesado	reitere	su	pedido	al
juzgado	de	paz	letrado,	siempre	y	cuando	lo	recaude	con	nuevos
medios	probatorios,	en	cuyo	caso	se	seguirá	el	procedimiento
previsto	en	este	artículo.
PAGO	DE	INTERESES
D.	Leg.	688.
ART.	17.—La	compañía	de	seguros	queda	obligada	al	pago	de	los
intereses	legales	vencidas	las	setenta	y	dos	(72)	horas	de
presentada	la	solicitud	a	que	se	refiere	el	artículo	14	de	esta	ley	y
aun	cuando	no	se	hayan	presentado	los	beneficiarios,	a	partir	de
los	quince	(15)	días	de	la	fecha	de	fallecimiento	del	empleado.
Queda	liberado	de	esa	obligación,	a	partir	de	la	fecha	de
consignación	del	importe	del	monto	asegurado,	consignación	que
no	podrá	producirse	antes	de	haber	transcurrido	treinta	(30)	días
naturales	desde	el	deceso	del	trabajador.
La	consignación	se	efectuará	a	la	orden	de	los	beneficiarios	que
aparezcan	en	la	última	declaración	jurada	proporcionada	por	el
trabajador	o	en	el	testamento	por	escritura	pública,	o	si	no
existieran	éstos	a	nombre	del	empleador	por	ante	el	juzgado	de
paz	letrado	correspondiente	a	sus	domicilios.
El	juzgado	de	paz	letrado	ordenará	bajo	responsabilidad	y	sin
más	trámites	el	pago	inmediato	a	las	personas	que	acrediten	tener
la	calidad	de	beneficiarios,	salvo	el	caso	contemplado	en	el
artículo	3°.
EX	TRABAJADOR	ASEGURADO
D.	Leg.	688.
ART.	18.—Modificado.	Ley	29549,	Art.	1°.	En	caso	de	cese	del
trabajador	asegurado,	este	puede	optar	por	mantener	su	seguro
de	vida;	para	lo	cual,	dentro	de	los	treinta	(30)	días	calendario
siguientes	al	término	de	la	relación	laboral,	debe	solicitarlo	por
escrito	a	la	empresa	aseguradora	y	efectuar	el	pago	de	la	prima,	la
misma	que	se	calcula	sobre	el	monto	de	la	última	remuneración
percibida,	hasta	el	tope	de	la	remuneración	máxima	asegurable	a
que	se	refiere	el	artículo	9°.
La	empresa	de	seguros	suscribe	un	nuevo	contrato	con	el
trabajador	sujeto	a	la	prima	que	acuerden	las	partes	contratantes,
extendiéndole	una	póliza	de	vida	individual	con	vigencia	anual
renovable.
El	seguro	contratado	mantiene	su	vigencia	siempre	y	cuando	el
asegurado	cumpla	con	cancelar	la	prima	dentro	del	plazo	que
establece	la	póliza	de	seguros.
La	vigencia	de	la	póliza	termina	si	el	asegurado	adquiere	otra
póliza	de	vida	obligatoria.
Ley	29549.
ART.	 2°.—Contratos	 de	 seguro	 celebrados	 por	 ex	 trabajadores.	 Los
contratos	de	seguro	vigentes,	celebrados	al	amparo	del	Decreto	Legislativo
Núm.	 688,	 Ley	 de	 Consolidación	 de	 Beneficios	 Sociales,	 por	 trabajadores
que	han	cesado	en	su	empleo	con	anterioridad	a	la	vigencia	de	la	presente
ley,	se	mantienen	en	vigencia	en	las	condiciones	originalmente	pactadas.
D.	S.	003-2011-TR
ART.	3°.—De	la	vigencia	de	 la	póliza	para	el	caso	de	ex	 trabajadores.
En	caso	el	 trabajador	decida	mantener	 la	póliza	del	Seguro	de	Vida	Ley	al
término	 de	 la	 relación	 laboral,	 deberá	 solicitarlo	 a	 la	 empresa	 de	 seguros
dentro	del	plazo	establecido	en	el	artículo	18	del	Decreto	Legislativo	N°	688,
modificado	por	la	Ley	N°	29549.	Esta	póliza	se	mantendrá	vigente	en	tanto
el	 asegurado	 no	 haya	 adquirido	 otra	 póliza	 del	 Seguro	 de	 Vida	 Ley	 al	 ser
contratado	por	un	nuevo	empleador.
Tratándose	 de	 los	 contratos	 de	 Seguros	 de	 Vida	 Ley	 celebrados	 por	 ex
trabajadores	al	amparo	del	Decreto	Legislativo	N°	688,	con	anterioridad	a	la
vigencia	de	la	Ley	N°	29549,	estos	mantienen	su	vigencia	en	las	condiciones
originalmente	pactadas.
En	 ambos	 casos,	 el	 asegurado	 pierde	 el	 seguro	 de	 vida	 adquirido	 si
incumple	 con	 la	 cancelación	 del	 pago	 de	 la	 prima	 dentro	 del	 plazo
establecido	en	la	póliza	de	seguros.
REGISTRO
Ley	29549.
ART.	3°.—Registro	obligatorio	de	contratos	de	seguros	vida
ley.	Encárgase	al	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,
en	coordinación	con	la	Superintendencia	de	Banca,	Seguros	y
Administradoras	Privadas	de	Fondos	de	Pensiones,	la	elaboración
y	funcionamiento	del	Registro	Obligatorio	de	Contratos	de
Seguros	Vida	Ley,	regulado	por	el	Decreto	Legislativo	Núm.	688,
Ley	de	Consolidación	de	Beneficios	Sociales,	normas
complementarias	y	reglamentarias,	para	todos	los	empleadores.
D.	S.	003-2011-TR
ART.	4°.—Del	 registro	 obligatorio.	 La	 administración	 de	 la	 información
contenida	en	el	Registro	Obligatorio	de	Contratos	de	Seguro	Vida	Ley	estará
a	cargo	de	la	Dirección	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	del	Ministerio	de
Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 y	 tiene	 por	 finalidad	 verificar	 el
cumplimiento	de	la	obligación	del	empleador	con	respecto	a	la	contratación
de	la	póliza	de	seguro	de	vida	en	beneficio	del	trabajador.
D.	S.	003-2011-TR
ART.	 5°.—De	 la	 información	 contenida	 en	 el	 registro	 obligatorio.	 El
empleador	debe	consignar	en	el	registro	la	siguiente	información:
1.	Datos	de	la	póliza	del	seguro:	compañía	de	seguros,	número	y	vigencia	de
póliza.
2.	 Datos	 del	 empleador:	 Registro	 Único	 de	 Contribuyentes	 (RUC),	 razón
social	y	dirección	domiciliaria.
3.	 Datos	 del	 trabajador:	 nombres	 y	 apellidos,	 documento	 de	 identidad,
fecha	de	nacimiento	y	sexo.
4.	Datos	del	 contrato	 laboral:	 fecha	de	 ingreso	o	 reingreso,	 remuneración
asegurable,	tipo	de	moneda	y	si	cuenta	con	un	seguro	de	vida	adquirido	en
calidad	de	ex	trabajador.
5.	 Datos	 de	 los	 beneficiarios:	 declaración	 de	 beneficiarios,	 nombres	 y
apellidos,	grado	de	parentesco.
Los	contratos	de	Seguro	de	Vida	Ley	se	registran	dentro	de	los	treinta	(30)
días	 calendario	 de	 suscrito	 el	 contrato,	 a	 través	 de	 la	 página	 web	 del
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
D.	S.	003-2011-TR
ART.	 6°.—De	 la	 información	 del	 contrato	 Seguro	 de	 Vida	 adquirido
como	ex	trabajador.	En	los	casos	que	el	trabajador	adquiera	el	derecho	de
contar	con	un	Seguro	de	Vida	Ley	derivado	de	una	nueva	relación	 laboral,
debe	informar	al	empleador,	mediante	una	declaración	jurada,	si	cuenta	con
un	 Seguro	 de	 Vida	 Ley	 adquirido	 en	 mérito	 a	 un	 contrato	 celebrado	 en
calidad	de	ex	trabajador,	conforme	al	artículo	18	de	la	Ley	N°	29549.
La	información	de	la	existencia	del	seguro	de	vida	adquirido	en	calidad	de
ex	trabajador,	debe	consignarse	en	los	datos	del	registro.
D.	S.	003-2011-TR
ART.	7°.—De	la	fiscalización.	Los	inspectores	del	trabajo	están	facultados
para	verificar	el	cumplimiento	de	la	inscripción	en	el	Registro	Obligatorio	de
Contratos	de	Seguros	Vida	Ley.	En	caso	de	verificarse	el	incumplimiento	en
la	 contratación	 del	 seguro	 de	 vida,	 no	 mantenerla	 vigente	 o	 no	 pagar
oportunamente	 la	 prima	 a	 favor	 de	 los	 trabajadores,	 se	 impondrán	 las
sanciones	administrativas	correspondientes,	de	conformidad	con	la	Ley	N°
28806,	 Ley	General	 de	 Inspección	del	Trabajo,	 y	 su	 reglamento,	 aprobado
por	el	Decreto	Supremo	N°	019-2006-TR.
D.	S.	003-2011-TR
ART.	 8°.—De	 la	 actualización	 del	 registro	 obligatorio.	 El	 empleador
debe	actualizar	el	Registro	Obligatorio	de	Contratos	de	Seguro	de	Vida	Ley,
en	los	siguientes	supuestos:
a)	Modificación	en	la	inclusión	o	exclusión	de	los	beneficiarios.
b)	Inclusión	o	exclusión	de	un	trabajador	de	la	póliza	contratada.
c)	Modificación	de	los	datos	que	se	encuentren	en	el	registro.
La	actualización	del	registro	obligatorio	debe	realizarse	en	el	plazo	máximo
de	 cinco	 (5)	 días	 hábiles	 de	 haberse	 producido	 cualquiera	 de	 los	 hechos
indicados.
D.	S.	003-2011-TR
Única	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—De	 la	 implementación
del	registro.	La	 implementación	del	 registro	 correspondiente	 se	 realizará
dentro	de	un	plazo	de	sesenta	(60)	días	hábiles,	contados	a	partir	de	la	fecha
de	publicación	del	presente	dispositivo.
JURISPRUDENCIA.—La	póliza	de	seguro	de	vida	no	alcanza	a	los	ex
trabajadores,	salvo	que	asuman	el	pago	de	la	prima.	“Conforme	sostienen	los
accionantes,	don	(…)	falleció	el	27	de	abril	de	1995,	habiendo	cesado	en	el
empleo	el	12	de	octubre	de	1992;	que	no	teniendo	el	causante	la	calidad	de
trabajador	de	la	demandada	al	momento	de	la	contingencia	de	su
fallecimiento;	el	beneficio	del	seguro	de	vida	a	cargo	de	la	emplazada	resulta
improcedente,	toda	vez	que	de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	18	del
Decreto	Legislativo	N°	688,	el	trabajador	que	cese	al	empleo	y	decida
mantener	su	seguro	en	vigor,	asume	por	su	cuenta	el	pago	de	las	primas	por
ante	la	compañía	aseguradora	(…).”	(RSL,	4ta	Sala,	Exp.	5052-97-PS-S,	set.
30/97.	V.	P.	Torres	Gamarra)
LEGALIDAD
D.	Leg.	688.
Primera	Disposición	Transitoria	y	Final.—Teniendo	en	cuenta
que	el	Seguro	de	Vida	es	un	beneficio	social,	las	pólizas	deberán
sujetarse	estrictamente	a	lo	establecido	en	la	presente	ley.	Toda
cláusula	que	estipule	mayores	obligaciones	a	cargo	del	empleador,
trabajador	o	beneficiarios,	o	establezca	limitaciones	no	previstas
en	la	ley,	se	tienen	por	no	puesta.
Incorporado.	Ley	26645,	Art.	1°.	Para	garantizar	la	cobertura
de	los	beneficios	del	seguro	de	vida,	las	compañías	de	seguros
podrán,	por	razones	administrativas,	emitir	pólizas	colectivas	por
grupos	de	empleadores,	cobrar	por	adelantado	las	primas
anuales,	o	aplicar	cualquier	otra	fórmula	que	permita	garantizar
esta	cobertura,	en	especial,	en	los	casos	de	empresas	de	hasta	20
trabajadores.
COMENTARIO.—Posibilidad	 de	 emitir	 pólizas	 colectivas.	 El	 segundo
párrafo	de	la	Primera	Disposición	Transitoria	y	Final	del	D.	Leg.	N°	688	fue
añadido	 por	 la	 Ley	 N°	 26645	 y	 faculta	 en	 base	 a	 razones	 de	 tipo
administrativo,	 que	 las	 compañías	 de	 seguros	 puedan	 –entre	 otras
medidas–	 emitir	 pólizas	 colectivas	 por	 grupos	de	 empleados	 y	 cobrar	 por
adelantado	las	primas	anuales.
De	pagarse	la	prima	por	períodos	anuales	adelantados	y	cesar	el	trabajador
antes	 del	 vencimiento	 de	 dicho	 período,	 quedaría	 cubierto	 por	 el	 plazo
restante.
CUARTA	PARTE
Remuneraciones	y	Otros	Ingresos
TÍTULO	PRIMERO
Concepto	de	Remuneración
REMUNERACIÓN
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	6°.—Modificado.	Ley	28051,	Art.	13.	Constituye
remuneración	para	todo	efecto	legal	el	íntegro	de	lo	que	el
trabajador	recibe	por	sus	servicios,	en	dinero	o	en	especie,
cualquiera	sea	la	forma	o	denominación	que	tenga,	siempre	que
sean	de	su	libre	disposición.	Las	sumas	de	dinero	que	se
entreguen	al	trabajador	directamente	en	calidad	de	alimentación
principal,	como	desayuno,	almuerzo	o	refrigerio	que	lo	sustituya	o
cena,	tienen	naturaleza	remunerativa.	No	constituye
remuneración	computable	para	efecto	de	cálculo	de	los	aportes	y
contribuciones	a	la	seguridad	social	así	como	para	ningún	derecho
o	beneficio	de	naturaleza	laboral	el	valor	de	las	prestaciones
alimentarias	otorgadas	bajo	la	modalidad	de	suministro	indirecto.
JURISPRUDENCIA.—Concepto	de	remuneración	es	diferente	para	la
actividad	privada	y	pública.	“(...)	el	pago	de	la	bonificación	calculada	en	base
a	la	‘remuneración	principal’,	concepto	utilizado	exclusivamente	en	el
régimen	de	la	actividad	pública,	definitivamente	entra	en	colisión	o	resulta
inaplicable	para	la	actividad	privada,	que	utiliza	conceptos	remunerativos
diferentes	tales	como	‘salario	mínimo’,	‘remuneración	mínima	vital’	o
‘remuneración	ordinaria’	o	remuneración	básica,	cuya	cuantía	es	más
elevada	en	comparación	a	los	del	sector	público.	Tal	incompatibilidad	es
pasible	de	ser	resuelta	a	través	de	los	mecanismos	de	negociación	legales	o
convencionales	establecidos	en	nuestro	ordenamiento	vigente.	(...).”	(Corte
Suprema,	Sentencia	A.	P.	3288-2008-Lima,	nov.	26/2009.	V.	P.	Vinatea
Medina)
JURISPRUDENCIA.—Clara	distinción	entre	los	conceptos	de	remuneración	y
de	beneficios	sociales:	los	beneficios	sociales	como	la	CTS	no	pueden
confundirse	con	las	remuneraciones.	“(…)	los	conceptos	de	remuneración	y
beneficios	sociales	se	distinguen	claramente:	el	primero	es	la
contraprestación	por	la	puesta	a	disposición	de	la	fuerza	de	trabajo,
consistente	en	realizar	actos,	ejecutar	obras	o	prestar	servicios	a	las
órdenes	del	empleador,	pero	siempre	como	cumplimiento	de	la	obligación
del	empleador	como	parte	de	un	contrato	laboral,	mientras	que	el	segundo,
si	bien	pueden	originarse	en	ocasión	o	con	motivo	de	la	relación	de	trabajo,
son	independientes	de	las	obligaciones	recíprocas	propias	del	contrato
laboral.	Por	lo	tanto,	los	beneficios	sociales	como	la	CTS	no	pueden
confundirse	con	las	remuneraciones,	por	ser	institutos	absolutamente
independientes	y	diferenciadas.	(…)	en	tal	sentido,	la	CTS	no	se	encuentra
dentro	de	los	alcances	del	inciso	a)	del	artículo	30	del	Decreto	Supremo	N°
003-97-TR,	por	lo	que	su	falta	de	pago	en	la	oportunidad	correspondiente
por	parte	del	empleador	no	puede	ser	considerado	como	un	acto	de
hostilidad	equiparable	al	despido.”	(C.	S.,	Cas.	2455-2009-Lima,	dic.
04/2009.	V.	P.	Rodríguez	Mendoza)
JURISPRUDENCIA.—Si	resulta	imposible	determinar	la	remuneración	del
trabajador,	se	aplica	la	remuneración	mínima	vital.	“Dentro	de	este	contexto
constitucional	y	legal,	se	ha	establecido	en	numerosas	ejecutorias	supremas
que	frente	a	la	imposibilidad	de	no	haberse	establecido	la	remuneración	del
trabajador,	resulta	aplicable	dentro	de	las	relaciones	individuales	del
derecho	del	trabajo	lo	dispuesto	(...),	que	regula	la	remuneración	mínima
vital,	a	fin	de	efectuar	el	cálculo	de	remuneraciones	devengadas,	en
consecuencia	quedaría	acreditada	la	relación	laboral	y	establecida	la
remuneración	mínima	vital”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	3016-2009-Ica,	may.	14/2010.
V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Basta	que	sea	de	libre	disposición	del	trabajador	para
que	cualquier	monto	percibido	como	contraprestación	sea	considerado
remuneración	ordinaria	que	sirve	para	el	cálculo	de	la	indemnización	por
despido	arbitrario.	“(...)	el	artículo	6°	de	la	Ley	de	Productividad	y
Competitividad	Laboral	precisa	que	bastará	que	sea	de	libre	disposición	del
trabajador,	para	que	cualquier	suma	de	dinero	percibida	por	éste	como
contraprestación	de	su	trabajo,	sea	considerada	como	remuneración
ordinaria.	(...)	el	artículo	38	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad
Laboral	señala	que	la	indemnización	por	despido	arbitrario	es	equivalente	a
una	remuneración	y	media	ordinaria	mensual	por	cada	año	completo	de
servicios	con	un	máximo	de	doce	remuneraciones,	precisando	el	artículo	55
de	su	reglamento	aprobado	por	el	Decreto	Supremo	N°	001-96-TR,	que	la
remuneración	que	servirá	de	base	para	el	cálculo	de	la	citada	indemnización
es	la	remuneración	mensual	percibida.	(...)	la	sentencia	recurrida	ha
establecido	que	el	demandante	(...)	laboró	por	el	lapso	comprendido	entre	el
20	de	setiembre	de	1963	al	04	de	noviembre	del	año	2004,
correspondiéndole	el	tope	de	12	remuneraciones	ordinarias	a	que	hace
referencia	el	artículo	38	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad
Laboral	(...)	no	obstante,	acorde	con	la	interpretación	del	artículo	6°	de	la
Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral	(...)	este	supremo	tribunal
concluye	que	en	la	sentencia	de	vista	se	ha	efectuado	una	interpretación
errónea	del	referido	dispositivo	legal,	por	lo	que	la	referida	indemnización
habrá	de	ser	calculada	sobre	la	base	de	la	remuneración	ordinaria,	la	que
comprende	el	haber	básico	(...)	y	los	conceptos	remunerativos	denominados
asignación	familiar	y	bonificación	por	tiempo	de	servicios,	cuya	percepción
con	carácter	restitutorio,	le	ha	sido	reconocida	al	accionante	en	la
impugnada	(...).”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	61-2011-Lima,	oct.	07/2011.	V.	P.	Morales
Gonzáles)
JURISPRUDENCIA.—Un	sistema	de	evaluación	de	resultados	y	desempeño	no
implica	un	pago	obligatorio,	sino	uno	extraordinario	y	sin	carácter
remunerativo.	“(...)	los	jueces	en	sede	de	instancia	omiten	analizar	que	el
incentivo	denominado	SRD	era	un	sistema	destinado	a	implementar	el	nivel
corporativo	por	el	cual	los	directivos	y	ejecutivos	de	la	empresa	demandada
debían	establecer	sus	objetivos	y	competencias,	las	cuales	serían	evaluadas
para	determinar	el	monto	del	incentivo	a	percibir,	el	mismo	que	sería
otorgado	en	función	a	los	resultados	que	se	alcancen,	entonces	se
encontraba	sujeto	al	cumplimiento	de	desempeños,	metas	y	resultados	que
no	necesariamente	podía	ser	cumplidos	anualmente	por	los	trabajadores,
por	lo	cual	su	pago	no	era	obligatorio,	sino	que	estaba	sujeto	a	condición,
por	tanto	debía	considerarse	como	un	pago	extraordinario,	sin	carácter
remunerativo.	(...)	En	consecuencia,	debe	declararse	fundada	la	causal	por
contravención	a	las	normas	que	garantizan	el	derecho	fundamental	a	un
debido	proceso	o	proceso	justo,	en	su	manifestación	de	motivación	de	las
resoluciones	judiciales,	al	advertir	esta	sala	suprema	que	las	sentencias	de
mérito	han	incurrido	en	una	motivación	deficiente,	en	lo	que	respecta	al
desarrollo	argumentativo	del	extremo	relacionado	a	la	procedencia	o	no	del
pago	al	demandante	del	incentivo	denominado	SRD	y	su	incidencia	en	el
pago	de	los	beneficios	sociales	reclamados	en	la	demanda;	por	lo	que,	a	fin
de	garantizar	los	derechos	contenidos	en	el	artículo	139	incisos	3)	y	5)	de	la
Constitución	Política	del	Perú,	debe	emitirse	un	nuevo	pronunciamiento	de
fondo	a	cargo	de	los	jueces	de	mérito,	garantizando	que	esa	decisión	sea
consecuencia	de	una	deducción	razonada	de	los	hechos	del	caso,	las	pruebas
aportadas	y	su	valoración	jurídica,	exigencias	que	como	se	desprende	de	los
defectos	relevados	adolecen	las	recurridas:	por	consiguiente,	en	ejercicio	de
la	facultad	nulificante	del	juzgador	prevista	en	el	171	del	Código	Procesal
Civil,	entendida	como	aquella	facultad	de	declarar	la	nulidad	aun	cuando	no
haya	sido	solicitada,	por	considerar	que	el	acto	viciado	altera
sustancialmente	los	fines	abstracto	y	concreto	del	proceso	laboral,	este
colegiado	supremo	luego	de	verificar	que	al	emitir	las	sentencias	de	mérito
se	ha	incurrido	en	causal	de	nulidad	absoluta,	resulta	inválida	e	ineficaz	las
sentencias	impugnadas,	correspondiendo	al	a	quo	renovar	este	acto
procesal;	por	lo	que	carece	de	objeto	pronunciarse	por	las	causales	in
iudicando	interpuestas	por	la	recurrente”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	1465-2012-Lima,
oct.	10/2012.	V.	P.	Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—Acuerdos	-	II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia
Laboral:	¿Cuál	es	la	remuneración	computable	para	el	cálculo	de	la
compensación	por	tiempo	de	servicios	y	pensiones	en	el	régimen	laboral
privado?.	“La	remuneración	computable	se	encuentra	compuesta	por	todo
concepto	percibido	por	el	trabajador	que	cumpla	con	las	características
establecidas	en	el	artículo	6°	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto
Legislativo	N°	728,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	sin
perjuicio	de	las	excepciones	que	establece	la	ley;	además	de	todos	aquellos
que	en	aplicación	del	principio	de	primacía	de	la	realidad,	evidencien	una
naturaleza	jurídica	remunerativa”.	(C.	S.,	II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en
Materia	Laboral,	jul.	04/2014.	S.	S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Un	nuevo	elemento	para	identificar	cuándo	un
beneficio	califica	como	remuneración	es	“la	libertad	de	disposición”.	“En
efecto,	no	se	analizan	los	elementos	presentes	en	el	concepto
‘remuneración’.	En	tal	sentido,	debe	considerarse	que	por	regla	general
merced	a	lo	previsto	en	el	artículo	6°	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR
que	aprueba	el	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Productividad	y
Competitividad	Laboral,	se	define	lo	que	debe	entenderse	por	remuneración
(...).	Esta	norma	es	lo	que	en	doctrina	se	conoce	como	la	vis	atractiva1	del
salario,	que	permite	reconducir	en	principio	las	‘zonas	grises’	en	conceptos
salariales	o	no	salariales,	dicho	de	otro	modo,	determinar	cuáles	califican
como	conceptos	remunerativos	y	cuáles	no,	siempre	que	las	sumas
otorgadas	respondan	a	una	contraprestación	por	el	servicio	realizado	por	el
trabajador;	dicho	de	otro	modo,	nuestra	norma	nacional	se	erige	como	una
opción	de	política	legislativa	garantista,	en	este	caso,	a	través	de	otorgar	una
presunción	iuris	tantum	(presunción	de	salariedad)	a	favor	del	trabajador,
respecto	de	los	conceptos	que	recibe	de	su	empleador	por	los	servicios
brindados.	Asimismo,	la	norma	in	comento	adiciona	un	nuevo	elemento
para	identificar	cuándo	nos	encontramos	frente	a	un	beneficio	calificado
como	remuneración:	‘la	libertad	de	disposición’.	Al	respecto,	nos
encontraremos	ante	elementos	remunerativos	cuando	el	trabajador	esté	en
la	facultad	de	decidir	el	destino	del	bien	otorgado	por	el	empleador,	esto	es,
cuando	a	partir	de	la	ventaja	patrimonial	que	le	produce	el	otorgamiento	de
este	bien,	el	trabajador	pueda	decidir	el	destino	del	mismo,	sea	en	su
beneficio	y/o	de	terceros.	En	este	sentido,	es	evidente	que	la	relación	entre
remuneración	y	‘libertad	de	disposición’	es	de	suma	importancia,	tal	como
es	resaltada	en	el	Convenio	N°	953	de	la	Organización	Internacional	del
Trabajo	(…)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	1989-2013-Lima,	jun.	19/2013.	V.	P.	Morales
Parraguez)
JURISPRUDENCIA.—La	totalidad	del	sueldo	no	puede	ser	afectado	por	la
deuda	bancaria.	“De	esta	manera,	el	citado	convenio	establece	un	límite	a	la
capacidad	de	endeudamiento	del	recurrente.	Así,	considerando	el	embargo
por	alimentos	ordenado	judicialmente,	los	descuentos	aplicables
actualmente	al	demandante	superan	el	límite	del	30%	de	descuento	de	su
haber	mensual	establecido	por	el	convenio.	Ello	implica	que	las	entidades
demandadas	están	impedidas	de	realizar	descuentos	o	retenciones
adicionales.	De	esta	manera,	la	retención	que	están	realizando	los
demandados	afecta	el	derecho	a	la	remuneración	del	recurrente.
6.	Por	otro	lado,	a	fojas	16	del	cuaderno	del	Tribunal	Constitucional,	se
aprecian	dos	adendas	al	convenio.	En	la	segunda	de	ellas	se	aumenta	el
monto	máximo	que	puede	descontarse	por	planilla	a	un	trabajador	de	la
universidad	al	45	%	de	sus	ingresos	mensuales	líquidos.	Sin	embargo,	este
cambio	no	produce	efectos	sobre	la	situación	del	demandante,	por	las
razones	expuestas	supra.	El	segundo	límite	de	45%,	en	efecto,	también	ha
sido	superado	ya	por	el	embargo	alimentario.
7.	Ciertamente,	ello	no	implica	la	extinción	de	la	deuda	que	ha	contraído	el
demandando,	o	que	no	esté	obligado	a	cancelarla,	pues	los	demandados
tienen	habilitados	los	demás	medios	que	ofrece	el	ordenamiento	jurídico
para	conseguir	que	el	demandante	home	dicha	deuda.	Sin	embargo,	no
podrán	hacer	valer	dichos	intereses	a	través	del	descuento	directo	por
planilla.
8.	Finalmente,	debe	desestimarse	el	argumento	de	la	universidad	respecto
a	que	el	embargo	por	alimentos	que	sufre	el	demandante	no	afecta	su
capacidad	económica	y	tiene	corno	propósito	disminuir	o	anular	su
capacidad	de	pago	de	las	deudas	contraídas.	Se	trata	de	un	proceso
ordinario	que	ya	ha	concluido,	y	su	validez	no	es	un	asunto	que	corresponda
ser	discutido	en	el	presente	proceso”.	(T.	C.,	Exp.	00422-2013-PA/TC,	set.
07/2015.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—El	pago	del	Impuesto	a	la	Renta	y	de	las	aportaciones	al
sistema	privado	de	pensiones	asumido	por	empleador	tiene	calidad	de
remuneración.	“En	el	presente	caso,	los	pagos	efectuados	por	la	empresa
recurrente,	respecto	al	concepto	denominado	‘Tax	Equalixation’
comprendían	el	Impuesto	a	la	Renta	y	la	retención	de	aportaciones	al
Sistema	Privado	de	Pensiones,	los	cuales	se	aprecian	en	las	planillas	y
boletas	de	pago	como:	‘Asumido	AFP’,	‘Asumido	Impuesto’,	‘Impuesto
Asumido	por	Empresa’	y	‘Aporte	AFP	Asumido	por	Empresa’;	al	igual	que
los	otros	ingresos	percibidos	por	el	demandante	teniendo	la	calidad	de
remuneración,	por	cuanto	dicha	carga	es	asumida	por	el	empleador;	no
obstante,	está	otorgando	de	manera	indirecta	un	mayor	ingreso
remunerativo	al	trabajador,	el	mismo	que	está	siendo	tomado	por	el
empleador	(agente	de	retención)	para	la	contribución	respectiva,	por	tanto
hay	una	retribución	indirecta	al	demandante	por	la	prestación	de	sus
servicios;	criterio	que	esta	sala	suprema	ha	asumido	en	la	Casación	N°
1075-2008-Lima	de	fecha	diecinueve	de	marzo	de	dos	mil	nueve	(...)”.	(C.	S.,
Cas.	Lab.	10712-2014-Lima,	jul.	06/2015.	V.	P.	Arévalo	Vela)
JURISPRUDENCIA.—Los	descuentos	en	planilla	son	actos	de	disposición	que
no	afectan	el	principio	de	irrenunciabilidad	de	derechos	de	los	trabajadores.
“Siendo	ello	así,	la	irrenunciabilidad	de	derechos	tiene	que	ver	con	el
carácter	indisponible	de	los	derechos	mínimos	garantizados	por	la
Constitución	y	la	ley,	de	manera	que	el	trabajador	no	puede	renunciar	a
ellos.	En	el	presente	caso	estamos	ante	un	acto	de	disposición,	al	autorizar
descuentos	de	su	remuneración.	(...)	De	acuerdo	al	artículo	6°	del	Texto
Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	Ley	de	Productividad	y
Competitividad	Laboral,	aprobado	por	el	Decreto	Supremo	N°	03-97-TR,
constituye	remuneración	para	todo	efecto	legal	el	íntegro	de	lo	que	el
trabajador	recibe	por	sus	servicios,	en	dinero	o	en	especie,	cualquiera	sea	la
forma	o	denominación	que	tenga,	siempre	que	sean	de	su	libre	disposición.
(...)	En	el	presente	caso	no	se	trata	de	renuncia	a	la	remuneración	ni	a	la
reducción	de	la	misma;	la	demandante	ha	autorizado	que	se	le	efectúe	el
descuento	del	costo	de	bienes	que	aparece	adquiriendo	a	la	demandada,	lo
cual	se	ajusta	al	supuesto	de	su	libre	disposición,	por	lo	que	no	se	da	el
supuesto	de	irrenunciabilidad	de	derechos	que	consagra	la	norma
constitucional	objeto	de	la	causal	denunciada	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	4952-
2014-Lima,	jun.	08/2016.	V.	P.	Morales	Gonzáles)
CUADRO	DE	CONCEPTOS	REMUNERATIVOS	Y	NO	REMUNERATIVOS.
	 Remuneración
Sustento	legal
Remuneración	básica Sí Artículo	 6°.	 LPCL	 -D.	S.	003-97
Comisiones Sí Artículo	 6°.	 LPCL	 -D.	S.	003-97
Vacaciones Sí Art.	15.	D.	Leg.	713
Asignación	familiar Sí Art.	3°,	D.	S.	035-90-TR
Prestaciones	alimentarias	directas Sí Inciso	 a),	 Art.	 2°,Ley	28051
Prestaciones	alimentarias	indirectas No Art.	3°,	Ley	28051
Gratificaciones	extraordinarias No Inc.	 a,	 Art.	 19	 delTUO	-	D.	Leg.	650
Bonificación	por	cierre	de	pliego No Inc.	 a,	 Art.	 19	 delTUO	-	D.	Leg.	650
Utilidades No Inc.	 b,	 Art.	 19	 del
TUO	-	D.	Leg.	650
Bonificación	por	educación No
Inc.	 f,	 Art.	 19	 del
TUO	 -	 D.	 Leg.	 650
(debe	 ser	 razonable
y	estar	sustentada)
Bonificaciones	-	otras No Inc.	 g,	 Art.	 19	 delTUO	-	D.	Leg.	650
Aguinaldo,	 canasta	 de	 navidad	 y
similares. No
Inc.	 d,	 Art.	 19	 del
TUO	-	D.	Leg.	650
Bienes	de	propia	producción No
Inc.	 h,	 Art.	 19	 del
TUO	-	D.	Leg.	650	(en
cantidad	 razonable
para	 el	 consumo
directo	y	familiar)
Transporte No
Inc.	 e,	 Art.	 19	 del
TUO	 -	 D.	 Leg.	 650
(siempre	 que	 el
monto	sea	razonable,
proporcional	 y
condicionado	 a	 la
asistencia).
Movilidad,	 viáticos,	 gastos	 de
representación,	vestuario	y	todo	lo	que
sea	otorgado	al	trabajador	para	el	cabal
desempeño	de	sus	labores.
No Inc.	 i,	 Art.	 19	 delTUO	-	D.	Leg.	650
Condición	de	trabajo No Inc.	 c,	 Art.	 19	 delTUO	-	D.	Leg.	650
NOTA:	El	cuadro	de	conceptos	remunerativos	y	no	remunerativos	se	ajusta	a	la	normatividad
vigente,	es	importante	resaltar	que	pueden	existir	otros	conceptos	que	de	acuerdo	a	su	naturaleza
podrán	o	no	calificar	como	remunerativos.
CONCEPTOS	EXCLUIDOS
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	7°.—No	constituye	remuneración	para	ningún	efecto	legal
los	conceptos	previstos	en	los	artículos	19	y	20	del	Texto	Único
Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	650.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	10.—El	concepto	de	remuneración	definido	por	los	artículos	39	y	40
de	 la	 ley	es	aplicable	para	 todo	efecto	 legal	 cuando	sea	considerado	como
base	de	 referencia,	 con	 la	única	excepción	del	 Impuesto	a	 la	Renta	que	 se
rige	por	sus	propias	normas.
DOCTRINA.—Características	 del	 salario.	 “De	 los	 conceptos	 básicos	 ya
analizados,	 y	 de	 las	 pautas	 legales,	 doctrinarias	 y	 jurisprudenciales	 que
informan	su	contenido	y	desarrollo,	se	pueden	extraer	 los	caracteres	y	 los
principios	de	la	remuneración.
a)	El	salario	es	una	suma	de	dinero	o	es	un	valor	cuantificable	en	dinero:	el
salario	se	paga	en	dinero	de	curso	legal	en	la	Argentina,	lo	que,	en	principio,
descarta	 la	 posibilidad	 de	 que	 se	 pague	 en	 otra	 moneda	 (como	 dólares,
francos	o	marcos)	y	restringe	el	pago	en	especie.
b)	 Es	 un	 ingreso	 en	 el	 patrimonio	 del	 trabajador:	 la	 suma	 abonada	 al
trabajador,	 para	 configurar	 el	 salario	 debe	 pasar	 efectivamente	 a	 su
patrimonio.	En	efecto,	 si	así	no	 fuera,	el	 trabajador	sería	un	mero	 tenedor
como	 es	 el	 caso	 de	 la	 suma	 que	 se	 le	 entrega	 para	 gastar	 en	 viáticos	 de
traslado	 que	 el	 dependiente	 deberá	 rendir	 en	 base	 a	 los	 comprobantes	 y
luego	restituir	el	excedente.
c)	Tiene	una	función	alimentaria:	quien	trabaja	en	relación	de	dependencia,
sin	dudas,	 vive	de	 su	 salario	y	 con	él	 atiende	 las	necesidades	de	 su	grupo
familiar.	 Es	 por	 ello	 que	 se	 afirma	 que	 la	 remuneración	 tiene	 la
característica	esencial	de	ser	alimentario,	lo	que	justifica	que	se	le	brinden	a
través	de	la	legislación	mecanismos	de	protección	especiales.
d)	Es	 insustituible:	el	 salario	no	puede	ser	reemplazado	por	otras	 formas
de	 cancelar	 las	 obligaciones	 ni	 por	 otros	 medios	 de	 pago,	 no	 puede	 ser
objeto	 de	 compensaciones	 o	 multas,	 ni	 se	 puede	 reducir	 por	 efecto	 de
deducciones	o	de	retenciones.
e)	Es	y	nace	de	una	contraprestación:	el	 salario	encuentra	 la	 razón	de	su
existencia	en	la	contraprestación	que	el	empleador	recibe	del	dependiente	a
través	 de	 actos,	 obras	 y	 servicios	 generados	 por	 la	 disponibilidad	 de	 su
fuerza	de	trabajo”.	(DE	DIEGO,	Julián	Arturo.	Manual	de	Derecho	del	Trabajo
y	de	la	Seguridad	Social,	Abeledo	Perrot,	Argentina,	2000;	pág.	223)
JURISPRUDENCIA.—La	acción	de	amparo	puede	determinar	si	un	concepto
es	remunerativo.	“(…)	el	recurrente	interpone	demanda	de	amparo	contra	el
juez	del	Segundo	Juzgado	Especializado	Civil	de	Jaén	de	la	Corte	Superior	de
Justicia	de	Lambayeque,	solicitando	que	se	deje	sin	efecto	la	Resolución	(…),
que	requiere	a	la	Dirección	General	de	Economía	de	la	Policía	Nacional	del
Perú	informar	sobre	los	ingresos	por	concepto	de	combustible	por	parte	del
recurrente	(…)	a	efectos	del	descuento	respectivo	(…)	y	la	Resolución	(…),
que	reitera	el	cumplimiento	del	descuento	equivalente	al	20%	del	rubro
combustible.	Manifiesta	que	las	cuestionadas	resoluciones	transgreden	el
principio	de	legalidad	y	su	derecho	al	trabajo,	pues	dicho	descuento	no
constituye	parte	de	la	remuneración,	sino	que	es	un	beneficio	destinado
exclusivamente	a	gastos	en	el	desempeño	de	sus	funciones,	no	teniendo	la
calidad	de	ingresos	de	libre	disposición,	tal	como	lo	señala	de	forma	expresa
el	Decreto	Supremo	037-2001-EF.	Señala	que	con	todo	ello	se	está
imposibilitando	el	ejercicio	normal	de	sus	labores	profesionales.	(…).
Sobre	el	particular	el	Tribunal	Constitucional	considera	que	los	hechos
alegados	por	el	demandante	tienen	incidencia	constitucional	directa	en	los
derechos	fundamentales	invocados,	puesto	que	la	discusión	respecto	de	si	el
descuento	sobre	la	asignación	de	combustible	es	de	libre	disponibilidad	o
no,	y	por	ende,	posible	de	descontar	la	obligación	alimentaria	para	su	menor
hijo,	lo	que	al	fin	repercutiría	de	alguna	manera	sobre	el	derecho
fundamental	al	trabajo	del	recurrente.	En	tales	circunstancias	resulta
menester	admitir	a	trámite	la	demanda	con	el	objeto	de	examinar,	entre
otros	aspectos,	si	efectivamente	hubo	afectación	respecto	de	los	derechos
invocados.	(...).”	(T.	C.,	Exp.	01139-2011-PA/TC,	jun.	23/2011.	Pres.	Álvarez
Miranda)
JURISPRUDENCIA.—La	remuneración	no	debe	ser	sometida	a	ningún	acto
de	discriminación	ni	puede	ser	objeto	de	recorte	o	diferenciación.	“En	tal
sentido	se	infiere	de	los	tratados	de	derechos	humanos	referidos	a	los	que
se	hace	mención	que	la	remuneración	como	retribución	que	percibe	el
trabajador	por	el	trabajo	prestado	a	su	empleador	no	debe	ser	sometida	a
ningún	acto	de	discriminación,	ni	ser	objeto	de	recorte,	ni	de	diferenciación,
como	por	ejemplo	otorgar	a	unos	una	mayor	remuneración	que	a	otros	por
igual	trabajo.	En	efecto	se	prohíbe	y	queda	vedado	cualquier	trato
discriminatorio	e	irracional	que	afecte	el	derecho	a	la	remuneración	como
derecho	fundamental	de	la	persona	humana.	(...).
(...)	Por	consiguiente	dicha	omisión	de	la	demandada	al	no	homologar	las
remuneraciones	resulta	ser	discriminatoria	e	irrazonable.	Por	tanto	se
colige	que	en	el	presente	caso	se	vulnera	el	derecho	a	la	igualdad	de	los
demandantes	para	percibir	una	remuneración	por	igual	labor	y	por	igual
categoría	que	la	que	perciben	los	trabajadores	originarios	de	le	entidad
emplazada.	(...).
18.	Admitir	que	los	trabajadores	de	Ex	-	Aduanas	perciban	un	total	de	16
remuneraciones	anuales	en	desigualdad	con	sus	homólogos	de	Sunat	que
perciben	14	remuneraciones	al	año	implica	mantener	un	trato	desigual	y
diferenciado	a	todas	luces	inconstitucional	dentro	de	dicha	institución
cuando	es	precisamente	lo	que	se	está	tratando	de	corregir	con	la
homologación.	En	ese	sentido	y	siguiendo	la	regla	de	no	discriminación	en
materia	laboral	y	con	el	fin	de	equiparar	la	situación	y	unificar	el	número	de
remuneraciones	de	los	trabajadores	de	la	Sunat	con	los	trabajadores	de	la
Ex	Aduanas,	no	se	debe	otorgar	tales	remuneraciones	adicionales	para
evitar	la	desigualdad	y	el	trato	discriminatorio	entre	todos	los	trabajadores
de	la	hoy	Sunat”.	(T.	C.,	Exp.	04922-2007-PA/TC,	oct.	18/2007.	S.	S.	Mesía
Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—El	Impuesto	a	la	Renta	de	quinta	categoría	del
trabajador	asumido	por	el	empleador	tiene	carácter	remunerativo.	“(...)
asimismo	el	artículo	7°	del	citado	dispositivo	precisa	que	no	constituye
remuneración	para	ningún	efecto	legal	los	conceptos	previstos	en	los
artículos	19	y	20	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	650.
Norma	que	debe	concordarse	con	el	artículo	9°	del	Decreto	Supremo	N°
001-97-TR,	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Compensación	por	Tiempo
de	Servicios;	que	establece	que	son	remuneración	computable	la
remuneración	básica	y	todas	las	cantidades	que	regularmente	perciba	el
trabajador,	en	dinero	o	en	especie	como	contraprestación	de	su	labor,
cualquiera	sea	la	denominación	que	se	les	dé,	siempre	que	sean	de	su	libre
disposición.	Se	incluye	en	este	concepto	el	valor	de	la	alimentación	principal
cuando	es	proporcionada	en	especie	por	el	empleador	y	se	excluyen	los
conceptos	contemplados	en	los	referidos	artículos	19	y	20.	(...)	Que	del
concepto	de	remuneración	contenido	en	ambas	citas	legales,	se	advierten
como	elementos	que	la	identifican,	su	carácter	contraprestativo,	al	ser
percibida	por	el	trabajador	como	consecuencia	de	la	puesta	a	disposición	de
su	fuerza	de	trabajo,	el	de	constituir	una	ventaja	patrimonial,	al	incrementar
directa	o	indirectamente	el	patrimonio	del	trabajador,	y	el	de	ser	de	libre
disponibilidad	para	el	trabajador.	(...)	Que	conforme	a	lo	razonado	por	las
instancias	de	mérito,	aparece	que	el	concepto	‘Impuesto	a	la	Renta’	fue
otorgado	al	actor	como	consecuencia	del	cargo	que	éste	desempeñaba
dentro	de	la	organización	del	banco,	esto	es,	en	su	condición	de	funcionario
(gerente),	y	por	tanto	en	ello	radica	el	carácter	contraprestativo	de	este
beneficio	económico.	(...)	Que	por	otro	lado,	tal	y	como	lo	afirma	el	banco
impugnante,	es	esta	entidad	quien	en	su	condición	de	agente	retenedor	del
Impuesto	a	la	Renta	de	quinta	categoría,	pagaba	dicho	tributo	a	la
Superintendencia	Nacional	de	Administración	Tributaria,	acto	con	el	cual,	el
empleador	pretendió	evitar	la	disminución	de	la	remuneración	del
trabajador,	asumiéndola	directamente,	y	constituyéndose	en	una	ventaja
patrimonial	para	el	accionante.	(...).”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	3182-2011-Lima,	jul.
25/2012.	S.	S.	Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—La	participación	en	las	utilidades	es	una	institución
cuya	naturaleza	difiere	de	la	remuneración	y	de	otros	beneficios	sociales.	“(...)
la	participación	en	las	utilidades	reconocidas	por	el	artículo	29	de	la
Constitución	Política	del	Estado,	adquieren	una	doble	dimensión,	toda	vez
que	se	trata	de	una	institución	cuya	naturaleza	difiere	de	la	numeración	y	de
otros	beneficios	sociales	reconocidos	por	el	derecho	del	trabajo,	pero	a	su
vez	se	encuentra	regulada	por	el	derecho	tributario	al	ser	parte	de	la	renta
obtenida	por	el	empleador	y	distribuida	a	sus	trabajadores	en	virtud	de	la
obligación	legal	como	la	comentada,	debiendo	ser	entendida	como	un
beneficio	económico	sui	generis	que	se	sustenta	en	el	mayor	beneficio
obtenido	por	el	empleador	en	un	determinado	período.	(...)	en	tal	sentido,	al
no	constituir	el	pago	de	utilidades,	remuneración	o	beneficio	social
propiamente	dicho,	es	evidente	que	la	sentencia	de	vista	no	ha	incurrido	en
infracción	del	artículo	24	de	la	Constitución	Política	del	Perú,	que	regula	el
derecho	de	todo	trabajador	a	percibir	un	remuneración	(...)	el	concepto
otorgado	a	sus	trabajadores	tuvo	una	naturaleza	unilateral	y	liberal,	y	si
bien	es	de	libre	disponibilidad	de	éstos,	no	menos	cierto	es,	que	dicho
concepto	no	guarda	relación	directa	con	la	compensación	de	la	mano	de
obra	que	brinda	el	trabajador	a	su	empleador	para	constituir	remuneración,
y	por	tanto	tampoco	se	estaría	infringiendo	el	artículo	7°	de	la	Ley	de
Fomento	del	Empleo,	norma	que	al	guardar	plena	concordancia	con	los
artículos	1°,	19	y	20	de	la	Ley	de	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios,	no
constituye	en	modo	alguno,	elemento	de	orden	jurídico	que	permita
establecer	la	naturaleza	remunerativa	o	de	beneficio	social,	del	monto
adicional	reconocido	por	la	empresa	impugnante	a	sus	trabajadores	(...)”.	(C.
S.,	Cas.	4823-2009-Lima,	set.	28/2010.	V.	P.	Vásquez	Cortez)
JURISPRUDENCIA.—La	“movilidad”	será	remuneración	si	no	resulta
razonablemente	acorde	con	las	máximas	de	la	experiencia	y	con	los	tarifarios
de	la	localidad.	“En	efecto,	en	el	artículo	7°	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-
TR	se	establece	que	(...)	para	la	exclusión	del	carácter	remunerativo	de	la
movilidad,	esto	es,	la	razonabilidad	en	el	quantum	para	cubrir	el	traslado
del	trabajador,	conforme	lo	previsto	por	el	literal	e)	del	artículo	19	de	la	Ley
de	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios,	Texto	Único	Ordenado	aprobado
mediante	Decreto	Supremo	N°	001-97-TR,	citado,	pues,	en	la	mayoría	de	los
casos	superan	el	costo	razonablemente	necesario	para	tal	finalidad,
atendiendo	a	las	máximas	de	experiencia	y	a	los	tarifarios	existentes	en	la
localidad;	por	lo	que	concluye	en	que	los	montos	pagados	por	la	empresa
bajo	el	rubro	de	movilidad	tienen,	según	cada	período	concreto,	naturaleza
remunerativa,	toda	vez	que	estos	abonos	cumplen	con	el	requisito	de
regularidad	a	que	se	contraen	el	artículo	9°	del	Decreto	Supremo	N°	001-97-
TR	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	5127-2012-La	Libertad,	dic.	10/2012.	V.	P.
Chumpitaz	Rivera)
JURISPRUDENCIA.—Concepto	de	“remuneración”	según	un
pronunciamiento	jurisprudencial	en	casación.	“Constituye	remuneración
todo	pago	en	dinero	o	en	especie	que	esté	destinado	a	retribuir	el	esfuerzo
del	trabajo	o	los	factores	que	genera	éste	paralelamente,	como	son	la
antigüedad,	el	cargo,	la	carga	familiar,	el	trabajo	en	condiciones	especiales	y
otros,	siempre	que	se	pague	en	forma	permanente	o	periódica,	de	acuerdo	a
las	reglas	fijadas	en	el	propio	Decreto	Legislativo	número	seiscientos
cincuenta	(...).”	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social,	Exp.	2952-97.
La	Libertad,	jun.	15/99)
COMENTARIO.—Concepto	 de	 remuneración.	 La	 contraprestación
principal	 a	 cargo	 del	 empleador	 por	 los	 servicios	 prestados	 por	 el
trabajador,	recibe	el	nombre	de	remuneración.
De	acuerdo	con	el	tenor	del	Art.	6°	de	la	ley,	el	elemento	diferenciador	de	la
remuneración	 con	 otras	 sumas	 que	 el	 trabajador	 pueda	 percibir	 por	 sus
servicios,	 está	 dado	 por	 su	 característica	 de	 ser	 un	 concepto	 de	 libre
disposición,	esto	es,	en	principio,	que	quien	lo	recibe	puede	destinarlo	al	uso
que	le	sea	más	conveniente.
La	 idea	 de	 “libre	 disposición”	 no	 es	 –sin	 embargo–	 un	 concepto	 claro	 y
unívoco;	será	labor	de	la	jurisprudencia	determinar	sus	alcances.
COMENTARIO.—Alcances	 del	 concepto	 de	 remuneración.	 La
remuneración,	 o	 retribución	 en	 beneficio	 del	 trabajador,	 se	 encuentra
gravada	–sea	del	lado	de	quien	lo	percibe	o	del	lado	del	empleador–	con	una
serie	de	aportes	y	contribuciones.
Con	el	objeto	de	eliminar	el	problema	práctico	que	se	planteaba	al	efectuar
el	cálculo	de	los	aportes	y	contribuciones	a	partir	de	bases	no	coincidentes,
el	 Art.	 10	 del	 reglamento	 prescribe	 un	 único	 concepto	 de	 remuneración,
aplicable	 tanto	 a	 las	 aportaciones	 de	 seguridad	 social	 –sea	por	 pensiones,
salud	o	trabajo	de	riesgo–	como	a	la	contribución	al	Senati.
Como	quiera	que	 las	normas	del	 Impuesto	a	 la	Renta	de	Quinta	Categoría
(derivadas	 del	 trabajo	 personal	 en	 relación	 de	 dependencia)	 se	 rigen	 por
sus	 propias	 reglas,	 ya	 que	 su	 campo	 de	 aplicación	 excede	 la	 idea	 de
“remuneración”	 ampliándose	 casi	 a	 “todo	 ingreso”,	 las	 regulaciones
laborales	prefieren	mantenerse	al	margen.
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	19.—No	se	consideran	remuneraciones	computables	las	siguientes:
a)	Gratificaciones	extraordinarias	u	otros	pagos	que	perciba	el	 trabajador
ocasionalmente,	 a	 título	 de	 liberalidad	 del	 empleador	 o	 que	 hayan	 sido
materia	 de	 convención	 colectiva,	 o	 aceptadas	 en	 los	 procedimientos	 de
conciliación	 o	 mediación,	 o	 establecidas	 por	 resolución	 de	 la	 Autoridad
Administrativa	de	Trabajo,	o	por	laudo	arbitral.	Se	incluye	en	este	concepto
a	la	bonificación	por	cierre	de	pliego;
b)	Cualquier	forma	de	participación	en	las	utilidades	de	la	empresa;
c)	El	costo	o	valor	de	las	condiciones	de	trabajo;
d)	La	canasta	de	Navidad	o	similares;
e)	 El	 valor	 del	 transporte,	 siempre	 que	 esté	 supeditado	 a	 la	 asistencia	 al
centro	 de	 trabajo	 y	 que	 razonablemente	 cubra	 el	 respectivo	 traslado.	 Se
incluye	en	este	concepto	el	monto	fijo	que	el	empleador	otorgue	por	pacto
individual	 o	 convención	 colectiva,	 siempre	 que	 cumpla	 con	 los	 requisitos
antes	mencionados;
f)	 La	 asignación	 o	 bonificación	 por	 educación,	 siempre	 que	 sea	 por	 un
monto	razonable	y	se	encuentre	debidamente	sustentada;
g)	 Las	 asignaciones	 o	 bonificaciones	 por	 cumpleaños,	 matrimonio,
nacimiento	 de	 hijos,	 fallecimiento	 y	 aquellas	 de	 semejante	 naturaleza.
Igualmente,	 las	 asignaciones	 que	 se	 abonen	 con	 motivo	 de	 determinadas
festividades	siempre	que	sean	consecuencia	de	una	negociación	colectiva;
h)	 Los	 bienes	 que	 la	 empresa	 otorgue	 a	 sus	 trabajadores,	 de	 su	 propia
producción,	en	cantidad	razonable	para	su	consumo	directo	y	de	su	familia;
i)	 Todos	 aquellos	 montos	 que	 se	 otorgan	 al	 trabajador	 para	 el	 cabal
desempeño	 de	 su	 labor,	 o	 con	 ocasión	 de	 sus	 funciones,	 tales	 como
movilidad,	viáticos,	gastos	de	representación,	vestuario	y	en	general	todo	lo
que	 razonablemente	 cumpla	 tal	objeto	y	no	 constituya	beneficio	o	ventaja
patrimonial	para	el	trabajador;
j)	 Modificado.	 Ley	 28051,	 Art.	 13.	 La	 alimentación	 proporcionada
directamente	por	el	empleador	que	tenga	la	calidad	de	condición	de	trabajo
por	 ser	 indispensable	 para	 la	 prestación	 de	 servicios,	 las	 prestaciones
alimentarias	 otorgadas	 bajo	 la	 modalidad	 de	 suministro	 indirecto	 de
acuerdo	a	su	ley	correspondiente,	o	cuando	se	derive	de	mandato	legal.
JURISPRUDENCIA.—Bonificación	por	productividad	entregada	de	manera
permanente	y	fija	es	considerada	remuneración.	“Que,	de	la	misma	sentencia,
aparece	como	conclusión,	que	la	bonificación	por	productividad	gerencial
fue	percibida	por	el	actor	bajo	los	conceptos	‘abono	por	regularizar’,
‘préstamo’	y	‘concepto	no	remunerativo’,	los	cuales	estaban	referidos	no
sólo	a	dicha	bonificación,	sino	que	constituyeron	pagos	a	cuenta	de	la
misma,	tal	y	como	se	contrasta	del	Informe	Pericial	N°	64-2007-PJEST,
valorado	conjuntamente	con	las	boletas	de	pago	ofrecidas	como	medios	de
prueba,	aspectos	que	acreditan	de	manera	indubitable	su	percepción.
Décimo	Cuarto:	Que,	consecuentemente,	se	encuentra	acreditado	en	autos
que	la	bonificación	por	productividad	gerencial	fue	otorgada	al	demandante
desde	el	año	mil	novecientos	noventicuatro	hasta	el	año	dos	mil	dos,	bajo
las	denominaciones	antes	citadas,	y	si	bien	formalmente	fueron	entregadas
a	título	de	liberalidad	por	el	empleador,	previa	evaluación	condicionada	a
calificación	semestral	y	bajo	potestad	de	suprimirla	en	caso	de	no	calificar,
sin	embargo,	este	supremo	tribunal	advierte	que	en	su	percepción	se
identifica	un	carácter	no	ocasional,	y	por	contrario	constituyó	un	concepto
remunerativo	pagado	en	forma	permanente	y	fija	por	el	Banco	de	la	Nación,
características	intrínsecas	a	la	definición	de	remuneración	prevista	en	el
artículo	6°	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral.	(...).”	(CSJ,
Cas.	Lab.	4907-2009-Lima,	feb.	29/2012.	V.	P.	Vásquez	Cortez)
JURISPRUDENCIA.—Las	“bonificaciones	extraordinarias”,
independientemente	de	su	denominación,	son	verdaderos	conceptos
remunerativos	si	se	perciben	de	manera	habitual.	“Emitiendo
pronunciamiento	de	fondo	corresponde	señalar	que	la	controversia	en	el
presente	caso	pasa	por	establecer	si	las	bonificaciones	extraordinarias	por
productividad	gerencial	y	sindical	son	conceptos	remunerativos	que	tienen
el	carácter	de	regular	y	permanente	para	ser	considerados	en	el	reintegro
de	las	cinco	gratificaciones	anuales	que	reclama	el	actor,	o	si	por	el
contrario	son	extraordinarias	percibidas	en	forma	ocasional.	Pues	el	hecho
de	que	el	empleador	haya	otorgado	a	las	bonificaciones	tanto	de
productividad	gerencial	como	sindical	bajo	diferentes	denominaciones,	por
ello	corresponde	verificar	la	periodicidad	de	percepción	de	dichas
bonificaciones.	En	el	presente	caso	se	aprecia	que	ambas	bonificaciones	han
sido	percibidas	en	forma	permanente	y	fija,	por	lo	que,	el	hecho	de	que
hayan	cambiado	de	denominaciones,	argumento	que	no	desvirtúa	el	hecho
de	su	no	percepción;	toda	vez	que,	en	aplicación	de	los	principios	del
derecho	laboral	entre	los	que	cabe	destacar	el	principio	protector	se	ha
determinado	que	el	mismo	constituye	parte	de	la	remuneración	del
trabajador;	concluyendo	que	en	este	caso	concreto	la	norma	en	comentario
se	ha	interpretado	de	manera	correcta	por	la	sentencia	de	vista	cuestionada.
(...)	En	tal	sentido	la	bonificación	extraordinaria	por	productividad	sindical
ha	sido	entregada	en	forma	habitual	al	actor	desde	enero	del	dos	mil	hasta
diciembre	del	dos	mil	uno;	esto	es,	por	un	lapso	de	dos	años,	(...),
desvirtuando	el	hecho	que	haya	sido	en	forma	ocasional,	asimismo	la	citada
bonificación	constituye	una	ventaja	patrimonial	para	el	trabajador,
concluyéndose	que	era	percibida	por	los	servicios	prestados;
consiguientemente	tiene	el	carácter	remunerativo,	resultando	de	aplicación
lo	dispuesto	por	los	artículos	9°	y	16	primer	párrafo	del	Decreto	Legislativo
N°	650	y	no	lo	dispuesto	por	el	literal	a)	del	artículo	19	del	mismo	cuerpo
legal.	(...)	En	consecuencia,	la	bonificación	extraordinaria	por	productividad
sindical	al	tener	la	calidad	de	regular,	ordinaria,	fija	y	permanente,
constituye	un	concepto	remunerativo	(...).”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	1818-2010-Lima,
set.	28/2011.	V.	P	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—El	nombre	que	se	le	dé	a	la	bonificación	no	le	entrega	el
carácter	de	extraordinaria.	“En	cuanto	a	las	causales	descritas	en	los
literales	c)	y	d),	las	instancias	de	mérito	han	establecido	de	manera
uniforme,	que	el	carácter	extraordinario	de	la	bonificación	de	productividad
no	lo	da	el	solo	hecho	de	asignársele	tal	título,	sino	cuando	su	abono
responde	a	un	pago	ocasional,	eventual	y	no	repetitivo,	lo	cual	no	ha
sucedido	con	el	concepto	de	productividad	gerencial,	al	ser	abonado	por	el
demandado	mensualmente	tal	como	aparece	de	las	boletas	de	pago
obrantes	en	autos,	lo	que	desvirtúa	el	carácter	excepcional	alegado	por	la
entidad	demandada,	constituyéndose	en	un	concepto	pagado	de	manera
regular	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	10823-2013-Lima,	may.	07/2014.	V.	P.	Vinatea
Medina)
JURISPRUDENCIA.—Conceptos	de	racionamiento,	movilidad	y	escolaridad
que	superen	el	gasto	común	mensual	serán	considerados	remuneración.	“(...)
en	consecuencia,	habiéndose	acreditado	que	el	demandante	ha	percibido
por	los	conceptos	de	racionamiento	y	movilidad,	montos	mensuales	que
superan	el	gasto	común	mensual	por	dichos	conceptos,	siendo,	por	tanto,	de
libre	disponibilidad	del	trabajador,	no	se	han	configurado	los	supuestos	de
excepción	a	que	se	refieren	los	incisos	e)	y	j)	del	artículo	19	del	Decreto
Legislativo	N°	650,	por	lo	que	dichos	conceptos	deben	constituir	parte	de	la
remuneración	computable	en	el	promedio	correspondiente	para	liquidar	la
Compensación	por	Tiempo	de	Servicios,	además,	la	demandada	no	ha
acreditado	que	el	monto	otorgado	por	alimentación	haya	sido	otorgado
como	condición	de	trabajo	y,	en	el	caso	de	la	movilidad,	que	el	monto
otorgado	no	excede	el	costo	de	traslado	y	que	su	entrega	se	encuentra
supeditada	a	la	asistencia	del	trabajador	al	centro	de	trabajo;	y,	en	cuanto	al
concepto	de	escolaridad,	el	actor	lo	venía	percibiendo	con	regularidad	y	en
monto	superior	al	comúnmente	otorgado	en	la	administración	pública,	no
habiendo	la	demandada	fundamentado	el	motivo	de	su	abono,	por	lo	que
este	concepto	también	debe	formar	parte	de	la	remuneración	computable
para	efectos	de	liquidar	la	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios	del
extrabajador	demandante”.	(C.	S.,	Cas.	5597-2014-Lima,	ago.	27/2015.	V.	P.
Chaves	Zapater)
JURISPRUDENCIA.—El	reembolso	de	los	vales	de	gasolina	es	considerado
una	condición	de	trabajo.	“El	pago	que	se	percibe	por	concepto	de	reembolso
de	vales	de	gasolina	es	una	condición	de	trabajo,	que	su	objeto	es	facilitar	al
trabajador	su	asistencia	al	centro	de	labores	y	estando	a	que	para	que	se
efectúe	dicho	reembolso	tenga	que	justificar	con	los	vales	de	consumo	de
combustible,	que	no	es	de	libre	disposición	del	servidor	sino	que	tiene	un
objeto	específico,	lo	que	ratifica	su	naturaleza	de	condición	de	trabajo	(…).”
(RSL,	Exp.	2908-95	H(S),	may.	15/96.	V.	P.	Runzer	Carrión)
JURISPRUDENCIA.—Naturaleza	de	la	franquicia	en	el	consumo	de	la	energía
eléctrica.	“La	acción	versa	sobre	reintegro	del	consumo	de	energía	eléctrica
de	500	Kw	y	pago	de	gratificaciones	desde	diciembre	de	1987	a	1989;	que
respecto	al	primer	punto	se	aprecia	de	los	actuados	que	la	demandada	por
acto	unilateral	otorgaba	el	beneficio	de	la	franquicia	en	el	consumo	de
energía	eléctrica,	al	margen	de	lo	que	le	correspondía	al	trabajador	como
pensión	jubilatoria	liquidada	de	acuerdo	a	las	normas	pertinentes,	no
constituyendo	remuneración	ni	condición	de	trabajo	por	la	naturaleza	de
dicho	derecho	que	no	tiene	carácter	irrenunciable	como	aduce	el
demandante	por	la	misma	naturaleza	de	liberalidad	que	puede	ser	revocada
o	suprimida,	máxime	si	se	trata	de	una	empresa	del	Estado	por	lo	cual	prima
más	el	interés	social	que	el	privado	(…).”	(RSL,	1ra	Sala,	Exp.	4990-95-BS-S,
nov.	12/96.	V.	P.	Runzer	Carrión)
JURISPRUDENCIA.—La	asignación	por	concepto	de	vivienda	tiene	la	calidad
de	condición	de	trabajo	independientemente	de	su	permanencia	y
regularidad.	“Que,	el	artículo	seis	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto
Legislativo	número	setecientos	veintiocho	aprobado	por	Decreto	Supremo
número	cero	cero	tres	-	noventisiete	-	TR,	Ley	de	Productividad	y
Competitividad	Laboral	que	delimita	el	concepto	legal	de	remuneración	a
partir	de	lo	preceptuado	en	el	Convenio	de	la	Organización	Internacional	de
Trabajo	número	cien	sobre	igualdad	de	remuneración	ratificado	por
Resolución	Legislativa	número	trece	mil	doscientos	ochenticuatro	del
quince	de	diciembre	de	mil	novecientos	cincuentinueve	señala	en	su	primer
párrafo	que	constituye	remuneración	para	todo	efecto	legal	el	íntegro	de	lo
que	el	trabajador	recibe	por	sus	servicios,	en	dinero	o	en	especie,	cualquiera
sea	la	forma	o	denominación	que	tenga,	siempre	que	sean	de	su	libre
disposición.	Quinto:	Que,	de	este	modo	en	nuestro	derecho	laboral	la
remuneración	comprende	la	retribución	básica	del	trabajador	como	las
retribuciones	complementarias	o	indirectas	que	le	corresponden	percibir
por	la	prestación	de	sus	servicios	o	por	circunstancias	derivadas	de	dicha
prestación.	Sexto:	Que,	empero	en	el	caso	sub	examine	los	órganos	de
instancia	a	partir	de	la	valoración	conjunta	de	los	elementos	de	prueba	y	sus
sucedáneos	actuados	en	el	proceso	han	establecido	que	la	asignación	por
vivienda	cuyo	pago	reclaman	los	demandantes	es	un	beneficio	que	ha
venido	abonando	la	emplazada	desde	hace	veinte	años	a	todos	sus
trabajadores	que	residían	fuera	de	la	jurisdicción	de	la	ciudad	de	Tuman,	es
decir	que	su	pago	se	encontraba	condicionado	a	que	el	trabajador	que	lo
perciba,	domicilie	fuera	de	dicha	localidad	por	lo	que	debe	asumirse	que
sólo	correspondía	su	abono	cuando	se	verificaba	esta	exigencia	objetiva	que
define	su	naturaleza.	Sétimo:	Que,	el	literal	i)	del	artículo	diecinueve	del
Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	número	seiscientos	cincuenta
aprobado	por	Decreto	Supremo	número	cero	cero	uno	-	noventisiete	-	TR,
Ley	de	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios	concordado	con	el	artículo
ocho	de	su	reglamento	aprobado	por	Decreto	Supremo	número	cero	cero
cuatro	-	noventisiete	-	TR	determina	que	no	se	consideran	remuneración
computable,	entre	otras,	las	condiciones	de	trabajo	es	decir	todos	aquellos
montos	que	se	otorgan	al	trabajador	para	el	cabal	desempeño	de	su	labor	o
con	ocasión	de	sus	funciones,	tales	como	movilidad,	viáticos,	gastos	de
representación,	vestuario	y	en	general	todo	lo	que	razonablemente	cumpla
tal	objeto	y	no	constituya	beneficio	o	ventaja	patrimonial	para	el	trabajador,
e	independientemente	de	la	forma	como	se	efectúe	su	pago	en	dinero	o
especie.	Octavo:	Que,	bajo	este	contexto	la	asignación	por	concepto	de
vivienda	abonada	por	la	emplazada	tiene	la	calidad	de	condición	de	trabajo
independientemente	de	su	permanencia	y	regularidad	en	el	tiempo,	no	sólo
por	su	naturaleza	condicionada	sino	también	por	su	finalidad	al	ser	una
forma	de	compensación	que	otorga	la	demandada	a	aquellos	trabajadores
cuyo	domicilio	se	encuentran	fuera	de	la	localidad	de	Tuman	para	facilitar	el
cumplimiento	de	su	débito	laboral,	por	lo	que	en	aplicación	de	lo	previsto	en
el	artículo	siete	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral	que
estipula	que	no	constituye	remuneración	para	ningún	efecto	legal,	los
conceptos	previstos	en	los	artículos	diecinueve	y	veinte	del	Texto	Único
Ordenado	del	Decreto	Legislativo	número	seiscientos	cincuenta,	este
concepto	no	tendría	la	calidad	de	concepto	remunerativo	como	así	lo	han
definido	indebidamente	los	órganos	de	instancia	al	obviar	en	su	análisis	el
marco	jurídico	antes	delimitado.	Noveno:	Que,	sin	embargo	esta	conclusión
no	enerva	el	derecho	de	los	demandantes	a	que	la	demandada	cumpla	con	el
pago	de	esta	condición	de	trabajo	de	acuerdo	a	lo	establecido	por	la	sala
superior	al	no	haber	probado	en	el	proceso	haber	cumplido	con	su	abono	en
el	período	objeto	de	reclamo,	por	lo	que	resulta	de	aplicación	lo
contemplado	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	trescientos	noventisiete	del
Código	Procesal	Civil	que	indica	que	la	sala	no	casará	la	sentencia	por	el	sólo
hecho	de	estar	erróneamente	motivada	si	su	parte	resolutiva	se	ajusta	a
derecho,	sin	embargo	debe	hacer	la	correspondiente	rectificación.
Resolución:	Declararon	infundado	el	recurso	de	casación”.	(Cas.	Primera	Sala
Transitoria	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	1524-2004-
Lambayeque,	ago.	17/2005).
JURISPRUDENCIA.—La	pensión	alimenticia	no	alcanza	el	pago	de	utilidades.
“(...)	Como	fundamento	de	su	denuncia	in	iure	sostiene	que	se	ha	aplicado
indebidamente	los	artículos	16,	19	y	20	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley
de	Compensación	por	Tiempo	de	Servicio,	pues	ha	excluido	del	monto	de	la
pensión	alimenticia	el	concepto	de	utilidades;	empero	en	el	Decreto
Legislativo	número	892	con	su	reglamento	Decreto	Supremo	número	009-
98-TR	en	ningún	artículo	se	menciona	excepción	alguna	a	la	imposición	de
medidas	judiciales	que	graven	este	concepto,	esto	es,	no	tiene	la	calidad	de
intangibles	ni	de	inembargables,	ni	exclusiva	reserva	legal	alguna,	ergo	son
de	libre	disponibilidad	del	trabajador	por	ser	un	incentivo	económico	para
estimular	su	interés	y	apego	a	las	actividades	productivas	de	la	empresa;
por	lo	que,	nadie	puede	hacer	distinciones	donde	la	ley	no	las	hace.
Asimismo	indica	que	lo	contenido	en	el	artículo	19	de	la	Ley	de
Compensación	por	Tiempo	de	Servicio	que	establece	que	las	utilidades	no	se
consideran	remuneración	computable,	debe	entenderse	correctamente,	que
es	sólo	para	los	efectos	de	establecer	los	montos	de	la	liquidación,	mas	no
para	arbitrariamente	extender	sus	efectos	a	la	regulación	del	monto	de	la
pensión	de	alimentos	por	ser	de	distinta	naturaleza	y	efectos.	Analizada	la
denuncia	por	vicio	in	iudicando,	se	advierte	la	recurrente	no	ha	demostrado
la	impertinencia	de	las	normas	con	la	relación	de	hecho	establecida	en	la
instancia;	verificándose	además,	que	lo	argumentado	ha	sido	expuesto	por
la	recurrente	en	su	recurso	de	apelación,	habiendo	la	sala	revisora	emitido
pronunciamiento	al	respecto,	conforme	se	desprende	del	considerando
quinto	de	la	recurrida,	siendo	ello	así,	debe	ser	desestimada	la	citada
denuncia.	(...).”	(Cas.	Corte	Suprema.	Exp.	4135-2008-Ancash,	mar.	30/2009.
V.	P.	Mansilla	Novella)
JURISPRUDENCIA.—Concepto	de	“movilidad”	utilizado	para	pagar	horas
extras	no	califica	como	condición	de	trabajo.	“(...)	en	lo	referente	a	la
infracción	normativa	consistente	en	la	inaplicación	de	una	norma	de
derecho	material,	referida	al	artículo	19,	inciso	e)	del	Decreto	Supremo	N°
001-97-TR,	(...),	se	debe	mencionar	que	este	argumento	de	la	recurrente	de
que	lo	abonado	por	movilidad	se	trataba	de	condición	de	trabajo,	no	guarda
coherencia	con	lo	expresamente	manifestado	en	su	escrito	de	contestación
de	demanda	en	cuanto	a	que	se	utilizaba	simuladamente	la	denominación
de	‘movilidad’	para	en	realidad	cancelar	las	horas	extras	laboradas	(horas
extras	que	tienen	naturaleza	remunerativa	por	constituir	contraprestación
por	el	trabajo	efectuado),	lo	que	significa	que	en	realidad	se	ha	estado	ante
un	concepto	remunerativo	de	libre	disposición	del	trabajador,	por	lo	cual,
este	extremo	del	recurso	de	casación	también	debe	declararse	infundado”.
(C.	S,	Cas.	Lab.	4503-2012-La	Libertad,	may.	13/2013.	V.	P.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—La	remisión	inoportuna	de	las	metas	presupuestadas	no
justifica	suficientemente	el	pago	de	una	gratificación	por	productividad.	“(...)
en	el	presente	caso	el	juez	de	primera	instancia	y	la	sala	superior	han
determinado	el	derecho	del	demandante	a	la	percepción	de	la	gratificación
extraordinaria	por	productividad,	en	razón	a	que	la	emplazada	no	cumplió
con	comunicar	oportuna	y	debidamente	a	la	Federación	de	Trabajadores	el
logro	de	las	metas	correspondientes	al	periodo	de	mil	novecientos	noventa
y	seis,	dos	mil	y	dos	mil	uno;	sin	embargo,	el	juzgador	no	ha	considerado
que	ello	no	constituye	argumento	suficiente	para	amparar	el	derecho
reclamado,	pues	conforme	se	detalló	en	el	considerando	anterior,	la
percepción	de	la	gratificación	extraordinaria	por	productividad	no	solo	está
condicionado	a	dicha	inobservancia	de	naturaleza	formal,	sino	que	existe
otras	condiciones	de	fondo	como	es	el	hecho	de	no	haber	cumplido	la	meta
propuesta	para	los	ejercicios	mil	novecientos	noventa	y	seis,	dos	mil	y	dos
mil	uno,	circunstancia	que	resulta	determinante	para	establecer	que	no
corresponde	al	demandante	percibir	la	gratificación	extraordinaria	por
productividad	que	reclama.	En	conclusión,	sí	no	se	remitió	oportunamente
la	comunicación	sobre	metas	presupuestadas,	este	hecho	no	da	lugar	al
pago	de	la	gratificación	por	productividad.	(...)	En	las	casaciones	números
4460-2009	de	fecha	dieciocho	de	marzo	de	dos	mil	once	y	2205-2007	del
tres	de	noviembre	del	dos	mil	ocho,	esta	sala	constitucional	se	ha
pronunciado	en	el	sentido	que	adopta	esta	ejecutoria	suprema	en	el
presente	caso,	lo	que	además	ha	sido	reiterado	jurisprudencialmente,
corresponde	declarar	fundado	el	recurso	en	este	extremo	(...).”	(C.	S.,	Cas.
Lab.	3065-2012-La	Libertad,	nov.	23/2012.	V.	P.	Torres	Vega)
JURISPRUDENCIA.—La	participación	en	las	utilidades	es	una	institución
cuya	naturaleza	difiere	de	la	remuneración	y	de	otros	beneficios	sociales.	“(...)
la	participación	en	las	utilidades	reconocidas	por	el	artículo	29	de	la
Constitución	Política	del	Estado,	adquieren	una	doble	dimensión,	toda	vez
que	se	trata	de	una	institución	cuya	naturaleza	difiere	de	la	numeración	y	de
otros	beneficios	sociales	reconocidos	por	el	derecho	del	trabajo,	pero	a	su
vez	se	encuentra	regulada	por	el	derecho	tributario	al	ser	parte	de	la	renta
obtenida	por	el	empleador	y	distribuida	a	sus	trabajadores	en	virtud	de	la
obligación	legal	como	la	comentada,	debiendo	ser	entendida	como	un
beneficio	económico	sui	generis	que	se	sustenta	en	el	mayor	beneficio
obtenido	por	el	empleador	en	un	determinado	período.	(...)	en	tal	sentido,	al
no	constituir	el	pago	de	utilidades,	remuneración	o	beneficio	social
propiamente	dicho,	es	evidente	que	la	sentencia	de	vista	no	ha	incurrido	en
infracción	del	artículo	24	de	la	Constitución	Política	del	Perú,	que	regula	el
derecho	de	todo	trabajador	a	percibir	un	remuneración	(...)	el	concepto
otorgado	a	sus	trabajadores	tuvo	una	naturaleza	unilateral	y	liberal,	y	si
bien	es	de	libre	disponibilidad	de	éstos,	no	menos	cierto	es,	que	dicho
concepto	no	guarda	relación	directa	con	la	compensación	de	la	mano	de
obra	que	brinda	el	trabajador	a	su	empleador	para	constituir	remuneración,
y	por	tanto	tampoco	se	estaría	infringiendo	el	artículo	7°	de	la	Ley	de
Fomento	del	Empleo,	norma	que	al	guardar	plena	concordancia	con	los
artículos	1°,	19	y	20	de	la	Ley	de	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios,	no
constituye	en	modo	alguno,	elemento	de	orden	jurídico	que	permita
establecer	la	naturaleza	remunerativa	o	de	beneficio	social,	del	monto
adicional	reconocido	por	la	empresa	impugnante	a	sus	trabajadores	(...)”.	(C.
S.,	Cas.	4823-2009-Lima,	set.	28/2010.	V.	P.	Vásquez	Cortez)
DOCTRINA.—Teléfonos	 celulares	 entregados	 a	 la	 fuerza	 de	 ventas
pueden	 ser	 descontados	 en	 la	 liquidación	 de	 beneficios	 sociales.	 “De
acuerdo	a	lo	referido	por	la	empresa,	ésta	desea	hacer	entrega	de	teléfonos
celulares	al	personal	de	ventas	para	el	contacto	con	los	clientes	y	para	que
se	reporten	diariamente	con	ella.	Así,	se	presentaría	una	ventaja	patrimonial
para	el	trabajador,	al	evitar	que	este	cubra,	utilizando	sus	propios	ingresos,
el	costo	de	las	comunicaciones	telefónicas	con	los	clientes	y	con	la	empresa.
(...).
Sin	embargo,	cabe	señalar	que	la	entrega	de	teléfonos	celulares	al	personal
de	 ventas	 estaría	 directamente	 vinculada	 a	 la	 prestación	 del	 servicio,
facilitando	la	labor	del	trabajador.	(...).
Siendo	 así,	 conforme	 la	 normativa	 aplicable	 y	 a	 la	 luz	 de	 lo	 analizado,	 es
posible	concluir	que	el	valor	de	los	celulares	que	se	entregarían	al	personal
de	ventas	no	constituiría	un	concepto	de	carácter	remunerativo.	(...).
En	 tanto	 el	 contrato	 de	 trabajo	 es	 un	 instrumento	 que	 recoge	 la
manifestación	 de	 voluntad	 del	 trabajador,	 al	 establecer	 –al	 momento	 de
iniciar	 la	 relación	 laboral–	 una	 cláusula	 que	 habilite	 al	 empleador	 a
proceder	 a	 realizar	 los	 mencionados	 descuentos	 de	 la	 liquidación	 de
beneficios	 sociales,	 debe	 evaluarse	 que	 la	 decisión	 del	 trabajador	 de
disponer	de	su	remuneración	haya	sido	adoptada	libremente	y	que	no	esté
condicionada	 a	 la	 necesidad	 de	 contar	 con	 un	 puesto	 de	 trabajo	 o	 que	 se
esté	presentando	un	supuesto	de	renuncia	de	derechos.	(...).
-	 La	 vestimenta	 a	 entregar	 al	 personal	 administrativo	 constituiría	 una
condición	de	trabajo	(no	tiene	carácter	remunerativo).
-	 La	 vestimenta	 a	 entregar	 al	 personal	 de	 limpieza	 y	 almacén	 sería	 una
liberalidad	del	empleador	(no	es	considerada	remuneración).
-	Los	celulares	que	se	entregarán	al	personal	de	ventas	representarían	una
condición	de	trabajo	(no	tiene	naturaleza	remunerativa).
-	La	capacitación	interna	o	externa	recibida	tendría	naturaleza	de	condición
de	trabajo	y	no	de	remuneración.
Considerando	 lo	 señalado	 anteriormente,	 queda	 por	 determinar	 si	 cabe
que	 el	 valor	 del	 costo	 de	 los	 referidos	 conceptos	 sea	 descontado	 de	 la
liquidación	de	beneficios	sociales	en	caso	que	con	ocasión	del	cese	no	hayan
sido	devueltos	al	empleador.
Vale	 mencionar	 que	 respecto	 a	 la	 vestimenta	 a	 entregar	 al	 personal	 de
limpieza	 y	 almacén	 por	 haber	 sido	 entregada	 bajo	 el	 título	 de	 liberalidad
(gratuidad	de	 la	 entrega),	 no	 cabría	 que	 al	momento	de	 la	 extinción	de	 la
relación	 laboral	 sea	 devuelta	 al	 empleador	 o	 se	 reembolse	 el	 valor	 de	 su
costo.
Con	relación	a	la	vestimenta	y	los	celulares	que	se	entregarían	al	personal
administrativo	 y	 al	 personal	 de	 ventas,	 respectivamente,	 es	 importante
realizar	una	precisión:	lo	que	se	haría	entrega	como	condición	de	trabajo	es
el	uso	de	estos	activos,	no	se	trata	de	une	entrega	en	propiedad.
Bajo	esta	 lógica,	 si	 bien	por	 la	naturaleza	de	 las	 condiciones	de	 trabajo	–
como	 prestaciones	 otorgadas	 al	 trabajador	 para	 que	 cumpla
adecuadamente	 su	 labor–	 cabría	 su	 devolución	 al	 momento	 del	 cese.	 Sin
embargo,	 en	 tanto	 los	 bienes	 entregados	 no	 son	 de	 titularidad	 del
trabajador	(no	son	de	su	libre	disposición),	sí	se	admitiría	que	dichos	bienes
sean	retornados	cuando	no	exista	la	causa	que	motiva	su	utilización.
De	 esta	 manera,	 cuando	 los	 bienes	 mencionados	 no	 sean	 retornados	 al
empleador,	 este	 podría	 –previo	 acuerdo	 con	 el	 trabajador–	 descontar	 el
valor	 de	 los	 referidos	 activos	 de	 la	 liquidación	 de	 beneficios	 sociales	 del
trabajador	 (…)”.	 (MTPE,	 Inf.	 18-2013-MTPE/2/14,	mar.	 19/2013.	Director
General	de	Trabajo	Gastón	Remy	Llacsa)
DOCTRINA.—Si	la	empresa	entrega	una	suma	de	dinero	sin	verificar	su
destino,	 el	 monto	 otorgado	 tendría	 naturaleza	 remunerativa.	 “¿Bajo
qué	 título	 se	 califica	 la	 capacitación	 interna	 o	 externa	 recibida	 por	 el
trabajador?	 Cabe	mencionar	 que	 el	 costo	 de	 la	 capacitación	 que	 recibe	 el
trabajador,	cuando	resulta	necesaria	para	la	prestación	del	servicio	o	tiene
incidencia	en	la	mejora	del	mismo,	está	destinada	a	un	interés	empresarial
aunque	 también	 pueda	 significar	 un	 beneficio	 para	 el	 trabajador.	 Así,	 la
capacitación	 interna	o	externa	recibida	tendría	naturaleza	de	condición	de
trabajo	y	no	de	remuneración.
En	 caso	 que	 la	 empresa	 haya	 entregado	 una	 suma	 de	 dinero	 a	 los
trabajadores	 por	 concepto	 de	 capacitación	 sin	 que	 se	 haya	 verificado	 el
destino	de	dicha	suma	[es	decir,	si	se	empleó	para	 la	 finalidad	para	 la	que
fue	entregada],	el	monto	otorgado	sí	 tendría	naturaleza	remunerativa	por:
a)	representar	una	ventaja	patrimonial	que	recibe	el	trabajador	por	parte	de
su	 empleador	 y	 b)	 de	 no	mencionarse	 el	 título	 bajo	 el	 cual	 se	 entrega,	 se
aplicaría	 la	 presunción	 de	 salariedad”.	 (MTPE,	 Inf.	 18-2013-MTPE/2/14,
mar.	19/2013.	Director	General	de	Trabajo	Gastón	Remy	Llacsa)
DOCTRINA.—Uniformes	 que	 se	 entregan	 al	 personal	 para	 satisfacer
una	necesidad	empresarial	califican	como	condición	de	trabajo.	“Por	lo
analizado	 en	 los	 literales	 a)	 y	 b),	 es	 posible	 afirmar	 que	 la	 vestimenta
entregada	 al	 personal	 administrativo,	 por	 no	 representar	 una	 ventaja
patrimonial	y	por	ser	entregada	como	condición	de	trabajo,	no	tendría	una
naturaleza	remunerativa	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	literal	c)	del	artículo
19	de	la	Ley	de	CTS.	Atendiendo	a	tales	razones,	tampoco	sería	exigible	que
dicha	 vestimenta	 sea	 devuelta	 con	 ocasión	 del	 cese	 o	 que	 su	 valor	 sea
reembolsado	 al	 empleador	 a	 través	 de	 un	 descuento	 de	 la	 liquidación	 de
beneficios	sociales.
En	el	caso	del	uniforme	entregado	al	personal	de	 limpieza	y	almacén,	por
tratarse	 de	 una	 liberalidad	del	 empleador,	 de	 acuerdo	 a	 lo	 regulado	 en	 el
literal	a)	del	artículo	19	de	la	Ley	de	CTS,	tal	concepto	no	sería	considerado
como	 remuneración.	 En	 consecuencia,	 no	 debería	 ser	 materia	 de
descuentos”.	 (MTPE,	 Inf.	 18-2013-MTPE/2/14,	 mar.	 19/2013.	 Director
General	de	Trabajo	Gastón	Remy	Llacsa)
D.	S.	004-97-TR.
ART.	7°.—La	asignación	o	bonificación	por	 educación	 a	que	 se	 contrae	 el
inciso	f)	del	artículo	19	de	la	ley,	comprende	a	las	otorgadas	con	ocasión	de
los	 estudios	 del	 trabajador	 o	 de	 sus	 hijos,	 de	 ser	 el	 caso;	 sean	 estos
preescolares,	escolares,	superiores,	técnicos	o	universitarios	e	incluye	todos
aquellos	 gastos	 que	 se	 requieran	 para	 el	 desarrollo	 de	 los	 estudios
respectivos,	como	uniformes,	útiles	educativos	y	otros	de	similar	naturaleza,
salvo	convenio	más	favorable	para	el	trabajador.
D.	S.	004-97-TR.
ART.	 8°.—Se	 consideran	 condiciones	 de	 trabajo,	 los	 pagos	 efectuados	 en
dinero	o	en	especie,	previstos	en	el	inciso	i)	del	artículo	19	de	la	ley.
La	 inclusión	 en	 el	 libro	 de	 planillas	 de	 los	 conceptos	 referidos	 en	 los
artículos	19	y	20	de	la	ley,	no	afectan	su	naturaleza	de	no	computable.
NOTA:	Las	menciones	al	artículo	19	de	la	ley	están	referidas	al	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de
Compensación	por	Tiempo	de	Servicios,	Decreto	Legislativo	N°	650,	aprobado	por	el	Decreto
Supremo	N°	001-97-TR.
TUO	-	D.	Leg.	650.
ART.	 20.—Tampoco	 se	 incluirá	 en	 la	 remuneración	 computable	 la
alimentación	 proporcionada	 directamente	 por	 el	 empleador	 que	 tenga	 la
calidad	de	condición	de	trabajo	por	ser	indispensable	para	la	prestación	de
los	servicios,	o	cuando	se	derive	de	mandato	legal.
DOCTRINA.—¿Cómo	 se	 determina	 si	 un	 pago	 es	 remunerativo	 o	 no?
“2.3.	 (...)	 Para	 poder	 determinar	 si	 un	 pago	 tiene	 carácter	 remunerativo
deben	precisarse	las	siguientes	cuestiones:	i)	si	el	pago	importa	una	ventaja
patrimonial	y	ii)	bajo	qué	título	se	entrega	el	pago	al	trabajador.
Lo	anterior	es	ilustrado	en	el	siguiente	cuadro:

“.	 (MTPE,	 Inf.	 18-2013-MTPE/2/14,	 mar.	 19/2013.	 Director	 General	 de
Trabajo	Gastón	Remy	Llacsa)
COMENTARIO.—Conceptos	 que	 no	 forman	parte	 de	 la	 remuneración.
El	 Art.	 19	 del	 TUO	 del	 D.	 Leg.	 N°	 650	 determina	 qué	 conceptos	 no	 son
computables	para	el	beneficio	de	 la	CTS	y,	por	extensión,	cuáles	no	 tienen
naturaleza	 remunerativa	 para	 ningún	 efecto	 legal.	 Nos	 detendremos	 a
continuación	 en	 aquellos	 conceptos	 que	 puedan	 merecer	 el	 comentario
pertinente:
-	El	enunciado	legal,	al	referirse	a	“cualquier	forma”	de	participación	en	las
utilidades	de	la	empresa,	incluye	no	sólo	a	las	de	origen	legal	sino	también	a
las	establecidas	por	la	vía	del	acuerdo	colectivo	o	individual,	e	incluso	a	las
originadas	por	decisión	propia	del	empleador.
-	 Por	 canasta	 de	 Navidad	 se	 entiende	 el	 otorgamiento	 gracioso	 al
trabajador	 de	 una	 serie	 de	 productos	 en	 cantidad	 indeterminada	 y	 que
generalmente	se	consumen	prioritariamente	durante	el	último	mes	del	año,
llámense	–entre	otros–	tabletas	de	chocolate,	panetón,	pavo,	etc.
-	 El	 transporte,	 o	 suma	 otorgada	 al	 trabajador	 para	 que	 diariamente	 se
traslade	de	su	domicilio	al	centro	de	labores	–de	ida	y	de	regreso–,	no	forma
parte	de	la	remuneración.
Si	bien	es	usual	que	el	 transporte	se	abone	en	 la	suma	correspondiente	a
dos	 o	 más	 pasajes	 diarios,	 nada	 impide	 que	 cubra	 también	 el	 valor	 del
traslado	 del	 personal	 que	 por	 su	 categoría	 no	 hace	 uso	 de	 los	 medios
masivos	de	transporte,	prefiriendo	otros	medios	–taxis,	por	ejemplo–;	o	aún
que	 equivalga	 al	 costo	 del	 combustible	 usado	 por	 los	 empleados	 que
cuenten	con	movilidad	propia;	siempre	que	en	todos	los	casos	se	otorgue	en
montos	razonables	y	condicionados	a	la	asistencia	del	trabajador.
-	 Por	 otro	 lado,	 debe	 distinguirse	 entre	 la	 movilidad	 como	 condición	 de
trabajo	y	las	sumas	otorgadas	por	transporte.	La	primera	tiene	por	finalidad
facilitar	el	cumplimiento	de	las	labores	habituales	del	trabajador	(la	visita	a
los	potenciales	clientes	en	el	caso	de	los	vendedores,	por	ejemplo),	mientras
que	el	transporte	alude	a	su	traslado	al	local	de	la	empresa.
PRESTACIONES	ALIMENTARIAS
Ley	28051.
ART.	1°.—Objeto	de	la	ley.	La	presente	ley	establece	el	beneficio
de	prestaciones	alimentarias	con	fines	promocionales	en	favor	de
los	trabajadores	sujetos	al	régimen	laboral	de	la	actividad	privada,
con	el	objeto	de	mejorar	sus	ingresos,	mediante	la	adquisición	de
bienes	de	consumo	alimentario	suministrados	por	su	empleador
con	la	participación	de	terceros	en	condiciones	adecuadas.
Las	prestaciones	alimentarias,	podrán	ser	objeto	de	convención
colectiva	de	trabajo	o	contrato	individual.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	 1°.—Del	 objeto	 de	 la	 ley.	 El	 beneficio	 establecido	 por	 la	 ley	 es	 de
carácter	 voluntario,	 previo	 acuerdo	 individual	 o	 colectivo	 entre	 los
trabajadores	 y	 empleadores,	 y	 se	 materializa	 a	 través	 de	 la	 entrega	 de
bienes	de	consumo	alimentario,	en	cualquiera	de	las	modalidades	previstas
en	 la	 ley	 o	 en	 el	 presente	 reglamento,	 encontrándose	 prohibido	 el
otorgamiento	de	la	prestación	en	dinero.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	 2°.—Ámbito	 de	 aplicación	 del	 reglamento.	 Cuando	 el	 presente
reglamento	mencione	 a	 las	 prestaciones	 alimentarias,	 se	 está	 refiriendo	 a
las	 de	 suministro	 directo	 otorgadas	 como	 beneficio	 nuevo	 a	 contar	 de	 la
fecha	 de	 entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 ley,	 y	 a	 las	 de	 suministro	 indirecto
contempladas	en	el	inciso	b)	del	artículo	2°	de	la	ley,	es	decir:
a)	 Las	 otorgadas	 a	 través	 de	 empresas	 administradoras	 que	 tienen
convenio	con	el	empleador	a	través	de	la	entrega	de	cupones,	vales	u	otros
análogos	 para	 la	 adquisición	 exclusiva	 de	 alimentos	 en	 establecimientos
afiliados;
b)	 Las	 otorgadas	 mediante	 convenios	 con	 empresas	 proveedoras	 de
alimentos	 debidamente	 inscritas	 en	 el	Ministerio	 de	Trabajo	 y	 Promoción
del	Empleo.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	 27.—De	 los	 contratos	 entre	 trabajador	 y	 empleador.	 De
conformidad	 con	 el	 artículo	 11	 de	 la	 ley,	 los	 empleadores	 que	 suscriban
convenios	 colectivos	de	 trabajo	 o	 contratos	 individuales	 que	 contengan	 el
acuerdo	de	otorgamiento	de	prestaciones	alimentarias	en	 la	modalidad	de
suministro	 indirecto,	 deberán	 ponerlos	 en	 conocimiento	 de	 la	 autoridad
administrativa	de	trabajo	en	el	plazo	de	15	días	de	suscripción.
Ley	28051.
ART.	2°.—Modalidades	de	la	prestación.	Las	modalidades	de	la
prestación	pueden	ser,	sin	que	éstas	sean	excluyentes:
a)	Suministro	directo:	El	que	otorga	el	empleador	valiéndose	de
los	servicios	de	comedor	o	concesionario	provisto	en	el	centro	de
trabajo.	En	los	casos	de	otorgamiento	de	este	beneficio	a	la	fecha
de	entrada	en	vigencia	de	la	ley	por	acto	unilateral	del	empleador,
costumbre	o	mediante	convención	colectiva,	mantiene	su
naturaleza	de	remuneración	computable.
b)	Suministro	indirecto:
b.1)	El	que	se	otorga	a	través	de	empresas	administradoras	que
tienen	convenios	con	el	empleador,	mediante	la	entrega	de
cupones,	vales,	u	otros	análogos,	para	la	adquisición	exclusiva	de
alimentos	en	establecimientos	afiliados.
b.2)	El	que	se	otorga	mediante	convenio	con	empresas
proveedoras	de	alimentos	debidamente	inscritas	en	el	Ministerio
de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	 3°.—Prestaciones	 alimentarias	 existentes.	 El	 valor	 de	 las
prestaciones	alimentarias	otorgadas	a	la	fecha	de	entrada	en	vigencia	de	la
ley,	 bajo	 la	 modalidad	 de	 suministro	 directo	 por	 acto	 unilateral	 del
empleador,	 costumbre	 o	 convención	 colectiva	 constituye	 remuneración
computable,	siempre	que	no	se	trate	de	la	alimentación	proporcionada	por
el	empleador	a	que	se	refiere	el	artículo	20	del	Texto	Único	Ordenado	de	la
Ley	 de	 Compensación	 por	 Tiempo	 de	 Servicios,	 aprobado	 por	 Decreto
Supremo	N°	001-97-TR.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	4°.—De	 las	condiciones	de	 trabajo.	Precísase	que	 las	prestaciones
alimentarias	otorgadas	por	el	empleador,	que	tienen	la	calidad	de	condición
de	trabajo,	no	constituyen	remuneración	computable.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	5°.—Alimentos	en	crudo	o	cocidos.	De	conformidad	con	el	literal	b)
del	 artículo	 2°	 de	 la	 ley,	 debe	 entenderse	 que	 a	 través	 del	 suministro
indirecto,	 las	 empresas	 proveedoras	 de	 alimentos	 podrán	 entregar	 los
alimentos	en	estado	crudo	o	cocidos.
Ley	28051.
ART.	3°.—Inafectación	de	la	contraprestación.	El	valor	de	las
prestaciones	alimentarias	otorgadas	bajo	las	modalidades
establecidas	en	los	numerales	b.1)	y	b.2)	del	artículo	2°	inciso	b)
de	la	presente	ley,	constituyen	remuneración	no	computable	y	por
lo	tanto	no	se	tendrá	en	cuenta	para	la	determinación	de	derechos
o	beneficios	de	naturaleza	laboral,	sea	de	origen	legal	o
convencional,	ni	para	los	aportes	y	contribuciones	a	la	seguridad
social.	Lo	dispuesto	en	el	presente	artículo	no	será	de	aplicación
para	los	tributos	que	tengan	como	base	imponible	las
remuneraciones	y	que	sean	ingresos	del	Tesoro	Público.
Ley	28051.
ART.	4°.—Convenios	entre	el	empleador	y	la	empresa
administradora	y	proveedora	de	alimentos.	Para	acogerse	al
sistema	a	que	se	refieren	los	numerales	b.1)	y	b.2)	del	artículo	2°
inciso	b)	de	la	presente	ley,	se	requiere	convenio	entre	el
empleador	y	la	empresa	administradora,	o	proveedora	de
alimentos,	según	sea	el	caso,	el	mismo	que	debe	constar	por
escrito.
Los	documentos	que	contengan	el	derecho	de	exigir	los	bienes
materia	de	la	prestación	deberán	ser	expedidos	a	nombre	del
trabajador.
El	reglamento	establecerá	las	cláusulas	y	garantías	que
contendrá	cada	convenio.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	 7°.—De	 las	 empresas	 administradoras.	 Las	 empresas
administradoras,	 son	 empresas	 especializadas	 en	 la	 administración	 del
sistema	 de	 vales,	 cupones	 o	 documentos	 análogos	 destinados	 al	 pago	 de
comidas	y/o	a	la	compra	de	productos	alimenticios.
Las	 empresas	 administradoras	 sólo	 podrán	 operar	 luego	 de	 haberse
registrado	 en	 el	 “Registro	 Nacional	 de	 Empresas	 Administradoras	 y
Empresas	Proveedoras	de	Alimentos	-	Ley	N°	28051”	a	cargo	del	Ministerio
de	Trabajo	y	de	Promoción	del	Empleo.
R.	M.	085-2004-TR.
ART.	1°.—De	las	instancias	y	recursos	impugnativos	en	el	Registro	de
las	 Empresas	 Administradoras	 y	 las	 Empresas	 Proveedoras	 de
Alimentos.	El	conocimiento	y	resolución	de	las	solicitudes	de	registro	de	las
empresas	administradoras	y	las	empresas	proveedoras	de	alimentos,	es	de
competencia	de:
1)	 En	 el	 ámbito	 nacional	 o	 multirregional,	 la	 Dirección	 Nacional	 de
Relaciones	 de	 Trabajo	 en	 instancia	 única.	 Sólo	 procede	 recurso	 de
reconsideración.
2)	En	el	ámbito	regional	la	Dirección	de	Prevención	y	Solución	de	Conflictos
en	 primera	 instancia,	 y	 la	Dirección	Regional	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del
Empleo,	en	segunda	instancia.	Sólo	procede	recurso	de	apelación.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	 8°.—De	 los	 requisitos	 de	 las	 empresas	 administradoras.	 Son
requisitos	 para	 la	 inscripción	 de	 las	 empresas	 administradoras	 en	 el
“Registro	Nacional	de	Empresas	Administradoras	y	Empresas	Proveedoras
de	Alimentos	-	Ley	N°	28051”:
a)	Estar	constituida	como	persona	jurídica	de	acuerdo	a	la	Ley	General	de
Sociedades.
b)	 Contar	 con	 un	 capital	 social	 suscrito	 y	 pagado	mínimo	 de	 trescientos
(300)	Unidades	 Impositivas	 Tributarias,	 el	 cual	 puede	 ser	modificado	 por
resolución	ministerial	del	Sector	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
c)	 Su	 objeto	 social	 deberá	 comprender	 la	 realización	 de	 actividades	 de
administración	del	sistema	de	vales,	cupones	o	documentos	análogos	para
prestaciones	alimentarias	a	favor	de	los	trabajadores.
d)	 Acreditar,	 una	 carta	 fianza	 solidaria,	 incondicionada,	 sin	 beneficio	 de
excusión,	de	un	plazo	no	menor	de	un	(1)	año,	renovable	automáticamente	y
de	 ejecución	 inmediata	 a	 simple	 requerimiento	 escrito,	 emitida	 por	 una
empresa	bancaria	múltiple	según	la	Ley	N°	26702,	Ley	General	del	Sistema
Financiero	y	del	Sistema	de	Seguros	y	Orgánica	de	 la	Superintendencia	de
Banca	y	Seguros,	a	favor	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
El	monto	 inicial	de	 la	 fianza,	 será	no	menor	al	20%	del	equivalente	de	 los
vales,	 cupones	o	documentos	análogos	que	se	estima	emitir.	El	valor	de	 la
fianza	deberá	actualizarse	obligatoriamente	en	forma	bimestral	de	acuerdo
a	 la	 cuantía	 de	 los	 vales,	 cupones	 o	 documentos	 análogos	 emitidos	 y	 no
redimidos.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	11.—Modificado.	D.	S.	006-2006-TR,	Art.	1°.	Características	de	las
empresas	proveedoras	de	alimentos	y	 establecimientos	afiliados.	 Las
empresas	 proveedoras	 de	 alimentos	 pueden	 brindar	 alimentos	 en	 estado
crudo	o	preparado.
Las	 empresas	 proveedoras	 de	 alimentos	 en	 crudo	 son	 los	 comercios,
almacenes,	 panaderías,	 carnicerías	 o	 similares,	 verdulerías,	 mercados	 de
abastos,	 tiendas	 de	 abarrotes,	 bodegas,	 autoservicios,	 y,	 en	 general,
establecimientos	 de	 expendio	 de	 alimentos	 que	 tienen	 como	 objeto	 el
comercio	al	por	menor	de	víveres	o	alimentos	crudos.
Las	 empresas	 proveedoras	 de	 alimentos	 preparados	 son	 los	 puestos	 de
refrigerio,	 restaurantes	 y	 similares,	 que	 proveen	 alimentos	 preparados
dentro	o	fuera	del	establecimiento.
Los	establecimientos	afiliados	son	aquellos	negocios	o	comercios	descritos
en	los	párrafos	anteriores	y	que	forman	parte	de	la	red	de	comercios	de	una
o	varias	empresas	administradoras.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	12.—Modificado.	D.	S.	006-2006-TR,	Art.	1°.	Del	funcionamiento	y
requisitos	 de	 las	 empresas	 proveedoras	 de	 alimentos.	 Las	 empresas
proveedoras	 de	 alimentos	 podrán	 pedir	 su	 incorporación	 a	 la	 red	 de
establecimientos	 afiliados	 de	 una	 o	 varias	 empresas	 administradoras.
También	podrán	pactar	en	forma	directa	con	las	empresas	clientes	luego	de
haberse	registrado	en	el	“Registro	Nacional	de	Empresas	Administradoras	y
Empresas	Proveedoras	de	Alimentos	-	Ley	N°	28051”.
Las	 empresas	proveedoras	de	 alimentos	 sólo	podrán	 formar	una	 red	 con
sus	establecimientos	propios.
Son	requisitos	sustantivos	para	la	inscripción	de	las	empresas	proveedoras
de	 alimentos	 en	 el	 “Registro	 Nacional	 de	 Empresas	 Administradoras	 y
Empresas	Proveedoras	de	Alimentos	-	Ley	N°	28051”:
a)	 Ser	 persona	 natural	 con	 negocio	 o	 estar	 constituida	 como	 persona
jurídica	 de	 acuerdo	 a	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 como	 empresa
individual	 de	 responsabilidad	 limitada,	 conforme	 a	 la	 ley	 de	 la	materia,	 o
como	cooperativa,	conforme	a	la	Ley	General	de	Cooperativas.
b)	 Su	 objeto	 deberá	 comprender	 el	 comercio	 al	 por	menor	 de	 víveres	 o
alimentos	 crudos,	 procesados	 o	 preparados,	 para	 el	 consumo	 humano
directo	dentro	o	fuera	del	establecimiento.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	14.—Modificado.	D.	S.	006-2006-TR,	Art.	1°.	De	la	relación	entre
las	 empresas	 administradoras	 y	 las	 empresas	 clientes.	 Para	 poder
acogerse	 al	 sistema	 de	 suministro	 indirecto	 previsto	 en	 el	 inciso	 b.1)	 del
artículo	 2°	 de	 la	 ley,	 el	 empleador	 o	 empresa	 cliente	 deberá	 celebrar	 un
convenio	con	la	empresa	administradora	que	regule	la	relación	entre	ambas
partes	y	garantice	 la	eficiencia	y	seguridad	del	sistema	en	beneficio	de	 los
trabajadores.
Para	su	validez,	el	convenio	entre	la	empresa	administradora	y	la	empresa
cliente	deberá	cumplir	los	siguientes	requisitos:
a)	Ser	celebrado	por	escrito,	en	idioma	castellano,	en	dos	ejemplares.
b)	Señalar	como	ley	aplicable	la	peruana,	en	particular	la	Ley	N°	28051	y	el
presente	 reglamento,	y	prever	 la	aplicación	supletoria	del	Código	Civil	del
Perú.
c)	Contener	las	reglas	de	emisión,	transferencia,	uso	y	vigencia	de	los	vales,
cupones	o	documentos	análogos.
d)	Contemplar	el	monto	o	el	modo	de	cálculo	del	precio	de	administración
del	 servicio	 a	 ser	 abonado	 por	 la	 empresa	 cliente	 a	 la	 empresa
administradora	por	sus	servicios.
Para	 garantizar	 la	 solvencia	 del	 sistema,	 las	 empresas	 clientes	 deberán
entregar	 a	 las	 empresas	 administradoras	 las	 sumas	 de	 dinero	 que
correspondan	 exactamente	 al	 valor	 de	 los	 cupones	 o	 vales	 o	 documentos
análogos	 emitidos,	 a	 más	 tardar,	 en	 el	 momento	 de	 recepción	 de	 dichos
documentos.	Todo	acto	o	pacto	en	contrario	es	nulo.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	15.—Modificado.	D.	S.	006-2006-TR,	Art.	1°.	De	la	relación	entre
las	empresas	proveedoras	de	alimentos	y	 las	empresas	 clientes.	 Para
poder	acogerse	al	sistema	de	suministro	indirecto	previsto	en	el	inciso	b.2)
del	artículo	2°	de	la	ley,	el	empleador	o	empresa	cliente	deberá	celebrar	un
convenio	 con	 la	 empresa	 proveedora	 de	 alimentos	 que	 regule	 la	 relación
entre	ambas	partes	y	garantice	un	servicio	seguro	y	eficiente	a	favor	de	los
trabajadores.
Para	su	validez,	el	convenio	entre	la	empresa	proveedora	de	alimentos	y	la
empresa	cliente	deberá	cumplir	los	siguientes	requisitos:
a)	Ser	celebrado	por	escrito,	en	idioma	castellano,	en	dos	ejemplares.
b)	Señalar	como	ley	aplicable	la	peruana,	en	particular	la	Ley	N°	28051	y	el
presente	 reglamento,	y	prever	 la	aplicación	supletoria	del	Código	Civil	del
Perú.
c)	Incluir	su	número	de	registro	de	habilitación	para	operar	en	el	Registro
Nacional	 de	 Empresas	 Administradoras	 y	 Empresas	 Proveedoras	 de
Alimentos.
d)	 Contener	 disposiciones	 con	 procesos	 auditables	 que	 regulen	 los
aspectos	 cuantitativos	 y	 cualitativos	 del	 suministro	 de	 prestaciones
alimentarias	 a	 los	 trabajadores	 beneficiarios,	 las	 que	 deberán	 asegurar	 la
recepción	oportuna	y	en	óptimas	condiciones	de	los	alimentos	y	garantizar
la	 equivalencia	 entre	 la	 prestación	 alimentaria	 debida	 y	 contratada	por	 el
empleador	y	la	recibida	por	el	trabajador.
e)	 El	 convenio	 incluirá	 una	 cláusula	 que	 confiera	 a	 la	 empresa	 cliente	 la
facultad	de	supervisar	permanentemente	la	calidad	nutricional	e	higiene	de
los	 alimentos	 proporcionados	 por	 la	 empresa	 proveedora	 a	 través	 de	 un
representante.
f)	 El	 convenio	 deberá	 prever	 mecanismos	 adecuados	 que	 aseguren	 el
carácter	personal	e	intransferible	del	goce	de	las	prestaciones	alimentarias
por	los	beneficiarios,	sus	cónyuges	o	en	defecto	de	éstos	por	un	apoderado,
el	 cual	 puede	 ser	 únicamente	 un	 familiar	 directo	 del	 beneficiario,
considerándose	 como	 tal	 al	 conviviente	 debidamente	 registrado	 en	 la
empresa.
g)	Contemplar	el	monto	o	el	modo	de	cálculo	de	la	prestación	a	ser	abonada
por	 la	 empresa	 proveedora	 por	 los	 bienes	 y	 servicios	 prestados	 a	 los
beneficiarios.	 Al	 igual	 que	 para	 los	 convenios	 entre	 las	 empresas
administradoras	 y	 las	 empresas	 clientes,	 para	 garantizar	 la	 solvencia	 del
sistema,	 las	empresas	proveedoras	de	alimentos	no	podrán	otorgar	plazos
de	 pago	 ni	 descuentos	 a	 sus	 clientes	 referentes	 a	 las	 sumas	 de	 dinero
correspondientes	al	valor	de	las	prestaciones	alimentarias	a	entregar	a	 los
trabajadores	beneficiarios.	Las	empresas	clientes	deberán	haber	abonado	el
valor	de	las	prestaciones	alimentarias,	a	más	tardar,	en	el	momento	del	goce
del	beneficio	por	los	trabajadores.	Todo	acto	o	pacto	en	contrario	es	nulo.
h)	 Señalar	 los	 documentos	 representativos	 del	 beneficio	 que	 se	 emitirán
por	 parte	 del	 empleador	 las	 que	 deben	 de	 contener	 cuando	 menos	 los
requisitos	establecidos	en	el	artículo	5°	de	la	ley,	o	la	forma	por	la	cual	los
trabajadores	 acceden	 al	 otorgamiento	 de	 las	 prestaciones	 alimentarias
objeto	del	convenio.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	16.—Modificado.	D.	S.	006-2006-TR,	Art.	1°.	De	la	relación	entre
las	 empresas	 administradoras	 y	 los	 establecimientos	 afiliados.	 La
afiliación	de	un	establecimiento	a	la	red	de	establecimientos	afiliados	de	una
o	más	empresas	administradoras,	es	voluntaria	y	se	concretará	mediante	el
acuerdo	de	ambas	partes	sobre	las	condiciones	operativas	y	comerciales.
Para	 poder	 afiliar,	 las	 empresas	 administradoras	 deberán	 solicitar	 a	 los
establecimientos	interesados	de	integrar	su	red,	por	lo	menos,	los	siguientes
documentos	y	constancias:
-	 Registro	 Único	 de	 Contribuyente	 -	 RUC	 o	 Registro	 Único	 Simplificado	 -
RUS.
-	 Licencia	municipal	 de	 funcionamiento	 para	 el	 expendio	 de	 alimentos	 o
comidas.
-	Número	de	registro	de	planillas,	en	caso	cuente	con	trabajadores.
Las	empresas	administradoras	deberán	conservar	en	su	poder	durante	 la
vigencia	del	contrato	de	afiliación,	copia	de	los	citados	documentos.
Las	 empresas	 administradoras	 deberán	 capacitar	 a	 los	 establecimientos
que	 componen	 su	 red	 en	 la	 identificación	 y	 correcto	 uso	 de	 los	 vales,
cupones	o	documentos	análogos	que	emitan,	así	como	en	las	reglas	básicas
del	sistema,	con	especial	incidencia	en	las	prohibiciones	y	sanciones.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	 17.—De	 la	 relación	 entre	 los	 trabajadores	 beneficiarios	 y	 las
empresas	 proveedoras	 de	 alimentos.	 Las	 empresas	 proveedoras	 de
alimentos	están	obligadas	frente	a	los	trabajadores	beneficiarios	a:
a)	 Brindar	 prestaciones	 alimentarias	 en	 óptimas	 condiciones	 de
higiene	 y	 salubridad,	 verificando	 y	 garantizando	 que	 los	 víveres
expendidos	y	los	insumos	empleados	en	la	preparación	de	las	raciones
alimenticias,	 de	 ser	 el	 caso,	 cuentan	 con	 los	 registros	 de	 carácter
sanitario	 o	 certificaciones	 análogas	 exigidos	 por	 el	 ordenamiento
legal.
b)	 Asegurar	 el	 goce	 personal	 e	 intransferible	 de	 las	 prestaciones
alimentarias	por	parte	de	los	beneficiarios	o	sus	cónyuges	acreditados
o	en	defecto	de	éstos	por	un	apoderado.
c)	 Garantizar	 la	 equivalencia	 entre	 el	 valor	 del	 vale	 o	 cupón
presentado	por	el	beneficiario	o	el	de	la	prestación	contratada	por	el
empleador	 y	 el	 precio	 de	 la	 prestación	 alimentaria	 brindada	 al
beneficiario,	el	cual	no	podrá	ser	en	ningún	caso	mayor	que	el	ofrecido
a	clientes	que	paguen	en	dinero	efectivo.
d)	Entregar	a	los	beneficiarios	de	las	prestaciones	alimentarias,	con	ocasión
de	 su	 goce,	 únicamente	 boletas	 de	 venta,	 vales	 o	 cintas	 de	 máquinas
registradoras,	de	acuerdo	con	las	leyes	tributarias	aplicables,	que	no	podrán
ser	 utilizados	 para	 obtener	 un	 crédito	 fiscal	 ni	 para	 sustentar	 costos	 o
gastos	para	efectos	tributarios.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	 19.—Modificado.	 D.	 S.	 006-2006-TR,	 Art.	 1°.	 De	 los	 convenios
suscritos	por	el	empleador.	El	convenio	suscrito	entre	el	empleador	y	 la
empresa	 administradora,	 o	 proveedora	 de	 alimentos,	 requerido	 en	 el
artículo	4°	de	la	ley,	para	acogerse	al	Sistema	de	Prestaciones	Alimentarias
en	la	modalidad	de	suministro	indirecto,	será	presentado	dentro	de	los	15
días	para	su	conocimiento	y	fines	a	la	autoridad	administrativa	de	trabajo.
Dicho	convenio,	de	conformidad	con	lo	establecido	en	el	tercer	párrafo	del
artículo	4°	de	la	ley,	deberá	estipular	mínimamente	los	requisitos	señalados
en	 los	 artículos	 14	 y	 15	 del	 presente	 reglamento.	 Además,	 las	 partes
contratantes	 declararán	 que	 dan	 estricto	 cumplimiento	 a	 sus	 obligaciones
laborales	 y	 tributarias,	 lo	 cual	 será	 verificado	 a	 través	 de	 la	 fiscalización
posterior	por	las	autoridades	competentes.
Ley	28051.
ART.	5°.—Formalidad	de	los	vales	o	cupones.	Los	cupones	o
vales	u	otros	documentos	análogos	deberán	contener	las
siguientes	especificaciones:
a)	El	valor	que	será	pagado	al	establecimiento	proveedor.
b)	La	razón	social	del	empleador	que	concede	el	beneficio.
c)	La	mención:	“Exclusivamente	para	el	pago	de	comidas	o
alimentos.	Está	prohibida	la	negociación	total	o	parcial	por
dinero”.
d)	Nombre	del	trabajador	beneficiario.
e)	Fecha	de	vencimiento.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	 10.—Modificado.	 D.	 S.	 006-2006-TR,	 Art.	 1°.	De	 los	 cupones	 o
vales	o	documentos	análogos.	Los	cupones,	vales	o	documentos	análogos
son	 los	 medios	 de	 control	 por	 los	 cuales	 los	 trabajadores	 usuarios	 del
sistema	 de	 prestaciones	 alimentarias	 podrán	 acceder	 a	 la	 entrega	 de	 los
bienes,	 conforme	 a	 lo	 pactado	 con	 su	 empleador,	 los	 que	 serán	 de	 uso
exclusivo	para	 las	prestaciones	alimentarias.	Deben	reunir,	cuando	menos,
las	especificaciones	establecidas	en	el	artículo	5°	de	 la	 ley,	y	además,	para
efectos	de	la	seguridad	del	sistema,	lo	siguiente:
a)	Tener	 cuando	menos	10	 características	 de	 seguridad	 en	 el	 documento
que	contiene	el	 valor	 intercambiable	por	 la	prestación	alimentaria,	 la	 cual
puede	 ser:	 tinta	 termorreactiva,	 hologramas,	 marca	 de	 agua,	 tintas
especiales	 o	 cualquier	 medio	 físico	 que	 permita	 la	 seguridad	 de	 dicha
documentación.
b)	 Los	 cupones,	 vales	 o	 documentos	 análogos	 deben	 especificar	 una
numeración	 que	 facilite	 su	 registro,	 información	 de	 la	 empresa	 emisora,
domicilio	y	número	de	registro	de	habilitación	para	operar,	otorgado	por	el
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	el	número	de	registro	único
de	 contribuyente	 de	 la	 empresa	 administradora,	 así	 como	 del	 empleador
que	concede	el	beneficio.
c)	Reglas	de	utilización	y	reembolso,	así	como	una	relación	o	mención	a	los
establecimientos	en	los	que	es	posible	el	intercambio	de	los	cupones,	vales	o
documentos	análogos,	o	información	para	acceder	a	dicha	relación.
Ley	28051.
ART.	6°.—De	las	infracciones.	Los	cupones	o	vales	u	otros
documentos	análogos	se	destinarán	exclusivamente	a	la	compra
de	comida	o	alimentos.	Constituyen	infracción:
a)	El	canje	indebido	del	cupón	o	vale	por	dinero.
b)	El	canje	por	cualquier	bien	o	producto	que	no	se	destine	a	la
alimentación	del	beneficiario.
c)	Cobro	por	parte	del	establecimiento	habilitado	de	cualquier
descuento	sobre	el	valor	real	del	cupón	o	vale.
d)	Uso,	por	parte	del	establecimiento	habilitado	de	los	cupones	o
vales	que	reciba	de	los	beneficiarios	para	otros	fines	que	no	sea	el
reembolso	directo	en	la	empresa	administradora	de	los	cupones	o
vales.	El	reglamento	establecerá	las	sanciones	pertinentes.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	25.—Aplicación	de	otras	sanciones.	Las	sanciones	previstas	en	el
presente	 reglamento	 serán	 aplicadas	 sin	 perjuicio	 de	 otras	 que	 se
pudieran	 imponer	al	 infractor	por	 la	violación	de	normas	distintas	a
las	 que	 rigen	 el	 sistema	 de	 prestaciones	 alimentarias	 o	 de	 las
responsabilidades	civiles	o	penales	respectivas.
Asimismo,	el	ejercicio	de	 la	 facultad	 fiscalizadora	respecto	de	esta	 ley,	no
impide	que	otras	 entidades,	 de	 acuerdo	 a	 su	 competencia,	 puedan	 ejercer
labor	 fiscalizadora	 sobre	 los	 usuarios	 del	 sistema	 de	 prestaciones
alimentarias.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	21.—Del	cumplimiento	de	las	obligaciones	laborales.	El	Ministerio
de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	de	conformidad	con	el	artículo	11	de	la
Ley	y	el	Decreto	Legislativo	N°	910,	Ley	General	de	Inspección	y	Defensa	del
Trabajador,	 supervisará	 periódicamente	 el	 cumplimiento	 de	 las
obligaciones	 laborales	de	 las	empresas	administradoras	así	 como	el	de	 las
empresas	 proveedoras	 de	 alimentos	 que	 se	 encuentran	 debidamente
registradas.
Ley	28051.
ART.	7°.—Crédito	fiscal.	La	empresa	proveedora	de	alimentos
deberá	entregar	a	los	trabajadores	que	adquieran	sus	bienes	a
través	de	los	cupones,	vales,	u	otros	análogos	que	se	emitan
dentro	del	sistema	de	prestaciones	alimentarias,	únicamente
boletas	de	venta,	vales	o	cintas	de	máquinas	registradoras	que	no
permitan	ejercer	el	derecho	al	crédito	fiscal	ni	ser	utilizados	para
sustentar	costo	y/o	gasto	para	efectos	tributarios.
Ley	28051.
ART.	8°.—Libro	de	planillas.	Los	empleadores	que	otorguen	el
beneficio	de	prestaciones	alimentarias	deberán	consignar	en	el
libro	de	planillas	de	remuneraciones,	en	columna	aparte,	el	monto
correspondiente	por	concepto	de	prestaciones	alimentarias,	a
efectos	de	discriminar	el	importe	que	gozará	de	los	beneficios
establecidos	en	la	presente	ley.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	28.—Del	registro	en	planillas.	El	 registro	en	planillas	y	boletas	 de
pago	de	las	prestaciones	alimentarias	a	que	hace	referencia	el	artículo	8°	de
la	 ley,	 se	 hará	 discriminando	 las	 que	 sean	 de	 suministro	 directo	 y	 las	 de
suministro	indirecto.
Ley	28051.
ART.	9°.—Tope.	El	valor	de	las	prestaciones	alimentarias	no
podrá	exceder	del	20%	del	monto	de	la	remuneración	ordinaria
percibida	por	el	trabajador	a	la	fecha	de	vigencia	de	la	presente
ley.
En	ningún	caso,	el	valor	de	la	prestación	alimentaria	podrá
superar	las	dos	(2)	remuneraciones	mínimas	vitales.
La	infracción	de	los	topes	establecidos	en	la	presente	ley	originan
que	el	exceso	sea	considerado	como	remuneración	computable
para	todos	los	beneficios	sociales	que	la	ley	establece.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	6°.—De	la	aplicación	del	porcentaje	del	beneficio.	Entiéndase	que
las	prestaciones	alimentarias	que	no	pueden	superar	el	20%	del	monto	de	la
remuneración	ordinaria	percibida	por	el	trabajador	ni	el	 límite	máximo	de
las	dos	(2)	remuneraciones	mínimas	vitales,	establecidas	en	el	artículo	9°	de
la	ley,	son	entregadas	en	la	modalidad	de	suministro	indirecto.
Ley	28051.
ART.	10.—Imposibilidad	de	reducción	remunerativa.	Queda
prohibida,	bajo	sanción	de	nulidad,	toda	reducción	de
remuneraciones	practicada	por	el	empleador	a	fin	de	sustituir	el
salario	que	viene	otorgando	por	el	sistema	de	prestaciones
alimentarias,	establecido	en	la	presente	ley.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	 29.—De	 la	 modificación	 de	 condiciones.	 Los	 trabajadores	 que
cesen	o	cuyos	contratos	venzan	después	de	la	entrada	en	vigencia	de	la	ley	y
el	 reglamento,	 no	 podrán	 ser	 contratados	 con	 remuneraciones	menores	 a
las	percibidas	anteriormente	con	 la	 finalidad	de	sustituir	a	 la	que	se	venía
otorgando	por	 la	del	sistema	de	prestaciones	alimentarias,	si	es	que	van	a
laborar	en	 las	mismas	condiciones	de	su	anterior	contrato,	salvo	que	haya
transcurrido	un	año	de	dicho	evento.
Ley	28051.
ART.	11.—Registro	de	empresas	administradoras	y	empresas
proveedoras	de	alimentos.	Las	empresas	administradoras	de
vales	o	cupones	u	otros	documentos	análogos	y	las	empresas
proveedoras	para	la	implementación	del	sistema	de	prestaciones
alimentarias,	deberán	cumplir	con	los	requisitos	previstos	para	tal
efecto	en	el	reglamento	de	la	presente	ley.
Para	su	funcionamiento	deberán	inscribirse	en	un	registro
administrativo	a	cargo	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del
Empleo.
La	supervisión	de	las	obligaciones	de	índole	laboral	del	sistema	y
los	convenios	que	se	suscriban	con	los	trabajadores	estará	a	cargo
del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
Las	empresas	administradoras	tendrán	la	obligación	de	exigir	a
las	empresas	proveedoras	de	alimentos	que	quieran	afiliarse	a	su
red,	la	presentación	ante	el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del
Empleo	del	Registro	del	Contribuyente,	licencia	municipal	de
funcionamiento	y	el	número	de	registro	de	planillas	en	caso
cuente	con	trabajadores;	y,	los	demás	que	señale	el	reglamento.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	 9°.—Modificado.	 D.	 S.	 006-2006-TR,	 Art.	 1°.	 Procedimiento	 de
registro	 de	 las	 empresas	 administradoras.	 Para	 la	 inscripción	 en	 el
“Registro	Nacional	de	Empresas	Administradoras	y	Empresas	Proveedoras
de	Alimentos	-	Ley	N°	28051”	se	debe	de	presentar	lo	siguiente:
a)	Solicitud	ante	el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	con	el
carácter	 de	 declaración	 jurada,	 señalando	 el	 alcance	 territorial	 de	 su
operación.
b)	 Copia	 de	 la	 escritura	 de	 constitución	 de	 la	 sociedad,	 incluidas	 las
modificaciones	que	hubieran	tenido	lugar.
c)	 Copia	 literal	 vigente	 de	 la	 partida	 registral	 donde	 consten	 inscritos	 el
monto	 actual	 del	 capital	 de	 la	 sociedad,	 sus	 estatutos,	 incluidas	 las
modificaciones	 que	 hubieran	 tenido	 lugar,	 extendida	 por	 los	 Registros
Públicos.
d)	 Copia	 del	 comprobante	 de	 información	 registrada	 -	 registro	 único	 de
contribuyente	 -	 extendido	 por	 la	 Superintendencia	 Nacional	 de
Administración	Tributaria.
e)	Copia	de	la	licencia	municipal	de	funcionamiento.
f)	Constancia	domiciliaria	de	la	empresa	extendida	por	notario	público	o	la
Policía	Nacional.
g)	Copia	del	documento	de	identidad	del	representante	legal	de	la	empresa.
h)	La	carta	fianza	a	que	se	refiere	el	literal	d)	del	artículo	anterior.
i)	Pago	de	la	tasa	respectiva	por	derechos	de	tramitación.
Cumplidos	 los	 requisitos	 descritos,	 el	Ministerio	 de	Trabajo	 y	 Promoción
del	Empleo	procederá	al	registro	otorgando	el	registro	de	habilitación,	que
tendrá	 una	 vigencia	 máxima	 de	 24	meses,	 antes	 del	 término	 del	 cual,	 de
solicitar	 una	 renovación	 del	 registro	 con	 los	 requisitos	 de	 ley,	 éste	 se
otorgará	de	carácter	permanente	y	sólo	podrá	ser	cancelado	o	suspendido
de	acuerdo	a	las	sanciones	previstas	en	el	Art.	23	del	presente	reglamento.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	 13.—De	 los	 requisitos	 de	 las	 empresas	 proveedoras	 de
alimentos.	 Son	 requisitos	 formales	 para	 la	 inscripción	 de	 las	 empresas
proveedoras	 de	 alimentos	 en	 el	 “Registro	 Nacional	 de	 Empresas
Administradoras	y	Empresas	Proveedoras	de	Alimentos	-	Ley	N°	28051”:
a)	 Solicitud	 según	 formato	 aprobado	 por	 el	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	del	Empleo,	 con	el	 carácter	de	declaración	 jurada,	en	 la	que	se
deberá	declarar	no	haber	sido	objeto	de	sanción	administrativa	o	penal	por
violación	de	normas	de	carácter	sanitario	en	los	cinco	años	precedentes.
b)	Copia	de	la	escritura	de	constitución	de	la	persona	jurídica,	incluidas	las
modificaciones	que	hubieran	tenido	lugar,	de	ser	el	caso.
c)	 Copia	 literal	 vigente	 de	 la	 partida	 registral	 donde	 corren	 inscritos	 sus
estatutos,	incluidas	las	modificaciones	que	hubieran	tenido	lugar,	extendida
por	los	Registros	Públicos,	de	ser	el	caso.
d)	 Copia	 del	 comprobante	 de	 información	 registrada	 –Registro	 Único	 de
Contribuyente–	 extendido	 por	 la	 Superintendencia	 Nacional	 de
Administración	Tributaria.
e)	Copia	de	la	licencia	municipal	de	funcionamiento.
f)	 Copia	 del	 registro	 sanitario	 otorgado	 por	 la	 autoridad	 competente	 del
Ministerio	 de	 Salud,	 de	 conformidad	 con	 lo	 establecido	 en	 el	 Decreto
Supremo	N°	007-98-SA	-	Reglamento	sobre	Vigilancia	y	Control	Sanitario	de
Alimentos	y	Bebidas,	o	la	expedida	por	la	autoridad	municipal	competente,
de	ser	el	caso,	en	cuanto	sea	aplicable.
g)	 Relación	 de	 trabajadores	 en	 actividad	 durante	 el	 mes	 anterior	 al	 de
presentación	de	la	solicitud.
h)	Constancia	domiciliaria	de	 la	empresa	o	establecimiento	extendida	por
notario	público	o	la	Policía	Nacional.
i)	Copia	del	documento	de	identidad	del	representante	legal	de	la	empresa
o	del	propietario	del	establecimiento,	según	sea	el	caso.
j)	Pago	de	la	tasa	respectiva	por	derechos	de	tramitación.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	 20.—De	 los	 registros	 a	 cargo	 del	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	 del	 Empleo.	 El	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del
Empleo	 implementará	 a	 nivel	 nacional	 el	 “Registro	 Nacional	 de
Empresas	 Administradoras	 y	 Empresas	 Proveedoras	 de	 Alimentos	 -
Ley	N°	28051”,	el	cual	contará	a	su	vez	con	dos	registros:
a)	Registro	de	empresas	administradoras;	y,
b)	Registro	de	empresas	proveedoras	de	alimentos.
El	Registro	Nacional	se	encontrará	a	cargo	de	la	Dirección	Nacional	de
Relaciones	de	Trabajo	quien	es	 la	 competente	para	 la	 inscripción	de
las	 empresas	 administradoras	 de	 alcance	 nacional	 o	 multirregional.
Las	 distintas	 direcciones	 regionales	 de	 trabajo	 y	 promoción	 del
empleo	 del	 país,	 implementarán	 en	 sus	 respectivas	 jurisdicciones
ambos	registros	y	pondrán	en	conocimiento	de	 la	Dirección	Nacional
antes	mencionada	la	inscripción	de	estas	empresas.
Para	 el	 desempeño	 de	 sus	 actividades	 en	 una	 región	 distinta	 a	 la	 que	 le
concediera	 el	 registro	 inicial,	 la	 empresa	 respectiva	 deberá	 remitir	 una
solicitud	a	la	Dirección	de	Prevención	y	Solución	de	Conflictos	de	la	región
en	 la	 que	 iniciará	 actividades,	 precisando	 su	 domicilio	 en	 la	 respectiva
región,	 acompañando	 copia	 del	 registro	 otorgado	 inicialmente,	 el	 cual
deberá	encontrarse	vigente.
Ley	28051.
ART.	12.—Supervisión	y	sanción.	El	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo	y	demás	organismos	competentes
supervisarán	y	fiscalizarán	a	las	empresas	proveedoras	de
alimentos	a	fin	que	éstas	otorguen	a	los	trabajadores	prestaciones
alimentarias	adecuadas.	En	caso	de	infracciones	aplicarán	las
sanciones	establecidas	en	sus	normas	respectivas.
En	los	casos	de	suspensión	temporal	o	cancelación	definitiva	del
registro	de	una	empresa	proveedora	de	alimentos	el	empleador
deberá	tomar	las	medidas	necesarias	para	que	el	beneficio
previsto	en	la	ley	se	siga	otorgando	a	los	trabajadores.
Ley	28051.
Primera	Disposición	Complementaria,	Transitoria,	Derogatoria	y
Final.—Definiciones.	Para	los	efectos	de	la	presente	ley	se	define
lo	siguiente:
Empresas	administradoras	(EA).	Son	aquellas	empresas
especializadas	en	la	administración	comercial,	operativa	y
financiera	del	sistema	de	vales,	cupones	o	documentos	análogos
para	prestaciones	alimentarias	de	los	trabajadores	sujetos	al
régimen	laboral	de	la	actividad	privada.
Documentos	representativos	del	beneficio.	Son	vales	o
cupones	de	papel,	de	valor	fijo	predeterminado,	emitidos	por	las
EA	o	el	empleador	que	sirven	como	medio	de	pago,
exclusivamente	destinado	a	la	adquisición	de	productos	de	la
canasta	básica	familiar	definidos	en	la	presente	ley.	Sólo	pueden
usarse	en	establecimientos	formales	previamente	inscritos	en	el
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
Empresas	clientes.	Son	aquellas	empresas	o	empleadores	que
deciden	acogerse	al	sistema	establecido	en	la	presente	ley	a	favor
de	sus	trabajadores.
Beneficiarios.	Son	los	trabajadores	que	laboran	en	las	empresas
clientes,	usuarios	de	los	vales	o	cupones	por	acuerdo	con	su
empleador.
Empresas	proveedoras	de	alimentos.	Son	los	comercios,
panaderías,	bodegas	de	expendio	de	alimentos	o	restaurantes
debidamente	inscritas	en	el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción
del	Empleo.
Ley	28051.
Quinta	Disposición	Complementaria,	Transitoria,	Derogatoria	y
Final.—	Incorporación	de	la	prestación	a	la	remuneración
computable.	Por	acuerdo	de	las	partes	se	pactará	el	plazo	al
término	del	cual	este	beneficio	pasará	a	formar	parte	de	la
remuneración	computable.
D.	S.	013-2003-TR.
ART.	 18.—De	 los	 supuestos	 de	 vinculación	 en	 el	 sistema	 de
prestaciones	 alimentarias.	 En	 el	 caso	 de	 existir	 vinculación	 económica,
entre	las	empresas	clientes	y	las	empresas	administradoras	y	proveedoras
de	alimentos,	en	los	términos	señalados	por	el	artículo	12	de	la	Ley	General
del	 Sistema	 Concursal,	 Ley	 N°	 27809,	 la	 comisión	 de	 infracciones	 por
cualquiera	de	las	empresas	vinculadas,	a	que	se	refieren	los	numerales	1)	y
2)	 del	 artículo	 22	 del	 presente	 reglamento,	 será	 sancionada	 como	 una
infracción	de	tercer	grado	en	todos	los	casos.	La	comisión	de	infracciones	de
tercer	grado	podrá	ser	sancionada	directamente	con	la	suspensión	temporal
del	registro	hasta	por	10	días.
COMENTARIO.—Ley	de	Prestaciones	Alimentarias.	La	Ley	N°	28051	y	su
reglamento,	 el	 Decreto	 Supremo	 N°	 013-2003-TR,	 establecieron	 la
posibilidad	que	parte	del	ingreso	de	los	trabajadores	de	la	actividad	privada
sea	 entregada	 en	 vales	 o	 cupones	 alimentarios,	 o	 en	 forma	 de	 alimentos
crudos	 o	 cocidos	 a	 través	 de	 empresas	 proveedoras.	 Si	 bien	 las	 normas
anteriormente	mencionadas	 se	 encuentran	 vigentes	 desde	 hace	 ya	 varios
meses,	 recién	 con	 la	 publicación	 en	 el	 mes	 de	 abril	 de	 una	 resolución
ministerial	 complementaria,	 puede	 hablarse	 de	 un	 sistema	 plenamente
operativo.
Beneficios.	 Las	 prestaciones	 alimentarias	 suministradas	 mediante	 la
entrega	de	vales	o	cupones	para	la	adquisición	exclusiva	de	alimentos	en	los
establecimientos	 afiliados	 al	 sistema,	 o	 las	 que	 se	 otorguen	 en	 alimentos
crudos	o	cocidos	por	empresas	proveedoras,	constituyen	remuneración	no
computable	 para	 la	 determinación	 de	 derechos	 o	 beneficios	 laborales	 de
origen	 convencional	 o	 legal,	 y	 su	 valor	 no	 forma	 parte	 del	 cálculo	 de	 los
aportes	y	contribuciones	sociales,	pero	si	del	Impuesto	a	la	Renta	de	cargo
del	trabajador.
En	 el	 ámbito	 latinoamericano,	 normas	 semejantes	 se	 aplican	 desde	 hace
varios	 años	 con	 resultados	 alentadores,	 tanto	 para	 los	 trabajadores	 al
permitir	 una	 mejora	 en	 sus	 ingresos	 mensuales,	 para	 los	 empleadores	 al
quedar	 establecido	 que	 los	 incrementos	 no	 forman	 parte	 de	 beneficios
laborales	colaterales	ni	son	base	de	cálculo	para	las	cargas	salariales,	como
para	 la	 economía	 en	 su	 conjunto	 puesto	 que	 tiende	 a	 lograr	 su	 mayor
formalización.
Si	se	tiene	en	cuenta	que	por	cada	sol	de	aumento	en	las	remuneraciones
de	los	trabajadores,	el	empleador	tiene	que	desembolsar	un	aproximado	de
cincuenta	 centavos	 adicionales	 por	 los	 famosos	 costos	 laborales,	 se
comprende	la	bondad	de	la	Ley	sobre	Prestaciones	Alimentarias.
Formalidad.	El	 otorgamiento	de	 las	prestaciones	 alimentarias,	 podrá	 ser
objeto	 de	 una	 convención	 colectiva	 de	 trabajo,	 esto	 es,	 el	 acuerdo	 del
empleador	con	el	sindicato	de	trabajadores,	o	de	un	contrato	individual.	No
pueden,	en	consecuencia,	ser	establecidas	por	decisión	unilateral	de	la	parte
patronal.
Topes.	 Como	 es	 imprescindible,	 las	 prestaciones	 alimentarias	 se
encuentran	 sujetas	 a	 limitaciones,	 su	 otorgamiento	 no	 podrá	 exceder	 al
veinte	por	ciento	de	la	remuneración	del	trabajador,	percibida	a	la	fecha	de
vigencia	 de	 la	 ley,	 dice	 erróneamente	 su	 artículo	 noveno,	 cuando	 debería
decir	 a	 la	 fecha	 del	 acuerdo,	 y	 no	 podrá	 superar	 las	 dos	 remuneraciones
mínimas	 vitales,	 esto	 es,	 S/.	 1	 350,00	 en	 la	 actualidad.	 El	 exceso	 será
considerado	remuneración	computable	para	todos	los	beneficios	legales.
Prohibición.	 Es	 nulo	 el	 acuerdo	 de	 reducción	 de	 remuneraciones
efectuado	 con	 el	 propósito	 de	 reemplazar	 parte	 de	 ésta	 por	 alguna
prestación	alimentaria.
Incorporación	 a	 la	 remuneración	 computable.	 Se	 determina	 que	 por
acuerdo	de	partes	se	establecerá	el	plazo	a	cuyo	vencimiento	el	valor	de	las
prestaciones	 alimentarias	 pasa	 a	 formar	 parte	 de	 la	 remuneración
computable,	 del	 haber	 básico,	 en	 buena	 cuenta.	 Sin	 embargo,	 la	 ley	 no
prescribe	un	plazo	máximo	para	esta	incorporación.
Es	 interesante	 hacer	 mención	 al	 texto	 del	 artículo	 primero	 de	 la	 ley,	 en
tanto	expresa	que	su	objeto	es	mejorar	los	ingresos	de	los	trabajadores.	No
hay	 duda	 que	 en	 un	 contrato	 de	 trabajo	 ya	 iniciado	 y	 mediando	 el
correspondiente	acuerdo,	se	puede	aumentar	el	ingreso	del	trabajador	por
la	vía	de	la	entrega	de	la	prestación	alimentaria	pero,	¿se	podría	pactar	en	el
contrato	 inicial	 de	 trabajo	 que	 un	 porcentaje	 del	 ingreso	 asuma	 esta
característica?,	¿estaríamos	ante	un	caso	de	mejora	del	ingreso?
De	 otro	 lado,	 es	 dable	 pactar	 que	 algunas	 cantidades	 cuya	 entrega	 se
encuentra	 condicionada	 al	 cumplimiento	 de	 una	 determinada	 meta	 por
parte	 del	 trabajador,	 ¿puedan	 ser	 otorgadas	mediante	 vales	 alimentarios?
Las	interrogantes	son	interesantes.
REMUNERACIONES	POR	HORA.	REMUNERACIÓN	INTEGRAL
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	8°.—En	las	normas	legales	o	convencionales	y	en	general	en
los	instrumentos	relativos	a	remuneraciones,	éstas	podrán	ser
expresadas	por	hora	efectiva	de	trabajo.
Para	tal	efecto,	el	valor	día	efectivo	de	trabajo	se	obtiene
dividiendo	la	remuneración	ordinaria	percibida	en	forma
semanal,	quincenal	o	mensual,	entre	siete,	quince	o	treinta,
respectivamente.
Para	determinar	el	valor	hora	el	resultado	que	se	obtenga	se
dividirá	entre	el	número	de	horas	efectivamente	laboradas	en	la
jornada	ordinaria	o	convencional	a	la	cual	se	encuentre	sujeto	el
trabajador.
Asimismo,	el	empleador	podrá	pactar	con	el	trabajador	que
perciba	una	remuneración	mensual	no	menor	a	dos	(2)	unidades
impositivas	tributarias,	una	remuneración	integral,	computada
por	período	anual,	que	comprenda	todos	los	beneficios	legales	y
convencionales	aplicables	a	la	empresa,	con	excepción	de	la
participación	en	las	utilidades.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 14.—El	 convenio	 sobre	 remuneración	 integral	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	 41	 de	 la	 ley,	 debe	 precisar	 si	 comprende	 a	 todos	 los	 beneficios
sociales	establecidos	por	ley,	convenio	colectivo	o	decisión	del	empleador,	o
si	 excluye	 uno	 o	 más	 de	 ellos.	 A	 falta	 de	 precisión,	 se	 entiende	 que	 los
comprende	a	 todos,	 con	 la	 sola	 excepción	de	 la	participación	o	asignación
sustitutoria	 de	 las	 utilidades.	 Las	 partes	 determinarán	 la	 periodicidad	 de
pago	de	la	remuneración	integral.	De	establecerse	una	periodicidad	mayor	a
la	 mensual,	 el	 empleador	 está	 obligado	 a	 realizar	 las	 aportaciones
mensuales	 de	 ley	 que	 afectan	 dicha	 remuneración,	 deduciendo	 dichos
montos	en	la	oportunidad	que	corresponda.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	15.—Para	la	aplicación	de	exoneraciones	o	inafectaciones	tributarias,
se	 deberá	 identificar	 y	 precisar	 en	 la	 remuneración	 integral	 el	 concepto
remunerativo	objeto	del	beneficio.
D.	S.	007-2009-TR.
ART.	 4°.—Trabajadores	 con	 convenios	 de	 remuneración	 integral.	 En
caso	 de	 convenios	 de	 remuneración	 integral	 anual,	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	 8°	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Productividad	 y
Competitividad	 Laboral,	 aprobado	mediante	Decreto	 Supremo	N°	 003-97-
TR,	 la	 inafectación	 alcanza	 a	 la	 parte	 proporcional	 que	 corresponda	 a	 las
gratificaciones	 por	 Fiestas	 Patrias	 y	 Navidad,	 la	 misma	 que	 deberá	 estar
desagregada	en	la	planilla	electrónica.
JURISPRUDENCIA.—Aunque	la	norma	no	lo	exija,	el	pacto	de	la
remuneración	integral	anual	debe	ser	escrito	si	ocasiona	una	reducción
remunerativa.	“En	el	presente	caso,	la	conclusión	de	las	instancias
precedentes	respecto	de	la	inexistencia	de	‘remuneración	integral’	pactada
por	las	partes	es	acertada,	primordialmente	porque,	si	bien	el	artículo	8°	del
Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto
Legislativo	N°	728,	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,	no	habla
de	la	suscripción	de	un	convenio	‘escrito’	de	remuneración	integral;	éste	sí
se	hace	necesario,	en	el	marco	de	los	hechos	expuestos	en	el	presente	caso,
en	el	que	un	trabajador	que	venía	percibiendo	diversos	conceptos
disgregadamente	en	planillas	pase	a	percibir	unificadamente	un	solo	monto
al	que	‘presumiblemente’	se	le	habrían	sumado	los	beneficios	antes
disgregados,	pues	eventualmente	esta	decisión	de	modificación	de	la
estructura	remunerativa,	ocasionaría	reducción	remunerativa	y	no	como
alega	la	emplazada;	en	tal	sentido,	no	se	ocasiona	indefensión	a	la
demandada,	pues	conforme	a	las	cargas	probatorias	irrogadas	merced	a	lo
previsto	en	el	artículo	27	de	la	Ley	N°	26636,	Ley	Procesal	del	Trabajo,	le
competía	a	la	misma	acreditar	que,	efectivamente,	los	conceptos
remunerativos	suprimidos	formaron	parte	de	la	remuneración	básica
mensual,	cuyo	monto	usualmente	percibido	sumado	a	lo	otorgado	por	los
conceptos	añadidos,	no	puede	ser	un	monto	menor	al	percibido
anteriormente;	razones	por	las	cuales	este	extremo	del	recurso	también
deviene	en	improcedente”.	(C.	S,	Cas.	Lab.	2460-2012-Lima,	nov.	07/2012.	V.
P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Contrato	de	remuneración	integral	no	infringe	derecho
laboral	alguno	ni	es	contrario	al	artículo	41	del	TUO	del	Decreto	Legislativo	N
°	728.	“(...)	en	cuanto	a	la	causal	denunciada	en	el	acápite	b);	cabe	referir
que,	no	se	aprecia	interpretación	errónea	de	la	norma	invocada,	puesto	que
la	sala	superior	conforme	a	lo	señalado	en	el	artículo	1354	del	Código	Civil
concluye	que	el	contrato	de	remuneración	integral	suscrito	entre	las	partes,
es	válido	por	cuanto	no	infringe	derecho	laboral	alguno	del	trabajador	ni
tampoco	es	contraria	a	lo	señalado	en	el	artículo	41	del	Texto	Único
Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°
005-95-TR;	el	cual	no	prohíbe	la	celebración	de	un	contrato	de
remuneración	integral	con	un	trabajador	de	confianza	como	erróneamente
señala	el	recurrente	en	su	recurso;	razones	por	las	que	las	causales	deviene
en	improcedente”.	(C.	S.,	Cas.	6049-2013-Lima,	oct.	20/2013.	V.	P.	Sivina
Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—CS:	convenio	sobre	pago	de	haberes	vía	remuneración
integral	anual	debe	obrar	necesariamente	por	escrito	si	comprende	todos	los
derechos	laborales.	“Si	bien	el	artículo	8°	del	Texto	Único	Ordenado	del
Decreto	Legislativo	N°	728,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,
no	exige	ninguna	formalidad	para	que	el	trabajador	y	el	empleador	tengan
un	acuerdo	sobre	el	pago	de	haberes	mediante	una	remuneración	integral
anual,	debe	entenderse	que	sí	resulta	necesario	que	dicho	pacto	se	fije	por
escrito	cuando,	como	en	el	caso	de	autos,	el	empleador	alegue	tal
remuneración	integral	anual,	que	comprende	todos	los	derechos	laborales
establecidos	por	ley	(vale	decir	la	remuneración	mensual,	vacaciones
gratificaciones,	compensación	por	tiempo	de	servicios,	y	demás	beneficios
creados	o	por	crearse)	y	el	trabajador	lo	niegue.	En	el	caso	de	la
compensación	por	tiempo	de	servicios	por	ejemplo,	existe	norma	expresa
de	que	ésta	sea	depositada	de	manera	obligatoria	en	una	entidad	financiera;
sin	embargo,	el	artículo	2°	del	Reglamento	del	Texto	Único	Ordenado	del
Decreto	Legislativo	N°	650,	aprobado	por	el	Decreto	Supremo	N°	001-97-
TR,	establece	la	posibilidad	de	su	otorgamiento	directo	cuando	se	pacte	un
convenio	de	remuneración	integral	anual;	por	lo	que	partiendo	de	este
ejemplo,	es	exigible	que	el	convenio	sea	establecido	por	escrito	en	relación	a
este	beneficio,	precisando	también	en	dicho	pacto	los	demás	beneficios
legales	y	convencionales.	(...)	En	el	caso	concreto,	el	manuscrito	(...)	solo
evidencia	que	las	partes	pactaron	el	monto	de	la	remuneración	que
percibiría	el	demandante;	sin	embargo,	no	se	detalla	que	el	monto	por	año
comprenda	los	beneficios	sociales	que	ahora	reclama	el	accionante	en	este
proceso,	como	tampoco	se	consignó	en	planillas,	ni	boletas	de	pago	los
conceptos	que	proporcionalmente	se	incluían	en	la	cuota	mensual	de	la
remuneración	integral	anual;	y	ello	fue	así	porque	la	empresa	emplazada
pretendió	encubrir	el	vínculo	laboral	bajo	los	alcances	de	un	contrato	de
naturaleza	civil.	Resulta	evidente	que	si	la	remuneración	integral	anual	es
un	paquete	que	comprende	no	solamente	la	remuneración	sino	también	los
demás	beneficios	laborales,	es	necesario	que	conste	por	escrito	los
beneficios	sociales	que	la	integran,	toda	vez	que	existen	efectos	tributarios	a
considerar	(exoneraciones	o	inafectaciones	como	es	el	caso	de	la
compensación	por	tiempo	de	servicios	por	ejemplo)”.	(C.	S,	Cas.	4256-2014-
Lima,	jun.	08/2015.	V.	P.	De	La	Rosa	Bedriñana)
JURISPRUDENCIA.—La	Corte	Suprema	explica	la	sucesión	legislativa	del
concepto	de	remuneración	integral.	“(...)	en	cuanto	a	la	denuncia	interpuesta
sobre	la	interpretación	errónea	del	tercer	párrafo	del	artículo	41	del
Decreto	Supremo	N°	05-95-TR,	cabe	advertir	que	el	concepto	de
remuneración	integral,	no	había	sido	regulado	legalmente	hasta	antes	de	la
dación	del	Decreto	Supremo	N°	005-95-TR,	su	fecha	diecisiete	de	agosto	de
mil	novecientos	noventa	y	cinco;	norma	que	en	su	artículo	41	introduce	el
concepto	de	remuneración	integral,	facultando	al	empleador	pactar	con	los
trabajadores	de	dirección	dicha	remuneración	computada	por	período
anual,	y	que	comprenda	todos	los	beneficios	legales	y	convencionales
aplicables	en	la	empresa,	excepto	la	participación	en	las	utilidades	(...)”.	(C.
S.,	Cas.	Lab.	1247-2011-Lima,	mar.	21/2012.	V.	P.	Vinatea	Medina)
COMENTARIO.—Convenios	de	remuneración	integral.	El	cuarto	párrafo
del	 Art.	 8°	 de	 la	 ley	 prescribe	 que	 los	 pactos	 de	 remuneración	 integral
comprenderán	todos	los	beneficios	legales	y	convencionales	aplicables	a	la
empresa,	excluyendo	la	participación	en	las	utilidades.
Debe	observarse	que	 el	 enunciado	 reglamentario	que	 faculta	 a	 las	partes
para	 dejar	 de	 incluir	 algún	 o	 algunos	 beneficios	 laborales,	 no	 guarda
necesaria	concordancia	con	el	texto	legal.	En	estricto	respeto	al	tenor	literal
de	 la	 ley,	 el	 único	 concepto	 que	 quedaría	 excluido	 de	 los	 convenios	 de
remuneración	integral	anual	es	la	participación	en	las	utilidades.
En	doctrina	se	entiende	que	las	normas	reglamentarias	que	desarrollan	un
texto	 legal	 no	 pueden,	 en	 ningún	 caso,	 modificar	 las	 posibilidades	 de
actuación	 contenidas	 en	 la	 ley	 misma;	 por	 su	 naturaleza	 deben
circunscribirse	a	explicar	o	aclarar	los	preceptos	legales.
REDUCCIÓN	DE	REMUNERACIONES
Ley	9463.
Artículo	Único.—La	reducción	de	remuneraciones	aceptada	por
un	servidor,	no	perjudicará	en	forma	alguna	los	derechos
adquiridos	por	servicios	ya	prestados,	que	le	acuerden	las	leyes	N
°s.	4916,	6871	y	8439,	debiendo	computársele	las
indemnizaciones	por	años	de	servicios	de	conformidad	con	las
remuneraciones	percibidas	hasta	el	momento	de	la	reducción.	Las
indemnizaciones	posteriores	se	computarán	de	acuerdo	con	las
remuneraciones	rebajadas.
En	el	caso	de	servidores	a	comisión,	se	les	computarán	las
indemnizaciones	tomándose	el	promedio	que	arroje	el	período	de
tiempo	comprendido	entre	los	cuarentiocho	meses	anteriores	a	la
reducción.
JURISPRUDENCIA.—La	reducción	de	remuneraciones	solamente	es	válida	si
existe	un	acuerdo	expreso	entre	el	trabajador	y	el	empleador.	“(…)	el	artículo
26	inciso	2	de	la	Constitución	Política	prescribe	que	los	derechos	laborales
reconocidos	al	trabajador	por	la	Constitución	Política	y	por	la	ley	son
irrenunciables;	asimismo,	este	principio	que	inspira	el	derecho	laboral	ha
sido	recogido	por	el	artículo	I	del	Título	Preliminar	de	la	Ley	Procesal	del
Trabajo	N°	26636	(…)	bajo	ese	contexto	legal	el	artículo	único	de	la	Ley	N°
9463,	establece	taxativamente	que	la	reducción	remunerativa	aceptada	por
un	servidor	no	perjudicará	en	forma	alguna	los	derechos	adquiridos	por
servicios	ya	prestados;	por	lo	que,	realizando	la	interpretación	de	este
dispositivo	legal	corresponde	precisar	que	si	bien	es	cierto	que	dicha	ley
reconoce	la	posibilidad	de	la	reducción	de	remuneraciones;	también	es
cierto,	que	tal	reducción	solamente	será	válida	en	la	medida	que	exista	un
acuerdo	expreso	entre	el	trabajador	y	el	empleador	en	ese	sentido;	pues,	de
lo	contrario	la	reducción	constituiría	una	rebaja	inmotivada	de	la
remuneración	que	se	encuentra	prohibida	por	la	ley	y	considerada	como	un
acto	hostilizatorio	por	el	artículo	30,	inciso	b),	del	Decreto	Supremo	N°	003-
97-TR;	en	consecuencia,	la	sentencia	de	vista	ha	realizado	una	correcta
interpretación	del	artículo	único	de	la	Ley	N°	9463,	tanto	más	si	la	propia
sentencia	de	vista	establece	que	aún	cuando	mediara	aceptación	formal	del
trabajador,	ni	la	Constitución	ni	la	ley	amparan	el	ejercicio	abusivo	del
derecho.”	(C.	S.,	Cas.	2487-2009-Piura,	dic.	04/2009.	V.	P.	Salas	Villalobos)
JURISPRUDENCIA.—Empleadores	deben	acreditar	el	carácter	excepcional
de	una	reducción	de	remuneraciones,	incluso	si	fue	acordada	con	el
trabajador.	“En	cuanto	al	literal	i)	sobre	interpretación	errónea	de	una
norma	de	derecho	material,	referido	a	la	Ley	N°	9463,	el	Ad	quem	ha
expresado	que	de	conformidad	con	la	Ley	N°	9463	será	un	acto	válido,
siempre	en	cuando	exista	un	acuerdo	expreso	entre	trabajador	y	empleador,
en	ningún	caso	debe	obedecer	a	la	voluntad	unilateral	o	arbitraria	del
empleador;	expresa	que	se	materializa	a	través	de	un	convenio	escrito,
celebrado	por	ambas	partes;	además	que	debe	tenerse	presente	que	el	pacto
de	reducción	de	remuneraciones	debiera	ser	excepcional	y	celebrarse
cuando	la	situación	financiera	de	la	empresa	exija	adoptar	medidas	que
reduzcan	sus	costos;	y	seguidamente	indica	que	teniendo	en	cuenta	ello,
dicha	reducción	de	remuneración	debe	ser	excepcional,	por	lo	que	en	autos
no	se	ha	demostrado	esa	excepcionalidad	para	ameritarse	esa	reducción,
por	lo	que	habiendo	resuelto	sobre	esta	argumentación	la	misma	se
encuentra	conforme	a	ley,	no	advirtiéndose	interpretación	errónea	de	la
citada	norma,	por	lo	que	deviene	en	improcedente	este	extremo	del	recurso
(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	1486-2012-Lima,	oct.	12/2012	V.	P.	Chumpitaz	Rivera)
JURISPRUDENCIA.—La	rebaja	del	salario	obliga	a	los	jueces	a	analizar	no
solo	si	hay	un	acuerdo	expreso,	sino	también	si	existe	causa	objetiva	y
voluntad	expresa	del	trabajador.	“Al	respecto	cabe	señalar	que,	la
remuneración	es	un	elemento	esencial	de	la	relación	laboral,	teniendo	un
carácter	alimentario	en	tanto	que	suele	ser	la	única	fuente	de	ingresos	del
trabajador;	en	su	regulación	se	prevén	normas	rígidas	en	torno	al	embargo
(no	puede	ser	embargable	en	su	totalidad),	cobranza	(privilegio	laboral)	y
actos	de	disposición	del	trabajador;	sobre	estos	últimos	actos	de	disposición
del	trabajador,	una	ley	antigua,	la	Ley	N°	9463,	del	diecisiete	de	diciembre
de	mil	novecientos	cuarenta	y	uno,	resalta	que	es	posible	la	reducción	de
remuneraciones	en	la	medida	en	que	exista	un	acuerdo	entre	trabajador	y
empleador	(...)	norma	vigente	pues	no	existe	una	norma	que,	expresa	o	de
manera	tácita,	la	hubiera	derogado;	que	asimismo,	cabe	indicar	que	el	literal
b)	del	artículo	30	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,
aprobada	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR	(...)	De	la	reseña	esbozada
precedentemente	se	advierte	un	yerro	en	cuanto	a	la	figura	de	la	reducción
de	categoría	y	de	remuneraciones;	en	principio	porque	ambas	instancias
omiten	considerar	que	ante	la	alegación	de	la	invalidez	(nulidad)	de	los
convenios	sobre	modificación	de	cargo,	categoría	y	nivel	remunerativo
alegados	por	el	demandante,	el	análisis	no	se	debe	centrar	únicamente	en
comprobar	la	verificación	de	la	existencia	de	un	acuerdo	expreso	entre	las
partes,	sino	que	requiere	de	parte	del	órgano	jurisdiccional	un	análisis	de	la
condición	alegada	por	el	empleador	como	causa	de	la	reducción	del	cargo,
categoría	y	remuneración	del	trabajador	así	como	de	la	voluntad	expresa
del	trabajador,	en	este	caso,	el	ejercicio	del	derecho	al	trabajo	y;	de	otro
lado,	no	se	toma	en	consideración	un	análisis	y	valoración	de	los	medios	de
prueba	documental	presentados	por	la	parte	demandante,	que	según	el
mismo	acreditarían	la	intimidación	sufrida	para	firmar	los	citados
convenios.	Sólo	completando	este	ejercicio	argumentativo,	y	agotando	todas
las	posibilidades	probatorios	de	parte	y	oficiosas	que	puedan	despacharse,
se	entiende	cumplida	la	exigencia	de	debida	motivación	y	respeto	irrestricto
al	derecho	de	defensa	y	prueba	que	poseen	ambas	partes	(...)”.	(C.	S.,	Cas.
Lab.	1213-2012-Callao,	dic.	03/2012.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Tres	condiciones	para	configurar	una	rebaja	de
remuneraciones	sin	lesionar	derechos	laborales	de	los	trabajadores.	“(...)	‘la
posibilidad	de	reducir	remuneraciones	está	autorizada	expresamente	por	la
Ley	N°	9463	de	fecha	diecisiete	de	diciembre	de	mil	novecientos	cuarenta	y
uno,	siempre	que	medie	aceptación	del	trabajador’.	(...)	De	lo	anteriormente
expuesto	se	advierte,	que	para	que	se	configure	una	rebaja	de
remuneraciones,	sin	perjudicar	los	derechos	laborales	de	los	trabajadores,
se	debe	contar	con	los	siguientes	elementos:	1)	que	la	reducción	de
remuneraciones	no	vayan	por	debajo	de	los	límites	establecidos	por	las
normas	laborales,	esto	es	que	dicha	remuneración	no	puede	ir	por	debajo	de
la	remuneración	mínima	vital,	monto	mínimo	indisponible;	2)	que	dicha
reducción	responda	a	circunstancias	objetivas;	y;	3)	que	sea	autorizada	por
el	trabajador	afectando	en	forma	expresa,	sin	que	deje	lugar	a	dudas	de	su
voluntad,	lo	que	implique	no	medie	intimidación,	coacción	y/o	violencia	que
vicien	su	manifestación	de	voluntad	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	5039-2014-Lima,
jun.	05/2015.	S.	S.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Es	inválida	la	rebaja	injustificada	de	remuneraciones,
incluso	si	existe	aceptación	del	trabajador.	“Sétimo:	En	el	expediente	N°
2906-2002-AA/TC	Arequipa,	por	resolución	del	veinte	de	enero	del	dos	mil
cuatro,	el	Tribunal	Constitucional	declaró	fundada	en	parte	la	demanda	y
declaró	‘sin	efecto	legal	la	rebaja	de	categoría	y	remuneraciones’,
fundamentando	su	fallo	en	lo	siguiente:	‘La	Constitución	Política	del	Perú
protege,	pues,	al	trabajador,	aún	respecto	de	sus	actos	propios,	cuando
pretenda	renunciar	a	los	derechos	y	beneficios	que	por	mandato
constitucional	y	legal	le	correspondan’.	La	rebaja	de	categoría	y	reducción
de	remuneraciones	del	trabajador	‘están	en	abierta	contradicción	con	el
artículo	231	de	la	Constitución’	(sic),	artículo	que	es	concordante	con	su
artículo	26,	inciso	2.	En	virtud	a	ello,	la	norma	denunciada	como	agravio
protege	el	derecho	fundamental	a	las	remuneraciones,	ante	la	injustificada
rebaja	de	las	mismas,	aún	exista	aceptación	del	trabajador,	pues	deben
prevalecer	los	principios	esenciales	del	derecho	al	trabajo	que	no	permiten
la	vulneración	de	los	derechos	laborales.	En	el	caso	de	autos,	se	advierte	que
bajo	la	supuesta	suscripción	de	nuevos	contratos	se	efectivizó	la	rebaja	de
las	remuneraciones	de	la	actora,	pese	a	que	no	se	ha	acreditado	que	en
algún	momento	se	produjo	la	ruptura	del	vínculo	laboral,	por	el	contrario,
se	ha	establecido	unidad	en	él,	por	cuanto	a	la	fecha	la	actora	mantiene
vínculo	laboral	con	el	Ministerio	demandado;	por	lo	tanto,	esta	sala	suprema
es	estricto	resguardo	del	derecho	fundamental	al	trabajo,	debe	estimar	el
recurso	casatorio	conforme	a	un	debido	proceso	(…)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	4149-
2009-Lima,	nov.	10/2010.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—CS:	la	reducción	de	la	remuneración	consensuada	o	no
es	válida	siempre	que	sea	excepcional	y	razonable.	“La	reducción	de	la
remuneración	en	el	contexto	de	la	Ley	N°	9463,	puede	ser	consensuada	y	no
consensuada,	requiriéndose	para	el	primer	supuesto	la	aceptación	del
trabajador	mientras	que	para	el	segundo	supuesto,	la	existencia	de	causa
objetiva	que	de	modo	excepcional	y	razonable	justifique	la	medida.	(...)	De
otro	lado,	este	supremo	tribunal	entiende	que	la	reducción	de	la
remuneración	–ya	sea	consensuada	o	no	consensuada–	resulta	válida
siempre	que	sea	excepcional	y	razonable.	La	reducción	de	la	remuneración
es	excepcional	si	es	una	medida	extraordinaria,	que	tiene	lugar	en	contextos
especiales.	Es	razonable	si	respeta	determinados	límites	de
proporcionalidad,	de	manera	tal	que	no	suponga	una	disminución
significativa	ni	arbitraria	de	la	remuneración.	Debe	precisarse	que	la
posibilidad	de	la	reducción	de	las	remuneraciones	se	encuentra	regulada	en
nuestro	ordenamiento	jurídico,	y	esta	puede	ser	consensuada	o	no
consensuada.	a)	Será	consensuada	si	es	realizada	de	manera	voluntaria,	es
decir,	si	existe	un	acuerdo	libre,	espontáneo,	expreso	y	motivado	entre	el
trabajador	y	el	empleador,	tal	como	se	regula	en	la	Ley	N°	9463.	b)	Será	no
consensuada	si	es	adoptada	por	decisión	unilateral	del	empleador,	es	decir,
sin	aceptación	previa	del	trabajador.	Esta	posibilidad	resulta	de	la
interpretación	en	contrario	del	inciso	b)	artículo	30	del	Decreto	Supremo	N°
003-	97-TR	y	del	artículo	49	del	Decreto	Supremo	001-96-TR,	que
consideran	que	la	reducción	inmotivada	de	la	remuneración	es	un	acto	de
hostilidad	equiparable	al	despido	si	es	dispuesta	por	decisión	unilateral	del
empleador	y	sin	causa	objetiva	o	legal.	En	tal	sentido,	esta	decisión	resultará
viable	si	se	expresa	los	motivos	por	los	que	así	se	procede	(por	ejemplo,
garantizar	la	estabilidad	y	el	equilibrio	económicos	del	Estado	–o	en	su	caso
de	una	empresa–)	o	se	invoca	la	ley	que	la	justifique”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	00489-
2015-Lima,	jun.	07/2016.	V.	P.	Arias	Lazarte)
JURISPRUDENCIA.—Es	lícito	el	convenio	de	recategorización	que	conlleva
una	rebaja	remunerativa	facultada	por	ley.	“(...)	la	sala	superior	no	indica	en
que	consistió	la	supuesta	presión	pues	la	recategorización	era	lícita,	además
debe	tenerse	en	cuenta	que	la	emplazada	se	encontraba	en	una	situación	de
emergencia	y	en	reestructuración,	por	lo	que	el	convenio	no	ha	significado
renuncia	de	derechos,	ni	disminución	de	la	remuneración	(...),	por	lo	que
debió	aplicarse	el	artículo	1354	del	Código	Civil	y	tener	por	válido	el
convenio	de	recategorización	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	1781-2005-Lima,	abr.
20/2006.	V.	P.	Román	Santisteban)
JURISPRUDENCIA.—El	Código	Civil	acoge	como	principio	general	el
planteado	por	la	teoría	de	los	hechos	cumplidos.	No	hay	lugar	para	la	doctrina
de	los	derechos	adquiridos.	“Que,	en	cuanto	al	artículo	tercero	del	Título
Preliminar	del	Código	Civil,	debe	tenerse	en	cuenta	que	dicho	código
sustantivo	ha	asumido	como	principio	general	que	la	ley	se	aplica	a	las
consecuencias	de	las	relaciones	y	situaciones	jurídicas	existentes	y	no	tiene
fuerza	ni	efecto	retroactivo	salvo	excepción	prevista	en	la	Constitución;	esta
norma	consagra	el	principio	de	aplicación	inmediata	de	la	ley,	la	que	se
conoce	en	la	doctrina	como	teoría	de	los	hechos	cumplidos,	debiendo
entenderse	que	una	norma	es	de	aplicación	ultra	activa	o	retroactiva,	sólo
de	manera	excepcional,	cuando	haya	una	norma	que	así	lo	permita;
Decimotercero:	Que,	en	el	presente	caso,	la	Ley	número	quince	mil	ciento
treintidós,	fue	derogada	mediante	Decreto	Legislativo	número	ochocientos
cincuentisiete,	del	cuatro	de	octubre	de	mil	novecientos	noventiséis,
conforme	ya	se	ha	precisado;	con	dicha	derogatoria	desapareció	el	derecho
del	que	gozaba	el	actor,	en	consecuencia,	el	periodo	liquidable	a	efectos	de
concederle	los	derechos	a	que	se	refería	la	Ley	número	cuatro	mil
novecientos	dieciséis	se	extiende	desde	agosto	de	mil	novecientos
noventitrés	hasta	el	tres	de	octubre	de	mil	novecientos	noventiséis,
conforme	se	ha	establecido	en	la	sentencia	de	vista;	Decimocuarto:	Que,	en
consecuencia,	si	bien	la	sala	de	mérito	no	cita	de	modo	expreso	el	artículo
tercero	del	Título	Preliminar	del	Código	Civil,	resulta	evidente	que	ha	hecho
una	adecuada	aplicación	de	las	leyes	en	el	tiempo	conforme	al	enunciado	de
dicha	norma,	por	lo	que	el	recurso	deviene	en	infundado.	Sentencia:	Por	los
fundamentos	expuestos;	Declararon	Infundado	el	recurso	de	casación
interpuesto.”	(Cas.	Sala	Transitoria	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.
821-2002-Piura,	jun.	05/2003).
JURISPRUDENCIA.—Una	rebaja	de	remuneraciones	genera	daño	moral	ya
que	causa	angustias,	padecimientos	y	frustración.	“El	daño	moral	es	la	lesión
a	los	sentimientos	de	las	personas	que	afecta	su	esfera	interna	y	no	recae
sobre	cosas	materiales.	En	autos	el	daño	moral	está	probado,	en	tanto	la
rebaja	de	las	remuneraciones	de	la	actora	generó	angustias,	padecimientos
y	frustración.	Asimismo,	se	afecta	el	Proyecto	de	Vida	cuando	por	razones
ajenas	a	la	voluntad	no	puede	cumplir	con	sus	aspiraciones”.	(C.	S.,	Cas.
7204-2014-Arequipa,	nov.	03/2015.	V.	P.	Rodríguez	Mendoza)
COMENTARIO.—Convenios	 de	 reducción	 de	 remuneraciones.
Probablemente	por	su	antigüedad,	la	Ley	N°	9463	–publicada	en	el	mes	de
diciembre	del	 año	1941–	usa	 términos	que	hoy	nos	podrían	parecer	poco
adecuados,	 como	denominar	 “indemnizaciones”	 a	 lo	que	 conocemos	 como
compensación	por	tiempo	de	servicios.
La	reducción	unilateral	e	inmotivada	de	remuneraciones	constituye	acto	de
hostilidad,	 pero	 la	 ley	 faculta	 que	 ambas	 partes	 de	 la	 relación	 laboral
puedan	 pactar	 su	 disminución;	 obviamente	 debe	 tratarse	 de	 situaciones
excepcionales	y	haber	especial	 cuidado	en	señalar	que	el	asentimiento	del
trabajador	a	 la	medida	se	basa	en	un	acto	 libre,	 sin	presiones	que	puedan
viciar	su	voluntad.
TÍTULO	SEGUNDO
Remuneración	Mínima	Vital
REMUNERACIÓN	EQUITATIVA
D.	L.	14222.
ART.	1°.—Toda	persona	que	trabaja	tiene	derecho	a	una
remuneración	equitativa	y	satisfactoria,	que	le	asegure	a	ella	así
como	a	su	familia,	una	existencia	conforme	a	la	dignidad	humana.
No	se	podrá	pagar	suma	menor	que	el	salario	mínimo	vital	que	se
establezca	conforme	a	esta	ley,	por	el	trabajo	efectivamente
realizado	en	la	jornada	máxima	legal	o	contractual	por	un
trabajador	no	calificado;	salario	mínimo	que	no	debe	confundirse
con	la	retribución	de	los	trabajos	especializados.
Const.
ART.	 24.—El	 trabajador	 tiene	 derecho	 a	 una	 remuneración	 equitativa	 y
suficiente,	 que	 procure,	 para	 él	 y	 su	 familia,	 el	 bienestar	 material	 y
espiritual.
El	pago	de	la	remuneración	y	de	los	beneficios	sociales	del	trabajador	tiene
prioridad	sobre	cualquiera	otra	obligación	del	empleador.
Las	remuneraciones	mínimas	se	regulan	por	el	Estado	con	participación	de
las	 organizaciones	 representativas	 de	 los	 trabajadores	 y	 de	 los
empleadores.
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	remunerativo	del	trabajador	alcanza	a	su
familia.	“(…)	artículo	24	de	la	Constitución	Política	del	Estado,	señala	que:	‘si
tenemos	en	cuenta	la	aplicación	del	valor	justicia	por	el	trabajo	realizado,	en
forma	análoga	a	lo	que	sucede	cuando	es	el	propio	trabajador	quien	decide
sustituir	aquella	por	esta,	siendo	del	parecer	reiterar	su	viabilidad	teniendo
como	sustento	lo	previsto	en	el	primer	acápite	del	artículo	24	antes	citado,
esto	es	que,	el	derecho	remunerativo	no	sólo	alcanza	al	trabajador,	sino	a	su
familia,	derecho	que	en	sí	deviene	en	irrenunciable	conforme	está
reconocido	constitucionalmente’.	En	efecto,	el	otorgamiento	de	una
indemnización	por	despido	arbitrario,	comprende	la	protección
constitucional	del	causante	y	sus	deudos,	en	resguardo	de	los	derechos
constitucionales	al	trabajo	y	a	una	remuneración,	siendo	que,	en	el	caso	de
autos	al	haber	fallecido	el	actor,	el	carácter	protector	de	los	derechos
reconocidos	por	la	Constitución	y	la	ley	se	extienden	a	su	familia,	como	fin
supremo	de	la	sociedad	y	el	Estado,	por	lo	tanto,	la	interpretación	extensiva
realizada	por	la	Sala	Laboral	del	artículo	34	supera	la	laguna	normativa
correspondiente	al	supuesto	fáctico	examinado:	muerte	del	demandante	en
un	proceso	de	nulidad	de	despido.	(…).”	(CSJ,	Cas.	2930-2009-Lima,	mar.
17/2010.	V.	P.	Acevedo	Mena)
DOCTRINA.—Los	 salarios	 reducidos	 son	 un	 obstáculo	 para	 el
desarrollo	 de	 los	 países.	 “Los	 salarios	 demasiado	 bajos	 implican	 tres
formas	de	obstáculos	al	desarrollo	nacional:	Primeramente,	es	 improbable
que	el	obrero	mal	pagado	sea	un	eficiente	productor	económico.	En	segundo
lugar,	los	bajos	ingresos	reales	de	los	trabajadores	restringen	la	demanda	de
muchas	 clases	 de	 productos	 y	 los	 mercados	 no	 pueden	 así	 impulsar	 una
intensificación	 general	 de	 la	 actividad	 económica	 nacional.	 Por	 último,	 es
inconveniente	desde	el	punto	de	vista	social,	injusto	desde	el	punto	de	vista
humano	y	peligroso	desde	el	punto	de	vista	político	que	densos	grupos	de
población	 sufran	 las	 privaciones	 impuestas	 por	 un	 nivel	 de	 vida	 ínfimo”.
(OIT.	Salarios	mínimos	en	América	Latina,	Ginebra,	1954;	pág.	3)
COMENTARIO.—La	remuneración	mínima	vital.	La	retribución	mínima	a
que	 tiene	 derecho	 el	 trabajador	 no	 calificado,	 por	 su	 labor	 durante	 la
jornada	 normal,	 se	 denominó	 en	 un	 primer	 momento	 sueldo	 o	 salario
mínimo	vital,	sea	que	se	trate	de	empleados	u	obreros,	respectivamente.
Con	 posterioridad,	 se	 adoptó	 el	 nombre	 de	 ingreso	 mínimo	 legal	 hasta
llegar	al	concepto	actual	de	remuneración	mínima	vital	(R.	M.	V.).
Las	normas	anteriores	referidas	a	 la	determinación	del	 sueldo	mínimo	se
encuentran	vigentes,	con	la	sola	salvedad	de	reemplazar	sus	referencias	por
las	correspondientes	a	la	remuneración	mínima	vital.
D.	S.	007.
ART.	1°.—El	presente	reglamento	general	tiene	por	objeto	precisar	el	modo
y	 forma	 conforme	 a	 los	 cuales	 deben	 aplicarse	 en	 la	 República	 las
disposiciones	 contenidas	 en	 los	 decretos	 leyes	 N°	 14222	 y	 14253	 sobre
fijación	de	sueldos	y	salarios	mínimos	vitales.
D.	S.	007.
ART.	 2°.—Los	 mencionados	 decretos	 leyes	 comprenden	 a	 todos	 los
trabajadores	no	calificados	de	la	República,	empleados	y	obreros,	al	servicio
de	la	actividad	privada.
Se	considera	trabajador	no	calificado	a	aquél	que	efectúe	labores	auxiliares
o	 de	 actividad	 primaria	 para	 las	 que	 no	 se	 requiere	 determinados
conocimientos,	capacitación	o	experiencia.
D.	S.	007.
ART.	3°.—Gozan	del	total	del	sueldo	o	salario	mínimo	los
trabajadores	que	laboran	una	jornada	normal,	entendiéndose
como	tal,	la	jornada	máxima	legal	o	contractual.
D.	S.	016.
ART.	3°.—Gozan	del	total	del	sueldo	o	salario	mínimo	los	trabajadores	que
laboran	 una	 jornada	 normal,	 entendiéndose	 como	 tal	 la	 jornada	 máxima
legal	o	contractual.
Cuando	 por	 la	 naturaleza	 del	 trabajo	 o	 por	 convenio,	 el	 servidor	 labore
menos	de	cuatro	horas	diarias,	no	podrá	percibir	sueldo	o	salario	inferior	al
equivalente	 de	 la	 parte	 proporcional	 del	 mínimo	 establecido,	 tomándose
como	base	para	este	cálculo	el	correspondiente	a	 la	 jornada	diaria	normal
de	trabajo.
R.	M.	091-92-TR.
ART.	1°.—La	remuneración	mínima	vital	a	partir	del	01	de	enero	de	1992,
es	 un	 solo	 concepto	 remunerativo,	 absorbiendo	 en	 su	 composición	 al
ingreso	 mínimo	 legal,	 a	 la	 bonificación	 por	 movilidad	 y	 a	 la	 bonificación
suplementaria	adicional.
R.	M.	091-92-TR.
ART.	 2°.—Entiéndase	 sustituidas	 las	 menciones	 al	 ingreso	 mínimo	 legal
consignadas	en	la	legislación	anterior	por	la	de	remuneración	mínima	vital,
excepto	lo	previsto	en	el	artículo	4°	de	la	presente	resolución.
R.	M.	091-92-TR.
ART.	4°.—El	ingreso	mínimo	legal,	a	que	se	refiere	el	Decreto	Supremo	N°
002-91-TR	del	11	de	enero	de	1991,	subsiste	para	la	aplicación	de	la	Ley	N°
25223	 y	 para	 aquellos	 casos	 en	 que	 los	 convenios	 y	 pactos	 colectivos
hubieran	 condicionado	 el	 monto	 de	 beneficios	 acordado	 en	 función	 al
ingreso	mínimo	legal.
El	Instituto	Peruano	de	Seguridad	Social	(IPSS)	determinará	el	reajuste	del
monto	de	las	pensiones	de	los	regímenes	que	administra.
JURISPRUDENCIA.—Utilidad	referencial	del	ingreso	mínimo	legal.	“El
demandante	recurrente	invoca	la	causal	de	incorrecta	aplicación	de	los
siguientes	dispositivos	legales:	a)	Resolución	Ministerial	número	cero
noventiuno	-	noventidós	-	TR	en	cuanto	al	convenio	colectivo	de	fecha
veintitrés	de	febrero	de	mil	novecientos	noventa	no	se	encuentra	en
ninguno	de	los	casos	para	los	cuales	dicha	norma	ha	dispuesto	la
subsistencia	del	ingreso	mínimo	legal,	superando	el	convenio	los	alcances
de	la	referida	resolución;	y,	(...).
Primero.-	Que	el	recurrente	pretende	revisar	la	conformación	del	ingreso
mínimo	ferroviario	establecido	en	el	convenio	colectivo	celebrado	el
veintitrés	de	febrero	de	mil	novecientos	noventa,	sosteniendo	al	haberse
creado	la	remuneración	mínima	vital	mediante	la	Decimoquinta	Disposición
Transitoria	del	Decreto	Legislativo	número	seiscientos	cincuenta,	en
sustitución	del	ingreso	mínimo	legal,	debe	utilizarse	ésta	para	determinar	el
ingreso	ferroviario,	equivalente	a	tres	veces	ese	concepto.
Segundo.-	Que	en	principio,	la	Resolución	Ministerial	número	cero
noventiuno	-	noventidós	-	TR,	expedida	el	tres	de	abril	de	mil	novecientos
noventidós,	señala	en	su	artículo	primero	que	la	remuneración	mínima	vital
está	compuesta	por	el	ingreso	mínimo	legal,	la	bonificación	por	movilidad	y
la	bonificación	suplementaria	adicional	y,	que	en	lo	sucesivo	se	sustituye	la
mención	del	ingreso	mínimo	por	el	de	remuneración	mínima	vital.
Tercero.-	Que,	sin	embargo,	el	artículo	cuarto	de	dicha	resolución,	que	es
exceptuado	de	la	regla	anterior,	dispone	que	el	ingreso	mínimo	legal
subsiste	para	aquellos	casos	en	que	los	convenios	y	pactos	colectivos
hubieran	condicionado	el	monto	de	beneficios	acordado	en	función	a	dicho
ingreso,	que	es	lo	que	ha	ocurrido	en	el	caso	de	autos	cuando	el	punto
primero	del	convenio	de	mil	novecientos	noventa	establece	que	el	ingreso
mínimo	ferroviario	será	equivalente	a	tres	ingreso	mínimo	legal,	es	decir
que	el	beneficio	remunerativo	estaba	fijado	en	función	a	dicho	factor.
(...).
Sexto.-	Que	en	consecuencia,	la	sentencia	de	vista	no	ha	incurrido	en	las
causales	de	casación	denunciadas,	encontrándose	su	pronunciamiento
ajustado	a	las	normas	legales	cuyo	análisis	se	ha	practicado	en	esta	sede,
por	lo	que	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	trescientos
noventisiete	del	Código	Procesal	Civil	aplicable	supletoriamente:	Declararon
Infundado	el	Recurso	de	Casación	interpuesto	(...).”	(Cas.	Sala	de	Derecho
Constitucional	y	Social.	Exp.	2344-97.	Lima,	dic.	01/97)
R.	M.	091-92-TR.
ART.	 3°.—Cuando	 por	 la	 naturaleza	 del	 trabajo	 o	 convenio,	 el	 servidor
labore	 menos	 de	 cuatro	 (4)	 horas	 diarias,	 percibirá	 el	 equivalente	 de	 la
parte	proporcional	de	la	remuneración	mínima	vital	establecida	tomándose
como	base	para	 este	 cálculo	 el	 correspondiente	 a	 la	 jornada	ordinaria	del
centro	de	trabajo	donde	presta	servicios.
Tratándose	de	empleados	sujetos	a	comisión	la	remuneración	mínima	vital
se	 aplicará	 cuando	 los	 servicios	 tengan	 carácter	 de	 exclusivos,	 debiendo
completarse	la	diferencia	entre	la	comisión	y	la	remuneración	mínima	vital,
si	no	se	alcanzara	ésta.
Los	trabajadores	sujetos	a	destajo	que	laboran	en	la	jornada	máxima	legal	o
contractual	deberán	percibir	la	remuneración	mínima	vital,	siempre	que	se
cumpla	con	la	eficiencia	y	puntualidad	normales.
COMENTARIO.—La	 remuneración	mínima	 en	 los	 contratos	 a	 jornada
parcial.	 Es	 interesante	 notar	 que	 el	 mínimo	 vital	 se	 aplica
proporcionalmente	en	la	medida	que	se	 labore	porciones	de	tiempo	diario
que	no	alcancen	a	la	jornada	parcial.	Así,	por	ejemplo,	si	se	labora	dos	o	tres
horas	 por	 día,	 se	 percibirá	 un	 cuarto	 o	 tres	 octavos	 de	 la	 remuneración
mínima	vital,	respectivamente.
D.	S.	007.
ART.	7°.—Tratándose	de	empleados	remunerados	solamente	a
comisión,	el	sueldo	mínimo	se	aplicará	únicamente	en	los	casos	en
que	dichos	comisionistas	laboren	con	el	carácter	de	exclusivos;	y
para	la	aplicación	del	sueldo	mínimo	se	tomarán	en	cuenta	las
comisiones	percibidas	al	vencimiento	de	cada	mes	o	de	cada
período	mayor	convenido	contractualmente	para	la	liquidación	de
las	mismas.	Si	el	promedio	mensual	obtenido	en	dichos	lapsos
resultare	inferior	al	sueldo	mínimo	mensual,	será	completado	con
la	diferencia	por	el	empleador.
En	el	caso	de	los	empleados	remunerados	a	sueldo	y	comisión,	se
adicionará	el	importe	de	ambos	conceptos.
D.	S.	016.
ART.	6°.—Tratándose	de	empleados	remunerados	solamente	a	comisión,	se
tomará	 en	 cuenta	 para	 la	 aplicación	 del	 sueldo	 mínimo,	 las	 comisiones
percibidas	al	vencimiento	de	cada	mes.	Si	el	monto	obtenido	en	 tal	 forma,
resultara	 inferior	 al	 sueldo	mínimo,	 será	 completado	 con	 la	 diferencia;	 si
fuera	mayor,	se	aplicará	el	artículo	5°	del	Decreto	Ley	N°	14192.	En	el	caso
de	 empleados	 remunerados	 a	 sueldo	 y	 comisión,	 se	 adicionará	 ambas
sumas.
D.	L.	14222.
ART.	6°.—Cuando	el	trabajo	se	realice	a	destajo	tomándose	como
unidades	para	el	pago	de	las	remuneraciones,	determinadas
obras,	tareas	o	piezas,	se	computarán	las	que	deban	cumplirse	en
la	jornada	máxima	legal	o	contractual;	y	las	tarifas	que	se	les
asignen	no	deberán	significar	al	trabajador	con	eficiencia	y
productividad	normales	una	remuneración	menor	que	el	salario
mínimo	de	los	trabajadores	a	jornal.
D.	S.	016.
ART.	7°.—Tratándose	de	obreros	que	perciben	salario	a	destajo	o	cualquier
otra	 forma	 de	 remuneración	 imprecisa,	 incluyendo	 a	 los	 trabajadores	 a
domicilio	que	sirvan	a	un	solo	empleador,	se	reajustarán	las	tarifas	o	precios
por	unidad	de	trabajo	o	producción,	de	tal	manera	que	el	obrero,	trabajando
con	una	eficiencia	y	carga	normales	durante	la	jornada	legal,	pueda	alcanzar
el	 mínimo	 fijado	 para	 la	 circunscripción	 correspondiente.	 Mientras	 se
proceda	a	los	reajustes	indicados	se	considerará	para	la	aplicación	del	jornal
mínimo,	 el	 promedio	 diario	 que	 resulte	 de	 dividir	 la	 ganancia	 semanal
normal	entre	los	días	efectivos	de	trabajo	correspondientes,	completándose
la	diferencia	que	exista	con	el	 jornal	mínimo,	en	caso	de	que	tal	promedio
sea	inferior	a	éste.
COMENTARIO.—Clasificación	 de	 las	 remuneraciones.	 Las
remuneraciones	pueden	ser	clasificadas	en	principales,	complementarias	y
periódicas.
1.	Remuneración	principal	es	aquella	que	constituye	el	pago	por	el	servicio
efectuado	durante	 la	 jornada	establecida.	Tal	 concepto	puede	ser	a	 su	vez
objeto	de	una	subclasificación	en	función	a	la	determinación	de	su	monto,	a
saber:
a)	 Determinada	 o	 precisa:	 La	 que	 se	 encuentra	 establecida	 en	 un	monto
dinerario	en	el	contrato	o	en	la	ley.
b)	Imprecisa:	Aquella	cuyo	monto	se	encuentra	estrechamente	relacionado
a	 los	 resultados	 de	 la	 labor	 efectuada	 por	 el	 trabajador,	 siendo	 ejemplos
típicos	las	remuneraciones	a	destajo	o	por	comisión.
Si	pese	al	esfuerzo	del	trabajador	el	monto	del	destajo	o	las	comisiones	es
inferior	a	la	remuneración	mínima,	le	deberá	ser	reconocida	esta	diferencia.
2.	Remuneraciones	complementarias,	entendidas	como	las	condicionadas	a
la	prestación	de	un	servicio	adicional	o	en	situaciones	más	fatigosas,	como
las	horas	extras	o	la	bonificación	por	turno,	por	ejemplo.
3.	 Remuneraciones	 periódicas,	 aquellas	 que	 se	 perciben	 fuera	 de	 la
periodicidad	normal	de	los	pagos	establecidos	y	generalmente	en	atención	a
determinadas	 fechas	 festivas,	 como	 es	 el	 caso	 de	 las	 gratificaciones	 por
Fiestas	Patrias	y	Navidad.
Se	puede	dividir	también	a	las	remuneraciones	en	función	a	su	modalidad
de	pago,	en	dinero	o	en	especie,	aunque	debe	notarse	que	la	mayoría	de	las
legislaciones	son	severamente	restrictivas	en	cuanto	a	los	pagos	en	especie.
D.	L.	14222.
ART.	9°.—Los	pagos	que	haga	el	empleador,	a	su	costo,	de
obligaciones	legales	de	cargo	del	trabajador	aplicables	a	su
remuneración,	tales	como	impuestos	o	cotizaciones	de	seguro
social	u	otros	similares	correspondientes	al	trabajador,	serán
tenidos	en	cuenta	para	el	cumplimiento	de	la	obligación	de	pagar
el	salario	mínimo	que	se	establezca	conforme	a	esta	ley,	salvo
acuerdos	contractuales	que	hayan	establecido	lo	contrario.
COMENTARIO.—Se	 reconoce	 expresamente	 la	 posibilidad	 que	 el
empleador	asuma	el	pago	del	impuesto	a	la	renta	que	corresponde	al
trabajador.	El	artículo	9°	del	D.	L.	N°	14222,	si	bien	se	encuentra	referido	a
otros	 supuestos,	 admite	 de	 modo	 expreso	 la	 posibilidad	 que	 el	 pago	 del
impuesto	 a	 la	 renta	 que	 le	 corresponde	 al	 trabajador,	 sea	 asumido	 por	 el
empleador.
En	 el	mismo	 sentido,	 aunque	 con	 una	 terminología	 que	 sienta	 la	 idea	 de
mayor	 generalidad,	 se	 pronuncia	 el	 artículo	 47,	 del	 TUO	 de	 la	 Ley	 del
Impuesto	a	la	Renta,	al	señalar	que	el	contribuyente	no	podrá	deducir	de	la
renta	bruta	el	impuesto	a	la	renta	que	haya	asumido	y	que	corresponda	a	un
tercero.
El	impuesto	asumido,	concluye	el	artículo	citado	en	el	párrafo	anterior,	no
podrá	ser	considerado	como	una	renta	mayor	del	perceptor	de	la	renta.
D.	L.	14222.
ART.	10.—Los	alimentos	crudos	o	por	prepararse	que	se
entreguen	a	los	trabajadores	como	pago	en	especie	de	parte	del
salario	y	que	sean	de	su	libre	disposición	serán	valorizados	de
acuerdo	con	los	datos	de	la	Dirección	General	de	Estadística	y	su
valor	se	tendrá	en	cuenta	en	la	forma	expresada	en	el	artículo	9°
que	precede.
D.	S.	007.
ART.	8°.—Los	alimentos	crudos	o	por	prepararse	y	demás	pagos	en	especie
permitidos	por	la	ley,	que	el	empleador	convenga	con	el	trabajador,	a	cuenta
de	su	remuneración	o	como	parte	de	ella,	serán	tenidos	en	cuenta	para	los
fines	de	la	determinación	y	pago	de	los	sueldos	y	salarios	mínimos	vitales.
La	valorización	se	hará	de	acuerdo	con	los	datos	de	la	Dirección	Nacional	de
Estadísticas	 y	 Censos	 o	 servicios	 similares,	 siempre	 que	 consistan	 en
contraprestaciones	apropiadas	al	uso	personal	del	trabajador	y	de	su	familia
y	redunden	en	beneficio	de	los	mismos	y	que	el	valor	que	se	les	atribuya	sea
justo	y	razonable	y	no	mayor	del	25%	del	sueldo	o	salario	mínimo	vital	que
se	fije	para	la	región.
D.	S.	016.
ART.	 5°.—Cuando	 no	 se	 hubiere	 convenido	 entre	 el	 empleador	 y	 el
trabajador	 respecto	al	valor	de	 la	alimentación	a	que	se	 refiere	el	 artículo
anterior,	se	 apreciará	 dicho	 valor	 en	 una	 proporción	 que	 no	 excederá	 del
25%	del	salario	mínimo,	si	comprende	desayuno,	almuerzo	y	comida.
D.	L.	14222.
ART.	11.—Será	también	valorizado	y	considerado	en	la	forma
que	se	establece	en	el	artículo	anterior,	cualquier	pago	en	especie
que	el	empleador	haga	al	trabajador	a	cuenta	de	su	remuneración
o	como	parte	de	ella.
D.	L.	14222.
ART.	12.—Se	computarán	para	integrar	los	sueldos	y	salarios
mínimos,	las	bonificaciones	u	otros	abonos	permanentes	y	fijos
que	se	paguen	en	dinero	efectivo	al	trabajador.
D.	S.	007.
ART.	6°.—Para	el	cálculo	del	sueldo	o	salario	mínimo	vital,	conforme	a	las
pautas	 fijadas	 por	 el	 Decreto	 Ley	 N°	 14222,	 se	 excluirá	 la	 bonificación
otorgada	 por	 el	 decreto	 supremo	 de	 25	 de	 julio	 de	 1959,	 las	 primas	 de
estímulo	 a	 la	mayor	 producción,	 los	 recargos	 que	 se	 abonen	 por	 jornada
nocturna,	 la	 retribución	 por	 horas	 extraordinarias	 y	 días	 feriados,	 las
cantidades	 que	 no	 sean	 de	 libre	 disposición	 del	 trabajador,	 los	 alimentos
preparados	que	se	entreguen	a	éste	para	su	consumo	directo	en	el	centro	de
trabajo	 y	 los	 beneficios	 que	 no	 sean	 susceptibles	 de	 evaluación	 cierta	 e
inmediata.
D.	S.	016.
ART.	4°.—Para	el	cálculo	del	sueldo	o	salario	mínimo,	se	considerarán	los
pagos	que	haga	el	empleador	a	su	costo,	de	obligaciones	legales	de	cargo	del
trabajador	 aplicables	 a	 su	 remuneración,	 tales	 como	 impuestos	 o
cotizaciones	 de	 seguro	 social	 u	 otros	 similares;	 la	 alimentación	 que	 se
entrega	 al	 trabajador	 como	 pago	 en	 especie	 de	 parte	 del	 salario;	 las
bonificaciones	u	otros	abonos	permanentes	y	fijos	que	se	abonen	en	dinero
efectivo.
Se	excluyen	de	dicho	cálculo	la	bonificación	otorgada	por	decreto	supremo
del	 25	 de	 julio	 de	 1959,	 las	 primas	 por	 producción,	 los	 recargos	 que	 se
abonen	por	jornada	nocturna,	las	retribuciones	por	horas	extraordinarias	y
días	 feriados,	 el	 importe	 de	 la	 habitación	 y	 las	 cantidades	 que	 no	 son	 de
libre	disposición	del	trabajador.
D.	S.	007-2012-TR.
ART.	1°.—Objeto	de	la	Norma.	Incrementar	en	S/.	75,00	nuevos
soles	la	remuneración	mínima	de	los	trabajadores	sujetos	al
régimen	laboral	de	la	actividad	privada,	con	lo	que	la
remuneración	mínima	pasará	de	S/.	675,00	nuevos	soles	a	S/.
750,00	nuevos	soles,	a	partir	del	1°	de	junio	del	2012.
EVOLUCIÓN	DE	LA	REMUNERACIÓN	MÍNIMA	VITAL	(R.	M.	V.)
Dispositivo
Monto
Vigencia
Equivalencia
aprox.	en
dólares	(*)Mensual Diario
D.	U.	034-97 S/.	300,00 S/.	10,00 01.05.97 $	113
D.	U.	074-97 S/.	345,00 S/.	11,50 01.09.97 $	130
D.	U.	012-
2000 S/.	410,00 S/.	13,67 10.03.2000
$	119
D.	U.	022-
2003 S/.	460,00 S/.	15,33 15.09.2003
$	132
D.	S.	016-
2005-TR S/.	500,00 S/.	16,66 01.01.2006
$	147
D.	S.	022-
2007-TR S/.	530,00 S/.	17,66 01.10.2007 $	172
D.	S.	022-
2007-TR
S/.	550,00 S/.	18,33 01.01.2008 $	183
D.	S.	011-
2010-TR S/.	580,00 S/.	19,33 01.12.2010 $	205
D.	S.	011-
2010-TR S/.	600,00 S/.	20,00 01.02.2011 $	214
D.	S.	011-
2011-TR S/.	675,00 S/.	22,50 15.08.2011 $	250
D.	S.	007-
2012-TR S/.	750,00 S/.	25,00 01.06.2012 $	278
D.	S.	005-
2016-TR S/.	850,00 S/.	28,33 01.05.2016 $	252
(*)	A	la	fecha	de	vigencia	del	dispositivo.
R.	M.	091-92-TR.
ART.	5°.—Las	remuneraciones	mínimas	de	los	periodistas,
mineros	y	futbolistas	profesionales,	previstas	en	la	Ley	N°	25101,
y	en	los	decretos	supremos	N°s.	030-89-TR	y	046-90-TR,	se
fijarán	en	base	a	la	remuneración	mínima	vital	en	el	número	y
porcentaje	establecido	en	las	indicadas	disposiciones.
REMUNERACIÓN	MÍNIMA	DEL	PERIODISTA
Ley	25101.
ART.	1°.—El	sueldo	mínimo	del	periodista	profesional	colegiado
que	ejerce	sus	actividades	en	empresas	de	comunicación	masiva,
de	más	de	25	trabajadores	en	total,	incluidos	los	contratados,
eventuales	y	de	servicios,	como	diarios	de	circulación	nacional,
radiodifusoras	de	ámbito	nacional	y	televisoras	del	sector
privado,	no	podrá	ser	menor	de	tres	ingresos	mínimos	legales	o	su
equivalencia	remunerativa,	fijados	para	Lima	Metropolitana.
D.	S.	050-90-TR.
ART.	1°.—El	 sueldo	mínimo	del	periodista	profesional	 colegiado	a	que	 se
refiere	la	Ley	N°	25101,	no	podrá	ser	en	ningún	caso	inferior	a	tres	ingresos
mínimos	 legales	 vigentes,	 fijados	 a	 nivel	 nacional,	 o	 la	 equivalencia
remunerativa	 que	 se	 pueda	 establecer	 en	 su	 reemplazo,	 considerándose
como	 parte	 del	 mismo	 el	 sueldo	 básico,	 bonificaciones	 y	 cualquier	 otro
abono	permanente	o	 fijo	que	en	dinero	o	en	especie	perciba	el	 trabajador
por	cuenta	del	empleador	por	labor	realizada	durante	la	jornada	ordinaria
prevista	en	el	artículo	1°	de	la	Ley	N°	24724.
Quedan	 excluidos	 de	 conformar	 el	 sueldo	 mínimo	 en	 referencia	 el
refrigerio,	 pagos	 por	 movilidad	 y	 toda	 cantidad	 que	 no	 sea	 de	 libre
disposición	del	trabajador.
REQUISITOS
Ley	25101.
ART.	3°.—La	percepción	de	los	derechos	de	la	presente	ley
deviene	de	la	jornada	ordinaria	prevista	en	el	artículo	1°	de	la	Ley
N°	24724,	y	exige	que	el	periodista	profesional	tenga	más	de	5
años	de	experiencia	profesional.
D.	S.	050-90-TR.
ART.	2°.—Tienen	derecho	a	la	percepción	del	sueldo	mínimo	que	establece
la	 Ley	 N°	 25101	 los	 periodistas	 profesionales	 colegiados	 que	 presten
servicios	en	empresas	de	comunicación	masiva	de	más	de	25	trabajadores
en	total,	incluidos	los	contratados,	eventuales	y	de	servicios	que	se	señalan
en	 su	 artículo,	 así	 como	 los	 que	 ejercen	 sus	 actividades	 en	 diarios	 y
radiodifusoras	 de	 ámbito	 local	 o	 regional,	 siempre	 que	 cuenten	 con	 el
número	de	trabajadores	antes	mencionado.
D.	S.	050-90-TR.
ART.	 4°.—Para	 que	 el	 periodista	 profesional	 colegiado	 tanto	 del	 sector
privado	 como	 público,	 tenga	 derecho	 a	 percibir	 el	 sueldo	 mínimo
establecido	por	la	Ley	N°	25101,	debe	haber	desempeñado	durante	más	de
05	 años	 actividad	 periodística,	 sujeta	 a	 un	 contrato	 de	 trabajo	 verbal	 o
escrito.	 En	 consecuencia	 no	 es	 exigible	 que	 en	 dicho	 período	 hubiere
contado	 con	 título	 profesional	 o	 estado	 colegiado,	 pudiéndose	 acumular
para	 estos	 efectos	 los	 servicios	 prestados	 tanto	 en	 entidades	 del	 sector
privado	como	del	sector	público.
CORRESPONSALES	PERIODÍSTICOS
Ley	24724.
Artículo	Adicional.—Los	corresponsales	de	las	empresas
periodísticas	del	país,	percibirán	una	remuneración	mensual
equivalente	a	la	de	un	redactor.
D.	S.	001-88-TR.
ART.	5°.—La	remuneración	mensual	de	los	corresponsales	permanentes	de
las	empresas	periodísticas	del	país,	será	equivalente	a	 la	de	un	redactor,	o
en	 su	 defecto,	 a	 la	 que	 corresponda	 a	 la	 de	 un	 redactor	 de	 la	 sección
provincias	del	medio	informativo	al	cual	prestan	servicios.	En	ningún	caso	la
remuneración	de	estos	corresponsales	podrá	ser	inferior	al	ingreso	mínimo
legal.
REMUNERACIÓN	MÍNIMA	DEL	MINERO
D.	S.	030-89-TR.
ART.	1°.—Establézcase	a	partir	del	01	de	agosto	de	1989	el
ingreso	mínimo	minero,	el	mismo	que	no	podrá	ser	inferior	al
monto	que	resulte	de	aplicar	un	25%	adicional	al	ingreso	mínimo
legal	vigente	en	la	oportunidad	de	pago.
El	referido	25%	adicional	tendrá	las	mismas	características	de	la
denominada	“bonificación	suplementaria”.
D.	S.	030-89-TR.
ART.	2°.—Tienen	derecho	a	percibir	el	ingreso	mínimo	minero
los	trabajadores	empleados	y	obreros	de	la	actividad	minera,
incluido	el	personal	que	labora	a	través	de	contratistas	y
subcontratistas.
JURISPRUDENCIA.—Remuneración	mínima	para	los	profesionales	químico-
farmacéuticos.	“Las	observaciones	reiterativas	de	la	demandada	están
dirigidas	a	incumplir	lo	dispuesto	por	las	leyes	15266	y	16447	que
establecen	un	sueldo	mínimo	para	los	profesionales	químico-farmacéuticos,
lo	cual	por	su	naturaleza	no	puede	admitirse;	que	el	informe	pericial	ha
basado	su	liquidación	en	tales	disposiciones,	por	lo	que	se	encuentra
arreglado	a	ley	(…).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	0812-95-CD(A),	jun.	22/95.	V.	P.
Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—Carácter	referencial	de	la	remuneración	mínima	fijada
por	el	Colegio	Químico	Farmacéutico.	“Siendo	las	partes	del	contrato	de
trabajo	el	empleador	y	el	trabajador,	corresponde	a	ellas	acordar	el	monto
de	las	remuneraciones	a	pagar,	el	mismo	que	no	debe	ser	inferior	a	la
remuneración	mínima	vital;	Segundo:	que,	la	remuneración	mínima	fijada
por	el	Colegio	Químico	Farmacéutico	para	sus	miembros	tiene	carácter
referencial,	pues,	en	base	a	la	misma	los	profesionales	de	dicha	especialidad
puedan	negociar	con	sus	empleadores	sus	remuneraciones;	Tercero:	que,	el
monto	de	la	remuneración	mínima	para	los	profesionales	químico
farmacéuticos	de	ninguna	manera	puede	obligar	a	los	empleadores,	pues,
admitir	este	criterio	significaría	desconocer	los	alcances	del	artículo	24	de	la
Constitución	Política	el	cual	establece	que	las	remuneraciones	mínimas	se
regulan	por	el	Estado	con	participación	de	las	organizaciones
representativas	de	los	empleadores	y	los	trabajadores;	Cuarto:	que,	la
intervención	de	un	tercero	que	no	es	el	Estado	en	la	determinación	de	las
remuneraciones,	resulta	atentatorio	contra	el	libre	mercado,	pues,	se	estaría
interfiriendo	en	el	funcionamiento	del	mismo	e	impidiendo	que	las
remuneraciones	sean	producto	de	la	negociación	de	las	partes	(…).”	(RSL,
Exp.	535-97-BS(S),	oct.	03/97.	V.	P.	Arévalo	Vela)
COMENTARIO.—Remuneraciones	 mínimas	 de	 carácter	 sectorial.
Respecto	 a	 las	 remuneraciones	 mínimas	 establecidas	 en	 beneficio	 de
determinados	sectores	laborales,	cabe	hacer	algunas	precisiones:
-	La	remuneración	mínima	de	los	futbolistas	profesionales	establecida	por
el	 D.	 S.	 N°	 046-90-TR	 dejó	 de	 tener	 vigencia	 al	 no	 ser	 recogida	 por	 las
nuevas	normas	que	regulan	dicha	categoría	laboral.
-	 El	 mínimo	 minero	 resultante	 de	 aplicar	 un	 25%	 adicional	 a	 la
remuneración	mínima	tiene	las	características	de	la	remuneración	básica,	al
haber	quedado	sin	efecto	la	“bonificación	suplementaria”.
EFECTOS	 DE	 LA	 REMUNERACIÓN	 MÍNIMA	 EN	 OTROS	 BENEFICIOS
LABORALES
	COMENTARIO.—Otros	 efectos	 del	 aumento	 de	 la	 RMV.	 El	 Decreto
Supremo	N°	007-2012-TR,	publicado	el	17	de	mayo	del	2012	en	el	Diario
Oficial	 “El	 Peruano”,	 vigente	 a	 partir	 del	 01	 de	 junio	 de	 mismo	 año,
incrementó	la	remuneración	mínima	vital	en	S/.	75,00	nuevos	soles	para	el
régimen	 laboral	 de	 la	 actividad	 privada.	 Es	 importante	 entonces,	 resaltar
otros	 efectos	 de	 esta	medida,	 tales	 como	 el	 incremento	 en	 la	 subvención
otorgada	 a	 las	 modalidades	 formativas	 debido	 a	 que	 esta	 no	 puede	 ser
menor	a	la	RMV	cuando	se	trata	de	jornadas	máximas	previstas	de	acuerdo
a	 cada	 modalidad,	 así	 mismo,	 el	 empleador	 debe	 incrementar	 el	 pago	 a
ESSALUD,	equivalente	al	9%	de	la	remuneración	del	trabajador,	por	lo	que
para	 quienes	 la	 perciban	 se	 deberá	 aportar	 S/.	 67,50	 nuevos	 soles.
Finalmente,	 el	 aumento	 de	 la	 RMV	 indica	 el	 tope	 máximo	 para	 las
prestaciones	alimentarias,	que	no	puede	superar	 las	dos	RMV,	es	decir	S/.
1.500	nuevos	soles.
TÍTULO	TERCERO
Asignación	Familiar
ASIGNACIÓN	FAMILIAR	LEGAL
Ley	25129.
ART.	1°.—A	partir	de	la	vigencia	de	la	presente	ley,	los
trabajadores	de	la	actividad	privada	cuyas	remuneraciones	no	se
regulan	por	negociación	colectiva,	percibirán	el	equivalente	al
10%	del	ingreso	mínimo	legal	por	todo	concepto	de	asignación
familiar.
D.	S.	035-90-TR.
ART.	2°.—Se	encuentran	comprendidos	en	los	alcances	del	beneficio	a	que
se	contrae	la	Ley	N°	25129,	los	trabajadores	sujetos	al	régimen	laboral	de	la
actividad	 privada	 cuyas	 remuneraciones	 no	 se	 regulen	 por	 negociación
colectiva,	cualquiera	que	fuere	su	fecha	de	ingreso.
JURISPRUDENCIA.—Convenio	colectivo	debe	consignar	expresamente	el
pago	de	asignación	familiar,	de	lo	contrario	se	debe	percibir	de	manera
adicional.	“(...)	Que,	por	tanto,	la	interpretación	correcta	del	artículo	1°	de	la
Ley	N°	25129,	acorde	con	los	derechos	y	principios	constitucionales	antes
desarrollados,	es	que	la	restricción	establecida	en	la	misma	respecto	a	‘los
trabajadores	de	la	actividad	privada	cuyas	remuneraciones	no	se	regulan
por	negociación	colectiva’,	es	que	éstos	no	perciban	un	doble	beneficio	por
este	derecho	de	asignación	familiar	otorgado	de	forma	general	e	imperativa
a	favor	de	los	trabajadores	del	sector	privado,	se	encuentren	o	no
sindicalizados,	como	consecuencia	del	que	perciban	a	raíz	del	convenio
colectivo	o	del	previsto	por	la	ley	(derecho	mínimo),	caso	en	el	cual	los
trabajadores	percibirán	el	que	le	otorgue	mayor	beneficio	en	efectivo.	En
caso	que	el	convenio	colectivo	no	contemple	pago	alguno	por	concepto	de
asignación	familiar,	los	trabajadores	sindicalizados	deberán	percibir	la
asignación	familiar	en	el	monto	y	porcentaje	establecido	por	la	Ley	N°
25129	y	su	reglamento	contenido	en	el	Decreto	Supremo	N°	035-90-TR;
siendo	este	el	criterio	interpretativo	que	a	partir	de	la	fecha	asume	este
colegiado	con	relación	al	pago	de	la	asignación	familiar	previsto	en	la	Ley	N°
25129.	(...).”	(CSJ,	Cas.	Lab.	2630-2009-Huaura,	feb.	28/2011.	V.	P.	Vásquez
Cortez)
JURISPRUDENCIA.—Interpretación	extensiva	que	plantea	que	la	asignación
familiar	corresponde	a	todos	los	trabajadores	de	la	actividad	privada	es
conforme	a	la	Constitución.	“En	el	caso	de	autos	la	sala,	haciendo	uso	de	los
métodos	interpretativos	(gramatical,	sistemática	y	finalista)	que	le	provee	la
doctrina	y	la	jurisprudencia	llegó	a	la	conclusión	a	través	de	la
interpretación	del	artículo	1°	de	la	Ley	N°	25129	y	del	artículo	26.2	de	la
Constitución	Política	del	Perú	que	la	asignación	familiar	correspondía	a
todos	los	trabajadores	de	la	actividad	privada.	De	esta	manera	se	evidencia
que	lo	realmente	realizado	por	la	sala	fue	una	interpretación	de	la	ley	(Ley	N
°	25129)	conforme	a	la	Constitución	(artículo	26.2),	es	decir,	una
interpretación	de	la	ley	apoyada,	basada	y	consultada	en	la	norma
fundamental,	lo	cual	resulta	totalmente	justificado	desde	el	punto	de	vista
constitucional,	en	razón	de	los	postulados	del	nuevo	Estado	constitucional
de	derecho”.	(T.	C.,	Exp.	01735-2010-PA/TC,	set.	02/2010.	S.	S.	Mesía
Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Extender	el	beneficio	de	la	asignación	familiar	a	un
período	no	solicitado	vulnera	el	principio	de	congruencia	procesal.	“Habiendo
el	actor	demandado	que	se	le	otorgue	el	beneficio	de	la	asignación	familiar
desde	junio	del	2001	cuando	pasó	al	régimen	laboral	privado,	dada	su
calidad	de	obrero	de	la	municipalidad,	la	sentencia	de	vista	al	ordenar	el
pago	de	la	asignación	familiar	desde	julio	de	1997,	fecha	de	nacimiento	de
su	primer	hijo,	ha	incurrido	en	un	pronunciamiento	ultrapetita,	al	ordenar
el	pago	por	un	periodo	no	solicitado	y	por	otro	lado	ha	incurrido	en
incongruencia	interna	al	fundamentar	las	razones	de	su	decisión,	pues	a
dicha	fecha	el	accionante	no	estaba	sujeto	al	régimen	laboral	de	la	actividad
privada,	condición	laboral	que	constituye	uno	de	los	requisitos	para	percibir
el	concepto	demandado,	conforme	al	artículo	1°	de	la	Ley	N°	25129”.	(C.	S.,
Cas.	8361-2013-Callao,	nov.	13/2014.	V.	P.	Chaves	Zapater)
DOCTRINA.—En	 contra	 de	 lo	 resuelto	 por	 la	 Corte	 Suprema,	 MTPE
opina	que	el	monto	mínimo	de	la	asignación	familiar	puede	mejorarse
vía	convención	colectiva.	“Sobre	estos	cuestionamientos,	la	Corte	Suprema
con	 motivo	 de	 la	 Casación	 N°	 2630-2009-Huaura	 sostuvo	 [en	 su
considerando	 octavo]	 que	 ‘una	 interpretación	 acorde	 con	 el	 principio	 de
igualdad	implica	que	el	derecho	de	asignación	familiar	corresponde	a	todos
los	trabajadores	del	régimen	privado,	independientemente	de	sí	regulan	sus
remuneraciones	por	negociación	colectiva,	siempre	que	acrediten	tener	a	su
cargo	uno	o	más	hijos	menores	de	dieciocho	años,	salvo	se	encuentre	(sic)
efectuando	 estudios	 superiores	 o	 universitarios,	 de	 conformidad	 con	 lo
dispuesto	en	el	artículo	2°	de	la	Ley	N°	25129,	ya	que	no	se	explica	cómo	es
que	 ante	 un	mismo	 supuesto	 de	 hecho,	 trabajadores	 del	 régimen	 privado
que	soportan	una	carga	familiar,	la	ley	establezca	beneficios	exclusivamente
sólo	 para	 un	 grupo	 de	 ellos,	 sin	 que	 exista	 una	 causa	 razonable	 que
justifique	dicha	diferencia	de	trato.	(...).
(...)	 La	 pregunta	 que	 subyace	 a	 la	 develación	 de	 la	 existencia	 o	 no	 de	 un
supuesto	 lesivo	 del	 principio	 de	 igualdad	 en	 la	 regulación	 del	 beneficio
tratado	 es	 la	 siguiente:	 ¿es	 irrazonable	 y	 desproporcionado	 excluir	 del
ámbito	 subjetivo	 de	 goce	 de	 la	 asignación	 familiar	 a	 los	 trabajadores	 del
sector	privado	que	regulen	sus	remuneraciones	por	negociación	colectiva?
(...)	El	ámbito	subjetivo	del	beneficio	de	asignación	familiar	abarca	a	 todo
trabajador	de	la	actividad	privada;	mientras	que	el	monto	de	tal	beneficio	es
equivalente	al	menos	al	10%	del	ingreso	mínimo	vital,	quedando	latente	la
posibilidad	 de	 su	mejora	 a	 través	 de	 la	 convención	 colectiva”.	 (MTPE,	 Inf.
028-2012-MTPE/2/14,	 ago.	 21/2012.	 Director	 de	 Inspección	 del	 Trabajo
Ricardo	Gabriel	Herbozo	Colque)
COMENTARIO.—Ámbito	de	aplicación	de	 la	asignación	 familiar.	Tanto
la	Ley	N°	25129	como	su	reglamento	precisan	que	la	asignación	familiar	es
un	 beneficio	 para	 los	 trabajadores	 de	 la	 actividad	 privada	 cuyas
remuneraciones	no	se	regulan	por	la	vía	de	la	negociación	colectiva.
Pretender	 ampliar	 los	 alcances	 de	 la	 ley	 a	 aquellos	 sectores	 laborales	 no
expresamente	 incluidos,	 así	 el	 monto	 que	 hubieran	 pactado	 mediante	 el
convenio	 colectivo	 en	 concepto	 de	 asignación	 familiar	 fuese	 inferior	 al
establecido	por	 la	norma	que	se	comenta,	 constituiría	un	accionar	carente
de	fundamentos.
La	asignación	familiar	equivale	al	10%	de	la	remuneración	mínima	vital.
COMENTARIO.—La	 asignación	 familiar	 no	 forma	 parte	 de	 la
remuneración	mínima.	La	asignación	 familiar	es,	de	acuerdo	al	 texto	del
artículo	segundo	del	D.	S.	N°	035-90-TR,	un	beneficio	para	los	trabajadores
de	la	actividad	privada	cuyas	remuneraciones	no	se	regulan	por	negociación
colectiva.
En	esencia,	el	objeto	del	beneficio	de	la	asignación	familiar	es	el	de	mejorar
la	 situación	 remunerativa	 de	 los	 trabajadores	 que	 tienen	 a	 su	 cargo	 hijos
menores.
Dado	que	es	propósito	de	la	ley	ayudar	a	paliar	de	alguna	manera	el	egreso
dinerario	que	 significa	 la	manutención	de	 la	prole,	mal	podríamos	decir	 –
argumentando	 una	 lectura	 errónea	 del	 artículo	 12	 del	 Decreto	 Ley	 N°
14222–	que	la	asignación	familiar	es	un	concepto	integrante	–no	adicional–
de	la	remuneración	mínima.
De	admitir	el	criterio	anterior,	estaríamos	aceptando	que	los	trabajadores
remunerados	 con	 el	mínimo	 legal	 y	 con	 cargas	 familiares	 –justamente	 los
más	necesitados	del	amparo	legal–	no	percibirían	la	remuneración	mínima
incrementada	en	el	diez	por	ciento	en	concepto	de	asignación	familiar,	sino
únicamente	el	monto	correspondiente	a	la	primera	de	las	mencionadas.
Siendo	 esto	 así,	 la	 asignación	 familiar	 dejaría	 de	 ser	 un	 beneficio,
reduciéndose	 a	 ser	 sólo	 un	 elemento	 componente	 de	 la	 remuneración
mínima.
No	 solo	 la	 lógica,	 sino	 también	 la	 interpretación	 adecuada	de	 las	 normas
que	regulan	la	materia	que	nos	ocupa,	nos	lleva	a	concluir	que	la	asignación
familiar	es	en	 todos	 los	 casos	un	monto	que	complementa	el	haber	de	 los
trabajadores	con	derecho	a	ella.
D.	S.	035-90-TR.
ART.	3°.—La	asignación	 familiar	 establecida	por	 la	 ley	 tiene	el	 carácter	y
naturaleza	remunerativa.
D.	S.	035-90-TR.	
ART.	 4°.—El	 cálculo	 para	 el	 pago	 de	 la	 asignación	 familiar	 se	 efectuará
aplicando	 el	 10%	a	que	 se	 refiere	 el	 artículo	1°	 de	 la	 ley	 sobre	 el	 ingreso
mínimo	 legal	 vigente	 en	 la	 oportunidad	 que	 corresponda	 percibir	 el
beneficio.
TRABAJADORES	BENEFICIADOS
Ley	25129.
ART.	2°.—Tienen	derecho	a	percibir	esta	asignación	los
trabajadores	que	tengan	a	su	cargo	uno	o	más	hijos	menores	de
18	años.	En	el	caso	de	que	el	hijo	al	cumplir	la	mayoría	de	edad	se
encuentre	efectuando	estudios	superiores	o	universitarios,	este
beneficio	se	extenderá	hasta	que	termine	dichos	estudios,	hasta
un	máximo	de	6	años	posteriores	al	cumplimiento	de	dicha
mayoría	de	edad.
D.	S.	035-90-TR.
ART.	 11.—El	derecho	 al	 pago	de	 la	 asignación	 familiar	 establecida	por	 la
ley,	 rige	 a	 partir	 de	 la	 vigencia	 de	 la	 misma,	 encontrándose	 obligado	 el
trabajador	a	acreditar	la	existencia	del	hijo	o	hijos	que	tuviere.
JURISPRUDENCIA.—Demanda	de	pago	de	asignación	familiar	resulta
infundada	si	el	trabajador	no	comunicó	al	empleador	su	carga	familiar	en	el
momento	oportuno.	“El	artículo	6°	del	Decreto	Supremo	N°	035-90-TR	(...);
norma	que	debe	aplicarse	siempre	y	cuando	se	cumpla	con	el	requisito
señalado	en	el	artículo	11	de	la	norma	en	comento	(...)	siendo	esto	así	y
estando	acreditado	en	autos,	conforme	lo	señalan	las	propias	instancias	de
mérito,	de	que	el	trabajador	no	ha	puesto	en	conocimiento	del	empleador	su
carga	familiar	en	el	momento	oportuno;	se	concluye	que	la	denuncia
deviene	en	fundada,	toda	vez	que	la	sala	superior	ha	efectuado	una
aplicación	indebida	de	la	norma	denunciada”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	739-2010-La
Libertad,	jun.	01/2012.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema:	“el	derecho	de	asignación	familiar	es	un
mínimo	necesario	de	carácter	imperativo”.	“(...)	se	estableció	que	se	debe
reconocer	el	derecho	de	asignación	familiar	como	un	mínimo	necesario	de
carácter	imperativo,	que	lo	único	que	debe	acreditar	el	trabajador	es	que
durante	la	vigencia	del	periodo	laboral	tuvo	carga	familiar;	analiza	que	el
demandante	ha	acreditado	la	existencia	de	carga	familiar	en	la	fecha	que
desarrolló	el	vínculo	laboral	conforme	a	las	instrumentales	obrantes	en
autos;	por	lo	que	tampoco	se	ha	acreditado	la	infracción	normativa	a	los
incisos	3	y	5	del	artículo	139	de	la	Constitución	Política	del	Estado,	en	tanto
el	colegiado	superior	ha	cumplido	con	el	deber	de	motivar	la	resolución
judicial	impugnada	(...)”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	4802-2012-La	Libertad,	ene.
21/2013	V.	P.	Rueda	Fernández)
JURISPRUDENCIA.—Es	erróneo	entender	que	la	norma	establece	que	el	pago
de	la	asignación	familiar	solo	puede	reclamarse	durante	la	vigencia	del
vínculo	laboral.	“(...)	conforme	a	lo	expuesto	en	relación	a	la	asignación
familiar	regulada	en	el	artículo	2°	de	la	Ley	N°	25129	y	artículos	5°	y	11	del
Decreto	Supremo	N°	035-90-TR9,	se	debe	entender	que	el	beneficio	social
de	asignación	familiar,	constituye	un	ingreso	de	naturaleza	remunerativa,
por	disposición	expresa	de	la	ley,	cuya	percepción,	a	diferencia	del	salario	o
remuneración	propiamente	dicha,	se	sustenta	en	el	hecho	de	que	durante	la
vigencia	del	vínculo	laboral,	los	trabajadores	tengan	a	su	cargo	hijo	o	hijos
menores	de	edad	o,	que	siendo	mayores,	estos	se	encuentren	cursando
estudios	superiores	o	universitarios,	hasta	los	veinticuatro	años	de	edad.	En
dicho	sentido,	el	legislador	ordinario	ha	previsto	este	beneficio	laboral,	a
favor	de	aquellos	trabajadores,	que	durante	la	duración	de	su	vínculo
laboral,	cumplan	con	el	supuesto	de	hecho	de	la	norma.	En	efecto,	no	debe
entenderse	que,	cuando	la	norma	reglamentaria	–específicamente	los
artículos	5°	y	11	del	Decreto	Supremo	N°	035-90-TR–	establecen	como
requisitos	para	el	goce	de	éste	beneficio	social,	que	el	trabajador	ostente
vínculo	laboral	vigente	y	acredite	la	existencia	del	hijo	o	hijos	que	tuviere	a
su	cargo,	ello	limite	el	derecho	del	trabajador	a	reclamar	el	pago	del
beneficio	sólo	durante	la	vigencia	del	vínculo;	pues	ello	no	se	desprende	del
texto	de	la	norma,	ni	de	una	interpretación	sistemática	y	finalista	de	lo
previsto	en	el	artículo	24	de	la	Constitución	Política	del	Estado	(...)	por	tanto
el	empleador	en	uso	de	sus	facultades	y	atribuciones	no	puede	pretender
limitar	el	ejercicio	de	los	derechos	constitucionales	del	trabajador,	impedir
su	eficacia	ni	negar	su	contenido.	En	ese	contexto	se	desestima	los	sustentos
del	impugnante,	en	tanto	no	se	puede	interpretar	que	la	norma	límite	el
derecho	del	trabajador	a	reclamar	sus	derechos	laborales	reconocidos
constitucional	y	legalmente,	de	que	sólo	pueda	pedir	el	pago	de	la
asignación	familiar	durante	la	vigencia	del	vínculo	laboral,	pues	dicha
interpretación	no	resulta	compatible	con	el	ordenamiento	constitucional	ni
con	la	interpretación	conforme	a	los	tratados	internacionales	citados”.	(C.	S.,
Cas.	Lab.	4802-2012-La	Libertad,	ene.	21/2013	V.	P.	Rueda	Fernández)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Superior	al	MTPE:	los	días	de	huelga	suspenden	la
obligación	de	pagar	la	asignación	familiar	(el	pago	es	proporcional).	“(...)	la
interpretación	correcta	del	artículo	1°	de	la	Ley	N°	25129,	acorde	con	los
derechos	y	principios	constitucionales	antes	desarrollados,	es	que	la
restricción	establecida	en	la	misma	respecto	a	‘los	trabajadores	de	la
actividad	privada	cuyas	remuneraciones	no	se	regulen	por	negociación
colectiva’,	es	que	éstos	no	perciban	un	doble	beneficio	por	este	derecho	de
asignación	familiar	otorgado	de	forma	general	e	imperativa	a	favor	de	los
trabajadores	del	sector	privado,	se	encuentren	o	no	sindicalizados,	como
consecuencia	del	que	perciban	a	raíz	del	convenio	colectivo	o	del	previsto
por	la	ley	(derecho	mínimo),	caso	en	el	cual	los	trabajadores	percibirán	el
que	le	otorgue	mayor	beneficio	en	efectivo.	En	caso	que	el	convenio
colectivo	no	contemple	pago	alguno	por	concepto	de	asignación	familiar,	los
trabajadores	sindicalizados	deberán	percibir	la	asignación	familiar	en	el
monto	y	porcentaje	establecido	por	la	Ley	N°	25129	y	su	reglamento
contenido	en	el	Decreto	Supremo	N°	035-90-TR,	siendo	este	el	criterio
interpretativo	que	a	partir	de	la	fecha	asume	este	colegiado	con	relación	al
pago	de	la	asignación	familiar	previsto	en	la	Ley	N°	25129”.	(PJ,	Exp.	04601-
2007-0-701-JR-CI-03,	abr.	02/2013.	S.	S.	Ramal	Barrenechea)
DOCTRINA.—MTPE:	 no	 existe	 posibilidad	 de	 aplicar	 descuentos	 al
concepto	de	asignación	familiar.	“Consideramos	que	la	respuesta	a	dicha
interrogante	es	negativa,	en	tanto	que	la	norma	nacida	del	artículo	1°	de	la
Ley	N°	25129	no	otorga	 favores	a	unos	en	perjuicio	de	otros,	provocando
una	 desigualdad	 formal	 o	 material;	 se	 trata,	 en	 efecto,	 de	 una	 norma	 de
derecho	 necesario	 relativo	 que	 establece	 un	 piso	 mínimo	 por	 debajo	 del
cual	no	puede	actuar	la	autonomía	de	la	voluntad.	(...).
(...)	Sobre	esta	interrogante	–si	la	asignación	familiar	se	encuentra	sujeta	a
descuentos	 motivados	 por	 inasistencias	 o	 suspensión	 del	 trabajador–	 la
Oficina	 General	 de	 Asesoría	 Jurídica,	 mediante	 el	 Informe	 N°	 385-2011-
MTPE/4/8	de	fecha	14	de	abril	del	2011,	sostuvo	que	el	beneficio	otorgado
por	 la	 Ley	 N°	 25129	 tiene	 la	 finalidad	 de	 proteger	 a	 los	 hijos	 de	 los
trabajadores	 –menores	 de	 edad	 o	 que	 sigan	 estudios	 superiores–	 sin
guardar	relación	con	el	tiempo	laborado	por	estos.
De	ese	modo,	el	concepto	de	asignación	familiar	responde	a	una	situación
de	orden	social	antes	que	a	una	consecuencia	contraprestativa;	resultando
por	ende	innecesaria	la	existencia	de	un	determinado	tiempo	laborado	para
ser	 asistido	 por	 este	 derecho.	 A	 raíz	 de	 ello,	 se	 afirma	 que	 la	 asignación
familiar	no	se	encuentra	sujeta	a	ningún	descuento.	(...).”.	 (MTPE,	 Inf.	028-
2012-MTPE/2/14,	 ago.	 21/2012.	 Director	 de	 Inspección	 del	 Trabajo
Ricardo	Gabriel	Herbozo	Colque)
DOCTRINA.—La	entrega	de	un	bono	por	el	día	de	la	madre	supone	el
conocimiento	 del	 empleador	 que	 exige	 la	 entrega	 de	 la	 asignación
familiar.	 “(...)	 respecto	a	 la	asignación	 familiar	alega	 la	 inspeccionada	que
no	 existiría	 ningún	 documento	 que	 la	 señora	 (...)	 haya	 presentado	 a	 la
empresa	en	la	que	se	acredite	su	condición	de	madre,	por	lo	que	al	no	haber
tomado	 conocimiento	 la	 inspeccionada	 de	 lo	 mencionado	 es	 que	 no	 se
habría	 registrado	 el	 concepto	de	 asignación	 familiar	durante	 el	 tiempo	de
permanencia	en	la	empresa	desde	el	01	de	febrero	al	30	de	junio	del	2013,
por	 ello,	 solicita	 la	 nulidad	de	 la	 resolución	de	multa;	 sin	 embargo,	 de	 los
hechos	verificados	del	acta	de	 infracción,	 se	advierte	que	 la	 inspeccionada
tuvo	conocimiento	desde	la	fecha	de	ingreso	de	la	trabajadora	que	la	misma
contaba	con	un	hijo	menor	de	edad,	al	haberle	hecho	efectivo	el	pago	de	un
bono	 económico	 de	 doscientos	 cincuenta	 con	 00/100	 nuevos	 soles	 (S/.
250,00)	por	el	día	de	la	madre	con	fecha	02	de	junio	del	2010,	conforme	se
advierte	del	reporte	de	egresos	que	obra	a	(...)	del	expediente	investigatorio;
siendo	 así,	 el	 argumento	 de	 la	 inspeccionada	 destinado	 a	 desvirtuar	 la
infracción	 materia	 de	 autos,	 no	 enerva	 de	 ninguna	 manera	 la	 infracción
materia	de	autos	(...)”	(MTPE,	R.	D.	175-2014-MTPE/1/20.4,	may.	06/2014.
Dirección	de	Inspección	del	Trabajo	Silvia	Renee	Meza	Falla)
COMENTARIO.—Vigencia	 del	 pago	 por	 asignación	 familiar.	 Tienen
derecho	 a	 percibir	 mensualmente	 la	 asignación	 familiar	 los	 trabajadores
que	 tengan	 uno	 o	 más	 hijos	 menores	 de	 dieciocho	 (18)	 años,	 pero
obviamente	 desde	 el	 momento	 que	 acreditan	 documentalmente	 su
existencia	ante	el	empleador.
D.	S.	035-90-TR.
ART.	 5°.—Son	 requisitos	 para	 tener	 derecho	 a	 percibir	 la	 asignación
familiar,	tener	vínculo	laboral	vigente	y	mantener	a	su	cargo	uno	o	más	hijos
menores	de	dieciocho	años.
D.	S.	035-90-TR.
ART.	 6°.—Los	 trabajadores	 tendrán	 derecho	 a	 percibir	 dicha	 asignación
familiar	hasta	que	los	hijos	cumplan	dieciocho	años	de	edad,	salvo	que	éstos
se	encuentren	efectuando	estudios	superiores	o	universitarios,	en	cuyo	caso
se	 extenderá	 este	 beneficio	 hasta	 la	 culminación	 de	 los	 mismos,	 por	 un
máximo	de	seis	años	posteriores	al	cumplimiento	de	dicha	mayoría	de	edad.
D.	S.	035-90-TR.
ART.	7°.—Para	el	caso	que	madre	y	padre	sean	trabajadores	de	una	misma
empresa,	tendrán	derecho	a	este	beneficio,	ambos	trabajadores.
D.	S.	035-90-TR.
ART.	 8°.—Si	 el	 trabajador	 labora	 para	 más	 de	 un	 empleador,	 tendrá
derecho	a	percibir	la	asignación	familiar	por	cada	empleador.
D.	S.	035-90-TR.
ART.	 9°.—Si	 el	 trabajador	 viniera	percibiendo	 la	 asignación	por	 cónyuge,
separadamente	 a	 la	 del	 hijo,	 subsistirá	 el	 derecho	 a	 percibir	 aquélla,
independientemente	del	monto	que	fuera;	y,	en	cuanto	a	 la	asignación	por
hijo,	se	optará	por	la	que	otorgue	mayor	beneficio,	cualquiera	que	fuera	el
origen	de	ésta.
D.	S.	035-90-TR.
ART.	 10.—La	 asignación	 familiar	 será	 abonada	 por	 el	 empleador	 bajo	 la
misma	modalidad	con	que	viene	efectuando	el	pago	de	las	remuneraciones	a
sus	trabajadores.
COMENTARIO.—Pago	 de	 la	 asignación	 familiar.	 Para	 el	 pago	 de	 la
asignación	familiar	existen	hasta	dos	criterios	divergentes.
El	 primero,	 que	 encuentra	 legitimidad	 en	 el	 artículo	 10	 del	 texto
reglamentario,	sostiene	que	la	asignación	familiar	se	abona	de	acuerdo	a	la
remuneración,	es	decir,	el	trabajador	tendrá	derecho	a	la	parte	proporcional
de	la	asignación	familiar	mensual	en	función	a	los	días	de	trabajo	efectivo.
El	 segundo	 criterio	 sustenta	 que	 no	 existe	 impedimento	 (se	 exigiría	 solo
ser	trabajador	y	tener	hijo	o	hijos	a	su	cargo	menores	de	dieciocho	años	o
realizando	 estudios),	 para	 pagar	 el	 íntegro	 de	 la	 asignación	 familiar,
independientemente	 de	 si	 el	 trabajador	 haya	 o	 no	 laborado	 el	 mes
completo.
El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	a	través	del	Programa	de
Difusión	de	la	Legislación	Laboral	(Prodlab),	parece	decantarse	o	manejar	la
segunda	interpretación,	pues	en	última	consulta	señala:	“el	único	requisito
es	 que	 tenga	 hijos	 menores	 a	 18	 años	 no	 importa	 si	 trabajó	 una	 o	 dos
semanas	el	beneficio	es	un	derecho	adquirido”	(sic).
CASO	 PRÁCTICO.—Cálculo	 del	 pago	 de	 la	 asignación	 familiar	 según
tesis	del	pago	proporcional.
Descripción
El	trabajador	ingresa	a	laborar	a	una	empresa	que	no	cuenta	con
sindicato	 el	 día	 16	 de	 abril,	 habiendo	 demostrado
documentalmente	a	la	fecha	de	la	suscripción	de	su	contrato	que
tiene	un	hijo	menor	a	su	cargo.
Se	 pacta	 que	 su	 remuneración	 mensual	 ascenderá	 a	 S/.	 1.600
más	la	correspondiente	asignación	familiar.
Ejemplo
Dado	que	 durante	 su	mes	 de	 ingreso	 el	 trabajador	 sólo	 laboró
íntegramente	 la	 segunda	 quincena,	 su	 remuneración	 será
equivalente	a	la	mitad	del	sueldo	pactado	e	igualmente	a	la	mitad
de	la	asignación	familiar	vigente.
Base	legal D.	S.	035-90-TR.
	
BENEFICIO	MÁS	FAVORABLE
Ley	25129.
ART.	3°.—En	caso	de	que	el	trabajador	perciba	beneficio	igual	o
superior	por	el	concepto	de	asignación	familiar,	se	optará	por	el
que	le	otorgue	mayor	beneficio	en	efectivo.
TÍTULO	CUARTO
Bonificación	por	Tiempo	de	Servicios
ULTRACTIVIDAD	DEL	BENEFICIO
D.	Leg.	688.
Cuarta	Disposición	Transitoria	y	Final.—La	bonificación	por
tiempo	de	servicios	que	se	ha	venido	calculando	sobre	distintos
conceptos	remuneratorios	que	los	previstos	en	esta	ley,
continuará	calculándose	en	la	misma	forma,	sin	que	constituya
precedente	para	los	nuevos	casos	en	que	deba	otorgarse	este
beneficio,	salvo	convenio	expreso	o	decisión	unilateral	del
empleador	en	contrario.
COMENTARIO.—La	 bonificación	 por	 tiempo	 de	 servicios.	 El	 beneficio
legal	 de	 la	 bonificación	 por	 tiempo	 de	 servicios	 surgió	 en	 nuestro
ordenamiento	 laboral	 hace	 más	 de	 cuatro	 décadas.	 Pese	 a	 que	 en	 la
actualidad	se	encuentra	ya	derogado,	opera	una	suerte	de	ultractividad	de
sus	normas,	las	que	son	de	aplicación	a	los	trabajadores	que	al	28	de	julio	de
1995	habían	alcanzado	el	derecho	a	percibirlo.
-	 Las	 normas	 primigenias:	 Prueba	 que	 con	 anterioridad	 al	 cambio
normativo	 iniciado	 el	 año	 91	 la	 regulación	 del	 régimen	 laboral	 de	 los
empleados	y	obreros	no	era	del	todo	coincidente,	se	observa	justamente	en
relación	a	la	bonificación	por	tiempo	de	servicios.
En	enero	del	año	1952	se	dictó	la	Ley	N°	11725,	estableciéndose	en	favor
de	 los	empleados	de	 entidades	 particulares	 con	 treinta	 años	 de	 servicios
prestados	 al	 mismo	 empleador,	 el	 derecho	 de	 percibir	 una	 bonificación
equivalente	al	30%	de	sus	remuneraciones.
Con	una	demora	de	poco	más	de	tres	decenios,	esto	es,	recién	en	junio	de
1983,	mediante	la	Ley	N°	23643,	el	beneficio	de	la	bonificación	del	30%	se
extendió	a	 favor	de	 los	 trabajadores	obreros	que	cumplieran	 treinta	años
de	labor	para	un	solo	empleador.
Es	 pertinente	mencionar	 que	 esta	 norma	 era	 de	 aplicación	 únicamente	 a
los	 trabajadores	 obreros	 ingresados	 con	 anterioridad	 al	 11	 de	 enero	 de
1962;	 la	 limitación	 en	 cuanto	 a	 la	 fecha	 de	 ingreso	 tenía	 estrecha
vinculación	 con	 otro	 beneficio	 laboral:	 la	 compensación	 por	 tiempo	 de
servicios.
La	compensación	por	tiempo	de	servicios	de	los	obreros	ingresados	hasta
el	11	de	enero	de	1962	se	 calculaba	en	 razón	de	quince	 (15)	 jornales	por
año	de	servicios,	mientras	que	la	de	los	ingresados	con	posterioridad	lo	era
sobre	 treinta	 (30)	 jornales	 por	 año.	 Al	 circunscribir	 los	 alcances	 de	 la
bonificación	 por	 tiempo	 de	 servicios	 a	 ciertos	 trabajadores	 obreros	 de
acuerdo	 a	 su	 fecha	 de	 ingreso,	 se	 trataba	 de	 equilibrar	 de	 alguna	manera
ambos	beneficios.
-	El	régimen	de	las	trabajadoras	mujeres:	En	el	año	1986	se	dictó	la	Ley	N°
24504,	 estableciéndose	una	bonificación	de	25%	 sobre	 los	 haberes	 de	 las
trabajadoras,	 empleadas	u	 obreras,	 con	 veinticinco	 años	de	 servicios	 a	 un
mismo	 empleador,	 la	 que	 se	 vería	 aumentada	 al	 30%,	 de	 llegarse	 a	 los
treinta	años	de	labores.
En	realidad,	la	bonificación	por	25	años	de	servicios	para	las	trabajadoras,
lejos	de	constituir	un	beneficio	de	alcance	general	para	ellas,	pareció	ser	un
elemento	que	por	su	onerosidad	–desde	la	perspectiva	patronal–	restringía
el	ingreso	de	las	mujeres	al	mercado	laboral	o	dificultaba	su	permanencia	en
él.
-	El	Decreto	Legislativo	N°	688:	Dictado	en	noviembre	de	1991	y	conocido
como	 la	 Ley	de	Consolidación	de	 los	Beneficios	 Sociales,	 estableció	que	 la
bonificación	del	30%	por	treinta	años	de	servicios	era	un	beneficio	que	se
aplicaba	por	 igual	a	obreros	y	empleados,	 sin	que	sea	de	 trascendencia	su
fecha	de	ingreso	al	servicio	del	empleador.
Igualmente,	derogó	la	Ley	N°	24504,	estipulando	que	las	trabajadoras	que
percibían	 el	 beneficio	 del	 25%	 seguirían	 haciéndolo	 y,	 excepcionalmente,
que	aquellas	con	contrato	vigente	al	05.12.91	tendrían	derecho	al	beneficio
al	cumplir	veinticinco	años	de	servicios.
El	beneficio	no	alcanzaba,	de	acuerdo	al	D.	Leg.	N°	688,	a	las	trabajadoras
ingresadas	luego	del	05.12.91.
-	 La	 situación	 actual:	 Por	 expreso	 mandato	 de	 la	 Ley	 N°	 26513,	 las
bonificaciones	 por	 30	 ó	 25	 años	 de	 servicios	 quedaron	 derogadas	 para
cualquier	 servidor	 que	 con	 posterioridad	 al	 29.07.95	 alcance	 dicha
antigüedad,	 pero	 se	 mantendrá	 en	 las	 mismas	 condiciones	 –esto	 es,	 se
calculará	 en	 base	 a	 la	 remuneración	 básica	 y	 a	 las	 horas	 extras,	 y	 será
reajustada	 de	 acuerdo	 con	 las	 variaciones	 remunerativas	 del	 trabajador–
para	quienes	ya	las	venían	percibiendo.
Hágase	 notar,	 por	 último,	 que	 la	 bonificación	 por	 tiempo	 de	 servicios	 en
ningún	caso	es	computable	para	el	cálculo	de	la	indemnización	por	falta	de
descanso	vacacional.
TÍTULO	QUINTO
Gratificaciones
GRATIFICACIONES	LEGALES
Ley	27735.
ART.	 1°.—Objeto	 y	 campo	 de	 aplicación.	 La	 presente	 ley
establece	el	derecho	de	los	trabajadores	sujetos	al	régimen	laboral
de	 la	 actividad	 privada,	 a	 percibir	 dos	 gratificaciones	 en	 el	 año,
una	 con	 motivo	 de	 Fiestas	 Patrias	 y	 la	 otra	 con	 ocasión	 de	 la
Navidad.
Este	beneficio	 resulta	de	 aplicación	 sea	 cual	 fuere	 la	modalidad
del	contrato	de	trabajo	y	el	tiempo	de	prestación	de	servicios	del
trabajador.
D.	S.	005-2002-TR.
ART.	1°.—Ámbito	de	aplicación.	La	ley	se	aplica	a	los	trabajadores	sujetos
al	 régimen	 laboral	 de	 la	 actividad	 privada,	 entendiéndose	 por	 las
modalidades	de	contrato	de	trabajo	referidos	por	el	artículo	1°	de	la	 ley,	a
los	 contratos	 de	 trabajo	 a	 plazo	 indeterminado,	 los	 contratos	 de	 trabajo
sujetos	a	modalidad	y	de	tiempo	parcial.	También	tienen	derecho	los	socios-
trabajadores	de	las	cooperativas	de	trabajadores.
COMENTARIO.—Campo	de	aplicación.	Con	propiedad,	la	Ley	N°	27735	es
clara	en	enunciar	que	el	derecho	a	percibir	las	gratificaciones	alcanza	a	los
trabajadores,	sin	importar	que	su	relación	laboral	sea	a	plazo	indefinido,	a
plazo	fijo	o	sujeta	a	modalidad,	o	a	jornada	parcial,	es	decir,	por	una	jornada
inferior	a	las	cuatro	horas	diarias.	Por	expresa	mención	del	reglamento,	los
socios	 trabajadores	 de	 las	 cooperativas	 de	 trabajadores	 tienen	 también
derecho	al	beneficio	que	nos	ocupa.
Las	 personas	 que	 prestan	 servicios	 al	 amparo	 de	 un	 contrato	 civil	 de
locación	 de	 servicios	 o	 que	 están	 sujetas	 a	 convenios	 de	 modalidades
formativas	 laborales,	 quedan	excluidas	de	 los	 alcances	de	 la	norma	por	 la
propia	naturaleza	de	su	vínculo	jurídico.
El	 “tiempo	 de	 prestación”	 sí	 es	 determinante	 dado	 que	 no	 corresponde
parte	 proporcional	 alguna	 de	 la	 gratificación	 a	 aquel	 trabajador	 que	 no
supera	al	menos	el	mes	calendario	de	labor.
COMENTARIO.—Clasificación	 de	 las	 gratificaciones.	 Dentro	 de	 las
gratificaciones	 que	 participan	 de	 la	 naturaleza	 remuneratoria,	 se	 cuentan
las	legales	y	las	ordinarias.
Son	 legales	 las	 que	 se	 originan	 por	 mandato	 legal,	 y	 ordinarias	 aquellas
nacidas	por	convenio	o	decisión	del	empleador,	que	voluntariamente	o	por
su	reiteración	adquieren	carácter	obligatorio.
Las	gratificaciones	extraordinarias	no	tienen	carácter	de	remuneración	y	se
encuentran	 reguladas	 en	 el	 inciso	 a)	 del	 Art.	 19	 del	 TUO	 del	 Decreto
Legislativo	N°	650.
MONTO
Ley	27735.
ART.	2°.—Monto	de	las	gratificaciones.	El	monto	de	cada	una
de	las	gratificaciones	es	equivalente	a	la	remuneración	que
perciba	el	trabajador	en	la	oportunidad	en	que	corresponde
otorgar	el	beneficio.
Para	este	efecto,	se	considera	como	remuneración,	a	la
remuneración	básica	y	a	todas	las	cantidades	que	regularmente
perciba	el	trabajador	en	dinero	o	en	especie	como
contraprestación	de	su	labor,	cualquiera	sea	su	origen	o	la
denominación	que	se	les	dé,	siempre	que	sean	de	su	libre
disposición.	Se	excluyen	los	conceptos	contemplados	en	el
artículo	19	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°
650,	Ley	de	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios.
Ley	27735.
ART.	3°.—Remuneración	regular.	Se	considera	remuneración
regular	aquella	percibida	habitualmente	por	el	trabajador,	aun
cuando	sus	montos	puedan	variar	en	razón	de	incrementos	u
otros	motivos.
Tratándose	de	remuneraciones	de	naturaleza	variable	o
imprecisa,	se	considera	cumplido	el	requisito	de	regularidad	si	el
trabajador	las	ha	percibido,	cuando	menos,	en	alguna	oportunidad
en	tres	meses	durante	el	semestre	correspondiente.	Para	su
incorporación	a	la	gratificación	se	suman	los	montos	percibidos	y
el	resultado	se	divide	entre	seis.
D.	S.	005-2002-TR.
ART.	3°.—Determinación	del	monto	de	las	gratificaciones	ordinarias.
Remuneración	computable
3.1	 Se	 considera	 remuneración	 regular	 aquella	 percibida	 mensualmente
por	el	trabajador,	en	dinero	o	en	especie.
Para	 el	 caso	de	 las	 remuneraciones	principales	 y	 variables,	 se	 aplicará	 lo
dispuesto	 en	 el	 artículo	 17	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 del	 Decreto
Legislativo	 N°	 650,	 Ley	 de	 Compensación	 por	 Tiempo	 de	 Servicios,
aprobado	 por	Decreto	 Supremo	N°	 001-97-TR,	 considerando	 los	 períodos
establecidos	 en	 el	 punto	 3.4	 de	 la	 presente	 norma.	 En	 el	 caso	 de
remuneraciones	 complementarias	 de	 naturaleza	 imprecisa	 o	 variable	 se
considera	regular	cuando	el	 trabajador	 lo	ha	percibido	cuando	menos	tres
meses	 en	 el	 período	 de	 seis	 meses,	 computable	 para	 el	 cálculo	 de	 la
gratificación	correspondiente.
No	se	considera	como	remuneración	computable	 los	conceptos	regulados
en	el	artículo	19	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	650,
Ley	de	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios.
3.2	La	remuneración	computable	para	las	gratificaciones	de	Fiestas	Patrias
y	Navidad	es	la	vigente	al	30	de	junio	y	30	de	noviembre,	respectivamente.
Tiempo	de	servicios
3.3	Determinada	la	remuneración	computable	las	gratificaciones	de	Fiestas
Patrias	y	Navidad	se	calculan	por	los	períodos	enero-junio	y	julio-diciembre,
respectivamente.	 Las	 gratificaciones	 ordinarias	 equivalen	 a	 una
remuneración	íntegra	si	el	trabajador	ha	laborado	durante	todo	el	semestre,
y	se	reducen	proporcionalmente	en	su	monto	cuando	el	período	de	servicios
sea	menor.
3.4	Modificado.	D.	 S.	 017-2002-TR,	Art.	 1°.	El	 tiempo	 de	 servicios	 para
efectos	del	cálculo	se	determina	por	cada	mes	calendario	completo	laborado
en	 el	 período	 correspondiente.	 Los	 días	 que	 no	 se	 consideren	 tiempo
efectivamente	laborado	se	deducirán	a	razón	de	un	treintavo	de	la	fracción
correspondiente.
COMENTARIO.—Monto	 de	 las	 gratificaciones.	 El	 monto	 de	 las
gratificaciones	–de	acuerdo	al	tenor	del	artículo	segundo	de	la	ley–	equivale
a	 la	 remuneración	 que	 percibe	 el	 trabajador	 en	 la	 oportunidad	 en	 que
corresponde	pagar	el	beneficio,	 es	decir	en	 la	primera	quincena	de	 julio	o
diciembre.	Nótese	que	el	último	párrafo	del	artículo	tercero	del	reglamento
contiene	 una	 estipulación	 distinta,	 al	 considerar	 que	 la	 remuneración
computable	 es	 la	 vigente	 al	 30	 de	 junio	 o	 de	 noviembre,	 situación	 que
deberá	 ser	 resuelta	 en	 atención	 al	 principio	 de	 legalidad,	 es	 decir,
otorgándole	primacía	al	texto	de	la	ley	sobre	el	reglamentario.
El	concepto	de	remuneración	coincide	en	lo	fundamental	con	el	enunciado
del	 artículo	 noveno	 de	 la	 norma	 sobre	 compensación	 por	 tiempo	 de
servicios,	esto	es,	alcanza	a	la	remuneración	básica	y	a	todas	las	cantidades
que	 regular	 o	 habitualmente	 perciba	 el	 trabajador	 en	 dinero	 o	 en	 especie
como	 contraprestación	 de	 su	 labor,	 cualquiera	 sea	 su	 origen	 o
denominación,	siempre	que	sean	de	su	libre	disposición.
Las	remuneraciones	principales	de	naturaleza	variable,	fundamentalmente
las	comisiones,	forman	parte	de	las	gratificaciones	en	base	al	promedio	de	lo
percibido	en	el	semestre	correspondiente.
Las	 remuneraciones	 complementarias	 de	 naturaleza	 imprecisa,	 léase	 en
buena	 cuenta	 las	 horas	 extras,	 se	 incluyen	 en	 el	 cálculo	 si	 han	 sido
percibidas	 por	 el	 trabajador	 en	 al	 menos	 tres	 meses	 del	 semestre
correspondiente.
Los	conceptos	no	remunerativos	a	que	hace	expresa	mención	el	artículo	19
de	la	norma	sobre	compensación	por	tiempo	de	servicios	no	deben	incluirse
en	la	base	de	cálculo	del	beneficio.
COMENTARIO.—Tiempo	de	servicios.	Para	tener	derecho	al	íntegro	de	la
gratificación	 el	 trabajador	 deberá	 haber	 laborado	 el	 semestre
correspondiente	completo.
El	reglamento,	mediante	modificación	incluida	por	fe	de	erratas	publicada
el	 día	 5	 de	 julio	 del	 2002,	 considera	 por	 “semestre	 correspondiente”	 de
labor	para	 gozar	de	 las	 gratificaciones	 a	 los	períodos	 comprendidos	 entre
enero	a	junio	para	la	gratificación	de	Fiestas	Patrias,	y	de	julio	a	diciembre
para	la	gratificación	de	Navidad;	pese	a	que	su	texto	originario	consignaba
los	períodos	de	enero	a	junio	y	de	junio	a	noviembre.
En	realidad	los	dos	supuestos	generan	problemas	en	su	aplicación,	uno	al
permitir	el	pago	completo	de	la	gratificación	de	Navidad	sin	tener	la	certeza
que	 el	 trabajador	 labore	 el	 semestre	 completo,	 puesto	 que	 éste	 podría
culminar	 sus	 servicios	 en	 el	 transcurso	 de	 la	 segunda	 quincena	 de
diciembre.	El	otro	al	computar	el	mes	de	 junio	en	ambos	semestres	 lo	que
redundaría	en	un	pago	excesivo.
El	problema	en	cuanto	a	la	determinación	del	tiempo	de	servicios	surge	al
considerar	 el	 legislador	 arbitrariamente	 para	 el	 cálculo	 de	 las
gratificaciones	dos	períodos	semestrales,	siendo	que	entre	julio	y	diciembre
hay	cinco	meses,	y	de	diciembre	al	siguiente	mes	de	julio	hay	siete	meses.
El	 trabajador	 con	 contrato	 vigente	 en	 la	 primera	 quincena	 de	 julio	 o
diciembre	y	que	no	ha	 laborado	 la	 totalidad	del	semestre	correspondiente
tendrá	 derecho	 a	 un	 sexto	 de	 la	 gratificación	 por	 cada	 mes	 completo	 de
servicios.
Por	efecto	de	la	modificación	introducida	por	el	Decreto	Supremo	N°	017-
2002-TR,	 queda	 claro	 que	 si	 un	 trabajador	 dentro	 del	 mes	 calendario
completo	laborado	tiene	faltas	injustificadas,	días	de	inasistencia	por	efecto
de	alguna	suspensión	disciplinaria	o	 licencias	sin	goce	de	remuneraciones,
éstas	se	descontarán	a	razón	de	un	treintavo	del	sexto	por	día.	Previamente
a	la	publicación	del	decreto	mencionado,	era	procedente	descontar	el	mes	a
razón	de	un	sexto.
COMENTARIO.—Las	 fracciones	 de	 mes	 en	 el	 cálculo	 de	 las
gratificaciones.	En	 lo	 esencial,	 la	Ley	N°	27735	 sobre	el	 otorgamiento	de
las	gratificaciones	de	Fiestas	Patrias	y	Navidad	reproduce	el	enunciado	de	la
anterior	norma,	la	Ley	N°	25139,	si	bien	debe	reconocerse	que	es	bastante
más	 precisa	 en	 lo	 concerniente	 a	 la	 remuneración	 base	 de	 cálculo	 al
concordar	 su	 concepto	 con	 el	 contenido	 del	 artículo	 noveno	 de	 la	 norma
sobre	compensación	por	tiempo	de	servicios.	 Igualmente,	creó	 la	 figura	de
la	gratificación	trunca	en	caso	el	trabajador	no	cuente	con	contrato	vigente
en	la	fecha	en	que	corresponda	percibir	el	beneficio,	pero	hubiese	laborado
al	menos	un	mes	del	período	semestral	enero-junio	o	 julio-diciembre,	y	su
reglamento	 modificó	 el	 periodo	 para	 el	 cálculo	 de	 la	 gratificación	 de
Navidad.
Lo	que	no	se	ha	modificado,	es	el	criterio	según	el	cual	las	gratificaciones,
sean	 completas,	 truncas	 o	 proporcionales,	 se	 calculan	 necesariamente	 en
razón	de	los	meses	completos	laborados,	y	no	en	función	de	días.
Lo	 dicho	 es	 de	 interés	 puesto	 que	 se	 ha	 podido	 observar	 alguna
interpretación	 por	 la	 cual	 cabría	 el	 cálculo	 de	 los	 días	 laborados	 en	 el
supuesto,	 por	 ejemplo,	 que	 el	 trabajador	 llegue	 a	 los	 meses	 de	 julio	 o
diciembre	con	meses	completos	y	días	de	servicio	o,	peor	aún,	con	solo	días
de	trabajo	sin	haber	superado	el	mes	de	antigüedad.
Quienes	 sostienen	 tal	 posición,	 fundamentan	 su	 criterio	 en	 el	 añadido
efectuado	 por	 el	 Decreto	 Supremo	 N°	 017-2002-TR	 al	 numeral	 3.4	 del
artículo	 tercero	 del	 reglamento	 de	 la	 Ley	 N°	 27735,	 artículo	 que	 queda
redactado	del	siguiente	modo:
“3.4.-	El	tiempo	de	servicios	para	efectos	del	cálculo	se	determina	por	cada
mes	 completo	 efectivamente	 laborado	 en	 el	 período	 correspondiente.	 Los
días	 que	 no	 se	 consideren	 tiempo	 efectivamente	 laborado	 se	 deducirán	 a
razón	de	un	treintavo	de	la	fracción	correspondiente.”
El	añadido	en	la	parte	final	del	artículo,	hace	alusión	a	que	los	días	que	no
se	consideren	trabajados	deben	descontarse	proporcionalmente,	enunciado
del	 todo	 lógico	 si	 se	 tiene	 en	 cuenta	 que	 de	 lo	 contrario	 habría	 que	 no
considerar	el	mes	completo,	con	lo	cual	el	trabajador	no	percibiría	un	sexto
del	beneficio.
Veamos	 un	 ejemplo	 que	 puede	 ayudar	 a	 clarificar	 el	 panorama.	 Si	 un
trabajador	que	 ingresó	el	primero	de	enero	del	presente	año	y	 tiene	en	el
mes	de	junio	dos	faltas	injustificadas,	tendrá	derecho	a	cinco	sextas	partes
de	 su	 sueldo	 de	 julio,	 más	 28	 treintavos	 del	 mismo	 en	 concepto	 de
gratificación	por	Fiestas	Patrias.
Sin	el	texto	añadido,	sólo	tendría	derecho	a	cinco	sextas	partes	de	su	última
remuneración	 en	 concepto	 de	 gratificación	 de	 julio,	 perdiendo	 los
treintavos.
Ese	 fue,	 y	 no	 otro,	 el	 propósito	 del	 enunciado	 incluido	 por	 el	 Decreto
Supremo	N°	017-2002-TR.
Y	 tal	 conclusión	 no	 sólo	 se	 deriva	 del	 análisis	 de	 la	 ley	 que	 en	 todo
momento	se	refiere	para	efecto	del	cálculo	de	las	gratificaciones	a	los	meses
laborados	o	efectivamente	 laborados,	en	el	segundo	párrafo	de	su	artículo
sexto	 y	 la	 parte	 final	 del	 artículo	 sétimo;	 sino	 que	 el	 propio	 texto
reglamentario,	el	Decreto	Supremo	N°	005-2002-TR,	reafirma	al	hablar	del
“mes	 calendario	 completo	 laborado	 en	 el	 período	 correspondiente”	 en	 el
numeral	3.4	de	su	artículo	tercero,	y	en	los	numerales	5.1	y	5.2	del	artículo
quinto	al	hablar	de	“(...)	cuando	menos	un	mes	íntegro	de	servicios”	y	“(...)
de	manera	proporcional	a	los	meses	calendarios	completos	laborados	en	el
período	(...).”
Pero	si	lo	anterior	no	fuese	suficiente	y	alguien	aún	dudase	del	sentido	de
la	norma,	qué	mejor	que	recurrir	a	 los	propios	apuntes	de	 la	Comisión	de
Trabajo,	 integrante	 del	 Consejo	 Nacional	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del
Empleo,	 ente	 colectivo	 con	 participación	 de	 representantes	 de	 los
empleadores,	 trabajadores	 y	 del	 Ministerio	 de	 Trabajo,	 que	 en	 su	 sesión
extraordinaria	 número	 once	 del	 31	 de	 octubre	 del	 2002	 discutió	 la
modificación	 del	 reglamento	 de	 la	 ley	 de	 gratificaciones,	 quedando
expresamente	 contenido	 en	 el	 acta	 resultante	 que	 el	 sector	 de	 los
trabajadores	“(...)	señaló	que	lo	que	se	busca	con	la	modificatoria,	es	que	el
derecho	sea	equitativo	como	la	CTS	y	otros	derechos	en	cuanto	a	las	faltas,
es	 decir	 que	 éstas	 sean	 descontadas	 de	 manera	 proporcional	 y	 de	 esta
manera	no	perder	el	mes	completo”.
Tres	semanas	después,	en	sesión	ordinaria	número	51,	la	comisión	acordó
la	 modificación	 del	 numeral	 3.4	 del	 artículo	 tercero	 del	 reglamento,	 con
exactamente	 el	mismo	 tenor	que	 fue	publicado	posteriormente	 el	Decreto
Supremo	N°	017-2002-TR,	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano.
Se	 puede	 decir,	 entonces,	 que	 el	 legislador	 acogió	 la	 totalidad	 del
pensamiento	 del	 Consejo	 Nacional	 del	 Trabajo	 que	 dio	 origen	 a	 la
modificación	antes	aludida,	y	que	no	fue	otro	que	permitir	el	descuento	de
los	 días	 de	 inasistencia	 al	 trabajo	 a	 razón	 de	 los	 correspondientes
treintavos,	pero	que	no	fue,	de	ninguna	manera,	aceptar	el	cómputo	de	los
días	laborados	en	los	casos	que	no	se	cuenta	con	el	mes	completo	laborado.
Concluyendo,	 no	 se	 puede	 sostener	 que	 el	 derecho	 a	 las	 gratificaciones
comprende	también	el	cómputo	de	los	días	de	trabajo	si	el	empleado	llega	a
los	meses	de	 julio	y/o	diciembre	con	meses	completos	 laborados	y	alguna
fracción,	las	fracciones	de	mes	sencillamente	no	forman	parte	del	tiempo	a
calcular	y	la	gratificación	sólo	se	calculará	por	sextos,	menos	aún	sería	dable
argüir	 que	 tiene	 derecho	 a	 suma	 alguna	 en	 concepto	 de	 gratificaciones	 el
trabajador	que	llega	a	dichos	meses	sin	haber	superado	el	mes	de	servicios.
CASO	 PRÁCTICO.—Cálculo	 de	 la	 gratificación	 de	 Fiestas	 Patrias	 en
caso	el	trabajador	perciba	un	sueldo	básico	más	comisiones.
Descripción
En	caso	el	trabajador	sea	remunerado	de	modo	mixto,	esto	es,	con
un	 sueldo	 básico	 al	 que	 se	 añadirán	 las	 comisiones	 por	 ventas
efectuadas,	 se	 tomará	 en	 cuenta,	 a	 efectos	 del	 cálculo	 de	 las
gratificaciones,	 el	 haber	 básico	 de	 julio	 o	 diciembre,
respectivamente,	 y	 el	 promedio	 mensual	 de	 las	 comisiones
percibidas	en	el	semestre	correspondiente.
Ejemplo
El	 trabajador	 comisionista	 percibió	 al	 mes	 de	 julio	 una
remuneración	 básica	 de	 S/.	 600,	 y	 en	 los	 seis	 meses	 anteriores
comisiones	de	acuerdo	con	la	descripción	siguiente:
Enero	S/.	250
Febrero	S/.	180
Marzo	S/.	220
Abril	S/.	400
Mayo	S/.	350
Junio	S/.	400
El	 total	 de	 las	 comisiones	 percibidas	 en	 el	 semestre	 enero-junio
asciende	a	S/.	1.800.	Luego	 tenemos	que	el	promedio	mensual	por
concepto	de	comisiones	equivale	a	S/.	300.
En	 consecuencia,	 la	 gratificación	 por	 Fiestas	 Patrias	 que
corresponde	percibir	al	 trabajador	es	de	S/.	900,	suma	que	resulta
de	añadir	a	su	haber	básico	el	promedio	de	comisiones.
Base	legal -	Ley	27735,	Art.	4°.
	
CASO	 PRÁCTICO.—Trabajador	 que	 percibe	 sueldo	 básico	 más
comisiones,	pero	que	no	ha	laborado	el	semestre	completo.
Descripción El	 trabajador	 ingresó	 a	 laborar	 en	 la	 empresa	 el	 1	 de	 marzo	 y
continúa	laborando	en	el	mes	de	julio.
Ejemplo
El	 empleado	 percibe	 en	 el	 mes	 de	 julio	 un	 sueldo	 básico	 de	 S/.
1.000,00,	 y	 recibió	 pagos	 por	 comisiones	 en	 los	 meses	 de	 marzo,
abril,	mayo	y	junio,	en	los	montos	de	800,	860,	900	y	1.200	soles.
Dado	que	únicamente	ha	 laborado	cuatro	meses	del	 semestre,	debe
sumarse	el	monto	percibido	por	comisiones	y	dividirse	ese	resultado
entre	los	cuatro	meses	trabajados.	La	resultante	anterior	se	adicionará
al	 sueldo	 básico	 y	 este	 nuevo	 monto	 se	 dividirá	 entre	 seis	 y
multiplicará	por	 cuatro	para	determinar	el	monto	de	 la	 gratificación
de	Fiestas	Patrias.
Base	legal -	Ley	27735,	Art.	6°.
	
CUADRO
Ingresos	del	trabajador	con	efectos	en	las	gratificaciones
Concepto Calificación Fundamentos
Remuneración	básica SI
La	 percibida	 en	 la
oportunidad	 del	 pago.	 Ley
N°	27735,	Art.	2°.
Comisiones SI
El	 promedio	 de	 lo
percibido	 en	 el	 semestre.
Decreto	 Supremo	 N°	 005-
2002-TR,	Art.	3.1.
Asignación	familiar SI Es	 remuneración	 regular.Ley	N°	27735,	Art.	2°.
Alimentación SI Es	 remuneración	 regular.Ley	N°	27735,	Art.	2°.
Horas	extras SI
De	 haberse	 percibido	 al
menos	 en	 tres	 meses	 del
semestre	 correspondiente.
Decreto	 Supremo	 N°	 005-
2002-TR,	Art.	3.1.
Movilidad NO
No	 es	 considerada
remuneración.	 Decreto
Supremo	 N°	 005-2002-TR,
Art.	3°.
Refrigerio NO
No	 es	 considerado
remuneración.	 Decreto
Supremo	N°	006-2005-TR.
	
REMUNERACIÓN	IMPRECISA
Ley	27735.
ART.	 4°.—Remuneración	 imprecisa.	 El	 monto	 de	 las
gratificaciones,	para	los	trabajadores	de	remuneración	imprecisa,
se	calculará	en	base	al	promedio	de	la	remuneración	percibida	en
los	últimos	seis	meses	anteriores	al	15	de	julio	y	15	de	diciembre,
según	corresponda.
COMENTARIO.—Período	 computable	 en	 caso	 de	 remuneración
imprecisa.	Pareciera	que	tratándose	de	los	trabajadores	que	perciben	una
remuneración	imprecisa	el	semestre	para	el	cálculo	de	las	gratificaciones	no
se	 computaría	 desde	 el	 último	 día	 de	 junio	 y	 diciembre	 hacia	 atrás,	 sino
desde	el	15	de	julio	o	diciembre.
De	 ser	 así,	 se	 complicaría	 innecesariamente	 el	 cálculo	 al	 plantearse	 la
dificultad	 práctica	 de	 discernir	 a	 qué	 quincena	 correspondería	 el	 pago	 de
determinadas	comisiones,	por	ejemplo.
Puede	pensarse	que	la	mención	al	15	de	julio	o	diciembre	alude	a	la	fecha
máxima	 para	 el	 abono	 de	 las	 gratificaciones,	 pero	 los	 semestres	 deberían
ser	 de	 enero	 a	 junio	 y	 de	 julio	 a	 diciembre,	 manteniendo	 así	 un	 sistema
único	de	cálculo	para	todos	los	trabajadores.
OPORTUNIDAD	DEL	PAGO
Ley	27735.
ART.	5°.—Oportunidad	de	pago.	Las	gratificaciones	serán
abonadas	en	la	primera	quincena	de	los	meses	de	julio	y	de
diciembre,	según	el	caso.
D.	S.	005-2002-TR.
ART.	4°.—Oportunidad	de	pago.	El	pago	de	 las	gratificaciones	se	efectúa
en	la	primera	quincena	de	julio	y	diciembre,	respectivamente;	este	plazo	es
indisponible	para	las	partes.
JURISPRUDENCIA.—La	remuneración	mínima	como	criterio	para
determinar	las	gratificaciones	impagas.	“La	juez	al	amparar	el	extremo	de	las
gratificaciones	impagas	de	los	períodos	86	a	1991	ha	tomado	como
referencia	la	última	remuneración	percibida	en	la	demandada	de	S/.	490,00,
no	siendo	legal	que	se	calcule	éstas	con	dicha	remuneración,	por	lo	que,	al
no	contar	con	los	montos	percibidos	en	la	oportunidad	de	su	otorgamiento
para	los	años	86	y	87,	con	criterio	prudencial	se	toma	como	referencia	la
remuneración	mínima	vigente	en	dichos	años	(...).”	(RSL,	Exp.	6560-96-
BS(S),	feb.	17/97.	V.	P.	Céspedes	Cabala)
JURISPRUDENCIA.—Las	gratificaciones	adeudadas	se	abonan	en	base	a	la
remuneración	mínima	vigente	en	la	oportunidad	del	pago.	“Las
gratificaciones	corresponden	pagarse	con	la	remuneración	mínima	mensual
vigente	en	la	oportunidad	de	goce	de	dicho	beneficio	a	falta	de	datos	de	lo
percibido	entonces	(...).”	(RSL,	1ra	Sala,	Exp.	3058-95-BS-S,	jun.	12/96.	V.	P.
Anchante	Pérez)
JURISPRUDENCIA.—Uso	de	la	remuneración	histórica	para	efecto	del
cálculo	de	las	gratificaciones	insolutas.	“La	juez	deniega	el	extremo	sobre
gratificaciones	insolutas	confundiendo	las	que	se	han	pagado	juntamente
con	las	remuneraciones	devengadas	en	el	expediente	sobre	calificación	de
despido	seguido	entre	las	mismas	partes	ante	el	8°	Juzgado	de	Trabajo	de
Lima,	con	las	pretendidas	en	la	demanda;	que	al	no	haber	reparado	que	las
reclamadas	son	las	anteriores	al	despido,	correspondientes	a	1989	y	1990,
debe	ampararse	este	extremo,	estableciendo	como	adeudo	desde	la
gratificación	de	diciembre	de	1989	en	que	entra	en	vigencia	la	Ley	25139,
con	la	remuneración	histórica	que	percibía	en	esa	época	(...).”	(RSL,	Exp.
4982-95-BS(S),	ago.	13/96.	V.	P.	Beltrán	Quiroga.)
JURISPRUDENCIA.—No	procede	el	pago	de	las	gratificaciones	adeudadas	en
base	a	la	última	remuneración	percibida.	“El	demandado	ha	reconocido	en	su
contestación	de	fojas	15-18,	adeudar	los	beneficios	reclamados	por	el	actor,
de	modo	que	la	recurrida	ha	amparado	la	demanda	en	base	a	ese
reconocimiento;	que	sin	embargo,	al	liquidar	las	gratificaciones	de	los	años
1991	a	1994,	el	juez	lo	hace	con	la	última	remuneración	percibida	al
momento	del	cese,	lo	cual	no	está	previsto	por	norma	legal	alguna,	debiendo
calcularse	con	la	remuneración	histórica	correspondiente	a	cada	período;
que	a	falta	de	información	suficiente	se	debe	estimar	en	S/.	50,00	cada	una
de	las	gratificaciones	de	1991,	en	S/.	100,00	las	de	1992,	en	S/.	200	las	de
1993	y	en	S/.	342,60	las	de	1994,	lo	que	hace	un	total	de	S/.	1.385,20	por
este	concepto	que	hay	que	modificar	en	el	fallo	(...).”	(RSL,	Exp.	4946-95-
BS(S),	ago.	12/96.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—Las	gratificaciones	no	abonadas	en	su	oportunidad	se
calcularán	sobre	la	base	del	haber	histórico	que	correspondía	en	su	momento
y	no	con	el	último	sueldo.	“Primero:	Que	la	sentencia	ha	amparado	el	extremo
de	gratificaciones	por	Fiestas	Patrias	y	Navidad,	por	el	período	de	agosto	de
mil	novecientos	setentiocho	a	setiembre	de	mil	novecientos	ochentisiete,
ordenando	su	pago	en	base	a	la	última	remuneración	percibida	por	la
demandante,	por	diecisiete	períodos	ordinarios	que	se	le	adeudaban;
Segundo:	Que,	efectivamente	la	trabajadora	laboró	para	la	demandada
desde	el	dieciséis	de	agosto	de	mil	novecientos	setentiocho	al	cinco	de	enero
de	mil	novecientos	noventiséis,	según	el	texto	de	la	demanda,	corroborado
por	la	liquidación	practicada	por	la	emplazada	de	fojas	dos	no	habiéndose
acreditado	el	pago	por	gratificaciones	por	el	período	citado	en	el
considerando	anterior;	Tercero:	Que,	las	gratificaciones	se	originaron	como
actos	de	liberalidad	del	empleador,	sin	embargo,	se	convertían	en	ordinarias
y	por	ende	exigibles	obligatoriamente,	en	la	medida	que	tengan	sustento
legal	o	convencional,	o	cuando	siendo	extraordinarias	hayan	sido	otorgadas
por	más	de	dos	años	consecutivos;	Cuarto:	Que,	uniformizando	el	carácter
ordinario	de	las	gratificaciones	por	Fiestas	Patrias	y	Navidad	para	los
trabajadores	del	régimen	de	la	actividad	privada,	se	expide	la	Ley
veinticinco	mil	ciento	treintinueve,	que	regula	su	otorgamiento	y	la	norma
reglamentaria	el	Decreto	Supremo	cero	sesentiuno-ochentinueve-TR,
publicados	con	fechas	quince	y	veintiuno	de	diciembre	de	mil	novecientos
noventiuno	respectivamente;	Quinto:	Que	en	consecuencia,	habiendo
entrado	dichas	normas	en	vigencia	al	día	siguiente	de	sus	publicaciones,
según	lo	establecido	en	sus	propios	textos,	y	de	conformidad	con	lo
dispuesto	en	el	artículo	ciento	noventicinco	de	la	Constitución	de	mil
novecientos	setentinueve,	no	resultan	ser	aplicables	a	las	situaciones	de
hecho	anteriores	a	dicha	fecha,	que	como	en	el	caso	sub-materia,
comprende	el	pago	de	las	citadas	gratificaciones	desde	mil	novecientos
setentiocho	a	mil	novecientos	ochentisiete;	Sexto:	Que,	en	su	defecto,
resultan	aplicables	los	convenios	colectivos	que	aparecen	en	autos,
celebrados	entre	la	empresa	demandada	con	los	órganos	representativos	de
sus	trabajadores,	vigentes	al	período	de	pago	de	las	gratificaciones	que	se
reclaman,	los	cuales	contemplan	las	formas	y	condiciones	de	su
otorgamiento;	Sétimo:	Que,	por	otra	parte,	no	existe	ninguna	disposición
legal	ni	convencional	que	establezca	que	las	gratificaciones	impagas	se
abonen	con	la	última	remuneración	percibida	por	el	trabajador,	sino	por	el
contrario,	la	norma	recogida	por	el	artículo	primero	de	la	Ley	veinticinco
mil	ciento	treintinueve,	ratifica	que	éstas	serán	equivalentes	a	la
remuneración	que	perciba	el	trabajador	en	la	oportunidad	en	que
corresponda	otorgar	el	beneficio;	Octavo:	Que	en	tal	sentido	debe
rectificarse	el	extremo	de	la	recurrida,	que	ampara	las	citadas
gratificaciones	por	Fiestas	Patrias,	las	mismas	que	modificándose,	deben
calcularse	sobre	la	base	de	la	remuneración	histórica,	es	decir,	la	que
percibía	la	demandante	a	la	fecha	en	que	le	correspondía,	sin	menoscabo	del
pago	de	los	intereses	correspondientes;	Noveno:	Que	de	acuerdo	con	lo
dispuesto	en	el	artículo	cincuentiocho	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo	y
estando	a	las	consideraciones	precedentes:	Declararon	Fundado	el	recurso
de	casación	interpuesto.”	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.
1620-97.	Piura,	nov.	26/98)
JURISPRUDENCIA.—Pagos	de	compensación	por	tiempo	de	servicios,
vacaciones	y	gratificaciones	no	se	realizan	con	parte	de	la	remuneración	del
trabajador.	“En	el	presente	caso,	no	se	trata	de	establecer	si	se	puede	pagar
de	manera	adelantada	o	no	los	beneficios	sociales	demandados.	Se	trata	de
establecer	si	los	conceptos	de	gratificaciones,	vacaciones	y	compensación
por	tiempo	de	servicios	fueron	pagados	al	actor	asumiendo	la	demandada
esta	carga	laboral	como	es	su	responsabilidad,	hecho	que	no	se	cumple	al
quedar	establecido	que	los	pagos	de	la	compensación	por	tiempo	de
servicios	vacaciones	y	gratificaciones	se	efectuaron	con	parte	de	la
remuneración	del	trabajador”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	2419-2014-Lima,	nov.
24/2015.	V.	P.	Montes	Minaya)
COMENTARIO.—Oportunidad	 del	 pago.	 Los	 trabajadores	 con	 derecho
percibirán	las	gratificaciones	en	la	primera	quincena	de	los	meses	de	julio	y
diciembre,	salvo	los	casos	del	personal	que	habiendo	laborado	al	menos	un
mes	completo	se	retira	con	anterioridad	a	esas	fechas.
COMENTARIO.—La	 remuneración	 mensual	 base	 de	 cálculo	 de	 las
gratificaciones.	De	acuerdo	con	 lo	expresado	en	el	artículo	segundo	de	 la
Ley	 N°	 27735,	 la	 remuneración	 que	 sirve	 de	 base	 de	 cálculo	 a	 las
gratificaciones	 de	 Fiestas	 Patrias	 o	 Navidad,	 es	 la	 percibida	 o	 que
correspondiese	percibir	al	trabajador	en	la	oportunidad	que	debe	abonarse
este	 plus	 remunerativo;	 esto	 es,	 como	 máximo,	 el	 15	 de	 julio	 o	 15	 de
diciembre,	respectivamente.
De	 acuerdo	 a	 lo	 ya	 mencionado,	 si	 con	 posterioridad	 al	 pago	 de	 las
gratificaciones	el	trabajador	recibe	un	incremento	en	su	salario	con	carácter
retroactivo,	 que	 modifique	 su	 remuneración	 al	 15	 de	 julio	 o	 15	 de
diciembre,	aumentándola,	tendrá	derecho	a	un	reintegro	por	el	incremento
de	la	base	de	cálculo	de	su	gratificación.
CASO	 PRÁCTICO.—Trabajador	 que	 percibe	 sueldo	 básico	 más
comisiones	y	al	que	se	le	incrementa	el	sueldo	en	diciembre.
Descripción
El	trabajador	al	mes	de	diciembre,	ha	trabajado	con	exceso	los	seis
meses	 que	 se	 requieren	 para	 tener	 derecho	 al	 íntegro	 de	 la
gratificación	de	Navidad.
Ejemplo
Hasta	el	mes	de	noviembre	el	trabajador	percibía	adicionalmente	a
sus	 comisiones	 un	 sueldo	 básico	 de	 S/.	 500,00,	 mismo	 que	 le	 fue
aumentado	en	el	mes	de	diciembre	a	S/.	1.500,00.
Su	gratificación	de	Navidad	alcanzará,	entonces,	a	 la	resultante	de
adicionar	 a	 su	 básico	 de	 1.500,00	 soles,	 el	 promedio	 de	 las
comisiones	percibidas	en	el	semestre.
Base	legal Ley	27735.
	
REQUISITOS
Ley	27735.
ART.	6°.—Requisitos	para	percibir	el	derecho.	Para	tener
derecho	a	la	gratificación	es	requisito	que	el	trabajador	se
encuentre	laborando	en	la	oportunidad	en	que	corresponda
percibir	el	beneficio	o	estar	en	uso	del	descanso	vacacional,	de
licencia	con	goce	de	remuneraciones	o	percibiendo	subsidios	de	la
seguridad	social	o	por	accidentes	de	trabajo,	salvo	lo	previsto	en
artículo	siguiente.
En	caso	que	el	trabajador	cuente	con	menos	de	seis	meses,
percibirá	la	gratificación	en	forma	proporcional	a	los	meses
laborados,	debiendo	abonarse	conforme	al	artículo	5°	de	la
presente	ley.
D.	S.	005-2002-TR.
ART.	 2°.—Configuración	 del	 derecho	 a	 gratificaciones	 ordinarias.	 El
derecho	a	las	gratificaciones	ordinarias	se	origina	siempre	que	el	trabajador
se	 encuentre	 efectivamente	 laborando	 durante	 la	 quincena	 de	 julio	 o
diciembre,	 respectivamente.	 Excepcionalmente	 se	 considera	 tiempo
efectivamente	laborados	los	siguientes	supuestos	de	suspensión	de	labores:
-	El	descanso	vacacional.
-	La	licencia	con	goce	de	remuneraciones.
-	Los	descansos	o	licencias	establecidos	por	las	normas	de	seguridad	social
y	que	originan	el	pago	de	subsidios.
-	El	descanso	por	accidente	de	trabajo	que	esté	remunerado	o	pagado	con
subsidios	de	la	seguridad	social.
-	 Aquellos	 que	 sean	 considerados	 por	 ley	 expresa	 como	 laborados	 para
todo	efecto	legal.
COMENTARIO.—Suspensión	 del	 contrato.	 Otro	 punto	 que	 merece
atención	es	el	de	las	suspensiones	del	contrato	de	trabajo	ocurridas	dentro
del	semestre	a	tener	en	cuenta	para	el	abono	de	las	gratificaciones	de	julio
y/o	 diciembre.	 Sobre	 el	 punto	 ni	 la	 ley	 ni	 su	 reglamento	 señalan
prescripción	alguna,	situación	que	no	deja	de	sorprender	en	la	medida	que
el	 tema	 ha	 sido	 resuelto	 acertadamente	 si	 la	 suspensión	 del	 contrato
acontece	 en	 la	 oportunidad	 del	 abono	 del	 beneficio.	 Pareciera	 acertado
pensar	que	si	al	trabajador	que	cesa	de	modo	previo	a	 julio	y	diciembre	le
corresponde	la	gratificación	proporcional,	con	igual	razón	le	correspondería
al	trabajador	cuyo	contrato	de	trabajo,	si	bien	vigente,	queda	suspendido	en
cuanto	 a	 sus	 efectos	 por	 alguna	 de	 las	 causales	 contenidas	 en	 el	 propio
artículo	segundo	del	reglamento.
COMENTARIO.—Pago	 de	 las	 gratificaciones	 legales.	 Quienes
encontrándose	 trabajando	 la	 primera	 quincena	 de	 julio	 o	 diciembre	 no
completen	los	seis	meses	anteriores	de	labor,	percibirán	tantos	sextos	de	su
última	 remuneración	 en	 concepto	 de	 gratificación	 como	meses	 completos
hayan	laborado.	No	procede	el	pago	por	fracciones	de	mes.
EJEMPLOS	DE	PAGO	COMPLETO	EN	CONCEPTO	DE
GRATIFICACIONES
CASO	 PRÁCTICO.—Trabajador	 con	 contrato	 vigente	 a	 julio	 o
diciembre	y	con	una	antigüedad	mayor	a	seis	meses.
Descripción
Le	 corresponde	el	 íntegro	de	 la	 gratificación	de	Fiestas	Patrias
(julio)	 al	 trabajador	 que	 ha	 ingresado	 a	 la	 empresa	 con
anterioridad	al	mes	de	enero	del	correspondiente	año.
Ejemplo
Un	trabajador	que	al	mes	de	julio	percibe	S/.	2.000	en	concepto
de	remuneración	mensual,	habiendo	ingresado	el	1	de	diciembre
del	 año	 anterior,	 tendrá	 derecho	 a	 igual	 monto	 por	 la
gratificación	de	Fiestas	Patrias.
Base	legal Ley	27735,	Art.	2°.
	
[§	1487	CASO	PRÁCTICO.—Trabajador	que	en	el	semestre	anterior	al
mes	de	diciembre	hace	uso	de	su	descanso	vacacional.
Descripción
Como	 quiera	 que	 el	 período	 en	 que	 el	 trabajador	 goza	 de	 su
descanso	 vacacional	 debería	 ser	 considerado	 como	 laborado
para	efectos	de	las	gratificaciones,	tal	condición	no	afecta	su	pago
completo,	si	se	cumplen	adicionalmente	los	demás	requisitos	que
la	ley	prevé.
Ejemplo
Un	trabajador	cuya	remuneración	asciende	a	S/.	600	y	que	hizo
uso	de	su	descanso	vacacional	en	el	mes	de	setiembre,	percibirá
igualmente	600	soles	en	concepto	de	gratificación	de	Navidad.
Base	legal Ley	27735,	Art.	2°.
	
CASO	 PRÁCTICO.—Trabajador	 al	 que	 durante	 el	 año	 le	 ha	 sido
concedida	una	licencia	con	goce	de	haberes	por	cuatro	meses.
Descripción
Al	igual	que	en	el	caso	del	goce	vacacional,	las	licencias	con	pago
de	 remuneración	 constituyen	 suspensiones	 imperfectas	 de	 los
efectos	 del	 contrato	 de	 trabajo,	 que	 debieran	 ser	 consideradas
como	 períodos	 laborados	 a	 efecto	 del	 derecho	 a	 las
gratificaciones.
Ejemplo
Dado	el	 caso	que	un	 trabajador	haya	obtenido	el	otorgamiento
de	una	licencia	con	goce	de	haberes	por	un	período	de	cuatro	(4)
meses,	 que	 comprende	 los	 meses	 de	 junio	 a	 setiembre,	 tal
situación	 no	 afectará	 su	 derecho	 a	 percibir	 el	 íntegro	 de	 sus
gratificaciones,	sea	por	el	mes	de	julio	(Fiestas	Patrias),	como	por
el	mes	de	diciembre	(Navidad).
Base	legal Ley	27735,	Art.	2°.
	
JURISPRUDENCIA.—No	procede	el	abono	de	la	gratificación	si	el	trabajador
se	encuentra	de	licencia	sin	goce	de	haber	en	la	oportunidad	del	pago.	“El
extremo	de	gratificaciones	de	julio	y	diciembre	de	1996,	no	le	corresponde
toda	vez	que	como	se	advierte	de	fojas	44,	45	y	de	fojas	49	y	50	la	actora
convino	con	su	empleadora	una	licencia	sin	goce	de	haberes	en	los	meses	de
julio	y	diciembre	de	dicho	año;	que	no	se	ha	acreditado	por	la	demandante
el	error,	dolo	u	otro	vicio	de	la	voluntad	en	su	celebración,	máxime	si
efectivamente	hizo	uso	de	dichas	licencias	en	dichos	meses,	ni	denunciado
ante	la	autoridad	competente	tales	hechos	máxime	si	dichos	documentos
llevan	la	firma	de	decenas	de	trabajadores;	por	tanto	no	cumpliendo	los
requisitos	del	artículo	3°	de	la	Ley	N°	25139	y	el	artículo	2°	de	su
reglamento	del	Decreto	Supremo	N°	061-89-TR	que	exigen	prestación
efectiva	en	dichos	meses	tal	beneficio	no	puede	ampararse	(...).”	(RSL,	4ta
Sala,	Exp.	4848-97-DA-S,	oct.	20/97.	V.	P.	Torres	Gamarra)
EJEMPLOS	DE	PAGO	PROPORCIONAL	DE	LAS
GRATIFICACIONES
CASO	PRÁCTICO.—Trabajador	que	por	su	fecha	de	ingreso	no	alcanza
a	laborar	la	totalidad	del	semestre	anterior	a	julio.
Descripción
El	pago	de	la	gratificación	completa,	requiere	de	la
concurrencia	de	dos	elementos,	a	saber:	estar	trabajando
en	la	fecha	legal	de	su	otorgamiento	y	haber	laborado	en	el
semestre	correspondiente.
La	 inexistencia	 del	 segundo	 elemento	 apareja	 su	 abono
parcial,	siempre	que	se	labore	al	menos	un	mes	completo	del
semestre	correspondiente	(enero	a	junio	o	julio	a	diciembre,
sea	 que	 se	 trate	 de	 la	 gratificación	 de	 Fiestas	 Patrias	 o
Navidad,	respectivamente).
Ejemplo
Un	trabajador	con	contrato	vigente	al	mes	de	julio,	que
recibe	en	dicha	oportunidad	una	remuneración	mensual
equivalente	a	S/.	1.200,	tendrá	derecho	a	cuatro	sextas
partes	de	dicho	monto	–es	decir	800	soles–	en	concepto	de
gratificación,	si	su	fecha	de	ingreso	fue	el	1	de	marzo	del
mismo	año.
Con	igual	criterio,	si	el	mismo	trabajador	ingresó	el	15	de
mayo,	tendrá	derecho	a	un	sexto	de	su	remuneración	de
julio	en	concepto	de	gratificación	de	Fiestas	Patrias	–200
soles–,	puesto	que	únicamente	laboró	un	mes	completo.
Las	fracciones	de	mes	no	son	computables.
Base	legal Ley	27735,	Art.	6°,	segundo	párrafo.
	
CASO	 PRÁCTICO.—Trabajador	 que,	 laborando	 en	 la	 oportunidad	 de
pago	de	 la	gratificación	de	Navidad,	 cuenta	con	una	antigüedad	en	 la
empresa	mayor	a	seis	meses,	de	los	cuales	mes	y	medio	ha	gozado	de
licencia	sin	goce	de	haberes.
Descripción
Puede	incumplir	el	trabajador	el	requisito	de	los	seis	meses
de	servicio	en	el	período	correspondiente,	no	por	su	fecha	de
ingreso,	 sino	porque	durante	el	 semestre	vio	suspendido	de
modo	perfecto	–sin	pago	de	remuneraciones–	su	contrato	de
trabajo.
Ejemplo
El	trabajador	que	habiendo	ingresado	a	la	empresa	en	el	mes
de	 abril,	 y	 continuando	 en	 la	 prestación	 de	 servicios	 en
diciembre,	 no	 percibió	 remuneraciones	 por	 los	 meses	 de
octubre	y	mitad	de	noviembre	por	estar	de	 licencia	sin	goce
de	haberes,	tiene	derecho	a	cuatro	sextas	partes	de	su	sueldo
de	 diciembre	 en	 concepto	 de	 gratificación	 de	 Navidad,	más
quince	 treintavos	de	un	sexto	por	 los	quince	días	 laborados
del	mes	de	noviembre.
Base	legal
Ley	27735,	Art.	6°,	segundo	párrafo.
Decreto	Supremo	005-2002-TR,	Art.	3°,	numeral	3.4.
	
CASO	 PRÁCTICO.—Trabajador	 que	 no	 llega	 al	mes	 de	 servicios	 pero
tiene	contrato	vigente	al	mes	de	julio.
Descripción
El	pago	proporcional	de	la	remuneración	por	gratificaciones
procede	siempre	que	el	trabajador	haya	laborado	–al	menos–
un	mes	completo	del	semestre	anterior	a	julio	y	diciembre,	y
continúe	prestando	servicios	en	dichas	fechas.
Ejemplo
Si	el	trabajador	es	contratado	el	siete	de	junio,	llegado	el	mes
de	 julio	 apenas	 contará	 con	 tres	 semanas	 de	 labor,	 no
generándose	en	su	beneficio	derecho	a	percibir	suma	alguna
en	calidad	de	gratificación	de	Fiestas	Patrias.
Base	legal Ley	27735,	Art.	6°,	segundo	párrafo.
	
CASO	PRÁCTICO.—Trabajador	que	no	supera	el	mes	de	servicios.
Descripción
Procede	el	 abono	de	 la	 gratificación	 trunca	 si	 el	 trabajador
labora	 al	 menos	 más	 de	 un	 mes	 en	 el	 semestre
correspondiente.
Ejemplo
El	trabajador	inicia	su	contrato	el	5	de	noviembre	y	el	día
treinta	de	ese	mismo	mes	culmina	su	relación	laboral	con	el
empleador.
Al	no	haber	superado	el	mes	de	trabajo	no	nace	el	derecho
a	las	gratificaciones	truncas.
Base	legal Ley	27735,	Art.	7°.
	GRATIFICACIÓN	TRUNCA
Ley	27735.
ART.	7°.—Gratificación	trunca.	Si	el	trabajador	no	tiene	vínculo
laboral	vigente	en	la	fecha	en	que	corresponda	percibir	el
beneficio,	pero	hubiera	laborado	como	mínimo	un	mes	en	el
semestre	correspondiente,	percibirá	la	gratificación	respectiva	en
forma	proporcional	a	los	meses	efectivamente	trabajados.
D.	S.	005-2002-TR.
ART.	5°.—Gratificación	trunca.
5.1.	El	derecho	a	la	gratificación	trunca	se	origina	al	momento	del	cese	del
trabajador,	siempre	que	tenga	cuando	menos	un	mes	íntegro	de	servicios.
5.2.	 El	 monto	 de	 la	 gratificación	 trunca	 se	 determina	 de	 manera
proporcional	a	los	meses	calendarios	completos	laborados	en	el	período	en
el	que	se	produzca	el	cese.	Se	entiende	por	período	a	los	establecidos	en	el
punto	3.3	del	presente	reglamento.
5.3.	La	remuneración	computable	es	la	vigente	al	mes	inmediato	anterior	al
que	se	produjo	el	cese,	y	se	determina	conforme	lo	establece	el	punto	3.1	de
la	presente	norma.
5.4.	La	gratificación	trunca	se	paga	conjuntamente	con	todos	los	beneficios
sociales	dentro	de	las	48	horas	siguientes	de	producido	el	cese.
D.	S.	007-2009-TR.
ART.	 3°.—Gratificaciones	 proporcionales.	 Las	 gratificaciones
proporcionales,	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 7°	 de	 la	 Ley	 N°	 27735	 que	 se
paguen	con	motivo	de	ceses	ocurridos	a	partir	de	la	entrada	en	vigencia	de
la	Ley	N°	29351,	están	comprendidas	en	la	 inafectación	dispuesta	por	esta
ley.
D.	S.	007-2009-TR.
Única	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Gratificaciones
adelantadas.	 Las	 gratificaciones	 adelantadas	 que	 hubieren	 sido	 pagadas
antes	de	la	entrada	en	vigencia	de	la	Ley	N°	29351	no	se	encuentran	dentro
de	los	alcances	de	la	inafectación	dispuesta	por	esta	norma.
COMENTARIO.—Gratificaciones	truncas.	Pese	 a	que	el	 enunciado	de	 las
recientes	 disposiciones	 en	 buena	 cuenta	 reproduce	 el	 contenido	 de	 las
normas	 vigentes	 desde	 el	 año	 1989	 sobre	 la	 misma	 materia,	 hay	 que
reconocer	 que	 introduce	 un	 elemento	 notoriamente	 diferenciador	 con
respecto	 a	 aquellas,	 esto	 es,	 la	 posibilidad	 que	 el	 trabajador	 que	 por
cualquier	motivo	ha	cesado	en	su	empleo	con	anterioridad	a	la	oportunidad
del	 pago	 de	 la	 gratificación	 –la	 primera	 quincena	 de	 los	meses	 de	 julio	 o
diciembre–	pueda	recibir	un	monto	proporcional	de	ésta	en	atención	a	un
sexto	 por	 cada	 uno	 de	 los	 meses	 calendario	 completos	 laborados	 del
semestre	correspondiente.	Dicho	monto	proporcional	se	abonará	dentro	de
las	cuarenta	y	ocho	horas	siguientes	al	cese	y	junto	con	los	demás	beneficios
sociales	del	trabajador.
CASO	 PRÁCTICO.—No	 tiene	 derecho	 a	 gratificación	 trunca	 quien
labora	dos	meses	incompletos.
Descripción
Para	 tener	 derecho	 a	 percibir	 al	 menos	 un	 sexto	 de	 la
gratificación,	 es	 requisito	 que	 se	 labore	 un	 mes	 calendario
completo	del	semestre	correspondiente.
Ejemplo
Si	 el	 trabajador	 es	 contratado	 el	 cinco	 de	 agosto	 y	 su	 relación
laboral	 termina	 el	 día	 veintiséis	 de	 setiembre,	 no	 cumple	 el
requisito	legal	de	laborar	el	mes	calendario	completo.
No	le	corresponde	pago	alguno	en	concepto	de	gratificación
de	Navidad.
Base	legal
Ley	N°	27735,	Art.	7°,	segundo	párrafo.
Decreto	Supremo	N°	005-2002-TR.
	
CASO	PRÁCTICO.—Trabajador	 con	derecho	 a	 percibir	 un	 sexto	de	 la
gratificación	por	Fiestas	Patrias.
Descripción
El	 pago	 trunco	 de	 la	 remuneración	 por	 gratificaciones	 de
Fiestas	Patrias	procede	si	el	trabajador	ha	prestado	servicios
en	al	menos	un	mes	completo	del	semestre	enero	a	junio.
Si	 el	 trabajador	 es	 contratado	 el	 primero	 de	 abril,	 por	 un
contrato	temporal	de	cincuenta	y	cinco	días,	tendría	derecho	a	un
Ejemplo sexto	 de	 la	 gratificación	 de	 julio	 por	 el	 mes	 de	 abril	 que	 fue
laborado	en	su	integridad.
Los	días	laborados	del	mes	de	mayo	no	generan	pago	alguno
en	concepto	de	gratificación.
Base	legal
Ley	N°	27735,	Art.	7°.
Decreto	Supremo	N°	005-2002-TR,	Art.	5°.
	
INCOMPATIBILIDAD
Ley	27735.
ART.	8°.—Incompatibilidad	para	la	percepción	del	beneficio.
La	percepción	de	las	gratificaciones	previstas	en	la	presente	ley,
es	incompatible	con	cualquier	otro	beneficio	económico	de
naturaleza	similar	que	con	igual	o	diferente	denominación,	se
reconozca	al	trabajador	a	partir	de	la	vigencia	de	la	presente	ley
en	cumplimiento	de	las	disposiciones	legales	especiales,
convenios	colectivos	o	costumbre,	en	cuyo	caso	deberá	otorgarse
el	que	sea	más	favorable.
INAFECTACIÓN
Ley	27735.
ART.	8°-A.—Incorporado.	Ley	29351,	Art.	1°.	Inafectación	de
las	gratificaciones.	Las	gratificaciones	por	Fiestas	Patrias	y
Navidad	no	se	encuentran	afectas	a	aportaciones,	contribuciones
ni	descuentos	de	índole	alguna;	excepto	aquellos	otros	descuentos
establecidos	por	ley	o	autorizados	por	el	trabajador.
INAFECTACIÓN	PERMANENTE	DE	LAS	GRATIFICACIONES
Ley	30334.
ART.	 1°.—Inafectación	 de	 las	 gratificaciones.	 Las	 gratificaciones	 por
Fiestas	 Patrias	 y	 Navidad	 no	 se	 encuentran	 afectas	 a	 aportaciones,
contribuciones	 ni	 descuentos	 de	 índole	 alguna;	 excepto	 aquellos	 otros
descuentos	establecidos	por	ley	o	autorizados	por	el	trabajador.
PRECISIONES	A	LA	LEY	SOBRE	LA	INAFECTACIÓN	DE	LAS
GRATIFICACIONES	LEGALES	Y	DISPONIBILIDAD	DE	LA	CTS
D.	S.	012-2016-TR.
ART.	1°.—Objeto.	El	 presente	 decreto	 supremo	 tiene	 por	 objeto	 precisar
las	 disposiciones	 de	 la	 Ley	 N°	 30334,	 Ley	 que	 establece	 medidas	 para
dinamizar	 la	 economía	 en	 el	 año	 2015,	 referidas	 a	 la	 inafectación	 de	 las
gratificaciones	legales	y	a	la	disponibilidad	de	la	Compensación	por	Tiempo
de	Servicios.
Cualquier	mención	que	se	haga	a	 la	 ley,	debe	entenderse	que	se	refiere	a
dicha	norma.
D.	S.	012-2016-TR.
ART.	 2°.—Alcance	 de	 la	 inafectación.	 La	 inafectación	 dispuesta	 en	 el
artículo	1°	de	la	ley	es	de	aplicación	a	las	gratificaciones	por	Fiestas	Patrias
y	 Navidad	 que	 correspondan	 ser	 pagadas	 a	 partir	 del	 semestre
correspondiente	a	su	entrada	en	vigencia.
La	excepción	a	la	inafectación	dispuesta	en	el	referido	artículo	comprende
a	 las	retenciones	por	concepto	de	Impuesto	a	 la	Renta,	de	acuerdo	con	 las
normas	de	la	materia,	y	a	los	descuentos	autorizados	por	el	trabajador;	sin
perjuicio	de	los	descuentos	dispuestos	por	mandato	judicial.
D.	S.	012-2016-TR.
ART.	 3°.—Gratificaciones	 proporcionales.	 Están	 comprendidas	 en	 la
inafectación	las	gratificaciones	proporcionales	reguladas	en	el	artículo	7°	de
la	Ley	N°	27735,	Ley	que	Regula	el	Otorgamiento	de	las	Gratificaciones	para
los	Trabajadores	del	Régimen	de	la	Actividad	Privada	por	Fiestas	Patrias	y
Navidad,	que	se	paguen	con	motivo	de	ceses	ocurridos	a	partir	de	la	entrada
en	vigencia	de	la	ley.
D.	S.	012-2016-TR.
ART.	 4°.—Trabajadores	 con	 convenios	 de	 remuneración	 integral.	 En
caso	 de	 convenios	 de	 remuneración	 integral	 anual,	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	 8°	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Productividad	 y
Competitividad	 Laboral,	 aprobado	mediante	Decreto	 Supremo	N°	 003-97-
TR,	 la	 inafectación	 alcanza	 a	 la	 parte	 proporcional	 que	 corresponda	 a	 las
gratificaciones	 por	 Fiestas	 Patrias	 y	 Navidad,	 la	 misma	 que	 deberá	 estar
desagregada	en	la	planilla	electrónica.
Ley	30334.
ART.	 2°.—Regímenes	 laborales	 del	 sector	 público.	 Los	 aguinaldos	 o
gratificaciones	 a	 que	 se	 refiere	 el	 numeral	 2	 de	 la	 Quinta	 Disposición
Transitoria	 de	 la	 Ley	 28411,	 Ley	 General	 del	 Sistema	 Nacional	 de
Presupuesto,	 así	 como	 aquellos	 aplicables	 a	 los	 servidores	 civiles	 bajo	 el
alcance	de	 la	Ley	30057,	Ley	del	Servicio	Civil,	no	se	encuentran	sujetos	a
aportaciones,	 contribuciones	 ni	 descuentos	 de	 índole	 alguna;	 excepto
aquellos	 otros	 descuentos	 establecidos	 por	 ley	 o	 autorizados	 por	 el
trabajador.
Ley	30334.
ART.	 3°.—Aportaciones	 a	 ESSALUD.	 El	 monto	 que	 abonan	 los
empleadores	 por	 concepto	 de	 aportaciones	 al	 Seguro	 Social	 de	 Salud
(ESSALUD)	 con	 relación	 a	 las	 gratificaciones	 de	 julio	 y	 diciembre	 son
abonados	 a	 los	 trabajadores	 bajo	 la	 modalidad	 de	 bonificación
extraordinaria	de	carácter	temporal	no	remunerativo	ni	pensionable.
PRECISIONES	A	LA	LEY	SOBRE	LA	INAFECTACIÓN	DE	LAS
GRATIFICACIONES	LEGALES	Y	DISPONIBILIDAD	DE	LA	CTS
D.	S.	012-2016-TR.
ART.	 5°.—Pago	 de	 la	 bonificación	 extraordinaria.	 La	 bonificación
extraordinaria	prevista	en	el	artículo	3°	de	la	ley	debe	pagarse	al	trabajador
en	la	misma	oportunidad	en	que	se	abone	la	gratificación	correspondiente.
En	 caso	 de	 cese	 del	 trabajador,	 dicha	 bonificación	 extraordinaria	 debe
pagarse	junto	con	la	gratificación	proporcional	respectiva.
D.	S.	012-2016-TR.
ART.	 6°.—Monto	 de	 la	 bonificación	 extraordinaria.	 El	 monto	 de	 la
bonificación	extraordinaria	a	que	se	refiere	el	artículo	precedente	equivale
al	 aporte	al	 Seguro	Social	de	Salud	 -	ESSALUD	que	hubiese	 correspondido
efectuar	al	empleador	por	concepto	de	gratificaciones	de	julio	y	diciembre.
Tratándose	de	trabajadores	cubiertos	por	una	entidad	prestadora	de	salud,
la	bonificación	extraordinaria	equivale	al	6,75%	del	aporte	al	Seguro	Social
de	Salud	-	ESSALUD	que	hubiese	correspondido	efectuar	al	empleador	por
concepto	de	gratificaciones	de	julio	y	diciembre.
Ley	30334.
ART.	 4°.—Aplicación	 para	 jubilados	 y	 pensionistas.	 Las	 disposiciones
contenidas	en	los	artículos	que	anteceden	son	de	aplicación	a	los	jubilados	y
pensionistas.
PRECISIONES	A	LA	LEY	SOBRE	LA	INAFECTACIÓN	DE	LAS
GRATIFICACIONES	LEGALES	Y	DISPONIBILIDAD	DE	LA	CTS
D.	S.	012-2016-TR.
ART.	7°.—Regímenes	especiales.	La	 inafectación	 dispuesta	 por	 la	 ley	 es
de	aplicación	a	las	gratificaciones	por	Fiestas	Patrias	y	Navidad	a	otorgarse
en	los	regímenes	laborales	especiales	de	origen	legal.
D.	S.	012-2016-TR.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Gratificaciones
anteriormente	 pagadas.	 Las	 gratificaciones	 que	 hubieren	 sido	 pagadas
antes	de	la	entrada	en	vigencia	de	la	ley	no	se	encuentran	comprendidas	en
los	alcances	de	la	inafectación	dispuesta	por	dicha	norma.
D.	S.	012-2016-TR.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Fiscalización.	 El
cumplimiento	 de	 lo	 establecido	 por	 el	 presente	 decreto	 supremo	 será
responsabilidad	de	 la	autoridad	 inspectiva	competente,	según	 la	norma	de
la	materia.
D.	S.	012-2016-TR.
Tercera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Obligación	 de
comunicación	 del	 monto	 intangible.	 Entiéndase	 que	 la	 obligación	 de
comunicar	 a	 las	 entidades	 financieras	 el	 monto	 intangible	 de	 la
Compensación	 por	 Tiempo	 de	 Servicios	 se	 regula	 únicamente	 por	 lo
dispuesto	en	la	ley	y	el	presente	decreto	supremo.
D.	S.	007-2009-TR.
ART.	 2°.—Alcance	 de	 la	 inafectación.	 La	 inafectación	 dispuesta	 por	 el
artículo	8°-A	de	 la	Ley	N°	27735	es	de	aplicación	a	 las	gratificaciones	por
Fiestas	 Patrias	 y	 Navidad	 que	 correspondan	 ser	 pagadas	 a	 partir	 del
semestre	correspondiente	a	la	entrada	en	vigencia	de	la	Ley	N°	29351.
La	 excepción	 a	 la	 inafectación	 dispuesta	 en	 el	 artículo	 8°-A	 de	 la	 Ley	 N°
27735,	 incorporada	 por	 Ley	 N°	 29351,	 incluye	 a	 las	 retenciones	 por
concepto	de	Impuesto	a	la	Renta,	de	acuerdo	a	las	normas	de	la	materia,	y	a
los	descuentos	autorizados	por	el	trabajador,	sin	perjuicio	de	los	descuentos
dispuestos	por	mandato	judicial.
D.	S.	007-2009-TR.
ART.	7°.—Regímenes	especiales.	La	 inafectación	dispuesta	por	 la	Ley	N°
29351	es	de	aplicación	a	las	gratificaciones	por	Fiestas	Patrias	y	Navidad	a
otorgarse	en	los	regímenes	laborales	especiales	de	origen	legal	y	colectivo.
D.	S.	007-2009-TR.	
ART.	 8°.—Descuentos	 autorizados.	 Los	 descuentos	 autorizados	 por	 el
trabajador,	 contemplados	 en	 la	 Ley	 N°	 29351,	 en	 ningún	 caso	 podrán
referirse	a	obligaciones	establecidas	por	la	ley.
INGRESOS	DEL	TRABAJADOR	CON	EFECTOS	EN	LAS
GRATIFICACIONES
Concepto Calificación Fundamentos
Remuneración
básica SI
La	percibida	en	la	oportunidad	del	pago
Ley	N°	27735	Art.	2°
Comisiones SI
El	promedio	de	lo	percibido	en	el	semestre
Decreto	Supremo	N°	005-2002-TR,	Art.	3°.1
Asignación
familiar SI
Es	remuneración	regular
Ley	N°	27735,	Art.	2°
Alimentación SI Es	remuneración	regular
Ley	N°	27735,	Art.	2°
Alimentación
como	suministro
indirecto
NO
No	es	remuneración
Ley	N°	28051.	Art.	3°
Horas	extras SI
De	haberse	percibido	al	menos	en	tres	meses
del	semestre	correspondiente,	cumpliendo	el
requisito	de	regularidad
Decreto	Supremo	N°	005-2002-TR,	Art.	3°.1.
Movilidad NO
No	es	considerada	remuneración
Decreto	Supremo	N°	005-2002-TR,	Art.	3°
Refrigerio NO
No	es	considerado	remuneración.
Decreto	Supremo	N°	006-2005-TR
	
APORTES,	 CONTRIBUCIONES	 E	 IMPUESTOS	 QUE	 GRAVABAN	 A	 LAS
GRATIFICACIONES
De	cargo	del	empleador
Seguro	Social	en	Salud
SI
Ley	 N°	 26790,	 Art.
6°,	literal	a).
Seguro	 Complementario	 de
Trabajo	de	Riesgo SI
Ley	 N°	 26790,	 Art.
6°,	literal	a).
Senati SI D.	 S.	 N°	 139-94-EF,Art.	3°.
De	cargo	del	trabajador
D.	 L.	 N°	 19990,	 Art.
Sistema	Nacional	de	Pensiones SI 8°.
Sistema	Privado	de	Pensiones	(AFPs) SI R.	 N°	 080-98-EF/SAFP,	Art.	90.
Impuesto	a	la	Renta SI TUO	-	D.	Leg.	N°	774,Art.	34,	literal	a).
	
CUADRO	COMPARATIVO	DE	PAGOS	PERIÓDICOS	EN
LATINOAMÉRICA
TÍTULO	SEXTO
Pago
PAGO	DE	LA	REMUNERACIÓN
D.	S.	001-98-TR.
ART.	18.—Modificado.	D.	S.	003-2010-TR,	Art.	1°.	El	pago	de	la
remuneración	podrá	ser	efectuado	directamente	por	el	empleador
o	por	intermedio	de	terceros,	siempre	que	en	este	caso	permita	al
trabajador	disponer	de	aquella	en	la	oportunidad	establecida,	en
su	integridad	y	sin	costo	alguno.
Si	el	pago	por	terceros	se	efectúa	a	través	de	las	empresas	del
sistema	financiero,	los	trabajadores	tendrán	derecho	de	elegir
aquella	donde	se	efectuarán	los	depósitos,	conforme	a	las
siguientes	reglas:
1.	Al	inicio	de	la	relación	laboral	el	trabajador	comunicará	al
empleador,	dentro	de	los	diez	(10)	días	hábiles	de	iniciado	el
vínculo,	el	nombre	de	la	empresa	del	sistema	financiero	elegida	y,
de	ser	el	caso,	el	número	de	la	cuenta.	Vencido	el	plazo	sin	que	el
trabajador	haya	cumplido	con	comunicar	su	elección,	el
empleador	podrá	efectuar	los	depósitos	de	la	remuneración	en
dinero,	en	cualquier	empresa	del	sistema	financiero	donde	se
ubique	el	centro	laboral	en	el	que	preste	servicios	el	trabajador.
2.	Durante	la	vigencia	de	la	relación	laboral	el	trabajador	podrá
comunicar	al	empleador,	dentro	de	los	diez	(10)	días	hábiles	del
mes	correspondiente	al	pago	de	la	remuneración,	el	cambio	de	la
empresa	del	sistema	financiero	y	la	indicación	del	número	de
cuenta.
3.	Cualquier	acto	de	injerencia	por	parte	del	empleador	en	la
libre	elección	del	trabajador,	son	infracciones	muy	graves
sancionables	por	la	inspección	del	trabajo,	de	acuerdo	a	lo
dispuesto	en	la	Ley	General	de	Inspección	del	Trabajo,	Ley	N°
28806,	o	norma	que	la	sustituya.
Modificado.	D.	S.	009-2011-TR,	Art.	1°.	El	pago	de	la
remuneración	se	acredita	con	la	boleta	de	pago	firmada	por	el
trabajador	o	con	la	constancia	respectiva,	cuando	aquél	se	haga	a
través	de	terceros,	sin	perjuicio	de	la	entrega	de	la	boleta
correspondiente	dentro	del	plazo	establecido	en	el	artículo
siguiente,	o	mediante	el	empleo	de	tecnologías	de	la	información	y
comunicación.	En	los	casos	en	que	el	pago	de	la	remuneración	se
realice	a	través	de	las	empresas	del	sistema	financiero,	el	pago	se
acredita	con	la	constancia	de	depósito	en	la	cuenta	de	ahorros	a
nombre	del	trabajador.
Modificado.	D.	S.	009-2011-TR,	Art.	1°.	La	boleta	de	pago
contiene	los	mismos	datos	que	figuran	en	las	correspondientes
planillas.
Modificado.	D.	S.	009-2011-TR,	Art.	1°.	En	los	casos	que	el
empleador	cuente	con	menos	de	cien	trabajadores,	la	boleta	de
pago	deberá	ser	sellada	y	firmada	por	el	empleador	o	su
representante	legal.	En	los	casos	en	que	se	cuente	con	más	de	cien
trabajadores,	la	firma	ológrafa	y	el	sellado	manual	de	las	boletas
de	pago	podrán	ser	reemplazados	por	la	firma	digitalizada,	previo
acuerdo	con	los	trabajadores,	e	inscripción	en	el	registro	de
firmas	a	cargo	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
NOTA:	Según	los	artículos	2°	y	3°	del	D.	S.	009-2011-TR,	el	último	párrafo	de	la	norma	entra	en
vigencia	una	vez	que	se	implemente	el	Registro	de	Firmas.
D.	S.	001-98-TR.
Quinta	 Disposición	 Transitoria	 y	 Complementaria.—Incorporado.	 D.	 S.
003-2010-TR,	Art.	2°.	La	 libertad	del	 trabajador	de	elegir	 la	 empresa	del
sistema	 financiero	para	el	depósito	de	 sus	 remuneraciones	 regulado	en	el
artículo	 18	 de	 la	 presente	 norma,	 se	 aplica	 progresivamente	 a	 los
trabajadores	 del	 sector	 público,	 cualquiera	 sea	 su	 régimen,	 conforme	 lo
disponga	 el	 Ministerio	 de	 Economía	 y	 Finanzas,	 a	 través	 de	 la	 Dirección
Nacional	del	Tesoro	Público.
D.	S.	009-2011-TR.
ART.	 2°.—Implementación	 del	 Registro	 de	 Firmas.	 El	 Ministerio	 de
Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo,	 en	 un	 plazo	 no	mayor	 de	 noventa	 (90)
días	hábiles,	aprobará	las	disposiciones	para	la	implementación	del	registro
de	firmas	al	que	hace	referencia	el	artículo	1°	del	presente	decreto	supremo.
D.	S.	009-2011-TR.
ART.	3°.—Vigencia.	El	presente	decreto	supremo	entra	en	vigencia	al	día
siguiente	de	su	publicación	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”,	con	excepción
de	 lo	 establecido	 en	 el	 último	 párrafo	 del	 artículo	 18	 al	 que	 se	 hace
referencia	en	el	artículo	1°	del	presente	decreto	supremo,	el	cual	entrará	en
vigencia	a	partir	de	la	implementación	del	Registro	de	Firmas.
D.	S.	001-98-TR.
ART.	19.—Modificado.	D.	S.	009-2011-TR,	Art.	1°.	La	boleta	de	pago	será
entregada	al	trabajador	a	más	tardar	el	tercer	día	hábil	siguiente	a	la	fecha
de	pago.	El	duplicado	de	la	boleta	de	pago	quedará	en	poder	del	empleador.
En	el	caso	que	la	entrega	sea	por	medios	físicos	si	el	trabajador	no	supiera
firmar,	imprimirá	su	huella	digital.
Si	 el	 empleador	 lo	 considera	 conveniente,	 la	 firma	 de	 la	 boleta	 por	 el
trabajador	 será	 opcional.	 Alternativamente	 y,	 previo	 acuerdo	 con	 el
trabajador,	 la	 entrega	 de	 la	 boleta	 de	 pago	 podrá	 efectuarse	 a	 través	 del
empleo	 de	 tecnologías	 de	 la	 información	 y	 comunicación,	 tales	 como,
Intranet,	 Correo	 Electrónico,	 u	 otros	 de	 similar	 naturaleza,	 siempre	 y
cuando	se	deje	debida	constancia	de	su	emisión	por	parte	del	empleador	y
se	garantice	su	efectiva	recepción	por	parte	del	trabajador.
En	 ambos	 casos,	 corresponderá	 al	 empleador	 la	 carga	 de	 la	 prueba
respecto	 al	 pago	 de	 la	 remuneración	 y	 la	 entrega	 de	 la	 boleta	 de	 pago	 al
trabajador.
C.	C.	
ART.	1234.—El	pago	de	una	deuda	contraída	en	moneda	nacional	no	podrá
exigirse	 en	 moneda	 distinta,	 ni	 en	 cantidad	 diferente	 al	 monto	 nominal
originalmente	pactado.
C.	C.
ART.	 1237.—Modificado.	 D.	 L.	 25878,	 Art.	 1°.	 Pueden	 concertarse
obligaciones	en	moneda	extranjera	no	prohibidas	por	leyes	especiales.
Salvo	 pacto	 en	 contrario,	 el	 pago	 de	 una	 deuda	 en	 moneda	 extranjera
puede	 hacerse	 en	 moneda	 nacional	 al	 tipo	 de	 cambio	 de	 venta	 del	 día	 y
lugar	del	vencimiento	de	la	obligación.
En	el	caso	a	que	se	refiere	el	párrafo	anterior,	si	no	hubiera	mediado	pacto
en	 contrario	 en	 lo	 referido	 a	 la	moneda	 de	 pago	 y	 el	 deudor	 retardara	 el
pago,	 el	 acreedor	 puede	 exigir,	 a	 su	 elección,	 que	 el	 pago	 en	 moneda
nacional	se	haga	al	tipo	de	cambio	de	venta	en	la	fecha	de	vencimiento	de	la
obligación,	o	al	que	rija	el	día	del	pago.
DOCTRINA.—Empleadores	 pueden	 usar	 la	 firma	 digitalizada	 para
suscribir	 boletas	 de	 pago.	 “En	 consecuencia,	 resulta	 de	 aplicación	 en	 la
actualidad	 el	 último	 párrafo	 del	 artículo	 18	 conforme	 a	 lo	 previsto	 hasta
antes	de	la	modificación	de	la	norma	por	el	Decreto	Supremo	N°	009-2011-
TR,	el	cual	indica	que	‘[l]a	boleta	de	pago,	contendrá	los	mismos	datos	que
figuran	 en	 planillas	 y	 debe	 ser	 sellada	 y	 firmada	 por	 el	 empleador	 o	 su
representante	legal’.
En	cuanto	a	 la	 forma	en	 la	cual	un	empleador	o	su	representante	pueden
proceder	a	firmar	un	documento	corresponde	traer	a	colación	lo	dispuesto
por	 el	 Código	 Civil,	 cuyas	 normas	 son	 aplicables	 de	manera	 supletoria	 al
ordenamiento	laboral.	(...).
En	 consecuencia,	 somos	 de	 la	 opinión	 que	 la	 firma	 digitalizada	 se
encontraría	 dentro	 de	 los	 mecanismos	 a	 través	 de	 los	 cuales	 puede
manifestarse	la	voluntad	o	firmarse	un	documento,	conforme	a	las	normas
civiles,	por	lo	que	podría	ser	aplicable	a	la	firma	de	boletas	de	pago.
Tal	 como	 ocurriría	 con	 el	 empleo	 de	 una	 firma	 manuscrita	 u	 ológrafa,
queda	la	posibilidad	de	que	mediante	los	mecanismos	previstos	legalmente
una	 persona	 cuestione	materias	 como	 las	 facultades	 del	 representante,	 la
falsificación	de	documentos,	entre	otros	supuestos	que	puedan	presentarse.
Justamente	 la	 regulación	 todavía	 no	 vigente	 del	 artículo	 18	 del	 Decreto
Supremo	N°	permitiría	reducir	aspectos	negativos	de	su	aplicación.
Cabe	 subrayar	 que,	 en	 caso	 de	 que	 se	 produjera	 la	 implementación	 del
registro	de	firmas	a	que	se	refiere	el	Decreto	Supremo	N°	009-2011-TR,	ello
implicaría	 la	 entrada	 en	 vigencia	 de	 las	 reglas	 contenidas	 en	 el	 último
párrafo	del	artículo	18	del	Decreto	Supremo	N°	001-98-TR	modificado	por
el	Decreto	Supremo	N°	009-2011-TR	y,	por	tanto,	la	posibilidad	de	emplear
la	firma	digitalizada	de	las	boletas	de	pago	en	el	caso	del	empleador	deberá
observar	 las	 reglas	 anteriormente	 explicadas”.	 (MTPE,	 Inf.	 065-2013-
MTPE/2/14.1,	 ago.	 22/2013.	 Director	 de	 Inspección	 del	 Trabajo	 Ricardo
Hugo	Carrasco	Mendoza)
DOCTRINA.—Informe	 del	 MTPE	 distingue	 entre	 la	 firma	 digital	 y	 la
firma	digitalizada.	“Al	respecto,	es	preciso	distinguir	entre	la	firma	digital
y	la	digitalizada.	Si	bien	ambas	implican	el	empleo	de	medios	o	mecanismos
electrónicos,	 la	 primera	 cuenta	 con	 una	 regulación	 especial	 establecida
mediante	la	Ley	N°	27269,	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.	(...).
Así,	 a	 grandes	 rasgos,	 la	 firma	 digital	 implica	 un	 mecanismo	 de
encriptación	de	texto,	esto	es,	se	trasforma	el	texto	electrónico	en	una	serie
numérica	mediante	el	uso	de	una	clave	privada	–accesible	sólo	al	titular	de
la	firma	digital–	el	cual	vuelve	a	su	formato	original	mediante	el	uso	de	una
segunda	 clave	 que	 es	 de	 acceso	 público	 de	 otros	 participantes	 del
mecanismo.
En	 cuanto	 a	 la	 firma	 digitalizada,	 se	 considera	 que	 ésta	 se	 forma	 a
consecuencia	del	traslado	de	un	documento	del	soporte	físico	a	un	formato
electrónico.	Ello	ocurriría,	por	ejemplo,	si	mediante	un	equipo	de	escáner	se
digitaliza	 la	 firma	 de	 una	 determinada	 persona”.	 (MTPE,	 Inf.	 065-2013-
MTPE/2/14.1,	 ago.	 22/2013.	 Director	 de	 Inspección	 del	 Trabajo	 Ricardo
Hugo	Carrasco	Mendoza)
DOCTRINA.—MTPE:	 no	 está	 vigente	 la	 posibilidad	 de	 reemplazar	 la
firma	ológrafa	y	el	sellado	manual	de	las	boletas	de	pago	por	la	firma
digitalizada.	 “Ahora	 bien,	 es	 preciso	 anotar	 que	 el	 Decreto	 Supremo	 N°
009-2011-TR	 –norma	 modificatoria	 del	 Decreto	 Supremo	 N°	 001-98-TR–
dispuso	en	su	artículo	3°	que	el	último	párrafo	del	artículo	18	entraría	en
vigencia	en	la	oportunidad	en	que	se	implemente	un	registro	de	firmas.	(…).
Si	bien	el	artículo	2°	estableció	que	el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción
del	Empleo	aprobaría	 las	disposiciones	necesarias	para	 la	 implementación
del	 registro	de	 firmas	antes	 indicado,	debe	considerarse	que	a	 la	 fecha	 tal
implementación	no	ha	sido	realizada,	por	lo	que	la	regulación	contenida	en
el	 último	 párrafo	 no	 se	 encontraría	 vigente”.	 (MTPE,	 Inf.	 065-2013-
MTPE/2/14.1,	 ago.	 22/2013.	 Director	 de	 Inspección	 del	 Trabajo	 Ricardo
Hugo	Carrasco	Mendoza)
DOCTRINA.—La	cancelación	 de	 las	 gratificaciones	 legales	 se	 acredita
con	 la	 boleta	 de	 pago	 firmada	 por	 el	 trabajador	 o	 con	 la	 constancia
respectiva.	“(...)	artículo	18	del	Decreto	Supremo	N°	001-98-TR	(...)	siendo
este	 artículo	 aplicable	 al	 caso	 materia	 de	 autos,	 toda	 vez	 que	 las
gratificaciones	 legales	 constituyen	 un	 beneficio	 social	 de	 carácter
remunerativo	 (...)	 en	 tal	 sentido,	 se	 desprende	 del	 citado	 artículo	 que	 se
acredita	 el	 pago	 de	 la	 remuneración	 siendo	 en	 el	 presente	 caso,	 las
gratificaciones	legales,	con	la	boleta	de	pago	firmada	por	el	trabajador	o	con
la	constancia	de	respectiva	cuando	se	haga	a	través	de	terceros	(...)”.	(MTPE,
R.	 D.	 276-2014-MTPE/1/20.4,	 jun.	 11/2014.	 Dirección	 de	 Inspección	 del
Trabajo	Silvia	Renee	Meza	Falla)
COMENTARIO.—Abono	 de	 la	 remuneración	 en	 la	 cuenta	 del
trabajador.	Se	observa	en	la	práctica	que	en	muchos	casos	–por	motivos	de
seguridad–	 el	 empleador	 prefiere	 pagar	 las	 remuneraciones	 abonándolas
directamente	 en	 las	 cuentas	 de	 ahorro	 de	 sus	 trabajadores.	 Sería
conveniente	 que	 en	 tales	 casos	 la	 decisión	 patronal	 cuente	 con	 el
asentimiento	de	los	trabajadores.
TÍTULO	SÉTIMO
Aportes	y	Contribuciones
CAPÍTULO	PRIMERO
Seguro	Social	en	Salud
ASEGURADOS
Ley	26790.
ART.	3°.—Sustituido.	Ley	27177,	Primera	Disposición
Complementaria.	Asegurados.	Son	asegurados	del	Régimen
Contributivo	de	la	Seguridad	Social	en	Salud,	los	afiliados
regulares	o	potestativos	y	sus	derechohabientes.
Son	afiliados	regulares:
-	Los	trabajadores	activos	que	laboran	bajo	relación	de
dependencia	o	en	calidad	de	socios	de	cooperativas	de
trabajadores.
-	Los	pensionistas	que	perciben	pensión	de	jubilación,
incapacidad	o	sobrevivencia.
-	Los	trabajadores	independientes	que	sean	incorporados	por
mandato	de	una	ley	especial.
Todas	las	personas	no	comprendidas	en	el	párrafo	anterior	se
afilian	bajo	la	modalidad	de	asegurados	potestativos	en	el	Seguro
Social	de	Salud	(ESSALUD)	o	en	la	entidad	prestadora	de	salud	de
su	elección.
Son	derechohabientes	el	cónyuge	o	el	concubino	a	quienes	se
refiere	el	artículo	326	del	Código	Civil,	así	como	los	hijos	menores
de	edad	o	mayores	incapacitados	en	forma	total	y	permanente
para	el	trabajo,	siempre	que	no	sean	afiliados	obligatorios.	La
cobertura	de	los	hijos	se	inicia	desde	la	concepción,	en	la	atención
a	la	madre	gestante.
El	Régimen	Contributivo	de	la	Seguridad	Social	en	Salud	es	de
carácter	obligatorio	para	los	afiliados	regulares	y	los	demás	que
señale	la	ley.
El	Régimen	Contributivo	de	la	Seguridad	Social	en	Salud	está
autorizado	para	realizar,	directa	o	indirectamente,	programas	de
extensión	social	para	la	atención	de	no	asegurados	de	escasos
recursos.
D.	S.	009-97-SA.
ART.	30.—Modificado.	D.	S.	020-2006-TR,	Art.	4°.	Son	afiliados	regulares
del	Seguro	Social	de	Salud:
a)	Los	trabajadores	activos	que	laboran	bajo	relación	de	dependencia	o	en
calidad	de	socios	de	cooperativas	de	trabajadores,	cualquiera	sea	el	régimen
laboral	o	modalidad	a	la	cual	se	encuentren	sujetos;
b)	 Los	 pensionistas	 que	 perciben	 pensión	 de	 cesantía,	 jubilación,
incapacidad	o	de	sobrevivencia,	cualquiera	fuere	el	régimen	legal	al	cual	se
encuentren	sujetos.
Bajo	 responsabilidad	 de	 la	 entidad	 empleadora	 correspondiente,	 la
inscripción	 en	 el	 Seguro	 Social	 de	 los	 afiliados	 regulares	 y	 sus
derechohabientes	es	obligatoria.
Son	derechohabientes	el	cónyuge	o	el	concubino	a	que	se	refiere	el	artículo
326	 del	 Código	 Civil,	 así	 como	 los	 hijos	 menores	 de	 edad	 o	 mayores
incapacitados	en	forma	total	y	permanente	para	el	trabajo,	de	acuerdo	a	la
calificación	 que	 efectuará	 ESSALUD,	 siempre	 que	 no	 sean	 afiliados
obligatorios.	 La	 cobertura	de	 los	 hijos	 se	 inicia	 desde	 la	 concepción,	 en	 la
atención	a	la	madre	gestante.
Ley	26790.
ART.	3°-A—Incorporado.	D.	Leg.	1171,	Art.	2°.	Estudio
actuarial	e	informe	técnico	del	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo.	La	incorporación	de	trabajadores
independientes	al	régimen	contributivo	de	la	Seguridad	Social	en
Salud	y	la	creación	de	un	seguro	de	salud	específico	a	cargo	de
ESSALUD,	deben	cumplir	previamente	de	manera	concurrente	con
los	siguientes	requisitos	que	tienen	carácter	de	condición	esencial
para	su	realización:
a)	La	realización	previa	de	un	estudio	actuarial.
b)	El	informe	técnico	emitido	por	el	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo.
ENTIDADES	EMPLEADORAS
Ley	26790.
ART.	4°.—Para	efectos	de	la	aplicación	de	la	presente	ley,	se
entiende	por	entidades	empleadoras	a	las	empresas	e
instituciones	públicas	o	privadas	que	emplean	trabajadores	bajo
relación	de	dependencia,	las	que	pagan	pensiones	y	las
cooperativas	de	trabajadores.
REGISTRO	Y	AFILIACIÓN
Ley	26790.
ART.	5°.—El	Registro	de	Entidades	Empleadoras	y	la	inscripción
de	los	afiliados	regulares	se	realiza	ante	el	IPSS	en	la	forma	y	en
los	plazos	establecidos	en	los	reglamentos.
Es	obligación	de	las	entidades	empleadoras	registrarse	como
tales	ante	el	IPSS	y	realizar	la	inscripción	de	los	afiliados	regulares
que	de	ellas	dependan,	así	como	informar	el	cese,	la	suspensión	de
la	relación	laboral	y	las	demás	ocurrencias	señalados	en	los
reglamentos.
La	inscripción	de	los	afiliados	potestativos	se	realiza	bajo	la
forma	y	condiciones	señaladas	en	los	reglamentos.
D.	S.	009-97-SA.
ART.	 31.—Los	 asegurados	 regulares	 son	 afiliados	 por	 las	 entidades
empleadoras	respectivas	ante	el	IPSS,	en	las	condiciones	señaladas	por	este
reglamento.
D.	S.	009-97-SA.
ART.	 32.—Las	 entidades	 empleadoras	 tienen	 la	 obligación	 de	 registrarse
como	 tales	 ante	 el	 IPSS	 y	 realizar	 la	 inscripción	 de	 los	 afiliados	 regulares
que	 de	 ellas	 dependan,	 diferenciando	 los	 cubiertos	 con	 establecimientos
propios,	 los	 atendidos	 a	 través	 de	 planes	 contratados	 con	 una	 EPS	 y	 los
cubiertos	íntegramente	por	el	IPSS.
Así	mismo,	deberán	informar	el	cese,	 la	suspensión	de	 la	relación	 laboral,
modificación	 de	 la	 cobertura	 y	 las	 demás	 ocurrencias	 que	 incidan	 en	 el
monto	de	las	aportaciones	o	del	crédito	referidos	en	los	artículos	6°	y	15	de
la	 Ley	 N°	 26790,	 dentro	 de	 los	 5	 primeros	 días	 del	 mes	 siguiente	 a	 la
ocurrencia.
Para	tal	efecto	el	IPSS	determinará	los	procedimientos	respectivos.
Ley	26790.
ART.	5°-A.—Incorporado.	D.	Leg.	1172,	Art.	3°.	Deber	de
informar	del	asegurado	respecto	de	sus	derechohabientes.	A
fin	de	que	el	empleador	cumpla	oportunamente	con	la	inscripción
de	los	derechohabientes	del	trabajador	en	los	regímenes
contributivos	que	administra	el	Seguro	Social	de	Salud	-	ESSALUD,
deberá	comunicar	y	proporcionar	en	forma	oportuna,	clara,	veraz
y	completa	los	datos	y	documentos	sustentatorios	a	su	empleador.
Asimismo,	deberá	comunicar	la	variación	de	su	estado	civil,	de	la
situación	de	concubinato	a	que	se	refiere	el	artículo	326	del
Código	Civil	y	de	las	defunciones.
Constituyen	infracciones	administrativas	en	materia	de
seguridad	social	sancionadas	con	multa,	el	incumplimiento	de	las
obligaciones	previstas	en	el	presente	artículo.
Las	infracciones	se	califican	como	leves,	graves	y	muy	graves	de
conformidad	con	lo	establecido	en	la	norma	específica	de
desarrollo.
El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	aprobará	la
norma	reglamentaria	correspondiente	y	la	escala	de	multas
aplicables	por	el	incumplimiento	de	las	obligaciones	previstas	en
el	presente	artículo.
Asimismo,	es	competente	para	sancionar	las	infracciones
mencionadas.
Los	asegurados	no	comprendidos	en	el	supuesto	de	los	párrafos
precedentes	cumplirán	con	lo	dispuesto	en	el	presente	artículo	de
acuerdo	a	lo	que	establezca	ESSALUD.
APORTES
Ley	26790.
ART.	6°.—Los	aportes	por	afiliación	al	Seguro	Social	de	Salud	son
de	carácter	mensual	y	se	establecen	de	la	siguiente	forma:
a)	Modificado.	Ley	28791,	Art.	1°.	Afiliados	regulares	en
actividad:
El	aporte	de	los	trabajadores	en	actividad,	incluyendo	tanto	los
que	laboran	bajo	relación	de	dependencia	como	los	socios	de
cooperativas,	equivale	al	9%	de	la	remuneración	o	ingreso.	La
base	imponible	mínima	mensual	no	podrá	ser	inferior	a	la
Remuneración	Mínima	Vital	vigente.	Es	de	cargo	de	la	entidad
empleadora	que	debe	declararlos	y	pagarlos	a	ESSALUD,	al	mes
siguiente,	dentro	de	los	plazos	establecidos	en	la	normatividad
vigente,	a	aquel	en	que	se	devengaron	las	remuneraciones	afectas.
Para	estos	efectos	se	considera	remuneración	la	así	definida	por
los	decretos	legislativos	núms.	728	y	650	y	sus	normas
modificatorias.	Tratándose	de	los	socios	trabajadores	de
cooperativas	de	trabajadores,	se	considera	remuneración	el
íntegro	de	lo	que	el	socio	recibe	como	contraprestación	por	sus
servicios.
b)	Modificado.	Ley	28791,	Art.	1°.	Afiliados	regulares
pensionistas:
El	aporte	de	los	pensionistas	es	de	4%	de	la	pensión.	Es	de	cargo
del	pensionista,	siendo	responsabilidad	de	la	entidad	empleadora
la	retención,	declaración	y	pago	a	ESSALUD,	en	los	plazos
establecidos	en	la	normatividad	vigente.
c)	Afiliados	potestativos:
El	aporte	de	los	afiliados	potestativos	es	el	que	corresponde	al
plan	elegido	por	cada	afiliado.
Los	porcentajes	señalados	en	el	presente	artículo	pueden	ser
modificados	por	decreto	supremo	con	el	voto	aprobatorio	del
Consejo	de	Ministros,	solicitándose	previamente	la	opinión
técnica	del	IPSS.	Deben	ser	revisados	al	menos	cada	dos	años
mediante	estudio	actuarial.
BONIFICACIÓN	EXTRAORDINARIA
Ley	30334.
ART.	 3°.—Aportaciones	 a	 ESSALUD.	 El	 monto	 que	 abonan	 los
empleadores	 por	 concepto	 de	 aportaciones	 al	 Seguro	 Social	 de	 Salud
(ESSALUD)	 con	 relación	 a	 las	 gratificaciones	 de	 julio	 y	 diciembre	 son
abonados	 a	 los	 trabajadores	 bajo	 la	 modalidad	 de	 bonificación
extraordinaria	de	carácter	temporal	no	remunerativo	ni	pensionable.
D.	S.	007-2009-TR.
ART.	 5°.—Pago	 de	 la	 bonificación	 extraordinaria.	 La	 bonificación
extraordinaria	prevista	en	el	artículo	3°	de	la	Ley	N°	29351	debe	pagarse	al
trabajador	 en	 la	 misma	 oportunidad	 en	 que	 se	 abone	 la	 gratificación
correspondiente.	 En	 caso	 de	 cese	 del	 trabajador,	 dicha	 bonificación
extraordinaria	 debe	 pagarse	 junto	 con	 la	 gratificación	 proporcional
respectiva.
La	 bonificación	 extraordinaria	 sólo	 se	 encuentra	 afecta	 al	 Impuesto	 a	 la
Renta	de	quinta	categoría.
D.	S.	007-2009-TR.
ART.	 6°.—Monto	 de	 la	 bonificación	 extraordinaria.	 El	 monto	 de	 la
bonificación	extraordinaria	a	que	se	refiere	el	artículo	precedente	equivale
al	 aporte	al	 Seguro	Social	de	Salud	 -	ESSALUD	que	hubiese	 correspondido
efectuar	al	empleador	por	concepto	de	gratificaciones	de	julio	y	diciembre.
Tratándose	de	trabajadores	cubiertos	por	una	entidad	prestadora	de	salud,
la	bonificación	extraordinaria	equivale	al	6,75%	del	aporte	al	Seguro	Social
de	Salud	-	ESSALUD	que	hubiese	correspondido	efectuar	al	empleador	por
concepto	de	gratificaciones	de	julio	y	diciembre.
D.	S.	009-97-SA.
ART.	33.—Modificado.	D.	S.	020-2006-TR,	Art.	4°.	Aportes.	El	aporte	de
los	 afiliados	 regulares	 en	 actividad,	 incluyendo	 tanto	 los	que	 laboran	bajo
relación	de	dependencia	como	los	socios	de	cooperativas,	equivale	al	9%	de
la	 remuneración	 o	 ingreso	mensual.	 Es	 de	 cargo	 obligatorio	 de	 la	 entidad
empleadora	que	debe	declararlos	y	pagarlos	en	su	totalidad	mensualmente
a	ESSALUD,	sin	efectuar	retención	alguna	al	trabajador,	dentro	de	los	plazos
establecidos	en	la	normatividad	vigente,	en	el	mes	siguiente	a	aquél	en	que
se	devengaron	las	remuneraciones	afectas.
La	base	imponible	mínima	mensual	no	podrá	ser	menor	a	la	remuneración
mínima	 vital	 vigente	 el	 último	 día	 calendario	 del	 período	 laborado,	 y	 es
aplicada	 independientemente	de	 las	horas	y	días	 laborados	por	 el	 afiliado
regular	 en	 actividad	 durante	 el	 período	 mensual	 declarado.
Excepcionalmente,	 tratándose	 de	 trabajadores	 que	 perciben	 subsidios,	 la
base	 mensual	 mínima	 imponible	 por	 cada	 trabajador	 se	 determinará	 de
forma	proporcional	a	los	días	no	subsidiados	del	mes	correspondiente.	En	el
caso	 de	 afiliados	 regulares	 en	 actividad	 que	 estando	 subsidiados	 desde	 el
inicio	del	mes,	terminan	su	vínculo	laboral	sin	labor	efectiva,	dicho	período
subsidiado	no	determinará	la	obligación	de	la	entidad	empleadora	de	pagar
las	contribuciones	correspondientes.
Sustituido.	 D.	 S.	 002-2011-TR,	 Art.	 1°.	 El	 aporte	 de	 los	 pensionistas
equivale	 al	 4%	 de	 la	 pensión.	 Es	 de	 cargo	 del	 pensionista,	 siendo
responsabilidad	de	 la	 entidad	 empleadora,	 de	 la	Oficina	de	Normalización
Previsional	 o	 de	 la	 Administradora	 de	 Fondos	 de	 Pensiones,	 la	 afiliación,
retención,	declaración	y	pago	total	a	ESSALUD,	en	el	mes	siguiente	a	aquél
en	 que	 se	 pagó	 o	 se	 puso	 a	 disposición	 las	 pensiones	 afectas,	 sean	 éstas
provisionales	o	definitivas.
La	 Superintendencia	 Nacional	 de	 Administración	 Tributaria	 ejercerá	 las
funciones	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 5°	 de	 su	 ley	 general,	 aprobado
mediante	Decreto	Legislativo	N°	501	y	normas	modificatorias,	respecto	de
las	aportaciones	al	ESSALUD,	de	acuerdo	a	las	facultades	y	atribuciones	que
le	 otorga	 el	 Texto	 Único	 Ordenado	 del	 Código	 Tributario,	 aprobado	 por
Decreto	Supremo	N°	135-99-EF	y	demás	normas	tributarias,	 incluyendo	lo
relacionado	a	la	inscripción	y/o	declaración	de	las	entidades	empleadoras	y
de	 sus	 trabajadores	 y/o	pensionistas	 y/o	derechohabientes,	 sin	distinción
del	período	tributario,	así	como	su	acreditación.
ESSALUD	ejerce	la	cobranza	coactiva	de	los	costos	de	las	prestaciones	que
deben	ser	materia	de	reembolso,	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	10
de	la	Ley	N°	26790,	a	través	de	los	ejecutores	designados	para	el	efecto.
R.	376-2014/Sunat.
ART.	1°.—Cronograma	para	la	declaración	y	pago	de	tributos
de	liquidación	mensual,	cuotas,	pagos	a	cuenta	mensuales,
tributos	retenidos	o	percibidos.	Los	deudores	tributarios
cumplirán	con	realizar	el	pago	de	los	tributos	de	liquidación
mensual,	cuotas,	pagos	a	cuenta	mensuales,	tributos	retenidos	o
percibidos,	así	como	con	presentar	las	declaraciones	relativas	a
los	tributos	a	su	cargo	administrados	y/o	recaudados	por	la	Sunat,
correspondiente	a	los	periodos	tributarios	de	enero	a	diciembre
del	año	2015,	de	acuerdo	con	el	cronograma	detallado	en	el	Anexo
N°	1,	el	mismo	que	forma	parte	de	la	presente	resolución.
Anexo	1
Tabla	 de	 vencimientos	 para	 las	 obligaciones	 tributarias	 de
vencimiento	mensual,	cuya	recaudación	efectúa	la	Sunat

NOTA:	A	partir	de	la	segunda	columna,	en	cada	casilla	se	indica:
En	la	parte	superior	el	último	dígito	del	número	de	RUC,	y	en	la	parte	inferior	el	día	calendario
correspondiente	al	vencimiento
UESP:	unidades	ejecutoras	del	sector	público	nacional
Anexo	2
Tabla	de	vencimientos	para	el	pago	del	Impuesto	a	las	Transacciones
Financieras
Fecha	de	realización	de	operaciones
Último	día	para	realizar	el	pago
Del Al
01/01/2015 15/01/2015 22/01/2015
16/01/2015 31/01/2015 06/02/2015
01/02/2015 15/02/2015 20/02/2015
16/02/2015 28/02/2015 06/03/2015
01/03/2015 15/03/2015 20/03/2015
16/03/2015 31/03/2015 09/04/2015
01/04/2015 15/04/2015 22/04/2015
16/04/2015 30/04/2015 08/05/2015
01/05/2015 15/05/2015 22/05/2015
16/05/2015 31/05/2015 05/06/2015
01/06/2015 15/06/2015 22/06/2015
16/06/2015 30/06/2015 07/07/2015
01/07/2015 15/07/2015 22/07/2015
16/07/2015 31/07/2015 07/08/2015
01/08/2015 15/08/2015 21/08/2015
16/08/2015 31/08/2015 07/09/2014
01/09/2015 15/09/2015 22/09/2015
16/09/2015 30/09/2015 07/10/2015
01/10/2015 15/10/2015 22/10/2015
16/10/2015 31/10/2015 06/11/2015
01/11/2015 15/11/2015 20/11/2015
16/11/2015 30/11/2015 07/12/2015
01/12/2015 15/12/2015 22/12/2015
16/12/2015 31/12/2015 08/01/2016
NOTA:	La	Resolución	376-2014/Sunat,	publicada	el	22	de	diciembre	del	2014	en	el	Diario	Oficial	“El
Peruano”,	establece	el	cronograma	para	la	declaración	y	pago	de	tributos	de	liquidación	mensual,
cuotas,	pagos	a	cuenta	mensuales	y	tributos	retenidos	o	percibidos	administrados	por	la	Sunat	de
aplicación	para	el	2015.
C.	T.
NORMA	 XII	 T.	 P.—Para	 efecto	 de	 los	 plazos	 establecidos	 en	 las	 normas
tributarias	deberá	considerarse	lo	siguiente:
a)	Los	expresados	en	meses	o	años	se	cumplen	en	el	mes	del	vencimiento	y
en	el	día	de	éste	correspondiente	al	día	de	inicio	del	plazo.	Si	en	el	mes	de
vencimiento	falta	tal	día,	el	plazo	se	cumple	el	último	día	de	dicho	mes.
b)	Los	plazos	expresados	en	días	se	entenderán	referidos	a	días	hábiles.
En	todos	los	casos,	los	términos	o	plazos	que	vencieran	en	día	inhábil	para
la	 Administración,	 se	 entenderán	 prorrogados	 hasta	 el	 primer	 día	 hábil
siguiente.
En	aquellos	casos	en	que	el	día	de	vencimiento	sea	medio	día	laborable	se
considerará	inhábil.
COMENTARIO.—Pago	de	los	aportes	y	contribuciones.	Mediante	sendos
dispositivos	de	rango	legal,	tales	como	las	leyes	N°s.	27038	y	27056,	se	han
modificado	 las	 normas	 referentes	 al	 pago	 de	 los	 aportes	 a	 los	 entes	 de	 la
seguridad	 social	 en	 cuanto	 a	 sus	 plazos,	 y	 hasta	 la	 naturaleza	 jurídica	 de
estos	pagos.
En	lo	sucesivo,	la	Superintendencia	Nacional	de	Administración	Tributaria	-
Sunat,	 se	hará	cargo	a	partir	del	período	 tributario	 julio	del	año	1999,	del
cobro	de	las	aportaciones	a	la	Seguridad	Social	-	ESSALUD	y	a	la	Oficina	de
Normalización	Previsional	–	ONP.
A	tal	efecto,	los	pagos	se	deberán	efectuar	dentro	de	los	primeros	días	del
mes	siguiente,	de	acuerdo	a	un	cronograma	publicado	por	la	Sunat,	teniendo
en	cuenta	el	último	dígito	del	RUC	del	obligado.
Ley	26790.
ART.	6°-A.—Incorporado.	D.	Leg.	1171,	Art.	3°.	Disposiciones
para	el	otorgamiento	de	beneficios	respecto	de	las
aportaciones	al	Seguro	Social	de	Salud	-	ESSALUD.	Las
exoneraciones,	incentivos,	beneficios	o	exclusiones	de	la	base
imponible	respecto	de	las	aportaciones	al	Seguro	Social	de	Salud	-
ESSALUD,	se	sujetan	a	las	reglas	a	que	se	refiere	la	Norma	VII	del
Título	Preliminar	del	Código	Tributario,	debiendo	cumplir	de
manera	concurrente	con	los	siguientes	requisitos	que	tienen
carácter	de	condición	esencial:
a)	La	realización	previa	de	un	estudio	actuarial.
b)	El	informe	técnico	emitido	por	el	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo.
Asimismo,	deben	indicar	el	impacto	en	el	presupuesto	de
ESSALUD	a	corto,	mediano	y	largo	plazo,	por	los	ingresos	que	se
dejarán	de	percibir,	especificando	los	ingresos	alternativos	que
compensarán	la	menor	recaudación.
Ley	26790.
ART.	15.—Créditos	contra	las	aportaciones.	Las	entidades
empleadoras	que	otorguen	cobertura	de	salud	a	sus	trabajadores
en	actividad,	mediante	servicios	propios	o	a	través	de	planes	o
programas	de	salud	contratados	con	entidades	prestadoras	de
salud,	gozarán	de	un	crédito	respecto	de	las	aportaciones	a	que	se
refiere	el	inciso	a)	del	artículo	6°	de	la	presente	ley.
A	efectos	de	gozar	del	crédito	a	que	se	refiere	el	presente
artículo,	las	entidades	empleadoras	deberán	cumplir	con	los
siguientes	requisitos:
a)	Servicios	propios
Las	entidades	empleadoras	que	brinden	cobertura	de	salud	a	sus
trabajadores	a	través	de	servicios	propios	deberán	acreditar	los
establecimientos	correspondientes	ante	el	Ministerio	de	Salud.
Una	vez	obtenida	la	acreditación	podrán	aplicar	el	crédito	contra
sus	aportes,	de	acuerdo	con	las	reglas	establecidas	en	el	artículo
siguiente.
b)	Planes	contratados
Las	entidades	empleadoras	que,	sin	contar	con	servicios	propios
de	salud,	deseen	gozar	del	crédito,	deberán	contratar	el	plan	y	la
entidad	prestadora	de	salud	elegidos	por	mayoría	absoluta	de	sus
trabajadores	mediante	votación	universal.
En	todo	caso,	los	trabajadores	que	así	lo	deseen	podrán	optar
individualmente	por	mantener	su	cobertura	íntegramente	a	cargo
del	IPSS.
El	reglamento	establecerá	la	información	que	deberá
proporcionarse	a	los	trabajadores	respecto	al	contenido	de	los
planes	y	la	solvencia	patrimonial	de	las	entidades	prestadoras	de
salud	a	efectos	de	la	elección	a	que	se	refiere	el	presente	inciso.
Ley	26790.
ART.	13.—Entidades	prestadoras	de	salud.	Para	los	efectos	de
la	aplicación	del	crédito	a	que	se	refiere	el	artículo	15	de	la
presente	ley,	se	entiende	por	entidades	prestadoras	de	salud	a	las
empresas	e	instituciones	públicas	o	privadas	distintas	del	IPSS,
cuyo	único	fin	es	el	de	prestar	servicios	de	atención	para	la	salud,
con	infraestructura	propia	y	de	terceros,	sujetándose	a	los
controles	que	se	indica	en	el	artículo	siguiente.
Ley	26790.
ART.	16.—Importe	del	crédito.	El	crédito	a	que	se	refiere	el
artículo	15	será	equivalente	al	25%	de	los	aportes	a	que	se	refiere
el	inciso	a)	del	artículo	6°	correspondientes	a	los	trabajadores	que
gocen	de	la	cobertura	ofrecida	por	la	entidad	empleadora,	sin
exceder	de	los	siguientes	montos:
a)	La	suma	efectivamente	destinada	por	la	entidad	empleadora	al
financiamiento	de	la	cobertura	de	salud	en	el	mes
correspondiente;	y
b)	El	10%	de	la	Unidad	Impositiva	Tributaria	multiplicado	por	el
número	de	trabajadores	que	gocen	de	la	cobertura.
Los	porcentajes	señalados	en	el	presente	artículo	pueden	ser
modificados	por	decreto	supremo	con	el	voto	aprobatorio	del
Consejo	de	Ministros,	solicitándose	previamente	la	opinión
técnica	del	IPSS.
Ley	26790.
ART.	 17.—Cobertura	 de	 los	 trabajadores.	 La	 cobertura	 que	 ofrezca	 la
entidad	 empleadora	 de	 conformidad	 con	 el	 artículo	 15,	 sea	 a	 través	 de
servicios	 propios	 o	 de	 planes	 contratados,	 deberá	 contemplar	 los	mismos
beneficios	 para	 todos	 los	 trabajadores	 cubiertos	 y	 sus	 derechohabientes,
independientemente	de	su	nivel	remunerativo.
Dicha	cobertura	no	podrá	ser	inferior	al	plan	mínimo	de	atención	a	que	se
refiere	 el	 artículo	 9°	 y,	 salvo	 consentimiento	 expreso	 del	 trabajador,	 los
copagos	no	podrán	 superar	 el	 2%	del	 ingreso	mensual	 del	 asegurado	por
cada	atención	de	carácter	ambulatorio	ni	el	10%	por	cada	hospitalización.
Asimismo,	 dicha	 cobertura	 deberá	 incluir	 la	 atención	 de	 accidentes	 de
trabajo	 y	 enfermedades	 profesionales,	 cuando	 corresponda,	 y	 no	 podrá
excluir	la	atención	de	dolencias	preexistentes.
Los	 trabajadores	 incluidos	 en	 la	 cobertura	 ofrecida	 por	 la	 entidad
empleadora	mantendrán	 su	 derecho	 a	 la	 cobertura	 de	 atenciones	 de	 alta
complejidad,	 enfermedades	 crónicas	 y	 subsidios	 económicos	 a	 cargo	 del
IPSS.	El	nivel	de	prestaciones	a	cargo	del	IPSS	podrá	modificarse	en	función
al	 monto	 del	 crédito	 reconocido,	 por	 decreto	 supremo	 refrendado	 por	 el
Ministro	de	Salud,	solicitándose	previamente	la	opinión	técnica	del	IPSS.
D.	S.	009-97-SA.
ART.	39.—Las	entidades	empleadoras	que	otorgan	cobertura	de	salud	a	sus
trabajadores	en	actividad,	mediante	servicios	propios	o	a	través	de	planes	o
programas	 de	 salud	 contratados	 con	 entidades	 prestadoras	 de	 salud,
gozarán	de	un	crédito	respecto	de	las	aportaciones	señaladas	en	el	inciso	a)
del	artículo	6°	de	la	Ley	N°	26790.
REFERENCIA	A	ESSALUD
Ley	27056.
Primera	Disposición	Final	y	Derogatoria.—Efectos	del	cambio
de	denominación.	Toda	mención	al	Instituto	Peruano	de
Seguridad	Social-IPSS,	en	los	dispositivos	legales,	normas
administrativas,	registros	administrativos,	así	como	en	los	actos	y
contratos	en	general,	se	entenderá	referida	al	Seguro	Social	de
Salud	(ESSALUD)	sin	necesidad	de	trámite	o	de	procedimiento
adicional	alguno.
Tratándose	de	los	registros	que	conforman	el	Sistema	Nacional
de	los	Registros	Públicos,	el	cambio	de	denominación	a	que	se
refiere	el	párrafo	anterior	requerirá	de	asiento	modificatorio,	el
que	será	extendido	por	el	registrador,	a	solicitud	del	Seguro	Social
de	Salud	(ESSALUD),	sin	costo	alguno	dentro	del	plazo	máximo	de
un	año.	Para	tal	efecto,	la	Superintendencia	Nacional	de	los
Registros	Públicos	y	el	Seguro	Social	de	Salud	(ESSALUD)
establecerán	las	coordinaciones	y	celebrarán	los	convenios	que
sean	necesarios.
RÉGIMEN	CONTRIBUTIVO	DE	LA	SEGURIDAD	SOCIAL	EN
SALUD
Ley	27056.	
Segunda	 Disposición	 Final	 y	 Derogatoria.—Régimen	 Contributivo	 de	 la
Seguridad	Social	en	Salud.	Sustitúyase	toda	mención	al	“Seguro	Social	de
Salud”	 en	 la	 Ley	 N°	 26790	 y	 normas	 complementarias,	 por	 “Régimen
Contributivo	de	la	Seguridad	Social	en	Salud”.
ACTIVIDAD	AGRARIA
D.	Leg.	885.
ART.	9°.—Modificado.	Ley	26865,	Art.	2°.	Créase	el	Seguro	de
Salud	para	los	trabajadores	de	la	actividad	agraria	en	sustitución
del	Régimen	de	Prestaciones	de	Salud.
El	aporte	mensual	por	el	empleador	será	de	4%	de	la
remuneración	mínima	vital	por	cada	trabajador	dependiente.
CAPÍTULO	SEGUNDO
Seguro	Complementario	de	Trabajo	de	Riesgo
COBERTURA
Ley	26790.
ART.	19.—Modificado.	Ley	30485,	Única	Disp.	Compl.	Modif.
El	Seguro	Complementario	de	Trabajo	de	Riesgo	otorga	cobertura
adicional	a	los	afiliados	regulares	del	Seguro	Social	de	Salud	que
desempeñan	las	actividades	de	alto	riesgo	determinadas	mediante
decreto	supremo	o	norma	con	rango	de	ley.	Es	obligatorio	y	por
cuenta	de	la	entidad	empleadora.	Cubre	los	riesgos	siguientes:
a)	Otorgamiento	de	prestaciones	de	salud	en	caso	de	accidentes
de	trabajo	o	enfermedades	profesionales,	pudiendo	contratarse
libremente	con	el	IPSS	o	con	la	EPS	elegida	conforme	al	artículo
15	de	esta	ley.
b)	Otorgamiento	de	pensiones	de	invalidez	temporal	o
permanente	y	de	sobrevivientes	y	gastos	de	sepelio,	como
consecuencia	de	accidentes	de	trabajo	o	enfermedades
profesionales,	pudiendo	contratarse	libremente	con	la	ONP	o	con
empresas	de	seguros	debidamente	acreditadas.
El	derecho	a	las	pensiones	de	invalidez	del	Seguro
Complementario	de	Trabajo	de	Riesgo	se	inicia	una	vez	vencido	el
período	máximo	de	subsidio	por	incapacidad	temporal	cubierto
por	el	Seguro	Social	de	Salud.
Los	términos	y	condiciones	para	el	funcionamiento	de	este
seguro	se	establecen	en	el	reglamento.
D.	S.	009-97-SA.
ART.	 82.—El	 Seguro	 Complementario	 de	 Trabajo	 de	 Riesgo	 otorga
cobertura	adicional	por	accidentes	de	trabajo	y	enfermedades	profesionales
a	 los	 afiliados	 regulares	 del	 Seguro	 Social	 de	 Salud.	 Es	 obligatorio	 y	 por
cuenta	de	las	entidades	empleadoras	que	desarrollan	las	actividades	de	alto
riesgo	señaladas	en	el	Anexo	5.	Están	comprendidas	en	esta	obligación	 las
entidades	 empleadoras	 constituidas	 bajo	 la	modalidad	de	 cooperativas	 de
trabajadores,	 empresas	 de	 servicios	 temporales	 o	 cualquier	 otra	 de
intermediación	laboral.	Comprende	las	siguientes	coberturas:
a)	La	cobertura	de	salud	por	trabajo	de	riesgo.
b)	La	cobertura	de	invalidez	y	sepelio	por	trabajo	de	riesgo.
Son	 asegurados	 obligatorios	 del	 seguro	 complementario	 de	 trabajo	 de
riesgo,	 la	 totalidad	de	 los	 trabajadores	 del	 centro	 de	 trabajo	 en	 el	 cual	 se
desarrollan	 las	 actividades	 previstas	 en	 el	 Anexo	 5,	 así	 como	 todos	 los
demás	trabajadores	de	la	empresa,	que	no	perteneciendo	a	dicho	centro	de
trabajo,	 se	 encuentren	 regularmente	 expuestos	 al	 riesgo	 de	 accidente	 de
trabajo	o	enfermedad	profesional	por	razón	de	sus	funciones.
D.	S.	003-98-SA.
ART.	1°.—Ámbito	de	aplicación.	El	Seguro	Complementario	de	Trabajo	de
Riesgo	otorga	coberturas	por	accidente	de	trabajo	y	enfermedad	profesional
a	 los	 trabajadores	 empleados	 y	 obreros	 que	 tienen	 la	 calidad	 de	 afiliados
regulares	del	Seguro	Social	de	Salud	y	que	laboran	en	un	centro	de	trabajo
en	el	que	la	entidad	empleadora	realiza	las	actividades	descritas	en	el	Anexo
5	 del	 Decreto	 Supremo	 N°	 009-97-SA,	 Reglamento	 de	 la	 Ley	 de
Modernización	de	la	Seguridad	Social	en	Salud.
D.	S.	003-98-SA.
ART.	2°.—Accidente	de	trabajo.
2.1.	De	acuerdo	con	el	inciso	k)	del	artículo	2°	del	Decreto	Supremo	N°	009-
97-SA,	 se	 considera	 accidente	 de	 trabajo,	 toda	 lesión	 orgánica	 o
perturbación	 funcional	 causada	 en	 el	 centro	 de	 trabajo	 o	 con	 ocasión	 del
trabajo,	 por	 acción	 imprevista,	 fortuita	 u	 ocasional	 de	 una	 fuerza	 externa,
repentina	y	violenta	que	obra	s	úbitamente	sobre	la	persona	del	trabajador
o	debida	al	esfuerzo	del	mismo.
2.2.	Se	considera	igualmente	accidente	de	trabajo:
a)	 El	 que	 sobrevenga	 al	 trabajador	 asegurado	 durante	 la	 ejecución	 de
órdenes	 de	 la	 entidad	 empleadora	 o	 bajo	 su	 autoridad,	 aun	 cuando	 se
produzca	fuera	del	centro	y	de	las	horas	de	trabajo.
b)	El	que	se	produce	antes,	durante	o	después	de	la	jornada	laboral	o	en	las
interrupciones	del	 trabajo;	si	el	 trabajador	asegurado	se	hallara	por	razón
de	sus	obligaciones	 laborales,	en	cualquier	centro	de	 trabajo	de	 la	entidad
empleadora,	 aunque	 no	 se	 trate	 de	 un	 centro	 de	 trabajo	 de	 riesgo	 ni	 se
encuentre	realizando	las	actividades	propias	del	riesgo	contratado.
c)	 El	 que	 sobrevenga	 por	 acción	 de	 la	 entidad	 empleadora	 o	 sus
representantes	o	de	tercera	persona,	durante	la	ejecución	del	trabajo.
2.3.	No	constituye	accidente	de	trabajo:
a)	El	que	se	produce	en	el	 trayecto	de	 ida	y	 retorno	al	 centro	de	 trabajo,
aunque	el	transporte	sea	realizado	por	cuenta	de	la	entidad	empleadora	en
vehículos	propios	o	contratados	para	el	efecto;
b)	 El	 provocado	 intencionalmente	 por	 el	 propio	 trabajador	 o	 por	 su
participación	en	riñas	o	peleas	u	otra	acción	ilegal;
c)	 El	 que	 se	 produzca	 como	 consecuencia	 del	 incumplimiento	 del
trabajador	de	una	orden	escrita	específica	impartida	por	el	empleador.
d)	El	que	se	produzca	con	ocasión	de	actividades	recreativas,	deportivas	o
culturales,	aunque	se	produzcan	dentro	de	la	jornada	laboral	o	en	el	centro
de	trabajo;
e)	 El	 que	 sobrevenga	 durante	 los	 permisos,	 licencias,	 vacaciones	 o
cualquier	otra	forma	de	suspensión	del	contrato	de	trabajo;
f)	 Los	 que	 se	 produzcan	 como	 consecuencia	 del	 uso	 de	 sustancias
alcohólicas	o	estupefacientes	por	parte	de	el	asegurado;
g)	Los	que	se	produzcan	en	caso	de	guerra	civil	o	internacional,	declarada	o
no,	 dentro	 o	 fuera	 del	 Perú;	 motín,	 conmoción	 contra	 el	 orden	 público	 o
terrorismo;
h)	 Los	 que	 se	 produzcan	 por	 efecto	 de	 terremoto,	 maremoto,	 erupción
volcánica	o	cualquier	otra	convulsión	de	la	naturaleza;
i)	Los	que	se	produzcan	como	consecuencia	de	fusión	o	fisión	nuclear	por
efecto	de	 la	combustión	de	cualquier	combustible	nuclear,	salvo	cobertura
especial	expresa.
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	fija	responsabilidad	de	la	empresa	de
garantizar	la	seguridad	y	el	control	de	las	áreas	de	mayor	peligrosidad.	“(…)
ante	un	accidente	acontecido	dentro	de	una	empresa,	(...)	la	empresa,	como
unidad	económica	productiva,	como	productora	de	bienes	y	creadora	de
riesgos,	es	quien	se	ubica	en	mejor	posición	para	brindar	a	todos	sus
trabajadores	y	a	terceros	que	ingresan	su	entidad,	las	garantías	mínimas	de
seguridad	y	control	de	áreas	de	mayor	peligrosidad	(…).”	(CSJ,	Cas.	86-2008-
La	Libertad,	dic.	03/2009.	V.	P.	Palomino	García)
JURISPRUDENCIA.—Plazo	de	prescripción	para	reclamar	de	indemnización
por	enfermedad	profesional	es	de	diez	años.	“(...)	no	puede	afirmarse	la
imposibilidad	de	esta	sala	suprema	de	ventilar	aquellas	infracciones	a	los
derechos	constitucionales	procesales	derivadas	de	una	resolución	judicial
expedida	en	el	proceso	laboral	cuando	ella	se	haya	dictado	con	indiferencia
o	inobservancia	de	las	garantías	judiciales	mínimas	que	deben	guardarse	en
toda	actuación	judicial	dado	que	una	interpretación	semejante	terminaría
por	un	lado,	por	vaciar	de	contenido	el	derecho	a	la	protección
jurisdiccional	de	los	derechos	y	libertades	fundamentales	y	por	otro,	por
promover	que	los	derechos	a	la	tutela	jurisdiccional	efectiva	y	el	debido
proceso	no	tenga	valor	normativo,	y	los	principios	que	inspiran	el	derecho
laboral	sustantivo	y	procesal.	(...)	En	atención	a	lo	expuesto	y	teniendo	en
cuenta	también	que	la	resolución	impugnada	se	ha	dictado	formalmente	al
ser	apelada	la	sentencia	expedida;	debe	declararse	procedente	de	manera
excepcional	el	recurso	de	casación	respecto	a	la	denuncia	de	aplicación
indebida	de	los	artículos	1993	y	2001	inciso	1	del	Código	Civil.	(...)	al
respecto	la	excepción	de	prescripción	extintiva	deducida	por	la	Empresa
(...),	al	constituir	el	daño	mencionado	en	la	demanda	el	padecimiento	de	una
enfermedad	profesional,	como	es	la	neumoconiosis	-	silicosis,	el	plazo
aplicable	es	el	correspondiente	a	la	prescripción	de	la	acción	personal,	esto
es,	el	plazo	de	diez	años	previsto	por	el	inciso	1	del	artículo	2001	del	Código
Civil.	Siendo	que	el	plazo	indicado	de	diez	años	debe	comenzar	a
contabilizarse	desde	el	día	en	que	puede	ejercitarse	la	acción,	de
conformidad	con	lo	preceptuado	por	el	artículo	1993	del	Código	Civil,
siendo	que	en	el	presente	caso	será	a	partir	del	momento	en	que	se	detectó
la	enfermedad	profesional	por	el	órgano	de	salud	correspondiente,	fecha	en
que	el	trabajador	conoció	con	certeza	el	padecimiento	de	la	referida
enfermedad”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	733-2010-Lima,	may.	28/2011.	V.	P.	Tavara
Córdova)
JURISPRUDENCIA.—Certificados	médicos	no	son	determinantes	para
verificar	enfermedades	ocupacionales.	“(...)	el	presente	proceso	gira	en	torno
a	establecer	si	el	actor	padece	de	alguna	incapacidad	física	que	determine	la
procedencia	de	pensión	de	invalidez	del	DL	19990	(...)	el	artículo	188	del
Código	Procesal	Civil	establece	que	los	medios	probatorios	tienen	por
finalidad	acreditar	los	hechos	expuestos	por	las	partes,	producir	certeza	en
el	juez	respecto	de	los	puntos	controvertidos	y	fundamentar	sus	decisiones,
en	tanto	que	el	artículo	197	del	mismo	cuerpo	legal	garantiza	que	la
decisión	a	emitirse	sea	el	resultado	de	la	valoración	conjunta	y	razonada	de
los	medios	de	prueba	actuados	en	el	proceso,	lo	que	posibilita	además	la
motivación	debida,	y	que	el	justiciable	pueda	comprobar	si	el	mérito	de	las
pruebas	presentadas	ha	sido	efectiva;	desprendiéndose	entonces	que	la
valoración	de	las	pruebas	mediante	la	apreciación	en	forma	conjunta	y
razonada	constituye	una	de	las	garantías	del	debido	proceso,	de	modo	que
en	cautela	del	mismo	la	controversia	debe	resolverse	según	el	mérito	de	lo
actuado.	(...)	en	el	presente	proceso	si	bien	aun	existe	un	certificado	médico
emitido	por	la	Comisión	Médica	de	Enfermedades	Profesionales	de
ESSALUD	que	determina	que	el	demandante	no	presenta	incapacidad	y
puede	continuar	laborando,	conforme	lo	sostiene	la	sala	superior,	también
se	advierte	la	existencia	de	un	certificado	médico	emitido	por	una	entidad
de	salud	pública	que	establece	la	incapacidad	del	accionante	con	un
menoscabo	que	le	impide	seguir	laborando,	documento	del	que	no	se	ha
comprobado	sea	falso,	tal	como	lo	ha	sustentado	el	juez	de	la	causa;	en	ese
sentido	se	evidencia	que	el	presente	caso	existe	contradicción	entre	2
certificados	médicos	emitidos	por	institucionales	públicas	de	salud	con
resultados	contradictorios	(...)	siendo	ello	así	del	razonamiento	de	los	jueces
de	las	instancias	de	mérito	contienen	una	motivación	aparente,	pues	se	ha
emitido	la	sentencia	de	vista	así	como	la	apelada,	prescindiendo	de	una
adecuada	exposición	de	los	hechos	y	valoración	de	los	medios	probatorios
para	una	solución	de	la	litis	en	justicia,	en	tanto	no	se	ha	recabado	la	prueba
necesaria	a	fin	de	resolver	la	litis	no	habiéndose	agotado	los	recursos	para
determinar	si	el	demandante	padece	o	no	de	incapacidad	física	y	con	ello	si
corresponde	se	le	restituya	la	pensión	de	invalidez	que	ostentaba”.	(C.	S.,
Cas.	3462-2011-Huaura,	abr.	18/2013.	Juez	supremo	Gómez	Benavides)
JURISPRUDENCIA.—El	daño	emergente	está	constituido	por	los	gastos	para
atender	la	enfermedad	del	trabajador.	“Respecto	del	resarcimiento	del	daño
moral,	podemos	afirmar	que,	cuando	es	producido	por	la	inejecución	de	las
obligaciones	resulta	aplicable	lo	dispuesto	en	el	artículo	1322	del	Código
Civil	(...)	La	legislación	peruana	y	la	jurisprudencia	han	establecido	que	si	el
daño	moral	proviene	de	la	inejecución	de	las	obligaciones,	es	de	aplicación
el	citado	dispositivo,	que	regula	de	acuerdo	a	la	gravedad	objetiva	del
menoscabo	causado,	aplicando	criterios	de	razonabilidad,	proporcionalidad
y	equidad	a	fin	de	determinar	el	pago	dinerario	como	una	vía	reparatoria
del	daño.	(...)	En	tal	sentido	resulta	correcta	la	aplicación	de	los	artículos
1321	y	1322	del	Código	Civil	efectuada	en	la	sentencia	de	primera	instancia,
al	señalar	que	en	el	caso	de	autos	el	daño	emergente,	está	constituido	por
los	gastos	para	la	atención	de	la	enfermedad	del	trabajador,	lo	que
representa	una	pérdida	patrimonial	efectivamente	sufrida	por	el	deterioro
paulatino	en	el	organismo	del	actor,	dado	que	la	enfermedad	que	padece	es
de	carácter	irreversible,	progresiva	y	terminal.	Asimismo,	es	correcta	la
apreciación	que	establece	que	el	lucro	cesante	está	compuesto	por	la	renta	o
ganancia	dejada	de	percibir,	debido	a	la	incapacidad	física	causada	por	la
enfermedad	que	imposibilita	que	el	actor	pueda	realizar	alguna	actividad
laboral	que	le	genere	ingresos	económicos,	ambos	supuestos	de	hecho
estipulados	en	el	artículo	1321	del	Código	Civil.	De	otro	lado,	con	relación	al
daño	moral,	contemplado	en	el	artículo	1322	del	acotado	código,	es	también
correcta	la	aplicación	de	dicho	dispositivo,	al	considerar	la	existencia	en	el
caso	de	autos,	del	daño	moral	como	producto	del	dolor	o	aflicción
materializado	en	el	sufrimiento	natural	que	soporta	el	actor	al	ser	portador
de	la	enfermedad	profesional	que	no	solo	limita	su	actividad	laboral	sino	su
desarrollo	personal”.	(C.	S,	Cas.	Lab.	3455-2009-Lima,	may.	12/2010.	V.	P.
Mac	Rae	Thays)
JURISPRUDENCIA.—Un	dictamen	de	la	comisión	médica	evaluadora	de
incapacidades	no	es	imprescindible	en	demandas	de	indemnización	por	daños
y	perjuicios	laborales.	“En	este	contexto,	y	atendiendo	a	la	motivación
esgrimida	por	el	A-quo,	este	tribunal	supremo	ha	constatado	un	palmario
desconocimiento	respecto	de	lo	que	debe	entenderse	por	acreditación	del
daño	en	los	casos	de	indemnización	por	daños	y	perjuicios	en	materia
laboral;	en	principio,	porque	el	juez	del	proceso	exige	a	la	parte	demandante
la	presentación	del	dictamen	de	la	comisión	médica	evaluadora	de
incapacidades;	ello	con	el	fin	de	amparar	la	demanda	en	estos	extremos.	(...)
En	efecto,	el	fallo	emitido	en	primera	instancia	omite	diferenciar	dos
campos	del	derecho,	esto	es	el	derecho	del	trabajo	y	el	derecho	de	seguridad
social,	ámbitos	que	aunque	relacionados,	exigen	para	el	amparo	de	las
pretensiones	que	se	reclaman	invocando	sus	normas,	requisitos	distintos
unos	de	otros;	así,	debe	tenerse	en	consideración	que	el	dictamen	de	la
comisión	médica	evaluadora	de	incapacidades	es	solicitado	con	la	finalidad
del	otorgamiento	de	pensiones	de	incapacidad	y/o	invalidez	ante	la	Oficina
de	Normalización	Previsional,	más	no	puede	entenderse	necesario	en
demandas	judiciales	de	indemnización	por	daños	y	perjuicios	como	el
presente	caso,	en	donde	por	la	evidente	desigualdad	procesal	entre	las
partes,	se	hace	necesario	que	el	juez	de	trabajo	morigere	la	exigencia	al
trabajador	demandante	en	la	presentación	de	documentos,	y	atendiendo	a
su	condición,	evaluar	la	viabilidad	de	otros	documentos	igualmente	idóneos
para	la	acreditación	del	daño	invocado;	pensar	en	sentido	contrario,	implica
no	sólo	una	vulneración	a	la	propia	condición	del	accionante	de
considerársele	la	parte	débil	de	la	relación	laboral,	sino	que	también
transgrede	el	derecho	a	probar,	en	su	manifestación	del	derecho	que	tienen
los	justiciables	de	que	el	órgano	jurisdiccional	valore	los	medios	de	prueba
admitidos,	y	respecto	de	ellos	pronuncie	su	fallo,	sea	fundada	o	no	la
demanda	interpuesta	(...)”.	(C.	S,	Cas.	Lab.	6892-2012-Lima,	mar.	31/2014.
V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—El	plazo	de	prescripción	de	la	indemnización	por	daños
y	perjuicios	corre	desde	que	se	tiene	certeza	del	padecimiento	de	la
enfermedad	profesional.	“Con	relación	a	la	causal	de	interpretación	errónea
del	artículo	2001	del	Código	Civil:	el	impugnante	ha	referido	que	la
prescripción	se	computa	a	los	diez	años	desde	que	el	acto	que	da	lugar	a	la
pretensión	es	concreto	y	cierto,	pues	no	se	puede	computar	el	plazo	si	el
acto	no	está	determinado.	En	efecto,	el	numeral	1	del	artículo	2001	del
Código	Civil	(...),	por	lo	tanto,	como	se	ha	señalado	en	el	considerando
anterior,	es	desde	el	veinticinco	de	octubre	de	mil	novecientos	noventa	y
seis,	que	debe	computarse	el	plazo	de	prescripción	por	cuanto	desde	tal
oportunidad	el	actor	tuvo	la	certeza	de	la	enfermedad	que	padece,	por	lo
que	al	veintinueve	de	octubre	de	dos	mil	cinco	(fecha	de	interposición	de	la
demanda	no	prescribió	el	plazo	de	los	diez	años),	deviniendo	en	fundado
este	extremo	del	recurso”.	(C.	S,	Cas.	Lab.	2352-2012-Moquegua,	oct.
31/2012.	V.	P.	Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—El	dictamen	de	la	comisión	médica	evaluadora	de
incapacidades	no	puede	entenderse	necesario	en	demandas	judiciales	de
indemnización	por	daños	y	perjuicios.	“En	este	contexto,	y	atendiendo	a	la
motivación	esgrimida	por	los	jueces	de	mérito,	este	tribunal	supremo	ha
constatado	un	palmario	desconocimiento	respecto	de	lo	que	debe
entenderse	por	acreditación	del	daño	en	los	casos	de	indemnización	por
daños	y	perjuicios	en	materia	laboral;	en	principio,	porque	se	exige	a	la
parte	demandante	la	presentación	del	dictamen	de	la	comisión	médica
evaluadora	de	incapacidades,	ello	con	el	fin	de	amparar	la	demanda	(...)	En
efecto,	los	jueces	en	sede	de	instancia	omiten	diferenciar	dos	campos	del
derecho,	esto	es	el	derecho	del	trabajo	y	el	derecho	de	seguridad	social,
ámbitos	que	aunque	relacionados,	exigen	para	el	amparo	de	las
pretensiones	que	se	reclaman	invocando	sus	normas,	requisitos	distintos
unos	de	otros;	así,	debe	tenerse	en	consideración	que	el	dictamen	de	la
comisión	médica	evaluadora	de	incapacidades	es	solicitado	con	la	finalidad
del	otorgamiento	de	pensiones	de	incapacidad	y/o	invalidez	ante	la	Oficina
de	Normalización	Previsional,	más	no	puede	entenderse	necesario	en
demandas	judiciales	de	indemnización	por	daños	y	perjuicios	como	el
presente	caso,	en	donde	por	la	evidente	desigualdad	procesal	entre	las
partes,	se	hace	necesario	que	el	juez	de	trabajo	mesure	la	exigencia	al
trabajador	demandante	en	la	presentación	de	documentos,	y	atendiendo	a
su	condición,	evaluar	la	viabilidad	de	otros	documentos	igualmente	idóneos
para	la	acreditación	del	daño	invocado;	pensar	en	sentido	contrario,	implica
no	sólo	una	vulneración	a	la	propia	condición	del	accionante	de
considerársele	la	parte	débil	de	la	relación	laboral,	sino	que	también
trasgrede	el	derecho	a	probar,	en	su	manifestación	del	derecho	que	tienen
los	justiciables	de	que	el	órgano	jurisdiccional	valore	los	medios	de	prueba
admitidos,	y	respecto	de	ellos	pronuncie	su	fallo,	sea	fundada	o	no	la
demanda	interpuesta”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	2416-2011-Lima,	jun.	15/2012.	V.	P.
Yrivarren	Fallaque)
D.	S.	003-98-SA.
ART.	3°.—Enfermedad	profesional.	De	acuerdo	con	 lo	establecido	por	el
inciso	 n)	 del	 artículo	 2°	 del	 Decreto	 Supremo	 N°	 009-97-SA,	 se	 entiende
como	 enfermedad	 profesional	 todo	 estado	 patológico	 permanente	 o
temporal	 que	 sobreviene	 al	 trabajador	 como	 consecuencia	 directa	 de	 la
clase	de	trabajo	que	desempeña	o	del	medio	en	que	se	ha	visto	obligado	a
trabajar.
La	tabla	de	enfermedades	profesionales	y	su	vinculación	causal	con	la	clase
de	 trabajo	 que	 la	 origina	 será	 aprobada	 por	 el	 Ministerio	 de	 Salud,	 a
propuesta	 de	 la	 Comisión	 Técnica	 Médica	 a	 que	 se	 refiere	 el	 Art.	 30	 del
presente	decreto	supremo.
En	 caso	 que	 una	 enfermedad	 no	 aparezca	 en	 la	 tabla	 de	 enfermedades
profesionales	a	que	se	refiere	el	parágrafo	anterior,	pero	se	demuestre	que
existe	 relación	 de	 causalidad	 con	 la	 clase	 de	 trabajo	 que	 desempeña	 el
trabajador	o	el	ambiente	en	que	labora,	será	reconocida	como	enfermedad
profesional.	 El	 IPSS,	 las	 EPS,	 las	 aseguradoras,	 el	 Instituto	 Nacional	 de
Rehabilitación	y	el	Centro	de	Conciliación	y	Arbitraje	de	la	Superintendencia
de	 Entidades	 Prestadoras	 de	 Salud,	 informarán	 a	 la	 Comisión	 Técnica
Médica	 respecto	 de	 los	 casos	 que	 conozcan	 para	 que	 las	 incluya	 en	 las
ulteriores	propuestas	de	modificación	de	la	referida	tabla.
JURISPRUDENCIA.—Basta	acreditar	la	relación	causal	entre	la	dolencia	y	la
clase	de	trabajo	para	que	una	enfermedad	se	considere	como	profesional,	aun
si	no	está	incluida	en	la	Tabla	de	Enfermedades	Profesionales	del	Minsa.	“(…)
El	artículo	3°	del	Decreto	Supremo	N°	003-98-SA,	define	como	enfermedad
profesional	(…)	Siendo	esto	así,	nuestra	legislación	no	establece	un	carácter
restrictivo	a	la	lista	de	enfermedades,	pues	en	caso	de	una	enfermedad
profesional	no	aparezca	en	la	lista	de	enfermedades	profesionales	pero	se
demuestre	que	existe	relación	de	causalidad	con	la	clase	de	trabajo	que
desempeña	el	trabajador	o	el	ambiente	en	que	labora,	será	reconocida	como
enfermedad	profesional.
(…)	es	de	apreciarse	del	Dictamen	de	Evaluación	y	Calificación	de	Invalidez
de	Pacífico	Vida	(…)	se	acredita	que	el	actor	adolece	de	Lumbiatica
radiculopatías	Discopatías	lumbares	con	protrusión	discal,	y	que	le	ocasiona
una	incapacidad	física	del	50%,	siendo	calificada	dicha	invalidez	como
definitiva.	Por	otro	lado	con	el	informe	de	actuaciones	inspectivas	(…)	y	los
informes	de	Pacífico	Vida	(…)	se	verifica	que	la	lesión	sufrida	por	el	actor	en
la	columna	vertebral,	se	deriva	de	la	naturaleza	misma	de	las	funciones
desempeñadas	por	éste	a	favor	de	la	demandada.
Séptimo:	Siendo	esto	así	y	conforme	a	lo	señalado	en	el	cuarto
considerando	de	la	presente	resolución	se	entiende	que	si	bien	la
enfermedad	que	padece	el	actor	no	aparece	en	la	Tabla	de	Enfermedades
Profesionales	a	que	se	refiere	la	Resolución	Ministerial	N°	480-2008/Minsa
(…),	pero	el	mismo	ha	demostrado	que	existe	relación	de	causalidad	de	la
enfermedad	que	padece	con	la	clase	de	trabajo	desempeñado	o	el	ambiente
en	que	labora,	será	reconocida	como	enfermedad	profesional	(…)”	(C.	S,	Cas.
Lab.	2445-2012-Lima,	oct.	31/2012.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Al	evaluar	el	pedido	de	indemnización	por	enfermedad
profesional,	el	juez	no	debe	considerar	aisladamente	el	cargo	que
desempeñaba	el	trabajador.	“(...)	con	lo	establecido	en	el	considerando
anterior,	se	advierte	que	las	sentencias	de	mérito,	lesionan	el	principio	y
derecho	a	la	debida	motivación	de	las	resoluciones	judiciales	por	cuanto
hace	un	análisis	de	la	pretensión	demandada	teniendo	en	cuenta	el	cargo
que	desempeñaba	el	actor	y	no	la	enfermedad	que	efectivamente	ha
adquirido	y	que	se	encuentra	debidamente	acreditada	con	el	Certificado
Médico	(...)	emitido	por	la	Comisión	Médica	del	Centro	de	Asistencia	(...),
conforme	se	aprecia	de	la	Resolución	(...),	por	el	cual	la	Oficina	de
Normalización	Previsional	otorga	por	mandato	judicial	Renta	Vitalicia	por
Enfermedad	Profesional	dentro	de	los	alcances	del	Decreto	Ley	N°	18846,	el
mismo	que	tiene	mérito	probatorio	suficiente,	a	tenor	de	lo	señalado	por	el
Tribunal	Constitucional	en	la	STC	N°	10063-2006-PA/TC	(Caso	Padilla
Mango),	cuyas	reglas	han	sido	ratificadas	como	precedentes	vinculantes	en
la	STC	N°	06612-2005-PA/TC	(Caso	Vilcarima	Palomino)	y	10087-2005-
PA/TC	(Caso	Landa	Herrera)”.	(CS,	Cas.	Lab.	21-2012-Arequipa,	oct.
14/2012.	V.	P.	Torres	Vega)
D.	S.	003-98-SA.
ART.	4°.—Accidentes	y	enfermedades	comunes.	Todo	accidente	que	no
sea	 calificado	 como	 accidente	 de	 trabajo	 con	 arreglo	 a	 las	 normas	 del
presente	 decreto	 supremo,	 así	 como	 toda	 enfermedad	 que	 no	merezca	 la
calificación	 de	 enfermedad	 profesional;	 serán	 tratados	 como	 accidente	 o
enfermedad	comunes	sujetos	al	régimen	general	del	Seguro	Social	en	Salud
y	al	sistema	pensionario	al	que	se	encuentre	afiliado	el	trabajador.
D.	S.	003-98-SA.
ART.	5°.—Entidades	empleadoras	obligadas.	Las	entidades	empleadoras
que	realizan	 las	actividades	de	riesgo	señaladas	en	el	Anexo	5	del	Decreto
Supremo	 N°	 009-97-SA,	 están	 obligadas	 a	 contratar	 el	 seguro
complementario	 de	 trabajo	 de	 riesgo,	 siendo	 de	 su	 cuenta	 el	 costo	 de	 las
primas	y/o	aportaciones	que	origine	su	contratación.
Están	 comprendidas	 en	 esta	 obligación	 las	 entidades	 empleadoras
constituidas	bajo	 la	modalidad	de	 cooperativas	de	 trabajadores,	 empresas
de	 servicios	 especiales,	 sean	 empresas	 de	 servicios	 temporales	 o	 sean
empresas	de	servicios	complementarios,	 los	contratistas	y	subcontratistas,
así	 como	 toda	 institución	de	 intermediación	o	provisión	de	mano	de	obra
que	 destaque	 personal	 hacia	 centros	 de	 trabajo	 donde	 se	 ejecuten	 las
actividades	de	riesgo	previstas	en	el	referido	Anexo	5	del	Decreto	Supremo
N°	009-97-SA.
Las	entidades	empleadoras	que	contraten	obras,	servicios	o	mano	de	obra
proveniente	 de	 las	 empresas	 referidas	 en	 el	 párrafo	 anterior,	 están
obligadas	a	verificar	que	 todos	 los	 trabajadores	destacados	a	su	centro	de
trabajo,	 han	 sido	 debidamente	 asegurados	 conforme	 a	 las	 reglas	 del
presente	 decreto	 supremo;	 en	 caso	 contrario,	 contratarán	 el	 seguro	 por
cuenta	 propia	 a	 fin	 de	 garantizar	 la	 cobertura	 de	 dichos	 trabajadores,	 so
pena	de	responder	solidariamente	con	 tales	empresas	proveedoras,	 frente
al	trabajador	afectado,	al	IPSS	y	a	la	ONP,	por	las	obligaciones	previstas	en	el
artículo	88	del	Decreto	Supremo	N°	009-97-SA.
D.	S.	003-98-SA.
ART.	6°.—Asegurados	obligatorios.	De	acuerdo	con	lo	establecido	por	el
Art.	82	del	Decreto	Supremo	N°	009-97-SA,	son	asegurados	obligatorios	del
seguro	complementario	de	trabajo	de	riesgo,	la	totalidad	de	los	trabajadores
del	 centro	 de	 trabajo	 en	 el	 cual	 se	 desarrollan	 las	 actividades	 de	 riesgo
previstas	 en	 el	 Anexo	 5	 de	 dicho	 decreto	 supremo,	 sean	 empleados	 u
obreros,	sean	eventuales,	temporales	o	permanentes.
Para	estos	efectos,	se	considera	“centro	de	trabajo”	al	establecimiento	de	la
entidad	empleadora	en	el	que	se	ubican	las	unidades	de	producción	en	las
que	se	 realizan	 las	actividades	de	riesgo	 inherentes	a	 la	actividad	descrita
en	 el	 Anexo	 5	 del	 Decreto	 Supremo	N°	 009-97-SA.	 Incluye	 a	 las	 unidades
administrativas	 y	 de	 servicios	 que,	 por	 su	 proximidad	 a	 las	 unidades	 de
producción,	 expone	 al	 personal	 al	 riesgo	 de	 accidente	 de	 trabajo	 o
enfermedad	 profesional	 propio	 de	 la	 actividad	 productiva.	 Cuando	 por	 la
dimensión	 del	 “centro	 de	 trabajo”,	 las	 unidades	 administrativas	 o	 de
servicios	 se	 encuentren	 alejadas	 de	 las	 unidades	 de	 producción	 por	 una
distancia	 tal	 que	 evidencie	 que	 los	 trabajadores	 de	 dichas	 unidades
administrativas	 o	 de	 servicios	 no	 se	 encuentran	 expuestos	 al	 riesgo	 de
accidente	 de	 trabajo	 o	 enfermedad	 profesional	 propio	 de	 la	 actividad
desarrollada	 por	 la	 entidad	 empleadora,	 ésta	 podrá	 decidir,	 bajo	 su
responsabilidad,	 la	 no	 contratación	del	 seguro	 complementario	de	 trabajo
de	riesgo	para	dichos	trabajadores.
Son	 también	 asegurados	 obligatorios	 del	 seguro	 complementario	 de
trabajo	de	riesgo,	 los	 trabajadores	de	 la	empresa	que,	no	perteneciendo	al
centro	 de	 trabajo	 en	 el	 que	 se	 desarrollan	 las	 actividades	 referidas	 en	 el
Anexo	 5	 del	 Decreto	 Supremo	 N°	 009-97-SA,	 se	 encuentran	 expuestos	 al
riesgo	por	razón	de	sus	funciones,	a	juicio	de	la	entidad	empleadora	y	bajo
las	responsabilidades	previstas	en	el	último	párrafo	del	presente	artículo.
Sin	 perjuicio	 de	 las	 sanciones	 administrativas	 a	 que	 hubiere	 lugar,	 la
entidad	empleadora	es	responsable	frente	al	IPSS	o	la	ONP	por	el	costo	de
las	prestaciones	que	dichas	entidades	otorguen	al	 trabajador	afectado	por
un	accidente	o	enfermedad	profesional	que,	estando	expuestos	al	riesgo,	no
hubiera	 sido	asegurado,	 en	aplicación	del	Art.	 88	del	Decreto	Supremo	N°
009-97-SA.
D.	S.	003-98-SA.
ART.	 7°.—Contratación	 facultativa.	 Los	 afiliados	 regulares	 del	 Seguro
Social	 de	 Salud,	 sean	 empleados	 u	 obreros,	 que	 presten	 servicios	 a	 una
entidad	empleadora	obligada	a	 la	contratación	del	seguro	complementario
de	 trabajo	 de	 riesgo,	 pero	 cuyas	 labores	 se	 desarrollan	 en	 un	 centro	 de
trabajo	 en	 el	 que	 no	 se	 ejecutan	 las	 labores	 de	 riesgo	 especificadas	 en	 el
Anexo	5	del	Decreto	Supremo	N°	009-97-SA,	no	son	asegurados	obligatorios
para	los	efectos	del	Capítulo	8	del	Decreto	Supremo	N°	009-97-SA,	salvo	los
que	se	indican	en	el	penúltimo	párrafo	del	artículo	anterior.	Las	coberturas
de	salud	y	pensiones	por	accidentes	de	trabajo	y	enfermedad	profesional	de
los	afiliados	a	que	se	refiere	el	presente	artículo,	se	encuentran	amparadas,
dentro	del	régimen	común	del	Seguro	Social	en	Salud	y	de	Pensiones,	al	cual
se	encuentren	afiliados,	respectivamente.
La	 entidad	 empleadora	 puede	 optar	 por	 extender	 el	 seguro
complementario	 de	 trabajo	 de	 riesgo	 a	 los	 trabajadores	 que	 no	 tengan	 la
calidad	de	asegurados	obligatorios,	en	cuyo	caso	las	entidades	referidas	en
el	artículo	anterior	no	podrán	negarse	a	otorgar	la	cobertura	solicitada.
D.	S.	009-97-SA.
Cuarta	Disposición	Transitoria.—Modificado.	D.	S.	003-98-SA,
Cuarta	Disposición	Final.
ANEXO	5
ACTIVIDADES	COMPRENDIDAS	EN	EL	SEGURO
COMPLEMENTARIO	DE	TRABAJO	DE	RIESGO
CIIU	REV.	3 CIIU	REV.	2 ACTIVIDAD
	 	 122	Extracción	de	madera
0200	3 1220	00
Extracción	de	madera.
	 	 	
	 	 130	Pesca
0500	1 1301	02 Pesca	 de	 altura	 y	 pescacostera.
0500	2 1302	03
Pesca	 en	 aguas	 interiores;
criaderos	 de	 peces	 y
estanques	 cultivados;
actividades	 de	 servicios	 de
pesca.
0122	3 1302	01 Cría	de	ranas.
0150	2 1301	01 Captura	 de	 mamíferosmarinos.
0150	3 1302	02
Captura	 de	 animales	 en
aguas	 interiores	 (por
ejemplo,	ranas).
	 	 	
	 	
210	Explotación	de	minas	de
carbón
2100	1 1010	01 Extracción	 y	 aglomeraciónde	carbón	de	piedra.
2100	2 1020	01 Extracción	 y	 aglomeraciónde	lignito.
	 	 	
	 	
220	 Producción	 de	 petróleo
crudo	y	gas	natural
1010	2 2200	01 Gasificación	 in	 situ	 delcarbón.
1110	0 2200	02 Extracción	de	petróleo	crudoy	gas	natural.
	 	 	
	 	
230	Extracción	de	minerales
metálicos
1200	0 2302	01 Extracción	 de	 minerales	 deuranio	y	torio.
1310	0 2301	00 Extracción	 de	 minerales	 dehierro.
1320	0 2302	02
Extracción	 de	 minerales
metalíferos	 no	 ferrosos,
excepto	 los	 minerales	 de
uranio	y	torio.
	 	 	
	 	
290	 Extracción	 de	 otros
materiales
1030	1 2909	01 Extracción	 y	 aglomeraciónde	turba.
Extracción	 de	 piedra	 de
1410	1 2901	01
construcción	 y	 de	 piedra	 de
talla	sin	labrar;	de	arcilla	para
las	industrias	de	la	cerámica	y
los	 productos	 refractarios;	 y
de	 talco,	 dolomita,	 arena	 y
grava.
1410	2 2909	02 Extracción	 de	 yeso	 yanhidrita.
1421	0 2902	00
Extracción	 de	 minerales
para	la	fabricación	de	abonos
y	productos	químicos.
1422	0 2903	00 Extracción	de	sal.
1429	1 2901	0 Extracción	de	feldespato.
1429	2 2909	03
Explotación	 de	 minas	 y
canteras	 de	 asbesto,	 mica,
cuarzo,	 piedras	 preciosas,
materiales	 abrasivos,	 asfalto,
betún	 y	 otros	 minerales	 no
metálicos	n.c.p.
	 	 	
	 	 314	Industria	del	tabaco
1600	0 3140	00 Elaboración	de	productos	detabaco.
	 	 	
	 	 321	Fabricación	de	textiles
0140	3 3211	01 Desmotado	de	algodón.
1730	0 3213	00
Fabricación	 de	 tejidos	 y
artículos	 de	 punto	 y
ganchillo.
1820	1 3219	02
Fabricación	 de	 pieles
artificiales;	crin	de	caballo.
2430	1 3211	05
Fabricación	 de	 hilados	 de
filamentos	 sintéticos
(hilatura	y	 tejedura	de	 fibras
artificiales	compradas).
2520	1 3212	02
Fabricación	de	productos	de
tejidos	 de	 plástico,	 excepto
prendas	 de	 vestir	 (por
ejemplo,	 bolsas	 y	 artículos
para	el	hogar).
2610	1 3211	06 Fabricación	 de	 hilados	 defibra	de	vidrio.
3720	1 3219	04 Reciclamiento	 de	 fibrastextiles.
1711	0 3211	02
Preparación	 e	 hilatura	 de
fibras	 textiles;	 tejedura	 de
productos	textiles.
1712	0 3211	03 Acabado	 de	 productostextiles.
1721	0 3212	01
Fabricación	 de	 artículos
confeccionados	de	materiales
textiles,	 excepto	 prendas	 de
vestir.
1722	0 3214	00 Fabricación	 de	 tapices	 yalfombras.
1723	0 3215	00 Fabricación	 de	 cuerdas,cordeles,	bramantes	y	redes.
1729	1 3211	04 Fabricación	 de	 tejidosestrechos,	trencillas	y	tules.
1729	2 3219	01
Fabricación	de	tejidos	de	uso
industrial,	 incluso	 mechas;
productos	 textiles	 n.c.p.	 (por
ejemplo,	 fieltro,	 tejidos
bañados	 y	 laminados	 y
lienzos	para	pintores).
3699	1 3219	03
Fabricación	 de	 linóleo	 y
otros	 materiales	 duros	 para
revestir	pisos.
	 	 	
	 	
322	 Industria	 del	 cuero	 y
productos	 de	 cuero	 y
sucedáneos	del	cuero
1820	3 3232	00 Industria	 de	 adobo	 y	 teñidode	pieles.
1911	0 3231	00 Curtido	y	adobo	de	cueros.
1912	0 3233	01
Fabricación	 de	 maletas,
bolsos	 de	 mano	 y	 artículos
similares,	 y	 de	 artículos	 de
talabartería	y	guarnicionería.
3699	2 3233	02 Fabricación	 de	 látigos	 yfustas.
	 	 	
	 	
331	Industria	de	la	madera	y
productos	 de	 madera	 y
corcho
1920	2 3319	01
Fabricación	 de	 calzado
confeccionado	 totalmente	 de
madera.
2010	1 3311	01
Aserrado	 y	 acepilladura	 de
madera,	 incluso
subproductos;	 fabricación	 de
tabletas	 para	 la
ensambladura	 de	 pisos	 de
madera	 y	 de	 traviesas	 de
maderas	 para	 vías	 férreas;
preservación	de	la	madera.
2010	2 3319	02 Fabricación	 de	 madera	 enpolvo	y	aserrín.
2021	1 3311	02
Fabricación	 de	 hojas	 de
madera	 para	 enchapado,
tableros	 contrachapados,
tableros	laminados	y	tableros
de	partículas.
2022	0 3311	03
Fabricación	 de	 partes	 y
piezas	 de	 carpintería	 para
edificios	y	construcciones.
2023	1 3311	04 Fabricación	de	productos	detonelería	de	madera.
2023	2 3312	01
Fabricación	 de	 cajas,	 jaulas,
barriles	y	otros	recipientes	de
madera.
2029	1 3312	02
Fabricación	 de	 materiales
trenzables;	 cestas	 y	 otros
artículos	de	caña	y	materiales
trenzables.
2029	2 3319	03
Procesamiento	 del	 corcho;
fabricación	 de	 productos	 del
corcho;	pequeños	artículos	de
madera,	 como	 herramientas,
utensilios	 de	 uso	 doméstico,
ornamentos,	 joyeros	 y
estuches;	artículos	de	madera
n.c.p.
	 	 	
	 	
351	 Fabricación	 de
sustancias	 químicas
industriales
2330	0 3511	01 Elaboración	 de	 combustiblenuclear.
2411	0 3511	02
Fabricación	 de	 sustancias
químicas	 básicas,	 excepto
abonos	 y	 compuestos	 del
nitrógeno.
2412	1 3511	03
Fabricación	de	productos	de
la	 industria	 de	 abonos
nitrogenados	 (ácido	 nítrico,
amoníaco,	 nitrato	de	potasio,
urea)
2412	2 3512	01
Fabricación	 de	 abonos
nitrogenados,	 fosfatados	 y
potásicos	 puros,	 mixtos,
compuestos	y	complejos.
2413	0 3513	01
Fabricación	 de	 plásticos	 en
formas	primarias	y	de	caucho
sintético.
2421	0 3512	02
Fabricación	de	plaguicidas	y
otros	 productos	 químicos	 de
uso	agropecuario.
2429	2 3511	04
Fabricación	 de	 carbón
activado;	 preparados
anticongelantes;	 productos
químicos	 de	 uso	 industrial	 y
en	laboratorios.
2430	2 3513	02
Fabricación	 de	 fibras
discontinuas	 y	 estopas	 de
filamentos	 artificiales,
excepto	vidrio.
2519	1 3513	03
Fabricación	de	productos	de
caucho	 sintético	 en	 formas
básicas:	 planchas,	 varillas,
tubos,	etc.
2520	2 3513	04
Fabricación	de	productos	de
plástico	 en	 formas	 básicas:
planchas,	varillas,	tubos,	etc.
	 	 	
	 	
352	 Fabricación	 de	 otros
productos	químicos
2422	1 3521	00 Fabricación	 de	 pinturas,barnices	y	lacas.
2422	2 3529	01 Fabricación	 de	 tintas	 deimprenta.
2423	1 3522	00 Fabricación	 de	 drogas	 ymedicamentos.
2424	1 3523	00
Fabricación	 de	 jabones	 y
preparados	 para	 limpiar,
perfumes,	 cosméticos	y	otros
preparados	de	tocador.
2424	2 3529	02
Fabricación	 de	 bruñidores
para	 muebles,	 metales,	 etc.;
ceras;	 preparados
desodorantes.
2429	3 3529	03
Fabricación	 de	 tintas	 para
escribir	 y	 dibujar;	 productos
de	 gelatina;	 productos
fotoquímicos;	 placas	 y
películas;	 películas
sensibilizadas	 sin
impresionar	 y	 materiales
vírgenes	de	reproducción.
2927	1 3529	04 Fabricación	 de	 explosivos	 ymuniciones.
3699	3 3529	05 Fabricación	 de	 velas	 yfósforos.
	 	 	
	 	 353	Refinerías	de	petróleo
2320	1 3530	00 Refinerías	de	petróleo.
	 	 	
	 	
354	 Fabricación	 de
productos	 derivados	 del
petróleo	y	del	carbón
1010	3 3540	01
Fabricación	 de	 briquetas	 de
carbón	de	piedra	en	la	mina	o
con	carbón	comprado.
1020	2 3540	02
Fabricación	 de	 briquetas	 de
lignito	 en	 la	 mina	 o	 con
carbón	comprado.
2310	0 3540	03 Fabricación	de	productos	dehorno	de	coque.
2320	2 3540	04
Fabricación	de	productos	de
la	refinación	del	petróleo	con
materiales	comprados.
2699	2 3540	05 Fabricación	de	productos	deasfalto.
	 	 	
	 	
356	 Fabricación	 de
productos	plásticos
1920	5 3560	01 Fabricación	 de	 calzado	 deplástico
2520	3 3560	02
Fabricación	 de	 artículos	 de
plástico	 n.c.p.	 (vajilla	 de
mesa,	baldosas,	materiales	de
construcción,	etc.).
3610	2 3560	03 Fabricación	 de	 muebles	 deplástico.
2691	0 3610	00
Fabricación	de	productos	de
cerámica	refractaria	para	uso
no	 estructural	 (artículos	 de
alfarería,	loza,	etc.).
	 	 	
	 	
362	 Fabricación	 de	 vidrio	 y
productos	de	vidrio
2610	2 3620	01 Fabricación	 de	 vidrio	 yproductos	de	vidrio.
3190	1 3620	02 Fabricación	 de	 piezasaislantes	de	vidrio.
	 	 	
	 	
369	 Fabricación	 de	 otros
productos	 minerales	 no
metálicos
1030	2 3699	01 Fabricación	 de	 briquetas	 deturba	(fuera	de	la	turbera).
2610	3 3699	02
Fabricación	 de	 lana	 de
vidrio.
2692	1 3691	01 Fabricación	de	productos	dearcilla	refractaria.
2692	2 3699	03
Fabricación	 de	 productos
refractarios	 sin	 contenido	 de
arcilla.
2693	0 3691	02
Fabricación	de	productos	de
arcilla	 y	 cerámica	 no
refractarias	 para	 uso
estructural.
2694	0 3692	00 Fabricación	 de	 cemento,	 caly	yeso.
2695	0 3699	04 Fabricación	 de	 artículos	 dehormigón,	cemento	y	yeso.
2696	0 3699	05
Corte,	 tallado	 y	 acabado	 de
la	 piedra	 (fuera	 de	 la
cantera).
2699	3 3699	06
Fabricación	de	productos	de
asbestos,	 materiales	 de
fricción;	 materiales	 aislantes
de	 origen	 animal;	 piedras	 de
amolar;	 productos	 abrasivos;
artículos	 de	 mica,	 grafito	 y
otras	 sustancias	 de	 origen
mineral	n.c.p.
2720	1 3699	07 Fabricación	 de	 aleaciones
metalocerámicas	(cermet).
3190	2 3699	08 Fabricación	de	productos	degrafito.
	 	 	
	 	 371	 Industria	 básica	 dehierro	y	acero
2710	1 3710	01
Fabricación	 de	 productos
primarios	 de	 hierro	 y	 acero
(excepto	 las	 operaciones	 de
forja	y	fundición).
2731	0 3710	02 Fundición	de	hierro	y	acero.
2891	1 3710	03 Forja	de	hierro	y	acero.
2892	1 3710	04
Tratamiento	 y
procesamiento	 especializado
del	hierro	y	el	acero	a	cambio
de	 una	 retribución	 o	 por
contrata.
	 	 	
	 	
372	 Industrias	 básicas	 de
metales	no	ferrosos
2720	2 3720	01
Fabricación	 de	 productos
primarios	 de	 metales
preciosos	 y	 metales	 no
ferrosos	 (excepto	 las
operaciones	 de	 forja	 y
fundición)
2892	2 3720	04
Tratamiento	 y
procesamiento	 especializado
de	 metales	 preciosos	 y
metales	 no	 ferrosos	 (excepto
las	 operaciones	 de	 forja	 y
fundición)
2732	0 3720	02
Tratamiento	 y
procesamiento	 especializado
de	 metales	 preciosos	 y
metales	no	ferrosos	a	cambio
de	 una	 retribución	 o	 por
contrata.
2891	2 3720	03
Fundición	 de	 metales	 no
ferrosos.
Forja	 de	metales	 preciosos	 y
metales	no	ferrosos.
	 	 	
	 	
381	 Fabricación	 de
productos	metálicos
2710	2 3819	01 Fabricación	de	accesorios	dehierro	y	acero	para	tubos.
2720	3 3819	02
Fabricación	de	accesorios	de
metales	 no	 ferrosos	 para
tubos;	 productos	 de	 cable	 y
alambre	 no	 ferrosos	 hechos
con	varillas	compradas.
2811	0 3813	01
Fabricación	 de	 productos
metálicos	 para	 uso
estructural.
2812	1 3813	02
Fabricación	 de	 depósitos	 y
tanques	 de	 metal	 para
almacenamiento	 y	 uso
industrial;	 calderas	 de
calefacción	central.
Fabricación	 de	 radiadores	 y
2812	2 3819	03 recipientes	de	metal	para	gas
comprimido	y	gas	licuado.
2813	0 3819	04
Fabricación	 de	 generadores
de	vapor,	excepto	calderas	de
agua	caliente	para	calefacción
central.
2891	3 3819	05
Prensado	 y	 estampado	 de
productos	de	metal.
2892	3 3819	06
Tratamiento	y	revestimiento
de	 metales	 (por	 ejemplo,
enchapado,	 pulimento,
gravadura	 y	 soldadura)	 a
cambio	 de	 una	 retribución	 o
por	contrata.
2893	1 3811	01
Fabricación	 de	 artículos	 de
metal	 de	 uso	 doméstico
(cuchillos,	 utensilios,	 etc.);
herramientas	 de	 mano	 del
tipo	 utilizado	 en	 la
agricultura,	 la	 ganadería	 y	 la
jardinería;	 herramientas	 de
fontanería,	 carpintería	 y
otros	 oficios;	 cerraduras	 y
artículos	 de	 ferretería	 en
general.
2899	1 3811	02 Aparatos	 de	 cocinaaccionados	a	mano.
2899	2 3812	01
Fabricación	 de	 productos
metálicos	 de	 uso	 en	 oficinas
(excepto	muebles).
Fabricación	 de	 sujetadores
2899	3 3819	07
de	 metal,	 muelles,
recipientes,	 artículos	 de
alambre,	 artículos	 sanitarios
de	 metal	 (por	 ejemplo,
lavabos,	 utensilios	 de	 cocina,
cajas	 fuertes,	 marcos	 para
cuadros	 y	 cascos	 protectores
para	la	cabeza).
2912	1 3819	08
Fabricación	 de	 válvulas	 y
artículos	 de	 bronce	 para
fontanería.
2914	1 3819	09
Fabricación	 de	 hornos,
hogares	 y	 otros	 calentadores
metálicos	no	eléctricos.
2926	2 3812	02
Fabricación	 de	 muebles
metálicos	 de	 máquinas	 de
coser.
2930	1 3819	10
Fabricación	 de	 hornos	 y
calentadores	no	 eléctricos	de
uso	domésticos.
3150	1 3812	03 Fabricación	 de	 lámparas	 demetal.
3150	2 3819	11
Fabricación	 de	 equipo,
partes	y	piezas	de	metal	para
iluminación,	 excepto	 los	 de
uso	 en	 bicicletas	 y	 vehículos
automotores.
3190	3 3819	12 Fabricación	 de	 equipo	 deiluminación	para	bicicletas.
3311	1 3812	04
Fabricación	 de	 muebles	 y
accesorios	 de	 uso	 médico,
quirúrgico	y	odontológico.
3511	2 3813	03
Fabricación	 de	 secciones
metálicas	 de	 buques	 y
gabarras.
3610	3 3812	05 Fabricación	 de	 muebles	 yaccesorios	de	metal.
3699	4 3811	03 Fabricación	 de	 recipientesherméticos.
	 	 	
	 	
382	 Construcción	 de
maquinarias
2893	2 3823	01
Fabricación	 de	 piezas	 y
accesorios	 de	 máquinas
herramienta	 (motorizadas	 o
no).
2911	1 3821	00 Fabricación	 de	 motores	 yturbinas.
2912	2 3824	01 Fabricación	 de	 bombas	 delaboratorio.
2912	3 3829	01
Fabricación	 de	 bombas,
compresoras	 de	 aire	 y	 gas,
válvulas,	 compresores	 de
refrigeración	 y	 aire
acondicionado.
2913	0 3829	02
Fabricación	 de	 cojinetes,
engranajes,	 trenes	 de
engranajes	 y	 piezas	 de
transmisión.
2914	2 3824	02 Fabricación	 de	 hornos
eléctricos	de	panadería.
2914	3 3829	03
Fabricación	 de	 hornos,
hogares	 y	 otros	 calentadores
metálicos	no	eléctricos.
2915	1 3824	03
Fabricación	 de	 grúas	 de
brazo	 móvil;	 equipo	 de
elevación	 y	 manipulación
para	 la	 construcción	 y	 la
minería.
2915	2 3829	04
Fabricación	 de	 maquinaria
de	 elevación	 y	manipulación,
grúas,	 ascensores,	 camiones
de	 uso	 industrial,	 tractores,
máquinas	 de	 apilar;	 partes
especiales	 de	 equipo	 de
elevación	y	manipulación.
2919	1 3824	04
Fabricación	 de	 maquinaria
de	 envase	 y	 empaque;
embotellado	 y	 enlatado;
limpieza	 de	 botellas;
calandrado.
2919	2 3825	01 Fabricación	de	balanzas.
2919	3 3829	05
Fabricación	 de	 aparatos
autónomos	 de
acondicionamiento	 de	 aire,
equipo	 de	 refrigeración,
ventiladores	 de	 uso
industrial,	 gasógenos,
aspersores	 contra	 incendios,
centrifugadoras	 y	 otra
maquinaria	n.c.p.
2921	0 3822	00 Fabricación	 de	 maquinaria
agropecuaria	y	forestal.
2922	1 3823	02
Fabricación	 de	 máquinas
herramienta,	 piezas	 y
accesorios	 para	máquinas	 de
trabajar	 los	 metales	 y	 la
madera	(no	eléctricas).
2922	2 3824	05
Fabricación	 de	 máquinas
herramienta	 para	 el	 equipo
industrial,	 excepto	 las	 de
trabajar	 los	 metales	 y	 la
madera	(no	eléctricas).
2923	0 3823	03
Fabricación	 de	 maquinaria
metalúrgica.
2924	0 3824	06
Fabricación	 de	 maquinaria
para	 la	 explotación	 de	minas
y	 canteras	 y	 para	 obras	 de
construcción.
2925	0 3824	07
Fabricación	 de	 maquinaria
para	 la	 elaboración	 de
alimentos,	bebidas	y	tabaco.
2926	3 3824	08 Fabricación	 de	 maquinariatextil.
2926	4 3829	06
Fabricación	 de	máquinas	 de
coser,	 máquinas	 de
lavandería,	 tintorería,	 incluso
limpieza	en	seco	y	planchado.
2927	2 3829	07
Fabricación	 de	 armas
portátiles	 y	 accesorios,
artillería	 pesada	 y	 ligera;
tanques.
2929	1 3823	04 Fabricación	 de	 moldes	 de
fundición	de	metales
2929	2 3824	09
Fabricación	 de	 maquinaria
para	 imprentas;	 maquinaria
para	 la	 industria	 del	 papel;
máquinas	para	fabricar	fibras
e	hilados	 artificiales,	 trabajar
el	vidrio	y	producir	baldosas.
2929	3 3829	08 Fabricación	de	 secadoras	deropa	centrífugas.
2930	2 3829	09
Fabricación	 de	 cocinas,
refrigeradoras	 y	 lavarropas
de	uso	doméstico.
3000	1 3825	02
Fabricación	 de	 maquinaria
de	 oficina,	 contabilidad	 e
informática.
3190	4 3824	10
Fabricación	de	aparatos	para
galvanoplastia,	 electrólisis	 y
electrofóresis.
3190	5 3829	10 Fabricación	 de	 lavaplatos,excepto	los	de	uso	doméstico.
3420	1 829	11 Fabricación	de	remolques	deuso	industrial;	contenedores.
3511	3 3824	11
Fabricación	 de	 plataformas
de	 perforación	 flotantes	 y
torres	 de	 perforación	 de
petróleo.
3599	1 3829	12
Fabricación	 de	 carretillas,
carros	y	portacargas	 (incluso
los	de	uso	industrial).
3694	1 3829	13
Fabricación	 de	máquinas	 de
juegos,	 mecánicas	 y
accionadas	por	monedas.
7250	1 3825	03 Reparación	 de	 máquinas	 deoficina,	cálculo	y	contabilidad.
	 	 	
	 	 410	Electricidad,	gas	y	vapor
4010	0 4101	00
Generación,	 captación	 y
distribución	 de	 energía
eléctrica.
4020	0 4102	00
Fabricación	 de	 gas;
distribución	 de	 combustibles
gaseosos	por	tuberías.
4030	0 4103	00 Suministro	 de	 vapor	 y	 aguacaliente.
4100	0 4200	00 Captación,	 depuración	 ydistribución	de	agua.
	 	 	
	 	 500	Construcción
1120	0 5000	01
Actividades	 de	 servicios
relacionados	 con	 la
extracción	 de	 petróleo	 y	 gas,
excepto	 las	 actividades	 de
prospección.
4510	0 5000	02 Preparación	 del	 terreno(construcción).
4520	1 5000	03
Construcción	 de	 edificios
completos	 y	 de	 partes	 de
edificios;	 obras	 de	 ingeniería
civil.
4530	1 5000	04 Acondicionamiento	 deedificios.
4540	1 5000	05 Terminación	de	edificios.
4550	1 5000	06
Alquiler	 de	 equipo	 de
construcción	 y	 demolición
dotados	de	operarios.
	 	 	
	 	 713	Transporte	aéreo
6210	0 7131	01 Transporte	 regular	 por	 víaaérea.
6220	0 7131	02 Transporte	 no	 regular	 porvía	aérea.
6301	3 7132	01
Manipulación	 de	 la	 carga
para	 el	 transporte	 por	 vía
aérea.
6303	7 7132	02
Otras	 actividades
complementarias	 del
transporte	por	vía	aérea.
6412	2 7131	03
Actividades	 de	 correo
distintas	 a	 las	 actividades
postales	 nacionales	 (por	 vía
área).
6420	1 7132	03
Funcionamiento	 de
radiofaros	 y	 estaciones	 de
radar.
7113	0 7132	04
Alquiler	 de	 equipo	 de
transporte	 por	 vía	 aérea	 (sin
operarios).
	 	 	
	 	
920	 Servicios	 de
saneamiento	y	similares
7493	1 9200	01 Actividades	 de	 limpieza	 deedificios.
9000	0 9200	02
Eliminación	 de	 desperdicios
y	 aguas	 residuales,
saneamiento	 y	 actividades
similares.
	 	 	
	 	
933	 Servicios	 médicos	 y
odontológicos,	otros	servicios
de	sanidad	veterinaria
3311	4 9331	01
Fabricación	 de	 aparatos
protésicos,	 dientes	 postizos
de	encargo.
8511	0 9331	02 Actividades	de	hospitales.
8512	0 9331	03 Actividades	 de	 médicos	 yodontólogos.
8519	0 9331	04
Otras	 actividades
relacionadas	 con	 la	 salud
humana.
8520	0 9332	00 Actividades	veterinarias.
	
NOTA:	La	lista	original	fue	preparada	sobre	la	base	de	la	Clasificación	Internacional	Industrial
Uniforme,	Versión	2,	CIIU	2.	La	cual	se	ha	traducido	al	CIIU	3	y	se	presenta	con	todo	el	detalle	del
clasificador.	Se	han	incorporado	algunas	actividades	productivas	que	se	muestran	en	cursiva.
TASAS	DE	APORTACIÓN
Ac.	41-14-ESSALUD-99.
1.-	Aprobar	las	tasas	de	aportación	del	Seguro	Complementario
de	Trabajo	de	Riesgo	para	el	año	1999,	detalladas	en	el	Anexo	N°
01;	así	mismo	las	tasas	de	recargos	y	descuentos	que	se	detallan
en	el	Anexo	N°	02,	las	que	forman	parte	integrante	del	presente
Acuerdo	y	que	entrarán	en	vigencia	a	partir	de	julio	de	1999.
Anexo	N°	1
Nuevas	tasas	de	aportación	del	Seguro	Complementario	de	Trabajo	de
Riesgo

APLICACIÓN	DE	LAS	TASAS
Ac.	41-14-ESSALUD-99.
2.-	Las	tasas	aprobadas	se	usarán	para	establecer	la	aportación
de	las	entidades	empleadoras	que	desarrollan	las	actividades	de
alto	riesgo	del	Anexo	N°5	del	D.	S.	N°	009-97-SA,	modificado	por	la
Cuarta	Disposición	Final	del	D.	S.	N°	003-98-SA;	así	como	para	los
asegurados	potestativos	que	opten	por	contratar	el	Seguro
Complementario	de	Trabajo	de	Riesgo,	los	que	aportarán	sobre
una	base	mínima	equivalente	a	media	(1/2)	UIT.
R.	001-GCSEG-ESSALUD-99.
1.-	Precisar,	que	la	vigencia	de	las	nuevas	tasas	de	aportación	regirá	según
los	casos	siguientes:
a)	Para	las	entidades	empleadoras	que	no	contaban	con	tasa	de	aportación,
a	 partir	 del	 mes	 de	 afiliación	 al	 Seguro	 Complementario	 de	 Trabajo	 de
Riesgo.	Igual	vigencia	tendrá	la	tasa	de	recargos	y	de	descuentos.
b)	 Para	 las	 entidades	 empleadoras	 que	 venían	 aportando	 al	 Seguro
Complementario	de	Trabajo	de	Riesgo,	a	partir	de	las	aportaciones	del	mes
de	julio	de	1999.	Igual	vigencia	tendrá	la	tasa	de	recargos	y	descuentos.
R.	001-GCSEG-ESSALUD-99.
2.-	Establecer,	que	el	período	de	vigencia	de	 liberación	de	 intereses	a	 los
aportes	adeudados	por	entidades	empleadoras	que	no	contaban	con	tasa	de
aportación,	es	a	partir	del	mes	de	mayo	de	1998	hasta	el	mes	de	setiembre
de	1999.
R.	001-GCSEG-ESSALUD-99.
3.-	 Disponer,	 que	 el	 descuento	 por	 número	 de	 trabajadores	 será	 fijado
automáticamente	 por	 la	 entidad	 empleadora	 según	 el	 número	 total	 de
trabajadores	 declarados	 como	 cubiertos	 en	 cada	 obligación	 de	 pago,	 sin
considerar	el	número	de	contratos	o	desdobles	de	planilla	que	pueda	tener
afiliados	al	Seguro	Complementario	de	Trabajo	de	Riesgo.
CAPÍTULO	TERCERO
Sistema	Nacional	de	Pensiones
ASEGURADOS
D.	L.	19990.
ART.	3°.—Son	asegurados	obligatorios	del	Sistema	Nacional	de
Pensiones	de	la	Seguridad	Social,	con	la	excepción	a	que	se	refiere
el	artículo	5°,	los	siguientes:
a)	Los	trabajadores	que	prestan	servicios	bajo	el	régimen	de	la
actividad	privada	a	empleadores	particulares,	cualquiera	que	sea
la	duración	del	contrato	de	trabajo	y/o	el	tiempo	de	trabajo	por
días,	semana	o	mes;
b)	Los	trabajadores	al	servicio	del	Estado	bajo	los	regímenes	de
la	Ley	N°	11377	o	de	la	actividad	privada;	incluyendo	al	personal
que	a	partir	de	la	vigencia	del	presente	decreto	ley	ingrese	a
prestar	servicios	en	el	Poder	Judicial,	en	el	Servicio	Diplomático	y
en	el	Magisterio;
c)	Los	trabajadores	de	empresas	de	propiedad	social,
cooperativas	y	similares;
d)	Los	trabajadores	al	servicio	del	hogar;
e)	Los	trabajadores	artistas;
f)	Otros	trabajadores	que	sean	comprendidos	en	el	sistema,	por
decreto	supremo,	previo	informe	del	Consejo	Directivo	Único	de
los	Seguro	Sociales.
REMUNERACIÓN	ASEGURABLE
D.	L.	19990.
ART.	8°.—Para	los	fines	del	sistema	se	considera	remuneración
asegurable	el	total	de	las	cantidades	percibidas	por	el	asegurado
por	los	servicios	que	presta	a	su	empleador	o	empresa,	cualquiera
que	sea	la	denominación	que	se	les	dé	con	las	excepciones	que	se
consignan	en	el	artículo	siguiente.
D.	S.	011-74-TR.
ART.	19.—Para	el	cálculo	de	la	remuneración	asegurable	a	que	se	refiere	el
artículo	 8°	 del	 Decreto	 Ley	 N°	 19990,	 se	 tendrá	 también	 en	 cuenta	 las
remuneraciones	en	especie,	 cuya	equivalencia	en	dinero	se	establecerá	de
conformidad	con	las	disposiciones	legales	de	orden	laboral	sobre	la	materia.
D.	S.	011-74-TR.
ART.	20.—Se	considerarán	gratificaciones	extraordinarias	las	que	no	hayan
sido	 pactadas	 con	 carácter	 permanente	 ni	 concedidas	 con	 el	 mismo
carácter,	 así	 como	 aquéllas	 que	 no	 se	 hayan	 otorgado	 por	 dos	 años
consecutivos.
D.	L.	19990.
ART.	70.—Modificado.	Ley	29711,	Art.	1°.	Los	aportes,
períodos	de	aportaciones	y	obligaciones	del	empleador.	Para
los	asegurados	obligatorios,	son	períodos	de	aportaciones	los
meses,	semanas	o	días	que	presten	o	hayan	prestado	servicios	que
generen	la	obligación	de	abonar	las	aportaciones	a	que	se	refieren
los	artículos	7°	al	13.	Son	también	períodos	de	aportaciones	las
licencias	con	goce	de	remuneraciones	otorgadas	por	ley	o	por	el
empleador,	así	como	los	períodos	durante	los	que	el	asegurado
haya	estado	en	goce	de	subsidio.
Corresponde	al	empleador	cumplir	con	efectuar	la	retención	y	el
pago	correspondiente	por	concepto	de	aportaciones	al	Sistema
Nacional	de	Pensiones	(SNP)	de	sus	trabajadores.	Sin	embargo,	es
suficiente	que	el	trabajador	pruebe	adecuadamente	su	período	de
labores	para	considerar	dicho	lapso	como	período	de
aportaciones	efectivas	al	SNP.	De	la	misma	forma,	las	aportaciones
retenidas	que	no	hayan	sido	pagadas	al	SNP	por	el	empleador	son
consideradas	por	la	Oficina	de	Normalización	Previsional	(ONP)
en	el	cómputo	del	total	de	años	de	aportación,
independientemente	de	las	acciones	que	realice	la	ONP	para	el
cobro	de	las	mismas,	conforme	a	ley.
Son	medios	probatorios	idóneos	y	suficientes	para	demostrar
períodos	de	aportaciones,	los	certificados	de	trabajo,	las	boletas
de	pago	de	remuneraciones,	la	liquidación	de	tiempo	de	servicios
o	de	beneficios	sociales,	las	constancias	de	aportaciones	de	la
Oficina	de	Registro	y	Cuenta	Individual	Nacional	de	Empleadores
Asegurados	(Orcinea),	del	Instituto	Peruano	de	Seguridad	Social
(IPSS)	o	de	ESSALUD	y	cualquier	documento	público	conforme	al
artículo	235	del	Código	Procesal	Civil.
Carece	de	sustento	el	no	reconocimiento	por	parte	de	la	ONP	de
períodos	de	aportaciones	acreditados	con	los	medios	antedichos,
argumentando	que	estos	han	perdido	validez,	que	hay	una	doble
condición	de	asegurado	y	empleador,	o	que,	según	la	Tabla
Referencial	de	Inicio	de	Aportaciones	por	Zonas,	establecida	por
el	IPSS,	en	esa	zona	aún	no	se	empezaba	a	cotizar.
ELECCIÓN	DEL	SISTEMA	PENSIONARIO
R.	M.	112-2013-TR.
ART.	1°.—Aprobar	el	“Formato	de	Elección	del	Sistema	Pensionario”	a	que	se	refiere	el	artículo	16
de	la	Ley	N°	28991,	Ley	de	libre	desafiliación	informada,	pensiones	mínima	y	complementarias,	y
régimen	especial	de	jubilación	anticipada,	modificado	por	el	artículo	5°	de	la	Ley	N°	29903,	Ley	de
Reforma	del	Sistema	Privado	de	Pensiones.
R.	M.	112-2013-TR.
Formato	de	Elección	del	Sistema	Pensionario
COMENTARIO.—Los	subsidios	por	incapacidad	temporal	están	afectos
al	aporte	correspondiente	a	 la	ONP.	A	partir	de	 la	vigencia	de	 la	Ley	N°
28991,	concretamente	a	 tenor	de	 lo	preceptuado	en	su	Cuarta	Disposición
Transitoria	y	Final,	se	dispone	que	 los	subsidios	por	 incapacidad	temporal
están	afectos	al	aporte	correspondiente	al	Sistema	Nacional	de	Pensiones.
La	 norma	 que	 se	 comenta	 elimina	 una	 situación	 desigual	 que	 no	 tenía
mayor	 fundamento,	 a	 saber,	 los	 subsidios	 estaban	 afectos	 al	 aporte	 a	 las
administradoras	privadas	de	pensiones	desde	el	inicio	del	sistema	privado,
pero	 en	 el	 público	 los	 subsidios	 quedaban	 inafectos.	 En	 la	 actualidad	 los
subsidios	por	incapacidad	temporal	para	el	trabajo	quedan	gravados	sea	en
el	sistema	privado	como	en	el	público.
APORTES
Ley	26504.
Segunda	Disposición	Transitoria.—A	partir	del	1	de	enero	de
1997	las	aportaciones	al	Sistema	Nacional	de	Pensiones	a	que	se
refiere	el	Decreto	Ley	N°	19990	no	serán	menores	a	13%	de	la
remuneración	asegurable.
CAPÍTULO	CUARTO
Sistema	Privado	de	Pensiones
APORTES	AL	FONDO
TUO	L.	del	S.	P.	de	AFP	-	D.	S.	054-97-EF.
ART.	29.—Los	aportes	al	fondo	pueden	provenir	de	los
trabajadores	dependientes,	de	los	trabajadores	independientes	o
de	los	empleadores.	En	el	primer	caso,	los	empleadores	actúan
como	agentes	retenedores.
MONTOS
TUO	L.	del	S.	P.	de	AFP	-	D.	S.	054-97-EF.
ART.	30.—Los	aportes	de	los	trabajadores	dependientes	pueden
ser	obligatorios	o	voluntarios.
Los	aportes	obligatorios	están	constituidos	por:
a)	El	10%	de	la	remuneración	asegurable;
b)	Un	porcentaje	de	la	remuneración	asegurable	destinado	a
financiar	las	prestaciones	de	invalidez	y	sobrevivencia	y	un	monto
destinado	a	financiar	la	prestación	de	gastos	de	sepelio;
c)	Los	montos	y/o	porcentajes	que	cobren	las	AFP	por	los
conceptos	establecidos	en	el	inciso	a)	del	artículo	24	de	la
presente	ley.
Los	afiliados	al	SPP	se	encuentran	facultados	a	efectuar	aportes
voluntarios	con	fin	previsional,	los	mismos	que	tienen	la
condición	de	inembargables	y	están	sujetos	a	retiros	al	final	de	la
etapa	laboral	activa	del	trabajador.
Asimismo,	podrán	efectuar	aportes	voluntarios	sin	fin
previsional,	los	mismos	que	tienen	la	condición	de	embargables	y
cuyo	saldo	puede	ser	convertido	en	aporte	voluntario	con	fin
previsional,	los	afiliados	que	registren	un	mínimo	de	cinco	años
de	incorporados	al	Sistema	Privado	de	Pensiones	o	de	cincuenta
años	de	edad,	alternativamente.	La	Superintendencia	determinará
las	normas	complementarias	sobre	la	materia.
Entiéndase	por	remuneración	asegurable	el	total	de	las	rentas
provenientes	del	trabajo	personal	del	afiliado,	percibidas	en
dinero,	cualquiera	que	sea	la	categoría	de	renta	a	que	deban
atribuirse	de	acuerdo	a	las	normas	tributarias	sobre	renta.
Los	subsidios	de	carácter	temporal	que	perciba	el	trabajador,
cualquiera	sea	su	naturaleza,	se	encuentran	afectos	a	los	aportes
al	Sistema	Privado	de	Pensiones.
INCORPORACIÓN	DE	LAS	AFP
Ley	27328.
ART.	1°.—Incorporación	de	las	AFP.
1.1	Incorpórase	bajo	el	control	y	supervisión	de	la
Superintendencia	de	Banca	y	Seguros	a	las	Administradoras
Privadas	de	Fondos	de	Pensiones	(AFP),	que	conforman	el
Sistema	Privado	de	Administración	de	Fondos	de	Pensiones	(SPP).
1.2	La	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros	ejercerá	el	control
de	las	Administradoras	Privadas	de	Fondos	de	Pensiones	con
arreglo	a	las	disposiciones	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	del
Sistema	Privado	de	Administración	de	Fondos	de	Pensiones,
aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	054-97-EF,	sus	normas
complementarias,	reglamentarias	y	demás	normatividad
aplicable.	En	las	funciones	de	supervisión,	la	Superintendencia	de
Banca	y	Seguros	actuará,	adicionalmente,	con	todas	las
prerrogativas	que	su	ley	orgánica	le	reconoce.
DISOLUCIÓN	DE	LA	SAFP
Ley	27328.
ART.	3°.—Disolución	de	la	SAFP.
3.1.	Simultáneamente	a	la	transferencia	a	que	se	refiere	el
artículo	precedente	la	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros
procederá	a	incorporar	previa	evaluación	y	de	acuerdo	a	sus
necesidades,	al	personal	de	la	Superintendencia	de
Administradoras	Privadas	de	Fondos	de	Pensiones.
3.2.	Una	vez	concluido	el	proceso	de	transferencia,	la
Superintendencia	de	Administradoras	Privadas	de	Fondos	de
Pensiones	quedará	disuelta.
REFERENCIAS	A	LA	SAFP
Ley	27328.
ART.	5°.—Referencias	a	la	SAFP.	Toda	referencia	a	la
Superintendencia	de	Administradoras	Privadas	de	Fondos	de
Pensiones,	contenida	en	la	legislación	vigente,	debe	ser	entendida
como	efectuada	a	la	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros.
R.	080-98-EF/SAFP.
ART.	90.—La	remuneración	asegurable	está	constituida	por	el	total	de	las
rentas	provenientes	del	 trabajo	personal	del	afiliado	percibidas	en	dinero,
cualquiera	que	sea	la	categoría	de	renta	a	que	deban	atribuirse	de	acuerdo	a
las	normas	tributarias	sobre	la	materia.
Sin	perjuicio	de	 lo	dispuesto	por	el	artículo	30	de	 la	 ley,	en	el	caso	de	 los
trabajadores	 dependientes,	 se	 considera	 remuneración	 asegurable	 a	 la
remuneración	 computable	 a	 que	 se	 refiere	 el	 Texto	Único	Ordenado	de	 la
Ley	 de	 Compensación	 de	 Tiempo	 de	 Servicios,	 aprobado	 por	 Decreto
Supremo	 N°	 001-97-TR	 y	 sus	 normas	 reglamentarias,	 o	 las	 que	 las
sustituyan.
R.	080-98-EF/SAFP.
ART.	 91.—Los	 subsidios	 de	 carácter	 temporal	 que	 perciba	 el	 trabajador,
cualquiera	sea	su	naturaleza,	se	encuentran	afectos	a	los	aportes	al	SPP,	de
acuerdo	a	lo	establecido	en	el	artículo	30	de	la	ley.
R.	080-98-EF/SAFP.
ART.	 92.—En	 caso	 de	 que	 las	 gratificaciones	 se	 otorguen	 en	 períodos
regulares	 y	 estables	 en	 el	 tiempo,	 en	 las	 planillas	 de	 pago	 de	 aportes
previsionales	de	dichos	períodos	se	incluirá	tanto	la	remuneración	mensual
como	la	gratificación	ordinaria	correspondiente.
Para	estos	efectos	se	considera	que	una	gratificación	adquiere	regularidad
cuando	es	abonada	por	el	empleador,	a	 la	generalidad	de	 trabajadores	o	a
un	 grupo	 de	 ellos	 durante	 dos	 (2)	 años	 consecutivos,	 cuando	 menos,	 en
períodos	semestrales.
R.	080-98-EF/SAFP.
ART.	 93.—En	 el	 caso	 que	 un	 trabajador	 reciba	 un	 reintegro	 de
remuneración,	 éste	 estará	 afecto	 a	 los	 aportes	 obligatorios,	 siempre	 que
durante	 el	 período	 al	 que	 corresponda,	 el	 trabajador	 se	 haya	 encontrado
incorporado	al	SPP.	El	reintegro	será	declarado,	en	este	caso,	como	parte	de
la	remuneración	del	mes	en	que	se	paga.
En	dicho	supuesto,	los	aportes	al	SPP,	por	reintegro	de	remuneraciones,	no
estarán	afectos	a	intereses	moratorios.
TUO	L.	del	S.	P.	de	AFP	-	D.	S.	054-97-EF.
ART.	24.—Las	AFP	perciben	por	la	prestación	de	todos	sus
servicios	una	retribución	establecida	libremente,	de	acuerdo	al
siguiente	detalle:
a)	Modificado.	Ley	28444,	Art.	1°.	Por	el	aporte	obligatorio	a
que	se	hace	referencia	en	el	inciso	a)	del	artículo	30	de	la	presente
ley,	una	comisión	porcentual	calculada	sobre	la	remuneración
asegurable	del	afiliado.	La	retribución	debe	ser	aplicada	por	la
AFP	por	igual	o	(sic)	todos	sus	afiliados.	Sin	embargo,	cada	AFP
podrá	ofrecer	planes	de	descuento	en	las	retribuciones	de	los
afiliados	en	función	al	tiempo	de	permanencia	o	regularidad	de
cotización	en	la	AFP.	La	Superintendencia	dictará	las	normas
reglamentarias	sobre	la	materia.
b)	Por	los	aportes	voluntarios,	una	comisión	porcentual	calculada
sobre	los	referidos	aportes	voluntarios,	en	el	caso	de	retiro	de	los
mismos;
c)	Para	el	caso	de	los	afiliados	pasivos	que	hubieran	optado	por
percibir	pensiones	bajo	modalidad	de	renta	temporal	y	retiro
programado,	una	comisión	fija	o	porcentual	sobre	la	pensión.
COMPROBANTE	DE	RETENCIONES
Ley	27605.
ART.	 2°.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1110,	 Art.	 4°.	 Del	 comprobante	 de
retenciones	por	aportes	al	sistema	de	pensiones.	Los	empleadores	que
realicen	aportes	y	 retenciones	por	 concepto	de	prestaciones	previsionales
están	obligados	a	entregar	al	trabajador	el	comprobante	de	retenciones	por
aportes	 al	 Sistema	 de	 Pensiones,	 conjuntamente	 con	 el	 certificado	 de
retenciones	de	rentas	de	cuarta	y	quinta	categoría	del	Impuesto	a	la	Renta.
CAPÍTULO	QUINTO
Servicio	Nacional	de	Adiestramiento	en	Trabajo
Industrial	(Senati)
CONTRIBUCIÓN	PORCENTUAL
Ley	26272.
ART.	11.—Las	personas	naturales	o	jurídicas	que	desarrollen
actividades	industriales	comprendidas	en	la	Categoría	D	de	la
“Clasificación	Industrial	Internacional	Uniforme	(CIIU)	de	todas
las	actividades	económicas	de	las	Naciones	Unidas	(Revisión	3)”
están	obligadas	a	contribuir	con	el	Senati	pagando	una
contribución	porcentual	calculada	sobre	el	total	de	las
remuneraciones	que	paguen	a	sus	trabajadores	de	acuerdo	al
siguiente	cronograma	y	porcentajes:
Durante	el	año	1994	................	1,5%
Durante	el	año	1995	................	1,25%
Durante	el	año	1996	................	1,00%
A	partir	de	1997	................	0,75%
Cuando,	además	de	la	actividad	industrial,	una	empresa
desarrolle	otras	actividades	económicas,	el	pago	de	la
contribución	se	hará	únicamente	sobre	el	monto	de	las
remuneraciones	correspondientes	al	personal	dedicado	a	la
actividad	industrial	y	a	labores	de	instalación,	reparación	y
mantenimiento.
D.	S.	139-94-EF.
ART.	1°.—El	presente	reglamento	regula	la	contribución	que	se	refieren	los
artículos	 11	 y	 12	 de	 la	 Ley	 N°	 26272,	 Ley	 del	 Servicio	 Nacional	 de
Adiestramiento	en	Trabajo	Industrial	(Senati).
Cuando	en	el	texto	del	presente	reglamento	se	utilicen	los	términos	“Ley”	y
“Contribución”	sin	el	agregado	de	números	o	letras,	se	entenderán	referidos
a	la	Ley	N°	26272	y	a	la	contribución	al	Senati,	respectivamente.
D.	S.	139-94-EF.
ART.	2°.—En	concordancia	con	lo	establecido	en	los	artículos	11	y	12	de	la
ley,	la	contribución	grava:
a)	 En	 el	 caso	 de	 empresas	 que	 desarrollan	 exclusivamente	 actividades
industriales	 comprendidas	en	 la	Categoría	D	de	 la	 “Clasificación	 Industrial
Internacional	 Uniforme	 (CIIU)	 de	 todas	 las	 actividades	 económicas	 de	 las
Naciones	Unidas	 (Revisión	3)”,	 el	 total	de	 las	 remuneraciones	que	paguen
sus	trabajadores.
b)	En	el	caso	de	empresas	que	desarrollan	otras	actividades	además	de	las
comprendidas	en	la	categoría	D	de	la	“Clasificación	Industrial	Internacional
uniforme	(CIIU)	de	todas	las	actividades	económicas	de	las	Naciones	Unidas
(Revisión	 3)”,	 las	 remuneraciones	 que	 tales	 empresas	 paguen	 al	 personal
dedicado	 a	 la	 actividad	 industrial	 y	 a	 labores	 de	 instalación,	 reparación	 y
mantenimiento.
c)	En	el	caso	de	empresas	que	no	desarrollan	actividades	comprendidas	en
la	categoría	D	de	 la	 “Clasificación	 Industrial	 Internacional	Uniforme	(CIIU)
de	 todas	 las	actividades	económicas	de	 las	Naciones	Unidas	 (Revisión	3)”,
las	 remuneraciones	 que	 paguen	 al	 personal	 dedicado	 a	 labores	 de
instalación,	 reparación	 y	 mantenimiento	 realizadas	 en	 favor	 de	 la	 propia
empresa	o	de	terceros.
D.	S.	139-94-EF.	
ART.	3°.—Para	efecto	de	 la	contribución,	se	considera	remuneración	todo
pago	 que	 perciba	 el	 trabajador	 por	 la	 prestación	 de	 servicios	 personales,
sujeto	 a	 contrato	 de	 trabajo,	 sea	 cual	 fuere	 su	 origen,	 naturaleza	 o
denominación.
D.	S.	139-94-EF.
ART.	4°.—No	están	comprendidos	como	remuneración	afecta	al	pago	de	la
contribución,	a	que	se	refiere	el	artículo	anterior,	los	siguientes	conceptos:
-	 Las	 gratificaciones	 extraordinarias	 u	 otros	 pagos	 que	 perciba	 el
trabajador	ocasionalmente	a	título	de	liberalidad,	en	razón	del	trabajo	o	con
motivo	del	cese.
-	 Las	 asignaciones	 que	 se	 otorguen	 por	 nacimiento	 de	 hijo,	 matrimonio,
fallecimiento	y	otras	de	semejante	naturaleza.
-	La	compensación	por	tiempo	de	servicios.
-	 La	 participación	 en	 las	 utilidades	 de	 la	 empresa	 o	 la	 asignación
sustitutoria.
-	El	costo	o	valor	de	las	condiciones	de	trabajo.
-	 El	 valor	 de	 los	 pasajes,	 siempre	 que	 esté	 supeditado	 a	 la	 asistencia	 al
centro	de	trabajo	y	que	razonablemente	cubra	el	respectivo	traslado.
-	 Los	 bienes	 que	 la	 empresa	 otorgue	 a	 sus	 trabajadores	 de	 su	 propia
producción,	en	cumplimiento	de	convenios	colectivos	de	trabajo.
-	Las	pensiones	de	jubilación	y/o	invalidez	a	cargo	de	la	empresa.
-	Los	montos	otorgados	al	trabajador	para	el	cumplimiento	de	sus	labores	o
con	 ocasión	 de	 sus	 funciones,	 tales	 como	 movilidad,	 viáticos,	 gastos	 de
representación,	 vestuario	 y	 similares,	 siempre	 que	 no	 sean	 de	 libre
disponibilidad	del	trabajador	y	que	por	su	monto	o	naturaleza	no	revelen	el
propósito	de	evadir	la	contribución.
D.	S.	139-94-EF.
ART.	5°.—La	obligación	de	la	contribución	se	origina	en	la	fecha	en	que	se
abonen	las	remuneraciones.
LABORES	DE	INSTALACIÓN
Ley	26272.
ART.	12.—Las	empresas	que	no	desarrollan	actividades
comprendidas	dentro	de	la	categoría	D	de	la	“Clasificación
Industrial	Internacional	Uniforme	(CIIUD)	de	todas	las	actividades
económicas	de	las	Naciones	Unidas	(Revisión	3)”	pagarán	la
contribución	a	la	que	se	refiere	el	artículo	anterior	sobre	las
remuneraciones	del	personal	dedicado	a	labores	de	instalación,
reparación	y	mantenimiento	realizadas	tanto	a	favor	de	la	propia
empresa	cuanto	de	terceros.
Incorporado.	Ley	26449,	Art.	Único.	No	están	obligadas	al	pago
de	la	contribución	establecida	en	el	párrafo	precedente,	las
empresas	que	se	dediquen	a	la	instalación,	reparación	y
mantenimiento	dentro	de	la	actividad	de	la	construcción,
comprendidas	en	la	categoría	“F”,	División	45	del	CIIU	(Revisión
3)	y	que	están	afectas	a	la	contribución	al	Sencico.
D.	S.	139-94-EF.
ART.	 6°.—El	 Servicio	 Nacional	 de	 Adiestramiento	 en	 Trabajo	 Industrial
(Senati)	 es	 el	 encargado	 de	 la	 administración	 de	 la	 contribución	 a	 que	 se
refieren	los	artículos	11	y	12	de	la	ley.
D.	S.	139-94-EF.
ART.	7°.—Son	aplicables	a	la	contribución	que	se	refieren	los	artículos	11	y
12	de	la	ley,	las	normas	del	Código	Tributario.
EMPRESAS	EXCLUIDAS
Ley	26272.
ART.	13.—Las	empresas	que	durante	el	año	anterior	hubieran
tenido	un	promedio	de	veinte	trabajadores	o	menos	dedicados	a
las	actividades	económicas	a	las	que	se	refieren	los	artículos	11	y
12	de	la	presente	ley,	no	están	obligadas	al	pago	de	la
contribución	que	en	ellos	se	establece.
CAPÍTULO	SEXTO
Contribución	al	Servicio	Nacional	de	Capacitación
para	la	Industria	de	la	Construcción	(Sencico)
SINOPSIS	DE	LA	CONTRIBUCIÓN	AL	SENCICO
Contribuyentes
Personas	 naturales	 o	 jurídicas	 que	 desarrollen	 actividades
industriales	 comprendidas	 en	 la	 Gran	 División	 5	 de	 la
Clasificación	Industrial	Internacional	Uniforme	(CIIU).
Base	imponible
Total	 de	 ingresos	 que	 perciban	 por	 concepto	 de	 materiales,
mano	 de	 obra,	 gastos	 generales,	 dirección	 técnica,	 utilidad	 y
cualquier	otro	 elemento	 facturado	al	 cliente	 cualquiera	 sea	 el
sistema	de	contratación	de	obras.
Tasa
La	tasa	de	la	contribución	al	Sencico	es	equivalente	al	dos	por
mil	(2/000).
	
D.	Leg.	147.
ART.	20.—Constituyen	recursos	propios,	permanentes	e
intangibles	del	Sencico:
a)	El	producto	del	aporte	a	que	se	refiere	el	artículo	21	de	esta
ley,	así	como	de	las	sanciones	de	naturaleza	tributaria	aplicable	a
dicho	aporte;
(...).
D.	Leg.	147.
ART.	21.—Las	personas	naturales	y	jurídicas	que	desarrollen
actividades	industriales	comprendidas	en	la	Gran	División	5	de	la
Clasificación	Industrial	Internacional	Uniforme	(CIIU)	de	las
Naciones	Unidas,	están	obligadas	a	pagar	al	Sencico	un	aporte
establecido	por	el	Art.	15	del	inciso	a)	del	D.	L.	N°	21673
concordante	con	el	Art.	2°	del	D.	S.	N°	034-80-EF,	del	22	de
febrero	de	1980,	aporte	equivalente	al	cinco	por	mil	(5/000)
(hoy:	dos	por	mil,	2/000)	aplicable	sobre	el	total	de	los	ingresos
que	perciban	por	concepto	de	materiales,	mano	de	obra,	gastos
generales,	dirección	técnica,	utilidad	y	cualquier	otro	elemento
facturado	al	cliente	cualquiera	que	sea	el	sistema	de	contratación
de	obras.	Este	aporte	tal	como	lo	establece	el	Art.	5°	del	D.	S.	N°
0103-77-EF	del	16	de	agosto	de	1977,	será	deducible	de	la	renta
neta	de	las	empresas	constructoras	para	efectos	del	Impuesto	a	la
Renta.
NOTA:	Los	artículos	indicados	del	D.	L.	N°	21673	y	del	D.	S.	N°	034-80-EF	establecen	que	constituyen
recursos	del	Sencico	los	aportes	de	las	empresas	constructoras.
D.	Leg.	147.
ART.	24.—Serán	de	aplicación	las	disposiciones	del	Código
Tributario	en	aquellos	aspectos	en	que	fuere	pertinente.
D.	L.	21673.
ART.	15.—Constituyen	recursos	del	Sencico:
a)	Los	aportes	de	las	empresas	constructoras	de	acuerdo	a	lo	que
prescribirá	el	reglamento	respectivo;
(…).
D.	S.	103-77-EF.
ART.	 5°.—El	 aporte	 será	 deducible	 de	 la	 renta	 neta	 de	 las	 empresas
constructoras,	para	efectos	del	Impuesto	a	la	Renta.
TASAS	APLICABLES
D.	Leg.	786.
ART.	1°.—Modificado.	Ley	26485,	Art.	1°.	El	aporte	a	favor	del
Servicio	Nacional	de	Capacitación	para	la	Industria	de	la
Construcción	(Sencico),	establecido	en	el	artículo	21	del	Decreto
Legislativo	N°	147,	se	aplica	sobre	la	base	imponible	de	acuerdo	al
siguiente	cronograma	y	porcentajes:
-	Durante	el	año	1994,	cinco	por	mil.
-	Durante	el	año	1995,	cuatro	por	mil.
-	A	partir	del	año	1996,	dos	por	mil.
TÍTULO	OCTAVO
Embargo	de	las	Remuneraciones
BIENES	INEMBARGABLES
C.	P.	C.
ART.	648.—Son	inembargables:
1.	Los	bienes	del	Estado.
Las	resoluciones	judiciales	o	administrativas,	consentidas	o
ejecutoriadas	que	dispongan	el	pago	de	obligaciones	a	cargo	del
Estado,	sólo	serán	atendidas	con	las	partidas	previamente
presupuestadas	del	sector	al	que	correspondan;
2.	Los	bienes	constituidos	en	patrimonio	familiar,	sin	perjuicio	de
lo	dispuesto	por	el	artículo	492	del	Código	Civil;
3.	Las	prendas	de	estricto	uso	personal,	libros	y	alimentos
básicos	del	obligado	y	de	sus	parientes	con	los	que	conforma	una
unidad	familiar,	así	como	los	bienes	que	resultan	indispensables
para	su	subsistencia;
4.	Los	vehículos,	máquinas,	utensilios	y	herramientas
indispensables	para	el	ejercicio	directo	de	la	profesión,	oficio,
enseñanza	o	aprendizaje	del	obligado;
5.	Las	insignias	condecorativas,	los	uniformes	de	los	funcionarios
y	servidores	del	Estado	y	las	armas	y	equipos	de	los	miembros	de
las	Fuerzas	Armadas	y	de	la	Policía	Nacional;
6.	Las	remuneraciones	y	pensiones,	cuando	no	excedan	de	cinco
unidades	de	referencia	procesal.	El	exceso	es	embargable	hasta
una	tercera	parte.
Cuando	se	trate	de	garantizar	obligaciones	alimentarias,	el
embargo	procederá	hasta	el	sesenta	por	ciento	del	total	de	los
ingresos,	con	la	sola	deducción	de	los	descuentos	establecidos	por
ley;
7.	Las	pensiones	alimentarias;
8.	Los	bienes	muebles	de	los	templos	religiosos;	y,
9.	Los	sepulcros.
No	obstante,	pueden	afectarse	los	bienes	señalados	en	los	incisos
3	y	4,	cuando	se	trata	de	garantizar	el	pago	del	precio	en	que	han
sido	adquiridos.	También	pueden	afectarse	los	frutos	de	los
bienes	inembargables,	con	excepción	de	los	que	generen	los
bienes	señalados	en	el	inciso	1.
JURISPRUDENCIA.—Las	deudas	se	pueden	compensar	con	remuneraciones	o
pensiones	cuando	la	decisión	es	libre	y	voluntaria.	“(...)	A	entender	de	este
colegiado,	la	prohibición	de	afectar	remuneraciones	y	pensiones	menores	a
5	URP	requiere	diferenciar	aquel	caso	donde	el	consumidor	libre	y
voluntariamente	decide	afectar	libremente	los	fondos	de	su	cuenta	de
remuneraciones	o	pensiones	para	el	pago	de	las	obligaciones	que	mantiene
con	una	institución	bancaria,	de	aquel	otro	supuesto	en	que	un	acreedor
recurre	a	la	autoridad	jurisdiccional	para	lograr	forzadamente	una	medida
de	embargo	sobre	los	fondos	de	la	cuenta	de	remuneraciones	o	pensiones
con	el	propósito	de	asegurar	el	cumplimiento	de	la	prestación	debida.	En	el
primer	supuesto,	no	estamos	en	presencia	de	un	acto	que	deba	ser	siempre
entendido	como	perjudicial	para	el	consumidor	como	para	generar	una
regla	de	prohibición	absoluta.	(...)	Este	cargo	automático	es	una	facilidad
para	el	consumidor,	quien	se	libera	de	la	responsabilidad	de	acercarse	a	una
agencia	bancaria	para	lograr	el	cumplimiento	de	la	obligación	y	puede
administrar	de	mejor	manera	sus	distintas	deudas	y	su	propio	tiempo,	pues
en	virtud	de	la	autorización	previa,	el	banco	compensará	automáticamente
los	activos	del	consumidor	que	mantiene	en	su	poder	(cuenta	de	ahorros)
con	las	acreencias	que	el	banco	mantiene	frente	a	aquél.	(...).
En	el	segundo	supuesto,	el	consumidor	imprevistamente	ve	afectada	sus
remuneraciones	debido	a	la	propia	naturaleza	del	embargo	que	además	se
dicta	inaudita	parte,	situación	que	podría	afectar	la	proyección	y	provisión
de	ingresos	realizada	por	el	consumidor	para	la	atención	de	sus	necesidades
básicas	en	el	corto	plazo	e,	incluso,	poner	en	riesgo	su	propia	subsistencia.
En	la	misma	desprotección	se	encontraría	aquel	consumidor	que	ve
afectado	sus	haberes	sin	haber	previamente	consentido	la	compensación	a
favor	de	su	acreedor.	Aquí	es	donde	cobra	sentido	la	protección	que	el
sistema	normativo	otorga	a	la	remuneración	de	los	trabajadores	al
considerarla	inembargable.	(...)
Atendiendo	a	las	consideraciones	señaladas,	la	sala	considera	precisar	su
criterio	contenido	en	la	Resolución	0199-2010/SC2-Indecopi,	diferenciando
el	embargo	sobre	haberes	o	pensiones	de	aquel	supuesto	en	que	el
consumidor	afecta	voluntariamente	su	remuneración	o	pensión	para
atender	en	vía	de	compensación	sus	obligaciones.	La	prohibición	de
afectación	de	remuneraciones	o	pensiones	contenida	en	el	artículo	648	del
Código	Procesal	Civil	cobra	sentido	únicamente	en	su	literalidad;	esto	es,	en
el	caso	específico	de	embargos,	mas	no	en	la	compensación	libre	y
voluntariamente	pactada	con	el	consumidor.	(...).”	(Indecopi,	R.	3448-
2011/SC2-Indecopi,	jul.	02/2010.	Pres.	Camilo	Nicanor	Carrillo	Gómez)
COMENTARIO.—Embargo	 recaído	 sobre	 las	 remuneraciones.	 Dado	 el
carácter	 alimentario	 de	 que	 gozan	 las	 remuneraciones	 y	 pensiones,	 la
legislación	 restringe	 su	 embargo	 en	 protección	 del	 trabajador	 y	 de	 sus
dependientes.
Procede	 el	 embargo,	 reza	 el	 artículo	 648	 del	 C.P.C.	 en	 su	 numeral	 sexto,
sobre	 las	 remuneraciones	 y	 pensiones	 cuyo	 monto	 exceda	 las	 cinco
unidades	de	referencia	procesal	y	sólo	hasta	la	tercera	parte	de	este	exceso.
Obsérvese	 que	 la	 inembargabilidad	 afecta	 únicamente	 a	 las
remuneraciones	 y	 no	 a	 otros	 conceptos	 no	 remunerativos	 como	 las
gratificaciones	extraordinarias	o	la	CTS,	por	ejemplo.
Los	 embargos	 originados	 en	 obligaciones	 alimentarias	 tienen	 un
tratamiento	legal	distinto,	puesto	que	proceden	hasta	el	sesenta	por	ciento
(60%)	del	total	de	los	ingresos	del	trabajador,	con	la	sola	deducción	de	los
aportes,	contribuciones	e	impuestos	a	su	cargo.
CASO	 PRÁCTICO.—Embargo	 por	 alimentos	 sobre	 los	 haberes	 de	 un
trabajador.
Descripción
A	un	trabajador	el	juzgado	competente	ordena	que	se	ejecute	el
embargo	 para	 garantizar	 obligaciones	 alimentarias	 hasta	 por	 el
cincuenta	por	ciento	del	total	de	sus	ingresos,	una	vez	efectuada
la	detracción	de	los	descuentos	establecidos	por	ley.
El	trabajador	percibe	S/.	800	de	remuneración	mensual,	más	S/.
100	 de	 movilidad	 y	 S/.	 100	 adicionales	 por	 concepto	 de
Ejemplo
alimentación.
De	 su	 haber	 mensual,	 el	 empleador	 descuenta	 S/.	 80	 por	 la
compra	de	un	producto.
Luego	de	las	deducciones	de	ley,	13%	por	pensiones	(calculado
sobre	 las	 remuneraciones,	 a	 saber,	 S/.	 800	 más	 S/.	 100	 por
alimentación)	 el	 trabajador	 percibiría	 la	 suma	 de	 S/.	 783
resultante	de	la	operación	(S/.	900	-	13%)	+	S/.	100	de	movilidad.
El	monto	embargado	a	favor	del	demandante	por	alimentos	será
entonces	de	S/.	441,50.
De	 los	 S/.	 441,50	 que	 corresponde	 al	 trabajador,	 se	 seguirá
haciendo	el	descuento	por	la	compra	efectuada.
Base	legal C.P.C.,	Art.	648,	numeral	6,	segundo	párrafo.
	
TÍTULO	NOVENO
Utilidades
PARTICIPACIÓN	EN	LAS	UTILIDADES
D.	Leg.	892.
ART.	1°.—El	presente	decreto	legislativo	regula	el	derecho	de	los
trabajadores	sujetos	al	régimen	laboral	de	la	actividad	privada,	a
participar	en	las	utilidades	de	las	empresas	que	desarrollan
actividades	generadoras	de	rentas	de	tercera	categoría.
Const.
ART.	29.—El	Estado	reconoce	el	derecho	de	los	trabajadores	a	participar	en
las	utilidades	de	la	empresa	y	promueve	otras	formas	de	participación.
D.	S.	009-98-TR.
ART.	 1°.—Cuando	 en	 el	 presente	 reglamento	 se	 haga	 mención	 a	 la	 ley,
deberá	entenderse	referida	al	Decreto	Legislativo	N°	892.
JURISPRUDENCIA.—La	retención	sobre	los	ingresos	del	trabajador	por
pensión	de	alimentos	abarca	el	pago	de	las	utilidades.	“(...)	En	el	caso	de
autos,	pese	a	existir	sentencia	firme,	los	órganos	judiciales	demandados	al
desestimar	el	pedido	de	la	recurrente,	consagraron	la	exclusión	de	las
utilidades	como	ingreso	integrante	del	monto	de	la	pensión	de	alimentos
que	debe	ser	otorgado	por	don	(…),	lo	cual	crea	convicción	en	este	colegiado
de	que	en	efecto	las	resoluciones	cuestionadas	expedidas	contravienen	e
infringen	lo	resuelto	en	la	sentencia	firme,	vulnerando	de	este	modo	el
derecho	a	la	efectividad	de	las	resoluciones	judiciales.	Y	es	que	la	orden	que
establece	el	pago	de	la	pensión	de	alimentos	a	favor	de	la	recurrente	señala
expresa	y	claramente	que	se	le	‘acuda	en	forma	mensual	y	adelantada	con
una	pensión	alimenticia	que	se	fija	en	cincuenta	por	ciento	del	total	de	los
ingresos	que	percibe	el	demandado,	incluidos	bonificaciones	especiales,
horas	extras,	aumentos,	vacaciones,	gratificaciones,	escolaridad	y	demás
ingresos	adicionales	(…)’.	Por	tanto	debe	interpretarse	que	dicho	mandato
incluye	el	ingreso	por	concepto	de	utilidades,	pues	suponer	lo	contrario
implicaría	aceptar	que	la	sentencia	expresamente	la	ha	excluido,	situación
que	no	se	ha	dado	así,	por	lo	que	constituye	en	todo	caso	una	negligencia	del
propio	demandado	el	no	solicitar	la	correspondiente	aclaración	y/o
corrección	oportuna	de	la	sentencia	a	efectos	de	excluir	dicho	concepto.
Se	debe	precisar	además	que	la	sentencia	recaída	en	el	proceso	de
alimentos	alude	textualmente	a	‘ingresos’,	mas	no	se	refiere	a
‘remuneraciones’,	por	lo	que	constituye	un	interés	fraudulento	calificar	o
encasillar	a	las	utilidades	bajo	un	rubro	o	criterio	que	no	fue	expresado	en	la
aludida	resolución,	ello	con	el	fin	de	no	descontarse	los	ingresos	por
utilidades.”	(T.	C.,	Exp.	00750-2011-PA/TC,	feb.	01/2012.	S.	S.	Mesía
Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—El	Constitucional	vuelve	a	señalar	que	la	pensión	de
alimentos	incluye	y	afecta	a	las	utilidades	y	a	todo	concepto	que	se	pueda
percibir.	“En	el	caso	de	autos,	el	juez	revisor	del	proceso	alimentos	sustenta
razonablemente	su	decisión	al	considerar	que	las	utilidades	deben	ser
incluidas	como	concepto	afectable	para	la	pensión	alimenticia	otorgada,	al
estimar	que	dicho	rubro	resulta	ser	un	incentivo	utilizado	como	suplemento
de	las	técnicas	tradicionales	de	sueldos	y	salarios	y	por	lo	tanto	son	un
beneficio	para	el	trabajador,	consecuentemente	también	deben	ser
otorgados	proporcionablemente	a	las	alimentistas	mediante	la	pensión	de
alimentos,	toda	vez	que	de	acuerdo	al	artículo	481	del	Código	Procesal	Civil,
los	alimentos	deben	darse	en	proporción	a	las	necesidades	de	quien	los	pide
y	de	acuerdo	a	las	posibilidades	del	obligado,	sobre	quien	recae	una
compensación	(utilidad)	susceptible	de	ser	afectada	de	acuerdo	en	función
del	porcentaje	otorgado	en	la	sentencia	originaria.
16.	Cabe	resaltar	que	en	el	presente	caso	se	ha	verificado	no	solo	la
posibilidad	del	obligado	de	asistir	en	la	manutención	de	sus	hijas	con	sus
ingresos	por	utilidades,	sino	también	la	necesidad	de	las	alimentistas	en	ser
acudidas	con	dicho	rubro	para	cubrir	sus	necesidades,	debiéndose
esclarecer	que	aun	cuando	se	haya	peticionado	en	la	demanda	la	afectación
de	todos	los	ingresos,	el	principio	de	congruencia	no	obliga	a	que	se	acceda
a	lo	solicitado,	sino	a	que	se	motive	tanto	las	razones	de	la	afectación	como
de	su	exclusión	si	este	fuere	el	caso	en	la	medida	que	los	jueces	consideren
la	innecesaria	afectación	de	algún	ingreso.
17.	Por	otro	lado	y	evidenciándose	que	el	recurrente	ha	insistido	en	que	el
concepto	de	las	utilidades	no	fue	peticionado	de	manera	expresa	en	la
demanda,	(denunciándose	como	un	pedido	posterior	a	la	sentencia	de
primera	instancia)	es	menester	señalar	que	del	escrito	de	fojas	5	se
desprende	que	la	petición	formalizada	abarca	un	monto	equivalente	al	60%
de	todos	sus	ingresos	y	haberes,	con	lo	cual	se	acredita	el	legítimo	reclamo
de	impugnar	la	sentencia	originaria	que	excluía	dicho	concepto,
salvaguardándose	de	este	modo	el	principio	de	congruencia,	por	cuanto
habiéndose	solicitado	la	afectación	total	de	los	ingresos	y	habiéndose
determinado	por	los	fundamentos	antes	expuestos	que	es	posible	la
afectación	de	cualquier	concepto	no	remunerativo,	se	ha	podido	apreciar
que	no	existe	vulneración	del	derecho	a	la	debida	motivación	de	las
resoluciones	judiciales	ni	del	principio	de	congruencia	(…)”.	(T.	C,	Exp.
03972-2012-PA/TC,	set.	27/2013.	S.	S.	Urviola	Hani)
DOCTRINA.—Concepción	de	participación	de	las	utilidades.	“La	Oficina
Internacional	 del	 Trabajo	 define	 a	 la	 participación	 de	 utilidades	 como	 ‘el
sistema	 de	 remuneración	 por	 el	 que	 el	 empleador	 da	 participación	 al
conjunto	de	sus	trabajadores	en	los	beneficios	netos	de	la	empresa,	además
de	pagarles	el	salario	normal’.	En	el	Congreso	Internacional	de	Participación
de	 Utilidades	 que	 tuvo	 lugar	 en	 París	 en	 1889,	 se	 le	 definió	 como	 ‘un
acuerdo	 expreso	 o	 tácito,	 concertado	 libremente,	 en	 virtud	 del	 cual	 el
obrero	 o	 el	 empleado	 recibe	 una	 parte,	 fijada	 de	 antemano,	 de	 los
beneficios”.	 (CAVAZOS	 FLORES,	 Baltazar.	 El	 Nuevo	 Derecho	 del	 Trabajo
Mexicano,	Trillas,	México,	2000;	pág.	264)
DOCTRINA.—Régimen	de	participación	en	las	utilidades.	“El	derecho	de
los	 trabajadores	 a	 participar	 en	 las	 utilidades	 de	 las	 empresas	 podría
constituir,	de	ser	aplicado	adecuadamente,	un	 instrumento	razonable	para
amortiguar	 los	 efectos	 de	 la	 lucha	 de	 clases”.	 (DE	BUEN	 LOZANO,	Néstor.
Derecho	del	Trabajo,	Porrúa,	México,	2001;	pág.	283)
PORCENTAJES
D.	Leg.	892.
ART.	2°.—Los	trabajadores	de	las	empresas	comprendidas	en	el
presente	decreto	legislativo	participan	en	las	utilidades	de	la
empresa,	mediante	la	distribución	por	parte	de	ésta	de	un
porcentaje	de	la	renta	anual	antes	de	impuestos.	El	porcentaje
referido	es	como	sigue:
Empresas	pesqueras	10%
Empresas	de	telecomunicaciones	10%
Empresas	industriales	10%
Empresas	mineras	8%
Empresas	de	comercio	al	por	mayor
y	al	por	menor	y	restaurantes	8%
Empresas	que	realizan	otras	actividades	5%
Dicho	porcentaje	se	distribuye	en	la	forma	siguiente:
a)	50%	será	distribuido	en	función	a	los	días	laborados	por	cada
trabajador,	entendiéndose	como	tales	los	días	real	y
efectivamente	trabajados.
A	ese	efecto,	se	dividirá	dicho	monto	entre	la	suma	total	de	días
laborados	por	todos	los	trabajadores,	y	el	resultado	que	se
obtenga	se	multiplicará	por	el	número	de	días	laborados	por	cada
trabajador.
b)	50%	se	distribuirá	en	proporción	a	las	remuneraciones	de
cada	trabajador.
A	ese	efecto,	se	dividirá	dicho	monto	entre	la	suma	total	de	las
remuneraciones	de	todos	los	trabajadores	que	correspondan	al
ejercicio	y	el	resultado	obtenido	se	multiplicará	por	el	total	de	las
remuneraciones	que	corresponda	a	cada	trabajador	en	el
ejercicio.
La	participación	que	pueda	corresponderle	a	los	trabajadores
tendrá	respecto	de	cada	trabajador,	como	límite	máximo,	el
equivalente	a	dieciocho	(18)	remuneraciones	mensuales	que	se
encuentren	vigentes	al	cierre	del	ejercicio.
Se	entiende	por	remuneración	la	prevista	en	los	artículos	39	y	40
del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo.
D.	S.	009-98-TR.
ART.	3°.—Para	determinar	la	actividad	que	realizan	las	empresas	obligadas
a	distribuir	utilidades,	de	conformidad	con	el	artículo	2°	de	la	ley,	se	tomará
en	 cuenta	 la	 Clasificación	 Internacional	 Industrial	 Uniforme	 (CIIU)	 de	 las
Naciones	Unidas,	Revisión	3,	salvo	ley	expresa	en	contrario.
En	 caso	 que	 la	 empresa	 desarrolle	 más	 de	 una	 actividad	 de	 las
comprendidas	 en	 el	 artículo	 2°	 de	 la	 ley,	 se	 considerará	 la	 actividad
principal,	entendiéndose	por	ésta	a	la	que	generó	mayores	ingresos	brutos
en	el	respectivo	ejercicio.
D.	S.	009-98-TR.
ART.	 4°.—Para	 la	 aplicación	 del	 inciso	 a)	 del	 artículo	 2°	 de	 la	 ley,	 se
entenderá	por	días	laborados,	a	aquellos	en	los	cuales	el	trabajador	cumpla
efectivamente	 la	 jornada	 ordinaria	 de	 la	 empresa,	 así	 como	 las	 ausencias
que	deben	ser	consideradas	como	asistencias	para	todo	efecto,	por	mandato
legal	expreso.	Tratándose	de	trabajadores	que	laboran	a	tiempo	parcial,	se
sumará	 el	 número	 de	 horas	 laboradas	 de	 acuerdo	 a	 su	 jornada,	 hasta
completar	la	jornada	ordinaria	de	la	empresa.
COMENTARIO.—Concepto	 de	 días	 laborados	 para	 efectos	 del	 cálculo
de	 utilidades.	 De	 acuerdo	 con	 el	 texto	 del	 artículo	 4°	 del	 reglamento,	 se
entiende	 por	 días	 laborados	 a	 aquellos	 en	 los	 que	 se	 labora	 la	 jornada
ordinaria	y	 también	a	 los	de	ausencias	que	“deben	ser	considerados	como
asistencias	para	todo	efecto,	por	mandato	legal	expreso”.
La	prescripción	reglamentaria	obliga	a	ubicar	al	interior	del	ordenamiento
laboral	vigente,	aquellas	disposiciones	que	con	alcance	general	determinan
qué	días	de	 inasistencia	deben	ser	considerados	como	de	 trabajo	efectivo.
Podemos	reseñar	las	siguientes:
-	 La	 licencia	 o	 permiso	 sindical	 a	 que	 alude	 el	 artículo	 32	 de	 la	 Ley	 de
Relaciones	Colectivas	de	Trabajo,	hasta	el	límite	de	treinta	días	por	año,	por
dirigente.
-	Los	días	de	suspensión	de	 la	 relación	de	 trabajo	como	consecuencia	del
cierre	temporal	del	establecimiento	en	aplicación	de	una	sanción	de	índole
tributaria,	según	el	texto	del	artículo	183	del	Código	Tributario.
-	Los	días	de	suspensión	de	 los	efectos	del	 contrato	de	 trabajo	cuando	se
comprueba	 que	 la	 causal	 invocada	 es	 inexistente	 o	 improcedente,	 de
acuerdo	a	lo	expresado	en	el	artículo	23	del	Decreto	Supremo	N°	001-96-TR.
Existen,	 sí,	 una	 diversidad	 de	 normas	 de	 carácter	 sectorial	 que	 regulan
determinados	beneficios	y	especifican	de	modo	particular	en	qué	casos	las
suspensiones	 del	 contrato	 de	 trabajo	 pueden	 ser	 consideradas	 como	 días
laborados.
Dicha	normatividad	sectorial	(leyes	sobre	gratificación,	compensación	por
tiempo	 de	 servicios,	 vacaciones	 y	 otros,	 por	 ejemplo),	 si	 bien	 coincide	 en
determinados	supuestos,	no	es	siempre	uniforme.
D.	S.	009-98-TR.
ART.	5°.—En	el	caso	del	personal	no	sujeto	al	cumplimiento	de	un	horario	o
a	 control	 de	 ingreso	 y	 salida,	 no	 será	 de	 aplicación	 el	 artículo	 anterior,
debiendo	considerarse	como	días	efectivos	de	trabajo,	todos	los	laborables
en	la	empresa,	salvo	prueba	en	contrario.
D.	S.	009-98-TR.
ART.	6°.—Para	efectos	del	 inciso	b)	del	artículo	2°	de	 la	 ley,	 se	considera
como	 remuneración	 a	 la	 prevista	 en	 el	 artículo	 6°	 del	 TUO	 de	 la	 Ley	 de
Productividad	 y	 Competitividad	 Laboral,	 excluyéndose	 los	 conceptos
previstos	en	el	artículo	7°	de	dicha	ley.
COMENTARIO.—Límite	 máximo	 de	 la	 participación	 en	 las	 utilidades
por	cada	trabajador.	El	párrafo	penúltimo	del	artículo	segundo	del	Decreto
Legislativo	N°	892,	establece	en	dieciocho	(18)	remuneraciones	mensuales
que	 se	 encuentren	 vigentes	 al	 cierre	 del	 ejercicio,	 el	 máximo	 de	 la
participación	 en	 las	 utilidades	 que	 le	 corresponderían	 a	 cada	 trabajador.
Quiere	 esto	 decir	 que	 la	 remuneración	base	de	 cálculo	 será	 la	 del	mes	de
diciembre,	sin	inclusión	de	la	gratificación	de	Navidad,	puesto	que	la	norma
se	refiere	únicamente	a	conceptos	de	periodicidad	mensual.
El	artículo	7°	del	 reglamento,	 sin	embargo,	prescribe	una	metodología	no
coincidente	 con	 el	 enunciado	 legal,	 al	 señalar	 que	 la	 base	 de	 cálculo	 para
determinar	 el	 tope	 será	 el	 monto	 promedio	 de	 las	 remuneraciones
percibidas	por	el	trabajador	durante	el	ejercicio	correspondiente.
Si	bien	es	cierto	que	en	 la	generalidad	de	 los	casos	 la	aplicación	del	 texto
reglamentario	sería	más	favorable	a	los	trabajadores	–dado	que	incluiría	las
gratificaciones	 de	 julio	 y	 diciembre,	 así	 como	 otros	 conceptos
remuneratorios–	 al	 hacer	 posible	 que	 perciban	 un	 monto	 mayor	 en
concepto	de	participación	en	las	utilidades,	hay	que	tener	en	cuenta	que	en
supuestos	 de	 contradicción	 o	 conflicto	 de	 normas	 laborales	 de	 distinto
rango	no	es	el	 criterio	de	 la	 favorabilidad	el	que	debe	 seguirse,	 sino	el	de
jerarquía.	 Por	 tanto,	 debe	 otorgarse	 primacía	 al	 artículo	 2°	 del	 decreto
legislativo.
REMANENTE	PARA	CAPACITACIÓN
D.	Leg.	892.
ART.	3°.—Modificado.	Ley	28756,	Segunda	Disposición
Complementaria	y	Final.	De	existir	un	remanente	entre	el
porcentaje	que	corresponde	a	la	actividad	de	la	empresa	y	el
límite	en	la	participación	en	las	utilidades	por	trabajador,	a	que	se
refiere	el	artículo	2°	del	presente	decreto	legislativo,	se	aplicará
en	la	capacitación	de	trabajadores	y	a	la	promoción	de	empleo,	a
través	de	la	creación	de	un	fondo,	de	acuerdo	a	los	lineamientos,
requisitos,	condiciones	y	procedimientos	que	se	establezcan	en	el
reglamento,	así	como	a	proyectos	de	inversión	pública.	Los
recursos	del	fondo	serán	destinados	exclusivamente	a	las	regiones
donde	se	haya	generado	el	remanente,	con	excepción	de	Lima	y
Callao.
D.	S.	009-98-TR.
ART.	 7°.—La	 remuneración	 que	 servirá	 de	 base	 para	 determinar	 la
existencia	 del	 remanente,	 a	 que	 se	 contrae	 el	 artículo	 3°	 de	 la	 ley,	 será	 el
promedio	mensual	de	las	remuneraciones	percibidas	por	el	trabajador	en	el
ejercicio	anual	correspondiente.
D.	S.	009-98-TR.
ART.	 8°.—Modificado.	 D.	 S.	 017-2011-TR,	 Art.	 2°.	 El	 remanente	 será
destinado	 al	 Fondo	Nacional	 de	 Capacitación	 Laboral	 y	 de	 Promoción	 del
Empleo	 (Fondoempleo),	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 3°	 de	 la	 ley,	 para	 el
financiamiento	de	proyectos,	capacitaciones,	emprendimientos	y	otros	que
se	 determinen	 en	 el	marco	 de	 los	 programas	 de	 promoción	 del	 empleo	 y
mejora	 de	 la	 empleabilidad	 del	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del
Empleo,	 y	 para	 la	 capacitación	de	derechos	 fundamentales	 laborales	 a	 los
trabajadores,	con	excepción	de	lo	establecido	en	el	literal	b)	del	artículo	14
de	 la	 presente	 norma;	 así	 como,	 a	 los	 gobiernos	 regionales	 para	 el
financiamiento	de	proyectos	de	inversión	pública	de	alcance	regional,	en	el
caso	que	 la	 región	genere	 remanentes	 superiores	 a	 las	dos	mil	 doscientas
Unidades	 Impositivas	Tributarias	 por	 ejercicio	 (2.200	UIT).	 Los	 proyectos
de	inversión	pública	se	ejecutarán	en	el	marco	de	la	Ley	N°	27293,	Ley	del
Sistema	 Nacional	 de	 Inversión	 Pública,	 su	 reglamento	 y	 las	 normas
especiales	de	la	materia.
Los	recursos	destinados	a	Fondoempleo	serán	utilizados	en	cualquiera	de
las	 regiones	 que	 generaron	 los	 remanentes,	 con	 excepción	 de	 aquellos
originados	 en	 Lima	 Metropolitana	 y	 el	 Callao,	 los	 cuales	 podrán	 ser
invertidos	incluso	en	regiones	que	no	hayan	generado	estos	recursos.
D.	S.	002-2005-TR.
Primera	 Disposición	 Final.—De	 las	 referencias	 al	 Foncalproem.	 Toda
referencia	 al	 Foncalproem	 deberá	 entenderse	 referida	 a	 Fondoempleo	 a
partir	de	la	entrada	en	vigencia	de	este	dispositivo.
D.	S.	009-98-TR.
ART.	 9°.—Modificado.	 D.	 S.	 017-2011-TR,	 Art.	 2°.	 Al	 vencimiento	 del
plazo	para	la	presentación	de	la	Declaración	Jurada	Anual	del	Impuesto	a	la
Renta,	las	empresas	generadoras	de	renta	de	tercera	categoría,	obligadas	en
aplicación	 del	 artículo	 3°	 de	 la	 ley,	 deberán	 informar	 a	 Fondoempleo	 el
monto	de	los	remanentes	que	hayan	generado	por	cada	región,	precisando
el	 ejercicio	 en	 que	 se	 generó	 el	 remanente	 y	 considerando	 el	 centro	 de
trabajo	en	el	que	habitualmente	prestan	servicios	los	trabajadores	a	los	que
se	les	aplicó	el	límite	individual	de	la	participación	en	las	utilidades	previsto
en	el	artículo	2°	de	la	ley.
En	el	plazo	máximo	de	cinco	días	calendarios	posteriores	a	la	presentación
completa	de	dicha	información,	Fondoempleo	comunicará	a	las	empresas	si
estos	remanentes	exceden	o	no	las	dos	mil	doscientas	Unidades	Impositivas
Tributarias	 (2.200	 UIT)	 que	 corresponden	 por	 cada	 región.	 El	 aporte	 del
remanente	a	Fondoempleo	y	a	 la	 región	en	 la	que	 se	generó	éste,	 en	 caso
corresponda,	es	efectuado	directamente	por	 las	empresas	generadoras	del
remanente	en	un	plazo	que	no	deberá	exceder	al	previsto	en	el	artículo	6°
de	la	ley,	bajo	responsabilidad.	Podrán	efectuarse	adelantos	de	los	aportes,	a
decisión	de	la	empresa	generadora	del	remanente.
Para	 realizar	 el	 cálculo	 señalado	 se	 deberá	 considerar	 el	 valor	 de	 la	 UIT
vigente	al	cierre	del	ejercicio	en	el	cual	se	haya	generado	el	remanente.
CONTROL	Y	FISCALIZACIÓN	DEL	PAGO	DE	UTILIDADES
D.	S.	017-2011-TR.
ART.	 3°.—De	 la	 publicación	 de	 las	 empresas	 infractoras	 y	 otras
medidas	de	fiscalización	del	pago	de	utilidades.	La	información	señalada
en	 el	 primer	 párrafo	 del	 artículo	 9°	 del	 Decreto	 Supremo	 N°	 009-98-TR,
deberá	ser	remitida	en	el	mismo	plazo	al	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción
del	 Empleo	 para	 que	 pueda	 ser	 utilizada	 en	 las	 fiscalizaciones	 que	 se
efectúen	para	cautelar	el	derecho	de	los	trabajadores	al	pago	de	utilidades.
El	 incumplimiento	 de	 la	 presentación	 de	 esta	 información	 se	 sancionará
como	infracción	leve,	de	conformidad	con	la	Ley	N°	28806,	Ley	General	de
Inspección	del	Trabajo,	y	su	reglamento.
El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	publicará	periódicamente
una	 lista	 de	 las	 empresas	 que	 no	 hayan	 cumplido	 con	 las	 obligaciones
establecidas	en	el	Decreto	Legislativo	N°	892,	y	pondrá	esta	 información	a
disposición	 de	 las	 Centrales	 Privadas	 de	 Información	 de	 Riesgos	 y	 de
Protección	 al	 titular	 de	 la	 Información	 (Cepirs),	 en	 el	 marco	 de	 lo
establecido	por	la	Ley	N°	27489.
D.	S.	017-2011-TR.
ART.	 4°.—Del	 control	 de	 la	 utilización	 de	 los	 recursos	 de
Fondoempleo.	La	disposición	de	 los	recursos	transferidos	a	Fondoempleo
se	 somete	 a	 los	 mecanismos	 de	 control	 institucional	 que	 establezca	 y
aquellos	propios	de	la	ejecución	de	los	programas	de	promoción	del	empleo
y	 mejora	 de	 la	 empleabilidad	 del	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del
Empleo.
D.	S.	009-98-TR.
ART.	10.—Modificado.	D.	S.	017-2011-TR,	Art.	2°.	El	Fondo	Nacional	de
Capacitación	Laboral	y	de	Promoción	del	Empleo,	creado	por	el	artículo	3°
de	 la	 ley,	 es	 una	 persona	 jurídica	 de	 derecho	 privado,	 con	 autonomía
administrativa,	 económica	 y	 financiera,	 circunscribiendo	 su	 actuación	 a	 lo
señalado	en	el	Decreto	Legislativo	N°	892	y	el	presente	reglamento.
El	 fondo	 será	 administrado	 por	 un	 consejo	 directivo,	 el	 cual	 estará
integrado	de	la	siguiente	manera:
a)	Dos	representantes	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,
uno	de	los	cuales	lo	presidirá	y	tendrá	el	voto	dirimente;
b)	Un	representante	del	Ministerio	de	Agricultura;
c)	Un	representante	del	Ministerio	de	la	Producción;
d)	 Un	 representante	 de	 las	 empresas	 generadoras	 de	 los	 remanentes
aportados	al	fondo;
e)	Un	 representante	 de	 los	 trabajadores	 de	 las	 empresas	 generadoras	 de
los	remanentes	aportados	al	fondo.
D.	S.	009-98-TR.
ART.	11.—Modificado.	D.	S.	002-2005-TR,	Art.	1°.	El	representante	de	las
empresas	será	designado	por	aquellas	que	hubieran	generado	remanentes
en	el	ejercicio.
A	falta	de	acuerdo,	dicha	representación	estará	a	cargo	de	la	empresa	que
hubiera	generado	el	mayor	monto	de	remanentes	en	el	respectivo	ejercicio.
La	 designación	 deberá	 ser	 comunicada	 al	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	del	Empleo	a	más	tardar	el	15	de	mayo	de	cada	año.
De	 no	 producirse	 la	 comunicación	 referida	 en	 el	 párrafo	 anterior,	 la
designación	 del	 representante	 corresponderá	 a	 los	 representantes	 de	 los
empleadores	ante	el	Consejo	Nacional	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
D.	S.	009-98-TR.
ART.	 11-A.—Incorporado.	D.	 S.	 002-2005-TR,	 Art.	 2°.	 El	 representante
de	 los	 trabajadores	 será	 elegido	 por	 los	 trabajadores	 de	 aquella	 empresa
que	hubiera	generado	el	mayor	monto	de	remanentes	en	el	ejercicio	y	de	no
producirse	esta	elección	hasta	el	30	de	abril	de	cada	año,	el	representante
de	 los	 trabajadores	 será	 designado	 por	 el	 sindicato	 de	 la	 empresa	 antes
mencionada.
La	 designación	 deberá	 ser	 comunicada	 al	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	del	Empleo	a	más	tardar	el	15	de	mayo	de	cada	año.
De	 no	 producirse	 la	 comunicación	 referida	 en	 el	 párrafo	 anterior,	 la
designación	 del	 representante	 corresponderá	 a	 los	 representantes	 de	 los
trabajadores	ante	el	Consejo	Nacional	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
D.	S.	009-98-TR.
ART.	12.—Modificado.	D.	S.	017-2011-TR,	Art.	2°.	Los	representantes	del
Estado	 serán	 designados	mediante	 resolución	 del	 titular	 del	 sector	 al	 que
representan,	pudiendo	designar	un	suplente.
D.	S.	009-98-TR.
ART.	 13.—Modificado.	 D.	 S.	 002-2005-TR,	 Art.	 1°.	 El	 mandato	 de	 los
miembros	 del	 consejo	 directivo	 que	 no	 representen	 al	 Estado	 será	 de	 un
año,	 debiendo	 éste	 entrar	 en	 funcionamiento	 el	 1	 de	 junio	 del	 año
correspondiente.
Si	 en	 un	 determinado	 ejercicio	 no	 hubieran	 empresas	 generadoras	 de
remanentes,	 el	 mandato	 del	 representante	 de	 las	 empresas	 y	 del	 de	 los
trabajadores,	que	integraron	el	consejo	anterior,	se	prorrogará	por	un	año.
D.	S.	009-98-TR.
ART.	 14.—Modificado.	 D.	 S.	 017-2011-TR,	 Art.	 2°.	 El	 consejo	 directivo
tendrá	las	siguientes	atribuciones:
a)	Aprobar	sus	estatutos	y	las	modificaciones	a	éstos.
b)	 Determinar	 el	 porcentaje	 anual	 que	 será	 destinado	 a	 los	 gastos
operativos	 del	 fondo	 y	 a	 la	 capacitación	 de	 trabajadores	 de	 las	 empresas
aportantes.
c)	Administrar	los	recursos	del	fondo	para	su	utilización	en	los	proyectos,
capacitaciones,	emprendimientos	y	otros	que	se	determinen	en	el	marco	de
lo	establecido	en	el	artículo	8°	de	la	presente	norma.
d)	Aprobar	el	presupuesto	anual	y	controlar	su	debida	ejecución.
e)	Revisar	anualmente	los	resultados	de	la	utilización	de	los	remanentes	a
su	cargo,	pudiendo	proponer	recomendaciones	para	la	utilización	de	dichos
recursos	en	el	siguiente	período	fiscal.
f)	 Fomentar	mecanismos	 de	 transparencia	 en	 el	 uso	 de	 sus	 recursos,	 en
especial	respecto	de	los	trabajadores	y	empresas	aportantes.
g)	Otras	que	sean	necesarias	para	el	mejor	cumplimiento	de	sus	fines.
COMPENSACIÓN	DE	PÉRDIDAS	ANTERIORES
D.	Leg.	892.
ART.	4°.—La	participación	en	las	utilidades	a	que	se	refiere	el
artículo	2°	del	presente	decreto,	se	calculará	sobre	el	saldo	de	la
renta	imponible	del	ejercicio	gravable	que	resulte	después	de
haber	compensado	pérdidas	de	ejercicios	anteriores	de	acuerdo
con	las	normas	del	Impuesto	a	la	Renta.
Ley	28873.
ART.	2°.—Precísase	que	el	 saldo	de	 la	 renta	 imponible	a	que	se	refiere	el
artículo	4°	del	Decreto	Legislativo	N°	892	es	aquél	que	se	obtiene	luego	de
compensar	la	pérdida	de	ejercicios	anteriores	con	la	renta	neta	determinada
en	el	ejercicio,	 sin	que	ésta	 incluya	 la	deducción	de	 la	participación	de	 los
trabajadores	en	las	utilidades.
DOCTRINA.—Cálculo	 de	 la	 participación	 de	 los	 trabajadores	 en	 las
utilidades	incluye	las	rentas	de	fuente	extranjera.	“¿Qué	rentas	se	toman
en	cuenta	para	calcular	la	participación	de	los	trabajadores	en	las	utilidades
de	 la	empresa?	(...)	de	una	 lectura	conjunta	de	 lo	contenido	en	 las	normas
laborales	 y	 tributarias,	 es	 posible	 concluir	 que	 las	 rentas	 provenientes	 de
fuente	extranjera	deben	considerarse	para	la	determinación	de	la	renta	neta
imponible	sobre	la	que	se	calculará	participación	de	los	trabajadores	en	las
utilidades”.	 (MTPE,	 Inf.	 034-2012-MTPE/2/14,	 set.	 26/2012.	 Director
General	de	Trabajo	Christian	Sánchez	Reyes)
TRABAJADORES	CON	DERECHO
D.	Leg.	892.
ART.	5°.—Tienen	derecho	a	participar	en	las	utilidades	todos	los
trabajadores	que	hayan	cumplido	la	jornada	máxima	de	trabajo
establecido	en	la	empresa,	sea	a	plazo	indefinido	o	sujetos	a
cualquiera	de	las	modalidades	contempladas	por	el	Título	III	del
Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728.
Los	trabajadores	con	jornada	inferior	a	la	máxima	establecida,
participarán	en	las	utilidades	en	forma	proporcional	a	la	jornada
trabajada.
Incorporado.	Ley	29783,	Quinta	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Participarán	en	el	reparto	de	las
utilidades	en	igualdad	de	condiciones	del	artículo	2°	y	3°	de	la
presente	norma,	los	trabajadores	que	hayan	sufrido	accidente	de
trabajo	o	enfermedad	ocupacional	y	que	haya	dado	lugar	a
descanso	médico,	debidamente	acreditado,	al	amparo	y	bajo	los
parámetros	de	la	norma	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
COMENTARIO.—Cálculo	 de	 las	 utilidades	 para	 los	 trabajadores
contratados	a	jornada	parcial.	El	artículo	5°	del	D.	Leg.	N°	892	se	limita	a
señalar	que	los	trabajadores	a	jornada	parcial	tendrán	derecho	a	utilidades
de	modo	proporcional	a	su	período	laborado.
Por	su	parte,	el	artículo	4°	del	D.	S.	N°	009-98-TR,	dispone	la	suma	de	las
horas	 laboradas	 por	 el	 trabajador	 a	 jornada	 parcial	 hasta	 alcanzar	 la
jornada	ordinaria	establecida	en	la	empresa.
Así,	si	la	jornada	habitual	en	la	empresa	es	de	ocho	horas	por	día	y	en	ella
laboran	 trabajadores	 contratados	 por	 dos	 horas	 diarias,	 se	 sumarán	 esos
lapsos	 laborados	 hasta	 alcanzar	 las	 ocho	 horas.	 En	 otros	 términos,	 sus
cuatro	días	de	labor	equivalen	a	un	día	de	jornada	ordinaria	a	efectos	de	la
aplicación	 del	 procedimiento	 de	 cálculo	 establecido	 en	 el	 literal	 a)	 del
artículo	2°	del	D.	Leg.	N°	892.
DISTRIBUCIÓN
D.	Leg.	892.
ART.	6°.—La	participación	que	corresponde	a	los	trabajadores
será	distribuida	dentro	de	los	treinta	(30)	días	naturales
siguientes	al	vencimiento	del	plazo	señalado	por	las	disposiciones
legales,	para	la	presentación	de	la	declaración	jurada	anual	del
Impuesto	a	la	Renta.
Vencido	el	plazo	que	contempla	este	artículo	y	previo
requerimiento	de	pago	por	escrito,	la	participación	en	las
utilidades	que	no	se	haya	entregado,	genera	el	interés	moratorio
conforme	a	lo	establecido	por	el	Decreto	Ley	N°	25920	o	norma
que	lo	sustituya,	excepto	en	los	casos	de	suspensión	de	la	relación
laboral	en	que	el	plazo	se	contará	desde	la	fecha	de
reincorporación	al	trabajo.
R.	380-2014/Sunat.
ART.	 14.—Plazo	 para	 presentar	 la	 declaración	 y	 efectuar	 el	 pago	 de
regularización	 del	 impuesto	 y	 del	 ITF.	 Los	 deudores	 tributarios
presentarán	 la	 declaración	 y	 efectuarán	 el	 pago	 de	 regularización	 del
Impuesto	y	del	ITF,	de	acuerdo	con	el	siguiente	cronograma:
Último	dígito	del	RUC	y	otros Fecha	de	vencimiento
0 24	de	marzo	del	2015
1 25	de	marzo	del	2015
2 26	de	marzo	del	2015
3 27	de	marzo	del	2015
4 30	de	marzo	del	2015
5 31	de	marzo	del	2015
6 1	de	abril	del	2015
7 6	de	abril	del	2015
8 7	de	abril	del	2015
9 8	de	abril	del	2015
Buenos	contribuyentes 9	de	abril	del	2015
	
D.	S.	009-98-TR.
ART.	 15.—Las	 utilidades	 no	 distribuidas	 oportunamente	 generarán
intereses	moratorios	a	partir	del	día	siguiente	del	requerimiento	previsto	en
el	 artículo	 6°	 de	 la	 ley.	 En	 el	 caso	 de	 suspensión	de	 la	 relación	 laboral,	 el
requerimiento	se	hará	vencidos	 los	treinta	(30)	días	de	haberse	reiniciado
las	labores	sin	que	se	hubiese	efectuado	el	pago	de	las	utilidades.
En	ambos	casos,	el	requerimiento	podrá	realizarse	mediante	carta	simple.
Cuando	 el	 trabajador	demande	 el	 pago	de	 las	 utilidades,	 el	 empleador	 se
entenderá	requerido	con	la	citación	de	la	demanda.
COMENTARIO.—Sólo	 mediante	 el	 requerimiento	 escrito	 de	 pago	 se
origina	el	derecho	a	los	intereses.	Llama	la	atención	que	tanto	el	artículo
6°	del	Decreto	 Legislativo	N°	 892	 como	el	 15	de	 su	norma	 reglamentaria,
condicionen	el	nacimiento	de	la	obligación	de	pagar	intereses	moratorios	al
previo	requerimiento	escrito	de	pago.
Obsérvese	que	la	demora	del	empleador	en	el	abono	al	trabajador	de	algún
monto	que	por	ley	le	corresponda,	da	lugar	al	pago	del	interés	legal	desde	el
instante	del	incumplimiento,	sin	que	sea	necesario	el	requerimiento,	judicial
o	extrajudicial.	Así	lo	dispone	el	artículo	tercero	del	Decreto	Ley	N°	25920.
D.	S.	009-98-TR.
ART.	15-A.—Modificado.	D.	S.	017-2011-TR,	Art.	2°.	Los	remanentes	no
aportados	 oportunamente	 generarán	 automáticamente	 la	 tasa	máxima	 de
interés	moratorio	 fijada	por	el	Banco	Central	de	Reserva	del	Perú	a	partir
del	día	siguiente	de	vencido	el	plazo	previsto	en	el	artículo	9°,	sin	que	sea
necesario	que	se	haya	exigido	judicial	o	extrajudicialmente	el	cumplimiento
de	dicha	obligación.
D.	S.	009-98-TR.
ART.	18.—Tratándose	de	los	trabajadores	que	hubiesen	cesado	antes	de	la
fecha	prevista	para	la	distribución	de	las	utilidades,	no	son	de	aplicación	los
intereses	a	que	se	refiere	el	artículo	6°	de	la	ley.
D.	S.	009-98-TR.
ART.	 17.—En	 caso	 de	 fusión,	 disolución	 o	 escisión	 de	 empresas,	 las
utilidades	serán	calculadas	al	día	anterior	de	la	fecha	de	entrada	en	vigencia
de	dichos	eventos.
Para	 los	 efectos	 del	 pago,	 se	 tendrán	 en	 consideración	 las	 siguientes
normas:
a)	 De	 extinguirse	 la	 relación	 laboral,	 el	 pago	 se	 efectuará	 dentro	 de	 los
quince	(15)	días	útiles	de	la	entrada	en	vigencia	del	evento	correspondiente;
b)	 De	 subsistir	 la	 relación	 laboral,	 dicho	 pago	 se	 hará	 efectivo	 en	 la
oportunidad	prevista	en	el	artículo	6°	de	la	ley.
EJEMPLO	DE	PARTICIPACIÓN	DE	UTILIDADES	CON	REMANENTE
I	Supuestos
—	Empresa	minera 	 	
—	 Renta	 anual	 antes	 de
impuestos = S/.	25’000.000
—	Porcentaje	de	distribución = 8%	de	S/.	25’000.000
	 = S/.	2’000.000
—	Número	de	trabajadores = 50
—	 Días	 laborados	 por	 el
trabajador	“X” = 302
—	Total	de	días	laborados	por
todos	los	trabajadores = 15.000
—	 Total	 de	 remuneraciones
de	todos	los	trabajadores = S/.	1’400.000
—	 Remuneración	 total
percibida	en	el	ejercicio	por	el
trabajador	“X”
= S/.	28.000
—	 Remuneración	 mensual
percibida	al	Cierre	del	ejercicio = S/.	2.000
por	“X”
—	Máximo	de	la	participación
de	 utilidades	 a	 que	 tendría
derecho	el	trabajador	“X”
= S/.	2.000	x	18	S/.	36.000
II	Distribución	del	porcentaje	en	razón	a	los	días	laborados
—	 50%	 de	 S/.	 2’000.000	 en
función	 de	 los	 días	 laborados
por	cada	trabajador
= S/.	1’000.000	/	15.000
	 = 66,66
—	S/.	1’000.000	entre	el	total
de	días	laborados	por	todos	los
trabajadores
= 66,66	x	302
—	 El	 resultado	 anterior	 se
multiplica	 por	 el	 total	 de	 días
laborados	del	trabajador	“X”
= S/.	20.131,32
III	Distribución	del	porcentaje	en	función	de	las	remuneraciones
—	 50%	 de	 S/.	 2’000.000	 en
función	de	las	remuneraciones
de	cada	trabajador
	 	
—	S/.	1’000.000	entre	el	total
de	 remuneraciones	 de	 todos
los	trabajadores
= S/.1’000.000/	S/.1’400.000
	 = 0,71
—	 El	 resultado	 anterior	 se
multiplica	 por	 el	 total	 de
remuneraciones	 percibidas	 en
el	 ejercicio	 por	 el	 trabajador
“X”
= 0,71	x	S/.	28.000S/.	19.880
IV	Totales
—	Total	parcial	de	utilidades: = S/.	20.131,32	+	S/.	19.880
	 = S/.	40.011,32
—	Máximo	de	la	participación
de	utilidades	del	trabajador	“X” = S/.	36.000
—	 Remanente	 que	 genera	 el
trabajador	“X”: = S/.	40.011,32	-	S/.	36.000
	 = S/.	4.011,32
Este	 remanente	 sumado	 al	 generado	 por	 los	 demás	 trabajadores	 constituye	 el
aporte	de	la	empresa	al	Foncalproem.
	
EJEMPLO	DE	PARTICIPACIÓN	DE	UTILIDADES	SIN	REMANENTE
I	Supuestos
—	Empresa	de	servicios 	 	
—	 Renta	 anual	 antes	 de
impuestos = S/.	180.000
	 = 5%	de	S/.	180.000
—	Porcentaje	de	distribución = S/.	9.000
	 = 22
—	Número	de	trabajadores = 270
—	 Días	 laborados	 por	 el
trabajador	 “Y”	 (no	 se	 consideran
los	 días	 que	 correspondieron	 al
goce	vacacional)
= 6.600
—	 Total	 de	 días	 laborados	 por
todos	los	trabajadores
= S/.	308.000
—	 Total	 de	 remuneraciones	 de
todos	los	trabajadores = S/.	14.000
—	Remuneración	total	percibida
en	 el	 ejercicio	 por	 el	 trabajador
“Y”
= S/.	1.100
—	 Remuneración	 mensual
percibida	 al	 cierre	 del	 ejercicio
por	“Y”
= S/.	1.100	x	18
—	Máximo	de	la	participación	de
utilidades	 a	 que	 tendría	 derecho
el	trabajador	“Y”
= S/.	19.800
II	Distribución	del	porcentaje	en	razón	de	los	días	laborados
—	50%	de	 S/.	 9.000	 en	 función
de	 los	 días	 laborados	 por	 cada
trabajador
	 	
—	S/.	4.500	entre	el	total	de	días
laborados	 por	 todos	 los
trabajadores
= 4.500	/	6.600
	 = 0,68
—	 El	 resultado	 anterior	 se
multiplica	 por	 el	 total	 de	 días
laborados	por	el	trabajador	“Y”
= 0,68	x	270
	 = S/.	183,6
III	Distribución	del	porcentaje	en	función	de	las	remuneraciones
—	50%	de	 S/.	 9.000	 en	 función
de	 las	 remuneraciones	 de	 cada
trabajador
	 	
—	 S/.	 4.500	 entre	 el	 total	 de
remuneraciones	 de	 todos	 los
trabajadores
= 4.500	/	308.000
	 = 0,0146
—	 El	 resultado	 anterior	 se
multiplica	 por	 el	 total	 de
remuneraciones	 percibidas	 en	 el
ejercicio	por	el	trabajador	“Y”
=
0,0146	x	S/.	14.000
S/.	204,4
IV	Total
De	acuerdo	con	la	sumatoria	de	 los	montos	calculados	sobre	sus	días	 laborados
(S/.	183,6)	y	sus	remuneraciones	(S/.	204,4),	el	trabajador	“Y”	deberá	recibir	S/.
388	en	concepto	de	utilidades.
	
LIQUIDACIÓN
D.	Leg.	892.
ART.	7°.—Al	momento	del	pago	de	la	participación	en	las
utilidades,	las	empresas	entregarán	a	los	trabajadores	y	ex
trabajadores	con	derecho	a	este	beneficio,	una	liquidación	que
precise	la	forma	en	que	ha	sido	calculado.
D.	S.	009-98-TR.
ART.	 16.—La	 liquidación	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 7°	 de	 la	 ley	 deberá
contener	como	mínimo,	la	siguiente	información:
a)	Nombre	o	razón	social	del	empleador;
b)	Nombre	completo	del	trabajador;
c)	Renta	anual	de	la	empresa	antes	de	impuestos;
d)	Número	de	días	laborados	por	el	trabajador;
e)	Remuneración	del	trabajador	considerada	para	el	cálculo;
f)	Número	total	de	días	laborados	por	todos	los	trabajadores	de	la	empresa
con	derecho	a	percibir	utilidades;
g)	Remuneración	total	pagada	a	todos	los	trabajadores	de	la	empresa;	y,
h)	Monto	del	remanente	generado	por	el	trabajador,	de	ser	el	caso.
FUSIÓN	DE	EMPRESAS
D.	Leg.	892.
ART.	8°.—Precísase	que	en	caso	de	fusión	de	empresas,	para
efectos	del	cálculo	de	la	participación	de	utilidades,	se	efectuará
un	corte	a	la	fecha	del	otorgamiento	de	la	escritura	pública,	para
determinar	los	montos	a	pagar	a	los	trabajadores	de	cada	una	de
las	empresas	fusionadas	a	dicha	fecha.	Por	el	período	posterior	la
participación	se	calculará	en	función	a	los	estados	financieros
consolidados.
TRABAJADORES	CESADOS
D.	Leg.	892.
ART.	9°.—Los	trabajadores	que	hubieren	cesado	antes	de	la	fecha
en	la	que	se	distribuya	la	participación	en	la	renta,	tienen	derecho
a	cobrar	el	monto	que	les	corresponda	en	el	plazo	prescriptorio
fijado	por	ley,	a	partir	del	momento	en	que	debió	efectuarse	la
distribución.	En	este	caso,	no	es	de	aplicación	el	interés	a	que	se
refiere	el	artículo	5°.
Vencido	el	plazo,	la	participación	no	cobrada	se	agregará	al
monto	a	distribuir	por	concepto	de	participación	en	las	utilidades
del	ejercicio	en	el	que	venza	dicho	plazo.
GASTOS	DEDUCIBLES
D.	Leg.	892.
ART.	10.—La	participación	en	las	utilidades	fijadas	en	este
decreto	legislativo	y	las	que	el	empleador	otorgue	unilateralmente
a	sus	trabajadores	o	por	convenio	individual	o	convención
colectiva,	constituyen	gastos	deducibles	para	la	determinación	de
la	renta	imponible	de	tercera	categoría.
JURISPRUDENCIA.—La	utilidad	otorgada	unilateralmente	a	los
trabajadores	debe	ser	distribuida	con	posterioridad	al	vencimiento	del	plazo
de	presentación	de	la	DJ	anual	del	Impuesto	a	la	Renta.	“(…)	en	lo	que
respecta	al	literal	e),	el	Decreto	Legislativo	N°	892	regula	de	manera
específica	la	participación	de	los	trabajadores	en	las	utilidades,
discriminando	el	artículo	10	de	este	dispositivo,	dos	tipos	de	percepciones,
‘las	fijadas	en	este	decreto	legislativo	(previstas	en	el	artículo	2°	de	la	ley)	y
las	que	el	empleador	otorgue	unilateralmente	a	sus	trabajadores’,	en	ambos
casos	constituyen	gastos	deducibles	para	la	determinación	de	la	renta
imponible	de	tercera	categoría,	sin	embargo,	a	este	último	concepto	no	le
corresponde	la	aplicación	del	artículo	6°,	norma	que	efectivamente	regula	la
oportunidad	de	distribución,	la	que	deberá	ser	distribuida	con
posterioridad	al	vencimiento	del	plazo	de	presentación	de	la	declaración
jurada	anual	del	Impuesto	a	la	Renta,	supuesto	que	difiere	del	contenido	en
el	inciso	l)	del	artículo	37	de	la	Ley	del	Impuesto	a	la	Renta,	que	exige	su
pago	total	previo	a	su	deducción	de	la	renta	total	(…)”.	(CSJ,	Cas.	4823-2009-
Lima,	set.	01/2011.	V.	P.	Váquez	Cortez)
COMENTARIO.—La	participación	de	utilidades	de	origen	convencional.
En	términos	generales	podemos	expresar	que	los	sistemas	de	participación
de	utilidades,	 al	 interior	del	ordenamiento	 laboral	peruano,	pueden	surgir
tanto	 de	 la	 ley	 como	 del	 acuerdo	 de	 empleadores	 y	 trabajadores.	 Ambos
sistemas,	 que	 para	 efectos	 didácticos	 denominaremos	 el	 legal	 y	 el
convencional,	gozan	de	amparo	constitucional	a	tenor	de	lo	preceptuado	en
el	artículo	29	de	 la	Carta	Fundamental	que	a	 la	 letra	establece:	 “El	Estado
reconoce	el	derecho	de	los	trabajadores	a	participar	en	las	utilidades	de	la
empresa	y	promueve	otras	formas	de	participación.”
El	régimen	legal
El	Decreto	Legislativo	N°	892,	dictado	en	noviembre	del	año	1996,	regula	el
derecho	 de	 los	 trabajadores	 sujetos	 al	 régimen	 laboral	 de	 la	 actividad
privada,	 a	 participar	 en	 las	 utilidades	 de	 las	 empresas	 que	 desarrollan
actividades	generadoras	de	rentas	de	tercera	categoría.
Los	 trabajadores	de	 las	empresas	anteriormente	aludidas	participarán	en
las	utilidades	en	razón	a	porcentajes	de	la	renta	anual	antes	de	impuestos	–
porcentajes	que	la	propia	ley	determina	y	que	oscilan	entre	el	5	y	el	10%	de
acuerdo	a	la	actividad	de	la	empresa–,	que	serán	distribuidos	en	atención	a
los	días	 laborados	y	a	 la	remuneración	de	cada	empleado	u	obrero,	con	el
límite	de	dieciocho(18)	remuneraciones	mensuales	por	cada	trabajador.
Se	 encuentran	 excluidas	 del	 régimen	 de	 participación	 de	 utilidades
regulado	por	el	D.	Leg.	N°	892	las	siguientes	entidades	jurídicas:
-	Las	cooperativas.
-	Las	empresas	autogestionarias.
-	Las	sociedades	civiles,	y
-	Las	empresas	que	no	excedan	de	un	promedio	de	veinte	trabajadores	por
mes	durante	el	año.
El	régimen	convencional
La	posibilidad	de	pactar	un	régimen	convencional	de	participación	en	 las
utilidades	se	encuentra	expresamente	reconocida	en	el	artículo	décimo	del
Decreto	 Legislativo	 N°	 892,	 texto	 que	 reconoce	 la	 validez	 de	 utilidades
surgidas	no	sólo	por	la	voluntad	unilateral	del	empleador,	sino	también	del
mutuo	 acuerdo	 de	 ambas	 partes	 de	 la	 relación	 laboral,	 por	 la	 vía	 del
contrato	individual	de	trabajo	o	del	convenio	colectivo.
Pese	a	 lo	señalado	en	el	párrafo	anterior,	 la	 legislación	peruana	–salvo	en
referencias	tangenciales–	no	se	refiere	específicamente	al	tema,	y	menos	lo
desarrolla	normativamente.
Naturaleza	de	la	participación	en	las	utilidades
Los	montos	en	concepto	de	participación	en	las	utilidades,	sin	importar	si
son	 de	 origen	 legal	 ,	 convencional	 o	 derivados	 de	 la	 sola	 voluntad	 del
empleador,	participan	de	la	siguiente	naturaleza:
-	 Constituyen,	 a	 criterio	 del	 artículo	 10	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 892,
gastos	 deducibles	 para	 la	 determinación	 de	 la	 renta	 imponible	 de	 tercera
categoría	de	cargo	del	empleador.
-	 No	 constituyen	 remuneración	 para	 ningún	 efecto	 legal	 –al	 amparo	 del
literal	 b)	 del	 artículo	 19	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 del	 D.	 Leg.	 N°	 650	 y
artículo	7°	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral–	por	lo	que
no	 se	 encuentran	 gravados	 por	 los	 tributos	 de	 la	 seguridad	 social.
Obviamente	si	lo	están	a	efecto	del	Impuesto	a	la	Renta	de	quinta	categoría	a
cargo	de	los	trabajadores.
EXCLUSIONES
D.	Leg.	677.
ART.	9°.—Se	encuentran	excluidas	de	la	participación	en	las
utilidades,	de	acuerdo	a	su	modalidad,	las	cooperativas,	las
empresas	autogestionarias,	las	sociedades	civiles	y	las	empresas
que	no	excedan	de	veinte	(20)	trabajadores.
D.	S.	009-98-TR.
ART.	 2°.—Para	 establecer	 si	 una	 empresa	 excede	 o	 no	 de	 veinte	 (20)
trabajadores,	se	sumará	el	número	de	trabajadores	que	hubieran	laborado
para	ella	en	cada	mes	del	ejercicio	 correspondiente	y	el	 resultado	 total	 se
dividirá	entre	doce	(12).	Cuando	en	un	mes	varíe	el	número	de	trabajadores
contratados	por	la	empresa,	se	tomará	en	consideración	el	número	mayor.
Si	el	número	resultante	incluyera	una	fracción	se	aplicará	el	redondeo	a	la
unidad	superior,	siempre	y	cuando	dicha	fracción	sea	igual	o	mayor	a	0,5.
Para	estos	efectos	se	consideran	trabajadores	a	aquellos	que	hubieran	sido
contratados	 directamente	 por	 la	 empresa,	 ya	 sea	 mediante	 contrato	 por
tiempo	indeterminado,	sujeto	a	modalidad	o	a	tiempo	parcial.
PARTICIPACIÓN	EN	LA	GESTIÓN
D.	Leg.	677.
ART.	6°.—Los	 trabajadores	de	 las	empresas	comprendidas	en	 la	presente
ley,	participan	de	la	gestión	de	las	mismas	a	través	de	comités	destinados	a
mejorar	la	producción	y	productividad	de	la	empresa.
La	integración	y	funcionamiento	de	dichos	comités	será	determinado	por	el
reglamento	del	presente	decreto	legislativo,	debiendo	estar	integrados	por
no	 menos	 de	 dos	 (2)	 representantes	 de	 la	 empresa	 y	 por	 un	 (1)
representante	de	los	trabajadores.
Este	régimen	sustituye	al	régimen	de	participación	en	la	gestión	vigente,	a
partir	del	ejercicio	1992.
D.	Leg.	677.
ART.	 10.—Se	 encuentran	 excluidas	 de	 la	 participación	 en	 la	 gestión,	 las
empresas	 autogestionarias,	 cooperativas	 y	 comunales,	 las	 individuales,	 las
sociedades	civiles	y	en	general	todas	aquéllas	que	no	excedan	de	veinte	(20)
trabajadores.
PARTICIPACIÓN	EN	LA	PROPIEDAD
D.	Leg.	677.
ART.	7°.—A	efectos	de	la	participación	de	los	trabajadores	en	la	propiedad
de	 la	 empresa,	 las	 empresas	 comprendidas	 en	 el	 presente	 decreto
legislativo	están	obligadas,	 en	 caso	de	aumento	de	 capital	por	 suscripción
pública	a	ofrecer	a	sus	trabajadores	la	primera	opción	en	la	suscripción	de
acciones,	en	no	menos	de	diez	por	ciento	(10%)	del	aumento	de	capital.
El	derecho	se	ejercitará,	en	primera	rueda,	dentro	de	los	treinta	(30)	días
de	publicada	la	oferta	y	en	la	segunda	rueda,	dentro	del	plazo	señalado	en	el
correspondiente	 acuerdo	 de	 aumento	 de	 capital	 y	 sólo	 por	 el	 saldo	 que
quede,	 hasta	 cubrir	 la	 parte	 del	 aumento	 de	 capital	 ofrecido	 a	 sus
trabajadores.
D.	Leg.	677.
ART.	 11.—Se	 encuentran	 excluidos	 de	 la	 participación	 en	 la	 propiedad
debido	a	 la	naturaleza	de	 la	empresa,	 los	 trabajadores	de	 las	cooperativas
de	las	empresas	autogestionarias,	sociedades	anónimas	laborales,	empresas
comunales,	 empresas	exclusivamente	de	propiedad	del	Estado	de	derecho
público	 y	 de	 derecho	 privado,	 las	 empresas	 individuales	 de	 cualquier
naturaleza,	 mutuales	 de	 ahorro	 y	 vivienda,	 municipales	 y	 regionales,
sociedades	civiles	y	pequeñas	empresas	y	microempresas	que	son	aquellas
que	cuenten	con	veinte	(20)	o	menos	trabajadores.
D.	Leg.	677.
Segunda	 Disposición	 Final	 y	 Transitoria—Las	 comunidades	 de
compensación	 quedan	 automáticamente	 disueltas.	 La	 liquidación	 de	 su
patrimonio	 se	 efectuará	 de	 acuerdo	 a	 las	 normas	 que	 establezca	 el
reglamento	del	presente	decreto	legislativo.
Las	comunidades	laborales	podrán	disolverse	voluntariamente.	Las	que	no
opten	por	la	disolución,	continuarán	subsistiendo,	como	personas	jurídicas
de	 derecho	 privado,	 solamente	 para	 efectos	 de	 representación	 de	 los
intereses	de	 los	 trabajadores	 en	materia	de	participación	 y	 su	patrimonio
sólo	podrá	integrarse	por	aporte	de	sus	asociados,	legados	y	donaciones.
DENOMINACIÓN
Ley	27028.
ART.	1°.—Acciones	de	inversión.
1.1.	Denomínase	acciones	de	inversión	a	aquellas	emitidas	por
las	empresas	comprendidas	dentro	de	los	alcances	del	Decreto
Legislativo	N°	677.
1.2.	Tales	acciones	constituyen	la	“Cuenta	Acciones	de	Inversión”
en	reemplazo	de	la	“Cuenta	Participación	Patrimonial	del
Trabajo”.
DERECHOS	CONFERIDOS	AL	TITULAR
Ley	27028.
ART.	2°.—Derechos.	La	acción	de	inversión	le	atribuye	a	su
titular	los	siguientes	derechos:
1.	Participar	en	la	distribución	de	dividendos;
2.	Mantener	su	proporción	existente	en	la	cuenta	acciones	de
inversión	en	caso	de	aumento	del	capital	social	por	nuevos
aportes;
3.	Incrementar	la	cuenta	acciones	de	inversión	por	capitalización
de	cuentas	patrimoniales;
4.	Redimir	sus	acciones	en	cualquiera	de	los	casos	previstos	por
la	presente	ley;	y,
5.	Participar	en	la	distribución	del	saldo	del	patrimonio	en	caso
de	liquidación	de	la	sociedad.
DIVIDENDOS
Ley	27028.
ART.	3°.—Distribución	de	dividendos.
3.1.	La	distribución	de	dividendos	es	un	derecho	patrimonial	otorgado	a	los
titulares	 de	 las	 acciones	 de	 inversión	 y	 se	 efectuará	 de	 acuerdo	 al	 valor
nominal	de	 las	mismas.	Este	derecho	será	ejercido	hasta	que	 las	empresas
respectivas	 convengan	 la	 redención	 de	 las	 acciones	 de	 inversión	 con	 los
titulares	de	las	mismas.
3.2.	La	distribución	a	que	se	refiere	el	párrafo	anterior	deberá	efectuarse	en
la	 misma	 oportunidad	 y	 condiciones	 señaladas	 para	 los	 titulares	 de	 las
acciones	representativas	del	capital	social.
INCREMENTOS	DE	CAPITAL
Ley	27028.
ART.	4°.—Aumentos	de	capital	social	por	nuevos	aportes.
4.1.	 En	 los	 casos	 de	 aumento	 de	 capital	 social	 por	 nuevos	 aportes,	 los
titulares	de	las	acciones	de	inversión	tienen	el	derecho	de	efectuar	aportes	a
la	 sociedad,	 en	 proporción	 a	 su	 participación	 en	 la	 cuenta	 acciones	 de
inversión,	que	se	destinarán	a	incrementar	dicha	cuenta,	sólo	con	el	objeto
de	mantener	la	proporción	existente	entre	ésta	y	el	capital	social.
4.2.	La	capitalización	de	créditos	 contra	 la	 sociedad,	obligaciones,	valores
convertibles	 u	 otros	 valores,	 constituyen	 para	 estos	 efectos	 aumento	 del
capital	social	por	nuevos	aportes.
4.3.	 El	 acuerdo	 de	 aumento	 de	 capital	 social	 por	 nuevos	 aportes	 debe
reconocer	 a	 los	 titulares	 de	 las	 acciones	 de	 inversión	 el	 derecho	 de
suscripción	preferente	con	relación	a	la	cuenta	acciones	de	inversión.
SUSCRIPCIÓN	PREFERENTE
Ley	27028.
ART.	5°.—Certificados	de	suscripción	preferente.
5.1.	 Las	 sociedades	 que	 registren	 cuenta	 acciones	 de	 inversión	 y	 que
efectúen	aumento	de	capital	por	nuevos	aportes	deberán	emitir	certificados
de	 suscripción	 preferente	 a	 favor	 de	 los	 titulares	 de	 las	 acciones	 de
inversión,	 siendo	 de	 aplicación	 los	 artículos	 101	 al	 108	 de	 la	 Ley	 del
Mercado	 de	 Valores,	 aprobada	 por	 el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 861,	 si	 las
acciones	 de	 inversión	 estuvieran	 inscritas	 en	 bolsa,	 o	 los	 artículos	 208	 y
209,	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	con	excepción	del	segundo	párrafo	de
este	último,	si	las	mismas	no	estuvieran	inscritas	en	bolsa.
5.2.	 En	 caso	 de	 acciones	 inscritas	 en	 bolsa,	 el	 ejercicio	 del	 derecho	 de
preferencia,	 vencido	el	plazo	a	que	se	 refiere	el	 artículo	106	de	 la	Ley	del
Mercado	 de	 Valores,	 comprende	 exclusivamente	 a	 quienes	 hayan
participado	 en	 la	 suscripción	 previa	 de	 acuerdo	 al	 artículo	 208	 de	 la	 Ley
General	de	Sociedades.
MATRÍCULA
Ley	27028.
ART.	 6°.—Matrícula	 de	 acciones	 de	 inversión.	 Las	 sociedades	 deberán
llevar	 la	 matrícula	 de	 acciones	 de	 inversión,	 en	 la	 que	 se	 anotarán	 la
creación	 de	 acciones,	 la	 emisión	 de	 acciones,	 las	 transferencias,	 canjes,	 la
constitución	 de	 derechos	 y	 gravámenes	 sobre	 las	 mismas,	 además	 de	 lo
dispuesto	en	el	artículo	precedente.
VARIACIONES	EN	LA	CUENTA	ACCIONES	DE	INVERSIÓN
Ley	27028.
ART.	7°.—Incremento	o	reducción	de	la	cuenta	acciones	de	inversión.
7.1	En	la	capitalización	de	cuentas	patrimoniales,	sean	éstas	de	resultados
acumulados,	excedente	por	revaluación,	reservas	u	otras	que	no	impliquen
aportes,	 cualquiera	que	 sea	 su	denominación,	o	 en	 la	 reducción	de	 capital
que	 acuerden	 las	 empresas	 que	 registren	 cuenta	 acciones	 de	 inversión,
tanto	ésta	como	el	capital	social	se	incrementará	o	disminuirá,	según	sea	el
caso,	respetando	la	proporcionalidad	existente	al	momento	de	adoptarse	el
acuerdo	respectivo.
7.2	 Las	 acciones	 representativas	 del	 capital	 y	 las	 acciones	 de	 inversión
resultantes	 de	 la	 capitalización	 a	 que	 se	 refiere	 el	 párrafo	 anterior	 serán
distribuidas	respetando	dicha	proporción.
REDENCIÓN
Ley	27028.
ART.	8°.—Derecho	de	redención.
8.1.	 En	 la	 transformación,	 fusión,	 escisión	 o	 cualquier	 otra	 forma	 de
reorganización	de	sociedades	previstas	en	el	Libro	IV,	Sección	Segunda	de	la
Ley	General	de	Sociedades,	así	como	en	los	casos	de	cambio	de	objeto	social
y	 traslado	 del	 domicilio	 de	 la	 sociedad	 al	 extranjero,	 los	 titulares	 de	 las
acciones	 de	 inversión	 tendrán	 derecho	 a	 solicitar	 la	 redención	 de	 sus
acciones.
8.2.	Los	acuerdos	relativos	a	los	supuestos	señalados	en	el	párrafo	anterior
deben	ser	publicados	por	 la	sociedad,	por	una	sola	vez,	dentro	de	 los	diez
días	siguientes	a	su	adopción,	en	la	forma	establecida	en	la	Ley	General	de
Sociedades.
8.3.	El	ejercicio	de	este	derecho	se	sujeta	al	procedimiento	establecido	para
el	 derecho	 de	 separación	 previsto	 en	 el	 cuarto	 párrafo	 y	 siguientes	 del
artículo	200	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	siendo	el	valor	en	libros	el	que
resulte	de	dividir	el	patrimonio	neto	entre	la	suma	del	número	de	acciones
de	inversión	y	del	número	de	acciones	representativas	del	capital	social.
LIQUIDACIÓN
Ley	27028.
ART.	 9°.—Liquidación	 de	 la	 sociedad.	 En	 caso	 de	 liquidación	 de	 la
sociedad,	 las	 acciones	 de	 inversión	 tendrán	 iguales	 derechos	 que	 las
acciones	 representativas	 del	 capital	 social	 en	 la	 distribución	 del	 saldo	 del
patrimonio,	 sujetándose	 en	 lo	 que	 fuere	 aplicable,	 a	 lo	 dispuesto	 por	 el
artículo	420	de	la	Ley	General	de	Sociedades.
INTERCAMBIO	DE	ACCIONES
Ley	27028.
Primera	 Disposición	 Final.—Intercambio	 de	 acciones	 de	 inversión.	 El
intercambio	 a	 que	 se	 refiere	 la	 Tercera	 Disposición	 Final	 de	 la	 Ley	 del
Mercado	 de	 Valores	 no	 genera	 respecto	 de	 los	 titulares	 de	 acciones
representativas	 del	 capital	 social	 y	 de	 acciones	 de	 inversión,	 derecho	 de
suscripción	preferente	ni	aumento	de	la	cuenta	acciones	de	inversión.
D.	Leg.	677.
Cuarta	Disposición	Final	 y	Transitoria.—Los	 certificados	provisionales	de
participación	patrimonial,	a	que	se	refiere	el	artículo	53	del	Decreto	Ley	N°
21789,	serán	obligatoriamente	redimidos	por	las	empresas	de	acuerdo	a	las
normas	que	establezca	el	reglamento.
TÍTULO	DÉCIMO
Recargo	al	Consumo
D.	L.	25988.
Quinta	Disposición	Complementaria.—Los	establecimientos	de
hospedaje	o	expendio	de	comidas	y	bebidas	en	acuerdo	con	sus
trabajadores,	podrán	fijar	un	recargo	al	consumo	no	mayor	al
13%	del	valor	de	los	servicios	que	prestan,	en	sustitución	del
tributo	que	se	deroga	en	el	inciso	f)	del	artículo	3°	del	presente
decreto	ley.	El	recargo	al	consumo,	si	fuera	el	caso,	será	abonado
por	los	usuarios	del	servicio	en	la	forma	y	modo	que	cada
establecimiento	fije.	Su	percepción	por	los	trabajadores	no	tendrá
carácter	remunerativo	y,	en	consecuencia,	no	estará	afecto	a	las
contribuciones	de	seguridad	social	ni	Fonavi,	ni	afecto	a
indemnización,	beneficios	laborales	o	compensación	alguna.	Este
recargo	no	forma	parte	de	la	base	imponible	del	Impuesto	General
a	la	Ventas.
COMENTARIO.—Régimen	de	recargo	al	consumo.	El	 inciso	f)	del	Art.	3°
del	 Decreto	 Ley	 N°	 25998	 derogó	 la	 Ley	 N°	 24896	 que	 establecía	 un
impuesto	 al	 consumo	 de	 hoteles	 y	 restaurantes	 con	 el	 propósito	 de
incrementar	los	haberes	de	sus	trabajadores.
En	su	reemplazo	se	establece	un	sistema	facultativo	de	recargo	al	consumo
–no	 mayor	 del	 13%	 del	 valor	 de	 los	 servicios–	 cuya	 modalidad	 será
determinada	por	el	empleador.
En	 los	 hechos	 se	 observa,	 con	 ciertas	 variantes,	 que	 se	 continúa	 con	 el
sistema	de	puntajes	por	funciones	específicas	a	que	se	refería	la	legislación
anterior.
CUADRO	COMPARATIVO	DEL	TRATAMIENTO	DE	LAS
PROPINAS	A	NIVEL	LATINOAMERICANO
País Denominación Concepto Naturalezajurídica
Argentina
Propinas	 o
recompensas
Ganancias	 o
beneficios
percibidos	 con
motivo	del	trabajo
Son
remuneración	 de
ser	 habituales	 y
no	 estar
prohibidas
Colombia Propinas
Dinero	 de	 los
clientes	 para	 los
trabajadores	 en
virtud	 del	 servicio
recibido
No	 constituyen
salario
México Propinas
Pagos	 que	 el
cliente	 efectúa	 al
trabajador	 por	 sus
buenos	servicios
Son	 parte	 del
salario
Perú
Recargo	 al
consumo
Hasta	 un	 13%	 del
valor	 de	 los
servicios	 que
prestan	 los
establecimientos	 de
hospedaje	 o
expendio	 de
comidas	o	bebidas
No	tiene	carácter
remunerativo
Venezuela
Porcentaje	 al
consumo
Donde	 se
acostumbra	 cobrar
al	 cliente	 un
porcentaje	 sobre	 el
consumo
Se	computa	en	el
salario
Propinas
Monto	recibido	por
el	 trabajador	 de
acuerdo	a	los	usos	y
costumbres
Se	 computan	 en
el	 salario	 previo
pacto,	 o	 de
acuerdo	 a	 la
costumbre
	
QUINTA	PARTE
Suspensión	y	Extinción	del	Contrato	de
Trabajo
TÍTULO	PRIMERO
Suspensión	del	Contrato
SUSPENSIÓN	DEL	CONTRATO.	MODALIDADES
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	11.—Se	suspende	el	contrato	de	trabajo	cuando	cesa
temporalmente	la	obligación	del	trabajador	de	prestar	el	servicio
y	la	del	empleador	de	pagar	la	remuneración	respectiva,	sin	que
desaparezca	el	vínculo	laboral.
Se	suspende,	también,	de	modo	imperfecto,	cuando	el	empleador
debe	abonar	remuneración	sin	contraprestación	efectiva	de
labores.
JURISPRUDENCIA.—Un	trabajador	bajo	licencia	puede	laborar	para	otro
empleador.	“Por	lo	tanto,	al	no	haberse	acreditado	el	cumplimiento	de	los
requisitos	previstos	en	el	artículo	36	numerales	2	y	3	de	la	Ley	N°	29497,
Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo,	el	recurso	propuesto	deviene	en
improcedente;	tanto	más,	si	tenemos	en	cuenta	que	la	sala	de	mérito
revocando	la	sentencia	apelada	declara	fundada	la	pretensión	principal	de
nulidad	de	despido,	al	determinar	que	se	encuentra	probada	la	existencia	de
una	queja	contra	el	empleador	antes	del	inicio	del	procedimiento	del
despido	y,	que	la	imputación	de	la	falta	grave	carece	de	sustento	fáctico	y
probatorio,	dado	que	ha	quedado	en	evidencia	que	el	demandante	no	estaba
obligado	a	permanecer	en	Francia	durante	el	tiempo	de	la	licencia	sin	goce
de	haber	concedida,	ni	estaba	prohibido	de	obtener	ingresos	económicos
producto	de	su	trabajo	prestado	a	terceros”.	(C.	S,	Cas.	Lab.	9796-2014-La
Libertad,	mar.	25/2015.	V.	P.	Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—No	todo	incumplimiento	laboral	origina	o	justifica	el
despido.	“Las	obligaciones	que	resultan	del	contrato	de	trabajo	por	su	propio
carácter	de	prestaciones	personales	y	recíprocas	se	traducen	en	una	serie
de	actos	positivos	y	deberes	de	conducta	que	asumen	cada	uno	de	los
contratantes.	El	incumplimiento	de	tales	obligaciones	no	siempre	legitiman
sin	más	el	ejercicio	de	las	facultades	resolutivas,	con	las	consecuencias	que
establece	la	ley;	y	esto	porque	en	materia	laboral,	en	defensa	del	principio
de	conservación	del	contrato	ha	limitado	las	posibilidades	resolutorias	de
las	partes	material	y	formalmente,	reservándolas	exclusivamente	para	el
caso	de	incumplimiento	que	por	su	gravedad,	no	consienta	la	prosecución
de	la	relación.	Sexto:	Al	empleador	se	le	reconoce	legislativamente	la
facultad	disciplinaria,	a	fin	de	hacer	efectiva	la	autoridad	de	subordinante
que	le	confiere	el	contrato	de	trabajo;	no	obstante,	estas	facultades	deben
ser	ejercidas	en	proporción	a	los	incumplimientos	demostrados	del
trabajador,	cualquiera	que	fuere	la	situación,	el	despido	deberá	aparecer
siempre	razonablemente	justificado	en	cuanto	a	la	oportunidad	de	su
articulación	y	en	cuanto	a	la	proporcionalidad	en	relación	al	incumplimiento
laboral	que	sirve	de	antecedente.	Es	decir,	la	reacción	del	empleador	debe
ser	adecuada	a	su	objetiva	gravedad,	lo	cual	excluye	toda	forma	de	abuso	de
derecho”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	7038-2014-Lima,	jul.	20/2015.	V.	P.	De	la	Rosa
Bedriñaña)
JURISPRUDENCIA.—Una	sanción	de	suspensión	sin	goce	de	haber	no	implica
la	interrupción	o	extinción	de	la	relación	laboral.	“En	cuanto	al	segundo
requisito	referido	a	las	labores	continuas	ininterrumpidas	por	más	de	un
año,	es	preciso	indicar	que	la	accionante	prestó	servicios	desde	el	01	de
setiembre	del	2009	hasta	el	31	de	enero	del	2011,	esto	es,	más	de	1	año	en
forma	ininterrumpida,	y	si	bien	es	cierto	en	el	mes	de	noviembre	del	2011,
laboró	únicamente	15	días,	según	se	advierte	de	la	constancia	de	pago	y
descuento	de	remuneraciones	(...)	,	también	lo	es	que	dicho	mes	la
demandante	fue	suspendida	15	días	sin	goce	de	haber	por	haber	incurrido
en	falta	grave,	lo	que	no	significa	el	término	de	la	relación	laboral,	sino	por
el	contrario	únicamente	la	suspensión	la	relación	laboral	la	cual	se	configura
cuando	cesa	la	actividad	la	actividad	laboral	del	actor	por	causas	legalmente
admitidas	por	el	ordenamiento	jurídico,	sin	que	ello	implique	el	término	de
la	relación	contractual	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	5928-2012-Cusco,	ene.	16/2014.	V.	P.
Miranda	Molina)
JURISPRUDENCIA.—La	decisión	de	no	continuar	con	el	vínculo	laboral	debe
esperar	el	término	de	la	licencia	o	permiso	laboral.	“Décimo	Octavo:	Por	lo
que	estando	a	que,	en	autos	se	encuentra	acreditado	con	los	certificados	de
incapacidad	para	el	trabajo	y	las	licencias	respectivas	(...),	que	según	el
Informe	Médico	(...)	emitido	por	la	Comisión	Médica	de	ESSALUD,	de	fecha
11	de	febrero	del	2003	a	la	actora	se	le	diagnosticó	la	enfermedad	de	‘cáncer
de	mama	ECIIB	alto	riesgo’,	y	en	mérito	a	ello,	mediante	Resolución	de	la
Fiscalía	de	la	Nación	N°	1546-2003-MP-FN	del	14	de	octubre	del	2003	(...),
se	le	concedió	en	vía	de	regularización	noventa	días	de	licencia	por
enfermedad	a	la	actora	en	su	calidad	de	fiscal	adjunta	provincial	provisional
del	Distrito	Judicial	de	Arequipa,	del	01	al	30	de	enero,	del	31	de	enero	al	02
de	marzo	del	2003	y	del	01	al	31	de	marzo	del	2003.	Décimo	Noveno:
Siendo	así,	correspondía	a	la	administración	en	caso	hubiese	optado	por	la
no	continuidad	del	vínculo	laboral	provisional,	por	ende	temporal,	esperar
el	vencimiento	del	plazo	de	licencia	otorgado,	a	fin	de	no	perjudicar	la
protección	laboral	conferida	por	dicha	licencia	y	los	beneficios	que	ello
genera,	ergo	toda	finalización	del	vínculo	laboral	antes	de	dicha	fecha,	se	ve
afectada	en	su	eficacia,	al	no	poder	surtir	efectos	sino	recién	hasta	después
del	31	de	marzo	del	2003”.	(C.	S.,	Cas.	12306-2014-Arequipa,	dic.	01/2015.
V.	P.	Mac	Rae	Thays)
JURISPRUDENCIA.—Empleadores	no	pueden	exigir	escoger	entre	la
preservación	de	la	salud	o	la	del	puesto	de	trabajo.	“Criterio	que	coincide	con
lo	expuesto	por	el	Tribunal	Constitucional	en	la	sentencia	recaída	en	el
Expediente	N°	00832-2009-PA/TC,	al	señalar	que	el	derecho	fundamental	a
la	salud,	se	erige	como	uno	de	los	presupuestos	esenciales	para	el	ejercicio
de	los	demás	derechos	fundamentales;	de	ello	se	sigue	que	su	goce	y
disfrute	efectivo	no	puede	verse	recortado	o	restringido	con	motivo	de	la
presencia	de	una	relación	laboral.	Es	así	que	el	empleador	tiene	la
obligación	de	respetar	o	no	atentar	contra	la	salud	de	los	trabajadores;
obligación	que,	en	el	presente	caso,	se	debió	concretar	en	el	hecho	de
permitir	el	descanso	al	trabajador	recurrente,	tratándose	de	un	motivo	de
salud,	máxime	si	el	mismo	había	sido	debidamente	comprobado	por	la
autoridad	sanitaria	correspondiente.	No	se	puede	admitir,	bajo	ningún
punto	de	vista,	que	se	le	exija	al	trabajador	escoger	entre	la	preservación	de
su	salud	y	la	preservación	de	su	puesto	de	trabajo,	como	parece	que	era	la
única	opción	que	se	le	dejó	al	recurrente	en	el	presente	caso.	El	ejercicio	del
derecho	a	la	salud	no	puede	significar,	en	modo	alguno,	en	las	circunstancias
descritas,	la	pérdida	del	puesto	de	trabajo	ni	la	restricción	de	derechos
fundamentales,	sobre	todo	cuando	el	ejercicio	del	aludido	derecho	se
hallaba,	como	ya	se	dijo,	debidamente	acreditado;	por	lo	que,	en	este
extremo,	se	debe	estimar	también	la	demanda,	por	haberse	vulnerado	los
derechos	a	la	salud	y	al	trabajo	del	recurrente”.	(C.	S.,	Cas.	12306-2014-
Arequipa,	dic.	01/2015.	V.	P.	Mac	Rae	Thays)
JURISPRUDENCIA.—Las	licencias	laborales	no	deben	generar	ninguna
reacción	adversa	del	empleador.	“(...)	las	licencias	no	deben	generar	ninguna
reacción	adversa	por	parte	del	empleador	con	respecto	a	quien	los	solicita,
lo	que	no	ocurre	en	los	casos	en	los	que	se	acredite	que	las	licencias	no
tienen	sustento	real,	en	los	cuales	la	entidad	demandada	está	facultada	para
tomar	las	acciones	legales	correspondientes,	mas	no	adoptar	un	traslado	de
la	trabajadora,	con	el	ánimo	de	castigarla	por	sus	licencias	por	enfermedad
de	las	cuales	no	se	conoce	su	veracidad	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	13576-2014-Piura,
ago.	18/2016.	V.	P.	Montes	Minaya)
COMENTARIO.—Suspensión	 del	 contrato	 de	 trabajo.	 Las	 suspensiones
del	 contrato	 de	 trabajo,	 o	 más	 correctamente,	 de	 algunos	 efectos	 del
contrato	de	trabajo,	pueden	ser	divididas	en	perfectas	e	imperfectas.
Son	perfectas	cuando	cesa	 la	obligación	de	 trabajar	y	 correlativamente	 la
de	abonar	remuneraciones;	imperfectas	si	pese	a	la	inexistencia	de	labores
subsiste	la	obligación	de	pago	del	empleador.
Son	 suspensiones	 perfectas	 las	 licencias	 sin	 goce	 de	 haber,	 las	 sanciones
disciplinarias;	e	imperfectas,	las	vacaciones,	los	permisos	pagados,	etc.
La	enfermedad	del	trabajador	puede	dar	lugar	a	una	suspensión	imperfecta
durante	sus	primeros	veinte	días	en	 los	que	existe	pago	de	remuneración,
para	luego	convertirse	en	suspensión	perfecta	una	vez	que	el	trabajador	–a
partir	del	día	21–	pasa	a	percibir	subsidios	de	la	seguridad	social.
CAUSALES	DE	SUSPENSIÓN
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	12.—Son	causas	de	suspensión	del	contrato	de	trabajo:
a)	La	invalidez	temporal;
b)	La	enfermedad	y	el	accidente	comprobados;
c)	La	maternidad	durante	el	descanso	pre	y	postnatal;
d)	El	descanso	vacacional;
e)	La	licencia	para	desempeñar	cargo	cívico	y	para	cumplir	con	el
servicio	militar	obligatorio;
f)	El	permiso	y	la	licencia	para	el	desempeño	de	cargos
sindicales;
g)	La	sanción	disciplinaria;
h)	El	ejercicio	del	derecho	de	huelga;
i)	La	detención	del	trabajador,	salvo	el	caso	de	condena	privativa
de	la	libertad;
j)	La	inhabilitación	administrativa	o	judicial	por	período	no
superior	a	tres	meses;
k)	El	permiso	o	licencia	concedidos	por	el	empleador;
l)	El	caso	fortuito	y	la	fuerza	mayor;
ll)	Otros	establecidos	por	norma	expresa.
La	suspensión	del	contrato	de	trabajo	se	regula	por	las	normas
que	corresponden	a	cada	causa	y	por	lo	dispuesto	en	esta	ley.
DESCANSO	POR	MATERNIDAD
Ley	26644.
ART.	1°.—Modificado.	Ley	30367,	Art.	1°.	Precísase	que	es	derecho	de	la
trabajadora	 gestante	 gozar	 de	 49	 días	 de	 descanso	 prenatal	 y	 49	 días	 de
descanso	postnatal.	El	goce	de	descanso	prenatal	podrá	ser	diferido,	parcial
o	 totalmente,	 y	 acumulado	 por	 el	 postnatal,	 a	 decisión	 de	 la	 trabajadora
gestante.	 Tal	 decisión	 deberá	 ser	 comunicada	 al	 empleador	 con	 una
antelación	no	menor	de	dos	meses	a	la	fecha	probable	de	parto.
Modificado.	 Ley	 29992,	 Art.	 1°.	 El	 descanso	 postnatal	 se	 extiende	 por
treinta	(30)	días	naturales	adicionales	en	los	casos	de	nacimiento	múltiple	o
nacimiento	de	niños	con	discapacidad.	En	este	último	caso,	la	discapacidad
es	acreditada	con	la	presentación	del	correspondiente	certificado	otorgado
por	el	profesional	de	salud	debidamente	autorizado.
CONVENIO	N°	183	DE	LA	ORGANIZACIÓN	INTERNACIONAL
DEL	TRABAJO	SOBRE	LA	PROTECCIÓN	DE	LA	MATERNIDAD
R.	Leg.	30312.	
Artículo	 Único.—Objeto	 de	 la	 Resolución	 Legislativa.	 Apruébase	 el
“Convenio	 N°	 183	 de	 la	 Organización	 Internacional	 del	 Trabajo	 sobre	 la
Protección	 de	 la	 Maternidad,	 2000”,	 adoptado	 por	 la	 Conferencia
Internacional	del	Trabajo,	en	su	Octogésima	Octava	Reunión	(88a),	 que	 se
celebró	en	la	ciudad	de	Ginebra,	Confederación	Suiza,	el	30	de	mayo	del	año
2000.
D.	S.	005-2011-TR.
ART.	1°.—Aprobación.	Apruébese	el	 reglamento	de	 la	Ley	N°	26644,	Ley
que	 precisa	 el	 goce	 del	 derecho	 de	 descanso	 pre	 natal	 y	 post	 natal	 de	 la
trabajadora	 gestante,	 que	 forma	 parte	 del	 presente	 decreto	 supremo,	 el
mismo	 que	 consta	 de	 diez	 (10)	 artículos,	 una	 Única	 Disposición
Complementaria	 Final	 y	 una	 Única	 Disposición	 Complementaria
Derogatoria.
COMENTARIO.—La	 licencia	 por	 maternidad	 será	 por	 tres	 meses	 y
medio,	 según	 Convenio	 de	 la	 OIT	 ratificado.	 Según	 el	 acuerdo	 del
Convenio	183	de	la	Organización	Internacional	del	Trabajo	(OIT),	ratificado
por	 nuestro	 país	 con	Resolución	 Legislativa	N°	 30312,	 publicada	 el	 22	 de
marzo	del	2015,	la	licencia	por	maternidad	será	por	tres	meses	y	medio.	En
efecto,	hasta	antes,	la	licencia	por	maternidad	era	de	90	días,	o	12	semanas,
con	esta	norma	será	14	semanas	o	tres	meses	y	medio.	En	algunos	centros
de	 labores,	 las	 gestantes	 prefieren	 tomar	 su	 licencia	 desde	 el	 parto,	 y
acumularlo	 con	 sus	 30	 días	 de	 vacaciones,	 con	 lo	 cual	 el	 descanso	 por
maternidad	podría	 llegar	 a	 los	 cuatro	meses	 y	medio.	 Este	 convenio	de	 la
OIT,	ratificado	por	el	Perú	y	de	obligatorio	cumplimiento,	fue	adoptado	en	la
octogésima	octava	reunión	de	la	conferencia	internacional	que	se	celebró	en
Ginebra,	Suiza,	el	30	de	mayo	de	2000.	El	documento	también	prohíbe	que
una	 trabajadora	 pueda	 ser	 despedida	 cuando	 se	 encuentra	 con	 la	 licencia
por	maternidad	 por	motivos	 relacionados	 con	 el	 embarazo,	 el	 nacimiento
del	hijo	y	sus	consecuencias	o	la	lactancia.	La	norma	también	contempla	el
derecho	de	la	trabajadora	a	obtener	una	reducción	de	la	jornada	o	a	realizar
una	 o	 varias	 interrupciones	 diarias	 para	 la	 adecuada	 lactancia	 del	 hijo,	 y
establece	que	ese	tiempo	también	debe	estar	remunerado	por	el	empleador
al	contabilizarse	como	tiempo	de	trabajo.
REGLAMENTO	DEL	DESCANSO	POR	MATERNIDAD
Regl.	Descanso	por	Maternidad.
ART.	 2°.—Modificado.	 D.	 S.	 002-2016-TR,	 Art.	 1°.	 Descanso	 por
maternidad.	Es	el	derecho	de	la	trabajadora	derivado	del	proceso	biológico
de	la	gestación	que	le	permite	gozar	de	noventa	y	ocho	(98)	días	naturales
de	 descanso	 distribuido	 en	 un	 período	 de	 cuarenta	 y	 nueve	 (49)	 días
naturales	de	descanso	prenatal	y	un	período	de	cuarenta	y	nueve	(49)	días
naturales	de	descanso	postnatal.
REGLAMENTO	DE	LA	LEY	N°	26790
D.	S.	009-97-SA.
ART.	 16.—Modificado.	 D.	 S.	 002-2016-TR,	 Art.	 1°.	 El	 subsidio	 por
maternidad	 se	 otorga	 en	 dinero	 con	 el	 objeto	 de	 resarcir	 el	 lucro	 cesante
como	consecuencia	del	alumbramiento	y	de	las	necesidades	de	cuidado	del
recién	 nacido.	 Se	 otorga	 por	 noventa	 y	 ocho	 (98)	 días,	 pudiendo	 éstos
distribuirse	 en	 los	 períodos	 inmediatamente	 anteriores	 o	 posteriores	 al
parto,	 conforme	 lo	 elija	 la	 madre,	 con	 la	 condición	 de	 que	 durante	 esos
períodos	 no	 realice	 trabajo	 remunerado.	 El	 subsidio	 por	 maternidad	 se
extenderá	por	treinta	(30)	días	adicionales	en	casos	de	nacimiento	múltiple
o	nacimiento	de	niños	con	discapacidad.
El	monto	del	 subsidio	equivale	al	promedio	diario	de	 las	 remuneraciones
de	los	doce	últimos	meses	anteriores	al	inicio	de	la	prestación	multiplicado
por	el	número	de	días	de	goce	de	 la	prestación.	Si	el	 total	de	 los	meses	de
afiliación	es	menor	a	doce,	el	promedio	se	determinará	en	función	al	tiempo
de	 aportación	 del	 afiliado	 regular	 en	 actividad.	 No	 se	 podrá	 gozar
simultáneamente	de	subsidio	por	incapacidad	temporal	y	maternidad.
Regl.	Descanso	por	Maternidad.
ART.	 3°.—Modificado.	 D.	 S.	 001-2015-TR,	 Primera	 Diposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Descanso	 adicional	 por	 nacimiento
múltiple	 o	 nacimiento	 de	 niños	 con	 discapacidad.	 En	 los	 casos	 de
nacimiento	múltiple	 o	 nacimiento	 de	 niños	 con	 discapacidad,	 el	 descanso
postnatal	se	extenderá	por	treinta	(30)	días	naturales	adicionales.
Las	 extensiones	 del	 descanso	 postnatal	 a	 que	 se	 refiere	 el	 párrafo
precedente	no	son	acumulables.
Regl.	Descanso	por	Maternidad.
ART.	10.—Derecho	de	 la	madre	 trabajadora	 al	 término	del	 descanso
por	maternidad.	La	madre	trabajadora	tiene	derecho	a	retornar	al	mismo
puesto	de	trabajo,	al	término	del	descanso	por	maternidad.
REGLAMENTO	DEL	DESCANSO	POR	MATERNIDAD
EXTENDIDO
D.	S.	001-2015-TR.
ART.	1°.—Objeto.	El	presente	decreto	supremo	tiene	por	objeto	establecer
normas	reglamentarias	para	 la	efectiva	aplicación	de	 la	Ley	N°	29992,	Ley
que	 modifica	 la	 Ley	 N°	 26644,	 respecto	 de	 la	 extensión	 del	 descanso
postnatal	en	el	caso	de	nacimiento	de	niños	con	discapacidad.
D.	S.	001-2015-TR.
ART.	2°.—Definición	de	niño	con	discapacidad.	A	efectos	de	la	aplicación
del	presente	reglamento,	se	considera	como	niño	con	discapacidad	a	aquel
que	 presenta	 una	 o	 más	 deficiencias	 físicas,	 sensoriales,	 mentales	 o
intelectuales	 de	 carácter	 permanente	 que	 son	 evidenciadas	 o	 previstas
razonablemente	al	momento	de	su	nacimiento	o	con	posterioridad;	por	las
que	podría	verse	afectado	al	interactuar	con	diversas	barreras	actitudinales
y	del	entorno,	impidiéndole	el	ejercicio	de	sus	derechos	y	su	inclusión	plena
y	 efectiva	 en	 la	 sociedad	 en	 igualdad	 de	 condiciones	 que	 las	 demás
personas.
D.	S.	001-2015-TR.
ART.	 3°.—De	 la	 acreditación	 de	 la	 discapacidad.	 La	 discapacidad	 del
niño	 se	 acredita	mediante	 el	 certificado	de	discapacidad	que	 se	 otorga	 en
todos	los	hospitales	de	los	ministerios	de	Salud,	de	Defensa	y	del	Interior	y
el	 Seguro	 Social	 de	 Salud	 (ESSALUD),	 suscrito	 por	 el	 profesional	 de	 salud
debidamente	autorizado.
A	efectos	del	goce	de	la	extensión	del	descanso	postnatal,	las	trabajadoras
podrán	 utilizar	 certificados	 médicos	 emitidos	 por	 entidades	 de	 salud
privadas	siempre	que	estén	validados	por	el	 sistema	de	aseguramiento	en
salud	al	que	pertenezcan	y	conforme	a	los	procedimientos	respectivos	que
dichas	entidades	determinan.
Las	trabajadoras	que	cuenten	con	la	cobertura	de	una	entidad	prestadora
de	 salud	 privada	 acuden	 al	 Seguro	 Social	 de	 Salud	 (ESSALUD)	 para	 la
respectiva	validación.
D.	S.	001-2015-TR.
ART.	4°.—De	la	comunicación	al	empleador.	Las	trabajadoras	comunican
a	 su	 empleador	 sobre	 el	 ejercicio	del	 derecho	 a	 la	 extensión	del	 descanso
postnatal,	 en	 caso	 de	 nacimiento	 múltiple	 o	 de	 nacimiento	 de	 niños	 con
discapacidad,	previamente	a	la	culminación	del	descanso	postnatal.
D.	S.	001-2015-TR.
ART.	 5°.—De	 la	 oportunidad	 del	 goce	 de	 la	 extensión	 del	 descanso
postnatal.	 Las	 trabajadoras	 gozan	 de	 la	 extensión	 del	 descanso	 postnatal
inmediatamente	a	la	culminación	de	éste	último.
D.	S.	001-2015-TR.
ART.	 6°.—Detección	 posterior	 de	 la	 discapacidad.	 La	 detección	 de	 la
discapacidad	 del	 niño	 luego	 del	 término	 del	 descanso	 postnatal	 no	 da
derecho	a	la	trabajadora	a	gozar	de	la	extensión	a	que	se	refiere	el	artículo
1°	del	presente	decreto	supremo.
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	al	descanso	pre	y	post	natal	es	irrenunciable.
“Por	tanto,	este	colegiado	concluye	que	la	accionante	ha	padecido	un
tratamiento	arbitrario.	Y	que,	aunque	la	emplazada	ha	tratado	de	resarcirla,
no	puede	soslayarse	que,	así	se	le	brinde	la	posibilidad	de	compensar	tales
días,	el	agravio	se	ha	tornado	irreparable,	pues	dicho	beneficio	tiene	sentido
en	la	medida	que	busca	coadyuvar	a	la	recuperación	de	la	mujer	luego	del
alumbramiento	así	como	a	procurar	el	bienestar	del	bebé.	Al	ser	brindado
con	posterioridad	al	alumbramiento,	si	bien	podría	indemnizar	el	tiempo
que	no	debió	laborar,	la	finalidad	perseguida	por	la	norma	ya	no	se
cumpliría.	(...).
18.	Dada	la	gravedad	del	acto	lesivo	denunciado,	y	atendiendo	a	que,	en
situaciones	similares,	otras	trabajadoras	podrían	sufrir	arbitrariedades	de
esta	índole,	es	necesario	que	este	tribunal	declare	fundada	la	presente
demanda,	a	fin	de	ordenar	a	la	emplazada	que	no	vuelva	a	incurrir	en
actitudes	de	este	tipo.
19.	Las	trabajadoras	gestantes,	bajo	ningún	concepto,	pueden	ser
compelidas	a	renunciar	al	descanso	pre	y	post-natal.	Sus	requerimientos	de
descanso	deben	ser	atendidos	con	prontitud	por	lo	que,	ante	eventuales
arbitrariedades,	la	jurisdicción	constitucional,	a	través	de	los	procesos	de
cumplimiento	y	amparo,	dada	la	premura	en	que	debe	dilucidarse	tal
pretensión,	resulta	idónea	para	salvaguardar	los	derechos	de	las	gestantes.
20.	En	tal	sentido,	corresponde	a	los	jueces	que	conozcan	este	tipo	de
demandas	resolverlas	tan	pronto	como	sea	posible,	pues,	ante	la	negativa
del	empleador	en	acatar	dicha	obligación,	existe	un	gran	riesgo	de	que	el
agravio	denunciado	termine	siendo	irreparable”.	(T.	C.,	Exp.	00303-2012-
PA/TC,	jul.	01/2013.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	jurisdicción	constitucional	es	idónea	para
salvaguardar	los	derechos	de	las	trabajadoras	gestantes.	“Dada	la	gravedad
del	acto	lesivo	denunciado,	y	atendiendo	a	que,	en	situaciones	similares,	la
trabajadora	pueda	sufrir	arbitrariedades	de	esta	índole,	es	necesario	que
este	tribunal	declare	fundada	la	presente	demanda,	a	fin	de	ordenar	a	la
emplazada	que	no	vuelva	a	incurrir	en	actitudes	de	este	tipo.
14.	Las	trabajadoras	gestantes,	bajo	ningún	concepto,	pueden	ser
compelidas	a	renunciar	al	descanso	pre	y	post-natal.	Sus	requerimientos	de
descanso	deben	ser	atendidos	con	prontitud	por	lo	que,	ante	eventuales
arbitrariedades,	la	jurisdicción	constitucional,	a	través	de	los	procesos	de
cumplimiento	y	amparo,	dada	la	premura	en	que	debe	dilucidarse	tal
pretensión,	resulta	idónea	para	salvaguardar	los	derechos	de	las	gestantes.
15.	En	tal	sentido,	corresponde	a	los	jueces	que	conozcan	este	tipo	de
demandas	resolverlas	tan	pronto	como	sea	posible,	pues	ante	la	negativa	del
empleador	en	acatar	dicha	obligación,	existe	un	gran	riesgo	de	que	el
agravio	denunciado	termine	siendo	irreparable”.	(T.	C.,	Exp.	00388-2013-
PA/TC,	abr.	22/2014.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
Ley	26644.
ART.	2°.—La	comunicación	a	que	se	 refiere	el	artículo	precedente	deberá
estar	 acompañada	 del	 informe	médico	 que	 certifique	 que	 la	 postergación
del	descanso	prenatal	no	afectaría	en	modo	alguno	a	la	trabajadora	gestante
o	al	concebido.
La	postergación	del	descanso	prenatal	no	autoriza	a	la	trabajadora	gestante
a	variar	o	abstenerse	del	cumplimiento	de	sus	labores	habituales,	salvo	que
medie	acuerdo	al	respecto	con	el	empleador.
Regl.	Descanso	por	Maternidad.	
ART.	4°.—Requisitos	para	el	goce	del	descanso	pre	natal.
4.1.	Para	el	goce	del	descanso	pre	natal	la	trabajadora	gestante	presentará
al	empleador	el	correspondiente	Certificado	de	Incapacidad	Temporal	para
el	Trabajo	(CITT)	por	maternidad,	expedido	por	ESSALUD,	o	en	su	defecto
un	certificado	médico	en	el	que	conste	la	fecha	probable	del	parto,	pudiendo
éste	encontrarse	contenido	en	el	formato	regulado	por	el	Colegio	Médico	del
Perú	o	 en	 el	 recetario	de	uso	 regular	del	profesional	médico	que	emite	 la
certificación.
Modificado.	 D.	 S.	 002-2016-TR,	 Art.	 1°.	 Con	 dicha	 presentación	 la
trabajadora	 gestante	 estará	 expedita	 para	 el	 goce	 de	 descanso	 prenatal	 a
partir	de	los	cuarenta	y	nueve	(49)	días	naturales	anteriores	a	dicha	fecha
probable	del	parto,	salvo	que	haya	optado	por	diferir	parcial	o	totalmente	el
descanso,	en	cuyo	caso	el	goce	del	descanso	prenatal	se	entenderá	referido
únicamente	al	número	de	días	no	diferidos.
4.2.	 Las	 prestaciones	 económicas	 administradas	 por	 ESSALUD,	 otorgadas
con	 la	 finalidad	 de	 resarcir	 el	 lucro	 cesante	 como	 consecuencia	 del
alumbramiento	y	de	las	necesidades	de	cuidado	del	recién	nacido,	se	rigen
por	la	Ley	N°	26790,	su	reglamento	y	demás	normas	complementarias.
Regl.	Descanso	por	Maternidad.
ART.	5°.—Aplazamiento	del	descanso	pre	natal.
5.1.	La	trabajadora	gestante	puede	optar	por	diferir	en	todo	o	en	parte	el
goce	 del	 descanso	 pre	 natal,	 en	 cuyo	 caso	 el	 número	 de	 días	 naturales
diferidos	se	acumulará	al	período	de	descanso	post	natal.	Para	dicho	efecto,
deberá	comunicar	por	escrito	su	decisión	al	empleador	hasta	dos	(2)	meses
antes	 de	 la	 fecha	 probable	 del	 parto,	 indicando	 el	 número	 de	 días	 de
descanso	pre	natal	que	desea	acumular	al	período	de	descanso	post	natal	y
acompañando	 el	 correspondiente	 informe	 médico	 que	 certifique	 que	 la
postergación	del	descanso	pre	natal	por	dicho	número	de	días	no	afectará
de	ningún	modo	a	la	trabajadora	gestante	o	al	concebido;	pudiendo	éste	ser
variado	por	 razones	de	salud	de	 la	gestante	o	del	 concebido	debido	a	una
contingencia	imprevista.
Esta	decisión	no	requiere	aceptación	ni	aprobación	del	empleador,	por	 lo
que	la	postergación	produce	efectos	desde	la	recepción	del	documento	que
la	comunica.
5.2.	 La	 postergación	 del	 descanso	 pre	 natal	 no	 autoriza	 a	 la	 trabajadora
gestante	a	variar	o	abstenerse	del	cumplimiento	de	sus	labores	habituales,
salvo	 que	 medie	 acuerdo	 al	 respecto	 con	 el	 empleador.	 Sin	 embargo,	 el
empleador	deberá	asignar	a	la	trabajadora	gestante	labores	que	no	pongan
en	 riesgo	 la	 salud	 y/o	 desarrollo	 normal	 del	 embrión	 y	 el	 feto	 durante	 el
período	de	gestación,	sin	afectar	sus	derechos	laborales.
Ley	26644.
ART.	 3°.—Modificado.	 Ley	 27402,	 Art.	 Único.	 En	 los	 casos	 en	 que	 se
produzca	 adelanto	 del	 alumbramiento	 respecto	 de	 la	 fecha	 probable	 del
parto	 fijada	 para	 establecer	 el	 inicio	 del	 descanso	 prenatal,	 los	 días	 de
adelanto	 se	 acumularán	 al	 descanso	 postnatal.	 Si	 el	 alumbramiento	 se
produjera	después	de	la	fecha	probable	del	parto,	los	días	de	retraso	serán
considerados	 como	 descanso	 médico	 por	 incapacidad	 temporal	 para	 el
trabajo	y	pagados	como	tales.
Regl.	Descanso	por	Maternidad.
ART.	6°.—Incidencias	sobre	los	cambios	en	la	fecha	probable	de	parto.
6.1.	Si	el	alumbramiento	se	produjera	antes	de	la	fecha	probable	del	parto
fijada	para	establecer	el	inicio	del	descanso	pre	natal,	el	número	de	días	de
adelanto	se	acumulará	al	descanso	post	natal.
6.2.	Si	el	alumbramiento	se	produjera	después	de	la	fecha	del	parto	fijada
para	establecer	el	descanso	pre	natal,	los	días	de	retraso	serán	considerados
como	descanso	médico	por	incapacidad	temporal	para	el	trabajo	y	pagados
como	tales,	según	corresponda.
Regl.	Descanso	por	Maternidad.
ART.	7°.—Modificado.	D.	S.	002-2016-TR,	Art.	1°.	Ejercicio	del	descanso
postnatal.	El	ejercicio	del	descanso	postnatal	es	de	cuarenta	y	nueve	(49)
días	naturales.	Se	 inicia	el	día	del	parto	y	se	 incrementa	con	el	número	de
días	 de	 descanso	 prenatal	 diferido,	 el	 número	 de	 días	 de	 adelanto	 del
alumbramiento	 y	 los	 treinta	 (30)	 días	 naturales	 en	 los	 casos	 de	 parto
múltiple	o	nacimiento	de	niños	con	discapacidad,	cuando	así	corresponda.
Regl.	Descanso	por	Maternidad.
ART.	9°.—Situaciones	especiales	del	alumbramiento	adelantado.
9.1.	 Si	 el	 alumbramiento	 se	 produce	 entre	 las	 semanas	 veintidós	 (22)	 y
treinta	 (30)	 de	 la	 gestación,	 el	 goce	 del	 descanso	 por	 maternidad	 se
encuentra	condicionado	a	que	el	concebido	nazca	vivo	y	sobreviva	más	de
setenta	y	dos	(72)	horas.
9.2.	Si	el	alumbramiento	se	produjera	después	de	las	treinta	(30)	semanas
de	 gestación	 la	 madre	 trabajadora	 tendrá	 derecho	 al	 descanso	 por
maternidad	aun	cuando	el	concebido	no	nazca	vivo.
Ley	26644.
ART.	 4°.—La	 trabajadora	 gestante	 tiene	 derecho	 a	 que	 el	 período	 de
descanso	 vacacional	 por	 récord	 ya	 cumplido	 y	 aún	 pendiente	 de	 goce,	 se
inicie	 a	 partir	 del	 día	 siguiente	 de	 vencido	 el	 descanso	postnatal	 a	 que	 se
refieren	 los	 artículos	 precedentes.	 Tal	 voluntad	 la	 deberá	 comunicar	 al
empleador	con	una	anticipación	no	menor	de	15	días	calendario	al	inicio	del
goce	vacacional.
Regl.	Descanso	por	Maternidad.
ART.	 8°.—Modificado.	 D.	 S.	 001-2015-TR,	 Primera	 Diposición
Complementaria	Modificatoria.	Descanso	vacacional	inmediato.	Si	a	 la
fecha	del	 vencimiento	del	 descanso	postnatal	 o	 de	 su	 extensión,	 la	madre
trabajadora	tuviere	derecho	a	descanso	vacacional	pendiente	de	goce,	podrá
iniciar	parcial	o	 totalmente	el	disfrute	vacacional	a	partir	del	día	siguiente
de	 vencido	 el	 descanso	 postnatal	 o	 su	 extensión,	 siempre	 y	 cuando
previamente	 lo	 hubiera	 comunicado	 por	 escrito	 al	 empleador	 con	 una
anticipación	 no	 menor	 de	 quince	 (15)	 días	 naturales	 al	 inicio	 del	 goce
vacacional.
Esta	decisión	no	requiere	aceptación	ni	aprobación	del	empleador.
DESCANSO	POR	PATERNIDAD
Ley	29409.
ART.	1°.—Del	objeto	de	la	ley.	La	presente	ley	tiene	el	objeto	de	establecer
el	 derecho	 del	 trabajador	 de	 la	 actividad	 pública	 y	 privada,	 incluidas	 las
Fuerzas	Armadas	y	 la	Policía	Nacional	del	Perú,	 en	armonía	 con	 sus	 leyes
especiales,	 a	 una	 licencia	 remunerada	 por	 paternidad,	 en	 caso	 de
alumbramiento	de	su	cónyuge	o	conviviente,	a	fin	de	promover	y	fortalecer
el	desarrollo	de	la	familia.
D.	S.	014-2010-TR.
ART.	 1°.—Objeto	 de	 la	 norma.	 El	 presente	 decreto	 supremo	 tiene	 por
objeto	reglamentar	la	Ley	N°	29409,	Ley	que	concede	el	derecho	de	licencia
por	paternidad	a	los	trabajadores	de	la	actividad	pública	y	privada.
Cuando	 en	 la	 presente	 norma	 se	 haga	mención	 a	 la	 ley,	 debe	 entenderse
referida	a	la	Ley	N°	29409.
D.	S.	014-2010-TR.
ART.	2°.—Alcances	del	derecho	de	licencia	por	paternidad.	La	 licencia
por	paternidad	consiste	en	el	derecho	que	tiene	el	trabajador	a	ausentarse
de	 su	 puesto	 de	 trabajo	 con	 ocasión	 del	 nacimiento	 de	 su	 hijo	 o	 hija,	 con
derecho	a	remuneración.	Es	otorgada	a	los	trabajadores	que	prestan	labores
en	 las	 distintas	 entidades	 y	 empresas	 de	 los	 sectores	 público	 y	 privado,
cualquiera	sea	el	régimen	laboral	o	régimen	especial	de	contratación	laboral
al	que	pertenezcan.	Se	incluye	dentro	de	los	alcances	de	la	ley	al	personal	de
las	Fuerzas	Armadas	y	de	la	Policía	Nacional	del	Perú.
Ley	29409.
ART.	2°.—De	la	licencia	por	paternidad.	La	licencia	por	paternidad	a	que
se	refiere	el	artículo	1°	es	otorgada	por	el	empleador	al	padre	por	cuatro	(4)
días	hábiles	consecutivos.	El	inicio	de	la	licencia	se	computa	desde	la	fecha
que	 el	 trabajador	 indique,	 comprendida	 entre	 la	 fecha	 de	 nacimiento	 del
nuevo	hijo	o	hija	y	la	fecha	en	que	la	madre	o	el	hijo	o	hija	sean	dados	de	alta
por	el	centro	médico	respectivo.
D.	S.	014-2010-TR.
ART.	 3°.—Duración	 de	 la	 licencia.	 La	 licencia	 por	 paternidad	 tiene	 una
duración	 de	 cuatro	 (4)	 días	 hábiles	 consecutivos.	 Para	 estos	 efectos,	 se
contabilizarán	como	días	hábiles	 los	días	en	 los	que	el	 trabajador	 tenga	 la
obligación	de	concurrir	a	prestar	servicios	a	su	centro	laboral.
D.	S.	014-2010-TR.
ART.	4°.—Remuneración.	La	remuneración	que	corresponde	al	trabajador
durante	 los	 días	 que	 dure	 la	 licencia	 por	 paternidad	 equivale	 a	 la	 que
hubiera	percibido	en	caso	de	continuar	laborando.
D.	S.	014-2010-TR.
ART.	5°.—Oportunidad	de	goce.	El	inicio	de	la	licencia	por	paternidad	se
hace	efectivo	en	la	oportunidad	que	el	trabajador	indique,	entre	la	fecha	de
nacimiento	del	 hijo	 o	hija	 y	 la	 fecha	 en	que	 la	madre	o	 el	 hijo	 o	hija	 sean
dados	de	alta	por	el	centro	médico	respectivo.
En	 caso	 que	 la	 oportunidad	 de	 inicio	 del	 goce	 coincida	 con	 días	 no
laborables,	según	la	jornada	aplicable	al	trabajador,	el	inicio	del	período	de
licencia	se	produce	el	día	hábil	inmediato	siguiente.
Ley	29409.
ART.	 3°.—De	 la	 comunicación	 al	 empleador.	 El	 trabajador	 debe
comunicar	al	empleador,	con	una	anticipación	no	menor	de	quince	(15)	días
naturales,	respecto	de	la	fecha	probable	del	parto.
D.	S.	014-2010-TR.
ART.	 7°.—De	 las	 comunicaciones.	 El	 trabajador	 debe	 comunicar	 al
empleador,	con	una	anticipación	no	menor	de	quince	(15)	días	naturales,	la
fecha	probable	de	parto.
La	 inobservancia	 de	 dicho	 plazo	 no	 acarrea	 la	 pérdida	 del	 derecho	 a	 la
licencia	por	paternidad.
Ley	29409.
ART.	4°.—De	la	irrenunciabilidad	del	beneficio.	Por	la	naturaleza	y	fines
del	 beneficio	 concedido	 por	 la	 presente	 norma,	 este	 es	 de	 carácter
irrenunciable	y	no	puede	ser	cambiado	o	sustituido	por	pago	en	efectivo	u
otro	beneficio.
D.	S.	014-2010-TR.
ART.	 6°.—Situación	 especial.	 La	 licencia	 por	 paternidad	 es	 una
autorización	 legal	 para	 ausentarse	 del	 puesto	 de	 trabajo	 por	 motivo	 del
parto	 de	 la	 cónyuge	 o	 conviviente	 del	 trabajador.	 No	 corresponde	 su
otorgamiento	en	 los	casos	en	que	el	 trabajador	se	encuentre	haciendo	uso
de	 descanso	 vacacional	 o	 en	 cualquier	 situación	 que	 haya	 determinado	 la
suspensión	temporal	del	contrato	de	trabajo.
Ley	29409.
Primera	 Disposición	 Complementaria.—Los	 derechos	 obtenidos	 por	 los
trabajadores	sobre	esta	materia,	antes	de	 la	vigencia	de	 la	presente	 ley,	se
mantienen	vigentes	en	cuanto	sean	más	favorables	a	estos.
LICENCIA	PARA	LOS	TRABAJADORES	CON	FAMILIARES
DIRECTOS	CON	ENFERMEDAD	TERMINAL	O	EN	ESTADO
GRAVE
Ley	30012.
ART.	1°.—Objeto	de	la	 ley.	La	presente	 ley	tiene	por	objeto	establecer	el
derecho	del	trabajador	de	la	actividad	pública	y	privada	a	gozar	de	licencia
en	los	casos	de	tener	un	hijo,	padre	o	madre,	cónyuge	o	conviviente	enfermo
diagnosticado	en	estado	grave	o	terminal,	o	que	sufra	accidente	que	ponga
en	serio	riesgo	su	vida,	con	el	objeto	de	asistirlo.
Ley	30012.
ART.	2°.—Licencia	por	 enfermedad	grave	o	 terminal	 o	por	 accidente
grave.	 La	 licencia	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 1°	 es	 otorgada	 por	 el	 plazo
máximo	de	siete	días	calendario,	 con	goce	de	haber.	De	ser	necesario	más
días	de	 licencia,	 estos	 son	concedidos	por	un	 lapso	adicional	no	mayor	de
treinta	días,	a	cuenta	del	derecho	vacacional.
De	 existir	 una	 situación	 excepcional	 que	 haga	 ineludible	 la	 asistencia	 al
familiar	 directo,	 fuera	 del	 plazo	 previsto	 en	 el	 párrafo	 precedente,	 se
pueden	 compensar	 las	 horas	 utilizadas	 para	 dicho	 fin	 con	 horas
extraordinarias	de	labores,	previo	acuerdo	con	el	empleador.
Ley	30012.
ART.	 3°.—Comunicación	 al	 empleador.	 El	 trabajador	 comunica	 al
empleador	 dando	 cuenta	 del	 ejercicio	 de	 este	 derecho,	 dentro	 de	 las
cuarenta	 y	 ocho	 horas	 de	 producido	 o	 conocido	 el	 suceso,	 adjuntando	 el
certificado	médico	suscrito	por	el	profesional	de	la	salud	autorizado,	con	el
que	se	acredite	el	estado	grave	o	terminal	o	el	serio	riesgo	para	la	vida	como
consecuencia	del	accidente	sufrido	por	el	familiar	directo.
Ley	30012.
ART.	 4°.—Beneficios	 preexistentes.	 Los	 beneficios	 obtenidos	 por	 los
trabajadores	 sobre	 esta	 materia,	 por	 decisión	 unilateral	 o	 por	 convenio
colectivo,	se	mantienen	vigentes	en	cuanto	sean	más	favorables	a	estos.
Ley	30012.
Única	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Reglamentación.	 El	 Poder
Ejecutivo	reglamenta	 la	presente	 ley	en	un	plazo	no	mayor	de	 treinta	días
hábiles	desde	su	entrada	en	vigencia.
DERECHO	DE	LICENCIA	AL	TRABAJADOR	PARA	LA	ASISTENCIA	MÉDICA	Y
LA	TERAPIA	DE	REHABILITACIÓN	DE	PERSONAS	CON	DISCAPACIDAD
Ley	30119.
ART.	1°.—Objeto	de	la	 ley.	La	presente	 ley	tiene	por	objeto	establecer	el
derecho	del	trabajador	de	la	actividad	pública	y	privada	a	gozar	de	licencia
para	 la	 asistencia	médica	 y	 la	 terapia	 de	 rehabilitación	 que	 requieran	 sus
hijos	 menores	 con	 discapacidad,	 menores	 con	 discapacidad	 sujetos	 a	 su
tutela,	mayores	 de	 edad	 con	 discapacidad	 en	 condición	 de	 dependencia	 o
sujetos	a	su	curatela.
Si	 ambos	 padres	 trabajan	 para	 un	 mismo	 empleador,	 esta	 licencia	 es
gozada	por	uno	de	los	padres.
Ley	30119.
ART.	 2°.—Otorgamiento	 de	 la	 licencia.	 La	 licencia	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	1°	es	otorgada	por	el	empleador	al	padre	o	madre,	tutor	o	curador
de	la	persona	con	discapacidad	que	requiera	asistencia	médica	o	terapia	de
rehabilitación,	 hasta	 por	 cincuenta	 y	 seis	 horas	 alternas	 o	 consecutivas
anualmente,	 las	 cuales	 son	 concedidas	 a	 cuenta	 del	 período	 vacacional.
También	 se	 compensan	 con	 horas	 extraordinarias	 de	 labores,	 previo
acuerdo	con	el	empleador.
De	ser	necesario	se	otorgan	horas	adicionales,	siempre	que	sean	a	cuenta
del	 período	 vacacional	 o	 compensables	 con	 horas	 extraordinarias	 de
labores,	previo	acuerdo	con	el	empleador	en	ambos	supuestos.
Ley	30119.
ART.	3°.—Requisitos	para	obtener	la	licencia.	El	trabajador	comunica	al
empleador	 solicitando	 este	 derecho	 con	 una	 anticipación	 de	 siete	 días
naturales	 al	 inicio	 de	 las	 terapias	 de	 rehabilitación	 o	 asistencia	 médica,
adjuntando	la	cita	médica.	Adicionalmente,	atendiendo	a	la	condición	de	la
persona	con	discapacidad,	debe	presentarse	los	siguientes	documentos:
a)	 Hijos	 menores,	 la	 partida	 de	 nacimiento	 o	 el	 documento	 nacional	 de
identidad	 (DNI)	 y	 el	 certificado	 de	 discapacidad	 o	 la	 resolución	 de
inscripción	 expedida	 por	 el	 Consejo	 Nacional	 para	 la	 Integración	 de	 la
Persona	con	Discapacidad	(Conadis).
b)	 Mayores	 con	 discapacidad,	 la	 partida	 de	 nacimiento	 o	 el	 documento
nacional	de	identidad	(DNI)	y	el	certificado	de	discapacidad	o,	de	ser	el	caso,
la	 resolución	 de	 inscripción	 expedida	 por	 el	 Consejo	 Nacional	 para	 la
Integración	de	la	Persona	con	Discapacidad	(Conadis).
c)	 Menores	 sujetos	 a	 tutela,	 el	 documento	 que	 acredite	 tal	 situación,	 la
partida	 de	 nacimiento	 o	 el	 documento	 nacional	 de	 identidad	 (DNI)	 y	 el
certificado	 de	 discapacidad	 o	 la	 resolución	 de	 inscripción	 expedida	 por	 el
Consejo	 Nacional	 para	 la	 Integración	 de	 la	 Persona	 con	 Discapacidad
(Conadis).
d)	 Mayores	 declarados	 interdictos,	 la	 sentencia	 judicial	 o	 resolución
judicial	 que	 designa	 curador	 al	 solicitante,	 el	 documento	 nacional	 de
identidad	 (DNI)	 y	 el	 certificado	 de	 discapacidad	 o	 la	 resolución	 de
inscripción	 expedida	 por	 el	 Consejo	 Nacional	 para	 la	 Integración	 de	 la
Persona	con	Discapacidad	(Conadis).
Concluida	 la	 licencia,	 el	 trabajador	 entrega	 al	 empleador,	 en	 el	 lapso	 de
cuarenta	 y	 ocho	 horas,	 la	 constancia	 o	 certificado	 de	 atención
correspondiente,	 la	 que	 debe	 señalar	 que	 la	 persona	 con	 discapacidad
atendida	fue	acompañada	por	el	trabajador	que	pidió	la	licencia.
Ley	30119.
ART.	4°.—Irrenunciabilidad	 de	 la	 licencia.	 La	 licencia	 obtenida	 por	 los
trabajadores	sobre	esta	materia	es	de	carácter	irrenunciable.
Los	 beneficios	 obtenidos	 por	 los	 trabajadores	 sobre	 esta	 materia,	 por
decisión	 unilateral	 del	 empleador	 o	 por	 convenio	 colectivo,	 se	mantienen
vigentes	en	cuanto	sean	más	favorables	a	estos.
Ley	30119.
ART.	5°.—Uso	 indebido	de	 la	 licencia.	El	 uso	 indebido	 de	 la	 licencia	 es
una	falta	disciplinaria	de	carácter	grave	que	constituye	 incumplimiento	de
las	obligaciones	de	trabajo	y	que	supone	el	quebrantamiento	de	la	buena	fe
laboral,	considerada	en	el	literal	a)	del	artículo	25	del	Texto	Único	Ordenado
de	 la	 Ley	 de	 Productividad	 y	 Competitividad	 Laboral,	 aprobado	 por	 el
Decreto	 Supremo	 003-97-TR;	 en	 el	 literal	 m)	 del	 artículo	 28	 del	 Decreto
Legislativo	 276,	 Ley	 de	 Bases	 de	 la	 Carrera	 Administrativa	 y	 de
Remuneraciones	del	 Sector	Público;	 y	 en	 el	 literal	n)	del	 artículo	85	de	 la
Ley	30057,	Ley	del	Servicio	Civil.
Ley	30119.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Reglamentación.	 El
Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo,	 en	 coordinación	 con	 el
Conadis,	reglamenta	la	presente	ley	en	un	plazo	no	mayor	de	ciento	ochenta
días	hábiles	a	partir	de	la	publicación	de	la	norma.
Ley	30119.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Vigencia.	 La	 presente	 ley
entra	 en	 vigencia	 a	 partir	 del	 día	 siguiente	 de	 la	 publicación	 de	 su
reglamento.
PROTECCIÓN	A	LA	MUJER	GESTANTE	QUE	REALIZA	LABORES	QUE
PONGAN	EN	RIESGO	SU	SALUD
Ley	28048.
ART.	 1°.—Objeto	 de	 la	 ley.	 En	 los	 centros	 de	 trabajo	 las
mujeres	 gestantes	 solicitarán	 al	 empleador	 no	 realizar	 labores
que	pongan	en	peligro	su	salud	y/o	la	del	desarrollo	normal	del
embrión	y	 el	 feto	durante	 el	 período	de	 gestación,	 el	 cual	debe
estar	certificado	por	el	médico	tratante.
El	empleador	después	de	tomar	conocimiento	de	lo	solicitado
asignará	a	la	mujer	gestante	labores	que	no	pongan	en	riesgo	la
salud	y/o	desarrollo	normal	del	embrión	y	el	feto	durante	el
período	de	gestación,	sin	afectar	sus	derechos	labores.
DOCTRINA.—Origen	de	la	protección	a	la	mujer.	“La	mujer,	junto	con	los
menores,	fue	la	primera	en	recibir	la	protección	de	las	normas	laborales	por
los	abusos	que	se	cometían	especialmente	contra	ella	durante	la	Revolución
Industrial.	 Salarios	más	bajos	que	 los	de	 los	hombres	 y	 horarios	 abusivos
fueron	los	elementos	comunes	de	aquellas	épocas.
La	mujer	 debe	 ser	 protegida	 especialmente	 por	 su	 rol	 fundamental	 en	 el
marco	de	la	familia,	no	sólo	con	respecto	a	la	procreación	y	al	cuidado	de	sus
hijos,	 sino	 como	 factor	de	unión	 e	 integración	 familiar.	 La	 fragilidad	de	 la
mujer	 frente	 a	 la	 fortaleza	 del	 hombre,	 y	 la	 necesidad	 de	 brindarle	 una
cobertura	 especial	 en	 el	 plano	 de	 la	 protección	 preventiva	 de	 la	 salud,	 la
llevaron	a	recibir	amparo	aun	en	situaciones	o	circunstancias	que	el	hombre
no	 tiene.	Es	por	 ello	que	muchos	afirman	que	del	desamparo	 se	pasó	a	 la
protección,	y	de	ella	se	llegó	a	la	sobreprotección.
En	definitiva,	del	mismo	modo	que	los	abusos	dieron	lugar	a	la	protección,
y	 con	 ello	 a	 que	 se	 establecieran	 siempre	 normas	 especiales	 de	 amparo,
existe	desde	comienzos	de	los	90	una	corriente	que	afirma	que	la	protección
especial	 de	 la	 mujer	 es	 un	 factor	 de	 discriminación	 en	 su	 contra	 en	 la
carrera	 por	 igualar	 al	 hombre,	 ya	 no	 sólo	 en	 sus	 derechos,	 sino
fundamentalmente	en	todos	los	roles	que	hasta	hace	poco	se	consideraban
exclusivos	del	 hombre”.	 (DE	DIEGO,	 Julián	Arturo.	Manual	 de	Derecho	del
Trabajo	y	de	la	Seguridad	Social,	Abeledo	Perrot,	Argentina,	2000;	pág.	305)
D.	S.	009-2004-TR.
ART.	1°.—Ámbito	de	aplicación.	 De	 conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 en	 el
artículo	1°	de	la	Ley	N°	28048,	el	derecho	a	no	realizar	labores	que	pongan
en	riesgo	la	salud	de	la	mujer	y/o	el	desarrollo	normal	del	embrión	y	el	feto
es	de	aplicación	a	toda	trabajadora	durante	el	período	de	gestación.
D.	S.	009-2004-TR.
ART.	 2°.—Situaciones	 susceptibles	 de	 poner	 en	 riesgo	 la	 salud	 de	 la
mujer	 gestante	 y/o	 el	 desarrollo	 normal	 del	 embrión	 y	 el	 feto.	 Se
consideran	situaciones	susceptibles	de	poner	en	riesgo	la	salud	de	la	mujer
gestante	y/o	el	desarrollo	normal	del	embrión	y	el	feto:
1.	Riesgos	generados	por	las	condiciones	de	trabajo	durante	el	período	de
gestación:
a.	La	exposición	de	la	mujer	gestante	a	agentes	físicos,	químicos,	biológicos,
ergonómicos	 y	 psicosociales,	 procedimientos	 o	 condiciones	 de	 trabajo
peligrosos,	 debido	 al	 lugar	 donde	 desarrolla	 las	 labores	 propias	 de	 su
puesto	de	trabajo.
b.	La	manipulación	de	sustancias	peligrosas	necesarias	para	la	realización
de	las	labores	propias	de	su	puesto	de	trabajo.
2.	 Riesgos	 adicionales	 derivados	 de	 cambios	 fisiológicos	 en	 la	 mujer
gestante
c.	El	deterioro	preexistente	en	la	salud	de	la	mujer	que,	unido	al	estado	de
gestación,	le	impide	desarrollar	labores	propias	de	su	puesto	de	trabajo,	sin
constituir	incapacidad	temporal	para	el	trabajo.
d.	 El	 deterioro	 del	 estado	 de	 salud	 o	 condición	 física	 generado	 por	 el
embarazo,	que	impide	a	la	mujer	gestante	desarrollar	labores	propias	de	su
puesto	de	trabajo,	sin	constituir	incapacidad	temporal	para	el	trabajo.
D.	S.	009-2004-TR.
ART.	 3°.—Carácter	 temporal	 del	 cambio	 de	 labores.	 La	 asignación	 de
labores	 distintas	 a	 las	 habituales,	 incluso	 la	 que	 conlleva	 un	 cambio	 de
puesto	 de	 trabajo,	 constituye	 una	 medida	 temporal,	 que	 se	 mantiene	 en
tanto	 persista	 alguna	 de	 las	 situaciones	 descritas	 en	 el	 artículo	 2°	 del
presente	reglamento.	Culmina	indefectiblemente	con	el	parto.
Sin	perjuicio	de	lo	señalado	en	el	párrafo	precedente,	por	pacto	individual	o
convenio	colectivo	se	puede	acordar	extender	la	medida	hasta	que	concluya
el	 período	 de	 lactancia,	 en	 atención	 a	 los	 riesgos	 que	 puedan	 afectar	 al
recién	nacido	a	través	de	la	leche	materna.
D.	S.	009-2004-TR.
ART.	4°.—Obligaciones	del	empleador.	El	empleador,	como	parte	de	sus
obligaciones	en	materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	deberá:
1.	Evaluar	 los	riesgos	por	exposición	a	agentes	físicos,	químicos,	biólogos,
ergonómicos	y	psicosociales,	procedimientos	o	condiciones	de	trabajo	que,
por	el	puesto	de	trabajo	o	por	las	labores	que	se	realizan,	puedan	afectar	la
salud	de	la	mujer	gestante	y/o	el	desarrollo	normal	del	embrión	y	el	feto,	de
manera	cierta	o	potencial.	Dicha	evaluación	debe	contemplar:
1.1.	Naturaleza,	grado	y	duración	de	la	exposición.
1.2.	Valores	límite	permitidos	de	exposición.
1.3.	 Posibles	 efectos	 en	 la	 salud	 de	 las	 trabajadoras	 expuestas	 a	 riesgos
particulares.
2.	 Poner	 en	 conocimiento	 del	 personal	 el	 resultado	 de	 la	 evaluación	 de
riesgos	que	pueden	afectar	 la	 salud	de	 la	mujer	gestante	y/o	el	desarrollo
normal	del	embrión	y	el	feto.
3.	 Repetir	 la	 evaluación	 cada	 vez	 que	 se	 produzca	 un	 cambio	 en	 las
condiciones	 de	 trabajo	 que	 pueda	 implicar	 una	 exposición	 de	 los
trabajadores.
D.	S.	009-2004-TR.
ART.	5°.—Colaboración	de	la	 inspección	del	trabajo.	El	empleador	o	 la
mujer	gestante	podrán	solicitar	 la	orientación	de	 la	 inspección	del	 trabajo
para	la	determinación	de	los	riesgos	que	puedan	afectar	la	salud	de	la	mujer
gestante	y/o	el	desarrollo	normal	del	embrión	y	el	feto.
D.	S.	009-2004-TR.
ART.	6°.—Oportunidad	para	la	presentación	de	la	solicitud.	El	derecho
a	no	realizar	labores	que	pongan	en	riesgo	la	salud	de	la	mujer	gestante	y/o
el	 desarrollo	 normal	 del	 embrión	 y	 el	 feto	 puede	 ser	 ejercido	 cuando	 se
presente	 alguna	 de	 las	 situaciones	 mencionadas	 por	 el	 artículo	 2°	 del
presente	reglamento,	ya	sea	al	inicio	o	durante	el	período	de	gestación.
D.	S.	009-2004-TR.
ART.	 7°.—Contenido	 del	 certificado	 médico.	 La	 trabajadora	 deberá
solicitar	a	su	empleador	no	realizar	labores	que	pongan	en	riesgo	su	salud
y/o	 el	 desarrollo	 normal	 del	 embrión	 y	 el	 feto.	 A	 estos	 efectos,	 deberá
presentar	 certificado	 médico	 respectivo,	 conteniendo	 la	 siguiente
información:
1.	Riesgos	generados	por	las	condiciones	de	trabajo	durante	el	período	de
gestación
a.	La	acreditación	del	estado	de	gestación	de	la	trabajadora.
b.	El	tiempo	del	estado	de	gestación.
2.	 Riesgos	 adicionales	 derivados	 de	 los	 cambios	 fisiológicos	 en	 la	 mujer
gestante.
a.	La	acreditación	del	estado	de	gestación	de	la	trabajadora.
b.	El	tiempo	del	estado	de	gestación.
c.	Las	labores	que	la	mujer	gestante	está	impedida	de	realizar,	así	como	el
tiempo	que	debe	mantenerse	la	medida.	Dicho	plazo	puede	ser	ampliado	o
recortado	por	posteriores	certificados	médicos,	en	atención	a	su	estado	de
salud.
Cuando	 la	 trabajadora	 realice	 labores	 de	 riesgo,	 según	 el	 inciso	 1)	 del
artículo	 2°	 del	 presente	 reglamento,	 con	 la	 acreditación	 del	 estado	 de
gestación	 en	 el	 certificado	 médico,	 el	 empleador	 debe	 proceder	 a	 la
modificación	de	las	labores,	en	aplicación	de	lo	previsto	en	la	evaluación	de
riesgos	comunicada	a	la	trabajadora.
De	no	haber	realizado	la	evaluación	de	riesgos	a	que	se	refiere	el	artículo	4°
del	 presente	 reglamento,	 el	 empleador	 deberá	 aplicar	 directamente	 los
listados	 elaborados	 por	 la	 comisión	 técnica	 multisectorial	 a	 que	 hace
referencia	 el	 artículo	 19	 del	 presente	 reglamento.	 En	 estos	 casos,	 el
empleador	 sólo	 podrá	 negar	 la	 modificación	 de	 las	 labores,	 después	 de
realizada	 una	 visita	 inspectiva	 del	 servicio	 de	 inspección	 del	 trabajo	 que
certifique	la	no	existencia	de	riesgos	para	la	salud	de	la	mujer	gestante	y/o
el	desarrollo	del	feto	y	el	embrión.
D.	S.	009-2004-TR.
ART.	 8°.—Plazo	 en	 que	 debe	 ser	 atendida	 la	 solicitud.	 Recibida	 la
solicitud	 por	 el	 empleador,	 éste	 debe	 proceder	 a	 la	 modificación	 de	 las
labores	en	el	más	breve	plazo.
De	existir	riesgo	 inminente,	el	empleador	apartará	a	 la	 trabajadora	de	 las
labores	 que	 ocasionan	 el	 riesgo	 a	 su	 salud	 y/o	 al	 desarrollo	 normal	 del
embrión	y	el	feto,	sin	perjuicio	de	que	se	atienda	a	su	solicitud,	de	acuerdo	a
lo	previsto	en	el	siguiente	artículo.
D.	S.	009-2004-TR.
ART.	9°.—Asignación	de	labores	que	no	pongan	en	riesgo	la	salud	y/o
el	 desarrollo	del	 embrión	 y	 el	 feto.	 El	 empleador,	 con	 el	 fin	 de	 asignar
labores	 que	 no	 pongan	 en	 riesgo	 la	 salud	 de	 la	 mujer	 gestante	 y/o	 el
desarrollo	del	embrión	y	el	feto,	podrá:
1.	 Efectuar	 cambios	 en	 la	 manera	 de	 realizar	 las	 mismas	 labores,	 sin
modificación	 del	 puesto	 de	 trabajo.	 En	 este	 caso,	 debe	 adaptar	 física	 o
técnicamente	 las	 condiciones	 de	 trabajo	 con	 la	 finalidad	 de	 controlar,
limitar	o	eliminar	los	riesgos	existentes.
2.	 Si	 la	 medida	 descrita	 en	 el	 numeral	 precedente	 no	 fuera	 posible,	 por
imposibilidad	técnica	u	objetiva,	o	no	resultara	razonable	o	suficiente	para
controlar	los	riesgos	existentes,	el	empleador	deberá	modificar	las	labores	a
través	de	un	cambio	de	puesto	de	trabajo	a	un	puesto	similar	en	atención	a
su	categoría	ocupacional.
3.	Si	no	fuera	posible	asignar	labores	que	no	pongan	en	riesgo	su	salud	y/o
el	 desarrollo	 normal	 del	 embrión	 y	 el	 feto	 dentro	 de	 la	 categoría
ocupacional	 de	 la	 trabajadora,	 de	 acuerdo	 con	 lo	 previsto	 por	 el	 numeral
precedente,	se	 le	asignará	labores	en	un	puesto	de	trabajo	perteneciente	a
una	categoría	ocupacional	distinta,	sea	ésta	inferior	o	superior.
Por	 convenio	 colectivo	 se	 podrá	 establecer	 la	 suspensión	 de	 las	 labores,
con	 la	 obligación	 del	 empleador	 de	 pagar	 un	 monto	 mensual	 a	 la
trabajadora	 que	 no	 podrá	 ser	 inferior	 a	 lo	 que	 le	 correspondería	 como
subsidio	 por	 incapacidad	 temporal,	 en	 caso	 las	 medidas	 descritas	 en	 los
párrafos	precedentes	no	sean	posibles	de	ejecutar	o	no	sean	suficientes	para
controlar	los	riesgos	existentes.
D.	S.	009-2004-TR.
ART.	10.—Mantenimiento	de	los	derechos.	La	asignación	de	labores	que
no	pongan	en	riesgo	la	salud	de	la	mujer	gestante	y/o	el	desarrollo	normal
del	embrión	y	el	feto,	a	través	de	cualquiera	de	las	medidas	señaladas	en	el
artículo	 anterior,	 no	 afectará	 los	 derechos	 laborales,	 económicos	 o
profesionales	de	la	trabajadora.
1.	En	caso	de	que	la	trabajadora	se	mantenga	en	su	puesto	o	sea	cambiada	a
otro	 puesto	 de	 su	 misma	 categoría	 ocupacional,	 mantendrá	 los	 mismos
derechos	laborales,	económicos	y	profesionales.
2.	En	caso	de	que	la	trabajadora	haya	sido	cambiada	a	un	puesto	de	trabajo
de	 una	 categoría	 o	 grupo	 ocupacional	 inferior,	 mantendrá	 los	 derechos
laborales,	económicos	y	profesionales	de	su	puesto	de	origen,	incluidos	los
que	dependen	del	cargo.
3.	En	caso	de	que	la	trabajadora	haya	sido	cambiada	a	un	puesto	de	trabajo
de	 una	 categoría	 o	 grupo	 ocupacional	 superior	 al	 de	 su	 puesto	 de	 origen,
tendrá	derecho	a	recibir	los	montos	adicionales	por	desempeñar	ese	puesto.
Sin	embargo,	concluida	la	situación	que	dio	origen	al	cambio	de	labores,	de
acuerdo	 al	 artículo	 3°	 del	 presente	 reglamento,	 la	 trabajadora	 deberá
retornar	 a	 su	 puesto	 habitual	 en	 las	 condiciones	 originales,	 sin	 que	 ésta
pueda	alegar	hostilidad	en	los	términos	señalados	en	la	legislación	vigente.
D.	S.	009-2004-TR.
ART.	 11.—Retorno	 a	 las	 labores	 de	 origen.	 Se	 garantiza	 a	 la	 mujer
gestante	el	derecho	de	retornar	a	las	labores	y,	de	ser	el	caso,	al	puesto	de
trabajo	 que	 venía	 desempeñando,	 o	 a	 uno	 equivalente,	 con	 la	 misma
remuneración	y	demás	derechos.
El	 empleador	 está	 obligado	 a	 retornar	 a	 la	 trabajadora	 a	 sus	 labores
originarias	 una	 vez	 concluida	 la	 situación	 que	 dio	 origen	 al	 cambio	 de
labores,	 en	 un	 plazo	 que	 no	 superará	 los	 15	 días	 naturales	 o,	 con
posterioridad	del	parto,	 inmediatamente	a	 su	 retorno	al	 centro	de	 trabajo
culminado	su	descanso	post	natal.	En	caso	contrario,	 la	 trabajadora	podrá
accionar,	 de	 ser	 el	 caso,	 por	 hostilidad,	 según	 la	 legislación	 vigente,	 sin
perjuicio	 de	 las	 sanciones	 que	 puedan	 ser	 impuestas	 por	 el	 servicio	 de
inspección	del	trabajo,	de	acuerdo	al	Decreto	Legislativo	N°	910.
D.	S.	009-2004-TR.
ART.	 12.—Incumplimiento	 del	 empleador.	 En	 caso	 el	 empleador	 no
cumpla	con	asignar	a	la	mujer	gestante	labores	que	no	pongan	en	riesgo	su
salud	y/o	el	desarrollo	normal	del	embrión	y	el	 feto,	 la	 trabajadora	podrá
interrumpir	 su	 actividad	 laboral,	 sin	 perjuicio	 de	 cumplir	 con	 sus	 demás
obligaciones	 laborales,	 siempre	 que	 razonablemente	 considere	 que	 existe
un	peligro	 inminente	que	ponga	 en	 riesgo	 su	 salud	o	 seguridad,	 sin	 sufrir
perjuicio	alguno	en	sus	derechos	laborales.
A	estos	efectos,	la	trabajadora	comunicará	a	su	empleador	que	no	realizará
las	 labores	 que	 le	 ocasionan	 un	 riesgo	 en	 su	 salud	 y/o	 en	 el	 desarrollo
normal	 del	 embrión	 y	 el	 feto	 hasta	 que	 se	 le	 asignen	 labores	 que	 no
perjudiquen	su	estado.
Una	vez	que	el	empleador	asigne	y	comunique	a	la	trabajadora	las	nuevas
labores	que	no	supongan	un	riesgo	en	su	salud	y/o	en	el	desarrollo	normal
del	embrión	y	el	feto,	la	trabajadora	deberá	cumplir	con	las	nuevas	labores
encomendadas,	de	manera	inmediata.
D.	S.	009-2004-TR.
Primera	 Disposición	 Transitoria	 y	 Final.—Los	 empleadores	 deberán
cumplir	 las	 obligaciones	 establecidas	 en	 el	 artículo	 4°	 del	 presente
reglamento	en	un	plazo	de	ciento	veinte	(120)	días	desde	la	publicación	de
los	 listados	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 19	 del	 presente	 reglamento.	 El
incumplimiento	por	parte	del	empleador	constituye	 infracción	de	segundo
grado,	conforme	al	Decreto	Legislativo	N°	910.
LISTADO	I
D.	S.	009-2004-TR.
Actividades	en	 las	cuales	deberá	determinarse	 la	naturaleza,	el	grado	y	 la
duración	de	la	exposición	para	evaluar	su	repercusión	sobre	el	embarazo	y
las	medidas	a	adoptarse.
I.	 Agentes	 físicos,	 cuando	 se	 considere	 que	 puedan	 implicar	 lesiones
fetales	y/o	provocar	un	desprendimiento	de	la	placenta,	en	particular:
1.	Choques,	vibraciones	o	movimientos.
2.	 Manutención	 manual	 de	 cargas	 pesadas	 que	 supongan	 riesgos,	 en
particular	dorsolumbares.
3.	Ruido.
4.	Radiaciones	ionizantes.
5.	Radiaciones	no	ionizantes.
6.	Frío	y	calor	extremos.
7.	Movimientos	y	posturas,	desplazamientos	(tanto	en	el	 interior	como	en
el	exterior	del	establecimiento),	 fatiga	mental	y	física	y	otras	cargas	físicas
vinculadas	a	la	actividad	de	la	trabajadora.
II.	Agentes	biológicos,	en	la	medida	en	que	se	sepa	que	dichos	agentes	o
las	 medidas	 terapéuticas	 que	 necesariamente	 traen	 consigo	 ponen	 en
peligro	 la	 salud	 de	 las	 mujeres	 embarazadas,	 y	 siempre	 que	 no	 figuren
todavía	en	el	Listado	II.
1.	Agente	biológico	del	grupo	2:	un	agente	patógeno	que	pueda	causar	una
enfermedad	en	el	hombre	y	pueda	suponer	un	peligro	para	los	trabajadores;
es	poco	probable	que	 se	propague	a	 la	 colectividad;	 existen	generalmente
profilaxis	o	tratamiento	eficaces;
2.	Agente	biológico	del	grupo	3:	un	agente	patógeno	que	pueda	causar	una
enfermedad	 grave	 en	 el	 hombre	 y	 presente	 un	 serio	 peligro	 para	 los
trabajadores;	 existe	 el	 riesgo	 de	 que	 se	 propague	 en	 la	 colectividad,	 pero
existe	generalmente	una	profilaxis	o	tratamiento	eficaces;
3.	 Agente	 biológico	 del	 grupo	 4:	 un	 agente	 patógeno	 que	 cause	 una
enfermedad	 grave	 en	 el	 hombre	 y	 suponga	 un	 serio	 peligro	 para	 los
trabajadores;	 existen	 muchas	 probabilidades	 de	 que	 se	 propague	 en	 la
colectividad;	 no	 existen	 generalmente	 una	 profilaxis	 o	 un	 tratamiento
eficaces.
III.	Agentes	químicos	en	la	medida	en	que	se	sepa	que	ponen	en	peligro	la
salud	de	las	mujeres	embarazadas	y	del	niño	aún	no	nacido	y	siempre	que
no	figuren	todavía	en	el	Listado	II:
1.	Las	sustancias	etiquetadas	R	40,	R	45,	R	46	y	R	47	en	la	medida	en	que	no
figuren	todavía	en	el	Listado	II;
2.	Fabricación	de	auramina.
3.	 Trabajos	 que	 supongan	 exposición	 a	 los	 hidrocarburos	 aromáticos
policíclicos	presentes	en	el	hollín,	el	alquitrán,	la	brea,	el	humo	o	los	polvos
de	la	hulla.
4.	 Trabajos	 que	 supongan	 exposición	 al	 polvo,	 al	 humo	 o	 a	 las	 nieblas
producidas	 durante	 la	 calcinación	 y	 el	 afinado	 eléctrico	 de	 las	 matas	 de
níquel.
5.	Procedimiento	con	ácido	fuerte	en	la	fabricación	de	alcohol	isopropílico.
6.	Mercurio	y	derivados;
7.	Medicamentos	antimitóticos;
8.	Monóxido	de	carbono;
9.	Agentes	químicos	peligrosos	de	penetración	cutánea	formal.
IV.	 Procedimientos,	 procedimientos	 industriales	 que	 figuran	 en	 los
puntos	2	a	5	del	punto	III.
V.	Condiciones	de	trabajo
1.	Trabajos	de	minería	subterráneos.
LISTADO	II
D.	S.	009-2004-TR.
La	 mujer	 gestante	 no	 podrá	 ser	 obligada,	 en	 ningún	 caso,	 a	 realizar
actividades	 que	 supongan	 el	 riesgo	 de	 una	 exposición	 a	 los	 siguientes
agentes	 y	 condiciones	 de	 trabajo	 que	 pongan	 en	 peligro	 su	 seguridad	 o
salud.
I.	Agentes	físicos.
1.	Trabajos	en	atmósferas	de	sobrepresión	elevada,	por	ejemplo	en	locales
a	presión,	submarinismo.
II.	Agentes	biológicos.
1.	Toxoplasma.
2.	 Virus	 de	 la	 rubéola,	 salvo	 si	 existen	 pruebas	 de	 que	 la	 trabajadora
embarazada	 está	 suficientemente	 protegida	 contra	 estos	 agentes	 por	 su
estado	de	inmunización.
III.	Agentes	químicos.
1.	Plomo	y	derivados,	en	la	medida	en	que	estos	agentes	sean	susceptibles
de	ser	absorbidos	por	el	organismo	humano.
IV.	Condiciones	de	trabajo.
1.	Trabajos	de	minería	subterráneos.
R.	M.	374-2008-TR.
ART.	1°.—Aprobar	el	 “Listado	de	 los	agentes	 físicos,	químicos,	biológicos,
ergonómicos	y	psicosociales	que	generan	riesgos	para	la	salud	de	la	mujer
gestante	 y/o	 el	 desarrollo	 normal	 del	 embrión	 y	 el	 feto,	 sus
correspondientes	intensidades,	concentraciones	o	niveles	de	presencia	y	los
períodos	 en	 los	 que	 afecta	 el	 embarazo”,	 el	 “Listado	 de	 actividades,
procesos,	operaciones	o	 labores,	equipos	o	productos	de	alto	riesgo”,	y	 los
“Lineamientos	para	que	las	empresas	puedan	realizar	 la	evaluación	de	sus
riesgos”,	 en	mérito	a	 los	 fundamentos	expuestos	en	 la	parte	 considerativa
de	la	presente	resolución	ministerial,	que	en	ocho	(08)	anexos	forman	parte
de	la	misma.
JURISPRUDENCIA.—Las	acciones	a	favor	de	mujeres	gestantes	y	lactantes
no	se	limitan	exclusivamente	a	la	garantía	del	no	despido.	“Cuando	la
Constitución	Política	del	Perú,	establece	en	sus	artículos	1°,	4°,	22	y	23	que
la	defensa	de	la	persona	humana	y	el	respeto	de	su	dignidad	son	el	fin
supremo	de	la	sociedad	y	del	Estado,	que	la	comunidad	y	el	Estado	protegen
especialmente	al	niño,	a	la	madre	trabajadora	y	a	la	familia;	quiere	decir	que
las	acciones	a	favor	de	las	mujeres	gestantes	y	lactantes	no	se	limitan
exclusivamente	a	la	garantía	del	no	despido,	sino	que	dicha	garantía	está
orientada	a	preservar	que	las	mujeres	ejerzan	funciones	productivas	y	no
sean	excluidas	injustamente	del	ámbito	laboral.	En	tal	sentido,	el	marco
constitucional	antes	mencionado	debe	considerarse	como	una	limitante	al
ius	variandi	en	razón	a	los	fines	que	pretende	alcanzar,	de	modo	que	la
variación	de	las	condiciones	laborales	de	una	trabajadora	gestante	o
lactante	que	vulneren	o	amenacen	sus	derechos	constitucionales,	deben	ser
proscritas	en	un	Estado	constitucional	de	derecho”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	2456-
2014-Lima,	dic.	03/2015.	V.	P.	De	La	Rosa	Bedriñana)
JURISPRUDENCIA.—CS:	no	toda	variación	de	las	condiciones	laborales
atenta	contra	la	estabilidad	laboral	de	la	mujer	embarazada	y	lactante.	“En	el
caso	del	ius	variandi	en	materia	de	traslado	del	lugar	donde	se	presta
servicios	corresponderá	verificar	si	tal	acto	es	ostensiblemente	arbitrario	y
afecta	en	forma	clara,	grave	y	directa	los	derechos	fundamentales	del
trabajador	o	de	su	núcleo	de	familia.	Particularmente	cuando	el	empleador,
en	uso	del	ius	variandi,	modifica	las	condiciones	de	empleo	de	una
trabajadora	en	estado	de	gestación	o	lactancia,	corresponderá	analizar	tal
acto	tomando	en	cuenta	los	derechos	de	la	trabajadora	a	no	ser
discriminada,	a	la	especial	asistencia	y	protección	del	Estado	conforme	a	la
Constitución,	a	la	protección	de	la	vida	como	valor	fundamental	dentro	del
ordenamiento	constitucional;	la	familia	como	institución	básica	de	la
sociedad	y	la	prevalencia	de	los	derechos	de	los	niños.	Sin	embargo,	se	debe
dejar	establecido	que	no	toda	variación	de	las	condiciones	laborales
constituye	un	atentado	contra	la	estabilidad	laboral	de	la	mujer	embarazada
y	lactante,	pues	debe	existir	dentro	de	cada	caso	en	concreto,	prueba	de	que
dicha	variación	afecta	los	derechos	fundamentales	de	la	trabajadora	y	por
consiguiente,	las	condiciones	dignas	y	justas	en	las	cuales	debe
desarrollarse	la	relación	laboral,	o	de	que	la	variación	se	da	por	su	condición
de	gestante”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	2456-2014-Lima,	dic.	03/2015.	V.	P.	De	La	Rosa
Bedriñana)
PERMISO	POR	LACTANCIA	MATERNA
Ley	27240.
ART.	1°.—Modificado.	Ley	28731,	Art.	Único.	Del	objeto	de	la
ley.
1.1.	La	madre	trabajadora,	al	término	del	período	post	natal,
tiene	derecho	a	una	hora	diaria	de	permiso	por	lactancia	materna,
hasta	que	su	hijo	tenga	un	año	de	edad.	En	caso	de	parto	múltiple,
el	permiso	por	lactancia	materna	se	incrementará	una	hora	más	al
día.	Este	permiso	podrá	ser	fraccionado	en	dos	tiempos	iguales	y
será	otorgado	dentro	de	su	jornada	laboral,	en	ningún	caso	será
materia	de	descuento.
1.2.	La	madre	trabajadora	y	su	empleador	podrán	convenir	el
horario	en	que	se	ejercerá	el	derecho	establecido	en	el	párrafo
precedente.
1.3.	El	derecho	que	por	la	presente	ley	se	otorga	no	podrá	ser
compensado	ni	sustituido	por	ningún	otro	beneficio.
Ley	27403.
Artículo	Único.—Objeto	de	la	ley.	Precísase	que	la	hora	diaria	de
permiso	por	lactancia	materna,	a	que	se	refiere	el	numeral	1.1	del
artículo	1°	de	la	Ley	N°	27240,	se	considera	como	efectivamente
laborada	para	todo	efecto	legal,	incluyéndose	el	goce	de	la
remuneración	correspondiente.
Ley	27240.
ART.	2°.—De	las	implicancias	de	la	ley.	La	presente	ley	no
afecta	los	mayores	beneficios	otorgados	sobre	la	materia	por	ley
específica,	pacto	colectivo	o	costumbre	reconocida.
COMENTARIO.—Otorgan	 hora	 de	 permiso	 por	 lactancia	 materna.	 La
Ley	N°	27240,	modificada	por	la	Ley	N°	27591	publicada	el	13	de	diciembre
del	2001,	establece	que	 la	madre	 trabajadora,	 al	 término	del	período	post
natal,	 tiene	 derecho	 a	 una	 hora	 diaria	 de	 permiso	 por	 lactancia	materna,
hasta	que	el	hijo	tenga	un	año	de	edad.
Posteriormente,	la	Ley	N°	28731	amplió	el	beneficio	a	dos	horas	en	caso	de
parto	múltiple.
Ambas	partes	de	 la	relación	 laboral	podrán	convenir	el	horario	en	que	se
ejercerá	 el	 derecho	 establecido	 en	 el	 párrafo	 precedente,	 mismo	 que	 no
podrá	ser	compensado	ni	sustituido	por	ningún	otro	beneficio.
Antecedentes	del	beneficio
La	 norma	 bajo	 comentario	 en	 buena	 cuenta	 pretende	 reactualizar	 el
beneficio	de	la	hora	de	lactancia	nacido	en	noviembre	del	año	1918	a	tenor
del	artículo	21	de	la	Ley	N°	2851	y	vigente	hasta	su	derogación	en	julio	de
1995.
Como	se	recordará,	 la	hora	de	lactancia	constituía	un	beneficio	a	favor	de
las	madres	mayores	 de	 18	 años,	 a	 fin	 que	 durante	 el	primer	 año	 de	 sus
menores	hijos	puedan	gozar	de	proporciones	de	tiempo	no	mayores	a	una
hora	 para	 amamantarlos,	 señalando	 en	 forma	 expresa	 que	 el	 tiempo
destinado	para	la	lactancia	no	podía	ser	descontado	de	la	remuneración	de
la	madre.	Se	trataba	de	un	permiso	con	goce	de	salario.
Al	momento	de	su	dación,	últimos	años	de	 la	segunda	década	del	siglo,	el
tamaño	 de	 las	 ciudades	 y	 su	 densidad	 poblacional	 hacían	 entendible	 un
beneficio	 como	 el	 de	 la	 hora	 de	 lactancia,	 puesto	 que	 era	 materialmente
posible	que	la	madre	abandone	por	unos	momentos	el	centro	de	trabajo,	se
dirija	a	su	domicilio	y	proceda	a	la	lactancia	de	su	menor	hijo.
En	 la	 legislación	comparada	se	observa	que	beneficios	similares	aparecen
en	los	países	de	América	Latina	en	las	primeras	décadas	de	1900.
Con	el	 transcurrir	de	 los	años	el	beneficio	perdió	mucho	de	su	contenido,
deviniendo	en	una	reducción	pagada	de	la	jornada	laboral	de	la	trabajadora
que	tenía	poco	que	ver	con	la	lactancia	materna.
La	ley	aprobada
El	 permiso	 por	 lactancia,	 tal	 como	 se	 encuentra	 regulado	 por	 la	 Ley	 N°
27240,	 procede	 desde	 la	 terminación	 del	 período	 postnatal	 y	 hasta	 el
primer	 año	de	 edad	del	 hijo.	 Como	quiera	que	 la	 licencia	postnatal	 puede
extenderse	–en	determinados	 supuestos–	por	 los	noventa	días	 inmediatos
posteriores	al	parto	como	lo	dispone	la	Ley	N°	26644,	solo	quedarían	nueve
meses	para	la	aplicación	del	beneficio	que	se	explica.
La	oportunidad	para	el	ejercicio	del	derecho	del	permiso	por	 lactancia	se
establecerá	de	común	acuerdo	entre	 la	madre	 trabajadora	y	el	empleador,
por	 lo	 que	 es	 previsible	 que	 en	 los	 hechos	 consista	 en	 un	 retraso	 de	 una
hora	en	el	inicio	de	la	jornada	laboral	de	la	beneficiaria,	o	en	un	adelanto	de
igual	duración	de	su	salida	del	centro	laboral.
Vigencia	de	la	ley
Al	callar	la	Ley	N°	27240	sobre	su	vigencia,	es	de	aplicación	el	artículo	109
de	la	Constitución	vigente,	cuyo	enunciado	dispone	la	obligatoriedad	de	las
normas	con	rango	de	ley	desde	el	día	siguiente	a	su	publicación	en	el	diario
oficial.	 En	 consecuencia,	 la	 norma	 bajo	 comentario	 rige	 desde	 el	 24	 de
diciembre	de	1999.
Extensión	del	beneficio
El	artículo	primero	de	la	Ley	N°	27240	establece	que	el	beneficio	de	la	hora
de	lactancia	se	extenderá	hasta	el	primer	año	de	edad	del	menor.
Naturaleza	remunerada
El	vocablo	“permiso”	es	definido	por	el	Diccionario	de	la	Lengua	Española
como	una	 licencia	o	 concesión	para	hacer	o	decir	alguna	cosa.	Trasladado
este	concepto	al	derecho,	y	concretamente	al	tema	de	la	hora	de	lactancia,	se
entiende	que	ésta	constituye	en	buena	cuenta	una	reducción	originada	por
mandato	legal	de	la	jornada	laboral,	con	carácter	temporal,	siempre	que	se
den	las	condiciones	que	el	ordenamiento	prescribe.
El	 empleador,	 entonces,	 quedará	 obligado	 a	 permitir	 la	 ausencia	 de	 una
hora	 en	 el	 centro	 de	 trabajo	 por	 parte	 de	 la	 trabajadora,	 sin	 que	 pueda
atribuirle	por	ello	la	comisión	de	alguna	falta.
Si	bien	 la	Ley	N°	27240	constreñía	al	 empleador	a	 admitir	 el	permiso	de
una	 hora	 diaria	 por	 lactancia	 materna,	 no	 establecía	 que	 el	 mencionado
permiso	ostente	 la	naturaleza	de	ser	remunerado,	y	es	 justamente	en	este
aspecto	que	se	apreciaba	la	debilidad	de	esta	norma	al	admitir	el	descuento
de	una	hora	en	los	salarios	diarios	de	las	trabajadoras.
La	 Ley	N°	 27403,	 publicada	 el	 20	 de	 enero	 del	 año	 2001,	 precisa	 que	 la
hora	diaria	de	permiso	por	lactancia	materna,	se	considera	como	laborada
para	 todo	 efecto	 legal,	 incluyéndose	 el	 goce	 de	 la	 remuneración
correspondiente.
CUADRO	COMPARATIVO	DE	PROTECCIÓN	A	LA	MADRE
TRABAJADORA
País Descanso	prenatal
Descanso
post	natal
Tiempo	para
alimentar	al
menor
Salas	cuna
Argentina
45	días.	Puede
reducirse	 a	 30
días
incrementando
15	días	 el	 post
natal
45	días
Dos
descansos	 de
media	 hora
para
amamantar	 al
menor	 por	 el
primer	año.
Se	 reconoce
el	 derecho	 a
salas
maternales
pero	 aún	 no
ha	 sido
reglamentado.
10	 semanas.
Dos
descansos	 de
Colombia
Al	 menos	 dos
semanas	 antes
del	parto
Junto	 con	 el
pre	natal	debe
ser	 de	 12
semanas
30	 minutos
para	 la
lactancia,	 por
los	primeros	6
meses.
	
Chile 6	semanas 12	semanas
Una	 hora	 al
día,	 en	 dos
porciones	 de
tiempo.
Obligatorias
para	 las
empresas	 que
ocupen	a	20	o
más
trabajadoras.
México 6	semanas 6	semanas
Dos	 reposos
al	 día	 de
media	 hora
cada	uno.
El	servicio	de
guardería
infantil	 será
prestado	 por
el	 Instituto
Mexicano	 del
Seguro	Social.
Perú
45	días.	Puede
ser	 acumulado
con	 el	 post
natal
45	 días.	 Se
extiende	 30
días	 más	 en
caso	 de
nacimiento
múltiple
Una	 hora
diaria	 que
puede	 ser
fraccionada.
Dos	 horas	 en
caso	 de	 parto
múltiple.
Hasta	 el
primer	 año
del	menor.
	
Venezuela 6	semanas 12	semanas
Si	 hay
guardería,	 dos
descansos	 de
media	hora.	Si
no	 hay
guardería,	 dos
La	 guardería
es	 obligatoria
para	 los
empleadores
que	 ocupen	 a
descansos	 de
una	hora.
más	 de	 20
trabajadores.
	
PERMISO	POR	DONACIÓN	DE	SANGRE
Ley	27282.
ART.	10.—Permisos	laborales	y	licencias.
10.1.	Todo	trabajador	que	desee	donar	sangre	tiene	derecho	a
que	su	centro	laboral	le	otorgue	permiso	por	el	tiempo	que
demande	el	proceso	de	la	donación.	Esto	incluye	las	donaciones
especiales	como	las	aféresis	y	las	autólogas.
10.2.	El	empleador	otorgará	permiso	a	sus	trabajadores	si	la
institución	de	salud	donde	se	ubica	el	banco	de	sangre	no	contase
con	horarios	de	atención	fuera	de	horas	de	trabajo	y	siempre	que
ello	no	afecte	la	producción	de	su	centro	laboral.
10.3.	El	donante	debe	presentar	obligatoriamente	a	su	centro
laboral	el	certificado	o	constancia	emitido	por	la	institución	de
salud	donde	se	ubica	el	banco	de	sangre.
LICENCIA	LABORAL	POR	ADOPCIÓN
Ley	27409.
ART.	1°.—Objeto	de	la	ley.	El	trabajador	peticionario	de
adopción	tiene	derecho	a	una	licencia	con	goce	de	haber
correspondiente	a	treinta	días	naturales,	contados	a	partir	del	día
siguiente	de	expedida	la	resolución	administrativa	de	colocación
familiar	y	suscrita	la	respectiva	acta	de	entrega	del	niño,	de
conformidad	con	lo	establecido	por	la	Ley	N°	26981,	siempre	que
el	niño	a	ser	adoptado	no	tenga	más	de	doce	años	de	edad.
Igual	derecho	le	asistirá	al	trabajador	peticionario	de	adopción
en	el	caso	de	los	incisos	a)	y	b)	del	artículo	128	de	la	Ley	N°
27337,	siempre	que	el	adoptado	no	tenga	más	de	doce	años	de
edad.	En	este	supuesto,	el	plazo	de	treinta	días	naturales	se	cuenta
a	partir	del	día	siguiente	en	que	queda	consentida	o	ejecutoriada
la	resolución	judicial	de	adopción.
Ley	27409.
ART.	2°.—Comunicación	al	empleador.	El	trabajador
peticionario	de	adopción	deberá	comunicar	expresamente	a	su
empleador,	en	un	plazo	no	menor	de	quince	días	naturales	a	la
entrega	física	del	niño,	de	la	voluntad	de	gozar	de	la	licencia
correspondiente.	La	falta	de	comunicación	dentro	del	plazo
establecido	impide	al	trabajador	peticionario	de	adopción	el	goce
de	la	misma.
Ley	27409.
ART.	3°.—Plazo	máximo.	La	licencia	tomada	por	el	trabajador
peticionario	de	adopción	no	podrá	exceder	en	conjunto	el	plazo	de
treinta	días	naturales	durante	un	año	calendario,
independientemente	del	número	de	los	procedimientos
administrativos	o	procesos	judiciales	de	adopción	que	el
trabajador	inicie.
Ley	27409.
ART.	4°.—Adoptantes	cónyuges.	Si	los	trabajadores
peticionarios	de	adopción	son	cónyuges,	la	licencia	será	tomada
por	la	mujer.
Ley	27409.
ART.	5°.—Revocatoria	de	colocación	familiar.	En	caso	de
revocatoria	de	la	resolución	que	otorgó	la	colocación	familiar,	la
licencia	concluye	de	pleno	derecho.	En	este	supuesto,	los	días	ya
gozados	deberán	contabilizarse	en	el	plazo	de	la	licencia	que
pudiera	solicitar	el	trabajador	peticionario	de	adopción	dentro	del
mismo	año	calendario.
Ley	27409.
ART.	6°.—Descanso	vacacional.	El	trabajador	peticionario	de
adopción	tiene	derecho	a	que	el	período	de	descanso	vacacional
por	récord	ya	cumplido	y	aún	pendiente	de	goce	se	inicie	a	partir
del	día	siguiente	de	vencida	la	licencia	señalada	en	el	artículo	1°,
siempre	que	haya	gozado	de	la	misma.
La	voluntad	de	gozar	del	descanso	vacacional	deberá	ser
comunicada	al	empleador	con	una	anticipación	no	menor	de
quince	días	calendario	al	inicio	del	goce	vacacional.
Ley	27409.
ART.	7°.—Negativa	injustificada	del	empleador.	La	negativa
injustificada	del	empleador	de	otorgar	la	licencia	correspondiente
será	considerada	como	un	acto	de	hostilidad	equiparable	al
despido.
CONGRESISTAS
Ley	16559.
ART.	 1°.—Los	 empleados	 u	 obreros	 particulares	 que	 resulten	 elegidos
miembros	del	Poder	Legislativo,	gozarán	de	licencia	por	todo	el	tiempo	de
su	 mandato,	 sin	 goce	 de	 sueldo,	 pero	 sin	 pérdida	 de	 ninguno	 de	 sus
derechos	sociales	o	laborales,	siempre	que	lo	soliciten.
ALCALDES
Ley	16559.
ART.	2°.—Los	obreros	y	empleados	que	sean	elegidos	alcaldes	o	concejales
de	 los	municipios	 de	 la	 República,	 tendrán	 derecho	 a	 que	 se	 les	 conceda
licencia	durante	el	tiempo	que	requieran	para	el	desempeño	de	su	función
municipal.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 18.—Al	 cesar	 las	 causales	 legales	 de	 suspensión	 del	 contrato	 de
trabajo	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 45	 de	 la	 ley,	 el	 trabajador	 deberá
reincorporarse	oportunamente	en	 su	puesto	de	 trabajo	habitual	u	otro	de
similar	categoría.
Cuando	 se	 trate	 del	 cumplimiento	 del	 servicio	 militar	 obligatorio,	 el
trabajador	deberá	reincorporarse	en	el	plazo	máximo	de	cuarenta	(40)	días
establecido	 en	 el	 artículo	 64	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 264.	 En	 los	 otros
casos	 determinados	 por	 norma	 expresa	 a	 que	 se	 refiere	 el	 inciso	 ll)	 del
artículo	 45	 de	 la	 ley,	 el	 trabajador	 deberá	 reincorporarse	 en	 el	 plazo
máximo	 de	 diez	 (10)	 días	 hábiles	 a	 partir	 de	 la	 cesación	 en	 el	 servicio	 o
cargo.
LICENCIAS	PARA	LOS	DEPORTISTAS
Ley	28036.
ART.	65.—Derecho	a	licencia	para	eventos	deportivos	internacionales.
Los	 trabajadores	 de	 los	 sectores	 público	 y	 privado	 y	 los	miembros	 de	 las
Fuerzas	Armadas	y	de	 la	Policía	Nacional	del	Perú	que	sean	seleccionados
para	representar	al	Perú	en	eventos	deportivos	internacionales	oficiales	del
Sistema	Olímpico	o	Federativo	 Internacional	 tienen	derecho	a	una	 licencia
con	 goce	 de	 haber,	 así	 como	 a	 facilidades	 para	 entrenar,	 desplazarse,
permanecer	 en	 concentración	 y	 competir.	 Este	 derecho	 se	 extiende	 a
dirigentes,	entrenadores	y	agentes	deportivos.
Ley	28036.
ART.	66.—Derecho	a	licencia	para	eventos	deportivos	nacionales.	Los
deportistas	 que	 participen	 en	 eventos	 oficiales	 nacionales	 o	 regionales
reconocidos	por	la	federación	deportiva	respectiva	y/o	consejo	del	deporte
escolar	también	gozarán	de	estas	facilidades.
COMENTARIO.—Naturaleza	 de	 las	 licencias	 aplicables	 a	 los
deportistas.	 La	 derogada	 Ley	 N°	 27159,	 no	 establecía	 el	 carácter
remunerado	de	 las	 licencias.	Con	un	 texto	mucho	más	apropiado	 la	nueva
norma	sí	lo	hace.
EMPRESAS	PESQUERAS
D.	S.	006-96-TR.
ART.	 1°.—La	 veda	 de	 extracción	 y	 procesamiento	 de	 especies
hidrobiológicas	establecidas	por	el	Ministerio	de	Pesquería,	en	aplicación	de
las	disposiciones	pertinentes,	facultan	durante	el	período	de	su	duración,	a
las	empresas	pesqueras,	a	la	suspensión	temporal	perfecta	de	los	contratos
de	trabajo,	de	conformidad	con	el	artículo	48	del	Texto	Único	Ordenado	de
la	Ley	de	Fomento	del	Empleo.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	19.—En	los	casos	a	que	se	refieren	los	incisos	a)	y	b)	del	artículo	45
de	 la	 ley,	 cesará	 el	 derecho	 de	 reserva	 si	 el	 trabajador	 es	 declarado	 en
estado	de	 invalidez	absoluta	permanente,	de	acuerdo	a	 lo	dispuesto	por	el
artículo	46	de	la	ley.
D.	S	001-96-TR.
ART.	 20.—La	 reincorporación	 tratándose	 del	 ejercicio	 del	 derecho	 de
huelga,	se	llevará	a	cabo	en	la	forma	que	determina	la	norma	pertinente.
COMENTARIO.—Suspensión	 en	 caso	 de	 cierre	 temporal	 del
establecimiento	como	sanción	de	índole	tributaria.	El	Art.	183	del	Texto
Único	Ordenado	del	Código	Tributario,	dispone	en	sus	párrafos	finales	que
la	sanción	de	cierre	temporal	de	establecimiento	u	oficina	de	profesionales
independientes	 y	 la	 suspensión,	 no	 liberan	 al	 infractor	 del	 pago	 de	 las
remuneraciones	 que	 corresponde	 a	 sus	 trabajadores	 durante	 los	 días	 de
aplicación	 de	 la	 sanción,	 ni	 de	 computar	 esos	 días	 como	 laborados	 para
efecto	 del	 jornal	 dominical,	 vacaciones,	 régimen	 de	 participación	 de
utilidades,	 compensación	por	 tiempo	de	 servicios	 y,	 en	 general,	 para	 todo
derecho	 que	 generen	 los	 días	 efectivamente	 laborados;	 salvo	 para	 el
trabajador	o	trabajadores	que	hubieran	resultado	responsables,	por	acción
u	 omisión,	 de	 la	 infracción	 por	 la	 cual	 se	 aplicó	 la	 sanción	 de	 cierre
temporal.	 El	 contribuyente	 sancionado	 deberá	 comunicar	 tal	 hecho	 a	 la
Autoridad	de	Trabajo.
Durante	el	período	de	cierre	o	suspensión	no	se	podrá	otorgar	vacaciones	a
los	trabajadores,	salvo	las	programadas	con	anticipación.
SUSPENSIÓN.	INVALIDEZ
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	13.—La	invalidez	absoluta	temporal	suspende	el	contrato
por	el	tiempo	de	su	duración.	La	invalidez	parcial	temporal	sólo	lo
suspende	si	impide	el	desempeño	normal	de	las	labores.	Debe	ser
declarada	por	el	Instituto	Peruano	de	Seguridad	Social	o	el
Ministerio	de	Salud	o	la	junta	de	médicos	designada	por	el	Colegio
Médico	del	Perú,	a	solicitud	del	empleador.
JURISPRUDENCIA.—La	invalidez	del	trabajador	que	le	impide	cumplir	con	el
contrato	faculta	al	empleador	a	extinguir	de	pleno	derecho	y
automáticamente	la	relación	laboral.	“Estando	a	ello,	este	colegiado
supremo	es	del	criterio	que,	la	interpretación	correcta	del	inciso	e)	del
artículo	16	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Productividad	y
Competitividad	Laboral,	aprobado	por	el	Decreto	Supremo	003-97-TR,	es
aquella	por	la	cual	se	afirma	que	el	empleador	se	encontrará	facultado	para
extinguir	de	pleno	derecho	y	automáticamente	la	relación	laboral,	cuando	la
invalidez	padecida	por	el	trabajador	le	impida	cumplir	con	la	prestación	de
servicios	a	que	se	encuentra	obligado	en	virtud	del	contrato	de	trabajo,	para
lo	cual	es	necesario	que	en	el	dictamen	médico	que	expida	alguna	de	las
instituciones	autorizadas	por	el	artículo	13	del	Texto	Único	Ordenado	de	la
Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,	se	evalúe	dicha
circunstancia,	y	se	determine	efectivamente	que	el	trabajador	no	se
encuentra	en	la	capacidad	de	seguir	desarrollando	las	labores	para	las
cuales	fue	contratado;	evaluación	que	debe	ser	solicitada	por	el	empleador”.
(C.	S.,	Cas.	Lab.	6849-2012-Tacna,	Oct.	18/2013.	V.	P.	Sivina	Hurtado)
SUSPENSIÓN.	INHABILITACIÓN
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	14.—La	inhabilitación	impuesta	por	autoridad	judicial	o
administrativa	para	el	ejercicio	de	la	actividad	que	desempeñe	el
trabajador	en	el	centro	de	trabajo,	por	un	período	inferior	a	tres
meses,	suspende	la	relación	laboral	por	el	lapso	de	su	duración.
C.	P.
ART.	 36.—Modificado.	 Ley	 30076,	 Art.	 1°.	 Inhabilitación.	 La
inhabilitación	produce,	según	disponga	la	sentencia:
1.	 Privación	 de	 la	 función,	 cargo	 o	 comisión	 que	 ejercía	 el	 condenado,
aunque	provenga	de	elección	popular;
2.	 Incapacidad	 o	 impedimento	 para	 obtener	 mandato,	 cargo,	 empleo	 o
comisión	de	carácter	público;
3.	Suspensión	de	los	derechos	políticos	que	señale	la	sentencia;
4.	Incapacidad	para	ejercer	por	cuenta	propia	o	por	intermedio	de	tercero
profesión,	 comercio,	 arte	 o	 industria,	 que	 deben	 especificarse	 en	 la
sentencia;
5.	Incapacidad	para	el	ejercicio	de	la	patria	potestad,	tutela	o	curatela;
6.	Suspensión	o	cancelación	de	la	autorización	para	portar	o	hacer	uso	de
armas	 de	 fuego.	 Incapacidad	 definitiva	 para	 renovar	 u	 obtener	 licencia	 o
certificación	de	autoridad	competente	para	portar	o	hacer	uso	de	armas	de
fuego,	en	caso	de	sentencia	por	delito	doloso	o	cometido	bajo	el	influjo	del
alcohol	o	las	drogas.
7.	 Suspensión,	 cancelación	 o	 incapacidad	 definitiva	 para	 obtener
autorización	para	conducir	cualquier	tipo	de	vehículo;
8.	 Privación	 de	 grados	 militares	 o	 policiales,	 títulos	 honoríficos	 u	 otras
distinciones	 que	 correspondan	 al	 cargo,	 profesión	 u	 oficio	 del	 que	 se
hubiese	servido	el	agente	para	cometer	el	delito;
9.	 Incapacidad	 definitiva	 de	 las	 personas	 condenadas	 con	 sentencia
consentida	 o	 ejecutoriada	 por	 los	 delitos	 de	 terrorismo	 tipificados	 en	 el
Decreto	Ley	25475,	por	el	delito	de	apología	del	 terrorismo	previsto	en	el
inciso	2	del	artículo	316	del	Código	Penal,	por	cualquiera	de	los	delitos	de
violación	de	la	libertad	sexual	tipificados	en	el	Capítulo	IX	del	Título	IV	del
Libro	Segundo	del	Código	Penal	o	por	los	delitos	de	tráfico	ilícito	de	drogas
para	 ingresar	 o	 reingresar	 al	 servicio	 docente	 o	 administrativo	 en
instituciones	 de	 educación	 básica	 o	 superior,	 pública	 o	 privada,	 en	 el
Ministerio	de	Educación	o	 en	 sus	organismos	públicos	descentralizados	o,
en	general,	en	todo	órgano	dedicado	a	la	educación,	capacitación,	formación,
resocialización	o	rehabilitación.	Esta	medida	se	impone	obligatoriamente	en
la	sentencia	como	pena	principal;
10.	 Privación	 del	 derecho	 a	 residir	 en	 determinados	 lugares	 o	 acudir	 a
ellos;
11.	 Prohibición	 de	 aproximarse	 o	 comunicarse	 con	 la	 víctima,	 sus
familiares	u	otras	personas	que	determine	el	juez;	o,
12.	 Prohibición	 de	 comunicarse	 con	 internos	 o	 visitar	 establecimientos
penitenciarios.
SUSPENSIÓN.	CASO	FORTUITO	O	FUERZA	MAYOR
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	15.—El	caso	fortuito	y	la	fuerza	mayor	facultan	al
empleador,	sin	necesidad	de	autorización	previa,	a	la	suspensión
temporal	perfecta	de	las	labores	hasta	por	un	máximo	de	noventa
días,	con	comunicación	inmediata	a	la	Autoridad	Administrativa
de	Trabajo.	Deberá,	sin	embargo,	de	ser	posible,	otorgar
vacaciones	vencidas	o	anticipadas	y,	en	general,	adoptar	medidas
que	razonablemente	eviten	agravar	la	situación	de	los
trabajadores.
La	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	bajo	responsabilidad
verificará	dentro	del	sexto	día	la	existencia	y	procedencia	de	la
causa	invocada.	De	no	proceder	la	suspensión	ordenará	la
inmediata	reanudación	de	las	labores	y	el	pago	de	las
remuneraciones	por	el	tiempo	de	suspensión	transcurrido.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	21.—Se	configura	el	caso	fortuito	o	la	fuerza	mayor,	cuando	el	hecho
invocado	 tiene	 carácter	 inevitable,	 imprevisible	 e	 irresistible	 y	 que	 haga
imposible	la	prosecución	de	las	labores	por	un	determinado	tiempo.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 22.—La	 Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo,	 recibida	 la
comunicación	 señalada	 en	 el	 artículo	 48	 de	 la	 ley,	 deberá	 verificar	 la
existencia	de	la	causa	invocada,	bajo	responsabilidad.
En	 la	 verificación	 se	 tendrá	 en	 cuenta	 que	 la	 causa	 invocada	 guarde
proporcionalidad	y	razonabilidad	con	el	período	de	suspensión	temporal	de
labores	determinada	por	el	empleador.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 23.—De	 comprobarse	 la	 inexistencia	 o	 improcedencia	 de	 la	 causa
invocada,	 la	 Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo	 expedirá	 resolución,
dentro	 de	 segundo	 día	 de	 realizada	 la	 visita	 inspectiva,	 ordenando	 la
reanudación	 inmediata	 de	 las	 labores.	 El	 período	 dejado	 de	 laborar	 será
considerado	como	de	trabajo	efectivo	para	todo	efecto	legal.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	24.—Si	en	el	plazo	señalado	en	el	artículo	48	de	 la	 ley,	 la	Autoridad
Administrativa	de	Trabajo	no	verifica	la	existencia	de	la	causa	invocada,	se
tendrá	por	cierta	ésta,	quedando	en	consecuencia	autorizada	la	suspensión.
En	 caso	 de	 ordenarse	 la	 verificación	 y	 ésta	 no	 se	 efectúa	 por	 causa
atribuible	 al	 empleador,	 no	 es	 de	 aplicación	 lo	 dispuesto	 en	 el	 párrafo
anterior,	mientras	subsista	tal	actitud.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	25.—Las	partes	podrán	apelar	de	 la	 resolución	expresa	o	 ficta	en	el
término	de	tres	(3)	días	hábiles.
La	Autoridad	Administrativa	 de	Trabajo,	 en	 la	 instancia	 correspondiente,
resolverá	 la	apelación,	en	el	 término	de	cinco	(5)	días	hábiles	computados
desde	 el	 día	 siguiente	 de	 ingresado	 el	 expediente	 a	 la	 dependencia
respectiva.	De	no	expedirse	 resolución	en	el	plazo	 indicado,	 se	 tendrá	por
confirmada	la	resolución	de	primera	instancia.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 26.—De	 subsistir	 la	 imposibilidad	 de	 reanudar	 las	 labores,	 la
suspensión	podrá	prolongarse	por	acuerdo	de	partes,	con	conocimiento	de
la	 Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo,	 pudiendo,	 alternativamente,	 el
empleador	optar	por	el	cese	colectivo	a	que	se	refiere	el	artículo	81	de	la	ley.
JURISPRUDENCIA.—Falta	de	presupuesto	no	puede	ser	invocada	como
causal	de	suspensión	perfecta	de	labores	por	fuerza	mayor.	“(…)	la
demandada	señala	que	se	ve	en	la	necesidad	de	proceder	a	la	suspensión
temporal	perfecta	de	labores,	invocando	la	causal	de	fuerza	mayor,	por
considerar	que	mediante	la	Ley	(…)	no	se	le	asignó	el	presupuesto	suficiente
para	cubrir	el	pago	de	las	remuneraciones	del	personal	que	se	encuentra	a
su	servicio.	(…).
(…)	En	consecuencia,	supeditar	el	ejercicio	del	derecho	al	trabajo	de	los
recurrentes	a	un	plazo	indefinido	y	desproporcionado,	bajo	la	excusa	de	la
suspensión	unilateral	de	labores	prevista	por	el	artículo	15	del	Decreto
Supremo	N°	003-97-TR,	configura,	en	los	hechos,	un	despido	incausado,
toda	vez	que	no	existe	asidero	legal	que	ampare	dicho	acto	por	parte	de	la
entidad	demandada.	(…).”	(T.	C.,	Exp.	9148-2006-PA/TC,	nov.	13/2007.	S.	S.
Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Aunque	la	norma	no	fije	el	plazo	para	comunicar	a	la
autoridad	de	trabajo	la	suspensión	de	labores	por	caso	fortuito,	esto	se	debe
constatar	y	revisar.	“(...)	si	bien	el	artículo	15	del	Texto	Único	Ordenado	del
Decreto	Legislativo	N°	728	no	establece	el	plazo	específico	para	hacer	de
conocimiento	de	la	autoridad	administrativa	de	trabajo	la	suspensión	de
labores	por	caso	fortuito,	sí	señala	un	adverbio	de	tiempo:
‘inmediatamente’,	lo	que	constituye	un	concepto	indeterminado	que	deberá
ser	precisado	por	el	intérprete	atendiendo	cada	caso	concreto,	siendo	uno
de	los	criterios	a	tomar	en	consideración	la	constatación	de	días	no
laborables	o	las	circunstancias	concretas	que	hayan	imposibilitado	la
comunicación	rápida,	de	haberse	dado.	Se	constata	que	la	sentencia	de	vista
no	se	ha	detenido	en	dicho	análisis,	lo	que	constituye	un	elemento	necesario
a	efectos	de	determinar	si	se	ha	cumplido	con	el	supuesto	previsto	en	la
norma	para	la	suspensión	perfecta	de	labores”.	(C.	S.,	Cas.	1203-2011-Piura,
mar.	16/2013.	V.	P.	Walde	Jáuregui)
JURISPRUDENCIA.—Superada	la	suspensión	perfecta	de	labores,	el	contrato
de	trabajo	adquiere	toda	su	eficacia	en	virtud	del	principio	de	continuidad.
“Como	se	aprecia	del	Decreto	Supremo	número	016-2007-TR,	en	su	artículo
2°,	faculta	a	los	empleadores	de	las	zonas	declaradas	en	emergencia,	a
declarar	la	suspensión	perfecta	de	labores	conforme	a	lo	dispuesto	en	la	Ley
de	Competitividad	y	Productividad	Laboral,	cuyo	Texto	Único	Ordenado
fuera	aprobado	mediante	Decreto	Supremo	número	003-97-TR,	el	mismo
que	establece	en	su	artículo	15	(...)	Ahora	bien,	se	observa	que	las	instancias
de	mérito	argumentan	sus	resoluciones	manifestando	que	no	corresponde
el	pago	de	una	contraprestación	sin	un	trabajo	efectivo,	sustentándose	en	el
artículo	6°	del	Decreto	Supremo	número	003-97-TR;	sin	embargo,	no
consideran	determinados	supuestos	en	que	ello	sí	puede	darse,	como	es	el
caso	de	la	suspensión	de	labores	de	modo	imperfecto,	amparado	en	el
segundo	párrafo	del	artículo	11	de	ese	mismo	decreto	(...).	Es	decir,	la
afirmación	categórica	de	las	instancias	de	mérito	respecto	del	cual	no
corresponde	remuneración	sin	trabajo	realizado,	se	ve	relativizada	por	el
mismo	cuerpo	normativo	en	el	cual	sustentan	su	resolución,	siendo	ello	lo
que	manifestado	por	el	recurrente	a	lo	largo	del	presente	proceso	–esto	es,
que	nos	encontramos	ante	una	suspensión	imperfecta	de	labores–	sin	que
las	instancias	de	mérito	emitan	pronunciamiento	alguno	al	respecto,
incurriendo	en	una	motivación	aparente	de	sus	resoluciones,	lo	que
transgrede	el	debido	proceso.	(...)	Por	otra	parte,	las	instancias	de	mérito
deben	tomar	en	consideración	que,	luego	de	transcurrido	el	periodo	de	la
suspensión	perfecta	de	labores,	el	contrato	de	trabajo	adquiere	toda	su
eficacia	en	virtud	del	principio	de	continuidad	(aplicable	a	estos	autos	por
remisión	del	inciso	8	del	artículo	139	de	la	Constitución	Política	del	Perú),
por	el	cual,	el	contrato	de	trabajo	que	es	de	tracto	sucesivo	–esto	es,	que
perdura	en	el	tiempo–	se	considera	como	uno	de	duración	indefinida
resistente	a	las	circunstancias	que	en	ese	proceso	puedan	alterar	tal
carácter,	por	lo	cual,	este	principio	se	encuentra	íntimamente	vinculado	a	la
vitalidad	y	resistencia	de	la	relación	laboral,	siendo	que,	a	pesar	que
determinadas	circunstancias	puedan	suspender	la	relación	laboral,	su
sanción	luego	del	periodo	establecido	por	la	ley	importa	la	recomposición
jurídica	de	la	relación	de	trabajo	como	si	ésta	nunca	se	hubiese
interrumpido”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	874-2010-Ica,	may.	04/2011.	V.	P.	Távara
Córdova)
JURISPRUDENCIA.—CS:	“alteraciones	en	la	estructura	de	la	propiedad	o
conducción	de	la	empresa	no	deben	afectar	las	garantías	que	la	ley	prevé	a
favor	del	trabajador”.	“En	el	proceso,	no	ha	quedado	acreditado	si	la
empresa	demandante	aceptó	la	renuncia	que	formuló	aquel	director
ejecutivo,	y	si	bien	es	cierto	que	existe	controversia	sobre	la	representación
legal	del	señor	(...),	quien	efectuó	el	despido	a	la	actora	con	carta	de	fecha
treinta	de	junio	del	dos	mil	nueve,	también	lo	es	que	resulta	de	aplicación	el
principio	de	despersonalización	del	empleador,	que	permite	al	juzgador
resolver	aplicando	criterios	de	eficiencia	y	efectividad,	pues	las	alteraciones
en	la	estructura	de	la	propiedad	o	conducción	de	la	empresa	no	deben
afectar	las	garantías	que	la	ley	prevé	a	favor	del	trabajador,	pues	no	resulta
razonable	ni	justo	oponerle	dichas	vicisitudes	empresariales	al	trabajador
(...)”.	(C.	S.,	Cas.	2359-2012-Lima,	oct.	31/2012.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
DOCTRINA.—Los	seis	días	para	verificar	la	existencia	y	procedencia	de
la	 causa	 que	 justifica	 la	 suspensión	 temporal	 perfecta	 de	 labores
imponen	 un	 deber	 de	 celeridad	 y	 diligencia	 a	 la	 autoridad	 laboral.
“13.1	 Esta	 Dirección	 General	 de	 Trabajo	 ha	 establecido	 en	 el	 precedente
vinculante	 sentado	 en	 la	 Resolución	 Directoral	 General	 N°	 011-2012-
MTPE/2/14,	 de	22	de	octubre	del	 2012,	 que	 la	 interpretación	 sistemática
del	artículo	15	de	la	LPCL	y	los	artículos	1°,	5°,	9°	y	36	(inciso	1)	de	la	Ley	N°
28806,	Ley	General	de	 Inspección	del	Trabajo,	determinan	que	el	plazo	de
seis	 (06)	 días	 referido	 en	 el	 artículo	 15	 de	 la	 LPCL	 impone	 un	 deber	 de
celeridad	y	diligencia	al	o	los	funcionarios	encargados	de	llevar	a	cabo	tales
acciones,	 sin	 extinguir	 la	 obligación	 estatal	 de	 supervisar	 el	 cumplimiento
de	normas	laborales.
Debe	 precisarse	 que	 este	 deber	 de	 fiscalizar,	 que	 corresponde	 a	 la
administración	del	Trabajo,	opera	en	aquellos	casos	donde	la	inspección	del
trabajo	 es	 un	 componente	 esencial	 para	 que	 se	 produzca	 el	 acto
administrativo	de	autorización,	dentro	del	plazo	 legalmente	previsto,	pero
también	se	aplica	a	aquellos	casos	donde,	transcurrido	el	plazo	de	seis	días	a
que	se	refiere	el	artículo	15	de	la	LPCL,	haya	operado	la	autorización	ficta	a
que	 se	 refiere	 el	 artículo	 24	 del	 Decreto	 Supremo	 N°	 001-96-TR,
Reglamento	de	la	Ley	de	Fomento	al	Empleo.
Esta	 interpretación	 destaca	 la	 importancia	 que	 tiene	 la	 inspección	 del
trabajo	 para	 el	 control	 del	 cumplimiento	 de	 las	 normas	 laborales	 y	 la
promoción	 de	 los	 derechos	 laborales.	 La	 inoperancia	 de	 la	 autoridad
administrativa	dentro	del	plazo	legalmente	previsto	no	permite	colegir	que
determinada	 empresa	 adquiera	 inmunidad	 ante	 la	 fiscalización	 laboral
posterior	 frente	 al	 incumplimiento	 de	 normas	 imperativas,	 máxime	 si	 de
ella	 depende	 la	 eficacia	 de	 derechos	 subjetivos	 de	 terceros	 (los
trabajadores).
En	 esa	 línea	 de	 pensamiento,	 el	 vencimiento	 de	 ese	 plazo	 acarrea	 como
consecuencia	que	la	suspensión	perfecta	de	labores	se	mantenga	pendiente
de	verificación	aún	luego	de	operar	la	autorización	ficta	ya	aludida,	y	ello	no
imposibilita	que	la	propia	autoridad	administrativa	efectúe	una	fiscalización
para	 verificar	 la	 situación	 real	 de	 determinado	 centro	de	 trabajo	 afectado
por	la	suspensión	perfecta	de	labores.	Es	más,	luego	de	superado	el	plazo	de
6	 días	 previsto	 en	 el	 artículo	 15	 de	 la	 LPCL	 es	 legalmente	 posible	 que	 se
determinase	que	la	causal	invocada	en	realidad	no	resultaba	acorde	con	lo
verificado	 por	 la	 inspección	 del	 trabajo	 más	 aún	 si	 dicha	 verificación	 es
determinante	 para	 resolver	 la	 impugnación	 de	 una	 acto	 administrativo
debidamente	motivado”.	 (MTPE,	R.	D.	12-2012/MTPE/2/14,	oct.	29/2012.
Director	General	de	Trabajo	Christian	Sánchez	Reyes)
DOCTRINA.—Vencimiento	 del	 plazo	 para	 evaluar	 la	 suspensión
temporal	 perfecta	 de	 labores	 no	 impide	 que	 la	 autoridad	 laboral
efectué	 la	 fiscalización	pendiente.	 “En	el	 caso	 concreto,	 la	 instancia	que
resolvió	el	recurso	de	apelación	debió	verificar,	a	través	de	la	inspección	del
trabajo,	 la	 causal	 invocada	 conforme	 a	 los	 criterios	 ya	 señalados	 por	 esta
dirección	 general	 en	 esta	 resolución	 y	 en	 los	 precedentes	 vinculantes
citados,	 pues	 dicha	 prueba	 resultaba	 fundamental	 y	 trascendente	 para
emitir	una	resolución	motivada.	(...).
Interpretar,	como	lo	hace	la	segunda	instancia	regional,	que	la	inacción	de
la	administración	al	no	verificar	dentro	del	plazo	establecido	en	una	norma
con	rango	de	ley	la	causal	invocada	por	la	solicitante,	la	administración	del
trabajo	quedaba	exenta	de	disponer	la	actuación	de	esa	prueba	y	resolver	el
recurso	 de	 apelación	 sin	 dicha	 actuación,	 termina	 produciendo	 un	 acto
administrativo	 contrario	 al	 principio	 del	 debido	 procedimiento
administrativo	 consagrado	 en	 el	 numeral	 1.2	 del	 artículo	 IV	 de	 la	 LPAG
según	 el	 cual	 ‘Los	 administrados	 gozan	 de	 todos	 los	 derechos	 y	 garantías
inherentes	 al	 debido	 procedimiento	 administrativo,	 que	 comprende	 el
derecho	a	exponer	sus	argumentos,	a	ofrecer	y	producir	pruebas	y	a	obtener
una	decisión	motivada	y	fundada	en	derecho.	(...)’,	incurriendo	de	este	modo
en	una	causal	de	nulidad	del	acto	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	3°
numeral	4	y	10	numerales	1	y	2	de	la	LPAG	por	contravenir	la	Constitución	y
la	ley	al	carecer	de	motivación	suficiente.	(...).
Precisamente,	 y	 es	 preciso	 recalcarlo	 una	 vez	 más,	 la	 resolución	 que	 se
examina	 en	 esta	 instancia	 carece	 de	 motivación	 suficiente	 al	 resolver	 un
recurso	de	apelación	 sin	ordenar	 la	 actuación	de	una	prueba	 fundamental
cuya	 actuación	 se	 frustró	 por	 la	 propia	 inacción	 de	 la	 autoridad
administrativa	 de	 trabajo	 y	 con	 el	 agravante	 de	 haberse	 afectado	 los
derechos	 constitucionales	 de	 terceros	 (los	 trabajadores)	 a	 partir	 de	 la
producción	de	un	acto	administrativo	no	ajustado	a	la	Constitución	y	la	ley”.
(MTPE,	 R.	 D.	 12-2012/MTPE/2/14,	 oct.	 29/2012.	 Director	 General	 de
Trabajo	Christian	Sánchez	Reyes)
DOCTRINA.—Antes	de	adoptar	una	suspensión	perfecta	de	labores	que
comprometa	 a	 todos	 los	 trabajadores,	 el	 empleador	 debe	 establecer
rigurosamente	si	todas	las	actividades	deben	detenerse.	“(…)	Siguiendo
esta	línea	interpretativa,	el	artículo	15	de	la	LPCL	debe	comprenderse	como
una	 norma	 que	 establece	 un	 régimen	 de	 excepción	 para	 la	 suspensión
perfecta	de	labores.	Así,	frente	a	otros	supuestos	de	suspensión	de	labores	-
tales	 como	 el	 otorgamiento	de	 vacaciones,	 que	 suponen	que	 el	 trabajador
continúa	 percibiendo	 su	 remuneración	 dentro	 del	 tiempo	 de	 descanso
correspondiente-	la	suspensión	perfecta	tiene	un	efecto	desestabilizador	de
la	 situación	 de	 empleo	 y	 durante	 su	 vigencia	 se	 pone	 al	 trabajador	 en	 la
misma	situación	que	si	estuviera	en	desempleo.
En	ese	orden	de	ideas,	el	legislador	prevé	una	regla	flexible,	al	introducir	la
posibilidad	de	que	el	propio	empleador	controle	los	efectos	de	su	iniciativa
suspensiva.	 De	 esa	 manera,	 congruentemente	 con	 su	 naturaleza
excepcional,	 antes	 de	 adoptar	 una	 suspensión	 perfecta	 de	 labores	 que
comprometa	a	todo	el	universo	de	trabajadores	de	la	empresa,	el	empleador
debe	 establecer	 si	 todas	 las	 actividades	 deben	 detenerse	 y	 si	 todos	 los
trabajadores	del	ámbito	deben	cesar	de	prestar	servicios	dentro	del	período
intermitente	de	inactividad.En	el	caso	de	la	veda	de	pesca,	naturalmente,	el
giro	 de	 la	 empresa	 (el	 procesamiento	 del	 recurso	 hidrobiológico)	 sufrirá
una	disminución	hasta	 la	paralización	por	efecto	del	cumplimiento	de	una
norma	 imperativa.	 En	 esa	 medida,	 debe	 establecerse	 si	 además	 de	 la
actividad	 principal	 desplegada	 por	 la	 empresa,	 existen	 otras	 de	 carácter
complementario	al	procesamiento	de	 recurso	hidrobiológico	o	de	 carácter
indispensable	 que	 puedan	 tener	 que	 realizarse	 incluso	 durante	 la
“inactividad”	 a	 que	 ordena	 la	 veda	 pesquera.	 Por	 ejemplo,	 podemos
referimos	 a	 los	 servicios	 de	 mantenimiento	 de	 la	 maquinaria	 de
procesamiento	del	recurso	hidrobiológico	o	a	la	vigilancia	y	cuidado	de	los
mismos.	En	ese	supuesto	queda	evidenciado	que	debe	existir	algún	grado	de
actividad	de	carácter	indispensable,	dentro	de	la	empresa	que	justifique	que
determinado	número	de	trabajadores	presten	sus	servicios,	aún	durante	la
vigencia	 de	 la	 veda”.	 (MTPE,	 R.	 D.	 010-2012-MTPE/2/14,	 oct.	 12/2012.
Director	General	de	Trabajo	Christian	Sánchez	Reyes)
DOCTRINA.—El	 otorgamiento	 de	 vacaciones	 adelantadas	 en	 la
suspensión	perfecta	de	labores	por	caso	fortuito	o	fuerza	mayor	no	es
una	 prerrogativa	 opcional	 del	 empleador,	 sino	 una	 obligación.	 “Por
otro	lado,	del	análisis	de	autos	se	aprecia	que	la	empresa	ha	adoptado	como
única	 medida	 para	 cubrir	 la	 vigencia	 de	 la	 veda,	 el	 pago	 y	 goce	 de	 las
vacaciones	 adeudadas	 de	 los	 trabajadores	 afectados	 correspondientes	 al
período	2013-2014.	Sin	embargo,	se	aprecia	que	aquella	no	otorgó	el	pago	y
goce	de	las	vacaciones	correspondiente	al	período	2014-2015,	así	como	no
ha	 implementado	 un	 programa	 de	 vacaciones	 adelantadas	 a	 dichos
trabajadores	 que	 han	 sido	 objeto	 de	 la	medida	 de	 suspensión	 perfecta	 de
labores.
Al	 respecto,	 y	 conforme	 se	 ha	 indicado,	 el	 otorgamiento	 de	 vacaciones
adelantadas	en	la	suspensión	perfecta	de	labores	por	caso	fortuito	o	fuerza
mayor	no	es	una	prerrogativa	opcional	del	empleador,	sino,	por	el	contrario,
una	 obligación	 en	 el	 procedimiento	de	 suspensión	perfecta	 de	 labores,	 de
conformidad	con	lo	establecido	en	la	Resolución	Directoral	General	N°	010-
2012/MTPE/2.14,	 con	 carácter	 de	 precedente	 administrativo	 vinculante”.
(MTPE,	 R.	 D.	 115-2015/MTPE/2/14,	 ago.	 20/2015.	 Director	 General	 de
Trabajo	Juan	Carlos	Gutiérrez	Azabache)
DOCTRINA.—La	 suspensión	 del	 vínculo	 laboral	 no	 puede	 descansar
únicamente	en	la	existencia	de	una	veda	en	el	sector	pesquero.	 “Como
sustento	de	 la	 adopción	de	 la	medida	de	 suspensión	 temporal	perfecta	de
labores,	 la	 empresa	 alega	 en	 su	 comunicación	 (...)	 del	 expediente	 que	 se
dedica	como	única	actividad	a	la	producción	y	comercialización	de	harina	y
aceite	 de	 pescado,	 y	 que	 el	 Ministerio	 de	 la	 Producción	 ha	 dispuesto	 la
suspensión	 de	 la	 pesca	 y	 el	 procesamiento	 del	 recurso	 hidrobiológico	 a
través	 de	 la	 Resolución	 Ministerial	 N°	 258-2014-Produce.	 La	 empresa	 al
encontrarse	inmersa	dentro	de	los	alcances	de	dicha	norma	expuesta	se	ve
obligada	 a	 suspender	 las	 labores	 del	 trabajador	 (...)	 por	 encontrarse	 en
período	de	veda,	pues	alega	que	como	consecuencia	de	ello	no	tiene	liquidez
para	sostener	la	planilla	como	lo	venía	haciendo	en	años	anteriores.
Con	 la	 finalidad	 de	 sustentar	 la	 suspensión	 temporal	 perfecta	 de	 labores
del	referido	trabajador,	la	empresa	fundamenta	dicha	medida,	únicamente,
en	 la	 existencia	 de	 la	 veda	 en	 el	 sector	 pesquero	 como	 causal	 de	 fuerza
mayor	y	caso	fortuito	para	la	suspensión	perfecta	del	contrato	de	trabajo;	en
tal	 sentido,	 la	 suspensión	 temporal	perfecta	de	 labores	obedece	a	 razones
de	 caso	 fortuito	 o	 fuerza	 mayor	 ajenas	 a	 la	 voluntad	 de	 la	 empresa,	 en
cuanto	 se	 producen	 por	 la	 naturaleza	 y	 por	 el	 cumplimiento	 del
ordenamiento	 legal,	 y	 por	 tanto,	 serían	 inevitables,	 imprevisibles	 e
irresistibles.
8.2.-	Del	estudio	de	autos,	 se	aprecia	que	 la	empresa	no	ha	cumplido	con
acreditar	que	ha	 realizado	de	modo	objetivo,	 razonable	 o	proporcional,	 el
análisis	de	los	tres	grupos	diferenciados	de	trabajadores	y	actividades	para
así	determinar	a	quiénes	se	les	aplicará	la	medida	de	suspensión	perfecta	de
labores,	de	 conformidad	 con	 los	parámetros	establecidos	en	 la	Resolución
Directoral	 General	 N°	 010-2012-MTPE/2/14,	 de	 fecha	 12	 de	 octubre	 del
2012.
En	 efecto,	 no	 se	 encuentra	 acreditado	 en	 autos	 que	 la	 empresa	 haya
realizado	 el	 análisis	 de	 aquéllos	 trabajadores	 que	 se	 mantendrán	 en
actividad	 (para	 ejecutar	 los	 servicios	 indispensables,	 secundarios	 o
complementarios	durante	la	veda);	aquéllos	que	gozarían	de	las	vacaciones
que	 se	 les	 adeude	 o	 las	 que	 pudieran	 adelantarse;	 y	 aquéllos	 que	 no
pudiendo	 cumplir	 con	 las	 actividades	 que	 deban	 continuar	 y	 cuyas
vacaciones	adeudadas	y	adelantadas	no	logren	cubrir	toda	la	exigencia	de	la
veda	 pesquera,	 deban	 permanecer	 en	 inactividad	mediante	 la	 suspensión
perfecta	de	labores	(...)”.	(MTPE,	R.	D.	108-2015/MTPE/2/14,	ago.	20/2015.
Director	General	de	Trabajo	Juan	Carlos	Gutiérrez	Azabache)
DOCTRINA.—El	 empleador	 no	 debe	 obstruir	 o	 dificultar	 la	 labor
inspectiva	cuando	la	autoridad	laboral	incumple	el	plazo	para	verificar
la	 procedencia	 de	 la	 huelga.	 “-	 El	 artículo	 15	 de	 la	 LPCL	 señala	 que	 el
empleador	tiene	la	obligación	de	comunicar	a	la	autoridad	administrativa	de
trabajo	la	suspensión	temporal	perfecta	de	labores	cuya	causa	corresponda
a	un	 caso	 fortuito	 o	 fuerza	mayor.	 La	 autoridad	 administrativa	 de	 trabajo
tiene	la	obligación	de	verificar	ex	post	la	existencia	y	la	procedencia	de	las
causales	que	motivaron	dicha	suspensión.
-	 La	 autoridad	 administrativa	 de	 trabajo	 debe	 realizar	 dicha	 verificación,
por	 lo	que	 la	 ley	 le	otorga	un	plazo	de	seis	 (06)	días	 luego	de	conocida	 la
solicitud	de	suspensión	temporal	perfecta	de	 labores;	sin	embargo,	ello	no
quiere	 decir	 que	 el	 incumplimiento	 de	 dicho	 plazo	 faculte	 al	 empleador	 a
obstruir	o	dificultar	la	labor	inspectiva	posterior.
-	 La	 autoridad	 administrativa	 regional	 deberá	 determinar	 los	 siguientes
puntos:
a)	 Si	 la	 autoridad	 administrativa	 realizó	 efectivamente	 las	 labores	 de
inspección	 en	 la	 empresa,	 estando	 al	 plazo	 señalado	 por	 ley	 dirigido	 a	 la
administración.	Por	ello,	la	empleadora	no	podrá	impedir	la	verificación	de
las	 causas	 y	 consecuencias	 de	 los	motivos	 que	 sustentaron	 la	 suspensión
temporal	perfecta	de	labores	de	los	trabajadores.	De	hecho,	si	la	empresa	no
otorga	 las	 facilidades	 correspondientes	 a	 la	 inspección	 del	 trabajo,	 la
solicitud	de	suspensión	perfecta	de	labores	debe	ser	rechazada.
b)	 Si	 los	 puestos	 de	 labores	 de	 los	 trabajadores	 suspendidos	 no	 se
encuentran	 ocupados	 por	 otros	 trabajadores,	 sean	 ellos	 de	 la	 misma
empresa	o	de	una	tercera.
c)	 Si	 dicha	medida	 esconde	o	 tiene	 como	 correlato	una	 vulneración	 a	 los
derechos	 colectivos	 de	 los	 trabajadores	 (libertad	 sindical,	 negociación
colectiva	y	huelga)	al	practicarse	en	contra	de	trabajadores	sindicalizados,
perjudicando	especialmente	al	 sindicato	detrás	de	una	aparente	acción	de
contenido	neutro	y	amparada	(en	principio)	por	el	derecho	vigente”.	(MTPE,
R.	D.	G.	191-2015-MTPE/2/14,	nov.	12/2015.	Director	General	de	Trabajo
Juan	Carlos	Gutiérrez	Azabache)
TÍTULO	SEGUNDO
Extinción	del	Contrato	de	Trabajo
CAUSALES	DE	EXTINCIÓN
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	16.—Son	causas	de	extinción	del	contrato	de	trabajo:
a)	El	fallecimiento	del	trabajador	o	del	empleador	si	es	persona
natural;
b)	La	renuncia	o	retiro	voluntario	del	trabajador;
c)	La	terminación	de	la	obra	o	servicio,	el	cumplimiento	de	la
condición	resolutoria	y	el	vencimiento	del	plazo	en	los	contratos
legalmente	celebrados	bajo	modalidad;
d)	El	mutuo	disenso	entre	trabajador	y	empleador;
e)	La	invalidez	absoluta	permanente;
f)	La	jubilación;
g)	El	despido,	en	los	casos	y	forma	permitidos	por	la	ley;
h)	La	terminación	de	la	relación	laboral	por	causa	objetiva,	en	los
casos	y	forma	permitidos	por	la	presente	ley.
JURISPRUDENCIA.—Programa	de	renuncia	voluntaria	y	evaluación	de
trabajadores	no	implica	necesariamente	la	extinción	del	vinculo	laboral.	“(…)
el	recurrente	(…)	señala	que	dicho	programa	estaba	orientado	al	retiro	de
los	trabajadores	de	la	demandada	y	consecuentemente	buscaba	generar	la
extinción	de	sus	vínculos	laborales.	Manifiesta	que	los	trabajadores	son
amenazados	con	ser	despedidos	de	su	centro	de	labores,	por	no	haberse
acogido	al	programa	de	retiro	voluntario,	lo	que	vulneraría	su	derecho
constitucional	al	trabajo.
(…)	del	análisis	del	caso	de	autos,	se	desprende	que	la	‘amenaza’	que
sustentaría	la	pretensión	del	recurrente	no	cumple	con	tales	requisitos	en	la
medida	que	no	puede	ser	calificada	como	cierta	e	inminente.	No	es	cierta
por	cuanto	el	demandante	arguye	como	sustento	para	afirmar	la	existencia
de	una	amenaza,	especulaciones	subjetivas;	además,	del	expediente	no	se
observa	la	existencia	de	actos	materiales	que	siquiera	indiquen	la
posibilidad	de	una	amenaza.	No	es	inminente	por	cuanto	de	los	medios
probatorios	se	aprecia	la	existencia	de	un	programa	de	renuncia	voluntaria
y	evaluación	de	trabajadores,	los	cuales	por	sí	mismos	no	implican	que	se
vaya	a	producir	indefectiblemente	el	despido	del	demandante	y	que	éste
vaya	a	ser	arbitrario	o	lesivo	de	sus	derechos.	(…).”	(T.	C.,	Exp.	06012-2008-
PA/TC,	ene.	21/2010.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Debe	existir	medio	de	prueba	que	sustente	la	coacción	o
intimidación	que	vicia	la	voluntad	del	trabajador,	ante	la	renuncia	o	el	mutuo
disenso.	“(…)	en	el	recurso	de	agravio	constitucional	la	abogada	del
demandante	señala	que	tanto	en	la	renuncia	con	incentivos	como	en	el	cese
por	mutuo	disenso,	no	debe	existir	coacción	o	amenaza	para	lograr	el	cese
del	trabajador,	por	cuanto	viciarían	la	voluntad	del	trabajador;	sin	embargo
en	dicho	recurso	no	se	precisa	que	la	renuncia	del	demandante	haya	sido
producto	de	la	coacción	o	intimidación;	en	todo	caso,	de	haberse	alegado
ello,	por	sí	solo	no	generaría	certeza	pues	en	autos	no	existe	medio	de
prueba	alguno	que	pudiera	sustentar	dicho	alegato.
Que	en	consecuencia	la	presente	demanda	no	puede	ser	acogida	toda	vez
que	al	efectuarse	la	renuncia	voluntaria	y	al	haber	operado	el	mutuo
disenso	entre	el	trabajador	y	el	empleador,	supuesto	contemplado	en	el
inciso	b)	del	artículo	16	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	se	ha
extinguido	el	vínculo	laboral.	Es	decir,	que	antes	de	interponer	la	demanda
no	ha	existido	violación	alguna,	pues	el	demandante	por	voluntad	propia	dio
por	extinguida	su	relación	laboral.	(…)”.	(T.	C.,	Exp.	00344-2011-PA/TC,	abr.
07/2010.	Pres.	Eto	Cruz)
JURISPRUDENCIA.—Es	potestad	del	empleador	aceptar	o	no	el	desistimiento
de	la	renuncia	del	trabajador.	“(...)	este	tribunal	debe	precisar	que	la
renuncia	voluntaria	al	centro	de	trabajo	constituye	un	acto	unilateral	del
trabajador,	mediante	el	cual	éste	pone	en	conocimiento	de	su	empleador	su
deseo	de	extinguir	la	relación	laboral	existente	entre	ambos.	Dicho	acto
jurídico	se	configura	como	uno	recepticio,	es	por	ello	que	debe	ser
comunicado	al	empleador	conforme	a	las	formalidades	exigidas	por	el
Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	teniendo	que	aceptar	la	renuncia	de	su
trabajador,	pudiendo	únicamente	rechazar	o	no	el	pedido	de	exoneración	de
los	30	días	previsto	en	la	referida	norma	legal.	Es	decir,	la	renuncia
voluntaria	surtirá	efectos	legales	cuando	el	empleador	acepte	la	misma.
A	fojas	11	obra	la	carta	de	fecha	13	de	octubre	del	2005,	mediante	la	cual	el
demandante	presentó	‘su	renuncia	irrevocable	al	centro	de	trabajo,	la	misma
que	debe	efectivizarse	el	30	de	abril	del	año	2006’	(Negrita	agregado).
Mientras	que	a	fojas	106	obra	carta	de	fecha	14	de	octubre	del	2005,	a
través	de	la	cual	la	sociedad	emplazada	expresa	la	aceptación	a	la	renuncia
al	trabajo	efectuada	por	el	recurrente,	por	lo	que	su	último	día	de	trabajo
sería	el	30	de	abril	del	2006.
Si	bien	el	demandante	refiere	que	mediante	cartas	de	fechas	28	de	febrero
y	27	de	abril	del	2006,	obrantes	a	fojas	12	y	13,	respectivamente,	comunicó
a	la	sociedad	emplazada	que	había	decidido	dejar	sin	efecto	la	renuncia	que
efectuara	en	octubre	del	2005	y	que	debía	efectivizarse	el	30	de	abril	del
2006;	sin	embargo,	esta	situación	no	resulta	amparable,	toda	vez	que	era
una	atribución	de	la	sociedad	emplazada	aceptar	o	no	el	desistimiento	a	la
renuncia	del	demandante,	por	cuanto	la	renuncia	que	voluntariamente
presentó	el	trabajador	fue	aceptada	con	anterioridad	al	desistimiento	de	la
misma,	por	lo	que	luego	de	ello	constituye	una	potestad	de	la	sociedad
emplazada	aceptar	o	rechazar	el	referido	desistimiento.	(...).”	(T.	C.,	Exp.
02726-2011-PA/TC,	nov.	09/2011.	S.	S.	Álvarez	Miranda.)
JURISPRUDENCIA.—Un	contrato	modal	puede	terminar	antes	de	que
culmine	la	obra	o	servicio	específico.	“Conforme	al	artículo	16,	inciso	e)	del
Decreto	Supremo	003-97-TR,	son	causas	de	extinción	de	la	relación	laboral:
la	terminación	de	la	obra	o	servicio,	el	cumplimiento	de	la	condición
resolutoria	y	el	vencimiento	del	plazo	en	los	contratos	legalmente
celebrados	bajo	modalidad.	Es	decir	que,	en	estos	casos,	se	puede	afirmar
que	la	conclusión	del	vínculo	laboral	obedece	al	libre	albedrío	de	ambas
partes,	previamente	encausado	y	pactado	en	un	contrato	de	trabajo	sujeto	a
plazo	determinado.	Siendo	así,	no	tienen	asidero	las	expresiones	del
demandante,	en	el	sentido	de	que	habría	sido	despedido	sin	causa	alguna.
13.	Por	tanto,	no	se	acredita	la	desnaturalización	de	los	contratos	para	obra
determinada,	pues	en	ellos	se	ha	señalado	correctamente	la	causa	objetiva
determinante	de	la	contratación,	esto	es,	que	la	ruptura	del	vínculo	laboral
se	debió	al	vencimiento	del	plazo	estipulado	en	los	contratos	temporales,
por	lo	que	no	se	verifica	la	vulneración	de	los	derechos	constitucionales
relativos	al	trabajo;	al	ser	así,	la	demanda	debe	desestimarse.”	(T.	C.,	Exp.
03528-2011-PA/TC,	ene.	12/2012.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	al	trabajo	no	se	lesiona	al	no	renovar	el
contrato	laboral	a	plazo	fijo,	incluso	cuando	el	trabajador	sufre	de
incapacidad	laboral.	Se	suspenden	las	obligaciones,	no	el	plazo	del	contrato.
“(...)	la	emplazada	contesta	la	demanda	alegando	que	el	recurrente	estuvo
vinculado	laboralmente	a	la	empresa	mediante	contratos	de	trabajo	sujetos
a	modalidad,	y	que	el	último	período	convenido	se	inició	el	1	de	julio	del
2010	y	venció	el	31	de	diciembre	del	2010,	fecha	en	se	extinguió
válidamente	la	relación	laboral	con	el	actor,	conforme	a	lo	establecido	por	el
literal	c)	del	artículo	16	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR.	Precisa	que
dicha	situación	no	se	vio	enervada	por	la	incapacidad	del	demandante	para
trabajar,	por	cuanto	la	suspensión	regulada	por	el	artículo	11	del	referido
cuerpo	legal	es	un	supuesto	de	suspensión	de	las	obligaciones
comprometidas	en	el	contrato	de	trabajo,	y	no	una	suspensión	de	la	vigencia
o	plazo	del	contrato.	(...).
4.	Que	conforme	se	advierte	de	la	prórroga	del	contrato	individual	de
trabajo	por	incremento	de	actividad	(...)	la	entidad	emplazada	renovó	el
contrato	del	recurrente	a	partir	del	1	de	julio	hasta	el	31	de	diciembre	del
2010,	fecha	en	que	concluiría	el	contrato,	pudiendo	ser	renovado	por
acuerdo	entre	las	partes,	según	lo	pactado	en	su	cláusula	quinta,	lo	que	no
ha	ocurrido	en	el	presente	caso,	por	lo	que	la	alegada	violación	del	derecho
al	trabajo	del	recurrente	había	devenido	en	irreparable.”	(T.	C.,	Exp.	04794-
2011-PA/TC,	ago.	08/2012.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—La	renuncia	coaccionada	debe	ser	probada	por	quien	la
alega.	“(...)	obra	la	carta	de	renuncia	voluntaria	presentada	la	demandante
(...)	la	misma	que	fue	acepta	por	la	emplazada,	tal	como	consta	en	el
certificado	expedido	por	el	gerente	de	administración	de	personal	de
Recursos	Humanos,	en	la	misma	a,	(...),	con	lo	que	se	acredita	que	(...)	se
extinguió	la	relación	laboral	mantenida	entre	las	partes	por	renuncia	de	la
recurrente,	supuesto	establecido	en	el	literal	b)	del	artículo	16	del	Decreto
Supremo	N°	003-97-TR.
5.	Cabe	precisar	que	en	el	escrito	de	demanda,	(...)	la	demandante	aduce
que	‘Debido	a	la	constante	presión	que	recibí	en	el	sentido	de	que	presente
mi	carta	de	renuncia,	puesto	que	era	inminente	mi	despido	dado	que	el
Banco	(...)	ya	había	tomado	la	decisión	de	terminar	la	relación	laboral	de
manera	arbitraria.	Ello	sumado	a	las	amenazas	de	iniciar	en	mi	contra
acciones	legales,	tuve	que	acudir	al	área	de	Recursos	Humanos	(...),	a	fin	de
firmar	la	carta	de	renuncia	que	dicha	área	ya	había	preparado’;	sin	embargo,
en	autos	no	existe	medio	de	prueba	alguno	que	avale	estas	afirmaciones,	por
lo	que	tales	alegatos,	referidos	a	la	existencia	de	un	despido	fraudulento	por
coacción,	carecen	de	sustento.	(...).”	(T.	C.,	Exp.	04090-2011-PA/TC,	ago.
09/2012.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—Las	investigaciones	o	fiscalizaciones	laborales
realizadas	por	el	empleador	no	pueden	leerse	como	una	coacción	capaz	de
invalidar	la	renuncia.	“El	demandante	no	ha	ofrecido	pruebas	o	indicios	que
objetivamente	acrediten	la	coacción	alegada	respecto	a	su	renuncia,	y	el
hecho	de	que	la	emplazada	inicio	una	investigación	sobre	la	labor	realizada
de	su	trabajador	en	base	a	su	facultad	de	fiscalización	que	le	reconoce	la	ley,
no	puede	negarse	per	se	que	en	este	caso	en	concreto	se	haya	intimidado	al
demandante	al	punto	de	obligarlo	a	renunciar”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	12220-2014-
Lima,	nov.	26/2015.	V.	P.	De	la	Rosa	Bedriñana)
JURISPRUDENCIA.—Licencia	sindical	permanente	no	configura	excepción	a
la	regla	de	jubilación	como	causal	de	extinción	del	contrato	laboral.	“3.	De
conformidad	con	lo	dispuesto	por	el	literal	f)	del	artículo	16	del	Decreto
Supremo	N°	003-97-TR,	la	jubilación	constituye	una	de	las	causas	de
extinción	del	contrato	de	trabajo,	siendo	ella	obligatoria	y	automática	en
caso	de	que	el	trabajador	cumpla	70	años	de	edad,	salvo	pacto	en	contrario,
conforme	se	desprende	del	último	párrafo	del	artículo	21	de	la	citada
norma.
4.	A	la	fecha	de	la	presentación	de	la	demanda,	es	decir,	al	14	de	abril	del
2011,	el	actor	contaba	con	70	años	de	edad	cumplidos,	conforme	consta	en
su	Documento	Nacional	de	Identidad,	obrante	a	fojas	2,	motivo	por	el	cual	le
sería	aplicable	la	causal	de	extinción	de	la	relación	laboral	prevista	en	la
norma	legal	antes	citado,	salvo	que	medie	pacto	en	contrario	entre	las
partes.
5.	Al	respecto	el	recurrente	afirma	que	dicho	pacto	en	contrario	se
encuentra	contenido	en	la	cláusula	vigésima	octava	del	laudo	arbitral	(...)
que	establece	el	goce	de	licencia	sindical	permanente	para	el	trabajador	que
es	elegido	dirigente.	(...).
De	la	referida	cláusula	no	se	desprende	que	se	haya	expresamente	pactado
que	la	jubilación	del	recurrente	no	se	ejecutará	al	cumplir	éste	los	70	años
de	edad,	pues	sólo	contiene	un	acuerdo	para	conceder	licencias	sindicales
permanentes	a	los	dirigentes	sindicales	de	la	entidad	emplazada,
entendiéndose	que	dicho	beneficio	se	gozará	en	tanto	el	trabajador	ejerza
un	cargo	sindical	y	tenga	el	vínculo	laboral	vigente,	sin	que	ello	signifique
que	no	se	pueda	extinguir	el	contrato	de	trabajo	por	cualquiera	de	las
causas	previstas	en	el	artículo	16	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	como
pueden	ser	la	renuncia,	el	muto	disenso,	el	despido	por	falta	grave	o	la
jubilación,	entre	otras;	por	lo	que	el	argumento	del	recurrente	carece	de
sustento”.	(T.	C.,	Exp.	05091-2011-PA/TC,	mar.	16/2012.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—Carta	para	retractarse	de	una	supuesta	renuncia
obligada	planteada	después	de	un	mes	no	demuestra	que	la	dimisión	fue
coaccionada.	“(...)	obra	la	carta	de	‘renuncia	voluntaria	irrevocable’
debidamente	suscrita	y	presentada	por	la	demandante	a	la	emplazada,	con
fecha	1	de	junio	del	2011,	la	misma	que,	conforme	se	desprende	de	la	carta
de	fecha	6	de	julio	del	2011	(...),	remitida	por	la	emplazada	a	la	demandante,
se	hizo	efectiva	el	1	de	junio	del	2011,	lo	cual	se	corrobora	también	con	el
certificado	expedido	por	el	jefe	de	Administración	de	Recursos	Humanos	y
Proceso	de	Pago,	en	la	misma	fecha	(...),	con	lo	que	se	acredita	que	el	1	de
junio	del	2011	se	extinguió	la	relación	laboral	mantenida	entre	las	partes.
3.2.4.	Cabe	señalar	que	si	bien	(...)	obra	la	carta	a	través	de	la	cual	la
demandante	se	retracta	de	la	renuncia	voluntaria	y	manifiesta	que	fue
obligada	a	suscribir	la	carta	de	renuncia;	sin	embargo,	ésta	fue	presentada	1
mes	después	de	haber	presentado	su	carta	de	renuncia,	por	lo	que	esta
situación	no	resulta	amparable;	pues	en	autos	no	existe	medio	de	prueba
que	acredite	esta	afirmación.	Estando	a	ello,	el	alegato	de	que	habría	sido
obligada	a	suscribir	su	carta	de	renuncia	carece	de	fundamento.
3.2.5.	Teniendo	presente	ello,	este	tribunal	considera	que	la	presente
demanda	no	puede	ser	estimada,	por	cuanto	no	existe	el	supuesto	despido
arbitrario,	toda	vez	que	la	relación	laboral	mantenida	entre	las	partes	se
extinguió	por	la	renuncia	voluntaria	de	la	demandante,	conforme	lo	prevé	el
inciso	b)	del	artículo	16	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR.	Es	decir,	que
antes	de	interponer	la	demanda	no	ha	existido	ningún	acto	lesivo,	pues	la
recurrente,	por	voluntad	propia,	dio	por	extinguida	su	relación	laboral”.	(T.
C.,	Exp.	03966-2012-AA/TC,	oct.	22/2012.	S.	S.	Beaumont	Callirgos)
JURISPRUDENCIA.—Si	bien	no	es	una	causa	de	cese	justificado,	el	retiro	de
la	confianza	convierte	en	irreparable	la	relación	laboral	y	no	debe	subsistir,
pero	esto	no	libera	al	empleador	del	pago	de	la	indemnización	tarifada.	“‘Que,
no	obstante	el	ejercicio	interpretativo	del	segundo	párrafo	del	artículo	43	de
la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral	no	se	agota	en	el	ámbito
del	método	literal	o	finalista	sino	que	su	sentido	y	alcance	debe	ser	definido
a	la	luz	del	método	sistemático	de	interpretación	que	permitirá	delimitar	su
interpretación	correcta;	así	examinada	las	demás	disposiciones	que
contiene	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,	cuyo	ámbito	de
aplicación	comprende	a	todas	las	empresas	y	trabajadores	sujetos	al
régimen	laboral	de	la	actividad	privada,	se	advierte	que	el	artículo	10	de	la
referida	ley	reconoce	en	su	último	párrafo	que	la	ampliación	del	período	de
prueba	no	podrá	exceder	de	seis	meses	en	caso	de	trabajadores	de
confianza	mientras	en	su	primer	párrafo	consagra	que	superado	el	período
de	prueba	el	trabajador	–sin	distinción	alguna–	alcanza	el	derecho	a	la
protección	contra	el	despido	arbitrario,	con	lo	cual	implícitamente	viene	a
definir	que	el	trabajador	de	confianza	obtiene	el	derecho	a	la	protección
contra	el	despido	arbitrario	una	vez	superado	el	período	de	prueba	lo	que
es	ratificado	con	lo	dispuesto	en	sus	artículos	34	y	38	que	no	distinguen	el
derecho	al	pago	de	la	indemnización	por	despido	arbitrario	en	relación	a	la
calidad	de	trabajador	de	confianza	lo	que	a	su	vez	guarda	consonancia	con
el	hecho	que	el	artículo	16	de	la	acotada	ley	que	contempla	los	supuestos	de
la	extinción	de	la	relación	de	trabajo,	no	prevea	alguno	vinculado	a	la
posibilidad	de	su	resolución	unilateral	vía	la	pérdida	o	el	retiro	de	la
confianza.	En	ese	sentido,	si	bien	el	retiro	de	la	confianza	no	se	encuentra
regulado	en	la	ley	como	una	causa	de	cese	justificado,	por	constituir	una
situación	especial	y	dado	que	lo	originó	la	contratación	de	los	trabajadores
dirección	y	de	confianza	es	justamente	el	vínculo	de	confianza	entre	el
trabajador	y	empleador,	debe	entenderse	que	al	desaparecer	este	elemento
la	relación	de	trabajo	es	irreparable	y	no	debe	subsistir,	sin	embargo,	ello	no
supone	que	el	empleador	se	liberará	de	la	indemnización	tarifada	a	que	se
hace	referencia	en	el	artículo	38	de	la	Ley	de	Productividad	y
Competitividad	Laboral’	(...)	asimismo	el	artículo	38	del	Decreto	Supremo	N
°	003-97-TR	no	establece	un	tratamiento	diferenciado	en	cuanto	al	pago	de
indemnización	por	despido	arbitrario	para	los	trabajadores	de	confianza.
(...)	si	el	juez	advierte	la	configuración	del	despido	arbitrario	no	puede	sino
reconocer	el	derecho	del	trabajador,	sin	distinción	alguna	en	función	a	su
clasificación	al	interior	de	la	empresa	por	sus	competencias	o	por	los	cargos
que	haya	ocupado,	tal	como	lo	prevé	el	artículo	38	del	Decreto	Supremo	N°
003-97-TR	que	no	establece	un	tratamiento	diferenciado	en	cuanto	al	pago
de	indemnización	por	despido	arbitrario	para	el	trabajador	en	general,	sea
el	trabajador	de	confianza	en	particular	o	no”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	3002-2012-
Junín,	mar.	11/2013.	V.	P.	Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—Una	vez	comunicada	la	renuncia,	es	atribución	del
empleador	aceptar	o	no	el	desistimiento	de	aquella	por	parte	del	trabajador.
“(...)	obra	la	carta	de	fecha	9	de	agosto	del	2011,	mediante	la	cual	el
demandante	presentó	‘su	renuncia	voluntaria	al	trabajo,	solicitando	que	se
considere	como	su	último	día	de	trabajo	(...)	se	sirva	disponer	el	pago	de	mi
CTS	y	otros	beneficios	de	ley	(...)	(…);	mientras	que	a	fojas	11,	obra	la	carta
de	fecha	10	de	agosto	del	2011,	a	través	de	la	cual	la	jefa	de	Administración
de	Personal,	Unidad	Toquepala	de	(...)	expresa	la	aceptación	de	la	renuncia
al	trabajo	efectuada	por	el	recurrente,	por	lo	que	su	último	día	de	trabajo
sería	el	9	de	agosto	del	2011.
3.2.4.	Si	bien	el	demandante	refiere	que	mediante	carta	de	fecha	12	de
agosto	del	2011	(...),	comunicó	a	la	emplazada	que	había	decidido	dejar	sin
efecto	la	renuncia	que	efectuara	el	9	de	agosto	del	2011;	esta	situación	no
resulta	amparable,	toda	vez	que	era	una	atribución	de	la	empresa
demandada	aceptar	o	no	el	desistimiento	de	la	renuncia	del	demandante,
por	cuanto	la	renuncia	que	voluntariamente	presentó	el	trabajador	fue
aceptada	con	anterioridad	al	desistimiento	de	la	misma,	por	lo	que
constituye	una	potestad	de	la	(...)	aceptar	o	rechazar	el	referido
desistimiento”.	(T.	C.,	Exp.	01568-2013-PA/TC,	jul.	15/2013.	S.	S.	Vergara
Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—Carta	cursada	al	empleador	para	solicitar	el	pago	de
los	beneficios	laborales	por	padecer	una	enfermedad	incurable	puede	calificar
como	un	retiro	voluntario	del	trabajador.	“En	el	presente	proceso	se	aprecia
que	el	ex	trabajador	de	la	demandada	(...)	cursa	carta	a	la	oficina	de
administración	de	la	demandada	a	fin	de	que	dado	el	cáncer	terminal	que
padecía	y	que	motivó	su	fallecimiento	se	disponga	el	pago	de	los	beneficios
que	le	correspondían;	en	tanto	manifestaba	expresamente	su	imposibilidad
de	reintegrarse	al	trabajo	por	la	enfermedad	que	padecía.	(...)	Siendo	esto
así	y	conforme	a	lo	señalado	en	el	quinto	y	sexto	considerando	de	la
presente	resolución	se	entiende	que	el	ex	trabajador	de	la	demandada	(...)
presenta	a	la	demandada	su	retiro	voluntario	por	la	enfermedad	que	lo
aquejaba	dando	de	esta	forma	término	a	la	relación	laboral”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.
3730-2010-Lima,	set.	15/2011.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema:	trabajador	que	sigue	laborando	luego
de	cumplir	la	edad	necesaria	para	ser	jubilado	automáticamente	solo	puede
ser	despedido	por	causa	justa.	“En	el	presente	caso,	el	demandante	no	fue
cesado	automáticamente	al	cumplir	setenta	años	de	edad	(tope	máximo	de
edad	para	jubilarse);	sino	que	siguió	laborando	diez	meses	luego	de
cumplida	la	edad	para	la	jubilación	automática;	en	tal	sentido,	se	colige
válidamente	que	el	empleador	otorgó	anuencia	tácita	para	la	continuación
de	los	servicios	del	demandante	en	el	desempeño	de	sus	labores;	razón	por
la	que,	el	cese	del	trabajador	aduciéndose	motivos	de	edad	no	es	válida
luego	de	haberse	aceptado	previamente	la	continuación	de	la	prestación	de
labores	por	parte	del	accionante;	en	tal	sentido,	se	ha	producido	entonces
un	cese	unilateral	y	arbitrario	que	lesiona	el	derecho	a	la	estabilidad	en	el
empleo,	motivo	por	el	cual	se	ha	producido	una	aplicación	indebida	del
inciso	f)	del	artículo	16	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR	a	un	supuesto
fáctico	no	regulado	por	dicho	inciso	debido	a	las	propias	particulares	en	que
se	produjo	el	cese,	esto	es,	la	aceptación	del	empleador	de	continuar
contando	con	los	servicios	del	demandante	luego	de	cumplida	la	edad	límite
para	extinguir	la	relación	laboral	por	mandato	legal.	(...)	En	consecuencia,
corresponde	amparar	la	denuncia	descrita	en	el	literal	b),	y	en	aras	de	los
principios	de	celeridad	y	economía	procesal,	corresponde	a	esta	sala
suprema	actuar	en	sede	de	instancia	a	fin	de	amparar	el	pedido	de
indemnización	por	despido	arbitrario	solicitado	por	el	accionante”.	(C.	S,
Cas.	Lab.	1533-2012-Callao,	oct.	10/2012.	Vocal	Ponente	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Cese	obligatorio	del	trabajador	aduciendo	motivos	de
edad	no	es	válido	si	el	empleador	aceptó	tácitamente	la	continuidad	de	la
prestación	de	labores.	“Cuando	el	trabajador	no	es	cesado	automáticamente
al	cumplir	setenta	años	de	edad	(tope	máximo	de	edad	para	jubilarse)	sino
que	continúa	laborando	luego	de	cumplida	la	edad	para	la	jubilación
automática;	se	colige	válidamente	que	el	empleador	otorgó	anuencia	tácita
para	la	continuación	de	los	servicios	del	demandante	en	el	desempeño	de
sus	labores;	razón	por	la	que,	el	cese	del	trabajador	aduciéndose	motivos	de
edad	no	es	válida	luego	de	haberse	aceptado	previamente	la	continuación
de	la	prestación	de	labores	por	parte	del	accionante;	pudiendo	únicamente
basarse	dicho	cese	en	una	falta	grave	o	en	una	causa	justa	relacionada	con	la
conducta	o	capacidad	del	trabajador,	pues	de	lo	contrario	será	considerado
un	cese	unilateral	y	arbitrario”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	532-2014-Callao,	oct.
26/2014.	V.	P.	Lama	More)
JURISPRUDENCIA.—La	Corte	Suprema	determina	que	el	despido	por
jubilación	se	realiza	sin	resarcimiento,	incluso	de	forma	posterior.	“En
relación	a	lo	alegado,	cabe	indicar	que	si	bien	es	cierto	el	citado	artículo	21
parte	final	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	contempla	la	posibilidad	que
se	celebre	un	pacto	en	contrario,	dicho	pacto	tácito	puede	extinguirse	en
cualquier	momento,	el	mismo	que	quedó	sin	efecto,	cuando	el	empleador	le
cursó	la	carta	de	fecha	veinticuatro	de	marzo	del	dos	mil	catorce,	por	el	que
comunica	su	decisión	de	‘aplicar	la	causal	de	extinción	de	contrato	por	la
causal	de	jubilación	obligatoria	y	automática’;	lo	contrario	significaría	que	el
trabajador	preste	servicios	indefinidamente.
g)	Por	tanto,	al	ser	la	jubilación	una	causa	de	extinción	del	contrato	de
trabajo,	es	evidente	que	la	demandada	no	ha	incurrido	en	despido
arbitrario,	sino	que	la	extinción	de	la	relación	laboral	obedeció	a	un	motivo
contemplado	en	el	ordenamiento	legal;	esto	es	que	el	demandante	tenía	más
de	setenta	años	de	edad,	extinguiéndose	válidamente	el	vínculo	laboral
entre	las	partes,	en	virtud	del	mandato	contenido	en	el	literal	f)	del	artículo
16	y	artículo	21	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	y	es	que	es	la	propia
ley	que	le	ha	dado	un	carácter	de	automaticidad	y	obligatoriedad	a	la
extinción	del	contrato	de	trabajo	por	jubilación	del	trabajador	al	cumplir
setenta	años	de	edad,	ya	que	de	no	ser	así,	mal	se	haría	obligar	a	la	entidad
demandada	mantenga	la	vigencia	del	vínculo	laboral	con	el	actor	de	manera
indefinida	post	edad	jubilatoria,	motivo	por	el	cual	la	causal	denunciada
deviene	en	infundado”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	9155-2015-Lima,	mar.	03/2016.	V.	P.
Arias	Lazarte)
JURISPRUDENCIA.—Suprema	explica	los	requisitos	para	que	una	condición
resolutoria	funcione	como	causal	de	extinción	del	contrato	laboral.	“Para	que
la	condición	resolutoria,	opere	como	causa	de	extinción	se	requiere	que	la
causa	se	formule	de	manera	expresa,	y,	que	sea	válida,	es	decir,	que	no	sea
contraria	a	la	ley,	al	orden	público,	ni	a	las	buenas	costumbres,	y	que	se
respete	el	principio	de	indisponibilidad	de	derechos	contenidos	en	la
Constitución.	Siendo	que	la	misma,	puede	ser	estipulada	en	un	contrato
laboral	de	duración	indeterminada;	pues	no	existe	prohibición	legal	que
restrinja	la	aplicación	de	una	cláusula	resolutoria	únicamente	a	los
contratos	modales;	no	obstante,	su	inclusión	solo	poder	ser	admitida	en
forma	excepcional”.	(C.	S,	Cas.	Lab.	4936-2014-Callao,	may.	25/2015.	V.	P.
Rodríguez	Chávez)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema:	la	ley	deja	cierto	margen	de
apreciación	para	la	falta	grave	que	justifica	el	despido.	“Es	así	que,	en
nuestro	sistema,	aun	cuando	exista	una	enumeración	taxativa	de	las	faltas
grave	(artículo	25	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR),	la	ley	deja	cierto
margen	de	apreciación	respecto	a	su	gravedad,	ya	sea	porque	a	veces	ésta
depende	no	del	hecho	o	conducta	en	si	misma	sino	de	su	continuidad	o
repetición,	o	en	otras	ocasiones,	porque	bastando	un	solo	hecho	o	acto	la	ley
requiere	que	sea	grave.	En	dicho	contexto,	teniendo	en	consideración	que	el
despido	laboral	en	nuestro	sistema	es	‘causalista’,	pues	siempre	debe
fundamentarse	en	una	causal	legal	que	habilite	al	empleador	a	tomar	esa
decisión	de	manera	justificada	y,	habiéndose	demostrado	que	la	falta
cometida	por	el	trabajador	reviste	de	gravedad	que	hace	imposible	la
subsistencia	de	la	relación	laboral,	resulta	adecuado	la	sanción	del	despido
adoptado	por	el	empleador,	razón	por	la	cual	se	declara	fundado	este
extremo	del	recurso”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	15955-2013-Cusco,	abr.	11/2014.	V.	P.
Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	delimita	aplicación	de	la	figura	de	la
“analogía	vinculante”	en	un	cese	laboral	irregular.	“(…)	a	su	vez,	este
colegiado	supremo	ha	establecido	que	para	la	aplicación	del	principio	de
analogía	vinculante	en	los	casos	de	trabajadores	que	fueron	cesados	bajo
coacción	‘debe	presentarse	identidad	o	similitud	respecto	de	un
extrabajador	ya	inscrito	en	el	registro,	entre	otros,	en	los	siguientes
aspectos:	1.-	Entidad	o	empresa	de	cese	del	extrabajador;	2.-	Fecha	de	cese;
3.-	Forma	y/o	causa	del	cese;	y	4.-	Resolución	y/o	documentos	de	cese	de
los	trabajadores	cesados	o	reincorporados.	De	lo	cual	se	colige	que	para	la
aplicación	del	citado	principio	debe	verificarse	que	exista	identidad	o
similitud	entre	el	caso	materia	de	calificación	y	aquél	que	ha	sido	acogido	e
inscrito	como	cese	irregular,	debiendo	ello	evidenciarse	de	los	medios	de
prueba	obrantes	en	el	proceso’”.	(C.	S.,	Cas.	3393-2013-Lima,	mar.	10/2015.
V.	P.	Rodríguez	Mendoza)
JURISPRUDENCIA.—La	interrupción	de	operaciones	de	la	empresa	o	las
complicaciones	económicas	no	constituyen	causas	justas	para	el	despido.
“Que,	de	la	carta	notarial	cursada	al	actor	por	parte	de	la	emplazada	donde
le	comunica	la	extinción	del	vínculo	laboral,	se	advierte	que	se	expresa
como	causal:	‘la	paralización	de	sus	operaciones,	que	la	empresa	que	le
alquila	el	local	ha	rescindido	el	contrato,	la	empresa	viene	atravesando	un
déficit	financiero’,	causal	de	extinción	que	no	se	encuentra	previsto	en	el
ordenamiento	laboral,	por	lo	que	se	trata	de	alegaciones	unilaterales	de	la
demandada,	pues	tampoco	existe	en	autos	prueba	fehaciente	que	lo
acredite,	más	aún	si,	de	ser	el	caso,	para	la	configuración	de	la	causal	de
terminación	de	la	relación	de	trabajo	por	causas	objetivas	prevista	en	el
Capítulo	VII	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	Ley
de	Productividad	y	Competitividad	Laboral	aprobado	por	el	Decreto
Supremo	N°	003-97-TR	resulta	necesario	cumplir	con	el	procedimiento
establecido,	hecho	que	en	el	presente	caso	no	se	ha	efectuado,	conforme	lo
han	verificado	las	instancias	de	mérito	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	681-2013-Lima,
jun.	07/2013.	V.	P.	Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—Es	posible	pactar	una	condición	resolutoria	en	los
contratos	sujetos	a	plazo	indeterminado.	“Sobre	la	infracción	normativa	por
interpretación	errónea	del	inciso	c)	del	artículo	16	del	Decreto	Supremo	N°
003-97-TR	(...)	Esta	sala	suprema,	es	del	criterio	que	en	un	contrato	de
trabajo	cualquiera	sea	su	naturaleza,	cabe	la	inclusión	de	la	condición
resolutoria,	entendida	esta	a	decir	del	profesor	Torres	Vásquez,	como:
‘evento	futuro	e	incierto	(natural	o	humano),	establecido	arbitrariamente
por	la	voluntad	del	agente	(...),	de	cuya	verificación	se	hace	depender	(...)	la
cesación	(condición	resolutoria)	de	la	eficacia	de	un	acto	jurídico,	o	de
alguna	de	sus	cláusulas	o	estipulaciones’.	Sin	embargo,	la	condición
resolutoria	por	ser	un	elemento	accidental	de	todo	acto	jurídico,	incluido	el
contrato	de	trabajo,	debe	estar	expresamente	pactada,	en	el	presente	caso
nos	encontramos	frente	a	un	contrato	de	trabajo	a	plazo	indeterminado,	en
el	cual	no	se	ha	pactado	expresamente	la	existencia	de	una	condición
resolutoria,	por	lo	tanto,	la	misma	no	podría	producir	efecto	alguno;	en	tal
sentido,	esta	sala	suprema	considera	que	el	invocar	la	condición	resolutoria
para	dar	por	terminada	la	relación	laboral	constituye	un	despido
incausado”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	11608-2014-Callao,	oct.	22/2015.	V.	P.	Arévalo
Vela)
JURISPRUDENCIA.—La	renuncia	voluntaria	surtirá	efectos	legales	cuando	el
empleador	la	acepte.	“3.2.4.	Si	bien	el	demandante	refiere	que	mediante
carta	de	fecha	12	de	agosto	del	2011	(...),	comunicó	a	la	emplazada	que
había	decidido	dejar	sin	efecto	la	renuncia	que	efectuara	el	9	de	agosto	del
2011;	esta	situación	no	resulta	amparable,	toda	vez	que	era	una	atribución
de	la	empresa	demandada	aceptar	o	no	el	desistimiento	de	la	renuncia	del
demandante,	por	cuanto	la	renuncia	que	voluntariamente	presentó	el
trabajador	fue	aceptada	con	anterioridad	al	desistimiento	de	la	misma,	por
lo	que	constituye	una	potestad	de	la	(…)	aceptar	o	rechazar	el	referido
desistimiento.
3	2.5.	Por	lo	expuesto	este	tribunal	considera	que	no	existe	el	supuesto
despido	arbitrario,	toda	vez	que	la	relación	laboral	mantenida	entre	las
partes	se	extinguió	por	la	renuncia	voluntaria	del	accionante,	conforme	lo
prevé	el	inciso	b)	del	artículo	16	del	Decreto	Supremo	003-97-TR.	Es	decir
que	antes	de	interponer	la	demanda	no	se	ha	producido	ningún	acto	lesivo,
pues	el	recurrente,	por	voluntad	propia,	dio	por	extinguida	su	relación
laboral,	no	habiendo	acreditado	en	autos	la	supuesta	acción	denunciada”.	(T.
C.,	Exp.	01568-2013-PA/TC,	jul.	15/2013.	S.	S.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—No	es	necesario	que	el	empleador	manifieste	expresa	o
tácitamente	que	acepta	la	renuncia	del	trabajador.	“La	renuncia	al	empleo	es
el	acto	jurídico	unilateral	del	trabajador	por	medio	del	cual	extingue	el
contrato	de	trabajo,	mediante	una	declaración	de	voluntad	que	debe	cursar
al	empleador	con	las	formalidades	prevista	en	la	ley.	Esta	voluntad
unilateral	del	trabajador	es	en	el	plano	legal	la	más	libre	de	las
manifestaciones	de	voluntad	de	los	sujetos	del	contrato	de	trabajo.	Por	la
renuncia	se	extinguen	los	derechos	y	obligaciones	resultantes	de	una
relación	de	trabajo;	es	un	acto	esencialmente	unilateral	y	de	carácter
receptivo	por	lo	que	tendrá	eficacia	desde	el	momento	en	que	entra	en	la
esfera	del	conocimiento	de	la	otra	parte	produciendo	sus	efectos	a	partir	de
la	fecha	precisada	por	el	trabajador	como	el	de	su	cese.	El	carácter	receptivo
del	acto	de	renunciar	al	empleo	requiere	para	su	perfeccionamiento	que	se
comunique	a	la	otra	parte	la	expresión	de	voluntad	de	extinguir	la	relación
laboral;	recibida	por	el	destinatario	queda	extinguido	el	vínculo	laboral	de
acuerdo	a	lo	expresado	por	el	trabajador.	Consecuentemente,	no	es
necesario	que	el	empleador	manifieste	expresa	o	tácitamente	que	acepta	la
renuncia	del	trabajador,	la	que	opera	como	todo	acto	jurídico	unilateral	de
carácter	receptivo,	desde	que	se	verifica	la	comunicación.	En	tal	sentido,	en
caso	de	exponer	el	trabajador	su	desistimiento	a	la	renuncia,	es	facultad	del
empleador	aceptar	o	no	la	solicitud	formulada”.	(C.	S.,	Cas.	8971-2014-
Tacna,	abr.	26/2016.	V.	P.	De	la	Rosa	Bedriñana)
COMENTARIO.—La	condición	resolutoria	como	causal	de	terminación
del	contrato	de	trabajo.	De	acuerdo	con	 la	doctrina	civil,	se	entiende	por
condición	 resolutoria	 al	 acontecimiento	 futuro	 e	 incierto	 del	 que	 se	 hace
depender	 la	 eficacia	 ya	nacida	del	 acto	 jurídico;	 en	 otras	 palabras,	 el	 acto
jurídico	tiene	plena	validez,	produce	todos	sus	efectos,	hasta	el	instante	en
que	la	condición	se	realice.
Los	 contratos	 de	 trabajo	 sujetos	 a	 modalidad,	 pueden	 quedar
condicionados	en	cuanto	a	su	duración	–además	de	al	vencimiento	del	plazo
legal–,	 a	 la	 ocurrencia	 de	 un	 hecho	 futuro	 e	 incierto	 que	 determine	 su
extinción.
Pensamos,	 por	 ejemplo,	 en	 las	 empresas	 del	 rubro	 hidrocarburos	 que
suscriben	contratos	de	trabajo	por	obra	–para	la	construcción	de	torres	de
perforación–	con	la	condición	que	el	contrato	puede	extinguirse	antes	de	la
conclusión	total	de	la	obra,	si	se	les	cancela	la	respectiva	concesión.
En	aplicación	del	Art.	171	del	Código	Civil,	la	condición	resolutoria	ilícita	y
la	física	y	jurídicamente	imposible	se	consideran	no	puestas.
EXTINCIÓN.	FALLECIMIENTO	DEL	EMPLEADOR
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	17.—El	fallecimiento	del	empleador	extingue	la	relación
laboral	si	aquél	es	persona	natural,	sin	perjuicio	de	que,	por
común	acuerdo	con	los	herederos,	el	trabajador	convenga	en
permanecer	por	un	breve	lapso	para	efectos	de	la	liquidación	del
negocio.	El	plazo	convenido	no	podrá	exceder	de	un	año,	deberá
constar	por	escrito	y	será	presentado	a	la	Autoridad
Administrativa	de	Trabajo	para	efectos	de	registro.
C.	C.
ART.	61.—La	muerte	pone	fin	a	la	persona.
COMENTARIO.—Contrato	de	trabajo	con	los	herederos	del	empleador
fallecido.	 El	 contrato	 de	 trabajo	 se	 extingue	 con	 el	 fallecimiento	 del
empleador	si	es	persona	natural.	Sin	embargo,	si	sus	herederos	y	el	antiguo
trabajador	lo	creen	conveniente,	pueden	pactar	un	nuevo	contrato	–con	una
duración	 no	 mayor	 al	 año–	 a	 efectos	 de	 proceder	 a	 la	 liquidación	 del
negocio.	Dicho	contrato	deberá	ser	escrito	y	puesto	en	conocimiento	de	 la
autoridad	de	trabajo	para	su	registro.
AVISO	EN	CASO	DE	RENUNCIA.	EXONERACIÓN
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	18.—En	caso	de	renuncia	o	retiro	voluntario,	el	trabajador
debe	dar	aviso	escrito	con	30	días	de	anticipación.	El	empleador
puede	exonerar	este	plazo	por	propia	iniciativa	o	a	pedido	del
trabajador;	en	este	último	caso,	la	solicitud	se	entenderá	aceptada
si	no	es	rechazada	por	escrito	dentro	del	tercer	día.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	27.—La	negativa	del	empleador	a	exonerar	del	plazo	de	preaviso	de
renuncia,	obliga	al	trabajador	a	laborar	hasta	el	cumplimiento	del	plazo.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 28.—La	 puesta	 a	 disposición	 del	 cargo	 aceptada	 por	 el	 empleador
equivale	a	una	renuncia	y	se	encuentra	comprendida	dentro	de	los	alcances
del	artículo	51	de	la	ley.
JURISPRUDENCIA.—Puesta	a	disposición	del	cargo	por	parte	del	trabajador
debe	estar	exenta	de	presiones	del	empleador.	“(...)	la	resolución	del	contrato
de	trabajo	también	se	produce	con	la	puesta	a	disposición	del	cargo	por
parte	del	trabajador	debidamente	aceptada	por	el	empleador,	entonces	para
reputar	la	extinción	del	trabajo	bajo	esta	modalidad	que	se	equipara	a	la
renuncia	se	requiere	la	verificación	de	dos	supuestos	de	hechos
concurrentes:	i)	la	puesta	a	disposición	del	cargo	del	trabajador	como
expresión	libre	de	voluntad	de	apartarse	de	su	cargo;	y,	con	ello	de	la
relación	de	trabajo	misma;	y	ii)	la	aceptación	del	empleador.	(...)	que,	así	el
acto	por	el	cual	el	trabajador	pone	a	disposición	su	cargo	como	supuesto
para	la	terminación	de	la	relación	laboral	constituye	un	acto	jurídico
unilateral	recepticio	que	como	tal,	requiere	para	su	validez	no	sólo	la
concurrencia	de	los	requisitos	que	contempla	el	artículo	ciento	cuarenta	del
Código	Civil,	sino	también	que	la	voluntad	exteriorizada	del	agente
concuerde	con	su	voluntad	interna,	lo	que	se	produce	cuando	esta	ha	sido
adoptada	con	plena	libertad,	intención	y	discernimiento	(…)”	(C.	S.,	Cas.
2120-2004-Lima,	dic.	10/2006.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—Decisión	personal	de	someterse	a	las	órdenes	y
designios	de	una	nueva	administración	no	debe	leerse	como	una	renuncia
sino,	por	el	contrario,	como	una	voluntad	de	continuidad	laboral.	“(…)	la	sala
superior	ha	establecido	en	la	recurrida	que	la	empresa	emplazada	(...)
solicita	a	los	gerentes,	jefes	de	departamento,	jefes	de	centro	de	recaudación
y	secretarías	de	gerencia	poner	a	disposición	de	la	nueva	administración	el
cargo	de	confianza	que	venían	ejerciendo,	razón	por	la	cual	el	actor	(...)	se
pone	a	disposición	de	la	nueva	administración	para	los	fines	que	crea
conveniente,	hecho	que	fue	entendido	como	una	renuncia	(...)	por	lo	que	el
motivo	del	cese	del	demandante	no	obedeció	a	un	despido	sino	a	una
decisión	unilateral	suya.	(...)	no	obstante	a	partir	de	lo	expresado	por	el
actor	en	la	carta	del	nueve	de	enero	del	dos	mil	tres,	resulta	obvio	que	su
voluntad	no	fue	precisamente	la	de	poner	a	disposición	su	cargo	en	los
términos	que	requiere	el	para	ser	reputado	como	causa	de	extinción	de	la
relación	de	trabajo,	sino	que	tuvo	por	finalidad	expresar	su	decisión
personal	de	someterse	a	las	órdenes	y	designios	de	la	nueva	administración
lo	cual	demuestra	su	decisión	de	continuar	prestando	servicios	sujeto	al
contrato	de	trabajo	que	sin	solución	de	continuidad	lo	vinculó	con	la
accionada	el	dieciocho	de	febrero	de	mil	novecientos	ochenticinco	(...)	aún
cuando	en	el	supuesto	negado	se	reputase	que	en	efecto	mediante	la
comunicación	citada	el	demandante	puso	su	cargo	a	disposición	de	la
emplazada	cabe	resaltar	que	este	acto	no	fue	la	expresión	fiel	de	la	voluntad
interna	del	actor,	sino	que	fue	determinado	por	el	requerimiento	que	le
efectuó	su	empleador	sometido	incluso	a	un	término	perentorio	(...)	que
examinado	bajo	el	contexto	que	en	la	relación	laboral	se	configura	una
situación	de	disparidad	donde	el	empleador	asume	un	status	particular	de
preeminencia,	nos	advierte	que	el	ámbito	de	libertad	e	intención	del	actor	al
adoptar	tal	decisión	se	encontraba	reducido	(...)	al	no	haberse	verificado	la
puesta	a	disposición	del	cargo	del	actor	(...)	para	ser	reputada	con	los
efectos	de	una	renuncia	debe	concluirse	que	la	relación	de	trabajo	entre	los
co	litigantes,	se	ha	extinguido	en	virtud	de	la	decisión	unilateral	de	la
accionada	de	tener	por	aceptada	una	supuesta	‘renuncia’	inexistente	lo	que
configura	el	despido	arbitrario	que	invoca	el	demandante.”	(C.	S.,	Cas.	2120-
2004-Lima,	dic.	10/2006.	S.	S.	Villa	Stein)
JURISPRUDENCIA.—Naturaleza	de	la	renuncia	al	empleo.	“La	renuncia	es
un	acto	unilateral	del	trabajador	que	al	expresarse	voluntariamente	no
requiere	respuesta	del	empleador	para	convalidar	su	eficacia	legal;	que	el
vínculo	legal	del	accionante	quedó	resuelto	con	su	carta	de	renuncia	del	31
de	mayo	de	1994	que	corre	a	fojas	03,	por	lo	que	su	cese	posterior	no	se
podría	atribuir	a	un	despido	de	parte	de	la	demandada	(…).”	(RSL,	Exp.
1316-95-R(S),	may.	10/96.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—La	renuncia	es	un	acto	de	ejecución	inmediata.	“La
renuncia	al	trabajo	es	un	acto	de	ejecución	inmediata	que	debe	cumplirse	en
el	plazo	máximo	de	30	días,	ya	que	en	caso	contrario,	se	entiende	que	los
efectos	de	ese	acto	voluntario	han	quedado	anulados;	que	la	demandada	no
puede	hacer	valer	una	carta	de	renuncia	presentada	con	02	años	de
anterioridad,	para	resolver	el	vínculo	laboral	generado	por	la	demandante,
por	lo	que	la	decisión	contenida	en	la	carta	de	fecha	30	de	enero	de	1995
corriente	a	fojas	94	importa	un	despido	sin	causa	justa	como	lo	ha	calificado
la	juez	(…).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	5084-95-R(S),	ago.	15/96.	V.	P.	Beltrán
Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—Supuestos	vicios	de	la	voluntad	en	el	acto	de	la
renuncia.	“La	litis	se	encuentra	circunscrita	a	determinar	si	el	actor	fue
obligado	a	suscribir	su	carta	de	renuncia	que	corre	a	fojas	301,	tal	como	lo
señala	en	la	demanda,	en	la	que	argumenta	que	con	posterioridad	al	despido
intempestivo	del	que	fue	sujeto	el	05	de	marzo	de	1992,	el	día	19	del	mismo
se	le	condicionó	el	pago	de	sus	beneficios	sociales	a	la	firma	de	dicha	carta,	a
lo	que	tuvo	que	avenirse	por	la	difícil	situación	en	que	se	encontraba;	que,
analizados	los	actuados	no	se	ha	demostrado	que	la	renuncia	que	efectuó	el
actor	el	05	de	marzo	de	1992	haya	sido	motivada	o	impulsada	por	el
empleador,	o	que	en	tal	circunstancia	se	haya	presentado	intimidación	o
amenaza	para	viciar	o	afectar	la	voluntad	del	actor;	que	sobre	el	particular
es	conveniente	tener	presente	los	alcances	de	los	artículos	215	y	216	del
Código	Civil	relativos	a	las	condiciones	y	circunstancias	de	las	personas	para
estos	efectos;	así	habría	intimidación	cuando	se	inspira	a	la	gente	el	fundado
temor	de	sufrir	un	mal	inminente	y	grave	en	su	persona,	su	cónyuge	o
parientes	dentro	del	cuarto	grado	de	consanguinidad	o	segundo	de	afinidad
o	en	los	bienes	de	unos	u	otros;	igualmente,	para	calificar	la	violencia	o	la
intimidación	debe	atenderse	a	la	edad,	al	sexo,	a	la	condición	de	la	persona	y
a	las	demás	circunstancias	que	pudieran	influir	sobre	su	gravedad,
principios	que	se	desprenden	de	los	citados	artículos,	cuya	tipificación	no	se
da	en	el	caso	de	autos	para	enervar	la	carta	de	renuncia	del	actor	en	su
condición	de	vendedor	con	más	de	10	años	de	servicios,	lo	que	implica	una
situación	de	personalidad	y	mayoría	de	edad	del	demandante;	que	siendo
ello	así	no	existe	despido	indirecto,	arbitrario	o	intempestivo	contra	el
demandante,	al	no	haberse	configurado	éste	(…).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	0956-
96-BS,	oct.	03/96.	V.	P.	Gutiérrez	Donayre)
JURISPRUDENCIA.—Irrevocabilidad	de	la	renuncia.	“Conforme	aparece	de
la	carta	de	fojas	34	se	encuentra	acreditado	que	el	actor	renunció
voluntariamente	a	su	centro	de	trabajo,	renuncia	que	debía	hacerse	efectiva
a	partir	de	la	fecha	de	recepción	de	la	misma	ocurrida	el	20	de	febrero	de
1997;	que,	luego	de	transcurridos	5	días	naturales	del	hecho	el	reclamante
dirige	una	carta	notarial	a	la	emplazada	revocando	los	extremos	de	su
renuncia	voluntaria,	alegando	que	la	demandada	no	había	cumplido	con
aceptarla	expresamente	y	manifestando	además	en	la	carta	de	fojas	47	que
se	le	había	hecho	firmar	dos	hojas	en	blanco;	Segundo:	que,	la	solicitud	libre
y	espontánea	del	trabajador	de	dejar	de	laborar	para	la	empresa	Proser	se
verifica	del	propio	documento	de	fojas	34,	en	el	que	consignó	de	su	puño	y
letra	no	sólo	su	firma,	sino	además	sus	datos	personales	y	el	tiempo	de
servicios	laborado,	desvirtuándose	así	el	alegato	de	haber	sido	inducido	con
engaño,	de	haber	firmado	cartas	en	blanco	y	de	haberse	encontrado	en	un
estado	mental	disminuido,	tal	como	ha	sido	apreciado	en	la	recurrida;
Tercero:	que,	al	no	haber	sido	probadas	fehacientemente	tales	situaciones
durante	la	secuela	del	proceso,	deviene	improcedente	la	revocatoria	de
dicha	renuncia	en	virtud	de	que	el	acto	jurídico	es	la	manifestación	de
voluntad	y	debe	interpretarse	de	acuerdo	a	lo	que	se	haya	expresado	en	él	y
según	el	principio	de	la	buena	fe,	no	pudiendo	imponerse	formalidades	no
previstas	por	la	ley;	que,	siendo	la	renuncia	un	acto	unilateral	expresado
voluntariamente	no	requiere	respuesta	del	empleador	para	convalidar	su
eficacia	legal	(…).”	(RSL,	Exp.	5439-97-INDEM(S),	oct.	06/97.	V.	P.	Delgado
Guillén)
JURISPRUDENCIA.—Renuncia	acreditada	con	la	firma	y	huella	digital	del
trabajador.	“La	parte	demandante	no	ha	desvirtuado	lo	resuelto	por	el	A-
quo,	limitándose	a	afirmaciones	genéricas;	que	en	el	acto	del	comparendo	el
actor	reconoció	en	su	contenido	y	firma	la	carta	de	renuncia	de	fojas	36
donde	no	sólo	figura	su	firma,	sino	también	su	huella	digital,	situación	que
no	ha	logrado	explicar	en	el	curso	del	proceso,	por	lo	que	su	pretensión	de
indemnización	por	despido	carece	de	sustento,	máxime	si	en	forma
adicional	a	la	aludida	carta,	suscribió	un	acta	de	renuncia	en	el	denominado
libro	de	retiros	voluntarios	obrante	a	fojas	35	(…).”	(RSL,	4ta	Sala,	Exp.
5448-97-BS-S,	oct.	24/97.	V.	P.	Torres	Gamarra)
JURISPRUDENCIA.—El	otorgamiento	de	incentivos	para	la	renuncia	no	vicia
la	realización	de	este	acto.	“El	otorgamiento	de	incentivos	por	la	renuncia	de
un	trabajador	a	su	empleo,	no	implica	vicio	de	voluntad	de	éste	para
ejercitar	un	acto	libre	y	espontáneo,	salvo	que	se	pruebe	que	ha	existido
error,	dolo,	violencia	o	intimidación	que	determine	la	anulabilidad	de	dicho
acto	(…).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	1436-96-BS	(S),	oct.	22/96.	V.	P.	Gutierrez
Donayre)
JURISPRUDENCIA.—La	renuncia	no	requiere	de	aceptación	expresa	por
parte	del	empleador.	“Que,	en	cuanto	a	la	causal	de	inaplicación	del	inciso	b)
del	artículo	dieciséis	y	artículo	dieciocho	del	Decreto	Supremo	Número	cero
cero	tres	-	noventisiete	-	TR,	la	recurrente	sostiene	que	estas	normas
señalan	la	renuncia	del	trabajador	como	una	de	las	causales	de	terminación
de	la	relación	laboral,	indebidamente	la	sala	no	las	ha	aplicado	al	considerar
que	no	hubo	aceptación	expresa	del	empleador,	lo	cual	es	una	exigencia	que
esta	norma	no	contiene	en	cuanto	a	la	renuncia,	sino	que	la	reserva	para	el
caso	del	mutuo	disenso;	por	lo	que	el	recurso	ha	cumplido	con	los	requisitos
de	forma	y	fondo,	respecto	a	esta	causal,	consecuentemente,	debe	emitirse
pronunciamiento	de	conformidad	con	el	artículo	tres	de	la	Ley	número
veintisiete	mil	veintiuno;	Quinto:	Que,	la	sala	ha	establecido	que	al	no	haber
comunicación	de	la	aceptación	de	la	renuncia,	ésta	no	se	ha	producido,	lo
cual	no	es	correcto;	ya	que	el	artículo	dieciocho	señala	que	en	caso	de
renuncia	o	retiro	voluntario,	el	trabajador	debe	dar	aviso	escrito	con	treinta
días	de	anticipación,	y	el	empleador	puede	exonerar	este	plazo	por	propia
iniciativa	o	a	pedido	del	trabajador;	en	este	último	caso,	la	solicitud	se
entenderá	aceptada	si	no	es	rechazada	por	escrito	dentro	del	tercer	día;	en
ambos	casos,	la	renuncia	no	está	sujeta	a	ninguna	formalidad	por	parte	de	la
empleadora;	por	lo	que	una	vez	producida,	ésta	puede	tener	por	extinguida
la	relación	laboral	inclusive	hasta	los	treinta	días	de	producida,	ya	que	tiene
derecho	a	que	el	trabajador	labore	treinta	días	después	de	la	presentación
de	su	renuncia,	por	lo	que	al	haber	establecido	que	el	actor	presentó	su
carta	de	renuncia,	que	es	una	causal	de	extinción	de	la	relación	laboral
conforme	a	lo	previsto	en	el	inciso	b)	del	artículo	dieciséis	del	Decreto
Supremo	Número	cero	cero	tres	-	noventisiete	-	TR,	debió	aplicarse	esta
norma	en	concordancia	con	el	artículo	dieciocho	ya	glosado,	habiéndose
incurrido	en	causal	de	casación;	Sexto;	Que,	sin	embargo,	se	aprecia	en	la
recurrida	una	violación	evidente	del	principio	de	pluralidad	de	instancias
contenido	en	el	artículo	ciento	treintinueve	de	la	Constitución,	lo	cual
impide	a	esta	suprema	sala	emitir	pronunciamiento	de	fondo	resolviendo	en
definitiva	el	proceso	en	sede	de	instancia,	ya	que	la	sala	superior	ha
desestimado	una	excepción	de	prescripción	sin	devolver	el	proceso,	como
corresponde,	al	A-quo	para	que	se	pronuncie	sobre	lo	principal	del	asunto
submateria,	habiendo	resuelto	indebidamente	en	instancia	de	revisión
puntos	del	conflicto	jurídico	que	no	fueron	objeto	de	pronunciamiento
previo,	afectando	de	esta	manera	en	forma	evidente	el	principio	enunciado
y	además	el	derecho	de	defensa	de	las	partes,	lo	que	de	suyo	invalida	el
proceso	constituyendo	causal	de	nulidad	insubsanable	del	mismo;	Sétimo;
Que,	en	consecuencia,	al	haberse	incurrido	en	causal	de	casación,	de
conformidad	con	el	artículo	cincuentinueve	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo
modificada	por	la	Ley	veintisiete	mil	veintiuno:	Resolución:	Declararon
Fundado	el	recurso	de	casación	interpuesto	a	fojas	doscientos	ochentiocho
por	Superconcreto	del	Perú	Sociedad	Anónima;	en	consecuencia	Nula	la
sentencia	de	vista	de	fojas	doscientos	ochenta	su	fecha	cuatro	de	octubre	de
dos	mil;	Insubsistente	la	sentencia	de	fojas	doscientos	cuarentiocho	su	fecha
veintitrés	de	mayo	del	mismo	año;	Dispusieron	que	se	remitan	los	autos	al
juez	para	que	se	pronuncie	sobre	le	fondo	del	asunto	de	todos	sus
extremos.”	(Cas.	Exp.	N°	354-2001-Lima,	jun.	22/2001)
JURISPRUDENCIA.—La	puesta	a	disposición	del	cargo	asimilable	a	la
renuncia	requiere	de	determinadas	condiciones.	“Que,	en	relación	a	la
primera	denuncia,	el	recurrente	sostiene	que	en	la	sentencia	de	vista	no	se
ha	tenido	presente	que	el	espíritu	de	esta	norma	es	que	si	bien	los
trabajadores	de	confianza	o	de	dirección	cuentan	con	estabilidad	laboral
relativa,	para	que	la	puesta	a	disposición	del	cargo	equivalga	a	una	renuncia,
la	misma	debe	ser	voluntaria,	esto	es	que	la	decisión	o	iniciativa	de	extinguir
el	contrato	de	trabajo,	exige	la	decisión	indubitablemente	manifiesta	del
trabajador	de	dejar	el	cargo	que	desempeña	y	así	poder	equipararla	a	una
renuncia	voluntaria,	lo	que	en	modo	alguno	ocurrió	en	el	presente	caso	por
lo	que	la	sala	ha	incurrido	en	interpretación	errónea	del	referido	dispositivo
legal	al	indicar	que	al	ponerme	a	disposición	de	la	nueva	administración	de
Emape	se	configuró	una	renuncia	a	mi	cargo	y	que	el	motivo	de	mi	cese
obedeció	a	una	decisión	voluntaria	unilateral	del	recurrente	cuando	es	la
propia	demandada	que	con	fecha	límite	le	conmino	para	que	ponga	a
disposición	el	cargo	de	confianza	que	desempañaba	ante	lo	cual	comunicó
que	se	hallaba	presto	a	colaborar	en	aras	de	lo	mejor	para	la	empresa,	pero
en	modo	alguno,	ello	se	puede	interpretarse	como	renuncia	de	mi	parte
pues	de	no	presentar	dicho	documento	hubiese	incurrido	en
incumplimiento	injustificado	de	mis	obligaciones	de	trabajo;	que	esta
fundamentación	satisface	lo	exigido	por	el	literal	b	del	artículo
cincuentiocho	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo	por	lo	que	la	denuncia	descrita
en	el	numeral	primero	debe	ser	declarada	procedente.	(...)	Sexto:	Que,	el
artículo	veintiocho	del	Decreto	Supremo	número	cero	cero	uno	guión
noventiséis	guión	TR	que	aprueba	el	Reglamento	del	Decreto	Legislativo
número	setecientos	veintiocho	establece	que	la	puesta	a	disposición	del
cargo	aceptada	por	el	empleador	equivale	a	una	renuncia	y	se	encuentra
comprendida	dentro	de	los	alcances	del	artículo	cincuentiuno	de	la	ley
(referida	al	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Fomento	al	Empleo
aprobado	por	Decreto	Supremo	número	cero	cero	cinco	guión	noventicinco
guión	TR	actualmente	contemplado	en	el	artículo	dieciocho	del	Texto	Único
Ordenado	del	Decreto	Legislativo	número	setecientos	veintiocho	aprobado
por	Decreto	Supremo	número	cero	cero	tres	guión	noventisiete	guión	TR,
Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral).	Sétimo:	Que,	interpretando
la	norma	descrita	debe	establecerse	que	la	resolución	del	contrato	de
trabajo	también	se	produce	con	la	puesta	a	disposición	del	cargo	por	parte
del	trabajador	debidamente	aceptada	por	el	empleador,	entonces	para
reputar	la	extinción	del	trabajo	bajo	esta	modalidad	que	se	equipara	a	la
renuncia	se	requiere	la	verificación	de	dos	supuestos	de	hechos
concurrentes:	i)	La	puesta	a	disposición	del	cargo	del	trabajador	como
expresión	libre	de	voluntad	de	apartarse	de	su	cargo;	y,	con	ello	de	la
relación	de	trabajo	misma;	y	ii)	La	aceptación	del	empleador.	Octavo:	Que,	la
sala	superior	ha	establecido	en	la	recurrida	que	la	empresa	emplazada
mediante	memorándum	Circular	número	cero	cero	cuatro	guión	dos	mil
tres	guión	Emape	diagonal	G	punto	G	del	ocho	de	enero	del	dos	mil	tres
obrante	a	fojas	cuarentitrés	solicitó	a	los	gerentes,	jefes	de	departamento,
jefes	de	centro	de	recaudación	y	secretarias	de	gerencia	poner	a	disposición
de	la	nueva	administración	el	cargo	de	confianza	que	venían	ejerciendo,
razón	por	la	cual	el	actor	mediante	la	carta	de	fojas	cuarenticuatro	y
siguientes	del	nueve	de	enero	del	dos	mil	tres	se	pone	a	disposición	de	la
nueva	administración	para	los	fines	que	crea	conveniente,	hecho	que	fue
entendido	como	una	renuncia	a	su	cargo	conforme	al	artículo	veintisiete
(propiamente	veintiocho)	del	Decreto	Supremo	número	cero	cero	uno	guión
noventiséis	guión	TR	por	lo	que	el	motivo	del	cese	del	demandante	no
obedeció	a	un	despido	sino	a	una	decisión	unilateral	suya.	Noveno:	Que,	el
acto	por	el	cual	el	trabajador	pone	a	disposición	su	cargo	como	supuesto
para	la	terminación	de	la	relación	laboral	constituye	un	acto	jurídico
unilateral	recepticio	que	como	tal	requiere	para	su	validez	no	sólo	la
concurrencia	de	los	requisitos	que	contempla	el	artículo	ciento	cuarenta	del
Código	Civil,	sino	también	que	la	voluntad	exteriorizada	del	agente
concuerde	con	su	voluntad	interna	lo	que	se	produce	cuando	ésta	ha	sido
adoptada	con	plena	libertad,	intención	y	discernimiento.	Décimo:	Que,	lo
expresado	por	el	actor	en	la	carta	del	nueve	de	enero	del	dos	mil	tres	resulta
determinante	para	establecer	su	voluntad,	la	cual	no	fue	precisamente	la	de
poner	a	disposición	su	cargo	en	los	términos	que	requiere	el	artículo
veintiocho	del	Decreto	Supremo	número	cero	cero	uno	guión	noventiséis
guión	TR	para	ser	reputado	como	causa	de	extinción	de	la	relación	de
trabajo,	sino	que	tuvo	por	finalidad	expresar	su	decisión	personal	de
someterse	a	las	órdenes	y	designios	de	la	nueva	administración	lo	cual
demuestra	su	decisión	de	continuar	prestando	servicios	sujeto	al	contrato
de	trabajo.	Undécimo:	Aún	en	el	supuesto	negado	que	se	pudiese	reputar
que	el	trabajador	puso	su	cargo	a	disposición	de	la	emplazada,	cabe	resaltar
que	este	acto	no	fue	producto	de	una	expresión	fiel	de	su	voluntad	interna
sino	que	fue	determinado	por	el	requerimiento	que	le	efectuó	su	empleador
(sometido	incluso	a	un	término	perentorio	de	acuerdo	al	contenido	del
instrumento	de	fojas	cuarentitrés),	que	examinado	bajo	el	contexto	que	en
la	relación	laboral	se	configura	una	situación	de	disparidad	donde	el
empleador	asume	un	status	particular	de	preeminencia,	nos	advierte	que	el
ámbito	de	libertad	e	intención	del	actor	al	adoptar	tal	decisión	se
encontraba	reducido.	Duodécimo:	Que,	entonces	al	no	haberse	verificado	la
puesta	a	disposición	del	cargo	del	actor	conforme	a	lo	contemplado	en	el
artículo	veintiocho	del	Decreto	Supremo	número	cero	cero	uno	guión
noventiséis	guión	TR	para	ser	reputada	con	los	efectos	de	una	renuncia
debe	concluirse	que	la	relación	de	trabajo	entre	los	co	litigantes	se	ha
extinguido	en	virtud	de	la	decisión	unilateral	de	la	accionada	de	tener	por
aceptada	una	supuesta	‘renuncia’	inexistente	lo	que	obviamente	configura	el
despido	arbitrario	que	invoca	el	demandante,	por	lo	que	le	corresponde	la
indemnización	tarifada	que	contempla	el	artículo	treintiocho	del	Decreto
Supremo	número	cero	cero	tres	guión	noventisiete	guión	TR	como	así	lo
concluye	el	a	quo	en	la	sentencia	apelada;	tanto	más	si	la	aceptación	de	la
puesta	a	disposición	del	cargo	en	este	caso	específico	en	modo	alguno	podía
importar	la	conclusión	del	contrato	del	trabajo	sino	sólo	la	restitución	del
demandante	a	su	cargo	de	empleado	en	el	que	inició	sus	labores	como
aparece	de	las	boletas	de	fojas	uno	a	cuarentidós,	concluir	lo	contrario
importaría	vulnerar	su	derecho	al	trabajo	reconocido	en	el	artículo
veintidós	de	la	Constitución	Política	del	Estado	de	mil	novecientos
noventitrés	cuyo	contenido	esencial	no	se	agota	en	el	derecho	de	acceder	a
un	puesto	de	trabajo	sino	también	en	el	derecho	a	no	ser	despedido	salvo
por	causa	justa.	Decimotercero:	Que,	en	consecuencia	esta	Sala	Suprema
considera	que	en	el	caso	de	autos,	la	Sala	Superior	ha	incurrido	en	la	causal
de	interpretación	errónea	del	artículo	veintiocho	del	Decreto	Supremo
número	cero	cero	uno	guión	noventiséis	guión	TR	que	aprueba	el
Reglamento	del	Decreto	Legislativo	número	setecientos	veintiocho	(sic)
número	setecientos	veintiocho,	en	el	sentido	que	para	darse	la	equivalencia
entre	la	puesta	a	disposición	del	cargo	con	una	renuncia,	debe	emanar	de	la
voluntad	del	trabajador	en	uso	de	su	plena	libertad,	intención	y
discernimiento	de	los	alcances	que	ello	debe	representar.	Resolución:	Por
estas	consideraciones	declararon	fundado	el	recurso	de	casación”.	(Cas.
Primera	Sala	Transitoria	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	2115-
2004-Lima,	nov.	21/2005).
JURISPRUDENCIA.—Requisitos	para	que	la	puesta	a	disposición	del	cargo
pueda	ser	entendida	como	renuncia.	“Que,	lo	fundamentado	en	cuanto	a	la
interpretación	errónea	del	artículo	veintiocho	del	Decreto	Supremo	número
cero	cero	uno	-	noventiséis	-	TR,	reúne	las	exigencias	de	fondo,	toda	vez	que,
el	recurrente	indica	cuál	es	la	interpretación	correcta	de	la	aludida	norma
material,	razón	por	la	cual,	este	extremo	del	recurso	resulta	procedente,
debiendo	emitirse	el	correspondiente	pronunciamiento	de	fondo;	Sétimo.-
Que,	en	principio	cabe	indicar	que	la	norma	objeto	de	interpretación	por	la
sala	casatoria	textualmente	señala:	‘La	puesta	a	disposición	del	cargo
aceptada	por	el	empleador,	equivale	a	una	renuncia	y	se	encuentra
comprendida	dentro	de	los	alcances	del	artículo	sesenta	y	uno	de	la	ley’;
Octavo.-	Que,	para	que	la	puesta	a	disposición	del	cargo	aceptada	por	el
empleador	sea	equivalente	a	una	renuncia,	es	imprescindible	que	la
renuncia	sea	una	expresión	libre	de	la	voluntad	del	trabajador	a	efectos	de
dar	por	terminada	la	relación	laboral,	toda	vez	que,	la	decisión	de	renunciar
al	puesto	de	trabajo	está	directamente	relacionada	a	la	expresión	de
voluntad	del	trabajador;	Noveno.-	Que,	en	el	caso	de	autos	el	trabajador	fue
conminado	por	el	empleador	a	poner	a	disposición	el	cargo	que	ostentaba,
según	se	advierte	de	la	carta	de	fecha	diez	de	enero	del	dos	mil	tres,
corriente	a	fojas	cinco,	cursada	por	el	demandante	(en	respuesta	al
memorandum	número	cero	cero	cuatro	-	dos	mil	tres	-	Emape/GG)	donde
precisa	que	‘en	virtud	del	requerimiento	expresado	en	el	documento
aludido,	me	veo	precisado	a	cumplir	con	poner	a	disposición	de	la	gerencia
el	cargo	de	jefe	de	recursos	humanos	(...)’	y	de	la	carta	del	veintisiete	de
enero	del	mismo	año,	emitida	por	la	sub	gerencia	general	de	Emape
Sociedad	Anónima	señalando	que	‘por	convenir	a	los	intereses	de	la
empresa,	hemos	decidido	aceptar	los	términos	de	su	mencionada	carta,
razón	por	la	cual	el	cese	de	la	relación	laboral	concluirá	indefectiblemente	el
treinta	de	enero	del	dos	mil	tres’;	por	lo	que,	cabe	concluir	que	hubo	presión
a	efectos	de	lograr	el	rompimiento	del	vínculo	laboral,	lo	cual	contradice	la
exigencia	de	que	el	acto	de	renuncia	sea	espontáneo,	libre	y	unilateral;
Décimo.-	Que,	la	sala	laboral	incurre	en	la	causal	de	interpretación	errónea
del	artículo	veintiocho	del	Decreto	Supremo	número	cero	cero	uno	-
noventiséis	-	TR	al	sostener	que	tanto	fáctica	como	jurídicamente	resulta
procedente	equiparar	la	puesta	a	disposición	del	cargo	de	confianza	con	una
renuncia	al	mismo,	ya	que,	el	cese	no	obedeció	a	un	despido	sino	a	una
decisión	voluntaria	unilateral	del	trabajador;	Resolución:	Por	estas
consideraciones:	Declararon	fundado	el	recurso	de	casación.”	(Cas.	Primera
Sala	Transitoria	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	2146-2004-Lima,
nov.	21/2005).
COMENTARIO.—Formalidades	 de	 la	 renuncia.	 La	 renuncia	 es	 un	 acto
jurídico	unilateral,	dado	que	no	requiere	del	asentimiento	del	empleador;	y
recepticio,	puesto	que	debe	hacerse	de	su	conocimiento.	El	 trabajador	que
desee	 retirarse	 voluntariamente	 de	 la	 empresa,	 deberá	 comunicar	 de	 tal
decisión	 al	 empleador	 –preferentemente	 recabando	 el	 cargo
correspondiente–	con	una	antelación	de	treinta	(30)	días.
Se	 puede	 solicitar	 la	 exoneración	 de	 todo	 o	 parte	 del	 plazo	 señalado,
solicitud	que	se	entenderá	aceptada	si	no	es	denegada	por	escrito	dentro	de
los	tres	(3)	días	de	su	recepción.
La	 ley	 establece	 que	 el	 empleador	 puede	 exonerar	 del	 plazo	 por	 propia
iniciativa,	en	cuyo	caso	el	contrato	de	trabajo	queda	extinguido	en	la	fecha
que	aquél	determine.
Pese	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 27	 del	 reglamento,	 no	 puede	 existir
impedimento	 al	 abandono	 del	 puesto	 por	 parte	 del	 trabajador;	 de
concretarse,	procederá	el	despido,	 con	el	 consecuente	 retraso	en	el	abono
de	sus	beneficios	sociales	como	consecuencia	del	cese	originado	en	la	falta
grave	consistente	en	inasistencias	injustificadas.
Es	impropio,	por	último,	asimilar	a	la	renuncia	la	puesta	a	disposición	del
cargo	aceptada	por	el	empleador.	La	renuncia,	por	definición,	es	unilateral,
no	requiere	de	asentimiento	patronal.	Se	trataría	en	estricto	sentido	de	una
terminación	de	la	relación	laboral	por	mutuo	disenso.
MUTUO	DISENSO.	FORMALIDAD	DEL	ACUERDO
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	19.—El	acuerdo	para	poner	término	a	una	relación	laboral
por	mutuo	disenso	debe	constar	por	escrito	o	en	la	liquidación	de
beneficios	sociales.
JURISPRUDENCIA.—Terminación	de	la	relación	laboral	por	mutuo	disenso.
“Conforme	se	advierte	de	la	liquidación	de	fo.	11	la	relación	laboral	de	la
actora	se	extinguió	el	31	de	diciembre	de	1993	por	mutuo	disenso	con	su
empleadora,	causa	prevista	en	el	artículo	52,	inciso	d)	del	Decreto
Legislativo	N°	728	(texto	vigente	al	ocurrir	tal	hecho),	careciendo	de
fundamento	y	amparo	el	despido	alegado	como	producido	en	fecha
posterior	y	su	pretensión	a	las	indemnizaciones	reclamadas.”	(RSL,	2da	Sala,
Exp.	6434-94-BS(S),	abr.	24/96;	V.	P.	Morales	González)
JURISPRUDENCIA.—El	cese	del	trabajador	por	mutuo	disenso	no	genera	el
derecho	a	la	indemnización	por	despido.	Características	del	incentivo.	“En
cuanto	a	la	causal	de	inaplicación	de	los	artículos	dieciséis	y	diecinueve	del
Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,
el	recurrente	sostiene	que	no	debe	haberse	considerado	como	motivo	de	su
cese	la	renuncia	voluntaria,	sino	más	bien	el	acuerdo	de	mutuo	disenso	que
está	regulado	por	las	normas	invocadas,	en	vista	que	ha	recibido	un
incentivo	de	parte	de	la	demandada,	que	resulta	diminuto,	debiendo	haberle
correspondido	el	equivalente	a	la	indemnización	por	despido	arbitrario	de
doce	remuneraciones	mensuales.	Quinto:	Que	si	bien	el	hecho	afirmado	es
cierto	y	está	acreditado	en	autos	con	la	liquidación	de	fojas	tres,	la
aplicación	de	las	normas	que	regulan	el	mutuo	disenso	no	genera	el	derecho
a	la	indemnización	por	despido	arbitrario,	ya	que	se	trata	de	un	acuerdo	en
el	que	las	partes	establecen	las	prestaciones	que	van	a	cumplir
voluntariamente,	las	que	en	este	caso	eran	la	renuncia	del	trabajador	y	el
pago	de	un	incentivo	por	parte	del	empleador.	Sexto:	Que,	el	monto	del
incentivo	está	sujeto	a	la	voluntad	de	las	partes,	pudiendo	establecerse	una
cantidad	alta	o	pequeña,	hasta	incluso	determinar	que	el	incentivo	no	tenga
carácter	dinerario,	sino	de	otra	especie,	de	modo	que	al	quedar	librado	a	esa
decisión,	se	consolida	cuando	se	finiquita	el	arreglo	(...).”	(Cas.	Sala	de
Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	1620-2000.	Loreto,	ene.	15/2001)
COMENTARIO.—Mutuo	disenso.	El	contrato	de	trabajo	puede	extinguirse
por	 manifestación	 expresa	 de	 las	 partes	 en	 tal	 sentido.	 Es	 lo	 que	 se
denomina	distracto,	o	acuerdo	para	dar	por	finalizado	un	contrato.
El	 mutuo	 disenso	 para	 concluir	 la	 relación	 laboral,	 debe	 pactarse	 por
escrito	 o	 constar	 en	 la	 liquidación	de	beneficios	 sociales	 como	motivo	del
cese	del	trabajador.
EXTINCIÓN.	INVALIDEZ	ABSOLUTA	PERMANENTE
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	20.—La	invalidez	absoluta	permanente	extingue	de	pleno
derecho	y	automáticamente	la	relación	laboral	desde	que	es
declarada	conforme	al	artículo	13.
DOCTRINA.—Los	 conceptos	 de	 “incapacidad	 absoluta	 permanente”	 e
“incapacidad	 total	 permanente”	 son	 equivalente	 para	 el	 MTPE.	 “(...)
Debe	advertirse	que	el	artículo	20	de	 la	LPCL	pareciera	referirse	a	aquella
incapacidad	que	impide	al	trabajador	de	realizar	las	actividades	que	tienen
que	ver	con	su	profesión	u	oficio,	para	las	que	se	ha	formado,	capacitado	o
eventualmente	 especializado.	 Es	 en	 función	 de	 ese	 impedimento	 de
continuar	efectuando	aquellas	actividades	específicas	que	dan	contenido	a
la	prestación	personal	de	 servicios	que	 fundamenta	al	 contrato	de	 trabajo
que	 la	 relación	 laboral	 debe	 verse	 extinta.	 Sin	 embargo,	 como	 lógica
consecuencia,	si	el	trabajador	se	ve	inhabilitado	no	solamente	para	realizar
aquella	 actividad	 específica	 sino	 cualquier	 otra	 profesión	 o	 actividad
remunerada,	 con	mucho	mayor	motivo	 –y	 siempre	 desde	 una	 perspectiva
laboral–	la	extinción	del	vínculo	encuentra	justificaciones	evidentes.
Ahora	bien,	desde	la	perspectiva	de	la	Seguridad	Social,	la	incapacidad	total
permanente	 genera	 el	 derecho	 del	 trabajador	 afectado	 por	 la	 enfermedad
profesional	 o	 accidente	 de	 trabajo	 a	 percibir,	 entre	 otras,	 prestaciones	 de
tipo	 económico	 y	 con	 carácter	 permanente,	 que	 le	 permitan	mantener	 un
nivel	adecuado	de	vida	según	el	nivel	de	ingresos	anterior	a	la	incapacidad.
Según	 el	 grado	 de	 afectación	 de	 su	 salud	 y	 si	 la	 incapacidad	 total
permanente	 es	 relativa	 al	 oficio	 o	 actividad	 profesional	 que	 la	 persona
desempeñe	 o	 si	 es	 absoluta	 y	 la	 inhabilita	 de	 ejercer	 cualquier	 oficio	 o
profesión	 remunerada,	 las	 NTSCTR	 otorgan	 dos	 escalas	 de	 pensiones
vitalicias	 mensuales.	 A	 los	 primeros	 les	 corresponde	 una	 pensión
equivalente	 al	 70%	 de	 la	 remuneración	 mensual;	 mientras	 que	 a	 los
segundos	una	equivalente	al	100%	de	su	remuneración	mensual.
En	 este	 punto,	 debemos	 señalar	 que	 de	 la	 revisión	 de	 la	 normativa
consultada	 (…)	 no	 es	 posible	 establecer	 diferencias	 concretas	 entre	 los
conceptos	 de	 incapacidad	 total	 permanente	 e	 incapacidad	 absoluta
permanente,	 motivo	 por	 el	 cual	 es	 posición	 de	 esta	 Dirección	 General	 de
Trabajo	 que	 los	 organismos	 y	 entidades	 relacionadas	 con	 estos
procedimientos	adopten	este	criterio	interpretativo.
III.	Conclusiones
De	acuerdo	con	la	 legislación	 laboral	y	previsional	vigente,	 la	 incapacidad
absoluta	 permanente	 es	 un	 concepto	 jurídico	 que	merece	 un	 tratamiento
equivalente	 al	 de	 la	 incapacidad	 total	 permanente,	 entendiéndose	 que	 la
primera	 puede	 referirse	 tanto	 a	 la	 modalidad	 ordinaria	 como	 a	 la	 peor
forma	de	la	segunda.
Adicionalmente,	 a	 pesar	 de	 no	 ser	 objeto	 de	 la	 consulta	 que	 absolvemos,
cabe	 referir	 que	 es	 necesario	 que	 ESSALUD,	 el	 Ministerio	 de	 Salud	 y	 el
Colegio	Médico	del	Perú	reglamenten	los	procedimientos	específicos	por	los
cuales	los	empleadores	pueden	solicitar	la	verificación	y	certificación	de	la
incapacidad	 de	 los	 trabajadores	 que	 padezcan	 accidentes	 o	 enfermedades
para	 que,	 cuando	 se	 determine	 una	 incapacidad	 absoluta	 permanente,
puedan	 invocar	 el	 artículo	 20	 de	 la	 LPCL	 y	 proceder	 a	 la	 extinción
automática	del	contrato	de	trabajo.	 (...)”.	 (MTPE,	 Inf.	10-2012-MTPE/2/14,
mar.	12/2012,	Dir.	Christian	Sánchez	Reyes)
JUBILACIÓN	OBLIGATORIA.	JUBILACIÓN	AUTOMÁTICA
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	21.—La	jubilación	es	obligatoria	para	el	trabajador,	hombre
o	mujer,	que	tenga	derecho	a	pensión	de	jubilación	a	cargo	de	la
Oficina	de	Normalización	Previsional	(ONP)	o	del	Sistema	Privado
de	Administración	de	Fondos	de	Pensiones	(SPP),	si	el	empleador
se	obliga	a	cubrir	la	diferencia	entre	dicha	pensión	y	el	80%	de	la
última	remuneración	ordinaria	percibida	por	el	trabajador,	monto
adicional	que	no	podrá	exceder	del	100%	de	la	pensión,	y	a
reajustarla	periódicamente,	en	la	misma	proporción	en	que	se
reajuste	dicha	pensión.
El	empleador	que	decida	aplicar	la	presente	causal	deberá
comunicar	por	escrito	su	decisión	al	trabajador,	con	el	fin	de	que
éste	inicie	el	trámite	para	obtener	el	otorgamiento	de	su	pensión.
El	cese	se	produce	en	la	fecha	a	partir	de	la	cual	se	reconozca	el
otorgamiento	de	la	pensión.
La	jubilación	es	obligatoria	y	automática	en	caso	que	el
trabajador	cumpla	setenta	años	de	edad,	salvo	pacto	en	contrario.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 29.—El	monto	 adicional	 a	 la	 pensión	 que	mensualmente	 otorgue	 el
empleador	conforme	al	primer	párrafo	del	artículo	54	de	la	ley,	se	extingue
por	fallecimiento	del	beneficiario.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 30.—Se	 entiende	 que	 opera	 la	 jubilación	 obligatoria	 y	 automática
prevista	en	el	tercer	párrafo	del	artículo	54	de	la	ley,	si	el	trabajador	tiene
derecho	a	pensión	de	jubilación	cualquiera	sea	su	monto,	con	prescindencia
del	trámite	administrativo	que	se	estuviera	siguiendo	para	el	otorgamiento
de	dicha	pensión.
JURISPRUDENCIA.—La	jubilación	obligatoria	procede	previo	compromiso
del	empleador.	“La	pretensión	principal	de	la	demanda	es	que	se	ordene	el
abono	de	la	diferencia	existente	entre	la	pensión	de	jubilación	y	el	80%	de	la
remuneración	ordinaria	que	recibía	de	la	demandada,	así	como	el	abono	de
la	diferencia	de	las	pensiones	devengadas	con	los	intereses	legales,
amparando	su	acción	en	el	Art.	57	del	Decreto	Legislativo	728	y	Art.	17	del
reglamento	respectivo,	que	el	Art.	57	del	citado	decreto	y	Art.	17	del
Decreto	Supremo	04-93-TR	en	cuanto	se	establece	claramente	que	para	que
el	trabajador	tenga	derecho	a	que	el	empleador	le	pague	la	diferencia	entre
la	pensión	de	jubilación	otorgada	y	el	80%	de	la	remuneración	ordinaria,	el
empleador	debe	obligarse	a	ello,	que	en	autos	no	está	probado	que	la
demandada	se	haya	obligado	y/o	convenido	de	modo	previo	a	la	extinción
del	contrato	de	trabajo,	conforme	consta	de	las	pruebas	del	accionante,
quien	renunció	voluntariamente	de	la	empresa,	y	aún	más;	en	la	absolución
de	la	3ra	y	4ta	pregunta	del	pliego	interrogatorio	acepta	la	inexistencia	de
compromiso	empresarial	al	que	alude	el	Art.	57	del	Decreto	Legislativo	728,
concordado	con	el	Art.	17	del	Decreto	Supremo	04-93-TR	y	reglamento	del
decreto	legislativo	precitado;	hecho	que	ha	tenido	en	cuenta	el	juzgador
(…).”	(RSL,	Exp.	4702-95-PJ(S),	ago.	05/96.	V.	P.	Rúnzer)
JURISPRUDENCIA.—Terminación	obligatoria	de	vínculo	laboral	por
jubilación	resulta	constitucional.	“(...)	El	demandante	pretende	que	se
declare	la	inaplicabilidad	de	la	carta	de	gerencia	general	(...)	de	fecha	26	de
marzo	del	2004	por	la	que	se	dispuso	la	extinción	del	vínculo	laboral	del
recurrente	con	(...)	por	la	causal	de	jubilación	obligatoria	y	que,	en
consecuencia,	se	ordene	su	reposición	en	el	cargo	que	venía	desempeñando.
De	conformidad	con	el	artículo	16,	inciso	f),	y	el	artículo	21	del	Decreto
Legislativo	N°	003-97-TR,	una	de	las	causas	de	extinción	del	contrato	de
trabajo	es	la	jubilación,	siendo	ella	obligatoria	y	automática	en	caso	de	que
el	trabajador	cumpla	70	años	de	edad,	salvo	pacto	en	contrario.
A	la	fecha	en	que	le	fue	remitida	al	trabajador	la	carta	por	parte	del
empleador	por	la	que	se	le	comunica	la	extinción	de	su	vínculo	laboral,	la
cual	obra	en	autos,	a	fojas	5,	es	decir,	al	26	de	marzo	del	2004,	el	actor
contaba	con	70	años	de	edad	cumplidos,	conforme	consta	en	su	Documento
Nacional	de	Identidad,	en	autos,	a	fojas	2.
En	consecuencia,	conforme	con	la	jurisprudencia	de	este	tribunal,	como	la
STC	N°	01886-2006-PA,	en	la	extinción	del	contrato	del	demandante	no	se
ha	producido	la	vulneración	de	derecho	constitucional	alguno,	razón	por	la
que	la	demanda	debe	desestimarse”.	(T.	C.,	Exp.	02645-2007-PA/TC,	ago.
12/2008.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—No	se	aplica	la	jubilación	obligatoria	si	el	trabajador	es
docente	universitario.	“(...)	tratándose	de	docente	universitario,	la	jubilación
constituye	un	derecho	que	se	pone	en	ejecución	cuando	libremente	se
decida	a	partir	de	qué	momento	debe	retirarse	de	la	actividad	laboral,	sea
porque	no	se	pueda	o	no	se	desea	seguir	trabajando.
Cabe	asimismo	tener	en	cuenta	que	el	demandante	se	desempeñó	como
docente,	actividad	que	tiene	características	especiales,	tales	como	la
investigación,	capacitación	permanente,	transmisión	de	conocimientos	y
alta	dirección,	y	que	la	Ley	Universitaria	ha	establecido	un	régimen	laboral	y
remunerativo	peculiar	para	los	profesores,	en	la	que	no	se	contempla	el	cese
por	límite	de	edad	en	la	función	docente;	en	consecuencia,	no	es	aplicable	el
cese	por	causa	de	jubilación	obligatoria	por	haber	sobrepasado	los	65	años
de	edad.	(...)”.	(T.	C.,	Exp.	02805-2006-PA/TC,	set.	04/2007.	Pres.	García
Toma)
JURISPRUDENCIA.—Cese	automático	por	cumplir	setenta	años	de	edad	que
afecte	el	acceso	a	una	pensión	no	se	puede	justificar	en	la	aplicación	literal	de
la	norma.	“7.	En	el	caso	de	autos	si	bien	es	cierto	que	la	emplazada	ha	cesado
a	la	recurrente	en	sus	labores	aplicando	la	Ley	de	Bases	de	la	Carrera
Administrativa	y	de	Remuneraciones	del	Sector	Público,	promulgado	por	el
Decreto	Legislativo	N°	276,	literal	c)	del	artículo	34	concordante	con	el
literal	c)	del	artículo	182	del	Reglamento	de	la	Ley	de	la	Carrera
Administrativa	aprobado	mediante	Decreto	Supremo	N°	005-90-PCM,	que
precisa	que	el	término	de	la	carrera	administrativa	se	produce	por	la	causa
justificada	de	límite	de	70	años	de	edad,	(...)	también	lo	es	que	en	el	régimen
privado	el	legislador	ha	previsto	un	tratamiento	más	favorable	para	la
jubilación	obligatoria	ex	lege,	del	trabajador	que	cumpla	70	años	toda	vez
que	en	dicho	supuesto	procede	la	jubilación	siempre	que	tenga	derecho	a
pensión	de	jubilación,	cualquiera	sea	su	monto,	como	lo	precisa	con	acierto
el	artículo	30,	del	Decreto	Supremo	N°	001-96-TR,	Reglamento	del	Texto
Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	Ley	de	Fomento	del	Empleo.
8.	Consecuentemente	teniendo	en	consideración	que	por	el	principio	de
universalidad	el	acceso	a	la	seguridad	social	es	para	todos	los	miembros	de
la	comunidad,	sin	distingos	ni	limitaciones	que	excluyan	a	determinados
integrantes	del	grupo	social	y	que	por	el	principio	de	igualdad	debe	existir
un	tratamiento	igual	en	iguales	circunstancias	de	los	sujetos	protegidos,
conectándose	con	el	principio	de	universalidad	para	no	dejar	a	nadie
desprotegido,	debe	garantizarse	el	derecho	de	la	recurrente	a	la	seguridad
social	y	al	libre	acceso	a	prestaciones	de	salud	y	a	pensiones.	(...)
10.	En	consecuencia	encontrándose	la	recurrente	sin	derecho	a	pensión
por	una	aplicación	literal	de	una	norma	que	en	el	mismo	supuesto	si	la
protege	en	el	régimen	privado	no	puede	justificarse	dicha	exclusión	si	no	se
funda	en	razones	objetivas	que	no	se	advierten	de	las	normas	aplicadas	ni
de	la	Carta	N°	060-OCA-HSA-RAR-ESSALUD-2005,	de	fecha	23	de	mayo	del
2005.	Siendo	así	la	emplazada	debe	asumir	el	pago	de	las	aportaciones	a	la
Oficina	de	Normalización	Previsional	a	efectos	de	cubrir	los	meses	que	le
faltan	para	reunir	los	años	de	aportación	necesarios	para	obtener	una
pensión	de	jubilación”.	(T.	C.,	Exp.	07468-2006-PA-TC,	abr.	23/2007.	S.	S.
Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema:	trabajador	que	sigue	laborando	luego
de	cumplir	la	edad	necesaria	para	ser	jubilado	automáticamente	solo	puede
ser	despedido	por	causa	justa.	“En	el	presente	caso,	el	demandante	no	fue
cesado	automáticamente	al	cumplir	setenta	años	de	edad	(tope	máximo	de
edad	para	jubilarse);	sino	que	siguió	laborando	diez	meses	luego	de
cumplida	la	edad	para	la	jubilación	automática;	en	tal	sentido,	se	colige
válidamente	que	el	empleador	otorgó	anuencia	tácita	para	la	continuación
de	los	servicios	del	demandante	en	el	desempeño	de	sus	labores;	razón	por
la	que,	el	cese	del	trabajador	aduciéndose	motivos	de	edad	no	es	válida
luego	de	haberse	aceptado	previamente	la	continuación	de	la	prestación	de
labores	por	parte	del	accionante;	en	tal	sentido,	se	ha	producido	entonces
un	cese	unilateral	y	arbitrario	que	lesiona	el	derecho	a	la	estabilidad	en	el
empleo,	motivo	por	el	cual	se	ha	producido	una	aplicación	indebida	del
inciso	f)	del	artículo	16	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR	a	un	supuesto
fáctico	no	regulado	por	dicho	inciso	debido	a	las	propias	particulares	en	que
se	produjo	el	cese,	esto	es,	la	aceptación	del	empleador	de	continuar
contando	con	los	servicios	del	demandante	luego	de	cumplida	la	edad	límite
para	extinguir	la	relación	laboral	por	mandato	legal.	(...)	En	consecuencia,
corresponde	amparar	la	denuncia	descrita	en	el	literal	b),	y	en	aras	de	los
principios	de	celeridad	y	economía	procesal,	corresponde	a	esta	sala
suprema	actuar	en	sede	de	instancia	a	fin	de	amparar	el	pedido	de
indemnización	por	despido	arbitrario	solicitado	por	el	accionante”.	(C.	S,
Cas.	Lab.	1533-2012-Callao,	oct.	10/2012.	Vocal	Ponente	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Cese	obligatorio	del	trabajador	aduciendo	motivos	de
edad	no	es	válido	si	el	empleador	aceptó	tácitamente	la	continuidad	de	la
prestación	de	labores.	“Cuando	el	trabajador	no	es	cesado	automáticamente
al	cumplir	setenta	años	de	edad	(tope	máximo	de	edad	para	jubilarse)	sino
que	continua	laborando	luego	de	cumplido	la	edad	para	la	jubilación
automática;	se	colige	válidamente	que	el	empleador	otorgó	anuencia	tácita
para	la	continuación	de	los	servicios	del	demandante	en	el	desempeño	de
sus	labores;	razón	por	la	que,	el	cese	del	trabajador	aduciéndose	motivos	de
edad	no	es	válida	luego	de	haberse	aceptado	previamente	la	continuación
de	la	prestación	de	labores	por	parte	del	accionante;	pudiendo	únicamente
basarse	dicho	cese	en	una	falta	grave	o	en	una	causa	justa	relacionada	con	la
conducta	o	capacidad	del	trabajador,	pues	de	lo	contrario	será	considerado
un	cese	unilateral	y	arbitrario”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	532-2014-Callao,	oct.
26/2014.	V.	P.	Lama	More)
JURISPRUDENCIA.—La	Corte	Suprema	determina	que	el	despido	por
jubilación	se	realiza	sin	resarcimiento,	incluso	de	forma	posterior.	“En
relación	a	lo	alegado,	cabe	indicar	que	si	bien	es	cierto	el	citado	artículo	21
parte	final	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	contempla	la	posibilidad	que
se	celebre	un	pacto	en	contrario,	dicho	pacto	tácito	puede	extinguirse	en
cualquier	momento,	el	mismo	que	quedó	sin	efecto,	cuando	el	empleador	le
cursó	la	carta	de	fecha	veinticuatro	de	marzo	del	dos	mil	catorce,	por	el	que
comunica	su	decisión	de	‘aplicar	la	causal	de	extinción	de	contrato	por	la
causal	de	jubilación	obligatoria	y	automática’;	lo	contrario	significaría	que	el
trabajador	preste	servicios	indefinidamente.
g)	Por	tanto,	al	ser	la	jubilación	una	causa	de	extinción	del	contrato	de
trabajo,	es	evidente	que	la	demandada	no	ha	incurrido	en	despido
arbitrario,	sino	que	la	extinción	de	la	relación	laboral	obedeció	a	un	motivo
contemplado	en	el	ordenamiento	legal;	esto	es	que	el	demandante	tenía	más
de	setenta	años	de	edad,	extinguiéndose	válidamente	el	vínculo	laboral
entre	las	partes,	en	virtud	del	mandato	contenido	en	el	literal	f)	del	artículo
16	y	artículo	21	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	y	es	que	es	la	propia
ley	que	le	ha	dado	un	carácter	de	automaticidad	y	obligatoriedad	a	la
extinción	del	contrato	de	trabajo	por	jubilación	del	trabajador	al	cumplir
setenta	años	de	edad,	ya	que	de	no	ser	así,	mal	se	haría	obligar	a	la	entidad
demandada	mantenga	la	vigencia	del	vínculo	laboral	con	el	actor	de	manera
indefinida	post	edad	jubilatoria,	motivo	por	el	cual	la	causal	denunciada
deviene	en	infundado”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	9155-2015-Lima,	mar.	03/2016.	V.	P.
Arias	Lazarte)
COMENTARIO.—La	jubilación	obligatoria	por	decisión	del	empleador.
A	 iniciativa	 del	 empleador,	 puede	 extinguirse	 el	 contrato	 de	 aquellos
trabajadores	 que	 tienen	 derecho	 a	 percibir	 una	 pensión	 de	 jubilación	 del
régimen	público	o	privado	al	que	estén	afiliados.
Obsérvese	que	para	la	ley	basta	que	el	trabajador	“tenga	derecho	a	pensión
de	 jubilación”,	 no	 precisándose	 si	 debe	 ser	 la	 pensión	 completa	 o	 la	 que
podría	originarse	de	la	jubilación	anticipada.
Para	 que	 proceda	 la	 jubilación	 obligatoria,	 el	 empleador	 debe
comprometerse	 a	 abonar	 al	 trabajador	 mensualmente	 y	 de	 por	 vida	 la
diferencia	entre	 la	pensión	y	el	80%	de	su	última	remuneración	ordinaria
percibida,	sin	que	dicha	resultante	exceda	el	monto	de	la	pensión.
La	 facultad	 patronal	 que	 se	 comenta	 ha	 tenido	 poca	 recepción	 en	 la
práctica,	puesto	que	en	determinados	casos	puede	significar	un	respetable
egreso	de	duración	indeterminada,	ya	que	sólo	se	extinguiría	con	la	muerte
del	trabajador.
Más	práctico	y	económico	podría	ser	negociar	la	renuncia	del	trabajador	a
cambio	 de	 un	 monto	 dinerario	 calculado	 generalmente	 en	 función	 a	 su
sueldo	ordinario.
COMENTARIO.—La	 jubilación	 obligatoria	 y	 automática	 por	 mandato
legal.	De	acuerdo	con	lo	estipulado	en	el	tercer	párrafo	del	artículo	21	de	la
ley,	basta	que	el	trabajador	cumpla	los	setenta	años	de	edad	para	que	quede
automáticamente	extinguido	su	contrato	de	trabajo.
No	 se	 trata,	 en	 todo	 caso,	 de	 una	 disposición	 absolutamente	 imperativa,
puesto	que	cabe	el	pacto	en	contrario.
Por	 atendibles	 razones	 de	 justicia,	 el	 artículo	 30	 del	 reglamento	 dispone
como	 requisito	 de	 procedencia	 para	 la	 jubilación	 a	 los	 70	 años	 que	 el
trabajador	tenga	derecho	a	alguna	pensión,	sin	que	sea	de	trascendencia	su
monto,	 situación	 que	 podría	 colisionar	 con	 el	 principio	 de	 legalidad	 al
establecer	la	norma	subalterna	condiciones	que	la	ley	no	prevé.
CAUSA	JUSTA	DE	DESPIDO
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	22.—Para	el	despido	de	un	trabajador	sujeto	al	régimen	de
la	actividad	privada,	que	labore	cuatro	o	más	horas	diarias	para
un	mismo	empleador,	es	indispensable	la	existencia	de	causa	justa
contemplada	en	la	ley	y	debidamente	comprobada.
La	causa	justa	puede	estar	relacionada	con	la	capacidad	o	con	la
conducta	del	trabajador.
La	demostración	de	la	causa	corresponde	al	empleador	dentro
del	proceso	judicial	que	el	trabajador	pudiera	interponer	para
impugnar	su	despido.
JURISPRUDENCIA.—Se	pierde	protección	contra	el	despido	arbitrario	si	la
jornada	de	trabajo	se	reduce	a	tiempo	parcial.	“(…)	En	el	acta	del	Ministerio
de	Trabajo	las	partes	manifiestan	que	hasta	marzo	del	2006	la
remuneración	del	demandante	era	de	mil	cuatrocientos	cincuenta	nuevos
soles	mensuales	(S/.	1.450,00),	porque	laboraba	cuatro	horas	diarias,	de
lunes	a	viernes,	y	que	a	partir	de	abril	de	2006,	la	remuneración	era	de	mil
ochenta	y	siete	nuevos	soles	con	cincuenta	céntimos	(S/.	1.087,50)
mensuales,	porque	laboraba	tres	horas	diarias	de	lunes	a	viernes,	siendo	su
último	día	de	labores	el	7	de	julio	del	2007.
Por	consiguiente,	al	haber	laborado	el	demandante	desde	abril	del	2006
hasta	el	7	de	julio	del	2007,	durante	3	horas	diarias,	no	se	encuentra
amparado	por	el	artículo	22	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	ya	que	éste
dispone	que:	‘Para	el	despido	de	un	trabajador	sujeto	a	régimen	de	la
actividad	privada,	que	labore	cuatro	o	más	horas	diarias	para	un	mismo
empleador,	es	indispensable	la	existencia	de	causa	justa	contemplada	en	la
ley	y	debidamente	comprobada	(...).’	(T.	C.,	Exp.	0990-2008-AA/TC,	ago.
04/2009.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—TC	explica	configuración	de	despido	fraudulento.	“(...)
respecto	del	despido	fraudulento,	este	Tribunal	Constitucional	ha	precisado
que	se	configura	cuando:	‘(...)	se	despide	al	trabajador	con	ánimo	perverso	y
auspiciado	por	el	engaño,	por	ende,	de	manera	contraria	a	la	verdad	y	la
rectitud	de	las	relaciones	laborales;	aun	cuando	se	cumple	con	la
imputación	de	una	causal	y	los	cánones	procedimentales,	como	sucede
cuando	se	imputa	al	trabajador	hechos	notoriamente	inexistentes,	falsos	o
imaginarios	o,	asimismo,	se	le	atribuye	una	falta	no	prevista	legalmente,
vulnerando	el	principio	de	tipicidad,	[...]	o	se	produce	la	extinción	de	la
relación	laboral	con	vicio	de	voluntad	[...]	o	mediante	la	‘fabricación	de
pruebas’	(Exp.	N°	0976-2001-AA/TC,	fundamento	15).	(...)’’	(T.	C.,	Exp.
02168-2008-PA/TC,	dic.	28/2009.	Pres.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—No	se	configura	despido	fraudulento	si	se	acredita	la
falta	grave.	“(...)	en	el	caso	de	autos,	no	existen	elementos	de	los	que	se
puede	concluir	que	la	decisión	del	emplazado	de	extinguir	la	relación
laboral	con	el	actor	se	haya	sustentado	en	alguna	de	las	características	(…)
toda	vez	que	las	conductas	que	se	le	imputan	como	faltas	graves	se
encuentran	acreditadas	en	autos	mediante	el	Informe	(…)	luego	que	la
empresa	demandada	le	notificó	al	recurrente	la	carta	de	preaviso	(…),
donde	se	le	pone	en	conocimiento	de	la	comisión	de	la	falta	grave,	el
recurrente	no	ejerció	su	derecho	de	defensa;	en	lugar	de	ello,	presentó	la
presente	demanda	de	amparo	(….).	La	demandada,	mediante	la	carta
notarial	de	despido	de	fecha	(…)	manifestó	su	voluntad	de	dar	por
extinguida	la	relación	laboral	con	el	actor	por	lo	que	cumplió	con	el
procedimiento	de	despido	previsto	por	el	artículo	31	del	Decreto	Supremo
N°	003-97-TR.	(…)	se	concluye	que	el	despido	del	demandante	no
corresponde	a	ninguno	de	los	supuestos	de	despido	fraudulento	(…)	por
tanto,	no	existe	vulneración	del	derecho	de	defensa	como	componente	del
debido	proceso,	toda	vez	que	el	recurrente	no	quedó	en	un	estado	de
indefensión,	sino	que	tuvo	la	posibilidad	de	presentar	su	carta	de	descargos;
sin	embargo	no	ejerció	su	derecho,	lo	cual	demuestra	que	la	empresa
demandada,	al	enviar	las	cartas	mencionadas,	no	ha	transgredido	el	derecho
de	defensa	del	recurrente	(...)’’	(T.	C.,	Exp.	0266-2008-PA/TC,	feb.	12/2010.
Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—La	suspensión	perfecta	e	indefinida	del	contrato	de
trabajo	configura	en	los	hechos	un	despido	sin	causa	legal.	“(...)	los
trabajadores	comprendidos	en	la	presente	demanda	mantienen	suspendida
su	relación	laboral	con	la	empresa	desde	el	mes	de	julio	de	2004	–fecha	en
que	la	empresa	solicitó	la	suspensión	perfecta	de	labores	de	los
trabajadores	comprendidos	en	el	cese	colectivo–	hasta	la	actualidad,
habiendo	transcurrido	tres	años	desde	que	se	iniciara.
(...)	a	criterio	de	este	colegiado,	supeditar	el	ejercicio	del	derecho	al	trabajo
al	transcurso	del	tiempo	y	de	manera	indefinida1	y	desproporcionada2,
afecta	el	contenido	esencial	del	derecho	al	trabajo	en	lo	que	respecta	a	‘no
ser	despedido	sino	por	causa	justa’	(STC	N°	3330-2004-AA/TC);	y,	toda	vez
que	por	despido	se	entiende	la	extinción	de	la	relación	laboral	(inexistencia
de	prestación	personal,	remuneración	y	subordinación),	la	situación	antes
descrita	configura,	en	los	hechos,	un	despido	sin	causa	legal	que	lo	sustente.
En	conclusión,	se	ha	vulnerado	el	derecho	al	trabajo	que	es	de	titularidad	de
los	trabajadores	representados	por	el	sindicato	recurrente.(...)’’	(T.	C.,	Exp.
05989-2006-PA/TC,	nov.	30/2007.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—No	existe	despido	fraudulento	cuando	el	trabajador
acepta	la	comisión	de	la	falta	grave	imputada.”(…)	el	demandante	no	ha	sido
objeto	de	un	despido	fraudulento,	pues	él	mismo	ha	aceptado	la	comisión	de
la	falta	grave	imputada,	limitándose	a	señalar	que	la	sanción	fue
desproporcionada.	(...)	el	mismo	demandante	indica	en	su	escrito	de
demanda	que	(….)	tomó	conocimiento	del	estado	del	vehículo;	no	obstante,
no	adjunta	documento	alguno	que	acredite	que	en	su	condición	de	gerente
(…)	y	responsable	directo	del	vehículo	haya	tenido	la	diligencia	de	informar
o	haber	puesto	en	conocimiento	de	la	(…)	emplazada	los	hechos	que	se	le
imputaron,	más	aún	si	se	tiene	en	cuenta	que	el	procedimiento	disciplinario
se	inició	con	fecha	posterior,(…);	por	otro	lado,	no	adjunta	a	la	presente
demanda	la	carta	de	descargo	presentada	ante	la	financiera	emplazada.
En	consecuencia,	este	tribunal	debe	desestimar	el	alegato	de	que	la	sanción
de	despido	fue	desproporcionada,	pues	la	gravedad	de	la	falta	que	cometió
el	demandante,	cual	es	el	haber	omitido	seguir	el	procedimiento	de
reasignación	y	de	poner	en	conocimiento	de	la	(…)	emplazada	el	siniestro
sufrido	por	el	vehículo	que	se	encontraba	asignado	a	su	cargo,	justifica	la
sanción	impuesta.
Respecto	al	argumento	esgrimido	por	el	recurrente	sobre	lo	irrazonable	de
la	sanción,	atendiendo	a	que	no	ha	sido	sujeto	de	sanciones	anteriores,	se
debe	tener	en	cuenta	que	en	el	presente	caso	lo	que	se	sanciona	es	la
conducta	del	demandante	en	su	condición	de	gerente	(…)	y	responsable
directo	del	vehículo,	conducta	que	quebranta	la	buena	fe	laboral.	(…)”	(T.	C.,
Exp.	00440-2011-PA/TC,	jun.	17/2011.	Pres.	Álvarez	Miranda)
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 12.—Se	 considera	 cumplido	 el	 requisito	 de	 cuatro	 (4)	 horas	 en	 los
casos	 en	 que	 la	 jornada	 semanal	 del	 trabajador	 dividida	 entre	 seis	 (6)	 o
cinco	(5)	días,	según	corresponda,	resulte	en	promedio	no	menor	de	cuatro
(4)	horas	diarias.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 31.—Es	 arbitrario	 el	 despido	 que	 se	 produce	 en	 contravención	 del
artículo	 55	 del	 la	 ley	 y	 se	 sanciona	 únicamente	 con	 la	 indemnización
establecida	en	el	artículo	71	de	la	misma.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	32.—La	demostración	de	 la	causa	 justa	de	extinción	del	contrato	de
trabajo	corresponde	al	empleador.
DOCTRINA.—La	jornada	mínima	diaria	de	cuatro	horas	para	alcanzar
la	protección	contra	el	despido	arbitrario.	 “En	cuanto	al	requisito	de	 la
jornada	 mínima	 diaria	 de	 4	 horas,	 algunos	 le	 objetan	 un	 carácter
discriminatorio	y	aun	inconstitucional.	Lo	cierto	es	que	la	legislación	laboral
peruana	en	su	conjunto	exige	el	mismo	requisito	–prestación	mínima	de	4
horas	diarias–	para	 salario	mínimo,	 vacaciones,	 compensación	por	 tiempo
de	 servicios,	 seguro	 de	 vida.	 Habría	 resultado	 incongruente	 que	 se
incorporara	 a	 los	 trabajadores	 de	 jornada	 incompleta	 a	 la	 estabilidad	 al
tiempo	que	se	 les	mantuviera	excluidos	de	 los	otros	derechos	y	beneficios
legales.	Ha	prevalecido	un	criterio	de	coherencia	 legal	más	que	de	 justicia
social.”	(PASCO	COSMÓPOLIS,	Mario.	La	extinción	de	la	relación	laboral	en	el
Perú,	en	La	extinción	de	la	relación	laboral,	Aele,	Lima,	Perú,	1987;	pág.	248)
COMENTARIO.—Cumplimiento	de	 las	cuatro	horas	de	 labor	diaria.	La
protección	 contra	 el	 despido	 arbitrario	 alcanza	 a	 los	 trabajadores	 que
laboran	en	promedio	cuatro	o	más	horas	diarias	para	un	mismo	empleador.
El	 Art.	 12	 del	 reglamento	 determina	 cuándo	 se	 considera	 cumplido	 este
requisito	tratándose	de	jornadas	de	seis	o	cinco	días	por	semana.
En	 sentido	 contrario,	 debe	 interpretarse	 que	 quienes	 laboran	 cuatro	 o
menos	días	por	semana	no	se	encuentran	amparados	por	el	derecho	a	ser
protegidos	contra	el	despido	arbitrario.
COMENTARIO.—Características	 de	 la	 indemnización	 por	 despido
arbitrario.	La	ley	y	el	reglamento	señalan	que	la	indemnización	por	despido
arbitrario	 es	 la	 única	 reparación	 a	 que	 tiene	 derecho	 el	 trabajador	 como
consecuencia	de	su	despido,	cerrando	así	el	paso	a	posibles	peticiones	por	la
vía	civil	de	una	indemnización	por	daños	y	perjuicios.
JURISPRUDENCIA.—El	amparo	de	la	indemnización	por	despido	arbitrario
sólo	procede	si	se	labora	una	jornada	mínima	de	cuatro	horas	diarias.	“Que	en
cuanto	a	la	primera	denuncia,	esto	es,	inaplicación	de	las	normas	materiales
que	indica,	la	recurrente	fundamenta	que,	aún	asumiendo	que	la
demandante	hubiera	tenido	relación	laboral	con	la	empresa,	tal	premisa	no
es	suficiente	para	concluir	que	la	accionante	tiene	derecho	a	la
indemnización	por	despido	arbitrario,	a	la	compensación	por	tiempo	de
servicios	y	al	descanso	vacacional,	por	cuanto,	según	la	legislación	laboral
vigente,	para	gozar	de	dichos	derechos	es	requisito	indispensable	el	cumplir
con	una	jornada	mínima	de	cuatro	horas	diarias	de	labor.	De	acuerdo	al
artículo	veintidós	del	Decreto	Supremo	número	cero	cero	tres	-	noventisiete
-	TR,	para	que	un	trabajador	goce	de	estabilidad	laboral	–y	en	particular–	de
protección	contra	el	despido	arbitrario,	es	requisito	indispensable	el
cumplimiento	de	la	anotada	jornada	mínima;	por	su	parte,	el	artículo	cuatro
del	Decreto	Supremo	número	cero	cero	uno	-	noventisiete	-	TR,	dispone	que
sólo	tienen	derecho	a	la	compensación	por	tiempo	de	servicios	los
trabajadores	que	cumplan	cuando	menos	la	citada	jornada	mínima;	el
artículo	once	del	Decreto	Supremo	número	cero	doce	-	noventidós	-	TR
también	establece	que	tiene	derecho	a	descanso	vacacional	remunerado	el
trabajador	que	cumpla	la	aludida	jornada	mínima;	agrega	la	recurrente	que,
con	la	invocación	de	esta	causal	lo	que	pretende	poner	en	evidencia	es	que
el	razonamiento	silogístico	de	la	sentencia	de	vista	resulta	falaz,	pues	ha
partido	de	la	premisa	de	que	es	suficiente	la	acreditación	de	la	existencia	de
una	relación	de	trabajo	para	que	deban	estimarse	fundados	todos	los
beneficios	laborales	que	se	reclaman,	omitiendo	considerar	que	de	acuerdo
con	la	legislación	vigente,	es	necesario	establecer	previamente	si	la
demandante	cumplía	o	no	con	el	requisito	de	las	cuatro	horas	diarias	de
labor	en	promedio	para	acceder	a	los	beneficios	demandados;	y	señala
además,	que	el	artículo	diez	del	Decreto	Legislativo	número	setecientos
trece	condiciona	el	goce	del	derecho	a	las	vacaciones	anuales	remuneradas
previo	cumplimiento	de	un	récord	de	servicios	mínimos,	no	obstante	ello,	la
sentencia	de	vista	ampara	la	demanda	sin	siquiera	haber	considerado	el
récord	vacacional	exigido	por	dicha	norma,	y	el	juzgado	se	ha	limitado	a
amparar	este	derecho	reclamado	por	la	sola	verificación	de	la	existencia	de
la	relación	laboral	entre	la	demandante	y	nuestra	empresa;	Cuarto.-	Que,	de
la	fundamentación	vertida	por	la	recurrente,	se	advierte	que	con	su	recurso
en	el	fondo	cuestiona	la	actividad	probatoria	realizada	en	las	instancias	de
mérito,	pretendiendo	con	ello,	la	revaloración	de	hechos	y	pruebas,	aspecto
que	resulta	ajeno	al	debate	casatorio	que	tiene	como	fines	esenciales	la
aplicación	e	interpretación	correcta	de	las	normas	materiales	del	derecho
laboral	y	la	unificación	de	la	jurisprudencia	laboral,	conforme	dispone	el
artículo	cincuenticuatro	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo;	en	consecuencia,
esta	causal	deviene	en	improcedente;	Quinto.-	Que,	en	relación	con	la	causal
de	interpretación	errónea	del	artículo	veintisiete	de	la	Ley	número
veintiséis	mil	seiscientos	treintiséis	–Ley	Procesal	del	Trabajo–,	y	el	artículo
ciento	noventiséis	del	Código	Procesal	Civil,	la	recurrente	fundamenta	que
el	razonamiento	de	la	sala	laboral	no	se	condice	con	lo	dispuesto	por	el
artículo	veintisiete	de	la	Ley	número	veintiséis	mil	seiscientos	treintiséis,	ni
por	el	artículo	ciento	noventiséis	del	Código	Procesal	Civil,	pues	la
obligación	probatoria	del	empleador	presupone	que	el	trabajador
previamente	haya	cumplido	con	acreditar	que	gozaba	del	derecho	a	percibir
los	derechos	que	demande,	lo	cual	no	solo	se	demuestra	con	la	mera
existencia	de	la	relación	laboral,	pues	la	regla	general	en	materia	probatoria
–consagrada	en	el	artículo	ciento	noventiséis	del	Código	Procesal	Civil	y	en
el	propio	artículo	veintisiete	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo–	es	que	las
partes	prueben	sus	afirmaciones;	asimismo,	añade	que	en	supuestos	donde
la	subordinación	no	se	identifica	con	claridad,	no	puede	corresponder	al
empleador	determinar	el	cumplimiento	de	un	mínimo	de	cuatro	horas
diarias	exigidas	por	ley,	por	cuanto,	las	actividades	del	trabajador	se	suelen
realizar	con	un	margen	amplio	de	autonomía,	careciendo	el	empleador	del
control	suficiente	para	determinar	la	jornada	diaria	promedio	del
trabajador.	Cabe	indicar	que	la	causal	de	interpretación	errónea	prevista	en
el	inciso	b)	del	artículo	cincuentiséis	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo,	está
reservada	a	normas	materiales	o	sustantivas,	por	lo	que,	no	puede	ser
invocada	respecto	a	una	norma	de	naturaleza	procesal	como	lo	son	el
artículo	veintisiete	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo	y	el	artículo	ciento
noventiséis	del	Código	Procesal	Civil	que	regulan	la	carga	de	la	prueba	en	el
proceso;	por	consiguiente,	esta	denuncia	resulta	improcedente;	por	estas
consideraciones:	Declararon	improcedente	el	recurso	de	casación.	(Cas.	Sala
de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	1238-2004-Lima,	oct.	03/2005).
JURISPRUDENCIA.—TC:	el	despido	incausado	se	encuentra	viciado	de
nulidad.	“(...)	El	despido	incausado	consiste	en	remover	a	un	trabajador,	sea
de	manera	verbal,	sea	mediante	comunicación	escrita,	como	en	el	caso	de
autos,	sin	expresarle	causa	alguna	derivada	de	su	conducta	o	su	labor	que	la
justifique.	La	extinción	unilateral	de	la	relación	laboral,	fundada	única	y
exclusivamente	en	la	voluntad	del	empleador,	está	viciada	de	nulidad	–y,
por	consiguiente,	el	despido	carece	de	efecto	legal–	cuando	se	produce	con
violación	de	los	derechos	fundamentales	de	la	persona,	reconocidos	por	la
Constitución	o	los	tratados	relativos	a	la	promoción,	defensa	y	protección	de
los	derechos	humanos	(...)”.	(T.	C.,	Exp.	02252-2003-AA/TC,	ene.	21/2004.
Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Plazo	prescriptorio	para	demandar	indemnización	por
despido	arbitrario	se	computa	a	partir	del	día	en	que	se	conoce	la	cosa
juzgada.	“(…)	solicita	indemnización	(…)	lucro	cesante,	daño	emergente,
daño	moral	y	daño	a	la	persona;	más	costas	y	costos;	siendo	los
fundamentos	de	su	demanda	que,	(…)	ingresó	a	trabajar	en	la	Dirección
Regional	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	-	Ancash,	laborando	hasta	(…),
en	calidad	de	inspector	de	trabajo,	fecha	en	la	que	se	produjo	su	despido	en
forma	intempestiva;	ante	lo	cual	interpuso	una	acción	de	amparo,	(…),	en	el
que	se	emitió	sentencia	a	su	favor	(…),	ordenándose	que	la	entidad
demandada	lo	reponga	en	su	centro	de	trabajo,	siendo	confirmada	dicha
sentencia	por	la	sala	superior	(…)	por	cuanto	no	resulta	cierto	que	no	se
haya	precisado	desde	cuando	el	actor	podía	ejercitar	la	presente	acción,
como	es	de	verse	en	la	resolución	apelada	se	encuentra	mencionado	el
momento	que	el	recurrente	tomó	conocimiento	de	la	sentencia	de	segunda
instancia,	dicha	parte	procesal	ya	tenía	el	derecho	expectaticio	para
peticionar	una	indemnización;	lo	cual	se	encuentra	arreglado	a	derecho,	por
cuanto	(…)	el	inicio	del	plazo	prescriptorio	debe	computarse	precisamente	a
partir	de	que	el	recurrente	tomó	conocimiento	de	la	sentencia	de	segunda
instancia	que	se	emitió	en	el	proceso	de	amparo	que	interpuso	contra	la
demandada,	la	misma	que	confirmó	la	sentencia	de	primera	instancia,	que
declaró	fundada	la	demanda	y	dispuso	su	reincorporación	(…)”	(CSJ,	Cas.
1488-2008-Santa,	jul.	01/2009.	V.	P.	Miranda	Molina)
JURISPRUDENCIA.—Despido	incausado	si	el	cese	del
trabajador	obedece	a	recorte	presupuestal.	“(…)	el	cese
del	demandante	obedeció	a	un	recorte	presupuestal	que	la	obligó
a	prescindir	de	sus	servicios.	Esta	afirmación	corrobora	que	el
recurrente	fue	objeto	de	un	despido	incausado,	dado	que	confirma
su	alegación	en	el	sentido	de	que	no	se	le	imputó	la	comisión	de
falta	grave,	ni	se	le	siguió	el	procedimiento	de	despido	previsto	en
el	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	por	lo
que	se	trató	de	una	decisión	unilateral	e	inmotivada,	vulneratoria
de	los	derechos	constitucionales	al	trabajo,	de	defensa	y	al	debido
proceso.	(...)”.	(T.	C.,	Exp.	06859-2005-PA/TC,	jun.	07/2008.	Pres.
Landa	Arroyo)
DESPIDO.	CAPACIDAD	DEL	TRABAJADOR
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	 23.—Modificado.	 Ley	 29973,	 Sétima	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Son	 causas	 justas	 de	 despido
relacionadas	con	la	capacidad	del	trabajador:
a)	Las	deficiencias	físicas,	intelectuales,	mentales	o	sensoriales
sobrevenidas	cuando,	realizados	los	ajustes	razonables
correspondientes,	impiden	el	desempeño	de	sus	tareas,	siempre
que	no	exista	un	puesto	vacante	al	que	el	trabajador	pueda	ser
transferido	y	que	no	implique	riesgos	para	su	seguridad	y	salud	o
la	de	terceros;
b)	El	rendimiento	deficiente	en	relación	con	la	capacidad	del
trabajador	y	con	el	rendimiento	promedio	en	labores	y	bajo
condiciones	similares;
c)	La	negativa	injustificada	del	trabajador	a	someterse	a	examen
médico	previamente	convenido	o	establecido	por	ley,
determinantes	de	la	relación	laboral,	o	a	cumplir	las	medidas
profilácticas	o	curativas	prescritas	por	el	médico	para	evitar
enfermedades	o	accidentes.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 33.—El	 detrimento	 de	 la	 facultad	 física	 o	 mental	 o	 la	 ineptitud
sobrevenida,	determinante	para	el	desempeño	de	las	tareas	a	que	se	refiere
el	inciso	a)	del	artículo	56	de	la	ley,	deberá	ser	debidamente	certificado	por
el	Instituto	Peruano	de	Seguridad	Social,	el	Ministerio	de	Salud	o	la	junta	de
médicos	 designada	 por	 el	 Colegio	 Médico	 del	 Perú,	 a	 solicitud	 del
empleador.
La	 negativa	 injustificada	 y	 probada	 del	 trabajador	 a	 someterse	 a	 los
exámenes	 correspondientes	 se	 considerará	 como	 aceptación	 de	 la	 causa
justa	de	despido.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	34.—Para	la	verificación	del	rendimiento	deficiente	a	que	se	contrae
el	inciso	b)	del	artículo	56	de	la	ley,	el	empleador	podrá	solicitar	el	concurso
de	 los	 servicios	 de	 la	 Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo,	 así	 como	 del
sector	al	que	pertenezca	la	empresa.
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema:	no	existe	posibilidad	alguna	de	que	el
retiro	de	la	confianza	implique	la	posibilidad	de	resolver	unilateralmente	el
vínculo	laboral.	“(...)	la	postura	interpretativa	que	fundamenta	la	sentencia
de	vista	en	el	sentido	que	‘el	cargo	desempeñado	por	el	actor	era	de
confianza,	con	lo	cual	resulta	suficiente	para	determinar	su	despido	al
retirar	la	confianza	depositada,	como	lo	ha	realizado	la	accionada	en	su
carta	de	fecha	veinticuatro	de	julio	del	dos	mil	nueve,	a	fojas	cinco,	no
constituyendo	ello	despido	incausado,	por	lo	cual	no	corresponde	otorgar	la
indemnización	solicitada’,	debe	ser	descartada	en	forma	indubitable	desde
que	el	marco	ordinario	de	protección	frente	al	despido	arbitrario	constituye
el	desarrollo	y	plasmación	de	lo	que	manda	el	artículo	27	de	la	Constitución
Política	del	Estado	de	mil	novecientos	noventa	y	tres	que	al	estipular	que	la
ley	otorga	al	trabajador	adecuada	protección	contra	el	despido	arbitrario,
parte	por	considerar	en	forma	ineludible	que	el	despido	de	todo	trabajador
efectuado	en	forma	arbitraria	es	repulsivo	al	ordenamiento	jurídico,	de	allí
que	lo	previsto	en	las	normas	antes	examinadas	resulte	acorde	y
proporcional	con	tal	mandato	constitucional	por	lo	tanto	si	el	juez	advierte
la	configuración	del	despido	arbitrario	no	puede	sino	reconocer	el	derecho
del	trabajador	–sin	distinción	alguna	en	función	a	su	clasificación	al	interior
de	la	empresa	por	sus	competencias–	al	pago	de	la	indemnización	tarifada
que	como	se	dijo	inicialmente	los	artículos	34	y	38	de	la	Ley	de
Productividad	y	Competitividad	Laboral	determinan	como	protección
adecuada	frente	al	despido	arbitrario.	(...)	de	este	modo	es	evidente	que	la
instancia	superior	al	dilucidar	la	controversia	ha	incurrido	en	la	errónea
interpretación	del	artículo	43	e	inaplicación	del	artículo	34	del	Decreto
Supremo	N°	003-97-TR	que	el	recurrente	acusa;	por	tanto	en	atención	al
inciso	c)	del	artículo	59	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo	N°	26636,	modificado
por	la	Ley	N°	27021,	actuando	en	sede	de	instancia	se	debe	confirmar	la
sentencia	de	primera	instancia	que	declara	fundada	la	demanda”.	(CS,	Cas.
Lab.	3357-2011-Lima,	jul.	25/2012.	V.	P.	Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—La	“pérdida	de	la	confianza”	como	causal	de	despido
acarrea	el	pago	de	indemnización.	“(…)	el	colegiado	superior	debió	aplicar	lo
dispuesto	en	el	artículo	34	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto
Legislativo	N°	728,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,
concordante	con	el	artículo	38	del	mismo	cuerpo	normativo,	referida	a	la
indemnización	por	despido	arbitrario,	en	razón	que	en	dicha	norma	no	hace
ninguna	diferencia	de	trato	entre	trabajadores	de	confianza	dirección	y
aquellos	que	no	tienen	dicha	condición;	en	consecuencia,	si	a	estos
trabajadores	se	les	invoca	la	‘pérdida	de	confianza’,	como	causal	de	despido,
sin	estar	sustentada	en	un	hecho	objetivo	relacionado	a	su	capacidad	o
conducta	conforme	a	los	artículos	23	y	24	del	texto	normativo	señalado,	les
corresponde	el	otorgamiento	de	la	tutela	indemnizatoria”.	(C.	S.,	Cas.	13810-
2014-Lima,	mar.	23/2015.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—La	indemnización	por	despido	arbitrario	no	distingue
entre	trabajadores	comunes	o	de	confianza.	“(…)	el	colegiado	superior	debió
aplicar	lo	dispuesto	en	el	artículo	34	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto
Legislativo	N°	728,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,
concordante	con	el	artículo	38	del	mismo	cuerpo	normativo,	referida	a	la
indemnización	por	despido	arbitrario,	en	razón	que	en	dicha	norma	no	hace
ninguna	diferencia	de	trato	entre	trabajadores	de	confianza	dirección	y
aquellos	que	no	tienen	dicha	condición;	en	consecuencia,	si	a	estos
trabajadores	se	les	invoca	la	‘pérdida	de	confianza’,	como	causal	de	despido,
sin	estar	sustentada	en	un	hecho	objetivo	relacionado	a	su	capacidad	o
conducta	conforme	a	los	artículos	23	y	24	del	texto	normativo	señalado,	les
corresponde	el	otorgamiento	de	la	tutela	indemnizatoria”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.
15156-2014-Lima,	ago.	3/2015.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—TC:	conclusión	de	relación	laboral	de	un	trabajador	de
confianza	no	vulnera	derecho	constitucional	alguno.	“Siendo	así,
considerando	que	el	cargo	de	administrador	postal	que	ocupaba	el
recurrente	es	uno	de	confianza,	la	conclusión	de	su	relación	laboral	no
vulnera	derecho	constitucional	alguno	(…)	el	hecho	de	que	el	empleador
haya	efectuado	el	depósito	de	la	liquidación	de	beneficios	sociales	del
demandante,	incluyendo	el	pago	de	la	indemnización	por	despido	arbitrario,
no	significa	señal	alguna	de	aceptación	del	pago	de	esta	última,	dado	que,
conforme	al	precedente	establecido	por	este	tribunal	a	través	de	la
sentencia	emitida	en	el	Expediente	03052-2009-PA/TC,	el	cobro	de	los
beneficios	sociales	que	por	derecho	le	corresponde	percibir	al	trabajador	no
supone	el	consentimiento	del	despido	arbitrario,	salvo	que	el	afectado
acepte	de	manera	expresa	el	pago	de	la	indemnización	otorgada	por	el
empleador,	en	cuyo	caso,	operará	la	garantía	indemnizatoria	contenida	en	el
artículo	34	del	Decreto	Supremo	003-97-TR	(…)	el	pago	de	los	beneficios
sociales	adeudados	al	trabajador	debe	realizarse	de	modo	independiente	y
diferenciado	al	pago	de	la	indemnización	por	despido	arbitrario;	es	decir,	el
empleador	deberá	realizar	dichos	pagos	en	cuentas	separadas	o	a	través	de
consignaciones	en	procesos	judiciales	independientes”.	(T.	C.,	Exp.	00760-
2013-PA/TC,	abr.	19/2016.	S.	S	Ledesma	Narváez).
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	fija	la	improcedencia	de	la
indemnización	por	despido	de	un	trabajador	de	confianza.	“Al	respecto	cabe
señalar	que	la	regla	tratándose	de	los	trabajadores	de	confianza	es	en
sentido	inverso,	es	decir,	si	el	vínculo	contractual	se	extingue	por	el	retiro
de	confianza	no	habrá	derecho	a	la	indemnización	por	despido	arbitrario,
siendo	que	por	excepción	ello	será	posible	en	los	casos	en	que	estemos
frente	a	trabajadores	cuya	relación	laboral	sea	mixta,	es	decir	hayan	sido
trabajadores	comunes	y	luego	promovidos	a	cargos	de	confianza,	en	cuyo
caso	el	retiro	de	confianza	no	puede	ni	debe	extinguir	el	vínculo	contractual,
sino	que	debe	dar	lugar	a	que	el	trabajador	retome	al	puesto	de	trabajo
‘común’.	Y	si	se	le	despide,	con	motivo	del	retiro	de	la	confianza,	del	cargo	de
confianza	y	del	cargo	‘común’	entonces	sí	correspondería	no	solo	la
reposición	en	el	cargo	‘común’,	o	la	indemnización	por	despido	arbitrario”.
(C.	S.,	Cas.	Lab.	18450-2015-Lima,	ago.	23/2016.	V.	P.	Arias	Lazarte)
DESPIDO.	CONDUCTA	DEL	TRABAJADOR
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	24.—Son	causas	justas	de	despido	relacionadas	con	la
conducta	del	trabajador:
a)	La	comisión	de	falta	grave;
b)	La	condena	penal	por	delito	doloso;
c)	La	inhabilitación	del	trabajador.
JURISPRUDENCIA.—Sentencia	por	comisión	de	delito	doloso	y	sanción
disciplinaria	por	el	mismo	hecho,	no	vulneran	el	principio	non	bis	in	ídem	ni	el
derecho	al	trabajo.	“(…)	los	hechos	que	originaron	tanto	la	sanción
disciplinaria	cuanto	la	condena	penal	son	básicamente	los	mismos;	no
obstante,	la	empleadora	sancionó	al	recurrente	no	por	apropiación	indebida
de	bienes	de	la	empresa,	sino	por	incumplimiento	de	sus	obligaciones	como
asistente	de	almacén,	que	supone	el	quebrantamiento	de	la	buena	fe	laboral;
por	su	parte,	el	órgano	jurisdiccional	penal	le	impuso	una	condena	penal
por	haber	cometido	ilícito	penal;	por	consiguiente,	no	se	ha	vulnerado	el
principio	non	bis	in	ídem,	toda	vez	que	las	sanciones	que	se	impusieron	al
demandante	tienen	diferente	naturaleza,	puesto	que	una	deriva	de	la
responsabilidad	disciplinaria	en	que	incurrió	por	incumplimiento	de	sus
obligaciones	laborales	y	la	otra	de	la	responsabilidad	penal	que	se	le
encontró	como	coautor	de	los	delito	de	hurto	simple	y	falsificación	de
documentos.	En	consecuencia,	el	despido	del	demandante	es	un	acto
constitucionalmente	válido,	amparado	en	lo	dispuesto	por	el	inciso	b)	del
artículo	24	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	razón	por	la	cual	debe
desestimarse	la	demanda.	(...)”.	(T.	C.,	Exp.	01864-2009-PA/TC,	jul.
20/2010.	Pres.	Landa	Arroyo)
DESPIDO	POR	DELITO	DOLOSO.	PROCEDENCIA
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	27.—El	despido	por	 la	 comisión	de	delito	doloso	a	que	 se	 refiere	el
inciso	 b)	 del	 artículo	 24	 se	 producirá	 al	 quedar	 firme	 la	 sentencia
condenatoria	 y	 conocer	 de	 tal	 hecho	 el	 empleador,	 salvo	 que	 éste	 haya
conocido	del	hecho	punible	antes	de	contratar	al	trabajador.
JURISPRUDENCIA.—Despido	por	comisión	de	delito	doloso	es	una	sanción	de
naturaleza	diferente	a	la	suspensión	del	trabajador.	“De	lo	antes	expuesto,	se
concluye	que	los	hechos	que	originaron	tanto	la	sanción	disciplinaria	como
la	condena	penal	son	básicamente	los	mismos;	no	obstante	ello,	si	bien	la
empleadora	sancionó	al	recurrente	por	apropiación	indebida	de	bienes	de	la
empresa	y	el	quebrantamiento	de	la	buena	fe	laboral;	cabe	advertir	que	esta
obedeció	a	una	sanción	administrativa	que	el	empleador	impuso	al	actor	en
virtud	de	lo	dispuesto	en	el	artículo	25,	incisos	a	y	c,	del	Decreto	Supremo	N
°	003-97-TR.	Pero	el	despido	de	recurrente	se	produjo	porque	el	órgano
jurisdiccional	penal	le	impuso	una	condena	por	haber	cometido	ilícito	penal,
lo	cual	está	previsto	en	el	artículo	24,	inciso	b,	y	el	artículo	27	del	Decreto
Supremo	N°	003-97-TR;	por	consiguiente,	no	se	ha	vulnerado	el	principio
non	bis	in	ídem,	toda	vez	que	las	sanciones	que	se	impusieron	al	recurrente
tienen	diferente	naturaleza,	puesto	que	una	deriva	de	la	responsabilidad
disciplinaria	en	ejercicio	de	sus	funciones	y	la	otra	de	la	responsabilidad
penal	que	se	le	encontró	como	autor	del	delito	contra	la	administración
pública	en	la	modalidad	de	peculado	doloso.
En	consecuencia,	el	despido	del	demandante	es	un	acto
constitucionalmente	válido,	amparado	en	lo	dispuesto	por	el	inciso	b)	del
artículo	24	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR.	(...)”	(T.	C.,	Exp.	04114-
2011-PA/TC,	mar.	13/2012.	S.	S.	Álvarez	Miranda)
JURISPRUDENCIA.—Es	una	causa	justa	de	despido	relacionada	con	la
conducta	del	trabajador	la	condena	penal	por	un	delito	doloso.	“En	el	caso
concreto,	se	advierte	que	contra	el	demandante	y	otros,	se	instauró	un
proceso	penal,	por	el	delito	contra	el	honor	en	la	modalidad	de	calumnia
(...),	el	mismo	que	concluyó	con	la	sentencia	(...),	que	condenó	al	actor	y
otros,	como	autores	del	delito	antes	mencionado,	imponiéndoseles	ciento
veinte	días	multa	a	cada	uno	de	los	condenados,	ordenándose	además	que
cumplan	con	pagar	de	manera	solidaria	a	favor	del	querellante	la	suma	de
ochocientos	nuevos	soles	por	concepto	de	reparación	civil	(...),	quedando	la
sentencia	con	autoridad	de	cosa	juzgada.	(...)	En	ese	orden	de	ideas,	se	colige
que	conforme	lo	ha	precisado	el	colegiado	superior,	al	haber	sido
condenado	el	demandante	por	la	comisión	de	un	delito	doloso	se	configuró
la	causa	justa	de	despido	establecida	en	el	artículo	24	del	Texto	Único
Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	Ley	de	Productividad	y
Competitividad	Laboral,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR”.	(C.
S.,	Cas.	15276-2014-Callao,	may.	03/2016.	V.	P.	De	la	Rosa	Bedriñana)
DESPIDO	POR	INHABILITACIÓN
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	28.—La	inhabilitación	que	justifica	el	despido	es	aquella	impuesta	al
trabajador	 por	 autoridad	 judicial	 o	 administrativa	 para	 el	 ejercicio	 de	 la
actividad	que	desempeñe	en	el	centro	de	trabajo,	si	lo	es	por	un	período	de
tres	meses	o	más.
CONCEPTO	DE	FALTA	GRAVE
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	25.—Falta	grave	es	la	infracción	por	el	trabajador	de	los
deberes	esenciales	que	emanan	del	contrato,	de	tal	índole,	que
haga	irrazonable	la	subsistencia	de	la	relación.	Son	faltas	graves:
a)	El	incumplimiento	de	las	obligaciones	de	trabajo	que	supone	el
quebrantamiento	de	la	buena	fe	laboral,	la	reiterada	resistencia	a
las	órdenes	relacionadas	con	las	labores,	la	reiterada	paralización
intempestiva	de	labores	y	la	inobservancia	del	Reglamento
Interno	de	Trabajo	o	del	Reglamento	de	Seguridad	e	Higiene
Industrial,	aprobados	o	expedidos,	según	corresponda,	por	la
autoridad	competente	que	revistan	gravedad.
La	reiterada	paralización	intempestiva	de	labores	debe	ser
verificada	fehacientemente	con	el	concurso	de	la	Autoridad
Administrativa	de	trabajo,	o	en	su	defecto	de	la	policía	o	de	la
fiscalía	si	fuere	el	caso,	quienes	están	obligadas,	bajo
responsabilidad	a	prestar	el	apoyo	necesario	para	la	constatación
de	estos	hechos,	debiendo	individualizarse	en	el	acta	respectiva	a
los	trabajadores	que	incurran	en	esta	falta;
b)	La	disminución	deliberada	y	reiterada	en	el	rendimiento	de	las
labores	o	del	volumen	o	de	la	calidad	de	producción,	verificada
fehacientemente	o	con	el	concurso	de	los	servicios	inspectivos	del
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	Social,	quien	podrá	solicitar	el
apoyo	del	sector	al	que	pertenece	la	empresa;
c)	La	apropiación	consumada	o	frustrada	de	bienes	o	servicios
del	empleador	o	que	se	encuentran	bajo	sus	custodia,	así	como	la
retención	o	utilización	indebidas	de	los	mismos,	en	beneficio
propio	o	de	terceros,	con	prescindencia	de	su	valor;
d)	El	uso	o	entrega	a	terceros	de	información	reservada	del
empleador;	la	sustracción	o	utilización	no	autorizada	de
documentos	de	la	empresa;	la	información	falsa	al	empleador	con
la	intención	de	causarle	perjuicio	u	obtener	una	ventaja;	y	la
competencia	desleal;
e)	La	concurrencia	reiterada	en	estado	de	embriaguez	o	bajo
influencia	de	drogas	o	sustancias	estupefacientes,	y	aunque	no	sea
reiterada	cuando	por	la	naturaleza	de	la	función	o	del	trabajo
revista	excepcional	gravedad.	La	autoridad	policial	prestará	su
concurso	para	coadyuvar	en	la	verificación	de	tales	hechos;	la
negativa	del	trabajador	a	someterse	a	la	prueba	correspondiente
se	considerará	como	reconocimiento	de	dicho	estado,	lo	que	se
hará	constar	en	el	atestado	policial	respectivo;
f)	Los	actos	de	violencia,	grave	indisciplina,	injuria	y	faltamiento
de	palabra	verbal	o	escrita	en	agravio	del	empleador,	de	sus
representantes,	del	personal	jerárquico	o	de	otros	trabajadores,
sea	que	se	cometan	dentro	del	centro	de	trabajo	o	fuera	de	él
cuando	los	hechos	se	deriven	directamente	de	la	relación	laboral.
Los	actos	de	extrema	violencia	tales	como	toma	de	rehenes	o	de
locales	podrán	adicionalmente	ser	denunciados	ante	la	autoridad
judicial	competente;
g)	El	daño	intencional	a	los	edificios,	instalaciones,	obras,
maquinarias,	instrumentos,	documentación,	materias	primas	y
demás	bienes	de	propiedad	de	la	empresa	o	en	posesión	de	ésta;
h)	El	abandono	de	trabajo	por	más	de	tres	días	consecutivos,	las
ausencias	injustificadas	por	más	de	cinco	días	en	un	período	de
treinta	días	calendario	o	más	de	quince	días	en	un	período	de
ciento	ochenta	días	calendario,	hayan	sido	o	no	sancionadas
disciplinariamente	en	cada	caso,	la	impuntualidad	reiterada,	si	ha
sido	acusada	por	el	empleador,	siempre	que	se	hayan	aplicado
sanciones	disciplinarias	previas	de	amonestaciones	escritas	y
suspensiones.
i)	Incorporado.	Ley	27942,	Primera-A	Disposición	Final	y
Complementaria.	El	hostigamiento	sexual	cometido	por	los
representantes	del	empleador	o	quien	ejerza	autoridad	sobre	el
trabajador,	así	como	el	cometido	por	un	trabajador	cualquiera	sea
la	ubicación	de	la	víctima	del	hostigamiento	en	la	estructura
jerárquica	del	centro	de	trabajo.
NOTA:	La	Ley	29430	en	su	artículo	segundo	adiciona	la	Primera-A	Disposición	Final	y
Complementaria	a	la	Ley	27942,	Ley	de	Prevención	y	Sanción	del	Hostigamiento	Sexual.
JURISPRUDENCIA.—El	despido	por	cometer	faltas	graves	no	puede	ser
cuestionado	en	el	proceso	de	amparo,	por	tratarse	de	hechos	controvertidos.
“(...)	la	demandante	interpone	demanda	de	amparo	contra	(…)	solicitando
que	se	deje	sin	efecto	la	carta	(…)	que	le	comunicó	su	despido	por	haber
cometido	las	faltas	graves	previstas	en	los	incisos	a)	y	f)	del	artículo	25	del
Decreto	Supremo	N°	003-97-TR;	(…)	la	parte	demandante	cuestiona	la
causa	de	extinción	de	relación	laboral	y,	además,	tratándose	de	hechos
controvertidos,	la	pretensión	de	la	recurrente	no	procede	ser	evaluada	en
esta	sede	constitucional.	(…)	por	ser	el	asunto	controvertido	materia	del
régimen	laboral	privado,	corresponde	al	juez	laboral	analizar	la	demanda	en
el	proceso	que	se	tramite	según	la	Ley	N°	26636	(...)”.	(T.	C.,	Exp.	03734-
2008-PA/TC,	ago.	04/2009.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Configuración	del	despido	fraudulento	se	evita	con
carta	notarial	de	preaviso	y	de	despido.	“(…)	Examinados	los	autos,	se
concluye	que	el	despido	del	demandante	no	corresponde	a	ninguno	de	los
supuestos	de	despido	fraudulento	mencionados	en	el	Fundamento	7;	en
efecto,	las	faltas	graves	que	se	le	imputan,	además	de	no	ser	inexistentes,
están	previstas	en	los	incisos	a)	y	c)	del	artículo	25	del	Decreto	Supremo	N°
003-97-TR.
Tampoco	se	ha	vulnerado	el	derecho	al	debido	proceso	del	actor,	puesto
que	el	emplazado	ha	observado	estrictamente	el	procedimiento	de	despido
previsto	en	la	ley,	toda	vez	que	se	le	ha	dado	al	demandante	la	oportunidad
de	efectuar	su	descargo	(…),	respecto	a	la	imputación	que	está	claramente
consignada	en	la	carta	de	preaviso	de	despido	de	(…),	y	en	la	carta	de
despido	(…),	por	consiguiente,	debe	desestimarse	la	demanda.	(…).”	(T.	C.,
Exp.	02846-2009-PA/TC,	oct.	22/2009.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	potestad	disciplinaria	sancionadora	del	empleador
debe	respetar	la	presunción	de	inocencia.	“(…)	Este	tribunal,	en	reiterada	y
uniforme	jurisprudencia	ha	señalado	que	el	derecho	fundamental	a	la
presunción	de	inocencia	enunciado	en	el	artículo	2°,	numeral	24,	literal	f),
de	la	Constitución,	se	proyecta	también,	a	los	procedimientos	donde	se
aplica	la	potestad	disciplinaria	sancionatoria.	Este	derecho	garantiza	en	el
ámbito	de	un	proceso	la	ausencia	de	toda	sanción	si	no	se	ha	probado
fehacientemente	la	comisión	de	la	infracción	imputada.	La	potestad
disciplinaria	que	detenta	la	entidad	demandada	no	se	puede	aplicar	sobre
una	presunción	de	culpabilidad,	sino	por	el	contrario,	cuando	se	ha
demostrado	con	pruebas	idóneas	la	responsabilidad	del	imputado	en	la
infracción	atribuida.”	(T.	C.,	Exp.	05104-2008-PA/TC,	ago.	10/2009.	S.	S.
Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Falta	grave	de	abandono	de	trabajo	se	configura	si	el
trabajador,	sin	justificación	alguna,	deja	de	asistir	a	su	centro	de	labores.	“(…)
Este	colegiado	entiende	que	el	abandono	de	trabajo	se	entiende	corno	la
inasistencia	injustificada	por	más	de	tres	días	consecutivos	a	realizar
labores,	hecho	que	para	configurar	la	falta	grave	prevista	en	el	inciso	h)	del
artículo	25	del	TUO	del	Decreto	Legislativo	N°	728	requiere	que	el
trabajador	por	propia	voluntad	se	determine	a	inasistir	a	su	centro	de
labores.	En	tanto	exista	un	motivo	objetivo	que	fuerce	la	voluntad	del
trabajador	de	asistir	a	su	centro	de	labores	dicha	falta	grave	no	se	configura.
Así	lo	ha	entendido	este	tribunal	en	la	STC	9423-2005-AA,	la	cual	establece
que:
‘Sobre	el	particular	debemos	indicar	que	la	falta	grave	de	abandono	de
trabajo,	prevista	en	el	inciso	h)	del	artículo	25	del	Decreto	Supremo	N°	003-
97-TR,	se	configura	cuando	el	trabajador,	sin	justificación	alguna,	deja	de
asistir	a	su	centro	de	trabajo	por	más	de	tres	días	consecutivos,	o	por	más
de	cinco	días	no	consecutivos	en	un	período	de	treinta	días	calendarios	o
más	de	quince	días	en	un	período	de	ciento	ochenta	días	calendarios;	lo	que
denota	que	el	trabajador	tiene	una	conducta	tendiente	a	incumplir	el
contrato	de	trabajo	por	sí	mismo’.
En	este	orden	de	ideas,	la	inasistencia	a	laborar	basada	en	motivos	de
fuerza	mayor,	que	no	provenga	de	la	voluntad	del	trabajador	no	es
suficiente	para	configurar	abandono	de	trabajo.”	(T.	C.,	Exp.	01177-2008-
PA/TC,	jun.	02/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Inasistencias	por	huelga	no	sustentan	el	despido	por
abandono	de	trabajo.	“De	la	norma	en	mención,	se	observa	que	constituye
una	falta	grave	el	abandono	de	trabajo,	el	cual	se	configura	cuando	el
empleado	sin	justificación	alguna,	deja	de	asistir	a	su	centro	de	labores	por
más	de	tres	días	consecutivos,	o	por	más	de	cinco	días	no	consecutivos	en
un	período	de	treinta	días	calendarios,	o	más	de	quince	días	en	un	período
de	ciento	ochenta	días	calendarios;	lo	que	denota	que	el	trabajador	tiene
una	conducta	tendiente	a	incumplir	el	contrato	de	trabajo	por	sí	mismo	(...)
En	el	caso	de	autos,	se	aprecia	que	mediante	Carta	Notarial	(...)	se
imputaron	al	actor	faltas	injustificadas	correspondientes	a	los	días	siete	de
febrero,	diez	de	marzo,	cinco	de	mayo	de	dos	mil	ocho;	diecisiete,	dieciocho,
diecinueve,	veintiséis	de	julio;	trece	y	treinta	y	uno	de	diciembre	de	dos	mil
ocho;	diecisiete	a	veintiuno	de	febrero	de	dos	mil	nueve	(...)	mediante	Carta
Notarial	de	Despido	(...)	de	fecha	veintiocho	de	marzo	del	dos	mil	nueve	(...)
se	separó	al	actor	de	su	puesto	de	trabajo.	(...)	Cabe	señalar	que	aunque	la
norma	se	refiere	a	inasistencias	que	hayan	sido	o	no	sancionadas
disciplinariamente;	sin	embargo,	ello	no	tiene	incidencia	en	el	sentido	de	lo
resuelto,	pues	la	norma	establece	claramente	los	períodos	que	deberán
tomarse	en	cuenta	para	la	configuración	del	abandono	del	trabajo	como
falta	grave;	asimismo,	si	bien	es	cierto	que	a	través	de	dicho	cómputo	se
tomará	en	consideración	las	faltas	realizadas	en	diciembre	del	dos	mil	ocho;
sin	embargo,	aun	contando	dichas	inasistencias,	no	se	alcanza	a	los	quince
(15)	días	de	inasistencia	que	exige	la	norma,	máxime	si	ha	quedado
establecido	que	las	inasistencias	en	los	días	de	febrero	de	dos	mil	nueve,	se
encontraron	justificadas	en	la	huelga	indefinida	convocada	(...)”.	(C.	S.,	Cas.
1274-2014-Lima,	oct.	27/2014.	V.	P.	Malca	Guaylupo)
JURISPRUDENCIA.—Sanción	de	despido	no	puede	fundarse	en	la	negativa
del	trabajador	de	presentar	el	Certificado	de	Incapacidad	para	el	Trabajo.
“(…)	este	colegiado	considera	que	no	se	ha	configurado	la	falta	grave
reiterada	resistencia	a	las	órdenes	relacionadas	con	las	labores,	debido	a
que,	si	bien,	(…)	la	demandada	le	ha	requerido	a	la	demandante	para	que
presente	los	certificados	de	incapacidad	temporal	para	el	trabajo	(en
adelante	CITT)	para	que	la	empresa	pueda	tramitar	la	devolución	de
subsidios	de	ESSALUD,	este	requerimiento	no	podía	ser	cumplido	por	parte
de	la	demandante,	por	cuanto	no	tenía	en	su	poder	dichos	documentos,
situación	que	era	de	conocimiento	de	la	demandada	(…).
8.	Cabe	resaltar	que,	en	este	caso,	la	entrega	del	CITT	no	tenía	como
finalidad	justificar	las	inasistencias	de	la	demandante	al	centro	de	labores,
ya	que	estas	se	encontraban	plenamente	justificadas	por	los	informes
médicos	(…),	que	dan	cuenta	del	desmejorado	estado	de	salud	de	la
demandante,	sino	que	fueron	requeridos	[de	conformidad	con	las	normas
administrativas	de	ESSALUD]	para	el	trámite	de	subsidios	por	incapacidad
temporal.	En	consecuencia,	en	todo	caso,	si	existiese	incumplimiento	de	este
requisito,	ello	tampoco	puede	implicar	la	configuración	de	una	falta	laboral
que	conlleve	como	sanción	el	despido	de	un	trabajador.
9.	Por	otro	lado,	tampoco	se	habría	configurado	la	falta	grave
Incumplimiento	de	obligaciones	laborales	que	implica	el	quebrantamiento
de	la	buena	fe	laboral,	ya	que	la	entrega	del	CITT	no	constituye	una
obligación	laboral	inherente	al	cargo	o	las	funciones	que	desempeñaba	la
demandante.	(…).”	(T.	C.,	Exp.	5185-2009-PA/TC,	may.	21/2010.	S.	S.
Beaumont	Callirgos)
JURISPRUDENCIA.—La	falta	grave	descansa	en	la	infracción	de	las
obligaciones	laborales	del	propio	trabajador:	no	hay	responsabilidad	por
infracciones	de	terceros.	“5.	Para	comprender	la	real	dimensión	de	la	falta
grave	que	se	le	imputó	y	justificó	el	despido	del	demandante,	es	relevante
tener	presente	que	el	Decreto	Legislativo	N°	1017	que	aprobó	la	Ley	de
Contrataciones	del	Estado,	en	los	incisos	e)	y	f)	de	su	artículo	10	establece
que	se	encuentran	impedidos	de	ser	postores	y/o	contratistas	‘las	personas
naturales	o	jurídicas	que	tengan	intervención	directa	en	la	determinación	de
las	características	técnicas	y	valor	referencial,	elaboración	de	bases,
selección	y	evaluación	de	ofertas	de	un	proceso	de	selección	y	en	la
autorización	de	pagos	de	los	contratos	derivados	de	dicho	proceso,	salvo	en
el	caso	de	los	contratos	de	supervisión’;	así	como	‘En	el	ámbito	y	tiempo
establecidos	para	las	personas	señaladas	en	los	literales	precedentes,	el
cónyuge,	conviviente	o	los	parientes	hasta	el	cuarto	grado	de
consanguinidad	y	segundo	de	afinidad’.
6.	Contrastado	el	hecho	que	se	le	imputó	y	justificó	el	despido	del
demandante	con	los	impedimentos	para	ser	postores	en	los	procesos	de
contrataciones	y	adquisiciones	del	Estado,	este	tribunal	considera	que	el
demandante	no	ha	cometido	la	falta	grave	prevista	en	el	inciso	a)	del
artículo	25	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	por	cuanto	el
quebrantamiento	de	la	buena	fe	laboral	únicamente	le	puede	ser	imputable
al	trabajador	cuando	él	infrinja	sus	obligaciones	laborales,	supuesto	que	no
se	presenta	en	el	caso	de	autos,	pues	se	le	imputa	como	falta	la	participación
de	su	esposa	en	un	proceso	de	contratación	en	el	cual	él	no	estuvo
involucrado”.	(T.	C.,	Exp.	02095-2011-PA/TC,	ene.	26/2012.	S.	S.	Álvarez
Miranda)
JURISPRUDENCIA.—Causal	de	despido	por	ausencias	injustificadas	no	se
aplica	a	los	trabajadores	de	dirección.	“(...)	respecto	a	la	segunda	causal
descrita,	la	sala	laboral	al	desarrollar	el	extremo	del	despido	arbitrario	ha
expresado	que	como	los	sostiene	la	sentencia	de	primera	instancia,	no	se
encuentran	acreditadas	las	faltas	graves	referidas	en	los	incisos	a),	f)	y	h)
del	artículo	25	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	más	aún	en	lo	que	se	refiere	a
las	ausencias	injustificadas	que	se	le	imputan,	tratándose	de	un	trabajador
de	dirección	no	sujeto	a	control	efectivo	de	tiempo	de	trabajo,	ni	a	jornada
laboral	máxima,	y	mucho	menos	al	registro	de	ingreso	y	salida	del	centro	de
trabajo,	en	su	calidad	de	gerente	de	operaciones,	no	está	incurso	en	la	falta
que	se	le	imputa;	a	lo	que	se	agrega,	que	en	el	pago	de	sus	remuneraciones
no	ha	considerado	los	días	supuestamente	no	laborados	y	que	finalmente,
del	proceso	advierte	que	al	demandante	se	le	ha	cursado	la	carta	de	despido
transgrediendo	el	principio	de	inmediatez,	como	bien	ha	sido	examinado
por	el	A	quo	en	el	literal	d)	del	numeral	19	de	la	sentencia	de	primera
instancia;	que	así	resuelta	la	recurrida,	no	se	advierte	infracción	alguna	(...)”.
(C.	S.,	Cas.	Lab.	6283-2012-Arequipa,	dic.	19/2012.	V.	P.	Chumpitaz	Rivera)
JURISPRUDENCIA.—No	hay	vulneración	del	principio	de	tipicidad	ni	de
razonabilidad	si	la	falta	grave	se	castiga	con	el	despido	y	no	con	la
amonestación	prevista	en	el	reglamento	interno.	“Es	decir,	el	demandante	no
sólo	admite	que	ocurrieron	los	hechos	que	la	sociedad	emplazada	le	imputa
como	falta	grave	y	acepta	la	responsabilidad	sobre	los	mismos,	sino	que
además	reconoce	que	con	estos	se	pusieron	en	riesgo	la	salud	y	la	vida	de
los	trabajadores,	lo	que	evidencia	la	gravedad	de	la	falta	en	la	que	incurrió	el
recurrente;	por	tanto,	no	se	vulnera	el	principio	de	tipicidad	ni
razonabilidad,	toda	vez	que	la	falta	cometida	se	circunscribe	a	lo	dispuesto
en	el	inciso	a)	del	artículo	25	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR	y	en	el
artículo	46	del	Reglamento	Interno	de	Trabajo,	y	es	proporcional	a	la
gravedad	de	los	hechos	acontecidos”.	(T.	C.,	Exp.	00047-2012-PA/TC,	may.
03/2013.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—Trabajador	que	realiza	maniobras	bancarias	para
evitar	el	descuento	oportuno	de	las	cuotas	de	un	préstamo	otorgado	por	el
empleador	comete	falta	grave	que	justifica	el	despido.	“El	artículo	25	del
Decreto	Supremo	N°	003-97-TR	señala	que	falta	grave	es	la	infracción	por	el
trabajador	de	los	deberes	esenciales	que	emanan	del	contrato,	de	tal	índole,
que	haga	irrazonable	la	subsistencia	de	la	relación.	(...)	de	los	hechos
probados	se	puede	establecer	que	se	ha	tipificado	claramente	la	falta
mencionada	en	el	acápite	c)	del	considerando	anterior,	cuando	el	actor	al
momento	de	pagar	sus	cuotas	mensuales	por	un	préstamo,	con	retardo	y
para	lo	cual	ha	efectuado	una	operación	sin	dinero	para	luego	extornarla	y
pagar	efectivamente	con	fecha	posterior	cuando	tenía	liquidez	por	el	abono
de	sus	remuneraciones	por	el	demandado.	(...)	bajo	este	presupuesto	se
tipifica	subsidiariamente	la	falta	descrita	en	el	acápite	a),	ya	que	la	conducta
anterior	quiebra	por	su	propia	naturaleza	la	obligación	de	actuar	con	lealtad
y	honestidad,	que	son	los	componentes	de	la	buena	fe	durante	la	relación
laboral.	(...)	como	consecuencia	de	ello,	se	puede	establecer	válidamente	que
se	encuentran	acreditados	los	elementos	tipificantes	de	las	faltas	imputadas
al	actor	para	justificar	su	despido	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	2162-2010-San	Martín,	jul.
22/2011.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Las	injurias	y	los	insultos	entre	compañeros	de	trabajo
no	siempre	justifican	el	despido:	la	facultad	disciplinaria	del	empleador	debe
ser	razonable	y	proporcional.	“(…)	que	la	sustente	y	en	especial	la	causal	de
injuria	y	faltamiento	de	palabra	en	agravio	de	otros	trabajadores;	que	la
sentencia	es	absurda,	arbitraria	e	ilógica,	porque	en	el	quinto	considerando
se	establecen	frases	que	el	recurrente	no	ha	realizado	y/o	que	se
encuentren	contenidas	en	el	correo	electrónico	obrante	a	fojas	doce,	y	con
ello	el	Superior	emite	una	decisión	en	contra	de	sus	intereses;	asimismo
agrega	que	existe	valoración	arbitraria	y	no	conjunta	de	los	medios
probatorios,	porque	en	el	considerando	segundo	de	la	impugnada	se
establece	que	debe	valorarse	el	contenido	del	correo	(...),	sin	embargo	no	se
valora	el	contenido	total	de	dicho	correo;	asimismo	en	el	considerando
sexto	se	analiza	parcial	y	arbitrariamente	su	declaración	realizada	en	el
procedimiento	investigatorio	ante	la	demandada	otorgándosele	un	sentido
que	en	realidad	no	tiene,	sin	analizarse	las	otras	declaraciones	realizadas	en
dicho	procedimiento	y	otros	medios	probatorios	(...)	en	tanto	no	ha	existido
agravio	en	perjuicio	de	un	trabajador,	por	ende	no	se	cumple	con	el
principio	de	legalidad	y	de	tipicidad	exigidos	para	una	sanción.	Señala	que	el
despido	es	desproporcionado,	no	ha	existido	reiterancia	ni	el	requerimiento
previo	para	ser	despedido,	debido	a	que	era	necesario	que	la	causa	del
despido	debía	ser	demostrada	de	manera	objetiva	(...)	En	el	proceso,	no	ha
quedado	acreditado	que	la	falta	cometida	por	el	actor	sea	de	tal	magnitud
que	conlleve	al	rompimiento	de	la	relación	de	trabajo	entre	el	trabajador
demandante	y	la	empresa	demandada,	toda	vez	que	de	acuerdo	a	los	hechos
suscitados,	conforme	ha	sido	analizado	ponderadamente	por	el	a	quo	en	la
apelada,	que	ha	descrito	los	supuestos	fácticos,	las	normas	aplicables	y	las
pruebas	analizadas	de	manera	conjunta	y	razonada	no	ha	quedado
acreditado	objetivamente	la	falta	grave	imputada	al	actor,	por	lo	que	el
despido	realizado	deviene	en	arbitrario	y	debe	ser	indemnizado	de	acuerdo
a	los	alcances	del	artículo	38	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR”.	(C.	S.,	Cas.
Lab.	2028-2011-Lima,	oct.	10/2014.	S.	S.	Vasquez	Cortez)
JURISPRUDENCIA.—Alzar	la	voz	de	forma	irrespetuosa	a	un	superior	sin
proferir	ningún	insulto	o	faltamiento	de	palabra	no	es	una	falta	grave	que
justifique	el	despido.	“En	el	caso	sub	examine,	se	aprecia	de	la	carta	de
despido	de	fecha	04	de	agosto	del	2010	que	corre	en	fojas	nueve,	y	del	acta
de	verificación	de	despido	arbitrario	que	corre	de	fojas	tres	a	ocho,	que	la
actora	ingresó	a	laborar	el	22	de	febrero	del	2010,	y	que	fue	despedida	el	04
de	agosto	del	2010,	por	una	supuesta	falta	grave	consistente	en	alzar	la	voz
de	forma	irrespetuosa	a	un	superior,	lo	que	se	verifica	también	de	la
denuncia	policial	que	corre	en	fojas	diez.	Que,	el	solo	hecho	elevar	el	tono	de
voz	sin	proferir	ningún	insulto	o	faltamiento	de	palabra	no	puede
considerarse	como	falta	grave	causal	de	despido	sino	como	una	falta	de
menor	intensidad	que	debe	acarrear	la	sanción	de	suspensión	sin	goce	de
remuneraciones;	por	tal	motivo	debe	presumirse	que	el	empleador	al
imponer	la	sanción	de	despido,	en	realidad	lo	ha	hecho	motivado	por	la
situación	de	embarazo	de	la	accionante,	pues,	la	empresa	demandada	tenía
conocimiento	del	mismo	desde	el	mes	de	mayo	de	dos	mil	diez,	como	se
aprecia	de	la	declaración	asimilada	en	fojas	setenta	y	ocho;	razón	por	la	que,
la	causal	denunciada	deviene	en	infundada	(...)	Cabe	anotar,	que	esta	sala
suprema	considera	que	se	debe	entender	por	faltamiento,	aquella	expresión
insultante,	difamatoria	o	calumniosa	por	parte	del	trabajador	que	puede
materializarse	en	forma	verbal	o	escrita,	es	decir,	expresiones,	sonidos,
gestos,	por	carta,	entre	otros,	que	produzcan	la	falta	de	consideración	y
respeto	al	empleador,	a	sus	representantes,	al	personal	jerárquico,	y	a	otros
trabajadores.	Asimismo,	se	debe	precisar,	que	la	ofensa	verbal	implica
insultar,	humillar,	herir	la	dignidad,	o	poner	en	evidencia	con	palabras	al
empleador,	a	los	que	lo	representan	o	a	otros	trabajadores	(...).”	(C.	S,	Cas.
2016-2014-Lima,	oct.	27/2014.	V.	P.	Arévalo	Vela)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	explica	cómo	se	demuestra	la	falta
grave	por	disminución	deliberada	y	reiterada	en	el	rendimiento	de	labores.
“(...)	la	causal	en	la	cual	se	ha	sustentado	el	despido	del	actor	se	circunscribe
al	artículo	25	literal	b)	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR	(...)	el
razonamiento	del	colegiado	superior,	deberá	verificar:	a)	Si	la	disminución
deliberada	y	reiterada	imputada	por	la	empresa,	está	referida	al
rendimiento	de	las	labores	o	del	volumen	o	de	la	calidad	de	producción;	b)
Cuál	o	cuáles	han	sido	el	término	de	referencia	utilizado	para	imputar	dicha
disminución	deliberada;	c)	Si	dicha	disminución	deliberada	ha	sido
reiterada,	y;	d)	si	dicha	verificación	fue	realizada	por	la	propia	empresa	(en
cuyo	caso,	deberá	merituarse	si	la	falta	grave	es	fehaciente)	o,	si	en	dicha
verificación	participó	el	servicio	inspectivo	de	la	autoridad	administrativa
de	trabajo”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	4988-2013-Lima,	ago.	16/2013.	V.	P.	Rueda
Fernández)
JURISPRUDENCIA.—CS:	no	todo	incumplimiento	laboral	supone	falta	grave,
se	debe	distinguir	entre	el	“dolo	intencional	y	el	dolo	bueno”.	“En	armonía	con
el	contenido	esencial	del	principio	de	motivación	de	las	resoluciones
judiciales	correspondía	a	las	instancias	de	mérito,	dentro	de	este	contexto,
analizar	la	pretensión	de	indemnización	por	despido	arbitrario	observando
los	principios	que	rigen	el	mismo,	entre	los	que	se	encuentran	el	principio
de	tipicidad.	En	efecto,	se	debe	considerar	que	primero,	no	todo
incumplimiento	laboral	supone	falta	grave,	en	tanto	el	inciso	a)	del	artículo
25	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	exige	como	elemento	típico	de	dicha
inconducta,	que	revista	gravedad;	segundo,	porque	en	el	contexto	factual
señalado	en	las	instancias	de	mérito,	no	se	distingue	una	conducta	dolosa
intencionada	de	aquella	que	pudiese	entrañar	un	dolo	bueno,	en	el	sentido
de	tener	la	creencia	que	al	proceder	de	la	manera	que	lo	hizo,	aun	en	contra
de	las	reglas	impuestas,	lograba	subsanar	los	yerros	en	que	pudiese	haber
incurrido	en	su	actuar;	ello	sin	dejar	de	anotar	que,	según	lo	afirmado	en	la
recurrida,	y	que	no	ha	sido	contradicho	en	la	apelación,	las	normas	internas
de	la	empresa	demandada	reglan	con	bastante	especificidad	como	falta
pasible	de	suspensión	y	no	de	despido,	las	faltas	imputadas	a	la
demandante;	que,	de	otro	lado,	la	ausencia	de	gravedad	suficiente	para	dar
lugar	al	despido,	resulta	también	de	la	relatividad	del	perjuicio	económico
esgrimido	por	la	demandada,	pues,	una	elemental	regla	de	experiencia
sugiere	que	la	subsanación	del	faltante	poco	o	nada	ocasionan	un	perjuicio	a
la	demandada.	En	este	escenario,	el	análisis	de	la	sala	de	mérito	es	sesgado
pues	debe	ceñir	su	estudio	en	el	proceder	de	la	demandada	y	en	el	modo
que	lo	hizo,	de	cara	al	principio	de	razonabilidad	que	informa	al	derecho
laboral,	en	la	medida	que	al	decidir	el	ejercicio	de	sus	potestades
disciplinarias,	lo	ha	hecho	sin	evaluar	adecuadamente	la	gravedad	de	los
hechos,	administrando	al	caso	una	solución	excesiva	y	desproporcionada”.
(C.	S.,	Cas.	Lab.	419-2014-Ayacucho,	set.	26/2014.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Aun	cuando	exista	una	enumeración	taxativa	de	las
faltas	graves,	la	ley	deja	cierto	margen	de	apreciación	respecto	a	su	gravedad.
“Es	así	que,	en	nuestro	sistema,	aun	cuando	exista	una	enumeración	taxativa
de	las	faltas	graves	(artículo	25	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR),	la	ley
deja	cierto	margen	de	apreciación	respecto	a	su	gravedad,	ya	sea	porque	a
veces	ésta	depende	no	del	hecho	o	conducta	en	si	misma	sino	de	su
continuidad	o	repetición,	o	en	otras	ocasiones,	porque	bastando	un	solo
hecho	o	acto	la	ley	requiere	que	sea	grave.	En	dicho	contexto,	teniendo	en
consideración	que	el	despido	laboral	en	nuestro	sistema	es	‘causalista’,	pues
siempre	debe	fundamentarse	en	una	causal	legal	que	habilite	al	empleador	a
tomar	esa	decisión	de	manera	justificada	y,	habiéndose	demostrado	que	la
falta	cometida	por	el	trabajador	reviste	de	gravedad	que	hace	imposible	la
subsistencia	de	la	relación	laboral,	resulta	adecuado	la	sanción	del	despido
adoptado	por	el	empleador,	razón	por	la	cual	se	declara	fundado	este
extremo	del	recurso”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	15955-2013-Cusco,	nov.	04/2014.	V.	P.
Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—Planillero	que	omite	realizar	los	descuentos	ordenados
a	su	remuneración	comete	falta	grave	que	justifica	su	despido.	“Sobre	el
particular,	de	los	medios	probatorios	aportados	al	proceso,	se	verifica	que:
i)	mediante	carta	de	fecha	veintiocho	de	junio	de	dos	mil	doce	(...),	la
demandada	le	comunico	la	falta	grave	cometida	por	el	trabajador,
consistente	en:	no	efectuar	los	descuentos	de	remuneraciones	de	su	persona
por	el	crédito	obtenido	de	la	Cooperativa	Juan	XXIII	Ltda.	508,	así	como	se	le
indicó	los	dispositivos	legales	que	sustentaban	la	imputación	de	los	cargos;
ii)	en	dicha	carta	se	le	otorgó	el	plazo	de	seis	días	a	fin	de	que	formule	los
descargos	que	considere	pertinente	en	ejercicio	de	su	derecho	de	defensa	y
además	se	le	exoneró	de	asistir	a	laborar	en	tanto	la	empresa	tomaba	una
decisión	respecto	de	la	conducta	del	trabajador;	iii)	mediante	carta	de	fecha
cuatro	de	julio	de	dos	mil	doce	(...)	el	trabajador	efectúa	los	descargos
reconociendo	que	no	efectuó	los	descuentos,	porque	tenía	conocimiento	que
la	remuneración	es	un	derecho	irrenunciable	e	intangible,	y	que	de	haber
efectuado	los	descuentos	hubiese	percibido	montos	por	debajo	del	mínimo
legal,	lo	que	hubiese	ocasionado	perjuicio	a	la	demandada,	pues	ello
constituye	el	incumplimiento	de	sus	obligaciones	labores;	iv)	con	el
descargo	efectuado	por	el	trabajador,	mediante	carta	de	fecha	doce	de	julio
de	dos	mil	doce	(...),	el	empleador	le	comunica	el	despido,	pronunciándose
sobre	todos	los	hechos	alegados	por	el	actor,	e	indicando	de	modo	preciso	la
causa	del	despido	y	la	fecha	del	cese.	(...)	Por	lo	expuesto,	resulta	errado	la
conclusión	a	la	que	arriba	la	sala	de	mérito,	toda	vez	que	se	encuentra
demostrado	que	la	demandada	respetó	el	procedimiento	del	despido,	al
comunicar	la	falta	grave	al	trabajador,	conceder	el	plazo	respectivo	para	que
éste	formule	sus	descargos	y	posteriormente	concluir	que	debe	ser
sancionado	con	el	despido,	expresando	además	las	razones	que	lo
condujeron	a	tomar	dicha	decisión,	motivo	por	el	cual	debe	declararse
fundado	este	extremo	del	recurso.	Consecuentemente,	al	estar	demostrado
que	el	actor,	en	su	calidad	de	Especialista	3	-	Planillas	y	Remuneraciones,
incurrió	en	falta	grave	prevista	en	el	inciso	a)	del	artículo	25	del	Decreto
Supremo	N°	003-97-TR,	pues	incumplió	con	su	obligación	de	efectuar	los
descuentos	a	su	persona	por	el	crédito	obtenido	de	la	Cooperativa	de
Ahorro	y	Crédito	Juan	XXIII	Ltda.	508,	corresponde,	en	aplicación	de	los
principios	de	economía	y	celeridad	procesal,	casar	la	sentencia	recurrida	y
actuando	en	sede	de	instancia	revocar	la	sentencia	apelada,	que	declara
fundada	la	demanda	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	15955-2013-Cusco,	nov.	04/2014.
V.	P.	Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—Falta	grave	de	abandono	de	trabajo	no	puede
interpretarse	de	manera	extensiva,	sin	límite,	a	todo	el	período	laborado.	“De
la	norma	en	mención,	se	observa	que	constituye	una	falta	grave	el	abandono
de	trabajo,	el	cual	se	configura	cuando	el	empleado	sin	justificación	alguna,
deja	de	asistir	a	su	centro	de	labores	por	más	de	tres	días	consecutivos,	o
por	más	de	cinco	días	no	consecutivos	en	un	período	de	treinta	días
calendarios,	o	más	de	quince	días	en	un	período	de	ciento	ochenta	días
calendarios;	lo	que	denota	que	el	trabajador	tiene	una	conducta	tendiente	a
incumplir	el	contrato	de	trabajo	por	sí	mismo.	(...)	Estando	a	los	hechos
expuestos	en	el	considerando	anterior,	se	debe	tener	en	cuenta	los	ciento
ochenta	días	anteriores	al	cese,	esto	es,	al	veintiocho	de	marzo	de	dos	mil
nueve	y	las	inasistencias	a	partir	del	veintiocho	de	agosto	de	dos	mil	ocho.
Cabe	señalar	que	aunque	la	norma	se	refiere	a	inasistencias	que	hayan	sido
o	no	sancionadas	disciplinariamente;	sin	embargo,	ello	no	tiene	incidencia
en	el	sentido	de	lo	resuelto,	pues	la	norma	establece	claramente	los
períodos	que	deberán	tomarse	en	cuenta	para	la	configuración	del
abandono	del	trabajo	como	falta	grave;	asimismo,	si	bien	es	cierto	que	a
través	de	dicho	cómputo	se	tomará	en	consideración	las	faltas	realizadas	en
diciembre	de	dos	mil	ocho;	sin	embargo,	aun	contando	dichas	inasistencias,
no	se	alcanza	a	los	quince	(15)	días	de	inasistencia	que	exige	la	norma,
máxime	si	ha	quedado	establecido	que	las	inasistencias	en	los	días	de
febrero	de	dos	mil	nueve,	se	encontraron	justificadas	en	la	huelga	indefinida
convocada.	(...)	Finalmente,	la	parte	demandada	alega	que	la	interpretación
de	la	norma	nos	llevaría	a	considerar	la	acumulación	de	las	inasistencias
para	que	se	configure	la	causal	de	abandono;	lo	cual	no	resulta	correcto,
pues	la	norma	establece	de	manera	clara	y	precisa	el	número	de
inasistencias,	si	estas	deben	ser	consecutivas	y	los	períodos	dentro	de	los
cuales	deben	acumularse;	no	pudiendo	interpretarse	de	manera	extensiva	y
sin	límite	a	todo	el	período	laborado,	pues	al	tratarse	de	una	norma	que
establece	restricciones	de	derechos,	como	es	el	derecho	al	trabajo,	debe	ser
interpretada	y	aplicada	de	manera	estricta;	por	lo	tanto,	la	causal
denunciada	deviene	en	infundada”.	(C.	S.,	Cas.	1274-2014-Lima,	oct.
27/2014.	V.	P.	Malca	Guaylupo)
JURISPRUDENCIA.—Incumplir	reiteradamente	las	órdenes	del	empleador
justifica	plenamente	el	despido.	“Por	consiguiente,	el	demandante	ha
admitidos	que	los	hechos	imputados	como	falta	grave	ocurrieron	y	ha
aceptado	su	responsabilidad.	Cabe	indicar	que	dicha	falta	no	es	la	primera
cometida	por	el	accionante,	pues,	conforme	se	observa	(...),	fue	sancionado
con	una	llamada	de	atención	y	una	suspensión	de	labores,	lo	que	evidencia
su	actuación	reiterada	de	incumplir	las	órdenes	de	su	empleador.	Y	no	se
vulnera	el	principio	de	tipicidad,	en	razón	de	que	la	falta	cometida	está
establecida	en	el	artículo	25,	inciso	a,	del	Decreto	Supremo	003-97-TR	y	en
el	artículo	28,	inciso	b,	del	Reglamento	Interno	de	Trabajo,	y	es	proporcional
a	la	gravedad	de	los	hechos	acontecidos”.	(T.	C.,	Exp.	00678-2014-PA/TC,
nov.	03/2015.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—Causal	de	despido	es	toda	aquella	expresión	insultante,
difamatoria	o	calumniosa	por	parte	del	trabajador	que	puede	materializarse
en	forma	verbal	o	escrita.	“Este	supremo	tribunal	considera	que	una
conducta	deberá	considerarse	como	faltamiento	causal	de	despido	toda
aquella	expresión	insultante,	difamatoria	o	calumniosa	por	parte	del
trabajador	que	puede	materializarse	en	forma	verbal	o	escrita;	así	como	las
expresiones,	sonidos,	gestos,	entre	otros,	que	produzcan	la	falta	de
consideración	y	respeto	al	empleador,	a	sus	representantes,	al	personal
jerárquico,	y	a	otros	trabajadores.	En	conclusión	queda	claramente
establecido	que	el	ejercicio	de	la	libertad	de	expresión	por	los	dirigentes
sindicales	de	ninguna	manera	puede	efectivizarse	afectando	el	honor	o
reputación	de	su	empleador	u	otros	trabajadores	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	10984-
2014-Lima	Norte,	jun.	01/2016.	V.	P.	De	la	Rosa	Bedriñana)
JURISPRUDENCIA.—Toda	expresión	insultante,	difamatoria	o	calumniosa
dirigida	contra	el	empleador	o	contra	los	compañeros	que	pueda
materializarse	en	forma	verbal	o	escrita	constituye	falta	grave.	“una	conducta
deberá	considerarse	como	faltamiento	causal	de	despido	toda	aquella
expresión	insultante,	difamatoria	o	calumniosa	por	parte	del	trabajador	que
puede	materializarse	en	forma	verbal	o	escrita;	así	como	las	expresiones,
sonidos,	gestos,	entre	otros,	que	produzcan	la	falta	de	consideración	y
respeto	al	empleador,	a	sus	representantes,	al	personal	jerárquico,	y	a	otros
trabajadores”.	(C.	S.,	Cas.	10984-2014-Lima	Norte,	jun.	01/2016.	V.	P.	De	la
Rosa	Bedriñana)
JURISPRUDENCIA.—Inasistencia	a	laborar	basada	en	motivos	de	fuerza
mayor	no	califica	como	abandono	de	trabajo.	“Con	respecto	a	la	inasistencia
al	trabajo;	el	artículo	25	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N
°	728,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR	establece	que	el
abandono	de	trabajo	por	más	de	tres	días	consecutivos,	las	ausencias
injustificadas	por	más	de	cinco	días	en	un	período	de	treinta	días	calendario
o	más	de	quince	días	en	un	período	de	ciento	ochenta	días	calendario	es
falta	grave;	también	establece	que	las	faltas	deben	ser	acusadas
observándose	el	principio	de	inmediatez;	en	el	caso	de	autos,	el	actor
sostiene	que	su	inasistencia	al	trabajo	se	debió	a	que	contaba	con	descanso
médico	porque	estaba	en	tratamiento	psicológico	emocional,	producto	de	su
trabajo	por	varios	años	sin	contar	con	vacaciones,	hecho	que	no	ha	sido
negado	por	la	demandada,	sino	que	no	da	validez	al	certificado	médico
porque	no	fue	presentado	dentro	del	tercer	día;	demostrándose	con	ello	que
la	inasistencia	a	laborar	tuvo	justificación	adecuada	en	una	enfermedad
conforme	al	certificado	de	descanso	médico;	además,	se	aprecia	de	la
secuencia	de	los	hechos,	que	la	empresa	demandada	imputó	las	faltas	graves
al	actor	(...),	es	decir	un	día	antes	de	tal	imputación,	presentó	su	certificado
médico,	es	decir,	el	empleador	pese	a	conocer	el	motivo	de	las	inasistencias
al	centro	de	trabajo	procede	con	el	despido;	estos	hechos	en	todo	caso
obligaban	a	la	empleadora,	en	el	caso	de	persistir	con	su	intención	de	dar
por	terminado	el	vincula	laboral	a	cuestionar	la	veracidad	del	certificado
médico	y	ya	no	a	imputar	la	extemporaneidad	del	certificado	médico;	en	ese
sentido	el	demandante	al	demostrar	la	existencia	de	un	motivo	real	que
justifica	su	ausencia	al	centro	laboral,	antes	de	que	se	le	impute	la	falta,	ya
no	corresponde	considerarse	como	causal	de	falta	grave	las	ausencias
justificadas	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	12943-2014-Lima,	ago.	26/2015.	V.	P.	Montes
Minaya)
DOCTRINA.—Certificado	 expedido	 por	 médico	 particular	 resulta
válido	para	 justificar	 inasistencia	 laboral.	 “(…)	 no	 se	 puede	 considerar
como	falta	injustificada	al	no	haber	presentado	documento	certificado	por	el
centro	asistencial	de	salud,	cuando	existen	otros	documentos	que	acreditan
el	 estado	de	 salud	del	 recurrente,	 así	 como	 antecedentes	 que	demuestran
que	padecía	de	una	ruptura	meniscal	 -	 condromalacia	 III	 rodilla,	 situación
que	 era	 de	 pleno	 conocimiento	 del	 emplazado.	 Siendo	 así	 no	 existe	 una
conducta	 que	 señale	 que	 las	 inasistencias	 del	 demandante	 hayan	 sido
premeditadas	 sino	 todo	 lo	 contrario,	 puesto	 que	 fácilmente	 se	 puede
deducir	que	no	ha	existido	en	él	voluntad	de	agravio	sino	motivos	de	fuerza
mayor,	exteriorizados	en	el	padecimiento	de	una	enfermedad.	Debe	tenerse
presente	 que	 no	 restamos	 valor	 al	 certificado	 expedido	 por	 ESSALUD	 ni
mucho	menos	 supliendo	 el	 requisito	 exigido	 por	 la	 norma	 de	 la	 materia,
sino	expresando	que	no	puede	aducirse	la	invalidez	de	un	documento	por	el
hecho	de	estar	suscrito	por	médico	particular	(…)”	(T.	C.,	Exp.	01177-2008-
PA/TC,	jun.	02/2010.	Fundamento	de	voto	del	magistrado	Vergara	Gotelli)
DOCTRINA.—La	 legislación	 laboral	 peruana	 señala	 una	 lista	 cerrada
de	causales	de	despido,	pero	no	define	las	obligaciones	del	trabajador.
“(…)	El	sistema	adoptado	por	la	legislación	laboral	peruana,	aunque	señala
una	 lista	 cerrada	 de	 causales	 de	 despido,	 no	 define	 qué	 comprende	 las
obligaciones	del	trabajador.	Por	eso,	éstas	se	deducen	de	las	consecuencias
de	 su	 incumplimiento,	 a	 través	 de	 normas	 secundarias.	 Dicha	 situación
exige	 la	 realización	 de	 una	 labor	 interpretativa	 para	 deducir	 los
incumplimientos	en	los	que	puede	incurrir	el	trabajador	y	que	se	configuren
como	causa	 justa	de	despido.	En	este	 sentido,	otra	guía	de	 interpretación,
además	 de	 la	 protección	 contra	 el	 despido	 arbitrario	 y	 el	 consiguiente
principio	 de	 legalidad	 en	 la	 tipificación	 de	 las	 causas	 de	 despido,	 es	 el
enunciado	del	primer	párrafo	del	artículo	25,	que	señala	que	“La	falta	grave
es	la	infracción	por	el	trabajador	de	los	deberes	esenciales	que	emanan	del
contrato,	de	tal	índole	que	hagan	irrazonable	la	subsistencia	de	la	relación”.
12.	 Este	 último	 parámetro	 interpretativo	 contribuye	 en	 la	 labor	 de
calificación	 de	 conductas	 como	 faltas	 cuya	 gravedad	propician	 el	 despido.
En	esta	línea,	se	afirma	que	1el	concepto	genérico	acuñado	en	el	Art.	25	de
la	LPCL	jugará,	en	cada	caso	concreto,	en	relación	a	la	falta	específica	que	se
impute	 al	 trabajador,	 sin	 operar	 como	 cláusula	 de	 apertura,	 es	 decir,
autónomamente,	sino	como	criterio	general	de	interpretación’.	Por	lo	tanto,
sin	incurrir	en	una	nueva	causal	de	despido,	la	conducta	de	la	demandante
puede	ser	materia	de	evaluación	en	función	a	 los	hechos	acreditados	en	el
expediente.	(…)”	(T.	C.,	Exp.	5185-2009-PA/TC,	may.	21/2010.	Voto	singular
del	magistrado	Landa	Arroyo)
DOCTRINA.—Magistrados	supremos	Vinatea	Medina	y	Torres	Vega:	un
correo	 injurioso	 pensado	 y	 dirigido	 a	 un	 compañero	 de	 trabajo	 sí
quiebra	la	confianza	y	justifica	perfectamente	el	despido.	“(...)	ya	que	la
sentencia	de	vista	concluyó	válidamente	que	se	atribuyó	al	demandante	las
faltas	graves	previstas	en	los	incisos	a)	y	f)	del	artículo	25	del	Texto	Único
Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728	y	que	hace	irrazonable	continuar
con	la	relación	laboral,	pues	si	bien	la	atribución	del	quebrantamiento	de	la
buena	fe	laboral	por	parte	del	trabajador	no	se	condice	estrictamente	con	el
hecho	 específico	 atribuido,	 en	 lo	 concerniente	 al	 cargo	 de	 injuria	 y
faltamiento	 de	 palabra	 en	 agravio	 de	 otros	 trabajadores,	 la	 confección	 y
remisión	 del	 e-mail	 por	 parte	 del	 actor	 donde	 hace	 una	 afirmación
comparando	la	situación	del	‘zapatero	no	tenga	clavos’	con	‘una	ramera	que
no	se	pinte	los	labios’	y	la	afirmación	‘Ethel	ahora	eres	una	mujer	casada,	no
se	como	hayas	sido	antes’	deja	entrever	que	 la	conducta	de	 la	 trabajadora
puede	haber	sido	de	dudosa	honorabilidad,	lo	que	constituye	una	conducta
reprochable	 y	 desproporcionada	 del	 demandante,	 por	 lo	 que	 estas	 graves
ofensas	 justificaron	 la	 decisión	 de	 la	 demandada,	 más	 aún	 si	 esas
expresiones	fueron	con	extralimitación	del	ámbito	de	protección	que	da	el
ordenamiento	 a	 los	 trabajadores;	 así	 como	 fueron	 confeccionadas	 con
posterioridad	 a	 los	 hechos,	 es	 decir,	 el	 actor	 pensó	 en	 la	 redacción,	 en
afectar	 la	 honorabilidad	 de	 una	 compañera	 de	 trabajo;	 en	 tal	 sentido	 la
actitud	 del	 empleador	 para	 despedir	 al	 demandante	 no	 es
desproporcionada.	Por	otro	 lado,	del	 sustento	esgrimido	por	el	 recurrente
no	se	advierte	la	incidencia	directa	de	la	infracción	denunciada,	limitándose
a	 señalar	 fundamentos	 fácticos,	 cuestionando	 el	 criterio	 asumido	 por	 la
instancia	 de	 mérito;	 por	 consiguiente,	 se	 tiene	 que,	 lo	 que	 en	 el	 fondo
pretende	 es	 el	 reexamen	 de	 la	 prueba	 y	 la	 modificación	 de	 los	 hechos
establecidos,	lo	cual	no	está	permitido	en	sede	casatoria,	por	consiguiente	el
presente	 recurso	 deviene	 en	 improcedente.	 Por	 tales	 consideraciones,	 de
conformidad	 con	 el	 artículo	 58	 de	 la	 Ley	 Procesal	 del	 Trabajo	 N°	 26636,
modificado	por	la	Ley	N°	27021	(...).”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	2028-2011-Lima,	oct.
10/2014.	Voto	singular	de	los	magistrados	Vinatea	Medina	y	Torres	Vega)
DOCTRINA.—Concepto	de	falta	grave.	 “Falta	grave	es	el	 incumplimiento
contractual	 imputable	 al	 trabajador,	 a	 tal	 punto	 grave	 que	 no	 permite	 la
continuación	de	 la	 relación	 laboral”.	 (PASCO	COSMÓPOLIS,	Mario.	 La	 falta
grave	laboral,	Derecho	Laboral,	Montevideo,	1984;	pág.	289)
D.	S.	001-96-TR.
ART.	35.—Para	que	se	configuren	las	reiterancias	señaladas	en	el	inciso	a)
del	artículo	58	de	la	ley,	el	empleador	deberá	haber	requerido	previamente
por	escrito	al	trabajador,	por	la	comisión	de	falta	laboral.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 36.—Para	 el	 caso	 del	 inciso	 b)	 del	 artículo	 58	 de	 la	 ley,	 las	 partes
podrán	presentar	pericias	o	informes	técnicos	debidamente	sustentados.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	37.—Para	que	no	se	configure	el	abandono	de	trabajo,	previsto	en	el
inciso	h)	del	artículo	58	de	la	ley,	toda	ausencia	al	centro	de	trabajo,	deberá
ser	puesta	en	conocimiento	del	empleador,	 exponiendo	 las	 razones	que	 la
motivaron,	dentro	del	término	del	tercer	día	de	producida,	más	el	término
de	 la	 distancia.	 El	 plazo	 se	 contará	 por	 días	 hábiles,	 entendiéndose	 como
tales	los	laborables	en	el	respectivo	centro	de	trabajo.
JURISPRUDENCIA.—Es	obligación	del	trabajador	comunicar	las	causas
(enfermedad)	que	motivaron	su	ausencia.	“Primero.-	Que,	el	actor	demanda
reposición	en	su	centro	de	trabajo,	señalando	haber	sido	despedido
injustamente	el	diez	de	julio	de	mil	novecientos	noventicinco,	sosteniendo
no	haber	concurrido	a	laborar	por	estar	delicado	de	salud,	habiéndose
tratado	ambulatoriamente	en	el	Instituto	Peruano	de	Seguridad	Social,	y
que	debido	a	su	gravedad	no	ha	regresado	al	trabajo.
Segundo.-	Que,	las	sentencias	que	acompaña	con	las	cuales	sostiene	haber
contradicción,	señalan	que	de	la	relación	laboral	emergen	derechos	y
obligaciones.
Tercero.-	Que,	para	el	caso	de	autos,	dentro	de	las	obligaciones	del
trabajador	enfermo,	está	la	de	poner	en	conocimiento,	en	forma	inmediata,
de	su	empleador	de	su	enfermedad	para	adoptar	las	medidas	en	relación
con	las	labores	desempeñadas,	así	como	también	para	efectuar	las
comprobaciones	del	caso,	que	en	caso	de	no	responder	a	lo	sostenido,	se
considera	ausencia	injustificada.
Cuarto.-	Que,	la	obligación	principal	que	impone	el	contrato	laboral	al
trabajador	es	la	prestación	del	servicio,	correspondiéndole	a	él	avisar	y
comprobar	cualquier	causa	que	la	imposibilite.
Quinto.-	Que,	el	criterio	esbozado	ha	sido	recogido	en	la	doctrina	y
reiteradas	ejecutorias	en	casos	objetivamente	similares,	en	el	sentido	que	el
trabajador	enfermo	tiene	la	obligación	de	hacer	de	conocimiento	la
enfermedad	que	lo	aqueja,	deviniendo	en	consecuencia	en	amparable	el
presente	recurso;	declararon	Fundado	el	Recurso	de	Casación.”	(Cas.	Sala	de
Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	421-97.	Huaura,	jul.	09/98)
D.	S.	001-96-TR.
ART.	38.—Las	ausencias	 injustificadas	por	más	de	 tres	días	 consecutivos,
que	no	hayan	sido	sancionadas	con	el	despido,	podrán	ser	consideradas	por
el	empleador	en	el	cómputo	de	las	ausencias	injustificadas	no	consecutivas.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	39.—Los	días	de	inasistencia	injustificada	en	caso	de	huelga	ilegal,	se
computan	desde	el	día	siguiente	al	requerimiento	colectivo	efectuado	por	el
empleador	a	los	trabajadores	mediante	cartelón	colocado	en	lugar	visible	de
la	puerta	principal	del	centro	de	trabajo	bajo	constancia	notarial	o	a	falta	de
notario,	bajo	constancia	policial,	siempre	y	cuando	la	resolución	que	declare
ilegal	la	huelga	haya	quedado	consentida	o	ejecutoriada.
La	resolución	dictada	en	segunda	y	última	instancia	causa	estado	desde	el
día	siguiente	a	su	notificación.
De	 no	 interponerse	 recurso	 de	 apelación	 de	 la	 resolución	 de	 primera
instancia,	en	el	término	del	tercer	día	contado	a	partir	del	día	siguiente	de
su	notificación,	aquélla	queda	consentida.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	40.—Las	constataciones	efectuadas	por	 la	autoridad	competente,	de
conformidad	 con	 el	 inciso	 f)	 del	 artículo	 58	 de	 la	 ley,	 constituyen
instrumento	público	que	merece	 fe,	para	 todo	efecto	 legal,	mientras	no	 se
pruebe	lo	contrario.
Ley	26702.
ART.	141.—Sin	perjuicio	de	la	responsabilidad	penal	que	señala	el	artículo
165	 del	 código	 de	 la	 materia,	 la	 infracción	 a	 las	 disposiciones	 de	 este
capítulo	 se	 considera	 falta	 grave	 para	 efectos	 laborales	 y,	 cuando	 ello	 no
fuere	el	caso,	se	sanciona	con	multa.
COMENTARIO.—Incumplimiento	al	deber	de	reserva.	El	artículo	141	de
la	 Ley	 N°	 26702,	 Ley	 General	 del	 Sistema	 Financiero,	 dispone	 que	 los
trabajadores	 del	 sistema	 financiero,	 de	 sociedades	 de	 auditoría	 y	 de	 las
empresas	clasificadoras	de	riesgo,	que	suministren	a	 terceros	 información
reservada,	incurren	en	falta	grave.
D.	Leg.	861.
ART.	48.—La	infracción	al	deber	de	mantener	 la	reserva	a	que	se	contrae
este	capítulo	se	considera	falta	grave	para	efectos	laborales.
COMENTARIO.—El	deber	de	 reserva	y	 los	agentes	de	 intermediación.
El	Art.	48	del	D.	Leg.	N°	861,	Ley	del	Mercado	de	Valores,	establece	que	los
funcionarios	y	trabajadores	de	las	empresas	agentes	de	intermediación,	así
como	de	 las	bolsas,	que	 incumplan	con	su	obligación	de	mantener	reserva
sobre	 la	 información	 privilegiada	 que	 manejen,	 incurren	 en	 falta	 grave
laboral.
D.	S.	004-97-SA.
ART.	 27.—El	 incumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 contempladas	 en	 los
artículos	4°	y	7°	de	la	ley	y	los	artículos	11,	13,	14,	15,	16,	17,	18,	19	y	20	del
presente	reglamento	se	considera	como	falta	grave	pasible	de	las	sanciones
dispuestas	en	la	legislación	que	los	comprenda.
Los	 establecimientos	 del	 subsector	 no	 público	 que	 incumplan	 las
obligaciones	establecidas	en	la	ley	y	el	presente	reglamento,	son	sujetos	de
las	sanciones	de	multa,	suspensión	temporal	o	cancelación	de	la	licencia	de
funcionamiento,	 dependiendo	 de	 la	 falta	 cometida,	 de	 conformidad	 a	 la
normatividad	vigente	del	sector	Salud.
COMENTARIO.—Establecimiento	de	faltas	graves	en	normas	de	control
y	prevención	del	sida.	 Los	 trabajadores	de	 los	 establecimientos	de	 salud
que	incumplan	las	prescripciones	de	la	Ley	N°	26626	o	su	reglamento,	en	lo
referente	 al	 Plan	 Nacional	 de	 Lucha	 Contra	 el	 Sida,	 tales	 como	 realizar
pruebas	 de	 despistaje	 sin	 autorización	 expresa,	 condicionar	 la	 atención
médica	al	previo	examen	de	sida,	no	mantener	reserva	sobre	los	resultados
de	 la	 prueba	 de	 descarte,	 y	 no	 reportar	 los	 casos	 detectados	 de	 sida	 a	 la
instancia	pertinente;	incurren	en	falta	grave.
INCUMPLIMIENTO	INJUSTIFICADO	DE	OBLIGACIONES
JURISPRUDENCIA.—Quebrantamiento	de	la	buena	fe	laboral.	“El
demandante	ha	sido	despedido	por	haber	incurrido	en	la	causal	de	falta
grave	señalada	en	el	inciso	a)	del	artículo	5°	de	la	Ley	24514,	y	el	inciso	a)
del	artículo	61	del	Decreto	Legislativo	728,	como	se	consigna	en	la	carta	de
fojas	2,	que	en	los	casos	de	despedida	la	prueba	es	de	cargo	del	empleador;
que	del	análisis	de	las	pruebas	actuadas	por	la	emplazada	como	es	el
informe	emitido	por	la	Delegación	Policial	de	Villa	que	corre	a	fojas	68
donde	se	señala	que	‘revisado	el	libro	de	detenidos	de	esta	delegación
policial,	donde	no	registra	detención	alguna	la	persona	de	(...)	el	día	11	de
setiembre	de	1994	(…)’	(sic),	que	por	consiguiente	la	papeleta	de	fojas	26	es
falsa	y	acredita	el	incumplimiento	de	las	obligaciones	de	trabajo	que	supone
el	quebrantamiento	de	la	buena	fe	laboral,	que	a	partir	en	autos	se	acredita
que	el	actor	en	diversas	oportunidades	en	forma	injustificada	ha	inasistido
al	trabajo	ocasionando	la	disminución	de	los	servicios	que	se	brinda	a
terceros,	dejando	sin	atención	el	turno	que	desempeñaba	(…).”	(RSL,	1ra
Sala,	Exp.	691-96-R(S),	jul.	01/96,	V.	P.	Ampuero	de	Fuertes)
DOCTRINA.—Concepto	de	buena	fe.	“Se	suele	distinguir	entre	la	buena	fe-
creencia	y	la	buena	fe-lealtad.	La	buena	fe-creencia	es	la	posición	de	quien
ignora	 determinados	 hechos	 y	 piensa,	 por	 tanto	 que	 su	 conducta	 es
perfectamente	legítima	y	no	provoca	perjuicios	a	nadie.	En	este	sentido,	se
habla	de	poseedor	de	buena	fe.	La	buena	fe-lealtad	se	refiere	a	la	conducta
de	 la	persona	que	 considera	 cumplir	 realmente	 con	 su	deber.	 Supone	una
posición	de	honestidad	y	honradez	en	el	comercio	jurídico,	en	cuanto	lleva
implícita	la	plena	conciencia	de	no	engañar	ni	perjudicar	ni	dañar.	Más	aún:
implica	la	convicción	de	que	las	transacciones	se	cumplen	normalmente,	sin
trampas	ni	abusos	ni	desvirtuaciones	(...)”.	(PLÁ	RODRÍGUEZ,	Américo.	Los
principios	del	Derecho	del	Trabajo,	Depalma,	1978;	págs.	310	y	311)
JURISPRUDENCIA.—Fomento	de	la	indisciplina	en	el	centro	de	trabajo.	“La
demandada	le	imputa	al	trabajador	haber	incurrido	en	falta	grave
contemplada	en	el	inciso	a)	del	artículo	5°	de	la	Ley	24514,	como	es	el	hecho
de	que	con	fecha	18	de	febrero	de	1995,	dentro	de	la	hora	de	labor	dio
órdenes	para	la	paralización	en	el	centro	de	trabajo,	instruyendo	a	los
trabajadores	para	que	no	acaten	las	instrucciones	de	la	empresa,
fomentando	así	la	indisciplina	en	el	centro	de	labores;	que	en	la	carta	de
descargo	del	actor	de	23	de	febrero	de	1995	éste	acepta	que	en	‘su
condición	de	secretario	de	Defensa	lo	único	que	hizo	es	reiterar	el	acuerdo
tomado	como	organización	sindical	de	no	concurrir	a	la	mencionada
evaluación	mientras	la	empresa	no	coordine	previamente	con	los
representantes	del	sindicato	(…)’	(sic);	que	en	este	sentido	esta	afirmación
hecha	por	el	actor	se	contradice	con	la	respuesta	dada	en	el	acto	del
comparendo	al	contestar	la	cuarta	pregunta	del	pliego	interrogatorio
presentado	por	la	demandada	al	aceptar	que	públicamente	reiteró	el
acuerdo	sindical	tomado	por	su	sindicato	a	los	trabajadores	del	turno
mañana	de	(...)	S.A.,	sosteniendo	que	lo	hizo	‘en	la	calle	antes	de	ingresar	a	la
empresa	(...)’	(sic);	argumento	que	no	sostuvo	en	la	carta	de	descargo	de
imputación	de	falta	grave,	pues	en	dicha	misiva	no	expresa	que	dicho	suceso
haya	ocurrido	fuera	de	su	centro	de	trabajo,	sino	más	bien	se	entiende	que
fue	en	el	interior	del	mismo,	centrándose	su	descargo	en	dos	puntos:
primero,	que	lo	hizo	como	representante	de	los	trabajadores,	y	segundo,
que	no	puede	ser	despedido	por	estar	protegido	por	el	fuero	sindical;	que
los	hechos	ocurridos	el	18	de	febrero	de	1995	se	corroboran	con	la
testimonial	del	supervisor	interno	de	vigilancia	(...)	(fojas	71	-	72)	quien
manifiesta	que	el	accionante	conjuntamente	con	tres	de	los	trabajadores
organizaron	una	asamblea	a	horas	7:15	de	la	mañana,	es	decir,	en	el	horario
de	labores,	quienes	ordenaron	a	los	trabajadores	la	paralización	de	sus
actividades;	que	así,	resulta	exacto	lo	discernido	por	el	A-quo	respecto	a	que
si	bien	es	cierto	el	accionante,	en	representación	de	los	trabajadores,	tiene
la	potestad	de	defender	sus	intereses,	sin	embargo	era	preciso,	para	el	caso
que	nos	ocupa,	obtener	oportunamente	la	autorización	respectiva	de	su
principal,	habiendo	originado	con	su	inobservancia	incumplimiento
injustificado	obligaciones	de	trabajo	revistiendo	gravedad,	tipificándose
dichos	actos	en	falta	grave	prevista	en	el	inciso	a)	del	artículo	5°	de	la	Ley
24514	(…).”	(RSL,	1ra	Sala,	Exp.	1369-96-R(S),	ago.	28/96.	V.	P.	Ampuero	de
Fuertes)
JURISPRUDENCIA.—Obligaciones	que	de	incumplirse	pueden	originar	el
despido	disciplinario.	“El	trabajador	tiene	la	obligación	de	prestar	su	trabajo
en	forma	plena	lo	que	descarta	toda	posibilidad	de	hacerlo	en	manera
desidiosa,	impropia	o	inadecuada,	constituyendo	así	su	obligación	principal
la	de	prestar	su	trabajo	con	la	dedicación	adecuada	a	las	características	de
su	empleo,	sus	condiciones	personales	y	los	medios	instrumentales	que	se	le
proveen,	es	decir	el	razonable	cumplimiento	de	su	débito	laboral
condicionado	a	las	limitaciones	materiales	que	imponga	la	misma	empresa;
que	la	violación	de	este	deber	en	los	presentes	actuados	ha	sido
debidamente	reconocido	por	el	actor	al	contestar	la	cuarta	pregunta	de	la
manifestación	de	fojas	55	lo	que	hace	justificar	su	despido	aun	cuando	no
haya	operado	daño	cierto	susceptible	de	apreciación	pecuniaria	(...).”	(RSL,
Exp.	6903-97-IND(S),	dic.	15/97.	V.	P.	De	La	Rosa)
JURISPRUDENCIA.—Ejecución	negligente	de	las	labores.	“Todo	trabajador
se	encuentra	obligado	activa	y	pasivamente	a	cumplir	lo	que	resulta
expresamente	de	los	términos	del	contrato,	y	también	todos	los	demás
comportamientos	que	derivan	del	mismo	y	del	orden	jurídico	general;	que,	a
consecuencia	de	ello	es	que	los	servicios	del	trabajador,	como	su	recepción
por	parte	del	empleador	constituyen	un	complejo	sistema	de	derechos	y
deberes	que	se	mancomunan	y	relacionan	jerárquicamente	en	la
organización	de	la	empresa;	Segundo:	que,	entre	los	deberes	que	tienen	los
trabajadores	se	encuentran	los	de	diligencia,	colaboración	y	cumplimiento
cabal	de	sus	obligaciones	de	trabajo	consistentes	en	la	obligación	de	prestar
su	trabajo	con	la	dedicación	adecuada	a	las	características	de	su	empleo,	sus
condiciones	personales	y	los	medios	instrumentales	que	se	le	proveen,	esto
es,	implica	el	razonable	cumplimiento	de	su	débito	laboral	condicionado	a
las	limitaciones	materiales	que	imponga	la	misma	empresa;	que,	la	violación
grave	de	este	deber,	por	sus	características	puede	justificar	el	despido	del
trabajador;	Tercero:	que,	en	el	caso	de	autos,	de	la	carta	de	preaviso	de	fojas
35	se	desprende	que	al	actor	se	le	imputa	la	falta	grave	prevista	en	el	inciso
a)	del	artículo	5°	de	la	Ley	24514,	esto	es,	el	incumplimiento	de	obligaciones
de	trabajo,	siendo	el	fundamento	de	esta	acusación	el	de	haber	emitido
preformatos	a	aquellos	alumnos	que	ya	tenían	carné	universitario,
aludiendo	igualmente	a	negligencias	en	la	tramitación	de	la	documentación
para	la	Asamblea	de	Rectores;	que	estos	hechos	imputados	no	resultan
ajenos	al	conocimiento	del	accionante,	pues	conforme	es	de	verse	de	los
memorándum	de	fojas	28	y	29	del	administrador	general	del	centro	de
cómputo	le	solicitó	que	informara	respecto	a	la	emisión	irregular	de
preformatos	de	carnés	universitarios	en	un	número	considerable;	que	no
obstante	el	carácter	de	urgente	con	que	fue	solicitado	el	informe,	el	actor
recién	cumple	con	el	mandato	ante	un	nuevo	requerimiento,	hecho	éste	que
no	hace	sino	revelar	la	negligencia	en	el	cumplimiento	de	sus	funciones;	que
a	fojas	32	a	33	el	accionante	emite	el	informe	solicitado	por	su	empleador	y
del	texto	de	este	documento	se	advierte	que	el	accionante	admite	la
existencia	de	‘errores	de	preparación	de	la	información	en	la	emisión	de
preformatos’	(sic)	así	como	‘errores	de	apuro	por	emitir	los	preformatos’
(sic),	con	lo	que	quedaría	demostrado	la	comisión	por	parte	del	actor	de	la
falta	grave	imputada	en	la	carta	notarial	de	fojas	35	(…).”	(RSL,	4ta	Sala,	Exp.
4674-97-BS(S),	set.	17/97.	V.	P.	De	La	Rosa)
JURISPRUDENCIA.—El	hecho	que	el	trabajador	se	atribuya	funciones	no
encomendadas	puede	dar	lugar	a	la	falta	grave	laboral.	“A	la	demandante	se
le	despidió	por	falta	grave	imputándosele	haber	incurrido	en	lo	indicado	en
el	inciso	a)	del	artículo	5°	de	la	Ley	24514	al	incumplir	injustificadamente
con	sus	obligaciones	de	trabajo	al	pretender	asumir	funciones	para	las	que
no	estaba	calificado,	siendo	el	caso	que	el	actor	en	su	calidad	de	enfermero
del	tópico	del	club	administró	medicinas	que	dada	su	naturaleza	requerían
ser	prescritas	por	un	médico,	ocasionando	problemas	de	reacción
medicamentosa	en	otra	trabajadora,	la	señora	(...)	que	dio	lugar	a	su
traslado	al	Hospital	de	Apoyo	Materno	Infantil	de	Chosica	donde	fue	tratada,
tal	como	fluye	de	lo	manifestado	por	el	demandante	a	fojas	34,	lo	señalado
por	la	propia	afectada	según	el	documento	que	obra	en	autos	a	fojas	32	y	33,
el	informe	de	la	asistenta	social,	a	fojas	35,	los	que	forman	convicción	en	el
colegiado	y	desvirtúan	el	contenido	del	Oficio	N°	051-97-D-HAMI	‘JAT’	-	CH
de	26	de	febrero	del	presente	año;	que	la	falta	grave	mencionada	reviste
gravedad,	ya	que	con	su	actitud	negligente	al	administrar	medicinas	sin
tener	autorización	médica	para	ello	puso	en	peligro	una	vida	humana,
ocasionando	la	desconfianza	natural	del	empleador	quebrantando	la	buena
fe	laboral	al	lesionar	las	normales	relaciones	laborales	por	el	riesgo	que
implica	la	prosecución	del	contrato	de	trabajo	en	esas	circunstancias	que
incluso	conllevaría	responsabilidad	del	propio	empleador;	que	a	mayor
abundamiento	el	accionante	fue	sancionado	en	el	juicio	penal	interpuesto
por	(...)	por	el	delito	contra	la	salud	pública	(ejercicio	ilegal	de	la	medicina)
en	el	que	se	ordena	la	reserva	del	fallo	condenatorio	y	se	fija	una	reparación
civil	de	S/.	(...)	a	favor	de	la	mencionada,	según	se	aprecia	de	fojas	103	a	106,
juicio	independiente	del	de	materia	laboral	pero	que	tiene	incidencia
porque	en	aquel	se	ha	determinado	el	delito	contra	la	salud	pública	que	es	la
falta	grave	incurrida	(...).”	(RSL,	4ta	Sala,	Exp.	5967-97-R-S,	oct.	31/97.	V.	P.
Araujo	Sánchez)
JURISPRUDENCIA.—La	reiterancia	para	que	se	configure	la	falta	grave	no	es
requisito	en	los	casos	que	la	ley	no	lo	señala	expresamente.	“Que,	la	entidad
recurrente	señala	en	su	recurso	la	causal	de	Interpretación	errónea	del
inciso	a)	del	artículo	cincuentiocho	del	Decreto	Supremo	número	cero
cinco-noventicinco-TR,	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Fomento	del
Empleo,	causal	prevista	en	el	inciso	primero	del	artículo	cincuenticuatro	de
la	citada	ley	procesal;	Tercero.-	Que,	se	expresa	como	fundamento	que	en	la
sentencia	recurrida	se	ha	considerado	que	para	la	configuración	de	todas	las
hipótesis	de	falta	grave	contenidas	en	el	inciso	a),	del	artículo	cincuentiocho
de	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo	es	necesaria	la	reiterancia,	incurriendo	así
en	una	errada	interpretación	de	dicho	inciso,	puesto	que,	conteniendo	dicho
inciso	más	de	una	hipótesis	de	falta	grave,	la	reiterancia	ha	sido	prevista
sólo	en	los	casos	de	reiterada	resistencia	a	las	órdenes	relacionadas	con	las
labores	y	sucesiva	paralización	intempestiva	de	las	mismas,	mas	no	para	las
faltas	graves	de	incumplimiento	de	Reglamento	Interno	de	Trabajo	que
revista	gravedad	que	son	las	que	ha	imputado	la	empresa	al	demandante;
Cuarto.-	Que,	si	bien	es	cierto	este	fundamento	no	sólo	cumple	el	requisito
de	fondo	previsto	en	el	artículo	cincuentisiete	de	la	Ley	Procesal,	sino	que
también	es	acertado,	puesto	que	así	fluye	de	la	correcta	lectura	del	referido
inciso,	debe	advertirse	que	tanto	la	sentencia	recurrida	como	la	apelada	han
considerado	a	la	supuesta	ausencia	de	reiterancia	sólo	como	un	elemento
agravante	en	el	despido	del	actor,	y	más	bien	como	punto	principal	o
determinante,	la	no	probanza	por	parte	de	la	demandada	de	siquiera	los
cuatro	cargos	específicos	imputados	al	actor,	éstos	son:	a)	no	revisar	ni
controlar	la	recepción	del	efectivo	y	los	valores	de	cobranza,	b)	no	controlar
que	el	cobro	de	recibos	de	agua	potable	y	alcantarillado	se	ajusten	a	las
fechas	señaladas,	c)	no	comprobar,	verificar	ni	evaluar	los	partes	diarios
recibidos	por	cobranza	y	d)	no	presentar	recomendaciones	para	el	mejor
desarrollo	de	las	funciones	y	procedimientos	del	personal	a	su	cargo;
Quinto.-	Que,	entonces,	no	habiéndose	cuestionado	a	través	del	presente
recurso	el	fundamento	principal	por	el	cual	se	ampara	la	presente	demanda
de	impugnación	de	resolución	administrativa	sino	uno	secundario	cuyo
amparo	además	no	enerva	en	lo	absoluto	el	sentido	final	de	la	recurrida,	no
se	ha	cumplido	con	el	nexo	de	causalidad	que	como	requisito	de	fondo	exige
el	citado	artículo	cincuentisiete,	inciso	segundo,	tanto	más	si	ello
comportaría	la	valoración	de	los	medios	probatorios,	lo	cual	no	es	materia
de	este	especial	medio	impugnatorio,	dado	los	fines	asignados	en	el	artículo
cincuenticuatro	del	referido	ordenamiento	procesal;	Declararon
Improcedente	el	Recurso	de	Casación.”	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional
y	Social.	Exp.	118-98.	Tacna,	ago.	20/99.)
JURISPRUDENCIA.—El	incumplimiento	de	las	obligaciones	del	trabajo	es
falta	grave	y	no	requiere	de	un	daño	susceptible	de	valoración	pecuniaria.
“Que,	respecto	a	la	denuncia	contenida	en	el	literal	a)	indica,	que	el	inciso	a)
del	artículo	veinticinco	del	Decreto	Supremo	número	cero	cero	tres	-
noventa	y	siete	-	TR,	no	señala	dentro	del	tipo	legal,	criterios	legales	como
‘gravedad	y	el	perjuicio	causado’,	o	la	‘intención,	dolo,	reiterancia	del
trabajador	o	situaciones	de	riesgo	o	de	falta	de	control	provocadas	por	la
propia	empresa’,	introduciendo	en	forma	errónea	el	criterio	de
proporcionalidad;	que	el	espíritu	de	la	norma	invocada	se	refiere	al
incumplimiento	de	las	obligaciones	de	trabajo,	y	‘(...)	su	verdadero	alcance
debe	entenderse	referido	a	la	forma	concreta	en	que	el	trabajador	debe
cumplir	su	prestación,	o	dicho	de	otro	modo,	al	cumplimiento	de	las
obligaciones	específicas	de	la	función	o	puesto	que	desempeña	el	trabajador
(...)’;	habiendo	cumplido	con	la	exigencia	de	fondo	contemplada	en	el
artículo	cincuenta	y	ocho,	inciso	b)	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajador,
modificada	por	Ley	número	veintisiete	mil	veintiuno,	este	extremo	del
recurso	resulta	procedente.	Tercero.-	Que,	en	relación	a	la	denuncia
contenida	en	el	literal	b),	la	contradicción	jurisprudencial	que	invoca	está
referida	a	la	interpretación	errónea	del	artículo	veinticinco,	inciso	a)	del
Decreto	Supremo	número	cero	cero	tres	-	noventa	y	siete	-	TR,	adjuntando
para	ello,	las	copias	de	las	resoluciones	que	considera	son	similares	al	caso
de	autos;	indicando	además,	cuál	es	la	similitud	existente	entre	los
pronunciamientos	invocados	y	en	qué	consiste	la	contradicción,	cumpliendo
con	ésta	fundamentación	la	exigencia	de	fondo	prevista	por	la	normatividad
procesal	laboral,	por	consiguiente,	este	extremo	también	resulta	procedente.
Cuarto.-	Que,	el	artículo	veinticinco,	inciso	a)	del	Decreto	Supremo	número
cero	cero	tres	-	noventa	y	siete	-	TR,	prescribe:	‘Falta	grave	es	la	infracción
por	el	trabajador	de	los	deberes	esenciales	que	emanan	del	contrato,	de	tal
índole,	que	haga	irrazonable	la	subsistencia	de	la	relación.	Son	faltas	graves:
a)	El	incumplimiento	de	las	obligaciones	de	trabajo	que	supone	el
quebrantamiento	de	la	buena	fe	laboral	(...)’.	Quinto.-	Que,	consiste	en
obligación	del	trabajador	el	poner	a	disposición	del	empleador	sus	servicios
directos	y	concretos;	esto	es,	su	prestación	de	servicios,	la	cual	debe
realizarse	con	la	diligencia	y	dedicación	adecuada	compatibles	con	las
características	del	empleo;	el	incumplimiento	de	esta	obligación	puede
justificar	el	despido	del	trabajador	aunque	no	se	haya	configurado	un	daño
susceptible	de	apreciación	pecuniaria,	en	contra	del	empleador;	Sexto.-	Que,
en	autos	se	encuentra	acreditado	que	el	demandante	tenía	el	cargo	de	jefe
de	agencia	del	local	de	Los	Olivos,	cuyas	funciones	era	supervisar	la	correcta
distribución	y	devolución	de	los	montos	correspondientes	al	fondo	de
sencillo,	y	fue	quien	autorizó	al	cajero	supervisor	señor	Lázaro	Mejía,	a
retirar	la	suma	de	dos	mil	nuevos	soles	de	la	citada	agencia;	Sétimo.-	Que,	la
conducta	descrita	en	el	considerando	anterior	importa	una	actitud
negligente	que	adquiere	gravedad	por	el	cargo	que	desempeñaba	el	actor,
configurándose	la	falta	grave,	descrita	en	el	artículo	veinticinco,	inciso	a)	del
Decreto	Supremo	número	cero	cero	tres	-	noventa	y	siete	-	TR,	que	no	puede
ser	valorada	con	los	criterios	de	gravedad	y	el	perjuicio	causado,	puesto
que,	el	citado	dispositivo	legal,	no	contempla	tal	calificación,	como
erróneamente	lo	ha	interpretado	la	sala	de	mérito;	Octavo.-	Que,	por
consiguiente,	se	ha	incurrido	en	contradicción	respecto	de	las	ejecutorias
presentadas	por	el	impugnante,	siendo	necesario	amparar	esta	causal.
Noveno.-	Que,	estando	a	lo	expuesto,	se	concluye	que	han	quedado	acreditas
las	causales	denunciadas,	por	lo	que,	corresponde	amparar	el	recurso	en	los
términos	señalados	por	el	artículo	cincuenta	y	nueve	de	la	Ley	Procesal	del
Trabajo.	Resolución:	Por	estos	fundamentos:	Declararon	fundado	el	recurso
de	casación.”	(Cas.	Primera	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.
1953-2004-Lima,	nov.	14/2005).
JURISPRUDENCIA.—El	incumplimiento	de	las	obligaciones	del	trabajo	como
falta	grave	y	el	concepto	de	buena	fe	laboral.	“Que,	las	instancias	de	mérito
han	determinado	que	en	efecto,	en	el	período	que	el	accionante	tenía	la
calidad	de	jefe	de	administración	de	la	sede	Pimentel	de	la	accionada,	el
trabajador	(...),	quien	tenía	la	calidad	de	recaudador,	efectuó	cobranzas
hasta	por	un	monto	de	(..)	sin	haber	depositado	dicha	suma	en	las	arcas	de
la	emplazada.	Sétimo:	Que,	de	acuerdo	a	lo	precisado	en	el	Manual	de
Organización	y	Funciones	(fojas	ciento	veintidós	del	acompañado)	el	jefe	de
administración	(condición	que	correspondía	al	accionante)	tiene	mandato
directo	sobre	el	auxiliar	de	mantenimiento	de	redes,	operador	de	cámara,
operador	de	reservorio,	operador	de	pozo	y	recaudador,	por	ello,	entre	sus
funciones	específicas	se	precisa,	que	le	corresponde	controlar	al	personal	a
su	cargo	en	el	cumplimiento	de	sus	funciones	y	de	las	medidas	de	seguridad
tanto	para	el	área	comercial	como	operacional.	Octavo:	Que,	sin	embargo	en
autos	el	demandante	no	ha	demostrado	haber	realizado	oportunamente	las
acciones	de	control	pertinentes	en	el	área	de	recaudación	para	supervisar	el
correcto	desempeño	y	desarrollo	de	los	servicios	de	los	trabajadores	bajo	su
supervisión,	pues	las	acciones	de	control	que	refiere	efectuó,	quedan	por	si
descartadas,	por	los	alcances	de	la	pericia	grafotécnica	de	fojas	cientos
sesenticinco	del	acompañado,	que	a	pesar	que	precisa	que	no	es	posible
establecer	su	fecha	exacta	de	antigüedad,	establece	claramente	que	los
textos,	firmas	y	post	firmas	del	recaudador	y	administrador	han	sido
asentados	con	un	mismo	bolígrafo,	lo	cual	obviamente	resta	credibilidad	al
alegato	del	actor	configurándose	así	el	incumplimiento	de	sus	obligaciones
de	trabajo,	lo	cual	finalmente	incidió	en	la	materialización	del	ilícito
ejecutado	por	el	recaudador	(...)	por	todo	el	período	involucrado.	Noveno:
Que,	igualmente	el	manual	de	organización	y	funciones	de	la	emplazada	es
claro	en	atribuir	al	jefe	de	administración,	la	obligación	de	cumplir	y	hacer
cumplir	las	leyes,	decretos,	resoluciones	y	normas	que	regulan	la	marcha	de
la	empresa,	por	tanto,	el	demandante	debió	haber	dado	cumplimiento	a	lo
previsto	en	el	artículo	trece	literal	f)	y	g)	del	reglamento	de	prestación	de
servicios	de	agua	potable	y	alcantarillado	aprobado	por	resolución	de
Superintendencia	número	cero	quince	guión	noventa	y	siete	guión	Sunass
guión	INF,	que	dispone	la	suspensión	de	los	servicios	sin	necesidad	de	aviso
previo	en	caso	de	incumplimiento	del	pago	de	facturación	de	dos	meses
consecutivos,	al	advertir	que	ciertos	usuarios	no	cumplían	con	el	pago	de
sus	recibos	desde	diciembre	del	dos	mil	tres	al	mes	de	abril	del	dos	mil
cuatro,	por	tanto,	también	en	este	extremo	queda	claro	el	incumplimiento
de	las	obligaciones	impuestas	al	demandante.	Décimo:	Que,	el	literal	a)	del
artículo	veinticinco	tipifica	como	falta	grave	el	incumplimiento	de	las
obligaciones	de	trabajo,	que	supone	el	quebrantamiento	de	la	buena	fe
laboral.	El	principio	de	buena	fe	impone	una	actuación	acorde	con
determinados	valores	como	la	honradez,	la	lealtad,	la	fidelidad	y	el	respeto	a
la	confianza	que	la	relación	laboral	hace	surgir	entre	el	trabajador	y	el
empleador.	Undécimo:	Que,	al	respecto,	es	necesario	señalar,	que	en
doctrina	se	alude	al	principio	de	la	buena	fe,	a	valores	como	la	honestidad,
honorabilidad,	fidelidad,	lealtad	y	en	general	a	la	confianza	que	debe	primar
en	una	determinada	relación	empleador-trabajador.	Es	lo	que	algunos
autores	denominan	‘la	interna	honradez	con	que	la	persona	actúa’,	‘el	valor
social	de	la	confianza’,	‘la	cohesión	social,	la	conciencia	del	deber,	la
honestidad,	la	rectitud,	la	mutua	confianza’,	‘honestidad,	fidelidad,
consideración	y	respeto	a	la	confianza	suscitada	en	la	otra	parte’	etc.	Por	su
parte	el	tratadista	Américo	Plá	Rodríguez	opina	que	‘la	protección	de	la
buena	fe	no	posee	naturaleza	final.	Es	decir,	los	efectos	de	la	buena	fe	no
terminan	en	ella	misma.	La	defensa	de	la	honestidad,	la	honorabilidad,	de	la
confianza	de	la	lealtad,	la	fidelidad,	no	se	entiende	si	no	es	con	referencia	a
alguien	y,	necesariamente,	a	algo’	consecuentemente	éstos	conceptos	se
deben	llevar	a	la	práctica	al	presente	caso;	Duodécimo:	Que,	entonces	en	el
caso	de	autos	se	configura	la	falta	grave	atribuida	al	accionante,	al	haberse
determinado	que	ha	incurrido,	en	forma	indiscutible,	en	el	incumplimiento
de	sus	obligaciones	de	trabajo,	lo	cual	demuestra	que	su	conducta	no
responde	a	las	exigencias	de	lealtad	y	fidelidad	que	surgen	también	de	la
relación	de	trabajo,	contraviniendo	así	el	principio	de	buena	fe,	por	lo	que
su	despido	no	puede	ser	calificado	como	arbitrario	como	lo	entiende
indebidamente	la	sala	superior	pues	si	bien	el	incumplimiento	de	sus
obligaciones	de	trabajo	parte	de	los	hechos	ejecutados	por	el	recaudador,	su
configuración	no	se	establece	por	su	participación	directa	en	tales	eventos.
Decimotercero:	Que,	en	tal	virtud,	el	despido	del	demandante	guarda
absoluta	razonabilidad	y	proporcionalidad	con	la	gravedad	del
incumplimiento	de	sus	obligaciones	de	trabajo	que	configura	la	falta
imputada,	debiendo	tenerse	en	cuenta	al	evaluar	su	entidad,	la	condición	y
jerarquía	que	ostentaba	el	accionante	dentro	de	la	organización
administrativa	del	centro	de	labores,	habida	cuenta	de	su	condición	de
trabajador	de	máxima	jerarquía	dentro	de	la	sede	de	Pimentel	de	la
accionada.	Decimocuarto:	En	conclusión	la	buena	fe	no	solamente	es	una
presunción	básica	de	toda	manifestación	del	derecho,	sino	que	constituye
un	elemento	que	sirve	como	relacionante	entre	las	partes	de	honestidad	y
cumplimiento	de	las	obligaciones,	de	confianza	mutua,	de	tal	manera	que
sirve	como	referente	regulador	de	la	conducta	de	las	partes	(empleador	y
trabajador).	Que	en	consecuencia	la	interpretación	efectuada	por	la	sala
resulta	inadecuada;	y,	por	el	contrario	debe	entenderse	que	el	quebranto	de
la	buena	fe	laboral	también	se	configura	con	el	actuar	negligente	de	su
trabajador,	por	lo	tanto	la	actitud	del	actor	encaja	perfectamente	–como
falta	grave–	en	la	correcta	interpretación	que	se	hace	el	inciso	a)	del	artículo
veinticinco	del	Decreto	Supremo	número	cero	cero	tres	guión	noventa	y
siete	guión	TR.	Resolución:	Por	estas	consideraciones	declararon	Fundado	el
recurso	de	casación	interpuesto”.	(Cas.	Primera	Sala	Transitoria	de	Derecho
Constitucional	y	Social.	Exp.	1210-2005-Lambayeque,	mar.	17/2006).
JURISPRUDENCIA.—Un	gerente	quebranta	la	buena	fe	laboral	cuando
incumple	sus	obligaciones.	“(…)	la	existencia	de	una	relación	laboral	genera
un	conjunto	de	obligaciones	recíprocas	entre	empleador	y	el	trabajador,	y
en	lo	que	se	refiere	al	trabajador,	impone	que	se	cumplan	conforme	a	las
reglas	de	la	buena	fe	laboral,	hasta	el	punto	de	que	la	trasgresión	de	este
deber	se	tipifica	como	una	falta	grave	(artículo	25,	inciso	‘a’,	del	Decreto
Supremo	N°	003-97-TR),	lo	cual	constituye	una	de	las	causas	justas	de
despido	relacionada	con	la	conducta	del	trabajador	(artículo	24,	inciso	‘a’,
de	dicha	norma	laboral).
Asimismo,	entre	las	causas	justas	de	despido	relacionadas	con	la	conducta
del	trabajador,	debe	tenerse	en	cuenta	la	no	observancia	del	Reglamento
Interno	de	Trabajo,	conforme	a	lo	previsto	por	el	inciso	a)	del	artículo	25	del
Decreto	Supremo	N°	003-97-TR.
Se	advierte	que	el	demandante	contravino	los	incisos	a),	b),	c)	y	l)	del
artículo	12	del	Reglamento	Interno	de	Trabajo	(…)
Por	esta	razón,	se	concluye	que	el	demandante	no	ha	sido	objeto	de	un
despido	fraudulento,	pues	él	mismo	ha	aceptado	la	comisión	de	la	falta
grave	imputada,	limitándose	a	señalar	que	la	sanción	fue	desproporcionada.
(...)	el	mismo	demandante	indica	en	su	escrito	de	demanda	que	(….)	tomó
conocimiento	del	estado	del	vehículo;	no	obstante,	no	adjunta	documento
alguno	que	acredite	que	en	su	condición	de	gerente	(…)	y	responsable
directo	del	vehículo	haya	tenido	la	diligencia	de	informar	o	haber	puesto	en
conocimiento	de	la	(…)	emplazada	los	hechos	que	se	le	imputaron,	más	aún
si	se	tiene	en	cuenta	que	el	procedimiento	disciplinario	se	inició	con	fecha
posterior,(…);	por	otro	lado,	no	adjunta	a	la	presente	demanda	la	carta	de
descargo	presentada	ante	la	financiera	emplazada.	(...).’
Por	lo	tanto,	en	el	presente	caso	no	se	ha	vulnerado	el	principio	de
razonabilidad	y	proporcionalidad	al	momento	de	aplicar	la	sanción	de
despido,	por	cuanto	el	demandante	no	observó	las	normas	establecidas	por
la	financiera	emplazada,	que	impone	la	obligación	ineludible	de	resguardar,
custodiar	e	informar	del	estado	del	vehículo	que	se	encontraba	bajo	su
responsabilidad.	En	consecuencia,	no	habiéndose	acreditado	la	vulneración
de	los	derechos	constitucionales	alegados,	la	demanda	debe	ser
desestimada.	(…).”	(T.	C.,	Exp.	00440-2011-PA/TC,	jun.	17/2011.	Pres.
Álvarez	Miranda)
JURISPRUDENCIA.—Vendedor	que	desacata	la	política	comercial	de	la
empresa	quebranta	la	buena	fe	laboral	y	puede	ser	despedido
justificadamente.	“En	tal	sentido,	debe	destacarse	que	se	encuentra	probado
en	autos	que,	efectivamente,	el	actor	acepta	haber	realizado	negociaciones
excediendo	sus	atribuciones	y	sin	consultar	al	gerente	de	ventas,	no	observó
el	procedimiento	para	la	aprobación	de	créditos	a	clientes	morosos,
efectuándolo	sin	la	autorización	correspondiente	lo	que	contraviene	las
disposiciones	internas	de	su	empleador,	pues	no	realizó	sus	labores
respetando	las	instrucciones	verbales	y/o	escritas	recibidas	por	su	superior
jerárquico,	así	como	no	respetó	el	principio	de	autoridad	y	línea	jerárquica
en	el	desarrollo	de	sus	actividades,	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	los
incisos	a)	y	c)	del	artículo	40	del	Reglamento	Interno	de	Trabajo	(...).”	(T.	C.,
Exp.	01146-2011-PA/TC,	jun.	08/2012.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Los	antecedentes	del	trabajador	no	sirven	para	evaluar
la	razonabilidad	del	despido:	la	propia	gravedad	de	las	faltas	sustentan	la
sanción.	“Asimismo,	se	debe	precisar	que	las	faltas	imputadas	al
demandante	son	graves,	pues	su	comportamiento	no	sólo	quebrantó	el
principio	de	la	buena	fe	laboral,	sino	también	le	causó	un	perjuicio
económico	a	la	sociedad	emplazada.	Por	tal	motivo,	en	el	presente	caso
respecto	de	la	falta	de	reiterancia	que	alega	el	demandante	no	ha	sido
contemplada	en	las	imputaciones	que	se	le	han	efectuado,	debe	precisarse
que	los	antecedentes	del	demandante	no	pueden	ser	tenidos	en	cuenta	para
evaluar	la	razonabilidad	del	despido	como	sanción,	pues	la	propia	gravedad
de	las	faltas	cometidas	justifica	la	sanción	que	se	le	impuso.”	(T.C.,	Exp.
01146-2011-PA/TC,	jun.	08/2012.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Trabajador	está	obligado	a	cumplir	adecuadamente	sus
labores,	independientemente	de	si	existe	o	no	una	norma	interna	que	lo	señale
expresamente.	“(...)	el	artículo	25	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto
Legislativo	N°	728,	aprobado	por	Decreto	Supremo	003-97-TR,	Ley	de
Productividad	y	Competitividad	Laboral,	define	a	la	falta	grave	como	la
infracción	cometida	por	el	trabajador	respecto	de	sus	deberes	esenciales
que	emanan	del	contrato	de	trabajo,	de	tal	índole	y	que	haga	irrazonable	la
subsistencia	de	la	relación	laboral	habida	con	su	empleador;	en
consecuencia,	a	partir	de	tal	definición	esta	suprema	sala	concluye	entonces
que	el	trabajador	tiene	el	deber	y	obligación	de	cumplir	adecuadamente	sus
labores,	independientemente	que	exista	o	no	una	norma	interna	que
expresamente	así	lo	señale;	por	tanto,	no	es	posible	hablar	de
irretroactividad	de	una	norma,	pues	al	tiempo	en	que	se	imputó	al	actor	la
inconducta	que	dio	origen	a	su	despido	(año	1997)	ya	regía	la	norma	antes
mencionada,	la	cual	incluso	reproduce	la	regulación	hecha	en	ese	sentido
desde	la	dación	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	publicada	el	doce	de
noviembre	de	mil	novecientos	noventa	y	uno	y	vigente	desde	el	doce	de
diciembre	de	mil	novecientos	noventa	y	uno”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	854-2006-
Lima,	jul.	25/2007.	V.	P.	Estrella	Cama)
JURISPRUDENCIA.—La	ausencia	de	antecedentes	del	trabajador	no	entra	en
la	evaluación	de	la	razonabilidad	del	despido	como	sanción	por	falta	grave.
“Consecuentemente,	se	debe	rechazar	el	alegato	de	que	la	sanción	de
despido	fue	desproporcionada,	pues	se	condice	con	la	gravedad	de	la	falta
que	cometió	el	demandante,	por	cuanto	dispuso	de	un	bien	de	la	institución
para	efectuar	una	actividad	ajena	a	sus	funciones,	atribuyéndose	la
representación	de	la	entidad	ante	terceros	sin	estar	premunido	de	ella	y	sin
autorización,	con	lo	cual	se	evidencia	que	el	demandante	no	actuó
diligentemente.
12.	En	conclusión,	este	colegiado	considera	que	la	falta	imputada	al
demandante	es	grave,	pues	su	comportamiento	no	sólo	quebrantó	el
principio	de	la	buena	fe	laboral,	sino	que	también	le	causó	un	perjuicio	a	la
emplazada	y	al	administrado	(pues	las	investigaciones	se	iniciaron	por	la
denuncia	efectuada	por	un	administrado…).	Asimismo,	la	falta	de
antecedentes	del	demandante	no	puede	tenerse	en	cuenta	para	evaluar	la
razonabilidad	del	despido	como	sanción,	pues	la	propia	gravedad	genera
que	ésta	justifique	la	sanción	que	se	le	impuso”.	(T.	C.,	Exp.	04927-2011-
PA/TC,	may.	28/2013.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—CS:	no	existe	necesidad	de	tipificar	todas	las	faltas
laborales	que	justifican	el	despido,	pues	algunas	son	implícitas,	y	tampoco	se
necesita	la	entrega	previa	del	reglamento	para	aplicar	las	sanciones.	“(...)	al
haberse	discernido	en	autos	acerca	de	la	conducta	que	debió	observar	el
demandante	al	momento	de	transportar	a	los	pasajeros	de	un	ómnibus	de	la
empresa	(...),	a	la	luz	de	los	hechos	que	motivaron	el	despido	del	que	fue
objeto,	consistentes	en	ocultar	a	la	empresa	el	accidente	de	tránsito	que
ocasionó	(...),	así	como	el	exceso	de	velocidad	en	que	incurrió	(...),	es
evidente	que	las	normas	invocadas	por	el	recurrente	bajo	el	sustento	de	que
no	incurrió	en	exceso	de	velocidad	y	que	debió	imponerse	una	sanción
menor	por	no	haberse	entregado	el	Reglamento	Interno	de	Trabajo,	no
resultan	determinantes	para	modificar	el	sentido	del	fallo	impugnado	(...)	en
lo	que	concierne	a	la	denuncia	contenida	en	el	literal	g),	el	Colegiado	de	la
Sala	Laboral	Permanente	de	la	Corte	Superior	de	Justicia	de	Lima	ha
razonado	lógica	y	jurídicamente	que	al	no	haber	negado	el	demandante	las
faltas	que	se	le	atribuyeron	en	el	procedimiento	de	despido,	así	como	en
atención	al	formulario	de	infracción	a	las	normas	de	pesos	y	medidas
vehiculares	y	los	reportes	de	exceso	de	velocidad,	es	indudable	que	no	se	ha
vulnerado	el	principio	de	proporcionalidad	al	momento	de	imponerse	la
sanción	de	despido,	ya	que	la	labor	que	desplegó	el	recurrente	exige	el
cumplimiento	estricto	a	las	normas	de	tránsito	y	diligencia	al	momento	de
conducir	el	vehículo	que	le	encomendó	la	empresa	demandada,
concluyendo	que	está	acreditada	la	comisión	de	la	falta	grave	prevista	en	el
inciso	a)	del	artículo	25	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad
Laboral	(...)”.	(CS,	Cas.	Lab.	8284-2013-Lima,	nov.	29/2013.	V.	P.	Sivina
Hurtado)
DISMINUCIÓN	DELIBERADA	Y	REITERADA	EN	EL
RENDIMIENTO
JURISPRUDENCIA.—Defecto	en	la	prueba	de	la	“reiterancia”.	“La	falta
imputada	al	trabajador	para	proceder	al	despido	consiste	en	hechos
concretos	que	la	emplazada	considera	infractorios	del	contrato	de	trabajo,
los	que	corresponden	a	disminución	deliberada	y	reiterada	en	el
rendimiento	de	las	labores	o	del	volumen	o	de	la	calidad	de	la	producción
verificada	fehacientemente,	habiéndose	conformado	con	la	remuneración
ordinaria	establecida	en	la	recurrida;	Segundo:	que	si	bien	se	puede	advertir
de	las	instrumentales	ofrecidas	de	fojas	53	a	60,	y	74	a	76	el	cambio
sustancial	en	el	rendimiento	del	actor	durante	el	último	trimestre	del	año
96,	su	aceptación	de	la	infracción	al	contrato	de	trabajo	mediante	la	firma
que	aparece	en	el	Informe	de	fojas	53	a	54	corroborada	con	las	boletas	de
pago	de	fojas	77	a	84	y	la	falta	de	acreditación	del	motivo	justificado	de	su
bajo	rendimiento	sustentado	en	una	nueva	cartera	de	clientes,	también	es
verdad	que	la	demandada	no	ha	probado	con	documento	alguno	la
exhortación	previa	efectuada	al	reclamante	para	que	mejore	su
rendimiento,	conforme	al	tenor	de	su	carta	de	preaviso	de	fecha	17	de
diciembre	de	1996	corriente	a	fojas	13,	por	lo	que	tal	omisión	no	prueba	la
reiterancia	establecida	en	la	ley	para	esta	clase	de	faltas	como
taxativamente	lo	dispone	el	artículo	35	del	Reglamento	del	Texto	Único
Ordenado	de	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo	aprobado	por	Decreto	Supremo
001-96-TR,	resultando	insuficientes	los	informes	técnicos	presentados;
Tercero:	que,	en	el	caso	de	la	rescisión	laboral	por	falta	imputable	al
demandante,	la	carga	de	la	prueba	recae	en	el	empleador	quien	debe
acreditar	en	forma	objetiva	la	falta	que	acusa,	así	como	la	gravedad	y
perjuicio	que	ella	le	haya	causado,	la	que	debe	guardar	proporcionalidad
con	la	intención,	reiterancia	del	trabajador	o	falta	de	control	provocadas	por
la	propia	empresa;	que,	en	el	caso	sub	júdice,	se	ha	constatado	con	los
informes	e	instrumentales	citados	precedentemente	la	disminución	notable
en	el	rendimiento	de	las	labores	del	accionante	y	en	el	volumen	de	su
producción	en	forma	fehaciente,	por	lo	que	siendo	esto	así	y	no	resultando
imperativo	el	concurso	de	la	autoridad	administrativa	para	su	verificación,
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amparada	en	la	venida	en	grado	deviene	infundada,	sin	embargo	al	no
haberse	acreditado	la	reiterancia,	ni	la	existencia	de	carta	previa	alguna	de
sus	jefes	inmediatos	superiores	conminando	al	trabajador	a	mejorar	su
estándares	de	producción,	siendo	responsabilidad	de	la	empresa	el	control
inmediato	de	éstas	faltas	de	acuerdo	a	sus	propias	disposiciones,	como	el
contrato	de	trabajo	de	los	vendedores	de	guías	telefónicas	a	que	hace
alusión	el	actor	en	su	carta	de	descargos	de	fojas	16	a	17,	no	desvirtuada
por	la	emplazada,	al	haberse	efectuado	el	despido	sin	las	formalidades	de
ley	procede	ordenar	el	pago	de	la	indemnización	por	despido	prevista	en	el
artículo	71	de	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo	(…).”	(RSL,	Exp.	7020-97-
IND(S),	ene.	12/97.	V.	P.	Delgado	Guillén)
APROPIACIÓN	DE	BIENES	DEL	EMPLEADOR
JURISPRUDENCIA.—El	cobro	indebido	como	causal	de	falta	grave.	“En	el
caso	de	autos	la	carga	de	la	prueba	del	despido	alegado	por	causal	de
nulidad	de	despido	corresponde	a	la	actora,	quien	no	ha	cumplido	con
acreditar	el	nexo	causal	entre	el	despido	y	el	estado	de	embarazo	en	que	se
encontraba;	que	por	el	contrario	ha	quedado	debidamente	probado	que	la
demandante	incurrió	en	falta	grave,	tipificados	en	los	incisos	a)	y	c)	del
artículo	58	de	la	norma	antes	acotada,	al	haber	efectuado	cobros	indebidos
a	los	que	acudían	para	tomarse	fotografías,	en	los	servicios	fotográficos	de
la	demandada	(…).”	(RSL,	4ta	Sala,	Exp.	5019-97-ND	(S),	oct.	03/97.	V.	P.
Serpa	Vergara.)
JURISPRUDENCIA.—La	apropiación	de	los	montos	otorgados	en	concepto	de
viáticos	da	lugar	a	la	falta	grave.	“Las	faltas	imputadas	al	actor,	consistentes
en	el	incumplimiento	de	su	deber	de	lealtad,	la	inobservancia	de	lo
dispuesto	en	el	inciso	u)	del	artículo	92	del	reglamento	interno	y	la
utilización	de	bienes	(viáticos)	en	beneficio	propio	y	en	perjuicio	del
empleador,	han	sido	acreditadas	por	la	emplazada	con	el	informe	revisorio
del	administrador	del	hostal	(...)	de	la	ciudad	de	Tingo	María,	corriente	a
fojas	16	y	a	las	facturas	de	fojas	75	y	77;	que	por	el	contrario,	el	actor	se	ha
limitado	a	negar	su	responsabilidad	en	los	hechos,	mas	no	ha	aportado
prueba	alguna	que	esté	dirigida	a	desvirtuar	la	presentada	por	la
demandada,	pese	a	que	tenía	conocimiento	de	su	existencia	desde	la
recepción	de	la	carta	de	preaviso;	que	además,	lo	expresado	en	su
impugnación	al	informe	del	administrador	en	mención,	resulta	un	claro
indicio	de	su	responsabilidad	al	no	ser	coherente	que	el	hostal	haya	cobrado
una	suma	mayor	al	costo	de	la	habitación	por	los	utensilios	que	estaba
obligado	a	proporcionar	(jabón,	toalla,	papel);	que	en	consecuencia,	lo
resuelto	por	el	juez	se	ha	sujetado	al	mérito	del	proceso	(…).”	(RSL,	2da	Sala,
Exp.	3851-94-R(S),	may.	06/96.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—Sustracción	de	bienes	de	la	empresa	reconocida	por	el
trabajador.	“La	sanción	de	las	faltas	laborales	es	independiente	de	los
resultados	de	los	procesos	penales,	por	esta	razón	no	corresponde	a	esta
judicatura	analizar	el	dictamen	fiscal	ni	la	resolución	del	juez	penal;	que,	en
la	carta	de	despido	que	corre	de	fojas	5	a	6	se	establece	claramente	que	los
hechos	imputados	al	actor	son	haber	participado	conjuntamente	con	otros
trabajadores	en	la	sustracción	de	productos	fabricados	en	la	empresa;	que,
el	demandante	ha	admitido	haber	sustraído	bienes	de	las	instalaciones	de
su	centro	de	trabajo,	hecho	que	configura	falta	grave	causal	de	despido	(…).”
(RSL,	Exp.	1654-95-R(S),	abr.	02/96.	V.	P.	Arévalo	Vela)
JURISPRUDENCIA.—El	cobro	por	el	trabajador	de	sumas	adicionales	a	su
remuneración	normal	constituye	falta	grave,	si	éstas	no	corresponden	a	un
incremento	de	sueldo.	“Que,	sin	desvirtuar	estos	hechos,	la	sentencia	de	vista
sostiene	que	no	está	probado	por	el	contrario:	a)	La	complicidad	del	actor
con	el	tercero	que	es	autor	del	manejo	operativo	del	sistema	de	cómputo
utilizado	para	confeccionar	las	planillas,	b)	La	intervención	del	actor	para
proporcionar	información	falsa	que	diera	lugar	a	los	mayores	pagos	y	c)	La
aptitud	moral	o	ética	del	trabajador	para	denunciar	un	hecho	que	lo
beneficiaba.
Octavo.-	Que,	la	valoración	de	la	prueba	que	ha	dado	lugar	a	la
determinación	de	los	hechos	enumerados	anteriormente,	no	es	susceptible
de	modificación,	de	manera	que	es	a	partir	de	ellos	que	se	debe	definir	cuál
es	la	apreciación	que	contiene	un	mayor	orden	lógico	y	establece	con	mayor
objetividad	la	responsabilidad	de	las	partes	en	las	irregularidades
cometidas.
Noveno.-	Que,	en	principio,	las	faltas	contenidas	en	los	incisos	a)	y	c)	del
artículo	quinto	de	la	Ley	número	veinticuatro	mil	quinientos	catorce	se	han
acusado	bajo	los	siguientes	tipos:	a)	Incumplimiento	de	la	obligación
contractual	de	actuar	con	buena	fe,	b)	Inobservancia	del	Reglamento
Interno	de	Trabajo	y	c)	Disposición	de	los	bienes	(dinero)	del	empleador	en
beneficio	propio	y	en	perjuicio	de	aquél.
Décimo.-	Que,	de	los	hechos	probados	se	puede	establecer	que	se	ha
tipificado	claramente	la	falta	mencionada	en	el	acápite	c)	del	considerando
anterior,	cuando	el	actor	ha	cobrado	las	sumas	de	dinero	incluidas	en	sus
boletas	de	pago	y	se	ha	beneficiado	con	ello	durante	un	período	largo,
produciéndole	el	perjuicio	económico	a	la	demandada	que	se	cuantifica	en
la	contestación	de	la	demanda.
Decimoprimero.-	Que,	bajo	ese	presupuesto,	se	tipifica	subsidiariamente	la
falta	descrita	en	el	acápite	a)	ya	que	la	conducta	anterior	quiebra	por	su
propia	naturaleza	la	obligación	de	actuar	con	lealtad	y	honestidad,	que	son
los	componentes	de	la	buena	fe	durante	la	relación	laboral,	dando	lugar
además	a	la	infracción	del	artículo	treintiuno	del	Reglamento	Interno	de
Trabajo	que	señala	que	es	deber	de	todos	los	trabajadores	cumplir	con	las
funciones	inherentes	al	cargo	que	desempeñan,	con	honradez,	lealtad,
dedicación,	eficiencia	y	productividad.
Decimosegundo.-	Que,	como	consecuencia	de	ello,	se	puede	establecer
válidamente	que	se	encuentran	acreditados	los	elementos	tipificantes	de	las
faltas	imputadas	al	actor	para	justificar	su	despido,	por	lo	que	interpretando
correctamente	los	alcances	de	los	incisos	a)	y	c)	del	artículo	quinto	de	la	Ley
número	veinticuatro	mil	quinientos	catorce	se	debe	declarar	infundada	la
pretensión	para	la	reposición	de	esta	parte,	uniformando	de	este	modo	los
pronunciamientos	contradictorios	sometidos	a	casación,	de	conformidad	a
lo	dispuesto	por	el	artículo	cincuentiocho	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo,
concordante	con	el	inciso	primero	del	artículo	trescientos	noventiséis	del
Código	Procesal	Civil:	declararon	Fundado	el	Recurso	de	Casación	(...).”	(Cas.
Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	311-98,	Lima,	feb.	02/99)
DOCTRINA.—La	 apropiación	 de	 bienes	 del	 empleador	 como	 falta
grave.	 “Robo,	 apropiación	 ilícita,	 uso	 indebido,	 todo	ello	 aparece	envuelto
en	 las	 expresiones	 ‘utilización	 o	 disposición	 de	 los	 bienes	 en	 beneficio
propio	o	de	terceros’.
Sobre	la	justificación	de	la	norma	no	es	necesario	casi	hablar:	es	obvia.
Los	 bienes	 pueden	 pertenecer	 al	 empleador	 o	 estar	 bajo	 su	 custodia.	 Se
refiere	esto	último	fundamentalmente	a	dos	situaciones:	bienes	de	clientes
o	proveedores,	y	bienes	de	los	propios	trabajadores,	dado	que	el	empleador
tiene,	entre	sus	obligaciones,	el	deber	de	vigilancia	de	los	mismos.
La	ley	no	señala	cuantía.	Hace	bien.	La	jurisprudencia	ha	sido,	hasta	ahora,
estricta	en	la	sanción.
Ello	también	influye	en	la	exigencia	del	perjuicio	al	empleador,	que	puede
ser	 económico	 o	 material,	 pero	 también	 moral	 y	 disciplinario:	 un	 robo
tolerado	por	su	cuantía	puede	ser	estimulante	para	otros	futuros.”	(PASCO
COSMÓPOLIS,	Mario.	La	falta	grave	laboral,	en	revista	Derecho,	N°	39,	Perú,
1985;	pág.	300)
COMPETENCIA	DESLEAL
JURISPRUDENCIA.—El	desconocimiento	de	las	normas	internas	que
prohibían	la	competencia	desleal	no	exime	de	la	falta.	“En	los	actuados	a	fojas
5,	obra	una	factura	cursada	por	la	firma	(...)	S.A.	de	la	cual	era	socio	el
accionante,	por	la	instalación	de	líneas	telefónicas,	labor	que	desempeñaba
su	empleadora,	existiendo	prohibición	expresa	de	la	misma	a	través	del
Reglamento	Interno	de	Trabajo	artículos	16.7	y	16.8	de	fojas	57,
configurándose	las	indicadas	situaciones,	faltas	graves	tipificadas	por	los
incisos	a)	y	d)	del	artículo	58	del	Decreto	Legislativo	N°	728;	Cuarto.-	que,	el
hecho	de	la	ignorancia	o	error	alegado	al	respecto	por	el	demandante,	no	lo
exime	del	deber	de	observar	el	principio	de	buena	fe	laboral,	que	ha	sido
quebrantado	en	forma	directa	por	el	actor,	lo	que	hace	imposible	la
continuación	del	vínculo	laboral	dado	que	lo	ocurrido	ha	lesionado	la	base
fundamental	de	la	relación	de	trabajo:	‘La	confianza	que	debe	existir	entre
empleador	y	trabajador’;	Quinto.-	Que,	a	mayor	abundamiento	debe	tenerse
en	cuenta	que	el	actor	al	momento	de	los	hechos	desempeñaba	un	cargo	de
dirección	dentro	de	la	organización	de	la	emplazada	al	ser	jefe	de	grupo
mantenimiento	planta	externa,	por	lo	cual,	mal	puede	alegar
desconocimiento	de	las	normas	internas	que	regían	en	el	centro	de	trabajo	y
las	contenidas	en	las	disposiciones	legales	(...).”	(RSL,	1ra	Sala,	Exp.	3853-
97-IND,	set.	09/97.	V.	P.	Sifuentes	Stratti)
JURISPRUDENCIA.—Los	servicios	prestados	en	un	establecimiento	de	la
competencia	durante	las	vacaciones	del	trabajador	constituyen	competencia
desleal.	“Para	el	desarrollo	de	una	relación	laboral	armoniosa,	es	necesario
que	se	base	en	la	confianza	mutua,	la	cual	fue	inobservada	por	la
demandante	al	incumplir	con	sus	obligaciones	de	trabajo	al	quebrantar	la
buena	fe	laboral	al	laborar	en	la	tienda	de	la	competencia	durante	sus
vacaciones	de	enero	de	1996,	hecho	que	fue	ratificado	por	la	propia	actora
en	su	carta	de	descargo	de	fojas	4	y	5,	aplicándose	el	aforismo	jurídico	‘a
reconocimiento	de	parte,	relevo	de	prueba’,	ya	que	las	vacaciones	solamente
suspenden	la	relación	laboral,	la	que	es	de	tracto	sucesivo;	que	siendo	ello
así	ha	quedado	acreditada	la	falta	grave	imputada	(...).”	(RSL,	4ta	Sala,	Exp.
4764-97-BS(S),	set.	26/97.	V.	P.	Araujo	Sánchez)
JURISPRUDENCIA.—Los	servicios	de	la	cónyuge	del	trabajador	a	una
contratista	de	su	empleador	no	pueden	ser	considerados	como	competencia
desleal.	“La	demandada	imputa	al	actor	el	incumplimiento	injustificado	de
sus	labores	que	supone	el	quebrantamiento	de	la	buena	fe	laboral	y	la
inobservancia	del	Reglamento	Interno	de	Trabajo	que	revisten	gravedad,
manifestadas	éstas	en	que	su	cónyuge	doña	(...)	en	su	condición	de	directora
gerente	de	(...)	S.	A.	vino	efectuando	actividades	para	(...)	S.	A.,	que	a	su	vez
es	contratista	de	(...)	S.	A.	lo	que	nunca	comunicó,	incumpliendo	de	esta
manera	los	numerales	16.7	y	16.8	del	Reglamento	Interno	de	Trabajo	(fojas
45);	que	subyace	de	los	cargos	atribuidos	la	existencia	del	quebrantamiento
de	la	buena	fe	laboral	y	la	competencia	desleal;	que	el	hecho	que	la	cónyuge
del	actor	sea	socia	de	una	empresa	que	ha	realizado	servicios	a	una
contratista	de	la	demandada	en	modo	alguno	puede	ser	considerado	como
competencia	desleal	por	cuanto	para	que	se	configure	dicha	falta	el
trabajador	sea	por	cuenta	propia	o	de	terceros	efectúa	la	misma	clase	de
actividad	que	está	obligado	a	desempeñar	para	su	empleador,	lo	cual	no	se
da	en	autos,	toda	vez	que	la	actividad,	el	giro	de	la	empresa	de	(...)	S.	A.	es	la
construcción	civil	como	lo	sostiene	la	misma	demandada	a	fojas	63,
actividad	que	es	totalmente	distinta	al	giro	de	la	(...)	S.	A.	a	lo	que	debe
agregarse	que	no	existe	vinculación	contractual	alguna	de	aquella	con	la
demandada,	sino	con	una	contratista	de	ésta;	que	de	otro	lado	no	se	ha
acreditado	en	autos	que	el	actor	tenga	un	cargo	de	tal	índole	que	le	haya
permitido	intervenir	o	apoyar	directa	o	indirectamente	la	concesión	de
servicios	a	la	demandada	o	de	decidir	o	influir	en	lo	más	mínimo	con	su
opinión	en	las	expresadas	concesiones,	no	habiendo	por	tanto	incurrido	el
actor	en	incumplimiento	injustificado	de	sus	obligaciones	que	supone	el
quebrantamiento	de	la	buena	fe	laboral	e	inobservancia	del	Reglamento
Interno	de	Trabajo	(...).”	(RSL,	4ta	Sala,	Exp.	5889-97-I-S,	oct.	22/97.	V.	P.
Torres	Gamarra)
JURISPRUDENCIA.—Información	falsa	entregada	al	empleador.	“Que,	se
advierte	entonces	que	la	falta	grave	como	causa	de	extinción	legítima	del
contrato	de	trabajo	debe	reunir	determinadas	características	suficientes
para	sustentar	la	validez	de	la	decisión	extintiva	del	empleador	a	saber:	a)	la
infracción	de	los	deberes	esenciales	que	impone	al	trabajador	el	contrato	de
trabajo	y	que	si	bien	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral	no
los	enumere	expresamente	subyacen	o	se	deducen	de	las	propias	causas	de
despido	que	constituyen	normas	secundarias	que	establecen	una
consecuencia	jurídica	para	el	caso	de	violación	de	las	normas	primarias	que
llevan	implícitas;	b)	la	gravedad	de	la	falta	grave	que	consiste	en	una	lesión
irreversible	al	vínculo	laboral	producida	por	acto	doloso	o	culposo	del
trabajador	que	hace	imposible	indeseable	la	subsistencia	de	la	relación
laboral	que	por	su	carácter	intuito	personal	por	la	vinculación	directa	a
veces	inmediata	y	constante	entre	el	empleador	y	trabajador	impide	que
pueda	sobrevivir	una	relación	que	ha	sido	destruida	por	la	desobediencia,	la
deslealtad,	el	engaño,	el	abuso	de	confianza	o	la	inmoralidad;	y	c)	la
culpabilidad	del	trabajador	que	alude	al	actuar	libre	y	no	necesario	del
trabajador	lo	que	determina	su	imputabilidad	y	por	consiguiente	su
responsabilidad	por	el	incumplimiento	de	las	obligaciones	laborales	que	le
conciernen	sean	estas	atribuibles	al	dolo	o	a	su	negligencia	inexcusable.
Sexto.-	Que,	es	a	partir	de	este	criterio	general	de	interpretación	de	la	falta
grave	que	debe	examinarse	las	faltas	que	en	numerus	clausus	delimita	el
mismo	artículo	veinticinco	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad
Laboral	entre	ellas	las	contenidas	en	los	literales	a	(primer	párrafo)	y	d)	que
determinan	que	son	faltas	graves:	a)	el	incumplimiento	de	las	obligaciones
de	trabajo	que	supone	el	quebrantamiento	de	la	buena	fe	laboral,	la
reiterada	resistencia	a	las	órdenes	relacionadas	con	las	labores,	la	reiterada
paralización	intempestiva	de	labores	y	la	inobservancia	del	Reglamento
Interno	de	Trabajo	o	del	Reglamento	de	Seguridad	e	Higiene	Industrial,
aprobados	o	expedidos,	según	corresponda,	por	la	autoridad	competente
que	revistan	gravedad;	y	d)	el	uso	o	entrega	a	terceros	de	información
reservada	del	empleador;	la	sustracción	o	utilización	no	autorizada	de
documentos	de	la	empresa;	la	información	falsa	al	empleador	con	la
intención	de	causarle	perjuicio	u	obtener	una	ventaja;	y	la	competencia
desleal.	Sétimo.-	Que,	así	cuando	se	alude	al	:	a.1)	‘incumplimiento	de
condiciones	de	trabajo	que	supone	el	quebrantamiento	de	la	buena	fe
laboral’,	debemos	entender	que	el	contenido	estricto	de	esta	falta	reside	en
el	incumplimiento	del	trabajador	de	las	labores	que	tiene	asignadas	en	la
empresa	es	decir	las	‘obligaciones	de	trabajo’	cuyo	incumplimiento	se
tipifica	como	falta	grave	se	encuentra	referido	al	contenido	propio	y
específico	de	la	labor	que	toca	ejecutar	al	trabajador	y	no	lato	sensu	como
conjunto	de	obligaciones	que	impone	la	relación	de	trabajo	lo	cual
supondría	subsumir	en	este	supuesto	todas	infracciones	a	las	obligaciones
derivadas	del	contrato	de	trabajo,	a.2)	‘la	inobservancia	del	Reglamento
Interno	de	Trabajo	o	del	Reglamento	de	de	Seguridad	e	Higiene	Industrial’
cuando	revista	gravedad,	es	decir,	si	posee	la	trascendencia	necesaria	para
considerarla	falta	grave	y	sancionarla	con	el	despido;	y	d.1)	‘proporcionar
información	falsa	al	empleador	con	la	intención	de	causarle	perjuicio	u
obtener	una	ventaja’	debe	interpretarse	que	el	elemento	material	u	objeto
es	el	dato	falso	que	el	trabajador	suministra	al	empleador	pero	para	que	se
configure	la	falta	es	necesario	que	concurra	un	elemento	subjetivo	el	animus
nocendi	del	trabajador	con	el	propósito	de	obtener	una	ventaja	para	sí.
Octavo.-	Que,	bajo	este	marco	jurídico	es	indudable	que	se	ha	incurrido	en
una	errónea	interpretación	del	literal	d)	del	artículo	veinticinco	del	Decreto
Supremo	número	cero	cero	tres	-	noventisiete	-	TR	pues	para	la
configuración	de	la	falta	referida	a	‘proporcionar	información	falsa	al
empleador’	no	basta	la	acreditación	del	hecho	objetivo	de	la	información
falsa	sino	que	también	se	requiere	para	la	configuración	de	tal	falta	que	la
falsedad	obedezca	a	la	voluntad	del	trabajador	de	causar	perjuicio	al
empleador,	lo	que	no	se	ha	demostrado	en	el	caso	de	autos.	También	debe
concluirse	que	el	ad	quem	yerra	al	interpretar	el	literal	a)	del	artículo
veinticinco	aludido	cuando	entiende	que	por	la	información	falsa
proporcionada	por	el	demandante	se	ha	configurado	falta	grave	por
‘incumplimiento	de	condiciones	de	trabajo	que	supone	el	quebrantamiento
de	la	buena	fe	laboral’	dado	que	como	se	ha	dicho	esta	se	encuentra
vinculada	al	cumplimiento	de	las	obligaciones	específicas	de	la	función	o
puesto	que	desempeña	el	trabajador.	Noveno.-	Que,	igualmente	la	sala
laboral	incurre	en	error	al	interpretar	el	primer	párrafo	del	literal	a)	del
artículo	veinticinco	del	Decreto	Supremo	número	cero	cero	tres	-
noventisiete	-	TR	en	lo	que	respecta	a	la	inobservancia	del	Reglamento
Interno	de	Trabajo	o	del	Reglamento	de	Seguridad	e	Higiene	Industrial,
porque	no	se	ha	demostrado	que	el	hecho	que	el	demandante	haya
proporcionado	información	falsa	en	relación	a	su	parentesco	con	otros
trabajadores,	revista	de	la	gravedad	necesaria	para	estimar	configurada
dicha	falta	al	no	haberse	acreditado	el	perjuicio	o	daño	cierto	y	objetivo	que
produjo	esta	conducta	del	demandante	en	la	accionada.	Décimo.-	Que,	en
consecuencia	merece	calificarse	como	arbitrario	el	despido	sufrido	por	el
actor	al	no	haberse	configurado	las	supuestas	faltas	graves	que	lo
motivaron,	en	efecto,	los	hechos	que	se	le	atribuyen	aun	cuando	ciertamente
importen	la	infracción	al	deber	de	veracidad	por	su	naturaleza	y	entidad	no
pueden	válidamente	sustentar	razonable	y	proporcionalmente	la	sanción
máxima	de	despido	adoptada,	cuando	más	si	en	su	ponderación	debe
tenerse	en	cuenta	los	antecedentes	laborales	del	demandante	que	resaltan
de	la	ficha	de	evaluación	de	desempeño	de	fojas	catorce	a	dieciocho	y	de	la
constancia	de	fojas	trece	donde	aparece	acreditado	su	buen	desempeño
profesional	y	la	responsabilidad,	eficiencia	e	identificación	con	la
institución,	por	lo	que	le	corresponde	la	indemnización	tarifada	que	reclama
tal	como	así	lo	ha	reconocido	el	a	quo	en	la	apelada.	Resolución:	Declararon
fundado	el	recurso	de	casación”	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y
Social.	Exp.	2147-2004-Lima,	nov.	23/2005)
JURISPRUDENCIA.—Debe	existir	razonabilidad	y	proporcionabilidad	en	la
imposición	de	sanciones	de	acuerdo	al	RIT.	“(…)	el	despido	del	demandante
viola	el	derecho	constitucional	al	debido	proceso	sustantivo	porque	la
emplazada,	al	momento	de	imponer	la	sanción	al	actor,	lo	hizo	en
contravención	de	los	principios	de	razonabilidad	y	proporcionabilidad,	toda
vez	que	no	tuvo	en	cuenta	lo	establecido	en	(…)	su	propio	Reglamento
Interno	de	Trabajo,	(…)	en	el	sentido	de	que	‘(...)	las	faltas	que	cometiera	el
trabajador,	dan	lugar	a	las	medidas	disciplinarias	que	pueden	ir	desde	una
amonestación	verbal	hasta	un	despido,	según	sea	la	gravedad	de	la	falta
cometida	y	de	acuerdo	a	ley.’	(…);	‘Al	imponer	las	sanciones	disciplinarías,	la
empresa	tendrá	en	cuenta	las	circunstancias	y	los	antecedentes	de	los
trabajadores	obrando	siempre	con	equidad,	buena	fe	(...)’.
Por	consiguiente,	la	sanción	impuesta	al	recurrente	resulta
desproporcionada	e	irrazonable,	pues	los	hechos	que	se	imputan	al
trabajador,	y	que,	a	criterio	de	la	empleadora,	constituirían	la	falta	grave
imputada,	en	modo	alguno	justifican	la	imposición	de	la	sanción	más	grave,
que	es	el	despido	de	trabajador.	Asimismo,	debe	tenerse	en	cuenta	que	la
emplazada	no	ha	argumentado	que	el	demandante	tenga	antecedentes
disciplinarios,	razón	por	la	que	debe	concluirse	que	la	sanción	impuesta
(despido)	no	fue	la	más	adecuada	e	idónea.	(…).”	(T.	C.,	Exp.	02267-2009-
PA/TC,	mar.	17/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
DOCTRINA.—Deber	de	discreción.	Exigencia	moral.	 “(...)	 Es	 otro	 deber
del	trabajador,	que	incluye	su	obligación	de	discreción,	reserva	o	secreto	de
las	informaciones	a	las	que	tenga	acceso	y	que	exijan	esa	exactitud.
Se	trata	de	una	exigencia	moral	derivada	de	la	prestación	de	servicios	y	se
refiere	al	inexcusable	deber	de	todo	trabajador	de	no	revelar	los	secretos	de
la	 organización	 técnica	 y	 administración	 de	 la	 empresa	 a	 la	 que	 se	 halla
subordinado.
Este	deber	abarca	el	de	no	concurrencia.	El	trabajador	debe	abstenerse	de
ejecutar	negociaciones	por	cuenta	propia	o	ajena	que	pudieran	afectar	 los
intereses	 del	 empleador;	 excepto,	 por	 supuesto,	 la	 existencia	 de
autorización	 expresa	 de	 éste.	 Este	 deber	 se	 vincula	 con	 el	 principio	 de	 la
buena	fe	y	es	una	consecuencia	de	los	deberes	de	diligencia	y	colaboración
(...)”.	 (SARDEGNA,	 Miguel	 Ángel.	 Ley	 de	 Contrato	 de	 Trabajo,	 Editorial
Universidad,	1999;	págs.	311	y	313)
CONCURRENCIA	REITERADA	EN	ESTADO	DE	EMBRIAGUEZ
JURISPRUDENCIA.—Acreditación	de	la	concurrencia	al	trabajo	en	estado
etílico.	“De	lo	actuado	se	establece	que	el	despido	del	actor	es	improcedente
e	injustificado;	improcedente	por	cuanto	no	se	ha	respetado	el	principio	de
inmediatez	entre	la	oportunidad	del	conocimiento	o	investigación	de	la
supuesta	falta	grave	y	el	despido,	principio	recogido	en	el	artículo	6°	de	la
Ley	24514;	que	en	efecto,	de	acuerdo	al	informe	N°	22	que	corre	a	fojas	23
fue	recibido	por	la	Oficina	de	Personal	y	Gerencia	Administrativa	es
unilateral,	ya	que	en	el	caso	de	que	el	trabajador	se	constituye	a	laborar	en
estado	etílico,	éste	hecho	debe	ser	acreditado	con	prueba	idónea	como	es	la
intervención	policial,	a	efecto	de	llevarse	a	cabo	un	examen	etílico,	para
luego	determinar	el	porcentaje	de	alcohol	ingerido	por	el	trabajador,	hecho
que	no	se	ha	realizado	en	el	caso	de	autos;	que	la	carta	de	emplazamiento
cursada	al	actor	el	1	de	julio	de	1994	para	que	haga	uso	de	su	derecho	de
defensa	de	los	hechos	sucedidos	el	28	de	mayo	de	1994,	es	decir	más	de	30
días	de	haberse	producido	la	supuesta	falta	grave;	lo	que	atenta	contra	el
principio	de	inmediatez	(...).”	(RSL,	Exp.	5236-96-BS(S),	jul.	25/96.	V.	P.
Ampuero	de	Fuertes)
JURISPRUDENCIA.—No	se	requiere	reiterancia	en	caso	de	embriaguez	si	la
labor	desempeñada	es	especializada	y	el	descuido	causado	por	el	alcohol
puede	poner	en	riesgo	a	otros	trabajadores.	“Primero.-	que,	el	actor	demanda
reposición	en	su	centro	de	trabajo,	por	despido	injustificado	imputándole	el
cargo	de	haber	concurrido	a	laborar	en	estado	de	embriaguez;	Segundo.-
que,	el	contrato	laboral	confiere	al	trabajador	y	empleador	deberes	y
obligaciones;	que,	siendo	obligación	de	los	trabajadores	prestar	el	servicio
en	forma	personal,	asistiendo	puntualmente,	pues	el	trabajo	es	de	tracto
sucesivo,	y	lo	más	importante	la	lealtad	que	debe	guardarse	por	el	principal,
empleando	su	tiempo	con	la	mayor	eficiencia	posible	y	si	el	trabajo	es
especializado,	estar	presente	en	su	horario	de	trabajo	por	las	contingencias
que	pudiera	suceder,	y	no	paralizar	las	labores,	salvo	comunicación
oportuna;	Tercero.-	que,	la	doctrina	recogida	en	algunas	jurisprudencias,
señala	que	esta	causal	debe	ser	reiterativa,	y	comprobada	mediante	prueba
técnica	como	el	dosaje	etílico;	sin	embargo,	la	misma	doctrina	señala	que	la
concurrencia	a	trabajar	en	una	sola	oportunidad	en	estado	de	embriaguez	o
con	sustancias	alucinógenas	da	lugar	al	despido,	si	la	labor	del	trabajador	es
de	naturaleza	especializada,	lo	cual	constituye	un	hecho	de	gravedad;
Cuarto.-	que,	al	analizar	la	jurisprudencia	que	acompaña	el	actor	es
pertinente	referirse	a	medios	probatorios,	pues	esta	causal	justa	de	despido
se	comprueba	con	hechos	objetivos,	que	en	autos	obra	la	declaración	jurada
del	actor	de	fojas	dieciocho	donde	admite	haber	concurrido	en	estado	de
embriaguez	a	laborar,	y	lo	delicado	de	su	labor	se	grafica	en	la
decimosegunda	respuesta	de	su	declaración	de	parte;	Quinto.-	que,	con	el
criterio	de	unificación	de	la	jurisprudencia	nacional,	se	concluye	que	la
concurrencia	a	trabajar	en	estado	de	embriaguez,	para	que	constituya	falta
grave	y	causal	justa	de	despido,	debe	ser	reiterativo	y	debidamente
comprobada	con	pruebas	técnicas	como	el	dosaje	etílico	y,	su	negativa	a
pasar	dicho	examen	se	considera	como	reconocimiento	de	su	falta;	Sexto.-
que,	asimismo,	por	las	conclusiones	arribadas	se	concluye,	que	es	causal
justa	de	despido,	sin	que	sea	necesario	concurrir	de	manera	reiterada	en
estado	etílico	a	su	centro	de	trabajo,	cuando	el	trabajador	desarrolla	una
labor	especializada	que	pone	en	riesgo	el	desarrollo	normal	de	sus
actividades	y	el	de	otros	trabajadores,	debido	a	que	se	desempeña	como
técnico	electricista;	por	lo	que	declararon	Infundado	el	recurso	de	casación.”
(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	1068-97.	Lima,	may.
13/99)
JURISPRUDENCIA.—No	se	exige	reiterancia	cuando	la	labor	desempeñada
es	considerada	riesgosa.	“Que,	respecto	a	los	requisitos	de	fondo,	el
impugnante,	sin	invocar	ninguna	de	las	causales	descritas	en	el	artículo
cincuentiséis,	de	la	acotada	ley	procesal	denuncia	la	errónea	o	incorrecta
aplicación	del	artículo	veinticinco,	inciso	e),	del	Decreto	Supremo	cero	cero
tres	guión	noventisiete	guión	TR,	y	como	fundamento,	señala	que	el
juzgador	debió	calificar	si	la	labor	del	trabajador	resulta	peligrosa;	que	no
se	ha	determinado	ni	se	ha	probado	las	consecuencias	sufridas;	pues	el
actor	estuvo	laborando	en	estado	etílico	y	nada	le	pasó,	ni	mucho	menos	a
sus	compañeros	de	trabajo	ni	a	los	bienes	de	propiedad	de	la	empresa;	de
tal	manera,	la	causal	de	falta	grave	por	concurrencia	en	estado	de
embriaguez,	aunque	por	la	naturaleza	de	la	función	o	del	trabajo	revista
excepcional	gravedad,	no	es	aplicable	al	caso	de	autos	si	se	tiene	en	cuenta
que	no	es	reiterada,	ni	tuvo	antecedentes	similares;	que	lo	correcto	era
relacionar	este	hecho	con	la	primera	causal	prevista	en	el	literal	e),	del
artículo	veinticinco	del	Decreto	Supremo	cero	cero	tres	guión	noventisiete
guión	TR,	consistente	en	la	concurrencia	reiterada	en	estado	de	embriaguez,
pero	como	no	se	ha	dado	el	requisito	de	la	reiterancia,	el	actor	ha	sido
despedido	de	manera	irregular.	Tercero.-	Que,	respecto	a	esta	denuncia,	es
de	advertir,	que	si	bien	la	causal	de	errónea	o	incorrecta	aplicación	de	una
norma	de	derecho	material	no	se	encuentra	prevista	en	el	artículo
cincuentiséis	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo,	modificada	por	la	Ley
veintisiete	mil	veintiuno,	sin	embargo,	por	la	segunda	premisa	de	su
planteamiento	debe	entenderse	como	interpretación	errónea,	causal	que	sí
está	contemplada	en	el	inciso	b),	del	artículo	cincuentiséis	de	la	ley	procesal
acotada,	razón	por	la	cual	resulta	procedente	el	recurso	de	casación	por	esta
causal.	Cuarto.-	Que,	el	artículo	veinticinco,	inciso	e),	del	decreto	supremo
en	referencia,	establece	como	faltas	graves:	La	concurrencia	reiterada	en
estado	de	embriaguez	o	bajo	influencia	de	drogas	o	sustancias
estupefacientes	y,	aunque	no	sea	reiterada,	cuando	por	la	naturaleza	de	la
función	o	del	trabajo	revista	excepcional	gravedad.	La	autoridad	policial
prestará	su	concurso	para	coadyuvar	en	la	verificación	de	tales	hechos;	la
negativa	del	trabajador	a	someterse	a	la	prueba	correspondiente	se
considerará	como	reconocimiento	de	dicho	estado,	lo	que	se	hará	constar	en
el	atestado	policial	respectivo.	Quinto.-	Que,	esta	norma	debe	interpretarse,
estableciéndose	que	la	falta	contenida	en	ella	comprende	dos	supuestos;	el
primero	de	ello	consiste	en	que	el	trabajador	asista	a	sus	labores
reiteradamente	en	estado	de	ebriedad	o	bajo	el	influjo	de	drogas	o
sustancias	estupefacientes;	el	segundo,	no	requiere	reiterancia,	pues	la
gravedad	de	la	falta	queda	determinada	por	la	naturaleza	de	la	función	o
trabajo	que	desempeña	el	infractor;	en	este	segundo	supuesto,	la	falta	grave
deriva	de	la	falta	de	responsabilidad	inherente	a	la	función	o	labor	que	el
servidor	cumple	con	la	empresa.	Sexto.-	Que,	en	la	sentencia	recurrida	se	ha
determinado	que	las	labores	que	realizaba	el	actor,	eran	labores	riesgosas;
pues,	señala	textualmente	‘que	la	empresa	(...)	S.R.L.	ha	acreditado	que	las
labores	que	desempeñaba	el	trabajador	son	de	naturaleza	riesgosa,
corroborada	aún	más	en	mérito	al	contrato	de	afiliación	al	Seguro
Complementario	de	Trabajo	de	Riesgo	-	Salud	con	la	empresa	Rímac
Internacional	Seguros,	por	la	cual	la	empresa	desarrolla	actividades	de	alto
riesgo,	señaladas	en	el	anexo	de	la	Ley	veintiséis	mil	setecientos	noventa;
asimismo,	como	consecuencia	de	ello,	se	imputa	el	incumplimiento
injustificado	de	sus	obligaciones	laborales	precisadas	en	el	Reglamento
Interno	de	Trabajo	y	el	Reglamento	de	Seguridad	e	Higiene	Minera;	lo	que
igualmente	se	encuentra	acreditado,	aparte	de	haberse	dado	el	trámite
correspondiente’.	Sétimo.-	Que,	de	lo	antes	expuesto	se	tiene,	que	la
sentencia	sub	examine	no	ha	incurrido	en	interpretación	errónea	de	esta
norma,	pues	ha	interpretado	debidamente	la	falta	grave	con	la	concurrencia
en	estado	de	embriaguez	al	centro	de	trabajo,	aunque	no	sea	reiterada,	pero
que,	por	la	naturaleza	de	la	función	o	del	trabajo	reviste	excepcional
gravedad.	Resolución:	Declararon	Infundado	el	recurso	de	casación	venido
en	grado.”	(Cas.	Sala	Transitoria	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.
787-2002-Junín,	jul.	11/2003).
ACTOS	DE	VIOLENCIA
JURISPRUDENCIA.—La	acreditación	de	los	actos	de	violencia	contra	otros
trabajadores	no	requiere	de	denuncia	policial.	“Al	actor	se	le	imputaron	tres
faltas	graves,	la	primera	consistente	en	la	agresión	verbal	y	física	contra	sus
compañeros	de	trabajo;	la	segunda,	el	abandono	del	puesto	de	trabajo;	y,	la
tercera,	en	forma	genérica,	el	incumplimiento	injustificado	de	las
obligaciones	de	trabajo;	que,	en	el	caso	de	autos,	el	juez	ha	discernido	que	la
primera	falta	debió	probarse	con	la	denuncia	de	los	trabajadores	afectados,
ante	las	instancias	policiales,	quitándole	mérito	a	las	manifestaciones
unilaterales	de	los	trabajadores	afectados,	por	cuanto	no	se	consigna	el
nombre	del	funcionario	que	tomó	dichas	declaraciones,	siendo	insuficiente
su	valor	probatorio	–dice	el	juez–,	en	la	medida	que	constituyen
declaraciones	de	parte	unilaterales,	sin	presencia	del	Ministerio	Público	que
refuerce	su	valor	probatorio;	que,	estas	afirmaciones	judiciales	no	han
tenido	en	cuenta	los	criterios	que	orientan	la	apreciación	de	los	hechos,
según	los	cuales	debe	aplicarse	el	principio	de	unidad	y	congruencia	de	la
prueba,	debiendo	analizarse	en	su	conjunto	y	con	la	ayuda,	de	existir,	de	los
indicios	y	de	los	sucedáneos	probatorios;	que,	en	el	caso	de	autos,	se	tiene
que	la	conducta	del	actor	resulta	congruente	y	razonable,	si	se	tiene	en
cuenta	los	documentos	de	fojas	28	a	62,	referidos	a	actos	de	indisciplina	e
incumplimiento	de	labores,	que	por	su	número	y	reiteración	muestran
indicios	claros	de	conducta	irregular	en	el	desempeño	de	las	labores	de
trabajo,	resultando	contrarias	a	los	principios	de	lealtad	y	buena	fe	en	las
relaciones	de	trabajo,	resultando	contrarias	a	los	principios	de	lealtad	y
buena	fe	en	las	relaciones	de	trabajo;	que,	asimismo,	el	juez	debe	aplicar	el
artículo	191	del	Código	Procesal	Civil,	que	prescribe	que	todos	los	medios
de	prueba,	así	como	sus	sucedáneos,	aunque	no	estén	tipificados	en	este
código,	son	idóneos	para	lograr	la	finalidad	prevista	en	el	artículo	188	del
mismo	cuerpo	de	leyes,	que	a	su	vez	dispone	que	los	medios	probatorios
tienen	por	finalidad	acreditar	los	hechos	expuestos	por	las	partes,	producir
certeza	en	el	juez	respecto	de	los	puntos	controvertidos	y	fundamentar	sus
decisiones;	que,	según	el	artículo	197	de	esta	misma	norma,	todos	los
medios	probatorios	son	valorados	por	el	juez	en	forma	conjunta,	utilizando
su	apreciación	razonada;	por	lo	que	los	documentos	presentados	por	la
demandada	tienen	valor	probatorio,	en	tanto	que	su	finalidad	no	es
acreditar	ningún	ilícito	penal	sino	establecer	un	hecho	que,	en	materia
laboral,	está	tipificado	como	falta	grave;	que,	por	otro	lado,	el
incumplimiento	y	abandono	del	puesto	de	trabajo	por	parte	del	actor,	en
este	caso,	resultan	faltas	concomitantes	que	agravan	la	primera,	las	mismas
que,	como	ya	se	ha	glosado,	coadyuvan	a	la	certeza	objetiva	del	juzgador	de
que	el	trabajador	tuvo	una	conducta	negativa	durante	la	relación	laboral
(…).”	(RSL,	Exp.	5559-97-R-(S),	oct.	31/97.	V.	P.	Araujo	Sánchez)
JURISPRUDENCIA.—Para	que	proceda	el	despido	por	actos	de	violencia	se
debe	individualizar	al	trabajador	agresor.	“El	acta	de	verificación	está
constituida	por	la	certificación	policial	efectuada	el	3	de	octubre	de	1991,
fecha	en	que	la	emplazada	sostiene	cometió	el	actor	la	falta	grave	imputada
de	agresión	física	y	verbal,	advirtiéndose	de	su	contenido	que	la	autoridad
indicada	no	efectuó	la	individualización	de	los	trabajadores	que	incurrieron
en	la	falta	como	tampoco	se	identifica	al	demandante	como	autor	de	los
hechos	imputados	luego	en	la	carta	de	despido;	por	el	contrario	se	deja
constancia	en	dicha	certificación	que	los	diez	nombres	allí	consignados
entre	los	que	figura	el	actor	fueron	proporcionados	por	representantes	de	la
empresa,	lo	cual	resulta	ser	sólo	una	manifestación	de	parte;	que	la
fotocopia	presentada	por	la	emplazada	de	las	conclusiones	contenidas	en	el
atestado	policial	N°	171-DAS-L	tampoco	resultan	suficientes	laboralmente
por	sí	sola	para	probar	objetivamente	la	intervención	del	actor	en	la	falta
grave	imputada,	por	cuanto	no	explica	en	forma	alguna	en	qué	forma	y
circunstancias	fue	identificado,	haciendo	referencia	en	forma	genérica	a
actos	de	indisciplina,	faltamiento	grave	de	palabra	en	agravio	de	su
empleadora,	representantes	del	personal	jerárquico	y	de	sus	compañeros	de
labor,	sin	precisar	en	qué	consistieron	siendo	más	bien	una	repetición
literal	de	parte	del	texto	del	inciso	h)	del	artículo	5°	de	la	Ley	24514,
careciendo	por	ello	de	objetividad;	que	la	autoría	en	las	faltas	imputadas	no
se	puede	presumir	y	careciendo	de	comprobación	objetiva	las	imputadas	al
actor,	el	despido	del	que	fue	objeto	resulta	injustificado	(…).”	(RSL,	Exp.
3296-95-CD(S),	jun.	19/96.	V.	P.	Morales	González)
JURISPRUDENCIA.—El	ejercicio	del	derecho	a	la	libertad	de	expresión	del
trabajador	no	permite	la	injuria.	“(…)	el	Tribunal	Constitucional	considera
pertinente	señalar	que	la	buena	fe	laboral	impone	al	trabajador	que	en
ejercicio	de	su	derecho	a	la	libertad	de	expresión	no	formule	denuncias
calumniosas	ni	injuriosas	en	contra	del	empleador	y/o	de	los	trabajadores,
pues	en	estos	supuestos	estamos	ante	un	ejercicio	abusivo	e	irregular	del
derecho	a	la	libertad	de	expresión	que	merece	ser	sancionado.	(...)”.	(T.	C.,
Exp.	00342-2011-PA/TC,	jul.	04/2011.	S.	S.	Álvarez	Miranda)
JURISPRUDENCIA.—El	ejercicio	de	la	libertad	de	expresión	no	permite
alegar	hechos	falsos	o	no	probados,	por	quebrantar	la	buena	fe	laboral.	“(…)
se	concluye	que	el	demandante	no	ejerció	su	derecho	a	la	libertad	de
expresión	u	opinión	en	la	entrevista	publicada	en	el	diario	(…)	sino	que
utilizó	dicha	entrevista	para	brindar	determinada	información	a	través	de	la
cual	quería	dar	a	conocer	la	supuesta	comisión	de	irregularidades	por	parte
de	la	sociedad	emplazada.
(…)	En	consecuencia,	se	ha	podido	determinar	de	autos	no	sólo	que	la
información	que	proporcionó	el	recurrente	sobre	el	vehículo	(…)	no	era
cierta,	sino	que,	además,	tampoco	éste	pudo	acreditar	la	veracidad	de	las
supuestas	acciones	irregulares	en	las	que	habría	incurrido	la	sociedad
emplazada	a	las	que	hace	referencia	en	la	nota	periodística	titulada	“Alguien
beneficia	a	esta	contratista”,	ocasionando	así	el	resquebrajamiento	de	la
buena	fe	laboral	que	es	fundamental	en	toda	relación	laboral,	por	lo	que
corresponde	desestimar	la	demanda.	(...)”.	(T.	C.,	Exp.	03884-2010-PA/TC,
set.	26/2011.	S.	S.	Álvarez	Miranda)
FALTAMIENTO	DE	PALABRA
JURISPRUDENCIA.—Las	misivas	agraviantes	al	personal	jerárquico	del
empleador	constituyen	falta	grave.	“Es	causal	de	despido	en	conformidad
con	el	inciso	h)	del	artículo	5°	de	la	Ley	24514,	aplicable	al	caso	a	tenor	de	la
Segunda	Disposición	Transitoria	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	la	grave
indisciplina	o	el	faltamiento	grave	de	palabra	en	agravio	del	empleador,	de
sus	representantes,	del	personal	jerárquico	y	de	sus	compañeros	de	labor;
que	al	haberse	imputado	esta	falta	a	la	trabajadora,	el	caso	de	autos	se
remite	a	establecer	con	prescindencia	de	sus	hechos	motivantes,	si	la	carta
que	la	trabajadora	dirige	al	gerente	de	relaciones	industriales	con	fecha	06
de	junio	de	1994	configura	una	grave	indisciplina	o	faltamiento	grave	de
palabra,	en	cuya	virtud	las	testimoniales	de	ambas	partes	dirigidas	a
establecer	hechos	distintos	a	la	falta	grave	imputada	resultan	pruebas
impertinentes;	que	del	tenor	de	dicha	carta	que	corre	en	original	a	fojas	36-
37	se	aprecia	una	actitud	de	desafío	y	agresión	de	parte	de	la	demandante
hacia	el	gerente	de	relaciones	industriales	de	la	demandada,	al	calificar	su
comportamiento	y	personalidad	con	términos	inadecuados	respecto	a	la
autoridad	que	se	deposita	en	dicho	funcionario;	que	al	concluir	la	carta	con
frases	amenazantes	que	involucran	a	la	organización	sindical	a	la	que
pertenece	esta	parte,	se	resquebraja	la	disciplina	que	debe	mantenerse	en
todo	centro	de	trabajo,	en	resguardo	del	principal	deber	del	contrato	de
trabajo	cual	es	la	subordinación;	que	la	difusión	que	se	ha	dado	de	estos
hechos	al	interior	de	la	empresa,	como	se	aprecia	de	la	abundante	prueba
documental	presentada,	demuestra	la	gravedad	de	la	infracción	al	servir
como	antecedente	de	las	actitudes	que	podrán	adoptar	los	subordinados
respecto	a	sus	superiores,	por	lo	que	se	ha	configurado	la	falta	grave	(…).”
(RSL,	2da	Sala,	Exp.	1238-95-R(S),	oct.	01/96.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—Para	la	procedencia	de	la	falta	grave	por	faltamiento
de	palabra,	el	agraviado	debe	exponer	con	detalle	los	términos	que	considera
agraviantes.	“La	falta	grave	que	da	lugar	al	despido	debe	probarse
fehaciente	e	indubitablemente;	que,	conforme	a	la	carta	de	preaviso	de
despido	los	hechos	se	sustentan	en	que	el	actor	el	17	de	agosto	de	1993	en
horas	de	la	mañana	trató	de	agraviar	al	gerente	de	seguridad	de	la	Empresa
(...)	y	a	tres	vigilantes	particulares	de	la	Compañía	(...)	S.	A.	que	prestan
servicios	para	la	empresa	accionada;	que,	trató	de	ingresar	al	local	lo	que
fue	impedido	por	la	oportuna	intervención	de	la	Policía	Nacional	que	se
encontraba	en	el	lugar;	que	asimismo	el	03	de	setiembre	de	1993,	en
compañía	de	otros	trabajadores	reincidió	en	impedir	el	ingreso	a	ejecutivos,
empleados	de	la	oficina	administrativa	de	la	empresa	sito	en	avenida	Larco
N°	658-Miraflores,	así	como	a	los	vendedores	de	la	tienda,	además	de	hacer
pintas	en	las	paredes	con	lemas	de	‘Bata	explotador’,	‘genocida’,	‘pliego
solución’	(…);	es	así	que	se	imputan	las	faltas	señaladas	en	los	incisos	h)	e	i)
del	artículo	5°	de	la	Ley	N°	24514	y	que	se	refiere	a	incurrir	en	actos	de
violencia,	grave	indisciplina	o	faltamiento	grave	de	palabra	en	agravio	del
empleador,	de	sus	representantes,	del	personal	jerárquico	o	de	sus
compañeros	de	labor,	dentro	del	centro	de	trabajo	o	fuera	de	él	cuando	los
hechos	se	deriven	directamente	de	la	relación	laboral;	así	como	causar
intencionalmente	graves	daños	materiales	en	los	edificios,	instalaciones,
obras,	maquinarias	y	demás	bienes	de	propiedad	de	la	empresa	o	en
posesión	de	ésta;	que,	para	probar	los	hechos	mencionados	la	demandada
ofrece	en	parte	de	prueba	dos	certificaciones	policiales	y	un	memorándum
de	fojas	18,	se	infiere	que	en	todo	caso	no	hubo	agresión	al	señor	(...),	jefe	de
seguridad,	ni	ingresaron	al	local,	ni	se	consumaron	daños	materiales,	pues
sólo	hubo	en	todo	caso	pretensión;	y,	en	cuanto	a	los	insultos	de	grueso
calibre	al	señor	(...),	no	es	posible	determinar	si	las	expresiones	vertidas
contienen	o	no	voluntad	de	agravio	o	de	simple	protesta	por	el	clima	de	la
huelga,	toda	vez	que	corresponde	al	magistrado	valorar	el	adjetivo	que	se
imputa	como	ofensa,	por	lo	demás	no	está	probado	el	contenido	de	la
ocurrencia	policial	del	03	de	setiembre	de	1993,	corriente	a	fojas	24	pues	de
su	propia	lectura	aparece	que	el	Policía	Nacional,	entonces,	sólo	indagó	por
el	nombre	de	los	‘cabecillas	incitadores	de	actos	vandálicos’;	que,	aparte	los
actos	de	violencia	y	grave	indisciplina	para	que	se	constituyan	en	falta	grave
requiere	de	la	existencia	de	daños	materiales	y	el	faltamiento	grave	de
palabra	obliga	al	presunto	agraviado	exponer	con	detalle	las	frases	que
considera	ofensivas	para	que	la	autoridad	jurisdiccional	valore	su	contenido
(...).”	(RSL,	Exp.	2056-95-R(S),	jun.	10/96.	V.	P.	Anchante	Pérez)
JURISPRUDENCIA.—Probanza	del	faltamiento	grave	de	palabra.	“El
faltamiento	grave	de	palabra	es	un	hecho	que	protagonizado	verbalmente,
debe	probarse	en	forma	especial	a	través	de	testigos	presenciales,	ya	que	la
audición	de	los	términos	ofensivos	es	el	único	medio	de	constatar	tal	hecho;
que	la	emplazada	ha	actuado	estos	medios	probatorios	agotándolos	en	todo
su	contexto,	habiendo	tenido	oportunidad	el	actor	de	buscar	la
contradicción	de	las	declaraciones,	así	como	la	impugnación	de	sus
resultados;	que	sin	embargo,	de	lo	actuado	de	desprende	que	los	hechos
centrales	con	los	que	se	tipifica	la	falta	grave	imputada	al	demandante,	han
sido	acreditados,	ya	que	todos	los	testigos	y	las	instrumentales	presentadas
coinciden	en	que	el	día	08	de	octubre	de	1992	se	produjo	un	enfrentamiento
verbal	entre	el	demandante	y	el	rector	de	la	universidad	demandada,	donde
se	vertieron	términos	agraviantes	a	la	investidura	de	la	autoridad
universitaria	los	mismos	que	se	reiteran	en	la	carta	de	descargo	del	actor	de
fojas	02,	cuyo	contenido	refleja	una	actitud	beligerante	de	esta	parte,	por	lo
que	se	ha	tipificado	la	falta	señalada	en	el	inciso	h)	del	artículo	5°	de	la	Ley
24514;	que	las	contradicciones	que	atribuye	el	actor	a	algunas	de	las
declaraciones	testimoniales	se	refieren	a	la	descripción	de	las
circunstancias	colaterales	en	que	ocurrieron	los	hechos,	las	mismas	que	no
tienen	incidencia	en	la	falta	misma	(…).”	(RSL,	3ra	Sala,	Exp.	3597-93-R(S),
abr.	07/94.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—La	acusación	de	chantaje	dirigida	contra	un
representante	del	empleador	es	falta	grave.	“En	el	memorial	de	fecha
diecisiete	de	abril	de	1997	suscrito	por	la	demandante	con	otros
trabajadores,	ésta	acusa	a	la	representante	de	su	empleadora	de	chantaje,
expresión	que	conforme	se	define	en	el	Diccionario	de	Derecho	Usual	de
Guillermo	Cabanellas,	es	un	vocablo	‘con	el	que	se	designa	una	de	las	formas
de	estafa	especial’,	advirtiéndose	de	ello	el	faltamiento	de	palabra	escrita
incurrido,	encontrándose	justificado	el	despido	conforme	lo	ha	apreciado	el
juez,	no	pudiendo	considerarse	como	atenuante	de	tal	conducta,	las
circunstancias	aludidas	por	la	accionante	en	su	apelación,	por	cuanto	en
cualquier	situación	el	trabajador	se	encuentra	obligado	a	observar	el	debido
respeto	por	su	empleador	(…).”	(RSL,	Exp.	7370-97-BS(S),	ene.	20/98.	V.	P.
Morales	González)
JURISPRUDENCIA.—El	hecho	de	que	la	trabajadora	envíe	una	comunicación
al	Presidente	del	Consejo	de	Ministros	imputando	de	acciones	graves	al	jefe	de
una	repartición	pública,	individualizándolo	con	nombre	propio,	constituye
falta	grave.	“Tercero.-	Que,	conforme	se	ha	acreditado	en	autos	a	través	de	la
instrumental	de	fojas	treintiuno	a	treinticinco,	la	actora	dirigió	una	carta	al
Presidente	del	Consejo	de	Ministros	mediante	la	cual	imputa	cargos	graves
al	señor	(...),	gerente	general	de	la	Empresa	(...)	Sociedad	Anónima,	quien
representa	a	su	empleador,	siendo	esta	carta	la	prueba	de	la	falta	grave.
Cuarto.-	Que,	si	bien	pudo	denunciar	anomalías	en	su	centro	laboral,	de
forma	genérica	y,	sin	señalar	personas,	lo	contrario	constituye	falta	grave
sancionada	con	el	cese	laboral,	por	haberse	incurrido	en	causal	de	despido.
Quinto.-	Que,	además	los	hechos	denunciados	no	perjudican	los	derechos
laborales	de	la	actora,	en	razón	del	propio	dicho	de	ésta,	consignados	en	su
demanda,	donde	señala	que	los	hechos	denunciados	deben	y	tienen	que	ser
debidamente	investigados	por	razones	de	bien	colectivo,	por	lo	que,
aplicando	el	principio	apodíctico	de	la	prueba	confesional	a	confesión	de
parte	relevo	de	prueba.
(...).
Resolución:
Declararon	Infundado	el	Recurso	de	Casación.”	(Cas.	Sala	de	Derecho
Constitucional	y	Social.	Exp.	3529-97.	Lima,	jun.	18/99)
JURISPRUDENCIA.—Es	falta	grave	transmitir	por	la	vía	del	correo
electrónico	un	mensaje	injuriante	al	empleador.	“Que,	el	recurrente	denuncia:
i)	la	interpretación	errónea	del	artículo	veintinueve	literal	a)	del	Decreto
Supremo	número	cero	cero	tres	-	noventisiete	-	TR	sosteniendo	que	la	sala
superior	efectuó	una	interpretación	errónea	en	la	lectura	literal	y	estática
de	la	norma	denunciada	bajo	la	apreciación	que	no	existe	nexo	causal	entre
la	falta	y	la	disposición	legal	acotada	olvidando	la	trascendencia	y
naturaleza	de	los	derechos	en	conflicto	cuando	para	desentrañar	su	ratio
legis	debió	recurrir	a	la	Constitución	Política,	a	los	principios	generales,	a	la
doctrina	y	a	la	jurisprudencia	y	en	especial	al	principio	de	igualdad	de
oportunidades	sin	discriminación,	en	razón	que	no	ha	cometido	falta	grave
al	no	ser	autor	ni	partícipe	del	correo	materia	de	la	supuesta	falta	que	fue
recepcionada	y	retransmitida	también	por	cinco	trabajadores	pero	que	no
fueron	despedidos	lo	que	revela	el	tratamiento	discriminatorio	no	habiendo
además	cumplido	con	entregarle	la	demandada	el	reglamento	interno	de
trabajo,	ii)	el	desconocimiento	de	los	derechos	y	principios	laborales	de
jerarquía	constitucional	y	los	principios	generales	de	derecho	dado	que	los
órganos	de	instancia	al	momento	de	juzgar	no	apreciaron	las	pruebas	en	su
conjunto	para	establecer	su	responsabilidad	pues	resulta	ilógico	que	por	su
condición	de	padre	de	familia	con	veinte	años	de	servicios	ininterrumpidos
pueda	ser	autor	y/o	partícipe	de	la	falta	grave	que	se	le	atribuye	y	que
reconoce	en	el	ejercicio	pleno	de	su	derecho	constitucional	de	la	privacidad
de	las	comunicaciones,	ha	informado	a	otros	compañeros	de	trabajo	para
indagar	sobre	su	apreciación,	habiendo	las	co	demandadas	en	forma
concertada	pre	fabricado	la	falta	grave,	la	misma	que	sembraron	vía	correo
electrónico,	omitiendo	de	este	modo	la	sentencia	materia	de	casación
pronunciarse	sobre	la	forma	y	circunstancias	que	como	nexo	casual	del
despido	vulnera	su	derecho	al	secreto	de	las	comunicaciones	cuando
además	no	es	el	productor	ni	operador	del	correo	electrónico,	en	tal	calidad
no	tenía	la	intención	alguna	de	injuriar	y/o	faltar	el	respeto	al	superior	por
lo	que	no	se	ha	demostrado	a	la	luz	del	principio	de	primacía	de	la	realidad
la	existencia	de	una	falta	como	causa	válida	del	cese;	y	iii)	la	contradicción
jurisprudencial;	Tercero:	Que,	la	causal	de	interpretación	errónea	de	una
norma	de	derecho	material	se	configura	a	partir	de	la	equivocación	o	error
del	contenido	o	sentido	de	la	norma	en	virtud	del	desconocimiento	de	los
principios	de	interpretación,	haciéndole	producir	consecuencias	que	no
resultan	de	su	contenido;	Cuarto:	Que,	de	acuerdo	a	lo	contemplado	en	el
artículo	cincuentiocho	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo	al	invocarse	dicha
causal	es	de	cargo	del	impugnante	precisar	el	sentido	equivocado	asignado
por	el	juzgador	a	la	norma	material	que	se	trate	y	la	propuesta	de
interpretación	que	a	su	juicio	es	la	correcta,	la	misma	que	debe	encontrarse
sustentada	en	el	derecho,	en	la	doctrina	o	en	la	jurisprudencia	y	formularse
con	sindéresis	por	tanto	no	puede	ser	ocurrente	o	arbitraria;	Quinto:	Que,
sin	embargo	el	accionante	no	cumple	con	señalar	cual	es	el	sentido
equivocado	asignado	por	la	sala	superior	al	literal	a)	del	artículo
veintinueve	del	Decreto	Supremo	número	cero	cero	tres	-	noventisiete	-	TR
ni	con	explicar	en	forma	clara	y	precisa	cuál	es	el	correcto	sentido	y	alcance
que	le	otorga,	limitándose	a	proponer	el	marco	jurídico	bajo	el	cual	debió
haberse	efectuado	su	interpretación	e	incidiendo	esencialmente	en	el	hecho
que	no	fue	responsable	de	los	hechos	que	configuraron	la	falta	grave
(contribuir	activamente	en	la	difusión	de	un	correo	electrónico	que
agraviaba	al	gerente	de	Logística	y	Servicios	Generales)	que	justificó	su
despido;	Sexto:	Que,	en	este	mismo	argumento	funda	su	segunda	denuncia,
que	de	lo	precedentemente	descrito	gira	alrededor	de	los	hechos	que	el
recurrente	entiende	probados	y	de	la	valoración	de	los	elementos	de	prueba
y	sucedáneos	que	determinan	su	posición	que	al	no	haber	sido	acogida	en	la
recurrida,	entiende	configura	una	deficiente	valoración	de	la	prueba
actuada	en	el	proceso;	Sétimo:	Que,	al	respecto	no	sólo	debe	advertirse	que
la	causal	propuesta	en	la	denuncia	contenida	en	el	numeral	ii)	no	se
encuentra	contemplada	como	tal	en	el	artículo	cincuentiséis	de	la	Ley
Procesal	del	Trabajo	para	la	interposición	del	recurso	de	casación	sino	que
el	examen	de	este	medio	impugnatorio	por	su	naturaleza	extraordinaria	y
de	iure	necesariamente	debe	partir	de	los	hechos	establecidos	por	las
instancias	de	mérito	que	a	partir	de	los	elementos	de	prueba	y	sucedáneos
actuados	en	el	proceso	–que	incluye	el	propio	reconocimiento	del
demandante–	han	establecido	que	el	actor	efectivamente	incurrió	en	la	falta
que	motiva	su	despido	lo	que	no	produce	convicción	que	éste	tuvo	por
motivo	su	afiliación	y	actividades	en	su	organismo	sindical;	de	allí	que	la
evaluación	de	los	fundamentos	fácticos	antes	relevados	impondría	a	esta
sala	suprema	la	obligación	de	revalorizar	la	prueba	actuada	y	apreciar	los
hechos	que	escapan	a	los	fines	que	reconoce	al	recurso	de	casación	el
artículo	cincuenticuatro	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo,	en	consecuencia	las
denuncias	descritas	en	los	numerales	i)	y	ii)	devienen	en	improcedentes;
Octavo:	Que,	los	principios	que	informan	a	nuestro	sistema	legal	participan
de	una	escala	axiológica	que	impregna	el	Estado	de	derecho;	en	el	ámbito	de
las	opiniones	doctrinarias	se	destaca	como	principio	superlativo	el	tuitivo
en	materia	laboral,	constituyéndose	como	uno	de	protección	al	trabajador
que	en	la	mayoría	de	casos	en	que	se	controvierten	los	derechos	laborales
viene	a	ser	la	parte	más	débil	de	la	relación	de	trabajo	frente	al	estatus	que
corresponde	al	empleador;	asimismo	teniendo	en	cuenta	el	postulado	de	la
gratuidad	de	la	administración	de	justicia	preceptuado	en	la	Ley	Orgánica
del	Poder	Judicial,	Decreto	Legislativo	número	setecientos	sesentisiete,
dispuesto	en	el	inciso	i)	del	artículo	veinticuatro	del	Texto	Único	Ordenado
del	Decreto	Supremo	número	cero	diecisiete	-	noventitrés	-	JUS,	de	fecha
dos	de	junio	de	mil	novecientos	noventitrés,	concordante	con	la	parte	final
del	artículo	cincuenticinco	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo	número	veintiséis
mil	seiscientos	treintiséis;	en	consecuencia	la	recurrente	se	encuentra
exenta	de	la	multa	que	se	refiere	el	primer	párrafo	del	artículo	trescientos
noventiocho	del	Código	Procesal	Civil;	Noveno:	Que,	respecto	a	la	causal
contenida	en	el	numeral	iii),	el	demandante	se	limita	a	enunciar	los	criterios
relevantes	que	aparecen	de	las	resoluciones	que	invoca	y	según	aduce,
respaldan	su	posición,	debiendo	precisar	la	similitud	existente	entre	dichos
pronunciamientos	y	la	contradicción	incurrida,	que	además	debe
encontrarse	referida	a	las	causales	de	aplicación	indebida,	interpretación
errónea	e	inaplicación	contempladas	para	la	interposición	del	recurso	de
casación;	por	estas	consideraciones:	declararon	improcedente	el	recurso	de
casación	interpuesto”.	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.
1439-2004-Lima,	oct.	28/2005).
JURISPRUDENCIA.—Si	bien	el	soporte	de	determinadas	comunicaciones	le
pertenece	a	la	empresa,	esto	no	significa	que	ésta	pueda	arrogarse	la
titularidad	de	tales	comunicaciones:	correo	electrónico	interceptado	para
imputar	una	falta	grave.	“(…)	la	Constitución	en	el	artículo	2.10)	establece
que	toda	persona	tiene	el	derecho	al	secreto	y	a	la	inviolabilidad	de	las
comunicaciones	y	documentos	privados	(…)	Los	documentos	privados
obtenidos	con	violación	de	este	precepto	no	tienen	efecto	legal.	(...)”.
(…)	si	bien	la	fuente	o	el	soporte	de	determinadas	comunicaciones	y
documentos	le	pertenecen	a	la	empresa	o	entidad	en	la	que	un	trabajador
labora,	ello	no	significa	que	ésta	pueda	arrogarse	en	forma	exclusiva	y
excluyente	la	titularidad	de	tales	comunicaciones	y	documentos,	pues	con
ello	evidentemente	se	estaría	distorsionando	el	esquema	de	los	atributos	de
la	persona,	como	si	estos	pudiesen	de	alguna	forma	verse	enervados	por
mantenerse	una	relación	de	trabajo.	En	tal	sentido,	si	bien	el	empleador
goza	de	las	facultades	de	organizar,	fiscalizar	y	sancionar,	de	ser	el	caso,	si	el
trabajador	incumple	sus	obligaciones;	esto	no	quiere	decir	que	se	vean
limitados	los	derechos	constitucionales	de	los	trabajadores,	como	lo
establece	el	artículo	23	(…)
En	tal	sentido,	en	el	presente	caso,	si	se	trataba	de	determinar	que	el
trabajador	utilizó	el	correo	electrónico	en	forma	desproporcionada	en	horas
de	trabajo	para	fines	distintos	a	los	que	le	imponían	sus	obligaciones
laborales,	la	única	forma	de	acreditarlo	era	iniciar	una	investigación	de	tipo
judicial,	habida	cuenta	de	que	tal	configuración	procedimental	la	imponía,
para	estos	casos,	la	propia	Constitución,	otorgándole	las	garantías	del	caso.
17.	Así,	de	la	carta	de	despido	se	desprende	que	la	emplazada	usó	los
correos	electrónicos	de	cuentas	privadas	para	imputar	falta	grave,	los
mismos	que,	según	la	Constitución,	carecerían	de	validez	si	se	obtuvieron
vulnerando	el	procedimiento	respectivo,	por	ser	medios	de	prueba	que
habrían	sido	obtenidos	ilícitamente.”	(T.	C.,	Exp.	04224-2009-PA/TC,
jul.19/2011	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—El	control	del	empleador	sobre	las	herramientas	de
trabajo	deberá	respetar	limitaciones	impuestas	por	la	Constitución.	“(…)	11)
Resulta	igualmente	contradictorio	que	si	la	constatación	notarial
simplemente	se	limitó	a	dar	cuenta	de	la	existencia	de	correos
pornográficos	supuestamente	remitidos	desde	la	computadora	del
recurrente,	(…),	se	haya	procedido	a	formular	cargos	incriminatorios	sin
verificar,	en	su	momento	y	en	la	forma	debida,	si	la	remisión	de	tales
correos	provenían,	o	no,	de	la	citada	maquina	asignada	al	recurrente.	En
lugar	de	ello,	la	demandada	no	solo	le	otorgó	certeza	total	a	la	citada
verificación	preliminar,	sino	que	el	mismo	día	en	que	le	cursó	la	carta	de
imputación	de	cargos	(...),	dispuso	prohibir	el	ingreso	al	recurrente	a	su
centro	de	trabajo,	conforme	se	acredita	con	las	constataciones	policiales	(...).
12)	Queda	claro	que	con	este	proceder	la	demandada	no	solo	no	acreditó,
en	ningún	momento,	que	de	la	computadora	del	recurrente	hubiesen
provenido	los	correos	calificados	de	pornográficos,	sino	que	impidió	que	el
demandante	pudiese	hacer	acopio	de	los	datos	e	informaciones	necesarios
para	hacer	sus	descargos.	(…)”
(...).
19)	Aun	cuando	es	inobjetable	que	toda	relación	laboral	supone	para	el
trabajador	el	cumplimiento	de	obligaciones;	y	para	el	empleador,	la	facultad
de	organizar,	fiscalizar	y,	desde	luego,	sancionar	a	quien	incumple	tales
obligaciones,	ello	no	quiere	decir	que	el	trabajador	deje	de	ser	titular	de	los
atributos	y	libertades	que	como	persona	la	Constitución	le	reconoce.	(…)”
(T.	C.,	Exp.	1058-2004-AA/TC,	ago.	18/04.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Secreto	e	inviolabilidad	de	las	comunicaciones	también
alcanza	al	correo	electrónico	y	al	comando	o	programa	de	mensajería
instantánea	entregados	al	trabajador.	“(…)	Ahora	bien,	para	determinar	si	el
derecho	al	secreto	y	a	la	inviolabilidad	de	las	comunicaciones	también
protege	el	correo	electrónico	y	el	comando	o	programa	de	mensajería
instantánea	que	es	proporcionado	por	el	empleador	a	sus	trabajadores,
resulta	pertinente	destacar	que	en	la	dogmática	existen	dos	posiciones
sobre	la	naturaleza	jurídica	de	estos	medios	técnicos	de	comunicación.
La	primera	postura	considera	que	el	correo	electrónico	y	el	comando	o
programa	de	mensajería	instantánea,	al	ser	proporcionadas	por	el
empleador,	son	herramientas	de	trabajo	que	pueden	ser	supervisadas,
intervenidas,	interceptadas	y	registradas	por	el	empleador,	sin	la	existencia
de	una	resolución	judicial	debidamente	motivada	que	lo	autorice.
En	cambio,	la	segunda	postura	considera	que	el	correo	electrónico	y	el
comando	o	programa	de	mensajería	instantánea	proporcionados	por	el
empleador	son	medios	de	comunicación	incluidos	dentro	del	ámbito	de
protección	del	derecho	al	secreto	y	a	la	inviolabilidad	de	las
comunicaciones.
6.	Reseñadas	estas	posturas,	considero	que	tanto	el	correo	electrónico
como	el	comando	o	programa	de	mensajería	instantánea	que	proporciona	el
empleador	a	sus	trabajadores,	son	formas	de	comunicación	que,	al	igual	que
la	correspondencia,	se	encuentran	protegidas	por	el	derecho	al	secreto	y	a	la
inviolabilidad	de	las	comunicaciones.	(…)
7.	En	atención	a	lo	expuesto,	debe	concluirse	que	el	empleador	se
encuentra	prohibido	de	conocer	el	contenido	de	los	mensajes	del	correo
electrónico	o	de	las	conversaciones	del	comando	o	programa	de	mensajería
instantánea	que	haya	proporcionado	al	trabajador,	así	como	de
interceptarlos,	intervenirlos	o	registrarlos,	pues	ello	vulnera	el	derecho	al
secreto	y	a	la	inviolabilidad	de	las	comunicaciones.
8.	Por	dicha	razón,	considero	que	el	mensaje	del	correo	electrónico	o	la
conversación	del	comando	o	programa	de	mensajería	instantánea	obtenida
con	violación	del	derecho	al	secreto	y	a	la	inviolabilidad	de	las
comunicaciones,	por	imperio	del	inciso	10)	del	artículo	2°	de	la	Constitución
es	una	prueba	prohibida	que	no	puede	ser	utilizada	para	iniciar	un
procedimiento	disciplinario	de	despido,	ni	puede	tener	el	valor	de	una
prueba	de	cargo	válida	para	sancionar	a	un	trabajador”.	(T.	C.,	Exp.	00114-
2011-PA/TC,	ene.	10/2012	S.	S.	Mesía	Ramírez)
TOMA	DE	LOCAL
JURISPRUDENCIA.—El	hecho	que	los	trabajadores	se	reúnan	en	zonas
adyacentes	al	centro	de	trabajo	no	configura	la	falta	grave	de	toma	del	local.
“Al	actor	se	le	imputa	mediante	carta	notarial	de	cargo	de	fojas	32	haber
participado	en	la	toma	del	local	laboral,	realizando	actos	de	violencia	el	día
11	de	junio	de	1993,	de	6.00	p.m.	a	8.00	p.m.	aproximadamente,	ilícito
laboral	contenido	en	el	inciso	h)	del	artículo	5°	de	la	Ley	24514,	siendo
despedido	por	carta	notarial	que	obra	a	fojas	31;	que,	la	prueba	relevante
ofrecida	durante	la	secuela	del	proceso	es	el	parte	policial	de	fojas	34	y	la
relación	adjunta	de	los	supuestos	trabajadores	participantes	en	el	referido
suceso	de	fojas	35,	parte	policial	que	si	bien	da	cuenta	de	los	sucesos	en
forma	generalizada,	no	acredita	fehacientemente	la	materialización	de	los
actos	de	violencia,	ni	la	supuesta	toma	del	local,	ya	que	el	referido
documento	textualmente	señala	‘(…)	que	los	trabajadores	se	encontraban
en	la	rampa	de	la	salida	y	no	dentro	del	local	y	que	luego	se	retiraron
pacíficamente	(...).’	(sic),	con	lo	que	no	se	ha	materializado	la	toma	del	local
ni	menos	daños	materiales,	máxime	si	no	se	individualiza	a	los	trabajadores
participantes	(...).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	1586-94-R(S),	mar.	07/95.	V.	P.
Yrivarren	Fallaque.)
INASISTENCIAS	INJUSTIFICADAS
JURISPRUDENCIA.—Inasistencias	injustificadas	por	más	de	tres	días.	“En	su
demanda,	el	actor	sostiene	que	entre	el	03	de	mayo	al	22	de	ese	mes	de
1996	se	le	concedió	licencia	sin	goce	de	haber	acreditando	su	dicho	con	la
boleta	de	permiso	de	fojas	10;	expresa	finalmente	que	al	constituirse	el	día
23	del	mes	referido	a	su	centro	de	trabajo	se	le	impidió	su	ingreso	sin
motivo	alguno,	lo	que	constituye	un	despido	de	hecho;	que,	desde	el	23	de
mayo	al	6	de	junio	de	1996	el	actor	no	efectuó	reclamación	alguna	ante	la
Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	ni	concurrió	a	la	Policía	Nacional	para
denunciar	su	despido	como	sí	lo	hizo	recién	el	día	7	de	junio	fecha	que
resulta	ser	la	misma	en	que	recibió	la	carta	notarial	de	preaviso	a	fojas	98;
que,	esta	circunstancia	aunada	al	hecho	de	que	la	constatación	policial	de
fojas	12	es	insuficiente	para	probar	el	despido	alegado,	hace	que	el	rubro
demandado	de	indemnización	especial	por	despido	resulte	infundado	ya
que	las	ausencias	injustificadas	desde	el	23	de	mayo	de	1996	al	05	de	junio
de	1996	se	encuentran	debidamente	acreditadas	por	lo	que	corresponde
revocar	la	apelada	en	este	punto	(...).”	(RSL,	4ta	Sala,	Exp.	4815-97-D(S).	V.
P.	De	La	Rosa)
JURISPRUDENCIA.—La	justificación	de	las	ausencias	debe	ser	comunicada
de	inmediato	al	empleador.	“Las	ausencias	al	trabajo	por	motivos	de
enfermedad,	deben	ser	comunicadas	inmediatamente	al	empleador,	a	fin	de
que	éste	adopte	las	medidas	del	caso	dirigidas	a	no	perjudicar	el	normal
desarrollo	de	las	labores;	que	esta	obligación,	que	emana	de	la	naturaleza
propia	de	toda	relación,	no	fue	cumplida	por	el	demandante,	por	cuanto
recién	al	presentar	su	descargo	vencido	el	plazo	y	cuando	ya	la	demandada
había	remitido	la	carta	de	despido,	informa	a	su	empleadora	que	se
encontraba	enfermo;	que	por	otro	lado,	el	solo	hecho	de	presentar	una
solicitud	a	su	empleador,	pidiendo	licencia	por	varios	meses,	por	la	salud	de
su	esposa	y	suegra,	no	lo	facultaba	ausentarse	de	su	centro	de	trabajo	sin
haber	recibido	respuesta	de	su	principal;	que	en	consecuencia	al	haberse
ausentado	de	sus	labores	por	más	de	03	días	ha	incurrido	en	falta	grave
(...).”	(RSL,	4ta	Sala,	Exp.	4956-97-BS(S),	oct.	01/97.	V.	P.	Serpa	Vergara)
JURISPRUDENCIA.—Los	motivos	de	las	ausencias	deben	ser	puestos	en
conocimiento	del	empleador	dentro	del	tercer	día	de	producidas.	“De
conformidad	con	el	artículo	37	del	Decreto	Supremo	01-96-TR,	Reglamento
del	Decreto	Legislativo	N°	728,	para	que	no	se	configure	el	abandono	de
trabajo	previsto	en	el	inciso	h)	del	artículo	58	de	la	ley,	toda	ausencia	al
centro	de	trabajo,	deberá	ser	puesta	en	conocimiento	del	empleador,
exponiendo	las	razones	que	le	motivan	dentro	del	tercer	día	de	producido;
que	la	doctrina	del	derecho	laboral	acoge	el	principio	general	de	la
razonabilidad	que	‘consiste	en	la	afirmación	esencial	de	que	el	ser	humano,
en	sus	relaciones	laborales	procede	y	debe	proceder	conforme	a	la	razón’,	lo
que	permite	al	juzgador	apreciar	los	hechos	controvertidos	con	criterio	de
justicia;	que	como	se	desprende	del	certificado	médico	que	corre	a	fojas	11
éste	fue	otorgado	el	primer	día	que	fue	atendido	por	el	facultativo	y	al
haberle	prescrito	7	días	de	descanso,	debió	poner	en	conocimiento	de	su
principal,	lo	cual	no	lo	hizo,	es	así	que	ni	siquiera	al	reintegrarse	a	sus
labores	presentó	el	certificado	médico,	sino	recién	cuando	presentó	su	carta
de	descargo,	por	lo	que	resulta	extemporáneo;	que	en	igual	sentido	se	han
pronunciado	reiteradas	ejecutorias;	que	la	testimonial	de	fojas	46,	no
prueba	que	el	demandante	haya	cumplido	con	su	deber	de	comunicar
oportunamente	a	su	empleador,	además	que	no	es	la	persona	autorizada
para	recibir	comunicaciones	de	los	empleados	por	motivos	de	ausencias
injustificadas;	que	en	consecuencia	al	haber	dejado	de	asistir	a	sus	labores
por	más	de	tres	días	consecutivos,	se	configura	la	falta	grave	tipificada	en	el
inciso	h)	del	artículo	58,	resultando	por	ello	justificado	el	despido	(...).”	(RSL,
Exp.	4224-97-I(S),	ago.	22/97.	V.	P.	Serpa	Vergara)
JURISPRUDENCIA.—El	plazo	para	comunicar	las	ausencias	podría
extenderse	de	presentarse	situaciones	de	caso	fortuito	o	fuerza	mayor	que	así
lo	justifiquen.	“El	plazo	para	comunicar	y	justificar	las	ausencias	al	centro	del
trabajo	es	de	tres	días	de	producida	la	ausencia;	que,	en	caso	de
incumplimiento	con	esta	formalidad,	se	tiene	que	las	ausencias	producidas
son	injustificadas,	por	cuanto	el	término	impuesto	por	la	ley	obedece	al
principio	de	seguridad	jurídica	y	al	legítimo	interés	del	empleador
perjudicado	por	la	ausencia,	no	siendo	amparable	la	justificación	del	actor
basada	en	hechos	que	no	constituyen	caso	fortuito	o	fuerza	mayor	sino
situaciones	suscitadas	por	su	propia	omisión	y	negligencia	(…).”	(RSL,	2da
Sala,	Exp.	5054-95-R(S),	jun.	04/96)
JURISPRUDENCIA.—El	otorgamiento	de	licencias	o	permisos	requiere	de
manifestación	expresa	por	parte	del	empleador.	“El	otorgamiento	de	las
licencias	o	permisos,	sean	éstos	con	o	sin	goce	de	haber	o	a	cuenta	de
vacaciones,	constituye	una	facultad	del	empleador,	que	requiere	de
aceptación	expresa	de	esta	para	que	el	trabajador	haga	uso	de	ellos	y	no
incurra	en	inasistencias	injustificadas	al	trabajo;	que	en	la	boleta	de	pago	de
fs.	1,	no	tachada	ni	impugnada	la	demandada	ha	consignado	como	‘días
laborados:	30’,	en	el	mes	de	enero	de	1993,	comprendiendo	de	esa	manera
los	días	del	25	al	30	a	que	se	refiere	la	carta	de	cargos	y	de	despido	(fs.	4	y
13),	y	su	solicitud	de	permiso	remitida	al	Presidente	del	Consejo	de
Administración	el	26	de	enero	(fs.	2);	sin	embargo	respecto	a	su	última
solicitud	de	licencia	entregada	a	la	demandada	el	dos	de	febrero	por	los	días
del	1	al	6	de	ese	mes,	la	actora	no	ha	acreditado	que	contara	con	la
aceptación	de	su	empleadora,	toda	vez	que	no	era	suficiente	la	presentación
de	su	pedido	para	que	pudiera	entenderse	por	aceptado,	tanto	más	si	el	día
04	la	demandada	mediante	la	carta	de	cargos	le	hace	ver	que	venía
inasistiendo	injustificadamente	y	sin	embargo	continuó	faltando	hasta	el	día
06	inclusive	conforme	se	advierte	de	la	copia	de	su	tarjeta	de	asistencia
acompañada	por	la	demandada	a	su	escrito	de	fs.	85	a	87,	asumiendo	una
actitud	de	indisciplina	frente	al	representante	de	su	empleadora;	que	al	no
haber	contado	con	el	permiso	correspondiente	las	inasistencias	de	la	actora
del	1	al	04	de	febrero	de	1993,	devienen	en	injustificadas,	por	más	de	03
días	consecutivos,	tipificada	como	falta	grave	(…).”	(RSL,	3ra	Sala,	Exp.	756-
94-R(S),	may.	02/95.	V.	P.	Morales	González)
JURISPRUDENCIA.—El	trabajador	debe	cumplir	con	justificar	sus
inasistencias	de	manera	válida	y	oportuna	al	empleador.	“(...)	Al	respecto
debe	señalarse	que	a	fojas	16	obra	la	historia	de	emergencia	del
demandante,	de	fecha	16	de	noviembre	del	2009,	en	la	cual	se	señala	que
fue	atendido	en	dicha	fecha	pero	no	se	advierte	en	dicho	documento	que	se
le	haya	otorgado	descanso	médico.	Asimismo	debe	indicarse	que	si	bien	a
fojas	102	obra	el	certificado	médico	en	el	que	se	consigna	que	se	le	habría
otorgado	descanso	médico	al	demandante	por	los	días	16	y	17	de
noviembre	del	2009,	sin	embargo	el	referido	documento	no	consta	con	un
sello	de	recepción	de	la	corporación	emplazada,	ni	se	ha	acreditado	de
modo	alguno	que	haya	sido	puesto	a	conocimiento	de	su	empleador.	Y	si
bien	el	recurrente	refiere	que	el	cargo	de	entrega	del	certificado	se
encontraba	en	su	escritorio	y	que	no	pudo	acceder	al	mismo	porque	no	se	le
permitió	el	ingreso	a	la	instalaciones	de	la	corporación	emplazada,	no
obstante	ello	de	autos	se	desprende	que	el	recurrente	reconoce	que	ingresó
a	su	centro	de	trabajo	los	días	10	y	11	de	noviembre	del	2009,	pese	a	lo	cual
tampoco	ha	cumplido	con	demostrar	la	existencia	del	documento	en
cuestión.
Asimismo	tampoco	se	ha	acreditado	debidamente	que	la	corporación
emplazada,	a	través	del	señor	(...),	haya	autorizado	al	demandante	que	no
asista	a	trabajar	los	días	23	y	30	de	noviembre	y	del	1	al	3	de	diciembre	del
2009,	toda	vez	que	sólo	existe	a	fojas	120	un	correo	electrónico,	de	fecha	4
de	diciembre	del	2009,	remitido	a	horas	22.53:26	p.m.,	–es	decir,	enviado
por	el	actor	después	de	haber	tomado	conocimiento	de	la	carta	de	preaviso
de	despido–,	por	medio	del	cual	el	recurrente	recién	estaría	justificando	sus
inasistencias.	(...).
Conforme	a	todo	lo	anterior	si	bien	sería	válido	concluir	que	el	demandante
no	ha	sido	objeto	de	un	despido	fraudulento	porque	los	hechos	imputados
como	faltas	graves	no	son	inexistentes,	en	cambio	si	se	ha	corroborado	que
el	demandante	no	cumplió	con	justificar	válida	y	oportunamente	a	su
empleador	sus	inasistencias	por	lo	que	resulta	legal	desestimar	la	demanda.
(...).”	(T.	C.,	Exp.	03510-2011-PA/TC,	dic.	05/2011.	S.	S.	Vergara	Gotelli)
IMPUNTUALIDAD	REITERADA
JURISPRUDENCIA.—El	despido	por	impuntualidad	reiterada	es	procedente
si	previamente	se	sancionó	al	trabajador	con	una	suspensión.	“La
impuntualidad	reiterada	en	la	asistencia	al	trabajo	asimilada	al
incumplimiento	injustificado	de	obligaciones	de	trabajo,	es	falta	grave
contemplada	en	el	inciso	a)	del	artículo	5°	de	la	Ley	N°	24514,	siempre	y
cuando	haya	sido	acusada	en	cada	caso	y	se	haya	aplicado	sanciones
disciplinarias	previas	de	amonestación	escritas	y	suspensiones,	conforme	lo
establece	el	inciso	c)	del	artículo	8°	del	Decreto	Supremo	N°	032-91-TR,	y
que	no	es	el	caso	de	autos	pues	en	los	memos	de	fojas	10	y	11	que	son
materia	de	acusación,	tan	solo	se	aplicó	como	sanción	la	amonestación
severa,	no	habiéndose	cumplido	con	aplicar	la	suspensión	que	la	norma
prevé;	que	la	suspensión	a	que	se	refiere	el	memorándum	de	29	de	octubre
de	1992	de	fojas	115,	se	aplicó	a	las	otras	faltas	acusadas	(…).”	(RSL,	2da
Sala,	Exp.	998-95-R,	abr.	30/96.	V.	P.	Enríquez	Colfer)
JURISPRUDENCIA.—La	calidad	de	dirigente	sindical	de	la	trabajadora	no
impide	su	despido	disciplinario	por	impuntualidades	reiteradas.	“De	la	carta
de	preaviso	de	despido	y	definitoria	del	mismo	se	aprecia	que	la	accionante
fue	despedida	por	la	impuntualidad	reiterada,	incurriendo	de	esta	forma	en
las	faltas	graves	establecidas	taxativamente	por	los	incisos	a)	y	h)	del
artículo	58	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo;
Segundo:	que,	en	lo	relativo	a	la	impuntualidad	manifiesta	de	la	accionante,
se	aprecia	de	los	actuados	que	dichas	faltas	se	encuentran	debidamente
acreditadas	en	los	actuados,	con	las	instrumentales	de	fojas	70	a	81	que
demuestran	que	la	trabajadora	ha	venido	en	forma	continua	incumpliendo
el	horario	de	ingreso	al	trabajo,	motivo	por	el	cual	ha	sido	objeto	de	diversas
amonestaciones	a	partir	del	mes	de	julio	de	1995	hasta	el	9	de	octubre	del
mismo	año,	documento	último	en	el	que	se	le	comunica	sobre	123	minutos
de	tardanzas	ocurridos	en	el	mes	anterior	(setiembre)	y	exhortándole	a	que
cumpla	con	asistir	puntualmente	a	sus	labores	al	haber	sido	ya	amonestada
hasta	en	3	oportunidades	anteriores	por	las	mismas	faltas;	Tercero:	que,	la
actora	durante	la	secuela	del	proceso	no	ha	demostrado	que	haya	efectuado
descargo	alguno	respecto	de	las	amonestaciones	escritas,	reconocidas
expresamente	en	su	contenido	y	firma	en	el	acta	de	comparendo	a	fojas	117,
asimismo	tampoco	ha	aportado	prueba	alguna	para	desvirtuar	las
imputaciones	de	tardanzas	contra	su	persona,	conforme	se	desprende	de	la
carta	de	fojas	4,	limitándose	a	señalar	que	no	ha	existido	inmediatez	entre	la
comisión	de	las	faltas	y	su	correspondiente	sanción,	y	que	el	despido	en
realidad	obedece	a	su	calidad	de	dirigente	sindical;	Cuarto:	que,	si	bien	la
reclamante	estaría	amparada	por	el	Fuero	Sindical	al	haber	sido	nombrada
como	representante	de	los	trabajadores	para	negociar	el	Convenio	Colectivo
1995-96	conforme	aparece	del	documento	de	fojas	131	a	132,	que	garantiza
a	determinados	trabajadores	a	no	ser	despedidos,	ello	sin	embargo	no	la
eximía	de	cumplir	con	sus	obligaciones	dentro	de	la	empresa	como
cualquier	otro	trabajador,	con	responsabilidad,	diligencia	y	respeto,
resultando	procedente	que	el	empleador	pueda	proceder	al	despido	cuando
obedezca	a	justa	causa	relacionada	con	la	conducta	del	trabajador
debidamente	demostrada,	pues	lo	contrario	significa	amparar	el	abuso	del
derecho;	Quinto:	que,	con	posterioridad	al	memorándum	de	9	de	octubre	de
1995,	la	actora	persistió	en	llegar	tarde	al	trabajo,	conforme	se	verifica	de	la
tarjeta	de	control	de	ingreso	del	mes	de	octubre	corriente	a	fojas	69
motivando	con	ello	su	despido,	observando	la	emplazada	el	principio	de
inmediatez	al	haber	cursado	la	carta	de	preaviso	con	fecha	27	de	octubre	de
1995,	dentro	del	mismo	mes	en	que	ocurrieron	los	hechos,	todo	lo	cual
permite	concluir	que	el	despido	ha	obedecido	a	las	causales	de	falta	grave
establecidas	en	la	ley	vigente	a	la	fecha	de	cese,	al	infringir	los	deberes
esenciales	del	contrato	de	trabajo,	por	la	reiterada	impuntualidad	acusada
por	el	empleador	en	diversas	oportunidades	y	la	resistencia	a	cumplir	las
órdenes	relacionadas	con	sus	labores	durante	el	último	mes	de	labor	y	no	a
las	causales	de	despido	nulo	alegados	por	la	actora	en	su	demanda	(...).”
(RSL,	Exp.	6036-97-ND(S),	dic.	02/97.	V.	P.	Delgado	Guillén)
JURISPRUDENCIA.—Formalidades	que	debe	cumplir	el	empleador	para
realizar	un	despido	por	causa	justa.	“	Con	relación	al	cumplimiento	de	las
formalidades	del	despido:	3.	Se	verifica	–de	lo	que	obra	en	el	expediente–
que	la	demandada	cumplió	con	las	formalidades	exigidas	para	la	realización
del	despido,	en	la	medida	que:	(i)	se	envió	comunicación	por	escrito	al
recurrente	imputándole	la	causa	del	despido;	(ii)	se	otorgó	al	recurrente	el
plazo	de	6	días	para	presentar	descargos;	y	(iii)	se	cumplió	con	el	respeto	al
principio	de	inmediatez.	Este	procedimiento	previo	al	despido	lo	realiza	el
empleador	en	ejercicio	de	su	poder	de	dirección,	el	que	incluye:	dirigir,
fiscalizar	y	sancionar;	poder	que	nace	de	uno	de	los	elementos	esenciales	de
la	relación	laboral:	la	subordinación.	Por	otro	lado,	el	recurrente	ejerció	su
derecho	de	defensa,	puesto	que	efectuó	sus	descargos	oportunamente.”	(T.
C.,	Exp.	06292-2007-PA/TC,	feb.	04/2009.	Vergara	Gotelli)
DIAGRAMA	DEL	PROCESO	DE	DESPIDO	POR	FALTA	GRAVE
(1)	Durante	las	primeras	etapas	del	proceso	debe	tenerse	muy	en	cuenta	el	respeto	al	principio	de
inmediatez.
(2)	Cuando	se	trata	de	una	falta	grave	flagrante	se	puede	obviar	el	envío	de	la	comunicación	para	los
descargos,	procediendo	directamente	el	despido.
FALTAS	GRAVES.	CONFIGURACIÓN
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	26.—Las	faltas	graves	señaladas	en	el	artículo	anterior,	se
configuran	por	su	comprobación	objetiva	en	el	procedimiento
laboral,	con	prescindencia	de	las	connotaciones	de	carácter	penal
o	civil	que	tales	hechos	pudieran	revestir.
JURISPRUDENCIA.—Las	faltas	graves	se	configuran	por	su	comprobación
objetiva	en	el	procedimiento	laboral,	con	prescindencia	de	los	elementos
penales.	“Sexto:	Que,	por	escrito	de	fojas	veintisiete	el	actor	demanda	el	pago
de	una	indemnización	por	despido	arbitrario	y	acumulativamente	el	pago
de	otros	beneficios	sociales,	expresando	que	cuando	se	desempeñaba	como
administrador	de	una	de	las	agencias	bancarias	de	la	emplazada,	fue	objeto
de	un	robo	de	caudales,	hecho	por	el	cual	fue	procesado	penalmente,	siendo
absuelto;	y,	al	solicitar	su	reincorporación	al	trabajo	recibió	como	respuesta
una	carta	notarial	de	despido,	imputándosele	la	comisión	de	falta	grave
flagrante,	sin	concederle	el	derecho	de	defensa.	Sétimo:	Que,	la	sentencia	de
primera	instancia	desestimó	la	demanda	en	todos	sus	extremos,
considerando	respecto	a	la	pretensión	indemnizatoria	que	los	hechos
imputados	al	actor	constituyen	falta	grave,	entendida	como	la	infracción	del
trabajador	de	los	deberes	esenciales	que	hagan	irrazonable	la	subsistencia
de	la	relación	laboral	conforme	al	Decreto	Legislativo	número	setecientos
veintiocho,	acotando	que	si	bien	fue	absuelto	en	el	proceso	penal,	ello	fue
debido	a	una	errónea	tipificación	del	delito,	ya	que	al	no	tener	la	condición
de	funcionario	del	Estado	ni	empleado	público,	no	podía	cometer	el	delito
de	peculado.	Octavo:	Que,	por	su	parte	la	Sala	Superior,	al	absolver	el	grado,
confirmó	la	sentencia	apelada,	considerando	que	el	actor	cometió	falta
grave	al	haber	propiciado	y	simulado	un	robo	de	dinero	en	la	agencia
bancaria	del	Banco	de	la	Nación	en	San	Francisco,	Ayacucho,	cuando
ocupaba	el	cargo	de	administrador,	conclusión	a	la	que	arribó	el	colegiado
luego	de	ameritar	las	piezas	procesales	del	proceso	penal	obrantes	en	autos,
en	el	cual	no	fue	condenado	el	actor	por	razones	de	orden	técnico	jurídico,
siendo	su	despido	legal	y	justificado.	Noveno:	Que,	el	artículo	cincuentisete
del	Decreto	Supremo	cero	cinco	-	noventicinco	-	TR;	establece	de	manera
clara	y	precisa	que	constituyen	causas	justas	de	despido	relacionadas	con	la
conducta	del	trabajador:	a)	La	comisión	de	falta	grave,	b)	La	condena	penal
por	delito	doloso	y	c)	La	inhabilitación	del	trabajador;	precisándose	en	el
artículo	cincuentiocho	del	mismo	cuerpo	legal	que	la	falta	grave	es	la
infracción	por	el	trabajador	de	los	deberes	esenciales	que	emanan	del
contrato,	de	tal	índole,	que	haga	irrazonable	la	subsistencia	de	la	relación.
Décimo:	Que,	las	faltas	graves,	se	configuran	por	su	comprobación	objetiva
en	el	procedimiento	laboral,	con	prescindencia	de	las	connotaciones	de
carácter	penal	o	civil	que	tales	hechos	pudieran	revestir,	conforme	lo
establece	el	artículo	cincuentinueve	del	acotado	Decreto	Supremo	número
cero	cinco	-	noventicinco	-	TR.	Decimoprimero:	Que,	en	el	caso	de	autos,	el
recurrente	ha	sido	despedido	al	imputársele	la	comisión	de	las	faltas	graves
previstas	en	los	literales	a)	y	c)	del	artículo	cincuentiocho	del	Decreto
Supremo	número	cero	cinco	-	noventicinco	-	TR,	hechos	que	las	instancias
de	mérito	han	tenido	como	probados,	con	prescindencia	de	sus	implicancias
de	carácter	civil	o	penal,	concluyendo	que	el	actor	ha	sido	despedido	de
modo	legal	y	justificado;	que,	en	tal	sentido,	al	no	haber	estado	sustentado	el
despido	en	la	existencia	de	una	condena	penal	por	delito	doloso	ni	en	una
inhabilitación	dictada	por	autoridad	judicial	o	administrativa,	mal	entonces
puede	el	recurrente	pretender	la	aplicación	al	caso	concreto	de	los	artículos
sesenta	y	sesentiuno	del	aludido	decreto	supremo,	los	mismos	que	resultan
impertinentes.	Decimosegundo:	Que,	además,	debe	añadirse	que	el	Juzgado
de	Primera	Instancia	así	como	la	Sala	Superior	han	valorado	no	solo	los
argumentos	de	ambas	partes,	vertidos	en	el	proceso,	sino	principalmente	el
mérito	del	informe	de	control	Interno	de	fojas	seiscientos	veinte	así	como
las	piezas	del	proceso	penal	instaurado	al	actor	y	obrantes	en	autos,
elementos	de	prueba	material	que	han	contribuido	a	la	decisión	judicial	de
declarar	la	justificación	y	legalidad	del	despido	y	por	ende	que	no	ha	sido
arbitrario;	que,	por	ello,	es	claro	que	el	fallo	impugnado	no	ha	sido
sustentado	en	presunciones,	como	indica	el	impugnante,	no
correspondiéndole	el	pago	de	la	indemnización	reclamada;	en	consecuencia,
resulta	igualmente	impertinente	la	aplicación	al	caso	concreto	de	los
artículos	sesentisiete	y	sesenta	del	Decreto	Supremo	número	cero	cinco	-
noventicinco	-	TR.	Decimotercero:	Que,	no	habiendo	encontrado	fundamento
el	agravio	denunciado	al	amparo	de	la	causal	de	inaplicación	de	las	normas
de	derecho	material	invocadas,	respecto	al	fallo	impugnado,	por	resultar
impertinentes;	y,	por	tanto,	no	habiéndose	producido	la	causal	de	casación
denunciada,	de	conformidad	con	lo	establecido	por	el	artículo
cincuentinueve	de	la	Ley	número	veintiséis	mil	seiscientos	treinta	y	seis
modificada	por	la	Ley	número	veintisiete	mil	veintiuno	y	en	concordancia
con	el	artículo	trescientos	noventisiete	del	Código	Procesal	Civil,
corresponde	declarar	infundado	el	recurso	de	casación.	Resolución:	Por	los
fundamentos	expuestos:	Declararon	Infundado	el	recurso	de	casación
interpuesto.”	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	997-99,
Ayacucho,	set.	06/2000)
JURISPRUDENCIA.—Las	obligaciones	como	dirigente	sindical	son	ajenas	a
las	de	la	relación	laboral;	por	eso,	su	incumplimiento	no	puede	fundar	un
despido	por	falta	grave.	“(...)	siendo	que	en	el	caso	de	autos	las	instancias	de
mérito	han	analizado	la	falta	grave	imputada	al	demandante	o	trabajador,
por	la	recurrente,	tipificada	en	el	artículo	25	inciso	d)	del	Decreto	Supremo
N°	003-97-TR;	señalando	que	del	análisis	de	la	existencia	de	falta	grave
cometida,	ésta	no	se	sustenta	de	modo	alguno	en	la	relación	de	trabajo,	más
bien,	se	sustentan	en	aquellas	obligaciones,	deberes	y	derechos	derivadas
de	sus	relaciones	colectivas	del	trabajador	en	su	calidad	de	Secretario	de
Relaciones	Exteriores	de	la	Junta	Directiva	del	Sindicato	(...),	pues	lo	que	se
señala	es	que	el	demandante	ha	entregado	documentos	inexactos	sobre	la
Asamblea	General	Extraordinaria	del	Sindicato,	situación	ajena	a	las
obligaciones	de	la	relación	de	trabajo;	tanto	más	si	el	artículo	26	del	Decreto
Supremo	N°	003-97-TR,	establece	que	la	falta	grave	se	configura	por	su
comprobación	objetiva	con	prescindencia	de	la	connotaciones	de	carácter
penal	o	civil;	razones	por	la	que	la	denuncia	deviene	en	improcedente	(...).”
(C.	S,	Cas.	Lab.	9501-2012-Lima,	may.	15/2013.	V.	P.	Morales	Parraguez)
JURISPRUDENCIA.—La	falta	grave	laboral	se	configura	por	su
comprobación	objetiva	en	el	procedimiento.	“(...)	por	cuanto	en	autos	se
determinó	que	no	existen	pruebas	que	produzcan	plena	convicción	respecto
a	la	responsabilidad	de	estos,	y	siendo	que	para	desvirtuar	el	derecho	a	la
presunción	de	inocencia	que	asiste	a	todo	procesado	se	requiere	idoneidad
de	las	pruebas	de	cargo,	las	cuales	no	se	aprecian	en	el	caso	de	autos,	por
cuanto	sólo	existe	la	simple	sindicación	de	la	representante	de	la	empresa
(...)	y	las	versiones	de	las	personas	(...)	por	lo	que	falla	absolviendo	a	los
trabajadores	acusados	entre	los	que	se	encuentra	el	demandante	(...)
Habiéndose	despedido	al	actor	por	supuestos	actos	de	violencia,	que	no	han
sido	acreditados	por	la	demandada,	queda	desvirtuada	la	causa	aparente	del
despido,	conforme	ha	establecido	la	sentencia	de	mérito	recurrida;	que	en
tal	sentido	se	aprecia	de	autos	que	el	accionante	ejercía	actividad	sindical,	y
no	habiéndose	acreditado	que	fuera	parte	de	la	comisión	de	hechos
delictivos	de	violencia,	se	deduce	que	dentro	del	proceso	de	negociación
colectiva	y	como	acto	de	presión	de	la	organización	sindical	estuvo
realizando	actividades	sindicales	cuyo	fin	era	encontrar	solución	al	pliego
de	reclamos	presentado.	(...)	no	configurándose	la	causal	de	inaplicación	del
artículo	26	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR	-	Texto	Único	Ordenado	del
Decreto	Legislativo	N°	728,	que	hacen	referencia	a	que	las	faltas	graves	se
configuran	por	su	comprobación	objetiva	en	el	procedimiento	laboral,	con
prescindencia	de	las	connotaciones	de	carácter	penal	o	civil	que	tales
hechos	pudieran	revertir	(...)	y	en	cuanto	al	artículo	40	del	Decreto	Supremo
N°	001-96-TR	-	Reglamento	de	la	Ley	de	Fomento	al	Empleo,	que	expresa
que	las	constataciones	efectuadas	por	la	autoridad	competente,	de
conformidad	con	el	inciso	f)	del	artículo	58	de	la	ley,	constituyen
instrumento	público	que	merece	fe,	para	todo	efecto	legal,	mientras	no	se
pruebe	lo	contrario	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	1347-2012-Loreto,	nov.	08/2013.	V.
P.	Torres	Vega)
JURISPRUDENCIA.—Faltas	laborales	graves	se	configuran	por	su
comprobación	objetiva	en	el	procedimiento	laboral.	“(...)	según	el	artículo	26
del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	aprobado	por
Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	las	faltas	graves	que	se	señalan	en	el
artículo	25	se	configuran	por	su	comprobación	objetiva	en	el	procedimiento
laboral,	con	prescindencia	de	su	carácter	penal	o	civil	que	tales	hechos
puedan	revestir	y	según	su	artículo	37,	ni	el	despido	ni	el	motivo	alegado	se
deducen	o	presumen	quien	los	acusa	debe	probarlos	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.
160-2010-Lima,	jul.	06/2010.	V.	P.	Torres	Vega)
JURISPRUDENCIA.—Para	justificar	el	despido	por	falta	grave,	empleador
debe	probar	que	fue	el	mismo	trabajador	el	que	presentó	el	certificado	médico
falso.	“Asimismo,	han	establecido	que	si	bien	se	ha	acreditado	que	el
certificado	médico,	acompañado	al	proceso	por	la	demandada,	es	falso,
también	lo	es	que	la	empresa	accionada	no	ha	acreditado	que	la
demandante	o	algún	familiar	de	ella	lo	haya	presentado,	no	habiendo
presentado	la	emplazada	documento	alguno	que	corrobore	su	versión,
como	la	declaración	del	personal	de	seguridad,	el	cargo	de	recepción	que
demuestre	la	entrega,	entre	otros,	pese	al	requerimiento	efectuado	por	el	A
quo	a	fin	de	que	cumpla	con	acreditarlo,	no	obstante,	mediante	escrito	(...)
solo	adjuntó	el	certificado	que	ya	obra	en	autos;	por	lo	que	la	judicatura
ordinaria	ha	llegado	a	la	conclusión	que	la	demandada	no	ha	logrado
demostrar	fehacientemente	y	de	manera	objetiva,	que	la	actora	haya
incurrido	en	las	causales	imputadas,	que	fueron	alegadas	como	causales	de
despido,	por	lo	que	considera	que	el	despido	realizado	resulta	arbitrario,
consecuentemente	procede	el	pago	de	la	indemnización	tarifada
correspondiente,	conforme	a	los	alcances	de	los	artículos	34	y	38	de	la	Ley
de	Productividad	y	Competitividad	Laboral”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	160-2010-Lima,
jul.	06/2010.	V.	P.	Torres	Vega)
JURISPRUDENCIA.—Constancia	policial	que	lleva	solo	la	manifestación	del
trabajador	no	puede	descartar	la	comisión	de	la	falta	grave	imputada.	“Por	su
parte,	durante	el	proceso	el	actor	afirma	que	desde	el	22	de	marzo	del	2012
su	empleador	le	impidió	ingresar	a	su	centro	de	trabajo	sin	expresarle	una
causa	justa	de	despido,	para	lo	cual	presenta	una	constatación	policial	(...);
sin	embargo,	en	dicho	documento	solamente	figura	la	manifestación	del
demandante	y	no	se	puede	inferir	indubitablemente	que	el	actor	haya	sido	o
no	impedido	de	ingresar	a	laborar	en	la	referida	fecha,	más	aún	si	debía
haberse	apersonado	a	efectuar	sus	funciones	en	la	oficina	especial	de
Gamarra,	conforme	se	desprende	del	documento	emitido	por	el	propio	actor
(...),	lugar	en	el	cual	no	se	realizó	la	constatación	policial”.	(T.	C.,	Exp.	1736-
2014-PA/TC,	nov.	03/2014.	S.	S.	Ramos	Núñez)
DESPIDO	NULO.	CAUSALES
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	29.—Es	nulo	el	despido	que	tenga	por	motivo:
a)	La	afiliación	a	un	sindicato	o	la	participación	en	actividades
sindicales;
b)	Ser	candidato	a	representante	de	los	trabajadores	o	actuar	o
haber	actuado	en	esa	calidad;
c)	Presentar	una	queja	o	participar	en	un	proceso	contra	el
empleador	ante	las	autoridades	competentes,	salvo	que	configure
la	falta	grave	contemplada	en	el	inciso	f)	del	artículo	25;
d)	Modificado.	Ley	29973,	Sétima	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	La	discriminación	por	razón	de
sexo,	raza,	religión,	opinión,	idioma,	discapacidad	o	de	cualquier
otra	índole;
e)	Modificado.	Ley	30367,	Art.	1°.	El	embarazo,	el	nacimiento	y
sus	consecuencias	o	la	lactancia,	si	el	despido	se	produce	en
cualquier	momento	del	periodo	de	gestación	o	dentro	de	los
noventa	(90)	días	posteriores	al	nacimiento.	Se	presume	que	el
despido	tiene	por	motivo	el	embarazo,	el	nacimiento	y	sus
consecuencias	o	la	lactancia,	si	el	empleador	no	acredita	en	estos
casos	la	existencia	de	causa	justa	para	despedir.
Lo	dispuesto	en	el	presente	inciso	es	aplicable	siempre	que	el
empleador	hubiere	sido	notificado	documentalmente	del
embarazo	en	forma	previa	al	despido	y	no	enerva	la	facultad	del
empleador	de	despedir	por	causa	justa.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	46.—La	nulidad	del	despido	procede:
a)	 Tratándose	 de	 candidatos	 a	 representantes	 de	 los	 trabajadores
debidamente	inscritos,	desde	los	treinta	(30)	días	anteriores	a	la	realización
del	proceso	electoral,	hasta	treinta	(30)	días	después	de	concluido	éste;
b)	 Tratándose	 de	 representantes	 de	 los	 trabajadores,	 hasta	 noventa	 (90)
días	después	de	haber	cesado	en	el	cargo.
En	 ambos	 casos,	 la	 protección	 alcanza	 sólo	 a	 quienes	 postulan,	 han	 sido
elegidos	 o	 han	 cesado	 en	 cargos	que	 gozan	del	 fuero	 sindical,	 conforme	 a
ley.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 47.—Se	 configura	 la	 nulidad	 del	 despido,	 en	 el	 caso	 previsto	 por	 el
inciso	 c)	 del	 artículo	62	de	 la	 ley,	 si	 la	 queja	 o	 reclamo	ha	 sido	planteado
contra	 el	 empleador	 ante	 las	 autoridades	 administrativas	 o	 judiciales
competentes	y	se	acredita	que	está	precedido	de	actitudes	o	conductas	del
empleador	 que	 evidencien	 el	 propósito	 de	 impedir	 arbitrariamente
reclamos	de	sus	trabajadores.
La	 protección	 se	 extiende	 hasta	 tres	 meses	 de	 expedida	 la	 resolución
consentida	que	cause	estado	o	ejecutoriada	que	ponga	fin	al	procedimiento.
JURISPRUDENCIA.—El	despido	del	trabajador	es	nulo	si	vulnera	los	derechos
al	trabajo	y	a	la	unidad	familiar.	“(…)	de	lo	expuesto	anteriormente	se
advierte	que	el	fundamento	por	el	cual	la	emplazada	pretendía	trasladar	al
demandante	a	un	lugar	distinto	al	de	su	domicilio	había	desaparecido	toda
vez	que	existía	una	plaza	presupuestada	en	Arequipa	desde	mayo	de	2010,
por	lo	que	sumándose	a	ello	el	argumento	expuesto	por	el	demandante	a
través	de	sus	recursos	de	reconsideración	(…)	ante	la	demandada	y	a	lo
largo	del	presente	proceso,	de	que	no	podía	abandonar	a	su	familia,	por	el
estado	en	el	que	se	encontraban	sus	dos	hermanos	(incapaces	absolutos),
era	suficiente	para	que	se	reconsidere	su	traslado	a	un	lugar	distinto	en	el
cual	residía,	por	cuanto	está	comprobado	en	autos	que	el	demandante,
conforme	a	la	constatación	domiciliaria	(…)	vive	con	su	esposa,	sus	dos	hijos
y	dos	hermanos,	los	que	adolecen	de	incapacidad	absoluta,	habiéndose
nombrado	al	demandante	como	su	curador	(…)	En	conclusión,	el	traslado
del	demandante	a	un	lugar	distinto	al	de	su	residencia	afectaría	de	forma
directa	a	sus	dos	hermanos	discapacitados,	los	cuales,	tal	como	ya	se
precisó,	son	sujetos	de	especial	protección	constitucional	(artículo	7	de	la
Constitución),	por	cuanto	esto	implicaría	alejarlos	de	su	lugar	habitual,	o	en
el	caso	que	el	demandante	opte	por	dejarlos	en	la	ciudad	de	Arequipa,	esto
conllevaría	que	el	demandante	no	cumpla	con	las	obligaciones
contempladas	en	el	artículo	576	del	Código	Civil(…)	En	consecuencia,	en	el
presente	caso	se	encuentra	probada	la	vulneración	del	derecho	a	la	unidad
familiar,	pues	la	entidad	demandada	despidió	al	demandante	pese	a	que	ya
contaba	con	una	plaza	vacante	y	presupuestada	(…)”.	(T.	C.,	Exp.	02904-
2011-PA/TC,	ene.	28/2014.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—TC:	si	el	empleador	no	logra	demostrar	una	situación
real	de	necesidad,	la	rotación	laboral	del	trabajador	sindicalizado	afectará	el
derecho	a	la	sindicalización.	“Este	tribunal	estima	que	el	emplazado	no	ha
demostrado	que	se	haya	decidido	rotar	al	demandante	por	razones
objetivas	como	las	necesidades	del	servicio,	tal	como	se	aduce.	En	autos	solo
obran	los	comprobantes	que	sustentan	los	pagos	que	cubrieron	los	gastos
del	traslado	del	actor	y	la	copia	de	la	Resolución	Presidencial	del	Instituto
Nacional	Penitenciario	828-2011-INPE/P,	de	fecha	11	de	noviembre	de
2011,	que	conformó	la	comisión	evaluadora	de	desplazamiento;	pero	no	se
adjunta	documentación	que	compruebe	una	situación	real	de	necesidad	de
la	institución	de	rotar	al	recurrente	a	otra	ciudad,	es	decir,	que	haya	sido
imprescindible	o	urgente	recolocarlo	en	otro	penal,	pese	a	que	ostentaba	un
cargo	dirigencial	(...).
20.	En	consecuencia,	debe	concluirse	que	la	rotación	del	demandante	se
basó	en	su	condición	sindical,	por	lo	que,	en	ese	sentido,	se	ha	vulnerado	el
derecho	a	la	sindicalización	previsto	en	el	artículo	28	de	la	Constitución”.	(T.
C,	Exp.	03377-2013-PA/TC,	ene.	06/2015.	S.	S.	Blume	Fortini)
JURISPRUDENCIA.—El	juez	debe	centrarse	en	determinar	“la	existencia	de
causalidad	entre	el	despido	y	la	vulneración	de	la	libertad	sindical”.	“De	la
reseña	esbozada	precedentemente	se	advierte	un	yerro	en	cuanto	a	la	figura
del	despido	nulo;	en	principio	porque	la	sala	superior	omite	considerar	que
ante	la	alegación	de	la	invalidez	(nulidad)	de	la	decisión	de	la	demandada	de
prescindir	de	los	servicios	del	demandante,	el	análisis	no	se	centra
únicamente	en	comprobar	la	existencia	de	la	falta	imputada,	sino	que
requiere	de	parte	del	órgano	jurisdiccional	un	análisis	de	la	condición
alegada	como	causal	de	nulidad	del	despido,	en	este	caso,	el	ejercicio	del
derecho	a	la	sindicación	y	huelga;	de	otro	lado,	no	se	toma	en	consideración
que	el	análisis	y	valoración	de	los	medios	de	prueba	documental
presentados	por	ambas	partes,	como	el	atestado	policial	y	el	acta	fiscal	-	de
contenido	uniforme	y	de	acuerdo	a	lo	manifestado	por	las	partes	a	lo	largo
del	proceso,	sobre	todo	en	casos	como	el	del	presente,	en	donde	se	alega	la
nulidad	del	despido	y	existen	contradicciones	en	lo	verificado	por	terceros
funcionarios	públicos;	y,	finalmente,	se	exige	que	especialmente	en	casos
como	el	presente,	el	análisis	se	centre	en	la	existencia	de	causalidad	entre	el
despido	y	la	vulneración	del	derecho	fundamental	alegado	(libertad
sindical).	Sólo	completando	este	ejercicio	argumentativo,	y	agotando	todas
las	posibilidades	probatorios	de	parte	y	oficiosas	que	puedan	despacharse,
se	entiende	cumplida	la	exigencia	de	debida	motivación	y	respeto	irrestricto
al	derecho	de	defensa	y	prueba	que	poseen	ambas	partes”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.
5915-2012-Loreto,	dic.	21/2012.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—El	despido	de	trabajador	sindicalizado	que	tiene	un
vínculo	laboral	desnaturalizado	vulnera	la	libertad	sindical.	“Igualmente,	el
derecho	a	la	libertad	sindical	tiene	como	contenido	el	poder	del	trabajador
para	que	por	razones	de	su	afiliación	o	actividad	sindical	no	sufra	ningún
menoscabo	en	sus	derechos	fundamentales,	como	puede	ser	la	diferencia	de
trato	carente	de	toda	justificación	objetiva	y	razonable	entre	trabajadores
sindicalizados	y	trabajadores	no	sindicalizados.	(...)	Es	por	ello	que
habiéndose	acreditado	en	autos	que	la	demandante	era	una	trabajadora	con
una	relación	laboral	de	naturaleza	indeterminada,	solamente	podía	ser
despedida	por	una	causa	justa	contemplada	en	la	ley	y	debidamente
comprobada,	por	lo	que	al	no	haber	sido	así	la	sociedad	demandada	ha
vulnerado	su	derecho	al	trabajo	y	a	la	libertad	sindical”.	(T.	C.,	Exp.	02645-
2012-PA/TC,	jun.	15/2015.	S.	S.	Ramos	Núñez)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema:	“lo	regulado	por	el	reglamento	sobre	el
despido	nulo	por	represalia	del	empleador	solo	es	un	indicio	y	no	un	requisito”.
“Estos	requisitos	no	han	sido	cumplidos	por	el	recurrente;	quien	a	pesar	de
que	señaló	que	en	las	sentencias	casatorias	indicadas	se	habría
‘interpretado’	los	alcances	del	artículo	29	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-
TR,	normas	cuya	interpretación	errónea	se	denuncia	independientemente;
lo	cierto	es	que,	el	análisis	de	los	supuestos	de	despido	nulo	implican	que
deba	analizarse	cada	caso	en	concreto	y	no	ceñirse	a	lo	resuelto	en	otros
casos	anteriores;	sobre	todo	cuando,	en	el	caso	que	nos	ocupa,	este	supremo
tribunal	ha	señalado	en	reiteradas	oportunidades	que	el	artículo	47	del
Reglamento	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,	debe	ser
considerado	meramente	como	un	indicio	más	no	como	un	requisito	o
antecedente	para	que	se	configure	el	supuesto	de	despido	nulo	previsto	en
el	artículo	29	inciso	c)	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR	(...)”.	(C.	S,	Cas.
Lab.	12287-2013-Lima,	may.	21/2014.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Al	trabajador	solo	le	corresponde	proporcionar	indicios
razonables	que	indiquen	que	su	despido	se	debió	a	su	sola	condición	de
afiliado	a	un	sindicato	o	por	su	participación	en	actividades	sindicales.	“(...)	Al
respecto,	se	debe	señalar	que	esta	sala	suprema,	concuerda	con	lo
establecido	por	el	Tribunal	Constitucional,	en	la	sentencia	recaída	en	el
Expediente	N°	3884-2010-PA/TC	(...).	En	ese	sentido,	únicamente,
corresponde	al	trabajador,	proporcionar	indicios	razonables	que	indiquen
que	su	despido	se	debió	a	consecuencia	de	su	sola	condición	de	afiliado	a	un
sindicato	o	por	su	participación	en	actividades	sindicales;	revertiendo	la
carga	de	la	prueba	en	el	empleador,	quien	debe	probar	que	el	despido	se
debió	a	causas	reales,	siendo	esta	la	interpretación	correcta	que	se	le	debe
dar	a	la	norma	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	1274-2014-Lima,	oct.	27/2014.	V.	P.	Malca
Guaylupo)
JURISPRUDENCIA.—CS:	no	es	un	indicio	suficiente	para	declarar	la	nulidad
del	despido	la	sola	temporalidad	que	media	entre	el	cese	y	la	constitución	del
sindicato.	“Que,	respecto	a	los	agravios	referidos	a	la	causa	de	nulidad	de
despido,	se	debe	tener	en	cuenta	que,	de	los	medios	probatorios	no	se
advierte	la	existencia	de	nexo	causal	entre	el	despido	y	la	afiliación	al
sindicato	y/o	la	participación	del	actor	en	actividades	sindicales,	ya	que,	no
podría	considerarse	como	un	indicio	suficiente	para	la	existencia	de	la
nulidad	del	despido	el	sólo	hecho	de	la	temporalidad	que	media	entre	el
cese	y	la	constitución	de	la	organización	sindical,	aspecto	que	se	ve
corroborado	con	la	amonestación	escrita	dirigida	al	demandante	con	fecha
anterior	a	la	formación	del	sindicato	(...)	en	la	que	se	le	sanciona	por	haber
cometido	actos	inseguros	como	son	violar	la	seguridad	e	higiene	industrial,
hecho	que	además	se	acredita	con	lo	manifestado	por	el	propio	demandante
en	su	declaración	de	parte	(...),	al	responder	la	primera	pregunta	formulada
por	su	abogado	afirmando	que	sí	fue	amonestado	por	cometer	actos
inseguros;	asimismo,	tampoco	se	ha	acreditado	que	la	participación	del
actor	en	las	actividades	sindicales	hayan	sido	el	motivo	para	el	despido,	ya
que,	las	cartas	de	fechas	diecinueve	y	veintiuno	de	junio	del	dos	mil	seis	a
las	que	alude	el	actor	en	su	escrito	de	apelación	fueron	cursadas	por	la
empresa	(...),	es	decir	persona	distinta	del	demandante,	razón	por	la	cual	no
puede	establecerse	como	una	prueba	que	pueda	ser	vinculada	al	despido	del
actor,	debiendo	desestimarse	estos	agravios	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	4512-
2009-Lima,	set.	15/2010.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Las	quejas	planteadas	ante	el	mismo	empleador
escapan	del	ámbito	de	protección	del	despido	nulo	por	represalias.	“En	el
presente	caso	el	actor,	tanto	en	su	demanda	como	en	la	subsanación	de	la
misma,	ha	manifestado	que	su	pretensión	es	que	se	declare	la	nulidad	de	su
despido	y	por	consiguiente	se	le	reponga	en	su	puesto	de	trabajo,
precisando	que	su	despido	se	enmarca	en	lo	previsto	en	el	inciso	c)	del
artículo	29	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR.	Sin	embargo,	como	el
mismo	lo	señala,	la	queja	que	interpusiera	fue	presentada	de	manera	formal
y	escrita	ante	su	propia	empleadora,	sin	tener	en	cuenta	los	alcances	del
supuesto	que	invoca,	pues	dicho	dispositivo	establece	como	causal	de
despido	nulo	‘presentar	una	queja	o	participar	en	un	proceso	contra	el
empleador	ante	las	autoridades	competentes’.	Asimismo,	el	artículo	47	del
Reglamento	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	aprobado	por	el	Decreto
Supremo	N°	001-96-TR,	establece	que	se	configura	la	nulidad	de	despido
(...)	si	la	queja	o	reclamo	ha	sido	planteado	contra	el	empleador	ante	las
autoridades	administrativas	o	judiciales	competentes;	por	lo	que	la	queja
así	formulada	por	el	accionante	escapa	del	ámbito	de	protección	contenido
en	el	inciso	c)	del	artículo	29	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR	antes
citado	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	12914-2014-Junín,	abr.	06/2015.	V.	P.	Morales
Gonzáles)
JURISPRUDENCIA.—En	el	cese	por	represalia,	tratándose	de	quejas
administrativas	por	uno	o	varios	procesos	judiciales,	la	protección	va	hasta
dentro	de	3	meses	de	consentida	la	resolución	ejecutoriada.	“Que	el	artículo
47	del	Decreto	Supremo	N°	001-96-TR,	extiende	la	protección	contra	el
despido	hasta	tres	meses	de	expedida	la	resolución	consentida	que	cause
estado	o	ejecutoriada	que	ponga	fin	al	procedimiento,	es	decir,	que	el	acto
del	despido	del	trabajador	se	produzca	con	posterioridad	a	la	formulación
de	la	queja	o	del	proceso	judicial	de	naturaleza	laboral	en	defensa	de	sus
derechos	reconocidos	por	la	ley	y	no	con	el	ánimo	de	perjudicar	al
empleador	o	de	tener	un	medio	de	prueba	para	defenderse	frente	a	un
posible	despido	por	causa	justa,	por	lo	que	tratándose	de	parámetros
temporales,	éste	debe	ser	efectuado	dentro	de	un	plazo	tan	cercano	que
produzca	convicción	en	el	juzgador	que	el	móvil	por	el	cual	se	ha	roto	el
vínculo	laboral	es	la	represalia	por	el	reclamo	formulado,	por	lo	que,
tratándose	de	quejas	administrativas	efectuadas	o	por	uno	o	varios
procesos	judiciales	instaurados	dicha	protección	en	su	término	final	se
extiende	hasta	dentro	de	tres	meses	de	consentida	la	resolución	que	cause
estado	o	ejecutoriada;	conforme	se	ha	precisado	en	la	Ejecutoria	Suprema	N
°	662-2007-Lima	de	fecha	siete	de	noviembre	de	dos	mil	siete”.	(CS,	Cas.
Lab.	355-2010-Lima,	oct.	13/2010.	V.	P.	Mac	Rae	Thays)
JURISPRUDENCIA.—Es	nulo	el	despido	que	tenga	por	causa	la	presentación
de	queja	sin	que	se	requiera	la	existencia	previa	de	actitudes	patronales
orientadas	a	impedir	arbitrariamente	los	reclamos	de	sus	trabajadores.	“Las
causales	del	despido	nulo	se	encuentran	determinadas	en	el	artículo
veintinueve	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	número
setecientos	veintiocho	-	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,
siendo	ellas:	a)	La	afiliación	a	un	sindicato	o	la	participación	en	actividades
sindicales;	b)	Ser	candidato	a	representante	de	los	trabajadores	o	actuar	o
haber	actuado	en	esa	calidad;	c)	Presentar	una	queja	o	participar	en	un
proceso	contra	el	empleador	ante	las	autoridades	competentes,	salvo	que
configure	la	falta	grave	contemplada	en	el	inciso	f)	del	artículo	veinticinco;
d)	La	discriminación	por	razón	de	sexo,	raza,	religión,	opinión	o	idioma;	e)
El	embarazo,	si	el	despido	se	produce	en	cualquier	momento	del	período	de
gestación	o	dentro	de	los	noventa	días	posteriores	al	parto.	Se	presume	que
el	despido	tiene	por	motivo	el	embarazo,	si	el	empleador	no	acredita	en	este
caso	la	existencia	de	causa	justa	para	despedir.	Lo	dispuesto	en	el	presente
inciso	es	aplicable	siempre	que	el	empleador	hubiere	sido	notificado
documentalmente	del	embarazo	en	forma	previa	al	despido	y	no	enerva	la
facultad	del	empleador	de	despedir	por	causa	justa;	Quinto:	Que	asimismo,
el	Reglamento	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	número
setecientos	veintiocho	-	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral
aprobado	mediante	Decreto	Supremo	cero	cero	uno	-	noventiséis	-	TR,	en	su
artículo	cuarenta	y	siete	establece:	‘Se	configura	la	nulidad	del	despido,	(...)
y	se	acredita	que	está	precedido	de	actitudes	o	conductas	del	empleador
que	evidencien	el	propósito	de	impedir	arbitrariamente	reclamos	de	sus
trabajadores’;	Sexto:	Que,	el	argumento	de	la	recurrente	en	su	recurso
extraordinario	es	que	la	sala	no	ha	considerado	que	para	efectos	de	que	se
configure	la	causal	de	despido,	la	queja	o	reclamo	del	trabajador	debe	estar
precedida	por	actos	del	empleador	que	haya	desplegado	una	conducta	y/o
política	manifiestamente	antilaboral	y	lesiva	a	los	derechos	de	los
trabajadores,	de	modo	que	en	forma	notoria	restrinja	la	libre	actuación	de
su	personal;	Sétimo:	Que,	en	consecuencia	la	parte	recurrente	plantea	que
para	la	interpretación	de	la	norma	invocada	se	tome	como	fuente	su	propio
reglamento	y	se	advierta	que	un	extremo	del	supuesto	de	hecho	para	la
configuración	de	la	nulidad	del	despido	ha	sido	preterido	por	la	sala
superior;	Octavo:	Que,	el	artículo	ciento	dieciocho	inciso	octavo	de	la
Constitución	Política	del	Estado	establece	que	corresponde	a	la	Presidencia
de	la	República	ejercer	la	potestad	de	reglamentar	las	leyes	sin
transgredirlas	ni	desnaturalizarlas;	y,	dentro	de	tales	límites,	dictar	decretos
y	resoluciones,	es	entonces	en	ese	sentido	que	se	debe	interpretar	la
reglamentación	del	Decreto	Supremo	cero	cero	uno	-	noventiséis	-	TR
respecto	del	Texto	Único	del	Decreto	Legislativo	setecientos	veintiocho;
Noveno:	Que,	el	segundo	párrafo	del	artículo	ciento	treinta	y	ocho	de	la
Constitución	señala	que	en	todo	proceso,	de	existir	incompatibilidad	entre
una	norma	constitucional	y	una	norma	legal,	los	jueces	prefieren	la	primera,
y	que,	igualmente,	prefieren	la	norma	legal	sobre	toda	otra	norma	de	rango
inferior;	Décimo:	Que,	el	supuesto	contenido	en	el	artículo	cuarenta	y	siete
del	Decreto	Supremo	cero	cero	uno	-	noventiseis	-	TR,	referido	a	que	la
queja	o	reclamo	debe	necesariamente	encontrarse	precedida	de	actitudes	o
conductas	del	empleador	que	evidencien	el	propósito	de	impedir
arbitrariamente	reclamos	de	sus	trabajadores,	excede	el	marco	de	la	ley
reglamentada,	pues	no	interpreta	o	reglamenta	estrictamente,	sino	que
agrega	un	supuesto	de	hecho	no	contenido	en	la	norma	principal;	Undécimo:
Que,	en	tal	virtud,	no	corresponde	aplicar	en	el	presente	proceso	el	artículo
cuarenta	y	siete	del	Decreto	Supremo	cero	cero	uno	-	noventiséis	-TR	a
efectos	de	interpretar	el	artículo	veintinueve	inciso	c)	del	Texto	Único
Ordenado	del	Decreto	Legislativo	setecientos	veintiocho,	pues	dicha	norma
restringe	indebidamente	los	supuestos	legales	para	declarar	nulo	el
despido,	desnaturalizando	la	norma	reglamentada	en	contravención	del
citado	artículo	ciento	dieciocho	inciso	octavo	de	la	Carta	Magna;	Resolución:
Por	estas	consideraciones	declararon:	infundado	el	recurso	de	casación.”
(Cas.	Sala	Transitoria	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	1887-2006-
Lima,	mar.	20/2007).
JURISPRUDENCIA.—Es	nulo	el	despido	que	se	impone	como	represalia
contra	el	trabajador	que	reclama	sus	derechos	laborales.	“(...)	una
interpretación	del	artículo	29	inciso	c)	del	Texto	Único	Ordenado	del
Decreto	Legislativo	N°	728,	acorde	con	la	Constitución	Política	del	Estado,	es
que	cabe	sancionar	con	la	nulidad,	al	despido	ejecutado	por	el	empleador
como	represalia	contra	el	trabajador	que	en	defensa	de	sus	derechos	e
intereses	ha	formulado	una	queja	o	iniciado	un	proceso	ante	las	autoridades
competentes;	Décimo	Cuarto:	En	el	presente	caso	existe	nexo	causal	entre	el
hecho	de	haber	presentado	denuncia	ante	la	autoridad	administrativa	de
trabajo	buscando	la	tutela	de	sus	derechos	laborales	y	el	despido	del	que	fue
objeto	por	la	parte	recurrente;	al	haber	quedado	acreditado	en	autos	que	la
inspección	especial	practicada	por	la	autoridad	administrativa	de	trabajo	se
efectuó	el	trece	de	julio	del	dos	mil	seis,	y	el	despido	se	configuró	a	los	dos
días,	esto	es,	el	quince	de	julio	del	mismo	año,	en	consecuencia,	el	despido	se
produjo	en	represalia	por	haber	presentado	la	denuncia	ante	la	autoridad
administrativa	de	trabajo	en	reclamo	de	sus	derechos	laborales	Décimo
Quinto:	En	este	sentido	se	ha	configurado	el	despido	nulo,	pues	la	conducta
del	empleador	de	impedir	el	reclamo	de	sus	trabajadores	resulta	evidente
del	hecho	de	desconocer	los	derechos	laborales	de	la	parte	accionante,	que
en	defensa	de	tales	derechos	se	ha	visto	en	la	necesidad	imperiosa	de	acudir
al	Poder	Judicial	en	busca	de	tutela.	Décimo	Sexto:	Por	los	fundamentos
precedentes	cabe	concluir	que	la	sentencia	de	vista	no	ha	incurrido	en
causal	de	inaplicación	de	artículo	47	del	Decreto	Supremo	N°	001-96-TR,
por	ello	corresponde	declarar	infundado	el	recurso	de	casación.	(...).”	(Cas.
Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social	Permanente	de	la	Corte	Suprema	de
la	República.	Cas.	Lab.	2659-2009-Piura,	oct.	01/2010).
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	reitera	que	configuración	de	la	nulidad
del	despido	por	represalia	no	necesita	una	conducta	previa	de	arbitrariedad
por	parte	del	empleador.	“(...)	Esta	Corte	Suprema	ha	establecido	que	para	la
configuración	de	la	causal	de	la	nulidad	de	despido	por	represalia	regulada
en	las	normas	antes	citadas,	no	resulta	necesario	que	el	trabajador	acredite
una	conducta	previa	de	arbitrariedad	por	parte	del	empleador.	Así	mediante
el	precedente	de	observancia	obligatoria	recaído	en	la	Casación	N°	1887-
2006-Lima	de	fecha	veinte	de	marzo	del	dos	mil	siete,	se	ha	establecido	que
el	requisito	de	la	presencia	de	una	conducta	previa	de	arbitrariedad	por
parte	del	empleador,	señalada	en	el	artículo	47	del	Decreto	Supremo	N°
001-96-TR,	excede	el	marco	de	la	ley	reglamentada	(Texto	Único	Ordenado
del	Decreto	Legislativo	N°	728),	pues	no	interpreta	o	reglamenta
estrictamente,	sino	que	agrega	un	supuesto	de	hecho	no	contenido	en	la
norma	principal.	Décimo:	Estando	a	lo	señalado,	y	haciendo	nuestros	los
alcances	de	la	acotada	resolución	casatoria,	resulta	correcto	inaplicar	el
primer	párrafo	del	referido	artículo	a	efectos	de	interpretar	los	alcances	del
inciso	c)	del	artículo	29	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°
728,	pues	la	norma	reglamentaria	restringe	indebidamente	los	supuestos
legales	para	declarar	nulo	el	despido,	desnaturalizando	la	norma
reglamentada	y	contraviniendo	lo	dispuesto	en	el	inciso	8	del	artículo	18	de
la	Constitución.	(...)”	(Sala	Constitucional	y	Social	Permanente	de	la	Corte
Suprema	de	la	República.	Cas.	Lab.	2441-2009-Piura,	jul.	30/2010)
JURISPRUDENCIA.—Carta	notarial	que	pone	fin	al	contrato	modal	cursada
cuando	la	trabajadora	estaba	con	licencia	post	natal	constituye	un	acto
discriminatorio.	“Asimismo,	se	evidencia	de	autos,	que	la	demandante
solicitó	licencia	por	maternidad	a	partir	del	primero	de	diciembre	del	dos
mil	siete,	de	conformidad	con	el	certificado	de	incapacidad	temporal	para	el
trabajo	otorgado	por	ESSALUD,	gravidez	que	ha	sido	tomada	en	cuenta	por
el	demandado,	en	tiempo	oportuno.	Sin	embargo,	la	demandada	al	cursar	la
carta	notarial	del	veintiséis	de	diciembre	del	dos	mil	siete	señalando	a	la
demandante	que	su	contrato	bajo	modalidad	concluye	el	treinta	y	uno	de
diciembre	de	dos	mil	siete,	y	señalar	que	la	liquidación	de	beneficios
sociales	se	encuentra	a	su	disposición,	constituye	un	acto	discriminatorio,
toda	vez	que	fue	cursada	cuando	la	demandante	se	encontraba	en	pleno	uso
de	su	licencia	post	natal.	Configurándose	la	causal	de	despido	contenida	en
el	literal	e)	del	artículo	29	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR”.	(C.	S.,	Cas.
Lab.	3857-2009-Santa,	abr.	12/2010.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	explica	los	supuestos	de	hecho	que
configuran	un	despido	nulo	por	afectación	de	la	libertad	sindical.	“(...)	el
artículo	23	de	la	Constitución	Política	del	Estado,	que	en	su	tercer	párrafo
establece	que	ninguna	relación	laboral	puede	limitar	el	ejercicio	de	los
derechos	constitucionales,	ni	desconocer	o	rebajar	la	dignidad	del
trabajador	(...)	se	tiene	la	existencia	de	una	relación	de	conflicto	surgida
entre	el	trabajador	y	el	empleador	o	cuando	el	primero	actúa	en	forma
contraria	a	los	intereses	del	segundo,	en	tal	sentido	analizando	el	inciso	a)
del	artículo	29	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	se	advierte	la	existencia
de	dos	supuestos	de	hecho:	El	primero,	la	afiliación	del	trabajador	a	un
sindicato,	el	que	interpretándolo	en	forma	sistemática	y	no	aislada,	debe
entenderse	que	no	se	trata	de	la	simple	afiliación	a	un	sindicato,	sino	que,
además	debe	existir	un	mínimo	de	acción	que	se	haya	dirigido	en	contra	del
empleador,	en	otras	palabras,	que	el	trabajador	además	de	afiliarse	a	un
sindicato	vaya	contra	los	intereses	del	empleador	y	como	resultado	de	ello
se	le	despida;	el	segundo	supuesto,	se	configura	cuando	el	trabajador
participa	en	actividades	sindicales,	en	este	supuesto	haciendo	una
interpretación	sistemática,	deberá	entenderse	que	no	sólo	basta	que	el
trabajador	sindicalizado	realice	actividades	sindicales,	sino	que	sumado	a
ello,	las	actividades	que	efectúe	el	trabajador	no	puede	ser	cualquier
actividad	que	él	considere	‘sindical’,	sino	que	debe	ser	propia	de	la
representación	que	ostente	por	delegación	de	sus	compañeros	de	trabajo,
afiliados	al	sindicato	al	que	pertenecen	y	ello	conlleva	a	una	elección
dirigencial	que	debe	ser	prístina,	inciso	a	del	artículo	22	y	artículo	23	del
Decreto	Supremo	N°	010-2003-TR,	sin	conflictos	entre	sindicatos	y	en	el
que	no	participa	el	empleador”.	(CS,	Cas.	755-2011-Lima,	nov.	04/2011.	V.	P.
Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—La	nulidad	de	despido	no	se	alcanza	solo	por	demostrar
que	se	es	dirigente	sindical.	“En	tal	sentido,	debe	considerarse	la	abundante
jurisprudencia	que	sobre	el	particular	existente	(...)	en	la	Casación	N°	324-
2003-Lima	(...)	las	condiciones	que	deben	concurrir	para	la	configuración
del	despido	nulo	por	la	participación	en	actividades	sindicales,	señalando
que	debían	concurrir	los	siguientes	elementos:	i)	la	licitud	de	la	actividad
sindical;	ii)	la	interposición	posterior	de	la	demanda	con	relación	a	la
realización	de	la	acción	sindical,	y	iii)	el	nexo	causal	entre	la	afiliación	o	el
ejercicio	de	la	actividad	sindical	y	el	despido;	de	la	misma	manera,	en	la
Casación	N°	157-2006-Del	Santa,	se	señaló	que	no	es	suficiente	para	que	se
declare	fundada	la	demanda	de	nulidad	de	despido	que	el	trabajador
demuestra	que	es	dirigente	sindical.	Así,	se	indicó	que:	‘las	sentencias	de
[primera	instancia]	contienen	vicios	insubsanables,	pues	al	amparar	la
demanda	se	debió	explicar	y	señalar	cuáles	son	las	razones	por	la	que	se
habría	producido	la	nulidad	del	despido	del	actor	siendo	necesario	subrayar
que	sí	en	un	proceso	judicial,	como	en	el	presente	caso,	se	establece	la
calidad	de	dirigente	sindical	del	demandante:	ello	no	constituye	elemento
suficiente	por	si	sólo	para	declarar	el	despido	como	nulo;	sino	es	un	indicio
más	que	confrontado	con	otros	puede	coadyuvar	para	determinar	la	nulidad
o	no	del	despido’	(...)	en	la	Casación	N°	1636-97-Lima,	se	concluyó	en	que
luego	de	demostrar	los	indicios	que	apunten	a	acreditar	la	nulidad	del
despido,	se	debe	apreciar	la	causalidad	existente	entre	ese	hecho	y	el
despido	mismo	(...)	se	debe	acreditar	que	el	empleador	conocía	de	las
actividades	sindicales	del	trabajador	y	reaccionó	contra	éstas;	en	cambio,	sí
el	trabajador	participa	en	una	asamblea	general	de	afiliados	y	el	despido	se
produjo	con	anterioridad	a	dicha	asamblea,	tales	hechos	–la	participación	en
la	asamblea–	no	están	vinculados	de	causa	a	efecto	con	el	despido
producido	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	1357-2012-Loreto,	ago.	08/2012.	V.	P.
Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—CS	advierte	que	la	protección	de	la	figura	del	despido
nulo	ejecutado	como	represalia	contra	el	trabajador	que	plantea	un	reclamo
contra	su	empleador	puede	originar	un	abuso	del	derecho.	“(...)	en	ese
sentido,	es	palmario	el	nexo	causal	que	existe	entre	la	demanda	de	amparo
iniciada	por	la	demandante,	los	hechos	ocurridos	en	su	tramitación	y	el
despido	ocurrido	dentro	del	plazo	de	protección	que	contempla	el	acotado
reglamento.	Si	bien	es	cierto	la	facultad	de	reglamentar	las	leyes	se	ejerce
sin	transgredirlas	ni	desnaturalizarlas,	también	lo	es	que	dado	el	texto
genérico	contenido	en	el	artículo	29	inciso	c)	de	la	Ley	de	Productividad	y
Competitividad	Laboral,	no	puede	considerarse	que	su	reglamento	la
transgrede,	creando	una	protección	sin	sustento	legal,	toda	vez	que
tampoco	sería	razonable	dejar	al	libre	albedrío	de	la	parte	trabajadora	la
posibilidad	de	interponer	reclamos	o	quejas,	para	de	manera	perenne
obtener	protección	contra	el	despido	nulo,	pues	no	es	permitido	el	abuso
del	derecho,	sino	que	dada	la	temporalidad	y	el	contexto	social	y	laboral	en
el	que	se	desenvuelven	las	relaciones	contractuales,	dicha	protección
también	debe	ser	limitada,	de	acuerdo	a	la	visión	del	legislador	laboral,
canalizadas,	en	la	práctica,	a	través	de	decretos	supremos	en	nuestro
ordenamiento	legal,	correspondiendo	a	la	judicatura	laboral,	resolver	cada
caso	en	concreto,	atendiendo	a	la	o	las	particularidades	específicas”.	(C.	S.,
Cas.	Lab.	2610-2011-La	Libertad,	mar.	14/2012.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—CS:	no	basta	que	el	trabajador	sindicalizado	realice
cualquier	actividad	sindical	para	acreditar	la	relación	temporal	y	causal	entre
afiliación	al	sindicato	y	despido.	“(...),	que	en	numerus	clausus	precisa	las
causales	del	despido	nulo,	luego	de	interpretarse	en	forma	literal	y
sistemática,	aparece	la	existencia	de	una	relación	de	conflicto	surgida	entre
el	trabajador	y	el	empleador	o	cuando	el	primero	actúa	en	forma	contraria	a
los	intereses	del	segundo.	Al	respecto,	del	inciso	a)	del	artículo	29	de	la
referida	norma,	se	advierte	la	existencia	de	dos	supuestos	de	hecho:	El
primero,	la	afiliación	del	trabajador	a	un	sindicato,	el	que	interpretándolo
en	forma	sistemática	y	no	aislada,	debe	entenderse	que	no	se	trata	de	la
simple	afiliación	a	un	sindicato,	sino	que,	además	debe	existir	un	mínimo	de
acción	que	se	haya	dirigido	en	contra	del	empleador;	en	otras	palabras,	que
el	trabajador	además	de	afiliarse	a	un	sindicato,	vaya	contra	los	intereses
del	empleador,	y	como	resultado	de	ello	se	le	despida.	El	segundo	supuesto,
se	configura	cuando	el	trabajador	participa	en	actividades	sindicales,
supuesto	de	donde	deberá	entenderse	que,	no	basta	que	el	trabajador
sindicalizado	realice	actividades	sindicales,	sino	que	sumado	a	ello,	las
actividades	que	efectúe	el	trabajador	no	pueden	ser	cualquier	actividad	que
él	considere	‘sindical’,	sino	que	debe	ser	propia	de	la	representación	que
ostenta	por	delegación	de	sus	compañeros	de	trabajo	afiliados	al	sindicato
que	pertenecen,	lo	cual	conlleva	a	una	elección	dirigencial	que	debe	ser
prístina,	según	lo	disponen	los	artículos	22	Inciso	a)	y	23	del	Texto	Único
Ordenado	de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.
2583-2010-Lima,	jul.	13/2011.	S.	S.	Vasquez	Cortez)
JURISPRUDENCIA.—La	Corte	Suprema	enfatiza	las	tres	condiciones	que
deben	concurrir	para	configurar	el	despido	nulo	por	participación	en
actividades	sindicales.	“En	ese	sentido,	en	la	Casación	N°	324-2003-Lima,	se
puntualizó	las	condiciones	que	deben	concurrir	para	la	configuración	del
despido	nulo	por	la	participación	en	actividades	sindicales,	señalando	que
debían	concurrir	los	siguientes	elementos:	i)	la	ilicitud	de	la	actividad
sindical;	ii)	la	interposición	posterior	de	la	demanda	con	relación	a	la
realización	de	la	acción	sindical,	y	iii)	el	nexo	causal	entre	la	afiliación	o	el
ejercicio	de	la	actividad	sindical	y	el	despido	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	7220-
2012-Lima	Norte,	may.	15/2013.	V.	P.	Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—Si	el	inicio	de	la	actividad	sindical	ocurre	luego	de
iniciado	el	procedimiento	de	despido	por	falta	grave,	no	existirá	la	nulidad	de
despido	por	represalia.	“(...)	que	en	estas	resoluciones	se	establece	que	la
correcta	interpretación	de	los	incisos	a)	y	c)	del	artículo	29	del	Decreto
Legislativo	N°	728,	requiere	no	solo	que	haya	existido	una	real	actividad
sindical,	sino	que	el	empleador	debe	conocer	la	misma,	pues	de	otro	modo,
el	despido	no	podría	ser	imputado	como	una	represalia	por	dicha	actividad
sindical.	Y	dado	que	el	presente	caso	está	acreditado	que	el	inicio	de	la
actividad	sindical	del	actor	se	dio	con	posterioridad	al	inicio	del
procedimiento	de	despido	por	falta	grave,	no	existiría	nulidad	de	despido.
(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	293-2010-Cañete,	set.	08/2010.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Sentencias	a	favor	de	compañeros	de	trabajo	que
demandaron	“lo	mismo”	pueden	ayudar	a	probar	el	nexo	de	causalidad	entre
la	afiliación	al	sindicato	y	el	despido.	“Examinados	los	actuados,	se	observa
que	con	fecha	veinticuatro	de	mayo	del	dos	mil	tres,	se	funda	el	Sindicato	de
Trabajadores	de	la	Compañía	(...),	el	cual	se	inscribe	ante	el	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	con	fecha	nueve	de	julio	del	dos	mil	tres,
siendo	indubitable	la	fecha	de	cese	del	actor	que	acaeció	el	diecinueve	de
julio	del	dos	mil	tres,	y	no	habiendo	acreditado	causa	justa	de	despido,	pues
la	recurrente	se	ha	limitado	a	alegar	la	finalización	del	contrato	celebrado
con	el	actor,	se	puede	concluir	la	existencia	de	una	relación	de	causalidad
entre	la	finalización	de	la	relación	laboral	con	la	afiliación	del	actor	al
sindicato.	(...)	De	las	sentencias	de	vista	recaídas	en	los	expedientes	1363-
06-ND(S)	(...),	5431-2005-ND(S)	(...),	2794-06-ND(S)	(....),	3160-2005-S-ND
(...)	expedidas	por	la	Primera	Sala	Laboral	de	la	Corte	Superior	de	Justicia	de
Lima;	3318-2006-ND(S)	(...)	4776-05-ND(S)	(...),	1941-06-ND(S)	(...),	6456-
04-ND(S)	(...),	4269-05-ND(S)	(...)	expedidas	por	la	Tercera	Sala	Laboral	de
la	Corte	Superior	de	Justicia	de	Lima,	acompañadas	por	el	recurrente	a	su
escrito	de	casación	se	aprecia	que	se	encuentran	referidas	a	hechos
acaecidos	entre	diversos	trabajadores	cesados	por	la	misma	empresa
demandada	en	circunstancias	similares,	procesos	en	los	cuales	las	salas
laborales	han	determinado	la	nulidad	de	los	despidos	efectuados	en	mérito
a	la	verificación	de	la	existencia	de	un	nexo	de	causalidad	entre	el	despido
efectuado	y	la	afiliación	al	Sindicato	de	Trabajadores	de	la	Compañía	(...)
Declararon	fundado	el	recurso	de	casación	interpuesto	(...);	en	consecuencia
nula	la	sentencia	de	vista	(...)	y	actuando	en	sede	de	instancia	confirmaron	la
sentencia	de	primera	instancia	(...)	en	consecuencia	ordena	que	la
demandada	cumpla	con	reponer	al	actor	a	su	puesto	habitual	de	trabajo,	le
pague	las	remuneraciones	dejadas	de	percibir	desde	la	fecha	de	despido
hasta	su	reposición	efectiva,	y	efectúe	el	depósito	de	la	compensación	por
tiempo	de	servicios,	más	los	intereses	legales,	costas	y	costos	(...)”.	(C.	S,	Cas.
4105-2009-Lima,	may.	28/2014.	V.	P.	Mac	Rae	Thays)
JURISPRUDENCIA.—Impedir	que	el	trabajador	imputado	con	una	falta
grave	ingrese	al	centro	laboral	y	revise	su	correo	electrónico	para	realizar	sus
descargos	obstaculiza	su	derecho	de	defensa.	“(...)	en	la	que	se	deja
constancia	que	no	puede	acceder	a	su	cuenta	de	correo	electrónico	y	que
tampoco	se	le	permitió	el	ingreso	a	las	oficinas	para	acceder	a	la
computadora	que	tenía	asignada	para	su	trabajo	diario,	lo	cual	le	hubiera
permitido	acopiar	información	para	elaborar	su	defensa	y	presentar	su
descargo;	concluyendo	la	resolución	impugnada	en	que	el	empleador	lejos
de	realizar	actos	de	facilitación	probatoria,	obstaculizó	el	ejercicio	del
derecho	de	defensa	de	la	actora,	siendo	de	vital	importancia	que	la	actora
acceda	a	los	correos	electrónicos,	pues,	a	través	de	los	mismos	se	iba	a
demostrar	que	usó	los	servicios	de	taxi	con	la	autorización	respectiva	(...)”.
(C.	S.,	Cas.	Lab.	604-2014-Lima,	jun.	27/2014.	S.	S.	Walde	Jáuregui)
D.	S.	001-96-TR.
ART.	48.—Se	considera	discriminatoria,	para	efectos	de	lo	dispuesto	por	el
inciso	d)	del	artículo	62	de	la	ley,	una	notoria	desigualdad	no	sustentada	en
razones	 objetivas	 o	 el	 trato	 marcadamente	 diferenciado	 entre	 varios
trabajadores.
JURISPRUDENCIA.—La	declaración	de	nulidad	del	despido	debe	basarse	en
un	nexo	causal	entre	éste	y	la	petición	de	inspección	del	trabajador.	“Se
encuentra	acreditado	suficientemente	en	el	proceso	(fojas	2	a	4)	que	el
actor	intervino	en	una	petición	de	inspección	de	carácter	especial	tendente
a	comprobarse	su	no	inclusión	en	planillas,	conjuntamente	con	otros
trabajadores,	en	salvaguarda	de	sus	derechos	lo	cual	fue	verificado	el	31	de
julio	de	1996	tal	como	se	aprecia	del	acta	de	fojas	5,	petición	y	verificación
que	han	sido	efectuados	con	anterioridad	al	despido,	lo	que	conlleva	a
concluir	que	el	motivo	del	despido	fue	a	consecuencia	de	su	participación	en
dicho	proceso,	esto	es,	que	entre	tales	hechos	y	el	despido	hay	un	nexo	de
causalidad	que	no	puede	dejar	de	advertirse	por	el	órgano	jurisdiccional;
que	tal	situación	se	encuentra	contemplada	en	el	inciso	c)	del	artículo	62	del
Decreto	Supremo	05-95-TR,	por	lo	que	el	despido	del	actor	deviene	en	nulo
(…).”	(RSL,	Exp.	4272-97-ND(S),	ago.	27/97.	V.	P.	Torres	Gamarra)
JURISPRUDENCIA.—Elementos	que	configuran	la	discriminación.	“Que,	el
artículo	veintinueve	inciso	d)	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto
Legislativo	número	setecientos	veintiocho,	Ley	de	Productividad	y
Competitividad	Laboral	-	Decreto	Supremo	cero	cero	tres	guión	noventisiete
guión	TR,	establece	que	es	nulo	el	despido	que	tenga	por	motivo:	d)	la
discriminación	por	razón	de	sexo,	raza,	religión,	opinión	o	idioma;	que	esta
causal	de	nulidad	de	despido,	se	basa	en	la	transgresión	al	mandato
constitucional	de	no	discriminación,	contenida	en	el	artículo	dos,	inciso
segundo,	de	la	Constitución	Política	de	mil	novecientos	noventitrés	que,
señala	que	‘Toda	persona	tiene	derecho	2.A)	la	igualdad	ante	la	ley.	Nadie
debe	ser	discriminado	por	motivo	de	origen,	raza,	sexo,	idioma,	religión,
opinión,	condición	económica	o	de	cualquier	otra	índole.’	Sétimo.-	Que,	para
que	se	configure	de	la	discriminación,	se	deben	dar	tres	elementos:	a)	Un
hecho	que	establezca	una	distinción,	exclusión	o	preferencia,	b)	Un	motivo
determinante	de	dicha	diferencia	y,	c)	el	resultado	objetivo	de	esta
diferenciación	de	trato,	que	consistirá	en	la	anulación	o	la	alteración	de	la
igualdad	de	oportunidades	o	de	trato,	en	el	empleo	y	la	ocupación;	Octavo.-
Que,	el	considerando	undécimo	de	la	recurrida	establece	como	situación
fáctica	la	discriminación	ejercida	por	su	ex	empleador,	para	despedirle
aparentemente	en	forma	justa,	consistente	en	imputarle	haber	presentado
una	declaración	jurada	del	veintiocho	de	febrero	de	mil	novecientos
noventidós,	en	el	cual	supuestamente	hubiere	opinado	‘(...)	haber	concluido
satisfactoriamente	los	estudios	superiores	de	administración	de	empresa	en
la	universidad	Inca	Garcilazo	de	la	Vega’,	y	también	haber	‘(...)	manifestado
que	se	encontró	realizando	trámites	para	obtener	constancia	de	notas	y
consecuente	bachillerato’,	opinión	que	señala	el	demandado	nunca	ha
brindado	y	que	claramente	es	diferente	a	lo	realmente	expresado:	Noveno.-
Que,	la	opinión	es	el	parecer	de	una	persona	sobre	determinado	asunto	y
para	que	sea	causal	de	nulidad	de	despido,	la	opinión	debe	ser	trascendente
y	debe	motivar	la	discriminación	respecto	a	los	demás	trabajadores,	por
tener	una	opinión	contraria	a	ellos	o	al	empleador;	que	lo	que	se	ha	dado	en
el	caso	de	autos,	como	establece	la	recurrida,	es	una	información,	no
presentándose	ninguno	de	los	tres	elementos	para	que	se	dé	la
discriminación,	descritos	en	el	considerando	sétimo;	subsecuentemente,	la
sentencia	de	vista	no	ha	incurrido	en	esta	causal	de	casación	denunciada;
Décimo.-	Que,	teniendo	en	cuenta	lo	expresado,	no	resulta	aplicable	al	caso
de	autos	el	artículo	cuarentiocho,	Decreto	Supremo	número	cero	cero	uno
guión	noventiséis	guión	TR,	Reglamento	de	Ley	de	Fomento	al	Empleo,	que
establece	que	‘se	considera	discriminatoria,	para	efectos	de	lo	dispuesto	por
el	inciso	d)	del	artículo	sesentidós	de	la	ley,	una	notoria	desigualdad	no
sustentada	en	razones	objetivas	o	el	trato	marcadamente	diferenciado	entre
varios	trabajadores’,	el	inciso	d)	del	artículo	sesentidós	al	que	se	hace
referencia	en	este	artículo	es	recogido	por	el	artículo	veintinueve	inciso	d)
del	Decreto	Supremo	cero	cero	tres	guión	noventisiete	guión	TR,	que	ha
sido	analizado	en	los	considerandos	precedentes,	por	ello	no	es	aplicable
esta	norma	que	la	actora	denuncia	como	inaplicada.	Resolución:	Por	estos
fundamentos,	declararon	Infundado	el	recurso	de	casación.”	(Cas.	Sala
Transitoria	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	853-2002-Lima,	set.
30/2003).
JURISPRUDENCIA.—El	despido	incausado	deviene	en	nulo	si	se	demuestra	el
nexo	causal	entre	éste	y	los	actos	sindicales	del	trabajador.	“Mediante	carta
de	despido	de	fojas	4	se	despide	al	trabajador	en	virtud	de	lo	establecido
por	el	artículo	primero	del	Decreto	Legislativo	871;	es	decir,	sin	causa
aparente	la	demandada	da	por	culminada	la	relación	laboral	en	forma
unilateral;	que,	de	la	carta	dirigida	al	accionante	corriente	a	fs.	2,	se	infiere
la	decisión	de	la	empleadora	de	extinguir	la	relación	laboral	sin	ninguna
causa	expresa,	toda	vez	que	inclusive	manifiesta	al	trabajador	su	voluntad
de	resarcirlo	con	la	indemnización	correspondiente	al	despido	arbitrario;
que,	ambas	cartas	tienen	como	fecha	de	ingreso	a	la	notaría	el	11	y	el	18	de
noviembre	de	1996,	fechas	que	prosiguen	en	el	tiempo	inmediatamente	a
los	actos	estrictamente	sindicales	del	actor	conforme	fluye	del	documento
de	fojas	5,	y	fojas	11	a	22,	documentos	en	los	que	se	evidencia	que	el	actor
conjuntamente	con	otros	trabajadores,	presentó	una	demanda	por	violación
de	disposiciones	laborales,	por	lo	que	lo	discernido	por	el	juez	se	encuentra
conforme	al	mérito	de	lo	actuado,	ya	que	existe	un	nexo	causal	evidente
entre	estos	hechos	y	la	decisión	de	la	empleadora	de	extinguir	la	relación
laboral	a	causa	de	ellos,	habiéndose	configurado	la	nulidad	del	despido	del
actor	(…).”	(RSL,	4ta	Sala,	Exp.	5649-97-ND-S,	dic.	01/97.	V.	P.	De	La	Rosa)
JURISPRUDENCIA.—El	trabajador	designado	como	representante	sindical
sin	cumplir	los	requisitos	de	ley	no	se	encuentra	amparado	por	el	fuero
sindical.	“La	nulidad	del	despido	se	configura	por	ser	candidato	a
representante	de	los	trabajadores	o	actuar	o	haber	actuado	en	esa	calidad,
situación	que	no	aparece	de	autos	al	no	haber	acreditado	el	recurrente	que
haya	actuado	como	tal	conforme	aparece	de	las	instrumentales
acompañadas	en	su	demanda;	Tercero:	que,	su	designación	como	secretario
de	Defensa	mediante	comunicación	a	la	empresa	de	fecha	29	de	abril	de
1996	no	le	permitió	al	accionante	intervenir	válidamente	en	calidad	de
representante	de	los	trabajadores	en	ninguna	de	las	etapas	de	la	convención
colectiva	provenientes	del	Pliego	de	Reclamos	1996	–97	conforme	lo
establece	el	artículo	32	del	Decreto	Supremo	011-92-TR,	por	no	cumplir	su
designación	con	los	requisitos	establecidos	en	la	ley,	razón	por	la	cual	fue
cancelado	el	Registro	Sindical	de	la	Organización	como	se	verifica	de	la
instrumental	de	fojas	45	corroborada	a	fojas	51	y	52	con	las	resoluciones
administrativas	expedidas	por	la	autoridad	de	trabajo;	que,	al	no	haber
acreditado	el	accionante	que	hubiera	sido	elegido	como	delegado	de
acuerdo	a	lo	establecido	en	el	artículo	15	de	la	Ley	25593,	o	que	haya
comunicado	ello	al	empleador	y	a	la	autoridad	de	trabajo	a	la	fecha	de
despido	de	2	de	abril	de	1997	no	se	encontraba	amparado	por	el	fuero
sindical,	que	garantiza	a	determinados	trabajadores	a	no	ser	despedidos	sin
justa	causa	debidamente	demostrada	y	por	ende	dentro	de	las	causales	del
inciso	b)	del	artículo	29	del	Decreto	Supremo	003-97-TR,	no	observando	así
los	presupuestos	procesales	respecto	de	la	carga	de	la	prueba	contenidos	en
el	artículo	37	de	la	misma	norma	legal;	Cuarto:	que,	no	constituye	un	nexo
de	causalidad	la	solicitud	de	cancelación	del	registro	sindical	presentado
por	la	demandada	el	21	de	mayo	de	1996	ante	la	autoridad	de	trabajo,	con
el	hecho	del	despido	efectuado	sin	las	formalidades	de	ley	el	día	2	de	abril
de	1997,	por	no	ser	consecutivos,	lo	que	permite	concluir	que	el	despido
efectuado	al	actor	sin	las	formalidades	de	ley	constatado	por	la	autoridad
policial	a	fojas	5	si	bien	constituye	un	despido	arbitrario	no	se	ha	producido
en	represalia	o	con	el	objeto	de	evitar	la	participación	del	actor	como
representante	de	los	trabajadores,	ni	desvirtúa	lo	discernido
precedentemente	al	haber	invocado	el	actor	como	su	pretensión	la	de
reposición	por	despido	nulo	(...).”	(RSL,	Exp.	7098-97-ND(S),	ene.	13/98.	V.
P.	Delgado	Guillén)
JURISPRUDENCIA.—Si	el	despido	es	incausado	puede	entenderse	que	la
causa	real	del	mismo	es	la	alegada	por	el	trabajador,	si	con	él	se	pretende
esconder	un	despido	nulo.	“Tercero.-	Que	los	hechos	establecidos	en	el
proceso,	que	no	pueden	ser	modificados	en	esta	vía	casatoria,	responden	a
la	siguiente	secuencia:	a)	La	interposición	de	demandas	judiciales	tanto	por
el	demandante,	como	por	el	sindicato	que	lo	representa	y	por	otros
trabajadores	que	se	encontraban	en	la	misma	condición,	sobre	actos	de
hostilidad	y	pago	de	derechos	remunerativos,	b)	La	participación	del	actor
en	las	elecciones	de	la	Junta	Directiva	del	Sindicato	de	la	Empresa	en	calidad
de	Miembro	del	Comité	Electoral	que	tuvo	a	su	cargo	ese	proceso,	c)	Su
despido	por	causa	referida	a	la	capacidad,	atribuyéndole	rendimiento
deficiente	con	relación	al	rendimiento	promedio	de	los	demás	trabajadores
y	d)	La	solicitud	presentada	por	la	empresa	de	cancelación	del	registro
sindical	del	referido	sindicato	de	trabajadores,	que	concluyó	con	la
Resolución	Subdirectoral	número	quinientos	treinticinco	-	noventiséis	-
DRTPSL	-	DPSC	-	SDRG	del	veintiséis	de	junio	de	mil	novecientos
noventiséis.
Cuarto.-	Que	la	recurrente	sostiene	que	la	inferencia	que	contiene	la
sentencia	de	vista	es	incorrecta,	cuando	arriba	a	la	conclusión	de	que	el
despido	es	nulo	porque	la	empresa	no	ha	acreditado	la	causa	justa	alegada,
cuando	el	artículo	sesentisiete	del	Decreto	Supremo	número	cero	cinco	-
noventicinco	-	TR	dice	que	si	no	se	demuestra	en	juicio	la	causa	para	el
despido,	el	trabajador	tiene	derecho	al	pago	de	una	indemnización,
exclusivamente.
Quinto.-	Que	sin	embargo,	la	referida	inferencia	se	halla	justificada	por
cuanto	el	juzgador	valora	las	posiciones	contrapuestas	de	las	partes	y,	por
eliminación	puede	descubrir	cuál	es	la	correcta,	lo	que	en	el	caso	de	autos
ocurre	cuando	se	establece	que	la	causa	formal	que	se	alega	para	justificar
el	despido	del	trabajador	no	existe	o	no	es	suficiente,	se	debe	entender	que
la	causa	real	del	mismo	es	la	alegada	por	éste,	que	por	naturaleza	origina	su
nulidad,	en	aplicación	del	principio	de	primacía	de	la	realidad.
Sexto.-	Que	el	razonamiento	hecho	por	el	juzgador	para	determinar	la
verdadera	motivación	del	despido	se	encuentra	conforme	a	las	facultades
que	le	concede	la	ley	para	la	valoración	de	los	medios	probatorios	y	los
sucedáneos,	la	misma	que	no	importa	una	infracción	de	la	regla	contenida
en	el	artículo	setenta	de	la	misma	norma	legal	invocada	anteriormente,	por
cuanto	no	existe	forma	distinta	de	evaluar	la	conducta	subjetiva	de	una	de
las	partes,	sino	a	través	de	los	indicios.
Resolución:
De	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	trescientos	noventisiete	del
Código	Procesal	Civil	aplicable	supletoriamente:	Declararon	Infundado	el
Recurso	de	Casación.”	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.
2053-97.	Cono	Norte,	abr.	23/99)
JURISPRUDENCIA.—Duración	de	la	protección	del	fuero	sindical.	“Primero.-
que,	la	recurrida	declara	fundada	la	demanda	de	nulidad	de	despido
interpuesta	por	la	accionante	estableciendo	como	nexo	causal	la	actividad
sindical	de	esta	parte,	la	cual	impedía	que	se	le	despida	si	no	existía	un
motivo	debidamente	justificado	para	ello.
Segundo.-	que,	para	sustentar	la	nulidad	de	dicha	sentencia,	la	recurrente
acusa	en	primer	lugar	la	violación	del	artículo	setenta	del	Decreto
Legislativo	setecientos	veintiocho	que	señala	que	ni	el	despido	ni	el	motivo
alegado	se	deducen	o	presumen,	lo	cual	según	ella,	ha	infringido	la	sala	de
mérito	al	haber	hecho	una	deducción	sobre	el	motivo	del	despido.
Tercero.-	que,	sin	embargo,	esta	restricción	debe	concordarse	con	lo
dispuesto	en	el	artículo	cuarentiuno	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo	que
permite	al	juzgador	la	utilización	de	indicios	para	llegar	a	la	convicción	de	la
existencia	de	una	verdad	real	que	se	ha	simulado	u	ocultado	a	través	de	un
acto	formal	distinto	a	los	hechos,	por	lo	que	no	se	habría	producido	la
violación	de	la	norma	indicada.
Cuarto.-	que	además,	el	razonamiento	hecho	por	la	recurrida	no	ha
requerido	hacer	una	deducción	como	la	que	denuncia	la	recurrente,	por
cuanto	ha	analizado	directamente	los	hechos	planteados	por	la	demandante
como	causantes	de	su	despido,	los	que	se	sustentan	en	la	existencia	del
fuero	sindical	como	fuente	de	protección	de	la	estabilidad	de	ésta.
Quinto.-	que,	en	tal	sentido,	las	causales	referidas	a	la	interpretación
errónea	del	artículo	sesentidós	del	Decreto	Legislativo	setecientos
veintiocho	y	la	inaplicación	del	artículo	cuarentiséis	de	su	reglamento,	son
las	que	vienen	a	colación	para	definir	si	los	motivos	alegados	por	la
demandante	para	que	se	declare	la	nulidad	de	su	despido,	son	adecuados
para	esta	finalidad,	independientemente	de	que	sean	ciertos	o	estén
probados.
Sexto.-	que,	la	sentencia	de	vista	declara	la	nulidad	del	despido	por	los
siguientes	hechos	causales;	a)	Haber	actuado	en	calidad	de	representante	de
los	trabajadores,	al	desempeñarse	como	secretaria	general	del	sindicato
durante	los	años	de	mil	novecientos	noventa	a	mil	novecientos
noventicuatro,	b)	Haber	participado	en	actividades	sindicales,	al	asumir	el
rol	de	directora	de	debates	en	una	asamblea	general	y	efectuar	ciertas
diligencias	ante	congresistas	y,	c)	Haber	participado	en	un	proceso	ante	el
Décimo	Juzgado	de	Trabajo,	en	el	cual	se	halla	involucrada.
Sétimo.-	que,	para	sostener	el	primer	hecho	como	causa	de	nulidad	del
despido,	se	ha	interpretado	incorrectamente	el	inciso	b)	del	referido
artículo	sesentidós	de	la	Ley	de	Fomento	al	Empleo	ya	que	al	referirse	en
pasado	el	verbo	‘haber	actuado’	como	representante	de	los	trabajadores,	no
significa	que	la	protección	contra	el	despido	se	extienda	indefinidamente,
sino	que	ésta	está	determinada	por	un	plazo	específico	que	es	señalado	en
casi	toda	la	legislación	comparada	de	los	países	latinoamericanos	y	que	es
recogido	por	el	inciso	b)	del	artículo	cuarentiséis	del	reglamento	aprobado
mediante	Decreto	Supremo	cero	uno	-	noventiséis	-	TR	al	señalar	que	es
hasta	los	noventa	días	posteriores	a	haber	cesado	en	el	cargo.
Octavo.-	que,	constituye	hecho	probado	que	es	consignado	en	la	propia
sentencia,	que	la	demandante	se	desempeñó	como	secretaria	general	del
sindicato	obrero	de	la	empresa	demandada	durante	varios	años,	habiendo
cesado	en	dicho	cargo	el	seis	de	julio	de	mil	novecientos	noventicuatro,
según	la	instrumental	de	fojas	cincuenticuatro,	de	modo	que	a	la	fecha	de	su
despido	ocurrido	el	veintidós	de	diciembre	de	mil	novecientos	noventicinco,
ha	transcurrido	más	de	un	año	consecutivo	que	es	el	máximo	plazo	que	se
reconoce	en	la	legislación	española	y	la	argentina,	el	cual	puede
interpretarse	como	prudencial	para	el	caso	de	autos,	dado	que	todavía	no
había	entrado	en	vigencia	la	norma	reglamentaria	cuya	inaplicación	se
denuncia.
(...).
Resolución:
Declararon	Fundado	el	recurso	de	casación.”	(Cas.	Sala	de	Derecho
Constitucional	y	Social.	Exp.	1636-97.	Lima,	may.	31/99)
JURISPRUDENCIA.—Es	indiferente	que	sobre	las	quejas	presentadas	por	los
trabajadores	haya	recaído	resolución	para	que	se	configure	la	nulidad	del
despido.	“Segundo.-	Que,	en	lo	referente	a	la	segunda	causal	invocada,	cabe
precisarse	que	para	la	configuración	de	la	causal	de	nulidad	de	despido
prevista	por	el	inciso	c)	del	artículo	sesentidós	del	Texto	Único	Ordenado	de
la	Ley	de	Fomento	del	Empleo	es	necesario	demostrar	la	preexistencia	de
quejas	o	reclamos	formulados	ante	la	Autoridad	Administrativa	o	Judicial	y
el	vínculo	causal	entre	aquellos	y	el	hecho	del	despido,	siendo	indiferente
que	se	haya	o	no	expedido	resolución	sobre	la	petición	concreta	presentada,
salvo	para	el	cómputo	del	plazo	a	que	se	refiere	el	último	párrafo	del
artículo	cuarentisiete	del	Decreto	Supremo	número	cero	cero	uno	-
noventiséis	-	TR.
Tercero.-	Que,	siendo	así,	la	impugnada	incurre	en	error	de	motivación	en
la	parte	que	establece	la	condición	últimamente	referida	al	no	estar	prevista
por	las	normas	de	la	materia,	estando	arreglada	a	ley	en	cuanto	considera
que	el	actor	no	ha	probado	los	presupuestos	a	que	se	refieren	el	invocado
inciso	c)	del	artículo	sesentidós	del	Decreto	Supremo	número	cero	cinco	-
noventicinco	-	TR	y	el	primer	párrafo	del	artículo	cuarentisiete	de	su
reglamento.
Resolución:
Declararon	Infundado	el	Recurso	de	Casación.”	(Cas.	Sala	de	Derecho
Constitucional	y	Social.	Exp.	3768-97.	Lima,	jun.	02/99)
JURISPRUDENCIA.—No	se	encuentra	protegido	contra	el	despido	el
dirigente	sindical	cuyo	nombramiento	no	es	de	conocimiento	del	empleador.
“Primero.-	Que,	habiendo	sido	admitido	el	recurso	de	casación	a	fojas	ciento
noventiocho,	fue	declarado	procedente	por	resolución	de	fecha	ocho	de	julio
de	mil	novecientos	noventisiete.
Segundo.-	Que,	en	relación	a	la	obligación	contenida	en	el	literal	d)	del
artículo	décimo	de	la	Ley	número	veinticinco	mil	quinientos	noventitrés,	se
centró	en	determinar	si	la	exigencia	legal	a	los	sindicatos	de	comunicar	los
cambios	en	su	junta	directiva	a	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	y	al
empleador	determina	la	oponibilidad	de	los	referidos	cargos	a	este	último
para	efectos	de	considerar	como	causa	del	despido	de	un	trabajador
precisamente	su	actividad	sindical.
Tercero.-	Que,	al	respecto	debe	señalarse:	a)	que,	es	consustancial	a	la
libertad	sindical	consagrada	en	la	Constitución	la	independencia	de	que
goza	el	sindicato	para	decidir	autónomamente	la	conformación	de	su	junta
directiva,	por	lo	que,	no	cabe	considerar	la	comunicación	administrativa	y	al
empleador	como	constitutiva	del	nombramiento;	b)	que,	ello	no	obstante
debe	necesariamente	distinguirse	entre	la	existencia	del	acto	por	el	cual	se
nombra	a	un	trabajador	como	dirigente,	y	la	oponibilidad	de	dicho	cargo	a
terceros,	pues	lo	contrario	implicaría	extender	la	autonomía	del	sindicato	al
extremo	de	otorgar	una	presunción	de	publicidad	a	actos	que	en	realidad	no
necesariamente	la	tienen;	c)	que,	de	acuerdo	a	ello,	la	exigencia	contenida
en	el	inciso	d)	del	artículo	diez	del	Decreto	Ley	número	veinticinco	mil
quinientos	noventitrés,	no	sólo	tiene	por	razón	de	ser	el	aspecto	meramente
administrativo	o	formal,	sino	que	tendrá	repercusiones	sustantivas	para
determinados	aspectos	de	fondo;	d)	que,	de	otro	lado,	al	analizarse	la
regulación	legal	del	despido	nulo	contenida	en	el	artículo	sesentidós	del
Decreto	Legislativo	número	setecientos	veintiocho,	es	de	resaltar	que	la
figura	legal	ha	sido	tipificada	en	base	a	la	causa	del	acto,	y	no	al	acto	mismo;
e)	que,	al	mismo	tiempo,	a	efectos	de	considerar	protegido	a	un	trabajador
frente	a	un	acto	del	empleador	en	base	a	la	causa	del	mismo,	vale	decir	al
motivo	que	ha	impulsado	a	este	a	ejecutarlo,	debe	pasarse	necesariamente
por	la	demostración	de	que	el	autor	ha	tenido	previamente	conocimiento
del	hecho	que	configura	tal	motivo,	a	cuyo	efecto,	en	el	caso,	el	primer
elemento	que	debe	tenerse	en	cuenta	es	precisamente	la	comunicación	por
parte	de	la	organización	sindical	al	empleador	de	que	un	determinado
trabajador	es	candidato	o	ha	sido	elegido	como	dirigente	sindical	protegido
por	el	fuero	sindical;	f)	que,	es	evidente	que	el	fundamento	jurídico	en	que
se	sustenta	este	extremo	del	recurso	es	sólido,	por	cuanto	a	efectos	de
oponer	a	un	empleador	la	calidad	de	dirigente	sindical	de	un	trabajador
para	efectos	de	su	protección	especial	contra	el	despido	es	necesario	que
previamente	se	haya	comunicado	a	aquél	la	designación	de	éste	conforme	a
las	disposiciones	del	inciso	d)	del	artículo	décimo	del	Decreto	Ley	número
veinticinco	mil	quinientos	noventitrés.
Cuarto.-	Que,	en	cuanto	a	la	violación	del	artículo	cuarto	del	aludido
Decreto	Ley	número	veinticinco	mil	quinientos	noventitrés,	debe	definirse	a
la	luz	del	mencionado	artículo,	si	es	posible	considerar	a	priori	una
asamblea	sindical	como	conocida	por	el	empleador	sin	que	exista	prueba
adicional.
Quinto.-	Que,	por	lo	dicho	precedentemente	debe	precisarse	lo	siguiente:	a)
que,	en	efecto	el	artículo	cuarto	de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	del
Trabajo,	consagra	el	impedimento	a	todo	empleador	de	intervenir	en	modo
alguno	en	la	administración	de	las	organizaciones	sindicales	que
constituyen	los	trabajadores,	con	lo	que	es	perfectamente	posible	que	en
condiciones	normales	un	sindicato	niegue	conocimiento	o	acceso	del
empleador	o	sus	representantes	a	una	asamblea	o	a	cualquier	otro	acto
interno	de	la	organización	gremial;	b)	que,	en	base	a	lo	concluido	en	el
punto	anterior,	es	claro	que	los	actos	que	celebran	las	organizaciones	no
tienen	de	por	sí	presunción	de	publicidad,	por	lo	que	no	es	posible	tener	por
cierto,	que	una	asamblea	sindical	es	conocida	por	el	empleador,	si	es	que	tal
circunstancia	no	es	acreditada,	sea	a	través	de	la	comunicación	formal,	sea	a
través	de	cualquier	otro	medio	de	prueba	admisible	de	acuerdo	a	ley,
situación	que	no	se	ha	dado	en	el	presente	caso,	pues,	por	el	contrario,	la
recurrente	había	manifestado	al	trabajador	su	voluntad	de	que	la	relación
laboral	se	extinguiera	incluso	antes	de	realizada	la	referida	asamblea;	y	c)
en	consecuencia,	también	este	extremo	del	recurso	resulta	consistente,	al	no
ser	posible	acreditar	que	un	empleador	tiene	conocimiento	de	la	calidad	de
dirigente	sindical	de	un	trabajador	por	la	simple	existencia	de	una	asamblea
sindical.
Sexto.-	Que,	en	relación	a	la	incorrecta	aplicación	del	artículo	veintiocho	de
la	Constitución	Política,	el	artículo	sesentidós	del	Decreto	Legislativo
número	setecientos	veintiocho	y	el	artículo	cuarentiséis	del	Decreto
Supremo	número	cero	cero	uno-noventiséis-TR,	a	pesar	que	esta	Sala	no
considera	que	el	principio	de	libertad	sindical	consagrado	en	la	Constitución
se	encuentre	limitado	necesariamente	o	de	manera	absoluta	por	lo
establecido	en	la	legislación	ordinaria,	pues	ello	significaría	privar	de
contenido	material	a	una	disposición	que	no	sólo	está	destinada	a	informar
a	ésta,	sino	que	tiene	contenido	propio,	es	claro	que	las	conclusiones	a	que
se	llega	en	los	dos	puntos	inmediato	precedentes	impiden	considerar	como
aplicable	al	caso	de	la	actora	el	artículo	sesentidós	del	Decreto	Legislativo
número	setecientos	veintiocho,	ya	que	los	supuestos	en	que	se	ha	amparado
la	sentencia,	y	concretamente	la	asunción	de	que	la	demandada	despidió	al
actor	conociendo	su	pertenencia	al	sindicato	o	actos	de	tal	naturaleza,
contravienen	tanto	la	exigencia	prevista	en	el	inciso	d)	del	artículo	décimo
de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo,	como	el	artículo	cuarto	del
mismo	cuerpo	legal	que	consagra	la	autonomía	de	que	gozan	las
organizaciones	sindicales	para	sus	actos	internos;	por	lo	que	existe	agravio
en	cada	una	de	las	expresiones	cuestionadas;	declararon	Fundado	el	recurso
de	casación.”	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	307-97.
Cuzco,	may.	04/99)
JURISPRUDENCIA.—No	es	nulo	el	despido	si	el	empleador	toma
conocimiento	de	la	queja	presentada	por	el	trabajador	con	posterioridad	a	su
cese.	“Primero:	Que,	existen	fallos	emitidos	por	otras	salas	laborales	sobre
casos	de	ex	trabajadores,	que	al	igual	que	el	demandante	solicitan	la	nulidad
del	despido	por	considerar	que	éste	se	ha	producido	como	consecuencia	a
su	afiliación	al	nuevo	Sindicato	de	Trabajadores	(...)	y	por	haber	presentado
una	demanda	en	contra	de	su	empleadora,	caso	en	los	que	ha	recaído
pronunciamiento	distinto	para	la	solución	del	conflicto,	por	lo	que	es
necesario	el	pronunciamiento	de	esta	sala	a	fin	de	determinar	el	criterio	a
aplicarse.
Segundo:	Que,	se	observa	del	proceso,	que	el	demandante	don	(...)
conjuntamente	con	otros	trabajadores,	por	desacuerdo	con	el	hasta
entonces	sindicato	(...)	y	oficinas	(...),	forman	un	nuevo	sindicato	inscrito	con
fecha	ocho	de	setiembre	de	mil	novecientos	noventicinco,	pese	a	contar	con
la	manifiesta	oposición	del	antiguo	sindicato.
Tercero:	Que,	sin	embargo	los	reclamos	que	formula	el	demandante
conjuntamente	con	un	grupo	de	trabajadores	por	actos	de	hostilidad,	son
anteriores	a	la	formación	del	sindicato,	pues	acusan	baja	de	remuneraciones
y	categoría	mediante	carta	de	cese	de	hostilidades	de	fecha	cuatro	de
setiembre	de	mil	novecientos	noventicinco	y	constituida	la	nueva
organización	sindical	el	ocho	de	setiembre,	proceden	a	denunciar	el	dos	de
octubre	de	mil	novecientos	noventicinco	la	hostilidad	de	la	que	vienen
siendo	víctimas	un	grupo	de	trabajadores,	entre	los	que	se	encuentra	el
demandante,	demanda	que	ha	sido	declarada	fundada	por	sentencia	de
fecha	veinticuatro	de	diciembre	de	mil	novecientos	noventiséis	y	que	obra	a
fojas	ciento	treintidós,	por	considerar	que	se	han	configurado	actos	de
hostilidad	denunciados,	lo	que	demuestra	para	este	caso	la
representatividad	y	actividades	del	sindicato,	mas	no	que	el	despido	se	haya
producido	como	consecuencia	de	su	afiliación	al	sindicato,	máxime	si	el
demandante	no	tiene	la	calidad	de	dirigente	sindical,	como	es	de	verse	de
las	firmas	que	aparecen	en	la	demanda	de	cese	de	hostilidades	que
interpone	el	Sindicato	de	Trabajadores	(...)	a	fojas	ciento	cuarentitrés.
Cuarto:	Que,	pese	haber	presentado	una	demanda	de	cese	de	hostilidades
en	contra	de	su	empleadora,	ésta	es	notificada	recién	el	día	dos	de	enero	de
mil	novecientos	noventiséis,	cuando	ya	se	había	despedido	al	demandante,
lo	que	agregado	al	hecho	de	que	el	despido	comprendió	a	un	grupo	mayor
de	trabajadores	dentro	de	los	cuales	se	afectó	no	sólo	a	trabajadores	del
nuevo	sindicato,	pues	al	decir	de	la	demandada	se	encontraba	en	un	proceso
de	racionalización	de	personal,	hacen	concluir	que	si	bien	el	despido	fue
arbitrario,	no	respondió	a	la	presentación	de	la	queja	por	parte	del
demandante,	o	su	afiliación	al	nuevo	Sindicato	de	Trabajadores	(...),	por	lo
que	no	ha	probado	la	causal	de	nulidad	prevista	en	el	artículo	sesentidós	del
Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	setecientos	veintiocho.
Quinto:	Que,	con	el	criterio	sentado	en	los	considerandos	precedentes,	esta
Suprema	Sala	en	aplicación	de	la	facultad	conferida	en	el	artículo
cincuentiocho	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo	número	veintiséis	mil
seiscientos	treintiséis,	y	unificando	la	jurisprudencia	nacional.
Resolución:
Declararon	Fundado	el	recurso	de	casación	de	fojas	doscientos,	interpuesto
por	el	(...);	en	consecuencia	Nula	la	sentencia	de	vista.”	(Cas.	Sala	de	Derecho
Constitucional	y	Social.	Exp.	2542.	Lima,	may.	31/99)
JURISPRUDENCIA.—Es	nulo	el	despido	al	amparo	del	artículo	29,	literal	c),
si	éste	tiene	por	motivo	una	queja	contra	el	empleador	de	contenido	laboral.
“Que,	el	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	número	setecientos
veintiocho	aprobado	por	Decreto	Supremo	número	cero	cero	tres	-
noventisiete	-	TR,	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,	además
del	sistema	general	de	protección	contra	el	despido	arbitrario	(entendido
por	tal	a	aquél	que	carece	de	causa	justa	o	que	se	materializa	sin	expresión
de	ésta)	que	dispensa	el	segundo	párrafo	de	su	artículo	treinticuatro
mediante	una	tutela	resarcitoria	(pago	de	una	indemnización	legal),
consagra	con	carácter	excepcional	la	tutela	restitutoria	(reconstitución
jurídica	de	la	relación	laboral	a	través	de	la	reposición)	frente	al	despido
nulo,	aquel	que	se	funda	en	alguno	de	los	motivos	específicos	que	dicha	ley
establece	en	numerus	clausus	en	su	artículo	veintinueve,	todos	vinculados	a
conductas	lesivas	a	determinados	derechos	constitucionales	del	trabajador,
por	lo	que	el	sustento	de	esta	norma	radica	en	garantizar	su	pleno	ejercicio
sin	que	la	situación	de	subordinación	o	dependencia	que	deriva	de	la
relación	de	trabajo	pueda	limitarlos	o	restringirlos,	lo	cual	encuentra
fundamento	en	el	tercer	párrafo	del	artículo	veintitrés	de	la	Constitución
Política	del	Estado	que	señala	que	la	relación	no	puede	limitar	el	ejercicio	de
los	derechos	constitucionales	ni	desconocer	o	rebajar	la	dignidad	del
trabajador.	Cuarto:	Que,	en	este	contexto	el	inciso	c)	del	artículo	veintinueve
de	la	ley	acotada	establece	que	es	nulo	el	despido	que	tenga	por	motivo
presentar	una	queja	o	participar	en	un	proceso	contra	el	empleador	ante	las
autoridades	competentes,	salvo	que	se	configure	la	falta	grave	contemplada
en	el	inciso	f)	del	artículo	veinticinco.	Quinto:	Que,	al	respecto	el	primer
párrafo	del	artículo	cuarentisiete	del	Decreto	Supremo	número	cero	cero
uno	-	noventiséis	-	TR	señala	que	se	configura	esta	causal	de	despido	si	la
queja	o	reclamo	ha	sido	planteado	contra	el	empleador	ante	las	autoridades
administrativas	o	judiciales	competentes	y	además	se	acredite	que	está
precedido	de	actitudes	o	conductas	del	empleador	que	evidencien	el
propósito	de	impedir	arbitrariamente	el	reclamo	de	sus	trabajadores,	por	lo
que	queda	claro	que	el	inciso	c)	del	artículo	veintinueve	de	la	Ley	de
Productividad	y	Competitividad	Laboral	debe	ser	interpretado	en
concordancia	con	esta	norma	reglamentaria	cuya	inaplicación	también	se
recusa.	Sexto:	Que,	bajo	el	marco	jurídico	que	delimitan	tales	normas	cabe
entonces	sancionar	con	la	nulidad,	al	despido	ejecutado	por	el	empleador
como	represalia	contra	el	trabajador	que	en	defensa	de	sus	derechos	e
intereses	ha	formulado	una	queja	o	iniciado	un	proceso	ante	las	autoridades
competentes.	Sétimo:	Que,	las	instancias	de	mérito	han	establecido	que	el
despido	del	demandante	se	produjo	como	consecuencia	de	la	conducta
negativa	del	empleador	de	despedir	al	trabajador	sin	expresión	de	causa,	en
aplicación	inconstitucional	de	la	segunda	parte	del	artículo	treinticuatro	del
Decreto	Supremo	número	cero	cero	tres	-	noventisiete	-	TR,	además	por
transgresión	de	su	derecho	fundamental	de	petición	al	haber	participado	en
un	proceso	contra	el	empleador,	esto	es,	al	formular	un	reclamo
administrativo	ante	el	Seguro	Social	de	Salud	para	que	se	declare	su	aptitud
física	para	el	trabajo.	Octavo:	Que,	conforme	a	las	reiteradas	ejecutorias	de
esta	sala	suprema,	la	simple	tramitación	efectuada	por	el	accionante	ante
ESSALUD	no	configura	el	supuesto	legal	que	prevé	el	inciso	c)	del	artículo
veintinueve	del	Decreto	Supremo	número	cero	cero	tres	-	noventisiete	-	TR,
para	que	el	despido	sea	nulo,	pues	cuando	dicha	norma	se	refiere	a
presentar	una	queja	o	participar	en	un	proceso	contra	el	empleador	ante	las
autoridades	competentes,	debe	entenderse	que	la	queja,	el	reclamo	o
proceso	seguido	contra	el	empleador	debe	ser	de	naturaleza	laboral,	es
decir	referirse	al	incumplimiento	o	conductas	del	empleador	que	afecten	los
derechos	del	trabajador	derivados	de	la	relación	de	trabajo,	o	sus	derechos
fundamentales	planteados	ante	autoridad	judicial	o	administrativa
competente,	tal	como	lo	dispone	el	artículo	cuarentisiete	del	Decreto
Supremo	número	cero	cero	uno	-	noventiséis	-	TR	(Reglamento	del	Texto
Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo).	Noveno:	Que,	además	se
debe	precisar	que	el	segundo	párrafo	del	artículo	treinticuatro	del	Decreto
Supremo	número	cero	cero	tres	-	noventisiete	-	TR	no	ha	sido	declarado
inconstitucional,	pues	el	Tribunal	Constitucional	en	el	Expediente	número
mil	ciento	veinticuatro	-	dos	mil	uno	-	AA/TC	de	fecha	once	de	julio	del	dos
mil	dos,	aclarada	el	dieciséis	de	setiembre	del	dos	mil	dos	(caso	Telefónica
de	Perú	Sociedad	Anónima)	estableció	que	esta	norma	resulta	inaplicable	en
la	parte	referida	a	la	invalidez	constitucional	del	despido	masivo	e
incausado	previsto	en	esa	controversia,	lo	que	no	configura	en	el	caso	de
autos.	Décimo:	Que,	en	consecuencia	esta	sala	suprema	considera	que	en	el
caso	sub	examen	la	sala	superior	ha	incurrido	en	las	causales	de	aplicación
indebida	e	inaplicación	de	las	normas	denunciadas	al	no	ajustarse	la
conducta	del	empleador	demandado	a	la	causal	prevista	en	el	inciso	c)	del
artículo	veintinueve	del	Decreto	Supremo	número	cero	cero	tres	-
noventisiete	-	TR	reglamentada	por	el	artículo	cuarentisiete	del	Decreto
Supremo	número	cero	cero	uno	-	noventiseis	-	TR.	Resolución:	Declararon
fundado	el	recurso	de	casación	interpuesto”.	(Cas.	Sala	Transitoria	de
Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	137-2005-Del	Santa,	oct.	21/2005).
JURISPRUDENCIA.—Para	que	se	configure	la	causal	de	despido	nulo	en
razón	de	actos	de	discriminación	debe	tratarse	específicamente	de	los
supuestos	contenidos	en	el	literal	d)	del	artículo	29	de	la	Ley	de	Productividad
y	Competitividad	Laboral.	“La	protección	contra	el	despido	arbitrario	es	la
indemnización	prevista	por	ley;	y,	en	forma	excepcional	procede	la	nulidad
de	despido,	siendo	esta	última	alternativa	un	régimen	cerrado	a	las	causales
señaladas	taxativamente	en	el	artículo	veintinueve	de	la	Ley	de
Productividad	y	Competitividad	Laboral	aprobada	por	Decreto	Supremo
número	cero	cero	tres	guión	noventisiete	guión	TR.	Cuarto:	Que,	en	el
escrito	de	demanda	de	fojas	siete	el	actor	no	precisa	en	cual	de	los	incisos
del	artículo	veintinueve	del	Decreto	Supremo	cero	cero	tres	guión
noventisiete	guión	TR	ampara	la	nulidad	de	su	despido,	sin	embargo	en	la
narración	de	los	hechos	deja	entrever	que	su	cese	se	produjo	por	haber
reclamado	la	entrega	de	documentación	que	acreditaba	el	pago	de	los
aportes	a	la	seguridad	social,	por	cuanto	estaba	próximo	a	jubilarse.	Quinto:
Que,	en	la	sentencia	de	primera	instancia	el	A-quo	utilizando	una	de	las
técnicas	interpretativas,	aplica	en	forma	negativa	el	artículo	veintinueve	del
Decreto	Supremo	cero	cero	tres	guión	noventisiete	TR	(Texto	Único
Ordenado	del	Decreto	Legislativo	setecientos	veintiocho	-	Ley	de
Productividad	y	Competitividad	Laboral)	para	declarar	infundada	la
demanda,	toda	vez	que	el	hecho	esgrimido	por	el	demandante	no	se
encontraba	previsto	dentro	de	los	presupuestos	que	contienen	el	artículo	en
referencia.	Sexto:	Que,	por	su	parte,	la	sentencia	de	vista	afirma	que	la
nulidad	de	despido	es	fundada	por	cuanto	el	origen	de	ella	estaba	basada	en
un	acto	de	discriminación,	la	cual	tenía	carácter	subjetivo	y	cuyo	propósito
era	no	reconocer	los	derechos	adquiridos	por	el	trabajador;	que	no	obstante
tal	argumentación	se	debe	precisar	que	el	inciso	d)	del	artículo	veintinueve
del	Decreto	Supremo	número	cero	cero	tres	guión	noventisiete	TR,	indica
como	únicas	causales	de	discriminación	para	que	el	despido	pueda	ser
declarado	nulo	aquellas	que	tienen	como	origen	el	sexo,	raza,	religión,
opinión	u	idioma;	que	al	no	encajar	la	discriminación	utilizada	en	la
sentencia	de	vista	con	lo	que	indica	la	ley,	ello	determina	su	incorrecta
aplicación.	Sentencia:	Por	lo	antes	expuesto:	declararon	Fundado	el	recurso
de	Casación	interpuesto.”	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.
1811-2000.	Ucayali,	ene.	23/2001)
JURISPRUDENCIA.—Frente	al	despido	de	una	trabajadora	gestante,	el
Tribunal	Constitucional	plantea	posibilidad	de	imponer	medidas	coercitivas	al
empleador.	“(...)	El	objeto	de	la	presente	demanda	es	que	se	declare	la
inaplicabilidad	del	Memorándum	(…)	,	de	fecha	7	de	setiembre	del	2005,	por
el	cual	se	da	por	concluido	el	vínculo	laboral	de	la	recurrente,	a	pesar	de
que,	según	la	Resolución	(…),	de	fecha	11	de	marzo	del	2005,	éste	recién
vencía	el	31	de	diciembre	de	2005,	y	que,	en	ese	entonces,	ella	se
encontraba	con	licencia	con	goce	de	haber	por	motivo	de	maternidad;	y	que,
en	consecuencia,	se	ordene	la	inmediata	reincorporación	de	la	demandante
como	auxiliar	de	educación	de	la	institución	educativa	(…)	y	el	pago	de	las
remuneraciones	dejadas	de	percibir,	al	haberse	vulnerado	sus	derechos
constitucionales	al	trabajo,	a	la	proscripción	del	despido	arbitrario	y	al
despido	arbitrario	y	al	debido	proceso.	(…)	conforme	está	acreditado	con	el
certificado	de	incapacidad	temporal	para	el	trabajo	(…),	de	fecha	5	de	agosto
del	2005,	obrante	a	fojas	13,	y	con	la	Resolución	(…),	de	fecha	15	de	agosto
del	2005,	por	la	cual	se	dispone	conceder	a	la	recurrente	licencia	por	90	días
con	goce	de	haber	por	razón	de	maternidad,	a	la	fecha	de	cese,	7	de
setiembre	del	2005,	la	recurrente	se	hallaba	en	condición	de	madre	gestante
(…)	No	obstante,	a	fojas	564	obra	la	Resolución	(…)	de	fecha	19	de
setiembre	del	2006,	por	la	cual	se	nombra	a	la	recurrente	como	auxiliar	de
educación	(…)	Por	lo	tanto,	se	ha	producido	una	variación	de	las
circunstancias	que	originaron	la	interposición	de	la	presente	demanda	de
amparo,	debido	a	que	la	violación	de	los	derechos	constitucionales	de	la
recurrente	habría	cesado	toda	vez	que	ha	sido	repuesta	en	su	puesto	de
trabajo,	conforme	lo	solicitaba	en	la	demanda,	e	incluso	en	mejores
condiciones	puesto	que	ha	sido	reincorporada	con	carácter	permanente.	En
el	presente	caso,	dada	la	condición	de	madre	gestante	que	ostentaba	la
recurrente,	el	agravio	que	se	habría	producido	a	los	derechos
constitucionales	de	la	recurrente	reviste	especial	gravedad.	Dado	el	especial
deber	de	protección	que	tiene	el	Estado	para	con	la	madre	en	materia
laboral,	establecido	en	el	artículo	23	de	la	Constitución,	se	busca	resguardar
a	las	mujeres	por	su	maternidad.	(…)	a	pesar	de	haber	cesado	la	vulneración
al	derecho	constitucional,	y	conforme	lo	establece	el	segundo	párrafo	del
artículo	1°	del	Código	Procesal	Constitucional,	si	luego	de	presentada	la
demanda	cesa	la	agresión	o	amenaza	por	decisión	voluntaria	del	agresor,	o
si	ella	deviene	en	irreparable,	el	juez,	atendiendo	al	agravio	producido,
declarará	fundada	la	demanda	precisando	los	alcances	de	su	decisión,
disponiendo	que	el	emplazado	no	vuelva	a	incurrir	en	las	acciones	u
omisiones	que	motivaron	la	interposición	de	la	demanda.	En	tal	sentido,
este	tribunal	considera	que	a	pesar	de	haber	una	sustracción	de	la	materia	y
teniendo	como	finalidad	proteger	los	derechos	constitucionales,	no	puede
tolerar	esta	conducta	de	la	emplazada,	por	lo	que	advierte	que	al
presentarse	una	conducta	similar	o	igual	como	la	descrita	se	impondrá	en
caso	de	incumplimiento	las	medidas	coercitivas	contempladas	en	el	artículo
22	del	Código	Procesal	Constitucional.	(...)”.	(T.	C.,	Exp.	02769-2007-PA/TC,
may.	21/2009.	Pres.	Landa	Arroyo).
JURISPRUDENCIA.—La	conclusión	pactada	de	un	contrato	a	plazo	fijo,
cuando	la	trabajadora	está	gestando,	no	puede	ser	considerada	un	despido
nulo.	“la	recurrente	invoca	las	causales:	a)	la	aplicación	indebida	del	inciso
e)	del	artículo	veintinueve	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo
número	setecientos	veintiocho,	aprobado	por	Decreto	Supremo	número
cero	cero	tres	-	noventisiete-TR,	modificado	por	la	Ley	número	veintisiete
mil	ciento	ochenticinco;	y	b)	la	inaplicación	de	los	artículos	cuatro,	inciso	c)
del	artículo	doce,	inciso	d)	del	artículo	setentisiete	del	Texto	Único
Ordenado	del	Decreto	Legislativo	número	setecientos	veintiocho,	aprobado
por	Decreto	Supremo	número	cero	cero	tres	-	noventisiete	-	TR;	la
recomendación	número	noventicinco	de	la	Organización	Internacional	de
Trabajo,	referida	a	la	protección	de	la	maternidad;	de	los	artículos	dos,	diez
y	veintiséis	del	Pacto	Internacional	de	Derecho	Civiles	y	Políticos,	y	de	los
artículos	dos,	siete	y	veinticinco	de	la	Declaración	Universal	de	Derechos
Humanos	de	mil	novecientos	cuarentiocho.	Sostiene	como	fundamento	de
ambas	causales,	que	en	su	caso	se	violentó	la	ley	número	veintisiete	mil
ciento	ochenticinco,	al	haber	sido	despedida	dentro	del	período	en	el	cual
gozaba	licencia	por	maternidad,	y,	a	pesar	que	su	contrato	vencía	el
treintiuno	de	diciembre	del	año	dos	mil	dos,	cuando	se	le	pagó	el	subsidio
respectivo	por	planilla,	dicho	contrato	se	prolongó	automáticamente;	por	lo
tanto,	no	se	respetó	el	convenio	sobre	protección	de	la	maternidad	ni	la
prohibición	a	la	discriminación	a	la	madre	trabajadora	durante	el	período
razonable	antes	y	después	del	parto;	Tercero:	Que,	las	causales	invocadas	en
los	literales	a)	y	b),	deben	ser	rechazadas,	pues	los	jueces	de	mérito	han
fijado	su	criterio	en	base	a	la	valoración	probatoria	realizada,	que	el	vínculo
laboral	de	la	actora	cesó	con	el	vencimiento	del	último	contrato	a	plazo	fijo
suscrito	y	que	se	le	abonó	el	subsidio	por	maternidad	por	ser	un	derecho	de
la	actora,	desestimando	su	pretensión	de	nulidad	de	despido	y	otros.	En	tal
sentido,	resulta	evidente	que	lo	que	se	persigue	en	el	fondo	es	que	se
efectúe	una	revaloración	de	los	hechos	sub	materia	así	como	también	sean
valorizados	nuevamente	los	medios	probatorios	actuados,	lo	que
significaría	la	modificación	del	criterio	jurisdiccional	sobre	los	hechos	de	los
jueces	de	instancia,	objeto	que	no	es	propio	del	recurso	casatorio,	conforme
a	lo	previsto	en	el	artículo	cincuenticuatro	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo;
Cuarto:	Que,	a	mayor	abundamiento	aparece	del	recurso	una
fundamentación	defectuosa,	pues	la	recurrente	no	cumple	con	fundamentar
independientemente	cada	una	de	las	causales	invocadas;	por	estas
consideraciones,	declararon:	Improcedente	el	recurso	de	casación
interpuesto.”	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	828-2003-
Ayacucho,	jul.	06/2004).
JURISPRUDENCIA.—El	trato	desigual	como	causal	de	despido	nulo.	“la
nulidad	de	despido	se	sustenta	en	la	causal	contenida	en	el	inciso	d)	del
artículo	veintinueve	del	Decreto	Supremo	número	cero	cero	tres-
noventisiete-TR,	considerando	la	discriminación	por	motivo	de	raza,	sexo,
idioma,	religión,	opinión;	sin	embargo	frente	a	la	evidencia	de
discriminación	de	los	trabajadores	por	un	trato	desigual	entre	ellos,	resulta
constitucionalmente	válido	preferir	la	norma	constitucional	en	protección
de	derechos	fundamentales	que	merecen	protección	tal	como	lo	establece	el
artículo	ciento	treinta	y	ocho	de	la	Constitución	Política	del	Estado	e
inclusive	por	normas	supranacionales;	Tercero:	Que,	el	concepto	de
discriminación	ha	sido	desarrollado	por	el	Tribunal	Constitucional	en	la
sentencia	recaída	en	el	Expediente	número	dos	mil	quinientos	diez	-	dos	mil
dos	-	AA/TC,	publicada,	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano	el	trece	de	abril	del
dos	mil	cuatro,	estableciendo:	“(...)	los	demandantes	alegan	que	se	ha
violado	el	derecho	constitucional	a	la	igualdad,	es	necesario	señalar,	como
ya	lo	ha	sostenido	este	tribunal	en	reiterada	jurisprudencia,	que	la	igualdad
se	encuentra	resguardada	cuando	se	acredita	la	existencia	de	los	dos
requisitos	siguientes:	a)	paridad,	uniformidad	y	exactitud	de	otorgamiento	o
reconocimiento	de	derechos	ante	hechos,	supuestos	o	acontecimientos
semejantes,	y	b)	paridad,	uniformidad	y	exactitud	de	trato	o	relación
intersubjetiva	para	las	personas	sujetas	a	idénticas	circunstancias	y
condiciones.	En	buena	cuenta,	la	igualdad	se	configura	como	un	derecho
fundamental	de	la	persona	a	no	sufrir	discriminación	jurídica	alguna;	esto
es,	a	no	ser	tratada	de	manera	dispar	respecto	a	quienes	se	encuentran	en
una	misma	situación,	salvo	que	exista	una	justificación	objetiva	y	razonable
para	esa	diferencia	de	trato;	Cuarto:	Que,	asimismo,	en	la	nulidad	de	despido
resulta	conveniente	aplicar	el	test	de	igualdad	que	establece:	‘i)	determinar
un	trato	diferenciado;	ii),	determinar	la	intensidad	de	dicha	diferenciación;
iii)	la	legitimidad	de	la	finalidad	perseguida	por	la	diferenciación;	iv)	que
exista	relación	de	causalidad,	v)	que	exista	relación	de	causalidad	entre	la
diferenciación	la	finalidad	perseguida;	y	vi)	que	esta	sea	necesaria,	es	decir
que	no	exista	otra	manera	menos,	lesiva	de	conseguir	esa	finalidad’.
‘Derechos	laborales,	derechos	pensionarios	y	justicia	constitucional,
Segundo	Congreso	Nacional	de	la	Sociedad	Peruana	de	Derecho	del	Trabajo
y	de	la	Seguridad	Social,	dos	mil	seis.	Ponencia	del	Dr.	Jorge	Toyama
Miyagusuku,	‘Derechos	fundamentales	de	los	trabajadores	y	la
jurisprudencia	del	Tribunal	Constitucional’,	Impreso	Gráfica	S.A.	página
doscientos	doce;	Quinto:	Que,	en	este	sentido	el	Dr.	Javier	Neves	Mujica	en
su	libro	‘Introducción	al	derecho	laboral’,	páginas	ciento	siete	-	ciento	ocho
al	desarrollar	el	tema	de	igualdad	ante	la	ley,	de	trato	y	de	oportunidades,
señala:	‘(...)	la	igualdad	de	trato,	que	vincula	a	autonomía	privada	en	sus
diversas	exteriorizaciones,	normativas	o	no	normativas.	Quedan
comprendidas	las	decisiones	unilaterales	del	empleador	(no	contratar	o	no
promover	o	sancionar	a	un	trabajador),	(...)	o	conferir	ventajas	mayores	a
unos	trabajadores	(...)’	de	lo	que	se	infiere	que	dentro	de	los	supuestos	del
inciso	d)	del	artículo	veintinueve	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto
Legislativo	número	setecientos	veintiocho,	se	considere	también	como
parte	de	la	discriminación	al	trato	diferenciado	de	los	iguales,	por	cuanto	la
Constitución	Política	del	Perú	en	su	artículo	segundo	inciso	dos	hace
referencia	(...)	‘o	cualquier	otra	índole’	considerando	dentro	de	ellos	como
cualquier	otro	equivalente	que	constituya	vulneración	a	los	derechos	de	la
persona,	tal	como	lo	ha	establecido	la	doctrina	invocada,	teniendo	en	cuenta
que	los	derechos	fundamentales	encuentran	amparo	en	el	convenio	ciento
once	de	la	Organización	Internacional	del	Trabajo	referido	a	la
discriminación	en	materia	del	empleo	y	ocupación,	así	como	el	artículo	seis
de	la	Declaración	Universal	de	los	Derechos	Humanos,	el	artículo	veintiséis
del	Pacto	Internacional	de	Derechos	Civiles	y	Políticos,	artículo	segundo	de
la	Declaración	Americana	de	los	Derechos	y	Deberes	del	Hombre	y	el
artículo	veinticuatro	de	la	Convención	Americana	sobre	Derechos	Humanos;
Sexto:	Que,	la	recurrida	ha	aplicado	el	control	difuso	en	defensa	de	los
derechos	del	trabajador	a	no	ser	discriminado,	por	lo	tanto	el	recurso	debe
ser	declarado	infundado:	Resolución.	Por	estas	consideraciones	declararon:
Infundado	el	recurso	de	casación	interpuesto.”	(Cas.	Sala	Transitoria	de
Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	2386-2005-Callao,	abril	26/2007).
COMENTARIO.—La	nulidad	del	despido	por	causal	de	embarazo.	La	Ley
N°	27185,	vigente	a	partir	del	20	de	octubre	de	1999,	amplía	el	lapso	en	el
cual	 podría	 plantearse	 el	 despido	 nulo	 por	 embarazo	 a	 la	 totalidad	 del
estado	de	gestación,	manteniendo	el	período	de	noventa	días	posteriores	al
nacimiento.
Con	anterioridad,	el	 literal	e)	del	artículo	29	de	la	Ley	de	Productividad	y
Competitividad	Laboral,	aprobada	mediante	el	Decreto	Supremo	N°	003-97-
TR,	 se	 refería	 –en	 cuanto	 al	 período	 previo	 al	 parto–	 únicamente	 a	 los
noventa	días	precedentes	al	acontecimiento.
El	despido	nulo	es	considerado	por	el	ordenamiento	laboral	vigente	como
un	despido	inexistente,	de	ahí	que	el	trabajador	–en	este	caso	trabajadora–
pueda	 lograr	 su	 reposición	 en	 el	 empleo	 o,	 en	 ejecución	 de	 sentencia,	 la
correspondiente	 indemnización	 por	 despido	 arbitrario,	 más	 las
remuneraciones	dejadas	de	percibir	en	el	período	computado	entre	la	fecha
del	despido	y	la	declaración	judicial	de	nulidad	del	acto	arbitrario.
La	 norma	 modificatoria	 presume	 que	 el	 despido,	 producido	 en	 el	 plazo
reseñado,	 tiene	 por	 motivo	 el	 embarazo	 si	 el	 empleador	 no	 acredita	 la
existencia	de	una	causa	justa,	relacionada	con	la	capacidad	de	la	trabajadora
(Art.	23	de	la	ley)	o	su	conducta	(Art.	24),	que	de	lugar	a	la	terminación	de	la
relación	laboral	por	iniciativa	patronal.
Para	que	la	trabajadora	se	encuentre	protegida	por	esta	causal	de	nulidad,
deberá	“notificar	documentalmente”	al	empleador	de	su	estado	de	gravidez
en	 fecha	 previa	 al	 despido.	 Obsérvese	 que	 este	 requisito	 no	 existía	 con
anterioridad,	 y	puede	dar	 lugar	a	 interesantes	 interrogantes,	 ¿bastará	una
simple	información	escrita	del	estado	de	gestación	para	que	el	empleador	se
dé	 por	 notificado	 documentalmente?,	 ¿será	 nulo	 el	 despido	 incausado	 de
una	 trabajadora	que	 incumplió	 con	poner	 en	 conocimiento	del	 empleador
su	estado	de	gestación	aun	cuando	su	embarazo	sea	por	demás	evidente?
En	relación	al	primero	de	los	cuestionamientos	planteados,	pensamos	que
la	simple	afirmación	escrita	de	 la	trabajadora	de	encontrarse	en	estado	de
gravidez,	no	sería	la	manera	idónea	de	comunicar	al	empleador	de	tal	hecho,
quedando	este	último	facultado	para	solicitar	la	correspondiente	constancia
o	 certificación	 médica.	 Sobre	 el	 segundo,	 sólo	 resta	 decir	 que	 dado	 el
enunciado	 imperativo	de	 la	disposición	que	se	estudia,	 la	protección	de	 la
nulidad	 del	 despido	 por	 embarazo	 se	 configura	 necesariamente	 con	 la
información	al	empleador,	no	pudiendo	alegar	 la	 trabajadora	que	 lo	obvio
de	su	gestación	la	exime	de	dar	cumplimiento	a	dicho	requerimiento	legal,
argüir	 lo	 contrario	 sería	 dar	 lugar	 a	 enojosas	 situaciones	 e	 injustificados
conflictos.
Por	último,	cabe	añadir	que	el	embarazo	de	una	trabajadora	no	impide	su
despido	 si	 esta	medida	 se	 ampara	en	una	 causa	 justa	 señalada	en	 la	 ley	y
debidamente	 comprobada,	 así	 como	 tampoco	 obsta	 a	 que	 la	 gestante	 sea
incluida	 entre	 los	 trabajadores	 afectados	 por	 una	 causal	 objetiva	 para	 la
culminación	colectiva	de	los	contratos	de	trabajo.
COMENTARIO.—El	 despido	 nulo.	 La	 acreditación	 de	 la	 existencia	 de
algunas	de	las	causales	del	despido	nulo,	no	deja	de	plantear	problemas.
Sería	iluso	pensar	que	el	despido	nulo	se	funde	expresamente	en	alguna	de
las	causales	señaladas	en	la	 ley,	probablemente	se	pretenda	ocultar	tras	 la
figura	del	despido	incausado	–sin	expresión	de	motivos–,	por	lo	que	ante	el
reclamo	del	trabajador	alegando	la	nulidad,	el	juzgador	deberá	merituar	su
existencia	 a	 la	 luz	 de	 los	 elementos	 probatorios	 presentados	 en	 el
procedimiento.
DOCTRINA.—La	nulidad	del	despido	 se	basa	en	una	 causa	 ilícita	que
vulnera	 derechos	 fundamentales.	 “La	 nulidad	 del	 despido	 sólo	 procede
cuando	éste	obedece	a	motivos	cuya	naturaleza	no	consiente	que	se	admita
su	validez	como	supuestos	 legitimadores	del	acto	extintivo	del	empleador.
Se	establece,	por	ello,	una	diferencia	con	el	‘despido	arbitrario’	pues	en	este
‘falta’	 la	 causa	 justa	 de	 despido	 –por	 no	 haberse	 demostrado	 en	 juicio	 la
invocada	por	el	empleador	o	no	haberla	alegado	éste	como	sustento	de	su
decisión–,	mientras	que	en	el	despido	nulo	 ‘existe’	una	causa,	pero	ésta	es
recusada	 por	 el	 ordenamiento	 jurídico	 por	 implicar	 la	 vulneración	 de
derechos	 fundamentales	 que	 se	 reconocen	 al	 trabajador	 como	 tal	 y	 como
persona	 y	 ciudadano.	 Dicho	 con	 otras	 palabras,	 arbitrario	 es	 el	 despido
incausado,	 y	 nulo	 el	 que	 se	 basa	 en	 una	 causa	 ilícita.”	 (BLANCAS
BUSTAMANTE,	 Carlos.	 El	 despido	 en	 el	 derecho	 laboral	 peruano,	 ARA
Editores,	Perú,	2002;	pág.	281)
ES	NULO	EL	DESPIDO	SI	LA	CAUSA	ES	SER	PORTADOR	DEL	VIH/SIDA
Ley	26626.
ART.	6°.—Las	personas	con	VIH/SIDA	pueden	seguir	laborando
mientras	estén	aptas	para	desempeñar	sus	obligaciones.
Es	nulo	el	despido	laboral	cuando	la	causa	es	la	discriminación
por	ser	portador	del	VIH/SIDA.
D.	S.	004-97-SA.
ART.	21.—La	nulidad	del	despido	a	que	se	refiere	el	artículo	6°	de	la	ley,	se
sujetará	 a	 las	 normas	 y	 procedimientos	 establecidos	 en	 las	 disposiciones
laborales	vigentes.
COMENTARIO.—Despido	discriminatorio	en	caso	que	el	trabajador	sea
portador	 del	 VIH/SIDA.	 El	 despido	 fundado	 en	 el	 solo	 hecho	 que	 el
trabajador	 sea	 portador	 del	 virus	 del	 SIDA,	 deviene	 en	 nulo;	 lo	 será
igualmente	el	despido	inmotivado,	si	su	causa	oculta	es	dicha	enfermedad.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	52.—La	acción	indemnizatoria	en	caso	de	despido	arbitrario,	excluye
la	acción	de	nulidad	de	despido.
La	 acción	 de	 nulidad	 de	 despido	 requiere	 que	 cuando	menos	 uno	 de	 los
motivos	a	que	se	refiere	el	artículo	62	de	la	ley,	sea	expresamente	invocado
y	acreditado	por	el	trabajador	como	razón	del	mismo.	Su	ejercicio	excluye	a
la	acción	indemnizatoria,	pero	puede	optarse	en	ejecución	de	sentencia	por
el	pago	de	la	indemnización	quedando	extinguido	el	vínculo	laboral.
NOTA:	Según	la	Segunda	Disposición	Derogatoria	de	la	Ley	29497,	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo,
se	deja	sin	efecto	el	artículo	52	del	D.	S.	N°	001-96-TR.	La	norma	entró	en	vigencia	el	15	de	julio	de
2010	y	su	aplicación	es	progresiva,	de	acuerdo	a	los	cronogramas	establecidos	por	el	Consejo
Ejecutivo	del	Poder	Judicial	a	nivel	nacional.
R.	M.	376-2008-TR.
ART.	 1°.—Apruébese	 el	 documento	 “Medidas	 nacionales	 frente	 al	 VIH	 y
SIDA	en	el	lugar	de	trabajo”,	que	consta	de	cinco	capítulos,	quince	artículos
y	un	glosario	de	términos	cuyo	texto	forman	parte	integrante	de	la	presente
resolución.
(...).
CAPÍTULO	III
DE	LA	CONFIDENCIALIDAD,	LA	NO	DISCRIMINACIÓN	Y	EL
DIAGNÓSTICO
(...).
Artículo	9°.-	Es	nulo	el	despido	basado	en	que	el	trabajador	es	una	PVV,	así
como	todo	acto	dentro	de	la	relación	laboral	fundado	en	esta	condición.
(...).
NOTA:	La	R.	M.	376-2008-TR	otorga	un	plazo	de	noventa	(90)	días	hábiles	a	los	empleadores	para
adaptar	sus	reglamentos	internos	de	trabajo	y	su	organización	laboral,	al	cumplimiento	de	las
medidas	frente	al	VIH	y	SIDA	en	el	lugar	de	trabajo.	Publicada	el	día	domingo	30	de	noviembre	del
2008.
NULIDAD	DE	DESPIDO	DE	TRABAJADOR	AFECTADO	POR	TUBERCULOSIS
Ley	30287.
ART.	11.—Nulidad	de	despido	por	la	condición	de	salud.	Es
nulo	el	despido	de	un	trabajador	que	pertenece	a	cualquier
régimen	de	actividad	laboral	que	tenga	por	motivo	su	condición
de	persona	afectada	por	tuberculosis.
Ley	30287.
ART.	12.—Continuidad	del	trabajador	en	su	centro	de
trabajo.	En	el	caso	de	que	la	persona	afectada	por	tuberculosis	se
encuentre	recuperada	y	que,	por	prescripción	médica,	al
momento	de	reintegrarse	a	su	centro	laboral,	no	pueda
desempeñar	las	funciones	para	las	cuales	fue	contratado,	el
empleador	debe	reasignarlo	por	el	plazo	señalado	en	la	indicación
del	médico	tratante,	en	otras	funciones	que	el	afectado	pueda
realizar	sin	poner	en	riesgo	su	seguridad	y	salud.
Ley	30287.
ART.	13.—Derecho	a	descanso	médico	a	causa	de	diagnóstico
de	tuberculosis.	El	descanso	médico	debe	ser	determinado	por	el
médico	tratante	en	todas	las	formas	clínicas	de	tuberculosis,	así
como	para	los	casos	de	farmacorresistencia	y	reacciones	adversas
a	medicamentos	antituberculosis.
Ley	30287.
ART.	14.—Facilidades	para	cumplir	el	tratamiento
estrictamente	supervisado.
14.1.	El	trabajador	afectado	por	tuberculosis,	una	vez	concluido
su	periodo	de	descanso	médico,	tiene	derecho	a	ingresar	una	hora
después	o	salir	una	hora	antes,	en	los	días	que	corresponda	su
tratamiento	hasta	su	culminación,	con	la	finalidad	de	que	cumpla
su	tratamiento	supervisado.	Esta	facilidad	está	sujeta	a
compensación.
14.2.	El	establecimiento	de	salud	expide	gratuitamente	una
constancia	mensual	sobre	la	asistencia	del	trabajador	afectado
por	tuberculosis	a	su	tratamiento,	la	cual	es	presentada	al
empleador.	En	caso	de	que	el	trabajador	afectado	por	tuberculosis
no	asista	al	establecimiento	de	salud,	se	procede	al	descuento
respectivo.
HOSTILIDAD
D.	S.	003-97-TR.
ART.	30.—Son	actos	de	hostilidad	equiparables	al	despido	los
siguientes:
a)	La	falta	de	pago	de	la	remuneración	en	la	oportunidad
correspondiente,	salvo	razones	de	fuerza	mayor	o	caso	fortuito
debidamente	comprobados	por	el	empleador;
b)	La	reducción	inmotivada	de	la	remuneración	o	de	la	categoría;
c)	El	traslado	del	trabajador	a	lugar	distinto	de	aquel	en	el	que
preste	habitualmente	servicios,	con	el	propósito	de	ocasionarle
perjuicio;
d)	La	inobservancia	de	medidas	de	higiene	y	seguridad	que
pueda	afectar	o	poner	en	riesgo	la	vida	y	la	salud	del	trabajador;
e)	El	acto	de	violencia	o	el	faltamiento	grave	de	palabra	en
agravio	del	trabajador	o	de	su	familia;
f)	Modificado.	Ley	29973,	Sétima	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Los	actos	de	discriminación	por
razón	de	sexo,	raza,	religión,	opinión,	idioma,	discapacidad	o	de
cualquier	otra	índole;
g)	Modificado.	Ley	27942,	Primera	Disposición	Final	y
Complementaria.	Los	actos	contra	la	moral	y	todos	aquellos	que
afecten	la	dignidad	del	trabajador.
El	trabajador,	antes	de	accionar	judicialmente	deberá	emplazar
por	escrito	a	su	empleador	imputándole	el	acto	de	hostilidad
correspondiente,	otorgándole	un	plazo	razonable	no	menor	de
seis	días	naturales	para	que	efectúe	su	descargo	o	enmiende	su
conducta,	según	sea	el	caso.
Incorporado.	Ley	27942,	Primera	Disposición	Final	y
Complementaria.	Los	actos	de	hostigamiento	sexual	se
investigan	y	sancionan	conforme	a	la	ley	sobre	la	materia.
h)	Incorporado.	Ley	29973,	Sétima	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	La	negativa	injustificada	de
realizar	ajustes	razonables	en	el	lugar	de	trabajo	para	los
trabajadores	con	discapacidad.
JURISPRUDENCIA.—Ante	una	orden	de	traslado,	el	trabajador	debe	probar
la	existencia	de	la	mala	fe	del	empleador	para	desacatarla.	“(...)	La	ley
reconoce	la	atribución	del	empleador	para	trasladar	al	trabajador;	no
obstante	lo	cual	le	impone	el	deber	de	ejercer	dicha	atribución	de	buena	fe;
es	decir,	sin	la	intención	de	ocasionarle	un	perjuicio,	de	tal	suerte	que	solo
en	el	caso	de	que	el	traslado	del	trabajador	haya	estado	motivado	por	un
afán	de	perjudicarlo,	el	mismo	será	contrario	a	ley.
En	el	caso	de	autos,	sin	embargo,	el	demandante	no	ha	acreditado	que	la
intención	de	su	empleador	haya	sido	la	de	causarle	un	perjuicio,	por	lo	que
no	corresponde	estimar	la	demanda.”.	(T.	C.,	Exp.	00593-2009-PA/TC,	mar.
26/2010.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—La	rotación	del	trabajador	(el	uso	del	ius	variandi)
implica	detallar	las	razones	que	justifican	el	cambio	de	puesto.	“En	ese
sentido,	se	puede	concluir	que	el	trabajador	al	momento	de	celebrar	el
contrato	de	trabajo,	así	como	cuando	es	promovido	a	diversas	áreas,	tiene	la
certeza	de	prestar	servicios	relacionados	con	su	categoría	profesional	en	el
puesto	de	trabajo	específico	asignado.	La	variación	de	este	último	no
necesariamente	implicará	una	rebaja	de	categoría;	sin	embargo,	de	hacerlo,
tal	modificatoria	inmotivada	estaría	calificada	como	un	acto	de	hostilidad
equiparable	a	un	despido	arbitrario.	Así	se	constata	de	la	redacción	del
literal	b)	del	artículo	30	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad
Laboral	previamente	citado	y	del	artículo	49	del	Decreto	Supremo	N°	001-
96-TR	(...).	Es	decir,	la	dignidad	del	trabajador	como	límite	del	ius	variandi,
impide	–por	ejemplo–	que	una	medida	tomada	por	el	empleador	sea
considerada	lícita	si	es	que	ésta	le	causa	un	perjuicio	significativo	a	aquél.
Para	considerar	otros	criterios	que	evidencien	una	afectación	a	la	dignidad
del	trabajador	con	ocasión	de	la	movilidad	funcional	vertical	descendente
(...)	En	el	caso	de	autos	(...)	en	aplicación	de	los	límites	legales	del	ius
variandi	desarrollados	por	este	supremo	colegiado,	se	advierte	–conforme
también	lo	hizo	la	primera	instancia–	que	no	existe	un	motivo	debidamente
justificado	para	establecer	el	cambio	de	puesto	de	trabajo	de	la	demandante,
pues	solo	se	expresa	una	necesidad	de	contar	con	una	analista	de	compras,
más	no	se	indica	la	razón	que	justifique	que	dicha	persona	deba	ser
necesariamente	la	demandante	atendiendo	a	determinadas	cualidades
profesionales	requeridas	en	dicho	puesto	de	trabajo;	considerando	además
que	se	desvirtúa	que	tal	cambio	haya	sido	consecuencia	de	un	mal
desempeño	de	la	actora	en	su	cargo	primigenio.	En	estos	términos,	no	es
admisible	que	una	persona	que	reunía	en	un	primer	momento	las
condiciones	y	requisitos	necesarios	para	el	perfil	profesional
correspondiente	al	cargo	de	supervisora	de	almacenes;	posteriormente,	en
un	segundo	momento,	y	sin	ningún	criterio	debidamente	expuesto,	se	le
rote	a	un	puesto	de	menor	jerarquía	como	resultaba	siendo	el	auxiliar	de
compras”.	(CS,	Cas.	Lab.	6961-2012-Junín,	mar.	22/2013.	V.	P.	Acevedo
Mena)
JURISPRUDENCIA.—Cambio	de	ubicación	y	de	horario	de	trabajo	no	implica
falta	de	razonabilidad	en	el	uso	del	ius	variandi	ni	califica	como	hostilidad
laboral.	“Bajo	ese	entendido,	esta	sala	suprema	aprecia	que	el	cambio	de
ubicación	de	trabajo	del	demandante	dispuesto	por	la	empresa	recurrente
no	implica	falta	de	razonabilidad,	por	el	contrario,	fue	una	decisión	tomada
al	interior	de	un	proceso	de	reestructuración	de	labores	llevado	a	cabo	al
interior	de	la	emplazada.	En	efecto,	de	autos	se	aprecia	que	el	demandante
no	ha	sido	trasladado	a	otro	ámbito	geográfico	lo	que	le	hubiese	procurado
un	perjuicio	económico	por	los	gastos	en	los	traslados;	tampoco	se	ha	visto
afectada	la	remuneración	percibida	por	el	demandante;	ni	se	advierte
condiciones	inferiores	para	el	desempeño	de	sus	funciones;	en
consecuencia,	no	existe	hostilización	alguna,	por	el	contrario,	se	aprecia	que
solo	se	le	cambió	de	funciones	de	lavado	a	empaque,	pero	en	el	mismo
centro	de	trabajo,	conforme	a	lo	establecido	en	el	artículo	9°	segundo
párrafo	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	norma	a	través	de	la
cual	se	encuentra	facultada	la	empresa	demandada	a	realizar	los	cambios
necesarios	dentro	de	criterios	de	razonabilidad,	teniendo	en	cuenta	las
necesidades	de	la	empresa,	lo	que	no	ha	causado	perjuicio	al	actor;	en
consecuencia,	el	recurso	de	casación	deviene	en	fundado;	por	lo	que
conforme	a	las	facultades	concedidas	a	este	Supremo	tribunal	por	el	artículo
59	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo	N°	26636,	modificado	por	la	Ley	N°	27021,
ha	de	casarse	la	sentencia	de	vista,	y	actuando	en	sede	de	instancia
confirmar	la	sentencia	apelada	(...).”	(C.	S.	,	Cas.	Lab.	9264-2012-Lima,	abr.
26/2012.	V.	P.	Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—La	rotación	en	el	puesto	o	cargo	de	trabajo	no	puede
entenderse	como	un	acto	de	despido.	“Al	respecto,	debe	precisarse	que	de	la
valoración	conjunta	de	los	medios	probatorios	obrantes	en	autos	no	se
advierte	que	el	demandante	haya	sido	objeto,	nuevamente,	de	un	despido
sin	expresión	de	causa,	pues	continúa	laborando	para	la	Sunat.	En	efecto	la
rotación	en	el	puesto	o	cargo	de	trabajo	no	puede	ser	entendida	como	un
acto	de	despido,	pues	son	actos	sustancialmente	distintos,	máxime	si,	como
queda	dicho,	el	trabajador	beneficiado	con	la	sentencia	se	encuentra
reincorporado”.	(T.	C.,	Exp.	02656-2014-PA/TC,	abr.	22/2015.	S.	S	Ramos
Núñez)
JURISPRUDENCIA.—No	pago	de	la	CTS	en	la	oportunidad	correspondiente
no	se	considera	un	acto	de	hostilidad	equiparable	al	despido.	“(…)	los
beneficios	sociales	como	la	CTS	no	pueden	confundirse	con	las
remuneraciones,	por	ser	institutos	absolutamente	independientes	y
diferenciadas.	(…)	en	tal	sentido,	la	CTS	no	se	encuentra	dentro	de	los
alcances	del	inciso	a)	del	artículo	30	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,
por	lo	que	su	falta	de	pago	en	la	oportunidad	correspondiente	por	parte	del
empleador	no	puede	ser	considerado	como	un	acto	de	hostilidad
equiparable	al	despido.	(…)”	(C.	S.,	Cas.	2455-2009-Lima,	dic.	04/2009.	V.	P.
Rodríguez	Mendoza)
JURISPRUDENCIA.—Trabajador	sindicalizado	que	denuncia	hostilidad	ante
el	cambio	del	centro	laboral	debe	acreditar	que	la	intención	del	traslado	era
para	perjudicarlo.	“Como	causales	del	recurso	casatorio,	la	parte	recurrente
ha	denunciado	la	infracción	normativa	del	artículo	103	de	la	Constitución
Política	del	Estado	y	el	artículo	30	inciso	c)	del	Texto	Único	Ordenado	del
Decreto	Legislativo	N°	728,	aprobado	por	el	Decreto	Supremo	N°	003-97-
TR.	(...)	la	parte	recurrente	señala	que	la	Constitución	no	permite	el	abuso
del	derecho	atentando	contra	la	dignidad	del	trabajador	por	el	traslado	del
trabajador	a	lugar	distinto	de	aquél	en	el	que	preste	habitualmente
servicios,	con	el	propósito	de	ocasionarle	perjuicio.	(...)	lo	que	en	rigor
pretende	el	recurrente	es	un	nuevo	pronunciamiento	de	este	supremo
tribunal	respecto	a	lo	ya	resuelto	en	la	sentencia	recurrida	en	casación	y	que
determinó	oportunamente,	sobre	la	base	de	las	alegaciones	y	pruebas
presentes	en	el	proceso,	que	el	actor	no	acredita	el	perjuicio	que	le	hubiera
ocasionado	la	demandada	con	el	traslado	a	Pasco,	disposición	que	además
fue	generada	a	raíz	del	requerimiento	del	jefe	zonal	de	Pasco	con	la	Nota
Informativa	(...).	En	tal	sentido,	se	concluyó	en	la	razonabilidad	de	la	medida
de	traslado	al	nuevo	centro	de	labores;	siendo	que	a	la	fecha	de	la
interposición	del	presente	recurso	de	casación,	conforme	lo	alega	el	propio
recurrente,	ha	regresado	al	lugar	de	origen	donde	prestó	inicialmente	sus
labores,	razón	por	la	que	tampoco	existe	agravio	que	amerite	un
pronunciamiento	de	fondo	por	parte	de	este	supremo	tribunal,	en	tanto
aquél	requisito	(agravio)	es	uno	de	los	componentes	esenciales	de
procedencia	de	cualquier	recurso	impugnatorio;	razones	por	las	cuales	el
recurso	deviene	en	improcedente”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	9792-2012-Junín,	may.
10/2013.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Cambio	de	cargo	que	no	perjudique	la	remuneración	ni
los	beneficios	del	trabajador	no	puede	considerarse	un	acto	de	hostilidad.	“En
cuanto	a	la	denuncia	señalada	en	el	literal	i),	el	Ad	quem	ha	fundamentado
su	decisión	de	revocar	la	apelada,	en	que	la	demandada	mediante	carta
notarial	de	fecha	uno	de	octubre	del	dos	mil	nueve	emite	su	descargo,
advirtiéndose	que	aparte	de	rechazar	las	imputaciones	expuestas	por	la
demandante,	sobre	los	actos	de	hostilidad,	le	requiere	que	retorne	a	sus
obligaciones	laborales	en	la	empresa,	sin	embargo	la	accionante	mediante
carta	notarial	de	fecha	seis	de	octubre	de	dos	mil	nueve,	señala	que	la	están
hostilizado	y	de	conformidad	con	el	artículo	35	del	Decreto	Legislativo	N°
728,	se	da	por	despedida	y	que	por	consiguiente	los	actos	considerados
hostiles	por	la	demandante	no	se	ajustan	a	las	causales	establecidas	en	la
ley,	toda	vez	que	el	cambio	de	cargo	de	gerente	de	operaciones	a	gerente	de
comercialización	que	establece	la	accionante	en	su	demanda	no	configura
en	sí	un	acto	de	hostilidad,	toda	vez	que	dicha	causal	no	se	encuentra
establecida	bajo	los	términos	expuestos	en	el	inciso	c)	del	artículo	30	del
Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	además	que	el	cambio	de	puesto	de	ningún
modo	infringiría	sus	derechos	ni	beneficios	como	trabajadora	ni	tampoco	su
remuneración,	sin	embargo	la	demandante	optó	por	el	despido	indirecto	y	a
consecuencia	de	ello,	se	le	otorgue	un	pago	por	indemnización	por	despido
arbitrario,	que	la	sanción	de	treinta	días	de	suspensión	que	le	impuso	la
demandada,	no	fue	impugnada	por	la	demandante	de	lo	que	se	infiere	que
fue	debidamente	sancionada	y	las	vacaciones	que	fue	propuesta	por	la
demandada	y	aceptada	por	la	demandante,	no	pueden	considerarse	como
vacaciones	forzadas,	y	el	cambio	de	cargo	a	uno	de	similar	naturaleza	no
constituye	un	perjuicio	a	la	demandante,	de	lo	que	se	concluye	que	éstos
hechos	valorados	en	su	conjunto	no	pueden	considerarse	que	constituyan
actos	hostiles	(...).”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	306-2012-Lima,	set.	21/2012	V.	P.
Chumpitaz	Rivera)
JURISPRUDENCIA.—El	empleador	puede	adaptar	la	ejecución	del	contrato
de	trabajo	a	los	cambios	estructurales	razonables	de	la	empresa.	“En	tal
sentido,	considerando	que	‘en	los	últimos	tiempos	se	habla	del	impacto	de	la
globalización,	las	nuevas	tecnologías,	la	variabilidad	de	los	mercados,	etc.,
sobre	la	figura	del	trabajador	(...)	se	aboga	por	el	nacimiento	de	un	nuevo
trabajador	polifuncional	y	flexible’.	Encontrándose	entonces	así	que	en	el
presente	caso,	la	reestructuración	ocurrida	en	el	año	dos	mil	tres	obligó	a
contar	con	trabajadores	dúctiles	en	el	marco	del	empleo	de	la	fuerza	de
labores	en	una	misma	área	operacional,	asignándoseles	múltiples	funciones.
(...)	En	estos	términos,	se	colige	que	la	sentencia	de	primera	instancia
contiene	los	fundamentos	suficientes	que	permiten	establecer	que	el	cambio
de	puesto	efectuado	al	accionante	del	presente	proceso,	no	vulnera	los
límites	legales	(al	ser	justificada	no	transgrede	la	exigencia	de
razonabilidad)	y	constitucionales	(al	no	contener	perjuicios	ciertos	y
concretos	no	atenta	contra	la	dignidad	del	trabajador),	análisis	casuístico
que	corresponde	realizar	al	interpretar	adecuadamente	el	inciso	b)	del
artículo	30	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,	y	que	en	el
caso	que	nos	compete,	determina	que	el	acto	de	hostilidad	por	reducción
inmotivada	de	la	categoría	no	se	ha	configurado	en	contra	del	trabajador
(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	8283-2012-Callao,	abr.	26/2013.	(V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—CS:	no	existe	obligación	legal	de	los	empleadores	de
contar	con	un	cuadro	de	categorías	profesionales.	“Anótese	que	si	bien	en
nuestro	ordenamiento	nacional	no	existe	norma	o	disposición	legal	expresa
que	obligue	al	empleador	a	contar	con	una	clasificación	profesional	o	de
categorías	de	trabajadores,	el	derecho	del	trabajador	a	conservar	la
categoría	alcanzada	dentro	de	la	estructura	organizacional	del	trabajo	en
una	empresa	determinada,	constituye	un	claro	límite	ejercicio	del	ius
variandi,	como	manifestación	del	poder	de	dirección	que	ejerce	el
empleador	en	la	relación	de	trabajo;	en	tal	sentido,	como	se	ha	anotado
supra,	aun	cuando	existe	un	régimen	regulatorio	insuficiente	de	la
‘clasificación	profesional’	en	el	Perú,	no	cabe	ninguna	duda	que	nuestro
ordenamiento	jurídico	laboral	regula	el	derecho	del	trabajador	a:	i)	acceder
a	niveles	o	categorías	superiores,	en	el	marco	de	su	contrato	de	trabajo;	y,	ii)
que	se	respete	el	nivel	o	categoría	alcanzados,	sancionando	con	ilicitud	las
conductas	que	traduzcan	una	reducción	inmotivada	de	remuneraciones	o	de
categoría.	Dicho	en	otros	términos,	nuestro	ordenamiento	laboral,	si	bien	no
establece	la	obligación	de	los	empleadores	a	contar	con	un	cuadro	de
categorías	profesionales,	sin	embargo,	sí	prevé,	con	meridiana	claridad,	las
consecuencias	derivadas	de	un	ejercicio	irrazonable	de	la	ius	variandi,
cuando	con	éste	se	afecta	o	vulnera	la	nueva	categoría	profesional	alcanzada
por	el	trabajador,	sancionando	con	ilicitud	la	decisión	del	empleador	de
reducir	–inmotivadamente–	la	categoría	alcanzada;	no	de	otra	manera	se
explica	el	dispositivo	antes	citado,	del	artículo	30	del	Decreto	Supremo	N°
003-97-TR,	que	regula	las	causales	de	hostilidad,	específicamente	la
prevista	en	el	inciso	b)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	8283-2012-Callao,	abr.	26/2013.	V.
P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—El	ius	variandi	puede	calificar	como	una	“válvula	de
escape”	que	permite	subsanar	las	inevitables	tensiones	del	transcurrir	del
tiempo.	“De	esta	amplia	definición,	es	posible	determinar	en	palabras	de
Ermida	Uriarte,	dos	funciones	de	dicha	facultad:	una	primera,	vista	desde	el
lado	del	empleador,	relativa	a	su	facultad	unilateral	para	dirigir	y	organizar
su	trabajo;	y,	una	segunda,	desde	el	lado	del	propio	trabajador,	punto	desde
el	cual	el	ius	variandi	puede	calificar	como	una	‘válvula	de	escape’	que
permite	subsanar	las	inevitables	tensiones	del	transcurrir	del	tiempo
originadas	al	desarrollar	una	misma	función	a	lo	largo	de	todo	el	récord
laboral,	favoreciendo	la	continuidad	o	durabilidad	del	vínculo	laboral.	De
esta	manera,	considerando	estas	funciones,	corresponde	admitir	que	el	ius
variandi	del	empleador	es	un	ejercicio	válido	del	poder	de	dirección.	Ahora
bien,	el	ejercicio	del	ius	variandi	no	es	irrestricto,	pues	no	se	puede	omitir
considerar	el	límite	que	le	viene	impuesto	desde	la	propia	Constitución
Política,	esto	es,	el	respeto	por	la	dignidad	del	trabajador	en	tanto	persona
humana.	En	efecto,	según	el	tercer	párrafo	del	artículo	23	de	la	Constitución
Política	del	Estado,	la	dignidad	del	trabajador	no	puede	verse	limitada	al
interior	de	la	relación	laboral,	lo	que	se	erige,	como	una	cláusula	de
salvaguarda	de	los	derechos	fundamentales	del	trabajador,	en	concordancia
con	el	artículo	1°	de	la	Constitución	Política	del	Estado,	que	estatuye	que	la
defensa	de	la	persona	humana	y	el	respeto	de	su	dignidad	son	el	fin
supremo	de	la	sociedad	y	del	Estado	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	17375-2013-
Tacna,	ene.	23/2015.	V.	P.	Rodríguez	Chávez)
JURISPRUDENCIA.—No	asignar	labores	al	trabajador	vulnera	su	dignidad	y
se	considera	un	acto	de	hostilidad	laboral.	“La	demandante	funda	su
demanda	en	la	causal	prevista	en	el	literal	g)	del	artículo	30	del	Decreto
Supremo	N°	003-97-TR,	modificado	por	la	Ley	N°	27942,	norma	que
contiene	entre	sus	hipótesis	la	afectación	de	la	dignidad	humana;	en	tal
sentido,	debe	entenderse	que	la	dignidad	es	un	valor	que	se	basa	en	el
reconocimiento	de	la	persona	de	ser	merecedora	de	respeto,	es	decir	que
todos	merecemos	respeto	sin	importar	cómo	seamos.	Al	reconocer	y	tolerar
las	diferencias	de	cada	persona,	para	que	ésta	se	sienta	digna	y	libre,	se
afirma	la	virtud	y	la	propia	dignidad	del	individuo,	fundamentado	en	el
respeto	a	cualquier	otro	ser.	La	dignidad	es	el	resultado	del	buen	equilibrio
emocional.	A	su	vez,	una	persona	digna	puede	sentirse	orgullosa	de	las
consecuencias	de	sus	actos	y	de	quienes	se	han	visto	afectados	por	ellos,	o
culpable,	si	ha	causado	daños	inmerecidos	a	otros.	La	misma	dignidad	que
nos	pone	por	encima	de	la	naturaleza,	pues	podemos	transformarla	también
en	nosotros	mismos,	contenerla,	regularla,	nos	hace	responsables.	La
dignidad	refuerza	la	personalidad,	fomenta	la	sensación	de	plenitud	y
satisfacción.	(...)	la	demandante	señala	haberse	sentido	afectada	en	su
dignidad	en	tanto	no	se	le	asignaron	funciones	a	realizar,	las	mismas	que	si
bien	se	ha	señalado	están	especificadas	en	la	Hoja	de	Descripción	de	cargo,
sin	embargo	no	se	apareja,	medio	de	prueba	de	que	el	jefe	inmediato	le	haya
asignado	una	o	algunas	funciones,	menoscabando	su	dignidad,	al	crearle
sentimiento	de	insatisfacción	que	atenta	a	su	buen	equilibrio	emocional,	al
mantenerla	durante	largos	períodos	de	tiempo	sin	realizar	labor	alguna,
hecho	contraproducente	además	para	la	institución”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	3034-
2012-Lima,	nov.	16/2012.	V.	P.	Chumpitaz	Rivera)
JURISPRUDENCIA.—Variar	el	cargo,	función	y	lugar	de	destino	no	implica
necesariamente	cambiar	la	categoría	profesional	ni	un	acto	de	hostilidad.	“En
relación	a	la	pretensión	del	actor,	sobre	el	cese	de	hostilidad,	invocando	los
incisos	b)	y	c)	del	artículo	30	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto
Legislativo	N°	728,	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,
aprobado	por	el	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	sobre	la	reducción	de
categoría,	se	advierte	del	documento	(...)	y	de	la	ficha	de	personal	en	folios
doscientos	cuarentitrés,	que	su	categoría	de	Profesional	I	no	ha	sido
variada,	sino	el	cargo,	función	y	lugar	de	destino;	y	en	cuanto	a	la
disminución	de	remuneración,	se	aprecia	que	esta	no	fue	inmotivada,	sino
que	desde	un	principio	su	remuneración	con	la	Categoría	de	Profesional	I	se
incrementó	por	ocupar	el	cargo	directivo	de	Jefe	de	Sección	de	Cobranza,
por	la	bonificación	que	se	otorga	a	los	trabajadores	que	acceden	a	un	cargo
directivo,	el	mismo	que	se	otorga	mientras	permanezca	en	él”.	(C.	S,	Cas.
11338-2014-Lambayeque,	jun.	22/2015.	V.	P.	Malca	Guaylupo)
JURISPRUDENCIA.—Únicamente	la	rebaja	grave	de	sueldo,	continua	y	que
perjudica	sobre	manera	al	trabajador	califica	como	hostilidad	laboral.	“(…)	El
inciso	b)	del	artículo	30	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo
728,	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,	aprobado	por	el
Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	señala	como	acto	de	hostilidad	la
reducción	inmotivada	de	la	remuneración	o	de	la	categoría.	Respecto	a	la
reducción	inmotivada	de	la	remuneración,	la	Ley	N°	9463	(…)	prescribe	que
sí	es	posible	la	reducción	de	remuneraciones	cuando	es	aceptada	por	el
trabajador,	siendo	preciso	señalar	que	cuando	no	medie	aceptación,	una
reducción	inmotivada	de	la	remuneración	del	trabajador	equivale	a	un	acto
de	hostilidad	equiparable	con	el	despido,	según	lo	regulado	por	el
dispositivo	legal	denunciado.	A	su	vez,	el	artículo	49	del	Decreto	Supremo	N
°	001-96-TR,	Reglamento	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	precisa	que	para
que	se	configure	la	reducción	inmotivada	de	la	remuneración	como	acto	de
hostilidad,	debemos	estar	ante	un	acto	unilateral	del	empleador	que	carezca
de	motivación	objetiva	o	real.	Debe	precisarse	que	si	bien	podría	acreditarse
la	reducción	inmotivada	de	la	remuneración;	sin	embargo,	para	que	se
configure	el	acto	hostilizatorio,	no	basta	que	la	emplazada	haya	incumplido
con	su	obligación,	sino	que	es	necesario	que	dicho	incumplimiento	revista
gravedad,	continuidad	y	perjudique	de	sobremanera	al	trabajador,
determinando	que	este	decida	extinguir	la	relación	laboral,	esto	es,	que	se
haga	insostenible	la	continuación	de	la	relación	laboral	y	motive	su
rompimiento”.	(C.	S.,	Cas.	9072-2014-Amazonas,	ene.	06/2016.	V.	P.	Montes
Minaya)
JURISPRUDENCIA.—La	reducción	de	remuneración	o	categoría	es	acto	de
hostilidad	equiparable	al	despido	si	es	inmotivada	y	si	está	dispuesta	por
decisión	unilateral	del	empleador.	“Que,	asimismo,	el	artículo	49	del	Decreto
Supremo	N°	001-96-TR,	Reglamento	de	la	Ley	de	Fomento	al	Empleo	(...).
Complementariamente,	el	inciso	b)	del	artículo	30	del	Texto	Único
Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728	determina	que	es	un	acto	de
hostilidad	equiparable	al	despido	la	reducción	inmotivada	de	la
remuneración	o	de	la	categoría.	De	estos	dispositivos	legales	se	verifica	que
la	reducción	de	remuneración	o	categoría	pueda	considerarse	acto	de
hostilidad	equiparable	al	despido,	debe	tener	las	siguientes	características:
i)	debe	ser	inmotivada,	lo	que	comprende	la	ausencia	de	motivación
objetiva	o	legal;	y,	ii)	debe	haber	sido	dispuesta	por	decisión	unilateral	del
empleador.	(...)	de	lo	expuesto	hasta	el	momento,	así	como	de	lo	decidido
por	las	instancias	de	mérito,	se	verifica	que	la	reducción	de	categoría
efectuada	al	demandante	carece	de	las	particularidades	descritas,	pues:	i)
No	se	efectuó	por	decisión	unilateral	del	empleador,	ya	que	existe	de	por
medio	un	convenio	de	recategorización	suscrito	tanto	por	éste	como	por	el
trabajador;	y,	ii)	Su	motivación	se	encuentra	establecida	en	el	Decreto	de
Urgencia	N°	09-94,	que	a	la	vez	contempla	las	necesidades	del	centro	de
trabajo”.	(C.	S.,	Cas.	9582-2012-Puno,	may.	22/2013.	V.	P.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Los	actos	de	hostilidad	constituyen	supuestos	en	los
cuales	el	empleador	se	excede	en	sus	facultades	de	dirección.	“Décimo
Primero:	Los	actos	de	hostilidad	constituyen	precisamente	supuestos	en	los
cuales	el	empleador	se	excede	en	sus	facultades	de	dirección,	por	lo	que,	en
estos	casos	se	faculta	al	trabajador	a	solicitar	el	cese	de	la	conducta	hostil	o
equiparar	dicha	conducta	a	un	acto	de	despido	indirecto.	En	ambos
supuestos,	de	conformidad	con	el	artículo	30	del	Decreto	Supremo	N°	003-
97-TR,	el	trabajador,	antes	de	accionar	judicialmente	deberá	emplazar	por
escrito	a	su	empleador	imputándole	el	acto	de	hostilidad	correspondiente,
otorgándole	un	plazo	razonable	no	menor	de	seis	días	naturales	para	que,
efectúe	su	descargo	o	enmiende	su	conducta,	según	sea	el	caso”.	(C.	S.,	Cas.
Lab.	505-2010-Lima,	abr.	01/2011.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—CS:	no	basta	con	afirmar	que	ha	existido	un	cambio	de
puesto	de	trabajo	con	rebaja	de	categoría	para	sentenciar	la	hostilidad
laboral.	“(..)	no	basta	con	afirmar	que	ha	existido	un	cambio	de	puesto	de
trabajo	con	rebaja	de	categoría,	sino	que	además	debe	motivarse	sobre	si	el
cambio	de	cargo	obedeció	o	no	a	una	decisión	unilateral	o	no	del
empleador”.	(C.	S.,	Cas.	2677-2014-Lima,	jul.	01/2016.	V.	P.	Arias	Lazarte)
JURISPRUDENCIA.—Consentimiento	del	trabajador	impide	que	el	cambio	de
cargo	con	rebaja	de	categoría	califique	como	hostilidad	laboral.	“Al	respecto
tenemos	que	para	determinar	si	el	cambio	de	puesto	de	trabajo	constituye	o
no	un	acto	de	hostilidad	resulta	imprescindible	tener	en	cuenta	lo	previsto
en	el	artículo	49	del	Reglamento	de	la	Ley	del	Fomento	del	Empleo,
aprobado	por	el	Decreto	Supremo	N°	001-96-TR	(...);	es	decir,	no	basta	con
afirmar	que	ha	existido	un	cambio	de	puesto	de	trabajo	con	rebaja	de
categoría,	sino	que	además	debe	motivarse	sobre	si	el	cambio	de	cargo
obedeció	o	no	a	una	decisión	unilateral	o	no	del	empleador,	aspecto	sobre	el
cual	no	se	advierte	disquisición	alguna	por	parte	del	colegiado	superior
mereciendo	el	pronunciamiento	debido.	(...)	Sin	embargo,	obvia	analizar	un
hecho	alegado	por	la	parte	demandada	referido	a	que	para	que	medie	u
opere	este	traslado	o	cambio	de	cargo	de	trabajo,	habría	existido
consentimiento	por	parte	de	la	actora	(...).	En	ese	supuesto,	no	existiría
unilateralidad	o	arbitrariedad	en	la	decisión	de	la	empleadora”.	(C.	S.,	Cas.
2677-2014-Lima,	jul.	01/2016.	V.	P.	Arias	Lazarte)
JURISPRUDENCIA.—El	pago	inoportuno	de	la	remuneración	califica	como
hostilidad	laboral.	“Se	considera	como	actos	de	hostilidad	a	aquellas
conductas	del	empleador	que	implican	el	incumplimiento	de	sus
obligaciones	originadas	en	el	contrato	de	trabajo	y	que	pueden	dar	lugar	a
su	extinción.	Sin	embargo,	en	nuestra	legislación	laboral,	específicamente	en
el	artículo	30	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	Ley
de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,	aprobado	por	el	Decreto
Supremo	N°	003-97-TR,	no	todos	los	incumplimientos	de	empleador	son
considerados	como	actos	de	hostilidad,	habiéndose	optado	por	una	lista
cerrada	de	conductas	del	empleador	que	pueden	originar	la	extinción	de	la
relación	laboral.	(...)	Ahora	bien,	sobre	el	caso	que	nos	ocupa,	la	falta	de	pago
oportuno	de	la	remuneración	como	acto	de	hostilidad	está	referida	a	uno	de
los	elementos	esenciales	de	la	relación	laboral:	la	remuneración.	Así	el
incumplimiento	de	pago	en	el	momento	convenido	tiene	importancia
porque	es	la	obligación	principal	del	empleador	y	por	el	carácter	alimenticio
de	la	remuneración,	al	ser	el	único	medio	que	posee	el	trabajador	para
satisfacer	sus	necesidades	básicas	y	las	de	su	familia”.	(C.	S.,	Cas.	16443-
2014-Lima,	set.	08/2015.	V.	P.	Montes	Minaya)
DOCTRINA.—Cambio	 reiterado	 del	 espacio	 de	 trabajo	 podría
constituir	 un	 acto	 de	 discriminación	 y	 de	 hostilidad	 laboral.	 “(...)
respecto	al	poder	de	dirección	de	 la	empresa,	es	oportuno	precisar	que	el
poder	directriz	del	empleador	no	puede	entrar	en	colisión	con	los	derechos
de	 los	 trabajadores,	 por	 tanto,	 dicho	 poder	 no	 puede	 ser	 excesivo	 que,
incluso,	afecte	la	dignidad	del	trabajador,	al	contrario	debe	responder	a	una
cierta	 razonabilidad	 (límite),	 de	 tal	 manera	 que	 las	 restricciones	 a	 los
derechos	de	 los	 trabajadores	 sean	adecuados	y	proporcionados,	 lo	que	no
sucedió	en	el	caso	materia	de	autos,	pues	el	trabajador	(...)	fue	cambiado	a
lugares	inaccesibles	(detrás	de	la	peluquería)	disminuyendo	su	rendimiento
laboral,	posteriormente	fue	cambiado	a	 la	sección	damas,	 lo	que	implicaba
que	 el	 referido	 trabajador	 suba	 cuatro	 pisos	 para	 ir	 a	 los	 servicios
higiénicos,	ocasionándole	problemas	por	ser	una	persona	con	discapacidad
visual,	habiendo	tenido	accidentes	al	subir	y	bajar	las	escaleras	del	local;	por
consiguiente,	 el	 cambio	de	 lugar	de	 trabajo	 le	perjudica	en	su	seguridad	y
salud,	 así	 también	 le	 afecta	 psicológicamente	 y	 afecta	 su	 dignidad	 como
trabajador;	por	lo	que,	correspondía	sancionar	a	la	recurrente	conforme	a	lo
resuelto	 por	 el	 inferior	 en	 grado”.	 (MTPE,	 R.	 D.	 079-2013-MTPE/1/20.4,
ene,	31/2013.	Director	de	Inspección	del	Trabajo	Ricardo	Gabriel	Herbozo
Colque)
DOCTRINA.—El	 límite	 para	 el	 ejercicio	 del	 ius	 variandi	 está	 en	 la
configuración	de	un	acto	de	hostilidad.	“(...)	si	bien	es	cierto	que	el	sujeto
inspeccionado	 tiene	 como	 una	 de	 sus	 facultades	 disponer	 del	 traslado	 de
sus	 trabajadores	 por	 convenir	 al	 servicio,	 el	 ejercicio	 de	 tal	 facultad	 debe
darse	 dentro	 de	 los	 límites	 del	 respeto	 y	 observancia	 a	 los	 derechos
constitucionales	 del	 trabajador,	 entre	 ellos	 el	 derecho	 al	 trabajo;	 en	 ese
sentido:	 para	 la	 jurisprudencia	 peruana,	 el	 límite	 para	 el	 ejercicio	 del	 ius
variandi	está	en	la	configuración	de	un	acto	de	hostilidad	(artículo	30	de	la
Ley	 de	 Productividad	 y	 Competitividad	 Empresarial	 D.	 S.	 003-97-TR).	 Es
decir	 sólo	 ‘el	 traslado	 del	 trabajador	 a	 lugar	 distinto	 de	 aquel	 en	 el	 que
preste	 habitualmente	 sus	 servicios,	 con	 el	 propósito	 de	 ocasionarle
perjuicios’	 será	 considerado	 ilícito.	Por	 el	 contrario	 todos	 los	demás	actos
unilaterales	 del	 empleador	 será	 considerados	 lícitos.	 Así	 lo	 ha	 puesto	 de
manifiesto	 la	 propia	 Corte	 Suprema	 de	 la	 República	 en	 la	 Sentencia	 de
Casación	628-2003-Ica,	donde	señala	que:	si	bien	se	reconoce	la	facultad	del
empleador	 de	 transferir	 al	 trabajador	 de	 un	 lugar	 a	 otro,	 sin	 embargo	 tal
facultad	 no	 es	 ilimitada	 sino	 que	 se	 subordina	 al	 cumplimiento	 de
determinados	 requisitos,	 destacándose	que	 tal	 traslado	no	debe	 constituir
perjuicio	al	trabajador;	en	el	mismo	sentido,	la	Corte	Superior	de	Justicia	de
Lima	en	 la	sentencia	recaída	en	el	expediente	5220-97-I(S)	señala:	una	de
las	 facultades	 reconocidas	 por	 la	 doctrina	 a	 los	 empleadores	 es	 la	 del	 ius
variandi,	es	decir	la	posibilidad	que	tiene	el	empleador	de	cambiar	de	área
de	trabajo	a	sus	dependientes,	 la	misma	que	sin	embargo	no	es	irrestricta,
no	procediendo	tal	cambio	si	ello	irroga	un	acto	de	hostilidad”.	(MTPE,	R.	D.
450-2013-MTPE/1/20.4,	 jun.	12/2013.	Director	de	 Inspección	del	Trabajo
Ricardo	Gabriel	Herbozo	Colque)
COMENTARIO.—El	emplazamiento	al	empleador	como	requisito	de	 la
acción	judicial.	No	es	del	todo	entendible	que	se	obligue	en	todos	los	casos
de	hostilidad	a	que	el	trabajador	afectado	emplace	por	escrito	al	empleador
para	que	enmiende	su	conducta	o	efectúe	sus	descargos.
En	 determinados	 supuestos,	 como	 la	 agresión	 física,	 por	 ejemplo,	 si	 el
accionar	 hostil	 es	 efectuado	por	 el	 propio	 empleador,	 tal	 requisito	 parece
inútil	y	hasta	agraviante	al	trabajador.
De	 hecho,	 el	 artículo	 octavo	 de	 la	 Ley	 N°	 27942	 determina	 que	 no	 es
exigible	la	comunicación	al	empleador	por	el	cese	del	hostigamiento	sexual,
si	 el	 hostigador	 es	 el	 propio	 empleador,	 su	 personal	 de	 dirección	 o	 de
confianza,	o	cualquier	asociado,	director	o	accionista.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	49.—La	reducción	de	remuneraciones	o	de	categoría	a	que	se	refiere
el	 inciso	 b)	 del	 artículo	 63	 de	 la	 ley,	 es	 aquella	 dispuesta	 por	 decisión
unilateral	 del	 empleador	 que	 carece	 de	motivación	 objetiva	 o	 legal.	 En	 el
caso	 de	 reducción	 de	 remuneración,	 no	 se	 configura	 la	 hostilidad	 por	 la
parte	de	la	remuneración	cuyo	pago	está	sujeto	a	condición.
COMENTARIO.—La	disminución	convencional	de	la	remuneración	o	la
categoría.	Se	considera	hostilidad	la	rebaja	de	la	remuneración	o	categoría
del	trabajador	fundada	en	la	sola	decisión	del	empleador.
La	 reducción	 establecida	 por	 acuerdo	 de	 partes	 es	 válida,	 salvo	 que	 se
demuestre	 que	 el	 trabajador	 actuó	 presionado	 o	 bajo	 el	 influjo	 de	 algún
vicio	de	la	voluntad.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	50.—El	traslado	contemplado	en	el	inciso	c)	del	artículo	63	de	la	ley,
es	aquél	que	importa	un	cambio	a	un	ámbito	geográfico	distinto	y	siempre
que	tenga	el	deliberado	propósito	de	ocasionarle	perjuicio	al	trabajador.
JURISPRUDENCIA.—Emplazamiento	al	empleador	como	requisito	previo	a
la	acción	judicial	por	hostilidad.	“En	la	época	en	que	se	interpone	la
demanda,	el	incumplimiento	de	disposiciones	legales	o	convencionales
constituía	un	acto	de	hostilidad,	de	modo	que	los	demandantes	debían
haber	emplazado	a	su	empleador	previamente	a	la	acción	judicial	el	cual	era
un	requisito	de	procedibilidad	de	la	demanda	según	el	artículo	66	del
Decreto	Legislativo	728;	que	en	consecuencia,	la	juez	se	ha	pronunciado	con
arreglo	a	esta	disposición	legal;	Confirmaron	la	sentencia	de	fojas	22-23,	su
fecha	23	de	junio	de	1994,	que	declara	improcedente	la	demanda	de
incumplimiento	de	disposiciones	interpuesta	(…).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.
5240-94-ID(S),	ene.	03/96.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—Cómputo	del	plazo	de	caducidad	para	efecto	de	iniciar
la	acción	judicial	por	hostilidad.	“Del	análisis	de	la	litis	se	aprecia	que	el
accionante	emplaza	a	la	demandada	mediante	la	carta	corriente	a	fojas	04,
recepcionada	el	14	de	noviembre	de	1996,	por	una	rebaja	en	el	cargo	y
categoría,	a	lo	que	responde	la	demandada	que	se	debe	a	que	ha	efectuado
una	nueva	clasificación	de	cargos	como	consecuencia	de	su	modificación
estructural,	lo	cual	expresa	no	le	significa	perjuicio	alguno,	ni	en	lo
económico,	ni	en	los	demás	aspectos	laborales;	Segundo:	Que
posteriormente	mediante	carta	recepcionada	por	la	demandada	el	07	de
febrero	de	1997	la	emplaza	para	que	enmiende	su	conducta	otorgándole	un
plazo	de	06	días,	conforme	al	artículo	63	del	Texto	Único	Ordenado	de	la
Ley	de	Fomento	del	Empleo	por	lo	cual	al	no	obtener	respuesta	interpone	la
presente	acción	el	05	de	marzo	de	1997,	en	aplicación	de	los	artículos	68	y
69	de	la	acotada	Ley	y	el	artículo	57	de	su	Reglamento	Decreto	Supremo	N°
001-96-TR,	que	establece	que	el	plazo	de	30	días	naturales	para	accionar	en
el	caso	de	hostilidad	se	computa	desde	el	día	siguiente	de	vencido	el	plazo	al
empleador	para	que	enmiende	su	conducta;	Tercero:	Que	la	presente	acción
se	ha	interpuesto	dentro	del	término	de	ley	no	habiendo	caducado	la	acción
ni	el	derecho	del	accionante,	toda	vez	que	no	existe	norma	alguna	que
señale	que	el	emplazamiento	al	empleador	sea	dentro	del	término	de	30
días	(…).”	(RSL,	3ra	Sala,	Exp.	7217-97-H(A),	ene.	15/98.	V.	P.	Farfán	Osorio)
JURISPRUDENCIA.—Criterio	reglamentario	de	cómputo	del	plazo	de
caducidad	para	efecto	de	la	acción	por	hostilidad.	“Del	análisis	de	la	litis	se
aprecia	que	los	actores	emplazan	a	la	demandada	mediante	cartas	corriente
a	fojas	101	a	133,	recepcionadas	el	30	de	enero	de	1997,	por	una	rebaja	en
el	cargo	y	categoría	otorgándole	un	plazo	de	6	días	para	que	enmiende	su
conducta	conforme	lo	establece	el	artículo	63	del	Decreto	Supremo	005-95-
TR;	Segundo:	Que	ante	este	hecho	y	al	no	obtener	respuesta	alguna,	el	actor
interpone	el	6	de	marzo	de	1997	la	presente	acción	en	virtud	de	lo
dispuesto	en	los	artículos	68	y	69	de	la	precitada	norma,	dispositivo	legal
reglamentado	por	el	artículo	57	del	Decreto	Supremo	N°	001-96-TR	el	que
prescribe	que	el	plazo	de	30	días	naturales	para	accionar,	en	el	caso	de
hostilidad,	se	computa	desde	el	día	siguiente	de	vencido	el	plazo	al
empleador	para	que	efectúe	su	descargo	o	enmiende	su	conducta	según	sea
el	caso,	Tercero:	Que	en	tal	virtud,	la	presente	acción	se	ha	interpuesto
dentro	del	término	que	señala	el	reglamento,	no	habiendo	caducado	la
acción	ni	el	derecho	del	actor	(...).”	(RSL,	Exp.	7157-97-H(A),	dic.	31/97.	V.	P.
Barreda	Mazuelos)
JURISPRUDENCIA.—El	no	otorgamiento	de	aumentos	remunerativos	a	un
trabajador	como	acto	de	hostilidad	por	discriminación.	“En	autos	está
probado	el	hecho	de	que	al	actor	se	le	excluyó	de	los	beneficios	otorgados	a
los	demás	trabajadores	de	la	empresa	con	el	acta	inspectiva	de	fojas	17	del
expediente	acompañado	N°	015-91-ZR-NAZ;	que,	el	fondo	de	la	litis	es
determinar	si	la	exclusión	del	actor	de	dicho	aumento	y	otorgamiento	de
otros	beneficios	constituye	un	acto	de	hostilización,	para	lo	cual	debe
establecerse	si	el	ejercicio	del	jus	variandi	por	parte	de	la	empresa	que	los
otorgó	se	encuentra	ajustado	a	derecho	como	ha	determinado	la	Autoridad
Administrativa	de	Trabajo	o	no;	que,	la	empresa	funda	su	defensa	en	el	uso
regular	del	derecho	de	dirección	y	en	sus	facultades	discrecionales	para
otorgar	aumentos	selectivos	de	manera	unilateral	y	a	título	de	liberalidad	a
sus	trabajadores,	y	que	el	derecho	de	excluir	a	alguno	de	ellos	es	una
potestad	inherente	a	su	condición	de	empleadora;	que,	si	bien	es	cierto	que
la	empleadora	goza	de	estas	facultades,	también	es	cierto	que	las	mismas
están	limitadas	por	las	normas	de	carácter	constitucional	y	por	el	sistema
jurídico-laboral	cuando	constituyen	abuso	del	derecho,	son	ilegales	o
atentan	contra	el	orden	público,	varían	las	condiciones	esenciales	del
contrato	de	trabajo,	etc.,	siendo	además	inadmisible	su	ejercicio	arbitrario,
inmotivado,	discriminatorio	o	persecutorio;	que,	en	autos	se	encuentra
probado	que	los	aumentos	fueron	otorgados	a	los	trabajadores	de	la
empresa	con	la	exclusión	del	actor,	llegando	como	consecuencia	de	ello	a
percibir	una	remuneración	inferior	a	la	de	un	conserje,	cargo
jerárquicamente	inferior	al	suyo;	que,	sin	embargo	en	ningún	momento	se
ha	demostrado	el	carácter	selectivo	de	dichos	aumentos	ni	los	criterios
razonables	para	otorgarlos,	excluyendo	al	trabajador,	más	aún	que	la	regla
prudencial	en	el	caso	concreto	es	que,	habiéndose	excluido	a	un	solo
trabajador,	el	criterio	de	selección	se	ha	invertido,	debiendo	la	empleadora
demostrar	que	dicho	criterio	obedeció	a	una	causa	objetiva	y	acorde	con	las
normas	substanciales	que	garantizan	el	uso	regular	de	la	potestad	de
dirección;	que,	este	silencio	resulta	relevante,	ya	que	prueba	la	relación
causal	existente	entre	los	actos	de	hostilización	de	los	que	fue	víctima	el
actor	conforme	a	los	expedientes	N°	098-90-ZR-Nazca	y	N°	002-91-ZR-
Nazca,	estableciéndose	que	al	actor	no	se	le	otorgó	el	aumento	ni	beneficios
otorgados	a	los	demás	trabajadores	para	discriminarlo,	de	manera
arbitraria	e	inmotivada;	que,	conforme	al	principio	de	razonabilidad,	es
inadmisible	que	en	una	empresa	organizada	jerárquicamente	y	en	el	caso
concreto,	un	trabajador	de	menor	jerarquía	gane	más	que	uno	de	superior
jerarquía,	hecho	que	evidencia	también	un	exceso	por	parte	de	la
empleadora	y	un	abuso	del	derecho	de	dirección;	que,	debe	tenerse
presente	que	conforme	al	artículo	42	de	la	Constitución	de	1979	–aplicable
al	caso	concreto	por	haber	sido	interpuesta	la	presente	acción	durante	su
vigencia–	se	establece	que	en	toda	relación	laboral	queda	prohibido	que	se
rebaje	la	dignidad	del	trabajador;	que,	el	Estado	protege	a	la	parte	laboral
sin	discriminación	alguna	y	dentro	de	un	régimen	de	igualdad	de	trato,
norma	constitucional	que	ha	sido	recogida	por	la	Carta	Magna	de	1993,	en	el
tercer	párrafo	de	su	artículo	23,	prescribe:	‘(…)	que	ninguna	relación	laboral
puede	limitar	el	ejercicio	de	los	derechos	constitucionales	ni	desconocer	o
rebajar	la	dignidad	del	trabajador	(…)’;	que,	además	debe	tenerse	presente
que	conforme	al	texto	constitucional	de	1979	–artículo	43–,	el	trabajador
tiene	derecho	a	una	remuneración	justa	como	contraprestación	de	su	labor;
de	conformidad	con	lo	opinado	por	la	señora	Fiscal	Superior	en	lo	Civil	en
su	dictamen	que	obra	de	fojas	82	a	fojas	85,	la	Segunda	Sala	Laboral	de	la
Corte	Superior	de	Justicia	de	Lima,	administrando	justicia	a	nombre	de	la
Nación;	Falla	declarando	fundada	en	parte	la	demanda	de	fojas	9	a	fojas	11;
y	en	consecuencia,	Nula	la	Resolución	Directoral	Regional	N°	011-91-DRT-
PS,	de	22	de	octubre	de	1991,	Nula	la	Resolución	Sub	Directoral	N°	077-91-
SR-Ica	de	20	de	junio	de	1991	y	Nula	en	parte	la	Resolución	Zonal	N°	016-
91.ZR.NAZ.,	de	fecha	26	de	abril	de	1991,	en	la	que	dejaron	subsistente	la
parte	que	ordena	el	cese	de	hostilización	en	perjuicio	del	accionante	y	el
pago	de	los	aumentos	concedidos	a	partir	del	01	de	enero	hasta	el	22	de
octubre	de	1991;	resultando	insubsistente	la	precitada	resolución	zonal	en
lo	demás	que	contiene;	Dispusieron	que	copia	de	la	presente	resolución	se
agregue	al	proceso	administrativo	impugnado,	devolviéndose	el	mismo	a	la
dependencia	de	origen	(…).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	683-91-ACA(S),	ago.
08/95)
JURISPRUDENCIA.—La	calificación	de	un	trabajador	como	personal	de
confianza	no	constituye	hostilidad.	“Del	análisis	de	lo	actuado	se	aprecia	que
la	demanda	versa	sobre	la	calificación	de	cargo	de	confianza	del	actor	en	su
calidad	de	abogado	de	la	demandada,	cargo	que	según	el	actor	ha	sido
calificado	indebidamente	y	que	en	virtud	de	lo	dispuesto	en	el	artículo	35
del	Reglamento	del	Decreto	Legislativo	728	Decreto	Supremo	004-93-TR
solicita	se	deje	sin	efecto	dicha	calificación;	que	estos	hechos	no	configuran
la	hostilidad	que	señala	la	recurrida	por	cuanto	está	normada	por	el	artículo
comentado	(…).”	(RSL,	1ra.	Sala,	Exp.	667-96-ID(S),	jul.	08/95.	V.	P.	Runzer)
JURISPRUDENCIA.—Constituye	hostilidad	la	rebaja	de	horas	lectivas	de	un
profesor	universitario.	“La	juez	niega	el	amparo	a	la	demanda,	en	base	a	que
considera	que	el	actor	no	ha	emplazado	previamente	a	la	demandada,	en	la
forma	como	lo	exige	‘el	artículo	66	del	Decreto	Legislativo	728,	modificado
por	la	Ley	26513’	–que	no	estaba	vigente	todavía	en	la	época	de	los	hechos–;
que	sin	embargo,	no	aprecia	que	a	fojas	10-13	y	18	se	ha	acompañado
sendas	cartas	dirigidas	a	los	decanos	de	las	facultades	de	Relaciones
Industriales,	Economía,	Educación	y	Administración,	así	como	al	rectorado
de	la	universidad	demandada,	requiriéndoles	para	que	le	asignen	sus	15
horas	lectivas	para	el	dictado	de	los	cursos	de	su	especialidad	y	le
regularicen	el	pago	de	sus	remuneraciones	de	04	meses	anteriores;	que
dichas	cartas	contienen	el	emplazamiento	necesario	para	que	se	suspenda
el	acto	de	hostilidad	que	es	materia	de	la	demanda	y,	aunque	no
consignaron	un	plazo	específico,	es	con	la	constatación	policial	de	fecha	08
de	mayo	de	1992	que	corre	a	fojas	16,	con	la	cual	éste	concluyó,	por	lo	que
la	acción	ha	reunido	los	requisitos	de	procedibilidad	suficientes;	que	en	tal
sentido,	el	pronunciamiento	del	juzgado	debería	haberse	limitado	a	calificar
e	identificar	los	actos	de	hostilidad	en	la	forma	como	se	establece	en	la
resolución	de	esta	instancia	de	fojas	118;	que	sin	embargo,	habiéndose
anulado	la	primera	sentencia	expedida	por	el	juzgado,	por	el	principio	de
convalidación	procesal	esta	sala	está	facultada	para	pronunciarse	sobre	el
fondo	de	la	litis	al	haberse	actuado	todas	las	pruebas	necesarias;	que	la
controversia	está	limitada	a	establecer	el	derecho	del	actor	al	otorgamiento
de	la	carga	académica	que	reclama	y	la	negativa	de	la	emplazada	a
concedérsela;	que	en	principio,	está	demostrado	que	el	demandante	tenía	la
condición	de	profesor	ordinario	de	la	universidad,	en	la	categoría	de
asociado,	según	las	instrumentales	de	fojas	01-06	y	139-143,	la	que	lo
colocaba	como	trabajador	docente	permanente	o	estable,	de	modo	que	el
señalamiento	de	sus	funciones:	dictado	de	cursos	en	las	facultades
respectivas,	era	una	obligación	regular	que	debía	cumplir	la	demandada,	no
pudiendo	estar	sujeto	a	variantes	arbitrarias	al	inicio	de	cada	ciclo
académico;	que	el	cargo	de	secretario	ejecutivo	del	vicerrectorado
académico	que	desempeñó	durante	los	últimos	años	de	su	carrera
universitaria	era	subsidiario	de	su	condición	de	profesor,	de	modo	que	al
concluir	aquél	no	tenía	que	afectarse	las	labores	docentes	que	debía	seguir
cumpliendo,	por	lo	que	el	derecho	a	que	se	le	asigne	carga	académica	está
demostrado;	que	igualmente	está	acreditado	con	los	informes	emitidos	a
solicitud	del	juez,	por	las	facultades	de	Ciencias	de	la	Comunicación	y	de
Relaciones	Industriales	de	fojas	124-125	y	136-137,	que	éstas	le	han	negado
la	carga	lectiva	que	solicitaba	por	no	haber	‘requerido	los	servicios
académicos	del	citado	profesor’,	lo	cual	no	lleva	inmersa	ninguna
justificación	para	proceder	así;	que	en	consecuencia,	al	no	tener	carga
docente	se	suprime	su	derecho	a	remuneración,	lo	cual	constituye	el	acto	de
hostilidad	demandado,	el	mismo	que	deberá	reprimirse	disponiendo	que	se
le	asigne	la	carga	académica	respectiva	y	se	le	abonen	las	remuneraciones
dejadas	de	percibir	desde	diciembre	de	1991	a	mayo	de	1992,	que	son
materia	de	la	demanda	(…).”	(RSL,	Exp.	4928-95-ID(S),	ago.	07/96.	V.	P.
Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—No	constituye	acto	hostil	la	modificación	de	la
categoría	del	trabajador	amparada	en	una	variación	de	la	estructura
organizativa	de	la	empresa.	“Tercero:	Que	respecto	a	la	última	denuncia,	los
actores	a	fin	de	demostrar	sus	argumentos,	acompañan	copias	de	las
resoluciones	en	las	cuales	las	salas	laborales	se	pronuncian	en	un	sentido
distinto	sobre	casos	objetivamente	similares,	por	lo	que	habiendo	cumplido
con	los	requisitos	previstos	en	el	artículo	cincuentisiete	de	la	Ley	Procesal
del	Trabajo,	se	procede	al	pronunciamiento	de	fondo.
Cuarto:	Que	el	literal	b)	del	artículo	sesentitrés	del	Decreto	Supremo
número	cero	cinco	-	noventicinco	-	TR,	contempla	como	actos	de	hostilidad
dos	supuestos	distintos	e	independientes,	como	son	la	disminución
inmotivada	de	la	remuneración,	por	un	lado	o	el	de	la	categoría	por	el	otro,
advirtiéndose	del	texto	de	la	demanda	y	como	se	reafirma	en	el	recurso
casatorio,	que	aquella	se	sustenta	en	la	última	de	las	citadas.
Quinto:	Que	se	encuentra	acreditado	que	la	causa	por	la	cual	la	emplazada
efectuó	una	modificación	en	las	categorías	respondió	a	la	necesidad	de
reorganizar	la	estructura	interna	del	personal	por	la	fusión	entre	las
empresas	(...)	y	(...),	sin	que	el	trabajador	sufra	menoscabo	alguno	en	sus
intereses.
Sexto:	Que	en	este	sentido,	debe	señalarse	que	la	estructura	organizativa	de
una	empresa	responde	a	las	actividades,	objetivos,	funciones,	número	de
trabajadores	y	otros	factores,	estableciéndose	en	virtud	de	ellos
determinadas	categorías,	con	las	cuales	si	bien	se	encuentra	relacionada	la
estructura	numerativa,	sin	embargo	la	disminución	en	la	categoría	como
acto	de	hostilidad	no	se	determina	en	función	de	la	variación	de	la
remuneración	efectiva	percibida	con	la	que	aparece	en	la	nueva	estructura
para	el	cargo	reasignado,	sino	en	la	carencia	de	una	motivación	de	la
disminución	de	la	categoría	causándole	perjuicio	al	trabajador.
Sétimo:	Que	en	consecuencia,	habiendo	quedado	determinada	la	causa
justificada	de	la	modificación	de	las	categorías	conforme	a	lo	expuesto,	la
resolución	que	viene	en	grado	no	ha	incurrido	en	causal	de	casación,	por	lo
que	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	cincuentinueve	de	la	Ley
veintiséis	mil	seiscientos	treintiséis	modificada	por	la	Ley	veintisiete	mil
veintiuno:
Resolución:
Declararon	Infundado	el	Recurso	de	Casación.”	(Cas.	Sala	de	Derecho
Constitucional	y	Social.	Exp.	2522-98.	Lima,	oct.	04/99)
JURISPRUDENCIA.—El	acto	hostil	no	se	configura	con	la	conducta	del
empleador,	sino	con	su	negativa	de	enmienda	luego	del	requerimiento	cursado
por	el	trabajador.	“Que	para	la	segunda	denuncia	el	recurrente	a	fin	de
demostrar	sus	argumentos,	acompaña	copias	de	las	resoluciones,	en	las	que
las	salas	laborales	se	pronuncian	en	sentido	opuesto	a	lo	resuelto	en	autos
en	casos	similares	seguidos	por	otros	trabajadores	de	la	empresa
demandada,	por	lo	que	habiendo	cumplido	con	los	requisitos	del	artículo
cincuentisiete	de	la	Ley	número	veintiséis	mil	seiscientos	treintiséis,	debe
procederse	al	pronunciamiento	de	fondo.
Tercero.-	Que	es	objeto	de	casación	la	contradicción	jurisprudencial
existente	sobre	el	cómputo	del	plazo	de	caducidad	en	los	casos	de
hostilización,	referido	en	el	artículo	sesentinueve	del	Texto	Único	Ordenado
de	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo	aprobado	por	Decreto	Supremo	número
cero	cinco	-	noventicinco	-	TR.
Cuarto.-	Que	la	norma	en	referencia	establece	que	el	plazo	para	accionar
judicialmente	en	los	casos	de	hostilidad	–entre	otros–	caduca	a	los	treinta
días	naturales	de	producido	el	hecho,	concepto	que	es	aclarado	por	el
artículo	cincuentisiete	del	reglamento	aprobado	por	Decreto	Supremo
número	cero	uno-noventiséis-TR,	cuando	dispone	que	ese	término	se
computa	desde	el	día	siguiente	de	vencido	el	plazo	otorgado	al	empleador
para	que	efectúe	su	descargo	o	enmiende	su	conducta.
Quinto.-	Que	el	sentido	de	ambas	normas	está	dirigido	a	entender	que	el
hecho	hostilizatorio	no	se	configura	con	la	conducta	del	empleador
tipificada	en	el	artículo	sesentitrés	del	texto	sustantivo,	sino	con	la	negativa
del	mismo	a	enmendar	dicha	conducta	después	del	requerimiento	cursado
por	el	trabajador,	la	cual	otorga	recién	a	esta	parte,	el	plazo	para	accionar
judicialmente.
Sexto.-	Que	bajo	esa	concepción	no	se	puede	contar	el	plazo	de	caducidad
desde	la	ocurrencia	del	hecho	hostilizatorio	como	lo	hace	la	recurrida,	ya
que	el	tiempo	que	discurra	desde	ese	momento	hasta	que	se	efectúe	el
emplazamiento	no	está	sujeto	a	término	legal	alguno,	sino	más	bien	al
principio	de	inmediatez	que	es	un	concepto	que	se	debe	resolver	en	el	fondo
de	la	controversia.
Sétimo.-	Que	al	no	haber	un	plazo	de	caducidad	que	se	pueda	aplicar	a	este
hecho	la	sentencia	ha	violentado	el	artículo	dos	mil	cuatro	del	Código	Civil
que	señala	que	estos	plazos	los	fija	la	ley,	sin	admitir	pacto	en	contrario,	lo
cual	supone	que	no	se	pueden	aplicar	por	analogía	ni	por	equidad.
Octavo.-	Que	en	consecuencia,	la	sentencia	de	vista	ha	incurrido	en	la	causal
de	casación	denunciada	por	el	recurrente.
Resolución:
Declararon	Fundado	el	Recurso	de	Casación	interpuesto.”	(Cas.	Sala	de
Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	762-98.	Lima,	set.	01/99)
JURISPRUDENCIA.—La	hostilización	por	rebaja	de	categoría	requiere	la
existencia	de	un	perjuicio	real	y	concreto	en	contra	del	trabajador.	“Que,
asimismo,	para	que	se	produzca	el	acto	hostilizatorio	de	rebaja	de	categoría
previsto	en	el	artículo	treinta	inciso	b)	del	Decreto	Supremo	cero	cero	tres
guión	noventisiete	guión	TR,	se	requiere	la	existencia	de	perjuicio	real	y
concreto	en	contra	del	trabajador	a	la	fecha	en	que	éste	requiere	a	su
empleador	el	cese	de	tales	actos,	lo	que	no	ha	ocurrido	en	el	presente	caso.
Noveno.-	Que,	la	recurrida	ha	interpretado	erróneamente	el	artículo	treinta
inciso	b)	del	Decreto	Supremo	cero	cero	tres	guión	noventisiete	guión	TR,	y
por	los	argumentos	glosados,	también	incurre	en	contradicción
jurisprudencial.	Resolución:	Por	estas	consideraciones	declararon	Fundado
el	recurso	de	casación	de	fojas	trescientos	sesenticuatro,	interpuesto	por
(...);	en	consecuencia,	Casaron	la	sentencia	de	vista.”	(Cas.	Sala	Transitoria
de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	624-2002-Lima,	may.	19/2003).
JURISPRUDENCIA.—La	rebaja	de	categoría	es	válida	cuando	se	encuentra
debidamente	motivada.	“Que,	se	encuentra	acreditado	que	la	causa	por	la
cual	la	emplazada	efectuó	una	modificación	en	las	categorías	respondió	a	la
necesidad	de	reorganizar	la	estructura	interna	del	personal	por	la	fusión
entre	las	empresas	(...)	y	la	ex	(...),	lo	que	dio	origen	a	que	cierto	personal	de
la	empresa	vea	modificada	la	denominación	del	cargo	desempeñado,	en
estricta	aplicación	del	artículo	noveno	del	Decreto	Supremo	cero	cero	tres	-
noventisiete	-	TR,	concordante	con	el	artículo	nueve	del	Decreto	Legislativo
setecientos	cincuentisiete;	Resolución:	Por	estas	consideraciones
declararon:	Fundado	el	recurso	de	casación	interpuesto	a	fojas	trescientos
treintiséis	por	Telefónica	del	Perú	Sociedad	Anónima	Abierta;	en
consecuencia	Casaron	la	sentencia	de	vista	de	fojas	trescientos	veintinueve,
su	fecha	treinta	de	julio	del	dos	mil	tres;	y	actuando	en	sede	de	instancia
Revocaron	la	sentencia	apelada	de	fojas	doscientos	diecinueve,	su	fecha
once	de	octubre	del	dos	mil	dos,	que	declara	fundada	la	demanda;
Reformándola	declararon	Infundada	la	demanda;	Dispusieron	la	publicación
de	la	presente	resolución	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano	que	sienta
precedente	de	observancia	obligatoria	en	el	modo	y	forma	previsto	en	la
ley.”	(Cas.	Sala	Transitoria	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	1861-
2003-Lima,	feb.	16/2005).
JURISPRUDENCIA.—El	patrimonio	subjetivo	del	trabajador	no	puede	ser
disminuido	libremente	por	el	empleador.	“(...)	las	instancias	de	mérito
concluido	que	existe	un	acto	de	hostilidad	en	contra	del	trabajador
debidamente	acreditado	y	contenido	en	el	inciso	b)	del	artículo	30	del	Texto
Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728	-	Ley	de	Productividad	y
Competitividad	Laboral,	aprobado	por	el	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,
toda	vez	que	se	ha	señalado	en	el	considerando	precedente	que	el
demandante	sufrió	una	rebaja	de	su	remuneración,	entendiéndose	ésta
como	remuneración	básica,	de	manera	unilateral	e	inmotivada,	deviniendo
este	extremo	del	recurso	en	improcedente	(...)	En	relación	a	la	denuncia
señalada	en	el	literal	c)	y	siguiendo	el	mismo	criterio	aplicado	hasta	el
momento	en	la	fundamentación	jurídica	de	la	sentencia	de	vista	en	la	cual	se
señala	que	si	bien	el	básico	podría	no	existir	en	la	estructura	remunerativa
del	trabajador	cuando	las	partes	acuerdan	incorporarlo	en	la	remuneración,
éste	ya	es	parte	del	patrimonio	subjetivo	del	trabajador,	y	no	puede	ser
disminuido	libremente	por	el	empleador,	salvo	acuerdo	con	el	trabajador,
pues	ello	lesionaría	la	intangibilidad	e	indemnidad	de	la	remuneración”.	(C.
S.,	Cas.	Lab.	5913-2013-La	Libertad,	jul.	10/2013.	V.	P.	Baltazar	Morales
Parraguez)
LEY	DE	PREVENCIÓN	Y	SANCIÓN	DEL	HOSTIGAMIENTO	SEXUAL
Ley	27942.
ART.	1°.—Modificado.	Ley	29430,	Art.	1°.	Del	objeto	de	la	ley.
La	presente	ley	tiene	el	objeto	de	prevenir	y	sancionar	el
hostigamiento	sexual	producido	en	las	relaciones	de	autoridad	o
dependencia,	cualquiera	sea	la	forma	jurídica	de	esta	relación.
Igualmente,	cuando	se	presente	entre	personas	con	prescindencia
de	jerarquía,	estamento,	grado,	cargo,	función,	nivel	remunerativo
o	análogo.
D.	S.	010-2003-Mimdes.
ART.	 1°.—Para	 los	 efectos	 de	 lo	 dispuesto	 por	 la	 Ley	 N°	 27942,	 Ley	 de
Prevención	y	Sanción	del	Hostigamiento	Sexual,	y	el	presente	reglamento,	se
utilizarán	los	siguientes	términos:
a.	 Ley:	 Ley	 N°	 27942,	 Ley	 de	 Prevención	 y	 Sanción	 del	 Hostigamiento
Sexual.
b.	 Hostigamiento	 sexual:	 Conducta	 de	 naturaleza	 sexual	 u	 otros
comportamientos	de	connotación	sexual,	no	deseados	o	 rechazados	por	 la
persona	contra	la	cual	se	dirige	y	que	afectan	la	dignidad	de	la	persona.	Para
el	caso	de	los	menores	de	edad	será	de	aplicación	lo	dispuesto	en	el	literal	a)
del	artículo	18	de	la	Ley	N°	27337,	Código	de	Niños	y	Adolescentes,	referido
al	acoso	a	los	alumnos,	entendiéndose	a	éste	como	hostigamiento	sexual.
c.	 Instituciones:	Se	 refiere	 a	 todas	 las	 entidades	 reguladas	 en	 la	 ley	 y	 el
presente	 reglamento.	 Incluye	 a	 todos	 los	 centros	 de	 trabajo	 públicos	 y
privados;	 Fuerzas	 Armadas	 y	 Policía	 Nacional;	 entidades	 educativas	 y
demás	entidades	contenidas	en	el	ámbito	de	aplicación	de	la	ley.
d.	 Relación	 de	 autoridad:	 Todo	 vínculo	 existente	 entre	 dos	 personas	 a
través	de	la	cual	una	de	ellas	tiene	poder	de	dirección	sobre	las	actividades
de	 la	 otra,	 o	 tiene	 una	 situación	 ventajosa	 frente	 a	 otra.	 Este	 concepto
incluye	el	de	relación	de	dependencia.
e.	Relación	de	jerarquía:	Es	toda	relación	que	se	origina	en	una	escala	de
poder	legítimo	o	investidura	jerárquica,	en	la	que	una	persona	tiene	poder
sobre	otra	por	el	grado	que	ocupa	dentro	de	la	escala.
f.	 Hostigador:	 Toda	 persona	 que	 dirige	 a	 otra	 comportamientos	 de
naturaleza	sexual	no	deseados,	cuya	responsabilidad	ha	sido	determinada	y
que	 ha	 sido	 sancionada	 previa	 queja	 o	 demanda	 según	 sea	 el	 caso,	 por
hostigamiento	sexual,	de	acuerdo	al	procedimiento	establecido	en	la	ley	y	el
presente	reglamento.
g.	 Hostigado:	 Toda	 persona	 que	 sufrió	 el	 hostigamiento	 de	 otra.	 Este
concepto	recoge	el	de	víctima	al	que	hace	referencia	la	ley.
h.	 Falsa	 queja:	 Aquella	 queja	 o	 demanda	 de	 hostigamiento	 sexual
declarada	 infundada	por	 resolución	 firme,	 la	 cual	 faculta	a	 interponer	una
acción	 judicial	 consistente	 en	 exigir	 la	 indemnización	 o	 resarcimiento	 y
dentro	de	la	cual	deberá	probarse	el	dolo,	nexo	causal	y	daño	establecidos
en	el	Código	Civil.
i.	 Indemnización:	 Resarcimiento	 económico	 al	 que	 tiene	 derecho	 el
hostigado,	exigible	a	través	de	los	procedimientos	establecidos	en	la	ley.
j.	Responsabilidad	solidaria:	Es	el	grado	de	responsabilidad	atribuible	al
titular	de	la	investigación	o	al	funcionario	encargado	de	la	instauración	del
procedimiento	 administrativo	 disciplinario	 por	 hostigamiento	 sexual,	 por
no	 haber	 iniciado	 el	 proceso	 dentro	 del	 plazo	 y	 en	 los	 supuestos
establecidos	por	la	ley.
k.	 Situación	ventajosa:	Es	 aquella	 que	 se	 produce	 en	 una	 relación	 en	 la
que	 no	 existe	 una	 posición	 de	 autoridad	 atribuida,	 pero	 sí	 un	 poder	 de
influencia	 de	 una	 persona	 frente	 a	 la	 otra,	 aún	 cuando	 dichas	 personas
inmersas	 en	 un	 acto	 de	 hostigamiento	 sexual	 sean	 de	 igual	 cargo,	 nivel	 o
jerarquía.
l.	 Relación	 ambiental	 horizontal	 no	 institucional:	 Es	 aquella	 que	 por
naturaleza	 no	 le	 corresponde	 una	 relación	 asimétrica	 de	 poder	 o
verticalidad,	 y	 que	 las	 personas	 a	 que	 se	 refieren	 serán	 aquellas	 no
comprendidas	en	las	instituciones	a	que	alude	la	ley,	constituyendo	actos	de
hostigamiento	sexual	atípicos,	al	no	estar	previa	y	expresamente	descritos
en	la	ley.
m.	Relación	ambiental	vertical	institucional:	Es	aquella	que	existe	en	las
relaciones	 de	 autoridad	 o	 dependencia,	 jerarquía,	 o	 en	 una	 situación
ventajosa,	 por	 el	 poder	 de	 dirección	 o	 influencia	 que	 tiene	 una	 persona
sobre	la	otra	y	que	forman	parte	de	las	instituciones	a	que	alude	la	ley.
n.	Órganos	 intermedios:	 Son	 las	 Unidades	 de	 Gestión	 Educativa	 Local	 -
Ugel	y	la	Dirección	Regional	Educativa	-	DRE.
o.	 Queja:	 Cuando	 la	 ley	 mencione	 indistintamente	 los	 términos:	 queja,
demanda,	denuncia	u	otras,	se	referirá	a	aquellos	términos	propios	que	cada
procedimiento	administrativo	disciplinario	o	de	investigación	deba	emplear
y	 tramitar	 de	 conformidad	 a	 los	 dispositivos	 legales	 existentes	 para	 cada
condición	laboral,	educacional	e	institucional	que	alcance	la	aplicación	de	la
ley	y	el	presente	reglamento.
p.	Quejado,	demandado,	denunciado:	Presunto	hostigador.
q.	Quejoso,	demandante,	denunciante:	Presunta	víctima.
r.	Instituciones	militares:	Instituciones	de	las	fuerzas	armadas.
s.	Instituciones	policiales:	Policía	Nacional	del	Perú.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—El	presidente	de	la	República,	los
ministros	y	los	congresistas	también	son	susceptibles	de	sanción	por
hostigamiento	sexual.	“Este	supremo	tribunal	considera	que	las	normas	cuya
infracción	se	denuncia,	deben	ser	interpretadas	de	la	siguiente	manera:
artículo	1°	de	la	Ley	N°	27942:	Su	texto	original	previene	y	reprime	el
hostigamiento	sexual	que	se	produzca	contra	una	persona	dentro	de
cualquier	relación	de	autoridad	o	dependencia	sin	importar	la	naturaleza
del	régimen	laboral	a	que	pertenezca,	en	consecuencia,	debe	interpretarse
que	puede	ser	objeto	de	sanción	por	incurrir	en	hostigamiento	sexual	todo
funcionario	o	servidor	público	(incluidos	los	señalados	en	el	artículo	39	de
la	Constitución	Política	del	Estado),	personal	militar	o	policial,	y/o	cualquier
persona	al	servicio	del	Estado	que	incurra	en	conductas	que	impliquen
hostigamiento	o	chantaje	sexual”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	3804-2010-Del	Santa,	ene.
08/2013.	S.	S.	Valdivia	Cano)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	define	el	hostigamiento	sexual.	“1)
Definición	de	hostigamiento	sexual.-	En	la	doctrina	existen	diversas	formas
de	definir	el	hostigamiento	sexual,	sin	embargo,	este	supremo	tribunal,
siguiendo	a	Balta	considera	que:	‘el	acoso	sexual	es	toda	conducta	o
comportamiento	de	carácter	sexual	que	no	es	bienvenido	por	la	persona	a	la
que	se	dirige,	y	que	tiene	por	propósito	o	efecto	afectar	negativamente	sus
términos	y	condiciones	de	empleo’;
En	nuestro	derecho	positivo	encontramos	que	el	texto	original	de	la	Ley	N°
27942	en	su	artículo	4°	define	el	hostigamiento	sexual	típico	o	chantaje
sexual	(...).	Posteriormente,	la	modificatoria	del	artículo	4°	introducida	por
el	artículo	1°	de	la	Ley	N°	29430	(...).”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	3804-2010-Del	Santa,
ene.	08/2013.	S.	S.	Valdivia	Cano)
JURISPRUDENCIA.—Elementos	del	hostigamiento	sexual.	“2)	Elementos
constitutivos	del	hostigamiento	sexual.-	Para	que	se	configure	el
hostigamiento	sexual	es	necesario	que	se	presenten	los	elementos
siguientes:	a)	Conducta	relacionada	con	temas	de	carácter	sexual:	estos
comportamientos	pueden	ser	apreciaciones	relacionadas	con	el	aspecto
físico	de	la	persona	hostilizada,	con	referencia	expresa	al	tema	sexual	o
subliminalmente	relacionado	con	el	mismo;	la	formulación	de	bromas
relacionadas	con	el	sexo,	enviar	cartas	comunicaciones,	mails	o	cualquier
otra	forma	de	comunicación	escrita	u	oral	que	tenga	relación	con	el	tema
sexual,	también	serán	actos	de	hostigamiento	sexual	llamadas	innecesarias
a	que	se	presente	ante	el	acosador	la	persona	acosada	o	exposición	ante	ésta
de	materiales	de	carácter	sexual;	finalmente	también	se	considerará	como
actos	de	hostilidad	sexual	los	roces,	tocamientos,	caricias,	saludos	no
deseados	por	el	hostilizado	así	como	que	el	acosador	ejerza	algún	tipo	de
autoridad	sobre	los	trabajadores	bajo	su	dependencia	para	hacerse	invitar	o
participar	en	eventos,	reuniones	sociales,	actividades	deportivas	u	otras	en
la	que	sabe	que	participará	o	estará	presente	la	víctima	de	la	hostilidad
sexual.	b)	Conducta	no	bienvenida:	La	víctima	debe	rechazar	la	conducta
acosadora,	pues,	si	la	propicia	o	acepta	no	configura	la	misma.	El	rechazo	a
la	conducta	acosadora	puede	ser	directo,	cuando	el	acosado	en	forma	verbal
o	escrita	manifiesta	su	disconformidad	con	la	actitud	del	acosador,	pero	el
rechazo	también	puede	ser	de	carácter	indirecto	cuando	la	víctima	rechaza
al	acosador	con	respuestas	evasivas,	dilatorias	u	otra	clase	de	actitudes	de
cualquier	naturaleza	que	demuestran	su	disconformidad	con	las
proposiciones	del	acosador;	c)	Afectación	del	empleo:	debe	existir	la
posibilidad	real	que,	el	sujeto	acosador	afecte	negativamente	el	empleo	de	la
persona	afectada,	esta	afectación	puede	consistir	en	la	amenaza	de	pérdida
del	empleo	o	beneficios	tangibles,	o	a	través	del	ambiente	hostil	en	el
trabajo	que,	obliga	al	trabajador	a	laborar	en	condiciones	humillantes”	(C.	S.,
Cas.	Lab.	3804-2010-Del	Santa,	ene.	08/2013.	S.	S.	Valdivia	Cano)
JURISPRUDENCIA.—Lo	relativo	al	entorno	de	trabajo	hostil	por	motivos
sexuales	se	vincula	estrechamente	a	la	responsabilidad	que	recae	en	el
empleador	como	director	y	organizador	del	proceso	productivo.	“Como	se
observa,	el	sujeto	activo	del	acoso	sexual	quid	pro	quo	deberá	–siempre–
ostentar	poderes	de	dirección	o	dominio	sobre	la	víctima	que	permitan
presumir,	razonablemente,	la	eficacia	de	la	coacción	ejercida	explícita	o
implícitamente;	y	b)	de	otro	lado,	admite	contenidos	secundarios	o
periféricos,	que	consisten	en	un	cúmulo	de	conductas	–de	carácter	sexual–
idóneas	para	configurar	un	medio	ambiente	de	trabajo	que	pudiere	resultar
hostil	o	humillante	a	la	víctima	(acoso	sexual	ambiental	o	entorno	de	trabajo
hostil	por	motivos	sexuales).	De	este	modo,	el	sujeto	activo	del	acoso	sexual
–el	acosador–,	al	lado	del	empleador	y	sus	representantes,	suele	ser	un
compañero	de	trabajo	en	condiciones	jerárquicas	idénticas	o	incluso
inferiores	a	la	víctima,	o	un	cliente.	Así,	lo	relativo	al	entorno	de	trabajo
hostil	por	motivos	sexuales	se	vincula	estrechamente	a	la	responsabilidad
que	recae	en	el	empleador	como	director	y	organizador	del	proceso
productivo;	comprometiéndola	siempre	que	éste	las	tolerare	o	por	lo
menos,	cuando	debiendo	conocerlas	no	despliegue	sus	poderes	de	dirección
para	erradicarlas	y,	eventualmente	prevenirlas”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	3804-2010-
Del	Santa,	ene.	08/2013.	S.	S.	Valdivia	Cano)
Ley	27942.
ART.	2°.—Ámbito	de	aplicación.	El	ámbito	de	aplicación	de	la
presente	ley	comprende:
1.	En	centros	de	trabajo	públicos	y	privados:	a	los	trabajadores	o
empleadores,	al	personal	de	dirección	o	de	confianza,	al	titular,
asociado,	director,	accionista	o	socio	de	la	empresa	o	institución;
asimismo,	a	los	funcionarios	o	servidores	públicos	cualquiera	sea
su	régimen	laboral.
2.	En	instituciones	educativas:	a	los	promotores,	organizadores,
asesores,	directores,	profesores,	personal	administrativo,	auxiliar
o	de	servicios	de	los	centros	y	programas	educativos,	institutos
superiores,	sean	públicos,	privados,	comunales,	cooperativos
parroquiales	u	otros,	cualquiera	sea	su	régimen	o	forma	legal.
3.	En	instituciones	policiales	y	militares:	al	personal	policial	y
militar,	al	personal	civil	que	trabaja	dentro	de	dichas
instituciones,	al	personal	de	servicio	o	auxiliar	y	a	los	terceros	que
prestan	servicios	para	tales	entidades	bajo	el	ámbito	del	Código
Civil	o	la	Ley	de	Contrataciones	y	Adquisiciones	del	Estado.
4.	A	las	demás	personas	intervinientes	en	las	relaciones	de
sujeción	no	reguladas	por	el	derecho	laboral,	tales	como	la
prestación	de	servicios	sujetas	a	las	normas	del	Código	Civil,	la
formación	de	aprendices	del	Servicio	Nacional	de	Adiestramiento
en	Trabajo	Industrial	(Senati),	los	programas	de	capacitación	para
el	trabajo,	el	acceso	a	centros	de	educación	superior,	y	otras
modalidades	similares.
D.	S.	010-2003-Mimdes.
ART.	 4°.—Ámbito	 de	 aplicación.	 La	 ley	 y	 el	 presente	 reglamento,	 serán
aplicables	al	hostigamiento	sexual	producido	en	las	relaciones	de	autoridad
o	dependencia,	jerarquía	y	aquellas	provenientes	de	situaciones	ventajosas.
En	las	relaciones	de	autoridad	o	dependencia	están	comprendidas	también
aquellas	 personas	 en	 las	 que	 existe	 una	 situación	 de	 ventaja	 ambiental
vertical	institucional	frente	a	la	otra	por	motivo	de	la	función	que	realiza,	la
información	que	maneja,	entre	otros.	La	situación	de	ventaja	a	que	se	refiere
la	ley,	da	a	la	persona	un	poder	suficiente	para	someter	a	chantaje	sexual	a
otra	persona.
Ley	27942.
ART.	3°.—De	los	sujetos.	Por	la	presente	ley	se	considera:
1.	Hostigador:	Toda	persona,	varón	o	mujer,	que	realiza	un	acto
de	hostigamiento	sexual	señalado	en	la	presente	ley.
2.	Hostigado:	Toda	persona,	varón	o	mujer,	que	es	víctima	de
hostigamiento	sexual.
Ley	27942.
ART.	4°.—Modificado.	Ley	29430,	Art.	1°.	De	los	conceptos.
4.1.	El	hostigamiento	sexual	típico	o	chantaje	sexual	consiste	en
la	conducta	física	o	verbal	reiterada	de	naturaleza	sexual	o	sexista
no	deseada	o	rechazada,	realizada	por	una	o	más	personas	que	se
aprovechan	de	una	posición	de	autoridad	o	jerarquía	o	cualquier
otra	situación	ventajosa,	en	contra	de	otra	u	otras,	quienes
rechazan	estas	conductas	por	considerar	que	afectan	su	dignidad,
así	como	sus	derechos	fundamentales.
4.2.	El	hostigamiento	sexual	ambiental	consiste	en	la	conducta
física	o	verbal	reiterada	de	carácter	sexual	o	sexista	de	una	o	más
personas	hacia	otras	con	prescindencia	de	jerarquía,	estamento,
grado,	cargo,	función,	nivel	remunerativo	o	análogo,	creando	un
clima	de	intimidación,	humillación	u	hostilidad.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Es	hostigamiento	sexual	toda	conducta
de	naturaleza	sexual	o	referida	al	tema	sexual	que	sea	no	deseada	por	el
trabajador.	“(…)	artículo	4°	de	la	Ley	N°	27942:	Su	texto	original	define	el
hostigamiento	sexual	típico	o	chantaje	sexual,	debiendo	interpretarse	esta
norma	en	el	sentido	siguiente:	‘que	constituye	hostigamiento	sexual	dentro
de	las	relaciones	laborales	o	de	dependencia	en	la	administración	pública,
toda	conducta	de	naturaleza	sexual	o	referida	al	tema	sexual,	así	como
cualquier	otro	comportamiento	que	tenga	connotación	sexual	que	afecte	la
dignidad	de	la	persona,	que	sea	no	deseado	o	rechazado	por	el	servidor	o
funcionario	públicos,	personal	militar	o	policial,	y/o	cualquier	otra	persona
que	presta	servicios	al	Estado’.”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	3804-2010-Del	Santa,	ene.
08/2013.	S.	S.	Valdivia	Cano)
Ley	27942.
ART.	5°.—Modificado.	Ley	29430,	Art.	1°.	De	los	elementos
constitutivos	del	hostigamiento	sexual.	Para	que	se	configure
el	hostigamiento	sexual,	debe	presentarse	alguno	de	los
elementos	constitutivos	siguientes:
a)	El	sometimiento	a	los	actos	de	hostigamiento	sexual	es	la
condición	a	través	de	la	cual	la	víctima	accede,	mantiene	o
modifica	su	situación	laboral,	educativa,	policial,	militar,
contractual	o	de	otra	índole.
b)	El	rechazo	a	los	actos	de	hostigamiento	sexual	genera	que	se
tomen	decisiones	que	afectan	a	la	víctima	en	cuanto	a	su	situación
laboral,	educativa,	policial,	militar,	contractual	o	de	otra	índole	de
la	víctima.
c)	La	conducta	del	hostigador,	sea	explícita	o	implícita,	que	afecte
el	trabajo	de	una	persona,	interfiriendo	en	el	rendimiento	en	su
trabajo	creando	un	ambiente	de	intimidación,	hostil	u	ofensivo.
D.	S.	010-2003-Mimdes.
ART.	5°.—Elementos	 imprescindibles	constitutivos	del	hostigamiento
sexual.	De	 acuerdo	 a	 lo	 establecido	 por	 los	 artículos	 4°	 y	 5°	 de	 la	 ley,	 el
hostigamiento	sexual	se	configura	con	los	elementos	siguientes:
a)	 Una	 relación	 de	 autoridad	 o	 dependencia,	 o	 jerarquía	 o	 situación
ventajosa.
b)	Un	acto	de	carácter	o	connotación	sexual:	Estos	actos	pueden	ser	físicos,
verbales,	escritos	o	de	similar	naturaleza.
c)	El	acto	no	es	deseado	o	es	rechazado	manifiestamente,	por	la	víctima.
d)	El	sometimiento	o	el	rechazo	de	una	persona	a	dicha	conducta	se	utiliza
de	 forma	 explícita	 o	 implícita	 como	 base	 para	 una	 decisión	 que	 tenga
efectos	sobre	el	acceso	de	dicha	persona	a	la	formación	o	al	empleo,	sobre	la
continuación	 del	 mismo,	 los	 ascensos,	 el	 salario	 o	 cualesquiera	 otras
decisiones	 relativas	 al	 empleo	 y/o	 dicha	 conducta	 creando	 un	 entorno
laboral	intimidatorio,	hostil	o	humillante	para	la	persona	que	es	objeto	de	la
misma.
La	reiterancia	no	será	relevante	para	los	efectos	de	la	constitución	del	acto
de	hostigamiento	sexual,	sin	embargo	podrá	ser	un	elemento	indiciario	que
coadyuve	a	constatar	su	efectiva	presencia.
Para	el	caso	de	 los	menores	de	edad	será	de	aplicación	 lo	dispuesto	en	el
literal	a)	del	artículo	18	de	la	Ley	N°	27337,	Código	de	Niños	y	Adolescentes,
referido	al	acoso	a	 los	alumnos,	entendiéndose	a	éste	como	hostigamiento
sexual.
JURISPRUDENCIA	VINCULANTE.—Elementos	constitutivos	del
hostigamiento	sexual.	“Artículo	5°	de	la	Ley	N°	27942:	Establece	los
elementos	constitutivos	del	hostigamiento	sexual,	debiendo	interpretarse
que	los	elementos	definidos	en	el	considerando	tercero	de	esta	sentencia
deben	obligatoriamente	ser	tenidos	en	cuenta	por	el	juzgador	y	que	deben
estar	presentes	en	la	conducta	imputada.
Quinto.-	Cabe	precisar,	que	la	interpretación	de	los	artículos	1°,	4°	y	5°	de	la
Ley	N°	27942	está	referida	al	texto	original	de	la	norma	que	posteriormente
fue	modificado	por	el	artículo	1°	de	la	Ley	N°	29430,	publicada	el	ocho	de
noviembre	del	dos	mil	nueve,	sin	embargo,	por	razón	de	temporalidad	este
supremo	tribunal	sólo	se	pronunciará	respecto	del	texto	original	de	la
norma,	en	atención	al	momento	en	que	ocurrieron	los	hechos	materia	del
proceso”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	3804-2010-Del	Santa,	ene.	08/2013.	S.	S.	Valdivia
Cano)
Ley	27942.
ART.	6°.—Modificado.	Ley	29430,	Art.	1°.	De	las
manifestaciones	del	hostigamiento	sexual.	El	hostigamiento
sexual	puede	manifestarse	por	medio	de	las	conductas	siguientes:
a)	Promesa	implícita	o	expresa	a	la	víctima	de	un	trato	preferente
o	beneficioso	respecto	a	su	situación	actual	o	futura	a	cambio	de
favores	sexuales.
b)	Amenazas	mediante	las	cuales	se	exija	en	forma	implícita	o
explícita	una	conducta	no	deseada	por	la	víctima,	que	atente	o
agravie	su	dignidad.
c)	Uso	de	términos	de	naturaleza	o	connotación	sexual	o	sexista
(escritos	o	verbales),	insinuaciones	sexuales,	proposiciones
sexuales,	gestos	obscenos	o	exhibición	a	través	de	cualquier
medio	de	imágenes	de	contenido	sexual,	que	resulten
insoportables,	hostiles,	humillantes	u	ofensivos	para	la	víctima.
d)	Acercamientos	corporales,	roces,	tocamientos	u	otras
conductas	físicas	de	naturaleza	sexual	que	resulten	ofensivas	y	no
deseadas	por	la	víctima.
e)	Trato	ofensivo	u	hostil	por	el	rechazo	de	las	conductas
señaladas	en	este	artículo.
Ley	27942.
ART.	7°.—Modificado.	Ley	29430,	Art.	1°.	De	la
responsabilidad	del	empleador.	Los	empleadores	deben
mantener	en	el	centro	de	trabajo	condiciones	de	respeto	entre	los
trabajadores,	cumpliendo	con	las	siguientes	obligaciones:
a)	Capacitar	a	los	trabajadores	sobre	las	normas	y	políticas
contra	el	hostigamiento	sexual	en	la	empresa.
b)	Adoptar	las	medidas	necesarias	para	que	cesen	las	amenazas	o
represalias	ejercidas	por	el	hostigador,	así	como	las	conductas
físicas	o	comentarios	de	carácter	sexual	o	sexista	que	generen	un
clima	hostil	o	de	intimidación	en	el	ambiente	donde	se	produzcan.
c)	Informar	al	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	los
casos	de	hostigamiento	sexual	y	el	resultado	de	las
investigaciones	efectuadas	para	verificar	el	cumplimiento	de	la
presente	ley.
El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	incluye	dentro
del	reglamento	las	disposiciones	que	resulten	pertinentes.
D.	S.	010-2003-Mimdes.
ART.	18.—Del	ámbito	de	aplicación.	Se	encuentran	comprendidos	dentro
de	las	disposiciones	del	presente	capítulo,	todas	aquellas	relaciones	sujetas
al	 régimen	 laboral	 privado,	 los	 trabajadores	 y	 socios	 trabajadores	 de	 las
empresas	 de	 servicios,	 las	 cooperativas,	 las	 relaciones	 sujetas	 al	 régimen
laboral	 privado	 en	 las	 entidades	 educativas	 privadas,	 de	 acuerdo	 a	 lo
establecido	en	el	último	párrafo	del	artículo	17	de	la	ley.	Asimismo,	deberá
incluir	 a	 los	 contratados	 por	 prácticas	 preprofesionales,	 convenios	 de
formación	y	contrato	de	aprendizaje.
D.	S.	010-2003-Mimdes.
ART.	19.—Responsabilidad	 del	 empleador.	 El	 empleador	 está	 obligado
bajo	responsabilidad	a	promover	y	establecer,	en	su	centro	laboral,	medidas
de	 prevención	 y	 sanción	 del	 hostigamiento	 sexual	 de	 conformidad	 a	 las
obligaciones	establecidas	en	el	artículo	7°	de	la	ley.
D.	S.	010-2003-Mimdes.
ART.	20.—Capacitación	de	 trabajadores.	Es	 obligación	del	 empleador	 a
través	 de	 las	 oficinas	 de	 personal	 o	 quien	 haga	 sus	 veces,	 capacitar	 y
sensibilizar	 a	 los	 trabajadores	 sobre	 las	 conductas	 a	 sancionar	 por
hostigamiento	sexual	de	acuerdo	a	la	 ley	y	el	presente	reglamento	a	fin	de
promover	 un	 ambiente	 laboral	 saludable	 y	 un	 cambio	 de	 conductas
contrarias	al	mismo.
D.	S.	010-2003-Mimdes.
ART.	 21.—Establecimiento	 de	 un	 procedimiento	 para	 sancionar	 el
hostigamiento.	 Es	 obligación	 del	 empleador,	 en	 un	 plazo	 máximo	 de	 30
días	calendario	contados	a	partir	de	la	publicación	del	presente	reglamento,
establecer	un	procedimiento	preventivo	 interno	que	permita	al	 trabajador
interponer	una	queja	en	caso	de	que	sea	víctima	de	hostigamiento	sexual,	el
mismo	que	deberá	cumplir	con	las	características	señaladas	en	el	presente
reglamento.	 Dicho	 procedimiento	 deberá	 ser	 puesto	 en	 conocimiento	 de
todos	 los	 trabajadores	 del	 centro	 laboral,	 así	 como	 para	 las	 nuevas
contrataciones	laborales.
D.	S.	010-2003-Mimdes.
ART.	 22.—Obligación	 de	 informar	 al	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	del	Empleo.	Es	obligación	del	empleador	informar	al	Ministerio
de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	sobre	 los	procedimientos	 instaurados
por	 hostigamiento	 sexual	 y	 de	 ser	 el	 caso	 sobre	 las	 sanciones	 impuestas,
dentro	de	 los	30	días	 calendario	 siguientes,	 contados	desde	 la	 fecha	de	 la
resolución	final	del	procedimiento	establecido	en	el	presente	reglamento.
Ley	27942.
ART.	8°.—Modificado.	Ley	29430,	Art.	1°.	De	las	sanciones	del
hostigamiento	sexual.
8.1.	Si	el	hostigador	es	el	empleador,	personal	de	dirección,
personal	de	confianza,	titular,	asociado,	director	o	accionista,	el
hostigado	puede	optar	entre	accionar	el	cese	de	la	hostilidad	o	el
pago	de	la	indemnización,	dando	por	terminado	el	contrato	de
trabajo,	conforme	al	artículo	35	del	Texto	Único	Ordenado	del
Decreto	Legislativo	Núm.	728,	Ley	de	Productividad	y
Competitividad	Laboral,	aprobado	por	el	Decreto	Supremo	Núm.
003-97-TR.	En	este	supuesto	no	es	exigible	la	comunicación	al
empleador	por	cese	de	hostilidad	señalado	en	el	artículo	30	de	la
misma	norma.
8.2.	Si	el	hostigador	es	un	trabajador	del	régimen	laboral	privado,
puede	ser	sancionado,	según	la	gravedad	de	los	hechos,	con
amonestación,	suspensión	o	despido.
D.	S.	010-2003-Mimdes.
ART.	 23.—Opciones	 del	 trabajador.	 Conforme	 a	 lo	 establecido	 en	 el
artículo	 8°	 de	 la	 ley,	 el	 trabajador	 puede	 optar	 entre	 las	 siguientes
alternativas:
a)	Accionar	el	cese	de	hostilidad.
b)	Exigir	el	pago	de	una	indemnización	dando	por	terminado	el	contrato	de
trabajo,	 conforme	 al	 artículo	 35	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 del	 Decreto
Legislativo	 N°	 728,	 Ley	 de	 Productividad	 y	 Competitividad	 Laboral,
aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR.
D.	S.	010-2003-Mimdes.
ART.	 24.—Procedimiento	 de	 cese	 de	 hostilidad.	 El	 trabajador	 podrá
presentar	una	queja,	de	acuerdo	al	procedimiento	interno	establecido	por	el
empleador,	el	mismo	que	deberá	cumplir	con	las	siguientes	características:
a.	La	queja	deberá	ser	interpuesta	ante	la	gerencia	de	personal,	oficina	de
personal	 o	 de	 recursos	 humanos	 o	 quien	 haga	 sus	 veces.	 En	 caso	 que	 la
queja	sea	contra	el	gerente	de	personal,	la	queja	deberá	interponerse	ante	la
autoridad	inmediata	de	mayor	jerarquía.
b.	 El	 gerente	 de	 personal	 o	 la	 autoridad	 de	 mayor	 jerarquía,	 correrá
inmediatamente	 de	 la	 queja	 al	 quejado	 dentro	 del	 tercer	 día	 útil	 de
presentada.
c.	 El	 quejado	 cuenta	 con	 5	 días	 útiles	 para	 presentar	 sus	 descargos,
adjuntando	las	pruebas	que	considere	oportunas.
d.	La	pruebas	que	podrán	ser	utilizadas,	son	las	establecidas	en	el	presente
reglamento.	 Éstas	 podrán	 ser	 presentadas	 hasta	 antes	 que	 se	 emita	 la
resolución	final.
e.	El	gerente	de	personal	o	la	autoridad	de	mayor	jerarquía	correrá	traslado
de	 la	 contestación	 al	 quejoso	 y	 deberá	 poner	 en	 conocimiento	 de	 ambas
partes	todos	los	documentos	que	se	presente.
f.	El	gerente	de	personal	o	la	autoridad	de	mayor	jerarquía	cuenta	con	10
días	hábiles	para	realizar	las	investigaciones	que	considere	necesarias	a	fin
de	 determinar	 el	 acto	 de	 hostigamiento	 sexual,	 de	 acuerdo	 a	 los	 criterios
establecidos	en	la	ley	y	el	presente	reglamento.
g.	El	gerente	de	personal	o	la	autoridad	de	mayor	jerarquía	podrá	imponer
medidas	 cautelares	 durante	 el	 tiempo	 que	 dure	 el	 procedimiento,	 las	 que
incluyen	medidas	de	protección	para	la	víctima.
h.	El	gerente	de	personal	o	la	autoridad	de	mayor	jerarquía	contará	con	5
días	 hábiles	 para	 emitir	 una	 resolución	 motivada	 que	 ponga	 fin	 al
procedimiento	interno.
i.	En	caso	se	determine	 la	existencia	del	acto	de	hostigamiento	sexual,	 las
sanciones	 aplicables	 dependerán	 de	 la	 gravedad,	 debiéndose	 tener	 en
cuenta	que	pueden	ser:	amonestación,	suspensión	o	despido.
En	 caso	 la	 queja	 recaiga	 sobre	 la	 autoridad	 de	 mayor	 jerarquía,	 el
procedimiento	 interno	 no	 resulta	 aplicable,	 teniendo	 el	 trabajador	 el
derecho	a	interponer	una	demanda	por	cese	de	hostilidad,	de	acuerdo	a	lo
establecido	en	el	artículo	35	literal	a)	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto
Legislativo	 N°	 728,	 Ley	 de	 Productividad	 y	 Competitividad	 Laboral,
aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR.
D.	S.	010-2003-Mimdes.
ART.	25.—Procedimiento	para	solicitar	una	indemnización.	De	acuerdo
el	artículo	8°	de	la	ley,	el	trabajador	víctima	de	hostigamiento	sexual	tiene	la
potestad	 de	 accionar	 el	 cese	 de	 la	 hostilidad	 o	 de	 dar	 por	 terminado	 el
contrato	 de	 trabajo	 y	 solicitar	 al	 juez	 el	 pago	 de	 una	 indemnización	 por
parte	del	empleador,	 independientemente	de	 los	beneficios	sociales	que	 le
correspondan,	 de	 acuerdo	 a	 lo	 establecido	 el	 artículo	 38	 del	 Texto	 Único
Ordenado	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad.
Para	tales	efectos,	el	hostigamiento	sexual	será	considerado	como	acto	de
hostilidad	equiparable	al	despido,	conforme	el	artículo	30	del	Texto	Único
Ordenado	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral.
En	caso	que	el	juez	considere	fundada	la	demanda,	dispondrá	el	pago	de	la
indemnización	de	acuerdo	a	lo	establecido	en	el	presente	reglamento.
D.	S.	010-2003-Mimdes.
ART.	26.—Derechos	de	los	trabajadores	sancionados.	 Los	trabajadores
sancionados	con	despido	por	acto	de	hostigamiento	sexual	tienen	expedito
su	derecho	a	interponer	una	demanda	de	nulidad	de	despido	o	de	pago	de
indemnización	 por	 despido	 arbitrario,	 sujetándose	 a	 lo	 dispuesto	 por	 los
artículos	 29	 y	 35	 del	 Texto	Único	Ordenado	de	 la	 Ley	 de	 Productividad	 y
Competitividad	Laboral.
Ley	27942.
ART.	9°.—De	la	vía	judicial.	La	víctima	puede	acudir	al	juez
competente,	quien	de	oficio	o	a	pedido	de	parte	puede	disponer
que	el	procedimiento	judicial	sea	de	carácter	reservado.
Ley	27942.
ART.	10.—Del	plazo	de	caducidad.	En	lo	que	resulte	pertinente,
es	aplicable	el	artículo	36	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto
Legislativo	N°	728,	Ley	de	Productividad	y	Competitividad
Laboral,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR.
D.	S.	010-2003-Mimdes.
ART.	 27.—Plazo	 de	 caducidad.	 El	 plazo	 para	 presentar	 la	 queja	 o
demanda	 por	 cese	 de	 hostilidad	 o	 pago	 de	 indemnización	 por	 despido
arbitrario	 es	 de	 30	 días	 calendario,	 contados	 a	 partir	 del	 día	 siguiente	 de
producido	el	último	acto	de	hostigamiento	o	indicio	del	mismo,	conforme	a
lo	 dispuesto	 por	 el	 artículo	 36	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de
Productividad	y	Competitividad	Laboral.
Ley	27942.
ART.	11.—De	los	trabajadores	y	socios	trabajadores	de	las
empresas	de	servicios	y	cooperativas.	Las	disposiciones	del
presente	capítulo	son	aplicables	a	los	trabajadores	y	socios
trabajadores	de	las	empresas	de	servicios	y	de	las	cooperativas
respectivamente.
Si	el	hostigamiento	sexual	se	presenta	en	el	centro	de	trabajo	o
de	operaciones	de	la	empresa	usuaria,	es	de	aplicación	la
disposición	contenida	en	el	Capítulo	V.
Ley	27942.
Novena	Disposición	Final	y	Complementaria.—De	la	reserva	del	proceso
de	investigación.	 La	denuncia	por	hostigamiento	sexual,	en	cualquiera	de
las	 modalidades	 que	 establece	 la	 presente	 ley	 y	 todos	 sus	 efectos
investigatorios	 y	 de	 sanción	 administrativa	 sin	 restricción	 alguna,	 tiene
carácter	reservado	y	confidencial.
La	publicidad	sólo	procede	para	la	resolución	o	decisión	final.
Ley	27942.
Décima	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria.—Modificado.	 Ley	 29430,
Art.	3°.	La	falsa	queja.	Cuando	la	queja	o	demanda	de	hostigamiento	sexual
es	declarada	infundada	por	resolución	firme	y	queda	acreditada	 la	mala	 fe
del	demandante,	 la	persona	a	quien	se	le	 imputan	los	hechos	en	la	queja	o
demanda	tiene	expedito	su	derecho	a	interponer	judicialmente	las	acciones
pertinentes.	 En	 este	 caso,	 el	 supuesto	 hostigado	 denunciante	 queda
obligado	a	pagar	la	indemnización	que	fije	el	juez	respectivo.
Ley	27942.
Decimoprimera	Disposición	Final	y	Complementaria.—Efectos	de	la	falsa
queja.	El	empleador,	por	el	mérito	de	sentencia	firme	que	declare	infundada
la	 queja	 o	 demanda	 de	 hostigamiento,	 puede	 resolver	 justificadamente	 el
contrato	 de	 trabajo	 con	 el	 trabajador	 privado.	 Para	 el	 caso	 de	 los
trabajadores	 sujetos	 al	 régimen	 laboral	 público,	 se	 procederá	 al	 cese
definitivo.
En	el	caso	de	las	instituciones	educativas,	policiales	y	militares,	el	director
o	 la	autoridad	policial	o	militar	 competente,	podrá	disponer	 la	 separación
definitiva	del	alumno	o	el	pase	a	 la	situación	de	disponibilidad	o	de	retiro
por	medida	disciplinaria,	según	sea	el	caso.
Ley	27942.
Decimosegunda	Disposición	Final	 y	Complementaria.—Trabajadores	 del
hogar.	 Los	 trabajadores	 del	 hogar	 que	 sean	 víctimas	 de	 hostigamiento
sexual	 tienen	 derecho	 acogerse	 a	 las	 acciones	 establecidas	 en	 la	 presente
ley,	en	el	capítulo	pertinente	a	los	servidores	del	sector	privado.
D.	S.	010-2003-Mimdes.
ART.	 28.—Conforme	 a	 la	 Decimosegunda	 Disposición	 Final	 y
Complementaria	de	la	 ley,	 los	trabajadores	del	hogar	que	sean	víctimas	de
hostigamiento	sexual	tienen	derecho	a	acogerse	a	las	acciones	establecidas
en	 el	 presente	 reglamento	 y	 al	 capítulo	 pertinente	 a	 los	 servidores	 del
sector	 privado	 contenidas	 de	 la	 ley.	 Para	 tal	 efecto,	 se	 considerará	 falta
grave	al	hostigamiento	sexual	producido	entre	los	trabajadores	del	hogar	y
el	 empleador	 o	 cualquier	 miembro	 de	 la	 familia.	 El	 trabajador	 del	 hogar
tiene	 derecho	 a	 interponer	 una	 demanda	 por	 cese	 de	 hostilidad	 ante	 la
autoridad	 administrativa	 de	 trabajo,	 según	 lo	 establecido	 por	 la	 ley	 del
sector	privado.
Se	exonerará	del	plazo	previsto	en	el	artículo	7°	de	la	Ley	N°	27986,	Ley	de
los	 Trabajadores	 del	 Hogar,	 a	 fin	 de	 que	 no	 continúe	 expuesta(o)	 a
sometimientos	de	actos	de	hostigamiento	sexual	no	deseados.
PREAVISO	DE	DESPIDO.	EXCEPCIÓN
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	31.—El	empleador	no	podrá	despedir	por	causa	relacionada
con	la	conducta	o	con	la	capacidad	del	trabajador	sin	antes
otorgarle	por	escrito	un	plazo	razonable	no	menor	de	seis	días
naturales	para	que	pueda	defenderse	por	escrito	de	los	cargos	que
se	le	formulare,	salvo	aquellos	casos	de	falta	grave	flagrante	en
que	no	resulte	razonable	tal	posibilidad	o	de	treinta	días	naturales
para	que	demuestre	su	capacidad	o	corrija	su	deficiencia.
Mientras	dure	el	trámite	previo	vinculado	al	despido	por	causa
relacionada	con	la	conducta	del	trabajador,	el	empleador	puede
exonerarlo	de	su	obligación	de	asistir	al	centro	de	trabajo,
siempre	que	ello	no	perjudique	su	derecho	de	defensa	y	se	le
abone	la	remuneración	y	demás	derechos	y	beneficios	que
pudieran	corresponderle.	La	exoneración	debe	constar	por
escrito.
Tanto	en	el	caso	contemplado	en	el	presente	artículo	como	en	el
artículo	32,	debe	observarse	el	principio	de	inmediatez.
COMENTARIO.—Alcances	 del	 vocablo	 “flagrante”.	 Usualmente	 se
entiende	 que	 una	 falta	 es	 flagrante	 cuando	 es	 descubierta	 en	 el	 mismo
instante	de	su	ejecución.
Si	bien	la	idea	anterior	es	bastante	común,	cabe	recordar	que	el	Diccionario
de	la	Lengua	Española	admite	como	tercera	acepción	del	término	flagrante,
el	concepto	de	un	hecho	de	tal	evidencia	que	no	necesita	pruebas.
Entonces,	 una	 falta	 grave	 es	 flagrante	no	únicamente	 si	 es	 descubierta	 al
momento	de	su	comisión,	sino	también	si	por	su	evidencia	no	requiere	de
mayores	elementos	probatorios.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	41.—El	plazo	mínimo	de	seis	(6)	días	naturales,	previsto	en	el	artículo
64	de	la	ley,	para	que	el	trabajador	emita	su	descargo,	podrá	ser	ampliado
por	el	empleador.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 42.—El	 empleador	 podrá	 despedir	 al	 trabajador	 después	 de
producido	el	descargo	previsto	en	el	artículo	64	de	la	ley	o	inmediatamente
después	 de	 vencido	 el	 plazo	 sin	 que	 el	 trabajador	 haya	 presentado	 el
descargo.
JURISPRUDENCIA.—Si	el	trabajador	no	realiza	sus	descargos	en	la
oportunidad	correspondiente,	no	se	lesiona	su	derecho	a	la	defensa	ni	al
debido	proceso.”(…)	De	acuerdo	con	lo	previsto	por	el	artículo	31	del
Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	el	empleador	no	podrá	despedir	a	un
trabajador	por	causa	relacionada	con	su	conducta	laboral	sin	antes
otorgarle	por	escrito	un	plazo	razonable	no	menor	de	seis	días	naturales
para	que	pueda	defenderse	por	escrito	de	los	cargos	que	se	le	formule;	es
decir,	el	despido	se	inicia	con	una	carta	de	imputación	de	cargos	para	que	el
trabajador	pueda	ejercer	su	derecho	de	defensa,	efectuando	su	descargo	en
la	forma	que	considere	conveniente	a	su	derecho,	tal	como	ha	sucedido	en	el
caso	de	autos,	pues	a	fojas	9	obra	la	carta	de	imputaciones	en	la	que	se	le
concede	al	demandante	seis	días	para	que	formule	sus	descargos,	derecho
que	si	bien	no	fue	ejercido	por	el	demandante,	dicha	omisión	no	es
imputable	a	la	emplazada	conforme	se	advierte	de	autos.	Por	lo	que	en	este
caso	no	se	evidencia	la	supuesta	vulneración	de	los	derechos
constitucionales	de	defensa	y	al	debido	proceso.	(…)”	(T.	C.,	Exp.	03688-
2010-PA/TC,	mar.	15/2011.	Pres.	Vergara	Gotelli).
JURISPRUDENCIA.—La	carta	de	pre	aviso	de	despido	debe	señalar	la
calificación	juridica	de	los	hechos	imputados	y	describirlos	de	manera	clara,
detallada	y	precisa..	“(...)	De	acuerdo	con	lo	previsto	por	el	artículo	31	del
Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	el	empleador	no	podrá	despedir	a	un
trabajador,	por	causa	relacionada	con	su	conducta	laboral,	sin	antes
otorgarle	por	escrito	un	plazo	razonable	no	menor	de	seis	días	naturales
para	que	pueda	defenderse	por	escrito	de	los	cargos	que	se	le	formulen;	es
decir,	el	despido	se	inicia	con	una	carta	de	imputación	de	cargos	para	que	el
trabajador	pueda	ejercer	su	derecho	de	defensa,	efectuando	su	descargo	en
la	forma	que	considere	conveniente	a	su	derecho.	En	el	presente	caso,	este
tribunal	considera	que	los	memorandos	(…),	no	pueden	ser	considerados
cartas	de	imputación	de	faltas	graves	según	lo	prescrito	por	el	artículo	31
del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	pues	ellas	no	contienen	una	descripción
clara,	detallada	y	precisa	de	los	hechos	que	se	le	imputaron	al	demandante
como	faltas	graves	y	que	sustentaron	su	despido.	(…),	en	ellos	no	existe	una
calificación	jurídica	de	los	hechos	o	circunstancias	(…)	En	este	contexto,	este
tribunal	considera	que	la	sociedad	emplazada	ha	vulnerado	el	derecho	al
debido	proceso	del	demandante,	específicamente,	su	derecho	de	defensa,
por	cuanto	fue	despedido	sin	que	le	haya	remitido	previamente	una	carta	de
imputación	de	faltas	graves.	El	restablecimiento	del	derecho	de	defensa
exige	la	anulación	de	la	carta	de	despido	y	la	reposición	del	demandante
(…)”	(T.	C.,	Exp.	03916-2010-PA/TC,	abr.	14/2011.	Pres.	Beaumont
Callirgos)
JURISPRUDENCIA.—Ausencia	de	flagrancia	en	la	comisión	de	la	falta	grave
laboral	obliga	a	cursar	la	carta	de	imputación	de	faltas.	“(…)	por	tanto,
considerando	que	el	despido	se	produjo	el	18	de	abril	del	2007,	obviamente
no	se	configuraba	el	elemento	de	flagrancia	en	la	supuesta	comisión	de	falta
grave;	por	lo	que	el	empleador	tenía	la	obligación	de	cursar	la	carta	de
imputación	de	faltas	a	fin	de	que	la	demandante,	en	uso	de	su	derecho	de
defensa,	pudiese	presentar	los	descargos	correspondientes,	lo	que	no	ha
ocurrido	en	el	presente	caso.	(…)	al	omitir	la	parte	demandada	el
procedimiento	previo	al	despido,	se	ha	acreditado	de	manera	fehaciente	la
vulneración	del	derecho	al	debido	proceso,	infracción	que	acarrea	la
violación	del	derecho	de	defensa,	motivo	por	el	cual	el	despido	resulta
arbitrario,	por	lo	que	en	mérito	a	la	finalidad	restitutoria	del	proceso	de
amparo	procede	la	reposición.”	(T.	C.,	Exp.	04224-2009-PA/TC,	jul.19/2011,
S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Empleador	puede	prescindir	del	procedimiento	previo
al	despido	si	acredita	la	flagrancia	y	la	gravedad	de	la	falta	cometida	por	el
trabajador.	“5.	La	municipalidad	emplazada	reconoce	haber	cursado	al
demandante	directamente	la	carta	de	despido,	sin	haberle	remitido
previamente	carta	de	imputación	de	los	cargos,	a	efectos	de	que	formule	su
descargo.	Esta	omisión	la	justifica	la	municipalidad	emplazada	aduciendo
que,	tratándose	de	una	falta	grave	flagrante,	no	es	necesario	cursar	la	carta
de	preaviso	de	despido,	conforme	lo	dispone	el	artículo	31	del	Decreto
Supremo	N°	003-97-TR,	e	indica	también	que	había	reiteración	en	la
indisciplina	del	actor.
6.	Al	respecto,	debe	tenerse	presente	que	la	exoneración	del	procedimiento
previo	al	despido,	prevista	en	la	citada	norma	legal,	sólo	será	viable	si	se
configuran	en	el	caso	dos	supuestos:	primero,	que	la	falta	grave	sea
efectivamente	flagrante;	y	segundo,	que	esta	revista	tal	gravedad	que	haga
irrazonable	la	posibilidad	de	concederle	el	derecho	de	defensa	al	trabajador.
(...).
Por	consiguiente,	la	municipalidad	demandada	estaba	en	la	obligación
ineludible	de	cursarle	la	carta	de	preaviso	de	despido	al	recurrente	para	que
pueda	efectuar	su	descargo	en	el	término	que	estipula	ley;	por	tanto,	al	no
haberse	cumplido	dicha	exigencia	legal	se	han	vulnerado	los	derechos	de
defensa	y	al	debido	proceso	del	demandante,	por	lo	que	corresponde
otorgar	el	amparo	solicitado”.	(T.	C.,	Exp.	00764-2011-PA/TC,	set.	18/2012.
S.	S.	Beaumont	Callirgos)
JURISPRUDENCIA.—La	carta	de	preaviso	es	la	que	precisa	la	imputación	de
la	falta	grave	cometida,	no	la	de	despido.	“(...)	al	establecer	la	nulidad	de
despido	debe	analizarse	todas	las	circunstancias	relevantes	que	inciden	en
el	despido,	como	el	hecho	que	en	la	carta	de	pre	aviso	de	fecha	veintinueve
de	diciembre	de	dos	mil	cuatro	la	emplazada	no	precisa	la	falta	grave	en	que
‘supuestamente’	habría	incurrido	la	actora,	dado	que	en	esta	misiva	se
limita	a	citar	dispositivos	legales	sin	sustentar	en	hechos	concretos	la
imputación	de	las	faltas	graves,	es	recién	con	la	carta	de	despido	de	fecha
trece	de	enero	de	dos	mil	cinco	que	se	cita	los	hechos	por	los	que	la	despide,
esta	afectación	es	establecida	por	la	sala	superior	que	considera	que	no	se
ha	cumplido	con	las	formalidades	del	despido	y	que	el	mismo	es
injustificado	pero	no	nulo;	asimismo,	otro	aspecto	relevante	es	que	a	la
fecha	del	despido	la	actora	se	encontraba	con	licencia	desde	el	once	de
enero	hasta	el	treinta	y	uno	de	enero	de	dos	mil	cinco,	por	ello	se	aprecia	la
existencia	de	indicios	que	hacen	razonable	concluir	que	la	actitud	represiva
del	empleador	contra	la	actora	se	debe	a	que	ésta	interpuso	una	demanda
laboral,	lo	que	amerita	que	el	presente	recurso	sea	estimado”.	(C.	S.,	Cas.
Lab.	628-2010-Lima,	oct.	13/2010	V.	P.	Mac	Rae	Thays)
JURISPRUDENCIA.—Carta	que	comunica	la	decisión	de	terminar	el	vínculo
laboral	sin	indicar	causa	alguna	no	califica	como	carta	de	imputación	de
faltas	graves.	“De	acuerdo	con	lo	previsto	por	el	artículo	31	del	Decreto
Supremo	N°	003-97-TR,	el	empleador	no	podrá	despedir	a	un	trabajador
por	causa	relacionada	con	su	conducta	laboral,	sin	antes	otorgarle	por
escrito	un	plazo	razonable	no	menor	de	seis	días	naturales	para	que	pueda
defenderse	por	escrito	de	los	cargos	que	se	le	formulen;	es	decir,	el	despido
se	inicia	con	una	carta	de	imputación	de	cargos	para	que	el	trabajador
pueda	ejercer	su	derecho	de	defensa,	efectuando	su	descargo	en	la	forma
que	considere	conveniente	a	su	derecho.
4.3.4,.	En	el	presente	caso	ya	ha	quedado	determinado	que	la	recurrente
mantenía	con	la	entidad	demandada	una	relación	laboral	a	plazo
indeterminado,	por	lo	que	este	tribunal	considera	que	la	Carta	N°	043-2012-
OA-CSJPIPJ,	de	fecha	23	de	enero	del	2012,	(...)	no	puede	ser	calificada	corno
una	carta	de	imputación	de	faltas	graves	según	lo	prescrito	por	el	artículo
31	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	pues	en	ella	el	empleador	se	limita	a
comunicar	la	demandante	su	decisión	de	dar	por	terminado	el	vínculo
contractual	sin	expresar	causal	alguna	relacionada	con	su	conducta	o
capacidad	laboral,	por	lo	que	este	colegiado	concluye	que	la	recurrente	fue
despedida	sin	que	le	haya	remitido	previamente	una	carta	de	imputación	de
faltas	graves”.	(T.	C.,	Exp.	03743-2012-PA/TC,	oct.	20/2012.	S.	S.	Beaumont
Callirgos)
JURISPRUDENCIA.—Carta	para	retractarse	de	una	supuesta	renuncia
obligada	planteada	después	de	un	mes	no	demuestra	que	la	dimisión	fue
coaccionada.	“(...)	obra	la	carta	de	‘renuncia	voluntaria	irrevocable’
debidamente	suscrita	y	presentada	por	la	demandante	a	la	emplazada,	con
fecha	1	de	junio	del	2011,	la	misma	que,	conforme	se	desprende	de	la	carta
de	fecha	6	de	julio	del	2011	(...),	remitida	por	la	emplazada	a	la	demandante,
se	hizo	efectiva	el	1	de	junio	del	2011,	lo	cual	se	corrobora	también	con	el
certificado	expedido	por	el	jefe	de	Administración	de	Recursos	Humanos	y
Proceso	de	Pago,	en	la	misma	fecha	(...),	con	lo	que	se	acredita	que	el	1	de
junio	del	2011	se	extinguió	la	relación	laboral	mantenida	entre	las	partes.
3.2.4.	Cabe	señalar	que	si	bien	(...)	obra	la	carta	a	través	de	la	cual	la
demandante	se	retracta	de	la	renuncia	voluntaria	y	manifiesta	que	fue
obligada	a	suscribir	la	carta	de	renuncia;	sin	embargo,	ésta	fue	presentada	1
mes	después	de	haber	presentado	su	carta	de	renuncia,	por	lo	que	esta
situación	no	resulta	amparable;	pues	en	autos	no	existe	medio	de	prueba
que	acredite	esta	afirmación.	Estando	a	ello,	el	alegato	de	que	habría	sido
obligada	a	suscribir	su	carta	de	renuncia	carece	de	fundamento.
3.2.5.	Teniendo	presente	ello,	este	tribunal	considera	que	la	presente
demanda	no	puede	ser	estimada,	por	cuanto	no	existe	el	supuesto	despido
arbitrario,	toda	vez	que	la	relación	laboral	mantenida	entre	las	partes	se
extinguió	por	la	renuncia	voluntaria	de	la	demandante,	conforme	lo	prevé	el
inciso	b)	del	artículo	16	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR.	Es	decir,	que
antes	de	interponer	la	demanda	no	ha	existido	ningún	acto	lesivo,	pues	la
recurrente,	por	voluntad	propia,	dio	por	extinguida	su	relación	laboral”.	(T.
C.,	Exp.	03966-2012-AA/TC,	oct.	22/2012.	S.	S.	Beaumont	Callirgos)
JURISPRUDENCIA.—Tiempo	prolongado	entre	la	fecha	de	la	supuesta	falta
grave	y	la	carta	de	despido	implica	condonación	de	la	infracción	y	decisión
tácita	de	mantener	vigente	el	vínculo	laboral.	“(...)	se	advierte	que	el	despido
fue	acordado	después	de	haber	transcurrido	más	de	5	meses	entre	la	fecha
de	la	comisión	de	la	supuesta	falta	grave	y	la	notificación	de	la	carta	de
preaviso.	En	consecuencia,	en	el	presente	caso	se	encuentra	acreditada	la
transgresión	del	principio	de	inmediatez,	consagrado	en	el	artículo	31	del
Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	ya	que	entre	la	fecha	de	la	comisión	de	la
presunta	falta	grave,	y	la	de	despido,	transcurrió	un	período	prolongado	que
implica	la	condonación	u	olvido	de	la	falta	grave,	así	como	la	decisión	tácita
del	demandado	de	mantener	vigente	el	vínculo	laboral.	Por	lo	tanto,	se	ha
acreditado	la	vulneración	de	los	derechos	constitucionales	del	demandante
al	debido	proceso	y	al	trabajo,	reconocidos	en	los	artículos	139,	inciso	3),	y
22	de	la	Constitución”.	(T.	C.,	Exp.	1799-2002-AA/TC,	ene.	08/2003.	S.	S.
Bardelli	Lartirigoyen)
JURISPRUDENCIA.—El	principio	de	inmediatez	queda	intacto	si	en	el	lapso
entre	la	carta	de	descargos	y	la	carta	de	despido	se	realiza	actividad
relacionada	con	el	cese.	“El	demandante	alega	que	se	ha	vulnerado	el
principio	de	inmediatez	en	la	remisión	de	la	carta	de	despido,	lo	que
implicaría	la	inexistencia	de	una	falta	grave.	Al	respecto,	este	colegiado,	(...)
considera	que	no	se	ha	transgredido	el	principio	laboral	en	cuestión,
consagrado	en	el	artículo	31	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad
Laboral,	toda	vez	que	en	el	caso	de	autos	en	el	lapso	transcurrido	entre	la
presentación	de	la	carta	de	descargos	y	el	envío	de	la	carta	notarial	de
despido	(...),	se	ha	realizado	la	actividad	relacionada	directamente	con	el
procedimiento	de	despido	iniciado,	como	se	verifica	de	los	informes	(...),	lo
que	en	modo	alguno	puede	ser	interpretado	como	la	condonación	o	el
olvido	de	la	falta	grave	imputada,	menos	aún	como	la	decisión	tácita	del
demandado	de	mantener	vigente	el	vínculo	laboral”.	(T.	C.,	Exp.	3893-2004-
AA/TC,	ene.	26/2005.	S.	S.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Una	vez	comunicada	la	renuncia,	es	atribución	del
empleador	aceptar	o	no	el	desistimiento	de	aquella	por	parte	del	trabajador.
“(...)	obra	la	carta	de	fecha	9	de	agosto	del	2011,	mediante	la	cual	el
demandante	presentó	‘su	renuncia	voluntaria	al	trabajo,	solicitando	que	se
considere	como	su	último	día	de	trabajo	(...)	se	sirva	disponer	el	pago	de	mi
CTS	y	otros	beneficios	de	ley	(...)	(…);	mientras	que	a	fojas	11,	obra	la	carta
de	fecha	10	de	agosto	del	2011,	a	través	de	la	cual	la	jefa	de	Administración
de	Personal,	Unidad	Toquepala	de	(...)	expresa	la	aceptación	de	la	renuncia
al	trabajo	efectuada	por	el	recurrente,	por	lo	que	su	último	día	de	trabajo
sería	el	9	de	agosto	del	2011.
3.2.4.	Si	bien	el	demandante	refiere	que	mediante	carta	de	fecha	12	de
agosto	del	2011	(...),	comunicó	a	la	emplazada	que	había	decidido	dejar	sin
efecto	la	renuncia	que	efectuara	el	9	de	agosto	del	2011;	esta	situación	no
resulta	amparable,	toda	vez	que	era	una	atribución	de	la	empresa
demandada	aceptar	o	no	el	desistimiento	de	la	renuncia	del	demandante,
por	cuanto	la	renuncia	que	voluntariamente	presentó	el	trabajador	fue
aceptada	con	anterioridad	al	desistimiento	de	la	misma,	por	lo	que
constituye	una	potestad	de	la	(...)	aceptar	o	rechazar	el	referido
desistimiento”.	(T.	C.,	Exp.	01568-2013-PA/TC,	jul.	15/2013.	S.	S.	Vergara
Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—Carta	de	despido	se	tiene	por	notificada,	aunque	el
trabajador	se	niegue	a	recibirla,	si	se	recibió	la	carta	de	preaviso	y	se
remitieron	los	descargos.	“Sin	embargo,	conforme	se	consigna	en	la
constatación	policial,	obrante	a	fojas	7,	el	demandante	se	negó	a	recibir	la
carta	de	despido,	aun	cuando	ya	tenía	conocimiento	del	procedimiento
disciplinario	iniciado	en	su	contra	(ya	había	recepcionado	la	carta	de
preaviso	de	despido	y	remitido	su	carta	de	descargo),	instrumental	en	la
cual	también	se	precisa	que	la	carta	de	descargo	(...)	señala	como	domicilio
procesal	(...),	lugar	donde	se	notificó	la	carta	de	despido	conforme	consta	de
la	certificación	notarial;	y	atendiendo	a	que	adjunta	al	presente	proceso
como	medio	probatorio	la	carta	de	despido	(...),	se	concluye	que	el	actor
tuvo	conocimiento	de	la	misma.	Estando	a	ello,	resulta	de	aplicación	el
artículo	27.2	de	la	Ley	N°	27444,	del	Procedimiento	Administrativo	General,
que	establece	que	‘También	se	tendrá	por	bien	notificado	al	administrado	a
partir	de	la	realización	de	actuaciones	procedimentales	del	interesado	que
permitan	suponer	razonablemente	que	tuvo	conocimiento	oportuno	del
contenido	o	alcance	de	la	resolución,	o	interponga	cualquier	recurso	que
proceda	(...)’.”	(T.	C.,	Exp.	04927-2011-PA/TC,	may.	28/2013.	S.	S.	Urviola
Hani)
JURISPRUDENCIA.—TC	explica	los	requisitos	para	someter	a	una	persona	al
examen	del	polígrafo	y	señala	que	sus	conclusiones	no	pueden	por	sí	mismas
determinar	la	responsabilidad	del	examinado.	“El	artículo	23	de	la
Constitución,	en	la	parte	pertinente,	señala	que	ninguna	relación	laboral
puede	limitar	ni	desconocer	o	rebajar	la	dignidad	del	trabajador.	(...)	7.	De
acuerdo	con	lo	anteriormente	mencionado,	el	examen	poligráfico	en	el
ámbito	de	las	relaciones	laborales,	en	principio,	constituye	también	una
práctica	constitucionalmente	cuestionable,	en	la	medida	en	que	la	invasión
del	ámbito	propio	de	la	persona	para	la	obtención	de	determinada
información	de	la	que	se	pueden	derivar	consecuencias	desfavorables
vulnera	los	derechos	fundamentales	del	trabajador,	desmejorando	su
condición	de	persona	humana.	Así	pues,	el	examen	del	polígrafo	no	sería
admisible,	por	ejemplo,	para	decidir	el	acceso	al	empleo,	la	determinación
de	una	supuesta	falta	de	buena	fe	laboral,	el	despido	del	trabajador	por	la
negativa	a	someterse	a	dicho	examen,	entre	otros	supuestos.
8.	Sin	embargo,	como	se	apuntó	supra,	tal	afirmación	queda	relativizada
cuando	la	actividad	del	trabajador	está	directamente	relacionada	con	la	vida
de	las	personas,	la	defensa	y	seguridad	nacional,	y	los	poderes	del	Estado	y
el	orden	constitucional.	Asimismo,	dicha	práctica	resulta	admisible	si	existe
una	sospecha	razonable	de	la	intervención	del	trabajador	en	un	incidente
que	ha	ocasionado	un	grave	perjuicio	financiero	y	económico	al	empleador,
o	que	ha	puesto	en	grave	peligro	la	existencia	misma	de	la	entidad
empleadora,	a	fin	de	justificar	el	inicio	de	un	procedimiento	o	una
investigación”.	(TC,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	00273-2010-PA/TC,	ago.	06/2014.
S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—TC:	lo	relevante	en	la	aplicación	del	principio	de
inmediatez	es	el	aviso	al	órgano	de	la	empresa	con	potestad	disciplinaria.	“El
demandante	ha	referido	que	se	le	instauró	el	21	de	julio	del	2011	un
procedimiento	de	despido	por	un	hecho	que	sucedió	en	el	mes	de	octubre
del	2008	y	del	cual	tenían	conocimiento	tanto	el	gerente	administrativo
como	el	jefe	de	recursos	humanos	de	la	entidad.	Según	el	actor,	dichos
funcionarios	sabían	que	él	había	presentado	a	su	hija	ante	el	Banco
Scotiabank	como	supuesta	trabajadora	de	la	emplazada	para	solicitar	un
préstamo	dinerario.	Refiere	que	incluso	fue	el	jefe	de	recursos	humanos
quien	firmó	el	programa	de	préstamo	personal	bajo	la	modalidad	de
descuento	por	planilla,	que	su	hija	presentó	ante	la	entidad	bancaria.
Por	ello,	el	recurrente	alega	que	se	ha	vulnerado	el	principio	de	inmediatez,
por	haber	transcurrido	más	de	tres	años	entre	la	comisión	de	la	falta	grave	y
el	inicio	del	proceso	de	despido.	(...).
27.	En	tal	sentido,	la	toma	de	conocimiento	(referida	en	la	cita	precedente)
que	resulta	relevante	para	el	cómputo	de	la	inmediatez	laboral	es	el	aviso	al
funcionario	u	órgano	de	la	empresa	que	tenga	potestad	disciplinaria,	es
decir,	al	órgano	que	esté	habilitado	por	la	organización	empresarial	para
decidir	si	impone	o	no	una	sanción	al	trabajador	infractor.	Sobre	él	recaerá
el	examen	de	la	pérdida	o	no	de	la	oportunidad	para	sancionar,	o	del	olvido
o	condonación	de	la	falta.	La	negligencia	de	otros	trabajadores	de	la
empresa	sin	potestad	disciplinaria	en	comunicar	la	falta	laboral,	o	incluso	la
complicidad,	no	pone	en	peligro	el	tiempo	razonable	para	su	posterior
investigación	y	sanción,	en	buena	cuenta	porque	su	actuación	no	representa
la	voluntad	de	la	empresa	para	efectos	de	punir	las	faltas	cometidas”.	(T.	C.,
Exp.	03860-2013-PA/TC,	jun.	26/2014.	S.	S.	Blume	Fortini)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	interpreta	el	segundo	párrafo	del
artículo	31	del	D.	S.	N°	003-97-TR	y	fija	plazos	mínimo	y	máximo	para	que	el
trabajador	exonerado	de	asistir	sea	reincorporado.	“Teniendo	en	cuenta	que
uno	de	los	fines	del	recurso	de	casación	es	la	unificación	de	la
jurisprudencia	laboral	nacional,	la	Segunda	Sala	de	Derecho	Constitucional	y
Social	Transitoria	de	la	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República,	considera
necesario	establecer	cuál	es	la	correcta	interpretación	del	segundo	párrafo
del	artículo	31	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	para	lo	cual	establece	el
criterio	siguiente:	Cuando	en	un	procedimiento	de	despido,	el	empleador	en
uso	de	la	facultad	prevista	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	31	del	Texto
Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,
aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	opte	por	exonerar	al
trabajador	de	su	obligación	de	asistir	al	centro	de	trabajo,	sin	establecer	un
término	para	su	reincorporación,	se	tomará	como	plazo	máximo	el	otorgado
en	la	carta	de	imputación	de	cargos,	el	mismo	que	no	será	menor	a	seis	días
naturales,	y	si	se	prorroga	el	plazo	para	la	presentación	de	descargos,
automáticamente	se	prorrogará	la	exoneración	al	trabajador	para	no	asistir
a	su	centro	laboral	con	obligación	del	empleador	de	abonarle	las
remuneraciones	y	demás	derechos	que	le	corresponda	por	dicho	periodo,
debiendo	concluir	esta	segunda	prórroga	con	la	correspondiente	carta	de
absolución	o	de	despido	según	sea	el	caso.	En	ningún	caso,	el	plazo	para	la
presentación	de	descargos	excederá	un	plazo	razonable	conforme	a	la
naturaleza	de	la	falta	imputada”.	(C.	S,	Cas.	11355-2014-Lima,	nov.	12/2015.
V.	P.	Arévalo	Vela)
JURISPRUDENCIA.—Inicio	del	trámite	de	despido	con	dispensa	para	asistir
al	centro	de	labores	impide	que	el	trabajador	presuma	la	existencia	de	un
despido	de	hecho.	“Pronunciamiento	sobre	el	caso	concreto.	Habiendo	esta
sala	suprema	fijado	su	posición	respecto	a	la	exoneración	de	la	obligación
del	trabajador	de	asistir	a	su	centro	de	trabajo	mientras	dure	el	proceso	de
despido,	corresponde	señalar	que	en	el	presente	caso	el	demandante	se
encontraba	exonerado	de	acudir	a	su	centro	de	labores	al	vencimiento	del
plazo	de	presentación	de	descargos;	sin	embargo,	se	apersonó	a	su	centro
de	labores	el	día	treinta	de	enero	del	dos	mil	trece,	siendo	negado	su	ingreso
por	personal	de	la	empresa	demandada,	actitud	asumida	por	el	demandante
que	no	resulta	razonable	pues	debió	esperar	que	su	empleador	se
pronunciara	expresamente	sobre	el	procedimiento	de	despido	instaurado
en	su	contra,	sea	absolviéndolo	o	sancionándolo,	circunstancia	que	no
ocurrió.	La	situación	antes	descrita	no	puede	llevar	de	manera	alguna	a
presumir	la	existencia	de	un	despido	de	hecho	o	incausado	del	trabajador
que	se	apersonó	a	su	centro	de	trabajo	antes	de	recibir	comunicación
expresa	de	parte	de	su	empleadora,	pues	el	demandante	sabía	que	se
encontraba	con	el	vínculo	laboral	suspendido	al	encontrarse	en	trámite	el
procedimiento	de	despido,	no	debiendo	de	asistir	a	su	centro	de	labores	en
tanto	no	se	lo	comunicara	su	principal;	por	los	fundamentos	expuestos
corresponde	declarar	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	11355-2014-Lima,	nov.	12/2015.	V.	P.
Arévalo	Vela)
JURISPRUDENCIA.—¿Cuándo	se	considera	una	falta	grave	flagrante	a
efectos	de	no	enviar	la	comunicación	de	preaviso	de	despido	o	carta	de
descargos?.	“Que,	al	sustentar	la	denuncia	por	interpretación	errónea	del
artículo	treintiuno	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo
número	setecientos	veintiocho,	la	recurrente	considera	que	la	sentencia	de
vista	incurre	en	error	de	derecho	al	haber	considerado	por	‘flagrante’,	‘a	lo
que	se	comete	en	el	instante	actual	que	se	descubre	en	el	momento	de	su
comisión,	presente	el	autor	del	mismo	o	inmediatamente	después’	(sic);
señalando	que	se	ha	debido	recurrir	al	Diccionario	de	la	Lengua	Española
(Real	Academia	Española),	donde	se	define	la	flagrancia	‘De	tal	evidencia	que
no	necesita	prueba’,	y	que	éste	corresponde	a	lo	señalado	por	el	artículo
cuarentiocho	de	la	Constitución;	siendo	así,	al	cumplir	los	requisitos	de
fondo	previstos	en	el	inciso	b)	del	artículo	cincuentiocho	de	la	Ley	Procesal
del	Trabajo,	resulta	procedente	la	causal	invocada.	Tercero:	Que,	en	la	carta
notarial	enviada	a	la	demandante	que	obra	a	fojas	tres	se	le	imputa	y
comunica	a	la	actora	la	decisión	de	despedirla	justificadamente	por	causa
grave,	al	habérsele	detectado	innumerables	compras	de	productos	diversos
a	empresas	vinculadas	directamente	con	la	accionante	y	su	esposo,	las
mismas	que	fueron	notoriamente	sobrevaloradas,	obteniendo	de	esta	forma
ventaja	económica	que	los	benefició	con	grave	perjuicio	del	colegio.
Asimismo	se	le	indica	que	dada	la	evidencia	de	la	falta	grave,	la	demandada
no	han	considerado	otorgarle	plazo	alguno	para	el	descargo,	amparándose
para	ello	en	lo	establecido	en	los	artículos	treintiuno	y	treintidós	del
Decreto	Supremo	número	cero	cero	tres	guión	noventisiete	guión	TR.
Cuarto:	Que,	el	artículo	treintiuno	de	la	referida	norma,	establece	una
excepción	a	la	norma	general	de	otorgar	el	derecho	de	defensa	a	los
trabajadores	cuando	se	les	imputa	la	comisión	de	la	falta	grave:	‘El
empleador	no	podrá	despedir	por	causa	relacionada	con	la	conducta	o	con	la
capacidad	del	trabajador	sin	antes	otorgarle	por	escrito	un	plazo	razonable
no	menor	de	seis	días	naturales	para	que	pueda	defenderse	por	escrito	de	los
cargos	que	se	le	formulare,	salvo	aquellos	casos	de	falta	grave	flagrante	en
que	no	resulte	razonable	tal	posibilidad	(...)’(sic).	Quinto:	Que,	estando	a	la
procedencia	de	la	causal	deducida,	corresponde	a	esta	sala	especializada
determinar	el	sentido	valedero	de	la	palabra	‘flagrante’	en	el	ámbito	laboral
del	artículo	treintiuno	del	Decreto	Supremo	número	cero	cero	tres	guión
noventisiete	guión	TR.	Si	bien	en	el	Diccionario	de	la	Real	Academia
Española,	define	la	palabra	flagrante	como	‘En	el	mismo	momento	de
estarse	cometiendo	un	delito,	sin	que	el	autor	haya	podido	huir’	(esta
definición	obviamente	corresponde	al	ámbito	penal,	razón	por	la	cual	no	se
la	tomará	en	cuenta);	por	lo	tanto	debemos	rescatar	y	analizar	los	otros	dos
conceptos	desarrollados,	el	primero	que	tiene	como	significado:	‘De	tal
evidencia	que	no	necesita	pruebas’;	y,	el	segundo	que	la	define	como:	‘Que	se
está	ejecutando	actualmente’	(sic).	Sexto:	Que	en	principio,	debemos
establecer	que	la	norma	analizada	se	encuentra	inspirada	en	el	principio
fundamental	del	derecho	de	defensa,	como	regla	general;	por	tanto,	a	un
trabajador	no	se	le	puede	despedir	si	es	que	no	se	le	ha	otorgado	por	escrito
un	plazo	razonable	no	menor	de	seis	días	naturales	para	que	pueda
defenderse	por	escrito	de	los	cargos	que	se	le	formulan;	y,	a	manera	de
excepción	de	este	derecho,	se	permite	cesar	en	el	acto	al	trabajador,	cuando
éste	haya	cometido	falta	grave	flagrante	y	por	ende	no	resulte	razonable
otorgarle	tal	posibilidad.	Es	evidente	que	en	derecho,	la	regla	de	excepción
prima	sobre	toda	regla	general,	sin	embargo	en	este	caso	su	aplicabilidad
por	tener	un	matiz	restrictivo	a	un	derecho	fundamental	(derecho	de
defensa)	debe	ser	visto	y	analizado	en	forma	restrictiva,	por	tanto,	para	esta
sala	especializada	el	término	flagrante	está	ligado	a	la	concepción	‘Que	se
está	ejecutando	actualmente’	por	ende	lo	resuelto	en	las	instancias
inferiores	se	encuentra	arregladas	a	ley.	Que,	pensar	diferente	implicaría
que	a	criterio	subjetivo	de	los	empleadores,	éstos	podrían	cesar	a	sus
trabajadores	sin	otorgarles	el	derecho	de	defensa	cuando	supongan	que	la
falta	grave	es	tan	clara	que	no	necesita	de	pruebas.	No	obstante	que	para
esta	sala	este	asunto	no	acarrea	duda	alguna,	no	debemos	dejar	de	indicar
que	de	haber	existido	alguna	duda	sobre	el	alcance	y	contenido	de	esta
norma	de	naturaleza	laboral,	se	debería	estar	a	la	interpretación	que	sea
más	favorable	al	trabajador,	en	aplicación	del	principio	protector,	bajo	su
regla	del	in	dubio	pro	operario.	Sétimo:	Que,	considerando	que	la	norma
analizada	se	encuentra	inspirada	en	el	principio	fundamental	del	derecho	de
defensa,	la	doctrina	nos	informa	que	‘el	empleador	que	despide	sin	conceder
el	derecho	de	defensa	al	trabajador,	asume,	una	vez	impugnada	por	éste	dicha
extinción	ante	la	autoridad	judicial,	no	sólo	la	obligación	de	probar	la
existencia	de	la	falta,	–lo	que	es	una	carga	procesal	que	le	corresponde	en	este
tipo	de	controversias–,	sino,	además,	que	ésta	fue	flagrante,	pues	de	no
acreditar	esta	circunstancia	debe	reputarse	que	privó	injustificadamente	al
trabajador	de	aquel	derecho	fundamental’	(Carlos	Blancas	Bustamante	–El
despido	en	el	derecho	laboral	peruano,	Primera	Edición,	enero	dos	mil	dos,
página	doscientos	veintisiete).	Resolución:	Por	las	razones	antes	expuestas;
declararon	infundado	el	recurso	de	casación	interpuesto”.	(Cas.	Sala
Transitoria	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	780-2005-Lima,	jul.
11/2005).
JURISPRUDENCIA.—Se	entiende	por	flagrancia,	el	acto	de	constatar	la	falta
grave	laboral	en	el	mismo	momento	de	su	realización.	“Que,	la	flagrancia	a
que	hace	referencia	la	norma	en	mención	supone	la	comisión	de	una	falta
grave	laboral	que	es	constatada	en	el	acto	mismo	de	su	realización,	frente	a
lo	cual	no	resulta	razonable	la	concesión	del	derecho	a	la	defensa,	dado	lo
incontrovertible	de	su	naturaleza.
Sétimo.-	Que,	el	hecho	imputado	al	actor	falta	grave	está	contenido	en	un
informe	de	auditoría	interna,	que	como	que	tal	no	reúne	las	características
anotadas	en	el	considerando	anterior	y	por	tanto	es	evidente	que	no	se	trata
de	una	falta	grave	flagrante;	siendo	ello	así,	la	empleadora	debió	emplazar	al
actor	con	los	cargos	imputados	a	fin	de	que	ejercite	su	derecho	a	la	defensa,
conforme	lo	establece	el	artículo	treintiuno	del	Decreto	Supremo	número
cero	cetro	tres-noventisiete-TR,	Ley	de	Productividad	y	Competitividad
Laboral.
Octavo.-	Que,	el	colegiado	al	considerar	que	los	hechos	imputados	al	actor	y
contenidos	en	el	referido	informe	auditor,	tienen	el	carácter	de	flagrante,	lo
hace	interpretando	erróneamente	el	dispositivo	anotado,	ya	que	éste
importa	un	acto	de	control	posterior”.	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional
y	Social.	Exp.	318-98.	Lima,	feb.	09/2000)
JURISPRUDENCIA.—El	hecho	de	no	acatar	las	órdenes	del	superior
jerárquico	constituye	una	falta	grave	flagrante.	“Sétimo:	Que,	la	flagrancia	a
que	hace	referencia	la	norma	en	mención	supone	la	comisión	de	una	falta
grave	laboral,	que	es	constatada	en	el	acto	mismo	de	su	realización,	frente	a
lo	cual	no	resulta	razonable	la	concesión	del	derecho	de	defensa,	por	su
evidencia;	Octavo:	Que,	las	instancias	de	mérito	han	establecido	que	el
demandante	incurrió	en	falta	grave	flagrante,	al	no	acatar	las	órdenes	de	su
empleador,	denotando	desobediencia	su	no	sometimiento	a	la	evaluación	de
los	trabajadores	dispuesta	por	la	demandada,	siendo	clara	la	pertinencia	de
la	norma	que	motiva	la	denuncia,	respecto	a	este	caso	concreto,	no
habiéndose	configurado	la	causal	denunciada.	Resolución:	Por	estas
consideraciones:	Declararon	Infundado	el	Recurso	de	Casación	interpuesto.”
(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	915-99,	Ayacucho,	ago.
28/2000)
JURISPRUDENCIA.—El	empleador	no	está	obligado	a	cursar	la	carta	de
preaviso	de	despido	cuando	existe	una	falta	grave	flagrante.	“En	aplicación
del	artículo	31	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	la	demandada	quedó
librada	de	cursar	la	carta	de	pre	aviso,	por	tratarse	de	una	falta	grave
flagrante,	respecto	de	la	que	no	resulta	razonable	exigir	la	carta	de	pre
aviso.	Con	arreglo	a	dicha	norma	el	actor	quedó	librado	de	la	obligación	de
asistir	al	centro	de	trabajo,	aunque	con	la	denominación	impropia	de
‘suspensión’,	que	fue	prorrogada,	descartándose	que	haya	existido	doble
sanción	de	suspensión.	Así	como	que	el	principio	de	inmediatez	aparece
respetando	porque	habiendo	incurrido	en	falta	grave	el	veinticinco	de	julio
de	dos	mil	nueve	el	despido	se	produjo	el	tres	de	agosto	de	dos	mil	nueve,
mediando	entre	una	fecha	y	la	otra,	dos	domingos,	los	feriados	de	fiestas
patrias	y	el	descanso	médico	del	accionante	de	fojas	cinco	(...)”.	(C.	S.,	Cas.
Lab.	2621-2011-Huaura,	jun.	06/2012.	V.	P.	Torres	Vega)
JURISPRUDENCIA.—El	despido	del	trabajador	por	causa	relacionada	con	su
capacidad	debe	ser	antecedido	de	la	indicación	de	sus	deficiencias	para	que
proceda	a	corregirlas.	“El	empleador	no	podrá	despedir	por	causa
relacionada	con	la	capacidad	del	trabajador	sin	antes	otorgarle	un	plazo	no
menor	de	6	días	naturales	para	que	demuestre	su	capacidad,	corrija	su
deficiencia	(…)	(sic)	que	del	análisis	de	lo	actuado	se	aprecia	que	no	existe
documento	alguno	que	pruebe	que	la	demandada	indique	a	la	actora	las
deficiencias	en	que	incurrió	para	la	corrección	correspondiente	o	para	que
acredite	su	capacidad	cuestionada;	como	señala	en	la	carta	de	despido
corriente	a	fojas	1	en	la	que	se	hace	mención	a	‘que	se	puso	en	su
conocimiento	los	resultados	de	la	evaluación	oportunamente’,	hecho	no
acreditado	en	autos;	por	lo	que	se	le	ha	impedido	a	la	actora	ejercer	dicho
derecho,	más	aún	si	la	carta	de	preaviso	corriente	a	fojas	4	incurre	en	el
error	mencionado;	que	por	otro	lado,	las	evaluaciones	se	contradicen	con	la
evaluación	de	su	jefe	inmediato	corriente	a	fojas	24,	que	ante	este	hecho,	la
actora	no	podía	conocer	los	resultados	de	las	evaluaciones	a	efectos	de
desvirtuarlos	o	corregirlos;	habiendo	actuado	la	emplazada	en	forma
prematura	al	enviarle	la	carta	de	despido	(…).”	(RSL,	1ra	Sala,	Exp.	2377-96-
R-S,	oct.	21/96.	V.	P.	Runzer)
JURISPRUDENCIA.—La	inexistencia	de	la	carta	de	preaviso	invalida	el
despido.	“De	conformidad	con	los	Arts.	67	y	68	del	Decreto	Legislativo	728
aplicable	al	caso	de	autos	que	prescribe	que	el	empleador	no	podrá	despedir
al	trabajador	por	causa	relacionada	con	su	conducta	sin	antes	otorgarle	un
plazo	razonable	no	menor	a	seis	días	naturales	para	que	pueda	defenderse
de	los	cargos	que	se	le	formulen,	salvo	aquellos	casos	de	falta	grave
flagrante	en	que	no	resulte	razonable	tal	posibilidad,	debiendo	el	empleador
indicar	de	manera	precisa	la	causa	del	despido,	en	la	carta	de	despido,	la
misma	que	es	válida	siempre	y	cuando	los	hechos	que	den	lugar	a	la
atribución	de	la	falta	estén	debidamente	determinados	conforme	se
desprende	del	artículo	28	del	Decreto	Supremo	04-93-TR;	que	la	carta	de
despido	corriente	a	fs.	2	no	indica	los	hechos	que	constituyan	la	falta	grave
que	haga	imposible	que	al	actor	no	se	le	remita	la	carta	previa	de	despido,	lo
cual	hace	improcedente	el	mismo	(…).”	(RSL,	Exp.	4954-96-S,	ago.	02/96.	V.
P.	Runzer)
JURISPRUDENCIA.—La	inmediatez	debe	ser	observada	en	función	del	caso
concreto.	“Debe	hacerse	notar	que	la	demandada	ha	actuado	con	la
inmediatez	del	caso,	la	misma	que	se	establece	con	el	tiempo	que	media
entre	la	fecha	en	que	se	conoció	el	hecho	que	motivó	el	despido	y	la	que	se	le
cursa	el	preaviso	con	el	que	se	pone	en	su	conocimiento	la	causa	del	mismo
para	que	ejerza	su	defensa;	que	en	ningún	caso	se	determina	la	inmediatez
con	referencia	al	momento	en	que	se	ejecuta	el	despido	con	la	carta
definitiva	de	separación,	a	tenor	de	lo	señalado	en	el	artículo	67	del	Decreto
Ley	N°	728	al	igual	que	el	artículo	6°	de	la	Ley	24514	que	son	los	numerales
que	regulan	este	principio;	que	bajo	ese	concepto	si	los	hechos	ocurrieron	el
07	de	julio	de	1992,	se	supone	a	falta	de	prueba	en	contrario,	que	la
demandada	concluyó	la	investigación	que	menciona	en	el	preaviso,	al	día
siguiente	09;	que	el	preaviso	se	entregó	a	la	notaría	el	15	del	mismo	mes	y	el
demandante	lo	recepcionó	el	16,	entre	los	cuales	han	transcurrido
solamente	06	días	útiles,	los	mismos	que	razonablemente	no	pueden
atentar	contra	el	principio	de	inmediatez,	dado	que	éste	no	tiene	un	término
específico	e	irrestricto	que	pueda	contabilizarse	con	exactitud	(…).”	(RSL,
2da	Sala,	Exp.	3668-93-CD(S),	may.	19/95)
JURISPRUDENCIA.—La	inmediatez	no	se	encuentra	determinada	por	un
plazo	cierto,	sino	debe	ser	apreciada	prudencialmente	por	el	juzgador.	“La
inmediatez	para	cursar	el	aviso	de	despido	a	un	trabajador	no	está
encasillada	en	un	plazo	con	mayor	o	menor	número	de	días,	por	lo	que	la	ley
concede	al	juzgador	la	facultad	de	apreciar	prudencialmente	si	la	voluntad
del	empleador	ha	sufrido	un	vacío	después	de	conocida	la	falta	en	que
incurra	el	servidor	o	si	está	dando	forma	a	la	decisión	de	despedirlo	o	no;
que	en	el	caso	de	autos	la	demandada	ha	sometido	al	actor	a	un	proceso	de
investigación	detallado	y	minucioso	por	parte	de	su	Dirección	General	de
Control	Interno,	del	cual	el	demandante	ha	tenido	conocimiento,	de	modo
que	no	se	podría	presumir	que	haya	una	condonación	de	la	falta	por	el
transcurso	de	unos	días	entre	la	recepción	del	informe	investigatorio	y	la
remisión	del	preaviso,	teniendo	en	cuenta	además	que	en	el	intermedio	de
dichas	fechas	se	encontraban	las	festividades	de	Navidad	y	Año	Nuevo	que
interrumpen	la	secuencia	de	muchas	actividades;	que	no	resultando
extemporáneo	el	despido,	debe	apreciarse	la	gravedad	de	las	faltas	que	se
imputan	al	demandante	para	pronunciarse	sobre	el	fondo	(…).”	(RSL,	2da
Sala,	Exp.	1382-94-R(S),	may.	30/96.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—No	es	requisito	la	inmediatez	luego	de	ocurridos	los
hechos,	en	el	caso	de	los	bancos,	por	ejemplo,	pues	las	investigaciones	internas
requieren	de	un	tiempo	prudencial.	“Primero:	Que,	habiendo	sido	admitido	el
recurso	de	casación	mediante	resolución	de	fecha	veinticinco	de	abril	de	mil
novecientos	noventisiete,	el	mismo	fue	declarado	procedente	mediante
resolución	de	fojas	cuatro	del	cuadernillo,	su	fecha	dieciocho	de	noviembre
de	mil	novecientos	noventisiete.
Segundo:	Que	el	Decreto	Supremo	número	cero	treintidós	-	noventiuno	-	TR
en	sus	artículos	octavo,	inciso	b),	y	once	establece	que	el	incumplimiento
injustificado	de	las	obligaciones	lesiona	la	buena	fe	contractual,
configurando	falta	grave	en	que	incurra	el	trabajador,	entre	otras,	tanto	la
apropiación	ilícita	frustrada	como	la	utilización	o	disposición	de	bienes	o
servicios	del	empleador	o	de	los	que	se	encuentren	bajo	su	custodia,	con
prescindencia	del	valor	del	bien.
Tercero:	Que	en	el	caso	de	autos,	la	sentencia	de	vista	concluye	que	‘aun
cuando	el	demandante	haya	utilizado	el	sello	de	Sección	Controles	–donde
labora	el	demandante–	no	ha	incumplido	injustificadamente	a	las
obligaciones	del	trabajador	por	cuanto	en	estos	autos	no	obra	Reglamento
Interno	de	Trabajo’.
Cuarto:	Que	al	respecto,	si	bien	es	cierto	que	el	dinero	que	recibió	el
demandante	para	el	pago	de	un	servicio,	el	que	abonó	con	posterioridad	a	la
Compañía	Peruana	de	Teléfonos,	no	perjudica	económicamente	a	la
demandada,	se	debe	tener	en	cuenta	que,	de	no	ostentar	el	demandante	el
puesto	de	trabajo	en	la	entidad	bancaria,	el	usuario	del	servicio	del	banco	no
le	hubiera	confiado	el	dinero	para	efectuar	el	pago	solicitado,	más	aún	si
como	se	desprende	de	la	misma	demanda	los	hizo	‘ya	que	en	el	banco	había
mucha	gente	y	lo	hizo	como	un	favor’	valiéndose,	de	su	calidad	de	empleado
de	dicha	institución,	poniendo	en	el	recibo	el	sello	de	la	Sección	Controles
para	aparentar	su	cancelación,	hecho	que	fue	denunciado	oportunamente
por	el	agraviado	conforme	se	desprende	a	fojas	veintiocho	y	que	originó	las
investigaciones	del	caso.
Quinto:	Que	asimismo,	la	conclusión	a	la	que	arriba	la	impugnada	hace
suponer	que	la	empleadora	debe	reglamentar	individualmente	cada	bien	o
servicio	que	no	debe	disponer	el	trabajador,	fundamento	que	no	se	ajusta	a
la	realidad	de	los	hechos,	toda	vez	que	la	norma	es	clara	y	abarca	‘bienes	y
servicios’	en	forma	general;	entendiéndose	además	que,	la	confianza	que
tiene	el	empleador	en	su	trabajador,	obliga	a	éste	a	no	disponer	de	ningún
bien	de	aquél,	caso	contrario	ésta	sería	quebrantada.
Sexto:	Que	siendo	ello	así,	no	resulta	pertinente	que	en	la	sentencia	de	vista
se	haya	avalado	los	actos	cometidos	por	el	demandante,	por	no	estar
previsto	en	el	reglamento	la	no	utilización	de	sellos	para	fines	ilícitos	y	de
aprovechamiento	personal,	habiendo	el	demandante	incurrido	en	las	faltas
previstas	en	el	inciso	b)	del	artículo	octavo	y	artículo	once.
Sétimo:	Que	respecto	de	la	causal	de	interpretación	errónea,	el	artículo
veinte	del	Decreto	Supremo	cero	treintidós	-	noventiuno	-	TR	establece	que
la	inmediatez	es	un	principio	aplicable	tanto	al	empleador	como	al
trabajador,	en	cautela	de	sus	respectivos	derechos,	y	que	su	inobservancia
en	ambos	casos	supone	el	olvido	de	los	hechos	ocurridos,	los	mismos	que	no
pueden	ser	invocados	posteriormente	para	sancionarlos	o	reclamarlos.
Octavo:	Que	tratándose	de	instituciones	bancarias	no	puede	exigirse	la
inmediatez	a	partir	de	la	ocurrencia	de	los	hechos,	pues	las	investigaciones
internas	para	establecer	la	veracidad	de	los	mismos	requieren	de	algunos
días,	tal	como	en	el	caso	de	autos	en	el	que	la	verificación	de	la	emisión	de
alguna	constancia	de	cancelación	de	los	mencionados	recibos	telefónicos,
dio	como	resultado	que	el	demandante	proceda	a	cancelar	el	importe
indebidamente	retenido	al	cliente	del	banco	desde	el	treinta	de	mayo	de	mil
novecientos	noventicinco	como	el	mismo	afirma	en	su	demanda,
habiéndose	por	tanto	producido	su	despido	con	arreglo	a	ley.
Noveno:	Que	consecuentemente	la	sentencia	de	vista	ha	incurrido	en	las
causales	de	incorrecta	aplicación	e	interpretación	errónea	de	la	ley
invocadas	por	el	recurrente,	por	lo	que	procede	amparar	el	recurso.
Resolución:
Declararon	Fundado	el	recurso	de	casación.”	(Cas.	Sala	de	Derecho
Constitucional	y	Social.	Exp.	1177-97.	Junín,	may.	21/99)
JURISPRUDENCIA.—El	principio	de	inmediatez	debe	entenderse	con	cierta
flexibilidad,	para	el	caso	de	entidades	del	Estado.	“Segundo.-	Que,	el	recurso
de	casación	tiene	como	fines	esenciales	la	correcta	aplicación	e
interpretación	del	derecho	objetivo	y	la	unificación	de	la	jurisprudencia
nacional	de	la	Corte	Suprema	de	Justicia.
Tercero.-	Que,	se	debe	relevar	que	del	análisis	de	los	autos	se	aprecia	a	fojas
cuarentinueve	el	Informe	de	Auditoría	que	determina	los	cargos	formulados
al	actor,	los	mismos	que	se	califican	como	falta	grave	y,	cuya	tipificación	la
encontramos	regulada	en	el	inciso	a)	del	artículo	cincuentiocho	del	Texto
Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo,	lo	que	supone	el
quebrantamiento	de	la	buena	fe	laboral.
Cuarto.-	Que,	en	este	orden	de	ideas,	debemos	precisar	que	la	empresa
demandada	tomó	conocimiento	de	las	irregularidades	cometidas	por	el
actor	en	su	calidad	de	gerente	general	el	cuatro	de	julio	de	mil	novecientos
noventiséis,	con	la	entrega	del	informe	de	auditoría	externa	citado	y,	luego
con	fecha	treinta	de	setiembre	de	mil	novecientos	noventiséis	se	le	cursa	la
carta	de	despido	obrante	a	fojas	seis,	esto	es,	dos	meses	y	veinticinco	días
después	que	se	cometiera	la	falta,	lo	cual	se	considera	razonable	dentro	del
normal	funcionamiento	de	una	entidad	del	estado,	atendiendo	además	a	que
los	cargos	imputados	al	actor	están	relacionados	a	la	inobservancia	del
cumplimiento	de	obligaciones	tributarias,	los	cuales	revisten	una	singular
complejidad	en	su	análisis.
Quinto.-	Que,	finalmente	en	cuanto	la	causal	de	contradicción
jurisprudencial,	debemos	señalar	que	la	misma	se	refiere	al	citado	principio
de	inmediatez,	el	mismo	que	no	ha	sido	inobservado	por	la	impugnada
conforme	a	los	considerandos	precedentes	y,	si	bien	se	acompaña	al	recurso
sub	examen	diversas	ejecutorias	éstas	se	refieren	a	faltas	laborales
imputadas	a	ex	trabajadores,	que	si	bien	importaron	el	despido	de	éstos,
difieren	en	cuanto	a	su	complejidad.
Sexto.-	Que	en	consecuencia,	la	sentencia	de	vista	no	ha	incurrido	en	las
causales	de	casación	que	denuncia	el	demandante,	habiéndose	pronunciado
con	arreglo	a	ley	y	al	mérito	de	lo	actuado.
Resolución:
Declararon	Infundado	el	Recurso	de	Casación.”	(Cas.	Sala	de	Derecho
Constitucional	y	Social.	Exp.	2232-97.	Puno,	may.	27/99)
JURISPRUDENCIA.—La	inmediatez	no	se	encuentra	determinada	por	un
plazo	específico,	sino	que	debe	ser	apreciada	por	el	juzgador	concretamente,
teniendo	en	cuenta	la	razonabilidad.	“Que,	mediante	escrito	de	fojas	ciento
cuarenticuatro,	el	accionante	interpone	demanda	de	pago	de	beneficios
sociales,	solicitando	–entre	otros	conceptos–	que	se	le	indemnice	por	el
despido	arbitrario	del	que	fue	objeto	por	parte	de	su	empleadora,	quien	le
imputa	el	incumplimiento	de	las	obligaciones	de	trabajo	que	supone	el
quebrantamiento	de	la	buena	fe	laboral,	pues	a	pesar	de	la	labor	técnica
desempeñada	y	el	motivo	por	el	cual	se	le	había	contratado,	éste	no	habría
procedido	diligentemente	y	habría	permitido	que	la	institución	pague	dos
veces	por	el	mismo	concepto	en	cuatro	oportunidades,	en	detrimento	del
Estado.	Además	el	actor	señala	que	su	empleadora	no	ha	cumplido	con
efectuar	el	despido	teniendo	en	cuenta	estrictamente	el	principio	de
inmediatez,	pues	entre	la	fecha	de	comisión	de	los	hechos	y	la	imputación	de
los	cargos	ha	pasado	casi	un	año	y	desde	la	carta	de	pre	aviso	y	el	despido
ha	transcurrido	un	mes,	por	lo	que	el	despido	deviene	en	arbitrario.
Segundo:	Que,	en	el	caso	de	autos,	las	instancias	de	mérito	no	han	amparado
la	pretensión	indemnizatoria	del	demandante,	estableciendo	–sobre	el
fondo	de	las	causas	que	habrían	motivado	el	despido–	que	en	base	a	las
pruebas	aportadas	en	el	proceso,	el	actor	ha	incumplido	con	sus
obligaciones	de	trabajo	que	supone	el	quebrantamiento	de	la	buena	fe
laboral,	y	por	ende	ha	cometido	falta	grave,	por	lo	que	el	despido	resulta
válido	y	procedente	de	acuerdo	a	lo	estipulado	en	el	Decreto	Supremo
número	cero	cero	tres	guión	noventisiete	guión	TR.	Finalmente	respecto	del
principio	de	inmediatez,	tanto	el	juez	de	la	causa	como	la	sala	superior
concluyen	(considerando	que	la	inmediatez	juega	dos	momentos	bien
definidos)	a)	que	desde	la	fecha	en	que	la	demandada	tomó	conocimiento	de
las	faltas	(Memorándum	número	ciento	cuarenta	guión	dos	mil	uno	guión
AG	guión	UCPSI	guión	OAF	de	fecha	trece	de	marzo	del	dos	mil	uno)	hasta	la
fecha	en	que	se	remitió	la	carta	de	imputación	cargos	(dieciséis	de	marzo
del	dos	mil	uno)	y	b)	Después	de	producido	el	descargo	(veintinueve	de
marzo	del	dos	mil	uno	–tomando	en	cuenta	que	el	actor	amplió	su	descargo
en	dicha	fecha	hasta	que	se	le	notificó	la	carta	de	despido–),	la	demandada
ha	procedido	con	la	formalidad	debida	respecto	del	despido	del
demandante	por	falta	grave	y	que	el	principio	de	inmediatez	no	ha	sido
vulnerado	en	razón	a	que	la	misma	no	se	encuentra	determinada	por	un
plazo	específico,	sino	que	debe	ser	apreciada	prudencialmente	por	el
juzgador	a	cada	caso	concreto	teniendo	en	cuenta	el	principio	de
razonabilidad.	Tercero:	Que,	el	principio	de	inmediatez	en	el	procedimiento
de	despido,	previsto	en	el	último	párrafo	del	artículo	treintiuno	del	Decreto
Supremo	número	cero	tres	guión	noventisiete	guión	TR,	garantiza	una
adecuada	racionalidad	de	carácter	temporal	entre	la	falta	grave	advertida,
su	imputación	y	la	comunicación	del	despido	del	trabajador,	debiendo
existir	proximidad	entre	el	conocimiento	de	la	falta	por	el	empleador,	o	su
comisión	y	la	sanción.	Cuarto:	Que,	para	efectos	de	establecer	si	se	ha
quebrantado	o	no	el	principio	de	inmediatez,	contenido	en	la	norma	antes
acotada,	las	instancias	de	mérito	han	considerado	el	tiempo	transcurrido
desde	que	la	emplazada	tomó	conocimiento	de	los	hechos	irregulares,
mediante	Memorándum	número	ciento	cuarenta	guión	dos	mil	uno	guión
AG	guión	UCPSI	guión	OAF	(fecha	trece	de	marzo	del	dos	mil	uno)	hasta	la
fecha	en	que	se	remitió	al	actor	la	carta	de	despido	(dieciséis	de	abril	del
dos	mil	uno)	resulta	ser	un	plazo	razonable	(treintitrés	días),	criterio	que
esta	Sala	Suprema	comparte,	teniendo	en	cuenta	además	que	a	lo	largo	de
este	proceso	el	accionante	sólo	ha	utilizado	en	su	defensa	este	argumento	de
carácter	formal,	más	no	ha	negado	la	comisión	de	la	falta	grave	que	se	le
imputa,	la	que	justifica	su	despido,	por	lo	que	teniendo	en	cuenta	que	al
resolver	el	conflicto,	debe	prevalecer	el	pronunciamiento	sobre	el	fondo	del
mismo,	antes	que	las	formalidades	que	lo	rodearon,	en	aplicación	del
artículo	treintinueve	del	Decreto	Supremo	número	cero	cero	tres	guión
noventisiete	guión	TR.	Quinto:	Que,	en	ese	sentido,	esta	sala	suprema
considera	que	en	el	presente	caso	la	sentencia	impugnada	no	ha	incurrido
en	interpretación	errónea	de	las	normas	denunciadas,	por	lo	que
corresponde	desestimar	el	recurso	de	casación	interpuesto.	Resolución:	Por
estas	consideraciones,	se	declara	infundado	el	recurso	de	casación
interpuesto”.	(Cas.	Primera	Sala	Transitoria	de	Derecho	Constitucional	y
Social.	Exp.	1917-2003-Lima,	mar.	27/2006).
JURISPRUDENCIA.—Tribunal	Constitucional	desarrolla	explicación	sobre
etapas	del	principio	de	inmediatez.	“(…)	El	principio	de	inmediatez	tiene	dos
etapas	definidas:
(i)	El	proceso	de	cognición,	que	estaría	conformado	por	todos	los	hechos
que	ocurren	después	de	la	comisión	de	la	falta	por	el	trabajador,	lo	que
significa,	primero,	tomar	conocimiento	(de	la	falta)	a	raíz	de	una	acción
propia,	a	través	de	los	órganos	que	dispone	la	empresa	o	a	raíz	de	una
intervención	de	terceros	como	los	clientes,	los	proveedores,	las	autoridades,
etc.	En	segundo	lugar,	debe	calificarse,	esto	es,	encuadrar	o	definir	la
conducta	descubierta	como	una	infracción	tipificada	por	la	ley,	susceptible
de	ser	sancionada.	Y	en	tercer	lugar,	debe	comunicarse	a	los	órganos	de
control	y	de	dirección	de	la	empleadora,	que	representan	la	instancia
facultada	para	tomar	decisiones,	ya	que	mientras	el	conocimiento	de	la	falta
permanezca	en	los	niveles	subalternos,	no	produce	ningún	efecto	para	el
cómputo	de	cualquier	término	que	recaiga	bajo	la	responsabilidad	de	la
empresa	(Ibídem.	Comentario	a	la	Casación	N°	1917-2003-Lima	(El
Peruano,	31	de	mayo	del	2007).	Citando	el	comentario	de	Jaime	Beltrán
Quiroga,	pág.	231);	es	decir,	que	se	tome	conocimiento	pleno	de	los	hechos
sucedidos	para	posteriormente	tomar	decisiones	en	el	marco	de	las
facultades	sancionadoras	del	empleador.
(ii)	El	proceso	volitivo	se	refiere	a	la	activación	de	los	mecanismos
decisorios	del	empleador	para	configurar	la	voluntad	del	despido,	ya	que
éste	por	esencia	representa	un	acto	unilateral	de	voluntad	manifiesta	o
presunta	del	patrono.	El	inicio	de	este	proceso	está	dado	por	la	evolución	de
la	gravedad	de	la	falta,	por	las	repercusiones	que	causan	al	nivel	de
productividad	y	a	las	relaciones	laborales	existentes	en	la	empresa,	y	por	el
examen	de	los	antecedentes	del	trabajador	infractor	y	la	conducta
desarrollada	en	el	centro	de	trabajo,	para	establecer	si	excedía	los	márgenes
de	confianza	depositados	en	él.	Con	este	cuadro	de	perspectivas	la	segunda
etapa	está	dada	por	la	toma	de	decisión	que	depende	de	la	complejidad	que
tenga	la	organización	empresarial,	ya	que	mientras	mayor	sea	ésta,	las
instancias	que	intervengan	en	la	solución	deberán	ser	más	numerosas	y,	por
el	contrario,	mientras	más	simple	sea,	como	el	caso	de	un	empresario
individual	que	dirija	su	propia	pequeña	empresa,	bastará	con	su	sola
decisión,	la	que	podrá	ser	adoptada	en	el	más	breve	plazo	(Ibídem).
En	consecuencia,	los	términos	o	plazos	existentes	entre	ambas	etapas	es
variado	y	se	dan	de	acuerdo	a	la	complejidad	de	la	falta	cometida,	así	como
de	la	organización	empresarial.	Entonces	el	principio	de	inmediatez	resulta
sumamente	elástico,	(Ibídem)	teniendo	en	cuenta	que	incluso	al	interior	de
estas	etapas	se	desarrolla	un	procedimiento,	(…)	el	plazo	razonable	para
ejercer	la	facultad	sancionadora	del	empleador	no	está	determinado	por	un
determinado	período	de	tiempo	fijo,	sino	por	las	situaciones	especiales	que
pudieran	presentarse	y	por	las	acciones	realizadas	por	el	empleador	a	fin	de
establecer	certeramente	la	falta	cometida	en	las	etapas	descritas	en	los
fundamentos	precedentes.	(...)”	(T.	C.,	Exp.	00543-2007-PA/TC,	oct.
19/2009.	Pres.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—Configuración	de	falta	grave	flagrante	exonera	del
procedimiento	previo	al	despido.	“(…)	La	emplazada	cursó	al	demandante
directamente	la	carta	de	despido,	sin	haberle	remitido	previamente	carta	de
preaviso	de	despido	con	la	imputación	de	los	cargos,	a	efectos	de	que
formule	su	descargo.	Esta	omisión	la	justifica	la	emplazada	aduciendo	que,
tratándose	de	una	falta	grave	flagrante,	no	es	necesario	cursar	la	carta	de
preaviso	de	despido,	conforme	lo	dispone	el	artículo	31	del	Decreto
Supremo	N°	003-97-TR.
Debe	tenerse	presente	que	la	exoneración	del	procedimiento	previo	al
despido,	prevista	en	la	citada	norma	legal,	sólo	será	viable	si	se	configuran
en	el	caso	dos	supuestos:	Primero,	que	la	falta	grave	sea	efectivamente
flagrante;	y	segundo,	que	esta	revista	tal	gravedad	que	haga	irrazonable	la
posibilidad	de	concederle	el	derecho	de	defensa	al	trabajador.
Respecto	al	primer	supuesto,	del	tenor	de	la	carta	de	despido	no	se	aprecia
que	la	emplazada	haya	calificado	como	flagrantes	las	faltas	graves	que	le
atribuye	al	recurrente;	tampoco	ha	probado	en	autos	que	lo	sean;	por	el
contrario,	a	criterio	de	este	colegiado,	los	hechos	que	se	imputan	al
demandante	como	faltas	graves	no	pueden	considerarse,	en	modo	alguno,
como	flagrantes;	tampoco,	de	haberse	cometido,	constituirían	faltas	de	una
entidad	tal	que	tornaría	irrazonable	que	se	permita	el	ejercicio	del	derecho
de	defensa	al	recurrente;	por	consiguiente,	la	demandada	estaba	en	la
obligación	ineludible	de	cursarle	la	carta	de	preaviso	de	despido	para	que
pueda	efectuar	su	descargo	en	el	término	que	estipula	la	ley.	(...)”	(T.	C.,	Exp.
04622-2009-PA/TC,	ene.	29/2010.	Pres.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Procedimiento	de	despido	se	vulnera	al	impedir	el
ingreso	al	centro	de	labores	del	trabajador	durante	la	vigencia	del	plazo	para
realizar	descargos.	“(…)	luego	que	la	empresa	demandada	le	notificara	al
recurrente	la	carta	notarial	de	pre	-	aviso,	de	fecha	14	de	enero	del	2008,
donde	se	le	hace	de	conocimiento	la	comisión	de	la	falta	grave,	otorgándole
el	plazo	previsto	de	acuerdo	a	ley	para	que	efectúe	el	descargo
correspondiente	(que	no	realizó),	el	recurrente	se	apersonó	a	su	centro	de
trabajo	con	fecha	18	de	enero	del	2008,	pero	se	le	impidió	el	ingreso,
conforme	se	aprecia	en	el	acta	de	verificación	de	despido	arbitrario	y	con	el
Informe	N°	(…),	de	fechas	18	y	21	de	enero,	respectivamente,	(…)
posteriormente,	la	demandada,	mediante	la	carta	notarial	de	fecha	24	de
enero	del	2008,	manifestó	su	voluntad	de	dar	por	extinguida	la	relación
laboral	con	el	actor.
Debido	a	ello	se	concluye	que,	al	haberse	restringido	el	ingreso	del	actor	a
su	centro	de	labores	el	18	de	enero	del	2008,	pese	a	mantener	aún	una
relación	laboral	con	la	demandada	(dado	que	la	carta	de	despido	es
posterior)	y,	no	obstante,	contar	aún	con	un	plazo	para	ejercer	su	derecho
de	defensa	respecto	a	los	cargos	imputados,	se	vulneró	su	derecho	al	debido
proceso,	y	a	seguir	el	procedimiento	de	despido	previamente	establecido	en
la	ley;	por	lo	que	se	debe	estimar	la	demanda.	(...)”.	(T.	C.,	Exp.	00832-2009-
PA/TC,	oct.	21/2010.	S.	S.	Beaumont	Callirgos.)
JURISPRUDENCIA.—Se	respeta	el	principio	de	inmediatez,	si	el	empleador
inicia	el	procedimiento	de	despido	cuando	el	trabajador	recupera	su	libertad.
“(...)	el	colegiado	de	la	Primera	Sala	Laboral	Permanente	de	Lima,	en	base	a
su	criterio	razonado	y	al	mérito	de	lo	actuado,	estableció	que	si	bien	los
hechos	que	motivaron	el	despido	del	accionante	ocurrieron	el	treinta	de
abril	del	dos	mil	cuatro,	día	en	el	que	el	demandante	fue	detenido	y	privado
de	su	libertad,	la	carta	de	preaviso	fue	recepcionada	por	éste	el	doce	de	julio
del	citado	año,	fecha	en	que	recobrara	su	libertad,	por	lo	que	dicha	carta
guarda	relación	inmediata	con	la	oportunidad	en	que	el	recurrente
recobrara	su	libertad,	toda	vez	que	no	resultaría	razonable	ni	legal,	que	la
demandada	hubiera	cursado	dicha	carta	cuando	esta	parte	aún	se
encontraba	privada	de	su	libertad,	criterio	que	a	consideración	de	este
supremo	tribunal	se	ciñe	a	la	garantía	prevista	en	el	inciso	5	del	artículo	139
de	la	Constitución	Política	del	Estado,	cuyo	texto	ha	sido	rígidamente
observado	por	la	sentencia	recurrida.	(...).”	(C.	S.,	Cas.	860-2010-Lima,	nov.
12/2010.	S.	S.	Vásquez	Cortez)
JURISPRUDENCIA.—Determinar	la	afectación	del	principio	de	inmediatez
exige	el	análisis	de	las	situaciones	especiales	y	las	acciones	realizadas	por	el
empleador	en	la	investigación	de	los	hechos.	“Con	relación	al	principio	de
inmediatez	(...)	este	tribunal	(...)	ha	señalado	que	para	evaluar	la	afectación
de	dicho	principio	debe	tenerse	presente,	entre	otros	elementos,	la
complejidad	de	la	investigación	de	la	falta	imputada.	Es	decir,	tiene
vinculación	por	las	situaciones	especiales	que	pudieran	presentarse	y	por
las	acciones	realizadas	por	el	empleador	a	fin	de	establecer	con	certeza	la
falta	cometida;	por	lo	que	del	análisis	de	estos	hechos	se	determinará	si	se
vulneró,	o	no,	el	principio	de	inmediatez	establecido	en	el	artículo	31	del
Decreto	Supremo	N°	003-97-TR.	(…)”	(T.	C.,	Exp.	05505-2011-PA/TC,	may.
03/2012.	S.	S.	Urviola	Hani)
JURISPRUDENCIA.—Empleador	que	en	resguardo	de	su	patrimonio	despide
al	trabajador	no	puede	responder	después	por	daño	alguno.	“(...)	en	principio
corresponde	verificar	si	la	actuación	del	demandado	al	despedir	a	la
demandada	y	que	ésta	haya	obtenido	sentencias	favorables	en	el	proceso	de
amparo	logrando	su	reposición,	constituye	conducta	antijurídica	a	causa	de
la	cual	se	encuentre	obligado	a	indemnizar	a	la	recurrente	(...)	mediante
sentencia	(...)	se	dispuso	la	reincorporación	de	la	accionante	a	su	centro	de
labores,	ello	por	cuanto	se	determinó	que	el	banco	incumplió	con	el
requisito	previsto	en	el	artículo	31	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de
Productividad	y	Competitividad	Laboral	respecto	al	plazo	razonable	para	el
ejercicio	del	derecho	de	defensa	de	la	trabajadora	(...)	Que,	en	el
considerando	tercero	de	la	sentencia	de	vista	se	destaca	que	la	emisión	de
faltas	graves	atribuidas	a	la	demandante	está	debidamente	comprobada	con
el	atestado,	dictámenes	periciales	y	sentencia	del	proceso	penal	en	el	cual	se
condenó	a	la	demandante	por	delito	de	estafa	en	agravio	de	(...).	A	mayor
abundamiento	se	debe	agregar	que	la	actuación	del	banco	de	despedir	a	la
impugnante	encuentra	sustento	en	el	artículo	1971	incisos	1	y	2	por	cuanto
al	advertir	la	conducta	delictiva	de	la	impugnante	ejerció	su	derecho	de
defensa	en	resguardo	de	su	patrimonio,	lo	cual	no	sólo	se	acreditó	con	el
resultado	de	la	auditoría	realizada,	sino	con	las	sentencia	expedidas	en	el
proceso	penal	instaurado	contra	la	recurrente	por	el	delito	contra	el
patrimonio	en	la	modalidad	de	estafa	en	agravio	de	(...),	en	el	cual	se	le
condenó	a	cuatro	años	de	pena	privativa	de	la	libertad	suspendida	por	el
término	de	tres	años;	en	consecuencia,	no	es	posible	verificar	la	existencia
del	nexo	causal	ni	que	el	supuesto	daño	reclamado	por	la	actora	sea
atribuible	a	la	actuación	de	la	demandada	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	0143-2010-
Moquegua,	ago.	01/2011.	S.	S.	Vinatea	Medina)
COMUNICACIÓN	DEL	DESPIDO
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	32.—El	despido	deberá	ser	comunicado	por	escrito	al
trabajador	mediante	carta	en	la	que	se	indique	de	modo	preciso	la
causa	del	mismo	y	la	fecha	del	cese.	Si	el	trabajador	se	negara	a
recibirla	le	será	remitida	por	intermedio	de	notario	o	de	juez	de
paz,	o	de	la	policía	a	falta	de	aquéllos.
El	empleador	no	podrá	invocar	posteriormente	causa	distinta	de
la	imputada	en	la	carta	de	despido.	Sin	embargo,	si	iniciado	el
trámite	previo	al	despido	el	empleador	toma	conocimiento	de
alguna	otra	falta	grave	en	la	que	incurriera	el	trabajador	y	que	no
fue	materia	de	imputación,	podrá	reiniciar	el	trámite.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	43.—Las	comunicaciones	a	que	se	refieren	los	artículos	64	y	65	de	la
ley,	se	entienden	válidamente	entregadas	si	son	dirigidas	al	último	domicilio
registrado	por	el	trabajador	en	su	centro	de	trabajo,	aunque	al	momento	de
su	 entrega	 no	 se	 encontrare	 en	 aquél.	 Igualmente,	 el	 empleador	 podrá
entregarlas	al	trabajador,	bajo	cargo	en	el	centro	de	trabajo.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	44.—El	error	en	 la	 cita	 legal,	de	 las	 comunicaciones	 señaladas	en	el
artículo	anterior,	no	 invalida	 las	mismas,	 siempre	que	 los	hechos	que	den
lugar	a	la	atribución	de	la	falta	estén	debidamente	determinados.
JURISPRUDENCIA.—Es	requisito	del	despido	la	entrega	al	trabajador	de	la
comunicación	que	lo	contiene.	“En	el	trámite	del	despido,	la	emplazada	no	ha
observado	lo	previsto	en	la	última	parte	del	artículo	67	del	Decreto
Legislativo	N°	728,	concordante	con	el	artículo	27	del	Decreto	Supremo	N°
004-93-TR,	toda	vez	que	si	bien	es	cierto	la	carta	notarial	de	cargos	que
obra	a	fojas	28,	dirigida	al	trabajador	fue	recepcionada	por	éste	según
constancia	de	fojas	28	vuelta,	también	lo	es	que	el	actor	no	recibió	la	carta
de	despedida	de	fojas	29,	la	misma	que	dice	textualmente:	‘(…)
personalmente	enterado	de	su	contenido	no	quiso	firmar	el	presente
duplicado	(…)’	(sic);	que,	la	negativa	del	trabajador	a	recepcionar	la	carta	de
despido,	no	es	óbice	para	que	el	empleador	agote	los	medios	legales	que
considere	convenientes	para	lograr	tal	fin,	no	habiendo	recibido	el	actor
personalmente	la	carta	en	referencia	como	así	lo	ha	manifestado,	tanto	en
su	demanda	como	en	su	escrito	de	apelación	de	fojas	91	a	fojas	96,	el
despido	resulta	improcedente	(…).”	(SRL,	2da.	Sala,	Exp.	2318-94-R(S),	abr.
25/95.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—La	comunicación	de	despido	efectuada	al	último
domicilio	señalado	por	el	trabajador	es	válida.	“La	demandada	envió	la	carta
de	despido	vía	notario	público	el	cual	da	fe	de	hecho	conforme	se	aprecia
del	documento	corriente	a	fs.	13,	a	la	dirección	señalada	por	el	actor,	sin	que
éste	haya	comunicado	en	su	debida	oportunidad	del	cambio	de	domicilio,
por	lo	que	es	de	exclusiva	responsabilidad	tal	hecho,	por	lo	que	surte	todos
los	efectos	legales	de	conformidad	del	artículo	6°	del	Decreto	Legislativo
728,	que	el	artículo	74	de	la	norma	acotada	prescribe	un	plazo	de	caducidad
de	30	días	de	producido	el	despido	para	interponer	la	demanda	de
reposición	o	la	de	indemnización;	que	al	plantearla	fuera	de	dicho	término
caduca	la	acción	y	el	derecho	en	virtud	de	lo	dispuesto	en	el	Art.	2003	del
Código	Civil,	por	lo	que	la	excepción	de	caducidad	interpuesta	por	la
demandada	deviene	fundada	(…).”	(SRL,	Exp.	2713-96-S,	ago.	02/96.	V.	P.
Runzer)
JURISPRUDENCIA.—La	demora	en	el	despido	puede	ser	entendida	como	una
condonación	de	la	falta.	“De	acuerdo	a	la	reiterada	y	uniforme
jurisprudencia	emitida	por	las	salas	laborales,	el	incumplimiento	del
principio	de	inmediatez	hace	que	el	despido	resulte	improcedente;	que	de
autos	se	advierte	que	los	hechos	que	motivaron	el	despido	del	actor
acontecieron	el	día	05	de	marzo	de	1994,	fecha	en	que	el	vehículo
conducido	por	el	demandante	colisionó	con	el	automóvil	de	placa	de	rodaje
N°	UI-7269,	según	se	advierte	de	la	certificación	policial	que	corre	a	fojas	1;
que	este	hecho	fue	conocido	por	la	emplazada	a	los	dos	días	en	que	ocurrió,
es	decir,	el	07	de	marzo	del	mismo	año,	no	obstante	esto	recién	el	10	de
mayo	del	referido	año	se	le	cursa	al	actor	la	carta	de	preaviso	de	despido
según	se	aprecia	a	fojas	45-47	vuelta;	que	habiendo	conocido	el	empleador
estos	hechos	con	más	de	dos	meses	de	anterioridad	al	despido	el	mismo
resulta	improcedente	por	la	falta	de	inmediatez	a	que	hace	referencia	el
artículo	27	del	Decreto	Supremo	N°	004-93-TR,	existiendo	un	vacío	en	la
voluntad	del	empleador	que	se	asume	como	un	perdón	o	condonación	de	la
supuesta	falta	cometida	por	el	actor,	más	aún	si	por	la	propia	naturaleza	de
los	hechos	imputados	y	dado	el	giro	de	la	empresa	no	es	aceptable	que	la
demora	se	haya	debido	a	la	investigación	de	los	hechos,	pues	la	demandada
conoció	de	modo	oportuno	e	inmediato	el	accidente	de	tránsito	acontecido
(…).”	(RSL,	1ra	Sala,	Exp.	3562-95-R(S),	jun.	10/96.	V.	P.	Ampuero	de
Fuertes)
FALTA	COLECTIVA.	FACULTAD	SANCIONADORA
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	33.—Tratándose	de	la	comisión	de	una	misma	falta	por
varios	trabajadores,	el	empleador	podrá	imponer	sanciones
diversas	a	todos	ellos,	en	atención	a	los	antecedentes	de	cada	cual
y	otras	circunstancias	coadyuvantes,	pudiendo	incluso	remitir	u
olvidar	la	falta,	según	su	criterio.
JURISPRUDENCIA.—Simulación	de	cese	laboral	para	cobrar	la	CTS	no	es
considerada	comisión	de	falta	grave,	si	es	autorizada	y	consentida	por	el
empleador.	“(…)	Respecto	a	la	participación	de	la	actora	en	dichos	hechos
cabe	señalar	que	efectivamente	la	actora	ha	reconocido	que	procedió	a
cobrar	la	CTS	del	Banco	(…),	utilizando	la	carta	emitida	por	el	jefe	de
Recursos	Humanos	del	(...),	a	fin	de	solventar	sus	apremios	económicos.
Asimismo,	según	ambas	partes,	la	actora	continuó	laborando	con
normalidad	luego	del	18	de	marzo	del	2008.
A	este	respecto	es	necesario	recordar	que	el	jefe	de	Personal,	o	de	Recursos
Humanos,	es	el	representante	del	empleador	frente	a	los	trabajadores,	que
comparte	las	funciones	de	administración	y	control	frente	a	temas
relacionados	con	el	personal	de	la	institución,	por	lo	que	dicho	servidor
tenía	plena	capacidad	y	competencia	para	emitir	documentos	relativos	a	los
trabajadores	(...).	Consecuentemente,	en	el	presente	caso,	se	ha	acreditado
que	el	jefe	de	Recursos	Humanos	tuvo	una	participación	activa	en	la
consumación	de	los	hechos	imputados	como	falta,	pues	fue	él	quien	emitió
la	carta	de	cese	y	prestó	su	consentimiento	para	que	la	actora	cobre	la
totalidad	de	su	CTS,	remitiendo	incluso	una	nueva	carta	a	fin	de	que	se	abra
una	nueva	cuenta	en	el	(...)	para	el	depósito	de	su	CTS,	pues	la	actora	siguió
laborando	en	el	(...)	luego	de	ocurridos	los	hechos,	no	pudiendo	pretender
imputar	posteriormente	como	faltas	estos	hechos	que	fueron	autorizados
por	el	representante	del	empleador,	debiendo	entenderse	que	ha	olvidado
y/o	consentido	la	supuesta	falta	de	conformidad	con	el	párrafo	final	del
artículo	33	del	Decreto	Supremo	003-97-TR,	pues	es	el	empleador	quien
tiene	la	potestad	sancionadora	disciplinaria	incluido	obviamente	el	perdón
u	olvido,	teniendo	incluso,	según	el	artículo	95	del	Reglamento	Interno	de
Trabajo	(...),	la	potestad	de	emitir	un	informe	sobre	el	despido	de	cualquier
trabajador,	que	es	aprobada	luego	por	la	junta	directiva	(...).”	(TC,	Exp.
01931-2011-PA/TC,	set.	08/2011.	S.	S.	Eto	Cruz)
INDEMNIZACIÓN	POR	DESPIDO	ARBITRARIO	O	NULO
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	34.—El	despido	del	trabajador	fundado	en	causas
relacionadas	con	su	conducta	o	su	capacidad	no	da	lugar	a
indemnización.
Si	el	despido	es	arbitrario	por	no	haberse	expresado	causa	o	no
poderse	demostrar	ésta	en	juicio,	el	trabajador	tiene	derecho	al
pago	de	la	indemnización	establecida	en	el	artículo	38	como	única
reparación	por	el	daño	sufrido.	Podrá	demandar	simultáneamente
el	pago	de	cualquier	otro	derecho	o	beneficio	social	pendiente.
En	los	casos	de	despido	nulo,	si	se	declara	fundada	la	demanda	el
trabajador	será	repuesto	en	su	empleo,	salvo	que	en	ejecución	de
sentencia,	opte	por	la	indemnización	establecida	en	el	artículo	38.
NOTA:	El	Tribunal	Constitucional	declaró	incompatible	con	la	constitución	el	segundo	párrafo
del	artículo	34.	En	un	fallo	recaído	en	la	acción	de	amparo	–Expediente	N°	1124-2001-AA/TC,
publicado	el	11	de	setiembre	del	2002–	iniciada	por	el	sindicato	de	Telefónica	del	Perú	contra	su
empleadora,	el	tribunal	declaró	que	el	despido	arbitrario	efectuado	es	incompatible	con	el	contenido
esencial	del	enunciado	constitucional	referente	al	derecho	al	trabajo,	y	ordenó	la	reincorporación	de
los	trabajadores	afectados	por	la	medida.
Pese	a	que	la	sentencia	que	se	comenta	es	aplicable	únicamente	a	las	partes	actuantes	en	el	proceso,
su	aplicación	extensiva	a	casos	semejantes	constituye	un	riesgo	tangible.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 53.—En	 caso	 de	 despido	 nulo,	 si	 el	 juez	 ordena	 la	 reposición,	 el
trabajador	deberá	ser	reincorporado	en	el	empleo,	sin	afectar	su	categoría
anterior.
En	 la	 oportunidad	 en	 que	 se	 produzca	 la	 reposición	 del	 trabajador,	 las
partes	suscribirán	un	acta	dejando	constancia	de	tal	hecho,	o	en	su	defecto
cualquiera	de	 ellas	podrá	 solicitar	 al	 juez	de	 la	 causa	que	 la	 reposición	 se
efectúe	con	la	intervención	del	secretario	cursor.
JURISPRUDENCIA.—El	segundo	párrafo	del	artículo	34	de	la	LPCL	es
incompatible	con	la	Constitución.	“(…)	Ahora	bien,	el	segundo	párrafo	del
artículo	34	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	Ley	de
Productividad	y	Competitividad	Laboral,	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,
establece	que	frente	a	un	despido	arbitrario	corresponde	una
indemnización	“como	única	reparación”.	No	prevé	la	posibilidad	de
reincorporación.	El	denominado	despido	ad	nutum	impone	sólo	una	tutela
indemnizatoria.	Dicha	disposición	es	incompatible	con	la	Constitución,	a
juicio	de	este	tribunal,	por	las	siguientes	razones:
a)	El	artículo	34,	segundo	párrafo,	es	incompatible	con	el	derecho	al	trabajo
porque	vacía	de	contenido	este	derecho	constitucional.	En	efecto,	si,	como
quedó	dicho,	uno	de	los	aspectos	del	contenido	esencial	del	derecho	al
trabajo	es	la	proscripción	del	despido	salvo	por	causa	justa,	el	artículo	34,
segundo	párrafo,	al	habilitar	el	despido	incausado	o	arbitrario	al	empleador,
vacía	totalmente	el	contenido	de	este	derecho	constitucional.
b)	La	forma	de	aplicación	de	esta	disposición	por	la	empresa	demandada
evidencia	los	extremos	de	absoluta	disparidad	de	la	relación
empleador/trabajador	en	la	determinación	de	la	culminación	de	la	relación
laboral.	Ese	desequilibrio	absoluto	resulta	contrario	al	principio	tuitivo	de
nuestra	Constitución	del	trabajo	que	se	infiere	de	las	propias	normas
constitucionales	tuitivas	del	trabajador	(irrenunciabilidad	de	derechos,	pro
operario	y	los	contenidos	en	el	artículo	23	de	la	Constitución)	y,	por	lo
demás,	como	consecuencia	inexorable	del	principio	de	Estado	social	y
democrático	de	derecho	que	se	desprende	de	los	artículo	43	(“República”
“social”)	y	3°	de	la	Constitución,	respectivamente.	El	constante	recurso	de	la
demandada	a	este	dispositivo	legal	es	la	evidencia	de	cómo	este	principio
tuitivo	desaparece	con	la	disparidad	empleador/trabajador	respecto	a	la
determinación	de	la	conclusión	de	la	relación	laboral.
c)	La	forma	de	protección	no	puede	ser	sino	retrotraer	el	estado	de	cosas	al
momento	de	cometido	el	acto	viciado	de	inconstitucionalidad,	por	eso	la
restitución	es	una	consecuencia	consustancial	a	un	acto	nulo.	La
indemnización	será	una	forma	de	restitución	complementaria	o	sustitutoria
si	así	lo	determinara	libremente	el	trabajador,	pero	no	la	reparación	de	un
acto	ab	initio	inválido	por	inconstitucional.
Si	bien,	como	alega	Telefónica	del	Perú	S.A.A.,	el	apartado	“d”	del	artículo	7°
del	Protocolo	Adicional	a	la	Convención	Americana	sobre	Derechos
Humanos	en	materia	de	Derechos	Económicos,	Sociales	y	Culturales,
contempla	la	posibilidad	de	reparación	indemnizatoria,	juntamente	con	la
restitutoria,	frente	al	despido	arbitrario,	debe	tenerse	en	cuenta	que	el
derecho	internacional	de	los	derechos	humanos	enuncia	mínimos	derechos
que	siempre	pueden	ser	susceptibles	de	mayores	niveles	de	protección	y	no
pueden	significar,	en	absoluto,	el	menoscabo	de	los	derechos	reconocidos
por	la	Constitución	conforme	lo	establece	el	artículo	4°	del	propio	protocolo
antes	citado,	ni	mucho	menos	cuando	ello	conlleva	al	menoscabo	del	mismo
contenido	esencial	de	los	derechos	constitucionales.	La	interpretación	de
éstos	debe	efectuarse	siempre	en	sentido	dirigido	a	alcanzar	mayores
niveles	de	protección.	Es	por	ello	que	la	doctrina	sostiene	que	los	derechos
constitucionales	han	de	interpretarse	como	mandatos	de	optimización.
Es	extensible	este	razonamiento	a	lo	establecido	por	el	Convenio	158	sobre
terminación	de	la	relación	de	trabajo,	que,	aunque	no	ratificado	y	en	calidad
de	recomendación,	prevé	también	la	posibilidad	de	protección
indemnizatoria	frente	al	despido	arbitrario.	(...)”	(T.	C.,	Exp.	1124-2001-
PA/TC,	set.	11/2002.	Rey	Terry).
JURISPRUDENCIA.—La	inaplicación	del	segundo	párrafo	del	artículo	34	de
la	LPCL	tiene	efectos	sólo	para	las	partes	vinculadas	al	Expediente	1124-2001-
AA/TC.	“(...)	La	inaplicación	del	segundo	párrafo	del	artículo	34	del	Decreto
Legislativo	N°	728,	en	concreto,	está	referida	a	la	inconstitucional	atribución
conferida	por	el	legislador	ordinario	para	practicar	despidos	individuales
sin	expresión	de	causa.
La	inaplicación	establecida	en	la	sentencia	del	Tribunal	Constitucional,	de
fecha	11	de	julio	de	2002,	sólo	tiene	efectos	para	las	partes	vinculadas	al
Expediente	N°	1124-2001-AA/TC.	(...)”	(T.	C.,	Exp.	1124-2001-PA/TC
Aclaración,	set.	18/2002.	Rey	Terry).
JURISPRUDENCIA.—Ante	la	nulidad	de	un	despido,	si	el	trabajador	fallece
antes	de	ser	respuesto	debe	otorgarse	el	pago	de	la	indemnización	a	los
herederos.	“(...)	el	texto	literal	del	artículo	34	citado	permite	la	opción	de
cambio	de	reposición	por	indemnización	en	la	etapa	de	ejecución	de
sentencia,	ante	el	fallecimiento	del	demandante	(…)-	conforme	se	acredita
en	el	acta	notarial	de	sucesión	intestada	que	obra	(…),	la	sala	superior	en	el
considerando	undécimo	de	la	sentencia	de	vista	ha	precisado	que:	‘ante	la
imposibilidad	objetiva	de	cumplir	con	la	obligación	de	reponer	la	única
salida	razonable	consiste	en	aceptar	la	conversión	de	la	ejecución	específica
de	la	reposición,	en	ejecución	por	equivalente	dinerario,	ordenando	el	pago
de	una	indemnización,	además	del	abono	de	las	remuneraciones	dejadas	de
percibir	y	del	depósito	correspondiente	a	la	compensación	por	tiempo	de
servicios’.	En	ese	sentido,	precisa	la	sala	de	mérito	que	‘no	obstante	aquella
solución’,	en	observancia	del	artículo	34	referido,	la	decisión	para	llevar	a
cabo	tal	variación,	debe	pertenecer	siempre	al	trabajador,	lo	cual	resulta
materialmente	imposible	dado	su	fallecimiento:	‘pero	este	ha	sido
merecedor	de	una	sentencia	favorable	de	nulidad	de	despido,	su	derecho	ha
sido	establecido	jurisdiccionalmente,	y	la	sentencia	favorable	debe
ejecutarse	según	la	pretensión	(…)	el	despido	declarado	nulo	implica	la
lesión	de	derechos	constitucionales	que	merecen	ser	resarcidos	ya	que	el
fallecimiento	del	actor	y	la	declaración	positiva	de	una	reclamación
jurisdiccional	no	pueden	privar	a	sus	deudos	de	los	derechos
correspondientes,	está	comprobada	la	imposibilidad	material	de	la
reposición	como	medida	reparadora	del	despido	nulo,	por	tanto,	debe	ser
sustituida	por	el	pago	de	la	indemnización	correspondiente	del	despido
arbitrario,	el	no	reconocer	la	procedencia	de	esta	indemnización	implica	la
expedición	de	un	fallo	incompleto	pues	no	restituye	al	demandante
plenamente	el	derecho	pretendido.	(...)”.	(CSJ,	Cas.	2930-2009-Lima,	mar.
17/2010.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Cobro	de	beneficios	sociales	no	supone	consentimiento
del	despido	arbitrario.	“(...)	Precedente	vinculante.	Por	las	consideraciones
expuestas,	y	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	VII	del	Título
Preliminar	del	Código	Procesal	Constitucional,	y	teniendo	en	cuenta	que	los
distintos	operadores	jurisdiccionales	han	venido	aplicando	el	criterio
jurisprudencial	señalado	por	este	colegiado	en	anterior	jurisprudencia
respecto	a	la	declaratoria	de	improcedencia	del	amparo	cuando	el
trabajador	cobraba	sus	beneficios	sociales	o	su	compensación	por	tiempo	de
servicios,	este	tribunal	debe	pasar	a	definir	el	cambio	de	criterio
desarrollado	en	esta	sentencia	como	precedente	vinculante,	a	efectos	de
generar	predictibilidad	en	los	operadores	jurídicos.	Así,	las	reglas	en
materia	de	procedencia	del	amparo	restitutorio	del	trabajo,	son	las
siguientes:
a.	El	cobro	de	los	beneficios	sociales	(compensación	por	tiempo	de
servicios,	vacaciones	truncas,	gratificaciones	truncas,	utilidades	u	otro
concepto	remunerativo)	por	parte	del	trabajador,	no	supone	el
consentimiento	del	despido	arbitrario	y,	por	ende,	no	debe	considerarse
como	causal	de	improcedencia	del	amparo.
b.	El	cobro	de	la	indemnización	por	despido	arbitrario	u	otro	concepto	que
tenga	el	mismo	fin	‘incentivos’	supone	la	aceptación	de	la	forma	de
protección	alternativa	brindada	por	ley,	por	lo	que	debe	considerarse	como
causal	de	improcedencia	del	amparo.
c.	El	pago	pendiente	de	la	compensación	por	tiempo	de	servicios	u	otros
conceptos	remunerativos	adeudos	al	trabajador	debe	efectuarse	de	modo
independiente	y	diferenciado	al	pago	de	la	indemnización	por	despido
arbitrario,	esto	es,	el	empleador	deberá	realizar	dichos	pagos	en	cuentas
separadas	o	a	través	de	consignaciones	en	procesos	judiciales
independientes,	bajo	su	responsabilidad.
Los	efectos	de	estas	reglas	se	aplican	a	los	procesos	que	a	la	fecha	de
publicación	en	la	página	web	de	esta	sentencia	se	encuentran	en	trámite,
tanto	en	el	Poder	Judicial,	como	en	el	Tribunal	Constitucional	y	a	aquellos
que	se	interpongan	en	adelante.	(...)”	(T.	C.,	Exp.	03052-2009-PA/TC,	ago.
23/2010.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Amenaza	de	despido	es	protegida	por	acción	de
amparo,	siempre	que	sea	cierta	e	inminente.	“(...)	el	recurrente	(...)	sostiene
que	la	(...)	emplazada	está	continuamente	amenazándolo	de	manera	verbal
con	que	será	nuevamente	despedido	sin	que	sea	necesaria	la	existencia	de
una	causa	justa,	lo	que	afectaría	sus	derechos	al	trabajo,	a	la	tutela	procesal
efectiva	y	a	la	estabilidad	laboral.	(...)
Que	si	bien	el	proceso	constitucional	de	amparo	procede	para	el	caso	de
amenazas	de	vulneración	de	derechos	constitucionales,	tal	como	lo
menciona	expresamente	el	artículo	200,	inciso	2,	de	la	Constitución,	es
importante	resaltar	que	la	amenaza	debe	poseer	dos	rasgos	esenciales:
certeza	e	inminencia,	de	modo	que	dicho	riesgo	pueda	ser	atendible	a	través
del	proceso	constitucional	de	amparo.
(...).	Así,	en	la	STC	N°	0091-2004-PA,	específicamente	en	el	fundamento	8,
se	afirmó	que	para	ser	objeto	de	protección	frente	a	una	amenaza	a	través
de	los	procesos	constitucionales,	esta	‘debe	ser	cierta	y	de	inminente
realización’;	es	decir,	el	perjuicio	debe	ser	real,	efectivo,	tangible,	concreto	e
ineludible,	excluyendo	del	amparo	los	perjuicios	imaginarios	o	aquellos	que	escapan	a	una
captación	objetiva.	En	consecuencia,	para	que	sea	considerada	cierta,	la
amenaza	debe	estar	fundada	en	hechos	reales,	y	no	imaginarios,	y	ser	de
inminente	realización,	esto	es,	que	el	perjuicio	ocurra	en	un	futuro
inmediato,	y	no	en	uno	remoto.	A	su	vez	el	perjuicio	que	se	ocasione	en	el
futuro	debe	ser	real,	pues	tiene	que	estar	basado	en	hechos	verdaderos,
efectivo,	lo	cual	implica	que	inequívocamente	menoscabará	alguno	de	los
derechos	tutelados;	tangible,	esto	es,	que	debe	percibirse	de	manera
precisa;	e	ineludible,	entendiendo	que	implicará	irremediablemente	una
vulneración	concreta”	(subrayado	agregado).
Que,	del	análisis	del	caso	de	autos,	se	desprende	que	la	‘amenaza’	que
sustentaría	la	pretensión	del	recurrente	no	cumple	con	tales	requisitos	en	la
medida	que	no	puede	ser	calificada	como	cierta	e	inminente,	por	cuanto	el
demandante	arguye	como	sustento	de	la	afirmación	de	la	presunta	amenaza
especulaciones	subjetivas;	además,	de	autos	no	se	observa	la	existencia	de
actos	que	siquiera	indiquen	la	posibilidad	de	una	amenaza.	(...).”	(T.	C.,	Exp.
04097-2011-PA/TC,	nov.	15/2011.	S.	S.	Álvarez	Miranda).
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	decide	inaplicar	el	segundo	párrafo	del
artículo	34	del	TUO	del	D.	Leg.	728	(la	indemnización	como	única	reparación
por	el	despido	arbitrario).	“Ahora	bien,	el	segundo	párrafo	del	artículo	34	del
Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	Ley	de	Productividad
y	Competitividad	Laboral,	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	establece	que
frente	a	un	despido	arbitrario	corresponde	una	indemnización	‘como	única
reparación’.	No	prevé	la	posibilidad	de	reincorporación.	El	denominado
despido	ad	nutum	impone	sólo	una	tutela	indemnizatoria.	Dicha	disposición
es	incompatible	con	la	Constitución,	a	juicio	de	esta	sala	suprema,	por	las
siguientes	razones:	a)	El	artículo	34,	segundo	párrafo,	es	incompatible	con
el	derecho	al	trabajo	porque	vacía	de	contenido	este	derecho	constitucional.
(...);	b)	La	forma	de	aplicación	de	esta	disposición	por	la	demandada
evidencia	los	extremos	de	absoluta	disparidad	de	la	relación
empleador/trabajador	en	la	determinación	de	la	culminación	de	la	relación
laboral.	(...);	y,	c)	La	forma	de	protección	no	puede	ser	sino	retrotraer	el
estado	de	cosas	al	momento	de	cometido	el	acto	viciado	de
inconstitucionalidad,	por	eso	la	restitución	es	una	consecuencia
consustancial	a	un	acto	nulo.	La	indemnización	será	una	forma	de
restitución	complementaria	o	sustitutoria	si	así	lo	determinara	libremente
el	trabajador,	pero	no	la	reparación	de	un	acto	ab	initio	inválido	por
inconstitucional.	(...).
(...)	ésta	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social	considera	que	en	el
presente	caso	se	ha	presentado	un	conflicto	de	normas	jurídicas	que
resultan	aplicables	al	caso	sub	litis,	de	un	lado	la	norma	constitucional	que
reconoce	como	un	derecho	fundamental	de	la	persona	el	derecho	al	trabajo
y	a	la	protección	contra	el	despido;	y	del	otro	lado	una	norma	legal	que
estable	que	frente	a	un	despido	arbitrario	corresponde	una	indemnización
como	única	reparación;	por	ésta	razón,	al	advertirse	que	la	antinomia	se
presenta	entre	una	norma	de	carácter	legal	y	otra	de	carácter
constitucional,	debe	inaplicarse	la	segunda	y	aplicarse	preferentemente	la
primera;	pues	no	existe	razón	objetiva	y	razonable	que	justifique	el	pago	de
una	indemnización	como	única	reparación	frente	a	un	despido	arbitrario	en
la	modalidad	de	despido	incausado	(...)”.	(C.	S.,	Consulta	147-2012-Piura,
may.	08/2012.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Jueces	deben	justificar	el	por	qué	consideran	que	una
pretensión	de	indemnización	por	daños	y	perjuicios	encaja	dentro	del
concepto	de	“beneficio	social”.	“Teniendo	en	cuenta	el	marco	constitucional
descrito	en	las	considerativas	anteriores,	este	supremo	tribunal	verifica	que
la	sentencia	de	vista	adolece	de	una	motivación	insuficiente	al	haber
omitido	expresar	las	razones	por	las	cuales	determina	que	la	pretensión	de
indemnización	por	daños	y	perjuicios	tiene	naturaleza	laboral	y	forma	parte
de	los	‘beneficios	sociales’,	sin	considerar	que	éstos	comprenden	derechos
derivados	de	la	relación	laboral,	como	es	el	caso	de	la	compensación	por
tiempo	de	servicios,	gratificaciones,	vacaciones,	indemnización	por	despido
arbitrario,	entre	otros;	los	cuales	tienen	connotación	distinta	a	la
indemnización	por	daños	y	perjuicios	que	en	este	caso	deriva	de	la
inejecución	de	obligaciones	en	la	que	se	tendrá	que	determinar	la	existencia
de	dolo,	culpa	leve	o	culpa	inexcusable	y	la	relación	de	causalidad
respectiva.	No	obstante	ello,	aún	cuando	la	sala	de	mérito	considere	que	la
pretensión	de	indemnización	por	daños	y	perjuicios	encaja	dentro	del
concepto	de	beneficio	social,	debe	exponer	una	argumentación	suficiente	y
proporcionado	para	asegurar	que	el	ejercicio	de	la	potestad	de	administrar
justicia	se	haga	con	sujeción	a	la	Constitución	y	a	la	ley;	pero	también	con	la
finalidad	de	facilitar	un	adecuado	ejercicio	del	derecho	de	defensa	de	los
justiciables”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	9314-2013-Callao,	may.	12/2014.	V.	P.	Vinatea
Medina)
JURISPRUDENCIA.—El	despido	arbitrario	provoca	daño	patrimonial,	pero	el
pago	de	este	lucro	cesante	no	se	asimila	a	la	remuneración	no	cancelada.
“Que,	en	ese	sentido,	este	tribunal	supremo	concluye	señalando:	(i)	que	el
despido	arbitrario	efectuado	en	contra	del	demandante	le	ocasionó	daño
patrimonial,	en	la	modalidad	de	lucro	cesante,	dado	que	hubo	una	‘falta	de
ingresos	de	determinados	bienes	o	derechos	al	patrimonio	de	la	víctima’,
quien	se	vio	privado	de	beneficios	que	hubiera	obtenido	de	haber
continuado	laborando	para	la	recurrente;	(ii)	que	el	pago	del	lucro	cesante
no	puede	asimilarse	a	las	remuneraciones	no	canceladas,	pues	ello
constituiría	enriquecimiento	indebido	y	pago	por	labor	no	efectuada;	(iii)
que	siendo	ello	así	es	posible	acudir	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	1332	del
Código	Civil	(dispositivo	que	ha	sido	expresamente	ignorado	por	la	sala
superior),	norma	que	expresamente	refiere	que	si	el	resarcimiento	del	daño
no	pudiera	ser	probado	en	su	monto,	el	juez	deberá	fijarlo	con	valoración
equitativa;	(iv)	que	dicha	valoración	equitativa	no	entraña	una	decisión
arbitraria	e	inmotivada,	pues	ello	repugna	nuestro	ordenamiento
constitucional,	por	lo	que	debe	ser	necesariamente	justificada,	utilizando
para	ello	algunos	parámetros	que	le	permitan	arribar	a	una	decisión	que
permita	restablecer,	en	lo	posible,	la	situación	a	los	límites	anteriores	al
daño,	confrontado	ello	con	los	hechos	sucedidos;	y,	(v)	que	ello,
precisamente,	ha	ocurrido	en	la	sentencia	de	primera	instancia	cuando
utiliza	como	término	de	cuantificación	la	remuneración	mínima	vital	al
momento	del	despido,	que	representa	una	cantidad	proporcional	entre	lo
que	se	ganaba	y	lo	que	se	dejó	de	percibir”.	(C.	S.,	Cas.	2677-2012-Lima,	nov.
12/2013.	V.	P.	Calderón	Puertas)
JURISPRUDENCIA.—Las	remuneraciones	dejadas	de	percibir	pueden	ayudar
a	fijar	la	indemnización	por	daños	y	perjuicios	en	el	despido	arbitrario.	“El
colegiado	de	la	sala	superior	ha	actuado	conforme	a	derecho,	al	amparar	el
pago	de	la	indemnización	por	daños	y	perjuicios	que	reclama	el	accionante,
al	encontrarse	acreditado	el	daño	originado	por	su	despido	arbitrario,
tomando	como	criterio	para	el	resarcimiento,	las	remuneraciones	dejadas
de	percibir,	haciendo	la	distinción	respecto	al	extremo	de	la	sentencia
apelada	que	disponía	el	pago	de	bonificaciones	y	demás	beneficios
devengados,	extremo	que	fue	dejado	sin	efecto”.	(C.	S.,	Cas.	625-2012-
Lambayeque,	dic.	09/2014.	V.	P.	Mac	Rae	Thays)
JURISPRUDENCIA.—La	indemnización	por	despido	arbitrario	se	calcula	en
función	al	tiempo	efectivamente	laborado.	“El	cálculo	de	la	indemnización
por	despido	arbitrario	se	determina	en	función	al	tiempo	efectivamente
laborado,	es	decir,	días	o	semanas	efectivamente	laborados,	dado	que	con
las	vedas	decretadas	se	produce	una	suspensión	perfecta	de	labores,	al
tratarse	de	un	período	donde	no	hay	prestación	de	labor	ni	pago	de
remuneración”.	(C.	S.,	Cas.	3592-2014-Lima,	dic.	15/2014.	V.	P.	Malca
Guaylupo)
JURISPRUDENCIA.—Conducta	maliciosa	de	la	empresa	puede	legitimar	que
el	trabajador	solicite	reparación	por	daño	moral.	“En	el	caso	concreto,	el
demandante	sufrió	la	ruptura	del	vínculo	laboral	de	una	manera	no
arreglada	a	derecho,	imputándole	la	comisión	de	faltas	graves,	consistentes
en	haber	fraguado	operaciones	de	importación,	falsificación	de	documentos,
simulación	de	importaciones	ante	terceros	y	abuso	de	las	facultades
conferidas	por	el	empleador;	hechos	que	no	fueron	acreditados	en	su
oportunidad;	motivo	por	el	cual	mediante	sentencia	de	fecha	veintiséis	de
octubre	de	dos	mil	cinco	(...)	se	declaró	fundada	su	demanda,	ordenándose
el	pago	de	una	indemnización	por	despido	arbitrario,	la	cual	adquirió
calidad	de	cosa	juzgada	(...)	la	indemnización	por	despido	arbitrario	ha	sido
establecida	por	el	artículo	34	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto
Legislativo	N°	728,	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,
aprobado	por	el	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR	(...),	como	única	reparación
por	el	término	arbitrario	de	la	relación	laboral	(...)	resulta	pertinente
señalar	que	todo	despido	injustificado,	trae	consigo	daños	a	la	persona	que
lo	sufre,	por	cuanto	de	una	manera	u	otra,	deja	de	percibir	remuneraciones
y	queda	en	el	desamparo	económico;	más	aún	en	un	país	como	el	nuestro
donde	los	puestos	de	trabajo	son	escasos.	(...)	En	tal	sentido,	para	evitar	que
el	trabajador	afectado	por	un	despido	arbitrario	tenga	que	recurrir	a	la	vía
judicial	para	discutir	sobre	la	existencia	o	no,	de	daños	y	perjuicios	en	su
contra,	incluido	el	daño	moral,	es	que	la	ley	ha	considerado	establecer	una
indemnización	tarifada,	que	comprende	los	daños	patrimoniales;	así	como,
los	extrapatrimoniales	originados	por	el	despido.	En	consecuencia,	el
colegiado	de	mérito	al	reconocer	el	pago	de	una	indemnización	por	lucro
cesante	y	daño	emergente,	ha	incurrido	en	una	interpretación	errónea	del
artículo	1321	del	Código	Civil,	pues	no	ha	considerado	que	la	indemnización
tarifada	prevista	por	el	artículo	34	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto
Legislativo	N°	728,	aprobado	por	el	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	la	cual
le	fue	reconocida	al	actor	mediante	sentencia	judicial,	cubre	la	totalidad	de
los	daños	y	perjuicios	sufridos	por	el	trabajador;	motivo	por	el	cual	la	causal
denunciada	deviene	en	fundada.	(...)	Sin	perjuicio	de	lo	expuesto,	este
colegiado	supremo	considera	que	existen	determinadas	circunstancias
frente	a	las	cuales	el	trabajador	puede	recurrir	a	la	vía	judicial	solicitando
una	indemnización	por	daño	moral,	debido	a	que	la	indemnización	tarifada
se	encuentra	prevista	para	todos	aquellos	daños	ordinarios	que	se	puedan
presentar	producto	del	despido	arbitrario,	no	encontrándose	comprendidos
dentro	de	la	misma,	los	daños	extraordinarios	generados	por	la	conducta
maliciosa	del	empleador;	esto	es,	aquella	conducta	que	genera	una
afectación	especialmente	dañosa	sobre	la	dignidad,	el	honor	y	la	reputación
del	trabajador”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	5423-2014-Lima,	abr.	27/2015.	V.	P.	Malca
Guaylupo)
JURISPRUDENCIA.—La	inconcurrencia	del	trabajador	al	acto	de	reposición
no	implica	su	decisión	de	sustituirlo	por	la	indemnización.	“La	inconcurrencia
del	demandante	a	la	diligencia	de	reposición	no	puede	ser	interpretada
como	una	negativa	a	ejercer	ese	derecho,	siendo	más	bien	el	empleador
quien	tenía	que	dar	por	cumplido	el	mandato	y	adoptar	las	medidas
pertinentes	respecto	a	la	inasistencia	del	actor	a	su	centro	de	trabajo;	que
este	supuesto	no	ocurrió	por	lo	cual	el	juez	no	puede,	a	solicitud	de	la
demandada,	ordenar	la	sustitución	de	la	reposición	por	la	indemnización,	en
cumplimiento	de	lo	que	ya	tiene	resuelto	esta	sala	en	la	ejecutoria	de	fojas
266;	que	por	el	contrario	resulta	extraño	que	el	secretario	de	la	causa	haya
concurrido	al	establecimiento	de	la	demandada	para	levantar	el	acta	que
corre	a	fojas	275,	de	mutuo	propio,	sin	el	auxilio	del	trabajador	interesado,
debiendo	determinarse	si	existe	responsabilidad	funcional	en	este	acto	(…).”
(RSL,	2da.	Sala,	Exp.	251-95-CD(A),	mar.	20/95.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—La	sustitución	de	la	reposición	por	el	pago	de	la
indemnización	procede	únicamente	en	ejecución	de	sentencia.	“La	actora
solicita	el	pago	de	una	indemnización	por	despido	nulo	y	las
remuneraciones	devengadas	correspondientes,	argumentando	como
fundamento	de	hecho	su	estado	de	gravidez	encontrándose	en	los	últimos
meses	de	embarazo,	precisando	igualmente	que	no	ha	incurrido	en	falta
grave	alguna;	que,	la	empresa	se	ha	excedido	en	sus	facultades	demostrando
su	mala	fe,	precisando:	‘pues	su	única	causa	real,	es	mi	embarazo	que	se
encuentra	enmarcado	en	el	artículo	62	inciso	e)	que	ad	litteram	dice:	es	nulo
el	despido	que	tenga	por	motivo:	el	embarazo,	si	el	despido	se	produce
dentro	de	los	90	días	anteriores	o	posteriores	al	parto’	(sic);	Segundo:	que,	la
causa	se	ha	tramitado	de	acuerdo	a	las	normas	de	procedimientos
contenidos	en	la	Ley	Procesal	de	Trabajo	26636,	habiendo	la	actora
invocado	como	fundamento	jurídico	de	su	acción	el	inciso	e)	del	artículo	62
del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo	aprobada
mediante	Decreto	Supremo	05-95-TR,	relativo	a	las	causas	de	despido	nulo,
hecho	que	el	Reglamento	del	TUO	de	la	ley	en	su	artículo	52	precisa
claramente	que	el	ejercicio	de	la	acción	de	nulidad	de	despido	excluye	a	la
acción	indemnizatoria,	pudiendo	optarse	por	ésta	sólo	en	ejecución	de
sentencia	razón	por	la	cual	el	pronunciamiento	debe	tener	en	cuenta	el
marco	jurídico	al	momento	del	despido;	Tercero:	que,	el	artículo	67	del	TUO
prevé	que	cuando	el	despido	es	arbitrario	por	no	haberse	expresado	causa	o
no	poderse	demostrar	ésta	en	juicio,	el	trabajador	tiene	derecho	al	pago	de
la	indemnización,	pudiendo	demandar	simultáneamente	el	pago	de
cualquier	otro	beneficio	social	pendiente,	por	otro	lado	el	artículo	71	está
referido	a	que	en	caso	de	despido	nulo	el	trabajador	será	repuesto	en	su
empleo,	pudiendo	optar	por	la	indemnización	sólo	en	ejecución	de	sentencia
una	vez	declarado	su	derecho	a	la	reposición;	que,	siendo	ello	así,	la	opción
que	indica	la	actora	en	su	recurso	de	fojas	14	referida	a	indemnización	por
despido	nulo	que	es	aceptada	por	el	A-quo	como	indemnización	en	su
providencia	de	fojas	101	a	102,	no	se	inscribe	en	la	normatividad
precedentemente	acotada,	toda	vez	que	a	la	fecha	de	la	audiencia	única	la
acción	no	se	encontraba	en	ejecución	de	sentencia	que	permitiera	a	la
trabajadora	ejercer	tal	opción	(…).”	(RSL,	Exp.	6750-97-IND(S),	dic.	18/97.
V.	P.	Delgado	Guillén)
JURISPRUDENCIA.—El	retiro	de	la	confianza	a	un	trabajador	de	dirección
constituye	despido	arbitrario.	“Que,	el	retiro	de	confianza	de	un	trabajador
de	dirección	constituye	despido,	pese	a	que	se	trata	de	un	derecho	del
empleador	previsto	en	el	artículo	nueve	del	Decreto	Supremo	cero	cero	tres
guión	noventisiete	guión	TR,	éste	afecta	la	estabilidad	relativa	que	tienen	los
trabajadores	de	esta	categoría,	lo	cual	tiene	como	efecto	el	pago	de	la
indemnización	correspondiente.	Sétimo.-	Que,	respecto	a	la	causal	de
inaplicación,	la	recurrente	sostiene	que	las	normas	que	debieron	ser
aplicadas	al	caso	son	los	artículos	nueve	y	dieciséis	del	Decreto	Supremo
cero	cero	tres	guión	noventisiete	guión	TR	y	el	artículo	cuarentiocho	de	su
reglamento,	la	recurrente	sostiene	que	tales	normas	son	aplicables	al	caso,
toda	vez	que	están	referidas	a	la	facultad	directriz	del	empleador,	las	causas
de	extinción	del	contrato	de	trabajo	y	la	discriminación	respectivamente.
Octavo.-	Que,	en	el	presente	caso,	se	ha	producido	un	despido	arbitrario	al
no	poderse	demostrar	la	causa	de	éste	en	juicio,	dando	lugar	a	que	el
trabajador	tenga	derecho	al	pago	de	la	indemnización	establecida	en	el
artículo	treintiocho	del	Decreto	Supremo	cero	cero	tres	guión	noventisiete
guión	TR,	lo	que	ha	ocurrido	en	el	caso	de	autos,	según	consta	de	la	carta	de
despido	de	fojas	seis,	donde	el	empleador	le	indica	que	la	indemnización	por
despido	arbitrario	está	a	su	disposición.	Noveno.-	Que,	siendo	así,	la
sentencia	de	vista	ha	incurrido	en	las	causales	de	casación	anotadas,	por	lo
que	conforme	al	artículo	cincuentinueve	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo,
deviene	fundado	el	recurso	de	casación.	Décimo.-	Que,	en	cuanto	a	la	causal
de	inaplicación	del	artículo	treintisiete	de	la	acotada	ley,	ésta	es	una	norma
de	naturaleza	procesal,	dado	que	regula	la	probanza,	respecto	de	la	cual	no
se	puede	invocar	la	causal	de	inaplicación	que	está	reservada	a	normas	de
derecho	material;	por	tanto,	esta	causal	también	es	improcedente.
Resolución:	Por	estas	consideraciones,	declararon	Fundado	el	recurso	de
casación.”	(Cas.	Sala	Transitoria	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.
820-2002-Lambayeque,	jul.	23/2003).
JURISPRUDENCIA.—El	desalojo	del	empleador	no	es	causal	de	despido.
“Producido	el	desalojo	del	local	que	ocupaba	según	copias	certificadas	del
acta	correspondiente,	la	empleadora	no	reubicó	al	actor,	dejándole	sin
trabajo	lo	cual	configura	el	despido;	que,	idéntico	pronunciamiento	se	ha
emitido	en	la	causa	N°	833-95-BS(S)	en	fecha	10	de	abril	de	1996,	por	esta
misma	sala	(…).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	5402-95-BS,	ago.	27/96.	V.	P.	Barreda
Mazuelos)
JURISPRUDENCIA.—La	suspensión	“indefinida”	equivale	al	despido.	“La
actora	fue	‘suspendida’	indefinidamente	de	su	centro	de	trabajo,	conforme
aparece	de	la	documental	de	fojas	06,	hecho	corroborado	con	la
instrumental	de	fojas	03	a	fojas	05,	por	lo	que	la	despedida	es	injustificada
(…).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	2075-94-CD(S),	abr.	07/95.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—Luego	de	un	despido	de	hecho,	la	invitación	a	la
reincorporación	del	trabajador	sólo	es	procedente	con	su	asentimiento.	“La
demandada	no	ha	desvirtuado	los	hechos	constatados	por	el	inspector	de
trabajo	en	la	visita	llevada	a	cabo	el	02	de	marzo	de	1994,	según	el	acta	de
fojas	04,	los	que	determinan	un	despido	fáctico	que	se	sumó	a	los	actos	de
hostilidad	mencionados	en	las	cartas	de	fojas	05-07,	los	mismos	que
obligaron	a	la	demandante	a	dar	por	terminada	la	relación	laboral;	que	el
restablecimiento	de	esta	relación	no	puede	lograrse	con	la	voluntad	de	una
sola	de	las	partes,	por	lo	que	no	surte	efectos	la	invitación	a	reincorporarse
que	le	hace	la	demandada	mediante	la	carta	de	fojas	06	de	fecha	07	de
marzo	de	1994,	si	el	trabajador	no	la	acepta,	correspondiendo	amparar	la
indemnización	por	un	despido	injustificado	(…).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	851-
95-BS(S),	feb.	29/96.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—La	reposición	en	caso	de	desactivación	del	puesto	de
trabajo.	“El	memorándum	GA-342-96	de	fecha	31	de	octubre	de	1996	que
obra	a	fojas	11	de	autos,	en	el	cual	se	señala	que	la	Superintendencia	de
Ingeniería	de	Mantenimiento	perteneciente	al	Área	de	Generación	Térmica
ha	sido	desactivada	durante	los	años	1993	y	1994	no	existiendo	en	la
actualidad	el	puesto	de	técnico	mecánico	de	grupos	electrógenos	que
desempeñaba	el	demandante,	pone	en	evidencia	circunstancias	por	las	que
atraviesa	la	demandada	en	cuanto	a	las	limitaciones	de	sus	instalaciones	de
esta	área	de	Ingeniería	de	Mantenimiento	a	la	cual	pertenecía	el	actor	a	la
fecha	de	su	cese,	causas	sobrevinientes	a	las	que	ocurrieron	al	momento	del
despido	que	ha	sido	objeto	de	la	litis.	Segundo:	que,	sin	embargo	la
oposición	de	la	demandada	a	la	reposición	del	accionante,	sustentada	en
este	memorándum	no	es	suficiente,	por	cuanto	de	existir	la	imposibilidad
material	que	alega,	la	ley	preveyendo	(sic)	este	supuesto,	da	al	empleador	la
posibilidad	de	reponer	al	trabajador	en	un	puesto	similar	y	de	categoría	no
inferior,	conforme	lo	señala	el	artículo	41	del	Reglamento	de	la	Ley	24514	y
artículo	53	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728	(sic).
Tercero:	que,	esta	posibilidad	no	ha	sido	puesta	a	consideración	del	actor
quien	mediante	recurso,	que	en	este	expedientillo	(sic)	corre	a	fojas	17,	la
admite	al	señalar:	‘que	en	el	supuesto	negado	que	la	dirección	o	gerencia	en
la	que	laboraba	se	encuentra	desactivada	o	no	exista,	la	reposición	debe
verificarse	en	otra	área	o	dirección	sin	afectar	mi	cargo,	categoría	y
remuneración	(…)’,	mostrando	una	intención	de	ser	repuesto	en	otra
dependencia,	por	lo	que	debe	darse	cumplimiento	al	mandato	judicial	con	el
que	concluye	el	proceso,	no	habiendo	lugar	a	que	la	demandada	intente
remover	la	cosa	juzgada	con	articulaciones	(sic)	como	las	que	deduce	(…).”
(RSL,	2da	Sala,	Exp.	982-97-R(A),	may.	09/97.	V.	P.	Céspedes	Cabala)
JURISPRUDENCIA.—El	título	preliminar	del	Código	Civil	establece	principios
generales	que	pueden	ser	aplicados	supletoriamente	en	el	ámbito	del	derecho
laboral.	De	acuerdo	al	principio	nom	bis	in	ídem,	el	trabajador	no	puede	ser
sancionado	doblemente	por	un	mismo	hecho.	“Primero.-	Que,	las	denuncias	de
inaplicación	de	los	artículos	treintinueve	y	cuarenta	del	Reglamento	Interno
de	Trabajo	de	Telefónica	del	Perú	Sociedad	Anónima,	previstas	en	los
puntos	e)	y	f),	resultan	manifiestamente	improcedentes	debido	a	que	las
normas	que	contienen	dichos	artículos	no	son	de	derecho	material;
Segundo.-	Que,	en	lo	que	respecta	al	cargo	de	inaplicación	del	artículo	ciento
cuarentitrés	del	Código	Civil,	el	justiciable	sostiene	que	en	el	caso	de	autos
la	empresa	ha	utilizado	la	forma	señalada	en	el	artículo	treintinueve	de	su
Reglamento	Interno	de	Trabajo	y	que	la	medida	de	suspensión	aplicada	al
actor	no	constituye	una	irregularidad	de	forma	sino	un	acto	jurídico	válido	y
eficaz;	al	respecto,	este	extremo	del	recurso	no	puede	prosperar	toda	vez
que	de	la	fundamentación	del	mismo	no	se	advierte	cuál	es	el	nexo	de
causalidad	entre	la	norma	y	la	materia	sub	litis;	Tercero.-	Que,	por	su	parte
las	denuncias	de	inaplicación	del	artículo	doce	del	Decreto	Supremo	cero
cero	tres	-	noventisiete	-	TR,	y	de	los	artículos	treintisiete	y	treintiocho	del
Reglamento	Interno	de	Trabajo	de	la	demandada,	no	resultan	viables	dado
que	la	litis	no	versa	sobre	si	la	sanción	disciplinaria	es	o	no	una	causal	de
suspensión	del	contrato	de	trabajo,	ni	menos	sobre	a	quien	le	corresponde
aplicar	las	sanciones	disciplinarias,	Cuarto.-	Que,	al	fundamentar	el	cargo	de
inaplicación	del	artículo	treintiuno	del	Decreto	Legislativo	setecientos
veintiocho	el	justiciable	sostiene	que	la	demandada	no	ha	observado	el
principio	de	inmediatez	dado	que	el	hecho	que	se	le	imputa	fue	conocido
por	la	empresa	el	día	cinco	de	setiembre	de	mil	novecientos	noventiocho,
pero	la	carta	de	imputación	de	cargos	le	fue	notificada	después	de
veintiocho	días;	al	respecto,	establecer	si	se	ha	cumplido	o	no	con	el	aludido
principio	es	una	cuestión	ligada	a	la	prueba	y	–por	ende–	escapa	a	los	fines
del	extraordinario	recurso	de	casación;	Quinto.-	Que,	por	su	parte	la
fundamentación	de	la	denuncia	contenida	en	el	punto	g)	cumple	con	las
exigencias	del	artículo	cincuentiocho	del	texto	modificado	de	la	Ley	Procesal
del	Trabajo,	lo	que	determina	que	la	misma	resulte	Procedente
correspondiendo	emitir	pronunciamiento	de	fondo;	Sexto.-	Que,	el	Título
Preliminar	del	Código	Civil	establece	principios	de	alcance	general	que
pueden	ser	aplicados	supletoriamente	a	las	demás	ramas	del	derecho,	como
lo	es	el	derecho	laboral;	siendo	así,	conviene	analizar	si	como	reclama	el
actor,	se	debió	aplicar	el	artículo	octavo	del	indicado	Título	Preliminar,	el
mismo	que	establece	que	en	caso	de	defecto	o	deficiencia	de	la	ley,	los
jueces	no	pueden	dejar	de	administrar	justicia,	sino	que	deben	aplicar	los
principios	generales	del	derecho,	y	preferentemente,	los	que	inspiran	el
derecho	peruano;	Sétimo.-	Que,	el	justiciable	sostiene	que	la	impugnada
debió	aplicar	el	principio	laboral	del	nom	bis	in	ídem,	según	el	cual	el
trabajador	no	puede	ser	sancionado	doblemente	por	un	mismo	hecho,
constituyendo	este	principio	un	límite	al	poder	disciplinario	de	la
empleadora;	Octavo.-	Que,	las	instancias	inferiores	han	establecido	que	se
ha	acreditado	objetivamente	la	falta	grave	cometida	por	el	trabajador,	esto
es,	el	incumplimiento	de	sus	obligaciones	de	trabajo,	que	supone	el
quebrantamiento	de	la	buena	fe	laboral	y	la	inobservancia	del	Reglamento
Interno	de	Trabajo;	asimismo	reconocen	que	antes	del	despido	se	le	impuso
al	recurrente	la	medida	disciplinaria	de	suspensión	sin	goce	de	haberes;	sin
embargo,	indican	que	la	imposición	de	esta	última	medida	constituye
simplemente	una	irregularidad	que	fue	subsanada	por	la	empresa	con	la
carta	de	fojas	diecisiete,	mediante	la	cual	se	dejó	sin	efecto	la	misma;
Noveno.-	Que,	no	obstante,	la	impugnada	no	ha	tenido	en	cuenta	que	la
medida	disciplinaria	impuesta	al	recurrente	fue	cumplida	por	éste,	motivo
por	el	que	no	se	le	podía	volver	a	sancionar	por	los	mismos	hechos,	como	ha
acontecido	en	el	caso	de	autos;	siendo	así,	resulta	que	el	despido	del
impugnante	deviene	arbitrario,	correspondiéndole	por	tanto	las
indemnizaciones	previstas	en	el	Decreto	Supremo	cero	cero	tres	-
noventisiete	-	TR	y	en	el	acta	de	compromiso;	Sentencia:	Por	lo	antes
expuesto:	declararon	Fundado	el	Recurso	de	Casación	interpuesto.”	(Cas.
Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	1949-2000-Ilo.	dic.	28/2000)
JURISPRUDENCIA.—La	procedencia	de	una	indemnización	por	daños	y
perjuicios	en	la	vía	civil	responde	a	distintos	supuestos	de	la	indemnización
laboral	por	despido	arbitrario.	Tratándose	de	una	denuncia	calumniosa	se
requiere	acreditar	que	el	empleador	obró	ilícitamente.	“Respecto	a	la
inaplicación	del	artículo	34	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto
Legislativo	728	(Ley	de	Competitividad	y	Productividad	Laboral)	aprobado
por	Decreto	Supremo	003-97-TR,	refiere	que	el	segundo	párrafo	de	la
norma	citada	dispone	que	en	el	caso	de	despido	arbitrario	por	no	haberse
expresado	causa	o	no	poderse	demostrar	ésta	en	juicio,	el	trabajador	tiene
derecho	al	pago	de	la	indemnización	establecida	en	el	artículo	38,	como
única	reparación	por	el	daño	sufrido;	por	consiguiente,	la	recurrente
considera	que	la	sala	superior	de	haber	aplicado	dicha	norma	habría
pronunciado	por	la	improcedencia	de	la	demanda,	al	haber	sido	objeto	de
tutela	jurisdiccional	el	actor,	sobre	la	misma	pretensión	en	el	proceso
laboral	que	corre	como	acompañado.	Cuarto.-	En	cuanto	a	esta	denuncia
sobre	la	inaplicación	del	artículo	34	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto
Legislativo	728	(Ley	de	Competitividad	y	Productividad	Laboral),	aprobado
por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	el	supuesto	de	hecho	recogido	en	esta
norma	refiere	la	terminación	de	una	relación	jurídica	laboral,	perdiendo	una
de	las	partes	su	situación	jurídica	del	trabajador	a	raíz	de	una	conducta
arbitraria	de	su	empleador,	quien	procede	a	dar	terminado	el	vínculo
laboral	a	través	del	despido.	Conforme	se	advierte	de	los	fundamentos	de
hechos	presentados	en	la	demanda	de	fojas	trece,	el	demandante	sostiene
que	la	conducta	calumniosa	del	demandado	le	ha	provocado	un	daño	moral,
habiéndose	menoscabado	su	honor	y	reputación	como	persona	en	la
comunidad	en	la	reside.	Por	lo	expuesto,	los	hechos	indicados	determinan	la
existencia	de	supuestos	concretos	distintos.	Quinto.-	Referente	a	la
inaplicación	del	artículo	1982	del	Código	Civil,	el	recurrente	señala	‘(...)	que
dicha	norma	material	exige	que	a	efectos	de	la	interposición	de	una
demanda	sobre	daños	y	perjuicios,	es	necesario	la	existencia	de	una
denuncia	ante	la	autoridad	competente	a	alguna	persona	atribuyéndole	la
comisión	de	un	hecho	punible	(...)’;	afirma	también	(...)	‘que	dicho	supuesto
no	se	ha	dado	en	el	presente	caso,	ya	que	en	ningún	momento	se	puso	en
conocimiento	sobre	los	hechos	materia	del	despido	a	las	autoridades
competentes	(...)’.	Sexto.-	Al	respecto,	cabe	señalar	que	la	causal	de
inaplicación	de	una	norma	de	derecho	material	se	configura	cuando	el
juzgador	no	aplica	la	norma	de	derecho	material	correspondiente	al	caso
concreto,	de	acuerdo	a	los	fundamentos	de	hecho	que	hayan	sido
concretamente	comprobados	y	atender	a	lo	que	es	materia	de	litis.	Sétimo.-
Que,	según	los	hechos	expuestos	en	la	demanda,	la	reparación	del	daño
moral	que	solicita	el	demandante,	deriva	del	acto	calumnioso	por	habérsele
imputado	la	calidad	de	ladrón,	lo	cual	no	sólo	dio	origen	a	la	pérdida	de	su
trabajo	(lo	que	ya	fue	indemnizado),	sino	también	al	menoscabo	de	su	honor
y	reputación	como	persona	en	la	comunidad	en	la	que	reside.	De	manera
que,	en	la	denuncia	materia	de	análisis	se	deberá	establecer	si	según	los
hechos	fijados	por	las	sentencias	resultan	ellos	subsumibles	en	la	categoría
de	indemnización	por	denuncia	calumniosa	prevista	en	el	artículo	1982	del
Código	Civil.	Octavo.-	Que,	conforme	se	advierte	de	la	demanda	de	fojas
trece,	de	la	contestación	a	fojas	cuarenta	y	de	las	sentencias	de	fojas
setentidós	y	ciento	seis,	los	hechos	concretos	en	base	a	los	cuales	se	deberá
determinar	la	norma	aplicable	se	encuentran	referidos	a	una	conducta
calumniosa	por	parte	del	demandado	en	contra	del	demandante,	lo	cual	ha
dado	origen	no	sólo	al	despido	del	demandante;	sino	también	a	un	daño
moral	que	ha	producido	un	menoscabo	en	la	persona	del	demandante,	en	su
honor	y	reputación.	Por	lo	que	éstos	resultan	subsumibles	en	el	supuesto	de
hecho	previsto	en	el	artículo	1982	del	Código	Civil,	supuesto	de	hecho	que
conforme	lo	establece	la	doctrina	‘(...)	determina	la	existencia	de
responsabilidad	del	denunciante	por	daños	causados	al	denunciado,	sólo	si	el
primero	ha	obrado	con	dolo	(...)’	(Giovanna	Visintini.	Tratado	de	la
Responsabilidad	Civil.	Tomo	uno,	Editorial,	Astrea,	Buenos	Aires	-
Argentina;	mil	novecientos	noventinueve,	página	trescientos	ochentitrés)	lo
que	deviene	evidentemente	en	una	conducta	ilícita,	lo	que	en	los	autos	no	ha
quedado	fijado	por	las	sentencias,	más	aún	si	de	los	fundamentos	señalados
por	las	partes	no	han	sido	fijados	en	medios	probatorios	la	existencia	de	una
conducta	dolosa	del	demandado	al	momento	de	realizar	los	hechos	que
habrían	originado	daños	en	el	demandante;	por	lo	que	resulta	plenamente
aplicable	el	supuesto	de	hecho	previsto	en	el	artículo	1982	del	Código	Civil,
respecto	a	la	responsabilidad	por	denuncia	calumniosa;	debiendo
precisarse	que	un	despido	arbitrario	que	es	así	declarado	por	el	juez
competente	no	origina	‘per	se’	una	indemnización	por	daños	y	perjuicios	en
la	vía	civil	distinto	a	la	indemnización	laboral,	si	es	que	no	llega	a
establecerse	y	acreditar	la	conducta	ilícita	del	denunciante	ex-empleador
derivada	de	una	denuncia	formulada	ante	autoridad	competente,	por	lo	que
esta	denuncia	debe	ser	estimada.	Noveno.-	Conforme	a	los	argumentos
expuestos,	al	ser	aplicable	el	artículo	1982	del	Código	Civil,	dentro	de	los
cuales	se	subsumen	los	supuestos	de	hecho	establecidos	en	la	demanda	y	al
no	haberse	acreditado	su	supuesto	de	hecho	corresponde	desestimar	la
demanda,	decisión	que	fue	fijada	en	la	sentencia	apelada	de	fojas	setentidós
en	cuyo	quinto	considerando	se	estableció	que	los	aspectos	contemplados
en	el	artículo	1982	Código	Civil	no	ha	sido	razonable	ni	fehacientemente
probados.	4.	Decisión.	Por	las	consideraciones	expuestas;	estando	a	lo
establecido	en	el	artículo	396	del	Código	Procesal	Civil:	A.	Declararon
Fundado	el	recurso	de	casación	interpuesto.”	(Cas.	Sala	de	Derecho
Constitucional	y	Social.	Exp.	2683-2002-La	Libertad.	jun.	03/2004).
JURISPRUDENCIA.—En	una	acción	de	amparo,	el	Tribunal	Constitucional	ha
determinado	que	la	extinción	unilateral	de	la	relación	laboral	fundada	única	y
exclusivamente	en	la	voluntad	del	empleador	se	encuentra	afectada	de
nulidad.	“La	demandada	reconoce	expresamente	que	el	recurrente	fue
objeto	de	despido	arbitrario,	resolviendo	el	vínculo	laboral	sin	expresar
motivación,	justificando	su	proceder	al	amparo	del	artículo	34	del	Texto
Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	que	en	estos	casos	establece
como	única	reparación	al	trabajador,	por	el	daño	sufrido,	el	pago	de	una
indemnización	especial.	En	todo	caso	y	aun	cuando	la	carta	cuestionada
invoca	que	el	despido	producido	responde	a	las	evaluaciones	realizadas	al
demandante,	no	se	ha	acreditado	en	autos	su	existencia	o,	cuando	menos,
los	alcances	que	supuestamente	tuvieron.
4.	El	trabajo,	base	del	bienestar	social	y	medio	de	realización	de	la	persona,
es	un	derecho	humano	reconocido	por	el	artículo	22	de	la	Constitución
Política	vigente,	y	como	tal,	corresponde	al	Estado	garantizar	su	plena
vigencia.	Adicionalmente	a	ello,	la	propia	Constitución,	en	su	artículo	27,
formula	un	mandato	concreto	al	legislador,	a	fin	de	que,	a	través	de	la	ley,
provea	al	trabajador	de	una	protección	adecuada	contra	el	despido
arbitrario.	Tal	disposición,	sin	embargo,	no	puede	entenderse	como	que	se
está	constitucionalizando	el	derecho	del	empleador	de	despedir
arbitrariamente,	como	parece	entenderlo	la	emplazada.
5.	Este	tribunal	ha	subrayado	reiteradamente	que	la	extinción	unilateral	de
la	relación	laboral,	fundada,	única	y	exclusivamente,	en	la	voluntad	del
empleador,	se	encuentra	afectada	de	nulidad	–y,	por	consiguiente,	el
despido	carecerá	de	efecto	legal–	cuando	se	produce	con	violación	de	los
derechos	fundamentales	de	la	persona.	En	tales	circunstancias,	resulta
evidente	que	tras	producirse	una	modalidad	de	despido	arbitrario	como	la
descrita,	procede	la	reposición	como	finalidad	eminentemente	restitutoria
de	todo	proceso	constitucional	de	tutela	de	derechos.	Para	llegar	a	dicha
conclusión	se	ha	sostenido,	y	ahora	se	reitera,	que	la	protección	adecuada	a
que	se	refiere	el	artículo	27	de	la	Constitución	no	puede	ser	interpretada
como	una	facultad	de	disposición	absolutamente	discrecional	por	parte	del
legislador,	que	habilite	como	alternativa,	exclusiva	y	excluyente,	la
representada	por	la	indemnización.	Si	en	los	procesos	ordinarios	es	posible
concebir	fórmulas	de	protección	distintas	a	la	estrictamente	resarcitoria,
con	mayor	razón	puede	ello	predicarse	en	los	procesos	constitucionales,
donde	el	propósito	no	es	otro	que	la	restauración	de	las	cosas	al	estado
anterior	a	la	violación	o	amenaza	de	violación	de	un	derecho	constitucional,
tal	como	lo	establece	el	artículo	1°	de	la	Ley	N°	23506.
6.	Detectado	el	despido	arbitrario,	luego	de	haberse	comprobado	la
inexistencia	de	una	causa	determinada	que	lo	produzca,	resulta	evidente
que	si	el	demandante	acudió	a	la	vía	del	amparo	constitucional,	no	lo	ha
hecho	con	el	propósito	de	que	se	lo	indemnice,	sino	con	la	finalidad
concreta,	por	lo	demás	claramente	expresada	en	el	petitorio	de	la	demanda,
de	que	se	le	reponga	en	su	puesto	de	trabajo.	Concluir	en	que	la	única
alternativa	a	la	que	podría	acogerse	el	recurrente	es	la	indemnización	a	que
se	refiere	el	artículo	34	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	significaría	incurrir
en	el	absurdo	de	interpretar	la	Constitución	de	conformidad	con	la	ley,
cuando	la	actividad	de	este	colegiado,	como	la	de	cualquier	otro	juzgador
constitucional,	obliga	exactamente	a	lo	contrario,	es	decir,	a	interpretar	la
ley	de	conformidad	con	la	Constitución.	Ello	impone,	como	no	puede	ser	de
otra	manera,	considerar	que	no	puede	ser	aplicable	al	caso	del	recurrente	el
citado	dispositivo	legal,	si	es	que	este	no	otorga	la	opción	reparadora	que,
por	el	contrario,	sí	le	dispensa	el	proceso	constitucional.
7.	Cabe	añadir,	una	vez	más,	que	al	razonar	del	modo	descrito,	no	se	está
evaluando	el	despido	producido	exclusivamente	desde	la	perspectiva	de	los
requisitos	que	la	ley	impone,	sino	desde	la	óptica	que	proporciona	el	cuadro
de	valores	materiales	establecido	por	la	Constitución.	La	lesión	a	los
derechos	constitucionales,	por	lo	tanto,	no	se	concreta	con	el	solo	hecho	de
no	haber	cumplido	la	ley,	por	lo	que	esta,	stricto	sensu,	representa,	sino	por
haberse	utilizado	la	figura	del	despido	incausado	como	un	mecanismo	de
vulneración	o	distorsión	de	tales	atributos	esenciales.
8.	Teniendo	la	reclamación	del	pago	de	las	remuneraciones	dejadas	de
percibir,	naturaleza	indemnizatoria,	y	no	obviamente	restitutoria,	no	es	ésta
la	vía	en	la	que	corresponda	atenderla,	debiendo	dejarse	a	salvo	el	derecho
del	recurrente	para	hacerla	valer,	en	todo	caso,	en	la	forma	legal	que
corresponda.
Por	estos	fundamentos,	el	Tribunal	Constitucional,	con	la	autoridad	que	la
Constitución	Política	del	Perú	le	confiere,
Ha	resuelto
1.	Declarar	Fundada	la	demanda;	en	consecuencia,	ordena	que	la
demandada	reponga	a	don	(...)	en	el	cargo	que	desempeñaba	al	momento	de
la	violación	de	sus	derechos	constitucionales,	o	en	otro	de	igual	nivel	o
categoría.
2.	Improcedente	el	pago	de	las	remuneraciones	que	por	razón	del	cese	haya
dejado	de	percibir,	dejando	a	salvo	su	derecho	de	reclamarlas	en	la	forma
legal	respectiva.”	(Amparo.	Tribunal	Constitucional.	Exp.	1672-2003-
AA/TC)
DOCTRINA.—El	 trabajador	 decide	 el	 tipo	 de	 reparación,	 entre	 su
reposición	 al	 puesto	 o	 el	 pago	 de	 la	 indemnización.	 “(...)	 En	 el	 Perú	 a
partir	 del	 Decreto	 Ley	 N°	 18471	 se	 consagró	 legislativamente	 la
denominación	 ‘estabilidad	 laboral’,	 constituyendo	 su	máxima	 expresión	 lo
estipulado	 en	 el	 artículo	 48	 de	 la	 Constitución	 de	 1979,	 que	 reconocía
expresamente	 que	 [e]l	 Estado	 reconoce	 el	 derecho	 de	 estabilidad	 en	 el
trabajo.	En	efecto	dicha	norma	establecía	que	‘El	Estado	reconoce	el	derecho
de	 estabilidad	 en	 el	 trabajo.	 El	 trabajador	 sólo	 puede	 ser	 despedido	 por
causa	justa,	señalada	en	la	ley	y	debidamente	comprobada’.
Sin	 embargo,	 jurídicamente	 dicha	 estabilidad	 jamás	 impidió	 el	 despido
directo	 del	 trabajador.	 Correspondió	 a	 las	 leyes	 establecer	 la	 forma	 de
reparar	 el	 daño	 ocasionado	 por	 un	 despido	 efectuado	 sin	 causa	 justa,	 es
decir	 en	 contravención	 de	 la	 norma	 constitucional.	 Y	 fueron	 dichas
disposiciones	y	no	 la	constitución	 las	que	determinaron	que	a	elección	del
trabajador	 tal	 reparación	 podía	 consistir	 en	 su	 reposición	 coercitiva	 o	 el
pago	de	una	 indemnización”.	 (T.	 C.,	 Exp.	 0038-2009-AA/TC,	 jun.	 23/2010.
Fundamento	de	voto	del	magistrado	Calle	Hayen)
COMENTARIO.—El	derecho	a	 la	 reposición.	La	 reposición	 o	 readmisión
en	el	empleo	es	procedente	únicamente	en	los	casos	de	despido	nulo,	salvo
que	el	trabajador	–en	la	etapa	de	ejecución	de	sentencia–	opte	por	el	monto
que	le	correspondería	en	concepto	de	indemnización	por	despido	arbitrario.
DESPIDO	DE	HECHO
D.	S.	001-96-TR.
ART.	45.—La	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo,	a	solicitud	de
parte,	prestará	su	concurso	para	verificar	el	despido	arbitrario
que	se	configure	por	la	negativa	injustificada	del	empleador	de
permitir	el	ingreso	del	trabajador	al	centro	de	labores;	lo	que	se
hará	constar	en	el	acta	correspondiente.
Igualmente,	el	trabajador	podrá	recurrir	a	la	autoridad	policial,	a
fin	de	que	se	efectúe	la	referida	constatación,	en	la	que	se	deberá
especificar	la	identidad	y	cargo	de	las	personas	que	intervinieron
en	el	acto,	el	lugar	donde	se	realizó	la	diligencia	y	la	manifestación
de	las	partes.
COMENTARIO.—El	despido	intempestivo	o	de	hecho.	Existen	situaciones
en	que	la	única	manifestación	del	despido	queda	constituida	por	la	negativa
del	empleador	de	permitir	el	ingreso	del	trabajador	a	la	empresa.
En	 tales	 supuestos,	 para	 acreditar	 fehacientemente	 el	 cese	 arbitrario,	 el
trabajador	 podrá	 recurrir	 ante	 la	 autoridad	 de	 trabajo	 de	 acuerdo	 a	 lo
normado	en	el	número	de	orden	55	del	TUPA	del	Ministerio	de	Trabajo,	o
ante	la	autoridad	policial.
OPCIÓN	DEL	TRABAJADOR	HOSTILIZADO
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	35.—El	trabajador	que	se	considere	hostilizado	por
cualquiera	de	las	causales	a	que	se	refiere	el	artículo	30	de	la
presente	ley,	podrá	optar	excluyentemente	por:
a)	Accionar	para	que	cese	la	hostilidad.	Si	la	demanda	fuese
declarada	fundada	se	resolverá	por	el	cese	de	la	hostilidad,
imponiéndose	al	empleador	la	multa	que	corresponda	a	la
gravedad	de	la	falta;	o
b)	La	terminación	del	contrato	de	trabajo	en	cuyo	caso
demandará	el	pago	de	la	indemnización	a	que	se	refiere	el	artículo
38	de	esta	ley,	independientemente	de	la	multa	y	de	los	beneficios
sociales	que	puedan	corresponderle.
PLAZO	PARA	ACCIONAR.	CADUCIDAD
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	36.—El	plazo	para	accionar	judicialmente	en	los	casos	de
nulidad	de	despido,	despido	arbitrario	y	hostilidad	caduca	a	los
treinta	días	naturales	de	producido	el	hecho.
La	caducidad	de	la	acción	no	perjudica	el	derecho	del	trabajador
de	demandar	dentro	del	período	prescriptorio	el	pago	de	otras
sumas	líquidas	que	le	adeude	el	empleador.
Estos	plazos	no	se	encuentran	sujetos	a	interrupción	o	pacto	que
los	enerve;	una	vez	transcurridos	impiden	el	ejercicio	del	derecho.
La	única	excepción	está	constituida	por	la	imposibilidad	material
de	accionar	ante	un	tribunal	peruano	por	encontrarse	el
trabajador	fuera	del	territorio	nacional	e	impedido	de	ingresar	a
él,	o	por	falta	de	funcionamiento	del	Poder	Judicial.	El	plazo	se
suspende	mientras	dure	el	impedimento.
C.	C.
ART.	2003.—La	caducidad	extingue	el	derecho	y	la	acción	correspondiente.
C.	C.
ART.	 2004.—Los	 plazos	 de	 caducidad	 los	 fija	 la	 ley,	 sin	 admitir	 pacto
contrario.
C.	C.
ART.	 2006.—La	 caducidad	 puede	 ser	 declarada	 de	 oficio	 o	 a	 petición	 de
parte.
C.	C.
ART.	2007.—La	caducidad	se	produce	transcurrido	el	último	día	del	plazo,
aunque	éste	sea	inhábil.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	57.—El	plazo	de	treinta	(30)	días	naturales	para	accionar	en	caso	de
hostilidad,	se	computa	desde	el	día	siguiente	de	vencido	el	plazo	otorgado	al
empleador	para	que	efectúe	su	descargo	o	enmiende	su	conducta,	según	sea
el	caso.
COMENTARIO.—Inicio	 del	 cómputo	 del	 plazo	 de	 caducidad	 con
relación	a	la	acción	por	hostilidad.	En	términos	del	todo	claros,	el	primer
párrafo	del	artículo	36	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,
aprobada	por	el	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	 señala	que	el	plazo	para
accionar	 judicialmente	 en	 los	 casos	 de	 nulidad	 del	 despido,	 despido
arbitrario	 y	 hostilidad	 caduca	 a	 los	 treinta	 días	 naturales	 de	 producido	 el
hecho.	 Se	 entiende	 que	 el	 “hecho”	 está	 referido	 en	 los	 dos	 primeros
supuestos	 legales	 a	 la	 decisión	 del	 empleador	 de	 dar	 por	 terminada	 la
relación	 laboral,	 y	 en	 el	 último,	 al	 acto	 patronal	 que	 resulta	 agraviante	 al
trabajador	y	que	puede	ser	equiparado	al	despido.
En	 concordancia	 con	 lo	 anterior,	 el	 artículo	 30	 del	 mismo	 cuerpo	 legal
establece	que	en	los	casos	de	hostilidad	el	trabajador	antes	de	accionar	en	la
vía	 judicial,	deberá	emplazar	por	escrito	al	empleador	imputándole	el	acto
hostil	 y	 otorgándole	 un	 plazo	 razonable	 no	menor	 de	 seis	 días	 naturales
para	que	efectúe	el	correspondiente	descargo	o	enmiende	su	conducta.
La	 norma	 reglamentaria,	 concretamente	 el	 artículo	 57	 del	 Decreto
Supremo	N°	001-96-TR,	prescribe	–sin	embargo–	que	el	plazo	de	caducidad
del	derecho	para	accionar	por	hostilidad	establecido	legalmente	en	treinta
días	 naturales	 debe	 contarse	 no	 desde	 el	 acto	 hostil,	 sino	 desde	 el	 día
siguiente	a	aquel	en	que	venció	el	plazo	para	que	el	empleador	efectúe	sus
descargos	o	modifique	su	actitud.
No	cabe	duda	que	la	prescripción	reglamentaria	resulta	más	conveniente	al
trabajador	dado	que	amplía	el	período	en	el	cual	puede	tomar	las	acciones
pertinentes	contra	el	empleador	hostil,	pero	al	pretender	variar	los	alcances
de	 la	 ley	 –así	 sea	 en	 favor	 del	 trabajador–	 estaría	 desvirtuando	 el
ordenamiento	jurídico	vigente,	al	atentar	contra	su	estructura	jerárquica.
Respecto	al	plazo	de	caducidad,	debe	tenerse	en	cuenta	que	el	inicio	de	su
cómputo	 según	 lo	 dispuesto	 por	 el	 reglamento,	 aunado	 al	 texto	 también
reglamentario	 –artículo	 58	 del	 D.	 S.	 N°	 001-96-TR–	 por	 el	 cual
indirectamente	 los	 días	 naturales	 devienen	 en	 la	 práctica	 en	 días	 hábiles,
conlleva	a	que	el	plazo	de	treinta	días	señalado	en	la	ley	se	convierta	en	un
lapso	de	al	menos	45	días.
Si	bien	es	cierto	en	doctrina	existe	el	principio	de	aplicar	al	 trabajador	 la
norma	que	le	resulte	más	favorable,	este	principio	debe	ser	aplicado	–y	con
reservas–	 en	 el	 caso	 de	 coexistencia	 de	 disposiciones	 del	 mismo	 rango.
Argüir	 lo	contrario,	sería	aceptar	que	en	el	derecho	 laboral	el	sólo	criterio
de	la	favorabilidad	al	trabajador	es	suficiente	para	justificar	la	ruptura	de	la
escala	 normativa,	 permitiendo	 que	 normas	 subalternas	 modifiquen	 a	 las
que	tienen	rango	legal.
Recuérdese,	 para	 finalizar,	 que	 los	 decretos	 reglamentarios	 –a	 tenor	 del
numeral	octavo	del	artículo	118	de	la	Constitución–	no	pueden	transgredir
ni	desnaturalizar	las	leyes.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	58.—Se	entiende	por	falta	de	funcionamiento	del	Poder	Judicial,	a	que
se	 refiere	 el	 artículo	 69	 de	 la	 ley,	 además	 de	 los	 días	 de	 suspensión	 del
despacho	 judicial	 conforme	 al	 artículo	 247	 de	 la	 Ley	 Orgánica	 del	 Poder
Judicial,	 aquéllas	 otras	 situaciones	 que	 por	 caso	 fortuito	 o	 fuerza	 mayor,
impidan	su	funcionamiento.
COMENTARIO.—Cómputo	 de	 los	 plazos	 laborales	 de	 caducidad.	 En
materia	laboral,	el	artículo	36	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad
Laboral	 dispone	 que	 el	 plazo	 para	 accionar	 judicialmente	 en	 los	 casos	 de
despido	 arbitrario,	 nulidad	 de	 despido	 y	 hostilidad,	 caduca	 a	 los	 treinta
días	naturales	de	producido	el	hecho.	La	alusión	al	cómputo	del	plazo	en
días	 naturales,	 queda	 reafirmada	 a	 tenor	 del	 artículo	 57	 del	 Decreto
Supremo	N°	001-96-TR,	Reglamento	de	la	Ley	de	Fomento	de	Empleo.
El	último	párrafo	del	mencionado	artículo	36,	establece	por	excepción	que
el	plazo	de	caducidad	se	suspende	únicamente	en	dos	situaciones,	a	saber:
-	Por	imposibilidad	material	de	accionar	ante	un	tribunal	peruano,	cuando
el	 trabajador	 se	 encuentra	 fuera	 del	 territorio	 nacional	 e	 impedido	 de
ingresar	en	él,	y
-	Por	falta	de	funcionamiento	del	Poder	Judicial.
Las	 anteriores	 prescripciones	 de	 naturaleza	 laboral	 guardan	 estrecha
concordancia	 con	 las	 disposiciones	 del	 Código	 Civil	 al	 respecto.	 Así,	 el
artículo	1994	–en	su	inciso	8–	y	el	2005	de	dicho	cuerpo	normativo,	señalan
en	 similares	 términos	 el	 carácter	 continuo	 de	 la	 caducidad,	 salvo	 en	 el
supuesto	de	 imposibilidad	de	reclamar	por	el	derecho	conculcado	ante	un
tribunal	peruano.
En	 doctrina	 se	 acepta	 que	 los	 plazos	 de	 caducidad	 deban	 suspenderse
cuando	 es	 inviable	 que	 el	 afectado	 pueda	 recurrir	 a	 los	 entes
jurisdiccionales	competentes,	y	se	considera	que	 tal	posibilidad	se	plantea
con	 motivo	 de	 situaciones	 de	 extrema	 gravedad	 como	 pueden	 ser	 la
ocurrencia	 de	 calamidades,	 guerras,	 estados	 de	 rebelión,	 de	 quiebra	 del
régimen	 democrático	 y	 otros	 que	 por	 sus	 magnitudes	 y	 consecuencias
hagan	 imposible	el	desempeño	normal	de	 las	 instancias	 jurisdiccionales,	o
aun	devengan	en	su	supresión	absoluta.
Sin	 embargo,	 el	 artículo	 58	 del	 citado	 reglamento	 remite	 a	 la	 propia	 Ley
Orgánica	 del	 Poder	 Judicial,	 cuyo	 artículo	 247	 señala	 que	 se	 entiende	 por
falta	 de	 funcionamiento	 del	 Poder	 Judicial	 a	 los	 días	 sábados,	 domingos,
feriados	no	laborables,	de	duelo	nacional	y	judicial,	de	inicio	del	año	judicial
y	al	día	del	juez,	entre	otros.
Queda	 claro,	 entonces,	 que	 por	 la	 vía	 del	 reglamento	 se	 pretendería
desvirtuar	el	contenido	de	la	propia	ley,	dado	que	el	plazo	por	ésta	señalado
en	 días	 naturales	 o,	 lo	 que	 es	 lo	 mismo,	 en	 días	 calendarios,	 se	 vería
modificado	a	días	hábiles.
El	artículo	148	de	la	Constitución,	de	aplicación	en	el	caso	que	nos	ocupa,
establece	que	en	todo	proceso	los	jueces	prefieren	la	norma	legal	sobre	toda
otra	 norma	 de	 rango	 inferior,	 por	 lo	 que	 la	 aplicación	 de	 la	 norma
reglamentaria	debería	ser	relegada.
Por	último,	es	del	todo	entendible	que	el	 legislador	–y	también	el	 juez,	de
acuerdo	a	 lo	que	 se	desprende	del	 acuerdo	N°	01	del	Pleno	 Jurisdiccional
Laboral	 de	 1999–	 dada	 la	 brevedad	 de	 los	 plazos	 de	 caducidad	 laborales
pretenda	ampliar	su	cómputo,	pero	la	vía	seguida	se	muestra	a	todas	luces
como	 inadecuada.	 Debe	 tenerse	 muy	 presente	 que	 las	 normas	 sobre
caducidad	no	tienen	por	finalidad	necesariamente	la	búsqueda	de	la	justicia,
y	sí	 la	del	orden	y	 la	seguridad	 jurídicas,	por	 lo	que	son	conceptos	que	no
deben	teñirse	por	criterios	de	favorabilidad	en	beneficio	de	cualesquiera	de
las	partes	de	la	relación	laboral.
JURISPRUDENCIA.—Acuerdos	-	II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia
Laboral:	¿Cuál	es	el	plazo	de	caducidad	y	cómo	se	computa,	para	presentar
una	demanda	de	reposición	por	despido	incausado	o	despido	fraudulento?.	“El
plazo	de	caducidad	para	interponer	una	demanda	de	reposición	por	despido
incausado	o	despido	fraudulento	es	de	treinta	(30)	días	hábiles	de
producido	el	despido	calificado	como	inconstitucional,	de	conformidad	con
el	artículo	36	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728,
aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR.	En	los	casos	en	que	exista	en
trámite	una	demanda	de	amparo,	ésta	deberá	ser	reconducida	ante	el	juez
ordinario	laboral	si	se	verifica	que	la	misma	ha	sido	interpuesta	dentro	del
plazo	de	30	días	hábiles”.	(C.	S.,	II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia
Laboral,	jul.	04/2014.	S.	S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—CS	interpreta	el	artículo	36	del	D.	S.	003-97-TR:
suspensión	del	plazo	de	caducidad	afecta	a	la	pretensión	específica	sometida	a
conciliación	y	a	todos	los	conceptos	de	carácter	laboral.	“En	ese	entendido,	el
plazo	de	suspensión	de	caducidad	se	debe	aplicar	no	solamente	para	los
conceptos	que	específicamente	se	señalen	en	la	solicitud	de	conciliación,
sino	también	para	todos	aquellos	conceptos	en	donde	opere	la	caducidad,
esto	es,	los	que	se	encuentran	establecidos	en	el	artículo	36	del	Texto	Único
Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	Ley	de	Productividad	y
Competitividad	Laboral,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	y
también	para	las	formas	del	despido	creadas	por	el	Tribunal	Constitucional,
como	el	despido	incausado	y	despido	fraudulento,	todo	ello	para	no
desproteger	los	derechos	del	trabajador,	pues	nuestro	ordenamiento
jurídico	no	permite	el	abuso	del	derecho,	mucho	más	si	la	norma	que
reclama	infraccionada,	no	es	restrictiva,	y	se	refiere	al	plazo	de	caducidad	en
materia	laboral,	razón	por	la	cual	aplicando	las	normas	hermenéuticas
jurídicas	en	dicha	materia,	debe	aplicarse	la	que	más	favorezca	al	trabajador
(...)”.	(C.	S.,	Cas.	12546-2015-Callao,	mar.	03/2016.	V.	P.	Malca	Guaylupo)
JURISPRUDENCIA.—El	plazo	de	caducidad	no	se	interrumpe	pese	a	los
trámites	de	desistimiento	iniciados	por	el	trabajador.	“El	plazo	de	caducidad
para	interponer	una	acción	de	reposición	corre	desde	el	día	en	que	se
produjo	el	despido,	de	acuerdo	a	lo	que	señala	el	artículo	74	del	Decreto
Legislativo	728;	que	según	afirmación	del	actor	este	hecho	ocurrió	el	19	de
julio	de	1994,	cuando	supuestamente	se	le	intimidó	y	amenazó	para	firmar
su	carta	de	renuncia;	que	según	el	propio	dispositivo	citado	el	plazo	no	está
sujeto	a	interrupción	alguna	o	pacto	que	lo	enerve,	de	modo	que	el	trámite
de	desistimiento	que	efectuó	innecesariamente	el	demandante	no	altera	el
cómputo	de	los	30	días	que	tenía	para	interponer	la	demanda	(…).”	(RSL,
2da	Sala,	Exp.	6557-94-R(A),	mar.	15/95.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—La	acción	judicial	iniciada	por	el	sindicato	y	dirigida	a
que	la	empresa	cumpla	con	abonar	el	íntegro	de	la	participación	en	las
utilidades,	no	está	sujeta	al	plazo	de	caducidad	puesto	que	no	se	refiere	a	la
hostilidad.	“Segundo.-	Que,	la	demanda	ha	sido	incoada	por	el	Sindicato	de
Trabajadores	de	Cementos	Lima,	Sociedad	Anónima	y	no	por	algún
trabajador	en	particular	que	al	ver	afectado	su	derecho	por	falta	de	pago	del
íntegro	de	su	participación	en	las	utilidades	de	la	empresa	correspondientes
al	año	de	mil	novecientos	noventitrés,	tiene	el	derecho	de	exigir	el	cese	de	la
hostilidad	u	optar	por	darse	por	despedidos	y	reclamar	una	indemnización
por	despido	arbitrario;	que	se	trata	de	una	acción	laboral	del	sindicato	en
representación	de	sus	afiliados,	la	que	no	está	referida	a	ninguna	de	las	dos
opciones,	sino	a	que	se	reintegre	utilidades	que	por	cuestión	de	cálculos	que
se	estimen	mal	hechos	no	han	sido	pagados	en	forma	íntegra	y	se	pide	su
reintegro	en	forma	judicial;	que	el	sindicato	no	demandó	por	cese	de
hostilidad.
Tercero.-	Que,	al	no	tratarse	de	una	acción	por	causas	de	hostilidad	no	es	de
aplicación	el	artículo	setenticuatro	del	Decreto	Legislativo	número
setecientos	veintiocho,	modificado	por	la	Ley	número	veintiséis	mil
quinientos	trece,	la	cual	está	referida	al	caso	de	derechos	individuales;	y	si
esta	norma	no	es	aplicable	no	puede	alegarse	la	caducidad	de	la	acción	y	del
derecho	por	haberse	sobrepasado	el	plazo	de	treinta	días	desde	la	fecha	en
que	se	hizo	el	pago	de	las	utilidades	hasta	la	fecha	de	la	demanda.
Cuarto.-	Que,	en	efecto	la	causal	de	incorrecta	aplicación	del	artículo
setenticuatro	de	la	norma	antes	acotada,	está	configurada	pero	no	por	razón
del	inciso	segundo	del	artículo	veintiséis	de	la	Constitución,	como	se	aduce,
sino	porque	no	es	aplicable	a	este	juicio	la	caducidad	de	la	acción	por
hostilización;	razones	por	las	que	declararon	Fundado	el	recurso	de
casación	interpuesto	a	fojas	ciento	sesentisiete	por	el	Sindicato	de
Trabajadores	de	Cementos	Lima.”	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y
Social.	Exp.	1782-97.	Lima,	jul.	02/99)
JURISPRUDENCIA.—Pese	al	voto	discrepante	de	dos	vocales,	la	Corte
Suprema	ha	determinado	que	el	plazo	de	caducidad	en	los	casos	de	despido
nulo,	arbitrario	y	hostilidad	es	de	treinta	días	naturales	como	lo	precisa	la	Ley
de	Productividad	y	Competitividad	Laboral.	“El	actor	demanda	pago	de
indemnización	por	despido	arbitrario,	señalando	que	laboró	para	la
embarcación	pesquera	(...),	como	tripulante,	que	dicha	embarcación	fue
adquirida	por	la	demandada	cuyos	representantes	legales	le	manifestaron
que	no	tenían	ningún	vínculo	laboral,	no	dejándoles	ingresar	a	partir	del	dos
de	mayo	de	mil	novecientos	noventisiete.	Segundo.-	que,	la	demandada	en
ejercicio	de	su	derecho	propone	la	excepción	de	caducidad	señalando	que	la
acción	la	ha	interpuesto	al	trigésimo	primer	día	de	producido	el	despido.
Tercero.-	que,	el	auto	de	vista	determina	que	el	plazo	para	interponer	la
demanda	es	de	treinta	días	naturales.	Cuarto.-	que,	respecto	a	las	dos
primeras	causales	debe	declararse	improcedente	pues	la	fundamentación
no	es	la	adecuada,	no	siendo	claro	ni	preciso,	siendo	viable	únicamente	por
la	tercera	causal.	Quinto.-	que,	el	artículo	treintiséis	del	Decreto	Supremo
cero	cero	tres	-	noventisiete	-	TR	-	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de
Fomento	al	Empleo,	prevé	el	plazo	para	accionar	judicialmente	en	los	casos
de	nulidad	de	despido,	despido	arbitrario	y	hostilidad,	la	cual	caduca	a	los
treinta	días	naturales	de	producido	el	hecho,	no	estando	sujeto	a	la
interrupción	o	pacto	que	los	enerve	una	vez	transcurrido	dicho	plazo,	lo	que
impide	el	ejercicio	del	derecho.	Sexto.-	que,	se	debe	precisar	que	el	petitorio
es	exclusivamente	la	indemnización	por	despido	injustificado,	mas	no,	pago
de	beneficios	sociales;	que	tanto	el	accionante	como	la	empresa	demandada
coinciden	que	a	partir	del	dos	de	mayo	de	mil	novecientos	noventisiete	no
se	permite	el	ingreso	a	dicho	centro	laboral,	que	habiendo	interpuesto	la
acción	el	dos	de	junio	de	mil	novecientos	noventisiete	ha	transcurrido	el
plazo	legal	para	accionar	por	indemnización	especial,	pues	interpone	al
trigésimo	primer	día,	cuando	había	caducado	la	acción;	que	la
interpretación	dada	por	el	colegiado	es	la	correcta;	por	lo	que	estando	a	las
consideraciones	a	las	que	se	arriba;	declararon	Infundado	el	recurso	de
casación	de	fojas	doscientos	treinticuatro	interpuesto	por	don	(...)	contra	la
sentencia	de	vista	de	fojas	doscientos	veinticinco,	su	fecha	ocho	de	enero	de
mil	novecientos	noventiocho;	en	los	seguidos	contra	la	empresa	de
Corporación	(...)	y	otra	sobre	Indemnización	por	despido	arbitrario.
SS.	Buendía	G.	Almeida	P.	Seminario	V.	Olivares	S.
El	voto	de	los	señores	vocales	Beltrán	Quiroga	y	Zegarra	Zevallos,	es	como
sigue.-	Considerando:	Primero.-	Que	las	dos	primeras	causales	invocadas	por
el	recurrente	no	han	sido	fundamentadas	con	claridad	y	precisión,	por	lo
que	no	procede	su	análisis	y	pronunciamiento.	Segundo.-	Que	la	tercera
causal	referida	a	la	incorrecta	aplicación	del	artículo	treintiséis	del	Texto
Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Fomento	al	Empleo	aprobado	mediante
Decreto	Supremo	cero	tres	-	noventisiete	-	TR,	si	reúne	los	requisitos	del
caso,	por	lo	que	debe	establecerse	en	esta	vía	cuál	es	el	cómputo	del	plazo
de	caducidad	de	treinta	días	que	contiene	dicha	norma	legal,	para	las
acciones	de	nulidad,	indemnización	u	hostilidad	que	se	derivan	del	despido
arbitrario	del	trabajador.	Tercero.-	Que	en	el	caso	de	autos	en	que	la
pretensión	es	la	indemnización	por	despido	injustificado,	el	término	se
deberá	contar	desde	que	ocurrió	el	hecho	del	despido,	el	que	según	la
sentencia	de	vista,	fue	el	dos	de	mayo	de	mil	novecientos	noventisiete,	hasta
la	fecha	de	interposición	de	la	demanda,	la	cual	aparece	como	dos	de	junio
del	mismo	año,	no	pudiendo	variarse	estos	hechos	por	cuanto	supone
valorar	la	prueba,	lo	que	no	está	permitido	en	sede	de	casación.	Cuarto.-	Que
sin	embargo,	ejerciendo	el	control	de	legalidad	que	corresponde,	se	debe
aclarar	que	no	se	debía	aplicar	aisladamente	el	artículo	treintiséis	de	la	ley
invocada,	sino	en	concordancia	con	el	artículo	cincuentiocho	de	su
reglamento	aprobado	mediante	Decreto	Supremo	cero	uno	-	noventiséis	-
TR,	que	desarrolla	las	excepciones	en	que	se	suspende	el	término	de
caducidad,	previstas	por	la	misma	ley,	así	como	el	artículo	dos	mil	cinco	del
Código	Civil.	Quinto.-	Que	una	de	ellas	está	referida	a	la	falta	de
funcionamiento	del	Poder	Judicial,	para	la	cual	el	reglamento	hace	una
remisión	al	artículo	doscientos	cuarentisiete	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder
Judicial	para	establecer	que	no	se	cuentan	los	días	en	que	hay	suspensión
del	despacho	judicial,	esto	es	además	de	la	apertura	del	año	judicial,	los	días
de	duelo	nacional	o	el	día	del	juez,	también	los	días	sábados,	domingos	y
feriados	no	laborales.	Sexto.-	Que	en	consecuencia,	el	término	de	treinta	días
previsto	por	el	artículo	treintiséis	de	la	Ley	de	Fomento	al	Empleo	se	debe
contar	en	la	práctica	solamente	los	días	hábiles,	lo	cual	no	desnaturaliza	el
texto	de	la	ley,	sino	desarrolla	la	excepción	contenida	en	ella	misma	y,	en	ese
sentido,	la	demanda	interpuesta	por	el	actor	se	encontraría	dentro	de
término,	ya	que	la	caducidad	vence	varios	días	después.	Sétimo.-	Que	ello
lleva	a	concluir	que	la	sentencia	de	vista	ha	incurrido	en	la	causal	de
casación	denunciada,	por	lo	que	en	aplicación	del	artículo	cincuentiocho	de
la	Ley	veintiséis	mil	seiscientos	treintiséis,	nuestro	voto	es	porque	se	declare
Fundado	el	recurso	de	casación.”	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y
Social.	Exp.	0502-98.	Del	Santa,	jun.	22/2000)
JURISPRUDENCIA.—Para	el	cómputo	del	plazo	de	caducidad,	la	conducta
hostil	de	rebajar	el	cargo	y	la	remuneración	del	trabajador	se	repite	mes	a
mes.	“(…)	De	los	fundamentos	vertidos	en	el	recurso	de	casación	se	advierte
que	la	entidad	recurrente	pretende	que	esta	sala	suprema,	aplique	el	plazo
de	caducidad	previsto	por	el	artículo	36	del	Texto	Único	Ordenado	del
Decreto	Legislativo	N°	728,	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,
aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	por	considerar	que	el	acto	de
hostilidad	se	ha	configurado	a	partir	del	año	2002,	sin	embargo,	conforme	lo
ha	determinado	el	colegiado	superior,	al	absolver	grado,	la	conducta	del
empleador	de	rebajar	el	cargo	y	remuneración	de	la	trabajadora
demandante	se	ha	repetido	mes	a	mes,	hasta	la	fecha	en	que	se	cursó	la
carta	de	cese	de	actos	de	hostilidad	con	fecha	tres	de	mayo	del	dos	mil	seis,
por	lo	que	no	resulta	de	aplicación	el	plazo	de	caducidad	invocado	por	la
recurrente,	más	aún	si	tenemos	en	cuenta	que	hasta	la	fecha	de
interposición	de	la	demanda,	esto	es,	el	quince	de	mayo	del	dos	mil	seis,	no
ha	transcurrido	el	plazo	de	treinta	días,	contemplado	en	el	citado	artículo	36
del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	Ley	de
Productividad	y	Competitividad	Laboral,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°
003-97-TR,	por	lo	que	la	causal	denunciada	es	improcedente.”	(C.	S.,	Cas.
2063-2009-Lambayeque,	nov.	25/2009.	V.	P.	Rodríguez	Mendoza)
JURISPRUDENCIA.—Proceso	constitucional	de	amparo	es	improcedente
cuando	se	inicia	previamente	un	proceso	judicial	sobre	nulidad	de	despido.
“Que	con	fecha	16	de	noviembre	del	2009	el	recurrente	interpone	demanda
de	amparo	contra	la	(...)	solicitando	que	se	declare	nula	la	Carta	N°	(...),	(…)	y
que	por	consiguiente,	se	ordene	su	reposición	en	el	cargo	que	venía
desempeñando.	(…).
Que	a	fojas	755	y	756	obra	la	copia	de	la	cédula	de	notificación	y	de	la
Resolución	N°	2,	expedida	por	el	Segundo	Juzgado	Especializado	en	lo
Laboral	de	Lima,	en	el	proceso	sobre	nulidad	de	despido	que	inició	el
demandante	(...).	Asimismo	cabe	precisar	que	conforme	a	la	información
que	obra	en	la	página	web	oficial	del	Poder	Judicial,	a	la	fecha	continúa	en
trámite	el	referido	expediente	judicial	sobre	nulidad	de	despido,	se	tramita
actualmente	en	el	Tercer	Juzgado	Especializado	en	lo	Laboral	de	Lima	y	fue
iniciado	el	29	de	octubre	del	2009,	es	decir,	antes	de	la	interposición	de	la
presente	controversia.
Que	consecuentemente	la	demanda	de	amparo	debe	ser	declarada
improcedente	conforme	a	lo	señalado	por	el	artículo	5°.3	del	Código
Procesal	Constitucional,	pues	se	ha	acreditado	que	el	recurrente
previamente	ha	interpuesto	una	demanda	de	nulidad	de	despido	en	la	vía
ordinaria.	(...).”	(T.	C.,	Exp.	01081-2011-PA/TC,	mar.	13/2012.	S.	S.	Álvarez
Miranda)
JURISPRUDENCIA.—Plazo	de	caducidad	de	30	días	naturales	se	aplica	a	los
casos	de	nulidad	de	despido,	despido	arbitrario	y	hostilidad,	pero	no	a	los
casos	de	despido	incausado	o	fraudulento.	“La	sala	superior	al	confirmar	la
apelada	reitera	el	criterio	asumido	por	el	juez	de	primer	grado	sobre	la
aplicación	del	artículo	36	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR;	añadiendo	un
supuesto	no	contenido	en	la	demanda	y	omitiendo	la	pretensión	de	la
demandante,	esto	es,	que	la	demanda	es	por	despido	violatorio	de	normas
constitucionales	y	de	las	ejecutorías	expedidas	por	el	Tribunal
Constitucional;	sin	tener	en	cuenta	que	el	derecho	de	la	demandante	a	la
tutela	jurisdiccional	efectiva	(trámite	de	la	demanda),	viene	dado	por
imperio	constitucional	que	otorga	tutela	restitutoria	ante	la	invocación	de
hechos	lesivos	a	los	derechos	fundamentales	(derecho	al	trabajo)	alegado
por	la	trabajadora	afectada.	(...)	En	efecto,	si	bien	la	sala	superior	concluye
en	la	posibilidad	de	tramitarse	ante	el	órgano	jurisdiccional	laboral	pedidos
de	restitución	–reposición–	en	el	centro	de	labores	ante	supuestos	de
despidos	incausados	y	fraudulentos,	y	respecto	de	este	extremo	despliega
un	desarrollo	argumentativo	vasto	y	claro;	lo	cierto	es	que	no	hace	lo	propio
en	relación	con	la	decisión	de	declarar	la	improcedencia	de	la	demanda	en	la
aplicación	de	una	norma	que	establece	un	plazo	de	caducidad	específico
para	el	despido	arbitrario.	En	este	sentido,	si	bien	la	construcción
jurisprudencial	del	Tribunal	Constitucional	a	lo	largo	de	los	años	informa
que	las	distintas	tipologías	de	despido	prima	facie	contravienen	en	modo
directo	la	norma	constitucional,	no	obstante	ello,	no	puede	predicarse	que
éstos	sean	similares	y	que	provengan	de	una	categoría	(como	lo	es	el
despido	arbitrario),	fundamentalmente	porque	cada	tipo	de	despido,	sea
incausado,	fraudulento,	nulo	incluso	arbitrario	contiene	en	su	propia
terminología	una	naturaleza	distinta	originada	en	los	hechos	que	las
producen;	en	este	sentido,	el	razonamiento	del	tribunal	ad	quem	debió	–
como	exigencia	mínima–	esbozar	un	desarrollo	argumentativo	suficiente	y
atendiendo	a	los	principios	que	informan	el	derecho	del	trabajo,	así	como
aquellos	cuya	vocación	de	favorecimiento	a	la	dispensa	de	tutela
jurisdiccional	efectiva,	prefieren	la	continuación	del	proceso	por	sobre	su
conclusión;	máxime	si,	en	el	presente	caso,	y	especialmente	al	alegarse	la
existencia	de	un	despido	incausado,	se	pone	de	conocimiento	al	órgano
jurisdiccional	laboral	la	evidencia	potencial	de	vulneración	al	derecho	al
trabajo,	que	tiene	no	sólo	reconocimiento	en	nuestra	Carta	Magna	sino
también	en	instrumentos	internacionales	ratificados	por	el	Perú.	(...)	En
consecuencia,	el	auto	de	vista	y	el	auto	apelado	deben	ser	declarados	nulos,
en	aplicación	de	lo	dispuesto	en	los	artículos	171	y	176	del	Código	Procesal
Civil,	a	fin	de	que	el	juez	del	proceso	como	juez	constitucional	emita	nueva
resolución,	analizando	–para	tal	efecto–	específicamente	la	tipología	de	los
despidos,	para	lo	cual	resultan	sumamente	ilustrativos	los	fallos	emitidos
tanto	a	nivel	de	la	Corte	Suprema	como	a	nivel	del	Tribunal	Constitucional,	a
estar	de	la	especial	consideración	planteada	por	los	hechos	invocados	en	la
demanda”.	(CS,	Cas.	Lab.	857-2012-Arequipa,	ago.	6/2012.	V.	P.	Torres
Vega)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	insta	a	instancias	inferiores	a	que
determinen	cuál	es	el	plazo	de	caducidad	para	interponer	una	demanda	de
reposición	por	despido	incausado.	“(...)	si	bien	las	instancias	de	mérito
concluyen	en	la	posibilidad	de	tramitar	ante	el	órgano	jurisdiccional	laboral
el	pedido	de	reposición	en	el	centro	de	labores	ante	un	despido	incausado,
como	el	producido	en	el	presente	caso,	en	el	desarrollo	argumental	de	sus
fundamentos	no	han	tenido	en	cuenta	que	el	despido	incausado	es	un	tipo
de	despido	que	no	se	encuentra	regulado	legalmente	de	manera	expresa,
sino	más	bien,	se	trata	de	una	figura	de	creación	del	Tribunal	Constitucional,
y	que	por	tanto,	posee	una	naturaleza	propia,	con	orígenes	y	causas
distintas	a	los	de	un	despido	arbitrario	y	los	de	un	despido	nulo.	De	la
misma	manera,	se	puede	afirmar	que	no	existe	disposición	legal	expresa	que
establezca	plazo	de	caducidad	para	interponer	demandas	de	reposición
para	esta	clase	de	despidos.	(...)	este	supremo	tribunal	considera	que,	al	ser
las	figuras	de	despido	fraudulento	y	despido	incausado	totalmente
diferentes,	en	su	esencia	y	reconocimiento,	a	las	de	despido	arbitrario	y
despido	nulo	–éstas	que	si	cuentan	con	dispositivo	legal	expreso	que
establece	un	plazo	de	caducidad–,	se	debe	exigir,	tanto	del	órgano	de
primera	instancia	como	de	la	instancia	revisora,	un	desarrollo
argumentativo	suficiente	que	contemple	los	métodos	de	interpretación	y/o
integración	de	las	normas	jurídicas,	así	como	la	recurrencia	a	los	principios
que	informan	el	derecho	laboral,	todo	ello	con	la	finalidad	de	producir	una
respuesta	jurídica	al	caso	planteado,	ante	la	anotada	carencia	normativa	de
plazo	de	caducidad	para	las	demandas	de	reposición	en	los	casos	de	despido
incausado;	métodos	y	técnicas	que	no	han	sido	empleados	por	las	instancias
de	mérito”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	5749-2013-Tacna,	nov.	08/2013.	V.	P.	Sivina
Hurtado)	(Cfr.	artículo	36	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad
Laboral)
JURISPRUDENCIA.—La	indemnización	por	el	daño	emergente	originado	por
un	despido	sin	causa	se	resuelve	con	el	artículo	1321	del	Código	Civil.	“(...)	en
relación	al	nexo	causal,	se	aprecia	que	el	daño	en	este	caso	ha	sido
consecuencia	de	la	conducta	ilegítima	de	parte	de	la	demandada,	pues
incumplió	una	obligación	y	recurrió	al	texto	del	artículo	34	del	Decreto
Supremo	N°	003-97-TR	que	le	permitía	efectuar	el	despido	incausado;	con
lo	cual	se	advierte	el	nexo	causal	entre	el	acto	ilegítimo	y	la	consecuencia	de
ello	como	es	el	hecho	de	habérsela	privado	de	su	trabajo	al	demandante.	(...)
Por	consiguiente,	al	haber	concurrido	los	elementos	necesarios	para	que
proceda	el	pago	de	una	indemnización	por	daños	y	perjuicios,	producto	de
la	responsabilidad	contractual	de	la	demandada,	es	de	concluir	acerca	de	la
puntual	pertinencia	del	artículo	1321	del	Código	Civil	para	resolver	el	caso
sub	litis.	(...)	por	otro	lado,	según	lo	dispone	el	artículo	1322	del	Código	Civil,
norma	aplicable	al	caso	de	autos,	el	daño	moral,	cuando	él	se	hubiera
irrogado,	también	es	susceptible	de	resarcimiento,	norma	que
evidentemente	incorpora	todos	los	tipos	de	daños	generados	en	el	ámbito
de	la	inejecución	de	las	obligaciones,	dentro	de	ella,	las	emergentes	de	la
relación	de	trabajo,	resultando	impertinente	por	tanto,	lo	expuesto	en	la
sentencia	de	vista	en	cuanto	a	este	extremo,	correspondiendo	a	la
jurisdicción	laboral	el	conocimiento	de	esta	pretensión.	(...)	siendo	ello	así,
esta	suprema	sala	considera	que	la	indemnización	por	el	daño	emergente,
tomando	en	consideración	las	expectativas	de	trabajo	y	de	vida	del
demandante,	quien	contaba	con	la	edad	de	cincuenta	y	siete	años	al
momento	de	formular	su	demanda,	debe	ser	pagado	en	un	monto	de	diez
mil	nuevos	soles;	en	cuanto	al	lucro	cesante	debe	tenerse	en	cuenta	como
parámetros	la	remuneración	percibida	por	el	actor	al	mes	de	junio	del	dos
mil	dos	(última	percibida	a	la	fecha	de	despido)	(...).”	(C.	S.,	Cas.	847-2010-
Lima,	oct.	02/2012.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—La	tipología	del	despido	calificado	como	incausado	es
preexistente	a	la	ley.	“Atendiendo	a	estos	fundamentos,	los	mismos	que	han
sido	recogidos	por	el	I	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	materia	laboral,
realizada	en	sesión	plenaria	de	fecha	cuatro	de	mayo	de	dos	mil	doce,	y	su
continuación	llevada	a	cabo	el	catorce	de	mayo,	se	acordó	respecto	a	este
tema	en	específico	que:	‘Los	jueces	de	trabajo	en	los	procesos	laborales
ordinarios	regulados	por	la	Ley	Procesal	del	Trabajo,	N°	26636,	están
facultados	para	conocer	los	procesos	de	impugnación	o	nulidad	de	despido
incausado	o	despido	fraudulento,	que	de	ser	fundado	tengan	como
consecuencia	la	reposición	del	trabajador	al	centro	de	trabajo’,	por	lo	que
resulta	pertinente	anotar	entonces	que	las	instancias	de	mérito	han	omitido
considerar	que	el	despido	calificado	como	‘incausado’,	y	teniendo	en
consideración	la	fértil	jurisprudencia	constitucional	y	laboral	emitida	hasta
la	fecha,	no	se	basamenta	en	norma	jurídica	alguna,	como	pretende	requerir
el	colegiado	superior,	sino	que	dicha	tipología	de	despido	preexiste	por	su
evidente	vulneración	al	artículo	27	de	la	Constitución	Política	del	Estado;	en
tal	razón,	el	derecho	de	la	demandante	a	la	tutela	jurisdiccional	efectiva
(trámite	de	la	demanda),	viene	dado	por	el	imperativo	constitucional	de
otorgar	una	tutela	restitutoria	ante	la	invocación	de	hechos	lesivos	a	los
derechos	fundamentales	(derecho	al	trabajo)	alegado	por	la	trabajadora
afectada,	y	en	modo	alguno	proviene	de	una	norma	jurídica	contenida	en	un
cuerpo	legislativo,	como	lo	es	por	ejemplo,	la	viabilidad	de	tramitar
demandas	en	casos	de	despido	nulo	por	las	cuales	contempladas	en	el
artículo	29	del	Decreto	Supremo	número	003-97-TR.”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	1896-
2012-Tacna,	ago.	08/2012.	V.	P.	Chumpitaz	Rivera)
JURISPRUDENCIA.—Los	días	de	huelga	judicial	no	entran	en	el	cómputo	del
plazo	de	caducidad	de	30	días	para	demandar	la	nulidad	del	despido.	“(...)	la
falta	de	funcionamiento	del	Poder	Judicial,	aquellas	otras	situaciones	que
por	caso	fortuito	o	fuerza	mayor,	impidan	su	funcionamiento	(...),	como	es
de	conocimiento	público,	en	fecha	próxima	a	la	presentación	de	la	demanda
(...),	se	desarrolló	la	huelga	nacional	indefinida	de	los	trabajadores	del	Poder
Judicial,	desde	el	catorce	de	julio	de	dos	mil	cuatro	hasta	el	diez	de
setiembre	de	dos	mil	cuatro,	lapso	en	el	cual	no	hubo	atención	en	el	centro
de	distribución	general	que	recepciona	las	demandas,	motivo	por	el	cual
tampoco	debe	computarse	este	periodo”.	(C.	S,	Cas.	268-2011-Lima	Norte,
set.	02/2012.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—La	caducidad	puede	ser	declarada	de	oficio.	“Conforme
al	artículo	427	inciso	3)	del	Código	Procesal	Civil,	‘el	juez	declarará
improcedente	la	demanda	cuando	advierta	la	caducidad	del	derecho’;	que
en	el	caso	de	autos,	el	actor	cesó	el	13	de	julio	de	1996,	interponiendo	su
demanda	el	28	de	agosto	de	1996,	esto	es,	transcurridos	los	30	días	a	que	se
refiere	el	artículo	69	del	Decreto	Supremo	N°	05-95-TR	Texto	Único
Ordenado	de	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo,	por	lo	que	habiendo	operado	la
caducidad	de	la	pretensión	de	indemnización	por	despido	arbitrario,	ésta
debe	ser	declarada	improcedente	(…).”	(RSL,	4ta.	Sala,	Exp.	5400-97-BS-S,
oct.	22/97.	V.	P.	Torres	Gamarra)
JURISPRUDENCIA.—El	plazo	de	caducidad	para	demandar	el	despido
fraudulento	es	de	30	días	hábiles.	“i)	Que,	la	categoría	del	despido	arbitrario
es	un	concepto	de	contenido	amplio	y	como	tal,	también	posibilita	la
adscripción	del	despido	fraudulento,	que	se	configura	cuando	el	despido	es
inexistente	en	el	plano	fáctico,	al	no	existir	realmente	una	causa	justa	de
despido	ni,	al	menos,	hechos	respecto	de	cuya	trascendencia	o	gravedad
corresponda	dilucidar	al	juzgador	o	por	tratarse	de	hechos	no	constitutivos
de	causa	justa	conforme	a	la	ley;	siendo,	por	tanto,	equiparable	al	despido
sin	invocación	de	causa,	conforme	lo	determina	el	Tribunal	Constitucional
(...)	La	justificación	se	encuentra	en	el	mismo	hecho	de	que,	más	allá	de	sus
motivaciones,	se	trata	de	un	despido	en	el	que	la	arbitrariedad	se	encuentra
indiscutiblemente	presente	porque	la	supuesta	causa	en	la	que	se	sustentan
es	inexistente;	por	ello,	efectuando	una	interpretación	extensiva	del	artículo
34	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728,	aprobado	por
Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	se	arriba	a	la	conclusión	que	el	despido
fraudulento	puede	ser	clasificado	como	un	despido	incausado	y	por	tanto,
como	arbitrario	por	cuanto	el	presupuesto	de	este	tipo	de	despidos	es	que	la
causa	invocada	es	fruto	del	engaño	y	la	invención;	por	lo	tanto,	es	uno	que
carece	de	causa	legal	que	lo	justifique,	lo	que	presupone	incausalidad	y
arbitrariedad	(...)	En	ese	sentido,	habiéndose	determinado	que,	si
corresponde	aplicar	el	plazo	de	caducidad	establecido	en	el	artículo	36	del
Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	a	los	casos	de	despido	fraudulento,	por	ser
clasificado	como	un	despido	incausado	y	por	tanto,	como	arbitrario;	sin	que
ello	implique	la	aplicación	de	‘analogía’,	pues	al	formar	el	‘despido
fraudulento’	parte	de	la	categoría	de	despido	arbitrario,	tiene	una
regulación	propia;	y	por	lo	tanto,	tampoco	es	aplicable	el	plazo	de
prescripción	de	cuatro	años	señalado	por	la	Ley	N°	27321,	al	existir	una
norma	especial	que	regula	el	plazo	de	caducidad”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	16988-
2013-Arequipa,	set.	22/2014.	V.	P.	Lama	More)
JURISPRUDENCIA.—Cómputo	del	plazo	de	caducidad	para	presentar	la
demanda	de	reposición	laboral	debe	descontar	el	tiempo	“gastado”	en	la
demanda	de	amparo	declarada	improcedente.	“Siendo	así,	y	en	aplicación	del
principio	a	la	tutela	judicial	efectiva,	en	sus	manifestaciones	de	derecho	al
acceso	a	la	justicia	y	principio	pro	actione,	y	los	sub	principios
antiformalismo	y	de	razonabilidad,	ampliamente	desarrollado	en	los
considerandos	precedentes,	a	fin	de	resolver	con	justicia;	corresponde
realizar	el	cómputo	del	plazo	de	caducidad,	teniendo	en	cuenta	para	ello,	la
demanda	de	amparo	interpuesto	por	la	accionante,	tramitado	en	el
Expediente	N°	01830-2012-PA/TC	(...)	que	fue	declarada	improcedente,	por
no	contar	el	proceso	de	amparo	con	una	etapa	probatoria,	razón	por	la	cual
la	accionante	tuvo	que	interponer	su	demanda	en	el	presente	proceso	(vía
ordinaria).	(...)	Dicho	razonamiento	tiene	sustento	en	la	aspiración	de
resolver	con	justicia,	pues	de	lo	contrario	se	estaría	vulnerando	el	derecho
al	debido	proceso	y	a	la	tutela	jurisdiccional	efectiva,	principalmente	en	su
manifestación	de	acceso	a	la	justicia,	pues	al	haber	interpuesto	la	accionante
su	demanda	de	amparo	en	sede	constitucional	y	no	haber	obtenido	un
pronunciamiento	de	fondo	–pues	se	declaró	improcedente	su	demanda–,
nos	encontramos	ante	una	litis	con	un	pronunciamiento	inhibitorio,	en	la
que	la	recurrente	no	ve	satisfecho	su	derecho	al	acceso	a	la	justicia,	pues	no
se	ha	resuelto	el	conflicto,	motivo	por	el	cual,	decide	interponer	su	demanda
en	la	jurisdicción	ordinaria,	tramitado	en	el	presente	proceso;
correspondiendo	por	tanto,	a	este	supremo	tribunal	resolver	en	resguardo	a
los	derechos	y	principios	desarrollados	en	los	considerandos	que	anteceden
(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	16988-2013-Arequipa,	set.	22/2014.	V.	P.	Lama	More)
JURISPRUDENCIA.—Al	calcular	el	plazo	para	demandar	la	reposición
laboral,	la	huelga	judicial	no	descuenta	todos	los	días	de	paralización,	solo
aquellos	subsiguientes	al	término	del	plazo.	“No	puede	considerarse	que	una
paralización	de	labores	de	trabajadores	del	Poder	Judicial	motivada	por	una
huelga,	suspenda	el	plazo	de	caducidad	al	que	hace	referencia	el	artículo	36
del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR.	En	el	presente	caso,	el	cómputo	del
plazo	para	accionar	la	reposición	por	despido	incausado	venció	en	el	curso
de	dicha	paralización	de	labores,	lo	cual	obligaba	al	recurrente,	al	no	existir
impedimento	alguno,	a	interponer	su	acción	una	vez	levantada	la	medida	de
huelga”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	691-2014-Lima,	dic.	18/2015.	S.	S.	Arévalo	Vela)
JURISPRUDENCIA.—La	Suprema	aclara	que	el	plazo	para	demandar	la
nulidad	de	despido,	despido	arbitrario	y	hostilidad	se	inicia	desde	el	día
siguiente	de	terminada	la	licencia	de	maternidad.	“El	plazo	para	interponer
judicialmente	la	demanda	de	nulidad	de	despido,	despido	arbitrario	y
hostilidad,	prescritos	en	el	artículo	36	del	Texto	único	Ordenado	de	la	Ley
de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,	aprobado	Decreto	Supremo	N°
003-97-TR,	cuando	una	trabajadora	se	encuentre	gozando	de	licencia	por
maternidad,	se	computa	a	partir	del	día	siguiente	del	término	de	la	misma.
(...)	De	lo	expuesto,	se	puede	concluir	que	si	bien	la	demandante	recepcionó
la	‘Carta	de	liberación	de	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios’	el	día
veintitrés	de	setiembre	de	dos	mil	trece,	este	hecho	no	genera	que	se	inicie
el	cómputo	del	plazo	de	treinta	días	hábiles	para	interponer	la	demanda	de
nulidad	de	despido	el	veintitrés	de	setiembre	de	dos	mil	trece,	toda	vez	que,
gozaba	de	su	licencia	por	maternidad,	acto	que	genera	una	suspensión
imperfecta	de	labores;	lo	que	significa	que	cualquier	acción	de	la
demandada,	debió	haber	esperar	el	término	de	la	licencia,	pues	de	lo
contrario	se	vulneraría	el	derecho	al	trabajo,	consagrado	en	el	artículo	22	de
la	Constitución	Política	del	Perú;	en	ese	sentido	y	en	aplicación	del	principio
de	razonabilidad,	corresponde	computar	el	plazo	a	partir	del	día	siguiente
del	término	de	la	licencia,	ocurrido,	el	veintiocho	de	octubre	del	dos	mil
trece	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	7472-2015-Lima,	ene.	13/2016.	V.	P.	Malca	Guaylupo)
PRUEBA	EN	CASO	DE	DESPIDO
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	37.—Ni	el	despido	ni	el	motivo	alegado	se	deducen	o
presumen,	quien	los	acusa	debe	probarlos.
JURISPRUDENCIA.—TC	reitera	que	se	debe	aportar	medios	probatorios	que
creen	convicción	del	despido.	“(…)	La	pretensión	tiene	por	objeto	que	se
declare	la	nulidad	de	la	carta	de	renuncia	cursada	a	la	demandante	y	se	deje
sin	efecto	el	despido	de	que	habría	sido	objeto	y	que,	por	consiguiente,	se	la
reponga	en	su	puesto	de	trabajo.
La	demandante	sostiene	que	ha	sido	víctima	de	despido,	aduciendo	que	fue
coaccionado	para	presentar	una	carta	de	renuncia	a	su	puesto	de	trabajo;
sin	embargo,	esta	afirmación	se	sustenta	únicamente	en	su	dicho,	puesto
que	no	ha	aportado	ningún	medio	probatorio	que	cree	convicción	al
respecto,	debiendo	concluirse	que,	como	se	desprende	del	tenor	de	la	carta
de	renuncia	que	obra	a	fojas	6,	la	extinción	del	vínculo	laboral	se	debió	a	su
voluntaria	decisión	de	renunciar	por	razones	personales.	(T.	C.,	Exp.	1875-
2010-PA/TC,	ene.	05/2011.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Constatación	policial	y	carta	de	despido	no	generan
certeza	para	determinar	o	no	la	existencia	de	un	despido	fraudulento.	“En	este
caso,	no	es	posible	verificar	si	el	demandante	fue	despedido	de	forma
fraudulenta	o	no	por	(...),	pues	en	autos	solo	obra	la	constancia	policial	(...)	y
la	carta	de	despido	(...),	mediante	la	cual	se	le	comunica	al	actor	que	‘[...]	de
lo	establecido	en	el	artículo	31	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de
Productividad	y	Competitividad	Laboral,	en	concordancia	con	el	artículo	25
inciso	a)	del	mismo	cuerpo	de	leyes.	(...)	Sin	embargo,	los	medios
probatorios	presentados	no	generan	certeza	a	este	tribunal	para	determinar
si	la	emplazada	incurrió	en	despido	fraudulento	o	no,	más	aún	si	en	autos
solo	obran	la	constatación	policial	y	la	carta	de	despido.	Asimismo,	en	la
demanda	solo	se	manifiesta	que	se	trata	de	imputaciones	sin	sustento	en	las
que	no	se	concedió	su	derecho	de	defensa,	por	lo	que	niega	las	conductas
que	se	le	imputan	en	la	carta	de	despido,	toda	vez	que	refiere	que	su	trabajo
es	revisado	por	la	directora	general	de	noticias,	sin	adjuntar	documento
alguno	que	desvirtué	las	supuestas	faltas	cometidas.	En	tal	sentido,	lo
actuado	no	genera	certeza	en	este	tribunal	de	la	alegada	vulneración	de	los
derechos	constitucionales	del	demandante”.	(T.	C.,	Exp.	01404-2014-PA/TC,
set.	07/2015.	S.	S.	Miranda	Canales)
INDEMNIZACIÓN	POR	DESPIDO	ARBITRARIO
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	38.—La	indemnización	por	despido	arbitrario	es
equivalente	a	una	remuneración	y	media	ordinaria	mensual	por
cada	año	completo	de	servicios	con	un	máximo	de	doce	(12)
remuneraciones.	Las	fracciones	de	año	se	abonan	por	dozavos	y
treintavos	según	corresponda.	Su	abono	procede	superado	el
período	de	prueba.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 55.—La	 remuneración	 que	 servirá	 de	 base	 para	 el	 pago	 de	 la
indemnización	 prevista	 en	 el	 artículo	 71	 de	 la	 ley,	 corresponde	 a	 la
remuneración	mensual	percibida	por	el	trabajador	al	momento	del	despido.
Para	el	cómputo	de	las	remuneraciones	variables	e	imprecisas	se	tomará	en
cuenta	el	criterio	establecido	en	el	Decreto	Legislativo	N°	650.
Tratándose	de	trabajadores	remunerados	a	comisión	porcentual	o	destajo,
la	 remuneración	 mensual	 ordinaria	 es	 equivalente	 al	 promedio	 de	 los
ingresos	 percibidos	 en	 los	 últimos	 seis	 (6)	meses	 anteriores	 al	 despido	 o
durante	 el	 período	 laborado,	 si	 la	 relación	 laboral	 es	 menor	 de	 seis	 (6)
meses.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 56.—La	 indemnización	 por	 despido	 arbitrario	 deberá	 abonarse
dentro	de	las	cuarenta	y	ocho	(48)	horas	de	producido	el	cese.	De	no	ser	así
devengará	intereses	con	la	tasa	legal	laboral	fijada	por	el	Banco	Central	de
Reserva.
No	procederá	la	acumulación	de	tiempo	de	servicios	en	caso	de	reingreso,
para	efectos	del	pago	de	la	indemnización	por	despido.
JURISPRUDENCIA.—La	indemnización	por	despido	arbitrario	debe	ser
pagada	de	manera	diferenciada	de	los	pagos	por	conceptos	remunerativos.
“(...)	para	evitar	un	accionar	doloso	por	parte	del	empleador,	este	colegiado
considera	necesario	establecer	que,	el	empleador	debe	proceder	a	depositar
de	ser	el	caso	la	indemnización	por	despido	arbitrario	u	otro	concepto	que
tenga	el	mismo	fin	‘incentivos’	únicos	conceptos	que	supone	la	protección
alternativa	frente	al	amparo,	en	una	cuenta	distinta	a	la	que	corresponde	a
la	CTS;	de	efectuarlo	a	través	de	consignación	judicial	no	podrá	incluirlo
conjuntamente	con	el	pago	de	los	beneficios	sociales	(CTS	u	otros	conceptos
remunerativos),	el	que	se	efectuará	en	consignación	judicial	diferente.	(...)
Precedente	vinculante.	(...)
c.	El	pago	pendiente	de	la	compensación	por	tiempo	de	servicios	u	otros
conceptos	remunerativos	adeudos	al	trabajador	debe	efectuarse	de	modo
independiente	y	diferenciado	al	pago	de	la	indemnización	por	despido
arbitrario,	esto	es,	el	empleador	deberá	realizar	dichos	pagos	en	cuentas
separadas	o	a	través	de	consignaciones	en	procesos	judiciales
independientes,	bajo	su	responsabilidad.	(...)”	(T.	C.,	Exp.	03052-2009-
PA/TC,	ago.	23/2010.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—La	liquidación	de	la	indemnización	por	despido
arbitrario	se	efectúa	sobre	la	base	del	último	cargo	y	considerando	si	se
mantuvo	un	vínculo	laboral	en	forma	permanente	e	ininterrumpido	con	el
empleador.	“(...)	de	lo	actuado	en	el	proceso	judicial	se	advierte	que	el
demandante	don	(...)	ingresó	a	laborar	para	la	demandada	el	uno	de	julio	de
mil	novecientos	noventa	y	cuatro	bajo	la	modalidad	de	contrato	a	plazo
indeterminado,	hasta	el	uno	de	julio	de	dos	mil	nueve	que	accedió	mediante
un	proceso	de	selección	al	cargo	de	gerente	de	operaciones	y	finanzas	de	la
(...)	Sociedad	Anónima,	cargo	de	confianza	que	ejerció	hasta	el	veintisiete	de
julio	del	dos	mil	once,	en	que	fue	despedido	arbitrariamente,	pues	la
demandada	no	expresó	causa	alguna,	solamente	se	limitó	a	alegar	que	se	le
retiró	la	confianza;	en	consecuencia,	se	concluye	que	el	accionante	laboró
para	la	entidad	bancaria	emplazada	en	distintos	cargos	desde	el	uno	de	julio
de	mil	novecientos	noventa	y	cuatro	hasta	el	veintisiete	de	julio	del	dos	mil
once,	debiendo	precisar	que	si	bien	fue	removido	del	cargo	de	gerente	de
operaciones	y	finanzas,	antes	de	su	postulación	a	dicho	cargo	ostentaba	el
cargo	de	subgerente	de	créditos	con	contrato	de	naturaleza	permanente	a
plazo	indeterminado,	y	si	bien	el	mismo	actor	renunció	a	este	último	cargo
para	presentarse	al	citado	proceso	de	selección	donde	ganó	la	plaza	de
gerente	de	operaciones	y	finanzas,	también	es	de	considerar	que	mantuvo
vínculo	laboral	en	forma	permanente	e	ininterrumpida	con	su	empleadora,
por	ello,	habiéndose	producido	el	despido	arbitrario	cuando	el	actor
ocupaba	el	cargo	de	gerente	de	operaciones	y	finanzas,	la	liquidación	de	su
indemnización	por	despido	arbitrario	se	efectúa	sobre	la	base	de	este
último	cargo	y	considerando	que	estaba	sujeto	a	un	contrato	de	trabajo	a
plazo	indeterminado,	el	monto	a	indemnizar	se	calcula	en	razón	de	todos	los
años	trabajados,	esto	es,	desde	el	uno	de	julio	de	mil	novecientos	noventa	y
cuatro	hasta	el	veintisiete	de	julio	de	dos	mil	once”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	3002-
2012-Junín,	mar.	11/2013.	V.	P.	Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	ratifica:	los	trabajadores	de	confianza	y
los	de	dirección	tienen	derecho	al	pago	de	la	indemnización	por	despido
arbitrario.	“Dentro	de	este	contexto,	se	aprecia	que	la	sentencia	de	vista,	al
momento	de	revocar	la	sentencia	apelada	que	reconoce	el	derecho	de	la
demandante	de	percibir	la	indemnización	por	despido	arbitrario,	no
considera	que:	i)	las	disposiciones	contenidas	en	los	artículos	43	y	44	del
Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral
aprobado	mediante	el	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	que	conceptualizan
al	personal	de	dirección	y	a	los	trabajadores	de	confianza,	debe
interpretarse	sistemáticamente	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	10	del	mismo
cuerpo	normativo	y	del	27	de	la	Constitución	Política	del	Estado;	ii)	esta
interpretación	debe	observar	los	principios	que	informan	el	derecho	del
trabajo,	y	que	propugnan	una	protección	a	la	parte	más	débil	de	la	relación
laboral:	el	trabajador;	considerando	además	que,	no	cabe	hacer	distingos
donde	la	ley	no	hace;	y,	iii)	a	ello	debe	agregarse	que	conforme	a	lo
dispuesto	en	el	artículo	23	de	la	Constitución	Política	del	Estado,	ninguna
relación	laboral	puede	limitar	el	ejercicio	de	los	derechos	constitucionales,
ni	desconocer	o	rebajar	la	dignidad	del	trabajador,	premisa	a	partir	de	la
cual	debe	abordarse	toda	controversia	surgida	en	las	relaciones	jurídicas
entre	el	empleador	y	trabajador,	en	todo	momento:	al	inicio,	durante	y	al
concluir	el	vínculo	laboral,	lo	que	supone	una	cláusula	de	salvaguarda	de	los
derechos	del	trabajador	en	concordancia	con	el	artículo	1°	de	la
Constitución	que	privilegia	la	defensa	de	la	persona	humana	y	el	respeto	de
su	dignidad	como	el	fin	supremo	de	la	sociedad	y	el	Estado.	En	ese	sentido,
la	indemnización	por	despido	arbitrario,	prevista	en	el	artículo	34
concordante	con	el	artículo	38	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR	es
concebida	como	una	reparación	del	daño	ocasionado	al	trabajador	por	la
disolución	abusiva	e	ilegal	del	contrato	por	parte	de	su	empleador,	la	que
tiene	un	tope	legal	y	sujeta	a	un	plazo	de	caducidad.	Esta	indemnización
tarifada	se	aplica	por	mandato	de	la	ley,	y	no	establece	ninguna	diferencia
de	trato	entre	los	trabajadores	de	confianza	o	de	dirección	en	lo	que
respecta	al	cobro	de	este	derecho.	Octavo:	En	consecuencia,	la	sentencia	de
vista	debe	ser	declarada	nula,	en	aplicación	de	lo	dispuesto	en	los	artículos
171	y	176	del	Código	Procesal	Civil,	a	fin	de	que	el	colegiado	emita	nuevo
fallo,	teniendo	en	cuenta	las	considerativas	expuestas	en	la	presente
resolución	(...).”	(CS,	Cas.	Lab.	6907-2012-Ayacucho,	dic.	12/2012.	V.	P.
Acevedo	Mena)
DOCTRINA.—La	 indemnización	 por	 despido	 arbitrario	 en	 nuestra
legislación	pertenece	a	un	sistema	tarifado,	que	otorga	una	reparación
total	y	 rápida	del	daño.	 “Siguiendo	 la	 línea	doctrinal	 expuesta,	 a	 criterio
del	 suscrito,	 y	 atendiendo	 a	 que	 en	 nuestra	 legislación	 existen	 sistemas
tarifados	 regulados	por	normas	 especiales,	 como	ocurre	 con	 la	 legislación
laboral,	 su	 tratamiento	 queda	 circunscrito	 a	 ellas;	 lo	 contrario	 supone
desconocer	la	naturaleza	indemnizatoria	del	sistema	tarifado.	La	posibilidad
de	reclamar	mayor	monto	indemnizatorio	no	resulta	ajustada	a	derecho	en
aquellas	situaciones	en	las	que	se	establece	un	sistema	tasado,	debido	a	que
éste	 justamente	 fue	 concebido	 para	 la	 reparación	 total	 y	 rápida	 del	 daño,
pues	 hace	 fácil	 la	 determinación	 del	 monto	 indemnizatorio	 –en	 base	 a
parámetros	 de	 carácter	 legal–	 y	 excluye	 la	 prueba	 del	 daño	 producido,	 a
diferencia	de	lo	que	sucede	cuando	no	existe	un	sistema	tarifado,	donde	es
necesario	 determinar,	 entre	 otros,	 los	 daños	 y	 su	 cuantía.	 Incluso	 en	 un
sistema	tarifado,	 la	 indemnización	se	 impone	a	pesar	de	 la	 inexistencia	de
daños.	A	decir	de	Vialard	a	diferencia	de	lo	que	ocurren	en	derecho	común,
en	 el	 trabajo	 –cuando	 no	 admite	 el	 régimen	 de	 estabilidad	 absoluta–	 la
relación	 contractual	 se	 rige	 de	 acuerdo	 con	 una	 normativa	 especial.	 La
sanción	que	corresponde	frente	al	incumplimiento	del	empleador	que	viola
la	regla	que	establece	la	vocación	de	perdurabilidad	de	la	relación	de	trabajo
se	 traduce	 en	 el	 cobro	 de	 una	 indemnización.	 Como	 ésta	 está	 tarifada,
entendemos	que	no	hay	posibilidad	de	deducir	 las	 acciones	que	el	Código
Civil	le	concede	al	acreedor.	La	diferencia	que	existe	no	es	caprichosa,	sino
que	tiene	su	razón	de	ser	en	las	características	propias	de	la	relación	laboral
y	el	instituto	de	la	estabilidad	relativa.	(...).”	(CSJ,	Cas.	1420-2009-Del	Santa,
ago.	02/2011.	Fundamento	de	voto	del	juez	supremo	Solis	Espinoza)
CASO	PRÁCTICO.—Cálculo	de	la	indemnización	por	despido	arbitrario
tratándose	de	un	trabajador	permanente	con	menos	de	ocho	años	de
antigüedad.
El	 trabajador	 “y”	 fue	contratado	a	plazo	 indeterminado,	 siendo
despedido	 sin	 expresión	 de	 causa	 cuando	 contaba	 con	 una
Descripción antigüedad	 de	 tres	 años,	 cinco	 meses	 y	 veintiún	 días	 en	 la
empresa.	Su	última	remuneración	mensual	fue	de	S/.	1.200.
Cálculo
En	 atención	 a	 su	 tiempo	 de	 servicios,	 su	 indemnización	 por
despido	se	calculará	como	sigue:
-	Un	sueldo	y	medio	=	S/.	1.800
-	Tres	años	por	un	sueldo	y	medio	=	3	×	S/.	1.800	=	S/.	5.400
-	Cinco	dozavos	de	un	sueldo	y	medio	=	S/.	1.800	×	5	=	S/.	750
12
-	Veintiún	treintavos	de	un	dozavo	de	un	sueldo	y	medio	=	(	S/.
1.800)21	=	(S/.	1.800	)21	=	5	x	21	=	105
12	x	30	360
Monto	de	la	indemnización	=	S/.	5.400	+	S/.	750	+	S/.	105	=	S/.
6.255
Base	legal D.	S.	003-97-TR,	artículo	38.
	
CASO	PRÁCTICO.—Cálculo	de	la	indemnización	por	despido	arbitrario
de	un	trabajador	con	más	de	ocho	años	de	antigüedad.
Descripción El	trabajador	“z”	es	despedido	sin	causa,	contando	con
diez	años	y	once	meses	de	permanencia	en	la	empresa
Ejemplo
A	la	fecha	del	despido,	su	boleta	de	pagos	contenía	los
siguientes	rubros:
-	Sueldo	básico	:	S/.	600
-	Comisiones	:	S/.	1.100
-	Movilidad	:	S/.	60
El	promedio	mensual	de	las	comisiones	percibidas	en
el	semestre	previo	al	despido	fue	de	S/.	1.250.
Como	 quiera	 que	 la	 movilidad	 no	 tiene	 carácter
remuneratorio,	 el	 haber	mensual	 que	 servirá	 de	 base
para	 hallar	 el	 monto	 de	 la	 indemnización	 será	 de	 S/.
1.850.
Cálculo
Por	su	antigüedad,	 la	 indemnización	no	equivaldría	a
la	 resultante	 de	 multiplicar	 un	 sueldo	 y	 medio	 (S/.
2.775)	por	el	período	de	servicios,	sino	que	se	aplicaría
el	tope	legal	de	doce	remuneraciones,	esto	es,	S/.	1.850
×	12	=	S/.	22.200.
Base	legal D.	S.	N°	003-97-TR,	artículo	38.
D.	S.	N°	001-96-TR,	artículo	55.
	
EVOLUCIÓN	DE	LA	INDEMNIZACIÓN	POR	DESPIDO	ARBITRARIO
Dispositivo
Vigencia Monto	en
remuneraciones
ordinarias
mensuales
Topes	en
remuneraciones
ordinarias
mensuales
Desde Hasta Mínimo Máximo
D.	Leg.	728
Ley	26513
D.	Leg.	855
D.	 Leg.
871(1)
12.12.91
27.07.95
04.10.96
31.10.96
26.07.95
03.10.96
30.10.96
Una
Una
Media
Una	y	media	(2)
Tres
-
-
-
Doce
Doce
Doce
Doce
(1)	 Establecida	 actualmente	 en	 el	 artículo	 38	 de	 la	 Ley	 de	 Productividad	 y
Competitividad	Laboral,	aprobada	por	el	D.	S.	N°	003-97-TR.
(2)	Mediante	Fe	de	Erratas	del	02.11.96	se	estableció	el	monto	de	una	y	media
remuneraciones	 ordinarias	mensuales.	 Originalmente	 el	 D.	 Leg.	 871	 se	 refería	 a
una	remuneración	ordinaria	mensual.
	
JURISPRUDENCIA.—Las	remuneraciones	variables	o	imprecisas	que	forman
parte	de	la	indemnización	son	las	percibidas	en	los	seis	meses	anteriores	al
despido.	“Quinto:	Que,	para	emitir	pronunciamiento	sobre	la	causal
establecida	como	procedente,	se	debe	interpretar	separada	o
conjuntamente	los	dos	párrafos	del	artículo	cincuenticinco	del	Reglamento
del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo,	para	definir
cómo	se	obtiene	la	remuneración	que	sirve	de	base	para	el	cálculo	de	la
indemnización	especial	por	despido,	en	el	caso	de	los	trabajadores	que
perciben	remuneraciones	variables	o	comisiones	como	el	que	es	materia	del
proceso.
Sexto:	Que,	la	recurrente	sostiene	que	ambos	párrafos	regulan	supuestos
distintos,	por	lo	que	no	puede	combinarse	su	aplicación	y	que,	para	obtener
el	promedio	de	estas	remuneraciones	debe	tomarse	estrictamente	las
percibidas	durante	los	últimos	seis	meses	anteriores	al	despido,	hayan	sido
laborados	o	no,	por	lo	que	la	recurrida	incurre	en	error	al	omitir	considerar
los	últimos	tres	meses	en	los	que	no	se	laboró	ni	percibió	remuneraciones	y
extender	el	promedio	del	cuarto	al	noveno	mes	precedentes	al	despido.
Sétimo:	Que	sin	embargo,	debe	interpretarse	que	la	norma	en	cuestión
pone	énfasis	en	los	ingresos	percibidos	en	el	tramo	final	de	la	relación
laboral	y	no	el	período	calendario	que	precede	al	despido,	por	cuanto	la
base	para	determinar	el	promedio	de	una	cantidad	es	el	total	de	las	sumas
efectivamente	recibidas	y	no	los	vacíos	que	no	reflejan	cifra	alguna,	por	lo
que	no	pueden	ser	computables	los	períodos	no	laborados	por	razón	de	una
suspensión	perfecta	del	contrato	de	trabajo.
Octavo:	Que	en	caso	contrario,	de	aceptarse	la	interpretación	propuesta	por
la	recurrente,	se	tendría	que	admitir	que	un	trabajador	con	remuneración
fija,	no	percibiría	ninguna	indemnización	si	el	mes	anterior	al	despido
hubiera	estado	suspendido,	o	también	si	este	mismo	trabajador	con
remuneración	variable,	hubiera	estado	suspendido	durante	los	últimos	seis
meses,	lo	cual	resulta	incongruente.
Noveno:	Que	en	consecuencia,	la	recurrida	ha	interpretado	correctamente
la	norma	denunciada,	ratificando	lo	que	ya	estableció	en	la	resolución	que
declaró	infundadas	estas	mismas	observaciones	hechas	por	la	recurrente	al
informe	pericial	emitido	sobre	las	remuneraciones	del	actor,	no	habiéndose
incurrido	en	causal	de	casación,	por	lo	que	de	conformidad	con	lo	dispuesto
en	el	artículo	cincuentiocho	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo.”	(Cas.	Sala	de
Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	1393-98.	Tacna,	jul.	12/99)
JURISPRUDENCIA.—Naturaleza	de	la	indemnización	por	despido.	“Tercero.-
Que,	a	mayor	abundamiento,	se	debe	considerar	en	general	que	todo
despido	injustificado	trae	consigo	un	daño	a	la	persona	que	lo	sufre,	por
cuanto	de	un	momento	a	otro,	en	forma	intempestiva	el	trabajador	deja	de
percibir	su	remuneración,	razón	por	la	cual	por	lo	que	nuestra	legislación
laboral	(Decreto	Supremo	número	cero	cero	tres-noventisiete-TR)	ha
establecido	una	tarifa	indemnizatoria	equivalente	a	sueldo	y	medio	por	año
de	servicio,	con	un	tope	máximo	de	doce	remuneraciones;	que	este	sistema
tarifario	es	interpretado	por	la	doctrina	tradicional,	como	aquella	que	cubre
la	totalidad	de	los	daños	patrimoniales	y	extrapatrimoniales	que	se	consiga
directa	o	indirectamente	por	la	resolución	del	contrato,	mientras	que	otros
autores	opinan	que	la	indemnización	tarifaria	sólo	involucra	el	aspecto
laboral,	mas	no	el	civil.
Cuarto.-	Que,	las	legislaciones	modernas	acogen	restringidamente	el	daño
moral	por	las	dificultades	que	ella	presenta	como	el	determinar	el	quántum
de	la	reparación,	la	valoración	de	los	sentimientos	para	estos	no	sean	objeto
de	tráfico	pecuniario,	sin	embargo	en	nuestro	caso	el	daño	moral	se
encuentra	embuido	bajo	los	alcances	del	artículo	mil	novecientos
ochenticuatro	del	Código	Civil,	esto	es	que	queda	limitado	a	la	posibilidad	de
iniciar	una	acción	de	reparación	por	daño	moral	al	caso	de	un	acto	ilícito,
que	como	hemos	analizado	en	el	primer	considerando	de	esta	resolución	no
se	da	en	estos	actuados,	toda	vez	que	la	reparación	reviste	de	un	carácter
francamente	excepcional,	procediendo	sólo	cuando	el	incumplimiento	fuere
totalmente	malicioso,	es	decir	cuando	por	sus	propias	características
resultan	de	un	verdadero	acto	ilícito,	como	sería	el	daño	moral	probado	por
una	falsa	denuncia	del	empleador,	quien	habría	imputado	a	su	trabajador
sin	fundamento	alguno	la	comisión	de	un	hecho	delictuoso,	puesto	que
como	sustentan	Katez	de	Echazarreta,	lo	que	se	ordena	indemnizar	no	es	el
despido	sino	las	consecuencias	de	su	abusiva	publicidad;	hipótesis	éstas	que
no	han	acontecido	en	los	actuados.
4.	Sentencia:
Que	estando	a	las	conclusiones	arribadas,	con	lo	opinado	por	la	señorita
fiscal	supremo	en	lo	civil	y	en	aplicación	de	lo	dispuesto	por	el	artículo
trescientos	noventisiete	del	Código	Procesal	mencionado	declararon
Infundado	el	recurso	de	casación.”	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y
Social.	Exp.	399-99.	Lima,	jun.	15/99)
JURISPRUDENCIA.—La	indemnización	por	despido	arbitrario	alcanza	a	una
remuneración	y	media	por	año	con	el	límite	de	doce	remuneraciones.	No	es
ajustado	a	ley	interpretar	que	el	tope	máximo	equivale	a	multiplicar	por	doce
una	remuneración	y	media.	“Que,	el	artículo	treintiocho	del	Decreto
Supremo	número	cero	cero	tres	guión	noventisiete	guión	TR	establece	que
el	importe	de	la	indemnización	por	despido	arbitrario	es	equivalente	a	una
remuneración	y	media	ordinaria	mensual	por	cada	año	completo	de
servicios	y	que	el	tope	de	dicho	beneficio	económico	asciende	a	doce
remuneraciones;	en	ese	sentido,	el	fondo	del	asunto	consiste	en	determinar
el	sentido	y	alcance	de	esta	última	frase,	a	efectos	de	comprobar	si	en
realidad	ella	ordena	el	pago	de	doce	sueldos	indemnizatorios	de	una
remuneración	y	media.	Sétimo.-	Que,	si	la	norma	en	cuestión	expresara	que
‘la	indemnización	por	despido	arbitrario	es	equivalente	a	una	remuneración
y	media	ordinaria	mensual	por	cada	año	completo	de	servicios	con	un
máximo	de	doce’,	entonces	el	razonamiento	del	impugnante	sería	correcto,
pues	de	tal	texto	fluiría	que	la	voluntad	de	la	ley	es	que	la	remuneración	y
media	pueda	pagarse	hasta	por	doce	años.	Asimismo,	si	la	norma	expresara
que	‘la	indemnización	por	despido	arbitrario	es	equivalente	a	una
remuneración	y	media	ordinaria	mensual	por	cada	año	completo	de
servicios	con	un	máximo	de	doce	remuneraciones	indemnizatorias’,
igualmente	del	texto	fluiría	el	pago	de	hasta	doce	veces	la	remuneración	y
media,	hipótesis	que	lógicamente	exigiría	cumplir	previamente	con	doce
años	completos	de	servicios.	Octavo.-	Que,	sin	embargo,	al	emplear	la	norma
en	cuestión	únicamente	la	palabra	remuneración,	sólo	puede	referirse	a	una
remuneración	ordinaria	mensual,	ya	que	no	es	necesario	que	se	mencione
doce	remuneraciones	mensuales	ordinarias,	por	ser	dicha	expresión
reiterativa	y	gramaticalmente	innecesaria.	En	consecuencia,	cuando	el
impugnante	atribuye	a	la	expresión	doce	remuneraciones	una	expresión
dirigida	a	identificar	específicamente	remuneraciones	indemnizatorias
(equivalentes	a	sueldo	y	medio),	en	realidad	está	distinguiendo	donde	la	ley
no	distingue.	Noveno.-	Que,	de	lo	anteriormente	expuesto	entonces	se
concluye	que	no	existe	vaguedad	en	cuanto	al	supuesto	de	aplicación	de	la
norma,	que	tenga	que	ser	cubierta	con	el	mandato	constitucional	contenido
en	el	artículo	veintiséis	inciso	tres	de	la	Carta	Política,	ya	que	el
razonamiento	propuesto	por	el	impugnante	no	supone	necesariamente
duda	respecto	de	la	interpretación	de	la	norma,	sino	la	argumentación
presuntamente	lógica	para	defender	un	determinado	punto	de	vista.
Décimo.-	Que	los	principios	que	informan	a	nuestro	sistema	legal	participan
de	una	escala	axiológica	que	impregna	el	estado	de	derecho;	en	el	ámbito	de
las	opiniones	doctrinarias	se	destaca	como	principio	superlativo	el	tuitivo
en	materia	laboral,	constituyéndose	como	uno	de	protección	al	trabajador
que	en	la	mayoría	de	casos	en	que	se	controvierten	los	derechos	laborales
viene	a	ser	la	parte	más	débil	de	la	relación	de	trabajo	frente	al	estatus	que
le	corresponde	al	empleador;	asimismo	teniendo	en	cuenta	el	postulado	de
la	gratuidad	de	la	administración	de	justicia	preceptuado	en	la	Ley	Orgánica
del	Poder	Judicial,	Decreto	Legislativo	número	setecientos	sesentisiete,
dispuesto	en	el	inciso	i)	del	artículo	veinticuatro	de	su	Texto	Único
Ordenado	Decreto	Supremo	número	cero	diecisiete	guión	noventitrés	guión
JUS,	de	fecha	dos	de	junio	de	mil	novecientos	noventitrés,	concordante	con
la	parte	final	del	artículo	cincuenticinco	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo
número	veintiséis	mil	seiscientos	treintiséis;	en	consecuencia	el	recurrente
se	encuentra	exento	de	la	multa	que	se	refiere	el	primer	párrafo	del	artículo
trescientos	noventiocho	del	Código	Procesal	Civil.	Resolución:	Declararon
Infundado	el	recurso	de	casación	interpuesto.”	(Cas.	Sala	Transitoria	de
Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	2130-2003-Ica,	abr.	12/2005).
COMENTARIO.—La	 indemnización	 por	 despido	 arbitrario.	 Tratándose
de	 contratos	 de	 trabajo	 a	 plazo	 indeterminado,	 la	 indemnización	 por
despido	arbitrario	se	calcula	en	función	a	la	antigüedad	del	trabajador.
Su	 monto	 equivale	 a	 una	 y	 media	 remuneración	 ordinaria	 mensual	 por
cada	 año	 completo	 de	 servicios	 del	 trabajador,	 con	 el	 tope	 de	 doce
remuneraciones,	y	a	 los	dozavos	y	 treintavos	correspondientes	en	caso	de
períodos	inferiores	al	año.
Si	el	trabajador	es	reingresante,	la	indemnización	por	despido	se	calculará
únicamente	en	referencia	al	último	período	laborado.
PRONUNCIAMIENTO	DEL	JUZGADOR
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	39.—La	inobservancia	de	las	formalidades	no	esenciales	del
despido,	no	inhibe	al	juez	de	pronunciarse	sobre	el	fondo	del
asunto	dentro	del	plazo	de	ley	a	fin	de	determinar	la	existencia	o
no	de	la	falta	grave.
REMUNERACIONES	DEVENGADAS	EN	CASO	DE	NULIDAD	DE	DESPIDO
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	40.—Al	declarar	fundada	la	demanda	de	nulidad	de
despido,	el	juez	ordenará	el	pago	de	las	remuneraciones	dejadas
de	percibir	desde	la	fecha	en	que	se	produjo,	con	deducción	de	los
períodos	de	inactividad	procesal	no	imputables	a	las	partes.
Asimismo,	ordenará	los	depósitos	correspondientes	a	la
compensación	por	tiempo	de	servicios	y,	de	ser	el	caso,	con	sus
intereses.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 54.—El	 período	 dejado	 de	 laborar	 por	 el	 trabajador	 en	 caso	 de
despido	 nulo,	 será	 considerado	 como	 de	 trabajo	 efectivo	 para	 todos	 los
fines,	 incluyendo	 los	 incrementos	 que	 por	 ley	 o	 convención	 colectiva	 le
hubieran	correspondido	al	trabajador,	excepto	para	el	récord	vacacional.
El	récord	vacacional	que	quedó	trunco	con	ocasión	del	despido,	a	elección
del	 trabajador,	 se	 pagará	 por	 dozavos	 o	 se	 acumulará	 al	 que	 preste	 con
posterioridad	a	la	reposición.
JURISPRUDENCIA.—Los	informes	periciales	referidos	a	las	remuneraciones
devengadas	deben	contener	necesariamente	los	descuentos	a	que	están
afectas.	“Conforme	se	advierte	del	Informe	Pericial	N°	2309-93-PJ-EL-EA
corriente	a	fojas	5	del	presente	cuaderno,	no	constan	los	descuentos	que
obligatoriamente	deben	hacerse	de	las	remuneraciones	devengadas,	esto	es,
los	relativos	al	Instituto	Peruano	de	Seguridad	Social	y	Fonavi,	aportaciones
a	los	que	se	encuentra	obligado	el	trabajador	mediante	las	retenciones	que
debe	efectuar	el	empleador	y	consecuentemente	de	los	intereses
correspondientes	(…).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	2945-96-A(CD),	ago.	29/96.	V.	P.
Barreda	Mazuelos)
REMUNERACIONES	PERCIBIDAS	POR	MANDATO	JUDICIAL,
DEVENGADAS	CON	ANTERIORIDAD,	SE	ENCUENTRAN
AFECTAS	A	LA	RETENCIÓN	DEL	IMPUESTO	A	LA	RENTA
Dir.	013-99/Sunat.
1.	Materia:
Impuesto	 a	 la	 Renta	 -	 Retenciones	 sobre	 remuneraciones	 abonadas	 por
mandato	judicial,	y	devengadas	con	anterioridad.
2.	Objetivo:
Precisar	 si	 las	 remuneraciones	 devengadas	 anteriormente	 y	 pagadas	 por
mandato	judicial	se	encuentran	gravadas	con	el	Impuesto	a	la	Renta,	y	por
tanto,	 sujetas	 a	 las	 retenciones	 correspondientes	 a	 las	 rentas	 de	 la	 quinta
categoría	al	momento	de	su	percepción.
3.	Base	legal:
Inciso	a)	del	artículo	34,	artículo	57,	inciso	g)	del	artículo	67	e	inciso	a)	del
artículo	 71	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 del	 Impuesto	 a	 la	 Renta,
aprobado	por	el	Decreto	Supremo	N°	054-99-EF.
4.	Análisis:
El	 inciso	 a)	 del	 artículo	 34	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 del
Impuesto	 a	 la	 Renta,	 considera	 como	 rentas	 de	 la	 quinta	 categoría,	 entre
otras,	 a	 las	 obtenidas	 por	 concepto	 del	 trabajo	 personal	 prestado	 en
relación	 de	 dependencia,	 incluidos	 cargos	 públicos,	 electivos	 o	 no,	 como
sueldos,	salarios,	asignaciones,	emolumentos,	primas,	dietas,	gratificaciones,
bonificaciones,	 aguinaldos,	 comisiones,	 compensaciones	 en	 dinero	 o	 en
especie,	 gastos	 de	 representación	 y,	 en	 general,	 toda	 retribución	 por
servicios	personales.
De	otro	lado,	el	 inciso	g)	del	artículo	67	de	la	mencionada	norma	dispone
que,	entre	otros,	los	agentes	de	retención	se	encuentran	obligados	a	pagar	el
impuesto	 con	 los	 recursos	 que	 administren	 o	 dispongan	 y	 a	 cumplir	 las
demás	 obligaciones	 que,	 de	 acuerdo	 con	 las	 disposiciones	 de	 la	 misma
norma	corresponden	a	los	contribuyentes.
Del	mismo	modo,	el	 inciso	a)	del	artículo	71	del	mencionado	Texto	Único
Ordenado,	considera	como	agentes	de	retención	a	las	personas	que	paguen
o	acrediten	rentas	consideradas	de	segunda	y	quinta	categoría.
Cabe	 indicar	 finalmente	 que,	 de	 conformidad	 con	 el	 artículo	 57	 de	 la
referida	 norma,	 las	 rentas	 de	 la	 quinta	 categoría,	 siguen	 el	 criterio	 de	 lo
percibido,	 debiéndose	 considerar	 como	 percibidas	 las	 rentas	 que	 se
encuentren	 a	 disposición	 del	 beneficiario,	 aun	 cuando	 éste	 no	 las	 haya
cobrado	en	efectivo	o	en	especie.
De	 acuerdo	 a	 las	 normas	 glosadas,	 puede	 apreciarse	 que	 las	 rentas	 de	 la
quinta	 categoría	 son	 objeto	 de	 retención	 en	 la	 fuente,	 y	 se	 consideran
producidas	en	el	momento	de	su	percepción.
En	 este	 sentido,	 resulta	 irrelevante	 el	 hecho	 que	 las	mismas	 se	 hubieren
devengado	en	períodos	anteriores	a	su	percepción	puesto	que,	es	con	este
último	 hecho,	 que	 surge	 la	 obligación	 de	 efectuar	 la	 retención
correspondiente.
Finalmente,	el	hecho	que	la	percepción	se	efectúe	como	consecuencia	de	un
mandato	 judicial,	 no	 desvirtúa	 su	 naturaleza	 de	 retribución	 por	 la	 labor
desempeñada	en	relación	de	dependencia,	motivo	por	el	 cual	mantiene	su
condición	de	renta	gravada	de	la	quinta	categoría.
5.	Instrucciones:
La	 percepción	 de	 remuneraciones	 por	mandato	 judicial,	 devengadas	 con
anterioridad,	 se	 encuentran	 sujetas	 a	 la	 retención	 correspondiente,	 por
tratarse	de	rentas	de	quinta	categoría	afectas	al	Impuesto	a	la	Renta.
JURISPRUDENCIA.—La	reposición	conseguida	por	la	vía	de	la	acción	de
amparo	no	es	equiparable	al	despido	nulo	y,	por	tanto,	no	genera	el	abono	de
remuneraciones	devengadas.	“La	recurrente	sostiene	que	la	sentencia	de
vista	ha	interpretado	literalmente	el	texto	de	las	normas	denunciadas,	sin
tener	en	cuenta	la	prevalencia	de	la	Constitución	Política	del	Estado,	bajo
cuyas	normas	se	ha	amparado	la	inmediata	reposición	en	el	puesto	que
venía	desempeñando,	determinando	que	su	despido	fue	inconstitucional	y
por	ende	nulo,	inexistente	y	sin	efectos	jurídicos;	Tercero:	Que,	la	recurrida
afirma	que	la	remuneración	es	la	obligación	que	asume	el	empleador	por	la
prestación	personal	de	los	servicios	del	trabajador	y	sólo	se	exceptúan	de
este	principio	para	efectuar	el	pago	sin	la	realización	de	la	labor	efectiva,	los
casos	de	suspensión	imperfecta	del	contrato	de	trabajo	prevista	en	el
artículo	once	del	Decreto	Supremo	número	cero	cero	tres	-	noventisiete	-	TR
y,	de	nulidad	del	despido,	establecido	en	el	artículo	cuarenta	de	la	misma
norma;	Cuarto:	Que,	la	demandante	impugnó	el	despido	del	que	fue	objeto
en	el	año	mil	novecientos	noventicinco,	a	través	de	una	acción	de	amparo
seguida	ante	los	jueces	de	derecho	público,	obteniendo	sentencia	favorable
que	ordenaba	su	reposición	y	se	inhibía	de	pronunciarse	sobre	las
remuneraciones	dejadas	de	percibir	durante	el	tiempo	que	permaneció
despedida,	por	tratarse	de	extremos	que	requieren	de	estación	probatoria,
la	misma	que	fue	cumplida	por	la	demandada;	quien	la	repuso	con	fecha
tres	de	diciembre	de	mil	novecientos	noventiocho;	Quinto:	Que,	el	derecho
constitucional	violado	en	este	caso	fue	el	del	empleo,	al	producirse	la
ruptura	injustificada	de	la	relación	laboral,	de	modo	que	la	acción	de
garantía	está	destinada	a	restablecer	ese	derecho	vulnerado,	lo	cual	se
configura	con	la	reposición	en	el	empleo,	habiendo	cumplido	plenamente	la
finalidad	para	la	que	están	destinadas	estas	acciones	de	naturaleza
constitucional;	Sexto:	Que,	el	derecho	a	las	remuneraciones	por	un	período
no	laborado,	constituye	un	derecho	ordinario	que	debe	estar	amparado	por
la	ley,	ya	que	la	Constitución	no	contiene	norma	alguna	que	sirva	de	fuente
para	declarar	el	goce	del	mismo,	habiéndose	limitado	a	dar	adecuada
protección	contra	el	despido	arbitrario,	la	que	incluso	está	a	cargo	de	la	ley;
Sétimo:	Que,	las	normas	bajo	análisis	justamente	son	las	que	especifican	los
casos	en	que	el	empleador	está	obligado	a	pagar	remuneraciones	sin	que	el
trabajador	desempeñe	labor	efectiva	y	para	ello	desarrolla	procedimientos
a	los	que	el	servidor	afectado	puede	recurrir	con	el	fin	de	obtenerlas,
cumpliendo	los	requisitos	que	la	misma	ley	exige;	Octavo:	Que,	la	recurrente
sostiene	para	ello	que	la	declaración	de	acto	violatorio	de	un	derecho
constitucional,	que	se	ha	dado	al	despido	sufrido	por	ella,	lo	equipara	al
despido	nulo,	lo	cual	no	es	exacto,	ya	que	en	la	acción	de	garantía	no	se	ha
calificado	alguna	causa	de	nulidad	de	las	que	señala	la	ley,	esto	es,	el	artículo
veintinueve	del	mismo	texto	ordenado	o	el	artículo	sesenticinco	del	Decreto
Legislativo	número	setecientos	veintiocho	en	su	texto	modificado	por	la	Ley
número	veintiséis	mil	quinientos	trece	que	estuvo	vigente	en	la	época	del
despido:	Noveno:	Que,	si	la	demandante,	consideraba	que	su	despido	era
nulo	y,	su	pretensión	accesoria	era	la	de	reclamar	las	remuneraciones	que
devenguen,	debió	recurrir	a	la	vía	ordinaria	y	entablar	una	demanda	sobre
nulidad	de	despido	ante	la	jurisdicción	especializada,	ya	que	su	derecho	a	la
tutela	jurisdiccional	estaba	garantizado,	pero	si	optó	por	interponer	una
acción	de	amparo	constitucional,	tenía	que	saber	que	la	pretensión	estaba
limitada	al	derecho	garantizado	por	la	Carta	Magna	que	es	el	de
restablecimiento	de	la	relación	laboral;	Décimo:	Que	en	consecuencia,	la
recurrida	no	ha	incurrido	en	la	causal	de	casación	denunciada,	por	lo	que	de
conformidad	con	el	artículo	cincuentinueve	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo:
Resolución:	Declararon	Infundado	el	recurso	de	casación	interpuesto.”	(Cas.
Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	1739-2000.	Lima,	ene.
02/2001)
JURISPRUDENCIA.—El	proceso	de	amparo	laboral	no	es	un	proceso
sumarísimo	de	nulidad	de	despido,	el	efecto	es	restitutorio	del	derecho
constitucional	afectado.	“(...)	A	efectos	de	precisar	esta	distinción,	es
pertinente	indicar	que	la	naturaleza	restitutoria	del	proceso	de	amparo
implica	que,	en	adelante,	las	cosas	vuelvan	a	un	estado	idéntico	al	que
existía	antes	de	la	afectación	del	derecho,	por	tanto	no	es	finalidad	del
proceso	de	amparo	negar	la	existencia	de	los	actos	pasados,	sino	impedir
que	la	afectación	continúe	en	el	futuro;	en	ese	sentido	la	restitución	es	una
figura	totalmente	distinta	a	la	reparación	o	la	indemnización,	que
corresponden	a	los	procesos	ordinarios	y	que	tienen	naturaleza
prioritariamente	patrimonial.	Sétimo:	No	corresponde	a	la	naturaleza	del
proceso	de	amparo	la	evaluación	de	la	existencia	de	un	daño	dinerario
concreto	aún	cuando	éste	sea	de	índole	remunerativo,	de	manera	que	en	los
casos	que	la	sentencia	de	amparo	repone	al	trabajador,	restaura	el	estado	de
cosas	anterior	y	satisface	la	pretensión	referida	a	la	tutela	de	un	derecho
constitucional	específico,	pero	no	tiene	eficacia	mas	allá	de	lo	ordenado	en
la	propia	sentencia,	de	manera	que	no	puede	ser	interpretada	como	una
declaración	de	nulidad	del	acto	que	puso	fin	al	vínculo	laboral,	tal	como
sugiere	la	interpretación	de	la	parte	demandante.	Octavo:	En	ese	sentido,	el
proceso	de	amparo	laboral	no	es	un	proceso	sumarísimo	de	nulidad	de
despido,	sino	que	responde	a	la	naturaleza	preventiva	y	urgente	de	todo
proceso	constitucional	destinado	a	la	restitución	inmediata	de	los	derechos
tangibles,	pero	no	a	declaraciones	de	nulidad	que	requieren	mayor	análisis,
ni	a	la	consecución	de	reparaciones	del	daño	sufrido.	(...).”	(CSJ,	Cas.	2712-
2009-Lima,	ene.	31/2012.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—El	amparo	no	es	la	vía	idónea	para	exigir
remuneraciones	dejadas	de	percibir.	“(...)	se	concluye	que	sólo	es	factible	la
obtención	de	remuneraciones	dejadas	de	percibir	como	una	pretensión
accesoria	en	los	supuestos	de	declararse	fundada	la	demanda	de	nulidad	de
despido,	más	no	en	los	casos	de	reposición	como	consecuencia	de	una
acción	de	amparo;	sin	embargo,	al	aplicarse	los	artículos	34	y	40	del	Texto
Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	número	728,	Ley	de	Productividad
Laboral,	y	el	artículo	54	del	Reglamento	de	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo,
aprobado	por	Decreto	Supremo	número	001-96-TR,	se	identifica	el	carácter
restitutorio	del	proceso	de	amparo	con	la	figura	del	despido	nulo	en	la
legislación	laboral,	identificación	que	resulta	errónea	dada	la	naturaleza
jurídica	de	cada	institución,	sin	perjuicio	de	sus	diferencias	prácticas,	ya	que
el	proceso	de	amparo	se	encuentra	referido	a	la	restitución	de	un	derecho
subjetivo	específico,	mientras	que	el	proceso	de	nulidad	se	refiere.	valga	la
redundancia,	a	la	nulidad	de	un	acto	de	despido,	siendo	por	tanto	las
pretensiones	que	se	deducen	en	cada	caso	de	índole	distinta,	no	resultando
aplicable	por	analogía	como	ya	se	estableció	en	el	considerando	anterior,	los
efectos	de	la	nulidad	de	despido,	en	tanto	se	trata	de	una	norma
excepcional.	(...)	Es	pertinente	indicar	que	la	naturaleza	restitutoria	del
proceso	de	amparo	implica	que,	en	adelante,	las	cosas	vuelvan	a	un	estado
idéntico	al	que	existía	antes	de	la	afectación	del	derecho,	por	tanto,	no	es
finalidad	del	proceso	de	amparo	negar	la	existencia	de	los	actos	pasados,
sino	impedir	que	la	afectación	continúe	en	el	futuro;	en	ese	sentido,	no
corresponde	al	proceso	de	amparo,	la	evaluación	de	la	existencia	de	un	daño
dinerario	concreto	aun	cuando	ésta	sea	de	índole	remunerativo	de	manera
que,	en	los	casos	que	la	sentencia	de	amparo	repone	al	trabajador,	restaura
el	estado	de	cosas	anterior	y	satisface	la	pretensión	referida	a	la	tutela	de	un
derecho	constitucional	específico,	pero	no	tiene	eficacia	más	allá	de	lo
ordenado	en	la	propia	sentencia,	de	manera	que	no	puede	ser	interpretada
como	una	declaración	de	nulidad	del	acto	que	puso	fin	al	vínculo	laboral”.
(C.	S.,	Cas.	Lab.	2582-2009-Arequipa,	set.	19/2011.	V.	P.	Morales	González)
JURISPRUDENCIA.—El	pago	de	los	devengados	procede	única	y
excepcionalmente	en	los	supuestos	de	despido	nulo,	para	los	demás	casos
queda	abierta	la	posibilidad	indemnizatoria.	“Anótese	en	principio	que	el
carácter	contraprestativo	de	la	remuneración	por	el	trabajo	efectivamente
realizado,	permite	inferir	la	regla	de	que	‘sin	trabajo	no	hay	salario’	(...)	En	el
presente	caso,	se	ha	reconocido	al	demandante	el	pago	de	remuneraciones
devengadas	por	el	tiempo	que	dure	el	despido	producido	(...)	hasta	su
efectiva	reposición.	Para	tal	efecto	se	han	esbozado	argumentos	que
respaldan	dicha	posición,	pudiendo	resumirse:	i)	el	carácter	restitutorio	del
amparo	o	del	proceso	laboral	de	reposición,	no	impide	o	limita	a	la	víctima
del	despido,	la	reparación	del	daño	sufrido.	Esa	reparación	se	encuentra
reglada	por	el	derecho	del	trabajo	en	el	caso	del	despido	nulo	de
configuración	legal	en	el	artículo	40	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,
pero	nada	impide	que	usando	las	técnicas	de	integración	del	derecho	se
extienda	dicha	solución	para	despidos	inconstitucionales;	ii)	las
remuneraciones	devengadas	tienen	naturaleza	indemnizatoria	y	no
restitutoria	(...);	y,	iii)	la	aplicación	de	la	analogía	de	la	regla	prevista	en	el
artículo	40	(...)	Este	supremo	tribunal	estima	que	el	razonamiento	antes
presentado	no	resulta	correcto.	En	principio	porque	la	extensión	de	los
alcances	del	artículo	40	del	(...)	se	prevén	como	supuestos	de	pago	de
remuneraciones	por	periodos	no	laborados,	y	como	tales	en	dicha	condición
de	excepcionalidad	no	resultan	aplicables	por	extensión	interpretativa	ni
por	analogía	en	otros	supuestos	en	los	que	no	medie	autorización	expresa,
fundamentalmente	porque,	el	pago	de	los	devengados	única	y
excepcionalmente	procede	en	el	supuesto	específico	previsto	en	norma	para
los	supuestos	de	despido	nulo	(...)	la	inviabilidad	en	el	cobro	de
remuneraciones	y	beneficios	sociales	por	un	periodo	no	laborado,	no
implica	que	el	derecho	al	trabajo	restituido	con	la	reposición	vía	proceso	de
amparo	o	proceso	ordinario	laboral,	según	haya	sido	planteado,	no	alcance
su	concretización	en	el	plano	fáctico,	pues	el	trabajador	afectado	con	esta
medida	encuentra	–dentro	de	nuestro	ordenamiento	jurídico–	otras	vías
adecuadas	para	sancionar	el	actuar	inconstitucional	de	su	empleador,	cual
es	la	posibilidad	indemnizatoria	(…).”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	2235-2013-La
Libertad,	Oct.	14/2013.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—CS:	“no	corresponde	el	pago	de	remuneraciones
devengadas	a	trabajadores	que	obtienen	la	invalidez	del	despido	en	vía	de
amparo”.	“El	artículo	40	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR	claramente
prevé	que	(...)	en	atención	del	principio	de	legalidad,	no	es	viable	aplicar
dicha	norma	excediendo	los	límites	materiales	y	objetivos	de	la	sentencia	de
amparo	que	ha	sido	actuada	como	medio	probatorio	en	autos;	ya	que	de
acogerse	el	argumento	expuesto	por	la	parte	recurrente	el	presente	proceso
laboral	sería	propiamente	una	vía	de	ejecución	de	la	sentencia	de	amparo,
respecto	de	un	extremo	que	no	fue	resuelto,	ni	discutido	en	el	proceso	de
amparo.	Tanto	más	si	en	la	sentencia	que	corre	en	copia	a	fojas	trece,	solo	se
ha	dispuesto	la	reposición	del	demandante,	en	las	labores	habituales	de
trabajo	que	venían	desempeñando.	(...)	La	reposición	real	en	el	centro
laboral	satisface	el	derecho	a	prestar	la	fuerza	de	trabajo,	no	crea	una	ficción
retroactiva	de	labores	prestadas	durante	el	período	de	ausencia,	frente	a	la
cual	pudiera	surgir	la	obligación	de	pago	remunerativo,	no	resultando
aplicable	por	analogía	el	caso	de	la	nulidad	de	despido,	en	tanto	se	trata	de
una	norma	excepcional,	tal	como	lo	establece	el	artículo	IV	del	Título
Preliminar	del	Código	Civil”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	4281-2011-Ayacucho,	ago.
22/2012.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—La	reposición	satisface	el	derecho	a	prestar	la	fuerza	de
trabajo,	pero	no	crea	la	obligación	de	pagar	el	período	ausente.	“La	sentencia
de	vista	incurre	en	vicio	de	motivación	al	no	haber	tenido	en	cuenta:	i)	Que,
en	aplicación	del	principio	de	legalidad	no	resulta	aplicable	por	analogía	el
caso	de	nulidad	de	despido	previsto	por	el	artículo	40	del	Decreto	Supremo
N°	003-97-TR	a	supuestos	no	previstos	por	dicha	norma,	máxime,	si	se	trata
de	una	norma	excepcional;	ii)	La	Corte	Interamericana	de	Derechos
Humanos,	en	la	sentencia	de	fecha	treinta	y	uno	de	enero	de	dos	mil	uno,
Caso	del	Tribunal	Constitucional	(Aguirre	Roca,	Rey	Terry	y	Revoredo
Marsano	vs	Perú),	referido	específicamente	a	la	reposición	de	magistrados
del	Tribunal	Constitucional	peruano,	no	ordenó	el	pago	de	remuneraciones
devengadas,	ya	que	dicha	ejecutoria	internacional	estableció	que	el	Estado
peruano	debía	indemnizar	a	los	magistrados	repuestos	en	sus	labores	(...)”
(C.	S.,	Cas.	Lab.	15852-2013-Del	Santa,	oct.	13/2014.	S.	S.	Sivina	Hurtado)
DOCTRINA.—La	acción	de	amparo	y	 la	nulidad	de	despido	 logran	 los
mismos	efectos	para	el	 trabajador,	 en	ambos	 casos	el	 cese	 carece	de
validez.	 “Que,	 en	 esas	 ejecutorias	 en	 criterio	 reiterado	 y	 uniforme	 de	 la
Corte	Suprema,	se	ha	establecido	 la	aplicación	de	 los	artículos	40	y	11	del
Decreto	Supremo	N°	003-97-TR	en	las	decisiones	adoptadas	para	cada	caso
y	 que	 es	 similar	 al	 presente,	 en	 el	 sentido	 que	 le	 corresponde	 al	 actor	 el
pago	 de	 las	 remuneraciones	 cuyo	 goce	 le	 hubiere	 correspondido	 percibir
durante	 el	 período	 que	 duró	 su	 cese,	 ello	 en	 atención	 al	 principio	 de
continuidad	laboral	y	a	la	doctrina	de	la	suspensión	imperfecta	de	labores,
la	que	consiste	en	el	lapso	en	el	cual	el	trabajador	ha	permanecido	fuera	del
empleo	 por	 decisión	 unilateral	 e	 injustificada	 del	 empleador.	Sexto:	 Que,
razonar	 en	 contrario	 significaría,	 desconocer	 los	 efectos	 y	 alcances	 del
principio	de	continuidad	(aplicable	a	estos	autos	por	permisión	de	inciso	8
del	 artículo	 139	 de	 la	 Constitución	 Política	 del	 Perú),	 en	 virtud	 al	 cual,	 el
contrato	 de	 trabajo	 que	 este	 tracto	 sucesivo,	 esto	 es,	 que	 perdura	 en	 el
tiempo,	 se	 considera	 como	 uno	 de	 duración	 indefinida	 resistente	 a	 las
circunstancias	que	en	ese	proceso	puedan	alterar	 tal	 carácter,	por	 lo	 cual,
este	 principio	 se	 encuentra	 íntimamente	 vinculado	 a	 la	 vitalidad	 y
resistencia	de	 la	 relación	 laboral	 a	pesar	que	determinadas	 circunstancias
puedan	aparecer	como	razón	o	motivo	de	su	terminación,	como	en	el	caso
de	los	despidos	violatorios	de	los	derechos	constitucionales,	cuya	sanción	al
importar	 la	 recomposición	 jurídica	 de	 la	 relación	 de	 trabajo	 como	 si	 esta
nunca	se	hubiese	interrumpido,	determina	no	sólo	el	derecho	del	trabajador
a	ser	reincorporado	al	empleo,	sino	también,	a	que	se	 le	reconozcan	todos
aquellos	 derechos	 con	 contenido	 económico	 cuyo	 goce	 le	 hubiesen
correspondido	 durante	 el	 período	 que	 duró	 su	 cese	 de	 tacto,	 pues	 de	 no
acarrear	ninguna	consecuencia	constituiría	una	autorización	tácita	para	que
los	 empleadores	destituyan	 indebidamente	a	 sus	 trabajadores,	 quienes	no
sólo	se	verían	perjudicados	por	la	pérdida	inmediata	de	sus	remuneraciones
y	 beneficios	 sociales,	 sino	 que	 también	 se	 afectaría	 su	 futura	 pensión	 de
jubilación.	Sétimo:	Que,	en	virtud	a	lo	expuesto	y	teniendo	en	cuenta	que	el
artículo	 40	 del	 Decreto	 Supremo	 N°	 003-97-TR	 no	 vincula	 el	 pago	 de
remuneraciones	devengadas	únicamente	a	la	acción	de	nulidad	de	despido
al	 no	 establecer	 distinción	 o	 restricción	 de	 alguna	 clase,	 en	 cuyo	 caso,
hubiera	 prescrito	 que	 sólo	 en	 dicho	 caso	 procede	 el	 pago	 de
remuneraciones	 dejadas	 de	 percibir	 dentro	 del	 régimen	 de	 la	 actividad
privada,	debe	concluirse,	que	la	acción	de	nulidad	de	despido	no	es	la	única
que	puede	originar	para	un	 trabajador	del	 régimen	 laboral	de	 la	actividad
privada	 el	 pago	 de	 remuneraciones	 y	 beneficios	 dejados	 de	 percibir,	 en
tanto,	que	por	vía	de	una	sentencia	de	acción	de	amparo	también	se	pueden
lograr	 los	 mismos	 efectos	 para	 el	 trabajador	 partiendo	 del	 presupuesto
básico	que	en	ambos	casos	el	cese	del	 trabajador	carece	de	validez,	por	 lo
que,	jurídicamente	debe	reputarse	que	no	se	produjo.	(CSJ,	Cas.	2712-2009-
Lima,	ene.	31/2012.	Fundamento	de	voto	del	juez	supremo	Távara	Córdova)
DOCTRINA.—Magistrado	Walde	 Jáuregui	 cambia	 de	 criterio:	 despido
arbitrario	 provoca	 el	 pago	 de	 las	 remuneraciones	 devengadas,	 pues
califica	 como	 suspensión	 imperfecta	 del	 vínculo	 laboral.	 “Que,	 la
remuneración	no	puede	ser	entendida	solo	como	un	elemento	esencial	de	la
relación	 laboral,	 sino	 como	un	derecho	 fundamental	 irrenunciable	 para	 el
trabajador,	 teniendo	 protección	 especial	 por	 parte	 del	 ordenamiento
jurídico,	 en	 tanto,	 que	 está	 dirigida	 a	 cubrir	 las	 necesidades	 vitales	 y
familiares	 del	 trabajador,	 teniendo	 carácter	 alimentario;	 por	 ende,	 en
aquellos	casos	en	 los	cuales	el	 trabajador	es	privado	de	 la	oportunidad	de
prestar	 servicios	 para	 el	 empleador	 por	 entera	 responsabilidad	 de	 éste,
como	consecuencia	de	un	acto	indebido	y	doloso,	el	cual	posteriormente	es
dejado	 sin	 efecto	 por	 el	 órgano	 jurisdiccional,	 se	 estaría	 ante	 una
suspensión	temporal	imperfecta	del	contrato	de	trabajo	para	ambas	partes
de	la	relación	laboral,	en	la	que	aun	no	habiendo	una	efectiva	prestación	de
servicios,	 existe	 la	 obligación	 del	 empleador	 de	 efectuar	 el	 pago	 de	 la
retribución,	 ya	 que	 dicha	 suspensión	 se	 debió	 a	 su	 exclusiva
responsabilidad,	 por	 consiguiente	 debe	 ser	 considerado	 como	 de	 trabajo
efectivo	para	 todos	 los	 fines	 conforme	a	 lo	dispuesto	en	el	 artículo	54	del
Decreto	 Supremo	 N°	 001-96-TR,	 por	 lo	 que	 procede	 el	 pago	 de	 las
remuneraciones	 devengadas.	 (...)	 El	 presente	 análisis	 del	 asunto	 de
controversia,	me	permite	establecer	con	un	criterio	de	reflexión	y	reexamen
del	tema	litigioso,	concluir	que	en	el	presente	caso	es	procedente	ordenar	el
pago	de	los	haberes	devengados	que	se	reclaman,	señalando	de	esta	manera
mi	 apartamiento	 de	 decisiones	 en	 los	 que	 hubiera	 expuesto	 criterios
diferentes	 con	 un	 análisis	 que	 no	 coincide	 con	 los	 argumentos	 que	 tengo
expresados	en	la	presente	determinación	y	de	conformidad	con	lo	dispuesto
por	el	segundo	párrafo	del	artículo	22	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley
Orgánica	del	Poder	Judicial,	circunstancia	que	en	cuanto	se	refiere	el	autor
de	esta	decisión	se	explica	por	el	derecho	de	reexamen	de	la	determinación
judicial	 que	 la	 Ley	 Orgánica	 del	 Poder	 Judicial	 faculta	 a	 todos	 los
magistrados”.	(C.	S,	Cas.	Lab.	5453-2013-La	Libertad,	nov.	08/2013.	Voto	en
discordia	del	magistrado	supremo	Walde	Jáuregui)
DOCTRINA.—Intereses	 generados	 por	 remuneraciones	 devengadas.
“Tratándose	 de	 intereses	 generados	 por	 remuneraciones	 devengadas,	 los
mismos	se	encontrarán	afectos	al	Impuesto	a	la	Renta	y	formarán	parte	de
la	 base	 imponible	 para	 el	 cálculo	 del	 Impuesto	 a	 la	 Renta	 de	 quinta
categoría,	de	acuerdo	con	lo	previsto	en	el	artículo	34	del	antes	mencionado
TUO	 de	 la	 Ley	 del	 Impuesto	 a	 la	 Renta,	 siempre	 que	 no	 impliquen	 la
reparación	de	un	daño	emergente.	(...).	Por	su	parte,	el	inciso	a)	del	artículo
34	del	citado	TUO	de	la	Ley	del	Impuesto	a	la	Renta,	señala	que	son	rentas
de	 quinta	 categoría	 las	 obtenidas	 por	 concepto	 del	 trabajo	 personal
prestado	en	relación	de	dependencia,	incluidos	cargos	públicos,	electivos	o
no,	 como	 sueldos,	 salarios,	 asignaciones,	 emolumentos,	 primas,	 dietas,
gratificaciones,	 bonificaciones,	 aguinaldos,	 comisiones,	 compensaciones	 en
dinero	o	en	especie,	gastos	de	representación	y,	en	general,	toda	retribución
por	 servicios	 personales.	 Así	 mismo,	 el	 inciso	 b)	 del	 referido	 artículo
establece	que	son	rentas	de	quinta	categoría	cualquier	ingreso	que	tenga	su
origen	 en	 el	 trabajo	 personal.	 (...).	 Tratándose	 de	 los	 intereses
compensatorios	resulta	claro	que	los	mismos	se	encuentran	gravados	con	el
Impuesto	a	la	Renta.	(...).	En	consecuencia,	en	el	caso	materia	de	consulta,	si
los	 intereses	 no	 implican	 la	 reparación	 de	 un	 daño	 emergente,	 se
encontrarán	 afectos	 al	 Impuesto	 a	 la	 Renta	 y	 formarán	 parte	 de	 la	 base
imponible	 para	 el	 cálculo	 del	 Impuesto	 a	 la	 Renta	 de	 quinta	 categoría,	 de
acuerdo	con	 lo	previsto	en	el	artículo	34	del	antes	mencionado	TUO	de	 la
Ley	 del	 Impuesto	 a	 la	 Renta.”	 (Sunat,	 Oficio	 N°	 031-2000-K00000,	 abr.
17/2000)
DOCTRINA.—De	 acuerdo	 con	 Sunat,	 los	 pagos	 por	 mandato	 judicial
realizados	 a	 trabajadores	 y	 extrabajadores	 están	 gravados	 con	 el
Impuesto	 a	 la	 Renta.	 “1.	 Los	 importes	 que	 deben	 ser	 cancelados	 a
trabajadores	 y	 ex	 trabajadores	 por	 mandato	 judicial	 que	 provienen	 del
trabajo	 personal	 prestado	 en	 relación	 de	 dependencia	 se	 encuentran
gravados	 con	 el	 Impuesto	 a	 la	 Renta,	 salvo	 que	 correspondan	 a	 los
conceptos	detallados	en	el	artículo	18	del	TUO	de	la	Ley	del	Impuesto	a	 la
Renta.
El	 sujeto	 obligado	 al	 pago	 de	 los	 referidos	 importes	 debe	 efectuar	 la
retención	del	Impuesto	a	 la	Renta	cuando	los	pague	o	acredite,	por	 lo	cual
dicha	retención	debe	considerarse	como	una	obligación	relativa	al	período
fiscal	 correspondiente	 al	 pago	 o	 la	 acreditación	 de	 las	 rentas	 de	 quinta
categoría.
2.	Los	importes	que	deben	ser	cancelados	a	trabajadores	y	ex	trabajadores
por	 mandato	 judicial	 se	 encontrarán	 afectos	 a	 las	 aportaciones	 al	 SNP	 y
están	sujetos	a	retención	por	parte	del	empleador	en	la	oportunidad	de	su
devengo,	 en	 la	 medida	 que	 tales	 importes	 tengan	 la	 calidad	 legal	 de
remuneraciones	 provenientes	 de	 servicios	 personales	 prestados	 a	 un
empleador(6)(7).
La	 retención	 de	 las	 aportaciones	 al	 SNP	 debe	 considerarse	 como	 una
obligación	relativa	al	período	fiscal	en	que	se	haya	producido	el	devengo	de
las	remuneraciones	afectas(10).
3.	Los	importes	que	deben	ser	cancelados	a	trabajadores	y	ex	trabajadores
por	mandato	 judicial	 estarán	afectos	 a	 los	 aportes	 a	ESSALUD	en	 tanto	 se
trate	 de	 montos	 que	 tengan	 la	 calidad	 legal	 de	 remuneraciones
provenientes	de	servicios	personales	prestados	a	un	empleador(6)(7).
El	pago	de	las	aportaciones	al	ESSALUD	es	de	cargo	del	empleador	y	debe
considerarse	como	una	obligación	relativa	al	período	fiscal	en	que	se	haya
producido	el	devengo	de	las	remuneraciones	afectas(10).
Dicha	obligación	debe	ser	cumplida	por	el	empleador	sin	 importar	que	el
trabajador	o	 ex	 trabajador	no	haya	 ejercido	 el	 derecho	 a	 atención	médica
durante	el	tiempo	que	hubiera	durado	el	proceso	judicial.”	(Sunat,	Inf.	059-
2011-Sunat/2B0000,	may.	25/2011)
COMENTARIO.—Procedencia	 de	 las	 remuneraciones	 devengadas	 por
el	despido	nulo.	El	 despido	 nulo	 es,	 como	 su	 denominación	 lo	 indica,	 un
despido	 inexistente.	 De	 ahí	 que,	 el	 lapso	 transcurrido	 desde	 el	 acto
arbitrario	 del	 empleador	 hasta	 la	 sentencia	 genere	 el	 abono	 de	 las
remuneraciones	dejadas	de	percibir.
En	 ese	mismo	 sentido,	 el	 pleno	 jurisdiccional	 distrital	 en	materia	 laboral
del	 2007	 (Arequipa),	 en	 su	 quinto	 acuerdo,	 llega	 por	 unanimidad	 a	 la
conclusión	 que	 determina	 la	 procedencia	 de	 recurrir	 al	 juez	 laboral	 para
demandar	el	cobro	de	las	remuneraciones	dejadas	de	percibir,	en	el	tiempo
no	laborado,	por	el	despido	nulo	y	la	consecuente	reposición	del	trabajador.
ASIGNACIÓN	PROVISIONAL
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	41.—En	el	caso	de	acción	por	nulidad	del	despido	el	juez
podrá,	a	pedido	de	parte,	ordenar	el	pago	de	una	asignación
provisional	y	fijar	su	monto	el	que	no	podrá	exceder	de	la	última
remuneración	ordinaria	mensual	percibida	por	el	trabajador.
Dicha	asignación	será	pagada	por	el	empleador	hasta	alcanzar	el
saldo	de	la	reserva	por	la	compensación	por	tiempo	de	servicios
que	aún	conserve	en	su	poder.
Si	resultara	insuficiente,	la	asignación	será	pagada	por	el
depositario	de	la	misma	hasta	agotar	el	importe	del	depósito	y	sus
intereses.
Si	la	sentencia	ordena	la	reposición,	el	empleador	restituirá	el
depósito	más	los	respectivos	intereses,	con	cargo	a	las
remuneraciones	caídas	a	que	se	refiere	el	artículo	anterior.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	51.—El	empleador	podrá	oponerse	al	otorgamiento	de	 la	asignación
provisional	establecida	en	el	artículo	74	de	la	ley,	cuando	dicho	beneficio	no
estuviera	 respaldado	 por	 el	 monto	 de	 la	 compensación	 por	 tiempo	 de
servicios	devengada	y	aún	no	adelantada	y	en	el	caso	previsto	en	el	artículo
54	del	Decreto	Legislativo	N°	650.
INCUMPLIMIENTO	DE	LA	REPOSICIÓN.	MULTA
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	42.—El	empleador	que	no	cumpla	el	mandato	de	reposición
dentro	de	las	veinticuatro	(24)	horas	de	notificado,	será	requerido
judicialmente	bajo	apercibimiento	de	multa,	cuyo	monto	se
incrementará	sucesivamente	en	treinta	(30%)	por	ciento	del
monto	original	de	la	multa	a	cada	nuevo	requerimiento	judicial
hasta	la	cabal	ejecución	del	mandato.
El	importe	de	la	multa	no	es	deducible	de	la	materia	imponible
afecta	a	Impuesto	a	la	Renta.
COMENTARIO.—Incumplimiento	 del	 mandato	 de	 reposición.	 Como
medio	de	coacción	al	empleador,	orientado	a	 lograr	 la	efectiva	readmisión
del	trabajador	cesado,	la	ley	establece	un	sistema	de	multas,	las	mismas	que
se	 acrecentarán	 progresivamente	 en	 treinta	 (30%)	 por	 ciento	 por	 cada
oportunidad	en	que	el	empleador	sea	requerido	judicialmente.
CAUSAS	OBJETIVAS	DE	EXTINCIÓN
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	46.—Son	causas	objetivas	para	la	terminación	colectiva	de
los	contratos	de	trabajo:
a)	El	caso	fortuito	y	la	fuerza	mayor;
b)	Los	motivos	económicos,	tecnológicos,	estructurales	o
análogos;
c)	La	disolución	y	liquidación	de	la	empresa,	y	la	quiebra;
d)	La	reestructuración	patrimonial	sujeta	al	Decreto	Legislativo	N
°	845.
NOTA:	Las	menciones	al	Decreto	Legislativo	N°	845	deben	entenderse	ahora	referidas	a	la	Ley	N°
27809.
JURISPRUDENCIA.—La	excedencia	es	considerada	como	fuerza	mayor	para
el	cese	colectivo.	“El	Decreto	Ley	(26093)	autoriza	a	las	instituciones
públicas	descentralizadas	como	la	emplazada	a	cesar	al	personal	que	no
califique	en	su	puesto,	por	causal	de	excedencia,	la	cual	constituye	una	causa
de	fuerza	mayor	que	puede	motivar	el	cese	colectivo	previsto	en	el	inciso	a)
del	artículo	86	del	Decreto	Legislativo	728;	que	dicha	ley	no	distingue	el
régimen	laboral	al	que	esté	sujeto	el	personal	afectado,	de	modo	que	no	se
puede	suponer	que	es	de	aplicación	sólo	para	el	sometido	al	régimen
público;	que	en	consecuencia,	el	cese	del	demandante	no	constituye	un
despido	injustificado	como	pretende	que	se	califique	(…).”	(RSL,	Exp.	5570-
95-R(S),	jun.	11/97.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
EXTINCIÓN	POR	CASO	FORTUITO	O	FUERZA	MAYOR
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	47.—Si	el	caso	fortuito	o	la	fuerza	mayor	son	de	tal
gravedad	que	implican	la	desaparición	total	o	parcial	del	centro
de	trabajo,	el	empleador	podrá,	dentro	del	plazo	de	suspensión	a
que	se	refiere	el	artículo	15,	solicitar	la	terminación	de	los
respectivos	contratos	individuales	de	trabajo.
En	tal	caso,	se	seguirá	el	procedimiento	indicado	en	el	artículo
siguiente	sustituyendo	el	dictamen	y	la	conciliación,	por	la
inspección	que	el	ministerio	del	sector	llevará	a	cabo,	con
audiencia	de	partes,	poniéndose	su	resultado	en	conocimiento	del
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	Social	quien	resolverá
conforme	a	los	incisos	e)	y	f)	del	citado	artículo.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	62.—Tratándose	del	cese	colectivo	por	caso	fortuito	o	fuerza	mayor,
el	empleador	además	de	la	documentación	señalada	en	el	artículo	siguiente
del	presente	reglamento,	deberá	adjuntar	copia	del	acta	de	 inspección	que
lleve	a	cabo	el	sector	correspondiente,	con	audiencia	de	partes,	en	la	cual	se
concluya	con	la	fundamentación	respectiva,	sobre	la	procedencia	de	la	causa
objetiva	invocada	por	el	empleador.
DOCTRINA.—El	 caso	 fortuito	 y	 la	 fuerza	mayor.	 “En	 el	 Perú	 se	 admite
como	 caso	 fortuito	 el	 ‘hecho	de	 la	 naturaleza’	 (factum	dei)	 y	 como	 fuerza
mayor	 el	 ‘hecho	 del	 príncipe’	 (factum	 principis),	 definidos	 ambos	 como
hechos	 imprevisibles,	 irresistibles	 e	 inevitables.	 Caso	 fortuito	 y	 fuerza
mayor	 tienen	 idéntico	 tratamiento	 en	 el	 derecho	 peruano,	 es	 decir,	 se	 les
considera	iguales	en	sus	efectos	jurídicos;	de	allí	que	la	doctrina	civil	abogue
por	 unificarlos	 en	 una	 sola	 definición.”	 (PASCO	 COSMÓPOLIS,	 Mario.	 La
extinción	de	la	relación	laboral,	AELE,	Perú,	1987;	pág.	243)
CAUSAS	OBJETIVAS.	MÍNIMO	DE	TRABAJADORES
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	48.—La	extinción	de	los	contratos	de	trabajo	por	las	causas
objetivas	previstas	en	el	inciso	b)	del	artículo	46,	sólo	procederá
en	aquellos	casos	en	los	que	se	comprenda	a	un	número	de
trabajadores	no	menor	al	diez	(10)	por	ciento	del	total	del
personal	de	la	empresa,	y	se	sujeta	al	siguiente	procedimiento:
a)	La	empresa	proporcionará	al	sindicato,	o	a	falta	de	éste	a	los
trabajadores,	o	sus	representantes	autorizados	en	caso	de	no
existir	aquél,	la	información	pertinente	indicando	con	precisión
los	motivos	que	invoca	y	la	nómina	de	los	trabajadores	afectados.
De	este	trámite	dará	cuenta	a	la	Autoridad	Administrativa	de
Trabajo	para	la	apertura	del	respectivo	expediente;
b)	La	empresa	con	el	sindicato,	o	en	su	defecto	con	los
trabajadores	afectados	o	sus	representantes,	entablarán
negociaciones	para	acordar	las	condiciones	de	la	terminación	de
los	contratos	de	trabajo	o	las	medidas	que	puedan	adoptarse	para
evitar	o	limitar	el	cese	de	personal.	Entre	tales	medidas	pueden
estar	la	suspensión	temporal	de	las	labores,	en	forma	total	o
parcial;	la	disminución	de	turnos,	días	u	horas	de	trabajo;	la
modificación	de	las	condiciones	de	trabajo;	la	revisión	de	las
condiciones	colectivas	vigentes;	y,	cualesquiera	otras	que	puedan
coadyuvar	a	la	continuidad	de	las	actividades	económicas	de	la
empresa.	El	acuerdo	que	adopten	tendrá	fuerza	vinculante;
c)	En	forma	simultánea	o	sucesiva,	el	empleador	presentará	ante
la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo,	una	declaración	jurada	de
que	se	encuentra	incurso	en	la	causa	objetiva	invocada	a	la	que
acompañará	una	pericia	de	parte	que	acredite	su	procedencia,	que
deberá	ser	realizada	por	una	empresa	auditora,	autorizada	por	la
Contraloría	General	de	la	República.	Asimismo,	el	empleador
podrá	solicitar	la	suspensión	perfecta	de	labores	durante	el
período	que	dure	el	procedimiento,	solicitud	que	se	considerará
aprobada	con	la	sola	recepción	de	dicha	comunicación,	sin
perjuicio	de	la	verificación	posterior	a	cargo	de	la	Autoridad
Inspectiva	de	Trabajo.
La	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	pondrá	en	conocimiento
del	sindicato	o	a	falta	de	éste,	de	los	trabajadores	o	sus
representantes,	la	pericia	de	parte,	dentro	de	las	cuarentiocho
(48)	horas	de	presentada;	los	trabajadores	podrán	presentar
pericias	adicionales	hasta	en	los	quince	(15)	días	hábiles
siguientes;
d)	Vencido	dicho	plazo,	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo,
dentro	de	las	24	horas	siguientes,	convocará	a	reuniones	de
conciliación	a	los	representantes	de	los	trabajadores	y	del
empleador;	reuniones	que	deberán	llevarse	a	cabo
indefectiblemente	dentro	de	los	tres	(3)	días	hábiles	siguientes;
e)	Vencidos	los	plazos	a	los	que	se	refiere	el	inciso	precedente,	la
Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	está	obligada	a	dictar
resolución	dentro	de	los	cinco	(5)	días	hábiles	siguientes,	al
término	de	los	cuales	se	entenderá	aprobada	la	solicitud	si	no
existiera	resolución;
f)	Contra	la	resolución	expresa	o	ficta,	cabe	recurso	de	apelación
que	debe	interponerse	en	un	plazo	no	mayor	de	tres	(3)	días
hábiles.	El	recurso	deberá	ser	resuelto	en	un	plazo	no	mayor	de
cinco	(5)	días	hábiles,	vencidos	los	cuales	sin	que	se	haya
expedido	resolución,	se	tendrá	confirmada	la	resolución
recurrida.
DEFINICIÓN	DE	SITUACIÓN	ECONÓMICA	APLICABLE	AL
DESPIDO	COLECTIVO	POR	MOTIVOS	ECONÓMICOS
D.	S.	013-2014-TR.
ART.	1°.—Situación	económica	de	la	empresa.	La	situación	económica	de
una	 empresa	 está	 determinada	 por	 el	 contexto	 económico	 en	 que	 se
desenvuelve	la	empresa	y	por	 las	acciones	que	el	empleador	realiza	con	el
fin	de	mejorar	el	desempeño	económico	de	la	empresa.
La	 terminación	 colectiva	 de	 los	 contratos	 de	 trabajo	 por	 motivos
económicos,	de	 acuerdo	a	 lo	 establecido	en	el	 artículo	48	del	Texto	Único
Ordenado	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 728,	 Ley	 de	 Productividad	 y
Competividad	 Laboral,	 aprobado	 por	 Decreto	 Supremo	 N°	 003-97-TR,
implica	 un	 deterioro	 de	 los	 ingresos,	 entendido	 como	 tal	 registrar	 tres
trimestres	consecutivos	de	resultados	negativos	en	 la	utilidad	operativa,	o
en	una	situación	en	 la	que	de	mantener	 la	continuidad	laboral	del	 total	de
trabajadores	 implique	 pérdidas,	 situación	 que	 será	 sustentada	 con	 el
informe	que,	para	tal	efecto,	elabore	una	empresa	auditora	autorizada	por	la
Contraloría	General	de	la	República.
La	evaluación	de	la	situación	solo	es	aplicable	para	el	término	de	contratos
de	trabajo	por	motivos	económicos.
JURISPRUDENCIA.—La	suspensión	de	labores	en	los	procedimientos	de	cese
colectivo	no	implica	un	despido.	“Consta	la	solicitud	de	la	emplazada	dirigida
a	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	(A.A.T.),	y	recepcionada	por	ésta	el
día	7	de	febrero	de	1997,	mediante	la	cual	la	emplazada	da	‘cuenta	del	inicio
del	trámite	de	terminación	colectiva	por	causas	objetivas	(…)’	(sic);	que	a
fojas	36	consta	el	comprobante	de	ingreso	emitido	por	la	A.A.T.	el	mismo	día
7	de	febrero	de	1997,	mediante	el	cual	se	certifica	la	recepción	de	la
precitada	solicitud	de	la	emplazada;	Segundo:	Que	el	día	28	de	febrero	de
1997	la	emplazada	solicita	a	la	A.A.T.	la	‘(…)	suspensión	perfecta	de	los
contratos	de	trabajo	del	personal	de	nuestra	empresa	comprendido	en	el
procedimiento	de	cese	colectivo.’	(sic),	según	consta	a	fojas	14;	Tercero:	Que
la	emplazada	el	día	28	de	febrero	de	1997	remite	carta	notarial	a	la
demandante,	obrando	estas	cartas	a	fojas	12,	mediante	las	cuales	les
comunica	que	‘(…)	a	partir	del	sábado	1	de	marzo	de	1997	se	producirá	la
suspensión	de	las	actividades	de	los	trabajadores	comprendidos	en	la
medida	de	cese	colectivo	por	causas	objetivas,	sin	cobro	de	remuneración.’
(sic);	que	la	emplazada	fundamenta	su	decisión	de	suspensión	perfecta	del
contrato	de	trabajo	en	la	solicitud	que	presenta	a	la	A.A.T.	el	día	28	de
febrero	de	1997	y	además	sustenta	la	validez	de	dicha	medida	de
suspensión	de	labores	en	el	segundo	párrafo	del	literal	c)	del	artículo	82	del
Decreto	Legislativo	N°	855,	en	lo	referente	a	su	aprobación	inmediata;
Cuarto:	Que	mediante	resolución	de	la	A.A.T.	del	día	3	de	marzo	de	1997	y
obrante	a	fojas	15,	y	respecto	a	la	mencionada	solicitud	de	la	emplazada	de
iniciar	trámite	administrativo	sobre	terminación	de	la	relación	de	trabajo
por	causas	objetivas,	la	A.A.T.	resuelve	que	debido	a	que	el	empleador,	la
emplazada	en	autos,	incumple	los	requerimientos	previstos	en	el	literal	a)
del	artículo	82	del	Decreto	Legislativo	N°	855,	el	cual	señala	puntualmente,
en	su	parte	final,	que	‘De	este	trámite	(…)’,	esto	es	en	alusión	a	los
requerimientos	incumplidos	por	la	emplazada,	‘(…)	dará	cuenta	a	la
Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	para	la	apertura	del	respectivo
expediente.’,	esto	es	que	la	consecuencia	principal	del	referido
incumplimiento	de	la	emplazada	es	la	no	apertura	del	respectivo	expediente
administrativo;	que	dicha	resolución	de	la	A.A.T.	del	día	3	de	marzo	de	1997,
en	su	parte	final,	determina	‘Pídase	en	su	oportunidad	(...)’	(sic)	respecto	al
Recurso	N°	338,	esto	es	que	la	precitada	solicitud	de	suspensión	de	labores
no	es	admitida	por	la	A.A.T.	debido	al	mencionado	incumplimiento	de	la
emplazada	acerca	de	las	exigencias	de	la	ley	para	dar	apertura	al
procedimiento	administrativo;	empero	debe	precisarse	que	tal	situación	no
implicó	pronunciamiento	formal	de	negación	de	la	aludida	suspensión;
Quinto:	Que	mediante	resolución	de	la	A.A.T	del	día	17	de	marzo	de	1997,
obrante	a	fojas	16,	y	luego	de	subsanados	los	precitados	incumplimientos	al
citado	literal	a)	del	artículo	82	,	se	resuelve:	(acerca	de	la	acotada	solicitud
de	apertura	del	procedimiento	administrativo)	‘Ábrase	expediente	sobre
terminación	de	la	relación	de	trabajo	por	causas	objetivas	(…)’	(sic);	Sexto:
Que	el	segundo	párrafo	del	literal	c)	del	artículo	82	del	Decreto	Legislativo	N
°	855	establece	que	‘(…)	el	empleador	podrá	solicitar	la	suspensión	perfecta
de	labores	durante	el	período	que	dure	el	procedimiento	(…)’	(sic);	Sétimo:
Que	en	atención	a	los	considerandos	expresados	se	concluye	que	la
mencionada	medida	de	suspensión	de	labores	decidida	por	la	emplazada	no
es	un	despido	en	tanto	que	como	es	de	verse	de	fojas	12	la	actora	tomó
conocimiento	con	antelación	a	los	hechos	que	invoca	de	la	existencia	del
trámite	de	cese	colectivo	(…)”	(RSL,	Exp.	6017-97-ID-S,	dic.	22/97.	V.	P.
Barreda	Mazuelos)
JURISPRUDENCIA.—La	solicitud	de	suspensión	de	labores	en	los	procesos	de
cese	colectivo	se	considera	aprobada	a	su	sola	recepción.	“En	su	demanda,	el
actor	sostiene	haber	sido	objeto	de	un	despido	encubierto	y	arbitrario	el	28
de	febrero	de	1997,	pretendiendo	demostrarlo	con	la	instrumental	de	fojas
13;	Segundo:	que	dicha	instrumental	de	fecha	28	de	febrero	de	1997	resulta
ser	una	comunicación	que	hace	la	emplazada	al	actor	de	que	a	partir	del	1
de	marzo	de	1997	se	producirá	la	suspensión	de	las	actividades	de	los
trabajadores	comprendidos	en	la	medida	de	cese	colectivo	por	causas
objetivas,	no	evidenciando	tal	documento	despido	alguno	por	cuanto	en
primer	lugar	tenía	conocimiento	desde	el	27	de	enero	de	1997	de	que	su
empleadora	había	iniciado	un	procedimiento	de	cese	colectivo	de
trabajadores	y	que	se	encontraba	comprendido	en	la	nómina	de	los
trabajadores	afectados	y	en	segundo	lugar	por	cuanto	en	el	mismo
documento	se	le	cita	al	actor	a	una	reunión	para	el	5	de	marzo	a	efectos	de
proseguir	con	el	procedimiento	lo	que	no	hace	sino	demostrar	la
inexistencia	del	despido	alegado;	Tercero:	que,	de	haber	considerado	ilegal
la	suspensión	perfecta	de	labores,	el	accionante	debió	de	ejercitar	su
derecho	ante	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	que	conocía	del
procedimiento	y	ante	su	propia	empleadora	acudiendo	a	exponer	sus
razones	a	la	reunión	propuesta	por	ella,	antes	de	colocarse	en	situación	de
despido;	Cuarto:	que,	el	inciso	c)	del	artículo	82	del	Decreto	Supremo	N°	05-
95-TR	modificado	por	el	Decreto	Legislativo	N°	855,	señala	en	su	segundo
párrafo	que	el	empleador	podrá	solicitar	la	suspensión	perfecta	de	labores
durante	el	período	que	dure	el	procedimiento	la	misma	que	se	considerará
aprobada	con	la	sola	recepción	de	dicha	comunicación	no	indicándose	en
esta	norma	legal	que	dicho	pedido	procede	cuando	la	solicitud	de	cese	se	ha
admitido	a	trámite,	es	más,	resulta	claro	al	expresar	que	su	aprobación	es
automática,	en	tal	sentido	y	amparándose	en	este	dispositivo	legal	es	que	la
emplazada	remitió	al	actor	la	carta	de	fojas	13;	que,	en	el	caso	submateria,
las	instrumentales	de	fojas	31	a	38	demuestran	que	la	demandada	dio	inicio
al	procedimiento	señalado	en	el	Texto	Único	de	la	Ley	de	Fomento	al
Empleo	(artículo	82	inciso	a),	en	consecuencia	la	solicitud	presentada	ante
la	Subdirección	de	Negociaciones	Colectivas	el	28	de	febrero	de	1997	(fojas
41)	se	encontraba	dentro	de	los	alcances	de	la	norma	legal	citada;	Quinto:
que,	habiéndose	considerado	sin	derecho	en	situación	de	despedida	no
procede	la	indemnización	especial	que	se	reclama	en	razón	a	que	la
suspensión	tenía	amparo	legal	(…).”	(RSL,	Exp.	6432-97-IDA(S),	dic.	03/97.
V.	P.	De	La	Rosa)
JURISPRUDENCIA.—No	basta	invocar	la	causal	objetiva	para	cesar	al
trabajador,	también	se	debe	acreditar	que	se	siguió	el	procedimiento	previsto.
“Que,	según	lo	señalado	por	la	entidad	demandada,	la	modificación	del
cuadro	de	asignación	de	personal	del	despacho	presidencial	produjo	una
reducción	de	doscientos	cuarenta	y	nueve	cargos	lo	que	motivó	la	extinción
de	varios	contratos	de	trabajo,	dentro	de	los	cuales	se	encontraba	el	actor,
por	lo	que,	para	la	realización	de	su	despido	debió	observarse	lo	previsto	en
el	artículo	48	del	Decreto	Legislativo	N°	728	que	regula	el	procedimiento	a
seguir	en	caso	de	despidos	masivos;	sin	embargo,	en	autos	no	existe
evidencia	de	haberse	seguido	dicho	procedimiento,	razón	por	la	cual	no
puede	alegarse	que	el	cese	del	recurrente	responda	a	una	causa	objetiva	de
término	de	la	relación	laboral,	por	lo	que	se	configura	como	un	despido
arbitrario.	No	resultando	pertinente	el	control	difuso	de	la	Ley	N°	28880	en
los	términos	que	pretende	el	recurrente	porque	de	autos	no	está	en
discusión	que	la	citada	norma	esté	o	no	arreglada	a	la	Constitución,	sino	que
se	sometió	a	discusión	la	existencia	de	arbitrariedad	en	el	acto	de	despido
del	actor”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	3235-2009-Lima,	jun.	16/2010.	V.	P.	Mac	Rae
Thays)
D.	S.	001-96-TR.
ART.	63.—Para	efectos	de	la	aplicación	de	los	incisos	a)	y	b)	del	artículo	80
de	 la	 ley,	 el	 empleador	 al	 dar	 cuenta	 a	 la	 Autoridad	 Administrativa	 de
Trabajo,	 para	 la	 iniciación	 del	 expediente,	 adjuntará	 la	 siguiente
información:
a)	 Constancia	 de	haber	 proporcionado	 al	 sindicato	 o	 a	 falta	 de	 éste	 a	 los
trabajadores	afectados	o	sus	representantes,	 la	 información	señalada	en	el
inciso	a)	del	artículo	82	de	la	ley;
b)	La	justificación	específica,	en	caso	de	incluirse	en	el	cese	a	trabajadores
protegidos	por	el	fuero	sindical;	y,
c)	La	nómina	de	 los	 trabajadores,	consignando	el	domicilio	de	éstos	o	del
sindicato,	o	el	de	sus	representantes.
NOTA:	Como	quiera	que	el	articulado	reglamentario	se	encuentra	desfasado,	puesto	que
corresponde	al	antiguo	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo	y	no	al	texto	vigente
de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,	es	conveniente	precisar	sus	referencias:
-	Las	del	primer	párrafo	del	artículo	63	del	reglamento	remiten	en	realidad	a	los	literales	a)	y	b)	del
artículo	46	legal.
-	La	del	inciso	a)	del	mencionado	artículo	63	lo	hace	al	mismo	inciso	del	artículo	48	de	la	ley.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	68.—El	término	de	ocho	(8)	días	hábiles	señalado	por	el	inciso	e)	del
artículo	 82	 de	 la	 ley	 para	 las	 reuniones	 de	 conciliación,	 se	 computará	 a
partir	del	primer	día	en	que	se	fija	la	fecha	para	la	indicada	diligencia.
Las	 reuniones	 de	 conciliación	 se	 efectuarán	 indefectiblemente	 dentro	 del
referido	término,	el	mismo	que	deberá	haber	vencido	para	que	continúe	el
procedimiento.
COMENTARIO.—Término	para	las	reuniones	de	conciliación.	El	Art.	68
del	 reglamento	 fue	parcialmente	modificado	por	el	Art.	48	de	 la	 ley,	 texto
que	 en	 su	 literal	 d)	 estipula	 que	 el	 término	 para	 las	 reuniones	 de
conciliación	es	de	tres	(3)	días	hábiles.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	70.—La	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	expedirá	resolución	en
el	término	de	quince	(15)	días	hábiles	computados	desde	el	día	siguiente	al
vencimiento	del	plazo	a	que	se	refiere	el	artículo	anterior.
De	 no	 expedirse	 resolución	 expresa,	 en	 el	 plazo	 señalado,	 se	 entenderá
aprobada	la	solicitud	del	empleador,	por	silencio	administrativo	positivo.
COMENTARIO.—Plazo	 para	 que	 la	 autoridad	 de	 trabajo	 expida
resolución.	El	plazo	contenido	en	el	artículo	70	del	reglamento,	para	que	la
autoridad	 administrativa	 de	 trabajo	 expida	 resolución,	 ha	 sido	 reducido	 a
cinco	(5)	días	hábiles	de	acuerdo	al	tenor	del	inciso	e)	del	Art.	48	de	la	ley.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	71.—Las	partes	podrán	apelar	de	 la	 resolución	expresa	o	 ficta	en	el
término	de	tres	(3)	días	hábiles.
La	 Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo	 resolverá	 la	 apelación,	 en	 el
término	 de	 cinco	 (5)	 días	 hábiles,	 computado	 desde	 el	 día	 siguiente	 de
ingresado	 el	 expediente	 en	 la	 dependencia	 respectiva.	 En	 este	 caso,	 es	 de
aplicación	el	segundo	párrafo	del	artículo	anterior.
JURISPRUDENCIA.—El	cese	colectivo	procede	una	vez	seguido	el
procedimiento	de	ley.	“Ha	quedado	acreditado	en	autos	que	la	terminación
del	vínculo	laboral	con	la	accionante	no	se	ha	debido	a	su	voluntad,	sino	a	la
situación	que	atravesaba	el	colegio	demandado,	lo	que	se	materializa	con	las
expresiones	de	la	promotora	sobre	la	escasez	de	alumnado;	que	sin
embargo,	dicha	situación	no	fue	invocada	como	causa	del	cese	colectivo	que
debía	producirse,	ni	se	obtuvo	la	autorización	prevista	en	el	artículo	88	del
Decreto	Legislativo	728,	por	lo	que	se	debe	considerar	que	el	despido	fue	de
hecho	como	resuelve	la	juez;	que	en	tal	sentido	deben	abonarse	las
indemnizaciones	por	despido	injustificado	como	se	ampara	en	la	recurrida
(…).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	6017-94-BS(S),	ene.	22/96.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—Procede	el	cese	por	causas	objetivas,	aun	cuando	el
trabajador	se	encontrase	enfermo	al	momento	de	recibir	la	comunicación.	“El
punto	controvertido	en	el	caso	sub	judice	se	centra	en	que,	de	un	lado	el
demandante	solicita	la	nulidad	de	la	carta	de	cese	y	por	ende	la	reposición
en	su	centro	de	trabajo	y,	de	otro	lado,	la	emplazada	sostiene	que	el	actor	en
ningún	momento	fue	objeto	de	despido	sino	fue	cesado	luego	de	haberse
seguido	un	procedimiento	administrativo	regular;	que	las	partes	han
convenido	en	la	existencia	de	la	Resolución	Directoral	N°	170-92-DR-Lim
que	autorizó	a	la	demandada	el	cese	del	reclamante,	entre	otros
trabajadores	de	la	empresa;	que	siendo	esto	así,	está	claramente	establecido
que	el	actor	no	fue	despedido	de	su	centro	de	labores	sino	cesado	por
causas	objetivas	para	la	terminación	del	contrato	de	trabajo,	en	observancia
de	lo	previsto	en	el	artículo	86	del	Decreto	Legislativo	728;	que	no	resulta
sostenible	el	argumento	del	actor	de	que	en	la	fecha	en	que	se	le	cursó	la
carta	notarial	de	cese	(el	23	de	setiembre	de	1992)	aquél	se	encontraba	con
descanso	médico	y	que	por	ello	la	carta	en	mención	resulta	nula,	puesto	que
ésta	no	constituyó	el	acto	mismo	del	cese	sino	la	consecuencia	del	trámite
administrativo	previamente	seguido	por	la	emplazada,	resultando
intrascendente	jurídicamente	que	el	actor	haya	o	no	recepcionado
personalmente	la	tantas	veces	mencionada	carta	notarial,	puesto	que	la
extinción	de	la	relación	laboral	quedó	legalmente	aprobada	por	la	Autoridad
Administrativa	de	Trabajo	(…).”	(RSL,	Exp.	310-96-R(S),	set.	27/96.	V.	P.
Ampuero	de	Fuertes)
JURISPRUDENCIA.—La	supuesta	nulidad	de	las	resoluciones	recaídas	en	un
procedimiento	de	cese	colectivo	deben	plantearse	en	la	vía	contencioso
administrativa.	“El	actor	por	la	presente	vía	demanda	la	indemnización	por
despido	injustificado,	fundamentando	su	pretensión	en	el	hecho	de	haber
sido	objeto	de	un	cese	ilegal	por	la	emplazada	a	través	de	un	proceso
administrativo	de	cese	colectivo	en	el	que	se	habrían	producido	graves
vicios	de	nulidad	insalvables,	por	lo	que	las	resoluciones	administrativas
dictadas	en	ese	proceso	y	al	amparo	de	las	cuales	la	empresa	dispuso	su
cese,	carecen	de	eficacia	legal	y	con	ello	el	despido	resulta	‘intempestivo	e
improcedente’;	que,	conforme	al	artículo	240	de	la	Constitución	Política	del
Perú	de	1979	vigente	a	la	fecha	de	interposición	de	la	acción	y	que	se
encuentra	recogido	en	el	artículo	148	de	la	actual	Carta	Magna,	concordante
con	el	artículo	23	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial,	las	resoluciones	o
actos	administrativos	que	causan	estado	son	susceptibles	de	impugnación
mediante	la	acción	contencioso	administrativa,	en	concordancia	con	lo	cual
la	nulidad	de	las	resoluciones	que	amparan	el	cese	del	actor	y	que	corren	en
copia	de	fojas	28	a	fojas	37	no	pueden	declararse	en	el	presente	proceso
sino	en	la	acción	a	que	se	refieren	las	normas	precitadas	(…).”	(RSL,	2da
Sala,	Exp.	2657-94-BS(S),	may.	03/95.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—Sustitución	del	preaviso	por	el	pago	de	las
correspondientes	remuneraciones.	“El	pago	efectuado	al	accionante	en	virtud
del	artículo	93	del	Decreto	Legislativo	728	vigente	a	la	fecha	de	cese	no
implica	prórroga	de	la	relación	laboral	por	cuanto	la	naturaleza	de	ésta	es	la
de	una	sustitución	del	preaviso	por	el	pago	de	una	remuneración,	en
consecuencia	resulta	correcta	la	fecha	de	cese	establecida	en	la	apelada
(…).”	(RSL,	4ta	Sala,	Exp.	5970-97-BS(S),	nov.	14/97.	V.	P.	De	La	Rosa)
JURISPRUDENCIA.—Existe	responsabilidad	contractual	cuando	no	se
observan	las	normas	que	regulan	el	cese	colectivo.	“En	el	caso	que	nos	ocupa
el	actor	reclama	indemnización	derivada	de	una	relación	contractual
(contrato	de	trabajo)	por	incumplimiento	de	un	deber	por	parte	de	su
empleador.	Por	lo	que	a	criterio	del	suscrito,	lo	que	se	reclama	en	la
presente	causa	es	una	indemnización	por	responsabilidad	de	carácter
contractual,	posición	que	se	asume	teniendo	en	cuenta	que	en	toda	relación
contractual	no	solamente	las	partes	tienen	que	cumplir	con	las	prestaciones
a	las	que	se	obligaron,	sino	además	tienen	que	cumplir	ciertos	deberes	a	fin
de	hacer	posible	la	prestación	asumida	por	los	contratantes.	Así	el	acreedor
tiene	el	deber	de	realizar	ciertos	actos	necesarios	para	facilitar	que	la
prestación	se	cumpla	a	su	favor	con	el	cual	se	habrá	satisfecho	el	deber	de
cooperación	que	pesa	sobre	el	deudor;	por	ejemplo	en	una	relación
obligatoria	laboral,	además	de	la	prestación	principal	de	empleador,	de
remunerar	al	trabajador,	existe	el	deber	de	facilitar	la	labor	del	empleado.
En	otras	palabras,	la	responsabilidad	contractual	no	necesariamente	supone
el	incumplimiento	de	una	prestación	específica	o	principal	sino	también
nace	por	el	incumplimiento	de	deberes	que	subyacen	de	la	relación
obligatoria	ligados	a	su	ejecución,	como	los	de	protección,	de	seguridad,
buena	fe,	entre	otros,	los	cuales	hacen	posible	la	consecución	del	fin
contractual	–satisfacción	de	los	intereses	de	las	partes–.	A	lo	anterior	cabe
agregar	la	posición	asumida	por	Antonio	Vásquez	Vialard,	quien
refiriéndose	la	responsabilidad	contractual	laboral,	señala	que	las	normas
de	orden	público	laboral,	resultan	obligatorias	en	virtud	a	un	acuerdo	de
voluntades	mediante	el	cual	las	partes	convienen	que	una	de	ellas	podrá	su
capacidad	de	trabajo	a	disposición	de	la	otra	y	éste	la	recibirá	y	remunerará
y	en	virtud	a	ello,	asumirán	las	demás	obligaciones	pactadas	y	las
determinadas	en	una	norma	legal,	que	al	efecto	se	incorporan	al	negocio
jurídico,	por	tanto	ésta	última	se	hacen	obligatorias	en	razón	del	acuerdo.
En	consecuencia,	para	el	caso	que	nos	ocupa	habría	incumplimiento
derivada	de	una	relación	contractual	por	parte	de	la	demandada	al	no	haber
observado	las	normas	que	regulan	el	cese	colectivo,	tal	como	lo	hace	notar
la	sentencia	del	Tribunal	Constitucional	que	sirve	de	sustento	a	la	presente
demanda”.	(C.	S.,	Cas.	945-2009-Callao,	mar.	13/2012.	V.	P.	Solís	Espinoza)
DOCTRINA.—Voto	 singular:	 la	 indemnización	 que	 se	 reclama	 como
consecuencia	 de	 despidos	 arbitrarios	 así	 declarados	 por	 el	 juez
especial	 es	 de	 naturaleza	 extracontractual.	 “(...)	 según	 reiterada
jurisprudencia	 suprema	 que	 la	 indemnización	 que	 se	 reclama	 como
consecuencia	de	despidos	arbitrarios	así	declarados	por	el	juez	especial	son
de	naturaleza	extracontractual	dado	que	no	 se	 refiere	 al	 resarcimiento	de
un	daño	producido	por	 la	 inejecución	o	 incumplimiento	de	un	contrato	de
trabajo	 sino	que	es	 consecuencia	de	 la	declaración	de	arbitrariedad	de	un
despido	dictado	por	el	juez	constitucional	(...).”	(C.	S.,	Cas.	945-2009-Callao,
mar.	13/2012.	Voto	singular	de	los	magistrados	Palomino	García	y	Álvarez
López)
DOCTRINA.—Precedente	administrativo	vinculante:	 cese	 colectivo	de
trabajadores	opera	siempre	que	se	busque	superar	la	crisis	económica
de	 la	 empresa.	 “11.8	 Como	 se	 ha	 mencionado	 en	 lo	 resuelto	 por	 las
instancias	inferiores	en	grado,	el	cese	colectivo	de	trabajadores	motivado	en
causas	 económicas	 está	 orientado	 a	 revertir	 la	 crisis	 empresarial	 y	 no	 a
habilitar	el	cese	del	total	de	la	planilla	de	trabajadores.
11.9.	 Conforme	 a	 ello,	 en	 el	 despido	 colectivo	 por	 causas	 económicas,	 la
finalidad	de	superar	 la	situación	negativa	de	 la	empresa	es	el	elemento	de
juicio	relevante	para	habilitar	al	empresario	a	que	proceda	con	el	cese;	en
este	 caso,	 la	 empresa	 pretende	 cesar	 a	 la	 totalidad	 de	 la	 planilla	 de
trabajadores	 sin	 que	 ello	 guarde	 relación	 alguna	 con	 los	 fines	 que	 reviste
este	procedimiento.	De	lo	regulado	en	el	artículo	48	de	la	LPCL	y	sus	normas
reglamentarias	cabe	afirmar	que	la	terminación	de	las	relaciones	de	trabajo
supone	el	cese	de	una	parte	del	personal	de	la	empresa	con	el	fin	de	que	esta
revierta	 la	 crisis	 real,	 actual	 y	 suficiente	 que	 atraviesa”.	 (MTPE,	 R.	 003-
2013/MTPE/2/14,	 ene.	 16/2013.	 Director	 General	 de	 Trabajo	 Christian
Sánchez	Reyes)
EXTINCIÓN	POR	LIQUIDACIÓN	Y	QUIEBRA
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	49.—La	extinción	de	los	contratos	de	trabajo	por	las	causas
objetivas	previstas	en	los	incisos	c)	y	d)	del	artículo	46,	se	sujeta	a
los	siguientes	procedimientos:
-	La	disolución	y	liquidación	de	la	empresa	y	la	quiebra.
Adoptado	el	acuerdo	de	disolución	de	la	empresa	por	el	órgano
competente	de	ésta,	conforme	a	la	Ley	General	de	Sociedades	y	en
los	casos	de	liquidación	extrajudicial	o	quiebra	de	la	empresa,	el
cese	se	producirá	otorgando	el	plazo	previsto	por	la	Tercera
Disposición	Final	del	Decreto	Legislativo	N°	845,	Ley	de
Reestructuración	Patrimonial.
Los	trabajadores	tienen	primera	opción	para	adquirir	los	activos
e	instalaciones	de	la	empresa	quebrada	o	en	liquidación	que	les
permita	continuar	o	sustituir	su	fuente	de	trabajo.
Las	remuneraciones	y	beneficios	sociales	insolutos	se	podrán
aplicar	en	tal	caso	a	la	compra	de	dichos	activos	e	instalaciones
hasta	su	límite,	o	a	la	respectiva	compensación	de	deudas.
-	La	reestructuración	patrimonial	sujeta	al	Decreto	Legislativo	N°
845.
El	procedimiento	de	cese	del	personal	de	empresas	sometidas	a
la	Ley	de	Reestructuración	Patrimonial	se	sujeta	a	lo	dispuesto
por	el	Decreto	Legislativo	N°	845.
NOTA:	Las	menciones	al	Decreto	Legislativo	N°	845	deben	entenderse	ahora	referidas	a	la	Ley	N°
27809.
Ley	27809.
Quinta	Disposición	Complementaria.—Cese	colectivo.	Solamente	desde	 la
suscripción	del	 convenio	de	 liquidación	 se	podrá	 cesar	 a	 los	 trabajadores,
para	cuyo	efecto	se	cursará	aviso	notarial	con	una	anticipación	de	diez	(10)
días	 calendario	 a	 la	 fecha	 prevista	 para	 el	 cese.	 Los	 ceses	 anteriores	 a	 la
suscripción	se	regirán	por	las	leyes	laborales	vigentes.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 72.—El	 empleador	 pondrá	 en	 conocimiento	 de	 la	 Autoridad
Administrativa	 de	 Trabajo	 los	 casos	 de	 cese	 colectivo	 por	 disolución,
liquidación	y	quiebra	previstos	en	el	inciso	e)	del	artículo	80	de	la	ley.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	73.—En	los	casos	contemplados	en	el	artículo	anterior,	el	empleador
podrá	sustituir	el	plazo	de	preaviso	de	cese	de	cinco	(5)	días	hábiles	por	el
pago	de	la	remuneración	correspondiente.
NOTA:	El	plazo	de	cinco	(5)	días	hábiles	señalado	por	el	Art.	73	fue	ampliado	a	10	días	naturales,
según	modificación	del	D.	Leg.	N°	845	reafirmada	posteriormente	mediante	la	Ley	N°	27809.
JURISPRUDENCIA.—Principio	de	causalidad	laboral:	duración	del	vínculo
laboral	debe	ser	garantizada	mientras	subsista	la	fuente	que	le	dio	origen.	“El
régimen	laboral	peruano	se	rige,	entre	otros,	por	el	principio	de	causalidad,
en	virtud	del	cual	la	duración	del	vínculo	laboral	debe	ser	garantizado
mientras	subsista	la	fuente	que	le	dio	origen.	En	tal	sentido,	hay	una
preferencia	por	la	contratación	laboral	por	tiempo	indefinido	respecto	de	la
de	duración	determinada,	la	que	tiene	carácter	excepcional	y	procede
únicamente	cuando	el	objeto	del	contrato	sea	el	desarrollo	de	labores	con
un	alcance	limitado	en	el	tiempo,	sea	por	la	concurrencia	de	determinadas
circunstancias	o	por	naturaleza	temporal	o	accidental	del	servicio	que	se	va
a	prestar.	Como	resultado	de	ese	carácter	excepcional,	la	ley	establece
formalidades,	requisitos,	condiciones	y	plazos	especiales	para	este	tipo	de
contratos,	e	incluso	sanciones	cuando	a	través	de	estos,	utilizando	la
simulación	o	el	fraude,	se	pretende	evadir	la	contratación	por	tiempo
indeterminado.	Dentro	de	estos	contratos,	a	los	que	el	Texto	Único
Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728	denomina	contratos	de	trabajo
sujetos	a	modalidad,	se	encuentra	el	llamado	contrato	temporal	y	el
accidental-ocasional.	El	primero	corresponde	cuando	deben	realizarse
actividades	que	no	pueden	ser	satisfechas	por	el	personal	permanente	de	la
entidad,	y	el	segundo,	cuando	se	requiera	la	atención	de	necesidades
transitorias	distintas	a	las	actividades	habituales	de	la	empresa.	Para
ambos,	la	ley	establece	plazos	máximos	de	duración,	así	como	la	exigencia
de	que	las	causas	objetivas	determinantes	de	la	contratación	consten	por
escrito.”	(T.	C.,	Exp.	1874-2002-AA/TC,	dic.	19/2003.	S.	S.	Alva	Orlandini)
COMENTARIO.—Sustitución	del	plazo	de	preaviso.	El	plazo	de	diez	(10)
días	naturales	 reemplaza	 al	 establecido	 con	 anterioridad	 en	 el	 artículo	73
del	 reglamento,	 y	 puede	 ser	 sustituido	 por	 el	 pago	 de	 la	 remuneración
correspondiente	a	esos	días.
NOTIFICACIÓN	A	LOS	TRABAJADORES	AFECTADOS
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	50.—En	los	casos	contemplados	en	el	inciso	b)	del	artículo
46,	el	empleador	notificará	a	los	trabajadores	afectados	con	la
autorización	de	cese	de	tal	medida	y	pondrá	a	su	disposición	los
beneficios	sociales	que	por	ley	puedan	corresponderles.
PAGO	TOTAL	DE	LA	COMPENSACIÓN
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	51.—El	empleador	deberá	acreditar	el	pago	total	de	la
compensación	por	tiempo	de	servicios	en	la	forma	establecida	en
el	Decreto	Legislativo	N°	650	dentro	de	las	cuarenta	y	ocho	horas
de	producido	el	cese.
DERECHO	DE	PREFERENCIA
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	52.—Los	trabajadores	afectados	por	el	cese	en	los	casos
contemplados	en	los	incisos	a)	y	b)	del	artículo	46	gozan	del
derecho	de	preferencia	para	su	readmisión	en	el	empleo	si	el
empleador	decidiera	contratar	directamente	o	a	través	de
terceros	nuevo	personal	para	ocupar	cargos	iguales	o	similares,
dentro	de	un	año	de	producido	el	cese	colectivo.	En	tal	caso,	el
empleador	deberá	notificar	por	escrito	al	ex	trabajador,	con
quince	(15)	días	naturales	de	anticipación,	en	el	domicilio	que	el
trabajador	haya	señalado	a	la	empresa.	En	caso	de
incumplimiento,	el	ex	trabajador	tendrá	derecho	a	demandar
judicialmente	la	indemnización	que	corresponda	conforme	al
artículo	38.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	74.—El	trabajador	afectado	por	el	cese	colectivo,	una	vez	que	reciba
la	 notificación	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 86	 de	 la	 ley,	 manifestará	 por
escrito	 su	 aceptación,	 recabando	 del	 empleador	 la	 constancia	 de	 entrega,
por	lo	menos	con	cinco	(5)	días	hábiles	de	anticipación	a	la	fecha	establecida
para	 la	 readmisión,	 quedando	 liberado	 el	 empleador	 si	 el	 trabajador	 no
manifiesta	su	aceptación	por	escrito.
Si	se	prescindiese	de	estos	trabajadores	y	se	contratase	personal	distinto,
los	trabajadores	excluidos	podrán	reclamar	dentro	de	 los	treinta	(30)	días
naturales	de	conocido	el	hecho	ante	la	autoridad	judicial,	la	indemnización	a
que	se	refiere	el	artículo	71	de	la	ley.
JURISPRUDENCIA.—Derecho	de	preferencia	de	los	trabajadores	cesados	por
causas	objetivas.	“La	demandante	fue	cesada	en	virtud	de	haber	sido
considerada	como	personal	excedente	en	el	proceso	de	racionalización	de
personal	aprobado	por	la	Primera	Subdirección	de	Negociaciones	Colectivas
en	Exp.	363-93-1NEC;	que	dicho	procedimiento	era	de	cese	colectivo
previsto	en	los	artículos	86	y	55	del	Decreto	Legislativo	728,	habiéndose
simplificado	en	su	trámite	por	imperio	de	lo	dispuesto	en	el	inciso	a)	del
artículo	7°	del	Decreto	Ley	26120;	que	en	tal	sentido,	la	emplazada	no
puede	eludir	las	consecuencias	establecidas	en	el	artículo	95	del	referido
decreto	legislativo	para	el	caso	de	contratar	nuevo	personal;	que	la
racionalización	de	personal	es	por	definición	un	proceso	de
reestructuración,	por	lo	que	debe	considerarse	como	un	motivo	estructural
para	la	terminación	de	los	contratos	de	trabajo,	comprendido	en	el	inciso	b)
del	artículo	86	del	Decreto	Legislativo	728;	que	esa	medida	se	adopta,	como
lo	señala	la	emplazada,	cuando	existe	personal	excedente,	lo	que	significa
que	se	va	a	reducir	las	plazas	y	no	se	va	a	necesitar	nuevo	personal;	que	es
por	ello	que	la	ley	concede	el	derecho	de	preferencia	a	los	trabajadores
cesados	cuando	la	empresa	decida	cubrir	nuevamente	sus	plazas	(…).”	(RSL,
2da	Sala,	Exp.	2393-95-R(S),	ene.	19/96.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—TC	señala	formas	alternativas	para	reparar	el	despido
de	trabajadores	tercerizados	por	extinción	de	las	actividades	comerciales	del
empleador.	“Finalmente,	una	modalidad	de	reparación	que	concita	nuestra
atención	es	aquella	que	ha	sido	implícitamente	alegada	por	los	recurrentes
en	el	curso	del	proceso.	En	efecto,	(...)	obra	el	informe	–aportado	por	los
recurrentes–	emitido	por	el	inspector	de	la	Zona	Registral	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo	de	Sullana	(...)	en	el	que	se	da	cuenta	de	que	en	los
libros	de	registros	de	dicha	entidad	no	aparece	registrada	ninguna	solicitud
de	la	empresa	(...)	relacionada	con	la	suspensión	temporal	o	total	de
actividades.	Con	este	medio	de	prueba,	los	demandantes	no	sólo	estarían
probando	que	es	falso	que	su	empleador	no	esté	realizando	actividad	alguna
(lo	que,	no	obstante,	se	ha	desvirtuado	supra)	sino	que	además	estarían
admitiendo	que	dicha	medida	de	suspensión	constituye	una	forma
constitucionalmente	válida	de	afrontar	los	efectos	laborales	que	ocasiona	la
terminación	de	la	relación	mercantil	que	une	a	la	empresa	tercerizadora	con
su	cliente.	Así	pues,	esta	vía	de	solución	propugnaría	que	si	bien	resulta
válido	dar	por	concluidos	los	contratos	de	trabajo	celebrados	entre	los
recurrentes	y	la	empresa	tercerizadora	con	ocasión	del	fin	de	la	contrata,	tal
decisión,	para	ser	respetuosa	de	los	derechos	fundamentales	de	los
trabajadores,	requeriría	seguir	un	procedimiento	administrativo	ante	el
Ministerio	de	Trabajo,	al	interior	del	cual	se	constate	no	sólo	la	ausencia	de
algún	móvil	fraudulento	en	la	decisión	adoptada,	sino	garanticen	las	formas
de	reparación	adecuadas	a	los	trabajadores	que	son	objeto	de	despido	(sería
el	caso,	por	ejemplo,	del	derecho	de	preferencia	para	readmisión	en	el
empleo,	previsto	en	el	artículo	52	del	Decreto	Supremo	37-97-TR,	si	se
entendiera	que	ese	procedimiento	es	el	cese	colectivo).	De	ser	esto	así,	la
sentencia	estimatoria	emanada	de	la	justicia	constitucional	no	podría	ser
otra	que	ordenar	la	reposición	laboral	de	los	demandantes	y,
consecuentemente,	el	inicio	del	procedimiento	administrativo
correspondiente	(...)”.	(T.	C.,	Exp.	03689-2010-PA/TC,	may.	19/2014.	S.	S.
Calle	Hayen)
CONTENIDO	DEL	CERTIFICADO	DE	TRABAJO
D.	S.	001-96-TR.
Tercera	Disposición	Complementaria,	Derogatoria	y	Final.—
Extinguido	el	contrato	de	trabajo,	el	trabajador	recibirá	del
empleador,	dentro	de	las	cuarenta	y	ocho	(48)	horas,	un
certificado	en	el	que	se	indique,	entre	otros	aspectos,	su	tiempo	de
servicios	y	la	naturaleza	de	las	labores	desempeñadas.	A	solicitud
del	trabajador	se	indicará	la	apreciación	de	su	conducta	o
rendimiento.
SEXTA	PARTE
Compensación	por	Tiempo	de	Servicios
BENEFICIO	SOCIAL	DE	PREVISIÓN
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	1°.—La	compensación	por	tiempo	de	servicios	tiene	la
calidad	de	beneficio	social	de	previsión	de	las	contingencias	que
origina	el	cese	en	el	trabajo	y	de	promoción	del	trabajador	y	su
familia.
D.	S.	004-97-TR.
ART.	 1°.—Cuando	 el	 presente	 decreto	 supremo	 haga	mención	 a	 la	 ley	 se
entenderá	 que	 está	 referido	 al	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de
Compensación	por	Tiempos	de	Servicios.
COMENTARIO.—Reforma	laboral.	La	norma	con	que	se	 inició	 la	reforma
laboral	fue	justamente	la	Ley	de	la	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios,
dispositivo	que	estableció	el	carácter	cancelatorio	de	este	beneficio.
En	 la	 actualidad,	 el	 tema	 se	 encuentra	 regulado	 por	 el	 Texto	 Único
Ordenado	 del	 Decreto	 Legislativo	 650,	 aprobado	 mediante	 Decreto
Supremo	N°	001-97-TR.
DOCTRINA.—Naturaleza	de	la	compensación	por	tiempo	de	servicios.
“La	 indemnización	 (compensación)	 por	 tiempo	 de	 servicios,	 tiene	 un
fundamento	de	justicia	social,	basado	en	el	derecho	que	asiste	al	trabajador
para	 que	 sus	 energías	 gastadas	 por	 el	 esfuerzo	 productor,	 en	 favor	 del
empleador,	 tengan	 una	 retribución	 específica	 proporcionada	 al	 tiempo	 en
que	han	trabajado	por	cuenta	ajena.
A	nuestro	juicio,	esta	teoría	expresa,	con	auténtica	propiedad,	la	verdadera
naturaleza	jurídica	de	la	indemnización	por	tiempo	de	servicios.
En	 efecto,	 constituye	 un	 hecho	 incuestionable,	 que	 la	 remuneración	 no
retribuye	 totalmente	el	 esfuerzo	del	 trabajador.	Con	el	 correr	de	 los	años,
sufre	un	desgaste	en	sus	energías	que,	en	realidad,	no	es	remunerado	por	el
empleador;	desgaste	que	se	traduce	en	la	disminución	de	su	capacidad	para
el	trabajo	y	que	debe	ser	resarcido,	al	tiempo	de	la	terminación	del	contrato
de	 trabajo,	 en	 función	 a	 su	 antigüedad	 en	 el	 servicio,	 sin	 que,	 tal
indemnización,	sea	ajena	a	otros	objetivos	de	carácter	social	y	moral	como
la	 de	 otorgar	 al	 trabajador	 seguridad	 económica	 durante	 el	 período	 de	 la
desocupación	o	 cesantía	 en	 el	 trabajo”.	 (ALVAREZ	RAMÍREZ	DE	PIÉROLA,
Fernando.	Compensación	por	tiempo	de	servicios,	en	revista	Derecho,	N°	39,
Perú,	1985;	págs.	14	y	15)
JURISPRUDENCIA.—No	cabe	el	arbitraje	sobre	materias	no	disponibles,
como	es	el	caso	de	la	compensación	por	tiempo	de	servicios.	”Respecto	a	la
cláusula	de	convenio	arbitral	en	que	se	sustenta	la	excepción	de
incompetencia	propuesta	por	la	demandada	y	sobre	la	que	incide	en	su
recurso	impugnatorio	de	apelación,	deviene	infundada,	no	sólo	por	lo	que
aparece	fundamentado	en	la	recurrida	sino	porque	además	debe	tenerse	en
cuenta	lo	siguiente:	a)	Que	si	bien	la	Constitución	Política	del	Estado	en	su
artículo	139	ha	establecido	los	principios	y	derechos	de	la	función
jurisdiccional	previendo	en	el	numeral	1	segundo	párrafo	que	no	existe	ni
puede	establecerse	jurisdicción	alguna	independiente,	con	excepción	de	la
militar	y	la	arbitral,	también	es	cierto	que	dichas	vías	excepcionales	se
tienen	que	ejercitar	o	hacer	valer	en	el	marco	de	lo	que	precisen	las	leyes
específicas,	toda	vez	que	lo	enunciado	en	primer	término	tiene	un	marco
conceptual	general,	criterio	que	ya	la	misma	Constitución	lo	distingue	en	el
artículo	63	último	párrafo	cuando	al	referirse	al	Estado	y	a	las	personas	de
derecho	público,	puedan	éstas	someter	al	arbitraje	nacional	o	internacional
sus	controversias,	en	la	forma	que	lo	disponga	la	ley	(particular),	b)	Que,	en
el	caso	concreto	de	autos	la	ley	específica,	estando	a	la	fecha	de	vigencia	del
convenio	arbitral,	es	la	Ley	25935,	cuyos	artículos	1°	y	2°	de	manera	clara
señalan	que	las	controversias	que	pueden	someterse	a	arbitraje	son
aquellas	determinadas	o	determinables	en	las	cuales	las	partes	tienen	la
facultad	de	libre	disposición,	como	sucede	por	ejemplo	en	una	materia
determinada	como	es	la	negociación	colectiva	de	trabajo	en	la	que	se
laudará	sobre	aspectos	que	van	a	ser	determinables	como	son	los	aumentos
remunerativos,	o	la	creación	o	mejora	de	las	condiciones	de	trabajo;
situación	que	no	se	produce	en	el	caso	de	autos	toda	vez	que	lo	que	se
pretende	cuestionar	son	aspectos	relativos	a	los	beneficios	sociales	sobre
los	cuales	existen	leyes	propias	como	el	Decreto	Legislativo	N°	650	que
reconoce	la	compensación	por	tiempo	de	servicios	como	derechos
emergentes	del	contrato	de	trabajo	y	que	deben	ser	abonados	debidamente
al	cese	de	la	relación	laboral	reconociéndose	previamente	los	conceptos
remunerativos	que	deben	ser	comprendidos	en	el	haber	computable	para	la
liquidación	pertinente,	o	como	es	el	caso	del	TUO	del	Decreto	Legislativo	N°
728	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	05-95-TR	que	establece	el	pago	de	la
indemnización	por	despido,	concepto	que	el	caso	de	autos	ha	sido	sustituido
por	el	pago	de	una	suma	a	la	que	se	le	denomina	‘pago	de	incentivos	por
retiro	voluntario’,	aspectos	categoriales	estos	de	los	beneficios	sociales	que
reconocen	al	trabajador	su	derecho	a	ser	percibidos	y	que	no	pueden	ser
sometidos	a	arbitraje,	bajo	sanción	de	transgresión	del	artículo	1°	de	la	Ley
N°	25935	y	sobre	todo	del	artículo	26	de	la	Constitución	Política	que	en	su
inciso	2	señala	el	carácter	irrenunciable	de	los	derechos	reconocidos	por	la
Constitución	y	de	la	Ley;	y	c)	Por	cuanto	además	el	artículo	2°	inciso	1	de	la
Ley	General	de	Arbitraje	Decreto	Ley	25935	taxativamente	ha	previsto	que
no	pueden	ser	objeto	de	arbitraje,	las	controversias	o	pretensiones	sobre	los
asuntos	que	son	de	competencia	exclusiva	del	Poder	Judicial	lo	cual	guarda
estrecha	concordancia	con	los	artículos	51	y	42	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder
Judicial	y	recientemente	en	lo	previsto	en	el	artículo	4°	(competencia	por
razón	de	la	materia)	de	la	Ley	N°	26636	–Ley	Procesal	de	Trabajo	(…).”
(RSL,	1ra	Sala,	Exp.	3304-97-BS(S),	ene.	07/98,	V.	P.	Changanaquí	Rosales)
EFECTOS	DEL	DEPÓSITO
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	2°.—Modificado.	Ley	30408,	Art.	Único.	La	compensación
por	tiempo	de	servicios	se	devenga	desde	el	primer	mes	de
iniciado	el	vínculo	laboral;	cumplido	este	requisito	toda	fracción
se	computa	por	treintavos.
La	compensación	por	tiempo	de	servicios	se	deposita
semestralmente	en	la	institución	elegida	por	el	trabajador.
Efectuado	el	depósito	queda	cumplida	y	pagada	la	obligación,	sin
perjuicio	de	los	reintegros	que	deban	efectuarse	en	caso	de
depósito	insuficiente	o	que	resultare	diminuto.
Lo	establecido	en	este	artículo	es	de	aplicación	obligatoria	para
los	trabajadores	de	la	administración	pública	sujetos	al	régimen
de	la	actividad	privada	del	Decreto	Legislativo	728	y	a	los
servidores	civiles	que	ingresen	al	nuevo	régimen	del	servicio	civil
establecido	por	la	Ley	30057,	Ley	del	Servicio	Civil.
D.	S.	004-97-TR.
ART.	2°.—No	se	encuentran	obligados	a	efectuar	los	depósitos	semestrales
de	la	compensación	por	tiempo	de	servicios,	a	que	se	refiere	el	artículo	2°	de
la	 ley,	 los	 empleadores	 que	 hubiesen	 suscrito	 con	 sus	 trabajadores
convenios	 de	 remuneración	 integral	 anual	 que	 incluyan	 este	 beneficio,	 de
acuerdo	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 8°	 de	 la	 Ley	 de	 Productividad	 y
Competitividad	Laboral.
COMENTARIO.—Nacimiento	del	derecho.	 El	 derecho	 a	 la	 compensación
por	tiempo	de	servicios,	al	igual	que	el	vacacional,	se	origina	a	partir	del	mes
de	labor.
Si	 el	 contrato	 de	 trabajo	 se	 extingue	 –por	 cualquier	 motivo–	 antes	 de
cumplido	 el	 primer	 mes	 de	 servicios,	 no	 corresponde	 pago	 alguno	 al
trabajador	 en	 concepto	 de	 compensación,	 dado	 que	 no	 alcanzó	 a	 tener	 la
antigüedad	necesaria	para	permitir	el	nacimiento	del	derecho.
COMENTARIO.—Carácter	 cancelatorio	 de	 los	 depósitos.	 La	 versión
primigenia	del	 artículo	2°	del	Decreto	Legislativo	N°	 650	 hacía	 alusión	 de
modo	expreso	al	carácter	cancelatorio	de	los	depósitos	por	CTS.
Dicho	 artículo	 fue,	 según	 sentencia	 del	 entonces	 Tribunal	 de	 Garantías
Constitucionales,	 declarado	 –sin	 mayor	 fundamento–	 contrario	 a	 la
Constitución.
Posteriormente,	 el	 Decreto	 Ley	 N°	 25460	 reafirmó,	 si	 bien	 con	 distinta
terminología,	 la	 naturaleza	 cancelatoria	 de	 los	 depósitos	 al	 considerar
“cumplida	y	pagada”	la	obligación.
PAGO	DIRECTO
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	3°.—La	compensación	por	tiempo	de	servicios	que	se
devengue	al	cese	del	trabajador	por	período	menor	a	un	semestre
le	será	pagada	directamente	por	el	empleador,	dentro	de	las	48
horas	de	producido	el	cese	y	con	efecto	cancelatorio.	La
remuneración	computable	será	la	vigente	a	la	fecha	del	cese.
JURISPRUDENCIA.—No	procede	el	pago	de	la	CTS	por	medio	de	letras	de
cambio.	“De	acuerdo	al	artículo	1°	del	Decreto	Legislativo	N°	650,	la
compensación	por	tiempo	de	servicios,	tiene	la	calidad	de	beneficio	social
de	previsión	de	las	contingencias	que	origina	el	cese	en	el	trabajo	y	de
promoción	del	trabajador	y	su	familia;	que	la	misma	norma	en	su	artículo	3°
señala	que	el	pago	de	la	compensación	por	tiempo	de	servicio	no
depositados,	debe	efectuarse	dentro	de	las	48	horas	de	producido	el	cese;
que	en	consecuencia	al	no	estar	contemplado	en	las	normas	laborales	el
pago	de	la	compensación	por	tiempo	de	servicios	por	medio	de	las	letras	de
cambio,	no	puede	darse	por	cancelado	los	beneficios	sociales	con	las	que
corre	a	fojas	41,	43,	45	y	47,	las	mismas	que	además	han	sido	protestadas
(…).”	(RSL,	Exp.	5688-97-BS(S),	nov.	05/97,	V.	P.	Serpa	Vergara)
JURISPRUDENCIA.—Pago	parcial	de	la	CTS	bajo	la	forma	de	entrega	de
bienes.	“La	apelación	formulada	por	la	demandada	contra	la	sentencia	de
primera	instancia	está	referida	a	impugnar	únicamente	el	extremo	de	la
citada	resolución	en	cuanto	a	que	no	se	ha	considerado	como	sumas
abonadas	a	cuenta	de	la	compensación	por	tiempo	de	servicios	el	valor	total
de	las	facturas	de	venta	de	bienes	entregados	por	la	empleadora	a	cuenta	de
los	beneficios	sociales;	que	de	conformidad	con	el	Decreto	Legislativo	N°
666	que	reguló	el	Impuesto	General	a	las	Ventas	en	la	fecha	en	que	se
extendieron	tales	facturas,	se	reputaban	como	operaciones	afectas	al
referido	Impuesto,	todas	las	ventas	realizadas	en	el	país	de	bienes	muebles,
señalándose	en	el	artículo	3°,	inciso	a),	numeral	1	que	para	tales	efectos	se
reputaba	como	venta	a	todo	acuerdo	por	el	que	se	transfiere	bienes	a	título
oneroso	independientemente	a	la	denominación	que	se	le	dé	a	esta
transferencia;	que	en	el	caso	de	autos	conforme	a	lo	precisado,	la	empresa
ha	entregado	bienes	a	su	trabajador	en	calidad	de	dación	en	pago	de
beneficios	sociales	formalizándose	dicha	entrega	con	las	correspondientes
facturas	de	venta	en	las	que	se	ha	aplicado	el	Impuesto	General	a	las	Ventas;
que	siendo	el	valor	total	de	los	bienes	el	precio	de	venta	que	aparece	en	las
facturas	es	procedente	que	ese	se	considere	como	pago	a	cuenta	de	los
beneficios	sociales	recibidos	por	el	demandante	(…).”	(RSL,	2da.	Sala,	Exp.
806-94-BS	(S),	jul.	17/95,	V.	P.	Balbi	Calmet)
TRABAJADORES	COMPRENDIDOS
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	4°.—Sólo	están	comprendidos	en	el	beneficio	de	la
compensación	por	tiempo	de	servicios	los	trabajadores	sujetos	al
régimen	laboral	común	de	la	actividad	privada	que	cumplan,
cuando	menos	en	promedio,	una	jornada	mínima	diaria	de	cuatro
horas.
D.	S.	004-97-TR.
ART.	3°.—Se	 considera	 cumplido	 el	 requisito	de	 cuatro	 (4)	horas	diarias,
señalado	en	al	artículo	4°	de	la	ley,	en	los	casos	en	que	la	jornada	semanal
del	 trabajador	dividida	entre	 seis	 (6)	o	 cinco	 (5)	días,	 según	 corresponda,
resulte	en	promedio	no	menor	de	cuatro	(4)	horas	diarias.
Si	 la	 jornada	 semanal	 es	 inferior	 a	 cinco	 (5)	 días,	 el	 requisito	 a	 que	 se
refiere	 el	 párrafo	 anterior	 se	 considerará	 cumplido	 cuando	 el	 trabajador
labore	veinte	(20)	horas	a	la	semana,	como	mínimo.
COMENTARIO.—Mínimo	de	horas	diarias	de	labor.	Los	trabajadores	de
la	actividad	privada	que	laboren	–en	promedio–	un	mínimo	de	cuatro	horas
diarias,	 quedan	 comprendidos	 en	 el	 beneficio	 de	 la	 compensación	 por
tiempo	de	servicios.
Precisa	 el	 artículo	 3°	 del	 reglamento,	 que	 el	 promedio	 se	 determina
dividiendo	 la	 jornada	 semanal	 entre	 seis	 o	 cinco	días,	 según	 corresponda.
Añade	la	norma	adjetiva	que	si	 la	 jornada	semanal	es	inferior	a	cinco	días,
basta	que	el	 total	de	 las	horas	 laboradas	sea	20	como	mínimo	para	que	el
trabajador	 tenga	 derecho	 a	 la	 compensación,	 disposición	 que	 excede	 los
alcances	 de	 la	 ley	 al	 imponer	 un	 promedio	 superior	 a	 las	 cuatro	 horas
diarias.
REGÍMENES	ESPECIALES	DE	REMUNERACIÓN
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	5°.—Se	encuentran	igualmente	comprendidos	en	la
presente	ley,	aquellos	trabajadores	sujetos	al	régimen	laboral	y
compensatorio	común	de	la	actividad	privada;	aun	cuando
tuvieran	un	régimen	especial	de	remuneración;	la	determinación
de	la	remuneración	computable	se	efectuará	atendiendo	dicho
régimen	especial.
TRABAJADORES	EXCLUIDOS
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	6°.—No	están	comprendidos	en	el	régimen	de
compensación	por	tiempo	de	servicios	los	trabajadores	que
perciben	el	30%	o	más	del	importe	de	las	tarifas	que	paga	el
público	por	los	servicios.	No	se	considera	tarifa	las
remuneraciones	de	naturaleza	imprecisa	tales	como	la	comisión	y
el	destajo.
Los	trabajadores	sujetos	a	regímenes	especiales	de
compensación	por	tiempo	de	servicios,	tales	como	construcción
civil,	pescadores,	artistas,	trabajadores	del	hogar	y	casos	análogos,
continúan	regidos	por	sus	propias	normas.
Por	decreto	supremo	podrán	incorporarse	al	régimen
compensatorio	común	establecido	en	esta	ley	aquellos	regímenes
especiales	cuya	naturaleza	sea	compatible	con	la	misma	y	su
jerarquía	normativa	lo	permita.
TIEMPO	DE	SERVICIOS	COMPUTABLES
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	7°.—Sólo	se	toma	en	cuenta	el	tiempo	de	servicios
efectivamente	prestado	en	el	Perú,	o	en	el	extranjero	cuando	el
trabajador	haya	sido	contratado	en	el	Perú.
D.	S.	004-97-TR.
ART.	4°.—Para	efectos	del	artículo	7°	de	la	ley,	es	computable	el	tiempo	de
servicios	 prestado	 en	 el	 extranjero,	 siempre	 que	 el	 trabajador	 mantenga
vínculo	laboral	vigente	con	el	empleador	que	lo	contrató	en	el	Perú.
DÍAS	COMPUTABLES
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	8°.—Son	computables	los	días	de	trabajo	efectivo.	En
consecuencia,	los	días	de	inasistencia	injustificada,	así	como	los
días	no	computables	se	deducirán	del	tiempo	de	servicios	a	razón
de	un	treintavo	por	cada	uno	de	estos	días.
Por	excepción,	también	son	computables:
a)	Las	inasistencias	motivadas	por	accidente	de	trabajo	o
enfermedad	profesional	o	por	enfermedades	debidamente
comprobadas,	en	todos	los	casos	hasta	por	60	días	al	año.	Se
computan	en	cada	período	anual	comprendido	entre	el	01	de
noviembre	de	un	año	y	el	31	de	octubre	del	año	siguiente;
b)	Los	días	de	descanso	pre	y	postnatal;
c)	Los	días	de	suspensión	de	la	relación	laboral	con	pago	de
remuneración	por	el	empleador;
d)	Los	días	de	huelga,	siempre	que	no	haya	sido	declarada
improcedente	o	ilegal;	y
e)	Los	días	que	devenguen	remuneraciones	en	un	procedimiento
de	calificación	de	despido.
D.	S.	004-97-TR.
Novena	Disposición	Transitoria	 y	Final.—Entiéndase	que	de	 acuerdo	a	 lo
establecido	 en	 el	 artículo	 8°,	 inciso	 e)	 de	 la	 ley,	 se	 considera	 tiempo
computable	 aquel	 que	 devengue	 remuneraciones	 en	 un	 procedimiento	 de
calificación	 de	 despido,	 de	 reposición	 o	 de	 nulidad	 de	 despido,	 según
corresponda,	de	acuerdo	a	las	disposiciones	legales	pertinentes.
COMENTARIO.—Remuneraciones	devengadas	en	caso	de	procesos	por
nulidad	del	despido.	De	acuerdo	al	ordenamiento	laboral	vigente,	el	único
proceso	en	el	cual	es	factible	que	se	disponga	el	abono	de	remuneraciones
devengadas	es	el	de	nulidad	del	despido.
EJEMPLO	DE	DETERMINACIÓN	DE	LOS	DÍAS	COMPUTABLES	A	EFECTOS
DE	LA	CTS
Supuestos
En	 el	 semestre	 correspondiente	 a	 mayo-octubre	 el	 trabajador
laboró	del	modo	siguiente:
-	La	totalidad	del	mes	de	mayo.
-	 En	 junio	 tuvo	 siete	 (7)	 días	 de	 inasistencias	 por	 enfermedad
comprobada.
-	En	 julio	gozó	de	una	 licencia	sin	goce	de	remuneraciones	por
un	periodo	de	tres	(3)	días.
-	 En	 agosto,	 como	 consecuencia	 de	 una	 infracción	 laboral	 fue
suspendido	durante	dos	(2)	días	laborables.	Igualmente,	dejó	de
laborar	 por	 cinco	 (5)	 días	 al	 ser	 su	 empresa	 empleadora
sancionada	con	cinco	días	de	cierre	por	 cometer	una	 infracción
de	naturaleza	tributaria.
-	El	mes	de	setiembre	lo	laboró	completo.
-	 Durante	 octubre	 hizo	 uso	 de	 cuatro	 (4)	 días	 para	 ejercer	 su
licencia	sindical.
Días	no
computables
Se	consideran	días	no	computables	 los	tres	(3)	derivados	de	 la
licencia	 sin	goce	de	haberes,	 así	 como	 los	dos	 (2)	no	 laborados
como	consecuencia	de	la	suspensión	disciplinaria.
Días
computables
Los	 días	 de	 enfermedad	 debidamente	 comprobados	 se
consideran	computables.
Igual	tratamiento	tienen	los	días	en	que	quedaron	suspendidos
los	 efectos	 del	 contrato	 de	 trabajo	 de	 modo	 imperfecto,	 tales
como	los	derivados	de	la	sanción	de	cierre	del	establecimiento	y
del	ejercicio	de	la	licencia	sindical.
El	 período	 compensable	 sería	 equivalente	 a	 seis	meses	menos
cinco	días,	esto	es,	a	cinco	meses	con	veinticinco	días.
	
EJEMPLO	DE	DETERMINACIÓN	DE	LOS	DÍAS	COMPUTABLES	EN	CASO	DE
SUCESIVOS	DESCANSOS	MÉDICOS
Supuestos
En	el	semestre	anterior	(noviembre-abril)	el	trabajador	dejó	de
laborar	durante	 todo	el	mes	de	diciembre	y	durante	diecinueve
días	 del	 mes	 de	 marzo	 por	 razones	 de	 salud.	 Acumuló	 así
cincuenta	 (50)	 días	 de	 inasistencias	 por	 enfermedad
debidamente	comprobada.
En	el	transcurso	del	semestre	mayo-octubre,	concretamente	en
el	mes	de	junio,	el	empleado	se	ve	aquejado	nuevamente	por	un
problema	de	salud	que	lo	incapacita	para	laborar	por	veinte	(20)
días.
Días	no
computables
Como	 quiera	 que	 el	 máximo	 de	 sesenta	 (60)	 días	 de
inasistencias	se	computa	por	período	anual	–del	1	de	noviembre
al	31	de	octubre	del	siguiente	año–,	el	trabajador	habría	excedido
dicho	máximo.
Los	últimos	diez	(10)	días	del	descanso	médico	otorgado	en	el
semestre	mayo-octubre	no	se	considerarán	computables.
Dado	 que	 los	 diez	 (10)	 días	 iniciales	 del	 descanso	médico	 por
Días
computables
enfermedad	correspondiente	al	mes	de	junio	se	consideran	días
computables	 para	 la	 compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios,	 el
trabajador	 tendría	–para	el	depósito	de	noviembre–	un	período
computable	equivalente	a	cinco	meses	con	veinte	días.
	
EJEMPLO	 DE	 DETERMINACIÓN	 DE	 LOS	 DÍAS	 COMPUTABLES
TRATÁNDOSE	DE	DESCANSOS	MÉDICOS
Supuestos
El	día	dos	de	setiembre	el	trabajador	sufre	un	accidente	que	lo
incapacita	 totalmente	para	el	desempeño	de	sus	 labores	por	un
período	de	ciento	veinte	(120)	días.
Días
computables
Al	ser	el	máximo	de	sesenta	días	de	inasistencias	al	trabajo	por
motivo	de	accidente	o	enfermedad	comprobada,	computados	por
período	 anual,	 los	 primeros	 sesenta	 días	 de	 incapacidad	 se
entenderán	 laborados	en	el	semestre	mayo-octubre;	siendo	que
los	 días	 restantes	 se	 considerarán	 igualmente	 laborados	 en	 el
semestre	noviembre-abril.
	
REMUNERACIONES	COMPUTABLES
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	9°.—Son	remuneración	computable	la	remuneración	básica
y	todas	las	cantidades	que	regularmente	perciba	el	trabajador,	en
dinero	o	en	especie	como	contraprestación	de	su	labor,	cualquiera
sea	la	denominación	que	se	les	dé,	siempre	que	sean	de	su	libre
disposición.	Se	incluye	en	este	concepto	el	valor	de	la
alimentación	principal	cuando	es	proporcionada	en	especie	por	el
empleador	y	se	excluyen	los	conceptos	contemplados	en	los
artículos	19	y	20.
JURISPRUDENCIA.—Cálculo	de	CTS:	la	condición	remunerativa	de	un
concepto	económico	se	determina	al	considerar	su	carácter	regular,	si	implica
una	ventaja	patrimonial	y	si	es	de	libre	disposición.	“(...)	conforme	al	artículo
9°	del	Decreto	Supremo	N°	001-97-TR,	para	efectos	del	cálculo	de	la	CTS,	la
remuneración	computable	está	comprendida	por	la	remuneración	básica	y
todas	las	cantidades	que	el	trabajador	perciba	regularmente,	sea	en	dinero	o
en	especie,	como	contraprestación	por	su	labor,	cualquiera	sea	la
denominación	que	se	le	dé,	siempre	que	sean	de	su	libre	disposición,	se
incluye	en	este	concepto	el	valor	de	la	alimentación	principal	cuando	es
proporcionada	por	el	empleador.	También	según	sus	artículos	10	y	16,	se
considera	remuneración	regular	aquella	percibida	habitualmente	por	el
trabajador,	aun	cuando	sus	montos	puedan	variar	en	razón	de	incrementos
u	otros	motivos	y,	por	excepción,	tratándose	de	remuneraciones
complementarias,	de	naturaleza	variable	o	imprecisa,	se	considera	cumplido
el	requisito	de	regularidad	si	el	trabajador	las	ha	percibido	cuando	menos
tres	veces	en	cada	período	de	seis	meses	para	efectos	de	los	depósitos
semestrales.	(...)	De	dichas	normas,	para	el	cálculo	de	la	CTS,	se	debe	tomar
en	cuenta	todos	los	conceptos	remunerativos	que	el	trabajador	hubiera
percibido	habitual	y	regularmente	durante	su	débito	laboral.	La	condición
remunerativa	o	no	remunerativa	de	un	determinado	concepto	económico	se
determinará	en	función	a	si	ésta	constituye	o	no	una	ventaja	patrimonial
para	el	trabajador,	es	de	su	libre	disposición	y	sea	otorgada	regularmente,
salvo	que	por	norma	expresa	no	tenga	tal	naturaleza”.	(C.	S.,	Cas.	5318-
2012-Lima,	set.	17/2013.	V.	P.	Torres	Vega)
JURISPRUDENCIA.—Las	“bonificaciones	extraordinarias”,
independientemente	de	su	denominación,	son	verdaderos	conceptos
remunerativos	si	se	perciben	de	manera	habitual.	“Emitiendo
pronunciamiento	de	fondo	corresponde	señalar	que	la	controversia	en	el
presente	caso	pasa	por	establecer	si	las	bonificaciones	extraordinarias	por
productividad	gerencial	y	sindical	son	conceptos	remunerativos	que	tienen
el	carácter	de	regular	y	permanente	para	ser	considerados	en	el	reintegro
de	las	cinco	gratificaciones	anuales	que	reclama	el	actor,	o	si	por	el
contrario	son	extraordinarias	percibidas	en	forma	ocasional.	Pues	el	hecho
de	que	el	empleador	haya	otorgado	a	las	bonificaciones	tanto	de
productividad	gerencial	como	sindical	bajo	diferentes	denominaciones,	por
ello	corresponde	verificar	la	periodicidad	de	percepción	de	dichas
bonificaciones.	En	el	presente	caso	se	aprecia	que	ambas	bonificaciones	han
sido	percibidas	en	forma	permanente	y	fija,	por	lo	que,	el	hecho	de	que
hayan	cambiado	de	denominaciones,	argumento	que	no	desvirtúa	el	hecho
de	su	no	percepción;	toda	vez	que,	en	aplicación	de	los	principios	del
derecho	laboral	entre	los	que	cabe	destacar	el	principio	protector	se	ha
determinado	que	el	mismo	constituye	parte	de	la	remuneración	del
trabajador;	concluyendo	que	en	este	caso	concreto	la	norma	en	comentario
se	ha	interpretado	de	manera	correcta	por	la	sentencia	de	vista	cuestionada.
(...)	En	tal	sentido	la	bonificación	extraordinaria	por	productividad	sindical
ha	sido	entregada	en	forma	habitual	al	actor	desde	enero	del	dos	mil	hasta
diciembre	del	dos	mil	uno;	esto	es,	por	un	lapso	de	dos	años,	(...),
desvirtuando	el	hecho	que	haya	sido	en	forma	ocasional,	asimismo	la	citada
bonificación	constituye	una	ventaja	patrimonial	para	el	trabajador,
concluyéndose	que	era	percibida	por	los	servicios	prestados;
consiguientemente	tiene	el	carácter	remunerativo,	resultando	de	aplicación
lo	dispuesto	por	los	artículos	9°	y	16	primer	párrafo	del	Decreto	Legislativo
N°	650	y	no	lo	dispuesto	por	el	literal	a)	del	artículo	19	del	mismo	cuerpo
legal.	(...)	En	consecuencia,	la	bonificación	extraordinaria	por	productividad
sindical	al	tener	la	calidad	de	regular,	ordinaria,	fija	y	permanente,
constituye	un	concepto	remunerativo	(...).”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	1818-2010-Lima,
set.	28/2011.	V.	P	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Una	gratificación	pactada	con	carácter	anual	y
permanente,	pero	cuyo	pago	se	efectúa	mensualmente,	no	es	extraordinaria	y
forma	parte	integrante	de	la	remuneración	computable.	“Primero.-	Que,	el
carácter	de	liberalidad	de	una	cantidad	abonada	por	el	empleador	a	favor
del	trabajador	no	se	determina	exclusivamente	por	la	denominación	que	le
haya	sido	asignada	sino	por	la	naturaleza	y	ejecución	de	dicha	prestación;
de	tal	modo	que	analizada	el	acta	de	acuerdo	del	siete	de	julio	de	mil
novecientos	noventicinco,	fluye	que	si	bien	es	cierto	la	demandada,	se
comprometió	en	la	cláusula	segunda	a	otorgar	a	sus	trabajadores	una
gratificación	extraordinaria	con	el	carácter	de	única	ascendente	a	mil
setecientos	ochenta	nuevos	soles	por	el	período	anual	del	primero	de	mayo
de	mil	novecientos	noventicinco	al	treinta	de	abril	de	mil	novecientos
noventiséis,	que	son	características	propias	de	un	acto	de	liberalidad	del
empleador;	también	es	cierto,	que	en	la	cláusula	tercera	se	obligó	a	seguir
abonando	dicha	gratificación	a	partir	del	primero	de	mayo	de	mil
novecientos	noventiséis	en	adelante;	teniéndose	entonces	una
contradicción	de	la	gratificación	con	carácter	permanente,	cuyo	abono
incluso	se	producía	mensualmente,	dado	el	fraccionamiento	dispuesto.
Segundo.-	Que,	siendo	ello	así,	la	naturaleza	de	esta	prestación	nunca	fue	la
de	una	gratificación	sino	la	de	un	aumento	remunerativo,	que	se	vio
ratificado	en	su	ejecución	al	fraccionarse	y	abonarse	en	forma	mensual	y	no
en	un	pago	único;	consecuentemente,	esta	gratificación	mal	llamada
extraordinaria,	tiene	la	calidad	de	remuneración	indemnizable	prevista	en
el	artículo	nueve	del	Decreto	Legislativo	número	seiscientos	cincuenta,	y
perfectamente	legal	su	inclusión	dentro	de	la	remuneración	computable
base	para	el	cálculo	de	la	compensación	por	tiempo	de	servicios	del	actor;	lo
que	significa	que,	no	se	ha	violado	el	artículo	diecinueve,	inciso	a)	de	la
citada	norma.
(...).
Octavo.-	Que,	en	consecuencia,	la	inclusión	de	la	asignación	familiar	dentro
de	la	remuneración	computable	en	el	monto	establecido	por	el	superior
colegiado	así	como	la	de	gratificación	extraordinaria	es	la	arreglada	al
convenio	y	a	la	ley;	por	cuya	razón	no	se	configura	ninguno	de	los	errores
jurídicos	denunciados	por	la	recurrente;	razones	por	las	que	declararon
Infundado	el	recurso	de	casación.”	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y
Social.	Exp.	3749-97.	La	Libertad,	jun.	30/99)
JURISPRUDENCIA.—Inclusión	de	la	alimentación	proporcionada
directamente	por	el	empleador	en	el	haber	computable.	“Primero:	Que,	la
empresa	demandada	denuncia	la	aplicación	incorrecta	del	artículo	veinte
del	Decreto	Legislativo	seiscientos	cincuenta,	al	haberse	considerado	dentro
de	la	remuneración	computable	la	alimentación	proporcionada
directamente	por	el	empleador	que	tenga	la	calidad	de	condición	de	trabajo,
no	habiéndose	otorgado	en	dinero,	no	siendo	una	remuneración	fija	ni
permanente	ni	de	libre	disposición	del	trabajador.
Segundo:	Que,	la	sentencia	sub	examen	señala	que	el	rubro	alimenticio	al
ser	fijo	y	permanente	debe	ser	incluido	dentro	de	la	remuneración
computable.
Tercero:	Que,	al	respecto	debe	precisarse	que	en	la	liquidación	de
beneficios	sociales	practicada	por	la	demandada	ha	justipreciado	la
asignación	alimenticia,	considerándola	dentro	de	la	remuneración
computable.
Cuarto:	Que,	se	corrobora	lo	expresado	con	la	documentación
proporcionada	por	la	misma	empleadora	respecto	de	la	liquidación	de
beneficios	sociales	que	corre	a	fojas	dos	mil	veinte	a	dos	mil	sesenta,	no
pudiendo	por	ningún	motivo	desconocer	sus	propios	actos,	además	que	de
los	convenios	colectivos	que	adjunta	no	se	aprecia	que	se	haya	considerado
o	pactado	la	asignación	alimentaria	como	condición	de	trabajo.
Quinto:	Que,	por	las	razones	expuestas,	el	artículo	veinte	del	Decreto
Legislativo	seiscientos	cincuenta	ha	sido	correctamente	aplicado	por	el
juzgador,	concluyéndose	que	el	alimento	percibido	por	el	actor	y	que	la
misma	empleadora	lo	ha	considerado	dentro	de	la	remuneración
computable,	no	se	considera	condición	de	trabajo,	por	ser	fija	y	permanente,
deviniendo	en	no	amparable	dicha	fundamentación.
Sexto:	Que,	en	consecuencia	no	se	ha	incurrido	en	la	causal	de	aplicación
incorrecta	de	la	norma	materia	del	recurso	de	casación,	por	lo	que	en	virtud
de	lo	dispuesto	en	el	artículo	trescientos	noventisiete	del	Código	Procesal
Civil,	de	aplicación	supletoria.
Resolución:
Declararon	Infundado	el	recurso	de	casación.”	(Cas.	Sala	de	Derecho
Constitucional	y	Social.	Exp.	1731-97.	Loreto,	jun.	15/99)
JURISPRUDENCIA.—Naturaleza	compensatoria	de	la	bonificación	por
descentralización.	“La	bonificación	por	descentralización	que	percibía	el
actor	en	planillas,	era	de	carácter	regular	y	permanente	durante	todo	el
último	año	de	servicios	revisado	a	fojas	15,	de	modo	que	cumplía	el
requisito	establecido	en	el	artículo	16	del	Decreto	Legislativo	650	para	su
incorporación	en	la	compensación	por	tiempo	de	servicios,	no	teniendo
calidad	de	condición	de	trabajo	al	ser	pagada	en	dinero	y	a	través	de	la
planilla	de	remuneraciones,	sin	que	su	finalidad	sea	el	desempeño	de	las
labores	del	demandante	(…).”	(RSL,	Exp.	3482-94-BS(S),	jul.	27/95,	V.	P.
Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—Inclusión	de	la	remuneración	por	el	descanso	semanal
trabajado.	“De	acuerdo	al	informe	revisorio	de	planillas	el	descanso	semanal
del	actor	correspondió	al	día	domingo,	de	tal	manera	que	lo	abonado	a	éste
por	el	trabajo	realizado	en	tal	oportunidad	así	como	en	los	feriados	que
igualmente	son	días	de	descanso,	de	conformidad	con	los	artículos	1°	y	5°
del	Decreto	Legislativo	N°	713,	debe	promediarse	para	integrar	la
remuneración	indemnizable	(…).”	(RSL,	Exp.	1064-95-BS(S),	dic.	06/96,	V.	P.
Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—La	asignación	por	riesgo	de	salud	es	computable
siempre	que	su	abono	sea	permanente.	“Obra	la	Resolución	de
Superintendencia	de	Banca	y	Seguros	N°	762-82-EFC/97-10	de	fecha	01	de
diciembre	de	1982	por	la	cual	se	le	otorga	a	la	demandante	una	asignación
especial	por	riesgo	de	salud	por	la	naturaleza	de	las	funciones	que	conlleva
el	cargo	de	médico,	que	este	mismo	derecho	ha	sido	reconocido	por	la
demandada	en	su	liquidación	de	beneficios	sociales	de	fs.	1,	repetida	a	fs.	26,
hecho	del	cual	se	deduce	que	esta	remuneración	le	fue	pagada	a	la
trabajadora	en	forma	permanente	hasta	la	fecha	de	su	cese,
consecuentemente	procede	su	incorporación	a	la	remuneración	computable
(…).”	(RSL,	Exp.	632-96-BS(S),	oct.	01/96,	V.	P.	Enríquez	Colfer)
JURISPRUDENCIA.—Conceptos	excluidos	del	haber	indemnizable.	“La
recurrida	incluye	en	el	haber	indemnizable	del	actor	los	promedios	por	‘Día
del	minero’	y	‘Primero	de	mayo’	que	deben	excluirse	por	mandato	del
artículo	11	del	Decreto	Supremo	034-91-TR	(…).”	(RSL,	Exp.	5423-94-BS(S),
ene.	22/96.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—Conceptos	compensables	por	decisión	del	empleador.
“Los	promedios	de	las	bonificaciones	por	1	de	mayo	y	día	minero	han	sido
incluidas	por	la	emplazada	en	la	remuneración	indemnizable	del	actor,	por
lo	que	siendo	favorable	a	éste,	no	pueden	ser	excluidos	por	el	juez	(…).”
(RSL,	2da.	Sala,	Exp.	1088-95-BS(S),	jun.	18/96.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—Incentivos	por	asistencia	y	puntualidad.	“El	‘incentivo
de	asistencia	y	puntualidad’	no	adquiere	carácter	remunerativo	al	no	tener
el	requisito	de	regularidad	exigido	por	el	artículo	16	del	decreto	legislativo
citado,	cuando	está	condicionado	a	la	asistencia	y	puntualidad	del
trabajador	y	a	los	recursos	con	que	cuenta	el	Fondo	de	Asistencia	y	Estímulo
(Cafae)	de	la	institución,	por	lo	que	no	es	susceptible	de	ser	incluido	en	la
remuneración	computable	(…).”	(RSL,	2da.	Sala,	Exp.	4016-95-BS,	jul.	11/96.
V.	P.	Barreda	Mazuelos)
JURISPRUDENCIA.—La	entrega	para	el	consumo	del	trabajador	de	bienes
producidos	por	la	propia	empresa	no	es	computable.	“Haciendo	referencia	a
que	se	considere	en	su	remuneración	computable	el	valor	de	los	alimentos
(carne,	mantequilla	y	quesos)	resulta	improcedente	por	tratarse	de	bienes
de	la	empresa	de	su	propia	producción,	excluidos	por	el	artículo	19	inciso
h),	del	Decreto	Legislativo	N°	650	(…).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	1952-95-BS,
may,	13/96.	V.	P.	Barreda	Mazuelos)
JURISPRUDENCIA.—Los	implementos	de	higiene	y	de	seguridad	no	tienen
carácter	compensable.	“La	litis	se	circunscribe	a	determinar	si	los	conceptos
por	asignaciones	de	leche,	papel	higiénico,	papel	toalla,	jabón,	detergente,
ropa	de	trabajo,	zapatos	de	seguridad,	que	se	han	excluido	en	la	sentencia
de	la	remuneración	computable	forman	parte	de	ésta,	según	alega	el
demandante	como	único	punto	de	su	apelación;	que,	al	respecto	cabe
precisar	que	los	aludidos	conceptos	no	pueden	ser	considerados	al	efecto
del	cálculo	de	lo	indemnizable,	por	cuanto	los	mismos	se	otorgan	para	el
cabal	desempeño	de	la	labor	del	trabajador	y	no	como	contraprestación	por
los	servicios	prestados;	que,	el	hecho	que	los	aludidos	conceptos	provengan
de	convenios	colectivos	no	enerva	lo	puntualizado	(…).”	(RSL,	Exp.	0842-96-
BS(S),	oct.	10/96,	V.	P.	Gutiérrez	Donayre)
JURISPRUDENCIA.—De	existir	discrepancia	entre	los	montos	compensables
determinados	por	el	empleador	y	el	juez,	se	prefieren	los	primeros	de	ser	más
favorables.	“El	promedio	de	horas	extras	fijado	por	la	juez	es	menor	a	la
cantidad	reconocida	por	la	emplazada	a	fojas	53,	por	lo	que	el	derecho	debe
quedar	fijado	como	señala	ésta	última	(…).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	866-95-BS,
abr.	25/96.	V.	P.	Enríquez	Colfer)
JURISPRUDENCIA.—La	asignación	por	gasolina	tiene	naturaleza	de
condición	de	trabajo.	“Otros	de	los	cuestionamientos	a	la	sentencia	y,	que
forma	parte	del	debate	jurisprudencial,	es	determinar	si	la	asignación	por
gasolina	debe	ser	considerada	como	remuneración	computable,	que	este
concepto	está	subsumido	dentro	del	rubro	de	movilidad,	constituyendo,	por
lo	tanto,	condición	de	trabajo,	conforme	lo	precisa	el	inciso	i)	del	artículo
diecinueve	del	Decreto	Legislativo	número	seiscientos	cincuenta,	no
formando	parte	de	la	remuneración	indemnizable,	siendo	correcta	la
interpretación	el	juzgador	(…).”	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y
Social.	Exp.	3146-97.	Lima,	nov.	18/98)
JURISPRUDENCIA.—A	efectos	de	los	depósitos	por	CTS	se	debe	tener	en
cuenta	que	la	asignación	por	vacaciones	ingresa	en	la	compensación	dividida
entre	doce.	“En	el	caso	de	autos,	se	ha	reliquidado	los	períodos	depositados,
incrementando	el	monto	de	diversos	elementos	de	la	remuneración
computable	e	introduciendo	algunos	otros	que	el	artículo	diecinueve	del
citado	Decreto	Legislativo	seiscientos	cincuenta	los	excluye,	debiendo
anotarse	los	siguientes	errores:	a)	Las	horas	extras	se	han	reconocido	en	los
depósitos	en	los	que	este	concepto	ha	sido	percibido	por	más	de	tres	meses,
sin	embargo	el	juez	las	incluye	en	los	períodos	en	que	estas	no	han	sido
laboradas	ni	pagadas	por	el	tiempo	mínimo	indicado;	b)	la	asignación	por
vacaciones	que	es	una	remuneración	anual,	se	ha	incluido	en	el	equivalente
al	promedio	de	tres	meses,	cuando	debe	ser	de	los	doce	meses	que	tiene	el
período	de	pago;	c)	La	bonificación	por	primero	de	mayo,	la	bonificación	de
marzo,	el	pasaje	terrestre,	son	excluidos	expresamente	por	el	artículo
diecinueve	citado;	d)	La	ropa	de	calle	se	ha	introducido	cambiando	el
concepto	a	que	se	refiere	el	informe	pericial,	donde	se	consigna	como	‘ropa
de	trabajo’,	la	cual	es	obviamente	una	condición	de	trabajo	y	también	está
excluida.	Octavo:	Que	por	lo	demás,	ambas	sentencias	han	sido	dictadas	en
base	a	sendas	pericias	contables,	cuyos	resultados	reproducen	sin	mayor
fundamento,	asumiendo	los	errores	que	contienen	y	que	desvirtúan	el
sentido	que	debe	tener	dicho	medio	probatorio,	especificando	en	el	artículo
treintiséis	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo,	dejando	a	la	opinión	del	perito	la
solución	de	este	conflicto	jurídico,	lo	cual	infringe	el	inciso	tercero	del
artículo	cuarentiocho	de	la	misma	ley	adjetiva,	concordante	con	el	artículo
ciento	veintidós	del	Código	Procesal	Civil,	en	virtud	de	los	cuales	tales
resoluciones	devienen	en	nulas	por	su	propio	contenido,	lo	que	se	debe
declarar	en	uso	de	la	facultad	contenida	en	el	artículo	ciento	setentiuno	del
último	cuerpo	legal	citado.	Noveno:	Que	en	consecuencia,	la	sentencia	de
vista	ha	incurrido	en	las	causales	de	casación	denunciadas,	por	lo	que	en
aplicación	supletoria	de	lo	previsto	por	el	numeral	dos	punto	tres	del	inciso
segundo	del	artículo	trescientos	noventiséis	del	Código	Procesal	Civil.
Resolución:	Declararon	Fundado	el	recurso	de	casación.”	(Cas.	Sala	de
Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	1134-98.	Chincha,	ago.	23/99)
JURISPRUDENCIA.—Conceptos	otorgados	por	transporte	no	son	parte	de	la
remuneración	si	el	monto	es	razonable	y	está	supeditado	a	la	asistencia	al
centro	laboral.	“Que	el	artículo	9°	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto
Legislativo	N°	650	–Ley	de	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios–
aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	001-97-TR,	dispone	que	constituye
remuneración	computable	la	remuneración	básica	y	todas	las	cantidades
que	regularmente	perciba	el	trabajador,	en	dinero	o	en	especie	como
contraprestación	de	su	labor,	cualquiera	sea	la	denominación	que	se	les	dé,
siempre	que	sean	de	su	libre	disposición	incluyéndose	en	este	concepto	el
valor	de	la	alimentación	principal	cuando	es	proporcionada	en	especie	por
el	empleador	y	excluyéndose	los	conceptos	contemplados	en	los	artículos
19	y	20	de	dicha	norma.
Que	de	acuerdo	a	los	incisos	e),	f)	y	j)	del	artículo	19	del	citado	Texto	Único
Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	650,	no	se	consideran	remuneraciones
computables,	el	valor	del	transporte,	siempre	que	esté	supeditado	a	la
asistencia	al	centro	de	trabajo	y	que	razonablemente	cubra	el	respectivo
traslado,	la	asignación	o	bonificación	por	educación,	siempre	que	sea	por	un
monto	razonable	y	se	encuentre	debidamente	sustentada	y	el	refrigerio	que
no	constituya	alimentación	principal,	conforme	al	artículo	12	que	indica	que
se	entiende	por	alimentación	principal,	indistintamente,	el	desayuno,
almuerzo	o	refrigerio	de	mediodía	cuando	lo	sustituya,	y	la	cena	o	comida”.
(TF,	RTF	09197-3-2007,	dic.	22/2009.	V.	P.	León	Pineda)
DETERMINACIÓN	DE	LA	REMUNERACIÓN	COMPUTABLE
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	10.—La	remuneración	computable	para	establecer	la
compensación	por	tiempo	de	servicios	de	los	trabajadores
empleados	y	obreros,	se	determina	en	base	al	sueldo	o	treinta
jornales	que	perciba	el	trabajador	según	el	caso,	en	los	meses	de
abril	y	octubre	de	cada	año,	respectivamente,	y	comprende	los
conceptos	remuneratorios	señalados	en	el	artículo	precedente.
REMUNERACIONES	DIARIAS
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	11.—Las	remuneraciones	diarias	se	multiplicarán	por
treinta	para	efectos	de	establecer	la	remuneración	computable.	La
equivalencia	diaria	se	obtiene	dividiendo	entre	treinta	el	monto
mensual	correspondiente.
ALIMENTACIÓN	PRINCIPAL
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	12.—Se	entiende	por	alimentación	principal,
indistintamente,	el	desayuno,	almuerzo	o	refrigerio	de	mediodía
cuando	lo	sustituya,	y	la	cena	o	comida.
D.	S.	004-97-TR.
ART.	 5°.—Modificado.	 D.	 S.	 006-2005-TR,	 Art.	 1°.	 La	 alimentación
principal	 otorgada	 a	 los	 trabajadores	 en	 dinero	 o	 en	 especie,	 de
conformidad	 con	 el	 artículo	 12	 de	 la	 ley,	 con	 o	 sin	 rendición	 de	 cuenta,
ingresa	al	cálculo	de	la	compensación	por	tiempo	de	servicios.
Precísase	 que	 el	 refrigerio	 que	 no	 constituye	 alimentación	 principal,
conforme	al	artículo	12	de	la	 ley,	no	será	considerado	como	remuneración
para	ningún	efecto	legal.
COMENTARIO.—Se	 precisa	 la	 naturaleza	 no	 remunerativa	 del
refrigerio.	Hasta	la	vigencia	de	la	norma	de	prestaciones	alimentarias,	Ley
N°	 28051	 del	 2	 de	 agosto	 del	 2003,	 era	meridianamente	 clara	 la	 relación
entre	 la	 compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios	 y	 la	 inclusión	 o	 no	 en	 tal
beneficio	de	conceptos	tales	como	la	alimentación	y	el	refrigerio.
Así,	 la	alimentación	principal	 sea	que	se	otorgase	en	dinero,	 en	especie	o
mediante	un	concesionario	contratado	a	tal	efecto,	se	incluía	siempre	en	el
cálculo	 de	 la	 compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios	 determinando
previamente	su	valor	mensual.	Tal	es	el	enunciado	que	se	desprende	de	la
lectura	de	 los	artículos	12,	13	y	14	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto
Legislativo	N°	650.
La	 alimentación	 otorgada	 con	 la	 naturaleza	 de	 condición	 de	 trabajo,	 es
decir,	 la	 indispensable	 para	 la	 prestación	 de	 los	 servicios,	 no	 constituye
remuneración.
El	 refrigerio,	 por	 otro	 lado,	 siempre	 que	 no	 constituyese	 alimentación
principal,	 no	 era	 considerado	 remuneración	 computable	 de	 acuerdo	 a	 la
versión	 primigenia	 del	 literal	 j)	 del	 artículo	 19	 de	 TUO	 del	 Decreto
Legislativo	N°	650.
La	Ley	de	Prestaciones	Alimentarias
El	 panorama	 sufre	 cambios	 radicales	 con	 la	 Ley	 de	 Prestaciones
Alimentarias.	Se	establece	la	posibilidad	de	pactar	determinadas	formas	de
suministro	de	alimentos,	sin	que	necesariamente	tales	desembolsos	tengan
naturaleza	remunerativa,	por	tanto,	sin	efectos	en	 los	beneficios	sociales	y
sin	estar	sujetos	al	pago	de	aportes.
Si	bien	la	norma	que	se	comenta	tiene	por	objeto	mejorar	 los	 ingresos	de
los	 trabajadores,	 es	 menester	 decir	 que	 poco	 efecto	 ha	 tenido	 en	 las
relaciones	laborales.	Sin	duda,	una	norma	que	estableciera	la	posibilidad	de
aumentos	 en	 dinero	 hasta	 un	 porcentaje	 de	 las	 remuneraciones,	 sin
incrementar	los	costos	laborales	o,	lo	que	es	lo	mismo,	sin	que	tal	aumento
tenga	 efectos	 en	otros	beneficios	 y	 en	 las	 contribuciones	 sociales,	 hubiera
tenido	un	mayor	recibo.
Pero	 es	 en	 relación	 al	 llamado	 refrigerio	 donde	 se	 han	 suscitado	 las
mayores	 modificaciones.	 El	 artículo	 13	 de	 la	 Ley	 N°	 28051	 varió	 en	 su
totalidad	el	literal	j)	del	artículo	19	del	D.	Leg.	N°	650,	estableciendo	que	las
prestaciones	 alimentarias	 indirectas	 no	 tienen	 carácter	 remunerativo,	 y
eliminando	toda	mención	al	refrigerio.
Si	se	interpreta	que	la	Ley	de	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios	en	su
artículo	19	establece	una	 remuneración	 taxativa	de	aquellos	 conceptos	no
computables,	con	la	eliminación	de	la	referencia	al	refrigerio,	éste	pasaría	a
ser,	 contrario	 sensu,	una	suma	que	debe	 formar	parte	del	beneficio	y,	por
extensión,	un	concepto	remuneratorio	más.
Es	 difícil	 comprender	 el	 criterio	 que	 llevó	 a	 tal	 eliminación,	 que	 en	 nada
beneficia	 al	 entendimiento	 de	 la	 norma,	 por	 el	 contrario,	 complica
innecesariamente	 su	 sentido	 al	 dar	 lugar	 al	 surgimiento	 de	 serias
incertidumbres	sobre	el	tratamiento	del	refrigerio.
El	reciente	decreto	supremo
El	 Decreto	 Supremo	 N°	 006-2005-TR,	 publicado	 el	 dos	 de	 setiembre	 del
2005,	incorpora	un	párrafo	adicional	al	artículo	quinto	del	reglamento	de	la
Ley	de	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios,	con	el	tenor	siguiente:
“Precísase	 que	 el	 refrigerio	 que	 no	 constituye	 alimentación	 principal,
conforme	al	artículo	12	de	la	 ley,	no	será	considerado	como	remuneración
para	ningún	efecto	legal.”
En	pocas	palabras,	se	está	salvando	la	imprecisión	anterior	y	retornando	al
texto	original	de	la	ley,	aunque	ahora	por	la	vía	de	la	norma	reglamentaria.
Es	 de	 saludar	 la	 intención	 del	 legislador	 en	 el	 sentido	 de	 hacer	 las
correcciones	pertinentes,	pero	no	por	ello	se	debe	dejar	de	mencionar	que
el	uso	del	vocablo	“precísase”	no	es	el	más	adecuado.
ALIMENTACIÓN	EN	ESPECIE
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	13.—La	alimentación	principal	otorgada	en	especie	se
valorizará	de	común	acuerdo	y	su	importe	se	consignará	en	el
libro	de	planillas	y	boletas	de	pago.	Si	las	partes	no	se	pusieran	de
acuerdo,	regirá	la	que	establezca	el	Instituto	Nacional	de
Alimentación	y	Nutrición	u	organismo	que	lo	sustituya.
CONCESIONARIOS
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	14.—Tratándose	de	la	alimentación	otorgada	en	especie	o	a
través	de	concesionarios,	u	otras	formas	que	no	impliquen	pago
en	efectivo,	se	considerará	el	valor	que	tenga	en	el	último	día
laborable	del	mes	anterior	a	aquél	en	que	se	efectúe	el	depósito
correspondiente.
El	valor	mensual	se	establecerá	en	base	al	mes	del	respectivo
semestre	en	que	el	trabajador	acumuló	mayor	número	de	días	de
goce	de	este	beneficio,	consignándose	en	el	libro	de	planillas	y
boletas	de	pago.
EJEMPLO	 DE	 DETERMINACIÓN	 DEL	 VALOR	 MENSUAL	 DE	 LA
ALIMENTACIÓN	OTORGADA	A	TRAVÉS	DE	CONCESIONARIOS
Supuestos
En	 los	meses	de	noviembre	y	diciembre	el	 trabajador	almorzó
en	 un	 concesionario	 pagado	 por	 la	 empresa.	 El	 monto	 de	 la
alimentación	ascendía	a	cinco	soles	(S/.	5,00)	por	día	laborado.	A
partir	 del	mes	de	 enero	 el	monto	diario	de	 la	 alimentación	 fue
elevado	a	S/.	6,50	por	día	trabajado.
Durante	 el	 semestre	 correspondiente	 al	 depósito	 del	 mes	 de
mayo,	 el	 trabajador	 hizo	 uso	 del	 concesionario	 en	 las
oportunidades	siguientes:
-	20	veces	en	los	meses	de	noviembre,	diciembre,	enero,	febrero
y	abril.
-	23	veces	en	el	mes	de	marzo.
Valor	de	la
alimentación
El	 valor	 mensual	 de	 la	 alimentación	 se	 halla	 multiplicando	 el
valor	de	ésta	en	el	mes	anterior	al	depósito	por	CTS	 (S/.	6,50),
por	el	mayor	número	de	días	que	en	un	mes	se	gozó	del	beneficio
(23	días	en	marzo).
El	valor	mensual	es	el	 resultado	de	 la	operación	S/.	6,50	×	23,
esto	es,	S/.	149,50.
	
COMENTARIO.—Cálculo	 de	 la	 alimentación	 otorgada	 en	 especie	 o	 a
través	de	concesionarios.	A	efectos	del	pago	de	la	compensación,	el	valor
diario	de	la	alimentación	otorgada	en	especie	o	a	través	de	concesionarios
será	el	vigente	al	último	día	 laborable	de	abril	u	octubre,	respectivamente,
tratándose	de	los	depósitos	semestrales.
El	 valor	 mensual	 de	 los	 conceptos	 aludidos	 en	 el	 párrafo	 anterior	 se
determinará	multiplicando	el	valor	diario	por	los	días	del	mes	–del	semestre
respectivo–	en	que	más	veces	se	percibió	el	beneficio.
REMUNERACIONES	EN	ESPECIE
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	15.—Cuando	se	pacte	el	pago	de	la	remuneración	en
especie,	entendiéndose	por	tal	los	bienes	que	recibe	el	trabajador
como	contraprestación	del	servicio,	se	valorizará	de	común
acuerdo	o,	a	falta	de	éste,	por	el	valor	de	mercado	y	su	importe	se
consignará	en	el	libro	de	planillas	y	boletas	de	pago.
REGULARIDAD	DE	LA	REMUNERACIÓN
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	16.—Se	considera	remuneración	regular	aquella	percibida
habitualmente	por	el	trabajador,	aun	cuando	sus	montos	puedan
variar	en	razón	de	incrementos	u	otros	motivos.
Por	excepción,	tratándose	de	remuneraciones	complementarias,
de	naturaleza	variable	o	imprecisa,	se	considera	cumplido	el
requisito	de	regularidad	si	el	trabajador	las	ha	percibido	cuando
menos	tres	meses	en	cada	período	de	seis,	a	efectos	de	los
depósitos	a	que	se	refiere	el	artículo	21	de	esta	ley.	Para	su
incorporación	a	la	remuneración	computable	se	suman	los
montos	percibidos	y	su	resultado	se	divide	entre	seis.
Es	igualmente	exigible	el	requisito	establecido	en	el	párrafo
anterior,	si	el	período	a	liquidarse	es	inferior	a	seis	meses.
D.	S.	004-97-TR.
ART.	 6°.—Tratándose	 de	 las	 remuneraciones	 complementarias,	 de
naturaleza	 variable	 o	 imprecisa,	 a	 que	 se	 refiere	 el	 último	 párrafo	 del
artículo	 16	 de	 la	 ley,	 los	 montos	 percibidos	 se	 incorporarán	 a	 la
remuneración	computable	dividiendo	el	resultado	de	la	suma	de	ellos	entre
el	período	a	liquidarse.
CÁLCULO	 DEL	 PROMEDIO	 DE	 HORAS	 EXTRAS	 SI	 EL	 TRABAJADOR	 LAS
PERCIBE	MENSUALMENTE	Y	LABORA	TODO	EL	SEMESTRE
Supuesto
El	 trabajador	 durante	 el	 semestre	 anterior	 al	 depósito	 de	mayo	 ha
percibido	remuneración	por	horas	extras	en	los	montos	siguientes:
-	Noviembre	S/.	250
-	Diciembre	S/.	210
-	Enero	S/.	245
-	Febrero	S/.	180
-	Marzo	S/.	305
-	Abril	S/	280
Cálculo
Cumplido	 con	 exceso	 el	 requisito	 de	 regularidad,	 el	 cálculo	 del
promedio	de	las	horas	extras	sería	como	sigue:
=	S/.	250	+	S/.	210	+	S/.	245	+	S/.	180	+	S/.	305	+	S/.	280
6
=	S/.	1.470
6
=	S/.	245	que	deberán	añadirse	a	la	remuneración	computable
	
DETERMINACIÓN	 DEL	 PROMEDIO	 DE	 HORAS	 EXTRAS	 SI	 ÉSTAS	 SE
PERCIBEN	DE	MODO	DISCONTINUO
Supuesto
El	 trabajador	 laboró	 horas	 extras	 en	 algunos	meses	 del	 semestre
noviembre-abril,	recibiendo	los	siguientes	montos	por	tal	concepto:
-	Noviembre	S/.	120
-	Diciembre	S/.	135
-	Enero	---------
-	Febrero	---------
-	Marzo	---------
-	Abril	S/.	75
Cálculo
Al	 haberse	 laborado	 horas	 extras	 en	 tres	 meses	 del	 semestre
correspondiente	se	cumple	 la	regularidad	en	 la	percepción	de	esta
remuneración	 complementaria.	 Para	 determinar	 el	 promedio,	 se
suman	 los	 montos	 percibidos	 (S/.	 120	 +	 S/.	 135	 +	 S/.	 75)	 y	 el
resultado	se	divide	entre	seis.
Se	 incorporará	a	 la	 remuneración	 computable	el	monto	de	S/.	55
en	concepto	de	horas	extras.
	
EJEMPLO	 DE	 DETERMINACIÓN	 DEL	 PROMEDIO	 POR	 HORAS	 EXTRAS
CUANDO	NO	SE	LABORA	LA	TOTALIDAD	DEL	SEMESTRE
Supuesto
El	trabajador	ha	ingresado	a	la	empresa	en	el	mes	de	enero,	por	lo
que	para	el	depósito	de	la	CTS	correspondiente	a	mayo	sólo	cuenta
con	cuatro	meses	de	antigüedad.
Durante	el	período	mencionado	percibió	 remuneración	por	horas
extras	en	los	siguientes	montos:
-	Enero	--------
-	Febrero	S/.	50
-	Marzo	S/.	80
-	Abril	S/.	30
Cálculo
La	 suma	 de	 las	 cantidades	 percibidas	 por	 horas	 extras	 se	 divide
entre	el	número	de	meses	laborados	del	correspondiente	período:
=	S/.	50	+	S/.	80	+	S/.	30
4
=	S/.	40	que	deberán	adicionarse	al	haber	compensable.
	
CASO	PRÁCTICO.—De	no	inclusión	de	las	horas	extras	por	incumplirse
el	requisito	de	regularidad.
Supuesto
El	 trabajador	 ha	 prestado	 servicios	 la	 totalidad	 del	 semestre
anterior	 al	 depósito	 de	 noviembre,	 pero	 únicamente	 laboró	 horas
extras	en	dos	meses,	como	sigue:
-	Mayo	---------
-	Junio	S/.	400
-	Julio	S/.	240
-	Agosto	---------
-	Setiembre	---------
-	Octubre	---------
Cálculo
No	procede	la	inclusión	en	el	haber	compensable	de	monto	alguno
en	 concepto	de	horas	 extras,	 por	 cuanto	no	 se	ha	 cumplido	 con	el
requisito	de	regularidad,	esto	es,	que	se	hayan	percibido	al	menos
tres	meses	del	semestre	correspondiente.
	
CASO	 PRÁCTICO.—De	 no	 inclusión	 de	 la	 remuneración	 por	 horas
extras	al	contar	el	trabajador	con	una	antigüedad	menor	a	tres	meses.
Supuesto
El	 empleado	 ingresa	 a	 laborar	 a	 la	 empresa	 con	 fecha	 setiembre,
percibiendo	por	ese	mes	y	por	el	mes	de	octubre	las	cantidades	de	S/.
85	y	S/.	125	en	concepto	de	horas	extras,	respectivamente.
Cálculo
Dada	 la	 fecha	 de	 ingreso	 del	 trabajador,	 apenas	 cuenta	 con	 dos
meses	de	labor	computables	para	el	depósito	del	mes	de	noviembre,
por	lo	que	no	cumple	el	requisito	de	regularidad	que	establece	la	ley.
	
JURISPRUDENCIA.—La	remuneración	por	excelencia	y	sin	duda	es	la
remuneración	básica.	“En	relación	a	la	denuncia	en	el	literal	a),	se	observa
que	la	norma	que	alega	que	ha	sido	inaplicada	se	encuentra	en	el	quinto
considerando	de	la	sentencia	de	vista,	en	concordancia	con	el	primer
párrafo	del	artículo	16	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de
Compensación	por	Tiempo	de	Servicios,	aprobado	por	el	Decreto	Supremo
N°	001-97-TR,	para	determinar	que	la	remuneración	por	excelencia	y	sin
duda	es	la	remuneración	básica,	pudiendo	adquirir	en	segundo	orden
remuneraciones	variables	e	imprecisas,	siendo	la	remuneración	principal
que	adquiere	la	calidad	de	regular	según	la	definición	adoptada	por	nuestro
sistema	jurídico;	la	remuneración	básica,	por	lo	que	este	extremo	del
recurso	no	es	amparable”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	5913-2013-La	Libertad,	jul.
10/2013.	V.	P.	Baltazar	Morales	Parraguez)
JURISPRUDENCIA.—Las	“bonificaciones	extraordinarias”,
independientemente	de	su	denominación,	son	verdaderos	conceptos
remunerativos	si	se	perciben	de	manera	habitual.	“Emitiendo
pronunciamiento	de	fondo	corresponde	señalar	que	la	controversia	en	el
presente	caso	pasa	por	establecer	si	las	bonificaciones	extraordinarias	por
productividad	gerencial	y	sindical	son	conceptos	remunerativos	que	tienen
el	carácter	de	regular	y	permanente	para	ser	considerados	en	el	reintegro
de	las	cinco	gratificaciones	anuales	que	reclama	el	actor,	o	si	por	el
contrario	son	extraordinarias	percibidas	en	forma	ocasional.	Pues	el	hecho
de	que	el	empleador	haya	otorgado	a	las	bonificaciones	tanto	de
productividad	gerencial	como	sindical	bajo	diferentes	denominaciones,	por
ello	corresponde	verificar	la	periodicidad	de	percepción	de	dichas
bonificaciones.	En	el	presente	caso	se	aprecia	que	ambas	bonificaciones	han
sido	percibidas	en	forma	permanente	y	fija,	por	lo	que,	el	hecho	de	que
hayan	cambiado	de	denominaciones,	argumento	que	no	desvirtúa	el	hecho
de	su	no	percepción;	toda	vez	que,	en	aplicación	de	los	principios	del
derecho	laboral	entre	los	que	cabe	destacar	el	principio	protector	se	ha
determinado	que	el	mismo	constituye	parte	de	la	remuneración	del
trabajador;	concluyendo	que	en	este	caso	concreto	la	norma	en	comentario
se	ha	interpretado	de	manera	correcta	por	la	sentencia	de	vista	cuestionada.
(...)	En	tal	sentido	la	bonificación	extraordinaria	por	productividad	sindical
ha	sido	entregada	en	forma	habitual	al	actor	desde	enero	del	dos	mil	hasta
diciembre	del	dos	mil	uno;	esto	es,	por	un	lapso	de	dos	años,	(...),
desvirtuando	el	hecho	que	haya	sido	en	forma	ocasional,	asimismo	la	citada
bonificación	constituye	una	ventaja	patrimonial	para	el	trabajador,
concluyéndose	que	era	percibida	por	los	servicios	prestados;
consiguientemente	tiene	el	carácter	remunerativo,	resultando	de	aplicación
lo	dispuesto	por	los	artículos	9°	y	16	primer	párrafo	del	Decreto	Legislativo
N°	650	y	no	lo	dispuesto	por	el	literal	a)	del	artículo	19	del	mismo	cuerpo
legal.	(...)	En	consecuencia,	la	bonificación	extraordinaria	por	productividad
sindical	al	tener	la	calidad	de	regular,	ordinaria,	fija	y	permanente,
constituye	un	concepto	remunerativo	(...).”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	1818-2010-Lima,
set.	28/2011.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—El	requisito	de	regularidad	en	relación	a	las	horas
extras.	“La	recurrida	ha	conformado	el	haber	indemnizable	del	actor	sin
tener	en	cuenta	las	boletas	de	pago	de	fojas	20-25	que	acompaña	esta	parte
como	prueba	preconstituida,	incluyendo	entre	otros	el	concepto	de	horas
extras	que	aparece	percibido	solamente	en	02	meses	del	semestre	anterior
al	cese	(octubre	y	noviembre	de	1992)	lo	que	no	constituye	la	regularidad
que	exige	el	artículo	16	del	Decreto	Legislativo	650	(…).”	(RSL,	2da.	Sala,
Exp.	1919-94-BS(s),	mar.	31/95.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—Inclusión	de	las	remuneraciones	complementarias	de
naturaleza	variable	o	imprecisa	en	la	remuneración	computable	para	la	CTS.
“Que,	en	relación	con	la	segunda	causal	(b),	el	sindicato	recurrente	señala
que	debió	aplicarse	el	artículo	cuarto	del	Decreto	Legislativo	número
setecientos	trece,	el	cual	refiere	que	‘la	remuneración	por	el	día	de	descanso
semanal	obligatorio	será	equivalente	al	de	una	jornada	ordinaria	y	se
abonará	en	forma	proporcional	al	número	de	días	efectivamente	laborados
(...)’	(sic),	sosteniendo	que	dentro	de	la	remuneración	mensual	también
debe	considerarse	la	remuneración	del	día	de	descanso	semanal	obligatorio,
la	cual	a	su	vez	es	equivalente	al	de	una	jornada	ordinaria	(remuneración
básica	más	remuneraciones	complementarias)	y	que	por	tal	motivo	no	es
válido	pensar	que	sólo	en	el	mes	se	perciben	veinticinco	días	de	trabajo	por
cada	remuneración	complementaria,	concluyendo	que	por	ello	son	treinta
los	días	a	tener	en	cuenta	al	momento	de	calcular	las	remuneraciones
complementarias	o	bonos.	Tercero:	Que	cuando	se	alega	que	las
remuneraciones	complementarias	fueron	pagadas	en	forma	diminuta	(por
veinticinco	días),	al	haberse	omitido	en	su	determinación	los	descansos
semanales	obligatorios	se	introduce	un	tema	ajeno	a	la	cuestión
controvertida,	puesto	que	en	este	proceso	no	se	discute	el	importe
percibido	por	dicho	concepto,	sino	la	forma	(importe)	como	deben
incorporarse	a	la	remuneración	computable	de	la	compensación	por	tiempo
de	servicios,	razón	por	la	cual	este	agravio	por	carecer	de	conexidad	resulta
improcedente.	Cuarto:	Que,	considerando	que	el	primer	agravio	(a)	satisface
la	exigencia	prevista	en	la	Ley	Procesal	del	Trabajo,	ella	resulta	procedente,
correspondiendo	emitir	pronunciamiento	de	fondo.	Quinto:	Que,	ambas
partes	sostienen	que	las	remuneraciones	complementarias	(bonos)	que
precisa	la	demanda	son	pagadas	por	jornada	efectiva	trabajada	(veinticinco
días),	sin	embargo	la	discrepancia	se	presenta	cuando	el	sindicato	afirma
que	las	mismas	deben	multiplicarse	por	treinta	al	momento	de	incorporarse
a	la	remuneración	computable,	a	efectos	de	integrar	la	remuneración
indemnizable	a	efectos	del	pago	de	la	compensación	por	tiempo	de
servicios,	al	ser	percibidas	diariamente.	Sexto:	Que,	el	tema	de	fondo	exige
distinguir	el	tratamiento	legal	otorgado	tanto	a	la	remuneración
complementaria	de	naturaleza	variable	o	imprecisa,	como	a	la
remuneración	principal	u	ordinaria,	a	efectos	de	determinar	la	norma
aplicable	y	pertinente	al	caso	examinado,	bajo	la	premisa	de	que	el	conjunto
de	normas	que	integran	el	Decreto	Legislativo	número	seiscientos	cincuenta
constituye	un	aspecto	armónico.	Sétimo:	Que,	la	remuneración	computable
para	establecer	la	compensación	por	tiempo	de	servicios	de	los	trabajadores
empleados	y	obreros	se	determina	en	base	al	sueldo	o	treinta	jornales	que
perciba	el	trabajador	en	los	meses	de	abril	y	octubre	de	cada	año,	por
expresa	disposición	del	artículo	diez	del	Decreto	Legislativo	número
seiscientos	cincuenta,	de	tal	suerte	que	si	un	trabajador	percibe	sus	haberes
por	un	lapso	inferior	al	señalado	(semanal,	quincenal	u	otro	período	menor
a	un	mes)	por	cualquier	motivo	(forma	de	pago,	renuncia	antes	de	vencido
el	mes,	u	otras	causas),	debe	forzosamente	reflejar	sus	haberes	en	función
de	un	mes.	Octavo:	Que,	cuando	el	artículo	once	del	Decreto	Legislativo
número	seiscientos	cincuenta	establece	que	las	remuneraciones	diarias	se
multiplican	por	treinta	para	efectos	de	establecer	la	remuneración
computable,	tácitamente	se	está	refiriendo	sólo	a	la	remuneración	principal
u	ordinaria	puesto	que	el	propósito	de	la	norma	es	permitir	que	la
remuneración	diaria	se	exprese	en	función	de	un	mes,	ya	que	lo	percibido
por	el	período	inferior	no	podría	servir	de	base	de	cálculo	en	los	términos
señalados	en	su	artículo	diez	y	por	que	además	la	metodología	para
incorporar	a	la	remuneración	complementaria,	de	naturaleza	variable	o
imprecisa	está	regulada	expresamente	por	el	segundo	párrafo	del	artículo
dieciséis	del	Decreto	Legislativo	(texto	original),	concordante	con	el	artículo
sétimo	del	Decreto	Supremo	número	cero	treinticuatro	guión	noventiuno
guión	TR	(Reglamento	del	Decreto	Legislativo	seiscientos	cincuenta)
cuando	señala	que	deben	sumarse	los	montos	percibidos	durante	el
semestre	anterior	al	depósito	y	su	resultado	se	divide	entre	seis.	Noveno:
Que	de	lo	expuesto	se	colige	que	si	se	aplicase	el	factor	señalado	en	el
artículo	once	del	Decreto	Legislativo	número	seiscientos	cincuenta	a	las
remuneraciones	complementarias	de	naturaleza	variable	o	imprecisa,	con	el
objeto	de	incorporarlas	a	la	remuneración	computable,	se	permitiría	una
ventaja	patrimonial	indebida	producto	de	la	inaplicación	de	su	artículo
dieciséis	que	legisla	específicamente	sobre	dicho	concepto.	Que	siendo	ello
así,	debe	concluirse	que	lo	resuelto	por	las	instancias	de	mérito	se
encuentra	arreglado	a	ley	debiéndose	desestimar	la	causal	denunciada.
Resolución:	Declararon	Infundado	el	recurso	de	casación	interpuesto.”	(Cas.
Exp.	N°	162-2001.	Lima,	abr.	26/2001)
COMENTARIO.—Las	 remuneraciones	 complementarias	 variables	 y	 el
requisito	 de	 regularidad.	 De	 acuerdo	 con	 el	 texto	 legal,	 las
remuneraciones	 complementarias	 de	 naturaleza	 variable	 o	 imprecisa	 se
consideran	 regulares	 si	 el	 trabajador	 las	 ha	 percibido	 al	 menos	 en	 tres
meses	de	cada	período	de	seis.
La	condición	temporal	–tres	meses	de	percepción–	es	igualmente	aplicable
si	el	período	a	liquidarse	es	inferior	a	seis	meses;	en	tal	caso,	la	sumatoria	de
los	 montos	 percibidos	 se	 dividirá	 entre	 el	 número	 de	 meses	 trabajados.
Obviamente,	 si	 el	 período	 liquidable	 es	 menor	 a	 tres	 meses	 no	 incluirá
dichos	montos.
La	 remuneración	 por	 horas	 extras	 constituye	 un	 ejemplo	 clásico	 de
ingresos	complementarios	de	naturaleza	variable	o	imprecisa.
REMUNERACIÓN	PRINCIPAL	IMPRECISA
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	17.—En	el	caso	de	comisionistas,	destajeros	y	en	general	de
trabajadores	que	perciban	remuneración	principal	imprecisa,	la
remuneración	computable	se	establece	en	base	al	promedio	de	las
comisiones,	destajo	o	remuneración	principal	imprecisa	percibida
por	el	trabajador	en	el	semestre	respectivo.
Si	el	período	a	liquidarse	fuere	inferior	a	seis	meses	la
remuneración	computable	se	establecerá	en	base	al	promedio
diario	de	lo	percibido	durante	dicho	período.
EJEMPLO	 DE	 DETERMINACIÓN	 DEL	 PROMEDIO	 DE	 LA	 REMUNERACIÓN
PRINCIPAL	IMPRECISA.	COMISIONES
Supuesto
El	trabajador	 laboró	el	semestre	completo	anterior	al	depósito	de
mayo,	sin	embargo,	sólo	percibió	comisiones	durante	 los	meses	de
febrero	 y	 marzo	 en	 los	 montos	 de	 S/.	 450	 y	 S/.	 750,
respectivamente.
Cálculo
Tratándose	de	 remuneraciones	principales	 imprecisas	 como	es	 el
caso	 de	 las	 comisiones,	 la	 ley	 no	 establece	 el	 requisito	 de	 la
regularidad,	 por	 lo	 que	 procede	 dividir	 las	 cantidades	 percibidas
entre	el	número	de	meses	laborados.
En	 el	 caso	 planteado	 el	 promedio	 de	 comisiones	 se	 halla	 como
sigue:
=	S/.	450	+	S/.	750
6
=	S/.	1.200
6
Siendo	doscientos	soles	el	monto	que	por	concepto	de	comisiones
se	deberá	adicionar	al	haber	compensable.
	
DETERMINACIÓN	 DEL	 PROMEDIO	 DE	 COMISIONES	 EN	 CASO	 NO	 SE
LABORE	EL	SEMESTRE	COMPLETO
El	trabajador	ingresó	a	laborar	en	el	mes	de	setiembre	percibiendo
Supuesto
comisiones	del	modo	siguiente:
-	Por	setiembre	S/.	200
-	Por	octubre	S/.	360
Cálculo
El	 promedio	 de	 comisiones	 es	 el	 resultado	 de	 dividir	 los	 montos
percibidos	por	ese	concepto	entre	el	número	de	meses	laborados.
=	S/.	200	+	S/.	360
2
=	S/.	560
2
En	 el	 depósito	 de	 la	 compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios
correspondiente	a	noviembre,	 se	 incluirá	en	el	haber	computable	el
promedio	de	comisiones	que	asciende	a	S/.	280.
	
DOCTRINA.—El	 cálculo	 de	 las	 comisiones	 en	 relación	 a	 la	 CTS	 “La
comisión,	 como	 forma	 de	 pago	 de	 remuneración,	 es,	 por	 naturaleza,
esencialmente	variable,	estando	su	monto	mensual	directamente	vinculado
al	 volumen	 de	 las	 operaciones	 mercantiles	 que	 efectúe	 el	 empleado
comisionista	 en	 dicho	 lapso.	 De	 ahí	 que	 esta	 modalidad	 de	 trabajo	 y	 de
remuneración,	 exija	un	 trato	 legislativo	especial”.	 (ÁLVAREZ	RAMÍREZ	DE
PIÉROLA,	 Fernando.	 Compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios,	 en	 revista
Derecho,	N°	39,	Perú,	1985;	pág.	62)
COMENTARIO.—El	 haber	 computable	 en	 caso	 de	 remuneraciones
principales	 imprecisas.	 Las	 comisiones,	 destajo	 y	 en	 general	 cualquier
modalidad	de	remuneración	principal	imprecisa	se	depositarán	en	función	a
lo	 percibido	 por	 el	 trabajador	 en	 el	 semestre	 respectivo,	 sin	 requisito	 de
regularidad	alguno.
Si	 el	 depósito	 correspondiese	 a	 un	 período	 inferior	 a	 seis	 meses,	 se
determinará	 el	 promedio	 dividiendo	 la	 remuneración	 imprecisa	 percibida
entre	el	número	de	meses	laborados.
REMUNERACIONES	PERIÓDICAS
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	18.—Las	remuneraciones	de	periodicidad	semestral	se
incorporan	a	la	remuneración	computable	a	razón	de	un	sexto	de
lo	percibido	en	el	semestre	respectivo.	Se	incluye	en	este	concepto
las	gratificaciones	de	Fiestas	Patrias	y	Navidad.
Las	remuneraciones	que	se	abonan	por	un	período	mayor	se
incorporan	a	la	remuneración	computable	a	razón	de	un	dozavo
de	lo	percibido	en	el	semestre	respectivo.	Las	remuneraciones
que	se	abonen	en	períodos	superiores	a	un	año,	no	son
computables.
Las	remuneraciones	fijas	de	periodicidad	menor	a	un	semestre
pero	superior	a	un	mes,	se	incorporan	a	la	remuneración
computable	aplicándose	la	regla	del	artículo	16	de	la	presente	ley,
sin	que	sea	exigible	el	requisito	de	haber	sido	percibida	cuando
menos	tres	meses	en	cada	período	de	seis.
EJEMPLO	DE	 INCLUSIÓN	DE	LAS	REMUNERACIONES	PERIÓDICAS	EN	LA
REMUNERACIÓN	COMPUTABLE
Supuesto
En	 el	 período	 comprendido	 de	 mayo	 a	 octubre	 el
trabajador	 ha	 percibido	 las	 siguientes	 remuneraciones
periódicas:
-	 Una	 gratificación	 ordinaria	 de	 periodicidad	 anual	 que
se	otorgó	en	el	mes	de	setiembre	y	cuyo	monto	fue	de	S/.
1.200.
-	 La	 gratificación	 por	 Fiestas	 Patrias	 equivalente	 a	 S/.
2.700.
Cálculo
La	 gratificación	 ordinaria	 anual	 se	 incorpora	 al	 haber
compensable	a	razón	de	un	dozavo	de	 lo	percibido	en	el
semestre,	esto	es	S/.	100.
Al	 ser	 la	 gratificación	 de	 Fiestas	 Patrias	 de	 naturaleza
semestral,	 se	 adiciona	 su	 sexta	 parte	 a	 la	 remuneración
computable,	resultando	en	S/.	450.
La	 suma	 que	 responde	 al	 promedio	 total	 de	 las
remuneraciones	 periódicas	 percibidas	 en	 el	 semestre
asciende	a	S/.	550.
	
COMENTARIO.—Remuneraciones	 no	 computables.	 De	 acuerdo	 a	 los
artículos	19	y	20	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Compensación	por
Tiempo	 de	 Servicios,	 no	 se	 consideran	 remuneraciones	 computables	 las
siguientes:
-	 Las	 gratificaciones	 extraordinarias	 u	 otros	 pagos	 que	 perciba	 el
trabajador	 ocasionalmente,	 a	 título	 de	 liberalidad	 del	 empleador	 o	 que
hayan	 sido	 materia	 de	 convención	 colectiva,	 o	 aceptadas	 en	 los
procedimientos	de	 conciliación	o	mediación,	o	establecidas	por	 resolución
de	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo,	o	por	laudo	arbitral.
-	La	bonificación	por	cierre	de	pliego.
-	Cualquier	forma	de	participación	en	las	utilidades	de	la	empresa.
-	El	costo	o	valor	de	las	condiciones	de	trabajo.	Se	consideran	condiciones
de	 trabajo	 los	 pagos	 efectuados	 en	 dinero	 o	 en	 especie	 que	 cubran	 los
montos	que	 se	otorgan	al	 trabajador	para	el	desempeño	de	 sus	 labores,	 o
con	 ocasión	 de	 sus	 funciones,	 tales	 como	 movilidad,	 viáticos,	 gastos	 de
representación,	vestuario	y	en	general	todo	lo	que	razonablemente	cumpla
tal	objeto	y	no	constituya	ventaja	o	beneficio	patrimonial.
-	La	canasta	de	Navidad	o	similares.
-	 El	 valor	 del	 transporte,	 siempre	 que	 esté	 supeditado	 a	 la	 asistencia	 al
centro	 de	 trabajo	 y	 que	 razonablemente	 cubra	 el	 respectivo	 traslado.	 Los
montos	 fijos	 que	 el	 empleador	 otorgue	 en	 concepto	 de	 transporte	 no	 son
computables	si	cumplen	los	requisitos	referidos.
-	 La	 asignación	 o	 bonificación	 por	 educación,	 siempre	 que	 sea	 por	 un
monto	 razonable	 y	 se	 encuentre	debidamente	 sustentada.	 La	 asignación	o
bonificación	por	 educación	 comprende	a	 las	 sumas	otorgadas	 con	ocasión
de	 los	 estudios	 del	 trabajador	 o	 de	 sus	 hijos,	 sean	 estos	 preescolares,
escolares,	 superiores,	 técnicos	 o	 universitarios	 e	 incluye	 todos	 aquellos
gastos	 que	 se	 requieran	 para	 el	 desarrollo	 de	 los	 estudios	 respectivos,
llámense	uniformes,	útiles	u	otros	de	naturaleza	similar,	salvo	convenio	más
favorable	para	el	trabajador.
-	 Las	 asignaciones	 o	 bonificaciones	 por	 cumpleaños,	 matrimonio,
nacimiento	 de	 hijos,	 fallecimiento	 y	 aquellas	 de	 semejante	 naturaleza.
Igualmente,	 las	 asignaciones	 que	 se	 abonen	 con	 motivo	 de	 determinadas
festividades	siempre	que	sean	consecuencia	de	una	negociación	colectiva.
-	 Los	 bienes	 que	 la	 empresa	 otorgue	 a	 sus	 trabajadores,	 de	 su	 propia
producción,	en	cantidad	razonable	para	su	consumo	directo	y	de	su	familia.
-	La	alimentación	proporcionada	directamente	por	el	empleador	que	tenga
la	calidad	de	condición	de	trabajo	por	ser	indispensable	para	la	prestación
de	los	servicios,	o	cuando	la	obligatoriedad	de	su	otorgamiento	se	derive	de
un	mandato	legal.
JURISPRUDENCIA.—La	bonificación	por	primero	de	mayo,	así	como	la
bonificación	de	marzo	y	el	pasaje	terrestre	no	son	conceptos	remuneratorios
para	efectos	de	la	CTS.	“En	el	caso	de	autos,	se	ha	reliquidado	los	períodos
depositados,	incrementando	el	monto	de	diversos	elementos	de	la
remuneración	computable	e	introduciendo	algunos	otros	que	el	artículo
diecinueve	del	dictado	Decreto	Legislativo	seiscientos	cincuenta	los	excluye,
debiendo	anotarse	los	siguientes	errores:	a)	las	horas	extras	se	han
reconocido	en	los	depósitos	en	lo	que	este	concepto	ha	sido	percibido	por
más	de	tres	meses,	sin	embargo	el	juez	las	incluye	en	los	períodos	en	que
éstas	no	han	sido	laboradas	ni	pagadas	por	el	tiempo	mínimo	indicado;	b)	la
asignación	por	vacaciones	que	es	una	remuneración	anual,	se	ha	incluido	en
el	equivalente	al	promedio	de	tres	meses,	cuando	debe	ser	de	los	doce
meses	que	tiene	el	período	de	pago;	c)	la	bonificación	por	primero	de	mayo,
la	bonificación	de	marzo,	el	pasaje	terrestre,	son	excluidos	expresamente
por	el	artículo	diecinueve	citado;	d)	la	ropa	de	calle	se	ha	introducido
cambiando	el	concepto	a	que	se	refiere	el	informe	pericial,	donde	se
consigna	como	‘ropa	de	trabajo’,	la	cual	es	obviamente	una	condición	de
trabajo	y	también	está	excluida.”	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y
Social.	Exp.	599-98.	Chincha,	jul.	06/99)
JURISPRUDENCIA.—Las	gratificaciones	extraordinarias	anuales	percibidas
durante	dos	años	son	conceptos	remunerativos	siempre	que	la	periodicidad	se
cumpla	para	el	mismo	concepto.	“El	artículo	18	del	Decreto	Supremo	N°	001-
97-TR	(...)	El	recurrente	alega	que	en	atención	al	dispositivo	legal	citado,	las
gratificaciones	extraordinarias	anuales	percibidas	entre	los	años	mil
novecientos	noventa	y	seis	a	mil	novecientos	noventa	y	nueve	constituyen
remuneraciones	ordinarias	por	haber	sido	percibidas	durante	más	de	dos
años	consecutivos,	es	decir,	les	otorga	la	calidad	de	conceptos
remunerativos	por	haber	sido	percibidas	periódicamente.	(...)	Sin	embargo,
la	periodicidad	de	la	que	alega	el	actor,	debe	ser	respecto	de	un	mismo
concepto,	por	cuanto,	de	tratarse	de	conceptos	distintos	o	de	distinta
naturaleza	y	origen,	independientemente	de	la	denominación	que	se	le
otorgue,	no	existirá	tal	periodicidad,	pues	en	dicho	caso	se	entenderá	que
cada	concepto	fue	otorgado	en	forma	independiente	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.
1249-2011-Lima,	jul.	31/2013.	V.	P.	Torres	Vega)
DEPÓSITOS	SEMESTRALES
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	21.—Los	empleadores	depositarán	en	los	meses	de	mayo	y
noviembre	de	cada	año	tantos	dozavos	de	la	remuneración
computable	percibida	por	el	trabajador	en	los	meses	de	abril	y
octubre	respectivamente,	como	meses	completos	haya	laborado
en	el	semestre	respectivo.	La	fracción	de	mes	se	depositará	por
treintavos.
COMENTARIO.—Depósitos	 semestrales.	 En	 términos	 generales,	 el
beneficio	de	la	compensación	por	tiempo	de	servicios	equivale	a	un	sueldo	–
en	 realidad	algo	más	por	efecto	de	 la	 inclusión	de	 las	gratificaciones–	por
año	de	servicios	del	trabajador.
La	CTS	se	deposita	dos	veces	por	año,	en	los	meses	de	mayo	y	noviembre,
correspondiendo	en	 cada	oportunidad	 tantos	dozavos	de	 la	 remuneración
computable	 como	 meses	 completos	 haya	 laborado	 el	 trabajador	 en	 el
semestre	respectivo.
Los	 días	 se	 compensarán	 a	 razón	 de	 un	 treintavo	 del	 dozavo	 del	 haber
computable,	por	cada	uno.
OPORTUNIDAD	DE	LOS	DEPÓSITOS
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	22.—Los	depósitos	que	efectúe	el	empleador	deben
realizarse	dentro	de	los	primeros	quince	(15)	días	naturales	de
los	meses	de	mayo	y	noviembre	de	cada	año.	Si	el	último	día	es
inhábil,	el	depósito	puede	efectuarse	el	primer	día	hábil	siguiente.
COMENTARIO.—Oportunidad	 de	 los	 depósitos	 semestrales.	 El	 plazo
máximo	que	dispone	la	ley	para	que	el	empleador	proceda	al	depósito	de	la
CTS	vence	el	día	quince	(15)	de	los	meses	de	mayo	y	noviembre,	salvo	que
tal	fecha	coincida	con	un	día	inhábil,	en	cuyo	caso	se	prorroga	al	primer	día
hábil	siguiente.
D.	S.	004-97-TR.
ART.	9°.—Si	el	trabajador	al	30	de	abril	o	31	de	octubre,	según	su	fecha	de
ingreso,	no	cumple	el	 requisito	de	un	mes	completo	de	servicios	desde	su
fecha	de	ingreso,	su	importe	se	calculará	y	depositará	conjuntamente	con	el
que	corresponda	al	siguiente	período.
COMUNICACIÓN	DEL	DEPOSITARIO	ELEGIDO
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	23.—El	trabajador	que	ingrese	a	prestar	servicios	deberá
comunicar	a	su	empleador,	por	escrito	y	bajo	cargo,	en	un	plazo
que	no	excederá	del	30	de	abril	o	31	de	octubre	según	su	fecha	de
ingreso,	el	nombre	del	depositario	que	ha	elegido,	el	tipo	de
cuenta	y	moneda	en	que	deberá	efectuarse	el	depósito.	Si	el
trabajador	no	cumple	con	esta	obligación	el	empleador	efectuará
el	depósito	en	cualquiera	de	las	instituciones	permitidas	por	esta
ley,	bajo	la	modalidad	de	depósito	a	plazo	fijo	por	el	período	más
largo	permitido.
Además	el	trabajador	deberá	elegir	entre	los	depositarios	que
domicilien	en	la	provincia	donde	se	encuentre	ubicado	su	centro
de	trabajo.	De	no	haberlo,	en	los	de	la	provincia	más	próxima	o	de
más	fácil	acceso.
COMENTARIO.—Obligación	 de	 comunicar	 el	 depositario	 elegido,	 por
parte	 del	 trabajador.	 Como	 máximo	 el	 último	 día	 del	 semestre
correspondiente	a	 su	 ingreso,	 el	 trabajador	 comunicará	a	 su	empleador	el
depositario	 escogido,	 así	 como	el	 tipo	de	 cuenta	 y	moneda	 en	que	deberá
efectuarse	el	depósito.
De	 incumplir	 tal	 obligación,	 el	 empleador	 decidirá	 en	 cuál	 entidad
procederá	a	efectuar	los	depósitos,	en	moneda	nacional	y	por	el	plazo	más
extenso	permitido.
DEPÓSITOS	EN	MONEDA	EXTRANJERA
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	24.—El	depósito	deberá	ser	efectuado	por	el	empleador	a
nombre	del	trabajador	y,	a	elección	individual	de	éste,	en	moneda
nacional	o	extranjera.	En	este	último	caso	el	empleador,	a	su
elección,	efectuará	directamente	el	depósito	en	moneda
extranjera	o	entregará	la	moneda	nacional	al	depositario	elegido
con	instrucciones	en	tal	sentido,	siendo	de	cargo	del	depositario
efectuar	la	transacción	correspondiente.
DEPÓSITOS	EN	MONEDAS	DIVERSAS
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	25.—Elegido	el	depositario	el	trabajador	puede	decidir	que
una	parte	de	la	compensación	por	tiempo	de	servicios	se	deposite
en	moneda	nacional	y	otra	en	moneda	extranjera.	Los	depósitos,
una	vez	efectuados	no	pueden	ser	motivo	de	convenio	individual	a
cargo	del	empleador.
TRASLADO	DE	LOS	DEPÓSITOS
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	26.—El	trabajador	puede	disponer	libremente	y	en
cualquier	momento	el	traslado	del	monto	acumulado	de	su
compensación	por	tiempo	de	servicios	e	intereses	de	uno	a	otro
depositario,	notificando	de	tal	decisión	a	su	empleador.	Este,	en	el
plazo	de	ocho	días	hábiles	cursará	al	depositario	las	instrucciones
correspondientes,	el	que	deberá	efectuar	el	traslado	directamente
al	nuevo	depositario	designado	por	el	trabajador	dentro	de	los
quince	días	hábiles	de	notificado.	La	demora	del	depositario	en
cumplir	con	el	plazo	establecido	en	el	presente	artículo	será
especialmente	sancionada	por	la	Superintendencia	de	Banca	y
Seguros.
INFORMES	SOBRE	LOS	DEPÓSITOS
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	27.—En	caso	de	traslado	del	depósito	de	uno	a	otro
depositario,	el	primero	deberá	informar	al	segundo,	bajo
responsabilidad,	sobre	los	depósitos	y	retiros	efectuados,	así
como	de	las	retenciones	judiciales	por	alimentos,	o	cualquier	otra
afectación	que	conforme	a	la	presente	ley	pudiera	existir.
JURISPRUDENCIA.—Que	el	trabajador	no	comunique	la	entidad	bancaria	en
la	que	se	van	a	hacer	los	depósitos	de	la	CTS	no	exime	al	empleador	de	la
responsabilidad	de	realizar	el	pago.	“Por	otro	lado,	en	cuanto	a	lo	alegado
por	el	sujeto	inspeccionado	referente	a	que	el	trabajador	no	comunicó	la
entidad	bancaria	en	la	que	se	va	hacer	los	depósitos	del	CTS,	razón	por	el
que	retuvieron	en	su	poder	dicho	concepto,	haciendo	entrega	directa	en	su
liquidación	de	fecha	29	de	agosto	del	2014	cabe	precisar	que	el	artículo	27
del	TUO	(...).
11.	En	ese	sentido	se	debe	señalar	que	el	hecho	que	el	trabajador	no	haya
comunicado	a	su	empleador	el	nombre	del	depositario,	no	lo	exime	de	la
responsabilidad	de	realizar	el	depósito	de	CTS	debido	que	el	propio
dispositivo	legal	señala	claramente	que	en	el	caso	que	no	se	comunique	el
nombre	del	depositario	el	empleador	efectuará	el	depósito	en	cualquiera	de
las	instituciones	permitidas;	por	lo	cual	lo	alegado	no	lo	exime	de
responsabilidad”.	(Sunafil,	R.	008-2015-Sunafil/ILM,	ene.	25/2015.
Intendente	de	Lima	Metropolitana	Ricardo	G.	Herbozo	Colque)
TITULARIDAD	DEL	DEPÓSITO
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	28.—El	depositario,	a	través	del	empleador	respectivo
entregará	a	los	trabajadores	el	documento	que	acredite	de
acuerdo	a	ley,	la	titularidad	del	depósito.
LIQUIDACIÓN.	INFORMACIÓN	MÍNIMA
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	29.—El	empleador	debe	entregar	a	cada	trabajador,	bajo
cargo,	dentro	de	los	cinco	días	hábiles	de	efectuado	el	depósito,
una	liquidación	debidamente	firmada	que	contenga	cuando
menos	la	siguiente	información:
a)	Fecha	y	número	u	otra	seña	otorgada	por	el	depositario	que
indique	que	se	ha	realizado	el	depósito;
b)	Nombre	o	razón	social	del	empleador	y	su	domicilio;
c)	Nombre	completo	del	trabajador;
d)	Información	detallada	de	la	remuneración	computable;
e)	Período	de	servicios	que	se	cancela;	y,
f)	Nombre	completo	del	representante	del	empleador	que
suscribe	la	liquidación.
A	su	vez	el	depositario	deberá	informar	al	trabajador	titular	de	la
cuenta	CTS	sobre	su	nuevo	saldo,	indicando	la	fecha	del	último
depósito,	en	un	plazo	no	mayor	de	15	días	calendario	de
efectuado	éste.
Para	efectos	laborales	se	entiende	realizado	el	depósito	en	la
fecha	en	la	que	el	empleador	lo	lleva	a	cabo.
OBSERVACIÓN	DE	LA	LIQUIDACIÓN
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	30.—En	caso	que	el	trabajador	no	encontrare	conforme	la
liquidación	efectuada	por	el	empleador,	el	trabajador	podrá
observarla	por	escrito,	debiendo	el	empleador	proceder	a	su
revisión	en	el	plazo	máximo	de	tres	días	útiles	de	recibida	la
observación,	comunicando	el	resultado	por	escrito	al	trabajador.
Si	éste	no	lo	encontrare	conforme	podrá	recurrir	a	la	Autoridad
Inspectiva	de	Trabajo.
JURISPRUDENCIA.—Plazo	para	ejercer	el	derecho	de	observación	sobre	los
depósitos	en	concepto	de	CTS.	“Primero.-	Que,	la	compensación	por	tiempo	de
servicios	es	un	beneficio	social	que	se	devenga	desde	el	primer	mes	de
iniciado	el	vínculo	laboral,	teniendo	derecho	el	trabajador	a	que
semestralmente	sea	depositado	en	una	entidad	bancaria	de	su	elección,
teniendo	estos	depósitos	efecto	cancelatorio,	si	el	trabajador	no	las	observa
dentro	de	las	setentidós	horas,	período	que	no	puede	volver	a	computarse.
Segundo.-	Que,	el	actor	denuncia	que	la	liquidación	de	la	compensación	por
tiempo	de	servicio	de	todo	su	período	laboral	le	han	sido	entregados	al
cesar	en	el	trabajo,	y	no	en	su	oportunidad	para	ejercer	su	derecho	de
observación,	considerando	diminuto	los	depósitos	efectuados,	no	teniendo
estos	depósitos	efectos	cancelatorios.
Tercero.-	Que,	de	autos	se	aprecia	que	los	depósitos	fueron	depositados	en
su	oportunidad	en	el	Banco	de	(...),	apreciándose	asimismo	como	fecha	de
recepción	el	seis	de	junio	de	mil	novecientos	noventicinco,	cuando	había
cesado	en	su	vínculo	laboral	el	actor.
Cuarto.-	Que,	es	menester	citar	el	artículo	treinta	del	Decreto	Supremo
número	cero	cero	tres	-	noventisiete	-	TR	(artículo	sesentiocho	del	Texto
Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	número	setecientos	veintiocho)	que
señala	como	actos	de	hostilidad	el	no	pago	oportuno	de	las	remuneraciones
o	beneficios	sociales,	derecho	que	puede	ser	ejercido	dentro	de	un	plazo	de
treinta	días	en	cuyo	caso	caduca	el	derecho,	máxime	si	el	artículo	treinta	del
Decreto	Legislativo	número	seiscientos	cincuenta	modificado	por	el	Decreto
Supremo	número	cero	cero	uno	-	noventisiete	-	TR,	señala	que	el	plazo
máximo	para	realizar	las	observaciones	a	los	depósitos	efectuados	es	de
tres	días,	que	no	habiendo	ejercido	su	derecho	en	su	oportunidad,	este	tiene
efecto	cancelatorio.
Quinto.-	Que,	de	las	consideraciones	expuestas	se	desprende	que	los
artículos	veintinueve,	treinta	y	Sexta	Disposición	Transitoria	del	Decreto
Legislativo	número	seiscientos	cincuenta	concordada	con	el	artículo
decimotercero	del	Decreto	Supremo	número	treinticuatro	-	noventiuno	-	TR
han	sido	correctamente	aplicados	en	las	sentencias	subexamen,
concluyendo	que	los	trabajadores	tienen	expedito	su	derecho	para	ejercer	el
derecho	de	observación	dentro	de	los	tres	días	de	efectuado	el	depósito,	que
de	no	haberlo	realizado	o	no	haberse	entregado	la	constancia	respectiva	se
debe	ejercer	el	derecho	de	hostilización	y	no	esperar	al	cese	del	vínculo
laboral,	debiendo	declararse	infundada	esta	causal.
Resolución:
Declararon	Infundado	el	Recurso	de	Casación.”	(Cas.	Sala	de	Derecho
Constitucional	y	Social.	Exp.	1562-97,	jun.	14/99)
JURISPRUDENCIA.—Carácter	cancelatorio	de	los	depósitos	por	CTS.	“Los
depósitos	de	la	compensación	por	tiempo	de	servicios	adquieren	carácter
cancelatorio	respecto	al	período	que	cubren	y	la	cantidad	que	representan,
una	vez	vencido	el	término	que	tiene	el	trabajador	para	impugnarlos	(…).”
(RSL,	Exp.	6404-94-B(S),	feb.	21/96.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—Procedencia	de	la	intervención	de	la	autoridad
inspectiva	de	trabajo.	“Los	jueces	de	trabajo	tienen	competencia	para
conocer	y	pronunciarse	respecto	a	extremos	demandados	sobre	pago	de	la
compensación	por	tiempo	de	servicios	de	cuyos	depósitos	efectuados	en	las
entidades	bancarias	o	financieras	no	se	le	haya	hecho	entrega	al	actor	de	la
constancia	de	los	mismos	y	de	la	liquidación	con	los	requisitos	señalados	en
el	artículo	29	del	D.	Leg.	N°	650,	sin	embargo	la	juez	confunde	que	el
accionante	ha	debido	acudir	a	la	Autoridad	Inspectiva	de	Trabajo	cuando
este	pronunciamiento	sólo	es	aplicable	cuando	entregada	la	constancia	y
liquidación	al	trabajador,	éste	no	lo	encuentra	conforme	a	ley	(…).”	(RSL,	1ra
Sala,	Exp.	3313-97-BS(S),	set.	10/97.	V.	P.	Changanaquí	Rosales)
DEPÓSITO	DE	LOS	REINTEGROS
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	31.—Todo	incremento	de	remuneraciones	que	importe	el
abono	de	algún	reintegro	de	compensación	por	tiempo	de
servicios,	debe	depositarse	sin	intereses,	dentro	de	los	quince	días
naturales	posteriores	a	la	fecha	de	publicación	de	la	disposición
gubernamental,	o	de	la	firma	de	la	convención	colectiva,	o	de	la
notificación	del	laudo	arbitral,	o	de	la	fecha	en	que	se	hizo	efectiva
la	decisión	unilateral	del	empleador	o	de	cualquier	otra	forma	de
conclusión	de	la	negociación	colectiva	que	señale	la	ley,	según
corresponda.
COMENTARIO.—Reintegros	 remunerativos	 percibidos	 con
posterioridad	al	depósito.	Si	una	vez	efectuados	los	depósitos	por	CTS,	el
trabajador	 percibe	 reintegros	 remunerativos	 que	 por	 su	 carácter
retroactivo	tienen	el	efecto	de	acrecentar	el	monto	compensable,	procede	el
depósito	sin	intereses	de	esas	mayores	sumas	en	un	plazo	que	no	excederá
los	quince	(15)	días	de	la	concreción	del	acto	que	les	dio	origen.
Si	 el	depósito	 se	efectúa	vencido	el	plazo	de	quince	días,	 se	abonarán	 los
intereses	correspondientes.
ENTIDADES	DEPOSITARIAS
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	32.—Sustituido.	Ley	29463,	Art.	1°.	Las	empresas	del
sistema	financiero	donde	puede	efectuarse	el	depósito	son	las
bancarias,	financieras,	cajas	municipales	de	ahorro	y	crédito,	cajas
municipales	de	crédito	popular,	cajas	rurales	de	ahorro	y	crédito,
así	como	cooperativas	de	ahorro	y	crédito	a	que	se	refiere	el
artículo	289	de	la	Ley	Núm.	26702,	Ley	General	del	Sistema
Financiero	y	del	Sistema	de	Seguros	y	Orgánica	de	la
Superintendencia	de	Banca	y	Seguros.
Las	cooperativas	de	ahorro	y	crédito	a	que	se	refieren	los
numerales	2	al	7	de	la	Vigésimo	Cuarta	Disposición	Final	y
Complementaria	de	la	Ley	Núm.	26702	pueden	ser	depositarias
de	la	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios	(CTS)	de	sus	socios
siempre	y	cuando	cumplan	con	la	regulación	que	sobre	la	materia
emita	la	Superintendencia	de	Banca,	Seguros	y	Administradoras
Privadas	de	Fondos	de	Pensiones	y	cuenten	con	opinión	favorable
del	adecuado	cumplimiento	de	dichas	normas	por	parte	del	ente
supervisor	de	dichas	cooperativas.
El	depósito	se	identifica	bajo	la	denominación	“Depósito
Compensación	por	Tiempo	de	Servicios	N°	…”	o	“Depósito	CTS	N°
…”.
Ley	29463.
ART.	 2°.—Autorización	 para	 captar	 depósitos	 de	 Compensación	 por
Tiempo	de	Servicios	(CTS).	Para	que	las	cooperativas	de	ahorro	y	crédito
reguladas	por	la	Ley	General	de	Cooperativas	y	por	los	numerales	2	al	7	de
la	 Vigésimo	 Cuarta	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria	 de	 la	 Ley	 Núm.
26702,	 Ley	 General	 del	 Sistema	 Financiero	 y	 del	 Sistema	 de	 Seguros	 y
Orgánica	 de	 la	 Superintendencia	 de	Banca	 y	 Seguros,	 capten	depósitos	 de
Compensación	por	Tiempo	de	Servicios	(CTS)	de	sus	socios	deben	requerir
opinión	favorable	del	ente	supervisor	de	dichas	cooperativas.	Presentada	la
solicitud	correspondiente,	el	ente	supervisor	emite	la	opinión	favorable	en
un	 plazo	 máximo	 de	 veinticinco	 (25)	 días	 hábiles,	 siempre	 que	 la
cooperativa:
a)	Cuente	con	estados	financieros,	auditados	por	auditoría	externa,	de	 los
tres	 (3)	 últimos	 ejercicios	 sin	 dictámenes	 con	 opinión	 negativa	 ni
abstención	de	opinión.
b)	 Cuente	 con	 índices	 de	 liquidez	 y	 solvencia	 y	 otras	 condiciones	 que
establezca	 la	 Superintendencia	 de	 Banca,	 Seguros	 y	 Administradoras
Privadas	de	Fondos	de	Pensiones	para	estas	cooperativas.
Ley	29463.
ART.	 3°.—Deber	 de	 mantener	 las	 condiciones.	 Las	 cooperativas	 de
ahorro	 y	 crédito	 autorizadas	 a	 captar	 depósitos	 de	 Compensación	 por
Tiempo	 de	 Servicios	 (CTS)	 según	 lo	 establecido	 en	 la	 presente	 ley	 deben
mantener	vigentes	las	condiciones	en	virtud	de	las	cuales	el	ente	supervisor
otorgó	la	autorización	correspondiente,	referida	en	el	artículo	2°.	Si	el	ente
supervisor	 detecta	 algún	 incumplimiento,	 requiere	 a	 la	 cooperativa
infractora	 para	 que	 en	 un	 plazo	 máximo	 de	 quince	 (15)	 días	 hábiles
regularice	la	situación.	De	mantenerse	el	incumplimiento,	el	ente	supervisor
dispone	 que	 la	 cooperativa	 infractora	 suspenda	 la	 captación	 de	 nuevos
depósitos	 de	 Compensación	 por	 Tiempo	 de	 Servicios	 (CTS)	 de	 sus	 socios
hasta	que	vuelva	a	ser	autorizada	por	el	ente	supervisor.
EJEMPLO	DE	LIQUIDACIÓN	EN	CASO	DE	RENUNCIA	DEL
TRABAJADOR	CON	OTORGAMIENTO	DE	UNA	SUMA
COMPENSABLE	POR	CESE
Liquidación	de	beneficios	sociales
Datos	del	trabajador
-	Nombres	y	apellidos	:	……………………..
-	Fecha	de	ingreso	:	1	de	mayo	del	2006
-	Fecha	de	cese	:	10	de	abril	del	2008
-	Período	de	servicios	:	Del	1	de	mayo	al	31	de	octubre	del	2006,	ya	depositado
Del	1	de	noviembre	al	30	de	abril	del	2007,	ya	depositado
Del	1	de	mayo	al	31	de	octubre	del	2007,	ya	depositado
Del	1	de	noviembre	al	10	de	abril	del	2008,	por	depositar
-	Tiempo	a	liquidar	:	5	meses	y	10	días
-	Motivo	del	cese	:	Renuncia	del	trabajador
Remuneraciones	percibidas
I.	Remuneraciones	totales
-	Sueldo	básico	:	S/.	550
-	Comisiones	:	Por	noviembre	S/.	2.400
Por	diciembre	S/.	2.400
Por	enero	S/.	8.381
Por	febrero	S/.	3.000
Por	marzo	S/.	2.450
Por	abril	S/.	3.126
--------------
Total	S/.	21.757
-	Asignación	familiar	otorgada	por	convenio	:	S/.	55
-	Movilidad	:	S/.	30
-	Participación	de	utilidades	:	S/.	600
-	Gratificación	de	Navidad	:	S/.	4.000
II.	Remuneraciones	computables
-	Sueldo	básico	:	S/.	550
-	Promedio	de	comisiones	:	(S/.	21.757	/	6)	=	S/.	3.626,16
-	Asignación	familiar	:	S/.	55
-	Sexto	de	la	gratificación	de	Navidad	:	(S/.	4.000	/	6)	=	S/.	666,66
Total	de	la	remuneración	computable	:	S/.	4.897,82
Cálculo	del	pago	directo	por	CTS
-	Período	efectivo	a	liquidar	:	5	meses	y	10	días
-	Remuneración	computable	:	S/.	4.897,82
-	Dozavo	de	la	remuneración	computable	:	S/.	408,15
-	Treintavo	del	dozavo	de	la	remuneración	computable	:	S/.	13,61
Monto	del	pago	directo	por	CTS	=	(S/.	408,15	×	5)	+	(S/.	13,61	×	10)
=	S/.	2.040,75	+	S/.	136,1
=	S/.	2.176,85
Suma	compensable	por	cese
El	trabajador	percibirá	adicionalmente	la	suma	de	………………………………..	nuevos
soles	(S/.	………….),	al	amparo	de	lo	estipulado	en	el	artículo	57	del	Texto	Único
Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	650.
Se	entiende	que	la	cantidad	anteriormente	señalada,	se	deducirá	o	compensará
de	 cualquier	 adeudo	 laboral	 que	 pudiese	 tener	 el	 empleador	 a	 favor	 del
trabajador	renunciante.
	
JURISPRUDENCIA.—Si	bien	las	entidades	gubernamentales	están	exentas	de
la	obligación	de	depositar	la	CTS	en	el	sistema	financiero	operando	ellas	como
depositarias,	sí	deben	calcular	el	interés	correspondiente.	“Que,	si	bien	es
cierto	que	de	conformidad	con	la	Ley	veinticinco	mil	ochocientos	siete,	el
Estado	no	está	obligado	a	hacer	los	depósitos	de	la	compensación	por
tiempo	de	servicios	previstos	en	el	Decreto	Legislativo	seiscientos
cincuenta,	por	mandato	legal	contenido	en	el	artículo	doce	de	la	Ley
veinticinco	mil	quinientos	setentidós	cuyo	texto	sustantivo	es	el	reflejado	en
el	artículo	primero	de	la	Ley	veinticinco	mil	ochocientos	siete	se	convierte
en	depositario	y	debe	asumir	las	cargas	financieras	respectivas;	lo	que
implica	que	debe	asumir	el	pago	de	los	intereses,	que	en	este	caso	tienen
naturaleza	de	‘bancarios’,	por	ser	mandato	expreso	de	la	norma	en
comentario;
Tercero.-	Que,	la	norma	materia	de	análisis,	efectivamente	reconoce	y
obliga	el	pago	de	intereses	bancarios	a	aquellas	entidades	estatales	que	se
sustituyen	en	ser	depositarias	obligatorias	de	la	compensación	por	tiempo
de	servicios	y	de	la	revisión	de	la	sentencia	recurrida	se	advierte	que	la
interpretación	que	hace	en	su	considerando	octavo,	el	mismo	que	sirve	de
sustento	para	declarar	improcedente	la	demanda	en	este	extremo;
evidencia	una	interpretación	errónea	de	la	citada	norma;
Cuarto.-	Que	este	colegiado	al	realizar	una	interpretación	literal	y
sistemática	de	la	norma	citada	se	determina	que	efectivamente	corresponde
a	las	entidades	gubernamentales	asumir	el	pago	de	los	intereses	en	el	caso
en	que	por	obligación	de	una	ley	asumen	la	condición	de	depositarios	de	la
compensación	por	tiempo	de	servicios,	tal	como	se	ha	establecido	en
numerosas	ejecutorias	emitidas	por	este	supremo	tribunal;
Quinto.-	Que,	es	objetivo	esencial	de	las	ejecutorias	supremas	ejercer	el
carácter	nomofilactico	de	los	fallos	jurisdiccionales	y	mantener	la
uniformidad	de	los	criterios	adoptados	en	este	supremo	tribunal;
Sexto.-	Que,	respecto	a	la	causal	de	contradicción	con	otros	fallos
jurisdiccionales	emitidos	por	la	tercera	sala	laboral,	se	advierte	que
efectivamente	existe	contradicción	respecto	a	la	interpretación	del	artículo
uno	de	la	Ley	veinticinco	mil	ochocientos	siete,	emitidos	en	los	expedientes
números:	veintitrés	mil	ochocientos	cinco	-	dos	mil	dos,	del	once	de
noviembre	del	dos	mil	dos,	expediente	tres	mil	trescientos	cuarentiocho	-
del	dos	mil	dos	del	trece	de	enero	del	dos	mil	tres,	expediente	tres	mil
setecientos	noventa	-	del	dos	mil	dos,	del	veinte	de	enero	del	dos	mil	tres,
por	lo	que	de	acuerdo	a	la	norma	señalada	corresponde	uniformizar
criterios	jurisprudenciales,	estableciendo	que	deben	asumir	las	entidades
estatales	el	pago	de	intereses	por	mandato	de	dispositivos	legales	de	la
compensación	por	tiempo	de	servicios	de	los	trabajadores,	según	lo
establecido	en	el	artículo	doce	de	la	Ley	veinticinco	mil	quinientos
setentidós,	sustituido	por	el	artículo	primero	del	Decreto	Ley	veinticinco	mil
ochocientos	siete;
Resolución:	Por	estos	fundamentos	declararon:	Fundado	el	recurso	de
casación”.	(Cas.	Sala	Transitoria	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.
607-2003-Lima,	feb.	25/2005).
UNIDAD	DE	DEPOSITARIOS.	EXCEPCIÓN
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	33.—El	trabajador	tiene	derecho	a	elegir	un	solo
depositario.	Tratándose	de	depósitos	a	cargo	del	empleador	a	que
se	refieren	los	artículos	siguientes,	por	excepción,	una	parte	de	la
compensación	puede	mantenerse	con	el	empleador	y	la	otra	en	el
depositario	que	elija	el	trabajador.
DEPÓSITOS	A	CARGO	DEL	EMPLEADOR
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	34.—A	solicitud	del	trabajador,	por	excepción	y	sólo	por
convenio	individual	se	podrán	sustituir	total	o	parcialmente	los
depósitos	que	se	devenguen,	por	un	depósito	que	quede	en	poder
del	empleador	por	un	plazo	máximo	de	un	(1)	año.	El	convenio
debe	perfeccionarse	por	escrito	y	ser	puesto	en	conocimiento	de
la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo.	El	convenio	podrá	ser
prorrogado,	previo	acuerdo	de	partes	por	períodos	anuales	sin
que	en	ningún	caso	exceda	de	cuatro	años.
Las	prórrogas	deben	ser	pactadas	expresamente	antes	del
vencimiento	del	convenio	anterior.	No	procede	el	pacto	de
prórroga	automática.
D.	S.	004-97-TR.
ART.	10.—La	comunicación	a	 la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo,	del
convenio	individual	de	sustitución	de	depositario,	a	que	se	refiere	el	artículo
34	 de	 la	 ley,	 se	 efectuará	 en	 el	 término	 de	 treinta	 (30)	 días	 calendario
siguientes	a	la	fecha	de	su	suscripción.
D.	S.	004-97-TR.
ART.	 11.—Concluida	 la	 duración	 del	 convenio	 individual	 regulado	 por	 el
artículo	34	de	 la	 ley,	 sin	que	éste	haya	sido	materia	de	nueva	prórroga,	el
empleador	 deberá	 transferir	 al	 depositario	 elegido	 por	 el	 trabajador	 el
monto	del	depósito	y	sus	 intereses,	dentro	de	 las	cuarentiocho	(48)	horas
de	 vencido	 el	 convenio.	 En	 caso	 que	 el	 trabajador	 no	 comunicara	 su
elección,	 el	 empleador	procederá	 conforme	 a	 la	 segunda	parte	 del	 primer
párrafo	del	artículo	23	de	la	ley.
D.	S.	004-97-TR.
Primera	 Disposición	 Transitoria	 y	 Final.—Los	 convenios	 individuales	 de
sustitución	 de	 depositario	 de	 la	 compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios,
celebrados	con	anterioridad	o	a	partir	de	 la	vigencia	de	 la	 ley,	podrán	ser
prorrogados	dentro	de	 los	 términos	establecidos	en	el	artículo	34	de	ésta,
debiendo	culminar,	en	cualquiera	de	los	casos,	el	4	de	octubre	del	año	2000.
Vencida	dicha	 fecha,	 los	depósitos	deberán	 ser	 trasladados	al	depositario
elegido	 por	 el	 trabajador	 conforme	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 11	 del
presente	reglamento.
EFECTOS	DEL	CONVENIO	INDIVIDUAL
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	35.—A	la	fecha	de	celebración	del	convenio	individual,	se
considerará	cancelada	la	parte	o	el	total	de	la	compensación	por	el
tiempo	de	servicios	acumulado	al	31	de	diciembre	de	1990,	que
haya	sido	materia	del	mismo.
La	compensación	que	se	devengue	durante	la	vigencia	del
convenio,	se	considerará	cancelada	y	por	consiguiente	integrada
al	depósito,	al	1	de	mayo	y	1	de	noviembre	de	cada	año,
respectivamente.
El	depósito	a	cargo	del	empleador	se	encuentra	sujeto	a	las	reglas
sobre	intereses,	retiros	parciales	a	cargo	del	trabajador	y	demás
pertinentes,	pero	observando	el	plazo	de	duración	del	convenio.
OBLIGACIONES	DEL	EMPLEADOR
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	36.—Los	empleadores	que	suscriban	convenios
individuales	de	depósito,	no	están	sujetos	a	las	obligaciones
contempladas	en	el	artículo	32	de	esta	ley,	siendo	de	aplicación	el
artículo	56	de	la	misma.
COMENTARIO.—Obligaciones	 de	 los	 empleadores	 depositarios.	 La
versión	 original	 del	 artículo	 32	 de	 la	 ley	 –vigente	 hasta	 su	 modificación
mediante	 el	D.	 Leg.	N°	 857–	 establecía	 que	 los	 empleadores	 que	 actuasen
como	depositarios	debían	cumplir	con	ciertos	condicionamientos	a	efectos
de	garantizar	el	pago	de	los	depósitos.
Tal	 obligación	 es	 hoy	 inexistente,	 por	 lo	 que	 la	 remisión	 al	 artículo	 32
carece	de	sentido.
INTANGIBILIDAD	DE	LA	COMPENSACIÓN	POR	TIEMPO	DE	SERVICIOS	Y
SUS	INTERESES
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	37.—Los	depósitos	de	la	compensación	por	tiempo	de
servicios,	incluidos	sus	intereses,	son	intangibles	e	inembargables
salvo	por	alimentos	y	hasta	el	50%.	Su	abono	sólo	procede	al	cese
del	trabajador	cualquiera	sea	la	causa	que	lo	motive,	con	las
únicas	excepciones	previstas	en	los	artículos	41	y	43	de	esta	ley.
Todo	pacto	en	contrario	es	nulo	de	pleno	derecho.
JURISPRUDENCIA.—Embargo	de	la	CTS	afecta	el	derecho	a	una
remuneración	equitativa	y	suficiente	del	trabajador.	“(...)	debemos	señalar
que	con	la	liquidación	obrante	a	fojas	43,	se	demuestra	que	la	suma	de	S/.
962,00	fue	depositada	como	concepto	de	Compensación	por	Tiempo	de
Servicios,	por	lo	que	resulta	aplicable	el	artículo	38	del	Decreto	Supremo	N°
001-97-TR,	que	establece	que	los	depósitos	de	la	CTS,	incluidos	sus
intereses,	son	intangibles	e	inembargables,	salvo	por	alimentos	y	hasta	por
el	50%,	supuesto	que	no	sucede	en	el	caso	de	autos.	En	consecuencia,	al
haberse	embargado	la	compensación	por	tiempo	de	servicios	se	ha
vulnerado	el	derecho	a	una	remuneración	equitativa	y	suficiente	del
demandante,	por	lo	que,	de	acuerdo	con	el	artículo	56	del	Código	Procesal
Constitucional,	corresponde	a	la	Sunat	el	pago	de	las	costos	(...)”.	(T.	C.,	Exp.
04575-2006-PA/TC,	ene.	14/2008.	Alva	Orlandini)
COMENTARIO.—Inembargabilidad	 de	 los	 depósitos.	 Excepción.	 Los
depósitos	 por	 CTS	 y	 sus	 intereses	 son	 inembargables	 salvo	 por	 deudas
alimentarias.
Existe	 discrepancia	 en	 los	 porcentajes	 máximos	 sobre	 los	 cuales	 puede
proceder	el	embargo,	puesto	que	el	TUO	del	Decreto	Legislativo	N°	650	 lo
determina	 en	50%,	mientras	que	 el	 artículo	648	del	 Código	Procesal	 Civil
señala	el	60%	del	“total	de	los	ingresos”.
Pensamos	 que	 para	 el	 sólo	 efecto	 de	 los	 depósitos	 en	 concepto	 de
compensación	debe	aplicarse	el	porcentaje	del	50%,	por	originarse	en	una
norma	especial,	siendo	el	60%	de	empleo	en	los	demás	casos.
En	todo	caso,	el	alimentista	que	logre	el	embargo	de	los	depósitos	por	CTS
del	trabajador	obligado	percibirá	dicho	monto	al	cese	de	éste.
JUICIO	POR	ALIMENTOS
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	38.—En	caso	de	juicio	por	alimentos,	el	empleador	debe
informar	al	juzgado,	bajo	responsabilidad	y	de	inmediato,	sobre	el
depositario	elegido	por	el	trabajador	demandado	y	los	depósitos
que	efectúe,	así	como	de	cualquier	cambio	de	depositario.	El
mandato	judicial	de	embargo	será	notificado	directamente	por	el
juzgado	al	depositario.
D.	S.	004-97-TR.
ART.	 12.—En	 caso	 de	 juicio	 por	 alimentos	 el	 empleador	 deberá
proporcionar	 al	 juzgado	 correspondiente,	 además	 de	 la	 información
prevista	en	el	artículo	38	de	la	ley,	la	referida	al	monto	de	la	compensación
por	 tiempo	 de	 servicios	 acumulado	 al	 31	 de	 diciembre	 de	 1990,	 que	 aún
mantenga	en	su	poder.
AFECTACIÓN	EN	GARANTÍA
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	39.—En	todos	los	casos	en	que	proceda	la	afectación	en
garantía;	el	retiro	parcial,	o	total	del	depósito	en	caso	de	cese,
incluye	los	intereses	correspondientes.
La	compensación	por	tiempo	de	servicios	tiene	la	calidad	de	bien
común	sólo	a	partir	del	matrimonio	civil,	o	de	haber	transcurrido
dos	años	continuos	de	la	unión	de	hecho	y	mantendrá	dicha
calidad	hasta	la	fecha	de	la	escritura	pública	en	que	se	pacte	el
régimen	de	separación	de	patrimonios	o	de	la	resolución	judicial
consentida	o	ejecutoriada	que	ponga	fin	a	dicho	régimen.
En	los	casos	a	que	se	refiere	el	primer	párrafo	del	presente
artículo	se	presume,	salvo	prueba	en	contrario,	que	el	trabajador
cuenta	con	el	consentimiento	correspondiente	para	realizar	tales
actos.	Para	desvirtuar	esta	presunción	basta	que	el	cónyuge	o
conviviente	que	acredite	su	calidad	de	tal,	lo	manifieste	por
escrito	al	empleador	y	al	depositario.
COMENTARIO.—Calidad	 de	 bien	 común	 de	 la	 compensación	 por
tiempo	 de	 servicios.	 La	 compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios	 es	 bien
propio	 del	 trabajador	 hasta	 que	 éste	 contrae	matrimonio	 civil	 o	 participa
durante	dos	años	consecutivos	de	una	unión	de	hecho.	Desde	ese	momento
adquiere	 la	 calidad	 de	 bien	 común,	 que	 se	 mantendrá	 en	 el	 caso	 del
matrimonio	hasta	la	separación	de	patrimonios,	y	tratándose	de	la	unión	de
hecho	hasta	la	ocurrencia	de	alguna	de	las	causales	de	terminación	a	que	se
contrae	el	tercer	párrafo	del	artículo	326	del	Código	Civil.
CTS	EN	CALIDAD	DE	GARANTÍA
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	40.—La	compensación	por	el	tiempo	de	servicios
devengada	al	31	de	diciembre	de	1990,	así	como	los	depósitos	de
la	compensación	por	tiempo	de	servicios	y	sus	intereses	sólo
pueden	garantizar	sumas	adeudadas	por	los	trabajadores	a	sus
empleadores	por	concepto	de	préstamos,	adelantos	de
remuneración,	venta	o	suministro	de	mercadería	producida	por
su	empleador,	siempre	que	no	excedan	en	conjunto	del	50%	del
beneficio.
Igualmente,	pueden	garantizar	los	préstamos	y	sus	intereses
otorgados	al	trabajador	por	las	cooperativas	de	ahorro	y	crédito	a
que	pertenece	siempre	que	en	conjunto	no	exceda	del	límite
establecido	en	el	párrafo	anterior.
En	los	casos	que	estas	acreencias	deban	ser	garantizadas	por	los
depósitos	CTS	y	sus	intereses,	el	empleador	lo	comunicará	al
depositario	acompañando	copia	del	documento	que	acredite	la
garantía,	para	efectos	del	control	respectivo.
Respecto	de	los	depositarios,	se	pueden	garantizar	los	préstamos
y	sus	intereses	hasta	con	el	50%	de	la	compensación	por	tiempo
de	servicios	depositada	y	sus	intereses.	Cualquier	exceso	es	de
cargo	del	depositario.
La	violación	de	estas	normas	será	especialmente	sancionada	por
la	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros.
Tratándose	de	los	préstamos	concedidos	por	los	depositarios,	su
otorgamiento	en	modo	alguno	limita	el	pago	de	los	intereses	que
genera	el	depósito	de	la	compensación	por	tiempo	de	servicios.
RETIROS	AUTORIZADOS
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	41.—El	trabajador	podrá	efectuar	retiros	parciales	de	libre
disposición	con	cargo	a	su	depósito	CTS	e	intereses	acumulados
siempre	que	no	exceda	del	50%	de	los	mismos.
COMENTARIO.—Posibilidad	 de	 efectuar	 retiros	 parciales.	 Es	 potestad
del	trabajador	retirar	hasta	la	mitad	de	sus	depósitos	por	CTS,	sin	expresión
de	motivos	y	en	el	momento	que	crea	conveniente.
LÍMITES	AL	RETIRO	DE	LA	CTS
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	42.—En	ningún	caso	los	retiros	a	que	se	refiere	el	artículo
anterior	podrán	exceder	en	su	conjunto	del	50%	del	total	de	la
compensación	por	tiempo	de	servicios	depositada	y	sus	intereses
computada	desde	el	inicio	de	los	depósitos.	El	cálculo	se	efectuará
a	la	fecha	en	que	el	trabajador	solicite	al	depositario	el	retiro
parcial.	Tampoco	procederá	el	retiro	parcial	si	la	cuenta	CTS	está
garantizando	los	conceptos	permitidos	por	el	artículo	40	en	la
medida	que	hayan	alcanzado	el	límite	antes	previsto.	Cualquier
exceso	es	de	cargo	y	responsabilidad	del	depositario.
D.	S.	004-97-TR.
ART.	14.—El	 límite	 del	 50%	de	 la	 compensación	por	 tiempo	de	 servicios
establecido	en	los	artículos	40,	41,	42	y	47	de	la	ley,	es	aplicable	de	manera
conjunta,	 tanto	 para	 el	 otorgamiento	 de	 garantía,	 retiros	 parciales	 y	 la
compensación	de	deudas	del	trabajador.
En	 caso	 que	 el	 trabajador	 haya	 sido	 demandado	 por	 alimentos,	 la	 suma
embargada	 será	 computada	 independientemente	 de	 los	 conceptos
señalados	en	el	artículo	anterior.
DISPONIBILIDAD	DE	HASTA	EL	100%	DEL	EXCEDENTE	DE
CUATRO	REMUNERACIONES	BRUTAS	DE	LOS	DEPÓSITOS	DE
CTS
Ley	30334.
ART.	 5°.—Disponibilidad	 temporal	 de	 los	 depósitos	 de	 la
compensación	por	tiempo	de	servicios	(CTS).
5.1.	Autorízase	a	los	trabajadores	comprendidos	dentro	de	los	alcances	del
Texto	 Único	 Ordenado	 del	 Decreto	 Legislativo	 650,	 Ley	 de	 Compensación
por	 Tiempo	 de	 Servicios,	 aprobado	 por	 el	 Decreto	 Supremo	 001-97-TR,	 a
disponer	libremente	del	cien	por	ciento	(100%)	del	excedente	de	cuatro	(4)
remuneraciones	 brutas,	 de	 los	 depósitos	 por	 CTS	 efectuados	 en	 las
entidades	 financieras	 y	 que	 tengan	 acumulados	 a	 la	 fecha	 de	 disposición.
Para	 tal	 efecto,	 se	 considerará	 el	 monto	 de	 la	 última	 remuneración	 del
trabajador,	y	corresponderá	a	los	empleadores	comunicar	a	las	instituciones
financieras	el	monto	intangible	de	cada	trabajador.	El	Ministerio	de	Trabajo
y	Promoción	del	Empleo	es	el	encargado	de	fiscalizar	el	cumplimiento	de	la
presente	disposición.
5.2.	 El	 reglamento	podrá	 establecer	 otros	procedimientos	 alternativos	de
comunicación	 del	 monto	 de	 la	 última	 remuneración	 del	 trabajador	 a	 las
instituciones	financieras.
PRECISIONES	A	LA	LEY	SOBRE	LA	INAFECTACIÓN	DE	LAS
GRATIFICACIONES	LEGALES	Y	DISPONIBILIDAD	DE	LA	CTS
D.	S.	012-2016-TR.
ART.	8°.—Monto	disponible.	Los	trabajadores	aludidos	en	el	inciso	5.1	del
artículo	 5°	 de	 la	 ley	 podrán	 disponer	 hasta	 el	 cien	 por	 ciento	 (100%)	 del
excedente	 de	 cuatro	 (4)	 remuneraciones	 brutas,	 de	 los	 depósitos	 por
Compensación	 por	 Tiempo	 de	 Servicios	 efectuados	 en	 las	 entidades
financieras	y	que	tengan	acumulados	a	la	fecha	de	disposición.
La	determinación	del	monto	no	disponible	de	la	Compensación	por	Tiempo
de	Servicios	se	efectúa	considerando	la	última	remuneración	mensual	a	que
tuvo	derecho	el	trabajador	antes	de	la	fecha	en	la	que	haya	comunicado	a	su
empleador	la	decisión	de	disponer	de	sus	depósitos,	considerando	todos	los
conceptos	remunerativos	según	la	norma	de	la	materia.
En	 el	 caso	 de	 comisionistas,	 destajeros	 y	 en	 general	 de	 trabajadores	 que
perciban	 remuneración	 principal	 imprecisa,	 la	 última	 remuneración
mensual	 se	 establece	 en	 función	 al	 promedio	 de	 las	 comisiones,	 destajo	 o
remuneración	 principal	 imprecisa	 percibidas	 por	 el	 trabajador	 en	 los
últimos	seis	(6)	meses.	Si	el	período	a	considerarse	fuere	inferior	a	seis	(6)
meses,	la	última	remuneración	se	establecerá	en	base	al	promedio	mensual
de	lo	percibido	durante	dicho	período.
El	 monto	 no	 disponible	 se	 obtiene	 multiplicando	 por	 cuatro	 (4)	 la
remuneración	 mensual	 señalada	 en	 los	 párrafos	 anteriores,	 según
corresponda.
D.	S.	012-2016-TR.
ART.	 9°.—Comunicación	 a	 las	 entidades	 financieras.	 Los	 empleadores
deberán	comunicar	a	las	entidades	financieras,	a	pedido	de	los	trabajadores,
el	 monto	 intangible	 de	 cada	 trabajador.	 Dicha	 comunicación	 no	 deberá
exceder	el	plazo	de	tres	(3)	días	hábiles	contados	a	partir	del	requerimiento
del	trabajador.
En	caso	de	negativa	 injustificada,	demora	del	empleador	o	cualquier	otro
caso	en	que	se	acredite	la	imposibilidad	de	la	comunicación	a	las	entidades
financieras	dentro	del	plazo	establecido,	se	dará	 lugar	a	que,	acreditado	el
derecho,	 la	 autoridad	 inspectiva	 de	 Trabajo	 sustituye	 al	 empleador	 y
extiende	la	comunicación	correspondiente	a	las	entidades	financieras.
Lo	 previsto	 en	 esta	 disposición	 se	 produce	 sin	 perjuicio	 de	 las	 multas
administrativas	que	puedan	corresponder	por	no	 cumplir	 con	 los	deberes
de	información	hacia	las	entidades	depositarias	relativos	a	la	disponibilidad
e	 intangibilidad	 de	 los	 depósitos	 por	 Compensación	 por	 Tiempo	 de
Servicios.
D.	S.	012-2016-TR.
ART.	 10.—Trabajadores	 con	 más	 de	 una	 cuenta	 de	 depósito	 de
Compensación	por	Tiempo	de	Servicios	activa.
10.1.	 En	 el	 caso	 de	 trabajadores	 con	 varias	 cuentas	 individuales	 de
depósito	de	la	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios	activa	en	una	misma
entidad	 depositaria,	 en	 monedas	 distintas	 y	 provenientes	 del	 mismo
empleador,	 el	 monto	 total	 de	 las	 cuentas	 deberá	 convertirse	 al	 tipo	 de
moneda	 elegida	 por	 el	 trabajador	 para	 calcular	 el	 monto	 del	 saldo
disponible.	 La	 conversión	 se	 realizará	 al	 tipo	 de	 cambio	 vigente	 en	 la
entidad	 depositaria	 al	 momento	 de	 efectuar	 la	 disposición	 de	 la
Compensación	por	Tiempo	de	Servicios.
10.2.	En	el	caso	de	trabajadores	que	tienen	más	de	una	cuenta	individual	de
depósito	 de	 Compensación	 por	 Tiempo	 de	 Servicios	 activa	 que
correspondan	 a	 distintos	 empleadores,	 para	 efectos	 de	 los	 límites
establecidos	 por	 la	 ley,	 cada	 cuenta	 se	 administrará	 de	 manera
independiente;	no	debiendo	sumarse	los	saldos.
LEY	QUE	PERMITE	EL	USO	DEL	80%	DE	LA	CTS	PARA	LA
ADQUISICIÓN	DE	VIVIENDA	O	TERRENO
Ley	28461.
ART.	 1°.—Ámbito	 de	 aplicación.	 La	 presente	 ley	 es	 aplicable	 a	 los
trabajadores	 comprendidos	 dentro	 de	 los	 alcances	 del	 Texto	 Único
Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Compensación	 por	 Tiempo	 de	 Servicios	 (CTS),
aprobado	 por	 Decreto	 Supremo	N°	 001-97-TR	 y	 su	 norma	 reglamentaria,
aprobada	por	Decreto	Supremo	N°	004-97-TR.
La	 aplicación	 de	 la	 presente	 norma	 no	 incluye	 a	 las	 entidades	 del	 sector
público,	salvo	el	caso	de	los	organismos	públicos	que	se	encuentran	bajo	el
ámbito	del	Fondo	Nacional	de	Financiamiento	de	 la	Actividad	Empresarial
del	Estado	-	Fonafe	y	ESSALUD.
Ley	28461.
ART.	2°.—Uso	de	la	CTS	para	la	adquisición	de	viviendas	o	terrenos.	A
solicitud	 del	 trabajador	 podrá	 utilizarse,	 en	 forma	 excepcional	 y	 por	 una
sola	vez,	hasta	el	80%	del	total	de	la	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios
e	 intereses,	 destinándolo	 a	 la	 adquisición,	 construcción,	 mejoramiento	 de
vivienda	o	adquisición	de	terreno	que	se	efectúe,	a	su	elección,	en	el	marco
de	los	programas	Techo	Propio,	Mivivienda	y	cualquier	otro	promovido	por
el	Ministerio	de	Vivienda,	Construcción	y	Saneamiento,	en	el	marco	del	Plan
Nacional	 de	 Vivienda	 “Vivienda	 para	 Todos”,	 u	 otro	 plan	 que	 sea
directamente	 promovido	 por	 el	 sector	 privado,	 o	 para	 la	 adquisición	 de
terrenos.
Ley	28461.
Primera	Disposición	Transitoria.—Limitaciones	a	la	utilización	del	80%
de	 la	 CTS.	 Lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 2°	 de	 la	 presente	 ley	 respeta
aquellos	casos	de	embargo	o	retención	de	 la	compensación	por	 tiempo	de
servicios	 decretados	 por	 el	 Poder	 Judicial	 o	 contenidos	 en	 acuerdos
conciliatorios	 extrajudiciales,	 destinados	 a	 atender	 obligaciones	 de
naturaleza	alimentaria,	dentro	de	los	montos	o	porcentajes	establecidos.
Ley	28461.
Segunda	 Disposición	 Transitoria.—Aplicación	 supletoria	 del	 Texto
Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios	y
sus	 normas	 reglamentarias.	 En	 lo	 no	 previsto	 en	 la	 presente	 ley	 y	 su
reglamento,	 y	 siempre	 que	 no	 se	 le	 opongan,	 son	 de	 aplicación	 el	 Texto
Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Compensación	 por	 Tiempo	 de	 Servicios,
aprobado	 por	 Decreto	 Supremo	N°	 001-97-TR	 y	 su	 norma	 reglamentaria,
aprobada	por	Decreto	Supremo	N°	004-97-TR.
REGLAMENTO	DE	LA	LEY	28461	SOBRE	EL	USO	DE	LA	CTS	EN
PROGRAMAS	DE	VIVIENDA
D.	S.	009-2005-Vivienda.
Artículo	 1°.-	Objeto.	 El	 presente	 reglamento	 tiene	 por	 objeto	 regular	 lo
dispuesto	en	 la	Ley	N°	28461,	 referida	al	uso,	 en	 forma	excepcional	y	por
una	 sola	 vez,	 de	 hasta	 el	 ochenta	 por	 ciento	 (80%)	 del	 monto	 total
acumulado	 de	 la	 compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios	 (CTS)	 más	 sus
intereses	por	parte	de	los	trabajadores,	para	ser	destinado	a	la	adquisición,
construcción	o	mejoramiento	de	vivienda	o	a	la	adquisición	de	terreno,	en	el
marco	 de	 los	 programas	 de	 vivienda	 promovidos	 por	 el	 Ministerio	 de
Vivienda,	Construcción	y	Saneamiento	y	que	forman	parte	del	Plan	Nacional
de	Vivienda,	o	por	el	sector	privado.
Artículo	 2°.-	 Definiciones.	 Para	 los	 fines	 del	 presente	 reglamento	 se
entenderá	como:
-	Ley:	La	Ley	N°	28461.
-	Reglamento:	El	presente	reglamento	de	la	Ley	N°	28461.
-	Vivienda:	Ministerio	de	Vivienda,	Construcción	y	Saneamiento.
-	Fondo	Mivivienda:	Fondo	Hipotecario	de	Promoción	de	la	Vivienda.
-	Banmat:	Banco	de	Materiales	S.A.C.
-	CTS:	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios.
-	Monto	máximo	disponible:	Hasta	el	ochenta	por	ciento	(80%)	del	saldo
total	acumulado	de	la	compensación	por	tiempo	de	servicios	(CTS)	más	sus
intereses,	 a	 la	 fecha	 en	que	 se	 disponga	 la	 liberación	de	dichos	 fondos	de
conformidad	con	el	presente	reglamento.
-	Construcción	de	vivienda:	Construcción	de	vivienda	única	en	terreno.
-	Adquisición	de	vivienda:	Compra	de	una	unidad	habitacional.
-	 Adquisición	 de	 terreno:	 Compra	 de	 terreno	 urbano;	 debidamente
independizado,	para	la	construcción	de	una	vivienda	única.
-	 Mejoramiento	 de	 vivienda:	 Comprende	 las	 obras	 de	 remodelación,
ampliación,	 modificación,	 reparación,	 refacción,	 acondicionamiento	 o
puesta	en	valor	de	la	vivienda	única.
-	 Empresas	 del	 Sistema	 Financiero	 Nacional:	 Son	 aquellas	 empresas
bancarias,	 financieras,	 cajas	municipales	de	ahorro	y	 crédito,	 cajas	 rurales
de	ahorro	y	crédito,	y	cooperativas	de	ahorro	y	crédito.
-	 Institución	 depositaria:	 Es	 aquella	 empresa	 del	 sistema	 financiero
elegida	por	el	trabajador	como	depositaria	de	la	Compensación	por	Tiempo
de	Servicios	que	realice	su	empleador.
-	 Institución	 Financiera	 Intermediaria	 -	 IFI:	 Es	 aquella	 que	 otorga	 un
crédito	 destinado	 a	 la	 adquisición,	 construcción	 o	 mejoramiento	 de	 una
vivienda,	 en	 el	 marco	 de	 los	 programas	 de	 vivienda	 promovidos	 por
Vivienda,	así	como	para	la	adquisición	de	un	terreno	urbano.
-	 Bono	 familiar	 habitacional	 -	 BFH:	 Es	 la	 ayuda	 económica	 directa
otorgada	por	el	Estado	por	única	vez	a	los	beneficiarios,	como	complemento
de	 su	 ahorro	 y	 esfuerzo	 constructor,	 exclusivamente	 para	 facilitarles	 la
adquisición,	 construcción	 en	 sitio	 propio	 o	 mejoramiento	 de	 vivienda	 de
interés	social.
-	Beneficiario	del	BFH:	Grupo	familiar	postulante	al	que	se	le	ha	otorgado
el	bono	familiar	habitacional.
Artículo	 3°.-	 Ámbito	 de	 aplicación.	 El	 presente	 reglamento	 es	 de
aplicación	 exclusiva	 para	 los	 trabajadores	 del	 sector	 privado	 sujetos	 al
régimen	laboral	de	la	actividad	privada,	así	como	para	aquellos	que	laboran
en	 los	 organismos	 adscritos	 al	 Fondo	 Nacional	 de	 Financiamiento	 de	 la
Actividad	 Empresarial	 del	 Estado	 -	 Fonafe	 y	 en	 el	 Seguro	 Social	 de	 Salud
(ESSALUD).
Artículo	 4°.-	Monto	máximo	disponible.	 El	 trabajador	 podrá	 utilizar	 en
forma	 excepcional	 y	 por	 única	 vez,	 hasta	 el	 ochenta	 por	 ciento	 (80%)	del
saldo	 total	 acumulado	 de	 su	 compensación	 por	 tiempo	de	 servicios	 (CTS)
más	 sus	 intereses,	 a	 la	 fecha	 en	 que	 se	 disponga	 la	 liberación	 de	 dichos
fondos,	de	conformidad	con	los	procedimientos	establecidos	en	el	presente
reglamento,	 siempre	 que	 dicho	 importe	 se	 destine	 para	 la	 adquisición,
construcción	o	mejoramiento	de	vivienda,	o	para	la	adquisición	de	terreno.
El	porcentaje	señalado	está	compuesto	por	el	cincuenta	por	ciento	(50%)	de
libre	disposición	regulado	en	el	artículo	41	del	Decreto	Supremo	N°	001-97-
TR,	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Compensación	 por	 Tiempo	 de
Servicios	y	el	treinta	por	ciento	(30%)	excepcional	y	por	única	vez	regulado
en	la	Ley	N°	28461.
En	los	casos	en	que	la	compensación	por	tiempo	de	servicios	se	encuentre
afecta	a	embargo	o	retención,	decretados	por	el	Poder	Judicial	o	contenidos
en	 acuerdos	 conciliatorios	 extrajudiciales,	 destinados	 a	 la	 atención	 de
obligaciones	 de	 naturaleza	 alimentaria,	 y/o	 a	 cualquier	 otra	 afectación	 en
garantías	permitidas	por	ley,	éstas	serán	respetadas,	y	se	consideran	para	el
cómputo	 de	 la	 CTS	 que	 puede	 ser	 dispuesta	 hasta	 el	 ochenta	 por	 ciento
(80%)	del	total	de	la	CTS	acumulada.
Artículo	 5°.-	Etapa	 de	 consulta.	 Previo	 al	 inicio	 de	 cualquier	 trámite,	 el
trabajador	deberá	acudir	a	la	institución	depositaria	de	su	CTS	a	fin	de	que
la	misma	emita	una	constancia	que	permita	 conocer	el	 importe	de	su	CTS
disponible.
Artículo	 6°.-	 Responsabilidad	 del	 trabajador.	 Es	 de	 entera
responsabilidad	 del	 trabajador	 la	 disposición	 de	 la	 CTS,	 la	 que	 deberá
destinarse	a	los	fines	previstos	en	la	ley.
Artículo	 7°.-	Modalidades.	 El	 trabajador	 podrá	 destinar	 hasta	 el	 monto
máximo	disponible	de	su	compensación	por	tiempo	de	servicios	(CTS)	para:
a)	Adquisición	de	vivienda;
b)	Construcción	de	vivienda;
c)	Mejoramiento	de	vivienda;	y,
d)	Adquisición	de	terreno,	para	la	construcción	de	una	vivienda.
Artículo	8°.-	Traslado	de	 la	CTS	de	una	 institución	depositaria	a	otra.
En	 los	 casos	 en	 que	 el	 trabajador	 requiera	 de	 un	 crédito	 para	 optar	 por
cualquiera	de	las	modalidades	previstas	en	la	ley	y	el	presente	reglamento,
éste	a	su	libre	elección	podrá	disponer	el	traslado	de	su	cuenta	de	CTS	de	la
institución	depositaria	original	 a	 la	que	el	 trabajador	designe	 como	nueva
depositaria,	 la	 misma	 que	 puede	 coincidir	 con	 aquella	 que	 le	 otorgue	 el
crédito,	a	fin	de	facilitar	las	operaciones	de	transferencia	de	fondos.
Artículo	9°.-	Devolución	de	CTS.	En	el	supuesto	que	el	trabajador	no	haga
uso	 efectivo	 de	 su	 CTS	 bajo	 alguna	 de	 las	modalidades	 previstas,	 y	 estos
fondos	 los	 detente	 alguna	 empresa	 del	 Sistema	 Financiero	 Nacional,	 se
deberá	 devolver	 dicho	 importe	 más	 sus	 intereses	 a	 la	 cuenta	 de	 la
institución	depositaria	de	la	CTS	elegida	por	el	trabajador.
CAPÍTULO	II
Adquisición	de	vivienda
Artículo	10.-	Adquisición	de	vivienda.	Es	la	adquisición	de	vivienda	única
a	título	oneroso	dentro	de	alguno	de	los	programas	de	vivienda	promovidos
por	 el	 Ministerio	 de	 Vivienda,	 Construcción	 y	 Saneamiento	 y	 que	 forman
parte	del	Plan	Nacional	de	Vivienda,	o	por	el	sector	privado,	acreditada	con
el	certificado	negativo	de	propiedad	del	Registro	de	Predios.
Artículo	11.-	Formas	de	uso	de	la	CTS.	El	trabajador	para	la	adquisición	de
vivienda,	utilizará	el	importe	solicitado	de	su	CTS,	de	las	siguientes	formas:
a)	Para	la	cancelación	del	valor	total	de	la	vivienda;
b)	Para	 la	cancelación	de	parte	del	valor	de	 la	vivienda,	cuando	parte	del
precio	haya	sido	cubierto	por	el	trabajador;	y,
c)	Para	la	cancelación	de	parte	del	valor	de	la	vivienda,	cuando	el	saldo	de
precio	 sea	 cubierto	 mediante	 un	 crédito	 otorgado	 por	 una	 empresa	 del
Sistema	Financiero	Nacional.
Artículo	12.-	Desembolso	 de	 la	 CTS	 en	 el	 caso	 que	 no	 se	 requiera	 de
crédito.	 En	 el	 caso	 que	 el	 trabajador	 no	 requiera	 de	 un	 crédito	 de	 una
empresa	del	Sistema	Financiero	Nacional	para	la	adquisición	de	vivienda,	el
desembolso	 de	 la	 CTS	 se	 realizará	 luego	 de	 la	 presentación	 ante	 la
institución	depositaria	de	los	siguientes	documentos:
a)	 Solicitud	 indicando	 el	 importe	 de	 la	 CTS	 requerido,	 el	 número	 de	 la
cuenta	y	el	motivo	de	la	misma,	adjuntando	copia	de	su	documento	nacional
de	identidad;	y,
b)	Copia	de	la	minuta	de	compraventa,	donde	conste	que	el	saldo	de	precio
se	hará	efectivo	mediante	el	desembolso	de	CTS	a	 través	de	un	cheque	de
gerencia	no	negociable	a	la	orden	del	vendedor	del	inmueble,	el	mismo	que
como	inserto	formará	parte	de	la	escritura	pública	de	compraventa.
Artículo	 13.-	 Desembolso	 de	 la	 CTS	 en	 el	 caso	 que	 se	 requiera	 de
crédito.	 En	 el	 caso	 que	 el	 trabajador	 haya	 solicitado	 un	 crédito	 ante	 una
empresa	del	Sistema	Financiero	Nacional	para	la	adquisición	de	vivienda,	la
revisión	 de	 la	 documentación	 señalada	 en	 el	 artículo	 12	 del	 presente
reglamento	 será	 realizada	 por	 la	 empresa	 del	 sistema	 financiero	 que
otorgará	 el	 crédito.	 El	 desembolso	 de	 la	 CTS	 se	 requerirá	 una	 vez	 que	 se
haya	inscrito	en	el	registro	de	predios	el	bloqueo	correspondiente.
CAPÍTULO	III
Construcción	de	vivienda
Artículo	14.-	Construcción	 de	 vivienda.	 Entiéndase	 por	 construcción	 de
vivienda,	 la	 modalidad	 a	 través	 de	 la	 cual	 el	 trabajador	 construirá	 en
terreno	urbano	una	vivienda.
Artículo	15.-	Desembolso	 de	 la	 CTS	 en	 el	 caso	 que	 no	 se	 requiera	 de
crédito.	 En	 el	 caso	 que	 el	 trabajador	 no	 requiera	 de	 un	 crédito	 de	 una
empresa	del	Sistema	Financiero	Nacional	para	la	construcción	de	vivienda,
el	 desembolso	 de	 la	 CTS	 se	 realizará	 luego	 de	 la	 presentación	 ante	 la
institución	depositaria	de	los	siguientes	documentos:
a)	 Solicitud	 indicando	 el	 importe	 de	 la	 CTS	 requerido,	 el	 número	 de	 la
cuenta,	y	el	motivo	de	la	misma,	adjuntando	copia	de	su	documento	nacional
de	identidad;
b)	Copia	literal	del	registro	de	predios	del	asiento	registral	que	acredite	la
propiedad	del	área	sobre	la	cual	se	pretende	edificar;
c)	 Contrato	 de	 obra	 suscrito	 con	 el	 constructor,	 que	 contenga	 el
presupuesto	de	obra;
d)	Licencia	de	obra	nueva	expedida	por	la	municipalidad	de	la	jurisdicción
en	la	que	se	ubique	el	área	a	edificar;	y,
e)	Declaración	jurada	del	trabajador,	en	la	que	conste	expresamente	que	el
importe	de	la	CTS	solicitado	será	destinado	única	y	exclusivamente,	bajo	su
responsabilidad	para	 la	 edificación	materia	de	 la	 licencia	de	obra	nueva	a
que	se	refiere	el	literal	d)	del	presente	artículo.
Luego	 de	 estudiada	 la	 documentación	 antes	 señalada	 por	 la	 institución
depositaria,	 se	 realizará	 el	 desembolso	 solicitado	mediante	 un	 cheque	 de
gerencia	no	negociable	emitido	a	la	orden	del	constructor.
Artículo	 16.-	 Desembolso	 de	 la	 CTS	 en	 el	 caso	 que	 se	 requiera	 de
crédito.	 En	 el	 caso	 que	 el	 trabajador	 haya	 solicitado	 un	 crédito	 ante	 una
empresa	del	Sistema	Financiero	Nacional	para	la	construcción	de	vivienda,
la	 revisión	 de	 la	 documentación	 señalada	 en	 el	 artículo	 15	 del	 presente
reglamento	 será	 realizada	 por	 la	 empresa	 del	 sistema	 financiero	 que
otorgará	 el	 crédito.	 El	 desembolso	 de	 la	 CTS	 se	 requerirá	 una	 vez	 que	 se
haya	inscrito	en	el	registro	de	predios	el	bloqueo	correspondiente.
CAPÍTULO	IV
Mejoramiento	de	vivienda
Artículo	17.-	Mejoramiento	de	vivienda.	Entiéndase	por	mejoramiento	de
vivienda	 las	 obras	 de	 remodelación,	 ampliación,	modificación,	 reparación,
refacción,	 acondicionamiento	 o	 puesta	 en	 valor	 de	 la	 vivienda	 única,	 que
requieran	de	licencia	de	obra	respectiva,	conforme	a	la	ley	de	la	materia.
Artículo	 18.-	Desembolso	 de	 CTS	 en	 el	 caso	 que	 no	 se	 requiera	 de
crédito.	 En	 el	 caso	 que	 el	 trabajador	 no	 requiera	 de	 un	 crédito	 de	 una
empresa	 del	 Sistema	 Financiero	 Nacional	 para	 el	 mejoramiento	 de	 su
vivienda,	el	desembolso	de	la	CTS	se	realizará	luego	de	la	presentación	ante
la	institución	depositaria	de	los	siguientes	documentos:
a)	 Solicitud	 indicando	 el	 importe	 de	 la	 CTS	 requerido,	 el	 número	 de	 la
cuenta,	 y	 el	 motivo	 de	 la	 misma,	 adjuntando	 copia	 de	 su	 documento	 de
identidad;
b)	 Copia	 literal	 del	 registro	 de	 predios	 que	 acredite	 la	 propiedad	 de	 la
vivienda	que	se	pretende	mejorar;
c)	 Contrato	 de	 obra	 suscrito	 con	 el	 constructor,	 que	 contenga	 el
presupuesto	de	obra;
d)	Licencia	de	obra	expedida	por	 la	municipalidad	de	 la	 jurisdicción	en	 la
que	 se	 ubique	 la	 vivienda	 que	 se	 pretende	 realizar	 las	 obras	 de
mejoramiento;	y,
e)	Declaración	jurada	del	trabajador,	en	la	que	conste	expresamente	que	el
importe	de	la	CTS	solicitado	será	destinado	única	y	exclusivamente,	bajo	su
responsabilidad	para	el	mejoramiento	de	su	vivienda.
Luego	 de	 estudiada	 la	 documentación	 antes	 señalada	 por	 la	 institución
depositaria,	 se	 realizará	 el	 desembolso	 solicitado	mediante	 un	 cheque	 de
gerencia	no	negociable	emitido	a	la	orden	del	trabajador.
Artículo	19.-	Desembolso	de	CTS	en	el	caso	que	requiera	de	crédito.	En
el	 caso	que	el	 trabajador	haya	 solicitado	un	 crédito	 ante	una	empresa	del
Sistema	 Financiero	 Nacional	 para	 el	 mejoramiento	 de	 su	 vivienda,	 la
revisión	 de	 la	 documentación	 señalada	 en	 el	 artículo	 18	 del	 presente
reglamento,	 será	 realizada	 por	 la	 empresa	 del	 sistema	 financiero	 que
otorgará	el	crédito.	El	desembolso	de	la	CTS	se	realizará	una	vez	que	se	haya
aprobado	el	crédito	solicitado.
CAPÍTULO	V
Adquisición	de	terreno
Artículo	 20.-	 Adquisición	 de	 terreno.	 Entiéndase	 por	 tal	 aquella
adquisición	 de	 terreno	 urbano,	 debidamente	 independizado,	 a	 título
oneroso	 a	 través	 de	 la	 cual	 el	 trabajador	 se	 hará	 propietario	 del	 terreno
para	la	construcción	de	una	vivienda	única.
Artículo	21.-	Formas	de	uso	de	la	CTS.	El	trabajador	para	la	adquisición	de
terreno	urbano	o	de	los	aires,	utilizará	el	importe	solicitado	de	su	CTS,	de	las
siguientes	formas:
a)	Para	la	cancelación	del	valor	total	del	terreno;
b)	Para	la	cancelación	de	parte	del	precio	total	del	terreno,	cuando	el	saldo
haya	sido	cubierto	por	el	trabajador;	y,
c)	 Para	 la	 cancelación	 de	 parte	 del	 valor	 del	 terreno,	 cuando	 el	 saldo	 de
precio	 sea	 cubierto	 mediante	 un	 crédito	 otorgado	 por	 una	 empresa	 del
Sistema	Financiero	Nacional.
Artículo	22.-	Desembolso	 de	 la	 CTS	 en	 el	 caso	 que	 no	 se	 requiera	 de
crédito.	 En	 el	 caso	 que	 el	 trabajador	 no	 requiera	 de	 un	 crédito	 de	 una
empresa	 del	 Sistema	 Financiero	 Nacional	 para	 la	 adquisición	 de	 terreno
urbano	 o	 de	 aires	 para	 la	 construcción	 de	 su	 vivienda,	 el	 desembolso	 del
CTS	se	realizará	luego	de	la	presentación	ante	la	institución	depositaria	de
los	siguientes	documentos:
a)	 Solicitud	 indicando	 el	 importe	 de	 la	 CTS	 requerido,	 el	 número	 de	 la
cuenta,	y	el	motivo	de	la	misma,	adjuntando	copia	de	su	documento	nacional
de	identidad;
b)	Copia	de	la	minuta	de	compraventa,	donde	conste	que	el	saldo	de	precio
se	hará	efectivo	mediante	el	desembolso	de	la	CTS	a	través	de	un	cheque	de
gerencia	no	negociable	a	la	orden	del	vendedor	del	inmueble,	el	mismo	que
como	inserto	formará	parte	de	la	escritura	pública	de	compraventa;	y,
c)	 Certificado	 de	 zonificación	 expedido	 por	 la	 municipalidad
correspondiente,	en	el	que	conste	que	el	terreno	materia	de	adquisición	es
de	uso	residencial.
Luego	 de	 estudiada	 la	 documentación	 antes	 señalada	 por	 la	 institución
depositaria,	ésta	realizará	el	desembolso	solicitado	mediante	un	cheque	de
gerencia	no	negociable	emitido	a	la	orden	del	vendedor	del	terreno.
Artículo	 23.-	 Desembolso	 de	 la	 CTS	 en	 el	 caso	 que	 se	 requiera	 de
crédito.	 En	 el	 caso	 que	 el	 trabajador	 haya	 solicitado	 un	 crédito	 ante	 una
empresa	 del	 Sistema	 Financiero	 Nacional	 para	 la	 adquisición	 de	 terreno
urbano	o	de	aires,	la	revisión	de	la	documentación	señalada	en	el	artículo	22
del	 presente	 reglamento	 será	 realizada	 por	 la	 empresa	 del	 sistema
financiero	que	otorgará	el	crédito.	El	desembolso	de	la	CTS	se	requerirá	una
vez	 que	 se	 haya	 inscrito	 en	 el	 registro	 de	 predios	 el	 bloqueo
correspondiente.
CAPÍTULO	VI
De	los	programas	promovidos	por	Vivienda
Artículo	24.-	Programa	Mivivienda.	La	disposición	del	 importe	de	 la	CTS
por	parte	del	 trabajador,	 se	realizará	en	 la	etapa	 inicial	del	procedimiento
que	 vienen	 aplicando	 las	 instituciones	 financieras	 intermediarias	 para	 el
otorgamiento	 de	 créditos	 hipotecarios,	 cuando	 se	 solicite	 el	 abono	 de	 la
cuota	inicial	a	la	cuenta	que	señale	la	institución	financiera	intermediaria.
Artículo	 25.-	 Programa	 de	 apoyo	 al	 sector	 habitacional.	 Para	 la
postulación	al	otorgamiento	del	bono	familiar	habitacional,	componente	del
PASH,	 en	el	Programa	Techo	Propio,	 el	 trabajador	podrá	utilizar	 el	monto
máximo	disponible	de	su	CTS	para	el	ahorro	exigible	y	se	acreditará	con	la
constancia	 que	 emita	 la	 institución	 depositaria	 de	 la	 CTS,	 en	 la	 que	 se
consigne	el	importe.
En	el	caso	que	el	trabajador	cuente	con	un	financiamiento	complementario
otorgado	por	una	institución	financiera	intermediaria,	el	desembolso	de	su
CTS	se	 realizará	cuando	 le	 sea	 requerido	el	 ahorro	exigible	en	una	cuenta
determinada	 por	 la	 institución	 financiera	 intermediaria,	 ya	 sea	 para	 la
adquisición	de	vivienda	nueva,	construcción	en	sitio	propio	o	mejoramiento
de	vivienda.
Artículo	 26.-	 Banco	 de	 Materiales.	 Las	 disposiciones	 del	 presente
reglamento,	son	de	aplicación	a	aquellos	créditos	otorgados	por	el	Banmat
para	edificación	y	mejoramiento	de	vivienda	básica	mínima.
Disposiciones	transitorias	y	finales
Primera	Disposición	Transitoria	y	Final.-	En	 lo	no	previsto	en	el	presente
reglamento,	 será	 de	 aplicación	 la	 Ley	 de	 Compensación	 por	 Tiempo	 de
Servicios	 aprobada	 por	 Decreto	 Supremo	 N°	 001-97-TR	 y	 su	 reglamento
aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	004-97-TR.
Segunda	 Disposición	 Transitoria	 y	 Final.-	 Otórgase	 el	 plazo	 de	 120	 días
calendario	 para	 que	 las	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 nacional	 se
adecuen	a	las	disposiciones	legales	previstas	en	el	presente	reglamento.	Las
instituciones	 depositarias	 deberán	 llevar	 un	 registro	 que	 les	 permita
determinar	 el	 uso	 de	 manera	 excepcional	 y	 por	 única	 vez	 de	 la	 CTS	 del
trabajador.
Tercera	 Disposición	 Transitoria	 y	 Final.-	 El	 Ministerio	 de	 Vivienda,
Construcción	y	Saneamiento	mediante	resolución	ministerial	establecerá	los
lineamientos	o	acciones	a	seguir	a	fin	de	fomentar	la	utilización	de	bienes	e
insumos	nacionales	en	los	programas	de	vivienda	que	se	lleven	a	cabo	con
recursos	 del	 sector	 público	 en	 el	 marco	 de	 la	 estrategia	 de	 articulación
industrial	contenida	en	el	Plan	Nacional	de	Vivienda	-	Vivienda	para	Todos:
Lineamientos	 de	 Política	 2003-2007	 aprobado	 por	 Decreto	 Supremo	 N°
006-2003-Vivienda.
NULIDAD	DE	DESPIDO	-	ASIGNACIÓN	PROVISIONAL
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	43.—En	caso	de	impugnación	de	un	despido	nulo	por
cualquiera	de	las	causales	previstas	expresamente	por	la	ley,	la
compensación	por	tiempo	de	servicios	y	sus	intereses	podrá	ser
entregada	al	trabajador	en	la	oportunidad	y	montos	que	el
Juzgado	de	Trabajo	respectivo	ordene,	en	calidad	de	asignación
provisional	y	hasta	cubrir	el	100%	del	depósito	e	intereses.
El	reglamento	establecerá	la	forma	de	reintegro	del	depósito	en
caso	se	declare	fundada	la	demanda	y	se	produzca	la	reposición
del	trabajador.
D.	S.	004-97-TR.
ART.	15.—De	conformidad	con	el	 artículo	43	de	 la	 ley,	 cuando	 se	ordene
judicialmente	 la	 reposición	 del	 trabajador	 se	 procederá	 a	 deducir	 de	 las
remuneraciones	 devengadas	 a	 que	 tenga	 derecho,	 el	 importe	 de	 las
asignaciones	 provisionales,	 las	 cuales	 se	 entregarán	 al	 depositario
designado	y	el	saldo	de	aquéllas,	si	lo	hubiera,	al	trabajador.
Cuando	 el	 importe	 de	 las	 remuneraciones	devengadas	 y	 sus	 intereses	 no
permitieran	restituir	el	importe	otorgado	por	el	depositario	y	los	intereses
que	 éstos	 hubieren	 generado	 para	 cubrir	 el	 pago	 de	 las	 asignaciones
provisionales,	será	de	cargo	del	empleador	la	diferencia	resultante.
El	 plazo	 para	 el	 cumplimiento	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 presente	 artículo	 es
cinco	(5)	días	hábiles	de	la	notificación	de	la	resolución	que	ordena	el	pago
de	 las	 remuneraciones	 devengadas,	 bajo	 apercibimiento	 de	 duplicarse	 la
suma	que	corresponda	por	los	intereses.
D.	S.	004-97-TR.
ART.	 16.—La	 asignación	 provisional	 solicitada	 por	 el	 trabajador	 en
aplicación	del	artículo	43	de	la	 ley,	sólo	podrá	ser	otorgada	con	cargo	a	su
compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios	 e	 intereses,	 de	 existir	 un	 saldo	 a
favor,	 luego	 de	 deducirse	 de	 ésta,	 las	 garantías	 relativas	 a	 derechos	 y
préstamos	y	 la	suma	demandada	por	el	empleador,	de	conformidad	con	el
artículo	51	de	la	ley.
PAGO	DE	LA	COMPENSACIÓN	POR	TIEMPO	DE	SERVICIOS
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	44.—Con	excepción	del	caso	de	retiro	autorizado	por	el
artículo	41,	la	compensación	por	tiempo	de	servicios	y	sus
intereses	sólo	será	pagada	al	trabajador	y	en	su	caso	retirada	por
éste	al	producirse	su	cese.	El	depositario	no	podrá	bajo	ningún
sistema	o	modalidad	retener	la	CTS	una	vez	abonada	al
trabajador.	Todo	pacto	en	contrario	es	nulo	de	pleno	derecho.
D.	S.	004-97-TR.
ART.	13.—Para	efectos	del	cumplimiento	de	lo	establecido	en	el	artículo	44
de	la	ley,	la	entidad	financiera	deberá	entregar	la	compensación	por	tiempo
de	servicios	al	trabajador	mediante	dinero	en	efectivo	o	cheque	de	gerencia,
a	 elección	 de	 éste	 o	 de	 quien	 lo	 represente	 conforme	 a	 las	 disposiciones
pertinentes.
JURISPRUDENCIA.—Si	los	beneficios	sociales	pierden	significativamente	su
valor	como	consecuencia	de	la	inflación	y	la	variación	del	signo	monetario,	se
debe	usar	la	Remuneración	Mínima	Vital	como	factor	de	actualización.	“Que,
las	instancias	de	mérito	disponen	el	pago	de	beneficios	sociales,
considerando	un	tiempo	de	servicios	igual	a	catorce	años	y	tres	meses,
cuantificándose	dicho	concepto	en	la	cantidad	de	doce	millones	quinientos
trece	mil	seiscientos	diez	intis	o	su	equivalente	igual	a	la	suma	de	doce
nuevos	soles	con	cincuentiún	céntimos,	más	los	intereses	legales;	Quinto:
Que,	la	regla	general	para	el	pago	de	la	compensación	por	tiempo	de
servicios	es	dentro	de	las	cuarentiocho	horas	de	producido	el	cese,	tal	y
conforme	lo	prevé	el	artículo	cuarentiocho	del	Decreto	Legislativo	número
seiscientos	cincuenta;	Sexto:	Que,	el	artículo	mil	doscientos	treintiséis	del
Código	Civil	establece	que	‘cuando	por	mandato	de	la	ley	o	resolución
judicial	deba	restituirse	una	prestación	o	determinar	su	valor,	éste	se
calcula	al	que	tenga	el	día	de	pago;	salvo	disposición	legal	diferente	o	pacto
en	contrario’;	que,	dicha	disposición,	examinada	a	la	luz	de	lo	dispuesto	en
el	artículo	veinticuatro	de	la	Constitución	Política	vigente,	permite	concluir
que	las	remuneraciones	y	demás	créditos	laborales,	generados	durante	la
relación	laboral,	constituyen	deudas	de	valor,	debido	a	que	el	propósito	y
finalidad	de	éstos	es	conseguir	el	bienestar	del	trabajador	y	su	familia,	que
lógicamente	no	sería	posible	si	como	consecuencia	de	la	falta	de	pago
oportuno	de	tales	beneficios	éstos	sufren	una	pérdida	significativa	de	su
capacidad	adquisitiva,	debido	a	la	variación	del	signo	monetario;	Sétimo:
Que,	la	mencionada	norma	constituye	una	de	las	excepciones	al	principio
nominalista	en	las	obligaciones	dinerarias	previstas	en	nuestro	Código	Civil,
pues	ante	situaciones	excepcionales	en	las	que	el	signo	monetario	nacional
pierda	substancialmente	su	capacidad	adquisitiva,	debe	–como	ya	se
señaló–	actualizarse	el	valor	de	los	créditos	laborales,	a	efectos	de	que
recuperen	el	carácter	alimentario	que	intrínsecamente	poseen;	que,	por
estas	razones	y	al	examinar	la	sindéresis	de	la	norma	denunciada,	no	es
posible	pasar	por	alto	que	las	fluctuaciones	del	valor	de	la	moneda,	debido	a
la	inflación	u	otros	fenómenos	de	carácter	económico,	posibiliten	que	el
salario	pierda	capacidad	adquisitiva	hasta	el	punto	–en	muchos	casos–	de
perder	total	significación	económica;	Octavo:	Que,	el	factor	de	actualización
que	debe	utilizarse	es	la	remuneración	mínima	vital	o	concepto	que	la
sustituya,	vigente	en	las	fechas	en	que	se	origine	la	obligación	y	la	de	su
pago,	por	tratarse	de	un	elemento	reajustable	periódicamente	según
mandato	del	artículo	veinticuatro	de	la	Carta	Magna;	Noveno:	Que,	no
estando	en	discusión	el	cálculo	de	la	liquidación	efectuada	por	las	instancias
de	mérito,	ésta	se	encuentra	arreglada	a	ley,	máxime	si	las	partes	no	han
cuestionado	dicho	método;	Resolución:	Por	tales	fundamentos:	Declararon
Fundado	el	recurso	de	casación.”	(Cas.	Sala	Transitoria	de	Derecho
Constitucional	y	Social,	Exp.	1305-2001-Lima,	may.	27/2003).
CERTIFICACIÓN	DEL	CESE.	PLAZO
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	45.—Para	el	retiro	de	los	depósitos	efectuados	y	sus
intereses,	el	depositario	procederá	al	pago	de	la	compensación
por	tiempo	de	servicios	a	solicitud	del	trabajador	quien
acompañará	la	certificación	del	empleador	en	la	que	se	acredita	el
cese.	El	empleador	entregará	dicha	certificación	al	trabajador
dentro	de	las	48	horas	de	producido	el	cese.
CERTIFICACIÓN	DEL	CESE	OTORGADA	POR	EL	MINISTERIO	DE	TRABAJO
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	46.—En	caso	de	negativa	injustificada,	demora	del
empleador	o	abandono	de	la	empresa	por	sus	titulares,	o
cualquier	otro	caso	en	que	se	acredite	la	imposibilidad	del
otorgamiento	de	la	constancia	de	cese	dentro	de	las	48	horas	de
producido	el	mismo,	dará	lugar	a	que,	acreditado	el	cese	la
Autoridad	Inspectiva	de	Trabajo,	sustituyéndose	en	el	empleador,
extienda	la	certificación	de	cese	que	permita	al	trabajador	el
retiro	de	sus	beneficios	sociales.
COMPENSACIÓN	DE	SUMAS	ADEUDADAS	POR	LOS	TRABAJADORES
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	47.—Las	cantidades	que	adeuden	los	trabajadores	a	sus
empleadores	al	cese,	por	los	conceptos	mencionados	en	el	artículo
40	de	la	presente	ley,	se	descontarán,	en	primer	lugar	de	las
sumas	que	tenga	que	abonar	directamente	el	empleador	por	este
beneficio;	en	segundo	lugar,	de	la	compensación	por	tiempo	de
servicios	acumulada	al	31	de	diciembre	de	1990	que	pudiera
mantener	en	su	poder	el	empleador	y	el	saldo,	si	lo	hubiere,	le
será	abonado	por	el	depositario	con	cargo	a	la	compensación	por
tiempo	de	servicios	del	trabajador	y	sus	intereses,	a	cuyo	efecto
en	la	constancia	respectiva	el	empleador	especificará	la	suma	que
le	será	entregada	directamente	por	el	depositario.
Tratándose	de	una	deuda	a	una	cooperativa	se	procederá	en	la
misma	forma	y	en	caso	de	existir	saldo	pendiente	el	empleador
efectuará	la	especificación	correspondiente	en	la	constancia	de
cese	a	fin	de	que	el	depositario	cancele	el	adeudo	directamente	a
la	cooperativa.
ADEUDOS	A	COOPERATIVAS
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	48.—Si	conforme	al	artículo	79	de	la	Ley	General	de
Cooperativas,	el	trabajador	al	cese	mantuviera	adeudos	a	una	o
más	cooperativas	a	quienes	se	otorgó	la	garantía	de	su	pago	con
cargo	a	la	compensación	por	tiempo	de	servicios,	el	empleador
procederá	al	pago	de	las	sumas	que	adeude	el	trabajador	a	las
cooperativas	de	las	cuales	es	socio,	observando	el	orden
establecido	en	el	artículo	anterior.
En	caso	que	existiera	algún	saldo	que	deba	ser	abonado	a	la
cooperativa	con	cargo	al	depósito,	el	empleador	dejará	constancia
de	ello	en	el	certificado	de	cese	a	fin	de	que	el	depositario	abone
directamente	a	las	cooperativas	las	sumas	adeudadas.
SANCIÓN	POR	RETENCIONES	INDEBIDAS
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	49.—Si	el	empleador	retuviera,	u	ordenara	retener,	o	en	su
caso	cobrara	cantidades	distintas	de	las	taxativamente	previstas
en	el	artículo	47,	pagará	al	trabajador	por	concepto	de
indemnización	por	el	daño	sufrido	por	éste,	el	doble	de	dichas
sumas,	sin	perjuicio	de	los	intereses	legales	moratorios	que	se
devenguen	desde	la	fecha	de	la	retención	o	cobros	indebidos.
JURISPRUDENCIA.—El	depósito	extemporáneo	de	la	CTS	no	puede	leerse
como	un	supuesto	de	retención	indebida.	“De	lo	expuesto,	podemos	concluir
que	la	indemnización	prevista	en	el	artículo	49	del	Texto	Único	Ordenado	de
la	Ley	de	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios,	aprobado	por	Decreto
Supremo	N°	001-97-TR,	procede	únicamente,	en	el	supuesto	en	que	el
empleador	retuviera,	u	ordenara	retener,	o	en	su	caso	cobrara	cantidades
distintas	a	las	permitidas	por	préstamos,	adelantos	de	remuneración,	venta
o	suministro	de	mercadería	producida	por	el	empleador,	y	que	afectan	la
compensación	por	tiempo	de	servicios	del	trabajador;	y,	que	por	el
contrario,	en	caso	de	incumplimiento	de	éste	a	su	obligación	de	efectuar
directamente	el	pago	o	de	realizar	los	depósitos,	se	le	exigirá	el	pago	de	los
intereses	que	hubiera	generado	el	depósito	de	haberse	efectuado
oportunamente.	(...)	En	consecuencia,	en	el	presente	caso	se	puede	verificar
que	no	existió	la	retención	indebida	de	la	compensación	por	tiempo	de
servicios	que	alega	el	demandante,	sino	el	incumplimiento	de	los	depósitos
por	parte	del	empleador”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	10514-2013-Ayacucho,	may.
07/2014.	V.	P.	Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—El	pago	doble	por	retención	indebida	de	la	CTS	es
adicional	al	abono	de	la	suma	retenida.	“Respecto	al	extremo	de	pago	por
descuento	indebido	le	corresponde	S/.	5.948,70	que	es	el	resultado	de	S/.
1.982,90	más	el	pago	doble	de	dicha	cantidad	S/.	3.965,80	en	aplicación	del
Art.	52	del	Decreto	Legislativo	650	(…).”	(RSL,	Exp.	5912-97-B/S-S,	nov.
04/97.	V.	P.	Torres	Vega)
COMENTARIO.—Cálculo	 de	 la	 indemnización	 por	 retener
indebidamente	 la	CTS.	Mediante	 acuerdo,	 la	magistratura	 del	 trabajo	 ha
determinado	 que	 la	 indemnización	 a	 cargo	 del	 empleador	 cuando	 éste
retiene	 o	 ordena	 retener	 de	 la	 CTS	 sumas	 derivadas	 de	 conceptos	 no
previstos	 expresamente	 en	 la	 ley,	 equivale	 al	 doble	 de	 los	 montos
indebidamente	retenidos.
La	 indemnización	 calculada	 de	 acuerdo	 a	 lo	 anteriormente	 señalado,	 es
adicional	 a	 la	 obligación	 del	 empleador	 de	 devolver	 lo	 arbitrariamente
retenido,	con	sus	correspondientes	intereses.
De	modo	gráfico,	si	el	empleador	de	modo	arbitrario	retiene	100	de	la	CTS
de	 un	 trabajador,	 deberá	 indemnizarlo	 con	 200,	 y	 además,	 proceder	 a	 la
devolución	de	los	100	iniciales.
DEVOLUCIÓN	DE	LA	CASA-HABITACIÓN	POR	EL	TRABAJADOR
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	50.—Cuando	el	empleador	proporciona	casa-habitación	al
trabajador	en	razón	de	su	cargo	o	función,	y	éste	cesa,	deberá
cumplir	con	desocuparla	y	devolverla	al	empleador	en	un	plazo	no
mayor	de	30	días	naturales	contados	a	partir	de	la	conclusión	del
vínculo	laboral.
El	trabajador	en	tal	caso	sólo	podrá	retirar	el	depósito	de	la
compensación	por	tiempo	de	servicios	y	sus	intereses	a	la
devolución	de	la	casa-habitación,	previo	resarcimiento	al
empleador	de	las	costas	que	se	hubieren	originado	en	caso	de
haber	tenido	que	recurrir	al	Poder	Judicial	para	obtener	la
recuperación	del	inmueble.	Quedan	incluidos	en	los	alcances	de
este	artículo	los	familiares	y	dependientes	del	trabajador	que
habiten	con	él.
RETENCIÓN	POR	FALTA	GRAVE	QUE	ORIGINA	PERJUICIO	AL	EMPLEADOR
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	51.—Si	el	trabajador	es	despedido	por	comisión	de	falta
grave	que	haya	originado	perjuicio	económico	al	empleador,	éste
deberá	notificar	al	depositario	para	que	la	compensación	por
tiempo	de	servicios	y	sus	intereses	quede	retenida	por	el	monto
que	corresponda	en	custodia	por	el	depositario,	a	las	resultas	del
juicio	que	promueva	el	empleador.
Cuando	el	empleador	tenga	la	calidad	de	depositario,	efectuará
directamente	la	retención.
La	acción	legal	de	daños	y	perjuicios	deberá	interponerse	dentro
de	los	treinta	días	naturales	de	producido	el	cese	ante	el	Juzgado
de	Trabajo	respectivo	conforme	a	lo	previsto	en	la	Ley	Procesal
del	Trabajo,	debiendo	acreditar	el	empleador	ante	el	depositario
el	inicio	de	la	citada	acción	judicial.	Esta	acción	no	perjudica	a	la
acción	penal	que	pudiera	corresponder.
Vencido	el	plazo	en	mención	sin	presentarse	la	demanda,
caducará	el	derecho	del	empleador	y	el	trabajador	podrá	disponer
de	su	compensación	por	tiempo	de	servicios	e	intereses.
DOCTRINA.—La	acción	indemnizatoria	contra	el	trabajador	que	con	su
falta	grave	ocasionó	daños	económicos	a	la	empresa.	“Si	la	conducta	del
trabajador	justificadora	del	despido	hubiera	causado	algún	tipo	de	perjuicio
al	 empleador,	 este	 puede	 reclamar	 una	 indemnización	 por	 daños	 y
perjuicios	 a	 través	 de	 una	 acción	 distinta	 a	 la	 de	 despido,	 ya	 que	 no	 es
posible	 la	 acumulación	 de	 acciones.”	 (RODRÍGUEZ	 IZQUIERDO,	 Raquel.
Despido	nulo	y	despido	improcedente	bajo	una	perspectiva	comparada:	Los
derechos	 español	 y	 peruano,	 en	 Derecho	 Laboral,	 Obra	 colectiva,	 Normas
Legales,	Perú,	2005;	pág.	301)
D.	S.	004-97-TR.
ART.	 17.—Si	 el	 trabajador	 es	 despedido	 por	 comisión	 de	 falta	 grave	 que
haya	originado	perjuicio	económico	al	empleador,	de	acuerdo	al	artículo	51
de	la	ley,	éste	deberá	consignar	en	el	depositario	elegido	por	el	trabajador	el
monto	de	la	compensación	por	tiempo	de	servicios	que	aún	mantenga	en	su
poder,	 antes	 de	 iniciar	 la	 acción	 de	 daños	 y	 perjuicios,	 salvo	 que	 el
empleador	se	hubiera	constituido	en	depositario	del	beneficio.
JURISPRUDENCIA.—CS	interpreta	artículo	51	del	D.	S	001-97-TR:	retención
de	la	CTS	del	trabajador	despedido	por	falta	grave	en	perjuicio	del	patrimonio
del	empleador	se	satisface	también	con	una	denuncia	penal.	“(...)	se	tiene	que
la	primera	sentencia	casatoria,	exige	tomar	en	cuenta	la	circunstancia
concreta	que	origina	la	presente	controversia:	la	falta	grave	cometida	por	el
trabajador	despedido	por	haber	desviado	montos	de	dinero,	en	su	condición
de	jefe	de	operaciones	bancario,	sin	autorización	de	los	titulares	de	las
cuentas	bancarias,	lo	que	constituyó	delito	por	lo	que	fue	condenado	en	vía
penal	a	cuatro	años	de	prisión	suspendida.	Desde	esta	óptica,	no	puede
generarse	un	beneficio	patrimonial	(pago	de	indemnización	por
impedimento	de	cobro	de	CTS)	a	favor	de	quien	precisamente	ha
perjudicado	el	patrimonio	de	su	empleador	(por	haber	cometido	falta	grave
constitutiva	de	delito	contra	el	patrimonio,	aunque	solo	sancionado	por
delito	de	falsedad).	En	esa	medida,	el	pronunciamiento	de	esta	suprema	sala
de	fecha	uno	de	abril	del	dos	mil	once	ya	referido	ha	establecido	el
derrotero	a	seguir	por	las	instancias	jurisdiccionales	anteriores	y	a	las	que
se	encuentra	sujeto	en	la	actualidad.	Acorde	con	ello,	por	economía	procesal
será	posible	emitir	pronunciamiento	de	fondo	y	realizar	una	interpretación
del	artículo	51	del	Decreto	Supremo	N°	001-97-TR	que	no	le	permita	al
condenado	la	obtención	del	provecho	ilegítimo:	el	enriquecimiento	como
consecuencia	indirecta	de	la	comisión	de	un	delito,	por	lo	que	debe
interpretarse	que	el	mencionado	artículo	51,	que	exige	que	la	retención	de
la	compensación	por	tiempo	de	servicios	luego	del	despido	del	trabajador
por	comisión	de	falta	le	siga	una	demanda	de	indemnización	por	daños	y
perjuicios,	se	satisface	también	con	la	denuncia	ante	el	órgano	jurisdiccional
penal,	solo	en	los	casos	en	los	que	la	falta	grave	cometida	por	el	trabajador
sea	constitutiva	de	ilícito	penal,	teniendo	en	cuenta	que	en	el	proceso	penal
también	puede	obtenerse	una	reparación	civil,	que	tiene	el	mismo	carácter
indemnizatorio,	que	reclama	la	indemnización	por	daños	y	perjuicios	en	el
orden	laboral.	(...)	sobre	la	base	de	lo	expuesto,	habiéndose	concluido	que	la
exigencia	de	interposición	de	demanda	por	daños	y	perjuicios	que	menciona
el	artículo	51	del	Decreto	Supremo	N°	001-97-TR	se	satisface	con	la
interposición	de	denuncia	penal	por	la	falta	grave	cometida	por	el
trabajador	y	que	sea	constitutiva	de	delito;	la	retención	realizada	por	el
Banco	(...)	(hoy	Banco	...)	no	resulta	ilegítima,	y	por	tanto	no	generadora	de
daño	alguno	al	demandante	(...)”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	7477-2012-Puno,	abr.
19/2013.	V.	P.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Condiciones	para	la	procedencia	de	la	acción	por	daños
y	perjuicios	como	consecuencia	de	un	despido	por	falta	grave	que	ocasiona
daños	al	empleador.	“el	literal	j)	del	numeral	dos	del	artículo	cuatro	de	la	Ley
número	veintiséis	mil	seiscientos	treintiséis,	Ley	Procesal	del	Trabajo
delimita	que	los	juzgados	de	trabajo	conocen	de	las	pretensiones
individuales	o	colectivas	por	conflictos	jurídicos	sobre	indemnización	por
daños	y	perjuicios	derivados	de	la	comisión	de	falta	grave	que	cause
perjuicio	económico	al	empleador,	incumplimiento	del	contrato	y	normas
laborales	cualquiera	fuera	su	naturaleza	por	parte	de	los	trabajadores;
Quinto:	Que,	esta	norma	además	de	definir	claramente	la	competencia	de	la
jurisdicción	laboral	para	conocer	de	las	acciones	resarcitorias	derivadas	de
la	relación	de	trabajo	intentadas	por	el	empleador	a	su	vez	agrupa	en	tres
supuestos	los	motivos	que	pueden	dar	lugar	a	un	reclamo	de	esta
naturaleza:	a)	La	comisión	de	falta	grave	que	cause	perjuicio	económico	al
empleador;	b)	El	incumplimiento	del	contrato	de	trabajo;	y	c)	El
incumplimiento	de	las	normas	laborales	cualquiera	fuera	su	naturaleza;
Sexto:	Que,	como	se	advierte	la	indemnización	por	daños	y	perjuicios	por	la
comisión	de	falta	grave	que	cause	perjuicio	económico	de	la	forma	como	ha
sido	previsto	por	el	legislador	requiere	para	su	amparo	de:	i)	La
acreditación	de	los	daños	y	perjuicios	causados	al	empleador	derivados	de
la	comisión	de	la	falta	grave;	ii)	La	demostración	que	la	falta	grave	cometida
es	causa	eficiente	de	estos	daños	y	perjuicios;	y	iii)	La	prueba	del	perjuicio
económico	que	causa	al	empleador	los	daños	y	perjuicios	acreditados
derivado	de	la	falta	grave	cometida;	Sétimo:	Que,	de	este	modo	todas	estas
exigencias	tienen	como	presupuesto	esencial	la	comisión	de	falta	grave	que
si	es	entendida	como	aquella	infracción	del	trabajador	de	los	deberes
esenciales	que	emanan	del	contrato	de	trabajo	de	tal	índole	que	haga
irrazonable	su	subsistencia	es	claro	que	esta	acción	sólo	podría	ser	dirigida
contra	el	ex	trabajador	de	la	persona	natural	o	jurídica	que	acciona
buscando	su	resarcimiento	por	los	daños	y	perjuicios	que	le	irrogó	la	falta
grave	que	determinó	la	extinción	del	contrato	de	trabajo	de	aquél;	lo	cual
descarta	de	plano	que	esta	pretensión	por	su	naturaleza	pueda	dirigirse
también	contra	quien	tiene	vínculo	laboral	vigente	o	cuyo	vínculo	laboral
concluyó	por	otra	causa	en	tanto	que	este	hecho	supondría	que	la	supuesta
falta	alegada	no	ha	sido	de	tal	magnitud	como	para	resolver	el	contrato	de
trabajo	y	si	es	así	no	podría	ser	catalogada	como	grave.	Octavo:	Que,
entonces	si	como	parte	del	contenido	esencial	del	principio	de	motivación
de	las	resoluciones	judiciales	la	exigencia	de	congruencia	de	todo
pronunciamiento	judicial	determina	la	obligación	de	todo	juez	de	decidir
según	las	pretensiones	deducidas	en	juicio,	de	acuerdo	a	las	peticiones	y
defensas	de	las	partes	y	en	armonía	con	la	relación	jurídica	procesal
establecida,	sin	alterar	ni	modificar	los	aspectos	esenciales	de	la	materia
controvertida	es	indiscutible	que	el	examen	de	la	pretensión	de
indemnización	por	daños	y	perjuicios	que	dirige	(...)	Sociedad	Anónima,
contra	su	ex	trabajador	(...)	por	la	comisión	de	la	falta	grave	constituida	por
el	incumplimiento	de	sus	obligaciones	de	trabajo	como	así	lo	delimita	en	el
petitorio	de	su	demanda	de	fojas	treintitrés,	imponía	la	obligación	de
establecer	con	meridiana	claridad	si	en	el	caso	de	autos	se	cumplía	con	los
requisitos	delimitados	y	si	la	causa	que	produce	la	extinción	del	contrato	de
trabajo	se	subsume	en	estos	supuestos;	Noveno:	Que,	sin	embargo	la	Sala
Superior	al	dilucidar	la	controversia	no	explica	adecuadamente	las	razones
o	motivos	de	hecho	o	de	derecho	que	a	la	luz	del	marco	jurídico
precedentemente	descrito	respalden	adecuadamente	su	decisión	de	estimar
la	pretensión	de	indemnización	por	daños	y	perjuicios	derivados	de	la
comisión	de	falta	grave	lo	que	si	resultaba	necesario	e	indispensable
además	si	se	tiene	en	cuenta	que	en	el	caso	sub	examine	el	cese	del
demandado	no	fue	motivado	por	la	atribución	de	alguna	falta	grave	sino
como	se	ha	definido	en	un	anterior	proceso	judicial	(Expediente	dos	mil	uno
guión	veinte	guión	dos	mil	uno	guión	JL	guión	cero	dos,	seguido	entre	las
mismas	partes	ante	el	Segundo	Juzgado	Laboral	de	Piura,	sobre	pago	de
indemnización	por	despido	arbitrario	y	beneficios	sociales,	el	mismo	que
deberá	tenerse	a	la	vista	por	la	Sala	Superior)	mediante	sentencia	con
autoridad	de	cosa	juzgada	y	así	se	reconoce	en	la	recurrida,	por	el	despido
indirecto	que	acusa	el	propio	accionado	a	causa	de	los	actos	hostilizatorios
que	atribuye	a	la	hoy	demandante;	Décimo:	Que,	a	la	luz	de	estas
deficiencias	no	podría	afirmarse	que	la	sentencia	recurrida	ha	sido	expedida
en	proporción	a	lo	exigido	por	el	principio	constitucional	de	la	debida
motivación	de	las	resoluciones	judiciales	sino	contiene	una	adecuada
fundamentación	jurídica	ni	una	suficiente	justificación	de	su	sentido	lo	cual
transgrede	no	sólo	el	contenido	esencial	de	tal	principio	sino	además	el
derecho	al	debido	proceso	legal	acarreando	por	tanto	la	nulidad	de	la
resolución	de	la	Sala	Laboral.	Resolución:	Declararon	Fundado	el	recurso	de
casación	interpuesto”.	(Casación.	Primera	Sala	Transitoria	de	Derecho
Constitucional	y	Social.	Exp.	775-2005.	Lima,	oct.	19/2005)
JURISPRUDENCIA.—Plazo	de	caducidad	para	ejercer	la	acción	de	daños	y
perjuicios.	“El	presente	proceso	se	ha	iniciado	bajo	la	vigencia	de	la	Ley
Procesal	de	Trabajo	26636	y	Decreto	Supremo	01-97-TR,	el	que	establece
en	su	artículo	51	un	plazo	de	30	días	naturales	de	producido	el	cese	del
trabajador	para	accionar	judicialmente	por	los	daños	y	perjuicios	que	éste	le
haya	causado,	considerado	como	una	caducidad	que	no	está	sujeto	a
interrupción	o	pacto	que	lo	enerve;	Segundo:	que,	la	emplazada	ha	dejado
transcurrir	el	término	establecido	para	ejercitar	su	derecho	a	la
indemnización	por	daños	y	perjuicios	que	pretende,	al	haber	interpuesto	su
demanda	con	fecha	25	de	setiembre	de	1997	conforme	aparece	del	sello	de
recepción	de	Mesa	de	Partes	a	fojas	56,	encontrándose	acreditado	con	la
boleta	de	pago	de	fojas	1,	carta	de	despido	de	fojas	8	y	constancia	policial	de
fojas	76	que	el	cese	del	trabajador	se	ha	producido	el	25	de	agosto	del
mismo	año,	con	lo	cual	se	ha	extinguido	su	derecho	por	falta	de	ejercicio	de
la	acción	dentro	del	plazo	fijado	en	la	ley	(…).”	(RSL,	Exp.	7017-97-IND	(A),
dic.	15/97.	V.	P.	Delgado	Guillén)
COMENTARIO.—Acción	 por	 daños	 y	 perjuicios	 derivados	 de	 falta
grave.	 Si	 la	 falta	 grave	 que	 ocasionó	 el	 despido	 del	 trabajador	 causó	 –
además–	 un	 perjuicio	 económico	 al	 empleador,	 puede	 éste	 iniciar	 ante	 el
juez	 de	 trabajo	 (artículo	 4°	 de	 la	 Ley	 N°	 26636)	 una	 acción	 por	 daños	 y
perjuicios.	De	acuerdo	a	ley,	procede	la	retención	de	los	depósitos	por	CTS
en	espera	del	resultado	del	procedimiento	incoado.
La	 demanda	 por	 daños	 y	 perjuicios	 deberá	 interponerse	 dentro	 de	 los
treinta	 días	 naturales	 de	 producido	 el	 despido,	 plazo	 que	 se	 considera	 de
caducidad.
COMENTARIO.—No	es	dable	compensar	 las	sumas	ordenadas	a	pagar
por	el	trabajador	en	un	procedimiento	penal	con	la	CTS	retenida	por	el
depositario.	El	artículo	51	del	TUO	de	la	Ley	de	Compensación	por	Tiempo
de	Servicios,	dispone	de	modo	taxativo	que	el	empleador	favorecido	por	la
sentencia	 recaída	 en	 el	 proceso	 de	 daños	 y	 perjuicios	 incoado	 contra	 el
trabajador	 despedido	 por	 falta	 grave	 que	 le	 ocasionó	 un	 perjuicio
económico,	puede	hacerse	cobro	de	las	cantidades	ordenadas	a	pagar	por	el
juez,	con	la	CTS	retenida.
El	 hecho	 que	 el	 empleador	 adicionalmente	 a	 la	 acción	 por	 daños	 y
perjuicios,	 inicie	un	proceso	penal	y	en	él	 logre	una	reparación	civil,	no	da
derecho	a	que	el	monto	de	esta	reparación	se	descuente	de	la	CTS	retenida.
Así	lo	dispone	el	Acuerdo	N°	06	del	Pleno	Jurisdiccional	Laboral	de	1999.
INTERPOSICIÓN	DE	LA	DEMANDA.	SANCIÓN
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	52.—Si	el	empleador	no	presentase	la	demanda	dentro	del
plazo	indicado,	quedará	obligado,	en	calidad	de	indemnización,	al
pago	de	los	días	en	que	el	trabajador	estuvo	impedido	de	retirar
su	compensación	por	tiempo	de	servicios,	así	como	de	entregar	la
certificación	de	cese	de	la	relación	laboral.	Para	estos	efectos	se
tomará	como	referencia	la	remuneración	percibida	por	el
trabajador	al	cese	de	la	relación	laboral.	De	no	efectuarse	el	pago
o	no	entregarse	la	certificación	se	procederá	de	acuerdo	al
procedimiento	previsto	en	el	artículo	46.
JURISPRUDENCIA.—El	empleador	puede	retener	la	CTS	del	trabajador
despedido	por	falta	grave	si	lo	demanda	por	daños	y	perjuicios	dentro	de	los
treinta	días	naturales	de	producido	el	cese.	“(...)	la	regla	general	para	el	pago
de	la	compensación	por	tiempo	de	servicios,	es	que	el	actor	cese	en	el
empleo,	tal	y	como	lo	prevé	el	artículo	54	del	Decreto	Supremo	N°	001-97-
TR	(Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	número	seiscientos
cincuenta),	con	excepción	de	los	retiros	autorizados	a	que	se	refiere	el
artículo	41	de	la	norma	acotada,	los	cuales	se	efectúan	estando	vigente	la
relación	laboral.	Por	excepción	se	prevé	la	retención	de	dicho	beneficio
cuando	el	trabajador	es	despedido	por	falta	grave	y	el	empleador	interpone
la	respectiva	demanda	por	daños	y	perjuicios	dentro	de	los	treinta	días
naturales	de	producido	el	cese	(...)	la	norma	denunciada	establece	que
cuando	el	empleador	no	presenta	la	demanda	indicada	en	el	plazo
respectivo,	queda	obligado	al	pago	de	los	días	en	que	el	trabajador	estuvo
impedido	de	retirar	su	compensación	por	tiempo	de	servicios,	es	decir,	la
norma	persigue	sancionar	pecuniariamente	todo	el	lapso	en	que	el
trabajador	queda	impedido	objetivamente	de	hacer	uso	de	dicho	beneficio,
el	cual	constituye	un	beneficio	de	previsión	de	las	contingencias	que	origina
el	cese	en	el	empleo	y	de	promoción	del	trabajador	y	su	familia,	a	tenor	del
artículo	1°	del	Decreto	Supremo	N°	001-97-TR	(...)	si	el	empleador	demandó
fuera	del	plazo	de	ley	debe	asumir	las	consecuencias	de	su	desidia:	en	ese
sentido,	el	tiempo	transcurrido	durante	un	proceso	que	se	inició
extemporáneamente	no	puede	servir	de	justificación	para	desvirtuar	el
sentido	y	propósito	de	la	norma	denunciada,	pues	ello	implicaría	considerar
a	dicha	circunstancia	(juicio	extemporáneo)	como	una	excepción	que	no	ha
sido	contemplada	por	la	disposición	bajo	análisis”	(C.	S.,	Cas.	3779-2011-San
Martín,	ago.	10/2012.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
COMENTARIO.—Indemnización	por	la	no	presentación	de	la	demanda.
La	 demora	 en	 el	 cobro	 de	 la	 compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios
originada	 en	 la	 retención	 por	 supuestos	 daños	 y	 perjuicios,	 tiene	 un
tratamiento	singular.	De	no	iniciarse	la	acción	dentro	del	plazo	de	ley,	cada
uno	de	los	días	de	retraso	en	el	cobro	de	la	CTS	se	indemnizará	con	el	monto
equivalente	a	un	día	de	remuneración.
FALLECIMIENTO	DEL	TRABAJADOR
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	53.—En	caso	de	fallecimiento	del	trabajador,	el	empleador,
salvo	el	caso	contemplado	en	el	artículo	34	entregará	al
depositario	el	importe	de	la	compensación	que	hubiera	tenido	que
pagarle	directamente,	dentro	de	las	48	horas	de	notificado	o	de
haber	tomado	conocimiento	del	deceso.
Tanto	el	depositario	como	el	empleador,	cuando	tenga	calidad	de
tal,	procederán	conforme	a	los	artículos	siguientes.
ENTREGA	DE	LA	CTS	AL	CÓNYUGE
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	54.—El	depositario,	a	solicitud	de	parte,	entregará,	sin
dilación	ni	responsabilidad	alguna	al	cónyuge	supérstite	o	al
conviviente	a	que	se	refiere	el	artículo	326	del	Código	Civil,	que
acredite	su	calidad	de	tal,	el	50%	del	monto	total	acumulado	de	la
compensación	por	tiempo	de	servicios	y	sus	intereses,	del
trabajador	fallecido;	excepto	tratándose	del	régimen	de
separación	de	patrimonios	a	que	se	refiere	el	artículo	327	del
Código	Civil,	en	cuyo	caso	el	trabajador	interesado	comunicará	de
tal	hecho	a	su	empleador	acompañando	la	documentación
sustentatoria.	El	empleador	expedirá	la	constancia
correspondiente	y	la	entregará	al	depositario.
PAGO	DE	LA	CTS	A	LOS	HEREDEROS
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	55.—El	saldo	del	depósito	y	sus	intereses	lo	mantendrá	el
depositario	en	custodia	hasta	la	presentación	del	testamento	o	la
declaratoria	de	herederos.	Si	hubieran	hijos	menores	de	edad	la
alícuota	correspondiente	quedará	retenida	hasta	que	el	menor
cumpla	la	mayoría	de	edad	en	cuyo	caso	se	abrirá	una	cuenta
separada	a	nombre	del	menor	donde	se	depositará	su	alícuota,
siendo	de	aplicación,	cuando	corresponda,	el	artículo	46	del
Código	Civil.
El	representante	del	menor	tiene	el	derecho	de	indicar	la	clase	de
cuenta	y	moneda	en	que	se	depositarán	las	alícuotas	de	los
menores.	Además	podrá	disponer	el	traslado	de	los	fondos	a	otros
depositarios	que	otorguen	mayores	beneficios	por	el	depósito,	en
cuyo	caso	el	traslado	se	efectuará	directamente	al	nuevo
depositario.
INCUMPLIMIENTOS	DEL	EMPLEADOR
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	56.—Cuando	el	empleador	deba	efectuar	directamente	el
pago	de	la	compensación	por	tiempo	de	servicios	o	no	cumpla	con
realizar	los	depósitos	que	le	corresponda,	quedará
automáticamente	obligado	al	pago	de	los	intereses	que	hubiera
generado	el	depósito	de	haberse	efectuado	oportunamente	y	en
su	caso,	a	asumir	la	diferencia	de	cambio,	si	éste	hubiera	sido
solicitado	en	moneda	extranjera,	sin	perjuicio	de	la	multa
administrativa	correspondiente,	y	de	las	responsabilidades	en	que
pueda	incurrir.
SUMAS	COMPENSABLES	POR	CESE
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	57.—Modificado.	Ley	27326,	Art.	1°.	Si	el	trabajador	al
momento	que	se	extingue	su	vínculo	laboral	o	posteriormente,
recibe	del	empleador	a	título	de	gracia,	en	forma	pura,	simple	e
incondicional,	alguna	cantidad	o	pensión,	éstas	se	compensarán
de	aquellas	que	la	autoridad	judicial	mande	pagar	al	empleador
como	consecuencia	de	la	demanda	interpuesta	por	el	trabajador.
Para	que	proceda	la	compensación	debe	constar	expresamente
en	documento	de	fecha	cierta	que	la	cantidad	o	pensión	otorgada
se	efectúa	conforme	con	lo	establecido	en	el	párrafo	precedente,	o
en	las	normas	correspondientes	del	Código	Civil.
Las	sumas	que	el	empleador	entregue	en	forma	voluntaria	al
trabajador	como	incentivo	para	renunciar	al	trabajo,	cualquiera
sea	la	forma	de	su	otorgamiento,	no	son	compensables	de	la
liquidación	de	beneficios	sociales	o	de	la	que	mande	pagar	la
autoridad	judicial	por	el	mismo	concepto.
JURISPRUDENCIA.—El	incentivo	de	renuncia	entregado	al	trabajador	para
que	cree	su	propia	empresa	no	es	compensable	con	la	liquidación	de	beneficios
sociales	u	otros.	“(...)	debe	advertirse	la	exigencia	de	formalidad	a	que	hace
referencia	el	segundo	párrafo	del	artículo	57	del	Texto	Único	Ordenado	de
la	Ley	de	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios,	esto	es,	que	aquellas
sumas	otorgadas	por	el	empleador	a	título	de	gracia,	en	forma	pura,	simple
e	incondicional,	a	favor	del	trabajador,	deberán	constar	expresamente	en
documento	de	fecha	cierta	y	que	dicha	cantidad	o	pensión	otorgada	se
efectúa	conforme	con	lo	establecido	en	la	primera	parte	del	citado	artículo,
o	en	las	normas	correspondientes	al	Código	Civil,	requisitos	indiscutibles
para	que	proceda	cualquier	supuesto	de	compensación	de	créditos	deducida
por	el	empleador.	(...)	de	manera	concordante,	dada	la	finalidad	de	las
sumas	otorgadas	como	incentivo	para	renunciar	al	trabajo,	el	artículo	47	de
la	Ley	de	Formación	y	Promoción	Laboral	aprobada	por	el	Decreto	Supremo
N°	002-97-TR	(...)	supuesto	normativo	que	se	ciñe	a	la	real	naturaleza	y
objeto	que	el	espíritu	y	texto	original	de	la	Ley	de	Fomento	del	Empleo;
otorgó	a	los	incentivos	otorgados	por	el	empleador,	y	que	no	fue	otro	que
promover	el	empleo	autónomo,	esto	es,	formas	asociativas	decididas	por	los
propios	trabajadores	que	deseen	constituir	sus	empresas	como	mecanismo
de	generación	de	su	propio	empleo,	(...)	Que	en	el	caso	concreto,	el	colegiado
de	la	Primera	Sala	Transitoria	Laboral	de	la	Corte	Superior	de	Justicia	de
Lima,	al	efectuar	un	análisis	y	valoración	sobre	la	liquidación	de	beneficios
sociales	(...),	estableció	que	la	empresa	(...)	entregó	con	arreglo	al	artículo	57
del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Compensación	por	Tiempo	de
Servicios	y	al	artículo	47	de	la	Ley	de	Formación	y	Promoción	Laboral,	dos
gratificaciones	extraordinarias,	las	mismas	que	tuvieron	por	objeto,	según	el
propio	texto	de	las	normas	enunciadas,	la	promoción	del	empleo	autónomo,
esto	es,	que	fueron	otorgadas	para	un	fin	específico,	y	no	entregadas	a	título
de	gracia,	tal	y	como	lo	alega	la	empresa	demandada	al	deducir	la
compensación	de	créditos	laborales.	(...).”	(CSJ,	Cas.	Lab.	734-2010-Lima,
feb.	29/2012.	V.	P.	Vásquez	Cortez)
JURISPRUDENCIA.—La	gratificación	extraordinaria	compensable	puede
descontar	los	montos	de	la	CTS.	“Al	respecto,	cabe	precisar	que	la	ratio	de	la
norma	en	comentario	se	sustenta	en	que	los	actos	de	liberalidad	otorgados
por	el	empleador	para	que	produzcan	sus	efectos	compensatorios	deben
cumplir	con	los	siguientes	supuestos:	a)	deben	ser	otorgados	al	cese	del
trabajador	o	momento	posterior;	b)	Entrega	de	una	suma	de	dinero	al
trabajador	al	momento	del	cese	o	con	posterioridad	a	éste;	c)	La	entrega
debe	ser	a	título	de	liberalidad	y	en	forma	incondicionada;	y,	d)	El	importe
económico	debe	constar	en	un	documento	de	fecha	cierta.	Si	bien	la	norma
no	ha	establecido	si	la	suma	graciosa	entregada	puede	compensarse	con
cualquier	acreencia	de	naturaleza	laboral	o	sí	sólo	se	compensa	con	la
acreencia	por	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios,	la	uniforme
jurisprudencia	de	la	Corte	Suprema	ha	establecido	que	la	referida	suma
constituye	un	acto	de	liberalidad,	y	por	lo	tanto,	puede	compensarse	con
cualquier	acreencia	de	naturaleza	laboral	(sea	Compensación	por	Tiempo
de	Servicios,	vacaciones.	gratificaciones	o	cualquier	otra).	En	tal	sentido,	la
finalidad	de	la	suma	graciosa	(gratificación	extraordinaria	compensable)	es
permitir	que	el	empleador	pueda	oponer	aquellas	sumas	abonadas	al
trabajador	bajo	este	concepto,	cuando	por	mandato	judicial	se	ordene	el
pago	de	otras	cantidades	al	propio	trabajador	(…)”.	(C.	S.,	Cas.	2049-2009-
Lima,	ene.	13/2010.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Las	sumas	“graciosas”	no	pueden	darse	en	el	marco	de
una	“compra”	de	renuncia.	“(...)	no	obstante	antes	de	la	modificatoria	del
artículo	57	del	Decreto	Supremo	N°	001-97-TR,	por	el	artículo	1°	de	la	Ley	N
°	27326,	publicada	el	veinticuatro	de	julio	de	dos	mil	(...);	a	partir	de	esta
regulación	nos	permite	inferir	que,	ciertamente,	las	sumas	otorgadas	no
podían	darse	en	el	marco,	por	ejemplo,	de	una	‘compra’	de	renuncia,	pues
ello	implicaría	desconocer	su	naturaleza	de	suma	‘graciosa’;	en	tal	sentido,
luego	de	la	modificación,	lo	único	que	se	hace	es	precisar	y	detallar	en	este
mismo	sentido,	añadiendo	el	ejemplo	de	que	no	se	compensa	la	suma
otorgada	por	‘incentivo	para	renunciar	al	trabajo’;	en	tal	sentido,	la
conclusión	de	la	sentencia	recurrida	en	casación	resulta	conforme	a	derecho
pues	no	desconoce	la	naturaleza	graciosa	que	siempre	fue	exigible	a	estas
sumas	otorgadas	al	trabajador	al	cese,	antes	o	luego	de	la	modificatoria,
razón	por	la	que	no	existe	interpretación	errónea”.	(C.	S,	Cas.	Lab.	2460-
2012-Lima,	nov.	07/2012.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—CS:	“ninguna	suma	de	dinero	percibida	por	el
trabajador	a	cambio	de	su	renuncia	puede	ser	objeto	de	compensación	de
ninguna	naturaleza”.	“Respecto	a	la	extinción	de	la	relación	laboral
motivada	por	un	incentivo	económico,	el	artículo	57	del	Decreto	Supremo	N
°	001-97-TR,	modificado	por	el	artículo	1°	de	la	Ley	N°	27326,	establece	(...),
esta	norma	es	interpretada	en	el	sentido	que	ninguna	suma	de	dinero
percibida	por	el	trabajador	a	cambio	de	la	renuncia	a	su	trabajo,	podrá	ser
objeto	de	compensación	de	ninguna	naturaleza	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	10712-
2014-Lima,	jul	06/2015.	V.	P.	Arévalo	Vela)
JURISPRUDENCIA.—Las	sumas	que	el	empleador	entrega	voluntariamente
al	trabajador	como	incentivo	para	renunciar	al	trabajo	no	son	compensables
de	la	liquidación	de	beneficios	sociales.	“(...)	respecto	al	análisis	de	fondo,
corresponde	precisar	que	el	párrafo	final	del	artículo	57	del	Texto	Único
Ordenado	de	la	Ley	de	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios	aprobado
por	Decreto	Supremo	N°	001-97-TR,	establece	que	las	sumas	que	el
empleador	entregue	en	forma	voluntaria	al	trabajador	como	incentivo	para
renunciar	al	trabajo,	cualquiera	sea	la	forma	de	su	otorgamiento,	no	son
compensables	de	la	liquidación	de	beneficios	sociales	o	de	la	que	mande
pagar	la	autoridad	judicial	por	el	mismo	concepto,	sumas	que
evidentemente	deben	diferenciarse	de	aquellas	otorgadas	por	el	empleador
a	título	de	gracia,	en	forma	pura,	simple	e	incondicional,	las	que	resultan	ser
compensables	en	atención	a	lo	dispuesto	en	el	primer	párrafo	de	la	norma
sujeta	a	análisis.	(...)	debe	advertirse	la	exigencia	de	formalidad	a	que	hace
referencia	el	segundo	párrafo	del	artículo	57	del	Texto	Único	Ordenado	de
la	Ley	de	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios,	esto	es,	que	aquellas
sumas	otorgadas	por	el	empleador	a	título	de	gracia,	en	forma	pura,	simple
e	incondicional,	a	favor	del	trabajador,	deberán	constar	expresamente	en
documento	de	fecha	cierta	y	que	dicha	cantidad	o	pensión	otorgada	se
efectúa	conforme	con	lo	establecido	en	la	primera	parte	del	citado	artículo,
o	en	las	normas	correspondientes	al	Código	Civil,	requisitos	indiscutibles
para	que	proceda	cualquier	supuesto	de	compensación	de	créditos	deducida
por	el	empleador”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	734-2010-Lima,	mar.	16/2011.	V.	P.
Vásquez	Cortez)
JURISPRUDENCIA.—No	procede	el	otorgamiento	de	sumas	a	título	de	gracia
en	los	casos	de	despido	por	falta	grave.	“Cuando	la	ruptura	del	vínculo
laboral	entre	las	partes	se	da	estrictamente	por	la	existencia	de	falta	grave,
no	existe	la	posibilidad	de	que	el	empleador	otorgue	al	trabajador	una
bonificación	especial	a	título	de	gracia	pues	se	entiende	que	las	relaciones
entre	las	partes	no	son	óptimas	como	para	conceder	cantidad	graciosa
alguna,	siendo	esto	así,	se	entiende	que	las	partes	con	posterioridad	al
despido	arribaron	a	un	acuerdo	armonioso	que	superó	sus	diferencias
condonando	los	agravios,	lo	que	enerva	a	la	judicatura	de	evaluar	lo
justificado	o	injustificado	de	un	despido	que	como	tal	ha	sido	superado	por
la	partes	antes	de	la	valoración	judicial,	siendo	esto	así	y	teniendo	la
cantidad	graciosa	los	alcances	del	artículo	60	del	Decreto	Legislativo	650	se
colige	que	a	la	actora	no	le	corresponde	percibir	reintegro	alguno	(…).”
(RSL,	Exp.	4480-95-BS.S,	jul.	19/96.	V.	P.	Torres	Vega)
JURISPRUDENCIA.—Naturaleza	de	los	incentivos	por	retiro.	“La	uniforme
jurisprudencia	de	las	salas	laborales	tiene	establecido	que	la	suma	abonada
al	trabajador	por	incentivo	al	retiro,	no	tiene	carácter	compensable	en	tanto
que	no	se	presente	un	pago	liberal	o	gracioso	sino	condicionado	a	una
renuncia,	por	lo	que	no	es	procedente	la	compensación	deducida	(…).”	(RSL,
Exp.	2554-96-BS(S),	oct.	15/96.	V.	P.	Jaimes)
JURISPRUDENCIA.—De	existir	una	vinculación	entre	la	renuncia	y	el	pago	de
una	suma	determinada,	ésta	no	es	deducible.	“La	emplazada	deduce	la
compensación	en	la	suma	de	(...)	contra	cualquier	suma	que	el	juzgado
pudiera	ordenar	el	pago,	la	misma	que	no	ha	merecido	pronunciamiento	del
A-quo,	por	lo	que	integrándose	la	misma	debe	declararse	infundada	toda
vez	que	tal	como	se	advierte	de	fojas	13	el	actor	renunció	con	el	objeto	de
formalizar	sus	trámites	de	jubilación,	la	que	fue	aceptada	en	los	términos
del	acta	de	fojas	14	donde	se	menciona	una	conversación	previa	entre	las
partes,	lo	que	no	hace	sino	concluir	en	la	existencia	de	coordinaciones	para
la	renuncia	y	por	tanto	la	suma	otorgada	es	de	naturaleza	distinta	al	pago
que	el	empleador	entrega	a	título	de	gracia	y	prevista	en	el	artículo	60	del
Decreto	Legislativo	N°	650,	que	siendo	esto	así	la	compensación	argüida	por
la	demandada	no	tiene	carácter	deducible	(…).”	(RSL,	4ta	Sala,	Exp.	5181-
97-CTS-S,	nov.	03/97.	V.	P.	Torres	Gamarra)
JURISPRUDENCIA.—No	son	compensables	los	montos	otorgados	con	la
condición	de	la	renuncia	del	trabajador.	“En	los	actuados	de	fojas	27	a	28
obran	pruebas	instrumentales	que	demuestran	de	manera	clara	que	el	actor
se	sometió	a	un	proceso	de	renuncia	voluntaria	con	incentivos
correspondiéndole	percibir	la	cantidad	de	(...)	por	incentivo	económico;
Tercero:	que	la	calidad	de	‘cantidad	a	título	de	gracia’	conferida	por	el
convenio	de	terminación	de	contrato	de	trabajo	por	mutuo	disenso,	al
monto	dinerario	entregado	al	actor,	no	tiene	tal	naturaleza,	al	encontrarse
dicha	suma	supeditada	a	la	previa	renuncia	a	su	puesto	de	trabajo	(...).”
(RSL,	Exp.	4962-97-I(S),	set.	30/97.	V.	P.	Delgado	Guillén)
JURISPRUDENCIA.—Las	sumas	otorgadas	por	la	conclusión	del	contrato	por
mutuo	disenso	no	se	pueden	deducir.	“La	gratificación	entregada	a	la
accionante	en	virtud	del	convenio	de	terminación	de	la	relación	de	trabajo
por	mutuo	acuerdo	de	fojas	78-79,	corresponde	a	un	incentivo	por	la
conclusión	del	vínculo	laboral,	de	modo	que	no	puede	además	servir	para
compensar	las	sumas	adeudadas	por	concepto	de	beneficios	sociales	que
tienen	origen	legal	y	gozan	de	la	intangibilidad	que	corresponde;	como	se	ha
establecido	jurisprudencialmente	en	forma	reiterada;	que,	en	consecuencia,
la	suma	indicada	por	este	concepto	no	se	puede	deducir	de	la	Compensación
por	Tiempo	de	Servicios	(…).”	(RSL,	Exp.	5334-95-BS(S),	nov.	25/96.	V.	P.
Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—Deben	diferenciarse	los	incentivos	de	las	sumas
otorgadas	por	liberalidad,	las	cuales	tienen	un	origen	y	finalidad	distintas.
“Que,	en	el	caso	de	autos,	se	ha	establecido	que	el	término	de	vínculo	laboral
fue	por	mutuo	disenso,	y	que	éste	dio	lugar	a	la	suscripción	del	convenio	de
término	de	relación	laboral,	a	fojas	ciento	setentisiete,	en	el	que	se	señala
que	la	demandada	abonó	al	actor	la	suma	de	veinte	mil	trescientos	setenta
nuevos	soles	con	treinta	céntimos	a	título	de	liberalidad.	Quinto.-	Que,	en
esos	términos	debe	diferenciarse	los	incentivos	de	las	sumas	otorgadas	con
liberalidad,	las	cuales	tienen	un	origen	y	propósitos	distintos,	motivo	por	el
cual	las	consecuencias	legales	son	–obviamente–	distintas,	lo	que
lógicamente	no	es	obstáculo	para	que	convencionalmente	se	pueda	pactar
una	forma	combinada	de	ambas.	Sexto.-	Que,	el	artículo	cincuenticinco	del
Texto	del	Decreto	Legislativo	setecientos	veintiocho,	establece	que	se	puede
extinguir	la	relación	laboral	por	mutuo	disenso	entre	el	empleador	y	el
trabajador;	lo	que	dará	lugar	a	la	suscripción	de	un	acuerdo	que	conste	en
forma	independiente	o	en	la	liquidación	de	beneficios	sociales	y	como
consecuencia	del	cual	el	empleador	podrá	otorgar	una	gratificación
extraordinaria	que	tiene	el	carácter	de	incentivo,	representado	por	una
suma	de	dinero	que	se	otorga	como	contraprestación	de	la	decisión	del
trabajador	de	terminar	voluntariamente	el	contrato	de	trabajo.	Sétimo.-	Que,
la	compensación	contenida	en	el	artículo	cincuentisiete	del	Decreto
Supremo	cero	cero	uno	guión	noventisiete	guión	TR,	se	refiere	a	una	suma
de	dinero	que	en	forma	graciosa	y	con	el	carácter	de	liberalidad	otorga	el
empleador	al	trabajador	en	el	cese	o	después	de	él	sin	obligación	alguna	de
parte	del	trabajador,	motivo	por	el	cual	se	considera	un	acto	unilateral	y
voluntario	del	empleador	que	no	requiere	una	contraprestación	de	la	otra
parte,	y	sólo	crea	una	obligación	futura	de	reciprocidad	para	compensar
cualquier	deuda	que	se	genere	con	posterioridad	y	que	no	se	haya	previsto
al	momento	del	cese.	Octavo.-	Que,	por	consiguiente,	la	sentencia	recurrida
no	ha	interpretado	correctamente	la	norma	denunciada,	en	el	caso	concreto
se	ha	dado	la	extinción	del	vínculo	laboral	por	mutuo	disenso,	lo	que	ha
originado	que	el	empleador	le	otorgue	una	suma	de	dinero	como
contraprestación	de	la	decisión	del	trabajador,	de	terminar	voluntariamente
la	relación	laboral,	suma	que	tiene	el	carácter	de	incentivo,	por	lo	tanto	la
compensación	deducida	por	el	demandado	resulta	infundada,	habiendo
incurrido	la	sentencia	de	vista	en	la	causal	de	la	casación	denunciada.
Resolución:	Por	estas	consideraciones,	declararon,	Fundado	el	recurso	de
casación.”	(Cas.	Sala	Transitoria	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.
232-2002-Piura,	nov.	11/2003).
COMENTARIO.—Otorgamiento	de	 sumas	 compensables	 al	 trabajador.
La	Ley	N°	27326	modificó	el	artículo	57	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley
de	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios,	disposición	que	se	refería	a	 las
sumas	 de	 carácter	 compensable	 que	 el	 empleador	 podía	 entregar	 a	 sus
trabajadores	 al	 momento	 que	 se	 extinguiera	 su	 vínculo	 laboral	 o
posteriormente.
Si	bien	el	originario	artículo	57	era	de	claros	alcances,	como	lo	demuestra
la	 casi	 uniforme	 jurisprudencia	que	 a	 partir	 de	 él	 se	 elaboró,	 entendemos
que	justamente	fueron	los	escasos	–pero	preocupantes–	pronunciamientos
discordantes	los	que	motivaron	la	dación	de	la	norma	que	se	comenta.
De	acuerdo	a	lo	enunciado	en	el	artículo	primero	de	la	Ley	N°	27326,	para
que	 las	 sumas	 recibidas	por	 el	 trabajador	 a	 la	 terminación	de	 su	 contrato
laboral	tengan	carácter	compensable	deben	reunir	tres	condiciones,	a	saber:
-	 Ser	 otorgadas	 por	 el	 empleador	 a	 título	 de	 gracia,	 en	 forma	 pura,
simple	 e	 incondicional.	 Para	 la	 anterior	 versión	 del	 articulado	 legal
bastaba	que	las	cantidades	percibidas	lo	sean	a	título	de	gracia.	Gracia	es,	de
acuerdo	 a	 la	 quinta	 acepción	 contenida	 en	 el	 Diccionario	 de	 la	 Lengua
Española,	 un	 “beneficio,	 don	 y	 favor	 que	 se	 hace	 sin	 merecimiento
particular;	 concesión	 gratuita”.	 El	 texto	 modificatorio	 al	 añadir	 que	 las
sumas	sean	entregadas	de	modo	puro	y	simple,	usa	una	 terminología	más
acorde	 con	 el	 derecho,	 entendiéndose	 que	 tal	 acto	 no	 debe	 estar	 sujeto	 a
modalidad	alguna.	Por	último,	resulta	francamente	reiterativa	la	referencia
a	la	incondicionalidad	del	acto.
-	 Mencionar	 expresamente	 que	 se	 trata	 de	 una	 suma	 graciosa
compensable	 u	 otorgada	 de	 acuerdo	 a	 las	 normas	 correspondientes
del	 Código	 Civil.	 El	 Código	 Civil	 regula	 la	 compensación	 como	 forma	 de
extinción	de	las	obligaciones	en	su	artículo	1288	y	siguientes	y	es	a	éstos	a
los	que	habrá	que	hacer	mención	expresa	en	el	documento.
-	Constar	en	un	documento	de	fecha	cierta.	No	se	alcanza	a	comprender
cuales	han	sido	las	consideraciones	que	llevaron	al	legislador	a	instituir	esta
obligación.	Por	 lo	habitual	 se	exige	que	determinados	actos	consten	en	un
documento	de	 fecha	cierta	a	 fin	de	salvaguardar	derechos	de	 terceros	que
podrían	 verse	 afectados,	 situación	 que	 no	 se	 plantea	 en	 el	 caso	 que	 nos
ocupa.
La	 obligatoriedad	 de	 que	 el	 hecho	 de	 otorgar	 una	 suma	 graciosa	 al
trabajador	conste	en	un	documento	de	 fecha	cierta,	parecería	 requerir	–al
menos–	de	una	intervención	notarial	que	de	fe	del	otorgamiento	y	recepción
del	 dinero,	 de	 las	 circunstancias	 de	 este	 acto	 y	 de	 su	 oportunidad,	 de
acuerdo	a	lo	preceptuado	en	los	artículos	2°	y	97	de	la	Ley	del	Notariado.
CONTRATOS	DE	TRABAJO	TEMPORALES
TUO	–	D.	Leg.	650.
ART.	58.—Tratándose	de	los	contratos	de	trabajo	para	obra
determinada	o	sometidos	a	condición	o	sujetos	a	plazo	fijo,	el	pago
de	la	compensación	por	tiempo	de	servicios	será	efectuado
directamente	por	el	empleador	al	vencimiento	de	cada	contrato,
con	carácter	cancelatorio,	salvo	que	la	duración	del	contrato
original	con	o	sin	prórrogas	sea	mayor	a	seis	meses,	en	cuyo	caso
no	procederá	el	pago	directo	de	la	compensación,	debiéndose
efectuar	los	depósitos	de	acuerdo	al	régimen	general.
Esta	ley	es	de	aplicación	al	régimen	del	Decreto	Ley	N°	22342
sobre	exportación	de	productos	no	tradicionales,	así	como	a	los
demás	regímenes	de	contratación	a	plazo	fijo	establecidos	por	ley.
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ART.	18.—Tratándose	de	los	contratos	de	trabajo	para	obra	determinada	o
sometidos	a	condición	o	sujetos	a	plazo	fijo,	a	que	se	refiere	el	artículo	58	de
la	 ley,	 si	 el	 empleador	 no	 efectuó	 el	 depósito	 por	 haberse	 pactado	 la
duración	del	contrato	por	un	plazo	igual	o	menor	a	seis	(6)	meses,	pero	éste
se	prorrogó,	deberá	proceder	a	la	regularización	del	depósito,	sin	intereses,
dentro	de	 los	quince	(15)	días	naturales	siguientes	al	cumplimiento	de	 los
primeros	seis	(6)	meses	de	labor.
DENUNCIA	DE	LAS	TRANSGRESIONES	LEGALES
TUO	–	D.	Leg.	650.
Primera	Disposición	Complementaria.—Los	trabajadores,	así
como	toda	persona	que	tenga	legítimo	interés	podrán	denunciar
ante	la	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros	las	transgresiones	a
la	presente	ley	en	que	pudieran	incurrir	las	instituciones
depositarias.	Dicha	entidad	se	encuentra	obligada	a	efectuar	la
fiscalización	correspondiente	y	en	su	caso	imponer	las	sanciones	a
que	hubiere	lugar	informando	de	ello	al	reclamante.
PUBLICACIÓN	OBLIGATORIA	DE	ESTADÍSTICAS
TUO	–	D.	Leg.	650.
Segunda	Disposición	Complementaria.—Para	efectos	de	control	y
adopción	de	las	decisiones	que	correspondan,	la	Superintendencia
de	Banca	y	Seguros	deberá	publicar	periódicamente	información
suficiente	sobre	montos	de	depósitos	CTS	en	moneda	nacional	y
extranjera	en	los	distintos	depositarios	bajo	su	supervisión;
número	de	empleadores	depositantes,	número	de	trabajadores
titulares	de	las	cuentas	CTS,	destino	de	los	préstamos	que	se
otorguen	con	dichos	recursos,	todo	ello	a	nivel	nacional	y	por
departamentos.
Los	depositarios	se	encuentran	obligados	a	proporcionar	a	la
Superintendencia	de	Banca	y	Seguros	la	información	que	requiera
para	el	cumplimiento	de	esta	disposición.
CTS	ACUMULADA	AL	31/12/90
TUO	–	D.	Leg.	650.
Primera	Disposición	Transitoria.—La	compensación	por	el
tiempo	de	servicios	acumulada	al	31	de	diciembre	de	1990	se
calculará	de	acuerdo	a	las	normas	vigentes	a	esa	fecha	con	las
excepciones	previstas	en	el	presente	decreto	legislativo.
FRACCIONES	DE	AÑO
TUO	–	D.	Leg.	650.
Segunda	Disposición	Transitoria.—La	fracción	del	año	de
servicios	que	pudiera	resultar	al	31	de	diciembre	de	1990	se
considerará	por	dozavos	y	treintavos.
CÁLCULO	DE	LOS	PERÍODOS
TUO	–	D.	Leg.	650.
Tercera	Disposición	Transitoria.—Cada	período	de	los
establecidos	en	las	leyes	N°s.	23707	y	25223	se	calculará	por
separado;	toda	fracción	de	año,	se	calculará	por	dozavos	y	toda
fracción	de	mes	por	treintavos.
COMENTARIO.—Períodos	de	la	CTS	para	los	empleados	ingresados	con
posterioridad	al	11	de	julio	del	62.	De	acuerdo	al	texto	de	la	Ley	N°	23707
los	 empleados	 ingresados	 a	partir	 del	 12	de	 julio	de	1962	 están	 sujetos	 a
períodos	 para	 el	 cálculo	 de	 su	 compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios,	 a
saber:
-	Del	12.07.62	al	30.09.79.	Les	corresponde	una	remuneración	computable
por	cada	año	completo	de	servicios	con	el	tope	de	un	ingreso	mínimo	legal
Indexado	vigente	a	la	fecha	del	depósito.
-	 Del	 01.10.79	 al	 31.12.89.	 Se	 les	 liquidará	 con	 una	 remuneración
computable	mensual	por	cada	año	completo	de	servicios,	con	el	tope	de	diez
ingresos	mínimos	legales	indexados	vigentes	a	la	fecha	del	depósito.
La	 Ley	N°	 25223	 determinó	 que	 el	 período	 comprendido	 del	 01.01.90	 al
31.12.90,	 se	 compensará	 a	 razón	 de	 una	 remuneración	 computable	 sin
sujeción	a	topes.
INGRESO	MÍNIMO	LEGAL	INDEXADO
TUO	–	D.	Leg.	650.
Cuarta	Disposición	Transitoria.—Tratándose	del	Ingreso	Mínimo
Legal	a	que	se	refiere	el	artículo	4°	de	la	Ley	N°	25223,	éste	se
indexará	mensualmente	en	función	al	Ingreso	Mínimo	Legal
establecido	por	el	Decreto	Supremo	N°	001-90-TR	del	08	de	enero
de	1990	(S/.	0,54)	aplicándose	la	variación	porcentual	del	Índice
de	Precios	al	Consumidor	para	Lima	Metropolitana	fijado	por	el
Instituto	Nacional	de	Estadística	e	Informática.
El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	Social	publicará
mensualmente	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	los	topes
compensatorios	aplicables.
PERÍODOS	PARA	LOS	TRABAJADORES	OBREROS
TUO	–	D.	Leg.	650.
Quinta	Disposición	Transitoria.—La	compensación	por	el	tiempo
de	servicio	prestado	por	los	trabajadores	obreros	con
anterioridad	al	12	de	enero	de	1962	es	igual	a	15	jornales	por
cada	año	de	servicio,	la	fracción	de	año	que	pudiera	existir	a	dicha
fecha	se	computará	por	dozavos	y	treintavos	según	corresponda.
JURISPRUDENCIA.—Cálculo	de	la	compensación	de	los	obreros	ingresados
con	anterioridad	al	11	de	enero	de	1962.	“Conforme	es	de	advertirse	en	los
presentes	actuados	el	reclamante	se	inició	laboralmente	para	la	demandada
como	obrero	y	aún	cuando	haya	sido	promovido	como	empleado	el	lapso	de
su	tiempo	de	servicios	entre	el	27	de	setiembre	de	1949	al	11	de	enero	de
1962	corresponde	liquidarse	con	una	quincena	de	su	última	remuneración
(…).”	(RSL,	Exp.	3794-BS(S),	ene.	9/96.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
DEPÓSITOS	DE	LA	CTS	ANTERIORES	AL	31/12/90
TUO	–	D.	Leg.	650.
Sexta	Disposición	Transitoria.—Los	empleadores	irán
entregando	al	depositario	correspondiente,	dentro	del	primer
semestre	de	cada	año	a	partir	de	1991	y	con	efecto	cancelatorio,	la
compensación	por	el	tiempo	de	servicios	acumulado	al	31	de
diciembre	de	1990.
El	empleador	está	facultado	a	efectuar	depósitos	con	efecto
cancelatorio	dentro	del	segundo	semestre	del	año,	adicionalmente
al	que,	de	manera	obligatoria,	debe	realizar	en	el	primer	semestre.
La	compensación	por	tiempo	de	servicios	será	actualizada	con	la
remuneración	vigente	a	la	fecha	de	cada	depósito.	La	misma	se
depositará	en	monto	no	menor	al	que	corresponda	al	pago	de	un
año	de	compensación	por	tiempo	de	servicios,	del	más	remoto	al
más	próximo,	con	carácter	cancelatorio	y	en	un	plazo	máximo	de
diez	años	contados	a	partir	del	13	de	marzo	de	1991,	inclusive.
Los	períodos	así	cancelados	no	se	volverán	a	computar	para
efectos	de	compensación	por	tiempo	de	servicios,	manteniéndose
la	antigüedad	sólo	para	otra	clase	de	derechos	que	pudieran
corresponder	al	trabajador	de	acuerdo	a	las	disposiciones	legales
vigentes.
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Quinta	Disposición	Transitoria	y	Final.—Precísase	que	de	conformidad	con
la	 Sexta	 Disposición	 Transitoria	 de	 la	 ley,	 en	 caso	 que	 el	 empleador	 no
hubiera	 efectuado	 oportunamente	 el	 depósito	 de	 la	 compensación	 por
tiempo	 de	 servicios	 acumulada	 hasta	 el	 31	 de	 diciembre	 de	 1990,	 deberá
efectuar	 el	 depósito	 respectivo	 considerando	 para	 tal	 efecto	 la
remuneración	 computable	 vigente	 al	 30	 de	 junio	 de	 cada	 año	 en	 el	 que
debió	 depositar.	 Para	 tal	 efecto,	 deberá	 agregar	 el	 interés	 de	 la
compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios	 promedio	 publicado	 por	 la
Superintendencia	de	Banca	y	Seguros,	devengado	desde	el	30	de	 junio	del
año	al	que	corresponda	hasta	 la	 fecha	de	realización	efectiva	del	depósito,
así	como	la	diferencia	de	cambio	a	que	hubiere	lugar.
JURISPRUDENCIA.—La	remuneración	base	del	cálculo	para	la	reserva
acumulada	es	la	histórica,	no	el	último	sueldo.	“La	presente	demanda	versa
sobre	incumplimiento	de	los	depósitos	de	la	compensación	por	tiempo	de
servicios	por	parte	del	empleador;	que	el	juez	ha	emitido	pronunciamiento
en	forma	prematura	por	cuanto	previamente	debió	haber	verificado	la
evolución	de	las	remuneraciones	del	demandante	en	consideración	a	que	la
remuneración	que	debe	servir	como	base	de	cálculo	es	la	histórica,	en	cada
año	en	que	resulta	exigible	efectuar	el	depósito	para	la	reserva	acumulada,
del	más	remoto	al	más	próximo,	más	no	tomar	como	base	el	último	sueldo
para	todos	los	años	como	ha	determinado	la	juez	en	la	recurrida,	que	igual
procedimiento	debe	seguirse	para	los	depósitos	semestrales,	los	que	deben
ordenarse	que	se	efectúen	en	base	a	la	remuneración	vigente	en	cada
semestre	con	el	interés	bancario,	tal	como	así	lo	determina	el	artículo	59	del
Decreto	Legislativo	N°	650	(…).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	1322-96-ID(S),	nov.
20/96.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—La	remuneración	indemnizable	es	la	percibida	a	la
fecha	del	depósito,	no	la	última.	“La	pretensión	del	actor	según	se	advierte	en
la	demanda,	consiste	en	la	aplicación	de	la	remuneración	indemnizable
vigente	al	cese,	a	todo	su	tiempo	de	servicios	pendiente	de	liquidar
incluyendo	el	correspondiente	a	los	períodos	no	depositados;	que	ello	no
resulta	amparable	por	cuanto	de	conformidad	con	el	artículo	59	del	Decreto
Legislativo	N°	650	cuando	el	empleador	incumple	con	realizar	los	depósitos
queda	obligado	al	pago	de	los	intereses	que	hubiera	originado	de	haberlos
efectuado	oportunamente	(…).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	2162-95-BS(S),	may.
14/96.	V.	P.	Morales	González)
JURISPRUDENCIA.—Es	errado	calcular	el	total	de	la	CTS	sobre	la
remuneración	vigente	a	la	fecha	del	cese.	“La	recurrente	sustenta	su	recurso
de	casación	en	las	causales	de	interpretación	errónea	del	artículo
setenticuatro	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	número
setecientos	veintiocho,	aprobado	por	Decreto	Supremo	número	cero	tres	-
noventitrés	-	TR,	vigente	a	la	fecha	de	los	hechos	y	del	Decreto	Legislativo
número	seiscientos	cincuenta,	e	incorrecta	aplicación	del	artículo	veintiséis
inciso	tercero	de	la	Constitución	Política,	expresando	como	fundamentos:
(...),	b)	que	tampoco	se	ha	interpretado	correctamente	el	artículo
cincuentinueve	del	Decreto	Legislativo	número	seiscientos	cincuenta	que
precisa	cuál	es	la	remuneración	que	debe	servir	de	base	para	el	cálculo	de
los	depósitos	semestrales	y	reservas	anteriores	a	la	terminación	del
contrato	de	trabajo,	c)	que	se	ha	aplicado	incorrectamente	el	inciso	tercero
del	artículo	veintiséis	de	la	Constitución	Política	al	invocar	el	principio
indubio	pro	operario	para	estimar	que	ha	habido	despido	en	lugar	de	una
renuncia	voluntaria,	toda	vez	que	dicho	principio	opera	en	caso	de	duda
generada	en	la	aplicación	de	una	norma	de	carácter	laboral	y	no	duda
respecto	de	los	hechos;
(...).
Sétimo.-	Que,	sobre	el	particular,	en	el	otro	extremo	de	la	demanda,	es	decir
de	los	beneficios	sociales,	se	ha	ordenado	el	reintegro	de	la	compensación
por	tiempo	de	servicios	del	actor,	por	sus	veinticuatro	años,	cuatro	meses	y
seis	días,	calculándolo	sobre	la	base	de	la	remuneración	vigente	a	la	fecha	de
su	cese,	cuando	el	artículo	cincuentinueve	del	referido	decreto	legislativo,
acordado	con	el	tercer	párrafo	de	su	Sexta	Disposición	Transitoria,	precisa
que	tanto	en	la	omisión	del	depósito	de	la	compensación	semestral	como	de
la	reserva	acumulada	al	treintiuno	de	diciembre	de	mil	novecientos	noventa
el	empleador	está	obligado	al	pago	de	los	intereses	que	hubiera	generado	el
depósito,	de	haberse	efectuado	oportunamente,	lo	que	significa	efectuar	el
depósito	calculado	con	la	remuneración	vigente	a	la	fecha	designada	para
esta	obligación,	que	es	lo	que	normalmente	el	empleador	cumplido	efectúa
en	forma	semestral	y	anual,	respectivamente,	de	allí	el	pago	de	los	intereses
sobre	tal	supuesto,	como	una	medida	de	actualización	del	monto	de	la
compensación	ante	el	perjuicio	que	acarrea	tal	omisión,	pero	estimar	la
remuneración	de	los	justiciables	al	momento	de	su	cese	como	la	única	para
el	cálculo	de	la	compensación	semestral	y	reserva,	y	además	aplicar	los
intereses	que	se	hubiesen	generado	con	esa	misma	base	es	permitir	un
enriquecimiento	indebido	no	contemplado	en	la	ley.
Octavo.-	Que,	entonces,	también	se	ha	configurado	esta	última	causal,	por	lo
que	la	liquidación	de	compensación	por	tiempo	de	servicios	practicada	por
la	demandada	a	favor	del	actor,	obrante	a	fojas	tres,	se	ha	efectuado	con
arreglo	a	ley;	en	consecuencia,	por	los	fundamentos	expuestos	y	conforme
lo	dispone	el	artículo	trescientos	noventiséis	inciso	primero	del	Código
Procesal	Civil,	aplicable	supletoriamente	de	conformidad	con	la	Tercera
Disposición	Final	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo;	Declararon	Fundado	el
recurso	de	casación	(...).”	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.
397-97.	Piura,	jul.	02/98)
INCLUSIÓN	DEL	DOZAVO	POR	GRATIFICACIONES
TUO	–	D.	Leg.	650.
Sétima	Disposición	Transitoria.—La	remuneración	vigente	a	la
fecha	de	cada	depósito	a	que	se	refiere	el	tercer	parágrafo	de	la
Disposición	Transitoria	anterior,	comprende	el	dozavo	de	las
gratificaciones	percibidas	durante	el	último	año.
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Octava	 Disposición	 Transitoria	 y	 Final.—En	 aplicación	 de	 la	 Sétima
Disposición	Final	de	la	ley,	para	el	cálculo	de	la	compensación	por	el	tiempo
de	 servicios	 acumulado	 al	 31	 de	 diciembre	 de	 1990,	 se	 observará	 lo
dispuesto	 por	 el	 artículo	 8°	 de	 la	 ley	 y	 las	 normas	 sobre	 remuneración
computable	 y	 no	 computable	 señaladas	 en	 la	 misma	 y	 en	 el	 presente
reglamento.
JURISPRUDENCIA.—Cálculo	de	las	gratificaciones	para	efecto	de	la	CTS	del
periodo	anterior	al	año	90.	“Primero.-	Que,	es	materia	de	pronunciamiento,
determinar	para	efectos	de	la	compensación	por	tiempo	de	servicios,	para	el
período	anterior	al	treintiuno	de	diciembre	de	mil	novecientos	noventa,	la
forma	de	cálculo	del	promedio	de	gratificaciones	por	Fiestas	Patrias	y
Navidad,	percibidas	por	el	demandante.
Segundo.-	Que,	la	recurrida,	sobre	la	base	del	informe	revisorio	de	planillas
que	corre	a	fojas	ciento	seis,	a	fin	de	determinar	el	promedio	de
gratificaciones	como	parte	de	la	remuneración	indemnizable,	suma	las
percibidas	en	julio	y	diciembre,	procediendo	a	dividir	el	resultado	entre
trescientos	doce,	factor	que	anteriormente	se	usaba	para	determinar	la
equivalencia	diaria	de	las	remuneraciones	percibidas	anualmente,	por
considerar	que	era	el	número	de	días	efectivamente	trabajados	en	el	año	a
razón	de	seis	días	a	la	semana,	durante	cincuentidós	semanas,	sin
considerar	los	dominicales.
Tercero.-	Que,	sin	embargo,	ese	sistema	fue	dejado	de	lado	cuando	se	igualó
el	tratamiento	del	descanso	semanal	remunerado	de	los	obreros	y
empleados	considerando	el	mes	laboral	de	treinta	días	y	el	año	de
trescientos	sesenta.
Cuarto.-	Que,	la	legislación	que	reguló	la	compensación	por	tiempo	de
servicios	recoge	este	sistema	y	es	por	ello	que	la	Sétima	Disposición
Transitoria	del	Decreto	Legislativo	número	seiscientos	cincuenta,	al
referirse	a	la	incorporación	de	las	gratificaciones	anuales	en	la
remuneración	computable	de	la	reserva	acumulada	al	treintiuno	de
diciembre	de	mil	novecientos	noventa,	señala	que	se	harán	en	la	proporción
de	un	dozavo,	lo	que	equivale	a	un	mes	y	como	este	período	comprende
treinta	días,	como	lo	refiere	el	artículo	décimo	del	mismo	dispositivo	legal,
el	jornal	será	incrementado	en	un	trescientos	sesentavo.
Quinto.-	Que,	en	consecuencia,	la	recurrida	ha	aplicado	incorrectamente
esta	norma,	debiendo	rectificarse	el	cálculo	de	este	concepto	dividiendo	el
total	de	las	gratificaciones	anuales	entre	trescientos	sesenta	días	y	no	entre
trescientos	doce.
Resolución:
Declararon	Fundado	el	recurso	de	casación.”	(Cas.	Sala	de	Derecho
Constitucional	y	Social.	Exp.	1245-97.	Lima,	jun.	04/99)
DEPÓSITOS	POR	PERÍODOS	MAYORES	AL	AÑO
TUO	–	D.	Leg.	650.
Octava	Disposición	Transitoria.—El	empleador	puede	transferir
total	o	parcialmente	la	compensación	por	el	tiempo	de	servicios
acumulado	al	31	de	diciembre	de	1990	en	un	plazo	menor	al
señalado	en	la	Sexta	Disposición	Transitoria.
Sin	embargo,	si	el	empleador	decidiera	efectuar	depósitos	que
cubran	períodos	mayores	a	un	año,	está	facultado	a	hacerlo	por
años	completos,	pero	incluyendo	en	la	remuneración	computable
las	bonificaciones	especiales	por	costo	de	vida,	la	bonificación
suplementaria	adicional,	las	bonificaciones	transitorias	y
cualquier	otra	que	perciba	y	que	por	excepción	no	tuviera
incidencia	en	la	compensación	por	el	tiempo	de	servicios
acumulado	al	31	de	diciembre	de	1990,	de	conformidad	con	la
Decimoquinta	Disposición	Transitoria.
PAGO	TOTAL	DE	LA	CTS	ANTERIOR	AL	31/12/90
TUO	–	D.	Leg.	650.
Novena	Disposición	Transitoria.—Concluida	la	transferencia	de
la	compensación	por	el	tiempo	de	servicios	acumulado	al	31	de
diciembre	de	1990,	el	empleador	continuará	efectuando
exclusivamente	los	depósitos	a	que	se	refiere	el	artículo	21	de	esta
ley.
CONVENIOS	SOBRE	ADELANTOS	DE	CTS
TUO	–	D.	Leg.	650.
Décima	Disposición	Transitoria.—Los	convenios	colectivos	sobre
adelantos	de	compensación	por	tiempo	de	servicios,	sólo
continuarán	vigentes	en	tanto	el	empleador	no	culmine	con	el
traslado	de	la	compensación	por	el	tiempo	de	servicios	acumulado
al	31	de	diciembre	de	1990.
Concluido	el	traslado,	los	retiros	sólo	se	efectuarán	en	los	casos
expresamente	permitidos	y	con	cargo	a	sus	depósitos	y	sus
intereses.	Todo	pacto	en	contrario	es	nulo	de	pleno	derecho.
CONDICIÓN	DE	PAGO	A	CUENTA	DE	LOS	ADELANTOS
TUO	–	D.	Leg.	650.
Decimoprimera	Disposición	Transitoria.—En	vía	de
regularización,	los	adelantos	de	compensación	por	tiempo	de
servicios	que	hayan	efectuado	los	empleadores	hasta	el	12	de
marzo	de	1991,	cualquiera	fuere	el	motivo	o	causa,	mantienen	su
condición	de	pago	a	cuenta	y	sólo	podrán	ser	aplicados	con
carácter	cancelatorio	al	momento	de	concluir	el	traslado	de	la
compensación	por	el	tiempo	de	servicios	acumulado	al	31	de
diciembre	de	1990.
ADELANTOS	POR	AÑOS	COMPLETOS
TUO	–	D.	Leg.	650.
Decimosegunda	Disposición	Transitoria.—A	partir	del	13	de
marzo	de	1991,	inclusive,	los	adelantos	que	se	efectúen	en
cumplimiento	de	los	convenios	colectivos	preexistentes	deberán
realizarse	por	años	completos	y	se	aplicarán	al	saldo	de	la
compensación	por	el	tiempo	de	servicios	acumulado	al	31	de
diciembre	de	1990,	con	carácter	cancelatorio	del	año	más	remoto
al	más	próximo.
ADELANTOS	PARA	CASA-HABITACIÓN
TUO	–	D.	Leg.	650.
Decimotercera	Disposición	Transitoria.—A	partir	de	la	fecha	de
vigencia	del	presente	decreto	legislativo	sólo	podrá	otorgarse	con
cargo	al	saldo	de	la	compensación	por	el	tiempo	de	servicios
acumulado	al	31	de	diciembre	de	1990,	adelantos	para	casa-
habitación	y	hasta	por	el	50%	de	dicho	saldo.	Todo	pacto	en
contrario	es	nulo	de	pleno	derecho.
D.	S.	004-97-TR.
Sexta	Disposición	Transitoria	y	Final.—Los	montos	que	se	adelanten	para
casa-habitación,	en	aplicación	de	 la	Decimotercera	Disposición	Transitoria
de	 la	 ley,	 provengan	 de	 convenio	 individual	 o	 colectivo,	 deberán	 ser
deducidos	 por	 años	 completos	 del	 más	 remoto	 al	 más	 próximo	 y	 con
carácter	cancelatorio.
CONCEPTOS	REMUNERATORIOS	INCLUIDOS
TUO	–	D.	Leg.	650.
Decimocuarta	Disposición	Transitoria.—En	los	casos
contemplados	en	las	Decimosegunda	y	Decimotercera
disposiciones	transitorias	la	compensación	por	el	tiempo	de
servicios	acumulada	al	31	de	diciembre	de	1990	se	calcula
incluyendo	las	remuneraciones	a	que	se	refiere	la	disposición
transitoria	siguiente.
INCORPORACIONES	AL	BÁSICO
TUO	–	D.	Leg.	650.
Decimoquinta	Disposición	Transitoria.—Los	incrementos	de
remuneraciones	bajo	la	modalidad	de	bonificaciones	especiales
por	costo	de	vida	otorgadas	o	que	se	otorguen	hasta	el	mes	de
diciembre	de	1991,	de	conformidad	a	las	disposiciones	legales
vigentes,	sean	de	origen	legal,	convencional	o	voluntarias,	se
incorporarán	a	la	remuneración	básica	transcurrido	un	año	de	su
otorgamiento.
Los	anticipos	de	incremento	por	negociación	colectiva	y	las
bonificaciones	transitorias	se	incorporarán	a	la	remuneración
básica,	en	el	primer	caso	cuando	se	otorgue	el	nuevo	incremento
por	negociación	colectiva	y	en	el	segundo	caso	al	año	de	haber
sido	pactadas.
Sin	perjuicio	de	lo	establecido	en	la	Cuarta	Disposición
Transitoria	y	en	los	convenios	colectivos	en	que	se	haga	mención
al	ingreso	mínimo	legal,	a	partir	del	1	de	enero	de	1992,	el	ingreso
mínimo	legal,	la	bonificación	por	movilidad	y	la	bonificación
suplementaria	adicional	se	consideran	un	solo	concepto,	como
remuneración	mínima	vital.
A	partir	del	1	de	enero	de	1992	se	incorpora	a	la	remuneración
básica	toda	bonificación,	asignación	o	similar	por	alza	de	gasolina,
reajuste	de	tarifa	de	transporte	o	movilidad,	otorgadas	por
disposición	legal,	así	como	la	asignación	especial	establecida	por
el	D.	S.	N°	442-85-EF	del	4	de	octubre	de	1985.
JURISPRUDENCIA.—Bonificaciones	incorporadas	al	haber	básico.	“El
amparo	de	las	pretensiones	del	actor	gira	alrededor	del	reconocimiento	de
dos	bonificaciones	que	la	demandada	considera	excluidas	del	cómputo
remunerativo;	que	la	primera	es	la	asignación	excepcional	concedida	por	el
Decreto	Supremo	276-91-EF,	la	cual	de	acuerdo	a	los	considerandos	se
destina	a	la	cobertura	de	los	‘conceptos	de	comedor	y/o	transporte’,	de
modo	que	queda	comprendida	en	el	último	parágrafo	de	la	15	Disposición
Transitoria	del	Decreto	Legislativo	650	que	se	refiere	entre	otras	a	las
asignaciones	por	transporte	o	movilidad	otorgadas	por	disposición	legal,	las
que	se	incorporan	al	básico	a	partir	del	01	de	enero	de	1992	(…).”	(RSL,	2da
Sala	Exp.	1862-94-BS(S),	abr.	12/95.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
CONVALIDACIÓN	DE	CONVENIOS
TUO	–	D.	Leg.	650.
Decimosétima	Disposición	Transitoria.—Convalídanse	los
convenios	individuales	suscritos	al	amparo	del	artículo	8°	del
Decreto	Supremo	N°	013-84-TR	del	11	de	abril	de	1984,	así	como
el	efecto	cancelatorio	previsto	en	el	inciso	b)	del	artículo	5°	del
mismo	dispositivo.
D.	S.	013-84-TR.
ART.	8°—La	compensación	por	tiempo	de	servicios	sólo	podrá	cobrarse	al
término	de	la	relación	laboral.
Los	empleados	que	por	convenio	individual	o	colectivo	hubiesen	pactado	el
cobro	anticipado	del	importe	de	la	compensación	por	tiempo	de	servicios	o
recibido	adelanto	de	sueldo	o	cualquier	otro	tipo	de	préstamos	con	cargo	a
las	 citadas	 compensaciones	 podrán	 optar	 entre	 percibir	 dicho	 importe	 al
término	de	la	relación	laboral,	o	percibir	los	adelantos	o	préstamos	a	que	se
refiere	 el	 inciso	 a)	 del	 artículo	 4°	 de	 la	 Ley	 23707,	 en	 cuyo	 caso	 éstos
tendrán	efecto	cancelatorio	y	el	empleado	quedará	liberado	del	pago	de	las
amortizaciones	correspondientes.
D.	S.	013-84-TR.
ART.	 5°—En	 caso	 de	 reingreso	 de	 empleados	 cuyo	 primer	 período	 de
servicios	 se	 hubiere	 iniciado	 con	 posterioridad	 al	 11	 de	 julio	 de	 1962,	 se
observarán	las	siguientes	reglas:
(…).
b)	Si	el	cese	del	empleado	se	produce	con	posterioridad	al	6	de	diciembre
de	 1983	 y	 reingresare	 posteriormente,	 el	 pago	 por	 concepto	 de
compensación	por	tiempo	de	servicios	calculado	de	acuerdo	a	lo	dispuesto
en	la	Ley	23707	y	el	presente	reglamento,	tiene	efecto	cancelatorio.
PAGO	DIRECTO	DE	LA	CTS	ACUMULADA	AL	31/12/90
TUO	–	D.	Leg.	650.
Decimoctava	Disposición	Transitoria.—Si	el	trabajador	cesa
antes	que	su	empleador	haya	concluido	con	depositar	la
compensación	por	el	tiempo	de	servicios	acumulado	al	31	de
diciembre	de	1990,	éste	deberá	abonarle	directamente	el	monto
que	corresponda	por	dicho	concepto	dentro	de	las	cuarenta	y
ocho	(48)	horas	de	producido	el	cese.
D.	S.	004-97-TR.
Tercera	Disposición	Transitoria	y	Final.—Si	el	trabajador	cesa	antes	que	su
empleador	haya	concluido	el	depósito	de	la	compensación	por	el	tiempo	de
servicios	 acumulado	 al	 31	 de	 diciembre	 de	 1990,	 éste	 deberá	 abonar	 el
monto	 que	 corresponda	 por	 dicho	 concepto	 directamente	 al	 trabajador
dentro	de	 las	 cuarentiocho	 (48)	 horas	de	producido	 el	 cese,	 siendo	 en	 tal
caso	de	aplicación	la	Decimoquinta	Disposición	Transitoria	de	la	ley.
D.	S.	004-97-TR.
Cuarta	 Disposición	 Transitoria	 y	 Final.—En	 el	 caso	 referido	 en	 la
disposición	 anterior	 y	 de	 conformidad	 con	 la	 Primera	 y	 Sétima
disposiciones	 transitorias	 de	 la	 ley,	 deberá	 incluirse	 en	 la	 remuneración
computable,	 el	 dozavo	 de	 las	 gratificaciones	 percibidas	 durante	 el	 último
año	de	servicios.
NORMAS	DEROGADAS
TUO	–	D.	Leg.	650.
Primera	Disposición	Derogatoria	y	Final.—Derógase	las	leyes	N
°s.	6871,	8439,	10239,	11772,	12015,	13790,	13842,	los	decretos
leyes	N°s.	18003,	21116	excepto	su	artículo	4°,	leyes	N°s.	23707,
25223,	Decreto	Supremo	N°	015-91-TR,	así	como	todas	las
disposiciones	legales	sobre	compensación	por	tiempo	de
servicios,	salvo	lo	establecido	en	las	disposiciones	transitorias	de
este	decreto	legislativo	en	tanto	se	apliquen.
TUO	–	D.	Leg.	650.
Segunda	Disposición	Derogatoria	y	Final.—Quedan	derogadas	las
leyes	N°s.	13266,	13937,	15132,	y	todas	las	disposiciones	que	se
opongan	a	la	presente	ley.
PROGRAMAS	CREDITICIOS
TUO	–	D.	Leg.	650.
Cuarta	Disposición	Derogatoria	y	Final.—Sin	perjuicio	de	las
normas	que	dicta	el	Banco	Central	de	Reserva	del	Perú,	de
acuerdo	a	su	ley	orgánica,	las	entidades	depositarias	a	que	se
refiere	el	artículo	32	podrán	ofrecer	a	los	depositantes
comprendidos	en	esta	ley,	programas	crediticios	vinculados	a
proyectos	de	casa-habitación,	agua,	desagüe	y	energía	eléctrica;
así	como	proyectos	individuales	o	colectivos	para	la	creación	o
desarrollo	de	pequeñas	empresas	y	cooperativas	de	trabajadores
dedicadas	a	actividades	industriales	y	de	servicios.
EXONERACIONES	E	INAFECTACIONES
TUO	–	D.	Leg.	650.
Quinta	Disposición	Derogatoria	y	Final.—La	compensación	por
tiempo	de	servicios,	sus	intereses,	depósitos,	traslados,	retiros
parciales	y	total,	están	inafectos	o,	en	su	caso	exonerados,	de	todo
tributo	creado	o	por	crearse,	incluido	el	Impuesto	a	la	Renta	hasta
el	31	de	diciembre	del	año	2000	y	el	creado	por	el	Decreto
Legislativo	N°	519.	Igualmente	se	encuentra	inafecta	al	pago	de
aportaciones	al	Instituto	Peruano	de	Seguridad	Social	para	los
regímenes	de	Prestaciones	de	Salud,	Accidentes	de	Trabajo	y
Enfermedades	Profesionales	y	para	el	Sistema	Nacional	de
Pensiones.
COMENTARIO.—La	 compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios	 se
encuentra	inafecta	al	Impuesto	a	la	Renta.	La	Ley	N°	27356	publicada	el
18	 de	 octubre	 del	 2000,	 vigente	 a	 partir	 del	 1	 de	 enero	 del	 año	 2001,
modifica	el	artículo	18	de	la	Ley	del	Impuesto	a	la	Renta	incorporando	como
conceptos	 inafectos	 a	 este	 impuesto	 a	 las	 compensaciones	 por	 tiempo	 de
servicios	 previstas	 en	 las	 disposiciones	 laborales	 vigentes,	 las	 rentas
vitalicias	y	las	pensiones	que	tengan	su	origen	en	el	trabajo	personal,	tales
como	jubilación,	montepío	e	invalidez.
OBLIGACIÓN	DE	CAPACITACIÓN
TUO	–	D.	Leg.	650.
Sexta	Disposición	Derogatoria	y	Final.—Constituye	obligación	del
empleador	capacitarse	y	capacitar	a	sus	trabajadores	sobre	la
correcta	aplicación	del	presente	decreto	legislativo	y	su
reglamento.
DEPÓSITOS	EN	EXCESO
TUO	–	D.	Leg.	650.
Sétima	Disposición	Derogatoria	y	Final.—Habiéndose	definido
los	conceptos	de	tiempo	de	servicios	computables,	así	como	las
remuneraciones	que	integran	o	se	excluyen	de	la	remuneración
computable,	los	montos	que	se	depositen	en	exceso	se	imputarán
al	siguiente	depósito,	no	constituyendo	precedente	para	los	que	se
efectúen	en	el	futuro,	salvo	convenio	o	decisión	unilateral	del
empleador	que	expresamente	los	incluyan.
Si	se	hubieran	efectuado	pagos	diminutos,	es	de	cargo	del
empleador	efectuar	el	reintegro	correspondiente,	siendo	de
aplicación	el	artículo	56	de	esta	ley.
D.	S.	004-97-TR.
Sétima	Disposición	Transitoria	y	Final.—De	acuerdo	con	 la	Decimosétima
Disposición	 Transitoria	 de	 la	 ley,	 los	 intereses	 de	 los	 montos	 que	 se
hubieran	 depositado	 en	 exceso	 corresponden	 al	 empleador	 y	 podrán	 ser
imputados	al	siguiente	o	siguientes	depósitos	hasta	agotarse.
NOTA:	La	referencia	que	la	Sétima	Disposición	Transitoria	y	Final	del	reglamento	hace	a	la
Decimosétima	Disposición	Transitoria	de	la	ley	es	equívoca	y	debe	entenderse	referida	a	su	Sétima
Disposición	Derogatoria	y	Final.
OBLIGACIONES	DE	LAS	EMPRESAS	DEL	SISTEMA	FINANCIERO
DEPOSITARIAS	DE	LA	COMPENSACIÓN	POR	TIEMPO	DE
SERVICIOS	(CTS)
Of.	Circ.	7724-97-SBS.
Lima,	25	de	noviembre	de	1997
Señor	Gerente	General:
Como	 es	 de	 su	 conocimiento,	 el	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de
Compensación	por	Tiempo	de	Servicios	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°
001-97-TR	y	su	Reglamento	aprobado	mediante	Decreto	Supremo	N°	004-
97-TR,	establecen	el	régimen	de	la	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios,
en	 adelante	 CTS.	 Igualmente,	 dichas	 normas	 disponen	 las	 obligaciones	 a
cargo	 de	 las	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 depositarias	 de	 la	 referida
compensación,	indicando	además	que	corresponde	a	esta	Superintendencia
fiscalizar	a	las	empresas	depositarias	de	los	referidos	fondos.
En	 tal	 sentido,	 esta	 superintendencia	 considera	 pertinente	 reiterar	 y
precisar,	en	su	caso,	lo	siguiente:
1.	 Sólo	 las	 empresas	 bancarias,	 financieras,	 cooperativas	 de	 ahorro	 y
crédito	 que	 capten	 recursos	 del	 público	 y	 cajas	 municipales	 de	 ahorro	 y
crédito	pueden	recibir	depósitos	por	CTS.
2.	La	CTS	se	deposita	semestralmente	durante	la	primera	quincena	del	mes
de	mayo	y	del	mes	de	noviembre,	en	 la	empresa	elegida	por	el	 trabajador,
quien	 puede	 disponer	 libremente	 y	 en	 cualquier	momento	 el	 traslado	 del
monto	acumulado	de	su	compensación	por	tiempo	de	servicios	e	intereses	a
otro	depositario.	La	empresa	depositaria	deberá	 trasladar	dichos	 fondos	e
intereses	a	la	empresa	designada	por	el	trabajador	en	el	plazo	perentorio	de
15	 días	 hábiles	 que	 señala	 la	 ley,	 contados	 desde	 la	 recepción	 de	 la
comunicación	que	en	tal	sentido	envíe	el	empleador.
3.	 Los	 depósitos	 por	 CTS	 incluidos	 sus	 intereses,	 son	 intangibles	 e
inembargables,	salvo	por	mandato	judicial	de	pago	de	pensión	alimenticia	y
hasta	los	límites	que	señalen	las	normas	sobre	la	materia.
4.	 El	 trabajador	 podrá	 efectuar	 retiros	 parciales	 de	 libre	 disposición	 con
cargo	a	sus	depósitos	por	CTS	e	intereses	acumulados	siempre	que	el	retiro
no	exceda	del	cincuenta	por	ciento	(50%)	de	los	mismos.	En	ningún	caso	los
retiros	podrán	exceder	en	su	conjunto	del	 cincuenta	por	ciento	 (50%)	del
total	de	la	CTS	depositada	y	sus	intereses,	computados	desde	el	inicio	de	los
depósitos.	El	cálculo	se	efectuará	a	 la	 fecha	en	que	el	 trabajador	solicite	el
retiro	parcial	al	depositario.
5.	 Salvo	 el	 caso	 del	 retiro	 autorizado	 por	 el	 artículo	 41	 del	 Decreto
Supremo	 N°	 001-97-TR,	 el	 depósito	 por	 CTS	 y	 sus	 intereses	 sólo	 serán
pagados	 al	 trabajador	 y	 en	 su	 caso	 retirados	 por	 éste,	 al	 producirse	 la
extinción	 de	 su	 vínculo	 laboral.	 La	 empresa	 depositaria	 no	 podrá	 bajo
ningún	 sistema	 o	 modalidad,	 retener	 dicho	 depósito	 una	 vez	 abonado	 al
trabajador.
6.	En	caso	de	extinción	del	vínculo	laboral,	el	depósito	por	CTS	existente	en
la	empresa	depositaria	continuará	como	tal	hasta	su	retiro	por	el	titular.	En
su	 oportunidad,	 dicho	 depósito	 deberá	 ser	 pagado	 por	 el	 depositario,	 a
solicitud	del	titular,	quien	acompañará	la	certificación	del	empleador	o	de	la
autoridad	de	trabajo	que	acredite	el	cese.
7.	 Los	 depósitos	 por	 CTS	 incluidos	 sus	 intereses	 pueden	 garantizar	 los
préstamos	que	el	titular	de	la	cuenta	reciba	de	la	empresa	depositaria	sólo
hasta	el	50%	de	dichos	depósitos	e	intereses.
8.	Los	préstamos	concedidos	por	la	empresa	depositaria	con	garantía	de	los
depósitos	 por	 CTS	 de	 ningún	 modo	 limitan	 el	 pago	 de	 los	 intereses	 que
dichos	depósitos	por	CTS	generen.
9.	Lo	dispuesto	por	 la	Circular	N°	B-1995-97,	F-338-97.	CM-183-97	y	CR-
058-97	del	23	de	setiembre	de	1997	es	de	aplicación	para	los	depósitos	por
CTS,	en	lo	que	sea	pertinente.
10.	 Reiterar	 a	 las	 empresas	 depositarias	 las	 precisiones	 señaladas	 en	 el
Oficio	Circular	3034-95	del	12	de	julio	de	1995.
11.	 El	 incumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 mencionadas,	 será	 materia	 de
sanción	por	parte	de	esta	Superintendencia	 conforme	a	 lo	dispuesto	en	el
artículo	 361	 de	 la	 Ley	 General	 del	 Sistema	 Financiero	 y	 del	 Sistema	 de
Seguros	 y	 Orgánica	 de	 la	 Superintendencia	 de	 Banca	 y	 Seguros	 –	 Ley	 N°
26702.
SÉTIMA	PARTE
Cobro	de	las	Deudas	Laborales
TÍTULO	PRIMERO
Cierre	de	los	Centros	de	Trabajo	sin
Autorización	Administrativa
PROCEDENCIA	DE	LA	DENUNCIA	PENAL
D.	L.	26135.
ART.	1°.—El	Ministerio	Público	por	el	solo	mérito	del	acta
inspectiva	elaborada	por	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo,
en	la	que	conste	el	cierre	del	centro	de	trabajo	sin	autorización
expresa	de	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	y	la	falta	de
pago	de	las	remuneraciones	o	indemnizaciones	de	los
trabajadores,	procederá,	a	solicitud	de	los	afectados,	a	denunciar
al	empleador	respectivo	por	el	delito	tipificado	en	el	artículo	168
del	Código	Penal.
La	autoridad	judicial	sólo	podrá	denegar	la	apertura	de
instrucción	o	suspender	ésta,	si	el	empleador	acreditase	haber
cumplido	con	sus	obligaciones	laborales.
C.	P.
ART.	 168.—Modificado.	 D.	 S.	 001-97-TR,	 Tercera	 Disposición
Derogatoria	y	Final.	 Impedimento	o	perturbación	de	reunión	pública.
Será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos	años	el	que
obliga	 a	 otro,	 mediante	 violencia	 o	 amenaza,	 a	 realizar	 cualquiera	 de	 los
actos	siguientes:
1.	Integrar	o	no	un	sindicato.
2.	Prestar	trabajo	personal	sin	la	correspondiente	retribución.
3.	 Derogado.	 Ley	 29783,	 Sexta	 Disposición	 Complementaria
Modificatoria.
La	misma	pena	se	aplicará	al	que	incumple	las	resoluciones	consentidas	o
ejecutoriadas	dictadas	 por	 la	 autoridad	 competente;	 y	 al	 que	disminuye	 o
distorsiona	 la	 producción,	 simula	 causales	 para	 el	 cierre	 del	 centro	 de
trabajo	o	abandona	éste	para	extinguir	las	relaciones	laborales.
C.	P.
ART.	 168-A.—Modificado.	 Ley	 30222,	 Cuarta	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Atentado	 contra	 las	 condiciones	 de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo	El	que,	deliberadamente,	infringiendo	 las
normas	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	y	estando	legalmente	obligado,	y
habiendo	sido	notificado	previamente	por	 la	autoridad	competente	por	no
adoptar	 las	 medidas	 previstas	 en	 éstas	 y	 como	 consecuencia	 directa	 de
dicha	inobservancia,	ponga	en	peligro	inminente	la	vida,	salud	o	integridad
física	de	sus	trabajadores,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no
menor	de	uno	ni	mayor	de	cuatro	años.
Si,	 como	 consecuencia	 de	 la	 inobservancia	 deliberada	 de	 las	 normas	 de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	se	causa	la	muerte	del	trabajador	o	terceros
o	le	producen	lesión	grave,	y	el	agente	pudo	prever	este	resultado,	la	pena
privativa	 de	 libertad	 será	 no	menor	 de	 cuatro	 ni	mayor	 de	 ocho	 años	 en
caso	de	muerte	y,	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	seis	años	en	caso	de	lesión
grave.
Se	excluye	la	responsabilidad	penal	cuando	la	muerte	o	lesiones	graves	son
producto	 de	 la	 inobservancia	 de	 las	 normas	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo	por	parte	del	trabajador.
COBRO	DE	LAS	DEUDAS	LABORALES
D.	L.	26135.
ART.	2°.—Sin	perjuicio	de	lo	establecido	en	el	artículo	anterior
para	los	efectos	del	cobro	de	las	deudas	laborales	que	tuviera	el
empleador,	en	los	casos	de	cierre	del	centro	de	trabajo	sin
autorización	expresa	de	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	y
siempre	que	no	se	haya	abonado	la	compensación	por	tiempo	de
servicios	(CTS)	de	sus	trabajadores,	se	observará	el
procedimiento	a	que	se	refiere	el	presente	decreto	ley.
PROCEDIMIENTO
D.	L.	26135.
ART.	3°.—En	el	caso	señalado	en	el	artículo	2°,	el	procedimiento
a	seguirse	será	el	siguiente:
a)	Los	trabajadores	afectados	con	la	medida	podrán	solicitar	a	la
Autoridad	Administrativa	de	Trabajo,	se	verifique	la	situación	de
cierre	del	centro	laboral	y	la	falta	de	pago	o	depósito	de	su
compensación	por	tiempo	de	servicios,	de	conformidad	con	lo
prescrito	en	el	Decreto	Legislativo	N°	650.
b)	En	el	acta	inspectiva	se	consignará	el	monto	aproximado	a	que
asciende	la	obligación	del	empleador	por	concepto	de
compensación	por	tiempo	de	servicios,	sin	perjuicio	de	que
posteriormente	se	gradúen	los	créditos	individuales	de	cada	uno
de	los	trabajadores.
c)	El	acta	inspectiva	tiene	la	calidad	de	instrumento	público.
d)	Con	el	instrumento	público	en	referencia,	los	trabajadores
podrán	recurrir	al	juez	de	trabajo	solicitando	el	embargo	de	los
bienes	del	empleador	que	garanticen	suficientemente	la
obligación	de	pago	de	la	compensación	por	tiempo	de	servicios.
e)	Recibida	la	demanda	con	el	requisito	a	que	se	refiere	el	literal
anterior,	la	Autoridad	Judicial	procederá	por	su	solo	mérito,	a
dictar	la	medida	cautelar	en	el	término	máximo	de	tres	(3)	días
hábiles,	bajo	responsabilidad.
f)	De	tratarse	de	embargo	sobre	bienes	inmuebles	del	empleador,
la	inscripción	en	los	Registros	Públicos	será	de	oficio	y	en	el	día	de
recibida	la	notificación	pertinente,	sin	costo	alguno	para	los
demandantes.
g)	De	producirse	el	remate	del	bien	tienen	prioridad,	exclusiva	y
excluyente	sobre	cualquier	otro,	los	créditos	de	los	trabajadores,
incluidos	los	intereses	legales.
APLICACIÓN	SUPLETORIA
D.	L.	26135.
ART.	4°.—Es	de	aplicación	supletoria	en	el	procedimiento	a	que
se	refiere	el	artículo	anterior	las	normas	contenidas	en	el	Título
VII	del	Código	de	Procedimientos	Civiles.
En	el	procedimiento	que	se	regula	no	será	exigible	acreditar
medida	contracautelar.
EXCEPCIONES
D.	L.	26135.
ART.	6°.—Las	normas	contenidas	en	el	presente	decreto	ley	no
son	de	aplicación	en	los	casos	previstos	en	el	Decreto	Ley	N°
26090,	ni	en	las	disposiciones	especiales	expedidas	para	la
actividad	empresarial	del	Estado.
TÍTULO	SEGUNDO
Créditos	Laborales
DETERMINACIÓN	DE	LOS	CRÉDITOS	LABORALES
D.	Leg.	856.
ART.	1°.—Constituyen	créditos	laborales	las	remuneraciones,	la
compensación	por	tiempo	de	servicios,	las	indemnizaciones	y	en
general	los	beneficios	establecidos	por	ley	que	se	adeudan	a	los
trabajadores.
Los	créditos	laborales	comprenden	los	aportes	impagos	tanto	al
Sistema	Privado	de	Administración	de	Fondos	de	Pensiones	como
al	Sistema	Nacional	de	Pensiones,	y	los	intereses	y	gastos	que	por
tales	conceptos	pudieran	devengarse.
Los	créditos	por	aportes	impagos	al	Sistema	Privado	de
Administración	de	Fondos	de	Pensiones	incluyen	expresamente
los	conceptos	a	que	se	refiere	el	artículo	30	del	Decreto	Ley	N°
25897.
JURISPRUDENCIA.—Grupos	empresariales	son	solidarios	frente	a	adeudos
laborales.	“(…)	La	empresa	recurrente	considera	que	al	haber	determinado
el	juez	emplazado	(…)	que	la	empresa	demandada	en	dicho	proceso	laboral
y	la	recurrente	forman	parte	de	un	mismo	grupo	económico,	en	ejecución	de
sentencia	podría	afectarse	bienes	y	cuentas	bancarias	de	la	recurrente,	por
lo	que,	a	su	juicio,	se	ha	atentado	contra	sus	derechos	al	debido	proceso	y	a
la	defensa.	(…)	no	obstante,	dicho	argumento	no	resulta	atendible,	pues
conforme	se	aprecia	de	la	propia	sentencia	que	es	materia	del	presente
proceso,	la	instancia	judicial	determinó	con	toda	claridad	que	la	empresa
demandada	y	la	recurrente	forman	parte	del	mismo	grupo	empresarial	en	el
que	concurren,	no	solo	los	mismos	accionistas	y	directivos,	sino	que
también	comparten	el	mismo	domicilio	en	el	que	se	ha	venido	notificando
las	resoluciones	del	proceso	laboral	en	cuestión,	por	lo	que	tampoco	puede
alegar	desconocimiento	de	la	referida	sentencia	que	no	impugnó
oportunamente.
En	consecuencia,	la	demanda	resulta	improcedente,	en	aplicación	del
artículo	4°	in	fine	del	Código	Procesal	Constitucional.	(…).”	(TC,	Exp.	N°
3349-2007-PA/TC,	dic.	09/2008.	Pres.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	explica	finalidad	de	legislación	sobre	la
preferencia	de	pago	de	los	créditos	laborales	(tercerías	de	pago).	“(...)
conforme	se	ha	establecido	a	través	de	extensa	jurisprudencia	de	la	Corte
Suprema	de	Justicia	de	la	República,	el	Decreto	Legislativo	número
ochocientos	cincuenta	y	seis	fue	expedido	–entre	otros–	con	la	finalidad	de
precisar	los	alcances	del	privilegio	de	los	créditos	laborales,	y	armonizar	la
legislación	vigente	con	el	segundo	párrafo	del	artículo	veinticuatro	de	la
Constitución	Política	del	Estado;	en	consecuencia,	siendo	este	último	el
marco	normativo	en	el	que	se	desarrolla	la	tercería	preferente	de	pago
derivada	de	una	obligación	laboral	incumplida	por	el	empleador,	toda
interpretación	del	Decreto	Legislativo	número	ochocientos	cincuenta	y	seis
deberá	partir	de	la	matriz	de	la	misma;	y	en	ese	sentido,	la	norma	de	menor
jerarquía,	aun	cuando	sea	reguladora	de	la	disposición	constitucional,	no
puede	darse	en	contradicción	con	la	norma	jerárquicamente	superior,	por
imperio	de	lo	normado	en	el	artículo	ciento	treinta	y	ocho	in	fine	de	la
Constitución;	a	lo	que	debe	agregarse	que,	en	los	casos	de	discrepancia	o
duda	sobre	la	ejecución	y	sentido	de	la	norma	invocada	precedentemente,
es	necesario	recurrir	a	los	principios	constitucionales	laborales,	como	el
contemplado	en	el	inciso	tercero	del	artículo	veintiséis	de	la	Carta	Magna
del	Estado,	que	consagra	el	principio	in	dubio	pro	operario	(...).”	(C.	S.,	Cas.
5646-2009-Lambayeque,	ene.	21/2011	V.	P.	Ticona	Postigo)
JURISPRUDENCIA.—Créditos	laborales	se	actualizan	mientras	estén
pendientes	de	pago	utilizando	el	factor	remuneración	mínima	vital.	“Podrá
actualizar	los	créditos	laborales	cuando	estén	expresados	en	un	signo
monetario	que	haya	perdido	sustancialmente	su	capacidad	adquisitiva	por
efecto	de	una	devaluación	significativa,	en	tanto	se	encuentren	pendientes
de	pago	antes	de	la	conclusión	del	proceso,	utilizando	como	factor	de
actualización	la	remuneración	mínima	vital”.	(C.	S.,	Cas.	3153-2007-Lima,
set.	11/2015.	V.	P.	Montes	Minaya)
Ley	27809.
ART.	42.—Orden	de	preferencia.
42.1	Modificado.	D.	Leg.	1050,	Art.	15.	En	los	procedimientos
de	disolución	y	liquidación,	el	orden	de	preferencia	en	el	pago	de
los	créditos	es	el	siguiente:
Primero:	Modificado.	D.	Leg.	1170,	Art.	1°.	Remuneraciones	y
beneficios	sociales	adeudados	a	los	trabajadores,	aportes	impagos
al	Sistema	Privado	de	Pensiones	o	a	los	regímenes	previsionales
administrados	por	la	Oficina	de	Normalización	Previsional	-	ONP,
la	Caja	de	Beneficios	y	Seguridad	Social	del	Pescador	u	otros
regímenes	previsionales	creados	por	ley;	deuda	exigible	al	Seguro
Social	de	Salud	-	ESSALUD	que	se	encuentra	en	ejecución	coactiva
respecto	de	las	cuales	se	haya	ordenado	medidas	cautelares;	así
como	los	intereses	y	gastos	que	por	tales	conceptos	pudieran
originarse.	Los	aportes	impagos	al	Sistema	Privado	de	Pensiones
incluyen	los	conceptos	a	que	se	refiere	el	artículo	30	del	Decreto
Ley	N°	25897,	con	excepción	de	las	comisiones	cobradas	por	la
administración	de	los	fondos	privados	de	pensiones.
Segundo:	los	créditos	alimentarios.
Tercero:	los	créditos	garantizados	con	hipoteca,	garantía
mobiliaria,	anticresis,	warrants,	derecho	de	retención	o	medidas
cautelares	que	recaigan	sobre	bienes	del	deudor,	siempre	que	la
garantía	correspondiente	haya	sido	constituida	o	la	medida
cautelar	correspondiente	haya	sido	trabada	con	anterioridad	a	la
fecha	de	publicación	a	que	se	refiere	el	artículo	32.	Las	citadas
garantías	o	gravámenes,	de	ser	el	caso,	deberán	estar	inscritas	en
el	registro	antes	de	dicha	fecha,	para	ser	oponibles	a	la	masa	de
acreedores.	Estos	créditos	mantienen	el	presente	orden	de
preferencia	aún	cuando	los	bienes	que	los	garantizan	sean
vendidos	o	adjudicados	para	cancelar	créditos	de	órdenes
anteriores,	pero	sólo	hasta	el	monto	de	realización	o	adjudicación
del	bien	que	garantizaba	los	créditos.
Cuarto:	Modificado.	D.	Leg.	1170,	Art.	1°.	Los	créditos	de	origen
tributario	del	Estado,	incluidos	los	del	Seguro	Social	de	Salud	-
ESSALUD	que	no	se	encuentren	contemplados	en	el	primer	orden
de	preferencia;	sean	tributos,	multas	intereses,	moras,	costas	y
recargos.
Quinto:	los	créditos	no	comprendidos	en	los	órdenes
precedentes;	y	la	parte	de	los	créditos	tributarios	que,	conforme	al
literal	d)	del	artículo	48.3	del	artículo	48,	sean	transferidos	del
cuarto	al	quinto	orden;	y	el	saldo	de	los	créditos	del	tercer	orden
que	excedieran	del	valor	de	realización	o	adjudicación	del	bien
que	garantizaba	dichos	créditos.
42.2.	Cualquier	pago	efectuado	por	el	deudor	a	alguno	de	sus
acreedores,	en	ejecución	del	plan	de	reestructuración	o	el
convenio	de	liquidación,	será	imputado,	en	primer	lugar,	a	las
deudas	por	concepto	de	capital	luego	a	gastos	e	intereses,	en	ese
orden.
JURISPRUDENCIA.—Orden	de	prelación	de	los	intereses	laborales.	“Los
intereses	legales	de	una	deuda	laboral	son	accesorios	y	complementarios	de
los	beneficios	sociales,	por	ende	se	les	reconoce	su	pago	preferencial	en	el
primer	orden	de	prelación	(...).”	(RSL,	4ta.	Sala,	Exp.	5484-97-BS(A),	oct.
16/97)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	advierte:	los	créditos	laborales	tienen
preferencia	sobre	los	demás	siempre	que	sean	ciertos	y	estén	acreditados.	“(...)
si	bien	conforme	a	lo	previsto	en	el	artículo	24	de	la	Constitución	(...)	los
créditos	laborales	tienen	preferencia	sobre	los	demás,	dicha	preferencia	se
refiere	a	créditos	laborales	ciertos	cuya	existencia,	legitimidad	y	cuantía	han
sido	debidamente	acreditados,	pues	de	otro	modo	se	estaría	creando	la
posibilidad	de	simulaciones	de	crédito	en	fraude	de	derechos	legítimamente
constituidos	(...)	En	el	presente	caso	(...)	la	acreencia	de	la	entidad
recurrente	se	deriva	de	lo	resuelto	en	el	proceso	de	ejecución	de	garantía
tramitado	ante	el	Primer	Juzgado	Civil	(...)	mientras	que	el	alegado	derecho
de	los	demandados	se	sustenta	en	el	acta	de	conciliación	materia	de
ejecución	en	el	proceso	ejecutivo	laboral	(...)	otorgó	un	‘aval’	para	responder
con	sus	propios	bienes	en	caso	de	incumplimiento	de	la	acreencia	laboral	de
la	sucesión	del	señor	(...)	Las	instancias	de	mérito	han	declarado	fundada	la
demanda	sobre	la	base	de	la	obligación	asumida	voluntariamente	por	don
(...)	en	el	referido	acuerdo	conciliatorio,	sin	haber	analizado	debidamente	la
naturaleza	de	dicha	obligación,	así	como	la	existencia	y	legitimidad	del
crédito	laboral	invocado	por	los	otros	codemandados,	si	se	tiene	en
consideración	que	la	recurrente	no	fue	parte	de	dicho	proceso	laboral	y	no
tuvo	oportunidad	de	cuestionarla	y	al	hecho	de	que	los	efectos	de	dicho
acuerdo	conciliatorio	solo	alcanza	a	las	partes	del	proceso	y	a	quienes	de
ellas	deriven	su	derecho,	por	tanto,	para	hacer	valer	sus	efectos	frente	a	un
tercero,	que	invoca	preferencia	en	base	a	un	crédito	hipotecario	otorgado	en
primer	rango,	como	es	el	caso	de	la	recurrente,	dicho	acuerdo	conciliatorio
se	constituye	en	una	prueba	destinada	a	acreditar	la	existencia	y	legitimidad
del	crédito	laboral,	por	lo	que	debió	ser	materia	de	evaluación	para
determinarse	la	existencia,	legitimidad	y	efectividad	del	alegado	crédito
laboral,	para	lo	cual	deberá	analizarse	los	elementos	que	configuran	la
relación	laboral	previa	de	los	hoy	demandados,	como	son	los	libros	y
registros	de	planillas	de	remuneraciones,	boletas	de	pago,	pago	de
aportaciones	a	la	seguridad	social,	así	como	la	existencia	del	centro	laboral,
además	de	los	informes	de	la	Dirección	Regional	de	Trabajo	y	ESSALUD
invocados	por	la	recurrente	que	no	han	sido	debidamente	analizados	en	las
sentencias	expedidas	en	este	proceso,	lo	que	configura	la	causal	de
contravención	al	debido	proceso	alegada	por	la	recurrente	en	sus
manifestaciones	del	derecho	a	la	prueba	y	a	la	debida	motivación	de	las
resoluciones	judiciales”.	(C.	S.,	Cas.	3156-2009-Lambayeque,	jun.	04/2010.
V.	P.	Acevedo	Mena)
PRIORIDAD	DE	LOS	CRÉDITOS	LABORALES
D.	Leg.	856.
ART.	2°.—Los	créditos	laborales	a	que	se	refiere	el	artículo
anterior	tienen	prioridad	sobre	cualquier	otra	obligación	de	la
empresa	o	empleador.	Los	bienes	de	éste	se	encuentran	afectos	al
pago	del	íntegro	de	los	créditos	laborales	adeudados.	Si	éstos	no
alcanzaran	el	pago	se	efectuará	a	prorrata.
El	privilegio	se	extiende	a	quien	sustituya	total	o	parcialmente	al
empleador	en	el	pago	directo	de	tales	obligaciones.
Ley	27809.
ART.	40.—Modificado.	D.	Leg.	1050,	Art.	14.	Calificación	de
créditos	laborales.	Para	el	reconocimiento	de	los	créditos	de
origen	laboral,	la	comisión	podrá	aplicar	el	principio	de	la
primacía	de	la	realidad,	privilegiando	los	hechos	verificados	sobre
las	formas	o	apariencias	contractuales	que	sustentan	el	crédito.
Ley	27809.
Novena	Disposición	Complementaria.—Exoneración	del
Impuesto	General	a	las	Ventas.	Exonérase	del	pago	del
Impuesto	General	a	las	Ventas	a	las	adjudicaciones	de	bienes	del
deudor	que,	en	ejecución	de	la	disolución	y	liquidación,	sean
realizadas	en	favor	de	los	acreedores	laborales	en	cancelación	de
sus	créditos	reconocidos.
CARÁCTER	PERSECUTORIO
D.	Leg.	856.
ART.	3°.—La	preferencia	o	prioridad	citada	en	el	artículo
precedente	se	ejerce,	con	carácter	persecutorio	de	los	bienes	del
negocio,	sólo	en	las	siguientes	ocasiones:
a)	Cuando	el	empleador	ha	sido	declarado	insolvente,	y	como
consecuencia	de	ello	se	ha	procedido	a	la	disolución	y	liquidación
de	la	empresa	o	su	declaración	judicial	de	quiebra.	La	acción
alcanza	a	las	transferencias	de	activos	fijos	o	de	negocios
efectuadas	dentro	de	los	seis	meses	anteriores	a	la	declaración	de
insolvencia	del	acreedor;
b)	En	los	casos	de	extinción	de	las	relaciones	laborales	e
incumplimiento	de	las	obligaciones	con	los	trabajadores	por
simulación	o	fraude	a	la	ley,	es	decir,	cuando	se	compruebe	que	el
empleador	injustificadamente	disminuye	o	distorsiona	la
producción	para	originar	el	cierre	del	centro	de	trabajo	o
transfiere	activos	fijos	a	terceros	o	los	aporta	para	la	constitución
de	nuevas	empresas,	o	cuando	abandona	el	centro	de	trabajo.
JURISPRUDENCIA.—Carácter	persecutorio	de	los	créditos	laborales.
“Segundo:	Que,	constituye	créditos	laborales	las	remuneraciones,	la
compensación	por	tiempo	de	servicios,	las	indemnizaciones	y	en	general	los
beneficios	establecidos	por	ley	que	se	adeuden	a	los	trabajadores,	teniendo
prioridad	sobre	cualquier	otra	obligación	de	la	empresa	o	empleador.
Tercero:	Que,	los	bienes	de	éste	se	encuentran	afectos	al	pago	del	íntegro	de
los	créditos	laborales	adeudados,	siendo	que	el	privilegio	se	entiende	a
quien	se	sustituya	total	o	parcialmente	en	el	pago	directo	de	tales
obligaciones.
Cuarto:	Que,	dicha	preferencia	o	prioridad	se	ejerce	con	carácter
persecutorio	de	los	bienes	del	negocio,	conforme	lo	señala	el	Decreto
Legislativo	ochocientos	cincuentiséis	referido	a	los	alcances	y	prioridad	de
los	créditos	laborales.
Quinto:	Que,	en	el	caso	sub	materia	a	la	fecha	de	la	interposición	de	la
demanda	en	las	instalaciones	de	la	Empresa	(...)	estaba	físicamente
laborando	la	Empresa	(...),	por	lo	que	no	se	ha	demostrado	en	autos,	en	qué
condición	se	encontraba	dicho	bien,	apreciándose	el	incumplimiento	de	las
obligaciones	por	simulación	o	fraude	de	su	empleadora.
Sexto:	Que,	en	el	derecho	laboral	los	beneficios	sociales	tienen	carácter
persecutorio	e	irrenunciables	sobre	los	bienes	del	empleador	así	se
encuentren	en	poder	de	terceras	personas,	por	cuanto	los	créditos	laborales
tienen	orden	de	prioridad	o	de	preferencia	sobre	cualquier	otra	obligación
del	empleador	siendo	perseguibles	contra	quienes	lo	usufructúen.
Sétimo:	Que,	para	exonerarse	de	las	obligaciones	sociales	de	quien	le	ha
cedido	los	bienes,	tiene	que	acreditar	que	el	cedente	haya	cumplido	con	sus
pagos,	que	no	obrando	en	autos	dicha	exigencia	legal,	no	está	demostrado
que	la	Empresa	(...)	esté	obligada	a	asumir	dicho	crédito	laboral	con	cargo
de	los	bienes	del	empleador	primigenio,	no	habiéndose	transgredido
ninguna	norma	material.
Octavo:	Que,	en	consecuencia	se	ha	incumplido	lo	prescrito	en	el	inciso
segundo	del	artículo	cincuentisiete	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo	y,	en	uso
de	la	facultad	establecida	en	el	artículo	trescientos	noventisiete	del	Código
Procesal	Civil.
Resolución:
Declararon	Infundado	el	recurso	de	casación.”	(Cas.	Sala	de	Derecho
Constitucional	y	Social.	Exp.	936-97.	Lima,	may.	12/99)
JURISPRUDENCIA.—Naturaleza	y	características	de	la	acción	persecutoria.
“Que,	la	acción	persecutoria	de	los	beneficios	sociales	se	enmarca
necesariamente	a	partir	de	dos	presupuestos:	(i)	la	irrenunciabilidad	de
derechos	de	los	trabajadores;	y,	(ii)	su	abono	con	carácter	prioritario.	Que
estos	dos	presupuestos	dan	fundamento	o	fuerza	de	la	acción	persecutoria
tendiente	al	cobro	de	las	acreencias	laborales.	Que	en	lo	concerniente	al
carácter	preferente	de	los	adeudos	laborales,	su	naturaleza	reposa	en	el
hecho	que	la	relación	laboral	genera	una	vinculación	de	tipo	personal	y
además	patrimonial	entre	el	trabajador	y	el	empleador.	La	primera	está
referida	a	las	condiciones	laborales	mientras	que	la	segunda,	es	una
garantía	que	vincula	el	patrimonio	del	deudor	al	cumplimento	de	las
obligaciones	convencionales	y	legales.	Segundo:	Que,	la	acción	persecutoria
tiene	por	finalidad	apremiar	los	bienes	del	empleador	o	empresario	deudor,
pues	éstos	constituyen	la	garantía	para	el	pago	de	las	acreencias	laborales.
No	se	trata	de	identificar	quién	o	quiénes	ejercen	actualmente	la	posesión
de	los	bienes	de	la	empresa	originaria,	o	si	hay	algún	vínculo	familiar	o
personal	de	los	terceros	adquirientes	con	el	empleador;	lo	que	se	trata	es	de
identificar	los	bienes,	tener	la	certeza	de	que	pertenecieron	al	empleador
deudor	y,	eventualmente,	realizarlos.	Tercero:	Que,	el	inciso	b)	del	artículo
tercero	del	Decreto	Legislativo	número	ochocientos	cincuenta	y	seis	precisa
que	para	su	viabilización	deben	darse	dos	condiciones	previas,	para	el
ejercicio	del	carácter	preferente	o	prioritario	de	los	adeudos	laborales	con
carácter	persecutorio	en	caso	de	simulación	o	fraude	a	ley;	(i)	que	exista
extensión	de	las	relaciones	laborales;	e,	(ii)	incumplimiento	de	las
obligaciones	con	los	trabajadores.	Si	se	verifican	estos	dos	supuestos
previos,	la	conducta	injustificada	del	empleador	prevista	en	el	artículo
tercero	inciso	b)	será	fraudulenta.	Si	por	el	contrario	se	han	satisfecho	las
exigencias	laborales	y	no	existe	incumplimiento	la	conducta	del	empleador
no	contendrá	el	elemento	del	fraude.	Cuarto:	Que,	el	artículo	cuarto	del
Decreto	Legislativo	número	ochocientos	cincuenta	y	seis	establece	que	la
preferencia	o	prioridad	también	se	ejerce	cuando	en	un	proceso	judicial	el
empleador	no	pone	a	disposición	del	juzgado	bien	o	bienes	libres	suficientes
para	responder	por	los	créditos	laborales,	es	decir,	basta	que	la	demanda
esté	entablada	para	que	el	juez	ejerza	potestad	que	la	ley	le	confiere;	que	en
ese	sentido	es	necesario	establecer	la	relación	procesal	entre	el	empleador
deudor	originario	y	el	trabajador,	a	fin	de	establecer	la	relación	procesal
correcta.	Quinto:	Para	que	en	un	proceso	se	produzca	una	relación	procesal
valida	necesariamente	debe	existir	la	apertura	de	las	partes	para	intervenir
en	el	proceso,	esto	es	que	se	den	los	presupuestos	procesales	así	como
también	deben	darse	las	condiciones	de	acción,	es	decir	básicamente,	entre
otras	la	existencia	de	un	derecho	sustantivo	o	voluntad	de	la	ley,	la
legitimidad	y	el	interés	para	obrar;	que	a	su	vez	establezca	la	relación
sustantiva	que	sustenten	a	la	relación	procesal,	puesto	que	de	no	tomarse
en	cuenta	este	aspecto	fundamental	no	sólo	se	carece	de	capacidad	legítima
de	acción	sino	que	se	estaría	conformando	o	validando	procesos	viciados,
los	que	podrían	ser	objeto	de	nulidad	o	anulabilidad.	Sexto:	Que,	en	ese
sentido	se	advierte	que	la	sentencia	de	mérito	reconoce	como	obligado
originario	a	(...)	Sociedad	Anónima,	por	cuanto	el	reclamante	tanto	en	su
demanda	y	escrito	de	subsanación,	refiere	haber	prestado	servicios	para
aquella,	asimismo	se	señala	que	(...)	Sociedad	Anónima	no	ha	sido	disuelta,
lo	cual	fluye	de	las	instrumentales	que	obran	en	autos,	Sétimo:	Por	ello	en
uso	de	las	facultades	que	le	confiere	al	juez	el	artículo	noventa	y	cinco	del
Código	Procesal	Civil,	esto	es,	la	posibilidad	de	integrar	la	relación	procesal
emplazando	a	una	persona	si	de	la	demanda	o	de	la	contestación	aparece
evidencia	que	la	decisión	a	recaer	en	el	proceso	le	va	a	afectar,	en
consecuencia	teniendo	en	cuenta	los	argumentos	de	ambas	partes,	el	juez
deberá	integrar	la	relación	laboral	con	(...)	Sociedad	Anónima	para	que
ejercite	su	derecho	de	defensa	sobre	este	proceso	y	en	su	oportunidad	se
disponga	que	ésta	ponga	a	disposición	del	juzgado	bienes	suficientes	que
garanticen	las	acreencias	del	demandante	y	en	caso	de	omisión	deberá
emitir	pronunciamiento	con	respecto	a	la	obligación	que	le	compete	a	(...)
Sociedad	Anónima.	Resolución:	Por	estos	fundamentos	declararon	Fundado
el	recurso	de	casación.”	(Cas.	Exp.	N°	128-2001.	Lima.	abr.	17/2001)
JURISPRUDENCIA.—Deben	acreditarse	los	créditos	laborales	para	que
proceda	su	preferencia.	“En	el	presente	caso,	se	acusa	la	contravención	del
artículo	3°	de	la	Ley	26135,	por	cuanto	las	instancias	de	mérito	se	han
sustentado	en	el	mérito	de	un	acta	de	vista	inspectiva	en	el	que	sólo	se
consigna	el	monto	aproximado	a	que	asciende	la	obligación	del	empleador
por	concepto	de	compensación	por	tiempo	de	servicios	(CTS),	sin	perjuicio
de	que	posteriormente	se	gradúen	los	créditos	individuales	de	cada	uno	de
los	trabajadores.	Tercero:	Que	con	el	acta	de	visita	inspectiva	no	puede
determinarse	a	ciencia	cierta	el	monto	de	los	créditos	laborales,	como	si
ocurre	en	un	proceso	laboral	destinado	a	tal	fin.	Asimismo,	el	acta
correspondiente	no	constituye	un	título	ejecutivo	ni	de	ejecución	conforme
lo	establecen	los	artículos	72	y	76	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo.	Cuarto:
Los	créditos	laborales	tienen	preferencia,	porque	así	lo	establece	la
Constitución	y	la	ley;	pero	esas	preferencias	se	refieren	a	créditos	laborales
ciertos,	cuya	existencia	legitimidad	y	cuantía	han	sido	debidamente
acreditados,	lo	que	requiere	que	el	juzgador	compruebe	la	existencia	de
todos	los	elementos	que	configuran	la	existencia	de	una	relación	laboral
previa:	como	son	libros	y	registros	de	planillas	de	remuneraciones,	boletas
de	pago,	pagos	de	aportaciones	a	la	seguridad	social,	y	desde	luego	la
existencia	del	centro	laboral.	De	otro	modo	se	estaría	creando	la	posibilidad
de	simulaciones	de	créditos	en	fraude	de	derechos	legítimamente
constituidos.	Quinto:	En	consecuencia,	para	que	la	tercería	de	derecho
preferente	de	pago	se	ampare	resulta	necesario	que	la	suma	adeudada	sea
determinada,	esto	es,	que	sea	un	monto	cierto	contenido	en	la	demanda,	por
lo	que	se	requiere	que	la	cantidad	adeudada	haya	sido	establecida	en	un
proceso	judicial	previo,	no	pudiendo	discutirse	el	monto	de	la	deuda	en	un
proceso	como	el	presente.	4.	Decisión:	a)	Por	las	consideraciones	anotadas	y
estando	a	lo	establecido	por	el	acápite	2.1	del	inciso	2	del	artículo	396	del
Código	Procesal	Civil:	Declararon	fundado	el	recurso	de	casación	(...).”	(Cas.
Sala	Civil	Permanente.	Exp.	N°	2819-2005.	Lima.	abr.	20/2006)
JURISPRUDENCIA.—Bien	social	no	puede	sufrir	persecución	o	afectación	por
deuda	laboral	si	la	sociedad	conyugal	no	resulta	ser	la	empleadora.	“(…)	El
segundo	párrafo	del	artículo	24	de	la	Constitución	Política,	prevé	la
prioridad	del	pago	de	los	beneficios	sociales	del	trabajador	sobre	cualquiera
otra	obligación	del	empleador.	(…)	conforme	se	advierte	de	la	ficha	registral
(…)	el	inmueble	materia	de	ejecución	de	garantía	hipotecaria	es	de
propiedad	de	la	sociedad	conyugal	(…)	la	que	no	tiene	la	calidad	de
empleadora	(…).
(...)	el	segundo	párrafo	del	artículo	24	de	la	Constitución	Política	no	resulta
aplicable	(…)	este	supuesto	normativo	prevé	la	prioridad	en	el	pago	que
debe	guardar	el	empleador,	situación	jurídica	que	no	tiene	la	sociedad
conyugal	antes	mencionada	(…)	El	segundo	párrafo	del	artículo	24	de	la
Constitución	Política	ha	sido	desarrollado	normativamente	por	el	Decreto
Legislativo	número	856,	y	es	en	ese	sentido	que	la	prioridad	o	preferencia
en	el	pago	de	una	acreencia	laboral	tiene	el	carácter	de	persecutorio	en	los
dos	supuestos	previstos	en	el	artículo	3°	del	citado	decreto	legislativo,	en
donde	la	calidad	de	persecutorio	supone	que	la	acreencia	laboral	va	a	poder
seguir	teniendo	la	posibilidad	de	tener	un	respaldo	en	un	determinado	bien,
a	pesar	que	éste	haya	podido	ser	transferido	y	haber	salido	de	la	esfera
patrimonial	del	empleador;	supuesto	que	no	se	presenta	(…).”	(Cas.	Sala
Civil	Permanente.	Exp.	2971-2008-La	Libertad,	mar.	02/2009.	V.	P.	Miranda
Canales)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	advierte:	los	créditos	laborales	tienen
preferencia	sobre	los	demás	siempre	que	sean	ciertos	y	estén	acreditados.	“(...)
si	bien	conforme	a	lo	previsto	en	el	artículo	24	de	la	Constitución	(...)	los
créditos	laborales	tienen	preferencia	sobre	los	demás,	dicha	preferencia	se
refiere	a	créditos	laborales	ciertos	cuya	existencia,	legitimidad	y	cuantía	han
sido	debidamente	acreditados,	pues	de	otro	modo	se	estaría	creando	la
posibilidad	de	simulaciones	de	crédito	en	fraude	de	derechos	legítimamente
constituidos	(...)	En	el	presente	caso	(...)	la	acreencia	de	la	entidad
recurrente	se	deriva	de	lo	resuelto	en	el	proceso	de	ejecución	de	garantía
tramitado	ante	el	Primer	Juzgado	Civil	(...)	mientras	que	el	alegado	derecho
de	los	demandados	se	sustenta	en	el	acta	de	conciliación	materia	de
ejecución	en	el	proceso	ejecutivo	laboral	(...)	otorgó	un	‘aval’	para	responder
con	sus	propios	bienes	en	caso	de	incumplimiento	de	la	acreencia	laboral	de
la	sucesión	del	señor	(...)	Las	instancias	de	mérito	han	declarado	fundada	la
demanda	sobre	la	base	de	la	obligación	asumida	voluntariamente	por	don
(...)	en	el	referido	acuerdo	conciliatorio,	sin	haber	analizado	debidamente	la
naturaleza	de	dicha	obligación,	así	como	la	existencia	y	legitimidad	del
crédito	laboral	invocado	por	los	otros	codemandados,	si	se	tiene	en
consideración	que	la	recurrente	no	fue	parte	de	dicho	proceso	laboral	y	no
tuvo	oportunidad	de	cuestionarla	y	al	hecho	de	que	los	efectos	de	dicho
acuerdo	conciliatorio	solo	alcanza	a	las	partes	del	proceso	y	a	quienes	de
ellas	deriven	su	derecho,	por	tanto,	para	hacer	valer	sus	efectos	frente	a	un
tercero,	que	invoca	preferencia	en	base	a	un	crédito	hipotecario	otorgado	en
primer	rango,	como	es	el	caso	de	la	recurrente,	dicho	acuerdo	conciliatorio
se	constituye	en	una	prueba	destinada	a	acreditar	la	existencia	y	legitimidad
del	crédito	laboral,	por	lo	que	debió	ser	materia	de	evaluación	para
determinarse	la	existencia,	legitimidad	y	efectividad	del	alegado	crédito
laboral,	para	lo	cual	deberá	analizarse	los	elementos	que	configuran	la
relación	laboral	previa	de	los	hoy	demandados,	como	son	los	libros	y
registros	de	planillas	de	remuneraciones,	boletas	de	pago,	pago	de
aportaciones	a	la	seguridad	social,	así	como	la	existencia	del	centro	laboral,
además	de	los	informes	de	la	Dirección	Regional	de	Trabajo	y	ESSALUD
invocados	por	la	recurrente	que	no	han	sido	debidamente	analizados	en	las
sentencias	expedidas	en	este	proceso,	lo	que	configura	la	causal	de
contravención	al	debido	proceso	alegada	por	la	recurrente	en	sus
manifestaciones	del	derecho	a	la	prueba	y	a	la	debida	motivación	de	las
resoluciones	judiciales”.	(C.	S.,	Cas.	3156-2009-Lambayeque,	jun.	04/2010.
V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—El	reconocimiento	de	los	créditos	previsionales	se	lleva
a	cabo	con	sumas	reales	y	percibidas	efectivamente	por	el	trabajador,	no
sobre	sumas	ficticias	o	presuntas	asumidas	por	el	acreedor.	“(...)	de	lo
expuesto	precedentemente,	se	evidencia	de	manera	razonada	que	para
efectos	del	procedimiento	concursal	el	reconocimiento	de	los	citados
créditos	de	origen	previsional	debió	ser	llevado	a	cabo	sobre	la	base	de
sumas	reales	y	percibidas	efectivamente	por	el	trabajador,	mas	no	sobre
sumas	ficticias	o	presuntas	asumidas	por	el	acreedor,	lo	que	de	ser	así,	en
este	último	caso,	supondría	un	perjuicio	en	el	deudor	y	los	demás
acreedores,	por	tanto	se	ha	incurrido	en	la	causal	de	aplicación	indebida	de
los	artículos	24	segundo	párrafo	de	la	Constitución	Política	del	Estado	y	42
numeral	1	de	la	Ley	N°	27809	-	Ley	del	Sistema	Concursal	en	tanto	no	está
debidamente	acreditado	que	los	trabajadores	hayan	percibido
efectivamente	los	citados	beneficios.	(...)	si	bien	el	artículo	148	de	la
Resolución	N°	080-98-EF/SAFP	dispone	que	para	determinar	el	monto	de
los	aportes	previsionales	impagos,	la	AFP	podrá,	entre	otras	opciones,
tomar	como	base	de	cálculo	el	monto	de	la	remuneración	máxima
asegurable,	se	trata	en	realidad	de	un	supuesto	que	resulta	procedente	solo
en	aquellos	casos	en	que	el	empleador	sin	justificación	alguna	incumpla	con
informar	el	monto	real	de	la	remuneración	del	asegurado,	lo	que	no
acontece	en	el	presente	caso	pues	tratándose	de	un	procedimiento
concursal,	las	acreencias	deberán	necesariamente	calcularse	sobre	una	base
remunerativa	que	se	corresponda	con	la	realidad	mas	no	conforme	a	la
remuneración	máxima	asegurable.	Además	debe	acotarse,	conforme	a	lo
señalado	precedentemente,	que	las	resoluciones	administrativas
impugnadas	fueron	expedidas	al	interior	de	un	proceso	concursal,	el	mismo
que	no	se	corresponde	al	supuesto	de	hecho	regulado	por	la	norma
precitada	habida	cuenta	que	las	mismas	están	referidas	al	procedimiento	de
cobranza	de	aportes	cuando	el	empleador	incumpla	con	ello	dentro	del
plazo	legal,	teniendo	mérito	ejecutivo	dichas	cobranzas	emitidas	por	la	AFP
por	lo	que	no	pueden	ser	aplicados	a	un	procedimiento	concursal	en	donde
se	cautelan	de	manera	preferente	créditos	laborales	y	previsionales;	por
consiguiente,	esta	sala	suprema	concluye	que	la	sala	de	mérito	ha	efectuado
una	interpretación	errada	de	la	norma	denunciada,	por	lo	que	la	causal
denunciada	en	este	extremo	amerita	ser	declarada	fundada”.	(C.	S.,	Cas.
2376-2010-Lima,	set.	20/2011.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	interpreta	el	artículo	38	de	la	Ley
27809:	no	es	suficiente	que	el	crédito	tenga	naturaleza	previsional	para
lograr	el	pago	inmediato.	“(...)	en	relación	al	deber	de	verificación	de	la
solicitud	de	los	créditos	previsionales	reclamados	por	la	demandante,
resulta	evidente	que	no	resulta	suficiente	que	el	crédito	sea	de	naturaleza
previsional	para	los	efectos	del	pago	inmediato	de	los	mismos,	conforme
parece	equivocadamente	entender	la	sala	(...),	pues	la	norma	contenida	en	el
artículo	38.5	de	la	Ley	N°	27809	exige	a	la	comisión	que	en	el	supuesto	que
surja	alguna	controversia	o	duda	sobre	la	existencia	de	los	créditos,	se
deberá	investigar	sobre	la	existencia,	origen	y	legitimidad	de	los	mismos;
siendo	innegable	que	la	norma	in	iure	denunciada	como	inaplicada	lo	que
pretende	es	el	beneficio	de	todos	los	acreedores	partícipes	del	proceso
concursal	en	aplicación	estricta	del	principio	de	colectividad	previsto	en	el
artículo	quinto	del	título	preliminar	de	la	precitada	Ley	N°	27809,	en	cuanto
a	la	necesidad	de	buscar	la	participación	y	beneficio	de	la	totalidad	de	los
acreedores	involucrados	en	la	crisis	que	atraviesa	el	deudor	y	a	la	necesidad
de	buscar	el	interés	colectivo	de	la	masa	de	acreedores	por	sobre	el	interés
individual	de	cobro	de	cada	uno	de	ellos.	En	consecuencia	no	habiendo
cumplido	la	sala	de	mérito	con	la	aplicación	de	la	norma	precitada,	así	como
tampoco	con	interpretar	correctamente	el	artículo	148	de	la	Resolución	N°
080-98-EF/SAFP	corresponde	amparar	el	recurso	de	casación”.	(C.	S.,	Cas.
2376-2010-Lima,	set.	20/2011.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	precisa	cuándo	puede	plantearse	el
carácter	persecutorio	de	bienes	del	negocio	del	empleador.	“Para	los	efectos
de	una	aplicación	acorde	con	la	Constitución	Política	del	Estado	y	del
artículo	3°	del	Decreto	Legislativo	N°	856,	es	menester	precisar	que	la
misma	debe	ser	concordada	y	armoniosa	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	4°
de	la	misma	norma	legal,	pues	a	través	de	ella	se	exige	además	de	los
supuestos	previstos	en	el	citado	artículo	3°,	para	los	casos	de
persecutoriedad	de	los	bienes	del	empleador,	que	en	el	presente	caso	se
presenta	por	el	hecho	de	pretenderse	la	tercería	preferente	de	pago	luego
de	haberse	llevado	a	cabo	el	remate,	un	determinado	procedimiento	que
tiene	que	ver	con	el	hecho	que	el	empleador	no	haya	puesto	a	disposición
del	juzgado	bien	o	bienes	libres	suficientes	para	responder	por	los	créditos
laborales	adeudados	materia	de	la	demanda,	por	lo	que	es	correcto	concluir
conforme	a	dicha	premisa	legal	que	el	trabajador	debe	acreditar	en	la
demanda	de	tercería	el	incumplimiento	del	empleador	del	mandato	judicial
expedido	en	el	proceso	laboral,	mediante	el	cual	se	le	requirió	para	que
señale	bienes	libres	de	gravamen.	Noveno:	De	lo	expuesto	se	tiene,	que	la
interpretación	de	la	norma	legal,	cuya	inconstitucionalidad	alega	el
recurrente,	debe	regirse,	entre	otros	métodos,	conforme	a	los	Principios	de
Interpretación	de	la	Constitucionalidad	de	las	normas	legales,	a	saber:	el
Principio	de	Presunción	de	Constitucionalidad:	conforme	al	cual,	todo
precepto	emitido	por	los	órganos	del	Estado	se	supone	que	no	contradicen
‘iuris	tantum’	a	la	Constitución	Política	del	Estado,	ni	vulneran	los	derechos
y	las	garantías	que	se	establecen	en	ella,	mismas	no	sean	demandadas	por
inconstitucionalidad,	y	el	Principio	de	Interpretación	Constitucional:	que
establece	que	en	caso	de	una	norma	impugnada	de	inconstitucionalidad
permita	varias	interpretaciones,	el	juez	adopta	por	el	que	se	apega	más	a	la
Constitución	Política	del	Estado”.	(C.	S,	Cas.	7766-2013-Ayacucho,	set.
25/2014.	S.	S.	Walde	Jáuregui)
PROCESOS	JUDICIALES
D.	Leg.	856.
ART.	4°.—La	preferencia	o	prioridad	también	se	ejerce	cuando	en
un	proceso	judicial	el	empleador	no	ponga	a	disposición	del
juzgado	bien	o	bienes	libres	suficientes	para	responder	por	los
créditos	laborales	adeudados	materia	de	la	demanda.
TEXTOS	MODIFICADOS
D.	Leg.	856.
Disposición	Complementaria.—Todas	las	disposiciones	sean
generales	o	especiales	que	establecen	el	orden	de	prioridad	de	los
créditos	laborales,	tales	como	el	Decreto	Legislativo	N°	770,
modificado	por	la	Ley	N°	26420,	Ley	N°	26421,	Decreto
Legislativo	N°	816,	Decreto	Ley	N°	25897	y	Decreto	Ley	N°	26116
quedan	adecuadas	al	contenido	de	los	artículos	1°	y	2°	de	la
presente	ley.
JURISPRUDENCIA.—Entre	los	créditos	laborales	se	incluye	a	los	intereses
legales.	“El	A-quo	debe	tener	presente	que	la	emplazada	se	encuentra	en
estado	de	liquidación,	siendo	de	aplicación	lo	dispuesto	en	el	Decreto
Legislativo	N°	770	modificado	por	la	Ley	26420;	Segundo.-	Que	es	de
aplicación,	en	este	caso,	lo	dispuesto	en	la	1°	Disposición	Complementaria
del	Decreto	Legislativo	N°	856	que	establece	la	prioridad	de	los	créditos
laborales	sobre	cualquier	otra	obligación	del	empleador,	en	los	que	se
incluyen	los	intereses	legales,	por	lo	que	debe	incluirse	al	trabajador	en	el
cronograma	de	pagos	correspondiente	debiendo	éste	sujetarse	a	dicho
cronograma	y	no	al	plazo	de	24	horas	como	señala	el	juzgador	(...).	”	(RSL,
Exp.	7097-97-BS(A),	dic.	29/97.	V.	P.	Runzer	Carrión)
NORMAS	DEROGADAS
D.	Leg.	856.
Primera	Disposición	Final.—Derógase	la	Ley	N°	15485,	así	como
las	demás	disposiciones	que	se	opongan	a	la	presente	ley.
ELECCIÓN	DEL	REPRESENTANTE	DE	LOS	CRÉDITOS
LABORALES
R.	M.	324-2002-TR.	
ART.	 1°.—Aprobar	 el	 reglamento	 de	 elección	 y	 designación	 de	 los
representantes	de	 los	créditos	 laborales	ante	 la	 junta	de	acreedores	de	 los
deudores	 sometidos	 a	 procedimiento	 concursal,	 que	 consta	 de	 diecisiete
(17)	artículos	y	cuatro	(4)	disposiciones	transitorias	y	finales,	el	mismo	que
forma	parte	de	la	presente	resolución.
REGLAMENTO	DE	ELECCIÓN	Y	DESIGNACIÓN	DE	LOS
REPRESENTANTES	DE	CRÉDITOS	LABORALES	ANTE	LA	JUNTA
DE	ACREEDORES	DE	LOS	DEUDORES	SOMETIDOS	A
PROCEDIMIENTO	CONCURSAL
R.	M.	324-2002-TR.
I.	Antecedentes
Artículo	1°.-	Glosario.	En	la	aplicación	del	presente	reglamento	se	tendrán
en	cuenta	las	siguientes	definiciones:
-	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo:	Se	 refiere	 a	 la	 Subdirección	de
Registros	 Generales	 del	Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 o
Autoridad	Administrativa	que	haga	sus	veces.
-	Comisión:	La	Comisión	de	Procedimientos	Concursales	del	Indecopi	y	las
comisiones	que	se	instalen	en	virtud	de	convenios.
-	 Empresa:	 Es	 la	 persona	 natural	 o	 jurídica	 sujeta	 a	 un	 procedimiento
concursal	que	cuenta	con	acreedores	laborales.
-	Representante:	El	trabajador	o	ex	trabajador	elegido	según	lo	determina
la	presente	norma.
-	Junta:	Junta	de	acreedores.
Artículo	2°.-	Participantes	en	la	elección.	Participan	en	la	elección	todos
los	trabajadores	de	 la	empresa	y	 los	ex	trabajadores	que	tengan	 la	calidad
de	acreedores	laborales	de	la	misma.
Para	 efectos	 de	 la	 elección	 cualquier	 acreedor	 laboral	 podrá	 recabar	 la
relación	 de	 trabajadores	 y	 ex	 trabajadores	 con	 crédito	 laboral	 que	 la
empresa	 haya	 entregado	 al	 momento	 de	 someterse	 a	 procedimiento
concursal,	conforme	a	los	literales	f)	y	g)	del	artículo	25	de	la	Ley	N°	27809,
la	 cual	 se	deberá	usar	 en	 la	 asamblea	de	elección	 respectiva,	 sin	perjuicio
que	en	la	misma	se	admita	la	participación	de	otros	acreedores	laborales.	En
caso	 la	 empresa	 no	 haya	 remitido	 dicha	 información,	 se	 procederá	 a
efectuar	 la	 elección	 con	 los	 trabajadores	 y	 ex	 trabajadores	 con	 crédito
laboral	presentes	en	la	asamblea.
Artículo	3°.-	De	los	representantes.	Son	elegidos	un	representante	titular
y	 un	 suplente.	 En	 el	 caso	 que	 la	 empresa	 cuente	 con	 un	 solo	 acreedor
laboral,	éste	adjuntará	la	relación	a	que	se	refiere	el	artículo	anterior	y	una
declaración	 jurada	 en	 que	 se	 haga	 constar	 que	 es	 acreedor	 laboral	 único,
con	lo	cual	se	formalizará	su	representación,	no	siendo	necesaria	la	elección
a	que	se	refiere	la	presente	norma.
De	reconocerse	acreedores	 laborales	con	posterioridad	a	 la	 formalización
del	 acreedor	 único	 su	 reemplazo	 procederá	 conforme	 al	 procedimiento
previsto	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	16	de	la	presente	norma.
El	representante	titular	asume	todas	las	prerrogativas	correspondientes	al
desempeño	del	 encargo,	 dentro	de	 los	 alcances	de	 la	 presente	norma	y	 la
Ley	 General	 del	 Sistema	 Concursal,	 correspondiendo	 al	 representante
suplente	actuar	sólo	ante	 la	ausencia	del	 representante	 titular	a	 las	 juntas
respectivas.	 Conforme	 al	 artículo	 47	 de	 la	 Ley	 N°	 27809,	 ambos
representantes	 pueden	 asistir	 en	 forma	 conjunta	 a	 la	 junta;	 en	 dicho
supuesto,	 corresponde	 el	 derecho	 de	 voto	 al	 representante	 titular
únicamente.
Incorporado.	 R.	 M.	 008-2004-TR,	 Art.	 1°.	 El	 mandato	 de	 los
representantes	de	créditos	laborales	es	de	dos	años,	prorrogable	por	plazos
iguales	siempre	que	sean	ratificados	en	asamblea	de	acreedores	 laborales,
celebrada	observando	 los	requisitos	dispuestos	por	 los	artículos	5°,	7°,	8°,
10	y	12.
Artículo	 4°.-	Notificación.	 La	 publicación	 efectuada	 por	 la	 comisión	 que
contiene	el	listado	semanal	de	los	deudores	sometidos	a	los	procedimientos
concursales,	a	que	se	refiere	el	artículo	32.1	de	la	Ley	N°	27809,	Ley	General
del	Sistema	Concursal,	constituye	la	notificación	de	los	acreedores	de	origen
laboral	para	que	procedan	a	elegir	a	su	representante	titular	y	suplente,	de
conformidad	con	la	presente	norma.
Artículo	5°.-	Convocatoria.	Pueden	solicitar	 la	convocatoria	para	elegir	al
representante	titular	y	suplente:
a)	La	organización	sindical	registrada	ante	la	Autoridad	Administrativa	de
Trabajo;
b)	Cualquier	acreedor	laboral;
c)	La	empresa.
La	 convocatoria	 se	 publicará	 por	 una	 sola	 vez	 en	 el	 Diario	 Oficial	 El
Peruano.
Entre	la	publicación	de	la	convocatoria	y	la	realización	de	la	reunión	de	los
acreedores	 laborales	 deberá	 existir	 un	 plazo	 no	 menor	 de	 tres	 (3)	 días
hábiles,	 contados	a	partir	del	día	 siguiente	de	 la	publicación	efectuada.	EL
plazo	incluye	el	día	del	vencimiento.
La	 empresa	 debe	 brindar	 las	 facilidades	 necesarias	 para	 la	 elección	 del
representante	laboral.
II.	De	la	elección
Artículo	6°.-	Participación	de	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo.
Quien	 realiza	 la	 convocatoria	 o	 cualquier	 acreedor	 laboral	 podrá	 solicitar
con	una	anticipación	no	menor	de	dos	(2)	días	útiles	a	la	fecha	prevista	para
la	elección,	la	intervención	de	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	para
que	 participe	 de	 la	 reunión,	 debiendo	 adjuntar	 a	 su	 solicitud	 copia	 de	 la
publicación	 a	 que	 hace	 referencia	 el	 artículo	 4°	 de	 la	 presente	 norma.	 La
indicada	solicitud	será	atendida,	designando	a	un	inspector	del	trabajo	o	a
otro	 servidor	 que	 designe	 la	 Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo,	 el	 que
participa	en	la	elección	en	calidad	de	observador.
El	 observador	 deberá	 emitir	 un	 informe	 sobre	 los	 acontecimientos
sucedidos	 en	 la	 elección,	 el	 cual	 será	 entregado	 a	 la	 Autoridad
Administrativa	de	Trabajo	que	conoce	del	 trámite	al	día	hábil	siguiente	de
realizada	la	elección,	más	el	término	de	la	distancia	de	ser	el	caso.
Artículo	 7°.-	Quórum.	 Para	 la	 celebración	 de	 la	 reunión	 se	 requerirá	 en
primera	 convocatoria,	 la	 concurrencia	 de	 acreedores	 laborales	 que
representen	 por	 lo	 menos	 el	 50%	 del	 total	 de	 trabajadores	 y	 ex
trabajadores.	 En	 segunda	 convocatoria	 podrá	 instalarse	 la	 reunión	 con	 el
número	de	trabajadores	y	ex	trabajadores	asistentes.
Las	 dos	 convocatorias	 podrán	 señalarse	 para	 el	 mismo	 día,	 debiendo
mediar	entre	cada	una	de	ellas,	cuando	menos	una	(1)	hora.
Artículo	8°.-	Instalación	de	la	asamblea	y	procedimiento	de	elección.	El
convocante	 a	 la	 asamblea	 dará	 inicio	 a	 ella,	 solicitando	 se	 proceda	 a	 la
elección	de	un	director	de	debates	y	un	secretario	de	la	asamblea,	la	cual	se
efectuará	por	mayoría	simple	computada	nominalmente.
Electos	ambos,	asumirán	sus	funciones,	pasando	el	secretario	designado,	a
tomar	 lista	de	 los	 trabajadores	o	 ex	 trabajadores	presentes,	 verificando	el
cumplimiento	del	requisito	a	que	se	refiere	el	artículo	anterior,	con	 lo	que
queda	instalada	la	asamblea.
El	procedimiento	de	elección	es	el	siguiente:
a)	 Una	 vez	 instalada	 la	 asamblea	 el	 director	 de	 debates,	 dará	 inicio	 al
procedimiento	de	elección.	La	elección,	conforme	lo	determine	la	asamblea,
debe	efectuarse	o	en	forma	individual	o	en	lista	de	dos	miembros,	caso	en	el
cual	se	deberá	 indicar	quien	postula	al	cargo	de	represente	titular	y	quien
de	suplente.	Una	vez	conocidos	los	candidatos	se	dará	inicio	a	la	votación.
b)	 La	 votación	 es	 nominal,	 en	 forma	 individual,	 secreta	 y	 directa;	 los
votantes	deben	acreditar	su	identidad	y	su	calidad	de	acreedores	laborales.
c)	Producida	la	votación,	será	elegido	como	representante	ante	la	junta	de
acreedores,	el	 trabajador	o	ex	 trabajador	que	alcance	mayoría	simple,	o	 la
lista	que	hubiere	alcanzado	mayoría	simple.
d)	 De	 existir	 impedimento	 para	 asistir	 a	 la	 reunión	 de	 elección	 del
representante,	 el	 acreedor	 laboral	 podrá	 delegar	 su	 representación
mediante	 carta	 poder	 simple,	 la	 cual	 debe	 ser	 entregada	 al	 director	 de
debates	para	efectuar	 la	 votación,	 y	 su	posterior	 remisión	 conjunta	 con	 la
solicitud	de	formalización	de	la	elección.
Artículo	 9°.-	 Elección	 en	 diferentes	 centros	 de	 trabajo.	 Si	 la	 empresa
cuenta	con	varios	centros	de	 trabajo,	 la	elección	se	realizará	por	cada	uno
de	ellos.
En	este	caso,	la	publicación	de	la	convocatoria	a	elección	se	deberá	efectuar
conforme	 lo	 dispone	 el	 artículo	 5°,	 indicándose	 en	 la	 publicación,	 el
domicilio	en	donde	se	realizará	la	elección	por	cada	centro	de	trabajo.
Se	 considera	 como	 representante	 titular	 a	 aquél	 que	 haya	 obtenido	 la
mayor	votación	en	el	total	de	las	elecciones	realizadas.
Artículo	 10.-	 Acta	 de	 elección.	 Los	 acuerdos	 adoptados	 en	 la	 asamblea
deberán	constar	en	el	acta	correspondiente,	la	cual	debe	contener:
a)	La	fecha	y	lugar	en	donde	se	realizó	la	asamblea;
b)	La	relación	de	asistentes,	consignando	su	documento	de	 identidad	y	 la
firma	de	los	mismos;
c)	 La	 identificación	 de	 los	 asistentes	 que	 actuaron	 como	 director	 de
debates	y	secretario	de	la	reunión;
d)	Los	acuerdos	adoptados	y	el	número	de	votos	con	que	se	adoptaron;
e)	Las	constancias	de	delegación	de	poderes;
f)	 La	 firma	 del	 representante	 de	 la	 Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo
comisionado,	de	ser	el	caso;	y,
g)	Los	demás	incidentes	o	hechos	acontecidos.
El	acta	deberá	estar	suscrita	por	el	director	de	debates	y	el	secretario,	así
como	 uno	 cualesquiera	 de	 los	 asistentes.	 El	 original	 del	 acta	 y	 de	 los
documentos	 que	 se	 presenten	 en	 la	 reunión	 serán	 entregados	 por	 el
director	de	debates	al	representante	titular	elegido.	Una	copia	del	acta	y	de
los	 documentos	 quedará	 en	 poder	 del	 representante	 de	 la	 autoridad	 de
trabajo	 para	 incluirlo	 en	 el	 expediente	 respectivo,	 conjuntamente	 con	 su
informe,	de	ser	el	caso.
III.	Formalización	de	la	elección
Artículo	 11.-	Competencia.	 Es	 competente	 para	 conocer	 y	 formalizar	 la
designación	 de	 los	 representantes	 de	 los	 acreedores	 laborales	 a	 que	 se
refiere	la	presente	norma,	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	del	lugar
en	que	se	tramita	el	procedimiento	concursal.
Artículo	 12.-	 Comunicación	 de	 la	 elección.	 El	 candidato	 elegido	 como
representante	titular	comunicará	su	elección	a	la	Autoridad	Administrativa
de	 Trabajo	 del	 lugar	 donde	 se	 tramita,	 solicitando	 que	 se	 formalice	 su
designación,	 lo	 cual	 deberá	 efectuarse	 en	 un	plazo	 no	mayor	 de	 cinco	 (5)
días	útiles	computados	a	partir	del	día	siguiente	a	la	fecha	de	presentación
de	la	solicitud,	a	la	cual	debe	adjuntar:
a)	Original	 o	 copia	 de	 la	 publicación	de	 la	 convocatoria	 a	 la	 asamblea	de
acreedores	 laborales	 en	 donde	 se	 advierta	 la	 fecha	 de	 publicación	 en	 el
Diario	Oficial	El	Peruano.
b)	Copia	simple	de	la	publicación	que	establece	que	la	empresa	se	somete
al	procedimiento	concursal.
c)	Original	del	acta	en	la	que	conste	su	elección.
d)	Copia	autenticada	de	 la	relación	de	 trabajadores	y	ex	 trabajadores	con
crédito	laboral	expedida	por	la	comisión,	que	la	empresa	haya	entregado	al
momento	de	someterse	al	procedimiento	concursal.	En	caso	que	la	empresa
no	 haya	 entregado	 dicha	 información	 a	 la	 comisión,	 se	 deberá	 adjuntar
copia	de	la	solicitud	presentada	al	efecto,	con	la	respuesta	de	la	comisión	o
en	defecto	de	ésta,	declaración	jurada	de	dicho	hecho.
e)	Original	de	las	cartas	poder	de	ser	el	caso.
Una	 vez	 aprobada	 la	 solicitud,	 la	 Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo
deberá	 comunicar	 a	 la	 comisión	 la	 designación	 formal	 del	 representante
laboral	y	suplente.
Si	 la	 Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo	 no	 emite	 pronunciamiento
dentro	del	plazo	señalado,	se	considerará	denegada	la	solicitud.
Artículo	13.-	Recurso	de	apelación.	El	 plazo	 para	 interponer	 recurso	 de
apelación	de	la	resolución	expresa	o	ficta	a	que	se	refiere	el	artículo	anterior
es	de	 tres	 (3)	días	útiles	contados	desde	el	día	siguiente	de	 la	notificación
realizada	o	del	último	día	para	emitir	resolución,	respectivamente.
Concedida	 la	apelación,	 se	elevará	el	expediente	al	 superior	 jerárquico,	el
cual	resolverá	en	un	plazo	de	cinco	(5)	días	útiles	de	recibido	el	expediente,
con	lo	que	queda	agotada	la	vía	administrativa.
Las	resoluciones	de	mero	trámite	no	son	impugnables.
IV.	Situaciones	posteriores	a	la	designación.
Artículo	 14.-	Modificado.	 R.	 M.	 008-2004-TR,	 Art.	 1°.	 Mecanismos	 de
control.	 Los	 representantes	 elegidos,	 están	 obligados	 a	 informar	 a	 los
acreedores	 laborales	 de	 su	 gestión	 y	 de	 todo	 lo	 relacionado	 a	 sus
actividades	de	representación.
Para	este	 fin,	 en	 la	asamblea	en	que	 se	efectúe	 la	elección	 los	acreedores
laborales	 acordarán	 la	 frecuencia	 con	 la	 que	 los	 representantes	 elegidos
convocarán	 a	 asambleas	 para	 informar	 sobre	 su	 gestión,	 las	 que	 deberán
ser,	en	todo	caso,	cuando	menos	de	manera	trimestral.
En	caso	que	el	o	los	representantes	elegidos	no	convoquen	a	dos	asambleas
consecutivas	 o	 alternadas,	 o	 no	 se	 presenten	 a	 ellas,	 el	 representante
infractor	 podrá	 ser	 reemplazado	 por	 esta	 causal,	 bastando	 para	 ello	 el
acuerdo	por	mayoría	simple	de	los	asistentes	a	la	asamblea	convocada	para
dicho	efecto.
Los	 acreedores	 laborales	 que	 no	 se	 encuentren	 conformes	 con	 sus
representantes	 y	 que	 representen	 no	 menos	 del	 20%	 de	 los	 acreedores
laborales	reconocidos	por	 la	comisión,	podrán	realizar	nueva	convocatoria
para	 su	 reemplazo	 conforme	 lo	 establece	 el	 inciso	 c)	 del	 artículo	15	de	 la
presente	norma.
Artículo	15.-	Causas	para	el	reemplazo	de	representantes.	Corresponde
el	 reemplazo	 de	 uno	 de	 los	 representantes	 o	 de	 ambos,	 en	 los	 siguientes
casos:
a)	Por	renuncia.
b)	Por	muerte.
c)	Por	decisión	de	los	acreedores	laborales.
Artículo	16.-	Modificado.	R.	M.	008-2004-TR,	Art.	1°.	Procedimiento	de
reemplazo.	De	pretenderse	el	reemplazo	de	uno	sólo	de	los	representantes
por	las	causales	a	que	se	refieren	los	incisos	a)	y	b)	del	artículo	anterior,	con
la	 comunicación	 a	 la	 autoridad	 administrativa	 de	 trabajo	 que	 acredite	 la
existencia	 de	 una	 de	 estas	 causales,	 el	 otro	 representante	 asume	 la
representación	en	forma	exclusiva,	hasta	que	se	produzca	la	elección	a	que
se	refiere	el	párrafo	siguiente.
A	efectos	de	proceder	al	reemplazo	de	uno	o	los	dos	representantes	por	las
causales	 a	 que	 se	 refieren	 los	 incisos	 a)	 y	 b)	 del	 artículo	 anterior,	 deberá
efectuarse	una	asamblea	convocada	conforme	a	lo	previsto	en	los	artículos
5°,	 7°,	 8°,	 10,	 12,	 siendo	 elegido	 el	 representante	 o	 representantes	 por
mayoría	simple.
De	 pretenderse	 el	 reemplazo	 por	 la	 causal	 prevista	 en	 el	 inciso	 c)	 del
artículo	 15,	 y	 haber	 transcurrido	 un	 año	 del	 inicio	 del	 procedimiento
concursal,	se	deberá	realizar	una	nueva	convocatoria	en	la	cual	se	observará
lo	 establecido	 en	 los	 artículos	 5°,	 7°,	 8°,	 10,	 12	 y	 14	 último	 párrafo	 de	 la
presente	norma,	interviniendo	en	la	elección	sólo	los	acreedores	con	crédito
reconocido	por	la	comisión,	exigiéndose	para	elegir	al	nuevo	representante
o	representantes	una	cantidad	de	votos	igual	o	mayor	a	la	mitad	más	uno	de
los	acreedores	con	crédito	reconocido	asistentes.
En	 el	 caso	 que	no	 haya	 transcurrido	 un	 año	del	 inicio	 del	 procedimiento
concursal,	se	procederá	conforme	lo	establecido	en	el	artículo	2°.
Artículo	 17.-	 Del	 reconocimiento	 tardío	 de	 créditos	 laborales.	 Los
acreedores	 laborales	 que	 sean	 reconocidos	 en	 forma	 posterior	 a	 la
designación	de	representantes	o	su	reemplazo,	participan	en	las	decisiones
que	 se	 adoptan	 en	 forma	 posterior	 a	 dicho	 reconocimiento,	 siempre	 que
estos	acreedores	participen	de	las	respectivas	asambleas.
V.	Disposiciones	transitorias	y	finales
Primera	Disposición	Transitoria	y	Final.—Derogado.	R.	M.	008-2004-TR,
Art.	3°.
Segunda	 Disposición	 Transitoria	 y	 Final.—A	 partir	 de	 la	 vigencia	 de	 la
presente	 el	 reemplazo	 del	 representante	 laboral	 elegido	 conforme	 a	 lo
dispuesto	en	la	Resolución	Ministerial	N°	148-99-TR,	procederá	siguiendo	el
procedimiento	y	forma	de	votación	establecido	en	este	reglamento.
Tercera	 Disposición	 Transitoria	 y	 Final.—En	 todo	 lo	 no	 previsto	 en	 el
presente	reglamento	se	aplicará	supletoriamente	lo	dispuesto	en	la	Ley	del
Procedimiento	Administrativo	General.
Cuarta	Disposición	Transitoria	y	Final.—Toda	norma	que	haga	referencia	a
la	 Resolución	 Ministerial	 N°	 148-99-TR,	 deberá	 entenderse	 referida	 al
presente	reglamento.
Quinta	 Disposición	 Transitoria	 y	 Final.—Incorporado.	 R.	 M.	 008-2004-
TR,	 Art.	 2°.	 Omisión	 de	 los	 informes	 de	 gestión.	 Los	 representantes
elegidos	a	 la	 fecha,	 con	más	de	un	año	en	el	desempeño	del	cargo,	que	no
hayan	 cumplido	 con	 remitir	 oportunamente	 a	 la	 autoridad	 administrativa
de	 trabajo	 el	 informe	 trimestral	 de	 su	 gestión	 a	 que	 estaban	 obligados,
podrán	 ser	 reemplazados	 por	 decisión	 de	 los	 acreedores	 laborales
reconocidos	por	la	comisión,	bastando	para	ello	la	mayoría	simple	de	votos
de	los	asistentes.
Para	 este	 efecto,	 la	 asamblea	 será	 convocada	 conforme	 al	 último	 párrafo
del	artículo	4°.
Sexta	Disposición	Transitoria	y	Final.—Incorporado.	R.	M.	008-2004-TR,
Art.	2°.	De	las	ratificaciones.	Los	representantes	elegidos	a	la	fecha	que	no
cuenten	 con	 dos	 años	 en	 el	 desempeño	 del	 cargo,	 serán	 objeto	 de
ratificación	al	término	del	segundo	año.
Los	 representantes	 elegidos	 a	 la	 fecha	 que	 desempeñen	 por	más	 de	 dos
años	 el	 cargo,	 serán	 objeto	 de	 ratificación	 a	más	 tardar	 el	 31	 de	 julio	 del
2004.
La	 convocatoria	 se	 efectuará	 a	 solicitud	 de	 cualquier	 acreedor	 laboral,
bastando	para	la	ratificación	la	mayoría	simple	de	votos	de	los	asistentes.
La	 aplicación	 de	 esta	 disposición,	 es	 sin	 perjuicio	 de	 las	 causales	 de
reemplazo	previstas	en	el	presente	reglamento.
TÍTULO	TERCERO
Interés	Legal	Laboral
INTERÉS	NO	CAPITALIZABLE
D.	L.	25920.
ART.	1°.—A	partir	de	la	vigencia	del	presente	decreto	ley,	el
interés	que	corresponda	pagar	por	adeudos	de	carácter	laboral,	es
el	interés	legal	fijado	por	el	Banco	Central	de	Reserva	del	Perú.	El
referido	interés	no	es	capitalizable.
NOTA:	El	Decreto	Ley	N°	25920	rige	desde	el	día	de	su	publicación	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano,	es
decir,	desde	el	03	de	diciembre	de	1992.
CÓMPUTO	DE	LOS	INTERESES
D.	L.	25920.
ART.	3°.—El	interés	legal	sobre	los	montos	adeudados	por	el
empleador	se	devenga	a	partir	del	día	siguiente	de	aquél	en	que	se
produjo	el	incumplimiento	y	hasta	el	día	de	su	pago	efectivo,	sin
que	sea	necesario	que	el	trabajador	afectado	exija,	judicial	o
extrajudicialmente,	el	cumplimiento	de	la	obligación	al	empleador
o	pruebe	haber	sufrido	algún	daño.
JURISPRUDENCIA.—Los	intereses	deben	calcularse	hasta	la	fecha	de	pago.
“Los	intereses	se	devengan	hasta	la	fecha	de	pago	de	la	obligación	y	no
solamente	hasta	la	fecha	de	su	liquidación;	que	la	demandada	ha	cancelado
su	deuda	07	meses	después	de	haberse	establecido	los	intereses
respectivos,	de	modo	que	debe	ampliarse	dicha	liquidación	en	la	forma
ordenada	por	el	juez	(...).”	(RSL,	Exp.	4349-96-CD(A),	nov.	07/96.	V.	P.
Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—El	hecho	que	el	empleador	voluntariamente	convierta
en	dólares	su	deuda,	no	lo	exime	de	sus	intereses.	“Los	intereses	legales	son
aleatorios	a	los	beneficios	sociales	quedando	obligado	el	empleador	a	su
pago	a	partir	del	día	siguiente	de	aquél	en	que	se	produce	el	incumplimiento
conforme	a	lo	dispuesto	en	el	Decreto	Ley	N°	25920;	que,	en	autos	está
probado	que	a	la	fecha	del	cese	de	la	actora,	la	demandada	le	reconoció	un
crédito	laboral	de	I/m.	6.	517,81	y	a	efecto	de	mantener	su	valor	constante
se	dolarizó	convirtiéndose	en	USA$	7.668,01	dólares	americanos,	lo	que	le
fue	abonado	en	partes	en	la	misma	moneda	extranjera	conforme	a	los
recibos	que	corren	en	autos	(fojas	59	a	64)	e	informe	de	planillas	(fojas	65);
que,	no	existe	impedimento	legal	para	reconocer	la	obligación	en	la	forma
precedente;	que,	en	todo	caso	dicho	reconocimiento	debe	tenerse	como	un
acto	de	liberalidad	del	empleador,	mas	no	lo	exime	del	pago	de	intereses
(...).”	(RSL,	Exp.	3160-95-BS(S),	ago.	28/96.	V.	P.	Anchante)
JURISPRUDENCIA.—Pago	de	intereses	por	parte	de	entidades	del	Estado.
“Pese	a	que	la	entidad	demandada	es	de	propiedad	del	Estado,	no	puede	ser
exonerada	del	pago	de	intereses	por	la	mora	en	la	cancelación	de	los
beneficios	sociales	de	sus	trabajadores,	ya	que	no	existe	dispositivo	legal
que	lo	permita;	que	por	el	contrario,	se	debe	esperar	mayor	diligencia	en	el
reconocimiento	de	estos	derechos	(...).”	(RSL,	2da.	Sala,	Exp.	1799-94-BS(S),
may.	21/95.	V.	P.	Beltrán	Quiroga.)
JURISPRUDENCIA.—Toda	resolución	que	liquide	los	intereses	legales	debe
apoyarse	en	alguna	pericia.	“7.	Pues	bien,	conviene	preguntar	ahora	si	la
sentencia	expedida	por	el	Tribunal	Constitucional	ha	sido	ejecutada	en	sus
propios	términos	por	el	órgano	judicial;	o,	en	otras	palabras	si	la	resolución
judicial	que	fija	los	intereses	legales	en	S/.	26.746,90	ha	sido	expedida
siguiendo	las	pautas	establecidas	por	el	Tribunal	Constitucional.	Este
colegiado	considera	que	la	resolución	judicial	última	que	fija	los	intereses
legales	no	ha	dado	cumplimiento	cabal	a	la	sentencia	expedida	por	el
Tribunal	Constitucional,	y	por	ello	la	sentencia	ha	sido	desconocida	o
incumplida.	A	este	colegiado	no	le	queda	la	menor	duda	–al	constituir	un
asunto	pacífico,	incuestionable,	aceptado	por	el	demandado	(...)	S.A.A.	y	por
el	propio	órgano	judicial–	que	el	informe	del	(...)	no	fue	evaluado	ni
merituado	al	momento	de	expedirse	la	resolución	cuestionada,	y	ello
porque,	primero,	si	bien	es	cierto	el	órgano	judicial	dispuso	cursar	oficio	al
(...)	para	que	informe	respecto	a	las	tasas	referenciales	de	los	intereses
legales,	dicha	disposición	luego	fue	dejada	sin	efecto	por	el	mismo	órgano
judicial	alegando	que	lo	que	iba	a	ser	informado	por	el	(...)	con	los	datos	que
se	encontraban	disponibles	en	la	página	web	de	dicha	institución.	Sobre	el
particular	un	análisis	formal	de	la	resolución	cuestionada	comprueba	que	el
informe	del	(...)	no	fue	solicitado	y,	por	ende,	no	fue	evaluado	ni	merituado
por	el	órgano	judicial,	incumpliéndose	con	lo	resuelto	por	el	Tribunal
Constitucional.	Asimismo	un	análisis	material	o	de	fondo	de	la	resolución
cuestionada	comprueba	también	que	al	no	evaluarse	ni	merituarse	el
informe	del	(...)	se	han	vulnerado	los	derechos	a	la	prueba	y	a	la	debida
motivación	de	las	resoluciones	judiciales	del	recurrente.	Y	es	que,	al	margen
de	la	confiabilidad	o	no	de	la	información	que	obra	en	los	portales	web	de
las	instituciones	públicas	no	se	advierte	de	la	resolución	cuestionada	que	al
recurrente	se	le	haya	dado	la	posibilidad	de	contradecir,	observar	u
oponerse	al	parámetro	financiero	extraído	de	la	web	y	utilizado	por	el
órgano	judicial	para	calcular	el	monto	de	los	intereses	legales,	lo	que	viene
corroborado	con	la	inexistencia	de	una	pericia	que	fundamente	o	respalde	la
fijación	de	los	intereses	legales	en	S/.	26.746,90,	debiendo	recalcarse	aquí
que	en	el	incidente	de	liquidación	de	intereses	se	decretó	en	cada	instancia
un	monto	determinado	de	intereses	legales	(S/.	4’722.539,34	y	S/.
2’309.545,89)	apoyados	todos	ellos	en	una	pericia;	sin	embargo	la
resolución	cuestionada	no	se	apoya	en	pericia	alguna	que	respalde	el	monto
determinado,	situación	que	a	su	vez	resulta	vulneratoria	del	derecho	a	la
debida	motivación	de	las	resoluciones	judiciales,	el	cual	‘garantiza	que	las
resoluciones	judiciales	no	se	encuentren	justificadas	en	el	mero	capricho	de
los	magistrados,	sino	en	datos	objetivos	que	proporciona	el	ordenamiento
jurídico	o	los	que	se	deriven	del	caso’.”	(T.	C.,	Exp.	04096-2010-PA/TC,	ago.
08/2012.	S.	S.	Álvarez	Miranda)
TÍTULO	CUARTO
Actualización	de	las	Deudas	Laborales
VALOR	DEL	PAGO
C.	C.
ART.	1236.—Modificado.	Ley	26598,	Art.	1°.	Cuando	deba
restituirse	el	valor	de	una	prestación,	aquel	se	calcula	al	que	tenga
al	día	del	pago,	salvo	disposición	legal	diferente	o	pacto	en
contrario.
JURISPRUDENCIA.—La	demora	del	trabajador	para	accionar	judicialmente
no	lo	puede	beneficiar	en	cuanto	a	la	actualización	de	las	sumas	adeudadas.
“El	actor	cesó	en	su	relación	laboral	el	31	de	diciembre	de	1986	e	interpuso
la	demanda	el	30	de	diciembre	de	1993,	esto	es	después	de	7	años,	en
consecuencia	la	actualización	de	la	suma	ordenada	pagar	en	la	sentencia
teniendo	como	referencia	los	índices	de	precios	del	consumidor	por	efecto
del	cambio	del	signo	monetario	deviene	en	improcedente	en	este	caso	en
razón	de	que	la	omisión	de	la	parte	demandante	en	el	tiempo	para	reclamar
los	adeudos	laborales	no	puede	beneficiarlo,	pues	de	haber	interpuesto	su
demanda	con	oportunidad	no	se	hubiera	afectado	con	el	cambio	de	moneda
de	curso	legal	(...).”	(RSL,	1ra	Sala,	Exp.	4183-97-BS,	ago.	01/97.	V.	P.
Anchante	Pérez)
JURISPRUDENCIA.—Finalidad	de	la	actualización	de	las	deudas	laborales.
“De	conformidad	con	el	artículo	1236	del	Código	Civil,	la	actualización	de	la
deuda	tiene	por	objeto	restituir	el	valor	de	una	prestación	calculándose	al
que	tenga	el	día	del	pago,	incluso	durante	el	proceso	de	ejecución,	siendo
aplicable	al	proceso	laboral	en	observancia	del	artículo	IX	del	Título
Preliminar	de	dicho	Código	sustantivo;	que	según	lo	actuado	la	obligación
de	la	empresa	de	cancelarle	al	trabajador	el	íntegro	de	su	Compensación	por
Tiempo	de	Servicios	se	retrotrae	al	04	de	mayo	de	1988	en	que	cesó	la
relación	laboral,	siendo	incuestionable	que	su	valor	a	la	fecha	en	que	se
pagará	este	beneficio	disminuyó	como	efecto	del	proceso	inflacionario	de	la
época;	que	la	circunstancia	en	referencia	justifica	la	procedencia	de	la
actualización	de	la	deuda	(...).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	2756-95-BS(S),	may.
31/2006.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—La	sustitución	del	signo	monetario	justifica	la
actualización	de	la	deuda.	Sobre	la	actualización	no	procede	el	cálculo	de
intereses.	“Al	haber	cesado	el	actor	en	marzo	de	1990,	los	beneficios
amparados	en	estos	autos	estaban	expresados	en	intis,	moneda	nacional
que	sufrió	una	devaluación	traumática	a	fines	de	ese	año,	por	lo	que	tuvo
que	ser	sustituida	por	un	nuevo	signo	monetario;	que	este	hecho	justifica
que	se	actualice	el	valor	de	tales	beneficios	a	la	fecha	en	que	fueron
cancelados,	en	la	forma	que	faculta	el	2°	parágrafo	del	artículo	1236	del
Código	Civil,	modificado	por	el	Decreto	Legislativo	768;	que	sin	embargo,
esta	actualización	no	autoriza	a	calcular	intereses	sobre	el	nuevo	valor
resultante,	por	cuanto	éstos	se	generan	únicamente	con	el	transcurso	del
tiempo	en	que	un	capital	permanece	impago,	lo	cual	no	sucede	con	el	valor
actualizado	a	la	fecha	de	pago	en	que	no	ha	transcurrido	ningún	tiempo
posterior	(...).	”	(RSL,	2da.	Sala,	Exp.	5144-95-BS(A),	feb.	16/96.	V.	P.	Beltrán
Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—Las	deudas	laborales	que	conservan	su	valor	relativo	se
complementan	con	los	intereses	legales	sin	que	sea	necesaria	su	actualización.
“La	actualización	de	las	pretensiones	dinerarias	procede	cuando	el	valor
nominal	que	tengan	éstas	se	hayan	distorsionado	con	el	transcurso	del
tiempo,	por	devaluación	del	signo	monetario	u	otra	razón	similar;	que	en	el
caso	de	autos	la	obligación	ejecutada	asciende	a	S/.	822,22	y	data	del	mes	de
junio	de	1992,	habiendo	conservado	su	valor	relativo,	el	mismo	que	se
complementa	en	todo	caso	con	los	intereses	legales	que	se	han	ordenado
liquidar,	por	lo	que	lo	resuelto	por	el	juez	se	encuentra	arreglado	a	la
facultad	que	le	concede	el	artículo	1236	del	Código	Civil	(...).”	(RSL,	2da.
Sala,	Exp.	0182-95-BS(A),	mar.	30/95.	V.	P.	Beltrán	Quiroga.)
JURISPRUDENCIA.—La	actualización	de	la	deuda	sólo	procede	por	acuerdo
de	partes.	“La	jurisprudencia	laboral	ha	establecido	la	actualización	de	la
deuda	al	valor	actual,	considerando	el	caso	del	cambio	de	moneda,	esto	es,
de	intis	a	soles,	que	no	se	da	en	el	caso	de	autos,	máxime	si	para	la
aplicación	del	artículo	1236	del	Código	Civil	resulta	necesario	analizar	los
artículos	que	le	preceden,	los	mismos	que	señalan	como	obligación	el
acuerdo	de	partes	(...).”	(RSL,	1ra.	Sala;	Exp.	2536-96-IND(A),	jul.	30/96.	V.
P.	Ampuero	de	Fuertes)
JURISPRUDENCIA.—Son	actualizables	las	deudas	laborales	anteriores	al
año	91.	“Conforme	lo	viene	resolviendo	esta	instancia	de	manera	uniforme,
las	deudas	procedentes	del	año	1991	o	posteriores,	no	ameritan
actualizarse	(...).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	3266-96-BS(A),	set.	12/96.	V.	P.
Beltrán	Quiroga)
COMENTARIO.—Criterios	 para	 actualizar	 las	 deudas	 laborales.	 La
aplicación	 supletoria	 de	 las	 normas	 civiles	 a	 otros	 campos	del	 derecho	 se
aplica,	 según	 el	 artículo	 IX	 del	 Título	 Preliminar	 del	 Código	 Civil,	 siempre
que	no	resulte	incompatible	con	la	naturaleza	de	las	relaciones	y	situaciones
jurídicas	reguladas	por	las	otras	leyes.	Así,	por	ejemplo,	el	artículo	1236	del
código,	que	ordena	que	la	restitución	del	valor	de	una	prestación	se	calcule
de	 acuerdo	 al	 valor	 que	 tenga	 al	 día	 del	 pago,	 resultará	 perfectamente
aplicable	a	las	deudas	controvertidas	en	un	proceso	laboral.
La	 judicatura	 ha	 establecido,	 en	 el	 Pleno	 Jurisdiccional	 Laboral	 de	 1997
(Lima),	 que	 el	 juez	 podrá	 actualizar	 los	 créditos	 laborales	 cuando	 estén
expresados	 en	 una	 moneda	 que	 haya	 perdido	 su	 valor	 o	 capacidad
adquisitiva	 por	 efecto	 de	 una	 devaluación	 significativa,	 siempre	 que	 se
encuentren	 pendientes	 de	 pago	 antes	 de	 la	 conclusión	 del	 proceso,
utilizando	como	factor	de	actualización,	la	remuneración	mínima	vital	u	otro
concepto	que	la	sustituya.
Este	mismo	criterio	es	compartido	por	el	Pleno	 Jurisdiccional	Distrital	en
Materias	 Civil,	 Familia,	 Laboral	 y	 Penal	 del	 2007	 (Ica),	 que	 concluye,	 por
unanimidad,	 que	 “los	 jueces	 laborales	 al	 ordenar	 la	 pericia	 respectiva,
dispondrán	 que	 los	 peritos	 contables,	 actualicen	 los	 créditos	 laborales
utilizando	la	remuneración	mínima	vital	o	concepto	que	lo	sustituya	de	cada
período	 liquidado,	 debiendo	 el	 factor	 resultante	 multiplicar	 por	 la
remuneración	mínima	vital	de	la	fecha	de	actualización,	que	en	ningún	caso
será	 posterior	 al	 01	 de	 julio	 de	 1991,	 en	 que	 está	 vigente	 el	 actual	 signo
monetario”.
TÍTULO	QUINTO
Prescripción
PLAZO	PRESCRIPTORIO
Ley	27321.
Artículo	Único.—Del	objeto	de	la	ley.	Las	acciones	por	derechos
derivados	de	la	relación	laboral	prescriben	a	los	cuatro	(4)	años,
contados	desde	el	día	siguiente	en	que	se	extingue	el	vínculo
laboral.
COEXISTENCIA	DE	PLAZOS	PRESCRIPTORIOS
Ley	27321.
Segunda	Disposición	Complementaria,	Transitoria	y	Final.—De	los	efectos
de	la	ley	anterior.	La	prescripción	iniciada	antes	de	la	vigencia	de	esta	ley
se	rige	por	la	ley	anterior.
C.	C.
ART.	2122.—La	prescripción	iniciada	antes	de	la	vigencia	de	este	código,	se
rige	 por	 las	 leyes	 anteriores.	 Empero,	 si	 desde	 que	 entra	 en	 vigencia,
transcurre	 el	 tiempo	 requerido	 en	 él	 para	 la	 prescripción,	 ésta	 surte	 su
efecto,	 aunque	 por	 dichas	 leyes	 se	 necesitare	 un	 lapso	 mayor.	 La	 misma
regla	se	aplica	a	la	caducidad.
JURISPRUDENCIA.—La	desigualdad	material	entre	las	partes	hace	que	el
plazo	de	prescripción	de	los	derechos	se	compute	desde	la	extinción	del	vínculo
laboral.	“En	los	supuestos	de	sucesión	normativa	de	las	reglas	de
prescripción	extintiva	en	materia	laboral,	el	inicio	del	plazo	prescriptorio	se
efectuará	a	partir	del	día	siguiente	a	la	extinción	del	vínculo	laboral,	pues,
por	diferentes	causas	objetivas	(desinformación)	o	subjetivas	(temor	a
fracturar	la	confianza	o	buena	fe	laboral)	el	trabajador	mayormente	no
puede	reclamar	durante	la	vigencia	de	la	relación	laboral,	siendo	que,	a
partir	de	la	extinción	del	vínculo	laboral,	es	que	el	trabajador	se	encuentra
en	real	capacidad	de	acción	contra	su	empleador”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	5433-
2013-Junín,	nov.	04/2013.	V.	P.	Rueda	Fernández).
JURISPRUDENCIA.—El	plazo	para	demandar	el	pago	de	beneficios	sociales
se	suspende	si	el	trabajador	está	preso.	“7.	En	el	caso	de	autos,	esta	sala
considera	que	la	resolución	judicial	(...)	que	declaró	infundada	la	excepción
de	prescripción	extintiva	deducida	en	el	proceso	laboral	sobre	pago	de
beneficios	sociales	e	indemnización	por	despido,	se	encuentra	debidamente
motivada.	Ello	en	mérito	a	que,	en	su	considerando	décimo	primero,	se
expresa	que	don	(...),	durante	el	periodo	comprendido	desde	el	25	de	marzo
del	2009	hasta	el	12	de	noviembre	del	2010,	estuvo	imposibilitado	de
accionar	por	estar	recluido	en	un	establecimiento	penitenciario.	Por	ende,
correspondía	la	suspensión	del	plazo	de	la	prescripción	extintiva	conforme
a	lo	dispuesto	en	el	artículo	1994,	inciso	8,	del	Código	Civil.	Asimismo,
expresa	que	interpuso	dicha	demanda	el	14	de	enero	del	2011,	dentro	del
plazo	de	los	cuatro	años	contados	a	partir	de	su	cese,	el	cual	ocurrió	el	30	de
junio	del	2006,	conforme	a	lo	previsto	en	la	Ley	N°	27321.
8.	Por	lo	expuesto,	esta	sala	considera	que	la	relación	cuestionada,	además
de	estar	debidamente	motivada,	no	es	una	decisión	arbitraria	o	ilegal,	y	no
evidencia	alguna	afectación	manifiesta	de	los	derechos	constitucionales	del
recurrente.	Por	lo	tanto,	al	margen	de	que	los	fundamentos	vertidos	en	la
resolución	resulten	compartidos	o	no	en	su	integridad,	constituyen	una
justificación	suficiente	que	la	respalda,	no	procede	su	revisión	a	través	del
proceso	de	amparo,	más	aún	si	el	juzgador	ha	actuado	en	el	ejercicio	regular
de	sus	funciones	interpretando	el	sentido	de	una	norma
infraconstitucional”.	(T.	C.,	Exp.	07949-2013-PA/TC,	jul.	20/2016.	S.	S.
Miranda	Canales)
COMENTARIO.—La	prescripción	en	materia	laboral.	Mediante	la	Ley	N°
27321	del	22	de	julio	del	año	2000,	se	modificó	la	regulación	legal	relativa	a
la	 prescripción	 de	 las	 acciones	 derivadas	 de	 la	 relación	 laboral.	 La
mencionada	 norma	 contiene	 algunos	 aspectos	 de	 interés	 que	 deben
destacarse:
•	Ampliación	 del	 plazo.	 El	 plazo	 prescriptorio	 de	 dos	 años,	 establecido
por	 la	Ley	N°	27022	en	diciembre	de	1998,	queda	ampliado	a	cuatro	años
por	mandato	del	nuevo	texto	legal.	La	ampliación	del	plazo	es	un	tema	que
debe	concitar	algunos	comentarios:
En	 nuestro	 medio,	 lo	 imperioso	 de	 las	 necesidades	 económicas	 había
enseñado	 a	 los	 trabajadores	 a	 ejercer	 sus	 derechos	 con	 prontitud,	 sin
mayores	 dilaciones	 que	 podrían	 afectar	 el	 contenido	 dinerario	 de	 sus
acreencias.	Por	lo	demás,	es	tangible	que	la	tendencia	moderna	se	orienta	a
recortar	 los	 lapsos	 de	 prescripción	 considerados	 demasiado	 prolongados.
Recuérdese	 que	 hasta	 hace	 pocos	 años	 se	 encontraba	 vigente	 la
prescripción	a	los	quince	años	para	acciones	por	derechos	laborales,	según
lo	establecía	el	artículo	49	de	la	Constitución	de	1979.
Es	 finalidad	de	 la	 figura	de	 la	prescripción	 la	búsqueda	de	 la	 certeza	y	 la
seguridad	jurídicas.	De	ahí	que	se	tienda	a	reducir	–no	a	ampliar–	los	plazos
prescriptorios,	situación	que	sólo	acarrea	incertidumbre.
•	 Cómputo	 de	 la	 prescripción.	 Se	 mantiene	 el	 enunciado	 de	 la	 ley
anterior,	en	el	sentido	que	el	cómputo	del	lapso	de	prescripción	se	inicia	en
el	momento	de	la	extinción	del	vínculo	laboral;	de	manera	que	durante	la
vigencia	 del	 contrato	 de	 trabajo	 no	 corre	 plazo	 prescriptorio	 alguno,
pudiendo	accionar	el	trabajador	cuando	lo	crea	conveniente.
Entendemos	 que	 establecer	 nuevamente	 que	 el	 inicio	 del	 cómputo	 de	 la
prescripción	ocurre	a	la	extinción	del	contrato,	responde	a	la	consideración
de	que	durante	la	vigencia	de	la	relación	laboral	el	trabajador	puede	verse
cohibido	 para	 reclamar	 por	 sus	 derechos,	 en	 la	 creencia	 que	 tal	 actitud
podría	 poner	 en	 riesgo	 su	 permanencia	 en	 el	 empleo	 y,	 por	 ende,	 su
manutención	y	la	de	su	familia.
•	 Sucesión	 de	 plazos	 prescriptorios.	 Los	 adeudos	 laborales	 que	 se
hubiesen	 generado	 con	 anterioridad	 al	 23	 de	 julio	 del	 2000	 –fecha	 de
vigencia	 de	 la	 Ley	 N°	 27321–,	 quedan	 sujetos	 a	 las	 reglas	 que	 sobre
prescripción	 establecía	 el	 artículo	 único	 de	 la	 Ley	 N°	 27022;	 es	 decir,
prescriben	 a	 los	 dos	 años	 contados	 desde	 el	 momento	 en	 que	 quedó
definitivamente	extinguido	el	contrato	de	trabajo.
Con	 respecto	 a	 las	 deudas	 de	 naturaleza	 laboral	 que	 se	 originaron	 u
originen	a	partir	del	23	de	julio	del	2000,	el	trabajador	podrá	accionar	para
su	cobro	durante	un	plazo	que	se	extenderá	hasta	cuatro	años	después	de	la
culminación	 de	 su	 respectivo	 contrato	 de	 servicios	 en	 relación	 de
dependencia.
Se	 deroga	 expresamente	 la	 Ley	N°	 27022	 dictada	 en	 diciembre	 de	 1998,
que	regulaba	la	misma	materia.
•	Marchas	 y	 contramarchas	 legales	 en	 materia	 de	 la	 prescripción
laboral.	Al	igual	con	lo	sucedido	en	su	oportunidad	respecto	de	la	sobretasa
por	horas	extras,	que	fue	en	el	transcurso	de	pocos	meses	elevada	al	50	por
ciento,	para	luego	regresar	a	su	porcentaje	habitual	del	25	por	ciento,	y	del
monto	de	 las	 indemnizaciones	por	despido	arbitrario,	que	pasaron	por	un
breve	 lapso	de	 un	 sueldo	por	 año,	 a	medio	 sueldo	por	 año	de	 labor,	 para
posteriormente	 quedar	 en	 sueldo	 y	 medio;	 en	 materia	 de	 los	 plazos
prescriptorios	se	observa	un	sinuoso	rumbo	legislativo	que	en	poco	ayuda	a
cimentar	la	natural	credibilidad	y	confianza	que	debe	orientar	a	todo	marco
legislativo.
En	exactamente	cinco	años,	los	plazos	prescriptorios	y	la	modalidad	de	su
cómputo	han	sido	modificados	 tres	veces,	 lo	que	pareciera	evidenciar	que
no	existe	una	clara	política	laboral	sobre	esta	materia.	Así,	la	Ley	N°	26513
de	julio	del	95	que	establecía	tres	años	para	la	prescripción	contados	desde
que	 el	 derecho	 se	 hizo	 exigible,	 tuvo	 una	 efímera	 vigencia	 puesto	 que	 en
diciembre	 del	 98	 fue	 derogada	 por	 la	 Ley	 N°	 27022	 que	 redujo
aparentemente	 el	 plazo	 a	 dos	 años,	 pero	 que	 en	 realidad	 lo	 ampliaba
notoriamente	 al	 disponer	 como	 inicio	 de	 su	 computo	 el	 momento	 de	 la
extinción	del	contrato	de	 trabajo.	Al	año	y	medio	de	su	vigencia,	 la	Ley	N°
27022	 fue	 también	 derogada,	 estableciendo	 la	 Ley	 N°	 27321	 que	 se
comenta,	una	ampliación	a	cuatro	años	del	plazo	de	prescripción,	del	 todo
innecesaria	desde	nuestro	punto	de	vista.
No	 se	 llega	a	 comprender	que	 criterios	han	motivado	el	pensamiento	del
legislador	 al	 dictar	 la	 reciente	 ley,	 ojalá	 se	 trate	 –como	 debiera	 ser–	 de
razonamientos	 técnicos	 fundados	 en	 una	 necesidad	 práctica,	 y	 no	 del
resurgimiento	de	posiciones	populistas	que	creíamos	ya	desterradas.
C.	C.
ART.	1989.—La	prescripción	extingue	la	acción	pero	no	el	derecho	mismo.
C.	C.
ART.	1990.—El	derecho	de	prescribir	es	irrenunciable.	Es	nulo	todo	pacto
destinado	a	impedir	los	efectos	de	la	prescripción.
C.	C.
ART.	1991.—Puede	renunciarse	expresa	o	tácitamente	a	la	prescripción	ya
ganada.
Se	entiende	que	hay	 renuncia	 tácita	 cuando	resulta	de	 la	ejecución	de	un
acto	incompatible	con	la	voluntad	de	favorecerse	con	la	prescripción.
C.	C.
ART.	1992.—El	juez	no	puede	fundar	sus	fallos	en	la	prescripción	si	no	ha
sido	invocada.
C.	C.
ART.	1993.—La	prescripción	comienza	a	correr	desde	el	día	en	que	puede
ejercitarse	la	acción	y	continúa	contra	los	sucesores	del	titular	del	derecho.
C.	C.
ART.	 1995.—Desaparecida	 la	 causa	 de	 la	 suspensión,	 la	 prescripción
reanuda	su	curso	adicionándose	el	tiempo	transcurrido	anteriormente.
C.	C.
ART.	1996.—Se	interrumpe	la	prescripción	por:
1.	Reconocimiento	de	la	obligación.
2.	Intimación	para	constituir	en	mora	al	deudor.
3.	Citación	con	la	demanda	o	por	otro	acto	con	el	que	se	notifique	al	deudor,
aun	cuando	se	haya	acudido	a	un	juez	o	autoridad	incompetente.
4.	Oponer	judicialmente	la	compensación.
C.	C.
ART.	1997.—Queda	sin	efecto	la	interrupción	cuando:
1.	Se	prueba	que	el	deudor	no	fue	citado	con	la	demanda	o	no	fue	notificado
con	cualquiera	de	los	otros	actos	a	que	se	refiere	el	artículo	1996,	inciso	3.
2.	El	actor	se	desiste	de	la	demanda	o	de	los	actos	con	los	que	ha	notificado
al	 deudor;	 o	 cuando	 el	 demandado	 se	 desiste	 de	 la	 reconvención	 o	 de	 la
excepción	con	la	que	ha	opuesto	la	compensación.
3.	El	proceso	fenece	por	abandono.
C.	C.
ART.	 1998.—Si	 la	 interrupción	 se	 produce	 por	 las	 causas	 previstas	 en	 el
artículo	1996,	incisos	3	y	4,	 la	prescripción	comienza	a	correr	nuevamente
desde	 la	 fecha	 en	 que	 la	 resolución	 que	 pone	 fin	 al	 proceso	 queda
ejecutoriada.
COMENTARIO.—Interrupción	 de	 la	 prescripción	 por	 intimación	 para
constituir	en	mora	al	deudor.	El	 artículo	1996	del	 Código	Civil	 contiene
los	supuestos	en	los	cuales	procede	la	interrupción	de	la	prescripción.	De
su	 contenido	 nos	 interesa	 lo	 enunciado	 en	 su	 numeral	 2,	 por	 el	 cual	 se
interrumpe	 la	 prescripción	 por	 intimación	 para	 constituir	 en	 mora	 al
deudor.
La	 intimación	en	mora	 se	 da	 a	 tenor	 del	 artículo	 1333	del	 Código	 Civil,
cuando	 el	 acreedor	 le	 exige	 al	 obligado,	 judicial	 o	 extrajudicialmente,	 el
cumplimiento	 de	 su	 obligación.	 Bastaría	 entonces	 que	 el	 trabajador
comunique	mediante	la	vía	notarial,	por	ejemplo,	al	ex	empleador	que	aún
no	 ha	 cumplido	 con	 alguna	 de	 sus	 obligaciones	 laborales	 y	 lo	 exhorte	 a
hacerlo,	para	que	se	interrumpa	así	la	prescripción.
Se	 entiende	 que	 la	 interrupción	 de	 la	 prescripción	 consiste	 en	 la
cancelación	del	 lapso	del	plazo	transcurrido	hasta	que	aparece	 la	causal,	y
en	 el	 inicio	 de	 una	 nueva	 cuenta.	 En	 otras	 palabras,	 la	 aparición	 de	 una
causal	 de	 interrupción	 del	 plazo	 de	 prescripción,	 fija	 un	 nuevo	 término
inicial	para	dicho	plazo	y,	el	conteo	anterior,	es	como	si	no	hubiera	existido.
La	interrupción	es	exclusiva	de	la	prescripción.
COMENTARIO.—Interrupción	 de	 la	 prescripción	 por	 citación	 con	 la
demanda.	De	acuerdo	con	el	numeral	tercero	del	artículo	1996	del	Código
Civil,	se	 interrumpe	la	prescripción	por	 la	citación	con	la	demanda	o	por
otro	acto	con	el	que	se	notifique	al	deudor,	aun	cuando	se	haya	acudido	a	un
juez	o	autoridad	incompetente.
Con	similar	 tenor,	el	numeral	 cuarto	del	artículo	438	del	Código	Procesal
Civil	 expresa	 que	 el	 emplazamiento	 válido	 con	 la	 demanda	 produce	 la
interrupción	de	la	prescripción	extintiva.
Obsérvese	 que	 es	 requisito	 ineludible	 para	 la	 procedencia	 de	 la
interrupción	del	plazo	de	prescripción	que	el	deudor	tome	conocimiento	de
la	acción	judicial	incoada	en	su	contra.
No	 basta	 el	 solo	 hecho	 que	 el	 trabajador	 presente	 la	 demanda
correspondiente	 dentro	 del	 término	 de	 dos	 años	 a	 que	 se	 contrae	 la	 ley,
para	 interrumpir	 el	 decurso	 prescriptorio,	 además	 es	 necesario	 que	 el
empleador	que	adeuda	los	beneficios	sociales	sea	notificado	del	inicio	de	la
acción	judicial	dentro	del	aludido	término.
Pese	a	lo	anterior,	no	puede	dejar	de	mencionarse	que	en	muchos	casos	el
trabajador	que,	preocupado	por	sus	acreencias	insolutas,	tomó	la	previsión
de	 presentar	 la	 demanda	 laboral	 pertinente	 con	 una	 anterioridad
prudencial	al	vencimiento	de	 los	dos	años,	puede	verse	perjudicado	si	por
situaciones	del	todo	ajenas	a	él,	como	podrían	ser	una	desinteligencia	entre
la	oficina	que	recepciona	la	demanda	y	el	juzgado	correspondiente,	e	incluso
la	abundante	carga	procesal	de	este	último;	se	concluye	en	una	dilación	de
la	citación	con	la	demanda,	la	misma	que	acaba	poniéndose	en	conocimiento
del	deudor,	vencido	ya	el	período	prescriptorio.
Si	bien	a	primera	vista	puede	parecer	no	del	 todo	acorde	al	criterio	de	 lo
“justo”	el	hecho	que	la	interrupción	judicial	de	la	prescripción	se	configure
cuando	el	demandado	toma	conocimiento	de	 la	acción	dentro	del	plazo	de
los	dos	años,	debe	recordarse	que	la	propia	figura	de	la	prescripción	no	se
ampara	 en	 el	 concepto	 de	 justicia	 sino	 en	 la	 certeza	 jurídica	 y	 en	 la
permanencia	del	orden.
Acogiendo	 un	 criterio,	 no	 exento	 de	 fundados	 cuestionamientos,	 la
judicatura	 del	 trabajo	 ha	 establecido	 de	 modo	 mayoritario	 que	 la	 acción
laboral	se	promueve	a	través	de	la	demanda	y	ésta	debe	presentarse	dentro
del	 periodo	de	prescripción	 tal	 como	 lo	 establece	 la	 regla	 contenida	 en	 el
artículo	36	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,	aprobada
por	el	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR.	La	sola	presentación	de	la	demanda,
interrumpiría,	entonces,	el	plazo	de	prescripción,	salvo	que	posteriormente
la	demanda	quedase	sin	efecto	por	las	causas	previstas	en	la	norma	procesal
aplicable.
En	 estricto	 sentido,	 el	 artículo	 36	 de	 la	 Ley	 de	 Productividad	 y
Competitividad	Laboral	–concretamente	su	segundo	párrafo–	pareciera	no
contener	una	regla	de	alcance	general,	puesto	que	se	limita	a	disponer	que
la	 caducidad	 de	 las	 acciones	 de	 nulidad	 de	 despido,	 despido	 arbitrario	 y
hostilidad	no	perjudica	el	derecho	del	 trabajador	de	demandar	dentro	del
periodo	 prescriptorio	 el	 pago	 de	 otras	 sumas	 líquidas	 que	 le	 adeude	 el
empleador.
Hágase	notar,	a	modo	de	conclusión,	que	en	el	pleno	jurisdiccional	laboral
correspondiente	 al	 año	 1999,	 acuerdo	 N°	 5,	 se	 acordó	 que	 el	 plazo	 de
prescripción	de	 las	acciones	por	derechos	derivados	de	 la	 relación	 laboral
se	 interrumpe	 con	 la	 presentación	 de	 la	 demanda	 ante	 el	 órgano
jurisdiccional.
C.	C.
ART.	2000.—Sólo	la	ley	puede	fijar	los	plazos	de	prescripción.		
C.	C.
ART.	2002.—La	prescripción	se	produce	vencido	el	último	día	del	plazo.
OCTAVA	PARTE
Obligaciones	del	Empleador
TÍTULO	PRIMERO
Planillas	de	Pago
OBLIGACIÓN
D.	S.	001-98-TR.
ART.	1°.—Modificado.	D.	S.	017-2001-TR,	Art.	1°.	Los
empleadores	cuyos	trabajadores	se	encuentren	sujetos	al	régimen
laboral	de	la	actividad	privada	y	las	cooperativas	de	trabajadores,
con	relación	a	sus	trabajadores	y	socios	trabajadores,	están
obligados	a	llevar	planillas	de	pago,	de	conformidad	con	las
normas	contenidas	en	el	presente	decreto	supremo.
Toda	referencia	al	término	empleador	en	el	presente	decreto
supremo	comprende	a	las	cooperativas	de	trabajadores	y	el
término	trabajador	a	los	socios	trabajadores.
MÉTODOS	OPCIONALES
D.	S.	001-98-TR.
ART.	2°.—Las	planillas	podrán	ser	llevadas,	a	elección	del
empleador,	en	libros,	hojas	sueltas	o	microformas.
De	elegirse	el	uso	de	microformas,	será	de	aplicación	el	Decreto
Legislativo	N°	681,	sus	modificatorias,	normas	complementarias	y
reglamentarias.
REGISTRO	DE	LOS	TRABAJADORES.	PLAZO
D.	S.	001-98-TR.
ART.	3°.—Los	empleadores	deberán	registrar	a	sus	trabajadores
en	las	planillas,	dentro	de	las	setentidós	(72)	horas	de	ingresados
a	prestar	sus	servicios,	independientemente	de	que	se	trate	de	un
contrato	por	tiempo	indeterminado,	sujeto	a	modalidad	o	a
tiempo	parcial.
PLANILLAS	CENTRALIZADAS
D.	S.	001-98-TR.
ART.	4°.—Modificado.	D.	S.	017-2001-TR,	Art.	1°.	Es	facultad
del	empleador	llevar	más	de	una	planilla	de	pago,	en	función	a	la
categoría,	centro	de	trabajo	o	cualquier	otra	pauta	que	considere
conveniente,	dentro	de	un	criterio	de	razonabilidad.
Las	planillas	de	diferentes	centros	de	trabajo	de	una	misma
empresa,	podrán	ser	centralizadas	y	llevadas	en	cualquiera	de
ellos.	En	este	caso,	cada	centro	de	trabajo	deberá	contar	con	una
copia	simple	de	las	planillas	que	les	correspondan	y	de	las	boletas
de	pago	a	que	se	refiere	el	artículo	18	del	presente	decreto
supremo,	siempre	que	se	encuentre	en	una	circunscripción
territorial	distinta	al	de	la	autoridad	administrativa	de	trabajo	que
autorizó	la	planilla	centralizada.
MICROFORMAS
D.	S.	001-98-TR.
ART.	5°.—Cuando	el	empleador	opte	por	llevar	sus	planillas
mediante	microformas,	deberá	utilizar	un	medio	físico	de
almacenamiento	de	información	que	no	permita	ser	regrabado	y
que	sea	individualmente	identificable.
AUTORIZACIÓN	PREVIA
D.	S.	001-98-TR.
ART.	6°.—Modificado.	D.	S.	017-2001-TR,	Art.	1°.	El	libro	de
planillas	o	de	las	hojas	sueltas	correspondientes,	serán
autorizadas	previamente	a	su	utilización	por	la	autoridad
administrativa	de	trabajo	del	lugar	donde	se	encuentre	ubicado	el
centro	de	trabajo.
En	caso	de	las	empresas	que	cuentan	con	más	de	un	centro	de
trabajo	en	diferentes	lugares,	se	podrá	solicitar	la	autorización	en
cualquiera	de	ellos,	teniendo	en	cuenta	lo	dispuesto	en	el	segundo
párrafo	del	artículo	4°.
SOLICITUD	DE	AUTORIZACIÓN
D.	S.	001-98-TR.
ART.	7°.—Modificado.	D.	S.	017-2001-TR,	Art.	1°.	Para	efectos
de	la	autorización	del	libro	de	planillas,	así	como	de	las	hojas
sueltas,	el	empleador	presentará	una	solicitud,	adjuntado	copia
del	comprobante	de	información	registrada	conteniendo	el
Registro	Único	del	Contribuyente	(RUC)	y	el	libro	de	planillas	de
pago	u	hojas	sueltas	a	ser	autorizados,	debidamente	numerados.
La	solicitud	debe	consignar	los	siguientes	datos:
a)	Nombre	o	razón	social	y	domicilio	del	empleador;
b)	Nombre	del	representante	legal	del	empleador	y	número	de	su
documento	de	identidad;
c)	Número	de	RUC	del	empleador;
d)	Dirección	del	centro	de	trabajo;
e)	Número	de	folios	del	libro	o	de	las	hojas	sueltas	a	ser
autorizados;
f)	De	tener	más	de	un	centro	de	trabajo	y	haberse	optado	por	la
centralización	de	planillas,	según	el	artículo	4°,	la	dirección	de	los
centros	de	trabajos	incluidos	en	ella	y	el	lugar	donde	se
encuentren	los	originales	de	las	planillas	y	los	duplicados	de	las
boletas	de	pago.
g)	Tipo	de	planilla	a	autorizar	conforme	al	primer	párrafo	del
artículo	4°	del	presente	decreto	supremo.
Para	efectos	de	la	autorización	del	segundo	libro	o	posteriores,
así	como	de	las	hojas	sueltas,	el	empleador	adjuntará	a	su
solicitud	el	libro	de	planillas	anterior	debidamente	autorizado	o
en	el	caso	de	hojas	sueltas,	la	autorización	anterior	y	la	última
hoja	trabajada,	dejando	constancia	la	Autoridad	Administrativa	de
Trabajo	de	su	conclusión,	cumpliendo	además	con	los	requisitos
establecidos	en	el	párrafo	anterior.
SELLADO
D.	S.	001-98-TR.
ART.	8°.—Modificado.	D.	S.	017-2001-TR,	Art.	1°.	Recibida	la
solicitud	en	la	forma	indicada	en	el	artículo	anterior,	la	autoridad
administrativa	de	trabajo	procederá	a	sellar	la	primera	hoja	del
libro	de	planilla	de	pago	o	de	las	hojas	sueltas,	indicando	en	ella	el
nombre	o	razón	social	del	empleador,	número	de	RUC,	dirección
del	centro	de	trabajo,	tipo	de	planilla,	número	de	registro	de
autorización,	número	de	folios	autorizados	y	fecha	de
autorización.	En	el	caso	de	segundo	libro	o	posteriores	se	indicará
el	número	de	libro,	de	tratarse	de	hojas	sueltas	la	numeración
correlativa	correspondiente.	Si	el	empleador	opta	por	llevar	sus
planillas	en	hojas	sueltas,	la	autoridad	administrativa	de	trabajo
sellará	cada	una	de	ellas,	pudiendo	utilizar	cualquier	otro	medio
técnico	que	considere	conveniente.
De	haber	optado	el	empleador	por	la	centralización	de	planillas,
se	dejará	constancia	de	este	hecho	en	la	autorización
correspondiente.	De	tener	el	empleador	planillas	autorizadas	en
distintos	centros	de	trabajo,	podrá	centralizarlas	en	uno	de	ellos,
previo	cierre	de	las	planillas	de	los	otros	centros	de	trabajo	y
solicitud	dirigida	a	la	autoridad	administrativa	de	trabajo	del
lugar	donde	se	procederá	a	centralizar.
El	cambio	de	los	datos	consignados	en	la	autorización	debe	ser
comunicado	por	el	empleador	a	la	autoridad	administrativa	de
trabajo,	adjuntando	la	documentación	sustentatoria.
AUTORIZACIÓN	POR	LOS	JUECES	DE	PAZ
D.	S.	001-98-TR.
ART.	9°.—En	los	lugares	donde	no	haya	Autoridad
Administrativa	de	Trabajo,	serán	los	jueces	de	paz	letrados
respectivos,	quienes	autorizarán	los	libros	de	planillas	y	las	hojas
sueltas,	en	la	forma	indicada	en	el	artículo	8°	del	presente	decreto
supremo.
AUTORIZACIÓN	PARA	USO	DE	MICROFORMAS
D.	S.	001-98-TR.
ART.	10.—La	autorización	del	uso	de	microformas
necesariamente	estará	a	cargo	de	la	Autoridad	Administrativa	de
Trabajo,	siendo	en	este	caso	aplicable	lo	dispuesto	en	la	parte
pertinente	del	tercer	párrafo	del	artículo	6°	del	presente	decreto
supremo.
CERTIFICADO	DE	IDONEIDAD	TÉCNICA
D.	S.	001-98-TR.
ART.	11.—La	solicitud	de	autorización	para	llevar	planillas	en
microforma	deberá	contener	los	datos	a	que	se	refiere	el	artículo
7°,	en	cuanto	fuere	aplicable	y	además	deberá	indicar	con
precisión	el	número	de	código,	serie	u	otra	referencia	análoga	que
permita	identificar	individualmente	el	medio	físico	a	ser	utilizado.
Asimismo,	deberá	adjuntar	el	certificado	de	idoneidad	técnica
expedido	por	el	organismo	competente,	de	acuerdo	a	lo	dispuesto
por	el	artículo	6°	del	Decreto	Legislativo	N°	681,	modificado	por	la
Ley	N°	26612	o	norma	que	la	sustituya.
Modificado.	D.	S.	017-2001-TR,	Art.	1°.	En	este	caso,	la
autoridad	administrativa	de	trabajo	emitirá	resolución	expresa
precisando	la	identificación	del	medio	físico	autorizado,	el	cual	no
podrá	ser	sustituido	por	el	empleador	sin	autorización	previa,	así
como	la	vigencia	de	la	autorización	otorgada,	la	cual	estará	en
relación	con	el	plazo	de	validez	del	certificado	de	idoneidad
técnica.
REVISIÓN	DEL	CONTENIDO	DE	LAS	PLANILLAS
D.	S.	001-98-TR.
ART.	12.—El	empleador	que	opte	por	llevar	sus	planillas	en
microformas	será	responsable	de	proporcionar	los	equipos	y
sistemas	idóneos,	a	fin	de	que	la	Autoridad	Administrativa	de
Trabajo	o	la	autoridad	competente,	de	requerirlo,	puedan	revisar
el	contenido	de	las	planillas.
INFORMACIÓN	DE	LOS	TRABAJADORES
D.	S.	001-98-TR.
ART.	13.—Al	inicio	del	libro	de	planillas,	de	la	hoja	suelta	o	de	la
microforma,	deberá	registrarse	por	una	sola	vez,	dentro	del	plazo
establecido	en	el	artículo	3°,	la	siguiente	información	referida	a
cada	trabajador:
a)	Nombre	completo,	sexo	y	fecha	de	nacimiento;
b)	Domicilio;
c)	Nacionalidad	y	documento	de	identidad;
d)	Fecha	de	ingreso	o	reingreso	a	la	empresa;
e)	Cargo	u	ocupación;
f)	Número	de	registro	o	código	de	asegurado	o	afiliado	a	los
sistemas	previsionales	correspondientes;	y,
g)	Fecha	de	cese.
De	agotarse	la	disponibilidad	de	espacio	para	esta	información,
podrán	utilizarse	nuevas	hojas,	sin	necesidad	de	que	éstas	sean
autorizadas	por	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo.
CONTENIDO	DE	LAS	PLANILLAS
D.	S.	001-98-TR.
ART.	14.—Las	planillas,	además	del	nombre	y	apellidos	del
trabajador,	deberán	consignar	por	separado	y	según	la
periodicidad	de	pago,	los	siguientes	conceptos:
a)	Remuneraciones	que	se	abonen	al	trabajador,	tomando	en
consideración	para	este	efecto,	lo	previsto	en	el	artículo	6°	del
TUO	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,
aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR;
b)	Número	de	días	y	horas	trabajadas;
c)	Número	de	horas	trabajadas	en	sobretiempo;
d)	Deducciones	de	cargo	del	trabajador,	por	concepto	de	tributos,
aportes	a	los	sistemas	previsionales,	cuotas	sindicales,	descuentos
autorizados	u	ordenados	por	mandato	judicial	y	otros	conceptos
similares;
e)	Cualquier	otro	pago	que	no	tenga	carácter	remunerativo,
según	el	artículo	7°	del	TUO	de	la	Ley	de	Productividad	y
Competitividad	Laboral;
f)	Tributos	y	aportes	de	cargo	del	empleador;
g)	Cualquier	otra	información	adicional	que	el	empleador
considere	conveniente.
Asimismo,	se	registrará	la	fecha	de	salida	y	retorno	de
vacaciones,	salvo	que	por	la	naturaleza	del	trabajo	o	por	el	tiempo
trabajado	sólo	hubiera	lugar	al	pago	de	la	remuneración
vacacional.
JURISPRUDENCIA.—El	recurso	de	hábeas	data	no	permite	el	acceso	a
información	del	trabajador	contenida	en	la	planilla	de	pago.	“(...)	la
protección	de	la	intimidad	implica	excluir	a	terceros	extraños	el	acceso	a
información	relacionada	con	la	vida	privada	de	una	persona,	lo	que	incluye
la	información	referida	a	deudas	contraídas,	aportes	efectuados,	descuentos
efectuados,	préstamos	obtenidos,	cargos	cobrados,	consumos	realizados,
contrataciones	celebradas	y	todo	tipo	de	afectaciones	a	las	remuneraciones
del	trabajador	consignados	en	la	planilla	de	pago.	Y	es	que	no	pasa
inadvertido	para	este	tribunal	que	las	afectaciones	voluntarias	e
involuntarias	a	las	remuneraciones	de	los	trabajadores,	y
subsecuentemente	su	consignación	en	las	planillas	de	pago,	casi	siempre	y
en	todos	los	casos	están	originadas	en	necesidades	de	urgencia	acaecidas	en
el	seno	familiar,	las	que	por	ningún	motivo	y	bajo	ningún	concepto	pueden
estar	al	conocimiento	de	cualquier	ciudadano,	e	inclusive	de	parientes
(como	en	el	caso	de	autos),	puesto	que	atañen	a	asuntos	vinculados
íntimamente	con	el	entorno	personal	y/o	familiar	cercano	y	con	el
desarrollo	personal	de	sus	miembros,	las	que	al	quedar	descubiertos
podrían	ocasionar	daños	irreparables	en	el	honor	y	la	buena	reputación.	Por
ello,	corresponde	ratificar	lo	establecido	por	este	colegiado	en	cuanto	“(…)
en	lo	que	respecta	a	la	información	sobre	las	boletas	de	pago	(…),	cabe
precisar	que	dicha	información	se	encuentra	enmarcada	dentro	de	la
excepción	establecida	en	el	artículo	15-B	de	la	Ley	N°	27806,	en	tanto	los
detalles	contenidos	en	las	boletas	de	pago	atañen,	prima	facie,	a	la	esfera
privada	(…)”	(Cfr.	STC	N°	00330-2009-PHD/TC,	fundamento	7).	En	tal
sentido,	el	emplazado	no	se	encuentra	en	la	obligación	de	otorgar	la
información	solicitada	por	el	recurrente,	de	modo	que	al	haberse	negado
justificadamente	a	ello,	no	ha	vulnerado	el	derecho	de	acceso	a	la
información	pública;	por	este	motivo,	la	demanda	también	debe	ser
desestimada.	(…)”	(T.	C.,	Exp.	05982-2009-PHD/TC,	jun.	30/2010.	Pres.
Mesía	Ramírez)
REMUNERACIÓN	INTEGRAL
D.	S.	001-98-TR.
ART.	15.—Tratándose	de	trabajadores	que	perciban	una
remuneración	integral	cuyo	abono	sea	pactado	con	periodicidad
superior	a	un	mes,	el	empleador	deberá	registrar	mensualmente
en	la	planilla,	el	importe	de	la	alícuota	correspondiente	a	cada	mes
de	labores.
RECTIFICACIÓN	DE	ERRORES
D.	S.	001-98-TR.
ART.	16.—Modificado.	D.	S.	017-2001-TR,	Art.	1°.	La
rectificación	de	cualquier	error	o	la	omisión	de	información	en	las
planillas	se	hará	constar	en	la	hoja	siguiente	a	la	última	utilizada,
debiendo	expedirse	una	boleta	que	contenga	la	información
rectificada	u	omitida,	la	misma	que	deberá	ser	firmada	por	el
trabajador,	no	aplicándose	lo	dispuesto	en	el	tercer	párrafo	del
artículo	19	del	presente	decreto	supremo.
PLANILLAS	DE	CONSTRUCCIÓN	CIVIL
D.	S.	001-98-TR.
ART.	17.—Las	planillas	de	las	empresas	que	desarrollan
actividades	de	construcción	civil,	podrán	ser	llevadas	por	cada
obra	o	en	conjunto	para	varias	obras,	conforme	al	artículo	4°	del
presente	decreto	supremo.
En	dichas	planillas	deberá	indicarse	el	nombre	o	razón	social	del
empleador,	ya	sea	contratista	o	subcontratista	y	el	nombre	del
propietario	de	la	obra,	salvo	que	éste	sea	el	empleador,	en	cuyo
caso	se	indicará	que	reúne	ambas	calidades.
A	la	terminación	de	su	contrato,	el	contratista	o	subcontratista
entregará	al	propietario	una	copia	certificada	de	la	planilla	de
pago	correspondiente	a	la	obra	y	los	duplicados	de	las	boletas	de
pago	referidas	en	el	artículo	18	del	presente	decreto	supremo,	lo
cual	no	lo	exime	de	responder	por	el	pago	de	las	obligaciones
laborales,	ni	al	propietario	de	la	responsabilidad	que	pudiera
corresponderle	por	las	mismas.
IRRENUNCIABILIDAD	DE	DERECHOS
D.	S.	001-98-TR.
ART.	20.—Modificado.	D.	S.	009-2011-TR,	Art.	1°.	La	firma	del
trabajador	en	la	boleta	de	pago	o	la	confirmación	de	su	recepción
electrónica,	no	implica	renuncia	por	éste	a	cobrar	las	sumas	que
considere	le	corresponden	y	no	figuran	en	la	boleta.
CONSERVACIÓN	DE	LAS	PLANILLAS.	PLAZO
D.	S.	001-98-TR.
ART.	21.—Los	empleadores	están	obligados	a	conservar	sus
planillas,	el	duplicado	de	las	boletas	y	las	constancias
correspondientes,	hasta	cinco	años	después	de	efectuado	el	pago.
Luego	de	transcurrido	el	indicado	plazo,	la	prueba	de	los
derechos	que	se	pudieran	derivar	del	contenido	de	los	citados
documentos,	será	de	cargo	de	quien	alegue	el	derecho.
D.	L.	25988.
ART.	5°.—Modificado.	Ley	27029,	Art.	1°.	De	conformidad	con
lo	dispuesto	en	el	artículo	anterior	los	empleadores	o	las
empresas	cualquiera	que	sea	su	forma	de	constitución	y	siempre
que	no	formen	parte	del	Sector	Público	Nacional,	estarán
obligadas	a	conservar	los	libros,	correspondencia	y	otros
documentos	relacionados	con	el	desarrollo	de	su	actividad
empresarial,	por	un	período	que	no	excederá	de	cinco	(5)	años
contado	a	partir	de	la	ocurrencia	del	hecho	o	la	emisión	del
documento	o	cierre	de	las	planillas	de	pago,	según	sea	el	caso.
Transcurrido	el	período	a	que	se	refiere	el	párrafo	anterior,	los
empleadores	podrán	disponer	de	dichos	documentos	para	su
reciclaje	o	destrucción,	a	excepción	de	las	planillas	de	pago	que
deberán	ser	remitidas	a	la	Oficina	de	Normalización	Previsional.
En	todo	caso,	inclusive	en	lo	relativo	a	materia	laboral,	luego	de
transcurrido	el	mencionado	período,	la	prueba	de	los	derechos
que	se	pudieran	derivar	del	contenido	de	los	documentos	citados,
será	de	quien	alegue	el	derecho.
Lo	establecido	en	el	presente	artículo	se	aplicará	sin	perjuicio	de
las	disposiciones	referidas	a	obligaciones	en	materia	tributaria
contenidas	en	el	Código	Tributario.
EXHIBICIÓN	DE	LAS	PLANILLAS
D.	S.	001-98-TR.
ART.	22.—Los	empleadores	están	obligados	a	exhibir	ante	las
autoridades	competentes	que	lo	requieran,	las	planillas,	el
duplicado	de	las	boletas	y	las	constancias	de	pago.
CIERRE	DE	LAS	PLANILLAS
D.	S.	001-98-TR.
ART.	23.—Modificado.	D.	S.	017-2001-TR,	Art.	1°.	Se
considerarán	cerradas	las	planillas	en	la	fecha	en	que	el
empleador	lo	comunique	a	la	autoridad	administrativa	de	trabajo,
adjuntado	copia	de	la	última	planilla	utilizada	e	indicando	el
motivo	del	cierre.
VIGENCIA
D.	S.	001-98-TR.
Primera	Disposición	Transitoria	y	Complementaria.—El	presente
Decreto	Supremo	entrará	en	vigencia	a	partir	del	1	de	febrero	de
1998,	fecha	a	partir	de	la	cual	quedará	derogado	el	Decreto
Supremo	N°	015-72-TR,	así	como	todas	las	demás	disposiciones
que	se	opongan	al	presente	decreto	supremo.
MICROFORMAS.	CONDICIÓN	SUSPENSIVA
D.	S.	001-98-TR.
Segunda	Disposición	Transitoria	y	Complementaria.—El	uso	de
las	planillas	a	través	de	microformas,	estará	supeditado	a	la
expedición	de	las	normas	reglamentarias	por	el	sector
competente,	de	conformidad	con	el	artículo	6°	de	Decreto
Legislativo	N°	681,	modificado	por	la	Ley	N°	26612.
EFECTOS	DE	LAS	PLANILLAS	ANTERIORES
D.	S.	001-98-TR.
Tercera	Disposición	Transitoria	y	Complementaria.—Conservan
su	valor	y	efectos	hasta	el	30	de	junio	de	1998,	las	planillas
autorizadas	con	fecha	anterior	a	la	vigencia	de	este	decreto
supremo,	salvo	que	el	empleador	quiera	darlas	por	terminadas
antes	y	solicitar	la	autorización	de	nuevas	planillas	de
conformidad	con	el	presente	dispositivo	legal.
TRABAJADORES	DEL	HOGAR
D.	S.	001-98-TR.
Cuarta	Disposición	Transitoria	y	Complementaria.—En	el	caso	de
los	trabajadores	del	hogar	no	existe	la	obligación	de	llevar	las
planillas	a	que	se	refiere	el	presente	decreto	supremo.	La	prueba
de	pago	de	los	derechos	que	les	corresponden,	se	rige	por	las
disposiciones	específicas.
TÍTULO	SEGUNDO
Planillas	Electrónicas
SISTEMA	DE	PLANILLAS	ELECTRÓNICAS
D.	S.	018-2007-TR.
ART.	1°.—Modificado.	D.	S.	015-2010-TR,	Art.	1°.
Definiciones.	Para	los	fines	del	presente	decreto	supremo	se
entiende	por:
a)	Empleador:	Toda	persona	natural,	empresa	unipersonal,
persona	jurídica,	sociedad	irregular	o	de	hecho,	cooperativa	de
trabajadores,	institución	privada,	empresas	del	Estado,	entidad
del	sector	público	nacional	inclusive	a	las	que	se	refiere	el	Texto
Único	Actualizado	de	las	Normas	que	rigen	la	obligación	de
determinadas	entidades	del	Sector	Publico	de	proporcionar
información	sobre	sus	adquisiciones,	aprobado	por	el	Decreto
Supremo	N°	027-2001-PCM	y	normas	modificatorias,	o	cualquier
otro	ente	colectivo,	que	remuneren	a	cambio	de	un	servicio
prestado	bajo	relación	de	subordinación.
Adicionalmente,	para	efecto	de	la	planilla	electrónica,	se	entiende
por	empleador	a	aquel	que:
i)	Pague	pensiones	de	jubilación,	cesantía,	invalidez	y
sobrevivencia	u	otra	pensión,	cualquiera	fuere	el	régimen	legal	al
cual	se	encuentre	sujeto.
ii)	Contrate	a	un	prestador	de	servicios,	en	los	términos	definidos
en	el	presente	decreto	supremo.
iii)	Contrate	a	un	personal	en	formación	-	modalidad	formativa
laboral	y	otros,	en	los	términos	definidos	en	el	presente	decreto
supremo.
iv)	Realice	las	aportaciones	de	salud,	por	las	personas
incorporadas	como	asegurados	regulares	al	Régimen	Contributivo
de	la	Seguridad	Social	en	Salud,	por	mandato	de	una	ley	especial.
v)	Recibe,	por	destaque	o	desplazamiento,	los	servicios	del
personal	de	terceros.
vi)	Se	encuentre	obligado	por	el	Decreto	Supremo	N°	001-2010-
ED	u	otras	normas	de	carácter	especial,	a	abonar	las
remuneraciones,	compensación	por	tiempo	de	servicios,
bonificaciones	y	demás	beneficios	del	personal	de	la
administración	pública	que	le	sea	asignado.
b)	Trabajador:	Persona	natural	que	presta	servicios	a	un
empleador	bajo	relación	de	subordinación,	sujeto	a	cualquier
régimen	laboral,	cualquiera	sea	la	modalidad	del	contrato	de
trabajo.	En	el	caso	de	sector	público,	abarca	a	todo	trabajador,
servidor	o	funcionario	público,	bajo	cualquier	régimen	laboral.
Está	también	comprendido	en	la	presente	definición	el	socio
trabajador	de	una	cooperativa	de	trabajadores.
c)	Pensionista:	Quien	percibe	pensión	de	jubilación,	cesantía,
invalidez	y	sobrevivencia,	u	otra	pensión,	cualquiera	fuere	el
régimen	legal	al	cual	se	encuentra	sujeto,	y	sean	asegurados
regulares	al	Régimen	Contributivo	de	la	Seguridad	Social	en	Salud.
d)	Prestador	de	servicios:	Persona	natural	que:
i)	Presta	servicios	a	un	empleador	por	los	cuales	obtenga	rentas
de	cuarta	categoría	a	las	que	se	refiere	el	artículo	33	de	la	Ley	del
Impuesto	a	la	Renta.
ii)	Presta	servicios	a	un	empleador	por	los	cuales	obtenga	rentas
de	quinta	categoría	a	las	que	se	refiere	el	inciso	e)	artículo	34	de	la
Ley	del	Impuesto	a	la	Renta.
iii)	Se	encuentra	incorporado	como	asegurado	regular	al
Régimen	Contributivo	de	la	Seguridad	Social	en	Salud	por
mandato	de	una	ley	especial	por	las	que	existe	obligación	de
realizar	aportaciones	de	salud.
e)	Personal	en	formación	-	Modalidad	formativa	laboral	y
otros:	Persona	natural:
1)	Que	se	encuentra	bajo	alguna	de	las	modalidades	formativas
laborales	reguladas	por	la	Ley	N°	28518	o	cualquier	otra	ley
especial.
2)	Que	se	encuentra	bajo	la	modalidad	de	Secigra	Derecho,
regulada	por	el	Decreto	Ley	N°	26113.
f)	Personal	de	terceros:	Trabajador	o	prestador	de	servicios,
que	sea	destacado	o	desplazado	para	prestar	servicios	en	los
lugares	o	centros	de	trabajo,	establecimientos,	unidades
productivas	u	organización	laboral	de	otro	empleador,
independientemente	del	hecho	de	que	ambos	mantengan	un
vínculo	jurídico.
g)	Derechohabientes:	Son	derechohabientes	aquellos	definidos
como	tales	en	el	artículo	3°	de	la	Ley	N°	26790,	que	aprueba	la	Ley
de	Modernización	de	la	Seguridad	Social	en	Salud	y	normas
modificatorias.
h)	Planilla	electrónica:	Es	el	documento	llevado	a	través	de	los
medios	informáticos	desarrollados	por	la	Sunat,	en	el	que	se
encuentra	la	información	de	los	empleadores,	trabajadores,
pensionistas,	prestadores	de	servicios,	personal	en	formación	-
modalidad	formativa	laboral	y	otros,	personal	de	terceros	y
derechohabientes.
La	planilla	electrónica	se	encuentra	conformada	por	la
información	del	Registro	de	Información	Laboral	(T-Registro)	y	la
Planilla	Mensual	de	Pagos	(Plame)	que	se	elabora
obligatoriamente	a	partir	de	la	información	consignada	en	dicho
registro.
i)	Entidades	de	la	administración	pública:	Aquellas	que	se
encuentran	definidas	por	el	artículo	I	del	Título	Preliminar	de	la
Ley	N°	27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General,	con
exclusión	de	las	personas	jurídicas	bajo	el	régimen	privado	que
prestan	servicios	públicos	o	ejercen	función	administrativa,	en
virtud	de	concesión,	delegación	o	autorización	del	Estado,
conforme	a	la	normativa	de	la	materia.
Cuando	se	mencionen	artículos	o	disposiciones	sin	señalar	la
norma	a	la	que	corresponden,	la	mención	se	entenderá	referida	a
los	del	presente	decreto	supremo.
j)	Incorporado.	D.	S.	008-2011-TR,	Art.	4°.	Alta	en	el	registro:
Incorporar	en	el	T-Registro	al	trabajador,	pensionista,	prestador
de	servicios,	personal	en	formación	-	Modalidad	formativa	laboral
y	otros,	personal	de	terceros	o	derechohabiente.	En	el	caso	del
prestador	de	servicios	a	que	se	refiere	el	numeral	i)	del	literal	d)
del	artículo	1°	del	presente	decreto	supremo,	la	inscripción	se
efectúa	a	través	del	Plame.
k)	Incorporado.	D.	S.	008-2011-TR,	Art.	4°.	Baja	en	el	registro:
Dar	por	finalizada	en	el	T-Registro	la	condición	de	trabajador,
pensionista,	prestador	de	servicios,	personal	en	formación	-
Modalidad	formativa	laboral	y	otros,	personal	de	terceros	o
derechohabiente.
ÁMBITO
D.	S.	018-2007-TR.
ART.	2°.—Ámbito	de	aplicación.	Se	encuentran	obligados	a	llevar	la	planilla	electrónica	y	presentarla	ante	el
MTPE,	los	empleadores	que	cumplan	con	alguno	de	los	siguientes	supuestos:
a)	Modificado.	D.	S.	008-2011-TR,	Art.	4°.	Cuenten	con	uno	(1)
o	más	trabajadores,	con	excepción	de	aquellos	empleadores	que
efectúen	la	inscripción	ante	el	Seguro	Social	de	Salud	(ESSALUD)
mediante	la	presentación	del	Formulario	N°	402	“Retenciones	y
contribuciones	sobre	remuneraciones”,	siempre	que	estos	últimos
no	tengan	más	de	tres	(3)	trabajadores.
b)	Cuenten	con	uno	(1)	o	más	prestadores	de	servicios	y/o
personal	de	terceros.
c)	Cuenten	con	uno	(1)	o	más	trabajadores	o	pensionistas	que
sean	asegurados	obligatorios	del	Sistema	Nacional	de	Pensiones.
d)	Cuando	estén	obligados	a	efectuar	alguna	retención	del
Impuesto	a	la	Renta	de	cuarta	o	quinta	categoría.
e)	Tengan	a	su	cargo	uno	(1)	o	más	artistas,	de	acuerdo	con	lo
previsto	en	la	Ley	N°	28131.
f)	Hubieran	contratado	los	servicios	de	una	entidad	prestadora
de	salud	-	EPS	u	otorguen	servicios	propios	de	salud	conforme	lo
dispuesto	en	la	Ley	N°	26790,	normas	reglamentarias	y
complementarias.
g)	Hubieran	suscrito	con	el	Seguro	Social	de	Salud	-	ESSALUD	un
contrato	por	seguro	complementario	de	trabajo	de	riesgo.
h)	Gocen	de	estabilidad	jurídica	y/o	tributaria.
i)	Cuenten	con	uno	(1)	o	más	prestadores	de	servicios	-
modalidad	formativa.
A	tal	efecto,	la	planilla	electrónica	se	considera	presentada	ante	el
MTPE	en	la	fecha	en	que	los	empleadores	envíen	a	través	del
medio	informático	la	planilla	electrónica	a	la	Sunat.
Mediante	resolución	de	superintendencia,	la	Sunat	podrá
modificar	y/o	ampliar	el	universo	de	obligados	a	llevar	la	planilla
electrónica.
NOTA:	El	artículo	2°	del	Decreto	Supremo	N°	018-2007-TR	entró	en	vigencia	el	primero	de	enero
del	año	2008.
GESTIÓN	DE	SUNAT
D.	S.	018-2007-TR.
ART.	3°.—Del	encargo	de	gestión	a	la	Sunat.	Encárguese	a	la	Sunat	recibir	la	planilla	electrónica	a	ser
remitida	a	través	de	medios	electrónicos	por	parte	de	los	empleadores.	A	tal	efecto,	la	Sunat	podrá	emitir	normas	que	regulen
la	forma	y	condiciones	del	soporte	electrónico	de	dicha	planilla,	así	como	las	de	su	envío.
Una	vez	efectuado	el	envío	de	la	planilla	electrónica	a	la	Sunat,
esta	entidad	pondrá	a	disposición	del	MTPE	dicho	documento	de
acuerdo	a	un	procedimiento	que	será	regulado	mediante
resolución	ministerial	de	dicho	ministerio.
CONTENIDO
D.	S.	018-2007-TR.
ART.	4°.—Modificado.	D.	S.	015-2010-TR,	Art.	1°.	Contenido
de	la	planilla	electrónica.	El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción
del	Empleo	en	coordinación	con	la	Sunat,	elaborará	y	aprobará,
mediante	resolución	ministerial:
a)	La	información	de	la	planilla	electrónica.
b)	Las	tablas	paramétricas.
c)	La	estructura	de	los	archivos	de	importación,	así	como	los
instrumentos	que	resulten	necesarios	para	el	uso	de	la	planilla
electrónica.
Modificado.	D.	S.	003-2012-TR,	Art.	1°.	La	Sunat	podrá	efectuar
las	modificaciones	posteriores	de	los	rubros	establecidos	en	el
primer	párrafo	del	presente	artículo,	mediante	resolución	de
Superintendencia,	previa	coordinación	con	el	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.	En	el	caso	de	las	tablas
paramétricas,	éstas	podrán	ser	actualizadas	y	publicadas	en	los
portales	institucionales,	previa	comunicación	a	la	autoridad
administrativa	de	trabajo.
NOTA:	El	29	de	febrero	del	2012	en	el	diario	oficial	se	publicó	la	fe	de	erratas,	con	la	que	se	corrige
la	numeración	del	Decreto	Supremo	N°	002-2012-TR,	la	numeración	correcta	es	Decreto	Supremo	N°
003-2012-TR.
D.	S.	018-2007-TR.
ART.	4°-A.—Incorporado.	D.	S.	015-2010-TR,	Art.	2°.	Registro
de	Información	Laboral	(T-Registro).	El	empleador	deberá
registrarse,	así	como	a	sus	trabajadores,	pensionistas,	prestadores
de	servicios,	personal	en	formación	-	modalidad	formativa	laboral
y	otros,	personal	de	terceros	y	derechohabientes,	de	acuerdo	a	los
siguientes	plazos:
a)	Trabajador,	prestador	de	servicios	a	que	se	refiere	el
numeral	ii)	del	literal	d)	del	artículo	1°	del	presente	decreto
supremo,	personal	en	formación	-	modalidad	formativa
laboral	y	otros,	y	personal	de	terceros:	dentro	del	día	en	que	se
produce	el	ingreso	a	prestar	sus	servicios.	independientemente	de
la	modalidad	de	contratación	y	de	los	días	laborados.
Excepcionalmente:
-	En	el	caso	del	prestador	de	servicios	a	que	se	refiere	el	numeral
i)	del	literal	d)	del	artículo	1°	del	presente	decreto	supremo,	el
registro	se	efectúa	en	el	Plame.
-	En	el	caso	del	prestador	de	servicios	a	que	se	refiere	el	numeral
iii)	del	literal	d)	del	artículo	1°	del	presente	decreto	supremo,	el
registro	se	efectúa	hasta	el	día	de	vencimiento	o	presentación	de
la	declaración	de	los	aportes	a	ESSALUD.
b)	Modificado.	D.	S.	008-2011-TR,	Art.	4°.	Pensionista:	el
primer	día	hábil	del	mes	siguiente	a	aquél	en	que	se	pagó	o	se
puso	a	disposición	la	primera	pensión	afecta,	sea	provisional	o
definitiva.
c)	Derecho	habientes:	el	primer	día	hábil	siguiente	a	la
comunicación	que	efectúe	el	trabajador,	pensionista	y	prestador
de	servicios	a	que	se	refiere	el	numeral	iii)	del	inciso	d)	del
artículo	1°	al	empleador,	respecto	de	sus	derechohabientes.
Sin	perjuicio	de	los	plazos	señalados,	el	empleador	podrá	realizar
el	registro	en	oportunidad	anterior	a	las	fechas	señaladas.
El	empleador	deberá	registrar	sus	datos	de	manera	previa	al
registro	de	los	sujetos	señalados	en	los	literales	a),	b)	y	c)	del
primer	párrafo.
Cualquier	modificación	o	actualización	de	los	datos	de	la
información	existente	en	el	T-Registro,	deberá	ser	efectuada	por
el	empleador	dentro	del	plazo	de	cinco	(05)	días	hábiles	de	haber
ocurrido	el	evento	o	de	la	fecha	en	que	el	empleador	tuvo
conocimiento.
La	baja	de	los	sujetos	registrados	deberá	ser	efectuada	dentro	del
primer	día	hábil	siguiente	a	la	fecha	en	que	se	produjo	el	término
de	la	prestación	de	servicios,	la	suspensión	o	fin	de	la	condición	de
pensionista,	el	fin	de	la	obligación	de	realizar	aportaciones	a
ESSALUD	o	el	fin	de	la	condición	de	derechohabiente,	según
corresponda.
El	empleador	debe	entregar	a	los	trabajadores,	prestadores	de
servicios	a	que	se	refieren	los	numerales	ii)	y	iii)	del	literal	d)	del
artículo	1°	del	presente	decreto	supremo,	la	constancia	de	alta,
modificación	o	actualización,	así	como	de	baja	que	se	efectúe	en	el
T-Registro,	de	acuerdo	a	los	siguientes	plazos:
a)	Alta	en	el	registro:	el	día	hábil	siguiente	del	inicio	de	la
prestación	de	servicios.
b)	Modificación	o	actualización	de	datos:	dentro	de	los	quince
(15)	días	calendarios	siguientes	a	la	fecha	en	que	se	produjo	la
modificación	o	actualización.
c)	Baja	en	el	registro:	solo	en	aquellos	casos	que	sea	solicitado,
ésta	se	deberá	entregar	dentro	de	los	dos	(02)	días	calendario
siguiente	de	la	fecha	en	que	se	presentó	la	solicitud.
Se	entenderá	cumplida	la	obligación	cuando	el	empleador	remita
la	constancia	generada	por	el	T-Registro,	a	través	de	medios
físicos	o	electrónicos,	siempre	que	se	acredite	la	recepción	de	la
misma	por	parte	de	los	destinatarios.
Modificado.	D.	S.	008-2011-TR,	Art.	4°.	La	autoridad
administrativa	de	trabajo	podrá	solicitar	a	los	empleadores,	con
carácter	general	o	particular	y	en	las	condiciones	y	plazos	que
aquella	determine,	la	actualización	total	de	sus	datos	y	condición
de	empleador,	así	como	los	datos	contenidos	en	el	T-Registro.
La	obligación	de	registrar,	a	que	se	refiere	el	presente	artículo,	se
efectúa	a	través	de	los	medios	informáticos	que	establezca	la
Sunat.
Modificado.	D.	S.	008-2011-TR,	Art.	4°.	La	información	del	T-
Registro	podrá	ser	actualizada,	modificada	o	dada	de	baja	de
oficio	de	manera	automática,	por	parte	de	la	Sunat,	cuando:
1)	Los	sujetos	inscritos	en	T-Registro	hayan	actualizado	o
modificado	sus	datos	de	identificación	en	el	Reniec,	y	la	Sunat
disponga	de	dicha	información.	Asimismo,	se	procederá	a	la
actualización	o	modificación	de	los	datos	del	empleador,	respecto
del	nombre	o	razón	social	y	de	los	establecimientos,	cuando	esta
información	haya	sido	actualizada	o	modificada	en	el	Registro
Único	de	Contribuyentes	de	la	Sunat.
2)	En	los	casos	de	fallecimiento	del	sujeto	inscrito	en	T-Registro,
cuya	defunción	se	encuentre	inscrita	en	Reniec	y	hubiese	sido
informada	a	la	Sunat.
3)	Tratándose	de	los	derechohabientes,	se	procederá	a	la	baja	de
oficio	cuando	se	produzca	alguna	de	las	siguientes	situaciones:
3.1)	Cuando	el	hijo	menor	de	edad,	adquiera	la	mayoría	de	edad	y
no	se	hubiera	comunicado	el	vinculo	como	hijo	mayor	de	edad
incapacitado.
3.2)	Cuando	culmine	el	período	de	gestación,	en	el	caso	de	la
gestante.
3.3)	Cuando	el	derechohabiente	adquiera	la	condición	de
asegurado	regular	de	ESSALUD.
3.4)	Cuando	el	empleador	hubiera	registrado	la	baja	del
trabajador,	pensionista	o	prestador	de	servicios	a	que	se	refiere	el
numeral	iii)	del	inciso	d)	del	artículo	1°	del	presente	decreto
supremo.
3.5)	Cuando	el	trabajador,	pensionista	o	prestador	de	servicios	a
que	se	refiere	el	numeral	iii)	del	inciso	d)	del	artículo	1°	del
presente	decreto	supremo,	deja	de	tener	la	condición	de
asegurado	regular	de	ESSALUD.
3.6)	Cuando	el	trabajador,	pensionista	o	prestador	de	servicios	a
que	se	refiere	el	numeral	iii)	del	inciso	d)	del	artículo	1°	del
presente	decreto	supremo,	no	registre	períodos	de	aportación	a
ESSALUD	en	los	últimos	doce	(12)	períodos.
Las	modificaciones	posteriores	de	los	casos	previstos	en	el
presente	artículo	o	la	inclusión	de	nuevos	casos,	serán	efectuadas
por	la	Sunat,	a	través	de	resolución	de	Superintendencia,	previa
coordinación	con	el	MTPE.
D.	S.	015-2010-TR.
Segunda	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Modificado.
D.	S.	008-2011-TR,	Art.	2°.	Para	efectos	de	la	implementación	del
T-Registro	respecto	de	los	empleadores,	trabajadores,
pensionistas,	prestadores	de	servicios	referidos	en	los	numerales
ii)	y	iii)	del	literal	d)	del	artículo	1°	del	Decreto	Supremo	N°	018-
2007-TR,	Personal	en	formación	-	Modalidades	formativas
laborales	y	otros,	y	personal	de	terceros,	la	Sunat	realizará	un
proceso	de	carga	inicial	de	información	tomando	como	base	la
obtenida	del	PDT	-	Planilla	Electrónica	Formulario	Virtual	N°
0601	que	por	los	períodos	marzo,	abril	o	mayo	del	2011	hubiera
sido	recibida	hasta	el	30	de	junio	del	2011,	siempre	que	se
encuentren	con	vínculo	vigente	en	el	último	período	declarado	de
los	anteriormente	señalados.	Tratándose	de	aquellos	que	hayan
sido	identificados	por	el	empleador	con	DNI,	se	considerarán
inscritos	siempre	que	el	número	de	documento	y	la	fecha	de
nacimiento	consignados	en	el	citado	PDT	coincidan	con	la
información	de	Reniec	que	obre	en	poder	de	la	Sunat.
Se	consideran	inscritos	en	el	T-Registro	a	los	sujetos	incluidos	en
la	carga	inicial	a	que	se	refiere	el	párrafo	anterior.	Respecto	a	los
datos	referidos	a	tipo	de	trabajador,	régimen	de	salud,	régimen
pensionario	y	período	laboral	o	período	de	pensionista,	en	la
carga	inicial	se	considerará	como	fecha	de	inicio	de	los	datos	en
mención,	la	fecha	de	inicio	del	período	laboral	o	de	pensionista,	o
el	primer	día	del	período	en	que	el	empleador	hubiera	registrado
el	último	cambio,	según	corresponda,	teniendo	en	cuenta	la
información	declarada	por	el	empleador	en	el	PDT	Planilla
Electrónica.
El	empleador	mediante	el	uso	del	aplicativo	del	T-Registro	podrá
verificar	la	información	de	los	sujetos	considerados	inscritos	a	fin
de	proceder,	según	corresponda,	a	la	baja,	modificación,
actualización	o	de	ser	necesario,	a	completar	algún	dato	faltante.
Asimismo,	procederá	a	registrar	antes	de	la	fecha	de	vencimiento
o	presentación	del	Plame,	a	aquellos	sujetos	cuyo	vínculo	se	haya
iniciado	con	anterioridad	al	1	de	agosto	de	2011	y	no	hayan	sido
inscritos	en	el	T-Registro,	siempre	que	el	vínculo	se	mantenga
vigente	a	la	fecha	de	entrada	en	vigencia	del	presente	decreto
supremo.
Los	trabajadores	y	los	prestadores	de	servicios	a	que	se	refieren
los	numerales	ii)	y	iii)	del	literal	d)	del	artículo	1°	del	Decreto
Supremo	N°	018-2007-TR,	que	hayan	sido	incorporados
directamente	en	el	T-Registro,	podrán	solicitar	a	sus	empleadores
la	entrega	de	la	Constancia	de	Alta,	la	cual	respalda	su
incorporación	en	el	registro.	Los	empleadores	deberán	cumplir
con	esta	obligación	en	un	plazo	de	treinta	(30)	días	calendario,
contados	a	partir	del	día	siguiente	a	la	presentación	de	la
solicitud.
D.	S.	015-2010-TR.
Tercera	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Tratándose
de	los	derechohabientes,	se	consideran	inscritos	en	el	T-Registro	a
aquellos	que	se	hubieran	informado	a	través	del	PDT	Planilla
Electrónica	-	Formulario	Virtual	N°	601	presentados	hasta	el	27
de	enero	del	2011,	siempre	que	se	encuentren	identificados	con
DNI,	carne	de	extranjería	o	pasaporte	y	el	vínculo	familiar
declarado	se	encuentre	vigente.	Asimismo,	en	el	caso	de
derechohabientes	que	hayan	sido	registrados	con	partida	de
nacimiento,	y	que	de	acuerdo	a	la	información	que	la	Sunat
disponga,	cuenten	con	DNI,	se	considerará	su	inscripción	con
dicho	documento.
El	empleador	mediante	el	uso	del	aplicativo	del	T-Registro	podrá
verificar	la	información	de	los	derechohabientes	considerados
inscritos	a	fin	de	proceder,	según	corresponda,	a	la	baja,
modificación,	actualización	o	de	ser	necesario,	a	completar	algún
dato	faltante.	Asimismo	procederá	a	dar	de	alta	a	aquellos
derechohabientes	que	le	hubieran	sido	informados	antes	de	la
entrada	en	vigencia	del	presente	decreto	supremo	y	no	hayan	sido
considerados	inscritos	en	el	T-Registro.
R.	M.	121-2011-TR.
ART.	 1°.—Aprobación	 de	 la	 información	 de	 la	 planilla	 electrónica.
Aprobar	 los	siguientes	anexos,	que	 forman	parte	 integrante	de	 la	presente
resolución	ministerial:
-	Anexo	1:	Información	de	la	planilla	electrónica.
-	Anexo	2:	Tablas	paramétricas.
-	Anexo	3:	Estructura	de	los	archivos	de	importación.
R.	M.	121-2011-TR.
ART.	2°.—Publicación	en	la	página	web	del	MTPE.	Los	anexos	a	que	se
refiere	el	artículo	anterior	serán	publicados	en	la	página	web	del	Ministerio
de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 (http://www.mintra.gob.pe)	 al	 día
siguiente	de	la	publicación	de	la	presente	resolución	ministerial	en	el	diario
oficial,	bajo	responsabilidad	de	la	Oficina	General	de	Estadística,	Tecnología
de	la	Información	y	Comunicaciones.
R.	M.	121-2011-TR.
ART.	3°.—Actualización	de	 los	datos	del	RUC.	Para	 la	elaboración	de	 la
planilla	electrónica,	 los	datos	del	empleador	correspondientes	al	domicilio
fiscal,	los	establecimientos	anexos	y	el	nombre,	denominación	o	razón	social
serán	aquellos	que	hubieran	sido	declarados	y/o	actualizados	en	el	Registro
Único	de	Contribuyentes	(RUC).
Para	 tal	 efecto,	 los	 empleadores	 deberán	 mantener	 actualizada	 su
información	en	el	RUC,	con	la	finalidad	de	garantizar	el	cumplimiento	de	las
obligaciones	 relacionadas	 con	 el	 Decreto	 Supremo	 N°	 018-2007-TR	 y	 sus
normas	modificatorias.
R.	M.	121-2011-TR.
ART.	4°.—Rectificación	o	sustitución	de	la	planilla	electrónica.
4.1.	 La	 rectificación	 o	 sustitución	 de	 la	 planilla	 electrónica	 referida	 a	 los
períodos	comprendidos	entre	enero	del	2008	y	el	anterior	a	 la	entrada	en
vigencia	 del	 Decreto	 Supremo	N°	 015-2010-TR,	 se	 realizarán	 a	 través	 del
medio	informático	dispuesto	por	la	Sunat.
4.2.	 Quienes	 se	 encuentren	 omisos	 a	 la	 presentación	 de	 la	 planilla
electrónica	referida	a	los	períodos	comprendidos	entre	enero	del	2008	y	el
anterior	 a	 la	 entrada	 en	 vigencia	 del	 Decreto	 Supremo	 N°	 015-201	 0-TR
inclusive,	se	sujetarán	a	lo	previsto	en	el	párrafo	anterior.
R.	M.	121-2011-TR.
ART.	5°.—Vigencia.
5.1.	La	información	de	la	planilla	electrónica	aprobada	por	el	artículo	1°	de
la	 presente	 resolución	 ministerial	 entrará	 en	 vigencia	 el	 01	 de	 julio	 del
2011,	 de	 conformidad	 con	 lo	 establecido	 en	 la	 Segunda	 Disposición
Complementaria	 Final	 del	 Decreto	 Supremo	 N°	 015-2010-TR.	 Dentro	 de
dicho	 término	 se	 deberán	 adoptar	 las	 acciones	 necesarias	 para	 su
implementación.
5.2.	A	partir	de	 la	vigencia	de	 la	presente	resolución	ministerial,	 se	dejan
sin	 efecto	 las	 disposiciones	 que	 se	 opongan	 a	 la	 misma,	 así	 como	 la
Resolución	Ministerial	N°	009-2011-TR.
REGISTRO	DE	DERECHOHABIENTES	EN	EL	REGISTRO	DE
INFORMACIÓN	LABORAL	T-REGISTRO
R.	010-2011/Sunat.
ART.	1°.—Definiciones.	Para	efecto	de	la	presente	resolución	se	entenderá
por:
a)	CIR:	Al	Comprobante	de	Información	Registrada	emitido	por	la	Sunat.
b)	Clave	SOL:	Al	texto	conformado	por	números	y	 letras,	de	conocimiento
exclusivo	del	usuario,	que	asociado	al	código	de	usuario	otorga	privacidad
en	el	acceso	a	Sunat	Operaciones	en	Línea.
c)	 Código	 de	 usuario:	 Al	 texto	 conformado	 por	 números	 y	 letras	 que
permite	identificar	al	usuario,	que	ingresa	a	Sunat	Operaciones	en	Línea.
d)	Decreto	 supremo:	 Al	 Decreto	 Supremo	N°	 018-2007-TR	 que	 establece
disposiciones	 relativas	 al	 uso	 del	 documento	 denominado	 “Planilla
Electrónica”.
e)	Derechohabientes:	A	los	sujetos	definidos	en	el	 literal	g)	del	artículo	1°
del	decreto	supremo.
f)	DNI:	Al	Documento	Nacional	de	Identidad.
g)	ESSALUD:	Al	Seguro	Social	de	Salud.
h)	PDT	Planilla	Electrónica:	Al	definido	como	tal	en	el	inciso	c)	del	artículo
1°	de	la	Resolución	de	Superintendencia	N°	204-2007/Sunat.
i)	 Pensionista:	 A	 los	 sujetos	 definidos	 en	 el	 literal	 c)	 del	 artículo	 1°	 del
decreto	supremo.
j)	Planilla	Electrónica:	Al	documento	definido	como	tal	en	el	 inciso	h)	del
artículo	1°	del	decreto	supremo.
k)	 Prestador	 de	 servicios	 -	 Asegurado	 regular	 al	 ESSALUD:	 A	 la	 persona
natural	que	se	encuentra	 incorporada	como	asegurado	regular	al	Régimen
Contributivo	 de	 la	 Seguridad	 Social	 en	 Salud	 por	 mandato	 de	 una	 ley
especial.
l)	Reniec:	Al	Registro	Nacional	de	Identificación	y	Estado	Civil.
m)	 Sunat	 Operaciones	 en	 Línea:	 Al	 sistema	 informático	 disponible	 en
internet,	 que	 permitirá	 realizar	 operaciones	 en	 forma	 telemática	 entre	 el
usuario	y	la	Sunat.
n)	 Sunat	 Virtual:	 Al	 portal	 de	 la	 Sunat	 en	 la	 internet,	 cuya	 dirección	 es
http://www.sunat.gob.pe.
o)	 T-Registro:	 Al	 Registro	 de	 Información	 Laboral	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	4°-A	del	decreto	supremo	en	lo	relativo	a	derechohabientes.
p)	 Trabajador:	 A	 los	 sujetos	 definidos	 en	 el	 literal	 b)	 del	 artículo	 1°	 del
decreto	supremo,	con	excepción	de	los	trabajadores	del	hogar.
Cuando	se	mencionen	artículos	sin	indicar	la	norma	legal	correspondiente,
se	entenderán	referidos	a	la	presente	resolución.
R.	010-2011/Sunat.
ART.	 2°.—Aprobación	 del	 Formulario	 Virtual	 Nº	 1602	 -	 Información
del	derechohabiente.
2.1.	 Apruébase	 el	 Formulario	 Virtual	 N°	 1602	 -	 Información	 del
Derechohabiente,	el	cual	deberá	ser	utilizado,	a	partir	del	1	de	 febrero	del
2011,	 por	 los	 empleadores	 que	 se	 encuentren	 obligados	 a	 utilizar	 el	 PDT
Planilla	Electrónica,	a	fin	de:
a)	 Dar	 de	 alta	 en	 el	 T-Registro	 a	 los	 derechohabientes	 del	 trabajador,
pensionista	y	prestador	de	servicios	-	Asegurado	regular	al	ESSALUD.
b)	Modificar	y/o	actualizar	datos	de	los	mencionados	derechohabientes	en
el	T-Registro.
c)	Dar	de	baja	a	los	derechohabientes	en	el	T-Registro.
2.2.	El	referido	formulario	también	será	utilizado	para:
a)	 La	 modificación	 y/o	 actualización	 de	 datos	 o	 para	 dar	 de	 baja	 a	 los
derechohabientes	cuyo	registro	hubiera	sido	efectuado	por	los	empleadores
a	 través	 del	 PDT	Planilla	 Electrónica	 presentado	 hasta	 el	 27	 de	 enero	 del
2011,	 y	 siempre	que	 se	 cumpla	 con	 lo	previsto	en	el	primer	párrafo	de	 la
Tercera	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria	 del	 Decreto	 Supremo	 N°
015-2010-TR.
b)	 El	 alta,	 la	 modificación	 y/o	 actualización	 de	 datos	 o	 la	 baja	 de	 los
derechohabientes	cuyo	registro	hubiera	sido	efectuado	por	los	empleadores
a	través	del	PDT	Planilla	Electrónica	presentado	entre	el	28	y	el	31	de	enero
del	2011.
R.	010-2011/Sunat.
ART.	3°.—Del	proceso	de	alta	o	baja	de	 los	derechohabientes	y	de	 la
modificación	y/o	actualización	de	los	datos	vinculados	a	los	mismos.
3.1.	Para	efecto	del	alta	o	baja	de	los	derechohabientes	y	de	la	modificación
y/o	 actualización	 de	 datos	 de	 los	 mismos	 en	 el	 T-Registro,	 el	 empleador
deberá	 presentar	 el	 Formulario	 Virtual	 N°	 1602	 -	 Información	 del
Derechohabiente,	 el	 cual	 permite	 ingresar	 la	 información	 referida	 a	 los
indicados	 sujetos	 aprobada	por	 la	Resolución	Ministerial	N°	 009-2011-TR
para	la	elaboración	del	T-Registro	y	modificada	por	la	presente	resolución.
Para	dicho	efecto,	el	empleador	deberá	seguir	el	procedimiento	siguiente:
i)	 Ingresará	 a	 Sunat	 Operaciones	 en	 Línea	 con	 el	 Código	 de	 Usuario	 y	 la
Clave	SOL.
ii)	 Ubicará	 el	 Formulario	 Virtual	 N°	 1602	 -	 Información	 del
Derechohabiente	e	ingresará	el	tipo	y	número	de	documento	del	trabajador,
pensionista	 o	 prestador	 de	 servicios	 -	 Asegurado	 regular	 al	 ESSALUD,
respecto	 del	 cual	 efectuará	 el	 alta	 o	 baja	 de	 sus	 derechohabientes	 o
modificación	 y/o	 actualización	 de	 los	 datos	 vinculados	 a	 los	 mismos,
teniendo	en	cuenta	lo	siguiente:
a)	 Los	 derechohabientes	 deberán	 ser	 identificados	 con	 alguno	 de	 los
siguientes	documentos:
-	DNI.
-	Carné	de	extranjería,	en	el	caso	de	extranjeros.
-	Pasaporte,	en	el	caso	de	extranjeros.
Tratándose	 del	 alta	 de	 los	 derechohabientes	 identificados	 con	 DNI,	 el
sistema	 validará	 en	 línea	 los	 datos	 de	 identificación	 ingresados	 con	 la
información	de	Reniec	que	obre	en	poder	de	la	Sunat.
b)	 La	 actualización	 y/o	 modificación	 de	 los	 datos	 de	 identificación
asociados	 al	 DNI	 deberá	 realizarse	 previamente	 en	 Reniec,	 utilizando	 los
procedimientos	dispuestos	por	dicha	entidad.
iii)	 Ingresará	 la	 información	 a	 que	 se	 refiere	 la	Resolución	Ministerial	N°
009-2011-TR	 modificada	 por	 la	 presente	 resolución	 siguiendo	 las
indicaciones	del	sistema.
iv)	 Una	 vez	 concluida	 la	 presentación	 del	 Formulario	 Virtual	 N°	 1602	 -
Información	 del	Derechohabiente,	 el	 aplicativo	 generará	 automáticamente
el	CIR	el	cual	podrá	ser	impreso.
3.2.	El	 empleador	podrá	 realizar	el	 alta	y	baja	de	 los	derechohabientes,	 a
través	 de	 la	 importación	 de	 archivos	 planos	 elaborados	 de	 acuerdo	 a	 la
estructura	de	datos	aprobada	por	la	Resolución	Ministerial	N°	009-2011-TR,
para	lo	cual	el	empleador	deberá	seguir	las	instrucciones	que	le	indique	el
sistema.
R.	010-2011/Sunat.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Registro	 de
derechohabientes	informados	al	empleador	antes	del	1	de	febrero	del
2011	no	inscritos	en	el	T-Registro	De	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	la	Tercera
Disposición	 Complementaria	 Transitoria	 del	 Decreto	 Supremo	 N°	 015-
2010-TR,	 el	 alta	 de	 aquellos	 derechohabientes	 que	 le	 hubieran	 sido
informados	 al	 empleador	 antes	 de	 la	 entrada	 en	 vigencia	 del	mismo	 y	 no
hayan	sido	considerados	inscritos,	se	efectuará	a	través	del	T-Registro.
R.	010-2011/Sunat.
Sexta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Del	 uso	 del	 Formulario
Virtual	 Nº	 1602	 -	 Información	 del	 Derechohabiente	 por	 parte	 de	 los
sujetos	 que	 utilizan	 el	 Formulario	 N°	 402	 “Retenciones	 y
Contribuciones	sobre	Remuneraciones”.	Los	sujetos	que	de	acuerdo	a	las
normas	 vigentes	 pueden	 seguir	 utilizando	 el	 Formulario	 N°	 402
“Retenciones	 y	 Contribuciones	 sobre	 Remuneraciones”	 podrán	 optar	 por
utilizar	 el	 Formulario	Virtual	N°	 1602	 -	 Información	del	Derechohabiente,
disponible	 en	 Sunat	 Operaciones	 en	 Línea	 para	 el	 alta	 o	 baja	 de	 los
derechohabientes	 de	 los	 trabajadores	 o	modificación	 y/o	 actualización	 de
los	 datos	 vinculados	 a	 los	 mismos.	 Una	 vez	 ejercida	 la	 opción	 deberán
continuar	utilizando	dicho	formulario	virtual	para	dichos	efectos.
PLAME
D.	S.	018-2007-TR.
ART.	4°-B.—Incorporado.	D.	S.	015-2010-TR,	Art.	2°.	Planilla
Mensual	de	Pagos	(Plame).	La	presentación	del	Plame	que	se
realice	ante	la	Sunat	debe	contener	la	información
correspondiente	al	mes	calendario	precedente	a	aquel	en	que
vence	el	plazo	para	dicha	presentación,	de	acuerdo	al	cronograma
que	establezca	la	Sunat	según	lo	señalado	en	el	artículo	5°	del
presente	decreto	supremo.
Las	remuneraciones	e	ingresos	declarados	en	el	Plame	deben	ser
los	devengados	y/o	pagados	al	trabajador,	pensionista,
prestadores	de	servicios	señalados	en	los	numerales	ii)	y	iii)	del
inciso	d)	del	artículo	1°,	según	corresponda;	los	efectivamente
pagados	al	prestador	de	servicios	señalado	en	el	numeral	i)	del
inciso	d)	del	artículo	1°	y	al	personal	en	formación	-	modalidad
formativa	laboral	y	otros,	así	como	los	descuentos,	tributos,
aportes	y	contribuciones	vinculados	a	dichos	sujetos.	Tratándose
del	personal	de	terceros,	contendrá	la	base	de	cálculo	del	aporte	al
Seguro	Complementario	de	Trabajo	de	Riesgo	a	cargo	de
ESSALUD.
Si	con	respecto	a	la	información	correspondiente	a	la	que	aluden
los	párrafos	anteriores,	el	empleador	utiliza	una	fecha	de	inicio	y
cierre	mensual	distinta	al	primer	y	último	día	de	dicho	mes:
i)	La	referida	información	será	atribuida	al	mes	calendario
precedente	a	aquel	en	que	vence	el	plazo	para	dicha	presentación
siempre	que	la	fecha	de	cierre	corresponda	al	mismo.
ii)	El	plazo	entre	la	fecha	de	inicio	y	cierre	mensual	que	utilice	el
empleador,	no	podrá	exceder	de	31	días	calendario.
D.	S.	015-2010-TR.
ART.	3°.—Rectificación	o	sustitución	de	la	información	del
Plame.	La	rectificación	o	sustitución	de	la	información	declarada
en	el	Plame	se	efectúa	observando	las	siguientes	disposiciones:
a)	Si	la	declaración	original	se	presentó	utilizando	el	Plame,	la
declaración	sustitutoria	o	rectificatoria	debe	efectuarse	a	través
de	dicho	medio.
b)	Se	ingresan	nuevamente	todos	los	datos	del	concepto	cuya
declaración	se	sustituye	o	rectifica,	inclusive	aquella	información
que	no	se	desea	rectificar	o	sustituir.
D.	S.	008-2011-TR.
ART.	5°.—Actualización	o	modificación	de	datos	de	identificación	en	el
Plame.	 En	 forma	 excepcional,	 para	 la	 actualización	 o	modificación	 de	 los
datos	del	tipo	y	número	del	documento	de	identidad	y	fecha	de	nacimiento
de	 los	 sujetos	 declarados	 en	 el	 Plame,	 la	 Sunat	 establecerá	 el	 medio,	 la
forma	y	las	condiciones	para	dicho	efecto.
La	actualización	o	modificación	de	los	datos	referidos	en	el	párrafo	anterior
deberá	ser	realizada	con	posterioridad	a	la	modificación	de	los	citados	datos
en	el	T-Registro.
POSTERGAN	USO	DE	LA	PLANILLA	ELECTRÓNICA	-	PLAME
R.	212-2011/Sunat.
ART.	 1°.—Definiciones.	 Para	 efecto	 de	 la	 presente	 resolución,	 se
entenderá	por:
a)	 PDT	 Planilla	 Electrónica	 -	 Plame:	 Al	 PDT	 Planilla	 Electrónica	 -	 Plame,
Formulario	Virtual	N°	0601	-	Versión	2.0	aprobado	por	el	numeral	3.3	del
artículo	 3°	 de	 la	 Resolución	 de	 Superintendencia	 N°	 183-2011/Sunat	 y
modificado	por	la	Resolución	de	Superintendencia	N°	211-2011/Sunat.
b)	Sujeto	obligado:	A	los	sujetos	que	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo
4°	de	la	Resolución	de	Superintendencia	N°	183-2011/Sunat	deben	utilizar
el	PDT	Planilla	Electrónica	-	Plame.
c)	 Sunat	 Virtual:	 Al	 portal	 de	 la	 Sunat	 en	 la	 internet,	 cuya	 dirección	 es
http://www.sunat.gob.pe.
R.	212-2011/Sunat.
ART.	2°.—Postergación	del	Uso	del	PDT	Planilla	Electrónica	-	Plame.
2.1.	 El	 PDT	 Planilla	 Electrónica	 -	 Plame	 podrá	 ser	 utilizado	 a	 partir	 del
período	 noviembre	 del	 2011	 por	 el	 sujeto	 obligado,	 de	 acuerdo	 a	 lo
señalado	en	el	artículo	3°	de	la	presente	resolución.
El	 referido	 PDT	 será	 puesto	 a	 disposición	 de	 los	 interesados	 en	 Sunat
Virtual	desde	el	30	de	noviembre	del	2011	para	ser	utilizado	a	partir	del	1
de	diciembre	del	2011.
2.2.	El	 cronograma	 fijado	mediante	 la	Resolución	de	Superintendencia	N°
340-2010/Sunat	 será	 aplicable	 para	 la	 presentación	 del	 PDT	 Planilla
Electrónica	-	Plame	por	los	períodos	de	noviembre	y	diciembre	del	2011.
R.	212-2011/Sunat.
ART.	 3°.—Sustituido.	 R.	 241-2012/Sunat,	 Art.	 1°.	 Implementación
gradual	del	PDT	Planilla	Electrónica	-	PLAME.	El	PDT	Planilla	Electrónica
-	PLAME	será	utilizado	gradualmente	de	acuerdo	a	lo	siguiente:
1.	 Si	 en	 el	 período	por	 el	 cual	 se	 deba	presentar	 la	 declaración,	 el	 sujeto
obligado	 que	 deba	 informar	 Trabajadores,	 Pensionistas,	 Prestadores	 de
Servicios	de	los	numerales	ii)	y	iii)	del	literal	d)	del	artículo	1°	del	Decreto
Supremo	N°	018-2007-TR	y	normas	modificatorias,	Personal	en	formación
Modalidad	Formativa	Laboral	y	otros	y	Personal	de	Terceros:
a)	Pertenece	al	Sector	Público:
Etapa	de	uso	opcional
Etapa	de	uso	obligatorioDesde	 el
período
Hasta	 el
período
Noviembre	del
2011
Diciembre	del
2012
A	partir	del	período	enero	del
2013
	
b)	No	pertenece	al	Sector	Público,	la	etapa	de	uso	opcional	del	PDT	Planilla
Electrónica	 -	 PLAME	 se	 determinará	 en	 función	 del	 número	 total	 de
Trabajadores,	Pensionistas,	Prestadores	de	Servicios	de	los	numerales	ii)	y
iii)	 del	 literal	 d)	 del	 artículo	 1°	 del	 Decreto	 Supremo	 N°	 018-2007-TR	 y
normas	 modificatorias,	 Personal	 en	 formación	 Modalidad	 Formativa
Laboral	 y	 otros	 y	 Personal	 de	 Terceros	 que	 deban	 ser	 informados	 en	 el
período	por	el	cual	se	deba	presentar	la	declaración,	teniendo	en	cuenta	lo
siguiente:
Número
total
Etapa	de	uso	opcional
Etapa	uso	obligatorio
Desde	 el
período
Hasta	 el
período
Hasta	5 Noviembre	del2011
Setiembre	 del
2012
A	 partir	 del	 período	 octubre
del	2012
De	6	a	50 Noviembre	del2011
Octubre	 del
2012
A	 partir	 del	 período
noviembre	del	2012
De	 51	 a
1.000
Noviembre	del
2011
Noviembre
del	2012
A	 partir	 del	 período
diciembre	del	2012
Más	 de
1.000
Noviembre	del
2011
Diciembre	 del
2012
A	partir	del	período	enero	del
2013
	
El	sujeto	obligado	utilizará	el	PDT	Planilla	Electrónica	-	PLAME	a	partir	del
período	que	inicie	la	etapa	de	uso	obligatorio	aun	cuando	con	posterioridad
varíe	 el	 número	 de	 sujetos	 por	 los	 cuales	 deba	 presentar	 la	 declaración.
Para	 determinar	 si	 pertenece	 o	 no	 al	 Sector	 Público,	 el	 sujeto	 obligado
deberá	tener	en	cuenta	lo	señalado	en	la	nota	(3)	del	Anexo	1	“Información
de	 la	 Planilla	 Electrónica”	 de	 la	 Resolución	Ministerial	 N°	 121-2011-TR	 y
normas	modificatorias.
2.	Si	en	el	período	por	el	cual	se	presenta	la	declaración	el	sujeto	obligado
únicamente	cuenta	con	prestadores	de	servicios	a	que	se	refiere	el	numeral
i)	 del	 literal	 d)	 del	 artículo	 1°	 del	 Decreto	 Supremo	 N°	 018-2007-TR	 y
normas	modificatorias,	deberá	utilizar	el	PDT	Planilla	Electrónica	 -	Plame,
desde	el	período	noviembre	del	2011.
PRESENTACIÓN
D.	S.	018-2007-TR.
ART.	5°.—Modificado.	D.	S.	015-2010-TR,	Art.	1°.	Cronograma
de	presentación	de	la	Planilla	Mensual	de	Pagos	(Plame).
Mediante	resolución	de	Superintendencia,	la	Sunat	establece	el
cronograma	de	presentación	del	Plame.
NOTAS:	1.	En	concordancia	con	el	inciso	2,	del	artículo	6°	de	la	Resolución	de	Superintendencia	204-
2007/Sunat,	sobre	lugar	y	plazo	de	presentación	del	PDT	Planilla	Electrónica	Formulario	Virtual	N°
0601,	ésta	deberá	realizarse	de	acuerdo	a	los	plazos	señalados	en	el	cronograma	establecido	por	la
Sunat	para	la	declaración	y	pago	de	obligaciones	tributarias	de	periodicidad	mensual.
2.	La	Resolución	de	Superintendencia	N°	159-2009/Sunat	aprueba	la	nueva	versión	del	PDT	Planilla
Electrónica	-	Formulario	Virtual	N°	0601	-	Versión	1.4,	que	debe	ser	utilizada,	a	partir	del	01	de
agosto	del	2009,	por	los	sujetos	obligados	a	presentar	la	planilla	electrónica	y	a	declarar	las
obligaciones	que	se	generen	por	los	conceptos	señalados	en	la	Resolución	Suprema	N°	204-
2007/Sunat.	La	nueva	versión	puede	ser	usada	por	los	omisos	a	la	presentación	del	PDT	Planilla
Electrónica	para	los	perìodos	tributarios	comprendidos	entre	enero	del	2008	a	junio	del	2009	o	por
quienes	deseen	rectificar	información	comprendida	en	tales	períodos.
3.	Para	el	año	2010	el	cronograma	se	publicó	en	la	Resolución	de	Superintendencia	N°	276-
2009/Sunat.
4.	La	Resolución	de	Superintendencia	N°	028-2010/Sunat	aprueba	la	nueva	versión	del	PDT	Planilla
Electrónica	-	Formulario	Virtual	N°	0601	-	Versión	1.5,	que	debe	ser	utilizada,	a	partir	del	30	de	enero
del	2010,	por	los	sujetos	obligados	a	presentar	la	planilla	electrónica	y	a	declarar	las	obligaciones	que
se	generen	por	los	conceptos	señalados	en	la	Resolución	de	Superintendencia	N°	204-2007/Sunat.	La
nueva	versión	puede	ser	usada	por	los	omisos	a	la	presentación	del	PDT	Planilla	Electrónica	para	los
períodos	tributarios	comprendidos	entre	enero	del	2008	a	diciembre	del	2009	o	por	quienes	deseen
rectificar	información	comprendida	en	tales	períodos.	Los	deudores	tributarios	podrán	hacer	uso	de
la	versión	anterior,	PDT	Planilla	Electrónica	Formulario	Virtual	N°	0601	-	Versión	1.3,	hasta	el	31	de
enero	del	2010.	La	nueva	versión	está	disponible	en	Sunat	Virtual	desde	el	30	de	enero	del	2009.
5.	Mediante	el	artículo	3°	de	la	R.	175-2010/Sunat	se	aprueba	la	Versión	1.6	del	PDT	Planilla
Electrónica,	que	deberá	ser	usado	a	partir	del	31	de	mayo	del	2010.	También	utilizarán	la	Versión	1.6
del	PDT	los	omisos	a	la	presentación	del	PDT	por	los	períodos	tributarios	de	enero	del	2008	a	abril
del	2010,	o	deseen	rectificar	la	información	de	esos	períodos.	La	nueva	versión	estará	a	disposición
de	los	interesados	en	Sunat	Virtual	a	partir	del	31	de	mayo	del	2010.
6.	La	Segunda	Disposición	Complementaria	Final	de	la	R.	175-2010/Sunat	aprueba	la	Versión	5.0	del
PDT	Remuneraciones,	Formulario	Virtual	N°	600	que	será	utilizado	a	partir	del	31	de	mayo	del	2010
por	los	sujetos	omisos	a	la	presentación	de	las	declaraciones	correspondientes	a	períodos	anteriores
a	enero	del	2008	o	para	rectificar	las	declaraciones	de	los	citados	períodos,	dicha	versión	estará	a
disposición	de	los	interesados	en	Sunat	Virtual	a	partir	del	31	de	mayo	del	2010.
7.	La	Resolución	333-2010/Sunat	aprueba,	en	su	artículo	1°,	el	PDT	Planilla	Electrónica,	Formulario
Virtual	N°	0601	-	Versión	1.7.,	que	deberá	ser	usado	a	partir	del	01	de	enero	del	2011	por	los	sujetos
obligados	a	presentar	la	planilla	electrónica	y	a	declarar	las	obligaciones	que	se	generen	por	los
conceptos	señalados	en	la	Resolución	de	Superintendencia	N°	204-2007/Sunat.	También	será	usada
por	quienes	se	encuentren	omisos	a	la	presentación	o	deseen	modificar	información	por	períodos
tributarios	de	enero	del	2008	a	noviembre	del	2010.
8.	La	Resolución	N°	010-2011/Sunat	aprueba	una	nueva	versión	del	PDT	Planilla	Electrónica,
Formulario	Virtual	N°	0601	-	Versión	1.8,	que	entra	en	vigencia	a	partir	del	01	de	febrero	del	2011
por	los	sujetos	obligados	a	presentar	la	planilla	electrónica	y	a	declarar	las	obligaciones	que	se
generen	por	los	conceptos	señalados	en	la	Resolución	de	Superintendencia	N°	204-2007/Sunat.
También	será	usada	por	quienes	se	encuentren	omisos	a	la	presentación	o	deseen	modificar
información	por	períodos	tributarios	de	enero	del	2008	a	noviembre	del	2010.
9.	Finalmente,	la	resolución	señala	en	la	Única	Disposición	Complementaria	Transitoria	la	utilización
de	la	Versión	1.7	del	PDT	Planilla	electrónica,	para	la	presentación	de	los	conceptos	señalados	en	el
artículo	3°	de	la	R.	204-2007/Sunat.	el	Formulario	Virtual	N°	1602	-	Información	del	derechohabiente
tambien	es	de	uso	obligatiro	a	partir	del	01	de	febrero	del	2011.	Todas	las	versiones	mencionadas	se
encuentran	disponibles	en	Sunat	Virtual.
R.	212-2011/Sunat.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Modificación	 del	 PDT
Planilla	Electrónica,	Formulario	Virtual	N°	0601-	Versión	1.9.	Ajústese
el	 PDT	 Planilla	 Electrónica,	 Formulario	 Virtual	 N°	 0601,	 Versión	 1.9
aprobado	por	la	Décima	Disposición	Complementaria	Final	de	la	Resolución
de	Superintendencia	N°	183-2011/Sunat	y	modificado	por	la	Resolución	de
Superintendencia	N°	211-2011/Sunat,	 a	 fin	de	permitir	 su	utilización	 sólo
hasta	el	período	junio	del	2012.
El	referido	PDT	deberá	ser	empleado	por:
a)	Los	sujetos	obligados	a	presentar	la	planilla	electrónica	y	a	declarar	las
obligaciones	que	se	generen	por	los	conceptos	a	que	se	refiere	la	Resolución
de	 Superintendencia	 N°	 204-2007/Sunat	 y	 normas	modificatorias,	 que	 se
encuentren	 omisos	 a	 la	 presentación	 del	 citado	 PDT	 por	 los	 períodos	 de
enero	del	2008	a	 julio	del	2011	o	deseen	rectificar	 la	 información	de	tales
períodos,	sin	perjuicio	de	lo	dispuesto	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	11
de	 la	 Resolución	 de	 Superintendencia	 N°	 204-2007/Sunat	 y	 normas
modificatorias.
b)	Los	sujetos	obligados	a	que	se	refiere	el	artículo	4°	de	la	Resolución	de
Superintendencia	N°	183-2011/Sunat	para	cumplir	con	 la	presentación	de
la	 Plame	 y	 la	 declaración	 de	 las	 obligaciones	 que	 se	 generen	 por	 los
conceptos	señalados	en	los	incisos	b)	al	n)	del	artículo	7°	de	la	citada	norma
por	los	períodos	de	agosto	a	octubre	del	2011.
También	podrá	ser	utilizado	para	la	presentación	a	que	se	refiere	el	inciso
b)	del	párrafo	anterior	por	 los	períodos	 señalados	en	 los	 incisos	a)	de	 los
numerales	1	y	2	del	artículo	3°	de	la	presente	resolución.
NOTA:	La	Resolución	183-2011/Sunat	dispone	la	aprobación	de	normas	y	procedimientos	para
presentar	la	Planilla	Electrónica	conformada	por	el	Registro	de	Información	Laboral	y	la	Planilla
Mensual	de	Pagos,	así	como	para	presentar	las	declaraciones	de	los	empleadores.
DECLARACIÓN	Y	PAGO	DE	TRIBUTOS	A	TRAVÉS	DEL	PDT	-
PLANILLA	ELECTRÓNICA
R.	204-2007/Sunat.
ART.	1°.—Definiciones.	Para	efecto	de	la	presente	resolución	se	entenderá
por:
a)	Decreto	 supremo:	Al	Decreto	 Supremo	N°	018-2007-TR,	 que	 establece
disposiciones	 relativas	 al	 uso	 del	 documento	 denominado	 “Planilla
Electrónica”.
b)	Planilla	Electrónica:	Al	documento	definido	como	tal	en	el	 inciso	h)	del
artículo	1°	del	decreto	supremo.
c)	 PDT	 Planilla	 Electrónica:	 Es	 el	medio	 informático	 a	 través	 del	 cual	 se
presentan	 y	 declaran	 los	 conceptos	 señalados	 en	 el	 artículo	 3°	 de	 la
presente	 resolución,	 cuya	 denominación	 es	 “PDT	 Planilla	 Electrónica,
Formulario	Virtual	N°	0601”.
d)	 Sunat	 Operaciones	 en	 Línea:	 Al	 sistema	 informático	 disponible	 en
internet,	 que	 permitirá	 realizar	 operaciones	 en	 forma	 telemática	 entre	 el
usuario	 y	 la	 Sunat	 según	 el	 inciso	 a)	 del	 artículo	 1°	 de	 la	 Resolución	 de
Superintendencia	N°	109-2000/Sunat	y	normas	modificatorias.
e)	 Código	 de	 Usuario:	 Al	 texto	 conformado	 por	 números	 y	 letras	 que
permite	 identificar	 al	 usuario	 que	 ingresa	 a	 Sunat	 Operaciones	 en	 Línea,
según	el	 inciso	d)	del	 artículo	1°	de	 la	Resolución	de	Superintendencia	N°
109-2000/Sunat	y	normas	modificatorias.
f)	Clave	SOL:	Al	 texto	conformado	por	números	y	 letras,	de	conocimiento
exclusivo	del	usuario,	que	asociado	al	Código	de	Usuario	otorga	privacidad
en	el	acceso	a	Sunat	Operaciones	en	Línea,	según	el	inciso	e)	del	artículo	1°
de	 la	 Resolución	 de	 Superintendencia	 N°	 109-2000/Sunat	 y	 normas
modificatorias.
g)	 Sunat	 Virtual:	 Al	 portal	 de	 la	 Sunat	 en	 la	 internet,	 cuya	 dirección	 es
http://www.sunat.gob.pe.
h)	ESSALUD:	Al	Seguro	Social	de	Salud.
i)	ONP:	A	la	Oficina	de	Normalización	Previsional.
j)	 Empleador:	 A	 los	 sujetos	 definidos	 en	 el	 literal	 a)	 del	 artículo	 1°	 del
decreto	 supremo,	 con	 excepción	 de	 aquellos	 a	 que	 se	 refiere	 la	 Cuarta
Disposición	Complementaria	Final	del	citado	decreto	y	de	aquellas	personas
naturales,	 sucesiones	 indivisas	 y	 sociedades	 conyugales	 que	 ejerzan	 la
opción	sobre	atribución	de	rentas	prevista	en	el	artículo	16	del	Texto	Único
Ordenado	de	la	Ley	del	Impuesto	a	la	Renta	aprobado	por	Decreto	Supremo
N°	 179-2004-EF	 y	 normas	 modificatorias,	 que	 eventualmente	 contraten
trabajadores	 de	 construcción	 civil	 para	 la	 construcción	 o	 refacción	 de
edificaciones,	no	relacionadas	con	su	actividad	comercial.
k)	 Trabajador:	 A	 los	 sujetos	 definidos	 en	 el	 literal	 b)	 del	 artículo	 1°	 del
decreto	supremo,	con	excepción	de	los	trabajadores	del	hogar.
l)	 Pensionista:	 A	 los	 sujetos	 definidos	 en	 el	 literal	 c)	 del	 artículo	 1°	 del
decreto	supremo.
ll)	Prestador	de	servicios:	A	los	sujetos	definidos	en	el	literal	d)	del	artículo
1°	del	decreto	supremo.
m)	Prestador	de	servicios	-	Modalidad	formativa:	A	los	sujetos	definidos	en
el	literal	e)	del	artículo	1°	del	decreto	supremo.
n)	Personal	de	terceros:	A	los	sujetos	definidos	en	el	literal	f)	del	artículo	1°
del	decreto	supremo.
o)	Derechohabientes:	A	los	sujetos	definidos	en	el	literal	g)	del	artículo	1°
del	decreto	supremo.
p)	DNI:	Documento	Nacional	de	Identidad.
q)	Trabajador	del	hogar:	A	quien	efectúa	las	labores	de	aseo,	cocina,	lavado,
asistencia,	 cuidado	 de	 niños	 y	 demás	 propias	 de	 la	 conservación	 de	 una
residencia	o	casa-habitación	y	del	desenvolvimiento	de	la	vida	de	un	hogar,
que	 no	 importen	 lucro	 o	 negocio	 para	 el	 empleador	 o	 sus	 familiares,	 y
siempre	que	laboren	una	jornada	mínima	de	cuatro	horas	diarias.
Están	 excluidos	 los	 familiares	 del	 empleador	 o	 de	 su	 cónyuge,	 hasta	 el
cuarto	 grado	 de	 consanguinidad	 o	 hasta	 el	 segundo	 grado	 de	 afinidad,
inclusive.
r)	Trabajador	de	construcción	civil	eventual:	Al	trabajador	de	construcción
civil	 que	 labore	para	 alguna	persona	natural,	 sucesión	 indivisa	o	 sociedad
conyugal	 que	 ejerza	 la	 opción	 sobre	 atribución	 de	 rentas	 prevista	 en	 el
artículo	 16	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 del	 Impuesto	 a	 la	 Renta
aprobado	por	Decreto	 Supremo	N°	179-2004-EF	y	normas	modificatorias,
en	 la	 construcción	 o	 refacción	 de	 edificaciones	 no	 relacionadas	 con	 la
actividad	comercial,	de	dichos	sujetos.
Cuando	se	mencionen	artículos	sin	indicar	la	norma	legal	correspondiente,
se	entenderán	referidos	a	la	presente	resolución.
R.	204-2007/Sunat.
ART.	 3°.—Sustituido.	 R.	 125-2008/Sunat,	 Art.	 1°.	Utilización	 del	 PDT
Planilla	Electrónica.	 El	 PDT	 Planilla	 Electrónica	 deberá	 ser	 utilizado	 por
los	sujetos	señalados	en	el	artículo	4°,	para	cumplir	con	la	presentación	de
la	 planilla	 electrónica	 y	 declaración	 de	 las	 obligaciones	 que	 se	 generen	 a
partir	del	período	enero	del	2008	y	que	deben	ser	presentadas	a	partir	del
mes	de	febrero	del	2008,	por	los	siguientes	conceptos:
a)	 Modificado.	 R.	 010-2011/Sunat,	 Segunda	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Planilla	 electrónica,	 la	 que	 deberá
contener	 la	 información	 establecida	 en	 el	 anexo	de	 la	presente	 resolución
con	excepción	de	la	referida	a	los	derechohabientes.
b)	Registro	de	entidades	empleadoras	contribuyentes	y/o	responsables	de
las	aportaciones	a	la	seguridad	social.	Se	entiende	por	entidad	empleadora	a
los	 sujetos	 señalados	 en	 el	 literal	 a)	 del	 artículo	 1°	 de	 la	 Resolución	 de
Superintendencia	N°	080-99/Sunat,	así	como	a	los	señalados	en	el	literal	iv)
del	inciso	a)	del	artículo	1°	del	decreto	supremo,	con	excepción	de	aquellas
personas	 naturales,	 sucesiones	 indivisas	 y	 sociedades	 conyugales	 que
ejerzan	 la	opción	sobre	atribución	de	 rentas	prevista	en	el	 artículo	16	del
Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 del	 Impuesto	 a	 la	 Renta	 aprobado	 por
Decreto	Supremo	N°	179-2004-EF	y	normas	modificatorias,	que	emplean	a
trabajadores	del	hogar	y	a	trabajadores	de	construcción	civil	eventuales.
c)	 Modificado.	 R.	 010-2011/Sunat,	 Segunda	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Registro	 de	 Asegurados	 Titulares	 y
Derechohabientes	ante	el	Seguro	Social	de	Salud	(ESSALUD),	que	incluye	el
alta	o	 la	baja	y	 la	actualización	y/o	modificación	de	 los	datos	vinculados	a
los	asegurados	titulares.
d)	Registro	de	Afiliados	Obligatorios	ante	la	ONP,	que	incluye	la	inscripción,
actualización	y/o	modificación	de	los	datos	vinculados	a	éstos.
e)	Retenciones	del	Impuesto	a	la	Renta	de	quinta	categoría.
f)	Retenciones	del	Impuesto	a	la	Renta	de	cuarta	categoría.
g)	 Información	 de	 los	 sujetos	 perceptores	 de	 rentas	 de	 cuarta	 categoría
pagadas	 o	 puestas	 a	 disposición	 aún	 cuando	 el	 empleador	 no	 tenga	 la
obligación	de	efectuar	retenciones	por	dichas	rentas.
h)	Impuesto	Extraordinario	de	Solidaridad,	respecto	de	las	remuneraciones
que	corresponden	a	los	trabajadores	de	las	entidades	empleadoras	a	las	que
se	 refiere	 el	 literal	 b)	 del	 presente	 artículo	 (sólo	 en	 el	 caso	 que	 exista
convenio	de	estabilidad).
i)	 Contribuciones	 al	 ESSALUD,	 respecto	 de	 las	 remuneraciones	 que
corresponden	a	los	trabajadores	de	las	entidades	empleadoras	a	las	que	se
refiere	el	literal	b)	del	presente	artículo,	o	los	ingresos	que	correspondan	a
los	trabajadores	independientes	que	sean	incorporados	por	mandato	de	una
ley	especial	al	ESSALUD	como	asegurados	regulares.
j)	Contribuciones	al	ESSALUD,	por	concepto	de	pensiones.
k)	 Contribuciones	 a	 la	ONP,	 bajo	 el	 régimen	 del	Decreto	 Ley	N°	 19990	 y
normas	modificatorias.
l)	Prima	por	el	concepto	de	“+	Vida	Seguro	de	Accidentes”,	respecto	de	los
afiliados	regulares	al	ESSALUD	que	contraten	el	mencionado	seguro.
ll)	Aportes	al	Fondo	de	Derechos	Sociales	del	Artista.
m)	 Seguro	 Complementario	 de	 Trabajo	 de	 Riesgo	 contratado	 con	 el
ESSALUD	para	dar	cobertura	a	los	afiliados	regulares	del	ESSALUD.
n)	 Contribución	 solidaria	 para	 la	 asistencia	 previsional,	 creada	 por	 el
artículo	 4°	 de	 la	 Ley	 N°	 28046,	 Ley	 que	 Crea	 el	 Fondo	 y	 la	 Contribución
Solidaria	para	la	Asistencia	Previsional,	precisada	por	el	Decreto	Legislativo
N°	948.
o)	Registro	de	los	pensionistas	del	régimen	del	Decreto	Ley	N°	20530,	a	los
que	se	hace	referencia	en	el	artículo	11	de	la	Ley	N°	28046,	ley	que	crea	el
Fondo	y	 la	Contribución	Solidaria	para	 la	Asistencia	Previsional,	precisada
por	el	Decreto	Legislativo	N°	948.
p)	 Incorporado.	 R.	 125-2008/Sunat,	 Art.	 1°.	 Prima	 por	 el	 concepto
“Asegura	 tu	 pensión”,	 respecto	 de	 los	 afiliados	 obligatorios	 al	 Sistema
Nacional	de	Pensiones	que	contraten	el	mencionado	seguro.
Sustituido.	 R.	 125-2008/Sunat,	 Art.	 1°.	 La	 determinación	 de	 los
conceptos	 a	 que	 se	 refieren	 los	 incisos	 e)	 al	 n)	 y	 p)	 y	 la	 presentación	 del
documento	 e	 inscripción	 de	 lo	 señalado	 en	 los	 incisos	 a)	 al	 d)	 y	 o)	 del
presente	artículo,	constituyen	obligaciones	independientes	entre	sí.
R.	204-2007/Sunat.
ART.	 4°.—Sustituido.	 R.	 005-2008/Sunat,	 Única	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Sujetos	 obligados	 a	 presentar	 el	 PDT
Planilla	Electrónica.	Se	 encuentran	 obligados	 a	 presentar	 el	 PDT	Planilla
Electrónica,	los	sujetos	siguientes:
a.	 Aquellos	 empleadores	 definidos	 en	 el	 literal	 j)	 del	 artículo	 1°	 que	 se
encuentren	dentro	de	los	supuestos	del	artículo	2°	del	decreto	supremo,	con
excepción	de	quienes	únicamente	contraten	a	los	prestadores	de	servicios	a
que	 se	 refiere	 el	 numeral	 i)	 del	 inciso	 d)	 del	 artículo	 1°	 del	 mencionado
decreto	 supremo,	 cuando	no	 tengan	 la	 calidad	de	agentes	de	 retención	de
acuerdo	al	inciso	b)	del	artículo	71	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	del
Impuesto	 a	 la	Renta	 aprobado	por	 el	Decreto	 Supremo	N°	179-2004-EF	y
normas	modificatorias.
b.	 Aquellos	 que	 hubieran	 incurrido	 o	 que	 incurran	 en	 los	 supuestos
previstos	 en	 las	 normas	 vigentes	 para	 presentar	 sus	 declaraciones
mensuales,	 sustitutorias	 o	 rectificatorias,	 a	 través	 de	 los	 PDTs	 que	 se
detallan	a	continuación	y	siempre	que	deban	presentar	o	declarar	alguno	de
los	conceptos	señalados	en	el	artículo	3°:
i)	PDT	Remuneraciones,	Formulario	Virtual	N°	600.
ii)	PDT	Seguro	Complementario	de	Trabajo	de	Riesgo,	Formulario	Virtual	N
°	610.
iii)	PDT	IGV	-	Renta	Mensual,	Formulario	Virtual	N°	621.
Aquellos	sujetos	no	comprendidos	en	el	presente	artículo	podrán	optar	por
presentar	y/o	declarar	los	conceptos	a	que	se	refiere	el	artículo	3°	mediante
el	 PDT	 Planilla	 Electrónica.	 Una	 vez	 ejercida	 la	 opción	 deberán	 continuar
utilizando	dicho	PDT	para	dichos	efectos.
R.	204-2007/Sunat.
ART.	 5°.—Forma	 y	 condiciones	 generales	 para	 la	 utilización	 y
presentación	del	PDT	Planilla	Electrónica,	presentación	del	disquete	y
constancia	de	presentación	o	rechazo.
5.1.	La	forma,	condiciones	generales	para	la	utilización	y	presentación	del
PDT	 Planilla	 Electrónica	 se	 rigen	 por	 lo	 dispuesto	 en	 la	 Resolución	 de
Superintendencia	N°	143-2000/Sunat	y	normas	modificatorias.
5.2.	 Los	 motivos	 de	 rechazo	 del	 (los)	 disquete(s)	 o	 de	 la	 información
contenida	en	éstos	y	la	constancia	de	presentación	o	de	rechazo	del	referido
PDT,	se	sujetarán	a	lo	establecido	en	las	resoluciones	de	Superintendencia	N
°s.	129-2002/Sunat	y	183-2005/Sunat.
5.3.	 Con	 la	 presentación	 del	 PDT	 Planilla	 Electrónica	 se	 emitirán	 dos
constancias	de	presentación	o	de	rechazo:
i.	Una	constancia,	por	concepto	de	la	planilla	electrónica.
ii.	 Sustituido.	 R.	 125-2008/Sunat,	 Art.	 1°.	 Una	 constancia,	 por	 la
declaración	de	los	conceptos	señalados	en	los	 literales	b)	al	p)	del	artículo
3°	de	la	presente	resolución.
5.4	Los	sujetos	que	opten	por	presentar	el	PDT	Planilla	Electrónica	a	través
de	 Sunat	 Virtual,	 deberán	 aplicar	 lo	 establecido	 en	 la	 Resolución	 de
Superintendencia	N°	260-2004/Sunat	y	normas	modificatorias,	 incluyendo
las	causales	de	rechazo	en	ella	reguladas.
La	 constancia	 de	 presentación	 permitirá	 a	 los	 sujetos	 que	 declaren	 el
Seguro	Complementario	de	Trabajo	de	Riesgo	 contratado	 con	el	ESSALUD
para	dar	cobertura	a	los	afiliados	regulares	del	ESSALUD,	sustentar	gasto	o
costo	 para	 efecto	 tributario	 así	 como	 ejercer	 el	 derecho	 al	 crédito	 fiscal,
según	 sea	 el	 caso.	 Dicha	 constancia	 contendrá	 el	 Impuesto	 General	 a	 las
Ventas	discriminado.
R.	204-2007/Sunat.
ART.	6°.—Lugar	y	plazo	de	presentación.
6.1.	La	presentación	del	PDT	Planilla	Electrónica	se	realizará:
a)	Tratándose	de	principales	contribuyentes,	a	través	de	Sunat	Virtual	o	en
las	unidades	de	principales	contribuyentes	de	la	Intendencia	de	Principales
Contribuyentes	Nacionales,	intendencias	regionales	u	oficinas	zonales	de	la
Sunat.
Para	efecto	de	la	presentación	a	través	de	Sunat	Virtual,	deberán	aplicar	lo
dispuesto	 en	 la	 Resolución	 de	 Superintendencia	 N°	 260-2004/Sunat	 y
normas	modificatorias,	debiendo	obtener	su	Código	de	Usuario	y	Clave	SOL,
conforme	 a	 la	 Resolución	 de	 Superintendencia	 N°	 109-2000/Sunat	 y
normas	modificatorias.
b)	Tratándose	de	medianos	y	pequeños	contribuyentes,	a	 través	de	Sunat
Virtual	aplicando	lo	dispuesto	en	la	Resolución	de	Superintendencia	N°	260-
2004/Sunat	 y	 normas	 modificatorias	 o	 en	 las	 sucursales	 y	 agencias
bancarias	 autorizadas	 por	 la	 Sunat,	 salvo	 cuando	 sea	 obligatoria	 la
presentación	 a	 través	 de	 Sunat	 Virtual.	 Para	 efecto	 de	 la	 presentación	 a
través	de	Sunat	Virtual	deberán	obtener	su	Código	de	Usuario	y	Clave	SOL,
conforme	 a	 la	 Resolución	 de	 Superintendencia	 N°	 109-2000/Sunat	 y
normas	modificatorias.
6.2.	El	PDT	Planilla	Electrónica	deberá	presentarse	en	los	plazos	señalados
en	el	cronograma	establecido	por	la	Sunat	para	la	declaración	y	pago	de	las
obligaciones	tributarias	de	periodicidad	mensual.
R.	204-2007/Sunat.
ART.	 7°.—Modificado.	 R.	 010-2011/Sunat,	 Segunda	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Consolidación	 de	 la	 información.	 Los
sujetos	obligados	a	presentar	el	PDT	Planilla	Electrónica	deberán	consolidar
la	 información	 de	 todos	 sus	 trabajadores,	 pensionistas,	 prestadores	 de
servicio,	 prestadores	 de	 servicio	 -	 modalidad	 formativa	 y	 personal	 de
terceros.	 Para	 tal	 efecto,	 los	 sujetos	 obligados	 que	 tengan	 sucursales,
agencias,	 establecimientos	 anexos	 o	 puntos	 de	 venta	 en	 distintos	 lugares,
presentarán	la	información	consolidada	de	los	sujetos	antes	mencionados.
R.	204-2007/Sunat.
ART.	8°.—Del	proceso	de	 inscripción	de	 las	entidades	empleadoras	a
la	 seguridad	 social.	 Para	 efectos	 del	 Registro	 de	 las	 Entidades
Empleadoras	 a	 que	 se	 hace	 referencia	 en	 el	 literal	 b)	 del	 artículo	 3°,	 la
inscripción	 de	 dichas	 entidades	 ante	 la	 seguridad	 social	 se	 entenderá
realizada	mediante	la	presentación	del	PDT	Planilla	Electrónica,	en	tanto	se
encuentren	obligadas	u	opten	por	presentar	dicho	PDT.	Para	ello	deberán
identificarse	con	su	número	de	Registro	Único	de	Contribuyentes	(RUC).
Aquellos	 que	 no	 se	 encuentren	 obligados	 a	 presentar	 el	 PDT	 Planilla
Electrónica,	 se	 entenderán	 inscritos	 ante	 la	 seguridad	 social	 mediante	 la
presentación	 del	 Formulario	 N°	 402	 “Retenciones	 y	 contribuciones	 sobre
remuneraciones”.
R.	204-2007/Sunat.
ART.	 9°.—Modificado.	 R.	 010-2011/Sunat,	 Segunda	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Del	 proceso	 de	 inscripción	 de	 los
asegurados	 titulares	 y	 derechohabientes	 ante	 la	 seguridad	 social.	 El
PDT	 Planilla	 Electrónica	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 2°	 solicitará	 toda	 la
información	 necesaria	 para	 la	 inscripción	 de	 los	 trabajadores	 y	 de	 los
pensionistas	 ante	 la	 Seguridad	 Social	 así	 como	 de	 los	 trabajadores
independientes	 que	 sean	 incorporados	 como	 asegurados	 regulares	 del
ESSALUD	 por	 mandato	 de	 una	 ley	 especial,	 con	 excepción	 de	 los
trabajadores	del	 hogar	 y	 los	 trabajadores	de	 construcción	 civil	 eventuales
en	los	registros	señalados	en	los	incisos	c)	y	d)	del	artículo	3°.
Para	la	inscripción	de	los	trabajadores,	de	los	pensionistas,	así	como	de	los
trabajadores	 independientes	 que	 sean	 incorporados	 como	 asegurados
regulares	 del	 ESSALUD	 por	 mandato	 de	 una	 ley	 especial,	 se	 utilizará
únicamente	el	DNI.
Para	 el	 registro	 de	 los	 trabajadores,	 de	 los	 pensionistas,	 así	 como	 de	 los
trabajadores	 independientes	 que	 sean	 incorporados	 como	 asegurados
regulares	 del	 ESSALUD	 por	mandato	 de	 una	 ley	 especial,	 de	 nacionalidad
extranjera,	 se	 utilizará	 el	 carné	 de	 extranjería	 o	 el	 pasaporte,	 con	 visa	 de
trabajo	vigente,	de	corresponder.
R.	204-2007/Sunat.
ART.	 10.—Sustituido.	 R.	 125-2008/Sunat,	 Art.	 1°.	 Declaraciones
sustitutorias	 y	 rectificatorias.	 Para	 efecto	 de	 las	 declaraciones
sustitutorias,	 así	 como	 las	 rectificatorias	 de	 los	 conceptos	 b)	 al	 p)	 del
artículo	 3°	 declarados	 en	 el	 PDT	 Planilla	 Electrónica,	 se	 observará	 lo
siguiente:
a)	 Si	 la	 declaración	 original	 se	 presentó	 utilizando	 el	 PDT	 Planilla
Electrónica,	la	declaración	sustitutoria	o	la	rectificatoria	deberá	efectuarse	a
través	de	dicho	medio.
b)	Se	ingresarán	nuevamente	todos	los	conceptos	de	la	declaración	que	se
sustituye	o	rectifica,	inclusive	aquella	información	que	no	se	desea	rectificar
o	sustituir.
c)	La	declaración	se	presentará	en	 los	 lugares	señalados	en	el	artículo	6°,
según	corresponda.
R.	204-2007/Sunat.
ART.	 11.—Modificado.	 R.	 010-2011/Sunat,	 Segunda	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Actualización	 y/o	 modificación	 de
datos.	El	 PDT	Planilla	Electrónica	 solicitará	 toda	 la	 información	necesaria
para	 la	actualización	y/o	modificación	de	 los	datos	de	 los	 trabajadores,	de
los	 pensionistas,	 de	 los	 prestadores	 de	 servicios,	 de	 los	 prestadores	 de
servicios	-	modalidad	formativa	y/o	del	personal	de	terceros.
Modificado.	 R.	 175-2010/Sunat.	 Art.	 1°.	 Para	 la	 actualización	 y/o
modificación	 del	 tipo	 y	 número	 del	 documento	 de	 identidad	 y	 fecha	 de
nacimiento	 de	 los	 trabajadores,	 de	 los	 pensionistas,	 de	 los	 trabajadores
independientes	 que	 sean	 incorporados	 como	 asegurados	 regulares	 de
ESSALUD	y	del	personal	de	terceros,	los	sujetos	obligados	a	utilizar	el	PDT
Planilla	 Electrónica,	 deberán	 seguir	 el	 procedimiento	 establecido	 en	 el
artículo	11-A.
Lo	dispuesto	en	los	párrafos	precedentes	respecto	de	los	datos	referidos	al
tipo	 y	 número	 del	 documento	 de	 identidad	 y	 a	 la	 fecha	 de	 nacimiento,
también	será	de	aplicación	para	efecto	de	la	Planilla	Electrónica.
R.	204-2007/Sunat.
ART.	 11-A.—Incorporado.	 R.	 175-2010/Sunat.	 Art.	 1°.	 De	 la
actualización	 y/o	 modificación	 del	 tipo	 y	 número	 de	 documento	 de
identidad	y	fecha	de	nacimiento.	Para	efecto	de	realizar	 la	actualización
y/o	 modificación	 de	 los	 datos	 a	 que	 se	 refiere	 el	 segundo	 párrafo	 del
artículo	 anterior	 se	 deberá,	 presentar	 el	 Formulario	 Virtual	 N°	 1601	 -
Corrección	 y/o	 actualización	 de	 datos	 de	 identificación,	 para	 lo	 cual,	 el
sujeto	obligado	a	utilizar	el	PDT	Planilla	Electrónica:
a)	 Ingresará	 a	 Sunat	Operaciones	 en	 Línea	 con	 el	 Código	 de	Usuario	 y	 la
Clave	SOL.
b)	Ubicará	el	Formulario	Virtual	N°	1601	-	Corrección	y/o	actualización	de
datos	 de	 identificación	 y	 seleccionará	 las	 declaraciones	 por	 las	 cuales	 se
corrige	la	información	del	tipo	y	número	de	documento	de	identidad	y	fecha
de	nacimiento	o	se	comunica	nueva	información	respecto	del	tipo	y	número
de	 documento	 de	 identidad,	 sea	 que	 estas	 hubieran	 sido	 presentadas
utilizando	el	formulario	virtual	generado	por	el	PDT	Planilla	Electrónica	o	el
PDT	 Remuneraciones,	 Formulario	 Virtual	 N°	 600	 o	 el	 Formulario
preimpreso	N°	402	“Retenciones	y	contribuciones	sobre	remuneraciones”.
El	 sistema	 validará	 en	 línea	 el	 número	 del	 DNI	 y	 la	 fecha	 de	 nacimiento
cuando	la	actualización	y/o	modificación	esté	referida	a	la	información	que
figura	en	dicho	documento	de	identidad.
Una	 vez	 concluida	 la	 presentación	 del	 Formulario	 Virtual	 N°	 1601	 -
Corrección	 y/o	 actualización	 de	 datos	 de	 identificación,	 el	 sistema
automáticamente	 generará	 una	 constancia	 que	 contendrá	 el	 número	 de
orden	de	la	operación	y	los	nuevos	datos,	la	misma	que	podrá	ser	impresa.
Aquellos	datos	que	hubieran	sido	actualizados	conforme	a	lo	previsto	en	el
presente	artículo	deberán	ser	considerados	para	efecto	de	los	PDT	Planilla
Electrónica	que	se	presenten	con	posterioridad	a	dicha	actualización.
R.	204-2007/Sunat.
Primera	Disposición	Complementaria	Final.—De	los	períodos	anteriores
a	 enero	 del	 2008.	 La	 declaración	 original	 así	 como	 sus	 sustitutorias	 o
rectificatorias	de	los	conceptos	señalados	en	los	literales	b)	al	o)	del	artículo
3°,	de	 los	 sujetos	que	 se	encuentren	obligados	a	presentar	el	PDT	Planilla
Electrónica,	 que	 correspondan	 a	 períodos	 anteriores	 a	 enero	 del	 2008,
deberán	 ser	presentadas	 a	 través	de	 los	 siguientes	PDTs,	 en	 las	 versiones
vigentes	al	momento	de	realizar	su	presentación,	de:
i)	PDT	Remuneraciones,	Formulario	Virtual	N°	600.
ii)	PDT	Seguro	Complementario	de	Trabajo	de	Riesgo,	Formulario	Virtual	N
°	610.
iii)	PDT	IGV	-	Renta	Mensual,	Formulario	Virtual	N°	621.
NOTA:	La	Primera	Disposición	Complementaria	Final	de	la	R.	005-2008/Sunat	aprueba	la	nueva
versión	del	PDT	Seguro	Complementario	de	Trabajo	de	Riesgo	-	PDT	610	Versión	3.5.
R.	204-2007/Sunat.
Segunda	Disposición	Complementaria	Final.—De	las	normas	supletorias.
En	 lo	 no	 previsto	 en	 la	 presente	 resolución	 y	 en	 tanto	 no	 se	 oponga	 a	 lo
dispuesto	 en	 ésta,	 se	 aplicará	 lo	 establecido	 en	 las	 resoluciones	 de
Superintendencia	que	regulan	la	declaración	y	pago	de	las	obligaciones	que
se	realizan	a	través	de	los	PDT,	el	PDT	Remuneraciones,	Formulario	Virtual
N°	 600,	 el	 PDT	 Seguro	 Complementario	 de	 Trabajo	 de	 Riesgo	 Formulario
Virtual	N°	610	y	el	PDT	IGV	-	Renta	Mensual,	Formulario	Virtual	N°	621.
PROVISIÓN	DE	INFORMACIÓN
D.	S.	018-2007-TR.
ART.	6°.—De	la	provisión	de	información	a	entidades	por	parte	del	MTPE.	El	MTPE	podrá
emitir	disposiciones	o	celebrar	convenios	con	entidades	estatales	u	organizaciones	a	fin	de	proveer	la	información	incluida	en
la	planilla	electrónica,	siempre	que	no	se	vulneren	las	excepciones	reguladas	en	el	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de
Transparencia	y	Acceso	a	la	Información	Pública,	aprobado	mediante	Decreto	Supremo	N°	043-2003-PCM.
D.	S.	015-2010-TR.
ART.	4°.—Autorización	de	uso	de	la	información.	La
información	de	la	planilla	electrónica	podrá	ser	utilizada	por	la
Sunat	para	el	cumplimiento	de	sus	funciones	establecidas	por	ley
o	en	el	cumplimiento	de	las	obligaciones	establecidas	en	los
convenios	interinstitucionales	de	recaudación	de	conceptos	que
se	obtengan	a	través	del	Plame,	previa	coordinación	con	el	MTPE.
FISCALIZACIÓN
D.	S.	015-2010-TR.
ART.	5°.—Fiscalización.	Los	inspectores	del	trabajo	están
facultados	para	solicitar	la	planilla	electrónica	inclusive	en	medios
digitales.	En	caso	de	verificarse	durante	una	visita	inspectiva	el
incumplimiento	de	las	obligaciones	relacionadas	a	la	planilla
electrónica,	se	impondrán	las	sanciones	administrativas
correspondientes,	de	conformidad	con	la	Ley	N°	28806,	Ley
General	de	Inspección	del	Trabajo,	y	su	reglamento,	aprobado	por
el	Decreto	Supremo	N°	019-2006-TR.
La	falta	de	incorporación	de	los	trabajadores	en	el	T-Registro,
será	sancionada	como	falta	grave	por	cada	trabajador	afectado,
conforme	al	numeral	24.1	del	artículo	24	del	Reglamento	de	la	Ley
General	de	Inspección	del	Trabajo,	aprobado	por	el	Decreto
Supremo	019-2006-TR.
R.	M.	026-2012-TR.	
Artículo	Único.—Actuaciones	 inspectivas	durante	el	2012.	 Durante	 los
seis	 primeros	 meses	 calendario	 del	 año	 2012,	 la	 fiscalización	 de	 las
obligaciones	relativas	al	Registro	de	Información	Laboral	(T-Registro)	y	a	la
Planilla	 Mensual	 de	 Pagos	 (Plame)	 será	 preferentemente	 de	 carácter
preventivo,	 por	 lo	 que	 la	 Inspección	 del	 Trabajo	 realizará	 actuaciones	 de
orientación	y	asesoramiento	técnico	en	dicha	materia.
DEROGACIÓN
D.	S.	018-2007-TR.
Única	Disposición	Complementaria	Derogatoria—Derogación.	Deróguese
el	Decreto	Supremo	N°	015-2005-TR	y	normas	modificatorias.
VIGENCIA	-	EXCEPCIONES
D.	S.	018-2007-TR.
Primera	Disposición	Complementaria	Final—Vigencia	de	la	obligación.	El
presente	decreto	supremo	entra	en	vigencia	al	día	siguiente	de	su	publicación,	salvo	lo	dispuesto	en	el	artículo	2°,	la	segunda	y
sexta	disposiciones	complementarias	finales,	que	entran	en	vigencia	el	1	de	enero	del	2008.
D.	S.	015-2010-TR.
Segunda	Disposición	Complementaria	Final.—Sin	perjuicio	de	lo
señalado	en	la	Segunda	Disposición	Complementaria	Transitoria,
el	presente	decreto	supremo	entra	en	vigencia	el	1	de	julio	del
2011,	salvo	lo	referido	a	la	implementación	de	T-Registro	en	el
caso	de	los	derechohabientes,	así	como	la	utilización	de	la
información	del	T-Registro	por	parte	de	la	Sunat	respecto	a	dichos
sujetos,	supuestos	en	los	cuales	las	disposiciones	que	los	regulan
entran	en	vigencia	el	1	de	febrero	del	2011.
D.	S.	015-2010-TR.
Primera	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Modificado.
D.	S.	008-2011-TR,	Art.	2°.	Del	1	de	febrero	al	31	de	julio	del
2011,	el	alta	de	los	derechohabientes	que	comuniquen	al
empleador	los	trabajadores,	pensionistas	o	prestadores	de
servicios	a	que	se	refieren	el	numeral	iii)	del	literal	d)	del	artículo
1°	del	Decreto	Supremo	N°	018-2007-TR,	se	efectuará	dentro	de
los	diez	(10)	primeros	días	hábiles	del	mes	siguiente	al	del
vencimiento	del	pago	de	las	aportaciones	al	Seguro	Social	de
Salud	(ESSALUD)	correspondientes	al	período	de	incorporación.
VIGENCIA	DEL	DECRETO	SUPREMO	N°	001-98-TR
D.	S.	018-2007-TR.
Segunda	Disposición	Complementaria	Final—Vigencia	del	Decreto
Supremo	N°	001-98-TR.	El	Decreto	Supremo	N°	001-98-TR	mantiene	su	vigencia	respecto	de:
a)	Las	disposiciones	referidas	a	planillas	en	el	caso	de	los
empleadores	no	incluidos	dentro	del	artículo	2°	del	presente
decreto	supremo,	y	que	cuentan	con	por	lo	menos	un	trabajador
sujeto	al	régimen	laboral	de	la	actividad	privada.
Si	los	empleadores	a	que	se	refiere	el	párrafo	anterior	hubieran
optado	por	llevar	la	planilla	electrónica,	se	encontrarán	obligados
a	seguir	llevando	y	presentando	este	último	registro.
b)	Las	disposiciones	referidas	al	pago	de	la	remuneración,
entrega	y	conservación	de	las	boletas	de	pago	para	todos	los
empleadores	que	cuenten	con	trabajadores	sujetos	al	régimen
laboral	de	la	actividad	privada.
NOTA:	La	Segunda	Disposición	Complementaria	y	Final	del	Decreto	Supremo	N°	018-2007-TR	entró
en	vigencia	el	primero	de	enero	del	año	2008.
BOLETA	DIGITAL
D.	S.	018-2007-TR.
Tercera	Disposición	Complementaria	Final—Boleta	de	pago	digital.
Mediante	resolución	ministerial	del	sector	trabajo	y	promoción	del	empleo	se	regulará	las	condiciones	para	la	entrega	de	la
boleta	de	pago	a	la	que	se	refiere	el	artículo	19	del	Decreto	Supremo	N°	001-98-TR	por	medios	electrónicos,	por	aquellos
empleadores	que	voluntariamente	decidan	optar	por	dicho	sistema.
TRABAJADORES	DEL	HOGAR
D.	S.	018-2007-TR.
Cuarta	Disposición	Complementaria	Final—Normas	aplicables	a	los
trabajadores	del	hogar.	En	el	caso	de	los	empleadores	de	trabajadores	del	hogar	no	existe	obligación	de	llevar	la
planilla	electrónica	a	que	se	refiere	el	presente	decreto	supremo.	Los	trabajadores	del	hogar	deberán	extender	la	constancia	de
los	pagos	que	reciben	según	las	normas	que	regulan	la	materia.
NORMAS	COMPLEMENTARIAS
D.	S.	018-2007-TR.
Quinta	Disposición	Complementaria	Final—Normas	complementarias.
Mediante	resolución	ministerial	el	MTPE	podrá	emitir	las	normas	complementarias	que	resulten	necesarias	para	la	mejor
aplicación	del	presente	decreto	supremo,	salvo	en	aquellos	temas	delegados	a	la	Sunat.
MODALIDADES	FORMATIVAS
D.	S.	018-2007-TR.
Sexta	Disposición	Complementaria	Final—Del	libro	especial	de
beneficiarios	de	modalidades	formativas	laborales.	La	obligación	establecida	en	el	artículo	48	de	la	Ley	N°
28518,	en	la	parte	referida	a	la	inscripción	de	los	beneficiarios	de	las	diferentes	modalidades	formativas	mediante	un	libro
especial	y	la	autorización	de	éste	por	el	MTPE,	se	considera	cumplida	con	la	presentación	de	la	planilla	electrónica	de	acuerdo	a
lo	dispuesto	en	el	presente	decreto	supremo.
NOTA:	La	Sexta	Disposición	Complementaria	y	Final	del	Decreto	Supremo	N°	018-2007-TR	entró	en
vigencia	el	primero	de	enero	del	año	2008.
MEDIOS	INFORMÁTICOS
D.	S.	018-2007-TR.
Primera	Disposición	Complementaria	Transitoria—De	la	publicación
del	medio	informático.	A	partir	del	mes	de	septiembre	del	año	2007,	se	publicará	en	el	portal	de	la	Sunat	el	medio
informático	a	través	del	cual	se	presentará	la	planilla	electrónica.
CIERRE	DE	PLANILLAS
D.	S.	018-2007-TR.
Segunda	Disposición	Complementaria	Transitoria—Del	cierre	de	las
planillas.	Los	empleadores	obligados	a	llevar	la	planilla	electrónica,	conforme	al	artículo	2°	del	presente	decreto	supremo,
deberán	cerrar	las	planillas	llevadas	de	acuerdo	al	Decreto	Supremo	N°	001-98-TR	mediante	comunicación	a	la	autoridad
administrativa	de	trabajo,	debiendo	adjuntar	copia	de	la	última	planilla	utilizada	indicando	que	el	cierre	se	produce	por	el
inicio	del	llevado	de	la	planilla	electrónica.
El	cierre	de	planillas	a	que	se	refiere	la	presente	disposición	no
afecta	la	obligación	de	conservación	de	planillas	y	boletas	de	pago
regulada	en	el	artículo	21	del	Decreto	Supremo	N°	001-98-TR.
PERSONAL	DE	TERCEROS
R.	M.	250-2007-TR.
ART.	2°.—Precisar	que	el	personal	de	 terceros	es	declarado	en	 la	planilla
electrónica,	solo	en	aquellos	supuestos	en	que	los	trabajadores	destacados	o
desplazados	 no	 hayan	 sido	 asegurados	 por	 su	 empleador	 con	 el	 seguro
complementario	de	trabajo	de	riesgo,	habiendo	el	pago	sido	asumido	por	el
declarante.
CONTENIDO	DE	LA	BOLETA
R.	M.	020-2008-TR.
ART.	1°.—Boleta	de	pago.	Los	empleadores	obligados	a	utilizar	la	planilla
electrónica	deben	entregar	el	original	de	 la	boleta	de	pago	al	 trabajador,	a
más	tardar,	el	tercer	día	hábil	siguiente	a	la	fecha	de	pago.
La	boleta	de	pago	debe	contener	la	siguiente	información	mínima	referida
al	empleador:
-	 Apellidos	 y	 nombres,	 en	 caso	 de	 ser	 persona	 natural;	 o	 razón	 social	 o
denominación,	en	caso	de	ser	persona	jurídica.
-	Número	de	RUC.
Asimismo,	 deberá	 contener	 la	 siguiente	 información	 mínima	 sobre	 el
trabajador:
-	Apellidos	y	nombres
-	Período	de	pago
-	Tipo	y	número	de	documento	de	identificación
-	Tipo	o	categoría	(tipo,	de	acuerdo	a	la	Tabla	8	del	anexo	2,	aprobado	por
Resolución	Ministerial	N°	250-2007-TR;	o	 la	categoría	propia	utilizada	por
el	empleador)
-	Régimen	pensionario
-	Código	Único	del	Sistema	Privado	de	Pensiones-CUSPP
-	Fecha	de	inicio	de	la	relación	laboral
-	Número	de	días	efectivamente	laborados
-	Número	de	días	subsidiados
-	Número	de	días	no	laborados	y	no	subsidiados
-	Número	de	horas	ordinarias
-	Número	de	horas	en	sobretiempo
-	 Remuneraciones	 que	 se	 abonen,	 tomando	 en	 consideración	 para	 este
efecto	 lo	 previsto	 en	 el	 artículo	 6°	 del	 TUO	 de	 la	 Ley	 de	 Productividad	 y
Competitividad	Laboral,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR.
-	Cualquier	otro	pago	que	no	tenga	carácter	remunerativo,	según	el	artículo
7°	del	TUO	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral.
-	Descuentos
-	Tributos	y	aportes	a	cargo	del	trabajador
-	Tributos	y	aportes	a	cargo	del	empleador
Con	relación	al	número	de	horas	laboradas	en	el	periodo,	la	boleta	de	pago
deberá	 reflejar	 de	 manera	 exacta	 el	 contenido	 del	 registro	 de	 control	 y
asistencia.
ELIMINAN	OBLIGACIÓN	DE	CONSIGNAR	EL	CUSPP
R.	M.	163-2013-TR.
ART.	 1°.—Objeto.	 Eliminar	 el	 Código	 Único	 del	 Sistema	 Privado	 de
Pensiones	-	CUSPP	como	parte	de	la	información	mínima	obligatoria	sobre
el	 trabajador	 que	 debe	 contener	 la	 boleta	 de	 pago,	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	1°	de	la	Resolución	Ministerial	N°	020-2008-TR.
CIERRE	DE	PLANILLAS
R.	M.	020-2008-TR.
ART.	2°.—Cierre	de	las	planillas.	Los	empleadores	obligados	a	utilizar	 la
planilla	electrónica,	efectuarán	el	cierre	de	las	planillas	llevadas	de	acuerdo
al	 Decreto	 Supremo	 N°	 001-98-TR,	 a	 partir	 de	 enero	 del	 año	 2009,
observando	el	 cronograma	que	 se	 aprobará	por	 resolución	ministerial	 del
Sector	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
RECTIFICACIONES
R.	M.	020-2008-TR.
ART.	 3°.—Modificado.	 R.	 M.	 118-2010-TR,	 Art.	 Único.	 Rectificación	 o
sustitución	de	la	información	de	la	planilla	electrónica.	La	rectificación
o	 sustitución	 de	 la	 información	 declarada	 en	 la	 planilla	 electrónica	 se
efectúa	observando	las	siguientes	disposiciones:
a)	 Si	 la	 declaración	 original	 se	 presentó	 utilizando	 el	 PDT	 Planilla
Electrónica,	 la	 declaración	 sustitutoria	 o	 rectificatoria	 debe	 efectuarse	 a
través	de	dicho	medio.
b)	Se	 ingresan	nuevamente	todos	 los	datos	del	concepto	cuya	declaración
se	 sustituye	 o	 rectifica,	 inclusive	 aquella	 información	 que	 no	 se	 desea
rectificar	o	sustituir.
c)	La	Sunat	establecerá	el	medio,	 la	 forma	y	 las	condiciones	en	 las	que	se
efectuará	la	rectificación	o	sustitución	de	los	datos	correspondientes	al	tipo
y	número	de	documento	de	identificación,	y	a	la	fecha	de	nacimiento	de	los
sujetos	declarados	en	la	planilla	electrónica,	a	los	que	se	refiere	el	numeral
2.1	 del	 anexo	 de	 la	 Resolución	 de	 Superintendencia	N°	 204-2007-Sunat	 y
normas	modificatorias.
PERÍODOS	ANTERIORES
R.	M.	020-2008-TR.
Primera	Disposición	Transitoria.—Rectificación	de	periodos	anteriores
a	enero	del	2008.	Durante	el	año	2008,	las	planillas	llevadas	de	acuerdo	al
Decreto	 Supremo	 N°	 001-98-TR	 permanecerán	 abiertas,	 y	 servirán
exclusivamente	 para	 la	 rectificación	 de	 errores	 u	 omisiones	 referentes	 a
periodos	 anteriores	 a	 enero	 del	 año	 2008.	 Tales	 rectificaciones	 se	 harán
constar	a	partir	de	hoja	siguiente	a	la	última	utilizada.
ACTUACIONES	INSPECTIVAS
R.	M.	020-2008-TR.
Tercera	 Disposición	 Transitoria.—Actuaciones	 inspectivas	 durante	 el
primer	 semestre	 de	 2008.	 Durante	 el	 primer	 semestre	 del	 año	 2008,	 la
fiscalización	de	la	obligación	de	llevar	la	planilla	electrónica	será	de	carácter
preventivo.	A	 tal	efecto,	 la	 Inspección	del	Trabajo	realizará	actuaciones	de
orientación	y	asesoramiento	técnico;	y	adoptará	medidas	de	advertencia	y
requerimiento,	en	las	actuaciones	de	investigación	o	comprobatorias.
La	disposición	del	párrafo	anterior	no	resulta	aplicable	en	 lo	referido	a	 la
obligación	 de	 registrar	 en	 la	 planilla	 electrónica	 a	 toda	 persona	 que	 se
encuentre	 en	 las	 categorías	 de	 trabajador,	 prestador	 de	 servicios	 -	 cuarta
categoría,	 prestador	 de	 servicios	 -	 modalidad	 formativa	 y	 personal	 de
terceros;	 ni	 en	 lo	 referido	 al	 registro	 de	 las	 remuneraciones	 y	 derechos
laborales	a	pagar.
TÍTULO	TERCERO
Obligación	de	Capacitación
OBLIGACIÓN	DEL	EMPLEADOR
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	84.—El	empleador	está	obligado	a	proporcionar	al
trabajador	capacitación	en	el	trabajo	a	fin	de	que	éste	pueda
mejorar	su	productividad	y	sus	ingresos.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 88.—El	 trabajador	 está	 obligado	 a	 participar	 en	 los	 programas	 de
capacitación	que	dentro	de	la	jornada	de	trabajo	lleve	a	cabo	el	empleador,
en	aplicación	del	artículo	118	de	la	ley.
PROGRAMAS	DE	CAPACITACIÓN
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	85.—El	empleador	y	los	representantes	de	los	trabajadores
o	de	la	organización	sindical	correspondiente,	podrán	establecer
de	común	acuerdo	programas	de	capacitación	y	productividad,
organizados	a	través	de	comisiones	paritarias.
FINALIDADES
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	86.—Las	acciones	de	capacitación	tendrán	las	siguientes
finalidades:
a)	Incrementar	la	productividad;
b)	Actualizar	y	perfeccionar	los	conocimientos	y	aptitudes	del
trabajador	en	la	actividad	que	realiza;
c)	Proporcionar	información	al	trabajador	sobre	la	aplicación	de
nueva	tecnología	en	la	actividad	que	desempeña;
d)	Preparar	al	trabajador	para	ocupar	una	vacante	o	puesto	de
nueva	creación;
e)	Prevenir	riesgos	de	trabajo.
R.	M.	338-2010-TR.
ART.	1°.—Modificado.	R.	M.	034-2012-TR,	Art.	1°.	Objeto	de	la	norma.
La	presente	resolución	ministerial	tiene	por	objeto	regular	la	presentación
del	 Programa	 de	 Capacitación	 al	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del
Empleo,	por	las	empresas	que	se	acojan	a	lo	establecido	en	el	inciso	II)	del
artículo	 37	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Impuesto	 a	 la	 Renta,
aprobado	por	Decreto	 Supremo	N°	179-2004-EF	y	normas	modificatorias,
con	relación	a	la	capacitación	efectuada	para	los	trabajadores.
R.	M.	338-2010-TR.
ART.	2°.—Modificado.	R.	M.	034-2012-TR,	Art.	1°.	Definiciones.
2.1.	Capacitación:	Es	la	acción	destinada	al	desarrollo	de	las	competencias
laborales	 de	 los	 recursos	 humanos,	 a	 fin	 de	 mejorar	 su	 empleabilidad	 y
facilitar	su	acceso	al	mercado	laboral.
2.2.	 Programa	 de	 capacitación:	 Es	 el	 documento	 que	 define	 acciones
orientadas	 al	 desarrollo	 y	 fortalecimiento	 de	 las	 capacidades,	 habilidades,
conocimientos	 y	 actitudes	 de	 los	 trabajadores,	 respondiendo	 a	 las
demandas	de	 las	 empresas	y	de	 los	propios	 trabajadores,	 vinculadas	a	 las
actividades	 de	 producción	 de	 bienes	 y	 servicios.	 El	 Programa	 de
Capacitación	se	presentará	según	el	formato	anexo	a	la	presente	resolución.
R.	M.	338-2010-TR.
ART.	 3°.—Modificado.	 R.	 M.	 034-2012-TR,	 Art.	 1°.	 Obligatoria
presentación	 del	 Programa	 de	 Capacitación.	 El	 Programa	 de
Capacitación	 deberá	 ser	 presentado	 ante	 el	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	 del	 Empleo,	 al	 siguiente	 mes	 de	 su	 ejecución	 y	 de	 acuerdo	 al
cronograma	 de	 obligaciones	 mensuales	 del	 ejercicio	 fiscal	 respectivo,
publicado	y	establecido	por	la	Superintendencia	Nacional	de	Administración
Tributaria	-	Sunat.
Excepcionalmente	 los	 programas	 de	 capacitación	 culminados	 en	 el	 año
2011,	son	presentados	durante	el	mes	de	febrero	del	año	2012.
El	incumplimiento	en	la	presentación	del	Programa	de	Capacitación,	dentro
del	 plazo	 establecido	 en	 los	 párrafos	 precedentes,	 son	 materia	 de
verificación	 por	 la	 Inspección	 del	 Trabajo	 y	 dará	 lugar	 a	 la	 comisión	 de
infracción	administrativa,	 tipificada	en	el	artículo	38	del	Reglamento	de	 la
Ley	General	de	 Inspección	del	Trabajo,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°
019-2006-TR,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 efectiva	 presentación	 del	 indicado
programa.
ANEXO
R.	M.	034-2012-TR.
Programa	de	capacitación
	

Notas	técnicas:
1/	 Se	 adjuntará	 la	 nómina	 de	 trabajadores	 por	 cada	 curso	 de	 capacitación
registrado.
2/	Para	la	variable	género	se	consignará	el	código	“M”	para	“Masculino”	y	“F”	para
“Femenino”	(Ver	Tabla	N°	1,	ubicada	en	el	sistema	virtual	para	el	registro	de	 los
programas	de	capacitación).
3/	Para	la	variable	ocupación	se	consignarán	los	códigos	establecidos	en	la	Tabla
N°	 2:	 “Ocupaciones”,	 ubicada	 en	 el	 sistema	 virtual	 para	 el	 registro	 de	 los
programas	de	capacitación).
4/	Para	la	variable	trabajador	con	discapacidad	se	consignará	el	código	“S”	para
“Si”	“N”	para	“No”	(Ver	Tabla	N°	3,	ubicada	en	el	sistema	virtual	para	el	registro	de
los	programas	de	capacitación).
NOTA:	La	Resolución	Ministerial	N°	034-2012-TR	aprueba	el	anexo	sobre	el	programa	de
capacitación	mediante	el	artículo	2°,	publicado	en	el	portal	web	institucional	del	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
R.	M.	338-2010-TR.
ART.	 4°.—Sujetos	 obligados.	 Se	 encuentran	 obligados	 a	 presentar	 el
programa	 de	 capacitación,	 todas	 aquellas	 empresas	 sujetas	 al	 régimen
laboral	de	la	actividad	privada,	que	se	pretendan	acoger	a	la	deducción	del
gasto	por	inversión	en	capital	humano.
R.	M.	338-2010-TR.
ART.	5°.—Modalidad	de	la	presentación.	El	programa	de	capacitación	se
presenta	mediante	el	empleo	de	un	sistema	virtual	puesto	a	disposición	de
los	usuarios	en	el	portal	institucional	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción
del	Empleo,	www.mintra.gob.pe.
El	ingreso	al	sistema	virtual	se	hará	a	través	del	número	de	Registro	Único
de	 Contribuyentes	 -	 RUC	 de	 la	 empresa	 y	 el	 número	 de	 la	 Clave	 SOL
entregado	por	la	Superintendencia	Nacional	de	Administración	Tributaria	-
Sunat.
R.	M.	338-2010-TR.
ART.	6°.—Modificado.	R.	M.	034-2012-TR,	Art.	1°.	Órgano	responsable.
El	Sistema	Virtual	del	Programa	de	Capacitación	se	encuentra	a	cargo	de	la
Oficina	de	Tecnologías	de	la	Información	y	Comunicaciones.
La	Dirección	de	Normalización	y	Certificación	de	Competencias	Laborales
de	la	Dirección	General	de	Formación	Profesional	y	Capacitación	Laboral	es
responsable	 de	 administrar	 la	 información	 del	 Programa	 de	 Capacitación
presentado	por	las	empresas.
R.	M.	338-2010-TR.
ART.	 7°.—Remisión	 de	 información.	 El	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	 del	 Empleo	 remitirá	 a	 la	 Superintendencia	 Nacional	 de
Administración	Tributaria	 -	Sunat,	 la	 información	que	esta	última	necesite
para	sus	fines,	en	la	oportunidad	y	forma	que	se	establezca.
R.	M.	338-2010-TR.
ART.	8°.—Publicación	de	actividades	de	capacitación.	El	Ministerio	 de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	podrá	publicar	en	su	portal	institucional,	la
relación	 de	 empresas	 que	 presentaron	 su	 programa	 de	 capacitación
incluyendo	a	sus	capacitadores.
TÍTULO	CUARTO
Servicio	de	Relaciones	Industriales
DEPENDENCIA	ENCARGADA	DE	LAS	RELACIONES	INDUSTRIALES
D.	L.	14371.
ART.	1°.—Las	empresas	que	tengan	más	de	100	trabajadores,
entre	obreros	y	empleados,	deberán	contar	con	una	dependencia
adecuada	que	se	encargue	de	las	relaciones	industriales	para	la
atención	de	las	cuestiones	laborales,	en	forma	permanente.
D.	S.	005-63.
ART.	 1°.—La	 dependencia	 a	 que	 se	 contrae	 el	 Art.	 1°	 del	Decreto	 Ley	N°
14371	 funcionará	 con	 carácter	 permanente	 en	 el	 centro	 de	 trabajo	 de	 las
empresas	que	tuvieren	más	de	cien	servidores.
D.	S.	005-63.
ART.	 2°.—Si	 la	 empresa	 obligada	 tuviere	más	 de	 un	 centro	 de	 trabajo,	 la
dependencia	 funcionará	 en	 el	 que	 tenga	mayor	 número	 de	 servidores.	 En
este	caso	dicha	dependencia	deberá	estar	dotada	de	los	medios	adecuados
para	cumplir,	respecto	de	los	demás	centros	de	trabajo,	con	las	obligaciones
señaladas	en	el	artículo	siguiente.
D.	S.	005-63.
ART.	3°.—Dicha	dependencia	tendrá	las	funciones	básicas	siguientes:
a)	 La	 atención	 de	 las	 reclamaciones	 que	 formulen	 los	 servidores	 sobre
salarios	 y	 demás	 condiciones	 de	 trabajo	 y	 el	 incumplimiento	 de
disposiciones	legales	y	contractuales;	y
b)	 El	 fomento	 de	 la	 armonía	 y	 la	 colaboración	 entre	 la	 empresa	 y	 los
servidores	 por	 todos	 los	medios	 adecuados,	 tales	 como	 la	 administración
salarial	 y	 de	 personal,	 la	 selección	 y	 entrenamiento	 del	 personal,	 las
comunicaciones,	la	higiene	y	seguridad	industriales	y	la	asistencia	social.
D.	S.	005-63.
ART.	4°.—El	jefe	de	la	dependencia	deberá	ser	persona	idónea	y	tendrá	la
autoridad	 y	 la	 responsabilidad	 necesarias	 para	 atender	 y	 resolver
internamente	 o	 ante	 las	 autoridades	 de	 Trabajo	 los	 asuntos	 de	 su
competencia.
DOCTRINA.—La	importancia	del	área	de	relaciones	industriales.	“En	el
empresario	profesional	y	en	aquel	que	empíricamente	inicia	una	industria,
existe	desconocimiento	sobre	el	manejo	de	las	relaciones	industriales.	En	la
industria	 naciente	 y	 en	 las	 consolidadas,	 el	 empresario	 dirige	 todos	 sus
esfuerzos	 a	 las	 áreas	 de	producción	 y	 ventas	 de	 la	 empresa	que	 acaba	de
constituir	o	que	funciona	normalmente,	y	olvida	en	gran	manera	el	manejo
de	 las	 relaciones	 industriales.”	 (SARKIS,	 Bassam	 y	 MERLANO,	 Jorge.
Administración	 de	 los	 conflictos	 laborales,	 Legis	 Editores,	 Bogotá,	 1990;
pág.	106)
INFORMACIÓN	A	LA	AUTORIDAD	DE	TRABAJO
D.	L.	14371.
ART.	2°.—Las	mencionadas	empresas	informarán	a	la	autoridad
de	trabajo	de	su	respectiva	jurisdicción,	el	nombre	de	la	persona	o
personas	encargadas	del	servicio	de	relaciones	industriales	a	que
se	refiere	el	artículo	1°,	así	como	el	título,	diploma	o	calificación
que	ostente	quien	esté	al	frente	de	dicho	servicio.
D.	S.	005-63.
ART.	 5°.—Las	 empresas	 están	 en	 la	 obligación	 de	 comunicar,	 dentro	 del
término	 de	 cuarenta	 y	 ocho	 horas,	 a	 la	 Autoridad	 de	 Trabajo	 de	 su
respectiva	jurisdicción,	la	información	de	que	trata	el	artículo	2°	del	Decreto
Ley	 N°	 14371,	 así	 como	 los	 cambios	 que	 se	 produzcan.	 La	 Autoridad	 de
Trabajo,	 a	 su	 vez	 remitirá	 dichas	 comunicaciones	 al	 Departamento	 de
Relaciones	de	Empresa	de	la	Dirección	General	de	Trabajo,	con	el	fin	de	que
se	 lleve	 un	 registro	 central,	 sin	 perjuicio	 del	 que	 deben	 llevar	 las
autoridades	locales	de	su	propia	jurisdicción.
D.	L.	14371.
ART.	 3°.—Los	 empleadores	 tendrán	 90	 días	 de	 plazo	 para	 dar
cumplimiento	a	las	disposiciones	a	que	se	contrae	el	presente	decreto	ley.
D.	S.	005-63.
ART.	 6°.—Tratándose	 de	 las	 empresas	 que	 al	 tiempo	 de	 promulgarse	 el
Decreto	Ley	N°	14371	no	estaban	aún	establecidas	o,	estándolo,	no	 tenían
más	 de	 cien	 servidores	 el	 plazo	 de	 noventa	 días	 a	 que	 se	 refiere	 dicho
decreto	ley	se	contará	a	partir	del	momento	en	que	hayan	tenido	o	tuvieren
ese	número	de	servidores.
INFRACCIONES	SANCIONABLES
D.	L.	14371.
ART.	4°.—Los	infractores	de	este	decreto	ley	serán	pasibles	de
las	sanciones	previstas	por	las	disposiciones	laborales	vigentes.
TÍTULO	QUINTO
Asistente	Social	Diplomado
ASISTENTA	SOCIAL
D.	S.	009-65.
ART.	1°.—Las	empresas	de	la	actividad	privada	comprendidas
dentro	de	los	alcances	del	Decreto	Ley	N°	14371	incorporarán	en
el	Servicio	de	Relaciones	Industriales,	una	asistenta	social
diplomada,	que	se	encargará	de	efectuar	labores	propias	de	su
especialidad	en	favor	de	los	trabajadores	del	respectivo	centro	de
trabajo,	con	sujeción	a	las	disposiciones	de	la	materia	e
instrucciones	de	su	principal.
R.	S.	337.
ART.	 1°.—Toda	 empresa	 de	 la	 actividad	 privada	 que	 ocupe	 más	 de	 300
trabajadores,	 está	 obligada	 a	 contratar	 de	 inmediato	 una	 asistenta	 social
diplomada	 para	 la	 atención	 permanente	 que	 requiera	 el	 personal	 de	 su
respectivo	centro	de	trabajo.
COMENTARIO.—Obligación	 de	 contar	 con	 una	 asistenta	 social.	 De	 la
lectura	 atenta	 de	 las	 normas	 sobre	 el	 tema,	 se	 puede	 colegir	 que	 las
empresas	 con	 más	 de	 cien	 trabajadores	 deben	 incorporar	 dentro	 del
departamento	de	 relaciones	 industriales	 a	 una	 asistenta	 social	 diplomada,
pero	 no	 con	 carácter	 de	 permanencia,	 esto	 es,	 pudiendo	 brindarse	 este
servicio	en	algunas	horas	por	día	o	sólo	en	determinados	días	por	semana.
Sin	 embargo,	 las	 empresas	 que	 cuenten	 con	 más	 de	 trescientos
trabajadores	contarán	obligatoriamente	con	una	asistenta	social	diplomada
con	carácter	permanente.
R.	S.	337.
ART.	3°.—Las	empresas	que	por	 la	naturaleza	de	 su	 trabajo,	 como	 las	de
construcción	civil,	 realicen	 labores	eventuales	en	 lugares	próximos	dentro
de	 la	 misma	 actividad,	 podrán	 utilizar	 los	 servicios	 comunes	 de	 una
asistenta	 social	 a	 condición	 de	 que	 estos	 servicios	 comunes	 ofrezcan
atención	permanente	a	los	trabajadores	de	las	empresas	mencionadas.
R.	S.	337.
ART.	4°.—Las	asistentas	sociales	 tendrán	 las	 funciones	básicas	siguientes,
inherentes	a	su	especialidad:
a)	 Colaborar	 en	 la	 solución	 de	 los	 problemas	 personales	 y	 familiares	 del
trabajador,	que	afecten	el	normal	desempeño	de	sus	labores;
b)	 Propugnar	 la	 participación	 del	 trabajador	 y	 de	 sus	 familiares	 en	 los
programas	 de	 grupo	 que	 elabore	 o	 auspicie	 con	 su	 participación	 la
dependencia	de	relaciones	industriales	de	su	empresa,	y
c)	Los	 servicios	de	 relaciones	 industriales	de	 las	empresas	 comprendidas
en	 el	 Decreto	 Ley	 14371,	 dispondrán	 lo	 conveniente	 a	 efecto	 de	 que	 su
dependencia	 de	 servicio	 social	 desarrolle	 programas	 adecuados	 que
contribuyan	a	prevenir	 los	problemas	que	puedan	afectar	 el	 bienestar	del
trabajador	y	de	su	familia.
COMUNICACIÓN	DEL	NOMBRE	DE	LA	ASISTENTA	A	LA	AUTORIDAD	DE
TRABAJO
D.	S.	009-65.
ART.	2°.—Las	empresas	obligadas	por	el	presente	decreto,
deberán	comunicar	dentro	de	60	días	a	partir	de	la	fecha	a	la
Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	correspondiente,	el	nombre
de	la	asistenta	social	a	la	que	hubieran	encargado	la	función	a	que
se	contrae	el	artículo	anterior	para	su	registro	en	el	libro	que	con
tal	objeto	llevarán	las	zonas	de	trabajo	respectivas	en	provincias	y
el	Servicio	de	Relaciones	Industriales	en	la	Capital.
CREACIÓN	DEL	COLEGIO	DE	TRABAJADORES	SOCIALES	DEL	PERÚ
Ley	27918.
ART.	1°.—Del	objeto.	Créase	el	Colegio	de	Trabajadores	Sociales
del	Perú,	en	sustitución	del	Colegio	de	Asistentes	Sociales	del
Perú,	como	institución	gremial	autónoma	de	derecho	público
interno,	sin	fines	de	lucro,	tiene	personería	jurídica	y	es
representativo	de	los	profesionales	asistentes	sociales	y
trabajadores	sociales	del	Perú.
El	domicilio	del	colegio	es	en	la	ciudad	de	Lima,	sin	perjuicio	del
establecimiento	de	sedes	regionales,	que	se	constituyan	de
acuerdo	a	disposiciones	estatutarias	correspondientes.
Ley	27918.
ART.	2°.—De	la	colegiación.	La	colegiación	vigente	es	requisito
para	que	los	asistentes	sociales	titulados	y	los	licenciados	en
trabajo	social	puedan	actuar	profesionalmente.
DEL	EJERCICIO	PROFESIONAL	DEL	TRABAJADOR	SOCIAL
Ley	30112.
ART.	1°.—Objeto	de	la	ley.	La	presente	ley	regula	el	ejercicio
profesional	del	trabajador	social	en	todos	los	ámbitos	y
dependencias	del	sector	público	y	privado,	cualquiera	sea	el
régimen	laboral	al	que	pertenezca.
Ley	30112.
ART.	2°.—Rol	del	trabajador	social.	El	trabajador	social	es	un
profesional	con	una	comprensión	amplia	de	los	procesos	que
viven	las	personas,	familias,	grupos,	organizaciones	y
comunidades;	a	partir	de	ello	participa	en	la	formulación	de
políticas	sociales,	contribuye	al	desarrollo	humano	y	promueve	el
ejercicio	de	los	derechos	y	deberes	de	los	ciudadanos.
Ley	30112.
ART.	3°.—Especialidades.	El	ejercicio	profesional	del	trabajador
social	se	desarrolla	en	las	siguientes	especialidades:	salud	y	salud
mental,	rehabilitación,	bienestar	de	personal,	terapia	familiar,
infancia	y	adolescencia,	violencia	familiar,	gerontología	social,
orientación	y	bienestar	del	educando,	mediación	y	conciliación	de
conflictos,	peritaje	social,	docencia	e	investigación,	gerencia	social,
proyectos	sociales,	ética,	consejería	familiar,	entre	otras.
Ley	30112.
ART.	4°.—Requisitos	de	la	profesión.	Para	ejercer	la	profesión
de	trabajo	social	se	requiere	de	título	profesional	universitario	a
nombre	de	la	Nación,	estar	inscrito	y	habilitado	en	el	Colegio	de
Trabajadores	Sociales	del	Perú.
La	profesión	de	trabajo	social	se	ejercita	con	respeto	de	los
estatutos	y	el	Código	de	Ética	y	Deontología	Profesional	del
Colegio	de	Trabajadores	Sociales	del	Perú.
Ley	30112.
ART.	5°.—Funciones.	Son	funciones	del	trabajador	social	las
siguientes:
a)	Participar	en	la	gestión,	formulación,	ejecución	y	evaluación	de
planes,	programas	y	proyectos	sociales	dirigidos	a	mejorar	las
condiciones	y	calidad	de	vida	de	la	población,	en	las	instituciones
públicas	y	privadas.
b)	Participar	en	el	diseño,	administración	y	ejecución	de
programas	de	bienestar	social,	bienestar	laboral,	seguridad	social
y	salud	ocupacional.
c)	Participar	en	los	programas	y	proyectos	de	desarrollo	social	en
organismos	gubernamentales	y	no	gubernamentales.
d)	Formular	propuestas	de	políticas	públicas	para	mejorar	las
condiciones	y	calidad	de	vida	de	la	población.
e)	Participar	en	proyectos	de	investigación	social	y	científica	con
el	fin	de	optimizar	el	mejoramiento	de	la	calidad	de	vida	de	la
familia,	los	grupos	y	la	población.
f)	Otras	funciones	inherentes	al	ejercicio	profesional.
Estas	funciones	no	son	limitativas	sino	enunciativas,	pudiendo
adicionarse	o	no	considerarse	de	acuerdo	a	las	necesidades	de	la
institución	pública	o	privada	en	que	realiza	su	actividad	el
trabajador	social.
Ley	30112.
ART.	6°.—Derechos.	El	trabajador	social	tiene	derecho	a	todos
los	beneficios	laborales	establecidos	en	las	normas	del	régimen
laboral	que	le	corresponda.
Ley	30112.
ART.	7°.—Obligaciones.	El	trabajador	social	está	obligado	a	lo
siguiente:
a)	Cumplir	con	lo	establecido	en	el	Código	de	Ética	y	Deontología
del	Colegio	de	Trabajadores	Sociales	del	Perú.
b)	Cumplir	con	las	obligaciones	y	prohibiciones	que	establece,
según	sea	el	caso,	la	Ley	23536,	Ley	que	Establece	las	Normas
Generales	que	Regulan	el	Trabajo	y	la	Carrera	de	los	Profesionales
de	la	Salud,	y	otras	normas	de	este	sector;	la	Ley	30057,	Ley	del
Servicio	Civil;	o	las	previstas	en	el	régimen	laboral	que	le
corresponda.
c)	Conocer	y	aplicar	la	normativa,	las	políticas	y	los
procedimientos	del	sector,	la	institución,	el	organismo	o	la	entidad
en	que	labora.
d)	Orientar	a	los	usuarios	de	su	servicio	sobre	la	importancia	de
observar	una	estricta	veracidad	en	sus	declaraciones.
e)	Las	demás	obligaciones	establecidas	por	su	empleador.
Ley	30112.
ART.	8°.—Ascenso	y	línea	de	carrera.	El	Estado	garantiza	y
promueve	el	desarrollo	del	trabajador	social	a	través	de	la	línea
de	carrera,	conforme	a	las	normas	del	régimen	laboral	que	le
corresponda.
Ley	30112.
Primera	Disposición	Complementaria	Final.—Denominación	de
trabajador	social	y	asistente	social.	Precísase	que	en	la	Ley
23536,	Ley	que	Establece	las	Normas	Generales	que	Regulan	el
Trabajo	y	la	Carrera	de	los	Profesionales	de	la	Salud,	la	referencia
a	asistente	social	comprende	al	trabajador	social	y	viceversa,	de
conformidad	con	la	Ley	27918,	Ley	de	Creación	del	Colegio	de
Trabajadores	Sociales	del	Perú.	Lo	mismo	rige	para	la	presente	ley
y	otras	normas	vigentes.
Ley	30112.
Segunda	Disposición	Complementaria	Final.—Implementación
de	la	ley.	La	implementación	de	la	presente	ley	se	financia	con
cargo	al	presupuesto	de	las	entidades	públicas	involucradas	y	no
demanda	recursos	adicionales	al	tesoro	público.
Ley	30112.
Tercera	Disposición	Complementaria	Final.—Derechos	y
obligaciones	en	otras	leyes.	Lo	dispuesto	en	esta	ley	no	limita
los	derechos	y	las	obligaciones	del	trabajador	social	contemplados
en	otras	normas	legales.
Ley	30112.
Cuarta	Disposición	Complementaria	Final.—Prórroga.	El
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	directamente	o	a
través	de	la	Superintendencia	Nacional	de	Fiscalización	Laboral
(Sunafil),	brinda	asistencia	técnica	y	capacitación	a	los
trabajadores	y	empleadores	sujetos	al	régimen	laboral	privado
para	el	mejor	cumplimiento	de	esta	ley.	En	este	sentido,
prorrógase	hasta	el	31	de	diciembre	del	2014	el	plazo	previsto	en
la	Tercera	Disposición	Complementaria	Final	de	la	Ley	29981,	Ley
que	Crea	la	Superintendencia	Nacional	de	Fiscalización	Laboral
(Sunafil).
TÍTULO	SEXTO
Reglamento	Interno	de	Trabajo
ALCANCES	DEL	REGLAMENTO	INTERNO
D.	S.	039-91-TR.
ART.	1°.—El	reglamento	interno	de	trabajo,	determina	las
condiciones	a	que	deben	sujetarse	los	empleadores	y	trabajadores
en	el	cumplimiento	de	sus	prestaciones.
DOCTRINA.—El	 reglamento	 interno	 de	 trabajo.	 “(...)	 Un	 factor
estructural	en	 la	relación	 laboral	es	el	 reconocimiento	al	empleador	de	un
poder	de	dirección,	que	le	permita	organizar	la	producción	y	el	trabajo.	En
ejercicio	 de	 este	 poder,	 el	 empleador	 puede	 impartir	 órdenes	 a	 los
trabajadores	a	su	cargo	(con	las	 limitaciones	que	vimos	en	el	punto	1.3.2),
ya	 sea	 de	 modo	 singular,	 a	 cada	 trabajador,	 ya	 sea	 de	 modo	 general,
estableciendo	reglas	de	cumplimiento	obligatorio	en	la	empresa	o	parte	de
ella.	 En	 este	 último	 caso,	 los	mandatos	 constituyen	 propiamente	 normas,
mientras	en	el	primero	no.
Pues	 bien,	 el	 cuerpo	 que	 aglutina	 las	 principales	 reglas	 dictadas	 por	 el
empleador,	es	 justamente	el	 reglamento	 interno	de	 trabajo.	Su	producción
es	potestad	unilateral	 del	 empleador.	Nada	 impide	que,	 sin	 embargo,	 este
acuerde	 con	 la	 organización	 sindical,	 expedir	 todas	 o	 algunas	 de	 dichas
reglas	por	convenio	colectivo.	(...).”	(NEVES	MUJICA,	Javier.	 Introducción	al
derecho	laboral,	PUCP	Fondo	Editorial,	Perú,	2003;	pág.	77)
DOCTRINA.—La	presentación	del	reglamento	 interno	de	 trabajo	ante
el	MTPE	no	impide	que	este	sea	objeto	de	fiscalización	posterior.	 “(...)
en	 cuanto	 a	 la	 infracción	 referida	 al	 Reglamento	 Interno	 de	 Seguridad	 y
Salud	 en	 el	 Trabajo,	 refiere	 la	 apelante	 que	 si	 contaría	 con	 el	 referido
reglamento,	 la	 misma	 que	 fue	 aprobada	 por	 el	 Ministerio	 de	 Trabajo
mediante	 Resolución	 Sub	 Directoral	 N°	 024-2009-MTPE/2/12.410;	 al
respecto	cabe	precisar	que,	la	Inspección	del	Trabajo,	es	el	servicio	público
encargado	de	vigilar	el	cumplimiento	de	las	normas	de	orden	sociolaboral	y
de	 la	 seguridad	 social,	 de	exigir	 las	 responsabilidades	administrativas	que
procedan,	 orientar	 y	 asesorar	 técnicamente	 en	 dichas	 materias,	 ello	 en
concordancia	 con	 el	 artículo	 1°	 de	 la	 ley	 y	 4°	 de	 su	 reglamento,	 en	 ese
sentido,	 de	 los	 hechos	 verificados	 por	 los	 inspectores	 actuantes	 y
formalizados	 en	 el	 Acta	 de	 Infracción,	 se	 desprende	 que	 el	 referido
documento	 no	 estaba	 de	 acuerdo	 a	 ley,	 es	 decir,	 no	 contemplaba	 los
estándares	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 cada	 una	 de	 las	 etapas	 del	 proceso
productivo,	 infringiendo	 de	 esta	 manera	 el	 artículo	 243	 del	 Decreto
Supremo	 N°	 009-2005-TR,	 concordado	 con	 el	 artículo	 454	 del	 Decreto
Supremo	N°	42-F.	Sin	perjuicio	de	lo	manifestado	resulta	necesario	indicar
que,	de	conformidad	con	el	sub	numeral	1.16	numeral	1	del	artículo	IV	del
Título	Preliminar	de	la	Ley	N°	27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo
General,	 ‘La	 tramitación	 de	 los	 procedimientos	 administrativos	 se
sustentará	 en	 la	 aplicación	 de	 la	 fiscalización	 posterior;	 reservándose	 la
autoridad	 administrativa,	 el	 derecho	 de	 comprobar	 la	 veracidad	 de	 la
información	 presentada,	 el	 cumplimiento	 de	 la	 normatividad	 sustantiva	 y
aplicar	las	sanciones	pertinentes	en	caso	que	la	información	presentada	no
sea	 veraz.’	 En	 ese	 contexto,	 la	 presentación	 del	 reglamento	 interno	 de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo	ante	este	ministerio,	no	implica	que	el	citado
documento	 no	 pueda	 ser	 objeto	 de	 una	 fiscalización	 posterior	 o	 una
verificación	 por	 parte	 de	 la	 Inspección	 del	 Trabajo	 y,	 de	 esta	 manera
determinar	 sí	 se	encuentra	acorde	con	 la	norma”.	 (MTPE,	R.	D.	089-2013-
MTPE/1/20.4,	 feb	 04/2013.	 Director	 de	 Inspección	 del	 Trabajo	 Ricardo
Gabriel	Herbozo	Colque)
CONTENIDO
D.	S.	039-91-TR.
ART.	2°.—El	reglamento	interno	de	trabajo,	deberá	contener	las
principales	disposiciones	que	regulan	las	relaciones	laborales,
entre	ellas:
a)	Admisión	o	ingreso	de	los	trabajadores;
b)	Las	jornadas	y	horarios	de	trabajo;	tiempo	de	la	alimentación
principal;
c)	Normas	de	control	de	asistencia	al	trabajo;
d)	Normas	de	permanencia	en	el	puesto	conteniendo:	permisos,
licencias	e	inasistencias;
e)	Modalidad	de	los	descansos	semanales:
f)	Derechos	y	obligaciones	del	empleador;
g)	Derechos	y	obligaciones	del	trabajador;
h)	Normas	tendientes	al	fomento	y	mantenimiento	de	la	armonía
entre	trabajadores	y	empleadores;
i)	Medidas	disciplinarias;
j)	Persona	o	dependencia	encargada	de	atender	los	asuntos
laborales	y	la	tramitación	de	los	mismos;
k)	Normas	elementales	que	se	deben	observar	dentro	del
desarrollo	de	la	actividad	laboral,	con	la	finalidad	de	cautelar	la
higiene	y	seguridad	en	el	trabajo,	e	indicaciones	para	evitar
accidentes	u	otros	riesgos	profesionales,	así	como	las
instrucciones	respectivas	para	prestar	los	primeros	auxilios;
l)	Las	demás	disposiciones	que	se	consideren	convenientes	de
acuerdo	a	la	actividad	de	la	empresa.
JURISPRUDENCIA.—Sanciones	laborales	deben	estar	redactadas	de	forma
suficiente	para	comprender	sin	dificultad	lo	que	se	está	proscribiendo.	“(...)	el
principio	de	legalidad	exige	que	las	conductas	prohibidas	estén	claramente
delimitadas	por	la	ley,	prohibiéndose	tanto	la	aplicación	por	analogía,	como
también	el	uso	de	cláusulas	generales	e	indeterminadas	en	la	tipificación	de
las	prohibiciones.
Ahora	bien,	en	el	ámbito	disciplinario	laboral,	el	principio	de	legalidad	se
manifiesta	o	concretiza	mediante	el	subprincipio	de	tipicidad	o	taxatividad,
que	impone	que	las	conductas	prohibidas	(entiéndase	faltas	laborales)	que
conllevan	sanciones	de	índole	laboral	estén	redactadas	con	un	nivel	de
precisión	suficiente	que	permita	a	cualquier	trabajador	de	formación	básica
comprender	sin	dificultad	lo	que	se	está	proscribiendo,	bajo	amenaza	de
imponerse	alguna	sanción	disciplinaria	prevista	por	la	ley.	(...).
Se	debe	concluir	que	en	el	presente	caso	no	se	ha	vulnerado	el	principio	de
legalidad,	pues	la	falta	imputada	al	demandante	se	encuentra	previamente
determinada	en	la	ley	(lex	scripta),	la	cual	es	anterior	al	hecho	sancionado
(lex	praevia),	y	describe	un	supuesto	de	hecho	estrictamente	determinado
(lex	certa).	Asimismo	este	tribunal	considera	que	las	dos	disposiciones
citadas	definen	de	manera	precisa	y	cierta	la	conducta	que	se	considera
como	falta	laboral,	razón	por	la	que	tampoco	se	vulnera	el	subprincipio	de
tipicidad	o	taxatividad.	(...).”.	(T.	C.,	Exp.	03169-2006-PA/TC,	dic.	10/2008.
Pres.	Mesía	Ramírez)
DOCTRINA.—Naturaleza	 del	 reglamento	 interior.	 “El	 reglamento
interior	de	trabajo	es	un	documento	complementario	del	contrato	colectivo,
muy	 útil	 para	 determinar	 detalladamente	 las	 obligaciones	 de	 los
trabajadores	 y	 de	 los	 representantes	 del	 patrón	 en	 el	 desarrollo	 de	 las
labores	 dentro	 de	 la	 empresa	 y	 sus	 establecimientos.	 Por	 ello,	 el	 patrón
deberá	preocuparse	de	que	se	constituya	una	comisión	mixta	que	elabore	el
reglamento	 interior	 a	 la	 mayor	 brevedad	 posible	 para	 que	 pueda	 ser
depositado	ante	 la	 junta	competente,	se	 imprima	y	sea	repartido	entre	 los
trabajadores,	 además	de	pegarlo	en	 los	 lugares	más	visibles	del	 centro	de
trabajo	para	su	perfecto	reconocimiento”.	(ALVARADO	LARIOS,	Ana	María.
Temas	Selectos	de	Derecho	Laboral,	Pearson,	México,	1998;	pág.	259)
EMPLEADORES	OBLIGADOS
D.	S.	039-91-TR.
ART.	3°.—Están	obligados	a	contar	con	reglamento	interno	de
trabajo	todo	empleador	que	ocupe	más	de	cien	(100)
trabajadores.
APROBACIÓN
D.	S.	039-91-TR.
ART.	4°.—Para	los	efectos	de	la	aprobación	del	reglamento
interno,	los	empleadores	presentarán	a	la	Autoridad
Administrativa	de	Trabajo	tres	(3)	ejemplares,	los	que	quedarán
automáticamente	aprobados	a	su	sola	presentación.	Igual
procedimiento	se	seguirá	en	el	caso	de	modificación.
El	empleador	está	obligado	a	hacer	entrega	a	los	trabajadores	de
un	ejemplar	del	reglamento	interno	de	trabajo	o	su	modificación,
presentado	a	la	autoridad	competente,	dentro	de	los	cinco	(5)	días
naturales	de	producido	el	referido	acto.
DERECHO	DE	LOS	TRABAJADORES
D.	S.	039-91-TR.
ART.	5°.—Los	trabajadores,	que	consideren	que	las	normas	del
reglamento	violan	disposiciones	legales	o	convencionales	vigentes
en	el	centro	de	trabajo,	podrán	accionar	judicialmente.
DISPOSICIONES	DEROGADAS
D.	S.	039-91-TR.
ART.	6°.—Derógase	el	Decreto	Supremo	N°	003-A-87-TR	del	01
de	abril	de	1987,	y	la	resolución	suprema	de	20	de	agosto	de
1956.	Déjese	sin	efecto	la	Resolución	Ministerial	N°	221-86-TR	de
19	de	mayo	de	1986.
TÍTULO	SÉTIMO
Reglamento	de	Seguridad	e	Higiene
Industrial
NORMAS	LEGALES	EN	MATERIA	DE	SEGURIDAD	E	HIGIENE
INDUSTRIAL
Ley	23407.
ART.	104.—Las	empresas	industriales	deben	cumplir	con	las
normas	legales	de	seguridad	e	higiene	industrial,	en	resguardo	de
la	integridad	física	de	los	trabajadores.
Los	trabajadores	con	secuelas	físicas	o	sensoriales	ocasionadas
por	accidentes	de	trabajo,	serán	reubicados	por	las	empresas,	en
coordinación	con	la	Dirección	General	del	Empleo	del	Ministerio
de	Trabajo	y	Promoción	Social	y	con	sujeción	a	la	ley.	arreglo	a	ley.
D.	S.	049-82-ITI/IND.
ART.	1°.—Las	empresas	industriales	comprendidas	en	la	Ley	23407,	están
obligadas	 a	 dar	 cumplimiento	 a	 las	 disposiciones	 contenidas	 en	 el
reglamento	 de	 seguridad	 e	 higiene	 industrial,	 aprobado	 por	 Decreto
Supremo	N°	42-F	del	22	de	mayo	de	1964	y	sus	modificatorias.
OBLIGATORIEDAD	DEL	REGLAMENTO	DE	SEGURIDAD	E	HIGIENE
INDUSTRIAL
D.	S.	42-F.
ART.	45.—En	todo	establecimiento	industrial	se	deberá	redactar
reglamentos	internos	de	seguridad,	para	cada	clase	de	trabajo	que
se	ejecute,	los	que	deberán	ceñirse	a	los	reglamentos	oficiales
relativos	a	seguridad,	e	incluir	las	disposiciones	adicionales.
COMENTARIO.—El	reglamento	de	seguridad	e	higiene	industrial	debe
ser	aprobado	por	la	Autoridad	de	Trabajo.	El	trámite	para	la	aprobación
del	reglamento	de	seguridad	e	higiene	industrial	se	encuentra	regulado	en
el	número	de	orden	62	del	Texto	Único	de	Procedimientos	Administrativos
(TUPA)	del	Ministerio	de	Trabajo.
Nótese,	de	otro	 lado,	que	únicamente	constituye	 falta	grave	que	 faculta	al
empleador	 para	 dar	 por	 terminado	 el	 contrato	 de	 trabajo	 sin
responsabilidad,	 la	 inobservancia	por	parte	del	 trabajador	del	 reglamento
de	seguridad	e	higiene	debidamente	aprobado	por	la	autoridad	competente.
COMITÉ	DE	SEGURIDAD
D.	S.	42-F.
ART.	46.—Modificado.	D.	S.	010-77-IT,	Art.	1°.	En	todo
establecimiento	industrial	que	emplee	regularmente	por	lo	menos
50	trabajadores,	el	empleador	deberá	constituir	un	comité	de
seguridad,	que	estará	integrado	en	igual	número	por
representantes	de	los	trabajadores	y	empleadores.
SUPERVISOR	DE	SEGURIDAD
D.	S.	42-F.
ART.	50.—Modificado.	D.	S.	010-77-IT,	Art.	1°.	En	todo
establecimiento	industrial	que	tenga	un	número	de	50
trabajadores,	se	deberá	encargar	un	empleado	o	supervisor,	de
todos	los	asuntos	sobre	seguridad,	quien	deberá	velar	por	el
cumplimiento	de	las	funciones	de	los	comités	de	seguridad.
NOTA:	Debe	entenderse	que	la	designación	de	un	supervisor	de	seguridad	es	obligatoria	en	las
empresas	industriales	que	cuenten	con	menos	de	cincuenta	trabajadores.
FUNCIONES	DE	LOS	COMITÉS	DE	SEGURIDAD
D.	S.	42-F.
ART.	47.—Es	función	de	los	comités	de	seguridad:
a)	Considerar	las	circunstancias	e	investigar	las	causas	de	todos
los	accidentes	que	ocurran	en	el	establecimiento	industrial.
b)	Hacer	recomendaciones	pertinentes	para	evitar	la	repetición
de	los	accidentes.
c)	Hacer	inspecciones	periódicas	del	establecimiento	industrial	y
de	sus	equipos	con	fines	de	seguridad.
d)	Hacer	recomendaciones	apropiadas	para	el	mejoramiento	de
las	condiciones	relacionadas	con	la	seguridad,	velar	porque	se
lleven	a	efecto	las	medidas	adoptadas	y	examinar	su	eficiencia.
e)	Vigilar	el	cumplimiento	de	los	reglamentos	oficiales,
instrucciones,	etc.,	relacionados	con	la	seguridad	en	el
establecimiento	industrial.
f)	Procurar	la	colaboración	de	todos	los	trabajadores	en	el
fomento	de	la	seguridad.
g)	Estudiar	las	estadísticas	de	los	accidentes	del	establecimiento
industrial.
h)	Cuidar	que	todos	los	nuevos	trabajadores	reciban	una
formación	sobre	seguridad,	instrucción	y	orientación	adecuadas.
i)	Cuidar	que	todos	los	trabajadores	conozcan	los	reglamentos
oficiales,	instrucciones,	avisos	y	demás	material	escrito	o	gráfico
relativo	a	la	seguridad	del	establecimiento	industrial.
j)	Colaborar	con	los	servicios	médicos	y	de	primeros	auxilios.
k)	Aplicar	las	sanciones	a	que	se	refiere	el	artículo	22	del
presente	reglamento.
OBLIGACIONES	DE	LAS	EMPRESAS	INDUSTRIALES
D.	S.	42-F.
ART.	 29.—Toda	 empresa	 industrial	 será	 legalmente	 responsable	 de	 la
provisión	 y	 conservación	 de	 los	 locales	 de	 trabajo	 y	 deberá	 asegurar	 que
ellos	 estén	 construidos,	 equipados,	 explotados	 y	 dirigidos	 de	 tal	 manera,
que	 suministren	 una	 razonable	 y	 adecuada	 protección	 a	 sus	 trabajadores
contra	accidentes	que	afecten	su	vida,	salud	o	integridad	física.
D.	S.	42-F.
ART.	 30.—Las	 empresas	 industriales	 están	 obligadas	 a	 instruir	 a	 sus
trabajadores	 respecto	 a	 los	 riesgos	 a	 que	 se	 encuentran	 expuestos	 con
relación	 a	 sus	 ocupaciones,	 adoptando	 las	medidas	 necesarias	 para	 evitar
accidentes	y	daños	a	la	salud.
OBLIGACIONES	DE	LOS	TRABAJADORES
D.	S.	42-F.
ART.	 52.—Los	 trabajadores	 de	 los	 centros	 industriales	 están	 obligados	 a
cooperar	 con	 los	 empresarios	 en	el	 cumplimiento	de	 las	disposiciones	del
presente	 reglamento	 y	 en	 el	 de	 las	 normas	 complementarias	 que	 puedan
dictarse	para	la	mejor	aplicación	del	mismo.
D.	S.	42-F.
ART.	 53.—Los	 trabajadores	 están	 obligados	 a	 realizar	 toda	 acción	 u
omisión	conducente	a	prevenir	o	conjurar	cualquier	accidente	y	a	informar
inmediatamente	 al	 empleador	 o	 a	 su	 jefe	 inmediato.	 Igual	 información
deberá	 producirse	 respecto	 a	 cualquier	 defecto	 que	 descubriese	 en	 el
establecimiento,	equipos	o	herramientas	allí	utilizados,	que	puedan	causar
lesiones	al	personal	o	a	terceros.
D.	S.	42-F.
ART.	54.—Los	trabajadores	harán	uso	apropiado	de	todos	los	resguardos,
dispositivos	 de	 seguridad	 y	 demás	medios	 suministrados	 de	 acuerdo	 con
este	 reglamento,	 para	 su	 protección	 o	 la	 de	 otras	 personas,	 y	 obedecerán
todas	 las	 instrucciones	 sobre	 seguridad	 procedentes	 o	 aprobadas	 por	 la
autoridad	competente,	relacionadas	con	el	trabajo.
D.	S.	42-F.
ART.	55.—Ningún	 trabajador	 intervendrá,	 cambiará,	desplazará,	dañará	o
destruirá	 los	 dispositivos	 de	 seguridad	 u	 otros	 aparatos	 proporcionados
para	 su	 protección,	 o	 la	 de	 otras	 personas,	 ni	 tampoco	 contrariará	 los
métodos	 o	 procedimientos	 adoptados	 con	 el	 fin	 de	 reducir	 al	mínimo	 los
riesgos	inherentes	a	su	ocupación.
LEY	GENERAL	DE	SALUD
L.	G.	de	S.	Ley	26842.
ART.	 94.—El	 personal	 que	 intervenga	 en	 la	 producción,	 manipulación,
transporte,	 conservación,	 almacenamiento,	 expendio	 y	 suministro	 de
alimentos	 está	obligado	a	 realizarlo	 en	 condiciones	higiénicas	 y	 sanitarias
para	evitar	su	contaminación.
L.	G.	de	S.	Ley	26842.
ART.	 100.—Quienes	 conduzcan	 o	 administren	 actividades	 de	 extracción,
producción,	 transporte	y	 comercio	de	bienes	o	 servicios,	 cualesquiera	que
éstos	 sean,	 tienen	 la	 obligación	 de	 adoptar	 las	 medidas	 necesarias	 para
garantizar	la	protección	de	la	salud	y	la	seguridad	de	los	trabajadores	y	de
terceras	personas	en	sus	instalaciones	o	ambientes	de	trabajo.
L.	G.	de	S.	Ley	26842.
ART.	 102.—Las	 condiciones	 higiénicas	 y	 sanitarias	 de	 todo	 centro	 de
trabajo	deben	ser	uniformes	y	acordes	con	la	naturaleza	de	la	actividad	que
se	realiza	sin	distinción	de	rango	o	categoría,	edad	o	sexo.
CARNÉ	DE	SALUD
L.	G.	de	S.	Ley	26842.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria,	 Transitoria	 y	 Final.—Deróganse	 las
siguientes	disposiciones:
(...).
f)	 Tercera	 Disposición	 Complementaria	 del	 Decreto	 Ley	 N°	 25988,	 sobre
carné	de	salud,	así	como	toda	disposición	legal,	administrativa	y	técnica	que
establezca	 la	 obligatoriedad	 de	 obtener	 y	 portar	 carné	 de	 salud	 o
documento	similar;	y,
g)	Las	demás	que	se	opongan	a	lo	establecido	por	la	presente	ley.
LEY	GENERAL	DE	RESIDUOS	SÓLIDOS
L.	G.	de	R.	S.	Ley	27314.
ART.	 20.—Salud	 ocupacional.	 Los	 generadores	 y	 operadores	 de	 los
sistemas	de	manejo	de	residuos	sólidos	deberán	contar	con	las	condiciones
de	trabajo	necesarias	para	salvaguardar	su	salud	y	la	de	terceros,	durante	el
desarrollo	de	las	actividades	que	realizan,	debiendo	entre	otros,	contar	con
los	 equipos,	 vestimenta,	 instalaciones	 sanitarias	 y	 capacitación	que	 fueren
necesarios.
OBLIGACIÓN	DE	INFORMAR	ACCIDENTES	DE	TRABAJO
D.	Leg.	910.
ART.	 35.—Obligación	 de	 comunicar	 accidentes	 de	 trabajo.	 Los
empleadores,	trabajadores	y	el	Ministerio	de	Salud	a	través	de	sus	centros
de	 prestación	 de	 servicio	 en	 materia	 de	 salud,	 Seguro	 Social	 de	 Salud
(ESSALUD),	 Superintendencia	 de	 Entidades	 Prestadoras	 de	 Salud,	 las
clínicas	y	hospitales,	están	obligados	a	comunicar	al	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	 Social	 los	 accidentes	 de	 trabajo	 y	 los	 casos	 de	 enfermedades
profesionales,	de	acuerdo	a	las	precisiones	que	establece	el	reglamento.
La	 comunicación	 debe	 respetar	 el	 secreto	 del	 acto	médico	 conforme	 a	 la
Ley	General	de	Salud.
TÍTULO	OCTAVO
Medidas	laborales	preventivas	contra	los
efectos	de	la	radiación	solar
Ley	30102.
ART.	4°.—Obligaciones	específicas	de	los	empleadores.
4.1.	Los	empleadores,	independientemente	del	régimen	laboral	al
que	pertenezcan	sus	trabajadores,	tienen	la	obligación	de	adoptar
medidas	de	protección	cuando,	por	la	naturaleza	del	trabajo	que
realizan	sus	trabajadores,	estén	expuestos	de	manera	prolongada
a	la	radiación	solar.
4.2.	Al	inicio	de	la	relación	laboral,	el	empleador	debe	informar	a
los	trabajadores	sobre	los	efectos	nocivos	para	la	salud	por	la
exposición	prolongada	a	la	radiación	solar,	haciéndoles	entrega	de
los	elementos	de	protección	idóneos	con	la	debida	capacitación
para	su	adecuado	uso.
Ley	30102.
ART.	5°.—Medidas	de	prevención	en	las	actividades
educativas	y	laborales.
5.1.	Promuévase	la	realización	de	actividades	educativas	y
laborales	sin	exposición	prolongada	a	la	radiación	solar	y	con	la
protección	adecuada,	debiendo	tomarse	las	medidas	de
protección	complementarias	en	los	casos	en	que	se	consideren
necesarias.
5.2.	El	reglamento	establece	las	sanciones	y	multas	en	caso	de
incumplimiento	de	la	presente	ley.
Ley	30102.
ART.	6°.—Fiscalización.
6.1.	Los	ministerios	de	Salud,	de	Educación	y	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo,	así	como	los	gobiernos	regionales	y
gobiernos	locales,	a	través	de	sus	organismos	correspondientes,
son	los	responsables	de	fiscalizar	el	cumplimiento	de	lo	dispuesto
en	la	presente	ley.
6.2.	Los	titulares	de	los	sectores	ministeriales	mencionados,	así
como	los	representantes	de	las	personas	jurídicas	que	agrupan	a
los	titulares	de	los	gobiernos	regionales	y	gobiernos	locales,
remiten	un	informe,	durante	el	mes	de	marzo	de	cada	año,	a	la
Comisión	de	Salud	y	Población	del	Congreso	de	la	República	sobre
los	resultados	de	las	acciones	de	fiscalización.
6.3.	El	reglamento	establece	las	infracciones	y	sanciones	por	el
incumplimiento	de	la	presente	ley.
Ley	30102.
ART.	7°.—Difusión	de	los	niveles	de	radiación	solar.	El	Poder
Ejecutivo,	a	través	del	Servicio	Nacional	de	Meteorología	e
Hidrología	del	Perú	(Senamhi),	debe	difundir	diariamente	los
niveles	de	radiación	ultravioleta	en	el	país,	así	como	sus	efectos
nocivos	para	la	salud.
Ley	30102.
Primera	Disposición	Complementaria	Final.—Autorización	para
modificación	presupuestal.	La	aplicación	de	la	presente	norma
se	financia	con	cargo	a	los	presupuestos	institucionales	de	los
pliegos	involucrados	según	corresponda	y	sin	demandar	recursos
adicionales	al	tesoro	público.
Ley	30102.
Segunda	Disposición	Complementaria	Final.—Reglamentación.
El	Poder	Ejecutivo	aprueba	el	reglamento	de	la	presente	ley	en	el
plazo	de	sesenta	días	calendario,	contado	a	partir	de	su	vigencia.
TÍTULO	NOVENO
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo
Ley	29783.
Título	preliminar
Principios
I.	Principio	de	prevención
El	empleador	garantiza,	en	el	centro	de	trabajo,	el
establecimiento	de	los	medios	y	condiciones	que	protejan	la	vida,
la	salud	y	el	bienestar	de	los	trabajadores,	y	de	aquellos	que,	no
teniendo	vínculo	laboral,	prestan	servicios	o	se	encuentran	dentro
del	ámbito	del	centro	de	labores.	Debe	considerar	factores
sociales,	laborales	y	biológicos,	diferenciados	en	función	del	sexo,
incorporando	la	dimensión	de	género	en	la	evaluación	y
prevención	de	los	riesgos	en	la	salud	laboral.
II.	Principio	de	responsabilidad
El	empleador	asume	las	implicancias	económicas,	legales	y	de
cualquier	otra	índole	a	consecuencia	de	un	accidente	o
enfermedad	que	sufra	el	trabajador	en	el	desempeño	de	sus
funciones	o	a	consecuencia	de	el,	conforme	a	las	normas	vigentes.
III.	Principio	de	cooperación
El	Estado,	los	empleadores	y	los	trabajadores,	y	sus
organizaciones	sindicales	establecen	mecanismos	que	garanticen
una	permanente	colaboración	y	coordinación	en	materia	de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
IV.	Principio	de	información	y	capacitación
Las	organizaciones	sindicales	y	los	trabajadores	reciben	del
empleador	una	oportuna	y	adecuada	información	y	capacitación
preventiva	en	la	tarea	a	desarrollar,	con	énfasis	en	lo
potencialmente	riesgoso	para	la	vida	y	salud	de	los	trabajadores	y
su	familia.
V.	Principio	de	gestión	integral
Todo	empleador	promueve	e	integra	la	gestión	de	la	seguridad	y
salud	en	el	trabajo	a	la	gestión	general	de	la	empresa.
VI.	Principio	de	atención	integral	de	la	salud
Los	trabajadores	que	sufran	algún	accidente	de	trabajo	o
enfermedad	ocupacional	tienen	derecho	a	las	prestaciones	de
salud	necesarias	y	suficientes	hasta	su	recuperación	y
rehabilitación,	procurando	su	reinserción	laboral.
VII.	Principio	de	consulta	y	participación
El	Estado	promueve	mecanismos	de	consulta	y	participación	de
las	organizaciones	de	empleadores	y	trabajadores	más
representativos	y	de	los	actores	sociales	para	la	adopción	de
mejoras	en	materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
VIII.	Principio	de	primacía	de	la	realidad
Los	empleadores,	los	trabajadores	y	los	representantes	de
ambos,	y	demás	entidades	públicas	y	privadas	responsables	del
cumplimiento	de	la	legislación	en	seguridad	y	salud	en	el	trabajo
brindan	información	completa	y	veraz	sobre	la	materia.	De	existir
discrepancia	entre	el	soporte	documental	y	la	realidad,	las
autoridades	optan	por	lo	constatado	en	la	realidad.
IX.	Principio	de	protección
Los	trabajadores	tienen	derecho	a	que	el	Estado	y	los
empleadores	aseguren	condiciones	de	trabajo	dignas	que	les
garanticen	un	estado	de	vida	saludable,	física,	mental	y
socialmente,	en	forma	continua.	Dichas	condiciones	deben
propender	a:
a)	Que	el	trabajo	se	desarrolle	en	un	ambiente	seguro	y
saludable.
b)	Que	las	condiciones	de	trabajo	sean	compatibles	con	el
bienestar	y	la	dignidad	de	los	trabajadores	y	ofrezcan
posibilidades	reales	para	el	logro	de	los	objetivos	personales	de
los	trabajadores.
Título	I
Disposiciones	generales
ART.	1°.—Objeto	de	la	ley.	La	Ley	de	Seguridad	y	Salud	en	el
Trabajo	tiene	como	objetivo	promover	una	cultura	de	prevención
de	riesgos	laborales	en	el	país.	Para	ello,	cuenta	con	el	deber	de
prevención	de	los	empleadores,	el	rol	de	fiscalización	y	control	del
Estado	y	la	participación	de	los	trabajadores	y	sus	organizaciones
sindicales,	quienes,	a	través	del	diálogo	social,	velan	por	la
promoción,	difusión	y	cumplimiento	de	la	normativa	sobre	la
materia.
ART.	2°.—Ámbito	de	aplicación.	La	presente	Ley	es	aplicable	a
todos	los	sectores	económicos	y	de	servicios;	comprende	a	todos
los	empleadores	y	los	trabajadores	bajo	el	régimen	laboral	de	la
actividad	privada	en	todo	el	territorio	nacional,	trabajadores	y
funcionarios	del	sector	público,	trabajadores	de	las	Fuerzas
Armadas	y	de	la	Policía	Nacional	del	Perú,	y	trabajadores	por
cuenta	propia.
ART.	3°.—Normas	mínimas.	La	presente	Ley	establece	las
normas	mínimas	para	la	prevención	de	los	riesgos	laborales,
pudiendo	los	empleadores	y	los	trabajadores	establecer
libremente	niveles	de	protección	que	mejoren	lo	previsto	en	la
presente	norma.
Título	II
Política	nacional	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo
ART.	4°.—Objeto	de	la	Política	Nacional	de	Seguridad	y	Salud
en	el	Trabajo.	El	Estado,	en	consulta	con	las	organizaciones	más
representativas	de	empleadores	y	de	trabajadores,	tiene	la
obligación	de	formular,	poner	en	práctica	y	reexaminar
periódicamente	una	Política	Nacional	de	Seguridad	y	Salud	en	el
Trabajo	que	tenga	por	objeto	prevenir	los	accidentes	y	los	daños
para	la	salud	que	sean	consecuencia	del	trabajo,	guarden	relación
con	la	actividad	laboral	o	sobrevengan	durante	el	trabajo,
reduciendo	al	mínimo,	en	la	medida	en	que	sea	razonable	y
factible,	las	causas	de	los	riesgos	inherentes	al	medio	ambiente	de
trabajo.
ART.	5°.—Esferas	de	acción	de	la	Política	Nacional	de
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.	La	Política	Nacional	de
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	debe	tener	en	cuenta	las	grandes
esferas	de	acción	siguientes,	en	la	medida	en	que	afecten	la
seguridad	y	la	salud	de	los	trabajadores:
a)	Medidas	para	combatir	los	riesgos	profesionales	en	el	origen,
diseño,	ensayo,	elección,	reemplazo,	instalación,	disposición,
utilización	y	mantenimiento	de	los	componentes	materiales	del
trabajo	(como	los	lugares	de	trabajo,	medio	ambiente	de	trabajo,
herramientas,	maquinaria	y	equipo,	sustancias	y	agentes
químicos,	biológicos	y	físicos,	operaciones	y	procesos).
b)	Medidas	para	controlar	y	evaluar	los	riesgos	y	peligros	de
trabajo	en	las	relaciones	existentes	entre	los	componentes
materiales	del	trabajo	y	las	personas	que	lo	ejecutan	o	supervisan,
y	en	la	adaptación	de	la	maquinaria,	del	equipo,	del	tiempo	de
trabajo,	de	la	organización	del	trabajo	y	de	las	operaciones	y
procesos	a	las	capacidades	físicas	y	mentales	de	los	trabajadores.
c)	Medidas	para	la	formación,	incluida	la	formación
complementaria	necesaria,	calificaciones	y	motivación	de	las
personas	que	intervienen	para	que	se	alcancen	niveles	adecuados
de	seguridad	e	higiene.
d)	Medidas	de	comunicación	y	cooperación	a	niveles	de	grupo	de
trabajo	y	de	empresa	y	en	todos	los	niveles	apropiados,	hasta	el
nivel	nacional	inclusive.
e)	Medidas	para	garantizar	la	compensación	o	reparación	de	los
daños	sufridos	por	el	trabajador	en	casos	de	accidentes	de	trabajo
o	enfermedades	ocupacionales,	y	establecer	los	procedimientos
para	la	rehabilitación	integral,	readaptación,	reinserción	y
reubicación	laboral	por	discapacidad	temporal	o	permanente.
ART.	6°.—Responsabilidades	con	la	Política	Nacional	de
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.	La	formulación	de	la	Política
Nacional	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	a	que	se	refiere	el
artículo	5°	debe	precisar	las	funciones	y	responsabilidades
respectivas,	en	materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	de	las
autoridades	públicas,	de	los	empleadores,	de	los	trabajadores	y	de
otros	organismos	intervinientes,	teniendo	en	cuenta	el	carácter
complementario	de	tales	responsabilidades.
ART.	7°.—Examen	de	la	Política	Nacional	de	Seguridad	y
Salud	en	el	Trabajo.	Para	los	efectos	del	examen	de	la	Política
Nacional	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo,	la	situación	en
materia	de	seguridad	y	salud	de	los	trabajadores	debe	ser	objeto,
a	intervalos	adecuados,	de	exámenes	globales	o	relativos	a
determinados	sectores,	a	fin	de	identificar	los	problemas
principales,	elaborar	medios	eficaces	para	resolverlos,	definir	el
orden	de	prelación	de	las	medidas	que	haya	que	tomar	y	evaluar
los	resultados.
Título	III
Sistema	nacional	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo
ART.	8°.—Objeto	del	Sistema	Nacional	de	Seguridad	y	Salud
en	el	Trabajo.	Créase	el	Sistema	Nacional	de	Seguridad	y	Salud	en
el	Trabajo,	con	participación	de	las	organizaciones	de
empleadores	y	trabajadores,	a	fin	de	garantizar	la	protección	de
todos	los	trabajadores	en	el	ámbito	de	la	seguridad	y	salud	en	el
trabajo.
ART.	9°.—Instancias	del	Sistema	Nacional	de	Seguridad	y
Salud	en	el	Trabajo.	El	Sistema	Nacional	de	Seguridad	y	Salud	en
el	Trabajo	está	conformado	por	las	siguientes	instancias:
a)	El	Consejo	Nacional	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.
b)	Los	consejos	regionales	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
Capítulo	I
Consejo	nacional	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo
ART.	10.—Naturaleza	y	composición	del	Consejo	Nacional	de
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.	Créase	el	Consejo	Nacional	de
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo,	como	instancia	máxima	de
concertación	de	materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	de
naturaleza	tripartita	y	adscrita	al	sector	trabajo	y	promoción	del
empleo.
El	Consejo	Nacional	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	está
conformado	por	los	siguientes	representantes:
a)	Un	representante	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del
Empleo,	quien	lo	preside.
b)	Un	representante	del	Ministerio	de	Salud.
c)	Un	representante	del	Centro	Nacional	de	Salud	Ocupacional	y
Protección	del	Medio	Ambiente	para	la	Salud	(Censopas).
d)	Un	representante	de	ESSALUD.
e)	Cuatro	representantes	de	los	gremios	de	empleadores	a
propuesta	de	la	Confederación	Nacional	de	Instituciones
Empresariales	Privadas	(Confiep).
f)	Cuatro	representantes	de	las	centrales	sindicales	a	propuesta
de	la	Confederación	General	de	Trabajadores	del	Perú	(CGTP),	la
Central	Unitaria	de	Trabajadores	(CUT),	la	Confederación	de
Trabajadores	del	Perú	(CTP)	y	la	Central	Autónoma	de
Trabajadores	del	Perú	(CATP).
La	acreditación	de	la	designación	de	los	representantes	de	los
gremios	de	la	Confiep	y	de	las	centrales	sindicales	es	efectuada
por	resolución	ministerial	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción
del	Empleo,	a	propuesta	de	las	referidas	organizaciones.	El	plazo
de	la	designación	es	por	dos	años,	pudiendo	ser	renovable.
ART.	11.—Funciones	del	Consejo	Nacional	de	Seguridad	y
Salud	en	el	Trabajo.	Son	funciones	del	Consejo	Nacional	de
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	las	siguientes:
a)	Formular	y	aprobar	la	Política	Nacional	de	Seguridad	y	Salud
en	el	Trabajo,	y	efectuar	el	seguimiento	de	su	aplicación.
b)	Articular	la	responsabilidad	y	las	funciones	respectivas,	en
materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	de	los	representantes
de	los	trabajadores,	de	las	autoridades	públicas,	de	los
empleadores,	de	los	trabajadores	y	de	otros	organismos
intervinientes	para	la	ejecución	de	la	Política	Nacional	de
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo,	teniendo	en	cuenta	el	carácter
complementario	de	tales	responsabilidades.
c)	Plantear	modificaciones	o	propuestas	de	normativa	en
seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	así	como	de	aplicación	o
ratificación	de	instrumentos	internacionales	sobre	la	materia.
d)	Implementar	una	cultura	de	prevención	de	riesgos	laborales,
aumentando	el	grado	de	sensibilización,	conocimiento	y
compromiso	de	la	población	en	general	en	materia	de	seguridad	y
salud	en	el	trabajo,	especialmente	de	parte	de	las	autoridades
gubernamentales,	empleadores,	organizaciones	de	empleadores	y
trabajadores.
e)	Articular	y	coordinar	acciones	de	cooperación	técnica	con	los
sectores	en	materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
f)	Coordinar	acciones	de	capacitación,	formación	de	recursos
humanos	e	investigación	científica	en	seguridad	y	salud	en	el
trabajo.
g)	Fortalecer	el	Sistema	Nacional	de	Registro	y	Notificación	de
Información	de	Accidentes	y	Enfermedades	Profesionales,
garantizar	su	mantenimiento	y	reporte,	y	facilitar	el	intercambio
de	estadísticas	y	datos	sobre	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	entre
las	autoridades	competentes,	los	empleadores,	los	trabajadores	y
sus	representantes.
h)	Garantizar	el	desarrollo	de	servicios	de	salud	en	el	trabajo,	de
conformidad	con	la	legislación	y	las	posibilidades	de	los	actores
del	sistema.
i)	Fomentar	la	ampliación	y	universalización	del	seguro	de
trabajo	de	riesgos	para	todos	los	trabajadores.
j)	Coordinar	el	desarrollo	de	acciones	de	difusión	e	información
en	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
k)	Velar	por	el	cumplimiento	de	la	normativa	sobre	prevención
de	riesgos	laborales,	articulando	las	actuaciones	de	fiscalización	y
control	de	parte	de	los	actores	del	sistema.
l)	Fiscalizar	el	cumplimiento	de	la	Política	Nacional	de	Seguridad
y	Salud	en	el	Trabajo.
ART.	12.—Secretaría	Técnica	del	Consejo	Nacional	de
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.	El	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo,	a	través	de	la	Dirección	General	de
Derechos	Fundamentales	y	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo,	actúa
como	Secretaría	Técnica	del	Consejo	Nacional	de	Seguridad	y
Salud	en	el	Trabajo.
Capítulo	II
Consejos	regionales	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo
ART.	13.—Objeto	y	composición	de	los	Consejos	Regionales
de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.	Créanse	los	Consejos
Regionales	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	como	instancias	de
concertación	regional	en	materia	de	seguridad	y	salud	en	el
trabajo,	de	naturaleza	tripartita	y	de	apoyo	a	las	direcciones
regionales	de	trabajo	y	promoción	del	empleo	de	los	gobiernos
regionales.
El	Consejo	Regional	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	está
conformado	por	los	siguientes	representantes:
a)	Un	representante	de	la	Dirección	Regional	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo,	quien	lo	preside.
b)	Un	representante	de	la	Dirección	Regional	Salud.
c)	Un	representante	de	la	Red	Asistencial	de	ESSALUD	de	la
región.
d)	Modificado.	Ley	30222,	Art.	2°.	Tres	(3)	representantes	de
los	empleadores	de	la	región,	de	los	cuales	uno	(1)	es	propuesto
por	la	Confederación	Nacional	de	Instituciones	Empresariales
Privadas	(Confiep),	dos	(2)	por	las	Cámaras	de	Comercio	de	cada
jurisdicción	o	por	la	Cámara	Nacional	de	Comercio,	Producción,
Turismo	y	Servicios	-	Perucámaras	y	uno	(1)	propuesto	por	la
Confederación	Nacional	de	Organizaciones	de	las	Mype,	según	se
especifique	en	el	reglamento.
e)	Cuatro	representantes	de	las	organizaciones	de	trabajadores
de	la	región,	a	propuesta	de	la	Confederación	General	de
Trabajadores	del	Perú	(CGTP),	la	Central	Unitaria	de	Trabajadores
(CUT),	la	Confederación	de	Trabajadores	del	Perú	(CTP)	y	la
Central	Autónoma	de	Trabajadores	del	Perú	(CATP).
La	acreditación	de	la	designación	de	los	representantes	de	los
gremios	de	empleadores	y	de	trabajadores	es	efectuada	por
resolución	directoral	de	la	Dirección	Regional	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo,	a	propuesta	de	las	organizaciones
señaladas.	El	plazo	de	la	designación	es	por	dos	años,	pudiendo
ser	renovable.
ART.	14.—Funciones	de	los	Consejos	Regionales	de
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.	Son	funciones	de	los	Consejos
Regionales	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	las	siguientes:
a)	Formular	y	aprobar	los	programas	regionales	de	seguridad	y
salud	en	el	trabajo,	y	efectuar	el	seguimiento	de	su	aplicación.
b)	Articular	las	funciones	y	responsabilidades	respectivas,	en
materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	de	los	representantes
de	los	trabajadores,	de	las	autoridades	públicas,	de	los
empleadores,	de	los	trabajadores	y	de	otros	organismos	para	la
ejecución	del	programa	regional	de	seguridad	y	salud	en	el
trabajo.
c)	Garantizar,	en	la	región,	una	cultura	de	prevención	de	riesgos
laborales,	aumentando	el	grado	de	sensibilización,	conocimiento	y
compromiso	de	la	población	local	en	materia	de	seguridad	y	salud
en	el	trabajo,	especialmente	de	parte	de	las	autoridades
regionales,	empleadores,	organizaciones	de	empleadores	y
organizaciones	de	los	trabajadores.
d)	Garantizar,	en	la	región	y	en	los	lugares	de	trabajo,	la	adopción
de	políticas	de	seguridad	y	salud	y	la	constitución	de	comités
mixtos	de	seguridad	y	salud,	así	como	el	nombramiento	de
representantes	de	los	trabajadores	en	materia	de	seguridad	y
salud	en	el	trabajo,	de	conformidad	con	la	legislación	vigente.
e)	Coordinar	acciones	de	capacitación	regional,	formación	de
recursos	humanos	e	investigación	científica	en	seguridad	y	salud
en	el	trabajo.
f)	Implementar	el	Sistema	Regional	de	Registro	de	Notificaciones
de	Accidentes	y	Enfermedades	Profesionales	en	la	región,
facilitando	el	intercambio	de	estadísticas	regionales	y	datos	sobre
seguridad	y	salud	en	el	trabajo	entre	las	autoridades	competentes,
los	empleadores,	los	trabajadores	y	sus	representantes.
g)	Promover	el	desarrollo	de	servicios	de	salud	en	el	trabajo	en	la
región,	de	conformidad	con	la	legislación	y	las	posibilidades	de	los
actores	de	la	región.
h)	Fomentar	la	ampliación	y	universalización	del	seguro	de
trabajo	de	riesgos	para	todos	los	trabajadores	de	la	región.
i)	Coordinar	el	desarrollo	de	acciones	de	difusión	regional	e
información	en	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
j)	Velar	por	el	cumplimiento	de	la	normativa	sobre	prevención	de
riesgos	laborales,	articulando	las	actuaciones	de	fiscalización	y
control	de	parte	de	las	instituciones	regionales.
ART.	15.—Secretaría	Técnica	de	los	Consejos	Regionales	de
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.	La	Dirección	Regional	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	a	través	de	su	área	competente,
actúa	como	Secretaría	Técnica	del	Consejo	Regional	de	Seguridad
y	Salud	en	el	Trabajo	respectivo.
ART.	16.—Rol	suprarrector	de	los	sectores	trabajo	y	salud.	El
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	así	como	el
Ministerio	de	Salud,	son	organismos	suprasectoriales	en	la
prevención	de	riesgos	en	materia	de	seguridad	y	salud	en	el
trabajo,	que	coordinan	con	el	ministerio	respectivo	las	acciones	a
adoptar	con	este	fin.
Título	IV
Sistema	de	gestión	de	la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo
Capítulo	I
Principios
ART.	17.—Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el
Trabajo.	El	empleador	debe	adoptar	un	enfoque	de	sistema	de
gestión	en	el	área	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	de
conformidad	con	los	instrumentos	y	directrices	internacionales	y
la	legislación	vigente.
ART.	18.—Principios	del	Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y
Salud	en	el	Trabajo.	El	Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y
Salud	en	el	Trabajo	se	rige	por	los	siguientes	principios:
a)	Asegurar	un	compromiso	visible	del	empleador	con	la	salud	y
seguridad	de	los	trabajadores.
b)	Lograr	coherencia	entre	lo	que	se	planifica	y	lo	que	se	realiza.
c)	Propender	al	mejoramiento	continuo,	a	través	de	una
metodología	que	lo	garantice.
d)	Mejorar	la	autoestima	y	fomentar	el	trabajo	en	equipo	a	fin	de
incentivar	la	cooperación	de	los	trabajadores.
e)	Fomentar	la	cultura	de	la	prevención	de	los	riesgos	laborales
para	que	toda	la	organización	interiorice	los	conceptos	de
prevención	y	proactividad,	promoviendo	comportamientos
seguros.
f)	Crear	oportunidades	para	alentar	una	empatía	del	empleador
hacia	los	trabajadores	y	viceversa.
g)	Asegurar	la	existencia	de	medios	de	retroalimentación	desde
los	trabajadores	al	empleador	en	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
h)	Disponer	de	mecanismos	de	reconocimiento	al	personal
proactivo	interesado	en	el	mejoramiento	continuo	de	la	seguridad
y	salud	laboral.
i)	Evaluar	los	principales	riesgos	que	puedan	ocasionar	los
mayores	perjuicios	a	la	salud	y	seguridad	de	los	trabajadores,	al
empleador	y	otros.
j)	Fomentar	y	respetar	la	participación	de	las	organizaciones
sindicales	–o,	en	defecto	de	estas,	la	de	los	representantes	de	los
trabajadores–	en	las	decisiones	sobre	la	seguridad	y	salud	en	el
trabajo.
ART.	19.—Participación	de	los	trabajadores	en	el	Sistema	de
Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.	La	participación
de	los	trabajadores	y	sus	organizaciones	sindicales	es
indispensable	en	el	Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en
el	Trabajo,	respecto	de	lo	siguiente:
a)	La	consulta,	información	y	capacitación	en	todos	los	aspectos
de	la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
b)	La	convocatoria	a	las	elecciones,	la	elección	y	el
funcionamiento	del	comité	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
c)	El	reconocimiento	de	los	representantes	de	los	trabajadores	a
fin	de	que	ellos	estén	sensibilizados	y	comprometidos	con	el
sistema.
d)	La	identificación	de	los	peligros	y	la	evaluación	de	los	riesgos
al	interior	de	cada	unidad	empresarial	y	en	la	elaboración	del
mapa	de	riesgos.
ART.	20.—Mejoramiento	del	Sistema	de	Gestión	de	la
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.	La	metodología	de
mejoramiento	continuo	del	Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y
Salud	en	el	Trabajo	considera	lo	siguiente:
a)	La	identificación	de	las	desviaciones	de	las	prácticas	y
condiciones	aceptadas	como	seguras.
b)	El	establecimiento	de	estándares	de	seguridad.
c)	La	medición	periódica	del	desempeño	con	respecto	a	los
estándares.
d)	La	evaluación	periódica	del	desempeño	con	respecto	a	los
estándares.
e)	La	corrección	y	reconocimiento	del	desempeño.
ART.	21.—Las	medidas	de	prevención	y	protección	del
Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.	Las
medidas	de	prevención	y	protección	dentro	del	Sistema	de
Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	se	aplican	en	el
siguiente	orden	de	prioridad:
a)	Eliminación	de	los	peligros	y	riesgos.	Se	debe	combatir	y
controlar	los	riesgos	en	su	origen,	en	el	medio	de	transmisión	y	en
el	trabajador,	privilegiando	el	control	colectivo	al	individual.
b)	Tratamiento,	control	o	aislamiento	de	los	peligros	y	riesgos,
adoptando	medidas	técnicas	o	administrativas.
c)	Minimizar	los	peligros	y	riesgos,	adoptando	sistemas	de
trabajo	seguro	que	incluyan	disposiciones	administrativas	de
control.
d)	Programar	la	sustitución	progresiva	y	en	la	brevedad	posible,
de	los	procedimientos,	técnicas,	medios,	sustancias	y	productos
peligrosos	por	aquellos	que	produzcan	un	menor	o	ningún	riesgo
para	el	trabajador.
e)	En	último	caso,	facilitar	equipos	de	protección	personal
adecuados,	asegurándose	que	los	trabajadores	los	utilicen	y
conserven	en	forma	correcta.
Capítulo	II
Política	del	sistema	de	gestión	de	la	seguridad	y	salud	en	el
trabajo
ART.	22.—Política	del	Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y
Salud	en	el	Trabajo.	El	empleador,	en	consulta	con	los
trabajadores	y	sus	representantes,	expone	por	escrito	la	política
en	materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	que	debe:
a)	Ser	específica	para	la	organización	y	apropiada	a	su	tamaño	y	a
la	naturaleza	de	sus	actividades.
b)	Ser	concisa,	estar	redactada	con	claridad,	estar	fechada	y
hacerse	efectiva	mediante	la	firma	o	endoso	del	empleador	o	del
representante	de	mayor	rango	con	responsabilidad	en	la
organización.
c)	Ser	difundida	y	fácilmente	accesible	a	todas	las	personas	en	el
lugar	de	trabajo.
d)	Ser	actualizada	periódicamente	y	ponerse	a	disposición	de	las
partes	interesadas	externas,	según	corresponda.
ART.	23.—Principios	de	la	Política	del	Sistema	de	Gestión	de
la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.	La	Política	del	Sistema	de
Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	incluye,	como
mínimo,	los	siguientes	principios	y	objetivos	fundamentales
respecto	de	los	cuales	la	organización	expresa	su	compromiso:
a)	La	protección	de	la	seguridad	y	salud	de	todos	los	miembros
de	la	organización	mediante	la	prevención	de	las	lesiones,
dolencias,	enfermedades	e	incidentes	relacionados	con	el	trabajo.
b)	El	cumplimiento	de	los	requisitos	legales	pertinentes	en
materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	de	los	programas
voluntarios,	de	la	negociación	colectiva	en	seguridad	y	salud	en	el
trabajo,	y	de	otras	prescripciones	que	suscriba	la	organización.
c)	La	garantía	de	que	los	trabajadores	y	sus	representantes	son
consultados	y	participan	activamente	en	todos	los	elementos	del
Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.
d)	La	mejora	continua	del	desempeño	del	Sistema	de	Gestión	de
la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.
e)	El	Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	es
compatible	con	los	otros	sistemas	de	gestión	de	la	organización,	o
debe	estar	integrado	en	los	mismos.
ART.	24.—La	participación	en	el	Sistema	de	Gestión	de	la
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.	La	participación	de	los
trabajadores	es	un	elemento	esencial	del	Sistema	de	Gestión	de	la
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	en	la	organización.	El	empleador
asegura	que	los	trabajadores	y	sus	representantes	son
consultados,	informados	y	capacitados	en	todos	los	aspectos	de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo	relacionados	con	su	trabajo,
incluidas	las	disposiciones	relativas	a	situaciones	de	emergencia.
ART.	25.—Facilidades	para	la	participación.	El	empleador
adopta	medidas	para	que	los	trabajadores	y	sus	representantes	en
materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	dispongan	de	tiempo	y
de	recursos	para	participar	activamente	en	los	procesos	de
organización,	de	planificación	y	de	aplicación,	evaluación	y	acción
del	Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.
Capítulo	III
Organización	del	Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud
en	el	Trabajo
ART.	26.—Modificado.	Ley	30222,	Art.	2°.	Liderazgo	del
Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.	El
Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	es
responsabilidad	del	empleador,	quien	asume	el	liderazgo	y
compromiso	de	estas	actividades	en	la	organización.	El	empleador
delega	las	funciones	y	la	autoridad	necesaria	al	personal
encargado	del	desarrollo,	aplicación	y	resultados	del	Sistema	de
Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo,	quien	rinde	cuentas
de	sus	acciones	al	empleador	o	autoridad	competente;	ello	no	lo
exime	de	su	deber	de	prevención	y,	de	ser	el	caso,	de
resarcimiento.
Sin	perjuicio	del	liderazgo	y	responsabilidad	que	la	ley	asigna,	los
empleadores	pueden	suscribir	contratos	de	locación	de	servicios
con	terceros,	regulados	por	el	Código	Civil,	para	la	gestión,
implementación,	monitoreo	y	cumplimiento	de	las	disposiciones
legales	y	reglamentarias	sobre	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	de
conformidad	con	la	Ley	29245	y	el	Decreto	Legislativo	1038.
ART.	27.—Disposición	del	trabajador	en	la	organización	del
trabajo.	El	empleador	define	los	requisitos	de	competencia
necesarios	para	cada	puesto	de	trabajo	y	adopta	disposiciones
para	que	todo	trabajador	de	la	organización	esté	capacitado	para
asumir	deberes	y	obligaciones	relativos	a	la	seguridad	y	salud,
debiendo	establecer	programas	de	capacitación	y	entrenamiento
como	parte	de	la	jornada	laboral,	para	que	se	logren	y	mantengan
las	competencias	establecidas.
ART.	28.—Registros	del	Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y
Salud	en	el	Trabajo.	El	empleador	implementa	los	registros	y
documentación	del	Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en
el	Trabajo,	pudiendo	estos	ser	llevados	a	través	de	medios	físicos
o	electrónicos.	Estos	registros	y	documentos	deben	estar
actualizados	y	a	disposición	de	los	trabajadores	y	de	la	autoridad
competente,	respetando	el	derecho	a	la	confidencialidad.
Modificado.	Ley	30222,	Art.	2°.	En	el	reglamento	se	establecen
los	registros	obligatorios	a	cargo	del	empleador,	los	que	pueden
llevarse	por	separado	o	en	un	solo	libro	o	registro	electrónico.	Las
micro,	pequeñas	y	medianas	empresas	(Mipyme)	y	las	entidades	o
empresas	que	no	realicen	actividades	de	alto	riesgo,	llevarán
registros	simplificados.	Los	registros	relativos	a	enfermedades
ocupacionales	se	conservan	por	un	periodo	de	veinte	(20)	años.
NOTA:	El	segundo	párrafo	anterior	del	artículo	28	establecía:	“En	el	reglamento	se	establecen	los
registros	obligatorios	a	cargo	del	empleador.	Los	registros	relativos	a	enfermedades	ocupacionales	se
conservan	por	un	periodo	de	veinte	años”.
ART.	29.—Comités	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	en	el
Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.	Los
empleadores	con	veinte	o	más	trabajadores	a	su	cargo
constituyen	un	comité	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	cuyas
funciones	son	definidas	en	el	reglamento,	el	cual	está	conformado
en	forma	paritaria	por	igual	número	de	representantes	de	la	parte
empleadora	y	de	la	parte	trabajadora.	Los	empleadores	que
cuenten	con	sindicatos	mayoritarios	incorporan	un	miembro	del
respectivo	sindicato	en	calidad	de	observador.
ART.	30.—Supervisor	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.	En
los	centros	de	trabajo	con	menos	de	veinte	trabajadores	son	los
mismos	trabajadores	quienes	nombran	al	supervisor	de	seguridad
y	salud	en	el	trabajo.
ART.	31.—Elección	de	los	representantes	y	supervisores.	Son
los	trabajadores	quienes	eligen	a	sus	representantes	ante	el
comité	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	o	sus	supervisores	de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo.	En	los	centros	de	trabajo	en	donde
existen	organizaciones	sindicales,	la	organización	más
representativa	convoca	a	las	elecciones	del	comité	paritario,	en	su
defecto,	es	la	empresa	la	responsable	de	la	convocatoria.
ART.	32.—Modificado.	Ley	30222,	Art.	2°.	Facilidades	de	los
representantes	y	supervisores.	Los	miembros	del	comité
paritario	y	supervisores	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	tienen
el	derecho	a	obtener,	previa	autorización	del	mismo	comité,	una
licencia	con	goce	de	haber	para	la	realización	de	sus	funciones,	de
protección	contra	el	despido	incausado	y	de	facilidades	para	el
desempeño	de	sus	funciones	en	sus	respectivas	áreas	de	trabajo,
seis	meses	antes	y	hasta	seis	meses	después	del	término	de	su
función.
Las	funciones	antes	señaladas	son	consideradas	actos	de
concurrencia	obligatoria	que	se	rigen	por	el	artículo	32	de	la	Ley
de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo.	La	ampliación	de	la	licencia
sin	goce	de	haber	requiere	la	opinión	favorable	del	comité
paritario.
ART.	33.—Autoridad	del	comité	y	del	supervisor.	El	comité	de
seguridad	y	salud,	el	supervisor	y	todos	los	que	participen	en	el
Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	cuentan
con	la	autoridad	que	requieran	para	llevar	a	cabo	adecuadamente
sus	funciones.	Asimismo,	se	les	otorga	distintivos	que	permitan	a
los	trabajadores	identificarlos.
ART.	34.—Reglamento	interno	de	seguridad	y	salud	en	el
trabajo.	Las	empresas	con	veinte	o	más	trabajadores	elaboran	su
reglamento	interno	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	de
conformidad	con	las	disposiciones	que	establezca	el	reglamento.
ART.	35.—Responsabilidades	del	empleador	dentro	del
Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.	Para
mejorar	el	conocimiento	sobre	la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,
el	empleador	debe:
a)	Entregar	a	cada	trabajador	copia	del	reglamento	interno	de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
b)	Realizar	no	menos	de	cuatro	capacitaciones	al	año	en	materia
de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
c)	Adjuntar	al	contrato	de	trabajo	la	descripción	de	las
recomendaciones	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
d)	Brindar	facilidades	económicas	y	licencias	con	goce	de	haber
para	la	participación	de	los	trabajadores	en	cursos	de	formación
en	la	materia.
e)	Elaborar	un	mapa	de	riesgos	con	la	participación	de	la
organización	sindical,	representantes	de	los	trabajadores,
delegados	y	el	comité	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	el	cual
debe	exhibirse	en	un	lugar	visible.
ART.	36.—Servicios	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.	Todo
empleador	organiza	un	servicio	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo
propio	o	común	a	varios	empleadores,	cuya	finalidad	es
esencialmente	preventiva.
Sin	perjuicio	de	la	responsabilidad	de	cada	empleador	respecto
de	la	salud	y	la	seguridad	de	los	trabajadores	a	quienes	emplea	y
habida	cuenta	de	la	necesidad	de	que	los	trabajadores	participen
en	materia	de	salud	y	seguridad	en	el	trabajo,	los	servicios	de
salud	en	el	trabajo	aseguran	que	las	funciones	siguientes	sean
adecuadas	y	apropiadas	para	los	riesgos	de	la	empresa	para	la
salud	en	el	trabajo:
a)	Identificación	y	evaluación	de	los	riesgos	que	puedan	afectar	a
la	salud	en	el	lugar	de	trabajo.
b)	Vigilancia	de	los	factores	del	medio	ambiente	de	trabajo	y	de
las	prácticas	de	trabajo	que	puedan	afectar	a	la	salud	de	los
trabajadores,	incluidas	las	instalaciones	sanitarias,	comedores	y
alojamientos,	cuando	estas	facilidades	sean	proporcionadas	por	el
empleador.
c)	Asesoramiento	sobre	la	planificación	y	la	organización	del
trabajo,	incluido	el	diseño	de	los	lugares	de	trabajo,	sobre	la
selección,	el	mantenimiento	y	el	estado	de	la	maquinaria	y	de	los
equipos	y	sobre	las	substancias	utilizadas	en	el	trabajo.
d)	Participación	en	el	desarrollo	de	programas	para	el
mejoramiento	de	las	prácticas	de	trabajo,	así	como	en	las	pruebas
y	la	evaluación	de	nuevos	equipos,	en	relación	con	la	salud.
e)	Asesoramiento	en	materia	de	salud,	de	seguridad	e	higiene	en
el	trabajo	y	de	ergonomía,	así	como	en	materia	de	equipos	de
protección	individual	y	colectiva.
f)	Vigilancia	de	la	salud	de	los	trabajadores	en	relación	con	el
trabajo.
g)	Fomento	de	la	adaptación	del	trabajo	a	los	trabajadores.
h)	Asistencia	en	pro	de	la	adopción	de	medidas	de	rehabilitación
profesional.
i)	Colaboración	en	la	difusión	de	informaciones,	en	la	formación	y
educación	en	materia	de	salud	e	higiene	en	el	trabajo	y	de
ergonomía.
j)	Organización	de	los	primeros	auxilios	y	de	la	atención	de
urgencia.
k)	Participación	en	el	análisis	de	los	accidentes	del	trabajo	y	de
las	enfermedades	profesionales.
Capítulo	IV
Planificación	y	aplicación	del	sistema	de	gestión	de	la
seguridad	y	salud	en	el	trabajo
ART.	37.—Elaboración	de	línea	de	base	del	Sistema	de
Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.	Para	establecer
el	Sistema	de	Gestión	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	se	realiza
una	evaluación	inicial	o	estudio	de	línea	de	base	como	diagnóstico
del	estado	de	la	salud	y	seguridad	en	el	trabajo.	Los	resultados
obtenidos	son	comparados	con	lo	establecido	en	esta	Ley	y	otros
dispositivos	legales	pertinentes,	y	sirven	de	base	para	planificar,
aplicar	el	sistema	y	como	referencia	para	medir	su	mejora
continua.	La	evaluación	es	accesible	a	todos	los	trabajadores	y	a
las	organizaciones	sindicales.
ART.	38.—Planificación	del	Sistema	de	Gestión	de	la
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.	La	planificación,	desarrollo	y
aplicación	del	Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el
Trabajo	permite	a	la	empresa:
a)	Cumplir,	como	mínimo,	las	disposiciones	de	las	leyes	y
reglamentos	nacionales,	los	acuerdos	convencionales	y	otras
derivadas	de	la	práctica	preventiva.
b)	Mejorar	el	desempeño	laboral	en	forma	segura.
c)	Mantener	los	procesos	productivos	o	de	servicios	de	manera
que	sean	seguros	y	saludables.
ART.	39.—Objetivos	de	la	Planificación	del	Sistema	de
Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.	Los	objetivos	de
la	planificación	del	Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en
el	Trabajo	se	centran	en	el	logro	de	resultados	específicos,
realistas	y	posibles	de	aplicar	por	la	empresa.	La	gestión	de	los
riesgos	comprende:
a)	Medidas	de	identificación,	prevención	y	control.
b)	La	mejora	continua	de	los	procesos,	la	gestión	del	cambio,	la
preparación	y	respuesta	a	situaciones	de	emergencia.
c)	Las	adquisiciones	y	contrataciones.
d)	El	nivel	de	participación	de	los	trabajadores	y	su	capacitación.
Capítulo	V
Evaluación	del	sistema	de	gestión	de	la	seguridad	y	salud	en
el	trabajo
ART.	40.—Procedimientos	de	la	evaluación.	La	evaluación,
vigilancia	y	control	de	la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo
comprende	procedimientos	internos	y	externos	a	la	empresa,	que
permiten	evaluar	con	regularidad	los	resultados	logrados	en
materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
ART.	41.—Objeto	de	la	supervisión.	La	supervisión	permite:
a)	Identificar	las	fallas	o	deficiencias	en	el	Sistema	de	Gestión	de
la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.
b)	Adoptar	las	medidas	preventivas	y	correctivas	necesarias	para
eliminar	o	controlar	los	peligros	asociados	al	trabajo.
c)	Prever	el	intercambio	de	información	sobre	los	resultados	de
la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
d)	Aportar	información	para	determinar	si	las	medidas
ordinarias	de	prevención	y	control	de	peligros	y	riesgos	se	aplican
y	demuestran	ser	eficaces.
e)	Servir	de	base	para	la	adopción	de	decisiones	que	tengan	por
objeto	mejorar	la	identificación	de	los	peligros	y	el	control	de	los
riesgos,	y	el	Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el
Trabajo.
ART.	42.—Investigación	de	los	accidentes,	enfermedades	e
incidentes.	La	investigación	de	los	accidentes,	enfermedades	e
incidentes	relacionados	con	el	trabajo	y	sus	efectos	en	la
seguridad	y	salud	permite	identificar	los	factores	de	riesgo	en	la
organización,	las	causas	inmediatas	(actos	y	condiciones
subestándares),	las	causas	básicas	(factores	personales	y	factores
del	trabajo)	y	cualquier	diferencia	del	Sistema	de	Gestión	de	la
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo,	para	la	planificación	de	la	acción
correctiva	pertinente.
ART.	43.—Auditorías	del	Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad
y	Salud	en	el	Trabajo.	El	empleador	realiza	auditorías	periódicas
a	fin	de	comprobar	si	el	Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y
Salud	en	el	Trabajo	ha	sido	aplicado	y	es	adecuado	y	eficaz	para	la
prevención	de	riesgos	laborales	y	la	seguridad	y	salud	de	los
trabajadores.	La	auditoría	se	realiza	por	auditores
independientes.	En	la	consulta	sobre	la	selección	del	auditor	y	en
todas	las	fases	de	la	auditoría,	incluido	el	análisis	de	los	resultados
de	la	misma,	se	requiere	la	participación	de	los	trabajadores	y	de
sus	representantes.
ART.	44.—Efectos	de	las	auditorías	e	investigaciones.	Las
investigaciones	y	las	auditorías	deben	permitir	a	la	dirección	de	la
empresa	que	la	estrategia	global	del	Sistema	de	Gestión	de	la
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	logre	los	fines	previstos	y
determinar,	de	ser	el	caso,	cambios	en	la	política	y	objetivos	del
sistema.	Sus	resultados	deben	ser	comunicados	al	comité	de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	a	los	trabajadores	y	a	sus
organizaciones	sindicales.
Capítulo	VI
Acción	para	la	mejora	continua
ART.	45.—Vigilancia	del	Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y
Salud	en	el	Trabajo.	La	vigilancia	de	la	ejecución	del	Sistema	de
Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo,	las	auditorías	y	los
exámenes	realizados	por	la	empresa	deben	permitir	que	se
identifiquen	las	causas	de	su	disconformidad	con	las	normas
pertinentes	o	las	disposiciones	de	dicho	sistema,	con	miras	a	que
se	adopten	medidas	apropiadas,	incluidos	los	cambios	en	el
propio	sistema.
ART.	46.—Disposiciones	del	mejoramiento	continuo.	Las
disposiciones	adoptadas	para	la	mejora	continua	del	Sistema	de
Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	tienen	en	cuenta:
a)	Los	objetivos	de	la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	de	la
empresa.
b)	Los	resultados	de	las	actividades	de	identificación	de	los
peligros	y	evaluación	de	los	riesgos.
c)	Los	resultados	de	la	supervisión	y	medición	de	la	eficiencia.
d)	La	investigación	de	accidentes,	enfermedades	e	incidentes
relacionados	con	el	trabajo.
e)	Los	resultados	y	recomendaciones	de	las	auditorías	y
evaluaciones	realizadas	por	la	dirección	de	la	empresa.
f)	Las	recomendaciones	del	comité	de	seguridad	y	salud	en	el
trabajo,	o	del	supervisor	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	y	por
cualquier	miembro	de	la	empresa	en	pro	de	mejoras.
g)	Los	cambios	en	las	normas	legales.
h)	Los	resultados	de	las	inspecciones	de	trabajo	y	sus	respectivas
medidas	de	recomendación,	advertencia	y	requerimiento.
i)	Los	acuerdos	convencionales	y	actas	de	trabajo.
ART.	47.—Revisión	de	los	procedimientos	del	empleador.	Los
procedimientos	del	empleador	en	la	gestión	de	la	seguridad	y
salud	en	el	trabajo	se	revisan	periódicamente	a	fin	de	obtener
mayor	eficacia	y	eficiencia	en	el	control	de	los	riesgos	asociados	al
trabajo.
Título	V
Derechos	y	obligaciones
Capítulo	I
Derechos	y	obligaciones	de	los	empleadores
ART.	48.—Rol	del	empleador.	El	empleador	ejerce	un	firme
liderazgo	y	manifiesta	su	respaldo	a	las	actividades	de	su	empresa
en	materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo;	asimismo,	debe
estar	comprometido	a	fin	de	proveer	y	mantener	un	ambiente	de
trabajo	seguro	y	saludable	en	concordancia	con	las	mejores
prácticas	y	con	el	cumplimiento	de	las	normas	de	seguridad	y
salud	en	el	trabajo.
ART.	49.—Obligaciones	del	empleador.	El	empleador,	entre
otras,	tiene	las	siguientes	obligaciones:
a)	Garantizar	la	seguridad	y	la	salud	de	los	trabajadores	en	el
desempeño	de	todos	los	aspectos	relacionados	con	su	labor,	en	el
centro	de	trabajo	o	con	ocasión	del	mismo.
b)	Desarrollar	acciones	permanentes	con	el	fin	de	perfeccionar
los	niveles	de	protección	existentes.
c)	Identificar	las	modificaciones	que	puedan	darse	en	las
condiciones	de	trabajo	y	disponer	lo	necesario	para	la	adopción
de	medidas	de	prevención	de	los	riesgos	laborales.
d)	Modificado.	Ley	30222,	Art.	2°.	Practicar	exámenes	médicos
cada	dos	años,	de	manera	obligatoria,	a	cargo	del	empleador.	Los
exámenes	médicos	de	salida	son	facultativos,	y	podrán	realizarse
a	solicitud	del	empleador	o	trabajador.	En	cualquiera	de	los	casos,
los	costos	de	los	exámenes	médicos	los	asume	el	empleador.	En	el
caso	de	los	trabajadores	que	realizan	actividades	de	alto	riesgo,	el
empleador	se	encuentra	obligado	a	realizar	los	exámenes	médicos
antes,	durante	y	al	término	de	la	relación	laboral.	El	reglamento
desarrollará,	a	través	de	las	entidades	competentes,	los
instrumentos	que	fueran	necesarios	para	acotar	el	costo	de	los
exámenes	médicos.
e)	Garantizar	que	las	elecciones	de	los	representantes	de	los
trabajadores	se	realicen	a	través	de	las	organizaciones	sindicales;
y	en	su	defecto,	a	través	de	elecciones	democráticas	de	los
trabajadores.
f)	Garantizar	el	real	y	efectivo	trabajo	del	comité	paritario	de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	asignando	los	recursos	necesarios.
g)	Garantizar,	oportuna	y	apropiadamente,	capacitación	y
entrenamiento	en	seguridad	y	salud	en	el	centro	y	puesto	de
trabajo	o	función	específica,	tal	como	se	señala	a	continuación:
1.	Al	momento	de	la	contratación,	cualquiera	sea	la	modalidad	o
duración.
2.	Durante	el	desempeño	de	la	labor.
3.	Cuando	se	produzcan	cambios	en	la	función	o	puesto	de
trabajo	o	en	la	tecnología.
ART.	50.—Medidas	de	prevención	facultadas	al	empleador.	El
empleador	aplica	las	siguientes	medidas	de	prevención	de	los
riesgos	laborales:
a)	Gestionar	los	riesgos,	sin	excepción,	eliminándolos	en	su
origen	y	aplicando	sistemas	de	control	a	aquellos	que	no	se
puedan	eliminar.
b)	El	diseño	de	los	puestos	de	trabajo,	ambientes	de	trabajo,	la
selección	de	equipos	y	métodos	de	trabajo,	la	atenuación	del
trabajo	monótono	y	repetitivo,	todos	estos	deben	estar	orientados
a	garantizar	la	salud	y	seguridad	del	trabajador.
c)	Eliminar	las	situaciones	y	agentes	peligrosos	en	el	centro	de
trabajo	o	con	ocasión	del	mismo	y,	si	no	fuera	posible,	sustituirlas
por	otras	que	entrañen	menor	peligro.
d)	Integrar	los	planes	y	programas	de	prevención	de	riesgos
laborales	a	los	nuevos	conocimientos	de	las	ciencias,	tecnologías,
medio	ambiente,	organización	del	trabajo	y	evaluación	de
desempeño	en	base	a	condiciones	de	trabajo.
e)	Mantener	políticas	de	protección	colectiva	e	individual.
f)	Capacitar	y	entrenar	anticipada	y	debidamente	a	los
trabajadores.
ART.	51.—Asignación	de	labores	y	competencias.	El
empleador	considera	las	competencias	personales,	profesionales
y	de	género	de	los	trabajadores,	en	materia	de	seguridad	y	salud
en	el	trabajo,	al	momento	de	asignarles	las	labores.
ART.	52.—Información	sobre	el	puesto	de	trabajo.	El
empleador	transmite	a	los	trabajadores,	de	manera	adecuada	y
efectiva,	la	información	y	los	conocimientos	necesarios	en
relación	con	los	riesgos	en	el	centro	de	trabajo	y	en	el	puesto	o
función	específica,	así	como	las	medidas	de	protección	y
prevención	aplicables	a	tales	riesgos.
ART.	53.—Indemnización	por	daños	a	la	salud	en	el	trabajo.
El	incumplimiento	del	empleador	del	deber	de	prevención	genera
la	obligación	de	pagar	las	indemnizaciones	a	las	víctimas,	o	a	sus
derechohabientes,	de	los	accidentes	de	trabajo	y	de	las
enfermedades	profesionales.	En	el	caso	en	que	producto	de	la	vía
inspectiva	se	haya	comprobado	fehacientemente	el	daño	al
trabajador,	el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo
determina	el	pago	de	la	indemnización	respectiva.
ART.	54.—Sobre	el	deber	de	prevención.	El	deber	de
prevención	abarca	también	toda	actividad	que	se	desarrolle
durante	la	ejecución	de	órdenes	del	empleador,	o	durante	la
ejecución	de	una	labor	bajo	su	autoridad,	o	en	el	desplazamiento	a
la	misma,	aun	fuera	del	lugar	y	horas	de	trabajo.
ART.	55.—Control	de	zonas	de	riesgo.	El	empleador	controla	y
registra	que	solo	los	trabajadores,	adecuada	y	suficientemente
capacitados	y	protegidos,	accedan	a	los	ambientes	o	zonas	de
riesgo	grave	y	específico.
ART.	56.—Exposición	en	zonas	de	riesgo.	El	empleador	prevé
que	la	exposición	a	los	agentes	físicos,	químicos,	biológicos,
ergonómicos	y	psicosociales	concurrentes	en	el	centro	de	trabajo
no	generen	daños	en	la	salud	de	los	trabajadores.
ART.	57.—Evaluación	de	riesgos.	El	empleador	actualiza	la
evaluación	de	riesgos	una	vez	al	año	como	mínimo	o	cuando
cambien	las	condiciones	de	trabajo	o	se	hayan	producido	daños	a
la	salud	y	seguridad	en	el	trabajo.
Si	los	resultados	de	la	evaluación	de	riesgos	lo	hacen	necesarios,
se	realizan:
a)	Controles	periódicos	de	la	salud	de	los	trabajadores	y	de	las
condiciones	de	trabajo	para	detectar	situaciones	potencialmente
peligrosas.
b)	Medidas	de	prevención,	incluidas	las	relacionadas	con	los
métodos	de	trabajo	y	de	producción,	que	garanticen	un	mayor
nivel	de	protección	de	la	seguridad	y	salud	de	los	trabajadores.
ART.	58.—Investigación	de	daños	en	la	salud	de	los
trabajadores.	El	empleador	realiza	una	investigación	cuando	se
hayan	producido	daños	en	la	salud	de	los	trabajadores	o	cuando
aparezcan	indicios	de	que	las	medidas	de	prevención	resultan
insuficientes,	a	fin	de	detectar	las	causas	y	tomar	las	medidas
correctivas	al	respecto;	sin	perjuicio	de	que	el	trabajador	pueda
recurrir	a	la	autoridad	administrativa	de	trabajo	para	dicha
investigación.
ART.	59.—Adopción	de	medidas	de	prevención.	El	empleador
modifica	las	medidas	de	prevención	de	riesgos	laborales	cuando
resulten	inadecuadas	e	insuficientes	para	garantizar	la	seguridad
y	salud	de	los	trabajadores.
ART.	60.—Equipos	para	la	protección.	El	empleador
proporciona	a	sus	trabajadores	equipos	de	protección	personal
adecuados,	según	el	tipo	de	trabajo	y	riesgos	específicos	presentes
en	el	desempeño	de	sus	funciones,	cuando	no	se	puedan	eliminar
en	su	origen	los	riesgos	laborales	o	sus	efectos	perjudiciales	para
la	salud	este	verifica	el	uso	efectivo	de	los	mismos.
ART.	61.—Revisión	de	indumentaria	y	equipos	de	trabajo.	El
empleador	adopta	las	medidas	necesarias,	de	manera	oportuna,
cuando	se	detecte	que	la	utilización	de	indumentaria	y	equipos	de
trabajo	o	de	protección	personal	representan	riesgos	específicos
para	la	seguridad	y	salud	de	los	trabajadores.
ART.	62.—Costo	de	las	acciones	de	seguridad	y	salud	en	el
trabajo.	El	costo	de	las	acciones,	decisiones	y	medidas	de
seguridad	y	salud	ejecutadas	en	el	centro	de	trabajo	o	con	ocasión
del	mismo	no	es	asumido	de	modo	alguno	por	los	trabajadores.
ART.	63.—Interrupción	de	actividades	en	caso	inminente	de
peligro.	El	empleador	establece	las	medidas	y	da	instrucciones
necesarias	para	que,	en	caso	de	un	peligro	inminente	que
constituya	un	riesgo	importante	o	intolerable	para	la	seguridad	y
salud	de	los	trabajadores,	estos	puedan	interrumpir	sus
actividades,	e	incluso,	si	fuera	necesario,	abandonar	de	inmediato
el	domicilio	o	lugar	físico	donde	se	desarrollan	las	labores.	No	se
pueden	reanudar	las	labores	mientras	el	riesgo	no	se	haya
reducido	o	controlado.
ART.	64.—Protección	de	trabajadores	en	situación	de
discapacidad.	El	empleador	garantiza	la	protección	de	los
trabajadores	que,	por	su	situación	de	discapacidad,	sean
especialmente	sensibles	a	los	riesgos	derivados	del	trabajo.	Estos
aspectos	son	considerados	en	las	evaluaciones	de	los	riesgos	y	en
la	adopción	de	medidas	preventivas	y	de	protección	necesarias.
ART.	65.—Evaluación	de	factores	de	riesgo	para	la
procreación.	En	las	evaluaciones	del	plan	integral	de	prevención
de	riesgos,	se	tiene	en	cuenta	los	factores	de	riesgo	que	puedan
incidir	en	las	funciones	de	procreación	de	los	trabajadores;	en
particular,	por	la	exposición	a	los	agentes	físicos,	químicos,
biológicos,	ergonómicos	y	psicosociales,	con	el	fin	de	adoptar	las
medidas	preventivas	necesarias.
ART.	66.—Enfoque	de	género	y	protección	de	las
trabajadoras.	El	empleador	adopta	el	enfoque	de	género	para	la
determinación	de	la	evaluación	inicial	y	el	proceso	de
identificación	de	peligros	y	evaluación	de	riesgos	anual.
Asimismo,	implementa	las	medidas	necesarias	para	evitar	la
exposición	de	las	trabajadoras	en	período	de	embarazo	o	lactancia
a	labores	peligrosas,	de	conformidad	a	la	ley	de	la	materia.
Las	trabajadoras	en	estado	de	gestación	tienen	derecho	a	ser
transferidas	a	otro	puesto	que	no	implique	riesgo	para	su	salud
integral,	sin	menoscabo	de	sus	derechos	remunerativos	y	de
categoría.
ART.	67.—Protección	de	los	adolescentes.	El	empleador	no
emplea	adolescentes	para	la	realización	de	actividades	insalubres
o	peligrosas	que	puedan	afectar	su	normal	desarrollo	físico	y
mental,	teniendo	en	cuenta	las	disposiciones	legales	sobre	la
materia.	El	empleador	debe	realizar	una	evaluación	de	los	puestos
de	trabajo	que	van	a	desempeñar	los	adolescentes	previamente	a
su	incorporación	laboral,	a	fin	de	determinar	la	naturaleza,	el
grado	y	la	duración	de	la	exposición	al	riesgo,	con	el	objeto	de
adoptar	las	medidas	preventivas	necesarias.
El	empleador	practica	exámenes	médicos	antes,	durante	y	al
término	de	la	relación	laboral	a	los	adolescentes	trabajadores.
ART.	68.—Seguridad	en	las	contratistas,	subcontratistas,
empresas	especiales	de	servicios	y	cooperativas	de
trabajadores.	El	empleador	en	cuyas	instalaciones	sus
trabajadores	desarrollen	actividades	conjuntamente	con
trabajadores	de	contratistas,	subcontratistas,	empresas	especiales
de	servicios	y	cooperativas	de	trabajadores,	o	quien	asuma	el
contrato	principal	de	la	misma,	es	quien	garantiza:
a)	El	diseño,	la	implementación	y	evaluación	de	un	sistema	de
gestión	en	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	para	todos	los
trabajadores,	personas	que	prestan	servicios,	personal	bajo
modalidades	formativas	laborales,	visitantes	y	usuarios	que	se
encuentren	en	un	mismo	centro	de	labores.
b)	El	deber	de	prevención	en	seguridad	y	salud	de	los
trabajadores	de	todo	el	personal	que	se	encuentra	en	sus
instalaciones.
c)	La	verificación	de	la	contratación	de	los	seguros	de	acuerdo	a
la	normativa	vigente	efectuada	por	cada	empleador	durante	la
ejecución	del	trabajo.	En	caso	de	incumplimiento,	la	empresa
principal	es	la	responsable	solidaria	frente	a	los	daños	e
indemnizaciones	que	pudieran	generarse.
d)	La	vigilancia	del	cumplimiento	de	la	normativa	legal	vigente
en	materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	por	parte	de	sus
contratistas,	subcontratistas,	empresas	especiales	de	servicios	o
cooperativas	de	trabajadores	que	desarrollen	obras	o	servicios	en
el	centro	de	trabajo	o	con	ocasión	del	trabajo	correspondiente	del
principal.
En	caso	de	incumplimiento,	la	empresa	principal	es	la
responsable	solidaria	frente	a	los	daños	e	indemnizaciones	que
pudieran	generarse.
ART.	69.—Prevención	de	riesgos	en	su	origen.	Los
empleadores	que	diseñen,	fabriquen,	importen,	suministren	o
cedan	máquinas,	equipos,	sustancias,	productos	o	útiles	de	trabajo
disponen	lo	necesario	para	que:
a)	Las	máquinas,	equipos,	sustancias,	productos	o	útiles	de
trabajo	no	constituyan	una	fuente	de	peligro	ni	pongan	en	riesgo
la	seguridad	o	salud	de	los	trabajadores.
b)	Se	proporcione	información	y	capacitación	sobre	la	instalación
adecuada,	utilización	y	mantenimiento	preventivo	de	las
maquinarias	y	equipos.
c)	Se	proporcione	información	y	capacitación	para	el	uso
apropiado	de	los	materiales	peligrosos	a	fin	de	prevenir	los
peligros	inherentes	a	los	mismos	y	monitorear	los	riesgos.
d)	Las	instrucciones,	manuales,	avisos	de	peligro	u	otras	medidas
de	precaución	colocadas	en	los	equipos	y	maquinarias,	así	como
cualquier	otra	información	vinculada	a	sus	productos,	estén	o
sean	traducidos	al	idioma	castellano	y	estén	redactados	en	un
lenguaje	sencillo	y	preciso	con	la	finalidad	que	permitan	reducir
los	riesgos	laborales.
e)	Las	informaciones	relativas	a	las	máquinas,	equipos,
productos,	sustancias	o	útiles	de	trabajo	sean	facilitadas	a	los
trabajadores	en	términos	que	resulten	comprensibles	para	los
mismos.
El	empleador	adopta	disposiciones	para	que	se	cumplan	dichos
requisitos	antes	de	que	los	trabajadores	utilicen	las	maquinarias,
equipos,	sustancias,	productos	o	útiles	de	trabajo.
ART.	70.—Cambios	en	las	operaciones	y	procesos.	El
empleador	garantiza	que	los	trabajadores	hayan	sido	consultados
antes	de	que	se	ejecuten	los	cambios	en	las	operaciones,	los
procesos	y	en	la	organización	del	trabajo	que	puedan	tener
repercusiones	en	la	seguridad	y	salud	de	los	trabajadores.
ART.	71.—Información	a	los	trabajadores.	El	empleador
informa	a	los	trabajadores:
a)	A	título	grupal,	de	las	razones	para	los	exámenes	de	salud
ocupacional	e	investigaciones	en	relación	con	los	riesgos	para	la
seguridad	y	salud	en	los	puestos	de	trabajo.
b)	A	título	personal,	sobre	los	resultados	de	los	informes	médicos
previos	a	la	asignación	de	un	puesto	de	trabajo	y	los	relativos	a	la
evaluación	de	su	salud.	Los	resultados	de	los	exámenes	médicos,
al	ser	confidenciales,	no	pueden	ser	utilizados	para	ejercer
discriminación	alguna	contra	los	trabajadores	en	ninguna
circunstancia	o	momento.
El	incumplimiento	del	deber	de	confidencialidad	por	parte	de	los
empleadores	es	pasible	de	acciones	administrativas	y	judiciales	a
que	dé	lugar.
Capítulo	II
Derechos	y	obligaciones	de	los	trabajadores
ART.	72.—Comunicación	con	los	inspectores	de	trabajo.	Todo
trabajador	tiene	derecho	a	comunicarse	libremente	con	los
inspectores	de	trabajo,	aun	sin	la	presencia	del	empleador.
ART.	73.—Protección	contra	los	actos	de	hostilidad.	Los
trabajadores,	sus	representantes	o	miembros	de	los	comités	o
comisiones	de	seguridad	y	salud	ocupacional	están	protegidos
contra	cualquier	acto	de	hostilidad	y	otras	medidas	coercitivas
por	parte	del	empleador	que	se	originen	como	consecuencia	del
cumplimiento	de	sus	funciones	en	el	ámbito	de	la	seguridad	y
salud	en	el	trabajo.
ART.	74.—Participación	en	los	programas	de	capacitación.
Los	trabajadores	o	sus	representantes	tienen	la	obligación	de
revisar	los	programas	de	capacitación	y	entrenamiento,	y
formular	las	recomendaciones	al	empleador	con	el	fin	de	mejorar
la	efectividad	de	los	mismos.
ART.	75.—Participación	en	la	identificación	de	riesgos	y
peligros.	Los	representantes	de	los	trabajadores	en	seguridad	y
salud	en	el	trabajo	participan	en	la	identificación	de	los	peligros	y
en	la	evaluación	de	los	riesgos	en	el	trabajo,	solicitan	al	empleador
los	resultados	de	las	evaluaciones,	sugieren	las	medidas	de
control	y	hacen	seguimiento	de	estas.	En	caso	de	no	tener
respuesta	satisfactoria,	pueden	recurrir	a	la	autoridad
administrativa	de	trabajo.
ART.	76.—Modificado.	Ley	30222,	Art.	2°.	Adecuación	del
trabajador	al	puesto	de	trabajo.	Los	trabajadores	tienen
derecho	a	ser	transferidos	en	caso	de	accidente	de	trabajo	o
enfermedad	ocupacional	a	otro	puesto	que	implique	menos	riesgo
para	su	seguridad	y	salud,	sin	menoscabo	de	sus	derechos
remunerativos	y	de	categoría;	salvo	en	el	caso	de	invalidez
absoluta	permanente.
ART.	77.—Protección	de	los	trabajadores	de	contratistas,
subcontratistas	y	otros.	Los	trabajadores,	cualquiera	sea	su
modalidad	de	contratación,	que	mantengan	vínculo	laboral	con	el
empleador	o	con	contratistas,	subcontratistas,	empresas
especiales	de	servicios	o	cooperativas	de	trabajadores	o	bajo
modalidades	formativas	o	de	prestación	de	servicios,	tienen
derecho	al	mismo	nivel	de	protección	en	materia	de	seguridad	y
salud	en	el	trabajo.
ART.	78.—Derecho	de	examen	de	los	factores	de	riesgo.	Los
trabajadores,	sus	representantes	y	sus	organizaciones	sindicales
tienen	derecho	a	examinar	los	factores	que	afectan	su	seguridad	y
salud	y	proponer	medidas	en	estas	materias.
ART.	79.—Obligaciones	del	trabajador.	En	materia	de
prevención	de	riesgos	laborales,	los	trabajadores	tienen	las
siguientes	obligaciones:
a)	Cumplir	con	las	normas,	reglamentos	e	instrucciones	de	los
programas	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
b)	Usar	adecuadamente	los	instrumentos	y	materiales	de	trabajo,
así	como	los	equipos	de	protección	personal	y	colectiva,	siempre	y
cuando	hayan	sido	previamente	informados	y	capacitados	sobre
su	uso.
c)	No	operar	o	manipular	equipos,	maquinarias,	herramientas	u
otros	elementos	para	los	cuales	no	hayan	sido	autorizados.
d)	Cooperar	y	participar	en	el	proceso	de	investigación	de	los
accidentes	de	trabajo	y	de	las	enfermedades	ocupacionales
cuando	la	autoridad	competente	lo	requiera	o	cuando,	a	su
parecer,	los	datos	que	conocen	ayuden	al	esclarecimiento	de	las
causas	que	los	originaron.
e)	Someterse	a	los	exámenes	médicos	a	que	estén	obligados	por
norma	expresa,	siempre	y	cuando	se	garantice	la	confidencialidad
del	acto	médico.
f)	Participar	en	los	organismos	paritarios,	en	los	programas	de
capacitación	y	otras	actividades	destinadas	a	prevenir	los	riesgos
laborales	que	organice	su	empleador	o	la	autoridad
administrativa	de	trabajo,	dentro	de	la	jornada	de	trabajo.
g)	Comunicar	al	empleador	todo	evento	o	situación	que	ponga	o
pueda	poner	en	riesgo	su	seguridad	y	salud	o	las	instalaciones
físicas,	debiendo	adoptar	inmediatamente,	de	ser	posible,	las
medidas	correctivas	del	caso	sin	que	genere	sanción	de	ningún
tipo.
h)	Reportar	a	los	representantes	o	delegados	de	seguridad,	de
forma	inmediata,	la	ocurrencia	de	cualquier	incidente,	accidente
de	trabajo	o	enfermedad	profesional.
i)	Responder	e	informar	con	veracidad	a	las	instancias	públicas
que	se	lo	requieran,	caso	contrario	es	considerado	falta	grave	sin
perjuicio	de	la	denuncia	penal	correspondiente.
Título	VI
Información	de	accidentes	de	trabajo	y	enfermedades
ocupacionales
Capítulo	I
Políticas	en	el	plano	nacional
ART.	80.—Efectos	de	la	información	en	la	política	nacional.	El
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	es	el	encargado	de
aplicar,	examinar	y	evaluar	periódicamente	la	política	nacional	en
seguridad	y	salud	en	el	trabajo	en	base	a	la	información	en
materia	de:
a)	Registro,	notificación	e	investigación	de	los	accidentes	e
incidentes	de	trabajo	y	enfermedades	ocupacionales	en
coordinación	con	el	Ministerio	de	Salud.
b)	Registro,	notificación	e	investigación	de	los	incidentes
peligrosos.
c)	Recopilación,	análisis	y	publicación	de	estadísticas	sobre
accidentes	de	trabajo,	enfermedades	ocupacionales	e	incidentes
peligrosos.
ART.	81.—Efectividad	de	la	información.	La	información	en
materia	de	accidentes	de	trabajo,	enfermedades	profesionales	e
incidentes	peligrosos	debe	permitir:
a)	Prevenir	los	accidentes	y	los	daños	a	la	salud	originados	por	el
desarrollo	de	la	actividad	laboral	o	con	ocasión	de	esta.
b)	Reforzar	las	distintas	actividades	nacionales	de	recolección	de
datos	e	integrarlas	dentro	de	un	sistema	coherente	y	fidedigno	en
materia	de	accidentes	de	trabajo,	enfermedades	ocupacionales	e
incidentes	peligrosos.
c)	Establecer	los	principios	generales	y	procedimientos
uniformes	para	el	registro	y	la	notificación	de	accidentes	de
trabajo,	las	enfermedades	ocupacionales	e	incidentes	peligrosos
en	todas	las	ramas	de	la	actividad	económica.
d)	Facilitar	la	preparación	de	estadísticas	anuales	en	materia	de
accidentes	de	trabajo,	enfermedades	ocupacionales	e	incidentes
peligrosos.
e)	Facilitar	análisis	comparativos	para	fines	preventivos
promocionales.
Capítulo	II
Políticas	en	el	plano	de	las	empresas	y	centros	médicos
asistenciales
ART.	82.—Deber	de	información	ante	el	sector	trabajo.	Todo
empleador	informa	al	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del
Empleo	lo	siguiente:
a)	Todo	accidente	de	trabajo	mortal.
b)	Los	incidentes	peligrosos	que	pongan	en	riesgo	la	salud	y	la
integridad	física	de	los	trabajadores	o	a	la	población.
c)	Cualquier	otro	tipo	de	situación	que	altere	o	ponga	en	riesgo	la
vida,	integridad	física	y	psicológica	del	trabajador	suscitado	en	el
ámbito	laboral.
Asimismo,	los	centros	médicos	asistenciales	que	atiendan	al
trabajador	por	primera	vez	sobre	accidentes	de	trabajo	y
enfermedades	profesionales	registradas	o	las	que	se	ajusten	a	la
definición	legal	de	estas	están	obligados	a	informar	al	Ministerio
de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
ART.	83.—Reporte	de	información	con	labores	bajo
tercerización.	La	entidad	empleadora	que	contrate	obras,
servicios	o	mano	de	obra	proveniente	de	cooperativas	de
trabajadores,	de	empresas	de	servicios,	de	contratistas	y
subcontratistas,	así	como	de	toda	institución	de	intermediación
con	provisión	de	mano	de	obra,	es	responsable	de	notificar	al
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	los	accidentes	de
trabajo,	incidentes	peligrosos	y	las	enfermedades	profesionales,
bajo	responsabilidad.
ART.	84.—Reporte	de	enfermedades	ocupacionales.	Las
enfermedades	ocupacionales	incluidas	en	la	tabla	nacional	o	que
se	ajustan	a	la	definición	legal	de	estas	enfermedades	que	afecten
a	cualquier	trabajador,	independientemente	de	su	situación	de
empleo,	son	notificadas	por	el	centro	médico	asistencial	público	o
privado,	dentro	de	un	plazo	de	cinco	días	hábiles	de	conocido	el
diagnóstico	al	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	y	al
Ministerio	de	Salud.
La	omisión	al	cumplimiento	de	este	deber	de	notificación	es
sancionable	de	conformidad	con	los	procedimientos
administrativos	de	la	materia.
ART.	85.—Características	del	reporte.	Considerando	las
características	propias	de	las	enfermedades	ocupacionales,	la
notificación	es	obligatoria	aun	cuando	el	caso	sea	diagnosticado
como:
a)	Sospechoso	-	Probable.
b)	Definitivo	-	Confirmado.
La	comunicación	notificación	debe	respetar	el	secreto	del	acto
médico	conforme	a	la	Ley	26842,	Ley	General	de	Salud.
ART.	86.—Reporte	en	casos	de	trabajadores	independientes.
En	el	caso	de	accidentes	de	trabajo,	enfermedades	ocupacionales	e
incidentes	peligrosos	que	afecten	a	trabajadores	independientes,
la	notificación	está	a	cargo	del	mismo	trabajador	o	de	sus
familiares	en	el	centro	asistencial	que	le	brinda	la	primera
atención,	el	cual	procede	a	la	debida	comunicación	al	Ministerio
de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	así	como	al	Ministerio	de
Salud.
ART.	87.—Registro	de	accidentes	de	trabajo,	enfermedades
ocupacionales	e	incidentes	peligrosos.	Las	entidades
empleadoras	deben	contar	con	un	registro	de	accidentes	de
trabajo,	enfermedades	ocupacionales	e	incidentes	peligrosos
ocurridos	en	el	centro	de	labores,	debiendo	ser	exhibido	en	los
procedimientos	de	inspección	ordenados	por	la	autoridad
administrativa	de	trabajo,	asimismo	se	debe	mantener	archivado
el	mismo	por	espacio	de	diez	años	posteriores	al	suceso.
ART.	88.—Exhibición	y	archivo	de	registros.	En	los
procedimientos	de	inspección	ordenados	por	la	autoridad
administrativa	de	trabajo,	la	empresa	debe	exhibir	el	registro	que
se	menciona	en	el	artículo	87,	debiendo	consignarse	los	eventos
ocurridos	en	los	doce	últimos	meses	y	mantenerlo	archivado	por
espacio	de	cinco	años	posteriores	al	suceso.	Adjunto	a	los
registros	de	la	empresa,	deben	mantenerse	las	copias	de	las
notificaciones	de	accidentes	de	trabajo.
ART.	89.—Registro	en	caso	de	pluralidad	de	afectados.
Cuando	un	mismo	suceso	cause	lesiones	a	más	de	un	trabajador,
debe	consignarse	un	registro	de	accidente	de	trabajo	por	cada
trabajador.
Capítulo	III
Recopilación	y	publicación	de	estadísticas
ART.	90.—Publicación	de	estadísticas.	El	Ministerio	de	Trabajo
y	Promoción	del	Empleo	publica	mensualmente	las	estadísticas	en
materia	de	accidentes	de	trabajo,	enfermedades	ocupacionales	e
incidentes	peligrosos	sobre	la	base	de	los	datos	que	se	le
notifiquen.	Anualmente	se	publican	estadísticas	completas	en	su
página	web.	Esta	información	es	de	dominio	público,	conforme	a
la	Ley	27806,	Ley	de	Transparencia	y	Acceso	a	la	Información
Pública.
ART.	91.—Información	contenida	en	las	estadísticas.	Las
estadísticas	en	materia	de	accidentes	de	trabajo,	enfermedades
ocupacionales	e	incidentes	peligrosos	facilitan	información	sobre:
a)	La	naturaleza	de	las	fuentes	empleadas:	declaraciones	directas
con	los	empleadores	o	por	distintos	organismos	tales	como	las
instituciones	aseguradoras	o	las	inspecciones	de	trabajo.
b)	El	alcance	de	las	estadísticas:	categorías,	ocupaciones,	sexo	y
edad	de	los	trabajadores,	ramas	de	la	actividad	económica	y
tamaño	de	las	empresas.
c)	Las	definiciones	utilizadas.
d)	Los	métodos	utilizados	para	registrar	y	notificar	los	accidentes
de	trabajo,	enfermedades	ocupacionales	e	incidentes.
Capítulo	IV
Investigación	de	accidentes	de	trabajo,	enfermedades
ocupacionales	e	incidentes	peligrosos
ART.	92.—Investigación	de	los	accidentes	de	trabajo,
enfermedades	ocupacionales	e	incidentes	peligrosos.	El
empleador,	conjuntamente	con	los	representantes	de	las
organizaciones	sindicales	o	trabajadores,	realizan	las
investigaciones	de	los	accidentes	de	trabajo,	enfermedades
ocupacionales	e	incidentes	peligrosos,	los	cuales	deben	ser
comunicados	a	la	autoridad	administrativa	de	trabajo,	indicando
las	medidas	de	prevención	adoptadas.
El	empleador,	conjuntamente	con	la	autoridad	administrativa	de
trabajo,	realizan	las	investigaciones	de	los	accidentes	de	trabajo
mortales,	con	la	participación	de	los	representantes	de	las
organizaciones	sindicales	o	trabajadores.
ART.	93.—Finalidad	de	las	investigaciones.	Se	investigan	los
accidentes	de	trabajo,	enfermedades	ocupacionales	e	incidentes
peligrosos,	de	acuerdo	con	la	gravedad	del	daño	ocasionado	o
riesgo	potencial,	con	el	fin	de:
a)	Comprobar	la	eficacia	de	las	medidas	de	seguridad	y	salud
vigentes	al	momento	del	hecho.
b)	Determinar	la	necesidad	de	modificar	dichas	medidas.
c)	Comprobar	la	eficacia,	tanto	en	el	plano	nacional	como
empresarial	de	las	disposiciones	en	materia	de	registro	y
notificación	de	accidentes	de	trabajo,	enfermedades
ocupacionales	e	incidentes	peligrosos.
ART.	94.—Publicación	de	la	información.	La	autoridad
administrativa	de	trabajo	realiza	y	publica	informes	de	las
investigaciones	de	accidentes	de	trabajo,	enfermedades
ocupacionales	e	incidentes	peligrosos	que	entrañen	situaciones	de
grave	riesgo	efectivo	o	potencial	para	los	trabajadores	o	la
población.
Título	VII
Inspección	de	trabajo	en	seguridad	y	salud	en	el	trabajo
ART.	95.—Funciones	de	la	inspección	de	trabajo.	El	Sistema	de
Inspección	del	Trabajo,	a	cargo	del	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo,	tiene	a	su	cargo	el	adecuado	cumplimiento
de	las	leyes	y	reglamentos	relativos	a	la	seguridad	y	salud	en	el
trabajo,	y	de	prevención	de	riesgos	laborales.
La	inspección	del	trabajo	está	encargada	de	vigilar	el
cumplimiento	de	las	normas	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	de
exigir	las	responsabilidades	administrativas	que	procedan,	de
orientar	y	asesorar	técnicamente	en	dichas	materias,	y	de	aplicar
las	sanciones	establecidas	en	la	Ley	28806,	Ley	General	de
Inspección	del	Trabajo.
ART.	96.—Facultades	de	los	inspectores	de	trabajo.	Los
inspectores	de	trabajo	están	facultados	para:
a)	Incluir	en	las	visitas	de	inspección	a	los	trabajadores,	sus
representantes,	los	peritos	y	los	técnicos,	y	los	representantes	de
los	comités	paritarios	o	aquellos	designados	oficialmente	que
estime	necesario	para	el	mejor	desarrollo	de	la	función	inspectora
en	materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
b)	Proceder	a	practicar	cualquier	diligencia	de	investigación,
examen	o	prueba	que	considere	necesario	para	comprobar	que	las
disposiciones	legales	sobre	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	se
observan	correctamente.
c)	Tomar	o	sacar	muestras	de	sustancias	y	materiales	utilizados	o
manipulados	en	el	establecimiento,	realizar	mediciones,	obtener
fotografías,	vídeos	y	grabación	de	imágenes	y	levantar	croquis	y
planos.
d)	Recabar	y	obtener	información,	datos	o	antecedentes	con
relevancia	para	la	función	inspectora	en	materia	de	seguridad	y
salud	en	el	trabajo.
e)	Aconsejar	y	recomendar	la	adopción	de	medidas	para
promover	el	mejor	y	más	adecuado	cumplimiento	de	las	normas
de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
f)	Requerir	al	sujeto	inspeccionado	que,	en	un	plazo
determinado,	lleve	a	efecto	las	modificaciones	que	sean	precisas
en	las	instalaciones,	en	los	equipos	de	trabajo	o	en	los	métodos	de
trabajo	que	garanticen	el	cumplimiento	de	las	disposiciones
relativas	a	la	salud	o	a	la	seguridad	de	los	trabajadores,	de
conformidad	con	las	normas	de	la	inspección	de	trabajo.
g)	Iniciar	el	procedimiento	sancionador	mediante	la	extensión	de
actas	de	infracción	o	de	infracción	por	incumplimiento	de	las
normas	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
h)	Ordenar	la	paralización	o	prohibición	inmediata	de	trabajos	o
tareas	por	inobservancia	de	la	normativa	sobre	prevención	de
riesgos	laborales,	de	concurrir	riesgo	grave	e	inminente	para	la
seguridad	o	salud	de	los	trabajadores,	con	el	apoyo	de	la	fuerza
pública.
i)	Proponer	a	los	entes	que	gestionan	el	seguro	complementario
de	trabajo	de	riesgo	la	exigencia	de	las	responsabilidades	que
procedan	en	materia	de	seguridad	social	en	los	casos	de
accidentes	de	trabajo	y	enfermedades	profesionales	causados	por
falta	de	medidas	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
j)	Entrevistar	a	los	miembros	del	comité	paritario	y
representantes	de	organizaciones	sindicales,	con	independencia
de	la	actuación	inspectora.
ART.	97.—Participación	de	peritos	y	técnicos	en	actuaciones
inspectivas.	El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	los
gobiernos	regionales	y	gobiernos	locales,	el	Ministerio	de	Salud	y
los	órganos	de	la	administración	pública	proporcionan	peritos	y
técnicos,	debidamente	calificados,	a	la	inspección	de	trabajo,	para
el	adecuado	ejercicio	de	las	funciones	de	inspección	en	materia	de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
En	el	caso	del	sector	de	energía	y	minas,	las	direcciones
nacionales,	regionales	y	locales	organizan,	contratan	y
proporcionan	personal	técnico	especializado	para	el	desarrollo	de
las	actuaciones	inspectivas	que	realice	el	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo	en	materia	de	seguridad	y	salud	en	el
trabajo.
ART.	98.—Remisión	de	información	al	Consejo	Nacional	de
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.	La	inspección	del	trabajo
facilita	al	Consejo	Nacional	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	y	a
los	consejos	regionales	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	de
oficio	o	a	petición	de	los	mismos,	la	información	que	disponga	y
resulte	necesaria	para	el	ejercicio	de	sus	respectivas	funciones	y
competencias	en	materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
ART.	99.—Intervención	del	Ministerio	Público.	Si,	con	ocasión
del	ejercicio	de	la	función	de	inspección	en	las	empresas,	se
apreciase	indicios	de	la	presunta	comisión	de	delito	vinculado	a	la
inobservancia	de	las	normas	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	la
inspección	del	trabajo	remite	al	Ministerio	Público	los	hechos	que
haya	conocido	y	los	sujetos	que	pudieran	resultar	afectados.
ART.	100.—Origen	de	las	actuaciones	inspectivas.	Las
actuaciones	inspectivas	en	materia	de	seguridad	y	salud	en	el
trabajo	tienen	su	origen	en	alguna	de	las	siguientes	causas:
a)	Por	orden	de	las	autoridades	competentes	del	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
b)	A	solicitud	fundamentada	de	otro	órgano	del	sector	público	o
de	cualquier	órgano	jurisdiccional,	en	cuyo	caso	deben
determinarse	las	actuaciones	que	le	interesan	y	su	finalidad.
c)	Por	denuncia	del	trabajador.
d)	Por	decisión	interna	del	Sistema	de	Inspección	del	Trabajo.
e)	Por	iniciativa	de	los	inspectores	de	trabajo	cuando,	en	las
actuaciones	que	se	sigan	en	cumplimiento	de	una	orden	de
inspección,	conozcan	hechos	que	puedan	ser	contrarios	al
ordenamiento	jurídico	en	materia	de	seguridad	y	salud	en	el
trabajo.
f)	A	petición	de	los	empleadores	y	los	trabajadores,	así	como	de
las	organizaciones	sindicales	y	empresariales.
ART.	101.—Requerimiento	en	caso	de	infracción.	En	las
actuaciones	de	inspección	que	deriven	en	la	aplicación	de
medidas	de	recomendación	y	asesoramiento	técnico,	de
comprobarse	la	existencia	de	una	infracción	en	materia	de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	se	requiere	al	sujeto	responsable
de	su	comisión	la	adopción,	en	un	plazo	determinado,	de	las
medidas	necesarias	para	garantizar	el	cumplimiento	de	las
disposiciones	vulneradas,	y	de	las	modificaciones	necesarias	en
las	instalaciones,	en	los	equipos	o	en	los	métodos	de	trabajo	para
garantizar	el	derecho	a	la	seguridad	y	salud	de	los	trabajadores.
ART.	102.—Paralización	o	prohibición	de	trabajos	por	riesgo
grave	e	inminente.	En	las	actuaciones	de	inspección,	cuando	los
inspectores	comprueben	que	la	inobservancia	de	la	normativa
sobre	prevención	de	riesgos	laborales	implica,	a	su	juicio,	un
riesgo	grave	e	inminente	para	la	seguridad	y	salud	de	los
trabajadores	pueden	ordenar	la	inmediata	paralización	o	la
prohibición	de	los	trabajos	o	tareas,	conforme	a	los	requisitos	y
procedimientos	establecidos	en	la	Ley	28806,	Ley	General	de
Inspección	del	Trabajo.
Las	órdenes	de	paralización	o	prohibición	de	trabajos	por	riesgo
grave	e	inminente	son	inmediatamente	ejecutadas.	La
paralización	o	prohibición	de	trabajos	por	riesgo	grave	e
inminente	se	entienden	en	cualquier	caso	sin	perjuicio	del	pago	de
las	remuneraciones	o	de	las	indemnizaciones	que	procedan	a	los
trabajadores	afectados,	así	como	de	las	medidas	que	puedan
garantizarlo.
ART.	103.—Responsabilidad	por	incumplimiento	a	la
obligación	de	garantizar	la	seguridad	y	salud	de	los
trabajadores.	En	materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	la
entidad	empleadora	principal	responde	directamente	por	las
infracciones	que,	en	su	caso,	se	cometan	por	el	incumplimiento	de
la	obligación	de	garantizar	la	seguridad	y	salud	de	los
trabajadores,	personas	que	prestan	servicios,	personal	bajo
modalidades	formativas	laborales,	visitantes	y	usuarios,	los
trabajadores	de	las	empresas	y	entidades	contratistas	y
subcontratistas	que	desarrollen	actividades	en	sus	instalaciones.
Asimismo,	las	empresas	usuarias	de	empresas	de	servicios
temporales	y	complementarios	responden	directamente	por	las
infracciones	por	el	incumplimiento	de	su	deber	de	garantizar	la
seguridad	y	salud	de	los	trabajadores	destacados	en	sus
instalaciones.
Disposiciones	Complementarias	Finales
Primera	Disposición	Complementaria	Final.—Los	ministerios,
instituciones	públicas	y	organismos	públicos	descentralizados
adecuan	sus	reglamentos	sectoriales	de	seguridad	y	salud	en	el
trabajo	a	la	presente	ley	en	un	plazo	no	mayor	de	ciento	ochenta
días	a	partir	de	su	entrada	en	vigencia.
Segunda	Disposición	Complementaria	Final.—Transfiérense	las
competencias	de	fiscalización	minera,	establecidas	en	la	Ley
28964,	Ley	que	transfiere	competencias	de	supervisión	y
fiscalización	de	las	actividades	mineras	al	Osinerg,	al	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
Tercera	Disposición	Complementaria	Final.—El	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	financia	las	funciones	de
supervisión	y	fiscalización	de	las	actividades	mineras	mediante
sus	recursos	propios,	los	montos	pagados	por	concepto	de	arancel
de	fiscalización	minera	y	el	setenta	por	ciento	de	las	multas	que	se
impongan	por	las	infracciones	detectadas	en	los	procesos	de
fiscalización	minera.
Disposiciones	Complementarias	Modificatorias
Primera	Disposición	Complementaria	Modificatoria.—Modifícase
el	artículo	34	de	la	Ley	28806,	Ley	General	de	Inspección	del
Trabajo,	con	el	texto	siguiente:
“Artículo	34.	Infracciones	en	materia	de	seguridad	y	salud	en
el	trabajo
34.1.	Son	infracciones	administrativas	en	materia	de	seguridad	y
salud	en	el	trabajo	los	incumplimientos	de	las	disposiciones
legales	de	carácter	general	aplicables	a	todos	los	centros	de
trabajo,	así	como	las	aplicables	al	sector	industria,	construcción,	y
energía	y	minas	mediante	acción	u	omisión	de	los	distintos
sujetos	responsables.
34.2.	El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	es	el
encargado	de	velar	por	el	cumplimiento	de	las	obligaciones
contenidas	en	las	leyes	de	la	materia	y	convenios	colectivos,
determinar	la	comisión	de	infracciones	de	carácter	general	en
materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	aplicables	a	todos	los
centros	de	trabajo,	así	como	las	infracciones	de	seguridad	y	salud
en	el	trabajo	para	la	industria,	la	construcción,	y	energía	y	minas	a
que	se	refiere	el	presente	título.”
Segunda	Disposición	Complementaria	Modificatoria.—
Modifícanse	los	párrafos	tercero	y	sétimo	del	artículo	13	de	la	Ley
28806,	Ley	General	de	Inspección	del	Trabajo,	con	los	textos
siguientes:
“Artículo	13.-	Trámites	de	las	actuaciones	inspectivas.
(...).
Las	actuaciones	de	investigación	o	comprobatorias	se	llevan	a
cabo	hasta	su	conclusión	por	los	mismos	inspectores	o	equipos
designados	que	las	hubieren	iniciado,	sin	que	puedan
encomendarse	a	otros	actuantes.
(…).
Las	actuaciones	de	investigación	o	comprobatorias	deben
realizarse	en	el	plazo	que	se	señale	en	cada	caso	concreto,	sin	que,
con	carácter	general,	puedan	dilatarse	más	de	treinta	días	hábiles,
salvo	que	la	dilación	sea	por	causa	imputable	al	sujeto
inspeccionado.	Cuando	sea	necesario	o	las	circunstancias	así	lo
aconsejen,	puede	autorizarse	la	prolongación	de	las	actuaciones
comprobatorias	por	el	tiempo	necesario	hasta,	su	finalización,
excepto	en	los	casos	cuya	materia	sea	seguridad	y	salud	en	el
trabajo.”
Tercera	Disposición	Complementaria	Modificatoria.—Adiciónase
el	literal	f)	al	artículo	45	de	la	Ley	28806,	Ley	General	de
Inspección	del	Trabajo,	con	el	texto	siguiente:
“Artículo	45.-	Trámite	del	procedimiento	sancionador.	El
procedimiento	se	ajusta	al	siguiente	trámite:
(…).
f)	La	resolución	correspondiente	debe	ser	notificada	al
denunciante,	al	representante	de	la	organización	sindical,	así
como	a	toda	persona	con	legítimo	interés	en	el	procedimiento.”
Cuarta	Disposición	Complementaria	Modificatoria.—Incorpórase
el	artículo	168-A	al	Código	Penal,	con	el	texto	siguiente:
“Artículo	168-A.-	Atentado	contra	las	condiciones	de
seguridad	e	higiene	industriales.	El	que,	infringiendo	las
normas	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	y	estando	legalmente
obligado,	no	adopte	las	medidas	preventivas	necesarias	para	que
los	trabajadores	desempeñen	su	actividad,	poniendo	en	riesgo	su
vida,	salud	o	integridad	física,	será	reprimido	con	pena	privativa
de	libertad	no	menor	de	dos	años	ni	mayor	de	cinco	años.
Si,	como	consecuencia	de	una	inobservancia	de	las	normas	de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	ocurre	un	accidente	de	trabajo	con
consecuencias	de	muerte	o	lesiones	graves,	para	los	trabajadores
o	terceros,	la	pena	privativa	de	libertad	será	no	menor	de	cinco
años	ni	mayor	de	diez	años.”
Quinta	Disposición	Complementaria	Modificatoria.—Adiciónase
un	último	párrafo	al	artículo	5°	del	Decreto	Legislativo	892,	Ley
que	regula	el	derecho	de	los	trabajadores	a	participar	en	las
utilidades	de	las	empresas	que	desarrollan	actividades
generadoras	de	rentas	de	tercera	categoría,	con	el	texto	siguiente:
“Artículo	5°.-	(...).
Participarán	en	el	reparto	de	las	utilidades	en	igualdad	de
condiciones	del	artículo	2	y	3	de	la	presente	norma,	los
trabajadores	que	hayan	sufrido	accidente	de	trabajo	o
enfermedad	ocupacional	y	que	haya	dado	lugar	a	descanso
médico,	debidamente	acreditado,	al	amparo	y	bajo	los	parámetros
de	la	norma	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.”
Sexta	Disposición	Complementaria	Modificatoria.—Derógase	el
numeral	3	del	artículo	168	del	Código	Penal.
Séptima	Disposición	Complementaria	Modificatoria.—Derógase
la	Ley	28964,	Ley	que	transfiere	competencias	de	supervisión	y
fiscalización	de	las	actividades	mineras	al	Osinerg,	del	24	de	enero
de	2007.
Ley	30222.
Única	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Privilegio	de
la	prevención	y	corrección	de	las	conductas	infractoras.	En	el
marco	de	un	enfoque	preventivo	de	la	política	de	inspección	del
trabajo	se	establece	un	plazo	de	tres	(3)	años,	contados	desde	la
entrada	en	vigencia	de	la	presente	ley,	durante	el	cual	el	Sistema
de	Inspección	del	Trabajo	privilegia	acciones	orientadas	a	la
prevención	y	corrección	de	conductas	infractoras.
Cuando	durante	la	inspección	del	trabajo	se	determine	la
existencia	de	una	infracción,	el	inspector	de	trabajo	emite	un	acto
de	requerimiento	orientado	a	que	el	empleador	subsane	su
infracción.	En	caso	de	subsanación,	en	la	etapa	correspondiente,
se	dará	por	concluido	el	procedimiento	sancionador;	en	caso
contrario,	continuará	la	actividad	inspectiva.
Durante	el	periodo	de	tres	años,	referido	en	el	primer	párrafo,	la
multa	que	se	imponga	no	será	mayor	al	35%	de	la	que	resulte	de
aplicar	luego	de	la	evaluación	del	caso	concreto	sobre	la	base	de
los	principios	de	razonabilidad,	proporcionalidad	así	como	las
atenuantes	y/o	agravantes	que	correspondan	según	sea	el	caso.
Esta	disposición	no	se	aplicará	en	los	siguientes	supuestos:
a)	Infracciones	muy	graves	que	además	afecten	muy	gravemente:
i)	la	libertad	de	asociación	y	libertad	sindical	y	ii)	las
disposiciones	referidas	a	la	eliminación	de	la	discriminación	en
materia	de	empleo	y	ocupación.
b)	Infracciones	referidas	a	la	contravención	de:	i)	la	normativa
vigente	sobre	la	protección	del	trabajo	del	niño,	niña	y
adolescente,	cualquiera	sea	su	forma	de	contratación,	y	ii)	la
normativa	vigente	sobre	prohibición	del	trabajo	forzoso	u
obligatorio.
c)	Infracciones	que	afecten	las	normas	sobre	seguridad	y	salud	en
el	trabajo,	siempre	que	hayan	ocasionado	muerte	o	invalidez
permanente	al	trabajador.
d)	Actos	de	obstrucción	a	la	labor	inspectiva,	salvo	que	el
empleador	acredite	que	actuó	diligentemente.
Actos	de	reincidencia,	entendiéndose	por	tal	a	la	comisión	de	la
misma	infracción	dentro	de	un	periodo	de	seis	meses	desde	que
quede	firme	la	resolución	de	sanción	a	la	primera.
D.	S.	010-2014-TR.
ART.	 1°.—Apruébense	 las	 normas	 complementarias	 para	 la	 adecuada
aplicación	de	la	Única	Disposición	Complementaria	Transitoria	de	la	Ley	N°
30222,	Ley	que	modifica	la	Ley	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.
PAUTAS	PARA	APLICAR	LA	ÚNICA	DISPOSICIÓN
COMPLEMENTARIA	TRANSITORIA	DE	LA	LEY	N°	30222
Regl.	-	D.	S.	010-2014-TR.
ART.	1°.—Objeto.
1.1.	 El	 presente	 decreto	 supremo	 tiene	 por	 objeto	 establecer	 las	 normas
complementarias	para	 la	adecuada	aplicación	de	 lo	dispuesto	por	 la	Única
Disposición	 Complementaria	 Transitoria	 de	 la	 Ley	 N°	 30222,	 Ley	 que
modifica	la	Ley	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.
1.2.	 Cuando	 en	 el	 presente	 decreto	 supremo	 se	 haga	 referencia	 a	 la	 ley,
entiéndase	referida	a	la	Ley	N°	30222,	Ley	que	modifica	la	Ley	de	Seguridad
y	Salud	en	el	Trabajo.
Regl.	-	D.	S.	010-2014-TR.
ART.	2°.—Finalidad	preventiva	del	Sistema	de	Inspección	del	Trabajo.
2.1.	 En	 atención	 a	 la	 finalidad	 preventiva	 y	 correctora	 de	 las	 conductas
infractoras	prevista	en	la	Única	Disposición	Complementaria	Transitoria	de
la	ley	y	de	conformidad	con	el	artículo	3°	de	la	Ley	N°	28806,	Ley	General	de
Inspección	del	Trabajo,	y	el	artículo	4°	literal	f)	de	la	Ley	N°	29981,	Ley	que
crea	 la	 Superintendencia	 Nacional	 de	 Fiscalización	 Laboral	 (Sunafil),	 la
autoridad	 de	 inspección	 del	 trabajo,	 previamente	 a	 la	 implementación	 de
campañas	u	operativos	de	fiscalización	del	cumplimiento	de	las	obligaciones
sociolaborales	de	su	competencia,	desarrolla	actuaciones	de	orientación,	a
fin	 de	 brindar	 adecuada	 información	 a	 los	 empleadores	 acerca	 del
cumplimiento	de	sus	obligaciones	en	la	materia.
El	desarrollo	de	estas	visitas	de	carácter	orientador	deberá	ser	coordinado
con	 los	 servicios	 de	 asesoría	 y	 orientación	 laboral	 brindados	 por	 la
autoridad	administrativa	de	trabajo.	El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción
del	 Empleo	 establece	 para	 la	 autoridad	 administrativa	 de	 trabajo,
incluyendo	 a	 quienes	 detentan	 la	 función	 inspectiva;	 el	 contenido	 de	 la
política	laboral	en	materia	de	asesoría	de	la	normatividad	sociolaboral	para
empleadores	y	trabajadores.
2.2.	Las	visitas	 inspectivas	de	carácter	orientador	referidas	en	el	numeral
anterior	 se	 realizarán	 prioritariamente	 en	 aquellas	 empresas	 que	 se
encuentran	en	el	régimen	especial	Mype.
2.3.	 El	 privilegio	 de	 acciones	 inspectivas	 orientadas	 a	 la	 prevención	 y
corrección	 de	 conductas	 infractoras	 no	 afectará	 la	 atención	 de	 aquellos
procedimientos	 de	 inspección	 del	 trabajo	 que	 puedan	 originarse	 por
denuncia	de	presuntas	infracciones	laborales.
Regl.	-	D.	S.	010-2014-TR.
ART.	3°.—Subsanación	de	infracciones	sociolaborales.
Efectos	de	la	subsanación.
3.1	Si	en	el	transcurso	de	una	diligencia	inspectiva	el	inspector	de	trabajo
verifica	 el	 incumplimiento	 de	 una	 norma	 sociolaboral;	 éste	 emitirá	 una
medida	de	requerimiento	a	fin	de	que	el	empleador	subsane	las	infracciones
detectadas;	 siempre	 que	 el	 referido	 incumplimiento	 pueda	 ser	 objeto	 de
subsanación.
3.2.	Si	el	sujeto	inspeccionado	subsana	las	infracciones	advertidas,	antes	de
la	 expedición	 del	 acta	 de	 infracción,	 el	 Inspector	 de	 trabajo	 emitirá	 el
informe	 correspondiente	 dando	 por	 culminado	 el	 procedimiento	 de
inspección	del	trabajo,	respecto	de	las	infracciones	subsanadas.
3.3.	 En	 caso	 el	 inspector	 de	 trabajo	 verifique	 que	 subsiste	 la	 infracción,
emitirá	la	correspondiente	acta	de	infracción;	la	cual	remitirá	a	la	autoridad
competente	para	el	inicio	del	correspondiente	procedimiento	sancionador.
3.4.	 En	 caso	 que	 subsistan	 infracciones	 no	 subsanadas,	 para	 la
determinación	del	monto	de	la	multa	propuesta	en	el	acta	de	infracción,	el
inspector	del	 trabajo	solamente	considerará	 las	 infracciones	que	no	hayan
sido	subsanas	oportunamente.
Regl.	-	D.	S.	010-2014-TR.
ART.	 4°.—Determinación	 del	 beneficio	 de	 reducción	 de	 la	 multa.	 La
reducción	del	monto	de	 la	multa,	prevista	en	el	 tercer	párrafo	de	 la	Única
Disposición	Complementaria	Transitoria	de	la	 ley,	se	aplica	en	la	etapa	del
procedimiento	 sancionador	 por	 la	 autoridad	 competente	 de	 la	 instancia
correspondiente.
La	 determinación	 del	 beneficio	 de	 reducción	 de	 la	multa	 se	 realiza	 de	 la
siguiente	manera:
4.1.-	Aplicación	de	las	normas	generales
Se	determina	el	monto	de	la	multa	aplicando	las	reglas	establecidas	en	los
artículos	38,	39	y	el	último	párrafo	del	artículo	40	de	la	Ley	N°	28806,	Ley
General	 de	 Inspección	 del	 Trabajo;	 así	 como	 los	 artículos	 48	 y	 50	 de	 su
reglamento.
4.2.-	Aplicación	del	beneficio	de	reducción	de	la	multa
4.2.1.-	 Cuando	 el	 sujeto	 inspeccionado	 no	 subsana	 las	 infracciones
imputadas	o	sancionadas,	según	sea	el	caso.
En	este	caso,	sobre	la	multa	determinada	conforme	al	numeral	4.1	se	aplica
el	beneficio	de	reducción,	fijándose	la	multa	en	un	valor	igual	al	35%.
4.2.2.-	 Cuando	 el	 sujeto	 inspeccionado	 subsana	 todas	 las	 infracciones
imputadas	o	sancionadas,	según	sea	el	caso.
En	 este	 caso,	 sobre	 la	 multa	 determinada	 conforme	 al	 numeral	 4.1	 se
aplican	las	siguientes	reducciones:
a)	 Cuando	 el	 sujeto	 inspeccionado	 subsana	 todas	 las	 infracciones
contenidas	 en	 el	 acta	 de	 infracción,	 hasta	 antes	 del	 vencimiento	 del	 plazo
para	 interponer	 el	 recurso	 de	 apelación	 contra	 la	 resolución	 de	multa	 de
primera	 instancia,	 la	 multa	 se	 fija	 en	 un	 valor	 igual	 al	 20%	 del	 monto
previsto	en	el	numeral	4.1	del	presente	artículo.
b)	Cuando	el	sujeto	inspeccionado	subsana	todas	las	infracciones	dentro	de
los	diez	(10)	días	de	notificada	la	resolución	de	segunda	instancia,	la	multa
se	 fija	 en	 un	 valor	 igual	 al	 25%	del	monto	previsto	 en	 el	 numeral	 4.1	 del
presente	artículo.
Regl.	-	D.	S.	010-2014-TR.
ART.	 5°.—Reincidencia	 en	 el	 incumplimiento.	 La	 reincidencia	 prevista
en	el	último	párrafo	de	la	Única	Disposición	Complementaria	Transitoria	de
la	 ley,	que	determina	 la	exclusión	de	 los	beneficios	previstos	en	ésta,	debe
ser	 evaluada	 independientemente	 de	 la	 reiteración	 prevista	 en	 el	 último
párrafo	del	 artículo	40	de	 la	Ley	N°	28806,	Ley	General	de	 Inspección	del
Trabajo,	y	el	artículo	50	de	su	reglamento,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N
°	019-2006-TR.
Regl.	-	D.	S.	010-2014-TR.
ART.	6°.—Invalidez	permanente.
6.1.	 Para	 efectos	 de	 la	 aplicación	 del	 literal	 d)	 de	 la	 Única	 Disposición
Complementaria	Transitoria	de	la	ley,	entiéndase	por	invalidez	permanente
del	trabajador	a	aquella	lesión	que	genera	la	pérdida	anatómica	o	funcional
total	 de	 un	miembro	 u	 órgano	 o	 de	 las	 funciones	 del	 mismo;	 así	 como	 a
aquellas	 lesiones	 que	 originen	 más	 de	 treinta	 (30)	 días	 naturales	 de
incapacidad	para	el	trabajo.
6.2.	Cuando	 la	 infracción	a	 las	normas	de	seguridad	y	salud	en	el	 trabajo,
haya	ocasionado	invalidez	permanente,	según	lo	establecido	en	el	numeral
anterior,	 no	 se	 aplica	 la	 reducción	 de	 la	 multa,	 salvo	 que	 el	 empleador
acredite	 que	 la	 incapacidad	 ocasionada	 sea	 de	 hasta	 treinta	 (30)	 días
naturales.
Tal	 acreditación	 se	 realiza,	 únicamente,	 mediante	 certificados	 expedidos
por	los	servicios	médicos	vinculados	a	ESSALUD,	el	Ministerio	de	Salud	o	de
una	 EPS	 debidamente	 acreditada.	 Los	 certificados	 médicos	 emitidos	 por
entidades	no	contempladas	en	los	supuestos	anteriores	deben	ser	canjeados
por	los	certificados	emitidos	por	tales	entidades.
Regl.	-	D.	S.	010-2014-TR.
Única	Disposición	 Complementaria	 Final.—Suspensión	 del	 beneficio	 de
reducción	 de	 la	 multa.	 En	 aplicación	 de	 la	 Única	 Disposición
Complementaria	 Transitoria	 de	 la	 ley,	 durante	 su	 vigencia	 se	 encuentra
suspendido	el	beneficio	de	reducción	de	la	multa	previsto	en	el	artículo	40
de	la	Ley	N°	28806,	Ley	General	de	Inspección	del	Trabajo.
D.	S.	010-2014-TR.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Aplicación	 a	 los
procedimientos	 de	 inspección.	 La	 Única	 Disposición	 Complementaria
Transitoria	 de	 la	 ley	 y	 las	 normas	 complementarias	 del	 presente	 decreto
supremo	 resultan	 de	 aplicación	 en	 los	 procedimientos	 de	 inspección
originados	por	órdenes	de	 inspección	generadas	 a	partir	de	 la	 entrada	en
vigencia	de	la	ley.
D.	S.	010-2014-TR.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Adecuación	 de
instrumentos	 de	 gestión.	 Las	 entidades	 y	 órganos	 que	 conforman	 el
Sistema	de	 Inspección	del	Trabajo	 adecúan	 sus	 instrumentos	de	 gestión	 a
fin	de	priorizar	la	ejecución	de	actividades	de	ordenamiento	sociolaboral.
D.	S.	010-2014-TR.
Tercera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Del	 monitoreo	 de	 la
medida.	 El	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 elabora	 un
informe	 anual	 sobre	 el	 efecto	 de	 las	 medidas	 dispuestas	 en	 la	 Única
Disposición	Complementaria	Transitoria	de	la	ley.
D.	S.	010-2014-TR.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Disposiciones
complementarias.	 El	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo,
mediante	 resolución	 ministerial,	 dicta	 las	 disposiciones	 complementarias
necesarias	para	la	mejor	aplicación	del	presente	decreto	supremo.
D.	S.	010-2014-TR.
Quinta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Período	 de	 vigencia.	 Las
normas	contenidas	en	la	Única	Disposición	Complementaria	Transitoria	de
la	 ley	 y	 en	 el	 presente	 decreto	 supremo	 tienen	 una	 vigencia	 de	 tres	 (03)
años,	contados	a	partir	de	la	entrada	en	vigencia	de	la	ley.
REGLAMENTO	DE	LA	LEY	DE	SEGURIDAD	Y	SALUD	EN	EL
TRABAJO
D.	S.	005-2012-TR.
ART.	1°.—Apruébese	el	Reglamento	de	la	Ley	N°	29783,	Ley	de	Seguridad	y
Salud	 en	 el	 Trabajo,	 que	 consta	 de	 siete	 (7)	 títulos,	 quince	 (15)	 capítulos,
ciento	 veintidós	 (123)	 artículos,	 una	 (01)	 Disposición	 Complementaria
Final,	 catorce	 (14)	 disposiciones	 complementarias	 transitorias,	 un	 (1)
Glosario	y	dos	(2)	anexos.
(...)
Reglamento	de	la	Ley	N°	29873,	Ley	de	Seguridad	y	Salud	en	el
Trabajo
Título	I
Disposiciones	generales
Artículo	 1°.-	 Modificado.	 D.	 S.	 006-2014-TR,	 Art.	 1°.	 El	 presente
reglamento	 desarrolla	 la	 Ley	 N°	 29783,	 Ley	 de	 Seguridad	 y	 Salud	 en	 el
Trabajo,	 y	 tiene	 como	 objeto	 promover	 una	 cultura	 de	 prevención	 de
riesgos	 laborales	 en	 el	 país,	 sobre	 la	 base	 de	 la	 observancia	 del	 deber	 de
prevención	de	los	empleadores,	el	rol	de	fiscalización	y	control	del	Estado	y
la	participación	de	los	trabajadores	y	sus	organizaciones	sindicales.
Cuando	la	presente	norma	haga	mención	a	la	ley,	se	entiende	referida	a	la
Ley	N°	29783,	Ley	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo,	modificada	por	la	Ley
N°	30222.
Artículo	 2°.-	 En	 aplicación	 del	 principio	 de	 prevención,	 se	 entienden
incluidos	dentro	del	ámbito	de	aplicación	a	que	se	refiere	el	artículo	2°	de	la
ley,	 a	 toda	 persona	 bajo	 modalidad	 formativa	 y	 a	 los	 trabajadores
autónomos.	También	 se	 incluye	 a	 todo	aquel	que,	 sin	prestar	 servicios,	 se
encuentre	dentro	del	lugar	de	trabajo,	en	lo	que	les	resulte	aplicable.
Artículo	 3°.-	 Por	 convenio	 colectivo,	 contrato	 de	 trabajo	 o	 por	 decisión
unilateral	 del	 empleador	 se	 pueden	 establecer	 niveles	 de	 protección
superiores	a	los	contemplados	en	la	ley.	Asimismo,	los	empleadores	podrán
aplicar	estándares	 internacionales	en	seguridad	y	 salud	en	el	 trabajo	para
atender	situaciones	no	previstas	en	la	legislación	nacional.
Artículo	 4°.-	 En	 concordancia	 con	 lo	 dispuesto	 en	 la	 Primera	Disposición
Complementaria	y	Final	de	 la	 ley,	 en	 la	medida	en	que	 lo	previsto	por	 los
respectivos	 reglamentos	 sectoriales	 no	 resulte	 incompatible	 con	 lo
dispuesto	 por	 la	 ley	 y	 el	 presente	 reglamento,	 esas	 disposiciones
continuarán	 vigentes.	 En	 todo	 caso,	 cuando	 los	 reglamentos	mencionados
establezcan	obligaciones	y	derechos	superiores	a	los	contenidos	en	la	ley	y
el	presente	reglamento,	aquéllas	prevalecerán	sobre	éstos.
Título	II
Política	Nacional	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo
Artículo	5°.-	El	reexamen	periódico,	 total	o	parcial,	de	 la	Política	Nacional
de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo,	a	que	hace	referencia	el	artículo	4°	de	la
ley,	es	prioridad	del	Estado,	y	debe	realizarse	por	 lo	menos	una	(1)	vez	al
año	 con	 la	 participación	 consultiva	 del	 Consejo	 Nacional	 de	 Seguridad	 y
Salud	en	el	Trabajo.
El	resultado	del	reexamen	se	considera	en	las	modificaciones	de	la	Política
Nacional	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.
Artículo	6°.-	Con	una	periodicidad	no	mayor	a	dos	(2)	años	debe	realizarse
un	examen	global	o	un	examen	sectorial	de	 la	 situación	de	 la	 Seguridad	y
Salud	en	el	Trabajo,	en	función	de	las	prioridades	establecidas	en	la	Política
Nacional	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo,	el	cual	se	somete	a	consulta	del
Consejo	Nacional	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.
Título	III
Del	Sistema	Nacional	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo
Capítulo	I
Del	Consejo	Nacional	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo
Artículo	7°.-	El	Consejo	Nacional	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	es	 la
instancia	máxima	de	diálogo	y	concertación	social	en	materia	de	seguridad	y
salud	 en	 el	 trabajo,	 de	 composición	 tripartita,	 e	 instancia	 consultiva	 del
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	tiene	su	sede	en	Lima	y	sus
sesiones	 de	 trabajo	 se	 celebran	 en	 dicha	 ciudad.	 No	 obstante,	 puede
reunirse	en	cualquier	otro	lugar,	previo	acuerdo	del	pleno.
Artículo	8°.-	Los	consejeros	tienen	derecho	a:
a)	Participar	con	voz	y	voto	en	 las	sesiones	del	pleno	y	en	 las	comisiones
técnicas	que	integren.
b)	Asistir,	únicamente	con	voz,	a	cualquiera	de	las	comisiones	técnicas	de
las	que	no	formen	parte.
c)	 Asistir	 a	 los	 plenos	 acompañados	 de	 asesores,	 cuando	 lo	 estimen
conveniente.
d)	 Solicitar	 información	 y	 documentación	 que	 obre	 en	 poder	 de	 la
secretaría	técnica.
e)	 Proponer	 la	 realización	 de	 informes	 o	 estudios	 sobre	 las	 materias	 de
competencia	del	Consejo.
Artículo	9°.-	Los	consejeros	tienen	la	obligación	de:
a)	 Asistir	 a	 las	 sesiones	 del	 pleno	 y	 a	 las	 comisiones	 técnicas	 de	 las	 que
formen	parte.
b)	Guardar	reserva	con	relación	a	las	actuaciones	del	consejo,	cuando	éste
así	lo	determine.
c)	Promover	los	objetivos	y	funciones	del	consejo	de	acuerdo	a	lo	dispuesto
por	la	ley	y	el	presente	reglamento.
Artículo	10.-	Son	órganos	del	consejo:
a)	El	pleno.
b)	Las	comisiones	técnicas,	cuando	se	estimen	convenientes.
c)	El	Presidente.
d)	La	Secretaría	Técnica.
Artículo	 11.-	 El	 pleno	 está	 integrado	 por	 la	 totalidad	 de	 los	 consejeros	 y
constituye	el	órgano	máximo	de	decisión	del	consejo.
La	presidencia	está	a	cargo	del	representante	del	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo	y,	en	su	ausencia,	del	representante	alterno.
Artículo	12.-	Las	sesiones	del	pleno	son	convocadas	por	su	presidente	en
un	plazo	no	menor	a	cinco	(5)	días	hábiles,	remitiéndose	a	cada	miembro	la
citación	con	el	orden	del	día	y	la	documentación	correspondiente.
El	 pleno	 se	 reúne	 en	 sesión	 ordinaria	 al	 menos	 una	 (1)	 vez	 al	 mes,
pudiendo	 ser	 convocada	 extraordinariamente	 por	 el	 presidente	 a	 propia
iniciativa	 o	 a	 solicitud	 de	 la	 mayoría	 simple	 de	 los	 representantes	 por
sector.
El	informe	anual	del	Consejo	Nacional	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	es
elaborado	en	enero	de	cada	año.
Artículo	 13.-	 Existe	 quórum	 con	 la	 asistencia	 de	más	 de	 la	 mitad	 de	 los
consejeros	legalmente	establecidos.
Artículo	14.-	Los	acuerdos	o	decisiones	del	pleno	se	adoptan	por	consenso.
En	el	caso	de	no	alcanzar	consenso,	se	requiere	mayoría	simple.	En	caso	de
empate,	el	presidente	tiene	el	voto	dirimente.
Las	 sesiones	 constan	 en	 actas	 que	 deben	 ser	 firmadas	 por	 todos	 los
consejeros	asistentes.
Artículo	15.-	El	pleno	puede	acordar	la	constitución	de	comisiones	técnicas
permanentes	 o	 para	 asuntos	 específicos,	 con	 el	 fin	 de	 elaborar	 opiniones,
estudios,	planes,	informes	u	otros	que	se	le	encomienden.
Artículo	 16.-	 Las	 comisiones	 técnicas	 tienen	 una	 composición	 tripartita,
procurando	 la	 equidad	 de	 género	 en	 la	 representación	 de	 cada	 sector.	 El
número	de	integrantes	es	determinado	por	el	pleno,	no	pudiendo	ser	mayor
de	 seis	 (6).	 Se	 puede	 convocar	 a	 asesores	 técnicos	 para	 contribuir	 a	 los
trabajos	de	las	comisiones.
Los	 integrantes	 de	 las	 comisiones	 técnicas	 no	 son	 necesariamente	 los
integrantes	del	pleno.
Los	 resultados	 del	 trabajo	 de	 las	 comisiones	 técnicas	 son	 presentados	 al
pleno	para	su	aprobación.
Artículo	17.-	El	presidente	es	el	representante	del	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo	y	su	mandato	se	extiende	por	el	tiempo	que	estime
dicha	entidad.	Sus	funciones	son:
a)	 Ejercer	 la	 representación	 del	 consejo	 ante	 los	 poderes	 del	 Estado,
instituciones	públicas	y	privadas,	así	como	ante	los	medios	de	comunicación
social.
b)	Convocar	y	presidir	las	sesiones	del	pleno.
c)	 Fijar	 la	 agenda	 de	 las	 sesiones	 del	 pleno	 en	 coordinación	 con	 la
secretaría	 técnica,	 teniendo	 en	 cuenta	 las	 propuestas	 y	 peticiones
formuladas	por	los	consejeros.
d)	 Coordinar	 con	 la	 secretaría	 técnica	 el	 seguimiento	 y	 ejecución	 de	 los
acuerdos	del	pleno.
e)	Vincular	al	consejo	con	otras	 instituciones	nacionales	e	 internacionales
afines	a	éste,	y	con	los	consejos	regionales.
f)	Otras	que	le	sean	asignadas	por	el	pleno.
Artículo	18.-	El	mandato	de	 los	 representantes	de	 las	organizaciones	que
conforman	el	consejo,	de	acuerdo	al	artículo	10	de	la	ley,	es	de	dos	(2)	años
renovables.	 En	 caso	 de	 vacancia,	 las	 organizaciones	 deben	 nombrar	 al
reemplazante.	Son	causales	de	vacancia:
a)	 La	 inasistencia	 injustificada	 a	 tres	 (03)	 sesiones	 consecutivas	 o
alternadas	del	pleno	en	un	período	de	tres	(3)	meses.
b)	 El	 dejar	 de	 ser	 representante	 de	 su	 organización	 por	 retiro	 de	 la
representación	acordada	por	su	organización	de	origen.
c)	El	impedimento	legal	sobreviniente	determinado	por	resolución	judicial
firme.
d)	La	enfermedad	física	o	mental	debidamente	comprobada	que	inhabilita
para	el	ejercicio	de	cargo.
e)	 El	 vencimiento	 del	 plazo	 establecido	 para	 el	 ejercicio	 del	 cargo	 sin
renovación.
f)	La	muerte.
Artículo	 19.-	 La	 secretaría	 técnica	 del	 consejo	 es	 el	 órgano	 de	 asistencia
técnica	y	administrativa	del	consejo,	está	a	cargo	de	la	Dirección	General	de
Derechos	Fundamentales	y	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	y	sus	funciones
son:
a)	Dirigir	y	coordinar	los	servicios	administrativos	y	técnicos	del	consejo.
b)	Asistir,	con	voz	pero	sin	voto,	a	las	sesiones	del	pleno	y	de	las	comisiones
técnicas.
c)	Extender	las	actas	de	las	sesiones	para	que	sean	aprobadas	por	el	pleno.
d)	Velar	por	el	cumplimiento	de	los	acuerdos	del	consejo.
e)	 Solicitar	 al	 pleno	 del	 consejo,	 por	 iniciativa	 propia	 o	 a	 pedido	 de	 las
partes,	 autorización	 para	 grabar	 determinadas	 sesiones,	 cuyos	 contenidos
serán	de	carácter	reservado,	a	fin	de	facilitar	el	desarrollo	de	sus	funciones.
f)	Archivar	y	custodiar	la	documentación	del	consejo.
g)	 Servir	 de	 enlace	 permanente	 con	 las	 instituciones	 públicas	 y	 privadas
para	el	cumplimiento	de	las	funciones	del	consejo.
h)	Las	demás	que	señale	el	pleno.
Artículo	20.-	Para	el	desarrollo	de	sus	funciones	técnicas	y	administrativas
la	 secretaría	 técnica	puede	contar	 con	 la	 colaboración	 financiera	y	 técnica
de	otros	organismos	nacionales	e	internacionales.
Artículo	 21.-	 Todas	 las	 situaciones	 no	 previstas	 expresamente	 en	 este
capítulo	son	resueltas	por	consenso	en	el	pleno.	En	el	caso	de	no	alcanzar
consenso,	 se	 requiere	 mayoría	 simple.	 En	 caso	 de	 empate,	 el	 presidente
tiene	el	voto	dirimente.
Capítulo	II
De	los	consejos	regionales	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo
Artículo	 22.-	Modificado.	 D.	 S.	 006-2014-TR,	 Art.	 1°.	 En	 los	 consejos
regionales	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo,	 los	 representantes	 de	 los
empleadores	de	la	región,	a	que	se	refiere	el	 inciso	d)	del	artículo	13	de	la
ley	son:	uno	(1)	propuesto	por	 la	Confederación	Nacional	de	 Instituciones
Empresariales	 Privadas	 (Confiep),	 uno	 (1)	 propuesto	 por	 las	 cámaras	 de
comercio	de	cada	jurisdicción,	uno	(1)	propuesto	por	la	Cámara	Nacional	de
Comercio,	 Producción,	 Turismo	 y	 Servicios	 -	 Perucámaras	 y	 uno	 (1)
propuesto	por	la	Confederación	Nacional	de	Organizaciones	de	las	Mype.
En	 caso	 no	 exista	 cámara	 de	 comercio	 en	 la	 región,	 la	 propuesta
correspondiente	 la	 efectúa	 la	 Cámara	 Nacional	 de	 Comercio,	 Producción,
Turismo	y	Servicios	-	Perucámaras.
Los	 consejos	 regionales	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo	 gozan	 de
autonomía	para	elaborar	su	propio	reglamento	interno	de	funcionamiento,
conforme	lo	regulado	por	el	presente	reglamento	y	el	artículo	14	de	la	ley.
Los	consejos	regionales	deberán	elaborar	informes	de	gestión	y	actividades
que	deberán	enviar	al	Consejo	Nacional	de	Seguridad	y	Salud	del	Trabajo	en
noviembre	de	cada	año.
Título	IV
Sistema	de	gestión	de	la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo
Capítulo	I
Principios
Artículo	 23.-	 Los	 empleadores	 que	 tienen	 implementados	 sistemas
integrados	 de	 gestión	 o	 cuentan	 con	 certificaciones	 internacionales	 en
seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo	 deben	 verificar	 que	 éstas	 cumplan,	 como
mínimo,	con	lo	señalado	en	la	ley,	el	presente	reglamento	y	demás	normas
aplicables.
Artículo	24.-	El	empleador	debe	implementar	mecanismos	adecuados,	que
permitan	 hacer	 efectiva	 la	 participación	 activa	 de	 los	 trabajadores	 y	 sus
organizaciones	 sindicales	 en	 todos	 los	 aspectos	 a	 que	 hace	 referencia	 el
artículo	19	de	la	ley.
Capítulo	II
Política	del	sistema	de	gestión	de	la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo
Artículo	25.-	El	 empleador	debe	 implementar	el	 Sistema	de	Gestión	de	 la
Seguridad	 y	 Salud	 en	 el	 Trabajo,	 regulado	 en	 la	 ley	 y	 en	 el	 presente
reglamento,	 en	 función	 del	 tipo	 de	 empresa	 u	 organización,	 nivel	 de
exposición	a	peligros	y	riesgos,	y	la	cantidad	de	trabajadores	expuestos.
Los	 empleadores	 pueden	 contratar	 procesos	 de	 acreditación	 de	 sus
sistemas	de	gestión	de	la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	en	forma	voluntaria
y	 bajo	 su	 responsabilidad.	 Este	 proceso	 de	 acreditación	 no	 impide	 el
ejercicio	 de	 la	 facultad	 fiscalizadora	 a	 cargo	 de	 la	 Inspección	 del	 Trabajo
respecto	 a	 las	 normas	 nacionales	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo,	 así
como	 las	 normas	 internacionales	 ratificadas	 y	 las	 disposiciones	 en	 la
materia	acordadas	por	negociación	colectiva.
En	el	caso	de	la	micro	y	pequeña	empresa,	 la	autoridad	administrativa	de
trabajo	establece	medidas	especiales	de	asesoría	para	la	implementación	de
sistemas	de	gestión	de	la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
Capítulo	III
Organización	del	Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el
Trabajo
Artículo	26.-	El	empleador	está	obligado	a:
a)	 Garantizar	 que	 la	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo	 sea	 una
responsabilidad	conocida	y	aceptada	en	todos	los	niveles	de	la	organización.
b)	Definir	y	comunicar	a	todos	los	trabajadores,	cuál	es	el	departamento	o
área	que	identifica,	evalúa	o	controla	los	peligros	y	riesgos	relacionados	con
la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
c)	Disponer	de	una	supervisión	efectiva,	según	sea	necesario,	para	asegurar
la	protección	de	la	seguridad	y	la	salud	de	los	trabajadores.
d)	Promover	la	cooperación	y	la	comunicación	entre	el	personal,	incluidos
los	trabajadores,	sus	representantes	y	las	organizaciones	sindicales,	a	fin	de
aplicar	 los	elementos	del	Sistema	de	Gestión	de	 la	Seguridad	y	Salud	en	el
Trabajo	en	la	organización	en	forma	eficiente.
e)	Cumplir	los	principios	de	los	sistemas	de	gestión	de	la	seguridad	y	salud
en	 el	 trabajo	 señalados	 en	 el	 artículo	 18	 de	 la	 ley	 y	 en	 los	 programas
voluntarios	sobre	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	que	adopte	el	empleador.
f)	Establecer,	 aplicar	y	evaluar	una	política	y	un	programa	en	materia	de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo	con	objetivos	medibles	y	trazables.
g)	Adoptar	disposiciones	efectivas	para	identificar	y	eliminar	los	peligros	y
los	riesgos	relacionados	con	el	trabajo	y	promover	la	seguridad	y	salud	en	el
trabajo.
h)	 Establecer	 los	 programas	 de	 prevención	 y	 promoción	 de	 la	 salud	 y	 el
sistema	de	monitoreo	de	su	cumplimiento.
i)	 Asegurar	 la	 adopción	 de	 medidas	 efectivas	 que	 garanticen	 la	 plena
participación	de	los	trabajadores	y	de	sus	representantes	en	la	ejecución	de
la	política	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	y	en	los	comités	de	seguridad	y
salud	en	el	trabajo.
j)	 Proporcionar	 los	 recursos	 adecuados	 para	 garantizar	 que	 las	 personas
responsables	 de	 la	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo,	 incluido	 el	 Comité	 de
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	o	el	supervisor	de	seguridad	y	salud	en	el
trabajo,	puedan	cumplir	los	planes	y	programas	preventivos	establecidos.
Artículo	26-A.-	Incorporado.	D.	S.	006-2014-TR,	Art.	1°.	La	contratación
de	una	empresa	especializada	para	la	gestión,	implementación,	monitoreo	y
cumplimiento	de	las	disposiciones	legales	y	reglamentarias	sobre	seguridad
y	 salud	en	el	 trabajo,	no	 libera	a	 la	 empresa	principal	de	 su	obligación	de
acreditar	 ante	 la	 autoridad	 competente	 el	 cumplimiento	 de	 dichas
obligaciones.	 No	 podrá	 ser	 objeto	 de	 tercerización	 a	 través	 de	 la
contratación	de	una	empresa	especializada,	 la	participación	del	empleador
en	 el	 comité	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo	 y,	 en	 su	 caso,	 en	 los
subcomités	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
Cuando	se	contrate	a	una	empresa	especializada	para	los	efectos	señalados
en	el	párrafo	anterior,	la	empresa	principal	debe	comunicar	oportunamente
a	 todos	 sus	 trabajadores	 de	 esta	 contratación;	 precisando	 las
responsabilidades	 que	 específicamente	 serán	 asumidas	 por	 la	 empresa
contratada	 y	 la	 persona	 responsable	 para	 atender	 y	 brindar	 información
sobre	la	materia.
Sin	 perjuicio	 de	 ello,	 deberá	 asegurar	 un	medio	 de	 comunicación	 directo
con	los	trabajadores	y	la	empresa	principal	para	la	atención	de	materias	de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
La	empresa	especializada	se	encuentra	obligada	a	facilitar	el	cumplimiento
de	las	funciones	del	comité	o	supervisor	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	y,
en	su	caso,	de	los	subcomités	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
Artículo	 27.-	Modificado.	 D.	 S.	 006-2014-TR,	 Art.	 1°.	 El	 empleador,	 en
cumplimiento	del	deber	de	prevención	y	del	artículo	27	de	la	ley,	garantiza
que	los	trabajadores	sean	capacitados	en	materia	de	prevención.
La	formación	debe	estar	centrada:
a)	En	el	 puesto	de	 trabajo	 específico	o	 en	 la	 función	que	 cada	 trabajador
desempeña,	 cualquiera	 que	 sea	 la	 naturaleza	 del	 vínculo,	 modalidad	 o
duración	de	su	contrato.
b)	 En	 los	 cambios	 en	 las	 funciones	 que	 desempeñe,	 cuando	 éstos	 se
produzcan.
c)	 En	 los	 cambios	 en	 las	 tecnologías	 o	 en	 los	 equipos	 de	 trabajo,	 cuando
éstos	se	produzcan.
d)	En	las	medidas	que	permitan	la	adaptación	a	la	evolución	de	los	riesgos
y	la	prevención	de	nuevos	riesgos.
e)	En	la	actualización	periódica	de	los	conocimientos.
La	 autoridad	 administrativa	 de	 trabajo	 brinda	 servicios	 gratuitos	 de
formación	 en	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo;	 estas	 capacitaciones	 son
consideradas	 como	 válidas	 para	 efectos	 del	 cumplimiento	 del	 deber	 de
capacitación	a	que	alude	el	artículo	27	de	la	ley.
Artículo	 28.-	Modificado.	 D.	 S.	 006-2014-TR,	 Art.	 1°.	 La	 capacitación,
cualquiera	 que	 sea	 su	modalidad,	 debe	 realizarse	 dentro	 de	 la	 jornada	de
trabajo.	 La	 capacitación	 puede	 ser	 impartida	 directamente	 por	 el
empleador,	mediante	terceros	o	por	la	autoridad	administrativa	de	trabajo.
En	ningún	caso	el	costo	de	la	capacitación	recae	sobre	los	trabajadores.
Artículo	29.-	Los	programas	de	capacitación	deben:
a)	 Hacerse	 extensivos	 a	 todos	 los	 trabajadores,	 atendiendo	 de	 manera
específica	a	los	riesgos	existentes	en	el	trabajo.
b)	 Ser	 impartidos	 por	 profesionales	 competentes	 y	 con	 experiencia	 en	 la
materia.
c)	Ofrecer,	cuando	proceda,	una	formación	inicial	y	cursos	de	actualización
a	intervalos	adecuados.
d)	 Ser	 evaluados	por	parte	de	 los	participantes	 en	 función	a	 su	 grado	de
comprensión	y	su	utilidad	en	la	labor	de	prevención	de	riesgos.
e)	 Ser	 revisados	 periódicamente,	 con	 la	 participación	 del	 Comité	 de
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	o	del	supervisor	de	seguridad	y	salud	en	el
trabajo,	y	ser	modificados,	de	ser	necesario,	para	garantizar	su	pertinencia	y
eficacia.
f)	Contar	con	materiales	y	documentos	idóneos.
g)	 Adecuarse	 al	 tamaño	 de	 la	 organización	 y	 a	 la	 naturaleza	 de	 sus
actividades	y	riesgos.
En	el	caso	del	sector	público	las	acciones	de	capacitación	se	realizan	en	el
marco	de	lo	establecido	en	el	Decreto	Legislativo	N°	1025,	sin	perjuicio	de	lo
dispuesto	en	el	presente	reglamento.
Artículo	 30.-	 En	 el	 caso	 del	 inciso	 c)	 del	 artículo	 35	 de	 la	 ley,	 las
recomendaciones	 deben	 considerar	 los	 riesgos	 en	 el	 centro	 de	 trabajo	 y
particularmente	aquellos	relacionados	con	el	puesto	o	función,	a	efectos	de
que	el	 trabajador	 conozca	de	manera	 fehaciente	 los	 riesgos	a	 los	que	está
expuesto	 y	 las	 medidas	 de	 protección	 y	 prevención	 que	 debe	 adoptar	 o
exigir	al	empleador.
Cuando	en	el	contrato	de	trabajo	no	conste	por	escrito	la	descripción	de	las
recomendaciones	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo,	 éstas	 deberán
entregarse	en	forma	física	o	digital,	a	más	tardar,	el	primer	día	de	labores.
Artículo	31.-	Las	facilidades	económicas	y	licencias	con	goce	de	haber	a	que
hace	 referencia	el	 inciso	d)	del	 artículo	35	de	 la	 ley,	 cubren	 los	 costos	del
traslado	 y	 los	 gastos	 de	 alimentación	 y	 alojamiento,	 siempre	 y	 cuando	 la
capacitación	programada	se	lleve	a	cabo	fuera	del	lugar	de	trabajo	o	en	una
localidad	o	región	distinta	a	aquélla.
La	licencia	con	goce	de	haber	se	entiende	otorgada	por	el	tiempo	empleado
por	 el	 trabajador	 para	 movilizarse	 hacia	 el	 lugar	 de	 la	 capacitación,	 el
tiempo	que	permanece	en	la	misma	y	el	tiempo	que	demanda	el	retorno	al
centro	 de	 trabajo,	 siempre	 y	 cuando	 la	 capacitación	 se	 realice	 fuera	 de	 la
jornada	de	trabajo.
Artículo	32.-	 La	documentación	del	 Sistema	de	Gestión	de	 la	 Seguridad	 y
Salud	en	el	Trabajo	que	debe	exhibir	el	empleador	es	la	siguiente:
a)	La	política	y	objetivos	en	materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
b)	El	reglamento	interno	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
c)	 La	 identificación	 de	 peligros,	 evaluación	 de	 riesgos	 y	 sus	 medidas	 de
control.
d)	El	mapa	de	riesgo.
e)	La	planificación	de	la	actividad	preventiva.
f)	El	programa	anual	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
La	documentación	 referida	en	 los	 incisos	a)	 y	 c)	debe	 ser	 exhibida	en	un
lugar	visible	dentro	de	centro	de	trabajo,	sin	perjuicio	de	aquella	exigida	en
las	normas	sectoriales	respectivas.
Artículo	33.-	Los	registros	obligatorios	del	Sistema	de	Gestión	de	Seguridad
y	Salud	en	el	Trabajo	son:
a)	 Registro	 de	 accidentes	 de	 trabajo,	 enfermedades	 ocupacionales,
incidentes	 peligrosos	 y	 otros	 incidentes,	 en	 el	 que	 deben	 constar	 la
investigación	y	las	medidas	correctivas.
b)	Registro	de	exámenes	médicos	ocupacionales.
c)	 Registro	 del	 monitoreo	 de	 agentes	 físicos,	 químicos,	 biológicos,
psicosociales	y	factores	de	riesgo	disergonómicos.
d)	Registro	de	inspecciones	internas	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
e)	Registro	de	estadísticas	de	seguridad	y	salud.
f)	Registro	de	equipos	de	seguridad	o	emergencia.
g)	 Registro	 de	 inducción,	 capacitación,	 entrenamiento	 y	 simulacros	 de
emergencia.
h)	Registro	de	auditorías.
Los	 registros	 a	 que	 se	 refiere	 el	 párrafo	 anterior	 deberán	 contener	 la
información	mínima	establecida	en	los	formatos	que	aprueba	el	Ministerio
de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	mediante	resolución	ministerial.
Artículo	 34.-	Modificado.	 D.	 S.	 006-2014-TR,	 Art.	 1°.	 En	 los	 casos	 de
empleadores	 de	 intermediación	 o	 tercerización,	 el	 empleador	 usuario	 o
principal	también	debe	implementar	los	registros	a	que	refiere	el	 inciso	a)
del	 artículo	 precedente	 para	 el	 caso	 de	 los	 trabajadores	 en	 régimen	 de
intermediación	o	tercerización,	así	como	para	las	personas	bajo	modalidad
formativa	 y	 los	 que	 prestan	 servicios	 de	 manera	 independiente,	 siempre
que	 éstos	 desarrollen	 sus	 actividades	 total	 o	 parcialmente	 en	 sus
instalaciones.
En	 el	 caso	 de	 las	micro,	 pequeñas	 y	medianas	 empresas	 (Mipyme)	 y	 las
entidades	 o	 empresas	 que	 no	 realicen	 actividades	 de	 alto	 riesgo,	 el
Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 establece	 un	 sistema
simplificado	de	documentos	y	registros	según	 lo	previsto	en	 la	Resolución
Ministerial	N°	085-2013-TR	y	normas	modificatorias.
Asimismo,	 el	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 establece
formatos	 referenciales	 para	 los	 documentos	 y	 registros	 referidos	 en	 los
artículos	32	y	33	del	presente	reglamento;	los	que	pueden	ser	llevados	por
el	empleador	en	medios	físicos	o	digitales.
Artículo	35.-	El	registro	de	enfermedades	ocupacionales	debe	conservarse
por	un	período	de	veinte	(20)	años;	los	registros	de	accidentes	de	trabajo	e
incidentes	 peligrosos	 por	 un	 periodo	 de	 diez	 (10)	 años	 posteriores	 al
suceso;	y	los	demás	registros	por	un	periodo	de	cinco	(5)	años	posteriores
al	suceso.
Para	 la	 exhibición	 a	 que	 hace	 referencia	 el	 artículo	 88	 de	 la	 ley,	 el
empleador	 cuenta	 con	 un	 archivo	 activo	 donde	 figuran	 los	 eventos	 de	 los
últimos	doce	 (12)	meses	de	ocurrido	el	 suceso,	 luego	de	 lo	cual	pasa	a	un
archivo	 pasivo	 que	 se	 deberá	 conservar	 por	 los	 plazos	 señalados	 en	 el
párrafo	precedente.	Estos	archivos	pueden	ser	llevados	por	el	empleador	en
medios	físicos	o	digitales.
Si	 la	inspección	del	trabajo	requiere	información	de	períodos	anteriores	a
los	últimos	doce	 (12)	meses	a	que	 se	 refiere	el	 artículo	88	de	 la	 ley,	debe
otorgar	 un	 plazo	 razonable	 para	 que	 el	 empleador	 presente	 dicha
información.
Artículo	 36.-	 Los	 trabajadores	 y	 los	 representantes	 de	 las	 organizaciones
sindicales	 tienen	 el	 derecho	 de	 consultar	 los	 registros	 del	 Sistema	 de
Gestión	 de	 la	 Seguridad	 y	 Salud	 en	 el	 Trabajo,	 con	 excepción	 de	 la
información	relativa	a	la	salud	del	trabajador	que	sólo	será	accesible	con	su
autorización	escrita.
Artículo	 37.-	 El	 empleador	 debe	 establecer	 y	 mantener	 disposiciones	 y
procedimientos	para:
a)	Recibir,	documentar	y	responder	adecuadamente	a	 las	comunicaciones
internas	y	externas	relativas	a	la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
b)	 Garantizar	 la	 comunicación	 interna	 de	 la	 información	 relativa	 a	 la
seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo	 entre	 los	 distintos	 niveles	 y	 cargos	 de	 la
organización.
c)	 Garantizar	 que	 las	 sugerencias	 de	 los	 trabajadores	 o	 de	 sus
representantes	sobre	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	se	reciban	y	atiendan
en	forma	oportuna	y	adecuada.
Capítulo	IV
Del	comité	o	supervisor	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo
Artículo	 38.-	 El	 empleador	 debe	 asegurar,	 cuando	 corresponda,	 el
establecimiento	y	 el	 funcionamiento	efectivo	de	un	 comité	de	 seguridad	y
salud	 en	 el	 trabajo,	 el	 reconocimiento	 de	 los	 representantes	 de	 los
trabajadores	y	facilitar	su	participación.
Artículo	 39.-	 El	 empleador	 que	 tenga	menos	 de	 veinte	 (20)	 trabajadores
debe	 garantizar	 que	 la	 elección	 del	 supervisor	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo	se	realice	por	los	trabajadores.
Artículo	 40.-	 El	 Comité	 de	 Seguridad	 y	 Salud	 en	 el	 Trabajo	 tiene	 por
objetivos	promover	la	salud	y	seguridad	en	el	trabajo,	asesorar	y	vigilar	el
cumplimiento	 de	 lo	 dispuesto	 por	 el	 reglamento	 interno	 de	 seguridad	 y
salud	en	el	trabajo	y	la	normativa	nacional,	favoreciendo	el	bienestar	laboral
y	apoyando	el	desarrollo	del	empleador.
Artículo	41.-	El	 comité	o	 el	 supervisor	de	 seguridad	y	 salud	en	el	 trabajo
desarrollan	 sus	 funciones	 con	 sujeción	 a	 lo	 señalado	 en	 la	 ley	 y	 en	 el
presente	 reglamento,	 no	 están	 facultados	 a	 realizar	 actividades	 con	 fines
distintos	a	la	prevención	y	protección	de	la	seguridad	y	salud.
Artículo	42.-	Son	funciones	del	comité	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo:
a)	 Conocer	 los	 documentos	 e	 informes	 relativos	 a	 las	 condiciones	 de
trabajo	 que	 sean	 necesarios	 para	 el	 cumplimiento	 de	 sus	 funciones,	 así
como	los	procedentes	de	la	actividad	del	servicio	de	seguridad	y	salud	en	el
trabajo.
b)	Aprobar	el	reglamento	interno	de	seguridad	y	salud	del	empleador.
c)	Aprobar	el	programa	anual	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
d)	 Conocer	 y	 aprobar	 la	 programación	 anual	 del	 servicio	 de	 seguridad	 y
salud	en	el	trabajo.
e)	Participar	en	la	elaboración,	aprobación,	puesta	en	práctica	y	evaluación
de	las	políticas,	planes	y	programas	de	promoción	de	la	seguridad	y	salud	en
el	trabajo,	de	la	prevención	de	accidentes	y	enfermedades	ocupacionales.
f)	 Aprobar	 el	 plan	 anual	 de	 capacitación	 de	 los	 trabajadores	 sobre
seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
g)	 Promover	 que	 todos	 los	 nuevos	 trabajadores	 reciban	 una	 adecuada
formación,	instrucción	y	orientación	sobre	prevención	de	riesgos.
h)	 Vigilar	 el	 cumplimiento	 de	 la	 legislación,	 las	 normas	 internas	 y	 las
especificaciones	 técnicas	del	 trabajo	relacionadas	con	 la	seguridad	y	salud
en	el	lugar	de	trabajo;	así	como,	el	reglamento	interno	de	seguridad	y	salud
en	el	trabajo.
i)	Asegurar	que	 los	 trabajadores	conozcan	 los	reglamentos,	 instrucciones,
especificaciones	 técnicas	 de	 trabajo,	 avisos	 y	 demás	materiales	 escritos	 o
gráficos	relativos	a	la	prevención	de	los	riesgos	en	el	lugar	de	trabajo.
j)	 Promover	 el	 compromiso,	 la	 colaboración	 y	 la	 participación	 activa	 de
todos	los	trabajadores	en	la	prevención	de	los	riesgos	del	trabajo,	mediante
la	comunicación	eficaz,	la	participación	de	los	trabajadores	en	la	solución	de
los	problemas	de	seguridad,	la	inducción,	la	capacitación,	el	entrenamiento,
concursos,	simulacros,	entre	otros.
k)	 Realizar	 inspecciones	 periódicas	 en	 las	 áreas	 administrativas,	 áreas
operativas,	instalaciones,	maquinaria	y	equipos,	a	fin	de	reforzar	la	gestión
preventiva.
l)	 Considerar	 las	 circunstancias	 e	 investigar	 las	 causas	 de	 todos	 los
incidentes,	accidentes	y	de	las	enfermedades	ocupacionales	que	ocurran	en
el	 lugar	de	trabajo,	emitiendo	las	recomendaciones	respectivas	para	evitar
la	repetición	de	éstos.
m)	Verificar	el	cumplimiento	y	eficacia	de	sus	recomendaciones	para	evitar
la	 repetición	 de	 los	 accidentes	 y	 la	 ocurrencia	 de	 enfermedades
profesionales.
n)	 Hacer	 recomendaciones	 apropiadas	 para	 el	 mejoramiento	 de	 las
condiciones	y	el	medio	ambiente	de	 trabajo,	velar	porque	se	 lleven	a	cabo
las	medidas	adoptadas	y	examinar	su	eficiencia.
o)	 Analizar	 y	 emitir	 informes	 de	 las	 estadísticas	 de	 los	 incidentes,
accidentes	y	enfermedades	ocupacionales	ocurridas	en	el	 lugar	de	trabajo,
cuyo	 registro	 y	 evaluación	 deben	 ser	 constantemente	 actualizados	 por	 la
unidad	orgánica	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	del	empleador.
p)	Colaborar	con	los	servicios	médicos	y	de	primeros	auxilios.
q)	Supervisar	los	servicios	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	y	la	asistencia
y	asesoramiento	al	empleador	y	al	trabajador.
r)	Reportar	a	la	máxima	autoridad	del	empleador	la	siguiente	información:
r.1)	El	accidente	mortal	o	el	incidente	peligroso,	de	manera	inmediata.
r.2)	 La	 investigación	 de	 cada	 accidente	 mortal	 y	 medidas	 correctivas
adoptadas	dentro	de	los	diez	(10)	días	de	ocurrido.
r.3)	Las	estadísticas	trimestrales	de	accidentes,	incidentes	y	enfermedades
ocupacionales.
r.4)	 Las	 actividades	 trimestrales	 del	 comité	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo.
s)	Llevar	en	el	libro	de	actas	el	control	del	cumplimiento	de	los	acuerdos.
t)	 Reunirse	mensualmente	 en	 forma	 ordinaria	 para	 analizar	 y	 evaluar	 el
avance	 de	 los	 objetivos	 establecidos	 en	 el	 programa	 anual,	 y	 en	 forma
extraordinaria	para	analizar	accidentes	que	revistan	gravedad	o	cuando	las
circunstancias	lo	exijan.
Artículo	43.-	El	número	de	personas	que	componen	el	comité	de	seguridad
y	 salud	 en	 el	 trabajo	 es	 definido	 por	 acuerdo	 de	 partes	 no	 pudiendo	 ser
menor	de	cuatro	(4)	ni	mayor	de	doce	(12)	miembros.	Entre	otros	criterios,
se	podrá	considerar	el	nivel	de	riesgo	y	el	número	de	trabajadores.
A	falta	de	acuerdo,	el	número	de	miembros	del	comité	no	es	menor	de	seis
(6)	en	los	empleadores	con	más	de	cien	(100)	trabajadores,	agregándose	al
menos	 a	 dos	 (2)	miembros	 por	 cada	 cien	 (100)	 trabajadores	 adicionales,
hasta	un	máximo	de	doce	(12)	miembros.
Artículo	 44.-	 Cuando	 el	 empleador	 cuente	 con	 varios	 centros	 de	 trabajo,
cada	uno	de	éstos	puede	contar	con	un	supervisor	o	subcomité	de	seguridad
y	salud	en	el	trabajo,	en	función	al	número	de	trabajadores.
El	 comité	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo	 coordina	 y	 apoya	 las
actividades	de	 los	 subcomités	o	del	 supervisor	de	 seguridad	y	 salud	 en	 el
trabajo,	de	ser	el	caso.
La	 elección	 de	 los	 miembros	 del	 sub	 comité	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo	 está	 sujeta	 al	 mismo	 procedimiento	 previsto	 para	 el	 comité	 de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	dentro	del	ámbito	de	su	competencia.
Artículo	 45.-	 El	 comité	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo	 realiza	 sus
actividades	 en	 coordinación	 con	 el	 Servicio	 de	 Seguridad	 y	 Salud	 en	 el
Trabajo.
Artículo	46.-	El	empleador	debe	proporcionar	al	personal	que	conforma	el
comité	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo	 o	 al	 supervisor	 de	 seguridad	 y
salud	 en	 el	 trabajo,	 una	 tarjeta	 de	 identificación	 o	 un	 distintivo	 especial
visible,	que	acredite	su	condición.
Artículo	 47.-	 Para	 ser	 integrante	 del	 comité	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo	o	supervisor	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	se	requiere:
a)	Ser	trabajador	del	empleador.
b)	Tener	dieciocho	(18)	años	de	edad	como	mínimo.
c)	De	preferencia,	 tener	capacitación	en	 temas	de	seguridad	y	salud	en	el
trabajo	 o	 laborar	 en	 puestos	 que	 permitan	 tener	 conocimiento	 o
información	sobre	riesgos	laborales.
Artículo	 48.-	 El	 empleador	 conforme	 lo	 establezca	 su	 estructura
organizacional	 y	 jerárquica	 designa	 a	 sus	 representantes,	 titulares	 y
suplentes	ante	el	comité	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	entre	el	personal
de	dirección	y	confianza.
Artículo	 49.-	 Los	 trabajadores	 eligen	 a	 sus	 representantes,	 titulares	 y
suplentes,	ante	el	comité	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	con	excepción
del	personal	de	dirección	y	de	confianza.	Dicha	elección	se	realiza	mediante
votación	 secreta	 y	 directa.	 Este	 proceso	 electoral	 está	 a	 cargo	 de	 la
organización	 sindical	 mayoritaria,	 en	 concordancia	 con	 lo	 señalado	 en	 el
artículo	9°	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de
Trabajo,	 aprobado	 mediante	 Decreto	 Supremo	 N°	 010-2003-TR.	 En	 su
defecto,	está	a	cargo	de	la	organización	sindical	que	afilie	el	mayor	número
de	trabajadores	en	la	empresa	o	entidad	empleadora.
Cuando	 no	 exista	 organización	 sindical,	 el	 empleador	 debe	 convocar	 a	 la
elección	 de	 los	 representantes	 de	 los	 trabajadores	 ante	 el	 comité	 de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo	o	del	supervisor	de	seguridad	y	salud	en	el
trabajo,	 la	cual	debe	ser	democrática,	mediante	votación	secreta	y	directa,
entre	los	candidatos	presentados	por	los	trabajadores.
El	 acto	 de	 elección	 deberá	 registrarse	 en	 un	 acta	 que	 se	 incorpora	 en	 el
libro	 de	 actas	 respectivo.	 Una	 copia	 del	 acta	 debe	 constar	 en	 el	 libro	 del
comité	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
La	nominación	de	los	candidatos	debe	efectuarse	quince	(15)	días	hábiles
antes	de	 la	convocatoria	a	elecciones,	a	 fin	de	verificar	que	éstos	cumplan
con	los	requisitos	legales.
Artículo	 50.-	 La	 convocatoria	 a	 la	 instalación	 del	 comité	 de	 seguridad	 y
salud	en	el	trabajo	corresponde	al	empleador.	Dicho	acto	se	lleva	a	cabo	en
el	local	de	la	empresa,	levantándose	el	acta	respectiva.
Artículo	51.-	El	acto	de	constitución	e	 instalación;	así	como,	toda	reunión,
acuerdo	o	evento	del	comité	de	seguridad	y	salud	en	el	 trabajo,	deben	ser
asentados	en	un	libro	de	actas,	exclusivamente	destinado	para	estos	fines.
Artículo	52.-	El	supervisor	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	debe	llevar	un
registro	donde	consten	los	acuerdos	adoptados	con	la	máxima	autoridad	de
la	empresa	o	empleador.
Artículo	 53.-	 En	 la	 constitución	 e	 instalación	 del	 comité	 de	 seguridad	 y
salud	 en	 el	 trabajo	 se	 levanta	 un	 acta	 que	 debe	 contener	 la	 siguiente
información	mínima:
a)	Nombre	del	empleador;
b)	Nombres	y	cargos	de	los	miembros	titulares;
c)	Nombres	y	cargos	de	los	miembros	suplentes;
d)	Nombre	y	cargo	del	observador	designado	por	la	organización	sindical,
en	aplicación	del	artículo	29	de	la	ley,	de	ser	el	caso;
e)	Lugar,	fecha	y	hora	de	la	instalación;	y,
f)	Otros	de	importancia.
Artículo	54.-	El	empleador	debe	garantizar	el	cumplimiento	de	los	acuerdos
adoptados	por	el	comité	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
Artículo	55.-	El	 comité	o	 el	 supervisor	de	 seguridad	y	 salud	en	el	 trabajo
pueden	 solicitar	 asesoría	 de	 la	 autoridad	 competente	 para	 resolver	 los
problemas	 relacionados	 con	 la	 prevención	 de	 riesgos,	 de	 acuerdo	 con	 las
disposiciones	legales	vigentes,	sin	perjuicio	de	lo	establecido	en	el	artículo
60	del	presente	decreto	supremo.
Artículo	56.-	El	comité	está	conformado	por:
a)	 El	 presidente,	 que	 es	 elegido	 por	 el	 propio	 comité,	 entre	 los
representantes.
b)	El	secretario,	que	es	el	responsable	de	los	servicios	de	seguridad	y	salud
en	el	trabajo	o	uno	de	los	miembros	del	comité	elegido	por	consenso.
c)	Los	miembros,	quienes	son	los	demás	integrantes	del	comité	designados
de	acuerdo	a	los	artículos	48	y	49	del	presente	reglamento.
Artículo	57.-	El	presidente	es	el	 encargado	de	convocar,	presidir	y	dirigir
las	 reuniones	 del	 comité	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo,	 así	 como
facilitar	 la	 aplicación	 y	 vigencia	 de	 los	 acuerdos	 de	 éste.	 Representa	 al
comité	ante	el	empleador.
Artículo	58.-	El	secretario	está	encargado	de	las	labores	administrativas	del
comité	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
Artículo	59.-	Los	miembros,	entre	otras	funciones	señaladas	en	el	presente
reglamento,	aportan	 iniciativas	propias	o	del	personal	del	empleador	para
ser	 tratadas	 en	 las	 sesiones	 y	 son	 los	 encargados	 de	 fomentar	 y	 hacer
cumplir	las	disposiciones	o	acuerdos	tomados	por	el	comité	de	seguridad	y
salud	en	el	trabajo.
Artículo	60.-	El	 comité	o	 el	 supervisor	de	 seguridad	y	 salud	en	el	 trabajo
pueden	solicitar	a	la	autoridad	competente	la	información	y	asesoría	técnica
que	crean	necesaria	para	cumplir	con	sus	fines.
Asimismo,	 podrán	 recurrir	 a	 profesionales	 con	 competencias	 técnicas	 en
seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	en	calidad	de	consejeros.
Artículo	61.-	El	observador	a	que	hace	 referencia	 el	 artículo	29	de	 la	 ley,
podrá	 participar	 en	 las	 reuniones	 del	 comité,	 y	 tendrá	 las	 siguientes
facultades:
a)	Asistir,	sin	voz	ni	voto,	a	las	reuniones	del	comité;
b)	Solicitar	información	al	comité,	a	pedido	de	las	organizaciones	sindicales
que	 representan,	 sobre	 el	 sistema	 de	 gestión	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo,	y;
c)	 Alertar	 a	 los	 representantes	 de	 los	 trabajadores	 ante	 el	 comité	 de	 la
existencia	 de	 riesgos	 que	 pudieran	 afectar	 la	 transparencia,	 probidad	 o
cumplimiento	de	objetivos	y	de	la	normativa	correspondiente.
Artículo	 62.-	 El	mandato	 de	 los	 representantes	 de	 los	 trabajadores	 o	 del
supervisor	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	dura	un	(1)	año	como	mínimo
y	dos	(2)	años	como	máximo.	Los	representantes	del	empleador	ejercerán	el
mandato	por	plazo	que	éste	determine.
Artículo	 63.-	 El	 cargo	 de	miembro	 del	 comité	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo	o	del	supervisor	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	vaca	por	alguna
de	las	siguientes	causales:
a)	Vencimiento	del	plazo	establecido	para	el	ejercicio	del	cargo,	en	el	caso
de	 los	 representantes	de	 los	 trabajadores	 y	del	 supervisor	de	 seguridad	y
salud	en	el	trabajo.
b)	Inasistencia	injustificada	a	tres	(3)	sesiones	consecutivas	del	comité	de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo	o	a	cuatro	(4)	alternadas,	en	el	 lapso	de	su
vigencia.
c)	Enfermedad	física	o	mental	que	inhabilita	para	el	ejercicio	del	cargo.
d)	Por	cualquier	otra	causa	que	extinga	el	vínculo	laboral.
Artículo	64.-	Los	cargos	vacantes	son	suplidos	por	el	representante	alterno
correspondiente,	hasta	la	conclusión	del	mandato.
En	 caso	 de	 vacancia	 del	 cargo	 de	 supervisor	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo	 debe	 ser	 cubierto	 a	 través	 de	 la	 elección	 por	 parte	 de	 los
trabajadores.
Artículo	 65.-	 El	 comité	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo,	 cuando	 la
magnitud	 de	 la	 organización	 del	 empleador	 lo	 requiera,	 puede	 crear
comisiones	 técnicas	para	el	desarrollo	de	 tareas	específicas,	 tales	como,	 la
investigación	 de	 accidentes	 de	 trabajo,	 el	 diseño	 del	 programa	 de
capacitación,	la	elaboración	de	procedimientos,	entre	otras.	La	composición
de	estas	comisiones	es	determinada	por	el	comité.
Artículo	66.-	Los	miembros	del	comité	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	o
el	supervisor	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	deben	recibir	capacitaciones
especializadas	 en	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo	 a	 cargo	 del	 empleador,
adicionales	 a	 las	 referidas	 en	 el	 inciso	 b)	 del	 artículo	 35	 de	 la	 ley.	 Estas
capacitaciones	deberán	realizarse	dentro	de	la	jornada	laboral.
Artículo	67.-	Las	reuniones	del	comité	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	se
realizan	 dentro	 de	 la	 jornada	 de	 trabajo.	 El	 lugar	 de	 reuniones	 debe	 ser
proporcionado	por	 el	 empleador	 y	 debe	 reunir	 las	 condiciones	 adecuadas
para	el	desarrollo	de	las	sesiones.
Artículo	68.-	El	comité	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	se	reúne	en	forma
ordinaria	 una	 vez	 por	 mes,	 en	 día	 previamente	 fijado.	 En	 forma
extraordinaria,	 el	 comité	 se	 reúne	 a	 convocatoria	 de	 su	 presidente,	 a
solicitud	 de	 al	 menos	 dos	 (2)	 de	 sus	 miembros,	 o	 en	 caso	 de	 ocurrir	 un
accidente	mortal.
Artículo	69.-	 El	 quórum	mínimo	para	 sesionar	del	 comité	de	 seguridad	 y
salud	en	el	trabajo	es	la	mitad	más	uno	de	sus	integrantes.	Caso	contrario,
dentro	 de	 los	 ocho	 (8)	 días	 subsiguientes,	 el	 presidente	 cita	 a	 nueva
reunión,	 la	 cual	 se	 lleva	 a	 cabo	 con	 el	 número	 de	 asistentes	 que	 hubiere,
levantándose	en	cada	caso	el	acta	respectiva.
Artículo	70.-	El	comité	de	seguridad	y	salud	en	el	 trabajo	procura	que	 los
acuerdos	sean	adoptados	por	consenso	y	no	por	el	sistema	de	votación.	En
el	 caso	 de	 no	 alcanzar	 consenso,	 se	 requiere	mayoría	 simple.	 En	 caso	 de
empate,	el	presidente	tiene	el	voto	dirimente.
Artículo	 71.-	 Al	 término	 de	 cada	 sesión	 se	 levanta	 la	 respectiva	 acta	 que
será	 asentada	 en	 el	 correspondiente	 libro	 de	 actas.	 Una	 copia	 de	 ésta	 se
entrega	a	cada	uno	de	los	integrantes	del	comité	de	seguridad	y	salud	en	el
trabajo	y	a	la	máxima	instancia	de	gerencia	o	decisión	del	empleador.
Artículo	72.-	Anualmente	el	comité	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	o	el
supervisor	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	redactan	un	informe	resumen
de	las	labores	realizadas.
Artículo	 73.-	 Modificado.	 D.	 S.	 006-2014-TR,	 Art.	 1°.	 Los	 miembros
trabajadores	 del	 comité	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo	 y	 los
supervisores	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	gozan	de	licencia	con	goce
de	 haber	 por	 treinta	 (30)	 días	 naturales	 por	 año	 calendario	 para	 la
realización	de	sus	funciones.	Cuando	las	actividades	tengan	duración	menor
a	 un	 año,	 el	 número	 de	 días	 de	 licencia	 es	 computado	 en	 forma
proporcional.
Para	efectos	de	lo	dispuesto	en	el	artículo	32	de	la	ley,	los	días	de	licencia	o
su	fracción	se	consideran	efectivamente	laborados	para	todo	efecto	legal.
Entiéndase	que	en	el	 caso	de	 los	 supervisores	de	 seguridad	y	 salud	en	el
trabajo,	la	autorización	previa	requerida	para	el	uso	de	licencia	con	goce	de
haber	o	su	ampliación	referida	en	el	artículo	32	de	la	ley,	es	otorgada	por	el
empleador	que,	por	tener	menos	de	veinte	(20)	trabajadores	a	su	cargo,	no
está	obligado	a	contar	con	comité	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
La	protección	contra	el	despido	incausado	opera	desde	que	se	produzca	la
convocatoria	a	elecciones	y	hasta	seis	(6)	meses	después	del	ejercicio	de	su
función	 como	 representante	 ante	 el	 comité	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo	o	supervisor.
Capítulo	V
Del	Reglamento	Interno	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo
Artículo	 74.-	 Los	 empleadores	 con	 veinte	 (20)	 o	más	 trabajadores	 deben
elaborar	 su	 reglamento	 interno	de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo,	 el	 que
debe	contener	la	siguiente	estructura	mínima:
a)	Objetivos	y	alcances.
b)	Liderazgo,	compromisos	y	la	política	de	seguridad	y	salud.
c)	 Atribuciones	 y	 obligaciones	 del	 empleador,	 de	 los	 supervisores,	 del
comité	de	seguridad	y	salud,	de	los	trabajadores	y	de	los	empleadores	que
les	brindan	servicios	si	las	hubiera.
d)	Estándares	de	seguridad	y	salud	en	las	operaciones.
e)	Estándares	de	seguridad	y	salud	en	los	servicios	y	actividades	conexas.
f)	Preparación	y	respuesta	a	emergencias.
Artículo	 75.-	 El	 empleador	 debe	 poner	 en	 conocimiento	 de	 todos	 los
trabajadores,	 mediante	 medio	 físico	 o	 digital,	 bajo	 cargo,	 el	 reglamento
interno	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	y	sus	posteriores	modificatorias.
Esta	obligación	se	extiende	a	los	trabajadores	en	régimen	de	intermediación
y	tercerización,	a	las	personas	en	modalidad	formativa	y	a	todo	aquel	cuyos
servicios	 subordinados	 o	 autónomos	 se	 presten	 de	manera	 permanente	 o
esporádica	en	las	instalaciones	del	empleador.
Capítulo	VI
Planificación	y	aplicación	del	Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y
Salud	en	el	Trabajo
Artículo	76.-	Cuando	el	artículo	37	de	la	ley	hace	referencia	a	la	legislación
y	 otros	 dispositivos	 legales	 pertinentes	 comprende	 a	 todas	 las	 normas
nacionales	 generales	 y	 sectoriales	 en	 materia	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo,	 así	 como,	 a	 las	 normas	 internacionales	 ratificadas.	 También	 se
incluyen	 las	 disposiciones	 en	 la	 materia	 acordadas	 por	 negociación
colectiva,	de	ser	el	caso.
Artículo	77.-	La	evaluación	inicial	de	riesgos	debe	realizarse	en	cada	puesto
de	 trabajo	 del	 empleador,	 por	 personal	 competente,	 en	 consulta	 con	 los
trabajadores	y	sus	representantes	ante	el	comité	o	supervisor	de	seguridad
y	 salud	 en	 el	 trabajo.	 Esta	 evaluación	 debe	 considerar	 las	 condiciones	 de
trabajo	existentes	o	previstas,	así	como	la	posibilidad	de	que	el	 trabajador
que	lo	ocupe,	por	sus	características	personales	o	estado	de	salud	conocido,
sea	especialmente	sensible	a	alguna	de	dichas	condiciones.
Adicionalmente,	la	evaluación	inicial	debe:
a)	 Identificar	 la	 legislación	vigente	en	materia	de	 seguridad	y	 salud	en	el
trabajo,	 las	 guías	 nacionales,	 las	 directrices	 específicas,	 los	 programas
voluntarios	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo	 y	 otras	 disposiciones	 que
haya	adoptado	la	organización.
b)	 Identificar	 los	 peligros	 y	 evaluar	 los	 riesgos	 existentes	 o	 posibles	 en
materia	de	seguridad	y	salud	que	guarden	relación	con	el	medio	ambiente
de	trabajo	o	con	la	organización	del	trabajo.
c)	Determinar	 si	 los	 controles	 previstos	 o	 existentes	 son	 adecuados	 para
eliminar	los	peligros	o	controlar	riesgos.
d)	Analizar	los	datos	recopilados	en	relación	con	la	vigilancia	de	la	salud	de
los	trabajadores.
Artículo	78.-	El	resultado	de	la	evaluación	inicial	o	línea	de	base	debe:
a)	Estar	documentado.
b)	Servir	de	base	para	adoptar	decisiones	sobre	la	aplicación	del	Sistema	de
Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.
c)	 Servir	 de	 referencia	 para	 evaluar	 la	 mejora	 continua	 del	 Sistema	 de
Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.
Capítulo	VII
Planificación,	desarrollo	y	aplicación
Artículo	79.-	La	planificación	debe	permitir	que	el	Sistema	de	Gestión	de	la
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	contribuya:
a)	A	cumplir,	como	mínimo,	las	disposiciones	legales	vigentes.
b)	A	 fortalecer	 los	componentes	del	Sistema	de	Gestión	de	 la	Seguridad	y
Salud	en	el	Trabajo.
c)	 A	mejorar	 continuamente	 los	 resultados	 de	 la	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo.
Artículo	80.-	El	empleador	planifica	e	implementa	la	seguridad	y	salud	en	el
trabajo	con	base	a	los	resultados	de	la	evaluación	inicial	o	de	evaluaciones
posteriores,	 o	 de	 otros	 datos	 disponibles;	 con	 la	 participación	 de	 los
trabajadores,	 sus	 representantes	 y	 la	 organización	 sindical.	 Las
disposiciones	en	materia	de	planificación	deben	incluir:
a)	 Una	 definición	 precisa,	 el	 establecimiento	 de	 prioridades	 y	 la
cuantificación	de	los	objetivos	de	la	organización	en	materia	de	seguridad	y
salud	en	el	trabajo;
b)	La	preparación	de	un	plan	para	alcanzar	cada	uno	de	los	objetivos,	en	el
que	 se	 definan	metas,	 indicadores,	 responsabilidades	 y	 criterios	 claros	 de
funcionamiento,	con	la	precisión	de	lo	qué,	quién	y	cuándo	deben	hacerse;
c)	 La	 selección	 de	 criterios	 de	 medición	 para	 confirmar	 que	 se	 han
alcanzado	los	objetivos	señalados;	y,
d)	 La	 dotación	 de	 recursos	 adecuados,	 incluidos	 recursos	 humanos	 y
financieros,	y	la	prestación	de	apoyo	técnico.
Artículo	81.-	En	el	marco	de	una	política	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo
basada	en	la	evaluación	inicial	o	 las	posteriores,	deben	señalarse	objetivos
medibles	en	materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo:
a)	Específicos	para	la	organización,	apropiados	y	conformes	con	su	tamaño
y	con	la	naturaleza	de	las	actividades.
b)	 Compatibles	 con	 las	 leyes	 y	 reglamentos	 pertinentes	 y	 aplicables,	 así
como	 con	 las	 obligaciones	 técnicas,	 administrativas	 y	 comerciales	 de	 la
organización	en	relación	con	la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
c)	Focalizados	en	 la	mejora	continua	de	 la	protección	de	 los	 trabajadores
para	 conseguir	 resultados	 óptimos	 en	materia	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo.
d)	Documentados,	comunicados	a	todos	los	cargos	y	niveles	pertinentes	de
la	organización.
e)	Evaluados	y	actualizados	periódicamente.
Artículo	 82.-	 El	 empleador	 debe	 identificar	 los	 peligros	 y	 evaluar	 los
riesgos	para	la	seguridad	y	salud	de	los	trabajadores	en	forma	periódica,	de
conformidad	 con	 lo	 previsto	 en	 el	 artículo	 57	 de	 la	 ley.	 Las	 medidas	 de
prevención	y	protección	deben	aplicarse	de	conformidad	con	el	artículo	50
de	la	ley.
La	 identificación	 se	 realiza	 en	 consulta	 con	 los	 trabajadores,	 con	 la
organización	 sindical	 o	 el	 comité	 o	 supervisor	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo,	según	el	caso.
Artículo	 83.-	 El	 empleador	 debe	 adoptar	 las	 siguientes	 disposiciones
necesarias	 en	 materia	 de	 prevención,	 preparación	 y	 respuesta	 ante
situaciones	de	emergencia	y	accidentes	de	trabajo:
a)	Garantizar	información,	medios	de	comunicación	interna	y	coordinación
necesarios	a	todas	las	personas	en	situaciones	de	emergencia	en	el	lugar	de
trabajo.
b)	Proporcionar	información	y	comunicar	a	las	autoridades	competentes,	a
la	vecindad	y	a	los	servicios	de	intervención	en	situaciones	de	emergencia.
c)	Ofrecer	servicios	de	primeros	auxilios	y	asistencia	médica,	de	extinción
de	incendios	y	de	evacuación	a	todas	las	personas	que	se	encuentren	en	el
lugar	de	trabajo.
d)	Ofrecer	información	y	formación	pertinentes	a	todos	los	miembros	de	la
organización,	 en	 todos	 los	 niveles,	 incluidos	 ejercicios	 periódicos	 de
prevención	 de	 situaciones	 de	 emergencia,	 preparación	 y	 métodos	 de
respuesta.
Artículo	 84.-	 El	 empleador	 debe	 contar	 con	 procedimientos	 a	 fin	 de
garantizar	que:
a)	Se	identifiquen,	evalúen	e	incorporen	en	las	especificaciones	relativas	a
compras	 y	 arrendamiento	 financiero,	 disposiciones	 relativas	 al
cumplimiento	por	parte	de	la	organización	de	los	requisitos	de	seguridad	y
salud.
b)	Se	identifiquen	las	obligaciones	y	los	requisitos	tanto	legales	como	de	la
propia	organización	en	materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	antes	de
la	adquisición	de	bienes	y	servicios.
c)	Se	adopten	disposiciones	para	que	se	cumplan	dichos	requisitos	antes	de
utilizar	los	bienes	y	servicios	mencionados.
Capítulo	VIII
Evaluación	del	Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el
Trabajo
Artículo	 85.-	 El	 empleador	 debe	 elaborar,	 establecer	 y	 revisar
periódicamente	 procedimientos	 para	 supervisar,	 medir	 y	 recopilar	 con
regularidad	 datos	 relativos	 a	 los	 resultados	 de	 la	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo.	 Asimismo,	 debe	 definir	 en	 los	 diferentes	 niveles	 de	 la	 gestión,	 la
responsabilidad	y	la	obligación	de	rendir	cuentas	en	materia	de	supervisión.
La	 selección	 de	 indicadores	 de	 eficiencia	 debe	 adecuarse	 al	 tamaño	 de	 la
organización,	la	naturaleza	de	sus	actividades	y	los	objetivos	de	la	seguridad
y	salud	en	el	trabajo.
Artículo	 86.-	 El	 empleador	 debe	 considerar	 la	 posibilidad	 de	 recurrir	 a
mediciones,	 cualitativas	 y	 cuantitativas,	 adecuadas	 a	 las	necesidades	de	 la
organización.	Estas	mediciones	deben:
a)	 Basarse	 en	 los	 peligros	 y	 riesgos	 que	 se	 hayan	 identificado	 en	 la
organización,	las	orientaciones	de	la	política	y	los	objetivos	de	seguridad	y
salud	en	el	trabajo.
b)	Fortalecer	el	proceso	de	evaluación	de	la	organización	a	fin	de	cumplir
con	el	objetivo	de	la	mejora	continua.
Artículo	87.-	La	supervisión	y	la	medición	de	los	resultados	deben:
a)	Utilizarse	como	un	medio	para	determinar	en	qué	medida	se	cumple	la
política,	 los	objetivos	de	seguridad	y	salud	en	el	 trabajo	y	se	controlan	 los
riesgos.
b)	 Incluir	 una	 supervisión	 y	 no	 basarse	 exclusivamente	 en	 estadísticas
sobre	accidentes	del	trabajo	y	enfermedades	ocupacionales.
c)	 Prever	 el	 intercambio	 de	 información	 sobre	 los	 resultados	 de	 la
seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
d)	 Aportar	 información	 para	 determinar	 si	 las	 medidas	 ordinarias	 de
prevención	 y	 control	 de	 peligros	 y	 riesgos	 se	 aplican	 y	 demuestran	 ser
eficaces.
e)	 Servir	 de	 base	 para	 la	 adopción	 de	 decisiones	 que	 tengan	 por	 objeto
mejorar	 la	 identificación	 de	 los	 peligros	 y	 el	 control	 de	 los	 riesgos	 y	 el
Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.
Artículo	 88.-	 La	 investigación	 del	 origen	 y	 causas	 subyacentes	 de	 los
incidentes,	 lesiones,	 dolencias	 y	 enfermedades	 debe	 permitir	 la
identificación	 de	 cualquier	 deficiencia	 en	 el	 Sistema	 de	 Gestión	 de	 la
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	y	estar	documentada.	Estas	investigaciones
deben	 ser	 realizadas	 por	 el	 empleador,	 el	 comité	 y/o	 supervisor	 de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	con	el	apoyo	de	personas	competentes	y	la
participación	de	los	trabajadores	y	sus	representantes.
Capítulo	IX
Acción	para	la	mejora	continua
Artículo	89.-	La	vigilancia	del	Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en
el	Trabajo	realizada	por	el	empleador	debe:
a)	 Evaluar	 la	 estrategia	 global	 del	 Sistema	 de	 Gestión	 de	 la	 Seguridad	 y
Salud	en	el	Trabajo	para	determinar	si	se	alcanzaron	los	objetivos	previstos.
b)	Evaluar	la	capacidad	del	Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el
Trabajo	para	satisfacer	las	necesidades	integrales	de	la	organización	y	de	las
partes	 interesadas	 en	 la	 misma,	 incluidos	 sus	 trabajadores,	 sus
representantes	y	la	autoridad	administrativa	de	trabajo.
c)	Evaluar	la	necesidad	de	introducir	cambios	en	el	Sistema	de	Gestión	de
la	 Seguridad	 y	 Salud	 en	 el	 Trabajo,	 incluyendo	 la	 política	 de	 seguridad	 y
salud	en	el	trabajo	y	sus	objetivos.
d)	 Identificar	 las	 medidas	 necesarias	 para	 atender	 cualquier	 deficiencia,
incluida	la	adaptación	de	otros	aspectos	de	la	estructura	de	la	dirección	de
la	organización	y	de	la	medición	de	los	resultados.
e)	 Presentar	 los	 antecedentes	 necesarios	 al	 empleador,	 incluida
información	 sobre	 la	 determinación	 de	 las	 prioridades	 para	 una
planificación	útil	y	de	una	mejora	continua.
f)	 Evaluar	 los	 progresos	 para	 el	 logro	 de	 los	 objetivos	 de	 la	 seguridad	 y
salud	en	el	trabajo	y	en	las	medidas	correctivas.
g)	 Evaluar	 la	 eficacia	 de	 las	 actividades	 de	 seguimiento	 en	 base	 a	 la
vigilancia	realizada	en	periodos	anteriores.
Artículo	90.-	La	revisión	del	sistema	de	gestión	de	la	seguridad	y	salud	en	el
trabajo	se	realiza	por	lo	menos	una	(1)	vez	al	año.	El	alcance	de	la	revisión
debe	definirse	según	las	necesidades	y	riesgos	presentes.
Artículo	 91.-	 Las	 conclusiones	 del	 examen	 realizado	 por	 el	 empleador
deben	registrarse	y	comunicarse:
a)	 A	 las	 personas	 responsables	 de	 los	 aspectos	 críticos	 y	 pertinentes	 del
sistema	de	 gestión	de	 la	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo	 para	 que	puedan
adoptar	las	medidas	oportunas.
b)	 Al	 comité	 o	 al	 supervisor	 de	 seguridad	 y	 salud	 del	 trabajo,	 los
trabajadores	y	la	organización	sindical.
Título	V
Derechos	y	obligaciones
Capítulo	I
Derechos	y	obligaciones	de	los	empleadores
Artículo	92.-	La	asignación	de	puestos	de	trabajo,	conforme	a	lo	establecido
en	el	artículo	51	de	la	ley,	debe	considerar	los	factores	que	pueden	afectar	a
los	trabajadores	con	relación	a	la	función	reproductiva.	Asimismo,	cuando	la
trabajadora	 se	 encuentre	 en	 periodo	 de	 gestación	 o	 lactancia	 se	 deberá
cumplir	con	lo	estipulado	en	las	normas	respectivas.
Artículo	93.-	El	desplazamiento	a	que	hace	 referencia	el	 artículo	54	de	 la
ley	 comprende	 todo	 desplazamiento	 que	 realice	 el	 trabajador	 en
cumplimiento	de	una	orden	del	empleador	o	la	ejecución	de	una	labor	por
encargo	de	 éste,	 como	parte	 de	 las	 funciones	 asignadas,	 incluso	 si	 ésta	 se
desarrolla	 fuera	 del	 lugar	 y	 las	 horas	 de	 trabajo.	 No	 se	 incluye	 el
desplazamiento	 entre	 el	 domicilio	 del	 trabajador	 al	 lugar	 de	 trabajo	 y
viceversa,	 salvo	 que	 ello	 esté	 contemplado	 en	 una	 norma	 sectorial	 por	 la
naturaleza	de	la	actividad,	sea	una	condición	de	trabajo	o	el	desplazamiento
se	realice	en	un	medio	de	transporte	brindado	por	el	empleador,	de	forma
directa	o	a	través	de	terceros.
Artículo	 94.-	 Para	 efecto	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 53	 de	 la	 ley,	 la
imputación	 de	 la	 responsabilidad	 al	 empleador	 por	 incumplimiento	 de	 su
deber	de	prevención	requiere	que	se	acredite	que	la	causa	determinante	del
daño	es	consecuencia	directa	de	 la	 labor	desempeñada	por	el	 trabajador	y
del	incumplimiento	por	parte	del	empleador	de	las	normas	de	seguridad	y
salud	en	el	trabajo.
Artículo	 95.-	 Cuando	 la	 inspección	 de	 trabajo	 constate	 el	 incumplimiento
de	una	norma	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	el	inspector	debe	acreditar
que	 dicho	 incumplimiento	 ha	 originado	 el	 accidente	 de	 trabajo	 o
enfermedad	profesional,	consignando	ello	en	el	acta	de	infracción.
Culminado	 el	 procedimiento	 sancionador,	 el	 expediente	 se	 remite	 a	 la
Dirección	General	de	Inspección	del	Trabajo	para	la	determinación	del	daño.
Para	 la	 determinación	 del	 daño,	 a	 solicitud	 de	 la	 Dirección	 General	 de
Inspección	 del	 Trabajo,	 el	 Centro	 de	 Conciliación	 y	 Arbitraje	 de	 la
Superintendencia	Nacional	 de	Aseguramiento	 en	 Salud	 -	 Ceconar	 remitirá
un	listado	de	peritos	de	su	registro	especializado.	La	dirección	designará	los
peritos	que	correspondan,	de	acuerdo	al	caso	concreto,	para	que	emitan	la
evaluación	pericial	del	caso.	El	costo	del	peritaje	es	de	cargo	del	empleador.
En	 el	 caso	 de	 los	 trabajadores	 que	 no	 están	 sujetos	 al	 seguro
complementario	de	trabajo	de	riesgo,	la	Dirección	General	de	Inspección	del
Trabajo	 emite	 resolución	 con	 base	 al	 examen	 pericial	 y	 al	 expediente	 de
inspección,	declarando	el	daño	y	determinando	la	indemnización	con	base	a
una	 tabla	 de	 indemnización	 por	 daño	 que	 será	 aprobada	 mediante
resolución	ministerial.
En	el	caso	de	los	trabajadores	sujetos	al	seguro	complementario	de	trabajo
de	 riesgo,	 el	 informe	 pericial	 constituye	 prueba	 conforme	 a	 las	 reglas	 de
solución	de	controversias	de	este	seguro.
Artículo	96.-	En	caso	el	trabajador	recurra	a	la	autoridad	administrativa	de
trabajo	para	la	realización	de	la	investigación	a	que	se	refiere	el	artículo	58
de	 la	 ley,	ésta	se	 tramitará	ante	 la	 inspección	del	 trabajo	y	se	requerirá	el
apoyo	 técnico	 de	 los	 servicios	 competentes	 del	 Ministerio	 de	 Salud	 o	 de
peritos	especializados.
Artículo	 97.-	 Con	 relación	 a	 los	 equipos	 de	 protección	 personal,
adicionalmente	a	lo	señalado	en	el	artículo	60	de	la	ley,	éstos	deben	atender
a	las	medidas	antropométricas	del	trabajador	que	los	utilizará.
Artículo	 98.-	 Conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 62	 de	 la	 ley,	 las
reuniones	 del	 Comité	 de	 Seguridad	 y	 Salud	 en	 el	 Trabajo	 y	 las
capacitaciones	 programadas	 por	 el	 empleador	 en	 virtud	 de	 la	 ley,	 deben
llevarse	 a	 cabo	 dentro	 de	 la	 jornada	 de	 trabajo.	 Las	 reuniones	 y
capacitaciones	 realizadas	 fuera	 de	 jornada	 de	 trabajo	 se	 remuneran
conforme	a	la	ley	de	la	materia.
Artículo	 99.-	 La	 interrupción	 de	 las	 actividades	 en	 caso	 de	 inminente
peligro	 previsto	 en	 el	 artículo	 63	 de	 la	 ley	 no	 debe	 originar	 perjuicio
económico	 al	 trabajador,	 salvo	 que	 ésta	 se	 deba	 a	 caso	 fortuito	 o	 fuerza
mayor,	 en	 cuyo	 caso	 es	 de	 aplicación	 el	 artículo	 15	 del	 Texto	 Único
Ordenado	de	 la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,	 aprobado
mediante	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR.
Artículo	100.-	En	función	a	lo	previsto	en	el	artículo	66	de	la	ley,	durante	el
período	de	gestación	son	de	aplicación	las	normas	pertinentes.	Las	medidas
adoptadas	deben	mantenerse	o	modificarse	para	garantizar	la	protección	de
la	trabajadora	o	del	recién	nacido	durante	el	periodo	de	lactancia,	al	menos
hasta	el	año	posterior	al	parto.
Artículo	101.-	Modificado.	D.	S.	006-2014-TR,	Art.	1°.	El	empleador	debe
realizar	los	exámenes	médicos	comprendidos	en	el	inciso	d)	del	artículo	49
de	la	ley,	acorde	a	las	labores	desempeñadas	por	el	trabajador	en	su	récord
histórico	en	 la	organización,	dándole	énfasis	a	 los	riesgos	a	 los	que	estuvo
expuesto	a	lo	largo	de	desempeño	laboral.	Los	exámenes	médicos	deben	ser
realizados	 respetando	 lo	 dispuesto	 en	 los	 documentos	 técnicos	 de	 la
vigilancia	 de	 la	 salud	 de	 los	 trabajadores	 expedidos	 por	 el	 Ministerio	 de
Salud.
Respecto	a	los	exámenes	médicos	ocupacionales	comprendidos	en	el	inciso
d)	del	artículo	49	de	la	ley:
a)	Al	inicio	de	la	relación	laboral	o,	para	el	inicio	de	la	relación	laboral,	se
realiza	un	examen	médico	ocupacional	que	acredite	el	estado	de	salud	del
trabajador.	Los	trabajadores	deberán	acreditar	su	estado	de	salud	mediante
un	certificado	médico	ocupacional	que	tendrá	validez	por	un	período	de	dos
(2)	años,	siempre	y	cuando	se	mantengan	en	la	misma	actividad	económica.
Los	 certificados	 de	 los	 exámenes	 médicos	 ocupacionales	 que	 se	 realizan
durante	la	relación	laboral,	tienen	igual	período	de	validez.	El	costo	de	estos
exámenes	es	de	cargo	del	empleador.
b)	 Los	 trabajadores	 o	 empleadores	 de	 empresas	 podrán	 solicitar,	 al
término	 de	 la	 relación	 laboral,	 la	 realización	 de	 un	 examen	 médico
ocupacional	adicional	que	debe	ser	pagado	por	el	empleador.
La	obligación	del	empleador	de	efectuar	exámenes	médicos	ocupacionales
de	salida	establecida	por	el	artículo	49	de	la	Ley	de	Seguridad	y	Salud	en	el
Trabajo,	se	genera	al	existir	la	solicitud	escrita	del	trabajador.
c)	 Los	 estándares	 anteriores	 no	 se	 aplican	 a	 las	 empresas	 que	 realiza
actividades	 de	 alto	 riesgo,	 las	 cuales	 deberán	 cumplir	 con	 los	 estándares
mínimos	de	sus	respectivos	sectores.
d)	En	el	caso	de	las	relaciones	laborales	que	excedan	el	periodo	de	prueba	y
no	cumplan	el	periodo	señalado	por	el	inciso	d)	del	mencionado	artículo	49,
el	examen	médico	de	inicio	es	válido,	siempre	y	cuando	se	mantenga	en	la
misma	 actividad	 económica,	 para	 todo	 efecto	 y	 será	 presentado	 por	 el
trabajador	 ante	 el	 próximo	 empleador,	 en	 caso	 de	 que	 no	 hayan
transcurridos	 dos	 (02)	 años	 desde	 el	 examen	 médico	 ocupacional	 inicial
mencionado.
e)	En	ningún	caso,	el	costo	del	examen	médico	debe	recaer	en	el	trabajador.
Asimismo,	 el	 Ministerio	 de	 Salud	 pública	 los	 precios	 referenciales	 de	 las
pruebas	 y	 exámenes	 auxiliares	 que	 realizan	 las	 empresas	 registradas	 que
brindan	servicios	de	apoyo	al	médico	ocupacional.
Artículo	 102.-	 De	 acuerdo	 a	 lo	 previsto	 en	 el	 artículo	 71	 de	 la	 ley,	 los
resultados	 de	 los	 exámenes	 médicos	 deben	 ser	 informados	 al	 trabajador
únicamente	por	el	médico	del	Servicio	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo,
quien	le	hará	entrega	del	informe	escrito	debidamente	firmado.
Al	tratarse	de	una	información	de	carácter	confidencial,	el	médico	informa
al	 empleador	 las	 condiciones	 generales	 del	 estado	 de	 salud	 de	 los
trabajadores,	con	el	objetivo	de	diseñar	medidas	de	prevención	adecuadas.
Artículo	103.-	De	conformidad	con	el	artículo	56	de	la	ley,	se	considera	que
existe	exposición	a	los	riesgos	psicosociales	cuando	se	perjudica	la	salud	de
los	 trabajadores,	 causando	 estrés	 y,	 a	 largo	 plazo,	 una	 serie	 de
sintomatologías	 clínicas	 como	 enfermedades	 cardiovasculares,
respiratorias,	 inmunitarias,	 gastrointestinales,	 dermatológicas,
endocrinológicas,	músculo	esqueléticas,	mentales,	entre	otras.
La	 sintomatología	 clínica	 debe	 sustentarse	 en	 un	 certificado	 médico
emitido	 por	 centros	 médicos	 o	 profesionales	 médicos	 debidamente
calificados.
Artículo	 104.-	 En	 el	 caso	 que	 existan	 cambios	 en	 las	 operaciones	 y
procesos,	conforme	al	supuesto	del	artículo	70	de	la	ley,	las	consultas	que	se
hayan	realizado	se	acreditan	con	las	encuestas	aplicadas	a	los	trabajadores
o	 las	actas	de	 las	asambleas	 informativas	realizadas	por	el	empleador	y	el
comité	o	supervisor,	según	corresponda.
Capítulo	II
Derechos	y	obligaciones	de	los	trabajadores
Artículo	105.-	Se	considera	acto	de	hostilidad	a	toda	acción	que,	careciendo
de	 causa	objetiva	 o	 razonable,	 impide	u	 obstaculiza	de	 cualquier	 forma	el
desarrollo	de	las	funciones	que	corresponden	a	los	miembros	del	comité	de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo	o	a	los	supervisores	de	seguridad	y	salud	en
el	trabajo.
Artículo	106.-	Una	vez	remitidos	los	aportes	o	sugerencias	previstas	en	los
artículos	 74,	 75	 y	 78	 de	 la	 ley,	 los	 empleadores	 deben	 dar	 respuesta	 por
escrito	 a	 dicha	 comunicación,	 señalando	 las	 medidas	 a	 adoptar	 o	 la
justificación	de	la	negativa.
Artículo	107.-	En	el	 caso	del	 inciso	e)	del	artículo	79	de	 la	 ley,	 se	precisa
que	 los	 exámenes	 médicos	 son	 aquellos	 expresamente	 catalogados	 como
obligatorios,	 según	 las	 normas	 expedidas	 por	 el	 Ministerio	 de	 Salud.	 La
negativa	por	parte	del	 trabajador	a	 someterse	a	exámenes	no	obligatorios
no	podrá	considerarse	como	falta	sujeta	a	sanción	por	parte	del	empleador,
con	 excepción	 de	 aquellos	 exámenes	 exigidos	 por	 normas	 internas	 de	 la
organización	 en	 el	 caso	 de	 tratarse	 de	 actividades	 de	 alto	 riesgo.	 En	 este
caso	 las	 normas	 internas	 deben	 estar	 debidamente	 fundamentadas	 y
previamente	 a	 su	 aprobación	 ser	 puestas	 en	 conocimiento	 del	 Comité	 de
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajador	o	supervisor.
Artículo	108.-	Previo	al	traslado	a	que	hace	referencia	el	artículo	76	de	la
ley,	el	empleador	debe	asegurarse	que	el	trabajador	cuenta	con	información
y	 competencias	 suficientes	 para	 desarrollar	 de	 manera	 segura	 y	 sana	 su
labor;	en	caso	contrario,	deberá	proceder	a	la	capacitación	respectiva	previo
al	inicio	de	las	labores.
Artículo	 109.-	 En	 el	 reglamento	 interno	 de	 trabajo	 se	 establecerán	 las
sanciones	 por	 el	 incumplimiento	 de	 los	 trabajadores	 de	 alguna	 de	 las
obligaciones	a	que	hace	referencia	el	artículo	79	de	la	ley,	en	base	a	criterios
de	objetividad	y	proporcionalidad	a	la	falta	cometida.
En	el	caso	de	las	entidades	públicas,	el	incumplimiento	de	las	obligaciones
previstas	en	la	ley	y	el	presente	reglamento	constituyen	faltas	disciplinarias
que	 serán	 procesadas	 y	 sancionadas	 conforme	 al	 régimen	 laboral
correspondiente	al	infractor.
Título	VI
Notificación	de	los	accidentes	de	trabajo	y	enfermedades
profesionales
Artículo	110.-	La	notificación	a	que	se	refiere	el	artículo	82	de	la	ley	debe
realizarse	en	los	plazos	siguientes:
a)	Empleadores:
-	Los	accidentes	de	trabajo	mortales	y	los	incidentes	peligrosos:	dentro	del
plazo	máximo	de	veinticuatro	(24)	horas	de	ocurridos.
b)	 Centro	 médico	 asistencial	 (público,	 privado,	 militar,	 policial	 o	 de
seguridad	social):
-	Los	accidentes	de	trabajo:	hasta	el	último	día	hábil	del	mes	siguiente	de
ocurrido.
-	 Las	 enfermedades	 ocupacionales:	 dentro	 del	 plazo	 de	 cinco	 (05)	 días
hábiles	de	conocido	el	diagnóstico.
La	obligación	de	informar	cualquier	otro	tipo	de	situaciones	que	alteren	o
pongan	 en	 riesgo	 la	 vida,	 integridad	 física	 y	 psicológica	 del	 trabajador
suscitadas	en	el	ámbito	laboral,	prevista	en	el	literal	c)	del	artículo	82	de	la
ley,	será	efectuada	en	aquellos	casos	específicos	que	sean	solicitados	por	el
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
Artículo	111.-	Dentro	de	los	plazos	establecidos	en	el	artículo	precedente,
los	 empleadores	 y	 centros	 médicos	 asistenciales	 deben	 cumplir	 con	 la
obligación	 de	 notificar	 los	 accidentes	 de	 trabajo,	 incidentes	 peligrosos	 y
enfermedades	 ocupacionales,	 según	 corresponda,	 mediante	 el	 empleo	 del
Sistema	 Informático	 de	 Accidentes	 de	 Trabajo,	 Incidentes	 Peligrosos	 y
Enfermedades	Ocupacionales,	aplicativo	electrónico	puesto	a	disposición	de
los	usuarios	en	el	portal	institucional	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción
del	Empleo.
Artículo	112.-	En	aquellas	zonas	geográficas	en	 las	que	no	exista	acceso	a
internet,	con	carácter	excepcional,	 la	notificación	de	accidentes	de	 trabajo,
incidentes	 peligrosos	 y	 enfermedades	 ocupacionales	 se	 efectúa	 por	 los
empleadores	y	centros	médicos	asistenciales,	según	corresponda,	mediante
el	empleo	de	los	siguientes	instrumentos:
-	 Formulario	 1:	 para	 el	 cumplimiento	 de	 la	 obligación	 del	 empleador	 de
notificar	los	accidentes	de	trabajo	mortales	e	incidentes	peligrosos.
-	 Formulario	 2:	 para	 el	 cumplimiento	 de	 la	 obligación	 de	 los	 centros
médicos	asistenciales	de	notificar	los	accidentes	de	trabajo	y	enfermedades
ocupacionales.
Los	referidos	formularios	son	remitidos	por	los	empleadores	y	los	centros
médicos	 asistenciales,	 en	 forma	 impresa	 y	 debidamente	 completados	 a	 la
autoridad	 administrativa	 de	 trabajo,	 dentro	 de	 los	 plazos	 y	 términos
establecidos	en	el	presente	reglamento.
Artículo	 113.-	 La	 Dirección	 de	 Promoción	 y	 Protección	 de	 los	 Derechos
Fundamentales	y	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	de	las	Direcciones	o
Gerencias	Regionales	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	o	la	que	haga	sus
veces,	 constituye	 la	 instancia	 competente	 para	 recibir	 los	 formularios	 de
notificación	de	accidentes	de	trabajo,	incidentes	peligrosos	y	enfermedades
ocupacionales,	a	los	que	se	ha	hecho	mención	en	el	artículo	112	del	presente
reglamento.
Artículo	 114.-	 La	 información	 contenida	 en	 los	 formularios	 físicos
presentados	 ante	 la	 autoridad	 administrativa	 de	 trabajo	 debe	 registrarse
dentro	de	 los	 cinco	 (05)	días	posteriores	 a	 su	presentación,	 en	 el	 Sistema
Informático	de	Notificación	de	Accidentes	de	Trabajo,	Incidentes	Peligrosos
y	Enfermedades	Ocupacionales,	por	la	Dirección	de	Promoción	y	Protección
de	los	Derechos	Fundamentales	y	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	de
las	Direcciones	o	Gerencias	Regionales	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,
o	la	que	hagan	sus	veces,	bajo	responsabilidad.	Asimismo,	las	notificaciones
recibidas	en	formularios	físicos	por	las	zonas	de	trabajo	del	ámbito	regional,
serán	sistematizadas	por	las	respectivas	direcciones	o	gerencias	regionales
de	trabajo	y	promoción	del	empleo,	o	la	que	hagan	sus	veces,	a	la	que	éstas
corresponden.
El	 director	 o	 gerente	 regional	 de	 trabajo	 y	 promoción	 del	 empleo	 de	 los
gobiernos	 regionales,	 o	 el	 que	 haga	 sus	 veces,	 es	 el	 responsable	 por	 el
cumplimiento	 de	 dichas	 disposiciones,	 debiendo	 adoptar	 las	 medidas
administrativas,	 logísticas	 o	 de	 gestión	 necesarias	 para	 garantizar	 la
sistematización	oportuna	de	la	información,	dentro	de	los	plazos	previstos.
Artículo	 115.-	 La	 Dirección	 de	 Seguridad	 y	 Salud	 en	 el	 Trabajo	 de	 la
Dirección	 General	 de	 Derechos	 Fundamentales	 y	 Seguridad	 y	 Salud	 en	 el
Trabajo	 del	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 constituye	 el
órgano	técnico	responsable	de	supervisar	el	cumplimiento,	por	parte	de	las
instancias	 regionales,	 de	 la	 obligación	 de	 sistematizar	 la	 información
notificada	 en	 los	 formularios	 físicos.	 Asimismo,	 coordinará	 con	 las
direcciones	o	gerencias	regionales	de	trabajo	y	promoción	del	empleo,	o	la
que	haga	sus	veces,	la	realización	de	campañas	de	orientación,	información
y	difusión	de	las	obligaciones	contenidas	en	la	Ley	de	Seguridad	y	Salud	en
el	Trabajo	y	en	la	presente	norma,	con	la	finalidad	de	promover	su	adecuado
cumplimiento.
Artículo	 116.-	 Se	 considera	 cumplida	 la	 obligación	 de	 comunicación
establecida	 en	 el	 artículo	 83	 de	 la	 ley,	 cuando	 se	 trate	 de	 enfermedad
profesional	o	accidente	de	trabajo	no	mortal,	con	la	exhibición	del	registro
de	enfermedades	ocupacionales	y	de	accidentes	de	 trabajo	a	 la	 Inspección
del	Trabajo.
Capítulo	I
Recopilación	y	publicación	de	estadísticas
Artículo	117.-	La	Oficina	de	Estadística	de	la	Oficina	General	de	Estadística
y	Tecnologías	de	la	Información	y	Comunicaciones	del	Ministerio	de	Trabajo
y	Promoción	del	Empleo	es	el	órgano	técnico	responsable	de	la	elaboración
del	Boletín	Estadístico	Mensual	 al	 que	hace	 referencia	 el	 artículo	90	de	 la
ley.
La	Dirección	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	de	la	Dirección	General	de
Derechos	Fundamentales	y	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	del	Ministerio
de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 constituye	 el	 órgano	 técnico
responsable	 de	 examinar	 la	 información	 en	 materia	 de	 registro	 y
notificación	 de	 los	 accidentes	 de	 trabajo,	 enfermedades	 ocupacionales	 e
incidentes	 peligrosos,	 analizando	 la	 información	 proveniente	 del	 Sistema
Informático	de	Notificación	de	Accidentes	de	Trabajo,	Incidentes	Peligrosos
y	 Enfermedades	 Ocupacionales.	 Para	 dichos	 efectos,	 sistematiza	 la
información	 contenida	 en	 el	 sistema	 informático	 en	 coordinación	 con	 la
Oficina	 General	 de	 Estadística	 y	 Tecnología	 de	 la	 Información	 y
Comunicaciones	 del	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo,	 de
manera	previa	a	su	difusión	o	publicación	del	Boletín	Estadístico	Mensual.
Artículo	 118.-	 La	 Dirección	 General	 de	 Derechos	 Fundamentales	 y
Seguridad	 y	 Salud	 en	 el	 Trabajo	 ejecuta	 las	 acciones	 necesarias	 para
garantizar	el	 cumplimiento	de	 la	normativa	 sobre	Seguridad	y	Salud	en	el
Trabajo,	mediante	 la	 formulación	de	políticas,	 la	 elaboración	de	normas	 y
documentos	técnicos;	y	mediante	la	aprobación,	ejecución	y	supervisión	de
planes,	 programas	 o	 proyectos	 en	 materia	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo.	 Para	 estos	 efectos	 utiliza	 la	 información	 contenida	 en	 el	 Sistema
Informático	de	Notificación	de	Accidentes	de	Trabajo,	Incidentes	Peligrosos
y	Enfermedades	Ocupacionales.
Capítulo	II
Investigación	de	accidentes	de	trabajo,	enfermedades	ocupacionales	e
incidentes	peligrosos
Artículo	 119.-	 El	 Sistema	 de	 Inspección	 del	 Trabajo	 es	 responsable	 de
ejecutar	 las	 acciones	 de	 fiscalización	 necesarias	 para	 cautelar	 el
cumplimiento	de	la	normativa	vigente	en	materia	de	seguridad	y	salud	en	el
trabajo,	 de	 conformidad	 con	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 92	 de	 la	 ley;
respecto	 de	 los	 empleadores	 que	 tengan	 trabajadores	 sujetos	 al	 régimen
laboral	privado.
Para	dichos	efectos,	el	sistema	informático	contará	con	un	sistema	de	alerta
que	 notificará	 al	 Sistema	 Integrado	 de	 Inspección	 del	 Trabajo	 (SIIT)	 la
realización	de	la	diligencia	de	inspección.	El	director	o	gerente	regional	de
trabajo	y	promoción	del	empleo,	o	quien	haga	sus	veces,	es	responsable	por
el	 cumplimiento	 oportuno	 de	 las	 fiscalizaciones,	 debiendo	 adoptar	 las
medidas	administrativas,	logísticas	o	de	gestión	necesarias	para	garantizar
su	implementación.
En	cualquier	caso,	y	de	acuerdo	a	los	reportes	generados	por	el	sistema,	la
Dirección	 de	 Inspección	 del	 Trabajo	 prioriza	 la	 inmediata	 fiscalización	 de
los	 accidentes	 de	 trabajo	 mortales	 y	 enfermedades	 ocupacionales.
Excepcionalmente,	 si	 las	 circunstancias	o	urgencia	del	 caso	 lo	 amerita,	 las
direcciones	o	gerencias	regionales	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	o	los
que	hagan	sus	veces,	podrán	solicitar	a	 la	Dirección	General	de	Inspección
del	Trabajo	el	apoyo	de	inspectores	especializados	para	la	realización	de	las
diligencias	requeridas.
La	 información	 que	 se	 recabe	 durante	 la	 inspección	 debe	 ser
complementada	 en	 el	 sistema	 informático	 por	 el	 inspector	 encargado	 de
efectuar	dicha	diligencia,	en	un	plazo	no	mayor	de	tres	(03)	días	hábiles	de
realizada,	bajo	responsabilidad.
Artículo	120.-	De	forma	complementaria,	la	Dirección	General	de	Derechos
Fundamentales	y	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	coordina	con	la	Dirección
General	 de	 Inspección	 del	 Trabajo	 la	 incorporación	 de	 acciones	 de
inspección	 con	 el	 contenido	 y	 enfoque	 adecuado	 a	 las	 políticas	 de
promoción	y	protección	en	materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
Artículo	 121.-	 La	 Oficina	 General	 de	 Estadística	 y	 Tecnología	 de	 la
Información	 y	Comunicaciones	del	Ministerio	 de	Trabajo	 y	Promoción	del
Empleo	 es	 el	 órgano	 responsable	 de	 supervisar	 la	 administración	 del
sistema	informático	para	la	notificación	de	accidentes	de	trabajo,	incidentes
peligrosos	 y	 enfermedades	 ocupacionales,	 así	 como	 de	 garantizar	 su
adecuado	uso,	mantenimiento	y	funcionalidad,	brindando	el	asesoramiento
técnico	necesario	a	las	áreas	y	usuarios	del	sistema.
Artículo	 122.-	 Si	 como	 consecuencia	 de	 un	 accidente	 de	 trabajo	 o	 una
enfermedad	 ocupacional	 se	 produjera	 la	 muerte	 del	 trabajador,	 el	 centro
médico	 asistencial	 público,	 privado,	militar,	 policial	 o	 de	 seguridad	 social
donde	 el	 trabajador	 es	 atendido,	 deberá	 notificar	 dicha	 circunstancia	 al
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	dentro	de	 las	 veinticuatro
(24)	horas	siguientes	de	ocurrido	el	hecho,	mediante	el	empleo	del	Sistema
Informático	de	Notificación	de	Accidentes	de	Trabajo,	Incidentes	Peligrosos
y	 Enfermedades	 Ocupacionales	 o,	 excepcionalmente,	 mediante
comunicación	 escrita	 remitida	 a	 la	 Dirección	 Regional	 de	 Trabajo	 y
Promoción	del	Empleo,	o	dependencia	correspondiente	a	la	localidad	en	la
que	se	produzca	el	fallecimiento.
Título	VII
De	la	supervisión,	fiscalización	y	sanción	de	las	actividades
sectoriales
Artículo	 123.-	 Conforme	 a	 lo	 establecido	 en	 la	 Segunda	 Disposición
Complementaria	 Final	 y	 la	 Primera	 y	 Sétima	Disposición	 Complementaria
Modificatoria	de	la	ley,	el	Sistema	de	Inspección	del	Trabajo	es	competente
para	 la	 supervisión,	 fiscalización	 y	 sanción	 por	 incumplimiento	 de	 las
disposiciones	 en	 materia	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo	 en	 toda
actividad,	 incluidas	 las	 actividades	 de	 minería	 y	 energía,	 de	 conformidad
con	lo	dispuesto	en	la	Ley	General	del	Inspección	del	Trabajo,	su	reglamento
y	normas	modificatorias.
En	el	caso	del	sector	público,	la	atribución	de	supervisión	y	fiscalización	de
la	 autoridad	 administrativa	 de	 trabajo	 se	 ejerce	 respecto	 de	 entidades
públicas	 con	 trabajadores	 bajo	 el	 régimen	 laboral	 de	 la	 actividad	 privada,
sin	 perjuicio	 de	 la	 colaboración	 interinstitucional	 que	 podrá	 establecerse
con	la	autoridad	nacional	del	servicio	civil,	en	el	marco	de	las	competencias
señalada	en	el	Decreto	Legislativo	N°	1023.
Disposición	Complementaria	Final
Única	 Disposición	 Complementaria	 Final.-	 Las	 reglas	 previstas	 en	 el
presente	 reglamento	 para	 las	 micro	 y	 pequeñas	 empresas	 también	 serán
aplicables	 a	 los	 empleadores	 comprendidos	 en	 la	 Sexta	 Disposición
Complementaria	 Final	 de	 la	 Ley	 de	 Promoción	 de	 la	 Competitividad,
Formalización	y	Desarrollo	de	la	Micro	y	Pequeña	Empresa	y	del	Acceso	al
Empleo	Decente,	Decreto	Legislativo	N°	1086.
Disposiciones	Complementarias	Transitorias
Primera	Disposición	Complementaria	Transitoria.-	El	Ministerio	de	Trabajo
y	Promoción	del	Empleo	coordinará	 la	expedición	de	 las	reglamentaciones
sectoriales	 y	 la	 elaboración	 de	 instrumentos	 técnicos	 con	 los	 sectores
competentes.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.-	 El	 Ministerio	 de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	y	la	Autoridad	Nacional	del	Servicio	Civil	-
Servir	 determinarán	 los	 mecanismos	 para	 la	 aplicación	 progresiva	 de	 lo
establecido	 en	 la	 ley	 y	 el	 presente	 reglamento	 a	 las	 entidades	 públicas,
atendiendo	 a	 su	 disponibilidad	 presupuestal,	 a	 las	 leyes	 especiales
aplicables,	así	como	a	las	consideraciones	técnicas	que	correspondan.
Tercera	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.-	 Los	 empleadores
continuarán	 llevando	 los	 registros	 obligatorios	 del	 Sistema	 de	 Gestión	 de
Seguridad	 y	 Salud	 en	 el	 Trabajo	 conforme	 a	 los	 procedimientos	 vigentes,
hasta	 que	 se	 aprueben	 los	 formatos	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 33	 del
reglamento.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.-Modificado.	 D.	 S.	 014-
2013-TR,	Art.	1°.	Las	auditorías	a	que	hace	referencia	el	artículo	43	de	 la
Ley	N°	29783	son	obligatorias	a	partir	del	1	de	enero	de	2015.	El	Ministerio
de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	 regulará	el	 registro	y	 acreditación	de
los	 auditores	 autorizados,	 así	 como	 la	 periodicidad	 de	 éstas.
Excepcionalmente	 hasta	 la	 entrada	 en	 vigencia	 del	 Registro	 de	 auditores
autorizados,	 los	 empleadores	 del	 sector	 energía	 y	 minas	 deben	 ser
auditados	por	quienes	figuren	en	el	Registro	de	Empresas	Supervisoras	del
Osinergmin.
Quinta	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.-	 A	 fin	 de	 determinar	 los
criterios	 para	 establecer	 las	 cuantías	 indemnizatorias	 establecidas	 en	 el
artículo	 95	 del	 presente	 reglamento,	 se	 establece	 una	 comisión
multisectorial.	Las	referidas	indemnizaciones	se	harán	efectivas	luego	de	la
expedición	y	publicación	de	la	resolución	ministerial	a	que	el	citado	artículo
hace	referencia.
Sexta	Disposición	Complementaria	Transitoria.-	El	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	 del	 Empleo	 regula	 mediante	 normas	 complementarias	 lo
pertinente	para	la	aplicación	de	la	ley	y	el	presente	reglamento,	en	el	ámbito
de	sus	competencias.
Sétima	Disposición	Complementaria	Transitoria.-	En	tanto	dure	el	proceso
de	 implementación	 de	 la	 Dirección	 de	 Promoción	 y	 Protección	 de	 los
Derechos	 Fundamentales	 y	 de	 la	 Seguridad	 y	 Salud	 en	 el	 Trabajo	 y	 de	 la
Dirección	 de	 Inspección	 del	 Trabajo	 en	 las	 direcciones	 o	 gerencias
regionales,	o	los	que	hagan	sus	veces,	en	instancias	regionales,	las	funciones
asignadas	 a	 dichos	 órganos	 serán	 asumidas	 transitoriamente	 por	 la
dirección	o	gerencia	regional	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	o	la	que
haga	sus	veces.
Octava	Disposición	Complementaria	Transitoria.-	La	Dirección	General	de
Derechos	Fundamentales	y	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	del	Ministerio
de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	establece	un	programa	de	capacitación
dirigido	a	la	micro	y	pequeña	empresa.	El	programa	de	capacitación	estará
orientado	a	informar	sobre	los	alcances	de	la	ley	y	el	presente	reglamento	y
facilitar	su	implementación.
Novena	Disposición	Complementaria	Transitoria.-	Con	 la	 finalidad	de	dar
aplicación	 a	 la	 nueva	 regulación	 sobre	 comité	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo	o	el	supervisor	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	los	empleadores
deben	 proceder	 a	 solicitar	 a	 la	 organización	 sindical,	 si	 la	 hubiera,	 que
convoque	 elecciones	 dentro	 de	 los	 primeros	 treinta	 (30)	 días	 hábiles	 de
publicado	el	presente	reglamento.
De	no	existir	organización	sindical,	el	empleador	debe	proceder	a	realizar
dicha	convocatoria	dentro	del	plazo	de	treinta	(30)	días	hábiles.
Los	nuevos	miembros	del	Comité	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	o	el
Supervisor	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	inician	sus	funciones	dentro
de	los	primeros	diez	(10)	días	hábiles	de	finalizado	el	proceso	de	elección.
Décima	Disposición	Complementaria	Transitoria.-	El	Ministerio	de	Trabajo
y	 Promoción	 del	 Empleo	 gestionará	 la	 conformación	 de	 una	 comisión
técnica	multisectorial	para	elaborar	la	propuesta	que	constituya	el	Registro
Único	de	Información	sobre	Accidentes	de	Trabajo,	Incidentes	Peligrosos	y
Enfermedades	Ocupacionales,	dentro	del	plazo	de	ciento	ochenta	(180)	días
hábiles	 de	 publicado	 el	 presente	 reglamento.	 La	 comisión	 debe	 estar
presidida	por	el	Viceministro	de	Trabajo	o	quien	éste	designe	y	la	secretaría
técnica	estará	a	cargo	de	la	Dirección	General	de	Derechos	Fundamentales	y
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.
Décimo	 Primera	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.-	 La	 regulación
de	los	servicios	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	está	a	cargo	del	Ministerio
de	Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 en	 coordinación	 con	 el	Ministerio	 de
Salud.
El	Ministerio	de	Salud	debe	crear	el	registro	de	los	servicios	de	seguridad	y
salud	en	el	trabajo	y	aprobar	las	guías	de	práctica	clínica	para	el	diagnóstico
de	 las	 enfermedades	 ocupacionales.	 La	 publicación	 de	 los	 documentos
referidos	se	realiza	dentro	de	 los	ciento	ochenta	(180)	días	calendarios	de
publicado	el	presente	reglamento.
Décimo	 Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.-	 El	 Consejo
Nacional	 de	 Seguridad	 y	 Salud	 en	 el	 Trabajo	 y	 los	 consejos	 regionales	 de
seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo	 deben	 instalarse	 dentro	 de	 los	 ciento
ochenta	(180)	días	calendario	de	publicado	el	presente	reglamento.
Décimo	 Tercera	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.-	 El	 primer
informe	anual	del	Consejo	Nacional	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	será
elaborado	en	enero	del	2013.
Décimo	 Cuarta.-	 Deróguense	 el	 Decreto	 Supremo	 N°	 009-2005-TR,	 sus
modificatorias,	 el	 Decreto	 Supremo	 N°	 012-2010-TR	 y	 la	 Resolución
Ministerial	N°	148-2007-TR.
Glosario	de	términos
Para	efectos	del	contenido	de	la	Ley	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	y	el
presente	reglamento	se	aplicarán	las	siguientes	definiciones:
Accidente	de	Trabajo	 (AT):	Todo	 suceso	 repentino	 que	 sobrevenga	 por
causa	o	con	ocasión	del	trabajo	y	que	produzca	en	el	trabajador	una	lesión
orgánica,	una	perturbación	funcional,	una	invalidez	o	la	muerte.	Es	también
accidente	de	trabajo	aquel	que	se	produce	durante	la	ejecución	de	órdenes
del	empleador,	o	durante	la	ejecución	de	una	labor	bajo	su	autoridad,	y	aun
fuera	del	lugar	y	horas	de	trabajo.
Según	 su	 gravedad,	 los	 accidentes	 de	 trabajo	 con	 lesiones	 personales
pueden	ser:
1.	Accidente	leve:	suceso	cuya	 lesión,	resultado	de	 la	evaluación	médica,
que	genera	en	el	accidentado	un	descanso	breve	con	retorno	máximo	al	día
siguiente	a	sus	labores	habituales.
2.	Accidente	incapacitante:	suceso	cuya	lesión,	resultado	de	la	evaluación
médica,	 da	 lugar	 a	 descanso,	 ausencia	 justificada	 al	 trabajo	 y	 tratamiento.
Para	 fines	 estadísticos,	 no	 se	 tomará	 en	 cuenta	 el	 día	 de	 ocurrido	 el
accidente.	Según	el	grado	de	 incapacidad	los	accidentes	de	trabajo	pueden
ser:
2.1.	 Total	 temporal:	 cuando	 la	 lesión	 genera	 en	 el	 accidentado	 la
imposibilidad	 de	 utilizar	 su	 organismo;	 se	 otorgará	 tratamiento	 médico
hasta	su	plena	recuperación.
2.2.	Parcial	permanente:	cuando	la	lesión	genera	la	pérdida	parcial	de	un
miembro	u	órgano	o	de	las	funciones	del	mismo.
2.3.	 Total	 permanente:	 cuando	 la	 lesión	 genera	 la	 pérdida	 anatómica	 o
funcional	 total	de	un	miembro	u	órgano;	o	de	 las	 funciones	del	mismo.	Se
considera	a	partir	de	la	pérdida	del	dedo	meñique.
3.	 Accidente	 mortal:	 suceso	 cuyas	 lesiones	 producen	 la	 muerte	 del
trabajador.	Para	efectos	estadísticos	debe	considerarse	la	fecha	del	deceso.
Actividad:	 Ejercicio	 u	 operaciones	 industriales	 o	 de	 servicios
desempeñadas	 por	 el	 empleador,	 en	 concordancia	 con	 la	 normatividad
vigente.
Actividades,	 procesos,	 operaciones	o	 labores	de	 alto	 riesgo:	Aquellas
que	impliquen	una	probabilidad	elevada	de	ser	la	causa	directa	de	un	daño	a
la	 salud	 del	 trabajador	 con	 ocasión	 o	 como	 consecuencia	 del	 trabajo	 que
realiza.	 La	 relación	 de	 actividades	 calificadas	 como	 de	 alto	 riesgo	 será
establecida	por	la	autoridad	competente.
Actividades	 insalubres:	 Aquellas	 que	 generen	 directa	 o	 indirectamente
perjuicios	para	la	salud	humana.
Actividades	 peligrosas:	 Operaciones	 o	 servicios	 en	 las	 que	 el	 objeto	 de
fabricar,	 manipular,	 expender	 o	 almacenar	 productos	 o	 substancias	 es
susceptible	de	originar	riesgos	graves	por	explosión,	combustión,	radiación,
inhalación	 u	 otros	 modos	 de	 contaminación	 similares	 que	 impacten
negativamente	en	la	salud	de	las	personas	o	los	bienes.
Auditoría:	Procedimiento	sistemático,	independiente	y	documentado	para
evaluar	un	Sistema	de	Gestión	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo,	que	 se
llevará	 a	 cabo	 de	 acuerdo	 a	 la	 regulación	 que	 establece	 el	 Ministerio	 de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
Autoridad	 competente:	 Ministerio,	 entidad	 gubernamental	 o	 autoridad
pública	encargada	de	reglamentar,	controlar	y	fiscalizar	el	cumplimiento	de
las	disposiciones	legales.
Archivo	activo:	Es	el	archivo	físico	o	electrónico	donde	los	documentos	se
encuentra	en	forma	directa	y	accesible	a	la	persona	que	lo	va	a	utilizar.
Archivo	pasivo:	Es	el	archivo	físico	o	electrónico	donde	los	documentos	no
se	encuentra	en	forma	directa	y	accesible	a	la	persona	que	lo	va	a	utilizar.
Capacitación:	Actividad	que	consiste	en	trasmitir	conocimientos	teóricos	y
prácticos	 para	 el	 desarrollo	 de	 competencias,	 capacidades	 y	 destrezas
acerca	del	proceso	de	trabajo,	la	prevención	de	los	riesgos,	la	seguridad	y	la
salud.
Causas	 de	 los	 accidentes:	 Son	 uno	 o	 varios	 eventos	 relacionados	 que
concurren	para	generar	un	accidente.	Se	dividen	en:
1.	Falta	de	control:	son	fallas,	ausencias	o	debilidades	administrativas	en
la	conducción	del	empleador	o	servicio	y	en	la	fiscalización	de	las	medidas
de	protección	de	la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
2.	Causas	básicas:	referidas	a	factores	personales	y	factores	de	trabajo:
2.1.	Factores	personales:	referidos	a	 limitaciones	en	experiencias,	 fobias
y	tensiones	presentes	en	el	trabajador.
2.2.	 Factores	 del	 trabajo:	 referidos	 al	 trabajo,	 las	 condiciones	 y	 medio
ambiente	 de	 trabajo:	 organización,	 métodos,	 ritmos,	 turnos	 de	 trabajo,
maquinaria,	 equipos,	 materiales,	 dispositivos	 de	 seguridad,	 sistemas	 de
mantenimiento,	ambiente,	procedimientos,	comunicación,	entre	otros.
3.	 Causas	 inmediatas:	 son	 aquellas	 debidas	 a	 los	 actos	 condiciones
subestándares.
3.1.	 Condiciones	 subestándares:	 Es	 toda	 condición	 en	 el	 entorno	 del
trabajo	que	puede	causar	un	accidente.
3.2.	Actos	subestándares:	Es	 toda	acción	o	práctica	 incorrecta	ejecutada
por	el	trabajador	que	puede	causar	un	accidente.
Comité	 de	 Seguridad	 y	 Salud	 en	 el	 Trabajo:	 Es	 un	 órgano	 bipartito	 y
paritario	 constituido	 por	 representantes	 del	 empleador	 y	 de	 los
trabajadores,	con	las	facultades	y	obligaciones	previstas	por	la	legislación	y
la	 práctica	 nacional,	 destinado	 a	 la	 consulta	 regular	 y	 periódica	 de	 las
actuaciones	del	empleador	en	materia	de	prevención	de	riesgos.
Condiciones	 y	 medio	 ambiente	 de	 trabajo:	 Son	 aquellos	 elementos,
agentes	 o	 factores	 que	 tienen	 influencia	 en	 la	 generación	 de	 riesgos	 que
afectan	 la	 seguridad	 y	 salud	 de	 los	 trabajadores.	 Quedan	 específicamente
incluidos	en	esta	definición:
-	 Las	 características	 generales	 de	 los	 locales,	 instalaciones,	 equipos,
productos	y	demás	elementos	materiales	existentes	en	el	centro	de	trabajo.
-	La	naturaleza,	intensidades,	concentraciones	o	niveles	de	presencia	de	los
agentes	físicos,	químicos	y	biológicos	presentes	en	el	ambiente	de	trabajo	y
sus	correspondientes	intensidades,	concentraciones	o	niveles	de	presencia.
-	Los	procedimientos,	métodos	de	trabajo	y	tecnologías	establecidas	para	la
utilización	o	procesamiento	de	 los	agentes	citados	en	el	apartado	anterior,
que	influyen	en	la	generación	de	riesgos	para	los	trabajadores.
-	La	organización	y	ordenamiento	de	las	labores	y	las	relaciones	laborales,
incluidos	los	factores	ergonómicos	y	psicosociales.
Condiciones	 de	 salud:	 Son	 el	 conjunto	 de	 variables	 objetivas	 de	 orden
fisiológico,	 psicológico	 y	 sociocultural	 que	 determinan	 el	 perfil
sociodemográfico	y	de	morbilidad	de	la	población	trabajadora.
Contaminación	del	ambiente	de	trabajo:	Es	 toda	alteración	o	nocividad
que	 afecta	 la	 calidad	 del	 aire,	 suelo	 y	 agua	 del	 ambiente	 de	 trabajo	 cuya
presencia	 y	 permanencia	 puede	 afectar	 la	 salud,	 la	 integridad	 física	 y
psíquica	de	los	trabajadores.
Contratista:	 Persona	 o	 empresa	 que	 presta	 servicios	 remunerados	 a	 un
empleador	con	especificaciones,	plazos	y	condiciones	convenidos.
Control	 de	 riesgos:	 Es	 el	 proceso	 de	 toma	 de	 decisiones	 basadas	 en	 la
información	obtenida	 en	 la	 evaluación	de	 riesgos.	 Se	 orienta	 a	 reducir	 los
riesgos	a	través	de	la	propuesta	de	medidas	correctivas,	 la	exigencia	de	su
cumplimiento	y	la	evaluación	periódica	de	su	eficacia.
Cultura	 de	 seguridad	 o	 cultura	 de	 prevención:	 Conjunto	 de	 valores,
principios	 y	 normas	 de	 comportamiento	 y	 conocimiento	 respecto	 a	 la
prevención	 de	 riesgos	 en	 el	 trabajo	 que	 comparten	 los	miembros	 de	 una
organización.
Emergencia:	Evento	o	suceso	grave	que	surge	debido	a	factores	naturales
o	como	consecuencia	de	riesgos	y	procesos	peligrosos	en	el	trabajo	que	no
fueron	considerados	en	la	gestión	de	la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
Enfermedad	 profesional	 u	 ocupacional:	 Es	 una	 enfermedad	 contraída
como	resultado	de	la	exposición	a	factores	de	riesgo	relacionadas	al	trabajo.
Empleador:	Toda	persona	natural	o	jurídica,	privada	o	pública,	que	emplea
a	uno	o	varios	trabajadores.
Equipos	 de	 Protección	 Personal	 (EPP):	 Son	 dispositivos,	 materiales	 e
indumentaria	personal	destinados	a	cada	trabajador	para	protegerlo	de	uno
o	 varios	 riesgos	 presentes	 en	 el	 trabajo	 y	 que	 puedan	 amenazar	 su
seguridad	y	salud.	Los	EPP	son	una	alternativa	temporal	y	complementaria
a	las	medidas	preventivas	de	carácter	colectivo.
Ergonomía:	Llamada	también	 ingeniería	humana.	Es	 la	ciencia	que	busca
optimizar	la	interacción	entre	el	trabajador,	máquina	y	ambiente	de	trabajo
con	el	fin	de	adecuar	los	puestos,	ambientes	y	la	organización	del	trabajo	a
las	 capacidades	 y	 características	 de	 los	 trabajadores	 a	 fin	 de	 minimizar
efectos	negativos	y	mejorar	el	rendimiento	y	la	seguridad	del	trabajador.
Estándares	de	 trabajo:	Son	 los	modelos,	 pautas	 y	 patrones	 establecidos
por	 el	 empleador	 que	 contienen	 los	 parámetros	 y	 los	 requisitos	mínimos
aceptables	de	medida,	cantidad,	calidad,	valor,	peso	y	extensión	establecidos
por	 estudios	 experimentales,	 investigación,	 legislación	vigente	o	 resultado
del	avance	tecnológico,	con	los	cuales	es	posible	comparar	las	actividades	de
trabajo,	 desempeño	 y	 comportamiento	 industrial.	 Es	 un	 parámetro	 que
indica	 la	 forma	 correcta	 de	 hacer	 las	 cosas.	 El	 estándar	 satisface	 las
siguientes	preguntas:	¿Qué?,	¿Quién?	y	¿Cuándo?.
Evaluación	de	 riesgos:	Es	 el	 proceso	 posterior	 a	 la	 identificación	 de	 los
peligros,	 que	 permite	 valorar	 el	 nivel,	 grado	 y	 gravedad	 de	 los	 mismos
proporcionando	 la	 información	 necesaria	 para	 que	 el	 empleador	 se
encuentre	 en	 condiciones	 de	 tomar	 una	 decisión	 apropiada	 sobre	 la
oportunidad,	prioridad	y	tipo	de	acciones	preventivas	que	debe	adoptar.
Exposición:	 Presencia	 de	 condiciones	 y	 medio	 ambiente	 de	 trabajo	 que
implica	un	determinado	nivel	de	riesgo	para	los	trabajadores.
Gestión	 de	 la	 seguridad	 y	 salud:	 Aplicación	 de	 los	 principios	 de	 la
administración	 moderna	 a	 la	 seguridad	 y	 salud,	 integrándola	 a	 la
producción,	calidad	y	control	de	costos.
Gestión	 de	 riesgos:	 Es	 el	 procedimiento	 que	 permite,	 una	 vez
caracterizado	 el	 riesgo,	 la	 aplicación	 de	 las	 medidas	más	 adecuadas	 para
reducir	al	mínimo	los	riesgos	determinados	y	mitigar	sus	efectos,	al	tiempo
que	se	obtienen	los	resultados	esperados.
Identificación	 de	 peligros:	 Proceso	 mediante	 el	 cual	 se	 localiza	 y
reconoce	que	existe	un	peligro	y	se	definen	sus	características.
Incidente:	 Suceso	 acaecido	 en	 el	 curso	 del	 trabajo	 o	 en	 relación	 con	 el
trabajo,	en	el	que	 la	persona	afectada	no	sufre	 lesiones	corporales,	o	en	el
que	éstas	sólo	requieren	cuidados	de	primeros	auxilios.
Incidente	 peligroso:	 Todo	 suceso	 potencialmente	 riesgoso	 que	 pudiera
causar	 lesiones	 o	 enfermedades	 a	 las	 personas	 en	 su	 trabajo	 o	 a	 la
población.
Inducción	 u	 orientación:	 Capacitación	 inicial	 dirigida	 a	 otorgar
conocimientos	 e	 instrucciones	 al	 trabajador	 para	 que	 ejecute	 su	 labor	 en
forma	segura,	eficiente	y	correcta.	Se	divide	normalmente	en:
-	 Inducción	 general:	 capacitación	 al	 trabajador	 sobre	 temas	 generales
como	 política,	 beneficios,	 servicios,	 facilidades,	 normas,	 prácticas,	 y	 el
conocimiento	 del	 ambiente	 laboral	 del	 empleador,	 efectuada	 antes	 de
asumir	su	puesto.
-	 Inducción	 específica:	 capacitación	 que	 brinda	 al	 trabajador	 la
información	 y	 el	 conocimiento	 necesario	 que	 lo	 prepara	 para	 su	 labor
específica.
Investigación	de	 accidentes	 e	 incidentes:	 Proceso	de	 identificación	de	 los
factores,	 elementos,	 circunstancias	 y	 puntos	 críticos	 que	 concurren	 para
causar	los	accidentes	e	incidentes.	La	finalidad	de	la	investigación	es	revelar
la	 red	 de	 causalidad	 y	 de	 ese	modo	 permite	 a	 la	 dirección	 del	 empleador
tomar	las	acciones	correctivas	y	prevenir	la	recurrencia	de	los	mismos.
Inspección:	Verificación	del	cumplimiento	de	 los	estándares	establecidos
en	 las	 disposiciones	 legales.	 Proceso	 de	 observación	 directa	 que	 acopia
datos	sobre	el	 trabajo,	sus	procesos,	condiciones,	medidas	de	protección	y
cumplimiento	de	dispositivos	legales	en	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
Lesión:	 Alteración	 física	 u	 orgánica	 que	 afecta	 a	 una	 persona	 como
consecuencia	de	un	accidente	de	trabajo	o	enfermedad	ocupacional.
Lugar	de	trabajo:	Todo	sitio	o	área	donde	los	trabajadores	permanecen	y
desarrollan	su	trabajo	o	adonde	tienen	que	acudir	para	desarrollarlo.
Mapa	de	riesgos:	Puede	ser:
-	 En	 el	 empleador	 u	 organización:	 es	 un	 plano	 de	 las	 condiciones	 de
trabajo,	que	puede	emplear	diversas	técnicas	para	identificar	y	localizar	los
problemas	 y	 las	 acciones	 de	 promoción	 y	 protección	 de	 la	 salud	 de	 los
trabajadores	en	la	organización	del	empleador	y	los	servicios	que	presta.
-	A	nivel	nacional:	compendio	de	información	organizada	y	sistematizada
geográficamente	 a	 nivel	 nacional	 subregional	 sobre	 las	 amenazas,
incidentes	o	actividades	que	son	valoradas	como	riesgos	para	la	operación
segura	de	una	empresa	u	organización.
Medidas	 coercitivas:	 Constituyen	 actos	 de	 intimidación,	 amenaza	 o
amedrentamiento	realizados	al	trabajador	con	la	finalidad	de	desestabilizar
el	vínculo	laboral.
Medidas	de	prevención:	Las	acciones	que	se	adoptan	con	el	fin	de	evitar	o
disminuir	los	riesgos	derivados	del	trabajo	y	que	se	encuentran	dirigidas	a
proteger	la	salud	de	los	trabajadores	contra	aquellas	condiciones	de	trabajo
que	generan	daños	que	sean	consecuencia,	guarden	relación	o	sobrevengan
durante	 el	 cumplimiento	 de	 sus	 labores.	 Además,	 son	 medidas	 cuya
implementación	constituye	una	obligación	y	deber	de	los	empleadores.
Observador:	Aquel	miembro	del	sindicato	mayoritario	a	que	se	refiere	el
artículo	29	de	la	ley,	que	cuenta	únicamente	con	las	facultades	señaladas	en
el	artículo	61	del	reglamento.
Peligro:	 Situación	 o	 característica	 intrínseca	 de	 algo	 capaz	 de	 ocasionar
daños	a	las	personas,	equipos,	procesos	y	ambiente.
Pérdidas:	Constituye	todo	daño	o	menoscabo	que	perjudica	al	empleador.
Plan	 de	 emergencia:	 Documento	 guía	 de	 las	 medidas	 que	 se	 deberán
tomar	ante	ciertas	condiciones	o	situaciones	de	gran	envergadura	e	incluye
responsabilidades	 de	 personas	 y	 departamentos,	 recursos	 del	 empleador
disponibles	 para	 su	 uso,	 fuentes	 de	 ayuda	 externas,	 procedimientos
generales	a	 seguir,	 autoridad	para	 tomar	decisiones,	 las	 comunicaciones	e
informes	exigidos.
Programa	 anual	 de	 seguridad	 y	 salud:	 Conjunto	 de	 actividades	 de
prevención	en	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	que	establece	la	organización,
servicio	o	empresa	para	ejecutar	a	lo	largo	de	un	año.
Prevención	 de	 accidentes:	 Combinación	 de	 políticas,	 estándares,
procedimientos,	 actividades	 y	 prácticas	 en	 el	 proceso	 y	 organización	 del
trabajo,	que	establece	el	empleador	con	el	objetivo	de	prevenir	 los	riesgos
en	el	trabajo.
Primeros	auxilios:	Protocolos	de	 atención	de	 emergencia	 a	una	persona
en	el	trabajo	que	ha	sufrido	un	accidente	o	enfermedad	ocupacional.
Proactividad:	 Actitud	 favorable	 en	 el	 cumplimiento	 de	 las	 normas	 de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo	con	diligencia	y	eficacia.
Procesos,	 actividades,	 operaciones,	 equipos	 o	 productos	 peligrosos:
Aquellos	 elementos,	 factores	 o	 agentes	 físicos,	 químicos,	 biológicos,
ergonómicos,	mecánicos	o	psicosociales,	que	están	presentes	en	el	proceso
de	trabajo,	según	las	definiciones	y	parámetros	que	establezca	la	legislación
nacional	y	que	originen	riesgos	para	la	seguridad	y	salud	de	los	trabajadores
que	los	desarrollen	o	utilicen.
Representante	de	los	trabajadores:	Trabajador	elegido,	de	conformidad
con	la	 legislación	vigente,	para	representar	a	 los	trabajadores	en	el	comité
de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
Riesgo:	 Probabilidad	 de	 que	 un	 peligro	 se	 materialice	 en	 determinadas
condiciones	y	genere	daños	a	las	personas,	equipos	y	al	ambiente.
Riesgo	laboral:	Probabilidad	 de	 que	 la	 exposición	 a	 un	 factor	 o	 proceso
peligroso	en	el	trabajo	cause	enfermedad	o	lesión.
Salud:	 Es	 un	 derecho	 fundamental	 que	 supone	 un	 estado	 de	 bienestar
físico,	 mental	 y	 social,	 y	 no	 meramente	 la	 ausencia	 de	 enfermedad	 o	 de
incapacidad.
Salud	 ocupacional:	 Rama	 de	 la	 salud	 pública	 que	 tiene	 como	 finalidad
promover	y	mantener	el	mayor	grado	de	bienestar	físico,	mental	y	social	de
los	 trabajadores	 en	 todas	 las	 ocupaciones;	 prevenir	 todo	 daño	 a	 la	 salud
causado	 por	 las	 condiciones	 de	 trabajo	 y	 por	 los	 factores	 de	 riesgo;	 y
adecuar	el	trabajo	al	trabajador,	atendiendo	a	sus	aptitudes	y	capacidades.
Seguridad:	 Son	 todas	 aquellas	 acciones	 y	 actividades	 que	 permiten	 al
trabajador	 laborar	en	 condiciones	de	no	agresión	 tanto	ambientales	 como
personales	 para	 preservar	 su	 salud	 y	 conservar	 los	 recursos	 humanos	 y
materiales.
Sistema	de	Gestión	de	la	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo:	Conjunto	de
elementos	interrelacionados	o	interactivos	que	tienen	por	objeto	establecer
una	 política,	 objetivos	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo,	 mecanismos	 y
acciones	 necesarios	 para	 alcanzar	 dichos	 objetivos,	 estando	 íntimamente
relacionado	 con	 el	 concepto	 de	 responsabilidad	 social	 empresarial,	 en	 el
orden	 de	 crear	 conciencia	 sobre	 el	 ofrecimiento	 de	 buenas	 condiciones
laborales	a	los	trabajadores	mejorando,	de	este	modo,	su	calidad	de	vida,	y
promoviendo	la	competitividad	de	los	empleadores	en	el	mercado.
Sistema	 Nacional	 de	 Seguridad	 y	 Salud	 en	 el	 Trabajo:	 Conjunto	 de
agentes	y	factores	articulados	en	el	ámbito	nacional	y	en	el	marco	legal	de
cada	 Estado	 que	 fomentan	 la	 prevención	 de	 los	 riesgos	 laborales	 y	 la
promoción	 de	 las	 mejoras	 de	 las	 condiciones	 de	 trabajo,	 tales	 como	 la
elaboración	de	normas,	 la	 inspección,	 la	 formación,	promoción	y	apoyo,	el
registro	 de	 información,	 la	 atención	 y	 rehabilitación	 en	 salud	 y	 el
aseguramiento,	la	vigilancia	y	control	de	la	salud,	la	participación	y	consulta
a	 los	 trabajadores,	 y	 que	 contribuyen,	 con	 la	 participación	 de	 los
interlocutores	 sociales,	 a	 definir,	 desarrollar	 y	 evaluar	 periódicamente	 las
acciones	que	 garanticen	 la	 seguridad	y	 salud	de	 los	 trabajadores	 y,	 en	 los
empleadores,	 a	 mejorar	 los	 procesos	 productivos,	 promoviendo	 su
competitividad	en	el	mercado.
Supervisor	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo:	Trabajador	capacitado	y
designado	 por	 los	 trabajadores,	 en	 las	 empresas,	 organizaciones,
instituciones	o	entidades	públicas,	incluidas	las	fuerzas	armadas	y	policiales
con	menos	de	veinte	(20)	trabajadores.
Trabajador:	 Toda	 persona	 que	 desempeña	 una	 actividad	 laboral
subordinada	o	autónoma,	para	un	empleador	privado	o	para	el	Estado.
NOTA:	Texto	del	artículo	31	según	fe	de	erratas	publicada	el	28	de	abril	del	2012.
FUNCIONES	DE	SUPERVISIÓN,	FISCALIZACIÓN	Y	SANCIÓN
TRANSFERIDAS	DEL	OSINERGMING	AL	MTPE
D.	S.	002-2012-TR.
ART.	 1°.—De	 las	 funciones	 transferidas	 en	 materia	 de	 seguridad	 y
salud	en	el	trabajo	por	la	Ley	N°	29783.	Precísese	que	 las	competencias
transferidas	del	Organismo	Supervisor	de	la	Inversión	en	Energía	y	Minería
-	 Osinergmin	 al	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 son	 las
relativas	a	la	supervisión,	fiscalización	y	sanción	de	las	normas	de	seguridad
y	salud	en	el	 trabajo	de	 las	actividades	de	energía	y	minas.	Las	normas	de
energía	 y	 minas	 no	 vinculadas	 con	 las	 obligaciones	 o	 derechos	 laborales
sobre	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	no	son	competencia	del	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	respecto	a	las	funciones
transferidas,	 ejerce	 las	atribuciones	de	 supervisión,	 fiscalización	y	 sanción
en	ámbito	nacional,	a	través	de	sus	órganos	de	línea	correspondientes.
D.	S.	002-2012-TR.
ART.	 2°.—Aranceles	 por	 fiscalización.	 Los	 aranceles	 que	 cobra	 el
Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 por	 la	 función	 de
fiscalización	 referida	 en	 el	 artículo	 1°	 del	 presente	 decreto	 supremo,	 se
pagan	por	 las	empresas	supervisadas	dentro	del	plazo	de	quince	(15)	días
calendario,	contados	desde	la	notificación	de	la	liquidación	realizada	por	el
ministerio	 por	 la(s)	 fiscalizaciones	 realizadas	 durante	 el	 semestre	 fiscal
correspondiente.
El	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 aprueba	 mediante
decreto	supremo	los	aranceles,	conforme	a	las	competencias	establecidas	en
la	 Tercera	 Disposición	 Complementaria	 Final	 de	 la	 Ley	 N°	 29783,	 Ley	 de
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.
D.	S.	002-2012-TR.
ART.	 3°.—Lista	 de	 peritos	 en	 materia	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo.	El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	de	acuerdo	a	lo
establecido	en	el	artículo	7°	de	la	Ley	N°	28806,	Ley	General	de	Inspección
del	Trabajo,	conforma	una	lista	de	peritos	en	seguridad	y	salud	en	el	trabajo
con	el	objeto	de	emitir	informes	técnicos	a	la	inspección	del	trabajo,	cuando
ésta	lo	requiera.
El	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 regula	 mediante
resolución	ministerial	 los	 requisitos	 para	 acceder	 a	 la	 lista	 de	 peritos,	 los
criterios	de	elección,	y	 la	 forma	de	contratación	y	pago	de	honorarios;	 sin
perjuicio	 de	 las	 reglas	 especiales	 en	 la	 inspección	 de	 las	 actividades	 de
energía	 y	 minas,	 las	 que	 se	 financian	 con	 el	 arancel	 de	 fiscalización
establecido	en	la	ley.
D.	S.	002-2012-TR.
ART.	4°.—Del	refrendo.	El	presente	decreto	supremo	es	refrendado	por	el
Ministro	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
D.	S.	002-2012-TR.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Órganos	 competentes	 del
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.	La	Dirección	Regional	de
Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 de	 Lima	 Metropolitana	 es	 el	 órgano
competente	 para	 los	 efectos	 de	 lo	 referido	 en	 el	 artículo	 1°	 del	 presente
decreto	supremo	en	el	ámbito	nacional.	La	Dirección	General	de	Inspección
del	Trabajo	es	el	órgano	competente	para	expedir	las	órdenes	de	inspección
sobre	las	materias	transferidas.
D.	S.	002-2012-TR.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Referencias	 normativas.
Toda	 referencia	 a	 las	 funciones	 de	 supervisión,	 fiscalización	 y	 sanción	 en
materia	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo	 transferidas	 del	 Organismo
Supervisor	de	la	Inversión	en	Energía	y	Minería	-	Osinergmin	por	la	Ley	N°
29783,	 se	 entiende	 efectuada	 al	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del
Empleo.
D.	S.	002-2012-TR.
Tercera	Disposición	 Complementaria	 Final.—Normas	 complementarias.
Mediante	 resolución	ministerial	 el	Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del
Empleo	 emite	 las	 disposiciones	 complementarias	 del	 presente	 decreto
supremo.
D.	S.	002-2012-TR.
Primera	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Plazos	y	procesos	de
fiscalización	 y	 sanción.	 Los	 plazos	 administrativos	 relativos	 a	 los
procedimientos	o	actos	de	supervisión,	fiscalización	y	sanción,	relacionados
con	las	materias	transferidas,	iniciados	antes	de	la	entrada	en	vigencia	de	la
Ley	N°	29783,	referidas	en	el	artículo	1°	del	presente	decreto	supremo,	se
consideran	prorrogados	hasta	el	30	de	abril	del	2012;	sin	perjuicio	de	que	la
autoridad	administrativa	de	trabajo	resuelva	de	manera	anticipada.
D.	S.	002-2012-TR.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Normas	 aplicables
en	 los	 procedimientos	 de	 fiscalización	 y	 sanción	 transferidos.	 Los
procedimientos	 de	 sanción,	 referidos	 en	 la	 Primera	 Disposición
Complementaria	 Transitoria	 del	 presente	 decreto	 supremo,	 continúan
regulados	 por	 las	 normas,	 sustantivas	 y	 procedimentales,	 con	 la	 que	 se
iniciaron.	En	el	caso	de	los	actos	de	fiscalización	que	a	la	entrada	en	vigencia
de	la	Ley	N°	29783,	no	hubiesen	derivado	en	un	procedimiento	de	sanción,
les	resulta	aplicables	la	Ley	N°	28806	y	sus	normas	reglamentarias.
NOTA:	Numeración	del	decreto	según	fe	de	erratas	publicada	el	29	de	febrero	del	2012.
R.	M.	312-2011/Minsa.
ART.	 1°.—Aprobar	 el	 Documento	 Técnico:	 “Protocolos	 de	 exámenes
médico	 ocupacionales	 y	 guías	 de	 diagnóstico	 de	 los	 exámenes	 médicos
obligatorios	 por	 actividad”,	 que	 forma	 parte	 integrante	 de	 la	 presente
resolución.
DOCUMENTO	TÉCNICO:
PROTOCOLOS	DE	EXÁMENES	MÉDICO	OCUPACIONALES	Y
GUÍAS	DE	DIAGNÓSTICO	DE	LOS	EXÁMENES	MÉDICOS
OBLIGATORIOS	POR	ACTIVIDAD
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I.-	Introducción
En	las	últimas	décadas	han	tenido	lugar	importantes	avances	tecnológicos
en	los	ambientes	laborales,	los	cuales,	junto	con	la	rápida	globalización,	han
transformado	 el	 trabajo	 para	 muchas	 personas	 en	 todo	 el	 mundo.	 Los
efectos	 de	 dichos	 cambios	 en	 la	 seguridad	 y	 la	 salud	 en	 el	 trabajo	 (SST)
también	han	sido	notorios.	En	algunos	casos,	 se	han	reducido	o	eliminado
peligros	 y	 riesgos	 más	 tradicionales,	 por	 ejemplo,	 a	 través	 de	 la
automatización	industrial,	pero	las	nuevas	tecnologías	también	han	creado
nuevos	riesgos1.
Según	las	recomendaciones	de	la	Organización	Mundial	de	Salud	(OMS),	es
preciso	adoptar	medidas	para	reducir	al	mínimo	las	diferencias	que	existen
entre	los	diversos	grupos	de	trabajadores	en	lo	que	respecta	a	los	niveles	de
riesgo	 y	 el	 estado	 de	 salud.	 Deberá	 prestarse	 particular	 atención	 a	 los
sectores	 económicos	 de	 alto	 riesgo	 y	 a	 los	 sectores	 desatendidos	 y
vulnerables	de	 la	población	activa,	por	ejemplo	 los	 trabajadores	 jóvenes	y
los	 de	 edad	 avanzada,	 las	 personas	 con	 discapacidades	 y	 los	 trabajadores
migrantes,	 teniendo	 en	 cuenta	 aspectos	 de	 equiparación	 entre	 los	 sexos.
Asimismo,	 se	 deberán	 establecer	 programas	 concretos	 en	 materia	 de
seguridad	y	salud	en	el	 trabajo	para	el	personal	sanitario.	Por	otro	 lado	el
creciente	 sector	 no	 estructurado	 de	 la	 economía,	 se	 ha	 asociado	 con
frecuencia	a	condiciones	de	trabajo	peligrosas2.
Las	enfermedades	relacionadas	al	trabajo	están	causadas	por	la	exposición
a	agentes	químicos,	biológicos,	ergonómicos,	psicosociales	y	a	riesgos	físicos
en	los	ambientes	de	trabajo.	Aunque	su	frecuencia	quizá	sea	menor	que	 la
de	otras	grandes	afecciones	 incapacitantes,	 está	probado	que	afectan	a	un
número	 considerable	 de	 personas,	 sobre	 todo	 en	 los	 países	 en	 rápido
proceso	 de	 industrialización.	 En	 muchos	 casos,	 las	 enfermedades
relacionadas	al	trabajo	son	graves	e	incapacitantes,	pero	dos	circunstancias
permiten	 prevenirlas	 con	 facilidad:	 en	 primer	 lugar,	 sus	 agentes	 causales
pueden	 identificarse,	 medirse	 y	 controlarse;	 en	 segundo	 lugar,	 las
poblaciones	expuestas	suelen	ser	de	fácil	acceso	y	se	pueden	vigilar	y	tratar
con	 regularidad.	 Además,	 las	 alteraciones	 iniciales	 son	 con	 frecuencia
reversibles	 si	 se	 tratan	 con	 prontitud;	 de	 ahí	 la	 gran	 importancia	 de	 la
detección	 precoz	 de	 toda	 enfermedad	 relacionada	 al	 trabajo3	 y	 de	 la
identificación	de	las	condiciones	pre	patogénicas.
En	la	actualidad,	la	notificación	de	las	enfermedades	relacionadas	al	trabajo
es	 incompleta,	 por	 lo	 que	 se	 espera	 que	 el	 presente	 Documento	 Técnico
estimule	 a	 los	 Servicios	 de	 Salud	 Ocupacional	 (SSO)	 de	 las	 empresas	 a
reglamentar	oportunamente	la	declaración	de	esas	enfermedades	así	como
de	 sus	 estados	 pre	 patogénico.	 Se	 recomienda	 que	 en	 la	 reglamentación
sobre	 medicina	 ocupacional	 se	 establezca	 que	 todo	 trabajador
potencialmente	 expuesto	 a	 un	 riesgo	 ocupacional	 pueda	 tener	 acceso	 a	 la
supervisión	 sanitaria	 y	 recibir	 asesoramiento	 en	 materia	 de	 salud
ocupacional	 desde	 el	 punto	 de	 vista	 médico.	 La	 salud,	 la	 seguridad	 y	 el
bienestar	 de	 los	 trabajadores	 son	 de	 fundamental	 importancia	 para	 los
propios	 trabajadores	 y	 sus	 familias,	 y	 también	 para	 la	 productividad,	 la
competitividad	 y	 la	 sostenibilidad	 de	 las	 empresas	 y,	 por	 ende,	 para	 las
economías	del	país4.
Los	 SSO	 deberían	 establecer	 un	 programa	 de	 actividades	 adaptado	 a	 la
empresa	o	a	las	empresas	a	las	que	sirven,	principalmente	en	función	de	los
riesgos	 ocupacionales	 que	 se	presentan	 en	 los	 lugares	de	 trabajo	 y	 de	 los
problemas	 específicos	 que	 se	 plantean	 en	 las	 respectivas	 ramas	 de	 la
actividad	 económica.	 Una	 de	 las	 actividades	 del	 SSO	 es	 la	 vigilancia	 de	 la
salud	 de	 los	 trabajadores	 que	 debe	 de	 abarcar	 todas	 las	 evaluaciones
necesarias	para	proteger	el	estado	de	salud	en	la	población	laboral.
El	 presente	Documento	 Técnico	 responde	 a	 la	 necesidad	 de	 los	 SSO,	 que
prestan	 servicios	 a	 los	 empleadores	 de	 las	 diferentes	 actividades
económicas	 del	 país,	 para	 la	 mejora	 de	 la	 salud	 y	 la	 calidad	 de	 vida	 de
10’731.213	 de	 habitantes	 (Población	 Económicamente	 Activa)	 que
representa	 un	 39,9%	 de	 la	 población	 total	 del	 país,	 siendo	 la	 tasa	 de
actividad	para	el	sexo	 femenino	de	37,5%	y	el	masculino	con	el	62.5%.	La
agricultura,	 ganadería,	 y	 silvicultura	 representan	 la	 actividad	 económica
que	ocupa	 el	mayor	número	de	 trabajadores,	 23,3%	del	 total,	 seguido	del
comercio	 (15,5%),	 industrias	 manufactureras	 (9.3%),	 transporte	 y
comunicaciones	(8,3%),	las	actividades	económicas	de	menor	ocupación	de
trabajadores	se	encuentran	en	las	de	intermediación	financiera.	la	pesca	y	el
suministro	 de	 electricidad,	 gas	 y	 agua	 con	 0,7%,	 0,6%	 y	 0,2%
respectivamente5.	 asimismo	 las	 actividades	 de	 mayor	 riesgo	 son	 los
sectores	de	construcción,	minería,	 agricultura,	manufactura	y	 salud.	En	 tal
sentido	 el	Ministerio	 de	 Salud	 (Minsa)	 como	Autoridad	Nacional	 de	 Salud
establece	las	medidas	de	prevención	imprescindibles	para	atender	la	Salud
de	los	Trabajadores,	según	su	actividad	económica,	en	concordancia	con	la
normatividad	 vigente	 del	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 de	 Empleo
(MTPE)6
II.	Finalidad
Proteger	 y	 promover	 la	 seguridad	 y	 salud	 de	 los	 trabajadores	 así	 como
generar	ambientes	de	 trabajo	 saludables;	y	 servicios	de	 salud	ocupacional
adecuados	para	los	trabajadores.
III.-	Objetivo
Establecer	 el	 procedimiento	 de	 vigilancia	 de	 la	 salud	 de	 los	 trabajadores
para	 identificar,	 y	 controlar	 los	 riesgos	 ocupacionales	 en	 el	 trabajador,
proporcionando	 información	probatoria	para	 fundamentar	 las	medidas	de
prevención	y	control	en	los	ambientes	de	trabajo.
IV.-	Base	legal
4.1.-	Internacional
a)	Resolución	WHA	N°	60.26,	de	la	60a	Asamblea	Mundial	de	la	Salud	de	la
Organización	Mundial	de	la	Salud,	sobre	la	“Salud	de	los	Trabajadores:	Plan
de	Acción	Mundial”.
b)	 Recomendación	 N°	 171	 de	 la	 Organización	 Internacional	 del	 Trabajo,
sobre	los	Servicios	de	Salud	en	el	Trabajo.
c)	Decisión	N°	584,	Instrumento	Andino	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.
4.2.-	Nacionales
d)	Ley	N°	26842,	Ley	General	de	Salud
e)	Ley	N°	27657,	Ley	del	Ministerio	de	Salud.
f)	Ley	N°	26790,	Ley	de	Modernización	de	la	Seguridad	Social	en	Salud,
g)	Ley	N°	27867,	Ley	Orgánica	de	Gobiernos	Regionales.
h)	Ley	N°	27314.	Ley	General	de	Residuos	Sólidos.
i)	 Decreto	 Supremo	 N°	 023-2005-SA,	 que	 aprueba	 el	 Reglamento	 de
Organización	y	Funciones	del	Ministerio	de	Salud.
j)	 Decreto	 Supremo	N°	 003-98-SA,	 que	 aprueba	 las	 Normas	 Técnicas	 del
Seguro	Complementario	de	Trabajo	de	Riesgo.
k)	Decreto	Supremo	N°	009-97-SA,	y	su	modificatoria	D.	S.	N°	003-98-SA,
que	 aprueba	 el	 Reglamento	 de	 la	 Ley	 de	 Modernización	 de	 la	 Seguridad
Social	en	Salud.
1)	Decreto	Supremo	N°	057-2004-PCM,	que	aprueba	el	Reglamento	de	 la
Ley	N°	27314	Ley	General	de	Residuos	Sólidos.
m)	Decreto	 Supremo	015-2005-SA,	 que	 aprueba	 el	 Reglamento	 sobre	 los
Valores	 Limite	 permisibles	 para	 Agentes	 Químicos	 en	 los	 Ambientes	 de
Trabajo
n)	 Decreto	 Supremo	 N°	 009-2005-TR,	 que	 aprueba	 el	 Reglamento	 de
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.
o)	 Decreto	 Supremo	 007-2007-TR.	 Modifican	 artículos	 del	 D.	 S.	 N°	 009-
2005-TR,	Reglamento	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.
p)	 Decreto	 Supremo	 N°	 008-2010-TR.	 Modifican	 el	 Reglamento	 de
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	y	Aprueban	Formularios.
q)	Decreto	 Supremo	N°	012-2010-TR,	Dictan	Disposiciones	Relativas	 a	 la
Obligación	de	los	Empleadores	y	Centros	Médicos	Asistenciales	de	Reportar
al	 Ministerio	 los	 Accidentes	 de	 Trabajo,	 Incidentes	 Peligrosos	 y
Enfermedades	Ocupacionales.
r)	 Resolución	 Ministerial	 148-2007-TR,	 Aprueban	 Reglamento	 de
Constitución	y	 funcionamiento	del	Comité	y	Designación	de	Funciones	del
Supervisor	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	y	otros	documentos	conexos.
s)	Resolución	Ministerial	N°	480-2008/Minsa,	que	aprueba	la	NTS	Nº	068-
Minsa/DGSPV.	 Norma	 Técnica	 de	 Salud	 que	 establece	 el	 Listado	 de
Enfermedades	Profesionales.
t)	Resolución	Ministerial	N°	069-2010/Minsa,	 que	aprueba	el	Documento
Técnico	Evaluación	y	Calificación	de	la	Invalidez	por	Accidente	de	Trabajo	y
Enfermedades	Profesionales.
u)	Resolución	Ministerial	N°	554-	2007/Minsa,	que	resuelve	conformar	el
Comité	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	de	la	Administración	Central	del
Ministerio	de	Salud.
v)	Resolución	Ministerial	N°	511-2004/Minsa,	aprueban	la	Ficha	Única	de
Aviso	de	Accidente	de	Trabajo	y	su	instructivo	anexo.
w)	Resolución	Ministerial	N°	768-2010/Minsa,	que	aprueba	el	Documento
Técnico	 Plan	 Nacional	 de	 Prevención	 del	 VHB,	 VIH	 y	 la	 TB	 por	 Riesgo
Ocupacional	en	los	Trabajadores	de	Salud	2010-201	5.
x)	Resolución	Ministerial	N°	258-2011/Minsa,	que	aprueba	el	Documento
Técnico	Política	Nacional	de	Salud	Ambiental	201	1-2020.
y)	 Resolución	 Ministerial	 N°	 826-2005/Minsa,	 que	 aprueba	 las	 Normas
para	la	elaboración	de	Documentos	Normativos	del	Ministerio	de	Salud.
V.	Ámbito	de	aplicación
El	 presente	 Documento	 Técnico	 es	 de	 aplicación	 en	 todos	 los
Establecimientos	 del	 Sector	 Salud:	 Ministerio	 de	 Salud,	 de	 los	 gobiernos
regionales,	de	gobiernos	locales,	de	ESSALUD,	de	la	Sanidad	de	las	Fuerzas
Armadas	 y	 de	 la	 Policía	 Nacional	 del	 Perú,	 clínicas	 privadas,	 y	 personas
naturales	 o	 jurídicas	 que	 prestan	 servicios	 de	 salud	 ocupacional	 en	 el
ámbito	nacional.
VI.-	 Protocolo	 de	 exámenes	médico	 ocupacionales	 y	 guías	 de	 diagnóstico
para	exámenes	médicos	obligatorios	por	actividad
6.1.-	Factores	de	riesgo	para	la	salud	de	los	trabajadores
Los	factores	de	Riesgos	para	 la	Salud	de	 los	Trabajadores	son	el	conjunto
de	propiedades	que	caracterizan	la	situación	de	trabajo.	y	pueden	afectar	la
salud	del	trabajador7.	Estos	factores	de	riesgos	pueden	ser:
•	Sustancias	químicas	(humo,	polvo,	vapores	gases	y	nieblas);
•	 Factores	 físicos	 (como	 los	 ruidos,	 las	 radiaciones,	 las	 vibraciones,
condiciones	termohigrométricas);
•	Factores	biológicos	(como	VHB,	VIH,	TE,	malaria,	leishmania);
•	 Factores	 ergonómicos	 (como	 ejercer	 una	 fuerza	 excesiva,	 trabajar	 en
posturas	 incómodas,	 realizar	 tareas	 repetitivas,	 levantar	 elementos	 muy
pesados);
•	Factores	mecánicos	(como	los	riesgos	asociados	con	las	máquinas:	puntos
de	entrada	a	sistemas	de	rodillos	o	cilindros,	grúas	o	vehículos	elevadores
de	horquilla);
•	 Factores	 asociados	 con	 la	 energía	 (como	 los	 riesgos	 de	 los	 sistemas
eléctricos	o	las	caídas	de	lugares	elevados),
•	 Factores	 asociados	 con	 la	 conducción	 de	 vehículos	 (como	 conducir	 en
tormentas	de	nieve	o	de	lluvia	o	conducir	vehículos	con	mal	mantenimiento
o	con	los	que	el	conductor	no	está	familiarizado)
•	Factores	de	riesgo	psicosociales	del	trabajo8.
6.2.-	Daños	a	la	salud	de	los	trabajadores
6.2.1.-	Accidentes	de	Trabajo
Es	aquel	que	se	produce	durante	la	ejecución	de	órdenes	del	empleador,	o
durante	 la	ejecución	de	una	 labor	bajo	su	autoridad,	aun	 fuera	del	 lugar	y
horas	de	trabajo.
6.2.2.-	Enfermedades	Relacionadas	al	Trabajo
Constituye	un	grupo	muy	amplio	de	enfermedades	que	si	bien	pueden	ser
causados	única	y	exclusivamente	por	un	agente	de	riesgo	propio	del	medio
ambiente	de	trabajo,	pueden	verse	desencadenadas,	agravadas	o	aceleradas
por	factores	de	riesgo	presentes	en	el	medio	B	ambiente	de	trabajo9.
Las	 enfermedades	 relacionadas	 al	 trabajo	 pueden	 diagnosticarse
tempranamente	 en	 su	 estado	pre	patogénico,	 cuya	duración	puede	 variar,
ésta	 etapa	 corresponde	 al	 periodo	 en	 el	 cual	 ocurre	 la	 exposición	 a	 los
agentes	causantes	de	la	agresión.	El	grado	de	exposición	puede	ser	evaluado
cuantitativamente	 a	 través	 de	 indicadores	 biológicos	 de	 exposición	 y	 de
evaluaciones	 ambientales;	 no	 obstante,	 no	 es	 posible	 detectar
modificaciones	 funcionales	 o	 bioquímicas	 sugerentes	 de	 deterioro	 de	 la
salud	 del	 huésped.	 Esto	 va	 a	 determinar	 un	 periodo,	 en	 el	 cual	 no	 es
detectable	 el	 comienzo	 de	 las	 alteraciones	 en	 el	 huésped	 en	 relación	 al
desequilibrio	de	los	componentes	del	triángulo	epidemiológico10.
Desde	 el	 punto	 de	 vista	 técnico	 preventivo,	 médico	 y	 legal	 se	 habla	 de
enfermedad	 relacionada	 al	 trabajo,	 y	 no	 solo	 de	 enfermedad	 profesional.
Así,	 el	 perfil	 de	 enfermedad	 y	muerte	 de	 los	 trabajadores	 resultará	 de	 la
mezcla	 de	 esos	 factores,	 que	 pueden	 ser	 sintetizados	 en	 tres	 grupos	 de
causas:
a)	Grupo	 I:	 Enfermedades	 en	 el	 que	 las	 condiciones	 de	 trabajo	 es	 causa
necesaria,	 tipificadas	 por	 las	 enfermedades	 profesionales,	 estrictamente
legales	como	la	hipoacusia,	silicosis,	hepatitis	B.
b)	Grupo	II:	Enfermedades	en	que	el	trabajo	puede	ser	un	factor	de	riesgo
contributivo,	 pero	 no	 necesario,	 ejemplificadas	 por	 las	 enfermedades	más
frecuentes	o	más	precoces	en	determinados	grupos	ocupacionales	y	para	las
cuales	 el	 nexo	 causal	 es	 de	 naturaleza	 eminentemente	 epidemiológico.	 La
hipertensión	 arterial,	 enfermedad	 cardiovascular,	 enfermedades
psicosomáticas,	 enfermedades	 del	 aparato	 locomotor,	 varices	 de	 los
miembros	 inferiores,	 estrés,	 síndrome	 metabólico	 y	 algunas	 neoplasias
malignas	(cánceres),	en	determinados	grupos	ocupacional	o	profesiones.
c)	 Grupo	 III:	 Enfermedades	 en	 que	 las	 condiciones	 de	 trabajo	 es
provocador	 de	 un	 disturbio	 latente,	 o	 agravador	 de	 enfermedad	 ya
establecida	 o	 preexistente,	 tipificadas	 por	 las	 enfermedades	 alérgicas,	 en
determinados	grupos	ocupacionales	o	profesiones11.
6.3.-	Vigilancia	de	la	salud	de	los	trabajadores
La	vigilancia	de	la	salud	de	los	trabajadores	es	el	proceso	de	recolección	de
información	 y	 análisis	 sistemático	 que	 abarca	 todas	 las	 evaluaciones
necesarias	 para	 proteger	 la	 salud	 de	 los	 trabajadores,	 con	 el	 objetivo	 de
detectar	los	problemas	de	salud	relacionadas	con	el	trabajo	y	controlar	los
factores	de	riesgos	y	prevenir	los	daños	a	la	salud	del	trabajador,	debe	ser
realizada	por	el	Médico	Ocupacional,	bajo	la	responsabilidad	del	empleador,
de	acuerdo	a	la	normatividad	vigente	del	MTPE12.
Tipos	de	Vigilancia	de	la	Salud	de	los	Trabajadores
a)	Evaluaciones	del	Estado	de	Salud	de	los	Trabajadores:
Son	evaluaciones	médicas	de	la	salud	de	los	trabajadores	antes,	a	intervalos
periódicos,	 y	 después	 de	 terminar	 el	 desarrollo	 de	 las	 actividades	 en	 un
puestos	 de	 trabajo,	 que	 entrañen	 riesgos	 susceptibles	 de	 provocar
perjuicios	para	su	salud	o	de	contribuir	a	tales	perjuicios13.	Así	como	en	el
análisis	 de	 la	 ocurrencia	 de	 accidentes	 de	 trabajo,	 enfermedades
relacionadas	al	trabajo	y	de	los	estados	pre	patogénicos	en	un	determinado
periodo	de	tiempo.
b)	Evaluaciones	de	Riesgos	para	la	Salud	de	los	Trabajadores:
Evaluaciones	cualitativas	de	los	agentes	o	factores	de	riesgo	de	naturaleza
físico,	 químico,	 y	 biológicos	 de	 acuerdo	 la	metodologías	 de	 la	 Gestión	 del
Riesgo	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	del	Perú	(MTPE),
del	 National	 Institut	 for	 Occupational	 Safety	 and	 Health	 de	 los	 EE.UU.
(NIOSH)	o	de	la	Occupational	Safety	y	Health	Administration	de	los	EE.UU.
(OSHA).
Evaluaciones	 cuantitativas	 para	 aquellos	 agentes	 o	 factores	 de	 riesgos
físicos	 y	 químicos	 en	 las	 que	 se	 precise	 medir	 las	 intensidades,
concentraciones	 o	 nivel	 de	 presencia	 de	 acuerdo	 a	 las	 disposiciones	 de
Higiene	 Ocupacional	 establecidas	 por	 la	 Autoridad	 de	 Salud	 en	 el
Reglamento	del	Capítulo	VI1	de	la	Higiene	y	Seguridad	de	los	Ambientes	de
Trabajo,	 de	 la	 Ley	 N°	 26842,	 Ley	 General	 de	 Salud,	 y	 de	 evaluaciones
específicas,	 para	 los	 factores	 de	 riesgos	 psicosociales	 y	 disergonómicos
relacionadas	con	las	características	y	el	rol	del	trabajo,	y	con	la	organización
del	trabajo14.
6.4.-	Exámenes	médico	ocupacionales
6.4.1.-	 El	 médico	 ocupacional	 debe	 realizar	 los	 exámenes	 médico
ocupacionales	 de	 acuerdo	 a	 los	 numerales	 6.4.2	 y	 6.4.3	 del	 presente
documento	 técnico,	 asimismo	 debe	 atender,	 registrar	 y	 notificar	 los
accidentes	de	trabajo	y	las	enfermedades	relacionadas	al	trabajo	de	acuerdo
al	 Anexo	 N°	 01,	 y	 a	 la	 Ficha	 Única	 de	 Aviso	 de	 Accidentes	 de	 Trabajo
(FUMT),	para	el	desarrollo	de	la	Vigilancia	de	la	Salud	de	los	Trabajadores,	y
a	 las	disposiciones	de	la	normatividad	actual	de	 la	Seguridad	y	Salud	en	el
Trabajo.
6.4.2.-	El	médico	ocupacional	determina	la	metodología	y	la	técnica	que	se
requerirá	para	las	evaluaciones	médico	ocupacionales	de	acuerdo	al	tipo	de
exposición.
6.4.3.-	 El	 médico	 ocupacional	 toma	 en	 cuenta	 las	 siguientes	 clases	 de
evaluaciones	médico	ocupacionales	según	el	caso:
a.	 Evaluación	 médica	 pre-empleo	 o	 pre-ocupacional:	 Es	 la	 evaluación
médica	 que	 se	 realiza	 al	 trabajador	 antes	 de	 que	 ingrese	 al	 puesto	 de
trabajo.	 Tiene	por	 objetivo	determinar	 el	 estado	de	 salud	 al	momento	del
ingreso,	y	su	aptitud	al	puesto	de	trabajo.
b.	 Evaluación	 Médico	 Ocupacional	 Periódica:	 Se	 realiza	 con	 el	 fin	 de
monitorear	la	exposición	a	factores	de	riesgo	e	identificar	en	forma	precoz,
posibles	 alteraciones	 temporales,	 permanentes	 o	 agravadas	 del	 estado	 de
salud	del	 trabajador,	que	se	asocien	al	puesto	de	 trabajo	y	 los	estados	pre
patogénicos.
La	 periodicidad	 de	 la	 evaluación	 será	 determinada	 por	 el	 Médico
Ocupacional,	se	realizará	de	acuerdo	con	el	 tipo,	magnitud	y	 frecuencia	de
exposición	 a	 cada	 factor	 de	 riesgo,	 así	 como	 al	 estado	 de	 salud	 del
trabajador,	por	lo	menos	una	vez	al	año.	Los	antecedentes	que	se	registren
en	la	evaluación	médica	periódica,	se	actualizarán	a	la	fecha	de	la	evaluación
correspondiente	y	se	revisarán	comparativamente,	cada	vez	que	se	realicen
este	tipo	de	evaluaciones.
c.	Evaluación	Médico	Ocupacional	de	Retiro	o	de	Egreso:	Evaluación	médica
realizada	 al	 trabajador	 respecto	 de	 su	 estado	 y	 condición	 de	 salud	 días
previos	 al	 cese	 laboral,	 tendrán	 validez	 los	 exámenes	 ocupacionales
realizados	con	una	antigüedad	no	mayor	de	2	meses.	Mediante	este	examen
se	 busca	 detectar	 enfermedades	 relacionadas	 al	 trabajo,	 secuelas	 de
accidentes	de	trabajo	y	en	general	lo	agravado	por	el	trabajo.
d.	Otras	evaluaciones	médico	ocupacionales:
•	Por	cambios	de	ocupación	o	puesto	de	trabajo:	Esta	evaluación	se	realiza
al	 trabajador	 cada	 vez	 que	 éste	 cambie	 de	 ocupación	 y10	 de	 puesto	 de
trabajo,	 de	 funciones,	 tareas	o	 exposición	a	nuevos	o	mayores	 factores	de
riesgo,	 en	 los	 que	 se	 detecte	 un	 incremento	 de	 su	magnitud,	 intensidad	 o
frecuencia.
•	 Por	 reincorporación	 laboral:	 Evaluación	 que	 se	 realiza	 posterior	 a
incapacidad	temporal	prolongada.
•	 Por	 contratos	 temporales	 de	 corta	 duración:	 El	 Servicio	 de	 Salud
Ocupacional	 que	 atiende	 actualmente	 al	 trabajador	 puede	 solicitar	 una
copia	 de	 los	 Exámenes	 Médico	 Ocupacionales	 previa	 autorización	 del
trabajador	 con	 tres	 (03)	 meses	 de	 antigüedad	 al	 Servicio	 de	 Salud
Ocupacional	que	atendió	al	 trabajador	por	última	vez.	Este	procedimiento
solo	 es	 válido	 para	 los	 Exámenes	Médicos	 Pre	 ocupacionales	 que	 realicen
los	Servicios	de	Salud	Ocupacional	que	atiende	actualmente	al	trabajador.
6.4.4.-	 En	 la	 evaluación	 médico	 ocupacional	 se	 utiliza	 los	 siguientes
instrumentos:
•	Ficha	Clínica	Ocupacional	(Anexo	Nº	02)
•	Ficha	Psicológica	(Anexo	Nº	03)	y
•	Exámenes	Complementarios	(descritos	en	el	numeral	6.4.5	del	presente
Documento	Técnico)
6.4.5.-	 Los	 exámenes	 complementarios	 y	 procedimientos	 de	 ayuda
diagnóstica	 ocupacional	 están	 enfocados	 a	 determinar	 el	 estado	 de	 salud
basal	del	trabajador	desde	su	evaluación	preocupacional	y	los	cambios	que
ayuden	a	detectar	de	manera	precoz	la	presencia	de	una	patología	asociada
al	 trabajo	 o	 los	 estados	 pre	 patológicos.	 La	 indicación	 para	 realizar	 los
exámenes	 auxiliares	 y	 complementarios	 se	 puede	 realizar	 con	 mayor	 o
menor	frecuencia	por	indicación	del	médico	ocupacional	mínimamente	una
vez	 al	 año	 y	 de	 acuerdo	 a	 la	 exposición	 a	 los	 factores	 de	 riesgo15	 en
concordancia	 con	 las	 evaluaciones	 médico	 ocupacionales	 periódicas,	 y
deben	de	contener	mínimamente:
Exámenes	Complementarios	Generales
a)	Biometría	sanguínea.
b)	Bioquímica	sanguínea.
c)	Grupo	y	factor	sanguíneo.
d)	Examen	completo	de	orina.
Exámenes	complementarios	específicos	y	de	acuerdo	al	tipo	de	exposición:
e)	Audiometría
f)	Espirometría
g)	Valoración	músculo	esquelética
h)	Radiografía	de	tórax
i)	Exámenes	toxicológicos:
•	 Pruebas	basadas	 en	 la	 orina:	Debe	 ser	 el	 primer	 examen	 toxicológico	 a
tomar	en	cuenta	de	acuerdo	al	factor	de	riesgo	presente	en	el	ambiente	de
trabajo.
•	Pruebas	de	exposición	basadas	en	el	análisis	de	sangre:	Se	reserva	para
los	 problemas	 de	 salud	 y	 seguridad	 que	 no	 pueden	 resolverse	 por	 la
vigilancia	de	 la	orina	o	el	aire	espirado.	Pueden	citarse	como	excepción	el
análisis	de	plomo	y	protoporfirina	de	zinc	en	la	sangre	y	de	las	actividades
de	colinesterasa	en	sangre.
•	 Pruebas	 basadas	 en	 el	 análisis	 del	 aire	 espirado:	 Dentro	 de	 las	 más
importantes	 comprenden	 metilcloroformo,	 el	 percloroetileno	 y	 otros
hidrocarburos	halogenados16.
j)	Otros	exámenes	y	procedimientos	relacionados	al	riesgo	de	exposición	se
indicarán	 a	 criterio	 del	 médico	 ocupacional,	 incluyendo	 las	 pruebas	 de
tamizaje	para	el	estudio	de	condiciones	preclínicas.
6.4.6.-	 El	 Médico	 Ocupacional	 determina	 la	 aptitud	 del	 trabajador	 en	 las
evaluaciones	médico	ocupacionales	en	relación	al	puesto	de	trabajo:
a)	Apto:	Trabajador	sano	o	con	hallazgos	clínicos	que	no	generan	pérdida
de	capacidad	laboral	ni	limitan	el	normal	ejercicio	de	su	labor.
b)	Apto	con	Restricciones:	Aquel	trabajador	que	a	pesar	de	tener	algunas
patologías,	 o	 condiciones	 pre-patológicas	 puede	 desarrollar	 la	 labor
habitual	teniendo	ciertas	precauciones,	para	que	estas	no	pongan	en	riesgo
su	seguridad,	disminuyan	su	rendimiento,	o	puedan	verse	agravadas	deben
ser	incluidos	en	programas	de	vigilancia	específicos.
c)	 No	 Apto:	 Trabajador	 que	 por	 patologías,	 lesiones	 o	 secuelas	 de
enfermedades	 o	 accidentes	 tienen	 limitaciones	 orgánicas	 que	 les	 hacen
imposible	la	labor.
6.4.7.-	El	Médico	Ocupacional	debe	desarrollar	las	actividades	de	Vigilancia
de	la	Salud	de	los	Trabajadores	en	un	programa	anual	de	Salud	Ocupacional,
establecidas	 por	 la	 Autoridad	 de	 Salud,	 asimismo	 el	 análisis	 de	 la
información	 de	 vigilancia	 de	 la	 salud	 de	 los	 trabajadores,	 en	 forma	 anual,
mediante	 tasas	 de	 frecuencia	 de	 eventos	 relacionadas	 a	 la	 salud	 de	 los
trabajadores.
6.4.8.-	 Las	 tasas	 de	 análisis	 de	 los	 accidentes	 de	 trabajo	 y	 de	 las
enfermedades	relacionadas	al	trabajo,	notificados	y	registrados,	así	como	de
las	evaluaciones	médico	ocupacionales,	deben	ser	elaboradas	por	el	Médico
Ocupacional.	Se	pueden	calcular	diferentes	tipos	de	tasas	cuando	se	cuenta
con	buena	información	(registros),	midiendo	diferentes	aspectos	de	la	salud
y	seguridad	en	el	trabajo.	Las	tasas	se	pueden	usar	para	contestar	preguntas
como	las	siguientes:
•	 ¿Cuántos	accidentes	de	 trabajo	han	ocurrido	en	el	último	año,	por	cada
100n	trabajadores?
•	¿Cuántas	enfermedades	relacionadas	al	trabajo	han	ocurrido	en	el	último
año,	por	cada	100n	trabajadores?
•	 ¿Cuántas	 situaciones	 pre	 patogénicas	 han	 ocurrido	 anualmente
(hipercolesterolemia,	 aumento	 de	 plomo	 en	 sangre,	 hipersensibilidad
dérmica)	por	cada	100n	trabajadores?
•	¿Cuántos	accidentes	de	trabajo	que	generaron	incapacidades	temporales
(IT)	 ocurrieron,	 por	 cada	 100n	 trabajadores	 de	 tiempo	 completo	 en	 el
último	año?
Se	utilizarán	mínimamente	las	siguientes	tasas	e	índices17:
Tasa	de	Incidencia	de	Accidentes	=
Número	total	anual	de	accidentes	de	trabajo
x	100n
Número	Total	de	trabajadores
Tasa	de	prevalencia	y/o	incidencia
de	enfermedades=
Número	total	anual	de	enfermedades
relacionadas	al	trabajo	x	100n
Número	total	de	trabajadores
Índice	de	Frecuencia	de	estados
Pre	patológicos	=
Número	total	anual	de	Estados	Pre
patológicos	x	100n
Numero	Total	de	trabajadores
Índice	de	Frecuencia	de
Accidentes	=
Número	total	de	incapacidades	temporales
x	100n
Exposición	de	horas	hombre
Índice	de	Gravedad	de	Accidentes
=
Número	total	de	días	cargados	(descanso
médico)	x	100n
Exposición	de	horas	hombre
6.4.9.-	 El	Médico	Ocupacional	 realizará	 un	 informe	 al	 empleador,	 con	 los
resultados,	 que	 servirá	 como	 parte	 de	 la	 mejora	 continua	 en	 la
implementación	de	medidas	de	prevención.
6.4.10.-	El	Médico	Ocupacional	remitirá	un	informe	anual	por	escrito	de	los
resultados	 obtenidos	 en	 la	 Vigilancia	 de	 la	 Salud	 de	 los	 Trabajadores	 a	 la
Autoridad	en	Salud	de	su	jurisdicción,	a	las	Direcciones	Regionales	de	Salud,
las	Direcciones	de	Salud	o	la	Dirección	General	de	Salud	Ambiental	(Digesa),
según	 Anexo	 N°	 04,	 así	 como	 prestará	 las	 facilidades	 a	 la	 Autoridad	 de
Salud,	y	a	las	Autoridad	competente	cuando	ésta	la	requiera.
6.4.11.-	 El	Médico	 Ocupacional	 que	 atienda	 un	 Accidente	 de	 Trabajo	 y/o
una	 Enfermedad	 Relacionada	 al	 Trabajo	 del	 Grupo	 I,	 para	 su	 diagnóstico
definitivo	 según	se	 requiera,	deberá	de	 referir	al	 trabajador	a	 la	Comisión
Calificadora	y	Evaluadora	de	Invalidez	de	la	jurisdicción	para	su	evaluación
y	 calificación	 de	 la	 invalidez	 por	 accidentes	 de	 trabajo	 y	 enfermedades
profesionales	según	normatividad	actual,
6.5.-	Exámenes	médicos	obligatorios	por	actividad
Existen	factores	de	riesgo	y	daños	a	la	salud	en	los	trabajadores	propios	de
cada	 sector	 de	 implicancia	 en	 la	 salud	 pública.	 en	 donde	 los	 exámenes
médico	 ocupacionales	 además	de	 criterio	 técnico	 del	Médico	Ocupacional,
se	 deberá	 realizar	 exámenes	 complementarios	 específicos,	 de	 forma
obligatoria	y	deben	de	realizarse	de	acuerdo	a	las	Guías	Técnicas	aprobadas
por	 la	Autoridad	Nacional	 en	Salud,	 teniendo	como	referencia	el	 siguiente
cuadro	detallado:

6.6.-	Conformidad	de	la	vigilancia	de	la	salud	de	los	trabajadores
La	Vigilancia	de	la	Salud	de	los	Trabajadores	que	incluye	la	realización	de
los	exámenes	médico	ocupacionales,	atención,	notificación	y	registro	de	los
acontecimientos	 relacionados	 a	 la	 salud	 de	 los	 trabajadores	 es	 un	 acto
médico,	y	debe	cumplir	con	las	siguientes	condiciones:
6.6.1.-	 Debe	 estar	 a	 cargo	 de	 un	 Médico	 con	 especialidad	 en	 Medicina
Ocupacional,	o	Medicina	del	Trabajo,	o	Medicina	Interna,	o	Médico	Cirujano
con	 Maestría	 en	 Salud	 Ocupacional	 o	 con	 mínimo	 de	 tres	 (03)	 años	 de
experiencia	 en	Medicina	Ocupacional,	 con	habilitación	profesional	 emitida
por	el	Colegio	Médico	del	Perú.
6.6.2.-	 La	 Vigilancia	 de	 la	 Salud	 de	 los	 Trabajadores	 a	 través	 de	 las
Evaluaciones	 Médico	 Ocupacionales	 solo	 podrá	 llevarse	 a	 cabo	 cuando	 el
trabajador	preste	su	consentimiento,	previamente	informado	por	el	Servicio
de	 Salud	 Ocupacional,	 y	 debe	 estar	 basada	 en	 los	 Derechos	 Humanos
Fundamentales,	el	Derecho	a	la	Vida	y	el	Derecho	a	la	Salud.
6.6.3.-	Se	debe	considerar	 la	dignidad,	 intimidad	y	confidencialidad	de	 las
Evaluaciones	Médico	Ocupacionales	cuyo	contenido	e	información	debe	ser
competencia	del	Médico	Ocupacional,	la	Autoridad	en	Salud	y	el	trabajador,
para	 proporcionar	 la	 reserva	 frente	 a	 toda	 indagación	 discriminatoria	 y
respeto	a	la	confidencialidad,	teniendo	en	cuanta	la	normatividad	nacional.
6.6.4.-	 Se	 debe	 tomar	 en	 cuenta	 la	 adaptación	 del	 puesto	 de	 trabajo	 a	 la
mujer	 embarazada,	 porque	 no	 hay	 una	 obligatoriedad	 de	 comunicar	 el
embarazo,	 pero	 si	 se	 debe	 de	 proteger	 la	 maternidad	 de	 acuerdo	 a	 la
normatividad	actual.
6.6.5.-	Se	debe	proteger	de	manera	prioritaria	la	salud	de	los	niños,	por	lo
que	se	realizará	Evaluaciones	Médico	Ocupacionales	solo	a	los	adolescentes
mayores	de	14	años	de	acuerdo	a	 la	normatividad	nacional	 sobre	Trabajo
Infantil	y	Adolescente.
6.6.6.-	 La	documentación	de	 la	Vigilancia	de	 la	 Salud	de	 los	Trabajadores
debe	 de	 permanecer	 en	 custodia	 del	 Médico	 Ocupacional,	 y	 se	 debe
informar	a	la	empresa	las	conclusiones	necesarias	para	la	toma	de	medidas
preventivas,	y	de	ninguna	manera	se	usará	en	contra	del	trabajador	o	para
fines	 administrativos	 de	 orden	 laboral.	 Las	 Evaluaciones	 Médico
Ocupacional	deberán	ser	conservadas	durante	40	años18.
6.7.-	Servicios	encargados	de	la	vigilancia	de	la	salud	de	los	trabajadores
6.7.1.	 Los	 servicios	 que	 presta	 el	 Médico	 Ocupacional	 deberán	 de
implementarse	 de	 acuerdo	 a	 las	 necesidades	 de	 Atención	 Primaria	 de	 la
Salud	del	país,	tomando	en	cuenta	la	triada	de	persona,	familia	y	ambiente,
según	las	disposiciones	del	Minsa	en	concordancia	con	los	lineamientos	de
la	OMS.
6.7.2.	 Modificado.	 R.	 M.	 571-2014/Minsa,	 Art.	 1°.	 La	 presencia	 del
médico	ocupacional	para	la	vigilancia	de	la	salud	de	los	trabajadores	en	las
empresas	y/o	ambientes	de	trabajo,	debe	regirse	de	acuerdo	a	lo	siguiente:
a)	Con	más	de	500	trabajadores,	se	deberá	garantizar	 la	permanencia	del
médico	 ocupacional	 mínimamente	 por	 6	 horas	 diarias	 por	 5	 días	 a	 la
semana.
b)	Con	500	o	menos	trabajadores,	el	desarrollo	de	la	actividad	de	vigilancia
de	 salud	 estará	 a	 cargo	 del	 médico	 ocupacional,	 sin	 la	 exigencia	 de	 un
mínimo	 de	 horas	 presenciales,	 lo	 cual	 se	 verificará	 con	 la	 presentación	 y
cumplimiento	de	los	siguientes	documentos:
-	Plan	Anual	de	Salud	Ocupacional
-	Programa	de	Vigilancia	de	la	Salud	de	los	Trabajadores
El	 cumplimiento	 de	 los	 documentos	 señalados	 es	 responsabilidad	 del
empleador	sin	la	exigencia	de	un	mínimo	de	horas	presenciales	del	médico
ocupacional.
Están	exceptuadas	 las	empresas	que	realizan	actividades	consideradas	de
alto	 riesgo	 según	 el	 Anexo	 5	 -	 Actividades	 comprendidas	 en	 el	 seguro
complementario	 de	 trabajo	 de	 riesgo,	 de	 la	 Normas	 Técnicas	 del	 Seguro
Complementario	de	Trabajo	de	Riesgo,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°
003-98-SA	y	sus	modificatorias,	quienes	deberán	cumplir	con	los	estándares
mínimos	 de	 sus	 respectivos	 sectores,	 establecidos	 en	 coordinación	 con	 el
Ministerio	de	Salud.
•	Para	empresas	y/o	ambientes	de	 trabajo	que	dada	su	proximidad	 física
reúnan	a	más	de	500	trabajadores,	también	se	asegura	la	permanencia	del
médico	 ocupacional	 mínimamente	 por	 6	 horas	 diarias	 por	 5	 días	 a	 la
semana.	La	presente	condición	no	se	aplica	a	las	empresas	cuya	actividad	es
considerada	de	alto	riesgo.
•	 Las	 actividades	 de	 vigilancia	 de	 la	 salud	 de	 los	 trabajadores	 que	 debe
realizar	 el	 médico	 ocupacional	 incluye	 a	 las	 contratistas,	 empresas
especiales	 de	 servicios	 y	 cooperativas	 de	 trabajadores,	 que	 realicen
actividades	 conjuntas	 en	 la	 empresa	 y/o	 ambiente	 de	 trabajo,	 en
concordancia	con	lo	señalado	en	la	Ley	N°	26842,	Ley	General	de	Salud	y	sus
modificatorias	y	en	la	Ley	N°	29783,	Ley	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo
y	sus	modificatorias.
6.7.3	 Los	 servicios	 de	 apoyo	 al	 Médico	 Ocupacional	 como	 Toxicología,
Laboratorio,	Radiología,	Espirometría,	Audiometría	para	 la	Vigilancia	de	 la
Salud	 de	 los	 Trabajadores	 deberán	 tener	 sus	 funciones	 acreditadas	 y
aprobada	 por	 la	 Autoridad	 de	 Salud	 de	 la	 jurisdicción	 de	 acuerdo	 a	 las
normas	 del	 Texto	 Único	 de	 Procedimientos	 Administrativos	 (TUPA)	 de
Servicios	 de	 Salud	 y	 de	 Salud	 Ocupacional	 del	 Minsa,	 de	 las	 Direcciones
Regionales	 de	 Salud	 y/o	 de	 la	 Digesa,	 teniendo	 como	 requisitos	mínimos
personal	 capacitado	 en	 Salud	 Ocupacional,	 infraestructura	 mínima,	 y
material	tecnológico,	dependiendo	de	la	complejidad	del	proceso	del	trabajo
y	de	la	presencia	de	los	factores	de	riesgo	en	el	ambiente	de	trabajo	y	a	las
evaluaciones	médico	ocupacionales	a	aplicar	en	 los	 trabajadores,	así	como
de	una	póliza	en	caso	de	perjuicio	para	la	salud	de	los	trabajadores.
6.7.4	 El	 Médico	 Ocupacional	 para	 la	 Vigilancia	 de	 la	 Salud	 de	 los
Trabajadores	debe	 coordinar	 con	un	equipo	multidisciplinario	 constituido
en	función	de	la	índole	de	las	tareas	que	deban	ejecutarse,	por	lo	menos	con
uno	 de	 los	 siguientes	 profesionales:	 Ingeniero	 de	 Higiene	 y	 Seguridad
Ocupacional.	Profesional	de	la	Salud	(Lic.	en	Enfermería,	Lic.	en	Psicología)
o	de	Ingeniería	con	Especialidad	en	Seguridad	y	Salud	Ocupacional.
6.7.5.	Los	servicios	que	preste	el	Médico	Ocupacional	para	la	Vigilancia	de
la	 Salud	 de	 los	 Trabajadores	 deberá	 de	 contar	 con	 un	 espacio	 físico
adecuado,	 equipo	 médico	 básico,	 y	 además,	 disponer	 de	 un	 personal
administrativo	necesario	para	su	funcionamiento.
6.7.6	El	Médico	Ocupacional	debe	consignar	los	datos	relativos	a	la	salud	de
los	 trabajadores	 en	 expedientes	 de	 salud	 personales	 y	 confidenciales.
Dichos	expedientes	deberían	también	contener	informaciones	acerca	de	las
tareas	que	hayan	realizado	los	trabajadores,	de	su	exposición	a	 los	riesgos
ocupacionales	inherentes	a	su	trabajo	y	de	los	resultados	de	toda	evaluación
médico	ocupacional.	El	personal	que	preste	servicios	de	salud	ocupacional
sólo	 debería	 tener	 acceso	 a	 los	 expedientes	 de	 salud	 si	 la	 información
contenida	 en	 ellos	 tiene	 relación	 con	 el	 cumplimiento	 de	 sus	 funciones.
Cuando	los	expedientes	contengan	información	personal	de	carácter	médico
confidencial,	 este	 acceso	 debe	 limitarse	 al	 personal	 médico.	 Los	 datos
personales	 relativos	 a	 la	 evaluación	 del	 estado	 de	 salud	 solo	 deberían
comunicarse	a	terceros	previo	consentimiento	del	trabajador,	debidamente
informado.
6.7.7.	Dentro	del	marco	de	un	enfoque	multidisciplinario,	los	servicios	que
preste	el	Médico	Ocupacional	que	desarrolla	la	Vigilancia	de	la	Salud	de	los
Trabajadores,	deberían	colaborar	con:
a)	El	empleador	y	sus	representantes	del	ambiente	de	trabajo;
b)	 Los	 servicios	 que	 se	 ocupan	 de	 la	 seguridad	 de	 los	 trabajadores	 en	 la
empresa;
c)	 Los	 distintos	 servicios	 o	 unidades	 de	 producción,	 para	 ayudarlos	 a
formular	y	a	aplicar	programas	preventivos	convenientes;
d)	El	departamento	de	Personal	y10	Recursos	Humanos	de	la	empresa	y	los
demás	servicios	interesados;
e)	Los	 representantes	de	 los	 trabajadores	 en	 la	 empresa,	 como	asimismo
sus	 representantes	 de	 seguridad	 y	 el	 comité	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo.
6.7.8.	 Cuando	 sea	 apropiado,	 el	 Médico	 Ocupacional	 que	 desarrolla	 la
Vigilancia	de	la	Salud	de	los	Trabajadores	podrá	hacerse	cargo	también	de
los	Servicios	de	Higiene	Ocupacional,	de	los	Servicios	de	Primeros	Auxilios
y/o	Tópico,	y	de	los	Servicios	de	Salud	en	general.
6.7.9.	 Además,	 los	 servicios	 de	 salud	 ocupacional	 que	 desarrollan	 la
Vigilancia	 de	 la	 Salud	 de	 los	 Trabajadores	 deberían	 mantener	 contactos,
cuando	 sea	 necesario,	 con	 los	 servicios	 y	 organismos	 exteriores	 a	 la
empresa	que	se	ocupan	de	cuestiones	relativas	a	 la	salud,	a	 la	higiene,	a	 la
seguridad,	y	a	las	condiciones	de	trabajo	y	de	bienestar	de	los	trabajadores,
así	como	con	los	servicios	de	inspección	y	de	la	seguridad	social	y	en	salud.
6.8.-	Supervisión	de	la	vigilancia	de	la	salud	de	los	trabajadores
6.8.1.	 La	 Autoridad	 de	 Salud	 de	 la	 jurisdicción,	 a	 través	 del	 Inspector	 en
Salud	 Ocupacional	 de	 las	 Direcciones	 Regionales	 de	 Salud	 y	 de	 las
Direcciones	de	Salud	y/o	la	Digesa	realizará	la	supervisión	de	la	Vigilancia
de	 la	Salud	de	 los	Trabajadores	por	 los	Servicios	de	Salud	Ocupacional	de
acuerdo	 a	 previa	 programación	 local,	 para	 verificar	 su	 cumplimiento
mediante	la	aplicación	de	un	instructivo	de	supervisión	según	el	Anexo	Nº
05.
6.8.2.	El	inspector	sanitario	de	la	Vigilancia	de	la	Salud	de	los	Trabajadores
será	 un	 Médico	 Cirujano	 con	 experiencia	 en	 Salud	 Ocupacional	 o	 Salud
Ambiental,	calificado	y	acreditado	por	las	Direcciones	Regionales	de	Salud,
las	Direcciones	de	Salud	y	de	la	Digesa.
VII.-	Anexos
Anexo	Nº	01.	Ficha	de	Registro	y	Notificación	de	Accidente	de	Trabajo	y
enfermedad	relacionada	al	trabajo
Anexo	Nº	02.	Ficha	Médico	Ocupacional
Anexo	Nº	03.	Ficha	Psicológica	Ocupacional
Anexo	 Nº	 04.	 Informe	 Técnico	 de	 Vigilancia	 de	 la	 Salud	 de	 los
Trabajadores
Anexo	 Nº	 05.	 Ficha	 de	 Supervisión	 de	 la	 Vigilancia	 de	 la	 Salud	 de	 los
Trabajadores
Anexo	Nº	06.	Glosario	de	Términos
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TABLAS	DEL	FORMULARIO	Nº	2
TABLA	1:	CATEGORÍA	DEL	TRABAJADOR
Código Descripción
1 Empleado
2 Funcionario
3 Jefe	de	la	planta
4 Capataz
5 Técnico
6 Operario
7 Agricultor
0 Otros
	
TABLA	2:	ACTIVIDAD	ECONÓMICA	DE	LA	EMPRESA
Código	CIIU
A Agricultura
B Pesca
C Minas	y	canteras
D Manufactura
E Electricidad,	gas	y	agua
F Construcción
G Comercio
H Hoteles	y	restaurantes
I Transporte	almacenamiento	y	comunicaciones
J Comunicaciones
K Intermediación	financiera
L Actriv.	inmob.	empresariales
M Administración	pública	y	defensa
N Enseñanza
O Servicios	sociales	y	de	salud	servicios
	
TABLA	3:	FORMA	DE	ACCIDENTE
Código Descripción
1 Caída	de	personas	a	nivel
2 Caída	de	personas	de	altura
3 Caída	de	personas	al	agua
4 Caída	de	objetos
5 Derrumbes	o	desplomes	de	instalaciones
6 Pisadas	sobre	objeto
7 Choque	contra	objeto
8 Golpes	por	objetos	(excepto	caídas)
9 Aprisionamiento	o	atrapamiento
10 Esfuerzos	físicos	o	falsos	movimientos
11 Exposición	al	frío
12 Exposición	al	calor
13 Exposición	a	radiaciones	ionizantes
14 Exposición	a	radiaciones	no	ionizantes
15 Exposición	a	productos	químicos
16 Contacto	con	electricidad
17 Contacto	con	productos	químicos
18 Contacto	con	plaguicidas
19 Contacto	con	fuego
20 Contacto	con	materias	calientes	o	incandescentes
21 Contacto	con	frío
22 Contacto	con	calor
23 Explosión	o	implosión
24 Incendio
25 Atropellamiento	por	animales
26 Mordedura	de	animales
27 Choque	de	vehículos
28 Atropellamiento	por	vehículos
29 Falla	en	mecanismos	para	trabajos	hiperbáricos
30 Agresión	con	armas
31 Otras	formas
	
TABLA	4:	AGENTE	CAUSANTE
Código Descripción
Partes	de	la	edificación
1 Piso
2 Paredes
3 Techo
4 Escalera
5 Rampas
6 Pasarelas
7 Aberturas,	puertas,	persianas
8 Ventanas
Instalaciones	complementarias
	 Tubos	de	ventilación
9 Líneas	de	gas
10 Líneas	de	aire
11 Líneas	o	cañerías	de	agua
12 Cableado	de	electricidad
13 Líneas	o	cañerías	de	materias	primas	o	productos
14 Líneas	o	cañerías	de	desagües
15 Rejillas
16 Estanterías
17 Electricidad
18 Vehículos	o	medios	de	transporte	en	general
19 Maquinas	y	equipos	en	general
20 Herramientas	(portátiles,	manuales,	mecánicas,	eléctricas.
21 Neumáticas,	etc)
22 Aparatos	para	izar	o	medios	de	elevación
23 Onda	expansiva
Materiales	y/o	elementos	utilizados	en	el	trabajo
24 Matrices
25 Paralelas
23 Bancos	de	trabajo
27 Recipientes
28 Andamios
29 Archivos
30 Escritorios
31 Asientos	en	general
32 Muebles	en	general
33 Materias	primas
34 Productos	elaborados
Otros	factores	externos	e	internos	al	ambiente	de	trabajo
35 Animales
36 Vegetales
37 Factores	climáticos
38 Arma	blanca
39 Arma	de	fuego
40 Sustancias	químicas	-	plaguicidas
00 Otros
	
TABLA	5.	PARTES	DEL	CUERPO	AFECTADO
Código Descripción
1 Región	craneana	(cráneo.	cuero	cabelludo)
2 Ojos	(con	inclusión	de	los	párpados,	la	órbita	y	el	nervio	óptico)
3 Boca	(con	inclusión	de	labios,	dientes	y	lengua
4 Cara	(ubicación	no	clasificada	en	otro	epígrafe)
5 Nariz	y	senos	paranasales
6 Aparato	auditivo
7 Cabeza,	ubicaciones	múltiples
8 Cuello
9 Región	cervical
10 Región	dorsal
11 Región	lumbosacra	(columna	vertebral	y	muscular	adyacentes)
12 Tórax	(costillas,	esternón)
13 Abdomen	(pared	abdominal)
14 Pelvis
15 Tronco,	ubicaciones	múltiples
16 Hombro	(inclusión	de	clavículas,	omóplato	y	axila)
17 Brazo
18 Codo
19 Antebrazo
20 Muñeca
21 Mano	(con	excepción	de	los	dedos	solos)
22 Dedos	de	las	manos
23 Miembro	superior	ubicaciones	múltiples
24 Cadera
25 Muslo
26 Rodilla
27 Pierna
28 Tobillo
29 Pie	(solo	afecciones	dérmicas)
30 Dedos	de	los	pies
31 Miembro	inferior,	ubicaciones	múltiples
32 Aparato	cardiovascular	en	general
33 Aparato	respiratorio	en	general
34 Aparato	digestivo	en	general
35 Sistema	nervioso	en	general
36 Mamas
37 Aparato	genital	en	general
38 Aparato	urinario	en	general
39 Sistema	hematopoyético	en	general
40 Sistema	endocrino	en	general
41 Pie	(sólo	afecciones	dérmicas)
42 Aparato	psíquico	en	general
43 Ubicaciones	 múltiples	 compromiso	 de	 dos	 o	 más	 zonas	 afectadasespecificadas	en	la	tabla
44 Órgano,	 aparato	 o	 sistema	 afectado	 por	 sustancias	 químicas,plaguicidas
00 Otros
	
TABLA	6:	NATURALEZA	DE	LA	LESIÓN
Código Descripción
1. Escoriaciones
2 Heridas	punzantes
3 Heridas	cortantes
4 Heridas	constusas	por	golpe	de	bordes
5 Irregulares
6 Herida	de	bala
7 Herida	de	tejidos
8 Contusiones
9 Traumatismos	internos
10 Torceduras	y	esguinces
11 Luxaciones
12 Fracturas
13 Amputaciones
14 Gangrenas
15 Quemaduras
16 Cuerpo	extraño	en	ojo
17 Enucleación	(perdida	ocular)
18 Intoxicación
19 Intoxicación	por	plaguicidas
20 Asfixia
21 Efectos	de	electricidad
22 Efectos	de	radiación
00 Disfunciones	orgánicas
	 Otros
	
TABLA	7:	ENFERMEDADES	RELACIONADAS	AL	TRABAJO
Código Descripción
1 Asma	profesional	causada	por	agentes	sensibilizantes	o	irritantes
2 Enfermedades	ocasionadas	por	agentes	químicos,	tóxicos	y	otros
3 Silicosis
4 Asbestosis
5 Neumoconiosis	por	exposición	a	polvo	de	carbón
6 Talcosis,	silicoalinosis	y	otras	silicatosis
7 Neoplasia	por	exposición	a	asbesto
8 Neoplasia	maligna,	por	exposición	a	cloruro	de	vinilo
9 Hipoacusia	o	sordera	provocada	por	el	ruido
10 Enf.	osteoarticulares	o	angioneuróticas	provocadas	por	las	vibracionesmecánicas
11 Enf.	provocadas	por	vibraciones	repetidas	de	transmisión	vertical
12 Enf.	provocadas	por	posturas	 forzadas	y	movimientos	repetidos	en	eltrabajo
13 Enf.	provocadas	por	trabajos	bajo	presión	de	aire	y	agua
14 Enf.	provocadas	por	radiaciones	ionizadas
15 Virus	de	hepatitis	B,	hepatitis	C,	VIH	y	otras	infecciones	víricas
16 Mycacterium	tuberculosis
17 Leishmanía	donovani	trópica
18 Estado	de	estrés
19 Trastorno	cognitivo	leve
20 Alcoholismo	crónico	relacionado	al	trabajo
21 Depresión
22 Disturbios	mentales	subjetivos
23 Hipertensión	arterial
24 Angina	de	pecho
25 Arrítmias	cardiacas
26 Síndrome	de	Raynauld
27 Dorsalgia
28 Cervicalgía
29 Ciática
30 Lumbago
31 Trastornos	del	plexo	braquial
32 Gingivitis	crónica
33 Estomatitis	ulcerativa	crónica
34 Síndrome	dispéptico
35 Gastritis
36 Varices	en	miembros	inferiores
37 Dermatitis	alérgicas	de	contacto
00 Otras	formas
	ANEXO	Nº	2
FICHA	MÉDICO	OCUPACIONAL



Fuente:	CensoPAS/INS
Instructivo
Para	el	llenado	de	la	Ficha	Médico	Ocupacional
I.	Introducción
Para	 el	 llenado	 de	 la	 Ficha	 Médico	 Ocupacional,	 se	 ha	 desarrollado	 este
instructivo,	 que	 contiene	 los	pasos	de	 como	 se	 llenan	 los	diferentes	 ítems
que	contiene	 la	 ficha,	así	como	aclaraciones	 importantes	sobre	situaciones
especificas,	 que	 se	 pudieran	 presentar	 en	 el	 momento	 de	 su	 llenado,	 de
acuerdo	 a	 la	 planificación	 de	 Vigilancia	 de	 la	 salud	 de	 los	 Trabajadores	 y
servirán	 para	 la	 realización	 de	 estudios	 epidemiológicos	 ocupacionales,	 o
acciones	 correctivas	 en	 Salud	 Ocupacional,	 incluyendo	 la	 Reinserción	 y
Rehabilitación	Ocupacional.
El	instructivo	ha	sido	desarrollado,	tomando	en	cuenta	las	secciones	de	la
que	consta	el	formato:
1.	Datos	de	la	empresa
2.	Filiación	del	trabajador
3.	Antecedentes	ocupacionales
4.	Antecedentes	patológicos	personales
5.	Antecedentes	patológicos	familiares
6.	Evaluación	médica
7.	Conclusiones	de	evaluación	psicológica
8.	Conclusiones	radiológicas
9.	Hallazgos	patológicos	de	laboratorio
10.	Conclusiones	de	audiometría
11.	Conclusiones	de	espirometría
12.	Otros
13.	Certificado	de	Aptitud	Médico	Ocupacional
II.	Forma	de	llenado
2.1.	Será	llenada	por	el	Médico	Ocupacional.
2.2.	 Los	 ítems	 de	 Datos	 de	 la	 Empresa,	 Filiación	 del	 Trabajador,
Antecedentes	 Ocupacionales,	 Antecedentes	 Patológicos	 Personales,
Antecedentes	 Patológicos	 Familiares,	 Evaluación	 Médica,	 Conclusiones	 de
Evaluación	Psicológica,	Conclusiones	Radiológicas,	Hallazgos	Patológicos	de
Laboratorio,	Conclusiones	de	Audiometría,	Conclusiones	de	Espirometría,	y
otros	 serán	 llenados	 de	 acuerdo	 los	 hallazgos	 y	 al	 criterio	 del	 Médico
Ocupacional.
2.3.	En	el	ítem	de	Certificado	de	Aptitud	Médico	Ocupacional:
Tipo	 de	 Reconocimiento:	 Se	 llenará	 el	 Diagnóstico	 Presuntivo,	 o
Diagnóstico	Definitivo	a	criterio	del	Médico	Ocupacional.
Grado	de	Aptitud:
•	Apto:	Trabajador	sano	o	con	hallazgos	clínicos	que	no	generan	pérdida	de
capacidad	laboral	ni	limitan	el	normal	ejercicio	de	su	labor.
•	Apto	con	restricciones:	Aquel	 trabajador	que	a	pesar	de	tener	algunas
patologías,	 puede	 desarrollar	 la	 labor	 habitual	 teniendo	 ciertas
precauciones,	para	que	estas	no	pongan	en	riesgo	su	seguridad,	disminuyan
su	 rendimiento.	 o	 puedan	 verse	 agravadas	 deben	 ser	 incluidos	 en
programas	de	vigilancia	especificas.
•	 No	 apto:	 Trabajador	 que	 por	 patologías,	 lesiones	 o	 secuelas	 de
enfermedades	 o	 accidentes	 tienen	 limitaciones	 orgánicas	 que	 les	 hacen
imposible	 la	 labor	 en	 las	 circunstancias	 en	 que	 está	 planteada	 dentro	 del
EE.SS.,	y	en	las	áreas	de	mayor	riesgo.
Relación	 con	 el	 Riesgo:	 Se	 realizara	 la	 relación	 de	 la	 presencia	 de
Accidente	o	Enfermedades	ocupacional	del	 trabajador	y	el	nivel	del	 riesgo
presente	en	los	ambientes	de	trabajo.
Nombre	 del	 médico:	 Médico	 Colegiado	 especialista,	 o	 capacitado	 en
Medicina	del	Trabajo	Medicina	Ocupacional	y/o	Salud	Ocupacional.
ANEXO	Nº	03
FICHA	PSICOLÓGICA	OCUPACIONAL

Instructivo
Para	el	llenado	de	la	Ficha	Psicológica	Ocupacional
I.	Introducción
La	Ficha	Psicológica	Ocupacional	es	el	 instrumento	para	 la	evaluación	del
trabajador	en	sus	diferentes	aspectos	(cognitivos,	emocionales,	psicomotriz.
etc.)	 los	 que	 indicaran	 la	 adecuación	 y	 la	 adaptación	 del	 trabajador	 en	 su
ambiente	 de	 trabajo;	 a	 través	 de	 técnicas	 propias	 de	 la	 Psicología
Ocupacional.
II.	Forma	de	llenado
2.1.	La	evaluación	psicológica	está	a	 cargo	de	un	profesional	Psicólogo(a)
del	Servicio	de	Salud	Ocupacional	(SSO)	y	serán	registrados	en	el	SSO.
2.2.	 La	 evaluación	 psicológica	 se	 inicia	 con	 la	 entrevista	 y	 observación
psicológica,	y	el	llenado	de	Ficha	Psicológica	Ocupacional	contiene	los	datos
generales,	 motivo	 de	 la	 evaluación,	 datos	 ocupacionales	 actuales	 y
anteriores,	 historia	 familiar,	 accidentes	 y	 enfermedades,	 hábitos,	 examen
mental,	 aplicación	 de	 pruebas	 psicológicas	 cuando	 se	 requiera
complementar	 y	 a	 criterio	 del	 psicólogo,	 análisis	 e	 interpretación	 de	 los
datos	 (de	 las	 pruebas	 aplicadas),	 y	 diagnóstico,	 con	 estos	 resultados	 se
elabora	el	Informe	Psicológico	Ocupacional.
2.3.	 La	 aplicación	 de	 pruebas	 psicológicas	 es	 criterio	 del	 Psicólogo	 y	 de
acuerdo	 al	 puesto	 de	 trabajo.	 Se	 evaluarán	 el	 área	 cognitiva	 y	 el	 área
afectiva:
•	Área	 cognitiva:	 se	 evalúa	 las	 aptitudes	 intelectuales,	 nivel	 intelectual,
nivel	de	comprensión	de	instrucciones,	memoria,	atención	y	concentración,
habilidades	 visoconstructivas,	 capacidad	 de	 solución	 de	 problemas;
exigencias	 laborales;	 y	 las	 alteraciones	 que	 se	 puedan	 presentar	 en	 esta
área.
•	 Área	 afectiva:	 describe	 los	 rasgos	 de	 personalidad,	 manejo	 de
situaciones	 problemas,	 motivación,	 nivel	 de	 asertividad,	 autoestima,
liderazgo,	 capacidad	 de	 trabajo	 en	 equipo,	 relaciones	 interpersonales	 y
familiares,	nivel	de	comunicación,	grado	de	identificación	con	la	empresa	y
con	 las	 actividades	 que	 realiza,	 nivel	 de	 adaptación	 al	 cambio,	 nivel	 de
satisfacción	 laboral,	 intereses	 laborales,	profesionales;	 influencia	y	manejo
de	los	factores	psicosociales	en	el	trabajo	que	desempeña.
ANEXO	Nº	04
INFORME	TÉCNICO	DE	VIGILANCIA	DE	LA	SALUD	DE	LOS
TRABAJADORES
Nº	de	Informe
A:	Director	Regional	de	Salud	de	...........
Servicio:	Servicio	de	Salud	Ocupacional	del	la	Empresa	..................
Fecha:
_______________________________________________________________________
I.	Antecedentes
Referencias	 demográficas	 y	 epidemiológicas	 de	 la	 empresa	 y/o	 ambiente
de	trabajo.
II.	Análisis
2.1.	 Análisis	 e	 interpretación	 bioestadística	 de	 los	 accidentes	 de	 trabajo
(Tasa	de	incidencia	de	Accidentes	de	Trabajo)
2.2.	Análisis	e	 interpretación	bioestadística	de	 los	estados	pre	patológicos
(Tasa	de	Frecuencia	de	Estados	Pre	patológicos)
2.3.	 Análisis	 e	 interpretación	 bioestadística	 de	 las	 enfermedades
relacionadas	al	trabajo	(Tasa	de	Incidencia	y	Prevalencia	de	Enfermedades)
III.	Conclusiones
Infamación	resumida	y	clara	de	la	situación	de	la	salud	de	los	trabajadores
vigilados.
IV.	Recomendaciones
Aspectos	 programáticos	 de	médicas	 preventivos	 promocionales	 en	 salud
ocupacional
V.	Anexos
Cuadros	estadísticos
________________________
Firma	del	Médico	Ocupacional
y/o	responsable	del	Servicio	de	Salud	Ocupacional
ANEXO	Nº	05
FICHA	DE	SUPERVISIÓN	DE	LA	VIGILANCIA	DE	LA	SALUD	DE
LOS	TRABAJADORES
	
Empresa:	.......................................................... 	 	 	
Dirección:	........................... Fecha:	..../...../.......
SI:	la	frase	corresponde	a	las	condiciones	existentes
NO:	la	frase	es	incorrecta
NO	se	aplica:	no	aplicable
	 	 	
	
l.-	Compromisos	institucionales SI NO
No
se
aplica
1.	 ¿La	 gerencia	 ha	 establecido	 por	 escrito	 las	 funciones	 de
compromiso	 y	 participación	 en	 la	 salud	 ocupacional	 que	 le
corresponden	a	cada	nivel	de	la	organización?
	 	 	
2.	Estas	funciones	involucran	a: 	 	 	
a)	Directores	y	jefes	de	departamentos 	 	 	
b)	Jefes	de	áreas,	capataces	y	técnicos	de	campo	o	planta 	 	 	
c)	Supervisores,	jefes	de	cuadrillas	o	secciones 	 	 	
d)	Trabajadores	en	general 	 	 	
3.	 ¿Se	 incluye	el	mejoramiento	continuo	como	parte	de	este
compromiso?
	 	 	
4.	¿La	seguridad	trata	de	ser	proactiva	más	que	reactiva? 	 	 	
II.-	Organización	del	Servicio	de	Salud	Ocupacional	(SSO) SI NO No	seaplica
5.	 Existe	 en	 la	 empresa	 un	 Servicio	 de	 Salud	 Ocupacional
(SSO) 	 	 	
6.	Está	implementado	el	SS0	con: 	 	 	
a)	Recurso	Humano	especializado 	 	 	
b)	Presupuesto	para	el	desarrollo	de	las	actividades	de	salud
ocupacional 	 	 	
c)	Infraestructura	o	ambientes	confortables	del	SSO 	 	 	
Servicio	Medico	Ocupacional SI NO No	seaplica
7.	¿Hay	servicio	medico	ocupacional	en	la	empresa? 	 	 	
8.	 ¿Se	 encuentra	 el	 servicio	 medico	 ocupacional	 6	 horas
diarias	por	5	días	a	la	semana	o	4	horas	diarias	por	2	días	a	la
semana?
	 	 	
9.	¿El	medico	cuenta	con	formación	en	salud	ocupacional	y/o
medicina	ocupacional	o	del	trabajo? 	 	 	
En	caso	de	ser	afirmativo	anote	la	formación	que	posee
..............................................................................
	 	 	
10.	 ¿Ha	 participado	 en	 alguna	 actividad	 educativa:	 curso,
taller,	 seminario,	 otro,	 sobre	 salud	 ocupacional	 en	 el	 último
año?
	 	 	
11.	 ¿Participa	 el	 servicio	medico	 ocupacional	 en	 las	 labores
de	 salud	 ocupacional	 del	 establecimiento	 (Comité,	 comisión,
grupos	de	trabajo,	otras	comisiones)?
	 	 	
12.	 ¿Tiene	 personal	 de	 enfermería,	 psicología,	 entre	 otros
para	el	servicio	medico	ocupacional? 	 	 	
13.	¿Cuenta	con	otro	personal	de	apoyo?	Indique	cuál 	 	 	
14.	 ¿Realiza	 labores	 de	 tipo	 preventivo	 de	 enfermedades
profesionales? 	 	 	
15.	 ¿Realiza	 labores	 de	 tipo	 preventivo	 de	 enfermedades
relacionadas	al	trabajo	(diabetes,	hipertensión	y	otras)? 	 	 	
16.	¿Realiza	labores	para	prevenir	accidentes	de	trabajo? 	 	 	
III.-	 Procedimientos	 de	 salud	 ocupacional-	 información	 en
vigilancia	de	la	salud	de	los	trabajadores 	 	 	
17.	 ¿Se	 ha	 establecido	 un	 programa	 de	 información	 a	 los
trabajadores? 	 	 	
a)	Sobre	los	riesgos	presentes	en	su	ocupación 	 	 	
b)	Cambios	en	los	métodos	de	trabajo,	cuando	los	hubiera 	 	 	
c)	Manuales	de	puestos	de	trabajo 	 	 	
18.	¿Se	ha	establecido	un	programa	de	información	a	la	DISA
y/o	DIRESA? 	 	 	
19.	Se	ha	establecido	un	programa	de	reuniones	informativas
para: 	 	 	
a)	Directores 	 	 	
b)	Jefes	de	áreas 	 	 	
c)	Supervisores,	jefes	de	cuadrillas	o	secciones 	 	 	
d)	Trabajadores	en	general 	 	 	
20.	 ¿Se	 le	 proporciona	 información	 escrita	 sobre	 la
prevención	 de	 riesgos	 al	 trabajador	 nuevo	 o	 reubicado,	 al
incorporarse	a	su	puesto	de	trabajo?
	 	 	
IV.-	 Formación	 y	 entrenamiento	 del	 personal	 sobre
prevención	en	salud	ocupacional SI NO
No
se
aplica
21.	 ¿Se	 proporciona	 al	 trabajador	 información	 y	 formación
sobre	 la	 prevención	 en	 salud	 ocupacional	 al	 ingresar	 a	 la
institución	 o	 al	 cambiar	 de	 puesto	 de	 trabajo?	 (cursos	 de
inducción)
	 	 	
22.	 ¿Se	 dispone	 de	 algún	 manual	 de	 procedimientos	 o
instrucciones	para	la	acción	formativa	en	vigilancia	de	la	salud
de	los	trabajadores?
	 	 	
23.	El	Plan	de	formación	es	(si	existe): 	 	 	
a)	Uniforme	ara	todos 	 	 	
b)	Especifico	para	todos	los	puestos	o	áreas	de	trabajo 	 	 	
24.	¿Se	tiene	una	persona	responsable	de	la	formación? 	 	 	
25.	 ¿Se	 realiza	 un	 diagnóstico	 sobre	 las	 necesidades	 de
formación? 	 	 	
26.	¿Se	lleva	a	cabo	la	formación	de	trabajadores	en	primeros
auxilios? 	 	 	
27.	 ¿Se	 capacita	 y	 adiestra	 a	 los	 trabajadores	 para	mejorar
sus	aptitudes	en	el	puesto	de	trabajo 	 	 	
28.	¿La	empresa	da	facilidades	para	la	formación	fuera	de	la
misma	(permisos.	becas,	etc.)? 	 	 	
V.-	 Control	 epidemiológico	 ocupacional-	 registro	 y
notificación	 de	 los	 accidentes	 de	 trabajo	 y	 de	 las
enfermedades	relacionadas	al	trabajo
SI NO No
se
aplica
29.	 ¿Se	 ha	 establecido	 la	 notificación	 y	 el	 registro	 de	 los
accidentes	de	trabajo	codificados? 	 	 	
30.	 ¿La	 notificación	 y	 el	 registro	 de	 los	 accidentes	 está
clasificado	por	áreas	de	trabajo? 	 	 	
31.	 ¿Se	 hacen	 análisis	 de	 estadísticas	 de	 accidentabilidad
(índices	de	frecuencia	y	gravedad)? 	 	 	
32.	¿Se	clasifican	los	accidentes	según: 	 	 	
a)	La	forma	y	tipo	de	accidentes? 	 	 	
b)	El	agente	material? 	 	 	
c)	La	naturaleza	de	la	lesión? 	 	 	
d)	La	causa	de	los	accidentes? 	 	 	
33.	Se	informa	los	resultados	de	la	accidentabilidad	a: 	 	 	
a)	Directores	y	jefes	de	departamentos 	 	 	
b)	Jefes	de	áreas,	capataces	y	técnicos	de	campo	o	planta 	 	 	
c)	Supervisores,	jefes	de	cuadrillas	o	secciones 	 	 	
d)	Trabajadores	en	general 	 	 	
34.	 A	 partir	 de	 los	 resultados	 de	 las	 estadísticas	 se	 ha
elaborado	un	plan	de	medidas	para	reducir	los	accidentes: 	 	 	
a)	en	general 	 	 	
b)	específicos 	 	 	
35.	 ¿Se	 comunican	 los	 accidentes	 al	 ente	 competente	 del
Registro	 de	 Accidentes	 de	 trabajo	 y	 al	 establecimiento	 de
salud	de	su	jurisdicción,	DISA	y/o	DIRESA?
	 	 	
36.	¿Se	ha	establecido	un	sistema	de	notificación	y	registro	de
las	enfermedades	profesionales? 	 	 	
37.	 ¿Se	 hacen	 análisis	 de	 estadísticas	 de	 la	 incidencia	 y
prevalencia	de	las	enfermedades	relacionadas	al	trabajo 	 	 	
38.	¿Se	clasifican	las	enfermedades	según: 	 	 	
a)	 Enfermedades	 Profesionales	 (de	 acuerdo	 al	 Listado	 de
Enfermedades	Profesionales	R.	M.	Nº	480-2008/Minsa)? 	 	 	
b)	Enfermedades	relacionas	al	trabajo? 	 	 	
39.	 ¿Se	 comunican	 las	 enfermedades	 profesionales	 o
relacionadas	 al	 trabajo	 al	 ente	 competente	 y	 al
establecimiento	de	Salud	de	su	jurisdicción.	DISA	y/o	DIRESA?
	 	 	
VI.-	Investigación	de	accidentes	de	trabajo SI NO
No
se
aplica
40.	¿Se	investigan	los	accidentes	de	trabajo? 	 	 	
41.	¿Quién	realiza	la	investigación? 	 	 	
42.	¿El	responsable	SSO	participa	en	la	investigación? 	 	 	
43.	 ¿Con	 la	 investigación	 de	 los	 accidentes	 se	 corrigen	 las
condiciones	de	trabajo	deficientes	y	actos	inseguros? 	 	 	
44.	El	grado	de	cumplimiento	de	las	acciones	correctivas	es: 	 	 	
a)	Alto 	 	 	
b)	Mediano 	 	 	
c)	Bajo 	 	 	
45.	Los	resultados	de	la	investigación	se	informan	a: 	 	 	
a)	La	Dirección 	 	 	
b)	Jefes	de	áreas 	 	 	
c)	Jefes	de	oficinas	de	apoyo 	 	 	
d)	Trabajadores	del	ares	afectada 	 	 	
e)	Comité	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo. 	 	 	
VII.-	Vigilancia	de	la	salud	de	los	trabajadores: SI NO
No
se
aplica
46.	¿Se	realizan	exámenes	médico	pre	ocupacionales? 	 	 	
47.	¿Se	realizan	exámenes	médico	de	control	o	evaluaciones
periódicas	a	los	trabajadores? 	 	 	
48.	¿Las	medidas	preventivas	van	dirigidas	hacia	el	control	de
los	factores	de	riesgo	más	que	hacia	la	protección	personal? 	 	 	
49.	Se	ha	establecido	un	programa	de	vigilancia	de	la	salud	de
los	trabajadores,	según	el	riesgo	de	exposición. 	 	 	
50.	Los	trabajadores	cuentan	con	el	Seguro	Complementario
de	Trabajo	de	Riesgo? 	 	 	
51.	 ¿Se	 ha	 establecido	 la	 confidencialidad	 de	 los	 exámenes
médico	ocupacionales 	 	 	
52.	¿Se	da	el	consentimiento	informado	del	trabajador	para	la
realización	de	los	exámenes	médico	ocupacionales? 	 	 	
53.	 ¿Se	 controla	 la	 custodia	 de	 la	 documentación	 de	 los
exámenes	médico	ocupacionales? 	 	 	
54.	 ¿Los	 exámenes	 médicos	 están	 en	 relación	 al	 factor	 de
riesgo	al	cual	tan	expuestos	los	trabajadores? 	 	 	
55.	 ¿Los	 exámenes	 médicos	 ocupacionales	 tiene	 examen
clínico,	psicológico	y	exámenes	complementarios? 	 	 	
VIII.-	Control	de	riesgos	ocupacionales SI NO
No
se
aplica
56.	 ¿Se	cuenta	con	 los	 instrumentos	para	medir	 los	 factores
de	riesgo	ocupacional?	indique	cuáles 	 	 	
57.	 ¿Se	 busca	 informaci6n	 toxicológica	 de	 los	 productos
utilizados? 	 	 	
58.	 ¿La	 institución	 tiene	 conocimiento	 de	 las
reglamentaciones	de	Salud	Ocupacional	que	le	afectan? 	 	 	
59.	Se	cumple	con	las	normas	de	SO: 	 	 	
a)	Completamente 	 	 	
b)	Parcialmente 	 	 	
60.	 ¿Se	 lleva	 un	 control	 periódico	 de	 la	 implantaci6n	 de	 las
medidas	preventivas	y	de	corrección? 	 	 	
IX.-	Normas	y	procedimientos	de	trabajo SI NO
No
se
aplica
61.	 ¿En	 la	 institución	 Los	 directivos,	 supervisores	 y
trabajadores	 conocen	 la	 legislación	 vigente	 en	 el	 país	 sobre
Salud	Ocupacional?
	 	 	
62.	¿Disponen	de	la	documentación	física	o	virtual	copia	de	la
legislación? 	 	 	
63.	 ¿Las	 normas	 y	 procedimientos	 de	 salud,	 seguridad	 e
higiene	 ocupacional	 son	 de	 estricto	 cumplimiento	 por	 los
trabajadores?
	 	 	
64.	Las	normas	de	Salud	Ocupacional	contienen: 	 	 	
a)	Medidas	de	prevención	general 	 	 	
b)	Medidas	específicas	para	los	puestos	de	trabajo 	 	 	
c)	Procedimientos	de	trabajo	seguros 	 	 	
65.	 ¿Participan	 los	 trabajadores	 en	 la	 elaboraci6n	 de	 los
documentos	como	reglamentos	internos	técnicos	protocolos? 	 	 	
66.	 ¿En	 la	 elaboración	 de	 estos	 reglamentos	 internos	 los
protocolos	 la	 gerencia	 consulta	 con	 el	 Servicio	 den	 de	 Salud
Ocupacional?
	 	 	
67.	 ¿Los	 reglamentos	 internos	 Protocolos	 de	 Salud
Ocupacional	son	revisadas	periódicamente? 	 	 	
68.	 ¿Las	 normas	 en	 Salud	 ocupacional	 son	 conocidas	 por	 el
personal? 	 	 	
69.	¿Están	disponibles	las	normas	de	Salud	Ocupacional	para
todos	los	trabajadores? 	 	 	
70.	¿Los	reglamentos	 internos	protocolos	son	conocidas	por
visitantes	y	proveedores? 	 	 	
	
Fuente:	OPS.	2005
	
Supervisión	realizada	por:
Firma:	...............................................................................................................................................
Fecha:	...............................................................................................................................................
	Instructivo
Para	el	llenado	de	la	Lista	de	Supervisión	de	la	Implementación	de	la
Vigilancia	de	la	Salud	de	los	Trabajadores
I.	Introducción
Para	 el	 llenado	 de	 la	 Lista	 de	 supervisión	 de	 la	 implementación	 de	 la
vigilancia	 de	 la	 salud	 de	 los	 trabajadores,	 se	 ha	 desarrollado	 este
instructivo,	 que	 contiene	 los	pasos	de	 como	 se	 llenan	 los	diferentes	 ítems
que	 contiene	 el	 formato.	 El	 instructivo	 ha	 sido	 desarrollado	 tomando	 en
cuenta	las	secciones	de	la	que	consta	el	formato:
I.	Compromisos	institucionales.
II.	Organización	del	servicio	de	salud	ocupacional	(SSO):	Servicios	médico
ocupacionales.
III.	Procedimientos	de	salud	ocupacional	-	información.
IV.	 Formación	 y	 entrenamiento	 del	 personal	 sobre	 prevención	 en	 salud
ocupacional.
V.	 Control	 epidemiológico	 ocupacional-	 registro	 y	 notificación	 de	 los
accidentes	de	trabajo	y	de	las	enfermedades	relacionadas	al	trabajo.
VI.	Investigación	de	accidentes	de	trabajo.
VII.	Vigilancia	de	la	salud	de	los	trabajadores.
VIII.	Control	de	riesgos	ocupacionales.
IX.	Normas	y	procedimientos	de	trabajo
II.	Forma	de	llenado
2.1.	La	Columna	SI:
La	frase	corresponde	a	las	actividades	de	salud	ocupacional	existentes,	en
la	que	el	Supervisor	de	forma	observacional	encuentre.
2.2.	La	Columna	de	NO:
La	frase	corresponde	a	las	actividades	de	salud	ocupacional	no	existentes,
en	la	que	el	Supervisor	de	forma	observacional	encuentre.
2.3.	La	Columna	de	No	Aplicable
La	frase	corresponde	a	las	condiciones	que	no	aplica.
III.	Puntuación:
La	evaluación	se	da	con	un	punto	por	cada	respuesta	en	 las	columna	SI	y
NO,	luego	se	suma	los	puntajes	para	ser	llevados	a	porcentaje	(%).
IV.	Desarrollo	e	interpretación
El	formato	será	llenado	por	el	supervisor	y	su	interpretación	está	en	base	a
la	suma	del	puntaje,
80-
100%
Más	de	56	respuesta	positivas	(SI)
Existe	un	mayor	cumplimiento	moderado	de	la	vigilancia	de	la	salud	de
los	trabajadores
40-79
De	28	a	55	respuesta	positivas	(S)
Existe	 un	 cumplimiento	moderado	 de	 la	 vigilancia	 de	 la	 salud	 de	 los
trabajadores
0-39
Menos	de	27	respuestas	positivas	(S)
Existe	 carencia	 y	 desconocimiento	 de	 a	 vigilancia	 de	 la	 salud	 de	 los
trabajadores
V.	Acciones	correctivas
El	 Supervisor	 de	 Salud	 ocupacional	 desarrollará	 un	 acta	 de	 inspección
sanitaria	 al	 Servicio	 de	 Salud	 Ocupacional	 y	 dejara	 las	 recomendaciones
según	 el	 caso,	 para	 que	 se	 tomen	 las	medidas	 necesarias	 de	 acuerdo	 a	 la
puntuación	 e	 interpretación	 tomando	 en	 cuenta	 el	 sistema	 de	 mejora
continua.
ANEXO	Nº	06
GLOSARIO	DE	TÉRMINOS
1.	Accidente	de	Trabajo.-	Es	 todo	 suceso	 repentino	que	 sobrevenga	por
causa	o	con	ocasión	del	trabajo	y	que	produzca	en	el	trabajador	una	lesión
orgánica,	una	perturbación	funcional,	una	invalidez	o	la	muerte.
2.	 Ambiente	 de	 Trabajo.-	 Constituido	 por	 el	 entorno	 o	 suma	 total	 de
aquello	 que	 rodea	 y	 que	 afecta	 y	 condiciona	 de	 manera	 especial	 las
circunstancias	de	vida	y	de	trabajo	de	las	personas,	del	centro	de	trabajo	y
de	la	sociedad	en	su	conjunto.
3.	Condiciones	del	Ambiente	de	Trabajo.-	Aquellos	elementos,	agentes	o
factores	que	tienen	influencia	significativa	en	la	generación	de	riesgos	para
la	seguridad	y	salud	de	los	trabajadores.
4.	 Control	 de	 Riesgos	 Ocupacionales.-	 Significa	 la	 eliminación	 de	 los
factores	de	riesgo	o	su	reducción	a	un	nivel	que	no	constituya	riesgo	para	la
salud	de	los	trabajadores.
5.	Detección.-	Descubrir	 la	existencia	de	un	daño	que	no	se	encuentra	en
forma	evidente.
6.	 Diagnóstico	 Médico.-	 Es	 el	 procedimiento	 científico	 que	 permite
conocer	la	naturaleza	de	una	enfermedad	o	lesión,	mediante	la	observación
y	estudio	detallado	de	los	síntomas,	signos	y	pruebas	complementarias.
7.	Enfermedad	Relacionada	al	Trabajo.-	Es	un	daño	a	la	salud	que	puede
ser	 causado	 en	 su	 totalidad	 por	 las	 condiciones	 de	 trabajo,	 o	 puede	 ser
intensificada	o	por	las	condiciones	de	trabajo	de	las	personas.
8.	 Enfermedad	 Ocupacional.-	 Termino	 que	 se	 usa	 para	 definir	 a	 las
Enfermedades	Relacionadas	al	Trabajo.
9.	 Enfermedad	 Profesional.-	 Es	 una	 enfermedad	 contraída	 como
resultado	 de	 la	 exposición	 a	 factores	 de	 riesgo	 inherentes	 a	 la	 actividad
laboral,	y	de	carácter	legal.
10.	Exámenes	Médicos.-	Serie	de	investigaciones	diligentes,	realizada	por
persona	legalmente	autorizada	y	especialmente	capacitada,	para	prevenir	o
curar	 enfermedades	 contar	 de	 una	 examen	 médico	 clínico,	 examen
psicológico	 y	 exámenes	 complementarios	 determinado	 por	 el	 Médico
Ocupacional.
11.	 Evaluaciones	 Médico	 Ocupacionales.-	 Están	 referidos	 a	 exámenes
médicos	realizados	al	ingreso	del	trabajador,	periódicamente	y	al	momento
de	 su	 cese,	 orientados	 a	 la	 detección	 de	 enfermedades	 profesionales	 y
lesiones	de	posible	aparición	en	razón	a	la	exposición	de	riesgos	presentes
en	el	centro	de	trabajo.
12.	Exposición	Ocupacional.-	Se	define	como	la	presencia	de	un	factor	de
riesgo	 sea	 físico,	 químico,	 biológico,	 ergonómico	 o	 psicosocial	 en	 contacto
con	el	trabajador	en	el	ambiente	laboral,	por	un	determinado	tiempo.
13.	 Factores	 de	 Riesgo	 Ocupacionales.-	 Agentes	 de	 naturaleza	 física,
química,	 biológica	 o	 aquellas	 resultantes	 de	 la	 interacción	 entre	 el
trabajador	 y	 su	 ambiente	 laboral,	 tales	 como	 psicológicos	 y	 ergonórnicos,
que	 pueden	 causar	 daño	 a	 la	 salud.	 Denominados	 también	 factores	 de
riesgos	ocupacionales,	agentes	o	factores	ambientales	o	peligros.
14.	 Guía	 Técnica.-	 Documento	 normativo	 del	Ministerio	 de	 Salud	 con	 el
que	 se	 define	 por	 escrito	 y	 de	 manera	 detallada	 el	 desarrollo	 de
determinados	procesos,	procedimientos	y	actividades.
15.	Higiene	Ocupacional.-	Especialidad	que	busca	 identificar,	 reconocer,
evaluar	y	controlar	los	factores	de	riesgo	ocupacionales	que	puedan	afectar
la	salud	de	los	trabajadores,	con	la	finalidad	de	prevenir	 las	enfermedades
ocupacionales.
16.	 Listado	de	Enfermedades	Profesionales.-	Es	 la	 relación	 de	 todas	 y
cada	una	de	las	enfermedades	profesionales	vigentes	en	el	Perú,	aprobadas
por	Resolución	Ministerial	Nº	480-2008/Minsa	que	aprobó	la	NTS	Nº	068-
Minsa/DGSP-V.1.	 “Norma	 Técnica	 de	 Salud	 que	 establece	 el	 Listado	 de
Enfermedades	Profesionales”,
Medicina	 Ocupacional.-	 Especialidad	 médica,	 que	 busca	 controlar	 los
factores	 de	 riesgo	 ocupacionales	 así	 como	 de	 diagnosticar	 y	 tratar
procomunes	 los	 accidentes	 de	 trabajo	 y	 enfermedades	 relacionadas	 al
trabajo	que	puedan	afectar	la	salud	de	los	trabajadores.
Ocupación.-	 Es	 la	 tarea	 o	 actividad	 que	 una	 persona	 desempeña	 en	 su
centro	de	trabajo	y	que	puede	estar	relacionada	o	no	con	su	profesión	(nivel
de	 educación),	 y	 por	 la	 cual	 recibe	 una	 remuneración	 económica	 o	 un
beneficio.
Pre	patogénico.-	Etapa	del	proceso	Salud	-	Enfermedad	que	ocurre	antes
de	 las	 manifestaciones	 clínicas	 y	 depende	 de	 las	 condiciones	 del	 medio
ambiente,	el	agente	y	el	huésped.	Representan	para	el	huésped	los	factores
de	riesgo,	que	pueden	ser	de	dos	clases:	endógenos	(condiciones	genéticas.
inmunitarias,	 anímicas,	 etc.)	 y	 exógenos	 (el	medio	 ecológico,	 que	depende
del	agente).	Este	periodo	ocurre	antes	de	la	enfermedad,	lo	que	nos	permite
saber	cuándo	aparecerá	para	poder	contrarrestarla.
Póliza.-	Documento	que	sirve	para	demostrar	la	validez	de	un	contrato,	en
seguros,	bolsa	y	en	otros	aspectos	que	pudiera	causar	daño;	en	él	aparecen
las	condiciones,	características,	cláusulas,	etc.,	del	contrato.
Psicología	 Ocupacional.-	 Especialidad	 que	 tiene	 por	 objeto	 promover	 y
proteger	 la	 salud	 mental	 del	 trabajador	 expuesto	 a	 factores	 de	 riesgo
ocupacionales	que	pueden	alterar	su	salud	integral.
Riesgo	Ocupacional.-	Probabilidad	de	daño	a	la	salud	por	la	exposición	a
factores	de	riesgo	ocupacionales.
Salud	Ocupacional.-	 Rama	 de	 la	 Salud	 Pública	 que	 tiene	 como	 finalidad
promover	y	mantener	el	mayor	grado	de	bienestar	físico,	mental	y	social	de
los	 trabajadores	 en	 todas	 las	 ocupaciones;	 prevenir	 todo	 daño	 a	 la	 salud
causado	 por	 las	 condiciones	 de	 trabajo	 y	 por	 los	 factores	 de	 riesgo	 y,
adecuar	el	trabajo	al	trabajador,	atendiendo	sus	aptitudes	y	capacidades.
Seguridad	Ocupacional.-	Especialidad	destinada	a	 identificar,	 reconocer,
evaluar	 y	 controlar	 las	 causas	 y/o	 peligros	 que	 puedan	 ocasionar	 los
accidentes	de	trabajo.
Servicios	 de	 Salud	 Ocupacional.-	 Entidades	 o	 instituciones	 legalmente
constituidas,	 o	 profesionales	 debidamente	 entrenados	 en	 medicina,
enfermería,	ingeniería	de	higiene	y	otros	cuyo	objetivo	común	y	principal	es
atender	la	salud	de	los	trabajadores.
Servicios	de	Terceros.-	Transferencia	o	delegación	de	la	operación	de	un
proceso	económico	a	un	prestador	de	servicio	externo.
Tasa:	Es	el	número	de	casos	de	una	enfermedad	o	evento	que	aparecen	en
un	intervalo	de	tiempo
Servicios	 de	 Salud	 Públicos	 y	 Privados.-	 Entidades	 o	 instituciones
legalmente	 constituidas,	 dependientes	 o	 autónomas	 del	 Estado,	 cuyo
objetivo	común	y	principal	es	atender	 la	salud	de	grupos	humanos	en	una
determinada	área	geográfica	o	nación.
Trabajador(a).-	Una	persona	que	de	forma	voluntaria	presta	sus	servicios
remunerados	 en	 un	 centro	 de	 trabajo	 o	 bien	 como	 trabajador
independiente.
Trabajo	infantil.-	Es	toda	actividad	desempeñada	por	una	persona	menor
de	 14	 años	 de	 edad	 de	 modo	 permanente	 o	 en	 tiempo	 determinado	 y
remunerada	 (o	 no),	 por	 cuenta	 propia	 o	 ajena	 que	 afecta	 su	 desarrollo
integral.
Tratamiento.-	Conjunto	de	medios	 farmacológicos,	 físicos	u	otros	que	 se
emplean	 para	 curar	 o	 aliviar	 un	 deterioro	 de	 la	 salud,	 provocado	 por	 un
accidente	o	por	una	enfermedad.
Vigilancia.-	 Proceso	 que	 consiste	 en	 la	 identificación,	 análisis,
interpretación	y	difusión	sistemática	de	datos	colectados,	generalmente,	por
medio	de	métodos	que	se	distinguen	por	ser	prácticos,	uniformes	y	rápidos,
que	 sirven	 para	 observar	 las	 tendencias	 en	 tiempo,	 lugar	 y	 persona.	 Con
ellos	 pueden	 observarse	 o	 anticiparse	 cambios,	 que	 requieren	 acciones
oportunas,	como	la	investigación	o	la	aplicación	de	medidas	de	prevención	y
control.
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R.	M.	375-2008-TR.
ART.	1°.—Aprobar	la	“Norma	básica	de	ergonomía	y	de	procedimiento	de
evaluación	 de	 riesgo	 disergonómico”,	 en	 mérito	 a	 los	 fundamentos
expuestos	 en	 la	 parte	 considerativa	 de	 la	 presente	 resolución	ministerial,
que	en	anexo	forma	parte	de	la	misma.
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema:	empresas	mineras	sí	pueden	ser
responsables	de	los	accidentes	laborales	por	impactos	de	rayos	en	sus
trabajadores.	“En	el	presente	caso	la	empresa	impugnante,	Compañía
Minera	(...)	señala	que	no	se	cumplen	los	presupuestos	configurativos	de
responsabilidad;	asimismo,	que	el	daño	que	alega	padecer	el	actor	no	es
efecto	de	una	acción	u	omisión	culpable	de	ella	como	empleadora,	sino	que
la	caída	de	un	rayo,	el	cual	es	un	evento	típicamente	fortuito	e	inevitable	(...)
Además	de	lo	expuesto,	la	empresa	recurrente	señala	conforme	al	artículo
24	del	Decreto	Supremo	N°	046-2001-EM,	referida	a	las	obligaciones	del
titular	de	la	actividad	minera,	que	ha	cumplido	con	instalar	en	los	lugares
estratégicos	‘pararrayos’,	sin	embargo,	no	se	acredita	en	autos	esta
afirmación	(...)	De	lo	mencionado,	se	demuestra	que	el	accidente	sufrido	por
el	demandante	se	encuentra	contemplado	como	un	accidente	de	trabajo,
asimismo,	la	empresa	impugnante	no	ha	probado	que,	aunque	el	accidente
fue	por	el	impacto	de	un	rayo,	realizó	previamente	todas	las	acciones
pertinentes	para	proveer	de	un	ambiente	de	seguridad	al	actor	al	momento
que	desempeñaba	sus	actividades	tal	como	la	instalación	de	pararrayos,	la
formulación	del	programa	anual	de	seguridad	e	higiene,	entre	otros,	razones
por	las	cuales,	queda	plenamente	establecida	la	responsabilidad	de	la
empresa	recurrente	en	el	accidente	sufrido	por	el	demandante,	y	por	tanto
los	daños	ocasionados	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	1348-2014-Junín,	oct.	20/2014.	V.	P.
Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Indecopi	declara	que	los	exámenes	médicos	de	ingreso
para	los	trabajadores	constituyen	barrera	burocrática	no	legal.	“Se	declara
barrera	burocrática	ilegal	la	exigencia	establecida,	a	los	empleadores,	de
realizar	exámenes	médicos	ocupacionales	al	inicio	o	para	el	inicio	de	la
relación	laboral,	para	acreditar	el	estado	de	salud	del	trabajador,
materializada	en	el	inciso	a)	del	artículo	101	del	Reglamento	de	la	Ley	de
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	005-
2012-TR,	modificado	por	el	Decreto	Supremo	N°	006-2014-TR.	Dicha
imposición	contraviene	el	Principio	de	Legalidad	reconocido	en	el	numeral
1.1)	del	artículo	IV	del	Título	Preliminar	de	la	Ley	N°	27444,	Ley	del
Procedimiento	Administrativo	General,	debido	a	que	el	Reglamento	de	la
Ley	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	dispone	la	aplicación	de	la
mencionada	exigencia	vulnerando	por	lo	dispuesto	en	su	respectiva	ley.	Se
dispone	la	inaplicación	a	las	denunciantes	de	la	barrera	burocrática
declarada	ilegal,	de	acuerdo	a	lo	establecido	en	el	artículo	48	de	la	Ley	N°
27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General,	modificado	por	la
Ley	N°	28996.	El	incumplimiento	de	lo	resuelto	podrá	ser	sancionado	de
conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	26	BIS	del	Decreto	Ley	N°
25868.	Esto	último	teniendo	en	cuenta	que	dicha	inaplicación	alcanzará
únicamente	a	las	denunciantes	respecto	de	sus	trabajadores	que	no	realicen
actividades	de	alto	riesgo”.	(Indecopi,	R.	0131-2015/CEB-Indecopi,	abr.
07/2015)
NOVENA	PARTE
Inspección	del	Trabajo
TÍTULO	PRIMERO
Función	Inspectiva
INSPECCIÓN	DEL	TRABAJO
Ley	28806.
ART.	1°.—Objeto	y	definiciones.	La	presente	ley	tiene	por
objeto	regular	el	Sistema	de	Inspección	del	Trabajo,	su
composición,	estructura	orgánica,	facultades	y	competencias,	de
conformidad	con	el	Convenio	N°	81	de	la	Organización
Internacional	del	Trabajo.
A	los	efectos	de	la	presente	ley	y	demás	disposiciones	de
desarrollo	que	se	dicten,	se	establecen	las	siguientes	definiciones:
Sistema	de	Inspección	del	Trabajo,	es	un	sistema	único,
polivalente	e	integrado	a	cargo	del	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo,	constituido	por	el	conjunto	de	normas,
órganos,	servidores	públicos	y	medios	que	contribuyen	al
adecuado	cumplimiento	de	la	normativa	laboral,	de	prevención	de
riesgos	laborales,	colocación,	empleo,	trabajo	infantil,	promoción
del	empleo	y	formación	para	el	trabajo,	seguridad	social,
migración	y	trabajo	de	extranjeros,	y	cuantas	otras	materias	le
sean	atribuidas.
Inspección	del	Trabajo,	es	el	servicio	público	encargado	de
vigilar	el	cumplimiento	de	las	normas	de	orden	sociolaboral	y	de
la	seguridad	social,	de	exigir	las	responsabilidades
administrativas	que	procedan,	orientar	y	asesorar	técnicamente
en	dichas	materias,	todo	ello	de	conformidad	con	el	Convenio	N°
81	de	la	Organización	Internacional	del	Trabajo.
Supervisores	inspectores,	inspectores	del	trabajo	e
inspectores	auxiliares,	son	los	servidores	públicos,	cuyos	actos
merecen	fe,	seleccionados	por	razones	objetivas	de	aptitud	y	con
la	consideración	de	autoridades,	en	los	que	descansa	la	función
inspectiva	que	emprende	el	Poder	Ejecutivo	a	través	del
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	y	de	los	gobiernos
regionales.	A	los	efectos	de	la	presente	ley	y	de	sus	normas	de
desarrollo,	con	carácter	general	la	mención	a	los	“inspectores	del
trabajo”	se	entenderá	referida	a	todos	ellos,	sin	perjuicio	de	las
funciones	y	responsabilidades	atribuidas	a	cada	uno	de	ellos.
Actuaciones	de	orientación,	son	las	diligencias	que	realiza	la
Inspección	del	Trabajo,	de	oficio	o	a	petición	de	los	empleadores	o
trabajadores,	para	orientarles	o	asesorarles	técnicamente	sobre	el
mejor	cumplimiento	de	las	normas	sociolaborales	vigentes.
Actuaciones	inspectivas,	son	las	diligencias	que	la	Inspección
del	Trabajo	sigue	de	oficio,	con	carácter	previo	al	inicio	del
procedimiento	administrativo	sancionador,	para	comprobar	si	se
cumplen	las	disposiciones	vigentes	en	materia	sociolaboral	y
poder	adoptar	las	medidas	inspectivas	que	en	su	caso	procedan,
para	garantizar	el	cumplimiento	de	las	normas	sociolaborales.
Procedimiento	administrativo	sancionador	en	materia
sociolaboral,	es	el	procedimiento	administrativo	especial	de
imposición	de	sanciones	que	se	inicia	siempre	de	oficio	mediante
acta	de	infracción	de	la	Inspección	del	Trabajo,	y	se	dirige	a	la
presentación	de	alegaciones	y	pruebas,	en	su	descargo,	por	los
sujetos	identificados	como	responsables	de	la	comisión	de
infracciones,	así	como	a	la	adopción	de	la	resolución
sancionadora,	que	proceda,	por	los	órganos	y	autoridades
administrativas	competentes	para	sancionar.
DOCTRINA.—La	 inspección	 del	 trabajo.	 “Por	 la	 especial	 naturaleza,
intensidad	 y	 extensión	 de	 las	 obligaciones	 que	 impone,	 no	 puede
abandonarse	 el	 eficaz	 cumplimiento	 de	 la	 legislación	 laboral	 a	 la	 acción
espontánea	 de	 los	 interesados,	 siendo	 la	 inspección	 del	 trabajo	 el
instrumento	primordial	sobre	el	que	los	estados	reposan	para	garantizar	la
eficacia	normativa;	 la	legislación	laboral	sin	inspección	es	más	un	ejercicio
de	 ética	 que	 una	 disciplina	 social	 obligatoria.”	 (ALONSO	 OLEA,	 Manuel.
Derecho	 del	 Trabajo,	 Facultad	 de	 derecho	 Universidad	 Complutense,
España,	1998;	pág.	682)
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	1°.—Objeto.	El	presente	reglamento	tiene	por	objeto	desarrollar	 las
normas	establecidas	en	los	títulos	I,	II	y	IV	de	la	Ley	N°	28806,	Ley	General
de	Inspección	del	Trabajo.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	2°.—Definiciones.	A	 los	 efectos	 del	 presente	 reglamento	 se	 aplican
las	definiciones	contenidas	en	el	artículo	1°	de	la	Ley	N°	28806,	Ley	General
de	 Inspección	 del	 Trabajo,	 relativas	 al	 Sistema	 de	 Inspección	 del	 Trabajo,
Inspección	del	Trabajo,	supervisores	 inspectores,	 inspectores	del	 trabajo	e
inspectores	auxiliares,	actuaciones	de	orientación,	actuaciones	inspectivas	y
procedimiento	administrativo	sancionador	en	materia	sociolaboral.
Asimismo,	respecto	a	 la	aplicación	de	 la	presente	norma,	debe	tenerse	en
consideración	los	siguientes	términos:
-	Ley:	Ley	N°	28806,	Ley	General	de	Inspección	del	Trabajo.
-	Reglamento:	el	presente	decreto	supremo.
-	MTPE:	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
-	 Directivos:	 directores,	 sub	 directores,	 supervisores	 inspectores	 o
autoridades	 que	 hagan	 sus	 veces,	 con	 competencias	 en	 el	 sistema
inspectivo.
-	Normas	de	orden	sociolaboral:	conjunto	de	normas	jurídicas	de	carácter
individual	 y	 colectivo,	 referido	 a	 la	 ordenación	 del	 trabajo	 y	 relaciones
sindicales,	 prevención	 de	 riesgos	 laborales,	 empleo	 y	 migraciones,
promoción	 del	 empleo	 y	 formación	 del	 trabajo,	 trabajo	 adolescente,
prestaciones	 de	 salud	 y	 sistema	 previsional,	 trabajo	 de	 personas	 con
discapacidad	y	cualesquiera	otras	normas	que	tengan	similar	contenido.
Ley	28806.
ART.	2°.—Principios	ordenadores	que	rigen	el	Sistema	de
Inspección	del	Trabajo.	El	funcionamiento	y	la	actuación	del
Sistema	de	Inspección	del	Trabajo,	así	como	de	los	servidores	que
lo	integran,	se	regirán	por	los	siguientes	principios	ordenadores:
1.	Legalidad,	con	sometimiento	pleno	a	la	Constitución	Política
del	Estado,	las	leyes,	reglamentos	y	demás	normas	vigentes.
2.	Primacía	de	la	realidad,	en	caso	de	discordancia,	entre	los
hechos	constatados	y	los	hechos	reflejados	en	los	documentos
formales	debe	siempre	privilegiarse	los	hechos	constatados.
3.	Imparcialidad	y	objetividad,	sin	que	medie	ningún	tipo	de
interés	directo	o	indirecto,	personal	o	de	terceros	que	pueda
perjudicar	a	cualquiera	de	las	partes	involucradas	en	el	conflicto	o
actividad	inspectora.
4.	Equidad,	debiendo	dar	igual	tratamiento	a	las	partes,	sin
conceder	a	ninguna	de	ellas	ningún	privilegio,	aplicando	las
normas	establecidas	con	equidad.
5.	Autonomía	técnica	y	funcional,	de	los	servidores	con
funciones	inspectivas	en	el	ejercicio	de	sus	competencias,
garantizándose	su	independencia	frente	a	cualquier	influencia
exterior	indebida.
6.	Jerarquía,	con	sujeción	a	las	instrucciones	y	criterios	técnicos
interpretativos	establecidos	por	la	Autoridad	Central	del	Sistema
de	Inspección	del	Trabajo	para	el	desarrollo	de	la	función
inspectiva,	así	como	cumpliendo	las	funciones	encomendadas	por
los	directivos	y	responsables	de	la	Inspección	del	Trabajo,	en
atención	a	las	competencias	establecidas	normativamente	(a	nivel
nacional,	regional	o	local).
7.	Eficacia,	actuando	con	sujeción	a	los	principios	de	concepción
única	e	integral	del	Sistema	de	Inspección	del	Trabajo,
especialización	funcional,	trabajo	programado	y	en	equipo.
8.	Unidad	de	función	y	de	actuación,	desarrollando	los
inspectores	del	trabajo,	la	totalidad	de	las	acciones	que	tienen
comisionadas	no	obstante	su	posible	especialización	funcional.
9.	Confidencialidad,	debiendo	considerar	absolutamente
confidencial	el	origen	de	cualquier	queja	o	denuncia	que	dé	a
conocer	una	infracción	a	las	disposiciones	legales,	sin	manifestar
al	empleador	o	a	su	representante	que	la	visita	de	inspección	se
ha	efectuado	por	denuncia.
10.	Lealtad,	a	la	Constitución,	las	leyes,	los	reglamentos,	las
resoluciones	y	a	los	objetivos	de	las	políticas	sociolaborales	del
Estado.
11.	Probidad,	debiendo	respetar	las	disposiciones	normativas
que	regulan	la	función	inspectora	y	ajustarse	estrictamente	a	los
hechos	constatados	durante	las	actividades	de	inspección.
12.	Sigilo	profesional,	absteniéndose	de	divulgar,	aun	después
de	haber	dejado	el	servicio,	la	información,	procedimientos,	libros,
documentación,	datos	o	antecedentes	conocidos	con	ocasión	de
las	actividades	inspectivas	así	como	los	secretos	comerciales,	de
fabricación	o	métodos	de	producción	que	puedan	conocerse	en	el
desempeño	de	las	funciones	inspectoras.
13.	Honestidad,	honrando	la	función	inspectora	y	absteniéndose
de	incurrir	en	actos	que	sean	para	beneficio	propio	o	de	terceros.
14.	Celeridad,	para	que	las	diligencias	inspectivas	sean	lo	más
dinámicas	posibles,	evitando	trámites	o	dilaciones	innecesarias
que	dificulten	su	desarrollo.
Los	inspectores	del	trabajo,	además	de	observar	todas	las
disposiciones	legales	que	regulan	la	actividad	inspectiva,	deberán
ejercer	las	funciones	y	cometidos	que	tienen	atribuidos	de
conformidad	con	los	principios	antes	señalados.
Los	servidores	públicos	que	no	ejerzan	funciones	de	inspección	y
presten	servicios	en	órganos	y	dependencias	del	Sistema	de
Inspección	del	Trabajo,	estarán	sujetos	a	los	mismos	principios,
salvo	los	que	afectan	estrictamente	al	ejercicio	de	la	función
inspectiva.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 3°.—Principios	 ordenadores	 de	 Sistema	 de	 Inspección	 del
Trabajo.	De	conformidad	con	 lo	establecido	por	el	artículo	2°	de	 la	 ley,	el
funcionamiento	 y	 la	 actuación	 del	 Sistema	 de	 Inspección	 de	 Trabajo,	 así
como	 de	 los	 servidores	 públicos	 que	 lo	 integran,	 se	 regirán	 por	 los
principios	de	legalidad,	primacía	de	la	realidad,	imparcialidad	y	objetividad,
equidad,	 autonomía	 técnica	 y	 funcional,	 jerarquía,	 eficacia,	 unidad	 de
función	y	de	actuación,	confidencialidad,	lealtad,	probidad,	sigilo	profesional
y	honestidad	y	celeridad.
JURISPRUDENCIA.—La	sentencia	debe	explicar	si	la	diligencia	de	inspección
realizada	en	las	oficinas	administrativas	de	la	empresa	y	no	en	el	lugar	de
trabajo	efectivo	afecta	el	debido	proceso.	“(...)	señala	como	uno	de	sus
agravios	que	los	inspectores	de	trabajo	no	han	concurrido	al	centro	de
trabajo	de	la	empresa	para	realizar	la	inspección	o	reinspección,	esto	es	en
el	puerto	de	Chimbote,	en	donde	laboran	los	trabajadores,	y	donde	se	podía
comprobar	el	cumplimiento	o	no	de	las	normas	de	seguridad	y	salud	de	los
trabajadores;	sino	que	dicha	diligencia	de	inspección	se	realizó	en	las
oficinas	administrativas	de	la	empresa	(...)	Siendo	que,	la	sala	de	mérito,	al
resolver	dicha	apelación,	en	la	sentencia	de	vista	(...)	obvió	pronunciarse
sobre	el	referido	agravio,	limitándose	únicamente	a	confirmar	la	sentencia
apelada	por	sus	fundamentos;	por	lo	que	cabe	concluir	que,	el	colegiado
superior,	no	ha	dado	una	respuesta	razonada,	respecto	de	la	referida
pretensión	impugnatoria,	contraviniendo	así,	los	principios	de	vinculación	y
de	doble	instancia	contenidos	en	los	artículos	IX	y	X	de	su	Título	Preliminar
del	Código	Procesal	Civil;	además	del	principio	de	congruencia	procesal,
toda	vez	que,	no	se	ha	respetado	el	minimun	de	logicidad	que	debe	contener
toda	resolución	judicial	(...).”	(C.	S.,	Cas.	1086-2011-Del	Santa,	abr.	11/2013.
Juez	Supremo	Baltazar	Morales	Parraguez)
Ley	28806.
ART.	 3°.—Modificado.	 Ley	 29981,	 Primera	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Funciones	 de	 la	 Inspección
del	Trabajo.	Corresponde	a	la	Inspección	del	Trabajo	el	ejercicio
de	la	función	de	inspección	y	de	aquellas	otras	competencias	que
le	 encomiende	 el	 ordenamiento	 jurídico	 sociolaboral,	 cuyo
ejercicio	no	podrá	 limitar	el	efectivo	cumplimiento	de	 la	 función
de	 inspección,	 ni	 perjudicar	 la	 autoridad	 e	 imparcialidad	 de	 los
inspectores	del	trabajo.
Las	finalidades	de	la	inspección	son	las	siguientes:
1.	De	vigilancia	y	exigencia	del	cumplimiento	de	las	normas
legales,	reglamentarias,	convencionales	y	condiciones
contractuales,	en	el	orden	sociolaboral,	ya	se	refieran	al	régimen
de	común	aplicación,	o	a	los	regímenes	especiales:
a)	Ordenación	del	trabajo	y	relaciones	sindicales.
a.1)	Derechos	fundamentales	en	el	trabajo.
a.2)	Normas	en	materia	de	relaciones	laborales	individuales	y
colectivas.
a.3)	Normas	sobre	protección,	derechos	y	garantías	de	los
representantes	de	los	trabajadores	en	las	empresas.
b)	Prevención	de	riesgos	laborales.
b.1)	Normas	en	materia	de	prevención	de	riesgos	laborales.
b.2)	Normas	jurídico-técnicas	que	incidan	en	las	condiciones	de
trabajo	en	dicha	materia.
c)	Empleo	y	migraciones.
c.1)	Normas	en	materia	de	colocación	y	empleo.
c.2)	Normas	relativas	a	migraciones	laborales	y	trabajo	de
extranjeros.
c.3)	Normas	sobre	empresas	de	intermediación	laboral.
d)	Promoción	del	empleo	y	formación	para	el	trabajo.
d.1)	Normas	relativas	a	la	promoción	del	empleo	y	la	formación
para	el	trabajo.
e)	Trabajo	infantil.
e.1)	Normas	sobre	trabajo	de	los	niños,	niñas	y	adolescentes.
f)	Modificado.	Ley	29981,	Primera	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	De	las	prestaciones	de	salud	y
sistema	previsional:
f.1)	Modificado.	Ley	29981,	Primera	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Normas	referidas	al	Sistema
Nacional	de	Pensiones,	al	Sistema	Privado	de	Pensiones	y	al
Régimen	de	Prestaciones	de	Salud.
f.2)	Incorporado.	Ley	29903,	Art.	4°.	Normas	referidas	al
Sistema	Privado	de	Pensiones.
g)	Trabajo	de	personas	con	discapacidad.
g.1)	Normas	referidas	a	la	promoción	e	incentivos	para	el	empleo
de	personas	con	discapacidad,	así	como	la	formación	laboral	de
personas	con	discapacidad	y	al	cumplimiento	de	las	cuotas	de
empleo	público	que	la	ley	reserva	para	ellas.
h)	Cualesquiera	otras	normas	cuya	vigilancia	se	encomiende
específicamente	a	la	Inspección	del	Trabajo.
2.	De	orientación	y	asistencia	técnica.
2.1	Informar	y	orientar	a	empresas	y	trabajadores	a	fin	de
promover	el	cumplimiento	de	las	normas,	de	preferencia	en	el
sector	de	las	micro	y	pequeñas	empresas	así	como	en	la	economía
informal	o	no	estructurada.
2.2	Informar	a	las	autoridades	competentes	del	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	y	de	los	gobiernos	regionales
sobre	los	accidentes	de	trabajo	y	enfermedades	profesionales
ocurridos.
2.3	Informar,	orientar	y	colaborar	con	otros	órganos	del	sector
público	respecto	a	la	aplicación	del	ordenamiento	jurídico
sociolaboral.
2.4	Emitir	los	informes	que	soliciten	los	órganos	judiciales
competentes,	en	el	ámbito	de	las	funciones	y	competencias	de	la
Inspección	del	Trabajo.
2.5	Colaboración	institucional,	de	conformidad	con	los	términos
establecidos	por	los	convenios	que	sean	suscritos	por	el
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	con	otras
instituciones.
NOTA:	La	Primera	Disposición	Complementaria	Modificatoria	de	la	Ley	N°	29981,	ley	publicada	el
15	enero	del	2013,	entró	en	vigencia	a	partir	de	la	aprobación	del	Reglamento	de	Organización	y
Funciones	de	la	Sunafil	(D.	S.	007-2013-TR,	publicado	el	07	de	agosto	del	2013	y	con	vigencia	a	partir
del	día	siguiente	de	su	pubilcación).
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 4°.—Modificado.	 D.	 S.	 019-2007-TR,	 Art.	 1°.	 Funciones	 de	 la
inspección	 del	 trabajo.	 Corresponde	 a	 la	 Inspección	 del	 Trabajo	 el
ejercicio	 de	 las	 funciones	 de	 vigilancia	 y	 exigencia	 del	 cumplimiento	 de
normas	 así	 como	 las	 funciones	 de	 orientación	 y	 asistencia	 técnica,	 en	 los
términos	regulados	en	el	artículo	3°	de	la	ley.
En	 ejercicio	 de	 sus	 funciones	 y	 cuando	 las	 circunstancias	 o	 conducta	 del
empleador	 o	 sus	 representantes	 así	 lo	 justifiquen,	 la	 autoridad
administrativa	 de	 trabajo	 competente	 podrá	 solicitar	 autorización	 judicial
para	el	 ingreso	al	 lugar	o	centro	de	 trabajo,	 conforme	a	 lo	dispuesto	en	el
artículo	749	inciso	12	del	Código	Procesal	Civil,	en	cuyo	caso	la	autorización
respectiva	 podrá	 disponer	 el	 apoyo	 de	 la	 autoridad	 policial	 para	 el
cumplimiento	de	las	diligencias	solicitadas.
De	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	6°	de	la	ley,	los	supervisores
inspectores	y	los	inspectores	del	trabajo	están	facultados	para	desempeñar
en	 su	 integridad	 todos	 los	 cometidos	 de	 la	 función	 de	 inspección	 con
sujeción	 a	 los	 principios	 y	 disposiciones	 de	 dicha	 ley	 y	 el	 presente
reglamento.	Cuando	ocupen	puestos	directivos	en	el	Sistema	de	Inspección
del	 Trabajo,	 no	 perderán	 las	 facultades,	 funciones	 y	 competencias
inspectivas	 que	 les	 son	 propias,	 debiendo	 ejercerlas	 en	 idénticas
condiciones	y	con	sujeción	a	los	mismos	principios	y	obligaciones.
En	las	 funciones	de	colaboración	y	apoyo,	 los	 inspectores	auxiliares	están
facultados	 para	 realizar	 actuaciones	 inspectivas,	 conjuntamente	 con	 los
inspectores	 de	 trabajo,	 cuando	 forman	 parte	 de	 un	 equipo	 de	 trabajo,
entrevistando	 a	 los	 trabajadores	 y	 empleadores,	 visitando	 los	 lugares	 y
centro	de	trabajo,	así	como	la	comprobación	de	datos,	entre	otras	acciones.
La	 Autoridad	 Central	 del	 Sistema	 de	 Inspección	 del	 Trabajo,	 evalúa	 en
forma	 periódica	 los	 criterios	 de	 aplicación	 de	 las	medidas	 inspectivas	 así
como	 el	 ejercicio	 de	 las	 facultades	 inspectivas,	 expidiendo	 las	 directivas
correspondientes	o	adoptando	las	acciones	correctivas	necesarias.
Ley	28806.
ART.	4°.—Ámbito	de	actuación	de	la	Inspección	del	Trabajo.
En	el	desarrollo	de	la	función	inspectiva,	la	actuación	de	la
Inspección	del	Trabajo	se	extiende	a	todos	los	sujetos	obligados	o
responsables	del	cumplimiento	de	las	normas	sociolaborales,	ya
sean	personas	naturales	o	jurídicas,	públicas	o	privadas,	y	se
ejerce	en:
1.	Las	empresas,	los	centros	de	trabajo	y,	en	general,	los	lugares
en	que	se	ejecute	la	prestación	laboral,	aun	cuando	el	empleador
sea	del	Sector	Público	o	de	empresas	pertenecientes	al	ámbito	de
la	actividad	empresarial	del	Estado,	siempre	y	cuando	estén
sujetos	al	régimen	laboral	de	la	actividad	privada.
2.	Los	vehículos	y	los	medios	de	transporte	en	general,	en	los	que
se	preste	trabajo,	incluidos	los	buques	de	la	marina	mercante	y
pesquera	cualquiera	sea	su	bandera;	los	aviones	y	aeronaves
civiles,	así	como	las	instalaciones	y	explotaciones	auxiliares	o
complementarias	en	tierra,	para	el	servicio	de	aquellos.
3.	Los	puertos,	aeropuertos,	vehículos	y	puntos	de	salida,	escala,
destino,	en	lo	relativo	a	los	viajes	de	migraciones	laborales.
4.	Las	entidades,	empresas	o	cooperativas	de	trabajadores	que
brinden	servicios	de	intermediación	laboral.
5.	Los	domicilios	en	los	que	presten	servicios	los	trabajadores	del
hogar,	con	las	limitaciones	a	la	facultad	de	entrada	libre	de	los
inspectores,	cuando	se	trate	del	domicilio	del	empleador.
6.	Los	lugares	donde	se	preste	trabajo	infantil.
No	obstante	lo	anterior,	los	centros	de	trabajo,	establecimientos,
locales	e	instalaciones	cuya	vigilancia	esté	legalmente	atribuida	a
la	competencia	de	otros	órganos	del	sector	público,	continuarán
rigiéndose	por	su	normativa	específica,	sin	perjuicio	de	la
competencia	de	la	Inspección	del	Trabajo	en	las	materias	no
afectadas	por	la	misma.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	5°.—Ámbito	de	actuación.	La	actuación	de	la	Inspección	del	Trabajo
se	extiende	a	 todos	 los	sujetos	obligados	o	responsables	del	cumplimiento
de	 las	 normas	 sociolaborales,	 ya	 sean	 personas	 naturales	 o	 jurídicas,
públicas	 o	 privadas,	 aún	 cuando	 el	 empleador	 sea	 del	 sector	 público	 o	 de
empresas	pertenecientes	al	ámbito	de	 la	actividad	empresarial	del	Estado,
siempre	y	cuando	estén	sujetos	al	régimen	 laboral	de	 la	actividad	privada.
Se	ejerce	en	las	empresas,	centros	y	lugares	de	trabajo	a	los	que	se	refiere	el
artículo	4°	de	la	ley.
Ley	28806.
ART.	5°.—Facultades	inspectivas.	En	el	desarrollo	de	las
funciones	de	inspección,	los	inspectores	del	trabajo	que	estén
debidamente	acreditados,	están	investidos	de	autoridad	y
facultados	para:
1.	Entrar	libremente	a	cualquier	hora	del	día	o	de	la	noche,	y	sin
previo	aviso,	en	todo	centro	de	trabajo,	establecimiento	o	lugar
sujeto	a	inspección	y	a	permanecer	en	el	mismo.	Si	el	centro
laboral	sometido	a	inspección	coincidiese	con	el	domicilio	de	la
persona	física	afectada,	deberán	obtener	su	expreso
consentimiento	o,	en	su	defecto,	la	oportuna	autorización	judicial.
Al	efectuar	una	visita	de	inspección,	deberán	comunicar	su
presencia	al	sujeto	inspeccionado	o	a	su	representante,	así	como
al	trabajador,	al	representante	de	los	trabajadores	o	de	la
organización	sindical,	a	menos	que	consideren	que	dicha
comunicación	pueda	perjudicar	la	eficacia	de	sus	funciones,
identificándose	con	la	credencial	que	a	tales	efectos	se	expida.
2.	Hacerse	acompañar	en	las	visitas	de	inspección	por	los
trabajadores,	sus	representantes,	por	los	peritos	y	técnicos	o
aquellos	designados	oficialmente,	que	estime	necesario	para	el
mejor	desarrollo	de	la	función	inspectiva.
3.	Proceder	a	practicar	cualquier	diligencia	de	investigación,
examen	o	prueba	que	considere	necesario	para	comprobar	que	las
disposiciones	legales	se	observan	correctamente	y,	en	particular,
para:
3.1	Requerir	información,	solo	o	ante	testigos,	al	sujeto
inspeccionado	o	al	personal	de	la	empresa	sobre	cualquier	asunto
relativo	a	la	aplicación	de	las	disposiciones	legales,	así	como	a
exigir	la	identificación,	o	razón	de	su	presencia,	de	las	personas
que	se	encuentren	en	el	centro	de	trabajo	inspeccionado.
Si	los	trabajadores	evidenciaran	temor	a	represalias	o	carecieran
de	libertad	para	exponer	sus	quejas,	los	inspectores	los
entrevistarán	a	solas	sin	la	presencia	de	los	empleadores	o	de	sus
representantes,	haciéndoles	saber	que	sus	declaraciones	serán
confidenciales.
3.2	Exigir	la	presencia	del	empresario	o	de	sus	representantes	y
encargados,	de	los	trabajadores	y	de	cualesquiera	sujetos
incluidos	en	su	ámbito	de	actuación,	en	el	centro	inspeccionado	o
en	las	oficinas	públicas	designadas	por	el	inspector	actuante.
3.3	Examinar	en	el	centro	de	trabajo	la	documentación	y	los
libros	de	la	empresa	con	relevancia	en	la	verificación	del
cumplimiento	de	la	legislación	sociolaboral,	tales	como:	libros,
registros,	programas	informáticos	y	archivos	en	soporte
magnético,	declaraciones	oficiales	y	contabilidad,	documentos	del
seguro	social;	planillas	y	boletas	de	pago	de	remuneraciones;
documentos	exigidos	en	la	normativa	de	prevención	de	riesgos
laborales;	declaración	jurada	del	Impuesto	a	la	Renta	y
cualesquiera	otros	relacionados	con	las	materias	sujetas	a
inspección.	Obtener	copias	y	extractos	de	los	documentos	para
anexarlos	al	expediente	administrativo	así	como	requerir	la
presentación	de	dicha	documentación	en	las	oficinas	públicas	que
se	designen	al	efecto.
3.4	Tomar	o	sacar	muestras	de	sustancias	y	materiales	utilizados
o	manipulados	en	el	establecimiento,	realizar	mediciones,	obtener
fotografías,	vídeos,	grabación	de	imágenes,	levantar	croquis	y
planos,	siempre	que	se	notifique	al	sujeto	inspeccionado	o	a	su
representante.
4.	Recabar	y	obtener	información,	datos	o	antecedentes	con
relevancia	para	la	función	inspectiva.
5.	Adoptar,	en	su	caso,	una	vez	finalizadas	las	diligencias
inspectivas,	cualesquiera	de	las	siguientes	medidas:
5.1	Aconsejar	y	recomendar	la	adopción	de	medidas	para
promover	el	mejor	y	más	adecuado	cumplimiento	de	las	normas
sociolaborales.
5.2	Advertir	al	sujeto	responsable,	en	vez	de	extender	acta	de
infracción,	cuando	las	circunstancias	del	caso	así	lo	ameriten,	y
siempre	que	no	se	deriven	perjuicios	directos	a	los	trabajadores.
5.3	Requerir	al	sujeto	responsable	para	que,	en	un	plazo
determinado,	adopte	medidas	en	orden	al	cumplimiento	de	la
normativa	del	orden	sociolaboral,	incluso	con	su	justificación	ante
el	inspector	que	ha	realizado	el	requerimiento.
5.4	Requerir	al	sujeto	inspeccionado	que,	en	un	plazo
determinado,	lleve	a	efecto	las	modificaciones	que	sean	precisas
en	las	instalaciones,	en	el	montaje	o	en	los	métodos	de	trabajo	que
garanticen	el	cumplimiento	de	las	disposiciones	relativas	a	la
salud	o	a	la	seguridad	de	los	trabajadores.
5.5	Iniciar	el	procedimiento	sancionador	mediante	la	extensión
de	actas	de	infracción	o	de	infracción	por	obstrucción	a	la	labor
inspectiva.
5.6	Ordenar	la	paralización	o	prohibición	inmediata	de	trabajos	o
tareas	por	inobservancia	de	la	normativa	sobre	prevención	de
riesgos	laborales,	de	concurrir	riesgo	grave	e	inminente	para	la
seguridad	o	salud	de	los	trabajadores.
5.7	Proponer	a	los	entes	que	gestionan	el	seguro	complementario
de	trabajo	de	riesgo,	la	exigencia	de	las	responsabilidades	que
procedan	en	materia	de	seguridad	social	en	los	casos	de
accidentes	de	trabajo	y	enfermedades	profesionales	causados	por
falta	de	medidas	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
5.8	Comunicar	a	las	entidades	y	organismos	competentes	en
materia	de	seguridad	social	los	hechos	comprobados	que	puedan
ser	constitutivos	de	incumplimientos	en	dicho	ámbito,	para	que
puedan	adoptarse	medidas	en	orden	a	garantizar	la	protección
social	de	los	trabajadores	afectados.
5.9	Cuantas	otras	medidas	se	deriven	de	la	legislación	vigente.
D.	S.	002-2007-TR.
ART.	 2°.—Tolerancia	 para	 el	 ingreso	 al	 centro	 de	 trabajo.	 Los
empleadores	 deben	 permitir	 el	 ingreso	 al	 centro	 de	 trabajo	 en	 un	 tiempo
que	no	exceda	de	diez	(10)	minutos	desde	que	los	servidores	del	sistema	de
inspección	 del	 trabajo	 notifican	 su	 presencia	 para	 efectuar	 una	 actuación
inspectiva.
Vencido	este	plazo,	sin	que	se	produzca	el	 ingreso	de	 los	servidores	de	 la
inspección	 del	 trabajo,	 y	 tratándose	 de	 una	 inspección	 originada	 por
denuncia,	 se	 presumirán	 como	 verdaderos	 los	 hechos	 denunciados	 para
efectos	 del	 inicio	 del	 procedimiento	 administrativo	 sancionador,	 de	 ser	 el
caso.
El	 empleador	que	perturbe,	 retrase	o	 impida	el	 ejercicio	de	 las	 funciones
inspectivas	podrá	ser	sujeto	de	denuncia	por	delito	contra	la	administración
pública,	sin	perjuicio	de	las	sanciones	administrativas	que	correspondan.
D.	S.	019-2006-TR.	
ART.	 6°.—Modificado.	 D.	 S.	 019-2007-TR,	 Art.	 1°.	 Facultades
inspectivas.	Los	supervisores	inspectores,	los	inspectores	del	trabajo,	y	los
inspectores	 auxiliares	 debidamente	 acreditados	 están	 investidos	 de
autoridad	y	autorizados	para	ejercer	las	facultades	inspectivas	reguladas	en
los	artículos	5°	y	6°	de	la	ley.
Los	 inspectores	de	 trabajo	o	 inspectores	auxiliares,	con	prescindencia	del
número	 de	 trabajadores	 del	 empleador,	 centro	 o	 lugar	 de	 trabajo,	 se
encuentran	facultados	para	realizar	actuaciones	inspectivas	con	la	finalidad
de	 verificar	 el	 despido	 arbitrario	 por	negativa	 injustificada	del	 empleador
de	permitir	 el	 ingreso	al	 centro	de	 trabajo	o	de	 labores,	 así	 como	 realizar
actuaciones	para	el	otorgamiento	de	la	constancia	de	cese.
La	 Dirección	 Nacional	 de	 Inspección	 del	 Trabajo	 expedirá	 la	 directiva
estableciendo	 el	 procedimiento	 a	 seguir	 en	 cada	 caso	 y	 los	 formatos	 a
utilizarse.
Los	inspectores	auxiliares	se	encuentran	facultados	para	realizar	funciones
inspectivas	de	vigilancia	y	control	en	cualquier	centro	de	trabajo	que	cuente
con	el	número	de	trabajadores	permitidos	por	el	literal	a)	del	artículo	6°	de
la	ley.
DOCTRINA.—La	 falta	 de	 notificación	 del	 informe	 de	 actuaciones
inspectivas	 no	 origina	 un	 estado	 de	 indefensión	 del	 administrado	 ni
provoca	 la	 nulidad	 de	 la	 inspección.	 “Que,	 por	 último,	 en	 cuanto	 al
argumento	 respecto	 a	 que	 no	 se	 le	 habría	 notificado	 el	 informe	 de
actuaciones	 inspectivas,	 lo	 que	 le	 habría	 causado	 estado	 de	 indefensión;
cabe	añadir	que	es	una	manifestación	de	parte	que	no	desvirtúa	el	mérito	de
la	multa	impuesta;	máxime	si	de	acuerdo	a	lo	prescrito	por	el	inciso	1.2	del
artículo	 1°	 de	 la	 Ley	 N°	 27444	 (...);	 en	 este	 sentido,	 al	 ser	 el	 sistema
inspectivo	un	servicio	público	realizado	por	el	Estado	a	efectos	de	verificar
el	cumplimiento	de	normativa	en	materia	laboral;	se	tiene	que	a	efectos	de
cumplir	con	tal	propósito,	existen	determinados	actos	internos	–tales	como
la	emisión	del	informe	de	actuaciones	inspectivas–	que	por	su	naturaleza	se
encuentran	orientados	a	promover	el	correcto	 funcionamiento	del	sistema
de	 inspección	 del	 trabajo,	 por	 lo	 que	 no	 existía	 la	 obligación	 legalmente
establecida	de	notificar	el	 informe	referido.	Ahora	bien,	sin	perjuicio	de	 lo
anteriormente	señalado,	cabe	añadir	que	es	de	aplicación	al	caso	de	autos	lo
regulado	 por	 el	 numeral	 19.2	 del	 artículo	 19	 de	 la	 Ley	 N°	 27444	 que
prescribe	 (...)”.	 (MTPE,	 R.	 D.	 071-2014-MTPE/1/20.4,	 feb.	 21/2014.
Dirección	de	Inspección	del	Trabajo	Silvia	Renee	Meza	Falla)
Ley	28806.
ART.	6°.—Modificado.	Ley	29381,	Única	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Atribución	de	competencias.
Los	supervisores	inspectores	y	los	inspectores	del	trabajo	están
facultados	para	desempeñar	en	su	integridad	todos	los	cometidos
de	la	función	de	inspección	con	sujeción	a	los	principios	y
disposiciones	de	la	presente	ley.
En	el	ejercicio	de	sus	respectivas	funciones,	los	supervisores
inspectores,	los	inspectores	del	trabajo	y	los	inspectores
auxiliares	gozan	de	autonomía	técnica	y	funcional	y	se	les
garantiza	independencia	frente	a	cualquier	influencia	exterior
indebida	en	los	términos	del	artículo	6°	del	Convenio	N°	81	de	la
Organización	Internacional	del	Trabajo	(OIT).	Su	posible
especialización	funcional	es	compatible	con	los	principios	de
unidad	funcional	y	de	actuación.
Los	inspectores	auxiliares	están	facultados	para	ejercer	las
siguientes	funciones:
a.	Funciones	inspectivas	de	vigilancia	y	control	de	las	normas	en
microempresas	o	pequeñas	empresas,	así	como	funciones	de
colaboración	y	apoyo	en	el	desarrollo	de	las	funciones	inspectivas
atribuidas	a	los	supervisores	inspectores	y	a	los	inspectores	del
trabajo.	Todo	ello	está	bajo	la	dirección	y	supervisión	técnica	de
los	supervisores	inspectores,	responsables	del	equipo	al	que	estén
adscritos.
b.	Funciones	de	orientación,	información	y	difusión	de	las
normas	legales.
c.	Resolver	interrogantes	de	los	ciudadanos	sobre	los	expedientes
de	inspección	y	las	normas	legales	de	aplicación.
d.	Brindar	apoyo	a	los	directivos	y	responsables	del	sistema	de
inspección	en	las	labores	que	dispongan.
e.	Otras	que	le	puedan	ser	conferidas.
Ley	29346.
Única	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Modificado.	Ley	29358,
Art.	Único.	Con	el	propósito	de	focalizar	la	acción	del	Sistema	de	Inspección
del	Trabajo	en	la	verificación	del	cumplimiento	del	registro	de	trabajadores
en	planilla	y	acceso	a	seguridad	social,	facúltase	a	los	inspectores	auxiliares
para	desarrollar	 todas	 las	 funciones	propias	de	 los	 inspectores	de	 trabajo
por	el	plazo	de	dos	(2)	años,	contado	a	partir	de	la	vigencia	de	esta	norma,	al
término	del	cual	los	inspectores	auxiliares	involucrados	tienen	expedito	su
derecho	a	participar	en	los	concursos	de	promoción	interna	a	que	se	refiere
el	artículo	26,	 literal	b),	de	la	Ley	N°	28806,	Ley	General	de	Inspección	del
Trabajo.
Ley	28806.
ART.	7°.—Auxilio	y	colaboración	con	la	inspección	del
trabajo.	El	sector	público	y	cuantas	personas	ejerzan	funciones
públicas	están	obligados	a	prestar	colaboración	a	la	Inspección	del
Trabajo	cuando	les	sea	solicitada	como	necesaria	para	el	ejercicio
de	la	función	inspectiva	y	a	facilitarle	la	información	de	que
dispongan.	La	cesión	de	informaciones,	antecedentes	y	datos	con
relevancia	para	el	ejercicio	de	la	función	inspectiva,	incluso
cuando	sean	objeto	de	tratamiento	informatizado	y	tengan
carácter	personal,	no	requerirán	el	consentimiento	de	los
afectados.	En	particular	y	entre	otra	información,	se	facilitará	a	la
Inspección	del	Trabajo	copia	de	las	comunicaciones	de	accidentes
de	trabajo	y	enfermedades	profesionales	que	realicen	los
empleadores	a	cualquier	entidad	que	gestione	el	seguro
complementario	de	trabajo	de	riesgo.
El	Seguro	Social	de	Salud	(ESSALUD)	y	la	Superintendencia
Nacional	de	Administración	Tributaria	(Sunat)	facilitarán	a	la
Inspección	del	Trabajo,	de	oficio	o	a	petición	de	la	misma,	la
información	que	dispongan	y	resulten	necesarias	para	el	ejercicio
de	sus	funciones	y	competencias	en	el	ámbito	sociolaboral.
Las	autoridades	y	la	Policía	Nacional	del	Perú	están	obligadas	a
prestar	su	auxilio	y	colaboración	a	la	Inspección	del	Trabajo	en	el
desempeño	de	sus	funciones.
Los	juzgados	y	tribunales	facilitan	a	la	Inspección	del	Trabajo,	de
oficio	o	a	petición	de	la	misma,	los	datos	con	relevancia	para	la
función	inspectiva	que	se	desprendan	de	las	reclamaciones	que
conozcan,	siempre	que	no	resulten	afectados	por	la	reserva
procesal.
El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	los	gobiernos
regionales	y	los	órganos	de	la	Administración	Pública,
garantizarán	la	colaboración	de	peritos	y	técnicos,	debidamente
calificados,	para	el	adecuado	ejercicio	de	las	funciones	de
inspección	en	materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
D.	S.	002-2007-TR.
ART.	 1°.—Del	 apoyo	 de	 la	 autoridad	 policial	 y	 otras	 autoridades
administrativas.	 La	 autoridad	 policial	 dará	 prioridad	 al	 servicio	 de
colaboración	y	resguardo	que	sea	requerido	por	los	inspectores	del	trabajo,
o	la	autoridad	administrativa	de	trabajo,	a	efectos	de	proteger	la	integridad
física	de	los	servidores	del	sistema	de	inspección	del	trabajo,	durante	toda	la
actuación	inspectiva.
En	 el	 marco	 de	 la	 actuación	 inspectiva,	 toda	 autoridad	 administrativa
prestará	 la	colaboración	que	sea	requerida	para	el	desenvolvimiento	de	 la
inspección	del	trabajo.
Ley	28806.
ART.	8°.—Colaboración	de	la	Inspección	del	Trabajo.	La
Inspección	del	Trabajo,	en	el	ejercicio	de	las	funciones	inspectivas,
procurará	la	necesaria	colaboración	de	las	diversas
organizaciones	del	sector	público,	así	como	con	las	respectivas
organizaciones	de	empleadores	y	trabajadores.
La	Inspección	del	Trabajo	facilitará	al	Seguro	Social	de	Salud
(ESSALUD)	y	a	la	Superintendencia	Nacional	de	Administración
Tributaria	(Sunat),	de	oficio	o	a	petición	de	las	mismas,	la
información	que	disponga	y	resulte	necesaria	para	el	ejercicio	de
sus	respectivas	funciones	y	competencias	en	materia	de
protección	social	de	los	trabajadores.
Periódicamente	la	autoridad	central	del	Sistema	de	Inspección
del	Trabajo	facilitará	información	sobre	aspectos	de	interés
general	que	se	deduzcan	de	las	actuaciones	inspectivas,	memorias
de	actividades	y	demás	antecedentes,	a	las	organizaciones
sindicales	y	de	empleadores.
Si	con	ocasión	del	ejercicio	de	la	función	de	inspección,	se
apreciase	indicios	de	la	presunta	comisión	de	delito,	la	Inspección
del	Trabajo	remitirá	al	Ministerio	Público,	los	hechos	que	haya
conocido	y	los	sujetos	que	pudieran	resultar	afectados.
Ley	28806.
ART.	9°.—Colaboración	con	los	supervisores-inspectores,
inspectores	del	trabajo	e	inspectores	auxiliares.	Los
empleadores,	los	trabajadores	y	los	representantes	de	ambos,	así
como	los	demás	sujetos	responsables	del	cumplimiento	de	las
normas	del	orden	sociolaboral,	están	obligados	a	colaborar	con
los	supervisores-inspectores,	los	inspectores	del	trabajo	y	los
inspectores	auxiliares	cuando	sean	requeridos	para	ello.	En
particular	y	en	cumplimiento	de	dicha	obligación	de	colaboración
deberán:
a)	Atenderlos	debidamente,	prestándoles	las	facilidades	para	el
cumplimiento	de	su	labor,
b)	Acreditar	su	identidad	y	la	de	las	personas	que	se	encuentren
en	los	centros	o	lugares	de	trabajo,
c)	Colaborar	con	ocasión	de	sus	visitas	u	otras	actuaciones
inspectivas,
d)	Declarar	sobre	cuestiones	que	tengan	relación	con	las
comprobaciones	inspectivas;	y,
e)	Facilitarles	la	información	y	documentación	necesarias	para	el
desarrollo	de	sus	funciones.
Quienes	representen	a	los	sujetos	inspeccionados	deberán
acreditar	tal	condición	si	las	actuaciones	no	se	realizan
directamente	con	ellos.
Toda	persona,	natural	o	jurídica,	está	obligada	a	proporcionar	a
la	inspección	del	trabajo	los	datos,	antecedentes	o	información
con	relevancia	en	las	actuaciones	inspectivas,	siempre	que	se
deduzcan	de	sus	relaciones	con	los	sujetos	sometidos	a	la	acción
inspectiva	y	sea	requerida	para	ello	de	manera	formal.
Ley	28806.
ART.	10.—Principios	generales.	Las	actuaciones	de	la
inspección	del	trabajo	son	diligencias	previas	al	procedimiento
sancionador	en	materia	sociolaboral,	cuyo	inicio	y	desarrollo	se
regirá	por	lo	dispuesto	en	las	normas	sobre	inspección	del
trabajo,	no	siendo	de	aplicación	las	disposiciones	al
procedimiento	administrativo	general,	contenidas	en	el	Título	II
de	la	Ley	N°	27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo
General,	salvo	por	expresa	remisión	a	las	mismas.
La	Inspección	del	Trabajo	actuará	siempre	de	oficio	como
consecuencia	de	orden	superior	que	podrá	derivar	de	una	orden
de	las	autoridades	competentes	del	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo	o	del	gobierno	regional,	de	una	petición
razonada	de	otros	órganos	jurisdiccionales	o	del	sector	público,
de	la	presentación	de	una	denuncia	o	de	una	decisión	interna	del
Sistema	de	Inspección	del	Trabajo.
En	las	actuaciones	de	consulta	o	de	asesoramiento	técnico,	la
orden	superior	podrá	derivar	asimismo	de	una	petición	de	los
empleadores	y	los	trabajadores	así	como	de	las	organizaciones
sindicales	y	empresariales.
La	denuncia	de	hechos	presuntamente	constitutivos	de	infracción
a	la	legislación	del	orden	sociolaboral	es	una	acción	pública.	De
conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	105	de	la	Ley	N°
27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General,	en	la	fase
de	actuaciones	inspectivas	previas	al	procedimiento	sancionador,
el	denunciante	no	tendrá	la	consideración	de	interesado.
Sin	perjuicio	de	atender	adecuadamente	las	denuncias	y
peticiones	de	actuación	que	se	formulen,	la	actividad	inspectiva
responderá	al	principio	de	trabajo	programado	en	aplicación	de
los	planes	y	programas	generales	y	regionales	que	se	establezcan.
Las	actuaciones	inspectivas	podrán	realizarse	por	uno	o
conjuntamente	por	varios	inspectores	del	trabajo,	en	cuyo	caso
actuarán	en	equipo	bajo	el	principio	de	unidad	de	acción.	El
supervisor	inspector	del	trabajo	que	se	encuentre	al	frente	del
mismo,	coordinará	las	actuaciones	de	sus	distintos	miembros.
ACTUACIONES	INSPECTIVAS
Ley	28806.
ART.	11.—Modalidades	de	actuación.	Las	actuaciones
inspectivas	de	investigación	se	desarrollan	mediante	visita	de
inspección	a	los	centros	y	lugares	de	trabajo,	mediante
requerimiento	de	comparecencia	del	sujeto	inspeccionado	ante	el
inspector	actuante	para	aportar	documentación	y/o	efectuar	las
aclaraciones	pertinentes	o	mediante	comprobación	de	datos	o
antecedentes	que	obren	en	el	sector	público.
Cualquiera	que	sea	la	modalidad	con	que	se	inicien,	las
actuaciones	inspectivas	podrán	proseguirse	o	completarse	sobre
el	mismo	sujeto	inspeccionado	con	la	práctica	de	otra	u	otras
formas	de	actuación	de	las	definidas	en	el	apartado	anterior.
Las	funciones	de	orientación	y	asesoramiento	técnico,	se
desarrollarán	mediante	visita	o	en	la	forma	que	se	determine	en
cada	caso.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	7°.—Actuaciones	inspectivas.
7.1.	Las	actuaciones	inspectivas	son	de	dos	clases:
a)	Actuaciones	de	investigación	o	comprobatoria.
b)	Actuaciones	de	consulta	o	asesoramiento	técnico.
7.2.	 Las	 actuaciones	 inspectivas	 de	 investigación	 o	 comprobatoria	 son
diligencias	previas	al	procedimiento	sancionador,	que	se	efectúan	de	oficio
por	 la	 Inspección	 del	 Trabajo	 para	 comprobar	 si	 se	 cumplen	 las
disposiciones	vigentes	en	materia	sociolaboral	y,	en	caso	de	contravención,
adoptar	 las	 medidas	 que	 procedan	 en	 orden	 a	 garantizar	 o	 promover	 su
cumplimiento.
Su	 inicio	 y	 desarrollo	 se	 llevará	 a	 cabo	 de	 acuerdo	 con	 los	 trámites	 y
requisitos	 regulados	 en	 la	 ley,	 en	 el	 presente	 reglamento,	 así	 como	 en	 las
restantes	 normas	 de	 desarrollo	 que	 se	 dicten,	 no	 siendo	 de	 aplicación	 las
disposiciones	 contenidas	 en	 el	 Título	 II	 de	 la	 Ley	 N°	 27444,	 Ley	 del
Procedimiento	 Administrativo	 General,	 salvo	 por	 expresa	 remisión	 a	 las
mismas.
7.3.	 Las	 actuaciones	 inspectivas	 de	 consulta	 o	 asesoramiento	 técnico	 son
medidas	 de	 orientación	 relacionadas	 con	 el	 cumplimiento	 de	 las	 normas
sociolaborales.
Ley	28806.
ART.	12.—Origen	de	las	actuaciones	inspectivas.	Las
actuaciones	inspectivas	pueden	tener	su	origen	en	alguna	de	las
siguientes	causas:
a)	Por	orden	de	las	autoridades	competentes	del	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	o	de	los	órganos	de	las
administraciones	públicas	competentes	en	materia	de	inspección
del	trabajo.
b)	A	solicitud	fundamentada	de	otro	órgano	del	sector	público	o
de	cualquier	órgano	jurisdiccional,	en	cuyo	caso	deberán
determinarse	las	actuaciones	que	se	interesan	y	su	finalidad.
c)	Por	denuncia.
d)	Por	decisión	interna	del	Sistema	de	Inspección	del	Trabajo.
e)	Por	iniciativa	de	los	inspectores	del	trabajo,	cuando	en	las
actuaciones	que	se	sigan	en	cumplimiento	de	una	orden	de
inspección,	conozcan	hechos	que	guarden	relación	con	la	orden
recibida	o	puedan	ser	contrarios	al	ordenamiento	jurídico	vigente.
f)	A	petición	de	los	empleadores	y	los	trabajadores	así	como	de
las	organizaciones	sindicales	y	empresariales,	en	las	actuaciones
de	información	y	asesoramiento	técnico	sobre	el	adecuado
cumplimiento	de	las	normas.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	8°.—Origen	de	las	actuaciones	inspectivas.
8.1.	Las	actuaciones	inspectivas	de	investigación	se	llevan	a	cabo	de	oficio,
como	consecuencia	de	una	orden	superior	que	podrá	tener	su	origen	en:
a)	Una	orden	de	las	autoridades	competentes	en	materia	de	inspección	del
trabajo.	 La	 Dirección	 Nacional	 de	 Inspección	 del	 Trabajo	 tiene	 atribución
para	ordenar	de	oficio	actuaciones	 inspectivas	en	 todo	el	ámbito	nacional,
sin	perjuicio	de	las	atribuciones	conferidas	a	los	gobiernos	regionales.
b)	 Una	 petición	 razonada	 de	 otros	 órganos	 del	 sector	 público	 o	 de	 los
órganos	 judiciales,	 en	 la	 que	 deberán	 determinarse	 las	 actuaciones	 y	 su
finalidad.
c)	 La	 presentación	 de	 una	 denuncia	 por	 cualquier	 administrado	 y,
particularmente	 entre	 ellos,	 por	 los	 trabajadores	 y	 las	 organizaciones
sindicales.
d)	Una	decisión	interna	del	Sistema	de	Inspección	del	Trabajo.
8.2.	 En	 las	 actuaciones	 de	 consulta	 o	 de	 asesoramiento	 técnico,	 la	 orden
superior	podrá	derivar:
a)	De	una	orden	de	las	autoridades	competentes	en	materia	de	inspección
del	trabajo.	La	Dirección	Nacional	de	Inspección	del	Trabajo	tiene	atribución
para	ordenar	de	oficio	actuaciones	 inspectivas	en	 todo	el	ámbito	nacional,
sin	perjuicio	de	las	atribuciones	conferidas	a	los	gobiernos	regionales.
b)	De	una	petición	de	 los	empleadores	o	de	 los	 trabajadores,	así	como	de
las	organizaciones	sindicales	y	empresariales;	o
c)	Una	decisión	interna	del	Sistema	de	Inspección	del	Trabajo.
8.3.	 La	 denuncia	 de	 hechos	 constitutivos	 de	 infracción	 a	 la	 legislación
vigente	 del	 orden	 sociolaboral	 es	 una	 acción	 pública.	 Cuando	 se	 presente
por	 escrito	deberá	 contener,	 como	mínimo,	 el	 nombre	del	 denunciante,	 el
número	de	su	documento	de	identidad	y	su	domicilio,	datos	respecto	de	los
cuales	 se	 guardará	 la	 debida	 reserva;	 asimismo,	 una	 descripción	 de	 los
hechos	denunciados	como	constitutivos	de	infracción,	la	fecha	y	el	lugar	en
que	 se	 produjeron,	 los	 datos	 de	 identificación	 que	 se	 conozcan	 del	 sujeto
supuestamente	 responsable	 así	 como	 aquellas	 otras	 circunstancias	 que	 se
consideren	relevantes	para	la	investigación.
De	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	105	de	la	Ley	N°	27444,	Ley
del	 Procedimiento	 Administrativo	 General,	 en	 la	 fase	 de	 actuaciones
inspectivas	previas	al	procedimiento	sancionador,	el	denunciante	no	tendrá
la	 consideración	 de	 interesado	 sin	 perjuicio	 de	 que	 pueda	 ostentar	 tal
condición	en	dicho	procedimiento.
8.4	 Con	 carácter	 general	 las	 actuaciones	 inspectivas	 por	 decisión	 interna
del	Sistema	de	Inspección	del	Trabajo,	responderán	a:
a)	La	aplicación	de	planes,	programas	u	operativos	de	inspección	de	ámbito
nacional,	regional	o	local.
b)	La	existencia	de	relación	o	vinculación	con	otras	actuaciones	inspectivas
así	como	con	las	peticiones	de	actuación	y	denuncias	presentadas.
c)	La	iniciativa	de	los	directivos	del	Sistema	de	Inspección	del	Trabajo.
d)	La	iniciativa	de	los	inspectores	del	trabajo,	en	aquellos	casos	en	que,	con
ocasión	del	cumplimiento	de	una	orden	de	inspección,	conozcan	hechos	que
guarden	relación	con	dichas	órdenes	de	inspección	o	puedan	ser	contrarios
al	ordenamiento	jurídico	vigente.
8.5	 Incorporado.	 D.	 S.	 019-2007-TR,	 Art.	 1°.	 De	 conformidad	 con	 el
artículo	5°	de	la	ley	y	en	cumplimiento	de	sus	funciones,	los	inspectores	de
trabajo	 se	 encuentran	 facultados	 para	 realizar	 actuaciones	 inspectivas
cuando	 tomen	 conocimiento	 de	 la	 violación	 flagrante	 de	 normas	 socio
laborales	o	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	en	cuyo	caso	actúan	de	oficio,
obteniendo	los	medios	de	prueba	cuya	desaparición	o	modificación	pudiera
afectar	 el	 resultado	de	 la	 inspección.	 En	 este	 caso,	 dentro	de	 las	48	horas
siguientes,	el	inspector	de	trabajo	deberá	emitir	informe	escrito,	dirigido	al
director	de	inspección	laboral	o	quien	haga	sus	veces,	de	las	circunstancias
y	 forma	 de	 la	 que	 tomó	 conocimiento,	 de	 los	 hechos,	 las	 actuaciones
realizadas	 y	 materias	 comprendidas,	 solicitando	 la	 convalidación	 de	 lo
actuado.
Por	 el	mérito	 del	 informe,	 se	 procederá	 a	 emitir	 la	 orden	 de	 inspección,
convalidando	las	actuaciones	inspectivas	realizadas.
Para	estos	efectos,	se	entiende	que	los	inspectores	de	trabajo	se	encuentran
habilitados	para	realizar	actuaciones	inspectivas	en	días	hábiles	o	inhábiles.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	9°.—Modificado.	D.	S.	004-2011-TR,	Art.	1°.	Inicio	de	actuaciones
inspectivas.
9.1.	 Las	 actuaciones	 inspectivas	 se	 inician	 por	 disposición	 superior,
mediante	 la	 expedición	 de	 una	 orden	 de	 inspección	 o	 de	 orientación	 y
asistencia	 técnica	 emitida	 por	 los	 directivos.	 La	 orden	 designa	 a	 los
inspectores	o	al	equipo	de	inspección	del	trabajo,	quienes	deben	iniciar	sus
actuaciones	inspectivas:
a)	De	manera	general,	en	un	plazo	máximo	de	diez	días	hábiles	de	recibida
la	 orden	 de	 inspección	 o	 de	 orientación	 y	 asistencia	 técnica,	 salvo	 caso
fortuito	o	fuerza	mayor	debidamente	acreditada.
b)	 En	 los	 casos	 de	 despido	 arbitrario,	 accidente	 de	 trabajo,	 huelgas	 o
paralizaciones,	 cierre	 de	 centro	 de	 trabajo,	 suspensión	 de	 labores,
terminación	colectiva	de	los	contratos	de	trabajo,	entre	otras	materias	que
requieran	 de	 una	 urgente	 e	 inmediata	 intervención	 de	 la	 inspección	 del
trabajo	se	inicia	las	actuaciones	inspectivas	en	el	día	de	recibida	la	orden	de
inspección	o	desde	que	se	tome	conocimiento	del	hecho.
9.2.	El	inicio	de	actuaciones	inspectivas,	por	iniciativa	de	los	inspectores	o
de	los	equipos	de	inspección	designados,	que	sólo	pueden	llevarse	a	cabo	en
los	casos	prescritos	en	el	literal	e)	del	artículo	12	de	la	ley	y	el	literal	d)	del
numeral	 8.4	 del	 artículo	 8°	 del	 presente	 reglamento,	 debe	 ser	 refrendada
por	 el	 directivo	 competente	 de	 la	 Inspección	 del	 Trabajo	 mediante	 la
ampliación	 de	 la	 orden	 de	 inspección	 o	 la	 emisión	 de	 una	 nueva,
conteniendo	 el	 refrendo	 de	 las	 materias	 nuevas	 a	 ser	 investigadas,
disponiéndose	 su	 inclusión	 en	 el	 sistema	 de	 registro	 de	 órdenes	 de
inspección.
En	 los	 casos	 de	 ampliación	 de	 la	 orden	 de	 inspección,	 el	 inspector	 de
trabajo	 podrá	 solicitar	 al	 directivo	 competente	 la	 concesión	 de	 un	 plazo
adicional	 para	 la	 investigación	 que	 es	 otorgado	 siempre	 y	 cuando	 existan
causas	objetivas	y	razonables	para	su	procedencia.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	10.—Inspectores	y	equipos	de	inspección.
10.1.	Modificado.	 D.	 S.	 019-2007-TR,	 Art.	 1°.	 Las	 actuaciones	 inspectivas
podrán	 realizarse	 por	 uno	 o	 por	 varios	 inspectores	 del	 trabajo
conjuntamente,	 en	 cuyo	 caso	 actuarán	 en	 equipo.	 El	 supervisor	 inspector
del	trabajo	que	se	encuentre	al	frente	del	mismo,	coordinará	las	actuaciones
de	sus	distintos	miembros.
Las	actuaciones	de	investigación	se	llevarán	a	cabo	hasta	su	conclusión,	por
los	mismos	inspectores	o	equipos	designados	en	la	orden	de	inspección	que
las	 hubieren	 iniciado	 sin	 que	 pueda	 encomendarse	 a	 otros;	 salvo	 en	 los
supuestos	de	 cese,	 traslado,	 enfermedad	u	otra	 causa	 justificada,	que	 será
sustentado	 mediante	 resolución	 expedida	 por	 el	 directivo	 que	 emitió	 la
orden	 de	 inspección,	 debiendo	 notificarse	 al	 sujeto	 inspeccionado	 y	 a	 los
trabajadores	afectados,	de	ser	el	caso.
Se	entiende	que	concurre	causa	justificada	cuando	los	directivos	estimasen
necesario	relevar	al	inspector	o	equipo	de	inspección	designado	por	alguna
de	las	siguientes	causas:
a)	Demoras	injustificadas	en	la	conclusión	de	las	actuaciones	inspectivas.
b)	 Actuaciones	 que	 requieran	 de	 un	 determinado	 conocimiento
especializado.
c)	Error	manifiesto	en	la	aplicación	de	las	normas	y	lineamientos	que	rigen
la	función	inspectiva.
d)	 Concurrencia	 de	 alguna	 de	 las	 causales	 de	 abstención	 previstas	 en	 el
artículo	 88	 de	 la	 Ley	 N°	 27444,	 Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo
General.
10.2.	 Los	 directivos	 podrán	 disponer	 la	 incorporación	 de	 otro	 u	 otros
inspectores	 del	 trabajo,	 cuando	 la	 mayor	 duración	 o	 complejidad	 de	 las
actuaciones	 a	 realizar	 así	 lo	 ameriten,	 lo	 que	 será	 notificado	 al	 sujeto
inspeccionado	y	a	los	trabajadores	afectados,	de	ser	el	caso.
Ley	28806.
ART.	13.—Modificado.	Ley	29981,	Primera	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Trámites	de	las	actuaciones
inspectivas.	El	órgano	competente	expide	la	correspondiente
orden	de	inspección	designando	al	inspector	o	equipo	de
inspección	actuante	y	señala	las	actuaciones	concretas	que	deban
realizar.
Asimismo	podrán	iniciarse	a	iniciativa	de	los	actuantes
designados,	cuando	en	las	diligencias	que	se	sigan	en
cumplimiento	de	una	orden	de	inspección,	conozcan	hechos	que
guarden	relación	con	la	orden	recibida	o	puedan	ser	contrarios	al
ordenamiento	jurídico	vigente.
Modificado.	Ley	29783,	Segunda	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Las	actuaciones	de
investigación	o	comprobatorias	se	llevan	a	cabo	hasta	su
conclusión	por	los	mismos	inspectores	o	equipos	designados	que
las	hubieren	iniciado,	sin	que	puedan	encomendarse	a	otros
actuantes.
Las	órdenes	de	inspección	serán	objeto	de	registro,	se
identificarán	anualmente	con	una	única	secuencia	numérica	y
darán	lugar	a	la	apertura	del	correspondiente	expediente	de
inspección.	En	cada	inspección	se	llevará	un	sistema	de	registro
de	órdenes	de	inspección	manual	o	informatizado	que	será	único
e	integrado	para	todo	el	Sistema	de	Inspección	del	Trabajo.
Las	órdenes	de	inspección	constarán	por	escrito	y	contendrán	los
datos	de	identificación	de	la	inspección	encomendada	en	la	forma
que	se	disponga.	Podrán	referirse	a	un	sujeto	concreto,
expresamente	determinado	e	individualizado,	o	expedirse	con
carácter	genérico	para	un	conjunto	indeterminado	de	sujetos.
En	cumplimiento	de	las	órdenes	de	inspección	recibidas,	los
inspectores	designados	realizarán	las	actuaciones	de
investigación,	comprobación,	orientación	o	asesoramiento	técnico
necesarias,	iniciándolas	en	alguna	de	las	formas	señaladas	en	el
artículo	12	de	la	presente	ley.	El	inicio	de	actuaciones	de	vigilancia
y	control	interrumpirá	el	plazo	de	prescripción	de	las	infracciones
en	materia	sociolaboral.	En	todo	caso,	se	respetará	el	deber	de
confidencialidad,	manteniendo	la	debida	reserva	sobre	la
existencia	de	una	denuncia	y	la	identidad	del	denunciante.
Modificado.	Ley	29783,	Segunda	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Las	actuaciones	de
investigación	o	comprobatorias	deben	realizarse	en	el	plazo	que
se	señale	en	cada	caso	concreto,	sin	que,	con	carácter	general,
puedan	dilatarse	más	de	treinta	días	hábiles,	salvo	que	la	dilación
sea	por	causa	imputable	al	sujeto	inspeccionado.	Cuando	sea
necesario	o	las	circunstancias	así	lo	aconsejen,	puede	autorizarse
la	prolongación	de	las	actuaciones	comprobatorias	por	el	tiempo
necesario	hasta,	su	finalización,	excepto	en	los	casos	cuya	materia
sea	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
La	autonomía	técnica	y	funcional	no	exime	a	los	actuantes	del
cumplimiento	de	sus	obligaciones	y	requisitos	establecidos	en	la
presente	ley,	en	particular:
a)	El	cumplimiento	en	plazo	de	las	órdenes	de	inspección	que	se
le	encomienden,
b)	El	sometimiento	al	control	y	seguimiento	de	actuaciones	por
sus	superiores,
c)	La	obligación	de	adecuarse	a	las	normas,	los	criterios	e
instrucciones	aplicables.
De	cada	actuación	que	se	practique	y	en	la	forma	que	se
determine	en	las	normas	de	desarrollo	de	la	presente	ley,	se
dejará	constancia	escrita	de	las	diligencias	de	investigación
practicadas.
Finalizadas	las	actuaciones	de	comprobación	y	en	uso	de	las
facultades	que	tienen	atribuidas,	los	inspectores	actuantes
adoptarán	las	medidas	que	procedan,	emitiendo	informe	interno
sobre	las	actuaciones	realizadas	y	sus	resultados,	y	adjuntando	al
expediente	las	copias	de	los	documentos	obtenidos.
Asimismo	se	emitirá	informe	por	escrito	dirigido	a	las
autoridades,	órganos	y	personas	solicitantes,	cuando	las
actuaciones	tengan	su	origen	en	alguna	de	las	causas	señaladas	en
los	apartados	a),	b),	c)	y	f)	del	artículo	12,	respetándose	en	todo
caso	el	deber	de	confidencialidad.	En	aplicación	del	deber	de
secreto	profesional	no	se	informará	sobre	el	resultado	de	las
actuaciones	inspectivas	a	los	denunciantes	que	no	puedan	tener	la
condición	de	interesados	en	el	procedimiento	sancionador.
NOTA:	La	Primera	Disposición	Complementaria	Modificatoria	de	la	Ley	N°	29981,	ley	publicada	el
15	enero	del	2013,	entró	en	vigencia	a	partir	de	la	aprobación	del	Reglamento	de	Organización	y
Funciones	de	la	Sunafil	(D.	S.	007-2013-TR,	publicado	el	07	de	agosto	del	2013	y	con	vigencia	a	partir
del	día	siguiente	de	su	pubilcación).
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	11.—Órdenes	de	inspección.
11.1.	Modificado.	D.	S.	019-2007-TR,	Art.	1°.	Las	órdenes	de	 inspección
que	 emitan	 los	 supervisores	 inspectores	 o	 directivos	 que	 disponga	 la
autoridad	central	del	Sistema	de	Inspección	del	Trabajo,	según	sea	el	caso,
constarán	 por	 escrito	 y	 contendrán	 los	 datos	 de	 identificación	 de	 la
inspección	encomendada,	el	plazo	para	 la	actuación	y	su	 finalidad.	Podrán
referirse	a	un	sujeto	concreto,	expresamente	determinado	e	individualizado,
o	expedirse	con	carácter	genérico	a	un	conjunto	indeterminado	de	sujetos,
en	 aplicación	 de	 criterios	 objetivos	 como	 área	 geográfica,	 actividad
económica,	 niveles	 de	 informalidad	 o	 cualquier	 otro,	 determinado	 por	 la
autoridad	competente	en	materia	de	inspección	del	trabajo.
Conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	13	párrafo	4,	de	la	ley,	las	órdenes	de
inspección	serán	objeto	de	 registro	y	 se	 identificarán	anualmente	con	una
única	 secuencia	 numérica,	 dando	 lugar	 a	 la	 apertura	 del	 correspondiente
expediente	 de	 inspección.	 Cada	 inspección	 del	 trabajo	 deberá	 llevar	 un
sistema	de	registro	de	órdenes	de	inspección,	manual	o	informatizado,	que
será	único	e	integrado	para	todo	el	Sistema	de	Inspección	del	Trabajo.
De	advertirse	que	en	la	orden	de	inspección	existe	error	en	la	identificación
del	sujeto	inspeccionado,	en	el	domicilio	del	lugar	o	centro	de	trabajo	u	otro
dato	y/o	error	material,	o	 fuese	necesario	realizar	actuaciones	 inspectivas
en	 otros	 lugares	 o	 centros	 de	 trabajo	 del	 mismo	 empleador	 o	 sujeto
inspeccionado,	 los	 inspectores	 deberán	 emitir	 el	 informe	 al	 directivo	 que
expidió	 la	 orden,	 sin	 perjuicio	 de	 lo	 cual	 realizarán	 las	 actuaciones
inspectivas	necesarias	para	cumplir	con	la	finalidad	de	la	inspección.
11.2.	Las	órdenes	genéricas	de	inspección	y	las	actuaciones	inspectivas	que
se	 lleven	 a	 cabo	 en	 cumplimiento	 de	 las	 mismas,	 se	 registrarán	 a	 la
finalización	 de	 dichas	 actuaciones	 una	 vez	 identificados	 los	 sujetos
inspeccionados.	De	igual	forma	se	procederá	para	el	registro	de	actuaciones
inspectivas	 a	 iniciativa	 de	 los	 inspectores,	 cuando	 afecten	 a	 otros	 sujetos
inspeccionados	 que	 no	 estuvieren	 identificados	 en	 la	 orden	de	 inspección
con	la	que	guarden	relación.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	12.—Actuaciones	inspectivas	de	investigación	o	comprobatorias.
12.1.	 En	 cumplimiento	 de	 las	 órdenes	 de	 inspección	 recibidas,	 los
inspectores	o	equipos	designados	iniciarán	las	actuaciones	de	investigación
mediante	alguna	de	las	siguientes	modalidades:
a)	 Visita	 de	 inspección	 a	 los	 centros	 y	 lugares	 de	 trabajo:	 se	 realiza	 sin
necesidad	 de	 previo	 aviso,	 por	 uno	 o	 varios	 inspectores	 del	 trabajo	 y
extenderse	 el	 tiempo	 necesario.	 Asimismo	 podrá	 efectuarse	 más	 de	 una
visita	sucesiva.
b)	 Comparecencia:	 exige	 la	 presencia	 del	 sujeto	 inspeccionado	 ante	 el
inspector	 del	 trabajo,	 en	 la	 oficina	 pública	 que	 se	 señale,	 para	 aportar	 la
documentación	 que	 se	 requiera	 en	 cada	 caso	 y/o	 para	 efectuar	 las
aclaraciones	 pertinentes.	 El	 requerimiento	 de	 comparecencia	 se	 realizará
por	 escrito	 o	 en	 cualquier	 otra	 forma	de	notificación	 válida,	 que	 regule	 la
Dirección	Nacional	de	Inspección	del	Trabajo.
c)	Comprobación	de	datos:	verificación	de	datos	o	antecedentes	que	obran
en	 las	 dependencias	 del	 sector	 público:	 a	 tal	 fin	 la	 Inspección	del	Trabajo
podrá	acceder	a	dicha	 información,	compararla,	solicitar	antecedentes	o	 la
información	 necesaria	 para	 comprobar	 el	 cumplimiento	 de	 las	 normas
sociolaborales	 materia	 de	 verificación.	 Cuando	 del	 examen	 de	 dicha
información	 se	dedujeran	 indicios	de	 incumplimientos,	deberá	procederse
en	cualquiera	de	las	formas	señaladas	con	anterioridad,	para	completar	las
actuaciones	inspectivas	de	investigación.
12.2.	 Cualquiera	 sea	 la	 modalidad	 con	 que	 se	 inicien	 las	 actuaciones
inspectivas,	 la	 investigación	 podrá	 proseguirse	 o	 completarse,	 sobre	 el
mismo	 sujeto	 inspeccionado,	 con	 la	 práctica	 de	 otra	 u	 otras	 formas	 de
investigación	 definidas	 en	 el	 numeral	 anterior.	 En	 particular	 y	 cuando	 se
hayan	 iniciado	 mediante	 visita	 de	 inspección,	 las	 diligencias	 de
investigación	 podrán	 proseguirse	 mediante	 requerimiento	 de
comparecencia	 para	 que	 el	 sujeto	 sometido	 a	 inspección	 aporte	 la
información	o	documentación	complementaria	que	se	solicite.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	13.—Desarrollo	de	las	actuaciones	inspectivas.
13.1.	 Iniciadas	 las	 actuaciones,	 los	 inspectores	 del	 trabajo	 ejercerán	 las
facultades	que	sean	necesarias	para	la	constatación	de	los	hechos	objeto	de
inspección,	conforme	a	lo	establecido	en	el	artículo	5°	de	la	ley.
13.2.	Con	carácter	general	y	siempre	que	no	se	perjudique	la	investigación
de	 los	 hechos	 objetos	 de	 inspección,	 las	 actuaciones	 de	 investigación
mediante	visita	a	los	centros	o	lugares	de	trabajo	se	realizarán	en	presencia
del	sujeto	inspeccionado	o	su	representante,	y	de	los	trabajadores	o	de	las
organizaciones	sindicales	que	los	representen	o	a	los	representantes	de	los
trabajadores.	 De	 no	 encontrarse	 en	 el	 centro	 o	 lugar	 de	 trabajo,	 las
actuaciones	se	realizarán	sin	la	presencia	de	los	mismos,	no	afectando	dicha
circunstancia	el	resultado	y	validez	de	la	investigación.
13.3.	Las	actuaciones	de	investigación	o	comprobatorias	deberán	realizarse
en	el	plazo	señalado	en	 las	órdenes	de	 inspección.	El	plazo	máximo	de	30
días	 hábiles	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 13	 de	 la	 ley,	 se	 computa	 desde	 la
fecha	en	que	se	inicien	las	actuaciones	inspectivas.
13.4.	Modificado.	D.	S.	019-2007-TR,	Art.	1°.	La	prórroga	del	plazo	para	 la
realización	 de	 dichas	 actuaciones	 autorizada	 conforme	 a	 lo	 previsto	 en	 la
ley,	 debe	 notificarse	 al	 sujeto	 inspeccionado	 hasta	 el	 día	 hábil	 anterior	 al
vencimiento	del	plazo	original.
13.5.	Modificado.	D.	S.	019-2007-TR,	Art.	1°.	Las	medidas	a	que	se	refiere	el
artículo	 5°	 numeral	 5.5	 de	 la	 ley	 se	 adoptan	 dentro	 del	 plazo	 establecido
para	la	realización	de	las	actuaciones	de	investigación	o	comprobatorias.	De
ser	 necesario	 se	 procederá	 a	 prorrogar	 el	 plazo	 para	 la	 realización	 de	 las
actuaciones	a	fin	de	que	se	adecue	al	requerimiento	que	haya	efectuado	el
inspector	del	trabajo.
13.6	El	inspector	del	trabajo	dejará	constancia	escrita	de	las	diligencias	de
investigación	 que	 practiquen,	 adjuntando	 copia	 al	 expediente	 y	 dando
cuenta,	 cuando	 sea	 el	 caso,	 a	 los	 sujetos	 inspeccionados.	 La	 actuación	 de
comprobación	de	datos	o	antecedentes	no	requiere	de	tal	comunicación.
13.7	 Modificado.	 D.	 S.	 019-2007-TR,	 Art.	 1°.	 Las	 actuaciones	 inspectivas
continúan	 hasta	 agotar	 los	medios	 de	 investigación	 disponibles,	 que	 sean
compatibles	 con	 las	 materias	 a	 inspeccionar,	 sin	 perjuicio	 que	 se	 hayan
producido	 actos	 que	 supongan	 infracción	 a	 la	 labor	 inspectiva,	 o	 se	 haya
dado	inicio	al	procedimiento	sancionador	por	este	hecho.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 14.—Desarrollo	 de	 las	 actuaciones	 de	 consulta	 o	 de
asesoramiento	 técnico.	 Las	 actuaciones	 de	 consulta	 o	 de	 asesoramiento
técnico,	se	desarrollan	mediante	visitas	a	los	centros	y	lugares	de	trabajo	o
mediante	la	presencia	de	los	sujetos	objeto	de	la	actuación	al	 local	público
que	determine	la	autoridad	competente	de	las	inspecciones	del	trabajo.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	15.—Deberes	de	colaboración	con	los	inspectores	del	trabajo.
15.1.	Durante	el	desarrollo	de	las	actuaciones	inspectivas	los	empleadores,
los	trabajadores	y	los	representantes	de	ambos,	así	como	los	demás	sujetos
obligados	 al	 cumplimiento	 de	 las	 normas	 sociolaborales,	 prestarán	 la
colaboración	 que	 precisen	 los	 inspectores	 del	 trabajo	 para	 el	 adecuado
ejercicio	de	las	funciones	encomendadas,	de	acuerdo	con	lo	prescrito	en	el
artículo	9°	de	la	ley.
15.2.	El	Sector	Público	y	quienes	ejerzan	funciones	públicas	están	obligados
a	 prestar	 su	 colaboración	 a	 los	 inspectores	 del	 trabajo	 cuando	 les	 sea
solicitada	 como	 necesaria	 para	 el	 ejercicio	 de	 la	 función	 inspectiva	 y	 a
facilitarles	 la	 información	 que	 requieran.	 Las	 autoridades	 y	 la	 Policía
Nacional	 del	 Perú	 prestarán	 el	 auxilio	 y	 colaboración	 que	 precisen	 los
inspectores	del	trabajo	para	el	ejercicio	de	sus	facultades	de	investigación.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 16.—Deberes	 de	 los	 inspectores	 del	 trabajo.	 Los	 inspectores	 del
trabajo	 deberán	 ejercer	 sus	 funciones	 y	 cometidos	 con	 sujeción	 a	 los
principios	y	deberes	prescritos	en	 la	 ley	y	 los	deberes	contemplados	en	el
artículo	 239	 de	 la	 Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo	 General,	 Ley	 N°
27444,	 debiendo	 comunicar	 inmediatamente	 a	 su	 superior	 jerárquico
cualquier	situación	que	pueda	impedir	su	intervención.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	17.—Modificado.	D.	 S.	012-2013-TR,	Artículo	3°.	 Finalización	de
las	actuaciones	inspectivas.
17.1.	 Finalizadas	 las	 actuaciones	 de	 investigación	 o	 comprobatorias,
cuando	 no	 se	 hubiera	 comprobado	 la	 comisión	 de	 infracciones,	 los
inspectores	emiten	el	informe	de	actuaciones	inspectivas.	En	estos	casos,	la
autoridad	competente	dispone	el	archivo	del	expediente.
El	 informe	 de	 actuaciones	 inspectivas	 debe	 contener,	 como	 mínimo,	 la
siguiente	información:
a)	Identificación	del	sujeto	o	sujetos	inspeccionados
b)	Medios	de	investigación	utilizados
c)	Hechos	constatados
d)	Conclusiones
e)	Identificación	del	inspector	o	inspectores	del	trabajo
f)	Fecha	de	emisión	del	informe
17.2.	 Cuando	 al	 finalizar	 las	 actuaciones	 inspectivas	 se	 advirtiera	 la
comisión	 de	 infracciones,	 los	 inspectores	 emiten	medidas	 de	 advertencia,
requerimiento,	 paralización	 o	 prohibición	 de	 trabajos	 o	 tareas,	 según
corresponda,	 a	 fin	de	 garantizar	 el	 cumplimiento	de	 las	 normas	objeto	de
fiscalización.	 La	 autoridad	 competente	 podrá	 ordenar	 su	 seguimiento	 o
control,	mediante	 visita	 de	 inspección,	 comparecencia	 o	 comprobación	 de
datos,	para	la	verificación	de	su	cumplimiento.
Transcurrido	el	plazo	otorgado	para	que	el	 sujeto	 inspeccionado	subsane
las	 infracciones,	 habiéndose	 o	 no	 subsanado	 éstas,	 se	 extiende	 el	 acta	 de
infracción	correspondiente.	En	el	acta	de	infracción	se	debe	dejar	constancia
del	 cumplimiento	 de	 las	medidas	 de	 requerimiento	 y	 de	 la	 aplicación	 del
beneficio	 a	 que	 se	 hace	 referencia	 en	 numeral	 17.3	 del	 artículo	 17	 del
presente	reglamento.
El	 acta	 de	 infracción	 hace	 las	 veces	 del	 informe	 al	 que	 aluden	 los	 dos
últimos	párrafos	del	artículo	13	de	la	ley,	debiendo	contener	como	mínimo
la	información	a	que	se	refiere	el	artículo	54	del	presente	reglamento.
17.3.	Cuando	el	 sujeto	 inspeccionado	subsane	 las	 infracciones	advertidas,
antes	 de	 la	 expedición	 del	 acta	 de	 infracción,	 la	 propuesta	 de	 multa	 irá
acompañada	de	la	indicación	de	la	aplicación	de	una	reducción	del	noventa
por	ciento	(90%)	respecto	de	las	infracciones	efectivamente	subsanadas.
La	presentación	de	descargos	presentada	contra	el	acta	de	 infracción	o	 la
impugnación	de	la	resolución	de	multa	ocasiona	la	pérdida	del	beneficio	de
reducción	del	90%	respecto	de	las	infracciones	implicadas	en	los	descargos
o	la	impugnación.
17.4.	En	los	casos	de	accidente	de	trabajo	o	de	enfermedad	profesional,	el
informe	o	acta	de	infracción,	según	corresponda,	deberá	señalar:
a)	La	forma	en	que	se	produjeron;
b)	Sus	causas;	y,
c)	Sujetos	responsables	(de	haberlos)
En	 el	 informe	 o	 acta	 de	 infracción	 debe	 especificarse	 si,	 a	 criterio	 del
inspector	 del	 trabajo,	 éstos	 se	 debieron	 a	 la	 ausencia	 de	 medidas	 de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
Asimismo,	deberán	especificarse	las	medidas	correctivas	que	se	adoptaron
para	evitar,	en	un	futuro,	la	ocurrencia	de	un	accidente	de	trabajo	o	de	una
enfermedad	ocupacional	de	similares	características.
17.5.	Finalizadas	las	actuaciones	de	consultas	o	asesoramiento	técnico,	los
inspectores	 de	 trabajo	 emiten	 un	 informe	 sobre	 las	 actuaciones	 de
asesoramiento	 técnico	 realizadas,	 materias	 a	 las	 que	 se	 ha	 extendido	 la
consulta	 o	 asesoramiento	 técnico	 especificando	 los	 consejos	 o
recomendaciones	emitidos.
17.6.	 El	 informe	 producido	 en	 las	 actuaciones	 de	 consulta	 o	 asesoría
técnica,	 o	 investigación	 o	 comprobatoria	 se	 remite	 a	 los	 sujetos
comprendidos	 en	 los	 literales	 a),	 b),	 c)	 y	 f)	 del	 artículo	 12	 de	 la	 ley,	 que
hubieren	 solicitado	 la	 actuación	 inspectiva,	 respetando	 en	 todo	 caso	 los
deberes	de	confidencialidad	y	secreto	profesional.
17.7.	Al	expediente	de	inspección	se	adjuntan	las	copias	de	los	documentos
obtenidos	durante	las	actuaciones	inspectivas.
El	 cierre	 del	 expediente	 será	 decretado	 bajo	 responsabilidad,	 por	 los
supervisores	inspectores	o	directivos	que	disponga	la	autoridad	central	del
Sistema	 de	 Inspección	 del	 Trabajo,	 según	 sea	 el	 caso,	 siempre	 que	 la
inspección	 hubiese	 cumplido	 su	 finalidad,	 salvo	 que	 concurran
circunstancias	 que	 imposibiliten	 la	 actuación	 de	 la	 inspección,	 por
presentarse	la	comisión	de	infracciones	a	la	labor	inspectiva	que	pongan	en
peligro	la	salud	y	el	bienestar	de	los	inspectores.	En	este	último	caso,	de	ser
pertinente,	 se	 deberán	 remitir	 copias	 certificadas	 de	 lo	 actuado	 al
procurador	 público	 del	 sector	 para	 que	 proceda	 a	 interponer	 la	 denuncia
penal	correspondiente	ante	el	Ministerio	Público.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	18.—Medidas	inspectivas.
18.1.	 Cuando	 se	 constate	 el	 incumplimiento	de	 las	normas	 sociolaborales
vigentes,	 el	 inspector	 del	 trabajo	 deberá	 adoptar	 las	 medidas	 inspectivas
que	procedan	entre	las	prescritas	en	el	artículo	5°	inciso	5	de	la	ley.
18.2.	 En	 los	 casos	 de	 infracciones	 al	 ordenamiento	 jurídico	 sociolaboral,
cualquiera	 que	 sea	 la	 materia	 a	 la	 que	 afecten,	 se	 requerirá	 al	 sujeto
responsable	 de	 su	 comisión,	 la	 adopción	 en	 un	 plazo	 determinado,	 de	 las
medidas	 necesarias	 para	 garantizar	 el	 cumplimiento	 de	 las	 disposiciones
vulneradas.	En	particular	y	en	materia	de	prevención	de	riesgos	 laborales,
se	 requerirá	 que	 se	 lleven	 a	 cabo	 las	 modificaciones	 necesarias	 en	 las
instalaciones,	en	el	montaje	o	en	los	métodos	de	trabajo	para	garantizar	el
derecho	a	la	seguridad	y	salud	de	los	trabajadores.
18.3.	 Cuando	 se	 compruebe	 que	 la	 inobservancia	 de	 la	 normativa	 sobre
prevención	 de	 riesgos	 laborales	 implica,	 a	 juicio	 de	 los	 inspectores	 del
trabajo,	 un	 riesgo	 grave	 e	 inminente	 para	 la	 seguridad	 y	 salud	 de	 los
trabajadores,	podrán	ordenar	la	inmediata	paralización	o	la	prohibición	de
los	trabajos	o	tareas.
18.4.	 Cuando	 se	 estime	 que	 las	 infracciones	 sociolaborales	 constatadas
puedan	 ser	 constitutivas	 de	 incumplimientos	 a	 las	 normas	 de	 seguridad
social	o	tengan	efectos	en	la	protección	social	de	los	trabajadores	afectados,
se	 pondrán	 en	 conocimiento	 de	 los	 organismos	 públicos	 y	 entidades
competentes,	 por	 el	 cauce	 jerárquico	 correspondiente,	 a	 efectos	 de	 que
puedan	adoptarse	las	medidas	que	procedan	en	dicha	materia.
18.5.	 Complementariamente	 a	 las	 medidas	 referidas	 en	 los	 numerales
anteriores,	 la	 autoridad	 competente	 en	 la	 inspección	 del	 trabajo	 podrá
disponer	 la	 colocación	 de	 carteles	 en	 el	 centro	 de	 trabajo	 que	 permita
conocer	al	público	sobre	la	condición	infractora	del	sujeto	inspeccionado.
18.6.	La	autoridad	competente	en	la	inspección	del	trabajo	podrá	disponer
la	 implementación	 de	 planes	 de	 formalización,	 los	 que	 serán
preferentemente	destinados	a	las	micro	y	pequeñas	empresas.	Estos	planes
fijan	 plazos	 para	 el	 cumplimiento	 de	 las	 normas	 sociolaborales,	 incluir
medidas	 de	 promoción,	 capacitación	 de	 trabajadores,	 asesorías	 al
empleador,	participación	en	programas	estatales	para	las	micro	y	pequeñas
empresas,	 entre	 otras;	 para	 su	 aplicación	 requieren	 la	 aceptación	 del
empleador.
18.7.	 La	 Autoridad	 Central	 del	 Sistema	 de	 Inspección	 del	 Trabajo	 de	 la
inspección	del	trabajo	podrá	disponer	de	la	publicación	de	listas	de	sujetos
inspeccionados	 infractores	 o	 cumplidores,	 conforme	 la	 Sexta	 Disposición
Final	y	Transitoria	de	la	ley.
Ley	28806.
ART.	14.—Medidas	inspectivas	de	recomendación,
advertencia	y	requerimiento.	Las	medidas	de	recomendación	y
asesoramiento	técnico	podrán	formalizarse	en	el	documento	y
según	el	modelo	oficial	que	en	cada	caso	se	determine.
Las	medidas	inspectivas	de	advertencia	y	requerimiento	se
reflejarán	por	escrito	en	la	forma	y	modelo	oficial	que	se
determine	reglamentariamente,	debiendo	notificarse	al	sujeto
inspeccionado	a	la	finalización	de	las	actuaciones	de	investigación
o	con	posterioridad	a	las	mismas.
Cuando	el	inspector	actuante	compruebe	la	existencia	de	una
infracción	al	ordenamiento	jurídico	sociolaboral,	requerirá	al
sujeto	responsable	de	su	comisión	la	adopción,	en	un	plazo
determinado,	de	las	medidas	necesarias	para	garantizar	el
cumplimiento	de	las	disposiciones	vulneradas.	En	particular	y	en
materia	de	prevención	de	riesgos	laborales,	requerirá	que	se
lleven	a	cabo	las	modificaciones	necesarias	en	las	instalaciones,	en
el	montaje	o	en	los	métodos	de	trabajo	para	garantizar	el	derecho
a	la	seguridad	y	salud	de	los	trabajadores.	Los	requerimientos	que
se	practiquen	se	entienden	siempre	sin	perjuicio	de	la	posible
extensión	de	acta	de	infracción	y	de	la	sanción	que,	en	su	caso,
pueda	imponerse.
De	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	206.2	de	la	Ley	N°
27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General,	las
medidas	inspectivas	de	advertencia	y	de	requerimiento	no	serán
susceptibles	de	impugnación,	lo	que	se	entiende	sin	perjuicio	del
derecho	de	defensa	de	los	interesados	en	el	seno	del
procedimiento	sancionador.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 19.—Medidas	 de	 recomendación	 y	 asesoramiento	 técnico.
Mediante	 directivas	 e	 instrucciones	 internas,	 la	 autoridad	 central	 del
Sistema	de	 Inspección	del	Trabajo,	 determinará	 los	documentos	 y	modelo
oficial	 en	 que	 se	 formalizarán	 las	 medidas	 de	 recomendación	 y
asesoramiento	técnico	que	se	emitan.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	20.—Medidas	de	advertencia	y	requerimiento.
20.1.	 Las	 medidas	 de	 advertencia,	 requerimiento	 y	 otras	 que	 se
establezcan,	 se	 regulan	 según	 lo	 establecido	 por	 la	 autoridad	 central	 del
Sistema	 de	 Inspección	 del	 Trabajo,	 y	 deben	 ser	 notificadas	 al	 sujeto
inspeccionado	y	a	las	organizaciones	sindicales	que	los	representen	o	a	los
representantes	 de	 los	 trabajadores	 a	 la	 finalización	 de	 las	 actuaciones
inspectivas	de	 investigación	o	con	posterioridad	a	 las	mismas.	El	acto	que
las	disponga	determinará	el	plazo	otorgado	para	acreditar	su	subsanación
ante	la	Inspección	del	Trabajo.
20.2.	Sin	perjuicio	del	derecho	de	defensa	de	 los	 interesados	en	el	marco
del	 procedimiento	 administrativo	 sancionador	 sociolaboral,	 las	 medidas
inspectivas	 de	 advertencia	 y	 de	 requerimiento	 no	 serán	 susceptibles	 de
impugnación,	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	206.2	de	la	Ley
N°	27444,	de	Procedimiento	Administrativo	General.
20.3.	 Incorporado.	 D.	 S.	 019-2007-TR,	 Art.	 2°.	 Las	 medidas	 de
requerimiento	son	órdenes	dispuestas	por	la	inspección	del	trabajo	para	el
cumplimiento	 de	 las	 normas	 socio-laborales	 y	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo.	Pueden	consistir	en	ordenar	al	empleador,	que	en	relación	con	un
trabajador,	 siempre	 que	 se	 fundamente	 en	 el	 incumplimiento	 de	 la
normatividad	 legal	 vigente,	 se	 le	 registre	 en	 planillas,	 se	 abonen	 las
remuneraciones	 y	 beneficios	 laborales	 pendientes	 de	 pago,	 se	 establezca
que	el	contrato	de	trabajo	sujeto	a	modalidad	es	a	plazo	indeterminado	y	la
continuidad	 del	 trabajador	 cuando	 corresponda,	 la	 paralización	 o
prohibición	inmediata	de	trabajo	o	tareas	por	inobservancia	de	la	normativa
sobre	prevención	de	riesgos	laborales,	entre	otras.
Asimismo,	la	inspección	del	trabajo	podrá	requerir	se	garantice	el	pago	de
las	obligaciones	de	los	trabajadores,	si	verifica	que	la	empresa	no	cuenta	con
recursos	 financieros	 suficientes	 para	 hacerse	 cargo	 de	 las	 obligaciones
laborales	y	de	seguridad	social	de	los	trabajadores.
Las	medidas	de	requerimiento	se	disponen	y	ejecutan,	sin	perjuicio	de	las
multas	 que	 le	 corresponda	 imponer	 a	 la	 autoridad	 inspectiva	 a	 cargo	 del
procedimiento	administrativo	sancionador.
Ley	28806.
ART.	15.—Paralización	o	prohibición	de	trabajos.	Cuando	los
inspectores,	comprueben	que	la	inobservancia	de	la	normativa
sobre	prevención	de	riesgos	laborales	implica,	a	su	juicio,	un
riesgo	grave	e	inminente	para	la	seguridad	y	salud	de	los
trabajadores	podrán	ordenar	la	inmediata	paralización	o	la
prohibición	de	los	trabajos	o	tareas,	conforme	a	los	requisitos	y
procedimiento	que	se	establezca	reglamentariamente.
Las	órdenes	de	paralización	o	prohibición	de	trabajos	por	riesgo
grave	e	inminente,	serán	inmediatamente	ejecutadas	y	se
formalizarán	en	un	acta	de	paralización	o	prohibición	de	trabajos
o	por	cualquier	otro	medio	escrito	fehaciente	con	notificación
inmediata	al	sujeto	responsable.
La	paralización	o	prohibición	de	trabajos	por	riesgo	grave	e
inminente	se	entenderá	en	cualquier	caso	sin	perjuicio	del	pago
del	salario	o	de	las	indemnizaciones	que	procedan	a	los
trabajadores	afectados	así	como	de	las	medidas	que	puedan
garantizarlo.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 21.—Medida	 inspectiva	 de	 paralización	 o	 prohibición	 de
trabajos.
21.1.	 Las	 órdenes	 de	 paralización	 o	 prohibición	 de	 trabajos	 o	 tareas	 por
riesgo	grave	e	inminente,	se	formalizarán	mediante	un	acta	de	paralización
o	prohibición	de	trabajos	o	por	cualquier	otro	medio	escrito	fehaciente,	que
deberá	notificarse	al	sujeto	o	sujetos	responsables	de	 forma	 inmediata,	en
cuanto	se	constate	los	hechos	que	ponen	en	riesgo	la	seguridad	o	la	salud	de
los	trabajadores,	con	carácter	grave	e	inminente.
21.2.	Sin	perjuicio	de	su	posible	impugnación,	las	órdenes	de	paralización	o
prohibición	 de	 trabajos	 por	 riesgo	 grave	 e	 inminente,	 dadas	 por	 los
inspectores	del	 trabajo,	 serán	 inmediatamente	ejecutadas;	 sin	perjuicio	de
los	derechos	que	correspondan	a	los	trabajadores	afectados,	así	como	de	las
medidas	que	puedan	adoptarse	para	garantizarlos.
21.3.	La	autoridad	central	del	Sistema	de	Inspección	del	Trabajo	regula	lo
relativo	a	 las	actas	de	paralización	o	prohibición	de	 trabajos.	En	cualquier
caso	 se	 identifican	 los	 hechos	 comprobados	 que	 al	 poner	 en	 riesgo	 la
seguridad	 o	 la	 salud	 de	 los	 trabajadores	 con	 carácter	 grave	 e	 inminente,
constituyen	 infracción	a	 las	normas	vigentes	en	materia	de	prevención	de
riesgos	 laborales,	 el	 sujeto	 o	 sujetos	 responsables	 de	 su	 comisión	 y	 los
trabajos	o	tareas	cuya	inmediata	paralización	o	prohibición	se	ordena.
21.4.	Decretada	la	paralización	o	prohibición	de	trabajos,	la	Inspección	del
Trabajo	 remite,	 de	 forma	 inmediata,	 a	 la	 autoridad	 administrativa
competente	 del	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 o	 de	 los
gobiernos	regionales,	copia	de	la	orden	practicada.
21.5.	 El	 sujeto	 o	 sujetos	 responsables,	 con	 idéntica	 inmediatez,
comunicarán	a	los	trabajadores	afectados	y	a	sus	representantes	sindicales
en	la	empresa,	la	orden	de	paralización	o	prohibición	recibida,	procediendo
a	su	efectivo	cumplimiento.
21.6.	 Sin	 perjuicio	 de	 su	 cumplimiento	 inmediato,	 el	 sujeto	 o	 sujetos
obligados	podrán	impugnarla	ante	 la	autoridad	administrativa	competente
en	el	plazo	máximo	de	tres	días	hábiles	y	ésta	resolverá	en	el	plazo	de	dos
días	 hábiles.	 Dicha	 resolución	 será	 ejecutiva,	 sin	 perjuicio	 del	 recurso	 de
apelación.
21.7.	 Tan	 pronto	 como	 se	 subsanen	 las	 deficiencias	 que	 la	motivaron,	 la
paralización	se	levantará	por	la	autoridad	administrativa	competente.
Ley	28806.
ART.	16.—Actas	de	infracción.	Las	actas	de	infracción	por
vulneración	del	ordenamiento	jurídico	sociolaboral,	así	como	las
actas	de	infracción	por	obstrucción	a	la	labor	inspectiva,	se
extenderán	en	modelo	oficial	y	con	los	requisitos	que	se
determinen	en	las	normas	reguladoras	del	procedimiento
sancionador.
Los	hechos	constatados	por	los	inspectores	actuantes	que	se
formalicen	en	las	actas	de	infracción	observando	los	requisitos
que	se	establezcan,	se	presumen	ciertos	sin	perjuicio	de	las
pruebas	que	en	defensa	de	sus	respectivos	derechos	e	intereses
puedan	aportar	los	interesados.
El	mismo	valor	y	fuerza	probatoria	tendrán	los	hechos
comprobados	por	la	Inspección	del	Trabajo	que	se	reflejen	en	los
informes	así	como	en	los	documentos	en	que	se	formalicen	las
medidas	inspectivas	que	se	adopten.
Ley	28806.
ART.	17.—Capacidad	de	obrar	ante	la	Inspección	del	Trabajo.
La	capacidad	de	obrar	ante	la	Inspección	del	Trabajo	y	su
acreditación	se	rige	por	las	normas	de	derecho	privado.	Las
personas	jurídicas,	de	naturaleza	pública	o	privada,	actuarán	por
medio	de	quienes,	al	tiempo	de	la	actuación	inspectiva,	ocupen	los
órganos	de	su	representación	o	la	tengan	conferida,	siempre	que
lo	acrediten	con	arreglo	a	ley.
Las	actuaciones	inspectivas	se	seguirán	con	los	sujetos	obligados
al	cumplimiento	de	las	normas,	que	podrán	actuar	por	medio	de
representante,	debidamente	acreditado	ante	el	inspector
actuante,	con	el	que	se	entenderán	las	sucesivas	actuaciones.	El
representante	no	podrá	eludir	la	declaración	sobre	hechos	o
circunstancias	con	relevancia	inspectiva	que	deban	ser	conocidos
por	el	representado.	La	intervención	mediante	representante	sin
capacidad	o	insuficientemente	acreditado	se	considerará
inasistencia,	cuando	se	haya	solicitado	el	apersonamiento	del
sujeto	obligado.	Se	presumirá	otorgada	la	autorización	a	quien
comparezca	ante	la	Inspección	para	actos	de	mero	trámite	que	no
precisen	poder	de	representación	del	sujeto	obligado.
En	las	actuaciones	inspectivas	relacionadas	con	los	trabajadores
se	estará	a	lo	dispuesto	en	su	normativa	específica	a	efectos	de	su
representación	colectiva,	sin	perjuicio	de	la	capacidad	de	obrar
individual	de	cada	trabajador.
SISTEMA	DE	INSPECCIÓN
Ley	28806.
ART.	 18.—Modificado.	 Ley	 29981,	 Primera	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Principios	 generales.	 El
Sistema	de	Inspección	del	Trabajo	se	organiza	con	sujeción	a	 los
principios	 de	 sistema	 único,	 polivalente	 e	 integrado	 en
dependencia	técnica,	orgánica	y	funcional	directa	de	la	Autoridad
Central	de	la	Inspección	del	Trabajo.
La	implementación	de	la	organización	territorial	de	la	Inspección
del	Trabajo	se	llevará	a	cabo	de	acuerdo	con	las	disposiciones	de
la	autoridad	central	del	aistema,	la	que	debe	respetar	el	principio
de	especialización,	así	como	la	unidad	de	función	y	de	actuaciones
inspectivas.
NOTA:	La	Primera	Disposición	Complementaria	Modificatoria	de	la	Ley	N°	29981,	ley	publicada	el
15	enero	del	2013,	entró	en	vigencia	a	partir	de	la	aprobación	del	Reglamento	de	Organización	y
Funciones	de	la	Sunafil	(D.	S.	007-2013-TR,	publicado	el	07	de	agosto	del	2013	y	con	vigencia	a	partir
del	día	siguiente	de	su	pubilcación).
Ley	28806.
ART.	 19.—Modificado.	 Ley	 29981,	 Primera	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Estructura	 orgánica.	 La
estructura	del	Sistema	de	Inspección	del	Trabajo	es	la	siguiente:
a)	 La	 Superintendencia	 Nacional	 de	 Fiscalización	 Laboral
(Sunafil)	 es	 el	 ente	 rector	 y	 la	 autoridad	 central	 del	 Sistema	 de
Inspección	 del	 Trabajo	 de	 acuerdo	 al	 Convenio	 81	 de	 la
Organización	Internacional	del	Trabajo.
b)	 Las	 unidades	 orgánicas	 de	 los	 gobiernos	 regionales	 que
dependen	funcional	y	técnicamente	de	dicha	autoridad	central	en
materia	de	inspección	del	trabajo.
Corresponde	al	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	la
elaboración,	aprobación,	supervisión	y	evaluación	de	las	políticas
públicas	 destinadas	 a	 dar	 cumplimiento	 a	 la	 normativa
sociolaboral.
En	 aplicación	 de	 los	 principios	 de	 especialización,	 trabajo
programado	y	 en	 equipo,	 podrán	 crearse	unidades	 y	 equipos	de
inspección	especializados,	por	áreas	funcionales,	materiales	o	por
sectores	de	actividad	económica,	de	acuerdo	a	las	necesidades	de
funcionamiento	 de	 las	 intendencias	 regionales	 o	 zonales	 de
trabajo.
Mediante	normas	reglamentarias	de	desarrollo	de	la	presente
ley,	se	regulará	la	composición	y	estructura	orgánica	y	funcional
de	la	autoridad	central	del	Sistema	de	Inspección	del	Trabajo,	así
como	de	sus	órganos	territoriales,	unidades	y	equipos
especializados.
NOTA:	La	Primera	Disposición	Complementaria	Modificatoria	de	la	Ley	N°	29981,	ley	publicada	el
15	enero	del	2013,	entró	en	vigencia	a	partir	de	la	aprobación	del	Reglamento	de	Organización	y
Funciones	de	la	Sunafil	(D.	S.	007-2013-TR,	publicado	el	07	de	agosto	del	2013	y	con	vigencia	a	partir
del	día	siguiente	de	su	pubilcación).
Ley	28806.
ART.	20.—Planificación	y	programación	de	inspecciones.	La
Inspección	del	Trabajo	programará	su	actuación	de	acuerdo	con
los	objetivos	que	determinen	las	autoridades	competentes,	con
sujeción	a	los	principios	de	concepción	institucional	única	e
integral	del	Sistema	de	Inspección.
Ley	28806.
ART.	21.—Normas	de	funcionamiento	interno.	Los	inspectores
del	trabajo	desarrollarán	la	totalidad	de	los	cometidos	que	tienen
atribuidos,	bajo	las	directrices	técnicas	de	la	autoridad	central	del
Sistema	de	Inspección	y	en	dependencia	orgánica	directa	de	los
directivos	de	la	inspección	territorial	y,	en	su	caso,	supervisores
del	equipo	a	que	pertenezcan.
Podrán	encomendarse	a	los	inspectores	del	trabajo,	la	dedicación
preferente	a	tareas	especializadas	en	las	áreas	funcionales,
materiales	o	de	actividad	económica	que	se	determinen,	teniendo
en	cuenta	la	capacidad,	dimensión	y	complejidad	de	cada
inspección	regional.	La	especialización	será	siempre	compatible
con	la	aplicación	de	los	principios	de	unidad	de	función	y	de
actuaciones,	en	la	forma	dispuesta	en	la	presente	ley.
Ley	28806.
ART.	22.—Distribución	territorial	de	competencias.	Con
carácter	general,	los	inspectores	del	trabajo	y	los	equipos	de
inspección	especializados	ejercerán	sus	funciones	en	el	ámbito
territorial	al	que	extienda	su	competencia	el	órgano	territorial	de
la	Inspección	del	Trabajo	de	su	destino.
Para	garantizar	el	adecuado	funcionamiento	del	Sistema	de
Inspección	del	Trabajo,	la	autoridad	central	podrá	disponer	la
realización	de	actuaciones	fuera	de	los	límites	territoriales	del
órgano	territorial	de	destino,	ya	fuera	mediante	la	agregación
temporal	de	inspectores	a	otra	inspección	territorial	o	mediante	la
asignación	de	actuaciones	inspectivas	sobre	empresas	o	sectores
con	actividad	en	el	territorio	de	más	de	una	región.
Ley	28806.
ART.	23.—Servicios	dispuestos	por	las	autoridades
competentes.	La	Inspección	del	Trabajo	cumplirá	los	servicios
que	le	encomienden	la	Dirección	Regional	de	Trabajo	y	Promoción
del	Empleo	de	su	competencia	territorial	así	como	de	aquellas	que
por	su	intermedio	efectúen	otras	autoridades	del	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
La	Inspección	del	Trabajo	facilitará	a	las	autoridades	y	órganos
competentes	en	materia	sociolaboral	la	información	que	recaben
en	cada	caso	así	como	la	información	periódica	que	se	determine
por	la	autoridad	central	del	Sistema	de	Inspección.
Ley	28806.
ART.	24.—Informes	periódicos	sobre	el	Sistema	de
Inspección	del	Trabajo.	En	aplicación	de	lo	dispuesto	en	el
Convenio	N°	81	de	la	Organización	Internacional	del	Trabajo,	la
autoridad	central	de	la	Inspección	del	Trabajo	elaborará	y
publicará	un	informe	anual	sobre	el	Sistema	de	Inspección.
Los	inspectores	del	trabajo,	informarán	a	su	respectivo	director
de	inspección	y	éstos	al	director	regional	de	su	competencia
territorial,	quien	consolidará	la	información	recepcionada	y	la
hará	de	conocimiento	de	la	autoridad	central	del	Sistema	de
Inspección;	dicha	información	estará	referida	a	las	actividades
inspectivas	y	sus	resultados,	en	la	forma	y	frecuencia	que	se
determine	por	la	misma.
Ley	28806.
ART.	25.—Composición.	El	Sistema	de	Inspección	del	Trabajo
está	integrado	por	los	servidores	públicos	que	tengan
encomendadas	las	funciones	de	dirección,	organización,
coordinación,	planificación	y	seguimiento	de	las	actuaciones
inspectivas,	los	que	tienen	atribuidas	las	funciones	inspectivas	y
quienes	desempeñen	funciones	de	asistencia	técnica,	colaboración
y	gestión	administrativa	conforme	a	lo	dispuesto	en	la	presente
ley.	Asimismo	está	integrado	por	los	recursos	y	medios	materiales
necesarios	para	garantizar	el	efectivo	desempeño	de	la	función
pública	de	inspección.
A	tales	efectos	el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,
los	gobiernos	regionales	y	los	órganos	de	la	Administración
Pública	competentes,	garantizarán	que	el	Sistema	de	Inspección
del	Trabajo	disponga	de	los	recursos	humanos,	oficinas,	locales,
medios	materiales	y	equipamientos	necesarios	y	en	número
suficiente.	Cuando	no	existan	medios	públicos	apropiados,
garantizarán	la	disposición	de	los	medios	de	transporte	que	se
precisen,	debiendo	rembolsar	los	gastos	de	transporte	y	gastos
imprevistos	que	se	deriven	del	desempeño	de	las	funciones
inspectivas,	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	Convenio	N°	81
de	la	Organización	Internacional	del	Trabajo.
Los	peritos	y	técnicos	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	que	se
adscriban	o	colaboren	con	el	Sistema	de	Inspección	del	Trabajo
para	el	ejercicio	de	la	función	de	inspección	en	dicho	ámbito,
desarrollarán	sus	cometidos	de	asistencia	pericial	y
asesoramiento	técnico	a	la	Inspección	del	Trabajo,	sin	perjuicio
del	ejercicio	de	aquellos	otros	cometidos	de	promoción,
información,	divulgación,	estudio,	formación,	investigación	y
asesoramiento	técnico	a	empleadores	y	trabajadores	que	les
atribuyan	las	normas	legales	y	reglamentarias.
Ley	28806.
ART.	26.—Ingreso	y	régimen	jurídico.	Mediante	normas
específicas,	o	en	su	caso,	de	común	aplicación	a	la	función	pública
y	carrera	administrativa	se	regulará	el	sistema	de	selección	y	el
régimen	jurídico	de	los	inspectores	del	Sistema	de	Inspección	del
Trabajo;	con	determinación	de	su	situación	jurídica,	condiciones
de	servicio,	retribuciones,	régimen	de	incompatibilidades,
traslados,	promociones,	puestos	de	trabajo,	ceses	y	régimen
disciplinario,	respetando	en	todo	caso	las	siguientes
particularidades:
a)	El	ingreso	en	la	Inspección	del	Trabajo	se	efectuará	como
inspectores	auxiliares,	mediante	un	proceso	de	selección	público	y
objetivo	basado	en	razones	técnicas	de	aptitud,	al	que	podrán
acceder	los	peruanos,	mayores	de	edad,	con	título	profesional.
b)	El	ingreso	como	inspector	del	trabajo	se	realizará	a	través	de
un	concurso	de	promoción	interna	en	el	que	podrán	participar	los
inspectores	auxiliares	con	dos	años,	al	menos,	en	el	desempeño
efectivo	de	las	funciones	inspectivas	que	tienen	atribuidas	en	la
presente	ley,	debiendo	contar	para	ello	con	título	profesional.
c)	Los	supervisores-inspectores	del	trabajo	serán	asimismo
seleccionados	mediante	un	concurso	de	promoción	interna	entre
quienes	hayan	desempeñado	funciones	efectivas	como
inspectores	del	trabajo,	cuando	menos,	durante	tres	años,
debiendo	contar	para	ello	con	título	profesional.
d)	Los	procesos	públicos	de	ingreso	en	la	Inspección	del	Trabajo,
se	convocarán	y	organizarán	según	las	pautas	técnicas
establecidas	por	la	autoridad	central	del	Sistema	de	Inspección.
Constarán	de	una	fase	selectiva	basada	en	las	pruebas	teóricas	y
prácticas	de	aptitud	que	se	determinen	y	una	fase	formativa
práctica,	ambas	eliminatorias.
e)	Deberán	convocarse	procesos	de	promoción	y	cobertura	de
vacantes	de	los	puestos	de	inspección	basados	en	criterios
objetivos,	en	los	que	podrán	participar	los	servidores	públicos	con
funciones	inspectivas	sin	limitaciones.	Su	participación	en	los
procesos	de	cobertura	de	puestos	de	confianza	y	libre	designación
se	ajustará	a	lo	dispuesto	en	sus	normas	específicas.
f)	De	acuerdo	con	lo	dispuesto	en	la	presente	ley,	los	servidores
públicos	con	funciones	inspectivas,	tienen	garantizada	su
estabilidad	en	el	empleo,	sin	perjuicio	de	ser	sancionados,
trasladados	o	removidos	de	sus	puestos	como	consecuencia	del
ejercicio	indebido	de	sus	facultades	y	competencias.	Las	normas
que	se	dicten	sobre	el	régimen	jurídico	de	los	inspectores	del
trabajo	en	materia	disciplinaria,	deberán	garantizar	la	existencia
de	un	procedimiento	previo	con	audiencia	y	participación	del
servidor	público	afectado.
Las	normas	de	desarrollo	que	se	dicten	establecerán	el	Cuadro	de
Asignación	de	Personal	(CAP)	y	el	Presupuesto	Analítico	de
Personal	(PAP)	del	Sistema	de	Inspección	del	Trabajo	que	deberá
actualizarse	periódicamente.	La	autoridad	central	del	Sistema	de
Inspección	deberá	mantener	al	día	un	listado	de	los	servidores
públicos	que	formen	parte	del	Sistema	de	Inspección	del	Trabajo.
Ley	28806.
ART.	27.—Formación	y	perfeccionamiento.	La	autoridad
central	del	Sistema	de	Inspección,	en	coordinación	con	las
autoridades	de	la	Administración	Pública	con	competencias	en
materia	de	inspección	del	trabajo,	fomentará	y	proyectará
programas	anuales	de	capacitación	inicial,	formación	y
perfeccionamiento	periódicos	para	todo	el	Sistema	de	Inspección
con	el	fin	de	garantizar	el	adecuado	ejercicio	de	las	funciones	y
competencias	inspectivas	atribuidas.	Los	supervisores-
inspectores,	los	inspectores	del	trabajo	y	los	inspectores
auxiliares	deberán	participar	en	las	actividades	de	formación,
perfeccionamiento	y	especialización	que	se	programen,	que	serán
tomadas	en	cuenta	en	los	procesos	de	promoción.
Ley	28806.
ART.	28.—Deberes	de	los	servidores	públicos	con	funciones
inspectivas.	Los	supervisores	inspectores,	los	inspectores	del
trabajo	y	los	inspectores	auxiliares	deberán	ejercer	las	funciones	y
cometidos	que	tienen	atribuidos	con	sujeción	a	los	principios	de
legalidad,	primacía	de	la	realidad,	lealtad,	imparcialidad	y
objetividad,	equidad,	jerarquía,	eficacia,	probidad,	sigilo
profesional,	confidencialidad	y	honestidad	que	se	prescriben	en	la
presente	ley,	estando	sujetos	al	régimen	de	incompatibilidades	y	a
los	motivos	de	abstención	y	recusación	de	común	aplicación.
En	razón	de	su	función	no	podrán:
a)	Tener	interés	directo	ni	indirecto	en	las	empresas	o	grupos	de
empresas	objeto	de	su	actuación.
b)	Asesorar	o	defender	a	título	privado	a	personas	naturales	o
jurídicas	con	actividades	susceptibles	de	acción	inspectiva.
c)	Dedicarse	a	cualquier	otra	actividad	distinta	de	la	función
inspectiva,	salvo	la	docencia.	La	labor	del	inspector	del	trabajo,	es
exclusiva	e	incompatible	con	otra	prestación	de	servicios,
subordinada	o	independiente.
Cuando	concurra	algún	motivo	de	abstención	y	recusación	se
abstendrán	de	intervenir	en	las	correspondientes	actuaciones
inspectivas	comunicándolo	a	su	superior	inmediato.
En	aplicación	de	los	principios	de	eficacia	y	jerarquía	y	sin
perjuicio	de	la	autonomía	técnica	y	funcional	que	tienen
reconocida,	los	inspectores	del	trabajo	actuarán	con	sometimiento
pleno	a	la	ley	y	al	derecho	y	con	sujeción	a	las	directivas,
instrucciones	y	directrices	establecidas	por	la	autoridad	central
del	Sistema	de	Inspección	así	como	por	los	directivos	y
responsables	de	la	Inspección	del	Trabajo.
Sin	merma	de	su	autoridad	ni	del	cumplimiento	de	sus	deberes,
en	el	desempeño	de	sus	funciones,	observarán	una	correcta
conducta	con	los	ciudadanos	y	procurarán	perturbar	lo	menos
posible	el	desarrollo	de	las	actividades	de	los	sujetos
inspeccionados,	estando	obligados	durante	las	visitas	de
inspección	a:
1)	Comunicar	su	presencia	al	sujeto	inspeccionado	o	a	su
representante,	a	menos	que	considere	que	dicha	notificación
puede	perjudicar	el	éxito	de	sus	funciones	tal	y	como	prescribe	el
Convenio	N°	81	de	la	Organización	Internacional	del	Trabajo.
2)	Identificarse	con	la	acreditación	o	carné	que	a	tales	efectos	se
le	entregue	por	la	autoridad	central	del	Sistema	de	Inspección,	los
sujetos	inspeccionados	tienen	derecho	a	exigir	su	acreditación	en
las	visitas	de	inspección	a	sus	centros	de	trabajo	o	instalaciones.
3)	Prestar	la	debida	atención	a	las	observaciones	que	les	sean
formuladas	por	los	trabajadores,	sus	representantes	y	los	sujetos
inspeccionados.
Ley	28806.
ART.	29.—Participación.	Los	inspectores	del	trabajo	serán
consultados	con	ocasión	de	la	modificación	y	elaboración	de	las
normas	sustantivas	cuya	vigilancia	tienen	encomendada.
Ley	28806.
ART.	30.—Locales	y	medios	materiales.	El	Sistema	de
Inspección	del	Trabajo	dispondrá	de	oficinas	y	locales
debidamente	equipados	de	acuerdo	con	las	necesidades	del
servicio.
Los	recursos	informáticos	del	Sistema	de	Inspección
comprenderán	los	sistemas	lógicos	y	físicos	necesarios,	así	como
las	conexiones	informáticas	y	el	sistema	de	comunicaciones	entre
la	autoridad	central	del	Sistema	de	Inspección	y	sus	órganos
territoriales.	La	actividad	del	Sistema	de	Inspección	del	Trabajo
será	objeto	de	tratamiento	informatizado	a	partir	de	una	base	de
datos	nacional,	única	e	integrada,	para	garantizar	su
homogeneidad	y	explotación	estadística.
La	base	de	datos	informatizados	del	Sistema	de	Inspección	y	sus
aplicaciones	de	explotación,	radicarán	en	la	oficina	de	la	autoridad
central,	a	la	que	corresponderá	su	gestión,	desarrollo	y
modificación,	con	la	finalidad	de	garantizar	los	deberes	de	secreto
profesional	y	confidencialidad	así	como	los	principios	de	sistema
único	e	integrado	prescritos	en	la	presente	ley.
RÉGIMEN	DE	INFRACCIONES
Ley	28806.
ART.	31.—Infracciones	administrativas.	Constituyen
infracciones	administrativas	en	materia	de	relaciones	laborales,
de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	y	de	seguridad	social,	los
incumplimientos	de	las	obligaciones	contenidas	en	las	leyes	de	la
materia	y	convenios	colectivos,	mediante	acción	u	omisión	de	los
distintos	sujetos	responsables,	previstas	y	sancionadas	conforme
a	ley.
Para	efectos	de	la	presente	ley	se	considera	dentro	de	la	materia
de	relaciones	laborales,	los	temas	de	colocación,	fomento	del
empleo	y	modalidades	formativas.
Las	infracciones	se	califican	como	leves,	graves	y	muy	graves,	en
atención	a	la	naturaleza	del	derecho	afectado	o	del	deber
infringido,	de	conformidad	con	lo	establecido	en	la	presente	ley	y
en	su	norma	específica	de	desarrollo.
Las	infracciones	en	materia	de	relaciones	laborales,	colocación,
fomento	del	empleo	y	modalidades	formativas,	de	seguridad	y
salud	en	el	trabajo,	de	trabajo	infantil	y	de	seguridad	social	serán:
a)	Leves,	cuando	los	incumplimientos	afecten	a	obligaciones
meramente	formales.
b)	Graves,	cuando	los	actos	u	omisiones	sean	contrarios	a	los
derechos	de	los	trabajadores	o	se	incumplan	obligaciones	que
trasciendan	el	ámbito	meramente	formal,	así	como	las	referidas	a
la	labor	inspectiva.
c)	Muy	graves,	los	que	tengan	una	especial	trascendencia	por	la
naturaleza	del	deber	infringido	o	afecten	derechos	o	a	los
trabajadores	especialmente	protegidos	por	las	normas	nacionales.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 22.—Modificado.	 D.	 S.	 019-2007-TR,	 Art.	 1°.	 Infracciones
administrativas.	Son	 infracciones	administrativas	 los	 incumplimientos	de
las	 disposiciones	 legales	 y	 convencionales	 de	 trabajo,	 individuales	 y
colectivas,	en	materia	sociolaboral.	Se	entienden	por	disposiciones	legales	a
las	normas	que	forman	parte	de	nuestro	ordenamiento	interno.
Asimismo,	 constituyen	 infracciones	 los	 actos	 o	 hechos	 que	 impiden	 o
dificultan	la	labor	inspectiva,	los	que	una	vez	cometidos	se	consignan	en	un
acta	de	infracción,	iniciándose	por	su	mérito	el	procedimiento	sancionador,
debiéndose	 dejar	 constancia	 de	 este	 hecho	 para	 información	 del	 sistema
inspectivo	y	anotarse	en	el	respectivo	expediente,	bajo	responsabilidad	del
inspector	de	trabajo,	para	los	efectos	a	los	que	se	contrae	el	segundo	párrafo
del	artículo	39	de	la	ley.
Ley	28806.
ART.	32.—Sujetos	responsables.	Son	sujetos	responsables	de	la
infracción	las	personas	naturales	o	jurídicas,	de	derecho	público	o
privado,	inscritas	o	no	inscritas,	de	acuerdo	a	la	ley	de	la	materia,
sociedades	conyugales,	sucesiones	indivisas,	otras	formas	de
patrimonio	autónomo,	que	incurran	en	las	infracciones
administrativas	de	acuerdo	a	lo	establecido	en	el	artículo	1°	de	la
presente	ley,	y	en	particular,	las	siguientes:
a)	El	empleador,	en	la	relación	laboral.
b)	Los	empleadores,	respecto	de	la	inscripción	del	trabajador	en
los	regímenes	contributivos	de	la	seguridad	social.
c)	Las	personas	naturales	o	jurídicas,	respecto	de	la	normativa	de
colocación,	fomento	del	empleo	y	modalidades	formativas.
d)	Los	transportistas,	agentes,	consignatarios,	representantes	y,
en	general,	las	personas	naturales	o	jurídicas	que	desarrollen
actividades	en	puertos,	aeropuertos,	vehículos	y	puntos	de	salida,
escala	y	destino,	en	lo	relativo	a	las	operaciones	de	emigración	e
inmigración.
e)	Los	empleadores	que	desarrollen	actividades	mediante
vehículos	y	medios	de	transporte	en	general,	incluidos	los	buques
de	la	marina	mercante	y	pesquera	cualquiera	sea	su	bandera;	los
aviones	y	aeronaves	civiles,	así	como	las	instalaciones	y
explotaciones	auxiliares	o	complementarias	en	tierra	para	el
servicio	de	aquellos.
f)	Los	empleadores,	respecto	de	la	normativa	sobre	trabajo	de
extranjeros.
g)	Las	empresas	especiales	de	servicios	y	las	cooperativas	de
trabajadores,	que	brinden	servicios	de	intermediación	laboral	y
las	empresas	usuarias	respecto	de	las	obligaciones	que	se
establecen	en	la	ley	de	la	materia.
h)	Las	empresas	que	brindan	servicios	no	comprendidos	en	el
numeral	anterior	y	las	empresas	usuarias.
i)	Las	agencias	de	empleo	y	las	empresas	usuarias,	respecto	de
las	obligaciones	que	se	establecen	en	su	legislación	específica.
j)	Los	empleadores	que	incumplan	las	obligaciones	en	materia	de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo	y	de	seguridad	social.
La	enumeración	de	los	sujetos	responsables	no	es	excluyente,
atendiendo	a	la	naturaleza	de	cada	una	de	las	normas	materia	de
inspección.
Ley	28806.
ART.	33.—Infracciones	en	materia	de	relaciones	laborales.
Son	infracciones	administrativas	en	materia	de	relaciones
laborales	los	incumplimientos	de	las	disposiciones	legales	y
convencionales	de	trabajo,	individuales	y	colectivas,	colocación,
fomento	del	empleo	y	modalidades	formativas,	mediante	acción	u
omisión	de	los	distintos	sujetos	responsables.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 23.—Infracciones	 leves	 en	materia	 de	 relaciones	 laborales.	 Son
infracciones	leves,	los	siguientes	incumplimientos:
23.1.	No	comunicar	y	registrar	ante	la	autoridad	competente,	en	los	plazos
y	con	los	requisitos	previstos,	documentación	o	información	siempre	que	no
esté	tipificado	como	infracción	grave.
23.2.	No	entregar	al	trabajador,	en	los	plazos	y	con	los	requisitos	previstos,
copia	del	contrato	de	trabajo,	boletas	de	pago	de	remuneraciones,	hojas	de
liquidación	de	 compensación	por	 tiempo	de	 servicios,	participación	en	 las
utilidades	u	otros	beneficios	sociales,	o	cualquier	otro	documento	que	deba
ser	puesto	a	su	disposición.
23.3.	 El	 incumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 sobre	 planillas	 de	 pago	 o
registro	 que	 las	 sustituya,	 o	 registro	 de	 trabajadores	 y	 prestadores	 de
servicios,	siempre	que	no	esté	tipificado	como	infracción	grave.
23.4.	 El	 incumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 sobre	 boletas	 de	 pago	 de
remuneraciones,	siempre	que	no	esté	tipificado	como	infracción	grave.
23.5.	 No	 exponer	 en	 lugar	 visible	 del	 centro	 de	 trabajo	 el	 horario	 de
trabajo,	no	contar	con	un	ejemplar	de	la	síntesis	de	la	legislación	laboral,	no
entregar	 el	 reglamento	 interno	 de	 trabajo,	 cuando	 corresponda,	 o	 no
exponer	o	entregar	 cualquier	otra	 información	o	documento	que	deba	 ser
puesto	en	conocimiento	del	trabajador.
23.6.	Derogado.	D.	S.	012-2013-TR,	Art.	1°.
23.7.	 Cualquier	 otro	 incumplimiento	 que	 afecte	 obligaciones	 meramente
formales	 o	 documentales,	 siempre	 que	 no	 esté	 tipificado	 como	 infracción
grave.
23.8.	 Modificado.	 D.	 S.	 008-2014-TR,	 Segunda	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 No	 cumplir	 oportunamente	 con	 los
deberes	 de	 información,	 hacia	 las	 entidades	 depositarias,	 relativos	 a	 la
disponibilidad	 e	 intangibilidad	 de	 los	 depósitos	 por	 compensación	 por
tiempo	de	servicios.
23.9.	 Incorporado.	 D.	 S.	 007-2014-TR,	 Primera	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 El	 incumplimiento	 por	 parte	 de	 las
empresas	 contratistas	 y	 subcontratistas	 de	 inscribirse	 o	 de	 actualizar
información	 en	 el	 Registro	 Nacional	 de	 Obras	 de	 Construcción	 Civil	 -
RENOCC,	conforme	a	lo	previsto	en	el	Decreto	Supremo	N°	008-2013-TR.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	24.—Infracciones	graves	en	materia	de	relaciones	laborales.	Son
infracciones	graves,	los	siguientes	incumplimientos:
24.1.	Derogado.	D.	S.	012-2013-TR,	Art.	1°.
24.2.	Modificado.	 D.	 S.	 008-2011-TR,	 Art.	 6°.	 El	 incumplimiento	 de	 las
siguientes	 obligaciones	 sobre	 planillas	 de	 pago,	 planillas	 electrónicas,	 o
registro	 de	 trabajadores	 y	 prestadores	 de	 servicios:	 no	 encontrarse
actualizado;	 no	 encontrarse	 debidamente	 autorizado	 de	 ser	 exigido;	 no
consignar	 los	 datos	 completos;	 no	 presentarlo	 ante	 la	 autoridad
administrativa	 de	 trabajo;	 no	 presentarlo	 dentro	 del	 plazo	 o	 presentarlo
incluyendo	datos	falsos	o	que	no	correspondan	a	la	realidad;	no	efectuar	el
alta	en	el	 registro,	 la	modificación	o	actualización	de	datos,	o	 la	baja	en	el
registro,	dentro	del	plazo	correspondiente.
24.3.	 El	 incumplimiento	 de	 las	 siguientes	 obligaciones	 en	 materia	 de
boletas	 de	 pago	 y	 hojas	 de	 liquidación:	 consignar	 datos	 distintos	 a	 los
registrados	en	las	planillas	de	pago	o	registros	que	las	sustituyan,	registros
de	 trabajadores	 y	 prestadores	 de	 servicios,	 incluir	 datos	 falsos	 o	 que	 no
correspondan	a	la	realidad.
24.4.	Modificado.	D.	S.	019-2007-TR,	Art.	1°.	No	pagar	u	otorgar	íntegra	y
oportunamente	 las	 remuneraciones	 y	 los	 beneficios	 laborales	 a	 los	 que
tienen	 derecho	 los	 trabajadores	 por	 todo	 concepto,	 incluidos	 los
establecidos	 por	 convenios	 colectivos,	 laudos	 arbitrales,	 así	 como	 la
reducción	de	los	mismos	en	fraude	a	la	ley.
24.5.	No	depositar	 íntegra	 y	oportunamente	 la	 compensación	por	 tiempo
de	servicios.
24.6.	El	incumplimiento	de	las	disposiciones	relacionadas	con	el	sistema	de
prestaciones	alimentarias,	siempre	que	no	esté	tipificado	como	muy	grave.
24.7.	No	celebrar	por	escrito	y	en	los	plazos	previstos	contratos	de	trabajo,
cuando	este	requisito	sea	exigible,	así	como	no	presentar	una	copia	de	 los
mismos	ante	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	para	su	conocimiento	y
registro.
24.8.	 La	 modificación	 unilateral	 por	 el	 empleador	 del	 contrato	 y	 las
condiciones	 de	 trabajo,	 en	 los	 casos	 en	 los	 que	 no	 se	 encuentra	 facultado
para	ello.
24.9.	El	incumplimiento	de	las	disposiciones	relacionadas	con	la	entrega	a
los	 representantes	 de	 los	 trabajadores	 de	 información	 sobre	 la	 situación
económica,	 financiera,	social	y	demás	pertinente	de	la	empresa,	durante	el
procedimiento	de	negociación	colectiva.
24.10.	 El	 incumplimiento	 de	 las	 disposiciones	 relacionadas	 con	 el
descuento	y	la	entrega	de	cuotas	sindicales	y	contribuciones	destinadas	a	la
constitución	 y	 fomento	de	 las	 cooperativas	 formadas	por	 los	 trabajadores
sindicalizados.
24.11.	 El	 incumplimiento	 de	 las	 disposiciones	 relacionadas	 con	 el
otorgamiento	de	facilidades	para	el	ejercicio	de	la	actividad	sindical.
24.12.	 Modificado.	 D.	 S.	 003-2011-TR,	 1ra	 Disp.	 Compl.	 Mod.	 No
registrar	 el	 Contrato	 de	 Seguro	 de	 Vida	 Ley	 en	 el	 Registro	 Obligatorio	 de
Contratos	creado	por	 la	Ley	N°	29549,	no	contratar	 la	póliza	de	seguro	de
vida,	no	mantenerla	vigente	o	no	pagar	oportunamente	la	prima,	a	favor	de
los	 trabajadores	 con	 derecho	 a	 éste,	 incurriéndose	 en	 una	 infracción	 por
cada	trabajador	afectado.
24.13.	 No	 proporcionar	 a	 los	 trabajadores	 del	 hogar	 hospedaje,
alimentación	y	facilidades	para	la	asistencia	regular	a	su	centro	de	estudios,
cuando	corresponda.
24.14.	No	contar	con	una	dependencia	adecuada	de	relaciones	industriales,
asistente	 social	 diplomado	 o	 reglamento	 interno	 de	 trabajo,	 cuando
corresponda.
24.15.	Modificado.	D.	S.	009-2016-TR,	Art.	1°.	Valerse	de	los	servicios	de
trabajadores	 que	 realizan	 actividades	 de	 construcción	 civil,	 que	 no	 estén
inscritos	 en	 el	 Registro	 Nacional	 de	 Trabajadores	 de	 Construcción	 Civil	 -
RETCC.
24.16.	 Incorporado.	 D.	 S.	 017-2015-TR,	 Única	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Aplicar	 el	 cambio	 de	 modalidad	 de	 un
trabajador	 convencional	 a	 la	 modalidad	 de	 teletrabajo	 o	 viceversa	 sin	 su
consentimiento.
24.17.	 Incorporado.	 D.	 S.	 017-2015-TR,	 Única	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	 Aplicar	 la	 reversión	 sin	 cumplir	 con	 los
requisitos	establecidos	por	ley.
24.18.	 Incorporado.	 D.	 S.	 017-2015-TR,	 Única	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	No	cumplir	con	las	obligaciones	referidas
a	la	capacitación	del	teletrabajador	previstas	en	las	normas	de	la	materia.
24.19.	 Incorporado.	 D.	 S.	 017-2015-TR,	 Única	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 No	 cumplir	 con	 el	 pago	 de	 la
compensación	 por	 las	 condiciones	 de	 trabajo	 asumidas	 por	 el
teletrabajador.
24.20.	 Incorporado.	 D.	 S.	 001-2016-Mimp,	 Única	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 El	 incumplimiento	 de	 las	 obligaciones
relativas	a	la	implementación	de	lactarios	contenidas	en	la	Ley	N°	29896,	así
como	en	sus	respectivas	normas	reglamentarias	y	complementarias.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	25.—Infracciones	muy	graves	en	materia	de	relaciones	laborales.
Son	infracciones	muy	graves,	los	siguientes	incumplimientos:
25.1.	No	pagar	la	remuneración	mínima	correspondiente.
25.2.	 La	 inscripción	 fraudulenta	 en	 el	 Registro	 Nacional	 de	 Empresas
Administradoras	y	Empresas	Proveedoras	de	Alimentos.
25.3.	 Desempeñar	 actividades	 propias	 del	 sistema	 de	 prestaciones
alimentarias	 sin	 cumplir	 con	 los	 requisitos	 previstos	 en	 las	 normas
correspondientes.
25.4.	El	despacho	en	el	sistema	de	prestaciones	alimentarias,	por	parte	de
la	 empresa	 proveedora	 o	 cliente,	 de	 víveres	 o	 raciones	 alimentarias	 en
malas	condiciones	de	higiene	o	salubridad,	sin	las	certificaciones	o	registros
que	 correspondan	 o	 sin	 respetar	 las	 exigencias	 nutricionales	 previstas	 en
las	normas	correspondientes.
25.5.	 Modificado.	 D.	 S.	 019-2007-TR,	 Art.	 1°.	 El	 incumplimiento	 de	 las
disposiciones	 relacionadas	 con	 la	 contratación	 a	 plazo	 determinado,
cualquiera	que	sea	la	denominación	de	los	contratos,	su	desnaturalización,
su	uso	fraudulento,	y	su	uso	para	violar	el	principio	de	no	discriminación.
25.6.	El	incumplimiento	de	las	disposiciones	relacionadas	con	la	jornada	de
trabajo,	 refrigerio,	 trabajo	 en	 sobretiempo,	 trabajo	 nocturno,	 descanso
vacacional	y	otros	descansos,	 licencias,	permisos	y	el	tiempo	de	trabajo	en
general.
25.7.	Modificado.	 D.	 S.	 004-2011-TR,	 Art.	 1°.	 El	 incumplimiento	 de	 las
disposiciones	relacionadas	con	el	trabajo	de	los	niños,	niñas	y	adolescentes
menores	 de	 18	 años	 de	 edad	 en	 relación	 de	 dependencia,	 incluyendo
aquellas	 actividades	 que	 se	 realicen	 por	 debajo	 de	 las	 edades	 mínimas
permitidas	para	la	admisión	en	el	empleo,	que	afecten	su	salud	o	desarrollo
físico,	mental,	emocional,	moral,	social	y	su	proceso	educativo.	En	especial,
aquellos	que	no	cuentan	con	autorización	de	la	autoridad	administrativa	de
trabajo,	los	trabajos	o	actividades	considerados	como	peligrosos	y	aquellos
que	 deriven	 en	 el	 trabajo	 forzoso	 y	 la	 trata	 de	 personas	 con	 fines	 de
explotación	laboral.
25.8.	 La	 negativa	 a	 recibir	 el	 pliego	 de	 reclamos,	 salvo	 causa	 legal	 o
convencional	objetivamente	demostrable	que	justifique	dicha	negativa.
25.9.	Modificado.	 D.	 S.	 019-2007-TR,	 Art.	 1°.	 La	 realización	 de	 actos	 que
impidan	 el	 libre	 ejercicio	 del	 derecho	 de	 huelga,	 como	 la	 sustitución	 de
trabajadores	 en	 huelga,	 bajo	 contratación	 directa	 a	 través	 de	 contratos
indeterminados	 o	 sujetos	 a	 modalidad,	 o	 bajo	 contratación	 indirecta,	 a
través	de	intermediación	laboral	o	contratación	y	sub-contratación	de	obras
o	 servicios,	 y	 el	 retiro	 de	 bienes	 de	 la	 empresa	 sin	 autorización	 de	 la
Autoridad	Administrativa	de	Trabajo.
25.10.	Modificado.	D.	 S.	019-2007-TR,	Art.	1°.	La	 realización	de	actos	que
afecten	 la	 libertad	 sindical	 del	 trabajador	 o	 de	 la	 organización	 de
trabajadores,	 tales	 como	 aquellos	 que	 impiden	 la	 libre	 afiliación	 a	 una
organización	 sindical,	 promuevan	 la	 desafiliación	 de	 la	misma,	 impidan	 la
constitución	de	sindicatos,	obstaculicen	a	la	representación	sindical,	utilicen
contratos	de	trabajo	sujetos	a	modalidad	para	afectar	la	libertad	sindical,	la
negociación	 colectiva	 y	 el	 ejercicio	 del	 derecho	 de	 huelga,	 o	 supuestos	 de
intermediación	laboral	fraudulenta,	o	cualquier	otro	acto	de	interferencia	en
la	organización	de	sindicatos.
25.11.	 La	 trasgresión	 a	 las	 garantías	 reconocidas	 a	 los	 trabajadores	 de
sindicatos	 en	 formación,	 a	 los	 candidatos	 a	 dirigentes	 sindicales	 y	 a	 los
miembros	de	comisiones	negociadoras.
25.12.	 Modificado.	 D.	 S.	 019-2007-TR,	 Art.	 1°.	 La	 discriminación	 de	 un
trabajador	por	el	 libre	ejercicio	de	 su	actividad	sindical,	 esté	 contratado	a
plazo	indeterminado,	sujetos	a	modalidad,	a	tiempo	parcial,	u	otros.
25.13.	El	cierre	no	autorizado	o	abandono	del	centro	de	trabajo.
25.14.	Los	actos	de	hostilidad	y	el	hostigamiento	sexual,	así	como	cualquier
otro	acto	que	afecte	la	dignidad	del	trabajador	o	el	ejercicio	de	sus	derechos
constitucionales.
25.15.	 No	 adoptar	medidas	 las	medidas	 (sic)	 necesarias	 para	 prevenir	 o
cesar	los	actos	de	hostilidad	y	hostigamiento	sexual,	así	como	cualquier	otro
acto	 que	 afecte	 la	 dignidad	 del	 trabajador	 o	 el	 ejercicio	 de	 sus	 derechos
constitucionales.
25.16.	 El	 incumplimiento	 de	 las	 disposiciones	 relacionadas	 con	 la
protección	de	las	mujeres	trabajadoras	durante	los	períodos	de	embarazo	y
lactancia.
25.17.	La	discriminación	del	trabajador,	directa	o	indirecta,	en	materia	de
empleo	 u	 ocupación,	 como	 las	 referidas	 a	 la	 contratación,	 retribución,
jornada,	formación,	promoción	y	demás	condiciones,	por	motivo	de	origen,
raza,	 color,	 sexo,	 edad,	 idioma,	 religión,	 opinión,	 ascendencia	 nacional,
origen	 social,	 condición	 económica,	 ejercicio	 de	 la	 libertad	 sindical,
discapacidad,	portar	el	virus	HIV	o	de	cualquier	otra	índole.
25.18.	 El	 trabajo	 forzoso,	 sea	 o	 no	 retribuido,	 y	 la	 trata	 o	 captación	 de
personas	con	dicho	fin.
25.19.	Incorporado.	D.	S.	012-2013-TR,	Art.	2°.	No	contar	con	el	registro
de	control	de	asistencia,	o	impedir	o	sustituir	al	trabajador	en	el	registro	de
su	tiempo	de	trabajo.
25.20.	 Incorporado.	 D.	 S.	 012-2013-TR,	 Art.	 2°.	 No	 registrar
trabajadores,	 pensionistas,	 prestadores	 de	 servicios,	 personal	 contratado
bajo	 modalidades	 formativas	 laborales,	 personal	 de	 terceros	 o
derechohabientes	en	 las	planillas	de	pago	o	planillas	electrónicas	a	que	se
refiere	 el	 Decreto	 Supremo	 N°	 018-2007-TR	 y	 sus	 modificatorias,	 o	 no
registrar	 trabajadores	 y	 prestadores	 de	 servicios	 en	 el	 registro	 de
trabajadores	 y	 prestadores	 de	 servicios,	 en	 el	 plazo	 y	 con	 los	 requisitos
previstos,	incurriéndose	en	una	infracción	por	cada	trabajador,	pensionista,
prestador	de	servicios,	personal	en	formación	-	modalidad	formativa	laboral
y	otros,	personal	de	terceros	o	derechohabiente.
Para	 el	 cálculo	 de	 la	 multa	 a	 imponerse,	 se	 entiende	 como	 trabajadores
afectados	a	 los	pensionistas,	prestadores	de	servicios,	personal	contratado
bajo	modalidades	formativas	laborales,	así	como	los	derechohabientes.
Ley	28806.
ART.	34.—Modificado.	Ley	29783,	Primera	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Infracciones	en	materia	de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
34.1.	Son	infracciones	administrativas	en	materia	de	seguridad	y
salud	en	el	trabajo	los	incumplimientos	de	las	disposiciones
legales	de	carácter	general	aplicables	a	todos	los	centros	de
trabajo,	así	como	las	aplicables	al	sector	industria,	construcción,	y
energía	y	minas	mediante	acción	u	omisión	de	los	distintos
sujetos	responsables.
34.2.	El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	es	el
encargado	de	velar	por	el	cumplimiento	de	las	obligaciones
contenidas	en	las	leyes	de	la	materia	y	convenios	colectivos,
determinar	la	comisión	de	infracciones	de	carácter	general	en
materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	aplicables	a	todos	los
centros	de	trabajo,	así	como	las	infracciones	de	seguridad	y	salud
en	el	trabajo	para	la	industria,	la	construcción,	y	energía	y	minas	a
que	se	refiere	el	presente	título.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 26.—Infracciones	 leves	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo.	 Son
infracciones	leves,	los	siguientes	incumplimientos:
26.1.	 La	 falta	 de	 orden	 y	 limpieza	 del	 centro	 de	 trabajo	 que	 no	 implique
riesgo	para	la	integridad	física	y	salud	de	los	trabajadores.
26.2.	Derogado.	D.	S.	004-2011-TR,	Art.	2°.
26.3.	 No	 comunicar	 a	 la	 autoridad	 competente	 la	 apertura	 del	 centro	 de
trabajo	o	la	reanudación	o	continuación	de	los	trabajos	después	de	efectuar
alteraciones	o	ampliaciones	de	importancia,	o	consignar	con	inexactitud	los
datos	que	debe	declarar	 o	 complementar,	 siempre	que	no	 se	 trate	de	una
industria	 calificada	 de	 alto	 riesgo	 por	 ser	 insalubre	 o	 nociva,	 y	 por	 los
elementos,	procesos	o	materiales	peligrosos	que	manipula.
26.4.	 Los	 incumplimientos	 de	 las	 disposiciones	 relacionadas	 con	 la
prevención	de	riesgos,	siempre	que	carezcan	de	trascendencia	grave	para	la
integridad	física	o	salud	de	los	trabajadores.
26.5.	Cualquier	otro	 incumplimiento	que	afecte	a	obligaciones	de	carácter
formal	o	documental,	 exigidas	en	 la	normativa	de	prevención	de	riesgos	y
no	estén	tipificados	como	graves.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	27.—Infracciones	graves	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.	Son
infracciones	graves,	los	siguientes	incumplimientos:
27.1.	 La	 falta	 de	 orden	 y	 limpieza	 del	 centro	 de	 trabajo	 que	 implique
riesgos	para	la	integridad	física	y	salud	de	los	trabajadores.
27.2.	Modificado.	D.	S.	004-2011-TR,	Art.	1°.	No	dar	cuenta	a	la	autoridad
competente,	conforme	a	 lo	establecido	en	las	normas	de	seguridad	y	salud
en	 el	 trabajo,	 de	 los	 accidentes	 de	 trabajo	 mortales	 o	 de	 los	 incidentes
peligrosos	 ocurridos,	 no	 comunicar	 los	 demás	 accidentes	 de	 trabajo	 al
centro	médico	asistencial	donde	el	trabajador	accidentado	es	atendido,	o	no
llevar	a	cabo	la	investigación	en	caso	de	producirse	daños	a	la	salud	de	los
trabajadores	 o	 de	 tenerse	 indicios	 que	 las	 medidas	 preventivas	 son
insuficientes.
27.3.	No	llevar	a	cabo	las	evaluaciones	de	riesgos	y	los	controles	periódicos
de	 las	condiciones	de	trabajo	y	de	 las	actividades	de	 los	 trabajadores	o	no
realizar	 aquellas	 actividades	de	prevención	que	 sean	necesarias	 según	 los
resultados	de	las	evaluaciones.
27.4.	 No	 realizar	 los	 reconocimientos	 médicos	 y	 pruebas	 de	 vigilancia
periódica	 del	 estado	 de	 salud	 de	 los	 trabajadores	 o	 no	 comunicar	 a	 los
trabajadores	afectados	el	resultado	de	las	mismas.
27.5.	 No	 comunicar	 a	 la	 autoridad	 competente	 la	 apertura	 del	 centro	 de
trabajo	o	la	reanudación	o	continuación	de	los	trabajos	después	de	efectuar
alteraciones	o	ampliaciones	de	importancia	o	consignar	con	inexactitud	los
datos	que	debe	declarar	o	complementar,	siempre	que	se	trate	de	industria
calificada	 de	 alto	 riesgo,	 por	 ser	 insalubre	 o	 nociva,	 y	 por	 los	 elementos,
procesos	o	sustancias	que	manipulan.
27.6.	 El	 incumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 de	 implementar	 y	 mantener
actualizados	 los	 registros	 o	 disponer	 de	 la	 documentación	 que	 exigen	 las
disposiciones	relacionadas	con	la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
27.7.	El	incumplimiento	de	la	obligación	de	planificar	la	acción	preventiva
de	 riesgos	 para	 la	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo,	 así	 como	 el
incumplimiento	 de	 la	 obligación	 de	 elaborar	 un	 plan	 o	 programa	 de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
27.8.	 No	 cumplir	 con	 las	 obligaciones	 en	 materia	 de	 formación	 e
información	 suficiente	 y	 adecuada	 a	 los	 trabajadores	 y	 las	 trabajadoras
acerca	de	los	riesgos	del	puesto	de	trabajo	y	sobre	las	medidas	preventivas
aplicables.
27.9.	 Los	 incumplimientos	 de	 las	 disposiciones	 relacionadas	 con	 la
seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo,	 en	 particular	 en	 materia	 de	 lugares	 de
trabajo,	 herramientas,	 máquinas	 y	 equipos,	 agentes	 físicos,	 químicos	 y
biológicos,	 riesgos	 ergonómicos	 y	 psicosociales,	 medidas	 de	 protección
colectiva,	 equipos	 de	 protección	 personal,	 señalización	 de	 seguridad,
etiquetado	y	envasado	de	sustancias	peligrosas,	almacenamiento,	servicios
o	medidas	de	higiene	personal,	de	los	que	se	derive	un	riesgo	grave	para	la
seguridad	o	salud	de	los	trabajadores.
27.10.	No	adoptar	las	medidas	necesarias	en	materia	de	primeros	auxilios,
lucha	contra	incendios	y	evacuación	de	los	trabajadores.
27.11.	 El	 incumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 establecidas	 en	 las
disposiciones	relacionadas	con	la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	en	materia
de	coordinación	entre	empresas	que	desarrollen	actividades	en	un	mismo
centro	de	trabajo.
27.12.	 No	 constituir	 o	 no	 designar	 a	 uno	 o	 varios	 trabajadores	 para
participar	como	supervisor	o	miembro	del	comité	de	seguridad	y	salud,	así
como	no	proporcionarles	formación	y	capacitación	adecuada.
27.13.	 La	 vulneración	 de	 los	 derechos	 de	 información,	 consulta	 y
participación	 de	 los	 trabajadores	 reconocidos	 en	 la	 normativa	 sobre
prevención	de	riesgos	laborales.
27.14.	 El	 incumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 relativas	 a	 la	 realización	 de
auditorías	del	sistema	de	gestión	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
27.15.	No	cumplir	 las	obligaciones	relativas	al	 seguro	complementario	de
trabajo	 de	 riesgo	 a	 favor	 de	 sus	 trabajadores,	 incurriéndose	 en	 una
infracción	por	cada	trabajador	afectado.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	28.—Infracciones	muy	graves	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
Son	infracciones	muy	graves,	los	siguientes	incumplimientos:
28.1.	 No	 observar	 las	 normas	 específicas	 en	materia	 de	 protección	 de	 la
seguridad	y	salud	de	 las	 trabajadoras	durante	 los	períodos	de	embarazo	y
lactancia	y	de	los	trabajadores	con	discapacidad.
28.2.	 No	 observar	 las	 normas	 específicas	 en	materia	 de	 protección	 de	 la
seguridad	y	salud	de	los	menores	trabajadores.
28.3.	 Designar	 a	 trabajadores	 en	 puestos	 cuyas	 condiciones	 sean
incompatibles	con	sus	características	personales	conocidas	o	sin	 tomar	en
consideración	 sus	 capacidades	 profesionales	 en	 materia	 de	 seguridad	 y
salud	en	el	 trabajo,	 cuando	de	ellas	 se	derive	un	riesgo	grave	e	 inminente
para	la	seguridad	y	salud	de	los	trabajadores.
28.4.	Incumplir	el	deber	de	confidencialidad	en	el	uso	de	los	datos	relativos
a	la	vigilancia	de	la	salud	de	los	trabajadores.
28.5.	 Superar	 los	 límites	 de	 exposición	 a	 los	 agentes	 contaminantes	 que
originen	 riesgos	 graves	 e	 inminentes	 para	 la	 seguridad	 y	 salud	 de	 los
trabajadores.
28.6.	Las	acciones	y	omisiones	que	impidan	el	ejercicio	del	derecho	de	los
trabajadores	para	paralizar	 sus	 actividades	 en	 los	 casos	de	 riesgo	 grave	 e
inminente.
28.7.	No	 adoptar	 las	medidas	 preventivas	 aplicables	 a	 las	 condiciones	 de
trabajo	de	los	que	se	derive	un	riesgo	grave	e	inminente	para	la	seguridad
de	los	trabajadores.
28.8.	 El	 incumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 establecidas	 en	 las
disposiciones	relacionadas	con	la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	en	materia
de	coordinación	entre	empresas	que	desarrollen	actividades	en	un	mismo
centro	de	trabajo,	cuando	se	trate	de	actividades	calificadas	de	alto	riesgo.
28.9.	 No	 implementar	 un	 sistema	 de	 gestión	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo	o	no	tener	un	reglamento	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
28.10.	Incorporado.	D.	S.	004-2011-TR,	Art.	3°.	El	incumplimiento	de	la
normativa	sobre	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	que	ocasione	un	accidente
de	trabajo	que	produce	la	muerte	del	trabajador	o	cause	daño	en	el	cuerpo	o
en	 la	 salud	 del	 trabajador	 que	 requiera	 asistencia	 o	 descanso	 médico,
conforme	al	certificado	o	informe	médico	legal.
INFRACCIONES	EN	MATERIA	DE	EMPLEO	Y	COLOCACIÓN
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	29.—Infracciones	 leves	 en	materia	 de	 empleo	 y	 colocación.	Son
infracciones	leves,	los	siguientes	incumplimientos:
29.1.	 El	 incumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 de	 comunicación	 y	 registro
ante	la	autoridad	competente,	en	los	plazos	y	con	los	requisitos	previstos,	de
la	 documentación	 o	 información	 exigida	 por	 las	 normas	 de	 empleo	 y
colocación,	siempre	que	no	esté	tipificada	como	infracción	grave.
29.2.	El	incumplimiento	de	las	obligaciones	relacionadas	con	la	inscripción,
en	 los	 plazos	 y	 con	 los	 requisitos	 previstos,	 de	 las	 micro	 y	 pequeñas
empresas	y	las	empresas	promocionales	para	personas	con	discapacidad,	en
su	registro	correspondiente.
29.3.	 Cualquier	 otro	 incumplimiento	 que	 afecte	 obligaciones,	 meramente
formales	o	documentales,	en	materia	de	empleo	y	colocación.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	30.—Infracciones	graves	en	materia	de	empleo	y	colocación.	Son
infracciones	graves,	los	siguientes	incumplimientos:
30.1.	El	incumplimiento	de	las	obligaciones	relacionadas	con	la	inscripción,
en	la	forma	y	plazos	establecidos,	de	las	agencias	de	empleo,	en	el	registro
correspondiente.
30.2.	 El	 incumplimiento	 de	 las	 agencias	 de	 empleo	 de	 las	 obligaciones
relacionadas	con	la	comunicación	de	 la	 información	relativa	al	ejercicio	de
sus	actividades	en	el	mercado	de	trabajo,	con	el	contenido	y	en	 la	 forma	y
plazo	establecidos.
30.3.	El	incumplimiento	de	las	disposiciones	relacionadas	con	la	promoción
y	el	empleo	de	las	personas	con	discapacidad.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	31.—Infracciones	muy	graves	en	materia	de	empleo	y	colocación.
Son	infracciones	muy	graves,	los	siguientes	incumplimientos:
31.1.	 Ejercer	 actividades	 en	 el	 mercado	 de	 trabajo	 de	 colocación	 de
trabajadores	 con	 fines	 lucrativos	 sin	 encontrarse	 registrado	 en	 el	 registro
correspondiente	o	sin	encontrarse	éste	vigente.
31.2.	 Ejercer	 actividades	 en	 el	 mercado	 de	 trabajo	 de	 colocación	 de
menores	 trabajadores,	 que	 sean	 contrarias	 a	 las	 disposiciones	 sobre	 la
materia.
31.3.	 La	 publicidad	 y	 realización,	 por	 cualquier	 medio	 de	 difusión,	 de
ofertas	de	empleo	discriminatorias,	por	motivo	de	origen,	raza,	color,	sexo,
edad,	 idioma,	 religión,	 opinión,	 ascendencia	 nacional,	 origen	 social,
condición	económica,	ejercicio	de	la	libertad	sindical,	discapacidad,	portar	el
virus	HIV	o	de	cualquiera	otra	índole.
31.4.	 El	 registro	 fraudulento	 como	 micro	 o	 pequeña	 empresa,	 empresa
promocional	para	personas	con	discapacidad	o	agencia	de	empleo.
INFRACCIONES	DE	LAS	EMPRESAS	Y	ENTIDADES	DE
INTERMEDIACIÓN	LABORAL
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 32.—Infracciones	 leves	 de	 empresas	 y	 entidades	 de
intermediación.	 Constituye	 una	 infracción	 leve	 el	 incumplimiento	 de
obligaciones	meramente	formales	o	documentales	relativas	a	las	empresas	y
entidades	que	realizan	actividades	de	intermediación	laboral.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 33.—Infracciones	 graves	 de	 empresas	 y	 entidades	 de
intermediación.	Son	infracciones	graves,	los	siguientes	incumplimientos:
33.1.	El	incumplimiento	de	las	obligaciones	relacionadas	con	la	inscripción
en	el	registro	correspondiente,	en	los	plazos	y	con	los	requisitos	previstos.
33.2.	 Modificado.	 D.	 S.	 012-2013-TR,	 Artículo	 3°.	 No	 comunicar	 o
presentar	 a	 la	 autoridad	 competente,	 en	 los	 plazos	 y	 con	 los	 requisitos
previstos,	 la	 información	 y	 documentación	 relacionada	 con	 el	 ejercicio	 de
sus	 actividades	 como	 empresa	 o	 entidad	 de	 intermediación	 laboral,	 los
contratos	suscritos	con	los	trabajadores	destacados	a	la	empresa	usuaria	y
no	registrar	los	contratos	suscritos	con	las	empresas	usuarias.
33.3.	 No	 formalizar	 por	 escrito	 los	 contratos	 de	 prestación	 de	 servicios
celebrados	con	las	empresas	usuarias,	con	los	requisitos	previstos.
33.4.	Modificado.	D.	S.	019-2007-TR,	Art.	1°.	No	formalizar	por	escrito	 los
contratos	de	trabajo	con	los	trabajadores.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 34.—Modificado.	 D.	 S.	 019-2007-TR,	 Art.	 1°.	 Infracciones	 muy
graves	 de	 empresas	 y	 entidades	 de	 intermediación	 laboral.	 Son
infracciones	muy	graves,	los	siguientes	incumplimientos:
34.1.	 Ejercer	 actividades	 de	 intermediación	 laboral	 sin	 encontrarse
registrado	en	el	 registro	correspondiente,	 sin	encontrarse	éste	vigente,	 en
ámbitos	para	los	que	no	se	solicitó	el	registro	o	en	supuestos	prohibidos.
Se	considera	intermediación	laboral	prohibida,	la	contratación	por	parte	de
la	 empresa	 principal,	 de	 servicios	 prestados	 por	 empresas	 contratistas	 o
sub	 contratistas	 que	 desplacen	 personal	 para	 cumplir	 con	 su	 contrato,
cuando	 se	 verifique	 en	 la	 inspección	 entre	 otras	 características,	 que	 estas
empresas	 carecen	 de	 autonomía	 empresarial,	 no	 asumen	 las	 tareas
contratadas	 por	 su	 cuenta	 y	 riesgo,	 no	 cuenten	 con	 sus	 propios	 recursos
financieros,	técnicos	o	materiales,	y	cuando	sus	trabajadores	no	estén	bajo
su	exclusiva	subordinación.
Ante	 la	 constatación	 de	 una	 intermediación	 laboral	 no	 registrada	 o
prohibida,	 o	 una	 simple	 provisión	 de	 personal,	 el	 personal	 desplazado
deberá	ser	incorporado	a	la	planilla	de	la	empresa	principal.
En	 este	 caso,	 los	 inspectores	 verificarán	 la	 existencia	 del	 contrato	 con	 la
empresa	 principal,	 su	 contenido,	 y	 condiciones	 de	 ejecución,	 pudiendo
solicitar	 copia	 del	 contrato	 escrito	 entre	 la	 empresa	 principal	 con	 la
contratista	o	subcontratista.
34.2.	No	prestar	de	manera	exclusiva	servicios	de	intermediación	laboral.
34.3.	Utilizar	la	intermediación	así	como	la	contratación	o	subcontratación
de	obras	o	servicios	con	la	intención	o	efecto	de	limitar	o	anular	el	ejercicio
de	 los	 derechos	 colectivos	 de	 los	 trabajadores	 o	 sustituirlos	 en	 caso	 de
huelga.
34.4.	 No	 conceder	 la	 garantía	 de	 cumplimiento	 de	 las	 obligaciones
laborales	y	de	seguridad	social	de	los	trabajadores	destacados	a	la	empresa
usuaria,	en	los	plazos	y	con	los	requisitos	previstos.
34.5.	 Proporcionar	 a	 la	 autoridad	 competente	 información	 o
documentación	 falsa	 relacionada	 con	 el	 ejercicio	 de	 sus	 actividades	 como
empresa	o	entidad	de	intermediación	laboral.
34.6.	 El	 registro	 fraudulento	 como	 empresa	 o	 entidad	 de	 intermediación
laboral.
INFRACCIONES	DE	LAS	EMPRESAS	USUARIAS
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 35.—Infracciones	 leves	 de	 las	 empresas	 usuarias.	 Constituye
infracción	 leve	 el	 incumplimiento	 de	 obligaciones	 meramente	 formales	 o
documentales,	relativas	a	las	empresas	usuarias.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 36.—Infracciones	 graves	 de	 las	 empresas	 usuarias.	 Constituye
infracción	 grave	 no	 formalizar	 por	 escrito	 el	 contrato	 de	 prestación	 de
servicios	celebrado	con	la	empresa	o	entidad	de	intermediación	laboral	con
los	requisitos	previstos.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 37.—Infracciones	 muy	 graves	 de	 las	 empresas	 usuarias.	 Son
infracciones	muy	graves,	los	siguientes	incumplimientos:
37.1.	 Exceder	 los	 límites	 porcentuales	 y	 cualitativos	 aplicables	 a	 la
intermediación	laboral.
37.2.	La	ocupación	de	trabajadores	destacados	en	supuestos	prohibidos.
37.3.	La	cesión	a	otras	empresas	de	trabajadores	destacados.
37.4.	 Contratar	 a	 una	 empresa	 o	 entidad	 de	 intermediación	 laboral	 sin
registro	vigente.
INFRACCIONES	EN	MATERIA	DE	PROMOCIÓN	Y	FORMACIÓN
PARA	EL	TRABAJO
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 38.—Infracciones	 leves	 en	 materia	 de	 promoción	 y	 formación
para	 el	 trabajo.	 Constituyen	 infracciones	 leves	 los	 incumplimientos	 que
afecten	a	obligaciones	meramente	formales	o	documentales,	siempre	que	no
estén	tipificados	como	infracciones	graves.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	39.—Infracciones	 graves	 en	materia	 de	promoción	 y	 formación
para	el	trabajo.	Son	infracciones	graves,	los	siguientes	incumplimientos:
39.1.	 Carecer	 de	 los	 registros	 especiales	 de	 modalidades	 formativas
debidamente	autorizados	por	la	autoridad	competente	de	ser	exigido,	o	no
registrar	a	los	beneficiarios	de	las	modalidades	formativas	en	los	mismos	o
en	el	registro	de	trabajadores	y	prestadores	de	servicios,	en	los	plazos	y	con
los	 requisitos	 previstos,	 incurriéndose	 en	 una	 infracción	 por	 cada
beneficiario	afectado.
39.2.	No	celebrar	los	convenios	de	modalidades	formativas	por	escrito	o	no
presentarlos	ante	la	autoridad	competente,	en	los	plazos	y	con	los	requisitos
previstos.
39.3.	Exceder	los	límites	de	contratación	bajo	modalidades	formativas.
39.4.	No	cumplir	con	las	obligaciones	en	materia	de	formación.
39.5.	 No	 brindar	 facilidades	 para	 que	 el	 beneficiario	 de	 las	 modalidades
formativas	se	afilie	a	un	sistema	pensionario.
39.6.	No	emitir,	cuando	corresponda,	los	informes	que	requiera	el	centro	de
formación	profesional.
39.7.	 No	 otorgar	 el	 respectivo	 certificado	 de	manera	 oportuna	 y	 con	 los
requisitos	previstos.
39.8.	 No	 presentar	 a	 la	 autoridad	 competente	 el	 plan	 o	 programa
correspondiente	 a	 la	 modalidad	 formativa	 bajo	 la	 cual	 se	 contrata	 a	 los
beneficiarios,	en	los	plazos	y	con	los	requisitos	previstos.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 40.—Infracciones	 muy	 graves	 en	 materia	 de	 promoción	 y
formación	 para	 el	 trabajo.	 Son	 infracciones	 muy	 graves,	 los	 siguientes
incumplimientos.
40.1.	La	falta	de	pago	y	disfrute,	el	pago	o	disfrute	parcial	o	inoportuno,	o	el
pago	 o	 disfrute	 inferior	 a	 los	 mínimos	 previstos,	 de	 la	 subvención	 y	 los
beneficios	 a	 los	 que	 tienen	 derecho	 los	 beneficiarios	 de	 las	 modalidades
formativas.
40.2.	El	incumplimiento	de	las	disposiciones	referidas	al	horario,	jornada	y
tiempo	de	trabajo	aplicable	a	las	modalidades	formativas.
40.3.	No	cubrir	los	riesgos	de	enfermedad	y	accidentes	de	trabajo	a	través
de	ESSALUD	o	de	un	seguro	privado.
40.4.	No	asumir	directamente	el	costo	de	las	contingencias	originadas	por
un	 accidente	 o	 enfermedad	 cuando	 la	 empresa	 que	 no	 haya	 cubierto	 los
riesgos	de	enfermedad	y	accidentes	de	trabajo	a	través	de	ESSALUD	o	de	un
seguro	privado.
40.5.	La	presentación	de	documentación	falsa	ante	la	autoridad	competente
para	acogerse	al	incremento	porcentual	de	los	límites	de	contratación	bajo
modalidades	formativas.
40.6.	 No	 contar	 con	 el	 plan	 o	 programa	 correspondiente	 a	 la	 modalidad
formativa	bajo	la	cual	se	contrata	a	los	beneficiarios.
40.7.	El	uso	fraudulento	de	las	modalidades	formativas.
INFRACCIONES	EN	MATERIA	DE	CONTRATACIÓN	DE
TRABAJADORES	EXTRANJEROS
D.	S.	019-2006-TR.	
ART.	 41.—Infracciones	 leves	 en	 materia	 de	 contratación	 de
trabajadores	 extranjeros.	 Son	 infracciones	 leves,	 los	 siguientes
incumplimientos:
41.1.	Los	incumplimientos	que	afecten	a	obligaciones	meramente	formales
o	 documentales,	 en	 materia	 de	 contratación	 de	 trabajadores	 extranjeros,
siempre	que	no	estén	tipificados	como	infracciones	graves.
41.2.	No	entregar	al	trabajador	extranjero,	en	los	plazos	y	con	los	requisitos
previstos,	 copia	 de	 su	 contrato	 de	 trabajo	 autorizado	 por	 la	 autoridad
competente.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 42.—Infracciones	 graves	 en	 materia	 de	 contratación	 de
trabajadores	 extranjeros.	 Son	 infracciones	 graves,	 los	 siguientes
incumplimientos:
42.1.	 No	 formalizar	 por	 escrito	 los	 contratos	 de	 trabajo	 celebrados	 con
trabajadores	extranjeros,	con	los	requisitos	previstos.
42.2.	 No	 cumplir	 con	 los	 límites	 a	 la	 contratación	 de	 trabajadores
extranjeros,	cuando	corresponda.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 43.—Infracciones	 muy	 graves	 en	 materia	 de	 contratación	 de
trabajadores	 extranjeros.	 Son	 infracciones	 muy	 graves,	 los	 siguientes
incumplimientos:
43.1.	 Ocupar	 o	 contratar	 trabajadores	 extranjeros	 sin	 haber	 obtenido
previamente	la	autorización	administrativa	correspondiente.
43.2.	 La	 presentación	 a	 la	 autoridad	 competente	 de	 información	 o
documentación	falsa	para	la	exoneración	de	los	límites	a	la	contratación	de
trabajadores	extranjeros.
43.3.	La	contratación	fraudulenta	de	trabajadores	extranjeros.
Ley	28806.
ART.	 35.—Modificado.	 Ley	 29981,	 Primera	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Infracciones	 en	 materia	 de
seguridad	 social.	 Para	 efectos	 de	 la	 presente	 ley,	 constituyen
infracciones	 en	 materia	 de	 seguridad	 social	 la	 omisión	 a	 la
inscripción	 en	 el	 Régimen	 de	 Prestaciones	 de	 Salud	 y	 en	 los
sistemas	 de	 pensiones,	 sean	 estos	 públicos	 o	 privados,	 sin
perjuicio	 de	 las	 demás	 infracciones	 establecidas	 en	 la
normatividad	específica	sobre	la	materia.
En	particular,	tratándose	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	del
Sistema	Privado	de	Administración	de	Fondos	de	Pensiones,
aprobado	por	el	Decreto	Supremo	054-97-EF	y	la	Ley	29903,	Ley
de	Reforma	del	Sistema	Privado	de	Pensiones,	y	demás	normas
modificatorias,	constituyen	infracciones	en	materia	de	seguridad
social	el	incumplimiento	de	las	obligaciones	a	cargo	del
empleador	establecidas	en	las	normas	legales	y	reglamentarias
aplicables,	incluyendo	sin	carácter	limitativo	la	falta	de
declaración,	la	falta	de	pago	o	la	declaración	o	el	pago	inoportunos
o	defectuosos	de	los	aportes	previsionales.
NOTA:	La	Primera	Disposición	Complementaria	Modificatoria	de	la	Ley	N°	29981,	ley	publicada	el
15	enero	del	2013,	entró	en	vigencia	a	partir	de	la	aprobación	del	Reglamento	de	Organización	y
Funciones	de	la	Sunafil	(D.	S.	007-2013-TR,	publicado	el	07	de	agosto	del	2013	y	con	vigencia	a	partir
del	día	siguiente	de	su	publicación).
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 44.—Infracciones	 graves	 en	 materia	 de	 seguridad	 social.
Constituyen	 infracciones	 graves	 la	 falta	 de	 inscripción	 o	 la	 inscripción
extemporánea	de	trabajadores	u	otras	personas	respecto	de	las	que	exista	la
obligación	de	inscripción,	en	el	régimen	de	seguridad	social	en	salud	o	en	el
régimen	de	seguridad	social	en	pensiones,	 sean	éstos	públicos	o	privados,
incurriéndose	en	una	infracción	por	cada	trabajador	afectado.
Incorporado.	D.	S.	009-2008-TR,	Art.	3°.	Asimismo,	constituye	infracción
grave	 que	 el	 empleador	 afilie	 al	 trabajador	 a	 alguno	 de	 los	 sistemas	 de
pensiones,	 sin	 previamente	 haberle	 entregado	 el	 “Boletín	 Informativo”,	 o
que	 habiéndolo	 entregado	 no	 respete	 los	 plazos	 señalados	 en	 el	 segundo
párrafo	del	artículo	16	de	la	Ley	N°	28991.
Ley	28806.
ART.	36.—Infracciones	a	la	labor	inspectiva.	Son	infracciones	a
la	labor	inspectiva	las	acciones	u	omisiones	de	los	sujetos
obligados,	sus	representantes,	personas	dependientes	o	de	su
ámbito	organizativo,	sean	o	no	trabajadores,	contrarias	al	deber
de	colaboración	de	los	sujetos	inspeccionados	por	los
supervisores-inspectores,	inspectores	del	trabajo	o	inspectores
auxiliares,	establecidas	en	la	presente	ley	y	su	reglamento.
Tales	infracciones	pueden	consistir	en:
1.	La	negativa	injustificada	o	el	impedimento	a	que	se	realice	una
inspección	en	un	centro	de	trabajo	o	en	determinadas	áreas	del
mismo,	efectuado	por	el	empleador,	su	representante	o
dependientes,	trabajadores	o	no	de	la	empresa,	por	órdenes	o
directivas	de	aquél.	El	impedimento	puede	ser	directo	o	indirecto,
perjudicando	o	dilatando	la	labor	del	inspector	del	trabajo	de
manera	tal	que	no	permita	el	cumplimiento	de	la	fiscalización,	o
negándose	a	prestarle	el	apoyo	necesario.	Constituye	acto	de
obstrucción,	obstaculizar	la	participación	del	trabajador	o	su
representante	o	de	los	trabajadores	o	la	organización	sindical.
2.	El	abandono	de	la	diligencia	inspectiva,	que	se	produce	cuando
alguna	de	las	partes,	luego	de	iniciada	ésta,	deja	el	lugar	de	la
diligencia.
3.	La	inasistencia	a	la	diligencia,	cuando	las	partes	hayan	sido
debidamente	citadas,	por	el	inspector	del	trabajo	o	la	autoridad
administrativa	de	trabajo	y	éstas	no	concurren.
JURISPRUDENCIA.—Si	el	empleador	se	niega	a	firmar	el	acta	de	visita
de	inspección	laboral	realiza	un	acto	de	obstrucción	a	la	autoridad
administrativa	de	trabajo.	“(...)	entonces	resulta	evidente	que	el
representante	de	la	empresa	inspeccionada,	obstruyó	de	manera	directa	la
inspección	de	trabajo	al	rehusarse	a	firmar	la	página	inicial	del	acta	de	visita
de	inspección,	que	constituía	la	audiencia	de	partes,	hecho	que	trajo	como
consecuencia	que	el	inspector	no	pueda	continuar	con	la	diligencia	de
inspección,	no	obstante	que	se	le	advirtió	a	la	demandante	de	las
consecuencias	que	producía	dicha	negativa.	(...),	por	tanto,	debe	tenerse
presente	que	conforme	hemos	advertido	de	las	normas	jurídicas	antes
acotadas,	la	firma	de	las	partes	presentes	en	la	iniciación	de	la	diligencia	de
inspección	resulta	ser	un	requisito	indispensable	de	la	misma,	pues	ello
dará	fe	del	ejercicio	de	las	funciones	que	realizará	el	inspector	comisionado
y	ante	la	negativa,	se	deja	constancia	de	ello,	tal	como	ha	ocurrido	en	el
presente	caso.	(...).”	(CSJ,	Cas.	1994-2010-Piura,	feb.	29/2012.	V.	P.	Torres
Vega)
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 45.—Infracciones	 graves	 a	 la	 labor	 inspectiva.	 Son	 infracciones
graves,	los	siguientes	incumplimientos.
45.1.	 Los	 incumplimientos	 al	 deber	 de	 colaboración	 con	 los	 supervisores
inspectores,	 los	 inspectores	 de	 trabajo	 y	 los	 auxiliares	 de	 inspección
regulado	por	el	artículo	9°	de	la	ley,	siempre	que	no	estén	tipificados	como
infracciones	muy	graves.
45.2.	 Las	 acciones	 u	 omisiones	 que	 perturben,	 retrasen	 o	 impidan	 el
ejercicio	 de	 las	 funciones	 inspectivas	 de	 los	 supervisores	 inspectores,	 los
inspectores	 de	 trabajo	 o	 los	 inspectores	 auxiliares,	 siempre	 que	 no	 estén
tipificados	como	infracciones	muy	graves.
45.3.	 El	 retiro	 de	 carteles	 del	 centro	 de	 trabajo	 o	 la	 obstrucción	 de	 la
publicidad	de	listas	que	permitan	conocer	al	público	sobre	la	condición	de
infractor	del	sujeto	inspeccionado.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 46.—Infracciones	 muy	 graves	 a	 la	 labor	 inspectiva.	 Son
infracciones	muy	graves,	los	siguientes	incumplimientos.
46.1.	La	negativa	injustificada	o	el	impedimento	de	entrada	o	permanencia
en	 un	 centro	 de	 trabajo	 o	 en	 determinadas	 áreas	 del	 mismo	 a	 los
supervisores	 inspectores,	 los	 inspectores	 de	 trabajo,	 los	 inspectores
auxiliares,	o	peritos	y	técnicos	designados	oficialmente,	para	que	se	realice
una	inspección.
46.2.	 La	 negativa	 del	 sujeto	 inspeccionado	 o	 sus	 representantes	 de
acreditar	su	identidad	o	la	identidad	de	las	personas	que	se	encuentran	en
los	 centros	 o	 lugares	 de	 trabajo	 ante	 los	 supervisores	 inspectores,	 los
inspectores	de	trabajo	o	los	inspectores	auxiliares.
46.3.	La	negativa	del	sujeto	inspeccionado	o	sus	representantes	de	facilitar
a	los	supervisores	inspectores,	 los	 inspectores	de	trabajo	o	los	inspectores
auxiliares,	la	información	y	documentación	necesarias	para	el	desarrollo	de
sus	funciones.
46.4.	 El	 impedimento	 de	 la	 obtención	 de	muestras	 y	 registros	 cuando	 se
notifique	al	sujeto	inspeccionado	o	a	su	representante.
46.5.	Obstaculizar	 la	participación	del	 trabajador	o	 su	 representante	o	de
los	trabajadores	o	la	organización	sindical.
46.6.	El	abandono,	 la	 inasistencia	u	otro	acto	que	impida	el	ejercicio	de	la
función	inspectiva.
46.7.	No	 cumplir	 oportunamente	 con	 el	 requerimiento	de	 la	 adopción	de
medidas	en	orden	al	cumplimiento	de	la	normativa	de	orden	sociolaboral.
46.8.	 No	 cumplir	 oportunamente	 con	 el	 requerimiento	 de	 las
modificaciones	que	sean	precisas	en	las	instalaciones,	en	el	montaje	o	en	los
métodos	 de	 trabajo	 que	 garanticen	 el	 cumplimiento	 de	 las	 disposiciones
relativas	a	la	salud	o	a	la	seguridad	de	los	trabajadores.
46.9.	 No	 cumplir	 inmediatamente	 con	 la	 orden	 de	 paralización	 o
prohibición	 de	 trabajos	 o	 tareas	 por	 inobservancia	 de	 la	 normativa	 sobre
prevención	de	riesgos	laborales	cuando	concurra	riesgo	grave	e	inminente
para	 la	 seguridad	 y	 salud	 de	 los	 trabajadores,	 o	 la	 reanudación	 de	 los
trabajos	 o	 tareas	 sin	 haber	 subsanado	 previamente	 las	 causas	 que
motivaron	la	paralización	o	prohibición.
46.10.	 La	 inasistencia	 del	 sujeto	 inspeccionado	 ante	un	 requerimiento	de
comparecencia.
46.11.	No	cumplir	con	el	plan	de	formalización	dispuesto	por	la	autoridad
administrativa	de	trabajo.
46.12.	 La	 coacción,	 amenaza	 o	 violencia	 ejercida	 sobre	 los	 supervisores
inspectores,	los	inspectores	de	trabajo	y	los	inspectores	auxiliares.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 46-A.—Incorporado.	 D.	 S.	 019-2007-TR,	 Art.	 2°.	 Del	 ámbito	 de
aplicación	de	la	sanción	de	infracciones.	Las	 infracciones	contenidas	en
el	 presente	 capítulo	 son	 sancionadas	 sin	 perjuicio	 de	 aquellas	 que	 se
encuentran	 reguladas	 o	 se	 establezcan	 en	 otras	 normas	 legales	 o
reglamentarias	sujetas	a	fiscalización	por	parte	de	la	Inspección	del	Trabajo.
INFRACCIÓN	A	LA	LABOR	INSPECTIVA	EN	CASO	DE	NEGATIVA
INJUSTIFICADA	O	IMPEDIMENTO	AL	CENTRO	DE	TRABAJO
R.	M.	118-2013-TR.
ART.	 1°.—Aprobar	 la	 Directiva	 General	 N°	 001-2013-MTPE/2/16	 sobre
infracción	 a	 la	 labor	 inspectiva	 en	 caso	 de	 negativa	 injustificada	 o
impedimento	de	ingreso	al	centro	de	trabajo,	el	mismo	que	en	anexo	forma
parte	integrante	de	la	presente	resolución.
Dir.	001-2013-MTPE/2/16.
Directiva	general	sobre	infracción	a	la	labor	inspectiva	en	caso	de
negativa	injustificada	o	impedimento	de	ingreso	al	centro	de	trabajo
l.	Objetivos:
1.1.	Precisar	cuándo	se	configura	una	infracción	a	la	labor	inspectiva,	ante
una	negativa	injustificada	o	impedimento	de	entrada	al	centro	de	trabajo.
1.2.	Establecer	las	pautas	para	solicitar	la	autorización	judicial	y	contar	con
apoyo	policial	a	efectos	de	ingresar	al	centro	de	trabajo	en	los	supuestos	de
negativa	injustificada	o	impedimento	de	entrada	al	centro	de	trabajo.
II.	Finalidad:
2.1.	Verificar	efectivamente	el	cumplimiento	de	las	normas	sociolaborales,
a	pesar	de	una	negativa	injustificada	de	ingreso	o	impedimento	de	entrada
al	centro	de	trabajo.
III.	Base	legal:
•	Ley	N°	28806,	Ley	General	de	Inspección	del	Trabajo	(en	adelante	LGIT).
•	Reglamento	de	la	Ley	General	de	Inspección	del	Trabajo,	aprobado	por	el
Decreto	Supremo	N°	019-2006-TR	(en	adelante	el	reglamento).
•	 Decreto	 Supremo	 N°	 002-2007-TR,	 Medidas	 complementarias	 de
fortalecimiento	del	sistema	de	inspección	laboral	a	nivel	nacional.
•	Convenio	N°	81	de	la	Organización	internacional	de	Trabajo	(OIT).
•	Ley	N°	29497.	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo.
IV.	Ámbito	de	aplicación:
La	 presente	 directiva	 es	 de	 aplicación	 para	 las	 gerencias	 y	 direcciones
regionales	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	y,	 en	general,	para	 todo	el
personal	inspectivo	y	las	autoridades	de	inspección	del	Trabajo	integrantes
del	Sistema	Funcional	de	Inspección	del	Trabajo.
V.	Disposiciones	generales:
5.1.	 De	 la	 negativa	 injustificada	 o	 el	 impedimento	 de	 que	 se	 realice	 una
inspección	en	un	centro	de	trabajo	o	en	determinadas	áreas	del	mismo.
5.1.1.	Entre	 los	 supuestos	que	configuran	 infracción	a	 la	 labor	 inspectiva,
contenidos	en	el	numeral	1	del	artículo	36	de	la	LGIT,	se	encuentran	el	de	la
negativa	 injustificada	 o	 el	 impedimento	 a	 que	 se	 realice	 la	 inspección	 de
manera	efectiva,	acciones	que	pueden	ser	llevadas	a	cabo	por	el	empleador,
representantes	del	mismo	o	trabajadores	del	sujeto	inspeccionado	o	no,	que
materialicen	estos	actos	bajo	sus	órdenes	o	consentimiento.
5.1.2.	Pueden	distinguirse	a	efectos	de	la	aplicación	de	la	presente	directiva
los	siguientes	supuestos	en	donde	se	configurará	una	 infracción	a	 la	 labor
inspectiva:
•	Negativa	injustificada	de	ingreso	al	centro	de	trabajo.
•	Impedimento	de	ingreso	al	centro	de	trabajo.
5.1.3.	 Sobre	 la	 “negativa	 injustificada”,	 ésta	 deberá	 entenderse	 como	 la
oposición	al	ingreso	del	inspector	del	trabajo	sin	expresar	motivo	alguno	de
su	 rechazo	 o	 expresando	 razones	 inconsistentes	 que	 no	 guarden	 relación
con	las	exigencias	dispuestas	por	la	normativa	laboral	vigente.
5.1.4.	 Se	 entenderá	 como	 “impedimento”	 a	 cualquier	 obstáculo	 que
interponga	el	sujeto	inspeccionado,	de	tal	modo	que	haga	difícil	o	riesgoso
el	 ingreso	del	 inspector	 al	 centro	de	 trabajo.	 El	 supuesto	de	 impedimento
también	alude	a	aquellos	casos	en	los	que	el	sujeto	inspeccionado,	o	quienes
actúen	en	nombre	del	mismo,	utilicen	la	fuerza	física	para	evitar	el	ingreso
del	inspector	al	establecimiento,	o	simplemente	no	emitan	pronunciamiento
ante	 su	presencia	 fuera	del	 establecimiento,	 es	decir,	 sin	 abrir	 la	puerta	o
haciendo	caso	omiso	a	sus	llamados	para	ingresar.
5.1.5.	Desde	que	el	 inspector	del	Trabajo	comunica	su	presencia	al	 sujeto
inspeccionado	y	su	ingreso	al	centro	de	trabajo	no	debe	mediar	más	de	diez
(10)	minutos.	 Si	 vencido	 el	 plazo	 señalado,	 el	 sujeto	 inspeccionado	 no	 ha
permitido	o	ha	obstaculizado	el	 ingreso	del	 inspector	al	centro	de	 trabajo,
estaremos	 frente	 a	 una	 infracción	 a	 la	 labor	 inspectiva	 por	 negativa
injustificada	o	 impedimento	de	 ingreso	 al	 centro	de	 trabajo.	 Esto	no	debe
determinar	el	cierre	automático	de	la	orden	de	inspección.
5.1.6.	Sin	perjuicio	de	lo	señalado	en	el	numeral	5.1.5.,	el	inspector	tiene	la
obligación	 de	 agotar	 los	 medios	 necesarios	 para	 llevar	 a	 cabo	 la
comprobación	 del	 contenido	 de	 la	 orden	 de	 inspección	 que	 motivó	 la
realización	 de	 la	 visita	 inspectiva,	 sin	 perjuicio	 de	 extender	 el	 acta	 por	 ta
infracción	constatada.	El	impedimento	o	negativa	injustificada	para	realizar
una	 visita	 inspectiva	 no	 determina	 que	 el	 inspector	 solo	 proponga	 la
sanción	 por	 infracción	 a	 la	 labor	 inspectiva,	 ya	 que	 como	 se	 ha	 señalado
deberá	 procurar	 hacer	 lo	 posible	 por	 investigar	 todas	 las	 materias
contenidas	en	la	orden	de	inspección.
5.2.	 Factibilidad	 de	 la	 continuación	 de	 la	 actuación	 inspectiva	 ante	 una
negativa	injustificada	o	impedimento	de	ingreso.
5.2.1.	El	 inspector	del	Trabajo	que	se	encargue	de	realizar	las	actuaciones
inspectivas	 determinará	 la	 posibilidad	 de	 desarrollar	 las	 verificaciones
pertinentes	en	las	inmediaciones	del	lugar	en	el	que	se	produjo	la	infracción,
hasta	 agotar	 los	 medios	 de	 investigación	 disponibles,	 tales	 como:
desplazarse	 alrededor	 de	 la	 empresa	 a	 efectos	 de	 ubicar	 otras	 puertas	 de
acceso,	 realizar	 inspecciones	 oculares,	 tomar	 fotografías	 o	 videos,	 entre
otros,	 a	 pesar	 de	 que	 se	 hubiera	 producido	 alguno	 de	 los	 supuestos	 de
infracción	 a	 la	 labor	 inspectiva	 regulados	 por	 la	 presente	 directiva,
conforme	a	lo	establecido	en	el	artículo	13,	inciso	7,	del	reglamento.
5.2.2.	 El	 inspector	 del	 Trabajo	 evaluará	 la	 conveniencia	 de	 hacerse
acompañar,	 inclusive	 desde	 la	 primera	 visita	 al	 centro	 de	 trabajo,	 por
personal	policial	a	efectos	de	poder	asegurar	su	integridad	física,	así	como
su	ingreso	al	centro	de	trabajo.
5.2.3.	En	caso	de	negativa	injustificada	o	impedimento	de	ingreso	por	parte
del	 sujeto	 inspeccionado,	 el	 inspector	 del	 Trabajo	 solicitará	 al	 personal
policial	que	lo	acompañe	la	extensión	del	acta	de	constatación	policial	de	la
negativa	 o	 impedimento	 de	 ingreso	 al	 centro	 de	 trabajo.	 Este	 documento
deberá	incorporarse	al	expediente.	Además,	el	inspector	del	Trabajo	podrá
asentar	 la	 denuncia	 por	 la	 comisión	 del	 delito	 de	 desobediencia	 y/o
resistencia	a	la	autoridad.
5.2.4.	 En	 los	 supuestos	 de	 infracción	 a	 la	 labor	 inspectiva	 por	 negativa
injustificada	 o	 impedimento	 de	 entrada	 al	 centro	 de	 trabajo,	 que	 se
hubieran	producido	 a	 pesar	del	 acompañamiento	policial,	 el	 inspector	 del
Trabajo	 evaluará	 la	 conveniencia	 de	 realizar	 nuevas	 visitas	 al	 centro	 de
trabajo.	En	caso	de	optar	por	no	realizar	una	nueva	visita,	el	 inspector	del
Trabajo	extenderá	el	acta	de	infracción	correspondiente.
5.2.5.	 La	 realización	 de	 nuevas	 visitas	 inspectivas,	 luego	 de	 haberse
producido	una	primera	 infracción,	no	 impide	que,	al	 cierre	de	 la	orden	de
inspección;	 se	 extienda	 la	 correspondiente	 acta	 de	 infracción	 por	 la
infracción	constatada.	Cada	impedimento	o	negativa	injustificada	de	ingreso
al	centro	de	trabajo	verificada	constituye	una	infracción	autónoma.
5.3.	Culminación	de	las	actuaciones	inspectivas	en	supuestos	de	infracción
a	la	labor	inspectiva	por	negativa	injustificada	o	impedimento	de	ingreso	al
centro	de	trabajo	y	nueva	orden	de	inspección
5.3.1.	En	el	caso	de	una	segunda	visita	inspectiva,	en	la	que	nuevamente	se
hubiera	 impedido	 o	 negado	 injustificadamente	 el	 ingreso	 al	 centro	 de
trabajo,	el	inspector	deberá	intentar	por	tercera	y	última	vez	llevar	a	cabo	la
actuación	inspectiva.
5.3.2.	 Emitida	 el	 acta	 por	 infracción	 a	 la	 labor	 inspectiva	 (negativa
injustificada	o	impedimento	de	ingreso	al	centro	de	trabajo),	el	inspector	del
Trabajo	deberá	consignar,	mediante	un	informe	dirigido	a	su	supervisor,	la
necesidad	 de	 que	 se	 emita	 una	 nueva	 orden	 de	 inspección	 destinada	 a
verificar	 aquellas	 materias	 que	 fueron	 impedidas	 de	 ser	 constadas	 como
consecuencia	de	la	infracción	a	la	labor	inspectiva,	a	efectos	de	dar	inicio	al
trámite	de	solicitud	de	auxilio	judicial.
5.4.	De	la	solicitud	de	auxilio	judicial	de	ingreso	a	un	centro	de	trabajo	y	las
propuestas	de	sanción
5.4.1.	A	fin	de	iniciar	el	trámite	de	solicitud	de	auxilio	judicial	de	ingreso	al
centro	 de	 trabajo,	 el	 supervisor	 inspector	 que	 tome	 conocimiento	 de	 la
sugerencia	de	que	se	emita	una	nueva	orden	de	inspección,	deberá	informar
al	 respecto	 a	 la	 Dirección	 de	 Inspección	 del	 Trabajo	 o	 a	 la	 dependencia
regional	que	haga	sus	veces,	a	efectos	de	que	ésta	eleve	dicho	informe	a	la
dirección	 regional	 correspondiente,	 adjuntando	 copias	 certificadas	 de	 la
orden	de	inspección	y	del	acta	de	infracción	emitida.
5.4.2.	 La	 dirección	 regional	 remitirá	 todo	 lo	 actuado	 a	 la	 procuraduría
pública	del	MTPE	o	del	gobierno	regional	respectivo,	según	corresponda,	a
fin	de	que	dicha	dependencia	realice	las	acciones	legales	y	administrativas
necesarias	para	que	se	expida	la	autorización	judicial	de	ingreso	al	 lugar	o
centro	de	trabajo	y	de	esta	manera	se	pueda	verificar	el	cumplimiento	de	las
disposiciones	 legales	 en	materia	 sociolaboral	o	de	 seguridad	y	 salud	en	el
trabajo	 contenidas	 en	 la	 orden	 de	 inspección.	 Elaborada	 la	 solicitud	 de
auxilio	 judicial	 por	 la	 procuraduría	 correspondiente,	 el	 inspector
comisionado	 deberá	 otorgar	 poder	 específico	 al	 abogado	 encargado	 de
dicho	procedimiento,	para	que	en	su	nombre	y	representación	interponga	la
citada	solicitud	ante	el	juzgado	competente,	de	acuerdo	con	lo	dispuesto	por
el	artículo	67	de	la	Ley	N°	29497	-	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo.
5.4.3.	La	orden	de	inspección	producto	de	la	solicitud	de	auxilio	judicial	de
ingreso	 a	 un	 centro	 de	 trabajo	 deberá	 ser	 generada	 una	 vez	 emitida	 la
resolución	 judicial	 que	 la	 autorice.	 Dicha	 orden	 de	 inspección	 llevará
adjunto	a	la	misma	la	referida	resolución	judicial.
5.4.4.	 La	 solicitud	 de	 auxilio	 judicial	 de	 ingreso	 a	 un	 centro	 de	 trabajo,
elaborada	 por	 la	 procuraduría	 correspondiente	 podrá	 requerir	 la
autorización	 judicial	 para	 la	 realización	 de	 cualesquiera	 de	 las	 siguientes
acciones:
•	Descerraje	de	las	puertas	del	lugar	inspeccionado.
•	Remoción	de	barricadas.
•	Hacer	uso	de	la	fuerza	pública	para	remover	al	personal	que	impida	con
su	presencia	el	libre	ingreso	del	inspector	del	Trabajo.
•	Resguardo	policial	en	el	desarrollo	de	las	actuaciones	inspectivas;
•	 Otros	 que	 el	 inspector	 considere	 pertinentes,	 manteniendo	 coherencia
con	la	finalidad	y	objeto	de	las	acciones	solicitadas.
5.4.5.	 La	 remoción	 posterior	 del	 obstáculo	 que	 impide	 el	 ingreso	 del
inspector	de	Trabajo	por	iniciativa	del	sujeto	inspeccionado,	no	impide	que
se	proponga	 las	multas	por	 las	 infracciones	a	 la	 labor	 inspectiva	 las	veces
que	éstas	se	hubieren	producido.
5.4.6.	Al	sustentar	la	propuesta	de	sanción,	el	inspector	del	Trabajo	deberá
realizar	la	graduación	de	la	sanción	correspondiente.
VI.	Disposiciones	específicas:
6.1.	El	supervisor	inspector,	o	quien	haga	sus	veces	en	el	ámbito	regional,
deberá	 implementar	 y	 llevar	 un	 registro	 de	 todas	 las	 actas	 de	 infracción
emitidas	 en	 materia	 de	 infracción	 a	 la	 labor	 inspectiva	 por	 negativa
injustificada	o	impedimento	de	ingreso	por	cada	uno	de	los	inspectores	del
Trabajo	e	inspectores	auxiliares	que	forman	parte	del	equipo	de	trabajo	a	su
cargo.
La	 información	 contenida	 en	 el	 registro	 antes	mencionado	 será	 remitida
por	el	supervisor	inspector,	o	quien	haga	sus	veces,	de	manera	trimestral	a
la	Dirección	de	Inspección	del	Trabajo	o	a	la	instancia	regional	que	haga	sus
veces	 con	 la	 finalidad	 de	 que	 tal	 información	 sea	 remitida	 a	 la	 Dirección
General	de	Inspección	del	Trabajo	a	su	solicitud.
6.2.	Recibido	el	informe,	la	Dirección	de	Inspección	del	Trabajo	o	el	órgano
que	 haga	 sus	 veces	 programará	 operativos	 de	 inspección	 a	 efectos	 de
verificar	 el	 cumplimiento	 de	 las	 normas	 sociolaborales	 y	 de	 seguridad	 y
salud	 en	 el	 trabajo	 en	 los	 centros	 de	 trabajo	 de	 dichos	 sujetos
inspeccionados.	 Para	 tal	 efecto,	 coordinará	 oportunamente	 con	 la
procuraduría	pública	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	o
del	 gobierno	 regional	 que	 corresponda	 identificando	 a	 los	 sujetos
inspeccionados,	 precisando	 la	 ubicación	 de	 los	 centros	 de	 trabajo,
solicitando	 además	 que	 dicha	 dependencia	 realice	 los	 trámites	 que
correspondan	 ante	 la	 instancia	 judicial	 competente,	 a	 fin	 de	 obtener	 la
autorización	 judicial	 de	 ingreso,	 así	 como	 el	 auxilio	 policial	 que	 pudiera
corresponder.
VII.	Disposiciones	complementarias	o	finales:
7.1.	Son	directamente	responsables	de	 la	aplicación	y	cumplimiento	de	 la
presente	 directiva	 los	 inspectores	 auxiliares,	 inspectores	 del	 trabajo	 y
supervisores	inspectores	para	el	desarrollo	del	procedimiento	de	inspección
laboral,	 el	director	y	 subdirectores	de	 inspección	 laboral,	 o	quienes	hagan
sus	veces	en	el	ámbito	regional.
7.2.	 La	 Dirección	 General	 de	 Inspección	 del	 Trabajo	 es	 la	 encargada	 de
monitorear	y	supervisar	el	cumplimiento	de	la	presente	directiva,	la	misma
que	será	difundida	en	todas	las	direcciones	regionales	de	Trabajo.
7	 .3.	 La	 presente	 directiva	 deja	 sin	 efecto	 el	 Criterio	 12	 de	 la	 Resolución
Directoral	N°	29-2009-MTPE/2/11.4.
Ley	28806.
ART.	37.—Gravedad	de	las	infracciones.	Las	infracciones	de
acuerdo	a	su	gravedad	serán	determinadas	en	el	reglamento	de	la
ley,	teniendo	en	consideración	su	incidencia	en	el	riesgo	del
trabajador,	respecto	de	su	vida,	integridad	física	y	salud,	en	el
cumplimiento	de	las	obligaciones	esenciales	respecto	de	los
trabajadores,	en	la	posibilidad	del	trabajador	de	disponer	de	los
beneficios	de	carácter	laboral,	de	carácter	irrenunciable,	en	el
cumplimiento	de	las	obligaciones	dentro	de	los	plazos	legales	y
convencionales	establecidos,	en	la	conducta	dirigida	a	impedir	o
desnaturalizar	las	visitas	de	inspección	y	en	el	grado	de
formalidad.
No	podrá	imponerse	sanción	económica	por	infracción	que	no	se
encuentre	previamente	tipificada	y	contenida	en	el	reglamento.
SANCIONES
Ley	28806.
ART.	38.—Criterios	de	graduación	de	las	sanciones.	Las
sanciones	a	imponer	por	la	comisión	de	infracciones	de	normas
legales	en	materia	de	relaciones	laborales,	de	seguridad	y	salud	en
el	trabajo	y	de	seguridad	social	a	que	se	refiere	la	presente	ley,	se
graduarán	atendiendo	a	los	siguientes	criterios	generales:
a)	Gravedad	de	la	falta	cometida,
b)	Número	de	trabajadores	afectados.
El	reglamento	establece	la	tabla	de	infracciones	y	sanciones,	y
otros	criterios	especiales	para	la	graduación.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	47.—Criterios	de	graduación	de	las	sanciones.
47.1.	Las	sanciones	por	 la	comisión	de	 las	 infracciones	a	que	se	refiere	 la
ley	 y	 el	 presente	 reglamento	 se	 determinan	 atendiendo	 a	 los	 criterios
generales	previstos	en	el	artículo	38	de	la	ley,	y	los	antecedentes	del	sujeto
infractor	referidos	al	cumplimiento	de	las	normas	sociolaborales.
47.2.	En	la	 imposición	de	sanciones	por	infracciones	de	seguridad	y	salud
en	el	trabajo	se	tomarán	en	cuenta	los	siguientes	criterios:
a)	La	peligrosidad	de	las	actividades	y	el	carácter	permanente	o	transitorio
de	los	riesgos	inherentes	a	las	mismas.
b)	 La	 gravedad	 de	 los	 daños	 producidos	 en	 los	 casos	 de	 accidentes	 de
trabajo	 o	 enfermedades	 profesionales	 o	 que	 hubieran	 podido	 producirse
por	la	ausencia	o	deficiencia	de	las	medidas	preventivas	exigibles.
c)	La	conducta	seguida	por	el	sujeto	responsable	en	orden	al	cumplimiento
de	las	normas	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
47.3.	Adicionalmente	a	los	criterios	antes	señalados,	la	determinación	de	la
sanción	 debe	 respetar	 los	 principios	 de	 razonabilidad	 y	 proporcionalidad
según	 lo	 dispuesto	 por	 el	 artículo	 230	 numeral	 3)	 de	 la	 Ley	 de
Procedimiento	Administrativo	General,	Ley	N°	27444.
Ley	28806.
ART.	 39.—Modificado.	 Ley	 29981,	 Primera	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	 Estructura	 orgánica.	 Cuantía
y	 aplicación	 de	 las	 sanciones.	 Las	 infracciones	 detectadas	 son
sancionadas	con	una	multa	máxima	de:
a)	Doscientas	unidades	impositivas	tributarias	(UIT),	en	caso	de
infracciones	muy	graves.
b)	 Cien	 unidades	 impositivas	 tributarias	 (UIT),	 en	 caso	 de
infracciones	graves.
c)	 Cincuenta	 unidades	 impositivas	 tributarias	 (UIT),	 en	 caso	 de
infracciones	leves.
La	multa	máxima	por	el	total	de	infracciones	detectadas	no	podrá
superar	 las	 trescientas	 unidades	 impositivas	 tributarias	 (UIT)
vigentes	en	el	año	en	que	se	constató	la	falta.
La	sanción	que	se	imponga	por	las	infracciones	que	se	detecten	a
las	 empresas	 calificadas	 como	 micro	 o	 pequeñas	 empresas
conforme	a	ley	se	reducen	en	50%.
La	aplicación	de	las	mencionadas	sanciones	y	la	graduación	de	las
mismas,	es	efectuada	teniendo	en	cuenta	las	circunstancias	del
caso	concreto	y	los	criterios	de	razonabilidad	y	proporcionalidad.
NOTA:	La	Primera	Disposición	Complementaria	Modificatoria	de	la	Ley	N°	29981,	ley	publicada	el
15	enero	del	2013,	entró	en	vigencia	a	partir	de	la	aprobación	del	Reglamento	de	Organización	y
Funciones	de	la	Sunafil	(D.	S.	007-2013-TR,	publicado	el	07	de	agosto	del	2013	y	con	vigencia	a	partir
del	día	siguiente	de	su	publicación).
Ley	28806.
ART.	40.—Reducción	de	la	multa	y	reiterancia.	Las	multas
previstas	en	esta	ley	se	reducen	en	los	siguientes	casos:
a)	Al	treinta	por	ciento	(30%)	de	la	multa	originalmente
propuesta	o	impuesta	cuando	se	acredite	la	subsanación	de
infracciones	detectadas,	desde	la	notificación	del	acta	de
infracción	y	hasta	antes	del	plazo	de	vencimiento	para	interponer
el	recurso	de	apelación.
b)	Al	cincuenta	por	ciento	(50%)	de	la	suma	originalmente
impuesta	cuando,	resuelto	el	recurso	de	apelación	interpuesto	por
el	sancionado,	éste	acredita	la	subsanación	de	las	infracciones
detectadas	dentro	del	plazo	de	diez	(10)	días	hábiles,	contados
desde	el	día	siguiente	de	su	notificación.
En	ambos	casos,	la	solicitud	de	reducción	es	resuelta	por	la
autoridad	administrativa	de	trabajo	de	primera	instancia.
En	caso	de	reiteración	en	la	comisión	de	una	infracción	del
mismo	tipo	y	calificación	ya	sancionada	anteriormente,	las	multas
podrán	incrementarse	hasta	en	un	cien	por	ciento	(100%)	de	la
sanción	que	correspondería	imponer,	sin	que	en	ningún	caso
puedan	excederse	las	cuantías	máximas	de	las	multas	previstas
para	cada	tipo	de	infracción.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	48.—Cuantía	y	aplicación	de	las	sanciones.
48.1.	Modificado.	D.	S.	012-2013-TR,	Art.	3°.	El	cálculo	del	monto	de	 las
sanciones	se	realiza	de	acuerdo	con	la	siguiente	tabla:
Las	 multas	 se	 expresan	 en	 Unidades	 Impositivas	 Tributarias	 (UIT).	 Las
escalas	de	multas	previstas	para	las	micro	empresas	y	pequeñas	empresas,
definidas	según	la	ley	que	las	regula,	contemplan	la	reducción	del	cincuenta
por	ciento	(50%)	establecida	en	el	 tercer	párrafo	del	artículo	39	de	 la	 ley.
Para	 acceder	 a	 las	 tablas	 previstas	 para	 micro	 empresas	 y	 pequeñas
empresas,	es	requisito	que	las	empresas	estén	inscritas	en	el	Remype	antes
de	la	generación	de	la	orden	de	inspección.
48.1-A.	Modificado.	D.	S.	012-2013-TR,	Art.	3°.	Las	multas	 impuestas	 a
las	micro	empresas	y	pequeñas	empresas,	inscritas	en	el	Remype	antes	de	la
generación	 de	 la	 orden	 de	 inspección,	 no	 podrán	 superar,	 en	 un	 mismo
procedimiento	 sancionador,	 el	 1%	 del	 total	 de	 ingresos	 netos	 que	 hayan
percibidos	dentro	del	ejercicio	fiscal	anterior	al	de	la	generación	de	la	orden
de	inspección.
Corresponderá	 al	 sujeto	 inspeccionado	 sustentar	 los	 ingresos	 netos
anuales,	 del	 ejercicio	 fiscal	 anterior	 al	 de	 la	 generación	 de	 la	 orden	 de
inspección,	durante	las	actuaciones	inspectivas	ante	el	inspector	del	trabajo
y/o	en	el	marco	del	procedimiento	sancionador,	al	 formular	 los	descargos
respectivos.
Este	 límite	 no	 es	 aplicable	 en	 los	 supuestos	 contemplados	 en	 los	 incisos
48.1-B,	48.1-C	y	48.1-D.
En	ningún	caso	las	multas	podrán	tener	un	valor	inferior	a:
a)	En	el	 caso	de	 la	micro	empresa,	 al	 valor	previsto	para	 las	 infracciones
leves,	graves	y	muy	graves,	cuando	se	afecta	a	1	trabajador.
b)	En	el	caso	de	la	pequeña	empresa,	al	valor	previsto	para	las	infracciones
leves,	graves	y	muy	graves,	cuando	se	afecta	de	1	a	5	trabajadores.
48.1-B.	 Tratándose	 de	 actos	 que	 impliquen	 la	 afectación	 de	 derechos
colectivos,	únicamente	para	el	cálculo	de	la	multa	a	imponerse	considerarán
como	trabajadores	afectados:
(i)	Al	 total	 de	 trabajadores	 del	 sujeto	 infractor.	 Para	 las	 infracciones
contempladas	en	el	numeral	25.10	del	artículo	25	del	presente	reglamento,
referidas	 a	 la	 constitución	 de	 sindicatos;	 así	 como	 para	 las	 infracciones
contempladas	en	el	numeral	25.11	del	artículo	25	del	presente	reglamento,
referidas	a	 la	 trasgresión	a	 las	garantías	reconocidas	a	 los	 trabajadores	de
sindicatos	en	formación.
(ii)	Al	total	de	trabajadores	del	sujeto	 infractor	afiliados	al	sindicato
afectado	o	al	total	de	trabajadores	del	sujeto	infractor	pertenecientes
al	 ámbito	 de	 las	 organizaciones	 sindicales	 afectadas	 de	 segundo	 o
tercer	grado,	según	corresponda.	Para	 las	 infracciones	contempladas	en
los	numerales	24.10	y	24.11	del	artículo	24	del	presente	reglamento;	para
las	 infracciones	 contempladas	 en	 el	 numeral	 25.10	 del	 artículo	 25	 del
presente	 reglamento,	 con	 excepción	 de	 las	 referidas	 a	 la	 constitución	 de
sindicatos;	 así	 como	 para	 infracciones	 contempladas	 en	 el	 numeral	 25.11
del	 artículo	 25	 del	 presente	 reglamento,	 referidas	 a	 la	 trasgresión	 a	 las
garantías	reconocidas	a	los	candidatos	a	dirigentes	sindicales.
(iii)	Al	 total	de	 trabajadores	del	 sujeto	 infractor	comprendidos	en	el
ámbito	de	 la	negociación	colectiva	o	huelga,	 según	corresponda.	Para
las	 infracciones	 contenidas	 en	 el	 numeral	 24.9	 del	 artículo	 24;	 para	 las
infracciones	contempladas	en	los	numerales	25.8	y	25.9	del	artículo	25;	así
como	para	 las	 infracciones	 contempladas	en	el	numeral	25.11	del	 artículo
25	 del	 presente	 reglamento,	 referidas	 a	 la	 trasgresión	 de	 las	 garantías
reconocidas	a	los	miembros	de	comisiones	negociadoras.
Para	 el	 caso	 de	 estas	 infracciones,	 aun	 cuando	 se	 trate	 de	 una	 micro
empresa	o	pequeña	empresa,	 la	multa	se	calcula	en	 función	de	 la	 tabla	No
Mype	del	cuadro	del	artículo	48,	aplicándose	una	sobretasa	del	50%.
Las	micro	 empresas	 y	pequeñas	 empresas	que	 se	 encuentren	 registradas
en	 el	 Remype	 con	 anterioridad	 a	 la	 emisión	 de	 la	 orden	 de	 inspección,
reciben	el	descuento	del	50%	previsto	en	el	artículo	39	de	 la	 ley,	 luego	de
realizado	el	cálculo	establecido	en	el	párrafo	anterior.
48.1-C.	 Incorporado.	 D.	 S.	 012-2013-TR,	 Art.	 3°.	 Tratándose	 de	 las
infracciones	 tipificadas	 en	 el	 numeral	 25.16	 del	 artículo	 25;	 el	 numeral
28.10	del	artículo	28,	cuando	cause	muerte	o	invalidez	permanente	total	o
parcial;	 y	 los	 numerales	 46.1	 y	 46.12	 del	 artículo	 46	 del	 presente
reglamento,	 únicamente	 para	 el	 cálculo	 de	 la	 multa	 a	 imponerse,	 se
considerará	 como	 trabajadores	 afectados	 al	 total	 de	 trabajadores	 de	 la
empresa.
Para	 el	 caso	 de	 las	 infracciones	 señaladas	 en	 el	 párrafo	 anterior,	 aun
cuando	 se	 trate	 de	 una	 micro	 empresa	 o	 pequeña	 empresa,	 la	 multa	 se
calcula	 en	 función	 de	 la	 tabla	 No	 Mype	 del	 cuadro	 del	 artículo	 48,
aplicándose	una	sobretasa	del	50%.
Las	micro	 empresas	 y	pequeñas	 empresas	que	 se	 encuentren	 registradas
en	 el	 Remype	 con	 anterioridad	 a	 la	 emisión	 de	 la	 orden	 de	 inspección,
reciben	el	descuento	del	50%	previsto	en	el	artículo	39	de	 la	 ley,	 luego	de
realizado	el	cálculo	establecido	en	el	párrafo	anterior.
48.1-D.	 Incorporado.	 D.	 S.	 012-2013-TR,	 Art.	 3°.	 Las	 infracciones
tipificadas	en	 los	numerales	25.7	y	25.18	del	artículo	25	tienen	el	carácter
de	insubsanables.
Respecto	de	tales	infracciones,	las	multas	a	imponerse	serán	las	siguientes:
•	50	UIT´s	para	el	caso	de	las	micro	empresas	registradas	como	tales	en	el
Remype,	siempre	que	la	inscripción	sea	anterior	a	la	emisión	de	la	orden	de
inspección.
•	100	UIT´s	para	el	caso	de	las	pequeñas	empresas	registradas	como	tales
en	 el	 Remype,	 siempre	 que	 la	 inscripción	 sea	 anterior	 a	 la	 emisión	 de	 la
orden	de	inspección.
•	200	UIT´s	en	los	demás	casos.
48.2.	Derogado.	D.	S.	012-2013-TR,	Art.	1°.
48.3.	Culminado	el	procedimiento	sancionador,	y	de	haberse	expedido	una
resolución	que	determina	una	sanción,	antes	de	proceder	a	su	ejecución,	la
autoridad	administrativa	de	trabajo	tiene	la	potestad	de	proponer	al	sujeto
infractor	la	implementación	de	un	plan	de	formalización	a	los	que	se	refiere
el	 artículo	 18.6.	 El	 acogimiento	 a	 este	 plan	 extingue	 la	 multa	 impuesta	 y
genera	 la	obligación	de	cumplirlo	en	 los	términos	y	plazos	establecidos.	El
incumplimiento	de	 las	obligaciones	 contenidas	 en	 el	 plan	 será	 consignado
en	un	acta	de	infracción.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	48-A.—Concurso	de	infracciones.	Cuando	el	incumplimiento	de	una
obligación	sustantiva	 implique	el	 incumplimiento	de	obligaciones	formales
y	accesorias,	solo	se	considerará	la	infracción	sustantiva	para	efectos	de	la
multa	a	imponerse.
Los	beneficios	 referidos	 en	el	numeral	17.3	del	 artículo	17	 se	 aplican,	 en
caso	 de	 concurso	 de	 infracciones,	 únicamente	 a	 aquella	 o	 aquellas	 que
efectivamente	hayan	sido	subsanadas,	debiendo	acreditarse	la	subsanación
ante	 la	 autoridad	 inspectiva.	Quedan	 excluidas	de	 este	beneficio	 aquella	 o
aquellas	infracciones	que	permanezcan	sin	ser	subsanadas.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 49.—Modificado.	 D.	 S.	 012-2013-TR,	 Art.	 3°.	 Reducción	 de	 la
multa.	En	 el	 caso	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 40	 de	 la	 ley,	 la	 autoridad
competente	podrá	ordenar	 las	diligencias	necesarias	para	que	se	verifique
la	 subsanación	 de	 las	 infracciones	 detectadas,	 a	 efectos	 de	 emitir
pronunciamiento	sobre	la	solicitud	de	reducción	de	multa.
Los	 beneficios	 previstos	 en	 el	 numeral	 17.3	 del	 artículo	 17	 del	 presente
reglamento	y	 los	previstos	en	 los	 literales	a)	y	b)	del	artículo	40	de	 la	 ley,
son	 aplicables	 en	 la	 medida	 en	 que	 la	 infracción	 sea	 subsanable.	 Las
infracciones	 son	 subsanables	 siempre	 que	 los	 efectos	 de	 la	 afectación	 del
derecho	o	del	incumplimiento	de	la	obligación,	puedan	ser	revertidos.
En	 los	 casos	 contenidos	 en	 el	 artículo	 50	 del	 presente	 reglamento,	 no	 es
aplicable	 el	 descuento	 contenido	 en	 el	 numeral	 17.3	 del	 artículo	 17,	 ni	 el
tope	al	que	alude	el	inciso	48.1-A	del	artículo	48	del	presente	reglamento.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	50.—Infracciones	reiteradas.	De	ocurrir	infracciones	sucesivas	en	el
tiempo,	 previstas	 en	 el	 último	 párrafo	 del	 artículo	 40	 de	 la	 ley,	 se	 debe
tomar	 en	 cuenta	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 230	 numeral	 7)	 de	 la	 Ley	 de
Procedimiento	Administrativo	General,	Ley	N°	27444.
En	caso	de	reiteración	en	 la	comisión	de	una	 infracción	del	mismo	 tipo	y
calificación	ya	sancionada	anteriormente,	las	multas	se	incrementarán	de	la
siguiente	manera:
-	Para	el	caso	de	reiteración	de	multas	leves,	éstas	se	incrementarán	en	un
25%	de	la	sanción	impuesta.
-	Para	el	caso	de	reiteración	de	multas	graves,	éstas	se	incrementarán	en	un
50%	de	la	sanción	impuesta.
-	Para	el	caso	de	reiteración	de	multas	muy	graves,	éstas	se	incrementarán
en	un	100%	de	la	sanción	impuesta.
Dicho	 incremento	 no	 podrá	 exceder	 las	 cuantías	 máximas	 de	 las	 multas
previstas	 para	 cada	 tipo	 de	 infracción	 conforme	 al	 tercer	 párrafo	 del
artículo	40	de	la	ley.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 51.—Prescripción.	 La	 facultad	 de	 la	 autoridad	 inspectiva	 para
determinar	 la	 existencia	 de	 infracciones	 en	materia	 sociolaboral	 a	 que	 se
refiere	 el	 artículo	 13	 de	 la	 ley	 prescribe	 a	 los	 cinco	 (5)	 años	 contados	 a
partir	de	la	fecha	en	que	se	cometió	la	infracción	o	desde	que	cesó	si	fuera
una	acción	continuada.
Conforme	 a	 lo	 dispuesto	 por	 el	 artículo	 233	de	 la	 Ley	N°	 27444,	 Ley	 del
Procedimiento	Administrativo	General,	el	inicio	de	actuaciones	de	vigilancia
y	 control	 de	 la	 norma	 interrumpirá	 el	 plazo	 de	 prescripción	 de	 las
infracciones	en	materia	sociolaboral.
Ley	28806.
ART.	 41.—Modificado.	 Ley	 29981,	 Primera	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Atribución	 de	 competencias
sancionadoras.	La	Sunafil	ejerce	 la	competencia	sancionadora	y
aplica	 las	sanciones	económicas	que	correspondan,	de	acuerdo	a
su	 competencia.	 Es	 primera	 y	 segunda	 instancia	 en	 los
procedimientos	sancionadores.
Los	 gobiernos	 regionales,	 por	 intermedio	 de	 los	 órganos
competentes	 en	 materia	 inspectiva	 y	 de	 acuerdo	 a	 su
competencia,	 son	 primera	 y	 segunda	 instancia	 en	 los
procedimientos	sancionadores.
El	 Tribunal	 de	 Fiscalización	 Laboral	 resuelve,	 con	 carácter
excepcional	 y	 con	 competencia	 sobre	 todo	 el	 territorio	nacional,
los	 procedimientos	 sancionadores	 en	 los	 que	 se	 interponga
recurso	de	revisión.	Las	causales	para	su	admisión	se	establecen
en	el	reglamento.
El	pronunciamiento	en	segunda	instancia	o	el	expedido	por	el
Tribunal	de	Fiscalización	Laboral,	según	corresponda,	agotan	con
su	pronunciamiento	la	vía	administrativa.
NOTA:	La	Primera	Disposición	Complementaria	Modificatoria	de	la	Ley	N°	29981,	ley	publicada	el
15	enero	del	2013,	entró	en	vigencia	a	partir	de	la	aprobación	del	Reglamento	de	Organización	y
Funciones	de	la	Sunafil	(D.	S.	007-2013-TR,	publicado	el	07	de	agosto	del	2013	y	con	vigencia	a	partir
del	día	siguiente	de	su	publicación).
Ley	28806.
ART.	42.—Responsabilidades	empresariales.
42.1.	Cuando	el	cumplimiento	de	las	obligaciones	previstas	en
una	disposición	normativa	corresponda	a	varios	sujetos
conjuntamente,	éstos	responderán	en	forma	solidaria	de	las
infracciones	que,	en	su	caso,	se	cometan	y	de	las	sanciones	que	se
impongan.
42.2.	En	materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	la	empresa
principal	responderá	directamente	de	las	infracciones	que,	en	su
caso	se	cometan	por	el	incumplimiento	de	la	obligación	de
garantizar	la	seguridad	y	salud	de	los	trabajadores	de	las
empresas	y	entidades	contratistas	y	subcontratistas	que
desarrollen	actividades	en	sus	instalaciones.	Asimismo,	las
empresas	usuarias	de	empresas	de	servicios	temporales	y
complementarios,	responderán	directamente	de	las	infracciones
por	el	incumplimiento	de	su	deber	de	garantizar	la	seguridad	y
salud	de	los	trabajadores	destacados	en	sus	instalaciones.
PROCEDIMIENTO	SANCIONADOR
Ley	28806.
ART.	43.—Normativa	aplicable.	El	procedimiento	sancionador
se	encuentra	regulado	por	las	disposiciones	contempladas	en	el
presente	capítulo	y	las	que	disponga	el	reglamento.	En	lo	demás
no	contemplado,	es	de	aplicación	la	Ley	N°	27444,	Ley	del
Procedimiento	Administrativo	General.
Ley	28806.	
ART.	44.—Principios	generales	del	procedimiento.	El
procedimiento	sancionador	se	basa	en	los	siguientes	principios:
a)	Observación	del	debido	proceso,	por	el	que	las	partes	gozan
de	todos	los	derechos	y	garantías	inherentes	al	procedimiento
sancionador,	de	manera	que	les	permita	exponer	sus	argumentos
de	defensa,	ofrecer	pruebas	y	obtener	una	decisión	por	parte	de	la
autoridad	administrativa	de	trabajo	debidamente	fundada	en
hechos	y	en	derecho;
b)	Economía	y	celeridad	procesal,	por	el	que	el	procedimiento
se	realiza	buscando	que	su	desarrollo	ocurra	con	el	menor
número	de	actos	procesales	y	que	las	partes	actúen	en	el
procedimiento	procurando	actuaciones	que	no	dificulten	su
desenvolvimiento	o	constituyan	meros	formalismos,	a	fin	de
alcanzar	una	decisión	en	tiempo	razonable,	sin	afectar	el	debido
proceso;	y,
c)	Pluralidad	de	instancia,	por	el	que	las	partes	tienen	la
posibilidad	de	impugnar	una	decisión	ante	la	autoridad
administrativa	de	trabajo.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	52.—Principios.	Además	de	los	principios	mencionados	en	el	artículo
44	 de	 la	 ley,	 se	 aplican	 a	 este	 procedimiento,	 aquellos	 que	 regulan	 la
potestad	 sancionadora,	 previstos	 en	 el	 artículo	 230	 de	 la	 Ley	 del
Procedimiento	Administrativo	General,	Ley	N°	27444.
Ley	28806.
ART.	45.—Trámite	del	procedimiento	sancionador.	El
procedimiento	se	ajusta	al	siguiente	trámite:
a)	El	procedimiento	sancionador	se	inicia	sólo	de	oficio,	a	mérito
de	actas	de	infracción	por	vulneración	del	ordenamiento	jurídico
sociolaboral,	así	como	de	actas	de	infracción	a	la	labor	inspectiva.
b)	Dispuesto	el	inicio	del	procedimiento	sancionador,	se
notificará	al	sujeto	o	sujetos	responsables	el	acta	de	la	inspección
del	trabajo,	en	la	que	conste	los	hechos	que	se	le	imputan	a	título
de	cargo,	la	calificación	de	las	infracciones	que	tales	hechos
puedan	constituir	y	la	expresión	de	las	sanciones	que	se	les
pudiera	imponer.
c)	Luego	de	notificada	el	acta	de	infracción,	el	sujeto	o	sujetos
responsables,	en	un	plazo	de	quince	(15)	días	hábiles	presentarán
los	descargos	que	estimen	pertinentes	ante	el	órgano	competente
para	instruir	el	procedimiento.
d)	Vencido	el	plazo	y	con	el	respectivo	descargo	o	sin	él,	la
autoridad,	si	lo	considera	pertinente,	practicará	de	oficio	las
actuaciones	y	diligencias	necesarias	para	el	examen	de	los	hechos,
con	el	objeto	de	recabar	los	datos	e	información	necesaria	para
determinar	la	existencia	de	responsabilidad	de	sanción.
e)	Concluido	el	trámite	precedente,	se	dictará	la	resolución
correspondiente,	teniendo	en	cuenta	lo	actuado	en	el
procedimiento,	en	un	plazo	no	mayor	de	quince	(15)	días	hábiles
de	presentado	el	descargo.
f)	Incorporado.	Ley	29783,	Tercera	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	La	resolución	correspondiente
debe	ser	notificada	al	denunciante,	al	representante	de	la
organización	sindical,	así	como	a	toda	persona	con	legítimo
interés	en	el	procedimiento.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	53.—Trámite	del	procedimiento	 sancionador.	 Sin	 perjuicio	 de	 lo
dispuesto	en	el	artículo	45	de	la	ley,	se	observará	lo	siguiente:
53.1.	 El	 procedimiento	 se	 inicia	 de	 oficio,	 a	mérito	 del	 acta	 de	 infracción
por	 vulneración	del	 ordenamiento	 jurídico	 sociolaboral,	 así	 como	del	 acta
de	infracción	a	la	labor	inspectiva.	La	notificación	del	acta	correspondiente
incluye	 a	 los	 trabajadores	 afectados	 y	 a	 las	 organizaciones	 sindicales	 de
existir.
53.2.	Durante	el	transcurso	del	procedimiento,	la	autoridad	competente	en
materia	de	inspección	del	trabajo	podrá	disponer	la	adopción	de	medidas	de
carácter	provisional	destinadas	a	asegurar	la	eficacia	de	la	resolución	final
conforme	 a	 lo	 dispuesto	 por	 los	 artículos	 236	 y	 146	 de	 la	 Ley	 del
Procedimiento	Administrativo	General,	Ley	N°	27444.
53.3.	 Modificado.	 D.	 S.	 019-2007-TR,	 Art.	 1°.	 Contra	 la	 resolución	 que
disponga	la	ejecución	de	una	medida	provisional	cabe	interponer	recurso	de
apelación	dentro	de	los	dos	(2)	días	hábiles	posteriores	a	su	notificación.	El
recurso	 es	 resuelto	 dentro	 de	 los	 tres	 (3)	 días	 hábiles	 posteriores	 a	 su
interposición.	 La	 impugnación	 de	 este	 tipo	 de	 medidas	 no	 afecta	 su
ejecución.
El	procedimiento	sancionador	se	tramita,	sin	perjuicio	de	las	acciones	que
pueda	 ejecutar	 el	 trabajador	 afectado	 ante	 las	 instancias	 judiciales
competentes.
Ley	28806.
ART.	46.—Contenido	de	las	actas	de	infracción.	Las	actas	de
infracción	de	la	Inspección	del	Trabajo,	reflejarán:
a)	Los	hechos	constatados	por	el	inspector	del	trabajo	que
motivaron	el	acta.
b)	La	calificación	de	la	infracción	que	se	impute,	con	expresión	de
la	norma	vulnerada.
c)	La	graduación	de	la	infracción,	la	propuesta	de	sanción	y	su
cuantificación.
d)	En	los	supuestos	de	existencia	de	responsable	solidario,	se
hará	constar	tal	circunstancia,	la	fundamentación	jurídica	de	dicha
responsabilidad	y	los	mismos	datos	exigidos	para	el	responsable
principal.
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	54.—Contenido	de	las	actas	de	infracción.	El	acta	de	infracción	que
se	extienda	debe	poseer	el	siguiente	contenido	mínimo:
a)	 Identificación	 del	 sujeto	 responsable,	 con	 expresión	 de	 su	 nombre	 y
apellidos	o	razón	social,	domicilio	y	actividad	económica.	Idénticos	datos	de
identificación	se	reflejarán	para	los	sujetos	que	deban	responder	solidaria	o
subsidiariamente.	 En	 caso	 de	 obstrucción	 a	 la	 labor	 inspectiva	 o	 de
empresas	 informales,	 se	 consignarán	 los	 datos	 que	 hayan	 podido
constatarse.
b)	 Los	 medios	 de	 investigación	 utilizados	 para	 la	 constatación	 de	 los
hechos	en	los	que	se	fundamenta	el	acta.
c)	 Los	hechos	 comprobados	por	 el	 inspector	del	 trabajo,	 constitutivos	de
infracción.
d)	 La	 infracción	 o	 infracciones	 que	 se	 aprecian,	 con	 especificación	de	 los
preceptos	y	normas	que	se	estiman	vulneradas,	su	calificación	y	tipificación
legal.
e)	La	sanción	que	se	propone,	su	cuantificación	y	graduación,	con	expresión
de	 los	 criterios	 utilizados	 a	 dichos	 efectos.	 De	 apreciarse	 la	 existencia	 de
reincidencia	 en	 la	 comisión	 de	 una	 infracción,	 deberá	 consignarse	 dicha
circunstancia	con	su	respectivo	fundamento.
f)	 La	 responsabilidad	 que	 se	 impute	 a	 los	 sujetos	 responsables,	 con
expresión	de	su	fundamento	fáctico	y	jurídico.
g)	 La	 identificación	 del	 inspector	 o	 de	 los	 inspectores	 del	 trabajo	 que
extiendan	al	acta	de	infracción	con	sus	respectivas	firmas.
h)	La	fecha	del	acta	y	los	datos	correspondientes	para	su	notificación.
Ley	28806.
ART.	47.—Carácter	de	las	actas	de	infracción.	Los	hechos
constatados	por	los	servidores	de	la	Inspección	del	Trabajo	que	se
formalicen	en	las	actas	de	infracción	observando	los	requisitos
establecidos,	merecen	fe,	sin	perjuicio	de	las	pruebas	que	puedan
aportar	los	sujetos	responsables,	en	defensa	de	sus	respectivos
derechos	e	intereses.
Ley	28806.
ART.	48.—Contenido	de	la	resolución.
48.1	La	resolución	que	impone	una	multa	debe	estar
fundamentada,	precisándose	el	motivo	de	la	sanción,	la	norma
legal	o	convencional	incumplida	y	los	trabajadores	afectados.
48.2	Contendrá	expresamente	tanto	en	la	parte	considerativa	y
resolutiva	el	mandato	de	la	autoridad	administrativa	de	trabajo,
dirigido	al	sujeto	o	sujetos	responsables,	para	que	cumplan	con
subsanar	las	infracciones	por	las	que	fueron	sancionados.	La
resolución	consentida	o	confirmada	tiene	mérito	ejecutivo
respecto	de	las	obligaciones	que	contiene.
Ley	28806.
ART.	 49.—Modificado.	 Ley	 29981,	 Primera	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Los	 medios	 de	 impugnación
previstos	en	el	procedimiento	sancionador	son	los	siguientes:
a)	 Recurso	 de	 apelación:	 se	 interpone	 contra	 la	 resolución	 que
pone	 fin	 al	 procedimiento	 administrativo	 dentro	 del	 tercer	 día
hábil	posterior	a	su	notificación.
b)	Recurso	de	revisión:	es	de	carácter	excepcional,	se	 interpone
dentro	 del	 quinto	 día	 hábil	 de	 resuelto	 el	 procedimiento	 en
segunda	instancia,	y	solo	se	sustenta	en	las	causales	establecidas
en	el	reglamento.
Contra	el	auto	que	declara	inadmisible	o	improcedente	alguno	de
los	recursos	se	puede	interponer	queja	por	denegatoria	dentro	del
segundo	día	hábil	de	notificado.
El	reglamento	determina	las	demás	condiciones	para	el	ejercicio
de	los	recursos	impugnativos.
NOTA:	La	Primera	Disposición	Complementaria	Modificatoria	de	la	Ley	N°	29981,	ley	publicada	el
15	enero	del	2013,	entró	en	vigencia	a	partir	de	la	aprobación	del	Reglamento	de	Organización	y
Funciones	de	la	Sunafil	(D.	S.	007-2013-TR,	publicado	el	07	de	agosto	del	2013	y	con	vigencia	a	partir
del	día	siguiente	de	su	publicación).
D.	S.	019-2006-TR.
ART.	 55.—Modificado.	 D.	 S.	 004-2011-TR,	 Art.	 1°.	 Del	 recurso	 de
apelación.	El	 recurso	de	apelación	se	resuelve	dentro	del	plazo	de	 treinta
(30)	 días	 hábiles	 de	 interpuesto	 el	 recurso,	 bajo	 responsabilidad.	 El
expediente	 debe	 elevarse	 para	 su	 resolución	 dentro	 del	 plazo	máximo	 de
cinco	(5)	días	de	interpuesto	el	recurso,	bajo	responsabilidad.
Ley	28806.
ART.	50.—Notificación	al	Ministerio	Público.	El	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	oficiará	al	Ministerio	Público	la
posible	existencia	de	ilícitos	penales,	en	los	casos	que	así	pueda
apreciarse	de	la	verificación	de	hechos	constitutivos	de	infracción,
durante	el	trámite	del	procedimiento	sancionador.
Ley	28806.
Primera	Disposición	Final	y	Transitoria.—A	partir	de	la	fecha	de
entrada	en	vigor	de	la	presente	ley,	los	candidatos	para	el	ingreso
en	la	Inspección	del	Trabajo	como	inspectores	auxiliares	deberán
contar	con	título	profesional	y	someterse	a	los	procesos	selectivos
de	ingreso	previstos	en	esta	ley.
Ley	28806.
Segunda	Disposición	Final	y	Transitoria.—Los	inspectores
auxiliares,	inspectores	del	trabajo	y	supervisores-inspectores	del
trabajo	están	comprendidos	dentro	de	los	alcances	del	Anexo	5
del	Decreto	Supremo	N°	009-97-SA,	modificado	por	Decreto
Supremo	N°	003-98-SA,	considerándose	como	actividades	de	alto
riesgo	los	servicios	prestados	por	dichos	servidores	públicos.	Para
tales	efectos,	es	de	aplicación	el	artículo	19	de	la	Ley	N°	26790	y
las	demás	normas	legales	sobre	la	materia.
Ley	28806
Sexta	Disposición	Final	y	Transitoria.—El	resultado	de	las
inspecciones	del	trabajo	tiene	naturaleza	pública,	el	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	está	facultado	para	difundir	las
mismas.	Mediante	norma	aprobada	por	resolución	ministerial
establecerá	los	medios	de	difusión,	los	supuestos	de	excepción,	los
órganos	competentes,	entre	otras.
R.	M.	396-2008-TR.
Artículo	 Único.—Apruébese	 el	 reglamento	 para	 la	 difusión	 de	 los
resultados	de	las	inspecciones	del	trabajo,	que	consta	de	siete	(7)	artículos	y
dos	(2)	disposiciones	finales,	los	cuales	son	parte	integrante	de	la	presente
resolución	ministerial.
TÍTULO	SEGUNDO
Síntesis	de	la	Legislación	Laboral
APROBACIÓN
R.	M.	322-2009-TR.
ART.	1°.—Aprobar	el	nuevo	Texto	Oficial	de	la	“Síntesis	de	la
Legislación	Laboral”.
CARÁCTER	INFORMATIVO	Y	ORIENTADOR
R.	M.	322-2009-TR.
ART.	2°.—La	“Síntesis	de	la	Legislación	Laboral”	deberá
actualizarse	periódicamente,	precisándose	que	su	contenido	sólo
tiene	carácter	informativo	y	orientador,	no	excluyéndose	en
consecuencia	la	supervisión	por	parte	de	los	inspectores	de
trabajo	de	las	obligaciones	laborales	que	no	se	encuentran
expresamente	consignadas	en	el	referido	texto	oficial.
SÍNTESIS	DE	LA	LEGISLACIÓN	LABORAL
R.	M.	322-2009-TR.
Índice
1.-	De	las	obligaciones	legales	laborales	relativas	a	las	relaciones	laborales
a)	Asistente	social	diplomado
b)	Servicio	de	relaciones	industriales
c)	Contrato	de	trabajo	a	domicilio
d)	Contratos	de	trabajo	sujetos	a	modalidad
e)	Asignación	familiar
f)	Bonificación	por	tiempo	de	servicios
g)	Contratación	de	adolescente	trabajador
h)	Compensación	por	tiempo	de	servicios
i)	Gratificaciones	legales
j)	Reglamento	interno	de	trabajo
k)	Prestaciones	alimentarias	en	beneficio	de	los	trabajadores
l)	Registro	de	asistencia
m)	Descansos	remunerados
n)	Seguro	de	vida
o)	Registro	de	trabajadores	en	planilla
p)	Entrega	de	boletas	de	pago
q)	Jornada	de	trabajo
r)	Participación	en	las	utilidades
2.-	De	las	obligaciones	legales	laborales	relativas	a	la	seguridad	y	salud	en
el	trabajo
a)	Reglamento	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo
b)	Seguro	complementario	de	trabajo	de	riesgo
3.-	De	las	obligaciones	en	materia	de	empleo	y	colocación
a)	Concepto	de	agencia	privada
b)	Requisitos	para	el	registro
c)	Obligaciones	de	las	agencias	privadas	de	empleo
d)	Sanciones	a	las	agencias	privadas	de	empleo
4.-	 De	 las	 obligaciones	 legales	 formales	 y	 otras	 obligaciones	 relativas	 a
empresas	 de	 intermediación	 laboral,	 empresas	 usuarias	 y	 empresas
tercerizadoras
a)	Obligaciones	formales	de	las	cooperativas	de	trabajadores
b)	Obligaciones	formales	de	las	empresas	intermediación	laboral.
c)	 Obligaciones	 formales	 de	 las	 empresas	 de	 tercerización	 laboral	 y
obligaciones	frente	a	sus	trabajadores.
5.-	 De	 las	 obligaciones	 legales	 laborales	 relativas	 a	 la	 promoción	 y
formación	del	trabajo
a)	Del	aprendizaje
b)	Prácticas	profesionales
c)	Capacitación	laboral	juvenil
d)	De	la	pasantía
e)	De	la	reinserción	laboral
6.-	 De	 las	 obligaciones	 legales	 laborales	 relativas	 a	 las	 infracciones	 en
materia	de	contratación	de	trabajadores	extranjeros
a)	Del	contrato
b)	Porcentajes	limitativos
c)	Exoneración	de	porcentajes
d)	Excepción	de	limitativos
e)	De	la	inspección	y	las	sanciones
7.-	De	las	obligaciones	en	materia	de	la	seguridad	social	en	salud
a)	Asegurados
b)	Entidades	empleadoras
c)	Registro	del	asegurado	regular
d)	Registro	de	derechohabientes
SÍNTESIS	DE	LA	LEGISLACIÓN	LABORAL
1.-	De	las	obligaciones	legales	laborales	relativas	a	relaciones	laborales
a)	Asistente	social	diplomado:
Marco
normativo Publicación Registro
D.	 S.	 N°
009 12.07.1965
Una	 asistenta	 social	 formará	 parte	 de	 servicio	 de
relaciones	industriales.
R.	 S.	 N°
337 13.06.1965
Pautas	 para	 facilitar	 el	 cumplimiento	 de	 las
empresas	de	incorporar	una	asistenta	social.
Ley	 N° Ley	 de	 Creación	 del	 Colegio	 de	 Trabajadores
27918 11.08.2003 Sociales	del	Perú.
1.-	Definición
Se	 denomina	 asistente	 social	 a	 aquella	 persona	 diplomada	 encargada	 de
procurar	 consejo	 y	 asesoramiento	 para	 la	 solución	 de	 los	 problemas
extralaborales	del	trabajador	y	su	familia.
2.-	Funciones
Son	funciones:
-	 Colaborar	 con	 la	 solución	 de	 los	 problemas	 personales	 y	 familiares	 del
trabajador	que	afecten	el	desempeño	de	sus	funciones.
-	 Propugnar	 que	 el	 trabajador	 participe	 en	 los	 programas	 que	 elabore	 o
programe	el	servicio	de	relaciones	industriales.
-	Prevenir	los	problemas	que	puedan	afectar	al	trabajador	o	a	sus	familias.
3.-	Empleadores	obligados
Es	 obligatorio	 que	 la	 empresa	 que	 cuente	 con	 más	 de	 cien	 (100)
trabajadores,	 sean	 empleados	 u	 obreros,	 cuente	 con	 un	 trabajador	 social
colegiado	dentro	de	su	servicio	de	relaciones	industriales.
4.-	Eventualidades
Aquellas	 empresas	 que	 por	 la	 naturaleza	 de	 sus	 actividades	 realicen
labores	 eventuales,	 en	 lugares	 próximos,	 podrán	 utilizar	 los	 servicios
comunes	 de	 un	 asistente	 social,	 a	 condición	 de	 que	 este	 servicio	 ofrezca
atención	permanente	a	los	trabajadores	de	las	empresas	mencionadas.
b)	Servicio	de	relaciones	industriales
Marco
normativo Promulgación Registro
D.	 Ley	 N°
14371 12.01.1963
Obligación	 del	 empleador	 de	 contar	 con	 un
servicio	de	relaciones	industriales.
D.	S.	N°	005 23.04.1963 Reglamento	de	la	Ley	N°	14371.
1.-	Concepto
El	 servicio	 de	 relaciones	 industriales,	 se	 desarrolla	 en	 el	 interior	 de	 la
empresa	en	dependencias	adecuadas	y	en	forma	permanente;	se	encarga	de
la	atención	de	las	cuestiones	laborales.
2.-	Empleadores	obligados
Es	 obligatorio	 en	 las	 empresas	 que	 cuenten	 con	 más	 de	 cien	 (100)
trabajadores,	 sean	 empleados	 y	 obreros,	 contratados	 bajo	 cualquier
modalidad	laboral.
3.-	Funciones	básicas
•	 Atención	 de	 las	 reclamaciones	 que	 formulen	 los	 trabajadores	 sobre
salarios	 o	 demás	 condiciones	 de	 trabajo	 y	 el	 cumplimiento	 de	 las
disposiciones	legales	y	contractuales.
•	 El	 fomento	 de	 la	 armonía	 y	 colaboración	 entre	 la	 empresa	 y	 los
trabajadores	por	todos	los	medios	adecuados	tales	como	la	administración
salarial	 y	 de	 personal,	 la	 selección	 y	 entrenamiento	 de	 personal,	 las
comunicaciones,	higiene	y	seguridad	industrial	y	la	asistencia	social.
4.-	Personas	encargadas
•	El	empleador	deberá	comunicar	a	la	AAT	de	la	respectiva	jurisdicción	el
nombre	 de	 las	 personas	 a	 cargo	 del	 servicio,	 y	 los	 cambios	 que	 se
produjeran.
•	 Si	 la	 empresa	 obligada	 tuviera	 más	 de	 un	 centro	 de	 trabajo	 la
dependencia	funcionará	en	la	que	tenga	el	mayor	número	de	trabajadores,
en	 este	 caso	 dicha	 dependencia	 deberá	 estar	 dotada	 de	 los	 medios
adecuados	 para	 cumplir	 sus	 funciones	 respecto	 de	 los	 demás	 centros	 de
trabajo.
c)	Contrato	de	trabajo	a	domicilio
Marco
normativo Publicación Registro
D.	 S.	 N°	 003-97- TUO	 Ley	 de	 Productividad	 y	 Competitividad
TR 27.03.1997 Laboral.
D.	 S.	 N°	 001-96-
TR 26.01.1996 Reglamento	del	D.	Leg.	N°	728.
1.-	Concepto
•	 El	 contrato	 de	 trabajo	 a	 domicilio	 es	 el	 que	 se	 ejecuta,	 habitual	 o
temporalmente,	de	forma	continua	o	discontinua,	por	cuenta	de	uno	o	más
empleadores,	en	el	domicilio	del	trabajador	o	en	el	lugar	designado	por	éste,
sin	 supervisión	 directa	 e	 inmediata	 del	 empleador.	 El	 empleador	 tiene	 la
facultad	 de	 establecer	 las	 regulaciones	 de	 la	 metodología	 y	 técnicas	 del
trabajo	a	realizarse.
•	 En	 la	 producción	 de	 bienes	 inmateriales	 el	 derecho	 a	 la	 propiedad
intelectual	 del	 bien	 producido	 lo	 reserva	 el	 empleador,	 salvo	 que	 medie
pacto	expreso	en	contrario.
2.-	Relación	laboral
•	 El	 trabajo	 a	 domicilio	 genera	 relación	 laboral	 entre	 el	 trabajador	 a
domicilio	 y	 el	 empleador,	 sea	 este	 último	 el	 productor	 de	 los	 bienes	 y
servicios	finales	o	intermedios,	sub	contratistas	o	agente,	siempre	que	estos
últimos	se	encuentren	debidamente	registrados.
•	 No	 está	 comprendido	 en	 el	 trabajo	 a	 domicilio	 el	 que	 realizan	 los
trabajadores	domésticos	o	del	 hogar,	 el	 trabajo	 autónomo,	 el	 realizado	 en
taller	de	familia	o	trabajo	familiar.
3.-	Formalidades
•	El	contrato	de	 trabajo	a	domicilio	se	celebra	por	escrito	y	en	 triplicado,
una	de	cuyas	copias	se	remite	a	la	AAT	para	los	fines	de	su	registro.
•	El	empleador	está	obligado	a	 llevar	un	Registro	de	Trabajo	a	Domicilio,
cuya	copia	será	entregada	al	 trabajador.	Este	registro	sustituye	para	todos
sus	 efectos	 al	 libro	 de	 planilla	 de	 remuneraciones	 del	 régimen	 laboral
común,	 excepto	 para	 los	 casos	 incursos	 dentro	 de	 lo	 contemplado	 en	 el
artículo	 2°	 del	 Decreto	 Supremo	 N°	 018-2007-TR.	 En	 dicho	 registro	 se
consignará	lo	siguiente:
a)	Los	datos	de	identificación	del	trabajador;
b)	 La	 referencia	 a	 las	 fechas	 de	 suscripción	 del	 contrato	 de	 trabajo	 a
domicilio	y	de	su	remisión	a	la	AAT;
c)	El	número	de	carné	de	inscripción	del	trabajador	en	el	Seguro	Social	de
Salud	(ESSALUD),	de	ser	el	caso;
d)	 La	 calidad	 y	 naturaleza	 de	 la	 obra	 encomendada	 y	 la	 remuneración
convenida,	indicando	los	factores	intervinientes	en	su	fijación;
e)	El	monto	y	fecha	de	pago	de	la	remuneración,	en	cada	oportunidad	que
éste	se	realiza;
f)	 El	 monto	 y	 fecha	 de	 pago	 de	 cualquier	 beneficio	 que	 se	 abone	 en
aplicación	de	la	ley	o	que	resulte	de	acuerdo	convencional;
g)	 El	 suministro	 o	 no,	 tanto	 de	 los	materiales	 como	 de	 las	 herramientas,
maquinarias	o	útiles	para	 la	producción	y	 la	modalidad	y	 título	en	 los	que
otorga	estos	últimos;	y,
h)	Cualquier	otra	indicación	o	precisión	relativa	a	la	relación	laboral	y	que
las	partes	estimen	conveniente	consignar.
4.-	Remuneración
•	La	remuneración	es	fijada	por	 las	partes	en	el	contrato	de	trabajo	o	por
convenio	 colectivo	 de	 trabajo	 a	 domicilio,	 en	 base	 a	 criterios	 de
remuneración	por	producción,	bajo	la	modalidad	de	valor	hora	o	tarifa	por
bien	o	servicio	producido.
•	El	empleador	sólo	podrá	deducir	hasta	un	veinticinco	por	ciento	 (25%)
mensual	 de	 la	 remuneración	 obtenida	 por	 el	 trabajador,	 en	 caso	 de
responsabilidad	económica	a	cargo	del	trabajador	por	la	pérdida	o	deterioro
que	 por	 su	 culpa	 sufran	 los	 materiales	 o	 bienes	 suministrados	 para	 la
producción,	 tales	 como	 herramientas,	 maquinarias	 o	 útiles	 para	 la
producción,	hasta	cumplir	el	pago	del	valor	respectivo.
5.-	Derechos	sociales
•	El	 trabajador	 a	domicilio	 tiene	derecho	 a	percibir	 los	derechos	 sociales
siguientes:
a)	 Primero	 de	 mayo,	 equivalente	 a	 una	 treintava	 parte	 de	 las
remuneraciones	 totales	 percibidas	 el	 mes	 inmediato	 anterior	 laborado,
siempre	 que	 el	 trabajador	 tenga	 derecho	 acumulado	 de	 los	 beneficios
indicados	en	los	literales	siguientes;
b)	 Vacaciones,	 equivalente	 al	 8,33%	 del	 total	 de	 las	 remuneraciones
percibidas	 durante	 el	 año	 cronológico	 anterior	 de	 servicios	 prestados	 al
empleador;
c)	Compensación	por	tiempo	de	servicios,	equivalente	al	8,33%	del	total	de
las	 remuneraciones	 percibidas	 durante	 el	 año	 cronológico	 anterior	 de
servicios	 prestados	 al	 empleador.	 Este	 beneficio	 lo	 paga	 directamente	 el
empleador	al	trabajador	dentro	de	los	diez	(10)	días	siguientes	de	cumplido
el	año	cronológico	de	servicios	y	tiene	efecto	cancelatorio.
•	 El	 trabajador	 podrá	 solicitar	 al	 empleador	 el	 pago	 adelantado	 de	 los
beneficios	remunerativos	señalados	precedentemente,	cuando	la	prestación
de	servicios	se	interrumpa	o	suspenda	por	un	período	igual	o	mayor	de	un
mes.	 En	 este	 caso,	 el	 cálculo	 se	 efectuará	 teniendo	 como	 base	 el	 total	 de
remuneraciones	percibidas	durante	el	período	realmente	laborado.	El	pago
adelantado	de	cualquiera	de	dichos	beneficios	tiene	efecto	cancelatorio.
d)	Contratos	de	trabajo	sujetos	a	modalidad
Marco
normativo Publicación Registro
D.	 S.	 N°
003-97-TR 27.03.1997
TUO	 de	 la	 Ley	 de	 Productividad	 y	 Competitividad
Laboral.
D.	 S.	 N°
001-96-TR 26.01.1996 Reglamento	del	D.	Leg.	N°	728.
R.	 M.	 N°
192-2008-
TR
03.07.2008
Modificaciones	 al	 Texto	 Único	 de	 Procedimientos
Administrativos	 -	 TUPA	 del	Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	del	Empleo.
R.	 M.	 N°
223-2008- 31.07.2008
Modifican	 la	 Disposición	 Transitoria	 Única	 de	 la	 R.
M.	 N°	 192-2008-TR,	 que	 aprobó	 modificación	 de
diversos	 procedimientos	 administrativos	 vinculados
TR al	 registro	de	contratos	y	convenios	de	modalidades
formativas	laborales.
1.-	Ámbito	de	aplicación
Pueden	celebrarse	contratos	de	trabajo	sujetos	a	modalidad	cuando	así	 lo
requieran	las	necesidades	del	mercado	o	mayor	producción	de	la	empresa,
así	como	cuando	lo	exija	la	naturaleza	temporal	o	accidental	del	servicio	que
se	va	a	prestar	o	de	la	obra	que	se	ha	de	ejecutar,	excepto	los	contratos	de
trabajo	 intermitentes	 o	 de	 temporada,	 que	 por	 su	 naturaleza	 pueden	 ser
permanentes.
2.-	Requisitos	formales	para	la	validez	de	los	contratos
•	Todos	los	contratos	modales	deben	constar	necesariamente	por	escrito	y
por	 triplicado,	 debiendo	 consignarse	 en	 forma	 expresa	 su	 duración,	 y	 las
causas	 objetivas	 determinantes	 de	 la	 contratación,	 así	 como	 las	 demás
condiciones	de	la	relación	laboral.
•	Una	copia	de	los	contratos	será	presentada	a	la	AAT	dentro	de	los	quince
(1	 5)	 días	 naturales	 de	 su	 celebración,	 para	 efectos	 de	 su	 conocimiento	 y
registro.
•	 A	 partir	 del	 1	 de	 agosto	 del	 2008,	 a	 nivel	 de	 Lima	 Metropolitana	 y	 la
Provincia	 Constitucional	 del	 Callao,	 los	 contratos	 sujetos	 a	 modalidad	 se
presentarán	 a	 través	 del	 portal	 institucional	 del	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	 del	 Empleo,	 www.mintra.gob.pe.	 Previo	 al	 inicio	 del	 referido
procedimiento	 administrativo,	 los	 administrativos	 deberán	 alcanzar
debidamente	llenado	el	formato	contenido	en	el	Anexo	I	o	en	el	Anexo	II	de
la	Resolución	Ministerial	N°	192-2008-TR.
3.-	Normas	comunes
•	Dentro	de	 los	plazos	máximos	establecidos	en	 las	distintas	modalidades
contractuales,	podrán	celebrarse	contratos	por	períodos	menores	pero	que
sumados	no	excedan	dichos	límites.
•	En	los	casos	que	correspondan	podrán	celebrarse	en	formas	sucesiva	con
el	 mismo	 trabajador,	 diversos	 contratos	 bajo	 distintas	 modalidades	 en	 el
centro	 de	 trabajo,	 en	 función	 de	 las	 necesidades	 empresariales	 y	 siempre
que	en	conjunto	no	superen	la	duración	máxima	de	cinco	(5)	años.
•	En	 los	contratos	sujetos	a	modalidad	rige	el	período	de	prueba	previsto
en	la	ley.
•	Si	el	empleador	vencido	el	período	de	prueba	resolviera	arbitrariamente
el	 contrato,	 deberá	 abonar	 al	 trabajador	 una	 indemnización	 equivalente	 a
una	 remuneración	 y	 media	 ordinaria	 mensual	 por	 cada	 mes	 dejado	 de
laborar	 hasta	 el	 vencimiento	 del	 contrato,	 con	 el	 límite	 de	 doce	 (12)
remuneraciones.
4.-	Denominación	de	los	contratos
Contratos	de	naturaleza	temporal:
a)	El	contrato	por	inicio	o	lanzamiento	de	una	nueva	actividad;
b)	El	contrato	por	necesidades	del	mercado;
c)	El	contrato	por	reconversión	empresarial.
Contratos	de	naturaleza	accidental:
a)	El	contrato	ocasional;
b)	El	contrato	de	suplencia;
c)	El	contrato	de	emergencia.
Contratos	de	obra	o	servicio:
a)	El	contrato	específico;
b)	El	contrato	intermitente;
c)	El	contrato	de	temporada.
Otros	contratos:
•	 Contratos	 de	 trabajo	 del	 régimen	 de	 exportación	 de	 productos	 no
tradicionales.
•	Contratos	de	trabajo	temporales	que	se	ejecuten	en	las	zonas	francas.
•	 Otra	 clase	 de	 servicio	 sujeto	 a	 modalidad	 no	 contemplado
específicamente,	 siempre	 que	 su	 objeto	 sea	 de	 naturaleza	 temporal	 y	 por
una	duración	adecuada	al	servicio	que	debe	prestarse.
Derechos	y	beneficios:
•	Los	 trabajadores	 que	 estén	bajo	 contratación	modal,	 tienen	 los	mismos
derechos	 que	 por	 ley,	 pacto	 o	 costumbre	 tuvieran	 los	 trabajadores
vinculados	 a	 un	 contrato	 de	 duración	 indeterminada,	 y	 a	 la	 estabilidad
laboral	durante	el	tiempo	que	dure	el	contrato,	una	vez	superado	el	período
de	prueba.
5.-	Desnaturalización	de	los	contratos
•	Los	 contratos	 de	 trabajo	 sujetos	 a	modalidad	 se	 considerarán	 como	 de
duración	indeterminada	en	los	siguientes	casos:
a)	Si	el	trabajador	continúa	laborando	después	de	la	fecha	de	vencimiento
del	plazo	estipulado,	o	después	de	las	prórrogas	pactadas,	si	éstas	exceden
el	límite	máximo	permitido;
b)	 Cuando	 se	 trata	 de	 un	 contrato	 de	 obra	 determinada	 o	 de	 servicio
específico,	si	el	trabajador	continúa	prestando	servicios	efectivos,	 luego	de
concluida	la	obra	materia	del	contrato,	sin	haber	operado	renovación;
c)	Si	el	titular	del	puesto	sustituido,	no	se	reincorpora	vencido	el	término
legal	o	convencional	y	el	trabajador	contratado	continuare	laborando;	y,
d)	Cuando	el	 trabajador	demuestre	 la	existencia	de	simulación	o	 fraude	a
las	normas	establecidas	en	la	ley.
•	 Los	 trabajadores	 permanentes	 que	 cesen	 no	 podrán	 ser	 recontratados
bajo	 ninguna	 de	 las	 modalidades	 previstas	 en	 la	 ley,	 salvo	 que	 haya
transcurrido	un	año	del	cese.
e)	Asignación	familiar
Marco	normativo Publicación Registro
Ley	N°	25	129 06.12.1989 Ley	de	Asignación	Familiar.
D.	S.	N°	035-90-TR 07.06.1990 Reglamento	de	la	ley.
1.-	Ámbito	de	aplicación
•	El	beneficio	se	aplica	a	los	trabajadores	sujetos	al	régimen	de	la	actividad
privada	con	vínculo	laboral	vigente	cuyas	remuneraciones	no	se	regulen	por
negociación	colectiva.
•	Si	el	trabajador	percibe	un	beneficio	igual	o	superior	por	el	concepto	de
asignación	 familiar	 del	 que	 señala	 la	 ley,	 se	 optará	 por	 el	 que	 le	 otorgue
mayor	beneficio	en	efectivo.
2.-	Naturaleza	y	monto	de	la	asignación
•	 La	 asignación	 familiar	 tiene	 carácter	 y	 naturaleza	 remunerativa.	 Es
equivalente	al	10%	de	 la	RMV	vigente	en	 la	oportunidad	que	corresponda
percibir	el	derecho.
•	Debe	ser	abonada	por	el	empleador	bajo	la	misma	modalidad	con	que	se
efectúa	el	pago	de	las	remuneraciones
3.-	Beneficiarios
Tienen	derecho	a	percibir	la	asignación:
•	 Los	 trabajadores	 que	 tengan	 a	 su	 cargo	 uno	 o	 más	 hijos	 menores	 de
dieciocho	(18)	años.
•	En	caso	que	el	hijo	cumpla	la	mayoría	de	edad	y	se	encuentre	realizando
estudios	 superiores	 o	 universitarios	 este	 beneficio	 se	 extenderá	 hasta	 la
culminación	de	los	mismos	y	con	un	máximo	de	seis	(6)	años	posteriores	al
cumplimiento	de	dicha	mayoría	de	edad.
•	 En	 caso	 de	 que	 la	 madre	 y	 el	 padre	 sean	 trabajadores	 de	 una	 misma
empresa	ambos	tendrán	derecho	a	percibir	este	beneficio.
•	 Si	 un	 trabajador	 labora	 para	 más	 de	 un	 empleador	 tendrá	 derecho	 a
percibir	la	asignación	familiar	por	cada	empleador.
f)	Bonificación	por	tiempo	de	servicios
Marco	normativo Publicación Registro
Ley	N°	26513 28.07.1995 Derogatoria	 de	 la	 Bonificación	 porTiempo	de	Servicios.
Decreto	 Legislativo
N°	688 05.11.1991
Ley	 de	 Consolidación	 de	 Beneficios
Sociales.
1.-	Beneficiario
•	 Sólo	 tienen	 derecho	 a	 este	 beneficio	 aquellos	 trabajadores	 obreros	 o
empleados	que	al	28	de	julio	de	1995	lo	hubieran	alcanzado.
2.-	Monto	del	beneficio
•	 Los	 trabajadores	 que	 hayan	 alcanzado	 el	 beneficio	 tienen	 derecho	 a
percibir	el	30%	sobre	su	remuneración	mensual	computable.
•	Para	estos	efectos	se	considera	remuneración	únicamente	el	básico	y	las
horas	extras.
•	 Para	 percibir	 la	 bonificación	 por	 tiempo	 de	 servicio	 el	 trabajador	 debe
acreditar	30	años	de	servicios	prestados	a	un	mismo	empleador.
•	 Se	 consideran	 indistintamente	 los	 servicios	 que	 se	 hayan	 prestado	 en
calidad	 de	 obrero	 o	 de	 empleado	 en	 forma	 continua	 o	 discontinua	 en	 la
misma	empresa.
•	En	el	caso	de	venta,	 traspaso,	cambio	de	giro	de	negocio	y	otras	 figuras
análogas,	 el	 tiempo	 de	 servicios	 se	 considera	 prestado	 a	 un	 mismo
empleador.
g)	Contratación	de	adolescente	trabajador
Marco
normativo Publicación Registro
D.	 S.	 N°
003-97-TR 27.03.1997
TUO	 de	 la	 Ley	 de	 Productividad	 y
Competitividad	Laboral.
Ley	 N°
27337 07.08.2000 Código	de	los	Niños	y	Adolescentes.
Convenio
N°	 138	 de
la	O.I.T.
23.05.2001
(Resolución
Legislativa	N°
27453)
Sobre	la	edad	mínima	de	admisión	al	empleo.
D.	 S.	 N°
007-2006- 25.07.2006
Aprueban	la	“Relación	de	trabajos	y	actividades
peligrosas	o	nocivas	para	la	salud	física	o	moral
Mimdes de	las	y	los	adolescentes”.
1.-	Concepto
Se	 considera	niño	a	 todo	 ser	humano	desde	 su	 concepción	hasta	 cumplir
doce	años	de	edad	y	adolescente	desde	los	doce	hasta	cumplir	los	dieciocho
años	 de	 edad.	 Tanto	 los	 niños	 y	 adolescentes	 son	 sujetos	 de	 derechos,
libertades	 y	 protección	 específica,	 considerándose	 en	 ella	 la	 igualdad	 de
oportunidades	y	la	no-discriminación	sin	distinción	de	sexo.
2.-	Derecho	al	trabajo
•	 El	 Estado	 garantiza	 modalidades	 y	 horarios	 escolares	 especiales	 que
permitan	a	los	niños	y	adolescentes	que	trabajan	asistir	regularmente	a	sus
centros	de	estudio.
•	 El	 Estado	 reconoce	 el	 derecho	 de	 los	 adolescentes	 a	 trabajar,	 con	 las
restricciones	que	impone	el	Código	de	los	Niños	y	Adolescentes,	siempre	y
cuando	no	exista	explotación	económica	y	su	actividad	 laboral	no	 importe
riesgo	o	peligro,	 afecte	 su	proceso	educativo	o	 sea	nocivo	para	 su	 salud	o
para	su	desarrollo	físico,	mental,	espiritual,	moral	o	social.
3.-	Régimen	laboral	del	adolescente	trabajador
Ámbito	de	aplicación:
•	Los	adolescentes	que	trabajan	en	forma	dependiente	o	por	cuenta	ajena
están	amparados	por	el	Código	de	los	Niños	y	Adolescentes.	Se	incluye	a	los
que	realizan	el	trabajo	a	domicilio	y	a	los	que	trabajan	por	cuenta	propia	o
en	 forma	 independiente	 así	 como	 a	 los	 que	 realizan	 trabajo	 doméstico	 y
trabajo	familiar	no	remunerado.
•	 Excluye	 de	 su	 ámbito	 de	 aplicación	 el	 trabajo	 de	 los	 aprendices	 y
practicantes,	el	que	se	rige	por	sus	propias	leyes.
Instituciones	encargadas	de	la	protección	del	adolescente	trabajador:
•	 La	 protección	 del	 adolescente	 trabajador	 corresponde	 al	 Promudeh	 en
forma	 coordinada	 y	 complementaria	 con	 los	 sectores	 Trabajo,	 Salud	 y
Educación,	así	como	con	los	gobiernos	regionales	y	municipales.
•	 El	 Promudeh	 dicta	 la	 política	 de	 atención	 para	 los	 adolescentes	 que
trabajan.
Autorización	del	adolescente	trabajador:
•	Los	 adolescentes	 requieren	 autorización	 para	 trabajar,	 salvo	 en	 el	 caso
del	trabajador	familiar	no	remunerado.
•	 -Se	 presume	 que	 los	 adolescentes	 están	 autorizados	 por	 sus	 padres	 o
responsables	 para	 trabajar	 cuando	 habiten	 con	 ellos,	 salvo	manifestación
expresa	en	contrario	de	los	mismos.
Edades	requeridas	para	trabajar	según	actividades:
Para	 el	 caso	 del	 trabajo	 por	 cuenta	 ajena	 o	 que	 se	 preste	 en	 relación	 de
dependencia:
-	Quince	(15)	años	para	labores	agrícolas	no	industriales;
-	Dieciséis	(16)	años	para	labores	industriales,	comerciales	o	mineras;
-	Diecisiete	(17)	años	para	labores	de	pesca	industrial.
-	Para	el	caso	de	las	demás	modalidades	de	trabajo,	catorce	(14)	años
-	Por	excepción	se	 concederá	autorización	a	partir	de	 los	doce	 (12)	años,
siempre	que	las	labores	a	realizar	no	perjudiquen	su	salud	o	desarrollo,	ni
interfieran	 o	 limiten	 su	 asistencia	 a	 los	 centros	 educativos	 y	 permitan	 su
participación	en	programas	de	orientación	o	formación	profesional.
Competencia	e	inscripción:
Tienen	competencia	para	inscribir,	autorizar	y	supervisar	el	trabajo	de	los
adolescentes	que	cuenten	con	las	edades	requeridas:
-	 El	 sector	 trabajo,	 para	 trabajos	 por	 cuenta	 ajena	 o	 que	 se	 presten	 en
relación	de	dependencia.
-	 Los	 municipios	 distritales	 y	 provinciales	 dentro	 de	 sus	 jurisdicciones,
para	trabajadores	domésticos,	por	cuenta	propia	o	que	se	realicen	en	forma
independiente	y	dentro	de	su	jurisdicción.	El	responsable	de	la	familia	en	el
caso	del	trabajador	no	remunerado	inscribirá	al	adolescente	trabajador	en
el	registro	municipal	correspondiente.
-	 En	 todas	 las	 modalidades	 de	 trabajo,	 la	 inscripción	 tendrá	 carácter
gratuito.
Registro	y	datos	que	se	deben	consignar:
Las	 instituciones	responsables	de	autorizar	el	 trabajo	de	 los	adolescentes
llevarán	un	registro	especial	en	el	que	se	hará	constar	lo	siguiente:
a)	Nombre	completo	del	adolescente;
b)	Nombre	de	sus	padres,	tutores	o	responsables;
c)	Fecha	de	nacimiento;
d)	Dirección	y	lugar	de	residencia;
e)	Labor	que	desempeña;
f)	Remuneración;
g)	Horario	de	trabajo;
h)	Escuela	a	la	que	asiste	y	horario	de	estudios;	y,
i)	Número	de	certificado	médico.
Autorización:
•	Son	requisitos	para	otorgar	autorización	para	el	trabajo	de	adolescentes:
a)	Que	el	trabajo	no	perturbe	la	asistencia	regular	a	la	escuela;
b)	 Que	 el	 certificado	 médico	 acredite	 la	 capacidad	 física,	 mental	 y
emocional	 del	 adolescente	 para	 realizar	 las	 labores.	 Este	 certificado	 será
expedido	gratuitamente	por	 los	 servicios	médicos	del	 sector	 salud	o	de	 la
seguridad	social;	y
c)	 Que	 ningún	 adolescente	 sea	 admitido	 al	 trabajo	 sin	 la	 debida
autorización.
Examen	médico:
•	Los	adolescentes	trabajadores	son	sometidos	periódicamente	a	exámenes
médicos.
•	 Para	 los	 trabajadores	 independientes	 y	 domésticos	 los	 exámenes	 serán
gratuitos	y	estarán	a	cargo	del	sector	salud.
Jornada	de	trabajo:
•	 El	 trabajo	 del	 adolescente	 entre	 los	 doce	 (12)	 y	 catorce	 (14)	 años	 no
excederá	 de	 cuatro	 (4)	 horas	 diarias	 ni	 de	 veinticuatro	 (24)	 horas
semanales.	El	trabajo	del	adolescente,	entre	los	quince	(15)	y	diecisiete	(17)
años	 no	 excederá	 de	 seis	 (6)	 horas	 diarias	 ni	 de	 treinta	 y	 seis	 (36)	 horas
semanales.
•	 Trabajo	 nocturno:	 Se	 entiende	 por	 trabajo	 nocturno	 el	 que	 se	 realiza
entre	las	19:00	y	las	07:00	horas.	El	juez	podrá	autorizar	excepcionalmente
el	 trabajo	 nocturno	 de	 adolescentes	 a	 partir	 de	 los	 quince	 (15)	 hasta	 que
cumplan	los	dieciocho	(18)	años,	siempre	que	éste	no	exceda	de	cuatro	(4)
horas	 diarias;	 fuera	 de	 esta	 autorización,	 queda	 prohibido	 el	 trabajo
nocturno	de	los	adolescentes.
Trabajos	prohibidos:
•	Se	prohíbe	el	trabajo	de	los	adolescentes	en	actividades	peligrosas	por	su
naturaleza,	 que	 son	 aquellas	 que	 por	 una	 característica	 intrínseca	 de	 la
actividad	 laboral	 representan	riesgo	para	 la	 salud	y	seguridad	de	 las	y	 los
adolescentes.	Igualmente,	se	prohíbe	emplear	a	los	adolescentes	en	trabajos
peligrosos	por	sus	condiciones,	que	son	definidos	como	aquellos	en	los	que
los	lugares	en	los	que	las	y	los	adolescentes	desarrollan	su	actividad	laboral
pueden	 determinar	 perjuicio	 para	 su	 desarrollo	 integral,	 de	 conformidad
con	el	Decreto	Supremo	N°	007-2006-Mimdes.
•	El	Mimdes,	en	coordinación	con	el	sector	trabajo	y	previa	consulta	con	los
gremios	laborales	y	empresariales,	establecerá	periódicamente	una	relación
de	trabajos	y	actividades	peligrosas	o	nocivas	para	la	salud	física	o	moral	de
los	adolescentes	en	las	que	no	deberá	ocupárseles.
Remuneración:
•	El	adolescente	trabajador	no	percibirá	una	remuneración	inferior	a	la	de
los	demás	trabajadores	de	su	misma	categoría	en	trabajos	similares.
Libreta	del	adolescente	trabajador:
Los	 adolescentes	 que	 trabajan	 deberán	 estar	 provistos	 de	 una	 libreta
otorgada	 por	 quien	 confirió	 la	 autorización	 para	 el	 trabajo.	 En	 esta
constarán	los	datos	consignados	en	el	registro	especial.
Facilidades	y	beneficios	para	los	adolescentes	que	trabajan:
•	 Los	 empleadores	 que	 contraten	 adolescentes	 están	 obligados	 a
concederles	 facilidades	que	hagan	compatibles	su	trabajo	con	 la	asistencia
regular	a	la	escuela.
•	El	derecho	a	vacaciones	remuneradas	pagadas	se	concederá	en	los	meses
de	vacaciones	escolares.
•	 Los	 adolescentes	 que	 trabajan	 bajo	 cualquiera	 de	 las	 modalidades
amparadas	por	esta	ley	tienen	derecho	a	la	seguridad	social	obligatoria,	por
lo	 menos	 en	 el	 régimen	 de	 prestaciones	 de	 salud.	 Es	 obligación	 de	 los
empleadores,	 en	 el	 caso	 del	 trabajador	 por	 cuenta	 ajena	 y	 del	 trabajador
doméstico,	 y	 del	 jefe	 de	 familia,	 en	 el	 caso	 del	 trabajador	 familiar	 no
remunerado,	cumplir	con	estas	disposiciones.
•	 Los	 adolescentes	 trabajadores	 independientes	 podrán	 acogerse	 a	 este
beneficio	abonando	sólo	el	10%	de	la	cuota	correspondiente	al	trabajador
de	una	relación	de	trabajo	dependiente
Registro	a	cargo	de	los	establecimientos	que	contratan	adolescentes:
•	 Los	 establecimientos	 que	 contraten	 adolescentes	 para	 trabajar	 deben
llevar	un	registro	con	los	datos	que	establece	el	registro	especial.
Trabajo	doméstico	o	trabajo	familiar	no	remunerado:
•	 Los	 adolescentes	 que	 trabajan	 en	 el	 servicio	 doméstico	 o	 que
desempeñan	trabajo	familiar	no	remunerado	tienen	derecho	a	un	descanso
de	doce	(12)	horas	diarias	continuas.	Los	empleadores,	patronos,	padres	o
parientes	 están	 en	 la	 obligación	 de	 proporcionarles	 todas	 las	 facilidades
para	garantizar	su	asistencia	regular	a	la	escuela.
•	 Compete	 al	 juez	 especializado	 conocer	 el	 cumplimiento	 de	 las
disposiciones	 referidas	 al	 trabajo	 de	 adolescentes	 que	 se	 realiza	 en
domicilios.
Capacidad:
•	 Los	 adolescentes	 trabajadores	 podrán	 reclamar,	 sin	 necesidad	 de
apoderado	 y	 ante	 la	 autoridad	 competente,	 el	 cumplimiento	 de	 todas	 las
normas	jurídicas	relacionadas	con	su	actividad	económica.
Ejercicio	de	derechos	laborales	colectivos:
•	Los	adolescentes	pueden	ejercer	derechos	laborales	de	carácter	colectivo
pudiendo	formar	parte	o	constituir	sindicatos	por	unidad	productiva,	rama,
oficio	zona	de	trabajo	asimismo	podrán	afiliarse	a	organizaciones	de	grado
superior.
Programas	de	empleo	municipal:
•	 Los	 programas	 de	 capacitación	 para	 el	 empleo	 fomentados	 por	 los
municipios,	en	cumplimiento	de	la	Ley	Orgánica	de	Municipalidades,	tienen
como	 sus	 principales	 beneficiarios	 a	 los	 adolescentes	 registrados	 en	 el
respectivo	municipio.
Programas	de	capacitación:
•	 El	 sector	 trabajo	 y	 los	 municipios	 crearán	 programas	 especiales	 de
capacitación	 para	 el	 trabajo	 y	 de	 orientación	 vocacional	 para	 los
adolescentes	trabajadores.
*	 El	 Convenio	 N°	 138	 de	 la	 OIT,	 ratificado	 por	 el	 D.	 S.	 N°	 038-2001-RE
publicado	 el	 31.05.2001,	 dispone	 que	 la	 edad	 mínima	 de	 trabajo	 de	 los
adolescentes	 no	 deberá	 ser	 inferior	 a	 la	 edad	 en	 que	 cesa	 la	 obligación
escolar	o	en	todo	caso	a	los	quince	(15)	años.	La	vigencia	del	mismo	será	al
año	de	su	ratificación.
h)	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios	(CTS)
Marco
normativo Publicación Registro
D.	 S.	 N°
001-97-TR 01.03.1997 TUO	de	la	Ley	de	CTS.
D.	 S.	 N°
004-97-TR 15.04.1997 Reglamento	de	la	Ley	de	CTS
Ley	 N°
27006 03.12.1998
Ley	que	modifica	el	artículo	32	del	Decreto	Supremo
N°	001-97-TR
Ley	 N°
27326 24.07.2000
Modifica	 artículo	 57	 del	 Decreto	 Supremo	 N°	 001-
97-TR.
D.	 U.	 N°
070-2000 06.09.2000 Prorroga	de	convenios	individuales	CTS.
D.	 U.	 N°
127-2000 30.12.2000
Modifican	 transitoriamente	régimen	de	depósito	de
la	CTS.
D.	 S.	 N°
001-2001-
TR
22.01.2001 Complementan	D.	U.	N°	127-2000.
D.	 U.	 N°
115-2001 02.10.2001
Amplían	 hasta	 30.04.2002	 plazo	 del	 D.	 U.	 N°	 127-
2000
Ley	 N°
27672 21.02.2002
Ley	 para	 prorrogar	 convenios	 de	 sustitución	 de
Depositario	 de	 la	 Compensación	 por	 Tiempo	 de
Servicios.
D.	 U.	 N°
019-2002 07.05.2002
Autorizan	 depositar	 mensualmente	 CTS	 que	 se
devengue	entre	01.05.2002	y	31.10.2002
D.	 U.	 N°
057-2002 25.10.2002
Amplían	 hasta	 30.04.2003	 plazo	 del	 D.	 U.	 N°	 619-
2002
D.	 U.	 N°
013-2003 24.04.2003
Amplían	 hasta	 30.10.2003	 plazo	 del	 D.	 U.	 N°	 019-
2002
Ley	 N°
28051 02.08.2003
Ley	de	prestaciones	alimentarias	en	beneficio	de	los
trabajadores	 sujetos	 al	 Régimen	 Laboral	 de	 la
Actividad	Privada.
D.	 U.	 N°
024-2003 29.10.2003
Autorizan	 depositar	 mensualmente	 CTS	 que	 se
devengue	entre	01.11.2003	y	31.10.2004
Ley	 N°
29352 0	1.05.2009
Ley	que	establece	la	libre	disponibilidad	temporal	y
posterior	intangibilidad	de	la	CTS
1.-	Concepto
La	CTS	tiene	la	calidad	de	beneficio	social	de	previsión	de	las	contingencias
que	origina	el	cese	en	el	trabajo	y	de	promoción	del	trabajador	y	su	familia.
2.-	Campo	de	aplicación
Trabajadores	comprendidos:
•	Los	 trabajadores	 sujetos	 al	 régimen	 laboral	 de	 la	 actividad	privada	que
cumplan	cuando	menos	en	promedio,	una	jornada	mínima	diaria	de	cuatro
(4)	horas.
•	Los	trabajadores	sujetos	al	régimen	laboral	y	compensatorio	común	de	la
actividad	 privada,	 aún	 cuando	 tuvieran	 un	 régimen	 especial	 de
remuneración,	 en	 cuyo	 caso	 la	 determinación	 de	 la	 remuneración
computable	se	efectuará	atendiendo	dicho	régimen	especial.
•	 CTS	 de	 socios	 trabajadores	 de	 cooperativas:	 Los	 socios	 trabajadores
tienen	derecho	 a	 percibir	 la	 CTS	de	 conformidad	 con	 las	 normas	del	 TUO
aprobado	por	D.	S.	N°	001-97-TR.	Este	derecho	sustituye	al	fondo	de	retiro	u
otro	concepto	similar	que	los	socios	trabajadores	estuvieren	percibiendo.
Trabajadores	excluidos
•	Los	trabajadores	que	perciban	el	30%	o	más	del	importe	de	las	tarifas	que
paga	el	público	por	los	servicios.	No	se	considera	tarifa	las	remuneraciones
de	naturaleza	imprecisa	tales	como	la	comisión	y	el	destajo.
•	 Los	 trabajadores	 sujetos	 a	 regímenes	 especiales	 de	 CTS,	 tales	 como
construcción	 civil,	 pescadores,	 artistas,	 trabajadores	 del	 hogar	 y	 casos
análogos,	continúan	regidos	por	sus	propias	normas.
3.-	Inicio	y	devengo	de	la	CTS
•	El	derecho	a	la	CTS	nace	desde	que	se	alcanza	el	primer	mes	de	iniciado	el
vínculo	 laboral;	 cumplido	 este	 requisito	 toda	 fracción	 se	 computa	 por
treintavos.
•	El	beneficio	así	generado	se	computa	semestralmente,	al	30	de	abril	y	al
31	 de	 octubre	 de	 cada	 año.	 En	 las	 indicadas	 fechas	 se	 establece	 cuantos
meses	 y	 días	 ha	 acumulado	 el	 trabajador,	 con	 descuento	 de	 los	 días	 de
inasistencia	no	computables.
•	La	CTS	que	se	devengue	al	 cese	del	 trabajador	por	período	menor	a	un
semestre	 le	 será	 pagada	 directamente	 por	 el	 empleador	 dentro	 de	 las
cuarenta	y	ocho	(48)	horas	de	producido	el	cese	y	con	efecto	cancelatorio.
La	remuneración	computable	será	la	vigente	a	la	fecha	del	cese.
4.-	Tiempo	de	servicio	que	se	considera
•	Sólo	se	toma	en	cuenta	el	tiempo	de	servicios	efectivamente	prestado	en
el	Perú	o	en	el	extranjero	cuando	el	 trabajador	haya	sido	contratado	en	el
Perú.
•	El	 tiempo	de	servicios	prestado	en	el	extranjero	es	computable	siempre
que	el	trabajador	mantenga	vínculo	laboral	vigente	con	el	empleador	que	lo
contrató	en	el	Perú.
Cómputo:
•	Son	computables	los	días	de	trabajo	efectivo.	En	consecuencia,	los	días	de
inasistencia	injustificada,	así	como	los	días	no	computables	se	deducirán	del
tiempo	de	servicios	a	razón	de	un	treintavo	por	cada	uno	de	estos	días.
•	Por	excepción,	también	son	computables:
a)	 Las	 inasistencias	 motivadas	 por	 accidentes	 de	 trabajo	 o	 enfermedad
profesional	 o	 por	 enfermedades	 debidamente	 comprobadas,	 en	 todos	 los
casos	 hasta	 por	 60	 días	 al	 año.	 Se	 computan	 en	 cada	 período	 anual
comprendido	entre	el	1	de	noviembre	de	un	año	y	el	31	de	octubre	del	año
siguiente;
b)	Los	días	de	descanso	pre	y	post	natal;
c)	Los	días	de	suspensión	de	la	relación	laboral	con	pago	de	remuneración
por	el	empleador;
d)	Los	días	de	huelga,	siempre	que	no	haya	sido	declarada	improcedente	o
ilegal;	y
e)	 Los	 días	 que	 devenguen	 remuneraciones	 en	 un	 procedimiento	 judicial
correspondiente.
Sobre	la	remuneración	computable	y	cálculo	de	CTS:
•	Se	considera	 remuneración	computable	 la	básica	y	 todas	 las	 cantidades
que	 regularmente	 perciba	 el	 trabajador,	 en	 dinero	 o	 en	 especie,	 como
contraprestación	de	su	labor,	cualquiera	sea	la	denominación	que	se	les	dé,
siempre	 que	 sean	 de	 su	 libre	 disposición.	 Se	 incluye	 en	 este	 concepto	 el
valor	de	la	alimentación	principal	cuando	es	proporcionada	en	especie	por
el	 empleador,	 con	 exclusión	 de	 aquellos	 conceptos	 que	 han	 sido
específicamente	establecidas	por	la	ley.
•	 Remuneración	 regular	 es	 aquélla	 percibida	 habitualmente	 por	 el
trabajador,	aún	cuando	sus	montos	puedan	variar	en	razón	de	incrementos
u	otros	motivos.
•	 Por	 excepción,	 tratándose	 de	 remuneraciones	 complementarias	 de
naturaleza	 variable	 o	 imprecisa,	 se	 considera	 cumplido	 el	 requisito	 de
regularidad	si	el	 trabajador	 las	ha	percibido	cuando	menos	 tres	(3)	meses
en	cada	período	de	seis	(6).
Cálculo:
•	 La	 remuneración	 computable	 se	 determina	 sobre	 la	 base	 del	 sueldo	 o
treinta	 jornales	 que	 perciba	 el	 trabajador	 según	 el	 caso,	 en	 los	meses	 de
abril	 y	 octubre	 de	 cada	 año,	 respectivamente,	 y	 comprende	 los	 conceptos
remuneratorios	señalados.
•	Para	establecer	la	remuneración	computable,	las	remuneraciones	diarias
se	 multiplican	 por	 treinta.	 Del	 mismo	 modo,	 la	 equivalencia	 diaria	 se
obtiene	dividiendo	entre	treinta	el	monto	mensual	correspondiente.
•	En	el	caso	de	remuneración	complementaria,	para	su	incorporación	a	 la
remuneración	computable	se	suman	los	montos	percibidos	y	su	resultado	se
divide	 entre	 seis.	 Es	 igualmente	 exigible	 el	 requisito	 establecido	 en	 el
párrafo	anterior,	si	el	período	al	liquidarse	es	inferior	a	seis	meses.
Cómputo	de	la	alimentación:
•	 Se	 entiende	 por	 alimentación	 principal,	 indistintamente,	 el	 desayuno,
almuerzo	o	refrigerio	de	mediodía	cuando	lo	sustituya,	y	la	cena	o	comida.
•	 La	 alimentación	 principal	 otorgada	 a	 los	 trabajadores	 en	 dinero	 o	 en
especie,	con	o	sin	rendición	de	cuenta,	ingresa	al	cálculo	de	la	CTS.
•	 La	 alimentación	 principal	 otorgada	 en	 especie	 se	 valorizará	 de	 común
acuerdo	y	su	importe	se	consignará	en	el	libro	de	planillas	y	boletas	de	pago.
Si	las	partes	no	se	pusieran	de	acuerdo,	regirá	la	que	establezca	el	Instituto
Nacional	de	Alimentación	y	Nutrición	u	organismo	que	lo	sustituya.
•	 Tratándose	 de	 la	 alimentación	 otorgada	 en	 especie	 o	 a	 través	 de
concesionarios	 u	 otras	 formas	 que	 no	 impliquen	 pago	 en	 efectivo,	 se
considerará	el	valor	que	tenga	en	el	último	día	laborable	del	mes	anterior	a
aquél	en	que	se	efectúe	el	depósito	correspondiente.
•	El	valor	mensual	se	establecerá	en	base	del	respectivo	semestre	en	que	el
trabajador	 acumuló	 mayor	 número	 de	 días	 de	 goce	 de	 este	 beneficio,
consignándose	en	el	libro	de	planillas	y	boletas	de	pago.
Remuneración	en	especie:
•	Cuando	 se	pacte	 el	 pago	de	 la	 remuneración	 en	 especie,	 entendiéndose
por	tal	los	bienes	que	percibe	el	trabajador	como	prestación	del	servicio,	se
valorizará	de	común	acuerdo,	o	a	falta	de	éste,	por	el	valor	de	mercado	y	su
importe	se	consignará	en	el	libro	de	planillas	y	boletas	de	pago.
•	 Comisionistas,	 destajeros	 y	 trabajadores	 que	 perciban	 remuneración
principal	imprecisa:
-	En	el	caso	de	comisionistas,	destajeros	y	en	general	de	trabajadores	que
perciban	remuneración	principal	imprecisa,	la	remuneración	computable	se
establece	 sobre	 la	 base	 del	 promedio	 de	 las	 comisiones,	 destajo	 o
remuneración	 principal	 imprecisa	 percibidas	 por	 el	 trabajador	 en	 el
semestre	respectivo.
-	Si	el	período	a	liquidarse	fuere	inferior	a	seis	(6)	meses	la	remuneración
computable	se	establecerá	sobre	la	base	del	promedio	diario	de	lo	percibido
durante	dicho	período.
Remuneraciones	periódicas:
•	 Las	 remuneraciones	 de	 periodicidad	 semestral	 se	 incorporan	 a	 la
remuneración	 computable	 a	 razón	 de	 un	 sexto	 de	 lo	 percibido	 en	 el
semestre	 respectivo.	 Se	 incluyen	 en	 este	 concepto	 las	 gratificaciones	 de
fiestas	patrias	y	navidad.
•	Las	remuneraciones	que	se	abonan	por	un	período	mayor	se	incorporan	a
la	 remuneración	 computable	 a	 razón	 de	 un	 dozavo	 de	 lo	 percibido	 en	 el
semestre	 respectivo.	 Las	 remuneraciones	 que	 se	 abonen	 en	 períodos
superiores	a	un	año,	no	son	computables.
•	 Las	 remuneraciones	 fijas	 de	 periodicidad	 menor	 a	 un	 semestre	 pero
superior	 a	 un	 mes,	 se	 incorporan	 a	 la	 remuneración	 computable
promediándose	los	montos	percibidos	entre	seis.
•	 Si	 el	 período	 a	 liquidarse	 es	 inferior	 a	 seis	 meses,	 el	 promedio	 se
establece	dividiendo	el	resultado	entre	el	período	a	liquidarse.
5.-	Sobre	remuneración	no	computable
•	No	se	considera	remuneración	computable:
a)	Gratificaciones	extraordinarias	u	otros	pagos	que	perciba	el	 trabajador
ocasionalmente,	 a	 título	 de	 liberalidad	 del	 empleador	 o	 que	 haya	 sido
materia	 de	 convención	 colectiva,	 o	 aceptadas	 en	 los	 procedimientos	 de
conciliación	 o	 mediación,	 o	 establecidas	 por	 resolución	 de	 la	 AAT,	 o	 por
laudo	 arbitral.	 Se	 incluye	 en	 este	 concepto	 la	 bonificación	 por	 cierre	 de
pliego.
b)	Cualquier	forma	de	participación	en	las	utilidades	de	la	empresa.
c)	El	costo	o	valor	de	las	condiciones	de	trabajo.
d)	La	canasta	de	Navidad	o	similares.
e)	 El	 valor	 del	 transporte,	 siempre	 que	 esté	 supeditado	 a	 la	 asistencia	 al
centro	 de	 trabajo	 y	 que	 razonablemente	 cubra	 el	 respectivo	 traslado.	 Se
incluye	en	este	concepto	el	monto	fijo	que	el	empleador	otorgue	por	pacto
individual	 o	 convención	 colectiva,	 siempre	 que	 cumpla	 con	 los	 requisitos
antes	mencionados.
f)	 La	 asignación	 o	 bonificación	 por	 educación,	 siempre	 que	 sea	 por	 un
monto	razonable	y	se	encuentre	debidamente	sustentada.
g)	 Las	 asignaciones	 o	 bonificaciones	 por	 cumpleaños,	 matrimonio,
nacimiento	 de	 hijos,	 fallecimiento	 y	 aquéllas	 de	 semejante	 naturaleza.
Igualmente,	 las	 asignaciones	 que	 se	 abonen	 con	 motivo	 de	 determinadas
festividades	siempre	que	sean	consecuencia	de	una	negociación	colectiva.
h)	 Los	 bienes	 que	 la	 empresa	 otorgue	 a	 sus	 trabajadores,	 de	 su	 propia
producción,	en	cantidad	le	para	su	consumo	directo	y	de	su	familia.
i)	 Todos	 aquellos	 montos	 que	 se	 otorgan	 al	 trabajador	 para	 el	 cabal
desempeño	 de	 su	 labor,	 o	 con	 ocasión	 de	 sus	 funciones,	 tales	 como
movilidad,	viáticos,	gastos	de	representación,	vestuario	y	en	general	todo	lo
que	 razonablemente	 cumpla	 tal	objeto	y	no	 constituya	beneficio	o	ventaja
patrimonial	para	el	trabajador.
j)	La	alimentación	principal	proporcionada	directamente	por	el	empleador
que	 tenga	 la	calidad	de	condición	de	 trabajo	por	ser	 indispensable	para	 la
prestación	 de	 servicios,	 las	 prestaciones	 alimentarias	 otorgadas	 bajo	 la
modalidad	de	suministro	directo	de	acuerdo	a	ley	correspondiente	o	cuando
derive	de	mandato	legal.
k)	 La	 alimentación	 proporcionada	 directamente	 por	 el	 empleador	 que
tenga	 la	 calidad	 de	 condición	 de	 trabajo	 por	 ser	 indispensable	 para	 la
prestación	de	los	servicios,	o	cuando	se	derive	de	mandato	legal.
6.-	Sobre	los	depósitos	semestrales:
Entidades	facultadas	para	recibir	depósitos:
•	Los	depósitos	pueden	efectuarse	en	las	empresas	del	sistema	financiero:
bancarias,	 financieras,	 cajas	municipales	de	ahorro	y	 crédito,	 cajas	 rurales
de	ahorro	y	crédito,	así	como	en	las	cooperativas	de	ahorro	y	crédito.
•	El	depósito	se	identificará	bajo	la	denominación	“Depósito	Compensación
por	Tiempo	de	Servicios	N°	o	Depósito	CTS	N°	(...)”.
Lineamientos	generales:
•	Los	empleadores	depositarán	en	los	meses	de	mayo	y	noviembre	de	cada
año	 tantos	 dozavos	 de	 la	 remuneración	 computable	 percibida	 por	 el
trabajador	 en	 los	meses	 de	 abril	 y	 octubre	 respectivamente,	 como	meses
completos	haya	laborado	en	el	semestre	respectivo.	La	fracción	del	mes	se
depositará	por	treintavos.
•	 La	 CTS	 se	 deposita	 semestralmente	 en	 la	 institución	 elegida	 por	 el
trabajador.	Efectuado	el	depósito	queda	cumplida	y	pagada	la	obligación,	sin
perjuicio	 de	 los	 reintegros	 que	 deban	 realizarse	 de	 ocurrir	 depósitos
insuficientes	 o	 diminutos,	 en	 cuyo	 caso	 el	 empleador	 deberá	 abonar	 los
intereses	 que	 hubiera	 generado	 el	 depósito	 de	 haberse	 hecho
oportunamente	y	asumir	 la	diferencia	de	cambio	si	 la	hubiera.	Los	montos
que	 se	 depositen	 en	 exceso	 se	 imputarán	 al	 siguiente	 depósito,	 no
constituyendo	 precedente	 para	 los	 que	 se	 practiquen	 en	 el	 futuro,	 salvo
convenio	o	decisión	unilateral	del	empleador	que	expresamente	lo	incluyan.
•	 Todo	 incremento	 de	 remuneraciones	 que	 importe	 el	 abono	 de	 algún
reintegro	de	CTS,	debe	depositarse	sin	intereses,	dentro	de	los	quince	(15)
días	 naturales	 posteriores	 a	 la	 fecha	 de	 publicación	 de	 la	 disposición
gubernamental,	o	de	la	firma	de	la	convención	colectiva,	o	de	la	notificación
del	laudo	arbitral,	o	de	la	fecha	en	que	se	hizo	efectiva	la	decisión	unilateral
del	 empleador	 o	 de	 cualquier	 otra	 forma	 de	 conclusión	 de	 la	 negociación
colectiva	que	señale	la	ley,	según	corresponda.
•	Si	los	trabajadores	son	contratados	para	obra	determinada	o	sometidos	a
condición	o	sujetos	a	plazo	fijo,	el	depósito	se	efectuará	sólo	si	 la	duración
del	 contrato	 original	 con	 o	 sin	 prórrogas	 es	mayor	 a	 seis	 (6)	meses.	 Esta
norma	 es	 de	 aplicación	 al	 Régimen	 de	 Exportación	 de	 Productos	 No
Tradicionales	 regulados	por	el	Decreto	Ley	N°	22342,	 así	 como	 los	demás
regímenes	de	contratación	a	plazo	fijo	establecidos	por	la	ley.
•	Si	 el	 empleador	no	efectúa	el	depósito	por	haberse	pactado	 la	duración
del	 contrato	 por	 un	 plazo	 igual	 o	 menor	 a	 seis	 (6)	 meses,	 pero	 éste	 se
prorroga,	deberá	regularizar	el	depósito	sin	intereses,	dentro	de	los	quince
(15)	 días	 naturales	 siguientes	 al	 cumplimiento	 de	 los	 primeros	 seis	 (6)
meses	de	labor.
Oportunidad	de	depósito:
•	Los	 depósitos	 que	 efectúe	 el	 empleador	 deben	 realizarse	 dentro	 de	 los
primeros	quince	(15)	días	naturales	de	los	meses	de	mayo	y	noviembre	de
cada	año.	Si	el	último	día	es	inhábil,	el	depósito	puedes	efectuarse	el	primer
día	hábil	siguiente.
•	Para	efectos	laborales	se	entiende	realizado	el	depósito	en	la	fecha	en	la
que	el	empleador	lo	lleva	a	cabo.
•	Si	el	empleador	no	cumple	con	efectuar	los	depósitos	que	le	corresponda,
quedará	 automáticamente	 obligado	 al	 pago	 de	 los	 intereses	 que	 hubiera
generado	el	depósito	de	haberse	efectuado	oportunamente	y,	en	su	caso,	a
asumir	 la	 diferencia	de	 cambio,	 si	 éste	 hubiera	 sido	 solicitado	 en	moneda
extranjera;	sin	perjuicio	de	la	multa	administrativa	correspondiente,	y	de	las
responsabilidades	en	que	pudiera	incurrir.
Exclusiones:
•	 No	 se	 encuentran	 obligados	 a	 efectuar	 los	 depósitos	 semestrales	 los
empleadores	 que	 hubieren	 suscrito	 con	 sus	 trabajadores	 convenios	 de
remuneración	integral	anual	que	incluya	este	beneficio.
•	 Igualmente	 no	 están	 obligados	 los	 empleadores	 que	 hayan	 suscrito
convenios	 individuales	 en	 virtud	 de	 los	 cuales	 queden	 designados	 como
depositarios	de	la	CTS	de	sus	trabajadores,	en	tanto,	se	encuentre	vigente	la
regulación	legal	correspondiente.
•	No	 están	 comprendidos	 en	 el	 régimen	de	 compensación	por	 tiempo	de
servicios	 los	 trabajadores	 que	 perciben	 el	 30%	 o	más	 del	 importe	 de	 las
tarifas	 que	 paga	 el	 público	 por	 los	 servicios.	 No	 se	 considera	 tarifa	 las
remuneraciones	de	naturaleza	imprecisa	tales	como	la	comisión	y	el	destajo.
Depositarios	de	la	cuenta	de	la	CTS	y	tipo	de	moneda:
•	 El	 trabajador	 que	 ingrese	 a	 prestar	 servicios	 deberá	 comunicar	 a	 su
empleador	por	escrito	y	bajo	cargo,	en	un	plazo	que	no	excederá	del	30	de
abril	o	31	de	octubre	según	su	fecha	de	ingreso,	el	nombre	del	depositario
que	 ha	 elegido,	 el	 tipo	 de	 cuenta	 y	 moneda	 en	 que	 deberá	 efectuarse	 el
depósito.
•	Si	el	trabajador	no	cumple	con	esta	obligación	el	empleador	efectuará	el
depósito	 en	 cualquiera	 de	 las	 instituciones	 permitidas	 por	 la	 ley,	 bajo	 la
modalidad	de	depósito	a	plazo	fijo	por	el	período	más	largo	permitido.
•	 El	 trabajador	 deberá	 elegir	 entre	 los	 depositarios	 que	 domicilien	 en	 la
provincia	donde	se	encuentre	ubicado	su	centro	de	trabajo.	De	no	haberlo,
en	los	de	la	provincia	más	próxima	o	de	más	fácil	acceso.
•	 El	 depósito	 deberá	 ser	 efectuado	 por	 el	 empleador	 a	 nombre	 del
trabajador	y,	a	elección	individual	de	éste,	en	moneda	nacional	o	extranjera.
En	este	último	caso	el	 empleador,	 a	 su	elección,	 efectuará	directamente	el
depósito	 en	 moneda	 extranjera	 o	 entregará	 la	 moneda	 nacional	 al
depositario	 elegido	 con	 instrucciones	 en	 tal	 sentido,	 siendo	 de	 cargo	 del
depositario	efectuar	la	transacción	correspondiente.
Traslado	de	depósito:
•	 El	 trabajador	 puede	 disponer	 libremente	 y	 en	 cualquier	 momento	 el
traslado	 del	 monto	 acumulado	 de	 su	 CTS	 e	 intereses	 de	 uno	 a	 otro
depositario,	notificando	de	tal	decisión	a	su	empleador.	Este,	en	el	plazo	de
ocho	 (8)	 días	 hábiles	 cursará	 al	 depositario	 las	 instrucciones
correspondientes,	el	que	deberá	efectuar	el	traslado	directamente	al	nuevo
depositario	designado	por	el	trabajador,	dentro	de	quince	(15)	días	hábiles
de	 notificado.	 La	 demora	 del	 depositario	 en	 el	 cumplimiento	 del	 plazo
establecido,	 deberá	 ser	 sancionado	 por	 la	 Superintendencia	 de	 Banca	 y
Seguros.
•	 En	 caso	 de	 traslado	 del	 depósito	 de	 uno	 a	 otro	 depositario,	 el	 primero
deberá	 informar	 al	 segundo,	 bajo	 responsabilidad,	 sobre	 los	 depósitos	 y
retiros	 realizados,	 así	 como	 de	 las	 retenciones	 judiciales	 por	 alimentos,	 o
cualquier	otra	afectación	que	conforme	a	ley	pudiera	existir.
7.-	Depósitos	a	cargo	del	empleador	-	convenios
•	 Los	 convenios	 individuales	 por	 sustitución	 de	 depositario	 de	 la	 CTS
podrán	ser	prorrogados	por	única	vez	y	previo	acuerdo	de	las	partes	hasta
el	31/12/2002.
•	 La	 compensación	 que	 se	 devenga	 durante	 la	 vigencia	 del	 convenio	 se
considerará	cancelada	y	por	consiguiente	integrada	al	depósito,	1°	de	mayo
y	1°	de	noviembre	de	cada	año	respectivamente.
•	 Concluida	 la	 duración	 del	 convenio	 individual,	 sin	 que	 este	 haya	 sido
materia	 de	 nueva	 prórroga,	 el	 empleador	 deberá	 trasladar	 a	 la	 entidad
financiera	los	depósitos	y	sus	intereses	dentro	de	las	cuarenta	y	ocho	(48)
horas	de	vencido	el	convenio.
8.-	Intangibilidad	del	beneficio
Norma	general:
•	 Los	 depósitos	 de	 la	 CTS,	 incluidos	 sus	 intereses,	 son	 intangibles	 e
inembargables,	salvo	por	alimentos	y	hasta	el	50%.
•	De	manera	excepcional	los	trabajadores	podrán	disponer	libremente	del
ciento	por	 ciento	 (100%)	de	 los	depósitos	por	CTS	que	 se	efectúen	en	 los
meses	de	mayo	y	noviembre	del	2009.
•	A	partir	del	2010,	se	restringirá	progresivamente	la	libre	disposición	de
los	depósitos	por	concepto	de	CTS	de	acuerdo	al	siguiente	cronograma:
•	De	 los	depósitos	 efectuados	en	mayo	de	2010,	 se	podrá	disponer	hasta
del	40%.
•	 De	 los	 depósitos	 efectuados	 en	 noviembre	 de	 2010,	 se	 podrá	 disponer
hasta	del	30%.
•	 A	 partir	 de	mayo	 del	 2011	 y	 hasta	 la	 extinción	 del	 vínculo	 laboral,	 los
trabajadores	 podrán	 disponer	 sólo	 del	 70%	 del	 excedente	 de	 seis
remuneraciones	 brutas.	 Los	 empleadores	 deberán	 comunicar	 a	 las
instituciones	 financieras	 respecto	 del	 equivalente	 al	 monto	 intangible	 de
cada	trabajador.
•	 En	 todos	 los	 casos	 en	 que	 proceda	 la	 afectación	 en	 garantía,	 el	 retiro
parcial,	 o	 el	 retiro	 total	 del	 depósito	 en	 caso	 de	 cese,	 se	 incluyen	 los
intereses	correspondientes.
Caso	de	embargo	por	alimentos:
•	En	caso	de	 juicio	por	alimentos,	el	empleador	debe	 informar	al	 juzgado,
bajo	 responsabilidad	 y	 de	 inmediato,	 sobre	 el	 depositario	 elegido	 por	 el
trabajador	 demandado,	 los	 depósitos	 que	 realice,	 cualquier	 cambio	 de
depositario	y	el	monto	de	la	CTS	acumulado	al	31	de	diciembre	de	1990	que
aún	mantenga	en	su	poder.	El	mandato	judicial	de	embargo	será	notificado
directamente	por	el	juzgado	al	depositario.
Retiros	autorizados	y	límites:
•	 El	 trabajador	 podrá	 efectuar	 retiros	 parciales	 de	 libre	 disposición	 con
cargo	 a	 su	 depósito	 de	 CTS	 e	 intereses	 acumulados	 desde	 el	 inicio	 de	 los
depósitos,	siempre	que	no	excedan	en	conjunto	del	50%	de	los	mismos.
•	 El	 cálculo	 se	 practicará	 a	 la	 fecha	 en	 que	 el	 trabajador	 solicite	 al
depositario	el	retiro	parcial.
•	No	procederá	el	 retiro	parcial	 si	 la	 cuenta	de	CTS	está	garantizando	 los
conceptos	que	se	mencionan	en	el	acápite	siguiente,	en	la	medida	que	hayan
alcanzado	 el	 límite	 antes	 previsto.	 Cualquier	 exceso	 es	 de	 cargo	 y
responsabilidad	del	depositario.
Garantías	de	la	CTS	-	afectación:
•	La	CTS	devengada	al	31	de	diciembre	de	1990,	así	como	el	depósito	de	la
CTS	 y	 sus	 intereses,	 sólo	 pueden	 garantizar	 sumas	 adeudadas	 por	 los
trabajadores	 a	 sus	 empleadores	 por	 concepto	 de	 préstamo,	 adelanto	 de
remuneración,	 venta	 y	 suministro	 de	 mercadería	 producida	 por	 su
empleador,	siempre	que	no	excedan	en	conjunto	del	50%	del	beneficio.
•	En	 igual	 forma	y	 límite	 se	puede	garantizar	 los	préstamos	otorgados	al
trabajador	por	las	cooperativas	de	ahorro	y	crédito.
•	 Si	 estas	 acreencias	 son	 garantizadas	 por	 los	 depósitos	 de	 CTS	 y	 sus
intereses,	el	empleador	lo	comunicará	al	depositario	para	efecto	del	control
respectivo.
•	En	relación	a	 los	depositarios	se	pueden	garantizar	 los	préstamos	y	sus
intereses	hasta	con	el	50%	de	la	CTS	depositada	y	sus	intereses.	El	exceso	es
de	 cargo	 del	 depositario.	 Corresponde	 a	 la	 Superintendencia	 de	 Banca	 y
Seguro	la	sanción	correspondiente	en	caso	de	violación.
Limites	máximos:
•	El	límite	del	50%	de	la	CTS	es	aplicable	de	manera	conjunta,	tanto	para	el
otorgamiento	 de	 garantías	 retiros	 parciales	 y	 la	 compensación	 de	 deudas
del	trabajador.
•	En	caso	que	el	 trabajador	haya	sido	demandado	por	alimentos,	 la	suma
embargada	 será	 computada	 independientemente	 de	 los	 conceptos	 antes
señalados.
Pago	de	la	CTS:
•	Con	excepción	de	los	retiros	parciales	autorizados,	la	CTS	y	sus	intereses
sólo	 pueden	 ser	 pagados	 al	 trabajador	 o	 a	 sus	 derecho-habientes,	 según
corresponda,	al	producirse	su	cese.
Retiro	del	depósito	al	cese:
•	 Para	 el	 retiro	 del	 depósito	 CTS	 el	 trabajador	 deberá	 acompañar	 a	 su
solicitud	 la	 certificación	 del	 empleador	 en	 la	 que	 se	 acredita	 el	 cese.	 El
empleador	 entregará	 dicha	 certificación	 al	 trabajador	 dentro	 de	 las
cuarenta	y	ocho	(48)	horas	de	producido	el	cese.
•	En	caso	de	negativa	injustificada,	demora	del	empleador	o	abandono	de	la
empresa	 por	 sus	 titulares,	 o	 cualquier	 otro	 caso	 de	 imposibilidad	 del
otorgamiento	 de	 la	 constancia	 de	 cese,	 corresponderá	 que	 la	 Autoridad
Inspectiva	de	Trabajo,	acreditando	el	cese,	sustituyéndose	en	el	empleador,
extienda	la	certificación	respectiva	que	permita	al	trabajador	el	retiro	de	sus
beneficios	sociales.
•	El	pago	deberá	ser	efectuado	por	el	depositario	en	dinero	en	efectivo	o
cheque	 de	 gerencia,	 a	 elección	 del	 trabajador	 o	 de	 quien	 lo	 represente
conforme	a	 ley.	 El	 depositario	no	podrá	bajo	ningún	 sistema	o	modalidad
retener	 la	CTS	una	vez	 abonada	 al	 trabajador.	Todo	pacto	 en	 contrario	 es
nulo	de	pleno	derecho.
Compensación	de	créditos	del	empleador:
•	 Si	 el	 trabajador	 al	 momento	 que	 se	 extingue	 su	 vínculo	 laboral	 o
posteriormente	 recibe	 del	 empleador	 a	 título	 de	 gracia	 en	 forma	 pura
simple	e	incondicional	alguna	cantidad	o	pensión	éstas	se	compensarán	de
aquella	 que	 la	 Autoridad	 Judicial	 mande	 pagar	 al	 empleador	 como
consecuencia	de	la	demanda	interpuesta	por	el	trabajador.
•	 Para	 que	 proceda	 la	 compensación	 debe	 constar	 expresamente	 en
documento	 de	 fecha	 cierta	 que	 la	 cantidad	 o	 pensión	 otorgada	 se	 efectúe
conforme	a	lo	anteriormente	expresado,	o	en	las	normas	correspondientes
del	Código	Civil.
•	Las	sumas	que	el	empleador	entregue	en	forma	voluntaria	al	trabajador
como	 incentivo	 para	 renunciar	 al	 trabajo	 cualquiera	 sea	 la	 forma	 de	 su
otorgamiento,	no	son	compensables	de	la	liquidación	de	beneficios	sociales
o	de	la	que	mande	pagar	la	autoridad	judicial	por	el	mismo	concepto.
Compensación	de	sumas	adeudadas	por	los	trabajadores:
•	 Las	 cantidades	 que	 adeuden	 los	 trabajadores	 a	 sus	 empleadores	 por
concepto	 de	 préstamo,	 adelanto	 de	 remuneración,	 venta	 o	 suministro	 de
mercadería	producida	por	su	empleador	siempre	que	no	exceda	en	conjunto
el	 50%	 del	 beneficio	 se	 descontarán,	 en	 primer	 lugar,	 de	 las	 sumas	 que
tenga	que	abonar	directamente	el	empleador	por	este	beneficio,	en	segundo
lugar	 de	 la	 CTS	 acumulada	 al	 31	 de	 diciembre	 de	 1990	 que	 pudiera
mantener	en	su	poder	el	empleador	y	el	saldo,	si	lo	hubiere,	le	será	abonado
por	el	depositario	con	cargo	a	la	CTS	del	trabajador	y	sus	intereses.
•	 Para	 los	 referidos	 efectos,	 en	 la	 constancia	 respectiva	 el	 empleador
especificar6	la	suma	que	le	será	entregada	directamente	por	el	depositario.
i)	Gratificaciones	legales
Marco
normativo Publicación Registro
Ley	 N°
27735 08.05.2002
Ley	que	regula	el	otorgamiento	de	las	gratificaciones
para	 los	 trabajadores	 del	 Régimen	 de	 la	 Actividad
Privada	por	Fiestas	Patrias	y	Navidad.
D.	 S.	 N°
005-2002-
TR
04.07.2002
Normas	 reglamentarias	 de	 la	 ley	 que	 regula	 el
otorgamiento	 de	 las	 gratificaciones	 para	 los
trabajadores	del	Régimen	de	la	Actividad	Privada	por
Fiestas	Patrias	y	Navidad.
Ley	 N°
2935 01.05.2009
Ley	 que	 reduce	 costos	 laborales	 a	 los	 aguinaldos	 y
gratificaciones	por	Fiestas	Patrias	y	Navidad.
D.	 S.	 N°
007-2009-
TR
20.06.2009
Reglamento	de	la	Ley	N°	2935	1,	que	reduce	costos
laborales	 a	 los	 aguinaldos	 y	 gratificaciones	 por
Fiestas	Patrias	y	Navidad.
1.-	Campo	de	aplicación
Trabajadores	 sujetos	 al	 régimen	 laboral	 de	 la	 actividad	 privada,	 sea	 cual
fuere	la	modalidad	del	contrato	y	del	tiempo	de	prestación	del	servicio	que
vinieran	prestando.
Derecho:
•	Dos	(2)	gratificaciones	al	año,	una	con	motivo	de	Fiestas	Patrias	(mes	de
julio),	y	otra	con	ocasión	de	la	Navidad	(mes	de	diciembre).
2.-	Requisitos
•	 Para	 tener	 derecho	 a	 la	 gratificación	 es	 requisito	 indispensable	 que	 el
trabajador	 se	 encuentre	 laborando	en	 la	 oportunidad	en	que	 corresponda
percibir	el	beneficio,	o	estar	en	uso	de	descanso	vacacional,	de	licencia	con
goce	de	remuneraciones	o	percibiendo	subsidios	legales.
•	 Los	 trabajadores	 percibirán	 el	 íntegro	 de	 la	 gratificación,	 siempre	 que
hayan	 percibido	 el	 pago	 de	 sus	 remuneraciones	 o	 del	 subsidio
correspondiente,	 si	 fuera	 el	 caso,	 en	 los	meses	 anteriores	 a	 la	 fecha	 de	 la
oportunidad	del	goce	del	acotado	beneficio.
•	Si	no	se	contara	con	el	tiempo	requerido	para	la	percepción	del	íntegro	de
la	 gratificación	 (seis	 meses	 de	 servicios),	 ésta	 se	 abonará	 en	 forma
proporcional	a	los	meses	laborados.
3.-	Monto	de	la	gratificación
•	 El	 monto	 de	 cada	 una	 de	 las	 gratificaciones	 será	 equivalente	 a	 la
remuneración	 básica	 que	 perciba	 el	 trabajador	 en	 la	 oportunidad	 en	 que
corresponda	otorgar	el	beneficio.
•	 La	 remuneración	 básica	 está	 integrada	 por	 las	 cantidades	 fijas	 y
permanentes	que	percibe	el	trabajador	y	que	sea	de	su	libre	disposición.
•	 Forman	 parte	 de	 la	 gratificación	 las	 bonificaciones	 suplementarias,
quedando	 excluidas	 aquellas	 cantidades	 que	 tengan	 aplicación	 a
determinado	gasto,	tales	como	refrigerio,	viáticos	y	movilidad	siempre	que
tuviera	que	rendirse	cuenta	de	esta	última.
•	Tratándose	de	empleados,	la	gratificación	será	de	un	sueldo	mensual	y	de
30	salarios	en	el	caso	de	obreros.
•	 El	 monto	 de	 la	 gratificación	 para	 aquellos	 trabajadores	 que	 tengan
remuneración	imprecisa	se	calculará	en	base	al	promedio	de	los	últimos	seis
(6)	meses	anteriores	al	15	de	julio	y	15	de	diciembre	según	sea	el	caso.
4.-	Inafectación	de	las	gratificaciones
Las	gratificaciones	por	Fiestas	Patrias	y	Navidad	no	se	encuentran	afectas	a
aportaciones,	 contribuciones	 ni	 descuentos	 de	 índole	 alguna:	 excepto
aquellos	 otros	 descuentos	 establecidos	 por	 ley	 o	 autorizados	 por	 el
trabajador.	Esta	inafectación	rige	desde	el	02	de	mayo	de	2009	hasta	el	31
de	diciembre	del	2010.
5.-	Conflicto	del	beneficio	con	otros	similares
La	 percepción	 de	 las	 gratificaciones	 previstas	 por	 la	 ley	 es	 incompatible
con	cualquier	otro	beneficio	económico	de	naturaleza	similar	que	con	igual
o	 diferente	 remuneración	 se	 encuentre	 percibiendo	 el	 trabajador,	 en
cumplimiento	 de	 disposiciones	 legales	 especiales,	 convenio	 colectivos	 o
costumbre,	en	cuyo	caso	deberá	otorgarse	el	que	le	sea	mas	favorable.
Oportunidad	de	pago:
Las	gratificaciones	serán	abonadas	en	la	primera	quincena	del	mes	de	julio
o	diciembre	según	sea	el	caso.
j)	Reglamento	interno	de	trabajo
Marco
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D.	 S.	 N°	 039-91-
TR 31.12.1991
Establecimiento	 del	 Reglamento	 Interno	 de
Trabajo.
1.-	Concepto
Reglamento	Interno	de	Trabajo	(RIT)	es	el	instrumento	de	carácter	laboral
destinado	 a	 determinar	 las	 condiciones	 a	 que	 deben	 sujetarse	 los
empleadores	y	trabajadores	en	el	cumplimiento	de	sus	prestaciones.
2.-	Empleadores	obligados
Están	obligados	a	contar	con	el	RIT	los	empleadores	que	ocupen	a	más	de
cien	(100)	trabajadores.
3.-	Contenido
•	Las	principales	disposiciones	que	debe	contener	el	RIT	son:
a)	Admisión	o	ingreso	de	los	trabajadores;
b)	Jornadas	y	horarios	de	trabajo;	tiempo	de	la	alimentación	parcial;
c)	Normas	de	control	de	asistencia	al	trabajo;
d)	Normas	de	permanencia	en	el	puesto	conteniendo:	permisos,	licencias	e
inasistencias;
e)	Modalidad	de	los	descansos	semanales;
f)	Derechos	y	obligaciones	del	empleador;
g)	Derechos	y	obligaciones	del	trabajador;
h)	 Normas	 tendientes	 al	 fomento	 y	 mantenimiento	 de	 la	 armonía	 entre
trabajadores	y	empleadores;
i)	Medidas	disciplinarias;
j)	Persona	o	dependencia	encargada	de	atender	 los	asuntos	 laborales	y	 la
tramitación	de	los	mismos;
k)	Normas	elementales	que	se	deben	observar	dentro	del	desarrollo	de	la
actividad	 laboral,	 cautelando	 la	 higiene	 y	 salud	 en	 el	 trabajo,	 incluyendo
indicaciones	para	evitar	accidentes	u	otros	riesgos	profesionales;	y,
l)	 Otras	 disposiciones	 que	 se	 consideren	 convenientes	 de	 acuerdo	 a	 la
actividad	de	la	empresa.
k)	Prestaciones	alimentarias	en	beneficio	de	los	trabajadores
Marco
normativo Publicación Registro
Ley	 N°
28051 02.08.2003
Ley	de	Prestaciones	Alimentarias	en	beneficio	de	los
trabajadores
D.	 S.	 N°
013-2003-
TR
28.10.2003
Aprueban	 reglamento	 de	 la	 Ley	 de	 Prestaciones
Alimentarias	en	beneficio	de	los	trabajadores	sujetos
al	régimen	laboral	de	la	actividad	privada
1.-	Campo	de	aplicación
•	Trabajadores	sujetos	al	régimen	laboral	de	la	actividad	privada,	sea	cual
fuere	la	modalidad	del	contrato	y	del	tiempo	de	prestación	del	servicio	que
vinieran	prestando.
•	 El	 beneficio	 es	 de	 carácter	 voluntario,	 previo	 acuerdo	 individual	 o
colectivo	entre	trabajadores	y	empleadores.
2.-	Límites
•	Las	prestaciones	alimentarias	no	pueden	supera	el	20%	del	monto	de	la
remuneración	ordinaria	percibida	por	el	trabajador,	ni	el	límite	máximo	de
dos	remuneraciones	mínimas	vitales
3.-	Modalidades	de	la	prestación.
Las	 modalidades	 de	 la	 prestación	 pueden	 ser,	 sin	 que	 éstas	 sean
excluyentes:
a)	 Suministro	 directo:	 El	 que	 otorga	 el	 empleador	 valiéndose	 de	 los
servicios	de	 comedor	o	 concesionario	provisto	en	el	 centro	de	 trabajo.	En
los	casos	de	otorgamiento	de	este	beneficio	a	la	fecha	de	entrada	en	vigencia
de	 la	 ley	 por	 acto	 unilateral	 del	 empleador,	 costumbre	 o	 mediante
convención	colectiva,	mantiene	su	naturaleza	de	remuneración	computable.
b)	Suministro	indirecto:
b.1)	 El	 que	 se	 otorga	 a	 través	 de	 empresas	 administradoras	 que	 tienen
convenios	con	el	empleador,	mediante	la	entrega	de	cupones,	vales,	u	otros
análogos,	 para	 la	 adquisición	 exclusiva	 de	 alimentos	 en	 establecimientos
afiliados.
b.2)	 El	 que	 se	 otorga	 mediante	 convenio	 con	 empresas	 proveedoras	 de
alimentos	 debidamente	 inscritas	 en	 el	Ministerio	 de	Trabajo	 y	 Promoción
del	Empleo.
4.-	Formalidades
•	Para	acogerse	al	 sistema	a	que	se	refieren	 los	numerales	b.1)	y	b.2)	del
artículo	 2	 inciso	 b)	 de	 la	 presente	 ley,	 se	 requiere	 convenio	 entre	 el
empleador	y	la	empresa	administradora,	o	proveedora	de	alimentos,	según
sea	 el	 caso,	 el	 mismo	 que	 debe	 constar	 por	 escrito.	 Será	 presentado	 al
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	dentro	de	los	15	días	para	su
conocimiento.
Los	documentos	que	contengan	el	derecho	de	exigir	los	bienes	materia	de
la	prestación	deberán	ser	expedidos	a	nombre	del	trabajador.
•	Los	cupones	o	vales	u	otros	documentos	análogos	deberán	contener	 las
siguientes	especificaciones:
a)	El	valor	que	será	pagado	al	establecimiento	proveedor.
b)	La	razón	social	del	empleador	que	concede	el	beneficio.
La	mención:	 “Exclusivamente	 para	 el	 pago	 de	 comidas	 o	 alimentos.	 Está
prohibida	la	negociación	total	o	parcial	por	dinero”.
d)	Nombre	del	trabajador	beneficiario.
e)	Fecha	de	vencimiento.
•	 Las	 empresas	 administradoras	 deberán	 de	 observar	 los	 siguientes
requisitos	para	su	registro:
a)	Estar	constituida	como	persona	jurídica	de	acuerdo	a	la	Ley	General	de
Sociedades.
b)	 Contar	 con	 un	 capital	 social	 suscrito	 y	 pagado	mínimo	 de	 trescientos
(300)	Unidades	 Impositivas	 Tributarias,	 el	 cual	 puede	 ser	modificado	 por
resolución	ministerial	del	Sector	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
c)	 Su	 objeto	 social	 deberá	 comprender	 la	 realización	 de	 actividades	 de
administración	del	sistema	de	vales,	cupones	o	documentos	análogos	para
prestaciones	alimentarias	a	favor	de	los	trabajadores.
d)	 Acreditar,	 una	 carta	 fianza	 solidaria,	 incondicionada,	 sin	 beneficio	 de
excusión,	de	un	plazo	no	menor	de	un	(1)	año,	renovable	automáticamente	y
de	 ejecución	 inmediata	 a	 simple	 requerimiento	 escrito,	 emitida	 por	 una
empresa	bancaria	múltiple	según	la	Ley	N°	26702,	Ley	General	del	Sistema
Financiero	y	del	Sistema	de	Seguros	y	Orgánica	de	 la	Superintendencia	de
Banca	y	Seguros,	a	favor	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
El	monto	 inicial	de	 la	 fianza,	 será	no	menor	al	20%	del	equivalente	de	 los
vales,	 cupones	o	documentos	análogos	que	se	estima	emitir.	El	valor	de	 la
fianza	deberá	actualizarse	obligatoriamente	en	forma	bimestral	de	acuerdo
a	 la	 cuantía	 de	 los	 vales,	 cupones	 o	 documentos	 análogos	 emitidos	 y	 no
redimidos.
I)	Registro	de	asistencia
Marco
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D.	 S.	 N°
004-2006-
TR
06.04.2006
Dictan	disposiciones	sobre	el	registro	de	control	de
asistencia	 y	 salida	 en	 el	 Régimen	 Laboral	 de	 la
Actividad	Privada.
1.	Ámbito	de	aplicación
Todo	 empleador	 sujeto	 al	 régimen	 laboral	 de	 la	 actividad	 privada	 debe
tener	 un	 registro	 permanente	 de	 control	 de	 asistencia,	 en	 el	 que	 los
trabajadores	 consignarán	 de	 manera	 personal	 el	 tiempo	 de	 labores.	 La
obligación	de	 registro	 incluye	a	 las	personas	bajo	modalidades	 formativas
laborales	y	al	personal	que	es	destacado	o	desplazado	a	centros	de	trabajo	o
de	 operaciones	 por	 parte	 de	 las	 empresas	 y	 entidades	 de	 intermediación
laboral,	o	de	las	empresas	contratistas	o	subcontratistas.
2.	Contenido	del	registro
•	Nombre,	denominación	o	razón	social	del	empleador
•	Número	de	Registro	Único	de	Contribuyentes	del	empleador.
•	Nombre	y	número	del	documento	de	identidad	del	trabajador.
•	Fecha,	hora	y	minutos	del	ingreso	y	salida	de	la	jornada	de	trabajo.
•	Las	horas	y	minutos	de	permanencia	fuera	de	la	jornada	de	trabajo.
3.	Medio	para	llevar	el	registro
•	Debe	ser	llevado	en	soporte	físico	o	digital,	debiendo	adoptarse	medidas
de	seguridad	que	no	permitan	su	adulteración,	deterioro	o	pérdida.
•	En	 el	 lugar	 en	 el	 que	 el	 empleador	 establezca	 su	 registro	de	 asistencia,
debe	de	exhibirse	a	todos	los	trabajadores,	permanentemente,	el	horario	de
trabajo	 vigente,	 la	 duración	 del	 tiempo	 de	 refrigerio,	 y	 los	 tiempos	 de
tolerancia,	de	ser	el	caso.
m)	Descansos	remunerados
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Decreto
Legislativo
N°	713
08.11.1991
Consolidan	 la	 legislación	 sobre	 descansos
remunerados	de	los	trabajadores	sujetos	al	Régimen
Laboral	de	la	Actividad	Privada.
Decreto
Supremo	 N 03.12.1992
Aprueban	el	Reglamento	del	Decreto	Legislativo	N°
713	 sobre	 los	 descansos	 remunerados	 de	 los
°	 012-92-
TR
trabajadores	 sujetos	 al	 Régimen	 Laboral	 de	 la
Actividad	Privada.
1.	Descanso	semanal	obligatorio
•	Todo	trabajador	tiene	derecho	como	mínimo	a	24	horas	consecutivas	de
descanso	 cada	 semana,	 el	 cual	 será	 otorgado,	 preferentemente,	 el	 día
domingo.
•	 Los	 trabajadores	 que	 laboran	 en	 su	 día	 de	 descanso	 sin	 sustituirlo	 por
otro	día	en	 la	misma	semana,	 tienen	derecho	al	pago	de	una	sobretasa	del
100%	sobre	su	remuneración	ordinaria.
2.	Descanso	en	días	feriados
•	Los	 trabajadores	 tienen	derecho	a	un	descanso	 remunerado	en	 los	días
feriados	 señalados	 por	 ley,	 percibiendo	 en	 dicha	 oportunidad	 una
remuneración	ordinaria	correspondiente	a	un	día	de	trabajo.
•	Los	días	feriados	son	los	siguientes:
•	Año	nuevo	(01	de	enero)
•	Jueves	santo	y	viernes	santo	(movibles)
•	Día	del	Trabajo	(01	de	mayo)
•	San	Pedro	y	San	Pablo	(29	de	junio)
•	Fiestas	Patrias	(28	y	29	de	julio)
•	Santa	Rosa	de	Lima	(30	de	agosto)
•	Combate	de	Angamos	(08	de	octubre)
•	Todos	los	santos	(01	de	noviembre)
•	Inmaculada	Concepción	(08	de	diciembre)
•	Navidad	del	Señor	(25	de	diciembre)
•	 El	 trabajo	 prestado	 en	 los	 días	 feriados	 sin	 descanso	 sustitutorio	 dará
lugar	al	pago	de	una	retribución	correspondiente	por	la	labor	efectuada	con
una	sobretasa	del	100%.
3.	Vacaciones	anuales
Definición
El	 trabajador	 tiene	 derecho	 a	 treinta	 días	 calendario	 de	 descanso
vacacional	por	cada	año	completo	de	servicios.
Récord	vacacional
Para	que	el	trabajador	tenga	derecho	a	este	beneficio,	debe	de	cumplir	con
el	siguiente	récord:
•	 Para	 aquellos	 trabajadores	 cuya	 jornada	 ordinaria	 sea	 de	 seis	 días	 a	 la
semana,	deberán	de	haber	realizado	labor	efectiva	por	lo	menos	doscientos
sesenta	días	en	dicho	período.
•	Tratándose	de	trabajadores	cuya	jornada	ordinaria	sea	de	cinco	días	a	la
semana,	haber	realizado	labor	efectiva	por	lo	menos	doscientos	diez	días	en
dicho	período.
•	En	los	casos	en	que	el	plan	de	trabajo	se	desarrolle	en	sólo	cuatro	o	tres
días	 a	 la	 semana	 o	 sufra	 paralizaciones	 temporales	 autorizadas	 por	 la
autoridad	 administrativa	 de	 trabajo,	 los	 trabajadores	 tendrán	 derecho	 al
goce	vacacional,	siempre	que	sus	faltas	injustificadas	no	excedan	de	diez	en
dicho	período.
Vacaciones	truncas
•	 Para	 que	 proceda	 el	 abono	 del	 récord	 trunco	 vacacional	 el	 trabajador
debe	de	acreditar	un	mes	de	servicios.
•	El	récord	trunco	es	compensado	a	razón	de	tantos	dozavos	y	 treintavos
de	 la	 remuneración	 como	meses	 y	 días	 computables	 hubiera	 laborado	 el
trabajador.
Reglas	para	el	otorgamiento	del	beneficio
•	El	descanso	vacacional	no	podrá	ser	otorgado	cuando	el	 trabajador	esté
incapacitado	por	enfermedad	o	accidente,	siempre	y	cuando,	la	incapacidad
no	sea	sobreviviente	al	período	de	vacaciones.
•	 Salvo	 el	 supuesto	 de	 acumulación,	 señalado	 en	 el	 punto	 posterior,	 el
descanso	vacacional	deberá	de	otorgarse	al	año	siguiente	de	 la	prestación
de	los	servicios	por	el	trabajador.
•	El	trabajador	puede	convenir	por	escrito	con	su	empleador	en	acumular
hasta	 dos	 descansos	 consecutivos,	 siempre	 que	 después	 de	 un	 año	 de
servicios	 continuo	 disfrute	 por	 lo	 menos	 de	 un	 descanso	 de	 siete	 días
calendarios,
•	La	remuneración	vacacional	es	equivalente	a	la	que	el	trabajador	hubiera
percibido	habitualmente	si	hubiese	seguido	trabajando.
•	La	 remuneración	vacacional	 será	abonada	al	 trabajador	antes	del	 inicio
del	descanso.
•	 El	 período	 mínimo	 de	 goce	 de	 vacaciones,	 previa	 solicitud	 escrita	 del
trabajador	es	de	siete	días	calendarios.
•	El	descanso	vacacional	puede	reducirse	de	treinta	días	a	quince	días,	con
la	 respectiva	 compensación	 de	 quince	 días	 de	 remuneración.	 El	 acuerdo
deberá	de	constar	por	escrito.
•	El	 empleador	está	obligado	a	hacer	 costar	 en	el	 registro	de	planillas,	 la
fecha	del	descanso	vacacional	y	el	pago	de	la	remuneración	vacacional.
n)	Seguro	de	vida
Marco	normativo Publicación Registro
D.	Leg.	N°	688 05.11.1991 Ley	 de	 Consolidación	 de	 BeneficiosSociales.
Ley	N°	26182 12.05.1993 Restituyen	 vigencia	 del	 artículo	 11	 de	 laley.
Ley	N°	26645 27.06.1996 Modifica	artículo	7°	de	la	ley.
D.	 S.	 N°	 024-2001-
TR 22.07.2001
Reglamentan	 disposiciones	 del	 D.	 Leg.	 N°
688.
1.-	Alcances
•	El	 beneficio	 del	 seguro	de	 vida	 se	 extiende	de	manera	 obligatoria	 a	 los
trabajadores	 que	 tienen	 cuatro	 años	 de	 servicios,	 siendo	 beneficiarios	 el
cónyuge,	 conviviente,	 descendientes,	 y	 a	 falta	 de	 ellos,	 los	 ascendientes	 y
hermanos	menores	de	dieciocho	(18)	años.
•	 El	 seguro	 de	 vida	 es	 de	 grupo	 o	 colectivo,	 siendo	 facultativo	 del
empleador	tomar	el	seguro	a	favor	de	sus	trabajadores	que	cuenten	con	más
de	tres	(3)	meses	de	servicios.
•	El	seguro	de	vida	es	contratado	por	el	empleador,	quien	debe	pagar	una
prima	mensual	determinada	en	función	de	la	remuneración	del	trabajador	y
de	su	categoría	de	empleado	u	obrero.
2.-	Beneficio	sustitutorio	en	caso	de	invalidez;	permanente
•	 En	 caso	 que	 el	 trabajador	 sufra	 un	 accidente	 que	 le	 ocasione	 invalidez
total	 y	 permanente,	 tendrá	 derecho	 a	 cobrar	 el	 capital	 asegurado	 en
sustitución	del	que	hubiere	originado	su	fallecimiento;	la	certificación	de	la
invalidez	 será	 expedida	 por	 el	 Ministerio	 de	 Salud	 o	 los	 servicios	 de
seguridad	social.
•	 Se	 considera	 invalidez	 total	 y	 permanente	 originada	 por	 accidente	 la
alienación	 mental	 absoluta	 e	 incurable;	 el	 descerebramiento	 que	 impida
efectuar	trabajo	u	ocupación	por	el	resto	de	la	vida,	la	fractura	incurable	de
la	 columna	 vertebral	 que	 determine	 la	 invalidez	 total	 y	 permanente,	 la
pérdida	 total	 de	 la	 visión	 de	 ambos	 ojos,	 o	 de	 ambas	manos,	 o	 de	 ambos
pies,	 o	 de	 una	 mano	 o	 de	 un	 pie	 y	 otros	 que	 se	 puedan	 establecer	 por
decreto	supremo.
3.-	Suspensión	de	la	relación	laboral
•	En	 los	 casos	 de	 suspensión	 de	 la	 relación	 laboral,	 sea	 por	 enfermedad,
invalidez	o	cualquiera	de	 las	causales	previstas	en	el	artículo	12	del	Texto
Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Productividad	 y	 Competitividad	 Laboral,
aprobado	 por	 Decreto	 Supremo	 N°	 003-97-TR,	 a	 excepción	 del	 caso	 del
inciso	 j),	 el	 empleador	 está	 obligado	 a	 continuar	 pagando	 las	 primas
correspondientes,	 conforme	 se	 establece	 en	 el	 artículo	 7°	 del	 Decreto
Legislativo	N°	688	hasta	el	término	de	la	relación	laboral	del	trabajador.
•	El	derecho	a	la	continuación	de	seguro	de	vida	obligatorio	previsto	en	el
artículo	18	del	Decreto	Legislativo	N°	688,	se	otorga	a	los	trabajadores	que
estén	 en	 situación	 de	 invalidez	 distinta	 a	 la	 prevista	 en	 el	 artículo	 4°	 del
Decreto	Legislativo	N°	688	y	que	han	concluido	su	relación	laboral.
Continuación	facultativa:
•	 Para	 ejercer	 el	 derecho	 a	 la	 continuación	 del	 seguro,	 los	 trabajadores
deberán	 cursar	 una	 comunicación	 escrita	 a	 la	 compañía	 de	 seguros
contratada	 por	 su	 empleador	 adjuntando	 la	 certificación	 médica	 de	 su
invalidez,	 y	 efectuar	 el	 pago	 de	 la	 prima	 correspondiente	 dentro	 de	 los
treinta	 (30)	 días	 calendario	 siguientes	 al	 término	 de	 la	 relación	 laboral	 o
quince	(15)	días	calendario	posteriores	a	 la	determinación	de	 la	condición
de	 invalidez;	 en	 caso	 de	 concurrencia	 de	 plazos	 se	 aplicará	 el	 plazo	 más
favorable	para	el	trabajador.
•	 Sin	 perjuicio	 del	 ejercicio	 al	 derecho	 de	 la	 continuación	 facultativa,
posteriormente	 la	 empresa	 de	 seguros	 puede	 evaluar	 la	 condición	 de
invalidez	consignada	en	la	certificación	médica	que	sustentó	la	continuación
facultativa.
•	En	caso	de	discrepancia	con	el	resultado	de	la	evaluación	realizada	por	la
empresa	de	seguros,	el	asegurado	puede	solicitar,	dentro	de	los	treinta	(30)
días	 siguientes	 de	 comunicada	 la	 evaluación	 de	 la	 empresa	 de	 seguros,	 la
evaluación	 de	 su	 condición	 de	 invalidez	 por	 el	 Instituto	 Nacional	 de
Rehabilitación	 aplicando	 supletoriamente	 las	 normas	 legales	 y
administrativas	 pertinentes	 del	 Seguro	 Complementario	 de	 Trabajo	 de
Riesgo	y	Sistema	Privado	de	Pensiones.	Los	costos	de	la	referida	evaluación
serán	asumidos	por	la	empresa	de	seguro.
Trabajadores	que	cesan:
•	Los	trabajadores	que	cesan,	no	incluidos	en	los	supuestos	consignados	en
los	 puntos	 anteriores,	 podrán	 continuar	 con	 el	 contrato	 de	 seguro,
regulando	su	contenido	por	lo	que	establezcan	las	partes.
•	En	los	casos	de	los	contratos	de	seguro	celebrados	por	los	ex	trabajadores
en	ejercicio	de	su	derecho	a	la	continuación	facultativa,	con	anterioridad	a	la
vigencia	 de	 la	 reglamentación	 de	 la	 ley,	 los	 términos	 solo	 podrán
modificarse	por	acuerdo	de	partes.
4.-	Remuneración	asegurable
•	Las	 remuneraciones	 asegurables	para	 el	 pago	del	 capital	 o	póliza	 están
constituidas	por	aquellas	que	 figuran	en	 los	 libros	de	planilla	y	boletas	de
pago	 percibido	 mensualmente	 por	 el	 trabajador.	 Se	 excluyen	 las
gratificaciones,	participaciones,	 compensación	vacacional	 adicional	 y	otras
que	por	su	naturaleza	no	se	abonen	mensualmente.
•	 Tratándose	 de	 trabajadores	 remunerados	 a	 comisión	 o	 destajo	 se
considera	el	promedio	de	las	percibidas	en	los	últimos	tres	meses.
5.-	Monto	de	la	prima
•	La	prima	es	única	y	renovable	mensualmente	su	monto	es	el	siguiente:
a)	 Tratándose	 de	 trabajadores	 empleados	 es	 igual	 al	 0,53%	 de	 la
remuneración	 mensual	 de	 cada	 asegurado,	 correspondiente	 al	 mes
inmediato	anterior	a	la	vigencia	mensual	del	seguro;
b)	Tratándose	de	 trabajadores	obreros	 la	prima	será	 igual	al	0,71%	de	 la
remuneración	 que	 perciba	 mensualmente	 cada	 trabajador	 obrero,
correspondiente	al	mes	inmediato	anterior	a	la	vigencia	mensual	del	seguro;
c)	La	prima	de	los	trabajadores	obreros	que	desarrollan	actividades	de	alto
riesgo	será	de	1,46%.	Se	entiende	por	actividades	de	alto	riesgo	las	que	se
desarrollan	 en	 áreas	 de	 explosivos,	 fuegos	 artificiales,	minas,	municiones,
petróleo,	 policía	 particulares	 y	 perforaciones	 de	 pozos.	 Esta	 relación	 se
amplía	por	decreto	supremo;
d)	 El	 pago	 de	 las	 primas	 correspondientes	 a	 los	 trabajadores	 obreros	 lo
efectuará	 el	 empleador	 deduciendo	 el	 porcentaje	 correspondiente	 de	 la
aportación	que	le	corresponde	efectuar	al	régimen	de	accidentes	de	trabajo
y	enfermedades	profesionales	y	abonándolas	directamente	a	la	compañía	de
seguros	contratada.
•	Las	primas	podrán	ser	reajustadas	por	resolución	de	la	Superintendencia
de	Banca	y	Seguros.
6.-	Monto	y	pago	del	beneficio
•	El	monto	del	beneficio	es	el	siguiente:
a)	Por	 fallecimiento	natural	del	 trabajador	 se	abonará	a	 sus	beneficiarios
dieciséis	(16)	remuneraciones	que	se	establecen	en	base	al	promedio	de	lo
percibido	por	aquél	en	el	último	trimestre	previo	al	fallecimiento;
b)	 Por	 fallecimiento	 del	 trabajador	 a	 consecuencia	 de	 un	 accidente,	 se
abonará	 a	 los	 beneficiarios	 treintidós	 (32)	 remuneraciones	 mensuales
percibidas	por	aquél	en	la	fecha	previa	del	accidente;	y,
c)	Por	invalidez	total	o	permanente	del	trabajador	originada	por	accidente
se	abonará	treintidós	(32)	remuneraciones	mensuales	percibidas	por	él	en
la	 fecha	 previa	 del	 accidente.	 En	 este	 caso,	 dicho	 capital	 asegurado	 será
abonado	directamente	al	trabajador	o	por	impedimento	de	él	a	su	cónyuge,
curador	o	apoderado	especial.
•	Tratándose	de	trabajadores	remunerados	a	comisión	o	destajo,	el	monto
del	 capital	 que	 corresponda	 abonar,	 sea	 cual	 fuere	 la	 contingencia,	 se
establecerá	en	base	al	promedio	de	las	comisiones	percibidas	en	los	últimos
tres	(3)	meses.
•	 Producido	 el	 fallecimiento	 del	 trabajador	 y	 formulada	 la	 solicitud
correspondiente,	 la	 compañía	 de	 seguros	 procederá	 a	 entregar	 sin	 más
trámite,	 el	 monto	 asegurado	 a	 los	 beneficiarios	 que	 aparezcan	 en	 la
declaración	 jurada	 o	 en	 el	 testamento	 por	 escritura	 pública	 si	 éste	 es
posterior	 a	 la	 declaración	 jurada.	 La	 entrega	 se	 efectuará	 sin	 ninguna
responsabilidad	 para	 la	 compañía	 aseguradora	 en	 caso	 aparecieran
posteriores	beneficiarios	con	derecho	al	seguro	de	vida.
•	Tratándose	de	la	presentación	del	testamento	antes	indicado	sólo	tendrá
derecho	al	seguro	de	vida	los	beneficiarios	legalmente	designados.
Si	hubieran	menores	de	edad,	el	monto	que	les	corresponda	se	entregará	al
padre	 sobreviviente,	 tutor	 o	 apoderado,	 quien	 administrará	 el	monto	 que
corresponde	a	los	menores	conforme	a	las	normas	del	Código	Civil.
•	La	Compañía	de	seguros	queda	obligada	al	pago	de	 los	 intereses	 legales
vencidas	las	setentidós	(72)	horas	de	presentada	la	solicitud	y	aún	cuando
no	se	hayan	presentado	los	beneficiarios,	a	partir	de	los	quince	(15)	días	de
la	fecha	de	fallecimiento	del	trabajador.	Queda	liberado	de	esa	obligación,	a
partir	 de	 la	 fecha	 de	 consignación	 del	 importe	 del	 monto	 asegurado,
consignación	que	no	podrá	producirse	antes	de	haber	transcurrido	treinta
(30)	días	naturales	desde	el	deceso	del	trabajador.
La	consignación	se	efectuará	a	la	orden	de	los	beneficiarios	que	aparezcan
en	 la	 última	 declaración	 jurada	 proporcionada	 por	 el	 trabajador	 o	 en	 el
testamento	 por	 escritura	 pública,	 o	 si	 no	 existieran	 éstos	 a	 nombre	 del
empleador	 por	 ante	 el	 juzgado	 de	 paz	 letrado	 correspondiente	 a	 sus
domicilios.
•	 El	 juzgado	 de	 paz	 letrado	 ordenará	 bajo	 responsabilidad	 y	 sin	 más
trámites	el	pago	inmediato	a	las	personas	que	acrediten	tener	la	calidad	de
beneficiarios;	salvo	que	el	empleador	hubiera	requerido	el	pago	por	haber
transcurrido	 un	 año	 de	 fallecido	 el	 trabajador,	 sin	 que	 ninguno	 de	 los
beneficiarios	hubiera	ejercido	su	derecho.
o)	Registro	de	trabajadores	en	planilla
Marco
normativo Publicación Registro
D.	 S.	 N°	 018-
2007-TR 28.08.2007
Establecen	 disposiciones	 relativas	 al	 uso	 del
documento	denominado	“Planilla	Electrónica”.
R.	 M.	 N°	 250-
2007-TR 30.09.2007
Aprueban	 información	 de	 la	 planilla
electrónica	y	anexos.
R.	 M.	 N°	 020-
2008-TR 17.01.2008
Dictan	medidas	 complementarias	 para	 el	 uso
de	la	“planilla	electrónica”.
D.	 S.	 N°	 002-
2008-TR 20.04.2008
Eliminan	 la	 obligación	 de	 presentar	 la
información	 de	 las	 planillas	 de	 pago	 de
remuneraciones	de	los	trabajadores	percibidas
en	el	mes	de	 junio	de	cada	año,	por	aplicación
de	la	planilla	electrónica.
R.	 M.	 N°	 355-
2008-TR 08.11.2008
Dejan	 sin	 efecto	 disposición	 complementaria
única	 de	 la	 Resolución	 Ministerial	 N°	 020-
2008-TR,	 por	 tanto	 los	 inspectores	 de	 trabajo
están	 facultados	 para	 solicitar	 a	 los
empleadores	 las	 planillas	 electrónicas
remitidas.
Resolución	 de
Superintendencia
N°	 159-2009-
Sunat
22.07.2009 Aprueban	 nueva	 versión	 del	 PDT	 PlanillaElectrónica,	Formulario	Virtual	N°	0601.
a)-	Planilla	electrónica
1.	Ámbito	de	aplicación
El	PDT	N°	601	 “Planilla	Electrónica”	 es	 el	 documento	 llevado	a	 través	de
medios	 electrónicos,	 presentado	 mensualmente	 a	 través	 del	 medio
informático	desarrollado	por	la	Sunat,	en	el	que	se	encuentra	registrada	la
información	de	los	trabajadores,	pensionistas,	prestadores	de	servicios	–4ta.
Categoría,	 prestadores	 de	 servicios–	 modalidad	 formativa,	 personal	 de
terceros	y	derechohabientes.
2.	Personas	obligadas	a	llevar	planilla	electrónica
A.	Las	personas	jurídicas.
B.	 Las	 personas	 naturales	 que	 se	 encuentren	 en	 alguno	 de	 los	 siguientes
supuestos:
•	Cuenten	con	más	de	tres	(3)	trabajadores.
•	 Cuenten	 con	 uno	 (1)	 o	 más	 prestadores	 de	 servicios	 y/o	 personal	 de
terceros.
•	 Cuenten	 con	 uno	 (1)	 o	 más	 trabajadores	 o	 pensionistas	 que	 sean
asegurados	obligatorios	del	Sistema	Nacional	de	Pensiones.
•	 Cuando	 estén	 obligados	 a	 efectuar	 alguna	 retención	 del	 Impuesto	 a	 la
Renta	de	cuarta	o	quinta	categoría.
•	Tengan	a	su	cargo	uno	(1)	o	más	artistas,	de	acuerdo	a	lo	previsto	en	el
Ley	N°	28131.
•	Hubieran	contratado	 los	servicios	de	una	Entidad	Prestadora	de	Salud	-
EPS	u	otorguen	servicios	propios	de	salud	conforme	lo	dispuesto	en	la	Ley	N
°	26790,	normas	reglamentarias	y	complementarias.
•	Hubieran	suscrito	con	el	Seguro	Social	de	Salud	 -	ESSALUD	un	contrato
por	seguro	cornplementario	de	trabajo	de	riesgo.
•	Gocen	de	estabilidad	jurídica	y/o	tributaria.
•	 Cuenten	 con	 uno	 (1)	 o	 más	 prestadores	 de	 servicios	 -	 modalidad
formativa.
Los	 empleadores	 que	 no	 se	 encuentren	 comprendidos	 en	 ninguno	de	 los
supuestos	 descritos	 en	 los	 literales	 A.	 y	 B.,	 podrán	 optar	 por	 utilizar
voluntariamente	 el	 sistema	 de	 planilla	 electrónica;	 no	 obstante,	 una	 vez
utilizado	el	sistema,	no	podrán	volver	al	sistema	de	planilla	anterior.
La	utilización	de	la	planilla	electrónica	reemplaza	la	obligación	de	llevar	el
Libro	de	Modalidades	Formativas	Laborales	y	la	obligación	de	presentar	la
declaración	jurada	anual	de	planillas.
3.	Exclusiones	a	la	utilización	de	planillas	electrónicas
Las	exclusiones	 incluyen	a	 los	empleadores	de	trabajadores	del	hogar,	 las
personas	 naturales,	 sucesiones	 indivisas	 o	 sociedades	 conyugales	 que
contraten	 eventualmente	 a	 trabajadores	 de	 construcción	 civil	 y,	 aquellos
que	 únicamente	 contraten	 prestadores	 de	 servicios	 -	 cuarta	 categoría
cuando	no	tengan	la	calidad	de	agente	de	retención,	según	el	artículo	71,	inc.
b)	de	la	Ley	del	Impuesto	a	la	Renta.
4.	Aspectos	sobre	la	declaración	y	registro	de	la	planilla	electrónica
La	 planilla	 electrónica	 cuenta	 con	 un	 padrón	 de	 declarantes,	 de
trabajadores,	 pensionistas,	 derechohabientes,	 prestadores	 de	 servicios	 y
personal	de	terceros,	en	la	que	se	registra	información	relacionada	con	ellos
por	 única	 vez	 y	 que	 sólo	 será	 modificada	 en	 caso	 requiera	 actualización.
Adicionalmente,	cuenta	con	una	planilla	o	declaración	mensual	en	la	que	se
declara	 información	 con	 dicha	 periodicidad.	 La	 planilla	 electrónica	 debe
presentarse	 en	 los	 plazos	 señalados	 en	 el	 cronograma	 establecido	 por	 la
Sunat	 para	 la	 declaración	 y	 pago	 de	 las	 obligaciones	 tributarias	 de
periodicidad	mensual.
4.1	Registro	del	declarante
4.1.1	Micro	empresa
Debe	declararse	como	micro	empresa	sólo	cuando	se	haya	acogido	a	este
régimen	 laboral	 especial,	 mediante	 el	 Registro	 Nacional	 de	 la	 Micro	 y
Pequeña	Empresa	-	Remype	a	cargo	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción
del	Empleo.
4.1.2	Establecimientos
•	 Se	 consideran	 así	 a	 los	 lugares	 en	 que	 el	 declarante	 realiza,	 parcial	 o
totalmente,	sus	operaciones.	El	establecimiento	puede	estar	constituido	sólo
por	 el	 domicilio	 fiscal,	 pero	 también	 puede	 darse	 la	 existencia	 de
establecimientos	anexos,	cuya	declaración	en	el	RUC	es	obligatoria.
•	 Se	 registra	 que	 el	 establecimiento	 a	 declarar	 es	 un	 centro	 de	 riesgo
cuando	aporte	al	Seguro	Complementario	de	Trabajo	de	Riesgo	(SCTR)	para
los	 trabajadores	 que	 laboran	 en	 ese	 establecimiento.	 El	 aporte	 al	 Seguro
Complementario	 de	Trabajo	 de	Riesgo	puede	 realizarse	 a	 ESSALUD	o	una
EPS	 (Entidad	 Prestadora	 de	 Salud).	 Sólo	 cuando	 se	 contrate	 el	 SCTR	 con
ESSALUD,	obligatoriamente	debe	indicar	la	tasa.	Si	contrata	el	SCTR	con	una
EPS	no	es	necesario	que	indique	la	tasa	de	aporte.
•	Igualmente	de	ser	el	caso,	se	indican	los	datos	de	empleadores	a	quienes
el	declarante	destaca	o	desplaza	personal,	así	como	cuando	otro	empleador
destaca	o	desplaza	personal	al	declarante.
4.2	Registro	de	trabajadores
Trabajador	es	 toda	persona	que	presta	servicios	personales	remunerados
bajo	subordinación.	Se	encuentra	también	comprendido	en	la	definición,	el
socio	 trabajador	 de	 una	 cooperativa	 de	 trabajadores,	 cuyo	 vínculo	 con	 la
cooperativa	es,	a	la	vez,	asociativo	y	laboral.
4.2.1	Trabajador	con	discapacidad
La	 alternativa	 positiva	 en	 el	 indicador	 de	 discapacidad	 debe	 marcarse
cuando	se	 trate	de	 trabajadores	cuya	condición	de	discapacidad	haya	sido
certificada	 por	 alguna	 de	 las	 autoridades	 a	 las	 que	 la	 Ley	 N°	 27050,	 Ley
General	 de	 la	 Persona	 con	Discapacidad,	 atribuye	 competencia	 para	dicho
fin;	y	que	hayan	cumplido	con	su	 inscripción	en	el	Registro	Nacional	de	 la
Persona	con	Discapacidad.
4.2.2	Jornada	máxima
Por	regla,	 todos	 los	 trabajadores	se	encuentran	sujetos	al	 límite	temporal
de	 8	 horas	 diarias	 o	 48	 horas	 semanales	 de	 trabajo.	 Por	 excepción,	 no	 se
encuentran	sujetos	a	dicho	límite	los	siguientes:
•	Trabajadores	de	dirección.
•	Trabajadores	de	confianza	que	no	se	encuentren	sujetos	a	un	control	de
tiempo	efectivo	de	trabajo.
•	Trabajadores	no	sujetos	a	fiscalización	inmediata.
•	Trabajadores	que	prestan	servicios	intermitentes	de	espera,	vigilancia	o
custodia.
4.2.3	Horario	nocturno
Se	considera	sujeto	a	trabajo	en	horario	nocturno	cuando	se	trate	de:
•	 Trabajadores	 cuya	 jornada	 se	 desenvuelva	 de	 manera	 exclusiva	 en
horario	nocturno.
•	 Trabajadores	 cuya	 jornada	 se	 desenvuelva	 parcialmente	 en	 horario
nocturno	y	parcialmente	en	horario	diurno.
•	 Trabajadores	 cuya	 jornada	 se	 desenvuelva	 algunos	 días	 en	 horario
nocturno	y	otros,	en	horario	diurno.
4.2.4	Diversos	tipos	de	pago
Cuando	se	trate	de	trabajadores	respecto	de	los	que	se	emplea	más	de	un
tipo	 de	 pago	 en	 el	 período	 (efectivo,	 depósito	 en	 cuenta	 y	 otros),	 deberá
registrarse	el	último	tipo	utilizado.
4.2.5	“Trabajador	de	dirección”	y	“trabajador	de	confianza”
El	 marcado	 de	 dichas	 opciones	 debe	 producirse	 con	 arreglo	 a	 las
definiciones	y	habiendo	seguido	el	procedimiento	de	calificación	respectivo
previstos	 en	 TUO	 de	 la	 Ley	 de	 Productividad	 y	 Competitividad	 Laboral
aprobado	por	el	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR	y	el	Reglamento	de	la	Ley
de	Fomento	al	Empleo	aprobado	por	el	Decreto	Supremo	N°	001-96-TR.
4.2.6	Trabajador	que	percibe	otros	ingresos	de	quinta	categoría
Deberá	 declararse	 que	 el	 trabajador	 percibe	 otros	 ingresos	 de	 quinta
categoría,	 sólo	 cuando	 el	 trabajador	 lo	 haya	 informado;	 siendo	 el	 caso,
deberá	consignarse	en	otros	empleadores	el	número	de	RUC	y	razón	social
que	correspondan.
4.2.7	Trabajador	con	rentas	de	quinta	categoría	exoneradas	o	inafectas
Son	 los	 funcionarios	 y	 empleados	 consideraos	 como	 tales	 dentro	 de	 la
estructura	 organizacional	 de	 los	 gobiernos	 extranjeros,	 instituciones
oficiales	 extranjeras	 y	 organismos	 internacionales,	 siempre	 que	 los
convenios	 constitutivos	 así	 lo	 establezcan,	 y	 ejerzan	 el	 cargo	 en	 nuestro
país.
4.3	Registro	de	personal	en	el	régimen	cuarta	-	quinta	categoría
Sólo	 para	 efectos	 del	 llenado	 de	 la	 planilla	 electrónica,	 estas	 personas	 se
registran	dentro	de	 la	 categoría	de	 trabajadores.	 Tal	 registro	 es	 sólo	para
fines	 operativos	 y	 no	 cambia	 la	 naturaleza	 jurídica	 de	 las	 relaciones
existentes	entre	dichos	perceptores	y	 las	empresas	o	entidades	en	 las	que
éstos	prestan	servicios.	Para	declararlos	se	utiliza	el	código	0924	“Ingresos
cuarta	 -	 quinta	 categoría”	 de	 la	 Tabla	 N°	 22.	 Lo	 mismo	 sucede	 con	 los
pescadores	 y	 procesadores	 artesanales	 independientes	 y	 con	 los
practicantes	Senati.
4.4	Registro	de	practicantes	del	Senati
Para	 efectos	 de	 la	 planilla	 electrónica	 deberá	 incluirse	 en	 la	 categoría	 de
trabajadores.	En	Datos	principales,	Tipo	de	 trabajador,	 se	marca	el	 código
23	“practicante	Senati”.
4.5	Registro	de	derechohabientes
Son	 derechohabientes:	 el	 cónyuge,	 concubino,	 hijos	 menores	 de	 edad	 o
mayores	 de	 edad	 con	 discapacidad	 y	 los	 gestantes,	 tanto	 del	 trabajador
como	del	pensionista.
4.6	Registro	de	pensionistas
Son	 aquellos	 que	 perciben	 una	 pensión	 de	 jubilación,	 cesantía,	 invalidez,
sobrevivencia	 u	 otra	 pensión,	 cualquiera	 fuere	 el	 régimen	 legal	 al	 cual	 se
encuentre	sujeto.	Se	declara	como	pensionista	a	aquél	al	que	el	obligado	a
declarar	 la	 planilla	 electrónica	 le	 paga	 una	 pensión;	 y	 siempre	 que	 dicha
relación	jurídica	genere	la	obligación	de	realizar	aportes	al	Seguro	Social	de
Salud.
4.7	Registro	de	prestador	de	servicios	-	Cuarta	categoría
Son	 aquellos	 que	 prestan	 servicios	 al	 declarante,	 bajo	 cualquier	 régimen
legal,	cualquiera	sea	la	modalidad	del	contrato	de	prestación	de	servicios,	y
que	perciban	o	 tengan	derecho	 a	 percibir	 por	 sus	 servicios	 rentas	 que	no
califiquen	como	rentas	de	primera,	segunda	o	tercera	categoría,	de	acuerdo
a	 la	 Ley	 del	 Impuesto	 a	 la	 Renta.	 También	 aquellas	 personas	 que	 se
encuentran	 incorporadas	 como	 asegurados	 regulares	 al	 Régimen
Contributivo	 de	 la	 Seguridad	 Social	 en	 Salud	 por	 mandato	 de	 una	 ley
especial,	por	las	que	existe	obligación	de	realizar	aportaciones	de	salud.	Los
prestadores	 de	 servicios	 de	 cuarta	 categoría	 deben	 ser	 declarados	 en	 la
planilla	 electrónica	por	 aquellos	 empleadores	que	 contraten	 sus	 servicios,
siempre	 que	 éstos	 sean	 agentes	 de	 retención	 del	 Impuesto	 a	 la	 Renta	 de
cuarta	categoría;	independientemente	de	si	efectúen	o	no	dicha	retención.
4.8	Registro	de	prestador	de	servicios	-	modalidades	formativas
•	Es	la	persona	natural	que	presta	servicios	bajo	alguna	de	las	modalidades
formativas	reguladas	por	la	Ley	N°	28518.	Debe	declararse	la	fecha	en	que
de	manera	 efectiva	 la	 persona	 ha	 iniciado	 la	 prestación	 de	 servicios;	 con
prescindencia	de	la	fecha	en	que	fue	suscrito	el	convenio.
•	 La	 realización	 de	 actividades	 formativas	 en	 horario	 nocturno	 requiere
autorización	de	la	autoridad	administrativa	de	trabajo.	Los	adolescentes	no
puede	 realizar	 actividades	 en	 ninguna	 de	 las	 modalidades	 formativas
laborales	en	horario	nocturno.	Excepcionalmente,	el	juez	puede	autorizar	la
realización	 de	 actividades	 de	 las	 modalidades	 formativas	 laborales	 en
horario	 nocturno,	 a	 partir	 de	 los	 15	 años	 hasta	 que	 cumplan	 18	 años,
siempre	que	éste	no	exceda	de	cuatro	horas	diarias.
4.9	Registro	del	personal	de	terceros
La	 declaración	 del	 personal	 de	 terceros	 debe	 efectuarse	 sólo	 cuando	 el
personal	 no	 es	 del	 declarante,	 realice	 actividades	 de	 riesgo	 y	 sea	 el
declarante	 quien	 asuma	 el	 pago	 al	 Seguro	 Complementario	 de	Trabajo	 de
Riesgo.
b)	Planilla	manual
1.	Ámbito	de	aplicación
Los	 empleadores	 que	 no	 se	 encuentren	 obligados	 a	 llevar	 la	 planilla
electrónica	y	que	mantengan	trabajadores	dependientes,	deberán	llevar	las
planillas	 de	 pago	 de	 empleadores	 ya	 sea	 en	 libros,	 hojas	 sueltas	 o
microformas,	de	conformidad	con	lo	establecido	en	el	Decreto	Supremo	N°
001-98-TR;	y	gestionar	la	autorización	y	en	su	caso	el	cierre	de	las	indicadas
planillas	ante	la	autoridad	administrativa	de	trabajo.
2.	Plazo	para	el	registro	del	trabajador	en	la	planilla
Los	empleadores	deberán	de	 registrar	a	 sus	 trabajadores	en	 las	planillas,
dentro	de	las	setenta	y	dos	(72)	horas	de	ingresados	a	prestar	sus	servicios
independientemente	 de	 que	 se	 trate	 de	 un	 contrato	 por	 tiempo
indeterminado	sujeto	a	modalidad	parcial.
3.	Contenido	de	las	planillas
•	Al	inicio	del	libro	de	planillas,	de	la	hoja	suelta	o	de	la	microforma,	dentro
de	las	72	horas	de	ingresado	al	trabajador,	la	siguiente	información	referida
a	cada	trabajador:
a.	Nombre	completo,	sexo	y	fecha	de	nacimiento.
b.	Domicilio.
c.	Nacionalidad	y	documento	de	identidad.
d.	Fecha	de	ingreso	o	reingreso	a	la	empresa.
e.	Cargo	u	ocupación.
f.	 Número	 de	 registro	 o	 código	 de	 asegurado	 o	 afiliado	 a	 los	 sistemas
provisionales	correspondientes.
g.	Fecha	de	cese.
•	 Además	 de	 la	 información	 señalada	 en	 el	 punto	 inmediatamente
precedente	y	según	la	periodicidad	del	pago,	se	debe	registrar	los	siguientes
conceptos:
a.	Remuneraciones	que	se	abonen	al	trabajador	tomando	en	consideración
para	este	efecto,	lo	previsto	en	el	artículo	6°	del	TUO	del	Decreto	Supremo	N
°	003-97-TR.
b.	Número	de	días	y	horas	trabajadas.
c.	Número	de	horas	trabajadas	en	sobretiempo.
d.	Deducciones	de	cargo	del	trabajador	por	concepto	de	tributos,	aportes	a
los	 sistemas	 provisionales,	 cuotas	 sindicales,	 descuentos	 autorizados	 u
ordenados	por	mandato	judicial	y	otros	conceptos	similares.
e.	 Cualquier	 otro	 pago	 que	 no	 tenga	 carácter	 remunerativo,	 según	 el
artículo	7°	del	Decreto	N°	003-97-TR.
f.	Tributos	y	aportes	a	cargo	del	empleador.
g.	 Cualquier	 otra	 información	 adicional	 que	 el	 empleador	 considere
conveniente.
h.	Salida	y	retorno	de	vacaciones.
p)	Entrega	de	boletas	de	pago
Marco	normativo Publicación Registro
D.	S.	N°	001-98-TR 22.01.1998
Normas	 reglamentarias	 relativas	 a	 la
obligación	 de	 los	 empleadores	 de	 llevar
planillas	de	pago.
Resolución
Ministerial	 N°	 020-
2008-TR
17.01.2008 Dictan	 medidas	 complementarias	 para	 eluso	de	la	“Planilla	Electrónica”
1.	Obligación	de	entregar	boletas	de	pago
•	La	 obligación	 de	 entregar	 la	 boleta	 de	 remuneraciones	 al	 trabajador	 se
mantiene,	en	los	términos	del	Decreto	Supremo	N°	001-98-TR.	Ello	implica
que,	con	prescindencia	del	llevado	de	la	planilla	electrónica	los	empleadores
deberán	 cumplir	 con	 entregar	 el	 original	 de	 la	 boleta	 al	 trabajador	 a	más
tardar	el	tercer	día	hábil	siguiente	a	la	fecha	de	pago.
•	El	original	de	la	boleta	de	pago	será	entregado	al	trabajador	a	más	tardar
el	tercer	día	hábil	siguiente	a	la	fecha	de	pago.	La	firma	del	trabajador	en	la
boleta	 de	 pago	 se	 sujeta	 a	 las	 disposiciones	 de	 los	 artículos	 19	 y	 20	 del
Decreto	Supremo	N°	001-98-TR.	En	tal	sentido,	la	misma	es	obligatoria,	en
principio;	 pero	 el	 empleador	 puede	 optar	 por	 omitirla,	 si	 lo	 considera
conveniente;	en	cuyo	caso	le	corresponderá	la	carga	de	la	prueba	respecto
al	pago	de	la	remuneración	y	al	cumplimiento	de	la	obligación	de	entrega	de
la	boleta	de	pago	al	trabajador.
•	 Entre	 las	 funcionalidades	 de	 la	 planilla	 electrónica	 se	 encuentra	 la
emisión	 de	 una	 boleta	 de	 pago	 en	 base	 a	 la	 información	 registrada.	 Los
empleadores	podrán	optar	por	utilizar	dicho	boleta	o	seguir	emitiéndola	a
través	del	medio	que	lo	han	venido	haciendo.	En	caso	de	utilizarla,	deberán
tener	en	cuenta	lo	siguiente:
-	 Podrán	 hacerlo	 sólo	 cuando	 la	 periodicidad	 del	 pago	 sea	 mensual;	 y,
siempre	 que	 el	 período	 de	 pago	 coincida	 con	 el	 inicio	 y	 el	 fin	 del	 mes
calendario.
-	Con	relación	al	número	de	horas	de	trabajo	en	el	período,	la	boleta	debe
reflejar	de	manera	exacta	el	contenido	del	registro	de	control	de	asistencia.
2.	Contenido	mínimo	de	boleta	de	pago.
•	La	boleta	de	pago	debe	contener	la	siguiente	información	mínima	referida
al	empleador:
a.	 Apellidos	 y	 nombres,	 en	 caso	 de	 ser	 persona	 natural;	 o	 razón	 social	 o
denominación,	en	caso	de	ser	persona	jurídica.
b.	Número	de	RUC.
•	 Asimismo,	 deberá	 contener	 la	 siguiente	 información	 mínima	 sobre	 el
trabajador:
a.	Apellidos	y	nombres
b.	Período	de	pago
c.	Tipo	y	número	de	documento	de	identificación
d.	Tipo	o	categoría	(tipo,	de	acuerdo	a	la	Tabla	8	del	Anexo	2,	aprobado	por
Resolución	Ministerial	N°	250-2007-TR;	o	 la	categoría	propia	utilizada	por
el	empleador)
e.	Régimen	pensionario
f.	Código	Único	del	Sistema	Privado	de	Pensiones	-	CUSPP
g.	Fecha	de	inicio	de	la	relación	laboral
h.	Número	de	días	efectivamente	laborados
i.	Número	de	días	subsidiados
j.	Número	de	días	no	laborados	y	no	subsidiados
k.	Número	de	horas	ordinarias
l.	Número	de	horas	en	sobretiempo
m.	 Remuneraciones	 que	 se	 abonen,	 tomando	 en	 consideración	 para	 este
efecto	 lo	 previsto	 en	 el	 artículo	 6°	 del	 TUO	 de	 la	 Ley	 de	 Productividad	 y
Competitividad	Laboral,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR.
n.	 Cualquier	 otro	 pago	 que	 no	 tenga	 carácter	 remunerativo,	 según	 el
artículo	7°	del	TUO	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral.
o.	Descuentos
p.	Tributos	y	aportes	a	cargo	del	trabajador
q.	Tributos	y	aportes	a	cargo	del	empleador
•	 Con	 relación	 al	 número	 de	 horas	 laboradas	 en	 el	 período,	 la	 boleta	 de
pago	deberá	reflejar	de	manera	exacta	el	contenido	del	registro	de	control	y
asistencia.
3.	Conservación	de	la	documentación	respectiva
Los	empleadores	están	obligados	a	conservar	sus	planillas,	el	duplicado	de
las	boletas	y	las	constancias	correspondientes,	hasta	cinco	años	después	de
efectuado	el	pago.	Transcurrido	este	plazo,	la	prueba	de	los	derechos	que	se
pudieran	derivar	del	contenido	de	los	citados	documentos,	será	de	cargo	de
quien	alegue	el	derecho.	Los	empleadores	están	obligados	a	exhibir	ante	las
autoridades	competentes	que	lo	requieran,	las	planillas,	el	duplicado	de	las
boletas	y	las	constancias	de	pago.
q)	Jornada	de	trabajo
Marco
normativo Publicación Registro
D.	S.	N°	007-
2002-TR 04.07.2002
Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Jornada	 de
Trabajo,	Horario	y	Trabajo	en	Sobretiempo.
D.	S.	N°	008-
2002-TR 04.07.2002
Reglamento	 del	 TUO	 de	 la	 Ley	 de	 Jornada	 de
Trabajo,	Horario	y	Trabajo	en	Sobretiempo.
1.	Jornada	ordinaria
•	La	jornada	ordinaria	de	trabajo	para	varones	y	mujeres	mayores	de	edad
es	de	ocho	horas	diarias	o	cuarenta	y	ocho	horas	semanales	como	máximo.
•	El	empleador	dará	a	conocer	por	medio	de	carteles	colocados	en	un	lugar
visible	de	su	establecimiento	o	por	otro	medio	adecuado,	las	horas	en	que	se
inicia	y	culmina	la	jornada	de	trabajo.
2.	Facultades	del	empleador
El	 empleador	 se	 encuentra	 facultado	 para	 efectuar	 las	 siguientes
modificaciones:
a.	Establecer	la	jornada	ordinaria	de	trabajo,	diaria	o	semanal.
b.	 Establecer	 jornadas	 compensatorias	 de	 trabajo	 de	 tal	 forma	 que	 en
algunos	 días	 la	 jornada	 ordinaria	 sea	 mayor	 y	 en	 otras,	 menor	 de	 ocho
horas,	sin	que	en	ningún	caso	 la	 jornada	ordinaria	exceda	en	promedio	de
cuarenta	y	ocho	horas	semanales.
c.	Reducir	o	ampliar	el	número	de	días	de	 la	 jornada	semanal	del	 trabajo,
encontrándose	 autorizado	 a	 prorratear	 las	 horas	 dentro	 de	 los	 restantes
días	de	la	semana,	considerándose	las	horas	prorrateadas	como	parte	de	la
jornada	 ordinaria	 de	 trabajo,	 en	 cuyo	 caso	 ésta	 no	 podrá	 exceder	 en
promedio	 de	 cuarenta	 y	 ocho	 horas	 semanales.	 En	 caso	 de	 jornadas
acumulativas	 o	 atípicas,	 el	 promedio	 de	 horas	 trabajadas	 en	 el	 período
correspondiente	no	puede	superar	dicho	máximo.
d.	Establecer,	respetando	la	jornada	máxima	legal,	turnos	de	trabajos	fijos	o
rotativos,	 los	 que	 pueden	 variar	 con	 el	 tiempo	 según	 las	 necesidades	 del
centro	de	trabajo.
e.	Establecer	y	modificar	horarios	de	trabajo.
El	 empleador,	 de	 manera	 previa	 a	 la	 adopción	 de	 cualquiera	 de	 estas
medidas,	debe	comunicar	con	ocho	días	de	anticipación	al	sindicato,	o	a	falta
de	 éste	 a	 los	 representantes	 de	 los	 trabajadores,	 o	 en	 su	 defecto,	 a	 los
trabajadores	 afectados,	 la	 medida	 a	 adoptarse	 y	 los	 motivos	 que	 la
sustentan.
Dentro	de	dicho	plazo,	el	sindicato,	o	a	falta	de	éste	los	representantes	de
los	 trabajadores,	 o	 en	 su	 defecto,	 los	 trabajadores	 afectados,	 pueden
solicitar	 al	 empleador	 la	 realización	de	 una	 reunión	 a	 fin	 de	 plantear	 una
medida	 distinta	 a	 la	 propuesta,	 debiendo	 el	 empleador	 señalar	 la	 fecha	 y
hora	 de	 la	 realización	 de	 la	misma.	 A	 falta	 de	 acuerdo,	 el	 empleador	 está
facultado	a	introducir	la	medida	propuesta,	sin	perjuicio	del	derecho	de	los
trabajadores	 a	 impugnar	 tal	 acto	 ante	 la	 autoridad	 administrativa	 de
trabajo.
Dentro	 de	 los	 diez	 días	 siguientes	 a	 la	 adopción	 de	 la	 medida.	 la	 parte
laboral	 tiene	 el	 derecho	 de	 impugnar	 la	 medida	 ante	 la	 autoridad
administrativa	de	trabajo	para	que	se	pronuncie	sobre	la	procedencia	de	la
medida	en	un	plazo	no	mayo	de	diez	días	hábiles,	en	base	a	los	argumentos
y	evidencias	que	propongan	las	partes.
3.	Refrigerio
•	Horario	de	refrigerio	es	el	 tiempo	establecido	por	 la	 ley	que	tiene	como
finalidad	 que	 el	 trabajador	 lo	 destine	 a	 la	 ingesta	 de	 su	 alimentación
principal	 cuando	 coincida	 con	 la	 oportunidad	 del	 desayuno,	 almuerzo	 o
cena,	o	de	un	refrigerio	propiamente	dicho,	y/o	al	descanso.
•	 En	 el	 caso	 de	 trabajo	 en	 horario	 corrido,	 el	 trabajador	 tiene	 derecho	 a
tomar	 sus	 alimentos	 de	 acuerdo	 a	 lo	 que	 establezca	 el	 trabajo,	 salvo
convenio	en	contrario.	El	tiempo	dedicado	al	refrigerio	no	podrá	ser	inferior
a	cuarenta	y	cinco	minutos.
•	 El	 empleador	 establecerá	 el	 tiempo	de	 refrigerio	 dentro	 del	 horario	 de
trabajo,	no	pudiendo	otorgarlo,	ni	antes	ni	luego	del	mismo.
•	 El	 horario	 de	 refrigerio	 no	 forma	 parte	 de	 la	 jornada	 de	 trabajo,	 salvo
convenio	distinto.
4.	Sobretiempo
•	El	sobretiempo	es	la	labor	prestada	por	el	trabajador	fuera	de	su	jornada
de	trabajo.	Es	voluntario	tanto	en	su	otorgamiento	como	en	su	prestación.
•	El	sobretiempo	puede	ocurrir	antes	de	la	hora	de	ingreso	o	después	de	la
hora	de	salida	establecida.
•	El	tiempo	trabajador	en	sobretiempo,	se	abona	con	un	recargo	a	convenir,
que	 para	 las	 dos	 primeras	 horas	 no	 puede	 ser	 inferior	 al	 veinticinco	 por
ciento	 (25%)	 por	 hora	 calculado	 sobre	 la	 remuneración	 percibida	 por	 el
trabajador	 en	 función	 del	 valor	 hora	 correspondiente	 y	 treinta	 y	 cinco
(35%)	para	las	horas	restantes.
•	Si	el	 sobretiempo	es	menor	a	una	hora,	 se	pagará	 la	parte	proporcional
del	recargo	horario.
•	 El	 empleador	 y	 el	 trabajador	 pueden	 acordar	 compensar	 el	 trabajo
prestado	en	sobretiempo	con	el	otorgamiento	de	períodos	equivalentes	de
descanso.	El	acuerdo	deberá	de	constar	por	escrito,	debiendo	realizarse	tal
compensación,	dentro	del	mes	calendario	siguiente	a	aquel	en	que	se	prestó
el	trabajo,	salvo	pacto	en	contrario.
5.	Jornada	nocturna
•	 La	 jornada	 nocturna	 es	 aquella	 comprendida	 entre	 las	 10:00	 p.m	 y	 las
06:00	a.m.
•	 Las	 jornadas	 de	 trabajo,	 deberán	 de	 ser,	 en	 la	 medida	 de	 lo	 posible,
rotativas.
•	 El	 trabajador	 que	 labore	 en	 horario	 nocturno	 no	 podrá	 percibir	 una
remuneración	 semanal,	 quincenal	 o	 mensual	 inferior	 a	 la	 remuneración
mínima	vital	incrementada	en	un	treinta	y	cinco	(35%).
r)	Participación	en	las	utilidades
Marco
normativo Publicación Registro
Decreto
Legislativo
N°	892
11.11.1996
Regulan	el	derecho	de	 los	 trabajadores	a	participar
en	 las	 utilidades	 de	 las	 empresas	 que	 desarrollen
actividades	 generadoras	 de	 rentas	 de	 tercera
categoría.
D.	 S.	 N°
009-98-TR 06.08.1998
Reglamento	 para	 la	 aplicación	 del	 derecho	 de	 los
trabajadores	 de	 la	 actividad	 privada	 a	 participar	 en
las	 utilidades	 que	 generen	 las	 empresas	 donde
presten	servicios.
1.	Ámbito	de	aplicación
•	Los	trabajadores	sujetos	al	régimen	laboral	de	la	actividad	privada	tienen
derecho	a	participar	en	las	utilidades	de	sus	empleadores,	siempre	y	cuando
estos	 generen	 rentas	 de	 tercera	 categoría	 y	 que	 tenga	 más	 de	 veinte
trabajadores.
•	 Todos	 los	 trabajadores	 que	 hayan	 cumplido	 con	 la	 jornada	 máxima
establecida	 por	 la	 empresa,	 tienen	 derecho	 a	 participar	 en	 las	 utilidades,
independientemente	del	tipo	de	contrato	suscrito	por	éstos.
•	 Los	 trabajadores	 con	 jornada	 inferior	 a	 la	 máxima	 establecida,
participarán	en	las	utilidades	en	forma	proporcional	a	la	jornada	trabajada.
2.	Porcentaje	de	repartición	de	utilidades
Dependiendo	 de	 las	 actividades	 desarrolladas	 por	 la	 empresa,	 ésta
repartirá	utilidades	a	los	trabajadores	como	sigue:
•	Empresas	pesqueras:	10%
•	Empresas	de	telecomunicaciones:	10%
•	Empresas	industriales:	10%
•	Empresas	mineras:	8%
•	Empresas	de	comercio	al	por	mayor	y	al	por	menor	y	restaurantes:	8%
•	Empresas	que	realizan	otras	actividades:	5%
3.	Forma	de	distribución	del	porcentaje
a.	50%	será	distribuido	en	función	a	los	días	laborados	por	cada	trabajador,
entendiéndose	 como	 tal	 los	 días	 real	 y	 efectivamente	 laborados.	 En	 este
sentido,	 se	 procederá	 a	 dividir	 dicho	 monto	 entre	 la	 suma	 total	 de	 días
laborados	 por	 todos	 los	 trabajadores,	 y	 el	 resultado	 que	 se	 obtenga	 se
multiplicará	por	el	número	de	días	laborados	por	cada	trabajador.
b.	 50%	 se	 distribuirá	 en	 proporción	 a	 las	 remuneraciones	 de	 cada
trabajador.	En	este	sentido,	se	dividirá	dicho	monto	entre	 la	suma	total	de
las	remuneraciones	de	todos	los	trabajadores	que	correspondan	al	ejercicio
y	 el	 resultado	obtenido	 se	multiplicará	por	 el	 total	 de	 las	 remuneraciones
que	corresponda	a	cada	trabajador	en	el	ejercicio.
4.	Límite	a	la	participación	de	utilidades	que	pudiera	corresponder	a	cada
trabajador
La	participación	que	pudiera	corresponder	a	cada	trabajador,	tendrá	como
límite	máximo	el	equivalente	a	dieciocho	remuneraciones	mensuales	que	se
encuentren	vigentes	al	cierre	del	ejercicio.
6.	Oportunidad	de	pago	de	utilidades
•	 La	 participación	 que	 corresponda	 a	 cada	 trabajador	 será	 distribuida
dentro	de	los	treinta	días	naturales	siguientes	al	vencimiento	del	plazo	para
la	presentación	de	la	declaración	jurada	de	Impuesto	a	la	Renta	a	la	Sunat.
•	Vencido	el	plazo	de	entrega	y	previo	requerimiento	de	pago	por	escrito,	la
participación	 de	 utilidades	 que	 no	 se	 haya	 entregado,	 genera	 interés
moratorio	legal.
7.	Formalidad	en	el	pago	de	utilidades
Al	 momento	 del	 pago	 de	 la	 participación	 de	 utilidades,	 las	 empresas
entregarán	 a	 los	 trabajadores	 y	 ex	 trabajadores	 con	 derecho	 a	 este
beneficio,	una	liquidación	que	precise	la	forma	en	que	ha	sido	calculado.
2.-	De	las	obligaciones	legales	laborales	relativas	a	la	seguridad	y	salud	en
el	trabajo
a)	Reglamento	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo
Marco
normativo Publicación Registro
D.	 S.	 N°
009-2005-
TR
29.09.2005 Reglamento	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.
D.	 S.	 N°
007-2007-
TR
06.04.2007
Modifican	 artículos	 del	 Decreto	 Supremo	 N°	 009-
2005-TR,	 Reglamento	 de	 Seguridad	 y	 Salud	 en	 el
Trabajo.
R.	 M.	 N°
148-2007-
TR
26.05.2007
Reglamento	 de	 constitución	 y	 funcionamiento	 del
comité	y	designación	de	 funciones	del	supervisor	de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
R.	 M.	 N°
374-2008-
TR
30.11.2008
Aprueban	 listado	 de	 agentes	 físicos,	 biológicos,
ergonómicos	y	psicosociales	que	generan	riesgo	para
la	salud	de	la	mujer	gestante	y/o	el	desarrollo	normal
del	 embrión	 y	 el	 feto,	 sus	 correspondientes
intensidades,	concentraciones	o	niveles	de	presencia
y	los	períodos	en	que	afecta	el	embarazo;	el	listado	de
actividades,	procesos,	operaciones	o	labores,	equipos
o	 productos	 de	 alto	 riesgo;	 y	 los	 lineamientos	 para
que	 las	 empresas	 puedan	 realizar	 la	 evaluación	 de
sus	riesgos.
R.	 M.	 N°
375-2008-
TR
30.11.2008
Aprueban	 normas	 básicas	 de	 ergonomía	 y	 de
procedimientos	 de	 evaluación	 de	 riesgo
disergonómico.
1.	Ámbito	de	aplicación
El	 presente	 reglamento	 es	 aplicable	 a	 todos	 los	 sectores	 económicos	 y
comprende	a	todos	los	empleadores	y	trabajadores,	bajo	el	régimen	laboral
de	la	actividad	privada	en	todo	el	territorio	nacional.
2.-	Objetivo
Tiene	 como	 objetivo	 promover	 una	 cultura	 de	 prevención	 de	 riesgos
laborales	en	el	país	con	la	participación	de	los	trabajadores,	empleadores	y
el	 estado,	 quienes	 a	 través	 del	 diálogo	 social	 velarán	 por	 la	 promoción,
difusión	y	cumplimiento	de	la	normatividad	sobre	la	materia.
3.-	Política	nacional	en	seguridad	y	salud	en	el	trabajo
•	Su	finalidad	es	la	de	proporcionar	el	mejoramiento	de	las	condiciones	de
seguridad,	salud,	ambiente	de	 trabajo	a	 fin	de	evitar	o	prevenir	daños	a	 la
salud	de	los	trabajadores,	como	consecuencia	de	la	actividad	laboral.
•	 El	 sistema	 de	 aseguramiento	 frente	 a	 los	 riesgos	 laborales	 debe
garantizar	 la	 compensación	 y/o	 reparación	 de	 los	 daos	 sufridos	 por	 el
trabajador	en	casos	de	accidente	de	trabajo	o	enfermedades	ocupacionales	y
establecer	 procedimientos	 para	 la	 rehabilitación	 integral,	 readaptación,
reinserción	y	reubicación	laboral	temporal	o	permanente.
4.	Competencias	y	funciones
•	 Las	 entidades	 públicas	 competentes	 en	 materia	 laboral,	 sanitaria,	 de
producción	 y	 demás	 vinculadas	 en	 materia	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo,	 coordinaran	 sus	 actuaciones	 para	 la	 elaboración	 de	 normas
preventivas	y	el	 control	de	su	cumplimiento;	 la	promoción	de	 la	salud,	así
como	 la	 prevención,	 la	 investigación	 y	 la	 vigilancia	 epidemiológica	 sobre
riesgos	laborales,	accidentes	de	trabajo	y	enfermedades	ocupacionales,	para
asegurar	una	eficaz	protección	de	la	seguridad	y	salud	de	los	trabajadores.
•	El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	así	como	el	Ministerio
de	 Salud,	 son	 organismos	 suprasectoriales	 en	 la	 prevención	de	 riesgos	 en
materia	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo,	 debiendo	 coordinar	 con	 el
Ministerio	respectivo	las	acciones	adoptar	con	este	fin.
•	El	Ministerio	de	Salud,	de	acuerdo	a	la	Ley	N°	27657,	es	el	órgano	rector
en	materia	de	salud	humana.	Tiene	desde	sus	atribuciones	competencia	en
salud	ocupacional	y	está	encargado	de:
-	El	establecimiento	de	normas	y	de	medos	adecuados	para	el	desarrollo,
evaluación	 y	 control	 de	 las	 actuaciones	 de	 carácter	 sanitario	 en	 salud
ocupacional	 que	 se	 realicen	 en	 los	 centros	 de	 trabajo	 por	 los	 servicios	 de
prevención.	 En	 la	 emisión	 de	 normas	 se	 coordinará	 con	 el	 Ministerio	 de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
-	El	establecimiento	de	sistemas	de	vigilancia	e	información	sobre	riesgos	y
daños	en	salud	ocupacional,	la	realización	de	estudios	epidemiológicos	para
la	 identificación	y	prevención	de	condiciones	de	riesgo	y	de	 las	patologías
que	pueden	afectar	a	 la	salud	de	 los	trabajadores,	así	como	el	 intercambio
de	 información	 con	 las	 entidades	 vinculadas	 en	 materia	 de	 seguridad	 y
salud	en	el	trabajo.
-	 La	 orientación	 y	 supervisión	 de	 la	 formación	 que,	 en	 materia	 de
prevención	 y	 promoción	 en	 salud	 de	 los	 trabajadores,	 deba	 recibir	 el
personal	sanitario	actuante	en	los	servicios	de	prevención	autorizados.
-	 La	 elaboración	y	divulgación	de	 estudios	 e	 investigaciones	 relacionados
con	la	salud	de	los	trabajadores.
-	Las	demás	funciones	que	establezca	la	ley.
•	 El	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 tiene	 las	 siguientes
atribuciones:
-	 Verificar	 el	 cumplimiento	 de	 las	 normas	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo,	 que	 comprenda	 la	 prevención	 de	 riesgos,	 accidentes	 de	 trabajo	 y
enfermedades	ocupacionales.
-	 Establecer	 y	 fomentar	 los	 procedimientos	 de	 supervisión,	 control	 e
inspección,	promoviendo	la	integración	de	los	mecanismos	de	inspección	en
materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
-	 Conducir	 y	 ejecutar	 las	 acciones	 en	materia	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo,	 concertando	 con	otras	 instituciones	públicas	 y	privadas,	 así	 como
con	 organizaciones	 representativas	 de	 trabajadores	 y	 empleadores,	 a
efectos	de	hacer	cumplir	las	normas	de	prevención	y	protección	contra	los
riesgos	 ocupacionales	 que	 aseguren	 la	 salud	 de	 los	 trabajadores	 y	 el
mejoramiento	de	las	condiciones	y	medio	ambiente	de	trabajo.
-	Coordinar	programas	y	acciones	de	inspección	en	materia	de	seguridad	y
salud	en	el	trabajo	con	otros	ministerios,	gobiernos	regionales	y	gobiernos
locales.
-	 Coordinar	 programas	 y	 acciones	 de	 educación	 y	 divulgación	 sobre
seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo	 en	 los	 diferentes	 sectores	 laborales	 en
coordinación	 con	 otros	 ministerios,	 gobiernos	 regionales	 y	 gobiernos
locales.
-	 Informar	 en	 los	 casos	que	 corresponda,	 a	 otras	 entidades	y	organismos
públicos	 del	 incumplimiento	 de	 las	 normas	 vigentes,	 establecidas	 en	 el
procedimiento	de	inspección.
-	Realizar	estudios	especializados,	proponer	normas,	aprobar	reglamentos
y	procedimientos	de	prevención	y	 control	de	 riesgo	ocupacionales	para	 la
prevención	de	 los	riesgos	 laborales,	en	materia	de	seguridad	y	salud	en	el
trabajo.	En	la	emisión	normativa	se	coordinará	con	el	Ministerio	de	Salud,	y
con	los	sectores	competentes	en	la	actividad	específica	que	se	regule.
5.-	Sistema	de	gestión	de	la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo
•	La	participación	de	los	trabajadores	en	esencial	en	el	sistema	de	gestión
de	la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	debiendo	darse	en:
-	Consulta,	información	y	capacitación	en	todos	los	aspectos	de	la	seguridad
y	salud	en	el	trabajo.
-	El	funcionamiento	del	comité	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
-	El	reconocimiento	de	los	representantes	de	los	trabajadores	a	fin	de	que
ellos	estén	sensibilizados	y	comprometidos	con	el	sistema.
•	 El	 empleador	 debe	 implementar	 los	 registros	 y	 documentación	 del
sistema	de	gestión	de	la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	en	función	de	sus
necesidades.	Estos	registros	y	documentos	pueden	ser	llevados	a	través	de
medios	físicos	o	por	medios	electrónicos.	Asimismo,	deben	ser	actualizados
y	 a	 disposición	 de	 los	 trabajadores	 y	 de	 la	 autoridad	 competente,
respetando	el	derecho	de	confidencialidad,	dichos	registros	son:
a.	Registro	de	accidentes	de	trabajo	e	incidentes,	en	el	que	deberá	constar
la	investigación	y	las	medidas	correctivas.
b.	Registro	de	enfermedades	ocupacionales.
c.	Registro	de	exámenes	médicos	ocupacionales.
d.	Registro	de	monitoreo	de	agentes	físicos,	químicos,	biológicos	y	factores
de	riesgos	ergonómicos.
e.	Registro	de	inspecciones	internas	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
f.	Estadística	de	seguridad	y	salud.
g.	Registro	de	equipos	de	seguridad	o	emergencia.
h.	 Registro	 de	 inducción,	 capacitación,	 entrenamiento	 y	 simulacros	 de
emergencia.
Los	registros	a	que	se	refiere	en	punto	a	y	b	podrán	ser	llevados	de	manera
conjunta.
Los	registros	a	que	se	refiere	en	punto	a	y	b	deberán	ser	llevados	también
por	 la	 empresa	 usuaria	 para	 los	 trabajadores	 que	 desarrollen	 labores	 de
intermediación	laboral,	así	como	para	los	que	prestan	servicios	de	manera
independiente,	contratista,	sub	contratista	o	bajo	convenios	de	modalidades
formativas,	de	ser	el	caso,	siempre	que	las	actividades	se	desarrollen	en	sus
instalaciones.
•	 El	 registro	 de	 enfermedades	 ocupacionales	 y	 el	 registro	 de	 exámenes
médicos	serán	obligatorios	a	partir	de	la	publicación	de	los	instrumentos	a
que	hace	referencia	la	Sexta	Disposición	Transitoria	del	referido	reglamento
agregado	por	el	artículo	3°	del	D.	S.	N°	007-2007-TR.
•	 El	 Registro	 de	Monitoreo	 de	 Agentes	 y	 Factores	 de	 Riesgo	 Ergonómico
será	obligatorio	una	vez	que	se	apruebe	el	 instrumento	para	el	monitoreo
de	 agentes	 y	 factores	 de	 riesgo,	 que	 será	 aprobado	 por	 la	 autoridad
competente.
•	 En	 los	 procedimientos	 de	 inspección	 ordenados	 por	 la	 autoridad
competente,	 la	empresa	debe	exhibir	 los	registros	que	se	mencionan	en	el
artículo	anterior,	los	cuales	deben	conservarse	por	un	período	de	cinco	años
posteriores	 al	 suceso.	 Adjunto	 a	 los	 registros	 de	 la	 empresa,	 deberán
mantenerse	las	copias	de	las	notificaciones	a	la	autoridad	competente.
•	Cuando	a	consecuencia	de	un	mismo	suceso	se	cause	lesiones	a	más	de	un
trabajador,	debe	consignarse	información	individual	por	cada	trabajador.
6.-	Comité	de	seguridad	y	salud	en	el	 trabajo	y	supervisor	de	seguridad	y
salud	en	el	trabajo
•	La	 empresa	 con	más	 de	 25	 trabajadores	 deben	 constituir	 un	 comité	 de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo,	el	cual	estará	constituido	en	forma	paritaria,
es	decir	con	igual	número	de	representantes	de	la	parte	empleadora	y	de	la
parte	trabajadora.
•	El	comité	tiene	por	objetivo	promover	la	salud	y	seguridad	en	el	trabajo,
asesorar	 y	 vigilar	 el	 cumplimiento	 de	 lo	 dispuesto	 por	 el	 Reglamento
Interno	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	y	la	normatividad	nacional.
•	 Las	 empresas	 con	 menos	 de	 veinticinco	 (25)	 trabajadores	 deben
capacitar	 y	 nombrar	 entre	 sus	 trabajadores	 de	 las	 aéreas	 productivas,
cuando	menos	un	supervisor	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
•	El	empleador	para	mejorar	el	conocimiento	sobre	seguridad	y	salud	en	el
trabajo	 deberá	 capacitar	 al	 trabajador,	 asegurar	 que	 ponga	 en	 práctica	 el
Reglamento	 de	 Seguridad	 y	 Salud	 en	 el	 Trabajo	 y	 elaborar	 un	 mapa	 de
riesgo	del	centro	de	trabajo	y	exhibirlo	en	un	lugar	visible.
Conformación	del	comité:
•	La	 conformación	del	 comité	es	 igual	 al	número	de	 representantes	de	 la
empresa	 y	 de	 los	 trabajadores	 variando	 el	 número	 de	 cuatro	 (04)	 a	 doce
(12)	miembros.
•	 La	 empresa	 que	 tenga	 varios	 centros	 de	 trabajo	 podrá	 contar	 con	 un
supervisor	o	subcomité	en	cada	uno	de	los	establecimientos,	de	acuerdo	con
el	número	de	trabajadores	que	laboren	en	cada	uno	de	ellos.	En	tal	caso,	la
empresa	deberá	conformar	el	CSST	con	 la	participación	de	representantes
de	cada	uno	de	los	subcomités	o	supervisores	de	los	centros	de	trabajo.
•	El	personal	que	conforme	el	CSST	o	el	supervisor	debe	optar	una	tarjeta
de	identidad	o	distintivo	especial,	que	acredite	tal	condición,	la	cual	debe	ser
suministrada	por	el	empleador.
Requisitos	para	ser	miembro:
•	Para	ser	miembro	del	comité	se	requiere:
-	Trabajador	a	tiempo	completo
-	18	años	como	mínimo.
-	 Preferentemente	 tener	 capacitación	 en	 SST	 o	 laborar	 en	 un	 puesto	 que
permita	tener	conocimiento	sobre	riesgos	laborales.
En	el	caso	del	supervisor	debe	ser	profesional,	trabajador	de	mando	medio
o	calificado.
Designación:
•	 El	 empleador	 designa	 a	 sus	 representantes	 entre	 los	 que	 tengan
responsabilidad	 ejecutiva	 o	 administrativa	 en	 la	 empresa,	 asimismo
también	designa	al	supervisor.
•	 Los	 trabajadores	 designan	 de	 entre	 los	 trabajadores	 de	 diversas
secciones,	a	través	de	votación	de	todos	os	trabajadores	(directa	y	secreta).
Renovación:
•	El	cargo	dura	un	(01)	año	mínimo	y	dos	(02)	máximo,	y	para	ser	reelegido
se	debe	dejar	transcurrir	un	período.
•	 Son	 cargos	 honoríficos	 y	 obligatorios	 y	 el	 supervisor	 puede	 ocupar	 el
cargo	permanentemente.
Vacancia:
•	 Muerte,	 renuncia	 a	 la	 empresa,	 renuncia	 ante	 el	 comité	 de	 manera
justificada,	 inasistencia	 a	más	 de	 3	 reuniones	 consecutivas	 o	 4	 alternadas
dentro	de	su	vigencia,	otra	que	extinga	el	vínculo	laboral.
Constitución	e	instalación:
•	 La	 realiza	 el	 empleador	 en	 el	 local	 de	 la	 empresa,	 levantando	 el	 acta
respectiva	que	contendrá:
-	Nombre	de	la	empresa
-	Nombre	y	cargo	de	los	miembros	titulares	del	comité.
-	Nombre	y	cargo	de	los	miembros	suplentes.
-	Lugar,	fecha	y	hora	de	instalación.
-	Otros	de	importancia.
Libro	de	actas:
•	La	constitución	e	instalación,	así	como	toda	reunión,	acuerdo	o	evento	del
comité	 constará	 en	 el	 libro	de	 actas	de	no	menos	de	100	hojas,	 asimismo
puede	 ser	 libro	 u	 hojas	 sueltas	 foliadas,	 fechadas	 y	 suscritas	 por	 los
representantes.
•	No	requiere	ser	autorizado	por	la	AAT.
•	El	supervisor	cuenta	con	un	cuaderno	de	notas	donde	anota	los	acuerdos
aportados	por	la	gerencia	y	su	cumplimiento	dentro	del	plazo.
Funciones	del	comité	y	del	supervisor	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo:
•	Hacer	cumplir	el	presente	reglamento,	las	normatividades	sectoriales	y	el
reglamento	interno	de	seguridad	y	salud	de	cada	empresa.
•	Aprobar	el	programa	anual	de	seguridad	y	salud.
•	Realizar	inspecciones	periódicas	a	las	instalaciones	de	la	empresa.
•	Aprobar	el	Reglamento	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.
•	 Reunirse	mensualmente	 en	 forma	 ordinaria	 para	 analizar	 y	 evaluar	 en
avance	 de	 los	 objetivos	 establecidos	 en	 el	 programa	 anual,	 y	 en	 forma
extraordinaria	 para	 analizar	 los	 accidentes	 graves	 o	 cuando	 las
circunstancias	lo	exijan.
•	Analizar	las	causas	y	las	estadísticas	de	los	incidentes,	accidentes	y	de	las
enfermedades	ocupacionales	emitiendo	las	recomendaciones	respectivas.
•	 Llevar	 en	 el	 libro	 de	 actas	 el	 control	 del	 cumplimiento	 de	 los	 acuerdos
propuestos	por	el	comité.
•	Reportar	a	 la	gerencia	de	 la	empresa	 los	accidentes	mortales	dentro	de
las	 24	 horas	 de	 ocurrido,	 investigar	 cada	 accidente	 mortal	 y	 medidas
correctivas	adoptadas	dentro	de	los	10	días	de	ocurrido,	reporte	trimestral
de	 estadísticas	 de	 accidentes	 y	 actividades	 trimestrales	 del	 Comité	 de
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.
7.-	Reglamento	interno	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo
•	Las	empresas	con	veinticinco	(25)	o	más	trabajadores	deben	elaborar	su
reglamento	 interno	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo,	 el	 cual	 deberá
contener:
a)	Objetivos	y	alcances
b)	Liderazgo,	compromiso	y	la	política	de	seguridad	y	salud.
c)	 Atribuciones	 y	 obligaciones	 del	 empleador,	 de	 los	 supervisores,	 del
comité	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo,	 de	 los	 trabajadores	 y	 de	 las
empresas	que	les	brinde	servicios	si	las	hubiera.
d)	Estándares	de	seguridad	y	salud	en	los	servicios	y	riesgos	evaluados.
e)	Preparación	y	respuestas	de	emergencia.
•	 El	 empleador	 deberá	 facilitar	 una	 copia	 del	 Reglamento	 Interno	 de
Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo.
•	El	Reglamento	Interno	de	Seguridad	y	Salud	en	el	Trabajo	no	requiere	de
aprobación	por	parte	de	la	autoridad	administrativa	de	trabajo	conforme	a
lo	establecido	en	el	artículo	6°	del	Decreto	Supremo	N°	007-2007-TR.
•	 El	 empleador	 realizará	 auditorias	 periódicas	 a	 fin	 de	 comprobar	 si	 el
sistema	de	gestión	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	ha	sido	aplicado	y	es
adecuado	y	eficaz	para	 la	prevención	de	riesgos	 laborales	y	 la	seguridad	y
salud	de	los	trabajadores.
•	 Las	 auditorias	 deben	 ser	 realizadas	 por	 auditores	 independientes,
asimismo	en	las	consultas	sobre	la	selección	del	auditor	y	en	todas	las	fases
de	 las	 auditoria,	 incluido	 el	 análisis	 de	 los	 resultados	 de	 la	 misma,	 se
requerirá	la	participación	de	los	trabajadores	o	de	sus	representantes.
8.-	Obligaciones	de	los	empleadores
•	Garantizar	 la	seguridad	y	salud	de	 los	 trabajadores	en	el	desempeño	de
todos	los	aspectos	relacionados	con	su	labor,	en	el	centro	de	trabajo	o	con
ocasión	del	mismo.
•	 Identificar	 las	 modificaciones	 que	 puedan	 darse	 en	 las	 condiciones	 de
trabajo	y	disponer	lo	necesario	para	la	adopción	de	medidas	de	prevención
de	los	riesgos	laborales.
•	Practicar	exámenes	médicos,	antes,	durante	y	al	término	de	la	relación	a
los	trabajadores,	acordes	con	los	riesgos	a	que	están	expuestos	sus	labores.
Los	exámenes	médicos	señalados	en	el	reglamento	serán	obligatorios	para
la	empresa	una	vez	se	aprueben	los	siguientes	instrumentos:
-	Las	guías	de	diagnóstico	para	exámenes	médicos	ocupacionales.
-	Los	protocolos	de	exámenes	médicos	ocupacionales.
-	La	regulación	de	los	exámenes	médicos	en	contratos	temporales	de	poca
duración
•	El	 empleador	 debe	 aplicar	 las	 siguientes	medidas	 de	 prevención	de	 los
riesgos	laborales:
a)	 Gestionar	 los	 riesgos,	 sin	 excepción,	 eliminándolos	 en	 su	 origen	 y
aplicando	sistemas	de	control	de	aquellos	que	no	se	puede	eliminar.
b)	El	diseño	de	los	puestos	de	trabajo,	ambientes	de	trabajo,	la	selección	de
equipos	 y	 métodos	 de	 trabajo,	 la	 atenuación	 del	 trabajo	 monótono	 y
repetitivo,	 deben	 estar	 orientados	 a	 garantizar	 la	 salud	 y	 seguridad	 del
trabajador.
c)	Eliminar	 las	 situaciones	 y	 agentes	peligrosos	 en	 el	 centro	de	 trabajo	o
con	 ocasión	 del	 mismo,	 y	 si	 no	 fuera	 posible,	 sustituirlas	 por	 otras	 que
entrañen	menor	peligro.
d)	Integrar	los	planes	y	programas	de	prevención	de	riesgos	laborales	a	los
nuevos	 conocimientos	 de	 las	 ciencias,	 tecnologías,	 medio	 ambiente,
organización	del	trabajo,	evaluación	de	desempeño	en	base	a	condiciones	de
trabajo.
e)	Mantener	políticas	de	protección	colectiva	e	individual.
f)	Capacitar	y	entrenar	anticipada	y	debidamente	a	los	trabajadores.
•	 El	 empleador	 debe	 considerar	 las	 competencias	 personales	 y
profesionales	 de	 los	 trabajadores,	 en	 materia	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo,	al	momento	de	asignarles	las	labores.
•	El	empleador	debe	transmitir	a	 los	 trabajadores,	de	manera	adecuada	y
efectiva,	 la	 información	y	 los	conocimientos	necesarios	en	relación	con	 los
riesgos	en	el	centro	de	trabajo	y	en	el	puesto	o	función	específica;	así	como
las	medidas	de	protección	y	prevención	aplicables	a	tales	riesgos.
•	 El	 empleador	 debe	 impartir	 a	 los	 trabajadores,	 oportuna	 y
apropiadamente,	capacitación	y	entrenamiento	en	seguridad	y	salud,	en	el
centro	 y	 puesto	 de	 trabajo	 o	 función	 específica	 tal	 como	 se	 señala	 a
continuación:
a)	Al	momento	de	su	contratación,	cualquiera	sea	su	modalidad	o	duración
de	ésta.
b)	Durante	el	desempeño	de	su	labor.
c)	Cuando	se	produzcan	cambios	en	la	función	y/o	puesto	de	trabajo	y/o	en
la	tecnología.
La	capacitación	y	entrenamiento	se	imparten	dentro	o	fuera	de	la	jornada
de	trabajo,	según	acuerdo	entre	el	empleador	y	los	trabajadores.
•	 El	 empleador	 debe	 controlar	 y	 registrar	 que	 sólo	 los	 trabajadores,
adecuada	 y	 suficientemente	 capacitados	 y	 protegidos,	 accedan	 a	 los
ambientes	o	zonas	de	riesgo	grave	y	específico.
•	 El	 empleador	 debe	 prever	 que	 la	 exposición	 a	 los	 agentes	 físicos,
químicos,	biológicos,	ergonómicos	y	psicosociales	concurrentes	en	el	centro
de	trabajo,	no	generen	daños	en	la	salud	de	los	trabajadores.
•	 El	 empleador	 deberá	 aplicar	 las	 normas	 básicas	 de	 ergonomía	 y	 de
procedimientos	 de	 evaluación	 de	 riesgo	 disergonómico	 de	 acuerdo	 a	 lo
señalado	 en	 la	 R.	 M.	 N°	 375-2008-TR.	 Asimismo	 deberá	 cumplir	 con	 el
listado	de	agentes	físicos,	químicos,	biológicos,	ergonómicos	y	psicosociales
que	 generan	 riesgos	 para	 la	 salud	 de	 la	mujer	 gestante	 y/o	 el	 desarrollo
normal	del	embrión	y	el	feto,	listado	de	actividades,	procesos,	operaciones	o
labores,	equipos	o	productos	de	alto	riesgo;	y	los	lineamientos	para	que	las
empresas	 puedan	 realizar	 la	 evaluación	 de	 sus	 riesgos	 conforme	 a	 lo
establecido	en	la	R.	M.	N°	374-2008-TR.
•	 El	 empleador	 debe	 planificar	 la	 acción	 preventiva	 de	 riesgos	 para	 la
seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo,	 a	 partir	 de	 una	 evaluación	 inicial,	 que	 se
realizará	 teniendo	 en	 cuenta:	 las	 características	 de	 los	 trabajadores,	 la
naturaleza	 de	 la	 actividad,	 los	 equipos,	 los	 materiales	 y	 sustancias
peligrosas,	y	el	ambiente	de	trabajo.
•	 El	 empleador	 debe	 actualizar	 la	 evaluación	 de	 riesgos	 una	 vez	 al	 año
como	 mínimo	 o	 cuando	 cambien	 las	 condiciones	 de	 trabajo	 o	 se	 hayan
producido	daños	a	la	salud	y	seguridad.	Si	los	resultados	de	la	evaluación	de
riesgos	lo	hicieran	necesario,	se	realizarán:
a)	Controles	periódicos	de	la	salud	de	los	trabajadores	y	de	las	condiciones
de	trabajo	para	detectar	situaciones	potencialmente	peligrosas.
b)	Medidas	 de	prevención,	 incluidas	 las	 relacionadas	 con	 los	métodos	de
trabajo	y	de	producción,	que	garanticen	un	mayor	nivel	de	protección	de	la
seguridad	y	salud	de	los	trabajadores.
•	El	empleador	debe	realizar	una	investigación,	cuando	se	hayan	producido
daños	en	la	salud	de	los	trabajadores	o	cuando	aparezcan	indicios	de	que	las
medidas	de	prevención	resultan	insuficientes,	a	fin	de	detectar	las	causas	y
tomar	las	medidas	correctivas	al	respecto.
•	 El	 empleador	 debe	 modificar	 las	 medidas	 de	 prevención	 de	 riesgos
laborales	 cuando	 resulten	 inadecuadas	 e	 insuficientes	 para	 garantizar	 la
seguridad	y	salud	de	los	trabajadores
•	 El	 empleador	 debe	 proporcionar	 a	 sus	 trabajadores	 equipos	 de
protección	 personal	 adecuados,	 según	 el	 tipo	 de	 trabajo	 y	 riesgos
específicos	 presentes	 en	 el	 desempeño	 de	 sus	 funciones,	 cuando	 no	 se
puedan	 eliminar	 en	 su	 origen	 los	 riesgos	 laborales	 o	 sus	 efectos
perjudiciales	para	la	salud;	éste	verifica	el	uso	efectivo	de	los	mismos.
•	El	empleador	debe	adoptar	las	medidas	necesarias,	de	manera	oportuna,
cuando	 se	detecte	que	 la	utilización	de	 ropas	y/o	equipos	de	 trabajo	o	de
protección	 personal	 representan	 riesgos	 específicos	 para	 la	 seguridad	 y
salud	de	los	trabajadores.
•	 El	 costo	 de	 las	 acciones,	 decisiones	 y	 medidas	 de	 seguridad	 y	 salud
ejecutadas	en	el	centro	de	trabajo	o	con	ocasión	del	mismo,	no	será	asumido
de	modo	alguno	por	los	trabajadores.
•	 El	 empleador	 deberá	 establecer	 las	 medidas	 y	 dar	 instrucciones
necesarias	 para	 que,	 en	 caso	 de	 un	 peligro	 inminente	 que	 constituya	 un
riesgo	 importante	 o	 intolerable	 para	 la	 seguridad	 y	 salud	 de	 los
trabajadores,	éstos	puedan	interrumpir	sus	actividades,	e	inclusive,	si	fuera
necesario,	 abandonar	 de	 inmediato	 el	 domicilio	 o	 lugar	 físico	 donde	 se
desarrollan	 las	 labores.	 No	 se	 podrán	 reanudar	 las	 labores	 mientras	 el
riesgo	no	se	haya	reducido	o	controlado.
•	El	empleador	debe	informar	por	escrito	a	la	autoridad	administrativa	de
trabajo,	 los	daños	a	 la	 salud	de	sus	 trabajadores,	 los	hechos	acontecidos	y
los	resultados	de	la	investigación	practicada.
•	El	empleador	debe	garantizar	la	protección	de	los	trabajadores	que	por	su
situación	 de	 discapacidad	 sean	 especialmente	 sensibles	 a	 los	 riesgos
derivados	del	trabajo.
Estos	aspectos	deberán	ser	considerados	en	las	evaluaciones	de	los	riesgos,
en	la	adopción	de	medidas	preventivas	y	de	protección	necesarias.
•	 En	 las	 evaluaciones	 del	 plan	 integral	 de	 prevención	 de	 riesgos,	 debe
tenerse	en	cuenta	los	factores	de	riesgo	que	puedan	incidir	en	las	funciones
de	 procreación	 de	 los	 trabajadores,	 en	 particular	 por	 la	 exposición	 a	 los
agentes	físicos,	químicos,	biológicos,	ergonómicos	y	psicosociales,	con	el	fin
de	adoptar	las	medidas	preventivas	necesarias.
•	El	empleador	debe	adoptar	medidas	necesarias	para	evitar	la	exposición
de	las	trabajadoras	en	período	de	embarazo	o	lactancia	a	labores	peligrosas
de	conformidad	a	la	ley	de	la	materia.
•	El	empleador	no	debe	emplear	a	niños	y	adolescentes	para	la	realización
de	 actividades	 insalubres	 o	 peligrosas,	 que	 puedan	 afectar	 su	 normal
desarrollo	 físico	 y	 mental,	 teniendo	 en	 cuenta	 las	 disposiciones	 legales
sobre	la	materia.
•	El	empleador	debe	realizar	una	evaluación	de	los	puestos	de	trabajo	que
van	a	desempeñar	los	adolescentes	previamente	a	su	incorporación	laboral,
a	fin	de	determinar	la	naturaleza,	el	grado	y	la	duración	de	la	exposición	al
riesgo,	con	el	objeto	de	adoptar	las	medidas	preventivas	necesarias.
•	El	empleador	practicará	exámenes	médicos	antes,	durante	y	al	término	de
la	relación	laboral	a	los	adolescentes	trabajadores.
•	 El	 empleador	 en	 cuyas	 instalaciones	 sus	 trabajadores	 desarrollen
actividades	 conjuntamente	 con	 trabajadores	 de	 contratistas,
subcontratistas,	 empresas	 especiales	 deservicios	 y	 cooperativas	 de
trabajadores;	 o	 quien	 asuma	 el	 contrato	 principal	 de	 la	 misma,	 es	 quién
garantiza:
a)	La	coordinación	eficaz	y	eficiente	de	la	gestión	en	prevención	de	riesgos
laborales.
b)	La	seguridad	y	salud	de	los	trabajadores.
c)	 La	 verificación	 de	 la	 contratación	 de	 los	 seguros	 de	 acuerdo	 a	 la
normatividad	 vigente	 efectuada	 por	 cada	 empleador	 durante	 la	 ejecución
del	trabajo,	sin	perjuicio	de	la	responsabilidad	de	cada	uno	por	la	seguridad
y	salud	de	sus	propios	trabajadores.
Asimismo,	el	empleador	vigilará	el	cumplimiento	de	la	normatividad	legal
vigente	 en	 materia	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo	 por	 parte	 de	 sus
contratistas,	 subcontratistas,	 empresas	 especiales	 de	 servicios	 o
cooperativas	de	trabajadores	que	desarrollen	obras	o	servicios	en	el	centro
de	trabajo	o	con	ocasión	del	trabajo	correspondiente	del	principal.
•	 Las	 empresas	 que	 diseñen,	 fabriquen,	 importen,	 suministren	 o	 cedan
máquinas,	equipos,	sustancias,	productos	o	útiles	de	trabajo,	dispondrán	lo
necesario	para	que:
a)	 Las	 máquinas,	 equipos,	 sustancias,	 productos	 o	 útiles	 de	 trabajo	 no
constituyan	una	fuente	de	peligro	ni	pongan	en	riesgo	la	seguridad	o	salud
de	los	trabajadores.
b)	 Se	 proporcione	 información	 y	 capacitación	 sobre	 la	 instalación,
adecuada	 utilización	 y	 mantenimiento	 preventivo	 de	 las	 maquinarias	 y
equipos.
c)	Se	proporcione	información	y	capacitación	para	el	uso	apropiado	de	los
materiales	peligrosos	a	fin	de	prevenir	los	peligros	inherentes	a	los	mismos
y	monitorear	los	riesgos.
d)	 Las	 instrucciones,	 manuales,	 avisos	 de	 peligro	 u	 otras	 medidas	 de
precaución	colocadas	en	los	equipos	y	maquinarias,	así	como	cualquier	otra
información	 vinculada	 a	 sus	 productos,	 estén	 o	 sean	 traducidos	 al	 idioma
castellano	 y	 estén	 redactados	 en	 un	 lenguaje	 sencillo	 y	 preciso	 con	 la
finalidad	que	permitan	reducir	los	riesgos	laborales;	y,
e)	 Las	 informaciones	 relativas	 a	 las	 máquinas,	 equipos,	 productos,
sustancias	o	útiles	de	trabajo	sean	facilitadas	a	los	trabajadores	en	términos
que	resulten	comprensibles	para	los	mismos.
7.-	Derechos	y	obligaciones	de	los	trabajadores
•	Los	trabajadores	serán	consultados,	antes	que	se	ejecuten	cambios	en	las
operaciones,	 procesos	 y	 en	 la	 organización	 del	 trabajo,	 que	 puedan	 tener
repercusiones	en	la	seguridad	y	salud	de	los	trabajadores	y	las	trabajadoras.
A	falta	de	acuerdo	entre	las	partes	decidirá	el	empleador.
•	 Todo	 trabajador	 tiene	 derecho	 a	 comunicarse	 libremente	 con	 los
inspectores	del	trabajo.
•	 Los	 trabajadores,	 sus	 representantes	 y/o	 miembros	 de	 los	 comités	 o
comisiones	 de	 seguridad	 y	 salud	 ocupacional,	 están	 protegidos	 contra
cualquier	 acto	 de	 hostilidad	 y	 otras	 medidas	 coercitivas	 por	 parte	 del
empleador	 que	 se	 originen	 como	 consecuencia	 del	 cumplimiento	 de	 sus
funciones	en	el	ámbito	de	la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
Los	 trabajadores	 o	 sus	 representantes	 tienen	 derecho	 a	 revisar	 los
programas	de	capacitación	y	entrenamiento,	y	formular	recomendaciones	al
empleador	con	el	fin	de	mejorar	la	efectividad	de	los	mismos.
•	Los	representantes	de	los	trabajadores	en	seguridad	y	salud	en	el	trabajo
tienen	 derecho	 a	 participar	 en	 la	 identificación	 de	 los	 peligros	 y	 en	 la
evaluación	de	los	riesgos	en	el	trabajo,	solicitar	al	empleador	los	resultados
de	las	evaluaciones,	sugerir	las	medidas	de	control	y	hacer	seguimiento	de
las	mismas.	En	caso	de	no	tener	respuesta	satisfactoria	podrán	recurrir	a	la
autoridad	competente.
•	Los	trabajadores	tienen	derecho	a	ser	informados:
a.	A	título	grupal,	de	las	razones	para	los	exámenes	de	salud	ocupacional	e
investigaciones	en	relación	con	los	riesgos	para	la	seguridad	y	salud	en	los
puestos	de	trabajo.
b.	A	título	personal,	sobre	los	resultados	de	los	informes	médicos	previos	a
la	asignación	de	un	puesto	de	 trabajo	y	 los	 relativos	a	 la	evaluación	de	su
salud.	Los	resultados	de	los	exámenes	médicos	al	ser	confidenciales,	no	son
pasibles	de	uso	para	ejercer	discriminación	alguna	contra	 los	trabajadores
en	ninguna	circunstancia	o	momento.
•	Los	trabajadores	tienen	derecho	a	ser	transferidos	en	caso	de	accidente
de	 trabajo	 o	 enfermedad	 ocupacional	 a	 otro	 puesto	 que	 implique	 menos
riesgo	para	su	seguridad	y	salud,	siempre	y	cuando	éste	exista,	debiendo	ser
capacitados	para	ello.
•	 Los	 trabajadores,	 cual	 fuere	 su	 modalidad	 de	 contratación,	 que
mantengan	 vínculo	 laboral	 con	 el	 empleador	 o	 con	 contratistas,
subcontratistas,	 empresas	 especiales	 de	 servicios	 o	 cooperativas	 de
trabajadores	 que	 hayan	 celebrado	 contrato	 con	 el	 empleador	 antes
señalado,	tienen	derecho	a	través	de	sus	empleadores	respectivos	al	mismo
nivel	de	protección	en	materia	de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
•	 Los	 trabajadores	 o	 sus	 representantes	 tienen	 derecho	 a	 examinar	 los
factores	 que	 afecten	 a	 su	 seguridad	 y	 salud	 y	 proponer	medidas	 en	 estas
materias.
•	En	materia	de	prevención	de	riesgos	laborales,	los	trabajadores	tienen	las
siguientes	obligaciones:
a)	Cumplir	con	las	normas,	reglamentos	e	 instrucciones	de	 los	programas
de	seguridad	y	salud	en	el	trabajo	que	se	apliquen	en	el	 lugar	de	trabajo	y
con	las	instrucciones	que	les	impartan	sus	superiores	jerárquicos	directos.
b)	Usar	adecuadamente	los	instrumentos	y	materiales	de	trabajo,	así	como
los	equipos	de	protección	personal	y	colectiva.
c)	 No	 operar	 o	 manipular	 equipos,	 maquinarias,	 herramientas	 u	 otros
elementos	 para	 los	 cuales	 no	 hayan	 sido	 autorizados	 y,	 en	 caso	 de	 ser
necesario,	capacitados.
d)	Cooperar	y	participar	en	el	proceso	de	investigación	de	los	accidentes	de
trabajo	y	las	enfermedades	ocupacionales	cuando	la	autoridad	competente
lo	 requiera	 o	 cuando	 a	 su	 parecer	 los	 datos	 que	 conocen	 ayuden	 al
esclarecimiento	de	las	causas	que	los	originaron.
e)	Velar	por	el	cuidado	integral	de	su	salud	física	y	mental,	así	como	por	el
de	 los	demás	trabajadores	que	dependan	de	ellos	durante	el	desarrollo	de
sus	labores.
f)	 Someterse	 a	 los	 exámenes	 médicos	 a	 que	 estén	 obligados	 por	 norma
expresa	así	como	a	los	procesos	de	rehabilitación	integral.
g)	 Participar	 en	 los	 organismos	 paritarios,	 en	 los	 programas	 de
capacitación	y	otras	actividades	destinadas	a	prevenir	los	riesgos	laborales
que	organice	su	empleador	o	la	autoridad	competente.
h)	 Comunicar	 al	 empleador	 todo	 evento	 o	 situación	 que	 ponga	 o	 pueda
poner	en	riesgo	su	seguridad	y	salud	y/o	las	instalaciones	físicas;	debiendo
adoptar	inmediatamente,	de	ser	posible,	las	medidas	correctivas	del	caso.
i)	 Reportar	 a	 los	 representantes	 o	 delegados	 de	 seguridad,	 de	 forma
inmediata,	la	ocurrencia	de	cualquier	incidente	o	accidente	de	trabajo.
j)	 Concurrencia	 obligatoria	 a	 la	 capacitación	 y	 entrenamiento	 sobre
seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
8.-	Accidentes	de	trabajo,	enfermedades	ocupacionales	e	incidentes
Accidentes	de	trabajo	mortales:
•	Los	 empleadores	de	 todos	 los	 sectores	de	 la	 actividad	 económica	 están
obligados	 a	 notificar	 al	 MTPE	 todos	 los	 accidentes	 de	 trabajo	 mortales,
dentro	de	las	24	horas	de	ocurrido	el	hecho,	utilizando	el	Formulario	N°	01
indicado	en	el	Anexo	01	del	reglamento.
Accidentes	de	trabajo:
•	Los	 empleadores	 están	 obligados	 a	 comunicar	 los	 demás	 accidentes	 de
trabajo	 al	 centro	 médico	 asistencial	 donde	 el	 trabajador	 accidentado	 es
atendido.
Asimismo	el	 centro	médico	 asistencial	 público,	 privado,	militar,	 policial	 o
de	 seguridad	 social	 donde	 el	 trabajador	 es	 atendido	por	 primera	 vez	 está
obligado	 a	 notificar	 los	 accidentes	 de	 trabajo	 al	MTPE	hasta	 el	 último	día
hábil	del	mes	siguiente,	mediante	el	sistema	de	transmisión	de	datos	que	se
adopte,	para	 lo	cual	se	usará	el	Formulario	N°	02	 indicado	en	el	Anexo	02
del	reglamento.
•	 En	 caso	 de	 un	 incidente	 peligroso	 que	 ponga	 en	 riesgo	 la	 salud	 e
integridad	física	de	los	trabajadores	y/o	la	población,	deberá	ser	notificado
por	el	empleador	al	MTPE	y	al	sector	competente	cuando	esté	previsto	en	su
norma	 sectorial,	 dentro	 de	 las	 24	 horas	 de	 producido	 utilizando	 el
Formulario	N°	04	indicado	en	el	anexo	04	del	reglamento.
•	En	caso	que	 la	entidad	empleadora	contrate	obras,	 servicios	o	mano	de
obra	proveniente	de	cooperativas	de	trabajadores,	de	empresas	de	servicios
contratistas	 y	 sub	 contratistas,	 así	 como	 de	 toda	 institución	 de
intermediación	con	provisión	de	mano	de	obra,	se	produjera	un	accidente	o
incidente	 peligroso,	 será	 notificado	 al	 MTPE	 conforme	 lo	 establece	 el
Reglamento	de	Seguridad	y	Salud	en	el	trabajo,	por	la	empresa	usuaria	y	por
el	empleador	de	los	trabajadores	accidentados	o	involucrados	en	el	evento,
bajo	responsabilidad.
•	Las	enfermedades	ocupacionales	 incluidas	en	 la	 tabla	nacional	o	que	se
ajustan	a	la	definición	legal	de	estas	enfermedades	que	afectan	a	cualquier
trabajador,	 independientemente	 de	 su	 situación	 de	 empleo,	 serán
notificadas	por	el	centro	médico	asistencial	público	o	privado,	dentro	de	un
plazo	 de	 cinco	 días	 hábiles	 de	 conocido	 el	 diagnóstico	 al	 MTPE	 y	 al
Ministerio	de	Salud	utilizando	el	Formulario	N°	03	indicado	en	el	Anexo	N°
03	del	presente	reglamento.
Investigación	 de	 accidentes	 de	 trabajo,	 enfermedades	 ocupacionales	 e
incidentes:
•	Los	empleadores	deberán	realizar	las	investigaciones	de	los	accidentes	de
trabajo,	 enfermedades	 ocupacionales	 e	 incidentes	 peligrosos,	 los	 cuales
deberán	ser	comunicados	a	la	autoridad	competente,	indicando	las	medidas
de	prevención	adoptadas.
•	 En	 forma	 complementaria	 la	 autoridad	 competente	 y	 los	 otros
organismos	autorizados	realizarán	la	investigación	de	accidentes	de	trabajo,
enfermedades	ocupacionales	e	incidentes.
Fiscalización	y	control:
•	 Los	 inspectores	 de	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo	 de	 la	 autoridad
competente	y/o	fiscalizadora	autorizada,	están	facultados	para	inspeccionar
la	 totalidad	de	 los	puestos	o	 instalaciones	de	un	centro	de	 trabajo,	para	 lo
cual	el	empleador	o	su	representante	brindará	las	facilidades	requeridas.
•	 Las	 medidas	 correctivas	 y	 observaciones	 de	 las	 inspecciones	 serán
anotadas	en	un	acta	y/o	libro	especial.
•	El	inspector	o	fiscalizador	tendrá	facilidades	para	ingresar	libremente	en
cualquier	momento	al	centro	de	trabajo	sujeto	a	inspección	y	realizar	toma
de	 muestras	 y	 mediciones	 que	 considere	 necesarias,	 examinar	 libros,
registros	 y	 solicitar	 información	 relacionadas	 a	 la	 seguridad	 y	 salud	 en	 el
trabajo.
•	 El	 inspector	 al	 comprobar	 la	 inobservancia	 de	 la	 normatividad	 de
seguridad	y	salud	en	el	trabajo	implica	a	su	 juicio	riesgo	grave	e	eminente
para	la	seguridad	y	salud	de	los	trabajadores,	podrá	ordenar	la	paralización
inmediata	de	tales	trabajos	o	tareas.	La	medida	será	comunicada	sustentada
con	 la	 indicación	 del	 plazo	 o	 condición	 que	 debe	 implementarse.	 El
empleador	 pondrá	 en	 conocimiento	 lo	 acontecido	 de	 inmediato	 a	 sus
trabajadores.
•	 La	 paralización	 de	 los	 trabajos	 se	 levantará	 por	 la	 inspección	 de
seguridad	 y	 salud	 que	 la	 hubiera	 decretado	 o	 por	 el	 empleador,	 bajo	 su
responsabilidad,	 tan	pronto	como	se	subsane	 las	causas	que	 lo	motivaron,
debiéndose	en	este	último	caso	comunicarlo	inmediatamente	a	la	autoridad
competente	que	declaró	la	paralización.
•	 La	paralización	de	 actividades	 se	 decretará	 sin	perjuicio	 del	 pago	de	 la
remuneración	que	corresponde	a	os	trabajadores	afectados.
b)	Seguro	Complementario	de	Trabajo	de	Riesgo	(SCTR)
Marco
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Simplifican	 procedimiento	 de	 inscripción	 de	 las
entidades	 empleadoras	 que	 desarrollan	 actividades
de	 alto	 riesgo	 ante	 la	 autoridad	 administrativa	 de
trabajo.
1.-	Ámbito	de	aplicación
•	 El	 SCTR	 otorga	 coberturas	 por	 accidente	 de	 trabajo	 y	 enfermedad
profesional	a	los	trabajadores	empleados	y	obreros	que	tienen	la	calidad	de
afiliados	regulares	del	Seguro	Social	de	Salud	y	que	laboran	en	un	centro	de
trabajo	en	el	que	la	entidad	empleadora	realiza	las	actividades	descritas	en
el	 Anexo	 5	 del	 Decreto	 Supremo	 N°	 009-97-SA,	 Reglamento	 de	 la	 Ley	 de
Modernización	de	la	Seguridad	Social	en	Salud.
Accidente	de	trabajo:
•	De	acuerdo	a	 lo	establecido	en	el	Art.	2°	del	D.	S.	N°	009-97-TR,	es	 toda
lesión	orgánica	o	perturbación	funcional	causada	en	el	centro	de	trabajo	o
con	ocasión	del	 trabajo,	por	acción	 imprevista,	 fortuita	u	ocasional	de	una
fuerza	externa,	repentina	y	violenta	que	obra	súbitamente	sobre	la	persona
del	trabajador	o	debida	al	esfuerzo	del	mismo.
Enfermedad	profesional:
•	De	acuerdo	a	 lo	establecido	en	el	Art.	2°	del	D.	S.	N°	009-97-TR,	es	 todo
estado	 patológico	 permanente	 o	 temporal	 que	 sobreviene	 al	 trabajador
como	consecuencia	directa	de	la	clase	de	trabajo	que	desempeña	o	de	medio
en	que	se	ha	visto	obligado	a	trabajar.
2.-	Asegurados	obligatorios
•	Son	asegurados	obligatorios	del	SCTR,	la	totalidad	de	los	trabajadores	del
centro	 de	 trabajo	 en	 el	 cual	 se	 desarrollan	 las	 actividades	 de	 riesgo
previstas	 en	 el	 Anexo	 5	 de	 dicho	 decreto	 supremo,	 sean	 empleados	 u
obreros,	sean	eventuales,	temporales	o	permanentes.
•	 Se	 considera	 centro	 de	 trabajo	 a	 los	 efectos	 de	 la	 norma	 al
establecimiento	de	la	entidad	empleadora	en	la	que	se	ubican	las	unidades
de	producción	en	las	que	se	realizan	las	actividades	de	riesgo	inherentes	a	la
actividad	descrita	en	el	Anexo	5	del	Decreto	Supremo	N°	009-97-SA.	Incluye
a	 las	unidades	administrativas	y	de	servicios	que,	por	su	proximidad	a	 las
unidades	 de	 producción	 exponen	 al	 personal	 al	 riesgo	 de	 accidente	 de
trabajo	o	enfermedad	profesional	propia	de	la	actividad	productiva.	Cuando
por	la	dimensión	del	“centro	de	trabajo”	 las	unidades	administrativas	o	de
servicios	 se	 encuentren	 alejadas	 de	 las	 unidades	 de	 producción	 por	 una
distancia	 tal	 que	 evidencie	 que	 los	 trabajadores	 de	 dichas	 unidades
administrativas	 o	 de	 servicios	 no	 se	 encuentran	 expuestas	 al	 riesgo	 de
accidente	 de	 trabajo	 o	 enfermedad	 profesional	 propio	 de	 la	 actividad
desarrollada	 por	 la	 entidad	 empleadora,	 ésta	 podrá	 decidir,	 bajo	 su
responsabilidad,	la	no	contratación	del	SCTR	para	dichos	trabajadores.
•	 Son	 también	 asegurados	 obligatorios	 del	 SCTR,	 los	 trabajadores	 de	 la
empresa	que,	no	perteneciendo	al	centro	de	trabajo	en	el	que	se	desarrollan
las	actividades	referidas	en	el	Anexo	5	del	Decreto	Supremo	N°	009-97-SA
modificado	por	el	Decreto	Supremo	N°	003-98-SA,	se	encuentran	expuestos
al	riesgo	por	razón	de	sus	funciones.
•	 Sin	 perjuicio	 de	 las	 sanciones	 administrativas	 a	 que	 hubiere	 lugar,	 la
entidad	empleadora	es	responsable	frente	al	ESSALUD	o	la	ONP	por	el	costo
de	 las	 prestaciones	 que	 dichas	 entidades	 otorguen	 al	 trabajador	 afectado
por	un	accidente	o	enfermedad	profesional	que,	estando	expuestos	al	riesgo,
no	 hubiera	 sido	 asegurado,	 en	 aplicación	 del	 artículo	 88	 del	 Decreto
Supremo	N°	009-97-SA	modificado	por	el	Decreto	Supremo	N°	003-98-SA.
3.-	Entidades	empleadoras	obligadas
•	Están	obligados	de	contratar	SCTR,	toda	entidad	empleadora	que	realice
alguna	actividad	de	 riesgo	descrita	 en	el	 anexo	5	del	Decreto	 Supremo	N°
007-97-SA,	modificado	por	 la	cuarta	Disposición	Final	del	D.	S.	N°	003-98-
SA.
•	Están	comprendidas	en	esta	obligación	las	cooperativas	de	trabajadores,
empresas	 de	 servicios,	 contratistas	 y	 subcontratistas,	 así	 como	 toda
Institución	 de	 intermediación	 o	 provisión	 de	mano	 de	 obra	 que	 destaque
personal	hacia	centros	de	trabajo	en	que	se	desarrollen	las	actividades	del
riesgo.
4.-	Cobertura	del	seguro
•	Este	SCTR	otorga	al	 trabajador	empleado	u	obrero	cobertura	de	salud	y
de	invalidez	y	sepelio.
•	 El	 SCTR	 otorga	 al	 trabajador	 accidentado	 o	 enfermo	 las	 siguientes
prestaciones	en	salud:
a)	 Atención	 médica	 farmacológica,	 hospitalaria	 y	 quirúrgica	 cualquiera
fuere	 el	 nivel	 de	 complejidad	 de	 la	 lesión,	 hasta	 la	 recuperación	 total	 del
asegurado,	o	en	su	defecto	la	declaratoria	de	invalidez	permanente	total,	o
parcial	o	el	fallecimiento.
b)	Rehabilitación	y	readaptación	laboral	del	trabajador.
c)	Aparatos	ortopédicos	y	prótesis.
d)	 Asistencia	 y	 asesoramiento	 en	 seguridad	 ocupacional	 a	 la	 entidad
empleadora	y	a	los	asegurados.
•	 La	 cobertura	 de	 invalidez	 y	 sepelio	 del	 SCTR	 otorga	 las	 siguientes
prestaciones	mínimas:
-	Pensión	de	sobrevivencia
-	Pensión	de	invalidez
-	Gastos	de	sepelio
5.-	 Inscripción	en	el	 registro	de	entidades	que	desarrollan	actividades	de
alto	riesgo
•	Todo	aquel	empleador	que	desarrolle	actividades	consideradas	riesgosas
deberá	solicitar	su	inscripción	como	entidad	de	alto	riesgo	ante	la	AAT	del
lugar	en	donde	desarrolle	sus	labores.
•	La	obligación	de	 inscripción	ante	 la	autoridad	administrativa	de	 trabajo
de	las	entidades	empleadoras	que	desarrollen	actividades	de	alto	riesgo,	se
considerara	 cumplida	 cuando	 declaren	 en	 la	 planilla	 electrónica	 los
establecimientos	en	los	que	se	desarrollan	actividades	de	riesgo	conforme.
6.-	Monto	de	la	pensión	de	sobrevivencia
•	42%	de	la	“remuneración	mensual”	para	el	cónyuge	o	conviviente.
•	35%	de	la	“remuneración	mensual”	para	el	cónyuge	o	conviviente	en	caso
de	tener	hijos.
•	 14%	 de	 la	 “remuneración	mensual”	 a	 cada	 hijo	menor	 de	 18	 años,	 así
como	para	los	mayores	de	edad	en	caso	se	encuentren	discapacitados.
•	14%	de	la	“remuneración	mensual”	para	cada	uno	de	los	padres	siempre
que,	hayan	sido	calificados	de	incapacidad,	total	o	parcialmente,	tengan	más
de	60	años	de	edad	y	hayan	dependido	económicamente	del	causante.
7.-	Monto	de	la	pensión	por	invalidez
•	Invalidez	 parcial	 permanente,	 la	 pensión	 será	 equivalente	 al	 50%	de	 la
“remuneración	mensual”.
•	 Invalidez	 total	 permanente,	 la	 pensión	 será	 equivalente	 al	 70%	 de	 la
“remuneración	mensual.”
•	 En	 caso	 que	 las	 lesiones	 sufridas	 por	 el	 trabajador	 dieran	 lugar	 a	 una
invalidez	 parcial	 inferior	 al	 50%	 pero	 igual	 o	 superior	 al	 20%	 la
aseguradora	 pagará	 por	 única	 vez	 el	 equivalente	 a	 24	 mensualidades	 de
pensión	 calculadas	 sobre	 la	 base	 de	 la	 proporción	 que	 correspondería	 de
acuerdo	al	grado	de	invalidez.
8.-	Contratación	obligatoria
•	 Las	 entidades	 empleadoras	 que	 no	 cumplan	 contratar	 el	 SCTR	 serán
responsables	 frente	 a	 ESSALUD	 y	 la	 Oficina	 de	 Normalización	 Previsional
(ONP),	por	el	costo	de	las	prestaciones	de	dichas	entidades.
3.	De	las	obligaciones	en	materia	de	empleo	y	colocación
Marco
normativo Publicación Registro
D.	 S.	 N°
005-2003-
TR
24.05.2003 Crean	el	Registro	Nacional	de	Agencias	Privadas	deEmpleo.
R.	 M.	 N°
303-2006-
TR
15.09.2006
Aprueban	 formato	 de	 “Información	 estadística
laboral	 agencias	privadas	de	 empleo”	 y	Cronograma
de	presentación	de	estadísticas	laborales.
R.	 M.	 N°
151-2007-
TR
26.05.2007
Aprueban	 Directiva	 que	 regula	 el	 procedimiento
para	 la	 inscripción	 en	 el	 Registro	 Nacional	 de
Agencias	Privadas	de	Empleo	-	Renape.
1.	Concepto	de	agencia	privada	de	empleo
Son	 personas	 jurídicas	 en	 el	 que	 se	 vincula	 la	 oferta	 y	 la	 demanda	 de
empleo,	sin	convertirse	en	parte	de	las	prelaciones	laborales	que	se	deriven
con	las	personas	naturales	o	jurídicas	que	requieren	trabajadores.	Para	que
las	 agencias	 puedan	 operar	 es	 imprescindible	 que	 se	 registren	 ante	 el
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	en	el	Registro	Nacional	de
Agencias	Privadas	de	Empleo.
2.	Requisitos	para	el	registro
a)	 Copia	 de	 la	 escritura	 pública	 de	 constitución	 inscrita	 en	 los	 Registros
Públicos	y	sus	modificaciones	de	ser	el	caso;
b)	 Constancia	 policial	 o	 notarial	 del	 domicilio	 de	 la	 agencia	 privada	 de
empleo;
c)	Copia	del	comprobante	de	información	registrada	de	la	Sunat;
d)	Copia	del	documento	de	identidad	del	representante	legal	de	la	agencia
de	empleo.
e)	Pago	de	la	tasa	correspondiente.
3.	Obligaciones	de	las	agencias	privadas	de	empleo
a)	Las	agencias	privadas	de	empleo	deberán	proveer	candidatos	solamente
en	 atención	 a	 las	 calificaciones	 y	 experiencia	 laboral	 de	 las	 personas	 que
constituyan	la	oferta	de	trabajo.	Las	agencias	privadas	de	empleo,	brindarán
idénticas	oportunidades	a	 todos	 los	solicitantes	de	empleo,	encontrándose
prohibidas	 las	 prácticas	 que	 constituyan	 actos	 de	 discriminación	 y
alteración	de	igualdad	de	trato.
b)	 Las	 agencias	 privadas	 de	 empleo	 comunicarán	 a	 la	 autoridad
administrativa	de	trabajo,	el	cambio	de	su	domicilio,	denominación	o	razón
social	 dentro	 de	 los	 cinco	 (5)	 días	 posteriores	 de	 haberse	 producido	 el
hecho.
c)	Las	agencias	privadas	de	empleo	 registradas	de	acuerdo	a	 lo	prescrito
por	el	presente	decreto	supremo,	deberán	comunicar	trimestralmente	a	 la
autoridad	administrativa	de	 trabajo,	de	acuerdo	a	 los	 formatos	aprobados
para	tal	efecto,	la	información	estadística	laboral	relacionada	con	su	oferta	y
demanda	de	mano	de	obra,	frecuencia	de	colocación,	ocupaciones	y	sectores
de	la	actividad	económica	en	las	que	se	intermedia,	número	de	solicitantes
de	empleo	presentados,	rechazados	y	colocados	en	 las	empresas,	así	como
los	importes	de	las	remuneraciones	asignadas	a	estos	últimos.
4.	Sanciones	a	las	agencias	privadas	de	empleo
La	inscripción	en	el	registro	quedará	sin	efecto	en	los	siguientes	casos:
a)	El	vencimiento	del	plazo,	 sin	que	se	haya	 tramitado	oportunamente	su
renovación.
b)	 Cuando	 se	 verifique	 la	 falsedad	 de	 la	 información	 brindada	 a	 la
autoridad	administrativa	de	trabajo	al	momento	de	solicitar	la	inscripción	o
renovación	del	registro.
c)	 Por	 infracción	 reiterada	 de	 las	 obligaciones	 contenidas	 en	 el	 presente
decreto	supremo.
d)	Por	 incumplimiento	del	deber	de	 información	 contenido	en	el	 artículo
13	del	presente	decreto	supremo.
4.	 De	 las	 obligaciones	 legales	 formales	 y	 otras	 obligaciones	 relativas	 a
empresas	 de	 intermediación	 laboral,	 empresas	 usuarias	 y	 empresas
tercerizadoras
a)	Obligaciones	formales	de	las	cooperativas	de	trabajadores
Marco	normativo Publicación Registro
Ley	N°	27626 09.01.2002 Ley	 que	 regula	 la	 actividad	 de	 lascooperativas	de	trabajadores.
Ley	N°	27696 12.04.2002 Disposiciones	sobre	la	Ley	N°	27626.
Decreto	 Supremo	 N°
003-2002-TR 28.04.2002
Disposiciones	para	 la	aplicación	de	 la	Ley	N°
27626.
Resolución
Ministerial	 N°	 064-
2003-TR
16.04.2003 Procedimiento	 para	 el	 registro	 decooperativa	de	trabajadores.
Resolución
Ministerial	N°	107-99-
TR
16.07.1999 Norma	que	regula	carta	fianza.
Decreto	 Supremo	 N°
001-98-TR 22.01.1998
Norma	 que	 regula	 las	 planillas	 y	 boletas	 de
pago.
Decreto	 Supremo	 N°
017-2001-TR 07.06.2001
Modificación	al	Decreto	Supremo	N°	001-98-
TR
Decreto	 Supremo	 N°
018-2007-TR 28.08.2007
Establecen	 disposiciones	 relativas	 al	 uso	 del
documento	denominado	“Planilla	Electrónica”.
Decreto	 Supremo	 N°
016-2006-TR 15.09.2006 TUPA	del	Ministerio.
	
1.-	Beneficios	de	los	socios	trabajadores
Los	 socios	 trabajadores	 tienen	 todos	 los	 derechos	 y	 beneficios	 sociales
establecidos	para	 los	 trabajadores	pertenecientes	 al	 régimen	 laboral	de	 la
actividad	privada.	 Cuando	 los	 socios	 trabajadores	 presten	 servicios	 en	 las
denominadas	 empresas	 usuarias	 deberán	 reconocerles	 ingresos	 y
condiciones	 de	 trabajo	 no	 inferiores	 a	 los	 que	 corresponden	 a	 los
trabajadores	de	las	referidas	empresas	que	realizan	labores	análogas.
Regulaciones	específicas:
Las	cooperativas	están	obligadas	a	declarar	mediante	Planilla	Electrónica	-
PDT	N°	601,	de	conformidad	con	las	normas	pertinentes.
2.-	De	las	cooperativas
Inscripción:
•	 Las	 cooperativas,	 antes	 del	 inicio	 de	 sus	 actividades	 están	 obligadas	 a
inscribirse	en	el	Registro	correspondiente	del	MTPE	(Registro	Nacional	de
Entidades	y	Empresas	que	Realizan	Actividades	de	Intermediación	Laboral).
Las	que	abran	sucursales	u	oficinas	en	otras	jurisdicciones	fuera	de	su	sede
principal,	deberán	presentar	a	 la	AAT	del	 lugar,	 copia	de	 su	 registro	de	 la
sede	 donde	 se	 inscribieron.	 Deberán	 informar	 asimismo	 el	 cambio
domiciliario.
Del	servicio	a	terceros:
•	Las	cooperativas	debidamente	inscritas	sólo	pueden	prestar	sus	servicios
a	 empresas	 denominadas	 usuarias	 mediante	 el	 concurso	 de	 sus	 socios
trabajadores.
Porcentaje:
•	El	número	de	trabajadores	que	la	cooperativa	destaque	bajo	la	modalidad
de	 temporal	 no	 podrá	 exceder	 del	 20%	 del	 total	 de	 trabajadores	 de	 la
empresa	 usuaria.	 El	 porcentaje	 no	 es	 aplicado	 a	 los	 servicios
complementarios	o	especializados	siempre	y	cuando	 la	cooperativa	asuma
la	autonomía	técnica	y	la	responsabilidad	para	el	desarrollo	de	la	actividad.
•	Para	el	cómputo	del	porcentaje	se	sumará	el	número	de	trabajadores	que
al	momento	de	dicho	cálculo	presten	servicios	en	las	empresas	usuarias.
•	En	caso	de	incumplimiento	de	esta	limitación,	se	considerará	la	existencia
de	relación	laboral	directa	entre	la	empresa	usuaria	y	el	número	de	socios
trabajadores	 excedentes.	 Entendiéndose	 la	 relación	 de	 trabajo	 con	 los
socios	 trabajadores	 que	 hubieran	 ingresado	 al	 servicio	 de	 la	 empresa
usuaria	a	partir	de	la	oportunidad	en	que	se	produzca	la	excedencia.
Información	trimestral:
•	Deberá	presentar	a	la	autoridad	administrativa	de	trabajo	la	información
estadística	trimestral.
3.-	De	la	carta	fianza
•	 Las	 cooperativas	 que	 suscriban	 contratos	 de	 intermediación	 laboral
deberán	 conceder	 una	 fianza	 que	 garantice	 el	 cumplimiento	 de	 las
obligaciones	laborales	y	de	seguridad	social	de	los	trabajadores	destacados.
•	La	 fianza	puede	ser	a	nombre	del	ministerio	o	a	nombre	de	 la	empresa
usuaria.	 La	 carta	 fianza	 a	 nombre	 del	 ministerio	 puede	 ser	 individual	 o
global.
•	La	carta	fianza	debe	garantizar	el	pago	de	un	mes	de	remuneraciones	y	el
proporcional	del	mes	de	los	derechos	y	beneficios	 laborales	aplicables	a	 la
totalidad	de	trabajadores	destacados,	y	las	obligaciones	previsionales.
•	La	carta	fianza	individual	debe	tener	una	vigencia	mínima	equivalente	a	la
del	 contrato	 de	 locación	 de	 servicios,	 más	 noventa	 (90)	 días	 posteriores
adicionales.	 La	 carta	 fianza	 global	 no	 puede	 ser	 inferior	 a	 tres	 meses,
debiendo	renovarse	al	31	de	marzo,	30	de	 junio,	30	de	 setiembre	y	31	de
diciembre	de	cada	año.
•	La	carta	fianza	es	ejecutable	por	el	procurador	del	ministerio	a	solicitud
de	parte	cuando:
a)	 Previa	 la	 presentación	 de	 resolución	 judicial	 consentida	 o	 de	 última
instancia	que	ordene	el	pago	de	suma	liquida.
b)	Caso	de	ejecución	parcial
c)	Cuando	por	la	concurrencia	de	acreencias	laborales,	el	monto	de	la	carta
fianza	no	alcanza	cubrir	dichos	adeudos.
Verificación:
La	autoridad	administrativa	de	trabajo	a	través	de	sus	servicios	inspectivos
podrá	verificar	el	cumplimiento	de	las	obligaciones	de	la	cooperativa.
Cancelación	del	registro:
Se	 procederá	 a	 cancelar	 el	 registro	 de	 las	 cooperativas	 en	 caso	 de	 que
incurra	en	algún	incumplimiento	de	beneficios	y	derechos	laborales.
b)	Obligaciones	formales	de	las	empresas	de	intermediación	laboral
Marco
normativo Publicación Registro
Ley	N°	27626 09.01.2002 Ley	 que	 regula	 la	 actividad	 de	 las	 empresasespeciales	de	servicios.
Ley	N°	27696 12.04.2002 Disposiciones	sobre	la	Ley	N°	27626
Decreto
Supremo	 N°
003-2002-TR
28.04.2002 Disposiciones	 para	 la	 aplicación	 de	 la	 Ley.	 N°27626.
Decreto
Supremo	 N°
020-2007-TR
20.09.2007 Disposiciones	 sobre	 empresas	 especiales	 deservicios.
Resolución
Ministerial	 N°
206-2007-TR
13.08.2007
Procedimiento	para	la	inscripción	en	el	Registro
de	 Empresas	 y	 Entidades	 que	 Realizan
Actividades	de	Intermediación	Laboral	-	Reneeil.
R.	 M.	 N°	 107-
99-TR 16.07.1999 Norma	que	regula	carta	fianza.
Decreto
Supremo	 N°
001-98-TR
22.01.1998 Norma	 que	 regula	 las	 planillas	 y	 boletas	 depago.
Decreto
Supremo	 N°
017-2001-TR
07.06.2001 Modificación	al	Decreto	Supremo	N°	001-98-TR
Decreto
Supremo	 N°
018-2007-TR
28.08.2007 Establecen	 disposiciones	 relativas	 al	 uso	 deldocumento	denominado	“Planilla	Electrónica”.
Decreto
Supremo	 N°
016-2006-TR
15.09.2006 TUPA	del	Ministerio.
1.-	De	las	empresas	de	servicios	temporales	(EST)
•	Las	empresas	de	servicios	temporales	son	aquellas	personas	jurídicas	que
contratan	 con	 terceras	 denominadas	 usuarias	 para	 colaborar
temporalmente	en	el	desarrollo	de	sus	actividades,	mediante	el	destaque	de
sus	trabajadores	para	desarrollar	las	labores	bajo	el	poder	de	dirección	de
la	 empresa	 usuaria	 correspondientes	 a	 los	 contratos	 de	 naturaleza
ocasional	y	de	suplencia.
•	 Deberán	 constituirse	 como	 personas	 jurídicas	 y	 tendrán	 como	 único
objeto	la	prestación	temporal	de	sus	servicios.
2.-	De	las	Empresas	de	Servicios	Complementarios	(ESC)
Las	 empresas	 de	 servicios	 complementarios	 son	 aquellas	 personas
jurídicas	 que	 destacan	 su	 personal	 a	 terceras	 empresas	 denominadas
usuarias	para	desarrollar	actividades	accesorias	o	no	vinculadas	al	giro	del
negocio	de	éstas.
3.-	De	las	Empresas	de	Servicios	Especializados	(ESE)
Se	 consideran	 actividades	 complementarias	 de	 carácter	 especializado,
aquellas	 que	 no	 están	 comprendidas	 en	 las	 actividades	 principales	 que
realiza	 la	 empresa	usuaria	 y	 que	para	 su	 ejecución	 requieren	de	personal
altamente	calificado.
4.-	 Disposiciones	 y	 obligaciones	 comunes	 a	 las	 empresas	 especiales	 de
servicios	de	intermediación	laboral
Beneficios:
Los	trabajadores	de	las	Empresa	de	Servicios	Temporales	tienen	todos	los
derechos	 y	 beneficios	 sociales	 establecidos	 para	 los	 trabajadores
pertenecientes	 al	 régimen	 laboral	 de	 la	 actividad	 privada.	 Cuando	 fueran
destacados	 a	 las	 empresas	 usuarias,	 tiene	 derecho	 a	 percibir	 las
remuneraciones	y	condiciones	de	trabajo	que	la	empresa	usuaria	otorgue	a
sus	trabajadores,	durante	el	período	de	prestación	del	servicio.
Porcentaje:
•	 El	 número	 de	 trabajadores	 que	 la	 Empresa	 de	 Servicios	 Temporales
puede	 destacar	 no	 podrá	 exceder	 del	 20%	del	 total	 de	 trabajadores	 de	 la
empresa	usuaria.
•	Para	el	cómputo	del	porcentaje	se	sumará	el	número	de	trabajadores	que
al	momento	de	dicho	cálculo	presten	servicios	en	las	empresas	usuarias.
•	En	caso	de	incumplimiento	de	esta	limitación,	se	considerará	la	existencia
de	 relación	 laboral	 directa	 entre	 la	 empresa	 usuaria	 y	 el	 número	 de
trabajadores	 excedentes.	 Entendiéndose	 la	 relación	 de	 trabajo	 con	 los
trabajadores	 que	 hubieran	 ingresado	 al	 servicio	 de	 la	 empresa	 usuaria	 a
partir	de	la	oportunidad	en	que	se	produzca	la	excedencia.
De	la	usuaria:
Se	 denomina	 usuaria	 a	 toda	 persona	 natural	 o	 jurídica	 que	 contrate	 los
servicios	de	las	EST.
Del	registro:
•	Las	entidades	que	realicen	servicios	especiales	deberán	inscribirse	en	el
Registro	 Nacional	 de	 Entidades	 y	 Empresas	 que	 Realizan	 Actividades	 de
Intermediación	Laboral,	 el	 cual	 es	 requisito	para	 al	 inicio	 y	 desarrollo	del
servicio.	Deberán	presentar:
a)	Escritura	pública	de	constitución,
b)	 Comprobante	 de	 Información	 Registrada	 de	 la	 Superintendencia
Nacional	de	Administración	Tributaria	(RUC),
c)	Copia	de	autorización	expedida	por	la	entidad	competente,	para	aquellos
casos	en	los	cuales	se	requiera,
d)	Copia	del	documento	de	identificación	del	representante	legal,
e)	Declaración	jurada	domiciliaria	correspondiente	al	domicilio	actual	de	la
empresa,	así	como	cada	uno	de	los	establecimientos	anexos.
f)	 Acreditar	 un	 capital	 social	 suscrito	 y	 pagado	 no	 menor	 al	 valor	 de
cuarenta	y	cinco	(45)
UIT	vigente,	o	su	equivalente	en	certificados	de	aportación,	al	momento	de
su	constitución.
De	la	constancia	de	inscripción:
La	 inscripción	 en	 el	 registro	 tendrá	 una	 vigencia	máxima	de	 12	meses,	 a
cuyo	plazo	quedará	automáticamente	sin	efecto.
Del	registro	de	contrato	suscrito	con	la	empresa	usuaria:
Deberá	presentar	los	contratos	suscrito	con	las	empresas	usuarias	ante	la
autoridad	administrativa	de	trabajo	dentro	de	los	quince	(15)	días	naturales
de	su	suscripción.	Las	empresas	que	presenten	los	contratos	de	locación	de
servicios	 fuera	 de	 este	 plazo,	 deberán	 pagar	 una	 tasa	 por	 presentación
extemporánea	por	cada	contrato.
Del	 registro	 de	 contrato	 suscrito	 con	 los	 trabajadores	 destacados	 a	 la
empresa	usuaria:
Deberá	presentar	los	contratos	suscrito	con	los	trabajadores	destacados	a
la	 empresa	usuaria	 ante	 la	 autoridad	 administrativa	de	 trabajo,	 dentro	de
los	 quince	 (15)	 días	 naturales	 de	 su	 suscripción.	 Las	 empresas	 que
presenten	 los	contratos	de	 trabajo	 fuera	de	este	plazo,	deberán	pagar	una
tasa	por	presentación	extemporánea	por	cada	contrato.
Estadística	trimestral:
•	Deberá	presentar	a	la	autoridad	administrativa	de	trabajo	la	información
estadística	trimestral	según	formato	aprobado.
•	 Las	 empresas	 o	 entidades	 deben	 presentar	 la	 información	 estadística
trimestral	 dentro	 de	 los	 primeros	 cinco	 (5)	 días	 hábiles	 de	 los	 meses	 de
abril,	julio,	octubre,	y	enero,	si	la	presentación	se	realiza	fuera	de	este	plazo
deberá	abonar	una	tasa	por	presentación	extemporánea.
c.-	 De	 las	 obligaciones	 legales	 formales	 y	 otras	 obligaciones	 relativas	 a
empresas	tercerizadoras
Marco
normativo Publicación Registro
Ley	 N°
29245 24.06.2008 Ley	que	regula	los	servicios	de	tercerización.
Decreto
Legislativo	 N
°	1038
25.06.2008
Decreto	 legislativo	 que	 precisa	 los	 alcances	 de	 la
Ley	 N°	 29245,	 Ley	 que	 Regula	 los	 Servicios	 de
Tercerización
D.	S.	N°	006-
2008-TR 12.09.2008
Aprueban	el	reglamento	de	la	Ley	N°	29245	y	del
Decreto	 Legislativo	 N°	 1038,	 que	 regulan	 los
servicios	de	tercerización
Ámbito	de	aplicación
La	 Ley	 de	 Tercerización	 comprende	 a	 las	 empresas	 principales	 cuyos
trabajadores	 estén	 sujetos	 al	 régimen	 laboral	 de	 la	 actividad	 privada,	 que
tercerizan	 su	 actividad	 principal,	 siempre	 que	 se	 produzca	 con
desplazamiento	 continuo	 de	 los	 trabajadores	 de	 las	 empresas
tercerizadoras	a	los	centros	de	trabajo	o	de	operaciones	de	aquellas.
a)	Obligaciones	de	registro
•	 Se	 consideran	 inscritas	 en	 el	 Registro	 Nacional	 de	 Empresas
Tercerizadoras,	 las	empresas	que	cumplan	con	declarar	el	desplazamiento
de	su	personal	a	empresas	principales,	utilizando	para	tal	efecto	la	Planilla
Electrónica	PDT	601.
b)	Obligaciones	frente	a	los	trabajadores.
•	 Los	 contratos	 en	 los	 que	 el	 personal	 de	 la	 empresa	 tercerizadora	 es
desplazado	para	que	ejecute	sus	servicios	en	la	empresa	principal,	no	deben
afectar	los	derechos	laborales	y	de	seguridad	social	de	dichos	trabajadores,
estando	éstos	subordinados	a	la	empresa	tercerizadora.
•	 Al	 iniciar	 la	 ejecución	 del	 contrato,	 la	 empresa	 tercerizadora	 tiene	 la
obligación	 de	 informar	 por	 escrito	 a	 los	 trabajadores	 encargados	 de	 la
ejecución	 de	 la	 obra	 o	 servicio,	 a	 sus	 representantes,	 así	 como	 a	 las
organizaciones	 sindicales	 y	 a	 los	 trabajadores	 de	 la	 empresa	 principal,	 lo
siguiente:
a)	 La	 identidad	 de	 la	 empresa	 principal,	 incluyendo	 a	 estos	 efectos	 el
nombre,	 denominación	 o	 razón	 social	 de	 esta,	 su	 domicilio	 y	 número	 de
Registro	Único	del	Contribuyente.
b)	 Las	 actividades	 que	 son	 objeto	 del	 contrato	 celebrado	 con	 la	 empresa
principal,	 cuya	 ejecución	 se	 llevará	 a	 cabo	 en	 el	 centro	 de	 trabajo	 o	 de
operaciones	de	la	misma.
c)	El	lugar	donde	se	ejecutarán	las	actividades	mencionadas	en	el	numeral
anterior.
•	 Los	 trabajadores	 bajo	 contrato	 de	 trabajo	 sujetos	 a	 modalidad	 tienen
iguales	derechos	que	los	trabajadores	contratados	a	tiempo	indeterminado.
Este	derecho	se	aplica	a	los	trabajadores	desplazados	en	una	tercerización,
respecto	de	su	empleador.
•	Los	trabajadores	que	realicen	labores	en	las	instalaciones	de	la	empresa
principal	 en	 una	 tercerización,	 cualquiera	 fuese	 la	 modalidad	 de
contratación	 laboral	 utilizada,	 como	 todo	 trabajador	 contratado	 a	 tiempo
indeterminado	o	bajo	modalidad,	tiene	respecto	de	su	empleador	todos	los
derechos	 laborales	 individuales	 y	 colectivos	 establecidos	 en	 la	 normativa
vigente.
•	 La	 tercerización	 de	 servicios	 y	 la	 contratación	 sujeta	 a	 modalidad,
incluyendo	aquella	realizada	en	 la	 tercerización	de	servicios,	no	puede	ser
utilizada	con	la	intención	o	efecto	de	limitar	o	perjudicar	la	libertad	sindical,
el	 derecho	 de	 negociación	 colectiva,	 interferir	 en	 la	 actividad	 de	 las
organizaciones	 sindicales,	 sustituir	 trabajadores	 en	 huelga	 o	 afectar	 la
situación	laboral	de	los	dirigentes	amparados	por	el	fuero	sindical.
•	Cuando	corresponda,	los	trabajadores	pueden	interponer	denuncias	ante
la	 autoridad	 administrativa	 de	 trabajo	 o	 recurrir	 al	 Poder	 Judicial,	 para
solicitar	la	protección	de	sus	derechos	colectivos.
6.-	De	las	obligaciones	legales	laborales	relativas	a	promoción	y	formación
del	trabajo
a)	Del	aprendizaje
Marco
normativo Publicación Registro
Ley	 N°
28518 24.05.2005 Ley	sobre	Modalidades	Formativas	Laborales.
Decreto
Supremo	 N°
007-2005-
TR
19.09.2005 Reglamento	 de	 la	 Ley	 N°	 28518	 “Ley	 sobreModalidades	Formativas	Laborales”.
R.	 M.	 069-
2007-TR 17.03.2007
Dictan	 disposiciones	 complementarias	 para	 el
registro	 de	 planes	 y	 programas,	 y	 aprueban
modelos	y	 formatos	sobre	modalidades	 formativas
laborales.
R.	 M.	 N
°142-2007-
TR
24.05.2007
Modifican	modelos	 de	 convenios	 de	modalidades
formativas	 laborales	 que	 fueron	 aprobados	 por	 la
Resolución	Ministerial	N°	069-2007-TR.
1.-	Ámbito
El	 ámbito	 de	 aplicación	 comprende	 a	 las	 empresas	 entendidas	 como
actividad	pública	y	privada	cuyos	trabajadores	estén	sujetos	al	régimen	de
la	actividad	privada.
2.-	Finalidad
Complementar	la	formación	específica	adquirida	en	el	centro	de	formación
profesional	con	el	objeto	de	consolidar	el	desarrollo	de	habilidades	sociales
y	personales	relacionadas	al	ámbito	de	trabajo.
3.-	Convenio
•	 El	 convenio	 de	 aprendizaje	 es	 el	 acuerdo	 de	 voluntades,
responsabilidades	y	obligaciones	 celebrado	entre	 la	 empresa,	 el	 centro	de
formación	juvenil	y	el	aprendiz.
•	El	convenio	debe	contener:
-	Nombre	o	denominación	de	la	persona	natural	o	jurídica	que	patrocine	la
modalidad.
-	Nombre,	edad	y	datos	del	participante	que	se	acoja	a	 la	modalidad	o	su
representante.
-	Ocupación.
-	Monto	subvención	económica.
-	Duración	del	convenio.
-	Causales	de	modificación,	suspensión	y	terminación	del	contrato.
4.-	Modalidades	de	aprendizaje
i.	Con	predominio	en	la	empresa.
•	 Se	 caracteriza	 por	 que	 la	 formación	 profesional	 se	 adquiere
predominantemente	 por	 la	 efectiva	 prestación	 de	 servicios	 en	 las
instalaciones	de	la	empresa.
•	 Se	 efectúa	 mediante	 la	 suscripción	 de	 un	 convenio	 entre	 la	 empresa
patrocinante,	un	aprendiz	(concluido	estudios	primarios	y	mínimo	14	años)
y	 centro	 de	 formación	 profesional	 autorizado	 expresamente	 para	 realizar
este	tipo	de	modalidad.
Plazo:
•	 El	 tiempo	 de	 duración	 del	 convenio	 dependerá	 de	 la	 extensión	 del
proceso	formativo.
Registro:
•	El	registro	del	convenio	se	realiza	en	el	registro	de	contratos	y	convenios
que	 aparece	 en	 la	 página	web	 del	Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del
Empleo:	www.mintra.gob.pe	dentro	de	 los	15	días	 contabilizados	desde	 la
fecha	de	suscripción,	debiendo	adjuntar:
-	 Archivo	 del	 convenio	 escaneado	 en	 formato	 PDF,	 previa	 firma	 entre	 el
empleador,	el	beneficiario	y	el	centro	de	formación	profesional.
-	Plan	específico	de	aprendizaje,	escaneado	en	formato	PDF.
En	el	caso	de	adolescentes	entre	14	y	18	años,	adicionalmente	presentar:
-	Certificado	médico	escaneado	en	formato	PDF,	que	acredite	la	capacidad,
física,	mental	y	emocional	para	realizar	las	actividades	formativas,	expedido
gratuitamente	por	 los	servicios	médicos	del	sector	salud	o	de	 la	seguridad
social,	según	corresponda.
-	Declaración	jurada	de	la	empresa	escaneada	en	formato	PDF,	en	la	que	se
indique	 que	 el	 adolescente	 no	 realiza	 actividades	 prohibidas	 según	 lo
previsto	en	el	Art.	60	del	Reglamento	de	Modalidades	Formativas	Laborales.
-	Adicionalmente	presentar:	 certificado	de	estudios	primarios	escaneados
en	PDF	 y	 autorización	del	 centro	 formación	profesional	 para	 realizar	 esta
modalidad,	escaneado	en	PDF.
•	 Cada	 sector,	 según	 corresponda,	 autoriza	 expresamente	 al	 centro	 de
formación	profesional	el	desarrollo	de	la	modalidad	formativa.
ii.	Con	predominio	en	el	centro	de	formación	profesional:
•	Conocido	como	practicas	 -	pre	profesionales,	permite	que	 la	persona	en
formación	 de	 estudiante	 aplique	 conocimientos	 habilidades	 y	 aptitudes
mediante	el	desempeño	en	una	situación	real	de	trabajo.
•	 Se	 efectúa	mediante	 la	 suscripción	 de	 un	 convenio	 entre	 una	 empresa,
persona	en	formación	y	centro	de	formación	profesional.
Plazo:
El	 tiempo	 de	 duración	 del	 convenio	 es	 proporcional	 a	 la	 duración	 de	 la
formación	y	al	nivel	de	calificación	de	la	ocupación.
Registro:
•	Registro	del	convenio	se	realiza	vía	internet	a	través	de	la	página	web	del
Ministerio	 de	 Trabajo:	 www.mintra.gob.pe	 dentro	 de	 los	 15	 días
contabilizados	desde	la	fecha	de	suscripción,	debiendo	adjuntar.
-	 Archivo	 del	 convenio	 escaneado	 en	 formato	 PDF,	 previa	 firma	 entre	 el
empleador,	el	beneficiario	y	el	centro	de	formación	profesional.
-	Plan	específico	de	aprendizaje,	escaneado	en	formato	PDF.
En	el	caso	de	adolescentes	entre	14	y	18	años,	adicionalmente	presentar:
-	Certificado	médico	escaneado	en	formato	PDF,	que	acredite	la	capacidad,
física,	mental	y	emocional	para	realizar	las	actividades	formativas,	expedido
gratuitamente	por	 los	servicios	médicos	del	sector	salud	o	de	 la	seguridad
social,	según	corresponda.
-	Declaración	jurada	de	la	empresa	escaneada	en	formato	PDF,	en	la	que	se
indique	 que	 el	 adolescente	 no	 realiza	 actividades	 prohibidas	 según	 lo
previsto	en	el	Art.	60	del	Reglamento	de	Modalidades	Formativas	Laborales.
5.-	Jornada
•	Para	los	casos	en	que	el	convenio	de	aprendizaje	sea	con	predominio	de	la
empresa,	el	aprendiz	debe	tener	más	de	catorce	(14)	años	y	 la	 jornada	no
podrá	exceder	de	8	horas	diarias	y	48	semanales.
•	Para	los	casos	en	que	el	convenio	de	aprendizaje	sea	con	predominio	del
centro	 de	 formación	 profesional	 (práctica	 pre	 profesional),	 la	 jornada	 no
podrá	exceder	de	06	horas	diarias	y	30	semanales.
6.-	Obligaciones
Son	obligaciones	del	aprendiz:
a)	Cumplir	las	tareas	productivas	de	una	empresa	por	tiempo	determinado
de	acuerdo	a	 la	 reglamentación	y	normatividad	 tanto	de	 la	empresa	como
del	centro	de	formación	profesional.
Son	obligaciones	de	la	empresa:
a)	 Proporcionar	 los	 medios	 para	 que	 el	 aprendiz	 adquiera	 formación
profesional,	 sistemática	 e	 integral	 de	 la	 ocupación	 para	 la	 cual	 ha	 sido
contratado.
b)	 Ejecuta	 las	 tareas	 correspondientes	 al	 plan	 específico	 de	 aprendizaje
previamente	definido	por	el	centro	de	formación	profesional.
c)	Abonar	 al	 aprendiz	una	asignación	mensual	no	 inferior	 al	monto	de	 la
RMV	 que	 se	 encuentre	 vigente	 en	 la	 oportunidad	 del	 pago,	 en	 caso	 la
jornada	 formativa	 es	 de	 duración	 inferior,	 el	 pago	de	 la	 subvención	 es	 de
manera	proporcional.
d)	 Otorgar	 descanso	 semanal	 y	 feriados	 no	 laborables	 debidamente
subvencionados.
e)	 Otorgar	 descanso	 de	 15	 días	 subvencionado	 cuando	 la	modalidad	 sea
superior	a	12	meses.
f)	 Otorgar	 una	 subvención	 adicional	 equivalente	 a	 media	 subvención
económica	cada	6	meses	de	duración	continua	de	la	modalidad	formativa.
g)	Otorgar	seguro	contra	enfermedades	y	accidentes	a	través	de	ESSALUD	o
un	 seguro	 privado	 con	 cobertura	 en	 caso	 de	 accidentes	 equivalente	 a	 14
subvenciones	mensuales	y	en	caso	de	enfermedad	30.
Son	obligaciones	del	centro	de	formación	profesional:
a)	 Planifica,	 dirige	 y	 conduce,	 a	 nivel	 nacional,	 las	 actividades	 de
capacitación,	perfeccionamiento	y	especialización	de	los	aprendices.
b)	Evalúa	y	certifica	las	actividades	formativas.
7.-	Restricciones
No	 está	 permitido	 incluir	 aquellas	 personas	 que	 tengan	 relación	 laboral
común	 con	 sus	 empleadores	 o	 empresas	 de	 intermediación	 que	 destaque
personal	bajo	estas	modalidades.
8.-	Desnaturalización
•	 Se	 desnaturaliza	 y	 se	 extiende	 una	 relación	 laboral	 en	 los	 siguientes
casos:
-	Inexistencia	del	convenio	debidamente	suscrito.
-	 Falta	 de	 capacitación	 en	 ocupación	 específica	 y/o	 desarrollo	 de	 las
actividades	 del	 beneficiario	 ajenas	 a	 la	 de	 los	 estudios	 técnicos	 o
profesionales	establecidos	en	el	convenio.
-	 Continuación	 de	 la	 modalidad	 formativa	 después	 de	 la	 fecha	 de
vencimiento	del	convenio	o	prorroga	o	si	excede	el	plazo	máximo	de	ley.
-	 Incluir	 como	beneficiario	de	alguna	modalidad	 formativa	a	 las	personas
que	tengan	relación	laboral	con	la	empresa	contratante,	en	forma	directa	o	a
través	de	cualquier	forma	de	intermediación	laboral,	salvo	que	se	incorpore
a	una	actividad	diferente.
-	 La	 existencia	 de	 simulación	 o	 fraude	 a	 la	 ley	 que	 determine	 la
desnaturalización	de	la	modalidad	formativa.
b)	Prácticas	profesionales
Marco	normativo Publicación Registro
Ley	N°	28518 24.05.2005 Ley	de	Modalidades	Formativas	Laborales
D.	 S.	 N°	 007-2005-
TR 19.09.2005
Reglamento	de	la	Ley	N°	28518	“Ley	sobre
Modalidades	Formativas	Laborales”
R.	 M.	 069-2007-TR
y	su	modificatoria	R.
M	142-2007-TR
17.03.07
Dictan	 disposiciones	 complementarias
para	 el	 registro	 de	 planes	 y	 programas,	 y
aprueban	 modelos	 y	 formatos	 sobre
modalidades	laborales.
1.-	Ámbito	de	aplicación
El	 ámbito	 de	 aplicación	 comprende	 a	 las	 empresas	 entendidas	 como
actividad	pública	y	privada	cuyos	trabajadores	estén	sujetos	al	régimen	de
la	actividad	privada.
2.-	Finalidad
Modalidad	que	busca	consolidar	los	aprendizajes	adquiridos	a	lo	largo	de	la
formación	 profesional	 y	 ejercitar	 su	 desempeño	 en	 una	 situación	 real	 de
trabajo.
3.-	Convenio
•	 Las	 prácticas	 profesionales	 se	 realizan	 mediante	 un	 convenio	 que	 es
celebrado	 entre	 una	 empresa	 y	 una	 persona	 egresada	 de	 un	 centro	 de
formación	profesional	o	universidad.
•	El	convenio	debe	contener:
-	Nombre	o	denominación	de	la	persona	natural	o	jurídica	que	patrocine	la
modalidad.
-	Nombre,	edad	y	datos	del	participante	que	se	acoja	a	 la	modalidad	o	su
representante.
-	Ocupación.
-	Monto	subvención	económica.
-	Duración	del	convenio.
-	Causales	de	modificación,	suspensión	y	terminación	del	contrato.
Plazo	del	convenio:
El	tiempo	de	duración	del	convenio	no	es	mayor	de	12	meses,	a	excepción
de	que	el	centro	de	formación	profesional	o	universidad,	en	su	reglamento	o
norma	similar,	determine	extensión	mayor.
Registro:
•	Registro	del	convenio	se	realiza	vía	internet	a	través	de	la	página	web	del
Ministerio	 de	 Trabajo:	 www.mintra.gob.pe	 dentro	 de	 los	 15	 días
contabilizados	desde	la	fecha	de	suscripción,	debiendo	adjuntar:
-	 Archivo	 del	 convenio	 escaneado	 en	 formato	 PDF,	 previa	 firma	 entre	 el
empleador	y	el	beneficiario.
-	Carta	de	presentación	del	centro	de	formación	profesional	o	universidad,
escaneada	 en	 formato	 PDF,	 si	 es	 en	 idioma	 extranjero	 acompañar	 la
traducción	simple	al	idioma	oficial.
Jornada:
•	La	 jornada	formativa	no	podrá	ser	mayor	de	8	horas	diarias	y	48	horas
semanales.
4.-	Obligaciones
Son	obligaciones	del	beneficiario:
a)	Obligarse	a	acatar	las	disposiciones	formativas	que	le	asigne	la	empresa.
b)	Cumplir	con	diligencia	las	obligaciones	convenidas.
c)	Observar	las	normas	y	reglamentos	que	rijan	el	centro	de	trabajo.
Son	obligaciones	de	la	empresa:
a)	 Proporcionar	 los	 medios	 necesarios	 para	 la	 formación	 laboral	 en	 la
actividad	materia	del	convenio.
b)	Abonar	al	 aprendiz	una	asignación	mensual	no	 inferior	al	monto	de	 la
RMV	 que	 se	 encuentre	 vigente	 en	 la	 oportunidad	 del	 pago,	 en	 caso	 la
jornada	 formativa	 es	 de	 duración	 inferior,	 el	 pago	de	 la	 subvención	 es	 de
manera	proporcional.
c)	 Otorgar	 descanso	 semanal	 y	 feriados	 no	 laborables	 debidamente
subvencionados.
d)	 Otorgar	 descanso	 de	 15	 días	 subvencionado	 cuando	 la	modalidad	 sea
superior	a	12	meses.
e)	 Otorgar	 una	 subvención	 adicional	 equivalente	 a	 media	 subvención
económica	cada	6	meses	de	duración	continua	de	la	modalidad	formativa.
f)	Otorgar	seguro	contra	enfermedades	y	accidentes	a	través	de	ESSALUD	o
un	 seguro	 privado	 con	 cobertura	 en	 caso	 de	 accidentes	 equivalente	 a	 14
subvenciones	mensuales	y	en	caso	de	enfermedad	30.
5.-	Restricciones
•	No	está	permitido	 incluir	aquellas	personas	que	 tengan	relación	 laboral
común	 con	 sus	 empleadores	 o	 empresas	 de	 intermediación	 que	 destaque
personal	bajo	estas	modalidades.
6.-	Desnaturalización
•	 Se	 desnaturaliza	 y	 se	 extiende	 una	 relación	 laboral	 en	 los	 siguientes
casos:
-	Inexistencia	del	convenio	debidamente	suscrito.
-	 Falta	 de	 capacitación	 en	 ocupación	 específica	 y/o	 desarrollo	 de	 las
actividades	 del	 beneficiario	 ajenas	 a	 la	 de	 los	 estudios	 técnicos	 o
profesionales	establecidos	en	el	convenio.
-	 Continuación	 de	 la	 modalidad	 formativa	 después	 de	 la	 fecha	 de
vencimiento	del	convenio	o	prórroga	o	si	excede	el	plazo	máximo	de	ley.
-	 Incluir	 como	beneficiario	de	alguna	modalidad	 formativa	a	 las	personas
que	tengan	relación	laboral	con	la	empresa	contratante,	en	forma	directa	o	a
través	de	cualquier	forma	de	intermediación	laboral,	salvo	que	se	incorpore
a	una	actividad	diferente.
-	 La	 existencia	 de	 simulación	 o	 fraude	 a	 la	 ley	 que	 determine	 la
desnaturalización	de	la	modalidad	formativa.
c)	Capacitación	laboral	juvenil
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Aprueban	 Listado	 de	 ocupaciones	 básicas	 y
operativas	 -	 Modalidad	 formativa	 laboral	 de
capacitación	laboral	juvenil.
1.-	Ámbito	de	aplicación
El	 ámbito	 de	 aplicación	 comprende	 a	 las	 empresas	 entendidas	 como
actividad	pública	y	privada	cuyos	trabajadores	que	estén	sujetos	al	régimen
de	la	actividad	privada.
2.-	Finalidad
Modalidad	 que	 busca	 que	 jóvenes	 entre	 16	 y	 23	 años	 que	 no	 hayan
culminado	 o	 interrumpido	 la	 educación	 básica	 o	 que	 habiendo	 culminado
estudios	 de	 nivel	 superior	 sean	 técnicos	 o	 universitarios	 adquieran
conocimientos	 teóricos	 y	 prácticos	 a	 fin	 de	 incorporarse	 a	 la	 actividad
económica	en	una	ocupación	específica.
3.-	Convenio
•	La	 realización	 de	 la	 capacitación	 laboral	 juvenil	 se	 realiza	mediante	 un
convenio	 mediante,	 por	 medio	 del	 cual,	 la	 empresa	 se	 obliga	 a	 brindar
facilidades	a	la	persona	para	que	realice	su	aprendizaje,	durante	el	plazo	de
duración	del	convenio,	ejecutando	tareas	productivas	señaladas	en	un	plan
especifico	 de	 capacitación	 laboral	 juvenil,	 definido	 por	 la	 empresa	 de
manera	anual.
•	El	convenio	debe	contener:
-	Nombre	o	denominación	de	la	persona	natural	o	jurídica	que	patrocine	la
modalidad.
-	Nombre,	edad	y	datos	del	participante	que	se	acoja	a	 la	modalidad	o	su
representante.
-	Ocupación.
-	Monto	subvención	económica.
-	Duración	del	convenio.
-	Causales	de	modificación,	suspensión	y	terminación	del	contrato.
Plazo:
•	El	tiempo	de	duración	del	convenio	será	de	acuerdo	a	la	naturaleza	de	la
ocupación:
-	 Ocupación	 básica:	 6	 meses	 prorrogables	 por	 un	 período	 similar.	 Los
períodos	 de	 capacitación	 laboral	 intermitentes	 o	 prorrogados	 no	 pueden
exceder	en	su	conjunto	de	doce	(12)	meses.
-	Ocupación	operativa:	No	mayor	a	24	meses.	Los	períodos	de	capacitación
laboral	 intermitentes	o	prorrogados	no	pueden	exceder	en	su	conjunto	de
veinticuatro	(24)	meses.
Registro:
•	Registro	del	convenio	se	realiza	vía	internet	a	través	de	la	página	web	del
Ministerio	 de	 Trabajo:	 www.mintra.gob.pe,	 dentro	 de	 los	 15	 días
contabilizados	desde	la	fecha	de	su	suscripción,	debiendo	adjuntar:
-	 Archivo	 del	 convenio	 escaneado	 en	 formato	 PDF,	 previa	 firma	 entre	 el
empleador	y	el	beneficiario.
-	 Declaración	 jurada	 del	 joven,	 escaneada	 en	 formato	 PDF,	 precisándose
que	no	sigue	estudios	de	nivel	superior	durante	la	vigencia	del	convenio.
En	el	caso	de	adolescentes	entre	14	y	18	años,	adicionalmente	presentar:
-	Certificado	médico	escaneado	en	formato	PDF,	que	acredite	la	capacidad,
física,	mental	y	emocional	para	realizar	las	actividades	formativas,	expedido
gratuitamente	por	 los	servicios	médicos	del	sector	salud	o	de	 la	seguridad
social,	según	corresponda.
-	Declaración	jurada	de	la	empresa	escaneada	en	formato	PDF,	en	la	que	se
indique	 que	 el	 adolescente	 no	 realiza	 actividades	 prohibidas	 según	 lo
previsto	en	el	Art.	60	del	Reglamento	de	Modalidades	Formativas	Laborales.
En	el	caso	de	personas	con	discapacidad,	adicionalmente	presentar:
-	 Constancia	 de	 inscripción	 en	 el	 Registro	 de	 Conadis,	 escaneada	 en
formato	PDF.
-	Certificado	de	discapacidad	escaneado	en	formato	PDF,	expedido	por	los
servicios	médicos	oficiales	de	los	sectores	de	Salud,	Defensa,	del	Interior	o
de	ESSALUD.
Jóvenes	 madres	 con	 responsabilidades	 familiares,	 adicionalmente
presentar:
-	 Acta	 o	 partida	 de	 nacimiento	 escaneada	 en	 formato	 PDF,	 de	 los	 hijos
menores	de	edad	que	tenga	a	cargo.
4.-	Programa	de	capacitación	laboral	juvenil
•	Durante	el	último	trimestre	fiscal,	la	empresa	debe	presentar	a	la	AAT	su
Programa	Anual	de	Capacitación	Laboral	Juvenil,	elaborado	de	acuerdo	a	ley
(requisito	 indispensable	 para	 celebrar	 convenios	 de	 este	 tipo	 de
modalidad).
•	El	programa	debe	contener	los	siguientes	requisitos:
-	Determinación	de	las	ocupaciones	a	ser	cubiertas.
-	Plan	de	capacitación,	que	debe	contener	5	horas	semanales	de	formación
específica,	concentrada	o	alternada	y	evaluación	periódica.
-	Plazos	de	duración	de	la	capacitación.
-	 Requisitos	 para	 la	 obtención	 de	 la	 certificación	 de	 capacitación	 laboral
juvenil.
-	Capacidades	adquiridas	por	el	beneficiario	y	evidenciadas	por	la	empresa.
5.-	Ocupaciones
•	Se	clasifican	en:
-	Ocupaciones	básicas,	de	poca	calificación	de	poca	y	ninguna	complejidad,
asociadas	a	niveles	de	menor	responsabilidad	en	ejercicio	de	la	ocupación.
-	 Ocupaciones	 operativas	 que	 requieren	 mayor	 calificación	 y	 por	 ende
mayor	complejidad	y	mayores	niveles	de	responsabilidad.
•	La	clasificación	de	las	ocupaciones	en	estos	2	niveles	se	consignan	en	un
listado	 elaborado	 por	 la	 AAT,	 organizado	 a	 nivel	 de	 sub	 grupos
ocupacionales	 en	 el	 cual	 se	 incluyen	 los	 nombres	 técnicos	 y	 las
denominaciones	 más	 comunes	 de	 las	 ocupaciones	 del	 mercado	 (R.	 M.	 N°
307-2008-TR	 aprueba	 listado	 de	 ocupaciones	 básicas	 y	 operativas	 -
Modalidad	Formativa	Laboral	de	Capacitación	Laboral	Juvenil).
6.-	Número	máximo	de	beneficiarios
•	No	 podrá	 exceder	 al	 veinte	 por	 ciento	 (20%)	 del	 total	 de	 personas	 del
área	u	ocupación	específica	ni	del	veinte	por	ciento	(20%)	del	 total	de	 los
trabajadores	de	la	empresa	con	vinculación	directa.
•	Se	incrementa	en	un	diez	por	ciento	(10%),	cuando	esté	compuesto	este
porcentaje	por	jóvenes	con	discapacidad,	así	como	por	madres	jóvenes	con
responsabilidad
7.-	Jornada
La	 jornada	 formativa	 no	 podrá	 ser	 mayor	 de	 8	 hora	 diarias	 y	 48	 horas
semanales.
8.-	Obligaciones
Son	obligaciones	del	aprendiz:
a)	Obligarse	a	acatar	las	disposiciones	formativas	que	le	asigne	la	empresa.
b)	Cumplir	con	diligencia	las	obligaciones	convenidas.
c)	Observar	las	normas	y	reglamentos	que	rijan	el	centro	de	trabajo.
Son	obligaciones	de	la	empresa:
a)	 Planifica	 y	 diseña	 los	 programas,	 así	 como	 dirige,	 administra	 evalúa	 y
certifica	las	actividades	formativas.
b)	 Proporcionar	 los	 medios	 necesarios	 para	 la	 formación	 laboral	 en	 la
actividad	materia	del	convenio.
c)	Abonar	 al	 aprendiz	una	asignación	mensual	no	 inferior	 al	monto	de	 la
RMV	 que	 se	 encuentre	 vigente	 en	 la	 oportunidad	 del	 pago,	 en	 caso	 la
jornada	 formativa	 es	 de	 duración	 inferior,	 el	 pago	de	 la	 subvención	 es	 de
manera	proporcional.
d)	 Otorgar	 descanso	 semanal	 y	 feriados	 no	 laborables	 debidamente
subvencionados.
e)	 Otorgar	 descanso	 de	 15	 días	 subvencionado	 cuando	 la	modalidad	 sea
superior	a	12	meses.
f)	 Otorgar	 una	 subvención	 adicional	 equivalente	 a	 media	 subvención
económica	cada	6	meses	de	duración	continua	de	la	modalidad	formativa.
g)	Otorgar	seguro	contra	enfermedades	y	accidentes	a	través	de	ESSALUD	o
un	 seguro	 privado	 con	 cobertura	 en	 caso	 de	 accidentes	 equivalente	 a	 14
subvenciones	mensuales	y	en	caso	de	enfermedad	30.
9.-	Restricciones
No	 está	 permitido	 incluir	 aquellas	 personas	 que	 tengan	 relación	 laboral
común	 con	 sus	 empleadores	 o	 empresas	 de	 intermediación	 que	 destaque
personal	bajo	estas	modalidades.
10.-	Desnaturalización
•	 Se	 desnaturaliza	 y	 se	 extiende	 una	 relación	 laboral	 en	 los	 siguientes
casos:
-	Inexistencia	del	convenio	debidamente	suscrito.
-	 Falta	 de	 capacitación	 en	 ocupación	 específica	 y/o	 desarrollo	 de	 las
actividades	 del	 beneficiario	 ajenas	 a	 la	 de	 los	 estudios	 técnicos	 o
profesionales	establecidos	en	el	convenio.
-	 Continuación	 de	 la	 modalidad	 formativa	 después	 de	 la	 fecha	 de
vencimiento	del	convenio	o	prórroga	o	si	excede	el	plazo	máximo	de	ley.
-	 La	 existencia	 de	 simulación	 o	 fraude	 a	 la	 ley	 que	 determine	 la
desnaturalización	de	la	modalidad	formativa.
-	 Presentación	 de	 documentación	 falsa	 ante	 la	 AAT	 para	 acogerse	 al
incremento	porcentual	del	número	máximo	de	beneficiarios.
-	Exceso	porcentajes	limitativos	correspondientes.
d)	De	la	pasantía
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Dictan	 disposiciones	 complementarias	 para	 el
registro	de	planes	y	programas,	y	aprueban	modelos
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1.-	Ámbito	de	aplicación
Comprende	 a	 las	 empresas	 entendidas	 como	 actividad	 pública	 y	 privada
cuyos	trabajadores	estén	sujetos	al	régimen	de	la	actividad	privada.
2.-	Finalidad
•	Se	busca	que	el	beneficiario	refuerce	 la	capacitación	 laboral	adquirida	e
inicie,	desarrolle	o	mejore	las	habilidades	sociales	y	personales	relacionadas
al	ámbito	laboral.
•	 Modalidad	 que	 vincula	 a	 los	 docentes	 y	 catedráticos	 del	 sistema	 de
formación	 profesional	 con	 los	 cambios	 tecnológicos,	 económicos	 y
organizacionales
3.-	Convenio
•	El	convenio	debe	contener:
-	Nombre	o	denominación	de	la	persona	natural	o	jurídica	que	patrocine	la
modalidad	formativa.
-	Nombre,	edad	y	datos	personales	del	participante	(si	fuera	menor	de	edad
datos	del	representante).
-	Fecha	de	nacimiento	del	beneficiario.
-	 Ocupación	 materia	 de	 la	 capacitación	 y	 lugar	 de	 la	 ejecución	 de	 la
actividad.
-	Monto	de	la	subvención	económica.
-	Duración	del	convenio.
-	Causales	de	modificación,	suspensión	y	terminación	del	contrato.
4.-	Modalidades	de	pasantía
i.	Pasantía	con	predominio	en	la	empresa.
•	Beneficiarios	de	centros	educativos	(últimos	años	de	estudio),	centros	de
formación	profesional,	Cetpros	y	Cenfokp.
•	 Se	 caracteriza	 por	 que	 las	 unidades	 productivas	 de	 la	 empresa	 buscan
relacionar	al	beneficiario	con	el	mundo	del	 trabajo	y	con	 las	dinámicas	de
los	procesos	productivos	de	bienes	y	servicios.
•	 Se	 efectúa	 mediante	 la	 suscripción	 de	 un	 convenio	 entre	 la	 empresa
patrocinante,	un	aprendiz	(concluido	estudios	primarios	y	mínimo	14	años)
y	centro	de	formación	profesional	o	centro	educativo	facultado	para	realizar
esta	modalidad.
Plazo:
•	El	tiempo	de	duración	del	convenio	no	es	mayor	a	3	meses.
Registro:
•	El	registro	del	convenio	se	realiza	en	el	Registro	de	Contratos	y	Convenios
que	 aparece	 en	 la	 página	web	 del	Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del
Empleo:	www.mintra.gob.pe	dentro	de	 los	15	días	 contabilizados	desde	 la
fecha	de	suscripción,	debiendo	adjuntar:
-	 Archivo	 del	 convenio	 escaneado	 en	 formato	 PDF,	 previa	 firma	 entre	 el
empleador,	el	beneficiario	y	el	centro	de	formación	orofesional.
-	Plan	específico	de	aprendizaje,	escaneado	en	formato	PDF.
En	el	 caso	de	adolescentes	entre	14	y	18	años,	 adicionalmente	 se	deberá
presentar:
-	Certificado	médico	escaneado	en	 fomato	PDF,	que	acredite	 la	capacidad,
física,	mental	y	emocional	para	realizar	las	actividades	formativas,	expedido
gratuitamente	por	 los	servicios	médicos	del	sector	salud	o	de	 la	seguridad
social,	según	corresponda.
-	Declaración	jurada	de	la	empresa	escaneada	en	formato	PDF,	en	la	que	se
indique	 que	 el	 adolescente	 no	 realiza	 actividades	 prohibidas	 según	 lo
previsto	en	el	Art.	60	del	Reglamento	de	Modalidades	Formativas	Laborales.
-	 Adicionalmente	 presentar:	 certificado	 de	 estudios	 primarios	 escamados
en	PDF	y	autorización	del	centro	de	formación	profesional	para	realizar	esta
modalidad,	escaneado	en	PDF.
•	 Cada	 sector,	 según	 corresponda,	 autoriza	 expresamente	 al	 centro	 de
formación	profesional	el	desarrollo	de	la	modalidad	formativa.
ii.	Pasantía	de	docentes	y	catedráticos
•	 Vincula	 a	 los	 docentes	 y	 catedráticos	 del	 sistema	 de	 formación
profesional	 con	 los	 cambios	 socios	 económicos,	 tecnológicos	 y
organizacionales	 a	 fin	 de	 que	 se	 puedan	 introducir	 nuevos	 contenidos	 y
procedimientos	de	enseñanza.
•	 Se	 efectúa	mediante	 la	 suscripción	 de	 un	 convenio	 entre	 una	 empresa,
persona	en	formación	y	centro	de	formación	profesional.
Plazo:
El	tiempo	de	duración	del	convenio	no	debe	superar	a	los	3	meses.
Registro:
•	Registro	del	convenio	se	realiza	vía	internet	a	través	de	la	página	web	del
Ministerio	 de	 Trabajo:	 www.mintra.gob.pe	 dentro	 de	 los	 15	 días
contabilizados	desde	la	fecha	de	suscripción,	debiendo	adjuntar
-	 Archivo	 del	 convenio	 escaneado	 en	 formato	 PDF,	 previa	 firma	 entre	 el
empleador,	el	beneficiario	y	el	centro	de	formación	profesional.
-	Plan	específico	de	aprendizaje,	escaneado	en	formato	PDF.
Adicionalmente	presentar:
-	Documento	escaneado	en	formato	PDF,	que	acredite	la	facultad	del	centro
educativo	 o	 del	 centro	 de	 formación	 profesional	 para	 realizar	 esta
modalidad	formativa	laboral.
-	Carta	de	presentación	del	centro	de	formación	orofesional,	escaneada	en
formato	PDF.
5.-	Jornada
•	Para	pasantía	en	la	empresa.
-	 Beneficiario	 centro	 educativo,	 estudiantes	 de	 educación	 secundaria,	 la
jornada	es	de	2	a	4	horas	diarias	y	de	2	a	3	veces	por	semana	y	no	más	de
dos	meses	en	las	unidades	productivas.
-	Beneficiario	centros	de	formación	y	Cetpros	y	Cenforps	no	podrá	superar
las	8	horas	diarias	y	48	horas	semanales.
•	Para	pasantía	de	docentes	y	catedráticos:	No	podrá	superar	 las	8	horas
diarias	y	48	horas	semanales.
6.-	Obligaciones
Son	obligaciones	del	beneficiario:
a)	Cumplir	las	tareas	productivas	de	una	empresa	por	tiempo	determinado
de	acuerdo	a	 la	 reglamentación	y	normatividad	 tanto	de	 la	empresa	como
del	centro	de	formación	profesional.
Son	obligaciones	de	la	empresa:
-	Certificado	médico	escaneado	en	formato	PDF,	que	acredite	la	capacidad,
física,	mental	y	emocional	para	realizar	las	actividades	formativas,	expedido
gratuitamente	por	 los	servicios	médicos	del	sector	salud	o	de	 la	seguridad
social,	según	corresponda.
-	Declaración	jurada	de	la	empresa	escaneada	en	formato	PDF,	en	la	que	se
indique	 que	 el	 adolescente	 no	 realiza	 actividades	 prohibidas	 según	 lo
previsto	en	el	Art.	60	del	Reglamento	de	Modalidades	Formativas	Laborales.
-	Adicionalmente	presentar:	 certificado	de	estudios	primarios	escaneados
en	PDF	 y	 autorización	del	 centro	 formación	profesional	 para	 realizar	 esta
modalidad,	escaneado	en	PDF.
•	 Cada	 sector,	 según	 corresponda,	 autoriza	 expresamente	 al	 centro	 de
formación	profesional	el	desarrollo	de	la	modalidad	formativa.
ii.	Pasantía	de	docentes	y	catedráticos
•	 Vincula	 a	 los	 docentes	 y	 catedráticos	 del	 sistema	 de	 formación
profesional	 con	 los	 cambios	 socios	 económicos,	 tecnológicos	 y
organizacionales	 a	 fin	 de	 que	 se	 puedan	 introducir	 nuevos	 contenidos	 y
procedimientos	de	enseñanza.
•	 Se	 efectúa	mediante	 la	 suscripción	 de	 un	 convenio	 entre	 una	 empresa,
persona	en	formación	y	centro	de	formación	profesional.
Plazo:
El	tiempo	de	duración	del	convenio	no	debe	superar	a	los	3	meses.
Registro:
•	Registro	del	convenio	se	realiza	vía	internet	a	través	de	la	página	web	del
Ministerio	 de	 Trabajo:	 www.mintra.gob.pe	 dentro	 de	 los	 15	 días
contabilizados	desde	la	fecha	de	suscripción,	debiendo	adjuntar:
-	 Archivo	 del	 convenio	 escaneado	 en	 formato	 PDF,	 previa	 firma	 entre	 el
empleador,	el	beneficiario	y	el	centro	de	formación	profesional.
-	Plan	específico	de	aprendizaje,	escaneado	en	formato	PDF.
•	Adicionalmente	presentar:
-	Documento	escaneado	en	formato	PDF,	que	acredite	la	facultad	del	centro
educativo	 o	 del	 centro	 de	 formación	 profesional	 para	 realizar	 esta
modalidad	formativa	laboral.
-	Carta	de	presentación	del	centro	de	formación	profesional,	escaneada	en
formato	PDF.
5.-	Jornada
•	Para	pasantía	en	la	empresa.
-	 Beneficiario	 centro	 educativo,	 estudiantes	 de	 educación	 secundaria,	 la
jornada	es	de	2	a	4	horas	diarias	y	de	2	a	3	veces	por	semana	y	no	más	de
dos	meses	en	las	unidades	productivas.
-	Beneficiario	centros	de	formación	y	Cetpros	y	Cenforps	no	podrá	superar
las	8	horas	diarias	y	48	horas	semanales.
•	Para	pasantía	de	docentes	y	catedráticos:	No	podrá	superar	 las	8	horas
diarias	y	48	horas	semanales.
6.-	Obligaciones
Son	obligaciones	del	beneficiario:
a)	Cumplir	las	tareas	productivas	de	una	empresa	por	tiempo	determinado
de	acuerdo	a	 la	 reglamentación	y	normatividad	 tanto	de	 la	empresa	como
del	centro	de	formación	profesional.
Son	obligaciones	de	la	empresa:
a)	 Proporcionar	 facilidades	 para	 que	 beneficiario	 al	 realizar	 su	 pasantía
refuerce	 lo	 aprendido,	 se	 actualice	 y	 perfeccione	 de	 manera	 integral	 de
acuerdo	a	la	modalidad	para	la	cual	ha	sido	contratado.
b)	 Ejecuta	 las	 tareas	 correspondientes	 al	 plan	 específico	 de	 pasantía
previamente	definido	por	el	centro	de	formación	profesional	y	el	programa
que	respalde	el	proceso.
c)	Para	 los	estudiantes	de	educación	secundaria	es	no	menor	al	5%	de	 la
RMV,	 en	 los	 demás	 casos	 de	 pasantías	 una	 acción	mensual	 no	 inferior	 al
30%	 de	 la	 RMV,	 la	 pasantía	 las	 de	 un	 curso	 obligatorio	 requerido	 por	 el
centro	de	no	recibirá	subvención	económica	no	cobrar	suma	alguna	por	la
formación.
d)	 Otorgar	 descanso	 semanal	 y	 feriados	 no	 laborables	 debidamente
subvencionados.
e)	Otorga	seguro	contra	enfermedades	y	accidentes	a	través	de	ESSALUD	o
un	 seguro	 privado	 con	 cobertura	 en	 caso	 de	 accidentes	 equivalente	 a	 14
subvenciones	mensuales	y	en	caso	de	enfermedad	30.
f)	Brindar	 las	 facilidades	para	que	 la	 persona	 en	 formación	que	desee	 se
afilie	facultativamente	a	un	sistema	pensionario.
g)	 Emitir	 cuando	 corresponda,	 los	 informe	 que	 requiera	 el	 centro	 de
formación	profesional	en	que	cursa	estudios	el	pasante	o	beneficiario.
Son	obligaciones	del	centro	de	formación	profesional:
a)	 Planifica,	 dirige	 y	 conduce,	 a	 nivel	 nacional,	 las	 actividades	 de
capacitación,	perfeccionamiento	y	especialización	de	los	aprendices.
b)	Evalúa,	certifica,	coordina	con	la	empresa	el	mecanismo	de	monitoreo	y
supervisión	de	las	actividades	que	desarrolla	el	beneficiario.
7.-	Restricciones
•	No	está	permitido	 incluir	aquellas	personas	que	 tengan	relación	 laboral
común	 con	 sus	 empleadores	 o	 empresas	 de	 intermediación	 que	 destaque
personal	bajo	estas	modalidades.
8.-	Desnaturalización
•	 Se	 desnaturaliza	 y	 se	 extiende	 una	 relación	 laboral	 en	 los	 siguientes
casos:
-	Inexistencia	del	convenio	debidamente	suscrito.
-	 Falta	 de	 capacitación	 en	 ocupación	 específica	 y/o	 desarrollo	 de	 las
actividades	 del	 beneficiario	 ajenas	 a	 la	 de	 los	 estudios	 técnicos	 o
profesionales	establecidos	en	el	convenio.
-	 Continuación	 de	 la	 modalidad	 formativa	 después	 de	 la	 fecha	 de
vencimiento	del	convenio	o	prórroga	o	si	excede	el	plazo	máximo	de	ley.
-	 Incluir	 como	beneficiario	de	alguna	modalidad	 formativa	a	 las	personas
que	tengan	relación	laboral	con	la	empresa	contratante,	en	forma	directa	o	a
través	de	cualquier	forma	de	intermediación	laboral,	salvo	que	se	incorpore
a	una	actividad	diferente.
-	 La	 existencia	 de	 simulación	 o	 fraude	 a	 la	 ley	 que	 determine	 la
desnaturalización	de	la	modalidad	formativa.
-	Presentación	de	documentación	falsa	ante	la	autoridad	administrativa	de
trabajo	para	acogerse	al	incremento	porcentual	adicional.
e)	De	la	reinserción	laboral
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Dictan	 disposiciones	 complementarias	 para	 el
registro	de	planes	y	programas,	y	aprueban	modelos
y	formatos	sobre	modalidades	formativas	laborales.
1.-	Ámbito	de	aplicación
Comprende	 a	 las	 empresas	 entendidas	 como	 actividad	 pública	 y	 privada
cuyos	trabajadores	estén	sujetos	al	régimen	de	la	actividad	privada.
2.-	Finalidad
Se	 busca	 que	 mejorar	 la	 empleabilidad	 y	 la	 reinserción	 de	 trabajadores
entre	 45	 y	 65	 años	 en	 situación	de	 desempleo	prolongado	por	 un	 tiempo
mayor	a	12	meses	continuos.
3.-	Contenido	del	plan	de	entrenamiento	y	actualización
•	 El	 plan	 de	 entrenamiento	 y	 actualización	 es	 definid	 en	 conjunto	 por	 el
beneficiario	y	la	empresa.
•	El	plan	debe	contener:
-	 Determinación	 del	 puesto	 a	 ser	 ocupado	 para	 el	 entrenamiento	 y
actualización.
-	Número	de	horas	de	entrenamiento	en	el	puesto	de	 trabajo	no	menor	a
1.700	horas.
-	Programa	complementario	de	servicios	de	formación	y	actualización,	que
debe	 contener	 un	 mínimo	 de	 300	 horas	 de	 formación	 específica,
concentrada	o	alternada	y	evaluación	periódica.
-	Plazos	de	duración	del	entrenamiento	y	la	actualización.
-	Capacidades	y	calificaciones	del	beneficiario.
-	 Requisitos	 para	 la	 obtención	 del	 certificado	 de	 entrenamiento	 y
actualización	para	la	reinserción	laboral.
•	 El	 entrenamiento	 debe	 impartirse	 en	 el	 propio	 centro	 de	 trabajo,
adicionalmente	 los	 servicios	 complementarios	 de	 formación	 y	 orientación
pueden	 ser	 brindados	 por	 la	 empresa	 o	 combinados	 con	 servicios	 de
terceros.
•	 El	 plan	 es	 personalizado	 debe	 tomar	 15	 días	 como	 máximo	 para	 su
elaboración,	 la	 empresa	 debe	 presentar	 y	 comunicar	 a	 la	 autoridad
administrativa	de	trabajo.
•	El	registro	del	plan	de	entrenamiento	y	actualización	es	de	5	días	hábiles
posteriores	al	fin	del	plazo	establecido	por	la	ley	para	su	elaboración.
4.-	Convenio
•	El	convenio	es	celebrado	entre	el	beneficiario	y	la	empresa.
•	El	convenio	debe	contener:
-	Nombre	o	denominación	de	la	persona	natural	o	jurídica	que	patrocine	la
modalidad	formativa.
-	Nombre,	edad	y	datos	personales	del	participante	(si	fuera	menor	de	edad
datos	del	representante).
-	Fecha	de	nacimiento	del	beneficiario.
-	 Ocupación	 materia	 de	 la	 capacitación	 y	 lugar	 de	 la	 ejecución	 de	 la
actividad.
-	Monto	de	la	subvención	económica.
-	Duración	del	convenio.
-	Causales	de	modificación,	suspensión	y	terminación	del	contrato.
Plazo:
El	 tiempo	 de	 duración	 del	 convenio	 es	 de	 12	 meses	 y	 24	 meses	 como
máximo.
Registro:
•	El	registro	se	realiza	vía	Internet	a	través	de	la	página	web	del	Ministerio
de	Trabajo:	www.mintra.gob.pe,	dentro	de	los	15	días	contabilizados	desde
la	fecha	de	suscripción,	debiendo	adjuntar:
-	 Archivo	 del	 convenio	 escaneado	 en	 formato	 PDF,	 previa	 firma	 entre	 el
empleador	y	el	beneficiario.
-	Último	certificado	de	trabajo	escaneado	en	formato	PDF	ó	de	la	boleta	de
pago	o	contrato,	escaneados	en	formato	PDF.
-	Declaración	jurada	escaneada	en	formato	PDF,	en	la	que	señale	que	no	ha
trabajado	de	manera	dependiente	ó	 independiente	en	 los	doce	(12)	meses
previos	 a	 la	 firma	 del	 convenio	 y	 que	 no	 ha	 celebrado	 anteriormente	 un
convenio	 bajo	 la	 modalidad	 formativa	 laboral	 de	 actualización	 para	 la
reinserción	laboral.
En	el	caso	de	personas	con	discapacidad,	adicionalmente	presentar:
-	 Constancia	 de	 inscripción	 en	 el	 Registro	 de	 Conadis,	 escaneada	 en
formato	PDF.
-	Certificado	de	discapacidad	escaneado	en	formato	PDF,	expedido	por	los
servicios	médicos	oficiales	de	los	sectores	de	Salud,	Defensa,	del	Interior	o
de	ESSALUD.
4.-	Jornada
La	 jornada	 formativa	 no	 podrá	 ser	mayor	 de	 8	 horas	 diarias	 y	 48	 horas
semanales.
5.-	Número	máximo	de	beneficiarios	en	actualizaciones	para	la	reinserción
laboral
•	 No	 puede	 exceder	 el	 20%	 de	 todo	 el	 personal	 del	 área	 u	 ocupación
específica	 ni	 del	 10%	 del	 total	 de	 trabajadores	 de	 la	 empresa	 con
vinculación	directa.
•	 El	 límite	 se	 incrementará	 en	 un	 10%	 siempre	 y	 cuando	 este	 ultimo
porcentaje	 este	 compuesto	 exclusivamente	 por	 beneficiarios	 con
discapacidad.
6.-	Límites	de	los	servicios	complementarios	de	formación	y	actualización
•	Personas	que	hayan	tenido	vínculo	laboral	con	la	empresa,	a	menos	que
haya	transcurrido	1	año	de	cese	laboral	y	en	dicho	lapso	no	hubiera	ligado
relación	alguna	de	servicios	personales.
•	 Deben	 ser	 desempleados,	 no	 se	 permite	 personas	 con	 negocio	 o	 hayan
laborado	anteriormente	como	trabajadores	independientes.
7.-	Obligaciones
Son	obligaciones	del	beneficiario:
a)	Obligarse	a	acatar	las	disposiciones	formativas	que	le	asigne	la	empresa
b)	Cumplir	con	diligencia	las	obligaciones	convenidas.
c)	Observar	las	normas	y	reglamentos	que	rijan	el	centro	de	trabajo.
Son	obligaciones	de	la	empresa:
a)	 Proporcionar	 los	 medios	 necesarios	 para	 la	 formación	 laboral	 en	 la
actividad	materia	del	convenio.
b)	Abonar	al	beneficiario	una	asignación	mensual	no	 inferior	al	monto	de
dos	(2)	RMV.
c)	 Otorgar	 descanso	 semanal	 y	 feriados	 no	 laborables	 debidamente
subvencionados.
d)	 Otorgar	 descanso	 de	 15	 días	 subvencionado	 cuando	 la	modalidad	 sea
superior	a	12	meses.
e)	 Otorgar	 una	 subvención	 adicional	 equivalente	 a	 media	 subvención
económica	cada	6	meses	de	duración	continua	de	la	modalidad	formativa.
f)	Otorgar	seguro	contra	enfermedades	y	accidentes	a	través	de	ESSALUD	o
un	 seguro	 privado	 con	 cobertura	 en	 caso	 de	 accidentes	 equivalente	 a	 14
subvenciones	mensuales	y	en	caso	de	enfermedad	30.
g)	Brindar	 las	 facilidades	para	que	 la	persona	en	 formación	que	desee	se
afilie	facultativamente	a	un	sistema	pensionario.
h)	 Emitir	 cuando	 corresponda,	 los	 informe	 que	 requiera	 el	 centro	 de
Formación	profesional	en	que	cursa	estudios	el	pasante	o	beneficiario.
8.-	Restricciones
•	No	pueden	ser	beneficiarios	aquellos	que	tuvieron	vínculo	laboral	con	la
empresa	a	menos	de	que	haya	transcurrido	un	año	del	cese	laboral.
•	Los	beneficiarios	deben	ser	desempleados	(deben	acreditarse	como	tal).
•	En	ningún	caso	las	empresas	deben	utilizar	esta	alternativa	como	medio
de	presión	para	que	los	trabajadores	accedan	a	ella.
•	El	número	de	beneficiarios	no	puede	exceder	al	20%	del	total	de	personal
del	 área	u	ocupación	especifica	ni	del	10%	del	 total	de	 trabajadores	de	 la
empresa	con	vinculación	laboral	directa,	se	puede	incrementar	en	un	10%
por	 beneficiarios	 de	 discapacidad	 (debe	 acreditarse	 con	 la	 inscripción	 en
Conadis).
9.-	Desnaturalización
•	 Se	 desnaturaliza	 y	 se	 extiende	 una	 relación	 laboral	 en	 los	 siguientes
casos:
-	Inexistencia	del	convenio	debidamente	suscrito.
-	 Falta	 de	 capacitación	 en	 ocupación	 específica	 y/o	 desarrollo	 de	 las
actividades	 del	 beneficiario	 ajenas	 a	 la	 de	 los	 estudios	 técnicos	 o
profesionales	establecidos	en	el	convenio.
-	 Continuación	 de	 la	 modalidad	 formativa	 después	 de	 la	 fecha	 de
vencimiento	del	convenio	o	prórroga	o	si	excede	el	plazo	máximo	de	ley.
-	 Incluir	 como	beneficiario	de	alguna	modalidad	 formativa	a	 las	personas
que	tengan	relación	laboral	con	la	empresa	contratante,	en	forma	directa	o	a
través	de	cualquier	forma	de	intermediación	laboral,	salvo	que	se	incorpore
a	una	actividad	diferente.
-	 La	 existencia	 de	 simulación	 o	 fraude	 a	 la	 ley	 que	 determine	 la
desnaturalización	de	la	modalidad	formativa.
7.	De	las	obligaciones	legales	 laborales	relativas	a	 infracciones	en	materia
de	contratación	de	trabajadores	extranjeros
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Decreto	Legislativo
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Ley	 para	 la	 Contratación	 de	 Trabajadores
Extranjeros.
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Resolución
Ministerial	 N°	 021- 04.02.1993 Formularios	para	la	adecuada	aplicación	de
93-TR la	contratación	de	trabajadores	extranjeros.
Decreto	 Supremo
N°	023-2001-	TR 18.07.2001
Modifica	artículos	del	reglamento	de	la	Ley
para	 la	 Contratación	 de	 Trabajadores
Extranjeros.
1.-	Del	contrato
•	La	contratación	de	trabajadores	extranjeros	está	sujeta	al	régimen	laboral
de	la	actividad	privada	y	a	los	límites	que	establece	la	ley.
•	 Los	 contratos	 de	 trabajo	 con	 personal	 extranjero	 son	 aprobados	 por	 la
AAT.
•	La	autoridad	migratoria	constata	la	aprobación	del	contrato	de	personal
extranjero	en	virtud	de	lo	dispuesto	en	las	normas	reglamentarias	de	la	ley;
ninguna	autoridad	administrativa	puede	exigir	requisito	adicional.
•	 El	 personal	 sólo	 podrá	 iniciar	 la	 prestación	 de	 servicios	 aprobado	 el
respectivo	contrato	de	trabajo	y	obtenida	la	calidad	migratoria	habilitante.
Plazo	del	contrato:
Los	 contratos	 de	 trabajo	 con	personal	 extranjero	 deberán	 ser	 celebrados
por	escrito	y	a	plazo	determinado,	por	un	período	máximo	de	tres	(3)	años
prorrogables,	 sucesivamente,	 por	 períodos	 iguales,	 debiendo	 constar
además,	 el	 compromiso	 de	 capacitar	 al	 personal	 nacional	 en	 la	 misma
ocupación.
Datos	mínimos	del	contrato:
a)	 Los	 datos	 identificatorios	 del	 empleador:	 nombre	 o	 razón	 social	 de	 la
empresa,	 RUC,	 domicilio,	 inscripción	 en	 los	 registros	 correspondientes,
actividad	económica	específica,	fecha	de	inicio	de	la	actividad	empresarial	e
identificación	del	representante	legal.
b)	Los	datos	 identificatorios	del	 trabajador:	nombre,	 lugar	de	nacimiento,
nacionalidad,	 sexo,	 edad,	 estado	 civil,	 documento	 de	 identidad,	 domicilio,
profesión,	oficio	o	especialidad.
c)	 Los	 datos	mínimos	 de	 la	 contratación:	 descripción	 de	 las	 labores	 que
desempeñará	 el	 contratado,	 jornada	 laboral,	 remuneración,	 lugar	 donde
laborará,	remuneración	diaria	o	mensual	en	moneda	nacional	o	extranjera,
bonificación	 y	 beneficios	 adicionales,	 fecha	 prevista	 para	 el	 inicio	 del
servicio,	plazo	del	contrato	y	demás	estipulaciones	contractuales.
d)	 La	 remuneración	 indicada	 en	 el	 contrato	 será	 igual	 a	 la	 remuneración
computable	regulada	por	la	Ley	de	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios.
En	 el	 contrato	 se	 deberán	 desagregar	 los	 conceptos	 y	 valores	 de	 la
remuneración	 en	 especie.	 La	 remuneración	 dineraria	 y	 en	 especie	 servirá
para	el	cálculo	del	porcentaje	limitativo	correspondiente.
e)	Se	deberá	incluir	tres	cláusulas	especiales	en	que	conste	lo	siguiente:
-	 Que	 la	 aprobación	 del	 contrato	 no	 autoriza	 a	 iniciar	 la	 prestación	 de
servicios	 hasta	 que	 no	 se	 cuente	 con	 la	 calidad	 migratoria	 habilitante,
otorgada	por	la	autoridad	migratoria	correspondiente,	bajo	responsabilidad
del	empleador.
-	El	compromiso	del	empleador	de	transportar	al	personal	extranjero	y	los
miembros	de	la	familia	que	expresamente	se	estipulen,	a	su	país	de	origen	o
al	que	convengan	al	extinguirse	la	relación	contractual.
-	 El	 compromiso	 de	 capacitación	 del	 personal	 nacional	 en	 la	 misma
ocupación.
Del	procedimiento	para	la	aprobación:
•	 El	 procedimiento	 para	 la	 aprobación	 de	 los	 contratos	 de	 personal
extranjero	por	la	AAT	es	el	siguiente:
a)	 La	 solicitud,	 según	 formato	 autorizado,	 se	 dirige	 a	 la	 AAT	 de	 la
jurisdicción	donde	se	encuentre	el	centro	de	trabajo.	Si	el	desempeño	de	las
labores	 del	 personal	 extranjero	 se	 efectúa	 en	 diversos	 centros	 de	 trabajo
ubicados	 en	 distintas	 regiones	 del	 país,	 podrá	 presentar	 la	 solicitud	 en
cualquiera	 de	 las	 direcciones	 regionales	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del
Empleo,	en	donde	estén	ubicados	éstos.
b)	La	solicitud	se	presenta	acompañada	de	lo	siguiente:
-	El	contrato	de	trabajo,	en	tres	ejemplares.
-	La	declaración	jurada,	preferentemente	según	formato,	que	el	contrato	no
se	excede	de	los	porcentajes	limitativos	autorizados.	La	declaración	jurada
no	requiere	la	firma	de	contador.
-	Comprobante	de	pago	del	derecho	correspondiente	a	la	AAT.
-	 Alternativamente,	 el	 título	 profesional	 o	 los	 títulos	 o	 certificados	 de
estudios	 técnicos	 o	 certificados	 de	 experiencia	 laboral	 vinculados	 con	 el
objeto	del	servicio;	 los	documentos	referidos	en	el	párrafo	anterior	no	son
conjuntivos,	 pudiendo	 presentarse	 cualquiera	 de	 ellos,	 siempre	 que	 se
acredite	 la	 vinculación	 entre	 la	 calificación	 del	 trabajador	 y	 el	 servicio	 a
prestarse.
-	 Cuando	 se	 solicite	 exoneración	 de	 los	 porcentajes	 limitativos,	 se	 debe
incluir	la	documentación	que	corresponda.
-	 El	 contrato	 de	 trabajo	 se	 aprueba	 dentro	 de	 los	 cinco	 días	 hábiles
siguientes	a	su	presentación.
-	 Si	 dentro	 de	 este	 plazo	 la	 AAT	 constata	 la	 falta	 de	 documentación,
requerirá	al	solicitante	para	que	 la	presente	en	un	plazo	no	mayor	de	tres
(3)	 días	 hábiles;	 en	 este	 caso,	 el	 plazo	 de	 aprobación	 corre	 a	 partir	 de	 la
subsanación.
Derechos	y	beneficios	sociales:
En	 ningún	 caso	 las	 remuneraciones,	 derechos	 y	 beneficios	 del	 personal
extranjero	serán	menores	de	los	reconocidos	para	el	régimen	laboral	de	la
actividad	privada.
Verificación:
La	 AAT	 tiene	 la	 atribución	 de	 fiscalizar	 la	 veracidad	 de	 los	 documentos
presentados.	 Igualmente,	 puede	 dejar	 sin	 efecto	 las	 resoluciones	 de
aprobación	de	comprobarse	la	falsedad	de	los	documentos	presentados.
2.-	Porcentajes	limitativos
•	 Las	 empresas	 nacionales	 o	 extranjeras	 podrán	 contratar	 personal
extranjero	 en	 una	 proporción	 de	 hasta	 el	 20%	 del	 número	 total	 de	 sus
trabajadores.	Sus	remuneraciones	no	podrán	exceder	del	30%	del	total	de	la
planilla	de	pago.
•	Para	determinar	el	20%	del	número	total	de	trabajadores	se	procederá	de
la	siguiente	manera:
a)	Se	tomará	el	total	del	personal	de	la	planilla,	computando	conjuntamente
a	 todos	 los	 trabajadores,	 sean	 nacionales	 o	 extranjeros,	 estables	 o
contratados	a	plazo	determinado,	con	vínculo	laboral	vigente.	Este	número
total	de	trabajadores,	será	considerado	el	100%.
b)	Luego,	 se	determinará	 el	 porcentaje	de	 la	planilla	que	 representan	 los
trabajadores	 nacionales	 y	 el	 porcentaje	 que	 representen	 los	 trabajadores
extranjeros.
e)	 Se	 comparará	 el	 porcentaje	 que	 representan	 los	 trabajadores
extranjeros	frente	el	porcentaje	del	20%	autorizado	por	la	ley,	con	el	fin	de
apreciar	el	número	de	extranjeros	que	pueden	ser	contratados.
•	Para	determinar	si	el	empleador	se	encuentra	dentro	del	30%	del	total	de
la	planilla	de	pago,	se	procederá	de	la	siguiente	manera:
a)	 Se	 tomará	 el	 total	 de	 la	 planilla	 de	 pago	 que	 corresponden	 a	 los
trabajadores	 nacionales	 o	 extranjeros,	 estables	 o	 contratados	 a	 plazo
determinado,	 pagados	 en	 el	 mes	 anterior	 al	 de	 la	 presentación	 de	 la
solicitud	ante	la	AAT.	El	monto	total	resultante	será	considerado	el	100%.
b)	 En	 los	 casos	 que	 se	 pacte	 el	 pago	 de	 la	 remuneración	 en	 moneda
extranjera,	 se	 tomará	 en	 cuenta	 el	 tipo	 de	 cambio	 de	 venta	 del	 día,	 del
mercado	 libre,	 publicado	 en	 el	 diario	 oficial	 por	 la	 Superintendencia	 de
Banca	y	Seguros,	vigente	al	momento	de	presentación	de	la	solicitud.
c)	 Luego	 se	 determinará	 el	 porcentaje	 del	 total	 que	 representan	 las
remuneraciones	 de	 los	 trabajadores	 nacionales	 y	 el	 porcentaje	 que
representan	las	remuneraciones	de	los	trabajadores	extranjeros.
d)	Se	comparará	el	porcentaje	que	representan	las	remuneraciones	de	los
trabajadores	extranjeros	 frente	al	30%	autorizado	por	 la	 ley,	 con	el	 fin	de
apreciar	el	monto	máximo	de	remuneraciones	que	pueden	ser	otorgadas.
•	 Cuando	 el	 personal	 solicitado	 va	 a	 ingresar	 en	 sustitución	 de	 otro
extranjero:	 no	 se	 incluirá	 en	 los	 cálculos	 de	 los	 porcentajes	 limitativos	 al
que	va	ser	reemplazado,	sino	sólo	al	que	pretende	ingresar.
3.-	Exoneración	de	porcentajes
•	 Los	 empleadores	 podrán	 solicitar	 exoneración	 de	 los	 porcentajes
limitativos	en	los	casos	siguientes:
a)	Cuando	se	trate	de	profesional	o	técnico	especializado.
b)	 Cuando	 se	 trate	 de	 personal	 de	 dirección	 y/o	 gerencial	 de	 una	 nueva
actividad	empresarial	o	en	caso	de	reconvención.	empresarial.
c)	Cuando	se	trate	de	profesores	contratados	para	la	enseñanza	superior,	o
de	enseñanza	básica	o	secundaria	en	colegios	particulares	extranjeros,	o	de
enseñanza	 de	 idiomas	 en	 colegios	 particulares	 nacionales,	 o	 en	 centros
especializados	de	enseñanzas	de	idiomas.
d)	 Cuando	 se	 trate	 de	 personal	 de	 empresas	 del	 sector	 público	 o	 de
empresas	 privadas	 que	 tengan	 celebrados	 contratos	 con	 organismos,
instituciones	o	empresas	del	sector	público.
e)	 Cualquier	 otro	 caso	que	 se	 establezca	por	 decreto	 supremo,	 siguiendo
los	criterios	de	especialización,	calificación	o	experiencia.
•	 Las	 exoneraciones	 siguen	 el	 trámite	 de	 aprobación	 del	 contrato,
adjuntándose	 la	 documentación	 pertinente,	 debiendo	 precisarse	 o
agregarse	la	información	o	documentación	correspondiente.
4.-	Excepción	de	limitaciones
•	No	se	consideran	en	 las	 limitaciones	sobre	contratación	de	trabajadores
extranjeros,	los	siguientes	casos:
a)	 Al	 extranjero	 con	 cónyuge,	 ascendientes,	 descendientes	 o	 hermanos
peruanos.
b)	Al	extranjero	con	visa	de	inmigrante.
c)	 Al	 extranjero	 con	 cuyo	 país	 de	 origen	 exista	 convenio	 de	 reciprocidad
laboral	o	de	doble	nacionalidad.
d)	Al	personal	de	empresas	extranjeras	dedicadas	al	servicio	internacional
de	 transporte	 terrestre,	 aéreo	 o	 acuático,	 con	 bandera	 y	 matrícula
extranjera;
e)	 Al	 personal	 extranjero	 que	 labore	 en	 las	 empresas	 de	 servicios
multinacionales	 o	 bancos	 multinacionales,	 sujetos	 a	 las	 normas	 legales
dictadas	para	estos	casos	específicos.
f)	 El	 personal	 extranjero	 que	 en	 virtud	 de	 convenio	 bilaterales	 o
multilaterales	celebrados	por	el	Gobierno	del	Perú,	prestare	sus	servicios	en
el	país.
g)	 Al	 inversionista	 extranjero,	 haya	 o	 no	 renunciado	 a	 la	 exportación	 del
capital	 y	 utilidades	 de	 su	 inversión,	 siempre	 que	 ésta	 tenga	 un	 monto
permanente	durante	la	vigencia	del	contrato	no	menor	de	cinco	(5)	UIT.
h)	 Los	 artistas,	 deportistas	 y	 en	 general	 aquellos	 que	 actúen	 en
espectáculos	 públicos	 en	 el	 territorio	 de	 la	 República	 durante	 un	 período
máximo	de	tres	(3)	meses	al	año.
•	 Los	 contratos	 del	 personal	 extranjeros	 exceptuados	 incursos	 en	 los
incisos	 a),	 b),	 c)	 y	 g)	 se	 rigen	 por	 las	 mismas	 normas	 de	 contratación
aplicables	a	 los	 trabajadores	peruanos	y	pueden	ser	 contratados	a	 tiempo
indefinido	 o	 sujetos	 a	modalidad	 conforme	 a	 las	 reglas	 establecidas	 en	 la
Ley	 de	 Productividad	 y	 Competitividad	 Laboral,	 aprobada	 por	 Decreto
Supremo	N°	003-97-TR.
En	 caso	 estos	 trabajadores	 extranjeros	 celebren	 contratos	 de	 trabajo	 a
tiempo	indefinido	deben	formalizarlos	por	escrito	a	efectos	de	presentarlos
ante	 la	 autoridad	 migratoria	 para	 la	 obtención	 de	 la	 calidad	 migratoria
habilitante.	Los	demás	casos	se	rigen	por	sus	propias	normas.
5.-	De	la	inspección	y	sanciones
•	Los	empleadores	serán	sancionados	con	multa	sin	perjuicio	de	las	demás
sanciones	que	 fueran	aplicables	en	virtud	de	otras	normas	 legales,	cuando
incurran	en	los	siguientes	actos:
a)	Omisión	del	trámite	de	aprobación	del	contrato	de	personal	extranjero
de	acuerdo	a	ley.
b)	 Fraude	 en	 la	 declaración	 jurada	 o	 en	 la	 documentación	 acompañada
para	la	aprobación	del	contrato	de	trabajo.
c)	Incumplimiento	en	la	ejecución	de	los	contratos	de	trabajo.
d)	 Realización	 de	 fines	 distintos	 al	 propósito	 legal	 que	 mereció	 la
aprobación	del	contrato.
e)	Incumplimiento	del	compromiso	de	capacitar	al	personal	nacional.
f)	 Incumplimiento	 de	 cualquier	 otra	 obligación	 prevista	 en	 la	 ley	 y	 su
reglamento.
8.-	De	las	obligaciones	en	materia	de	la	seguridad	social	en	salud
Marco	normativo Publicación Registro
Ley	N°	26790 17.05.1997 Ley	 de	 la	 Modernización	 de	 laSeguridad	Social	en	Salud.
D.	S.	N°	09-97-SA 09.09.1997 Modernización	 de	 la	 Seguridad	 Socialen	Reglamento	de	la	Ley	de	la	Salud.
Acuerdo	 Cons.	 Dir.	 N°
59-22-ESSALUD-99 09.12.1999
Reglamento	 de	 Pago	 de	 Prestaciones
Económicas.
Res.	 Ger,	 Gen.	 N°	 248-
GG-ESSALUD-2001 16.08.2001
Normas	 Complementarias	 al
Reglamento	 de	 Pago	 de	 Prestaciones
Económicas.
El	 Seguro	 Social	 de	 Salud	 tiene	 por	 objetivo	 otorgar	 cobertura	 a	 sus
asegurados	 brindándoles	 prestaciones	 de	 prevención,	 promoción,
recuperación	y	subsidios,	a	través	del	ESSALUD	y	complementariamente,	a
través	de	las	Entidades	Prestadoras	de	Salud	(EPS).
1.-	Asegurados
•	Los	afiliados	regulares	o	potestativos	y	sus	derechohabientes
•	Los	trabajadores	activos	que	 laboran	bajo	relación	de	dependencia	o	en
calidad	de	socios	de	cooperativas	de	trabajadores.
•	 Los	 pensionistas	 que	 perciben	 pensión	 de	 jubilación,	 incapacidad	 o
sobrevivencia.
•	Los	trabajadores	independientes	que	sean	incorporados	por	mandato	de
una	ley	especial.
•	Los	derechohabientes,	son	la	cónyuge	o	el	concubino,	a	que	se	refiere	el
artículo	326	del	Código	Civil,	así	como	los	hijos	menores	de	edad	o	mayores
incapacitados	en	forma	total	y	permanente	para	el	trabajo,	siempre	que	no
sean	 afiliados	 obligatorios.	 La	 cobertura	 de	 los	 hijos	 se	 inicia	 desde	 su
concepción,	en	la	atención	de	la	madre	gestante.
2.-	Entidades	empleadoras
A	 las	 empresas	 e	 instituciones	 públicas	 o	 privadas	 que	 emplean
trabajadores	 bajo	 relación	 de	 dependencia,	 las	 que	 pensiones	 y	 las
cooperativas	de	trabajadores.
3.-	Registro	del	asegurado	regular
•	 Corresponde	 al	 empleador,	 quien	 deberá	 registrarse	 como	 tal	 ante
ESSALUD	 y	 posteriormente	 inscribir	 a	 los	 afiliados	 regulares	 que	 de	 él
dependan.
•	La	inscripción	de	los	asegurados	regulares	se	realiza	a	través	de	la	Sunat,
incorporando	a	los	trabajadores	dependientes	en	la	declaración	que	se	hace
a	través	del	PDT	0601	-	Planilla	Electrónica.
•	 Si	 el	 empleador	 mantiene	 vinculo	 laboral	 por	 lo	 menos	 con	 tres
trabajadores	y	ninguno	de	ellos	se	encuentra	afiliado	al	Sistema	Nacional	de
Pensiones,	podrá	realizar	las	declaraciones	a	través	del	Formulario	N°	402.
•	 Los	 trabajadores	 del	 hogar	 deberán	 ser	 registrados,	 a	 partir	 del	 1	 de
febrero	 del	 2009,	 a	 través	 del	 Sistema	 de	 Pago	 fácil	 o	 podrán	 optar	 por
seguir	 utilizando	 el	 Formulario	 N°	 1076,	 mientras	 que	 los	 trabajadores
agrarios	 independientes	 deberán	 presentar	 el	 formulario	 N°	 6005,
debidamente	llenado	y	firmado.
•	Cuando	se	produzca	el	cese	del	trabajador	o	una	suspensión	de	la	relación
laboral,	 el	 empleador	 deberá	 comunicar	 a	 ESSALUD	 dicha	 situación,	 así
como	 las	 demás	 ocurrencias	 que	 puedan	 incidir	 en	 el	 monto	 de	 las
aportaciones,	 dentro	 de	 los	 cinco	 (5)	 primeros	 días	 al	 mes	 siguiente	 a	 la
ocurrencia	del	hecho.
4.	Registro	de	los	derechohabientes
El	 empleador	 debe	 registrar,	 también	 a	 los	 derechohabientes	 que	 el
trabajador	 señale,	 a	 través	 del	 PDT	 601,	 para	 tal	 fin,	 el	 trabajador	 debe
acreditar	frente	a	su	empleador	la	existencia	de	tales	derechohabientes	.
5.	Requisitos	para	la	afiliación	y	registro	de	los	derechohabientes
a)	Para	el	registro	del	cónyuge:
•	Para	que	el	asegurado	titular	pueda	registrar	a	su	cónyuge,	es	requisito
indispensable	 que	 no	 tengan	 la	 condición	 de	 afiliado(a)	 regular.	 As,	 los
asegurados	titulares	que	puedan	asegurar	a	sus	cónyuges	son	los	siguientes:
(sic)
-	Afiliados	regulares	(trabajador	del	régimen	laboral	común)
-	Trabajadores	del	hogar.
-	Trabajadores	agrarios	independientes.
-	 Asegurados	 del	 régimen	 especial	 (sólo	 cónyuge	mujer	 o	 cónyuge	 varón
incapacitado).
-	Asegurados	con	derecho	de	cobertura	por	desempleo.
•	 A	 efectos	 del	 registro,	 los	 referidos	 asegurados	 deberán	 presentar	 el
Formulario	N°	6052	debidamente	llenado,	otorgado	por	ESSALUD	(original
y	copia),	con	firma	del	representante	legal	de	la	entidad	empleadora	y/o	del
asegurado	titular	según	corresponda,	y	mostrar	los	siguientes	documentos.
-	Partida	de	matrimonio	civil	(original)	con	vigencia	de	un	año.
-	Documentos	sustentatorios	en	caso	de	modificación	de	datos	(originales).
-	 En	 caso	 de	 baja:	 partida	 de	 defunción	 o	 partida	 de	 matrimonio	 con
anotación	marginal	de	divorcio	o	disolución	del	vínculo	matrimonial.
b)	Para	el	registro	del	concubino:
•	Para	que	el	asegurado	titular	pueda	registrar	a	su	concubino,	es	requisito
indispensable	que	los	mismos	no	tengan	la	condición	de	afiliados	regulares.
Los	 asegurados	 titulares	 que	 puedan	 asegurar	 a	 sus	 concubinos	 son	 los
mimos	 que	 fueron	 establecidos	 señalados	 en	 el	 literal	 anterior,	 con
excepción	de	los	asegurados	del	régimen	especial.
•	 Los	 referidos	 asegurados	 también	 deberán	 presentar	 el	 formulario	 N°
6052,	con	los	mismos	requisitos	señalados	para	el	registro	del	cónyuge	(ver
literal	a),	y	además	mostrar	los	siguientes	documentos:
-	Documento	de	Identidad	del	concubino	y	del	asegurado	titular	(original)
en	 los	 que	 consten	 el	mismo	 domicilio.	 En	 caso	 de	 no	 expresar	 el	mismo
domicilio:	 certificado	 domiciliario	 expedido	 por	 la	 autoridad	 competen	 o
declaración	jurada	suscrita	por	el	concubino	y	asegurado	titular.
-	Documentos	sustentatorios,	en	caso	de	modificación	de	datos	(originales).
-	En	caso	de	baja:	partida	de	defunción	(original),	o	declaración	jurada	de
fin	de	relación	del	concubinato.
c)	Registro	del	hijo	menor	de	edad:
•	Para	que	el	asegurado	titular	pueda	registrar	a	sus	hijos	menores	de	edad
es	 requisito	 indispensable	 que	 los	 mismos	 no	 tengan	 la	 condición	 de
afiliados	 regulares.	 Los	 asegurados	 titulares	 que	 puedan	 asegurar	 a	 sus
hijos	menores	de	edad	son	los	mismos	que	los	indicados	para	el	registro	del
cónyuge.
•	 Los	 referidos	 asegurados,	 también	 deberán	 presentar	 el	 Formulario	N°
6052.	 Con	 los	 mismos	 requisitos	 para	 el	 registro	 del	 cónyuge,	 y	 además
mostrar	los	siguientes	documentos:
-	Partida	de	nacimiento	del	hijo	menor	de	edad	(original	y	copia).
-	Documento	de	identidad	del	asegurado	titular	(original).
-	Documentos	sustentatorios,	en	caso	de	modificación	de	datos	(originales).
d)	 Registro	 de	 hijo	 mayor	 de	 edad	 incapacitado	 en	 forma	 total	 y
permanente	para	el	trabajo:
•	Para	que	el	asegurado	titular	pueda	registrar	a	sus	hijos	mayores	de	edad
incapacitados	 en	 forma	 total	 y	 permanente	 para	 el	 trabajo,	 es	 requisito
indispensable	 que	 los	mismos	 no	 tengan	 condición	 de	 afiliados	 regulares.
Los	asegurados	titulares	que	puedan	asegurar	a	sus	hijos	menores	de	edad
incapacitados	son	los	mismos	que	los	indicados	para	el	registro	del	cónyuge.
•	 Los	 referidos	 cónyuges,	 también	 deberán	 presentar	 el	 Formulario	 N°
6052,	con	los	mismos	requisitos	para	el	registro	del	cónyuge,	pero	además
deberá	 adjuntarse	 la	 resolución	 directoral	 de	 incapacidad	 otorgada	 por
ESSALUD	luego	de	la	evaluación	médica	efectuada	a	solicitud	del	asegurado.
•	Dicha	 solicitud	 es	 simple	 y	 deberá	 ser	 firmada	por	 el	 asegurado	 titular
(original	y	copia).	Así	también	deberá	mostrarse	los	siguientes	documentos:
-	 Partida	 de	 nacimiento	 o	 de	 la	 persona	 incapacitada	 y	 documento	 de
identidad	de	ser	el	caso	(original).
-	Documento	de	identidad	del	asegurado	titular	(original).
-	Documentos	sustentatorios,	en	caso	de	modificación	de	datos	(originales).
e)	Inscripción	de	gestantes	de	hijo	extramatrimonial:
•	 Para	 que	 el	 asegurado	 titular	 pueda	 inscribir	 a	 la	 gestante	 de	 su	 hijo
extramatrimonial,	 es	 requisito	 indispensable	 que	 los	 mimos	 no	 tengan	 la
condición	 de	 afiliados	 regulares.	 Los	 asegurados	 titulares	 que	 puedan
asegurar	a	su	hijo	extramatrimonial	son	los	mimos	que	los	indicados	para	el
registro	del	cónyuge.
•	 Los	 referidos	 asegurados	 también	 deberán	 presentar	 el	 formulario	 N°
6052,	 con	 los	 mismos	 requisitos	 para	 el	 registro	 del	 cónyuge,	 y	 además
mostrar	los	siguientes	documentos:
-	Copia	simple	de	la	escritura	pública	o	del	testamento	del	asegurado	que
acredite	 reconocimiento	 del	 concebido	 o	 copia	 simple	 de	 la	 sentencia	 de
declaratoria	de	paternidad.
-	Documento	de	identidad	de	la	gestante	(original).
-	Documento	de	identidad	del	asegurado	titular	(original).
6.	Base	imponible	y	aportes:
•	La	base	 imponible	 sobre	 la	 cual	 el	 empleador	debe	 calcular	 el	 aporte	 a
ESSALUD	es	la	remuneración	habitual	que	percibe	el	trabajador	(asegurado
regular).
•	 La	 base	 imponible	 mínima	 mensual	 no	 podrá	 ser	 inferior	 a	 la
remuneración	mínimo	vital	 vigente,	 aun	 cuando	el	 trabajador	perciba	una
suma	inferior,
•	 El	 aporte	 de	 los	 trabajadores	 en	 actividad,	 incluyendo	 tanto	 los	 que
laboran	 bajo	 relación	 de	 dependencia	 como	 los	 socios	 de	 cooperativas,
equivalen	al	9%	de	la	remuneración	o	ingreso.
•	Es	de	cargo	obligatorio	de	la	entidad	empleadora	que	deban	declaralos	y
pagarlos	 mensualmente	 a	 ESSALUD,	 sin	 efectuar	 retención	 alguna	 al
trabajador,	dentro	de	los	plazos	establecidos	en	la	normativa	vigente,	en	el
mes	siguiente	a	aquél	en	que	se	devengaron	las	remuneraciones	afectadas.
7.	Remuneraciones	computables:
•	 El	 aporte	 a	 ESSALUD	 debe	 ser	 calculado	 sobre	 la	 totalidad	 de	 las
remuneraciones	devengadas	en	cada	mes	a	favor	del	asegurado.
•	Se	considera	remuneración	la	así	definida	en	los	artículos	6°	y	7°	del	TUO
de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral	y	en	los	artículos	19	y
20	de	Ley	de	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios,
•	Para	el	caso	de	 los	socios	trabajadores	de	cooperativas	de	trabajadores,
se	 considera	 remuneración	 el	 íntegro	 de	 lo	 que	 el	 socio	 recibe	 como
contraprestación	por	sus	servicios.
8.	Subsidios:
•	 El	 otorgamiento	 de	 subsidio,	 tienen	 por	 finalidad	 resarcir	 las	 perdidas
económicas	sufridas	por	 los	asegurados,	ocasionada	por	el	deterioro	de	 la
salud,	 por	 un	 estado	 natural	 (embarazo),	 por	 haber	 contraído	 alguna
enfermedad	o	haber	sufrido	un	accidente	que	lo	incapacite	temporalmente
para	la	prestación	normal	de	servicios	al	empleador.
•	Los	subsidios	reconocidos	por	ESSALUD	son:	(i)	subsidio	por	incapacidad
temporal,	 (ii)	 subsidio	 por	 maternidad,	 (iii)	 subsidio	 por	 lactancia	 y	 (iv)
gastos	 de	 sepelio.	 En	 los	 dos	 primeros	 casos,	 ESSALUD	 reembolsa	 el
subsidio	pagado	por	el	 empleador,	mientras	que	en	 los	dos	últimos	casos,
son	pagados	directamente	por	ESSALUD	al	trabajador.
8.1	Incapacidad	temporal:
•	En	 el	 desarrollo	 de	 la	 relación	 laboral,	 puede	 ocurrir	 que	 el	 trabajador
sufra	 un	 alguna	 enfermedad	 o	 accidente	 que	 lo	 inhabilite	 por	 un	 período
determinado.	 Ante	 esta	 situación,	 el	 empleador	 está	 obligado	 a	 seguir
remunerando	al	trabajador	hasta	que	supere	la	incapacidad	y,	siempre	que
cumpla	con	los	requisitos	exigidos,	solicitar	el	reembolso	a	ESSALUD.
a)	Requisitos	para	tener	derecho	a	la	cobertura
a.1	Requisitos	en	caso	de	enfermedad
Los	requisitos	que	deben	cumplir	los	trabajadores	para	tener	derecho	a	la
cobertura	del	Seguro	Social	de	Salud	y	al	subsidio	por	incapacidad	temporal
en	 caso	 de	 enfermedad,	 deberá	 contar	 con	 tres	 meses	 de	 aportación
consecutivos	 o	 cuatro	 alternados	 dentro	 de	 Los	 seis	 meses	 (calendario)
correspondientes	al	mes	en	que	se	produjo	la	contingencia	y	que	la	entidad
empleadora	 haya	 declarado	 y	 pagado	 o	 se	 encuentre	 en	 fraccionamiento
vigente	de	 las	 aportaciones	de	 los	doce	meses	 anteriores	 a	 los	 seis	meses
previos	al	mes	de	inicio	de	la	atención	según	corresponda.
a.2	Requisitos	en	caso	de	accidente
Para	tener	derecho	a	la	cobertura	del	Seguro	Social	de	Salud	y	a	percibir	los
subsidios	 por	 incapacidad	 temporal	 en	 caso	 de	 accidentes,	 tan	 solo	 basta
con	que	 exista	 afiliación,	 decir	 que	 el	 empleador	haya	 realizado	 el	 primer
aporte	del	trabajador	a	través	del	PDT	correspondiente.
8.2	Período	subsidiado:
•	 El	 derecho	 al	 subsidio	 se	 adquiere	 a	 partir	 del	 vigésimo	 primer	 día	 de
incapacidad,	 ya	 que	 durante	 los	 primeros	 veintes	 días	 la	 entidad
empleadora	continúa	obligada	al	pago	de	la	remuneración
•	Para	tal	efecto,	se	acumulan	los	días	de	incapacidad	remunerados	durante
cada	año	calendario,	del	1	de	enero	al	31	de	diciembre.	Ello	significa	que	si
un	 trabajador	 queda	 incapacitado	 los	 últimos	 20	 días	 del	 año	 (primera
incapacidad	 de	 dicho	 ejercicio)	 y	 la	 incapacidad	 continúa	 durante	 el
siguiente	año,	el	empleador	queda	obligado	a	remunerar	a	dicho	trabajador
por	 los	 primeros	 20	 días	 del	 primer	 año	 hasta	 que	 sea	 dado	 de	 alta,	 o	 se
cumplan	los	20	días	del	siguiente	año.
8.3	Reembolso:
•	 El	 subsidio	 por	 incapacidad	 temporal	 se	 otorga	 en	 dinero,	 vencido	 el
plazo	que	dure	el	descanso	médico	establecido	es	el	CIIT	y	siempre	que	 la
solicitud	se	presente	dentro	de	los	seis	(6)	meses	siguientes	a	la	fecha	en	la
que	termina	el	período	de	la	incapacidad.	La	documentación	para	solicitar	el
reembolso	de	las	prestaciones	o	el	pago	directo	por	parte	de	ESSALUD	es	la
siguiente:
-	 Solicitud	 de	 reembolso	 de	 prestaciones	 económicas	 –Formulario	 N°
8001–	debidamente	llenada	y	firmada	por	el	empleador	y	por	el	asegurado.
Para	el	caso	de	los	trabajadores	del	hogar,	construcción	civil,	pescadores	y
procesadores	 pesqueros	 artesanales	 independientes,	 agrarios
independientes	 y	 de	 regímenes	 especiales:	 Solicitud	 de	 Pago	 directo	 de
Prestaciones	 Económicas	 –Formulario	 N°	 8002–	 debidamente	 llenada	 y
firmado	 por	 el	 asegurado.	 Para	 el	 caso	 de	 trabajadores	 del	 hogar	 y	 de
construcción	civil	deben	contar	también	con	la	firma	del	empleador.
-	Certificados	médicos	particulares	o	Certificado	de	Incapacidad	Temporal
para	 el	 Trabajo	 (CIIT),	 en	 original,	 que	 sustenten	 la	 incapacidad	 por	 los
primeros	20	días.
-	 CIIT	 en	 original	 por	 el	 exceso	 de	 los	 20	 días.	 En	 caso	 de	 certificados
médicos	particulares,	deberán	ser	canjeados	por	el	CIIT
-	 En	 caso	 de	 que	 el	 titular	 del	 subsidio	 haya	 fallecido,	 los	 herederos
presentarán	 la	 partida	 de	 defunción	 del	 afiliado	 fallecido	 en	 original	 y	 el
documento	que	los	acredite	como	tales,	así	como	el	poder,	por	documento
público	 o	 privado	 con	 firma	 legalizada	 notarialmente,	 dado	 a	 uno	 de	 los
beneficiarios	para	que,	a	nombre	de	los	demás	herederos,	pueda	solicitar	el
subsidio	devengado	y	no	cobrado.
-	En	caso	de	que	la	incapacidad	sea	originada	por	un	accidente	de	trabajo	y
el	asegurado	esté	afiliado	al	Seguro	Complementario	de	Trabajo	de	Riesgo
con	 una	 EPS,	 se	 deberá	 presentar	 el	 aviso	 de	 accidente	 de	 trabajo	 en
original.
-	 En	 caso	 de	 que	 la	 entidad	 empleadora	 requiera	 el	 reembolso	 por
subsidios,	se	solicitará	al	representante	legal	que	muestre	su	documento	de
identidad;	 si	 el	 trámite	 lo	 efectúa	un	 tercero	deberá	mostrar	una	 carta	de
presentación	de	 la	entidad	empleadora	 firmada	por	el	representante	 legal.
Si	el	asegurado	solicita	el	pago	directo	del	subsidio,	se	le	pedirá	que	muestre
su	documento	de	identidad.	En	caso	de	que	la	solicitud	la	realice	un	tercero
en	representación	del	asegurado,	deberá	presentar	la	copia	del	documento
de	identidad	del	asegurado	y	deberá	mostrar	su	documento	de	identidad.
-	En	 caso	de	que	 la	 entidad	empleadora	haya	 incumplido	 con	el	pago	del
subsidio,	el	asegurado	efectuará	el	trámite	como	pago	directo,	presentando
el	 Formulario	 N°	 80020	 que	 no	 requerirá	 la	 firma	 del	 empleador.
Adicionalmente	a	los	requisitos	establecidos,	el	asegurado	deberá	presentar
en	 original	 una	 denuncia	 simple,	 debidamente	 firmada,	 comunicando	 este
hecho	a	ESSALUD.
8.4	Monto	del	subsidio:
•	La	base	de	cálculo	para	el	subsidio,	en	el	caso	de	los	asegurados	regulares,
es	 la	 remuneración	 que	 mensualmente	 perciben,	 con	 excepción	 de	 las
remuneraciones	 adicionales	 como	 las	 gratificaciones	 u	 otros	 conceptos
legales	o	convencionales	de	periodicidad	similar	a	las	gratificaciones	legales.
•	Para	el	caso	de	regímenes	especiales,	se	considerará	como	remuneración
asegurable	aquella	por	la	que	efectúen	los	aportes	mensualmente.
•	Ahora	 bien,	 el	 subsidio	 por	 incapacidad	 temporal	 equivale	 al	 promedio
diario	 de	 las	 remuneraciones	 diarias	 de	 los	 doce	 (12)	 últimos	 meses,
inmediatamente	anteriores	al	mes	en	que	se	inicia	la	incapacidad,	y	en	caso
de	que	los	meses	de	afiliación	sean	menores	a	doce	(12),	el	promedio	debe
determinarse	en	función	del	tiempo	de	aportación	del	afiliado	regular.
•	 Cuando	 el	 asegurado	 tenga	 simultáneamente	 más	 de	 un	 empleador,
recibirá	el	subsidio	por	incapacidad	temporal	por	cada	entidad	empleadora.
8.5	Tributos	y	aportaciones	laborales:
Los	 montos	 que	 percibe	 el	 trabajador	 como	 subsidio	 por	 incapacidad
temporal	 no	 se	 encuentran	 afectos	 al	 pago	 de	 ESSALUD	 por	 parte	 del
empleador	ni	a	la	retención	por	el	Impuesto	a	la	Renta	de	quinta	categoría.
No	obstante,	sí	se	encuentran	afectos	al	pago	por	el	Seguro	Complementario
de	 Trabajo	 de	 Riesgo	 (STCR),	 Sistema	 Nacional	 de	 Pensiones	 (SNP)	 y	 el
Sistema	Privado	de	Pensiones	(SPP)
8.6	Registro	del	subsidio:
•	El	período	subsidiado	debe	ser	reflejado	en	la	planilla	electrónica	y	en	las
boletas	 de	 pago	 de	 remuneraciones.	 Los	 primeros	 veinte	 días	 deben	 ser
registrados	 como	 efectivamente	 laborados	 ya	 que	 el	 empleador	 se
encuentra	 obligado	 al	 pago	 de	 la	 remuneración	 correspondiente	 por	 este
período.
•	Sin	embargo,	a	partir	del	día	21	hasta	el	onceavo	mes	con	10	días	 (340
días),	 en	 caso	 de	 que	 la	 incapacidad	 sea	 continua,	 y	 hasta	 los	 540	 días
dentro	de	los	36	meses,	en	caso	de	que	sean	no	consecutivos,	el	empleador
deberá	consignar	en	la	planilla	y	en	las	boletas	como	período	subsidiado.
8.7	 Tratamiento	 de	 la	 incapacidad	 temporal	 prolongada	 e	 incapacidad
absoluta	permanente:
Cuando	 la	 incapacidad	 del	 trabajador	 exceda	 los	 once	 (11)	meses	 y	 diez
(10)	días	consecutivos	o	los	quinientos	cuarenta	(540)	días,	en	el	transcurso
de	 treinta	 y	 seis	 (36)	 meses,	 en	 caso	 de	 que	 la	 incapacidad	 sea	 no
consecutiva,	 probablemente	 estemos	 frente	 a	 una	 incapacidad	 temporal
prolongada	 o	 una	 incapacidad	 absoluta	 permanente.	 En	 tales	 casos	 el
empleador	deberá	actuar	según	se	indica	a	continuación:
a)	Incapacidad	temporal	prolongada:
a.1	Evaluación	de	incapacidad
•	Cuando	se	produce	una	contingencia	en	la	salud	del	trabajador	asegurado
y	 por	 lo	 tanto	 solicita	 atención	médica	 por	 parte	 de	 ESSALUD,	 el	 médico
tratante	debe	verificar	en	la	historia	clínica	del	mismo,	el	número	de	días	de
descanso	 médico	 otorgados	 hasta	 el	 momento	 a	 fin	 de	 determinar	 si	 la
incapacidad	cumple	con	las	condiciones	como	para	solicitar	una	evaluación
por	parte	de	la	Comisión	Médica	Evaluadora	de	Incapacidades	ESSALUD.
•	De	ser	así,	otorgará	un	nuevo	certificado	de	incapacidad	temporal	para	el
trabajo	 y	 derivará	 al	 asegurado	 al	médico	de	 control,	 el	 cual	 certificará	 la
información	 de	 los	 días	 de	 descanso	 y	 las	 condiciones	 de	 la	 incapacidad
establecidas.	 Si	 la	 evaluación	 es	 del	 centro	 asistencial,	 al	 subgerente	 de
salud	o	quien	haga	sus	veces	en	su	jurisdicción,	 la	necesidad	de	realizar	 la
evaluación	médica.
•	Condiciones	para	requerir	la	evaluación:
-	Cuando	se	 le	haya	extendido	al	asegurado	más	de	un	CITT	por	150	días
consecutivos	de	incapacidad.
-	Cuando	se	le	haya	extendido	al	asegurado	más	de	un	CITT	por	310	días	no
consecutivos	de	incapacidad	en	un	lapso	de	720	días
-	Cuando	el	profesional	de	 la	 salud	haya	 calificado	durante	 la	 atención	al
asegurado,	 una	 enfermedad,	 daño	 o	 secuela	 como	 irrecuperable	 o	 de
tratamiento	 médico	 incierto	 y	 a	 largo	 plazo,	 es	 decir,	 de	 naturaleza
permanente.
•	Posteriormente,	se	citará	por	escrito	al	asegurado	para	hacerle	conocer	el
lugar,	 fecha	 y	 hora	 de	 la	 evaluación,	 indicándole	 que	 tiene	 obligación	 de
acudir,	en	caso	contrario	se	les	suspenderá	el	otorgamiento	de	nuevos	CITT
•	 Una	 vez	 que	 el	 subgerente	 de	 salud,	 o	 quien	 haga	 sus	 veces,	 toma
conocimiento	del	caso,	determinará	la	comisión	que	realizará	la	evaluación
y	 coordinará	 los	 exámenes	 de	 apoyo	 al	 diagnóstico	 de	 ser	 necesarios	 y	 la
cita	 para	 el	 asegurado,	 comunicando	 tales	 procedimientos	 al	 médico	 de
control.	 Asimismo,	 requerirá	 formalmente	 a	 la	 comisión	 realizar	 la
evaluación	médica	 del	 asegurado.	 En	 caso	 de	 que	 se	 le	 comunique	 que	 el
asegurado	no	 acudió	 a	 la	 cita,	 informará	 al	 subgerente	 de	 recaudación	 en
provincias	o	quien	haga	 sus	veces	en	Lima,	para	que	 se	 le	notifique	 como
medida	complementaria	a	su	empleador.
•	Ahora	bien,	 si	 la	unidad	operativa	de	prestaciones	económicas,	 frente	a
una	solicitud	de	reembolso	de	subsidios,	detecta	que	se	han	cumplido	con
las	 condiciones	 señaladas	 anteriormente,	 notificará	 por	 escrito	 al
empleador	de	 la	obligación	del	asegurado	a	presentarse	ante	el	médico	de
control	 del	 centro	 asistencial	 en	 el	 que	 se	 atiende	 para	 pasar	 evaluación
médica.
a.2	Evaluación	médica	y	notificación
•	la	Comisión	Médica	Evaluadora	de	Incapacidades	procederá	a	efectuar	la
evaluación	solicitada	emitiendo	el	 informe	médico	en	el	que	señalará	si	 la
incapacidad	 es	 de	 naturaleza	 temporal	 o	 permanente.	 Dicho	 informe	 en
original	lo	remitirá	a	la	Subgerencia	de	Salud	que	solicitó	la	evaluación,	haya
o	no	acudido	el	asegurado.
•	La	Subgerencia	de	Salud	o	quien	haga	sus	veces,	remitirá	el	original	del
informe	 al	médico	 de	 control	 para	 que	 disponga	 su	 archivo	 en	 la	 historia
clínica	y	copia	autenticada	por	fedatario	al	subgerente	de	recaudación	en	su
jurisdicción.
•	La	Subgerencia	de	Recaudación	notificará	al	empleador	y	comunicará	al
área	de	prestaciones	económicas	enviando	copia	del	informe	y	del	cargo	de
notificación	debidamente	fechado.
a3.	Resultados	de	la	evaluación
•	 Si	 la	 Comisión	 Médica	 Evaluadora	 de	 Incapacidades	 puede	 determinar
que	 la	 incapacidad	 es	 de	 naturaleza	 temporal,	 se	 podrá	 continuar
extendiendo	CITT	hasta	la	fecha	de	alta,	siempre	y	cuando	esta	no	exceda	a
un	período	máximo	de	incapacidad	de	340	días	consecutivos	o	540	días	no
consecutivos	en	el	lapso	de	36	meses	calendario.
•	 Si	 la	 Comisión	 Médica	 Evaluadora	 de	 Incapacidades	 determina	 que	 la
incapacidad	 es	 de	 naturaleza	 permanente,	 el	 área	 de	 prestaciones
económicas	 de	 ESSALUD	 solo	 reconocerá	 y	 pagará	 los	 subsidios	 por
incapacidad	 temporal	 hasta	 la	 fecha	 de	 notificación	 del	 dictamen	 de	 la
comisión,	 el	 cual	 deberá	 ser	 notificado	 al	 empleador.	 La	 notificación	 se
efectuará	 directamente	 al	 interesado,	 sin	 embargo,	 supletoriamente	 se
podrán	utilizar	otros	medios	permitidos	por	ley.
b)	Incapacidad	absoluta	permanente:
•	Se	ha	previsto	en	el	artículo	20	del	D.	S.	N°	003-97-TR,	TUO	de	la	Ley	de
Productividad	 y	 Competitividad	 Laboral,	 que	 la	 invalidez	 absoluta
permanente	 extingue	 de	 pleno	 derecho	 y	 automáticamente	 la	 relación
laboral	 desde	 que	 es	 declarada	 por	 ESSALUD,	 el	 Ministerio	 de	 Salud	 o	 la
junta	de	médicos	designada	por	el	Colegio	Médico	del	Perú.
•	 Siendo	 así,	 podemos	 concluir	 que	 es	 factible	 que	 se	 den	 los	 siguientes
supuestos:
-	Que	la	incapacidad	temporal	del	trabajador	se	prolongue	de	tal	forma	que
la	 misma	 sea	 evaluada	 por	 la	 Comisión	 Médica	 Evaluadora	 de
Incapacidades,	 determinándose	 que	 esta	 sea	 de	 naturaleza	 temporal	 o
permanente.
-	Que	se	produzca	la	incapacidad	del	trabajador	y	esta	no	sea	evaluada	en
los	 términos	 señalados	 anteriormente.	 En	 tal	 caso,	 el	 empleador	 podrá
solicitar	a	ESSALUD,	el	Ministerio	de	Salud	o	la	junta	de	médicos	designada
por	 el	 Colegio	Médico	 del	 Perú,	 la	 declaración	 de	 incapacidad	 temporal	 o
permanente.
•	 En	 cualquiera	 de	 los	 casos,	 si	 se	 concluye	 que	 la	 incapacidad	 es	 de
naturaleza	 permanente,	 el	 empleador	 se	 encontrará	 facultado	 para	 cesar
inmediatamente	al	trabajador	incapacitado.
•	 Es	 preciso	 señalar	 que	 el	 empleador	 solo	 podrá	 efectuar	 el	 cese	 del
trabajador,	una	vez	que	sea	notificado	con	el	 informe	de	cualquiera	de	 las
entidades	antes	señaladas,	que	dictamine	la	incapacidad	permanente,	pues
dicho	documento	es	la	única	prueba	del	despido	justo.
•	A	partir	del	cese,	el	empleador	deberá	poner	a	disposición	del	trabajador
la	liquidación	de	beneficios	sociales,	en	un	lapso	que	no	exceda	de	cuarenta
y	ocho	(48)	horas.
•	A	su	turno,	el	trabajador	podrá	iniciar	el	procedimiento	para	solicitar	su
jubilación	por	invalidez	frente	al	sistema	pensionario	en	el	que	se	encuentre
adscrito.
9.	Maternidad:
•	El	subsidio	por	maternidad	es	aquel	monto	de	dinero	que	se	entrega	a	las
trabajadoras	 afiliadas	 al	 Seguro	 Social	 de	 Salud,	 con	 ocasión	 de	 su
alumbramiento.	 Es	 percibido	 durante	 un	 período	 de	 noventa	 (90)	 días
consecutivos	 que	 se	 dividen	 en	 prenatal	 (45	 días	 antes	 del	 parto)	 y
postnatal	(45	días	después	del	parto)
•	El	mencionado	subsidio	permite	a	las	trabajadoras	que	se	encuentren	en
estado	 de	 gestación,	 gozar	 de	 un	 período	 de	 descanso	 previo	 al
alumbramiento	 a	 fin	 de	 no	 arriesgar	 su	 salud	 ni	 la	 del	 concebido	 por	 la
prestación	 normal	 de	 servicios	 a	 su	 empleador	 en	 la	 etapa	 última	 de	 su
embarazo,	 en	 el	 cual,	 los	 riesgos	 de	 sufrir	 algún	 tipo	 de	 perjuicio	 se
incrementan.	 Asimismo,	 les	 permite	 un	 período	 de	 descanso	 posterior	 al
parto,	en	el	cual	puedan	brindarle	la	atención	debida	al	recién	nacido.	Todo
esto	sin	afectar	sus	ingresos.
9.1.	Requisitos	para	el	goce	del	beneficio:
•	Tienen	derecho	al	goce	del	subsidio	por	maternidad	las	trabajadoras	que
cumplan	con	los	siguientes	requisitos:
-	Ser	afiliada	regular	en	actividad
-	Haber	estado	afiliada	al	tiempo	de	la	concepción
-	 Contar	 con	 tres	 meses	 de	 aportación	 consecutivos	 o	 cuatro	 no
consecutivos	dentro	de	 los	seis	meses	calendario	anteriores	al	mes	que	se
inicia	 el	 goce	 del	 subsidio	 y	 que	 la	 entidad	 empleadora	 haya	 declarado	 y
pagado,	o	se	encuentren	en	fraccionamiento	vigente	las	aportaciones	de	los
doce	(12)	meses	anteriores	a	 los	seis	meses	previos	al	mes	de	 inicio	de	 la
atención,	según	corresponda.
•	Se	entiende	que	una	trabajadora	se	encuentra	afiliada	al	momento	de	la
concepción	 cuando	 ha	 mantenido	 un	 vínculo	 laboral	 en	 el	 mes	 de	 la
concepción.	 Es	 preciso	 recalcar	 que	 cuando	 ESSALUD	 verifica	 el
cumplimiento	de	este	requisito,	toma	como	base	la	fecha	del	último	período
menstrual	 de	 la	 trabajadora,	 el	 cual	 debe	 haberse	 producido	 dentro	 del
vínculo	laboral.
9.2.	Período	de	otorgamiento	del	subsidio:
•	 El	 período	 durante	 el	 cual	 se	 otorga	 el	 subsidio	 por	maternidad	 es	 de
noventa	(90)	días	calendarios	divididos	en	pre	y	postnatal	(45	días	en	cada
período)
•	 Cuando	 el	 parto	 se	 produce	 después	 de	 la	 semana	 treinta	 (30),	 el
descanso	médico	se	otorgará	 igualmente	por	noventa	 (90)	días,	no	siendo
necesario	que	el	concebido	nazca	vivo
•	 Asimismo,	 las	 trabajadoras	 gestantes	 tienen	 derecho	 a	 percibir
prestaciones	 económicas	 por	 maternidad,	 durante	 noventa	 (90)	 días,
cuando	 el	 parto	 se	 produzca	 entre	 la	 semana	 veintidós	 (22)	 y	 la	 semana
treinta	(30)	de	gestación,	solo	si	el	concebido	nace	vivo	y	sobrevive	más	de
setenta	y	dos	(72)	horas.
9.3.	Modalidades	de	goce	del	descanso	pre	y	post	natal:
El	 goce	 del	 descanso	 prenatal	 puede	 ser	 diferido,	 total	 o	 parcialmente,	 y
acumulado	 al	 período	 postnatal	 a	 decisión	 de	 la	 trabajadora	 gestante.	 No
obstante,	 dicha	 decisión	 deberá	 ser	 comunicada	 a	 su	 empleador	 con	 una
antelación	no	menor	de	dos	meses	a	la	fecha	probable	del	parto.
a)	Goce	del	subsidio	en	caso	de	adelanto	o	retraso	del	parto:
•	 Cuando	 el	 médico	 tratante	 otorga	 un	 Certificado	 de	 Incapacidad
Temporal	para	el	Trabajo	 (CITT)	a	una	 trabajadora	gestante,	debe	señalar
cuál	es	la	fecha	en	la	que,	posiblemente,	se	produzca	el	alumbramiento;	ello,
a	efectos	de	calcular	el	 inicio	y	 fin	de	 los	períodos	de	descanso	prenatal	y
postnatal.	 Sin	 embargo,	 es	muy	usual	 que	dicha	 fecha	no	 resulte	 exacta	 y,
por	lo	tanto,	el	parto	se	produzca	unos	días	antes	o	después	de	la	misma.
•	Por	tal	motivo,	 la	Ley	N°	26644	(27/06/1996),	“Ley	que	precisa	el	goce
del	derecho	de	descanso	prenatal	y	postnatal	de	la	trabajadora	gestante”,	ha
regulado	los	efectos	de	la	referida	situación,	señalando	en	su	artículo	3°	que
en	los	casos	en	que	se	produzca	adelanto	del	alumbramiento,	respecto	de	la
fecha	 probable	 del	 parto	 fijada	 para	 establecer	 el	 inicio	 del	 descanso
prenatal,	los	días	de	adelanto	se	acumularán	al	descanso	postnatal.
b)	Goce	del	subsidio	en	caso	de	fallecimiento	de	hijo:
•	 Cuando	 el	 parto	 de	 la	 trabajadora	 se	 produce	 después	 de	 la	 semana
treinta	(30)	–es	decir,	después	de	los	siete	(7)	meses	y	medio	de	gestación–
dicha	 trabajadora	 tiene	 igualmente	 derecho	 al	 subsidio	 por	 maternidad
durante	 un	 período	 de	 noventa	 (90)	 días.	 En	 este	 caso,	 no	 se	 establece
ninguna	restricción	en	cuanto	a	que	el	concebido	nazca	vivo.
•	 No	 obstante,	 cuando	 el	 parto	 de	 la	 trabajadora	 se	 produzca	 entre	 la
semana	veintidós	(22)	–es	decir,	a	los	cinco	(5)	meses	y	medio	de	gestación–
y	 la	 semana	 treinta	 (30)	 –es	 decir,	 a	 los	 siete	 (7)	 meses	 y	 medio	 de
gestación–	tendrá	derecho	a	las	prestaciones	médicas	por	maternidad,	solo
si	 cumple	 con	 los	 siguientes	 requisitos	 corrientes:	 que	 el	 concebido	nazca
vivo	y	que	sobreviva	por	más	de	setenta	y	dos	(72)	horas
9.4	Monto	del	subsidio:
El	monto	del	 subsidio	equivale	al	promedio	diario	de	 las	 remuneraciones
de	 los	 doce	 (12)	 últimos	 meses	 anteriores	 al	 inicio	 de	 la	 prestación
multiplicado	por	el	número	de	días	de	goce	de	esta.	Si	el	total	de	los	meses
de	afiliación	es	menor	a	doce	(12),	el	promedio	se	determinará	en	función
del	tiempo	de	aportación	del	afiliado	regular	en	actividad
9.5.	Pago	del	subsidio:
•	El	pago	del	subsidio	por	maternidad	se	realiza	de	la	siguiente	manera:
-	 El	 empleador	 deberá	 otorgar	 el	 pago	 del	 subsidio	 directamente	 a	 las
trabajadoras	gestantes	en	las	mismas	fechas	en	las	que,	usualmente,	otorga
el	pago	de	las	remuneraciones.
-	El	monto	se	deberá	calcular	según	lo	establecido	anteriormente.
-	Luego	del	período	pre	y	postnatal,	el	empleador	podrá	solicitar	a	ESSAIUD
el	reembolso	de	 los	pagos	efectuados,	de	 la	 forma	señalada	en	el	siguiente
punto.
9.6.	Requisitos	para	solicitar	el	reembolso	del	subsidio:
El	pago	del	 subsidio	por	maternidad	se	otorga	en	dinero	en	dos	armadas
iguales,	reembolsándose	en	cada	una,	el	equivalente	a	cuarenta	y	cinco	(45)
días	subsidiados.
•	Los	 requisitos	que	debe	 cumplir	 el	 empleador	para	 solicitar	 el	 subsidio
por	maternidad	son	los	siguientes:
a)	Primera	armada:
•	 El	 trámite	 de	 pago	 de	 la	 primera	 armada	 se	 efectúa	 posteriormente	 al
término	 del	 período	 prenatal	 y	 antes	 del	 vencimiento	 del	 período	 de
postparto,	presentando	los	siguientes	documentos:
-	 Presentar	 la	 solicitud	 de	 Reembolso	 de	 Prestaciones	 Económicas	 –
Formulario	8001–	o	solicitud	de	pago	directo	de	prestaciones	económicas	–
Formulario	8002–,	según	sea	el	caso.	En	este	último	supuesto,	el	formulario
no	requerirá	la	firma	del	empleador
-	Presentar	el	Certificado	de	Incapacidad	Temporal	para	el	 trabajo	(CITT)
en	 original.	 En	 caso	 de	 certificados	 médicos	 particulares	 deberán	 ser
canjeados	por	el	CITT
-	 En	 caso	 de	 que	 la	 titular	 del	 subsidio	 haya	 fallecido,	 los	 herederos
presentarán	documento	que	los	acredite	como	tales,	así	como	el	poder,	por
documento	 público	 o	 privado	 con	 firma	 legalizada	 notarialmente	 dado	 a
cada	 uno	de	 los	 beneficiarios	 para	 que	 a	 nombre	de	 los	 demás	 herederos
pueda	solicitar	el	subsidio	devengado	y	no	cobrado.	Adicionalmente,	deberá
presentarse	el	original	de	la	partida	de	defunción	de	la	afiliada	fallecida.
-	 La	 identificación	 del	 empleador	 o	 asegurada,	 según	 corresponda.	 Este
requisito	 deberá	 cumplirse	 también	 para	 el	 caso	 de	 reembolso	 de	 la
segunda	armada
b)	Segunda	armada:
•	 El	 pago	 de	 la	 segunda	 armada	 se	 tramitará	 desde	 el	 vencimiento	 del
postparto,	hasta	los	seis	meses	posteriores	contados	a	partir	de	la	fecha	en
que	termina	dicho	período.
•	 Para	 tal	 efecto	 se	 deberá	 cumplir	 con	 los	 requisitos	 señalados	 en	 el
primer	y	tercer	literal	referidos	al	trámite	de	la	primera	armada.
c)	Una	sola	armada:
•	Es	posible	solicitar	el	reembolso	total	de	las	prestaciones	económicas	de
manera	conjunta,	es	decir	prenatal	y	postnatal.	En	este	caso,	el	período	de
prescripción	 para	 la	 solicitud	 será	 de	 seis	 meses	 contados	 a	 partir	 de	 la
fecha	 de	 término	 del	 período	 postparto	 y	 el	 pago	 total	 del	 subsidio	 se
abonará	en	una	sola	armada.
•	Los	requisitos	para	su	solicitud	son	los	mismos	que	se	presentan	para	el
pago	de	la	primera	armada,	incluyendo	el	total	del	período	subsidiado	(90)
días.
9.7.	Extinción,	suspensión,	pèrdida	y	nulidad	del	derecho	a	subsidio:
•	 El	 derecho	 al	 subsidio	 por	maternidad	 se	 extingue,	 suspende	 o	 pierde,
según	corresponda,	en	los	siguientes	supuestos:
-	Cuando	se	produzca	el	cese	del	vínculo	laboral
-	 Cuando	 la	 trabajadora	 realice	 labor	 remunerada	 durante	 el	 período
subsidiado
-	 Cuando	 la	 asegurada	 abandone	 o	 incumpla	 el	 tratamiento	 y	 las
prestaciones	médicas
-	Asimismo,	se	produce	la	nulidad	del	derecho	al	subsidio	por	maternidad
cuando	 el	 reconocimiento	 al	 pago	 del	 subsidio	 se	 obtenga	 de	 manera
fraudulenta
10.	Lactancia:
El	 subsidio	 por	 la	 lactancia	 es	 el	 monto	 de	 dinero	 que	 se	 otorga	 a	 los
asegurados	regulares	con	la	finalidad	de	contribuir	con	el	cuidado	del	recién
nacido.
10.1.	Requisitos:
-	Tener	tres	meses	de	aportes	consecutivos	o	cuatro	alternados,	dentro	de
los	 seis	 meses	 calendario	 anteriores	 al	 mes	 en	 que	 se	 produjo	 el
alumbramiento.
-	Si	la	madre	del	lactante	no	es	asegurada	titular,	se	requiere	que	haya	sido
inscrita	en	ESSAIUD.
-	Que	el	lactante	haya	nacido	vivo	(se	acredita	con	la	partida	de	nacimiento)
y	que	haya	sido	 inscrito	como	derechohabiente	del	asegurado	 titular.	Si	el
lactante	falleció	antes	de	la	inscripción,	corresponde	inscribirlo	de	manera
póstuma.
10.2	Procedimiento	para	el	pago	del	subsidio	por	lactancia:
La	 solicitud	 de	 pago	 se	 tramita	 directamente	 por	 la	madre	 o	 en	 caso	 de
fallecimiento	 de	 la	 madre,	 por	 el	 padre,	 quien	 deberá	 presentar	 ante	 la
Subgerencia	 de	 Prestaciones	 Económicas	 de	 ESSALUD,	 la	 siguiente
documentación:
-	 Solicitud	 de	 pago	 directo	 de	 prestaciones	 económicas	 –Formulario	 N°
8002–	debidamente	llenada	y	firmada	por	el	empleador	y	el	asegurado
-	Mostrar	DNI	en	caso	de	que	sea	un	tercero	quien	efectúe	el	trámite,	debe
presentar	una	copia	del	DNI	del	asegurado	y	mostrar	su	DNI
-	 En	 el	 caso	 de	 fallecimiento	 de	 la	 madre,	 el	 padre	 o	 tutor	 deberán
presentar	 la	 partida	 de	 defunción	 de	 la	 madre	 y	 en	 el	 caso	 del	 tutor,	 el
documento	que	acredite	la	tutela	del	niño.	En	caso	de	abandono	del	menor,
se	debe	presentar	el	documento	que	acredite	la	tutela	del	lactante.
-	En	el	caso	de	que	la	madre	menor	de	edad	sea	soltera	y	sin	título	oficial
que	 le	 autorice	 a	 ejercer	 una	 profesión	 u	 oficio,	 la	 prestación	 se	 pagará	 a
través	de	su	padre	o	 tutor,	el	cual	deberá	mostrar	su	DNI	y	presentar	una
copia	de	este,	que	acredite	su	calidad.
10.3	Monto:
Mediante	el	Acuerdo	N°	66-27-ESSALUD-2003,	se	estableció	que	el	monto
del	referido	subsidio	asciende	a	S/.	820.300	nuevos	soles.
10.4	Plazo	para	la	solicitud:
El	 plazo	 para	 la	 presentación	 de	 la	 solicitud	 del	 subsidio	 por	 lactancia,
prescribe	 a	 los	 6	 (seis)	meses	 contados	 desde	 la	 fecha	 en	 que	 termina	 el
período	máximo	de	postparto.
TÍTULO	TERCERO
Inspección	de	la	SAFP
FACULTADES	DE	LA	SUPERINTENDENCIA	DE	ADMINISTRADORAS	DE
FONDOS	DE	PENSIONES
D.	S.	054-97-EF.
ART.	57.—Modificado.	Ley	27130,	Primera	Disposición	Final.
Atribuciones	y	obligaciones	de	la	Superintendencia.	Son
atribuciones	y	obligaciones	de	la	Superintendencia:
(...).
o)	En	los	casos	expresamente	previstos	por	esta	ley	y	sus
reglamentos,	imponer	a	los	empleadores	las	multas	que	resulten
aplicables	por	el	incumplimiento	de	las	obligaciones	formales	y
sustanciales	derivadas	de	su	calidad	de	agente	retenedor	de
aportes;
p)	Efectuar	inspecciones	en	los	centros	de	trabajo	teniendo
acceso	a	las	plantillas	y	registros	de	personal,	con	el	fin	de
determinar	el	cumplimiento	de	las	obligaciones	a	que	se	refiere	el
artículo	30;	para	tal	efecto,	la	Superintendencia	podrá	encargar	el
ejercicio	efectivo	de	dicha	labor	a	otras	entidades;	y,
q)	Las	demás	funciones	no	expresamente	previstas,	pero	que
deriven	de	su	calidad	de	órgano	contralor	competente.
NOTA:	Mediante	la	Ley	N°	27328	la	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros	asumió	el	ejercicio	del
control	de	las	Administradoras	Privadas	de	Fondos	de	Pensiones.
D.	S.	220-92-EF.
ART.	6°.—De	las	atribuciones	y	obligaciones.	Son	atribuciones
y	obligaciones	de	la	Superintendencia	las	siguientes:
(...).
r)	Incorporado.	D.	S.	089-99-EF,	Art.	2°.	Fiscalizar	a	los
empleadores	en	el	cumplimiento	de	sus	obligaciones	relacionadas
con	los	aportes	al	Sistema	Privado	de	Pensiones.	Para	ello,	la
Superintendencia	determinará	las	características,	condiciones	y
procedimientos	para	llevar	adelante	las	inspecciones	en	los
centros	de	trabajo,	así	como	fijará	los	casos	en	los	que	procede	la
imposición	de	multas	por	infracciones	a	las	normas	del	Sistema
Privado	de	Pensiones,	de	conformidad	con	lo	establecido	en	la	Ley
y	Reglamento	del	Sistema	Privado	de	Administración	de	Fondos
de	Pensiones.
R.	213-99-EF/SAFP.
ART.	3°.—Aprobar	el	“Reglamento	de	Inspección	a	empleadores”
en	el	ámbito	del	SPP,	que	contiene	las	normas	y	procedimientos
aplicables	para	la	realización	de	las	inspecciones	a	que	se	refiere
el	artículo	35	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	del	SPP,
aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	054-97-EF	y	modificado	por	la
Ley	N°	27130.
El	mencionado	reglamento,	que	consta	de	17	artículos	y	forma
parte	integrante	de	la	presente	resolución,	será	incorporado	como
parte	del	Título	I	del	Compendio	de	Normas	de	Superintendencia
Reglamentarias	del	Sistema	Privado	de	Administración	de	Fondos
de	Pensiones,	una	vez	que	dicho	título	haya	sido	aprobado.
REGLAMENTO	DE	INSPECCIÓN	A	EMPLEADORES	EN	EL
ÁMBITO	DEL	SISTEMA	PRIVADO	DE	PENSIONES
R.	213-99-EF/SAFP.
Artículo	 1°.-	 Función	 inspectiva.	 La	 función	 inspectiva	 a	 cargo	 de	 la
Superintendencia	 tiene	 por	 finalidad	 verificar	 el	 cumplimiento	 de	 las
obligaciones	formales	y	sustanciales	del	empleador	derivadas	de	su	calidad
de	agente	retenedor	de	aportes	a	que	se	refiere	el	artículo	30	de	la	ley,	así
como	orientar	e	 informar	a	 los	empleadores	en	el	cumplimiento	de	dichas
obligaciones.
Artículo	 2°.-	 Alcances.	 La	 función	 inspectiva	 alcanza	 a	 todas	 aquellas
personas	 naturales	 o	 jurídicas	 que	 tienen	 o	 han	 tenido	 trabajadores
incorporados	al	SPP.
Artículo	 3°.-	 Inspectores.	 Los	 inspectores	 serán	 designados	 por	 la
Superintendencia,	 y	 deberán	 contar	 con	 la	 preparación	 adecuada	 para
realizar	 las	 funciones	 inspectivas	 referidas	al	 cumplimiento	de	 las	normas
del	 SPP.	 Para	 dicho	 efecto,	 deberán	 cumplir	 sus	 labores	 con	 eficiencia,
probidad	e	imparcialidad	y	estarán	sujetos	a	capacitación	permanente.
Artículo	 4°.-	 Facultades	 de	 los	 inspectores.	 Las	 facultades	 de	 los
inspectores	son	las	siguientes:
a)	Ingresar	a	todo	centro	de	trabajo	sujeto	a	inspección,	previa	notificación
efectuada	 con,	 por	 lo	menos,	 tres	 (3)	 días	de	 anticipación	 a	 la	 fecha	de	 la
visita	inspectiva;
b)	 Solicitar	 la	 presentación	 de	 las	 planillas	 de	 pago	 de	 remuneraciones,
planillas	 de	 pago	 de	 aportes	 previsionales,	 documentos	 que	 evidencien	 la
situación	laboral	de	los	trabajadores	afiliados,	comprobantes	de	diario	que
evidencien	 el	 registro	 contable	 de	 las	 planillas	 de	 remuneraciones	 y
cualquier	otro	documento	que	asegure	el	cumplimiento	de	lo	establecido	en
el	 artículo	 1°	 de	 la	 presente	 resolución;	 así	 como	 obtener	 copias	 y/o
extractos	de	los	mismos;
c)	 Señalar	 el	 plazo	 dentro	 del	 cual	 deben	 subsanarse	 las	 observaciones
detectadas;	y,
d)	Otras	que	de	modo	expreso	fije	la	Superintendencia.
Artículo	 5°.-	Obligaciones	 de	 los	 inspectores.	 Son	 obligaciones	 de	 los
inspectores	las	siguientes:
a)	 Identificarse	 ante	 los	 empleadores	 mostrando	 la	 correspondiente
credencial;
b)	 Mantener	 en	 reserva	 el	 origen	 de	 cualquier	 denuncia	 por	 el
incumplimiento	 de	 las	 disposiciones	 legales	 de	 las	 que	 hubiera	 tomado
conocimiento;
c)	Realizar	las	visitas	de	inspección	dispuestas	por	la	Superintendencia;	y,
d)	 Presentar	 con	 la	 periodicidad	 y	 en	 las	 condiciones	 que	 establezca	 la
Superintendencia,	los	informes	sobre	el	resultado	de	las	visitas	inspectivas
realizadas.
Artículo	6°.-	Prohibiciones.	Los	 inspectores	de	 la	Superintendencia	están
prohibidos	de:
a)	Revelar	cualquier	información	sobre	asuntos	materia	de	la	inspección	o
de	aquellos	que	hubiera	 tomado	conocimiento	durante	 la	realización	de	 la
inspección;	y,
b)	 Practicar	 inspecciones	 en	 centros	 de	 trabajo	 donde	 tuvieran	 interés
directo	o	indirecto	o	parentesco	de	acuerdo	a	lo	establecido	en	el	artículo	3°
del	Reglamento	del	TUO	de	la	Ley	del	SPP,	bajo	sanción	de	nulidad	del	acta
de	inspección	correspondiente.
Artículo	7°.-	Visitas	de	inspección.	Las	inspecciones	son	de	dos	tipos:
a)	Programada;
b)	No	programada.
Artículo	 8°.-	 Inspecciones	 programadas.	 Las	 inspecciones	 programadas
son	las	que	han	sido	consideradas	en	el	plan	de	visitas	inspectivas	que,	para
este	 efecto,	 elabore	 la	 Superintendencia	 y	 tienen	 por	 finalidad	 verificar	 el
cumplimiento	de	lo	establecido	en	el	artículo	1°.
Artículo	 9°.-	 Inspecciones	 no	 programadas.	 Las	 inspecciones	 no
programadas	 se	 efectúan	 como	 consecuencia	 de	 denuncias	 o	 reclamos
interpuestos	por	los	afiliados,	beneficiarios,	terceros	con	interés,	las	AFP,	la
autoridad	 judicial	 correspondiente	 o	 de	 oficio,	 siempre	 que	 dichas
denuncias	impliquen	el	 incumplimiento	de	las	obligaciones	previsionales	a
que	se	refiere	el	artículo	1°.
Artículo	10.-	Notificación.	La	Superintendencia,	a	través	de	la	Gerencia	de
Control	de	 Inversiones,	 Instituciones	y	Prestaciones,	comunicará	mediante
oficio	 al	 empleador	 la	 realización	 de	 las	 visitas	 inspectivas,	 con	 una
anticipación	no	menor	de	tres	(3)	días	a	la	fecha	de	realización	de	la	visita
correspondiente.	El	 citado	oficio	deberá	 contener	 la	 siguiente	 información
mínima:	identificación	del	o	los	inspectores	a	cargo	de	la	visita,	la	fecha	de	la
misma	 y	 la	 documentación	 requerida	 correspondiente	 a	 los	 períodos	 a
revisar.
Artículo	11.-	Declaración	jurada.	En	los	casos	en	que	la	Superintendencia
lo	estime	necesario,	se	adjuntará	a	 la	comunicación	 indicada	en	el	artículo
anterior	un	formato	que	deberá	ser	 llenado	por	el	empleador	con	carácter
de	declaración	jurada,	debiendo	ser	entregado	a	los	inspectores	al	inicio	de
la	 visita	 inspectiva.	 El	 incumplimiento	 de	 la	 entrega	 antes	 señalada	 no
invalidará	 la	 inspección	y	será	consignado	por	el	 inspector	al	momento	de
elaborar	el	acta	correspondiente.
Artículo	 12.-	 Representante	 del	 empleador.	 Si	 el	 empleador	 o	 su
representante	no	se	encontrara	presente	al	momento	de	la	realización	de	la
inspección	y	a	fin	de	continuar	con	el	desarrollo	de	la	misma,	se	solicitará	la
asistencia	del	funcionario	de	mayor	nivel	jerárquico,	que	en	ese	momento	se
encuentre	 en	 el	 establecimiento,	 el	 mismo	 que	 deberá	 prestar	 todas	 las
facilidades	 para	 la	 realización	 de	 la	 visita	 inspectiva.	 El	 inspector	 dejará
constancia	de	este	hecho	en	el	acta	correspondiente.
Artículo	 13.-	 Abandono	 de	 la	 diligencia.	 Si	 iniciada	 la	 inspección	 el
representante	 hiciere	 abandono	 de	 la	 diligencia,	 ésta	 proseguirá	 hasta	 su
conclusión,	 sin	 invalidarla.	 El	 inspector	 dejará	 constancia	 del	 hecho
producido	en	al	acta	a	que	se	refiere	el	artículo	siguiente.
Artículo	14.-	Acta.	Al	término	de	la	diligencia,	el	inspector	levantará	el	acta
correspondiente	 por	 triplicado	 en	 la	 que	 se	 hará	 constar	 los	 hechos
verificados	 en	 el	 centro	 de	 trabajo.	 El	 original	 y	 una	 copia	 quedarán	 en
poder	de	la	Superintendencia,	y	una	copia	será	entregada	al	empleador.	Las
manifestaciones	 del	 representante	 del	 empleador	 serán	 tomadas	 por	 el
inspector	en	un	documento	anexo.	El	acta	y	los	anexos	serán	suscritos	por	el
inspector	y	el	representante	o	el	funcionario	de	mayor	nivel	jerárquico	del
empleador.	La	negativa	del	representante	del	empleador	a	firmar	el	acta	no
la	 invalida,	 debiendo	 el	 inspector	 dejar	 constancia	 de	 este	 hecho	 y	 los
motivos	de	la	negativa.
Artículo	15.-Sin	efecto.	R.	136-2001-SBS,	Art.	5°.
Artículo	 16.-	Subsanación	 de	 infracciones.	 Los	 empleadores	 tendrán	 la
posibilidad	de	regularizar	el	cumplimiento	de	alguna	obligación	formal.	La
subsanación	de	infracciones	puede	ser:
a)	 Voluntaria:	 Cuando	 el	 empleador	 regulariza	 por	 propia	 decisión	 y	 sin
necesidad	 de	 haber	 sido	 notificado,	 el	 cumplimiento	 de	 alguna	 obligación
que	tuviera	pendiente;	y,
b)	 Inducida:	 Cuando	 el	 empleador,	 como	 consecuencia	 de	 haber	 sido
notificado	 de	 la	 visita	 de	 inspección	 y	 antes	 de	 que	 finalicen	 los	 plazos
señalados	para	este	efecto,	efectúa	las	regularizaciones	pertinentes.
Artículo	17.-	Remisión	a	 la	Superintendencia.	Concluida	 la	diligencia,	el
inspector	 deberá	 remitir	 toda	 la	 información	 recabada	 a	 la
Superintendencia,	 la	 misma	 que	 se	 evaluará	 a	 fin	 de	 establecer	 las
consecuencias	que	el	incumplimiento	formal	o	sustancial	de	obligaciones	al
interior	del	SPP	pudiera	originar.
R.	009-2000-EF/SAFP.
ART.	1°.—Incorpórese	los	artículos	18,	19	y	20	al	Reglamento	de
Inspección	a	empleadores	en	el	ámbito	del	Sistema	Privado	de
Administración	de	Fondos	de	Pensiones,	aprobado	por	Resolución
N°	213-99-EF/SAFP,	conforme	a	los	textos	siguientes:
MODIFICAN	REGLAMENTO	DE	INSPECCIÓN	A	EMPLEADORES
EN	EL	ÁMBITO	DEL	SPP
R.	213-99-EF/SAFP
ART.	18.—Derogado.	R.	136-2001-SBS,	Art.	5°.
R.	213-99-EF/SAFP
ART.	19.—Derogado.	R.	136-2001-SBS,	Art.	5°.
R.	213-99-EF/SAFP
ART.	20.—Incorporado.	R.	 009-2000-EF/SAFP,	Art.	 1°.	Procedimiento
de	 impugnación.	 De	 conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 por	 la	 Tercera
Disposición	Final	y	Transitoria	del	Reglamento	del	TUO	de	 la	Ley	del	SPP,
aprobado	 por	 Decreto	 Supremo	 N°	 004-98-EF,	 el	 procedimiento	 de
impugnación	de	 los	actos	administrativos	que	 importen	 la	aplicación	de	 la
sanción	 prevista	 en	 el	 artículo	 18	 precedente,	 así	 como	 de	 las	 demás
sanciones	 que	 resulten	 aplicables	 a	 los	 empleadores,	 se	 sujetará	 a	 lo
dispuesto	por	el	Texto	Único	Ordenado	de	 la	Ley	de	Normas	Generales	de
Procedimientos	 Administrativos,	 aprobado	 por	 Decreto	 Supremo	 N°	 002-
94-JUS.
TÍTULO	CUARTO
Reglamento	de	Multas
REGLAMENTO	DE	MULTAS	DEL	MINISTERIO	DE	TRABAJO
D.	S.	012-2012-TR.
ART.	1°.—Aprobación	del	Reglamento	de	Multas	del
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.	Apruébese	el
Reglamento	de	Multas	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del
Empleo,	el	cual	consta	de	dos	(2)	capítulos,	treinta	y	un	(31)
artículos,	cinco	(5)	disposiciones	complementarias	finales,	una	(1)
disposición	complementaria	derogatoria	y	tres	(3)	anexos.
REGLAMENTO	DE	MULTAS	DEL	MTPE
Regl.	-	D.	S.	012-2012-TR.
REGLAMENTO	DE	MULTAS	DEL	MINISTERIO	DE	TRABAJO	Y
PROMOCIÓN	DEL	EMPLEO
CAPÍTULO	I
DISPOSICIONES	GENERALES
Artículo	1°.-	Objeto	del	reglamento.	La	presente	norma	 tiene	por	objeto
reglamentar	 las	multas	emitidas	por	el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción
del	Empleo.
Artículo	 2°.-	 Ámbito	 de	 aplicación.	 El	 presente	 reglamento	 es	 de
aplicación	 para	 todas	 las	 dependencias	 del	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	del	Empleo	que	de	acuerdo	a	sus	facultades	impongan	multas.
Artículo	 3°.-	 De	 los	 términos.	 En	 adelante	 y	 para	 efectos	 de	 este
reglamento,	se	entenderá	por:
-	DNI:	Documento	Nacional	de	Identidad.
-	MTPE:	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
-	RUC:	Registro	Único	de	Contribuyentes.
-	Sunarp:	Superintendencia	Nacional	de	los	Registros	Públicos.
-	TIM:	Tasa	de	Interés	Moratorio.
-	TUO:	Texto	Único	Ordenado.
-	TUPA:	Texto	Único	de	Procedimientos	Administrativos.
-	 Sunat:	 Superintendencia	 Nacional	 de	 Aduanas	 y	 Administración
Tributaria.
Artículo	 4°.-	Multa.	 Es	 la	 sanción	 administrativa	 de	 carácter	 pecuniario
impuesta	al	deudor	por	el	incumplimiento	de	disposiciones	legales.
Artículo	 5°.-	 Característica	 de	 la	 multa.	 La	 multa	 es	 exigible
coactivamente	 y	 de	 carácter	 personal;	 es	 transmisible	 a	 los	 herederos	 de
una	persona	natural	que	tenga	la	condición	de	deudor,	de	conformidad	con
lo	contemplado	en	el	artículo	661	del	Código	Civil.
Artículo	 6°.-	Deudor	 de	 la	 multa.	 El	 deudor	 de	 la	 multa,	 es	 la	 persona
obligada	 al	 cumplimiento	 de	 la	 prestación,	 pudiendo	 tener	 la	 calidad	 de
persona	 natural	 o	 jurídica,	 sucesión	 indivisa,	 asociaciones	 de	 hecho	 de
profesionales	o	similares,	sociedades	conyugales,	cooperativas,	incluidas	las
agrarias	 de	 producción,	 las	 asociaciones,	 comunidades	 laborales,	 las
fundaciones,	 las	empresas	unipersonales,	 las	sociedades	y	las	entidades	de
cualquier	 naturaleza	 y	 las	 sociedades	 irregulares	 previstas	 en	 el	 artículo
423	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	la	comunidad	de	bienes	y	consorcios.
Artículo	7°.-	Acreedor	de	la	multa.	Es	acreedor	de	 la	multa	el	Ministerio
de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
Artículo	 8°.-	 Domicilio.	 En	 todos	 los	 procedimientos	 administrativos
sancionadores,	 y	 hasta	 la	 etapa	 de	 ejecución	 coactiva,	 se	 considera	 como
domicilio	 del	 deudor,	 el	 lugar	 fijado	 ante	 la	 autoridad	 administrativa	 de
Trabajo	 o	 constatado	 por	 la	 misma;	 debiendo	 ubicarse	 dentro	 de	 ámbito
territorial	de	su	competencia.
El	deudor	debe	consignar	su	domicilio	en	 los	 trámites	que	realice	ante	el
MTPE,	 y	 se	 considera	 subsistente	mientras	 su	 cambio	no	 sea	 comunicado.
En	aquellos	casos	en	los	que	se	ha	dado	inicio	al	procedimiento	de	cobranza
coactiva,	 el	 deudor	 tendrá	 la	 obligación	 de	 comunicar	 su	 cambio	 de
domicilio	en	un	plazo	máximo	de	dos	(2)	días.
Artículo	 9°.-	 Componentes	 de	 la	 deuda.	 La	 deuda	 administrativa	 está
compuesta	por	la	multa,	los	intereses	moratorios	y	de	fraccionamiento,	los
gastos	y	 las	 costas	procesales	 generadas	en	el	procedimiento	de	 cobranza
coactiva,	de	ser	el	caso,	previstos	en	la	Resolución	Ministerial	N°	050-2000-
TR,	 y	 la	 Resolución	Ministerial	 N°	 004-2000-TR,	 normas	modificatorias	 o
que	las	sustituya	o	reemplace.
Artículo	10.-	Origen	de	la	multa.	EL	MTPE	impone	multa	por	las	causales
siguientes:
10.1.	Incumplimiento	de	disposiciones	legales.
10.2.	Presentación	extemporánea,	presentación	incompleta	o	que	contenga
datos	falsos.
10.3.	Incumplimiento	de	otras	medidas	dispuestas	por	el	MTPE.
Artículo	11.-	Trámite	de	la	multa.	Las	resoluciones	consentidas	o	que	han
causado	estado,	 se	 remiten	a	 la	Unidad	de	Control	de	Multas,	 anexando	el
documento	que	acredite	haber	quedado	consentida	o	causado	estado,	en	un
plazo	 máximo	 de	 tres	 (3)	 días	 de	 notificado	 dicho	 acto	 administrativo,
acompañando	 dos	 (2)	 copias	 fotostáticas	 de	 los	 actuados.	 La	 remisión	 de
dichos	documentos	se	realizará	aún	cuando	se	haya	solicitado	o	concedido
el	beneficio	de	fraccionamiento.
La	Unidad	de	Control	de	Multas	y	la	Unidad	de	Cobranza	Coactiva	tendrán
acceso	a	los	sistemas	informáticos	de	las	bases	de	datos	de	las	resoluciones
emitidas	por	las	dependencias	que	imponen	las	multas.
Las	 copias	 fotostáticas	 recibidas	por	 la	Unidad	de	Control	 de	Multas,	 son
derivadas	a	la	Unidad	de	Cobranza	Coactiva	con	el	documento	que	contiene
el	 número	 de	 valor	 de	 cobranza	 generado	 por	 dicha	 unidad,	 en	 un	 plazo
máximo	de	 diez	 (10)	 días,	 contados	 a	 partir	 del	 día	 siguiente	 de	 recibida.
Una	 copia	 será	 parte	 del	 expediente	 coactivo,	 y	 la	 otra	 se	 notifica
conjuntamente	con	la	resolución	de	ejecución	coactiva	con	la	que	se	inicia	el
procedimiento	 de	 ejecución	 coactiva	 y	 las	 acciones	 que	 competen	 para	 la
ejecución.
Artículo	 12.-	 Contenido	 de	 la	 resolución	 de	 multa.	 La	 resolución	 que
impone	la	multa	contiene	la	siguiente	información:
12.1.	Número	que	identifica	la	multa;
12.2.	 Apellidos	 y	 nombres	 del	 titular,	 en	 caso	 de	 ser	 el	 deudor	 persona
natural,	o	la	razón	social	del	deudor	al	pago,	en	caso	de	ser	persona	jurídica;
12.3.	Domicilio	señalado	ante	la	autoridad	administrativa.
12.4.	Número	del	RUC	del	deudor;
12.5.	Número	del	DNI	del	deudor;
12.6.	 Determinación	 de	 la	 infracción	 y	 la	 base	 legal	 que	 fundamenta	 la
sanción	impuesta;
12.7.	Código	de	la	multa;
12.8.	Monto	de	la	multa;
12.9.	 Mención	 al	 plazo	 de	 pago	 o	 impugnación	 fundamentada,	 y	 el
apercibimiento	de	iniciarse	el	procedimiento	coactivo	correspondiente;
12.10.	 Los	 números	 de	 las	 cuentas	 bancarias	 del	MTPE,	 donde	 el	 deudor
puede	pagar	la	multa;	y,
12.11.	Otros	datos	del	deudor	que	la	administración	considere	necesario.
Artículo	13.-	Notificación	de	los	actos	administrativos.	La	notificación	de
los	actos	administrativos	generados	a	consecuencia	de	la	multa	se	realiza:
13.1.	De	acuerdo	a	lo	señalado	en	los	artículos	20	y	21	de	la	Ley	N°	27444,
Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo	 General	 y	 modificatorias,	 o	 norma
que	la	sustituya.
13.2.	Si	no	se	realiza	la	notificación	de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	el	presente
artículo,	 las	 multas	 no	 podrán	 ser	 derivadas	 a	 la	 Unidad	 de	 Control	 de
Multas,	para	los	trámites	siguientes.
Artículo	 14.-	 Pago.	 El	 pago	 de	 la	 deuda	 se	 realiza	 en	 cualquiera	 de	 las
cuentas	bancarias	del	MTPE	señaladas	en	la	resolución	de	multa,	conforme
el	numeral	12.10	del	artículo	12	del	presente	reglamento.
En	caso	que	el	monto	a	depositarse	incluya	céntimos,	se	consigna	la	unidad
inmediatamente	 superior	 si	 éstos	 son	 mayores	 o	 iguales	 a	 cinco,
eliminándose	en	caso	que	éstos	son	menores	a	cinco.	En	el	recibo	se	debe
consignar	 el	 número	 de	 RUC	 o	 DNI	 (personas	 naturales)	 y	 el	 número	 o
código	que	identifica	la	multa	que	es	cancelada	o	pagada	a	cuenta.
El	 incumplimiento	 del	 pago	 dará	 lugar	 a	 la	 aplicación	 de	 intereses	 y	 a	 la
ejecución	de	las	medidas	cautelares,	según	el	procedimiento	previsto	para	la
ejecución	coactiva,	regulado	en	las	normas	de	la	materia.
Si	el	pago	total	de	la	deuda	se	realiza	dentro	del	plazo	de	setenta	y	dos	(72)
horas	de	notificada	la	resolución	que	impone	la	multa,	no	se	genera	interés
moratorio,	 de	 lo	 contrario,	 éste	 se	 calculará	 a	 partir	 del	 vencimiento	 del
plazo	antes	indicado.
Artículo	 15.-	 Imputación	 de	 pago.	 El	 pago	 se	 imputará	 a	 los	 gastos	 y
costas	 procedimentales,	 de	 ser	 el	 caso,	 luego	 al	 interés	 moratorio	 o	 de
fraccionamiento	y	por	último	a	la	multa.
Artículo	16.-	Intereses.	El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo
aplica	 la	 Tasa	 de	 Interés	 Moratorio	 que	 fija	 la	 Sunat	 para	 las	 deudas
tributarias.
La	deuda	no	pagada	dentro	del	plazo	indicado	en	el	artículo	14,	devenga	un
interés	equivalente	a	la	Tasa	de	Interés	Moratorio	(TIM-MTPE).
La	 aplicación	 de	 los	 intereses	 moratorios	 se	 suspende	 a	 partir	 del
vencimiento	del	plazo	máximo	para	 resolver	 la	apelación	correspondiente
por	la	administración,	hasta	la	notificación	de	la	resolución	que	resuelva	el
recurso	de	apelación.
Durante	el	período	de	suspensión	la	deuda	será	actualizada	en	función	del
Índice	de	Precios	al	Consumidor.	En	caso	que	se	modifique	el	monto	de	 la
multa,	los	intereses	se	contarán	a	partir	del	día	siguiente	de	vencido	el	plazo
indicado	en	el	artículo	14.
CAPÍTULO	II
DEL	FRACCIONAMIENTO	DE	DEUDA
Artículo	17.-	De	 la	 solicitud	de	 fraccionamiento.	El	 deudor	 de	 la	multa
puede	 acogerse	 a	 una	 modalidad	 de	 pago	 fraccionado,	 mediante	 la
presentación	 de	 una	 solicitud	 dirigida	 a	 la	 Unidad	 de	 Control	 de	 Multas,
según	formatos	contenidos	en	los	Anexos	1-B	y	1-C.
17.1.	La	solicitud	debe	contener	como	mínimo	la	siguiente	información:
17.1.1.	Nombre	completo,	razón	o	denominación	social	del	deudor;
17.1.2.	Domicilio	fiscal,	real	y	establecimientos	anexos	del	deudor,	número
de	teléfono	y	correo	electrónico;
17.1.3.	Monto	 de	 la	multa	 con	 los	 intereses	 calculados,	 hasta	 la	 fecha	 de
presentación	de	la	referida	solicitud;
17.1.4.	 Identificación	de	 la	multa	 a	 fraccionar,	 consignando	 el	 número	de
resolución	o	auto,	adjuntando	copia	de	estos;
17.1.5.	Plazo	de	fraccionamiento	solicitado;
17.1.6.	Declaración	de	compromiso	de	presentar	la	garantía	de	acuerdo	a	lo
previsto	en	el	artículo	23	del	presente	reglamento,	de	ser	el	caso;
17.1.7.	Firma	del	deudor	o	del	representante	legal,	en	caso	de	ser	persona
jurídica;	y,
17.1.8.	El	medio	por	el	cual	solicita	se	notifiquen	los	actos	administrativos
que	recaen	en	el	procedimiento.
La	información	presentada	tiene	el	carácter	de	declaración	jurada.
17.2.	A	la	solicitud	se	acompaña	la	siguiente	documentación:
17.2.1.	 Copia	 simple	 del	 documento	 de	 identificación	 del	 deudor	 o	 de	 su
representante	legal,	en	caso	de	personas	jurídicas;
17.2.2.	En	caso	de	personas	jurídicas,	copia	simple	de	la	vigencia	de	poder
del	representante	legal,	emitida	por	la	Sunarp,	con	una	antigüedad	de	un	(1)
mes;
17.2.3.	 En	 caso	 que	 la	 deuda	 esté	 impugnada	 en	 vía	 administrativa	 o
judicial,	 se	 debe	 adjuntar	 copia	 autenticada	 por	 fedatario	 del	 MTPE,	 del
documento	en	el	que	conste	el	desistimiento	respectivo;
17.2.4.	Constancia	de	pago	por	un	monto	equivalente	al	10%	de	la	deuda	a
fraccionar,	actualizada	al	día	de	la	presentación	de	la	solicitud;
17.2.5.	 Constancia	 de	 pago	 correspondiente	 a	 gastos	 y	 costas
procedimentales,	 adjuntando	 copia	 de	 la	 liquidación	 respectiva,	 expedida
por	 la	 Unidad	 de	 Cobranza	 Coactiva,	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 la
Resolución	Ministerial	N°	004-2000-TR	o	norma	vigente	a	la	fecha	de	pago;
17.2.6.	Constancia	de	pago	de	 la	 tasa	 correspondiente,	 conforme	al	TUPA
del	MTPE;
17.2.7.	 Carta	 fianza	 a	 favor	 del	 MTPE,	 en	 el	 caso	 que	 el	 deudor	 solicite
fraccionamiento	de	una	deuda	sobre	la	que	se	haya	declarado	la	pérdida	del
beneficio	 o	 en	 aplicación	 del	 numeral	 22.3	 del	 artículo	 22	 del	 presente
reglamento.
Artículo	18.-	Causales	de	denegatoria.	La	solicitud	de	fraccionamiento	no
procede	en	los	siguientes	casos:
18.1.	 Cuando	 se	 haya	 interpuesto	 demanda	 de	 revisión	 judicial	 contra	 el
procedimiento	de	ejecución	coactiva.
18.2.	Cuando	no	se	cumplan	con	 los	requisitos	previstos	en	el	artículo	17
del	presente	reglamento.
18.3.	Cuando	concluye	el	plazo	de	cinco	(5)	días,	que	se	le	otorga	al	deudor
para	 que	 subsane	 alguna	 deficiencia	 en	 la	 información	 o	 documentación
requerida	por	el	artículo	17	del	presente	reglamento,	sin	que	se	cumpla	con
la	subsanación.
18.4.	 Cuando	 la	 medida	 cautelar	 ordenada	 por	 la	 Unidad	 de	 Cobranza
Coactiva,	se	encuentre	ejecutada,	para	ello	se	considera	ejecutada	la	medida
cautelar	en	los	casos	siguientes:
18.4.1.	En	 las	medidas	cautelares	en	forma	de	retención,	no	ha	vencido	el
plazo	de	cinco	(5)	días	a	que	se	contrae	el	segundo	párrafo	del	acápite	d)	del
artículo	 33	 del	 D.	 S.	 N°	 018-2008-JUS	 que	 aprueba	 el	 TUO	 de	 la	 Ley	 N°
26979,	Ley	de	Procedimiento	de	Ejecución	Coactiva.
18.4.2.	Ha	sido	informada	una	retención	en	la	cuenta	del	deudor.
18.4.3.	 En	 las	 medidas	 cautelares	 ordenadas	 en	 forma	 de	 inscripción,	 la
solicitud	esté	ingresada	en	la	Sunarp	o	se	tenga	el	bien	inscrito	a	favor	del
MTPE.
18.4.4.	 En	 las	medidas	 cautelares	 ordenadas	 en	 forma	de	depósito,	 se	 ha
llevado	a	cabo	la	diligencia	con	extracción	de	bienes.
18.4.5.	En	las	medidas	cautelares	en	forma	de	intervención,	intervención	en
información,	 en	 recaudación	 o	 administración,	 cuando	 se	 han	 fijado	 fecha
para	la	diligencia.
18.5.	Excepcionalmente	se	otorga	el	fraccionamiento:
18.5.1.	Al	deudor	que	tenga	un	fraccionamiento	vigente,	siempre	que	haya
cancelado	 el	 50%	 de	 su	 cronograma	 y	 que	 presente	 un	 record	 de	 buen
pagador	(que	no	presente	pérdida	del	beneficio	y	que	se	encuentre	al	día	en
su	calendario	de	pagos).
18.5.2.	Por	el	saldo	pendiente,	si	 la	ejecución	de	 la	retención	en	 la	cuenta
del	deudor,	no	cubre	el	total	de	la	deuda.
Artículo	 19.-	 De	 la	 resolución	 de	 fraccionamiento.	 La	 resolución	 de
fraccionamiento	 se	expide	por	 la	Oficina	General	de	Administración	en	un
plazo	máximo	de	quince	(15)	días	de	presentada	la	solicitud	o	subsanada	la
documentación,	 en	 caso	 de	 haber	 sido	 observada.	 La	 resolución	 debe
contener	el	monto	de	la	deuda,	la	tasa	de	interés	aplicable	y	el	calendario	de
pago.
Artículo	 20.-	Suspensión	 del	 procedimiento	 de	 ejecución	 coactiva.	 La
resolución	que	aprueba	el	fraccionamiento,	suspende	en	forma	inmediata	el
procedimiento	de	ejecución	coactiva.
Artículo	21.-	Cuotas	y	pagos.	La	cuota	no	será	inferior	al	5%	de	la	Unidad
Impositiva	 Tributaria	 (UIT)	 vigente	 al	 momento	 de	 la	 emisión	 de	 la
resolución	que	 aprueba	 la	 solicitud,	 a	 la	 cual	 debe	 agregarse	 el	 interés	de
fraccionamiento,	 el	que	no	 será	 inferior	 al	80%	ni	 superior	 al	100%	de	 la
TIM-MTPE.	El	interés	para	cada	cuota	se	calculará	al	rebatir	sobre	el	saldo
de	la	deuda.
Para	 el	 cálculo	 de	 la	 primera	 cuota,	 el	 interés	 se	 computa	 desde	 el	 día
siguiente	 de	 emitida	 la	 resolución	 que	 concede	 el	 beneficio	 de
fraccionamiento,	hasta	el	primer	pago.
Para	 los	 pagos	 posteriores,	 el	 interés	 se	 calcula	 desde	 el	 día	 siguiente	 al
último	pago	efectuado,	hasta	la	fecha	del	siguiente	pago	programado.
La	cuota	pagada	fuera	del	plazo	genera	además,	por	cada	día	de	retraso,	un
interés	del	100%	de	la	TIM-MTPE	diaria.
Artículo	22.-	Plazos	e	interés	del	fraccionamiento.	El	fraccionamiento	de
la	deuda	se	otorga	de	acuerdo	a	las	siguientes	condiciones:
22.1.	 Deuda	 de	 hasta	 10	 UIT	 hasta	 24	 meses,	 con	 una	 tasa	 de	 interés
aplicable	del	80%	de	la	TIM-MTPE.
22.2.	 Deuda	 mayor	 a	 10	 UIT	 hasta	 36	 meses	 con	 una	 tasa	 de	 interés
aplicable	del	90%	de	la	TIM-MTPE.
22.3.	 Pueden	 solicitarse	 plazos	 mayores	 a	 los	 establecidos,	 presentando
una	carta	fianza,	en	estos	casos	se	aplicará	una	tasa	de	interés	equivalente	al
100%	de	la	TIM-MTPE.
Es	facultad	del	MTPE,	determinar	 los	plazos	de	fraccionamiento,	 teniendo
en	 cuenta	 los	 límites	 establecidos	 en	 el	 presente	 artículo,	 así	 como	 el
comportamiento	de	pago	del	deudor.
Artículo	 23.-	 Garantía	 de	 fraccionamiento.	 Se	 puede	 otorgar	 como
garantía	 una	 o	 varias	 cartas	 fianzas	 las	 cuales	 serán	 emitidas	 a	 favor	 del
MTPE	 por	 una	 entidad	 bancaria	 o	 financiera	 reconocida	 por	 la
Superintendencia	de	Banca	y	Seguros,	a	solicitud	del	deudor	o	de	un	tercero
con	las	características	de	solidaria,	irrevocable,	incondicional	y	de	ejecución
inmediata,	por	un	monto	equivalente	a	 la	deuda	consignada	en	la	solicitud
con	un	10%	adicional	y	estableciendo	un	plazo	de	vencimiento	de	la	misma
hasta	treinta	(30)	días	posteriores	a	la	última	fecha	de	pago	establecido	en
el	cronograma.
La	carta	fianza	debe	ser	renovada	con	treinta	(30)	días	de	anticipación	a	la
fecha	de	vencimiento	del	título	valor	que	sustituye	y	por	un	plazo	similar	en
caso	de	ampliación	adicional.
La	 garantía	 es	 ejecutada	 independientemente	 de	 la	 pérdida	 del
fraccionamiento.
Artículo	24.-	Refinanciamiento	de	la	deuda.	El	deudor	puede	refinanciar
una	deuda	fraccionada,	por	un	número	de	cuotas	menores	a	las	concedidas,
siempre	que	esté	al	día	en	su	cronograma	de	pagos,	por	el	saldo	pendiente
de	la	deuda.
Artículo	 25.-	 Pérdida	 del	 fraccionamiento.	 La	 pérdida	 del
fraccionamiento	se	origina	por:
25.1.	 El	 incumplimiento	 total	 de	 tres	 (3)	 cuotas	 sucesivas	 o	 alternadas
dentro	del	cronograma	de	pago,	indistintamente	del	año	fiscal,	o	en	caso	no
hayan	sido	canceladas	(total	o	parcialmente)	la	última	y/o	penúltima	cuota,
en	un	plazo	de	treinta	(30)	días	calendarios	posteriores	al	vencimiento	de	la
última	 cuota	 programada,	 da	 lugar	 a	 la	 pérdida	 del	 fraccionamiento	 y	 al
inicio	 o	 ejecución	 de	 las	medidas	 del	 procedimiento	 de	 cobranza	 coactiva
por	 el	 saldo	 pendiente	 de	 pago,	 a	 mérito	 de	 la	 resolución	 de	 pérdida
respectiva.
25.2.	En	caso	que	la	carta	fianza	otorgada	como	garantía	por	el	deudor	no
haya	 sido	 debidamente	 renovada	 antes	 de	 su	 vencimiento	 y	 puesta	 de
conocimiento	de	la	Unidad	de	Control	de	Multas.
Configurados	 los	 supuestos	 descritos	 en	 los	 numerales	 precedentes,	 la
Oficina	 General	 de	 Administración	 emitirá	 la	 resolución	 de	 pérdida	 del
fraccionamiento,	 en	 un	 plazo	 no	 mayor	 de	 cinco	 (5)	 días,	 a	 partir	 de
comunicado	el	supuesto	por	la	Unidad	de	Control	de	Multas.
Artículo	26.-	Saldo	de	deuda	en	caso	de	pérdida	de	fraccionamiento.	En
caso	 de	 pérdida	 de	 fraccionamiento,	 el	 cálculo	 del	 saldo	 de	 la	 deuda	 se
efectuará	de	la	siguiente	manera:
26.1.	Si	no	se	realizó	ningún	pago	de	las	cuotas	indicadas	en	el	cronograma
de	 fraccionamiento,	 la	 nueva	 deuda	 será	 el	 monto	 actualizado	 (monto
insoluto	más	intereses	hasta	el	día	de	emisión	de	la	resolución	que	aprueba
el	beneficio,	 los	cálculos	de	 intereses	posteriores	se	calcularán	a	partir	del
día	siguiente	de	la	fecha	de	dicha	resolución).
26.2.	Si	el	deudor	realizó	uno	o	más	pagos,	la	nueva	deuda	será	la	suma	de
las	 cuotas	 y/o	 saldos	 pendientes	 de	 pago	 del	 cronograma	 de
fraccionamiento,	 los	 cálculos	de	 intereses	posteriores	 se	 calculará	a	partir
del	día	siguiente	de	la	fecha	del	último	pago	del	cronograma.
26.3.	 Si	 el	 deudor,	desea	 cancelar	 en	 forma	adelantada	una	deuda	que	 se
encuentra	con	el	beneficio	de	fraccionamiento,	la	nueva	deuda	será	la	suma
de	 las	cuotas	pendientes	de	 la	multa	 fraccionada,	 los	cálculos	de	 intereses
posteriores	se	calculan	a	partir	del	día	siguiente	de	la	fecha	del	último	pago
del	 cronograma,	 hasta	 la	 fecha	propuesta	por	 el	 obligado,	manteniendo	 la
tasa	de	interés	con	la	que	fue	aprobado	el	beneficio.
Artículo	27.-	Impedimento	para	la	presentación	de	nueva	solicitud.	No
puede	solicitar	nuevo	fraccionamiento	respecto	de	una	misma	deuda:
27.1.	 El	 deudor	 que	 hubiere	 perdido	 un	 fraccionamiento,	 salvo	 que
presente	carta	 fianza	garantizando	el	pago,	de	conformidad	con	el	artículo
23	del	presente	reglamento.
27.2.	El	deudor	que	tenga	un	fraccionamiento	vigente	con	más	del	50%	del
número	de	cuotas	otorgadas	pendientes	de	cancelación.
27.3.	 En	 los	 casos	 previstos	 en	 los	 incisos	 18.4.3,	 18.4.4	 y	 18.4.5,	 del
artículo	18,	 salvo	que	 se	presente	 la	 carta	 fianza	garantizando	el	pago,	de
conformidad	con	el	artículo	23	del	presente	reglamento.
Artículo	28.-	Desistimiento.	El	deudor	puede	desistirse	de	su	solicitud	de
fraccionamiento	 antes	 que	 la	 Oficina	 General	 de	 Administración	 emita	 la
resolución	correspondiente.
El	pedido	de	desistimiento	debe	contar	con	la	firma	legalizada	del	deudor	o
de	su	representante	legal	y	dirigirlo	a	la	Unidad	de	Control	de	Multas.
Artículo	29.-	Recurso	de	impugnación.	Contra	 la	resolución	de	 la	Oficina
General	 de	 Administración,	 procede	 la	 interposición	 de	 recurso	 de
apelación,	 dentro	 del	 plazo	 de	 quince	 (15)	 días	 contados	 a	 partir	 del	 día
siguiente	hábil	de	notificada	la	resolución	respectiva.
El	 recurso	 debe	 dirigirse	 al	 jefe	 de	 la	 Oficina	 General	 de	 Administración
para	que	eleve	lo	actuado	al	superior	jerárquico,	quien	en	un	plazo	máximo
de	treinta	(30)	días,	emite	la	resolución	correspondiente.
Para	la	admisión	del	recurso	de	apelación,	el	deudor	debe	cumplir	con	los
siguientes	requisitos:
29.1.	Nombre	o	razón	social	del	deudor.
29.2.	Número	de	RUC	o	DNI	según	corresponda;
29.3.	Fundamentos	de	hecho	y	de	derecho	que	sustentan	su	pretensión;
29.4.	Comprobantes	de	pago	efectuados	por	la	deuda,	de	ser	el	caso;
29.5.	Pruebas	que	sustente	su	pretensión;	y,
29.6.	Firma	del	deudor	o	de	su	representante	legal	según	corresponda.
Artículo	30.-	Agotamiento	de	la	vía	administrativa.	Queda	agotada	la	vía
administrativa	 con	 la	 expedición	 del	 acto	 administrativo	 que	 resuelve	 el
recurso	de	apelación	y/o	 cuando	el	deudor	no	 interpone	dentro	del	plazo
señalado	el	recurso	de	impugnación	respectivo,	procediendo	conforme	a	lo
previsto	en	el	presente	reglamento.
Artículo	31.-	Beneficio	de	fraccionamiento	con	aprobación	automática.
El	MTPE,	tiene	la	facultad	de	permitir	al	deudor	acogerse	a	una	modalidad
de	 pago	 fraccionado	 con	 aprobación	 automática	 de	 convenio,	 por	 multas
que	 no	 se	 encuentren	 en	 procedimiento	 de	 cobranza	 coactiva	 y	 que	 no
superen	la	cantidad	de	mil	quinientos	y	00/100	nuevos	soles	(S/.	1.500,00),
por	un	plazo	máximo	de	seis	(6)	cuotas.
31.1.	 El	 procedimiento	 para	 suscribir	 y	 aprobar	 el	 convenio	 de
fraccionamiento,	es	el	siguiente:
31.1.1.	 El	 deudor	 presenta	 su	 solicitud	 de	 acogimiento	 al	 beneficio	 de
fraccionamiento	 con	 aprobación	 automática	 de	 convenio,	 dirigida	 a	 la
Oficina	General	de	Administración,	 identificando	 la	multa	a	 fraccionar	que
no	 se	 encuentre	 con	 recurso	 impugnatorio	 en	 trámite	 en	 la	 vía
administrativa	 o	 judicial,	 proponiendo	 el	 número	 de	 cuotas,	 acompañado
del	recibo	de	pago	correspondiente	al	10%	de	la	misma.
31.1.2.	El	convenio	se	celebrará	de	una	parte	el	deudor	o	su	representante
legal	 debidamente	 acreditado,	 y	 de	 la	 otra	 parte,	 el	 MTPE	 debidamente
representado	por	el	jefe	de	la	Oficina	General	de	Administración.
31.1.3.	En	un	plazo	máximo	de	cinco	(5)	días	de	presentada	la	solicitud,	el
deudor	 o	 su	 representante	 legal,	 se	 acercará	 a	 la	 Unidad	 de	 Control	 de
Multas,	a	fin	de	suscribir	el	convenio	que	contendrá	el	cronograma	de	pagos
correspondiente.
31.1.4.	La	 tasa	de	 interés	que	se	aplica	a	 las	cuotas	equivale	al	80%	de	 la
TIM-MTPE,	el	interés	para	cada	cuota	se	calcula	al	rebatir	sobre	el	saldo	de
la	deuda.
En	 caso	 que	 el	 deudor	 no	 cumpla	 con	 presentar	 los	 requisitos	 para
acogerse	 al	 fraccionamiento	 con	 aprobación	 automática	 de	 convenio,	 se
denegará	el	fraccionamiento.
31.2.	Pérdida	del	beneficio:	Se	pierde	el	beneficio	de	 fraccionamiento	con
aprobación	 automática	 de	 convenio,	 por	 la	 no	 cancelación	 de	 dos	 cuotas
sucesivas,	 o	 en	 caso	 no	 hayan	 sido	 canceladas	 (total	 o	 parcialmente)	 la
última	 y/o	 penúltima	 cuota,	 en	 un	 plazo	 de	 treinta	 (30)	 días	 calendarios
posteriores	 al	 vencimiento	de	 la	 última	 cuota	programada,	 dando	 lugar	 al
inicio	de	 las	medidas	del	procedimiento	de	cobranza	coactiva	por	el	 saldo
pendiente	de	pago,	a	mérito	de	la	resolución	de	pérdida	respectiva.
Respecto	al	recurso	de	impugnación,	se	aplicará	lo	dispuesto	en	el	artículo
29	del	presente	reglamento.
Disposiciones	Complementarias	Finales
Primera	Disposición	Complementaria	Final.-	El	Reglamento	de	Multas	es	de
aplicación	a	las	solicitudes	de	fraccionamiento	que	se	inicien	a	la	vigencia	de
la	presente	norma	y	a	las	solicitudes	que	se	encuentren	en	trámite.
Segunda	Disposición	Complementaria	Final.-	La	Tasa	de	Interés	Moratorio
señalado	en	el	reglamento,	se	aplica	a	partir	del	1ro	de	setiembre	del	2012.
Tercera	Disposición	Complementaria	Final.-	En	caso	de	existir	expedientes
que	a	la	fecha	de	emisión	del	reglamento	adeuden	hasta	dos	cuotas	y	saldos
pendientes	del	cronograma	de	pagos,	se	aplicará	lo	dispuesto	en	el	artículo
26	de	la	presente	norma.
Cuarta	Disposición	Complementaria	Final.-	Mediante	resolución	ministerial
se	establecen	las	disposiciones	complementarias	al	presente	reglamento.
Quinta	 Disposición	 Complementaria	 Final.-	 Forman	 parte	 integrante	 del
reglamento	los	anexos	1-A	(Formato	de	aviso	de	notificación),	1-B	(Formato
de	solicitud	de	fraccionamiento)	y	1-C	(Formato	de	detalle	de	la	deuda),	los
cuales	serán	publicados	en	la	página	web	del	MTPE	www.trabajo.gob.pe
DISPOSICIÓN	COMPLEMENTARIA	DEROGATORIA
Única	 Disposición	 Complementaria	 Derogatoria.-	 Deróguense	 el	 Decreto
Supremo	 N°	 011-2012-TR	 y	 todas	 aquellas	 normas	 que	 se	 opongan	 al
presente	reglamento.
D.	S.	012-2012-TR
ART.	2°.—Vigencia.	La	presente	norma	entra	en	vigencia	al	día	 siguiente
de	su	publicación	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”.
NOTA:	El	Decreto	Supremo	012-2012-TR	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	14	de	agosto
del	2012.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS	PARA	APLICAR	EL
REGLAMENTO	DE	MULTAS	DEL	MTPE
R.	M.	055-2013-TR.
ART.	1°.—Aprobar	 las	 “Disposiciones	Complementarias	para	 la	aplicación
del	 Decreto	 Supremo	 N°	 012-2012-TR”,	 las	 cuales	 constan	 de	 doce	 (12)
artículos	 y	 una	 (1)	 disposición	 final,	 conforme	 al	 anexo	 que	 forma	 parte
integrante	de	la	presente	resolución	ministerial.
(...)
Anexo
Disposiciones	complementarias	para	la	aplicación	del	D.	S.	012-2012-
TR
Artículo	 1°.-	 Objetivo.	 Regular	 los	 aspectos	 complementarios	 para	 la
aplicación	de	 las	disposiciones	 contenidas	en	el	Decreto	Supremo	N°	012-
2012-TR,	Reglamento	de	Multas	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del
Empleo.
Artículo	2°.-	Ámbito	de	aplicación.	La	presente	norma	es	de	aplicación	a
todas	 las	 unidades	 orgánicas	 del	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del
Empleo.
Artículo	 3°.-	Trámite	 de	 la	 multa.	 Las	 dependencias	 que	 expiden	 actos
administrativos	 sancionadores	 emitirán	 la	 respectiva	 resolución,
considerando	la	numeración	automática	que	registre	el	sistema	informático
que	utilicen	como	soporte,	bajo	responsabilidad	del	usuario.
3.1.	Procedimiento	del	trámite	de	la	multa	emitida:
3.1.1.	 Recibido	 el	 cargo	 de	 recepción	 de	 la	 cédula	 de	 notificación	 de	 la
resolución	de	multa,	y	verificado	el	vencimiento	del	plazo	para	 interponer
recurso	de	apelación,	se	procederá	a	emitir	el	proveído	que	deja	constancia
que	ha	quedado	consentida,	en	el	plazo	de	tres	(3)	días	hábiles	de	producido
el	vencimiento.
3.1.2.	 Recibido	 el	 cargo	 de	 recepción	 de	 la	 cédula	 de	 notificación	 de	 la
resolución	 que	 resuelve	 el	 recurso	 de	 apelación,	 se	 debe	 devolver	 el
expediente	a	 la	dependencia	de	origen	en	el	plazo	de	tres	(3)	días	hábiles,
quién	procederá	 a	 emitir	 el	 proveído	 que	deja	 constancia	 que	 ha	 causado
estado,	en	el	mismo	plazo	señalado.
3.1.3.	Los	escritos	o	incidentes	que	se	presenten	durante	la	tramitación	que
no	sean	calificados	como	recurso	impugnatorio,	no	afectarán	el	trámite	que
debe	seguir	la	resolución	de	multa	de	acuerdo	a	lo	previsto	en	los	presentes
lineamientos.
3.2.	 Plazos	 que	 se	 deben	 observar	 en	 el	 procedimiento	 del	 trámite	 de	 la
multa	para	su	ejecución	coactiva
Recibido	 el	 cargo	 de	 notificación	 del	 proveído	 que	 declara	 consentido	 o
causado	estado,	 las	resoluciones	de	multa	deben	ser	remitidas	a	 la	Unidad
de	 Control	 de	 Multas,	 en	 un	 plazo	 máximo	 de	 tres	 (3)	 días	 hábiles,
acompañando	 dos	 (2)	 copias	 fotostáticas	 de	 los	 actuados.	 La	 remisión	 de
dichos	documentos	se	realizará	aún	cuando	se	haya	solicitado	o	concedido
el	 beneficio	 de	 fraccionamiento,	 o	 se	 haya	 puesto	 en	 conocimiento	 la
interposición	de	una	demanda	contenciosa	administrativa,	en	cuyo	caso	se
deberá	remitir	copia	de	los	recaudos	presentados	por	el	administrado.
3.3.	Del	trámite	de	la	multa	en	la	unidad	de	cobranza	coactiva
Los	plazos	para	el	trámite	de	la	multa	en	la	Unidad	de	Cobranza	Coactiva	se
rigen	 por	 las	 disposiciones	 contenidas	 en	 la	 Directiva	 Específica	 N°	 004-
2009-MTPE/10.1	o	norma	que	la	reemplace	o	sustituya.
Artículo	 4°.-	 De	 los	 sistemas	 informáticos	 que	 registran	 multas.	 La
Unidad	 de	 Control	 de	 Multas	 y	 la	 Unidad	 de	 Cobranza	 Coactiva	 tendrán
acceso	a	los	sistemas	informáticos	de	las	bases	de	datos	de	las	resoluciones
emitidas	por	todas	las	dependencias	que	emiten	sanciones	en	el	Ministerio
de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
En	 caso	 de	 advertir	 la	 demora	 en	 el	 trámite	 de	 las	 multas,	 en
contraposición	 a	 los	 términos	 previstos	 en	 los	 presentes	 lineamientos,	 la
Unidad	de	Control	de	Multas	podrá	comunicarla	a	las	áreas	responsables	del
trámite	con	la	finalidad	de	que	se	tomen	las	acciones	correctivas.
Artículo	5°.-	De	la	remisión	de	los	actuados	a	la	Unidad	de	Control	de
Multas.	En	caso	de	que	la	Unidad	de	Control	de	Multas	advierta	la	remisión
de	una	multa	sin	cumplir	con	lo	establecido	en	el	Decreto	Supremo	N°	012-
20112-TR,	procederá	a	la	devolución	de	los	recaudos	en	el	plazo	máximo	de
quince	(15)	días	hábiles	a	la	unidad	orgánica	de	origen,	señalando	el	motivo
de	la	devolución,	el	procedimiento	omitido	o	incumplido	y	la	acción	que	se
deba	 realizar	 para	 subsanar	 el	 defecto	 advertido.	 La	 subsanación	 deberá
tramontarse	en	el	plazo	máximo	de	quince	(15)	días	hábiles.
Artículo	6°.-	Nulidades	declaradas	por	 la	autoridad	administrativa	de
Trabajo.	 En	 caso	 de	 declararse	 la	 nulidad	 de	 las	 actuaciones	 en	 un
procedimiento	 sancionador,	 cuya	 resolución	 de	 multa	 se	 encuentra	 con
procedimiento	de	ejecución	coactiva,	la	autoridad	administrativa	de	Trabajo
deberá	comunicar	a	la	Unidad	de	Cobranza	Coactiva	y	a	la	Unidad	de	Control
de	Multas,	precisando	si	la	multa	ha	perdido	exigibilidad	para	su	ejecución
coactiva.
Artículo	7°.-	Intereses.	La	actualización	de	 la	deuda	en	 función	del	 Índice
de	Precios	al	Consumidor	se	aplica	al	factor	del	mes	anterior	de	producido
el	hecho	que	motiva	la	suspensión.
La	 tabla	 de	 factores	 utilizada	 será	 la	 publicada	 por	 la	 Superintendencia
Nacional	 de	 Aduanas	 y	 de	 Administración	 Tributaria	 -	 Sunat	 en	 su	 portal
web.
Artículo	8°.-	Plazos	para	el	trámite	de	la	solicitud	de	fraccionamiento
en	la	Unidad	de	Control	de	Multas.
8.1.	 El	 plazo	máximo	 para	 que	 la	 Unidad	 de	 Control	 de	Multas	 expida	 la
esquela	donde	requiere	 la	subsanación	de	algún	requisito	observado	en	 la
solicitud	de	 fraccionamiento	 es	de	dos	 (2)	 días	hábiles,	 contados	desde	 el
día	 siguiente	 de	 la	 presentación	 de	 la	 solicitud	 o	 desde	 que	 la	 multa	 es
derivada	a	dicha	dependencia	por	las	unidades	orgánicas	sancionadoras.
8.2.	El	plazo	máximo	para	que	la	Unidad	de	Control	de	Multas	se	pronuncie
sobre	 la	 solicitud	 de	 fraccionamiento	 es	 de	 doce	 (12)	 días	 hábiles,
computados	 a	 partir	 del	 día	 siguiente	 de	 presentada	 la	 solicitud,	 o	 de
subsanada	la	documentación	en	caso	de	haber	sido	observada.
8.3.	La	Oficina	General	de	Administración,	en	un	plazo	máximo	de	tres	(3)
días	hábiles,	emitirá	la	resolución	correspondiente.
8.4.	 Configurados	 los	 supuestos	 de	 pérdida	 del	 beneficio	 de
fraccionamiento	la	Unidad	de	Control	de	Multas	tiene	un	plazo	no	mayor	de
cinco	 (5)	 días	 hábiles,	 para	 remitir	 a	 la	 OGA	 el	 informe	 que	 sustente	 la
causal	de	pérdida	del	beneficio,	 así	 como	el	proyecto	de	 resolución	que	 la
declara.
8.5.	La	Unidad	de	Control	de	Multas	envía	a	la	Unidad	de	Cobranza	Coactiva
copia	de	 las	 resoluciones	que	otorgan,	 deniegan	o	declaran	 la	 pérdida	del
fraccionamiento,	en	un	plazo	máximo	de	dos	(2)	días	hábiles	de	recibido	el
cargo	de	notificación.
8.6.	 Recibido	 el	 cargo	 de	 notificación	 de	 la	 resolución	 que	 declara	 la
pérdida	 o	 denegatoria	 del	 beneficio	 y	 producido	 el	 vencimiento	 del	 plazo
para	 interponer	 recurso	 de	 apelación,	 se	 procederá	 a	 emitir	 el	 proveído
donde	 se	deja	 constancia	que	ha	quedado	consentida,	dentro	del	plazo	de
dos	días	hábiles,	 remitiendo	en	el	mismo	plazo	el	proveído	a	 la	Unidad	de
Cobranza	Coactiva.
8.7.	 Recibido	 el	 cargo	 de	 notificación	 de	 la	 resolución	 que	 resuelve	 el
recurso	de	apelación,	se	procederá	a	emitir	el	proveído	que	deja	constancia
que	ha	causado	estado,	en	el	plazo	de	dos	(2)	días	hábiles,	remitiendo	en	el
mismo	plazo	el	proveído	a	la	Unidad	de	Cobranza	Coactiva.
Artículo	9°.-	Plazos	para	el	trámite	de	la	solicitud	de	fraccionamiento
en	la	Unidad	de	Cobranza	Coactiva.
9.1.	 La	Unidad	de	Cobranza	Coactiva	 debe	 en	un	plazo	no	mayor	de	diez
(10)	 días	 hábiles,	 contados	 desde	 el	 día	 hábil	 siguiente	 de	 requerido,
informar	a	 la	Unidad	de	Control	de	Multas	 si	 se	encuentra	en	ejecución	 la
medida	 cautelar	 que	 se	 hubiere	 ordenado,	 acompañando	 además	 la
liquidación	de	costas	y	gastos	procedimentales,	que	se	hayan	generado	con
posterioridad	a	 la	presentación	de	solicitud	de	 fraccionamiento,	 las	 cuales
formarán	 parte	 de	 la	 deuda	 a	 fraccionar.	 Vencido	 el	 plazo,	 la	 Unidad	 de
Control	de	Multas	continúa	con	el	procedimiento	de	fraccionamiento.
En	el	caso	de	encontrarse	en	trámite	una	solicitud	de	fraccionamiento	y	la
Unidad	de	Cobranza	Coactiva	 reciba	el	 informe	de	 las	entidades	bancarias
y/o	 financieras	 respecto	 a	 la	 retención	 de	 dinero	 en	 base	 a	 la	 medida
cautelar	 ordenada	 a	 ejecutarse	 en	 forma	de	 retención,	 debe	dentro	de	 los
dos	(2)	días	hábiles	siguientes	informar	a	la	Unidad	de	Control	de	Multas	de
la	retención,	bajo	responsabilidad.
Artículo	 10.-	 Procedimiento	 respecto	 de	 la	 devolución	 de	 cargos	 de
notificación.	 Los	 cargos	 de	 notificación	 de	 resoluciones	 de	 multa,
resoluciones	 de	 pérdida	 de	 fraccionamiento,	 resoluciones	 que	 deniegan
fraccionamiento,	proveídos,	y	resoluciones	de	ejecución	coactiva,	devueltos
por	 la	Oficina	de	Atención	al	Ciudadano	y	Gestión	Documentaria	 (o	 la	que
haga	de	 sus	 veces),	 o	 por	 el	 personal	 de	 la	 dependencia	que	 lo	diligenció,
deben	 consignar	 en	 todos	 los	 casos	 la	 fecha	 en	 que	 son	 devueltos	 a	 la
Unidad	Orgánica,	dejando	la	constancia	en	el	mismo	cargo.
Artículo	11.-	Cobranzas	 coactivas	 onerosas.	 Son	 consideradas	 onerosas
las	 cobranzas	 coactivas	 que	 no	 superen	 el	 importe	 del	 costo	 de	 la
notificación	de	la	Resolución	de	Ejecución	Coactiva	(REC)	consignado	en	la
R.	 M.	 N°	 004-2000-TR,	 Cuadro	 de	 Costas	 y	 Gastos	 del	 Procedimiento	 de
Ejecución	Coactiva.
Para	efectos	de	su	cobranza	se	emitirá	un	proveído	requiriendo	el	pago	de
la	 deuda,	 de	 resultar	 infructuoso	 el	 requerimiento	 de	 pago	 se	 podrá
disponer	el	trámite	para	el	castigo	contable	de	la	misma.
Artículo	12.-	Carta	fianza.	En	los	casos	que	se	requiera	la	presentación	de
carta	fianza	para	acogerse	al	beneficio	de	fraccionamiento,	esta	se	efectuará
en	 un	 plazo	 máximo	 de	 veinte	 (20)	 días	 calendario	 de	 presentada	 la
solicitud.
Disposición	Final
Única	Disposición	Final.-	El	presente	dispositivo	legal	es	de	aplicación	a	los
trámites	que	se	inicien	a	la	vigencia	de	la	presente	norma,	y	a	 los	trámites
que	se	encuentran	pendientes	de	conclusión.
TASA	DE	INTERÉS	MORATORIO	APLICABLE	A	LAS	MULTAS
R.	M.	050-2000-TR.
ART.	1°.—La	tasa	de	interés	moratorio	aplicable	a	las	multas	que	impone	el
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	Social	es	de	dos	y	dos	décimos	por	ciento
mensual	(2,2)%.
COMPENDIO	LABORAL	PERUANO
SECCIÓN	SEGUNDA
DERECHO	COLECTIVO	DEL	TRABAJO
PRIMERA	PARTE
Sindicalización
ÁMBITO	DE	APLICACIÓN
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	1°.—La	presente	norma	se	aplica	a	los	trabajadores	sujetos
al	régimen	laboral	de	la	actividad	privada	que	prestan	servicios
para	empleadores	privados.
Los	trabajadores	de	entidades	del	Estado	y	de	empresas
pertenecientes	al	ámbito	de	la	actividad	empresarial	del	Estado,
sujetos	al	régimen	de	la	actividad	privada,	quedan	comprendidos
en	las	normas	contenidas	en	el	presente	Texto	Único	Ordenado	en
cuanto	estas	últimas	no	se	opongan	a	normas	específicas	que
limiten	los	beneficios	en	él	previstos.
NOTA:	Mediante	Decreto	Supremo	N°	010-2003-TR	se	aprobó	el	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto
Ley	N°	25593,	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo,	modificado	por	la	Ley	N°	27912.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	1°.—Cuando	el	 presente	decreto	 supremo	haga	mención	a	 la	 ley,	 se
entenderá	que	se	refiere	al	Decreto	Ley	N°	25593.
TUO	-	D.	L.	25593.
Primera	Disposición	Transitoria	y	Final.—Cuando	en	la	presente	norma	se
haga	 mención	 a	 empresa,	 se	 tendrá	 para	 todo	 efecto	 como	 referido	 a
empleador,	cualquiera	sea	su	forma	jurídica,	modalidad,	fines,	etc.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	2°.—Se	encuentran	comprendidos	en	el	campo	de	aplicación	de	la	ley,
los	 trabajadores	 sujetos	 al	 régimen	 laboral	 de	 la	 actividad	 privada,
cualquiera	 fuera	 la	 calidad	 del	 empleador	 o	 la	 duración	 o	 modalidad	 del
contrato.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	3°.—Los	trabajadores	contratados	bajo	cualquiera	de	las	modalidades
previstas	en	el	Decreto	Legislativo	N°	728,	se	encuentran	comprendidos	en
los	alcances	de	la	ley,	en	lo	que	resulte	aplicable.
ENFERMERAS
Ley	27669.
ART.	10.—Ejercicio	de	derechos	colectivos.	Las	 enfermeras(os)	pueden
ejercer	 los	 derechos	 colectivos	 reconocidos	 por	 el	 artículo	 28	 de	 la
Constitución	 Política	 y	 regulados	 por	 la	 Ley	 de	 Relaciones	 Colectivas	 de
Trabajo.
DERECHO	DE	SINDICALIZACIÓN
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	2°.—El	Estado	reconoce	a	los	trabajadores	el	derecho	a	la
sindicación,	sin	autorización	previa,	para	el	estudio,	desarrollo,
protección	y	defensa	de	sus	derechos	e	intereses	y	el
mejoramiento	social,	económico	y	moral	de	sus	miembros.
Const.
ART.	 28.—El	 Estado	 reconoce	 los	 derechos	 de	 sindicación,	 negociación
colectiva	y	huelga.	Cautela	su	ejercicio	democrático:
1.	Garantiza	la	libertad	sindical.
2.	Fomenta	la	negociación	colectiva	y	promueve	formas	de	solución	pacífica
de	los	conflictos	laborales.
La	 convención	 colectiva	 tiene	 fuerza	 vinculante	 en	 el	 ámbito	 de	 lo
concertado.
3.	Regula	el	derecho	de	huelga	para	que	se	ejerza	en	armonía	con	el	interés
social.	Señala	sus	excepciones	y	limitaciones.
JURISPRUDENCIA.—Contenido	constitucional	de	la	libertad	sindical.	“(...)	La
constitución	reconoce	la	libertad	sindical	en	su	artículo	28,	inciso	1).	Este
derecho	constitucional	tiene	como	contenido	esencial	un	aspecto	orgánico,
así	como	un	aspecto	funcional.	El	primero	consiste	en	la	facultad	de	toda
persona	de	constituir	organizaciones	con	el	propósito	de	defender	sus
intereses	gremiales.	El	segundo	consiste	en	la	facultad	de	afiliarse	o	no
afiliarse	a	este	tipo	de	organizaciones.	A	su	vez,	implica	la	protección	del
trabajador	afiliado	o	sindicado	a	no	ser	objeto	de	actos	que	perjudiquen	sus
derechos	y	tuvieran	como	motivación	real	su	condición	de	afiliado	o	no
afiliado	de	un	sindicato	u	organización	análoga.
Desde	luego,	debe	entenderse	que	lo	anterior	no	conlleva	a	que	el
contenido	esencial	del	citado	derecho	constitucional	se	agote	en	los
aspectos	antes	relevados.	Por	el	contrario,	es	posible	el	desarrollo	de
ulteriores	concretizaciones	o	formas	de	proyección	del	citado	derecho
constitucional	que,	en	principio,	no	pueden,	como	tampoco	deben,	ser
enunciadas	de	manera	apriorística.	Los	derechos	constitucionales	albergan
contenidos	axiológicos	que,	por	su	propia	naturaleza,	pueden	y	deben
desarrollarse,	proyectando	su	vis	expansiva	a	través	de	remozadas	y,	otrora,
inusitadas	manifestaciones.	(...)”	(T.	C.,	Exp.	1124-2001-PA/TC,	set.
11/2002.	Rey	Terry).
JURISPRUDENCIA.—Dirigente	sindical	que	suscribe	denuncia	contra	su
empleador	no	ha	cometido	falta	grave,	siendo	parte	del	desarrollo	del	derecho
a	la	libertad	sindical.	“(...)	Este	colegiado	ha	establecido	que	conforme	al
artículo	28	de	la	Constitución,	el	Estado	reconoce	el	derecho	de	sindicación
y	garantiza	la	libertad	sindical;	que	en	tal	sentido	la	libertad	sindical	protege
a	los	dirigentes	sindicales	para	que	puedan	desempeñar	sus	funciones	y
cumplir	con	el	mandato	para	el	que	fueron	elegidos;	es	decir,	protege	a	los
representantes	sindicales	para	su	actuación	sindical.	Sin	esta	protección	no
sería	posible	el	ejercicio	de	una	serie	de	derechos	y	libertades	tales	como	el
derecho	de	reunión	sindical,	la	defensa	de	los	intereses	de	los	trabajadores
sindicalizados	y	la	representación	de	sus	afiliados	en	procedimientos
administrativos	y	judiciales.	Del	mismo	modo	no	sería	posible	un	adecuado
ejercicio	de	la	negociación	colectiva	y	del	derecho	de	huelga.	(...)	En	efecto,
esta	es	la	protección	sindical	conocida	como	fuero	sindical,	que	es	una	de	las
dimensiones	de	la	libertad	sindical	(...).	En	el	caso	de	autos	es	evidente	que
la	demandante	ha	sido	despedida	como	consecuencia	del	ejercicio	de	su
función	como	dirigente	sindical,	imputándosele	la	comisión	de	falta	grave
por	el	solo	hecho	de	haber	suscrito	una	denuncia	contra	el	rector	de	la
universidad	emplazada,	en	defensa	de	los	intereses	de	los	afiliados	del
sindicato;	es	decir,	el	empleador	ha	calificado	como	falta	grave	un	acto	que
constituye	únicamente	el	desempeño	legítimo	de	la	función	y	mandato	para
el	que	fue	elegida	la	recurrente	como	dirigente	sindical.	(...).	Por
consiguiente,	para	este	colegiado	es	manifiesta	la	vulneración	de	la	libertad
sindical,	del	fuero	sindical,	del	derecho	al	trabajo	y	del	derecho	a	la
protección	contra	el	despido	arbitrario	de	la	demandante”.	(T.	C.,	Exp.
06748-2006-PA/TC,	feb.	13/2009.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—TC	reitera	que	todo	acto	lesivo	injustificado	e
irrazonable	contra	la	libertad	sindical	debe	ser	reparado.	“(...)	Que	este
colegiado,	en	la	STC	0206-2005-PA/TC,	ha	precisado	con	carácter
vinculante	las	pretensiones	laborales	susceptibles	de	protección	a	través	del
proceso	de	amparo.	Así,	en	el	fundamento	8,	se	determinó	que	es
procedente	la	vía	del	amparo	cuando	se	despide	al	trabajador	sin
imputación	de	causa.	Asimismo,	en	el	fundamento	13	de	la	citada	sentencia,
se	señaló	que	todo	acto	lesivo,	no	justificado	e	irrazonable,	que	afecte	a	los
trabajadores	sindicalizados	y	a	sus	dirigentes,	y	que	haga	impracticable	el
funcionamiento	del	sindicato,	deberá	ser	reparado.	(...)”	(T.	C.,	Exp.	02654-
2011-PA/TC,	ago.	13/2011.	Álvarez	Miranda)
DOCTRINA.—Concepto	 de	 sindicato.	 “Tomando	 como	 base	 la	 clásica	 de
los	esposos	Webb,	formulada	en	1894	y	revisada	en	1920,	una	definición	de
sindicato	a	 través	de	 cuya	exégesis	 se	esté	en	 condiciones	de	precisar	 sus
caracteres	y	naturaleza	 jurídica	puede	ser	 la	 siguiente:	el	 sindicato	es	una
asociación	 permanente	 y	 autónoma	 sin	 fin	 de	 lucro	 de	 trabajadores	 por
cuenta	 ajena	 para	 el	 progreso	 económico	 y	 social	 de	 sus	 miembros,
especialmente	 para	 el	 mantenimiento	 y	 mejora	 de	 sus	 condiciones	 de
trabajo	 a	 través	 de	 la	 contratación	 colectiva”.	 (ALONSO	 OLEA,	 Manuel.
Derecho	 del	 Trabajo,	 Facultad	 de	 Derecho	 Universidad	 Complutense,
España,	1998;	pág.	448)
DOCTRINA.—La	 constitucionalización	 del	 derecho	 colectivo	 del
trabajo.	 “La	 constitucionalización	 del	 derecho	 del	 trabajo	 consiste,	 en	 la
incorporación	 en	 las	 cartas	 fundamentales	 en	 términos	 más	 o	 menos
extensos,	 de	 preceptos	 que	 dan	 base	 de	 raigambre	 constitucional	 a	 la
legislación	 del	 trabajo.	 Este	 fenómeno	 se	 advierte	 en	 las	 constituciones
dictadas	 después	 de	 la	 Primera	 Guerra	 Mundial.	 Es	 consecuencia	 del
recrudecimiento	 de	 la	 lucha	 social	 en	 esta	 época,	 causada	 por	 las	 graves
perturbaciones	del	tránsito	brusco	de	una	economía	de	guerra	a	una	de	paz.
Lo	 es	 también,	 del	 poderío	 creciente	 de	 la	 clase	 trabajadora,	 cuyos
sacrificios	 aportados	 generosamente	 al	 esfuerzo	 bélico,	 reclamaron
reconocimiento	y	recompensa	en	una	política	de	protección	social,	impuesta
por	mandato	de	la	propia	Carta	Fundamental.	Igual	tendencia,	se	manifiesta,
en	 las	 constituciones	 posteriores	 a	 la	 Segunda	 Guerra	Mundial.”	 (LA	 HOZ
TIRADO,	 Ricardo.	 Derecho	 colectivo	 del	 trabajo,	 2da.	 edición,	 Lima,	 Perú,
1976;	pág.	62)
AFILIACIÓN
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	3°.—La	afiliación	es	libre	y	voluntaria.	No	puede
condicionarse	el	empleo	de	un	trabajador	a	la	afiliación,	no
afiliación	o	desafiliación,	obligársele	a	formar	parte	de	un
sindicato,	ni	impedírsele	hacerlo.
COMENTARIO.—Convenios	 de	 la	 OIT.	 El	 Convenio	 N°	 87	 de	 la
Organización	 Internacional	 del	 Trabajo,	 referido	 a	 la	 libertad	 sindical	 y
protección	del	derecho	de	sindicación,	así	como	el	Convenio	OIT	N°	98	sobre
aplicación	 de	 los	 principios	 del	 derecho	 de	 sindicación	 y	 negociación
colectiva,	 han	 sido	 ratificados	 por	 nuestro	 país	mediante	 las	 resoluciones
legislativas	N°s.	13281	del	09.12.59	y	14712	del	15.11.63,	respectivamente.
Adicionalmente,	 la	 Decimosétima	Disposición	 General	 y	 Transitoria	 de	 la
Constitución	 de	 1979	 ratificó	 el	 Convenio	 151	 de	 la	 OIT	 relativo	 a	 la
protección	del	derecho	de	sindicación	y	los	procedimientos	para	determinar
las	condiciones	de	empleo	en	la	Administración	Pública.
Los	convenios	de	la	OIT	forman	parte	del	ordenamiento	jurídico	nacional,
si	 bien	 existe	 discrepancia	 sobre	 la	 solución	 a	 los	 supuestos	 casos	 de
conflicto	entre	éstos	y	la	ley.
AUTONOMÍA	SINDICAL
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	4°.—El	Estado,	los	empleadores	y	los	representantes	de	uno
y	otros	deberán	abstenerse	de	toda	clase	de	actos	que	tiendan	a
coactar,	restringir	o	menoscabar,	en	cualquier	forma,	el	derecho
de	sindicalización	de	los	trabajadores,	y	de	intervenir	en	modo
alguno	en	la	creación,	administración	o	sostenimiento	de	las
organizaciones	sindicales	que	éstos	constituyen.
JURISPRUDENCIA.—En	una	acción	de	amparo,	el	Tribunal	Constitucional	ha
determinado	que	la	libertad	sindical	en	su	dimensión	plural	también	protege
la	autonomía	sindical,	esto	es,	la	posibilidad	de	que	el	sindicato	pueda
funcionar	libremente	sin	injerencias	o	actos	externos	que	lo	afecten.	“Con
relación	a	la	vulneración	del	derecho	de	sindicación,	el	tribunal	ha
establecido	que	(...)	la	libertad	sindical	en	su	dimensión	plural
también	protege	la	autonomía	sindical,	esto	es,	la	posibilidad	de
que	el	sindicato	pueda	funcionar	libremente	sin	injerencias	o
actos	externos	que	lo	afecten.	Protege,	asimismo,	las	actividades
sindicales	que	desarrollan	los	sindicatos	y	sus	afiliados	de	manera
colectiva,	así	como	la	de	los	dirigentes	sindicales	para	que	puedan
desempeñar	sus	funciones	y	cumplir	con	el	mandato	para	el	que
fueron	elegidos.	(Exp.	N°	03311-2005-PA/TC,	fundamento	6).
9.	En	esa	misma	línea	el	artículo	1.2.	del	Convenio	N°	98	de	la	OIT,	relativo
a	la	aplicación	de	los	principios	del	derecho	de	sindicación	y	de	negociación
colectiva,	establece	la	protección	de	los	trabajadores	sindicalizados	contra
todo	acto	que	tenga	por	objeto	despedir	a	un	trabajador	o	perjudicarlo	en
cualquier	otra	forma	a	causa	de	su	afiliación	sindical	o	de	su	participación
en	actividades	sindicales	fuera	de	las	horas	de	trabajo,	o	con	el
consentimiento	del	empleador,	durante	las	horas	de	trabajo.	En	el	presente
caso,	este	colegiado	constata	que	gran	parte	de	los	afiliados	del	sindicato
recurrente	(fojas	4	a	12)	fueron	suspendidos	de	sus	puestos	de	trabajo
conforme	a	la	relación	de	trabajadores	que	aparece	en	la	demanda.	Por
tanto,	se	comprueba	una	vulneración	al	derecho	de	sindicación	en	su
dimensión	plural	toda	vez	que	la	suspensión,	que	se	ha	convertido	en
indefinida,	afecta	el	normal	desenvolvimiento	del	sindicato	y	de	sus
afiliados.
(...).
Por	estos	fundamentos,	el	Tribunal	Constitucional,	con	la	autoridad	que	le
confiere	la	Constitución	Política	del	Perú.
Ha	resuelto
1.	Declarar	infundada	la	excepción	de	prescripción.
2.	Declarar	fundada	la	demanda;	en	consecuencia,	ordena	que	la
demandada	reincorpore	en	sus	puestos	de	trabajo	a	los	afiliados
del	sindicato	recurrente.”	(Amparo.	Tribunal	Constitucional.	Exp.	3828-
2006-PA/TC)
JURISPRUDENCIA.—Impedir	la	juramentación	de	la	junta	directiva	del
sindicato	es	un	acto	que	afecta	la	libertad	sindical.	“(...)	un	hecho	que	vulnera
la	libertad	sindical	es	‘el	impedimento	de	la	juramentación	de	la	nueva	junta
directiva	del	(...)’.	Así,	a	fojas	27	obra	el	acta	del	comité	electoral	en	el	que
consta	la	elección	de	los	demandantes	como	secretario	general,	secretario
de	defensa	y	secretario	de	organización	del	(...),	para	el	período	2006-2007
y	en	la	que	se	fija	para	el	6	de	diciembre	a	las	3	de	la	tarde	la	juramentación
de	la	junta	directiva	del	sindicato.
(...)	obra	el	acta	del	(...),	de	fecha	6	de	diciembre	del	2006,	llevado	con	la
finalidad	de	juramentar	a	la	nueva	junta	directiva	‘que	debía	llevarse	a	cabo
hoy’	y	que	no	se	llevó	a	cabo,	pese	a	tener	la	autorización	del	director
ejecutivo,	‘por	la	ausencia	de	compañeros	de	trabajo	que	han	tenido	que
cumplir	otras	actividades	con	carácter	de	asistencia	obligatoria
comunicadas	el	mismo	día	de	hoy’	causando	‘extrañeza	que	la	institución
haya	programado	otras	actividades	para	el	personal’	obligatoria	y	no	se
haya	tomado	en	cuenta	la	autorización	(...)’.	Si	bien	es	cierto	que	no	obra	en
el	expediente	documento	alguno	que	permita	imputar	responsabilidad	a	los
emplazados	sobre	este	hecho	que	afecta	gravemente	el	desarrollo	de	la
actividad	sindical,	de	este	documento	sí	se	puede	concluir	válidamente	que
fue	frustrada	la	juramentación	de	la	junta	directiva	del	(...)”.	(T.	C.,	Exp.
04468-2008-PA/TC,	mar.	23/2010.	S.	S.	Vergara	Gotelli).
JURISPRUDENCIA.—Es	irrazonable	que	no	se	valore	la	protección	del	fuero
sindical.	“(…)	este	colegiado	juzga	irrazonable	que	la	sala	suprema
emplazada,	al	momento	de	resolver	la	Casación	(…)	haya	excluido	estos
hechos	valorados	y	no	haya	tenido	presente	la	protección	que	brinda	el
fuero	sindical,	pues	en	el	proceso	laboral	se	alegó	que	el	despido	del
demandante	era	nulo	porque	en	la	fecha	en	que	se	produjo	se	encontraba
protegido	por	el	fuero	sindical;	sin	embargo,	la	Casación	(…)	omite
pronunciarse	sobre	ello,	a	pesar	de	haber	sido	un	hecho	calificado	y
probado	por	la	sentencia	de	primera	y	segunda	instancia,	negando	de	este
modo	la	tutela	del	derecho	a	la	libertad	sindical;	y	es	que	la	sala	suprema
emplazada	en	el	décimo	segundo	considerando	de	la	casación	cuestionada
estima	que	el	fuero	sindical	es	un	argumento	de	la	demanda	que	se	utiliza
como	‘un	mecanismo	para	desnaturalizar	las	relaciones	de	trabajo	de
duración	determinada’.
Lo	dicho	por	la	sala	suprema	emplazada	afecta	la	congruencia	del	proceso
laboral	de	nulidad	de	despido,	pues	en	él	nunca	se	debatió	como	tema	a
decidir	si	el	fuero	sindical	es,	o	no,	un	‘mecanismo	para	desnaturalizar	las
relaciones	de	trabajo	de	duración	determinada’,	por	el	contrario,	el	thema
decidendi	era	determinar	si	el	demandante	se	encontraba,	o	no,	protegido
por	el	fuero	sindical	en	la	fecha	de	su	despido;	y	vulnera	también	el	derecho
a	la	libertad	sindical	por	haber	desconocido	la	protección	que	brinda	el
fuero	sindical	y	el	cargo	sindical	que	había	tenido	el	demandante.”	(T.	C.,
Exp.	03736-2010-PA/TC,	jul.	15/2011.	Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Los	jueces	deben	analizar	si	se	vulnera	o	no	la	libertad
sindical	y	los	derechos	fundamentales	del	trabajador	despedido	por	usar	el
correo	electrónico	para	fines	sindicales.	“(...)	esta	sala	suprema	advierte	que
la	sala	de	mérito	ha	infringido	el	deber	de	debida	motivación,	por	cuanto	sus
fundamentos	se	limitan,	a	que	la	prohibición	del	uso	del	correo	electrónico
para	difundir	información	de	contenido	sindical	tiene	amparo	en	la
Resolución	Jefatural	N°	088-2003-INEI	(...)	por	la	que	se	aprueba	la	directiva
sobre	‘Normas	para	el	uso	del	servicio	de	correo	electrónico	en	las
entidades	de	la	administración	pública’	y	la	Circular	N°	006-2008	–mediante
la	cual	se	regula	las	políticas	y	normas	para	el	servicio	de	correo	electrónico
institucional	de	Sunat–	no	lesiona	el	derecho	fundamental	a	la	libertad
sindical;	sin	tener	en	cuenta	la	doctrina	jurisprudencial	del	Tribunal
Constitucional	que	establece:	‘De	conformidad	con	lo	que	dispone	el	artículo
23	de	la	Constitución,	el	Estado	asume	las	siguientes	responsabilidades	con
relación	al	trabajo:	(...)	Asegurar	que	ninguna	relación	laboral	limite	el
ejercicio	de	los	derechos	constitucionales	ni	desconozca	o	rebaje	la	dignidad
del	trabajador	(...)’.	Asimismo	agrega	que:	‘la	libertad	sindical	en	su
dimensión	plural	también	protege	la	autonomía	sindical,	esto	es,	la
posibilidad	de	que	el	sindicato	pueda	funcionar	libremente	sin	injerencias	o
actos	externos	que	lo	afecten.	Protege,	asimismo,	las	actividades	sindicales
que	desarrollan	los	sindicatos	y	sus	afiliados	de	manera	colectiva,	así	como
la	de	los	dirigentes	sindicales	para	que	puedan	desempeñar	sus	funciones	y
cumplir	con	el	mandato	para	el	que	fueron	elegidos’.	(...)	Asimismo,	la	sala
superior	debe	analizar,	si	resulta	aplicable	a	esta	causa	los	lineamientos	del
artículo	3.1.	del	Convenio	N°	87	de	la	OIT.”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	3939-2011-Tacna,
may.	18/2012.	V.	P.	Vinatea	Medina)
DOCTRINA.—Empleador	 que	 tramita	 la	 desafiliación	 sindical	 de	 sus
trabajadores	 vulnera	 la	 libertad	 sindical.	 “(...)	 la	 inspeccionada
argumenta	que	no	habría	vulnerado	la	libertad	sindical	de	los	trabajadores
afiliados	 al	 sindicato.	 En	 cuanto	 a	 esto	 debemos,	 precisar	 que	 la	 misma
inspeccionada	reconoce	que	ha	colaborado	con	trabajadores	para	la	gestión
de	 su	 desafiliación	 al	 sindicato:	 elaboración	 de	 cartas	 de	 desafiliación	 y
tramitación	de	las	mismas.	De	otro	lado,	el	artículo	4°	del	TUO	de	la	Ley	de
Relaciones	Colectivas	de	Trabajo,	 aprobado	por	Decreto	 Supremo	N°	010-
2003-TR	 (...).	 Siendo	 así,	 claramente	 se	 evidencia	 que	 la	 elaboración	 de
cartas	 de	 desafiliación	 y	 tramitación	 de	 las	mismas	 por	 la	 inspeccionada,
constituyen	 actos	 de	 intrusión	 e	 intromisión	 en	 la	 administración	 del
sindicato,	la	cual	debe	ejercitarse	de	forma	libre	y	autónoma	de	toda	acción
directa	o	indirecta	por	parte	del	empleador,	transgrediéndose	así	una	de	las
manifestaciones	de	la	libertad	sindical,	la	de	desafiliación,	decisión	que	debe
ser	hecha	libre	de	todo	intervencionismo	y	de	manera	voluntaria;	por	ende,
podemos	afirmar	que	la	inspeccionada	sí	vulneró	la	libertad	sindical	de	los
trabajadores	 afiliados	 al	 sindicato;	 conclusión	 válida	 a	 la	 que	 también
arribaron	el	acta	de	infracción	y	la	resolución	apelada.	Cabe	agregar	que	la
inspeccionada	menciona	que	ayudó	a	los	trabajadores	en	su	desafiliación	al
sindicato,	 ya	 que	 esta	 organización	 no	 quería	 recibir	 sus	 cartas	 de
desafiliación;	empero,	esto	no	ha	sido	probado	de	forma	alguna,	por	lo	que
constituye	 sólo	 una	 manifestación	 de	 parte”.	 (MTPE,	 R.	 D.	 416-2013-
MTPE/1/20.4,	 jun.	 26/2013.	 Director	 de	 Inspección	 del	 Trabajo	 Ricardo
Gabriel	Herbozo	Colque)
DOCTRINA.—El	 logro	 de	 los	 objetivos	 de	 la	 empresa	 no	 puede
trasgredir	los	derechos	fundamentales	de	los	trabajadores.	“(...)	resulta
necesario	 indicar	 a	 la	 apelante	que	 si	bien	el	 objetivo	de	 toda	empresa	es
posicionarse	en	el	mercado	y	expandirse	obteniendo	mayores	beneficios	a
su	favor,	así	como	solucionar	cualquier	inconveniente	de	la	forma	que	le	sea
menos	 perjudicial;	 sin	 embargo,	 el	 logro	 de	 tal	 objetivo,	 no	 puede
transgredir	los	derechos	fundamentales	del	trabajador,	como	ha	ocurrido	en
el	 presente	 caso,	 en	 el	 que	 de	 acuerdo	 a	 los	 hechos	 verificados	 por	 los
inspectores	comisionados,	luego	de	los	desplazamientos	de	los	trabajadores
sindicalizados,	 éstos	 quedaron	 asignados	 a	 establecimientos	 anexos	 de	 la
empresa	que	se	encontraban	ubicados	en	conos	opuestos	a	sus	respectivos
locales	de	origen	–los	que	quedaban	en	los	conos	de	sus	domicilios	reales	o
en	 un	 distrito	 del	 centro	 de	 Lima	 y	 en	 los	 que	 habían	 permanecido
estables–,	es	decir,	 tenía	que	atravesar	su	cono	de	origen	y	el	centro	de	 la
ciudad	 para	 llegar	 a	 sus	 centros	 de	 trabajo,	 con	 la	 consiguiente	 mayor
disposición	de	tiempo	para	cumplir	con	sus	labores,	y	menos	tiempo	para	su
descanso,	vida	personal	y	familiar,	mayor	gasto	en	pasajes	y	desgaste	físico
y	psíquico	en	el	traslado;	hechos	que	vulneran	lo	establecido	por	el	artículo
23	de	la	Constitución	Política	del	Perú,	que	en	su	parte	pertinente	prescribe
que	‘(...)	Ninguna	relación	laboral	puede	limitar	el	ejercicio	de	los	derechos
constitucionales,	 ni	 desconocer	 o	 rebajar	 la	 dignidad	 del	 trabajador’;
entendida	 ésta	 como	 el	 compendio	 de	 todos	 los	 derechos	 y	 libertades
fundamentales	 que	 son	 inherentes	 a	 su	 persona	 y	 se	 encuentran
reconocidos	en	 la	Constitución	(...)”.	 (MTPE,	R.	D.	406-2013-MTPE/1/20.4,
jun.	25/2013.	Director	de	 Inspección	del	Trabajo	Ricardo	Gabriel	Herbozo
Colque)
DOCTRINA.—Desalojo	y	destrucción	del	local	sindical	sin	autorización
del	sindicato	vulnera	la	libertad	sindical.	“Consecuentemente,	 todo	acto
lesivo,	 no	 justificado	 e	 irrazonable,	 que	 afecte	 a	 los	 trabajadores
sindicalizados	y	a	sus	dirigentes	y	que	haga	impracticable	el	funcionamiento
del	 sindicato	 deberá	 ser	 reparado	 (...)	 se	 tiene	 que	 durante	 las	 visitas
inspectivas,	el	inspector	comisionado	constato	que,	el	inspeccionado	atentó
contra	la	libertad	sindical	del	Sindicato	de	Empleados	Permanentes	del	(...),
toda	 vez	 que,	 efectuó	 un	 desalojo	 y	 destrucción	 del	 local	 sindical	 sin
autorización	del	sindicato	mencionado,	sin	tomar	en	cuenta	la	inviolabilidad
del	 domicilio	 sindical,	 así	 como	 de	 no	 considerar	 que	 la	 libertad	 sindical
involucra	la	protección	de	los	locales	y	bienes	sindicales,	siendo	estos	actos
la	configuración	de	la	conducta	infractora,	ya	que	la	falta	de	un	local	sindical
limita	cumplir	 libremente	sin	 injerencias	o	actos	externos	el	organizar	sus
actividades	y	cumplir	con	sus	programas	de	acción	al	sindicato	mencionado,
de	manera	que	la	vulneración	referida	a	la	libertad	sindical	es	de	naturaleza
insubsanable”.	(MTPE,	R.	D.	713-2013-MTPE/1/20.4,	oct.	23/2013.	Director
de	Inspección	del	Trabajo	Ricardo	Gabriel	Herbozo	Colque)
CLASES	DE	SINDICATOS
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	5°.—Los	sindicatos	pueden	ser:
a)	De	empresa,	formados	por	trabajadores	de	diversas
profesiones,	oficios	o	especialidades,	que	presten	servicios	para
un	mismo	empleador.
b)	De	actividad,	formados	por	trabajadores	de	profesiones,
especialidades	u	oficios	diversos	de	dos	(2)	o	más	empresas	de	la
misma	rama	de	actividad.
c)	De	gremio,	formados	por	trabajadores	de	diversas	empresas
que	desempeñan	un	mismo	oficio,	profesión	o	especialidad.
d)	De	oficios	varios,	formados	por	trabajadores	de	diversas
profesiones,	oficios	o	especialidades	que	trabajen	en	empresas
diversas	o	de	distinta	actividad,	cuando	en	determinado	lugar,
provincia	o	región	el	número	de	trabajadores	no	alcance	el
mínimo	legal	necesario	para	constituir	sindicatos	de	otro	tipo.
DOCTRINA.—Categoría	de	los	sindicatos.	“Como	dice	Bueno	Magano,	son
las	bases	sobre	las	cuales	se	asienta	una	determinada	forma	de	sindicato	en
sistemas	donde	la	organización	de	las	profesiones	se	realiza	en	función	de	la
profesión	o	 el	 oficio	 y	 donde,	 en	 consecuencia,	 el	 estudio	del	 concepto	de
categoría	 se	 presenta	 como	 imprescindible.	 La	 categoría	 profesional	 está
formada	 por	 los	 trabajadores	 que	 prestan	 servicios	 en	 actividades	 que
componen	 una	 misma	 categoría	 económica.	 Ésta,	 por	 su	 parte,	 está
constituida	 por	 los	 empleadores	 que	 emprenden	 actividades	 idénticas,
similares	 o	 anexas,	 componiendo	 un	 todo	 homogéneo.	 Según	 esta
concepción,	la	categoría	es	un	sujeto	genérico	de	derecho	respecto	del	cual
el	 sindicato	 es	 su	 representante,	 interpretando	 los	 intereses	 generales	 de
esa	categoría.	Como	señala	el	autor	citado,	en	los	países	donde	los	sindicatos
se	organizan	en	el	ámbito	de	la	empresa,	como	ocurre	en	Estados	Unidos	de
América,	 el	 concepto	 de	 categoría	 no	 llega	 a	 tener	 importancia.	 En	 otros
países,	 como	 Italia,	 en	 que	 la	 categoría	 tiene	 importancia	 menor	 con	 el
desmantelamiento	 del	 régimen	 corporativo,	 su	 relevancia	 jurídica	 ha
pasado	 a	 ser	 cuestionable.	 En	 tales	 sistemas	 es	 apenas	 portavoz	 de	 sus
asociados”.	 (MARTÍNEZ	VIVOT,	 Julio.	Elementos	del	Derecho	del	Trabajo	y
de	la	Seguridad	Social,	Editorial	Astrea,	Argentina,	1999;	pág.	454)
COMENTARIO.—Sindicatos	 por	 empresa.	 En	 la	 práctica	 se	 observa	 que
un	 número	mayoritario	 de	 sindicatos	 se	 encuentra	 constituido	 a	 nivel	 de
empresa.
El	 obvio	 correlato	 del	 enunciado	 anterior	 es	 que	 también	 la	 negociación
colectiva	 se	desarrolla	 a	nivel	de	 empresa,	 además	debe	mencionarse	que
ésta	es	la	opción	que	la	normatividad	laboral	pretende	incentivar.
TRABAJADORES	NO	DEPENDIENTES
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	6°.—Las	organizaciones	de	trabajadores	no	dependientes
de	una	relación	de	trabajo	se	regirán	por	lo	dispuesto	en	la
presente	norma,	en	lo	que	les	sea	aplicable.
SECCIÓN	SINDICAL
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	7°.—Los	sindicatos	se	pueden	organizar	con	alcance	local,
regional	o	nacional.	En	tales	casos,	para	el	cumplimiento	de	sus
fines	al	interior	de	la	empresa,	podrán	constituir	una	“sección
sindical”.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	9°.—Tratándose	de	sindicatos	de	alcance	local,	regional	o	nacional,	los
trabajadores	afiliados	podrán	constituir	una	sección	sindical	en	el	centro	de
trabajo	en	el	que	 laboren,	 la	que	ejercerá	su	representación	al	 interior	del
mismo.	La	relación	de	 la	sección	sindical	con	su	organización	sindical	está
regulada	 por	 el	 estatuto	 de	 esta	 última,	 no	 pudiendo	 asumir	 los	 fines	 y
funciones	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 8°	 de	 la	 ley,	 salvo	 por	 delegación
expresa.	La	representación	de	 la	sección	sindical	estará	a	cargo	de	dos	(2)
delegados,	elegidos	en	asamblea	general.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 10.—No	 podrá	 constituirse	más	 de	 una	 “sección	 sindical”	 por	 cada
centro	de	trabajo	y	por	cada	organización	de	 la	naturaleza	precisada	en	el
artículo	anterior.
FINES	SINDICALES
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	8°.—Son	fines	y	funciones	de	las	organizaciones	sindicales:
a)	Representar	el	conjunto	de	trabajadores	comprendidos	dentro
de	su	ámbito,	en	los	conflictos,	controversias	o	reclamaciones	de
naturaleza	colectiva.
b)	Celebrar	convenciones	colectivas	de	trabajo,	exigir	su
cumplimiento	y	ejercer	los	derechos	y	acciones	que	de	tales
convenciones	se	originen.
c)	Representar	o	defender	a	sus	miembros	en	las	controversias	o
reclamaciones	de	carácter	individual,	salvo	que	el	trabajador
accione	directamente	en	forma	voluntaria	o	por	mandato	de	la	ley,
caso	en	el	cual	el	sindicato	podrá	actuar	en	calidad	de	asesor.
d)	Promover	la	creación	y	fomentar	el	desarrollo	de
cooperativas,	cajas,	fondos	y,	en	general,	organismos	de	auxilio	y
promoción	social	de	sus	miembros.
e)	Promover	el	mejoramiento	cultural,	la	educación	general,
técnica	y	gremial	de	sus	miembros.
f)	En	general,	todos	los	que	no	estén	reñidos	con	sus	fines
esenciales	ni	con	las	leyes.
SINDICATO	MAYORITARIO.	REPRESENTACIÓN
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	9°.—En	materia	de	negociación	colectiva,	el	sindicato	que
afilie	a	la	mayoría	absoluta	de	los	trabajadores	comprendidos
dentro	de	su	ámbito	asume	la	representación	de	la	totalidad	de
los	mismos,	aunque	no	se	encuentren	afiliados.
De	existir	varios	sindicatos	dentro	de	un	mismo	ámbito,	podrán
ejercer	conjuntamente	la	representación	de	la	totalidad	de	los
trabajadores	los	sindicatos	que	afilien	en	conjunto	a	más	de	la
mitad	de	ellos.
En	tal	caso,	los	sindicatos	determinarán	la	forma	en	que
ejercerán	esa	representación,	sea	a	prorrata,	proporcional	al
número	de	afiliados,	o	encomendada	a	uno	de	los	sindicatos.	De
no	haber	acuerdo,	cada	sindicato	representa	únicamente	a	sus
afiliados.
JURISPRUDENCIA.—La	institución	de	la	“mayor	representatividad	sindical”
no	implica	la	exclusión	de	la	participación	del	sindicato	minoritario	en	el
procedimiento	de	negociación	colectiva.	“(...)	la	institución	de	la	‘mayor
representatividad	sindical’	aparece	como	una	solución	intermedia	entre	el
respeto	a	la	pluralidad	sindical,	es	decir,	el	igual	tratamiento	de	los
sindicatos,	conforme	al	derecho	de	libertad	sindical;	y	el	fortalecimiento	de
la	efectividad	en	la	protección	de	los	interés	de	los	trabajadores.	(...)	esto,
bajo	ninguna	circunstancia,	puede	significar	tampoco	la	exclusión	de	la
participación	de	un	sindicato	minoritario	en	el	procedimiento	de
negociación	colectiva,	esto	es,	que	se	pretenda	limitar	en	forma	absoluta	su
representación	o	ejercicio	de	los	derechos	inherentes	a	la	libertad	sindical,
pues	el	sistema	de	mayor	representación	lo	que	busca	es	precisamente,
valga	la	redundancia,	representar	a	los	trabajadores,	lo	cual	obviamente
incluye	también,	y	con	mayor	razón,	a	las	minorías	sindicales.	(...)	lo
afirmado	no	supone	que	los	sindicatos	minoritarios,	desconociendo	el
sistema	de	representación	en	la	negociación	colectiva	vigente	en	nuestro
ordenamiento	jurídico,	pretendan	negociar	individualmente	y	en	forma
directa	al	margen	del	sindicato	que	represente	a	la	mayoría	absoluta	de	los
trabajadores,	quebrando	con	ello	este	principio,	pudiendo	generar	una
menor	efectividad	en	la	defensa	de	los	derechos	de	los	trabajadores	y
afectando	la	unidad	sindical;	sino	que,	dentro	del	ámbito	en	el	que	ejercen	o
representan	sus	intereses	los	sindicatos	minoritarios,	los	pliegos,	las
propuestas,	los	reclamos	u	otros	deben	ser	canalizados,	escuchados	o
incluso,	si	fuera	el	caso,	integrándose	en	forma	activa	en	la	negociación	que
lleve	a	cabo	el	sindicato	mayoritario.	(...).	El	sindicato	mayoritario,	por	su
parte,	tiene	el	deber	de	recibir	todas	las	propuestas	de	las	minorías
sindicales	y	concertar	de	la	mejor	forma	posible	todos	los	intereses
involucrados	por	las	partes	involucradas”.	(T.	C.,	Exp.	03655-2011-PA/TC,
ago.	21/2014.	S.	S.	Miranda	Canales)
D.	S.	011-92-TR.	
ART.	4°.—Los	sindicatos	representan	a	 los	trabajadores	de	su	ámbito	que
se	 encuentren	 afiliados	 a	 su	 organización	 entendiéndose	 por	 ámbito	 los
niveles	 de	 empresa,	 o	 los	 de	 una	 categoría,	 sección	 o	 establecimiento
determinado	de	aquélla;	y	los	de	actividad,	gremio	u	oficios	de	que	trata	el
artículo	5°	de	 la	 ley.	 Por	 extensión,	 los	 sindicatos	que	afilien	 a	 la	mayoría
absoluta	 de	 los	 trabajadores	 de	 su	 ámbito,	 representan	 también	 a	 los
trabajadores	no	afiliados	de	dicho	ámbito,	sin	perjuicio	de	lo	establecido	en
el	artículo	46	de	la	ley.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	8°.—En	los	conflictos	 inter	o	 intra	sindicales	 la	autoridad	de	trabajo
se	atendrá	a	lo	que	resuelva	el	Poder	Judicial.
JURISPRUDENCIA.—Convenios	colectivos	favorecen	también	a	trabajadores
no	sindicalizados:	consagración	del	principio	de	igualdad.	“(...)	el	artículo	9°
de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo	regula	los	supuestos	de
representación	que	se	le	reconoce	al	sindicato	en	materia	de	negociación
colectiva,	en	cuyo	primer	párrafo	se	precisa	que	el	sindicato	que	afilia	a	la
mayoría	absoluta	de	los	trabajadores	comprendidos	dentro	de	su	ámbito
asume	la	representación	de	la	totalidad	de	los	mismos,	aunque	no	se
encuentren	afiliados.	(...),	si	bien	una	interpretación	en	contrario	de	la	citada
norma,	nos	coloca	ante	el	supuesto	que	el	sindicato	único,	integrado	solo
por	la	minoría	de	trabajadores	del	ámbito	en	que	negocia,	representa
únicamente	a	sus	afiliados,	y	por	tanto	los	efectos	de	los	acuerdos
adoptados	por	dicha	organización	sindical	solo	recaerán	en	estos;	sin
embargo,	corresponde	analizar	si	dicha	interpretación	es	la	correcta,	ello
tomando	en	consideración	el	principio	de	igualdad	señalado	en	el	inciso	2
del	artículo	2°	de	la	Constitución	Política	del	Estado,	así	como	su	necesaria
concordancia	con	el	artículo	42	de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de
Trabajo,	norma	que	desarrolla	el	carácter	vinculante	de	la	convención
colectiva	de	trabajo.	(...)	al	respecto,	en	atención	al	principio	de	igualdad,	(...)
nos	exige	analizar,	si	el	contenido	del	carácter	vinculante	de	la	convención
colectiva	a	que	se	refiere	el	artículo	(...),	resulta	ser	una	fórmula	abierta	y	no
limitativa	para	la	eficacia	del	acuerdo	colectivo,	específicamente	para	el	caso
de	aquellos	trabajadores	que	no	formaron	parte	del	sindicato	minoritario
que	celebró	el	convenio	y	de	aquellos	que	con	posterioridad	a	la	celebración
del	convenio,	se	incorporaron	a	la	organización	sindical,	supuestos
contenidos	en	el	artículo	9°	de	la	ley;	y	es	que,	dado	el	carácter	normativo
que	el	artículo	41	de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo	le	reconoce
a	la	convención	colectiva,	esta	es	aplicable	a	todos	los	trabajadores	que	se
encuentren	dentro	de	su	ámbito	subjetivo,	y	que	comparten	objetivamente
la	misma	calidad	profesional	dentro	de	la	empresa,	resultando	incompatible
con	el	citado	principio	de	igualdad,	cualquier	tipo	de	exclusión.”	(C.	S.,	Cas.
Lab.	2864-2009-Lima,	abr.	28/2010.	S.	S.	Vásquez	Cortez)
JURISPRUDENCIA.—Una	cosa	son	los	supuestos	de	representación	del
sindicato	en	una	negociación	colectiva	y	otra	muy	distinta	los	efectos	del
convenio	colectivo.	“(...)	el	artículo	9°	de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de
Trabajo,	únicamente	regula	los	supuestos	de	representación	del	sindicato
dentro	del	proceso	de	negociación	colectiva,	no	así	los	efectos	del	convenio
colectivo,	aspecto	reservado	al	artículo	42	de	la	citada	ley,	y	al	artículo	28	de
su	reglamento,	cuya	interpretación,	a	la	luz	de	del	principio	de	igualdad,	no
admite	limitación	por	razón	de	la	representación	sindical.	(...)	corroborando
esta	tesis,	el	Tribunal	Constitucional	al	interpretar	el	inciso	2	del	artículo	28
de	la	Constitución	Política	del	Estado,	ha	establecido	que	las	convenciones
colectivas	tienen	fuerza	vinculante	en	el	ámbito	de	lo	concertado,	y	por
tanto,	obliga	a	las	personas	celebrantes	de	la	convención	colectiva,	a	las
personas	representadas	en	su	suscripción,	así	como	a	las	personas	que	se
incorporen	con	posterioridad	a	la	celebración	de	esta	(...),	precisando	la
naturaleza	abierta	y	no	limitativa	del	ámbito	subjetivo	de	aplicación	del
convenio	colectivo	en	concordancia	con	lo	señalado	en	el	artículo	42	de	la
Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo.”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	2864-2009-Lima,
abr.	28/2010.	S.	S.	Vásquez	Cortez)
COMENTARIO.—Representación	del	sindicato	mayoritario.	El	sindicato
que	cuenta	entre	sus	afiliados	con	la	mitad	más	uno	de	los	trabajadores	de
su	 ámbito	 –con	 exclusión	 del	 personal	 de	 dirección	 y	 de	 confianza–
representa	en	la	negociación	colectiva	a	la	totalidad	de	los	trabajadores.
Es	 justamente	 esta	 particularidad	 del	 convenio	 colectivo	 como	 normal
resultado	de	la	negociación,	el	extenderse	a	quienes	no	han	participado	de
su	 celebración,	 la	 que	 lo	 distingue	 de	 cualquier	 acuerdo	 y	 le	 otorga	 una
naturaleza	que	participa	tanto	de	los	elementos	del	contrato	como	de	los	de
la	ley.
Ante	la	existencia	de	varios	sindicatos,	sin	que	alguno	sea	mayoritario,	cada
uno	 representa	 a	 sus	 afiliados,	 salvo	 el	 acuerdo	 para	 una	 representación
conjunta	 si	 los	 sindicatos	 participantes	 reúnen	 a	 más	 de	 la	 mitad	 de	 los
trabajadores.
DOCTRINA.—En	contra	de	 lo	resuelto	por	 la	Corte	Suprema,	el	MTPE
opina	que	extender	los	beneficios	de	un	convenio	colectivo	de	eficacia
limitada	 a	 trabajadores	 no	 sindicalizados	 vulnera	 el	 derecho	 a	 la
libertad	 sindical.	 “En	 atención	 a	 los	 argumentos	 desarrollados,	 esta
Dirección	General	de	Trabajo,	considera	que	 la	extensión	de	 los	beneficios
de	 un	 convenio	 colectivo	 de	 eficacia	 limitada	 a	 los	 trabajadores	 no
sindicalizados	constituiría	una	vulneración	al	derecho	a	la	libertad	sindical,
específicamente,	 a	 la	 libre	 afiliación.	 De	 aceptarse	 tal	 extensión,	 la	misma
operaría	como	un	desincentivo	a	la	afiliación	de	otros	trabajadores	e	incluso
podría	 operar	 como	 un	 incentivo	 a	 la	 desafiliación	 de	 trabajadores	 del
sindicato	pactante.
La	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social	Permanente	de	la	Corte	Suprema
de	la	República,	en	la	Casación	número	2864-2009-Lima,	de	28	de	abril	del
2010,	 estableció	 que,	 en	 aplicación	 del	 principio	 de	 igualdad,	 podían
extenderse	a	un	 trabajador	no	sindicalizado	 los	beneficios	establecidos	en
un	convenio	suscrito	entre	un	sindicato	único	minoritario.	Es	probable	que
este	criterio	sea	observado	por	 instancias	 inferiores	del	Poder	 Judicial,	sin
embargo,	 al	 carecer	 de	 carácter	 vinculante	 (no	 forma	 parte	 de	 una	 línea
jurisprudencial	 ni	 es	 un	 precedente	 vinculante)	 es	 posible	 plantear
argumentos	 suficientes	 en	 la	 línea	de	 lo	 expuesto	 en	 el	 siguiente	 informe,
para	que	un	juez	se	aparte	de	este	criterio	en	forma	motivada”.	(MTPE,	Inf.
039-2012-MTPE/2/14,	oct.	12/2012.	Director	General	de	Trabajo	Christian
Sánchez	Reyes)
OBLIGACIONES
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	10.—Son	obligaciones	de	las	organizaciones	sindicales:
a)	Observar	estrictamente	sus	normas	institucionales	con
sujeción	a	las	leyes	y	normas	que	las	regulan.
b)	Llevar	libros	de	actas,	de	registro	de	afiliación	y	de
contabilidad	debidamente	sellados	por	la	Autoridad	de	Trabajo.
c)	Asentar	en	el	libro	de	actas	las	correspondientes	asambleas	y
sesiones	de	la	junta	directiva	así	como	los	acuerdos	referentes	a	la
misma	y	demás	decisiones	de	interés	general.
d)	Comunicar	a	la	Autoridad	de	Trabajo	la	reforma	de	sus
estatutos,	acompañando	copia	auténtica	del	nuevo	texto	y,
asimismo	a	aquélla	y	al	empleador,	la	nómina	de	junta	directiva	y
los	cambios	que	en	ellas	se	produzcan	dentro	de	los	cinco	(5)	días
hábiles	siguientes.
e)	Otorgar	a	sus	dirigentes	la	credencial	que	los	acredite	como
tales.
f)	Las	demás	que	señalen	las	leyes	y	normas	que	las	regulan.
IMPEDIMENTOS
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	11.—Las	organizaciones	sindicales	están	impedidas	de:
a)	Dedicarse	institucionalmente	de	manera	exclusiva	a	asuntos
de	política	partidaria,	sin	menoscabo	de	las	libertades	que	la
Constitución	Política	y	los	convenios	internacionales	de	la	OIT
ratificados	por	el	Perú	les	reconocen.
b)	Coaccionar	directa	o	indirectamente	a	los	trabajadores	a
ingresar	o	retirarse	de	la	organización	sindical,	salvo	los	casos	de
expulsión	por	causales	previstas	en	el	estatuto,	debidamente
comprobadas.
c)	Aplicar	fondos	o	bienes	sociales	a	fines	diversos	de	los	que
constituyen	el	objeto	de	la	organización	sindical	o	que	no	hayan
sido	debidamente	autorizados	en	la	forma	prevista	por	la	ley	o
por	el	estatuto.
d)	Distribuir	directa	o	indirectamente	rentas	o	bienes	del
patrimonio	sindical.
e)	Realizar	o	estimular	actividades	contrarias	a	la	ley	o	al	orden
público.
REQUISITOS	DE	MEMBRESÍA
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	12.—Para	ser	miembro	de	un	sindicato	se	requiere:
a)	Ser	trabajador	de	la	empresa,	actividad,	profesión	u	oficio	que
corresponda	según	el	tipo	de	sindicato.
b)	No	formar	parte	del	personal	de	dirección	o	desempeñar	cargo
de	confianza	del	empleador,	salvo	que	el	estatuto	expresamente	lo
admita.
c)	No	estar	afiliado	a	otro	sindicato	del	mismo	ámbito.
Los	trabajadores	podrán	afiliarse	a	un	sindicato	durante	el
período	de	prueba,	sin	menoscabo	de	los	derechos	y	obligaciones
que	durante	dicho	período	les	corresponde	ejercer	a	las	partes
respecto	a	la	relación	laboral.
COMENTARIO.—La	afiliación	sindical	durante	el	período	de	prueba.	La
Organización	Internacional	del	Trabajo	se	ha	pronunciado	en	el	sentido	de
no	encontrar	apegado	al	espíritu	de	sus	convenios	el	requisito	consistente
en	 la	 superación	 del	 período	 de	 prueba	 para	 que	 el	 trabajador	 pueda
afiliarse	a	un	sindicato.
Así	 se	ha	 entendido,	 y	 el	 texto	vigente	del	D.	 L.	N°	25593	ya	no	 contiene
esta	condición.
Si	bien	 lo	anteriormente	expresado	es	una	apreciación	 jurídica	teórica,	se
presume	 que	 en	 la	 práctica	 los	 trabajadores	 igualmente	 no	 se	 afiliarían
durante	el	período	de	prueba,	en	razón	de	la	manifiesta	inestabilidad	de	su
vínculo	laboral.
Ley	27337.
ART.	65.—Capacidad.	Los	adolescentes	trabajadores	podrán	reclamar,	sin
necesidad	de	apoderado	y	ante	la	autoridad	competente,	el	cumplimiento	de
todas	las	normas	jurídicas	relacionadas	con	su	actividad	económica.
Ley	27337.
ART.	66.—Ejercicio	de	derechos	 laborales	colectivos.	Los	 adolescentes
pueden	 ejercer	 derechos	 laborales	 de	 carácter	 colectivo,	 pudiendo	 formar
parte	o	constituir	sindicatos	por	unidad	productiva,	rama,	oficio	o	zona	de
trabajo.	Éstos	pueden	afiliarse	a	organizaciones	de	grado	superior.
CALIDAD	DE	ASOCIADO
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	13.—La	calidad	de	miembros	de	un	sindicato	es	inherente	a
la	persona	y	no	podrá	ser	transferida,	transmitida	ni	delegada	por
ningún	motivo.
CONSTITUCIÓN.	REQUISITO	NUMÉRICO
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	14.—Para	constituirse	y	subsistir	los	sindicatos	deberán
afiliar	por	lo	menos	a	veinte	(20)	trabajadores	tratándose	de
sindicatos	de	empresa;	o	a	cincuenta	(50)	trabajadores	tratándose
de	sindicatos	de	otra	naturaleza.
DELEGADOS	DE	LOS	TRABAJADORES
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	15.—En	las	empresas	cuyo	número	de	trabajadores	no
alcance	al	requerido	para	constituir	un	sindicato,	podrán	elegir	a
dos	(2)	delegados	que	los	representen	ante	su	empleador	y	ante	la
Autoridad	de	Trabajo.
La	elección	de	los	delegados	debe	ser	comunicada	a	la	Autoridad
de	Trabajo	y	al	empleador	dentro	de	los	cinco	(5)	días	hábiles
siguientes.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 5°—Los	 dos	 (2)	 delegados	 considerados	 en	 el	 artículo	 15	 de	 la	 ley
deberán	ser	elegidos	por	más	de	la	mitad	de	los	trabajadores	de	la	empresa,
sin	 considerar	 para	 este	 efecto	 al	 personal	 de	 dirección	 o	 de	 confianza.
Dichos	delegados	ejercerán	 la	representación	de	todos	 los	 trabajadores	de
la	 empresa	 ante	 el	 empleador	 y	 ante	 la	 autoridad	 de	 trabajo,	 en	 forma
conjunta.
D.	S.	011-92-TR.
Tercera	Disposición	Complementaria.—En	el	 caso	de	 las	empresas	 recién
constituidas	cuyos	trabajadores	no	cuenten	con	un	año	de	antigüedad	para
ser	dirigentes	de	sindicato,	resulta	de	aplicación	el	artículo	15	de	la	ley.
ASAMBLEA
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	16.—La	constitución	de	un	sindicato	se	hará	en	asamblea	y
en	ella	se	aprobará	el	estatuto	eligiéndose	a	la	junta	directiva,
todo	lo	cual	se	hará	constar	en	acta,	refrendada	por	notario
público	o,	a	falta	de	éste,	por	el	juez	de	paz	de	la	localidad	con
indicación	del	lugar,	fecha	y	nómina	de	asistentes.
D.	S.	011-92-TR.
Cuarta	Disposición	Complementaria.—Cuando	en	la	 ley	se	hace	referencia
a	la	refrendación	por	notario	público	o	a	falta	de	éste	por	juez	de	paz,	debe
entenderse	como	legalización.
D.	S.	011-92-TR.
Quinta	Disposición	 Complementaria.—Incorporado.	 D.	 S.	 011-2016-TR,
Art.	2°.	 En	 tanto	 la	 Comisión	 de	 Apoyo	 al	 Servicio	 Civil,	 establecida	 en	 el
artículo	 86	 del	 Reglamento	 General	 de	 la	 Ley	 N°	 30057,	 Ley	 del	 Servicio
Civil,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	040-2014-PCM,	no	se	implemente,
la	 designación	 de	 los	 presidentes	 de	 los	 tribunales	 arbitrales,	 a	 falta	 de
acuerdo	de	las	partes,	se	efectuará	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	52,
del	presente	reglamento.
El	 mismo	 procedimiento	 se	 aplicará,	 en	 tanto	 no	 se	 implemente	 la
Comisión	de	Apoyo	al	Servicio	Civil,	para	el	supuesto	previsto	en	la	última
parte	del	cuarto	párrafo	del	artículo	75	del	precitado	reglamento.
INSCRIPCIÓN
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	17.—El	sindicato	debe	inscribirse	en	el	registro
correspondiente	a	cargo	de	la	Autoridad	de	Trabajo.	El	registro	es
un	acto	formal,	no	constitutivo,	y	no	puede	ser	denegado	salvo
cuando	no	se	cumpla	con	los	requisitos	establecidos	por	la
presente	norma.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 21.—Para	 el	 registro	 de	 las	 organizaciones	 sindicales,	 la	 junta
directiva	 provisional	 deberá	 presentar	 a	 la	 autoridad	 de	 trabajo,	 en
triplicado,	 copia	 de	 los	 siguientes	 documentos	 refrendados	 por	 notario
público	o	a	falta	de	éste	por	el	juez	de	paz	de	la	localidad:
a)	 Acta	 de	 la	 asamblea	 general	 de	 constitución	 del	 sindicato	 y	 su
denominación;
b)	Estatutos;
c)	Nómina	de	afiliados,	en	el	 caso	de	organizaciones	sindicales	de	primer
grado,	con	expresa	indicación	de	sus	nombres	y	apellidos,	profesión,	oficio	o
especialidad;	números	de	libretas	electoral	y	militar	y	fecha	de	ingreso.
Si	 se	 trata	 de	 sindicato	 de	 gremio,	 de	 profesiones	 u	 oficios	 varios,	 el
nombre	de	su	respectivo	empleador;
d)	Nómina	de	las	organizaciones	afiliadas	cuando	se	trate	de	federaciones	o
confederaciones,	 con	 indicación	 del	 número	 de	 registro	 de	 cada	 una	 de
ellas;
e)	Nómina	de	la	junta	directiva	elegida.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 22.—Modificado,	 D.	 S.	 007-2014-TR,	 Segunda	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 El	 registro	 de	 las	 organizaciones
sindicales	previsto	en	el	artículo	17	de	la	ley,	se	otorga,	previa	verificación
del	cumplimiento	de	los	requisitos	a	que	se	contrae	el	artículo	precedente,
por	la	autoridad	administrativa	de	trabajo	en	un	plazo	no	mayor	de	siete	(7)
días	 naturales,	 vencidos	 los	 cuales,	 se	 aplican	 las	 normas	 de	 silencio
administrativo,	 previstas	 en	 la	 Ley	 N°	 29060,	 Ley	 del	 Silencio
Administrativo.
La	constancia	de	inscripción	se	otorga	dentro	de	las	veinticuatro	(24)	horas
siguientes	al	término	del	plazo	señalado	en	el	párrafo	anterior.
En	caso	se	omita	el	cumplimiento	de	algunos	de	los	requisitos	establecidos
en	 este	 reglamento,	 se	 otorgará	 un	 plazo	 de	 dos	 (2)	 días	 hábiles	 para	 la
subsanación	respectiva,	al	cabo	de	los	cuales	se	procederá	a	la	expedición	de
la	 constancia	de	 registro	 en	 caso	de	 subsanación,	 o	 a	 la	 denegatoria	de	 la
solicitud	mediante	decisión	fundamentada.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	23.—Las	organizaciones	sindicales	de	ámbito	nacional	se	registrarán
ante	la	dependencia	respectiva	de	la	sede	central	del	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	 Social.	 Si	 el	 ámbito	 es	 local	 o	 regional,	 ante	 la	 autoridad	 de
trabajo	del	lugar	donde	se	encuentre	ubicado	el	centro	de	trabajo	o	el	mayor
número	de	trabajadores,	según	el	caso.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	26.—Una	vez	registrado	el	sindicato,	la	junta	directiva	comunicará	al
empleador	o	empleadores,	según	corresponda,	en	un	plazo	de	cinco	(5)	días
hábiles,	la	relación	de	sus	integrantes	y	la	nómina	de	sus	afiliados.
JURISPRUDENCIA.—Negarse	a	reconocer	la	constancia	de	inscripción	del
sindicato	vulnera	los	derechos	sindicales.	“(…)	En	el	presente	caso,	con	la
Constancia	de	Inscripción	Automática,	(...)	emitida	por	el	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	(...)	se	prueba	que	el	sindicato
demandante	se	encuentra	inscrito	en	el	Registro	de	Organizaciones
Sindicales	(...).
(...)	Con	los	documentos	mencionados,	puede	concluirse	que	no	existe
razón	alguna	para	que	(...)	no	le	reconozca	al	demandante	su	personería
jurídica	como	sindicato,	ya	que	(...)	la	autoridad	de	trabajo	lo	inscribió	en	el
Registro	de	Organizaciones	Sindicales	(...).
Por	dicha	razón,	el	tribunal	considera	que	el	comportamiento	de	(...)
vulnera	el	derecho	a	la	libertad	sindical	del	demandante,	porque	no	existe
ninguna	justificación	para	no	reconocerle	su	personalidad	jurídica	como
sindicato.	Consecuentemente,	(…)	tiene	que	reconocerle	al	sindicato
demandante	todos	los	derechos	que	le	corresponden	como	organización
sindical	para	que	pueda	cumplir	sus	fines	y	funciones.
Habiéndose	comprobado	que	(...)	indebidamente	se	negaba	a	reconocer	la
personería	jurídica	del	demandante	como	sindicato,	resulta	evidente	que
tampoco	se	le	permitió	el	ejercicio	de	sus	derechos	de	negociación	colectiva
y	de	huelga.	Ello	se	encuentra	comprobado	con	el	Informe	(…),	en	el	que	se
señala	que	el	sindicato	demandante	‘no	se	encuentra	legalmente	facultada	a
interponer	pliego	de	reclamos,	destinados	al	inicio	de	una	negociación
colectiva’	(sic).
Por	dicha	razón,	también	corresponde	concluir	que	(...)	ha	vulnerado	los
derechos	de	negociación	colectiva	y	de	huelga,	ya	a	que	pesar	de	que	la
personería	jurídica	del	sindicato	demandante	se	encontraba	reconocida	por
la	autoridad	de	trabajo,	éste	se	negaba	a	reconocérsela,	impidiéndole	el
ejercicio	de	sus	derechos	de	negociación	colectiva	y	de	huelga	(…).”	(T	,	Exp.
03204-2009-PA/TC,	set.	14/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
PERSONERÍA	GREMIAL
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	18.—El	registro	de	un	sindicato	le	confiere	personería
gremial	para	los	efectos	previstos	por	la	ley,	así	como	para	ser
considerado	en	la	conformación	de	organismos	de	carácter
nacional	e	internacional.
REGISTRO	DE	ASOCIACIONES
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	19.—Los	sindicatos,	cumplido	el	trámite	de	registro,	podrán
por	este	sólo	mérito	inscribirse	en	el	registro	de	asociaciones	para
efectos	civiles.
CANCELACIÓN	DEL	REGISTRO
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	20.—La	cancelación	del	registro	por	la	Autoridad	de
Trabajo	se	efectuará	sólo	después	de	la	disolución	del	sindicato,	la
misma	que	se	producirá	por	las	causales	siguientes:
a)	Por	acuerdo	de	la	mayoría	absoluta	de	sus	miembros.
b)	Por	cumplirse	cualquiera	de	los	eventos	previstos	en	el
estatuto	para	ese	efecto.
c)	Por	pérdida	de	los	requisitos	constitutivos.
En	los	casos	contemplados	en	los	literales	a)	y	b),	la	disolución	se
produce	de	pleno	derecho	y	no	requiere	de	declaración	judicial
previa.
En	el	caso	del	literal	c)	la	persona	que	acredite	legítimo	interés
económico	o	moral	solicitará	al	juez	de	trabajo	competente	la
disolución	del	sindicato,	el	que	previa	verificación,	resolverá	la
solicitud	mediante	el	proceso	sumarísimo	en	concordancia	al
literal	e),	numeral	3	del	artículo	4°	de	la	Ley	N°	26636	-	Ley
Procesal	del	Trabajo.
Por	el	solo	mérito	de	la	sentencia	consentida	o	ejecutoriada	que
disponga	la	disolución	del	sindicato,	se	efectuará	la	cancelación
del	registro.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 24.—El	 sindicato	 cuyo	 registro	 hubiera	 sido	 cancelado	 por	 haber
perdido	alguno	de	los	requisitos	para	su	constitución	y	subsistencia,	podrá
solicitar	nuevo	registro	una	vez	transcurridos	por	lo	menos	seis	(6)	meses
de	 expedido	 aquel	 pronunciamiento.	 A	 tal	 efecto,	 deberá	 acreditar	 haber
subsanado	los	requisitos	que	motivaron	tal	cancelación.
La	autoridad	de	trabajo,	previa	verificación,	procederá	a	la	reinscripción.
Cualquier	 persona	 natural	 o	 jurídica	 que	 tenga	 interés	 legítimo,	 podrá
solicitar	 a	 la	 autoridad	 de	 trabajo	 la	 cancelación	 del	 registro	 sindical	 por
pérdida	de	requisitos	para	su	constitución	y	subsistencia.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 25.—Las	 resoluciones	 de	 la	 autoridad	 de	 trabajo,	 que	 denieguen	 el
registro	 sindical,	 dispongan	 su	 cancelación	 u	 otra	 medida	 similar,	 son
susceptibles	de	apelación	dentro	del	tercer	día	de	notificadas.	De	lo	resuelto
en	 segunda	 y	 última	 instancia	 no	 procede	 la	 interposición	 de	 recurso
impugnatorio	alguno	en	la	vía	administrativa.
CONFORMACIÓN	DE	LA	ASAMBLEA
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	21.—La	asamblea	es	el	órgano	máximo	del	sindicato.	En	los
sindicatos	de	empresa	está	constituida	directamente	por	sus
miembros.	En	los	demás,	así	como	en	aquellos	cuyos	miembros
laboran	en	localidades	distintas,	puede	conformarse	por
intermedio	de	delegados	cuyas	facultades	de	decisión	serán
otorgadas	de	antemano	o	ratificadas	posteriormente	por	las
bases.
Los	delegados	deberán	pertenecer	a	la	unidad	productiva	que
representan.
ATRIBUCIONES	DE	LA	ASAMBLEA
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	22.—Son	atribuciones	de	la	asamblea	general:
a)	Elegir	a	la	junta	directiva.
b)	Modificar	el	estatuto.
c)	Acordar	la	fusión	o	absorción	con	otras	organizaciones
sindicales	similares,	o	su	disolución.
d)	Acordar	la	afiliación	o	desafiliación	a	federaciones	y
confederaciones,	y	a	organizaciones	sindicales	de	nivel
internacional.
e)	Acordar	la	enajenación	directa	o	indirecta	de	bienes	del
patrimonio	sindical.
f)	Decidir	sobre	la	expulsión	de	cualquier	afiliado	o	la	imposición
de	sanciones	disciplinarias.
g)	Cualesquiera	otras	que	señalen	las	normas	legales	o	el
estatuto.
REPRESENTATIVIDAD	DE	LA	JUNTA	DIRECTIVA
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	23.—La	junta	directiva	tiene	la	representación	legal	del
sindicato	y	estará	constituida	en	la	forma	y	con	las	atribuciones
que	determine	el	estatuto.
JUNTA	DIRECTIVA.	REQUISITOS
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	24.—Para	ser	miembro	de	la	junta	directiva	se	requiere	ser
trabajador	de	la	empresa.	Este	requisito	no	se	exigirá	para	el	caso
de	federaciones	y	confederaciones.
DOCTRINA.—Métodos	 de	 elección	 de	 la	 directiva	 sindical.	 “En	 las
relaciones	de	 trabajo	contemporáneas	no	es	posible	 identificar	un	sistema
predominante	 de	 dirección	 sindical.	 Sin	 embargo,	 ciertas	 características
básicas	 de	 administración	 sindical	 quedan	 determinadas	 casi	 en	 todas
partes	 por	 los	 mismos	 factores:	 carácter	 representativo	 de	 las
organizaciones	 de	 trabajadores;	 nivel	 y	 estructura	 de	 los	 sindicatos
interesados;	 número	 de	 afiliados;	 carácter	 centralizado	 o	 descentralizado
del	 movimiento	 sindical;	 posibilidades	 financieras;	 tipos	 de	 funciones
desempeñadas	 por	 el	 sindicato,	 y	 en	 algunos	 países	 ciertos	 requisitos
legales	 que	 las	 constituciones	 deben	 tener	 presente.	 Los	 sindicatos	 de
empresa	 o	 locales	 suelen	 decidir	 por	 sí	 mismos	 su	 forma	 de	 dirección	 y
eligen	 sus	 funcionarios	 directamente	 de	 la	 base,	 de	 acuerdo	 con	 los
reglamentos	 y	 normas	 pertinentes.	 Para	 los	 niveles	 más	 elevados	 de	 la
estructura	 o	 para	 los	 grandes	 sindicatos	 de	 industria,	 el	 procedimiento
normal	prevé	 la	elección	de	delegados	para	que	procedan	a	 la	designación
de	 la	 junta	 directiva	 y	 de	 los	 responsables,	 quienes	 a	 su	 vez	 nombran	 los
funcionarios”.	 (AFANADOR	 NÚÑEZ,	 Fernando.	 Derecho	 Colectivo	 del
Trabajo,	Legis,	Colombia,	1999;	pág.	149)
RENUNCIA.	EFECTOS
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	25.—Todo	miembro	de	un	sindicato	puede	renunciar	en
cualquier	momento,	sin	perjuicio	de	la	obligación	de	pagar	las
cuotas	vencidas	y	rendir	cuentas	si	manejó	fondos	sindicales.	La
renuncia	surte	sus	efectos,	sin	necesidad	de	aceptación,	desde	el
momento	en	que	es	presentada.
La	renuncia	debe	ser	comunicada	al	empleador	dentro	de	los
cinco	(5)	días	hábiles	de	formulada.
COMENTARIO.—La	 renuncia	 al	 sindicato.	 De	 acuerdo	 a	 la	 doctrina	 de
mayor	 recepción,	 se	 concibe	 la	 renuncia	 como	 un	 acto	 unilateral	 que	 no
requiere	de	asentimiento	alguno.
En	 tal	 sentido,	 la	 renuncia	 al	 sindicato	 adquiere	 validez	 plena	 desde	 el
momento	en	que	dicho	ente	colectivo	toma	conocimiento	de	ésta.	Se	trata	de
un	acto	jurídico	recepticio.
FACULTADES	SANCIONADORAS
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	26.—El	sindicato	tiene	autonomía	para	fijar	en	su	estatuto
la	forma	de	separación	temporal	y	expulsión	de	sus	miembros.	En
este	último	caso,	la	decisión	debe	ser	adoptada	por	la	mayoría
absoluta	de	sus	miembros	hábiles.
La	expulsión	deberá	ser	comunicada	al	empleador	dentro	de	los
cinco	(5)	días	hábiles	de	efectuada.
PATRIMONIO	SINDICAL
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	27.—El	patrimonio	del	sindicato	está	constituido:
a)	Por	las	cuotas	de	sus	miembros	y	otras	contribuciones
obligatorias,	cuyo	monto	y	exigibilidad	deben	fijarse	en	el
estatuto.
b)	Por	las	contribuciones	voluntarias	de	sus	miembros	o	de
terceros.
c)	Por	los	demás	bienes	que	adquiera	a	título	gratuito	u	oneroso.
CUOTAS	SINDICALES
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	28.—El	empleador,	a	pedido	del	sindicato	y	con	la
autorización	escrita	del	trabajador	sindicalizado,	está	obligado	a
deducir	de	las	remuneraciones	las	cuotas	sindicales	legales,
ordinarias	y	extraordinarias,	en	este	último	caso,	cuando	sean
comunes	a	todos	los	afiliados.	Similar	obligación	rige	respecto	de
aquellas	contribuciones	destinadas	a	la	constitución	y	fomento	de
las	cooperativas	formadas	por	los	trabajadores	sindicalizados.
COMENTARIO.—Descuento	 por	 cuotas	 sindicales.	 Las	 cuotas
establecidas	 para	 el	 mantenimiento	 y	 ejecución	 de	 las	 actividades
sindicales,	 sean	éstas	de	carácter	ordinario	o	extraordinario	–siempre	que
sean	 comunes	 a	 todos	 los	 afiliados–	 podrán	 ser	 descontadas	 de	 las
remuneraciones	 de	 los	 trabajadores	 sindicalizados	 si	 concurren	 los
siguientes	elementos:
-	 La	 comunicación	 del	 sindicato	 pidiendo	 la	 retención	 de	 las	 sumas	 que
cubran	la	cuota	mensual,	y
-	La	aquiescencia	del	trabajador	al	descuento.
CESE	DEL	DESCUENTO
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	29.—La	retención	de	las	cuotas	sindicales	a	un	trabajador
cesará	a	partir	del	momento	en	que	éste	o	el	sindicato	comunique
por	escrito	al	empleador	la	renuncia	o	expulsión.
FUERO	SINDICAL
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	30.—El	fuero	sindical	garantiza	a	determinados
trabajadores	no	ser	despedidos	ni	trasladados	a	otros
establecimientos	de	la	misma	empresa,	sin	justa	causa
debidamente	demostrada	o	sin	su	aceptación.
No	es	exigible	el	requisito	de	aceptación	del	trabajador	cuando	su
traslado	no	le	impida	desempeñar	el	cargo	de	dirigente	sindical.
JURISPRUDENCIA.—CS:	el	cambio	de	labores	no	constituye	en	sí	una
hostilidad	laboral.	“(...)	señala	que	en	el	presente	caso	debió	aplicarse	esta
norma,	ante	la	evidencia	que	la	demandada	ha	adoptado	esta	conducta
hostilizante	con	el	fin	de	amedrentarlo	por	ser	un	obrero	sindicalizado,	con
calidad	de	secretario	general	del	sindicato	(...)	las	instancias	de	mérito	han
concluido	que	el	hecho	de	que	el	empleador	le	asigne	al	trabajador	otras
ocupaciones	distintas	a	lo	que	comúnmente	realiza,	en	un	mismo	lugar,	no
constituye	en	sí	el	traslado	de	un	lugar	a	otro	y	que	tampoco	se	evidencia
que	el	cambio	de	labores	le	genere	perjuicio	al	trabajador,	puesto	que	no	se
aprecia	reducción	alguna	de	sus	remuneraciones	o	de	la	categoría	de	obrero
que	ostenta;	deviniendo	por	tanto	en	improcedente	la	causal	propuesta	(...)”.
(CS,	Cas.	Lab.	4222-2013-Huaura,	ago.	07/2013.	V.	P.	Baltazar	Morales
Parraguez)
COMENTARIO.—Protección	del	fuero	sindical.	La	protección	que	otorga
el	 fuero	sindical	alcanza	dos	aspectos	de	 la	 relación	de	 trabajo,	a	 saber,	el
despido	y	el	traslado.
En	 cuanto	 al	 primero,	 garantiza	 que	 el	 trabajador	 no	 sea	 despedido	 por
acto	arbitrario	del	empleador.	El	despido	así	efectuado	devendría	en	nulo.
El	 traslado	del	 dirigente	 sindical	 será	 factible	de	 existir	 una	 causa	que	 lo
justifique,	 o	 con	 su	 asentimiento.	 El	 asentimiento	 no	 será	 exigible	 si	 se
demuestra	 que	 el	 traslado	 no	 genera	 consecuencias	 perturbadoras	 en	 el
desempeño	del	cargo	sindical.
TRABAJADORES	AMPARADOS
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	31.—Están	amparados	por	el	fuero	sindical:	
a)	Los	miembros	de	los	sindicatos	en	formación,	desde	la
presentación	de	la	solicitud	de	registro	y	hasta	tres	(3)	meses
después.
b)	Los	miembros	de	la	junta	directiva	de	los	sindicatos,
federaciones	y	confederaciones,	así	como	los	delegados	de	las
secciones	sindicales.	En	el	marco	de	la	negociación	colectiva	se
podrá	ampliar	el	ámbito	de	protección	del	fuero	sindical.
El	estatuto	señalará	qué	cargos	comprende	la	protección.
c)	Los	delegados	a	que	se	refiere	el	artículo	15	y	los
representantes	a	que	se	refiere	el	artículo	47	de	la	presente
norma.
d)	Los	candidatos	a	dirigentes	o	delegados,	treinta	(30)	días
calendario	antes	de	la	realización	del	proceso	electoral	y	hasta
treinta	(30)	días	calendario	después	de	concluido	éste.
e)	Los	miembros	de	la	comisión	negociadora	de	un	pliego
petitorio,	hasta	tres	(3)	meses	después	de	concluido	el
procedimiento	respectivo.
Las	partes	podrán	establecer	en	la	convención	colectiva	el
número	de	dirigentes	amparados.	A	falta	de	acuerdo	los	dirigentes
amparados	en	sindicatos	de	primer	grado,	no	excederán	de	tres
(3)	dirigentes	si	el	sindicato	tiene	hasta	cincuenta	(50)	afiliados,
agregándose	un	(1)	dirigente	por	cada	cincuenta	(50)	afiliados
adicionales,	hasta	un	máximo	de	doce	(12)	dirigentes.	En	las
federaciones	dos	(2)	dirigentes	multiplicados	por	el	número	de
sindicatos	afiliados,	no	pudiendo	sobrepasar	en	cualquier	caso	de
quince	(15)	dirigentes	ni	comprender	más	de	un	(1)	dirigente	por
empresa.	En	la	confederación	hasta	dos	(2)	dirigentes
multiplicados	por	el	número	de	federaciones	afiliadas,	no
pudiendo	sobrepasar	en	cualquier	caso	de	veinte	(20),	ni
comprender	más	de	un	(1)	dirigente	por	empresa.
Mediante	convención	colectiva	se	podrá	fijar	un	número	mayor
de	dirigentes	amparados	por	el	fuero	sindical.
No	podrá	establecerse	ni	modificarse	el	número	de	dirigentes
amparados	por	el	fuero	sindical	por	acto	o	norma	administrativa.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	12.—El	 fuero	 sindical	 a	que	hace	 referencia	 el	 artículo	31	de	 la	 ley,
comprende:
a)	 A	 la	 totalidad	 de	 los	 miembros	 del	 sindicato	 en	 formación,	 desde	 la
presentación	de	la	solicitud	y	hasta	tres	(3)	meses	después;
b)	 En	 sindicato	 de	 primer	 grado	 hasta	 tres	 (3)	 dirigentes	 sindicales	 si	 el
número	de	trabajadores	a	quienes	representa	no	alcanza	a	cincuenta	(50),
adicionándose	 uno	 (1)	 por	 cada	 cincuenta	 (50)	 trabajadores	 que
sobrepasen	dicho	límite,	sin	exceder	en	ningún	caso	de	doce	(12);
c)	En	federación	hasta	dos	(2)	dirigentes	sindicales	por	cada	sindicato	que
agrupe	y	hasta	un	máximo	de	15;
d)	En	confederación	hasta	dos	(2)	dirigentes	sindicales	por	cada	federación
que	agrupe	y	hasta	un	máximo	de	veinte	(20);
e)	 A	 los	 dirigentes	 sindicales	 que	 representen	 a	 los	 trabajadores	 en	 la
negociación	colectiva	hasta	tres	(3)	meses	después	de	culminada	la	misma.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 13.—Los	 dirigentes	 amparados	 por	 el	 fuero	 sindical,	 en	 el	 caso	 de
sindicatos	 de	 rama	 de	 actividad,	 gremio,	 oficios	 varios,	 federaciones	 y
confederaciones	no	podrán	ser	más	de	uno	(1)	por	empresa.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	14.—La	protección	a	que	se	refiere	el	 inciso	b)	del	 segundo	párrafo
del	 artículo	 31	 de	 la	 ley,	 alcanza	 a	 los	 titulares	 de	 la	 junta	 directiva	 o	 a
quienes	hagan	sus	veces,	sin	exceder	los	límites	precisados	en	los	artículos
12	y	13	del	presente	reglamento.
JURISPRUDENCIA.—El	empleador	no	debe	disponer	el	traslado	del
trabajador	protegido	por	el	fuero	sindical	sin	la	debida	justificación.	“(…)	se
ha	producido	una	lesión	del	fuero	sindical	del	demandante	al	haberse
dispuesto,	a	contramano	de	lo	establecido	por	los	artículo	30	y	31	del	TUO
de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo,	su	traslado	a	otro
departamento	de	la	empresa	sin	haber	mediado	previamente	su
consentimiento	ni	la	expresión	de	la	causa	que	justifique	debidamente	tal
medida.	(…)	La	lesión	del	fuero	sindical	del	demandante	no	solamente	es
consecuencia	de	la	infracción	de	los	requisitos	legales	para	el	traslado	de
dirigentes	sindicales,	sino	del	hecho	de	que	dicho	traslado	constituye	en	sí
mismo	una	afectación	de	la	libertad	sindical	del	recurrente,	pues	al
imponérsele	una	carga	laboral	excesiva	y	para	la	cual	no	estaba	calificado,
se	le	impide	el	adecuado	ejercicio	de	las	labores	y	responsabilidades	propias
de	un	dirigente	sindical.	(…)	Por	otra	parte	tal	traslado	indebido	tuvo	como
objetivo	final	la	vulneración	del	derecho	constitucional	del	demandante	al
trabajo	puesto	que,	del	análisis	de	la	carta	de	despido	(…),	se	desprende	que
la	falta	grave	justificante	del	despido	consiste	en	el	incumplimiento	de	las
obligaciones	laborales,	tipificada	en	el	inciso	a)	del	artículo	25	del	TUO	de	la
Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,	siendo	justamente	las
obligaciones	cuyo	incumplimiento	se	imputa	al	recurrente	las	que	le	fueron
asignadas	como	consecuencia	del	traslado	de	puesto	que	afectó	su	fuero
sindical,	(…)	para	tal	imputación	no	se	tuvieron	en	cuenta	criterios	básicos
de	razonabilidad,	dado	que	se	encargaron	nuevas	tareas	al	demandante,
(…),	sin	siquiera	haberle	enviado	previamente	la	carta	funcional	en	la	cual
estaban	establecidas	sus	labores,	(…),	tales	labores	fueron	encomendadas
sin	un	tiempo	razonable	para	su	elaboración	y	sin	tener	en	cuenta	que	el
trabajador	recién	se	había	incorporado	a	su	nuevo	puesto	de	trabajo	y
requería	de	un	plazo	razonable	para	la	adaptación	a	sus	nuevas	funciones.
(…)”.	(T.	C.,	Exp.	02318-2007-PA/TC,	abr.	23/2009.	Pres.	Landa	Arroyo).
JURISPRUDENCIA.—Si	la	sanción	impuesta	por	el	empleador	a	los	dirigentes
sindicales	es	irrazonable	y	desproporcional	entonces	afecta	la	libertad
sindical.	“(…)	las	sanciones	constituyen	arbitrariedades	contra	la	libertad
sindical,	más	aun	si	se	dejó	al	(...)	sin	su	dirigencia,	es	decir,	la	naturaleza	de
estas	acciones	es	pluriofensiva	ya	que	‘una	actuación	empresarial	contra	los
delegados	de	personal	constituye	un	indicio	de	vulneración	de	la	libertad
sindical	no	sólo	de	estos	a	título	individual,	sino	también	de	la	organización
sindical	a	la	que	pertenecen	(...)’	la	sanción	carece	de	una	adecuada
motivación	y	afecta	la	libertad	sindical	toda	vez	que	dejó	al	(...)	sin	sus
representantes.	(...)	Este	tribunal	puede	concluir	que	se	produjeron	hechos
sucesivos	que	vulneran	la	libertad	sindical	toda	vez	que	impiden	el	normal
desenvolvimiento	de	su	actividad	propiamente	sindical.	Todos	estos	actos
se	dan	en	contraposición	a	la	razonabilidad	y	proporcionalidad	en	la
actuación	disciplinaria	del	empleador	(...),	ya	que	se	invocan	causas	que	no
justifican	las	medidas	adoptadas	y	se	configuran	como	una	extralimitación
del	poder	de	dirección	de	los	emplazados”.	(T.	C.,	Exp.	04468-2008-PA/TC,
mar.	23/2010.	Vergara	Gotelli).
JURISPRUDENCIA.—El	dirigente	sindical	que	alega	despido	nulo	debe
probarlo.	“(…)	El	demandante	no	ha	acreditado	en	modo	alguno	que	haya
sido	despedido	a	causa	de	su	condición	de	afiliado	a	(...).	Por	el	contrario,	de
las	pruebas	documentales	aportadas	por	las	partes,	se	advierte	que	el
vínculo	laboral	se	extinguió	automáticamente	por	haberse	cumplido	el	plazo
del	último	contrato,	de	conformidad	con	el	artículo	16.°,	inciso	c),	del
Decreto	Supremo	N°	003-97-TR;	siendo	así,	no	habiéndose	acreditado	la
vulneración	de	derecho	constitucional	alguno,	la	demanda	debe	ser
desestimada”.	(T.	C.,	Exp.	01032-2009-PA/TC,	mar.	26/2010.	Landa
Arroyo).
JURISPRUDENCIA.—Los	atentados	al	derecho	de	sindicalización	que	pueden
provocar	la	nulidad	del	despido	exigen	un	adecuado	análisis	del	entorno
fáctico.	“Que,	de	la	lectura	de	la	sentencia	de	vista,	se	advierte	que	aquella
está	privada	del	análisis	del	entorno	fáctico	suficiente	para	justificar	la
decisión	adoptada	de	revocar	la	apelada	y	declarar	infundada	la	demanda
de	nulidad	de	despido,	pues	la	sala	superior	concluye	que	no	basta	integrar
un	sindicato,	ni	tampoco	presentar	una	demanda	contra	el	empleador;	sino
que	es	necesario	que	existan	actitudes	o	conductas	empresariales	que
evidencien	un	propósito	de	impedir	arbitrariamente	el	reclamo	laboral	de
los	trabajadores,	sea	integrando	un	sindicato	o	interponiendo	demanda
sobre	la	naturaleza	de	sus	contratos,	de	lo	cual	se	evidencia	que	el	colegiado
superior	no	ha	efectuado	un	adecuado	análisis	de	los	actuados,	ni	ha
valorado	el	caudal	probatorio	conforme	se	establece	en	el	artículo	197	del
Código	Procesal	Civil”.	(C.	S,	Cas.	Lab.	3889-2009-Lima	Norte,	may.	12/2010.
V.	P.	Mac	Rae	Thays)
PERMISO	SINDICAL
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	32.—La	convención	colectiva	contendrá	las	estipulaciones
tendientes	a	facilitar	las	actividades	sindicales	en	lo	relativo	a
reuniones,	comunicaciones,	permisos	y	licencias.
A	falta	de	convención,	el	empleador	sólo	está	obligado	a	conceder
permiso	para	la	asistencia	a	actos	de	concurrencia	obligatoria	a
los	dirigentes	que	el	reglamento	señale,	hasta	un	límite	de	treinta
(30)	días	naturales	por	año	calendario,	por	dirigente;	el	exceso
será	considerado	como	licencia	sin	goce	de	remuneraciones	y
demás	beneficios.	Este	límite	no	será	aplicable	cuando	en	el
centro	de	trabajo	exista	costumbre	o	convenio	colectivo	más
favorable.
El	tiempo	que	dentro	de	la	jornada	ordinaria	de	trabajo	abarquen
los	permisos	y	licencias	remuneradas,	destinados	a	facilitar	las
actividades	sindicales	se	entenderán	trabajados	para	todos	los
efectos	legales	hasta	el	límite	establecido	en	la	convención
colectiva.	No	podrán	otorgarse	ni	modificarse	permisos	ni
licencias	sindicales	por	acto	o	norma	administrativa.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 15.—Para	 efectos	 de	 lo	 dispuesto	 por	 el	 artículo	 32	 de	 la	 ley,	 los
conceptos	licencia	y	permiso	sindical	son	sinónimos.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 16.—Los	 dirigentes	 sindicales	 con	 derecho	 a	 solicitar	 permiso	 del
empleador	para	asistir	a	actos	de	concurrencia	obligatoria,	a	que	se	refiere
el	segundo	párrafo	del	artículo	32	de	la	ley,	serán	los	siguientes:
a)	Secretario	general;
b)	Secretario	adjunto,	o	quien	haga	sus	veces;
c)	Secretario	de	defensa;	y,
d)	Secretario	de	organización.
El	 permiso	 sindical	 a	 que	 se	 hace	 referencia	 se	 limitará	 al	 secretario
general	y	secretario	de	defensa	cuando	el	sindicato	agrupe	entre	veinte	(20)
a	cincuenta	(50)	afiliados.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	17.—No	será	computable	dentro	del	 límite	de	los	treinta	(30)	días	a
que	hace	 referencia	 el	 artículo	32	de	 la	 ley,	 la	 asistencia	de	 los	dirigentes
sindicales	que	sean	miembros	de	 la	comisión	negociadora,	a	 las	reuniones
que	se	produzcan	durante	todo	el	trámite	de	la	negociación	colectiva	o	ante
citaciones	 judiciales,	 policiales	 y	 administrativas	 por	 acciones	 promovidas
por	el	empleador.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 18.—Para	 los	 efectos	 de	 los	 artículos	 12,	 13	 y	 16	 del	 presente
reglamento,	 la	 respectiva	 organización	 sindical	 hará	 de	 conocimiento	 del
empleador	 y	 de	 la	 Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo	 los	 nombres	 y
cargos	de	los	dirigentes	sindicales	sujetos	a	los	beneficios	establecidos.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	19.—El	permiso	sindical	será	computable	en	forma	anual.	En	caso	de
vacancia	o	renuncia	del	dirigente	designado,	el	que	lo	sustituya	continuará
haciendo	uso	del	permiso	sindical	que	no	hubiere	sido	agotado.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 20.—Se	 considera	 día	 de	 permiso,	 para	 los	 efectos	 previstos	 en	 el
tercer	párrafo	del	artículo	32	de	la	ley,	el	correspondiente	a	la	jornada	legal
o	 convencional	 vigente	 en	 el	 centro	de	 trabajo	 coincidente	 con	 la	 citación
que	la	motiva.
El	 límite	 de	 los	 treinta	 (30)	 días	 calendario	 al	 año	 por	 dirigente,	 no	 se
aplicará	cuando	exista	convención	colectiva	más	favorable	al	trabajador.
JURISPRUDENCIA.—Las	licencias	sindicales	no	solo	deben	ser	solicitadas,
sino	también	motivadas.	“Cabe	precisar	que	la	parte	demandante	no	ha
adjuntado	en	el	expediente	la	solicitud	de	licencia	sindical,	por	lo	que	este
tribunal	debe	dar	por	cierto	las	referencias	que	se	hacen	a	dicho	documento
en	la	resolución	administrativa	que	en	este	proceso	se	cuestiona.	Por	tal
razón,	debe	concluirse	que	el	sindicato	recurrente	no	justificó	el
otorgamiento	de	la	licencia	sindical,	pues	tal	como	se	indica	en	la	Resolución
Gerencia	General	(...),	la	solicitud	en	cuestión	solo	motivó	indicando	que	la
licencia	era	‘en	atención	a	que	nuestro	sindicato	tiene	50	afiliados	y
considerando	los	momentos	que	viene	atravesando	que	hacen	necesario	la
indicada	licencia	por	20	días	naturales	al	año’	(sic),	razones	que	no	resultan
suficientes	en	aplicación	del	artículo	32	del	Decreto	Supremo	N°	010-2003-
TR	para	la	concesión	del	permiso	sindical.	(...)	Por	ello,	si	bien	la	emplazada
estaba	en	la	obligación	de	conceder	el	permiso	sindical	solamente	al
secretario	de	defensa	–pues,	no	se	solicitó	para	el	secretario	general–;	no
obstante,	en	vista	que	no	se	cumplió	con	informar	cuáles	eran	los	actos	de
concurrencia	obligatoria,	debe	desestimarse	la	presente	demanda	por	no
haberse	vulnerado	su	derecho	a	la	libertad	sindical”.	(T.	C.,	Exp.	06037-
2013-PA/TC,	jul.	03/2014.	S.	S.	Blume	Fortini)
JURISPRUDENCIA.—Suprema	ratifica	que	las	licencias	sindicales	tácitas	no
causan	abandono	laboral.	“Que,	respecto	al	literal	b),	el	colegiado	de	la
Primera	Sala	Especializada	Laboral	de	la	Corte	Superior	de	Justicia	de	La
Libertad,	en	el	caso	concreto,	en	base	a	su	criterio	razonado	y	al	mérito	de	lo
actuado,	estableció	no	solo	que	la	existencia	de	prueba,	de	que	la	entidad
recurrente	concedía	licencias	sindicales	a	la	actora	de	manera	implícita,
impide	efectuar	un	reproche	de	ilicitud	a	su	conducta	de	no	asistir	al	centro
de	trabajo	a	partir	del	uno	de	agosto	de	dos	mil	doce	(fecha	a	partir	de	la
cual	se	imputa	el	abandono	de	trabajo	como	falta	grave),	al	no	existir	una
denegación	expresa	de	la	licencia	que	solicitó,	lo	que	dio	lugar	a	una
razonable	expectativa	de	que	dicha	concesión	de	licencia	se	iba	a	producir
de	la	misma	manera	en	que	se	realizó	en	el	mes	anterior	(julio),	en	el	que	la
recurrente	concedió	licencia	sindical	de	manera	tácita;	sino	también	no
existe	una	explicación	razonable	que	justifique	la	demora	en	la	actuación	del
empleador	en	imputar	la	comisión	de	la	referida	falta	grave,	razonamiento
que	a	consideración	de	esta	suprema	sala	se	ciñen	a	las	garantías	previstas
en	los	incisos	3	y	5	del	artículo	139	de	la	Constitución	Política	del	Estado
(...).”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	7801-2014-La	Libertad,	dic.	12/2014.	V.	P.	Sivina
Hurtado)
DISOLUCIÓN
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	33.—La	disolución	de	un	sindicato	se	produce	por	fusión	o
absorción;	por	acuerdo	de	la	mayoría	absoluta	de	sus	miembros
adoptados	en	asamblea	general	o	fuera	de	ella,	acreditado	con	las
correspondientes	firmas;	por	cumplirse	cualesquiera	de	los
eventos	previstos	en	el	estatuto	para	este	efecto;	o	por	resolución
en	última	instancia	de	la	Corte	Suprema.	En	este	último	caso,	las
causales	serán	las	señaladas	para	una	asociación	y	el
procedimiento	será	el	establecido	por	el	artículo	96	del	Código
Civil.
Igualmente,	puede	solicitar	la	disolución	de	la	parte	que	acredite
tener	legítimo	interés	económico	o	moral,	en	cuyo	caso	podrá
requerir	al	Ministerio	Público	para	que	solicite	ante	el	Poder
Judicial	la	disolución	del	sindicato,	siguiendo	el	trámite	previsto
en	el	artículo	96	del	Código	Civil,	en	lo	que	fuere	aplicable.	Por	el
sólo	mérito	de	la	sentencia	consentida	o	ejecutoriada	que
disponga	la	disolución	del	sindicato,	la	Autoridad	de	Trabajo
efectuará	la	cancelación	del	registro	sindical.
Tratándose	de	un	sindicado	de	empresa,	la	disolución	se
producirá,	además,	por	liquidación	de	la	empresa	a	que	pertenece.
En	este	caso	la	disolución	opera	de	pleno	derecho.
C.	C.
ART.	 96.—Modificado.	 R.	 M.	 010-93-JUS,	 Primera	 Disposición
Modificatoria.	 El	 Ministerio	 Público	 puede	 solicitar	 judicialmente	 la
disolución	 de	 la	 asociación	 cuyas	 actividades	 o	 fines	 sean	 o	 resulten
contrarios	al	orden	público	o	a	las	buenas	costumbres.
La	demanda	se	tramita	como	proceso	abreviado,	considerando	como	parte
demandada	 a	 la	 asociación.	 Cualquier	 asociado	 está	 legitimado	 para
intervenir	en	el	proceso.	La	sentencia	no	apelada	se	eleva	en	consulta	a	 la
Corte	Superior.
En	 cualquier	 estado	 del	 proceso	 puede	 el	 juez	 dictar	medidas	 cautelares
suspendiendo	 total	 o	 parcialmente	 las	 actividades	 de	 la	 asociación,	 o
designando	un	interventor	de	las	mismas.
PATRIMONIO	SINDICAL	REMANENTE
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	34.—El	patrimonio	sindical	que	quedare,	una	vez	realizados
los	activos	y	pagados	los	pasivos,	será	adjudicado	por	el
liquidador	a	la	organización	sindical	que	el	estatuto	o	la	asamblea
general	designe	para	tal	efecto.	A	falta	de	tal	designación	se
adjudicará	a	la	beneficencia	pública	del	domicilio	del	sindicato	o	a
una	institución	u	organización	de	utilidad	social	oficialmente
reconocida.
COMENTARIO.—Patrimonio	 sindical	 remanente.	Ocurrida	 la	 disolución
del	 sindicato,	 su	 patrimonio	 será	 entregado	 a	 la	 organización	 sindical
designada	por	el	estatuto	o	la	asamblea	general.
De	 no	 existir	 designación	 expresa,	 el	 patrimonio	 será	 adjudicado	 a	 las
entidades	que	la	ley	prescribe.
En	 ningún	 caso	 el	 patrimonio	 sindical	 puede	 ser	 repartido	 entre	 los
trabajadores	que	estuvieron	afiliados	al	disuelto	ente	gremial.
ORGANISMOS	DE	GRADO	SUPERIOR
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	35.—Los	sindicatos	de	base	podrán	constituir	o	integrar
organismos	de	grado	superior,	sin	que	pueda	impedirse	u
obstaculizarse	tal	derecho.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 7°—Cuando	 una	 reclamación	 hubiera	 sido	 planteada	 por	 una
organización	de	grado	superior,	queda	excluida	la	participación	del	o	de	los
sindicatos	de	grado	 inferior	que	 la	conforman	al	haber	aquélla	asumido	 la
representación	del	conjunto	de	sus	afiliados.
REQUISITOS	DE	CONSTITUCIÓN
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	36.—Para	constituir	una	federación	se	requiere	la	unión	de
no	menos	de	dos	(2)	sindicatos	registrados	de	la	misma	actividad
o	clase.
Para	constituir	una	confederación	se	requiere	la	unión	de	no
menos	de	dos	(2)	federaciones	registradas.
RETIRO
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	37.—Los	sindicatos	y	federaciones	podrán	retirarse	de	las
respectivas	organizaciones	de	grado	superior	en	cualquier
momento,	aunque	exista	pacto	en	contrario.
DISPOSICIONES	APLICABLES
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	38.—Las	federaciones	y	confederaciones	se	rigen	por	todo
lo	dispuesto	para	los	sindicatos,	en	lo	que	les	sea	aplicable.
SUBSISTENCIA	DE	LAS	ORGANIZACIONES	DE	GRADO	INFERIOR
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	39.—La	cancelación	del	registro,	la	disolución	o	la
liquidación	de	una	federación	o	confederación	no	afecta	la
subsistencia	de	las	organizaciones	de	grado	inferior	que	la
conforman.
SINDICATOS	DE	EMPLEADORES
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	40.—Para	la	constitución	de	sindicatos	de	empleadores	se
requiere	de	un	mínimo	de	cinco	(5)	de	la	misma	actividad,	igual
número	de	sindicatos	para	constituir	una	federación,	y	de
federaciones	para	una	confederación.
Se	les	aplican	las	normas	del	presente	Texto	Único	Ordenado,	en
lo	que	fuere	pertinente.
COMENTARIO.—Sindicatos	de	empleadores.	El	Convenio	N°	87	de	la	OIT,
a	 todo	 lo	 largo	 de	 su	 articulado,	 se	 refiere	 a	 “las	 organizaciones	 de
trabajadores	y	de	empleadores”	puesto	que	le	otorga	igual	importancia	a	las
entidades	asociativas	de	ambos	actores	sociales.
El	 D.	 L.	 N°	 25593,	 sin	 embargo,	 sólo	 se	 refiere	 a	 los	 sindicatos	 de
empleadores	 en	 su	 artículo	 40,	 situación	 que	 es	 acorde	 con	 la	 práctica,
puesto	que	los	empleadores	son	renuentes	a	agruparse	en	sindicatos.
DOCTRINA.—Características	de	los	sindicatos	patronales.	 “El	sindicato
patronal,	 al	 decir	 de	 Cabanellas,	 es	 la	 conformada	 (sic)	 por	 la	 parte
capitalista	de	la	producción,	es	decir,	por	los	empresarios,	estando	entre	sus
fines:
‘(...)	defender	los	intereses	de	su	clase;	ya	como	dique	tenaz	o	hábil	ante	las
reivindicaciones	 o	 exigencias	 de	 los	 trabajadores,	 ya	 para	 lograr	 ventajas
como	productores	eliminando	la	competencia,	abaratando	la	adquisición	de
materias	 primas,	 organizando	 mercados,	 regulando	 precios,	 manteniendo
contactos	 con	 las	 autoridades	 de	 la	 Nación,	 para	 utilidad	 privada	 y	 cual
órganos	 de	 asesoramiento,	 y	 para	 finalidades	 a	 que	 la	 rama	 respectiva
pertenezca’.
Si	examinamos	con	algún	detenimiento	esta	descripción,	concluiremos	que
las	 asociaciones	 de	 empresarios	 organizados	 actúan	 (...)	 más	 como
organismos	 gremiales	 que	 como	 sindicatos	 de	 patronos	 en	 función	 de
contraparte	 laboral	 a	 las	 aspiraciones	 de	 los	 trabajadores”.	 (AFANADOR
NÚÑEZ,	 Fernando.	 Derecho	 Colectivo	 del	 Trabajo,	 Legis,	 Colombia,	 1999;
págs.	124	y	125)
SEGUNDA	PARTE
Negociación	Colectiva
DEFINICIÓN	DE	CONVENCIÓN	COLECTIVA
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	41.—Convención	colectiva	de	trabajo	es	el	acuerdo
destinado	a	regular	las	remuneraciones,	las	condiciones	de
trabajo	y	productividad	y	demás,	concerniente	a	las	relaciones
entre	trabajadores	y	empleadores,	celebrado,	de	una	parte,	por
una	o	varias	organizaciones	sindicales	de	trabajadores	o,	en
ausencia	de	éstas,	por	representantes	de	los	trabajadores
interesados,	expresamente	elegidos	y	autorizados	y,	de	la	otra,
por	un	empleador,	un	grupo	de	empleadores,	o	varias
organizaciones	de	empleadores.
Sólo	estarán	obligadas	a	negociar	colectivamente	las	empresas
que	hubieren	cumplido	por	lo	menos	(1)	año	de	funcionamiento.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 27.—Para	 los	 efectos	 de	 lo	 previsto	 por	 el	 segundo	 párrafo	 del
artículo	41	de	 la	 ley,	 se	considera	empresa	en	 funcionamiento	a	partir	del
momento	 en	 que	 realmente	 haya	 iniciado	 sus	 actividades,	 aun	 cuando	 no
hubiera	cumplido	en	dicha	oportunidad	con	los	trámites	que	establecen	las
disposiciones	legales.
JURISPRUDENCIA.—Gastos	de	salud	y	seguro	médico	pagados	por	el
empleador	en	función	de	un	convenio	colectivo	son	deducibles	para
determinar	la	renta	neta	imponible.	“Que	no	obstante	ello,	cabe	anotar	que
este	tribunal	en	diversas	resoluciones,	tales	como	Resoluciones	N°	5380-3-
2002,	N°	7209-4-2002	y	N°	0600-1-2001	ha	señalado	que	los	gastos	de
salud	y	seguro	médico	pagados	por	el	empleador	a	favor	de	los	familiares	de
los	trabajadores,	son	deducibles	para	la	determinación	de	la	renta	neta
imponible	cuando	tales	gastos	constituyen	una	obligación	asumida	por	éste
en	el	convenio	colectivo,	siendo	ajeno	a	la	noción	de	un	acto	de	liberalidad,
puesto	que	responden	a	una	obligación	de	carácter	contractual,	formando
parte	de	las	prestaciones	que	debe	cumplir	la	empresa	frente	a	su	personal.
Que	atendiendo	a	que	la	recurrente	no	ha	justificado	la	razón	por	la	cual
asumió	dichos	gastos	ni	ha	acreditado	la	existencia	de	algún	acuerdo	con
sus	trabajadores	(contrato	de	trabajo	o	convenio	colectivo)	que	la	obligue	a
asumir	ese	tipo	de	gastos	y	por	tanto	que	cumpla	con	el	principio	de
causalidad	previsto	por	el	citado	artículo	37,	corresponde	mantener	el
presente	reparo”.	(TF,	RTF	01090-2-2008,	ene.	28/2008.	V.	P.	Queuña	Díaz)
JURISPRUDENCIA.—La	convención	colectiva	se	somete	también	al	principio
de	igualdad.	“(...)	si	bien	el	artículo	28	del	Reglamento	(Decreto	Supremo	N°
011-92-TR)	establece	que	esta	fuerza	vinculante	implica	que	en	la
convención	colectiva	las	partes	puedan	establecer,	las	limitaciones	o
exclusiones	que	autónomamente	se	acuerden	con	arreglo	a	ley;	cierto	es	que
ello	debe	ser	interpretado	tomando	en	consideración	el	principio	de
igualdad	previsto	en	el	inciso	2	del	artículo	2°	de	la	Constitución	Política	del
Estado,	que	obliga,	tanto	a	los	poderes	públicos	como	a	los	particulares,	a
encontrar	un	actuar	paritario	con	respecto	a	las	personas	que	se	encuentran
en	las	mismas	condiciones	o	situaciones;	máxime	si,	por	el	carácter
normativo	que	el	artículo	41	de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo
le	reconoce	a	la	convención	colectiva,	debe	ser	aplicable	a	todos	los
trabajadores	que	se	encuentren	dentro	de	su	ámbito	subjetivo,	y	que
comparten	objetivamente	la	misma	calidad	profesional	dentro	de	la
empresa.	(...)	Ello,	guarda	relación	con	el	del	artículo	26	inciso	1	de	la
Constitución	(...),	pues	como	señala	Blancas	Bustamante	el	derecho	a	la
igualdad	de	trato	‘supone	el	derecho	del	trabajador	a	recibir	por	parte	de	su
empleador	un	trato	igual	al	que	reciben	los	demás	trabajadores	(...)’	En	ese
sentido,	se	debe	considerar	que	dicho	principio	‘(...)	supone	comparar	dos
situaciones	y	conferir	el	trato	correspondiente:	igual	trato	a	situaciones
iguales	y	desigual	trato	a	situaciones	desiguales’.”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	10766-
2013-Moquegua,	may.	07/2014.	V.	P.	Vinatea	Medina)
COMENTARIO.—Definición	 de	 convención	 colectiva.	 De	 modo
apropiado,	 la	norma	define	al	 convenio	colectivo	enunciando	 su	propósito
regulador	 de	 las	 remuneraciones,	 condiciones	 de	 trabajo,	 productividad	 y
otros	pertinentes	a	la	relación	de	trabajo.
Se	 pretende	 otorgar	 especial	 relevancia	 al	 aspecto	 de	 los	 acuerdos	 sobre
productividad,	si	bien	en	la	práctica	no	han	tenido	la	debida	recepción.
La	 ley	 otorga	 un	 cierto	 “período	 de	 gracia”	 a	 las	 empresas	 de
funcionamiento	 reciente,	 las	 que	 no	 se	 encuentran	 obligadas	 a	 negociar
colectivamente	durante	su	primer	año	de	operaciones.
DOCTRINA.—Naturaleza	 de	 la	 convención	 colectiva.	 “De	 origen
contractual,	 la	 convención	 colectiva	 posee	 el	 particular	 alcance	 de	 ser
equivalente	a	la	ley	en	sus	efectos	en	cuanto	que	el	Estado	deja	al	arbitrio	de
las	partes	determinar	con	mayor	 favorabilidad	 las	condiciones	salariales	y
demás	 obligaciones	 que	 regirán	 los	 contratos	 individuales	 de	 trabajo	 que
suscriban	entre	empleadores	y	 trabajadores,	 interpretación	derivada	de	 la
tantas	 veces	 citada	 frase	 de	 Carnelutti	 de	 considerar	 que	 la	 convención
colectiva	es	un	híbrido	con	cuerpo	de	contrato	y	alma	de	ley,	es	decir,	estado
intermedio	entre	la	norma	general	y	abstracta	y	un	acuerdo	de	voluntades
con	 efecto	 jurídico	 plurilateral”.	 (AFANADOR	 NÚÑEZ,	 Fernando.	 Derecho
Colectivo	del	Trabajo,	Legis,	Colombia,	2000;	pág.	215)
DOCTRINA.—Contrato	 de	 trabajo	 y	 convenio	 colectivo.	 “La	 diferencia
fundamental	–y	no	 la	única–	entre	el	 contrato	de	 trabajo	 (poco	 importa	si
celebrado	 por	 uno	 o	más	 trabajadores,	 con	 uno	 o	más	 empleadores)	 y	 la
convención	 colectiva	 (conocida	 en	 algunos	 países,	 bajo	 el	 nombre	 de
contrato	 colectivo),	 consiste	 en	 la	 circunstancia	 de	 que	 esta	 última	 es
celebrada	 por	 una	 asociación	 de	 trabajadores	 (poco	 importa	 si	 con
personería	jurídica	o	sin	ella,	si	registrada	o	no	registrada),	que	representa
o	pretende	representar,	o	aspira	a	representar	a	la	totalidad	o	la	mayoría	de
los	trabajadores	de	una	determinada	categoría,	con	el	propósito	de	regular,
en	forma	inderogable,	las	condiciones	de	trabajo	que	a	ella	se	refieren.	En	el
contrato	 individual	 los	 destinatarios	 son	 siempre	 uno	 o	más	 trabajadores
individualizados;	 en	 la	 convención	 colectiva	 tales	 destinatarios	 no	 son	 ni
pueden	 ser	 individualizados	 en	 el	 momento	 de	 su	 celebración,	 ya	 que	 se
trata	de	todos	los	trabajadores	que	durante	la	vigencia	de	la	convención	se
encontrarán	en	una	situación	determinada	(...)”.	(DEVEALI,	Mario.	Premios
de	 producción,	 contratos	 individuales	 y	 convenios	 colectivos,	 Derecho	 del
Trabajo,	La	Ley,	1959;	pág.	745)
DOCTRINA.—Objetivos	de	 las	partes	de	una	negociación	 colectiva.	 “A
continuación	viene	una	lista	no	exhaustiva	de	los	objetivos	que	persiguen	en
primer	lugar	una	empresa	y	en	segundo	lugar	un	sindicato:
Objetivos	de	la	empresa:
1.	Protección	y	fortalecimiento	de	la	empresa.
2.	Conservación	del	control	efectivo	en	la	empresa.
3.	Relaciones	estables	de	trabajo.
4.	Objetivos	sociales	y	económicos	amplios.
5.	Búsqueda	de	objetivos	y	ambiciones	personales.
Objetivos	del	sindicato:
1.	Protección	y	fortalecimiento	del	sindicato	como	institución.
2.	Promoción	y	bienestar	económico	de	sus	miembros.
3.	Adquisición	de	control	sobre	los	trabajos.
4.	Promoción	de	objetivos	sociales	y	económicos	amplios.
5.	 Búsqueda	 de	 objetivos	 y	 ambiciones	 personales.”	 (SARKIS,	 Bassam	 y
MERLANO,	Jorge.	Administración	de	los	conflictos	laborales,	Legis	Editores,
Bogotá,	1990;	págs.	27	y	28)
DOCTRINA.—El	incumplimiento	de	las	claúsulas	de	productividad.	 “El
Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo,	en	su
artículo	41,	introduce	dentro	de	nuestra	legislación	laboral	las	cláusulas	de
productividad,	las	que,	concluídas	convencionalmente,	obligan	a	las	partes:
(laboral)	a	dar	cumplimiento	a	los	cánones	de	productividad	establecidas	y,
a	su	contraparte	(empresarial),	a	abonar	la	prima	de	productividad,	una	vez
superado	 el	 parámetro	 de	 referencia	 establecido	 bilateralmente.	 Por
primera	 vez,	 la	 negociación	 colectiva	 en	 nuestro	 país	 deja	 de	 ser	 una
obligación	de	dar	 exclusivamente	 a	 cargo	del	 empleador,	 para	 convertirse
en	una	obligación	de	hacer	a	cargo	de	los	trabajadores.
Bien	 que	 la	 norma	 no	 hace	 ninguna	 referencia	 a	 los	 casos	 de
incumplimiento	 de	 las	 cláusulas	 de	 productividad	 por	 parte	 de	 los
trabajadores,	 en	 caso	 de	 que	 ello	 ocurra,	 dos	 situaciones	 se	 darán
objetivamente.	La	primera,	que	el	empleador,	ante	el	 incumplimiento	de	la
obligación	 de	 los	 trabajadores,	 no	 estaría	 obligado	 a	 pagar	 la	 prima	 de
productividad	 estatuída	 entre	 las	 partes.	 La	 segunda,	 que	 este	 mismo
incumplimiento	apareje	la	vulneración	de	las	obligaciones	del	trabajo	que	sí
está	previsto	por	el	inciso	a)	del	artículo	25	del	Texto	Único	Ordenado	de	la
Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,	provocando	la	aplicación	de
medidas	sancionadoras.”	 (GÓMEZ	VALDEZ,	Francisco.	Derecho	del	 trabajo,
Editorial	San	Marcos,	Lima,	2007;	pág.	334)
FUERZA	VINCULANTE
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	42.—La	convención	colectiva	de	trabajo	tiene	fuerza
vinculante	para	las	partes	que	la	adoptaron.	Obliga	a	éstas,	a	las
personas	en	cuyo	nombre	se	celebró	y	a	quienes	les	sea	aplicable,
así	como	a	los	trabajadores	que	se	incorporen	con	posterioridad	a
las	empresas	comprendidas	en	la	misma,	con	excepción	de
quienes	ocupan	puestos	de	dirección	o	desempeñan	cargos	de
confianza.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	28.—La	fuerza	vinculante	que	se	menciona	en	el	artículo	42	de	la	ley
implica	 que	 en	 la	 convención	 colectiva	 las	 partes	 podrán	 establecer	 el
alcance,	 las	 limitaciones	 o	 exclusiones	 que	 autónomamente	 acuerden	 con
arreglo	a	ley.
La	 ley	 podrá	 establecer	 reglas	 o	 limitaciones	 por	 las	 consideraciones
previstas	 por	 el	 artículo	 1355	 del	 Código	 Civil,	 en	 concordancia	 con	 el
artículo	IX	de	su	Título	Preliminar.
JURISPRUDENCIA.—Principio	de	igualdad	extiende	beneficios	del	convenio
colectivo	a	trabajadores	no	sindicalizados.	“(…)	demanda	de	pago	de
reintegro	de	remuneraciones	(…)	en	cumplimiento	de	los	beneficios
económicos	reconocidos	por	el	laudo	arbitral	correspondiente	al	período
(…)	argumenta	que	su	empleador	le	niega	tales	beneficios,	aduciendo	no	ser
un	trabajador	sindicalizado,	sin	embargo	el	laudo	arbitral	de	1994,	no
efectuó	ningún	distingo	respecto	al	personal,	exigiendo	como	único
requisito	tener	relación	laboral	con	la	empresa	(...).
(…)	en	atención	al	principio	de	igualdad,	entendido	como	aquel	derecho
que	obliga,	tanto	a	los	poderes	públicos	como	a	los	particulares,	a	encontrar
un	actuar	paritario	con	respecto	a	las	personas	que	se	encuentran	en	las
mismas	condiciones	o	situaciones,	nos	exige	analizar,	si	el	contenido	del
carácter	vinculante	de	la	convención	colectiva	a	que	se	refiere	el	artículo	42
de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo,	resulta	ser	una	fórmula
abierta	y	no	limitativa	para	la	eficacia	del	acuerdo	colectivo,
específicamente	para	el	caso	de	aquellos	trabajadores	que	no	formaron
parte	del	sindicato	minoritario	que	celebró	el	convenio	y	de	aquellos	que
con	posterioridad	a	la	celebración	del	convenio,	se	incorporaron	a	la
organización	sindical,	supuestos	contenidos	en	el	artículo	9°	de	la	ley;	y	es
que,	dado	el	carácter	normativo	que	el	artículo	41	de	la	Ley	de	Relaciones
Colectivas	de	Trabajo	le	reconoce	a	la	convención	colectiva,	esta	es	aplicable
a	todos	los	trabajadores	que	se	encuentren	dentro	de	su	ámbito	subjetivo,	y
que	comparten	objetivamente	la	misma	calidad	profesional	dentro	de	la
empresa,	resultando	incompatible	con	el	citado	principio	de	igualdad,
cualquier	tipo	de	exclusión.	(...)	(…)	los	efectos	del	convenio	colectivo,
aspecto	reservado	al	artículo	42	de	la	citada	ley,	y	al	artículo	28	de	su
reglamento,	cuya	interpretación,	a	la	luz	del	principio	de	igualdad,	no
admite	limitación	por	razón	de	la	representación	sindical.	(...)”.	(CSJ,	Cas.
2864-2009-Lima,	mar.	30/2011.	V.	P.	Vásquez	Cortez)
JURISPRUDENCIA.—Una	cosa	son	los	supuestos	de	representación	del
sindicato	en	una	negociación	colectiva	y	otra	muy	distinta	los	efectos	del
convenio	colectivo.	“(...)	el	artículo	9°	de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de
Trabajo,	únicamente	regula	los	supuestos	de	representación	del	sindicato
dentro	del	proceso	de	negociación	colectiva,	no	así	los	efectos	del	convenio
colectivo,	aspecto	reservado	al	artículo	42	de	la	citada	ley,	y	al	artículo	28	de
su	reglamento,	cuya	interpretación,	a	la	luz	de	del	principio	de	igualdad,	no
admite	limitación	por	razón	de	la	representación	sindical.	(...)	corroborando
esta	tesis,	el	Tribunal	Constitucional	al	interpretar	el	inciso	2	del	artículo	28
de	la	Constitución	Política	del	Estado,	ha	establecido	que	las	convenciones
colectivas	tienen	fuerza	vinculante	en	el	ámbito	de	lo	concertado,	y	por
tanto,	obliga	a	las	personas	celebrantes	de	la	convención	colectiva,	a	las
personas	representadas	en	su	suscripción,	así	como	a	las	personas	que	se
incorporen	con	posterioridad	a	la	celebración	de	esta	(...),	precisando	la
naturaleza	abierta	y	no	limitativa	del	ámbito	subjetivo	de	aplicación	del
convenio	colectivo	en	concordancia	con	lo	señalado	en	el	artículo	42	de	la
Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo.”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	2864-2009-Lima,
abr.	28/2010.	S.	S.	Vásquez	Cortez)
JURISPRUDENCIA.—El	incremento	remunerativo	acordado	en	el	convenio
colectivo	puede	extenderse	a	los	trabajadores	no	afiliados	al	sindicato.	“En
cuanto	a	sus	efectos,	el	artículo	28	de	la	Constitución	Política,	señala	que	la
convención	colectiva	tiene	fuerza	vinculante	en	el	ámbito	de	lo	concertado.
Sumado	a	ello,	el	artículo	42	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de
Relaciones	Colectivas	de	Trabajo,	aprobada	por	Decreto	Supremo	N°	010-
2003-TR	(…)	En	ese	sentido,	aun	cuando	el	accionante	no	se	encuentre
afiliado	al	Sindicato	de	Trabajadores	(...)	resulta	procedente	el	incremento
remunerativo	acordado	en	el	Convenio	Colectivo	dos	mil	ocho,	tal	como	lo
han	determinado	las	instancias	de	mérito;	ello	en	virtud	al	principio	de
igualdad	establecido	en	el	inciso	2	del	artículo	2°	de	la	Constitución	Política,
concordante	con	el	artículo	42	de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo
y,	además	porque	como	se	ha	señalado	precedentemente,	el	convenio	no
contiene	distinción	alguna	respecto	del	personal	beneficiario	(empleado	y
obrero),	ni	excluye	al	personal	obrero”	(C.	S,	Cas.	Lab.	8796-2013-
Moquegua,	may.	26/2014.	V.	P.	Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—Limitaciones	a	los	alcances	del	convenio.	“El
procedimiento	versa	sobre	reintegro	de	beneficios	sociales;	que	conforme
se	aprecia	del	pacto	de	fojas	20,	–punto	primero–	se	convino:	‘que	la
empresa	concede	un	aumento	general	a	sus	trabajadores	obreros	estables
(…)’	(sic);	que	en	consecuencia,	los	trabajadores	con	contrato	a	plazo	fijo
eran	excluidos,	por	lo	tanto	lo	resuelto	por	la	juez,	se	encuentra	arreglado	al
mérito	del	proceso;	que	el	escrito	de	apelación	de	fojas	83-84	presentado
por	el	reclamante	no	contiene	ningún	nuevo	fundamento	de	mérito	que
desvirtúe	lo	resuelto	por	la	juez	(…).”	(RSL,	1ra.	Sala,	Exp.	2926-96-BS(S),
oct.	23/96.	V.	P.	Sánchez	Alvarado)
JURISPRUDENCIA.—Situación	de	los	trabajadores	que	cesaron	con
anterioridad	a	la	suscripción	del	laudo	arbitral.	“Los	acuerdos	adoptados	en
conciliación	o	mediación,	los	laudos	arbitrales	y	las	resoluciones	de	la
Autoridad	de	Trabajo	tienen	la	misma	naturaleza	y	surten	idénticos	efectos
que	las	convenciones	adoptadas	en	negociación	directa	y	en	consecuencia
tienen	fuerza	vinculante	para	las	partes	que	la	adoptaron,	obligando	a	éstas
y	a	las	personas	en	cuyo	nombre	fuera	celebrado;	Segundo.-	que	para	el	caso
la	pretensión	principal	de	la	actora	es	percibir	el	incremento	de
remuneraciones	a	que	se	refiere	el	laudo	arbitral	de	fecha	07	de	octubre	de
1993	corriente	a	fojas	103-105	que	establece	como	requisito	para	su
otorgamiento	‘estar	con	vínculo	laboral	vigente	en	la	fecha	de	suscripción
del	laudo’;	Tercero.-	que	el	demandante	cesó	en	su	relación	laboral	el	30	de
enero	de	1993,	por	cuya	razón	no	está	dentro	de	los	alcances	de	dicho
laudo,	sin	que	pueda	hacerse	extensivo	su	letra	ni	su	espíritu,	al	haberse
establecido	en	ella	condiciones	expresas	estipuladas	entre	las	partes	que	la
adoptaron	con	arreglo	a	sus	propios	términos,	y	suscrita	dentro	del	campo
de	aplicación	del	Decreto	Ley	N°	25593	de	fecha	26	de	junio	de	1992	sobre
relaciones	colectivas	de	trabajo	y	en	concreto	a	lo	previsto	en	el	artículo	29
del	Decreto	Supremo	011-92-TR	que	lo	reglamenta	y	establece	la	existencia
en	las	convenciones	colectivas	de	cláusulas	delimitadoras	que	regulan	el
ámbito	y	vigencia	del	Convenio	Colectivo,	como	en	el	caso	de	autos	se	ha
producido;	Cuarto.-	que	en	consecuencia	no	le	alcanzan	los	reintegros	que
solicita	y	lo	resuelto	por	la	juez	se	halla	amparado	en	la	ley	y	en	el	proceso
(…).”	(RSL,	1ra.	Sala,	Exp.	2335-97-BS(S),	set.	08/97.	V.	P.	Barreda
Mazuelos)
JURISPRUDENCIA.—Aplicación	de	la	cláusula	delimitadora	en	caso	de
trabajadores	cesados	antes	de	la	suscripción	del	convenio.	“Esta	Sala	Laboral
está	facultada	para	rectificar	los	errores	de	cálculo	y	de	concepto	incurridos
en	la	apelada;	que	del	Convenio	Colectivo	1993-1994	corriente	a	fojas	48	a
51,	cláusula	sobre	‘Alcance	y	Vigencia	del	Convenio’,	adviértese	que	las
partes	acordaron	que	los	beneficios	de	la	negociación	alcanzan	a	todos	los
trabajadores	‘con	contrato	de	trabajo	vigente	que	vienen	laborando	en	la
fecha’	debiendo	entenderse	que	se	refiere	a	la	fecha	de	suscripción	del	acta,
que	fue	el	14	de	abril	de	1994;	que	en	consecuencia,	hallándose	probado
con	la	carta	de	despido,	corriente	a	fojas	7	a	9	y	la	propia	manifestación	del
accionante	en	su	escrito	de	demanda	de	fojas	55	a	65,	que	laboró	hasta	el	13
de	abril	de	1994	en	que	recepcionó	la	carta	de	despido,	siendo	esa	su	fecha
de	cese,	no	le	asiste	derecho	alguno	a	percibir	los	reintegros	que	reclama
por	la	aplicación	del	citado	convenio,	toda	vez	que	el	texto	del	mismo	lo
excluye,	habiéndose	establecido	la	introducción	de	una	cláusula
delimitadora	conforme	lo	prevé	el	artículo	29	del	Decreto	Supremo	011-92-
TR	que	reglamenta	al	D.	L.	25593	-	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo
(…).”	(RSL,	Exp.	3952-97-BS(S),	set.	30/97)
JURISPRUDENCIA.—Aplicación	de	las	cláusulas	que	limitan	los	alcances	del
convenio	colectivo.	“Primero.-	Que	en	presente	caso,	se	debe	dilucidar	si	el
laudo	arbitral,	obrante	en	fotocopia	a	fojas	cuarentiuno,	resulta	de
aplicación	o	no	al	accionante,	para	determinar	si	tiene	derecho	al	reintegro
de	remuneraciones	solicitado.
Segundo.-	Que,	en	virtud	de	dicho	laudo	se	otorga	incremento	de
remuneraciones,	así	como	otros	beneficios	colaterales	que	fueron	objeto	de
un	pliego	de	reclamos	presentado	por	las	organizaciones	sindicales	de	la
empresa	demandada	en	el	mes	de	julio	de	mil	novecientos	noventitrés,
fecha	en	la	que	el	actor	se	encontraba	con	vínculo	laboral	vigente.
Tercero.-	Que	sin	embargo,	en	la	cláusula	quinta	del	referido	laudo	se
delimita	sus	alcances,	restringiéndolos	a	los	trabajadores	con	relación
laboral	vigente	a	la	fecha	de	expedición	del	mismo,	esto	es	al	dieciséis	de
julio	de	mil	novecientos	noventicuatro,	pese	a	que	retrotrae	su	aplicación	en
la	cláusula	sexta	al	primero	de	julio	de	mil	novecientos	noventitrés.
Cuarto.-	Que	la	recurrente	sostiene	que	el	fundamento	de	esa	restricción
está	en	lo	dispuesto	en	el	inciso	a)	del	artículo	doce	del	Decreto	Ley	número
veinticinco	mil	quinientos	noventitrés	que	establece	como	condición	para
ser	miembro	de	un	sindicato,	el	ser	trabajador	de	la	empresa	en	actividad,
por	lo	que	los	que	dejaron	de	ser	trabajadores,	pierden	la	condición	de
miembros	del	sindicato	y,	por	ende,	de	recibir	los	beneficios	que	éste
obtenga	en	la	negociación	colectiva.
Quinto.-	Que	tal	argumento	es	desechado	por	la	propia	cláusula	quinta	bajo
análisis,	por	cuanto	allí	no	se	exige	ser	miembro	del	sindicato	para	recibir
los	beneficios	colectivos,	ya	que	éstos	se	extienden	a	todos	los	trabajadores
sindicalizados	y	no	sindicalizados	de	la	empresa,	por	lo	cual	la	norma
material	indicada	no	es	aplicable	al	caso	de	autos.
Sexto.-	Que	además,	la	recurrida	ha	aplicado	correctamente	los	principios
jurisprudenciales	que	determinan	que	los	derechos	de	la	negociación
colectiva	se	generan	para	todos	los	trabajadores	que	tengan	vínculo	vigente
al	inicio	de	la	misma,	por	cuanto	la	petición	parte	de	ellos,	no	pudiendo
excluírseles	con	posterioridad	pese	a	que	su	aplicación	es	retroactiva.
Sétimo.-	Que	en	consecuencia	la	sentencia	de	vista	no	ha	incurrido	en	la
causal	de	casación	denunciada	por	la	entidad	recurrente,	encontrándose
arreglada	a	ley,	por	lo	que	en	aplicación	supletoria	del	artículo	trescientos
noventisiete	del	Código	Procesal	Civil:	Declararon	Infundado	el	Recurso	de
Casación	interpuesto.”	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.
685-97.	Ica,	jun.	25/98)
JURISPRUDENCIA.—Las	interpretaciones	respecto	de	las	convenciones
colectivas	son	analizables	en	sede	casatoria.	“La	parte	recurrente	invoca	la
interpretación	errónea	de	las	cláusulas	B-once	y,	C-doce	de	convenio
colectivo,	las	cuales	figuran	a	fojas	sesentidós	y	sesentitrés	del	expediente
como	anexo	de	la	demanda,	por	lo	que	debe	tenerse	presente	que	de
conformidad	con	el	artículo	veintiocho	inciso	dos	de	la	Constitución	la
convención	colectiva	tiene	fuerza	vinculante	en	el	ámbito	de	lo	concertado,
por	tanto	tiene	calidad	normativa	para	las	partes	que	la	suscriben	y	es
pertinente	su	denuncia	en	una	causal	de	casación	laboral;	Tercero.-	Que,	a
diferencia	del	contrato	la	convención	colectiva	tiene	vocación	legislativa
inclusive	para	quienes	posteriormente	se	incluyan	dentro	del	ámbito
laboral	regulado,	siendo	en	ese	sentido	abstracta	y	general,	sin	perjuicio	que
se	refiera	a	un	espacio	físico	y	social	ya	predeterminado;	Cuarto.-	Que,	los
límites	propios	de	la	regulación	contenida	en	la	convención	colectiva	no	le
restan	su	calidad	normativa,	pues	toda	norma	aún	sin	hacer	alusión	a
personas	en	particular	está	dirigida	a	un	grupo	social	específico	e	inclusive
tiene	un	espacio	territorial	de	vigencia;	Quinto.-	Que,	la	concertación	como
fuente	de	creación	de	la	convención	colectiva	no	tiene	menos	valor	jurídico
que	la	función	representativa	del	Congreso	o	que	la	función	delegada	de	los
órganos	del	Poder	Ejecutivo,	no	obstante	la	diferencia	de	ámbito,	materia	y
rango	que	se	regula	desde	cada	uno,	en	tanto	forman	parte	del	sistema
establecido	en	nuestra	Constitución	Política;	Sexto.-	Que,	teniendo	la
convención	colectiva	calidad	normativa,	las	interpretaciones	que	sobre	ella
se	hagan	no	se	circunscriben	específicamente	a	las	reglas	de	interpretación
del	acto	jurídico,	sino	que	es	jurídicamente	apropiado	que	además	sigan	las
reglas	de	la	interpretación	de	las	normas,	las	cuales	son	analizables	en	sede
casatoria;	Sétimo.-	Que,	si	bien	es	cierto	la	recurrente	denuncia	la
interpretación	errónea	de	un	convenio	colectivo,	no	se	aprecia	en	la
sentencia	impugnada	interpretación	alguna	respeto	de	dicho	convenio
colectivo,	en	razón	que	la	sala	superior	toma	como	fuente	de	su	fallo	el
artículo	diecinueve	inciso	e)	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de
Compensación	por	Tiempo	de	Servicios	aprobado	por	el	Decreto	Supremo
cero	cero	uno-noventisiete-TR,	de	donde	resulta	que	la	causal	denunciada
es	totalmente	imprecisa	e	impertinente	incumpliendo	el	requisito	de
procedencia	señalado	en	el	artículo	cincuentiocho	de	la	Ley	veintiséis	mil
seiscientos	treintiséis;	Octavo.-	Que,	asimismo	la	fundamentación	del
recurso	resulta	oscura	por	cuanto	en	la	segunda	página	del	recurso
argumenta	indistintamente	la	aplicación	indebida	y	la	interpretación
errónea	sin	mayor	diferenciación,	ni	precisión;	Noveno.-	Que	además,	el
cuestionamiento	genérico	del	recurso	se	dirige	contra	el	fallo	de	la	sentencia
recurrida,	sin	aludir	a	sus	considerandos,	de	manera	que	la	interpretación
errónea	de	la	Sala	Superior	consistiría	en	agredir	el	supuesto	derecho	de	la
parte	demandante	a	que	se	declare	fundada	la	demanda,	apartándose	de	los
requisitos	esenciales	que	señala	el	artículo	cincuentiocho	de	la	Ley	Procesal
del	Trabajo;	Décimo.-	Que,	en	virtud	del	artículo	veintidós	de	la	Ley	Orgánica
del	Poder	Judicial,	el	colegiado	se	aparta	del	criterio	jurisprudencial
mediante	el	cual	consideraba	que	era	improcedente	in	limine	la	denuncia	de
convenios	colectivos	dentro	de	las	causales	de	casación	en	materia	laboral,
por	los	fundamentos	expuestos	en	los	considerandos	segundo	a	sexto	de	la
presente	resolución;	por	estas	consideraciones	declararon:	Improcedente	el
recurso	de	casación”.	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.
634-2004-Ica,	jun.	02/2004).
COMENTARIO.—Carácter	 vinculante	 del	 convenio	 colectivo.	 La
derogada	 Constitución	 de	 1979	 establecía	 en	 su	 artículo	 54	 que	 los
convenios	colectivos	de	trabajo	tenían	“fuerza	de	ley	para	las	partes”.
En	 base	 a	 tal	 prescripción	 se	 originó	 toda	 una	 corriente	 de	 pensamiento
dirigida	a	otorgarle	 jerarquía	de	 ley	al	convenio.	El	artículo	42	del	D.	L.	N°
25593	establece	que	el	convenio	colectivo	“tiene	fuerza	vinculante	para	las
partes	que	 lo	adoptaron”,	 señalando	su	exacta	naturaleza	 contractual	y	 su
jerarquía	infralegal	en	la	escala	normativa.
Al	 establecer	 la	 ley	 que	 la	 convención	 colectiva	 obliga	 a	 las	 partes,	 “así
como	a	los	trabajadores	que	se	incorporen	con	posterioridad	a	las	empresas
comprendidas	en	 la	misma”	debe	colegirse	a	 contrario	 sensu	que	 también
beneficia	a	éstos.
COMENTARIO.—Limitaciones	a	los	convenios.	El	reglamento,	al	amparo
del	 artículo	 1355	 del	 Código	 Civil,	 posibilita	 el	 establecimiento	 de
limitaciones	a	los	convenios	colectivos	en	base	a	consideraciones	de	interés
social,	público	o	ético.
Las	reglas	o	limitaciones	que	la	ley	estipula	se	aplicarán	únicamente	a	los
nuevos	 convenios,	 los	 ya	 acordados	 son	 inmodificables	 en	 aplicación	 del
artículo	62	de	la	Constitución.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 29.—En	 las	 convenciones	 colectivas	 son	 cláusulas	 normativas
aquellas	que	se	incorporan	automáticamente	a	los	contratos	individuales	de
trabajo	y	las	que	aseguran	o	protegen	su	cumplimiento.	Durante	su	vigencia
se	interpretan	como	normas	jurídicas.
Son	 cláusulas	 obligacionales	 las	 que	 establecen	 derechos	 y	 deberes	 de
naturaleza	colectiva	laboral	entre	las	partes	del	convenio.
Son	 cláusulas	 delimitadoras	 aquellas	 destinadas	 a	 regular	 el	 ámbito	 y
vigencia	del	convenio	colectivo.
Las	cláusulas	obligacionales	y	delimitadoras	se	interpretan	según	las	reglas
de	los	contratos.
JURISPRUDENCIA.—Acuerdos	-	III	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materias
Laboral	y	Previsional:	“1.1.	¿Es	aplicable	el	principio	de	interpretación
favorable	al	trabajador	respecto	de	las	cláusulas	normativas	de	las
convenciones	colectivas...?.	“El	pleno	acordó	por	unanimidad:	Procede	la
interpretación	favorable	al	trabajador	respecto	de	las	cláusulas	normativas
de	las	convenciones	colectivas,	cuando	al	aplicar	el	método	literal,	y	los
demás	métodos	de	interpretación	normativa,	exista	duda	insalvable	sobre
su	sentido.	Si	ante	dicha	duda	insalvable,	se	incumple	con	interpretarlas	de
manera	favorable	al	trabajador,	se	comete	una	infracción	del	artículo	29	del
Reglamento	de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo,	regulado	por	el
Decreto	Supremo	N°	011-92-TR”.	(C.	S.,	III	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en
Materias	Laboral	y	Previsional,	oct.	24/2015.	S.	S.	Rodríguez	Mendoza)
JURISPRUDENCIA.—Clasificación	y	efecto	de	las	cláusulas	negociables.	“El
convenio	colectivo	conforme	lo	precisa	el	artículo	29	del	Decreto	Supremo
11-92-TR	tiene	cláusulas	normativas,	cláusulas	obligacionales	y	cláusulas
delimitadoras,	siendo	éstas	las	destinadas	a	regular	su	ámbito	y	vigencia,
interpretándose	según	las	reglas	de	los	contratos;	que	bajo	tales
presupuestos	mediante	Acta	de	Convenio	Colectivo	de	fojas	33	la	Junta
Directiva	del	Sindicato	de	Empleados	debidamente	facultada,	y	en	uso	de	su
plena	titularidad,	conjuntamente	la	representación	empresarial
suscribieron	dicho	convenio	con	la	finalidad	de	definir	los	lineamientos
generales	para	la	aplicación	adecuada	y	legal	de	los	resultados	del	laudo
arbitral	del	20	de	diciembre	de	1993	aprobando	para	ello	el	Anexo	1	de
fojas	36	que	estableció	una	estructura	de	remuneraciones,	lo	que
ciertamente	importa	una	modificación	del	régimen	remunerativo
precedente;	que	dicha	modificación	en	modo	alguno	adolece	de	nulidad	en
su	celebración,	teniendo	por	tanto	fuerza	vinculante	para	las	partes	tal
como	se	señala	en	el	artículo	42	de	la	Ley	25593	y	artículo	28	de	su
reglamento	al	establecerse	que	el	convenio	obliga	a	las	partes	que	lo
adoptaron	(cláusulas	obligacionales)	y	a	las	personas	en	cuyo	nombre	se
celebró	(cláusulas	normativas);	que	muestra	de	la	validez	del	convenio,	se
refleja	en	el	propio	actuar	del	trabajador	al	no	cuestionar	el	monto	de	sus
remuneraciones	durante	la	vigencia	del	vínculo	laboral	(…).”	(RSL,	Exp.
5382-97-BS-S,	set.	29/97.	V.	P.	Torres	Gamarra)
JURISPRUDENCIA.—El	convenio	colectivo	es	un	instituto	jurídico	nacido
para	aplicarse	en	doble	sentido:	como	pacto	por	los	propios	sujetos
contratantes	y	como	norma.	“Debemos	iniciar	señalando	que,
tradicionalmente	los	convenios	colectivos	presentan	dos	tipos	de	cláusulas,
obligacionales	y	normativas,	esto	sucede,	porque	‘el	convenio	colectivo	es
un	instituto	jurídico	nacido	para	ser	aplicado	en	el	doble	sentido	a	que
responde	su	híbrida	y	peculiar	naturaleza:	aplicado	como	pacto	por	los
propios	sujetos	contratantes	en	lo	que	refiere	al	compromiso	obligacional
por	ellos	contraído,	y	aplicado	como	norma	a	los	destinatarios,	trabajadores
y	empresarios	incluidos	en	el	ámbito	de	aplicación	del	convenio	(...)	Nuestra
legislación,	en	el	artículo	29	del	Reglamento	de	la	Ley	de	Relaciones
Colectivas	de	Trabajo,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	011-92-TR,	ha
optado	por	un	criterio	diferenciado	dependiendo	de	las	cláusulas	que	deben
ser	interpretadas.	Así,	se	ha	establecido	que	las	cláusulas	normativas	serán
interpretadas	‘como	normas	jurídicas’;	mientras	que,	para	las	cláusulas
obligacionales	y	delimitadoras;	se	ha	determinado	expresamente,	que	se
rigen	bajo	las	reglas	de	interpretación	de	los	contratos.	(...)	En	este	sentido,
ante	la	existencia	de	cláusulas	normativas,	como	la	discutida	en	el	presente
caso,	acerca	de	las	cuales	se	plantea	una	duda	en	el	sentido	interpretativo	de
las	mismas	(forma	de	aplicación),	a	nivel	doctrinario	se	prevén	una	serie	de
alternativas	a	las	que	el	intérprete	puede	acceder	con	la	finalidad	de
desentrañar	el	sentido	final	de	las	mismas;	tenemos:	el	método	gramatical,
también	conocido	literal,	que	consiste	en	deducir	de	las	palabras	mismas,	de
su	lugar	en	la	frase	y	de	la	sintaxis,	el	sentido	exacto	del	artículo	de	que	se
trata;	el	método	lógico,	es	aquél	que	utiliza	los	razonamientos	de	la	lógica
para	alcanzar	el	verdadero	significado	de	la	norma;	el	método	sistemático,
que	introduce	la	idea	de	que	una	norma	no	es	un	mandato	aislado,	sino	que
responde	al	sistema	jurídico	normativo	orientado	hacia	un	determinado
rumbo	en	el	que,	conjuntamente	con	otras	normas,	se	encuentra	vigente;
por	tanto,	siendo	parte	de	este	sistema,	el	significado	y	sentido	de	la	norma
jurídica	podrá	ser	obtenido	de	los	principios	que	inspiran	ese	sistema;	el
método	histórico	que	interpreta	la	norma	recurriendo	a	sus	antecedentes;	el
método	teleológico,	que	interpreta	la	norma	a	través	del	fin	de	la	misma,
buscando	en	su	espíritu,	que	es	la	finalidad	por	la	cual	la	norma	fue
incorporada	al	ordenamiento	jurídico;	entre	otros.	(...)	cuando	se	opte	por	la
utilización	de	cualesquiera	de	los	métodos	indicados	precedentemente	u
otros,	el	operador	jurisdiccional	no	debe	perder	de	vista	que,	la	existencia
misma	de	un	convenio	colectivo	y	el	contexto	en	el	que	se	originó,	originan
la	inevitable	necesidad	de	que,	a	la	par	de	interpretar	el	instrumento
colectivo,	se	tengan	en	consideración	los	principios	que	rigen	el	derecho	del
trabajo,	y	principalmente,	el	principio	protector”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	2205-
2011-Lima,	jun.	11/2012.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Un	convenio	colectivo	puede	obligar	al	trabajador	a
laborar	en	días	feriados	o	festivos.	“(...)	la	cláusula	catorce	(cláusula
normativa),	acudiendo	al	método	lógico	de	interpretación,	se	desprende	que
esta	comunicación	con	cuarenta	y	ocho	horas	de	anticipación	no	se	exige
que	sea	personal,	sino	que	presupone	como	único	requisito	que	se	verifique
que	haya	sido	puesta	de	conocimiento	a	todo	el	personal	la	obligación	de
laborar	en	días	feriados	con	la	respectiva	compensación	económica.	En	tal
sentido,	y	considerando	que	en	el	presente	caso	en	donde	existen	gran
cantidad	de	trabajadores	dada	la	envergadura	de	la	empresa	recurrente,	lo
usual	es	que,	según	informan	reglas	de	la	experiencia,	sea	la	empresa	la	que
comunique	a	través	de	medios	de	alcance	general	(murales,	correos,	etc.),	la
programación	mensual	o	quincenal	a	sus	trabajadores;	tal	y	como	ha
quedado	acreditado	en	el	proceso,	en	donde	existe	el	documento	(...)
denominado	‘Rotación	del	Grupo	A’,	cuya	programación	corresponde	al	hoy
demandante;	y	con	el	que	se	informó	oportunamente	de	la	forma	de
prestación	de	sus	servicios,	incluyendo	la	semana	de	feriados	por	navidad	y
año	nuevo;	razón	por	la	que,	aunado	a	la	comunicación	‘A	todo	el	personal’
(...),	con	la	que	además	se	apela	al	cumplimiento	de	lo	pactado	en	los
convenios	colectivos;	se	concluye	en	que,	tal	como	alega	la	parte	recurrente,
ésta	cumplió	oportunamente	con	comunicar	al	actor	por	diversos	medios
con	su	obligación	de	laborar	en	día	feriados	(veinticinco	de	diciembre	de
dos	mil	nueve	y	primero	de	enero	de	dos	mil	diez);	no	existiendo	posibilidad
alguna	(salvo	causa	justificada	debidamente,	se	entiende);	de	rechazar	el
mandato	dispuesto	por	el	empleador	(...).	Ello	es	así	porque,	el	ejercicio	de	la
facultad	de	dirección	y	modificación	de	las	condiciones	y	modo	de	trabajo	la
detenta	el	empleador,	siendo	únicamente	objeto	aquellas	de	contenido
arbitrario;	calidad	que	no	tiene	la	aludida	modificación	o	programación	de
roles,	en	tanto	se	comunicó	oportunamente	al	trabajador	de	las	mismas
además	de	pagársela	con	la	sobretasa	de	ley	que	corresponde”.	(C.	S,	Cas.
Lab.	3122-2011-Tacna,	jul.	04/2000.	Vocal	Ponente	Acevedo	Mena)
COMENTARIO.—Clasificación	 de	 las	 cláusulas	 convencionales.	 El
reglamento,	 concretamente	 en	 su	 artículo	 29,	 presenta	 la	 siguiente
clasificación	de	las	cláusulas	convencionales:
-	 Normativas:	 De	 acuerdo	 a	 su	 denominación,	 operan	 como	 normas,
regulando	 diversos	 aspectos	 de	 los	 contratos	 de	 trabajo	 sobre	 los	 que
actúan.
El	 texto	 reglamentario	 excede	 la	 ley	 al	 expresar	 que	 las	 cláusulas
normativas	se	“incorporan	automáticamente	a	los	contratos	individuales	de
trabajo”.	 En	 realidad,	 afectan	 su	 contenido	 actuando	 desde	 fuera	 del
contrato.
Las	 cláusulas	normativas	 se	 interpretan	de	acuerdo	a	 los	principios	de	 la
hermenéutica	aplicables	a	las	normas	jurídicas	en	general.
-	Obligacionales:	Determinan	las	obligaciones	que	asuman	las	partes	y	los
derechos	que	se	otorgan	durante	la	vigencia	del	convenio	colectivo.
En	los	hechos	se	observa	que	las	obligaciones	se	establecen	principalmente
a	cargo	del	empleador.
-	 Delimitadoras:	 Aluden	 fundamentalmente	 a	 las	 que	 determinan	 la
amplitud	del	convenio,	sea	geográfica	o	de	ámbito,	y	su	vigencia	temporal.
Tanto	 las	 cláusulas	 obligacionales	 como	 las	 delimitadoras	 se	 interpretan
como	los	contratos.	Esto	es,	de	acuerdo	a	las	reglas	previstas	en	el	artículo
168	y	siguientes	del	Código	Civil.
CARACTERÍSTICAS
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	43.—La	convención	colectiva	de	trabajo	tiene	las
características	siguientes:
a)	Modifica	de	pleno	derecho	los	aspectos	de	la	relación	de
trabajo	sobre	los	que	incide.	Los	contratos	individuales	quedan
automáticamente	adaptados	a	aquella	y	no	podrán	contener
disposiciones	contrarias	en	perjuicio	del	trabajador.
b)	Rige	desde	el	día	siguiente	al	de	caducidad	de	la	convención
anterior;	o,	si	no	la	hubiera,	desde	la	fecha	de	presentación	del
pliego,	excepto	las	estipulaciones	para	las	que	señale	plazo
distinto	que	consistan	en	obligaciones	de	hacer	o	de	dar	en
especie,	que	regirán	desde	la	fecha	de	su	suscripción.
c)	Rige	durante	el	período	que	acuerden	las	partes.	A	falta	de
acuerdo,	su	duración	es	de	un	(1)	año.
d)	Continúa	rigiendo	mientras	no	sea	modificada	por	una
convención	colectiva	posterior,	sin	perjuicio	de	aquellas	cláusulas
que	hubieran	sido	pactadas	con	carácter	permanente	o	cuando	las
partes	acuerden	expresamente	su	renovación	o	prórroga	total	o
parcial.
e)	Continúa	en	vigencia,	hasta	el	vencimiento	de	su	plazo,	en	caso
de	fusión,	traspaso,	venta,	cambio	de	giro	del	negocio	y	otras
situaciones	similares.
f)	Debe	formalizarse	por	escrito	en	tres	(3)	ejemplares,	uno	para
cada	parte	y	el	tercero	para	su	presentación	a	la	Autoridad	de
Trabajo	con	el	objeto	de	su	registro	y	archivo.
JURISPRUDENCIA.—Por	el	principio	de	libertad	negocial	se	puede	modificar
un	convenio	colectivo	aun	vigente.	“(...)	en	aplicación	del	inciso	d)	del	artículo
43	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo,
el	acuerdo	celebrado	el	treintiuno	de	mayo	del	dos	mil	seis,	fue	modificado
por	voluntad	expresa	de	las	mismas	partes	que	lo	celebraron,	quienes	en
virtud	del	principio	de	libertad	negocial,	convinieron	en	sustituir	el
incremento	de	remuneraciones	por	una	bonificación	a	ser	percibida	por
única	vez,	por	los	trabajadores	afiliados	al	sindicato;	norma	jurídica	que	si
bien	regula	la	caducidad	automática	de	la	convención	colectiva	al
vencimiento	de	su	plazo,	no	menos	cierto	es,	que	ésta	no	prohíbe	que	el
convenio	pueda	ser	modificado,	como	en	el	caso	concreto,	antes	de	vencerse
el	plazo	de	vigencia,	ello	en	virtud	del	principio	de	libertad	negocial	de	las
partes.	(...).”	(CSJ,	Cas.	Lab.	3425-2009-Lima	Norte,	ene.	30/2012.	V.	P.	Mac
Rae	Thays)
PUBLICACIÓN	EN	LA	WEB	DEL	MINISTERIO
R.	M.	290-2005-TR.
ART.	 1°.—Modificado.	 R.	 M.	 314-2006-TR,	 Art.	 1°.	 Los	 convenios
colectivos,	 u	 otros	 instrumentos	 que	 resuelvan	 negociaciones	 colectivas	 a
nivel	de	rama	de	actividad	o	de	gremio,	registrados	a	partir	de	 la	 fecha	de
publicación	de	 la	presente	 resolución	ante	 la	Autoridad	Administrativa	de
Trabajo,	serán	publicados	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano	y	en	la	página	web
del	Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 dentro	 de	 los	 10	 días
hábiles	siguientes	a	su	recepción.
DOCTRINA.—La	 naturaleza	 normativa	 del	 convenio	 colectivo	 es
lesionada	 cuando	 se	 restringe	 su	 aplicación	 solo	 a	 trabajadores
afiliados	 al	 momento	 de	 su	 celebración.	 “(…)	 La	 Ley	 de	 Relaciones
Colectivas	de	Trabajo,	la	interpretación	que	hace	el	Tribunal	Constitucional
de	los	alcances	del	artículo	28	numeral	2)	de	la	Constitución	y	la	posición	de
la	 doctrina	 laboral	 concuerdan	 en	 reafirmar	 la	 naturaleza	 normativa	 del
convenio	colectivo	de	trabajo.
Expresión	 clara	 de	 esa	 naturaleza	 es	 lo	 señalado	 en	 el	 artículo	 42	 de	 la
LRCT	el	cual	señala	que	el	convenio	colectivo	abarca	a	los	trabajadores	que
se	 incorporen	 al	 ámbito	 que	 regula	 luego	 de	 su	 suscripción	 y	 entrada	 en
vigencia.
Por	ello,	limitar	el	alcance	del	convenio	colectivo	restringiendo	su	ámbito	a
los	 trabajadores	 afiliados	 a	 la	 organización	 sindical	 al	 momento	 de	 su
celebración	 privando	 a	 los	 futuros	 afiliados	 de	 los	 alcances	 del	 convenio,
resulta	 un	 práctica	 que	 lesiona	 la	 naturaleza	 normativa	 del	 convenio
colectivo	de	trabajo,	afectando	directamente	el	artículo	28	numeral	2)	de	la
Constitución	y	los	artículos	42	y	43	literal	a)	de	la	LRCT,	los	que	conforman
un	 bloque	 de	 constitucionalidad.	 (…)”.	 (MTPE,	 Inf.	 01-2012-MTPE/2/14,
ene.	03/2012,	Dir.	Christian	Sánchez	Reyes)
ÁMBITO	DEL	CONVENIO
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	44.—La	convención	colectiva	tendrá	aplicación	dentro	del
ámbito	que	las	partes	acuerden,	que	podrá	ser:
a)	De	la	empresa,	cuando	se	aplique	a	todos	los	trabajadores	de
una	empresa,	o	a	los	de	una	categoría,	sección	o	establecimiento
determinado	de	aquella.
b)	De	una	rama	de	actividad,	cuando	comprenda	a	todos	los
trabajadores	de	una	misma	actividad	económica,	o	a	parte
determinada	de	ella.
c)	De	un	gremio,	cuando	se	aplique	a	todos	los	trabajadores	que
desempeñen	una	misma	profesión,	oficio	o	especialidad	en
distintas	empresas.
PRIMERA	NEGOCIACIÓN
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	45.—Si	no	existe	previamente	una	convención	colectiva	en
cualquier	nivel	de	los	señalados	en	el	artículo	anterior,	las	partes
decidirán,	de	común	acuerdo,	el	nivel	en	que	entablarán	la
primera	convención.	A	falta	de	acuerdo,	la	negociación	se	llevará	a
nivel	de	empresa.
De	existir	convención	en	algún	nivel,	para	entablar	otra	en	un
nivel	distinto,	con	carácter	sustitutorio	o	complementario,	es
requisito	indispensable	el	acuerdo	de	partes,	no	pudiendo
establecerse	por	acto	administrativo	ni	por	laudo	arbitral.
Las	convenciones	de	distinto	nivel	acordadas	por	las	partes
deberán	articularse	para	definir	las	materias	que	serán	tratadas
en	cada	una.	En	caso	de	conflicto	se	aplicará	la	convención	más
favorable,	confrontadas	en	su	integridad.
Podrán	negociarse	a	nivel	de	empresa	las	materias	no	tratadas	en
una	convención	a	nivel	superior,	que	la	reglamenten	o	que	se
refieran	a	condiciones	de	trabajo	propias	y	exclusivas	de	la
empresa.
JURISPRUDENCIA.—TC	declara	inconstitucional	parte	del	primer	párrafo
del	artículo	45	del	TUO	de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo.	Ninguna
ley	puede	fijar	imperativamente	el	nivel	de	la	negociación.	“(…)	este	tribunal
considera	oportuno	precisar	que	parte	del	sentido	normativo	del	primer
párrafo	del	artículo	45	del	Decreto	Supremo	N°	010-2003-TR	resulta
materialmente	inconstitucional,	en	la	medida	que	señala	que	‘A	falta	de
acuerdo,	la	negociación	se	llevará	a	nivel	de	empresa’.
Dicha	frase	resulta	inconstitucional	no	sólo	porque	contraviene	la	libertad
para	decidir	el	nivel	de	la	negociación,	sino	también	porque	lesiona	el
derecho	de	negociación	colectiva,	pues	tal	como	se	ha	señalado	en	el
fundamento	14,	supra,	ninguna	ley	puede	fijar	imperativamente	el	nivel	de
la	negociación,	tal	como	ocurre	con	la	frase	referida.
Por	dicha	razón,	y	en	virtud	del	poder	-	deber	del	control	difuso	reconocido
en	el	artículo	138	de	la	Constitución	y	en	el	artículo	VI	del	Título	Preliminar
del	Código	Procesal	Constitucional,	este	tribunal	declara	inaplicable	dicha
frase	al	caso	concreto.
No	obstante	ello,	y	ante	la	inconstitucionalidad	generada,	este	tribunal
considera	pertinente	precisar	que	a	falta	de	acuerdo	para	decidir	el	nivel	de
negociación,	éste	se	determinará	mediante	el	arbitraje,	sin	que	exista	previa
declaración	de	huelga	(…)”.	(T.	C.,	Exp.	03561-2009-PA/TC,	set.	29/2009.
Pres.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—TC	precisa:	arbitraje	para	determinar	el	nivel	de
negociación	es	potestativo	y	no	voluntario.	“(…)	en	tal	sentido,	si	conforme	a
la	voluntad	del	Constituyente,	el	derecho	a	la	huelga	debe	ser	reconocido	(y
en	esa	medida,	respetado	y	garantizado),	pero	no	promovido	o	fomentado,
mientras	sí	deben	ser	promovidas	las	formas	de	solución	pacífica	de	los
conflictos	laborales,	resulta	evidente	que	el	arbitraje	al	que	hace	alusión	el
artículo	61	del	Decreto	Supremo	N°	010-2003-TR,	y	que	es	el	llamado	a
determinar	el	nivel	de	negociación	ante	la	falta	de	acuerdo,	es	potestativo,	y
no	voluntario.	Es	decir,	ante	la	falta	de	acuerdo,	y	manifestada	la	voluntad
de	una	de	las	partes	de	acudir	al	arbitraje,	la	otra	tiene	la	obligación	de
aceptar	esta	fórmula	de	solución	del	conflicto.
Una	interpretación	contraria	llevaría	a	la	inconstitucional	conclusión	de
que	en	caso	de	que	los	trabajadores	optaran	por	acudir	al	arbitraje,	el
empleador	tendría	plena	capacidad,	con	su	negativa,	de	frustrar	esta	vía
heterocompositiva	de	solución,	obligando	a	los	trabajadores	a	acudir	a	la
huelga.	(…).
9.	Que,	por	consiguiente,	corresponde	precisar	que	el	arbitraje	a	través	del
cual	deberá	decidirse	el	nivel	de	la	negociación	ante	la	falta	de	acuerdo
entre	trabajadores	y	empleador,	es	aquél	al	que	hace	alusión	el	artículo	61
del	Decreto	Supremo	N°	010-2003-TR,	el	cual	es	de	carácter	potestativo.	En
tal	sentido,	sometido	el	diferendo	a	arbitraje	por	cualquiera	de	las	partes,	la
otra	tiene	el	deber	de	someterse	a	éste.”	(T.	C.,	Aclaración	-	Exp.	03561-
2009-PA/TC,	jun.	10/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	confirma	que	ninguna	ley	puede	fijar
imperativamente	el	nivel	de	la	negociación	colectiva.	“En	ese	sentido,
consideró	que	ante	la	falta	de	acuerdo	existente	entre	ambas	partes,	no
podía	ser	de	aplicación	lo	dispuesto	en	el	último	párrafo	del	artículo	45	del
Decreto	Supremo	N°	010-2003-TR	(...)	ya	que	ello,	acorde	con	lo	dispuesto
por	el	Tribunal	Constitucional	en	la	sentencia	recaída	en	el	Expediente	N°
3561-2009-AA/TC,	seguido	entre	estas	mismas	partes,	implicaría
desconocer	el	carácter	voluntario	de	la	negociación	colectiva	aceptándose
imposiciones	sobre	la	forma	en	que	debe	llevarse	a	cabo	la	negociación,
razón	por	la	cual	se	inaplicó	el	último	párrafo	del	artículo	45	del	Decreto
Supremo	N°	010-2003-TR,	disponiéndose	que	el	Ministerio	de	Trabajo
convoque	a	las	partes	a	fin	de	que	estas	decidan	el	nivel	de	negociación	y	de
no	ponerse	de	acuerdo,	ello	sea	visto	en	sede	arbitral	conforme	lo	prevé	el
artículo	61	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de
Trabajo.	(...).
En	ese	sentido,	el	Tribunal	Constitucional	en	la	sentencia	recaída	en	el
Expediente	N°	03561-2009-PA/TC,	seguido	entre	las	mismas	partes	de	este
proceso,	ha	señalado	que	ante	la	falta	de	acuerdo	sobre	el	nivel	de
negociación	(empresa,	rama	de	actividad	o	gremio)	en	el	que	debiera
seguirse	dicho	procedimiento,	deviene	en	inconstitucional	el	primer	párrafo
del	artículo	45	del	Decreto	Supremo	N°	010-2003-TR,	que	contiene	el	Texto
Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo,	en	el
extremo	que	señala:	‘A	falta	de	acuerdo,	la	negociación	colectiva	se	llevará	a
nivel	de	empresa’,	con	lo	cual	se	contraviene	no	solo	la	libertad	para	decidir
el	nivel	de	la	negociación,	sino	también	el	derecho	de	negociación	colectiva,
en	tanto	ninguna	ley	puede	fijar	imperativamente	el	nivel	de	la	negociación,
tal	como	ocurre	con	la	frase	referida”.	(C.	S.,	Exp.	2411-2011-Callao
(Consulta),	ago.	29/2011.	V.	P.	Acevedo	Mena)
COMPARACIÓN	ENTRE	EL	ARBITRAJE	OBLIGATORIO	Y	EL
ARBITRAJE	POTESTATIVO
Temas Arbitraje	potestativo Arbitraje	obligatorio
Sustento
legal
•	 Basado	 en	 el	 literal	 b)
del	 artículo	 1°	 (61-A)	 del
Decreto	 Supremo	 N°	 014-
2011-TR
•	Basado	en	el	artículo	68	del	TUO	de
la	LRCT.
Fortaleza
ante	 una
acción	 de
amparo
•	 Asimilable	 a	 la
competencia	 jurisdiccional
del	 Poder	 Judicial.	 Por
ende,	 protegido	 frente	 a
una	 eventual	 acción	 de
amparo.
•	 Constitución	 (Artículo
139):	 “No	 existe	 ni	 puede
establecerse	 jurisdicción
•	 Es	 endeble	 frente	 a	 una	 eventual
acción	 de	 amparo,	 en	 tanto	 que
supone	un	acto	interventor	del	Estado
que	 lesiona	 el	 derecho	 fundamental
de	libertad	sindical.	No	se	sustenta	en
el	 supuesto	 de	 crisis	 nacional	 aguda
legitimado	 por	 la	 OIT	 para	 estos
casos.
•	 Constitución	 (Artículo	 139):
alguna	 independiente,	 con
excepción	de	la	militar	y	la
arbitral.”
“Ninguna	autoridad	puede	avocarse	a
causas	 pendientes	 ante	 el	 órgano
jurisdiccional	 ni	 interferir	 en	 el
ejercicio	de	sus	funciones”.
Accionantes
•	 Se	 inicia	 a	 pedido	 de
parte,	son	los	trabajadores
o	 empleadores	 quienes
tienen	 que	 solicitarlo,
correspondiendo	 al/a	 los
árbitro	 o	 árbitros	 calificar
el	 supuesto	 de	 mala	 fe	 y
dar	 inicio	 al
procedimiento.
•	Presentado	el	supuesto	legitimante,
la	autoridad	actúa	de	oficio,	citando	a
las	 partes	 para	 iniciar	 el
procedimiento.
Designación
de	 los
árbitros
•	 El/los	 árbitro/s	 es/son
designado/s	por	las	partes.
•	 La	 autoridad	 administrativa	 se
comporta	como	árbitro.
Vía	 de
impugnación
y	plazos
•	 El	 laudo	 podría	 ser
impugnado	 ante	 la	 Sala
Laboral	 de	 la	 Corte
Superior,	 sólo	 si	 establece
menores	 derechos	 a	 los
contemplados	 por	 la	 ley	 a
favor	de	los	trabajadores.
•	 Decreto	 Legislativo	 N°
1071	 (Artículo	 64):	 El
•	El	laudo	podría	ser	impugnado	ante
la	 Sala	 Laboral	 de	 la	 Corte	 Superior,
tanto	si	establece	menores	derechos	a
los	que	la	ley	contempla	a	favor	de	los
trabajadores	 como	 si	 se	 alega	 su
nulidad.
La	 nulidad	 se	 funda	 en	 la
contravención	 de	 normas	 de	 orden
público.
•	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1071
(Artículo	64):	El	recurso	de	anulación
se	 interpone	 ante	 la	 Corte	 Superior
competente	dentro	de	 los	veinte	(20)
días	 siguientes	 a	 la	 notificación	 del
laudo.
•	 En	 caso,	 se	 asimile	 al	 laudo	 a	 un
acto	administrativo,	entonces	también
podría	 recurrirse	 a	 la	 vía	 del
recurso	 de	 anulación	 se
interpone	 ante	 la	 Corte
Superior	 competente
dentro	 de	 los	 veinte	 (20)
días	 siguientes	 a	 la
notificación	del	laudo.
contencioso	 administrativo	 para	 su
impugnación.
•	Decreto	Supremo	N°	013-2008-JUS
(Artículo	 19):	 “La	 demanda	 deberá
ser	 interpuesta	 dentro	 de	 los
siguientes	plazos:
1.	 Cuando	 el	 objeto	 de	 la
impugnación	 sean	 las	 actuaciones	 a
que	se	refieren	los	numerales	1	(actos
administrativos),	 3,	 4,	 5	 y	 6	 del
artículo	4°	de	esta	ley,	el	plazo	será	de
tres	 (03)	 meses	 a	 contar	 desde	 el
conocimiento	 o	 notificación	 de	 la
actuación	 impugnada,	 lo	 que	 ocurra
primero.”
Acción	 de
amparo
•	 Corresponde	 accionar	 a
quien	 se	 considere
afectado.	 Sin	 embargo,	 no
existiría	 argumento	 que	 la
sostenga,	 pues	 no	 se
lesiona	 el	 derecho	 de
libertad	 sindical,	 en	 tanto
que	 no	 existe	 injerencia
estatal.
•	 Ley	 N°	 28237	 (Artículo
44):	 “El	 plazo	 para
interponer	 la	 demanda	 de
amparo	 prescribe	 a	 los
sesenta	 (60)	 días	 hábiles
de	producida	la	afectación,
siempre	 que	 el	 afectado
hubiese	 tenido
conocimiento	 del	 acto
lesivo	y	se	hubiese	hallado
en	 posibilidad	 de
interponer	la	demanda.
•	 Corresponde	 accionar	 a	 quien	 se
considere	 afectado.	 Podría	 plantearla
tanto	el	sindicato	como	el	empleador,
señalando	 que	 se	 trata	 de	 una
injerencia	estatal	en	el	ejercicio	de	 la
libertad	sindical.
•	 Ley	 N°	 28237	 (Artículo	 44):	 “El
plazo	para	 interponer	 la	demanda	de
amparo	 prescribe	 a	 los	 sesenta	 (60)
días	 hábiles	 de	 producida	 la
afectación,	 siempre	 que	 el	 afectado
hubiese	 tenido	conocimiento	del	acto
lesivo	 y	 se	 hubiese	 hallado	 en
posibilidad	de	interponer	la	demanda.
Si	 esto	 no	 hubiese	 sido
posible,	 el	 plazo	 se
computará	 desde	 el
momento	 de	 la	 remoción
del	impedimento.
Tratándose	 del	 proceso
de	 amparo	 iniciado	 contra
resolución	judicial,	el	plazo
para	 interponer	 la
demanda	 se	 inicia	 cuando
la	 resolución	 queda	 firme.
Dicho	 plazo	 concluye
treinta	 (30)	 días	 hábiles
después	 de	 la	 notificación
de	 la	 resolución	 que
ordena	 se	 cumpla	 lo
decidido.
Si	 esto	 no	 hubiese	 sido	 posible,	 el
plazo	se	computará	desde	el	momento
de	la	remoción	del	impedimento.
Tratándose	 del	 proceso	 de	 amparo
iniciado	 contra	 resolución	 judicial,	 el
plazo	 para	 interponer	 la	 demanda	 se
inicia	 cuando	 la	 resolución	 queda
firme.	 Dicho	 plazo	 concluye	 treinta
(30)	 días	 hábiles	 después	 de	 la
notificación	 de	 la	 resolución	 que
ordena	se	cumpla	lo	decidido.”
Fuente:	Portal	web	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.	Boletin	N°	11,	noviembre
2011.	Dirección	General	de	Trabajo.	Visita	realizada	el	05	de	diciembre	del	2011:
http://www.trabajo.gob.pe/boletin/documentos/documento_diferencia_arbitraje_obligatorio_potestativo.pdf]
COMENTARIO.—Conflicto	de	beneficios	en	la	aplicación	de	convenios.
En	los	casos	de	negociaciones	articuladas	a	nivel	de	empresa	y	de	rama	de
actividad,	 de	presentarse	 conflicto	de	beneficios	 se	 aplicará	 la	 convención
más	 favorable,	previa	evaluación	de	ambas	en	su	 integridad.	En	supuestos
similares	 la	 doctrina	 plantea	 una	 serie	 de	 soluciones,	 como	 son:	 la
prevalencia	del	convenio	más	reciente,	del	específico	relativo	a	la	empresa,
del	que	englobe	a	mayor	número	de	trabajadores,	etc.
NEGOCIACIÓN	POR	RAMA.	CONDICIONES
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	46.—Para	que	el	producto	de	una	negociación	colectiva	por
rama	de	actividad	o	gremio	tenga	efectos	generales	para	todos	los
trabajadores	del	ámbito,	se	requiere	que	la	organización	sindical	u
organizaciones	sindicales	representen	a	la	mayoría	de	las
empresas	y	trabajadores	de	la	actividad	o	gremio	respectivo,	en	el
ámbito	local,	regional	o	nacional,	y	que	sean	convocadas,	directa	o
indirectamente,	todas	las	empresas	respectivas.
En	caso	no	se	cumplan	los	requisitos	de	mayoría	señalados	en	el
párrafo	anterior,	el	producto	de	la	negociación	colectiva,	sea
convenio	o	laudo	arbitral,	o	excepcional	por	resolución
administrativa,	tiene	una	eficacia	limitada	a	los	trabajadores
afiliados	a	la	organización	u	organizaciones	sindicales
correspondientes.	De	existir	un	nivel	de	negociación	en
determinada	rama	de	actividad	ésta	mantendrá	su	vigencia.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 35.—Las	 mayorías	 que	 exige	 el	 artículo	 46	 de	 la	 ley	 son	 mayorías
absolutas.	De	producirse	discrepancia	respecto	a	la	determinación	de	estas
mayorías,	la	autoridad	de	trabajo	determinará	lo	pertinente.
JURISPRUDENCIA.—Extensión	de	los	convenios	por	rama	de	actividad.	“La
reiterada	y	uniforme	jurisprudencia	emitida	por	las	salas	laborales,	ha
concluido	que	las	convenciones	colectivas	en	materia	de	trabajo	que	celebra
la	Asociación	(...),	son	de	aplicación	a	las	empresas	gráficas	que	no	forman
parte	de	ella,	pero	que	realizan	idénticas	actividades	empleando	personal
gráfico,	como	es	en	el	caso	de	autos	(…).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	1535-94-
BS(S),	mar.	14/95.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—En	las	negociaciones	por	rama	de	actividad	no	se
requiere	de	afiliación	al	ente	gremial	para	que	el	trabajador	se	beneficie	del
convenio.	“Los	trabajadores	que	laboren	en	un	sector	industrial	donde	la
negociación	colectiva	es	por	rama	de	actividad,	no	requieren	de	afiliación
individual	a	la	federación	que	interviene	en	ella	para	recibir	los	beneficios
correspondientes;	que	los	convenios	colectivos	celebrados	entre	el	Comité
de	la	(...)	y	el	Sindicato	de	Pasteleros	(...)	alcanzan	a	todos	los	trabajadores
del	ramo,	conforme	consta	de	su	propio	texto;	que	en	consecuencia,	los
reintegros	solicitados	por	el	actor	resultan	procedentes	(…).”	(RSL,	2da.
Sala,	Exp.	3548-94-BS(S),	ene.	31/96.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
ENTES	REPRESENTATIVOS
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	47.—Tendrán	capacidad	para	negociar	colectivamente	en
representación	de	los	trabajadores:
a)	En	las	convenciones	colectivas	de	empresa,	el	sindicato
respectivo	o,	a	falta	de	éste,	los	representantes	expresamente
elegidos	por	la	mayoría	absoluta	de	trabajadores.
b)	En	las	convenciones	por	rama	de	actividad	o	gremio,	la
organización	sindical	o	conjunto	de	ellas	de	la	rama	o	gremio
correspondiente.
La	representación	de	los	trabajadores	en	todo	ámbito	de
negociación	estará	a	cargo	de	una	comisión	constituida	por	no
menos	de	tres	(3)	ni	más	de	doce	(12)	miembros	plenos,	cuyo
número	se	regulará	en	atención	al	ámbito	de	aplicación	de	la
convención	y	en	proporción	al	número	de	trabajadores
comprendidos.	En	los	casos	que	corresponda,	la	comisión	incluye
a	los	dos	(2)	delegados	previstos	por	el	artículo	15	de	la	presente
norma.
COMENTARIO.—Representantes	 de	 los	 trabajadores	 a	 falta	 de
sindicato.	El	 sindicato	es	por	esencia	una	agrupación	de	 trabajadores	con
vocación	 de	 permanencia,	 puesto	 que	 su	 finalidad	 no	 se	 agota	 con	 la
negociación	 sino	 que	 perdura	 como	 ente	 representativo	 y	 de	 protección
gremial.
Pueden	 los	 trabajadores,	 sin	 embargo,	 elegir	 por	mayoría	 absoluta	 a	 sus
representantes	 con	 la	 única	 finalidad	 de	 iniciar	 una	 negociación.	 Dicha
representación	laboral	es	de	carácter	coyuntural.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	31.—Si	con	posterioridad	a	la	presentación	de	un	pliego	de	reclamos
por	 mayoría	 absoluta	 de	 trabajadores,	 se	 registrara	 un	 sindicato	 en	 el
centro	 de	 trabajo	 la	 negociación	 colectiva	 continuará	 con	 la	 comisión
designada	hasta	su	culminación.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 32.—Si	 durante	 la	 negociación	 colectiva	 la	 Autoridad	 de	 Trabajo
cancela	el	 registro	sindical	por	pérdida	de	 los	requisitos	establecidos	para
su	constitución	o	subsistencia,	o	se	disuelve	el	sindicato	por	acuerdo	de	sus
miembros	adoptado	en	asamblea	general	o	por	decisión	del	Poder	Judicial,
la	 mayoría	 absoluta	 de	 los	 trabajadores	 podrá	 acordar	 en	 asamblea
proseguir	 con	 dicho	 trámite,	 designando	 a	 tal	 efecto	 a	 tres	 (3)	 delegados
que	los	representen.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	33.—Si	durante	la	negociación	un	sindicato	se	fusiona	o	es	absorbido,
la	organización	vigente	que	 los	agrupe	podrá	proseguir	con	 la	negociación
iniciada	a	través	de	la	comisión	respectiva	que	se	designe	en	asamblea.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	34.—En	concordancia	con	lo	dispuesto	en	los	artículos	9°	y	47	de	la
ley,	 en	 materia	 de	 negociación	 colectiva,	 la	 representación	 de	 todos	 los
trabajadores	del	respectivo	ámbito,	a	excepción	del	personal	de	dirección	y
de	 confianza,	 será	 ejercida	 por	 el	 sindicato	 cuyos	 miembros	 constituyan
mayoría	 absoluta	 respecto	 del	 número	 total	 de	 trabajadores	 del	 ámbito
correspondiente.	Para	estos	efectos,	se	entiende	por	ámbito,	 los	niveles	de
empresa,	o	los	de	una	categoría,	sección	o	establecimiento	determinado	de
aquélla;	y	los	de	actividad,	gremio	y	oficios	de	que	trata	el	artículo	5°	de	la
ley.
En	 el	 caso	 que	 ningún	 sindicato	 de	 un	mismo	 ámbito	 afilie	 a	 la	mayoría
absoluta	de	trabajadores	de	éste,	su	representación	se	limita	a	sus	afiliados.
Sin	embargo,	los	sindicatos	que	en	conjunto	afilien	a	más	de	la	mitad	de	los
trabajadores	 del	 respectivo	 ámbito,	 podrán	 representar	 a	 la	 totalidad	 de
tales	trabajadores	a	condición	de	que	se	pongan	de	acuerdo	sobre	la	forma
en	que	 ejercerán	 la	 representación	de	 sus	 afiliados.	De	no	 existir	 acuerdo
sobre	el	particular,	cada	uno	de	ellos	sólo	representará	a	sus	afiliados.
JURISPRUDENCIA.—Representación	del	sindicato	mayoritario.	“Conforme	lo
señala	el	artículo	9°	del	Decreto	Ley	25593,	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de
Trabajo,	en	materia	de	negociación	colectiva	el	sindicato	que	afilie	a	la
mayoría	absoluta	de	los	trabajadores	comprendidos	dentro	de	su	ámbito
asume	la	representación	de	la	totalidad	de	los	mismos,	aunque	no	se
encuentren	afiliados	(…).”	(RSL,	4ta.	Sala,	Exp.	6279-97-BS-S,	nov.	26/97.	V.
P.	Torres	Gamarra)
JURISPRUDENCIA.—Representación	del	sindicato	no	mayoritario.	“La	litis	se
circunscribe	a	determinar	si	le	corresponde	al	actor	beneficiarse	con	los
incrementos	remunerativos	pertinentes	del	Laudo	Arbitral	del	13	de	enero
de	1994	y	del	Convenio	Colectivo	1995-1996,	cuya	aplicación	se	cuestiona
invocando	la	normatividad	contenida	en	el	Decreto	Ley	25593;	Segundo.-
Que,	si	bien	los	lineamientos	de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo
determinan	la	posibilidad	de	la	existencia	en	una	empresa	de	una	pluralidad
de	sindicato	en	el	caso	de	autos	no	se	advierte	dentro	del	ámbito	de	los
trabajadores	obreros	la	existencia	de	sindicato	adicional	al	del	Sindicato	de
(...);	Tercero.-	Que,	dentro	de	ese	contexto	debe	precisarse	que	el	artículo	9°
del	decreto	ley	precitado	concede	la	representación	de	todos	los
trabajadores	afiliados	y	no	afiliados	al	sindicato	único	que	afilie	a	la	mayoría
absoluta	de	trabajadores	por	lo	que	cuando	el	sindicato	único	esté	integrado
sólo	por	la	minoría	de	los	trabajadores	del	ámbito	solamente	representa	a
sus	afiliados;	Cuarto.-	Que,	siendo	esto	así,	y	habiéndose	acreditado	que	el
sindicato	en	referencia	en	los	períodos	que	se	reclama	no	afiliaba	a	la
mayoría	absoluta	de	los	trabajadores	de	su	ámbito,	resulta	acorde	a	derecho
evaluar	si	el	actor	ha	acreditado	encontrarse	afiliado	a	la	organización
gremial	que	promoviera	la	negociación	colectiva	que	generara	el	laudo
arbitral	y	convenio	colectivo	en	los	períodos	en	controversia;	Quinto.-	Que,
en	el	curso	de	proceso	el	actor	no	ha	acreditado	en	autos	su	afiliación
oportuna	al	sindicato	condición	sin	la	cual	no	podrá	acceder	a	los	beneficios
que	pretende	(…).”	(RSL,	Exp.	6782-97-BS-S,	dic.	30/97.	V.	P.	Zubiría
Amorós)
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 36.—La	 representación	 de	 los	 trabajadores	 en	 la	 negociación
colectiva	estará	sujeta	a	los	siguientes	límites:
a)	 Tres	 (3)	 representantes	 cuando	 el	 pliego	 de	 reclamos	 haya	 sido
planteado	por	la	mayoría	absoluta	de	los	trabajadores.
b)	 Hasta	 tres	 (3)	 dirigentes	 sindicales	 cuando	 la	 organización	 sindical
represente	a	menos	de	cincuenta	(50)	trabajadores.
c)	Un	(1)	dirigente	sindical	adicional	y	hasta	un	máximo	de	doce	(12)	por
cada	 cincuenta	 (50)	 trabajadores	 que	 excedan	 al	 número	 señalado	 en	 el
inciso	anterior.
REPRESENTACIÓN	DE	LOS	EMPLEADORES
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	48.—La	representación	de	los	empleadores	estará	a	cargo:
a)	En	las	convenciones	de	empresa,	del	propio	empresario	o	las
personas	que	él	designe.
b)	En	las	convenciones	por	rama	de	actividad	o	de	gremio,	de	la
organización	representativa	de	los	empleadores	en	la	respectiva
actividad	económica	y,	de	no	existir	ésta,	de	los	representantes	de
los	empleadores	comprendidos.
La	comisión	designada	por	los	empleadores	no	podrá	ser
superior	en	número	a	la	que	corresponde	a	los	trabajadores.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	37.—La	representación	de	los	empleadores	se	sujetará	a	lo	dispuesto
en	los	artículos	48	y	49	de	la	ley	y	podrá	ser	ejercitada	en	la	forma	siguiente:
a)	Por	el	propio	empleador;
b)	 Por	 los	 mandatarios	 legales	 designados	 en	 sus	 escrituras	 de
constitución,	si	fueran	personas	jurídicas;
c)	Por	apoderados	designados	en	cualquiera	de	las	formas	admitidas	para
el	 otorgamiento	 de	 poderes,	 incluido	 el	 que	 pueda	 formalizarse	 ante	 la
Autoridad	de	Trabajo;	y,
d)	 Por	 el	 jefe	 de	 la	Oficina	de	Relaciones	 Industriales,	 a	 que	 se	 refiere	 el
Decreto	Ley	14371.
FACULTADES	DE	LA	REPRESENTACIÓN	LABORAL
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	49.—La	designación	de	los	representantes	de	los
trabajadores	constará	en	el	pliego	que	presenten	conforme	al
artículo	51,	de	los	empleadores,	en	cualquiera	de	las	formas
admitidas	para	el	otorgamiento	de	poderes.
En	ambos	casos	deberán	estipularse	expresamente	las	facultades
de	participar	en	la	negociación	y	conciliación,	practicar	todos	los
actos	procesales	propios	de	éstas,	suscribir	cualquier	acuerdo	y
llegado	el	caso,	la	convención	colectiva	de	trabajo.	No	es	admisible
la	impugnación	de	un	acuerdo	por	exceso	en	el	uso	de	las
atribuciones	otorgadas,	salvo	que	se	demuestre	la	mala	fe.
Todos	los	miembros	de	la	comisión	gozan	del	amparo	reconocido
por	las	disposiciones	legales	vigentes	a	los	dirigentes	sindicales,
desde	el	inicio	de	la	negociación	y	hasta	tres	meses	(3)	de
concluida	ésta.
ASESORES
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	50.—Las	partes	podrán	ser	asesoradas	en	cualquier	etapa
del	proceso	por	abogados	y	otros	profesionales	debidamente
colegiados,	así	como	por	dirigentes	de	organizaciones	de	nivel
superior	a	las	que	se	encuentren	afiliadas.
Los	asesores	deberán	limitar	su	intervención	a	la	esfera	de	su
actividad	profesional	y	en	ningún	caso	sustituir	a	las	partes	en	la
negociación	ni	en	la	toma	de	decisiones.
INICIO	DE	LA	NEGOCIACIÓN
TUO	-	D.	L.	25593.	
ART.	51.—La	negociación	colectiva	se	inicia	con	la	presentación
de	un	pliego	que	debe	contener	un	proyecto	de	convención
colectiva,	con	lo	siguiente:
a)	Denominación	y	número	de	registro	del	o	de	los	sindicatos	que
lo	suscriben,	y	domicilio	único	que	señalen	para	efectos	de	las
notificaciones.
De	no	existir	sindicato,	las	indicaciones	que	permiten	identificar
a	la	coalición	de	trabajadores	que	lo	presenta.
b)	La	nómina	de	los	integrantes	de	la	comisión	negociadora	con
los	requisitos	establecidos	por	el	artículo	49.
c)	Nombre	o	denominación	social	y	domicilio	de	cada	una	de	las
empresas	u	organizaciones	de	empleadores	comprendidas.
d)	Las	peticiones	que	se	formulan	sobre	remuneraciones,
condiciones	de	trabajo	y	productividad	y	demás	que	se	planteen,
las	que	deberán	tener	forma	de	cláusula	e	integrarse
armónicamente	dentro	de	un	solo	proyecto	de	convención.
e)	Firma	de	los	dirigentes	sindicales	designados	para	tal	fin	por	la
asamblea,	o	de	los	representantes	acreditados,	de	no	haber
sindicato.
JURISPRUDENCIA.—El	retiro	por	los	trabajadores	de	determinados	puntos
del	petitorio	no	implica	que	se	renuncie	a	los	beneficios	logrados	en	pliegos
anteriores	sobre	las	mismas	materias.	“Mediante	convenio	colectivo
celebrado	con	fecha	06	de	junio	de	1991	(fojas	5),	las	partes	convinieron	en
la	cláusula	tercera	un	incremento	de	las	asignaciones	familiares	en	los
siguientes	términos:	a)	por	cónyuge,	incrementar	de	(...)	a	(...)	mensual,	b)
por	hijo,	incrementar	de	(...)	a	(...)	mensual,	c)	por	escolaridad,	incrementar
a	(...)	anual	por	cada	hijo	en	edad	escolar,	en	las	mismas	condiciones	de
pactos	anteriores,	d)	por	sala	cuna,	conviene	en	incrementar	de	(...)	a	(...)
mensual	y	e)	por	Fondo	de	Asistencia	Social,	incrementar	a	(...)	anual;	que
según	se	expone	en	el	escrito	de	contestación	de	la	demanda,	mediante	acta
de	solución	en	Trato	Directo	del	Pliego	de	Reclamos	para	el	período	1992–
1993	celebrado	con	fecha	16	de	junio	de	1992	(fojas	11)	se	estipuló	en	el
indicado	acuerdo	en	la	cláusula	quinta	que	el	sindicato	retiraba	los
beneficios	relacionados	sobre	condiciones	de	trabajo	a	que	se	refería	el
pliego	de	05	de	mayo	de	1992,	resultando	pues	que	la	litis	se	ha	circunscrito
estrictamente	en	analizar	el	acuerdo	en	mención	y	determinarse	si	se	pactó
o	no	la	estipulación	de	la	eliminación	de	beneficios	convencionales	de	que
venían	gozando	los	trabajadores	hasta	el	vencimiento	del	convenio	colectivo
correspondiente	al	período	1991–1992,	cuya	percepción	se	verificó	hasta	la
semana	23	de	1992;	que	la	aludida	cláusula	quinta	reza	lo	siguiente:	‘El
Sindicato,	a	su	vez,	retira	los	incisos	a),	b),	c),	d)	y	f)	del	tercer	petitorio	y
retira	igualmente	los	demás	puntos	sobre	condiciones	de	trabajo	que
contiene	el	pliego	de	reclamos	presentado	a	la	empresa	el	05	de	mayo	de
1992’	(sic),	pudiendo	apreciarse,	luego	de	un	análisis	detenido	de	la	aludida
cláusula	que	en	ella	no	se	estipuló	el	retiro	de	los	beneficios	de	que	venían
gozando	los	trabajadores	en	virtud	del	convenio	colectivo	de	06	de	junio	de
1991,	sino	se	establecía	que,	en	uso	de	la	facultad	negociadora	del	sindicato
demandante,	éste	retiraba	algunos	puntos	de	su	petitorio	contenido	en	el
pliego	de	reclamos,	sin	apreciarse	ninguna	renuncia	a	los	derechos
obtenidos	por	el	anterior	convenio	(…).”	(RSL,	1ra	Sala,	Exp.	4084-95-ID(S),
jun.	27/96.	V.	P.	Ampuero	de	Fuertes)
PRESENTACIÓN	DEL	PLIEGO
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	52.—El	pliego	debe	ser	presentado	no	antes	de	sesenta	(60)
ni	después	de	treinta	(30)	días	calendario	anteriores	a	la	fecha	de
caducidad	de	la	convención	vigente.	En	caso	de	presentación
posterior	al	plazo	señalado,	la	vigencia	a	que	se	refiere	el	inciso	b)
del	artículo	43	será	postergada	en	forma	directamente
proporcional	al	retardo.
ENTREGA	DEL	PLIEGO
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	53.—El	pliego	se	presenta	directamente	a	la	empresa,
remitiéndose	copia	del	mismo	a	la	Autoridad	de	Trabajo.
En	caso	de	que	aquella	se	negara	a	recibirlo,	la	entrega	se	hará	a
través	de	la	Autoridad	de	Trabajo,	teniéndose	como	fecha	de
presentación	la	de	ingreso	por	mesa	de	partes.
En	las	convenciones	por	rama	de	actividad	o	gremio,	la	entrega
se	hará	siempre	por	intermedio	de	la	Autoridad	de	Trabajo.
BUENA	FE	NEGOCIAL
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	54.—Es	obligatoria	la	recepción	del	pliego,	salvo	causa	legal
o	convencional	objetivamente	demostrable.
Las	partes	están	obligadas	a	negociar	de	buena	fe	y	a	abstenerse
de	toda	acción	que	pueda	resultar	lesiva	a	la	contraria,	sin
menoscabo	del	derecho	de	huelga	legítimamente	ejercitado.
JURISPRUDENCIA.—La	aceptación	a	trámite	de	un	pliego	de	reclamos	no
puede	leerse	como	un	pronunciamiento	sobre	el	fondo	de	lo	pretendido.	“El
declarar	procedente	el	trámite	de	un	pliego	de	reclamos,	de	ninguna	manera
implica	un	pronunciamiento	sobre	el	fondo	de	lo	pretendido	en	el	citado
pliego,	pues	las	solicitudes	o	reclamos	contenidos	en	éste,	deberán	ser
materia	de	la	correspondiente	negociación	colectiva	entre	las	partes”.	(C.	S.,
Cas.	10857-2012-Lima,	jun.	19/2014.	V.	P.	Mac	Rae	Thays)
DERECHO	A	LA	INFORMACIÓN
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	55.—A	petición	de	los	representantes	de	los	trabajadores,
los	empleadores	deberán	proporcionar	la	información	necesaria
sobre	la	situación	económica,	financiera,	social	y	demás
pertinente	de	la	empresa,	en	la	medida	en	que	la	entrega	de	la
información	no	sea	perjudicial	para	ésta.
La	información	que	ha	de	proporcionarse	será	determinada	de
común	acuerdo	entre	las	partes.	De	no	haber	acuerdo,	la
Autoridad	de	Trabajo	precisará	la	información	básica	que	deba
ser	facilitada	para	el	mejor	resultado	de	las	negociaciones.
Los	trabajadores,	sus	representantes	y	asesores	deberán	guardar
reserva	absoluta	sobre	la	información	recibida,	bajo
apercibimiento	de	suspensión	del	derecho	de	información,	sin
perjuicio	de	las	medidas	disciplinarias	y	acciones	legales	a	que
hubiere	lugar.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 38.—La	 información	 que	 ha	 de	 proporcionarse	 a	 la	 comisión
negociadora	 conforme	al	 artículo	55	de	 la	 ley,	 podrá	 solicitarse	dentro	de
los	noventa	(90)	días	naturales	anteriores	a	 la	 fecha	de	 la	caducidad	de	 la
convención	vigente.
VALORIZACIÓN	DE	LAS	PETICIONES
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	56.—En	el	curso	del	procedimiento,	a	petición	de	una	de	las
partes	o	de	oficio,	el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del
Empleo,	a	través	de	una	oficina	especializada,	practicará	la
valorización	de	las	peticiones	de	los	trabajadores	y	examinará	la
situación	económico	-	financiera	de	las	empresas	y	su	capacidad
para	atender	dichas	peticiones,	teniendo	en	cuenta	los	niveles
existentes	en	empresas	similares,	en	la	misma	actividad
económica	o	en	la	misma	región.
Asimismo	estudiará,	en	general,	los	hechos	y	circunstancias
implícitos	en	la	negociación.
La	oficina	especializada	podrá	contar	con	el	asesoramiento	del
Ministerio	de	Economía	y	Finanzas,	la	Comisión	Nacional
Supervisora	de	Empresas	y	Valores	(Conasev)	y	de	otras
instituciones	cuando	la	naturaleza	o	importancia	del	caso	lo
requiera.
El	dictamen	correspondiente,	debidamente	fundamentado	y
emitido	sobre	la	base	de	la	documentación	que	obligatoriamente
presentarán	las	empresas	y	de	las	investigaciones	que	se
practiquen	será	puesto	en	conocimiento	de	las	partes	para	que
puedan	formular	su	observación.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	39.—Las	observaciones	 que	 formulen	 las	 partes	 al	 dictamen	que	 se
practique	 acorde	 con	 el	 artículo	 56	 de	 la	 ley,	 serán	 debidamente
sustentadas,	 debiendo	 ser	 presentadas	 dentro	 del	 tercer	 día	 hábil	 de
recibida	la	notificación	con	el	dictamen	correspondiente.	Las	partes	podrán
presentar	prueba	instrumental	que	sustente	sus	observaciones.
Recibida	la	observación	al	dictamen,	la	Autoridad	de	Trabajo	dispondrá	la
elaboración	 de	 un	 segundo	 y	 último	 dictamen,	 en	 el	 que	 se	 ratifique	 o
rectifique	el	dictamen	anterior,	referido	concretamente	a	las	observaciones
de	las	partes.
NEGOCIACIÓN	DIRECTA.	PLAZO
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	57.—La	negociación	colectiva	se	realizará	en	los	plazos	y
oportunidades	que	las	partes	acuerden,	dentro	o	fuera	de	la
jornada	laboral,	y	debe	iniciarse	dentro	de	los	diez	(10)	días
calendario	de	presentado	el	pliego.
El	empleador	o	empleadores	podrán	proponer	cláusulas	nuevas	o
sustitutorias	de	las	establecidas	en	convenciones	anteriores.
Sólo	es	obligatorio	levantar	actas	para	consignar	los	acuerdos
adoptados	en	cada	reunión,	siendo	facultad	de	las	partes	dejar
constancia	de	los	pedidos	u	ofertas	por	ellas	formulados.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 40.—La	 negociación	 colectiva	 se	 llevará	 a	 cabo	 en	 los	 plazos	 y
oportunidades	 que	 las	 partes	 acuerden,	 pudiendo	 realizarse	 tantas
reuniones	 como	 sean	 necesarias.	 Si	 una	 de	 las	 partes	 no	 estuviera	 de
acuerdo	con	proseguirlas,	se	tendrá	por	concluida	la	etapa	respectiva.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	43.—Las	cláusulas	nuevas	o	sustitutorias	que	plantee	el	empleador	o
empleadores	conforme	al	segundo	párrafo	del	artículo	57	de	la	ley	deberán
integrarse	 armónicamente	 dentro	 de	 un	 solo	 proyecto	 de	 convención
colectiva.
COMENTARIO.—Negociación	 colectiva	 peyorativa	 (In	 peius).	 Una
interpretación	 abierta	 del	 artículo	 57	 del	 D.	 L.	 25593	 (Ley	 de	 Relaciones
Colectivas	 de	 Trabajo),	 que	 regula	 la	 plena	 libertad	 de	 las	 partes	 para
negociar	 colectivamente,	 reconocerá	 perfectamente	 la	 posibilidad	 de
“desmejorar”	algunos	beneficios	del	trabajador	logrados	en	algún	convenio
anterior.
La	 judicatura,	 en	 el	 Pleno	 Jurisdiccional	 Laboral	 de	 1997	 (Lima),	 ha
entendido	 de	 forma	 similar	 el	 artículo:	 “En	 la	 aplicación	 de	 un	 nuevo
convenio	colectivo	en	el	que	se	haya	pactado	un	beneficio	menor	al	vigente
establecido	por	convenio	colectivo	anterior,	el	juez	deberá	observar	que	no
se	vulnere	los	mínimos	indisponibles	por	la	normatividad	estatal,	y	que	en
tal	acuerdo	los	trabajadores	hayan	sido	representados	de	conformidad	con
el	artículo	49	del	Decreto	Ley	25593	(…).”
CONCILIACIÓN
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	58.—Las	partes	informarán	a	la	Autoridad	de	Trabajo	de	la
terminación	de	la	negociación,	pudiendo	simultáneamente
solicitar	el	inicio	de	un	procedimiento	de	conciliación.
Si	ninguna	de	las	partes	lo	solicitara,	la	Autoridad	de	Trabajo
podrá	iniciar	dicho	procedimiento	de	oficio,	si	lo	estimare
necesario	o	conveniente,	en	atención	a	las	características	del	caso.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 41.—En	 el	 caso	 del	 procedimiento	 de	 conciliación	 regulado	 por	 el
artículo	58	de	 la	 ley,	 se	realizarán	 tantas	reuniones	como	sean	necesarias,
siempre	y	cuando	exista	entre	las	partes	la	voluntad	de	llevarlas	a	cabo.	Si
una	de	las	partes	no	concurriera	o	de	hacerlo	no	estuviera	de	acuerdo	con
proseguir	con	ellas,	se	tendrá	por	concluida	esta	etapa.
CARACTERÍSTICAS	DE	LA	CONCILIACIÓN
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	59.—La	función	conciliatoria	estará	a	cargo	de	un	cuerpo
técnico	especializado	y	calificado	del	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo,	pudiendo	las	partes,	sin	embargo,	si	así	lo
acuerdan,	encomendársela	a	personas	privadas,	caso	en	el	cual
deberán	remitir	a	la	Autoridad	de	Trabajo	copia	de	las	actas	que
se	levanten.
En	uno	y	otro	caso,	el	procedimiento	de	conciliación	deberá
caracterizarse	por	la	flexibilidad	y	la	simplicidad	en	su	desarrollo,
debiendo	el	conciliador	desempeñar	un	papel	activo	en	la
promoción	del	avenimiento	entre	las	partes.	Si	éstas	lo	autorizan,
el	conciliador	podrá	actuar	como	mediador,	a	cuyo	efecto,	en	el
momento	que	lo	considere	oportuno,	presentará	una	o	más
propuestas	de	solución	que	las	partes	pueden	aceptar	o	rechazar.
Se	realizarán	tantas	reuniones	de	conciliación	como	sean
necesarias.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	42.—El	mediador	desarrollará	su	gestión	en	el	plazo	que	señalen	las
partes,	 o	 a	 falta	 de	 éste	 en	 un	 plazo	 máximo	 de	 diez	 (10)	 días	 hábiles,
contados	desde	su	designación.	Al	término	de	dicho	plazo,	si	no	se	hubiera
logrado	acuerdo,	el	mediador	convocará	a	 las	partes	a	una	audiencia	en	 la
que	éstas	deberán	 formular	 su	última	propuesta	 en	 forma	de	proyecto	de
convención	 colectiva.	 El	 mediador	 presentará	 una	 propuesta	 final	 de
solución,	la	que	de	no	ser	aceptada	por	escrito	por	ambas	partes	dentro	de
los	tres	(3)	días	hábiles	siguientes,	pondrá	fin	a	su	gestión.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 44.—El	 cuerpo	 técnico	 calificado	 del	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	 Social,	 que	 tenga	 a	 su	 cargo	 la	 función	 de	 conciliación	 y/o
mediación,	estará	 integrado,	en	 función	a	 las	necesidades	del	 servicio,	por
especialistas	de	diversas	áreas,	nombrados	o	contratados	de	dicho	sector.
COMENTARIO.—Conciliación	 y	 mediación.	 La	 diferencia	 fundamental
entre	 la	 función	 conciliadora	 y	 la	mediadora,	 radica	 en	 que	 el	 conciliador
debe	limitarse	a	usar	sus	buenos	oficios	para	 lograr	el	asentimiento	de	 las
partes;	en	cambio	el	mediador	adicionalmente	a	lo	anterior	debe	presentar
planteamientos	de	solución.
FACULTADES	DE	LAS	PARTES
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	60.—Las	partes	conservan	en	el	curso	de	todo	el
procedimiento	el	derecho	de	reunirse,	por	propia	iniciativa,	o	a
indicación	de	la	Autoridad	de	Trabajo,	y	de	acordar	lo	que	estimen
adecuado.	Asimismo,	podrán	recurrir	a	cualquier	medio	válido
para	la	solución	pacífica	de	la	controversia.
COMENTARIO.—Extra	 proceso.	 Como	 quiera	 que	 lo	 fundamental	 en	 el
procedimiento	 de	 negociación	 colectiva	 es	 el	 acuerdo	 de	 partes	 sobre	 los
puntos	 en	 discusión,	 la	 ley	 faculta	 a	 éstas	 para	 reunirse	 cuando	 lo	 crean
conveniente.
Al	convenio	logrado	en	esta	etapa	usualmente	se	le	denomina	acordado	en
extra	proceso.
ARBITRAJE
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	61.—Si	no	se	hubiese	llegado	a	un	acuerdo	en	negociación
directa	o	en	conciliación,	de	haberla	solicitado	los	trabajadores,
podrán	las	partes	someter	el	diferendo	a	arbitraje.
JURISPRUDENCIA.—Los	dos	conflictos	que	pueden	ser	sometidos	a	una
conciliación	o	arbitraje	laboral:	de	puro	derecho	o	de	intereses.	“Los
conflictos	que	pueden	ser	sometidos	al	mecanismo	de	solución
autocompositivo	(conciliación	y	mediación)	o	heterocompositivo
(arbitraje);	en	materia	laboral,	pueden	ser:	i)	conflictos	de	carácter	jurídico
o	de	puro	derecho,	y	ii)	conflictos	de	carácter	económico	o	de	intereses”.	(C.
S.,	Apel.	11804-2013-Lima,	oct.	15/2014.	V.	P.	Rueda	Fernández)
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 46.—Sustituido.	 D.	 S.	 009-93-TR,	 Art.	 1°.	 Al	 término	 de	 la
negociación	directa,	o	de	la	conciliación,	de	ser	el	caso,	según	el	artículo	61
de	la	ley,	cualquiera	de	las	partes	podrá	someter	la	decisión	del	diferendo	a
arbitraje,	 salvo	que	 los	 trabajadores	opten	por	ejercer	alternativamente	el
derecho	de	huelga,	de	conformidad	con	el	artículo	62	de	la	ley.
La	 Oficina	 de	 Economía	 del	 Trabajo	 y	 Productividad	 del	 Ministerio	 de
Trabajo	y	Promoción	Social	por	propia	iniciativa	podrá	solicitar	en	el	curso
del	procedimiento	de	negociación	directa	o	de	conciliación,	 la	 información
necesaria	que	le	permita	dar	cumplimiento	a	lo	ordenado	por	el	artículo	56
de	la	ley.
JURISPRUDENCIA.—Empleadora	abusa	de	su	libertad	para	negociar	si	se
niega	a	someter	a	arbitraje	los	reclamos	sindicales,	aduciendo	que	este	es
voluntario.	“(…)	En	atención	a	lo	antes	expuesto	cabe	resaltar	que	de	la
valoración	conjunta	de	los	medios	probatorios	(…)	y	del	propio	tenor	de	los
escritos	presentados	por	la	sociedad	emplazada	durante	el	presente
proceso,	este	tribunal	concluye	que	ésta	ha	realizado	práctica	abusiva,
entorpeciendo	la	negociación	colectiva	pues,	se	niega	a	negociar	mediante
arbitraje	con	la	federación	recurrente,	adoptando	una	conducta	que
dificulta	el	proceso	de	negociación	colectiva	reflejada	en	su	negativa	de
someter	a	arbitraje	los	puntos	del	Pliego	de	Reclamos	del	(…),	aduciendo
que	no	puede	ser	obligada	a	aceptar	el	arbitraje	ya	que	éste	sólo	tiene	el
carácter	de	voluntario	y	porque	se	requiere	que	previamente	las	partes
hayan	suscrito	un	compromiso	arbitral.
9.	Por	estas	razones,	este	tribunal	considera	que	la	sociedad	emplazada	ha
vulnerado	el	derecho	de	negociación	colectiva	de	los	afiliados	a	la
federación	recurrente,	toda	vez	que	ha	abusado	de	su	libertad	para
negociar,	lo	cual	se	encuentra	prohibido	por	el	artículo	103	de	la
Constitución”.	(T.	C.,	Exp.	03243-2012-PA/TC,	may.	21/2014,	S.	S.	Urviola
Hani)
DOCTRINA.—Voto	 singular	 del	 magistrado	 Álvarez	 Miranda:	 el
llamado	 “arbitraje	 potestativo”	 no	 es	 otra	 cosa	 que	 un	 “arbitraje
forzoso”.	 “(…)	 5.	 La	 satisfacción	 de	 los	 intereses	 gremiales	 debe	 ser
correctamente	 sopesada	 con	 la	 libre	 autonomía	 de	 voluntad	 de	 los
empresarios.	Sin	embargo,	la	argumentación	vertida	por	mis	colegas	simple
y	 llanamente	 se	 ha	 omitido	 pronunciarse	 sobre	 el	 particular.	 Tampoco	 ha
merituado	 la	 vía	 arbitral	 requiere	 del	 consentimiento	 de	 los	 particulares;
sin	dicha	aceptación,	la	vía	ordinaria	es	todas	luces	inviable.
6.	La	interpretación	sobre	lo	que	se	entiende	por	‘arbitraje	potestativo’	en
el	 sentido	 que,	 ante	 el	 pedido	 de	 alguna	 de	 las	 partes	 someter	 la
controversia	 al	 arbitraje,	 inexorablemente	 la	 otra	 deba	 aceptar	 tal
requerimiento	no	es	otra	cosa	que	un	‘arbitraje	forzoso’.	La	STC	N°	00142-
2011-PA/TC	es	clara	al	respecto,	el	arbitraje	resulta	legítimo	en	tanto	nace
de	la	autonomía	de	la	voluntad	de	las	partes.
7.	 En	 tales	 circunstancias,	 amparar	 la	 pretensión	 de	 la	 federación
recurrente	 implica	 desnaturalizar	 la	 esencia	 del	 arbitraje,	 que	 es	 medio
alternativo	 de	 solución	 de	 controversias	 al	 que	 las	 partes	 pueden
voluntariamente	acudir	a	fin	de	zanjar	civilizadamente	sus	diferencias”.	(T.
C.,	 Exp.	 03243-2012-PA/TC,	 may.	 21/2014,	 Voto	 singular	 del	 magistrado
Álvarez	Miranda)
COMENTARIO.—Etapa	 arbitral.	 El	 arbitraje,	 como	 etapa	 al	 interior	 del
procedimiento	 de	 negociación	 colectiva,	 requiere	 del	 asentimiento	 de
ambas	partes	para	su	concreción.
La	 sola	 manifestación	 de	 voluntad	 de	 los	 trabajadores	 en	 el	 sentido	 de
requerir	la	instancia	arbitral,	no	obliga	al	empleador.
OPCIÓN	DE	HUELGA
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	62.—En	el	caso	del	artículo	anterior,	los	trabajadores
pueden	alternativamente,	declarar	la	huelga	conforme	a	las	reglas
del	artículo	73.	Durante	el	desarrollo	de	la	huelga,	las	partes	o	la
Autoridad	de	Trabajo	podrán	designar	un	mediador.
La	propuesta	final	que	éste	formule	deberá	ponerse	en
conocimiento	de	las	partes.
Las	fórmulas	de	mediación,	en	caso	de	no	ser	aceptadas	por	las
partes,	no	comprometerán	las	decisiones	arbitrales	ulteriores.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 45.—La	 persona	 que	 actúe	 como	 mediador	 durante	 la	 huelga	 de
acuerdo	a	lo	previsto	por	el	artículo	62	de	la	ley,	será	designada	de	común
acuerdo.	 A	 falta	 de	 acuerdo,	 la	 autoridad	 de	 trabajo	 podrá	 designar	 a
cualquier	funcionario	especializado	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción
Social.
La	mediación	se	sujetará	al	procedimiento	previsto	en	el	artículo	42	de	este
reglamento.
ARBITRAJE	DURANTE	LA	HUELGA
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	63.—Durante	el	desarrollo	de	la	huelga	los	trabajadores
podrán,	asimismo,	proponer	el	sometimiento	del	diferendo	a
arbitraje,	en	cuyo	caso	se	requerirá	de	la	aceptación	del
empleador.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 47.—En	 el	 caso	 contemplado	 por	 el	 artículo	 63	 de	 la	 ley,	 los
trabajadores	 o	 sus	 representantes	 podrán	 proponer	 por	 escrito	 al
empleador	 el	 sometimiento	 del	 diferendo	 a	 arbitraje,	 requiriéndose	 la
aceptación	escrita	de	éste.
Si	 el	 empleador	 no	 diera	 respuesta	 por	 escrito	 a	 la	 propuesta	 de	 los
trabajadores	en	el	término	del	tercer	día	hábil	de	recibida	aquélla,	se	tendrá
por	 aceptada	 dicha	 propuesta,	 en	 cuyo	 caso	 se	 aplicarán	 las	 normas
relativas	 al	 procedimiento	 arbitral.	 El	 arbitraje	 procederá	 si	 se	 depone	 la
huelga.
MODALIDADES	DE	ARBITRAJE
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	64.—El	arbitraje	puede	estar	a	cargo	de	un	árbitro
unipersonal,	un	tribunal	ad-hoc,	una	institución	representativa,	la
propia	Autoridad	de	Trabajo,	o	cualquier	otra	modalidad	que	las
partes	específicamente	acuerden,	lo	que	constará	en	el	acta	de
compromiso	arbitral.	Si	no	hubiere	acuerdo	sobre	el	órgano
arbitral	se	constituirá	de	oficio	un	tribunal	tripartito	integrado
por	un	árbitro	que	deberá	designar	cada	parte	y	un	presidente
designado	por	ambos	árbitros	o,	a	falta	de	acuerdo,	por	la
Autoridad	de	Trabajo.
En	ningún	caso	podrán	ser	árbitros	los	abogados,	asesores,
representantes,	apoderados	o,	en	general,	las	personas	que	tengan
relación	con	las	partes	o	interés,	directo	o	indirecto	en	el
resultado.
Las	normas	procesales	serán	idénticas	para	toda	forma	de
arbitraje	y	estarán	regidas	por	los	principios	de	oralidad,
sencillez,	celeridad,	inmediación	y	lealtad.
Si	el	empleador	es	una	empresa	comprendida	en	el	ámbito	de	la
actividad	empresarial	del	Estado,	o	se	trata	de	una	entidad	del
Estado	cuyos	trabajadores	se	encuentran	sujetos	al	régimen
laboral	de	la	actividad	privada,	el	reglamento	de	la	presente
norma	establecerá	la	forma	en	que	se	designará,	a	falta	de
acuerdo	entre	las	partes,	al	presidente	del	tribunal	arbitral.	En
ningún	caso	podrá	recaer	tal	designación	en	la	Autoridad	de
Trabajo.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 48.—Las	 partes	 de	 común	 acuerdo,	 están	 facultadas	 para	 fijar
aspectos	puntuales	de	discrepancia	respecto	a	los	cuales	debe	pronunciarse
el	 árbitro.	 De	 no	 producirse	 esta	 situación,	 la	 decisión	 arbitral	 debe
comprender	 todos	 aquellos	 aspectos	 de	 la	 controversia	 que	 no	 hubieran
sido	solucionados	durante	la	negociación	directa.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	49.—Sustituido.	D.	S.	009-93-TR,	Art.	1°.	La	decisión	de	someter	la
controversia	 a	 arbitraje	 constará	 en	 un	 acta	 denominada	 “compromiso
arbitral”,	que	contendrá:	el	nombre	de	las	partes,	los	de	sus	representantes
y	sus	domicilios,	modalidad	de	arbitraje,	la	información	sobre	la	negociación
colectiva	que	se	somete	a	arbitraje;	monto	y	la	forma	de	pago	de	las	costas	y
honorarios	 de	 los	 árbitros;	 el	 lugar	 de	 arbitraje	 y	 facilidades	 para	 el
funcionamiento	del	tribunal,	que	deberá	asumir	el	empleador,	que	de	no	ser
posible,	será	solicitada	por	las	partes	al	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción
Social.
Las	partes	que	suscribieron	el	compromiso	arbitral,	deberán	designar	sus
árbitros	en	un	plazo	no	mayor	de	5	días	hábiles.	De	no	hacerlo	una	de	ellas,
la	 Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo	 designará	 al	 árbitro
correspondiente,	 cuyo	 costo	 asumirá	 la	 parte	 responsable	 de	 su
designación.
Si	 por	 alguna	 circunstancia	 cualquiera	 de	 los	 árbitros	 dejara	 de	 asistir	 o
renunciara,	 la	parte	afectada	deberá	sustituirlo	en	el	término	no	mayor	de
tres	días	hábiles.	En	caso	de	no	hacerlo,	el	presidente	del	tribunal	solicitará
a	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	su	sustitución.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 51.—Conforme	 el	 primer	 párrafo	 del	 artículo	 64	 de	 la	 ley,	 en	 la
negociación	colectiva	a	nivel	de	empresa	comprendida	en	el	sector	privado,
el	 arbitraje	 laboral	 puede	 estar	 a	 cargo	 de	 árbitro	 único,	 que	 podrá	 ser
persona	 natural	 o	 jurídica,	 o	 de	 un	 tribunal	 arbitral.	 En	 caso	 que	 el
empleador	y	los	trabajadores	no	hubiesen	llegado	a	un	acuerdo	sobre	el	tipo
de	 órgano	 arbitral	 que	 resolverá	 el	 conflicto,	 se	 constituirá	 un	 tribunal
tripartito	de	la	siguiente	manera:
Cada	 parte	 nombrará	 un	 árbitro	 y	 éstos	 designarán	 a	 un	 tercero	 que
actuará	como	presidente	del	tribunal.	A	falta	de	acuerdo	entre	los	árbitros
nominados	por	las	partes,	sobre	la	designación	del	tercer	árbitro,	éste	será
nombrado	 por	 la	 autoridad	 de	 trabajo	 del	 domicilio	 de	 la	 empresa,	 y	 de
tener	 varios	 centros	 de	 trabajo	 el	 del	 lugar	 donde	 se	 encuentre	 el	mayor
número	 de	 trabajadores	 comprendidos	 en	 el	 ámbito	 de	 la	 negociación
colectiva.
En	 la	 negociación	 colectiva	 por	 rama	 de	 actividad	 o	 gremio,	 si	 no	 hay
acuerdo	para	designar	el	tercer	árbitro,	 lo	hará	la	autoridad	de	trabajo	del
lugar	donde	estén	la	mayoría	de	empresas	y	trabajadores	de	la	actividad	o
gremio	respectivo.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	50.—El	Tribunal	Arbitral,	en	los	casos	que	proceda,	estará	constituido
siempre	 en	 número	 impar,	 debiendo	 los	 acuerdos	 ser	 adoptados	 por
mayoría	absoluta	de	sus	miembros.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 52.—Modificado.	 D.	 S.	 011-2016-TR,	 Art.	 1°.	 En	 atención	 a	 lo
dispuesto	en	el	último	párrafo	del	artículo	64	de	 la	 ley,	si	el	empleador	es
una	 empresa	 comprendida	 en	 el	 ámbito	 de	 la	 actividad	 empresarial	 del
Estado,	 a	 falta	 de	 acuerdo	 respecto	 de	 la	 designación	 del	 presidente	 del
Tribunal	 Arbitral,	 cualquiera	 de	 las	 partes	 puede	 solicitar	 a	 la	 Dirección
General	de	Trabajo	para	que	efectúe	dicha	designación,	por	sorteo	público,
entre	 los	 árbitros	 inscritos	 en	 el	 Registro	 Nacional	 de	 Árbitros	 de
Negociaciones	 Colectivas	 con	 especialización	 en	 negociación	 colectiva	 del
sector	público.	Para	ello,	se	convocará	a	las	partes,	con	una	anticipación	no
menor	a	cinco	días	hábiles.	La	diligencia	de	sorteo	podrá	desarrollarse	con
la	presencia	de	una	de	las	partes.
La	designación	efectuada	conforme	al	párrafo	anterior	es	inimpugnable,	sin
perjuicio	del	derecho	de	recusación	que	pueden	ejercitar	las	partes	dentro
del	proceso	arbitral,	de	ser	el	caso.
D.	S.	011-92-TR.
Primera	 Disposición	 Complementaria.—Los	 colegios	 profesionales,	 las
cortes	 superiores	 de	 los	 distritos	 judiciales	 correspondientes,	 las	 cámaras
de	 comercio	 y	 los	 institutos	 o	 asociaciones	 especializados,	 así	 como	 el
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	Social,	podrán	publicar	periódicamente
nóminas	de	personal	calificado	apto	para	ejercer	las	funciones	de	árbitro	a
que	se	refiere	la	ley,	sin	perjuicio	de	que	las	partes	de	común	acuerdo	elijan
el	árbitro	o	Tribunal	Arbitral	que	consideren	conveniente.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	53.—Sustituido.	D.	S.	013-2006-TR,	Art.	1°.	De	no	llegar	las	partes	a
un	acuerdo	sobre	el	monto	de	los	honorarios	del	o	de	los	árbitros,	éste	será
equivalente	 al	 10%	 de	 la	 remuneración	mínima	 vital	 por	 cada	 trabajador
comprendido	 en	 el	 ámbito	 de	 la	 negociación	 colectiva,	 hasta	 50
trabajadores;	 7,5%	 por	 cada	 trabajador	 que	 exceda	 los	 50	 hasta	 200
trabajadores;	 5%	 por	 cada	 trabajador	 que	 exceda	 los	 200	 hasta	 300
trabajadores;	y	2,5%	por	cada	trabajador	que	exceda	los	300	trabajadores.
El	 monto	 de	 los	 honorarios	 no	 podrá	 ser	 mayor	 a	 30	 remuneraciones
mínimas	vitales.
Salvo	 acuerdo	 distinto	 de	 las	 partes,	 el	 presidente	 del	 tribunal	 arbitral
percibirá	honorarios	de	por	 lo	menos	un	25%	más	de	 lo	que	perciban	 los
demás	árbitros	del	tribunal.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 54.—Se	 considera	 formalmente	 iniciado	 el	 proceso	 arbitral	 con	 la
aceptación	 del	 árbitro	 o	 en	 su	 caso,	 de	 la	 totalidad	 de	 los	 miembros	 del
Tribunal	 Arbitral.	 Esta	 aceptación	 deberá	 hacerse	 ante	 las	 partes	 en
conflicto,	lo	que	deberá	constar	en	un	acta	en	el	que	se	señalará	lugar,	día	y
hora	 de	 su	 realización,	 los	 nombres	 de	 las	 partes	 intervinientes,	 el	 del
árbitro	o	los	de	los	miembros	del	Tribunal	Arbitral,	y	la	declaración	de	estar
formalmente	iniciado	el	proceso	arbitral.	En	el	mismo	acto	cada	una	de	las
partes	en	conflicto	deberá	entregar	al	árbitro	o	a	los	miembros	del	Tribunal
Arbitral	 su	 propuesta	 final	 por	 escrito	 en	 la	 forma	 de	 proyecto	 de
convención	colectiva,	con	copia	para	 la	otra	parte,	que	 le	será	entregada	a
ésta	por	el	árbitro	o	por	el	presidente	del	Tribunal	Arbitral.
Dentro	de	los	cinco	(5)	días	hábiles	siguientes	las	partes	podrán	formular
al	árbitro	o	al	Tribunal	Arbitral,	las	observaciones	debidamente	sustentadas
que	tuvieran	respecto	del	proyecto	de	fórmula	final	presentado	por	la	otra
parte.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 55.—El	 árbitro	 o	 Tribunal	 Arbitral	 tiene	 absoluta	 libertad	 para
ordenar	 o	 requerir	 la	 actuación	 o	 entrega	 de	 toda	 clase	 de	 pruebas,
incluidas	 investigaciones,	 pericias,	 informes,	 documentos	 públicos	 y
privados	de	propiedad	o	en	posesión	de	las	partes	o	de	terceros	y	en	general
obtener	 todos	 los	 elementos	 de	 juicio	 necesarios	 de	 instituciones	 u
organismos	 cuya	 opinión	 resulte	 conveniente	 para	 poder	 resolver	 el
conflicto,	 todo	 dentro	 de	 un	 plazo	máximo	 de	 treinta	 (30)	 días	 naturales,
contados	desde	 la	 fecha	de	 iniciación	 formal	del	procedimiento	arbitral.	El
árbitro	o	el	Tribunal	Arbitral	en	su	caso,	notificará	a	las	partes	la	conclusión
de	esta	etapa	del	proceso.
Durante	 este	 período	 el	 árbitro	 o	 Tribunal	 Arbitral	 podrá	 convocar	 a	 las
partes	 por	 separado	 o	 conjuntamente,	 a	 fin	 de	 aclarar	 o	 precisar	 las
propuestas	de	una	y	otra.
Al	hacerse	cargo	de	su	gestión,	el	árbitro	o	Tribunal	Arbitral	recibirá	de	la
autoridad	de	trabajo	el	expediente	de	negociación	colectiva	existente	en	su
repartición,	incluyendo	la	valorización	del	pliego	de	peticiones	y	el	informe
de	la	situación	económico–financiera	de	la	empresa	a	que	alude	el	artículo
56	de	la	ley,	si	lo	hubiera.
En	la	tramitación,	en	los	términos	y	modo	de	proceder	y	demás	diligencias,
el	árbitro	o	Tribunal	Arbitral	procederá	de	oficio,	cuidando	que	se	observen
los	principios	de	oralidad,	sencillez,	inmediación	y	lealtad	a	que	se	refiere	el
artículo	64	de	la	ley.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 56.—Dentro	 de	 los	 cinco	 (5)	 días	 hábiles	 de	 concluida	 la	 etapa	 del
proceso	que	se	indica	en	el	artículo	anterior,	el	árbitro	o	el	Tribunal	Arbitral
en	 su	 caso,	 convocarán	a	 las	partes	a	 fin	de	darles	a	 conocer	el	 laudo	que
pone	fin	al	procedimiento	arbitral,	levantándose	acta	de	esta	diligencia.
NATURALEZA	DEL	LAUDO
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	65.—El	laudo	no	podrá	establecer	una	solución	distinta	a
las	propuestas	finales	de	las	partes	ni	combinar	planteamientos
de	una	y	otra.
El	laudo	recogerá	en	su	integridad	la	propuesta	final	de	una	de
las	partes.	Sin	embargo,	por	su	naturaleza	de	fallo	de	equidad,
podrá	atenuar	posiciones	extremas.
Para	la	decisión	deberán	tenerse	presente	las	conclusiones	del
dictamen	a	que	se	refiere	el	artículo	56.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	57.—El	laudo	del	árbitro	o	del	Tribunal	Arbitral	en	su	caso,	deberán
recoger	 en	 su	 integridad	 la	 propuesta	 final	 de	 una	 de	 las	 partes,	 no
pudiendo	establecer	una	solución	distinta	de	 las	propuestas	por	 las	partes
ni	combinar	los	planteamientos	de	una	y	otra.	Empero,	cuando	por	razones
de	 equidad	 se	 hubiere	 estimado	 necesario	 atenuar	 algún	 aspecto	 de	 la
propuesta	 elegida,	 por	 considerarlo	 extremo,	 en	 concordancia	 con	 el
artículo	65	de	la	ley,	el	árbitro	o	el	tribunal	deberá	precisar	en	el	laudo	en
qué	consiste	la	modificación	o	modificaciones	y	las	razones	que	se	ha	tenido
para	adoptarla.
Para	emitir	el	 laudo	se	tendrán	presentes	las	conclusiones	del	dictamen	a
que	se	refiere	el	artículo	56	de	la	ley,	tal	como	lo	ordena	el	artículo	65	de	la
misma.
El	 laudo	 ordenará	 el	 pago	de	 las	 costas	 y	 honorarios	 que	 corresponda	 al
árbitro	o	a	 los	miembros	del	Tribunal	Arbitral	en	su	caso,	en	 los	 términos
fijados	en	el	compromiso	arbitral.
CARÁCTER	INAPELABLE
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	66.—El	laudo,	cualquiera	sea	la	modalidad	del	órgano
arbitral,	es	inapelable	y	tiene	carácter	imperativo	para	ambas
partes.
Es	susceptible	de	impugnación	ante	la	Sala	Laboral	de	la	Corte
Superior,	en	los	casos	siguientes:
a)	Por	razón	de	nulidad.
b)	Por	establecer	menores	derechos	a	los	contemplados	por	la
ley	en	favor	de	los	trabajadores.
La	interposición	de	la	acción	impugnatoria	no	impide	ni	posterga
la	ejecución	del	laudo	arbitral,	salvo	resolución	contraria	de	la
autoridad	judicial	competente.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 59.—El	 recurso	 de	 impugnación	 del	 laudo	 arbitral	 que	 prevé	 el
artículo	 66	 de	 la	 ley,	 deberá	 interponerse	 dentro	 de	 los	 cinco	 (5)	 días
hábiles	 siguientes	 de	 notificado	 el	 laudo	 o	 la	 aclaración	 si	 fuese	 el	 caso,
acompañando	copia	para	la	otra	parte.
Las	 partes	 podrán	 presentar	 su	 alegato	 ante	 la	 Sala	 Laboral	 de	 la	 Corte
Superior,	dentro	de	los	tres	(3)	días	hábiles	de	ingresado	el	expediente	a	la
mesa	de	partes	correspondiente.
Transcurrido	 dicho	 plazo,	 se	 haya	 o	 no	 producido	 el	 alegato,	 la	 instancia
judicial	resolverá	por	el	solo	mérito	de	los	autos,	dentro	de	los	diez	(10)	días
hábiles	siguientes.
Procede	 el	 recurso	 de	 apelación	 dentro	 de	 los	 tres	 (3)	 días	 hábiles
siguientes	 a	 la	 notificación	 de	 la	 resolución.	 La	 Sala	 de	 Derecho
Constitucional	y	Social	de	la	Corte	Suprema	resolverá	por	el	solo	mérito	de
los	autos,	dentro	de	los	quince	(15)	días	hábiles	de	elevados.
JURISPRUDENCIA.—Impugnación	del	laudo	arbitral.	“La	impugnación
formulada	por	(...)	contra	el	Laudo	Arbitral	expedido	el	17	de	marzo	de
1994	en	el	procedimiento	de	negociación	colectiva	seguido	con	el	Sindicato
Único	de	Trabajadores	de	la	Empresa	(...),	con	el	Expediente	536-93-SD.NEC
acompañado	y,	Considerando:	que	el	Tribunal	Arbitral	interviniente	en	el
procedimiento	materia	de	la	impugnación	ha	actuado	con	criterio	de
conciencia	al	recoger	una	de	las	propuestas	finales	presentadas	por	las
partes	y	atenuar	sus	efectos,	en	la	forma	que	lo	faculta	el	artículo	65	del
Decreto	Ley	25593;	que	al	elegir	la	propuesta	de	los	trabajadores	ha
establecido	que	la	capacidad	económica	de	la	empresa	podía	soportar	sus
incidencias	de	acuerdo	a	la	información	contable	financiera	presentada	por
las	partes,	no	constituyendo	una	limitación	insalvable	la	autorización	de	la
Corporación	(...)	prestada	a	favor	de	(...)	para	respaldar	la	propuesta
presentada	por	ésta,	ya	que	de	lo	contrario	se	desnaturalizaría	el	derecho	de
negociación	colectiva,	si	bastaría	con	la	oferta	que	haga	el	empleador	sin
escuchar	los	planteamientos	de	los	trabajadores;	que	la	atenuación
efectuada	en	todas	las	cláusulas	referidas	a	condiciones	económicas	hace
razonable	la	aplicación	de	las	mismas;	que	la	existencia	de	una	cláusula
improcedente	en	su	planteamiento	no	invalida	la	totalidad	de	la	propuesta
por	la	misma	razón	que	la	nulidad	de	parte	del	laudo	no	permite	anularlo
completamente,	estando	al	principio	procesal	recogido	en	el	artículo	56
inciso	5)	de	la	Ley	General	de	Arbitraje;	que	el	punto	4°	del	laudo	al
referirse	al	aguinaldo	navideño	no	contraviene	la	restricción	impuesta	por
el	Decreto	Legislativo	757,	por	cuanto	su	determinación	es	en	base	a	una
suma	fija	que	comprende	cinco	remuneraciones	mínimas	vitales	de	S/.
72,00,	es	decir	S/.	360,00,	no	tomando	como	referencia	general	la
Remuneración	Mínima	Vital	sino	la	vigencia	en	ese	momento,	de	modo	que
no	contiene	condiciones	de	reajuste	automático	que	lo	hagan	contrario	a	la
ley;	que	finalmente,	con	referencia	a	la	revisión	de	los	convenios	colectivos
anteriores	que	obliga	la	Cuarta	Disposición	Transitoria	del	Decreto	Ley
25593,	las	partes	tenían	posiciones	antagónicas,	mientras	la	empresa
sostenía	en	cincuenta	puntos	de	su	propuesta	final	la	caducidad	o	extinción
de	otros	tantos	beneficios	que	procedían	de	convenios	anteriores,	el
sindicato	proponía	que	se	reconozcan	y	apliquen	con	carácter	permanente
todos	los	derechos	y	beneficios	pactados	anteriormente,	propuesta	que	ha
sido	recogida	por	el	Tribunal	Arbitral	en	la	misma	forma	que	el	resto,	al	no
tener	facultad	de	revisar	tales	convenios	y	actuar	selectivamente	sobre
ellos;	que	en	consecuencia,	no	se	ha	incurrido	en	ninguna	causal	de
anulabilidad	del	laudo,	el	mismo	que	se	ha	expedido	con	arreglo	a	ley	y	al
mérito	de	lo	actuado	en	el	procedimiento	arbitral	(…).”	(RSL,	2da.	Sala,	Exp.
146-94-ILA,	ago.	18/95.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 58.—A	 solicitud	 de	 parte,	 formulada	 dentro	 de	 un	 (1)	 día	 hábil
posterior	a	la	notificación	del	laudo,	o	de	oficio,	dentro	del	mismo	plazo,	el
árbitro	o	Tribunal	Arbitral	podrá	corregir	errores	materiales,	numéricos,	de
cálculo,	tipográficos,	o	de	naturaleza	similar.
La	 corrección	 se	 hará	 por	 escrito	 dentro	 de	 los	 tres	 (3)	 días	 hábiles
siguientes	 a	 la	 recepción	 de	 la	 solicitud;	 la	 corrección	 formará	 parte	 del
laudo.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 60.—El	 expediente	 de	 negociación	 colectiva	 y	 del	 procedimiento
arbitral	 constituyen	 una	 unidad	 que	 se	 conservará	 en	 los	 archivos	 de	 la
autoridad	de	trabajo	del	lugar	del	arbitraje.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 61.—En	 cualquier	 estado	 del	 procedimiento	 arbitral	 las	 partes
podrán	 celebrar	 una	 convención	 colectiva	 de	 trabajo,	 poniéndole	 fin	 a	 la
negociación	 colectiva,	 sin	 perjuicio	 de	 pagar	 las	 costas	 y	 honorarios
asumidos	en	el	compromiso	arbitral.
COMENTARIO.—Recepción	 del	 arbitraje	 en	 la	 práctica.	 Pese	 al	 prolijo
desarrollo	 a	 nivel	 legal	 y	 reglamentario	 del	 arbitraje	 como	 medio	 de
solución	 de	 los	 conflictos	 colectivos	 de	 trabajo,	 se	 aprecia	 su	 escasa
recepción	 en	 el	 campo	 práctico,	 al	 extremo	 que	 –de	 acuerdo	 a	 las
estadísticas	 oficiales–	 un	 porcentaje	 muy	 reducido	 de	 las	 negociaciones
colectivas	se	ha	resuelto	en	esta	etapa.
COMENTARIO.—Improcedencia	 de	 la	 acción	 de	 amparo	 respecto	 del
laudo	arbitral.	Ya	sea	que	se	trate	del	arbitraje	voluntario	o	del	obligatorio,
debe	recordarse	que	de	acuerdo	con	la	Ley	N°	27053	que	modificó	el	inciso
segundo	 del	 artículo	 sexto	 de	 la	 Ley	 N°	 23506,	 no	 procede	 la	 acción	 de
amparo	contra	resoluciones	judiciales	o	arbitrales	emanadas	de	un	proceso
regular.
JURISPRUDENCIA.—La	facultad	para	que	la	dirigencia	sindical	apruebe	que
el	conflicto	se	dirima	por	la	vía	del	laudo	arbitral,	no	alcanza	a	la
modificación	posterior	de	este.	“A	partir	del	alcance	de	las	peticiones	y
defensas	formuladas	en	los	actos	postulatorios,	es	claro	que	uno	de	los
puntos	de	evidente	contradicción	entre	las	partes,	lo	constituía	definir	la
capacidad	modificatoria	del	acta	del	(...),	respecto	de	lo	resuelto	en	el	laudo
arbitral	(...)	en	relación	al	aumento	general	de	remuneraciones	a	que	se
contrae	su	primera	cláusula	normativa,	y	por	tanto	resultaba	indispensable
examinar	la	capacidad	y	legitimidad	de	los	representantes	del	sindicato	que
intervinieron	en	representación	de	los	trabajadores	(obreros)	para	su
conclusión.	Sétimo:	Que,	así	la	definición	de	la	legitimidad	con	que	actuaron
los	representantes	sindicales	en	la	suscripción	del	acuerdo	modificatorio
involucraba	necesariamente	el	análisis	del	artículo	cuarenta	y	nueve	del
Decreto	Ley	número	veinticinco	mil	novecientos	noventa	y	tres,	Ley	de
Relaciones	Colectivas	de	Trabajo,	que	establece	los	presupuestos	para	la
designación	de	los	representantes	de	los	trabajadores	como	de	los
empleadores	y	por	el	cual	la	designación	de	los	representantes	de	los
trabajadores	constará	en	el	pliego	que	presenten;	la	de	los	empleadores,	en
cualquiera	de	las	formas	emitidas	para	el	otorgamiento	de	poderes,	en
ambos	casos,	deberán	estipularse	expresamente	las	facultades	de	participar
en	la	negociación	y	conciliación,	practicar	todos	los	actos	procesales	propios
de	éstas,	suscribir	cualquier	acuerdo	y	llegado	el	caso	la	convención
colectiva	de	trabajo.	Octavo:	Que,	al	dilucidar	el	juez	este	extremo	de	la	litis,
establece	implícitamente	la	plena	validez	y	eficacia	del	acta	del	(...)	al
aseverar	en	la	octava	considerativa	de	la	sentencia	apelada	que	los
dirigentes	sindicales	que	intervinieron	en	su	celebración	fueron
previamente	autorizados	a	celebrar	y	suscribir	dicha	acta	por	acuerdo
adoptado	en	asamblea	general	del	(...),	sin	embargo	esta	afirmación	no	sólo
es	arbitraria	al	no	responder	a	lo	actuado	en	el	proceso,	pues	no	existe
elemento	o	sucedáneo	de	los	medios	probatorios	que	la	respalde,	sino	que
no	responde	a	parámetros	mínimos	de	razonabilidad	y	logicidad	pues	no
podría	autorizarse	la	modificación	de	un	acuerdo,	convenio	o	acto	jurídico
que	es	expedido	en	forma	posterior	a	tal	acuerdo	como	en	el	caso	del	laudo
arbitral	cuyo	cumplimiento	se	propende	expedido	recién	con	fecha	quince
de	diciembre	de	mil	novecientos	noventa	y	tres.	Noveno:	Que,	además	no
explica	adecuadamente	el	a	quo	porque	aplica	a	los	reintegros
remunerativos	que	contiene	la	primera	cláusula	normativa	del	laudo
arbitral	del	quince	de	diciembre	de	mil	novecientos	noventa	y	tres,	las
limitaciones	contempladas	en	el	Decreto	Supremo	número	cero	cincuenta	y
siete	-	noventa	y	Decreto	Supremo	número	ciento	siete	-	noventa	-	PCM,	si
como	se	advierte	de	su	contenido	éstos	no	tienen	como	su	sustento	el	costo
de	vida	o	concepto	de	naturaleza	similar,	obviando	así	que	sólo	un	extremo
de	la	pretensión	objetivada	en	la	demanda	reposa	en	tal	circunstancia.
Décimo:	Que,	a	pesar	de	la	gravedad	de	estas	infracciones,	la	sala	superior
las	convalidada	indebidamente	al	confirmar	la	sentencia	apelada	incluso
bajo	sus	mismos	fundamentos	a	pesar	que	era	su	obligación	corregir	los
errores	o	deficiencias	incurridas	por	el	juez	de	primera	instancia,	pues	es	su
deber	fijar	los	lineamientos	bajo	los	cuales	debía	desarrollarse	el	proceso.
Undécimo:	Que,	estos	vicios	y	defectos	advierten	que	las	resoluciones	de
mérito	no	guardan	relación	de	reciprocidad	ni	congruencia	con	las
pretensiones	y	defensas	propuestas	por	las	partes,	lesionando	así	el
principio	de	congruencia	procesal	que	forma	parte	del	contenido	esencial	de
la	garantía	constitucional	de	la	motivación	escrita	de	las	resoluciones
judiciales,	y	con	ello	el	debido	proceso,	lo	cual	acarrea	la	invalidez
insubsanable	de	las	decisiones	de	los	órganos	de	instancia,	correspondiendo
al	a	quo	emitir	un	nuevo	pronunciamiento	observando	los	lineamientos
contenidos	en	esta	resolución,	disponiendo	previamente	si	lo	estima
conveniente,	la	actividad	probatoria	complementaria	para	esclarecer
adecuadamente	el	real	derecho	que	corresponde	a	las	partes.	Resolución:
Declararon	fundado	el	recurso	de	casación	interpuesto”.	(Cas.	Sala	de
Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	729-2006-Del	Santa,	set.	28/2006)
EL	ARBITRAJE	POTESTATIVO
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 61-A.—Incoporado.	 D.	 S.	 014-2011-TR,	 Art.	 1°.	 Arbitraje
potestativo.	 Las	 partes	 tienen	 la	 facultad	 de	 interponer	 el	 arbitraje
potestativo	en	los	siguientes	supuestos:
a)	Modificado.	 D.	 S.	 013-2014-TR,	 Art.	 2°.	 Las	 partes	 no	 se	 ponen	 de
acuerdo	en	el	primera	negociación	en	el	nivel	o	su	contenido,	y	que	durante
tres	meses	la	negociación	resulte	infructuosa.
b)	Cuando	durante	la	negociación	del	pliego	se	adviertan	actos	de	mala	fe
que	tengan	por	efecto	dilatar,	entorpecer	o	evitar	el	logro	de	un	acuerdo.
Ocurridos	los	supuestos	referidos,	las	partes	deben	designar	a	sus	árbitros
en	un	plazo	no	mayor	de	cinco	(05)	días	hábiles.	De	no	hacerlo	una	de	ellas,
la	 autoridad	 administrativa	de	 trabajo	designa	 al	 árbitro	 correspondiente,
cuyo	 costo	 asume	 la	 parte	 responsable	 de	 su	 designación.	 El	 arbitraje
potestativo	no	requiere	de	la	suscripción	de	un	compromiso	arbitral.
Si	 por	 alguna	 circunstancia	 alguno	 de	 los	 árbitros	 dejara	 de	 asistir	 o
renunciara,	la	parte	afectada	debe	sustituirlo	en	el	término	no	mayor	de	tres
(03)	días	hábiles.	En	caso	de	no	hacerlo,	el	presidente	del	tribunal	solicita	a
la	autoridad	administrativa	de	trabajo	su	sustitución.
Constituido	 el	 Tribunal	 Arbitral,	 dentro	 de	 los	 cinco	 (05)	 días	 hábiles
siguientes,	las	partes	entregan	al	tribunal	su	propuesta	final,	de	ser	el	caso,
en	 forma	de	 proyecto	 de	 convenio	 colectivo,	 con	 copia	 para	 la	 otra	 parte,
que	le	será	entregado	a	éste	por	el	presidente	del	Tribunal	Arbitral.	Dentro
de	 los	 cinco	 (05)	 días	 hábiles	 siguientes,	 las	 partes	 podrán	 formular	 al
tribunal	las	observaciones	debidamente	sustentadas,	que	tuvieran	respecto
del	proyecto	de	fórmula	final	presentado	por	la	otra	parte.
Resultan	 aplicables	 al	 arbitraje	 potestativo	 las	 reglas	 del	 procedimiento
arbitral	 establecidas	 en	 los	 artículos	 55,	 56,	 57,	 58,	 59,	 60	 y	 61	 del
reglamento.	En	el	caso	de	la	regla	de	integralidad	establecida	en	el	artículo
57,	 ésta	no	 se	aplicará	 cuando	 sólo	exista	una	propuesta	 final	presentada,
pudiendo	el	Tribunal	Arbitral	establecer	una	solución	final	distinta.
En	ningún	 caso,	 el	 arbitraje	 potestativo	puede	 ser	 utilizado	 en	desmedro
del	derecho	de	huelga.
R.	M.	284-2011-TR.
ART.	1°.—Actos	de	mala	fe	en	la	negociación.	Las	partes	están	obligadas
a	 negociar	 de	 buena	 fe	 y	 a	 abstenerse	 de	 toda	 acción	 que	 pueda	 resultar
lesiva	 a	 la	 parte	 contraria,	 sin	 menoscabo	 del	 derecho	 de	 huelga
legítimamente	ejercitado.
Constituyen	actos	de	mala	fe	en	la	negociación	colectiva,	los	siguientes:
a)	 Negarse	 a	 recibir	 el	 pliego	 que	 contiene	 el	 proyecto	 de	 convenio
colectivo	de	la	contraparte,	salvo	causa	legal	o	convencional	objetivamente
demostrable.	 Asimismo,	 la	 negativa	 a	 recibirlo	 a	 través	 de	 la	 autoridad
administrativa	de	trabajo;
b)	 Negarse	 a	 proporcionar	 la	 información	 necesaria	 sobre	 la	 situación
económica,	 financiera,	 social	 y	 demás	 pertinentes	 de	 la	 empresa,	 en	 la
medida	en	que	la	entrega	de	tal	información	no	sea	perjudicial	para	ésta;
c)	Negarse	a	entregar	 la	 información	acordada	por	 las	partes	o	precisada
por	la	autoridad	administrativa	de	trabajo;
d)	No	guardar	reserva	absoluta	sobre	la	información	recibida	siempre	que
la	misma	no	sea	de	carácter	público;
e)	Negarse	a	recibir	a	 los	representantes	de	 los	 trabajadores	o	a	negociar
en	 los	 plazos	 y	 oportunidades	 establecidas	 en	 la	 Ley	 de	 Relaciones
Colectivas	de	Trabajo	y	su	reglamento;
f)	 Ejercer	 presión	 para	 obtener	 el	 reemplazo	 de	 los	 integrantes	 de	 la
representación	de	los	trabajadores	o	del	empleador;
g)	 Ejercer	 fuerza	 física	 en	 las	 cosas,	 o	 física	 o	 moral	 en	 las	 personas,
durante	el	procedimiento	de	negociación	colectiva;
h)	 Los	 actos	 de	 hostilidad	 ejercidos	 contra	 los	 representantes	 de	 los
trabajadores	o	los	trabajadores	afiliados	al	sindicato;
i)	 El	 incumplimiento	 injustificado	 de	 las	 condiciones	 acordadas	 por	 las
partes	para	facilitar	la	negociación;
j)	Cualquier	práctica	arbitraria	o	abusiva	con	el	objeto	de	dificultar,	dilatar,
entorpecer	o	hacer	imposible	la	negociación	colectiva;
k)	Ejecutar	actos	de	injerencia	sindical,	tales	como,	intervenir	activamente
en	la	organización	de	un	sindicato;	ejercer	presiones	conducentes	a	que	los
trabajadores	 ingresen	 a	 un	 sindicato	 determinado;	 discriminar	 entre	 los
diversos	 sindicatos	 existentes	 otorgando	 a	 unos	 y	 no	 a	 otros,	 injusta	 y
arbitrariamente,	facilidades	o	concesiones	extracontractuales;	o	condicionar
la	contratación	de	un	trabajador	a	la	firma	de	una	solicitud	de	afiliación	a	un
sindicato	 o	 de	 una	 autorización	 de	 descuento	 de	 cuotas	 sindicales	 por
planillas	de	remuneraciones;	y,
l)	 Discriminar	 entre	 trabajadores	 con	 el	 fin	 exclusivo	 de	 incentivar	 o
desestimular	la	afiliación	o	desafiliación	sindical.
Los	actos	de	mala	fe	enunciados	en	los	literales	anteriores	no	constituyen
una	lista	taxativa.
La	 valoración	 de	 los	 supuestos	 de	 procedencia	 del	 arbitraje	 potestativo
establecidos	 en	 el	 artículo	 61-A	 del	 Decreto	 Supremo	 N°	 011-92-TR,	 es
realizada	por	el	Tribunal	Arbitral	en	el	proceso	arbitral	y	está	sujeta	para	su
comprobación	a	criterios	de	razonabilidad	y	proporcionalidad	considerando
el	contexto	en	el	que	se	producen,	el	marco	de	la	negociación	colectiva	y	los
comportamientos	 precedentes	 de	 las	 partes	 en	 anteriores	 procesos
negociales.
DOCTRINA.—Listado	de	actos	de	mala	fe	en	el	arbitraje	potestativo	es
enunciativo,	 no	 limitativo.	 “2.3.	 La	 finalidad	 de	 la	 disposición	 objeto	 de
comentario	es	aclarar	los	alcances	del	artículo	61	del	Texto	Único	Ordenado
de	 la	 Ley	 de	 Relaciones	 Colectiva	 de	 Trabajo,	 aprobado	 por	 Decreto
Supremo	 N°	 010-2003-TR1,	 que	 reconoce	 la	 posibilidad	 de	 acceder	 a
arbitraje	ante	la	falta	de	acuerdo	en	negociación	directa	o	conciliación	y	que
según	los	pronunciamientos	del	Tribunal	Constitucional2	corresponde	que
se	rija	por	el	arbitraje	potestativo	cuando	se	trate	de	 la	determinación	del
nivel	de	negociación	o	resolver	situaciones	de	mala	fe	negocial.
2.4.	 En	 cuanto	 al	 primer	 supuesto	 por	 el	 cual	 procede	 solicitar	 arbitraje
potestativo	 en	 el	 desarrollo	 de	 una	 negociación	 colectiva,	 no	 debe
entenderse	 como	 una	 restricción	 al	 principio	 de	 negociación	 libre	 y
voluntaria	 que	 inspira	 las	 negociaciones	 colectivas.	 Una	 medida	 como	 la
descrita,	 que	 permite	 acceder	 a	 un	 arbitraje	 potestativo	 cuando	 no	 exista
acuerdo	 en	 la	 primera	 negociación	 –sea	 en	 su	 nivel	 o	 contenido–,	 está
inspirada	en	 la	 falta	de	experiencia	negocial	de	 las	partes.	No	se	pretende
establecer	 una	 política	 intervencionista,	 sino	 que	 las	 partes	 no	 se	 vean
perjudicadas	por	su	inexperiencia	y	puedan	llegar	a	una	adecuada	solución.
2.5.	 Con	 respecto	 al	 segundo	 supuesto	 que	 determina	 la	 faculta	 de	 las
partes	 a	 acceder	 a	 un	 arbitraje	 potestativo,	 el	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	del	Empleo,	a	través	de	 la	Resolución	Ministerial	N°	284-2011-
TR,	ha	emitido	las	disposiciones	complementarias	para	su	mejor	aplicación,
estableciendo	 para	 ello	 un	 listado	 enunciativo	 (más	 no	 limitativo)	 de	 las
actividades	 que	 deben	 ser	 consideradas	 como	 actos	 de	 mala	 fe	 en	 la
negociación	 colectiva.	 (...)”.	 (MTPE,	 Inf.	 030-2011-MTPE/2/14,	 dic.
19/2011,	Dir.	Christian	Sánchez	Reyes)
DOCTRINA.—El	Tribunal	Arbitral	es	el	único	encargado	de	evaluar	si
procede	 o	 no	 el	 arbitraje	 potestativo.	 “En	 base	 a	 los	 argumentos
expuestos,	 debemos	 señalar	 que	 corresponde,	 en	 el	 caso	 del	 arbitraje
potestativo	 regulado	 por	 el	 Decreto	 Supremo	N°	 014-2011-TR,	 evaluar	 la
procedencia	del	mismo	al	propio	tribunal	arbitral	que	se	constituya	cuando
sus	 tres	miembros	 sean	 debidamente	 designados	 por	 las	 partes	 (o	 por	 la
autoridad	 administrativa	 de	 trabajo,	 cuando	 una	 parte	 no	 cumpla	 con
designar	a	uno	de	los	dos	primeros	árbitros	o	no	acuerden	ambas	partes	la
identidad	 del	 tercer	 árbitro).	 Es	 decir,	 en	 base	 al	 Principio	 kompetenz
kompetenz	 que	 orienta	 la	 jurisdicción	 arbitral,	 el	 Tribunal	 Arbitral	 es	 el
encargado	de	evaluar	su	competencia.
En	ese	sentido,	el	tribunal	arbitral	a	instaurarse	deberá,	en	primer	término,
evaluar	 la	procedencia	del	procedimiento	arbitral,	 analizando	 la	actuación
de	la	empresa	durante	la	negociación	colectiva	y	verificando	si	la	misma	se
ajusta	 o	 no	 al	 principio	 de	 buena	 fe.	 Solamente	 en	 caso	 que	 el	 tribunal
arbitral	 resuelva	 que	 existió	mala	 fe	 negocial	 atribuible	 a	 la	 parte	 contra
quien	se	interpuso	el	arbitraje	potestativo,	este	procedimiento	se	llevaría	a
cabo	hasta	su	culminación	mediante	la	emisión	de	un	laudo	que	resuelva	la
controversia	 en	 forma	 definitiva	 e	 inapelable”.	 (MTPE,	 Inf.	 44-2012-
MTPE/2/14,	 oct.	 29/2012.	 Director	 General	 de	 Trabajo	 Christian	 Sánchez
Reyes)
R.	M.	284-2011-TR.
ART.	 4°.—Aplicación	 supletoria	 en	 el	 procedimiento	 arbitral.	 En	 el
arbitraje	 de	 negociaciones	 colectivas	 es	 aplicable	 supletoriamente	 el
Decreto	 Legislativo	N°	 1071,	 norma	 que	 regula	 el	 arbitraje,	 y	 sus	 normas
modificatorias,	en	lo	que	resulten	aplicables	con	su	naturaleza.
DOCTRINA.—Las	 normas	 emitidas	 por	 el	 gobierno	 peruano	 sobre	 el
arbitraje	 potestativo	 no	 suponen	 una	 política	 intervencionista	 sino
una	 contribución	 a	 la	 búsqueda	 de	 soluciones	 pacíficas.	 “IV.
Conclusiones:
4.1.	 Las	 disposiciones	 emitidas	 por	 el	 Gobierno	 peruano	 tendientes	 a
determinar	el	acceso	al	arbitraje	potestativo	ante	una	falta	de	acuerdo	en	el
proceso	 de	 negociación	 colectiva	 en	 trato	 directo	 o	 conciliación	 ante	 la
autoridad	administrativa	de	trabajo	no	supone	una	política	intervencionista
que	 afecte	 el	 principio	 de	 negociación	 libre	 y	 voluntaria,	 sino	 –por	 el
contrario–	contribuye	a	una	solución	pacífica	en	aquellos	casos	en	que	 las
partes	se	encuentren	en	un	estado	de	inexperiencia	negocial	(en	la	primera
negociación,	 sea	 en	 su	 nivel	 o	 contenido)	 o	 en	 su	 defecto,	 se	 presenten
elemento	que	permitan	evidenciar	mala	fe	negocial	de	alguna	de	las	partes.
4.2.	 La	 negociación	 colectiva	 de	 las	 entidades	 y/o	 empresas	 del	 Estado,
sujetas	 al	 régimen	 laboral	privado,	deben	armonizar	 con	 la	disponibilidad
presupuestaria	 previamente	 incluida	 en	 las	 leyes	 sobre	 la	 materia.	 Los
procesos	 de	 negociación	 colectiva	 que	 supongan	 incrementos
remunerativos	 deberán	 ser	 atendidos	 mediante	 la	 correspondiente
planificación	 financiera	 de	 acuerdo	 con	 los	 recursos	 directamente
recaudados	por	la	entidad	del	sector	público	correspondiente	(para	el	caso
concreto:	Sunat).
4.3.	En	lo	que	respecta	a	la	aplicación	del	arbitraje	en	entidades	y	empresas
del	 Estado,	 se	 viene	 dando	 cumplimiento	 efectivo	 a	 lo	 establecido	 en	 la
Resolución	Ministerial	 N°	 284-2011-TR	 (dentro	 del	 plazo	 señalado	 por	 la
propia	norma)	que	establece	la	obligación	de	que	los	árbitros	se	encuentren
registrados	en	el	Registro	Nacional	de	Árbitros	de	Negociaciones	Colectivas
y	 preliminarmente,	 hayan	 culminado	 el	 curso	 de	 capacitación	 sobre
negociación	 colectiva	 en	 el	 sector	 público.	 (...)”.	 (MTPE,	 Inf.	 030-2011-
MTPE/2/14,	dic.	19/2011,	Dir.	Christian	Sánchez	Reyes)
D.	S.	014-2011-TR.
ART.	2°.—Creación	del	Registro	Nacional	de	Árbitros	de	Negociaciones
Colectivas.	 Créase	 el	 Registro	 Nacional	 de	 Árbitros	 de	 Negociaciones
Colectivas	 que	 estará	 a	 cargo	 de	 la	 Dirección	 General	 de	 Trabajo	 del
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	el	que	estará	integrado	por
profesionales	 de	 reconocida	 trayectoria.	 Los	 requisitos	 específicos	 para	 la
inscripción	de	árbitros	son	establecidos	mediante	resolución	ministerial.
Para	 actuar	 como	 árbitro	 en	 negociaciones	 colectivas	 de	 trabajo	 debe
contarse	 con	 registro	 hábil	 del	 Registro	 Nacional	 de	 Árbitros	 de
Negociaciones	Colectivas.
Cuando	las	normas	sobre	relaciones	colectivas	de	trabajo	dispongan	que	la
autoridad	administrativa	de	 trabajo	deba	designar	un	árbitro,	o	 lo	 solicite
una	o	ambas	partes,	esta	competencia	se	entiende	atribuida	a	 la	Dirección
General	del	Trabajo.
R.	M.	284-2011-TR.
ART.	 2°.—De	 los	 criterios	 de	 ponderación	 de	 los	 árbitros	 en	 las
negociaciones	 colectivas	 cuyo	 ámbito	 sea	una	 entidad	o	 empresa	del
Estado	 sujeta	 al	 régimen	 laboral	 privado.	 Para	 el	 caso	 de	 las
negociaciones	 colectivas	 en	 entidades	 o	 empresas	 del	 Estado	 sujetas	 al
régimen	 laboral	 de	 la	 actividad	 privada,	 debe	 tenerse	 en	 cuenta	 el	marco
legal	 vigente,	 los	 preceptos	 contenidos	 en	 los	 artículos	 77	 y	 78	 de	 la
Constitución	 Política	 del	 Perú,	 así	 como	 los	 desarrollados	 por	 el	 Tribunal
Constitucional	en	sus	sentencias	recaídas	en	los	expedientes	N°	008-2005-
PI/TC	y	N°	1035-2001-AC/TC,	sobre	que	toda	decisión	o	medida	de	mejora
en	 materia	 remunerativa	 debe	 armonizarse	 con	 la	 disponibilidad
presupuestaria	previamente	 autorizada	 e	 incluida	 en	 las	 respectivas	 leyes
de	presupuesto	del	sector	público	que	se	aprueban	para	el	año	 fiscal	o	 las
aprobadas	por	el	directorio	de	Fonafe,	según	corresponda.
En	el	proceso	de	negociación	colectiva,	en	el	ámbito	de	una	entidad	pública
o	empresa	del	Estado,	sujetas	al	régimen	laboral	de	la	actividad	privada,	los
incrementos	 y/o	 beneficios	 económicos	 se	 financian	 con	 fuentes	 de
financiamiento	provenientes	de	recursos	directamente	recaudados;	los	que
deben	 estar	 previstos	 en	 el	 presupuesto	 institucional	 de	 apertura	 de	 la
entidad	 o	 el	 que	 haga	 sus	 veces	 en	 la	 empresa	 del	 Estado,	 conforme	 el
fundamento	jurídico	11	de	la	Sentencia	N°	1035-2001-	AC/TC.
DOCTRINA.—El	 aumento	 remunerativo	para	entidades	y/o	empresas
del	 estado	 debe	 considerar	 la	 disponibilidad	 presupuestaria	 y
recursos	directamente	 recaudados.	 “(...)	 La	 negociación	 colectiva	 de	 las
entidades	 y/o	 empresas	 del	 Estado,	 sujetas	 al	 régimen	 laboral	 privado,
deben	armonizar	con	la	disponibilidad	presupuestaria	previamente	incluida
en	 las	 leyes	 sobre	 la	 materia.	 Los	 procesos	 de	 negociación	 colectiva	 que
supongan	 incrementos	 remunerativos	 deberán	 ser	 atendidos	 previa
planificación	 financiera	 con	 cargo	a	 los	 recursos	directamente	 recaudados
por	 la	 entidad	 del	 sector	 público	 correspondiente.	 (...)”.	 (MTPE,	 Inf.	 002-
2012-MTPE/2/14,	ene.	03/2012,	Dir.	Christian	Sánchez	Reyes)
R.	M.	284-2011-TR.
ART.	3°.—Requisitos	de	 los	 árbitros	para	 la	negociación	 colectiva	 en
entidades	 y	 empresas	 del	 Estado.	 Para	 arbitrar	 en	 el	 proceso	 de
negociación	colectiva	en	entidades	y	empresas	del	Estado	sujetas	al	régimen
laboral	de	la	actividad	privada,	los	árbitros	deben	contar	con	el	registro	del
Registro	 Nacional	 de	 Árbitros	 de	 Negociaciones	 Colectivas	 y,
adicionalmente,	 haber	 culminado	 el	 Curso	 de	 Capacitación	 sobre
Negociación	 Colectiva	 en	 el	 Sector	 Público	 que	 organizan	 la	 Dirección
General	de	Derechos	Fundamentales	 y	 la	Dirección	General	de	Trabajo	de
este	 ministerio;	 debiendo	 desarrollar,	 entre	 otros	 contenidos,	 materias
relacionadas	a	la	administración	financiera	del	sector	público,	la	gestión	de
planillas	 en	materia	 fiscal	 y	 financiera,	 y	 en	materia	 de	 administración	de
recursos	humanos	en	el	sector	público.	Para	tal	fin,	el	Ministerio	de	Trabajo
y	 Promoción	 del	 Empleo	 coordina	 con	 las	 entidades	 competentes
respectivas.
REQUISITOS	PARA	LA	INSCRIPCIÓN	EN	EL	REGISTRO
NACIONAL	DE	ÁRBITROS	DE	NEGOCIACIONES	COLECTIVAS
R.	M.	331-2011-TR.
ART.	 1º.—Requisitos	 para	 la	 inscripción	 en	 el	 Registro	 Nacional	 de
Árbitros	de	Negociaciones	 Colectivas.	 Pueden	 inscribirse	 en	 el	 Registro
Nacional	 de	 Árbitros	 de	 Negociaciones	 Colectivas	 las	 personas	 naturales
que	se	encuentren	en	pleno	ejercicio	de	sus	derechos	civiles	y	que	acrediten
el	cumplimiento	de	los	siguientes	requisitos:
a)	Título	profesional.
b)	Registro	hábil	del	 colegio	profesional	 correspondiente,	 en	 los	 casos	en
que	la	colegiación	es	obligatoria	por	ley.
c)	Experiencia	en	el	 ejercicio	profesional	y/o	en	 la	docencia	universitaria
en	la	materia	no	menor	de	cinco	(5)	años.
d)	No	 encontrarse	 inhabilitado	 para	 prestar	 servicios	 para	 el	 Estado	 y/o
ejercer	la	función	pública.
e)	No	haber	sido	sancionado	a	consecuencia	de	su	ejercicio	profesional	por
el	Poder	Judicial,	el	Tribunal	Constitucional	o	algún	Colegio	Profesional.
R.	M.	331-2011-TR.
ART.	 2º.—Incompatibilidades.	 De	 conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 en	 el
artículo	21	del	Decreto	Legislativo	Nº	1071,	Norma	que	regula	el	Arbitraje,
tienen	 incompatibilidad	 para	 actuar	 como	 árbitros	 los	 funcionarios	 y
servidores	 públicos	 del	 Estado	 Peruano	 dentro	 de	 los	 márgenes
establecidos	por	las	normas	de	incompatibilidad	respectivas.
R.	M.	331-2011-TR.
ART.	 3º.—Criterios	 para	 la	 designación	 de	 árbitros.	 Cuando	 lo
dispongan	las	normas	sobre	relaciones	colectivas	de	trabajo	o	lo	solicite	una
o	 ambas	 partes,	 la	 Dirección	 General	 de	 Trabajo	 designará	 al	 árbitro
atendiendo	a	los	siguientes	criterios:
a)	 Debe	 contar	 con	 registro	 hábil	 del	 Registro	 Nacional	 de	 Árbitros	 de
Negociaciones	Colectivas.
b)	 Tratándose	 de	 negociaciones	 colectivas	 en	 entidades	 y	 empresas	 del
Estado	 sujetas	 al	 régimen	 laboral	 de	 la	 actividad	 privada,	 debe	 haber
culminado	 el	 Curso	 de	 Capacitación	 sobre	 Negociaciones	 Colectivas	 en	 el
Sector	Público	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	la	Resolución	Ministerial
Nº	284-2011-TR.
c)	 En	 ningún	 caso	 podrán	 ser	 árbitros	 los	 abogados,	 asesores,
representantes,	apoderados	o,	en	general,	las	personas	que	tengan	relación
con	las	partes	o	interés,	directo	o	indirecto,	en	el	resultado.
d)	 En	 ningún	 caso	 podrán	 ser	 árbitros	 en	 negociaciones	 colectivas	 con
entidades	y	empresas	del	Estado	sujetas	al	régimen	laboral	de	la	actividad
privada,	los	funcionarios	o	servidores	públicos.
R.	M.	284-2011-TR.
Única	 Disposición	 Final	 Transitoria.—El	 primer	 curso	 de	 capacitación
sobre	negociación	colectiva	en	el	sector	público	establecido	en	el	artículo	3°
de	 la	 presente	 norma	 será	 organizado	 en	 un	 plazo	 de	 sesenta	 (60)	 días
hábiles.	Una	vez	establecida	la	lista	de	árbitros	certificados	para	arbitrar	en
negociaciones	 colectivas	 en	 entidades	 y	 empresas	 del	 Estado	 sujetas	 al
régimen	 laboral	 de	 la	 actividad	 privada	 se	 implementará	 el	 arbitraje
potestativo	regulado	en	el	Decreto	Supremo	N°	014-2011-TR,	cuyo	plazo	no
será	mayor,	en	ningún	caso,	de	noventa	(90)	días	hábiles	contados	desde	la
publicación	de	la	presente	resolución	ministerial.
D.	S.	014-2011-TR.
Única	 Disposición	 Final	 Transitoria.—Hasta	 que	 se	 culmine	 la
implementación	 del	 Registro	 Nacional	 de	 Árbitros	 en	 Negociaciones
Colectivas,	 la	 Dirección	 General	 de	 Trabajo	 es	 competente	 para	 designar
directamente	al	árbitro	o	árbitros	de	las	negociaciones	colectivas	en	trámite,
en	los	casos	en	que	por	norma	se	requiera	que	la	autoridad	administrativa
de	trabajo	realice	tales	designaciones.
INTERVENCIÓN	ESTATAL
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	68.—Cuando	una	huelga	se	prolongue	excesivamente	en	el
tiempo,	comprometiendo	gravemente	a	una	empresa	o	sector
productivo,	o	derive	en	actos	de	violencia,	o	de	cualquier	manera,
asuma	características	graves	por	su	magnitud	o	consecuencias,	la
autoridad	administrativa	promoverá	el	arreglo	directo	u	otras
formas	de	solución	pacífica	del	conflicto.	De	fracasar	ésta,	el
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	resolverá	en	forma
definitiva.
D.	S.	014-2011-TR.
ART.	 3°.—Del	 artículo	 68	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de
Relaciones	Colectivas	de	Trabajo.	La	referencia	al	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	 del	 Empleo,	 establecida	 en	 el	 artículo	 68	 del	 Texto	 Único
Ordenado	de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo,	aprobado	mediante
Decreto	 Supremo	 N°	 010-2003-TR,	 debe	 interpretarse	 como	 competencia
de	 las	 direcciones	 regionales	 de	 trabajo	 y	 promoción	 del	 empleo,	 con	 la
excepción	transitoria	de	la	jurisdicción	de	Lima	Metropolitana.	No	obstante
ello,	cuando	los	supuestos	establecidos	en	el	referido	artículo	68	tengan	un
efecto	 o	 dimensión	 supra	 regional	 o	 nacional,	 la	 competencia	 resolutiva
recae,	de	 forma	exclusiva	y	excluyente,	en	 la	Dirección	General	de	Trabajo
del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
D.	S.	014-2011-TR.
ART.	 4°.—Resoluciones	 administrativas	 expedidas	 al	 amparo	 del
artículo	 68	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Relaciones
Colectivas	 de	 Trabajo.	 Las	 resoluciones	 administrativas,	 de	 primera	 y
segunda	instancia,	que	se	expiden	al	amparo	del	artículo	68	del	Texto	Único
Ordenado	de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo	tienen	la	naturaleza
de	laudo	arbitral,	siéndoles	aplicables	los	artículos	65	y	66	del	referido	texto
único	ordenado.
TRAMITACIÓN	DE	LAS	NEGOCIACIONES	COLECTIVAS
D.	S.	017-2012-TR.
ART.	 1°.—De	 la	 tramitación	 de	 las	 negociaciones	 colectivas	 y	 de	 los
órganos	 competentes	 para	 atender	 los	 supuestos	 del	 artículo	 68	 del
Texto	Único	Ordenado	de	 la	 Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo
aprobado	 por	 Decreto	 Supremo	 N°	 010-2003-TR.	 En	 el	 trámite	 de	 las
negociaciones	colectivas,	se	observa	lo	siguiente:
a)	Las	zonas	de	trabajo	o	desconcentradas,	cuando	corresponda,	reciben	el
pliego	de	reclamos	y	lo	elevan	a	la	Subdirección	de	Negociaciones	Colectivas
para	su	sustanciación,	en	un	plazo	de	veinticuatro	(24)	horas.
b)	La	Sub-Dirección	de	Negociaciones	Colectivas	es	la	instancia	competente
para	 tramitar	 el	 procedimiento	 de	 negociación	 colectiva	 hasta	 su
culminación,	 con	 sujeción	 a	 las	 normas	 legales	 vigentes	 sobre	 la	materia,
procediendo	igualmente	a	registrar	los	convenios	colectivos	celebrados.
c)	La	Dirección	de	Prevención	y	Solución	de	Conflictos	Laborales,	u	órgano
que	 haga	 sus	 veces,	 según	 sea	 el	 caso,	 absuelve	 en	 segunda	 y	 última
instancia	 los	 recursos	 administrativos	 que	 se	 planteen	 contra	 los	 autos
expedidos	en	primera	instancia.
d)	La	Dirección	Regional	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	resuelve,	en
condición	 de	 árbitro	 obligatorio,	 cuando	 se	 verifiquen	 los	 supuestos
establecidos	 en	 el	 artículo	 68	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de
Relaciones	 Colectivas	 de	 Trabajo	 aprobado	 por	Decreto	 Supremo	N°	 010-
2003-TR,	siempre	que	éstos	sean	de	alcance	regional	o	local.	Esta	actuación
arbitral	 se	 sujeta	a	 las	directivas	expedidas	por	el	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo.
e)	La	Dirección	General	de	Trabajo	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción
del	 Empleo	 es	 competente	 para	 resolver	 en	 el	 caso	 de	 los	 supuestos
regulados	 en	 el	 artículo	 68	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de
Relaciones	 Colectivas	 de	 Trabajo	 aprobado	 por	Decreto	 Supremo	N°	 010-
2003-TR,	cuando	éstos	revistan	alcance	nacional	o	supra	regional.
Se	configura	una	huelga	con	efecto	o	alcance	nacional	o	supra	regional:
e.i)	 Cuando	 la	 huelga	 se	 prolongue	 excesivamente	 y	 comprometa
gravemente	 a	 una	 empresa	 o	 sector	 productivo,	 siempre	 que	 la	 huelga
afecte	 el	 interés	 social	 o	 sus	 efectos	 sobre	 una	 empresa	 o	 cadena	 de
producción	 de	 ámbito	 supra	 regional	 presenten	 una	 temporalidad
irrazonable	y	desproporcionada	en	función	de	los	objetivos	perseguidos	por
quienes	la	ejerciten.
e.ii)	Cuando	 la	huelga	 se	prolongue	excesivamente	y	derive	en	hechos	de
violencia.
e.iii)	Cuando	la	huelga	se	prolongue	excesivamente	y	asuma	características
graves	 por	 su	 magnitud	 o	 consecuencias,	 las	 mismas	 que	 serán
determinadas	 en	 cada	 caso	 concreto	 en	 función	 de	 criterios	 sociales,
económicos	y	jurídicos.
D.	S.	017-2012-TR.
ART.	 2°.—De	 las	 competencias	 territoriales	 de	 los	 gobiernos
regionales.	La	Dirección	de	Prevención	y	Solución	de	Conflictos,	u	órgano
que	 haga	 sus	 veces	 en	 el	 gobierno	 regional	 correspondiente,	 resuelve	 en
primera	 instancia	 los	 siguientes	 procedimientos,	 siempre	 que	 sean	 de
alcance	local	o	regional:
a)	La	terminación	de	la	relación	de	trabajo	por	causas	objetivas;
b)	La	 suspensión	 temporal	perfecta	de	 labores	por	 caso	 fortuito	o	 fuerza
mayor;
c)	La	impugnación	a	la	modificación	colectiva	de	las	jornadas,	horarios	de
trabajo	y	turnos;
d)	La	designación	de	delegados	de	los	trabajadores;
e)	 La	 inscripción	 en	 el	 registro	 sindical	 de	 sindicatos,	 federaciones	 y
confederaciones;
f)	El	inicio	y	trámite	de	la	negociación	colectiva;	y,
g)	La	declaratoria	de	improcedencia	o	ilegalidad	de	la	huelga.
Corresponde	a	 la	Dirección	Regional	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo
expedir	 la	 resolución	 de	 segunda	 instancia,	 relativa	 a	 los	 recursos
administrativos	planteados	contra	las	resoluciones	de	primera	instancia.
D.	S.	017-2012-TR.
ART.	3°.—De	las	competencias	 territoriales	del	gobierno	nacional.	 La
Dirección	 General	 de	 Trabajo	 del	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del
Empleo	 resuelve	 en	 instancia	 única	 los	 supuestos	 que	 se	 detallan	 a
continuación,	siempre	que	éstos	sean	de	alcance	supra	regional	o	nacional:
a)	La	terminación	de	la	relación	de	trabajo	por	causas	objetivas;
b)	La	 suspensión	 temporal	perfecta	de	 labores	por	 caso	 fortuito	o	 fuerza
mayor;
c)	La	impugnación	a	la	modificación	colectiva	de	las	jornadas,	horarios	de
trabajo	y	turnos;
d)	El	inicio	y	trámite	de	la	negociación	colectiva;	y,
e)	La	declaratoria	de	improcedencia	o	ilegalidad	de	la	huelga.
A	 efectos	 del	 presente	 artículo,	 debe	 entenderse	 con	 carácter	 supra
regional	o	nacional	todo	aquel	supuesto	que	involucre	a	trabajadores	de	una
empresa	o	sector	productivo	con	centros	de	trabajo	en	más	de	una	región.
En	el	caso	de	los	incisos	d)	y	e)	también	se	adquiere	carácter	supra	regional
o	 nacional	 cuando	 la	 actividad	 económica	 desarrollada	 por	 la	 empresa	 o
sector	productivo	tiene	un	efecto	o	impacto	notorio	en	la	economía	de	más
de	una	región	o	a	nivel	nacional.
Son	 supuestos	 de	 esta	 causal,	 entre	 otros,	 las	 siguientes	 actividades	 o
servicios:
-	Transporte	aéreo,	servicios	aeronáuticos	y	administración	aeroportuaria.
-	 Carga	 y	 transporte	 acuático,	 administración	 portuaria	 y	 servicios
portuarios.
-	 Producción	 y	 suministro	 inter-regional	 de	 energía	 eléctrica,	 gas	 y
petróleo.
-	Suministro	supra-regional	de	agua.
-	 Los	 de	 naturaleza	 estratégica	 vinculados	 con	 la	 defensa	 o	 seguridad
nacional.
-	Las	actividades	que	producen	bienes	o	servicios	determinantes	para	una
cadena	productiva	de	ámbito	interregional	o	nacional.
D.	S.	017-2012-TR.
ART.	 4°.—Del	 recurso	 de	 revisión.	 Contra	 lo	 resuelto	 en	 segunda
instancia	por	las	direcciones	regionales	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,
acorde	al	artículo	2°	del	presente	decreto	supremo,	procede	la	interposición
del	recurso	de	revisión,	cuyo	conocimiento	es	competencia	de	la	Dirección
General	de	Trabajo	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
En	el	caso	del	registro	de	organizaciones	sindicales	y	de	la	designación	de
los	delegados	de	los	trabajadores,	procede	el	recurso	de	revisión	contra	las
resoluciones	 de	 segunda	 instancia	 regional	 que	 deniegan	 el	 registro.	 Son
requisitos	para	 la	procedencia	de	dicho	recurso	que	el	acto	administrativo
impugnado	se	sustente	en	una	 interpretación	 incorrecta	de	 las	 fuentes	del
derecho,	en	especial,	de	la	jurisprudencia	establecida	por	el	Poder	Judicial	y
el	Tribunal	Constitucional,	o	haya	incumplido	las	directivas	o	lineamientos
de	alcance	nacional	emitidos	por	las	direcciones	generales	del	Ministerio	de
Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 o	 se	 haya	 apartado	 de	 los	 precedentes
administrativos	dictados	por	ellas.
La	resolución	de	intervención,	a	la	que	se	hace	referencia	en	el	artículo	2°
del	presente	decreto	supremo,	dictada	al	amparo	del	referido	artículo	68	del
Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Relaciones	 Colectivas	 de	 Trabajo
aprobado	 por	Decreto	 Supremo	N°	 010-2003-TR,	 por	 el	 cual	 la	 autoridad
administrativa	 de	 trabajo	 regional	 asume	 competencia	 de	 intervención,
puede	 ser	 impugnada	 mediante	 recurso	 de	 revisión	 ante	 la	 Dirección
General	de	Trabajo	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
Las	 resoluciones	 emitidas	 por	 la	 instancia	 de	 revisión	 se	 publican	 en	 el
Diario	 Oficial	 El	 Peruano	 y	 constituyen	 precedentes	 administrativos
vinculantes	para	todas	las	instancias	administrativas	regionales.
D.	S.	017-2012-TR.
ART.	5°.—De	los	plazos	y	demás	normas	procedimentales	aplicables	al
recurso	 de	 revisión.	 La	 Dirección	 General	 de	 Trabajo	 del	 Ministerio	 de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	se	sujeta	a	 las	reglas	de	la	Ley	N°	27444,
Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General,	en	la	tramitación	del	recurso
de	revisión	detallado	en	el	artículo	4°,	con	excepción	de	los	supuestos	sobre
declaratoria	 de	 improcedencia	 o	 ilegalidad	 de	 la	 huelga	 de	 alcance	 supra
regional	o	nacional,	el	cual	debe	ser	interpuesto	dentro	de	los	tres	(03)	días
hábiles	de	expedida	la	resolución	que	declara	la	improcedencia	o	ilegalidad
de	 la	 huelga,	 debiendo	 la	 Dirección	 General	 de	 Trabajo	 del	 Ministerio	 de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	resolver	dentro	de	 tres	 (03)	días	hábiles
siguientes	a	la	interposición	del	recurso.
Corresponde	 a	 la	Dirección	General	 de	Trabajo,	 en	 forma	exclusiva	 como
autoridad	nacional,	 la	determinación	de	 los	 criterios	 interpretativos	a	que
se	 refiere	 el	 artículo	VI	 del	 Título	 Preliminar	 de	 la	 Ley	N°	 27444,	 Ley	 del
Procedimiento	Administrativo	General.
D.	S.	017-2012-TR.
ART.	6°.—De	la	nulidad	de	los	actos	administrativos.	Son	vicios	del	acto
administrativo	que	causan	su	nulidad,	los	detallados	en	el	artículo	10	de	la
Ley	N°	27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General,	entre	ellos	los
que	 contradicen	 los	 precedentes	 administrativos	 de	 carácter	 vinculante
dictados	por	 las	direcciones	generales	del	Sector	Trabajo	y	Promoción	del
Empleo,	al	amparo	del	artículo	VI	del	Título	Preliminar	del	dispositivo	legal
antes	 mencionado,	 y	 aquellos	 que	 vulneran	 las	 reglas	 de	 competencia
territorial	de	ámbito	nacional.
D.	S.	017-2012-TR.
ART.	 7°.—De	 la	 publicidad	 de	 las	 resoluciones	 administrativas.	 Es
deber	de	los	directores	de	prevención	y	solución	de	conflictos,	los	directores
subregionales,	los	directores	regionales	de	trabajo	y	promoción	del	empleo,
la	Dirección	General	de	Trabajo	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del
Empleo	y	del	despacho	Viceministerial	de	Trabajo	del	Ministerio	de	Trabajo
y	Promoción	del	Empleo	publicar	en	el	portal	web	del	gobierno	regional	o
nacional,	 según	 corresponda,	 las	 resoluciones	 administrativas	 que	pongan
fin	 a	 la	 segunda	 instancia	 administrativa,	 dentro	 de	 los	 cinco	 (05)	 días
hábiles	siguientes	a	su	expedición,	de	acuerdo	a	las	siguientes	materias:
a)	 Las	 resoluciones	 referidas	 en	 el	 artículo	 2°	 del	 presente	 decreto
supremo;	y,
b)	 Las	 resoluciones	 del	 procedimiento	 administrativo	 sancionador	 de	 la
inspección	del	trabajo	relativas	a:
b.1)	Libertad	de	trabajo;
b.2)	Trabajo	infantil;
b.3)	Igualdad	y	no	discriminación;
b.4)	Libertad	sindical;
b.5)	Jornada	de	trabajo	y	descansos	remunerados;
b.6)	Primacía	de	la	realidad;
b.7)	Contratación	sujeta	a	modalidad	y	estabilidad	en	el	trabajo;	y,
b.8)	Seguridad	y	salud	en	el	trabajo.
D.	S.	017-2012-TR.
ART.	8°.—Vigencia.	El	presente	decreto	supremo	entra	en	vigencia	al	día
siguiente	de	su	publicación	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano.
D.	S.	017-2012-TR.
ART.	 9°.—Refrendo.	 El	 presente	 decreto	 supremo	 es	 refrendado	 por	 el
Ministro	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
D.	S.	017-2012-TR.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—El	 incumplimiento	 del
presente	decreto	supremo	configura	falta	administrativa	grave	por	parte	de
funcionarios	de	la	autoridad	administrativa	de	Trabajo	regional	y	nacional.
La	 Dirección	 General	 de	 Trabajo	 supervisa	 el	 cumplimiento	 de	 las
disposiciones	de	la	presente	norma,	en	caso	verifique	el	incumplimiento	por
parte	 de	 la	 autoridad	 regional,	 elabora	 un	 informe	 que	 se	 remite	 para	 el
inicio	del	 procedimiento	disciplinario	 correspondiente,	 sin	perjuicio	de	 su
remisión	a	la	oficina	de	control	institucional.	La	autoridad	regional	inicia	el
procedimiento	 disciplinario	 dentro	 de	 los	 treinta	 (30)	 días	 hábiles	 de
recibido	el	informe,	bajo	responsabilidad	administrativa.
D.	S.	017-2012-TR.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Facúltese	 al	 Ministerio	 de
Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo	 a	 emitir	 las	 disposiciones
complementarias	del	presente	decreto	supremo.
D.	S.	017-2012-TR.
Única	 Disposición	 Complementaria	 Derogatoria.—Deróguese	 el	 Decreto
Supremo	 N°	 001-93-TR,	 así	 como	 todas	 las	 normas	 que	 se	 opongan	 al
presente	dispositivo.
D.	S.	017-2012-TR.
Única	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Los	gobiernos	regionales
adecuarán	sus	textos	únicos	ordenados	de	procedimientos	administrativos
(TUPA)	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 presente	 decreto	 supremo,	 en	 un	 plazo	 no
mayor	 de	 sesenta	 (60)	 días	 hábiles	 desde	 la	 entrada	 en	 vigencia	 del
presente	 decreto	 supremo,	 bajo	 responsabilidad.	 Sin	 perjuicio	 de	 ello,	 los
administrados	podrán	ejercer	los	derechos	establecidos	desde	la	entrada	en
vigencia	de	la	presente	norma.
JURISPRUDENCIA.—La	voluntad	de	la	empresa	y	del	sindicato	para
continuar	negociando	el	fin	de	la	huelga	impide	que	la	autoridad	laboral
disponga	el	fin	de	la	paralización.	“Sobre	el	cuarto	agravio	se	puede	apreciar
que	el	argumento	de	la	apelación	está	referido	a	que	la	intervención	del
Gobierno	Regional	de	Ica	amparada	en	el	artículo	68	de	la	Ley	de	Relaciones
Colectivas	de	Trabajo	fue	válida	en	la	medida	en	que:	(i)	no	había	voluntad
entre	la	partes	de	continuar	negociando;	(ii)	el	referido	artículo	68	no	exige
a	la	autoridad	administrativa	de	trabajo	que	fundamente	y	justifique	su
intervención,	ni	impone	más	requisitos	que	los	señalados	en	el	propio	texto
de	la	norma;	y	(iii)	existió	una	afectación	económica	grave	a	las	familias	de
los	trabajadores,	sobre	todo	por	la	condición	todavía	precaria	de	la	ciudad
de	Pisco.	Si	bien	puede	afirmarse	que	la	intervención	de	la	autoridad	es	una
medida	necesaria;	sin	embargo,	en	el	presente	caso	dicha	intervención	no
supera	los	filtros	de	idoneidad	ni	de	proporcionalidad,	toda	vez	que	de	los
actuados	se	encuentra	acreditada	la	voluntad	de	la	empresa	demandante
para	continuar	negociando	de	buena	fe	con	el	sindicato,	lo	que	ciertamente
hubiera	permitido	arribar	a	un	acuerdo	en	trato	directo;	y	tampoco	supera
el	filtro	de	proporcionalidad,	en	la	medida	que	el	costo	de	una	intervención
grave	que	afecta	la	negociación	colectiva	es	considerablemente	mayor	que
los	supuestos	beneficios	obtenidos,	más	aun	cuando	no	se	presentaban	los
presupuesto	establecidos	en	el	artículo	68	de	la	Ley	de	Relaciones
Colectivas	de	Trabajo	que	habilitaban	dicha	intervención	al	no
comprometer	seriamente	a	la	empresa	ni	al	sector	productivo	y	porque
tampoco	se	produjeron	actos	de	violencia”.	(C.	S.,	Cas.	10112-2014-Ica,	dic.
20/2015.	V.	P.	Montes	Minaya)
JURISPRUDENCIA.—La	autoridad	laboral	interviene	en	la	solución	de	la
huelga	si	fracasa	la	promoción	del	arreglo	directo.	“En	la	misma	línea,
tomando	en	consideración	este	comportamiento	de	las	partes,	en	la
sentencia	apelada	se	concluye	que	no	existió	una	justificación	razonable	que
avale	la	decisión	de	la	autoridad	administrativa	de	trabajo	de	intervenir
solucionando	el	conflicto	entre	las	partes,	por	cuanto	el	rol	primigenio	que
tenía	aquella,	conforme	se	lo	impone	el	propio	artículo	68	del	Texto	Único
Ordenado	de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo,	es	el	de	promoción
de	trato	directo	u	otra	forma	de	solución	pacífica;	y,	solo	ante	un	eventual
fracaso	de	ésta	que	no	ocurrió	en	este	caso,	la	posibilidad	de	intervención
directa	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	10112-2014-Ica,	dic.	20/2015.	V.	P.	Montes	Minaya)
DOCTRINA.—Dirección	 General	 de	 Trabajo	 no	 es	 competente	 para
conocer	la	revisión	del	procedimiento	de	impugnación	de	inscripción
de	 la	 junta	 directiva	 de	 organizaciones	 sindicales.	 “Atendiendo	 a	 las
disposiciones	 reseñadas	 precedentemente	 se	 advierte	 que	 la	 Dirección
General	 de	Trabajo	del	Ministerio	de	Trabajo	 y	Promoción	del	 Empleo	no
tiene	 competencia	 respecto	 del	 procedimiento	 de	 impugnación	 de	 la
inscripción	de	juntas	directivas	de	las	organizaciones	sindicales.
Así	 pues	 se	 concluye	 que	 la	 Dirección	 General	 de	 Trabajo	 no	 posee
competencia	 expresa	 para	 conocer,	 en	 vía	 de	 revisión,	 el	 presente
procedimiento	 de	 impugnación	 de	 inscripción	 de	 junta	 directiva	 de
organizaciones	sindicales.	En	tal	sentido,	se	tiene	que	el	recurso	interpuesto
no	 cumple	 el	 requisito	 de	 procedencia	 previsto	 por	 la	 normatividad
vigente”.	(MTPE,	R.	D.	Gen.	009-2015-MTPE/2/14,	feb.	24/2015)
COMENTARIO.—Intervención	decisoria	del	Poder	Ejecutivo.	 Si	 bien	 la
Ley	 de	 Relaciones	 Colectivas	 de	 Trabajo,	 al	 contrario	 de	 la	 normatividad
anterior	sobre	el	tema,	no	puede	ser	tildada	de	intervencionista,	puesto	que
delega	 a	 las	 partes	 la	 posibilidad	 de	 suscribir	 un	 convenio	 colectivo,
tampoco	reniega	de	la	potestad	estatal	de	actuar	cuando	el	conflicto	por	su
extensión	temporal	o	por	la	gravedad	de	sus	implicancias	económicas	puede
devenir	en	situaciones	dañosas	para	la	sociedad.
SUSPENSIÓN	DE	LA	NEGOCIACIÓN.	NULIDAD
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	69.—Es	causal	válida	para	la	suspensión	de	la	negociación
en	cualquiera	de	sus	etapas,	e	impedimento	para	el	arbitraje,	la
realización	de	los	actos	señalados	en	el	artículo	81	o	el	uso	de
violencia	sobre	personas	o	cosas.	Adolece	de	nulidad	insalvable	el
acuerdo	de	partes	o	el	laudo,	celebrado	o	dictado,	según	el	caso,
bajo	presión	derivada	de	tales	hechos.
MODALIDADES	DE	TERMINACIÓN	DE	LA	NEGOCIACIÓN.	EFECTOS
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	70.—Los	acuerdos	adoptados	en	conciliación	o	mediación,
los	laudos	arbitrales	y	las	resoluciones	de	la	Autoridad	de	Trabajo
tienen	la	misma	naturaleza	y	surten	idénticos	efectos	que	las
convenciones	adoptadas	en	negociación	directa.
JURISPRUDENCIA.—Laudo	arbitral	que	resuelve	el	conflicto	laboral
económico	tiene	los	mismos	efectos	que	un	convenio	colectivo.	“El	laudo
arbitral	que	resuelve	el	conflicto	laboral	económico,	tiene	los	mismos
efectos	que	un	convenio	colectivo.	El	control	en	sede	judicial	se	efectúa	a
través	del	proceso	de	impugnación	previsto	en	el	Capítulo	III	de	la	Nueva
Ley	Procesal	del	Trabajo	N°	29497,	cuyos	supuestos	se	encuentran
previstos	en	el	artículo	66	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Relaciones
Colectivas	de	Trabajo	(Decreto	Supremo	N°	010-2003-TR).	(...)	De	la
naturaleza	de	los	laudos	arbitrales	en	materia	laboral.	En	ese	contexto,
como	lo	establece	el	artículo	57	de	la	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo	N°
294977,	los	laudos	arbitrales	que	resuelven	un	conflicto	jurídico,
constituyen	títulos	ejecutivos,	al	hacer	las	veces	de	una	sentencia	(expedida
por	el	Poder	Judicial),	cuya	ejecución	se	efectúa	conforme	a	la	norma
general	de	arbitraje	(Decreto	Legislativo	N°	1057)	al	estar	reconocido	en	el
artículo	59	de	este	Decreto	Legislativo,	que	produce	efectos	de	cosa	juzgada.
De	otro	lado,	respecto	al	Laudo	Arbitral	que	resuelve	el	conflicto	laboral
económico,	es	claro	que	su	naturaleza	es	la	de	un	convenio	colectivo,	tal
como	lo	reconoce	el	artículo	70	del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de
Relaciones	Colectivas	de	Trabajo	(Decreto	Supremo	N°	010-2003-TR),
porque	en	este	caso	el	arbitraje	laboral	en	la	negociación	colectiva	busca
solucionar	el	problema	originado	a	causa	de	no	haberse	arribado	a	un
acuerdo	en	la	etapa	de	trato	directo	de	la	negociación	colectiva”.	(C.	S,	Apel.
12028-2013-Lima,	oct.	15/2014.	V.	P.	Vinatea	Medina)
NEGOCIACIONES	DE	CARÁCTER	ESPECIAL
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	71.—Quedan	reguladas	por	la	presente	norma,	en	lo	que	les
resulte	aplicable	las	negociaciones	que	se	realizan	a	través	de
comisiones	paritarias,	multipartitas	y	demás	casos	especiales.
TERCERA	PARTE
Huelga
DEFINICIÓN	DE	HUELGA
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	72.—Huelga	es	la	suspensión	colectiva	de	trabajo	acordada
mayoritariamente	y	realizada	en	forma	voluntaria	y	pacífica	por
los	trabajadores,	con	abandono	del	centro	de	trabajo.	Su	ejercicio
se	regula	por	el	presente	Texto	Único	Ordenado	y	demás	normas
complementarias	y	conexas.
JURISPRUDENCIA.—Reconocer	el	derecho	a	la	huelga	no	implica	el	deber	de
promoverla	o	fomentarla.	“(…)	Aunque	es	evidente	que	el	derecho	a	huelga
es	un	derecho	fundamental	reconocido	por	el	artículo	28	de	la	Constitución,
y	que	no	forma	parte	de	su	contenido	constitucionalmente	protegido	el
pretender	ejercerlo	de	forma	violenta,	también	lo	es	que	la	huelga	es
representativa	de	la	agudización	del	desacuerdo	con	el	empleador	y,
consecuentemente,	denotativa	de	haberse	llegado	a	un	tramo	álgido	del
conflicto.	De	allí	que	sea	imperativo	interpretar	las	normas	laborales	de
forma	tal	que,	respetándose	el	derecho	fundamental	a	la	huelga,	se	facilite,
promueva	y	garantice	métodos	alternativos	para	la	solución	del	conflicto.
Como	claramente	deriva	del	texto	constitucional,	el	Estado	‘reconoce’	el
derecho	de	huelga	(artículo	28	de	la	Constitución),	lo	que	en	modo	alguno
implica	el	deber	de	promoverla;	mientras	que	no	sólo	‘reconoce’	el	derecho
a	la	negociación	colectiva,	sino	que	además,	conforme	al	artículo	28.	2	de	la
Constitución,	‘promueve	formas	de	solución	pacífica	de	los	conflictos
laborales’.
8.	Que,	en	tal	sentido,	si	conforme	a	la	voluntad	del	Constituyente,	el
derecho	a	la	huelga	debe	ser	reconocido	(y	en	esa	medida,	respetado	y
garantizado),	pero	no	promovido	o	fomentado,	mientras	sí	deben	ser
promovidas	las	formas	de	solución	pacífica	de	los	conflictos	laborales	(…)”.
(T.	C.,	Aclaración	-	Exp.	03561-2009-PA/TC,	jun.	10/2010.	S.	S.	Mesía
Ramírez)
COMENTARIO.—El	 derecho	 de	 huelga	 en	 la	 doctrina.	 Respecto	 al
derecho	de	huelga	–probablemente	el	tema	que	más	posiciones	encontradas
origina	al	interior	del	derecho	colectivo	del	trabajo–	existen	dos	corrientes
muy	marcadas.
Nuestra	 legislación	 acoge	 la	 concepción	 clásica	 de	 la	 huelga,	 concebida
como	 la	 suspensión	 colectiva,	 mayoritaria,	 voluntaria	 y	 pacífica	 de	 las
labores,	con	abandono	del	centro	de	trabajo.
Hay	 otra	 corriente	 a	 la	 que	 sus	 seguidores	 denominan	 “dinámica”,	 que
concibe	 a	 la	 huelga	 como	 toda	 perturbación	 en	 la	 manera	 habitual	 de
cumplir	con	las	prestaciones	laborales.
DOCTRINA.—Concepto	de	huelga.	“La	huelga	puede	ser	definida	como	la
suspensión	colectiva	y	concertada	en	la	prestación	de	trabajo	por	iniciativa
de	los	trabajadores.
Un	análisis	de	esta	definición	arroja	lo	siguiente:
1.	Se	trata	de	una	suspensión	de	la	prestación	del	trabajo,	esto	es,	de	una	no
realización	de	la	prestación	básica	del	trabajador.
2.	Se	trata	de	una	suspensión	colectiva,	lo	que	quiere	decir	que	la	huelga	es
un	fenómeno	colectivo	por	su	naturaleza,	que	afecta	o	en	el	que	intervienen
una	pluralidad	o	colectividad	de	trabajadores.
3.	Se	trata	de	una	suspensión,	no	de	una	cesación	definitiva.	En	el	ánimus
de	los	huelguistas	no	entra	la	ruptura	definitiva	del	contrato	de	trabajo,	sino
la	 interrupción	 por	 tiempo	 determinado	 o	 indeterminado	 de	 sus
prestaciones,	 que	 se	 reanudarán	 después.	 La	 huelga	 no	 exterioriza	 una
voluntad	resolutoria,	 sino	meramente	suspensiva,	de	 los	 trabajadores,	que
buscan	 a	 través	 de	 ella	 una	 decisión	 del	 empresario	 conforme	 a	 sus
intereses	en	el	conflicto.
4.	 La	 suspensión	 es	 concertada,	 esto	 es,	 los	 trabajadores	 proceden	 de
consuno,	previo	acuerdo	entre	si,	aunque	la	deliberación	que	haya	llevado	al
acuerdo	pueda	haber	 sido	 sumaria	y	breve	o	 consistido	en	el	 acatamiento
colectivo	de	una	orden	o	 iniciativa	de	huelga;	 la	espontaneidad	posible	de
una	huelga	no	ha	de	negar	el	concierto	que	la	caracteriza.
5.	 La	 suspensión	 se	 produce	 por	 iniciativa	 de	 los	 trabajadores,	 lo	 que	 la
diferencia	del	cierre	patronal;	se	quiere	decir	que	la	decisión	de	interrumpir
la	 prestación	 procede	 de	 los	 trabajadores,	 aunque	 los	 motivos	 del	 cese
puedan	 proceder	 de	 actitudes	 empresariales	 previas	 o	 de	 situaciones
generales	y	motivaciones	o	presiones	complejas.”	 (ALONSO	OLEA,	Manuel.
Derecho	 del	 Trabajo,	 Facultad	 de	 derecho,	 Universidad	 Complutense,
España,	1998;	pág.	648)
DOCTRINA.—Si	 empleador	 moviliza	 a	 su	 personal	 para	 realizar
labores	de	trabajadores	en	huelga,	se	resta	efectividad	a	la	medida.	“6	.
En	consecuencia,	se	entiende	que	la	infracción	relacionada	con	la	realización
de	actos	que	impidan	el	libre	ejercicio	del	derecho	de	huelga	(prevista	en	el
artículo	25.9	del	Reglamento	de	la	Ley	General	de	Inspección	del	Trabajo),
comprende	 también	 el	 caso	 en	 que	 el	 empleador	 efectúe	 movilizaciones
internas	de	su	propio	personal	para	ejecutar	las	labores	de	los	trabajadores
en	huelga	y,	en	general,	cualquier	otro	comportamiento	del	mismo	que	esté
destinado	 a	 restarle	 efectividad	 a	 la	medida	 en	mención,	 afectando	 así	 el
carácter	recíproco	de	las	privaciones	y	del	daño	económico	para	las	partes
en	conflicto	en	el	curso	de	una	huelga.
7.	 Por	 lo	 expuesto	 hasta	 aquí,	 esta	 Dirección	 General	 considera	 que,	 de
presentarse	el	caso	expuesto	en	el	presente	documento,	se	deberá	imponer
la	multa	 y	 efectuar	 el	 requerimiento	 correspondiente	 al	 numeral	 25.9	 del
artículo	 25	 del	 Reglamento	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Inspección	 del	 Trabajo,
aprobado	 por	 el	 Decreto	 Supremo	 N°	 019-2006-TR	 (de	 acuerdo	 a	 la
modificación	 introducida	 por	 el	 Decreto	 Supremo	 N°	 019-2007-TR)”.
(MTPE,	Of.	Circ.	059-2011-MTPE/2/16,	oct.	07/2011,	Dir.	Elmer	Guillermo
Arce	Ortiz)
DOCTRINA.—Movilización	 de	 personal	 interno	 para	 suplir	 a
trabajadores	 huelguistas	 se	 sanciona	 como	 infracción	 laboral	 pues
impide	el	libre	ejercicio	del	derecho	a	la	huelga.	“(...)	se	debe	indicar	que
el	numeral	25.9	del	 artículo	25	del	 reglamento,	 configura	 como	 infracción
muy	 grave	 en	materia	 de	 relaciones	 laborales,	 la	 realización	 de	 actos	 que
impiden	 el	 libre	 ejercicio	 del	 derecho	 de	 huelga,	 como	 la	 sustitución	 de
trabajadores	 en	 huelga,	 bajo	 contratación	 directa	 a	 través	 de	 contratos
indeterminados	 o	 sujetos	 a	 modalidad,	 o	 bajo	 contratación	 indirecta,	 a
través	de	intermediación	laboral	o	contratación	y	sub-contratación	de	obras
o	 servicios,	 y	 el	 retiro	 de	 bienes	 de	 la	 empresa	 sin	 autorización	 de	 la
autoridad	 administrativa	 de	 Trabajo;	 de	 lo	 cual	 se	 desprende	 que	 la
conducta	 principal	 que	 sanciona	 la	 norma	 es	 la	 realización	 de	 actos	 que
impiden	el	libre	ejercicio	del	derecho	de	huelga,	por	ser	éste	un	derecho	de
nivel	constitucional	y	de	la	que	se	pueden	derivar	otras	conductas	como	la
sustitución	de	 trabajadores,	 el	 retiro	de	bienes	de	 la	 empresa	 y	 otros	que
impidan	su	ejercicio	(...).
(...)	se	entiende	que	la	infracción	relacionada	con	la	realización	de	actos	que
impidan	el	libre	ejercicio	del	derecho	de	huelga,	comprende	también	el	caso
que	 el	 empleador	 efectúe	 movilizaciones	 internas	 de	 su	 propio	 personal
para	 ejecutar	 las	 labores	 de	 los	 trabajadores	 en	 huelga	 y,	 en	 general,
cualquier	 otro	 comportamiento	 del	 mismo	 que	 esté	 destinado	 a	 restarle
efectividad	a	 la	medida	en	mención,	afectando	así	el	 carácter	recíproco	de
las	privaciones	y	del	daño	económico	para	las	partes	en	conflicto	en	el	curso
de	una	huelga;	por	lo	que,	la	inspeccionada	al	haber	sustituido	trabajadores
en	 huelga	 con	 trabajadores	 no	 sindicalizados	 de	 la	 misma	 empresa,
conforme	 lo	 constatado	por	 los	 inspectores	de	Trabajo	comisionados	 (...)”.
(MTPE,	R.	D.	32-2013-MTPE/1/20.4,	ene.	09/2013.	Director	de	Inspección
del	Trabajo	Ricardo	Gabriel	Herbozo	Colque)
REQUISITOS
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	73.—Para	la	declaración	de	huelga	se	requiere:
a)	Que	tenga	por	objeto	la	defensa	de	los	derechos	e	intereses
socioeconómicos	o	profesionales	de	los	trabajadores	en	ella
comprendidos.
b)	Que	la	decisión	sea	adoptada	en	la	forma	que	expresamente
determinen	los	estatutos	y	que	en	todo	caso	representen	la
voluntad	mayoritaria	de	los	trabajadores	comprendidos	en	su
ámbito.
El	acta	de	asamblea	deberá	ser	refrendada	por	notario	público	o,
a	falta	de	éste,	por	el	juez	de	paz	de	la	localidad.
Tratándose	de	sindicatos	de	actividad	o	gremio	cuya	asamblea
esté	conformada	por	delegados,	la	decisión	será	adoptada	en
asamblea	convocada	expresamente	y	ratificada	por	las	bases.
c)	Que	sea	comunicada	al	empleador	y	a	la	Autoridad	de	Trabajo,
por	lo	menos	con	cinco	(5)	días	útiles	de	antelación	o	con	diez
(10)	tratándose	de	servicios	públicos	esenciales,	acompañando
copia	del	acta	de	votación.
d)	Que	la	negociación	colectiva	no	haya	sido	sometida	a	arbitraje.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	62.—Sustituido.	D.	S.	024-2007-TR,	Art.	1°.	La	organización	sindical
podrá	 declarar	 la	 huelga	 en	 la	 forma	 que	 expresamente	 determinen	 sus
estatutos,	 siempre	 que	 dicha	 decisión	 sea	 adoptada,	 al	 menos,	 por	 la
mayoría	de	sus	afiliados	votantes	asistentes	a	la	asamblea.
La	 huelga	 declarada,	 observando	 los	 requisitos	 legales	 establecidos,
produce	los	siguientes	efectos:
a)	Si	la	decisión	fue	adoptada	por	la	mayoría	de	los	trabajadores	del	ámbito
comprendido	 en	 la	 huelga,	 suspende	 la	 relación	 laboral	 de	 todos	 los
trabajadores	comprendidos	en	este.	Se	exceptúan	los	cargos	de	dirección	y
el	personal	que	debe	ocuparse	de	los	servicios	mínimos.
b)	 Si	 la	 decisión	 fue	 tomada	 por	 la	 mayoría	 de	 los	 trabajadores	 del
sindicato,	 pero	 no	 por	 la	 mayoría	 de	 los	 trabajadores	 del	 ámbito
comprendido,	suspende	la	relación	laboral	de	los	trabajadores	del	sindicato,
con	las	excepciones	antes	señaladas.
De	no	haber	organización	sindical,	podrán	declarar	la	huelga	la	mayoría	de
los	trabajadores	votantes	del	ámbito	en	asamblea.
Para	los	efectos	de	este	artículo	se	entiende	por	mayoría,	más	de	la	mitad
de	los	trabajadores	votantes	en	la	asamblea.
DOCTRINA.—Evolución	 histórica	 del	 derecho	 de	 huelga.	 “La	 cesación
laboral	concertada	y	colectiva	por	iniciativa	de	los	trabajadores	–la	huelga–
ha	concretado	la	máxima	evolución	 jurídica	que	cabe	concebir,	al	pasar	de
execrado	delito	a	derecho	proclamado	con	énfasis,	y	hasta	con	orgullo	por
los	constituyentes	que	han	santificado	en	lo	legal	lo	perseguido	antes	como
aberración”.	 (CABANELLAS,	 Guillermo.	 Compendio	 de	 derecho	 laboral,
Buenos	Aires,	1968;	págs.	325	y	326)
COMENTARIO.—La	huelga	como	derecho	de	 los	 trabajadores.	 Nuestra
legislación	se	ha	caracterizado	desde	antaño	por	concebir	a	la	huelga	como
un	 derecho	 no	 del	 sindicato,	 sino	 de	 la	 mayoría	 de	 los	 trabajadores
comprendidos	en	la	medida	de	fuerza.
Ha	 tenido	 cuidado	 el	 Decreto	 Ley	 N°	 25593	 en	 buscar	 –dentro	 de	 lo
factible–	 la	 democratización	 de	 las	 votaciones	 decisorias	 de	 la	 huelga,
estableciendo	incluso	la	necesidad	de	refrendación	notarial.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 63.—En	 caso	 de	 incumplimiento	 de	 disposiciones	 legales	 o
convencionales	 de	 trabajo,	 los	 trabajadores	 podrán	 declarar	 la	 huelga
cuando	el	empleador	se	negare	a	cumplir	la	resolución	judicial	consentida	o
ejecutoriada.
DOCTRINA.—Comunicación	 de	 huelga	 que	 no	 acredita	 negativa	 del
empleador	para	cumplir	 la	sentencia	 judicial	o	 la	convención	 laboral
es	 improcedente.	 “(...)	 asimismo,	 revisada	 y	 analizada	 la	 comunicación	 y
anexos	 adjuntos,	 se	 advierte	 que	 las	mismas	 no	 cumplen	 con	 el	 supuesto
exigido	en	el	artículo	63	del	Decreto	Supremo	N°	011-92-TR,	al	no	haberse
acreditado	 que	 exista	 negativa	 por	 parte	 del	 empleador	 a	 cumplir	 una
resolución	 judicial	consentida	o	ejecutoriada	recaída	en	el	 incumplimiento
de	 disposiciones	 legales	 o	 convencionales	 de	 trabajo.	 Por	 lo	 expuesto,
corresponde	 declarar	 improcedente	 la	 comunicación	 de	 huelga	 general
indefinida”.	 (MTPE,	 Auto	 Sub	 Directoral	 66-2009-MTPE/2/12.340,	 ago.
18/2009.	Subdirección	de	Inspección	Laboral	Silvia	Renee	Meza	Falla)
D.	S.	011-92-TR.
ART.	64.—En	los	casos	de	huelgas	acordadas	por	sindicatos	de	actividad	o
gremio,	cuya	asamblea	esté	conformada	por	delegados,	la	decisión	de	llevar
a	cabo	 la	paralización	de	 labores	quedará	 supeditada	a	 su	 ratificación	por
las	 bases,	 la	 que	 deberá	 efectuarse	 cumpliendo	 con	 las	 formalidades
previstas	 por	 el	 primer	párrafo	del	 inciso	b)	 del	 artículo	73	de	 la	 ley	 y	 el
artículo	66	de	este	reglamento.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 65.—La	 comunicación	 de	 la	 declaración	 de	 huelga	 a	 que	 alude	 el
inciso	c)	del	artículo	73	de	la	ley,	se	sujetará	a	las	siguientes	normas:
a)	Debe	ser	remitida	por	lo	menos	con	cinco	(5)	días	hábiles	de	antelación,
o	 con	 diez	 (10)	 hábiles	 tratándose	 de	 servicios	 públicos	 esenciales,
adjuntando	copia	del	acta	de	votación;
b)	Adjuntar	copia	del	acta	de	la	asamblea	refrendada	por	notario	público,	o
a	falta	de	éste	por	juez	de	paz	de	la	localidad;
c)	 Adjuntar	 la	 nómina	 de	 los	 trabajadores	 que	 deben	 seguir	 laborando,
tratándose	de	servicios	esenciales	y	del	caso	previsto	en	el	artículo	78	de	la
ley;
d)	Especificar	el	ámbito	de	la	huelga,	el	motivo,	su	duración	y	el	día	y	hora
fijados	para	su	iniciación;	y,
e)	Declaración	jurada	de	la	junta	directiva	del	sindicato	de	que	la	decisión
se	ha	adoptado	cumpliéndose	con	los	requisitos	señalados	en	el	inciso	b)	del
artículo	73	de	la	ley.
JURISPRUDENCIA.—Es	necesario	que	la	federación	acredite	la	comunicación
de	huelga	a	todas	las	empresas	que	forman	parte	de	ella.	“(…)	Mediante	el
Auto	Sub	Directoral	(…)	y	el	Auto	Directoral	(…)	se	declaró	improcedente	la
comunicación	para	efectuar	la	huelga	general	indefinida	(…),	considerando
que	en	virtud	de	lo	dispuesto	en	el	inciso	c)	del	artículo	73	del	Decreto
Supremo	N°	010-2003-TR	y	el	inciso	a)	del	artículo	65	del	Decreto	Supremo
N°	011-92-TR,	el	demandante	no	ha	acreditado	cumplir	con	comunicar	la
medida	de	fuerza	a	14	empresas	mineras;	agregando	que	tampoco	se
evidencia	el	supuesto	contenido	en	el	artículo	63	del	Decreto	Supremo	N°
011-92-TR	por	no	encontrarse	acreditada	la	negativa	por	parte	del
empleador	a	cumplir	una	resolución	consentida	o	ejecutoriada	por	el
incumplimiento	de	disposiciones	legales	o	convencionales	de	trabajo.	(…)
dado	que	mediante	Carta	(…),	la	Sociedad	Nacional	de	Minería,	Petróleo	y
Energía	devolvió	a	la	federación	demandante	la	carta	relacionada	con	la
huelga	general	indefinida,	al	no	estar	facultada	para	representar	a	sus
asociados	en	temas	vinculados	con	las	relaciones	colectivas	con	sus
trabajadores,	ya	que	en	autos	no	se	ha	acreditado	que	la	demandante
hubiese	cumplido	con	la	comunicación	a	todas	las	empresas	mineras	para
efectuar	la	huelga	general	indefinida,	no	se	cumplió	con	lo	dispuesto	en	el
inciso	c)	del	artículo	73	del	Decreto	Supremo	N°	010-2003-TR	y	el	inciso	a)
del	artículo	65	del	Decreto	Supremo	N°	011-92-TR.
Por	tanto,	dado	que	el	derecho	de	huelga	se	ejerce	cuando	se	haya	agotado
previamente	la	negociación	directa	con	el	empleador(es);	siendo	que	tal
situación	no	ha	sido	acreditada	conforme	a	lo	estipulado	en	el	considerando
anterior,	no	se	advierte	la	vulneración	de	derecho	fundamental	alguno	de	la
federación	recurrente.
De	ahí	que	tanto	el	Auto	Sub	Directoral	(…)	como	el	Auto	Directoral	(…)
que	declararon	ilegal	la	medida	de	huelga	fueron	expedidos	de	conformidad
con	lo	previsto	en	la	normativa	laboral.	(…)”.	(T.	C.,	Exp.	06053-2009-PA/TC,
ago.	01/2011.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
RESOLUCIÓN	DE	IMPROCEDENCIA
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	74.—Dentro	de	los	tres	(3)	días	útiles	de	recibida	la
comunicación,	la	Autoridad	de	Trabajo	deberá	pronunciarse	por
su	improcedencia	si	no	cumple	con	los	requisitos	del	artículo
anterior.
La	resolución	es	apelable	dentro	del	tercer	día	de	notificada	a	la
parte.	La	resolución	de	segunda	instancia	deberá	ser	pronunciada
dentro	de	los	dos	(2)	días	siguientes,	bajo	responsabilidad.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 69.—La	 resolución	 que	 declare	 improcedente	 la	 declaratoria	 de
huelga,	deberá	indicar	con	precisión,	el	o	los	requisitos	omitidos.
EJERCICIO	DE	LA	HUELGA
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	75.—El	ejercicio	del	derecho	de	huelga	supone	haber
agotado	previamente	la	negociación	directa	entre	las	partes
respecto	de	la	materia	controvertida.
HUELGA.	EXTENSIÓN
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	76.—La	huelga	puede	comprender	a	una	empresa,	a	uno	o	a
varios	de	sus	establecimientos,	a	una	rama	de	actividad	o	a	un
gremio,	y	ser	declarada	por	un	tiempo	determinado	o	indefinido;
si	no	se	indica	previamente	su	duración,	se	entenderá	que	se
declara	por	tiempo	indefinido.
EFECTOS	DE	LA	HUELGA
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	77.—La	huelga	declarada	observando	lo	establecido	en	el
artículo	73,	produce	los	siguientes	efectos:
a)	Determina	la	abstención	total	de	las	actividades	de	los
trabajadores	en	ella	comprendidos,	con	excepción	del	personal	de
dirección	o	de	confianza	y	del	personal	comprendido	en	el	artículo
78.
b)	Suspende	todos	los	efectos	de	los	contratos	individuales	de
trabajo,	inclusive	la	obligación	de	abonar	la	remuneración,	sin
afectar	la	subsistencia	del	vínculo	laboral.
c)	Impide	retirar	del	centro	de	trabajo	las	maquinarias,	materias
primas	u	otros	bienes,	salvo	circunstancias	excepcionales	con
conocimiento	previo	de	la	Autoridad	de	Trabajo.
d)	No	afecta	la	acumulación	de	antigüedad	para	efectos	de	la
compensación	por	tiempo	de	servicios.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 70.—Cuando	 la	 huelga	 sea	 declarada	 observando	 los	 requisitos
legales	 de	 fondo	 y	 forma	 establecidos	 por	 la	 ley,	 todos	 los	 trabajadores
comprendidos	en	el	respectivo	ámbito,	deberán	abstenerse	de	laborar,	y	por
lo	 tanto,	 el	 empleador	 no	 podrá	 contratar	 personal	 de	 reemplazo	 para
realizar	 las	 actividades	 de	 los	 trabajadores	 en	 huelga.	 La	 abstención	 no
alcanza	 al	 personal	 indispensable	 para	 la	 empresa	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	78	de	 la	 ley,	al	personal	de	dirección	y	de	confianza,	debidamente
calificado	 de	 conformidad	 con	 el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 728,	 así	 como	 al
personal	 de	 los	 servicios	 públicos	 esenciales	 que	 debe	 garantizar	 la
continuidad	del	servicio.
LABORES	INDISPENSABLES
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	78.—Se	exceptúa	de	la	suspensión	de	actividades	a	aquellas
labores	indispensables	para	la	empresa	cuya	paralización	ponga
en	peligro	a	las	personas,	la	seguridad	o	la	conservación	de	los
bienes	o	impida	la	reanudación	inmediata	de	la	actividad
ordinaria	de	la	empresa	una	vez	concluida	la	huelga.
NATURALEZA	PACÍFICA	DE	LA	HUELGA
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	79.—La	huelga	debe	desarrollarse	necesariamente	en	forma
pacífica,	sin	recurrir	a	ningún	tipo	de	violencia	sobre	personas	o
bienes.
RATIFICACIÓN
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	80.—Cuando	lo	solicite	por	lo	menos	la	quinta	parte	de	los
trabajadores	afectados,	la	continuación	de	la	huelga	requerirá	la
ratificación.
La	consulta	se	sujetará	a	los	mismos	requisitos	que	la
declaratoria	de	huelga.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	66.—La	consulta	para	la	ratificación	de	la	continuación	de	la	huelga,
será	 convocada	 por	 no	 menos	 de	 la	 quinta	 parte	 de	 los	 trabajadores
afectados	 por	 la	 huelga,	 se	 encuentren	 o	 no	 sindicalizados,	 bastando	para
ello	remitir	al	sindicato,	o,	a	falta	de	éste,	a	los	delegados,	una	comunicación
con	el	número	suficiente	de	firmas.
MODALIDADES	IRREGULARES
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	81.—No	están	amparadas	por	la	presente	norma	las
modalidades	irregulares,	tales	como	paralización	intempestiva,
paralización	de	zonas	o	secciones	neurálgicas	de	la	empresa,
trabajo	a	desgano,	a	ritmo	lento	o	a	reglamento,	reducción
deliberada	del	rendimiento	o	cualquier	paralización	en	la	que	los
trabajadores	permanezcan	en	el	centro	de	trabajo	y	la	obstrucción
del	ingreso	al	centro	de	trabajo.
DOCTRINA.—El	 trabajo	 a	 desgano	 como	 modalidad	 irregular	 de
huelga.	“El	tortuguismo,	el	trabajo	a	ritmo	lento,	a	desgano	o	a	reglamento,
los	 brazos	 caídos,	 son	 modalidades	 irregulares	 de	 acción	 directa	 que	 las
legislaciones	normalmente	reprueban.
La	 razón	 es	 simple	 para	 esta	 prohibición:	 La	 huelga	 es	 un	 arma	 de	 los
trabajadores	frente	al	patrono	que	implica	una	autolesión,	un	sacrificio;	es
un	enfrentamiento	abierto	y	leal,	por	el	que	se	busca	imponer	condiciones	a
través	 de	 una	 coacción,	 que	 la	 ley	 legitima	 precisamente	 por	 esas
características.
El	sabotaje	pasivo,	en	cambio,	persigue	provocar	el	daño	al	adversario	sin
correr	 riesgos	 ni	 asumir	 responsabilidades	 ni	 sufrir	 privaciones.	 Quien
trabaja	 a	 desgano,	 quien	 boicotea	 la	 producción,	 simula	 trabajar	 pero	 en
realidad	 no	 lo	 hace;	 su	 acto	 de	 presencia	 es	 puramente	 formal;	 no	 hay
prestación	porque	el	trabajo,	para	ser	tal,	debe	prestarse	en	las	condiciones
de	calidad	y	cantidad	comprometidas.
Quien	así	actúa	pretende	estar	cumpliendo,	para	reclamar,	en	su	momento,
la	remuneración	correspondiente,	remuneración	que	el	que	está	en	huelga
real	no	percibe	por	razones	obvias.
Hay,	pues,	en	estas	modalidades	irregulares	una	deslealtad	y	una	falsía	que
la	 ley	no	puede	 cohonestar;	 y	 por	 eso	 las	 prohíbe.”	 (PASCO	COSMÓPOLIS,
Mario.	 La	 falta	 grave	 laboral,	 en	 revista	Derecho,	N°	 39,	 Perú,	 1985;	 págs.
298	y	299)
COMENTARIO.—Modalidades	 irregulares	 no	 amparadas	 por	 la	 ley.
Dentro	de	la	visión	clásica	del	derecho	de	huelga,	no	tienen	cabida	aquellas
medidas	de	 fuerza	que	no	 implican	 la	abstención	 total	 en	 la	prestación	de
los	servicios.
Se	 entiende	 que	 la	 huelga	 es	 un	 medio	 de	 presión	 que	 tiene	 por	 objeto
afectar	los	intereses	del	empleador,	pero	que	implica	también	un	sacrificio
de	parte	de	 los	 trabajadores	 en	 la	medida	que	 los	días	de	paralización	no
generan	pago	de	remuneraciones.
En	tal	sentido,	las	modalidades	irregulares	no	quedan	amparadas	por	la	ley,
puesto	 que	 se	 traducen	 en	 un	 daño	 para	 el	 empleador	 sin	 el
correspondiente	desmedro	en	los	haberes	de	los	trabajadores.
PERSONAL	INDISPENSABLE.	ACUERDO
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	82.—Cuando	la	huelga	afecte	los	servicios	públicos
esenciales	o	se	requiera	garantizar	el	cumplimiento	de	actividades
indispensables,	los	trabajadores	en	conflicto	deben	garantizar	la
permanencia	del	personal	necesario	para	impedir	su	interrupción
total	y	asegurar	la	continuidad	de	los	servicios	y	actividades	que
así	lo	exijan.
Anualmente	durante	el	primer	trimestre,	las	empresas	que
prestan	estos	servicios	esenciales,	comunicarán	a	sus
trabajadores	u	organizaciones	sindicales	que	los	representan	y	a
la	Autoridad	de	Trabajo,	el	número	y	ocupación	de	los
trabajadores	necesarios	para	el	mantenimiento	de	los	servicios,
los	horarios	y	turnos	que	deben	cumplir,	así	como	la	periodicidad
en	que	deben	producirse	los	respectivos	reemplazos.	La	indicada
comunicación	tiene	por	objeto	que	los	trabajadores	u
organización	sindical	que	los	represente	cumpla	con	proporcionar
la	nómina	respectiva	cuando	se	produzca	la	huelga.	Los
trabajadores	que	sin	causa	justificada	dejen	de	cumplir	el	servicio,
serán	sancionados	de	acuerdo	a	ley.	Los	casos	de	divergencia
sobre	el	número	y	ocupación	de	los	trabajadores	que	deben
figurar	en	la	relación	señalada	en	este	artículo,	serán	resueltos
por	la	Autoridad	de	Trabajo.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	67.—En	caso	de	servicios	esenciales	o	de	lo	previsto	en	el	artículo	78
de	la	ley,	para	dar	cumplimiento	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	82	de	la	misma,
las	empresas	o	entidades	comunicarán	en	el	mes	de	enero	de	cada	año	a	sus
trabajadores	u	organización	sindical	y	a	la	autoridad	de	trabajo	o	al	Instituto
Nacional	 de	 Administración	 Pública,	 según	 corresponda,	 el	 número	 y
ocupación	 de	 los	 trabajadores	 necesarios	 para	 el	 mantenimiento	 de	 los
servicios,	 los	 horarios	 y	 turnos,	 así	 como	 la	 periodicidad	 en	 que	 deban
producirse	los	respectivos	reemplazos.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	68.—Sustituido.	D.	S.	013-2006-TR,	Art.	1°.	En	caso	de	divergencia
sobre	 el	 número	 y	 ocupación	 de	 los	 trabajadores	 que	 deben	 seguir
laborando	conforme	a	lo	dispuesto	por	el	artículo	82	de	la	ley,	la	autoridad
de	trabajo	designará	a	un	órgano	independiente	para	que	los	determine.	La
decisión	 del	 órgano	 independiente	 será	 asumida	 como	 propia	 por	 la
autoridad	del	trabajo	a	fin	de	resolver	dicha	divergencia.
Las	 partes	 podrán	 interponer	 recursos	 de	 apelación	 contra	 la	 resolución
que	 resuelva	 la	 divergencia	 dentro	 de	 los	 tres	 (03)	 días	 hábiles	 de
notificada.
SERVICIOS	ESENCIALES
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	83.—Son	servicios	públicos	esenciales:
a)	Los	sanitarios	y	de	salubridad.
b)	Los	de	limpieza	y	saneamiento.
c)	Los	de	electricidad,	agua	y	desagüe,	gas	y	combustible.
d)	Los	de	sepelio,	y	los	de	inhumaciones	y	necropsias.
e)	Los	de	establecimientos	penales.
f)	Los	de	comunicaciones	y	telecomunicaciones.
g)	Los	de	transporte.
h)	Los	de	naturaleza	estratégica	o	que	se	vinculen	con	la	defensa
o	seguridad	nacional.
i)	Los	de	administración	de	justicia	por	declaración	de	la	Corte
Suprema	de	Justicia	de	la	República.
j)	Otros	que	sean	determinados	por	ley.
Ley	28988.
ART.	1°.—La	educación	como	servicio	público	esencial.	Constitúyese	 la
educación	 básica	 regular	 como	 un	 servicio	 público	 esencial,	 a	 fin	 de
garantizar	 el	 pleno	 ejercicio	 del	 derecho	 fundamental	 de	 la	 persona	 a	 la
educación,	derecho	reconocido	en	la	Constitución	Política	del	Perú,	en	la	Ley
General	de	Educación	y	en	los	pactos	internacionales	suscritos	por	el	Estado
peruano.	 La	 administración	 dispondrá	 las	 acciones	 orientadas	 a	 asegurar
los	servicios	correspondientes.
D.	S.	075-92-PCM.
ART.	 1°.—Considéranse	 como	 servicios	 públicos	 esenciales	 dentro	 de	 los
alcances	 del	 literal	 h)	 del	 artículo	 83	 del	 Decreto	 Ley	 25593	 a	 los	 de
administración,	operación,	equipamiento	y	mantenimiento	de	terminales	y
muelles	en	el	país,	sean	marítimos,	fluviales	o	lacustres.
D.	S.	075-92-PCM.
ART.	 2°.—Compréndase	 dentro	 de	 los	 alcances	 señalados	 en	 el	 artículo
anterior	 a	 los	 servicios	 que	 presta	 la	 Empresa	 Nacional	 de	 Puertos	 S.	 A.
(Enapu).
COMENTARIO.—Definición	de	servicios	públicos	esenciales.	El	derecho
de	huelga	puede	–en	determinados	supuestos–	entrar	en	contradicción	con
otros	derechos	fundamentales	que,	con	igual	o	mayor	jerarquía,	merecen	la
tutela	estatal.
En	el	caso	de	 los	servicios	públicos	esenciales,	definidos	por	el	Comité	de
Libertad	 Sindical	 de	 la	 Organización	 Internacional	 del	 Trabajo	 como
aquellos	cuya	interrupción	podría	poner	en	peligro	la	vida,	la	seguridad	o	la
salud	 de	 las	 personas	 en	 toda	 o	 parte	 de	 la	 población,	 no	 se	 prohíbe	 la
huelga	pero	sí	se	obliga	al	mantenimiento	de	un	servicio	mínimo.
HUELGAS	ILEGALES
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	84.—La	huelga	será	declarada	ilegal:
a)	Si	se	materializa	no	obstante	haber	sido	declarada
improcedente.
b)	Por	haberse	producido,	con	ocasión	de	ella,	violencia	sobre
bienes	o	personas.
c)	Por	incurrirse	en	alguna	de	las	modalidades	previstas	en	el
artículo	81.
d)	Por	no	cumplir	los	trabajadores	con	lo	dispuesto	en	el	artículo
78	o	en	el	artículo	82.
e)	Por	no	ser	levantada	después	de	notificado	el	laudo	o
resolución	definitiva	que	ponga	término	a	la	controversia.
La	resolución	será	emitida,	de	oficio	o	a	pedido	de	parte,	dentro
de	los	dos	(2)	días	de	producidos	los	hechos	y	podrá	ser	apelada.
La	resolución	de	segunda	instancia	deberá	ser	emitida	dentro	del
plazo	máximo	de	dos	(2)	días.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 73.—Declarada	 la	 ilegalidad	 de	 la	 huelga	 mediante	 resolución
consentida	 o	 ejecutoriada,	 los	 trabajadores	 deberán	 reincorporarse	 al	 día
siguiente	 al	 del	 requerimiento	 colectivo	 efectuado	 por	 el	 empleador	 a	 los
trabajadores,	 mediante	 cartelón	 colocado	 en	 lugar	 visible	 de	 la	 puerta
principal	del	centro	de	trabajo,	bajo	constancia	notarial,	o	de	juez	de	paz	y	a
falta	de	éstos,	bajo	constancia	policial.
La	 resolución	 queda	 consentida	 a	 partir	 del	 vencimiento	 del	 plazo	 de
apelación	 de	 la	 resolución	 de	 primera	 instancia,	 sin	 que	 ésta	 se	 haya
producido.
La	resolución	dictada	en	segunda	y	última	instancia	causa	ejecutoria	desde
el	día	siguiente	a	la	fecha	de	su	notificación.
TERMINACIÓN	DE	LA	HUELGA
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	85.—La	huelga	termina:
a)	Por	acuerdo	de	las	partes	en	conflicto.
b)	Por	decisión	de	los	trabajadores.
c)	Por	resolución	suprema	en	el	caso	previsto	en	el	artículo	68.
d)	Por	ser	declarada	ilegal.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 72.—La	 decisión	 de	 levantamiento	 de	 huelga	 por	 los	 trabajadores,
deberá	 ser	 comunicada	 al	 empleador	 y	 a	 la	 autoridad	 de	 trabajo,	 por	 lo
menos	con	veinticuatro	(24)	horas	de	anticipación.
TRABAJADORES	PÚBLICOS
TUO	-	D.	L.	25593.
ART.	86.—La	huelga	de	los	trabajadores	sujetos	al	régimen
laboral	público,	se	sujetará	a	las	normas	contenidas	en	el	presente
título	en	cuanto	le	sean	aplicables.
La	declaración	de	ilegalidad	de	la	huelga	será	efectuada	por	el
sector	correspondiente.
Const.
ART.	 42.—Se	 reconocen	 los	 derechos	 de	 sindicación	 y	 huelga	 de	 los
servidores	públicos.	No	están	comprendidos	los	funcionarios	del	Estado	con
poder	de	decisión	y	los	que	desempeñan	cargos	de	confianza	o	de	dirección,
así	como	los	miembros	de	las	Fuerzas	Armadas	y	de	la	Policía	Nacional.
D.	S.	011-92-TR.
ART.	 71.—La	 declaratoria	 de	 ilegalidad	 de	 la	 huelga	 de	 los	 trabajadores
sujetos	 al	 régimen	 laboral	 público	 será	 efectuada	 por	 el	 titular	 del	 sector
correspondiente,	 o	 por	 el	 jefe	 de	 pliego	 correspondiente,	 o	 por	 el	 jefe	 de
pliego	de	la	institución	respectiva.
Para	la	calificación	de	la	ilegalidad	de	la	huelga,	cuando	ésta	se	lleva	a	cabo
a	nivel	local	o	regional,	el	titular	del	sector	o	jefe	de	pliego	correspondiente,
podrá	delegar	dicha	facultad.
REGISTRO	DE	ORGANIZACIONES	SINDICALES	DE
TRABAJADORES	PÚBLICOS
Ley	27556.
ART.	 1°.—Objeto	 de	 la	 ley.	 Autorízase	 al	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	Social,	 la	creación	del	Registro	de	Organizaciones	Sindicales	de
Servidores	 Públicos,	 encargado	 de	 registrar	 la	 constitución	 de	 las
organizaciones	sindicales	del	primer,	segundo	y	tercer	nivel.
El	registro	de	un	sindicato	es	un	acto	formal,	no	constitutivo,	y	le	confiere
personería	jurídica.
Ley	27556.
ART.	2°.—Del	registro	de	 las	 juntas	directivas.	Las	 juntas	directivas	de
las	organizaciones	sindicales	de	servidores	públicos	deben	inscribirse	en	el
registro	 correspondiente,	 con	 una	 periodicidad	 establecida	 por	 sus
estatutos.
Ley	27556.
ART.	4°.—Disposiciones	complementarias.	Las	organizaciones	sindicales
de	 servidores	 públicos	 que,	 a	 la	 fecha	 de	 vigencia	 de	 la	 presente	 ley,	 ya
cuenten	 con	 la	 resolución	 del	 registro	 sindical	 correspondiente,	 expedido
por	 el	 INAP,	 quedan	 automáticamente	 inscritos	 en	 el	 registro	 a	 que	 hace
referencia	el	artículo	1°	precedente.
D.	S.	003-2004-TR.
ART.	 1°.—Objeto	 de	 la	 norma.	 Créase	 el	 Registro	 de	 Organizaciones
Sindicales	 de	 Servidores	 Públicos	 -	 ROSSP,	 a	 cargo	 de	 la	 Subdirección	 de
Registros	 Generales	 y	 Pericias	 del	Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del
Empleo	o	de	la	dependencia	que	haga	sus	veces	en	cada	dirección	regional.
El	registro	confiere	a	la	organización	sindical	personería	jurídica	para	todo
efecto	legal.
D.	S.	003-2004-TR.
ART.	 2°.—Procedimiento	 de	 registro.	 A	 efectos	 de	 su	 inscripción,	 las
organizaciones	 sindicales	 de	 servidores	 públicos,	 presentarán	 ante	 el
Registro	 de	 Organizaciones	 Sindicales	 de	 Servidores	 Públicos	 -	 ROSSP	 los
siguientes	documentos:
1.	Copia	legalizada	del	acta	de	la	asamblea	de	constitución,	con	indicación
del	número	de	trabajadores	asistentes.
2.	Nómina	de	la	junta	directiva	elegida.
3.	Copia	de	su	estatuto	aprobado	en	la	referida	asamblea	de	constitución.
4.	Nómina	completa	de	sus	afiliados,	debidamente	identificados.
Los	actos	de	modificación	de	sus	estatutos	y	 la	designación	y	 los	cambios
de	 los	 integrantes	 de	 la	 junta	 directiva,	 se	 registrarán	 ante	 la	 misma
instancia.
El	 registro	 es	 un	 acto	 meramente	 formal	 que	 se	 efectúa	 de	 manera
automática	a	la	sola	presentación	de	los	documentos	respectivos.
La	documentación	presentada	se	encuentra	sujeta	a	fiscalización	posterior.
A	estos	efectos,	en	caso	de	no	acreditarse	el	cumplimiento	de	los	requisitos
exigidos,	el	registrador	requerirá,	dentro	de	los	tres	(3)	días	siguientes	a	la
presentación	de	 la	 solicitud,	 a	 la	 organización	peticionaria	para	que,	 en	 el
plazo	de	diez	(10)	días,	subsane	los	defectos	observados.	Transcurrido	este
plazo,	de	subsistir	el	incumplimiento,	la	inscripción	será	denegada.
D.	S.	003-2004-TR.	
ART.	3°.—De	la	inscripción	automática.	Para	los	fines	del	artículo	4°	de	la
Ley	 N°	 27556,	 la	 inscripción	 automática	 se	 llevará	 a	 cabo	 a	 la	 sola
presentación,	 ante	 el	 Registro	 de	Organizaciones	 Sindicales	 de	 Servidores
Públicos	-	ROSSP,	del	original	o	copia	legalizada	o	fedateada	de	la	resolución
que	le	otorga	el	registro.
D.	S.	003-2004-TR.
ART.	 4°.—De	 las	 federaciones	 y	 confederaciones.	 Son	 aplicables	 a	 las
federaciones	 y	 confederaciones	 de	 servidores	 públicos	 las	 normas	 de
registro	establecidas	en	el	presente	decreto	supremo.
D.	S.	003-2004-TR.
Única	 Disposición	 Final.—Los	 organismos	 públicos	 que	 tengan	 acervo
documentario	 relativo	 al	 registro	 sindical	 de	 las	 organizaciones	 de
servidores	públicos,	 lo	remitirán	al	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del
Empleo	en	el	plazo	de	30	días.
DEROGACIONES
TUO	-	D.	L.	25593.
Segunda	Disposición	Transitoria	y	Final.—De	conformidad	con	el
artículo	I	del	título	preliminar	del	Código	Civil,	al	regularse
mediante	el	presente	Texto	Único	Ordenado	íntegramente	las
materias	sobre	libertad	sindical,	negociación	colectiva	y	huelga,
quedan	derogadas	todas	las	disposiciones	que	se	opongan	o	sean
incompatibles	con	la	presente	norma.
COMPENDIO	LABORAL	PERUANO
SECCIÓN	TERCERA
DERECHO	PROCESAL	DEL	TRABAJO
PRIMERA	PARTE
Conciliación	Administrativa
TÍTULO	PRIMERO
Servicio	de	Orientación	Legal
D.	Leg.	910.
ART.	22.—Objeto	y	servicios.	La	defensa	legal	gratuita	y
asesoría	del	trabajador	es	un	servicio	público	a	cargo	del
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	Social,	que	tiene	como	objeto
la	difusión	de	la	legislación	laboral,	seguridad	social,	salud	y
seguridad	en	el	trabajo	y	la	prevención	y	solución	de	los
conflictos.
Este	servicio	es	de	carácter	gratuito	y	se	proporciona	a	través	de
las	áreas	de	consultas	del	trabajador	y	del	empleador,	de
liquidaciones	y	de	patrocinio	judicial	gratuito,	de	conciliación
administrativa	y	otros	que	sean	creados	a	través	de	resolución
ministerial.
D.	Leg.	910.
ART.	23.—Del	perfil	del	personal,	garantías	y	régimen
laboral.
a)	Los	servicios	están	a	cargo	de	personal	especializado	en
materia	laboral	y	de	seguridad	social,	con	grado	académico
universitario	y	con	sólida	formación	ética	y	moral.	Su	régimen
laboral	es	el	de	la	actividad	privada.
b)	El	conciliador	debe	estar	acreditado	como	tal	ante	el
Ministerio	de	Justicia.
c)	El	defensor	laboral	de	oficio	cuenta	con	título	de	abogado	y
colegiatura	hábil,	con	experiencia	en	derecho	laboral	y	procesal.
d)	Su	ingreso	se	efectúa	conforme	al	literal	b)	del	artículo	6°	de	la
ley.
El	personal	está	sujeto	a	las	prohibiciones	y	al	régimen
disciplinario	establecido	en	los	artículos	10	y	11	de	la	ley,	en	lo
que	fuere	aplicable.
NOTA:	El	inciso	d)	fue	rectificado	por	fe	de	erratas	publicada	en	el	diario	oficial	el	28	de	marzo	del
2001.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	 56.—Del	 perfil	 del	 consultor.	 El	 consultor	 debe	 tener	 el	 título	 de
abogado	y	estar	colegiado,	con	un	mínimo	de	dos	(2)	años	de	experiencia	en
materia	laboral	y	seguridad	social.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	 57.—Del	 perfil	 del	 liquidador.	 El	 liquidador	 debe	 tener	 como
mínimo	el	grado	académico	de	bachiller	en	derecho,	contabilidad,	economía
o	 carreras	 afines,	 con	 un	 mínimo	 de	 un	 año	 de	 experiencia	 en	 material
laboral.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	58.—Del	perfil	del	conciliador.	El	conciliador	debe	tener	el	título	de
abogado	 colegiado	 con	 un	 mínimo	 de	 un	 año	 de	 experiencia	 en	 materia
laboral	y	seguridad	social.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	 59.—De	 la	 Subdirección	 de	 Defensa	 Gratuita	 y	 Asesoría	 del
Trabajador.	La	Subdirección	de	Defensa	Gratuita	y	Asesoría	del	Trabajador
o	 dependencia	 que	 haga	 sus	 veces	 dirige	 los	 servicios	 de	 consultas,
liquidaciones,	patrocinio	judicial	gratuito	y	conciliación	administrativa.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	60.—De	las	obligaciones	del	usuario.	Son	obligaciones	del	usuario
las	siguientes:
a)	Proporcionar	 información	veraz	 al	 funcionario	 a	 cargo	del	 servicio,	 no
ocultando	ni	falseando	datos;
b)	 Guardar	 en	 todo	 momento	 respeto	 y	 buen	 comportamiento	 hacia	 el
personal	a	cargo	de	los	servicios;	y,
c)	Respetar	las	disposiciones	y	normas	dispuestas	por	la	AAT	para	obtener
un	servicio	oportuno.
D.	Leg.	910.
ART.	24.—Área	de	consultas.	Esta	área	tiene	como	función	la
absolución	de	consultas	de	manera	directa,	telefónica,	y	a	través
de	otros	medios	adecuados	y	la	difusión	de	la	legislación	laboral	y
seguridad	social.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	61.—Área	de	consultas.	La	función	del	área	de	consultas	es	brindar
un	servicio	de	asesoría	y	orientación	a	los	trabajadores	y	empleadores	en	el
conocimiento,	 cumplimiento	 y	 aplicación	 de	 la	 normatividad	 laboral
vigente.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	62.—De	la	difusión	de	la	legislación.
62.1.	 La	 difusión	 de	 la	 legislación	 está	 referida	 a	 la	 legislación	 laboral,
seguridad	 social,	 seguridad	 y	 salud	 en	 el	 trabajo,	 y	 a	 la	 prevención	 y
solución	de	conflictos	mediante	la	absolución	de	consultas.
62.2.	 La	 difusión	 de	 la	 legislación	 también	 puede	 realizarse	 mediante	 la
entrega	 de	 folletería	 especializada	 y	 la	 utilización	 de	 mecanismos
audiovisuales,	así	como	de	eventos	y	charlas	 informativas	en	beneficio	del
público	usuario.
D.	Leg.	910.
ART.	25.—Área	de	liquidaciones.	Esta	área	tiene	como	función
calcular	a	título	informativo,	a	través	del	sistema	automatizado	de
liquidaciones,	el	monto	de	derechos	y	beneficios	sociales	del
régimen	laboral	de	la	actividad	privada	y	otros	que	se
implementen,	sobre	la	base	de	la	documentación	e	información
que	proporcione	el	trabajador.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	 63.—De	 la	 liquidación	 de	 beneficios	 sociales.	 Corresponde	 al
trabajador	 o	 ex	 trabajador	 proporcionar	 la	 información	 idónea	 para	 el
cálculo	de	derechos	y	beneficios	sociales,	así	como	acreditar	el	término	de	la
relación	laboral.	El	liquidador	es	quien	evalúa	la	información	proporcionada
por	el	usuario	del	servicio,	la	misma	que	debe	consignarse	en	la	liquidación.
La	liquidación	tiene	carácter	referencial.
D.	Leg.	910.
ART.	26.—Área	de	patrocinio	judicial	gratuito.	El	patrocinio
judicial	gratuito	está	a	cargo	del	defensor	laboral	de	oficio	y	tiene
como	función	brindar	el	servicio	de	defensa	legal	de	trabajadores
y	ex	trabajadores	de	escasos	recursos	económicos,	respecto	del
reclamo	judicial	de	derechos	y	beneficios	originados	en	una
relación	laboral.	Se	incluye	la	defensa	judicial	de	los	derechos
relativos	a	la	seguridad	social.
El	reglamento	establece	los	requisitos	y	límites	para	acceder	a
dicho	servicio.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	 64.—Ámbito	 del	 patrocinio	 judicial	 gratuito.	 El	 servicio	 de
patrocinio	 judicial	gratuito	que	se	otorga	a	 trabajadores	y	ex	 trabajadores
comprende	al	asesoramiento	y	patrocinio	ante	el	Poder	Judicial	en	todas	las
instancias,	 desde	 la	 interposición	 de	 la	 demanda	 hasta	 la	 ejecución	 de	 la
sentencia.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	 65.—Acceso	 al	 servicio.	 Son	 requisitos	 para	 acceder	 al	 Área	 de
Patrocinio	Judicial	Gratuito:
a)	 Contar	 con	documento	de	 identidad	 legible	 y	 con	 constancia	 de	 haber
sufragado;
b)	 El	 monto	 de	 la	 última	 remuneración	 del	 usuario	 no	 debe	 superar	 el
equivalente	a	dos	 (2)	 remuneraciones	mínimas	vitales	y	que	el	 total	de	 la
pretensión,	 sin	 incluir	 intereses,	 no	 exceda	 de	 setenta	 (70)	 unidades	 de
referencia	procesal	o	monto	que	disponga	el	Poder	Judicial	para	exonerar	a
los	trabajadores	o	ex	trabajadores	del	pago	de	tasas	judiciales;
c)	 Presentar	 documentación	 u	 ofrecer	 pruebas	 idóneas	 que	 sustenten
adecuadamente	su	pretensión,	 las	que	son	evaluadas	previamente	al	 inicio
del	proceso	judicial	por	el	defensor	laboral	de	oficio;	y,
d)	Suscribir	convenio	de	asesoramiento	gratuito,	el	que	contiene	el	nombre
completo	del	usuario,	dirección,	fecha	de	ingreso,	fecha	y	motivo	del	cese,	de
ser	el	caso,	situación	laboral	y	última	remuneración	percibida,	datos	que	son
consignados	 con	 carácter	 de	 declaración	 jurada.	 El	 MTPS	 se	 reserva	 la
potestad	de	verificar	lo	señalado	por	el	usuario	del	servicio.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	66.—Obligaciones	del	defensor	laboral	de	oficio.	Son	obligaciones
del	defensor	laboral	de	oficio,	las	siguientes:
a)	Actuar	con	veracidad,	probidad,	lealtad	y	buena	fe	en	todos	sus	actos	e
intervenciones	en	el	proceso;
b)	Guardar	reserva	por	los	asuntos	de	índole	privado	que	conozca;
c)	 Velar	 por	 el	 principio	 de	 irrenunciabilidad	 de	 los	 derechos	 laborales
reconocidos	en	la	Constitución	y	la	ley;
d)	Ejercer	la	defensa	de	oficio	sólo	en	el	ámbito	del	Poder	Judicial	a	nivel	de
los	juzgados	de	paz	letrado,	juzgados	y	salas	especializadas;	y,
e)	Autorizar	con	su	firma	los	escritos	que	impulsen	el	proceso	y	aquellos	en
los	que	no	se	requiera	facultades	especiales	de	representación.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	67.—Obligaciones	del	usuario	del	servicio	de	patrocinio	judicial
gratuito.
67.1.	 Son	 obligaciones	 del	 usuario	 del	 servicio	 de	 patrocinio	 judicial
gratuito,	las	siguientes:
a)	 Permanecer	 pendiente	 de	 la	 tramitación	 e	 impulso	 del	 proceso	 y
coadyuvar	a	que	éste	concluya	positivamente;	y,
b)	Colaborar	con	la	defensa	proporcionando	oportunamente	la	información
que	 sea	 requerida	 y	 permita	 al	 defensor	 laboral	 de	 oficio	 cumplir	 con	 su
labor.
67.2.	 Si	 el	 proceso	 se	 archiva	 por	 responsabilidad	 del	 usuario	 pierde	 su
derecho	de	acceso	al	servicio.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	68.—Fin	del	servicio	de	patrocinio	judicial	gratuito.
68.1.	El	servicio	concluye	por	las	siguientes	causales:
a)	 Con	 la	 efectivización	 de	 la	 ejecución	 de	 la	 sentencia	 o	 acuerdo
conciliatorio.
b)	Por	retiro	voluntario	del	usuario	del	servicio	comunicado	por	escrito	y
bajo	cargo.
c)	Cuando	se	advierta	la	intervención	de	un	abogado	que	no	se	encuentre
asignado	al	servicio.
d)	 Con	 el	 archivamiento	 del	 proceso	 dispuesto	 por	 el	 Poder	 Judicial,
teniendo	en	cuenta	lo	dispuesto	en	el	numeral	67.2	del	artículo	anterior.
68.2.	En	todos	los	casos	el	usuario	tiene	derecho	a	recabar	copia	del	falso
expediente,	 quedando	 el	 mismo	 a	 cargo	 de	 la	 Subdirección	 de	 Defensa
Gratuita	y	Asesoría	del	Trabajador.
D.	Leg.	910.
ART.	27.—Área	de	conciliación	administrativa.
27.1.	La	conciliación	está	destinada	a	promover	el	acuerdo	entre
empleadores	y	trabajadores	o	extrabajadores	a	fin	de	encontrar
una	solución	autónoma	a	los	conflictos	que	surjan	en	la	relación
laboral.	La	asistencia	del	trabajador	y	del	empleador	a	la
audiencia	de	conciliación	es	de	carácter	obligatorio.
27.2.	La	audiencia	de	conciliación	puede	ser	solicitada	por	el
trabajador,	ex	trabajador,	la	organización	sindical,	por	el
empleador	o	por	ambas	partes.	Para	la	realización	de	la	audiencia
de	conciliación	debe	notificarse	a	ambas	partes,	con	una
anticipación	no	menor	de	diez	(10)	días	hábiles.
27.3.	El	procedimiento	de	conciliación	administrativa	consagrado
en	este	artículo	no	es	aplicable	a	la	facultad	conciliatoria	regulada
en	el	artículo	8°	de	la	ley.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	69.—Finalidad	de	la	conciliación	administrativa.	La	conciliación	es
un	 mecanismo	 alternativo	 de	 solución	 de	 conflictos,	 mediante	 el	 cual	 un
funcionario	de	la	administración	pública,	denominado	conciliador,	facilita	la
comunicación	entre	el	empleador	y	el	trabajador	teniendo	como	finalidad	la
de	ayudar	a	resolver	las	controversias	que	surjan	de	la	relación	laboral,	en
todos	 sus	 aspectos	 y	 así	 lograr	 que	 arriben	 a	 una	 solución	 justa	 y
beneficiosa	para	ambos.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	 70.—Obligaciones	 del	 conciliador.	 El	 conciliador	 administrativo
laboral	está	sujeto	a	las	siguientes	obligaciones:
a)	Analizar	la	solicitud	de	conciliación.
b)	Informar	a	las	partes	sobre	el	procedimiento	de	la	conciliación,	sobre	su
naturaleza,	características,	fines	y	ventajas,	debiendo	señalar	a	las	partes	las
normas	de	conducta	que	deben	observar.
c)	Facilitar	el	diálogo	entre	las	partes.
d)	Preguntar	a	 las	partes,	 con	 la	 finalidad	de	aclarar	el	 sentido	de	alguna
afirmación	 o	 para	 obtener	 mayor	 información	 que	 beneficie	 el
procedimiento	de	conciliación.	En	tal	sentido	tiene	libertad	de	acción	dentro
de	los	límites	del	orden	público,	buenas	costumbres	y	la	ética	en	el	ejercicio
de	la	función	de	conciliador.
e)	 Identificar	 los	 problemas	 centrales	 y	 concretos	 de	 la	 conciliación,
tratando	de	ubicar	el	interés	de	cada	una	de	las	partes.
f)	 Incentivar	 a	 las	 partes	 a	 buscar	 soluciones	 satisfactorias	 dentro	 del
marco	 de	 los	 derechos	 laborales	 irrenunciables	 que	 asisten	 a	 los
trabajadores	 o	 ex	 trabajadores.	 En	 dicho	 sentido	 propondrá	 fórmulas
conciliatorias	no	obligatorias.
g)	 Reunirse	 con	 cualquiera	 de	 las	 partes	 por	 separado	 cuando	 las
circunstancias	puedan	afectar	la	libre	expresión	de	las	ideas	de	algunas	de
ellas.
h)	Informar	a	las	partes	sobre	el	alcance	y	efectos	del	acuerdo	conciliatorio
antes	de	su	redacción	final,	la	cual	se	redactará	en	forma	clara	y	precisa.
i)	En	ningún	caso,	bajo	responsabilidad	administrativa,	podrán	constituirse
en	depositarios	de	sumas	de	dinero	o	títulos	valores	correspondientes	a	los
beneficios	 sociales	 de	 los	 trabajadores,	 debiendo	 únicamente	 dar	 fe	 de	 la
entrega	 de	 los	 mismos	 en	 el	 acta	 que	 se	 redacte	 en	 presencia	 de	 ambas
partes.	 Cualquier	 pago	posterior	 al	 día	 de	 la	 realización	de	 la	 conciliación
debe	constar	expresamente	en	el	acta,	indicándose	el	día,	el	lugar	y	la	hora
del	mismo,	según	sea	el	caso.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	71.—De	la	solicitud	de	conciliación.	De	conformidad	con	el	artículo
2°	y	27	de	 la	 ley,	 la	 conciliación	puede	 ser	 solicitada	por	el	 trabajador,	 ex
trabajador,	 jóvenes	 o	 personas	 en	 capacitación	 para	 el	 trabajo,	 la
organización	sindical,	por	el	empleador	o	por	ambas	partes,	con	el	objeto	de
que	 un	 tercero	 llamado	 conciliador,	 les	 asista	 en	 la	 búsqueda	 de	 una
solución	 consensual	 al	 conflicto.	 Para	 tal	 efecto	 dicha	 solicitud	 debe	 ser
autorizada	previamente	por	el	consultor	o	liquidador	adscrito	al	Servicio	de
Defensa	Legal	Gratuita	y	Asesoría	del	Trabajador;	los	cuales	están	obligados
de	orientar	a	las	partes	sobre	los	alcances	de	la	conciliación	administrativa
laboral,	sus	fines	y	objetivos.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	 72.—Temas	 de	 conciliación.	 La	 conciliación	 abarca	 temas	 de
derecho	 laboral	 del	 régimen	 laboral	 de	 la	 actividad	 privada	 y	 otros
regímenes	 especiales	 de	 la	 actividad	 privada,	 el	 pago	 de	 subsidios	 por
incapacidad	 temporal	 para	 el	 trabajo	 a	 cargo	 del	 empleador,	 beneficios
concedidos	 por	 los	 programas	 de	 capacitación	 para	 el	 trabajo	 y	 cualquier
otro	generado	con	motivo	de	la	relación	laboral.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	 73.—Forma	 del	 pedido.	 A	 la	 solicitud	 de	 conciliación	 debe
acompañarse:
a)	 Una	 copia	 simple	 del	 documento	 de	 identidad	 del	 solicitante	 o
solicitantes,	en	su	caso	del	representante	del	empleador	o	de	organizaciones
sindicales;
b)	 El	 documento	 que	 acredita	 la	 representación	 del	 empleador	 o	 de	 las
organizaciones	sindicales;
c)	 Copias	 simples	 del	 documento(s)	 relacionado(s)	 con	 el	 conflicto	 así
como	la	hoja	de	cálculo	de	beneficios	sociales	en	caso	haya	sido	practicado
por	el	servicio	de	defensa	legal	gratuita	y	asesoría	del	trabajador	y	otros	que
se	estime	conveniente;	y,
d)	 Tantas	 copias	 simples	 de	 la	 solicitud,	 y	 sus	 anexos,	 como	 invitados	 a
conciliar.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	74.—Notificación.
74.1	Recibida	 la	solicitud,	el	área	de	conciliación	procede	a	notificar	a	 las
partes	el	día	y	la	hora	de	la	audiencia	de	conciliación,	con	una	anticipación
no	menor	de	diez	(10)	días	hábiles	a	su	realización.
74.2	 La	 notificación	 debe	 redactarse	 en	 forma	 clara,	 sin	 emplear
abreviaturas	y	contiene:
a)	 El	 nombre,	 o	 denominación	o	 razón	 social	 de	 la	 persona	o	 personas	 a
invitar	y	el	domicilio;
b)	 El	 nombre,	 denominación	 o	 razón	 social	 del	 solicitante	 de	 la
conciliación;
c)	El	asunto	sobre	el	cual	se	pretende	conciliar;
d)	Copia	simple	de	la	solicitud	de	conciliación;
e)	Información	relacionada	con	la	conciliación	en	general	y	sus	ventajas	en
particular;
f)	Día	y	hora	para	la	audiencia	de	conciliación;
g)	Fecha	de	la	invitación;
h)	La	sanción	en	caso	de	inasistencia	del	empleador;	y,
i)	Firma	del	encargado	del	Servicio	de	Defensa	Legal.
74.3.	 La	 notificación	 para	 la	 audiencia	 de	 conciliación	 se	 realiza	 en
concordancia	 a	 lo	 establecido	 en	 la	 Ley	 del	 Procedimiento	Administrativo
General.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	75.—De	la	audiencia	única.	La	audiencia	de	conciliación	es	única	y
comprende	 una	 sesión	 o	 sesiones	 necesarias	 para	 el	 cumplimiento	 de	 los
fines	previstos	en	 la	 ley,	cuyo	plazo	no	puede	exceder	de	 treinta	(30)	días
calendario	contados	desde	la	primera	citación	a	las	partes.	De	realizarse	dos
(2)	 o	 más	 sesiones,	 bajo	 responsabilidad	 del	 conciliador,	 se	 procede	 a
levantar	 una	 acta	 de	 postergación	 de	 audiencia	 indicando	 día,	 hora	 y	 el
motivo	 de	 la	 postergación;	 la	 cual	 una	 vez	 firmada	 por	 ambas	 partes
contiene	los	mismos	apremios	que	la	citación	a	la	primera	audiencia.
D.	Leg.	910.
ART.	28.—Caducidad.	El	plazo	de	caducidad	en	materia	laboral,
se	suspende	a	partir	de	la	fecha	en	que	cualquiera	de	las	partes
precisadas	en	el	artículo	anterior	presenta	la	solicitud	de
audiencia	de	conciliación	y	hasta	la	fecha	en	que	concluya	el
procedimiento.
JURISPRUDENCIA.—La	solicitud	de	conciliación	solo	suspenderá	el	plazo
que	tiene	el	trabajador	para	demandar	su	indemnización	por	despido
arbitrario	si	se	peticiona	expresamente	el	pago	de	dicha	indemnización.
“Anótese	además	que	el	aspecto	cuestionado	por	el	recurrente	ha	sido
objeto	expreso	de	desarrollo	argumentativo	por	parte	de	la	sala	de	mérito,
quien	correctamente	aplicó	e	interpretó	(método	sistemático)	el	artículo	28
del	Decreto	Legislativo	N°	910,	el	que,	además	conforme	se	anotó	no
permite	la	aplicación	del	artículo	26	inciso	3	de	la	Constitución	Política	del
Estado	sobre	indubio	pro	operario,	al	no	contener	supuestos	oscuros	para
interpretación,	siendo	aquél	método	la	fase	final	interpretativa	luego	de
agotados	los	métodos	de	interpretación	clásicos,	entre	los	que	se
encuentran	el	sistemático.	En	tal	sentido,	el	demandante	presentó	solicitud
de	conciliación	al	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	pero
consignando	en	‘materias	a	conciliar’	la	compensación	por	tiempo	de
servicios,	vacaciones,	gratificaciones,	utilidades,	entrega	de	certificado	de
trabajo;	más	no	la	indemnización	por	despido	arbitrario,	el	que	además	no
está	dentro	de	los	fundamentos	de	hecho	de	la	solicitud.	En	ese	sentido	ha
sido	entendido,	en	tanto	las	reuniones	de	conciliación	(a	los	que	no	se	arribó
a	ningún	acuerdo)	señalan	que	las	partes	no	conciliaron	sobre	las	materias
peticionadas:	compensación	por	tiempo	de	servicios,	vacaciones	truncas,
gratificaciones	truncas,	utilidades,	horas	extras,	certificado	de	trabajo.
Razón	por	la	que,	en	este	contexto,	se	concluyó	válidamente	en	que	el	plazo
de	caducidad	no	se	encontraba	suspendido	por	el	solo	hecho	de	haber
adjuntado	como	anexos	de	la	solicitud	de	conciliación	la	carta	de	despido	y
porque	en	la	liquidación	de	beneficios	sociales	efectuada	por	el	Ministerio
de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	se	consigna	en	un	rubro	‘indemnización
por	despido	arbitrario’”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	10508-2012-Junín,	jun.	10/2013.	V.
P.	Acevedo	Mena)
D.	Leg.	910.
ART.	29.—Representación	en	la	conciliación.	Las	partes
pueden	intervenir	en	la	conciliación	a	través	de	sus
representantes	o	apoderados.	La	designación	puede	constar	en
una	carta	simple,	con	la	facultad	expresa	para	conciliar,
acompañada	de	la	copia	del	poder	del	otorgante.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	76.—Concurrencia	y	representación	de	las	partes.	La	concurrencia
de	 las	 partes	 es	 obligatoria	 y	 personal,	 cumpliendo	 las	 siguientes
formalidades:
a)	En	caso	de	personas	jurídicas,	las	mismas	pueden	ser	representadas	por
sus	 representantes	 legales	 o	 apoderados	 con	 facultades	 expresas	 para
conciliar	 de	 acuerdo	 a	 los	 poderes	 otorgados	 por	 su	 representada,	 o
personas	designadas	para	tal	efecto;	en	este	último	caso	se	debe	presentar
carta	poder	simple	en	el	que	conste	la	facultad	expresa	de	conciliar.	En	los
supuestos	 antes	 señalados	 se	 debe	 acompañar	 el	 original	 del	 poder	 del
otorgante	 y	 una	 copia	 simple	 del	 mismo,	 documento	 este	 último	 que	 se
anexará	al	expediente	administrativo.
b)	Tratándose	de	empleadores	constituidos	por	personas	naturales	podrán
delegar	 su	 representación	 con	 carta	 poder	 simple.	 En	 el	 caso	 de
trabajadores	o	 extrabajadores,	 o	personas	 en	 capacitación	para	 el	 trabajo,
su	firma	será	legalizada	por	la	Subdirección	de	Defensa	Gratuita	y	Asesoría
del	 Trabajador	 en	 formatos	 preestablecidos	 en	 los	 cuales	 conste
expresamente	 la	 facultad	 de	 conciliar,	 de	 cobrar	 beneficios	 sociales	 y
recoger	cualquier	documento	que	pueda	corresponder	a	sus	poderdantes.
c)	 Opcionalmente	 las	 partes	 pueden	 ser	 asesoradas	 por	 letrados	 o	 no,	 el
conciliador	no	permitirá	su	presencia	en	el	ambiente	donde	se	lleve	a	cabo
la	conciliación	cuando,	a	su	 juicio,	perturben	o	 impidan	el	desarrollo	de	 la
misma,	o	cuando	su	presencia	sea	objetada	por	la	otra	parte	sin	necesidad
de	 expresión	 de	 causa.	 Dichos	 asesores	 pueden	 ser	 consultados	 por	 las
partes,	pero	no	tienen	derecho	a	voz	ni	pueden	interferir	en	las	decisiones
que	se	tomen.
D.	Leg.	910.
ART.	30.—De	la	inasistencia	de	las	partes.
30.1.	Si	el	empleador	o	el	trabajador	no	asisten	a	la	conciliación
por	incapacidad	física,	caso	fortuito	o	fuerza	mayor,	deben
acreditar	por	escrito	su	inasistencia,	dentro	del	segundo	día	hábil
posterior	a	la	fecha	señalada	para	la	misma.
Admitida	la	justificación	se	notifica	oportunamente	a	las	partes
para	una	segunda	y	última	diligencia.	La	notificación	en	este	caso
se	efectúa	con	una	anticipación	no	menor	de	veinticuatro	(24)
horas.
30.2.	Si	en	el	plazo	señalado	en	el	primer	párrafo	del	presente
artículo,	el	empleador	no	presenta	la	justificación	pertinente	o
ésta	es	desestimada,	se	aplica	una	multa	de	hasta	una	(1)	Unidad
Impositiva	Tributaria	vigente,	según	los	criterios	que	establece	el
reglamento.
D.	Leg.	910.
ART.	31.—De	la	impugnación	de	la	resolución	de	multa.
Contra	la	resolución	por	la	que	impone	la	multa,	el	empleador,
dentro	del	tercer	día	hábil	de	su	notificación,	puede	interponer
recurso	de	apelación,	el	que	es	resuelto	en	el	término	de	diez	(10)
días	hábiles	de	su	presentación,	agotándose	la	vía	administrativa.
D.	Leg.	910.
ART.	32.—Del	acta	de	conciliación	y	sus	efectos.
32.1.	En	la	conciliación	sólo	se	levanta	acta	cuando	las	partes
lleguen	a	un	acuerdo	total	o	parcial	del	tema	controvertido,	en
caso	contrario	únicamente	se	expide	una	constancia	de	asistencia.
32.2.	El	acta	de	conciliación	que	debe	contener	una	obligación
cierta,	expresa	y	exigible	constituye	título	ejecutivo	y	tiene	mérito
de	instrumento	público.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	 77.—Conclusión	 del	 procedimiento	 conciliatorio.	 La	 conciliación
administrativa	concluye	por:
a)	Acuerdo	 total	 o	parcial	de	 las	partes,	 la	 cual	 se	plasma	en	una	acta	de
conciliación.
b)	Falta	de	acuerdo	entre	las	partes,	en	cuyo	caso	expide	una	constancia	de
asistencia	 con	 la	 firma	 de	 ambas	 partes.	 En	 el	 supuesto	 que	 una	 de	 las
partes	 se	 negara	 a	 firmar	 dicha	 constancia,	 el	 conciliador	 debe	 dejar
constancia	de	la	negativa	de	firma	de	dicha	parte,	dándose	igualmente	por
concluido	el	procedimiento	de	conciliación.
c)	 Inasistencia	 de	 una	 parte	 a	 dos	 sesiones,	 para	 lo	 cual	 se	 expide	 una
constancia	de	asistencia	a	la	parte	presente	y	se	aplica	la	multa	señalada	en
el	 numeral	 30.2	 del	 artículo	 30	 de	 la	 ley,	 en	 función	 a	 la	 condición	 de
persona	natural	o	 jurídica	del	empleador	y	a	 la	naturaleza	de	 la	materia	a
conciliar.
d)	 Inasistencia	de	ambas	partes	a	una	sesión,	en	cuyo	caso	el	 conciliador
emite	 un	 informe	de	 dicha	 inasistencia	 con	 lo	 cual	 se	 da	 por	 concluido	 el
procedimiento.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	78.—Formalidad	del	acta	de	conciliación.
78.1	El	acta	de	conciliación	es	el	documento	que	expresa	el	acuerdo	total	o
parcial	al	que	llegan	las	partes	en	la	conciliación,	conforme	señala	el	artículo
32	de	la	ley,	el	cual	debe	cumplir	las	siguientes	formalidades:
a)	Señalar	el	número	del	expediente	y	el	número	del	acta	de	conciliación	el
cual	se	registra	en	el	archivo	del	área;
b)	Indicar	lugar,	fecha	y	hora	en	que	se	suscribe;
c)	Nombres,	identificación	y	domicilio	de	las	partes;
d)	Nombre	e	identificación	del	conciliador;
e)	 Precisar	 los	 acuerdos	 totales	 o	 parciales,	 estableciendo	 de	 manera
precisa	los	derechos,	deberes	u	obligaciones	ciertas,	expresas	y	exigibles;
f)	 Firma	 y	 huella	 digital	 de	 las	 partes	 o	 de	 sus	 representantes	 legales
cuando	asistan	a	la	audiencia.	En	caso	de	personas	que	no	saben	firmar	es
suficiente	la	huella	digital;	y,
g)	 Nombre	 y	 firma	 del	 conciliador,	 quien	 en	 su	 condición	 de	 abogado
colegiado,	verifica	la	legalidad	de	los	acuerdos.
78.2.	El	acta	en	ningún	caso	debe	contener	las	propuestas	o	la	posición	de
una	de	las	partes	respecto	de	éstas.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	79.—Mérito	del	acta.	Conforme	 indica	 el	 numeral	 32.2	 del	 artículo
32	de	 la	 ley,	el	acta	que	contenga	una	obligación	cierta,	expresa	y	exigible
constituye	 título	 ejecutivo,	 teniendo	 mérito	 de	 instrumento	 público;	 el
mismo	que	se	ejecuta	conforme	a	 las	normas	señaladas	en	 la	Ley	Procesal
de	Trabajo,	Ley	N°	26636.
D.	S.	020-2001-TR.
ART.	 80.—Expedición	 de	 copias	 de	 actas	 de	 conciliación.	 Las	 partes
pueden	 solicitar	 copias	 del	 acta,	 presentando	 una	 solicitud	 dirigida	 al
subdirector	o	funcionario	que	haga	sus	veces,	acompañando	copia	de	dicha
acta	y	el	pago	del	derecho	respectivo,	las	mismas	que	deben	ser	expedidas
en	el	plazo	de	tres	(3)	días	hábiles	siguientes	a	la	fecha	de	presentación.
SEGUNDA	PARTE
Ley	Procesal	del	Trabajo
TÍTULO	PRIMERO
Título	Preliminar
PRINCIPIOS
Ley	26636.
ART.	I	T.	P.—El	proceso	laboral	se	inspira,	entre	otros,	en	los
principios	de	inmediación,	concentración,	celeridad	y	veracidad.
Las	audiencias	y	actuación	de	los	medios	probatorios	se	realizan
ante	el	juez,	siendo	indelegables	bajo	sanción	de	nulidad.
El	proceso	se	realiza	procurando	que	su	desarrollo	ocurra	en	el
menor	número	de	actos	procesales.	El	juez	podrá	reducir	su
número	sin	afectar	la	obligatoriedad	de	los	actos	que	aseguren	el
debido	proceso.
El	juez	dirige	e	impulsa	el	proceso	para	lograr	una	pronta	y	eficaz
solución	de	las	controversias	que	conoce.
L.	O.	P.	J.
ART.	 24.—Modificado.	 Ley	 27327,	 Art.	 Único.	 La	 administración	 de
justicia	es	gratuita	para	las	personas	de	escasos	recursos	económicos	y	para
todos	los	casos	expresamente	previstos	por	ley.	Se	encuentran	exonerados
del	pago	de	tasas	judiciales:
(...).
i)	 Los	 trabajadores,	 ex	 trabajadores	 y	 sus	 herederos	 en	 los	 procesos
laborales	y	previsionales,	cuyo	petitorio	no	exceda	de	setenta	(70)	unidades
de	 referencia	 procesal,	 de	 amparo	 en	 materia	 laboral,	 o	 aquellos
inapreciables	en	dinero	por	la	naturaleza	de	la	pretensión.
JURISPRUDENCIA.—Facultades	del	juzgador.	“El	Código	Procesal	Civil
recoge	un	principio	que	permite	al	juzgador,	director	del	proceso,	rebasar
los	límites	de	la	formalidad	y	asumir	una	interpretación	más	amplia	y
creadora;	este	principio	iura	novit	curia	le	brinda	al	juez	las	herramientas
para	que	en	ejercicio	de	las	funciones	jurisdiccionales	aplique	el	derecho	a
conciencia,	sin	restringirse	a	la	invocación	del	derecho	por	las	partes	que	en
algunos	casos,	pueden	haberla	mal	invocado	y	ello	es	así	por	cuanto	la
omisión	o	el	error	de	una	invocación	del	articulado	pertinente	o	de	la
institución	jurídica	que	sustenta	la	pretensión,	las	partes	no	pueden
perjudicarse	cuando	al	juez	le	corresponde	la	aplicación	del	derecho;	que,
en	el	caso	de	autos,	la	A-quo	requirió	por	mandatos	de	fojas	22	y	23	que	el
demandante	cumpla	con	indicar	los	montos	de	cada	extremo	demandado,
que	presente	el	pliego	abierto	para	la	actuación	de	la	prueba	pericial
ofrecida,	que	señala	claramente	el	petitorio,	esto	es,	si	la	obligación	a	ser
satisfecha	por	las	emplazadas	es	solidaria	o	mancomunada	y	por	último	que
adjunte	la	copia	de	su	liquidación	por	tiempo	de	servicios;	que,	por	escritos
de	fojas	25,	26	y	28,	el	demandante	cumple	con	lo	solicitado	por	la	jueza
expresando	entre	otras	cosas	que	la	liquidación	de	fojas	5	constituya	parte
integrante	de	su	demanda;	que	siendo	esto	así,	se	ha	dado	cabal
cumplimiento	a	lo	dispuesto	en	los	artículos	15	y	16	de	la	Ley	26636;	que,	la
apreciación	de	carácter	legal	que	se	efectúa	sobre	obligaciones	solidarias	o
mancomunadas	en	la	resolución	materia	de	la	alzada	son	prematuras	ya	que
corresponde	ser	calificadas	por	la	jueza	al	momento	de	resolver	la	litis	en
aplicación	del	principio	iura	novit	curia;	que	el	proceso	laboral	se	distingue
precisamente	del	proceso	civil	por	su	orientación	tuitiva	antes	que	por
formulismos	que	bien	pueden	ser	superados	el	juez	(sic)	en	mérito	a	los
principios	que	inspiran	a	la	Ley	Procesal	de	Trabajo	(…).”	(RSL,	Exp.	4404-
97-A,	ago.	19/97.	V.	P.	De	la	Rosa	Bedriñana)
COMENTARIO.—Principios	 del	 derecho	 procesal	 del	 trabajo.	 El	 Título
Preliminar	 de	 la	 Ley	 N°	 26636,	 Ley	 Procesal	 del	 Trabajo,	 acoge	 los
principios	 que	 dan	 fundamento	 al	 proceso	 laboral	 haciendo	 expresa
mención	de	los	siguientes:
-	Inmediación:	Consiste	en	la	presencia	del	juzgador	–sin	intermediarios–
en	determinados	actos	procesales.	La	participación	activa	de	la	persona	del
juez	coadyuva	a	garantizar	su	conocimiento	directo	de	las	pretensiones	de
las	partes	y	de	los	actos	probatorios.
-	Concentración:	 Se	 trata	 de	 reducir	 el	 número	 de	 actos	 procesales	 sin
limitar	la	actuación	de	las	partes	ni	menoscabar	sus	derechos.
-	 Celeridad:	 El	 proceso	 además	 de	 buscar	 la	 solución	 justa	 de	 la
controversia,	 busca	 su	 solución	 pronta,	 dado	 que	 lo	 que	 se	 discute	 en	 la
mayoría	 de	 los	 casos	 es	 el	 monto	 de	 determinados	 conceptos
remuneratorios	o	beneficios	sociales	que	constituyen	la	fuente	de	sustento
del	trabajador	y	sus	familiares.
-	 Veracidad:	 Al	 interior	 del	 procedimiento	 se	 manejan	 dos	 niveles	 de
verdad;	uno	formal,	conformado	por	lo	que	las	partes	le	presentan	al	juez,	y
el	otro	real,	que	toca	al	juzgador	dilucidar	del	análisis	de	las	circunstancias	y
del	mérito	de	las	pruebas.
COMENTARIO.—Gratuidad	 procesal	 para	 el	 trabajador.	 El
ordenamiento	 procesal	 asume	 que	 el	 trabajador	 no	 cuenta	 con	 recursos
económicos	 y	 actúa	 judicialmente	 urgido	 por	 requerimientos	 de	 tipo
alimentario.	 Con	 tal	 argumento,	 establece	 la	 gratuidad	 del	 procedimiento
laboral	para	los	trabajadores,	ex	trabajadores	y	sus	herederos,	siempre	que
el	petitorio	no	exceda	de	70	unidades	de	referencia	procesal	(70	URP).
Para	el	 año	2009,	 la	URP	equivale	a	 trescientos	 cincuenta	y	 cinco	nuevos
soles	(S/.	355).
COMENTARIO.—El	proceso	de	ejecución	de	sentencia	debe	realizarse
en	 el	 mismo	 proceso	 que	 declaró	 el	 derecho.	 El	 Pleno	 Jurisdiccional
Distrital	 en	 Materias	 Laboral	 y	 Penal	 del	 2008	 (Ica)	 concluye	 por
unanimidad,	 que	 “en	 los	 procesos	 de	 ejecución,	 una	 vez	 que	 ya	 exista
sentencia,	donde	se	ha	declarado	el	derecho,	debe	ejecutarse	la	misma	en	el
propio	 proceso,	 sustentado	 ello	 en	 el	 principio	 de	 economía	 procesal,
contemplado	en	el	tercer	párrafo	del	artículo	primero	del	Título	Preliminar
de	 la	 Ley	 Procesal	 del	 Trabajo,	 que	 establece	 que	 el	 proceso	 se	 realiza
procurando	 que	 su	 desarrollo	 ocurra	 en	 el	 menor	 número	 de	 actos
procesales,	 así	 como	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	379	del	 Código	Procesal
Civil,	 que	 señala	 que	 consentida	 la	 sentencia	 de	 segunda	 instancia	 que
contiene	 un	mandato	 y,	 devuelto	 el	 expediente	 al	 juez	 de	 la	 demanda,	 la
sentencia	 adquiere	 calidad	 de	 título	 de	 ejecución	 judicial	 procediéndose
conforme	a	 lo	 regulado	en	el	Capítulo	V,	Título	V	de	 la	Sección	Quinta	del
precitado	código.	No	debe	afectarse	al	 trabajador	obligándolo	a	asumir	 los
gastos	 de	 un	 nuevo	 proceso	 judicial,	 lo	 que	 asimismo	 aumentaría
innecesariamente	la	carga	procesal”.
INTERPRETACIÓN	FAVORABLE
Ley	26636.
ART.	II	T.	P.—El	juez,	en	caso	de	duda	insalvable	sobre	los
diversos	sentidos	de	una	norma	o	cuando	existan	varias	normas
aplicables	a	un	caso	concreto,	deberá	interpretar	o	aplicar	la
norma	que	favorezca	al	trabajador.
DOCTRINA.—El	 principio	 in	 dubio	 pro	 operarum.	 “Si	 el	 objeto	 del
derecho	del	trabajo	es	la	defensa	y	protección	del	trabajador	dependiente,	el
derecho	procesal	del	trabajo	no	puede	ir	a	contracorriente	de	este	objetivo,
pues	 de	 admitir	 esta	 posibilidad,	 harto	 remota	 por	 cierto,	 estaríamos
vaciando	de	contenido	a	nuestra	disciplina	jurídica.	Por	consiguiente,	tanto
lo	sustantivo	como	adjetivo	tienen	que	confluir	en	la	idea	de	protección	de
la	 relación	 laboral	 dependiente	 adecuadamente	 realizada,	 y	 que	 como
consecuencia	de	ella	se	han	presentado	situaciones	jurídicas	que	requieren
el	 auxilio	 jurisdiccional	 para	 su	 solución”.	 (GÓMEZ	VALDEZ,	 Francisco.	 La
ley	procesal	del	trabajo,	Editorial	San	Marcos,	Lima,	1998;	pág.	69)
IRRENUNCIABILIDAD
Ley	26636.
ART.	III	T.	P.—El	juez	debe	velar	por	el	respeto	del	carácter
irrenunciable	de	los	derechos	reconocidos	por	la	Constitución	y	la
ley.
TÍTULO	SEGUNDO
Jurisdicción	y	Competencia
JURISDICCIÓN
Ley	26636.
ART.	1°.—Potestad	jurisdiccional.	La	potestad	jurisdiccional	del
Estado	en	materia	laboral	se	ejerce	por	los	órganos	judiciales	que
contempla	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial.
DOCTRINA.—La	 jurisdicción.	 “Etimológicamente,	 jurisdicción	 deriva	 de
dos	voces	latinas,	‘ius’	que	significa	derecho	y	‘dicere’,	decir,	esto	es	decir	o
aplicar	el	derecho.	Se	trata	pues	de	la	iurisdictio	o	iure	dicendo”.	(ROMERO
MONTES,	Francisco	Javier.	Derecho	procesal	del	trabajo,	Edial,	Lima,	1997;
pág.	66)
DETERMINACIÓN	DE	LA	COMPETENCIA
Ley	26636.
ART.	2°.—Formas	de	determinación	de	la	competencia.	La
competencia	se	determina	por	razón	de	territorio,	materia,
función	y	cuantía.
DOCTRINA.—La	competencia.	“La	competencia	es	la	potestad	conferida	a
los	jueces	para	ejercer	la	función	de	jurisdicción	en	determinados	casos.	Si
la	 jurisdicción	es	un	poder	de	 todo	magistrado,	 la	 competencia	 sirve	para
delimitar	 ese	 poder”.	 (ROMERO	 MONTES,	 Francisco	 Javier.	 Derecho
procesal	del	trabajo,	Edial,	Lima,	1997;	pág.	66)
ELECCIÓN
Ley	26636.
ART.	3°.—Competencia	por	razón	de	territorio.	Por	razón	del
territorio	y	a	elección	del	demandante,	es	juez	competente	el	del
lugar	donde	se	encuentra:
1.	El	centro	de	trabajo	en	el	que	se	haya	desarrollado	la	relación
laboral.
2.	El	domicilio	principal	del	empleador.
JURISPRUDENCIA.—Determinación	de	la	competencia	por	razón	de
territorio.	“La	competencia	territorial	de	los	jueces	contenida	en	el	artículo
4°	del	D.	S.	03-80-TR,	da	prevalencia	a	la	vinculación	que	haya	tenido	el
trabajador	con	su	centro	de	trabajo,	de	tal	modo	que	evita	que	aquél	tenga
que	desplazarse	a	otra	sede	judicial	cuando	el	centro	de	trabajo	haya	sido
cerrado	o	liquidado,	persiguiendo	el	nuevo	domicilio	del	empleador;	que	el
carácter	tutelar	de	este	ordenamiento	permite	que	se	radique	jurisdicción
en	el	lugar	donde	se	haya	encontrado	el	centro	de	trabajo,	siempre	que	se
notifique	al	empleador	en	el	domicilio	que	corresponda,	obligando	a	éste	a
nombrar	apoderado	que	lo	represente	en	el	lugar	donde	se	sigue	el	proceso
(…).”	(RSL,	Exp.	4826-95(A),	feb.	05/96.	V.	P.	Barreda)
JURISPRUDENCIA.—La	discapacidad	hace	que	la	competencia	del	juez
laboral	se	rija	por	el	domicilio	del	trabajador.	“En	ese	sentido,	es	dentro	de
este	marco	constitucional	en	el	que	deben	resolverse	los	conflictos
judicializados,	en	el	caso	de	autos,	si	bien	la	norma	procesal	de	trabajo	no
estipula	que	la	competencia	del	juez	laboral	se	rige	por	el	domicilio	del
trabajador,	también	es	de	considerar	que	el	actor	es	una	persona
discapacitada	que	se	encuentra	en	silla	de	ruedas,	estado	físico	en	el	que	se
encuentra	presumiblemente	como	consecuencia	de	un	accidente	de	trabajo,
de	allí	su	pretensión	de	indemnización	por	daños	y	perjuicios,	entonces
dada	su	limitación	física	y	teniendo	su	residencia	habitual	en	la	ciudad	de
Lima,	le	sería	muy	oneroso	interponer	su	demanda	en	la	ciudad	de
Chachapoyas,	por	ello	a	la	luz	de	los	principios	constitucionales	ya	referidos,
se	le	debe	facilitar	el	acceso	a	la	justicia	para	que	su	pretensión	no	sea
ilusoria.	(...).	En	consecuencia,	debe	concluirse	que	corresponde	el
conocimiento	de	la	presente	demanda	sobre	indemnización	por	daños	y
perjuicios	al	juzgado	laboral	que	calificó	la	demanda,	decisión	que	responde
a	la	exigencia	de	plena	optimización	del	derecho	de	acceso	a	la	justicia,	por
cuanto	atribuir	la	capacidad	para	su	conocimiento	al	Juzgado	Laboral	de
Chachapoyas	significaría,	además,	relativizar	su	efectividad	si	partimos	del
hecho	que	el	accionante	tiene	su	domicilio	real	en	la	ciudad	de	Lima	(...)”.	(C.
S.,	Cas.	Lab.	4553-2011-Lima,	set.	05/2012.	V.	P.	Vinatea	Medina)
COMPETENCIA	POR	MATERIA
Ley	26636.
ART.	4°.—Modificado.	Ley	27242,	Art.	2°.	Competencia	por
razón	de	la	materia.	La	competencia	por	razón	de	la	materia	se
regula	por	la	naturaleza	de	la	pretensión	y	en	especial	de	las
siguientes	normas:
1.	Las	salas	laborales	de	la	Corte	Superior	conocen	de	las
pretensiones	en	materia	de:
a.	Acción	popular	en	materia	laboral.
b.	Impugnación	de	laudos	arbitrales	emanados	de	una
negociación	colectiva.
c.	Acción	contencioso	administrativa	en	materia	laboral	y
seguridad	social.
d.	Conflictos	de	competencia	promovidos	entre	juzgados	de
trabajo	y	entre	éstos	y	otros	juzgados	de	distinta	especialidad	del
mismo	distrito	judicial.
e.	Conflictos	de	autoridad	entre	los	juzgados	de	trabajo	y
autoridades	administrativas	en	los	casos	previstos	por	la	ley.
f.	Las	quejas	de	derecho	por	denegatoria	de	recurso	de	apelación.
g.	La	homologación	de	conciliaciones	privadas.
h.	Las	demás	que	señala	la	ley.
2.	Los	juzgados	de	trabajo	conocen	de	las	pretensiones
individuales	o	colectivas	por	conflictos	jurídicos	sobre:
a.	Impugnación	del	despido.
b.	Modificado.	Ley	27942,	Quinta	Disposición	Final	y
Complementaria.	Cese	de	actos	de	hostilidad	del	empleador,
incluidos	los	actos	de	hostigamiento	sexual,	conforme	a	la	ley
sobre	la	materia.
c.	Incumplimiento	de	disposiciones	y	normas	laborales
cualquiera	fuera	su	naturaleza.
d.	Pago	de	remuneraciones	y	beneficios	económicos,	siempre	que
excedan	de	diez	(10)	URP.
e.	Ejecución	de	resoluciones	administrativas,	sentencias	emitidas
por	las	salas	laborales,	laudos	arbitrales	firmes	que	ponen	fin	a
conflictos	jurídicos	o	títulos	de	otra	índole	que	la	ley	señale.
f.	Actuación	de	prueba	anticipada	sobre	derechos	de	carácter
laboral.
g.	Impugnación	de	actas	de	conciliación	celebradas	ante	las
autoridades	administrativas	de	trabajo,	reglamentos	internos	de
trabajo,	estatutos	sindicales.
h.	Entrega,	cancelación	o	redención	de	certificados,	pólizas,
acciones	y	demás	documentos	que	contengan	derechos	o
beneficios	laborales.
i.	Conflictos	intra	e	intersindicales.
j.	Indemnización	por	daños	y	perjuicios	derivados	de	la	comisión
de	falta	grave	que	cause	perjuicio	económico	al	empleador,
incumplimiento	del	contrato	y	normas	laborales	cualquiera	fuera
su	naturaleza	por	parte	de	los	trabajadores.
k.	Los	demás	que	no	sean	de	competencia	de	los	juzgados	de	paz
letrados	y	los	que	la	ley	señale.
3.	Los	juzgados	de	paz	letrados	conocen	las	pretensiones
individuales	sobre:
a.	Pago	de	remuneraciones,	compensaciones	y	derechos	similares
que	sean	de	obligación	del	empleador	y	tengan	expresión
monetaria	líquida	hasta	un	máximo	de	diez	(10)	URP.
b.	Impugnación	de	las	sanciones	disciplinarias	impuestas	por	el
empleador	durante	la	vigencia	de	la	relación	laboral.
c.	Reconocimiento	de	los	derechos	comprendidos	en	el	régimen
de	trabajo	del	hogar,	cualquiera	que	fuere	su	cuantía.
d.	Materia	relativa	al	Sistema	Privado	de	Pensiones,	incluida	la
cobranza	de	aportes	previsionales	retenidos	por	el	empleador.
e.	Las	demás	que	la	ley	señale.
NOTA:	Pese	a	lo	establecido	en	el	literal	c,	del	punto	1,	el	artículo	noveno	de	la	Ley	N°	27584
determina	que	es	competente	para	conocer	el	proceso	contencioso	administrativo	en	primera
instancia	el	juez	especializado	en	lo	contencioso	administrativo.
Ley	27021.
ART.	 2°.—Demandas	 sobre	 nulidad	 de	 cosa	 juzgada	 fraudulenta
laboral.	 Los	 juzgados	 de	 trabajo	 son	 competentes	 para	 tramitar	 las
demandas	 sobre	 nulidad	 de	 cosa	 juzgada	 fraudulenta	 laboral	 a	 que	 se
refiere	el	artículo	178	del	Código	Procesal	Civil,	en	vía	de	proceso	ordinario
laboral.
JURISPRUDENCIA.—Acuerdos	-	I	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia
Laboral:	vía	ordinaria	laboral	sirve	para	ventilar	el	despido	incausado,	el
despido	fraudulento	y	las	remuneraciones	devengadas.	“Los	jueces	de	trabajo
en	los	procesos	laborales	ordinarios	regulados	por	la	Ley	Procesal	del
Trabajo,	Ley	26636,	están	facultados	para	conocer	los	procesos	de
impugnación	o	nulidad	de	despido	incausado	o	despido	fraudulento,	que	de
ser	fundado	tengan	como	consecuencia	la	reposición	del	trabajador	al
centro	de	trabajo.	(...).
Los	jueces	de	trabajo	están	facultados	para	conocer	de	la	pretensión	de
reposición	en	casos	de	despido	incausado	o	despido	fraudulento,	en	el
proceso	abreviado	laboral,	siempre	que	la	reposición	sea	planteada	como
pretensión	única.”	(C.	S.,	Acuerdos	-	I	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en
Materia	Laboral,	jul.	17/2012.	S.	S.	Vásquez	Cortez)
JURISPRUDENCIA.—Acuerdos	-	I	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia
Laboral:	juez	laboral	es	competente	para	conocer	la	indemnización	por	daños
y	perjuicios	derivados	de	enfermedades	profesionales.	“‘Los	jueces	que
ejercen	competencia	en	el	marco	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo	número
26636	y	en	la	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo	número	29497,	conocerán	de
las	demandas	de	daños	y	perjuicios	por	responsabilidad	contractual	tanto
por	daño	patrimonial,	que	abarca	el	lucro	cesante	y	daño	emergente,	como
por	daño	moral,	especialmente	en	los	casos	de	enfermedad	profesional.’
b.	Sobre	la	responsabilidad	del	empleador	en	los	daños	y	perjuicios
derivados	de	enfermedad	profesional	y	su	naturaleza	contractual,	así	como
la	necesidad	de	calificar	la	misma	como	tal	por	el	demandante.”	(C.	S.,
Acuerdos	-	I	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia	Laboral,	jul.	17/2012.
S.	S.	Vásquez	Cortez)
JURISPRUDENCIA.—Acuerdos	-	I	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia
Laboral:	la	responsabilidad	del	empleador	por	daños	y	perjuicios	derivados	de
una	enfermedad	profesional	que	es	de	naturaleza	contractual	es	competencia
del	juez	laboral.	“’Que	la	responsabilidad	del	empleador	por	los	daños	y
perjuicios	derivados	de	enfermedad	profesional	es	de	naturaleza
contractual,	y	así	debe	ser	calificada	por	el	juez,	independientemente	de	la
calificación	o	de	la	omisión	en	la	calificación	por	parte	del	demandante	o	del
demandado.’	(...).
‘Que	el	trabajador	debe	cumplir	con	probar	la	existencia	de	la	enfermedad
profesional,	y	el	empleador,	el	cumplimiento	de	sus	obligaciones	legales,
laborales	y	convencionales.’	(...).
‘Probada	la	existencia	del	daño,	pero	no	el	monto	preciso	del	resarcimiento,
para	efectos	de	determinar	el	quantum	indemnizatorio	es	de	aplicación	lo
establecido	en	el	artículo	1332	del	Código	Civil,	salvo	que	las	partes
hubieran	aportado	pruebas	suficientes	sobre	el	valor	del	mismo.’”	(C.	S.,
Acuerdos	-	I	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia	Laboral,	jul.	17/2012.
S.	S.	Vásquez	Cortez)
JURISPRUDENCIA.—Si	el	tema	no	es	pensionario,	el	examen	médico	de	un
instituto	de	salud	ocupacional	constituye	prueba	idónea	y	suficiente	para
demostrar	el	daño.	“Conviene	anotar,	en	cuanto	a	la	probanza	del	daño	(...)
que	el	Examen	Médico	Ocupacional	número	13807,	emitido	por	el	Instituto
de	Salud	Ocupacional	(...)	el	mismo	que	diagnostica	la	enfermedad
profesional	de	neumoconiosis	en	segundo	estadio	de	evolución	(...)
constituye	prueba	idónea	y	suficiente	respecto	a	la	existencia	misma	del
daño	invocado	por	el	demandante;	puesto	que	la	acreditación	del
detrimento	físico	sufrido	por	los	trabajadores	en	los	casos	de	enfermedad
profesional	de	neumoconiosis,	no	exige	necesariamente	que	éstos	tengan
que	someterse	a	la	evaluación	(y	entiéndase	a	los	trámites	administrativos
que	ello	conlleva)	de	la	Comisión	Médica	Evaluadora	de	Incapacidades	de
ESSALUD	y/o	de	entidad	similar,	en	tanto,	la	pretensión	exigida	en	los
procesos	laborales,	como	el	del	presente	caso,	no	está	relacionada	con	la
obtención	de	pensión	de	invalidez	o	renta	vitalicia,	es	decir,	temas
pensionarios,	sino	que	gira	en	torno	a	obtener	del	órgano	jurisdiccional	una
respuesta	favorable	que	ordene	a	la	empresa	demandada	el	abono	de	suma
dineraria	que	resarza,	de	algún	modo,	el	daño	irrogado	a	su	persona;	por	lo
que,	en	este	contexto,	la	sola	presentación	de	documento	público	emitido
por	representante	de	la	salud	de	alguna	entidad	estatal	es	útil	para	los
efectos	de	la	probanza	del	daño”	(C.	S.,	Cas.	824-2011-Lima	ene.	20/2012.	V.
P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Plazo	de	prescripción	para	reclamar	de	indemnización
por	enfermedad	profesional	es	de	diez	años.	“(...)	no	puede	afirmarse	la
imposibilidad	de	esta	sala	suprema	de	ventilar	aquellas	infracciones	a	los
derechos	constitucionales	procesales	derivadas	de	una	resolución	judicial
expedida	en	el	proceso	laboral	cuando	ella	se	haya	dictado	con	indiferencia
o	inobservancia	de	las	garantías	judiciales	mínimas	que	deben	guardarse	en
toda	actuación	judicial	dado	que	una	interpretación	semejante	terminaría
por	un	lado,	por	vaciar	de	contenido	el	derecho	a	la	protección
jurisdiccional	de	los	derechos	y	libertades	fundamentales	y	por	otro,	por
promover	que	los	derechos	a	la	tutela	jurisdiccional	efectiva	y	el	debido
proceso	no	tenga	valor	normativo,	y	los	principios	que	inspiran	el	derecho
laboral	sustantivo	y	procesal.	(...)	En	atención	a	lo	expuesto	y	teniendo	en
cuenta	también	que	la	resolución	impugnada	se	ha	dictado	formalmente	al
ser	apelada	la	sentencia	expedida;	debe	declararse	procedente	de	manera
excepcional	el	recurso	de	casación	respecto	a	la	denuncia	de	aplicación
indebida	de	los	artículos	1993	y	2001	inciso	1	del	Código	Civil.	(...)	al
respecto	la	excepción	de	prescripción	extintiva	deducida	por	la	Empresa
(...),	al	constituir	el	daño	mencionado	en	la	demanda	el	padecimiento	de	una
enfermedad	profesional,	como	es	la	neumoconiosis	-	silicosis,	el	plazo
aplicable	es	el	correspondiente	a	la	prescripción	de	la	acción	personal,	esto
es,	el	plazo	de	diez	años	previsto	por	el	inciso	1	del	artículo	2001	del	Código
Civil.	Siendo	que	el	plazo	indicado	de	diez	años	debe	comenzar	a
contabilizarse	desde	el	día	en	que	puede	ejercitarse	la	acción,	de
conformidad	con	lo	preceptuado	por	el	artículo	1993	del	Código	Civil,
siendo	que	en	el	presente	caso	será	a	partir	del	momento	en	que	se	detectó
la	enfermedad	profesional	por	el	órgano	de	salud	correspondiente,	fecha	en
que	el	trabajador	conoció	con	certeza	el	padecimiento	de	la	referida
enfermedad”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	733-2010-Lima,	may.	28/2011.	V.	P.	Tavara
Córdova)
JURISPRUDENCIA.—El	plazo	de	prescripción	de	la	indemnización	por	daños
y	perjuicios	corre	desde	que	se	tiene	certeza	del	padecimiento	de	la
enfermedad	profesional.	“Con	relación	a	la	causal	de	interpretación	errónea
del	artículo	2001	del	Código	Civil:	el	impugnante	ha	referido	que	la
prescripción	se	computa	a	los	diez	años	desde	que	el	acto	que	da	lugar	a	la
pretensión	es	concreto	y	cierto,	pues	no	se	puede	computar	el	plazo	si	el
acto	no	está	determinado.	En	efecto,	el	numeral	1	del	artículo	2001	del
Código	Civil	(...),	por	lo	tanto,	como	se	ha	señalado	en	el	considerando
anterior,	es	desde	el	veinticinco	de	octubre	de	mil	novecientos	noventa	y
seis,	que	debe	computarse	el	plazo	de	prescripción	por	cuanto	desde	tal
oportunidad	el	actor	tuvo	la	certeza	de	la	enfermedad	que	padece,	por	lo
que	al	veintinueve	de	octubre	de	dos	mil	cinco	(fecha	de	interposición	de	la
demanda	no	prescribió	el	plazo	de	los	diez	años),	deviniendo	en	fundado
este	extremo	del	recurso”.	(C.	S,	Cas.	Lab.	2352-2012-Moquegua,	oct.
31/2012.	V.	P.	Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	señala	que	demanda	de	indemnización
por	daños	y	perjuicios	derivado	de	un	despido	arbitrario	es	competencia	del
juez	civil.	“(...)	estando	a	que	la	demanda	de	indemnización	se	sustenta	en	la
existencia	de	responsabilidad	por	parte	de	la	(...)	emplazada	sujeta	al	Código
Civil;	y,	a	lo	preceptuado	por	el	artículo	cinco	del	Código	Procesal	Civil,
según	el	cual:	‘Corresponde	a	los	órganos	jurisdiccionales	civiles	el
conocimiento	de	todo	aquello	que	no	esté	atribuido	por	la	ley	a	otros
órganos	jurisdiccionales’,	se	concluye	válidamente	que	la	pretensión
indemnizatoria	materia	de	proceso	es	de	naturaleza	civil	y	debe	ser
conocida	por	los	jueces	civiles;	(...)	Que,	en	relación	al	tipo	de
responsabilidad	que	corresponde	a	la	pretensión	indemnizatoria	propuesta,
esto	es,	si	de	carácter	contractual	o	extracontractual,	esta	sala	de	casación
ya	ha	establecido	que	en	estos	casos	la	responsabilidad	que	corresponde	es
la	de	naturaleza	extracontractual	pues	no	se	requiere	el	resarcimiento	de	un
daño	producto	de	la	inejecución	o	incumplimiento	de	un	contrato	de
trabajo,	sino	que	es	consecuencia	de	la	declaración	de	arbitrariedad	de	un
despido	o	cese	dictado	por	el	juez	constitucional,	de	tal	modo	que	así	debe
ser	calificado	por	los	juzgadores;	criterio	que	no	comporta	la	violación	del
principio	de	congruencia	puesto	que	la	pretensión	propuesta	por	el
demandante	es	una	de	indemnización	por	daños	y	perjuicios
correspondiendo	al	juez,	en	aplicación	del	principio	de	lura	Novit	Curia,
contenido	en	el	artículo	sétimo	del	Título	Preliminar	del	Código	Procesal
Civil,	aplicar	la	norma	pertinente	al	conflicto	jurídico	así	no	haya	sido
invocado	por	las	partes	o	lo	haya	sido	erróneamente;	(...).”	(CSJ,	Cas.	3782-
2007-Tacna,	dic.	03/2009.	V.	P.	Palomino	García)
JURISPRUDENCIA.—Los	jueces	de	trabajo	no	son	competentes	para	conocer
las	acciones	de	daños	y	perjuicios	planteadas	por	los	trabajadores.	“El	artículo
51	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial	ha	sido	sustituido	por	el	artículo	4°
de	la	Ley	26636;	que	la	competencia	de	los	juzgados	de	trabajo	por	razón	de
la	materia	se	circunscribe	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	4°	de	la	referida	ley,
en	cuyo	numeral	2	inciso	j)	se	refiere	a	la	indemnización	por	daños	y
perjuicios	derivados	de	la	comisión	de	falta	grave,	que	cause	perjuicio
económico	al	empleador,	al	incumplimiento	del	contrato	y	normas	laborales
cualquiera	que	fuera	su	naturaleza	por	parte	de	los	trabajadores	(sic);	en
consecuencia	los	juzgados	de	trabajo	no	son	competentes	para	el
conocimiento	de	las	indemnizaciones	por	daños	y	perjuicios	que	pudieran
cometer	los	empleadores	en	perjuicio	de	sus	trabajadores	(…).”	(RSL,	Exp.
4266-97-I(A),	ago.	07/97.	V.	P.	Torres	Gamarra)
COMENTARIO.—Conocimiento	 de	 las	 acciones	 de	 amparo	 en	materia
laboral.	Mediante	 la	 Ley	 N°	 26792,	 publicada	 el	 17.05.97,	 se	 modificó	 el
artículo	 29	 de	 la	 Ley	 de	 Hábeas	 Corpus	 y	 Amparo	 –Ley	 N°	 23506–	 en	 el
sentido	de	disponer	la	competencia	de	los	jueces	de	trabajo	respecto	de	las
acciones	de	amparo	correspondientes	a	derechos	laborales.
La	 modificación	 establecida	 se	 encuentra	 acorde	 con	 el	 principio	 de
especialidad	de	los	jueces.
Al	 conocer	 los	 jueces	 de	 trabajo	 las	 acciones	 de	 amparo	 de	 contenido
laboral,	 se	 estaría	 ampliando	 el	 listado	 a	 que	 se	 remite	 el	 numeral	 2	 del
artículo	4°	de	la	Ley	Procesal	de	Trabajo.
De	acuerdo	 con	 la	Ley	N°	27053,	no	procede	 la	 acción	de	 amparo	 contra
resoluciones	judiciales	o	arbitrales	emanadas	de	un	proceso	regular.
COMPETENCIA	POR	FUNCIÓN
Ley	26636.
ART.	5°.—Competencia	por	razón	de	función.	Son	competentes
para	conocer	por	razón	de	la	función:
1.	La	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social	de	la	Corte
Suprema:
a.	Del	recurso	de	casación	en	materia	laboral.
b.	Del	recurso	de	apelación	de	las	resoluciones	pronunciadas	por
las	salas	laborales	en	primera	instancia.
c.	De	los	conflictos	de	competencia	entre	juzgados	laborales	de
distinto	distrito	judicial.
2.	Las	salas	laborales	o	mixtas	de	las	cortes	superiores,	del
recurso	de	apelación	contra	las	resoluciones	expedidas	por	los
juzgados	de	trabajo.
3.	Los	juzgados	especializados	de	trabajo,	del	recurso	de
apelación	contra	las	resoluciones	expedidas	por	los	juzgados	de
paz	letrados	en	materia	laboral.
COMPETENCIA	POR	CUANTÍA
Ley	26636.
ART.	6°.—Competencia	por	razón	de	la	cuantía.	La
competencia	por	razón	de	cuantía	se	determina	con	sujeción	a	las
siguientes	reglas:
1.	El	valor	económico	de	la	pretensión	es	el	que	resulta	de	la
suma	de	todos	los	extremos	que	contenga	la	demanda,	en	la	forma
en	que	hayan	sido	liquidados	por	el	demandante.
2.	El	valor	comprende	sólo	la	deuda	principal	de	cada	extremo,
no	así	los	intereses,	costas,	costos	ni	conceptos	que	se	devenguen
en	el	futuro.
JURISPRUDENCIA.—Determinación	de	la	competencia	en	razón	de	la
cuantía.	“De	conformidad	con	el	inciso	a)	del	artículo	6°	de	la	Ley	N°	26636
Ley	Procesal	de	Trabajo,	la	competencia	por	razón	de	la	cuantía,	se
determina	de	acuerdo	al	valor	que	comprende	‘sólo	la	deuda	principal	de
cada	extremo,	no	así	los	intereses,	costas,	costos	ni	conceptos	que	se
designen	en	el	futuro’;	Segundo:	Que,	de	acuerdo	al	anexo	acompañado	al
escrito	de	fecha	20	de	febrero	de	1997	de	fojas	23	a	26	la	compensación	por
tiempo	de	servicios	reclamados	asciende	a	(...)	y	por	concepto	de	vacaciones
(...),	de	modo	que	sumados	ascienden	al	monto	que	inicialmente	señaló
como	deuda	principal	el	accionante	y	al	haberlo	actualizado	no	se	ajusta	al
monto	establecido	por	ley	para	asumir	competencia;	por	estas	razones	y
estando	a	las	facultades	precisadas	en	la	resolución	apelada	en	los	artículos
7°	y	18	de	la	citada	ley;	por	estas	razones	Confirmaron	la	Resolución	N°	8	de
fecha	21	de	noviembre	de	1997	de	fojas	63	que	declara	Improcedente	la
demanda	y	Ordena	el	archivamiento	de	la	materia	(…).”	(RSL,	Exp.	7193-97-
BS(A),	ene.	26/98.	V.	P.	Barreda	Mazuelos)
INCOMPETENCIA
Ley	26636.
ART.	7°.—Cuestionamiento	de	la	competencia.	La
incompetencia	por	razón	de	materia,	función	o	cuantía	puede
declararse	de	oficio.	También	puede	deducirse	como	excepción
por	la	parte	demandada	en	la	oportunidad	debida.
TÍTULO	TERCERO
Comparecencia	al	Proceso	y	Acumulación
CAPACIDAD	PROCESAL
Ley	26636.
ART.	8°.—Capacidad	para	ser	parte	material	de	un	proceso.
Tiene	capacidad	para	ser	parte	material	en	un	proceso	toda
persona	natural	o	jurídica,	órgano	o	institución,	sociedad
conyugal,	sucesión	indivisa	y	otras	formas	de	patrimonio
autónomo,	y	en	general	toda	persona	que	tenga	o	haya	tenido	la
condición	de	trabajador	o	empleador.
CAPACIDAD	PROCESAL	DEL	SINDICATO
Ley	26636.
ART.	9°.—Capacidad	de	las	organizaciones	sindicales.	Las
organizaciones	sindicales	y	asociativas	constituidas	y	reconocidas
de	acuerdo	a	ley,	tienen	legitimación	para	la	defensa	de	los
derechos	colectivos	que	les	son	propios.
COMENTARIO.—Representación	 de	 las	 organizaciones	 sindicales.	 La
magistratura	del	trabajo	ha	establecido	en	el	pleno	jurisdiccional	laboral	de
1998	 que	 el	 organismo	 sindical	 representa	 a	 los	 trabajadores	 en	 los
conflictos	 de	 naturaleza	 colectiva,	 pudiendo	 hacerlo	 también	 en	 los
conflictos	 individuales,	 siempre	 que	 el	 trabajador	 interesado	 otorgue	 el
correspondiente	poder	de	acuerdo	al	tercer	párrafo	del	artículo	10	de	la	Ley
Procesal	del	Trabajo.
La	representación	de	los	organismos	sindicales	se	acredita	con	la	copia	del
acta	de	designación	en	los	conflictos	de	naturaleza	colectiva,	y	con	el	poder
en	los	conflictos	de	carácter	individual.
REPRESENTACIÓN
Ley	26636.
ART.	10.—Comparecencia.	Las	partes	deben	comparecer	por	sí
mismas.	Pueden	conferir	su	representación	a	persona	civilmente
capaz,	mediante	poder	extendido	con	las	formalidades	que	la	ley
permite.
Los	trabajadores	menores	de	edad	podrán	comparecer	por	sí
mismos	conforme	a	las	disposiciones	vigentes	sobre	la	materia,
debiendo	ser	asistidos	por	la	defensa	gratuita	que	se	les	provea
conforme	a	ley,	en	caso	de	carecer	de	ella.
Los	trabajadores	pueden	conferir	su	representación	en	los
conflictos	jurídicos	individuales	a	las	organizaciones	sindicales	de
las	que	son	miembros.
La	comparecencia	de	las	organizaciones	sindicales	se	efectivizará
a	través	de	sus	representantes	legales	quienes	deberán	acreditar
su	condición	con	la	copia	del	acta	de	designación	correspondiente.
DEFENSA	CAUTIVA
Ley	26636.
ART.	11.—Patrocinio	por	abogado.	Es	obligatorio	el	patrocinio
por	abogado,	salvo	exoneración	expresa	que	conceda	la	ley.
L.	O.	P.	J.
ART.	285.—Modificado.	Ley	27020,	Art.	Único.	Patrocinio.	Requisitos.
Para	patrocinar	se	requiere:
1.	Tener	título	de	abogado;
2.	Hallarse	en	ejercicio	de	sus	derechos	civiles;
3.	 Tener	 inscrito	 el	 título	 profesional	 en	 la	 corte	 superior	 de	 justicia
correspondiente,	 y	 si	 no	 lo	 hubiere,	 en	 la	 corte	 superior	 de	 justicia	 más
cercana;	y,
4.	 Estar	 inscrito	 en	 el	 colegio	 de	 abogados	 del	 distrito	 judicial
correspondiente,	y	si	no	lo	hubiere,	en	el	distrito	judicial	más	cercano.
Ley	27020.
Disposición	 Final	 Única.—Precísase	 que	 se	 darán	 por	 cumplidos	 los
requisitos	 establecidos	 en	 los	 incisos	 3)	 y	 4)	 del	 artículo	 285	 de	 la	 Ley
Orgánica	 del	 Poder	 Judicial,	 para	 patrocinar	 a	 nivel	 nacional,	 con	 la	 sola
inscripción	en	una	corte	superior	de	justicia,	y	en	un	colegio	de	abogados	de
cualquier	distrito	judicial	del	país.
L.	O.	P.	J.
ART.	286.—No	puede	patrocinar	el	abogado	que:
1.	Ha	sido	suspendido	en	el	ejercicio	de	la	abogacía	por	resolución	judicial
firme;
2.	Ha	sido	suspendido	en	el	ejercicio	por	medida	disciplinaria	del	colegio	de
abogados	 en	 donde	 se	 encuentra	 inscrito,	 o	 no	 se	 halle	 hábil	 conforme	 al
estatuto	del	respectivo	colegio;
3.	Ha	sido	inhabilitado	para	ejercer	la	abogacía	por	sentencia	judicial	firme;
4.	 Ha	 sufrido	 destitución	 de	 cargo	 judicial	 o	 público,	 en	 los	 cinco	 años
siguientes	a	la	aplicación	de	la	sanción;	y
5.	 Se	 encuentre	 sufriendo	 pena	 privativa	 de	 la	 libertad	 impuesta	 por
sentencia	judicial	condenatoria	firme.
ACUMULACIÓN	POR	OBJETO
Ley	26636.
ART.	12.—Acumulación	objetiva.	Hay	acumulación	objetiva
cuando	las	pretensiones	o	extremos	de	la	demanda	correspondan
al	mismo	titular	del	derecho	y	sean	de	competencia	del	mismo
juez.
ACUMULACIÓN	POR	SUJETOS
Ley	26636.
ART.	13.—Acumulación	subjetiva.	Hay	acumulación	subjetiva
cuando	una	pluralidad	de	demandantes	interpone	una	sola
demanda	fundamentada	en	los	mismos	hechos	o	en	títulos
conexos	que	requieren	un	pronunciamiento	común	o	uniforme.	El
juez	puede	ordenar	la	desacumulación	cuando	se	afecte	el
principio	de	economía	procesal	por	razón	de	tiempo,	gasto	o
esfuerzo	humano.
Es	requisito	de	admisibilidad	de	la	demanda	que	se	designe	entre
los	demandantes	un	apoderado	común	que	los	represente	y	un
domicilio	procesal	único	donde	se	efectúen	las	notificaciones.
JURISPRUDENCIA.—Requisitos	de	la	acumulación	subjetiva.	“Conforme	a	lo
dispuesto	en	el	artículo	13	de	la	Ley	N°	26636	la	acumulación	subjetiva	se
produce	cuando	una	pluralidad	de	demandantes,	interponen	una	sola
demanda	fundamentada	en	los	mismos	hechos	o	en	títulos	conexos	que
expresan	un	pronunciamiento	común	o	uniforme;	Segundo:	que	lo
preceptuado	en	la	norma	legal	acotada	tiende	a	la	unidad,	a	la	conexión	a	la
analogía	y	a	la	vez	también	a	evitar	fallos	contradictorios	es	por	ello	que	se
permite	a	varios	demandantes	ejercitar	una	misma	demanda	siempre	que
se	fundamente	en	los	mismos	hechos	o	en	títulos	conexos;	Tercero:	que,	en
el	caso	de	autos,	los	accionantes	de	manera	conjunta	en	una	sola	carta
emplazaron	a	la	demandada	para	el	cese	de	la	hostilidad	(fojas	15),	y	de	la
misma	forma	dieron	por	terminado	el	vínculo	laboral	según	se	lee	de	la
instrumental	de	fojas	16;	que,	ante	la	actuación	conjunta	de	sus
trabajadores	la	demandada	procede	a	contestarles	en	la	misma	forma	esto
es,	en	una	sola	carta	(fojas	20	a	21)	en	consecuencia	siendo	estos	los	hechos
que	exponen	los	demandantes,	los	mismos	que	son	comunes	a	todos	ellos	y
considerando	que	los	rubros	demandados	resultan	ser	iguales	para	todos
los	accionantes	e	incluso	uno	de	ellos	se	encuentra	sujeto	a	plazo	de
caducidad;	es	de	concluir	que	en	la	acción	interpuesta	existen	los
presupuestos	señalados	en	el	artículo	13	ya	mencionado,	resultando
irrelevante	el	hecho	de	que	se	reclamen	montos	diferentes	por	los	rubros
reclamados	de	cada	demandante;	que,	al	no	haber	analizado
adecuadamente	la	A-quo	los	alcances	de	la	Ley	Procesal	de	Trabajo	con
respecto	a	la	acumulación	subjetiva	invocada	en	esta	acción,	y	declarado	la
improcedencia	de	la	demanda	se	ha	incurrido	en	causal	de	nulidad	(…).”
(RSL,	4ta.	Sala,	Exp.	6513-97-IND(A).	V.	P.	De	la	Rosa	Bedriñana)
ACUMULACIÓN	SUCESIVA
Ley	26636.
ART.	14.—Acumulación	sucesiva.	El	juez,	de	oficio	o	a	pedido	de
parte,	puede	ordenar	la	acumulación	sucesiva	de	procesos	cuando
las	pretensiones	reclamadas	reúnen	las	características	señaladas
en	el	artículo	anterior.	Sólo	procede	hasta	antes	que	cualquiera	de
los	procesos	sea	sentenciado.
TÍTULO	CUARTO
Postulación	del	Proceso
DEMANDA
Ley	26636.
ART.	15.—Requisitos	de	la	demanda.	La	demanda	se	presenta
por	escrito	y	debe	cumplir	los	siguientes	requisitos:
1.	La	designación	del	juez	ante	quien	se	interpone.
2.	El	nombre	o	denominación,	datos	de	identidad,	dirección
domiciliaria	y	domicilio	procesal	del	demandante	o	el	de	su
representante,	si	no	pudiera	comparecer	o	no	comparece	por	sí
mismo.
3.	El	nombre	o	denominación	de	la	persona	natural	o	jurídica
demandada,	con	indicación	de	la	dirección	domiciliaria	donde
debe	ser	notificada.
4.	La	situación	laboral	del	demandante,	si	es	un	trabajador
individual,	con	indicación	del	tiempo	de	servicios,	función	o	cargo
desempeñados	y	la	última	remuneración	percibida.
5.	La	determinación	clara	y	concreta	del	petitorio	contenido,	con
indicación	de	montos	cuando	los	derechos	tengan	naturaleza
económica	o	expresión	monetaria.
6.	La	enumeración	de	los	hechos	y	los	fundamentos	jurídicos	de
la	pretensión.
7.	Los	medios	probatorios.
8.	La	firma	del	demandante,	su	representante	legal	o	su
apoderado	y	del	abogado	patrocinante.	En	caso	que	el
demandante	sea	analfabeto,	certificará	su	huella	digital	ante	el
secretario	de	juzgado.
JURISPRUDENCIA.—Ambigüedad	de	la	demanda.	“La	demanda	constituye
el	primer	acto	jurídico	procesal	del	demandante	por	el	que	somete	al	órgano
jurisdiccional	su	pretensión	o	pretensiones	y,	por	aplicación	extensiva	se	la
entiende	también	como	el	medio	material	(escrito	de	demanda)	en	el	cual	se
plasma	dicho	acto	procesal;	que	la	excepción	de	oscuridad	o	ambigüedad	en
el	modo	de	proponer	la	demanda	debe	aplicarse	a	las	circunstancias	donde
se	adviertan	falta	de	claridad,	ambigüedad,	contradicción	en	la	exposición
de	los	hechos	entre	otras	y	que	fuercen	al	juzgador	y	a	las	partes	a	entender
lo	que	el	accionante	pretende,	a	las	contradicciones,	incoherencias	que
pudiera	darse	entre	los	hechos	con	los	fundamentos	jurídicos	y	viceversa
(…).”	(RSL,	4ta.	Sala,	Exp.	5235-97-RR-A,	set.	17/97.	V.	P.	Torres	Gamarra)
ANEXOS	A	LA	DEMANDA
Ley	26636.
ART.	16.—Anexos	de	la	demanda.	A	la	demanda	deberá
acompañarse:
1.	Copia	legible	del	documento	de	identidad	del	demandante	o	en
su	caso,	el	del	representante.
2.	Copia	del	documento	que	contiene	el	poder	para	iniciar	el
proceso	cuando	se	actúe	por	apoderado.
3.	Copia	del	documento	que	acredite	la	representación	legal	del
demandante,	si	se	trata	de	personas	jurídicas	o	naturales	que	no
pueden	comparecer	por	sí	mismas.	Tratándose	de	organizaciones
sindicales,	se	estará	a	lo	previsto	en	el	artículo	10	de	esta	ley.
4.	Todos	los	medios	probatorios	destinados	a	sustentar	el
petitorio.	Se	adjuntará	por	separado,	a	este	efecto,	pliego	cerrado
de	posiciones,	interrogatorio	para	cada	uno	de	los	testigos	y
pliego	abierto	especificando	los	puntos	sobre	los	que	versará	el
dictamen	pericial,	de	ser	el	caso.
JURISPRUDENCIA.—No	se	requiere	haber	votado	en	las	elecciones	para
tener	capacidad	procesal.	“Primero:	que	la	nulidad	del	auto	admisorio	de	la
demanda	que	propone	la	emplazada	a	fojas	27,	se	sustenta	en	que	la	copia
de	la	libreta	electoral	aparejada	con	la	demanda,	signada	como	anexo	1.A
carece	del	sticker	correspondiente	que	acredite	que	el	actor	ha	sufragado	en
las	últimas	elecciones	municipales,	invocando	que	no	tiene	plena	capacidad
de	sus	derechos	civiles	y	para	tal	efecto	se	ampara	en	lo	dispuesto	en	el
artículo	237	del	Texto	Único	Integrado	del	Decreto	Ley	N°	14250	y	la	Ley
Orgánica	Electoral	N°	26337;	Segundo:	que,	siendo	así,	y	si	bien	la	Ley	N°
26337	que	invoca	el	actor,	en	su	artículo	237	establece	la	exigencia	de	la
presentación	de	la	libreta	electoral	con	la	constancia	de	sufragio	en	las
últimas	elecciones	o	la	dispensa	de	sufragio	otorgada	por	el	Jurado	Nacional
de	Elecciones,	a	fin	de	identificar	a	quienes	realicen	actos	que	requieran	tal
presentación	y	el	inciso	primero	del	artículo	16	de	la	Ley	Procesal	de
Trabajo	(N°	26636)	establece	que	a	la	demanda	debe	acompañarse,	entre
otros	anexos,	la	copia	legible	del	documento	de	identidad	del	demandante	o
en	su	caso,	del	representante,	se	verifica	que	en	la	Audiencia	Única	de	fojas
90	a	94,	el	demandante	presentó	su	libreta	electoral	signada	con	el	número
08866457,	la	que	corre	en	autos	a	fojas	86	con	el	mismo	número	con	la	que
recaudó	a	la	demanda,	documento	de	identidad	regularizado	con
posterioridad	que	no	contiene	observación	alguna,	permitiendo	que	el
juzgador	en	dicho	acto	identifique	al	actor;	Tercero:	que,	por	las
consideraciones	anotadas,	no	se	ha	incurrido	en	causal	de	nulidad	conforme
lo	propuso	la	emplazada	(…).”	(RSL,	3ra.	Sala,	Exp.	7376-97-BS(A),	ene.
16/98.	V.	P.	Barrera	Utano)
JURISPRUDENCIA.—La	pérdida	de	la	libreta	electoral	es	un	hecho	que	no
puede	perjudicar	al	trabajador.	“La	actora	se	ha	conformado	con	el	fallo	y
con	lo	resuelto	en	la	Audiencia	Única,	solicitando	la	emplazada	en	su	escrito
de	apelación	de	fojas	54	a	55,	la	nulidad	de	la	sentencia	alegando	que	la
copia	de	la	libreta	electoral	presentada	por	la	actora	a	fojas	13	no	contiene
la	última	constancia	de	sufragio,	así	como	que	se	haya	identificado	en	la
audiencia	única	con	su	libreta	militar,	lo	que	contraviene	las	normas	legales;
Segundo:	que,	la	litis	se	ha	originado	bajo	el	amparo	de	la	Ley	26636,	la
misma	que	en	el	inciso	1	de	su	artículo	16	señala	únicamente	como
requisito	de	la	demanda,	anexar	copia	legible	del	documento	de	identidad,
por	lo	que	si	bien	la	trabajadora	se	ha	identificado	en	la	audiencia	única	con
un	documento	de	identidad	distinto,	ello	tiene	su	justificación	al	haber
sufrido	la	pérdida	de	su	libreta	electoral	con	fecha	20	de	febrero	de	1997
conforme	consta	de	la	certificación	policial	de	fojas	6,	resultando	válida	la
copia	presentada	a	fojas	13	y	válida	la	audiencia	única	con	la	identificación
de	la	accionante	mediante	un	documento	alternativo,	máxime	si	del	acta	de
inspección	de	fojas	3	aparece	que	la	trabajadora	reclamante	cumplió	con
identificarse	ante	la	autoridad	administrativa	y	ante	el	propio	representante
legal	de	la	demandada	con	su	documento	original	signado	con	el	N°
07812312;	Tercero:	que,	carece	de	sustento	legal	la	pretensión	de	la
emplazada,	toda	vez	que	la	pérdida	del	documento	de	identidad	es	un	hecho
imprevisto,	que	no	puede	perjudicar	al	trabajador	en	su	derecho	de	acudir
al	órgano	jurisdiccional	para	el	ejercicio	de	su	acción	dentro	del	término
perentorio	que	señala	la	ley	(…).”	(RSL,	Exp.	6072-97-BS(S),	nov.	10/97.	V.
P.	Delgado	Guillén)
INADMISIBILIDAD
Ley	26636.
ART.	17.—Inadmisibilidad	de	la	demanda.	La	demanda
presentada	sin	los	requisitos	o	anexos	antes	señalados	será
admitida	provisionalmente,	pero	no	tramitada,	debiendo	el	juez
indicar	con	claridad	los	que	se	hayan	omitido	para	que	sean
presentados	en	un	plazo	de	hasta	cinco	días,	vencido	el	cual,	sin
haber	satisfecho	el	requerimiento,	se	tiene	por	no	presentada,
ordenándose	su	archivamiento	y	la	devolución	de	los	recaudos.
IMPROCEDENCIA
Ley	26636.
ART.	18.—Improcedencia	de	la	demanda.	El	juez	declara	la
improcedencia	de	la	demanda	mediante	resolución	especialmente
fundamentada,	cuando	no	reúna	los	requisitos	de	procedibilidad
señaladas	en	esta	ley	y	en	el	Código	Procesal	Civil.
TRASLADO
Ley	26636.
ART.	19.—Traslado	de	la	demanda.	Si	el	juez	califica	la
demanda	positivamente,	tendrá	por	ofrecidos	los	medios
probatorios,	corriendo	traslado	al	demandado	para	que
comparezca	al	proceso	y	conteste	la	demanda	en	el	plazo	fijado
para	cada	proceso.
EMPLAZAMIENTO
Ley	26636.
ART.	20.—Emplazamiento	del	demandado.	El	emplazamiento
del	demandado	se	realiza	por	medio	de	cédula	que	se	entrega	en
su	domicilio	real,	en	forma	personal	si	es	persona	natural	o	a
través	de	sus	representantes	o	dependientes,	si	es	persona
jurídica,	haciendo	constar	con	su	firma	el	día	y	hora	del	acto.
JURISPRUDENCIA.—Condición	para	la	validez	de	las	notificaciones.	“El
principio	de	la	celeridad	procesal	que	caracteriza	esta	clase	de
procedimientos,	no	puede	ir	contra	el	esclarecimiento	de	la	justicia;	que,
conforme	al	artículo	139	inciso	14	es	principio	de	la	función	jurisdiccional	el
de	no	ser	privado	del	derecho	de	defensa	en	ningún	estado	del	proceso;
Segundo:	que,	las	normas	procesales	contenidas	en	los	artículos	155	y	157
del	Código	Procesal	Civil,	concordantes	con	el	artículo	20	de	la	Ley	26636;
por	ser	de	orden	público	resultan	de	obligatorio	cumplimiento	y	su
inobservancia	es	causal	de	nulidad	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo
171	del	Código	adjetivo;	Tercero:	que,	las	notificaciones	tienen	por	objeto
hacer	conocer	a	los	litigantes	las	resoluciones	a	fin	de	que	ejerzan	su
legítimo	derecho	de	defensa;	que	en	el	presente	caso,	se	advierte	de	los
cargos	de	notificación	de	fojas	23,	27,	30	vuelta,	64,	71,	73	y	77	que	la
demanda	no	ha	sido	notificada	debidamente	a	la	emplazada	conforme	a	las
formalidades	establecidas	en	el	artículo	20	de	la	Ley	Procesal	de	Trabajo
anteriormente	citada,	en	razón	a	que	las	cédulas	aparecen	firmadas	por
diversas	personas	identificadas	deficientemente	e	incluso	en	el	acta	de
notificación	a	fojas	73	suscrita	por	el	secretario	de	la	causa	se	señala	que
quien	recibió	la	cédula	de	notificación	es	el	vigilante	de	la	demandada,	en
consecuencia	no	habiéndose	verificado	el	emplazamiento	del	demandado	en
forma	personal	a	través	de	sus	representantes	por	ser	persona	jurídica,	la
sentencia	adolece	de	causal	de	nulidad	(…).”	(RSL,	Exp.	6900-97-BS(S),	dic.
22/97.	V.	P.	De	la	Rosa	Bedriñana)
CONTESTACIÓN.	REQUISITOS
Ley	26636.
ART.	21.—Contestación	de	la	demanda.	La	demanda	se
contesta	por	escrito.	El	demandado	debe:
1.	Observar	los	requisitos	previstos	para	la	demanda	en	lo	que
corresponda.
2.	Exponer	los	hechos	en	que	funda	su	defensa	en	forma	precisa,
ordenada	y	clara,	contradiciendo	cada	una	de	las	pretensiones
expuestas	o	allanándose	a	las	mismas,	de	ser	el	caso.
3.	Proponer	la	compensación	de	los	créditos	exigibles	al
demandante,	de	ser	el	caso.
4.	Ofrecer	los	medios	probatorios.
5.	Proponer	o	deducir	las	oposiciones	o	tachas	contra	los	medios
probatorios	ofrecidos	por	el	demandante,	así	como	el
reconocimiento	o	negación	de	los	documentos	que	se	le	atribuyen.
6.	Incluir	su	firma	o	la	de	su	representante	o	apoderado	y	la	del
abogado	patrocinante.	En	caso	que	el	demandado	sea	analfabeto,
deberá	certificar	su	huella	digital	ante	el	secretario	del	juzgado.
7.	En	el	caso	de	las	personas	jurídicas	que	cuenten	con	más	de	un
representante	con	facultades	suficientes,	al	apersonarse	al
proceso	deberán	indicarlo	a	fin	de	que	cualquiera	de	ellos	pueda
asistir	a	la	audiencia.
ANEXOS
Ley	26636.
ART.	22.—Anexos	de	la	contestación.	A	la	contestación	se
acompañan	los	mismos	anexos	exigidos	para	la	demanda	en	el
artículo	16	de	esta	ley,	en	lo	que	corresponda.
TRANSACCIÓN.	COSA	JUZGADA
Ley	26636.
ART.	23.—Excepciones.	La	excepción	de	transacción	será
apreciada	por	el	juez,	atendiendo	al	principio	de	irrenunciabilidad
de	derechos	y	las	circunstancias	que	rodean	dicha	transacción.	Lo
resuelto	por	el	juez	no	implica	prejuzgamiento.
Lo	resuelto	en	un	litigio	en	el	que	es	parte	un	sindicato	produce
los	efectos	de	la	cosa	juzgada	para	todos	aquellos	a	los	que
representó.
JURISPRUDENCIA.—No	son	válidas	las	transacciones	efectuadas	en
ejecución	de	sentencia.	“Mediante	la	sentencia	de	fecha	29	de	mayo	de	1996
que	corre	a	fojas	49,	se	determinó	el	monto	que	le	correspondía	a	la
demandante	por	beneficios	sociales,	además	se	ordenó	el	pago	de	intereses
legales	y	costas;	que,	no	se	puede	convalidar	la	transacción	efectuada	por	las
partes	en	ejecución	de	sentencia,	en	razón	a	que	se	estaría	atentando	contra
el	principio	constitucional	de	la	irrenunciabilidad	de	los	derechos	sociales,
contemplados	en	el	artículo	26	inciso	2)	de	la	Constitución	Política;	que	el
artículo	1302	del	Código	Civil	vigente	no	resulta	de	aplicación	a	los	procesos
laborales	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	Decreto	Supremo	03-80-TR
vigente	a	la	fecha	de	interposición	de	la	acción	(…).”	(RSL,	4ta	Sala,	Exp.
5517-97-BS(A),	oct.	13/97.	V.	P.	Serpa	Vergara)
REBELDÍA
Ley	26636.
ART.	24.—Rebeldía.	Si	transcurrido	el	plazo	para	contestar	la
demanda,	el	demandado	no	lo	hace,	incurre	en	rebeldía.	Esta
declaración	causa	presunción	legal	relativa	sobre	la	verdad	de	los
hechos	expuestos	en	la	demanda,	salvo	que	habiendo	varios
emplazados	en	forma	solidaria	alguno	conteste	la	demanda	o
cuando	el	juez	declare	en	resolución	motivada	que	no	le	producen
convicción.	El	rebelde	puede	incorporarse	al	proceso	para
continuar	con	éste	en	el	estado	en	que	se	encuentre,	pagando	una
multa	equivalente	a	dos	(2)	URP.
JURISPRUDENCIA.—Efectos	procesales	de	la	declaración	de	rebeldía.	“La
presente	acción	versa	sobre	reintegro	de	beneficios	sociales,	la	misma	que
se	ha	seguido	en	rebeldía	de	la	emplazada;	que,	la	declaración	de	rebeldía	y
efectivización	de	apremios	constituyen	actos	formales	del	proceso	lo	que	no
implica	que	en	base	a	ello	se	generen	en	favor	del	reclamante	derechos	no
acreditados	indubitablemente	(…).”	(RSL,	2da.	Sala,	Exp.	1733-94-BS(S),
mar.	15/95.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
FINES	DE	LOS	MEDIOS	PROBATORIOS
Ley	26636.
ART.	25.—Finalidad.	Los	medios	probatorios	en	el	proceso
laboral	tienen	por	finalidad	acreditar	los	hechos	expuestos	por	las
partes,	producir	certeza	en	el	juez	respecto	de	los	hechos
controvertidos	y	fundamentar	sus	decisiones.
Es	admisible	todo	medio	probatorio	que	sirva	a	la	formación	de
la	convicción	del	juez,	siempre	que	no	esté	expresamente
prohibido	ni	sea	contrario	al	orden	público	o	a	la	moral.
OFRECIMIENTO	DE	PRUEBAS
Ley	26636.
ART.	26.—Oportunidad.	Los	medios	probatorios	deben	ser
ofrecidos	por	las	partes	en	los	actos	postulatorios,	salvo
disposición	legal	distinta.
CARGA	PROBATORIA
Ley	26636.
ART.	27.—Carga	de	la	prueba.	Corresponde	a	las	partes	probar
sus	afirmaciones	y	esencialmente:
1.	Al	trabajador	probar	la	existencia	del	vínculo	laboral.
2.	Al	empleador	demandado	probar	el	cumplimiento	de	las
obligaciones	contenidas	en	las	normas	legales,	los	convenios
colectivos,	la	costumbre,	el	reglamento	interno	y	el	contrato
individual	de	trabajo.
3.	Al	empleador	la	causa	del	despido;	al	trabajador	probar	la
existencia	del	despido,	su	nulidad	cuando	la	invoque	y	la
hostilidad	de	la	que	fuera	objeto.
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema:	empleadores	tienen	la	carga	de	la
prueba	del	sobretiempo	laboral.	“(...)	la	sala	de	mérito	manifiesta	una
interpretación	restrictiva	de	esa	disposición,	limitando	la	inversión	de	la
carga	de	la	prueba,	partiendo	de	una	premisa	que,	esta	sala	suprema
considera	no	encuentra	sustento	jurídico	alguno,	por	cuanto	no	existe
disposición	expresa	que	limite	la	inversión	de	la	carga	de	la	prueba	a	favor
del	trabajador	respecto	a	obligaciones	laborales	de	carácter	extraordinario,
como	es	el	pago	de	las	horas	extras,	o	el	trabajo	en	los	días	domingos	y
feriados.	Por	el	contrario,	el	inciso	2	del	artículo	27	de	la	Ley	N°	26636,
establece	que	(...)	Dicha	disposición	no	distingue	–como	lo	hace	la	sala	de
mérito–	entre	las	obligaciones	de	carácter	ordinario	o	extraordinario,
correspondiendo	entonces	al	empleador	demandado	probar	el
cumplimiento	de	las	obligaciones	contenidas	en	las	normas	legales,	sin
importar	su	carácter.	Una	interpretación	en	contrario	de	las	normas
materiales	y	procesales	afectaría	el	principio	in	dubio	pro	operario	previsto
en	el	inciso	3	del	artículo	26	de	la	Constitución.	(...)	en	consecuencia,	se
puede	concluir	que	cuando	la	sala	sostiene	que	‘La	distribución	de	la	carga
de	la	prueba	es	válida	para	las	obligaciones	de	carácter	ordinario	del
empleador,	más	no	para	aquellas	que	por	ser	excepcionales	deben	ser
acreditadas	por	el	demandante,	este	el	caso	de	las	horas	extras’,	se
encuentra	en	clara	contravención	con	las	disposiciones	citadas,	realizando
una	interpretación	restrictiva	de	la	carga	de	la	prueba	que	las	normas
procesales	no	contemplan”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	2639-2009-Piura,	may.	10/2011.
V.	P.	Távara	Córdova)
JURISPRUDENCIA.—El	juez	no	puede	utilizar	las	presunciones	en	los
procesos	de	nulidad	del	despido,	pero	sí	puede	apreciar	y	evaluar	los	indicios
aportados	con	los	medios	probatorios.	“Anótese	que	toda	pretensión	de
nulidad	de	despido,	supone	la	denuncia	de	vulneración	de	derechos
fundamentales	del	trabajo,	como	motivo	del	despido;	lo	que	denota	un
escenario	procesal	singular,	no	solamente	por	la	trascendencia	de	los
derechos	implicados,	sino	por	las	dificultades	probatorias	propias	de
causales	de	despido	de	compleja	acreditación,	en	tanto	los	supuestos	de
hecho	constitutivos	de	despido	nulo,	suponen	la	necesidad	de	valorar
aspectos	subjetivos	o	abstractos	en	la	conducta	del	empleador,	En	efecto,	a
diferencia	de	las	causales	de	falta	grave	laboral,	en	las	que	el	objeto	de
prueba	es	la	comprobación	objetiva	de	conductas	antijurídicas	tipificadas
con	meridiana	claridad	por	el	ordenamiento	laboral,	las	causales	de	despido
nulo	aluden	a	motivaciones	prohibidas	del	empleador,	en	tanto	esconden	un
ánimo	lesivo	de	derechos	fundamentales;	dichas	motivaciones,	sin	embargo,
no	son	explícitas,	encontrándose	más	bien	ocultas	detrás	de	conductas
corporativas	con	visos	de	legalidad	(...).	Esta	dificultad	se	hace	más	patente,
tras	comprobar	la	distribución	de	cargas	probatorias	del	artículo	27	de	la
Ley	N°	26636,	según	el	cual,	corresponde	al	trabajador	acreditar	el	despido
nulo.	La	jurisprudencia,	sin	embargo,	reiteradamente,	ha	señalado	la
necesidad	de	morigerar	tan	pesada	carga,	mediante	el	empleo	de	fórmulas
de	aligeración	como	el	principio	de	facilitación	probatoria	y	la	prueba
indiciaria,	cuyo	empleo	en	el	proceso	laboral	autoriza	el	artículo	41	de	la
antes	referida	Ley	Procesal	del	Trabajo,	Así,	en	el	Pleno	Jurisdiccional
Laboral	de	mil	novecientos	noventa	y	siete,	celebrado	en	el	Cuzco,	se	acordó
que:	‘En	los	procesos	en	que	se	ventile	la	nulidad	del	despido,	si	bien	el	juez
no	puede	utilizar	las	presunciones,	deberá	apreciar,	evaluar	y	determinar	el
mérito	de	los	indicios	que	se	aporten	con	los	medíos	probatorios,	para
poder	determinar	objetivamente	la	causa	real	que	motivó	el	despido’.”.	(C.
S.,	Cas.	Lab.	1357-2012-Loreto,	ago.	08/2012.	V.	P.	Acevedo	Mena)
ACTUACIÓN	PROBATORIA	DE	OFICIO
Ley	26636.
ART.	28.—Pruebas	de	oficio.	El	juez,	en	decisión	motivada	e
inimpugnable,	puede	ordenar	la	actuación	de	los	medios
probatorios	que	considere	convenientes,	cuando	los	ofrecidos	por
las	partes	resulten	insuficientes	para	producirle	certeza	y
convicción.
JURISPRUDENCIA.—El	juzgador	tiene	el	deber	y	facultad	de	ordenar
pruebas	de	oficio	cuando	las	presentadas	por	las	partes	sean	insuficientes.
“(…)	Que,	en	el	presente	caso,	se	advierte	que	la	sentencia	recurrida	emite
pronunciamiento	con	pruebas	diminutas	que	no	le	permiten	determinar,	en
forma	indubitable,	cuáles	fueron	las	actividades	realmente	desempeñadas
por	la	demandante,	(…)	si	tales	labores	resultaban	o	no	ser	las	mismas
funciones	establecidas	en	el	contrato	de	trabajo	para	servicio	específico;
asimismo,	la	sentencia	omite	analizar	si	el	empleador	puede	o	no	emplear
los	contratos	modales	para	servicio	específico	con	el	objeto	de	realizar
actividades	en	forma	permanentes.	(…)	Que,	según	el	artículo	28	de	la	Ley
Procesal	del	Trabajo,	el	juzgador	tiene	la	facultad	de	ordenar	pruebas	de
oficio	cuando	las	ofrecidas	por	las	partes	resulten	insuficientes	para
producir	certeza	y	convicción;	por	lo	que,	en	uso	de	tal	atribución
corresponde	a	la	sala	superior	ordenar	la	actuación	de	pruebas	de	oficio
como	la	inspección	judicial	en	las	sedes	de	la	demandada	donde	se	realizó	la
prestación	de	servicios	de	la	demandante,	a	efectos	de	determinar,
fehacientemente,	las	labores	realizadas	por	el	trabajador	durante	la	relación
laboral.	(…).”	(Cas.	Segunda	Sala	Constitucional	y	Social	Transitoria.	Exp.
124-2008-Junín,	jun.	30/2009.	V.	P.	Mendoza	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Jueces	laborales	deben	actuar	de	oficio	los	medios
probatorios	que	permitan	acreditar	o	desvirtuar	la	existencia	del	elemento
determinante	de	toda	relación	laboral:	la	subordinación.	“(...)	se	aprecia	que,
en	las	sentencias	de	mérito,	no	contienen	una	debida	fundamentación,
respecto	a	los	elementos	constitutivos	de	una	relación	laboral,	por	lo	que
cabía	efectuar	un	análisis	sobre	este	punto,	en	el	que	se	tenga	presente	las
normas	laborales	que	regulan	al	régimen	laboral	privado,	como	es	el
Decreto	Supremo	N°	003-97-TR	(Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de
Productividad	y	Competitividad	Laboral);	asimismo,	han	mostrado	un
desinterés	procesal,	al	no	haber	solicitado	que	la	demandada	presente	los
contratos	suscritos	entre	las	partes,	pues	éstos	fueron	ofrecidos	por	el
accionante	en	la	demanda,	a	fin	de	que	se	realice	un	análisis	exhaustivo	de
los	hechos	y	de	los	derechos	peticionados,	con	la	debida	fundamentación	e
interpretación	de	las	normas	pertinentes.	(...)	Consecuentemente	queda
claro	(como	ya	se	ha	establecido	en	el	considerando	anterior),	que	la
sentencia	recurrida,	así	como	el	de	primera	instancia,	expedidas	en	la
presente	causa,	lesionan	el	principio	y	derecho	de	la	función	jurisdiccional	a
la	debida	motivación	de	las	resoluciones	judiciales	que	forman	parte	a	su
vez	del	contenido	esencial	del	derecho	al	debido	proceso	legal	y	que
garantiza	que	la	decisión	expresada	en	el	fallo	o	resolución	sea	consecuencia
de	una	deducción	razonada	de	los	hechos	del	caso,	las	pruebas	aportadas	y
su	valoración	jurídica,	exigencias	que	como	se	desprende	de	los	defectos
relevados	adolecen	tanto	la	recurrida,	como	la	apelada,	que	por	tal	razón
resultan	inválidas	e	ineficaces,	correspondiendo	al	A	quo	renovar	este	acto
procesal.	(...)	Asimismo,	se	debe	poner	énfasis	que	en	el	caso	de	autos	las
instancias	de	mérito	no	han	cumplido	con	analizar	de	manera	conjunta	los
siguientes	hechos	relevantes:	1)	el	demandante	solicita	que	se	declare	la
desnaturalización	de	su	contratación	civil	y	sea	el	mismo	considerado	como
uno	laboral,	de	carácter	indeterminado,	en	consecuencia	se	ordene	el
reconocimiento	y	el	pago	de	los	beneficios	solicitados	en	la	demanda,	desde
su	fecha	de	ingreso;	2)	las	instancias	de	mérito	no	han	cumplido	con
analizar	las	diferentes	resoluciones	de	alcaldía,	así	como	los	contratos	de
locación	de	servicios	ofrecidos	en	autos,	que	disponen	–según	alega	el
actor–	su	contratación	como	obrero	en	la	Sub	Gerencia	de	Limpieza	Pública;
en	consecuencia,	el	juez	de	la	causa	de	conformidad	con	lo	señalado	en	el
artículo	28	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo	debió	actuar	pruebas	de	oficio	que
permitan	acreditar	o	desvirtuar	la	existencia	del	elemento	determinante	de
toda	relación	laboral,	esto	es,	la	subordinación,	no	solo	en	base	al	caudal
probatorio,	sino	a	la	naturaleza	de	las	labores	que	el	actor	alude	haber
desempeñado	a	favor	de	la	entidad	demandada”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	4031-2010-
Lima	Norte,	set.	30/2012.	V.	P.	Távara	Córdova)
ACTUACIÓN	DE	LAS	PRUEBAS
Ley	26636.
ART.	29.—Medios	probatorios.	Los	medios	probatorios	que	se
pueden	ofrecer	en	el	proceso	laboral	son	todos	los	previstos	en	el
Código	Procesal	Civil,	con	las	precisiones	que	se	señalan	en	esta
ley.	Se	actúan	en	la	audiencia	única	con	excepción	de	la	inspección
judicial,	la	pericia	y	la	revisión	de	planillas	cuando	se	realice	en	el
centro	de	trabajo.
VALORACIÓN	PROBATORIA	POR	EL	JUZGADOR
Ley	26636.
ART.	30.—Valoración	de	la	prueba.	Todos	los	medios
probatorios	son	valorados	por	el	juez	en	forma	conjunta,
utilizando	su	apreciación	razonada.
CAUSALES	DE	INADMISIBILIDAD
Ley	26636.
ART.	31.—Impertinencia,	improcedencia	de	las	pruebas	y
prueba	innecesaria.	El	juez	no	debe	admitir	una	prueba	cuando
ésta	resulte	impertinente,	improcedente	o	innecesaria.
DECLARACIÓN	PERSONAL	DE	PARTE.	REPRESENTACIÓN
Ley	26636.
ART.	32.—Declaración	de	parte.	La	declaración	de	parte	se
lleva	a	cabo	personalmente	y	en	presencia	del	juez,	bajo	sanción
de	nulidad.	Las	personas	jurídicas	prestan	su	declaración	a	través
de	cualquiera	de	sus	representantes.
TESTIGOS
Ley	26636.
ART.	33.—Declaración	de	testigos.	En	el	proceso	laboral
también	pueden	prestar	declaración	como	testigos	los
trabajadores	que	tengan	relación	laboral	con	el	empleador	que	es
parte	en	el	proceso.
DOCUMENTOS
Ley	26636.
ART.	34.—Presentación	de	boletas	de	pago.	El	demandante
deberá	presentar	con	la	demanda	las	boletas	de	pago	que	tenga	en
su	poder	necesarias	para	sustentar	su	pretensión.
EXHIBICIÓN	Y	REVISIÓN	DE	PLANILLAS
Ley	26636.
ART.	35.—Exhibición	de	planillas.	Ante	requerimiento	judicial
la	exhibición	y	revisión	de	las	planillas	o	de	sus	copias	legalizadas
se	practica	en	el	local	del	juzgado,	en	cuyo	caso	el	juez	verificará
los	datos	y	procederá	a	dejar	constancia	en	acta	de	la	información
necesaria.
Cuando	se	trate	de	empresas	con	más	de	50	trabajadores	o	la
complejidad	y	magnitud	de	la	información	así	lo	ameriten,	la
revisión	de	las	planillas	puede	llevarse	a	cabo	en	el	centro	de
trabajo.	Para	la	actuación	de	esta	prueba	no	se	requiere	la	entrega
del	expediente	principal	al	revisor	de	planillas,	bastando	que	el
juzgado	establezca	de	manera	clara	y	precisa	los	puntos	a	ser
constatados,	pudiendo	adjuntarse	copia	de	las	piezas	pertinentes.
El	informe	revisorio	de	planillas	contendrá	la	transcripción	de	los
asientos	o	los	datos	contenidos	en	los	libros	o	documentación
correspondiente,	referidos	a	la	materia	señalada	por	el	juez	y	será
puesto	en	conocimiento	de	las	partes,	las	que	podrán	observarlo
por	escrito	fundamentado	dentro	de	los	tres	días	de	notificados.
Sólo	si	hubiera	error	o	deficiencia	en	el	acopio	de	datos,	el	juez
ordena	una	nueva	revisión	para	completar	o	subsanar	el	informe.
El	plazo	máximo	de	emisión	del	informe	del	revisor	de	planillas
es	de	veinte	(20)	días,	bajo	responsabilidad.
PERICIAS
Ley	26636.
ART.	36.—Pericia	en	materia	laboral.	La	pericia	en	materia
laboral	es	esencialmente	contable	y	es	practicada	por	peritos	e
inspectores	judiciales	dependientes	de	los	juzgados	de	trabajo.
Su	finalidad	es	presentar	al	órgano	jurisdiccional	la	información
obtenida	de	los	libros	y	documentación	contable	que	sirvan	para
calcular	los	montos	de	los	beneficios	en	litigio.
Si	se	requiere	de	otros	conocimientos	de	naturaleza	científica,
tecnológica,	artística	o	análoga,	puede	actuarse	la	prueba	pericial
correspondiente,	solicitando	la	intervención	de	entidades	oficiales
o	designando	a	peritos	en	la	forma	prevista	por	la	ley.
El	juez	debe	señalar	en	forma	precisa	los	puntos	que	serán	objeto
de	pericia.
En	ningún	caso	los	peritos	emiten	opinión	legal	sobre	la	materia
que	se	les	somete	a	informe.
JURISPRUDENCIA.—Observaciones	a	la	pericia	contable.	“La	pericia
contable	es	una	sola	y	contra	ella	sólo	se	puede	hacer	observaciones	por
única	vez,	no	debiendo	admitir	el	juez	observaciones	reiterativas,	máxime	si
la	primera	observación	deducida	por	la	demandada	fue	absuelta	por	la
perito	comisionada;	habiéndose	efectuado	la	pericia	conforme	al	Decreto
Ley	25920	y	con	las	tasas	de	interés	legal	fijadas	por	el	Banco	Central	de
Reserva;	habiéndose	expedido	la	recurrida	conforme	a	ley	y	al	proceso	(…).”
(RSL,	1ra.	Sala,	Exp.	4147-96-BS-A,	oct.	11/96.	V.	P.	Runzer)
PLAZO.	OBSERVACIONES
Ley	26636.
ART.	37.—Plazo	del	informe	pericial.	El	informe	pericial	debe
ser	emitido	en	un	plazo	no	mayor	de	treinta	(30)	días.	Es	puesto
en	conocimiento	de	las	partes,	las	que	pueden	formular	sus
observaciones	en	el	término	de	cinco	(5)	días,	acompañando	de
ser	pertinente,	pericias	de	parte.	Las	observaciones	deben	ser
resueltas	por	el	juez	y	sólo	en	el	caso	de	ser	declaradas	fundadas
total	o	parcialmente	se	ordenará	que	se	emita	un	nuevo	informe
sobre	las	modificaciones	o	aclaraciones	que	precise.
JURISPRUDENCIA.—La	impugnación	del	informe	pericial	debe	ser	motivada.
“La	impugnación	de	todo	informe	pericial	debe	hacerse	aportando	un	medio
probatorio	que	desvirtúe	la	pericial	practicada,	situación	que	no	ha	ocurrido
en	el	caso	de	autos	(…).”	(RSL,	Exp.	445-97-ID(A),	abr.	21/97.	V.	P.	Arévalo
Vela)
JURISPRUDENCIA.—Plazo	para	la	emisión	del	informe	pericial.	“Si	bien	lo
resuelto	en	el	apelado	se	encuentra	arreglado	a	la	uniforme	jurisprudencia
emitida	al	respecto,	el	juzgado	ha	demorado	casi	02	años	en	aprobar	un
informe	pericial	elaborado	el	30	de	julio	de	1993	a	fojas	70,	remitiendo
innecesariamente	a	la	Oficina	de	Pericias	las	sucesivas	observaciones
hechas	por	la	emplazada,	las	mismas	que	por	el	carácter	legal	que	tenían,
debían	ser	resueltas	por	el	juez	y	no	por	los	peritos,	a	lo	que	se	suma	la
demora	ocasionada	por	la	Secretaría	de	la	causa	en	elevar	los	autos,	los	que
ingresan	a	la	sala	recién	en	agosto	del	año	pasado;	por	lo	que	se	debe
recomendar	al	personal	del	juzgado	una	mayor	contracción	al	trámite	de	la
causa	(…).”	(RSL,	2da.	Sala,	Exp.	3656-95-BS(A),	ene.	26/96.	V.	P.	Beltrán
Quiroga)
INSPECCIONES
Ley	26636.
ART.	38.—Inspección	judicial.	La	inspección	judicial	procede
cuando	subsistan	las	circunstancias	materiales	que	debían
constatarse.	En	casos	excepcionales	y	en	resolución
fundamentada,	el	juez	puede	encargar	a	la	Autoridad
Administrativa	de	Trabajo	la	realización	de	una	inspección	de
carácter	especial,	señalando	con	precisión	los	aspectos	a	ser
constatados.
ADMISIÓN	DE	LA	PRUEBA	ANTICIPADA
Ley	26636.
ART.	39.—Prueba	anticipada.	La	prueba	anticipada	se	admite
sólo	en	los	casos	en	que	exista	un	riesgo	inminente	de
desaparición	o	adulteración	de	los	hechos	que	deban	ser
constatados.
No	son	materia	de	esta	actuación	la	pericia	laboral	y	la	exhibición
de	planillas	de	remuneraciones.
PRESUNCIONES
Ley	26636.
ART.	40.—Presunciones	legales	relativas.	Se	presumen	ciertos
los	datos	remunerativos	y	de	tiempo	de	servicios	que	contenga	la
demanda,	cuando	el	demandado:
1.	No	acompañe	a	su	contestación	los	documentos	exigidos	en	el
artículo	35.
2.	No	cumpla	con	exhibir	sus	planillas	y	boletas	de	pago	en	caso
le	hayan	sido	solicitadas.
3.	No	haya	registrado	en	planillas	ni	otorgado	boletas	de	pago	al
trabajador	que	acredita	su	relación	laboral.
JURISPRUDENCIA.—Es	factible	la	acreditación	de	ciertos	pagos	a	los
trabajadores	efectuados	por	medios	distintos	a	las	planillas.	“El	demandante
recurrente	invoca	la	causal	de	violación	del	Decreto	Supremo	número	cero
quince	-	setentidós	-	TR	al	no	hacer	constar	los	pagos	de	reintegros
reclamados	en	boletas	de	pago	y	en	su	lugar	dar	validez	a	pagos	a	cuenta
hechos	en	base	a	documentos	que	no	se	ajustan	a	ley;
Primero.-	Que	la	única	causal	de	casación	que	es	materia	de	análisis	en	el
presente	recurso	es	la	referida	a	la	violación	del	Decreto	Supremo	número
cero	quince	-	setentidos	-	TR,	el	mismo	que	regula	la	obligación	del
empleador	de	llevar	Libros	de	Planillas	de	Remuneraciones	que	registren
los	pagos	que	por	este	concepto	se	hagan	a	los	trabajadores,	así	como	la	de
otorgarles	boletas	de	pago	con	la	transcripción	del	asiento	de	abono	de	tales
remuneraciones,	con	la	finalidad	de	dejar	constancia	probatoria	del
cumplimiento	de	estas	obligaciones;
Segundo.-	Que	el	recurrente	sostiene	que	la	sentencia	de	vista	lo	agravia
cuando	reconoce	los	pagos	a	cuenta	que	la	empresa	afirma	haber	hecho	por
concepto	de	los	incrementos	de	remuneraciones	pactados	en	la	cláusula
segunda	del	convenio	colectivo	para	el	ejercicio	mil	novecientos
ochentiocho	a	mil	novecientos	ochentinueve,	basada	en	documentos
distintos	a	las	boletas	de	pago	o	planillas	de	remuneraciones,	esto	es	en
unas	relaciones	de	personal	donde	se	registra	unos	adelantos	de	la	referida
cláusula	segunda,	con	los	nombres	y	firmas	de	los	trabajadores,	dentro	de
los	cuales	se	encuentra	el	accionante;
Tercero.-	Que	como	consecuencia	de	esa	supuesta	violación,	se	pretende
desconocer	los	pagos	hechos	a	través	de	esos	documentos,	cuya	inexistencia
o	nulidad	deberá	declararse	en	esta	sede	casatoria;
Cuarto.-	Que	si	bien	la	norma	material	bajo	análisis	establece	la	obligación
mencionada,	ello	no	significa	que	cualquier	otro	tipo	de	documentación
contable	no	sirva	para	acreditar	los	gastos	de	una	empresa,	aun	tratándose
de	conceptos	salariales	o	remunerativos,	dado	que	resulta	preponderante	al
aspecto	sustancial	de	la	obligación	de	pago	antes	que	su	aspecto	formal,	por
lo	mismo	que	a	la	inversa,	el	trabajador	puede	utilizar	como	medio
probatorio	para	acreditar	su	relación	laboral,	cualquier	documento	o
referencia	de	otra	índole	que	permita	aplicar	el	principio	de	primacía	de	la
verdad	real	sobre	la	verdad	formal;
Quinto.-	Que	en	el	caso	de	autos,	con	mayor	razón	se	puede	dar	validez	a	los
comprobantes	de	pago	a	que	se	hace	alusión,	por	cuanto	no	se	trataba	de	la
cancelación	de	las	remuneraciones	implicadas,	sino	solamente	de	un
adelanto	de	las	mismas,	otorgándose	por	ello	un	recibo	provisional	cuya
regularización	en	planillas	podía	efectuarse	posteriormente,	de	tal	modo
que	aun	el	incumplimiento	de	esto	último	no	es	razón	para	invalidar	el
instrumento,	ya	que	se	trataría	más	bien	de	una	infracción	administrativa
sancionable	de	distinta	manera;
Sexto.-	Que	en	consecuencia,	no	se	ha	producido	ninguna	violación	a	lo
dispuesto	en	el	Decreto	Supremo	número	cero	quince	-	setentidós	-	TR	que
permita	casar	la	recurrida,	habiéndose	pronunciado	esta	Sala	Suprema	en	el
mismo	sentido	en	varios	casos	anteriores	seguidos	contra	la	empresa
demandada,	entre	las	cuales	se	podría	mencionar	las	resoluciones	recaídas
en	las	casaciones	números	setecientos	doce,	setecientos	quince,	setecientos
treinticuatro	y	setecientos	treinticinco	-	noventiséis	de	fecha	seis	de	octubre
de	mil	novecientos	noventisiete,	por	lo	que	en	aplicación	supletoria	del
artículo	trescientos	noventisiete	del	Código	Procesal	Civil:	Declararon
Infundado	el	Recurso	de	Casación	interpuesto	(...).”	(	Cas.	Sala	de	Derecho
Constitucional	y	Social.	Exp.	2071-97.	Chincha,	nov.	18/98)
INDICIOS
Ley	26636.
ART.	41.—Indicios.	Los	actos,	circunstancias	o	signos
suficientemente	acreditados	a	través	de	los	medios	probatorios,
adquieren	significación	en	su	conjunto	cuando	conducen	al	juez	a
la	certeza	o	convicción	en	torno	a	un	hecho	relacionado	con	la
controversia.	En	el	proceso	laboral,	los	indicios	pueden	ser,	entre
otros,	las	circunstancias	en	las	que	sucedieron	los	hechos	materia
de	la	controversia	y	los	antecedentes	de	la	conducta	de	ambas
partes.
COMENTARIO.—Mérito	de	los	indicios	para	determinar	objetivamente
la	 causa	 real	 del	 despido.	 En	 el	 Pleno	 Jurisdiccional	 Laboral	 de	 1997
(Lima)	se	acordó	por	unanimidad	el	siguiente	criterio:	“en	 los	procesos	en
que	 se	 ventile	 la	 nulidad	 del	 despido,	 si	 bien	 el	 juez	 no	 puede	 utilizar	 las
presunciones,	 deberá	 apreciar,	 evaluar	 y	 determinar	 el	 mérito	 de	 los
indicios	que	se	aporten	con	los	medios	probatorios,	para	poder	determinar
objetivamente	la	causa	real	que	motivó	el	despido”.
TACHA	CONTRA	TESTIGOS	Y	DOCUMENTOS
Ley	26636.	
ART.	42.—Tacha.	Se	puede	interponer	tacha	contra	los	testigos	y
documentos.	La	oportunidad	para	formular	la	tacha	o	absolverla
se	rige	por	lo	dispuesto	en	la	presente	ley,	debiendo	indicarse	con
claridad	los	fundamentos	que	la	sustentan,	ofreciéndose	o
acompañándose	la	prueba	respectiva,	según	el	caso.	El	juez
deberá	correr	traslado	a	la	otra	parte	para	que	absuelva.
La	absolución	debe	cumplir	con	los	mismos	requisitos	de	la
formulación	de	la	tacha.
La	tacha	o	absolución	que	no	cumpla	con	todos	estos	requisitos
deberá	ser	declarada	inadmisible	de	plano	por	el	juez	en	decisión
inimpugnable.
La	actuación	de	los	medios	probatorios	de	la	tacha	o	de	la
absolución	se	realizará	en	la	audiencia	única,	en	la	que	el	juez
podrá	declarar	fundada	o	no	la	tacha,	salvo	decisión	debidamente
motivada	e	inimpugnable.
OPOSICIÓN
Ley	26636.
ART.	43.—Oposición.	Puede	formularse	oposición	a	la	actuación
de	una	declaración	de	parte,	exhibición	o	cotejo	de	documentos,
pericia	o	inspección	judicial,	señalando	con	claridad	los
fundamentos	que	la	sustentan,	ofreciéndose	o	acompañándose	la
prueba	respectiva,	según	el	caso.
El	juez	correrá	traslado	a	la	otra	parte	la	cual	deberá	absolverla
cumpliendo	los	mismos	requisitos	de	la	oposición.	La	oposición	o
absolución	que	no	cumpla	con	todos	estos	requisitos	deberá	ser
declarada	inadmisible	de	plano	por	el	juez	en	decisión
inimpugnable.
La	actuación	de	los	medios	probatorios	de	la	oposición	o	de	la
absolución	se	realizará	en	la	audiencia	única,	en	la	que	el	juez
declarará	fundada	o	no	la	oposición,	salvo	decisión	debidamente
fundamentada	e	inimpugnable.
JURISPRUDENCIA.—La	oposición	procede	en	la	exhibición	de	documentos.
“Conforme	lo	señala	el	artículo	42	de	la	Ley	Procesal	de	Trabajo	la	tacha
sólo	se	puede	proponer	contra	la	prueba	testimonial	y	documentaria,	no	a	la
exhibición	de	documentos,	donde	la	cuestión	probatoria	a	deducirse	es	la
oposición	por	lo	que	la	misma	debe	ser	declarada	improcedente	y	no
infundada	como	resuelve	la	A-quo	en	la	audiencia	única	(…).”	(RSL,	4ta.	Sala,
Exp.	5880-97-ID-S,	oct.	22/97.	V.	P.	Torres	Gamarra)
CAUSALES	SOBREVINIENTES	DE	TACHAS	U	OPOSICIONES
Ley	26636.
ART.	44.—Conocimiento	sobreviniente.	Cuando	por	excepción,
se	tiene	conocimiento	de	la	causal	de	tacha	u	oposición	con
posterioridad	a	la	oportunidad	para	su	interposición,	se	informará
al	juez	acompañando	el	documento	que	lo	sustente.	El	juez,	sin
más	trámite	que	el	conocimiento	a	la	otra	parte,	apreciará	el
hecho	al	momento	de	sentenciar.
TÍTULO	QUINTO
Conclusión	del	Proceso
CONCILIACIÓN.	COSA	JUZGADA
Ley	26636.
ART.	45.—Conciliación.	La	conciliación	puede	ser	promovida	o
propuesta	después	de	la	audiencia	única,	en	cualquier	estado	del
proceso,	antes	de	la	sentencia.	La	conciliación	se	formaliza
mediante	acta	suscrita	ante	el	órgano	jurisdiccional	respectivo	al
final	de	la	audiencia	conciliatoria	que	se	fije	para	el	efecto.
Aprobada	por	el	juez,	adquiere	el	valor	de	cosa	juzgada.
DESISTIMIENTO.	IRRENUNCIABILIDAD
Ley	26636.
ART.	46.—Desistimiento.	El	desistimiento	de	la	pretensión,	del
proceso	o	de	algún	acto	procesal,	se	formula	antes	de	que	surtan
sus	efectos.	Cuando	el	demandante	lo	proponga	debe	motivar	su
pedido	para	obtener	la	aprobación	del	juez,	quien	cuida	que	no	se
vulnere	el	principio	de	irrenunciabilidad	respecto	de	los	derechos
que	tengan	ese	carácter.
JURISPRUDENCIA.—El	desistimiento	es	improcedente	si	afecta	derechos
irrenunciables	del	trabajador.	“La	uniforme	y	reiterada	jurisprudencia	en
materia	laboral	ha	establecido	la	improcedencia	de	la	transacción	cuando
ésta	conlleva	el	reconocimiento	de	menores	derechos,	y	el	estado	de	la
causa	es	el	de	ejecución;	en	igual	sentido	se	han	pronunciado	las	salas
laborales	en	cuanto	al	desistimiento,	lo	que	es	corroborado	por	el	segundo
párrafo	del	artículo	342	del	Código	Procesal	Civil;	que	la	A-quo	al	tener	al
demandante	por	desistido	de	la	acción	a	fojas	129	vuelta,	no	ha	tenido	en
cuenta	el	estado	de	la	causa,	cual	es	de	ejecución	de	sentencia,	habiéndose
incurrido	en	vicio	procesal	causal	de	nulidad	(…).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.
6626-94-CD(A),	abr.	11/95.	V.	P.	Araujo	Sánchez)
OPORTUNIDAD	DE	LA	SENTENCIA
Ley	26636.
ART.	47.—Sentencia.	El	proceso	se	encuentra	expedito	para
sentencia	cuando:
1.	Ha	concluido	la	actuación	de	todos	los	medios	probatorios
admitidos	y	actos	de	investigación	ordenados	por	el	juez.
2.	La	cuestión	debatida	sea	de	puro	derecho	o,	siendo	de	hecho,
no	haya	necesidad	de	actuar	medio	probatorio	alguno	en	la
audiencia	respectiva.
3.	Saneado	el	proceso,	la	rebeldía	del	demandado	produzca
convicción	al	juez	respecto	de	los	hechos	y	pretensiones
contenidos	en	la	demanda.
4.	Se	haya	producido	allanamiento	o	reconocimiento,	admitidos
por	el	juez.
CONTENIDO
Ley	26636.
ART.	48.—Contenido	de	la	sentencia.	La	sentencia	debe
contener:
1.	La	exposición	resumida	de	los	argumentos	expresados	por	las
partes.
2.	Las	consideraciones,	debidamente	numeradas,	a	las	que	llega
el	juez	sobre	los	hechos	probados	en	el	proceso	y	las	normas	que
le	sirven	de	fundamento.
3.	El	pronunciamiento	sobre	la	demanda,	señalando,	en	caso	la
declare	fundada	total	o	parcialmente,	los	derechos	reconocidos	así
como	las	obligaciones	que	debe	cumplir	el	demandado,
estableciendo	el	monto	líquido	o	su	forma	de	cálculo	si	son	de
pago	o	el	pago	de	sumas	mayores	a	las	reclamadas,	si	de	lo
actuado	apareciere	error	en	los	cálculos	de	las	liquidaciones
demandadas	y	el	mandato	específico	si	son	de	hacer	o	de	no	hacer.
4.	La	condena	o	exoneración	de	costas	y	costos,	así	como	la
imposición	de	multa	si	la	demanda	ha	sido	declarada	fundada	en
su	integridad	acreditándose	incumplimiento	laboral	o	el
emplazado	hubiese	procedido	de	mala	fe	o	atentado	contra
deberes	de	lealtad	procesal.
R.	Adm.	938-CME-PJ.	
ART.	 1°.—Las	 multas	 impuestas	 en	 los	 procesos	 civiles,	 laborales	 y	 de
familia	 al	 amparo	 de	 las	 normas	 procesales	 correspondientes,	 serán
exigidas	por	el	juez	de	la	demanda	al	concluir	el	proceso.
R.	Adm.	938-CME-PJ.
ART.	2°—En	cada	juzgado	se	implementará	un	libro	de	registros	de	multas,
para	efectos	del	control	respectivo.
NOTA:	Mediante	la	Resolución	Administrativa	N°	361-SE-TP-CME-PJ,	publicada	el	7	de	agosto	de
1999,	se	aprobó	el	Reglamento	de	Cobranza	de	Multas	Impuestas	por	el	Poder	Judicial.	El	texto
íntegro	del	mencionado	reglamento	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	día	10	de	agosto.
JURISPRUDENCIA.—Facultad	ultra	petita	del	juez.	“Todos	los	reintegros
reclamados	por	el	actor	se	sustentan	en	la	aplicación	de	la	escala	de
remuneraciones	que	comprende	a	los	trabajadores	con	contrato	vigente	al
01	de	setiembre	de	1992,	no	correspondiéndole	los	mismos	al	haber	casado
(sic)	el	31	de	agosto	de	dicho	año;	que	las	salas	laborales	especializadas	se
encuentran	facultadas	para	corregir	los	errores	conceptuales	o	de	cálculo	en
que	se	incurra	en	la	apelada;	que	siendo	ello	así	es	de	apreciarse	que	el
demandante	plantea	en	su	demanda	únicamente	el	pago	de	dos	dozavos	por
vacaciones	truncas	y	no	once	dozavos	como	ultra	petita	determina	la	A-quo,
por	lo	que	corresponde	recalcular	dicho	concepto	(…).”	(RSL,	2da.	Sala,	Exp.
5864-94-BS(S),	jun.	09/97.	V.	P.	Araujo	Sánchez)
JURISPRUDENCIA.—El	juzgador	no	posee	facultades	para	resolver	extra
petita.	“Si	bien	la	demandada	se	encuentra	en	rebeldía	y	no	ha	sustentado
en	ninguna	forma	su	recurso	de	apelación,	el	juez	debe	ceñir	su
pronunciamiento	a	las	materias	que	son	objeto	de	la	demanda,	ya	que	no
posee	facultades	extra	petita;	que	es	así	que	en	los	petitorios	que	se
consignan	a	fojas	07	no	se	encuentra	en	ninguno	de	ellos	el	reintegro	de
bonificación	por	tiempo	de	servicios	que	la	juez	ampara	incluso	sin	tener	en
cuenta	las	restricciones	que	señala	la	Ley	23643	para	los	obreros	(…).”	(RSL,
2da.	Sala,	Exp.	4187-96-BS(S),	nov.	29/96.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—El	juzgador	está	prohibido	de	incluir	en	la	sentencia
hechos	no	alegados	por	las	partes.	“Es	necesario	considerar	que	en	la
audiencia	de	fojas	cuatrocientos	treinta	de	fecha	quince	de	setiembre	del
dos	mil	cuatro	se	fijaron	los	puntos	controvertidos	en	congruencia	con	los
hechos	sobre	los	cuales	las	partes	no	tenían	acuerdo,	no	incluyéndose	a
dicho	efecto	ningún	extremo	referido	a	los	hechos	jurídicos	relevantes
propios	de	una	controversia	sobre	indemnización	por	despido	arbitrario;
Sexto:	Que,	sin	embargo	en	la	sentencia	apelada	de	fojas	cuatrocientos
sesenta	el	juez	emite	considerandos	referidos	a	la	valoración	de	un	despido
arbitrario	y	en	el	fallo	ordena	pagar	a	la	demandada	un	monto	total	que
incluye	el	concepto	de	indemnización	por	tal	despido,	violando	la
prohibición	de	incluir	hechos	no	alegados	por	las	partes	establecida	en	el
artículo	sétimo	del	Título	Preliminar	del	Código	Civil	y	resolviendo	de
manera	extra	petita	respecto	de	la	demanda,	afectando	el	principio	de
congruencia	que	garantiza	el	respecto	por	la	igualdad	de	las	partes	y	la
tutela	jurisdiccional	efectiva,	derechos	tutelados	por	el	artículo	ciento
treinta	y	nueve	incisos	uno	y	dos	de	la	Constitución;	Sétimo:	Que,	dicho
error	que	motiva	la	nulidad	de	la	sentencia	apelada	no	es	advertido	por	la
sala	superior	al	emitir	la	sentencia	de	fojas	quinientos	ocho,	la	que	por	el
contrario	confirma	en	todos	sus	términos	la	apelada	incluyendo	los	graves
defectos	cometidos;	Octavo:	Que,	las	consideraciones	que	un	órgano
jurisdiccional	pudiese	tener	para	resolver	ultra	petita	respecto	de	los
montos	dinerarios	pretendidos	en	las	demandas	de	orden	laboral,	no	tiene
relación	alguna	con	la	violación	del	debido	proceso	que	se	comete	cuando	se
resuelve	de	manera	extra	petita	respecto	de	un	concepto	no	pretendido	en
la	demanda,	independientemente	del	monto	dinerario	que	a	dicho	concepto
le	haya	asignado	la	parte	actora;	Resolución:	Por	estos	fundamentos
declararon:	fundado	el	recurso	de	casación	interpuesto”	(Cas.	Sala
Transitoria	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	1699-2005-Lima,	oct.
12/2006).
DOCTRINA.—Voto	 en	 discordia:	 La	 ejecución	 de	 una	 resolución
judicial	firme,	no	puede	ser	impedida	válidamente	por	el	Estado	ni	por
los	particulares.	 “(…)	El	derecho	a	 la	cosa	 juzgada	y	a	 la	ejecución	de	 las
resoluciones	 judiciales	 firmes	está	 consagrado	expresamente	y	de	manera
autónoma	 en	 el	 artículo	 139.2	 de	 la	 Constitución,	 cuando	 señala	 que
ninguna	autoridad	“puede	dejar	sin	efecto	resoluciones	que	han	pasado	en
autoridad	de	cosa	juzgada,	ni	cortar	procedimientos	en	trámite	ni	modificar
sentencias	ni	retardar	su	ejecución”	(énfasis	agregado).	En	ese	sentido,	ni
el	 Estado	 ni	 los	 particulares	 pueden	 impedir	 válidamente	 la	 ejecución	 de
una	 resolución	 judicial	 firme	 emanada	 de	 un	 proceso	 judicial	 o
constitucional	 justo,	 por	 lo	 que	 correspondería	 que	 la	 sentencia	 (...)	 sea
ejecutada	 en	 sus	 propios	 términos.(...)”.	 (T.	 C.,	 Exp.	 02204-2010-PA/TC,
may.	13/2011.	Voto	en	discordia	de	Beaumont	Callirgos)
COMENTARIO.—Pronunciamientos	 judiciales	 ultra	 y	 extra	 petita.	 La
facultad	 de	 los	 jueces	 de	 trabajo	 de	 pronunciarse	 sobre	 los	 puntos	 de	 la
demanda,	 reconociendo	 mayores	 cantidades	 que	 las	 reclamadas,	 es	 una
manifestación	 del	 afán	 tuitivo	 del	 derecho	 procesal	 del	 trabajo,	 que
encuentra	 amparo	 en	 lo	 estipulado	por	 el	 numeral	 3	del	 artículo	48	de	 la
Ley	N°	26636.
Las	sentencias	ultra	petita	son	aquellas	que	otorgan	mayores	montos	que
los	consignados	en	la	demanda	del	trabajador.
Las	 sentencias	 extra	 petita,	 o	 lo	 que	 es	 lo	 mismo,	 aquellas	 que	 se
pronuncian	otorgando	beneficios	no	contenidos	en	la	demanda,	adolecen	de
nulidad	en	razón	que	el	juzgador	no	puede	reemplazar	a	las	partes	y	menos
fallar	 sobre	 un	 aspecto	 no	 reclamado	 sobre	 el	 que	 la	 contraparte	 no	 ha
tenido	oportunidad	de	manifestar	su	posición.
COMENTARIO.—Multa	 por	 actuar	 con	 temeridad	 y	 mala	 fe.	 El	 pleno
jurisdiccional	 distrital	 en	 materia	 civil,	 laboral	 y	 de	 familia	 (Cajamarca)
reconoce	 expresamente	 que	 cuando	 la	 parte	 demandante	 actúe	 con
temeridad	 y	 mala	 fe,	 referente	 al	 monto	 de	 los	 beneficios	 y	 al	 monto
demandado,	 en	 aplicación	 supletoria	 del	 Código	 Procesal	 Civil	 y	 la	 Ley
Orgánica	del	Poder	Judicial	debe	imponérsele	una	multa.
COSTAS	Y	COSTOS
Ley	26636.
ART.	49.—Costas	personales	y	costos	procesales.	Los
trabajadores	están	exentos	de	la	condena	en	costos	y	costas.
JURISPRUDENCIA.—Las	costas	no	requieren	de	condena	expresa.	“La	parte
demandada	no	requiere	ser	condenada	expresamente	con	las	costas	del
proceso	para	asumir	su	obligación,	de	acuerdo	a	lo	establecido	en	el	artículo
66	del	Decreto	Supremo	03-80-TR,	de	modo	que	la	denegatoria	de	este
concepto	efectuado	por	reiterada	vez	a	fojas	74	y	78	resulta	contraria	a	ley
(…).”	(RSL,	2da	Sala,	Exp.	0416-95-BS(A),	may.	09/95.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—Regulación	de	las	costas	personales.	“Las	costas	no	se
regulan	en	proporción	al	monto	de	las	obligaciones	por	las	que	se	litiga,	sino
con	relación	al	trabajo	profesional	del	patrocinio	de	la	parte	vencedora;	que
en	el	caso	de	autos	la	juez	ha	tenido	en	cuenta	las	dos	instancias	en	que	se
ha	ventilado	el	presente	proceso	y	sobre	todo	el	tiempo	de	su	duración,
tratándose	de	una	demanda	interpuesta	en	el	año	de	1990,	por	lo	que	la
regulación	se	ha	practicado	con	el	criterio	prudencial	que	le	faculta	la	ley
(…).”	(RSL,	2da.	Sala,	Exp.	1001-95-BS(A),	jun.	27/95.	V.	P.	Beltrán	Quiroga)
JURISPRUDENCIA.—Base	teórica	de	las	llamadas	costas	personales.	“Si	bien
es	cierto	la	ley	y	la	doctrina	actual	en	materia	de	costas	personales
responden	a	fundamentos	más	razonables	y	realistas	que	los	que
sustentaban	la	teoría	clásica	del	reconocimiento	puro	de	Chivenda,	también
es	cierto	que	las	nuevas	teorías	como	los	del	resarcimiento	de	los
honorarios	y	de	la	sanción	de	conducta	procesal	–entre	otras–	tienen	sus
limitaciones,	toda	vez	que	no	todo	vencido	en	juicio	es	un	improbus
litigador	–a	decir	de	Couture–	por	lo	que	la	determinación	de	las	costas
personales	por	el	juzgador	no	está	sujeta	al	libre	arbitrio	sino	que	transita
por	su	discrecionalidad	o	criterios	subjetivos	a	la	realidad	o	criterios
objetivos,	dentro	de	un	marco	jurídico	y	económico	que	no	menoscaba	la
voluntad	contractual	en	los	honorarios	pactados	en	cada	caso	concreto;	que,
en	el	presente	caso,	materia	de	alzada,	de	un	lado	no	se	aprecia	una
conducta	procesal	dolosa,	dilatoria	por	parte	de	la	emplazada,	y	de	otro	lado
si	bien	es	cierto	el	ejecutante	sustenta	su	apelación	en	un	contrato	de
honorarios	en	el	que	pactó	la	suma	de	(...)	y	en	un	recibo	por	tal	concepto	y
cantidad	(fojas	17	repetido	a	fojas	24	de	este	cuaderno),	también	es	cierto
que	de	dichos	documentos	se	desprende	que	el	compromiso	del	abogado
defensor	asumido	por	el	cobro	de	tal	suma	era	por	la	defensa	de	dos
procesos	judiciales	y	no	sólo	del	presente	proceso;	que,	por	consiguiente,
tomando	en	cuenta	que	las	costas	personales	se	regulan	en	forma
independiente	en	cada	proceso,	es	del	caso	incrementar	el	monto	señalado
por	el	A-quo	en	la	resolución	apelada,	a	la	suma	de	(...)	al	existir	pruebas
fehacientes	del	gasto	efectuado	por	el	actor	al	abonar	los	honorarios
profesionales	al	abogado	defensor	(…).”	(RSL,	4ta.	Sala,	Exp.	7080-97-BS(A),
dic.	18/97.	V.	P.	De	la	Rosa	Bedriñana)
TÍTULO	SEXTO
Medios	Impugnatorios
MEDIOS	IMPUGNATORIOS
Ley	26636.
ART.	50.—Medios	impugnatorios.	Los	medios	impugnatorios
son	el	recurso	de	reposición,	apelación,	casación	y	queja.
RECURSO	DE	REPOSICIÓN.	PLAZO
Ley	26636.
ART.	51.—Reposición.	El	recurso	de	reposición	procede	contra
los	decretos	en	el	plazo	de	dos	(2)	días,	ante	el	mismo	órgano	que
los	expide.	El	auto	que	lo	resuelve	es	inapelable.
RECURSO	DE	APELACIÓN
Ley	26636.
ART.	52.—Apelación.	Constituye	requisito	de	procedencia	del
recurso	su	debida	fundamentación,	la	cual	debe	precisar	el	error
de	hecho	o	de	derecho	presente	en	la	resolución	y	el	sustento	de
la	pretensión	impugnativa.	Únicamente	se	presentarán
documentos	en	el	recurso	de	apelación	o	en	su	absolución,	cuando
hayan	sido	expedidos	con	posterioridad	al	inicio	del	proceso.
El	recurso	de	apelación	se	interpone	en	el	plazo	de	cinco	(5)	días
desde	la	notificación	de	la	resolución	que	se	impugna,	a	excepción
del	proceso	sumarísimo,	que	se	rige	por	sus	propias	normas.
JURISPRUDENCIA.—Alcances	de	la	potestad	nulificante	del	juzgador.	“La
nulidad	absoluta	se	presenta	siempre	que	un	acto	procesal	(o	actos
procesales	cuyo	conjunto	hacen	el	proceso)	adolezca	de	una	circunstancia
fijada	en	las	leyes	procesales	como	necesaria	para	que	el	acto	produzca	sus
efectos	normales	(Manuel	Serra	Domínguez.	Nulidad	Procesal.	Revista
Peruana	de	Derecho	Procesal.	Tomo	dos,	página	quinientos	sesenta	y	tres);
en	tal	sentido,	cabe	advertir	que	frente	a	un	vicio	de	tal	consideración,
cualquier	órgano	jurisdiccional	por	el	sólo	hecho	de	serlo	tiene	lo	que	en
doctrina	se	llama	potestad	nulificante	del	juzgador	y	que	ha	sido	acogido	en
el	artículo	ciento	setenta	y	seis	in	fine	del	Código	Procesal	Civil,	entendida
como	aquella	facultad	de	declarar	la	nulidad	aun	cuando	no	haya	sido
solicitada,	si	considera	que	el	acto	viciado	(incluso	el	proceso	todo)	puede
alterar	sustancialmente	los	fines	abstracto	y	concreto	del	proceso	y	la
decisión	que	en	él	va	a	recaer;	Décimo.-	Que,	de	lo	expuesto	cabe	concluir
que	las	resoluciones	recurrida	y	apelada,	en	relación	con	el	fondo	del	asunto
resultan	manifiestamente	diminutas,	al	no	responder	a	lo	actuado	en	el
proceso	y	no	tener	la	motivación	suficiente	que	justifique	la	decisión
adoptada,	lo	que	constituye	una	infracción	de	la	garantía	contemplada	en	el
artículo	ciento	treinta	y	nueve	inciso	quinto	de	la	Carta	Magna;	careciendo
de	objeto	emitir	pronunciamiento	sobre	las	demás	denuncias.	Resolución:
Por	estas	consideraciones:	Declararon	fundado	el	recurso	de	casación
interpuesto”.	(Cas.	Sala	Transitoria	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.
030-2006-La	Libertad,	jun.	12/2006)
PROCEDENCIA
Ley	26636.
ART.	53.—Procedencia	de	la	apelación.	Procede	la	apelación
contra:
1.	Las	sentencias	de	primera	instancia.
2.	Los	autos	que	pongan	fin	a	la	instancia.
3.	Los	autos	que	se	expidan	en	el	curso	del	proceso	antes	de	la
sentencia,	en	cuyo	caso	se	concede	con	la	calidad	de	diferida.
4.	Los	autos	que	se	expidan	después	de	dictada	la	sentencia,	en
cuyo	caso	se	concede	sin	efecto	suspensivo,	salvo	que	el	juez
decida	concederla	con	efecto	suspensivo	en	resolución
debidamente	fundamentada.
El	plazo	para	la	apelación	de	autos	es	de	tres	(3)	días.
RECURSO	DE	CASACIÓN
Ley	26636.
ART.	54.—Modificado.	Ley	27021,	Art.	1°.	Fines.	El	recurso	de
casación	tiene	como	fines	esenciales:
a)	La	correcta	aplicación	e	interpretación	de	las	normas
materiales	del	Derecho	Laboral,	Previsional	y	de	Seguridad	Social
y,
b)	La	unificación	de	la	jurisprudencia	laboral	nacional	por	la
Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República.
SUPUESTOS	DE	PROCEDENCIA
Ley	26636.
ART.	55.—Modificado.	Ley	27021,	Art.	1°.	Procedencia.	Este
recurso	procede	únicamente	en	los	siguientes	supuestos:
a)	Sentencias	expedidas	en	revisión	por	las	salas	laborales	o
mixtas	de	las	cortes	superiores	de	justicia	que	resuelvan	el
conflicto	jurídico	planteado	por	las	partes.
b)	Si	la	pretensión	es	de	naturaleza	económica	y	está	expresada
en	dinero,	sólo	procederá	si	dicha	cuantía	supera	las	cien	(100)
unidades	de	referencia	procesal	determinada	conforme	lo
establece	el	artículo	6°	de	esta	ley,	si	el	recurso	es	interpuesto	por
el	demandante	y,	como	lo	establece	la	sentencia	recurrida,	si	lo
interpone	el	demandado.
El	recurso	de	casación	en	materia	laboral	es	gratuito	cuando	es
interpuesto	por	el	trabajador	o	ex	trabajador.	Cuando	es
interpuesto	por	el	empleador	es	aplicable	la	tasa	determinada
para	los	procesos	civiles.
JURISPRUDENCIA.—No	procede	la	denuncia	de	una	norma	constitucional	en
casación,	a	no	ser	que	exista	incompatibilidad	entre	esta	y	una	norma	legal
ordinaria.	“Que,	al	amparo	del	inciso	c)	del	artículo	cincuentiséis	de	la	Ley
Procesal	del	Trabajo	la	recurrente	denuncia	la	inaplicación	del	inciso
segundo	del	artículo	veintiséis	de	la	Constitución	Política	del	Perú,	alegando
que	la	recurrida	atenta	contra	el	carácter	irrenunciable	de	sus	derechos
laborales	al	modificar	la	sentencia	apelada;	Cuarto:	Que,	este	Supremo
Tribunal	ha	señalado	reiteradamente	que	no	procede	la	denuncia	de	una
norma	constitucional	en	sede	de	casación,	a	no	ser	que	exista
incompatibilidad	entre	ésta	y	una	norma	legal	ordinaria	que	la	recurrente
no	indica	en	su	recurso;	que	al	no	haber	satisfecho	las	exigencias	de	fondo
previstas	en	el	artículo	cincuentiocho	del	texto	vigente	de	la	Ley	Procesal
del	Trabajo:	Declararon	Improcedente	el	recurso	de	casación	interpuesto.”
(Cas.	Exp.	N°	175-2001.	La	Libertad.	jul.	26/2001)
CAUSALES	DE	INTERPOSICIÓN
Ley	26636.
ART.	56.—Modificado.	Ley	27021,	Art.	1°.	Causales.	Son
causales	para	interponer	el	recurso	de	casación:
a)	La	aplicación	indebida	de	una	norma	de	derecho	material.
b)	La	interpretación	errónea	de	una	norma	de	derecho	material.
c)	La	inaplicación	de	una	norma	de	derecho	material.
d)	La	contradicción	con	otras	resoluciones	expedidas	por	la	Corte
Suprema	de	Justicia	o	las	cortes	superiores,	pronunciadas	en
casos	objetivamente	similares,	siempre	que	dicha	contradicción
esté	referida	a	una	de	las	causales	anteriores.
JURISPRUDENCIA.—No	procede	el	recurso	de	casación	tratándose	de
normas	procesales.	“El	recurso	de	Casación	se	ha	interpuesto	cumpliendo
con	los	requisitos	de	forma	previstos	por	el	artículo	cincuentiséis	de	la	Ley
número	veintiséis	mil	seiscientos	treintiséis	para	su	admisibilidad;
Segundo.-	Que,	en	cuanto	a	los	requisitos	de	fondo,	el	actor	ampara	su
recurso	en	las	causales	de	interpretación	errónea	o	incorrecta	de	la	ley,	y	en
la	contradicción	con	otros	pronunciamientos	jurisprudenciales;	Tercero.-
Que,	con	respecto	a	la	primera	causal,	se	sostiene	la	interpretación	errónea
e	incorrecta	de	los	artículos	cuatro,	setentinueve	y	ochenta	de	la	Ley
Procesal	del	Trabajo,	contraviniéndose	entonces	lo	dispuesto	en	el	literal	a)
del	inciso	segundo	del	artículo	cincuentisiete	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo
que	reserva	la	interpretación	errónea	para	normas	de	derecho	material;
Cuarto.-	Que,	con	respecto	a	la	causal	de	contradicción	con	otros
pronunciamientos	jurisprudenciales,	se	incumple	lo	dispuesto	en	el	artículo
cincuentiséis	de	la	acotada	norma	procesal	toda	vez	que	no	se	acompaña
ejecutorias	que	amparen	dicha	causal,	deviniendo	igualmente	en
improcedente;	declararon	Improcedente	el	recurso	de	casación	interpuesto
(...).”	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	3583-97.	Lima,	dic.
01/98)
JURISPRUDENCIA.—Las	directivas	de	Conade	no	son	normas	de	derecho
material.	“El	Recurso	de	Casación	reúne	los	requisitos	formales	establecidos
en	el	artículo	cincuentiséis	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo,	para	su
admisibilidad;	Segundo.-	Que,	en	cuanto	a	los	requisitos	de	fondo,	del
recurso	fluye	que	la	empresa	recurrente	invoca	las	causales	de:	a)
interpretación	errónea	de	la	norma,	y	b)	contradicción	jurisprudencial;
Tercero.-	Que,	en	relación	a	la	primera	causal	no	se	precisa	como	se
configura	la	interpretación	errónea	de	la	norma,	ni	cuál	es	la	norma	afectada
y	su	correcta	interpretación,	sustentándose	en	un	extenso	análisis	de	las
directivas	de	Conade	que	se	consideran	aplicables,	las	que	no	constituyen
normas	de	derecho	material;	que	además,	se	sostiene	un	error	de
interpretación	de	los	argumentos	de	defensa	de	la	demandada;	por	lo	que
debe	declararse	la	improcedencia	del	recurso	en	este	extremo;	Cuarto.-	Que,
en	cuanto	a	la	segunda	causal,	se	presenta	los	antecedentes	de	fojas	ciento
sesentiséis	y	ciento	sesentiocho,	procedentes	de	la	Tercera	Sala	Laboral	de
la	Corte	Superior	de	Lima,	los	que	no	guardan,	relación	entre	sí,	pues
mientras	el	primero	se	refiere	al	reconocimiento	de	una	bonificación	por
méritos	de	acuerdo	a	la	Directiva	número	cero	once	-	Conade	que	permite
otorgar	incrementos	diferenciados,	la	segunda	declara	la	improcedencia	de
percibir	los	beneficios	otorgados	por	Conade	y	por	convenio	colectivo
simultáneamente,	por	lo	que	tratándose	de	fallos	aislados,	no	constituyen
antecedente	jurisprudencial	que	puedan	servir	como	sustento	al	recurso	de
casación;	Quinto.-	Que,	en	consecuencia	la	casación	en	los	términos	en	que
ha	sido	interpuesto,	no	reúne	los	requisitos	de	fondo	establecidos	por	el
artículo	cincuentisiete	de	la	citada	Ley	Procesal	del	Trabajo;	por	cuyas
razones	declararon	Improcedente	el	recurso	de	casación	interpuesto	(...).”
(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	3276-97.	Lima,	oct.
06/98)
JURISPRUDENCIA.—La	incorrecta	interpretación	y	la	incorrecta	aplicación
son	causales	excluyentes.	“Que,	habiendo	cumplido	el	recurso	de	casación
con	los	requisitos	de	forma	exigidos	para	su	admisibilidad,	es	necesario
examinar	los	requisitos	de	fondo	para	pronunciarse	sobre	la	procedencia
del	recurso;	Segundo.-	Que,	el	recurrente	denuncia	que	al	expedirse	la
impugnada,	se	ha	incurrido	en	incorrecta	aplicación	e	interpretación
errónea	del	Decreto	Ley	número	veintiséis	mil	ciento	veinte,	señalando	que
éste	fue	utilizado	‘para	justificar	el	despido	masivo	de	sus	trabajadores	y	del
recurrente’;	Tercero.-	Que,	la	Corte	Suprema	ha	establecido	en	diversas
ejecutorias	que	conforme	a	la	ley	y	a	la	doctrina	no	es	posible	denunciar
ambas	causales,	respecto	de	una	misma	norma,	por	ser	éstas	excluyentes	e
implicantes	entre	sí,	ya	que	mientras	la	incorrecta	aplicación	supone	la
elección	de	una	norma	impertinente	para	la	solución	del	caso;	en	cuanto	a	la
interpretación	errónea	la	elección	de	la	norma	es	pertinente	a	la	cual	el
juzgador	le	ha	dado	un	sentido	diferente	para	resolver	los	de	la	materia;
Cuarto.-	Que,	asimismo,	al	desarrollar	dichas	causales	se	refiere
fundamentalmente	a	un	análisis	de	la	prueba,	que	no	es	materia	de	este
extraordinario	recurso	de	casación,	que	versa	únicamente	sobre	cuestiones
de	derecho	o	de	iure;	Quinto.-	Que,	conforme	al	inciso	segundo	del	artículo
cincuentisiete	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo,	el	recurso	debe	ampararse	en
alguna	de	las	causales	previstas	en	forma	taxativa	en	el	artículo
cincuenticuatro	de	dicho	cuerpo	legal,	para	luego	hacer	las	precisiones
pertinentes;	por	estas	razones:	declararon	Improcedente	el	recurso	de
casación	interpuesto	(...).”	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.
3404-97.	Callao,	oct.	19/98)
JURISPRUDENCIA.—Es	improcedente	el	recurso	que	pretende	amparar	la
contradicción	jurisprudencial	presentando	sólo	una	ejecutoria	superior.	“El
recurso	de	casación	interpuesto	cumple	con	los	requisitos	necesarios	para
su	admisibilidad	previstos	por	el	artículo	cincuentiséis	de	la	Ley	Procesal
del	Trabajo;	Segundo.-	Que,	en	cuanto	a	los	requisitos	de	fondo	el	recurrente
cumple	con	invocar	las	causales	en	que	se	funda,	en	este	caso:	a)	la
interpretación	errónea	de	los	artículos	segundo,	noveno	y	Sexta	Disposición
Transitoria	del	Decreto	Legislativo	número	seiscientos	cincuenta;	y	de	la
Ley	número	veinticuatro	mil	quinientos	catorce;	b)	la	interpretación
errónea	e	incorrecta	aplicación	del	artículo	diecinueve	del	Decreto
Legislativo	número	seiscientos	cincuenta;	c)	la	incorrecta	aplicación	del
artículo	quince	del	Decreto	Legislativo	número	setecientos	trece;	y,	d)	la
contradicción	con	otros	pronunciamientos	emitidos	por	otra	sala	en	casos
objetivamente	similares;	causales	previstas	en	el	artículo	cincuenticuatro,
incisos	primero	y	segundo,	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo;	(...).	Sexto.-	Que,
respecto	a	la	última	causal,	se	acompaña	como	fuente	de	contradicción
jurisprudencial,	sólo	una	ejecutoria	superior,	cuando	el	artículo
cincuenticuatro,	inciso	segundo,	del	acotado	exige	que	sean	más	de	una	a
efectos	de	que	revele	que	es	por	ese	sentido	que	los	juzgadores	se	están
inclinando,	en	contraposición	al	que	se	dicta	en	la	que	es	materia	de
casación,	para	allí	precisamente	cumplir	la	sala	casatoria	su	objetivo	de
unificar	la	jurisprudencia,	y	no	cuando	la	situación	jurídica	es	a	la	inversa;
Sétimo.-	Que,	de	acuerdo	al	análisis	vertido	el	recurso	interpuesto	no	reúne
los	requisitos	de	fondo	para	su	procedencia;	declararon	Improcedente	el
recurso	de	casación	interpuesto	(...).”	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y
Social.	Exp.	3456-97.	Lima,	oct.	16/98)
JURISPRUDENCIA.—La	causal	de	contradicción	jurisprudencial	debe	estar
amparada	en	la	presentación	de	al	menos	dos	resoluciones.	“El	recurso	de
casación	ha	sido	admitido	por	cumplir	con	los	requisitos	de	forma	que
contiene	el	artículo	cincuentiséis	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo,	en
consecuencia,	es	necesario	examinar	los	requisitos	de	fondo	para
pronunciarse	sobre	la	procedencia	del	mismo;	(...).	Sexto.-	Que,	finalmente
en	lo	referente	a	la	causal	de	contradicción	jurisprudencial,	esta	sala
casatoria	ha	establecido	en	reiterada	jurisprudencia	que	para	la
procedencia	de	esta	causal	es	necesario	acreditar	la	existencia	de	dos	o	más
resoluciones	contradictorias	expedidas	por	las	salas	laborales,	a	lo	cual	no
se	ha	dado	cumplimiento;	razones	por	las	cuales	declararon	Improcedente	el
recurso	de	casación	interpuesto	(...).”	(Cas.	Sala	de	Derecho	Constitucional	y
Social.	Exp.	3630-97.	Lima,	oct.	30/98)
JURISPRUDENCIA.—El	origen	erróneo	de	los	fundamentos	enunciados	por	la
Sala	Laboral	justifica	la	casación.	“Primero.-	que,	el	recurso	de	casación	tiene
por	objeto	ejercitar	el	control	de	la	legalidad	en	las	resoluciones	de
instancia	que	se	expiden	en	revisión	por	las	cortes	superiores	de	justicia,
tutelando	la	correcta	aplicación	e	interpretación	de	las	normas	materiales
así	como	las	que	garantizan	el	debido	proceso;	Segundo.-	que,	las	causales
de	casación	que	se	han	planteado	en	el	caso	de	autos,	determinan	los	límites
del	pronunciamiento	de	esta	Sala	Suprema	para	establecer	si	la	recurrida	ha
incurrido	en	vicio	insalvable	que	obligue	a	su	nulidad,	las	mismas	que	deben
estar	referidas	a	su	vez,	a	cuestiones	de	hecho	predeterminadas	por	las
instancias	inferiores,	que	no	hagan	necesario	revalorizar	la	prueba	actuada,
ya	que	esta	actividad	es	ajena	a	los	fines	casatorios;	Tercero.-	que,	el
supuesto	de	inaplicación	de	una	norma	de	derecho	material	se	encuentra
subsumido	en	la	causal	de	evidente	violación	de	la	ley,	prevista	en	el	inciso
primero	del	artículo	cincuenticuatro	del	texto	primigenio	de	la	Ley	Procesal
del	Trabajo	y,	requiere	que	los	hechos	establecidos	en	las	sentencias	de
mérito	requieran	la	aplicación	de	la	norma	denunciada,	en	este	caso	el
artículo	treintisiete	del	Decreto	Legislativo	setecientos	veintiocho,	pero	se
constata	que	la	recurrida	al	revocar	la	apelada	se	basa	en	hechos	no	sólo
distintos	sino	contrarios	a	los	expuestos	por	el	juez	de	trabajo;	Cuarto.-	que,
la	sentencia	de	primera	instancia	declara	fundada	una	excepción	de
incompetencia	deducida	por	la	demandada,	refiriéndose	a	la	existencia	de
un	contrato	mercantil	entre	las	partes	y	rechazando	la	pretensión	del	actor
de	calificar	como	laboral	su	relación	contractual,	mientras	que	la	segunda
afirma	contradictoriamente	que	‘la	relación	laboral	se	encuentra	probada	y
aceptada	por	Transervi	Sociedad	Anónima’,	señalando	además	que	el	actor
ha	invocado	la	nulidad	de	su	despido,	hecho	que	no	se	verifica	en	la
demanda	de	fojas	veintinueve;	Quinto.-	que,	en	esos	términos	no	es	posible
aplicar	la	norma	denunciada,	ya	que	no	existe	un	conflicto	de	aplicación	de
normas	que	sean	pertinentes	a	la	materia	litigada,	sino	una	distorsión	de	los
hechos	sobre	los	que	se	deben	aplicar	tales	normas,	habiéndose	producido
por	tanto	un	error	in	procedendo	que	debe	corregirse	previamente;	Sexto.-
que,	la	causal	de	contradicción	con	otros	pronunciamientos
jurisprudenciales	resulta	apropiada	para	enfocar	el	vicio	en	que	se	ha
incurrido,	ya	que	ésta	debe	estar	ligada	necesariamente	a	otra	de	las
causales	normativas	que	contenía	el	inciso	primero	del	artículo
cincuenticuatro	antes	referido,	en	este	caso	a	la	evidente	violación	de	la	Ley
Procesal,	la	misma	que	es	señalada	por	la	recurrente	cuando	a	fojas
doscientos	diecinueve	dice	que	‘la	Sala	ha	emitido	una	sentencia	que	se
pronuncia	sobre	aspectos	que	no	son	materia	de	la	presente	controversia,
sino	que	sus	considerandos	se	refieren	a	otro	proceso’;	Sétimo.-	que	en
efecto,	la	recurrida	se	pronuncia	sobre	puntos	no	controvertidos,	sin	tener
en	cuenta	el	contenido	del	voto	en	discordia	que	se	incluye	al	expedirla,	el
mismo	que	sí	se	ha	referido	a	la	materia	demandada,	infringiendo	por	tanto
el	inciso	cuarto	del	artículo	ciento	veintidós	del	Código	Procesal	Civil,
aplicable	supletoriamente,	lo	que	es	causal	de	nulidad	de	acuerdo	a	la
segunda	parte	del	numeral	citado,	que	puede	ser	declarada	incluso	de	oficio,
según	el	último	párrafo	del	artículo	ciento	setentiséis	del	mismo	código
adjetivo,	por	tratarse	de	una	nulidad	insubsanable;	Octavo.-	que,	al	haber
contradicción	entre	la	recurrida	con	las	demás	resoluciones	presentadas,	no
sólo	por	su	contenido	de	fondo	sino	por	el	origen	erróneo	de	sus
fundamentos,	ha	incurrido	también	en	causal	de	casación	prevista	en	el
inciso	segundo	del	artículo	cincuenticuatro	de	la	Ley	número	veintiséis	mil
seiscientos	treintiséis,	aplicable	en	su	texto	original	por	razón	de
temporalidad,	por	lo	que	en	aplicación	de	lo	dispuesto	en	el	numeral	dos
punto	uno	del	inciso	segundo	del	artículo	trescientos	noventiséis	del	Código
Procesal	Civil;	declararon	Fundado	el	recurso	de	casación	interpuesto	a	fojas
doscientos	catorce	por	Transervi	Sociedad	Anónima;	en	consecuencia	Nula
la	sentencia	de	vista	de	fojas	ciento	ochentinueve,	su	fecha	nueve	de	abril	de
mil	novecientos	noventisiete;	Dispusieron	que	la	Segunda	Sala	Laboral	de	la
Corte	Superior	de	Justicia	de	Lima	expida	nuevo	fallo	de	acuerdo	al	mérito
de	lo	actuado;	Llamaron	la	atención	a	los	vocales	superiores	Farfán	Osorio,
Delgado	Guillén	y	Espinoza	Puga	por	la	deficiencia	anotada.”	(Cas.	Sala	de
Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	1614-97.	Lima,	mar.	02/99)
JURISPRUDENCIA.—Atenta	contra	el	debido	proceso	que	la	resolución
apelada	no	se	haya	pronunciado	sobre	todos	los	extremos.	La	omisión
transgrede	normas	esenciales,	debiendo	reponerse	al	estado	donde	se	cometió
el	error.	“Que,	de	otro	lado,	esta	Suprema	Sala	puede	verificar,
excepcionalmente,	si	las	causas	sometidas	a	su	jurisdicción	respetan	reglas
mínimas	y	esenciales	del	debido	proceso,	dado	que	dicha	institución	cautela
derechos	fundamentales	consagrados	en	la	Constitución	Política,	pues	de
otro	modo	no	se	podría	ejercer	adecuadamente	la	función	y	postulado
contenidos	en	el	citado	artículo	cincuenticuatro	de	la	Ley	Procesal	del
Trabajo,	por	tanto	este	extremo	también	es	Procedente	de	oficio;	Quinto:
Que,	por	los	efectos	que	genera	la	causal	de	contravención	de	las	normas
que	garantizan	el	derecho	a	un	debido	proceso,	será	analizada	en	primer
lugar,	pues	de	declararse	fundado	carecería	de	objeto	pronunciarse	por	la
causal	de	derecho	material;	Sexto:	Que,	la	nulidad	absoluta	se	presenta
siempre	que	un	acto	procesal	(o	actos	procesales	cuyo	conjunto	hacen	el
proceso)	adolezca	de	una	circunstancia	fijada	en	las	leyes	procesales	como
necesaria	para	que	el	acto	produzca	sus	efectos	normales;	en	tal	sentido,
cabe	advertir	que	frente	a	un	vicio	de	tal	consideración,	cualquier	órgano
jurisdiccional	por	el	solo	hecho	de	serlo	tiene	lo	que	en	doctrina	se	llama
potestad	nulificante	del	juzgador	y	que	ha	sido	acogida	en	el	artículo	ciento
setentiséis	in	fine	del	Código	Procesal	Civil;	Sétimo:	Que,	el	inciso	cuarto	del
artículo	ciento	veintidós	del	código	adjetivo,	de	aplicación	supletoria,
establece	que	las	resoluciones	contienen	la	expresión	clara	y	precisa	de	lo
que	se	decide	y	ordena,	respecto	de	todos	los	puntos	controvertidos,	caso
contrario	se	incurre	en	causal	de	nulidad,	según	lo	prevé	expresamente	el
segundo	párrafo	de	la	citada	norma	procesal;	Octavo:	Que,	el	A	quem	ha
omitido	pronunciarse	sobre	el	recurso	de	apelación	en	el	extremo	sobre	la
compensación	que	dedujera	la	emplazada	por	los	préstamos	otorgados	al
demandante,	transgrediendo,	de	esta	manera,	formas	esenciales,	debiendo
reponerse	al	estado	donde	se	cometió	el	vicio	o	error;	Noveno:
Consecuentemente,	la	resolución	de	mérito	al	no	responder	a	lo	actuado	en
el	proceso,	transgrede	la	garantía	constitucional	contemplada	en	el	artículo
ciento	treintinueve	inciso	quinto	de	la	Carta	Magna;	Resolución:	Por	estas
consideraciones:	declararon	Fundado	el	recurso	de	casación.”	(Cas.	Sala
Transitoria	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.	744-2002-Lima,	jul.
30/2003).
JURISPRUDENCIA.—La	violación	del	debido	proceso	es	causal	de	casación
laboral	pese	a	no	estar	expresamente	contemplada	en	la	ley.	“Respecto	a	la
denuncia	a)	el	modelo	legal	peruano	de	casación	laboral	a	diferencia	del
civil	no	incluye,	entre	las	causales	que	las	partes	puedan	proponer,	ninguna
vinculada	a	instituciones	del	debido	proceso	o	a	las	formalidades
procesales,	y	si	bien	es	cierto	que	esta	sala	suprema	se	ha	visto
excepcionalmente	en	la	necesidad	de	pronunciarse	sobre	la	configuración
de	vicios	que	de	forma	manifiesta	y	flagrante	vulneran	el	debido	proceso
recogido	por	el	inciso	tres	del	artículo	ciento	treinta	y	nueve	de	la
Constitución	Política	del	Estado,	dicha	circunstancia	no	se	presenta	en	el
caso	de	autos	toda	vez	que,	la	sentencia	de	vista	ha	sido	emitida	en	mérito	a
la	valoración	conjunta	y	razonada	de	los	medios	probatorios	aportados	en	el
proceso,	cumpliendo	con	la	obligación	que	le	impone	el	artículo	treinta	de	la
Ley	Procesal	del	Trabajo;	en	consecuencia	esta	denuncia	deviene	en
improcedente;	Sétimo.-	Que,	en	lo	referente	a	las	causales	b)	y	c),	es	preciso
señalar	que	la	interpretación	errónea	se	define	como	aquella	orientada	a
denunciar	no	la	elección	de	la	norma	para	la	solución	del	caso	concreto,	la
cual	es	correcta,	sino	el	sentido	interpretativo	que	en	la	sentencia
impugnada	le	ha	otorgado	el	juzgador;	que	el	recurrente	bajo	este	pretexto
de	la	supuesta	interpretación	errónea	de	las	normas	citadas,	persigue	que	se
establezca	que	las	instancias	de	mérito	han	incurrido	en	error	al	determinar
la	base	de	cálculo	de	los	beneficios	que	corresponden	al	actor,	para	lo	cual
resultaría	necesario	efectuar	un	reexamen	de	los	elementos	de	pruebas
actuadas	en	el	proceso	lo	que	como	es	obvio	resulta	ajeno	a	la	naturaleza
extraordinaria	del	recurso	de	casación	que	se	circunscribe	a	cuestiones	de
derecho	o	de	iure	con	expresa	exclusión	de	los	de	hecho	y	sobre	apreciación
de	prueba,	por	lo	que	estas	denuncias	también	deben	desestimarse;	por
estas	consideraciones	declararon:	Improcedente	el	recurso	de	casación
interpuesto”	(Cas.	Sala	Transitoria	de	Derecho	Constitucional	y	Social.	Exp.
1078-2006-Lima,	jul.	18/2007).
JURISPRUDENCIA.—La	actuación	de	pruebas	por	la	comisión	de	falta	grave
no	es	materia	del	recurso	de	casación.	“(…)	se	debe	precisar	que	el
recurrente	fue	cesado	por	la	comisión	de	la	falta	grave	prevista	en	el	inciso
a)	del	artículo	veinticinco	del	decreto	supremo	número	cero	cero	tres	guión
noventisiete	guión	TR,	motivo	por	el	cual	necesariamente	el	juez	al	emitir	su
sentencia	a	favor	o	en	contra	del	actor	en	base	a	la	prueba	actuada	debió
compulsar	dicha	norma,	por	tanto	la	norma	denunciada	era	la	pertinente
para	resolver	la	presente	causa,	motivo	por	el	cual	el	agravio	referido	a	este
extremo	es	improcedente;	(…)	y	teniendo	en	cuenta	la	naturaleza	procesal
de	la	norma	denunciada,	la	cual	está	vinculada	a	la	actuación	de	la	prueba,
dicha	denuncia	debe	ser	rechazada,	por	cuanto	no	es	posible	en	vía	de
casación	se	reexamine	los	medios	probatorios;	(…).”	(CSJ,	Cas.	lab.	337-
2002-Lima,	nov.	14/2002.	S.	S.	Cáceres	Ballon)
REQUISITOS	FORMALES
Ley	26636.
ART.	57.—Modificado.	Ley	27021,	Art.	1°.	Requisitos	de
forma.	El	recurso	de	casación	se	interpone:
a)	Ante	la	sala	que	expidió	la	resolución	impugnada.
b)	Dentro	del	plazo	de	diez	(10)	días	de	notificada.
c)	Contra	la	sentencia	a	que	se	refiere	el	artículo	55.
d)	Acreditando	el	pago	o	la	exoneración	de	la	tasa	judicial
respectiva.
e)	Siempre	que	la	resolución	adversa	de	primera	instancia	que
haya	sido	confirmada	por	la	recurrida	no	hubiere	sido	consentida.
f)	Presentando	copia	de	las	resoluciones	contradictorias,	si
invocara	la	causal	señalada	en	el	inciso	d)	del	artículo	56.
La	Sala	Superior	sólo	admitirá	el	recurso	que	cumpla	estos
requisitos	y	rechazará	el	que	no	satisfaga.
REQUISITOS	DE	FONDO
Ley	26636.
ART.	58.—Modificado.	Ley	27021,	Art.	1°.	Requisitos	de
fondo.	El	recurso	deberá	estar	fundamentado	con	claridad
señalando	con	precisión	las	causales	descritas	en	el	artículo	56	en
que	se	sustenta	y,	según	el	caso:
a)	Qué	norma	ha	sido	indebidamente	aplicada	y	cuál	es	la	que
debió	aplicarse.
b)	Cuál	es	la	correcta	interpretación	de	la	norma.
c)	Cuál	es	la	norma	inaplicada	y	por	qué	debió	aplicarse.
d)	Cuál	es	la	similitud	existente	entre	los	pronunciamientos
invocados	y	en	qué	consiste	la	contradicción.
La	sala	casatoria	califica	estos	requisitos	y,	si	los	encuentra
conformes,	en	un	solo	acto,	se	pronuncia	sobre	el	fondo	del
recurso.	En	caso	de	no	cumplir	con	alguno	de	tales	requisitos,	lo
declarará	improcedente.
JURISPRUDENCIA.—El	recurso	de	casación	no	puede	valorar	nuevamente
las	pruebas	aportadas.	“(…)	en	el	recurso	de	casación	no	se	pueden	valorar
nuevamente	las	pruebas	aportadas,	admitidas	y	actuadas	en	primer	y/o	en
segundo	grado,	pues	su	configuración	normativa	establece	que	tal	recurso
tiene	por	finalidad	la	adecuada	aplicación	del	derecho	objetivo	al	caso
concreto”,	ya	que	de	suceder	ello	se	afectaría	el	derecho	en	mención.	(…)
Por	esta	razón,	este	tribunal	considera	que	la	casación	cuestionada	ha
vulnerado	el	derecho	al	debido	proceso	del	demandante,	en	la	medida	que
modificó	la	valoración	de	los	hechos	probados	por	la	sentencia	de	segundo
grado,	consistente	en	que	el	demandante	no	era	un	trabajador	del	régimen
laboral	de	construcción	civil,	sino	del	régimen	laboral	privado.”	(T.	C.,	Exp.
03736-2010-PA/TC,	jul.	15/2011.	Pres.	Mesía	Ramírez)
PRONUNCIAMIENTO
Ley	26636.
ART.	59.—Modificado.	Ley	27021,	Art.	1°.	Pronunciamiento.
La	sentencia	casatoria	declarará	fundado	o	infundado	el	recurso
que	cumple	con	los	requisitos	de	fondo.	Si	lo	declara	fundado,	casa
la	resolución	recurrida	y	se	pronuncia	sobre	las	causales	que	son
procedentes,	resolviendo	el	conflicto,	sin	devolver	el	proceso	a	la
instancia	inferior.	El	pronunciamiento	debe	limitarse	a	lo
siguiente:
a)	Indicar	la	debida	aplicación	o	interpretación	de	las	normas	de
derecho	material	que	hayan	sido	objeto	de	impugnación.
b)	Restablecer	el	derecho	conculcado	por	la	resolución	recurrida,
sin	pronunciarse	sobre	los	aspectos	económicos	del	fallo,	si	los
hubiere,	los	que	deberán	liquidarse	por	el	juzgado	de	origen.
c)	Actuar	en	sede	de	instancia	con	respecto	a	la	sentencia
apelada,	si	fuere	el	caso.
JURISPRUDENCIA.—Es	irrazonable	que	no	se	valore	la	protección	del	fuero
sindical.	“(…)	este	colegiado	juzga	irrazonable	que	la	sala	suprema
emplazada,	al	momento	de	resolver	la	Casación	(…)	haya	excluido	estos
hechos	valorados	y	no	haya	tenido	presente	la	protección	que	brinda	el
fuero	sindical,	pues	en	el	proceso	laboral	se	alegó	que	el	despido	del
demandante	era	nulo	porque	en	la	fecha	en	que	se	produjo	se	encontraba
protegido	por	el	fuero	sindical;	sin	embargo,	la	Casación	(…)	omite
pronunciarse	sobre	ello,	a	pesar	de	haber	sido	un	hecho	calificado	y
probado	por	la	sentencia	de	primera	y	segunda	instancia,	negando	de	este
modo	la	tutela	del	derecho	a	la	libertad	sindical;	y	es	que	la	sala	suprema
emplazada	en	el	décimo	segundo	considerando	de	la	casación	cuestionada
estima	que	el	fuero	sindical	es	un	argumento	de	la	demanda	que	se	utiliza
como	“un	mecanismo	para	desnaturalizar	las	relaciones	de	trabajo	de
duración	determinada”.
Lo	dicho	por	la	sala	suprema	emplazada	afecta	la	congruencia	del	proceso
laboral	de	nulidad	de	despido,	pues	en	él	nunca	se	debatió	como	tema	a
decidir	si	el	fuero	sindical	es,	o	no,	un	“mecanismo	para	desnaturalizar	las
relaciones	de	trabajo	de	duración	determinada”,	por	el	contrario,	el	thema
decidendi	era	determinar	si	el	demandante	se	encontraba,	o	no,	protegido
por	el	fuero	sindical	en	la	fecha	de	su	despido;	y	vulnera	también	el	derecho
a	la	libertad	sindical	por	haber	desconocido	la	protección	que	brinda	el
fuero	sindical	y	el	cargo	sindical	que	había	tenido	el	demandante.”	(T.	C.,
Exp.	03736-2010-PA/TC,	jul.	15/2011.	Pres.	Mesía	Ramírez)
COMENTARIO.—Vigencia	y	alcances	de	la	ley.	El	artículo	3°	de	la	Ley	N°
27021,	dispone	que	ésta	entra	en	vigencia	al	día	siguiente	de	ser	publicada,
esto	es,	el	24	de	diciembre	de	1998,	y	se	aplica	incluso	a	los	procesos	que	se
encuentran	 en	 trámite.	 Los	 recursos	 de	 casación	 interpuestos	 antes	 de	 su
vigencia	serán	calificados	conforme	a	las	normas	anteriores;	sin	embargo,	el
pronunciamiento	de	la	Sala	Casatoria	se	adecuará	al	trámite	previsto	en	el
párrafo	final	del	modificado	artículo	58.
RECURSO	DE	QUEJA
Ley	26636.
ART.	60.—Tramitación.	El	recurso	de	queja	procede	contra	la
denegatoria	de	apelación	o	de	casación.	Se	interpone	en	el	plazo
de	tres	(3)	días	de	notificada	la	resolución	denegatoria,	ante	el
órgano	superior	que	debe	conocer	del	recurso	denegado.	No
procede	por	razón	del	efecto	en	que	se	concede	la	apelación.	El
recurso	de	queja	por	denegatoria	del	recurso	de	casación	en
materia	laboral	está	sujeto	al	pago	de	la	tasa	determinada	para
procesos	civiles	cualquiera	que	sea	la	parte	que	lo	interponga.
TÍTULO	SÉTIMO
Proceso	Ordinario	Laboral
DISPOSICIONES	GENERALES
Ley	26636.
ART.	61.—Tramitación.	Se	tramitan	en	proceso	ordinario
laboral	todos	los	asuntos	contenciosos	y	no	contenciosos	que	son
de	competencia	de	los	juzgados	especializados	de	trabajo,	salvo
disposición	legal	distinta.
PLAZOS
Ley	26636.
ART.	62.—Plazos	para	la	contestación	a	la	demanda	y	para
emitir	sentencia.	El	plazo	para	contestar	la	demanda	es	de	10
días.
El	plazo	para	emitir	sentencia	es	de	15	días	luego	de	la	audiencia
única	o	de	concluida	la	actuación	de	pruebas.
AUDIENCIA	ÚNICA
Ley	26636.
ART.	63.—Señalamiento	de	fecha	para	audiencia.	Contestada
la	demanda,	el	juez	notifica	la	misma	al	demandante
concediéndole	un	plazo	de	3	días	para	la	absolución	escrita	de	las
excepciones	y	cuestiones	probatorias	propuestas	por	el
demandado,	quien	absolverá	las	cuestiones	probatorias
propuestas	contra	sus	pruebas	en	la	audiencia	única.	En	la	misma
resolución	señala	día	y	hora	para	dicha	diligencia,	la	que	debe
realizarse	dentro	de	un	plazo	máximo	de	quince	(15)	días.
INCONCURRENCIA	A	LA	AUDIENCIA.	EFECTOS
Ley	26636.
ART.	64.—Inasistencias.	Si	a	la	audiencia	concurriera	una	de	las
partes,	ésta	se	realizará	sólo	con	ella.	La	inconcurrencia	de	ambas
partes	determinará	el	archivamiento	del	proceso	si	transcurridos
30	días	naturales	desde	la	fecha	de	la	audiencia,	el	proceso	no	ha
sido	activado	por	ninguna	de	ellas.
COMENTARIO.—Improcedencia	del	abandono	en	el	proceso	laboral.	En
el	proceso	 laboral	no	existe	remisión	alguna	a	 la	 institución	del	abandono,
como	sí	 la	hay	en	el	Código	Procesal	Civil.	Por	el	contrario,	el	párrafo	final
del	 artículo	 primero	 del	 Título	 Preliminar	 de	 la	 Ley	 Procesal	 de	 Trabajo
establece	la	obligación	del	juez	laboral	de	dirigir	e	impulsar	el	proceso	para
lograr	una	solución	pronta	de	las	controversias	a	su	cargo.
En	 esta	 orientación	 de	 pensamiento,	 no	 procedería	 la	 declaración	 de
abandono	en	el	proceso	laboral.
Criterio	 concordante	 establece	 el	 Acuerdo	 N°	 02	 del	 Pleno	 Jurisdiccional
Laboral	de	1999.
COMENTARIO.—La	 inconcurrencia	 reiterada	 a	 la	 audiencia	 única
permite	el	archivo	del	caso.	El	 Pleno	 Jurisdiccional	Distrital	 en	Materias
Laboral	y	Penal	del	2008	(Ica)	concluye	por	mayoría,	que	es	posible	aplicar
supletoriamente	el	artículo	203	del	Código	Procesal	Civil,	cuando	exista	falta
de	 interés	 del	 trabajador	 en	 continuar	 el	 proceso,	 demostrado	 su
inconcurrencia	 reiterada	 a	 la	 audiencia	 única.	 En	 ese	 sentido,	 el	 pleno
precisa:	 “(…)	 en	 la	 resolución	 que	 se	 le	 cita	 por	 segunda	 vez	 para	 la
diligencia	 de	 audiencia	 única	 se	 debe	 señalar	 en	 forma	 expresa	 dicho
apercibimiento,	 el	 que	 se	 hará	 efectivo	 ante	 la	 inconcurrencia	 (…)”.
Finalmente,	se	deja	a	salvo	el	derecho	del	trabajador	de	volver	a	plantear	su
pretensión	 ante	 el	 órgano	 jurisdiccional,	 pues	 la	 resolución	 de
archivamiento	no	implica	un	pronunciamiento	sobre	el	fondo	de	la	litis.
SANEAMIENTO
Ley	26636.
ART.	65.—Saneamiento	procesal.	Iniciada	la	audiencia	el	juez
actúa	las	pruebas	referidas	a	las	excepciones	que	hubieran	sido
propuestas;	luego,	de	oficio,	y	aun	cuando	el	emplazado	hubiese
sido	declarado	rebelde,	emitirá	en	el	mismo	acto	resolución
declarando:
1.	La	validez	de	la	relación	jurídico	procesal.
2.	La	nulidad	y	consiguiente	conclusión	del	proceso	por	invalidez
insubsanable	de	la	relación,	precisando	sus	defectos.
3.	La	suspensión	de	la	audiencia,	concediendo	un	plazo	de	cinco
días	para	la	subsanación	de	los	defectos	si	éstos	lo	permitieran.
Subsanados	los	defectos,	el	juez	señalará	fecha	para	la	audiencia;
en	caso	contrario,	declarará	concluido	el	proceso.
INVITACIÓN	A	LA	CONCILIACIÓN
Ley	26636.
ART.	66.—Conciliación.	Saneado	el	proceso,	en	la	misma
audiencia,	el	juez	invita	a	las	partes	a	conciliar	el	conflicto.
Se	puede	conciliar	en	forma	total	o	parcial	el	petitorio	contenido
en	la	demanda.	El	juez	dejará	constancia	en	el	acta	de	la	invitación
a	conciliar	y	de	la	falta	de	acuerdo	si	fuere	el	caso.
Al	aprobar	la	fórmula	conciliatoria,	el	juez	deberá	observar	el
principio	de	irrenunciabilidad	respecto	de	los	derechos	que
tengan	ese	carácter.
	
PUNTOS	DE	CONTROVERSIA
Ley	26636.
ART.	67.—Fijación	de	puntos	controvertidos.	De	no	haber
conciliación,	con	lo	expuesto	por	las	partes,	el	juez	procederá	a
enumerar	los	puntos	controvertidos	y,	en	especial,	los	que	serán
materia	de	prueba,	resolviendo	para	tal	efecto	las	cuestiones
probatorias.	A	continuación,	ordenará	la	actuación	de	los	medios
probatorios	ofrecidos	relativos	a	las	cuestiones	controvertidas	en
la	misma	audiencia.
ACTUACIÓN	DE	PRUEBAS.	JURAMENTO
Ley	26636.
ART.	68.—Actuación	de	pruebas.	La	actuación	de	pruebas	es
dirigida	personalmente	por	el	juez.	Cuando	corresponda,	el	juez
toma	a	cada	uno	de	los	convocados	juramento	o	promesa	de	decir
la	verdad.
ALEGATOS.	PROYECTO	DE	SENTENCIA
Ley	26636.
ART.	69.—Alegatos.	Dentro	de	un	plazo	de	cinco	(5)	días	de
concluida	la	actuación	de	pruebas	las	partes	pueden	presentar
alegatos.	En	este	alegato	las	partes	pueden	proponer	un	proyecto
de	sentencia,	que	puede	ser	o	no	considerado	por	el	juez.
TÍTULO	OCTAVO
Procesos	Especiales
PROCESO	SUMARÍSIMO
Ley	26636.
ART.	70.—Tramitación.	Se	tramitan	en	proceso	sumarísimo
conforme	a	las	normas	del	Código	Procesal	Civil,	los	asuntos
contenciosos	que	son	de	competencia	de	los	juzgados	de	paz
letrados	de	acuerdo	al	artículo	4°	numeral	3	de	esta	ley.
NORMATIVIDAD
Ley	26636.
ART.	71.—Normas	aplicables.	Son	de	aplicación	en	este	proceso
las	normas	sobre	postulación,	comparecencia,	medios
probatorios,	sentencia	contenidas	en	esta	ley.	Para	la	conciliación
rigen	las	reglas	del	artículo	del	proceso	ordinario	laboral.
PROCESO	DE	EJECUCIÓN
Ley	26636.
ART.	72.—Modificado.	Ley	27242,	Art.	2°.	Títulos	ejecutivos.
Son	títulos	ejecutivos:
1.	El	acta	suscrita	entre	trabajador	y	empleador	ante	la	Autoridad
Administrativa	de	Trabajo,	que	contenga	el	reconocimiento	de
obligación	exigible	en	vía	laboral.
2.	El	acta	de	conciliación	extrajudicial	debidamente	homologada.
3.	Liquidación	para	cobranza	de	aportes	previsionales	del
Sistema	Privado	de	Pensiones.
OBLIGACIONES	PASIBLES	DE	DEMANDA	EJECUTIVA
Ley	26636.
ART.	73.—Obligaciones	que	se	pueden	demandar
ejecutivamente.
1.	Dar	sumas	de	dinero.
2.	Dar	bienes	determinados.
3.	Hacer.
4.	No	hacer.
OBLIGACIÓN	DE	DAR	SUMAS	DE	DINERO
Ley	26636.
ART.	74.—Proceso	de	ejecución	de	obligación	de	dar	suma
cierta	de	dinero.	La	apelación	del	mandato	ejecutivo	se
concederá	sin	efecto	suspensivo.	La	apelación	de	la	sentencia	que
declara	fundada	esta	demanda,	sólo	se	concederá	al	demandado	si
es	que	previamente	ha	cumplido	con	consignar	judicialmente	el
monto	demandado	o	con	ofrecer	una	carta	fianza.
OBLIGACIONES	DE	HACER	Y	NO	HACER
Ley	26636.
ART.	75.—Proceso	de	ejecución	de	obligaciones	de	hacer	y	no
hacer.	La	apelación	del	mandato	ejecutivo	se	concederá	sin	efecto
suspensivo.	Si	el	demandado	se	resiste	a	cumplir	las	obligaciones
de	hacer	o	de	no	hacer,	el	juez	adoptará	las	siguientes	medidas:
1.	Impondrá	multas	sucesivas,	acumuladas	y	crecientes	hasta	que
el	demandado	cumpla	con	el	mandato	judicial.	El	monto	de	las
multas	será	de	1	a	20	URP.
2.	Si	persistiera	en	el	incumplimiento,	denunciar	penalmente	al
demandado	por	el	delito	contra	la	libertad	de	trabajo	o	resistencia
a	la	autoridad.
TÍTULOS	EJECUTIVOS
Ley	26636.
ART.	76.—Títulos	de	ejecución.	Son	títulos	de	ejecución:
1.	Las	resoluciones	judiciales	firmes.
2.	Las	actas	de	conciliación	judicial	o	extrajudicial.
3.	Las	resoluciones	administrativas	firmes.
4.	Los	laudos	arbitrales	firmes	que	resuelven	conflictos	jurídicos.
EJECUCIÓN	DE	RESOLUCIONES
Ley	26636.
ART.	77.—Ejecución	de	resoluciones,	actas	y	laudos.	El	juez
inicia	la	ejecución	requiriendo	al	ejecutado	a	cumplir	con	la
obligación	establecida,	bajo	apercibimiento	de	afectar	los	bienes
en	la	forma	que	señale	el	demandante,	si	es	una	obligación	de	dar
suma	líquida,	o	de	aplicar	lo	dispuesto	en	el	artículo	75,	si	es	una
obligación	de	hacer	o	de	no	hacer.	Es	competente	el	mismo	juez
que	conoció	la	demanda,	salvo	que	ésta	se	haya	iniciado	en	una
sala	laboral,	en	cuyo	caso	lo	será	el	juez	de	trabajo	de	turno.
El	demandado	sólo	puede	oponerse	si	acredita	con	prueba
documental	el	cumplimiento	de	la	obligación.
JURISPRUDENCIA.—Se	vulnera	el	derecho	a	la	efectividad	de	la	resolución
judicial	y	al	trabajo,	cuando	el	empleador	no	cumple	con	reponer	al	trabajar
en	el	régimen	laboral	ordenado	en	la	sentencia.	“(...)	a	la	fecha	se	continúa
produciendo	la	afectación	de	los	derechos	constitucionales	del	demandante,
por	cuanto	la	sociedad	emplazada	se	niega	a	cumplir	con	lo	dispuesto	en
una	sentencia	que	ha	adquirido	la	calidad	de	cosa	juzgada,	pues	no	reconoce
al	demandante	como	trabajador	a	plazo	indeterminado.
En	efecto,	en	la	etapa	de	ejecución	de	la	sentencia	que	adquirió	la	calidad
de	cosa	juzgada,	recaída	en	el	Expediente	(...),	el	demandante	tenía	que	ser
repuesto	como	trabajador	sujeto	al	régimen	laboral	privado	con	un	contrato
de	trabajo	a	plazo	indeterminado,	y	no	como	trabajador	del	régimen	laboral
público	ni	bajo	los	alcances	de	un	contrato	administrativo	de	servicios,	por
lo	que	al	no	haberse	ejecutado	la	sentencia	en	sus	propios	términos,	se	han
vulnerado	los	derechos	del	demandante	a	la	efectividad	de	las	resoluciones
judiciales	y	al	trabajo.
Es	por	esta	razón	que	cualquier	decisión	judicial	que	disponga	o	permita	lo
contrario,	es	decir,	que	el	demandante	no	sea	repuesto	en	la	(...)	como
trabajador	a	plazo	indeterminado	sujeto	al	régimen	laboral	previsto	por	el
Decreto	Legislativo	N°	728,	deviene	en	nula	por	contravenir	la	sentencia
recaída	en	el	Expediente	(...),	razón	por	la	que	corresponde	estimar	la
demanda	y	ordenar	que	se	la	ejecute	en	sus	propios	términos,
reincorporando	al	demandante	como	trabajador	a	plazo	indeterminado.
Sin	perjuicio	de	lo	antes	expuesto,	este	tribunal	considera	oportuno
resaltar	que	en	el	presente	caso	no	se	está	cuestionando	la	legalidad	o	no	de
la	suscripción	de	los	contratos	administrativos	de	servicios,	sino	la
ejecución	en	sus	propios	términos	de	la	sentencia	con	calidad	de	cosa
juzgada	recaída	en	el	Expediente	(...),	y	es	por	ello	que	no	se	evalúa	la
pretensión	en	el	sentido	de	inaplicar	el	Decreto	Legislativo	N°	1057	y	el
Decreto	Supremo	N°	075-2008-PCM.
Ha	resuelto
1.	Declarar	Fundada	la	demanda,	porque	se	ha	acreditado	la	vulneración	de
los	derechos	a	la	efectividad	de	las	resoluciones	judiciales	y	al	trabajo.	(...).”
(T.	C.,	Exp.	00068-2010-PA/TC,	nov.	03/2011.	S.	S.	Beaumont	Callirgos)
DERECHOS	ACCESORIOS	A	LOS	EJECUTADOS
Ley	26636.
ART.	78.—Cálculo	de	los	derechos	accesorios.	Los	derechos
accesorios	a	los	que	se	ejecutan,	como	las	remuneraciones
devengadas,	los	intereses	y	otros	similares,	se	liquidan	por	la
parte	vencedora	con	el	auxilio	pericial	respectivo	de	ser	necesario.
La	otra	parte	puede	observar	dicha	liquidación	sólo	si	sustenta	su
observación	en	una	liquidación	de	similar	naturaleza.	El	juez
decide	cuál	es	la	liquidación	correcta,	recurriendo	sólo	si	fuera
indispensable	a	los	peritos	contables	con	los	que	cuenta	el
juzgado	o	los	que	designe.
NOTA:	Los	artículos	79	al	87	de	la	Ley	N°	26636,	Ley	Procesal	del	Trabajo,	fueron	derogados	por	la
Primera	Disposición	Derogatoria	de	la	Ley	N°	27584,	norma	que	regula	el	proceso	contencioso
administrativo.
JURISPRUDENCIA.—Juez	laboral	y	no	las	partes,	es	el	indicado	para	resolver
cuestionamiento	de	un	peritaje	laboral.	“13.	Sobre	el	particular,	de	autos	se
advierte	que	la	recurrente	presentó	liquidación	pericial	de	actualización	de
adeudos	(…),	peritaje	que	fue	observado	(…)	entidad	que	argumentando	el
incorrecto	cálculo	de	las	gratificaciones,	presentó	a	su	vez	el	examen
pericial	de	observación	y	actualización	de	adeudos	(…);	siendo	que,	al
encontrarse	los	autos	en	despacho	para	determinar	el	monto	de	los
adeudos,	la	recurrente	presentó	escrito	aceptando	el	peritaje	contable
formulado	por	el	empresa	ejecutada,	petición	que	fue	admitida	(…),	decisión
judicial	que	fue	declarada	nula	en	ambas	instancias	por	las	resoluciones
judiciales	cuestionadas,	(…).
14.	Empero,	es	de	subrayar	que	a	tenor	de	la	ley	procesal	acotada,	el
cuestionamiento	de	un	peritaje	está	basado	en	una	de	igual	naturaleza	y	es
el	juez	de	la	causa	quien	decide	y	aprueba	cuál	de	las	liquidaciones
periciales	que	formulan	las	partes	es	la	correcta,	recurriendo	para	ello,	–si
considera	necesario–	a	los	peritos	contables	con	los	que	cuenta	el	juzgado	o
designando	aquellos	en	caso	de	no	contar	con	éstos.
Por	otra	parte	y	al	promoverse	la	observación	de	la	liquidación	presentada
por	la	demandante,	corresponde	a	la	judicatura	y	no	al	justiciable
determinar	cuál	de	los	peritajes	formulados	se	encuentra	arreglado	a	ley
(…)..”	(TC.,	Exp.	03707-2009-PA/TC,	abr.	28/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
IMPUGNACIÓN
Ley	26636.
ART.	88.—Impugnación	de	laudos	arbitrales.	Cualquiera	de	las
partes	que	haya	intervenido	en	un	procedimiento	arbitral
derivado	de	la	negociación	colectiva,	puede	impugnar	el	laudo
recaído	en	aquél,	ante	la	sala	laboral	o	mixta	de	la	jurisdicción
correspondiente.
PLAZO	PARA	IMPUGNAR
Ley	26636.
ART.	89.—Plazo.	El	plazo	para	la	impugnación	es	de	cinco	(5)
días	de	notificado	el	laudo	o	aclaración	si	fuera	el	caso.
EXPEDIENTE	DEL	PROCESO	ARBITRAL
Ley	26636.
ART.	90.—Remisión	de	expediente	administrativo.	Admitida
la	demanda,	se	oficia	a	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo
que	ha	intervenido	en	la	negociación	colectiva,	para	que	remita	el
expediente	respectivo,	corriendo	traslado	a	la	otra	parte	del
procedimiento	arbitral,	para	que	la	conteste	en	el	plazo	de	tres	(3)
días,	con	conocimiento	del	árbitro	o	tribunal	que	haya	expedido	el
laudo,	para	que	coadyuven	en	su	defensa,	si	lo	consideran
conveniente.
PROCESO	DE	PURO	DERECHO
Ley	26636.
ART.	91.—Trámite	y	plazo	de	sentencia.	El	proceso	es	de	puro
derecho.	La	sala	se	pronuncia	por	el	mérito	de	los	alegatos	de	las
partes	y	del	expediente	remitido,	en	el	término	de	diez	(10)	días
de	la	última	actuación	ocurrida.
PRONUNCIAMIENTO
Ley	26636.
ART.	92.—Pronunciamiento	de	la	Corte	Suprema.	La	Corte
Suprema	de	Justicia	se	pronuncia	por	el	solo	mérito	del
expediente	en	el	plazo	de	quince	(15)	días	de	ingresado	éste.
PROCESOS	NO	CONTENCIOSOS
Ley	26636.
ART.	93.—Consignación.	La	consignación	de	una	obligación
exigible	no	requiere	que	el	deudor	efectúe	previamente	su
ofrecimiento	de	pago,	ni	que	solicite	autorización	del	juez	para
hacerlo.
EFECTO	CANCELATORIO	DE	LA	CONSIGNACIÓN.	CONTRADICCIÓN
Ley	26636.
ART.	94.—Contradicción.	El	acreedor	puede	contradecir	el
efecto	cancelatorio	de	la	consignación	en	el	plazo	de	tres	días	de
notificada.	Conferido	el	traslado	y	absuelto	el	mismo,	el	juez
atendiendo	a	su	naturaleza,	resuelve	lo	que	corresponda	o	manda
reservarla	para	que	se	decida	sobre	su	efecto	cancelatorio	en	el
proceso	respectivo.
JURISPRUDENCIA.—Efecto	cancelatorio	de	la	consignación.	“La	presente
causa	versa	sobre	pago	por	consignación;	Segundo:	que	el	día	13	de	febrero
de	1997	la	Municipalidad	Distrital	de	(...)	consigna	judicialmente	el	pago,
por	concepto	de	adeudo	laboral,	a	don	(...);	que	éste	el	día	22	de	abril	de
1997	firma	el	cargo	de	la	cédula	de	notificación	judicial	por	la	cual	se	le
comunica	el	acotado	pago,	según	consta	a	fojas	14	vuelta;	que	la	Ley	N°
26636	–Ley	Procesal	del	Trabajo–	señala	en	su	artículo	94	que	el	acreedor
puede	contradecir	el	efecto	cancelatorio	de	la	consignación	en	el	plazo	de
tres	días	de	notificada;	que	el	escrito	mediante	el	cual	el	acreedor
contradice	el	efecto	cancelatorio	del	pago	en	consignación	es	presentado
recién	el	día	2	de	mayo	de	1997,	según	consta	a	fojas	16,	por	lo	que	la
indicada	contradicción	es	improcedente	por	extemporánea,	lo	cual	hace	que
la	consecuencia	jurídica	pertinente	sea	que	la	consignación	efectuada	tenga
carácter	cancelatorio	sobre	los	adeudos	que	paga	(…).”	(RSL,	Exp.	6794-97-
(A),	dic.	22/97.	V.	P.	Torres	Vega)
RETIRO
Ley	26636.
ART.	95.—Retiro	de	la	consignación.	El	retiro	de	la
consignación	se	hace	a	la	sola	petición	del	acreedor,	sin	trámite
alguno,	aun	cuando	se	haya	formulado	contradicción.
MEDIDAS	CAUTELARES
Ley	26636.
ART.	96.—Oportunidad	y	finalidad.	Todo	juez	puede,	a	pedido
de	parte,	dictar	medida	cautelar	dentro	de	un	proceso,	destinada	a
asegurar	el	cumplimiento	de	la	decisión	definitiva.
Son	procedentes	en	el	proceso	laboral	las	medidas	cautelares	que
contempla	esta	ley.
COMENTARIO.—Trámite	 de	 la	 tercería	 que	 derive	 de	 una	 medida
cautelar.	 En	 el	 pleno	 jurisdiccional	 distrital	 en	 materia	 laboral	 del	 2007
(Arequipa)	 la	 judicatura	concluyó,	por	unanimidad,	que	 “se	 tramitan	en	el
área	laboral	las	tercerías	que	deriven	de	una	medida	cautelar	trabada	en	un
proceso	de	la	misma	naturaleza.
En	 dicho	 supuesto,	 le	 corresponde	 el	 trámite	 normado	 por	 el	 Código
Procesal	Civil,	en	aplicación	de	la	Tercera	Disposición	Transitoria	de	la	Ley
N°	 26636	 (sic),	 esto	 es	 el	 contenido	 en	 el	 artículo	 533	 y	 siguientes	 del
Código	Procesal	Civil,	referidos	al	procedimiento	abreviado”.
REQUISITOS
Ley	26636.
ART.	97.—Requisitos	de	la	solicitud.	El	que	pide	la	medida
debe:
1.	Exponer	los	fundamentos	y	modalidad	de	la	pretensión
cautelar.
2.	Indicar,	si	fuere	el	caso,	los	bienes	sobre	los	que	debe	recaer	la
medida	y	el	monto	de	su	afectación.
3.	Ofrecer	contracautela.	El	juez,	tomando	en	consideración	la
condición	económica	del	solicitante,	puede	considerar	suficiente
la	caución	juratoria.
4.	Designar	el	órgano	de	auxilio	judicial	correspondiente.
ACREDITACIÓN
Ley	26636.
ART.	98.—Acreditación	del	fundamento	de	la	pretensión
cautelar.	Se	acredita	la	pretensión	cautelar	y	se	presume	el
peligro	en	la	demora	en	los	siguientes	casos:
1.	Cuando	un	acta	de	inspección	elaborada	por	la	Autoridad
Administrativa	de	Trabajo	constata	el	cierre	no	autorizado	del
centro	de	trabajo.
2.	Derogado.	D.	Leg.	845,	Primera	Disposición	Final.
3.	Cuando	el	empleador	ha	sido	denunciado	penalmente	por	el
Ministerio	Público	por	delito	contra	la	libertad	de	trabajo	en	los
supuestos	de	simulación	de	causales	para	el	cierre	del	centro	de
trabajo	y	de	abandono	de	éste	para	extinguir	las	relaciones
laborales.
COMENTARIO.—No	debe	restringirse	 la	acreditación	del	peligro	en	la
demora	 a	 los	 supuestos	 contenidos	 en	 la	 ley.	 El	 Pleno	 Jurisdiccional
Distrital	 en	 Materias	 Laboral	 y	 Penal	 del	 2008	 (Ica)	 concluye,	 por
unanimidad,	que	“(…)	el	juez	tiene	ante	sí	una	delicada	decisión	cuando	se	le
solicita	 una	 medida	 cautelar	 pues,	 en	 primer	 lugar	 debe	 decidir	 sin
contradictorio,	 esto	 es,	 sin	 conocer	 los	 fundamentos	 del	 afectado	 con	 la
medida	cautelar;	y	en	segundo	lugar,	debe	hacerlo	en	forma	expeditiva;	por
lo	que	debe	compulsarse	adecuadamente	la	concurrencia	de	los	requisitos	o
elementos	 indispensables	 que	 para	 la	 concesión	 de	 una	 medida	 cautelar
prevé	 e	 impone	 la	 norma	 procesal,	 dado	 que	 sí	 no	 existieran	 su
otorgamiento	 o	 denegatoria	 pasaría	 a	 ser	 un	 ejercicio	 arbitrario	 de	 la
jurisdicción.	 Que,	 siendo	 uno	 de	 estos	 requisitos	 el	 peligro	 en	 la	 demora,
‘periculum	in	mora’	consiste	en	la	constatación	por	parte	del	juez	que	sí	no
concede	 de	 inmediato	 la	 medida	 cautelar	 a	 través	 de	 la	 cual	 garantice	 el
cumplimiento	del	 fallo	definitivo,	es	 factible	que	este	 jamás	se	ejecute	con
eficacia.	 Dentro	 de	 este	 contexto	 no	 debe	 restringirse	 la	 acreditación	 del
peligro	en	 la	demora	a	 los	supuestos	contemplados	en	el	artículo	98	de	 la
Ley	 Procesal	 de	 Trabajo,	 sino	 que	 el	 juez	 debe	 analizar	 los	 medios
probatorios	 aportados	 por	 el	 trabajador	 en	 cada	 caso	 concreto	 y	 de	 esta
manera	determinar	la	procedencia	de	la	medida	cautelar	que	se	peticiona”.
CASOS	ESPECIALES
Ley	26636.
ART.	99.—Caso	especial	de	procedencia.	Procede	la	medida
cautelar	cuando	la	sentencia	de	primera	instancia	ha	sido
favorable	al	demandante,	aunque	la	misma	fuera	impugnada.
FUTURA	EJECUCIÓN	FORZADA
Ley	26636.
ART.	100.—Medidas	para	futura	ejecución	forzada.	Cuando	la
pretensión	principal	es	apreciable	en	dinero,	se	puede	solicitar
embargo	bajo	la	modalidad	de	inscripción	o	administración.
MEDIDAS	TEMPORALES
Ley	26636.
ART.	101.—Medidas	temporales	sobre	el	fondo.	El	juez	puede
disponer	el	pago	de	una	asignación	provisional	y	fijar	su	monto,
que	no	podrá	exceder	la	remuneración	ordinaria	del	demandante
y	con	cargo	a	su	compensación	por	tiempo	de	servicios,	en	los
procesos	de	impugnación	del	despido	y	de	pago	de	beneficios
sociales.
JURISPRUDENCIA.—Apelación	sobre	el	establecimiento	judicial	de	una
asignación	provisional.	“Los	argumentos	aducidos	por	la	demandada	en	su
recurso	impugnatorio	de	apelación	no	desvirtúan	lo	resuelto	por	el	A-quo
toda	vez	que	su	decisión	está	enmarcada	dentro	de	las	denominadas
medidas	temporales	sobre	el	fondo	contemplada	en	el	artículo	101	de	la	Ley
N°	26636,	que	consiste	en	la	ejecución	anticipada	de	lo	que	el	juzgador	va	a
decidir	en	la	sentencia,	y	ante	la	necesidad	impostergable	del	que	la	pide,	la
firmeza	del	fundamento,	pruebas	que	aporta	y	en	el	caso	de	autos	el	hecho
que	la	emplazada	no	ha	acreditado	pago	alguno	de	beneficios	sociales,
alegando	solamente	falta	de	liquidez;	Confirmaron	la	resolución	de	fojas	31
de	fecha	23	de	julio	de	1997,	que	declara	infundada	la	oposición	deducida
por	la	demandada	al	pedido	de	asignación	provisional	(…).”	(RSL,	4ta	Sala,
Exp.	5589-97-AP-A,	oct.	10/97.	V.	P.	Torres	Gamarra)
TÍTULO	NOVENO
Solución	Extrajudicial	de	las	Controversias
Jurídicas
CONCILIACIÓN
Ley	26636.
ART.	102.—Promoción	de	la	conciliación.	El	Estado	promueve
la	conciliación,	sea	privada	o	administrativa,	como	un	mecanismo
de	solución	de	los	conflictos	jurídicos	a	que	se	refiere	esta	ley.
CLASES	DE	CONCILIACIÓN
Ley	26636.
ART.	103.—Clases.	La	conciliación	privada	es	voluntaria	y	puede
realizarse	ante	una	entidad	o	ante	un	conciliador	individual,
debiendo,	para	su	validez,	ser	homologada	por	una	sala	laboral
ante	solicitud	de	cualquiera	de	las	partes,	caso	en	el	cual	adquiere
autoridad	de	cosa	juzgada.
La	conciliación	administrativa	es	facultativa	para	el	trabajador	y
obligatoria	para	el	empleador.	Se	encuentra	a	cargo	del	Ministerio
de	Trabajo	y	Promoción	Social,	el	cual	proporciona	los	medios
técnicos	y	profesionales	para	hacerla	factible.
ARBITRAJE
Ley	26636.
ART.	104.—Sometimiento	al	arbitraje.	Las	controversias
jurídicas	en	materia	laboral	pueden	ser	sometidas	a	arbitraje,
pudiendo	las	partes	acogerse	a	lo	dispuesto	en	la	Ley	General	de
Arbitraje	en	lo	aplicable	u	optar	por	otro	procedimiento	arbitral.
PROCESOS	EN	TRÁMITE
Ley	26636.
Primera	Disposición	Transitoria.—Los	procesos	iniciados	antes
de	la	vigencia	de	esta	ley	continuarán	su	trámite	según	las	normas
procesales	con	las	cuales	se	iniciaron,	salvo	en	lo	relativo	al
recurso	de	casación,	aplicable	a	todo	proceso	no	sentenciado	en
segunda	instancia.	Los	que	se	inician	a	partir	de	su	vigencia,	se
tramitan	conforme	a	sus	disposiciones.
DISPOSICIONES	SUSTITUIDAS
Ley	26636.
Segunda	Disposición	Transitoria.—Sustitúyanse	los	artículos	42,
51	y	la	parte	pertinente	del	artículo	57	de	la	Ley	Orgánica	del
Poder	Judicial	por	los	numerales	1,	2	y	3	del	artículo	4°	de	la
presente	ley.
APLICACIÓN	SUPLETORIA
Ley	26636.
Quinta	Disposición	Transitoria.—En	lo	no	previsto	por	esta	ley
son	de	aplicación	supletoria	las	normas	del	Código	Procesal	Civil.
JURISPRUDENCIA.—Aplicación	supletoria	del	Código	Procesal	Civil	por
sobre	otras	normas.	“La	Ley	Procesal	de	Trabajo	en	su	Tercera	Disposición
Complementaria,	Modificatoria	y	Final,	establece	que	en	lo	no	previsto	por
esta	ley	son	de	aplicación	supletoria	las	normas	del	Código	Procesal	Civil;
que	el	A-quo	ha	obviado	tal	remisión	aplicando	normas	ajenas	al	proceso
como	es	el	artículo	183	del	Código	Civil	que	se	enmarca	dentro	de	las
modalidades	del	acto	jurídico	(Título	V	Libro	Segundo	del	Código	Civil)	sin
considerar	que	dentro	del	proceso	nos	encontramos	con	lo	que	el	Código
Procesal	denomina	actos	procesales	que	son	aquellos	que	realizan	los
intervinientes	en	el	proceso,	sean	éstos	las	partes,	los	actos	del	juez,	de	los
auxiliares	de	justicia,	de	terceros;	que	ante	la	ausencia	de	norma	alguna	en
la	Ley	Procesal	de	Trabajo	resulta	de	aplicación	el	artículo	147	del	Código
Procesal	Civil	en	la	parte	que	señala	que	no	se	consideran	para	el	cómputo
los	días	inhábiles;	por	tanto	la	inhibitoria	de	competencia	solicitada,
agregándose	el	término	de	la	distancia	entre	Trujillo	y	Lima	se	encuentra
dentro	del	término	de	ley	(…).”	(RSL,	4ta.	Sala,	Exp.	5436-97-IC-A,	oct.
09/1997.	V.	P.	Torres	Gamarra)
COMENTARIO.—Aplicación	 supletoria	 del	 Código	 Procesal	 Civil	 en	 la
Ley	 26636.	 Como	 el	 proceso	 laboral	 tiene	 principios	 propios	 que	 lo
distinguen	 del	 proceso	 civil	 y	 que,	 incluso,	 pueden	 llevar	 a
incompatibilidades	 entre	 ambos;	 la	 labor	 de	 aplicación	 supletoria	 de	 la
normas	procesales	civiles	exigirá	una	mayor	rigurosidad	en	el	análisis	de	las
instituciones	 y	 situaciones	 jurídicas.	 Para	 iniciar	 la	 labor,	 la	 judicatura	 ha
recomendado,	 en	 el	 Pleno	 Jurisdiccional	 Laboral	 de	 1997	 (Lima),	 que	 “la
aplicación	supletoria	del	Código	Procesal	Civil	a	los	procesos	regulados	por
la	 Ley	 26636,	 Ley	 Procesal	 del	 Trabajo,	 se	 efectuará	 cuando	 exista	 una
remisión	expresa	o	una	deficiencia	de	esta	última	que	tenga	que	ser	cubierta
por	 el	 primero	 siempre	 que	 se	 trate	 de	 una	 materia	 regulada	 y	 exista
compatibilidad	 con	 la	 naturaleza	 del	 proceso	 laboral”.	 Más	 allá	 del	 pleno
citado,	que	ciertamente	no	representa	un	mayor	avance,	no	se	registra,	en	la
práctica	judicial,	criterios	relevantes	para	el	tema.
TERCERA	PARTE
Plenos	Jurisdiccionales	Laborales
TÍTULO	PRIMERO
Acuerdos	del	Año	1999
CARÁCTER	OBLIGATORIO
R.	Adm.	05-99-SCS/CSJR.
ART.	1°.—Declarar	el	carácter	obligatorio	que	les	confiere	el
artículo	116	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial,	a	los	Acuerdos
adoptados	por	el	Pleno	Jurisdiccional	Laboral	1999	realizado	en	la
sede	del	distrito	judicial	de	La	Libertad	del	11	al	14	de	agosto	del
presente	año,	para	los	magistrados	de	primera	y	segunda
instancia	que	conozcan	materia	laboral,	de	las	cortes	superiores
de	justicia.
DIFUSIÓN	DE	LOS	ACUERDOS
R.	Adm.	05-99-SCS/CSJR.
ART.	2°.—Disponer	la	difusión	de	los	ocho	acuerdos	adoptados
en	el	referido	Pleno	que	se	anexan	a	la	presente	resolución,	a
través	de	su	publicación	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano	y	en	otras
ediciones	de	circulación	interna	en	el	Poder	Judicial.
APLICACIÓN	INMEDIATA
R.	Adm.	05-99-SCS/CSJR.
ART.	3°.—Recomendar	a	los	magistrados	de	la	especialidad	la
aplicación	inmediata	de	tales	Acuerdos	en	los	pronunciamientos
jurisdiccionales	que	emitan	a	partir	de	la	fecha,	los	mismos	que
sólo	podrán	ser	modificados	por	disposición	legal	o	resolución
casatoria	dictada	sobre	alguno	de	los	temas	que	haya	sido	objeto
de	éstos.
CONCLUSIONES	DEL	PLENO	JURISDICCIONAL	LABORAL	1999
Ac.	01-99.
Caducidad
Considerando:
Primero.-	Que	 la	 caducidad	en	materia	 laboral	 tiene	regulación	propia	en
cuanto	al	plazo	y	ejercicio	de	la	acción;
Segundo.-	 Que	 el	 artículo	 36	 del	 Texto	 Único	Ordenado	 TUO	 del	 Decreto
Legislativo	 N°	 728	 –Ley	 de	 Productividad	 y	 Competitividad	 Laboral–
aprobado	 por	 Decreto	 Supremo	 N°	 03-97-TR	 establece	 que	 el	 plazo	 para
accionar	 judicialmente	 en	 los	 casos	 de	 nulidad	 de	 despido,	 despido
arbitrario	y	hostilidad,	caduca	a	los	treinta	(30)	días	naturales	de	producido
el	hecho	sin	que	 tal	 circunstancia	perjudique	el	derecho	del	 trabajador	de
demandar,	 dentro	 del	 período	 de	 prescripción,	 el	 pago	 de	 otras	 sumas
líquidas	que	le	adeude	el	empleador;
Tercero.-	 Que	 el	 último	 párrafo	 del	 referido	 artículo	 36	 establece	 como
causal	de	 suspensión	del	plazo	de	 caducidad:	 la	 imposibilidad	material	de
accionar	 ante	 un	 tribunal	 peruano	 en	 los	 siguientes	 casos:	 (i)	 por
encontrarse	 el	 trabajador	 fuera	 del	 territorio	 nacional	 e	 impedido	 de
ingresar	a	él;	y,	(ii)	por	la	falta	de	funcionamiento	del	Poder	Judicial;
Cuarto.-	Que	el	artículo	58	del	Decreto	Supremo	N°	001-96-TR,	Reglamento
vigente	 del	 TUO	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 728,	 desarrolla	 la	 causal	 de
suspensión	 del	 plazo	 de	 caducidad	 vinculada	 a	 la	 falta	 de	 funcionamiento
del	Poder	Judicial,	determinando	que	ésta	se	produce:	(i)	en	los	días	en	que
se	suspende	el	despacho	judicial	conforme	al	artículo	247	de	la	Ley	Orgánica
del	Poder	Judicial;	y,	(ii)	en	aquellas	otras	situaciones	que	por	caso	fortuito
o	fuerza	mayor	impidan	su	funcionamiento;
Quinto.-	 Que	 el	 artículo	 247	 de	 la	 Ley	Orgánica	 del	 Poder	 Judicial	 señala
que	 no	 hay	 despacho	 judicial	 los	 días	 sábados,	 domingos	 y	 feriados	 no
laborables	y	los	de	duelo	nacional	y	judicial;	asimismo,	por	el	inicio	del	año
judicial	y	por	el	día	del	juez;
Sexto.-	 Que	 el	 artículo	 36	 del	 TUO	 de	 la	 Ley	 de	 Productividad	 y
Competitividad	 Laboral	 admite	 puntualmente	 diversas	 variables	 de
suspensión	 del	 plazo	 de	 caducidad,	 por	 lo	 que	 su	 norma	 reglamentaria
desarrolla	la	norma	legal;
Sétimo.-	 Que	 es	 objetivo	 de	 los	 plenos	 jurisdiccionales	 concordar	 los
criterios	discrepantes	existentes	para	promover	la	seguridad	jurídica	que	se
expresa	en	resoluciones	judiciales	predecibles,	por	lo	que,	en	tanto	se	dicte
la	norma	legal	en	materia	de	caducidad	laboral	que	la	precise;
El	pleno	acuerda:
Para	efectos	de	la	suspensión	del	cómputo	del	plazo	de	caducidad	a	que	se
refiere	 el	 artículo	 36	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 (TUO)	 del	 Decreto
Legislativo	 N°	 728	 –Ley	 de	 Productividad	 y	 Competitividad	 Laboral–
aprobado	por	el	Decreto	Supremo	N°	03-97-TR,	se	aplican	íntegramente	las
disposiciones	contenidas	en	el	artículo	58	del	Decreto	Supremo	N°	01-96-
TR,	en	la	medida	que	desarrolla	el	concepto	de	falta	de	funcionamiento	del
Poder	Judicial	previsto	en	el	artículo	36	del	TUO.
Ac.	02-99.
Abandono
Considerando:
Primero.-	 Que	 si	 bien	 el	 Decreto	 Supremo	 N°	 03-80-TR	 estableció	 en	 su
artículo	53	 el	 abandono	 en	 el	 proceso	 laboral,	 la	 vigente	 Ley	 Procesal	 del
Trabajo	N°	26636,	no	recoge	dicho	instituto	en	atención	a	la	naturaleza	de
los	derechos	que	se	discuten	en	el	proceso	 laboral,	 con	 la	única	excepción
del	archivamiento	del	proceso	previsto	en	su	artículo	64;
Segundo.-	Que	 la	Tercera	Disposición	Final	de	 la	Ley	Procesal	del	Trabajo
que	establece	que	en	lo	no	previsto	en	ella	son	de	aplicación	supletoria	las
normas	 del	 Código	 Procesal	 Civil,	 debe	 concordarse	 con	 la	 Primera
Disposición	Final	del	Código	Adjetivo	que	determina	que	 las	disposiciones
de	 este	 Código	 se	 aplican	 supletoriamente	 a	 los	 demás	 ordenamientos
procesales,	siempre	que	sean	compatibles	con	su	naturaleza;
Tercero.-	 Que	 en	 el	 Pleno	 Jurisdiccional	 Laboral	 1997	 se	 acordó	 que	 el
Código	Procesal	Civil	se	aplicará	supletoriamente	a	 los	procesos	regulados
por	 la	Ley	Procesal	del	Trabajo	cuando	exista	una	remisión	expresa	o	una
deficiencia	de	esta	última	que	tenga	que	ser	cubierta	por	el	Código	Adjetivo,
siempre	que	se	trate	de	una	materia	regulada	y	exista	compatibilidad	con	la
naturaleza	del	proceso	laboral;
Cuarto.-	Que	aplicar	las	normas	del	Código	Procesal	Civil	que	determinan	la
declaración	de	abandono	contravendría	lo	dispuesto	en	el	artículo	5°	de	la
Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial	que	obliga	al	juez	a	impulsar	el	proceso	de
oficio	 salvo	 reserva	 procesal	 expresa	 que	 la	 Ley	 Procesal	 de	 Trabajo	 no
contempla;
Quinto.-	 Que	 además,	 uno	 de	 los	 efectos	 del	 abandono	 previsto	 por	 el
Código	Procesal	 Civil	 en	 sus	 artículos	351	y	354,	 es	 que	declarado	 éste	 la
prescripción	 sigue	 transcurriendo	 como	 si	 la	 interrupción	 no	 se	 hubiese
producido,	 impidiendo	 al	 demandante	 iniciar	 otro	 proceso	 con	 la	 misma
pretensión	durante	un	año	contado	a	partir	de	la	notificación	del	auto	que
declare	 el	 abandono,	 poniendo	 en	 evidente	 peligro,	 tratándose	 del
trabajador,	el	cobro	de	sus	derechos	y	beneficios	sociales,	e	 introduciendo
una	limitación	al	derecho	de	ejercer	la	acción;
El	pleno	acuerda:
En	el	proceso	laboral	no	procede	la	declaración	de	abandono,	por	lo	que	no
se	aplican	supletoriamente	las	normas	del	Código	Procesal	Civil	que	regulan
este	 instituto.	 Los	 jueces	 que	 administran	 la	 Justicia	 Laboral	 tienen	 la
responsabilidad	de	cumplir	eficazmente	con	la	obligación	que	le	impone	el
artículo	 I	 del	 Título	 Preliminar	 de	 la	 Ley	 Procesal	 de	 Trabajo	 sobre	 la
dirección	e	impulso	del	proceso	a	fin	de	obtener	la	resolución	de	las	causas
en	el	menor	tiempo	posible.
Ac.	03-99.
Intereses	por	remuneración	vacacional	impaga
Considerando:
Primero.-	Que	el	Decreto	Ley	N°	25920	establece	en	su	artículo	3°	que	el
interés	 legal	sobre	 los	montos	adeudados	por	el	empleador	se	devengan	a
partir	 del	 día	 siguiente	 de	 aquél	 en	 que	 se	 produjo	 el	 incumplimiento	 y
hasta	 el	 día	 de	 su	 pago	 efectivo,	 sin	 que	 sea	 necesario	 que	 el	 trabajador
afectado	 exija,	 judicial	 o	 extrajudicialmente,	 el	 cumplimiento	 de	 la
obligación	al	empleador	o	pruebe	haber	sufrido	algún	daño;
Segundo.-	Que	conforme	el	artículo	23	del	Decreto	Legislativo	N°	713,	en
caso	que	el	 trabajador	no	disfrute	del	descanso	vacacional	dentro	del	 año
siguiente	 a	 aquel	 en	 el	 que	 adquiere	 el	 derecho,	 las	 remuneraciones
correspondientes	se	calcularán	en	base	a	la	que	se	encuentre	percibiendo	en
la	oportunidad	que	se	efectúe	el	pago;
Tercero.-	 Que	 esta	 última	 norma	 tiene	 su	 antecedente	 en	 el	 Decreto
Supremo	N°	019-89-TR	de	21	de	junio	de	1989	que	modificando	lo	previsto
en	el	artículo	8°	del	Decreto	Supremo	N°	017	de	24	de	octubre	de	1961,	que
establecía	 que	 la	 remuneración	 vacacional	 debía	 ser	 pagada	 en	 base	 a	 la
remuneración	 histórica,	 determinó	 que,	 en	 caso	 de	 falta	 de	 goce	 del
descanso	 físico	 en	 la	 oportunidad	 establecida	 por	 ley,	 las	 remuneraciones
debían	 ser	 abonadas	 tomando	 como	 base	 para	 su	 cálculo,	 el	monto	 de	 la
remuneración	total	que	perciba	el	trabajador	al	hacerse	efectivo	su	pago;
Cuarto.-	Que	tanto	el	antecedente	legal	mencionado	como	la	norma	vigente
tienen	 como	 objeto	 proteger	 la	 capacidad	 adquisitiva	 de	 la	 remuneración
vacacional	impaga	del	trabajador;
Quinto.-	Que	deben	 concordarse	 ambas	normas	para	 lograr	 la	protección
indicada,	de	tal	modo	que	cuando	opera	el	incremento	de	la	remuneración
que	sirve	de	base,	excluye	la	aplicación	de	los	intereses	y,	viceversa,	cuando
no	se	produce	incremento,	se	deben	calcular	tales	intereses,	ya	que	los	dos
supuestos	persiguen	la	misma	finalidad,	siendo	excluyentes	entre	sí;
El	pleno	acuerda:
Los	intereses	correspondientes	a	las	remuneraciones	de	las	vacaciones	no
gozadas	se	devengan	en	la	siguiente	forma:
a)	 Cuando	 el	 vínculo	 laboral	 se	 encuentra	 vigente,	 el	 pago	 de	 la
remuneración	 vacacional	 adeudada	 generará	 intereses,	 a	 partir	 del	 día
siguiente	en	que	ocurrió	el	incumplimiento,	sólo	si	desde	la	indicada	fecha	y
hasta	 la	 oportunidad	 en	 que	 se	 hace	 efectivo	 el	 pago,	 no	 se	 produjo
incremento	 de	 remuneración.	 De	 haber	 ocurrido	 incremento	 de
remuneración,	entonces	no	procede	el	pago	de	intereses.
b)	 Si	 se	 ha	 producido	 el	 cese,	 el	 pago	 de	 la	 remuneración	 vacacional
adeudada	se	efectúa	con	la	remuneración	vigente	a	la	fecha	de	éste	más	los
intereses	legales	que	se	generen	a	partir	del	día	siguiente	del	mismo,	y	hasta
el	 día	 de	 su	 pago	 efectivo.	 De	 no	 haber	 ocurrido	 incremento	 de
remuneraciones	 desde	 el	 vencimiento	 de	 la	 oportunidad	 del	 goce	 del
descanso	vacacional	hasta	la	del	cese	del	trabajador,	entonces	procederá	el
pago	 de	 intereses	 desde	 el	 día	 siguiente	 en	 que	 ocurrió	 dicho
incumplimiento.
Ac.	04-99.
Intereses	 respecto	 del	 pago	del	 incremento	 de	 remuneraciones	 acordado
por	pacto	colectivo	o	establecido	por	laudo	arbitral.
Considerando:
Primero.—Que	 conforme	 al	 artículo	 1324	 del	 Código	 Civil,	 aplicable
supletoriamente	en	 lo	que	corresponda,	según	lo	dispuesto	por	su	artículo
IX	del	Título	Preliminar,	concordante	con	el	artículo	3°	del	Decreto	Ley	N°
25920,	 las	 obligaciones	 de	 dar	 suma	 de	 dinero	 devengan	 el	 interés	 legal
desde	el	día	siguiente	en	que	el	deudor,	en	este	caso	el	empleador,	incumple
con	dicha	obligación;
Segundo.—Que	el	interés	moratorio	tiene	por	finalidad	indemnizar	la	mora
en	el	pago,	sancionándose	de	esta	manera	el	retraso	en	el	cumplimiento	de
la	obligación	que	corresponda	al	deudor;
Tercero.—Que	en	el	caso	de	los	convenios	colectivos	la	obligación	de	pago
de	remuneraciones	nace	a	partir	de	la	fecha	en	que	se	celebra	o	se	lauda	la
convención	 colectiva	 o	 desde	 la	 fecha	 que	 se	 señale	 en	 ella	 para	 su
cumplimiento,	 por	 lo	 cual	 los	 intereses	 sólo	 se	 devengan	 a	 partir	 del	 día
siguiente	en	que	ocurra	el	incumplimiento	de	dicho	acuerdo;
El	pleno	acuerda:
Los	 intereses	 sobre	 incremento	 de	 remuneraciones	 o	 beneficios
económicos	 acordados	 en	 convención	 colectiva	 o	 dispuestos	 por	 laudo
arbitral	que	deban	abonarse	retroactivamente,	se	devengan	a	partir	del	día
siguiente	del	que	se	celebra	o	se	lauda	la	convención	colectiva	o	de	la	fecha
que	se	señale	en	ella	para	su	cumplimiento.
Ac.	05-99.
Interrupción	de	la	prescripción	de	las	acciones	laborales
Considerando:
Primero.—Que	 la	prescripción	en	materia	 laboral	 tiene	 regulación	propia
en	cuanto	al	plazo	y	ejercicio	de	la	acción;
Segundo.—Que	 el	 plazo	 está	 fijado	 en	 dos	 años	 para	 las	 acciones	 por
derechos	 derivados	 de	 la	 relación	 laboral	 de	 conformidad	 con	 el	 artículo
único	de	la	Ley	N°	27022,	que	se	computa	a	partir	del	día	siguiente	del	cese
del	 trabajador,	excepto	 los	casos	de	 la	prescripción	 iniciada	conforme	a	 la
legislación	anterior	a	que	se	refiere	su	Segunda	Disposición	Transitoria;
Tercero.—Que	 el	 plazo	 de	 prescripción	 se	 cumple	 el	 último	 día	 de	 su
vencimiento,	por	 lo	que	hasta	esa	oportunidad	es	posible	el	ejercicio	de	 la
acción;
Cuarto.—Que	 la	 acción	 se	 promueve	 a	 través	 de	 la	 demanda	 y	 ésta	 debe
presentarse	 dentro	 del	 período	 de	 prescripción	 tal	 como	 lo	 establece	 la
regla	 contenida	 en	 el	 artículo	 36	 de	 la	 Ley	 de	 Productividad	 y
Competitividad	Laboral	–Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°
728–	 aprobado	por	 el	Decreto	 Supremo	N°	 003-97-TR,	 interrumpiendo	 el
curso	 del	 plazo	 salvo	 que	 posteriormente	 quede	 sin	 efecto	 por	 las	 causas
previstas	en	la	norma	procesal	aplicable;
El	pleno	acuerda:
El	 plazo	 de	 prescripción	 de	 las	 acciones	 por	 derechos	 derivados	 de	 la
relación	 laboral	 se	 interrumpe	 con	 la	 presentación	de	 la	 demanda	 ante	 el
órgano	jurisdiccional.
NOTA:	La	Ley	N°	27022	fue	derogada	por	la	Ley	N°	27321.
Ac.	06-99.
Compensación	 de	 deudas	 recíprocas	 entre	 la	 CTS	 y	 el	 monto	 de	 la
reparación	civil
Considerando:
Primero.—Que	 el	 artículo	 37	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 del	 Decreto
Legislativo	 N°	 650	 establece	 que	 los	 depósitos	 de	 la	 compensación	 por
tiempo	de	servicios,	incluidos	sus	intereses	son	intangibles	e	inembargables
salvo	por	alimentos	y	hasta	el	50%,	determinándose	como	excepciones	a	la
intangibilidad	los	supuestos	previstos	en	los	artículos	40,	41	y	43	del	mismo
dispositivo,	 por	 lo	 cual	 no	 puede	 extenderse	 a	 supuestos	 distintos	 a	 los
taxativamente	señalados,	en	aplicación	del	artículo	IV	del	Título	Preliminar
del	Código	Civil	 según	el	 cual	 la	 ley	que	establece	excepciones	o	 restringe
derechos	no	se	aplica	por	analogía;
Segundo.—Que	 el	 artículo	 51	 de	 la	 referida	 ley	 establece	 que	 si	 el
trabajador	 es	 despedido	 por	 comisión	 de	 falta	 grave	 que	 haya	 originado
perjuicio	económico	al	empleador,	éste	deberá	notificar	al	depositario	para
que	la	compensación	por	tiempo	de	servicios	y	sus	intereses	quede	retenida
por	el	monto	que	corresponda	en	custodia	por	el	depositario	a	las	resultas
del	juicio	que	promueva	el	empleador;	y	que	cuando	el	empleador	tenga	la
calidad	de	depositario,	éste	efectúe	directamente	la	retención;
Tercero.—Que	 el	 mismo	 artículo	 establece	 que	 la	 acción	 de	 daños	 y
perjuicios	que	desee	ejercitar	el	empleador	debe	interponerse	dentro	de	los
treinta	 días	 naturales	 de	 producido	 el	 cese	 ante	 el	 juzgado	 de	 trabajo
respectivo,	debiendo	acreditar	el	empleador	ante	el	depositario	el	inicio	de
la	 citada	 acción	 judicial;	 y	 que	 ésta	 no	 perjudica	 el	 ejercicio	 de	 la	 acción
penal	que	pudiera	corresponder;
Cuarto.—Que	 en	 consecuencia	 la	 norma	 ha	 previsto	 de	 manera	 taxativa
que	se	trata	de	la	acción	legal	de	daños	y	perjuicios	que	se	interpone	ante	el
juzgado	 de	 trabajo	 respectivo,	 lo	 cual	 descarta	 la	 posibilidad	 de	 que	 los
daños	y	perjuicios	sean	cobrados	con	cargo	a	 la	compensación	por	tiempo
de	servicios	retenida,	a	través	de	la	reparación	civil	que	se	mande	pagar	en
un	proceso	penal;
Quinto.—Que	 al	 no	 existir	 norma	 expresa	 que	 permita	 efectuar	 la
compensación	a	que	se	refiere	el	considerando	anterior,	el	 juez	de	 trabajo
no	puede,	en	vía	de	interpretación,	crear	una	obligación	que	afecte	a	dicho
beneficio,	 pues	 éste	 sólo	 puede	 ser	 sujeto	 de	 embargo	 en	 los	 casos
expresamente	previstos	en	la	misma;
El	pleno	acuerda:
No	procede	la	compensación	de	deudas	entre	la	compensación	por	tiempo
de	servicios	y	el	monto	mandado	pagar	en	un	proceso	penal	por	concepto
de	reparación	civil.
Ac.	07-99.
Compensación	 de	 deudas	 recíprocas	 entre	 la	 indemnización	 por	 despido
arbitrario	 y	 la	 indemnización	 por	 daños	 y	 perjuicios	 mandadas	 pagar	 al
trabajador
Considerando:
Primero.—Que	 de	 conformidad	 con	 el	 artículo	 34	 de	 la	 Ley	 de
Productividad	y	Competitividad	Laboral	aprobada	por	Decreto	Supremo	N°
003-97-TR	 la	 indemnización	 por	 despido	 arbitrario	 tiene	 como	 finalidad
reparar	el	daño	sufrido	por	el	trabajador	como	consecuencia	de	dicho	acto;
Segundo.—Que	 la	 indemnización	 ordenada	 pagar	 al	 trabajador	 por	 los
daños	y	perjuicios	originados	a	su	empleador	durante	la	vigencia	del	vínculo
laboral	 o	 con	 ocasión	 de	 ésta,	 tiene	 la	 misma	 naturaleza	 que	 la
indemnización	a	que	se	refiere	el	considerando	anterior;
Tercero.—Que	en	consecuencia	resulta	de	aplicación	supletoria	el	artículo
1288	 del	 Código	 Civil	 según	 el	 cual	 por	 la	 compensación	 se	 extinguen	 las
obligaciones	 recíprocas,	 líquidas,	 exigibles	 y	 de	 prestaciones	 fungibles	 y
homogéneas,	hasta	donde	respectivamente	alcancen,	desde	que	hayan	sido
opuestas	la	una	a	la	otra;
El	pleno	acuerda:
Procede	la	compensación	de	deudas	recíprocas	entre	la	indemnización	por
despido	 arbitrario	 y	 la	 indemnización	 por	 daños	 y	 perjuicios	 mandadas
pagar	al	trabajador.
Ac.	08-99.
Incompetencias	de	 los	 juzgados	de	 trabajo	para	determinar	monto	de	 las
retenciones	de	tributos	a	cargo	del	empleador
Considerando:
Primero.—Que	la	competencia	por	razón	de	la	materia	de	los	juzgados	de
trabajo	está	determinada	por	el	artículo	4°	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo;
Segundo.—Que	 la	 referida	 ley	 no	 otorga	 competencia	 tributaria	 alguna	 a
los	jueces	de	trabajo;
Tercero.—Que	 el	 artículo	 54	 del	 Código	 Tributario	 referido	 a	 la
exclusividad	 de	 las	 facultades	 de	 los	 órganos	 de	 administración	 establece
que	 ninguna	 otra	 autoridad,	 organismo,	 ni	 institución	 distinta	 a	 los
señalados	en	 los	artículos	50	y	siguientes	del	mismo	código,	podrá	ejercer
las	 facultades	 conferidas	 a	 los	 órganos	 administradores	 de	 tributos,	 bajo
responsabilidad,	 lo	 que	 significa	 que	 la	 determinación	 de	 la	 obligación
tributaria	corresponde,	en	primer	lugar,	al	deudor	tributario	y	en	el	caso	de
los	 trabajadores	 en	 relación	 de	 dependencia,	 a	 los	 empleadores,
correspondiendo	a	la	Administración	Tributaria,	verificar	la	realización	del
hecho	generador	de	la	obligación	tributaria,	identificar	al	deudor	tributario,
señalar	 la	 base	 imponible	 y	 la	 cuantía	 del	 tributo,	 así	 como	 efectuar	 la
fiscalización	 correspondiente,	 tal	 como	 lo	 establecen	 los	 artículos	59	y	61
del	mismo	código;
Cuarto.—Que	 la	competencia	de	 los	 jueces	se	determina	por	 ley	y	no	por
interpretación	jurisprudencial;
El	pleno	acuerda:
Los	 juzgados	 de	 trabajo	 no	 son	 competentes	 para	 determinar	 las
retenciones	a	cargo	del	empleador	del	 Impuesto	a	 la	Renta	y	de	cualquier
otro	 tributo	 o	 aportación	 sobre	 los	 reintegros	 de	 remuneraciones
ordenados	pagar	a	favor	del	trabajador.	La	responsabilidad	de	establecer	el
monto	de	la	retención	corresponde	al	empleador.
TÍTULO	SEGUNDO
Acuerdos	del	Año	2000
ACUERDOS	DEL	PLENO	JURISDICCIONAL	LABORAL	2000
Ac.	2000.
Locación	de	servicios	y	contrato	de	trabajo
Considerando:
Que,	 la	 judicatura	 laboral	 ha	 advertido	 a	 través	 del	 conocimiento	 de
múltiples	causas,	 la	 indebida	utilización	que	se	viene	haciendo	de	diversos
contratos	 de	 servicios	 de	 naturaleza	 civil	 o	 mercantil	 con	 el	 objeto	 de
ocultar	 la	existencia	de	un	contrato	de	 trabajo,	bajo	el	 supuesto	de	que	se
celebran	 con	 el	 consentimiento	 pleno	 de	 las	 partes	 y	 que	 en	 su	 ejecución
debe	respetarse	el	principio	de	la	buena	fe	contractual;
Que,	 la	 diferencia	 sustancial	 entre	 tales	 contratos	 y	 el	 de	 trabajo	 se
encuentra	 en	 la	 subordinación,	 la	misma	 que	 sólo	 se	 halla	 presente	 en	 el
último	de	los	nombrados;
Que,	 de	 conformidad	 con	 el	 artículo	 4°	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 del
Decreto	 Legislativo	 N°	 728	 –Ley	 de	 Productividad	 y	 Competitividad
Laboral–	 en	 toda	 prestación	 personal	 de	 servicios	 remunerados	 y
subordinados	 se	 presume	 la	 existencia	 de	 un	 contrato	 de	 trabajo	 a	 plazo
indeterminado;
Que,	la	Constitución	en	su	artículo	26,	inciso	2),	establece	como	uno	de	los
principios	 de	 la	 relación	 laboral	 la	 irrenunciabilidad	 de	 los	 derechos
reconocidos	por	ésta	y	por	la	ley,	por	lo	que	la	suscripción	de	un	contrato	de
servicios	 civil	 o	 mercantil,	 que	 en	 su	 ejecución	 implique	 uno	 de	 trabajo,
supone	 de	 parte	 del	 trabajador	 un	 acto	 de	 renuncia	 de	 sus	 derechos	 y
beneficios	laborales	que	por	imperio	del	mismo	principio	resulta	nulo;
Que,	 por	 ello,	 conforme	 al	 artículo	 27	 inciso	 1)	 de	 la	 Ley	 Procesal	 del
Trabajo,	corresponde	al	trabajador	acreditar	la	existencia	y	en	consecuencia
la	 naturaleza	 laboral	 del	 vínculo	 contractual,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 actividad
que	 debe	 desarrollar	 el	 juez	 de	 acuerdo	 a	 las	 propias	 facultades	 que	 le
otorga	 la	 norma	 adjetiva	 para	 llegar	 a	 determinar	 la	 verdad	 material	 y
poderse	pronunciar	en	base	a	ella;
Que,	si	como	consecuencia	de	la	prueba	actuada	el	juez	llega	a	la	convicción
de	 que	 en	 los	 hechos	 la	 prestación	 de	 servicios	 ha	 sido	 o	 es	 prestada	 en
forma	 subordinada	 y	 no	 de	 manera	 independiente	 como	 lo	 expresa	 el
contrato	impugnado,	en	aplicación	del	principio	de	primacía	de	la	realidad
deberá	declarar	la	existencia	del	contrato	de	trabajo	y	el	reconocimiento	de
los	derechos	y	beneficios	que	del	mismo	se	deriven;
Que,	 además,	 la	 simulación	 de	 un	 contrato	 de	 servicios	 civil	 o	mercantil,
cuando	 la	 verdadera	 naturaleza	 contractual	 es	 de	 trabajo	 dependiente,
afirma	al	trabajador	en	otras	áreas	como	las	vinculadas	al	seguro	social	de
salud	 y	 al	 sistema	 pensionario,	 a	 cuyo	 efecto	 debe	 tenerse	 presente	 lo
establecido	por	el	artículo	96	del	Código	Tributario;
El	pleno	acuerda:
Primero:	Si	el	juez	constata	la	existencia	de	una	relación	laboral	a	pesar	de
la	celebración	de	un	contrato	de	servicios	civil	o	mercantil,	deberá	preferir
la	 aplicación	 de	 los	 principios	 de	 primacía	 de	 la	 realidad	 y	 de
irrenunciabilidad	sobre	una	simulación	indebidamente	amparada	en	el	de	la
buena	 fe	 contractual	 que	 preconiza	 el	 Código	 Civil,	 para	 reconocer	 los
derechos	laborales	que	correspondan.
Segundo:	De	darse	el	supuesto	anterior,	consentida	o	ejecutoriada	que	sea
la	sentencia,	el	juzgado	deberá	ponerla	en	conocimiento	de	las	instituciones
que	 correspondan	 o	 entidades	 del	 Estado	 que	 tengan	 a	 su	 cargo	 la
administración	 y	 o	 fiscalización	 de	 las	 contribuciones	 y	 aportaciones
sociales,	para	los	efectos	pertinentes.
Ac.	2000.
Competencia	demanda	daños	y	perjuicios
Considerando:
Que,	 de	 conformidad	 con	 el	 artículo	 4°	 de	 la	 Ley	 Procesal	 de	 Trabajo,	 la
competencia	de	los	jueces	de	trabajo,	por	razón	de	la	materia,	se	regula	por
la	naturaleza	de	la	pretensión,	esto	es	por	el	objeto	del	litigio,	que	es	el	bien
jurídico	tutelado,	por	lo	que	esta	competencia	determina	la	intervención	de
jueces	especializados	para	resolver	 los	derechos	sustanciales	derivados	de
la	relación	laboral;
Que,	 siendo	 el	 contrato	 de	 trabajo	 un	 acto	 jurídico	 bilateral,	 en	 el	 que
ambas	partes	asumen	obligaciones,	si	en	su	ejecución	se	generan	daños	por
dolo,	culpa	inexcusable	o	culpa	leve	que	afecten	a	una	de	las	partes,	la	acción
indemnizatoria	 por	 responsabilidad	 contractual	 derivada	 del
incumplimiento	 del	 contrato	 de	 trabajo,	 corresponde	 sea	 conocida	 por	 el
juez	especializado	en	esta	materia;
Que,	 la	 Ley	 Procesal	 de	 Trabajo	 en	 su	 artículo	 4°,	 inciso	 2),	 literal	 j),	 ha
previsto	 expresamente	 la	 competencia	 de	 los	 jueces	 de	 trabajo	 para
resolver	 las	 demandas	 de	 indemnización	 por	 daños	 y	 perjuicios	 que	 sean
causados	por	el	trabajador	en	agravio	del	empleador;
Que,	 igualmente	 en	 su	 literal	 c)	 asigna	 a	 estos	 mismos	 jueces	 el
conocimiento	 de	 los	 conflictos	 jurídicos	 por	 incumplimiento	 de
disposiciones	 y	 normas	 laborales,	 lo	 que	 significa	 que	 al	 estar	 integradas
estas	 al	 contrato	 de	 trabajo,	 su	 violación	 supone	 incumplimiento	 de	 las
obligaciones	generadas	por	dicho	contrato;
Que,	 la	 norma	 antes	 citada	 pone	 en	 evidencia	 que	 el	 juez	 laboral	 es
competente	para	 conocer	 de	 las	 demandas	de	 indemnización	por	 daños	 y
perjuicios	 provenientes	 del	 incumplimiento	 del	 contrato	 de	 trabajo,	 por
cualquiera	 de	 las	 partes,	 ya	 que	 el	 bien	 tutelado	 está	 constituido	 por	 los
derechos	 y	 obligaciones	 constituidos	 por	 las	 normas	 legales	 y
convencionales	de	carácter	laboral;
El	pleno	acuerda:
Es	competencia	de	 los	 jueces	de	 trabajo	conocer	y	resolver	 las	demandas
de	indemnización	por	daños	y	perjuicios	originadas	por	el	 incumplimiento
de	las	obligaciones	derivadas	del	contrato	de	trabajo,	o	de	normas	legales	o
convencionales.
Ac.	2000.
Docentes	de	universidades	privadas	-	agotamiento	de	la	vía	administrativa.
Considerando:
Que,	con	excepción	de	las	universidades	particulares	que	se	han	adecuado
al	 Decreto	 Legislativo	 882,	 por	 delegación	 del	 último	 párrafo	 del	 artículo
primero	del	Decreto	 Supremo	N°	 002-94-JUS	 y	 su	modificatoria	 la	 Ley	N°
22654,	 las	 universidades	 públicas	 y	 privadas,	 asumen	 la	 potestad	 de
resolver	 administrativamente	 las	 reclamaciones	 que	 les	 formulen	 sus
docentes	universitarios;
Que,	en	caso	de	desconocimiento	de	los	derechos	legalmente	reconocidos	a
los	profesores	universitarios,	 se	debe	agotar	 la	vía	administrativa	a	 través
del	 recurso	 de	 revisión,	 que	 conoce	 el	 Consejo	 de	 Asuntos	 Contenciosos
Administrativos	 Universitarios	 (Codacun)	 contra	 lo	 resuelto	 por	 los
consejos	 universitarios,	 conforme	 lo	 establece	 el	 artículo	 95	 de	 la	 Ley	 N°
23733;
Que,	 el	 reclamo	 sobre	 los	 derechos	 de	 los	 profesores	 universitarios
señalados	expresamente	en	el	artículo	52	de	la	Ley	Universitaria,	así	como
los	 de	 carácter	 laboral	 denegados	 mediante	 resolución	 expresa,	 obliga	 a
agotar	la	vía	administrativa	conforme	lo	dispone	el	inciso	3)	del	artículo	139
de	la	Constitución	Política	del	Estado,	según	la	cual	ninguna	persona	puede
ser	 desviada	 de	 la	 jurisdicción	 predeterminada	 por	 la	 ley	 ni	 sometida	 a
procedimiento	distinto	de	los	previamente	establecidos;
Que,	 no	 existe	 obligación	 de	 recurrir	 a	 la	 vía	 administrativa	 cuando	 las
universidades	 proceden	 de	 hecho,	 conculcando	 los	 derechos	 y	 beneficios
laborales	 contemplados	 en	 la	 última	 parte	 del	 artículo	 54	 de	 la	 Ley
Universitaria,	 en	 cuyo	 caso	 los	 docentes	 pueden	 acudir	 directamente	 al
órgano	 jurisdiccional	 para	 hacerlos	 valer,	 por	 no	 existir	 resolución
administrativa	a	impugnarse;
El	pleno	acuerda.
El	profesor	universitario	debe	agotar	la	vía	administrativa	cuando	se	le	ha
conculcado	los	derechos	previstos	en	el	artículo	52	de	la	Ley	Universitaria	y
cuando	exista	resolución	denegatoria	de	los	beneficios	comprendidos	en	el
artículo	 54	 de	 la	 misma	 ley.	 No	 necesitará	 agotar	 la	 vía	 administrativa
cuando	 se	 conculquen	de	hecho,	 los	beneficios	 laborales	 contemplados	 en
este	 último	 numeral.	 Este	 acuerdo	 no	 rige	 para	 las	 universidades
particulares	que	se	hayan	adecuado	al	Decreto	Legislativo	882.
Ac.	2000.
Monto	máximo	de	indemnización	por	despido	arbitrario
Considerando:
Que,	el	artículo	27	de	la	Constitución	Política	establece	que	la	ley	otorga	al
trabajador	adecuada	protección	contra	el	despido	arbitrario,	 la	misma	que
se	 encuentra	 desarrollada	 por	 el	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de
Productividad	y	Competitividad	Laboral,	aprobada	por	Decreto	Supremo	N°
003-97	TR;
Que,	 los	 artículos	 34	 y	 38	 de	 la	 citada	 norma	 legal,	 determinan	 que	 si	 el
despido	 es	 arbitrario	 el	 trabajador	 tiene	 derecho	 al	 pago	 de	 una
indemnización	 como	 única	 reparación	 por	 el	 daño	 sufrido	 y	 que	 esta	 es
equivalente	 a	 una	 remuneración	 y	media	 ordinaria	mensual	 por	 cada	 año
completo	de	servicios	con	un	máximo	de	doce	remuneraciones;
Que,	 si	 bien	 la	 ley	 no	 ha	 precisado	 la	 naturaleza	 de	 estas	 doce
remuneraciones,	 se	 debe	 entender	 que	 se	 encuentran	 referidas	 a	 las
percibidas	ordinariamente	en	forma	mensual,	ya	que	ése	es	el	sentido	que
se	le	da	tanto	en	el	artículo	55	del	Decreto	Supremo	N°	001-96	TR	como	en
el	propio	artículo	38	de	la	ley;	por	lo	que	no	se	puede	entender	un	concepto
distinto	formado	por	una	y	media	remuneraciones;
Que,	en	consecuencia	el	tope	de	doce	remuneraciones	ocurre	a	partir	que	el
trabajador	acredita	ocho	años	de	servicios;
Que,	 la	 mayor	 parte	 de	 los	 antecedentes	 legislativos	 sobre	 la	 materia
siempre	 han	 establecido	 como	 tope	 doce	 remuneraciones	 mensuales,
advirtiéndose	 que	 lo	 que	 ha	 variado	 ha	 sido	 la	 base	 de	 cálculo	 o
remuneración	indemnizable,	no	así	dicho	máximo	indemnizatorio;
El	pleno	acuerda:
La	 indemnización	 máxima	 por	 despido	 arbitrario	 es	 de	 doce
remuneraciones	ordinarias	mensuales.
TÍTULO	TERCERO
Acuerdos	del	Año	2008
Conclusiones	del	Pleno	Jurisdiccional	Nacional
Laboral	(Lima)
TEMA	N°	1:	LA	INDEMNIZACIÓN	POR	DAÑOS	Y	PERJUICIOS	EN
MATERIA	LABORAL
Ac.	Nac.	2008.
1.	¿Es	competente	el	juez	especializado	en	lo	laboral	para	el	conocimiento
de	 las	 acciones	 de	 indemnización	 por	 daños	 y	 perjuicios	 derivados	 del
contrato	de	trabajo?
(...).
Conclusión	plenaria:	El	pleno	adoptó	por	mayoría	 la	postura	número	uno
que	 enuncia	 lo	 siguiente:	 “El	 juez	 laboral	 es	 competente	 para	 el
conocimiento	 de	 las	 acciones	 de	 indemnización	 por	 daños	 y	 perjuicios
derivados	del	contrato	de	trabajo”.
(...).
Ac.	Nac.	2008.
2.	¿Las	remuneraciones	dejadas	de	percibir	con	ocasión	del	despido	de	un
trabajador	 repuesto	 mediante	 un	 proceso	 de	 amparo	 pueden	 ser
reclamadas	 en	 sede	 laboral	 en	 un	 proceso	 de	 pago	 de	 indemnización	 por
daños	y	perjuicios	o	en	un	proceso	de	pago	de	beneficios	sociales	y	demás
derechos	remunerativos?
(...).
Conclusión	plenaria:	El	pleno	adoptó	por	mayoría	la	postura	número	tres
que	enuncia	 lo	siguiente:	 “Las	remuneraciones	dejadas	de	percibir	con
ocasión	del	 despido	de	un	 trabajador	 repuesto	mediante	 un	proceso
de	 amparo,	 pueden	 ser	 reclamadas	 en	 uno	 de	 pago	 de	 beneficios
sociales	 y/o	en	un	proceso	de	 indemnización	por	daños	 y	perjuicios.
Estas	 pretensiones	 pueden	 demandarse	 en	 forma	 acumulativa	 o	 en
procesos	independientes”.
(...).
Ac.	Nac.	2008
3.	¿Cuál	es	la	fecha	a	partir	de	la	cual	deben	calcularse	los	intereses	legales
en	 los	 procesos	 de	 indemnización	 por	 daños	 y	 perjuicios,	 en	 el	 ámbito
laboral?
(...).
Conclusión	plenaria:	El	pleno	adoptó	por	mayoría	la	postura	número	dos
que	 enuncia	 lo	 siguiente:	 “Los	 intereses	 legales	 en	 los	 procesos	 de
indemnización	 por	 daños	 y	 perjuicios,	 en	 materia	 laboral,	 deben
calcularse	a	partir	del	emplazamiento	del	demandado”.
(...).
TEMA	N°	2:	RESPONSABILIDAD	SOLIDARIA	EN	LAS
OBLIGACIONES	LABORALES
Ac.	Nac.	2008.
1.	 ¿En	 materia	 laboral	 resulta	 procedente	 disponer	 la	 solidaridad	 en	 el
pago	de	las	obligaciones	laborales	en	supuestos	distintos	a	los	previstos	en
el	 artículo	1183	del	 Código	Civil	 o	 en	 forma	exclusiva	 y	 excluyente	 en	 los
casos	regulados	por	esta	norma?
(...).
Conclusión	plenaria:	 El	 pleno	 adoptó	 por	 unanimidad	 la	 postura	 número
uno	 que	 enuncia	 lo	 siguiente:	 “Existe	 solidaridad	 en	 las	 obligaciones
laborales	no	solamente	cuando	se	configuran	los	supuestos	previstos	en	el
artículo	1183	del	Código	Civil	 sino,	además,	en	 los	 casos	en	 los	que	exista
vinculación	 económica,	 grupo	de	 empresas	o	 se	 evidencie	 la	 existencia	de
fraude	con	el	objeto	de	burlar	los	derechos	laborales	de	los	trabajadores.
Asimismo,	 acordaron	 que	 se	 presente	 una	 propuesta	 legislativa	 en	 el
siguiente	sentido:	Solicitar	a	la	sala	plena	de	la	Corte	Suprema	de	Justicia	de
la	República	para	que	en	ejercicio	de	sus	facultades	presente	una	iniciativa
legislativa	respecto	a	la	regulación	de	la	solidaridad	en	materia	laboral.
(...).
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema:	relación	familiar	y	el	mismo	domicilio
pueden	probar	vinculación	empresarial.	“(...)	Que,	los	artículos	5°	y	7°	del
Reglamento	de	Propiedad	Indirecta,	Vinculación	y	Grupo	Económicos
aprobado	por	la	Comisión	Nacional	Supervisora	de	Empresas	y	Valores
mediante	Resolución	Conasev	N°	090-2005-EF-94.10	su	fecha	veintiocho	de
diciembre	del	dos	mil	cinco:	definen	a	la	vinculación	(económica)	como	la
relación	entre	dos	personas,	naturales	o	jurídicas	que	conlleva	a	un
comportamiento	concertado	presumiendo	su	existencia	–salvo	prueba	en
contrario–	cuando	forman	parte	del	mismo	grupo	económico,	esto	es	el
conjunto	de	personas	jurídicas	cualquiera	que	sea	su	actividad	u	objeto
social,	donde	alguna	de	ellas	ejerce	el	control	de	las	demás	o	donde	el
control	de	las	personas	jurídicas	que	lo	conforman	es	ejercido	por	una
misma	persona	natural	o	un	mismo	conjunto	de	personas	naturales
entendiéndose	por	tal	la	capacidad	de	dirigir	la	administración	de	la
persona	jurídica.	(...)	Que,	en	observancia	de	la	normatividad	previamente
invocada	y	en	virtud	del	principio	de	la	primacía	de	la	realidad	queda
debidamente	probado	en	autos	la	vinculación	económica	y	empresarial
existente	entre	la	recurrente	y	(...)	al	conformar	ambas	empresas	un	mismo
grupo	económico	y	empresarial,	y	ello	es	así	no	sólo	por	la	participación	de
acciones	en	ambas	empresas	de	una	misma	persona	(...)	como	afirma	el
letrado	que	auspicia	a	la	recurrente,	sino	por	la	relación	familiar	de	los
accionistas	que	pertenecen	al	mismo	grupo	empresarial	(...),	y	que	ambas
empresas	funcionan	en	el	mismo	local;	situación	que	la	recurrente	pretende
que	ésta	sala	casatoria	revalore,	razones	por	las	que	la	denuncia	debe
desestimarse.	(...).”	(C.	S.	Cas.	Lab.	3733-2009-Lima,	dic.	01/2011.	V.	P.
Yrivarren	Fallaque)
TEMA	N°	3:	PROCESO	DE	EJECUCIÓN	DE	RESOLUCIÓN
ADMINISTRATIVA
Ac.	Nac.	2008.
1.	¿Es	procedente	la	apelación	contra	la	resolución	que	admite	a	trámite	la
demanda	 de	 ejecución	 de	 resolución	 administrativa	 y	 requiere	 el	 pago	 al
ejecutado?
(...).
Conclusión	plenaria:	El	pleno	adoptó	por	mayoría	la	postura	número	uno
que	 enuncia	 lo	 siguiente:	 “En	 los	 procesos	 de	 ejecución	 de	 resolución
administrativa	 es	 procedente	 la	 apelación	 que	 interponga	 la
emplazada	contra	la	resolución	que	contiene	el	mandato	de	ejecución”.
(...).
Ac.	Nac.	2008.
2.	 ¿Es	 procedente	 deducir	 excepciones	 en	 un	 proceso	 de	 ejecución	 de
resolución	administrativa?
(...).
Conclusión	plenaria:	El	pleno	adoptó	por	mayoría	la	postura	número	uno
que	 enuncia	 lo	 siguiente:	 “Resulta	 procedente	 la	 formulación	 de
excepciones	 en	 un	 proceso	 laboral	 de	 ejecución	 de	 resolución
administrativa”.
(...).
TEMA	N°	4:	MEDIDAS	CAUTELARES	EN	EL	PROCESO
Ac.	Nac.	2008.
1.	 ¿Son	 procedentes	 en	 el	 proceso	 laboral,	 en	 aplicación	 supletoria	 del
Código	Procesal	Civil,	todas	las	medidas	cautelares	previstas	en	esta	última
norma	 o	 sólo	 corresponde	 en	 este	 proceso	 las	 medidas	 cautelares	 de
inscripción	 y	 administración	 que	 contempla	 expresamente	 el	 artículo	 100
de	la	Ley	Procesal	de	Trabajo,	en	función	al	principio	de	legalidad?
(...).
Conclusión	plenaria:	El	pleno	adoptó	por	mayoría	la	postura	número	uno
que	enuncia	lo	siguiente:	“Las	medidas	cautelares	en	materia	laboral	se
encuentran	previstas	en	el	artículo	100	de	la	Ley	Procesal	de	Trabajo.
Asimismo,	 en	 el	 proceso	 laboral	 son	 procedentes	 todas	 la	 medidas
cautelares	 previstas	 en	 el	 Código	 Procesal	 Civil,	 aplicable
supletoriamente.
(...).
Conclusiones	del	Plenos	Jurisdiccional	Regional
Laboral	(Huancayo)
TEMA	N°	1:	DERECHOS	DEL	TRABAJADOR	FRENTE	AL
DESPIDO	LABORAL	ARBITRARIO
Ac.	Reg.	2008.
l.	 ‘Procede	 demandar	 indemnización	 por	 daños	 y	 perjuicios	 (daño
emergente,	 lucro	 cesante	 y	 daño	 moral),	 en	 la	 vía	 laboral	 como
consecuencia	 de	 un	 despido	 arbitrario	 o	 únicamente	 corresponde	 la
pretensión	 de	 indemnización	 por	 despido	 arbitrario	 que	 regula	 la
legislación	laboral?
(...).
Conclusión	plenaria:	El	pleno	adoptó	por	mayoría	la	postura	número	dos
que	 enuncia	 lo	 siguiente:	 En	 una	 relación	 laboral	 se	 generan	 derechos	 y
obligaciones	recíprocas	entre	el	empleador	y	el	trabajador,	las	cuales	ante	el
incumplimiento	 generan	 responsabilidades	 laborales	 y	 civiles,	 siendo
competencia	 del	 juzgado	 laboral	 conocer	 la	 materia	 relativa	 a	 la
indemnización	 por	 daños	 y	 perjuicios	 que	 se	 demanden	 las	 partes
contratantes	conforme	a	lo	previsto	en	el	artículo	4,	inciso	2,	acápite	j)	de	la
Ley	 Procesal	 del	 Trabajo	 así	 como	 en	 virtud	 de	 los	 principios	 de	 tutela
jurisdiccional	 efectiva,	 especialidad	 y	 economía	 procesal;	 sin	 embargo,	 al
momento	 de	 sentenciar	 sobre	 dichas	 pretensiones	 deberá	 tomarse	 en
cuenta	la	probanza	del	daño.
(...).
Ac.	Reg.	2008.
II.	 En	 caso	 que	 un	 trabajador	 demanda	 en	 un	 proceso	 constitucional	 de
amparo	 la	 reposición	 a	 su	 centro	 de	 labores	 y	 obtiene	 sentencia	 fundada.
Una	 vez	 repuesto	 es	 procedente	 la	 demanda	 en	 la	 vía	 ordinaria	 de	 la
pretensión	de	indemnización	por	lucro	cesante?
(...).
Conclusión	plenaria:	El	pleno	adoptó	por	mayoría	 la	postura	número	02
que	 enuncia	 lo	 siguiente:	 Siendo	 que	 la	 justicia	 constitucional	 ha
determinado	 que	 el	 despido	 estuvo	 viciado	 de	 inconstitucionalidad
reponiendo	 al	 trabajador	 en	 su	 centro	 de	 labores,	 ello	 evidencia	 el	 daño
causado	 al	 accionante	 estando	 el	 empleador	 obligado	 a	 indemnizarlo
conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	1321	del	Código	Civil.
TEMA	N°	2:	LA	COSA	JUZGADA	EN	LA	EJECUCIÓN	DE
SENTENCIA
Ac.	Reg.	2008.
l.	 ¿Se	 atenta	 contra	 el	 principio	 de	 cosa	 juzgada	 cuando	 en	 ejecución	 de
sentencia	del	monto	ordenado	pagar	por	el	órgano	jurisdiccional	se	realiza
la	retención	de	ley?
Conclusión	plenaria:	El	pleno	adoptó	por	mayoría	la	postura	numero	uno
que	enuncia	lo	siguiente:	No	se	atenta	contra	el	principio	de	la	autoridad	de
cosa	juzgada	cuando	en	ejecución	de	sentencia,	del	monto	ordenado	pagar
por	el	órgano	jurisdiccional	se	realiza	la	retención	de	ley;	pues,	la	retención
de	 los	 tributos	 que	 corresponden	 al	 trabajador	 se	 efectúa	 del	 monto
ordenado	pagar	(renta	proveniente	del	trabajo),	que	habría	sido	igualmente
retenido	 al	 trabajador	 de	 haberse	 pagado	 sin	 necesidad	 de	 ir	 al	 proceso
judicial.
(...).
TEMA	N°	3:	CÁLCULO	DE	INTERESES	SOBRE	DEUDAS
LABORALES	ACTUALIZADAS
Ac.	Reg.	2008.
I.	 ¿En	 qué	momento	 corresponde	 realizar	 el	 cálculo	 de	 los	 intereses	 por
deudas	laborales	actualizadas?
(...).
Conclusión	plenaria:	El	pleno	adoptó	por	unanimidad	la	postura	número
uno	que	enuncia	 lo	 siguiente:	El	pago	de	 intereses	sobre	deudas	 laborales
actualizadas	no	se	encuentra	regulado	en	la	Ley	N°	25920;	por	lo	que,	frente
a	 dicho	 vacío	 normativo,	 debe	 concluirse	 que	 si	 se	 actualiza	 una	 deuda
laboral,	 trayendo	 a	 valor	 presente	 una	 deuda	 adquirida	 en	 el	 pasado,
utilizando	 como	 factor	 de	 actualización	 la	 Remuneración	Mínima	 Vital,	 el
cálculo	 de	 intereses	 procede	 desde	 el	 día	 siguiente	 a	 la	 fecha	 de
actualización	de	la	deuda.
(...).
TEMA	N°	4:	PLAZO	PRESCRIPTORIO	EN	MATERIA	LABORAL
Ac.	Reg.	2008.
l.	 ¿Cuál	es	 la	norma	de	prescripción	 laboral	aplicable	a	un	trabajador	que
inició	 su	 relación	 laboral	durante	 la	vigencia	de	una	norma	y	cesa	cuando
ésta	ya	ha	sido	derogada?
(...).
Conclusión	plenaria:	El	pleno	adoptó	por	unanimidad	la	postura	número
uno	que	enuncia	lo	siguiente:	La	norma	de	prescripción	laboral	aplicable	a
un	 trabajador	 que	 inició	 su	 relación	 laboral	 durante	 la	 vigencia	 de	 una
norma	y	cesa	cuando	ésta	ya	ha	sido	derogada	es	aquella	vigente	a	la	fecha
de	 cese	 del	 vínculo	 laboral,	 la	 cual	 determinará	 no	 sólo	 el	 plazo
prescriptorio	 sino	 además	 el	 criterio	 que	determina	 el	 inicio	 del	 cómputo
del	plazo.
(...).
TÍTULO	CUARTO
Acuerdos	del	Año	2012
Acuerdos	del	I	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en
Materia	Laboral
Ac.	2012.
Acuerdos	adoptados	por	jueces	supremos	de	las	salas	de	Derecho
Constitucional	y	Social	Permanente	y	Transitoria	en	el	I	Pleno
Jurisdiccional	Supremo	en	materia	laboral
I	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia	Laboral
En	la	ciudad	de	Lima,	los	días	4	y	14	de	mayo	del	2012,	los	jueces	supremos
integrantes	 de	 las	 salas	 de	 derecho	 Constitucional	 y	 Social	 Permanente	 y
Transitoria	 de	 la	 Corte	 Suprema	 de	 Justicia	 de	 la	 República,	 fueron
convocados	 para	 la	 realización	 del	 I	 Pleno	 Jurisdiccional	 Supremo	 en
materia	Laboral.	 Las	 sesiones	 se	 llevaron	a	 cabo	en	 la	 Sala	de	 Juramentos
del	 Palacio	Nacional	 de	 Justicia	 de	 esta	 ciudad	 con	 la	 presencia	 del	 señor
Presidente	del	Poder	Judicial	en	la	sesión	inaugural,	señor	doctor	César	San
Martín	 Castro,	 y	 los	 siguientes	 magistrados	 supremos:	 Elcira	 Vásquez
Cortez,	 Ramiro	 Eduardo	 de	 Valdivia	 Cano,	 Roberto	 Luis	 Acevedo	 Mena,
Javier	 Arévalo	 Vela,	 Ricardo	 Guillermo	 Vinatea	 Medina,	 Elizabeth	 Roxana
Mac	 Rae	 Thays,	 Eduardo	 Raymundo	 Ricardo	 Yrivarren	 Fallaque,	 Isabel
Cristina	 Torres	 Vega,	 Néstor	 Eduardo	 Morales	 González	 y	 Juan	 Chaves
Zapater.
El	señor	coordinador	del	pleno,	señor	doctor	Roberto	Luis	Acevedo	Mena,
luego	 de	 constatar	 la	 asistencia	 de	 los	 magistrados	 convocados	 declaró
instalada	 la	 sesión	 del	 I	 Pleno	 Jurisdiccional	 Supremo	 en	materia	 laboral;
asimismo,	señaló	como	mecanismo	de	trabajo:	1)	Presentación	de	los	temas
sometidos	 al	 pleno	 a	 cargo	 de	 cada	 uno	 de	 los	 consultores,	 2)	 Debate,	 3)
Votación,	 4)	 Exposición	 del	 acuerdo,	 y,	 5)	 Redacción	 de	 los	 acuerdos
plenarios	a	cargo	de	los	consultores	y	magistrado	coordinador.
Luego	 de	 los	 debates	 realizados	 en	 la	 forma	 indicada,	 se	 adoptaron	 los
siguientes	acuerdos:
Tema	 N°	 01:	 Procedencia	 de	 la	 pretensión	 de	 reposición	 por	 despido
incausado	y	despido	fraudulento	en	la	vía	ordinaria	laboral	y	la	tramitación
del	reclamo	de	remuneraciones	devengadas	en	dichos	supuestos
a.	 Sobre	 la	 procedencia	 de	 la	 pretensión	 de	 reposición	 por	 despido
incausado	 y	 despido	 fraudulento	 en	 la	 vía	 laboral	 regulada	 por	 la	 Ley
Procesal	del	Trabajo	(Ley	N°	26636).
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
“Los	jueces	de	trabajo	en	los	procesos	laborales	ordinarios	regulados	por	la
Ley	 Procesal	 del	 Trabajo,	 Ley	 26636,	 están	 facultados	 para	 conocer	 los
procesos	 de	 impugnación	 o	 nulidad	 de	 despido	 incausado	 o	 despido
fraudulento,	que	de	ser	fundado	tengan	como	consecuencia	la	reposición	del
trabajador	al	centro	de	trabajo.”
b.	 Sobre	 la	 procedencia	 de	 la	 pretensión	 de	 reposición	 por	 despido
incausado	y	despido	fraudulento	en	la	vía	laboral	regulada	por	la	nueva	Ley
Procesal	del	Trabajo	(Ley	N°	29497).
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
“Los	 jueces	 de	 trabajo	 están	 facultados	 para	 conocer	 de	 la	 pretensión	 de
reposición	 en	 casos	 de	 despido	 incausado	 o	 despido	 fraudulento,	 en	 el
proceso	 abreviado	 laboral,	 siempre	 que	 la	 reposición	 sea	 planteada	 como
pretensión	única.”
Tema	 N°	 02:	 Indemnización	 por	 daños	 y	 perjuicios	 derivados	 de
enfermedades	profesionales
a.	Sobre	 la	competencia	del	órgano	 jurisdiccional	 laboral	para	conocer	de
las	demandas	de	daños	y	perjuicios	por	enfermedad	profesional,	 tanto	por
daño	patrimonial	como	por	daño	moral.
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
“Los	 jueces	 que	 ejercen	 competencia	 en	 el	marco	 de	 la	 Ley	 Procesal	 del
Trabajo	 número	 26636	 y	 en	 la	 Nueva	 Ley	 Procesal	 del	 Trabajo	 número
29497,	 conocerán	 de	 las	 demandas	 de	 daños	 y	 perjuicios	 por
responsabilidad	contractual	tanto	por	daño	patrimonial,	que	abarca	el	lucro
cesante	 y	 daño	 emergente,	 como	 por	 daño	 moral,	 especialmente	 en	 los
casos	de	enfermedad	profesional.”
b.	 Sobre	 la	 responsabilidad	 del	 empleador	 en	 los	 daños	 y	 perjuicios
derivados	de	enfermedad	profesional	y	su	naturaleza	contractual,	así	como
la	necesidad	de	calificar	la	misma	como	tal	por	el	demandante.
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
“Que	la	responsabilidad	del	empleador	por	los	daños	y	perjuicios	derivados
de	 enfermedad	 profesional	 es	 de	 naturaleza	 contractual,	 y	 así	 debe	 ser
calificada	por	el	juez,	independientemente	de	la	calificación	o	de	la	omisión
en	la	calificación	por	parte	del	demandante	o	del	demandado.”
c.	 Sobre	 la	 necesidad	de	 que	 el	 demandante	 acredite	 los	 elementos	 de	 la
responsabilidad	civil.
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
“Que	el	trabajador	debe	cumplir	con	probar	la	existencia	de	la	enfermedad
profesional,	 y	 el	 empleador,	 el	 cumplimiento	 de	 sus	 obligaciones	 legales,
laborales	y	convencionales.”
d.	Sobre	la	forma	de	determinar	el	quantum	indemnizatorio.
El	pleno	acordó	por	mayoría:
“Probada	 la	 existencia	 del	 daño,	 pero	 no	 el	 monto	 preciso	 del
resarcimiento,	para	efectos	de	determinar	el	quantum	indemnizatorio	es	de
aplicación	 lo	establecido	en	el	artículo	1332	del	Código	Civil,	salvo	que	 las
partes	hubieran	aportado	pruebas	suficientes	sobre	el	valor	del	mismo.”
Tema	 N°	 03:	 Tratamiento	 de	 las	 horas	 extras	 en	 sector	 privado	 y	 en	 el
sector	público
a.	 sobre	 los	 trabajadores	 que	 no	 se	 encuentran	 sujetos	 a	 la	 jornada	 de
trabajo	 y,	 por	 tanto,	 tienen	derecho	 al	 pago	de	 horas	 extras:	 trabajadores
que	cumplen	labores	intermitentes.
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
“Los	trabajadores	de	espera,	vigilancia	o	custodia,	no	están	comprendidos
en	la	jornada	máxima	sólo	si	es	que	su	prestación	de	servicios	se	realiza	de
manera	intermitente.”
b.	 Sobre	 las	 limitaciones	 presupuestales	 como	 justificación	 para	 el	 no
reconocimiento	de	horas	extras	en	el	sector	público.
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
“Las	 limitaciones	 presupuestales	 no	 privan	 a	 los	 trabajadores	 del	 sector
público	 de	 gozar	 del	 pago	 de	 horas	 extras	 si	 se	 ha	 realizado	 trabajo	 en
sobretiempo.	Si	 la	relación	 laboral	se	encontrara	vigente	y	el	 trabajador	 lo
acepta,	 procede	 la	 compensación	 como	 una	 alternativa	 al	 reconocimiento
económico	del	sobretiempo.”
c.	Sobre	la	posibilidad	de	las	entidades	del	sector	público	de	compensar	el
pago	de	horas	extras	con	períodos	de	descanso	sustitutorio.
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
“Existe	 la	 posibilidad	 que	 las	 entidades	 del	 sector	 público	 compensen	 el
pago	de	horas	 extras	 con	períodos	de	descanso	 sustitutorio.	 Sin	 embargo,
para	 ello,	 tal	 como	 en	 el	 sector	 privado,	 es	 necesaria	 la	 aceptación	 del
trabajador	 y	 su	manifestación	 de	 conformidad	 consignada	 en	 un	 acuerdo
(convenio).”
S.	S.
Vásquez	Cortez
De	Valdivia	Cano
Acevedo	Mena
Arévalo	Vela
Vinatea	Medina
Mac	Rae	Thays
Yrivarren	Fallaque
Torres	Vega
Morales	González
Cháves	Zapater
TÍTULO	QUINTO
Acuerdos	del	Año	2014
Ac.	2014.
Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República
II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia	Laboral
En	 la	 ciudad	 de	 Lima,	 los	 días	 8	 y	 9	 de	mayo	 del	 2014,	 se	 reunieron	 los
jueces	 supremos	 integrantes	de	 la	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social
Permanente,	Primera	Sala	Constitucional	y	Social	Transitoria	y	Segunda	Sala
de	 Derecho	 Constitucional	 y	 Social	 Transitoria	 de	 la	 Corte	 Suprema	 de
Justicia	 de	 la	 República,	 para	 la	 realización	 de	 las	 sesiones	 plenarias
programadas	en	el	II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	materia	Laboral.	Las
sesiones	se	llevaron	a	cabo	en	la	Sala	de	Juramentos	del	Palacio	Nacional	de
Justicia	 de	 esta	 ciudad	 con	 la	 presencia	 del	 señor	 presidente	 del	 Poder
Judicial	 en	 la	 sesión	 inaugural,	 señor	 doctor	 Enrique	 Javier	 Mendoza
Ramírez,	 y	 los	 siguientes	 magistrados	 supremos:	 Hugo	 Sivina	 Hurtado,
Vicente	Rodolfo	Walde	Jáuregui,	Roberto	Luis	Acevedo	Mena,	Javier	Arévalo
Vela,	 Elina	Hemilce	 Chumpitaz	 Rivera,	 Ricardo	 Guillermo	Vinatea	Medina,
Eduardo	Raymundo	Ricardo	Yrivarren	Fallaque,	Isabel	Cristina	Torres	Vega,
Néstor	 Edmundo	 Morales	 González,	 Elizabeth	 Roxana	 Margaret	 Mac	 Rae
Thays,	 Juan	 Chaves	 Zapater,	 Silvia	 Consuelo	 Rueda	 Fernández,	 Mariem
Vicky	 De	 La	 Rosa	 Bedriñana	 y	 Víctor	 Raúl	 Malca	 Guaylupo.	 Dejándose
constancia	 de	 la	 inasistencia	 del	 señor	 doctor	 Jacinto	 Julio	 Rodríguez
Mendoza,	 quien	 se	 encuentra	 de	 licencia	 a	 la	 fecha	 de	 realización	 de	 las
sesiones	plenarias.
El	señor	coordinador	del	pleno,	señor	doctor	Roberto	Luis	Acevedo	Mena,
luego	 de	 constatar	 la	 asistencia	 de	 los	 magistrados	 convocados	 declaró
instalada	 las	 sesiones	 del	 II	 Pleno	 Jurisdiccional	 Supremo	 en	 materia
laboral;	asimismo,	señaló	como	mecanismo	de	 trabajo:	1)	Presentación	de
los	 temas	 sometidos	 al	 pleno	 a	 cargo	 de	 cada	 uno	 de	 los	 consultores,	 2)
formulación	de	las	preguntas;	3)	Debate;	4)	Votación	y	5)	Acuerdo.
Luego	 de	 los	 debates	 realizados	 en	 la	 forma	 indicada,	 se	 adoptaron	 los
siguientes	acuerdos:
Tema	N°	01:	Tutela	procesal	de	los	trabajadores	del	sector	público
1.1.	 ¿Es	 necesario	 que	 los	 servidores	 públicos	 sujetos	 al	 régimen	 laboral
privado	 regulado	 por	 el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 728	 agoten	 la	 vía
administrativa?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
No	 es	 necesario	 que	 agoten	 la	 vía	 administrativa.	 El	 agotamiento	 de	 la
misma	 sólo	 será	 exigible	 en	 los	 siguientes	 supuestos:	 i)	 aquellos
trabajadores	sujetos	al	 régimen	 laboral	público	 (Decreto	Legislativo	276	y
los	trabajadores	amparados	por	la	Ley	N°	24041);	(ii)	aquellos	trabajadores
que	 inicien	 y	 continúen	 su	 prestación	 de	 servicios	 suscribiendo	 contratos
administrativos	de	 servicios	 (Decreto	Legislativo	N°	1057);	 y,	 iii)	 aquellos
trabajadores	incorporados	a	la	carrera	del	servicio	civil	al	amparo	de	la	Ley
N°	30057	-	Ley	del	Servicio	Civil	 (Servir).	No	obstante,	no	será	exigible	en
los	 supuestos	 excepcionales	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 19	 de	 la	 Ley	 N°
27584	así	 como	en	aquellas	 impugnaciones	que	 se	 formulen	en	 contra	de
actos	materiales,	a	que	se	refiere	el	artículo	4°	inciso	3	de	la	citado	ley.
1.2.	¿Cuál	es	el	órgano	administrativo	competente	para	el	agotamiento	de	la
vía	administrativa?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
El	 órgano	 administrativo	 competente	 para	 el	 agotamiento	 de	 la	 vía
administrativa	 es	 el	 Tribunal	 del	 Servicio	 Civil,	 sólo	 respecto	 de	 las
pretensiones	 referidas	 a:	 (i)	 el	 acceso	 al	 servicio	 civil;	 ii)	 evaluación	 y
progresión	en	la	carrera;	(iii)	régimen	disciplinario;	y,	(iv)	terminación	de	la
relación	 de	 trabajo,	 de	 conformidad	 con	 el	 artículo	 17	 del	 Decreto
Legislativo	 N°	 1023.	 Los	 regímenes	 laborales	 públicos	 especiales	 se	 rigen
por	sus	propias	normas.
1.3.	¿Cuál	es	 la	vía	procesal	 judicial	pertinente	para	aquellos	trabajadores
sujetos	 al	 régimen	 laboral	 público	 (Decreto	 Legislativo	 276	 y	 los
trabajadores	 amparados	 por	 la	 Ley	N°	 24041);	 trabajadores	 que	 inicien	 y
continúen	su	prestación	de	servicios	suscribiendo	contratos	administrativos
de	servicios	(Decreto	Legislativo	N°	1057);	y,	trabajadores	incorporados	a	la
carrera	 del	 servicio	 civil	 al	 amparo	 de	 la	 Ley	N°	 30057	 -	 Ley	 del	 Servicio
Civil?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
En	aquellos	distritos	 judiciales	 en	 los	que	 se	 encuentre	 vigente	 la	 Ley	N°
26636,	 la	 vía	 procesal	 será	 la	 del	 proceso	 contencioso	 administrativo,	 de
conformidad	con	lo	establecido	en	la	Ley	N°	27584;	y,	en	aquellos	distritos
judiciales	 en	 los	 que	 se	 encuentre	 vigente	 la	 Ley	 N°	 29497,	 Nueva	 Ley
Procesal	 del	 Trabajo,	 la	 vía	 procesal	 será	 la	 del	 proceso	 contencioso
administrativo,	conforme	lo	establece	el	artículo	2°	numeral	4°	de	la	misma.
1.4.	 ¿Cuál	 es	 el	 órgano	 jurisdiccional	 competente	para	 conocer	demandas
contencioso	 administrativas	 de	 aquellos	 trabajadores	 sujetos	 al	 régimen
laboral	público	(Decreto	Legislativo	276	y	los	trabajadores	amparados	por
la	 Ley	 N°	 24041);	 trabajadores	 que	 inicien	 y	 continúen	 su	 prestación	 de
servicios	 suscribiendo	 contratos	 administrativos	 de	 servicios	 (Decreto
Legislativo	N°	1057);	y,	trabajadores	incorporados	a	la	carrera	del	servicio
civil	al	amparo	de	la	Ley	N°	30057	-	Ley	del	Servicio	Civil?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
Al	 amparo	 de	 la	 Ley	N°	 26636,	 el	 órgano	 jurisdiccional	 competente	 para
demandas	 contencioso	 administrativas	 es	 el	 Juzgado	 Especializado	 de
Trabajo,	 pues	 así	 lo	 estableció	 la	 Segunda	Disposición	Modificatoria	 de	 la
Ley	29364,	Ley	que	modifica	diversos	artículos	del	Código	Procesal	Civil.
Mientras	 que,	 en	 aplicación	 de	 la	 Ley	 N°	 29497,	 el	 órgano	 jurisdiccional
competente	 para	 conocer	 las	 demandas	 contencioso	 administrativas	 es	 el
juzgado	especializado	de	trabajo,	pues	así	se	establece	expresamente	en	el
numeral	4	del	artículo	2°	de	la	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo.
1.5.	¿Cuál	es	la	vía	procesal	judicial	para	que	los	trabajadores	demanden	la
invalidez	del	contrato	administrativo	de	servicios?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
1.5.1.	 Aquellos	 trabajadores	 que	 inicien	 y	 continúen	 su	 prestación	 de
servicios	 suscribiendo	 Contratos	 Administrativos	 de	 Servicios	 -	 CAS
(Decreto	Legislativo	N°	1057),	deberán	tramitar	su	demanda	de	invalidez	en
la	vía	del	proceso	contencioso	administrativo;
1.5.2.	Aquellos	trabajadores	que	iniciaron	su	prestación	de	servicios	sujeto
a	 contratos	modales	 (Decreto	Legislativo	N°	728)	o	 contratos	de	 servicios
no	personales	 (SNP),	 en	una	entidad	pública	bajo	el	 régimen	 laboral	de	 la
actividad	privada	o	mixto,	y	que	posteriormente	suscribieron	contratos	CAS,
deben	 tramitar	 su	 demanda	 de	 invalidez	 en	 la	 vía	 del	 proceso	 ordinario
laboral;
1.5.3.	 Aquellos	 trabajadores	 que	 iniciaron	 su	 prestación	 de	 servicios
sujetos	a	contratos	temporales	o	contratos	de	servicios	no	personales	(SNP),
en	una	entidad	pública	cuyo	régimen	laboral	sea	exclusivamente	el	régimen
de	 la	 actividad	 pública,	 y	 que	 posteriormente	 suscribieron	 contratos	 CAS,
deben	tramitar	su	demanda	de	 invalidez	en	 la	vía	del	proceso	contencioso
administrativo;	y,
1.5.4.	Si	el	régimen	laboral	de	la	entidad	es	el	régimen	laboral	público	y	el
trabajador	 inicia	 su	 prestación	 de	 servicios	 suscribiendo	 un	 contrato
administrativo	 de	 servicios	 pero	 continúa	 laborando	 luego	 de	 vencido	 el
plazo	de	vigencia	del	mismo,	la	vía	procesal	será	la	del	proceso	contencioso
administrativo.	 Si	 el	 personal	 de	 la	 entidad	 se	 encuentra	 bajo	 el	 régimen
laboral	privado	o	mixto,	la	vía	procesal	será	la	del	proceso	ordinario	laboral.
1.5.5.	En	los	casos	en	que	el	juez	de	la	causa	advierta	la	improcedencia	de
la	demanda	por	incompetencia;	éste	debe	disponer	la	remisión	del	proceso
al	juez	competente	para	que	conozca	del	mismo	o	adecuar	la	vía	procesal,	de
ser	el	caso.
1.6.	¿Cuál	es	el	órgano	competente	para	conocer	demandas	planteadas	por
trabajadores	obreros	municipales?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
El	órgano	jurisdiccional	competente	es	el	juez	laboral	en	la	vía	del	proceso
ordinario	 o	 abreviado	 laboral	 según	 corresponda,	 atendiendo	 a	 las
pretensiones	que	se	planteen;	pues	de	conformidad	con	el	artículo	37	de	la
Ley	 27972,	 Ley	 Orgánica	 de	 Municipalidades,	 los	 obreros	 municipales	 se
encuentran	bajo	el	régimen	laboral	de	la	actividad	privada	y	como	tales,	no
están	obligados	a	agotar	la	vía	administrativa	para	acudir	al	Poder	Judicial.
Tema	N°	02:	Desnaturalización	de	los	contratos.	Casos	especiales:	contrato
administrativo	de	servicios	(CAS)
2.1.	 ¿En	 qué	 casos	 existe	 invalidez	 de	 los	 contratos	 administrativos	 de
servicios?
El	pleno	acordó	por	mayoría:
Existe	 invalidez	 de	 los	 contratos	 administrativos	 de	 servicios,	 de	manera
enunciativa,	en	los	siguientes	supuestos:
2.1.1.	 Cuando	 la	 relación	 contractual	 preexistente	 tiene	 su	 origen	 en	 un
mandato	 judicial	 de	 reposición	 al	 amparo	 de	 la	 Ley	 N°	 24041,	 o	 por
aplicación	directa	de	la	norma	al	caso	concreto;
2.1.2.	Cuando	 se	 verifica	 que	previo	 a	 la	 suscripción	del	 contrato	CAS,	 el
trabajador	 tenía	 una	 relación	 laboral	 de	 tiempo	 indeterminado	 por
desnaturalización	de	la	contratación	modal	empleada;	y,
2.1.3.	Cuando	 se	 verifica	 que	previa	 a	 la	 suscripción	del	 contrato	 CAS,	 el
locador	 de	 servicios	 tenía,	 en	 los	 hechos,	 una	 relación	 laboral	 de	 tiempo
indeterminado	encubierta.
2.1.4.	 Si	 el	 trabajador	 inicia	 sus	 servicios	 suscribiendo	 contrato
administrativo	 de	 servicios	 pero	 continúa	 prestando	 los	 mismos	 sin
suscribir	 nuevo	 contrato	 CAS,	 no	 existe	 invalidez	 de	 los	 contratos
administrativos	 de	 servicios	 suscritos;	 sin	 embargo,	 esta	 circunstancia	 no
origina	la	prórroga	automática	del	contrato	CAS	suscrito	y	se	entiende	que
la	relación	 laboral	posterior	 fue	o	es,	 según	sea	el	 caso,	una	de	naturaleza
indeterminada.
Tema	 N°	 03:	 Tratamiento	 judicial	 del	 despido	 incausado	 y	 despido
fraudulento:	aspectos	procesales	y	sustantivos
3.1.	 ¿Cuál	 es	 el	 órgano	 jurisdiccional	 competente	 para	 conocer	 una
pretensión	de	reposición	por	despido	incausado	o	despido	fraudulento?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
Al	amparo	de	la	Ley	N°	26636,	los	jueces	de	trabajo	están	facultados	para
conocer	 una	 pretensión	 de	 reposición	 por	 despido	 incausado	 o	 despido
fraudulento,	 en	 los	 procesos	 laborales	 ordinarios	 regulados	 por	 la	 Ley
Procesal	 del	 Trabajo.	Mientras	 que,	 al	 amparo	de	 la	 Ley	N°	 29497,	Nueva
Ley	Procesal	del	Trabajo,	el	órgano	jurisdiccional	competente	para	conocer
una	pretensión	de	reposición	por	despido	incausado	o	despido	fraudulento
es	 el	 Juzgado	 Especializado	 de	 Trabajo,	 o	 quien	 haga	 sus	 veces,	 de
conformidad	con	el	numeral	2	del	artículo	2°	de	la	Nueva	Ley	Procesal	del
Trabajo.
3.2.	¿Cuál	es	el	plazo	de	caducidad	y	cómo	se	computa,	para	presentar	una
demanda	de	reposición	por	despido	incausado	o	despido	fraudulento?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
El	 plazo	 de	 caducidad	 para	 interponer	 una	 demanda	 de	 reposición	 por
despido	incausado	o	despido	fraudulento	es	de	treinta	(30)	días	hábiles	de
producido	el	despido	calificado	como	inconstitucional,	de	conformidad	con
el	 artículo	 36	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 728,
aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR.	En	los	casos	en	que	exista	en
trámite	una	demanda	de	amparo,	ésta	deberá	ser	reconducida	ante	el	 juez
ordinario	laboral	si	se	verifica	que	la	misma	ha	sido	interpuesta	dentro	del
plazo	de	30	días	hábiles.
3.3.	 ¿Cuáles	 son	 las	pretensiones	que	pueden	plantearse	y	acumularse	en
un	proceso	de	reposición?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
En	 aplicación	 de	 la	 Ley	 N°	 26636,	 las	 pretensiones	 de	 impugnación	 de
despido	 incausado	 o	 despido	 fraudulento	 pueden	 acumularse	 a
cualesquiera	otras	pretensiones,	bajo	las	formas	que	prevé	el	artículo	87	del
Código	Procesal	Civil,	y	serán	tramitadas	en	la	vía	proceso	ordinario	laboral,
de	conformidad	con	el	 literal	a)	del	numeral	2	del	artículo	4°	de	 la	Ley	N°
26636.	Mientras	que,	al	amparo	de	la	Ley	N°	29497,	Nueva	Ley	Procesal	del
Trabajo,	 las	 pretensiones	 de	 reposición	 en	 los	 supuestos	 de	 despido
incausado	 o	 despido	 fraudulento	 solo	 podrán	plantearse	 como	pretensión
principal	única	y	serán	tramitadas	en	 la	vía	del	proceso	abreviado	 laboral;
mientras	 que,	 si	 son	 acumuladas	 a	 otras	 pretensiones	 distintas	 a	 aquélla,
serán	 de	 conocimiento	 del	 juez	 laboral	 en	 la	 vía	 del	 proceso	 ordinario
laboral,	de	conformidad	con	el	artículo	2	inciso	2	de	la	Nueva	Ley	Procesal
del	Trabajo.
3.4.	 ¿Puede	 incluirse	 el	 monto	 de	 las	 aportaciones	 no	 realizadas	 a	 los
sistemas	 de	 seguridad	 social	 como	 parte	 del	 quantum	 indemnizatorio	 en
una	 demanda	 de	 indemnización	 por	 daños	 y	 perjuicios,	 planteada	 como
consecuencia	de	un	despido	incausado	o	despido	fraudulento?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
Sí.	Las	aportaciones	a	los	sistemas	de	seguridad	social	público	o	privado,	no
realizadas	con	motivo	del	despido	incausado	o	despido	fraudulento,	podrán
ser	 incluidas	 como	 criterio	 de	 cálculo	 del	 monto	 indemnizatorio	 en	 una
demanda	de	indemnización	por	daños	y	perjuicios.
Tema	N°	04:	Remuneración	computable	para	la	compensación	por	tiempo
de	servicios	y	pensiones:	regímenes	especiales.
4.1.	 ¿Cuál	 es	 la	 remuneración	 computable	 para	 el	 cálculo	 de	 la
compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios	 y	 pensiones	 en	 el	 régimen	 laboral
privado?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
La	 remuneración	 computable	 se	 encuentra	 compuesta	por	 todo	 concepto
percibido	por	el	trabajador	que	cumpla	con	las	características	establecidas
en	el	artículo	6°	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo	N°	728,
aprobado	 por	 Decreto	 Supremo	 N°	 003-97-TR,	 sin	 perjuicio	 de	 las
excepciones	 que	 establece	 la	 ley;	 además	 de	 todos	 aquellos	 que	 en
aplicación	 del	 principio	 de	 primacía	 de	 la	 realidad,	 evidencien	 una
naturaleza	jurídica	remunerativa.
4.2.	 ¿Cuál	 es	 la	 naturaleza	 jurídica	 del	 bono	 por	 función	 fiscal	 y
jurisdiccional?	¿Es	computable	el	bono	por	función	fiscal	y	jurisdiccional	al
calcular	la	compensación	por	tiempo	de	servicios?	¿Es	pensionable	el	bono
por	función	fiscal	y	jurisdiccional?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
El	 bono	 por	 función	 jurisdiccional	 y	 el	 bono	 por	 función	 fiscal	 tienen
naturaleza	remunerativa,	y	como	tal,	son	computables	para	el	cálculo	de	la
compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios,	 además	 de	 tener	 carácter	 de
conceptos	 pensionables,	 específicamente	 para	 el	 caso	 de	 los	 jueces	 y
fiscales.
Tema	N°	05:	Competencia	de	los	juzgados	de	paz	letrados,	especializados	y
tribunal	unipersonal.
5.1.	 ¿Son	 competentes	 los	 juzgados	 de	 paz	 letrados	 para	 conocer
pretensiones	no	cuantificables?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
Los	 juzgados	 de	 paz	 letrados	 no	 son	 competentes	 para	 conocer
pretensiones	no	cuantificables,	pues	de	conformidad	con	el	artículo	1°	de	la
Ley	N°	29497,	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo,	sólo	son	competentes	para
conocer	pretensiones	cuantificables	originadas	en	demandas	de	obligación
de	 dar	 sumas	 de	 dinero	 y	 títulos	 ejecutivos,	 cuyas	 cuantías	 no	 sean
superiores	a	cincuenta	(50)	Unidades	de	Referencia	Procesal	(URP).
5.2.	 ¿Son	 competentes	 los	 juzgados	 de	 paz	 letrados	 para	 conocer
pretensiones	no	cuantificables	acumuladas	con	una	pretensión	cuantificada
que	sí	es	de	su	competencia	por	la	cuantía?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
En	la	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo,	los	juzgados	de	paz	letrados	no	son
competentes	 para	 conocer	 pretensiones	no	 cuantificables	 acumuladas	 con
una	pretensión	cuantificada	que	sí	es	de	su	competencia	por	la	cuantía;	pues
éstos	únicamente	pueden	conocer	las	materias	expresamente	señaladas	en
el	artículo	1	de	la	Ley	N°	29497.
5.3.	 ¿En	 qué	 supuestos	 tiene	 competencia	 un	 tribunal	 unipersonal	 por
cuantía?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
La	Sexta	Disposición	Transitoria	de	la	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo,	Ley
N°	 29497,	 establece	 la	 competencia	 de	 los	 tribunales	 unipersonales,
señalando	que	éstos	pueden	conocer	de	los	recursos	de	apelación	en	causas
cuya	cuantía	reconocida	en	la	sentencia	no	supere	las	setenta	(70)	Unidades
de	Referencia	 Procesal	 (URP);	 aún	 cuando	 exista	 también	 reconocimiento
de	una	pretensión	no	cuantificable.
5.4.	¿En	qué	supuestos	tiene	competencia	un	tribunal	unipersonal	cuando
existe	acumulación	de	pretensiones?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
El	Tribunal	Unipersonal	tiene	competencia	para	conocer	de	los	recursos	de
apelación	 cuando	 la	 suma	 de	 todas	 las	 pretensiones	 acumuladas	 y
reconocidas	en	sentencia,	no	supera	el	monto	ascendente	a	las	setenta	(70)
Unidades	 de	 Referencia	 Procesal	 (URP),	 de	 conformidad	 con	 la	 Sexta
Disposición	Transitoria	de	la	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo,	Ley	N°	29497.
5.5.	 ¿Cuál	 es	 el	 órgano	 jurisdiccional	 competente	 funcionalmente	 para
conocer	las	demandas	laborales	y	previsionales	contra	las	actuaciones	de	la
Superintendencia	 de	 Banca	 y	 Seguros	 (SBS),	 considerando	 que	 la	 Ley	 N°
29782	modificó	el	artículo	11	de	la	Ley	N°	27584?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
El	 juez	 competente	 es	 el	 juez	 especializado	 de	 trabajo	 y	 la	 vía
procedimental	es	la	vía	ordinaria	laboral,	ya	que	así	lo	establece	de	manera
expresa	el	literal	j)	del	numeral	1	del	artículo	2°	de	la	Ley	N°	29497,	Nueva
Ley	Procesal	del	Trabajo.
5.6.	 ¿Cuál	 es	 el	 juez	 competente	 y	 la	 vía	 procedimental	 para	 conocer	 las
pretensiones	vinculadas	al	Sistema	Privado	de	Pensiones?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
El	 juez	 competente	 es	 el	 juez	 especializado	 de	 trabajo	 y	 la	 vía
procedimental	es	la	vía	ordinaria	laboral,	ya	que	así	lo	establece	de	manera
expresa	el	literal	j)	del	numeral	1	del	artículo	2°	de	la	Ley	N°	29497,	Nueva
Ley	Procesal	del	Trabajo.
Tema	N°	06:	Plazos	para	interponer	recursos	impugnatorios:	notificación	y
rebeldía.
6.1.	 ¿Desde	 cuándo	 se	 debe	 computar	 el	 plazo	 de	 impugnación	 de	 una
resolución	judicial?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
El	cómputo	del	plazo	de	impugnación	de	una	resolución	judicial	en	la	Ley	N
°	29497,	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo	se	inicia	desde	el	día	siguiente	de	la
fecha	programada	para	la	notificación	de	sentencia,	de	conformidad	con	los
artículos	 32	 y	 33	 de	 la	 Nueva	 Ley	 Procesal	 del	 Trabajo;	 y	 solo	 en	 casos
excepcionales	cuando	no	se	tenga	certeza	de	la	notificación	en	el	plazo	que
prevé	 la	 Ley	N°	 29497,	 se	 computará	 desde	 el	 día	 siguiente	 a	 la	 fecha	 de
recepción	de	la	notificación	efectuada	a	las	partes.
6.2.	 ¿En	 qué	 casos	 se	 debe	 declarar	 la	 rebeldía	 en	 los	 procesos	 laborales
sujetos	a	la	NLPT?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
El	 demandado	 será	 declarado	 rebelde	 automáticamente	 si	 incurre	 en
cualquiera	de	los	supuestos	contemplados	en	el	numeral	1	del	artículo	43	de
la	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo,	Ley	N°	29497,	esto	es:	(i)	no	asistir	a	la
audiencia	 de	 conciliación	 (incomparecencia	 en	 sentido	 estricto);	 (ii)	 no
contar	 con	 poderes	 suficientes	 para	 conciliar;	 y,	 (iii)	 no	 contestar	 la
demanda.
6.3.	 ¿La	 parte	 rebelde	 puede	 incorporarse	 al	 proceso	 contestando	 la
demanda	 en	 los	 casos	 de	 rebeldía	 por	 falta	 de	 facultades	 para	 la
conciliación?
El	pleno	acordó	por	mayoría	absoluta:
El	demandado	declarado	rebelde	sí	puede	contestar	la	demanda;	ya	que	se
debe	diferenciar	este	acto	del	hecho	de	comparecer,	además	de	privilegiar	el
derecho	 de	 defensa,	 el	 principio	 de	 contradicción	 y	 el	 principio	 de
veracidad,	en	tutela	del	derecho	al	debido	proceso.
Tema	N°	07:	Incrementos	a	beneficiarios	de	pensión	mínima.
7.1.	 ¿Se	 debe	 pagar	 a	 los	 beneficiarios	 de	 la	 Ley	N°	 23908	 los	 conceptos
contenidos	en	las	cartas	normativas	del	sistema	de	seguridad	social?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
No	 se	 deben	 pagar	 a	 los	 beneficiarios	 de	 la	 Ley	 N°	 23908	 los	 conceptos
contenidos	 en	 las	 cartas	 normativas	 del	 sistema	 de	 seguridad	 social.	 Sin
embargo,	 calculada	 la	 pensión	mínima,	 los	 aumentos	 pensionarios	 que	 se
dispongan	con	posterioridad	deben	ser	incrementados	a	ésta.
Tema	N°	08:	Caducidad	de	aportaciones	de	acuerdo	con	la	Ley	N°	8433.
8.1.	¿Se	deben	considerar	caducas	las	aportaciones	previsionales	realizadas
antes	del	1	de	mayo	de	1973	en	el	Régimen	Obrero	regulado	por	la	Ley	N°
13640,	una	vez	transcurrido	el	plazo	señalado	en	la	Ley	N°	8433?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
No	se	deben	considerar	caducas	 las	aportaciones	previsionales	realizadas
antes	del	1	de	mayo	de	1973,	fecha	de	entrada	en	vigencia	del	Decreto	Ley	N
°	19990,	una	vez	transcurrido	el	plazo	señalado	en	el	artículo	23	de	la	Ley	N
°	8433,	 salvo	que	exista	 resolución	que	 lo	declare,	 conforme	 lo	dispone	el
citado	decreto	ley.
8.2	 ¿Son	 computables	 para	 efectos	 previsionales	 las	 contribuciones
realizadas	 de	 acuerdo	 con	 la	 Ley	 N°	 10941,	 antes	 de	 implementarse	 el
Seguro	Social	del	Empleado	mediante	Ley	N°	13724	en	1962?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
Sí	 son	 computables	 para	 el	 cálculo	 del	 período	de	 aportación	previsional
las	 contribuciones	 realizadas	 bajo	 los	 alcances	 del	 artículo	 2°	 la	 Ley	 N°
10941,	 del	 1	 de	 enero	 de	 1949,	 inclusive	 antes	 de	 la	 creación	 del	 Seguro
Social	del	Empleado	en	el	año	1962.
Las	referidas	contribuciones	no	pierden	su	carácter	previsional	aún	cuando
la	Ley	N°	10941	haya	dispuesto	que	ellas	fueran	destinadas	a	la	edificación	y
equipamiento	 de	 los	 planteles	 hospitalarios	 y	 al	 otorgamiento	 de	 las
prestaciones	 provisionales	 de	 los	 riesgos	 de	 enfermedad,	 maternidad	 y
muerte.
Dando	por	finalizadas	las	sesiones	plenarias,
S.	S.
Sivina	Hurtado
Walde	Jáuregui
Acevedo	Mena
Arévalo	Vela
Chumpitaz	Rivera
Vinatea	Medina
Yrivarren	Fallaque
Torres	Vega
Morales	Gonzalez
Mac	Rae	Thays
Chaves	Zapater
Rueda	Fernández
De	La	Rosa	Bedriñana
Malca	Guaylupo
TÍTULO	SEXTO
Acuerdos	del	Año	2015
Ac.	2015.
Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República
III	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materias	Laboral	y	Previsional
Jurisprudencia
III	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materias	Laboral	y	Previsional
(Documento	publicado	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	24	de	octubre	del	2015)
En	la	ciudad	de	Lima,	 los	días	22	y	30	de	junio	del	2015,	se	reunieron	los
jueces	 supremos	 integrantes	de	 la	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social
Permanente,	 de	 la	 Primera	 Sala	 de	 Derecho	 Constitucional	 y	 Social
Transitoria,	 y	 de	 la	 Segunda	 Sala	 de	 Derecho	 Constitucional	 y	 Social
Transitoria	 de	 la	 Corte	 Suprema	 de	 Justicia	 de	 la	 República,	 para	 la
realización	 de	 las	 sesiones	 plenarias	 programadas	 en	 el	 III	 Pleno
Jurisdiccional	 Supremo	 en	materias	 Laboral	 y	 Previsional.	 Las	 sesiones	 se
llevaron	a	cabo	en	la	Sala	de	Juramentos	del	Palacio	Nacional	de	Justicia	de
esta	 ciudad	 con	 la	 presencia	 del	 señor	 presidente	 del	 Poder	 Judicial	 en	 la
sesión	inaugural,	señor	doctor	Víctor	Lucas	Ticona	Postigo,	y	los	siguientes
magistrados	 supremos:	 Jacinto	 Julio	 Rodríguez	 Mendoza,	 Javier	 Arévalo
Vela,	 Janet	 Ofelia	 Lourdes	 Tello	 Gilardi,	 Elina	 Hemilce	 Chumpitaz	 Rivera,
Fernando	 Montes	 Minaya,	 Ricardo	 Guillermo	 Vinatea	 Medina,	 Eduardo
Raymundo	 Ricardo	 Yrrivarren	 Fallaque,	 Isabel	 Cristina	 Torres	 Vega,
Elizabeth	 Roxana	 Margaret	 Mac	 Rae	 Thays,	 Segundo	 Baltazar	 Morales
Parraguez,	Diana	Lily	Rodríguez	Chávez,	Silvia	Consuelo	Rueda	Fernández,
Mariem	Vicky	De	La	Rosa	Brediñana	y	Víctor	Raúl	Malca	Guaylupo.	Se	deja
constancia	 de	 la	 inasistencia	 en	 ambas	 fechas	 del	 doctor	 Juan	 Chaves
Zapater	 por	 capacitación	 oficial	 en	 el	 extranjero	 y	 por	 motivos	 de	 salud,
respectivamente.
Los	 señores	 coordinadores	 del	 Pleno,	 doctores	 Jacinto	 Julio	 Rodríguez
Mendoza	 y	 Javier	 Arévalo	 Vela,	 luego	 de	 constatar	 la	 asistencia	 de	 los
magistrados	convocados	declararon	instaladas	cada	una	de	las	sesiones	del
III	 Pleno	 Jurisdiccional	 Supremo	 en	 materias	 laboral	 y	 previsional;
asimismo	 señalaron	 como	 mecanismo	 de	 trabajo:	 1)	 Presentación	 de	 los
temas	sometidos	al	pleno	a	cargo	del	consultor;	2)	Formulación	del	punto,	o
puntos,	de	debate;	3)	Debate;	4)	Votación	y	5)	Acuerdo.
Luego	de	los	debates,	se	tomaron	los	siguientes	acuerdos:
Tema	N°	01:	Criterio	de	aplicación	del	artículo	29	del	Reglamento	de	la	Ley
de	Relaciones	 Colectivas	 de	Trabajo,	 regulado	 por	 el	Decreto	 Supremo	N°
011-92-TR
1.1.	 ¿Es	 aplicable	 el	 principio	 de	 interpretación	 favorable	 al	 trabajador
respecto	 de	 las	 cláusulas	 normativas	 de	 las	 convenciones	 colectivas,
reguladas	 por	 el	 artículo	 29	 del	 Reglamento	 de	 la	 Ley	 de	 Relaciones
Colectivas	de	Trabajo?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
Procede	la	interpretación	favorable	al	trabajador	respecto	de	las	cláusulas
normativas	 de	 las	 convenciones	 colectivas,	 cuando	 al	 aplicar	 el	 método
literal,	 y	 los	 demás	 métodos	 de	 interpretación	 normativa,	 exista	 duda
insalvable	sobre	su	sentido.	Si	ante	dicha	duda	insalvable,	se	incumple	con
interpretarlas	de	manera	favorable	al	trabajador,	se	comete	una	infracción
del	 artículo	 29	 del	 Reglamento	 de	 la	 Ley	 de	 Relaciones	 Colectivas	 de
Trabajo,	regulado	por	el	Decreto	Supremo	N°	011-92-TR.
Tema	N°	02:	Exoneración	del	agotamiento	de	 la	vía	administrativa	en	 los
procesos	contenciosos	administrativos	laborales
2.1.	¿En	qué	caso,	además	de	los	expresamente	predeterminados	en	la	ley,
el	 trabajador	se	encuentra	exonerado	de	agotar	 la	vía	administrativa,	para
interponer	la	demanda	contenciosa	administrativa	laboral?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
El	trabajador	se	encuentra	exonerado	de	agotar	la	vía	administrativa,	para
interponer	 la	 demanda	 contenciosa	 administrativa	 laboral,	 en	 aquellos
casos	en	los	que	invoca	la	afectación	del	contenido	esencial	del	derecho	a	la
remuneración,	 ya	 sea	 que	 peticione	 el	 pago	 de	 la	 remuneración	 básica,	 la
remuneración	 total,	 la	 remuneración	 permanente,	 las	 bonificaciones,	 las
dietas,	 las	 asignaciones,	 las	 retribuciones,	 los	 estímulos,	 los	 incentivos,	 las
compensaciones	económicas	y	los	beneficios	de	toda	índole,	cualquiera	sea
su	forma,	modalidad,	periodicidad,	mecanismo	y	fuente	de	financiamiento.
Tema	 N°	 03:	 Reconocimiento	 del	 derecho	 pensionario	 del	 causante,
planteado	 por	 sus	 herederos,	 y	 pago	 de	 las	 respectivas	 pensiones	 e
intereses
3.1.	Los	herederos	¿Están	legitimados	para	reclamar	el	pago	de	la	pensión
de	 jubilación	 de	 su	 causante,	 quién	 había	 cumplido	 con	 los	 requisitos
legales,	pero	en	vida,	no	solicitó	su	reconocimiento?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
Los	herederos	cuyo	causante	tenía	derecho	a	 la	pensión	de	 jubilación	por
haber	 cumplido	 los	 requisitos	 legales,	 están	 legitimados	 para	 solicitar	 el
reconocimiento	 y	 el	 pago	 de	 las	 pensiones	 generadas	 hasta	 el	 deceso	 del
mismo,	más	los	intereses	legales.
En	consecuencia,	 los	herederos	pueden	solicitar	ante	 la	administración,	o
demandar	 ante	 el	 Poder	 Judicial	 vía	 proceso	 contencioso	 administrativo,
que	 se	 declare	 el	 derecho	 a	 la	 pensión	 y	 se	 disponga	 el	 pago
correspondiente	de	las	pensiones	generadas	hasta	la	fecha	de	la	muerte	del
causante,	más	los	intereses	legales.
S.	S.
Rodríguez	Mendoza
Arévalo	Vela
Tello	Gilardi
Chumpitaz	Rivera
Montes	Minaya
Vinatea	Medina
Yrrivarren	Fallaque	(*)
Torres	Vega
Mac	Rae	Thays
Morales	Parraguez
Rodríguez	Chávez
Rueda	Fernández
De	La	Rosa	Brediñana
Malca	Guaylupo
(*):	Se	deja	constancia	que	por	error	se	ha	consignado	en	la	parte	introductoria	y	en	la	parte	de	la
suscripción	del	presente	documento	el	apellido	“Yrrivarren	Fallaque”,	debiendo	ser	lo	correcto
“Yrivarren	Fallaque”.
TÍTULO	SÉTIMO
Acuerdos	del	Año	2016
Ac.	2015.
CORTE	SUPREMA	DE	JUSTICIA	DE	LA	REPÚBLICA
IV	PLENO	JURISDICCIONAL	SUPREMO	EN	MATERIAS	LABORAL
Y	PREVISIONAL
En	 la	 ciudad	 de	 Lima,	 el	 día	 1	 de	 diciembre	 del	 2015,	 se	 reunieron	 los
Jueces	Supremos	 integrantes	de	 la	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social
Permanente,	 de	 la	 Primera	 Sala	 de	 Derecho	 Constitucional	 y	 Social
Transitoria,	 y	 de	 la	 Segunda	 Sala	 de	 Derecho	 Constitucional	 y	 Social
Transitoria,	 de	 la	 Corte	 Suprema	 de	 Justicia	 de	 la	 República,	 para	 la
realización	de	 la	 sesión	plenaria	programada	 en	 el	 IV	Pleno	 Jurisdiccional
Supremo	en	materias	Laboral	y	Previsional.	La	sesión	se	llevó	a	cabo	en	la
Sala	 de	 Juramentos	 del	 Palacio	 Nacional	 de	 Justicia	 de	 esta	 ciudad	 con	 la
presencia	de	 los	 siguientes	magistrados	 supremos:	 Jacinto	 Julio	Rodríguez
Mendoza,	 Javier	 Arévalo	 Vela,	 Elina	 Hemilce	 Chumpitaz	 Rivera,	 Fernando
Montes	 Minaya,	 Ricardo	 Guillermo	 Vinatea	 Medina,	 Eduardo	 Raymundo
Ricardo	 Yrivarren	 Fallaque,	 Isabel	 Cristina	 Torres	 Vega,	 Elizabeth	 Roxana
Margaret	Mac	Rae	Thays,	Juan	Chaves	Zapater,	Diana	Lily	Rodríguez	Chávez,
Silvia	Consuelo	Rueda	Fernández,	Héctor	Lama	More,	Mariem	Vicky	De	La
Rosa	 Bedriñana	 y	 Víctor	 Raúl	 Malca	 Guaylupo.	 Se	 deja	 constancia	 de	 la
inasistencia	de	la	doctora	Janet	Ofelia	Tello	Gilardi	por	estar	de	licencia.
Los	 señores	 coordinadores	 del	 pleno,	 doctores	 Jacinto	 Julio	 Rodríguez
Mendoza	 y	 Javier	 Arévalo	 Vela,	 luego	 de	 constatar	 la	 asistencia	 de	 los
magistrados	 convocados	 declararon	 instalada	 la	 sesión	 del	 IV	 Pleno
Jurisdiccional	 Supremo	 en	 materias	 laboral	 y	 previsional;	 asimismo
señalaron	 como	 mecanismo	 de	 trabajo:	 1)	 Presentación	 de	 los	 temas
sometidos	 al	 pleno	 a	 cargo	 de	 los	 señores	 coordinadores;	 2)	 Formulación
del	punto,	o	puntos,	de	debate;	3)	Debate;	4)	Votación	y	5)	Acuerdo.
Luego	de	los	debates,	se	tomaron	los	siguientes	acuerdos:
Tema	N°	01	Actuación	de	 los	medios	probatorios	documentales	ofrecidos
por	el	demandado
En	 el	 proceso	 ordinario	 laboral	 regulado	 por	 la	 Nueva	 Ley	 Procesal	 del
Trabajo,	si	el	demandado	no	asiste	a	 la	audiencia	de	 juzgamiento	¿Debe	el
juez	actuar	los	medios	probatorios	ofrecidos	al	contestar	la	demanda?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
En	el	proceso	ordinario	laboral,	el	juez	tiene	el	deber	de	actuar	los	medios
probatorios	 documentales	 que	 hayan	 sido	 ofrecidos	 por	 el	 demandado
oportunamente	de	acuerdo	con	el	artículo	21	de	la	Nueva	Ley	Procesal	del
Trabajo,	sin	que	se	pueda	imponer	al	demandado,	como	consecuencia	de	su
ausencia	a	la	Audiencia	de	Juzgamiento,	ninguna	carga	procesal	que	no	esté
predeterminada	expresamente	por	ley.
Tema	N°	02	Prórroga	automática	del	contrato	CAS
Si	 el	 trabajador	 inicia	 sus	 labores	 al	 servicio	 del	 Estado	 mediante	 un
Contrato	Administrativo	 de	 Servicios,	 y	 luego	 de	 su	 vencimiento	 continúa
laborando	 ¿Se	produce	una	prórroga	 automática	del	 contrato	de	 servicios
en	sus	mismos	términos?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
Si	el	trabajador	ha	iniciado	sus	labores	al	servicio	del	Estado	mediante	un
Contrato	Administrativo	 de	 Servicios,	 y	 luego	 de	 su	 vencimiento	 continúa
laborando,	 se	 produce	 una	 prórroga	 automática	 de	 dicho	 contrato	 en	 sus
mismos	términos	y	por	el	mismo	plazo.
Tema	N°	03	Prescripción	de	devengados	previsionales
¿Prescribe	 para	 el	 pensionista	 la	 facultad	 de	 reclamar	 los	 montos
pensionarios	devengados?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
La	 facultad	 del	 pensionista	 de	 reclamar	 los	 montos	 pensionarios
devengados	es	 imprescriptible.	Este	beneficio	de	 imprescriptibilidad	no	es
extensible	a	sus	herederos.
Solo	 hay	 prescripción	 si	 ya	 existe	 una	 suma	 líquida	 de	 las	 pensiones
devengadas	por	entregar	y	el	pensionista	no	la	reclama.
El	plazo	de	prescripción	predeterminado	por	Ley	es	de	tres	años	en	el	caso
del	 Régimen	 Previsional	 regulado	 por	 el	 Decreto	 Ley	 20530,	 según	 lo
dispuesto	 en	 su	 artículo	 56.	 Para	 los	 demás	 Regímenes	 Previsionales
administrados	por	el	Estado	el	plazo	de	prescripción	es	de	diez	años,	según
lo	dispuesto	por	el	artículo	2001	inciso	1	del	Código	Civil.
Tema	 N°	 04	 Bonificaciones	 para	 pensionistas	 de	 las	 entidades	 reguladas
por	Fonafe
¿Les	corresponde	a	 los	pensionistas	del	Régimen	20530,	de	 las	entidades
que	se	encuentran	reguladas	por	el	Fondo	de	Financiamiento	de	la	Actividad
Empresarial	del	Estado	(Fonafe),	el	pago	de	las	bonificaciones	reguladas	en
los	Decretos	de	Urgencia	N°	090-96,	N°	073-97	y	N°	011-99?
El	pleno	acordó	por	unanimidad:
En	aquellos	casos	que	se	trate	de	empresas	con	participación	estatal,	bajo
la	administración	de	Fonafe,	no	les	corresponde	a	sus	pensionistas	el	pago
de	los	beneficios	otorgados	por	los	Decretos	de	Urgencia	N°	090-96,	N°	073-
97	y	N°	011-99,	por	cuando	dichas	empresas	se	encuentran	expresamente
excluidas	por	estas	normas.
En	 aquellos	 casos	 que	 se	 trate	 de	 entidades	 que	 no	 son	 empresas	 con
participación	 estatal,	 y	 están	 bajo	 la	 administración	 de	 Fonafe,	 solo	 les
corresponde	a	sus	pensionistas	el	pago	de	los	beneficios	otorgados	por	los
Decretos	de	Urgencia	N°	090-96,	N°	073-97	y	N°	011-99,	 si	 no	 existe	una
negociación	colectiva	que	les	haya	otorgado	incrementos	remunerativos,	en
los	años	1996,	1997	y	1999,	respectivamente.
S.	S.
Rodríguez	Mendoza
Arévalo	Vela
Chumpitaz	Rivera
Montes	Minaya
Vinatea	Medina
Yrivarren	Fallaque
Torres	Vega
Mac	Rae	Thays
Chaves	Zapater
Rodríguez	Chávez
Rueda	Fernández
Lama	More
De	La	Rosa	Bedriñana
Malca	Guaylupo
El	informe	correspondiente	al	IV	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	materias
Laboral	 y	 Previsional	 está	 disponible	 en	 la	 página	web	 del	 Poder	 Judicial
(www.pj.gob.pe)
COMPENDIO	LABORAL	PERUANO
SECCIÓN	CUARTA
SUPLEMENTO	DE	DISPOSICIONES
COMPLEMENTARIAS
1.	Trabajadores	Extranjeros
CONTRATACIÓN	PREFERENTE	DE	NACIONALES
D.	Leg.	689.
ART.	1°.—Los	empleadores,	cualquiera	fuere	su	actividad	o
nacionalidad,	darán	preferencia	a	la	contratación	de	trabajadores
nacionales.
NOTA:	El	Decreto	Legislativo	1236,	publicado	el	26	de	setiembre	del	2015,	estableció	un	marco
normativo	para	la	política	migratoria,	el	que	tiene	implicancias	laborales	como,	por	ejemplo,	la
permanencia	de	los	trabajadores	extranjeros.
AUTORIZACIÓN	DE	LOS	CONTRATOS
D.	Leg.	689.
ART.	2°.—La	contratación	de	trabajadores	extranjeros,	está
sujeta	al	régimen	laboral	de	la	actividad	privada	y	a	los	límites	que
establece	la	presente	ley	y	sus	servicios	están	comprendidos	en	el
régimen	laboral	de	la	actividad	privada.	El	contrato	de	trabajo	y
sus	modificaciones	deben	ser	autorizados	por	la	Autoridad
Administrativa	de	Trabajo.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	1°—Modificado.	D.	S.	023-2001-TR,	Art.	1°.	Los	contratos	de	trabajo
de	personal	 extranjero	 son	aprobados	por	 la	Autoridad	Administrativa	de
Trabajo.
La	 autoridad	migratoria	 constata	 la	 aprobación	 del	 contrato	 de	 personal
extranjero	 en	 virtud	 de	 lo	 regulado	 en	 el	 presente	 decreto	 supremo;
ninguna	autoridad	administrativa	puede	exigir	requisito	adicional.
El	 personal	 sólo	 podrá	 iniciar	 la	 prestación	 de	 servicios	 aprobado	 el
respectivo	contrato	de	trabajo	y	obtenida	la	calidad	migratoria	habilitante.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	 23.—En	 ningún	 caso	 las	 remuneraciones,	 derechos	 y	 beneficios	 del
personal	 extranjero	 serán	 menores	 de	 los	 reconocidos	 para	 el	 Régimen
Laboral	de	la	Actividad	Privada.
JURISPRUDENCIA.—A	los	trabajadores	extranjeros	les	alcanzan	los
beneficios	logrados	por	la	vía	del	convenio	colectivo.	“Que,	respecto	al
pronunciamiento	de	fondo	sobre	la	causal	declarada	procedente	del	recurso
casatorio	es	conveniente	precisar	que	en	las	relaciones	contractuales	del
personal	extranjero,	se	encuentra	regulado	por	el	Decreto	Legislativo
número	seiscientos	ochenta	y	nueve,	vigente	del	cinco	de	noviembre	de	mil
novecientos	noventa	y	uno,	que	en	su	artículo	dos	establece:	‘La
contratación	de	trabajadores	extranjeros	está	sujeta	al	régimen	laboral	de	la
actividad	privada	y	a	los	límites	que	establece	la	presente	ley	y	sus	servicios
están	comprendidos	en	el	régimen	laboral	de	la	actividad	privada.	El
contrato	de	trabajo	y	sus	modificaciones	deben	ser	autorizados	por	la
autoridad	administrativa	de	trabajo.’;	Sexto:	Que	asimismo,	en	el	artículo
veintitrés	del	Reglamento	del	Decreto	Legislativo	número	seiscientos
ochenta	y	nueve,	aprobado	mediante	Decreto	Supremo	número	cero	catorce
-	noventa	y	dos	-	TR,	del	veintitrés	de	diciembre	de	mil	novecientos	noventa
y	dos,	se	señala	que:	‘En	ningún	caso	las	remuneraciones,	derechos	y
beneficios	del	personal	extranjero	serán	menores	de	los	reconocidos	para	el
régimen	laboral	de	la	actividad	privada.’;	Sétimo:	Que,	los	derechos	del
trabajador	a	percibir	todos	los	conceptos	remunerativos	emanan	de	la	ley,
desde	el	momento	de	la	suscripción	de	contrato	laboral,	el	cual	establece
que	el	régimen	laboral	de	los	trabajadores	extranjeros	se	regula	por	las
leyes	del	sistema	privado,	el	mismo	que	también	comprende	los	beneficios
laborales	otorgados	por	convenios	colectivos;	Octavo:	Que,	la	sentencia
apelada	ha	delimitado	los	derechos	del	trabajador	dentro	del	régimen	de	la
actividad	privada,	por	lo	tanto	ampara	la	demanda	de	acuerdo	a	los
considerandos	segundo	y	tercero	de	la	sentencia,	los	cuales	han	sido
corroborados	con	la	normativa	señalada	en	los	considerandos	segundo	y
tercero	de	la	recurrida;	por	lo	que	las	instancias	de	mérito	han	interpretado
adecuadamente	las	normas	denunciadas	como	agraviadas	en	el	literal	a.i),
inclusive	separando	los	períodos	en	los	cuales	existió	remuneración	del
contrato	laboral	y	las	remuneraciones	integrales	pactadas	posteriormente;
Resolución:	Por	estos	fundamentos	declararon:	infundado	el	recurso	de
casación	interpuesto”.	(Cas.	Sala	Transitoria	de	Derecho	Constitucional	y
Social,	Exp.	1992-2006-Lima,	mayo	10/2007).
PERSONAL	NO	CONSIDERADO	EN	LAS	LIMITACIONES
D.	Leg.	689.
ART.	3°.—Para	los	efectos	de	la	presente	ley,	no	se	consideran	en
las	limitaciones	sobre	contratación	de	trabajadores	extranjeros	a
que	se	refieren	los	artículos	2°	y	4°	de	esta	ley:
a)	Al	extranjero	con	cónyuge,	ascendientes,	descendientes	o
hermanos	peruanos;
b)	Al	extranjero	con	visa	de	inmigrante;
c)	Al	extranjero	con	cuyo	país	de	origen	exista	convenio	de
reciprocidad	laboral	o	de	doble	nacionalidad;
d)	Al	personal	de	empresas	extranjeras	dedicadas	al	servicio
internacional	de	transporte	terrestre,	aéreo	o	acuático	con
bandera	y	matrícula	extranjera;
e)	Al	personal	extranjero	que	labore	en	las	empresas	de	servicios
multinacionales	o	bancos	multinacionales,	sujetos	a	las	normas
legales	dictadas	para	estos	casos	específicos;
f)	El	personal	extranjero	que,	en	virtud	de	convenios	bilaterales	o
multilaterales	celebrados	por	el	Gobierno	del	Perú,	prestare	sus
servicios	en	el	país;
g)	Al	inversionista	extranjero,	haya	o	no	renunciado	a	la
exportación	del	capital	y	utilidades	de	su	inversión,	siempre	que
ésta	tenga	un	monto	permanente	durante	la	vigencia	del	contrato
no	menor	de	5	UIT;
h)	Los	artistas,	deportistas	y	en	general	aquellos	que	actúen	en
espectáculos	públicos	en	el	territorio	de	la	República,	durante	un
período	máximo	de	tres	meses	al	año.
El	personal	comprendido	en	este	artículo	no	está	sujeto	al
trámite	de	aprobación	de	los	contratos	ni	a	los	porcentajes
limitativos	establecidos	en	el	artículo	4°	de	la	presente	ley.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	 2°.—Se	 encuentran	 exceptuados	 de	 los	 trámites	 de	 contratación	 de
personal	 extranjero,	 los	 empleadores	 que	 contraten	 a	 los	 extranjeros
incluidos	en	el	artículo	3°	de	la	ley.
El	 empleador	 deberá	 conservar	 en	 sus	 archivos	 los	 documentos	 que
acrediten	que	el	trabajador	se	encuentra	incurso	en	alguno	de	los	casos	de
excepción.
Esta	 documentación	 deberá	 encontrarse	 a	 disposición	 inmediata	 de	 la
Autoridad	 de	 Trabajo,	 en	 caso	 de	 inspección.	 De	 constatarse	 que	 el
trabajador	 no	 se	 encuentra	 exceptuado,	 se	 requerirá	 al	 empleador
regularice	la	situación	contractual	según	lo	establecido	en	el	artículo	26	de
este	reglamento.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	 10.—Los	 trabajadores	 extranjeros	 exceptuados	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	 3°	 de	 la	 ley,	 sujetos	 al	 Régimen	 Laboral	 de	 la	 Actividad	 Privada,
serán	 considerados	 como	 nacionales	 para	 el	 cálculo	 de	 los	 porcentajes
limitativos.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	 3°.—Modificado.	 D.	 S.	 023-2001-TR,	 Art.	 1°.	 Los	 contratos	 del
personal	extranjero	exceptuado,	incurso	en	los	incisos	a),	b),	c)	y	g),	se	rigen
por	 las	 mismas	 normas	 de	 contratación	 aplicables	 a	 los	 trabajadores
peruanos,	 pueden	 ser	 contratados	 a	 tiempo	 indefinido	 o	 sujetos	 a
modalidad	conforme	a	 las	reglas	establecidas	en	la	Ley	de	Productividad	y
Competitividad	Laboral,	aprobada	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR.
En	 caso	 estos	 trabajadores	 extranjeros	 celebren	 contratos	 de	 trabajo	 a
tiempo	indefinido,	deben	formalizarlos	por	escrito	a	efectos	de	presentarlos
ante	 la	 autoridad	 migratoria	 para	 la	 obtención	 de	 la	 calidad	 migratoria
habilitante.
Los	demás	casos	contemplados	en	el	artículo	3°	de	la	 ley	se	rigen	por	sus
propias	normas.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	4°.—El	estado	civil	a	que	se	refiere	el	inciso	a)	del	artículo	3°	de	la	ley,
será	acreditado	mediante	las	constancias	o	certificaciones	de	inscripción	en
el	Registro	de	Estado	Civil	del	Perú.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	 5°.—La	 calidad	 de	 inversionista	 a	 que	 se	 refiere	 el	 inciso	 g)	 del
artículo	3°	de	 la	 ley,	así	como	el	monto	de	su	 inversión,	serán	acreditados
con	 la	 certificación	 expedida	 por	 la	 Comisión	 Nacional	 de	 Inversiones	 y
Tecnologías	 Extranjeras	 (Conite)	 o	 con	 vista	 del	 Libro	 de	 Registro	 de
Transferencia	de	Acciones	de	la	empresa	o	empresas	respectivas.
Los	inversionistas	que	no	acrediten	como	mínimo	el	monto	de	la	inversión
exigido	en	el	inciso	antes	referido,	se	sujetarán	a	todos	los	alcances	de	la	ley.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	6°.—El	plazo	de	3	meses	a	que	se	refiere	el	inciso	h)	del	artículo	3°	de
la	ley	se	computará	de	modo	consecutivo	o	alternado,	en	el	lapso	de	un	año
calendario,	computado	desde	la	primera	prestación	de	servicios.
Si	 los	 artistas,	 deportistas	 y,	 en	 general,	 aquellos	 que	 actúen	 en
espectáculos	públicos	celebran	contratos	que	superen	el	plazo	de	3	meses
indicado,	 se	 sujetarán	 a	 todos	 los	 alcances	 de	 la	 ley.	 Sólo	 en	 este	 caso	 la
autoridad	respectiva	podrá	exigir,	para	efecto	de	los	trámites	migratorios,	la
aprobación	del	contrato	prevista	en	el	 inciso	 i)	del	artículo	11	del	Decreto
Legislativo	N°	703.
LIMITACIONES
D.	Leg.	689.
ART.	4°.—Las	empresas	nacionales	o	extranjeras	podrán
contratar	personal	extranjero	en	una	proporción	de	hasta	el	20%
del	número	total	de	sus	servidores,	empleados	y	obreros.	Sus
remuneraciones	no	podrán	exceder	del	30%	del	total	de	la
planilla	de	sueldos	y	salarios.
D.	S.	014-92-TR.	
ART.	7°.—Para	determinar	el	20%	del	número	total	de	servidores	a	que	se
refiere	el	artículo	4°	de	la	ley,	se	procederá	de	la	siguiente	manera:
a)	Se	tomará	el	total	del	personal	de	la	planilla,	computando	conjuntamente
a	 todos	 los	 trabajadores,	 sean	 nacionales	 o	 extranjeros,	 estables	 o
contratados	a	plazo	determinado,	con	vínculo	laboral	vigente.	Este	número
total	de	servidores	será	considerado	el	100%.
b)	 Luego	 se	 determinará	 el	 porcentaje	 de	 la	 planilla	 que	 representan	 los
trabajadores	 nacionales	 y	 el	 porcentaje	 que	 representan	 los	 trabajadores
extranjeros.
c)	Se	comparará	el	porcentaje	que	representan	los	trabajadores	extranjeros
frente	al	porcentaje	de	20%	autorizado	por	 la	 ley,	con	el	 fin	de	apreciar	el
número	de	extranjeros	que	pueden	ser	contratados.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	 8°.—Para	 determinar	 si	 el	 empleador	 se	 encuentra	 dentro	 del	 30%
del	total	de	la	planilla	de	sueldos	y	salarios,	a	que	se	refiere	el	artículo	4°	de
la	ley,	se	procederá	de	la	siguiente	manera:
a)	Se	tomará	el	total	de	la	planilla	de	sueldos	y	salarios	que	corresponden	a
los	 trabajadores	 nacionales	 o	 extranjeros,	 estables	 o	 contratados	 a	 plazo
determinado,	 pagados	 en	 el	 mes	 anterior	 al	 de	 la	 presentación	 de	 la
solicitud	 ante	 la	 Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo.	 El	 monto	 total
resultante	será	considerado	el	100%.	En	los	casos	que	se	pacte	el	pago	de	la
remuneración	en	moneda	extranjera,	se	tomará	en	cuenta	el	tipo	de	cambio
de	 venta	 del	 día,	 del	 mercado	 libre,	 publicado	 en	 el	 diario	 oficial	 por	 la
Superintendencia	de	Banca	y	Seguros,	vigente	al	momento	de	presentación
de	la	solicitud.
b)	 Luego	 se	 determinará	 el	 porcentaje	 del	 total	 que	 representan	 las
remuneraciones	 de	 los	 trabajadores	 nacionales	 y	 el	 porcentaje	 que
representan	las	remuneraciones	de	los	trabajadores	extranjeros.
c)	Se	comparará	el	porcentaje	que	representan	las	remuneraciones	de	 los
trabajadores	extranjeros	 frente	al	30%	autorizado	por	 la	 ley,	 con	el	 fin	de
apreciar	el	monto	máximo	de	remuneraciones	que	pueden	ser	otorgadas.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	 9°.—Modificado.	 D.	 S.	 023-2001-TR,	 Art.	 1°.	 Cuando	 el	 personal
extranjero	solicitado	va	a	 ingresar	en	sustitución	de	otro	extranjero,	no	se
incluirá	 en	 los	 cálculos	 de	 los	 porcentajes	 limitativos	 al	 que	 va	 a	 ser
reemplazado,	sino	sólo	al	que	pretende	ingresar.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	 27.—La	 conformidad	 de	 los	 datos	 referentes	 a	 los	 porcentajes
limitativos	 deberá	 ser	 verificada	 al	 momento	 de	 la	 presentación	 de	 la
solicitud	de	aprobación.
LEY	DE	ASILO
Ley	27840.
ART.	 18.—Actividad	 remunerada.	 El	 Estado	 garantiza	 al	 asilado,	 las
facilidades	 para	 ejercer	 actividades	 económicas,	 dependientes	 o
independientes,	 en	 el	 sector	 público	 o	 privado,	 que	 le	 permitan	 generar
ingresos	para	satisfacer	sus	necesidades	y	las	de	sus	dependientes.
Las	 medidas	 restrictivas	 respecto	 de	 los	 extranjeros	 o	 del	 empleo	 de
extranjeros,	impuestas	para	proteger	el	mercado	nacional	de	trabajo,	no	se
aplicarán	a	los	asilados.
LEY	DEL	REFUGIADO
Ley	27891.
ART.	 26.—Régimen	 laboral.	 No	 se	 aplican	 las	 medidas	 de	 restricción	 de
contratación	 laboral	 para	 extranjeros,	 a	 los	 refugiados	 reconocidos	 por	 el
Estado,	que	reúnan	una	de	las	condiciones	siguientes:
a)	Tener	cónyuge	de	nacionalidad	peruana,	no	podrá	invocar	este	beneficio
quien	abandonó	a	su	cónyuge;
b)	Tener	ascendiente,	descendientes	o	hermanos	peruanos;	y,
c)	Haber	cumplido	dos	años	de	residencia	en	el	país.
EXONERACIÓN	DE	PORCENTAJES	LIMITATIVOS
D.	Leg.	689.
ART.	6°.—Los	empleadores	podrán	solicitar	exoneración	de	los
porcentajes	limitativos	prescritos	en	el	artículo	4°	de	esta	ley,	en
los	casos	siguientes:
	
a)	Cuando	se	trate	de	personal	profesional	o	técnico
especializado;
b)	Cuando	se	trate	de	personal	de	dirección	y/o	gerencial	de	una
nueva	actividad	empresarial	o	en	caso	de	reconversión
empresarial;
c)	Cuando	se	trate	de	profesores	contratados	para	la	enseñanza
superior,	o	de	enseñanza	básica	o	secundaria	en	colegios
particulares	extranjeros,	o	de	enseñanza	de	idiomas	en	colegios
particulares	nacionales,	o	en	centros	especializados	de	enseñanza
de	idiomas;
d)	Cuando	se	trate	de	personal	de	empresas	del	sector	público	o
de	empresas	privadas	que	tengan	celebrados	contratos	con
organismos,	instituciones	o	empresas	del	sector	público;
e)	Cualquier	otro	caso	que	se	establezca	por	decreto	supremo,
siguiendo	los	criterios	de	especialización,	calificación	o
experiencia.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	 18.—Modificado.	 D.	 S.	 023-2001-TR,	 Art.	 1°.	 Las	 exoneraciones
siguen	el	trámite	de	aprobación	previsto	en	el	artículo	6°	de	la	ley,	tal	como
ha	quedado	reglamentado	por	los	artículos	12	y	13	de	este	decreto.
La	documentación	a	presentarse	es	 la	 indicada	en	el	 inciso	b)	del	artículo
12	 de	 este	 reglamento,	 debiendo	 precisarse	 o	 agregarse,	 según	 el	 caso,	 lo
siguiente:
1)	 La	 declaración	 jurada	 debe	 indicar	 las	 circunstancias	 que	 ameriten	 la
exoneración.
2)	 Acompañar	 adicionalmente	 la	 documentación	 que	 sustente	 lo
pertinente:
-	 Tratándose	 del	 inciso	 a)	 del	 artículo	 6°	 de	 la	 ley,	 se	 presenta	 título
profesional	o	su	equivalente	en	el	caso	de	carreras	técnicas	y	constancia	de
trabajo	que	acrediten	los	conocimientos	teóricos	y	prácticos	declarados.
-	Para	el	caso	del	 inciso	b)	del	artículo	6°	de	 la	 ley,	 se	acredita	 la	 función
gerencial	o	de	dirección	en	la	empresa	con	una	cláusula	en	el	contrato	que
establezca	 expresamente	 el	 cargo	 y	 las	 funciones	 a	 desarrollar	 o	 el
documento	donde	conste	el	nombramiento.	La	nueva	actividad	empresarial
o	la	reconversión	empresarial	se	acredita	con	un	informe	de	la	empresa,	el
cual	tendrá	el	carácter	de	declaración	jurada.
-	Tratándose	del	 inciso	c)	del	artículo	6°	de	 la	 ley,	se	acredita	el	supuesto
con	el	título	que	evidencia	la	especialidad.
-	Para	 el	 caso	del	 inciso	d)	del	 artículo	6°	de	 la	 ley,	 el	 informe	del	 sector
respectivo	referido	a	la	conveniencia	de	contratar	personal	extranjero	para
llevar	a	cabo	proyectos	u	obras	de	trascendencia	nacional.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	19.—Para	efecto	de	 lo	dispuesto	en	el	 inciso	b)	del	artículo	6°	de	 la
ley,	 se	 entiende	 como	 nueva	 actividad	 tanto	 el	 inicio	 de	 la	 actividad
productiva	 como	 la	 posterior	 instalación	 o	 apertura	 de	 nuevos
establecimientos	o	mercados,	así	como	el	 inicio	de	nuevas	actividades	o	el
incremento	de	 las	 ya	 existentes	dentro	de	 la	misma	empresa.	 Se	 entiende
como	 reconversión	 empresarial,	 la	 sustitución,	 ampliación,	 o	modificación
de	las	actividades	desarrolladas	en	la	empresa	y,	en	general,	toda	variación
de	 carácter	 tecnológico	en	 las	maquinarias,	 equipos,	 instalaciones,	medios
de	 producción,	 sistemas,	 métodos	 y	 procedimientos	 productivos	 y
administrativos.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	20.—La	exoneración	por	nueva	actividad	o	reconversión	empresarial
se	gozará	por	el	plazo	de	tres	años,	pudiendo	prorrogarse	por	una	única	vez.
FORMALIDAD	-	COMPROMISO	DE	CAPACITACIÓN
D.	Leg.	689.
ART.	5°.—Modificado.	Ley	26196,	Art.	Único.	Los	contratos	de
trabajo	a	que	se	refiere	la	presente	ley	deberán	ser	celebrados	por
escrito	y	a	plazo	determinado,	por	un	período	máximo	de	3	años
prorrogables,	sucesivamente,	por	períodos	iguales;	debiendo
constar	además,	el	compromiso	de	capacitar	al	personal	nacional
en	la	misma	ocupación.	La	autoridad	competente	al	otorgar	la	visa
correspondiente	tendrá	en	cuenta	el	plazo	de	duración	del
contrato.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	 11.—Los	 contratos	 de	 trabajo	 a	 que	 se	 refiere	 la	 ley	 serán	 a	 plazo
determinado	 y	 tendrán	 una	 duración	 no	 mayor	 de	 tres	 años,	 pudiendo
prorrogarse	sucesivamente	por	plazos	no	mayores	a	tres	años.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	 21.—Las	 prórrogas	 o	 modificaciones	 en	 el	 contrato	 constarán	 en
instrumento	separado	y	deberán	contemplar	 los	mismos	datos	y	cláusulas
exigidas	 para	 el	 contrato	 originario	 debiendo	 seguir	 el	 mismo	 trámite
señalado	 en	 el	 artículo	 12	 de	 este	 reglamento,	 con	 las	 siguientes
precisiones:
a)	 Se	 debe	 consignar	 en	 la	 solicitud	 el	 número	 de	 registro	 con	 que	 se
aprobó	el	contrato	originario.
b)	Se	debe	anexar	copia	del	contrato	anterior	aprobado.
c)	 No	 será	 necesario	 acompañar	 copia	 del	 título	 profesional	 ni	 las
certificaciones	 referidas	 en	 los	 artículos	 17	 y	 18	 inciso	 2)	 de	 este
reglamento,	salvo	que	se	trate	de	servicio	u	ocupación	diferente.
PROCEDIMIENTO	DE	APROBACIÓN.	SOLICITUD
D.	Leg.	689.
ART.	7°.—La	solicitud	de	aprobación	de	contratos	de	trabajo	y	la
documentación	respectiva,	será	presentada	ante	la	Autoridad
Administrativa	de	Trabajo	de	la	jurisdicción	donde	se	encuentre	el
centro	de	trabajo.
Dicha	solicitud	contendrá	la	declaración	jurada	que	el	trabajador
no	se	encuentra	incurso	en	las	limitaciones	del	artículo	4°	de	la
presente	ley.	El	contrato	se	considerará	aprobado	a	la
presentación	de	la	solicitud,	sin	perjuicio	que	la	Autoridad
Administrativa	de	Trabajo	disponga	la	realización	de	una	visita	de
inspección,	cuando	lo	considere	conveniente.
La	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo,	responsable	del	trámite,
llevará	un	registro	de	contratos	de	trabajo	de	personal	extranjero.
La	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	regional	informará	a	la
sede	central	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	Social	sobre
los	contratos	registrados,	a	fin	de	contar	con	un	registro	nacional.
ANEXOS	DE	LA	SOLICITUD
D.	Leg.	689.
ART.	8°.—Las	solicitudes	deberán	ser	acompañadas	con	los
siguientes	documentos:
a)	Declaración	jurada	de	la	empresa	donde	conste	que	la
contratación	del	extranjero	se	encuentra	dentro	de	los
porcentajes	limitativos	establecidos	en	el	artículo	4°;
b)	El	contrato	de	trabajo	escrito;
c)	El	título	profesional	o	los	certificados	correspondientes,
debidamente	legalizados	por	las	autoridades	competentes;
d)	Fotocopia	legalizada	del	pasaje	o	billete	de	transporte	del
trabajador	extranjero	y	su	familia	que	garanticen	su	retorno	a	su
país	de	origen	o	al	que	convengan.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	12.—Modificado.	D.	S.	023-2001-TR,	Art.	1°.	El	procedimiento	para
la	 aprobación	 de	 los	 contratos	 de	 personal	 extranjero	 por	 la	 Autoridad
Administrativa	de	Trabajo	es	el	siguiente:
a)	 La	 solicitud,	 según	 formato	 autorizado,	 se	 dirige	 a	 la	 Autoridad
Administrativa	de	Trabajo	de	la	jurisdicción	donde	se	encuentre	el	centro	de
trabajo.	Si	el	desempeño	de	las	labores	del	personal	extranjero	se	efectúa	en
diversos	 centros	de	 trabajo	ubicados	 en	distintas	 regiones	del	 país,	 podrá
presentar	la	solicitud	en	cualquiera	de	las	direcciones	regionales	de	trabajo
y	promoción	social,	en	donde	estén	ubicados	éstos.
b)	La	solicitud	se	presenta	acompañada	de	lo	siguiente:
-	El	contrato	de	trabajo,	preferentemente	según	modelo,	en	tres	ejemplares.
-	La	declaración	jurada,	preferentemente	según	formato,	que	el	contrato	no
se	excede	de	los	porcentajes	limitativos	autorizados.	La	declaración	jurada
no	requiere	la	firma	del	contador.
-	 Comprobante	 de	 pago	 del	 derecho	 correspondiente	 a	 la	 Autoridad
Administrativa	de	Trabajo.
-	 Alternativamente,	 el	 título	 profesional	 o	 los	 títulos	 o	 certificados	 de
estudios	 técnicos	 o	 certificados	 de	 experiencia	 laboral	 vinculados	 con	 el
objeto	del	servicio;	 los	documentos	referidos	en	el	párrafo	anterior	no	son
conjuntivos,	 pudiendo	 presentarse	 cualquiera	 de	 ellos,	 siempre	 que	 se
acredite	 la	 vinculación	 entre	 la	 calificación	 del	 trabajador	 y	 el	 servicio	 a
prestarse.
-	Fotocopia	 legalizada	del	pasaje	o	billete	a	que	se	 refiere	el	 inciso	d)	del
artículo	8°	de	 la	 ley	o	 la	declaración	 jurada	que	se	garantiza	el	 transporte
pertinente	la	que	puede	ser	consignada	como	cláusula	en	el	mismo	contrato,
o	 la	 constancia	 de	 las	 coordinaciones	 de	 retorno	 de	 la	 Organización
Internacional	 para	 las	 Migraciones	 (OIM),	 según	 el	 artículo	 16	 de	 este
reglamento.
-	 Cuando	 se	 solicite	 exoneración	 de	 los	 porcentajes	 limitativos,	 se	 debe
incluir	 la	 documentación	 que	 corresponda,	 según	 el	 caso,	 de	 conformidad
con	el	artículo	18	de	este	reglamento.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	13.—Modificado.	D.	S.	023-2001-TR,	Art.	1°.	El	contrato	de	trabajo
se	aprueba	dentro	de	los	cinco	(5)	días	hábiles	siguientes	a	su	presentación
ante	el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	Social.
Si	dentro	de	este	plazo	 la	autoridad	administrativa	de	 trabajo	constata	 la
falta	de	documentación,	requerirá	al	solicitante	para	que	la	presente	en	un
plazo	no	mayor	de	tres	(3)	días	hábiles;	en	este	caso,	el	plazo	de	aprobación
corre	a	partir	de	la	subsanación.
Dos	 ejemplares	 del	 contrato	 de	 trabajo	 aprobado	 son	 devueltos	 al
empleador.
La	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	tiene	la	atribución	de	fiscalizar	la
veracidad	 de	 los	 documentos	 presentados.	 Igualmente,	 puede	 dejar	 sin
efecto	 las	 resoluciones	 de	 aprobación	 de	 comprobarse	 la	 falsedad	 de	 los
documentos	presentados.
NOTA:	El	procedimiento	de	aprobación	de	los	contratos	de	trabajo	con	personal	extranjero	se
encuentra	regulado	en	el	número	de	orden	42	del	TUPA	del	Ministerio	de	Trabajo.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	14.—En	el	contrato	de	trabajo	escrito	a	que	se	refiere	el	inciso	b)	del
artículo	8°	de	la	ley	se	deberá	consignar	como	mínimo:
a)	 Los	 datos	 identificatorios	 del	 empleador:	 nombre	 o	 razón	 social	 de	 la
empresa,	 libreta	 tributaria,	 domicilio,	 inscripción	 en	 los	 registros	 de	 ley,
actividad	económica	específica	y	fecha	de	inicio	de	la	actividad	empresarial,
identificación	del	representante	legal.
b)	Los	datos	 identificatorios	del	 trabajador:	nombre,	 lugar	de	nacimiento,
nacionalidad,	 sexo,	 edad,	 estado	 civil,	 documento	 de	 identidad,	 domicilio,
profesión,	oficio	o	especialidad.
c)	 Los	 datos	mínimos	 de	 la	 contratación:	 descripción	 de	 las	 labores	 que
desempeñará	 el	 contratado,	 jornada	 laboral,	 lugar	 donde	 laborará,
remuneración	 diaria	 o	 mensual,	 en	 moneda	 nacional	 o	 extranjera,
bonificaciones	 y	 beneficios	 adicionales,	 fecha	 prevista	 para	 el	 inicio	 del
servicio,	plazo	del	contrato	y	demás	estipulaciones	contractuales.
d)	 La	 remuneración	 indicada	 en	 el	 contrato	 será	 igual	 a	 la	 remuneración
computable	regulada	en	el	artículo	8°	del	Decreto	Legislativo	N°	650.	En	el
contrato	se	deberán	desagregar	los	conceptos	y	valores	de	la	remuneración
en	especie.
La	 remuneración	 dineraria	 y	 en	 especie	 servirá	 para	 el	 cálculo	 del
porcentaje	limitativo	previsto	en	el	artículo	8°	de	este	reglamento.
e)	 Se	 deberán	 incluir	 además	 tres	 cláusulas	 especiales	 en	 que	 conste	 lo
siguiente:
-	 Que	 la	 aprobación	 del	 contrato	 no	 autoriza	 a	 iniciar	 la	 prestación	 de
servicios	 hasta	 que	 no	 se	 cuente	 con	 la	 calidad	 migratoria	 habilitante,
otorgada	por	la	autoridad	migratoria	correspondiente,	bajo	responsabilidad
del	empleador.
-	El	compromiso	del	empleador	de	transportar	al	personal	extranjero	y	los
miembros	de	la	familia	que	expresamente	se	estipulen,	a	su	país	de	origen	o
al	que	convengan	al	extinguirse	la	relación	contractual.
-	 El	 compromiso	 de	 capacitación	 del	 personal	 nacional	 en	 la	 misma
ocupación.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	15.—La	declaración	jurada	referida	en	el	inciso	a)	del	artículo	8°	de	la
ley	 consistirá	 en	un	 formulario	 en	el	 que	 constará,	 bajo	 juramento,	que	el
contrato	 se	 encuentra	 dentro	 de	 los	 porcentajes	 limitativos.	 Además
especificará:
a)	Identificación	del	empleador	y	del	trabajador	contratado.
b)	Número	total	de	trabajadores	(100%).
c)	Número	total	de	trabajadores	nacionales	y	el	porcentaje	que	representan
del	total.
d)	 Número	 total	 de	 trabajadores	 extranjeros	 y	 el	 porcentaje	 que
representan	del	total.
e)	 Saldo	 disponible	 de	 trabajadores	 extranjeros	 por	 contratar	 y	 su
respectivo	porcentaje.
f)	Monto	total	de	la	planilla	de	remuneraciones	(100%).
g)	 Monto	 total	 de	 remuneraciones	 de	 los	 trabajadores	 nacionales	 y	 el
porcentaje	que	representan	del	total.
h)	 Monto	 total	 de	 remuneraciones	 de	 los	 trabajadores	 extranjeros	 y	 el
porcentaje	que	representan	del	total.
i)	Saldo	disponible	en	monto	de	remuneraciones	por	pagar	y	su	respectivo
porcentaje.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	16.—Para	cumplir	con	el	requisito	señalado	en	el	inciso	d)	del	artículo
8°	de	la	ley,	bastará	con	presentar	fotocopia	legalizada	del	o	de	los	billetes	o
pasajes	respectivos	por	el	término	máximo	posible.
El	 cumplimiento	 del	 retorno	 del	 trabajador	 y	 su	 familia,	 si	 fuere	 el	 caso,
podrá	sustituirse	por	una	constancia	de	la	Organización	Internacional	para
las	 Migraciones	 (OIM),	 que	 garantice	 que	 se	 han	 hecho	 los	 arreglos	 de
retorno	del	extranjero	y	los	familiares	estipulados	en	el	contrato.
De	producirse	el	cese,	el	empleador	procederá	a	entregar	el	o	los	pasajes	o
billetes	al	trabajador.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	 17.—Modificado.	 D.	 S.	 023-2001-TR,	 Art.	 1°.	 Los	 títulos	 o
certificados	 de	 carácter	 profesional	 o	 técnico	 y	 los	 certificados	 de
experiencia	 laboral	 expedidos	 en	 el	 exterior	 se	 presentan	 en	 fotocopia
legalizada	 por	 notario	 peruano	 o	 en	 fotocopia	 certificada	 visada	 por	 el
Servicio	Consular	y	el	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores	del	Perú.
Si	 estos	 documentos	 fueron	 confeccionados	 en	 idioma	 extranjero,	 son
acompañados	de	una	traducción	oficial.
INDEMNIZACIÓN	POR	DESPIDO	ARBITRARIO
D.	Leg.	855.
Disposición	Complementaria.—La	resolución	arbitraria	de	los
contratos	de	trabajo	celebrados	con	personal	extranjero	generará,
en	materia	indemnizatoria	el	mismo	derecho	que	el	contemplado
en	el	artículo	110	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto
Legislativo	N°	728,	tal	como	ha	quedado	modificado	por	la
presente	ley.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	24.—Derogado.	D.	Leg.	855.	Si	el	empleador	resolviera	injustificada
y	 unilateralmente	 el	 contrato,	 deberá	 abonar	 al	 trabajador	 las
remuneraciones	dejadas	de	percibir	hasta	 el	 vencimiento	del	 contrato,	 las
mismas	que	tienen	carácter	indemnizatorio.
El	 pago	 de	 la	 remuneración	 en	 la	 forma	 prevista	 en	 el	 párrafo	 anterior
sustituye	a	las	indemnizaciones	por	despedida	injustificada.
COMENTARIO.—Resolución	 injustificada	 del	 contrato	 de	 trabajo	 de
extranjeros.	Al	igual	que	en	el	caso	de	resolución	arbitraria	de	los	contratos
de	 trabajo	 sujetos	 a	 modalidad,	 el	 cese	 injustificado	 de	 un	 trabajador
extranjero	 origina	 para	 el	 empleador	 la	 obligación	 de	 abonar	 una
remuneración	 y	 media	 por	 cada	 mes	 completo	 que	 falte	 hasta	 el
vencimiento	del	contrato,	con	el	límite	de	doce	sueldos.
Si	 el	 trabajador	 extranjero	 ha	 sido	 contratado	 a	 plazo	 indefinido,	 la
indemnización	 por	 despido	 arbitrario	 se	 calculará	 en	 función	 a	 su
antigüedad,	esto	es,	un	sueldo	y	medio	por	cada	año	completo	de	servicios	y
la	fracción	correspondiente,	si	hubiere.
SANCIONES
D.	Leg.	689.
ART.	9°.—Los	empleadores	serán	sancionados	con	multa	sin
perjuicio	de	las	demás	sanciones	que	fueran	aplicables	en	virtud
de	otras	normas	legales,	cuando	incurran	en	los	siguientes	actos:
a)	Omisión	del	trámite	de	aprobación	del	contrato	de	personal
extranjero	comprendido	en	la	presente	ley;
b)	Fraude	en	la	declaración	jurada	o	en	la	documentación
acompañada	para	la	aprobación	del	contrato	de	trabajo;
c)	Incumplimiento	en	la	ejecución	de	los	contratos	de	trabajo;
d)	Realización	de	fines	distintos	al	propósito	legal	que	mereció	la
aprobación	del	contrato;
e)	Incumplimiento	del	compromiso	de	capacitar	a	personal
nacional;
f)	Incumplimiento	de	cualquier	otra	obligación	prevista	en	la
presente	ley	y	su	reglamento.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	25.—La	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	 encargada	del	 trámite
de	 aprobación	 dispondrá	 la	 realización	 de	 inspecciones	 periódicas	 y	 con
criterio	 selectivo.	 Dicha	 autoridad	 impondrá	 las	multas	 y	 conocerá	 de	 los
reclamos	y	apelaciones.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	 26.—Si	 de	 la	 visita	 inspectiva	 se	 estableciera	 que	 el	 empleador	 ha
incurrido	en	alguno	de	los	actos	contemplados	en	el	artículo	9°	de	la	ley,	la
Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	competente	requerirá	se	regularice	la
situación	contractual,	en	el	 término	máximo	de	un	mes,	sin	perjuicio	de	 la
multa	 respectiva	 y	 de	 la	 acción	 judicial	 pertinente	que	 tales	 actos	puedan
haber	generado.
De	 no	 regularizarse	 la	 situación	 en	 el	 término	 concedido	 se	 procederá	 a
imponer	una	multa	mayor	y	se	requerirá	el	cumplimiento,	bajo	el	apremio
de	multas	sucesivas	y	mayores,	con	sujeción	a	las	normas	vigentes	sobre	el
particular.
Contra	lo	resuelto	en	primera	instancia	se	podrá	interponer	el	recurso	de
apelación	previsto	en	el	inciso	d)	del	artículo	12	del	reglamento.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	28.—El	inspector	velará	especialmente	que	al	momento	de	su	visita	el
trabajador	posea	la	calidad	migratoria	habilitante.
De	 constatarse	 que	 el	 trabajador	 se	 encuentra	 laborando	 sin	 la	 calidad
migratoria	habilitante,	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	cumplirá	con
comunicar	tal	hecho	a	la	autoridad	migratoria	competente.
POLÍTICA	DE	MIGRACIÓN	LABORAL
D.	Leg.	689.
ART.	10.—La	Dirección	General	de	Empleo	y	Formación
Profesional	tendrá	como	función	recomendar	a	la	alta	dirección
los	criterios	referidos	a	la	formulación	y	ejecución	de	la	política	de
migración	laboral.
ORGANIZACIÓN	INTERNACIONAL	PARA	LAS	MIGRACIONES
D.	Leg.	689.
ART.	11.—En	el	marco	de	los	convenios	entre	el	Gobierno	del
Perú	y	la	Organización	Internacional	para	las	Migraciones	(OIM),
el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	Social	coordinará	la
cooperación	de	la	OIM	y	difundirá	sus	planes	y	programas	a
efectos	de	la	localización	de	personal	idóneo	extranjero	y	nacional
residente	en	el	extranjero,	la	verificación	y	presentación	de	la
documentación,	traslado	y	retorno	del	personal	comprendido	por
la	presente	ley,	así	como	la	aprobación	de	los	contratos	del
personal	extranjero	que	sean	canalizados	mediante	esta
organización.
D.	S.	014-92-TR.
ART.	 22.—La	 Organización	 Internacional	 para	 las	 Migraciones	 (OIM)
prestará	 sus	 servicios	 a	 los	 empleadores	 que	 le	 soliciten	 asistencia	 en	 lo
siguiente:
-	Búsqueda	de	personal	nacional	calificado	con	residencia	en	el	exterior	y
dispuesto	a	retornar	al	país.
-	Búsqueda	de	personal	extranjero	calificado	dispuesto	a	migrar.
-	Facilidades	en	el	traslado	al	Perú	y	retorno	al	país	de	origen.
-	Asistencia	en	arreglo	de	aspectos	migratorios	en	el	país	de	origen	y	en	el
Perú.
D.	S.	014-92-TR.
Cuarta	 Disposición	 Transitoria	 y	 Final.—El	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	 Social	 queda	 facultado	 para	 celebrar	 con	 la	 Organización
Internacional	 para	 las	 Migraciones	 (OIM)	 un	 “Acuerdo	 de	 Cooperación
Técnica”	 para	 lograr	 un	 mejor	 cumplimiento	 de	 la	 normatividad	 y
procedimientos	 previstos	 para	 la	 contratación	 de	 extranjeros,	 de
conformidad	con	el	artículo	11	de	la	ley.
TRATADOS	INTERNACIONALES
D.	Leg.	689.
Quinta	Disposición	Transitoria	y	Final.—La	presente	ley	se	aplica
sin	perjuicio	de	la	observación	de	los	tratados	internacionales
sobre	la	materia,	en	lo	que	sean	más	favorables.
D.	S.	014-92-TR.
Primera	 Disposición	 Transitoria	 y	 Final.—El	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	Social	aprobará	mediante	resolución	ministerial	los	formularios
de	solicitud,	de	declaración	 jurada,	de	multa,	de	ficha	del	registro	nacional
de	 contrato	 de	 trabajo	 de	 personal	 extranjero;	 así	 como	 un	 modelo	 de
contrato	con	cláusulas	básicas.
D.	S.	014-92-TR.
Segunda	 Disposición	 Transitoria	 y	 Final.—La	 Dirección	 Nacional	 de
Relaciones	de	Trabajo	 coordinará	 con	 las	 regiones	y	emitirá	 las	directivas
correspondientes	 para	 que	 las	 Autoridades	 Administrativas	 de	 Trabajo	 a
nivel	nacional	apliquen	los	formatos	aprobados	por	la	resolución	ministerial
respectiva	y	procedan	a	remitir	 la	 información	de	 los	contratos	aprobados
con	el	fin	de	mantener	actualizado	el	registro	nacional.
R.	M.	021-93-TR.
Artículo	Único.—Aprobar	los	siguientes	formularios:
-	Solicitud	para	aprobación	de	contratos	de	extranjeros	(Modelo	I).
-	 Declaración	 jurada	 de	 cumplimiento	 de	 los	 porcentajes	 limitativos
(Modelo	II).
-	Declaración	jurada	de	exoneración	de	los	porcentajes	limitativos	(Modelo
III).
-	De	aplicación	de	multa	(Modelo	IV).
-	Modelo	de	ficha	de	registro	nacional	(Modelo	V).
-	Modelo	de	contrato	de	trabajo	de	extranjero	(Modelo	VI).
MODELO	I
FORMULARIO	DE	SOLICITUD	PARA	APROBACIÓN	DE
CONTRATOS	DE	EXTRANJEROS	(D.	LEG.	N°	689	Y	D.	S.	N°	014-
92-TR)
(CONTRATO	ORIGINARIO,	PRÓRROGAS	O	MODIFICACIONES	Y
EXONERADOS	DE	PORCENTAJES	LIMITATIVOS)
Señores:
....................................................................................................................................................
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	Social	(o	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo
Regional	de	….......):
Datos	del	empleador
Nombre	o	razón	social:............................................................................................................
RUC	N°.....................................................................	domicilio	en	.........................................
Provincia	de...............................................................Departamento	de..................................
(Región.................................................................................................................................)
Representante	legal:	............................................................................................................
Libreta	 electoral	 N°	 …………........….….	 con	 mandato	 inscrito	 en	 el	 asiento
…….......................
de	 la	 Ficha	 ……….......…….	 del	 Registro	 …………..…..	 de	 los	 Registros	 Públicos	 de
................
De	conformidad	con	lo	dispuesto	por	los	artículos	5°,	6°,	7°	y	8°	del	D.	Leg.	N°	689
y	por	su	reglamento	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	014-92-TR,	solicitamos	a
su	despacho	se	sirva	aprobar	el:
(Marque	y	complete	lo	que	corresponda)
1.-	Contrato	de	trabajo	de	fecha	...............................................................…………………....
(dentro	de	los	porcentajes	limitativos)
2.-	Contrato	de	trabajo	de	fecha	...............................................................…………………....
(exonerado	de	los	porcentajes	limitativos)
3.-	Prórroga	del	contrato	de	trabajo	de	fecha	………............................................................
4.-	Modificación	del	contrato	de	trabajo	de	fecha	…………....................................................
Que	se	suscribe	con	el	contratado,	cuyos	datos	se	consignan	a	continuación:
Del	trabajador
Nombres	y	apellidos	……......................................................................…………………….....
Nacionalidad	…......................………..	Profesión	u	ocupación	……………….............................
………………………………………………….......................................................................…...
Especializado	en	………………………….................................................................................
…………………………………..............................................................................…………….
Puesto	a	ocupar	…………………………………........................................................................
Por	tanto:
A	Ud.	pedimos	se	sirva	acceder	a	lo	solicitado.
Otrosí	decimos:	Que	dando	cumplimiento	al	artículo	8°	del	D.	Leg.	N°	689	y	del
inciso	b)	del	artículo	12	del	reglamento,	adjuntamos	lo	siguiente:
Lugar	y	fecha……….............................................
	
.....................................
REPRESENTANTE	LEGAL
	
I.-	Para	la	aprobación	del	contrato	dentro	de	porcentajes	limitativos:
Tres	ejemplares	del	contrato	de	trabajo	a	plazo	fijo,	debidamente	suscrito	por	las
partes.
Declaración	jurada	de	cumplimiento	de	porcentajes	limitativos.
Fotocopia	legalizada	del	título	o	certificado	de	estudios,	o	certificado	de	trabajo,
donde	conste	la	visación	consular;	acompañada	de	la	traducción	oficial,	si	fuera	el
caso.
Fotocopia	 legalizada	 de	 pasaje	 de	 retorno	 o	 constancia	 de	 la	 Organización
Internacional	 para	 las	 Migraciones	 (OIM),	 garantizando	 que	 se	 han	 hecho	 las
coordinaciones	para	el	retorno,	de	ser	el	caso.
Comprobante	 de	 pago	 de	 derechos	 abonados	 al	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	Social.
II.-	Para	la	aprobación	del	contrato	exonerado	de	porcentajes	limitativos:
Tres	ejemplares	del	contrato	de	trabajo	a	plazo	fijo,	debidamente	suscrito	por	las
partes.
Declaración	jurada	indicando	las	circunstancias	que	ameriten	la	exoneración.
Fotocopia	 legalizada	 de	 pasaje	 de	 retorno	 o	 constancia	 de	 la	 Organización
Internacional	 para	 las	 Migraciones	 (OIM),	 garantizando	 que	 se	 han	 hecho
coordinaciones	de	retorno,	de	ser	el	caso.
Comprobante	 de	 pago	 de	 los	 derechos	 abonados	 al	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	Social.
Adicionalmente	y	según	el	caso	de	la	exoneración,	acompañar	lo	siguiente:
Inc.	a)	Art.	6°,	D.	Leg.	N°	689:
Fotocopia	 legalizada	del	 título	o	 su	 equivalente	 en	el	 caso	de	 carreras	 técnicas,
donde	 conste	 la	 visación	 consular,	 acompañada	 de	 traducción	 oficial,	 si	 fuera	 el
caso.
Fotocopia	 legalizada	 de	 los	 certificados	 de	 trabajo,	 donde	 conste	 la	 visación
consular	 y	 que	 acrediten	 3	 años	 de	 experiencia	 en	 la	 especialidad	 contratada.
Acompañar	la	traducción	oficial.
Inc.	b)	Art.	6°,	D.	Leg.	N°	689:
Actas	 legalizadas	 por	 órgano	 competente	 de	 la	 empresa	 acreditando	 el
nombramiento	en	función	gerencial	o	de	dirección.
Informe	 del	 sector	 correspondiente	 que	 acredite	 la	 nueva	 actividad	 o	 la
reconversión	empresarial.
Inc.	c)	Art.	6°,	D.	Leg.	N°	689:
Fotocopia	 legalizada	 del	 título	 o	 títulos,	 donde	 conste	 la	 visación	 consular,	 que
acrediten	 el	 carácter	 de	 docente	 del	 contratado	 y	 su	 especialidad,	 debidamente
visados	por	el	servicio	consular.
Informe	o	resolución	del	Sector	Educación.
Inc.	d)	Art.	6°,	D.	Leg.	N°	689:
Informe	del	sector	respectivo.
III.-	Para	la	prórroga	o	modificación	del	contrato	de	trabajo:
Tres	 ejemplares	 del	 contrato	 de	 prórroga	 o	 de	 la	modificación	 del	 contrato	 de
trabajo	a	plazo	fijo.
Fotocopia	del	contrato	originario	(anteriormente	aprobado).
Declaración	jurada	de	cumplimiento	de	porcentajes	limitativos.
Fotocopia	 legalizada	del	 título	o	certificado	de	estudios	o	certificado	de	trabajo,
donde	 conste	 la	 visación	 consular,	 acompañada	 de	 traducción	 oficial.	 (Sólo
exigible	 y	 necesario	 si	 se	 ha	 pactado	 servicio	 u	 ocupación	 diferente	 al
contrato	originario).
Fotocopia	 legalizada	 de	 pasaje	 de	 retorno	 o	 constancia	 de	 la	 Organización
Internacional	 para	 las	 Migraciones	 (OIM)	 garantizando	 que	 se	 han	 hecho	 las
coordinaciones	para	el	retorno,	de	ser	el	caso.
Comprobante	 de	 pago	 de	 los	 derechos	 abonados	 al	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	Social.
	
MODELO	II
FORMULARIO	DECLARACIÓN	JURADA	DE	CUMPLIMIENTO
DE	LOS	PORCENTAJES	LIMITATIVOS	(D.	LEG.	N°	689	Y	D.	S.
N°	014-92-TR)
Los	 suscritos,	 declaramos	 que	 los	 datos	 que	 se	 consignan	 a	 continuación	 son
verdaderos:
Datos	del	empleador
Nombre	o	razón	social:	……………………………...........................................................................…
Datos	del	trabajador
Nombre:	 .................................…….,	 con	 documento	 de	 identidad
………….......................................
Nacionalidad:	……….........……..................………
AUTODETERMINACIÓN	DE	PORCENTAJES	LIMITATIVOS
A.	Del	personal	(20%)
Número	Porcentaje
Total	de	trabajadores:…….....................................................................	100%
Trabajadores	nacionales:	.......................................................................	%
Trabajadores	extranjeros:	......................................................................	%
Saldo	disponible	de	trabajadores
extranjeros	por	contratar:	......................................................................	%
B.	De	las	remuneraciones	(30%)
Monto	Porcentaje
Total	de	la	planilla	de	remuneraciones:	.................................................	100%
Remuneraciones	de	trabajadores	nacionales:	........................................	%
Remuneraciones	de	trabajadores	extranjeros:	.......................................	%
Saldo	disponible	de	remuneraciones	por	pagar:	.....................................	%
Declaramos	bajo	juramento	que	la	presente	contratación	se	encuentra	dentro	de
los	porcentajes	limitativos	establecidos	en	el	artículo	4°	del	Decreto	Legislativo	N°
689.	 En	 consecuencia,	 no	 se	 excede	 de	 lo	 autorizado,	 pudiendo	 verificarse	 los
datos	consignados	en	esta	declaración	jurada	en	las	planillas	del	empleador.
(Lugar	y	fecha)	..............................................................................
....................................................	...............................................................
Firma	del	contador	Firma	del	representante
	
MODELO	III
FORMULARIO	DECLARACIÓN	JURADA	DE	EXONERACIÓN	DE
LOS	PORCENTAJES	LIMITATIVOS	(D.	LEG.	N°	689	Y	D.	S.	N°
014-92-TR)
Los	 suscritos,	 declaramos	 que	 los	 datos	 que	 se	 consignan	 a	 continuación	 son
verdaderos:
Datos	del	empleador
Nombre	o	razón	social........................................................................................…………
Datos	del	trabajador
Nombre:	 ………..................................……..,	 con	 documento	 de	 identidad:	 ……….........….
Nacionalidad:	……………
Circunstancias	que	ameritan	la	contratación	(explicar	brevemente)
—
—
—
—
Declaramos	bajo	juramento	que	lo	expresado	es	cierto	y	que	el	presente	caso	se
encuentra	exonerado	de	los	porcentajes	limitativos	previstos	en	el	artículo	4°	del
Decreto	 Legislativo	 N°	 689.	 En	 consecuencia,	 se	 cumple	 con	 el	 inciso……
contemplado	en	el	artículo	6°	del	D.	Leg.	N°	689.
(Lugar	y	fecha)	…………….................…..
	
...................................................	.....................................................
Firma	del	contador	Firma	del	representante
	
	
MODELO	IV
FORMULARIO	DE	MULTA	(D.	LEG.	N°	689	Y	D.	S.	N°	014-92-TR)
AUTO	DIVISIONAL	(ZONAL)	(REGIONAL)	N°……………..……..
(Lugar	y	fecha)
Vistos	y	considerando:
Que	 mediante	 visita	 inspectiva	 de	 fecha	 ……….................…	 ordenada	 por	 este
despacho,	se	ha	constatado	que	el	empleador	(nombre	o	razón	social)	……….......…
ha	 incurrido	 en	 ….....................….	 (tipificar	 de	 acuerdo	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 o	 los
incisos	 del	 artículo	 9°	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 689)	 ………....................................
………….;
Que,	de	conformidad	con	la	acotada	norma	legal	los	empleadores	que	incurran	en
los	actos	contemplados	en	el	artículo	9°	se	hacen	pasibles	de	sanción	pecuniaria;
Que,	bajo	tal	marco	legal	resulta	de	aplicación	lo	dispuesto	por	el	D.	S.	N°	046-89-
TR,	de	27	de	octubre	de	1989;
Por	 lo	 expuesto	 y	 en	 uso	 de	 las	 facultades	 conferidas	 a	 este	 despacho	 por	 el
Decreto	Ley	N°	25927,	Ley	Orgánica	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	Social,
y	su	reglamento	aprobado	por	Resolución	Ministerial	N°	012-93-TR;
Se	resuelve:
Múltase	 a	 …….....................................................…	 con	 domicilio	 en	 ………...............…………,
con	 la	 suma	 de	 S/.	 (en	 número	 y	 letras)	 …………...............……	 por	 la	 infracción
señalada,	debiendo	abonar	dicho	importe	en	la	cuenta	corriente	N°	…………...…	en
el	 término	 de	 24	 horas	 de	 quedar	 consentido	 o	 ejecutoriado	 el	 presente
pronunciamiento.
La	sanción	no	libera	de	la	obligación	de	regularizar	y	subsanar	la	situación	dentro
del	 término	 de	……………,	 bajo	 apercibimiento	 de	 nueva	multa	 que	 consistirá	 en
…………....…………
Hágase	saber
	
	
MODELO	V
CONTRATO	DE	TRABAJO	DE	PERSONAL	EXTRANJERO
MODELO	DE	FICHA	DEL	REGISTRO	NACIONAL	(D.	LEG.	N°	689
Y	D.	S.	N°	014-92-TR)
N°	Expediente:
N°	RNCTPE
Fecha	………………........……………
A.	Del	empleador	(empresa)
Nombre	o	razón	social	:	.............................................................................................
Dirección	:	..............................................................................................
Actividad	económica	:	...............................................................................................
N°	RNCT	:	................................................................................................
Fecha	de	inicio	de	actividades	:	...........................................................................................
B.	Del	trabajador	extranjero
Nombres	y	apellidos	:..........................................................................................................
Sexo:	………..............…..	Edad:	…...............……..	País	de	nacimiento:	..........................
Nacionalidad:	……….........................................................…………….
Estado	Civil:	Casado	……..........................……	Soltero	...................Viudo	......................
Divorciado	……….......................
Nombre	y	Ap.	cónyuge:	….....................................…….	Nacionalidad:	……...............……
Carné	de	extranjería:	.................................................................………	RUC	……….............
Prof.	o	Espec.	:	...................................................................................................................……
Domicilio:	.............................................................................................................................……
C.	Del	contrato	Tipo	de	trámite:
Ocupación	del
contratado:	........................................................…..	Remuneración	total	mensual:......................
Haber	 mensual	 S/........................................	 Valor	 remuneraciones	 en
especie:........................
Duración	 del	 contrato:	 …..................................	 Fecha	 de	 inicio	 del	 contrato:
............................
D.	Resultado	de	la	solicitud
Aprobado	...................................….	N°	registro:	............................	Fecha:	...…......................	..
Desaprobado	……….....................................	Fecha:	……….............……	....
Observaciones:	................................................................................................................................
E.	Contratos	anteriores
N°	.........................................……	Fecha:	….....................……..	Tipo	trámite:	…….......................
N°	.........................................……	Fecha:	….....................……..	Tipo	trámite:	…….......................
N°	.........................................……	Fecha:	….....................……..	Tipo	trámite:	…….......................
Observaciones:	..................................................................................................................................
Lima,	...........................	del	20.....
	
	
MODELO	VI
MODELO	DE	CONTRATO	DE	TRABAJO	DE	EXTRANJERO	(D.
LEG.	N°	689	Y	D.	S.	N°	014-92-TR)
Conste	por	el	presente	documento	el	contrato	de	trabajo	de	personal	extranjero	a
plazo	determinado,	que	celebran	de	una	parte	la	empresa	(nombre	o	razón	social)
.....................................,	 con	 RUC	 …….........………..,	 con	 domicilio	 en
……........................................,	 distrito	 ………….......…..,	 provincia	 …………………,
departamento	 …………..........,	 cuya	 constitución	 obra	 debidamente	 inscrita	 en
…………...……….	 del	 Registro	 ……………	 de	 …………………..,	 dedicada	 a	 la	 actividad
económica	 de	 ………….....................…..,	 habiendo	 dado	 inicio	 a	 su	 actividad
empresarial	 con	 fecha	 …………..,	 debidamente	 representada	 por	 ………….................
…….,	 identificado	 con	 documento	 ………….……..,	 cuyo	mandato	 se	 haya	 inscrito	 a
fojas	 …………	 del	 tomo	 N°	 ………........….	 y	 asiento	 N°	 .….........…..	 de	 los	 Registro
Públicos	 de	 …….........................…….,	 a	 quien	 en	 adelante	 se	 denominará	 “El
Empleador”,	 y	 de	 la	 otra	 parte	 Don	 ..............................................,	 con	 documento	 de
identidad	 ……….................……,	 nacido	 en	 la	 ciudad	 de	 ……...............………,	 país
………….......………,	de	nacionalidad	………........…….,	de	sexo	……...............…,	de	……..	años
de	 edad,	 de	 estado	 civil	 …......……,	 de	 profesión	 o	 especialidad	 ....................…………..,
con	 domicilio	 en	 …………….................................,	 en	 adelante	 “El	 Trabajador”;	 en	 los
términos	y	condiciones	siguientes:
Primero:	Del	empleador.-	“El	empleador”	es	una	empresa	que	se	halla	dedicada
a	la	actividad	económica	descrita	en	la	introducción	de	este	documento	y	requiere
de	 un	 (describir	 puesto)	 ……….................……,	 que	 se	 haga	 cargo	 del	 puesto	 de
………………………………..
Segundo:	 Del	 trabajador.-	 “El	 Trabajador”	 es	 (describir	 calificación	 laboral)
……...........................	y	declara	estar	calificado	para	el	puesto	ofrecido.
Tercero:	De	los	servicios.-	Por	medio	del	presente	“El	Empleador”	contrata	los
servicios	 de	 “El	 Trabajador”,	 teniendo	 en	 cuenta	 lo	 señalado	 en	 las	 cláusulas
precedentes.
Cuarto:	De	la	jornada.-	La	jornada	será	de	…..…..	horas	semanales,	de	......…a	…......,
en	horario	de	….……………
Quinto:	 De	 la	 remuneración	 total.-	 El	 empleador	 abonará	 al	 trabajador,	 en
calidad	de	remuneración	los	conceptos	siguientes:
A.-	Dineraria
—	Haber	mensual	....................................................	x	12	=	…….......................................
—	Gratificaciones	………..........................................	al	año	=	……..…….............................
—	Otras	bonificaciones	…........................................	al	año	=	…...……….............................
—	Subtotal	anual	=	...………….............................
————————————
————————————
B.-	Especie
1)	Vivienda	por	un	valor	anual	de	=	S/.	.......................................................................................
2)	 Colegio	 para	 los	 ……….................	 hijos,	 por	 un	 valor	 anual	 de	 S/.	 ......
…...........................
3)	 Auto	 (uso,	 mantenimiento,	 combustible	 y	 ...............….)	 por	 un	 valor	 de	 S/.
.........................
4)	Otras	(especificar)	......................................................................................................................
Subtotal	anual	=	...............................................................................................................................
C.-	Remuneración	total
—	Remuneración	total	anual	(A	+	B)	=	.....................................................................................
—	Remuneración	total	mensual	=	..................................................................................................
—	 La	 remuneración	 total	 mensual	 es	 la	 que	 será	 tomada	 en	 cuenta	 para
determinar	los	porcentajes	limitativos.
Sexto.-	Del	 régimen	 laboral.-	 “El	 Trabajador”	 se	 encuentra	 sujeto	 al	 Régimen
Laboral	 de	 la	 Actividad	 Privada	 y	 le	 son	 aplicables	 los	 derechos	 y	 beneficios
previstos	en	el	mismo.
Sétimo.-	Del	plazo.-	El	plazo	de	duración	del	presente	contrato	es	de	…..................
(máximo	tres	años),	de	conformidad	con	lo	dispuesto	por	el	artículo	5°	del	Decreto
Legislativo	N°	689	y	el	artículo	11	del	reglamento,	contados	a	partir	de	la	fecha	del
inicio	de	la	prestación	del	servicio.
La	prestación	del	servicio	se	 iniciará	sólo	al	día	siguiente	en	que	se	produzca	la
aprobación	 del	 contrato	 de	 trabajo	 y	 obtención	 de	 la	 calidad	 migratoria
habilitante.
Octavo.-	De	la	buena	fe	laboral.-	“El	Trabajador”	se	obliga	por	su	parte	en	forma
expresa	a	poner	al	servicio	de	“El	Empleador”	toda	su	capacidad	y	lealtad.
Noveno.-	 Efecto	 de	 la	 aprobación	 del	 contrato.-	 Se	 deja	 constancia	 que	 las
partes	 son	 conscientes	 que	 la	 aprobación	 de	 la	 Autoridad	 Administrativa	 de
Trabajo	 que	 recaiga	 en	 este	 contrato,	 no	 autoriza	 al	 inicio	 de	 la	 prestación	 de
servicios,	 mientras	 que	 no	 se	 cuente	 con	 la	 calidad	 migratoria	 habilitante,
otorgada	 por	 la	 autoridad	 migratoria	 competente,	 bajo	 responsabilidad	 de	 “El
Empleador”.
Décimo.-	De	 la	 capacitación.-	Las	 partes	 asumen	 el	 compromiso	 de	 capacitar
personal	nacional,	en	el	mismo	puesto	en	que	se	contrató	al	trabajador.
Decimoprimero.-	Del	retorno.-	 “El	 Empleador”	 se	 compromete	 a	 entregar	 los
pasajes	que	correspondan	al	 trabajador	y	sus	 familiares	al	producirse	el	cese.	El
costo	será	de	cuenta	del	empleador	y	los	pasajes	serán	extendidos	en	favor	de	las
siguientes	personas:
1)	...................................................,	titular,	edad	…...............
2)	...................................................,	parentesco	…................…..,	edad	…............…..
3)	...................................................,	parentesco	…................…..,	edad	…............…..
4)	...................................................,	parentesco	……..................,	edad	…............…..
Decimosegundo.-	De	la	tributación.-	En	materia	de	obligaciones	 tributarias	el
trabajador	queda	claramente	instruido	que	está	sujeto	a	la	legislación	peruana.	En
consecuencia,	deberá	cumplir	con	presentar	su	declaración	jurada	de	Impuesto	a
la	 Renta,	 así	 como	 cumplir	 con	 todas	 las	 demás	 obligaciones	 tributarias.	 El
empleador	se	compromete	a	efectuar	las	retenciones	de	ley	que	correspondan.
Hecho	 y	 firmado	 en	 ………................…	 (Perú)	 a	 los	 ………......................….	 del	 mes	 de
……..............…	 y	 en	 ………	 a	 los	 …...........	 días	 del	 mes	 de	 …….........................…	 en	 3
ejemplares	de	un	mismo	tenor	para	constancia	de	las	partes	y	de	las	autoridades
de	trabajo,	a	cuya	aprobación	será	sometido.
	
........................................	..............................................
Contratado	Representante	legal
Firma	y	legalización	de	la	empresa
consular*
*	Cuando	corresponda.
	
TRABAJADOR	MIGRANTE	ANDINO
R.	M.	279-2004-TR.
ART.	1°.—Modificado.	R.	M.	318-2010-TR,	Art.	1°.	De	las
funciones	de	la	Dirección	de	Migración	Laboral	de	la
Dirección	General	de	Promoción	del	Empleo.	La	Dirección	de
Migración	Laboral	de	la	Dirección	General	de	Promoción	del
Empleo	promueve	e	implementa	las	acciones	y	compromisos
asignados	a	la	Oficina	de	Migración	Laboral	en	la	Decisión	N°	545
de	la	Comunidad	Andina,	Instrumento	Andino	de	Migración
Laboral.	En	tal	sentido,	le	corresponde:
1)	Administrar	el	Sistema	Virtual	del	Trabajador	Migrante
Andino.
2)	Coordinar	el	apoyo	técnico	de	los	gobiernos	regionales	y
locales.
R.	M.	279-2004-TR.
ART.	2°.—Modificado.	R.	M.	318-2010-TR,	Art.	1°.	Del
trabajador	migrante	andino.	Trabajador	migrante	andino	es	el
nacional	de	Bolivia,	Colombia,	Ecuador	y	Perú	que	se	traslada
entre	dichos	países	con	fines	laborales	bajo	relación	de
dependencia,	sea	en	forma	temporal	o	permanente.
R.	M.	318-2010-TR.
ART.	 2°.—Aprobar	 la	 Directiva	 General	 N°	 001-2010-MTPE/3/17.3,
denominada	 “Instructivo	 para	 la	 aplicación	 de	 la	 Decisión	 N°	 545,
Instrumento	Andino	de	Migración	Laboral	y	Regulación	del	Sistema	Virtual
del	 Trabajador	Migrante	 Andino”,	 así	 como	 también	 los	 anexos	 N°s	 01-A,
01-B,	 01-C,	 01-D,	 2	 y	 3	 que	 la	 conforman	 y	 forman	parte	 integrante	 de	 la
presente	resolución.
2.	Trabajo	a	Domicilio
DEFINICIÓN
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	87.—Trabajo	a	domicilio	es	el	que	se	ejecuta,	habitual	o
temporalmente,	de	forma	continua	o	discontinua,	por	cuenta	de
uno	o	más	empleadores,	en	el	domicilio	del	trabajador	o	en	el
lugar	designado	por	éste,	sin	supervisión	directa	e	inmediata	del
empleador.	El	empleador	tiene	la	facultad	de	establecer	las
regulaciones	de	la	metodología	y	técnica	del	trabajo	a	realizarse.
En	la	producción	de	bienes	inmateriales	el	derecho	a	la
propiedad	intelectual	del	bien	producido	lo	reserva	el	empleador,
salvo	que	medie	pacto	expreso	en	contrario.
L.	de	D.	de	A.	-	D.	Leg.	822.
ART.	16.—Salvo	lo	dispuesto	para	las	obras	audiovisuales	y	programas	de
ordenador,	en	las	obras	creadas	en	cumplimiento	de	una	relación	laboral	o
en	ejecución	de	un	contrato	por	encargo,	la	titularidad	de	los	derechos	que
puedan	ser	transferidos	se	regirá	por	lo	pactado	entre	las	partes.
A	 falta	 de	 estipulación	 contractual	 expresa,	 se	 presume	que	 los	 derechos
patrimoniales	 sobre	 la	 obra	 han	 sido	 cedidos	 al	 patrono	 o	 comitente	 en
forma	no	exclusiva	y	en	la	medida	necesaria	para	sus	actividades	habituales
en	la	época	de	la	creación,	lo	que	implica,	igualmente,	que	el	empleador	o	el
comitente,	 según	corresponda,	 cuenta	 con	 la	 autorización	para	divulgar	 la
obra	 y	 defender	 los	 derechos	 morales	 en	 cuanto	 sea	 necesario	 para	 la
explotación	de	la	misma.
RELACIÓN	LABORAL.	REGISTRO
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	88.—El	trabajo	a	domicilio	genera	relación	laboral	entre	el
trabajador	a	domicilio	y	el	empleador,	sea	este	último	el
productor	de	los	bienes	y	servicios	finales	o	intermedios,
subcontratistas	o	agente,	siempre	que	estos	últimos	se	encuentren
debidamente	registrados.
TRABAJADORES	NO	COMPRENDIDOS
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	89.—No	está	comprendido	en	el	trabajo	a	domicilio	el	que
realizan	los	trabajadores	domésticos	o	del	hogar,	el	trabajo
autónomo,	el	realizado	en	taller	de	familia	o	trabajo	familiar.
REMUNERACIONES.	DEDUCCIÓN
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	90.—La	remuneración	es	fijada	por	las	partes	en	el	contrato
de	trabajo	o	por	convenio	colectivo	de	trabajo	a	domicilio,	en	base
a	criterios	de	remuneración	por	producción,	bajo	la	modalidad	de
valor	hora	o	tarifa	por	bien	o	servicio	producido.
El	empleador	sólo	podrá	deducir	hasta	un	veinticinco	(25)	por
ciento	mensual	de	la	remuneración	obtenida	por	el	trabajador,	en
caso	de	responsabilidad	económica	a	cargo	del	trabajador	por	la
pérdida	o	deterioro	que	por	su	culpa	sufran	los	materiales	o
bienes	a	que	se	refiere	el	inciso	g)	del	artículo	93	de	esta	ley,	hasta
cumplir	el	pago	del	valor	respectivo.
FORMALIDAD	DEL	CONTRATO
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	91.—El	contrato	de	trabajo	a	domicilio	se	celebra	por
escrito	y	en	triplicado,	una	de	cuyas	copias	se	remite	a	la
Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	para	los	fines	de	su	registro.
NOTA:	El	registro	de	los	contratos	de	trabajo	a	domicilio	se	realiza	en	función	a	lo	estipulado	en	el
número	de	orden	40	del	TUPA	del	Ministerio	de	Trabajo.
REGISTRO	DE	TRABAJO	A	DOMICILIO
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	92.—El	empleador,	sin	perjuicio	de	lo	señalado	en	el
artículo	anterior,	está	obligado	a	llevar	un	registro	de	trabajo	a
domicilio,	cuya	copia	será	entregada	al	trabajador.
El	registro	de	trabajo	a	domicilio	sustituye	para	todos	sus	efectos
al	libro	de	planilla	de	remuneraciones	del	régimen	laboral	común.
D.	S.	001-96-TR.
ART.	 106.—El	 empleador	 entregará	 al	 trabajador	 a	 domicilio	 la	 parte
pertinente	de	la	copia	del	registro	a	que	se	refiere	el	artículo	150	de	la	ley.
CONTENIDO	DEL	REGISTRO
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	93.—En	el	registro	de	trabajo	a	domicilio	se	consignará	los
datos	siguientes:
a)	Los	datos	de	identificación	del	trabajador;
b)	La	referencia	a	las	fechas	de	suscripción	del	contrato	de
trabajo	a	domicilio	y	de	su	remisión	a	la	Autoridad	Administrativa
de	Trabajo;
c)	El	número	de	carné	de	inscripción	del	trabajador	en	el
Instituto	Peruano	de	Seguridad	Social;
d)	La	calidad	y	naturaleza	de	la	obra	encomendada	y	la
remuneración	convenida,	indicando	los	factores	intervinientes	en
su	fijación;
e)	El	monto	y	fecha	de	pago	de	la	remuneración,	en	cada
oportunidad	que	éste	se	realiza;
f)	El	monto	y	fecha	de	pago	de	cualquier	beneficio	que	se	abone
en	aplicación	de	esta	ley	o	que	resulte	de	acuerdo	convencional;
g)	El	suministro	o	no,	tanto	de	los	materiales	como	de	las
herramientas,	maquinarias	o	útiles	para	la	producción	y	la
modalidad	y	título	en	los	que	otorga	estos	últimos;	y,
h)	Cualquier	otra	indicación	o	precisión	relativa	a	la	relación
laboral	y	que	las	partes	estimen	conveniente	consignar.
DERECHOS	DEL	TRABAJADOR	A	DOMICILIO
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	94.—El	trabajador	a	domicilio	tiene	derecho	a	percibir	los
derechos	sociales	siguientes:
a)	Primero	de	Mayo,	equivalente	a	una	treintava	parte	de	las
remuneraciones	totales	percibidas	el	mes	inmediato	anterior
laborado,	siempre	que	el	trabajador	tenga	derecho	acumulado	de
los	beneficios	de	los	incisos	b)	o	c)	de	este	artículo.
b)	Vacaciones,	equivalente	al	ocho	por	ciento	con	treinta	y	tres
centésimos	(8,33%)	del	total	de	las	remuneraciones	percibidas
durante	el	año	cronológico	anterior	de	servicios	prestados	al
empleador.	Este	beneficio	se	paga	conjuntamente	con	la
remuneración	del	mes	al	que	corresponde	el	año	cronológico	de
servicios	cumplidos.
c)	Compensación	por	tiempo	de	servicios,	equivalente	al	ocho
por	ciento	con	treinta	y	tres	centésimos	(8,33%)	del	total	de	las
remuneraciones	percibidas	durante	el	año	cronológico	anterior	de
servicios	prestados	al	empleador.	Este	beneficio	lo	paga
directamente	el	empleador	al	trabajador	dentro	de	los	diez	(10)
días	siguientes	de	cumplido	el	año	cronológico	de	servicios	y	tiene
efecto	cancelatorio.
ADELANTO	DE	BENEFICIOS
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	95.—El	trabajador	podrá	solicitar	al	empleador	el	pago
adelantado	de	los	beneficios	remunerativos	señalados	en	el
artículo	anterior,	cuando	la	prestación	de	servicios	se	interrumpa
o	suspenda	por	un	período	igual	o	mayor	de	un	mes.	En	este	caso,
el	cálculo	se	efectuará	teniendo	como	base	el	total	de
remuneraciones	percibidas	durante	el	período	realmente
laborado.	El	pago	adelantado	de	cualquiera	de	dichos	beneficios
tiene	efecto	cancelatorio.
SEGURIDAD	SOCIAL.	NORMAS	REGLAMENTARIAS
L.	de	P.	y	C.	L.	-	D.	S.	003-97-TR.
ART.	96.—El	trabajador	a	domicilio	está	comprendido	en	el
Sistema	Nacional	de	Pensiones	del	Decreto	Ley	N°	19990	y	sus
normas	modificatorias,	ampliatorias	y	conexas;	y,	en	el	Régimen
de	Prestaciones	de	Salud	de	la	Ley	N°	22482	en	cuanto	se	refiere	a
prestaciones	asistenciales	directas,	subsidios	por	enfermedad	en
caso	de	hospitalización,	subsidio	por	maternidad,	subsidio	por
lactancia	y	prestaciones	por	sepelio.	No	está	comprendido	en	el
Régimen	de	Accidentes	de	Trabajo	y	Enfermedades	Profesionales
regulado	por	el	Decreto	Ley	N°	18846.
El	Consejo	Directivo	del	Instituto	Peruano	de	Seguridad	Social
dictará	el	reglamento	en	el	plazo	de	treinta	(30)	días	hábiles
posteriores	a	la	fecha	de	vigencia	de	esta	ley,	teniendo	en	cuenta
las	particularidades	específicas	de	este	régimen	laboral	especial,
para	los	efectos	de	las	aportaciones.
COMENTARIO.—Seguridad	 social	 para	 los	 trabajadores	 a	 domicilio.
Pese	 a	 que	 la	 Ley	 N°	 22482	 ha	 sido	 derogada	 por	 la	 Ley	 N°	 26790	 en	 lo
referente	al	Seguro	Social	de	Salud,	y	a	la	posibilidad	de	optar	por	el	seguro
privado	de	pensiones	creado	mediante	Decreto	Ley	N°	25897,	el	trabajador
a	domicilio	es	considerado	como	asegurado	obligatorio	para	el	régimen	de
pensiones	–público	o	privado–	y	 como	afiliado	 regular	para	el	 régimen	de
salud.
El	Decreto	Ley	N°	18846	ha	sido	derogado.
3.	Trabajadores	del	Hogar
DEFINICIÓN
Ley	27986.
ART.	2°.—Definición.	Son	trabajadores	al	servicio	del	hogar	los
que	efectúan	labores	de	aseo,	cocina,	lavado,	asistencia,	cuidado
de	niños	y	demás	propias	de	la	conservación	de	una	residencia	o
casa	-	habitación	y	del	desenvolvimiento	de	la	vida	de	un	hogar,
que	no	importen	lucro	o	negocio	para	el	empleador	o	sus
familiares.
Están	excluidas	de	los	alcances	de	la	presente	ley	las	actividades
indicadas	o	análogas	que	se	presten	para	empresas	o	con	las
cuales	el	empleador	obtenga	un	lucro	o	beneficio	económico
cualquiera.
D.	S.	015-2003-TR.
ART.	1°.—Definición.	Se	consideran	trabajadores	al	servicio	del	hogar	los
que	efectúan	labores	de	aseo,	cocina,	lavado,	asistencia,	cuidado	de	niños	y
demás	propias	de	la	conservación	de	una	residencia	o	casa-habitación	y	del
desenvolvimiento	de	la	vida	de	un	hogar,	que	no	importen	lucro	o	negocio
para	el	empleador	o	sus	familiares.
Están	 excluidas	 de	 los	 alcances	 de	 la	 ley	 y	 del	 presente	 reglamento	 las
actividades	 indicadas	 o	 análogas	 que	 se	 presten	 para	 empresas	 o	 con	 las
cuales	el	empleador	obtenga	un	lucro	o	beneficio	económico	cualquiera.
R.	M.	173-2014-TR.
ART.	1°.—De	 la	 aprobación.	 Aprobar	 la	 Directiva	 General	 N°	 001-2014-
MTPE/2/14	 “Directiva	 que	 establece	 precisiones	 sobre	 las	 obligaciones
laborales	establecidas	en	el	 régimen	 laboral	especial	de	 las	 trabajadoras	y
trabajadores	del	hogar”,	la	que	en	anexo	adjunto	forma	parte	integrante	de
la	presente	resolución.
OBLIGACIONES	LABORALES	EN	EL	RÉGIMEN	LABORAL	DE
LOS	TRABAJADORES	DEL	HOGAR
Dir.	001-2014-MTPE/2/14	-	R.	M.	173-2014-TR.
Directiva	que	establece	precisiones	sobre	las	obligaciones	laborales
establecidas	en	el	régimen	laboral	especial	de	las	trabajadoras	y
trabajadores	del	hogar
Directiva	General	N°	001-2014-MTPE/2/14
l.	Objetivo:
Precisar	obligaciones	específicas	que	 tienen	 los	empleadores	para	con	 las
trabajadoras	y	trabajadores	del	hogar,	en	base	al	marco	normativo	vigente.
II.	Finalidad:
Contar	con	un	instrumento	normativo	que	permita	difundir	y	supervisar	la
legislación	del	 régimen	 laboral	especial	de	 las	 trabajadoras	y	 trabajadores
del	hogar.
III.	Base	legal
•	Convención	de	las	Naciones	Unidas	sobre	los	Derechos	del	Niño.
•	 Ley	 N°	 27337,	 Ley	 que	 aprueba	 el	 Nuevo	 Código	 de	 los	 Niños	 y
Adolescentes,
•	Ley	N°	27942,	Ley	de	Prevención	y	Sanción	del	Hostigamiento	Sexual.
•	Ley	N°	27986,	Ley	de	los	Trabajadores	del	Hogar.
•	Ley	N°	28806,	Ley	General	de	Inspección	del	Trabajo.
•	Decreto	Supremo	N°	015-2003-TR,	que	aprueba	el	Reglamento	de	la	Ley
de	los	Trabajadores	del	Hogar.
•	Decreto	Supremo	N°	019-2006-TR,	que	aprueba	el	Reglamento	de	la	Ley
General	de	Inspección	del	Trabajo.
•	Decreto	 Supremo	N°	004-2009-TR,	que	precisa	 actos	de	discriminación
contra	los	trabajadores	del	hogar.
•	 Resolución	 de	 Superintendencia	 N°	 191-2005/Sunat,	 que	 regula	 el
Registro	de	empleadores	de	trabajadores	del	hogar,	trabajadores	del	hogar
y	sus	derechohabientes;	modificada	por	Resolución	de	Superintendencia	N°
034-2013/Sunat.
IV.	Ámbito	de	aplicación:
La	 presente	 directiva	 debe	 ser	 aplicada	 por	 los	 empleadores	 de
trabajadoras	 y	 trabajadores	 del	 hogar,	 así	 como	 por	 los	 funcionarios	 y
servidores	 públicos	 vinculados	 con	 la	 difusión	 y	 supervisión	 de	 la
legislación	laboral.
V.	Disposiciones	generales:
De	la	comprobación	de	la	relación	laboral
5.1.	Para	la	comprobación	de	la	existencia	de	una	relación	laboral	en	el	caso
de	las	trabajadoras	y	trabajadores	del	hogar,	además	del	contrato	de	trabajo
y	el	reconocimiento	del	empleador,	la	autoridad	inspectiva	debe	evaluar	las
constataciones	fácticas	verificadas	en	las	actuaciones	inspectivas.
5.2.	Para	este	efecto,	la	Superintendencia	Nacional	de	Fiscalización	Laboral
-	 Sunafil	 expide	 las	 normas	 de	 gestión	 de	 la	 actividad	 inspectiva	 que
permitan	la	recolección	y	evaluación	adecuada	de	tales	indicios.
De	las	condiciones	de	trabajo	en	la	modalidad	de	cama	adentro
5.3.	 Las	 trabajadoras	 y	 trabajadores	 del	 hogar	 contratados	 bajo	 la
modalidad	de	cama	adentro	 tienen	derecho	a	que	el	empleador	 les	brinde
alimentación	y	hospedaje,	sin	costo	alguno.
La	 habitación	 brindada	 para	 el	 descanso	 de	 la	 trabajadora	 y	 trabajador
debe	 cumplir	 con	 las	 condiciones	 de	 higiene	 y	 salubridad	 acordes	 con	 la
dignidad	 de	 la	 persona;	 siendo	 además	 exigible	 que	 se	 garantice	 la
privacidad	de	dicho	ambiente;	evitando	irrupciones	que	pongan	en	riesgo	la
integridad	de	la	trabajadora	o	trabajador	del	hogar.
Fuera	 de	 la	 jornada	 de	 trabajo	 de	 la	 trabajadora	 o	 trabajador	 del	 hogar
contratado	bajo	 la	modalidad	de	cama	adentro,	éste	puede	hacer	 libre	uso
de	 su	 tiempo;	 sin	 encontrarse	 sujeto	 a	 la	 fiscalización	 inmediata	 de	 su
empleador.
De	la	prevención	de	actos	de	hostigamiento	sexual
5.5.	Los	empleadores	que	contraten	trabajadoras	o	trabajadores	del	hogar
se	encuentran	obligados	a	garantizar	su	seguridad	e	 integridad	dentro	del
ambiente	del	hogar	y	en	aquellos	lugares	donde	la	trabajadora	o	trabajador
acuda	con	ocasión	de	la	prestación	de	sus	servicios,	conforme	a	las	normas
de	la	materia.
5.6.	 En	 el	 caso	 de	 las	 trabajadoras	 y	 trabajadores	 del	 hogar	menores	 de
edad,	 entre	 catorce	 (14)	 y	 dieciocho	 (18)	 años,	 la	 contratación	 bajo	 la
modalidad	de	cama	adentro	debe	 responder	a	una	causa	específica	que	 lo
justifique;	 debiendo	 el	 empleador	 en	 tal	 supuesto,	 adoptar	 las	 medidas
necesarias	para	resguardar	la	libertad	sexual	de	la	trabajadora	o	trabajador.
5.7.	 La	 autoridad	 administrativa	 de	 trabajo,	 especialmente	 en	 materia
inspectiva,	debe	prestar	especial	atención	en	prevenir	y	sancionar	todo	acto
o	 conducta	 que	 implique	 hostigamiento	 sexual	 en	 perjuicio	 de	 la
trabajadora	o	trabajador	del	hogar.
De	la	prohibición	de	conductas	que	afecten	la	dignidad	de	la	trabajadora	o
trabajador	del	hogar
5.8.	El	ejercicio	de	la	facultad	directriz	que	le	corresponde	al	empleador	no
puede	 implicar	 de	 forma	 alguna	 la	 afectación	 de	 la	 dignidad	 o	 de	 otros
derechos	 fundamentales	 de	 la	 trabajadora	 o	 trabajador	 del	 hogar;	 en
consecuencia:
-	 No	 puede	 obligarse	 a	 la	 trabajadora	 o	 trabajador	 del	 hogar	 al	 uso	 de
uniformes	o	distintivos	de	trabajo	en	espacios	públicos.
-	Al	impartir	órdenes	o	directrices	a	la	trabajadora	o	trabajador	del	hogar,
el	empleador	debe	abstenerse	de	cualquier	acto	vejatorio	o	discriminatorio;
constituyendo	estos	actos,	supuestos	de	hostilidad	laboral.
De	la	constatación	de	la	labor	de	menores	de	edad
5.9.	 Las	 niñas,	 niños	 y	 adolescentes	 menores	 de	 catorce	 (14)	 años	 no
pueden	desarrollar	trabajo	doméstico
5.10.	 Los	 adolescentes	mayores	 de	 catorce	 (14)	 y	 menores	 de	 dieciocho
(18)	años	de	edad,	no	pueden	trabajar	en	los	siguientes	supuestos:
a)	 Cuando	 implique	 el	 contacto	 o	 exposición	 a	 productos	 químicos,
sustancias	tóxicas,	sustancias	cáusticas,	vapores	y	gases	tóxicos,	sustancias
corrosivas	 y	 elementos	 inflamables	 que	 pongan	 en	 riesgo	 su	 integridad
física;
b)	En	el	caso	del	cuidado	y	vigilancia	de	ancianos,	enfermos,	bebés,	niñas,
niños	o	parientes;	así	como,	de	predios	y	lugares	que	requieren	protección,
poniendo	en	riesgo	su	propia	seguridad	y	la	de	otras	personas;	o,
e)	Cuando	el	 trabajo	doméstico	es	realizado	en	 lugar	distinto	al	del	hogar
familiar	(casa	de	terceros,	clubes	de	esparcimiento,	etc.)	bajo	la	modalidad
“cama	adentro”	y	que	impidan	la	supervisión	o	inspección	del	trabajo.
5.11.	 El	 sistema	 de	 inspección	 del	 trabajo	 debe	 verificar	 que	 los
adolescentes	mayores	de	catorce	(14)	y	menores	de	dieciocho	(18)	años	que
laboran	 como	 trabajadoras	 o	 trabajadores	 del	 hogar	 han	 prestado	 libre	 y
efectivamente	su	consentimiento	para	este	efecto.
5.12.	 De	 verificarse	 el	 incumplimiento	 de	 alguna	 de	 las	 condiciones	 que
sustentaron	 la	 autorización	 del	 trabajador	 adolescente,	 el	 inspector	 de
trabajo	lo	comunica	a	la	autoridad	administrativa	de	trabajo	competente;	la
cual	 procede	 inmediatamente	 a	 revocar	 dicha	 autorización;	 pudiendo	 en
consecuencia	aplicarse	las	sanciones	administrativas	correspondientes.
Del	acceso	a	los	servicios	de	la	autoridad	administrativa	de	trabajo
5.13.	En	el	marco	del	Decreto	Legislativo	N°	910	o	norma	que	lo	sustituya,
la	autoridad	administrativa	de	trabajo	de	ámbito	nacional	o	regional	brinda
el	servicio	de	patrocinio	 judicial	gratuito	a	 las	 trabajadoras	y	 trabajadores
del	 hogar	 que	 requieran	 acudir	 al	 Poder	 Judicial	 para	 demandar	 el
cumplimiento	de	sus	derechos	laborales.
5.14.	 La	 autoridad	 administrativa	 de	 trabajo	 implementa	 un	 servicio
gratuito	 de	 asesoría	 y	 atención	 de	 consultas	 de	 las	 trabajadoras	 y
trabajadores	del	hogar.
5.15.	 El	 Sistema	 de	 Inspección	 del	 Trabajo	 implementa	 los	 mecanismos
adecuados	 y	 céleres	 para	 recabar	 las	 denuncias	 de	 las	 trabajadoras	 y
trabajadores	del	hogar,
VI.	Disposiciones	complementarias	finales
Primera:	 La	 prestación	 de	 servicios	 en	 el	 hogar	 de	 parientes
consanguíneos	 hasta	 el	 segundo	 grado,	 no	 genera	 relación	 laboral,	 salvo
pacto	 en	 contrario;	 de	 conformidad	 con	 lo	 establecido	 en	 la	 Segunda
Disposición	Complementaria,	Transitoria	y	Derogatoria	del	TUO	de	la	Ley	de
Productividad	y	Competitividad	Laboral,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°
003-97-TR.	En	estos	casos,	la	autoridad	inspectiva	debe	verificar	el	efectivo
consentimiento	del	prestador	de	servicios.
Segunda:	De	acuerdo	con	el	artículo	37	de	la	Ley	N°	28806,	Ley	General	de
Inspección	 del	 Trabajo,	 el	Ministerio	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo
establece	 las	 infracciones	 y	 sanciones	 aplicables	 a	 los	 empleadores	 por	 el
incumplimiento	de	las	obligaciones	establecidas	en	la	Ley	N°	27986,	Ley	de
los	 Trabajadores	 del	 Hogar,	 y	 sus	 normas	 reglamentarias	 y
complementarias.
DOCTRINA.—El	 trabajo	 doméstico.	 “Este	 tipo	 de	 actividad	 laboral
preocupa	particularmente	al	derecho	laboral,	toda	vez	que	ha	sido	objeto	de
innumerables	abusos	a	lo	largo	de	los	siglos.	Como	servidumbre	humana,	en
la	actualidad	ha	sufrido	 los	efectos	de	 la	marginación	y	el	aislamiento	que
implica	el	utilizarlo	en	el	hogar	del	patrono,	por	lo	regular	también	viciado
por	la	desinformación	y	los	prejuicios.
El	 trabajo	doméstico	constituye	actualmente	un	motivo	 incuestionable	de
protección	laboral,	con	el	buen	cuidado	de	que	a	pretexto	de	proporcionarle
una	vida	cuasi	familiar	no	se	le	mantenga	en	la	marginación,	sin	respeto	por
sus	 intereses”.	 (SANTOS	 AZUELA,	 Héctor.	 Derecho	 del	 Trabajo,	 Mc	 Graw
Hill,	México,	1998;	pág.	347)
Ley	27986.
ART.	1°.—Ámbito	de	aplicación.	La	presente	ley	regula	las
relaciones	laborales	de	los	trabajadores	del	hogar.
NOTA:	La	Ley	N°	27986	rige	a	partir	del	primero	de	julio	del	2003.
ACTOS	DE	DISCRIMINACIÓN
D.	S.	004-2009-TR.
ART.	 1°.—Acto	 de	 discriminación	 en	 contra	 de	 las	 trabajadoras	 del
hogar.	 Incurren	en	un	acto	de	discriminación	 sancionado	de	 conformidad
con	la	legislación	sobre	la	materia:
1.1.	Aquel	empleador	que	establece	como	condición	a	quien	se	desempeña
como	 trabajador	 o	 trabajadora	 de	 su	 hogar,	 a	 usar	 uniformes,	 mandiles,
delantales	 o	 cualquier	 otra	 vestimenta	 identificatoria	 o	 distintivo
identificatorio	 en	 espacios	 o	 establecimientos	 públicos	 como	 parques,
plazas,	 playas,	 restaurantes,	 hoteles,	 locales	 comerciales,	 clubes	 sociales	 y
similares.
2.2.	 Los	 responsables	 de	 establecimientos	 públicos	 y	 privados	 cuyos
mecanismos,	 regulaciones,	 servicios	 o	 acciones	 tengan	 como	 finalidad	 o
resultado	la	constitución	de	un	acto	discriminatorio	contra	los	trabajadores
del	hogar.
D.	S.	004-2009-TR.
ART.	 2°.—Sistema	 de	 atención	 de	 denuncias.	 El	 Ministerio	 de	 Justicia
implementará,	a	través	de	su	Dirección	de	Defensoría	de	Oficio	y	Servicios
Jurídicos	 Populares,	 un	 sistema	 de	 atención	 de	 denuncias	 de	 oficio	 o	 de
parte	referidas	a	 las	conductas	previstas	en	el	artículo	1°,	 las	que	deberán
ser	 tratadas	 bajo	 los	 principios	 de	 reserva	 y	 confidencialidad,	 bajo
responsabilidad.
CONTRATO	DE	TRABAJO
Ley	27986.
ART.	3°.—Celebración	del	contrato	de	trabajo.	El	contrato	de
trabajo	para	la	prestación	de	servicios	en	el	hogar	será	celebrado
en	forma	verbal	o	escrita.
OBLIGACIÓN	DE	GUARDAR	RESERVA
Ley	27986.
ART.	4°.—Reserva	sobre	la	vida	en	el	hogar.	Los	trabajadores
del	hogar	están	obligados	a	prestar	sus	servicios	con	diligencia	y	a
guardar	reserva	sobre	la	vida	e	incidentes	en	el	hogar,	salvo
exigencia	de	la	ley.
REMUNERACIÓN
Ley	27986.
ART.	5°.—Monto	de	la	remuneración.	El	monto	de	la
remuneración	de	los	trabajadores	del	hogar	en	cualquiera	de	sus
modalidades	será	la	señalada	por	acuerdo	libre	de	las	partes.
El	empleador	se	encuentra	en	la	obligación	de	proporcionar
alimentación	y/o	alojamiento	al	trabajador	del	hogar,	adecuados
al	nivel	económico	del	empleador.	Tales	conceptos	no	serán
considerados	como	parte	integrante	de	la	remuneración.
D.	S.	015-2003-TR.
ART.	 2°.—Pago	 de	 la	 remuneración.	 La	 periodicidad	 del	 pago	 de	 la
remuneración,	que	podrá	ser	mensual,	quincenal	o	semanal,	 será	 fijada	de
común	 acuerdo	 entre	 el	 empleador	 y	 el	 trabajador	 del	 hogar.	 A	 falta	 de
acuerdo,	 se	 entenderá	 que	 la	 remuneración	 ha	 sido	 pactada	 con	 una
periodicidad	mensual.
Se	considerará	remuneración	todo	monto	dinerario	y	de	 libre	disposición
que	se	encuentre	consignado	en	las	constancias	de	pago	emitidas	conforme
al	artículo	3°	del	presente	reglamento,	salvo	prueba	en	contrario.
El	incumplimiento	del	pago	con	la	periodicidad	pactada,	origina	el	pago	de
los	intereses	legales	establecidos	por	el	Decreto	Ley	N°	25920	o	norma	que
la	 sustituya.	 Dichos	 intereses,	 se	 generarán	 a	 partir	 del	 día	 siguiente
previsto	para	el	pago,	hasta	el	día	en	el	cual	éste	se	haga	efectivo.
COMENTARIO.—Remuneración	 de	 los	 trabajadores	 del	 hogar.	 La
remuneración	que	corresponda	al	trabajador	del	hogar	será	exclusivamente
la	que	pacta	con	su	empleador.
Por	 las	 propias	 características	 del	 contrato	 del	 trabajador	 doméstico	 –en
que	el	empleador	en	la	mayoría	de	los	casos	otorga	alimentos	y	habitación–,
no	es	de	aplicación	la	remuneración	mínima	legal.
CONSTANCIA	DE	PAGOS
Ley	27986.
ART.	6°.—Pago	de	remuneración.	La	remuneración	será	pagada
por	períodos	mensuales,	quincenales	o	semanales.
Los	trabajadores	del	hogar	deberán	extender	constancia	de	los
pagos	que	recibe,	la	cual	servirá	como	prueba	del	otorgamiento	de
la	remuneración.	Las	características	mínimas	del	mismo	serán
fijadas	por	el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
D.	S.	015-2003-TR.
ART.	3°.—Características	de	las	constancias	de	pago.	Las	constancias	de
pago	que	emita	el	trabajador	del	hogar	se	harán	por	escrito	y	tendrán	como
mínimo	la	siguiente	información:
a)	Nombre	del	trabajador	del	hogar;
b)	Documento	de	identidad,	de	ser	el	caso;
c)	Nombre	del	empleador:
d)	Monto	de	la	remuneración	expresado	en	números	y	letras;
e)	Período	al	que	corresponde	el	pago;
f)	Firma	de	ambas	partes;
En	 defecto	 de	 la	 firma	 a	 que	 se	 refiere	 el	 inciso	 f),	 se	 colocará	 la	 huella
digital.
D.	S.	015-2003-TR.
Tercera	 Disposición	 Complementaria.—Aprobación	 de	 formato	 de
constancia	 de	 pago.	 Apruébase	 el	 formato	 de	 constancia	 de	 pago	 que	 el
trabajador	del	hogar	deberá	emitir	de	conformidad	con	los	artículos	6°	de	la
ley	y	3°	del	presente	reglamento,	el	mismo	que	forma	parte	integrante	de	la
presente	norma.
Constancia	de	pago
(De	conformidad	con	los	artículos	6°	de	la	Ley	27986	y	3°	del	D.	S.	-2003-
TR)
	
Fecha	de	emisión:	______/______/______
(día)	(mes)	(año)
	
Nombre	del	empleador	:	_____________________________________
Domicilio	del	empleador	:	____________________________________
Nombre	del	trabajador	:	______________________________________
Documento	de	identidad	:	____________________________________
Fecha	de	ingreso	:	_____/____/____
(día)	(mes)	(año)
	
Concepto	de	pago	:	Remuneración	(	)	Periodicidad
semanal/quincenal/mensual
	
Del	:	______/_____/____
(día)	(mes)	(año)
Al	:	______/_____/____
(día)	(mes)	(año)
Gratificación	(	)
Otro	(	)
Especificar	:	____________________
_____________________
____________________
Monto	percibido	:
—	En	números:	_________________
—	En	letras:	_______________________________
	
____________________	________________________
Firma	del	trabajador	Firma	del	empleador
	
(*)	Si	alguna	de	las	partes	no	supiera	firmar,	colocará	su	huella	digital.
	
COMENTARIO.—La	 constancia	de	pagos	 reemplaza	 a	 la	 obligación	de
llevar	 libros	 de	 planillas.	 La	 Cuarta	 Disposición	 Transitoria	 y
Complementaria	 del	 Decreto	 Supremo	 N°	 001-98-TR,	 norma	 relativa	 a	 la
obligación	de	llevar	planillas,	excluye	de	sus	alcances	a	los	trabajadores	del
hogar	puesto	que	remite	a	sus	normas	propias	todo	lo	referente	a	la	prueba
del	pago	de	sus	remuneraciones	y	demás	derechos.
Bastará	que	el	patrón	solicite	un	simple	recibo	de	las	cantidades	que	abone
a	su	personal	doméstico,	con	indicación	expresa	de	los	aportes	a	que	están
sujetas.
TERMINACIÓN	DEL	CONTRATO
Ley	27986.
ART.	7°.—Terminación	del	contrato	de	trabajo.	Los
trabajadores	del	hogar	podrán	renunciar	al	empleo	dando	un
preaviso	de	quince	días.	El	empleador	podrá	exonerarlo	de	este
plazo.
Asimismo,	por	la	naturaleza	de	confianza	del	trabajo,	el
empleador	podrá	separar	del	empleo	al	trabajador	sin	expresión
de	causa	dándole	un	preaviso	de	quince	(15)	días	o	pagándole	una
indemnización	equivalente	a	la	remuneración	total	de	quince	(15)
días	si	prescindiera	de	este	preaviso.
D.	S.	015-2003-TR.
ART.	 4°.—De	 la	 terminación	 del	 contrato	 de	 trabajo.	 El	 plazo	 de
preaviso	 de	 renuncia	 que	 debe	 cursar	 el	 trabajador	 del	 hogar	 a	 su
empleador,	se	computa	en	días	 laborables	para	éste,	debiendo	abonarse	 la
remuneración	correspondiente	en	caso	que	no	se	le	exonere	de	dicho	plazo.
Igual	 criterio	 se	 aplicará	 para	 el	 plazo	 de	 preaviso	 que	 deberá	 cursar	 el
empleador	al	trabajador	para	separarlo	del	empleo.
Ley	27986.
ART.	8°.—Otras	formas	de	terminación	del	contrato	de
trabajo.	Son	otras	causas	de	la	terminación	del	contrato	de
trabajo:
-	Por	muerte	de	una	de	las	partes.
-	Por	mutuo	acuerdo.
-	Por	jubilación	del	trabajador.
-	Por	falta	grave.
COMPENSACIÓN	POR	TIEMPO	DE	SERVICIOS
Ley	27986.
ART.	9°.—Compensación	por	tiempo	de	servicios.	La
compensación	por	tiempo	de	servicios	equivale	a	quince	(15)	días
de	remuneración	por	cada	año	de	servicios	o	la	parte
proporcional	de	dicha	cantidad	por	la	fracción	de	un	año,	y	será
pagada	directamente	por	el	empleador	al	trabajador	al	terminar	la
relación	laboral	dentro	del	plazo	de	cuarenta	y	ocho	horas.
También	podrá	pagarse	al	finalizar	cada	año	de	servicios	con
carácter	cancelatorio.
D.	S.	015-2003-TR.
ART.	 5°.—Cálculo	 de	 la	 compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios.	 Para
efectos	 del	 cálculo	 de	 la	 compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios	 que
corresponda	 al	 trabajador	 del	 hogar,	 deberá	 tomarse	 en	 consideración	 la
remuneración	mensual	percibida	en	el	mes	calendario	anterior	al	del	cese.
En	el	supuesto	que	el	beneficio	sea	pagado	anualmente,	éste	será	calculado
sobre	 la	 base	 de	 un	 año	 calendario.	 En	 este	 supuesto	 se	 tomará	 en
consideración	 la	 remuneración	 del	 mes	 de	 diciembre	 del	 año
correspondiente.	Las	fracciones	de	año	se	calculan	por	dozavos	o	treintavos,
según	corresponda.
DOCTRINA.—La	 compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios	 de	 los
trabajadores	 del	 hogar.	 “El	 régimen	 de	 compensación	 por	 tiempo	 de
servicios	 de	 los	 trabajadores	 del	 hogar,	 presenta	 diferencias	 sustanciales
con	el	de	los	servidores	del	régimen	común.	(...).
Tales	diferencias,	encuentran	su	justificación	en	el	hecho	de	que	el	trabajo
en	el	hogar	está	sujeto	a	realidades	y	circunstancias	distintas	a	la	actividad
empresarial,	tales	como	que	el	empleador	es	el	jefe	de	familia	y	a	que	en	la
prestación	 de	 los	 servicios	 del	 servidor	 doméstico,	 no	 existe	 un	 beneficio
económico	directo	por	 estar	dedicada	 al	mantenimiento	del	 hogar	que	no
importa	 fines	 de	 lucro”.	 (ÁLVAREZ	 RAMÍREZ	 DE	 PIÉROLA,	 Fernando.
Compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios,	 en	 revista	 Derecho,	 N°	 39,	 Perú,
1985;	pág.	73)
COMENTARIO.—Períodos	 para	 el	 cálculo	 de	 la	 compensación	 por
tiempo	de	servicios	de	los	trabajadores	domésticos.	Desde	su	 fecha	de
ingreso	hasta	el	9	de	marzo	de	1970,	les	corresponde	a	los	trabajadores	del
hogar	en	concepto	de	compensación	por	tiempo	de	servicios	el	equivalente
a	 una	 semana	 de	 remuneración	 –siete	 días	 de	 salario–	 por	 cada	 año
completo	de	servicios.	A	partir	de	la	vigencia	del	Decreto	Supremo	N°	002-
TR,	esto	es,	desde	el	10	de	marzo	de	1970,	 les	corresponde	quince	días	de
remuneración	por	año	de	servicio.
DESCANSO	SEMANAL
Ley	27986.	
ART.	10.—Descanso	semanal.	Los	trabajadores	del	hogar	tienen
derecho	a	veinticuatro	(24)	horas	continuas	de	descanso	semanal.
FERIADOS
Ley	27986.
ART.	11.—Trabajo	en	días	feriados.	Los	trabajadores	al	servicio
del	hogar	gozan	de	descanso	remunerado	los	días	feriados
señalados	para	los	trabajadores	sujetos	al	régimen	laboral	de	la
actividad	privada.
Previo	acuerdo,	se	puede	compensar	el	día	de	descanso
trabajado,	mediante	el	pago	de	una	sobretasa	equivalente	del	50%
de	remuneración,	adicional	a	la	remuneración	de	un	día.
COMENTARIO.—Feriados	 para	 los	 trabajadores	 del	 hogar.
Adicionalmente	al	descanso	semanal	de	24	horas	–que	no	necesariamente
debe	hacerse	efectivo	en	día	domingo–	y	al	descanso	mínimo	nocturno	de
ocho	 horas;	 durante	 el	 año	 para	 los	 trabajadores	 domésticos,	 será	 no
laborable	la	integridad	de	los	feriados	aplicables	al	régimen	laboral	común.
En	caso	 los	trabajadores	del	hogar	 laboren	-previo	acuerdo-	en	alguno	de
los	 días	 determinados	 por	 la	 normatividad	 respectiva	 como	 feriados,
tendrán	derecho	al	abono	de	un	día	extra	de	salario	más	una	sobretasa	del
cincuenta	por	 ciento.	 Si	 la	 remuneración	por	día	de	 labor	 fuese	de	quince
soles,	 y	 se	 acuerda	 que	 el	 trabajador	 doméstico	 labore	 un	 feriado,	 le
corresponderá	aparte	de	los	quince	soles	por	la	labor	efectuada,	quince	más
por	el	 feriado	trabajado	y	siete	soles	cincuenta	adicionales	en	concepto	de
sobretasa.
Obviamente,	nada	impide	que	el	empleador	le	otorgue	permisos	–con	pago
de	retribución	o	sin	él–	en	otras	oportunidades	que	se	acuerden.
VACACIONES
Ley	27986.
ART.	12.—Vacaciones.	Los	trabajadores	del	hogar	tienen
derecho	a	un	descanso	anual	remunerado	de	quince	días	luego	de
un	año	continuo	de	servicios.
El	récord	trunco	será	compensado	a	razón	de	tantos	dozavos	y
treintavos	de	la	remuneración	como	meses	y	días	computables
hubiere	laborado,	respectivamente.
D.	S.	015-2003-TR.	
ART.	6°.—Récord	para	el	goce	del	derecho	de	vacaciones.	Para	el	goce
del	 derecho	 de	 vacaciones,	 el	 trabajador	 del	 hogar	 debe	 acreditar	 haber
cumplido	 el	 récord	 vacacional	 previsto	 por	 el	 artículo	 10	 del	 Decreto
Legislativo	N°	713	o	norma	que	lo	sustituya.
COMENTARIO.—Vacaciones	 del	 personal	 de	 servicio	 doméstico.	 En
cualquier	caso	de	 terminación	de	 la	 relación	de	 trabajo	con	 los	 servidores
del	hogar,	corresponde	a	éstos	el	pago	de	quince	(15)	días	de	remuneración
por	cada	año	de	labor	continua.
Es	procedente	el	abono	de	vacaciones	truncas	por	dozavos	y	treintavos.
GRATIFICACIONES
Ley	27986.
ART.	13.—Gratificaciones.	Los	trabajadores	al	servicio	del	hogar
tienen	derecho	a	una	gratificación	por	Fiestas	Patrias	y	a	otra	por
Navidad.	Las	gratificaciones	serán	abonadas	en	la	primera
quincena	de	los	meses	de	julio	y	diciembre.	El	monto	de	las
mismas	es	equivalente	al	50%	de	la	remuneración	mensual.
D.	S.	015-2003-TR.
ART.	 7°.—Pago	 de	 las	 gratificaciones.	 El	 monto	 de	 las	 gratificaciones
previstas	 en	 el	 artículo	 13	 de	 la	 ley,	 se	 paga	 teniendo	 en	 cuenta	 los
requisitos,	 la	 proporcionalidad,	 el	 tiempo	 de	 servicios,	 la	 oportunidad	 de
pago	y	los	aspectos	sobre	gratificación	trunca	señalados	en	la	Ley	N°	27735
o	norma	que	la	sustituya	y	sus	normas	reglamentarias.
MODALIDAD	DE	TRABAJO	CAMA	AFUERA
Ley	27986.
ART.	14.—Trabajo	para	el	hogar	“cama	afuera”.	Las	relaciones
laborales	de	los	trabajadores	del	hogar	que	presten	servicios	bajo
la	modalidad	“cama	afuera”	o	sin	obligación	de	vivir	en	el	hogar	en
el	cual	trabajan	se	rigen	por	la	presente	ley.
D.	S.	015-2003-TR.
ART.	 8°.—Modalidad	 del	 trabajo	 para	 el	 hogar.	 Las	 modalidades	 de
trabajo	para	el	hogar,	señaladas	en	el	Capítulo	II	y	Capítulo	III	de	la	ley,	así
como	 sus	 modificaciones,	 serán	 pactadas	 de	 común	 acuerdo	 entre	 el
empleador	y	el	 trabajador,	no	pudiendo	ser	determinadas	unilateralmente
por	ninguna	de	las	partes.
MODALIDAD	DE	TRABAJO	CAMA	ADENTRO
Ley	27986.
ART.	15.—Trabajo	para	el	hogar	“cama	adentro”.	Para	los
trabajadores	al	servicio	del	hogar	que	permanezcan	en	el	hogar
bajo	la	modalidad	“cama	adentro”,	la	suma	de	los	períodos	de
trabajo	efectivo	durante	el	día	y	la	semana	no	podrá	exceder	de
ocho	horas	diarias	y	cuarenta	y	ocho	horas	semanales.
D.	S.	015-2003-TR.
ART.	9°.—De	la	 jornada	de	trabajo	en	el	caso	de	 los	 trabajadores	del
hogar	bajo	 la	modalidad	de	cama	adentro.	Para	 la	 determinación	de	 la
jornada	máxima	de	 los	 trabajadores	del	hogar	bajo	 la	modalidad	de	 cama
adentro,	 se	 entiende	 por	 período	 de	 trabajo	 efectivo	 aquel	 en	 el	 que	 el
trabajador	 se	 encuentre	 desempeñando	 efectivamente	 las	 órdenes
impartidas	por	el	empleador.
OBLIGACIONES	PATRONALES
Ley	27986.
ART.	16.—Obligaciones	del	empleador.	Cuando	el	trabajador
permanezca	en	el	hogar	todo	el	tiempo,	bajo	la	modalidad	“cama
adentro”,	el	empleador	deberá	proporcionarle	un	hospedaje
adecuado	al	nivel	económico	del	centro	de	trabajo	en	el	cual
presta	servicios,	y	la	alimentación.
FACILIDADES	PARA	LA	EDUCACIÓN
Ley	27986.
ART.	17.—Derecho	a	la	educación.	El	trabajador	al	servicio	del
hogar	tiene	derecho	a	la	educación.	El	empleador	deberá
brindarle	las	facilidades	del	caso	para	poder	garantizar	su
asistencia	regular	a	su	centro	de	estudios	fuera	de	la	jornada	de
trabajo.
TRABAJO	DE	ADOLESCENTES
Ley	27986.
Primera	Disposición	Final	y	Complementaria.—Trabajadores
del	hogar	adolescentes.	El	trabajo	de	los	adolescentes	al	servicio
del	hogar	se	rige	por	las	normas	pertinentes	del	Código	de	los
Niños	y	Adolescentes	y	complementariamente	les	será	de
aplicación	la	presente	ley	en	lo	que	les	beneficia.
Ley	27337.
ART.	 63.—Trabajo	 doméstico	 o	 trabajo	 familiar	 no	 remunerado.	 Los
adolescentes	 que	 trabajan	 en	 el	 servicio	 doméstico	 o	 que	 desempeñan
trabajo	familiar	no	remunerado	tienen	derecho	a	un	descanso	de	doce	horas
diarias	continuas.	Los	empleadores,	patronos,	padres	o	parientes	están	en	la
obligación	 de	 proporcionarles	 todas	 las	 facilidades	 para	 garantizar	 su
asistencia	regular	a	la	escuela.
Compete	al	juez	especializado	conocer	el	cumplimiento	de	las	disposiciones
referidas	al	trabajo	de	adolescentes	que	se	realiza	en	domicilios.
DERECHOS	ADQUIRIDOS
Ley	27986.
Segunda	Disposición	Final	y	Complementaria.—Derechos
adquiridos.	No	se	podrá	reducir	las	remuneraciones	y	otros
derechos	que	se	pague	a	los	trabajadores	al	servicio	del	hogar	a	la
fecha	de	aprobación	de	la	presente	ley.
SEGURIDAD	SOCIAL
Ley	27986.
ART.	18.—Riesgos	cubiertos.	Los	trabajadores	al	servicio	del
hogar	bajo	relación	de	dependencia	están	comprendidos	en	las
disposiciones	relativas	a	la	seguridad	social,	como	asegurados
obligatorios,	en	cuanto	concierne	a	todo	tipo	de	prestaciones	de
salud.	En	cuanto	a	sus	pensiones	pueden	optar	por	el	Sistema
Nacional	de	Pensiones	o	por	el	Sistema	Privado	de	Pensiones.
D.	S.	015-2003-TR.
ART.	10.—Riesgos	cubiertos.	Los	trabajadores	del	hogar	son	considerados
afiliados	 regulares	 del	 Seguro	 Social	 de	 Salud	 siempre	 que	 laboren	 una
jornada	mínima	de	 cuatro	horas	diarias.	El	 aporte	mínimo	se	 calculará	en
base	 a	 la	 remuneración	 mínima	 vital.	 La	 condición	 de	 empleador
corresponde	 a	 la	 persona	 natural	 a	 cuyo	 servicio	 labora	 el	 trabajador	 del
hogar.
Para	 los	 efectos	 de	 las	 aportaciones	 al	 Sistema	 Nacional	 o	 al	 Sistema
Privado	de	Pensiones,	la	condición	de	empleador	corresponde	a	la	persona
natural	 a	 cuyo	 servicio	 labora	 el	 trabajador	 del	 hogar.	 El	 aporte
correspondiente	se	calculará	en	base	a	la	remuneración	mínima	vital.
COMENTARIO.—Facilidad	 en	 la	 declaración	 y/o	 pago	 de	 las
contribuciones	a	la	seguridad	social.	A	partir	del	1°	de	febrero	del	2009
los	 empleadores	 de	 trabadores	 del	 hogar	 podrán	 utilizar	 el	 Sistema	 Pago
Fácil	para	el	período	tributario	enero	2009	y	siguientes,	a	fin	de	realizar	la
declaración	y/o	pago	de	las	contribuciones	al	ESSALUD,	a	 la	ONP	(Decreto
Ley	19990)	y	la	prima	por	concepto	de	Vida	Seguros	de	Accidentes.
El	 Sistema	 Pago	 Fácil	 es	 una	 opcion	 puesta	 a	 disposicion	 de	 los
empleadores,	 que	 podrán	 optar	 por	 mantener	 el	 uso	 del	 Formulario	 N°
1076,	 para	 el	 período	 enero	 2009	 y	 siguientes.	 Sin	 embargo,	 para	 las
declaraciones	 y/o	 pagos	 correspondientes	 a	 los	 períodos	 anteriores	 a	 esa
fecha,	 es	 obligatorio	 el	 uso	 del	 Formulario	 N°	 1076	 -	 Trabajadores	 del
Hogar.
El	 2	 de	 abril	 del	 2011	 se	 publica	 en	 el	 Diario	 Oficial	 “El	 Peruano”	 la
Resolución	N°	091-2011/Sunat,	que	aprueba	el	Formulario	Virtual	N°	1676
-	Trabajadores	del	Hogar,	que	podrá	ser	utilizado	de	manera	opcional	por
los	 empleadores	 para	 efectuar	 la	 declaración	 y	 el	 pago	 mensual	 de	 las
contribuciones	a	ESSALUD	y	ONP,	dicho	formulario	se	encuentra	disponible
a	partir	del	4	de	abril	del	2011	en	Sunat	Virtual.
El	nuevo	formulario	sera	utilizado	para	cumplir	con	la	presentación	de	las
declaraciones	de	los	períodos	tributarios	de	marzo	del	2011	en	adelante,	de
manera	 opcional	 sera	 utilizado	 por	 los	 omisos	 a	 la	 presentación	 de	 las
declaraciones	del	período	enero	2009	a	febrero	2011.
SISTEMA	NACIONAL	DE	PENSIONES
D.	L.	19990.
ART.	3°.—Son	asegurados	obligatorios	del	Sistema	Nacional	de
Pensiones	de	la	seguridad	social,	con	la	excepción	a	que	se	refiere
el	artículo	5°,	los	siguientes:
(…).
d)	Los	trabajadores	al	servicio	del	hogar.
(…).
SEGURO	SOCIAL	DE	SALUD
D.	S.	001-98-SA.
ART.	2°.—Los	trabajadores	del	hogar	que	tenían	la	condición	de
asegurados	obligatorios,	antes	de	la	vigencia	del	Decreto	Supremo
N°	009-97-SA,	así	como	los	que	se	hayan	incorporado	y	se
incorporen	con	posterioridad	a	la	vigencia	del	mismo,	son
considerados	afiliados	regulares	del	Seguro	Social	de	Salud
siempre	que	laboren	en	una	jornada	mínima	de	cuatro	horas
diarias.	El	aporte	mínimo	se	calculará	en	base	a	la	remuneración
mínima	vital.	La	condición	de	entidad	empleadora	corresponde	a
la	persona	natural	a	cuyo	servicio	labora	el	trabajador	del	hogar.
El	Instituto	Peruano	de	Seguridad	Social	establecerá	los
procedimientos	de	afiliación	correspondientes	de	acuerdo	con	los
principios	de	simplificación	administrativa.
R.	004-GCR-IPSS-98.
ART.	1°.—Trabajadores	del	hogar.	Se	considera	trabajadores	del	hogar,	a
las	 personas	 que	 se	 dedican	 en	 forma	 habitual	 y	 continua	 a	 labores	 de
limpieza,	cocina,	asistencia	a	la	familia	y	demás	propias	de	la	conservación
de	una	 casa-habitación	y	del	 desenvolvimiento	de	 la	 vida	del	 hogar	 y	que
laboren	en	una	jornada	mínima	de	cuatro	(4)	horas	diarias.
Están	 excluidos	 los	 familiares	 del	 empleador	 o	 de	 su	 cónyuge	 hasta	 el
cuarto	 grado	 de	 consanguinidad	 o	 hasta	 el	 segundo	 grado	 de	 afinidad,
inclusive.
REGISTRO	DE	EMPLEADORES	DE	TRABAJADORES	DEL
HOGAR,	TRABAJADORES	DEL	HOGAR	Y	DERECHOHABIENTES
PARA	EL	SNP	Y	EL	SEGURO	SOCIAL	DE	SALUD
R.	191-2005/Sunat.
ART.	 1°.—Definiciones.	 Para	 efecto	 de	 la	 presente	 resolución,	 se
entenderá	por:
a)	Trabajador	del	hogar:	A	quien	efectúa	las	labores	de	aseo,	cocina,	lavado,
asistencia,	 cuidado	 de	 niños	 y	 demás	 propias	 de	 la	 conservación	 de	 una
residencia	o	casa-habitación	y	del	desenvolvimiento	de	la	vida	de	un	hogar,
que	 no	 importen	 lucro	 o	 negocio	 para	 el	 empleador	 o	 sus	 familiares,	 y
siempre	 que	 laboren	 una	 jornada	 mínima	 de	 cuatro	 horas	 diarias.	 Están
excluidos	 los	 familiares	 del	 empleador	 o	 de	 su	 cónyuge,	 hasta	 el	 cuarto
grado	de	consanguinidad	o	hasta	el	segundo	grado	de	afinidad,	inclusive.
b)	Empleador:	A	la	persona	natural	a	cuyo	servicio	labora	el	trabajador	del
hogar	tanto	para	efectos	de	aportaciones	al	Sistema	Nacional	de	Pensiones
como	a	la	seguridad	social	en	salud.
c)	 Derechohabiente:	 Al	 cónyuge	 o	 concubino(a)	 del	 trabajador,	 a	 su	 hijo
menor	 de	 edad	 o	 al	 mayor	 de	 edad	 incapacitado	 en	 forma	 total	 y
permanente	para	el	trabajo,	siempre	que	ellos	a	su	vez	no	sean	trabajadores
o	pensionistas	afiliados	a	la	seguridad	social.	La	cobertura	del	hijo	se	inicia
desde	la	concepción,	en	atención	a	la	madre	gestante.
d)	DNI:	Al	Documento	Nacional	de	Identidad.
e)	Centro	laboral:	A	la	residencia	o	casa-habitación	donde	el	trabajador	del
hogar	desempeña	las	labores	de	aseo,	cocina,	lavado,	asistencia,	cuidado	de
niños	 y	 demás	 propias	 de	 la	 conservación	 de	 una	 residencia	 o	 casa
habitación	y	del	desenvolvimiento	de	la	vida	de	un	hogar.
f)	Reniec:	Al	Registro	Nacional	de	Identidad	y	Estado	Civil.
g)	Registro:	Al	nuevo	Registro	de	Empleadores	de	Trabajadores	del	Hogar,
Trabajadores	del	Hogar	y	sus	Derechohabientes.
h)	CIR:	Al	comprobante	de	información	registrada	emitido	por	la	Sunat.
Cuando	se	mencione	un	artículo	sin	indicar	la	norma	legal	correspondiente,
se	 entenderá	 referido	 a	 la	 presente	 resolución	 y	 cuando	 se	 señala	 un
numeral	o	un	literal	sin	indicar	el	artículo	al	que	pertenecen,	se	entenderá
que	corresponden	al	artículo	en	que	se	mencionan.
R.	191-2005/Sunat.
ART.	 2°.—Sujetos	 obligados	 a	 inscribirse.	 Deben	 inscribirse	 en	 el
registro	a	cargo	de	la	Sunat,	las	siguientes	personas	naturales:
a)	El	empleador	y	el	trabajador	del	hogar	que	hubieran	iniciado	el	vínculo	a
partir	 del	 mes	 de	 noviembre	 del	 2004,	 siempre	 que	 dicho	 vínculo	 se
encuentre	vigente	a	la	fecha	en	que	se	realice	la	inscripción	en	el	registro.
b)	El	empleador	y	el	trabajador	del	hogar	que	inicien	un	vínculo	laboral	a
partir	de	la	fecha	de	vigencia	de	la	presente	norma.
c)	El	 empleador	que	ha	presentado	el	 Formulario	N°	1076	 “Trabajadores
del	hogar”	con	errores	en	su	identificación	o	en	la	del	trabajador	del	hogar	a
su	cargo.
d)	El	empleador	y	el	trabajador	del	hogar	que	no	cumplan	con	lo	dispuesto
en	la	Única	Disposición	Final	de	la	presente	resolución.
e)	Los	derechohabientes	de	 los	 trabajadores	del	hogar	 cuando	 se	den	 los
supuestos	establecidos	en	los	literales	anteriores
Los	 trabajadores	 del	 hogar	 y	 sus	 derechohabientes	 serán	 inscritos	 en	 el
registro	 por	 el	 empleador	 o	 su	 representante.	 De	 igual	manera,	 cualquier
modificación,	actualización	y	baja	de	inscripción	vinculadas	a	la	inscripción
de	 los	 trabajadores	 del	 hogar	 y	 sus	 derechohabientes	 en	 el	 registro,	 será
realizada	por	el	empleador	o	su	representante.
La	 condición	 de	 empleador	 y	 de	 trabajador	 del	 hogar	 se	 adquiere	 en	 la
medida	que	se	inicie	un	vínculo	laboral	y	se	mantenga	vigente	al	momento
de	la	inscripción.
R.	191-2005/Sunat.
ART.	3°.—De	los	documentos	que	se	requerirán	para	la	inscripción,	las
modificaciones	y	la	baja	de	inscripción	en	el	registro.	Para	proceder	a	la
inscripción,	 las	 modificaciones	 y	 la	 baja	 de	 inscripción	 en	 el	 registro,	 se
deberán	presentar	los	siguientes	documentos:
a)	Inscripción	y	modificación	de	datos	del	empleador.
a.1	Exhibir	el	original	y	presentar	fotocopia	del	documento	de	identidad	del
empleador.
a.2	 Exhibir	 uno	 de	 los	 documentos	 solicitados	 en	 el	 literal	 b.2,	 para
acreditar	el	domicilio	a	que	se	refiere	el	literal	a.7	del	artículo	8°.
a.3	Exhibir	los	originales	de	los	documentos	sustentatorios,	en	el	caso	de	la
comunicación	de	modificaciones	en	el	registro	a	que	se	refiere	el	artículo	9°,
con	excepción	del	cambio	de	correo	electrónico	del	empleador.
En	 los	 casos	en	que	el	 empleador	 se	 inscriba	mediante	un	 representante,
dicho	 representante,	 adicionalmente	 a	 los	 documentos	 señalados	 en	 el
párrafo	anterior,	deberá:
1.	Exhibir	el	original	y	presentar	fotocopia	de	su	documento	de	identidad.
2.	Presentar	carta	poder	con	firma	legalizada	notarialmente	o	autenticada
por	fedatario	de	la	Sunat,	que	lo	autorice	expresamente	a	realizar	el	trámite
de	inscripción	en	el	registro.
b)	Inscripción,	modificación	y	baja	de	inscripción	del	trabajador	del	hogar.
b.1	 Exhibir	 el	 original	 y	 presentar	 fotocopia	 del	 documento	 de	 identidad
del	trabajador	del	hogar.
b.2	Exhibir	el	original	de	uno	de	 los	siguientes	documentos,	vinculados	al
centro	laboral	del	trabajador	del	hogar:
1.	Última	declaración	jurada	de	predio	o	autovalúo.
2.	 Recibo	 de	 agua,	 luz,	 telefonía	 fija	 o	 televisión	 por	 cable,	 cuya	 fecha	 de
vencimiento	 de	 pago	 se	 encuentre	 comprendida	 en	 los	 últimos	 dos	 (2)
meses.
3.	 Contrato	 de	 compra-venta	 del	 inmueble	 o	 título	 de	 propiedad	 emitido
por	Cofopri.
4.	 Constancia	 de	 numeración	 emitida	 por	 la	 municipalidad	 distrital
correspondiente.
b.3	Si	el	trabajador	del	hogar	se	encuentra	identificado	con	un	documento
diferente	 al	 DNI,	 se	 requerirá	 la	 exhibición	 del	 original	 de	 uno	 de	 los
siguientes	documentos	vinculados	al	domicilio	del	citado	trabajador:
1.	Última	declaración	jurada	de	predio	o	autoavalúo.
2.	 Recibo	 de	 agua,	 luz,	 telefonía	 fija	 o	 televisión	 por	 cable,	 cuya	 fecha	 de
vencimiento	 de	 pago	 se	 encuentre	 comprendida	 en	 los	 últimos	 dos	 (2)
meses.
3.	 Contrato	 de	 compra-venta	 del	 inmueble	 o	 título	 de	 propiedad	 emitido
por	Cofopri.
4.	 Constancia	 de	 numeración	 emitida	 por	 la	 municipalidad	 distrital
correspondiente.
En	 los	casos	en	que	 los	 trabajadores	del	hogar	 identificados	con	carné	de
extranjería	 o	 pasaporte	 con	 visa	 de	 trabajo	 vigente,	 no	 contaran	 con
domicilio	establecido	en	el	territorio	nacional,	se	consignará	como	domicilio
la	dirección	del	centro	laboral.
b.4	Exhibir	los	originales	de	los	documentos	sustentatorios,	en	el	caso	de	la
comunicación	de	modificaciones	en	el	registro	a	que	se	refiere	el	artículo	9°,
con	excepción	del	término	de	la	relación	laboral.
b.5	En	el	caso	de	dar	de	baja	 la	 inscripción	del	 trabajador	del	hogar	en	el
registro,	 el	 empleador	 deberá	 exhibir	 el	 original	 de	 su	 documento	 de
identidad.
c)	Inscripción,	modificación	y	baja	de	inscripción	de	los	derechohabientes
del	trabajador	del	hogar.
c.1	De	tratarse	del	(la)	cónyuge	del	trabajador	del	hogar,	se	deberá	exhibir:
1.	El	original	de	la	partida	de	matrimonio	civil	del	trabajador	del	hogar	y	su
cónyuge	con	vigencia	no	mayor	a	un	año.
2.	 El	 original	 y	 presentar	 fotocopia	 del	 documento	 de	 identidad	 del
trabajador	del	hogar	y	de	su	cónyuge.
3.	 Los	 originales	 de	 los	 documentos	 sustentatorios,	 en	 el	 caso	 de	 la
comunicación	de	modificaciones	en	el	registro	a	que	se	refiere	el	artículo	9°.
4.	 En	 el	 caso	 de	 dar	 de	 baja	 la	 inscripción	 del	 cónyuge	 en	 el	 registro,	 el
original	 de	 la	 partida	 de	 defunción	 o	 partida	 de	 matrimonio	 civil	 con
anotación	marginal	de	divorcio	o	disolución	de	vínculo	matrimonial.
c.	2	De	 tratarse	de	 (la)	 concubino	 (a)	del	 trabajador	del	hogar,	 se	deberá
exhibir:
1.	 Modificado.	 R.	 240-2014/Sunat,	 Primera	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 El	 original	 y	 presentar	 fotocopia	 del
documento	de	identidad	del	trabajador	del	hogar	y	de	su	concubino(a).
En	caso	no	registren	el	mismo	domicilio	y	 la	acreditación	de	 la	existencia
de	la	unión	de	hecho	se	realice	a	través	de	una	declaración	jurada,	además
se	deberá	presentar	una	declaración	jurada	de	domicilio	en	la	que	se	detalle
el	domicilio	actual	y	común	de	los	concubinos.
2.	 Modificado.	 R.	 240-2014/Sunat,	 Primera	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 La	 declaración	 jurada	 de	 existencia	 de
unión	de	hecho	suscrita	por	el	trabajador	del	hogar	y	el	(la)	concubino(a),	o
el	 original	 y	 fotocopia	 simple	 del	 testimonio	 de	 la	 escritura	 pública	 de
reconocimiento	 de	 unión	 de	 hecho	 o	 el	 original	 y	 fotocopia	 simple	 de	 la
copia	 certificada	 de	 la	 resolución	 judicial	 de	 reconocimiento	 de	 unión	 de
hecho.
3.	 Los	 originales	 de	 los	 documentos	 sustentatorios,	 en	 el	 caso	 de	 la
comunicación	de	modificaciones	en	el	registro	a	que	se	refiere	el	artículo	9°.
4.	 Modificado.	 R.	 240-2014/Sunat,	 Primera	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	En	caso	de	dar	de	baja	 la	 inscripción	del
(de	la)	concubino(a)	en	el	registro,	el	original	de	la	partida	de	defunción,	la
declaración	 jurada	 de	 fin	 de	 relación	 de	 concubinato,	 el	 testimonio	 de	 la
escritura	pública	o	fotocopia	simple	de	la	copia	certificada	de	la	resolución
judicial	 donde	 conste	 el	 fin	 de	 su	 estado	 de	 convivencia,	 o	 la	 partida	 de
matrimonio	civil.
c.	3	Sustituido.	R.	 034-2013/Sunat,	Art.	Único.	De	 tratarse	 de	 los	 hijos
menores	de	edad	del	trabajador	del	hogar,	se	deberá	exhibir:
1.	 El	 original	 y	 presentar	 fotocopia	 del	 documento	 de	 identidad	 del	 hijo
menor	de	edad.
2.	 El	 original	 y	 presentar	 fotocopia	 del	 documento	 de	 identidad	 del
trabajador	del	hogar.
3.	 Los	 originales	 de	 los	 documentos	 sustentatorios,	 en	 el	 caso	 de	 la
comunicación	de	modificaciones	en	el	registro	a	que	se	refiere	el	artículo	9°.
4.	 En	 el	 caso	 de	 dar	 de	 baja	 la	 inscripción	 del	 hijo	menor	 de	 edad	 en	 el
registro,	el	original	de	la	partida	de	defunción.
c.	4	De	tratarse	de	hijos	mayores	de	edad	incapacitados	del	trabajador	del
hogar,	se	deberá:
1.	Presentar	el	original	de	la	resolución	directoral	de	incapacidad	otorgada
por	el	ESSALUD.
2.	Exhibir:
2.1	 Sustituido.	 R.	 034-2013/Sunat,	 Art.	 Único.	 El	 original	 y	 presentar
fotocopia	del	documento	de	identidad	del	hijo	mayor	de	edad	incapacitado.
2.2.	 El	 original	 y	 presentar	 fotocopia	 del	 documento	 de	 identidad	 del
trabajador	del	hogar.
2.3.	 Los	 originales	 de	 los	 documentos	 sustentatorios,	 en	 el	 caso	 de	 la
comunicación	de	modificaciones	en	el	registro	a	que	se	refiere	el	artículo	9°
2.4.	 En	 el	 caso	 de	 dar	 de	 baja	 la	 inscripción	 del	 hijo	 mayor	 de	 edad
incapacitado	en	el	registro,	el	original	de	la	partida	de	defunción.
c.5	De	tratarse	de	la	madre	gestante	de	hijo	(a)	del	trabajador	del	hogar,	se
deberá	exhibir:
1.	Fotocopia	simple	de	la	escritura	pública	o	del	testamento	del	trabajador
del	hogar	que	acredite	reconocimiento	del	concebido	o	fotocopia	simple	de
la	sentencia	de	declaratoria	de	paternidad.
2.	 El	 original	 y	 presentar	 fotocopia	 del	 documento	 de	 identidad	 del
trabajador	del	hogar	y	de	la	gestante.
3.	 Los	 originales	 de	 los	 documentos	 sustentatorios	 en	 el	 caso	 de	 la
comunicación	de	modificaciones	en	el	registro	que	se	refiere	el	artículo	9°.
4.	En	el	caso	de	dar	de	baja	 la	 inscripción	de	 la	gestante	en	el	registro,	el
original	de	la	partida	de	defunción.
Para	efectos	de	 la	 inscripción,	el	empleador	podrá	obtener	en	 los	centros
de	servicios	al	contribuyente,	en	las	oficinas	de	la	Sunat	o	en	el	portal	de	la
Sunat	en	la	internet,	cuya	dirección	electrónica	es	http://www.sunat.gob.pe,
una	guía	facilitará	el	cumplimiento	del	procedimiento	del	registro.
La	baja	de	inscripción	del	empleador	en	el	registro	se	realizará	conforme	lo
señalado	en	el	artículo	10.
R.	191-2005/Sunat.
ART.	 4°.—Modificado.	 R.	 240-2014/Sunat,	 Primera	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 De	 los	 documentos	 que	 acreditan	 la
identidad	 del	 empleador,	 el	 trabajador	 del	 hogar	 y	 sus
derechohabientes.	 Los	 empleadores	 que	 soliciten	 la	 inscripción,	 la
modificación,	 la	actualización	o	la	baja	en	el	registro,	deberán	identificarse
con	alguno	de	los	siguientes	documentos,	según	corresponda:
a.	DNI.
b.	Carné	de	Extranjería.
c.	Pasaporte	con	visa	vigente.
d.	Cédula	Diplomática	de	Identidad.
e.	Carné	de	solicitante	de	refugio.
Los	 trabajadores	 del	 hogar	 deberán	 ser	 identificados	 con	 alguno	 de	 los
siguientes	documentos:
a.	DNI.
b.	Carné	de	Extranjería.
c.	Pasaporte	con	visa	de	trabajo	vigente.
d.	Carné	de	solicitante	de	refugio.
El	(la)	cónyuge,	el	(la)	concubino(a)	o	la	madre	gestante	del	(de	la)	hijo(a)
del	 trabajador	 del	 hogar,	 así	 como	 el	 (la)	 hijo(a)	 del	 trabajador	 del	 hogar
deberán	ser	identificados(as)	con	alguno	de	los	siguientes	documentos:
a.	DNI.
b.	Carné	de	Extranjería.
c.	Pasaporte.
d.	Carné	de	solicitante	de	refugio.
R.	191-2005/Sunat.
ART.	 5°.—Código	 de	 inscripción.	 La	 Sunat	 otorgará	 un	 código	 de
inscripción	al	empleador	que	a	partir	de	la	fecha	de	vigencia	de	la	presente
resolución	se	inscriba	en	el	registro.	Una	vez	registrado	el	empleador,	se	le
entregará	el	CIR	en	donde	constará	el	código	de	inscripción.
R.	191-2005/Sunat.
ART.	6°.—Plazo	para	la	inscripción	en	el	registro.	Para	la	inscripción	en
el	registro	deberá	tenerse	en	cuenta	lo	siguiente:
a)	 Los	 sujetos	 que	 adquieran	 la	 condición	 de	 empleador,	 trabajador	 del
hogar	o	derechohabiente	de	este	último,	de	acuerdo	con	lo	dispuesto	en	el
inciso	 b)	 del	 artículo	 2°,	 se	 inscribirán	 dentro	 de	 los	 treinta	 (30)	 días
calendario	siguientes	al	inicio	del	vínculo	laboral
Sustituido.	R.	034-2013/Sunat,	Art.	Único.	Si	el	trabajador	del	hogar	o	su
derechohabiente	no	posee	el	DNI,	se	entenderá	extendido	el	plazo	señalado
en	el	párrafo	anterior	en	quince	 (15)	días	 calendario,	 con	 la	 finalidad	que
proceda	con	la	tramitación	de	la	obtención	del	DNI.
b)	Los	sujetos	comprendidos	en	los	literales	a),	c)	y	d)	del	artículo	2°	y	sus
derechohabientes	 así	 como	 los	 que	 se	 encuentren	 identificados	 con
documento	diferente	al	DNI,	se	inscribirán	según	el	siguiente	cronograma:
Último	dígito	del	documento	de	identidad	del
empleador Vencimiento
0	y	1 Del	2.11.05	al	9.11.05
2	y	3 Del	10.11.05	al17.11.05
4	y	5 Del	18.11.05	al25.11.05
6	y	7 Del	28.11.05	al5.12.05
8	y	9 Del	6.12.05	al13.12.05
Otros	caracteres Del	14.12.05	al21.12.05
	
R.	191-2005/Sunat.
ART.	 7°.—Modificado.	 R.	 240-2014/Sunat,	 Primera	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	 Lugar	 de	 inscripción,	modificaciones,
actualizaciones,	 baja	 de	 inscripción	 u	 otras	 circunstancias	 en	 el
registro.	La	inscripción	del	empleador	del	trabajador	del	hogar	se	realizará
de	manera	personal	o	por	su	representante	legal	en	la	intendencia	u	oficina
zonal	 o	 en	 los	 centros	 de	 servicios	 al	 contribuyente	 de	 la	 Sunat	 que
correspondan	a	su	domicilio	fiscal.
La	 inscripción	 del	 trabajador	 del	 hogar	 y	 sus	 derechohabientes	 en	 el
registro,	 así	 como	 los	 trámites	 relacionados	 con	 el	 mismo,	 tales	 como
modificaciones,	 actualizaciones,	 bajas	 u	 otras	 circunstancias,	 se	 realizarán
de	manera	personal	por	el	empleador	o	su	representante,	de	ser	el	caso,	en
las	 intendencias	 u	 oficinas	 zonales	 o	 en	 los	 centros	 de	 servicios	 al
contribuyente	de	la	Sunat.
La	inscripción	y	 la	baja	de	inscripción	de	los	trabajadores	del	hogar	y	sus
derechohabientes,	 la	 comunicación	 de	 las	modificaciones	 previstas	 en	 los
literales	 c)	 al	 h)	 del	 artículo	 9°	 así	 como	 la	 actualización	 de	 los	 datos	 de
dichos	sujetos	que	la	Sunat	solicite	podrán	ser	realizadas	alternativamente	a
través	 de	 Sunat	 Virtual	 de	 acuerdo	 a	 lo	 establecido	 en	 la	 resolución	 de
Superintendencia	correspondiente.
El	empleador	notificado	como	principal	contribuyente	seguirá	cumpliendo
con	el	resto	de	sus	obligaciones	en	la	dependencia	designada	para	ello	por	la
Sunat.
R.	191-2005/Sunat.
ART.	 8°.—Modificado.	 R.	 240-2014/Sunat,	 Primera	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Información	a	ser	comunicada	por	los
empleadores.	 Los	 empleadores,	 al	 solicitar	 la	 inscripción	 en	 el	 registro
deberán	comunicar	la	siguiente	información,	según	corresponda:
a)	Del	empleador
a.1.	Tipo	y	número	de	documento	de	identidad
a.2.	Apellidos	y	nombres
a.3.	Sexo
a.4.	Fecha	de	nacimiento
a.5.	Nacionalidad
a.6.	Correo	electrónico	(opcional)
a.7.	Domicilio	fiscal,	sólo	en	el	caso	que	la	Sunat	no	lo	tenga	en	sus	registros
o	éste	no	se	encuentre	actualizado.
En	 el	 caso	de	 los	 identificados	 con	DNI,	 la	 información	de	 los	 apellidos	 y
nombres,	 sexo	 y	 fecha	 de	 nacimiento	 se	 validará	 con	 la	 información	 de
Reniec	que	obre	en	poder	de	la	Sunat.
b)	Del	trabajador	del	hogar
b.1.	Tipo	y	número	de	documento	de	identidad
b.2.	Apellidos	y	nombres
b.3.	Sexo
b.4.	Fecha	de	nacimiento
b.5.	Fecha	de	inicio	de	la	relación	laboral
b.6.	Fecha	de	término	de	la	relación	laboral
b.7.	Centro	laboral	comunicado	por	el	empleador
b.8.	Nacionalidad,	cuando	se	identifique	con	documento	distinto	al	DNI.
b.9.	Teléfono	del	centro	laboral
b.10.	Dirección
b.11.	Estado	civil.
b.12.	País	emisor	del	documento,	cuando	se	identifique	con	pasaporte
b.13.	Dirección	adicional	(dato	opcional).
b.14.	 Indicador	 de	 adscripción	 para	 el	 centro	 asistencial	 del	 ESSALUD,
cuando	se	comunique	una	dirección	adicional.
b.15.	Teléfono	(dato	opcional).
b.16.	Correo	electrónico	(dato	opcional).
En	 el	 caso	de	 los	 identificados	 con	DNI,	 la	 información	de	 los	 apellidos	 y
nombres,	sexo,	fecha	de	nacimiento,	estado	civil	y	dirección	se	validará	con
la	información	de	Reniec	que	obre	en	poder	de	la	Sunat.
c)	De	los	derechohabientes
c.1.	Tipo	y	número	del	documento	que	acredita	la	identidad.
c.2.	Apellidos	y	nombres.
c.3.	Fecha	de	nacimiento.
c.4.	Sexo.
c.5.	Dirección	(solo	si	se	encuentra	identificado	con	documento	distinto	al
DNI	e	indica	domicilio	distinto	al	del	trabajador	del	hogar).
c.6.	Dirección	adicional	(opcional).
c.7.	 Indicador	 de	 adscripción	 para	 el	 centro	 asistencial	 del	 ESSALUD,
cuando	se	comunique	una	dirección	adicional.
c.8.	Teléfono	(opcional).
c.9.	Correo	electrónico	(opcional).
c.10.	Estado	civil.
c.11.	País	emisor	del	documento,	cuando	se	identifique	con	pasaporte.
c.12.	Nacionalidad,	cuando	se	identifique	con	documento	distinto	al	DNI.
c.13.	 Tipo	 de	 vínculo	 familiar	 (cónyuge	 o	 concubino(a),	 hijo(a)	menor	 de
edad,	hijo(a)	mayor	de	edad	discapacitado(a),	o	madre	gestante	del	hijo(a)
del	trabajador	del	hogar).
c.14.	 Documento	 que	 sustenta	 el	 vínculo	 (excepto	 para	 el	 hijo	menor	 de
edad	 cuando	 se	 identifique	 con	 DNI),	 de	 acuerdo	 a	 lo	 establecido	 en	 los
literales	b)	y	c)	del	artículo	3°.
c.15.	Número	de	documento	que	sustenta	el	vínculo	familiar	(excepto	para
el	 hijo	 menor	 de	 edad	 cuando	 se	 identifique	 con	 DNI),	 de	 acuerdo	 a	 lo
establecido	en	los	literales	b)	y	c)	del	artículo	3°.
c.16.	 Mes	 y	 año	 de	 inicio	 de	 la	 gestación	 (solo	 cuando	 el	 vínculo	 sea
gestante)
c.17.	Fecha	de	baja	del	registro.
c.18.	Motivo	de	baja	del	registro.
En	 el	 caso	de	 los	 identificados	 con	DNI,	 la	 información	de	 los	 apellidos	 y
nombres,	sexo,	fecha	de	nacimiento,	estado	civil	y	dirección	se	validará	con
la	información	de	Reniec	que	obre	en	poder	de	la	Sunat.
Cuando	 se	 solicite	 la	 baja	 de	 inscripción	 del	 trabajador	 del	 hogar	 o	 del
derechohabiente	 se	 comunicará	 el	 tipo	 de	 documento	 de	 identidad	 con	 el
que	fue	inscrito	en	el	registro.
R.	191-2005/Sunat.
ART.	9°.—Comunicación	de	modificaciones	en	el	registro.	El	empleador
deberá	 comunicará	 a	 la	 Sunat,	 a	 través	 de	 los	 centros	 de	 servicios	 al
contribuyente	 y	 oficinas	 de	 dicha	 institución,	 dentro	 del	 plazo	 de	 treinta
(30)	días	calendario	de	producidos,	los	siguientes	hechos:
a)	Cambio	del	domicilio	fiscal	del	empleador.
b)	Cambio	del	correo	electrónico	del	empleador.
c)	Modificación	de	los	datos	de	identificación	del	trabajador	del	hogar.
d)	Cambio	del	centro	laboral	del	trabajador	del	hogar.
e)	Término	de	la	relación	laboral.
f)	Modificación	de	los	datos	del	derechohabiente.
g)	Baja	de	inscripción	de	los	derechohabientes	del	trabajador	del	hogar.
h)	 Cualquier	 otra	 modificación	 de	 la	 información	 proporcionada	 por	 el
empleador	para	efectos	del	registro.
R.	191-2005/Sunat.
ART.	10.—Baja	de	inscripción	de	oficio.	La	Sunat,	de	oficio,	podrá	dar	de
baja	 la	 inscripción	del	 trabajador	del	hogar	 en	 el	 registro,	 en	 los	 casos	 en
que	el	trabajador	del	hogar	o	el	empleador	hubieran	fallecido	y	la	defunción
respectiva	se	encuentre	inscrita	en	el	Reniec.
Asimismo,	 la	 Sunat,	 de	 oficio,	 podrá	 dar	 de	 baja	 la	 inscripción	 del
trabajador	 del	 hogar	 en	 el	 registro,	 cuando	 presuma	 en	 base	 a	 la
información	que	consta	en	sus	registros,	o	cuando	determine	en	el	ejercicio
de	 su	 facultad	 de	 fiscalización,	 que	 no	 existe	 relación	 laboral	 que	 genere
obligaciones	tributarias.
La	baja	de	 la	 inscripción	de	oficio	del	 trabajador	del	 hogar	 en	 el	 registro
implicará	 la	 baja	 de	 inscripción	 de	 oficio	 de	 sus	 derechohabientes	 que
hubieran	sido	registrados.
Adicionalmente,	la	Sunat,	de	oficio,	podrá	dar	de	baja	la	inscripción	de	los
derechohabiente	en	el	registro	en	los	siguientes	casos:
1.	Por	fallecimiento,	cuando	la	defunción	del	derechohabiente	se	encuentre
inscrita	en	el	Reniec.
2.	 Cuando	 el	 hijo	 menor	 de	 edad,	 adquiera	 la	 mayoría	 de	 edad	 y	 no	 se
hubiera	presentado	la	resolución	directoral	de	incapacidad	expedida	por	el
ESSALUD	del	referido	hijo,	dentro	del	plazo	señalado	en	el	artículo	9°.
3.	Cuando	culmine	el	período	de	gestación,	en	el	caso	de	la	gestante
4.	Cuando	adquieran	la	condición	de	asegurados	regulares.
5.	 Cuando	 el	 empleador	 hubiera	 registrado	 la	 baja	 de	 inscripción	 del
trabajador	del	hogar	en	el	registro	y	éste	último	no	se	encuentre	registrado
por	otro	empleador,	durante	el	lapso	que	dure	el	período	de	latencia.
En	los	casos	en	que	se	efectúe	la	baja	de	un	trabajador	del	hogar,	ya	sea	de
oficio	o	a	solicitud	del	empleador,	se	procederá	a	dar	de	baja	en	el	registro	al
empleador,	 salvo	 que	 éste	 tenga	 registrado	 otro	 trabajador	 del	 hogar.	 La
Sunat	de	oficio,	modificará	la	condición	de	baja	del	empleador	cuando	éste
inscriba	en	el	registro	a	un	nuevo	trabajador	del	hogar.
Asimismo,	 también	 se	 procederá	 a	 dar	 de	 baja	 de	 oficio	 al	 empleador
cuando	 éste	 hubiera	 fallecido	 y	 la	 defunción	 se	 encuentre	 inscrita	 en	 el
Reniec.
Para	efectos	de	lo	dispuesto	en	el	presente	artículo,	no	será	necesario	que
la	Sunat	notifique	acto	administrativo	alguno,	con	excepción	de:
a)	 La	 baja	 del	 empleador	 realizada	 como	 consecuencia	 de	 la	 baja	 del
trabajador	del	hogar	o	cuando	se	realice	la	modificación	de	la	condición	de
baja	 del	 empleador,	 correspondiendo	 en	 estos	 casos	 entregar	 a	 éste
únicamente	el	CIR.
b)	La	baja	del	trabajador,	cuando	se	presuma	en	base	a	la	información	que
consta	 en	 los	 registros	 de	 la	 Sunat	 o	 se	 determine	 que	 no	 existe	 relación
laboral	 que	 genere	 obligaciones	 tributarias	 en	 virtud	 a	 su	 facultad	 de
fiscalización,	 se	 notificará	 la	 resolución	 o	 acto	 administrativo
correspondiente.
R.	191-2005/Sunat.
ART.	 11.—Actualización	 de	 la	 información	 en	 el	 registro.	 La	 Sunat
podrá	solicitar	a	los	empleadores,	con	carácter	general	o	particular	y	en	las
condiciones	y	el	plazo	que	ésta	determine,	la	actualización	total	de	los	datos
contenidos	en	el	registro.
R.	191-2005/Sunat.
ART.	 12.—Información	 a	 ser	 comunicada	 al	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	 del	 Empleo.	 La	 Sunat	 remitirá	 al	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	 del	 Empleo	 la	 relación	 de	 los	 adolescentes	 que	 hubieran	 sido
registrados	por	el	empleador	como	trabajadores	del	hogar,	conforme	a	 los
datos	 que	 se	 hubieran	 declarado	 con	 ocasión	 de	 su	 inscripción	 en	 el
registro.
R.	191-2005/Sunat.
ART.	13.—Sanciones	aplicables.	El	 incumplimiento	de	 lo	dispuesto	en	el
presente	 dispositivo	 será	 sancionado	 de	 acuerdo	 con	 lo	 establecido	 en	 el
Código	Tributario.
R.	201-2009/Sunat.
ART.	 2°.—Sustitución	 del	 formato	 “Solicitud	 de	 acceso	 a	 Sunat
Operaciones	 en	 Línea”.	 Sustitúyase	 el	 anexo	 de	 la	 Resolución	 de
Superintendencia	 N°	 147-2003/Sunat	 “Solicitud	 de	 acceso	 a	 Sunat
Operaciones	 en	 Línea”	 y	 modificatoria	 por	 el	 anexo	 de	 la	 presente
resolución,	el	cual	de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	9°	del	reglamento
que	 establece	 disposiciones	 relativas	 a	 la	 publicidad,	 publicación	 de
proyectos	 normativos	 y	 difusión	 de	 normas	 legales	 de	 carácter	 general,
aprobado	 por	 el	 Decreto	 Supremo	N°	 001-2009-JUS,	 será	 publicado	 en	 el
portal	de	la	Sunat	en	la	internet	cuya	dirección	es	http://www.sunat.gob.pe,
en	la	misma	fecha	en	que	se	publique	la	presente	resolución.
R.	201-2009/Sunat
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Uso	 de	 los	 formatos
impresos.	Los	formatos	“Solicitud	de	acceso	a	Sunat	Operaciones	en	Línea”
impresos	 con	 anterioridad	 a	 la	 vigencia	 de	 la	 presente	 resolución	 podrán
ser	 utilizados	 hasta	 el	 31	 de	 diciembre	 del	 2010.	 Para	 tal	 efecto,	 cuando
corresponda,	 se	 consignará	 el	 Código	 de	 Inscripción	 del	 Empleador	 en	 el
espacio	correspondiente	al	número	de	Registro	Único	de	Contribuyentes.
Ley	27986.
Tercera	Disposición	Final	y	Complementaria.—Aplicación
supletoria.	En	lo	que	no	se	oponga	a	lo	dispuesto	en	la	presente
ley,	les	son	aplicables	a	las	relaciones	laborales	de	los
trabajadores	al	servicio	del	hogar	las	disposiciones	del	régimen
laboral	de	la	actividad	privada.
Ley	27986.	
Quinta	Disposición	Final	y	Complementaria.—Norma
modificatoria.	Los	trabajadores	del	hogar	que	sean	víctimas	de
hostigamiento	sexual	tienen	derecho	a	acogerse	a	las	acciones
establecidas	en	la	Ley	de	Prevención	y	Sanción	del	Hostigamiento
Sexual.
D.	S.	015-2003-TR.
Primera	Disposición	Complementaria.—Incompatibilidad	de	percepción
simultánea	 de	 beneficios	 similares.	 La	 percepción	 de	 los	 derechos
establecidos	 en	 la	 presente	 ley,	 resulta	 incompatible	 con	 la	percepción	de
cualquier	otro	derecho	igual	o	similar,	sea	de	origen	legal	o	convencional.	En
todo	caso,	se	aplicará	el	más	beneficioso	para	el	trabajador	del	hogar.
D.	S.	015-2003-TR.
Segunda	Disposición	 Complementaria.—Competencia	 del	 Ministerio.	 El
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	velará	por	el	cumplimiento
de	 los	 derechos	 y	 beneficios	 que	 le	 corresponde	 al	 trabajador	 del	 hogar,
prioritariamente	a	través	de	sus	servicios	de	defensa	y	asesoría	gratuita	del
trabajador,	 promoviendo	 la	 solución	 concertada	 de	 los	 conflictos	 sobre	 la
materia.
4.	Artistas
ÁMBITO	DE	APLICACIÓN
Ley	28131.
ART.	1°.—Ámbito	de	la	ley.
1.1.	La	presente	ley	establece	el	régimen,	derechos,	obligaciones
y	beneficios	laborales	del	artista	intérprete	y	ejecutante,
incluyendo	la	promoción	y	difusión	de	sus	interpretaciones	y
ejecuciones	en	el	exterior,	así	como	sus	derechos	morales	y
patrimoniales	de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	la	presente	ley	y	en	los
tratados	internacionales	vigentes	suscritos	por	el	Perú.
1.2.	Los	trabajadores	técnicos	vinculados	a	la	actividad	artística,
incluidos	en	el	ámbito	de	la	presente	ley,	ejercerán	solamente	los
derechos	laborales	compatibles	con	la	naturaleza	de	su	trabajo.
CONCEPTO	DE	ARTISTAS
Ley	28131.
ART.	2°.—Definición.	Para	los	efectos	de	la	presente	ley	se
considera	artista	intérprete	y	ejecutante,	en	adelante	“artista”,	a
toda	persona	natural	que	representa	o	realiza	una	obra	artística,
con	texto	o	sin	él,	utilizando	su	cuerpo	o	habilidades,	con	o	sin
instrumentos,	que	se	exhiba	o	muestre	al	público,	resultando	una
interpretación	y/o	ejecución	que	puede	ser	difundida	por
cualquier	medio	de	comunicación	o	fijada	en	soporte	adecuado,
creado	o	por	crearse.
Ley	28131.
ART.	3°.—Objetivos.	Son	objetivos	de	la	presente	ley:
a)	Normar	el	reconocimiento,	la	tutela,	el	ejercicio	y	la	defensa	de
los	derechos	morales,	patrimoniales,	laborales	y	de	seguridad
social,	entre	otros,	que	le	correspondan	al	artista	intérprete	y
ejecutante	y	a	sus	interpretaciones	y	ejecuciones;
b)	Promover	el	permanente	desarrollo	profesional	y	académico
del	artista;
c)	Incentivar	la	creación	y	el	desarrollo	de	fuentes	de	trabajo,	a
través	de	la	participación	de	todos	los	trabajadores	de	la
actividad,	incluyendo	a	creadores	y	empresarios.
Ley	28131.
ART.	4°.—Artistas	y	trabajadores	técnicos	comprendidos	en
la	presente	ley.
4.1.	La	presente	ley	es	aplicable	a	los	artistas	que	a	continuación
se	señalan	en	forma	enunciativa	más	no	limitativa:
Actor;	banderillero;	cantante;	coreógrafo;	danzarín	en	todas	sus
expresiones	y	modalidades;	director	de	obras	escénicas,	teatrales,
cinematográficas,	televisivas	y	similares;	director	de	orquesta	o
conjunto	musical;	doblador	de	acción,	doblador	de	voz;	imitador	y
el	que	realiza	obras	artísticas	con	similar	modalidad;	intérprete	y
ejecutante	de	obra	artística	que	actúa	en	circos	y	espectáculos
similares;	intérprete	y	ejecutante	de	obras	de	folclor	en	todas	sus
expresiones	y	modalidades;	mago;	matador;	mentalista;	mimo;
modelo	de	artistas	de	las	artes	plásticas,	de	obra	publicitaria,	de
pasarela,	en	espectáculos	escénicos,	teatrales,	cinematográficos,
televisivos;	músico;	novillero;	parodista;	picador;	prestidigitador;
recitador	o	declamador;	rejoneador;	titiritero	o	marionetista;
ventrílocuo;	entre	otros.
4.2.	La	presente	ley	es	aplicable	a	los	trabajadores	que	a
continuación	se	señalan	en	forma	enunciativa	mas	no	limitativa:
Apuntador	o	teleprontista;	asistente	de	dirección;	camarógrafo;
director	de	fotografía;	editor	de	sonidos	y	de	imágenes;
escenógrafo;	jefe	de	escena;	maquillador	de	caracterización;
realizador	de	efectos	especiales	y	luminotécnico	en	obras
escénicas,	teatrales,	cinematográficas,	televisivas	y	similares;
técnicos	de	variedades,	circo	y	espectáculos	similares;	tramoyista;
entre	otros.
EMPLEADOR
Ley	28131.
ART.	5°.—Empleador.
5.1.	Para	los	efectos	de	la	presente	ley	se	considera	empleador	a
toda	persona	natural	o	jurídica,	cualquiera	sea	su	nacionalidad	o
domicilio,	que	contrata	con	el	artista	bajo	el	régimen	laboral	para
que	realice	sus	interpretaciones	o	ejecuciones,	incluyendo
eventualmente	su	difusión	o	fijación	en	soporte	adecuado.
5.2.	En	caso	de	incumplimiento	de	las	obligaciones	nacidas	del
contrato	laboral	por	parte	del	empleador,	el	artista	podrá	exigir	su
cumplimiento	en	forma	subsidiaria	y	en	ese	orden,	al	organizador,
productor	y	presentador,	conforme	lo	establezca	el	reglamento.
5.3.	El	empleador	es	responsable	solidario	conjuntamente	con	el
artista	respecto	de	las	obligaciones	directamente	relacionadas	con
la	actividad	artística	materia	del	contrato	laboral	que	los	vincula	y
de	las	obligaciones	que	éste	genere,	ante	sindicatos	y	gremios
vinculados	a	la	actividad	artística.
5.4.	En	caso	de	que	el	empleador	sea	persona	jurídica	irregular,
los	accionistas,	directivos	y	administradores	asumen
responsabilidad	personal	respecto	de	los	derechos	y	obligaciones
del	artista.
INTERPRETACIONES	Y	EJECUCIONES
Ley	28131.
ART.	6°.—Naturaleza	de	las	interpretaciones	y	ejecuciones.
6.1.	Se	entiende	por	interpretación	a	la	representación	de	una
obra	teatral,	cinematográfica,	musical	o	de	cualquier	otro	género
en	la	que	se	aplique	la	personalidad	y	creatividad	del	artista.
6.2.	Ejecución	es	la	interpretación	de	una	obra	artística,	con
instrumento	ajeno	al	cuerpo,	aplicando	la	personalidad	y
creatividad	del	artista.
Ley	28131.
ART.	7°.—Labor	del	artista.
7.1.	La	labor	del	artista	es	de	naturaleza	laboral	cuando	reúne	las
características	de	un	contrato	de	trabajo	y	se	regula	por	la
presente	ley.
7.2.	El	artista	y	demás	trabajadores	considerados	en	esta	norma
son	titulares	de	los	beneficios	sociales	establecidos	en	la	presente
ley	así	como	de	los	ya	creados	por	la	legislación	laboral	común.
D.	S.	058-2004-PCM.		
ART.	 2°.—De	 la	 mención	 a	 legislación	 y	 contrato	 laboral.	 Entiéndase
que	el	concepto	de	legislación	laboral	común	incluido	en	el	numeral	7.2	del
artículo	7°	de	 la	 ley,	está	referido	a	 las	normas	que	regulan	los	derechos	y
beneficios	de	los	trabajadores	comprendidos	dentro	del	Régimen	Laboral	de
la	Actividad	Privada.
Los	 términos	 contratos	de	 trabajo	o	 contrato	 laboral,	 utilizados	en	 la	 ley,
refieren	al	acuerdo	entre	un	artista	o	 técnico	con	un	empleador	 -	persona
natural	 o	 jurídica,	 por	 el	 que	 los	 primeros	 prestan	 servicios	 voluntarios,
personales,	remunerados	y	subordinados.
ARTISTAS	EXTRANJEROS
Ley	28131.
ART.	8°.—Artistas	extranjeros.	Los	artistas	extranjeros
domiciliados	y	no	domiciliados	en	el	país	reciben	el	mismo	trato
que	los	nacionales,	debiendo	sujetarse	a	las	disposiciones	de	la
presente	ley,	respetando	los	tratados	internacionales	de	los	que	el
Perú	es	parte.
RÉGIMEN	LABORAL
Ley	28131.
ART.	23.—En	espectáculos	artísticos.
23.1.	Todo	espectáculo	artístico	nacional	presentado
directamente	al	público	deberá	estar	conformado	como	mínimo
por	un	80%	de	artistas	nacionales.	El	20%	restante	podrá	estar
integrado	por	extranjeros	no	residentes.
23.2.	Los	artistas	nacionales	deberán	percibir	no	menos	del	60%
del	total	de	la	planilla	de	sueldos	y	salarios	de	artistas.
23.3.	Los	mismos	porcentajes	establecidos	en	los	párrafos
anteriores	rigen	para	el	trabajador	técnico	vinculado	a	la
actividad	artística.
Ley	28131.
ART.	24.—Excepciones	a	la	participación.	Los	porcentajes	de
participación	y	de	remuneración	fijados	en	el	artículo	precedente
no	son	aplicables	cuando	se	trate	de:	Elenco	extranjero
organizado	fuera	del	país,	siempre	que	su	actuación	constituya	la
unidad	del	espectáculo	y	esté	debidamente	acreditado	como
espectáculo	cultural.
Ley	28131.
ART.	25.—En	producciones	audiovisuales.
25.1.	Toda	producción	audiovisual	artística	nacional	deberá	estar
conformada	como	mínimo	por	un	80%	de	artistas	nacionales.	El
20%	restante	podrá	estar	integrado	por	extranjeros	no
residentes.
25.2.	Los	artistas	nacionales	deberán	percibir	no	menos	del	60%
del	total	de	la	planilla	de	sueldos	y	salarios	de	artistas.
25.3.	Los	mismos	porcentajes	establecidos	en	los	párrafos
anteriores	rigen	para	el	trabajador	técnico	vinculado	a	la
actividad	artística.
25.4.	Las	producciones	cinematográficas	se	rigen	por	su	propia
legislación.
Ley	28131.
ART.	26.—En	espectáculos	circenses.
26.1.	Todo	espectáculo	circense	extranjero	ingresará	al	país	con
su	elenco	original,	por	un	plazo	máximo	de	90	días,	pudiendo	ser
prorrogado	por	igual	período.	En	este	último	caso,	se	incorporará
al	elenco	artístico,	como	mínimo,	el	30%	de	artistas	nacionales	y
el	15%	de	técnicos	nacionales.
26.2.	Estos	mismos	porcentajes	deberán	reflejarse	en	las	planillas
de	sueldos	y	salarios.
Ley	28131.
ART.	27.—En	publicidad	comercial.
27.1.	La	publicidad	comercial	podrá	ser	realizada	por	empresas
peruanas	o	extranjeras,	pudiendo	las	imágenes	ser	elaboradas	en
el	territorio	nacional	o	en	el	extranjero.
27.2.	La	publicidad	comercial	que	se	haga	en	el	país	deberá	ser
realizada	respetando	las	proporciones	establecidas	en	el	artículo
25	de	la	presente	ley.
27.3.	La	difusión	de	publicidad	realizada	en	el	extranjero	y
difundida	por	medios	de	comunicación	nacional	se	sujetará	en	su
parte	pertinente	a	lo	establecido	en	la	Decimotercera	Disposición
Complementaria	del	Decreto	Legislativo	N°	757,	que	tiene	que	ver
con	la	publicidad	comercial	producida	en	el	extranjero.
27.4.	La	difusión	del	comercial	publicitario	nacional	actuado	por
persona	comprendida	en	la	presente	ley	tiene	una	vigencia
máxima	de	un	año.	Las	repeticiones	que	se	hagan	pasado	dicho
plazo	están	sujetas	al	pago	de	retribución.
27.5.	La	utilización	de	imágenes	o	voces	ya	fijadas	de	las
personas	comprendidas	en	la	presente	ley	en	una	nueva	creación
publicitaria,	obliga	a	la	previa	autorización	del	artista	y	al	abono
de	la	retribución	correspondiente.
27.6.	La	publicidad	actuada	por	persona	no	comprendida	en	la
presente	ley	se	regula	por	la	ley	pertinente.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	 14.—Participación	 de	 artistas	 nacionales	 y	 extranjeros.	 Para	 la
aplicación	de	los	porcentajes	establecidos	en	los	artículos	23,	25,	26	y	27	de
la	ley,	se	tomará	en	cuenta	lo	siguiente:
a)	Los	empleadores	de	artistas	y	trabajadores	técnicos	comprendidos	en	el
ámbito	de	aplicación	de	la	ley	están	obligados	a	registrar	en	sus	planillas	de
remuneraciones	distinguiendo	a	dichos	trabajadores	según	su	categoría.
b)	En	las	planillas	de	remuneraciones	se	considera	el	total	de	trabajadores
por	cada	categoría	de	las	indicadas	por	la	ley,	conforme	a	lo	registrado	o	por
registrarse	 en	 planillas,	 considerando	 a	 los	 nacionales	 o	 extranjeros,	 con
contrato	a	tiempo	indeterminado	o	sujeto	a	modalidad,	con	vínculo	laboral
vigente.	 A	 dicho	 total	 se	 le	 aplicarán	 los	 porcentajes	 limitativos	 previstos
por	la	ley	para	apreciar	el	cumplimiento	de	ésta.
c)	Para	la	determinación	de	las	remuneraciones,	el	cálculo	del	porcentaje	se
efectuará	en	forma	diferenciada	entre	artistas	y	técnicos	comprendidos	en
la	ley,	sobre	el	total	de	las	remuneraciones	a	pagarse	en	la	obra,	actuación	o
temporada	conforme	a	la	actividad	artística	a	realizarse.
d)	Para	efectos	de	la	aplicación	de	lo	dispuesto	en	este	artículo,	ello	podrá
efectuarse	 a	 través	 de	 la	 declaración	 jurada,	 la	 que	 será	 materia	 de
fiscalización	por	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo.
Ley	28131.
ART.	28.—En	espectáculos	taurinos.
28.1.	En	toda	feria	taurina	debe	participar	por	lo	menos	un
matador	nacional.
28.2.	En	las	novilladas,	becerradas	y	mixtas	debe	participar	por	lo
menos	un	novillero	nacional.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	15.—De	los	espectáculos	taurinos.	Entiéndase	que	la	referencia	a	la
participación	de	un	matador	o	novillero	nacional	a	que	se	refiere	el	artículo
28	de	 la	 ley	se	encuentra	referida	a	cada	corrida	o	 fecha	que	comprenden
los	eventos	en	que	éstos	se	realicen.
En	el	caso	de	las	otras	categorías	de	trabajadores	de	espectáculos	taurinos
comprendidos	dentro	del	ámbito	de	aplicación	de	la	ley,	la	regulación	de	sus
porcentajes	se	ajustará	a	lo	señalado	en	el	artículo	23	de	ésta.
Ley	28131.
ART.	29.—Requisitos	para	la	actuación	del	artista	extranjero.
29.1.	El	artista	extranjero,	para	actuar	en	el	país,	debe	acreditar
lo	siguiente:
a)	Contrato	de	trabajo	artístico	puesto	en	conocimiento	del
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	suscrito	antes	de
su	ingreso	al	país;
b)	Pase	intersindical	extendido	por	el	sindicato	peruano	que
agrupe	a	los	artistas	de	la	especialidad	o	género	que	cultiva	el
artista	extranjero;
c)	Visa	que	corresponde	al	artista,	de	acuerdo	a	reglamento.
29.2.	Para	la	expedición	de	la	visa	correspondiente,	se	requiere
de	la	presentación	previa	del	contrato	ante	el	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	y	el	pase	intersindical,	entre
otros	requisitos	de	acuerdo	a	reglamento.
29.3.	Las	disposiciones	del	presente	artículo	son	también
aplicables	al	artista	extranjero	que,	al	amparo	de	la	presente	ley,
ingresa	al	país	para	promover	o	publicitar	sus	obras,
producciones	o	su	imagen	y	que,	para	tal	efecto,	interpreta	y/o
ejecuta.
29.4.	El	pago	por	el	pase	intersindical	será	del	2%	del	monto	de
las	retribuciones	que	percibe	el	artista	extranjero	y	su	abono	es
solidario	con	el	empresario.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	 16.—Requisitos	 para	 actuación	 de	 artista	 extranjero.	 Los
requisitos	para	la	actuación	del	artista	extranjero	en	nuestro	país	serán:
a)	 Si	 la	 presentación	 artística	 a	 ser	 desarrollada	 en	 el	 territorio	 nacional
excede	los	tres	meses	en	el	año,	el	contrato	de	trabajo	y	sus	modificaciones
deberá	 ser	 autorizado	 por	 la	 Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo,
siguiendo,	 para	 tal	 efecto,	 el	 procedimiento	 establecido	 en	 el	 Decreto
Legislativo	 N°	 689,	 Ley	 de	 Contratación	 de	 Extranjeros,	 y	 su	 reglamento
aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	014-92-TR.
Si	 la	 presentación	 artística	 no	 excede	de	 tres	meses	 en	 el	 año,	 bastará	 el
registro	 del	 contrato	 de	 trabajo	 ante	 la	 Autoridad	 Administrativa	 del
Trabajo	 conforme	 lo	 establece	 el	 Texto	 Único	 de	 Procedimientos
Administrativos	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
b)	 La	 presentación	 del	 pase	 intersindical	 conforme	 lo	 dispuesto	 por	 el
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
c)	 Para	 la	 obtención	 de	 la	 calidad	 migratoria	 de	 artista	 en	 este	 país,	 se
requiere	 que,	 la	 persona	 que	 ingresa	 a	 este	 país	 lo	 haga	 sin	 ánimo	 de
residencia,	 con	 el	 propósito	 de	 desarrollar	 actividades	 remuneradas	 de
carácter	 artístico	o	 vinculadas	 a	 espectáculos,	 presentando	 su	 contrato	de
trabajo	 aprobado	 o	 registrado,	 según	 corresponda,	 ante	 la	 Autoridad
Administrativa	de	Trabajo	y	el	respectivo	pase	intersindical.
d)	Para	la	aplicación	de	lo	establecido	en	el	numeral	29.3	del	artículo	29	de
la	 ley,	 el	 artista	 independiente	 que	 desarrolle	 dichas	 actividades	 debe
presentar	 ante	 la	 autoridad	 migratoria	 correspondiente	 el	 pase
intersindical.	Dichos	artistas,	de	acuerdo	a	lo	regulado	en	el	artículo	5°	del
presente	 reglamento,	 están	 excluidos	 de	 las	 disposiciones	 laborales	 y
procedimientos	ante	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo.
Ley	28131.
ART.	30.—Caso	fortuito	o	fuerza	mayor.	Los	porcentajes
reservados	para	artistas	nacionales	y	extranjeros,	no	serán	de
aplicación	por	causas	de	caso	fortuito	o	fuerza	mayor.
JORNADA	LABORAL
Ley	28131.
ART.	31.—Jornada.
31.1.	La	jornada	ordinaria	de	trabajo	para	varones	y	mujeres
mayores	de	edad	es	de	ocho	horas	diarias	o	cuarenta	y	ocho	horas
semanales	como	máximo.
31.2.	Se	puede	establecer	por	convenio	o	decisión	unilateral	del
empleador	una	jornada	menor	a	las	máximas	ordinarias.	La
jornada	de	trabajo	de	los	menores	de	edad	se	regula	por	la	ley	de
la	materia.	El	incumplimiento	de	la	jornada	máxima	de	trabajo
será	considerado	una	infracción	de	tercer	grado,	de	conformidad
con	la	normativa	sobre	inspecciones	de	trabajo.
31.3.	Dentro	de	la	jornada	diaria	máxima	se	incluirá	también	el
tiempo	destinado	a	ensayos,	caracterización	y	actividades
preparatorias	cuando	éstos	sean	necesarios	para	prestar	el
trabajo.
31.4.	Los	aspectos	relativos	al	pago	de	horas	extras,	trabajo
nocturno,	descanso	semanal	y	días	feriados	serán	regulados	por	la
legislación	de	la	materia.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	17.—Jornada	laboral.	El	empleador	debe	dar	a	conocer	por	medio	de
carteles	colocados	en	un	lugar	visible	de	su	establecimiento	o	por	cualquier
otro	 medio	 adecuado,	 las	 horas	 en	 que	 se	 inicia	 y	 culmina	 la	 jornada	 de
trabajo.	 Asimismo,	 el	 empleador	 deberá	 dar	 a	 conocer	 la	 oportunidad	 en
que	se	hace	efectivo	el	horario	de	refrigerio.
Las	actividades	preparatorias	que	contempla	la	ley,	y	que	se	llevan	a	cabo
dentro	 de	 la	 jornada	 diaria,	 hacen	 referencia	 a	 la	 realización	 de	 todas	 las
operaciones	necesarias	para	lograr	obtener	el	producto	artístico	final.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	 18.—Otros	 derechos	 laborales.	 Entiéndase	 que	 los	 aspectos
relativos	al	pago	de	horas	extras,	trabajo	nocturno,	descanso	semanal	y	días
feriados	 a	 los	 que	 se	 refiere	 el	 numeral	 31.4	 del	 artículo	 31	 de	 la	 ley,	 así
como	 los	demás	aspectos	relacionados	con	 la	 jornada	 laboral,	 se	sujetan	a
las	 disposiciones	 establecidas	 en	 el	 Texto	 Único	 Ordenado	 del	 Decreto
Legislativo	 N°	 854,	 Ley	 de	 Jornada	 de	 Trabajo,	 Horario	 y	 Trabajo	 en
Sobretiempo,	 aprobado	 por	 Decreto	 Supremo	 N°	 007-2002-TR;	 y	 su
reglamento,	 aprobado	mediante	 Decreto	 Supremo	 N°	 008-2002-TR,	 en	 lo
que	no	 se	opongan	a	 la	 ley.	Asimismo,	 es	de	 aplicación	 supletoria,	 y	 en	 lo
que	no	se	oponga	a	la	ley	y	al	presente	reglamento,	el	Decreto	Legislativo	N°
713,	Legislación	sobre	Descansos	Remunerados	de	los	Trabajadores	Sujetos
al	Régimen	de	la	Actividad	Privada.
REMUNERACIÓN
Ley	28131.
ART.	32.—Remuneración.
32.1.	El	artista	y/o	el	trabajador	técnico	vinculado	a	la	actividad
artística	tiene	derecho	a	una	remuneración	equitativa	y	suficiente
como	retribución	por	su	trabajo.
32.2.	La	acción	para	cobrar	las	remuneraciones	y	los	beneficios
sociales	prescribe	conforme	a	las	disposiciones	sobre	la	materia
dispuesta	por	el	régimen	laboral	común.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	20.—Remuneración.	La	determinación	de	 las	remuneraciones	y	 los
conceptos	 no	 remunerativos	 se	 realiza	 aplicando	 el	 artículo	 6°	 del	 Texto
Único	 Ordenado	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 728,	 Ley	 de	 Productividad	 y
Competitividad	Laboral	y	su	reglamento	el	Decreto	Supremo	N°	001-96-TR.
MENORES	DE	EDAD
Ley	28131.
ART.	33.—Menor	de	edad.
33.1.	El	menor	de	edad	puede	actuar	desde	que	nace	y	tiene	los
mismos	derechos	y	beneficios	sociales	del	adulto.
33.2.	El	contrato	artístico	del	menor	de	edad	debe	asegurar	y
garantizar	las	óptimas	condiciones	psicológicas,	físicas	y	morales
en	las	que	se	desarrollará	su	actuación,	protegiendo	su	estabilidad
y	seguridad	emocional,	afectiva	y	educacional.	Corresponde	a	los
padres	o	a	quienes	dispone	la	ley	velar	por	el	cumplimiento	de
esta	disposición	bajo	responsabilidad.
33.3.	El	reglamento	de	la	presente	ley,	regulará	las	condiciones
de	la	labor	artística	del	menor	de	edad.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	21.—Del	trabajo	del	artista	menor	de	edad.	El	trabajo	de	menores
de	edad	en	actividades	artísticas,	regulado	por	el	artículo	33	de	la	ley,	sólo
podrá	efectuarse	si	se	presentan	las	siguientes	condiciones:
a)	No	se	perjudique	la	salud	o	desarrollo	del	menor.
b)	No	entorpezca	su	desarrollo	educativo.
c)	No	afecte	la	moral	y	buenas	costumbres.
La	 Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo	 está	 facultada	 para	 prohibir,
cuando	 no	 se	 verifiquen	 las	 condiciones	 señaladas,	 el	 trabajo	 del	 menor.
Para	el	trabajo	de	menores	que	realizan	su	actividad	de	manera	autónoma,
son	 competentes	 las	municipalidades	distritales,	 de	 acuerdo	a	 lo	 regulado
en	 el	 Código	 de	 los	 Niños	 y	 Adolescentes.	 Estas	 entidades	 aprueban	 los
procedimientos	de	autorización	del	trabajo	de	menores.
CTS	Y	VACACIONES
Ley	28131.
ART.	34.—Compensación	por	tiempo	de	servicios	y
vacaciones.
34.1.	El	empleador	que	contrate	artista	y/o	trabajador	vinculado
a	la	actividad	artística	abonará	mensualmente	al	Fondo	de
Derechos	Sociales	del	Artista	una	suma	igual	a	dos	dozavos	de	las
remuneraciones	que	les	pague,	de	los	que	uno	corresponderá	a
una	remuneración	vacacional	y	otro	a	compensación	por	tiempo
de	servicios.
34.2.	El	pago	se	hará	en	el	tipo	de	moneda	establecido	en	el
correspondiente	contrato	de	trabajo.
Ley	28131.
ART.	35.—Pago	de	vacaciones.	La	remuneración	vacacional
acumulada	será	entregada	por	el	Fondo	de	Derechos	Sociales	del
Artista	al	beneficiario	a	partir	del	15	de	diciembre	de	cada	año.
Ley	28131.
ART.	36.—Pago	de	compensación	por	tiempo	de	servicios.
36.1.	La	compensación	por	tiempo	de	servicios	acumulada	en	el
Fondo	de	Derechos	Sociales	del	Artista	será	entregada	al
beneficiario	cuando	éste	decida	retirarse	de	la	actividad	artística.
No	obstante,	el	trabajador	puede	retirar	hasta	un	50%	de	su
compensación	por	tiempo	de	servicios	aun	encontrándose
laborando	dentro	de	la	actividad	artística.
36.2.	Todo	lo	no	previsto	en	este	artículo	se	regula	por	la	ley	de	la
materia.
GRATIFICACIONES
Ley	28131.
ART.	37.—Gratificaciones.	Para	el	pago	de	las	gratificaciones
por	fiestas	patrias	y	navidad,	el	empleador	abonará
mensualmente	al	Fondo	de	Derechos	Sociales	del	Artista,	un	sexto
de	la	remuneración	percibida	por	el	artista	y/o	el	trabajador
técnico	vinculado	a	la	actividad	artística.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	 25.—El	 Fondo	 de	 Derechos	 Sociales	 del	 Artista:	 Naturaleza
jurídica.	El	Fondo	de	Derechos	Sociales	del	Artista	al	que	se	refiere	 la	 ley
tiene	 naturaleza	 privada,	 es	 administrado	 por	 el	 Seguro	 Social	 de	 Salud	 -
ESSALUD,	 y	 tiene	 por	 objeto	 abonar	 a	 sus	 afiliados,	 la	 remuneración
vacacional	 acumulada,	 la	 compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios	 y	 las
gratificaciones	 por	 Fiestas	 Patrias	 y	 Navidad.	 El	 ente	 administrador	 está
encargado	 de	 recaudar	 los	 aportes,	 pudiendo	 celebrar	 convenios	 de
recaudación	con	otros	organismos	o	entidades	públicas,	de	acuerdo	a	ley.
Por	 resolución	 ministerial	 del	 Sector	 Trabajo	 y	 Promoción	 del	 Empleo,
conforme	 lo	 dispuesto	 por	 la	 Tercera	 Disposición	 Final	 del	 presente
reglamento	 se	 establecen	 los	 mecanismos	 de	 participación	 de	 los	 sujetos
beneficiados	en	la	gestión	del	fondo	y	las	demás	disposiciones	relativas	a	su
administración.
Entiéndase	que	el	Fondo	de	Derechos	Sociales	del	Artista	comprende	como
afiliados	 a	 los	 artistas	 intérpretes	 y	 ejecutantes,	 así	 como	 a	 los	 técnicos
vinculados	a	la	actividad	artística	incluidos	en	el	ámbito	de	la	ley.
El	 Fondo	 de	 Derechos	 Sociales	 del	 Artista	 está	 compuesto	 por	 un
patrimonio	individual	y	un	patrimonio	común.	Forman	parte	del	patrimonio
individual	 de	 cada	 beneficiario:	 las	 aportaciones	 por	 concepto	 de
vacaciones,	 la	 compensación	por	 tiempo	de	 servicios	 y	 gratificaciones	por
Fiestas	 Patrias	 y	 Navidad;	 los	 intereses	 que	 generen	 los	 depósitos	 de	 las
aportaciones	 al	 fondo	 en	 las	 entidades	 financieras,	 entre	 otros.	 El
patrimonio	 individual	 constituye	 un	 fondo	 que	 tiene	 la	 naturaleza	 de
intangible.
Forman	 parte	 del	 Fondo	 Común:	 los	 intereses	 por	 concepto	 de	 pago
extemporáneo	 de	 las	 aportaciones	 al	 fondo,	 los	 beneficios	 prescritos,	 las
donaciones	o	legados	que	reciba	el	fondo.	El	Fondo	Común	será	aplicado	a
los	gastos	administrativos	que	demande	administración	y	recaudación	por
parte	del	ente	administrador	del	fondo.	En	caso	que	exista	un	remanente,	se
establecen	 mecanismos	 de	 consulta	 a	 las	 organizaciones	 que	 tienen
participación	 en	 la	 administración	 del	 fondo,	 debiendo	 privilegiarse	 la
promoción	 al	 Fomartes	 a	 que	 se	 refiere	 el	 Capítulo	 II	 del	 Título	 IV	 del
presente	reglamento.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	 26.—Pago	 de	 aportes	 al	 fondo.	 Es	 obligación	 del	 empleador	 y
subsidiariamente	del	 organizador,	 productor	 y	presentador	 el	 pago	de	 los
aportes	 al	 fondo,	 en	 cuanto	 son	 obligaciones	 derivadas	 del	 contrato	 de
trabajo,	celebrado	entre	el	trabajador	y	el	empleador.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	 27.—Modificado.	 D.	 S.	 087-2012-PCM,	 Art.	 1°.	 Inscripción	 en	 el
fondo.	 Todo	 aquel	 que	 desee	 contratar	 con	 las	 personas	 señaladas	 en	 el
artículo	 4°	 de	 la	 ley,	 debe	 previamente	 inscribirse	 ante	 el	 ente
administrador	del	 Fondo	de	Derechos	 Sociales	del	Artista	 y	 contar	 con	 su
número	de	 inscripción	para	consignarlo	en	el	 contrato	al	que	se	 refiere	el
artículo	 40	 de	 la	 ley.	 Tratándose	 de	 personas	 jurídicas	 irregulares,	 la
obligación	debe	ser	asumida	por	cualquier	accionista	o	por	el	administrador
quien	finalmente	es	responsable	por	las	obligaciones	para	con	el	fondo.
Es,	también,	obligación	del	empleador,	el	comunicar	al	Fondo	de	Derechos
Sociales	del	Artista,	el	inicio	y	cese	de	actividades	de	los	trabajadores.	Esta
comunicación	 debe	 realizarse	 en	 la	 declaración	 mensual	 de	 aportes	 y/o
contribuciones	correspondientes	al	mes	que	se	produce	el	 inicio	o	cese	de
actividades.	 Entiéndase	 la	 primera	 comunicación	 de	 inicio	 de	 actividades,
como	inscripción	del	beneficiario	al	fondo.
COMUNICACIÓN	AL	FONDO	DE	DERECHOS	SOCIALES	DEL
ARTISTA	SE	REALIZA	EN	LA	PLANILLA	ELECTRÓNICA
R.	M.	223-2012-TR.
ART.	1°.—Precísese	que	la	comunicación	al	Fondo	de	Derechos	Sociales	del
Artista	 del	 inicio	 y	 cese	 de	 las	 actividades	 de	 los	 trabajadores,	 a	 que	 se
refiere	 el	 segundo	 párrafo	 del	 artículo	 27	 del	 Reglamento	 de	 la	 Ley	 N°
28131,	Ley	del	Artista,	Intérprete	y	Ejecutante,	aprobado	mediante	Decreto
Supremo	 N°	 058-2004-PCM,	 se	 efectúa	 en	 la	 Planilla	 Electrónica	 (T-
Registro).
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	 28.—Del	 monto	 del	 aporte.	 Toda	 persona	 natural	 o	 jurídica	 que
contrate	artistas	y/o	técnicos	vinculados	a	la	actividad	artística	incluidos	en
el	ámbito	de	 la	 ley,	abonará	mensualmente	al	Fondo	de	Derechos	Sociales
del	Artista	una	suma	igual	a	los	dos	dozavos	(2/12)	de	la	remuneración	que
se	les	pague,	de	los	cuales	uno	corresponderá	a	la	remuneración	vacacional
y	otro	a	la	compensación	por	tiempo	de	servicios,	y	abonará,	asimismo,	un
sexto	(1/6)	de	dicha	remuneración	por	concepto	de	las	gratificaciones	por
Fiestas	Patrias	y	Navidad.
Para	 efectos	 del	 cálculo	 de	 los	 aportes	 de	 los	 empleadores	 al	 fondo	 se
tomará	en	cuenta	el	concepto	de	remuneración	contemplado	en	el	artículo
19	de	este	reglamento.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	29.—De	las	vacaciones.	El	aporte	mensual	de	un	dozavo	(1/12)	de	la
remuneración	 del	 trabajador	 por	 concepto	 de	 remuneración	 vacacional,
será	 efectuada	 por	 el	 empleador	 al	 fondo,	 acumulándose	 los	 aportes	 por
este	beneficio	en	la	cuenta	individual	del	trabajador	durante	un	período	de
doce	(12)	meses,	 los	mismos	que	se	computarán	desde	el	1	de	noviembre
del	año	en	que	se	solicita	el	beneficio	al	31	de	octubre	del	año	siguiente.
El	trabajador	cobrará	su	remuneración	vacacional	del	fondo	en	la	segunda
quincena	del	mes	de	diciembre	de	cada	año.
En	 lo	 no	 previsto	 en	 la	 ley	 para	 efectos	 del	 devengo	 y	 pago	 de	 derechos
vacacionales	 será	 de	 aplicación	 supletoria,	 y	 en	 lo	 que	 no	 se	 oponga,	 los
dispositivos	 contenidos	 en	 el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 713	 y	 su
correspondiente	reglamento.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	30.—Gratificaciones.	El	pago	de	gratificaciones	de	Fiestas	Patrias	y
Navidad	 deberá	 abonarse	 en	 la	 primera	 quincena	 de	 julio	 y	 diciembre,
respectivamente,	 y	 corresponde	 a	 los	 aportes	 acumulados	 en	 la	 cuenta
individual	 de	 los	 seis	 (6)	meses	 anteriores	 a	 la	 fecha	 en	que	 se	 efectúa	 el
pago.
En	lo	no	previsto	en	la	ley	con	respecto	a	las	gratificaciones	percibidas	por
los	artistas	se	aplica	supletoriamente,	y	en	lo	que	no	se	oponga,	las	normas
sobre	 gratificaciones	 contenidas	 en	 la	 Ley	 N°	 27735	 y	 su	 reglamento,
aprobado	mediante	Decreto	Supremo	N°	005-2002-TR.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	31.—Compensación	por	tiempo	de	servicios.	El	aporte	mensual	de
un	 dozavo	 (1/12)	 de	 la	 remuneración	 del	 trabajador,	 por	 parte	 del
empleador,	 por	 concepto	 de	 compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios	 se
deposita	 y	 acumula	 en	 el	 fondo.	 El	 trabajador	 podrá	 hacer	 cobro	 de	 este
concepto,	dentro	de	las	cuarenta	y	ocho	(48)	horas	siguientes	en	que	hace
de	 conocimiento,	 mediante	 carta	 notarial,	 dirigida	 al	 Fondo	 de	 Derechos
Sociales	del	Artista,	su	decisión	de	retirarse	de	la	actividad	artística.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	 32.—Del	 pago	 de	 aportaciones	 al	 trabajador.	 El	 pago	 de	 las
aportaciones	por	los	conceptos	de	vacaciones,	compensación	por	tiempo	de
servicios	y	gratificaciones,	se	efectúan	conforme	a	 lo	que	efectivamente	se
encuentra	 depositado	 en	 la	 cuenta	 individual	 de	 cada	 beneficiario	 al
momento	 de	 efectuarse	 el	 pago,	 sin	 perjuicio	 que	 posteriormente	 se
reintegre	 las	 cantidades	 que	puedan	depositarse	por	 el	 empleador	 o	 sean
cobradas	 por	 la	 entidad	 administradora	 del	 fondo	 por	 concepto	 de
aportaciones	impagas.
Debe	señalarse	que	los	aportes	al	Fondo	de	Derechos	Sociales	del	Artista	se
devengan	 mensualmente	 y	 que	 sus	 pagos	 se	 realizan	 conforme	 al
cronograma	 de	 pagos	 que	 fija	 la	 entidad	 administradora	 del	 fondo	 o	 la
institución	encargada	del	proceso	de	recaudación.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	 33.—De	 los	 derechos	 del	 trabajador.	 El	 artista	 podrá	 solicitar	 al
Fondo	de	Derechos	Sociales	del	Artista	el	estado	de	su	cuenta	 individual	a
fin	de	verificar	los	pagos	que	se	hayan	registrado	en	dicha	cuenta.
El	 fondo	pagará	 a	 los	 trabajadores	 los	derechos	que	 les	 corresponden	en
forma	 personal.	 Si	 el	 artista	 no	 pudiese	 concurrir	 personalmente	 a	 las
oficinas	 del	 fondo,	 podrá	 otorgar	 poder	 para	 efectuar	 el	 cobro	 de	 los
derechos	que	le	correspondan,	a	cualquier	persona	u	organización	gremial
que	 lo	 represente,	 a	 través	 de	 una	 carta	 poder	 con	 firma	 legalizada
notarialmente.
El	 pago	 de	 las	 aportaciones	 al	 fondo,	 y	 el	 cobro	 de	 las	 mismas,	 se	 hará
conforme	a	la	moneda	de	curso	legal.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	34.—De	la	fiscalización	de	las	obligaciones	respecto	del	Fondo	de
Derechos	 Sociales	 del	 Artista.	 La	 fiscalización	 del	 cumplimiento	 de	 los
aportes	al	Fondo	de	Derechos	Sociales	del	Artista	por	parte	del	empleador
será	 responsabilidad	 de	 la	 Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo,	 la	 cual
podrá	 solicitar	 a	 éste	 los	 documentos	 que	 acrediten	 los	 aportes	 al
mencionado	 fondo.	 En	 caso	 la	 Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo
verifique	 el	 incumplimiento	 de	 dicha	 obligación,	 serán	 de	 aplicación	 las
sanciones	correspondientes	a	 las	 infracciones	de	tercer	grado	establecidas
en	 la	 Ley	 General	 de	 Inspección	 de	 Trabajo	 y	 Defensa	 del	 Trabajador,	 su
reglamento	y	normas	modificatorias.
D.	S.	058-2004-PCM.
Primera	Disposición	Final.—Derógase	 el	Decreto	 Supremo	N°	 010-73-TR,
que	 establecía	 las	 disposiciones	 para	 la	 administración	 del	 Fondo	 de
Derechos	Sociales	del	Artista.
Ley	28131.
ART.	38.—Contrato	en	asociación.
38.1.	Por	el	contrato	de	asociación,	un	productor	y	uno	o	más
artistas	y/o	trabajadores	técnicos	se	unen	con	la	finalidad	de
realizar	un	espectáculo	artístico,	distribuyéndose	las	utilidades	de
acuerdo	a	los	porcentajes	de	participación	establecidos	en	el
contrato.
38.2.	Si	a	partir	del	mencionado	contrato	en	asociación	se
contratan	a	artistas	y/o	trabajadores	técnicos	al	amparo	de	la
presente	ley,	el	productor	del	espectáculo	realizado	por	el
mencionado	contrato,	o	quien	haga	sus	veces,	deducirá	del
concepto	ingreso	bruto	del	espectáculo,	el	monto	correspondiente
a	la	compensación	por	tiempo	de	servicios,	vacaciones,
gratificaciones,	pensiones	y	cualquier	otro	beneficio	laboral	de
dichos	trabajadores,	calculados	sobre	la	base	de	la
contraprestación	laboral	pactada,	sea	ésta	en	montos	fijos	o
variables,	a	fin	de	realizar	el	pago	de	acuerdo	a	lo	establecido	para
cada	beneficio	laboral.
Ley	28131.
ART.	39.—Régimen	del	artista	extranjero.	El	artista	extranjero
que	actúe	en	el	país,	con	arreglo	a	la	presente	ley,	debe	estar
afiliado	al	Fondo	de	Derechos	Sociales	del	Artista	y	a	una	entidad
prestadora	de	salud	pública	o	privada	nacional,	trámites	que
correrán	a	cargo	del	empleador.
Se	exceptúa	el	caso	del	artista	extranjero	que	realiza
presentaciones	unitarias,	siempre	que	su	permanencia	en	el	país
no	supere	los	20	días	calendario,	en	cuyo	caso,	será	de	cargo	del
empleador	sufragar	los	gastos	de	atención	médica	que	el	artista
extranjero	requiera.
FORMALIDAD	DEL	CONTRATO
Ley	28131.
ART.	40.—Contenido.	Para	realizar	la	labor	artística	bajo
contrato	laboral,	previamente	debe	suscribirse	contrato,
cualquiera	sea	la	duración	del	servicio.	En	el	contrato,	entre	otros,
deben	consignarse	los	siguientes	datos:
a)	Nombres,	real	y	artístico,	documento	de	identidad	y	domicilio
del	artista	en	el	país;
b)	Nombre	del	representante	legal,	domicilio	del	empleador	y
número	de	su	inscripción	en	el	Fondo	de	Derechos	Sociales	del
Artista;
c)	Labor	que	desempeñará	el	artista,	precisando	el	número	y
lugar	de	las	presentaciones;
d)	Remuneración,	lugar	y	fecha	de	pago;
e)	Fechas	de	inicio	y	conclusión	del	contrato;
f)	Firma	de	los	contratantes.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	 5°.—Del	 nombre	 artístico.	 Precísase	 que,	 cuando	 la	 ley	 establece
que	 los	 nombres	 real	 y	 artístico	 del	 artista	 deben	 ser	 consignados	 en	 el
contrato	de	trabajo,	no	debe	entenderse	que	el	artista	está	obligado	a	tener
un	 nombre	 artístico,	 por	 lo	 que	 éste	 sólo	 será	 consignado	 en	 caso	 que	 el
artista	lo	tenga.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	 19.—Del	 contrato	 de	 trabajo.	 El	 contrato	 de	 trabajo	 del	 artista	 o
técnico,	además	de	lo	establecido	en	el	artículo	40	de	la	ley,	debe	incluir	la
indicación	expresa	del	nombre	o	razón	social	del	organizador	y/o	productor
y/o	 presentador,	 señalando	 de	 ser	 el	 caso	 sus	 representantes	 legales,	 así
como	su	domicilio,	para	los	fines	a	que	se	refiere	el	artículo	5°	de	la	ley.
El	 incumplimiento	 de	 esta	 obligación	 formal,	 no	 impide	 al	 trabajador
demandar	 a	 quienes	 tengan	 o	 hubieran	 tenido	 la	 calidad	 de	 organizador,
productor	o	presentador,	conforme	lo	dispone	la	ley.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	 12.—De	 la	 subsidiariedad.	 En	 caso	 de	 incumplimiento	 de
obligaciones	 del	 contrato	 laboral	 por	 parte	 del	 empleador,	 el	 artista	 y/o
técnico	 vinculado	 a	 la	 actividad	 artística	 incluido	 en	 el	 ámbito	 de	 la	 ley
podrá	exigir	 al	 organizador,	productor	y	presentador	 su	 cumplimiento,	 en
forma	subsidiaria	y	en	ese	orden.	Para	tales	efectos,	podrá	tenerse	en	cuenta
lo	siguiente:
a)	Emplazamiento	extrajudicial
De	producirse	el	incumplimiento	de	obligaciones	por	parte	del	empleador,
éste	podrá	ser	emplazado	por	el	trabajador	artista	y/o	técnico	vinculado	a	la
actividad	 artística,	 incluido	 en	 el	 ámbito	 de	 la	 ley,	 a	 través	 de	 una	 carta
simple	 con	 cargo	 u	 otra	 comunicación	 que	 acredite	 la	 recepción	 de	 la
misma,	 en	 la	 que	 se	 requerirá	 el	 cumplimiento	 de	 sus	 obligaciones,
otorgándole	 un	 plazo	 no	 mayor	 de	 seis	 días	 naturales.	 En	 caso	 que	 el
empleador	 no	 cumpla	 sus	 obligaciones,	 el	 trabajador	 podrá	 emplazar	 al
organizador,	 productor	 y	 presentador	 por	 igual	 procedimiento,	 en	 forma
subsidiaria	y	en	ese	orden.
b)	Emplazamiento	judicial
Al	 interponerse	 una	 demanda	 judicial	 contra	 el	 empleador,	 podrá
comprenderse	 en	 dicho	 acto	 al	 organizador,	 productor	 y	 presentador,	 en
caso	los	hubiere,	a	fin	que	respondan	subsidiariamente	por	el	cumplimiento
de	las	obligaciones	laborales	demandadas.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	13.—De	las	modalidades	de	contratación.	Los	empleadores	sujetos
a	 la	 ley	 pueden	 contratar	 a	 su	 personal	 de	 manera	 indeterminada	 o
determinada;	 en	 este	 último	 supuesto	 la	 duración	 de	 los	 contratos
dependerá	 de	 las	 actividades	 artísticas	 a	 desarrollarse.	 Para	 efectos	 de	 la
modalidad	 de	 contratación	 a	 plazo	 determinado	 son	 de	 aplicación	 las
disposiciones	previstas	en	el	Título	II	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto
Legislativo	N°	728,	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,	en	tanto
sean	compatibles	con	su	naturaleza.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	24.—De	la	prescripción.	Las	acciones	por	los	derechos	derivados	de
la	relación	laboral	a	que	se	refiere	la	ley	y	el	presente	reglamento	prescriben
a	 los	 cuatro	 años	 contados	 desde	 el	 día	 siguiente	 en	 que	 se	 extingue	 el
vínculo	 laboral,	de	 conformidad	con	 lo	dispuesto	por	 la	Ley	N°	27321,	 ley
que	establece	el	plazo	de	prescripción	para	las	acciones	laborales.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	 50.—De	 las	 infracciones	 y	 sanciones	 laborales.	 Precísese	 que	 en
los	 casos	 de	 incumplimiento	 de	 las	 disposiciones	 laborales	 del	 presente
reglamento	 las	 infracciones	 y	 sus	 respectivas	 sanciones	 son	dispuestas	de
conformidad	 con	 la	 Ley	 General	 de	 Inspección	 de	 Trabajo	 y	 Defensa	 del
Trabajador,	su	reglamento	y	sus	normas	modificatorias.
EXCLUSIVIDAD
Ley	28131.
ART.	41.—Cláusula	de	exclusividad.
41.1.	Por	la	exclusividad	el	artista	se	compromete	a	limitar	sus
actividades	artísticas,	restringiéndolas	a	determinados	medios	o
especialidades,	a	cambio	de	una	adecuada	remuneración
compensatoria,	por	un	período	no	mayor	a	un	año,	renovable.
41.2.	El	reglamento	establecerá	el	número	mínimo	de
actuaciones,	fijaciones	o	presentaciones	periódicas	del	artista.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	22.—De	los	contratos	con	cláusula	de	exclusividad.	En	relación	a
los	contratos	de	trabajo	con	cláusulas	de	exclusividad,	el	 trabajador	podrá
exigir	a	su	empleador	un	número	mínimo	de	tres	(3)	actuaciones,	fijaciones
o	 presentaciones	 en	 el	 mes	 calendario.	 Sin	 perjuicio	 de	 ello,	 las	 partes
contratantes	de	común	acuerdo,	podrán	establecer	un	número	mayor.
PREVISIÓN	SOCIAL
Ley	28131.
ART.	42.—Pensiones	y	prestaciones	de	salud.	El	artista	y	el
trabajador	técnico	vinculado	a	la	actividad	artística	están	sujetos
obligatoriamente	a	los	sistemas	de	pensiones	y	prestaciones	de
salud	regulados	por	la	normativa	correspondiente	y	por	la
presente	ley.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	 23.—Pensiones	 y	 protección	 de	 la	 salud.	 En	 cuanto	 al	 régimen
previsional	 del	 trabajador	 artista,	 éste	 puede	 optar	 entre	 el	 sistema	 de
pensiones	administrado	por	Oficina	de	Normalización	Previsional	(ONP),	o
por,	 el	 Sistema	 Privado	 de	 Administración	 de	 Fondos	 de	 Pensiones,
rigiéndose	por	sus	respectivas	normas.
Debe	precisarse	que	los	aportes	del	Fondo	de	Derechos	Sociales	del	Artista
por	concepto	de	vacaciones	y	gratificaciones	de	Fiestas	Patrias	y	Navidad,	se
encuentran	 afectos	 a	 toda	 contribución	 social	 o	 tributo	 dispuesto	 en	 el
régimen	general.
SINDICATOS
Ley	28131.
ART.	49.—Sindicatos	de	artistas.	Los	sindicatos	de	los	artistas
son	organizaciones	representativas	de	las	diversas	actividades	de
artistas	que	promueven	la	defensa	de	los	intereses	institucionales
de	sus	miembros.	Representan	a	los	artistas	afiliados	de	acuerdo	a
las	normas	laborales	vigentes	y	a	sus	estatutos.
D.	S.	058-2004-PCM.
ART.	 49.—Del	marco	 legal	 aplicable.	 En	 lo	 concerniente	 a	 la	 actividad
sindical	 o	 gremial	 de	 los	 artistas,	 éstos	 se	 rigen	 por	 lo	 establecido	 en	 el
Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Relaciones	 Colectivas	 de	 Trabajo,
aprobado	 por	 Decreto	 Supremo	 N°	 010-2003-TR,	 su	 correspondiente
reglamento	y	normas	modificatorias.
Ley	28131.
Segunda	Disposición	Complementaria,	Transitoria	y	Final.
—Normas	complementarias	y	supletorias.	Resultan	de
aplicación	las	disposiciones	de	los	tratados	internacionales	de	los
cuales	el	Perú	es	parte,	ello	en	cumplimiento	de	las	obligaciones
internacionales	asumidas,	así	como	de	la	propia	constitución.
En	lo	no	previsto	por	la	presente	ley,	resultan	de	aplicación	las
normas	legales	vigentes	sobre	relaciones	laborales.
El	empleo	o	trabajo	artístico	desarrollado	por	las	niñas,	niños	y
adolescentes	se	rigen	por	las	normas	pertinentes	del	Código	del
Niño	y	el	Adolescente,	y	complementariamente	les	será	de
aplicación	la	presente	ley	en	lo	que	los	beneficia.	En	caso	de
discrepancia	entre	ambas	normas	se	estará	a	lo	que	favorezca	al
menor	de	edad	en	aplicación	del	principio	del	interés	superior	del
niño.
El	Decreto	Legislativo	N°	822	en	forma	supletoria	será	aplicable
en	aquellos	aspectos	no	previstos	en	la	presente	ley,
conjuntamente	con	los	tratados	internacionales	y	las	normas
supranacionales	dispuestas	por	la	Comunidad	Andina	de
Naciones.
Las	obligaciones	tributarias	que	se	deriven	de	la	aplicación	de	la
presente	ley,	se	rigen	por	la	legislación	de	la	materia.
GLOSARIO
Ley	28131.
1.	Artista	intérprete.	La	persona	que	mediante	su	voz,
ademanes	y/o	movimientos	corporales	interpreta	en	cualquier
forma	obras	literarias	o	artísticas	o	expresiones	del	folclor
(actores,	bailarines,	cantantes,	mimos,	imitadores,	entre	otros).
2.	Artista	ejecutante.	La	persona	que	con	un	instrumento	ajeno
a	su	cuerpo	ejecuta	en	cualquier	forma	obras	literarias	o	artísticas
o	expresiones	del	folclor	(guitarristas,	circenses,	toreros,	entre
otros).
3.	Artista	nacional.	Al	nacido	en	el	Perú	y	al	nacionalizado,	al
extranjero	con	cónyuge	y/o	hijo	peruano,	con	hogar	instalado	en
el	país	o	con	residencia	continua	no	menor	de	cinco	años.
4.	Cantante.	Al	artista	que	interpreta	música,	prescindiendo	o	no
de	instrumento	ajeno	a	su	cuerpo.
5.	Comunicación	al	público.	Todo	acto	por	el	cual	una	o	más
personas,	reunidas	o	no	en	el	mismo	lugar,	pueden	tener	acceso	a
la	obra,	interpretaciones	y/o	ejecuciones	sin	previa	distribución
de	ejemplares	a	cada	una	de	ellas,	por	cualquier	medio	o
procedimiento,	análogo	o	digital,	conocido	o	por	conocerse,	que
sirva	para	difundir	los	signos,	las	palabras,	los	sonidos	o	las
imágenes.	Todo	el	proceso	necesario	y	conducente	a	que	la	obra
sea	accesible	al	público	constituye	comunicación.
6.	Copia	privada.	Es	la	reproducción	realizada	exclusivamente
para	uso	privado,	conforme	a	la	autorización	prevista	por	la	ley,
mediante	aparatos	o	instrumentos	técnicos,	no	reprográficos,	de
interpretaciones	o	ejecuciones	grabadas	en	fonogramas,
videocasetes	o	en	cualquier	otro	soporte,	siempre	que	la	copia	no
sea	objeto	de	utilización	lucrativa.	Da	lugar	a	una	compensación
por	copia	privada	que	no	constituye	tributo	ni	tiene	naturaleza
laboral.
7.	Crédito.	La	mención	expresa	del	nombre	del	artista,	con
carácter	obligatorio	como	derecho	moral,	en	un	espectáculo
público	o	fijación,	del	modo	adecuado	a	su	naturaleza.
8.	Distribución	al	público.	Puesta	a	disposición	del	público	del
original	o	copias	de	la	obra	mediante	su	venta,	alquiler,	préstamo
o	de	cualquier	otra	forma	conocida	o	por	conocerse	de
transferencia	de	la	propiedad	o	posesión	de	dicho	original	o	copia.
9.	Doblaje.	A	la	participación	de	un	artista	en	una	producción	o
fijación,	reemplazando	a	otro	con	su	voz	o	acciones	corporales.
10.	Espectáculo	artístico	escénico.	Es	aquel	en	el	que	los
artistas	se	presentan	directamente	ante	el	público.
11.	Fijación.	Incorporación	de	signos,	sonidos	o	imágenes	sobre
una	base	material	que	permita	su	percepción,	reproducción	o
comunicación.
12.	Fonograma.	Los	sonidos	de	una	ejecución	o	de	otros	sonidos,
o	de	representaciones	digitales	de	los	mismos,	fijados	por	primera
vez,	en	forma	exclusivamente	sonora.	Las	grabaciones
gramofónicas,	magnetofónicas	y	digitales	son	copias	de
fonogramas.
13.	Incorporación.	Introducir	en	una	fijación	audiovisual	un
fonograma	o	partes	de	otra	fijación	audiovisual.
14.	Modalidad.	Cada	uno	de	los	campos	donde	el	artista	realiza
sus	actividades	artísticas.	Se	la	llama	también	especialidad.
15.	Músico.	El	artista	que	ejecuta	una	obra	musical,	con
instrumento	ajeno	a	su	cuerpo,	con	o	sin	partitura.
16.	Comercial	publicitario.	Aquel	que	promueve	la	venta	o	el
interés	por	bienes	o	servicios.
17.	Radiodifusión.	Término	para	denominar	a	la	transmisión	de
las	emisoras	de	radio,	televisión	y	cable.
18.	Remuneración.	Es	la	contraprestación	por	las	actividades
laborales.
19.	Reproducción.	Fijación	de	la	obra	o	producción	intelectual
en	un	soporte	o	medio	que	permita	su	comunicación,	incluyendo
su	almacenamiento	electrónico,	y	la	obtención	de	copias	de	toda	o
parte	de	ella.
20.	Retransmisión.	Es	la	transmisión	simultánea	de	una	obra,
producción	o	servicio	artísticos	por	una	fuente	distinta	a	la	que
emite	la	transmisión	original	sin	alteraciones.
21.	Soporte.	Elemento	material	susceptible	de	contener	una
obra,	producción	o	servicio	artístico	fijado	o	impreso	(casetes	de
audio	o	vídeo,	CD,	CVD,	cinta	cinematográfica,	etc.).
22.	Transferencia.	Al	acto	de	trasladar	una	obra,	producción	o
servicio	artístico	fijado	en	un	elemento	material	a	otro	distinto,
para	su	utilización	por	un	medio	diferente	al	originario.
23.	Usuario.	Persona	natural	o	jurídica,	que	usufructúa
comercialmente	la	interpretación	o	ejecución	artística	fijada
transfiriéndola,	comunicándola	o	poniéndola	a	disposición	del
público	utilizando	la	radiodifusión,	cable,	o	cualquier	tecnología
creada	o	por	crearse.
24.	Videograma	o	audiovisual.	Es	la	secuencia	de	imágenes,	o
de	imágenes	y	sonido,	y	la	propia	fijación	de	tal	secuencia	en	un
vídeo	disco,	videocasete	u	otro	soporte	material	igualmente	apto.
Fijación	audiovisual	incorporada	en	videocasetes,	videodiscos	o
cualquier	otro	soporte	material	o	análogo.
5.	Futbolistas	Profesionales
NORMATIVIDAD	APLICABLE
Ley	26566.
ART.	1°.—La	relación	laboral	de	los	futbolistas	profesionales	con
los	clubes	deportivos	de	fútbol	se	sujeta	a	las	normas	que	rigen	la
actividad	privada,	con	las	características	propias	de	su	prestación
de	servicios	que	establece	esta	ley.
Son	de	aplicación	supletoria	las	normas	del	Código	Civil.
Los	futbolistas	profesionales	tienen	derecho	a	la	seguridad	social
en	el	régimen	de	prestaciones	de	salud	y	en	el	de	pensiones,	sea	el
Sistema	Nacional	de	Pensiones	o	el	Sistema	Privado	de	Pensiones.
CONCEPTO	DE	FUTBOLISTAS	PROFESIONALES
Ley	26566.
ART.	2°.—Son	futbolistas	profesionales	los	que	en	virtud	de	una
relación	establecida	con	carácter	regular,	se	dedican
voluntariamente	a	la	práctica	del	fútbol	por	cuenta	y	dentro	del
ámbito	de	organización	y	dirección	de	un	club,	a	cambio	de	una
remuneración.
EMPLEADORES
Ley	26566.
ART.	3°.—Son	considerados	empleadores	los	clubes	deportivos
de	fútbol	organizados	de	conformidad	con	las	normas	legales
vigentes.
CONTRATO	A	PLAZO	DETERMINADO
Ley	26566.
ART.	4°.—La	relación	laboral	de	los	futbolistas	es	de	duración
determinada,	pudiendo	producirse	la	contratación	por	tiempo
cierto	o	para	la	realización	de	un	número	de	actuaciones
deportivas	que	constituyan	en	conjunto	una	unidad	claramente
determinable	o	identificable	en	el	ámbito	de	la	correspondiente
práctica	deportiva.	La	prórroga	de	los	contratos	se	dará	por
acuerdo	expreso.
FORMALIDAD.	REGISTRO
Ley	26566.
ART.	5°.—Los	contratos	deben	celebrarse	por	escrito	y
registrarse	ante	la	Federación	Peruana	de	Fútbol	y	el	Ministerio
de	Trabajo	y	Promoción	Social.	La	Federación	Peruana	de	Fútbol
establece	las	reglas	y	normas	para	el	registro	de	los	contratos.
En	el	contrato	las	partes	pactan	las	remuneraciones,	premios	por
partidos,	seguro	y	demás	conceptos	retributivos,	así	como	las
causas	de	resolución	del	contrato	acordes	con	la	naturaleza	del
servicio.
NOTA:	El	procedimiento	de	registro	de	los	contratos	de	trabajo	suscritos	con	futbolistas
profesionales	a	que	se	remite	el	artículo	5°	de	la	Ley	N°	26566,	se	encuentra	regulado	en	el	número
de	orden	47	del	TUPA	del	Min.	Trabajo.
COMENTARIO.—Límites	 a	 la	 contratación	 de	 futbolistas	 extranjeros.
Los	 futbolistas	extranjeros,	y	en	general	 los	deportistas	de	origen	 foráneo,
que	 actúen	 en	 espectáculos	 públicos	 durante	 un	 período	máximo	 de	 tres
meses	 al	 año,	 quedan	 exonerados	 de	 los	 trámites	 de	 aprobación	 de	 sus
contratos	y	de	los	porcentajes	limitativos	contenidos	en	el	artículo	4°	del	D.
Leg.	N°	689,	Ley	de	Contratación	de	Extranjeros.
OBLIGACIONES	DE	LOS	FUTBOLISTAS
Ley	26566.
ART.	6°.—Son	obligaciones	especiales	de	los	futbolistas
profesionales:
a.	Realizar	la	actividad	deportiva	para	la	que	se	le	contrató,
aplicando	la	diligencia	específica	que	corresponda	a	sus
personales	condiciones	físicas	y	técnicas,	de	acuerdo	con	las
reglas	de	juego	aplicables	y	las	instrucciones	de	los
representantes	del	club	o	entidad	deportiva.
b.	Concurrir	a	la	práctica	de	preparación	y	adiestramiento	en	el
lugar	y	a	la	hora	señalada	por	el	club	y	concentrarse	para	las
competencias	cuando	sea	requerido.
c.	Efectuar	los	viajes	para	intervenir	en	las	competencias	de
conformidad	con	las	disposiciones	del	club.	Los	gastos	de
transporte,	hospedaje,	alimentación	y	otros	que	sean	inherentes	al
objeto	del	viaje	son	de	cuenta	del	club.
d.	Someterse	a	la	disciplina	de	sus	superiores	y	acatar	sus
órdenes	e	instrucciones,	debiendo	guardar	la	debida	compostura
en	sus	actividades	deportivas,	y	cumplir	los	reglamentos	locales,
nacionales	e	internacionales.
e.	Guardar	en	su	vida	privada	un	comportamiento	compatible	con
el	mantenimiento	del	eficiente	estado	físico	y	mental	en	su
condición	de	deportista	profesional.
f.	Las	que	se	establezcan	en	el	contrato	de	trabajo	y	las	que
deriven	de	las	normas	legales,	directivas	y	reglamentos.
DERECHOS	DEL	FUTBOLISTA
Ley	26566.
ART.	7°.—El	futbolista	tiene	derecho	a	los	beneficios	pactados	en
el	contrato	y	especialmente	a:
a.	Descanso	semanal,	días	feriados	y	descanso	vacacional,	de
acuerdo	a	la	naturaleza	del	contrato.
b.	Explotación	comercial	de	su	imagen	y/o	a	participar	en	la	que
el	club	haga	de	la	misma.
c.	Participación	por	su	transferencia	en	el	pago	que	realice	el	club
adquirente.
d.	Ocupación	efectiva,	no	pudiendo,	salvo	el	caso	de	sanción	o
lesión,	ser	excluido	de	los	entrenamientos	y	demás	actividades
instrumentales	o	preparatorias	para	el	ejercicio	de	la	actividad
deportiva.
DEBERES	DEL	CLUB	EMPLEADOR
Ley	26566.
ART.	8°.—Son	deberes	especiales	de	los	clubes:
a.	Organizar	y	mantener	un	servicio	médico	y	social	para	atender
a	los	futbolistas.	Los	lugares	de	concentración	y	campos	de	juego
donde	se	efectúen	las	prácticas	deben	reunir	condiciones
adecuadas	de	higiene	y	comodidades	necesarias.
b.	Proporcionar	al	futbolista	que	permanezca	en	las
concentraciones	previas	a	la	competencia	cuatro	o	más	horas	en
el	club	o	centro	de	entrenamiento,	raciones	alimentarias
convenientemente	balanceadas.
c.	Las	que	se	pacten	en	el	contrato	de	trabajo	y	las	que	se	deriven
de	normas	legales	y	reglamentos.
TRANSFERENCIA	DE	FUTBOLISTAS
Ley	26566.
ART.	9°.—La	transferencia	de	los	futbolistas	se	rige	por	las
normas	de	la	Federación	Internacional	de	Fútbol	Asociado	(FIFA)
y	las	de	la	Federación	Peruana	de	Fútbol.
Las	partes	podrán	pactar	el	pago	de	una	compensación	por
promoción	o	formación	para	el	caso	que,	luego	de	la	extinción	del
contrato,	el	futbolista	estipulase	uno	nuevo	con	otro	club,
correspondiendo	un	pago	al	club	de	procedencia.
6.	Construcción	Civil
TRABAJADORES	EXCEPTUADOS
D.	Leg.	727.
ART.	14.—Los	trabajadores	que	sean	contratados	por	las
empresas	a	que	se	refiere	este	título,	para	la	ejecución	de	obras
civiles,	regirán	sus	contratos	y	remuneraciones	mediante	acuerdo
individual	o	colectivo	con	sus	empleadores	conforme	a	la
legislación	laboral	común.	Los	contratos	se	celebrarán	por	obra	o
servicio	y	las	remuneraciones	se	podrán	fijar	libremente,	por
jornal,	destajo,	rendimiento,	tarea	u	otra	modalidad.
D.	Leg.	727.
ART.	 12.—Quedan	 comprendidas	 en	 los	 alcances	 del	 presente	 título	 las
empresas	que	desarrollen	actividades	consideradas	en	la	Gran	División	5	de
la	 Clasificación	 Industrial	 Internacional	 Uniforme	 de	 las	 Naciones	 Unidas
(CIIU),	 en	 la	 medida	 en	 que	 exclusivamente	 ejecuten	 obras	 cuyos	 costos
individuales	 no	 excedan	 cincuenta	 (50)	 unidades	 impositivas	 tributarias
(UIT).
Cuando	se	trate	de	la	ejecución	de	un	conjunto	de	obras,	para	establecer	si
la	 empresa	 respectiva	 queda	 comprendida	 en	 lo	 dispuesto	 en	 el	 párrafo
anterior	se	tomará	el	costo	individual	de	cada	obra.
Igualmente,	 quedan	 comprendidas	 en	 los	 alcances	 de	 este	 título,	 las
personas	 naturales	 que	 construyan	directamente	 sus	 propias	 unidades	 de
vivienda	en	la	medida	en	que	el	costo	de	ellas	se	encuentre	dentro	del	límite
referido	en	el	primer	párrafo	de	este	artículo.
Para	 establecer	 el	 costo	 individual	 de	 cada	 obra	 se	 tomarán	 en	 cuenta
todos	los	gastos,	incluyendo	las	remuneraciones	y	materiales.
JURISPRUDENCIA.—TC	desarrolla	la	calificación	de	los	trabajadores
comprendidos	en	el	sector	de	construcción	civil.	“(...)	en	concordancia	con	las
disposiciones	laborales	pertinentes,	los	trabajadores	del	régimen	de
construcción	civil	se	encuentran	comprendidos	en	las	siguientes	categorías:
a)	operarios;	b)	ayudantes	u	oficiales,	y	c)	peones.	En	la	primera	y	mayor
categoría	se	encuentran	los	albañiles,	carpinteros,	ferreros,	pintores,
electricistas,	gasfiteros,	plomeros,	almaceneros	y	choferes,	así	como	los
maquinistas	cuando	desempeñan	las	funciones	de	operarios	mezcladores,
concreteros	y	wincheros,	los	mecánicos	y	todos	los	calificados	en	una
especialidad	del	ramo,	como	los	que	se	dedican	a	la	construcción	de
puentes,	caminos	y	túneles.	Ayudantes	u	oficiales	son	los	trabajadores	que
se	desempeñan	como	ayudantes	de	los	operarios	en	calidad	de	auxiliares	de
ellos	por	no	haber	alcanzado	calificación	en	la	especialidad.	Los	peones	son
los	trabajadores	no	calificados	que	son	ocupados	en	diversas	tareas	de	la
actividad	(...)	En	consecuencia,	el	mayor	esfuerzo	físico	en	la	actividad
desarrollada	es	determinante	para	la	calificación	como	trabajador	del	sector
de	construcción	civil.	(…).”	(T.	C.,	Exp.	01216-2008-PA/TC,	feb.	20/2010.
Pres.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral	es	de
aplicación	supletoria	al	régimen	especial	de	construcción	civil.	“(...)	el
demandante	se	desempeñó	como	trabajador	de	construcción	civil	(peón),	es
decir,	que	le	resultó	aplicable	el	régimen	laboral	del	Decreto	Legislativo	N°
727.
Sobre	el	régimen	laboral	referido,	conviene	precisar	que	este	no	genera	un
contrato	de	trabajo	ordinario,	por	cuanto	los	trabajadores	de	construcción
civil	no	prestan	servicios	en	forma	permanente,	sino	temporal	o	eventual.
Estos	trabajadores	se	encuentran	sujetos	a	un	contrato	de	trabajo	especial,
por	las	peculiaridades	y	particularidades	que	caracterizan	al	régimen	de
construcción	civil.
De	ahí	que,	el	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR	le	resulte	aplicable	en	forma
supletoria	a	los	trabajadores	de	construcción	civil,	siempre	que	no	se
oponga	a	las	peculiaridades	y	particularidades	que	caracterizan	al	régimen,
como	por	ejemplo,	no	puede	ser	considerados	como	trabajadores	a	plazo
indeterminado,	pues	el	régimen	de	construcción	civil	se	caracteriza	porque
las	labores	son	eventuales,	es	decir,	que	la	relación	laboral	se	mantiene
mientras	que	dure	la	obra,	salvo	que	el	trabajador	cometa	una	falta	grave,
entre	otros	supuestos.	(…).”	(T.	C.,	Exp.	01807-2010-PA/TC,	oct.	05/2010.	S.
S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—CS:	obreros	de	municipalidades	dedicados	a	trabajos	de
construcción	civil	están	sujetos	al	régimen	de	la	actividad	privada	y	no	al	de
construcción	civil.	“Bajo	este	escenario,	se	debe	tener	en	cuenta	que	para
calificar	a	un	trabajador	si	está	o	no	bajo	el	régimen	de	la	construcción	civil,
no	es	suficiente	que	se	le	califique	bajo	una	de	las	denominaciones
señaladas	en	el	considerando	precedente	y	se	le	consigne	así	en	las	boletas
de	pago	de	planillas	de	remuneraciones,	pues	también	se	debe	de	tener	en
cuenta	si	la	entidad	que	lo	contrata	es	una	persona	jurídica	de	derecho
público	o	privado,	y	en	tal	sentido	el	Decreto	Legislativo	N°	727	se	refiere	a
las	personas	jurídicas	de	derecho	privado	dedicados	a	la	labor	de
construcción,	no	encontrándose	las	municipalidades	ni	otra	entidad	del
Estado	comprendido	en	el	marco	de	esta	norma,	pues	si	bien	las
municipalidades	realizan	obras	de	construcción	civil	no	es	esta	su	actividad
principal,	los	realiza	por	motivos	inherentes	a	sus	funciones	propias	de
servido	a	la	comunidad,	dentro	del	marco	de	su	propia	ley	orgánica,	Ley	N°
27972	(...)	no	se	puede	considerar	al	demandante	como	un	trabajador	de
construcción	civil,	dado	que	en	su	calidad	de	obrero	de	la	municipalidad
tiene	y	le	corresponde	legalmente	el	régimen	laboral	de	la	actividad	privada
y	el	sólo	hecho	de	habérsele	consignado	en	las	boletas	de	pago	(de	folios
seis	a	treinta	y	siete),	como	operario	y	oficial	obrero	no	lo	califica	como	tal,
dado	que	la	municipalidad	no	tiene	como	función	o	actividad	la
construcción	o	la	promoción	de	la	construcción,	no	resultándole	de
aplicación	el	Decreto	Legislativo	N°	727,	sino	el	régimen	de	la	actividad
privada	dentro	del	marco	de	la	Ley	Orgánica	de	las	Municipalidades,	Ley	N°
27972	(...).”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	23-2012-Cusco,	set.	14/2012.	V.	P.	Chumpitaz
Rivera)
JURISPRUDENCIA.—Un	ayudante	de	topografía	está	bajo	el	régimen	laboral
de	construcción	civil.	“En	el	presente	caso,	no	es	materia	de	controversia	que
el	actor	desempeñara	labores	como	ayudante	de	topografía,	al	coincidir
ambas	partes	en	ello,	por	lo	que	la	sala	superior	determinó	que	el	régimen
laboral	al	que	se	encontraba	sujeto,	correspondía	al	de	construcción	civil,	al
advertirse	de	sus	boletas	de	pago	y	certificado	de	trabajo	que	desempeñaba
tales	labores,	inicialmente	bajo	el	cargo	de	peón	y	posteriormente	como
oficial	–categorías	propias	de	dicho	régimen	laboral–	para	finalmente
ostentar	el	cargo	de	ayudante	de	topografía,	propiamente	dicho,	cargos	que
se	condicen	con	tal	régimen	laboral,	al	no	haber	invocado	el	actor	en	el
decurso	del	proceso,	el	desarrollo	de	otro	tipo	de	funciones	o	actividades
para	la	demandada”.	(C.	S.,	Cas.	3071-2014-Piura,	ago.	06/2015.	V.	P.	Mac
Rae	Thays)
COMENTARIO.—Régimen	 de	 construcción	 civil.	 El	 trabajo	 en
construcción	 civil,	 por	 sus	 características	 propias,	 ha	 sido	 regulado	 por
medio	 de	 una	 normatividad	 especial,	 y	 básicamente	 por	 la	 vía	 de	 los
convenios	 colectivos	 suscritos	 entre	 la	 Federación	 de	 Trabajadores	 en
Construcción	Civil	y	los	entes	patronales.
Se	 consideran	obreros	 en	 construcción	 civil	 a	 todos	aquellos	que	presten
servicios	 en	 labores	 propias	 de	 esta	 actividad,	 con	 la	 excepción	 de	 los
señalados	 en	 los	 artículos	 12	 y	 14	 del	Decreto	 Legislativo	N°	 727,	 Ley	 de
Fomento	a	la	Inversión	Privada	en	la	Construcción.
CLASIFICACIÓN	DE	LAS	CATEGORÍAS	LABORALES
CATEGORÍAS	LABORALES
Los	 trabajadores	obreros	en	construcción	civil	 se	encuentran	agrupados	en	 tres
categorías,	a	saber:	operarios,	ayudantes	u	oficiales	y	peones.
Son	 operarios	 de	 construcción	 civil,	 los
albañiles,	 carpinteros,	 fierreros,	 pintores,
electricistas,	 gasfiteros,	 plomeros,
Operarios
almaceneros,	choferes,	mecánicos	y	demás
trabajadores	 calificados	 en	 una
especialidad	del	ramo.	En	esta	categoría	se
considera	 a	 los	 maquinistas	 –que
desempeñan	 funciones	 de	 operarios
mezcladores–,	concreteros	y	wincheros.
De	 albañilería.-	 Asentado	 de	 ladrillos	 de
toda	 clase	 de	 muros	 interiores,	 fachadas,
cercos,	etc.;	tarrajeo	con	mezcla	en	techos
y	 paredes;	 enlucido	 con	 yeso	 en	 techos	 y
paredes;	falsos	pisos	de	concreto	y	mezcla;
trabajos	 en	 molduraje	 ya	 sea	 en	 yeso,
mezcla	 o	 cualquier	material;	 asentado	 en
losas	 de	 toda	 dimensión	 y	 dibujo;
enchapado	 de	 mayólicas;	 colocación	 de
cerámicas;	 colocación	de	 tejas;	 colocación
de	pepelma;	pisos	de	mezcla	 frotachados;
pisos	 para	 parquet;	 vestiduras	 de
escaleras	 con	 toda	 clase	 de	 materiales;
vestiduras	de	fachadas	con	el	material	que
en	 las	 vestiduras	 se	 emplea;	 trabajos	 de
pistas,	 veredas	y	otros	que	 se	 realicen	en
las	urbanizaciones;	vestiduras	de	derrame
y	voleado	de	arcos;	trabajos	de	zócalo	con
toda	clase	de	materiales;	pisos	de	granito
martelinado;	 lavado	 de	 terrazo	 y	 otros
materiales;	 pisos	 con	 mezcla,	 enlucidos
con	 cemento	 o	 cualquier	 otro	 material;
trabajos	de	 jambas,	 jardineras	en	puertas
y	ventanas	y	demás	labores	calificadas	de
albañilería.
De	carpintería.-	Toda	clase	de	encofrados
en	 paredes,	 techos,	 sobrecimientos,
dinteles,	 columnas,	 vigas,	 escaleras;
trabajos	 de	 pisos	 en	 madera
machihembrada	de	1	x	3	y	1	x	6;	pisos	de
toda	 clase	 de	 parquet,	 toda	 clase	 de
zócalos	de	maderas,	colocación	de	celotex,
vestidura	 de	 columnas	 y	 balaustradas,
vestidura	de	escaleras.
Electricistas.-	Toda	clase	de	instalaciones
para	 luz	 y	 fuerza,	 aclarando	 que	 los
servidores	 que	 realizan	 las	 labores	 de
picado	 de	 canales	 quedan	 comprendidos
dentro	de	la	categoría	de	peones.
Instalaciones	 sanitarias	 y	 de	 aire
acondicionado.-	Toda	clase	de	trabajos	de
instalaciones	 sanitarias	 y	 de	 aire
acondicionado.
Armaduras	 de	 acero.-	 Trabajos	 de	 toda
clase	de	doblados	de	fierro	y	su	armadura
de	 vigas,	 columnas,	 losas	 de	 concreto
armado.
Pintores.-	 Toda	 clase	 de	 pinturas	 en
general;	 está	 aclarado	 que	 se	 considera
como	 trabajo	 correspondiente	 a	 los
oficiales,	 los	 efectuados	 con	 agua	de	 cola,
mano	 de	 agua	 de	 jabón,	 así	 como	 el
masillado	en	general.
Otras	 ramas.-	 Maquinistas,	 wincheros,
almaceneros,	choferes,	mecánicos	obreros
de	instalación	de	ascensores;	trabajadores
que	 se	 ocupan	 en	 la	 construcción	 de
puentes,	 caminos,	 túneles	 y	 demás	 ramas
de	la	industria.
Quedan	 incluidos	 aquí	 los	 trabajadores
que	efectúan	las	mismas	funciones	que	los
operarios,	pero	que	por	no	tener	su	mismo
grado	 de	 calificación	 laboran	 como
auxiliares	de	éstos.
Los	 guardianes	 están	 considerados	 en	 la
Ayudantes	u	oficiales
categoría	de	oficiales.
Los	 trabajadores	 oficiales	 son	 aquellos
que	 no	 han	 alcanzado	 calificación	 en	 el
ramo	 de	 una	 especialidad;	 no	 pudiendo
ejecutar	 los	 trabajos	 que	 correspondan	 a
los	operarios.
Los	 trabajos	 que	 efectuarán	 los	 oficiales
serán	 de	 pañeteado	 para	 tarrajeo,
asentado	de	ladrillos	pasteleros	en	la	rama
de	albañilería.	En	carpintería,	 los	oficiales
efectuarán	los	trabajos	de	desencofrado.
Peones
Son	 peones	 los	 trabajadores	 no
calificados	 que	 desempeñan
indistintamente	diversas	tareas.
	
REMUNERACIONES
CONCEPTOS	REMUNERATIVOS
CONCEPTO MONTO CARACTERÍSTICAS
Remuneración
básica
Operario	S/.	45,50
Oficial	S/.	39,50
Peón	S/.	35,30
Vigente	 del	 1	 de	 junio	 del
2011	al	31	de	mayo	del	2011.
El	 pago	 de	 la	 asignación
escolar	 se	 realizará
mensualmente	 en	 la	 última
semana	 de	 cada	 mes
calendario.
El	 derecho	 del	 trabajador	 a
recibir	 dicha	 asignación
Asignación	escolar
Treinta	 (30)	 jornales
básicos	 por	 cada	 hijo
menor	de	dieciocho	(18)
años	que	 curse	 estudios
de	nivel	inicial,	primario,
secundario,	 técnico	 o
superior.
Las	 partes	 convinieron
además,	hacer	extensiva
la	 bonificación	 por
asignación	 escolar	 a	 los
hijos	de	los	trabajadores
que	 cursen	 estudios
técnicos	 o	 superiores,
hasta	 los	 21	 años	 de
edad.
escolar	 desde	 el	 ingreso	 a	 la
obra,	 por	 los	 dozavos
correspondientes,	 no	 lo
exime	 de	 su	 obligación	 a
acreditar	que	tiene	uno	o	más
hijos	estudiantes	menores	de
18	 años	 mediante	 la
exhibición	 de	 las	 partidas	 de
nacimiento	 y	 del	 documento
otorgado	por	 la	autoridad	de
educación	 correspondiente,
en	 cualquier	 momento,
mientras	 esté	 vigente	 su
relación	de	trabajo.
Se	 computan	 los	 días	 de
descanso	 médico	 hasta	 por
sesenta	al	año.
Si	 el	 trabajador	 de
construcción	 civil	 no	 cumple
con	la	obligación	mencionada
de	 exhibir	 las	 partidas	 de
nacimiento	 de	 sus	 hijos
menores	 de	 18	 años	 y	 del
documento	 proporcionado
por	la	autoridad	de	educación
correspondiente,	 le	 será
descontado	de	su	 liquidación
de	 beneficios	 sociales	 el
monto	 de	 la	 asignación
escolar	 pagada	 por	 su
empleador	 durante	 la
relación	de	trabajo.
Asignación	por Una	(1)	UIT
Siempre	 que	 el	 costo
presupuestado	de	la	obra	sea
mayor	 a	 cincuenta	 (50)	 UIT,
los	 familiares	 del	 obrero
sepelio fallecido	 durante	 el	 contrato
de	 trabajo	 que	 acrediten	 los
gastos	de	sepelio	recibirán	el
monto	estipulado.
Bonificación	por
altitud
Cincuenta	céntimos	(S/.
0,50)	por	día	laborado
Se	 otorgará	 a	 los
trabajadores	 que	 residen
habitualmente	 en	 la	 costa	 y
que	 sean	 contratados	 a
prestar	 servicios	 por	 encima
de	 los	 3.000	metros	 sobre	 el
nivel	del	mar.
No	 es	 computable	 para	 la
compensación	por	 tiempo	de
servicios	ni	las	vacaciones.
Para	 labores	 de
revestimiento	de	fachadas.
Disposiciones	 posteriores
extendieron	esta	bonificación
a	toda	labor	que	se	efectúa	en
el	 exterior	 de	 un	 edificio	 a
partir	 del	 cuarto	 piso
inclusive;	que	comprenda	los
trabajos	 de	 andamio,
revoques	 exteriores	 de	 toda
clase,	 revestimiento	 de
cerámica	 y	 otros,	 molduras
que	 deben	 forjarse	 desde	 el
exterior	 y	 el	 encofrado	 de
aleros,	 a	 los	 trabajos	 de
tanques	 elevados	 en
urbanizaciones	 y	 a	 partir	 de
los	 cinco	metros	 de	 altura,	 a
los	 obreros	 en	 fachadas
interiores	 en	 las	 que	 se
utilicen	 andamios	 y	 que
comparten	 los	 mismos
Bonificación	por
altura
Siete	 (7)	 por	 ciento	 de
los	 salarios	 básicos	 por
trabajos	 a	 partir	 del
cuarto	 piso,	 y	 por	 cada
cuatro	pisos.
riesgos	 de	 las	 labores
señaladas.
En	 aquellas	 edificaciones	 en
las	 que	no	 se	 pueda	precisar
los	4	pisos	para	el	pago	de	la
bonificación	 por	 altura,	 se
considerará	 con	 derecho	 al
pago	 de	 la	 bonificación	 por
altura	 a	 aquellos	 trabajos	 de
andamio	 realizados	 en	 el
exterior;	 armado	 de
columnas	 de	 fachadas
exteriores,	 revoques
exteriores	 de	 toda	 clase,
revestimientos	de	cerámica	y
otros,	 molduras	 que	 deben
fijarse	 desde	 el	 exterior	 y
encofrado	de	aleros,	así	como
las	 labores	 en	 fachadas
interiores	 en	 las	 que	 utilicen
andamios	y	que	comporte	los
mismos	riesgos	de	las	labores
antes	 señaladas	 que	 se
realicen	 a	 partir	 de	 los	 diez
metros	 contados	 desde	 la
cota	del	suelo.
Con	la	R.	M.	187-2010-TR,	el
derecho	 se	 extiende	 a
trabajadores	 que	 laboren	 en
el	 tendido	 de	 cables
eléctricos	 en	 torres,	 en	 el
montaje	 de	 estructuras
metálicas	 prefabricadas	 o
soldadas,	 en	 el	 montaje	 in
situ	 de	 partes	 prefabricadas
de	 puentes,	 y	 en	 todas	 las
actividades	 electromecánicas
que	 generen	 riesgo	 de	 caída.
Este	 beneficio	 será	 de
aplicación	 a	 partir	 de	 los	 05
metros	 de	 altura	 contados	 a
partir	 de	 la	 cota	 del	 suelo	 y
solo	 en	 aquellas	 labores	 que
impliquen	 riesgo	 de	 caída
para	el	trabajador.
No	 se	 considera	 para	 la
compensación	 ni	 para	 las
vacaciones,	 ni	 beneficios
sociales.
Bonificación	por
contacto	directo	con
agua
Veinte	 (20)	 por	 ciento
sobre	 el	 salario	 básico
de	los	trabajadores.
Aplicable	 a	 los	 trabajos	 en
que	 el	 servidor	 tenga	 que
ingresar	al	agua	o	sumergirse
en	ella,	como	en	el	caso	de	las
labores	 en	 ríos,	 lagos,
represas,	 canales	 y	 otros
similares.	 La	 bonificación	 se
aplica	 también	 para	 los
trabajos	 en	 contacto	 con
aguas	servidas.
Movilidad	en
Domingos	y	Feriados
Cuatro	(4)	pasajes
urbanos
Se	aprueba	una	bonificación
acumulada	 por	 movilidad
para	 los	 trabajadores	 que
laboran	 en	 domingos	 o
feriados.
Bonificación	por
movilidad	acumulada
Seis	 (6)	 pasajes
urbanos
Su	 objeto	 es	 cubrir	 los
gastos	 de	 movilidad	 y	 se
abona	 por	 día	 trabajado	 sin
distinción	de	categoría.
Se	 abona	 en
Se	 trata	 de	 porcentajes
inalterables	 cuyo	 monto	 se
reajusta	 automáticamente	 al
Bonificación
unificada	de
construcción	(BUC)
porcentajes	 de	 la
remuneración	 básica	 en
atención	 a	 la	 categoría
del	 trabajador,	 como
sigue:
Operarios	32%
Oficiales	30%
Peones	30%
variar	 las	 remuneraciones
básicas.
Se	otorga	por	día	laborado.
No	 es	 computable	 para	 las
gratificaciones	 ordinarias,
asignación	 escolar,
compensación	 vacacional	 ni
para	 la	 compensación	 por
tiempo	de	servicios.
Bonificación	por
especialización
Operarios
especializados	en
soldadura	de	alta
precisión	o	trabajos	de
montaje
electromecánicos,	de
37%
El	 monto	 es	 equivalente	 al
7%	 sobre	 su	 jornal	 básico	 a
diferencia	 del	 2%	 que	 se	 les
otorga	al	resto	de	operarios.
Es	 decir,	 los	 operarios
especializados	 recibirán	 por
concepto	 de	 Bonificación
Unificada	 de	 Construcción
(BUC)	 el	 37%	 de	 la
remuneración	 básica,	 en
tanto	 que	 los	 demás
operarios	 recibirán	 por
concepto	 de	 Bonificación
Unificada	 de	 Construcción
(BUC)	 el	 32%	 de	 la
remuneración	básica.
Esta	 bonificación	 sólo	 se
abonará	 por	 día	 laborado	 y
no	 será	 computable	 para	 el
cálculo	de	beneficios	sociales
ni	para	 la	 indemnización	por
tiempo	 de	 servicios	 ni
vacaciones.
La	R.	M.	N°	256-2011-TR,	en
Bonificación	por
riesgo	de	trabajo	bajo
cota	cero
Un	(S/.	1.00)	nuevo	sol
diario.
el	 segundo	 acuerdo	 indica
para	 los	 trabajadores	 que
laboren	en	un	nivel	inferior	al
segundo	 sótano	 o	 cinco
metros	 bajo	 la	 cota	 cero,	 el
pago	 adicional	 debe
realizarse	 hasta	 la
culminación	 de	 las	 obras	 de
estructura	al	nivel	indicado.
NOTA:	La	Resolución	Ministerial	N°	256-2011-TR,	dispone	la	publicación	del	“Acta	final	de
negociación	colectiva	en	construcción	civil	2011	-	2012	suscrita	entre	Capeco	y	la	Federación	de
Trabajadores	en	Construcción	Civil”,	en	la	que	se	incrementan	las	remuneraciones	sobre	el	jornal
básico,	según	la	categoría	del	trabajador,	otorga	una	bonificación	por	riesgo	de	trabajo	bajo	la	cota
cero,	incorpora	la	Poliza	de	Seguro	ESSALUD	+	Vida,	reduce	el	costo	de	la	obra	presupuestada	para
casos	de	asignación	por	sepelio	e	incorpora	la	obligación	del	empleador	de	asumir	los	costos
derivados	del	trabajo	en	distinta	circunscripción	al	lugar	del	contrato.
La	convención	colectiva	tiene	vigencia	de	un	año,	del	01	de	junio	del	2011	al	31	de	mayo	del	2012,
por	lo	que	los	trabajadores,	una	vez	que	el	Instituto	Nacional	de	Estadística	e	Informática	-	INEI	fije
los	índices	o	porcentajes	correspondientes,	podrán	solicitar	el	pago	de	los	reintegros	de	acuerdo	con
la	norma.
La	Resolución	Ministerial	187-2010-TR	dispuso	la	publicación	del	“Acta	final	de	negociación
colectiva	en	construcción	civil	2010	-	2011	suscrita	entre	Capeco	y	la	Federación	de	Trabajadores	en
Construcción	Civil”,	vigente	hasta	el	31	de	mayo	del	2011.	La	Resolución	Ministerial	N°	182-2016-TR
publica	el	Acta	Final	de	Negociación	Colectiva	en	Construcción	Civil	2016-2017.
BENEFICIOS	DE	CARÁCTER	ECONÓMICO
REMUNERACIONES	COMPLEMENTARIAS
CONCEPTO DESCRIPCIÓN
Turnos	corridos
Los	 trabajadores	 en	 construcción	 civil
que	 laboren	 en	 turnos	 corridos,
percibirán	ocho	horas	y	media	de	salario
por	 ocho	 horas	 de	 labor,	 con	 un
descanso	intermedio	de	media	hora	para
que	puedan	tomar	sus	alimentos.
Turnos	de	noche
Los	 trabajadores	 que	 laboren	 en	 el
turno	de	noche	–a	partir	de	las	11	p.m.–
percibirán	 una	 bonificación	 del	 veinte
(20%)	por	ciento	sobre	el	salario	básico
de	la	jornada	de	ocho	horas	diarias.
Horas	extras
Las	 labores	 excedentes	 a	 la	 jornada
normal	 y	 hasta	 la	 décima	 hora	 se
abonarán	con	un	premio	del	60%	sobre
el	jornal	ordinario.
En	exceso	de	la	décima	hora	y	hasta	las
once	 de	 la	 noche	 (11	 p.m.)	 el	 premio
será	del	100%.
Para	las	labores	efectuadas	luego	de	las
11	 p.m.	 el	 premio	 se	 establecerá	 por
acuerdo	de	partes.
Tratándose	 de	 labores	 en	 turnos
partidos,	 si	 se	 trabaja	 durante	 las	 dos
horas	 intermedias	 se	 tendrá	 derecho	 a
percibir	doble	salario.
Si	 la	 labor	 del	 guardián	 es	 activa,	 está
sujeta	 a	 la	 jornada	 máxima,
considerando	 los	 trabajos	 adicionales
como	horas	extras.
Las	 horas	 extras	 forman	 parte	 de	 la
compensación,	pero	como	horas	simples,
sin	premio.
Trabajo	 en	 domingos,	 feriados	 y	 días
de	descanso
Los	 trabajadores	 en	 construcción	 civil,
en	cuanto	a	la	regulación	de	los	feriados
y	días	 de	descanso	 semanal	 obligatorio,
están	 sujetos	 a	 las	mismas	 normas	 que
rigen	 para	 la	 actividad	 privada,	 esto	 es,
el	Decreto	Legislativo	N°	713.
Adicionalmente	gozan	de	descanso	con
pago	 de	 remuneración	 con	 ocasión	 del
“Día	 de	 los	 Trabajadores	 de
Construcción	Civil”,	que	se	celebra	el	25
de	octubre.	Al	 tratarse	de	un	 feriado	de
carácter	 gremial	 es	 trasladable	 al	 lunes
inmediato	posterior.
Gratificaciones
Se	percibirán	en	el	monto	equivalente	a
cuarenta	(40)	 jornales,	 tanto	en	ocasión
de	las	Fiestas	Patrias	(28	de	julio)	como
por	 Navidad	 y	 Año	 Nuevo	 (25	 de
diciembre).	 Sólo	 en	 caso	 que	 el
trabajador	labore	en	una	misma	obra	los
siete	 meses	 anteriores	 a	 las	 Fiestas
Patrias,	 o	 los	 cinco	 meses	 previos	 a	 la
Navidad,	 tendrá	 derecho	 a	 la
gratificación	completa.
Si	 el	 trabajador	 labora	 períodos
menores,	 percibirá	 tantos	 sétimos	 o
quintos	 del	 monto	 de	 cada	 una	 de	 las
gratificaciones	 como	 meses	 calendario
completos	 haya	 laborado	 en	 la	 misma
obra.
De	 ingresar	o	cesar	el	 trabajador	antes
de	cumplir	un	mes	calendario,	percibirá
tantas	 partes	 proporcionales	 de	 los
sétimos	 o	 de	 los	 quintos	 del	 monto	 de
cada	 una	 de	 las	 gratificaciones,	 como
días	haya	laborado.
Se	 computan	 los	 días	 de	 descanso
médico	hasta	por	sesenta	al	año.
Ningún	trabajador	podrá	percibir	estas
gratificaciones	en	más	de	una	obra.
	
INASISTENCIAS	JUSTIFICADAS
PERMISOS
JUSTIFICACIÓN CONDICIONES
Atención	en	el	IPSS
El	 trabajador	 que	 asista	 al	 IPSS	 para
atenderse	 por	 una	 enfermedad	 no
perderá	 el	 haber	 por	 las	 horas	 en	 que
estuvo	 en	 el	 hospital,	 incluyendo	 el
tiempo	empleado	en	regresar	a	la	obra,
y	 tampoco	 la	 remuneración	 por	 el	 día
de	 descanso	 semanal	 obligatorio,
siempre	 que	 observe	 el	 siguiente
procedimiento:
1.	 El	 trabajador	 está	 obligado	 a
recabar	 de	 su	 principal	 el	 permiso
escrito	 en	 el	mismo	día	que	asistirá	 al
IPSS	 después	 de	 haber	 ingresado	 a	 la
obra.
2.	 Una	 vez	 atendido	 el	 trabajador,
deberá	 recabar	 del	 IPSS	 la	 tarjeta	 de
asistencia	 que	 consigne	 expresamente
la	duración	y	la	fecha	de	la	atención.
3.	 El	 trabajador	 está	 obligado	 a
regresar	 a	 su	 centro	 de	 trabajo	 el
mismo	 día	 que	 gozó	 del	 permiso,
debiendo	 presentar	 a	 su	 principal	 la
tarjeta	 de	 asistencia	 que	 le	 extendiera
el	 Instituto	 Peruano	 de	 Seguridad
Social.
4.	Sólo	en	el	caso	que	el	trabajador	de
construcción	 civil	 presente	 a	 su
principal	 la	 tarjeta	 de	 asistencia	 del
IPSS,	 el	 principal	 reconocerá	 dichas
horas	como	de	asistencia	al	trabajo	con
el	 pago	 proporcional	 a	 ese	 tiempo	 no
laborado.
5.	 Únicamente	 en	 el	 caso	 que	 el
trabajador	 de	 construcción	 civil
concurra	 al	 IPSS	 a	 partir	 de	 las	 15:00
horas,	 es	 que	 no	 estará	 obligado	 a
regresar	 a	 su	 centro	 de	 trabajo	 en	 la
misma	 jornada,	 pero	 al	 día	 laborable
siguiente	 deberá	 presentar	 a	 su
principal	 la	tarjeta	de	asistencia	que	le
expidiera	 el	 Instituto	 Peruano	 de
Seguridad	Social.
6.	El	trabajador	que	dejase	de	 laborar
durante	toda	una	jornada	por	concurrir
al	 IPSS	 no	 tendrá	 derecho	 a	 que	 se	 le
considere	de	abono	ese	día.	Si	hubiera
sido	hospitalizado,	el	trabajador	deberá
poner	ese	hecho	en	conocimiento	de	su
principal	 y	 mostrar	 la	 tarjeta	 de
asistencia.
Por	duelo
Los	 obreros	 de	 construcción	 civil
gozarán	 de	 tres	 días	 de	 permiso	 con
goce	de	salario	en	caso	de	fallecimiento
de	padres,	cónyuge	e	hijos.
Por	nacimiento
El	 trabajador	 tendrá	 derecho	 a	 un
permiso	 de	 medio	 día,	 sin	 salario,
cuando	concurra	a	firmar	el	nacimiento
de	su	hijo,	lo	que	se	comprobará	con	la
papeleta	 que	 expida	 el	 concejo
respectivo.
Licencia	sindical
A	 los	 dirigentes	 de	 sindicato	 o
federación	que	 trabajen	en	obra	 se	 les
otorgará	un	día	útil	a	 la	semana	o	seis
(6)	 días	 útiles	 acumulados	 al	 mes,	 de
licencia	 pagada	 por	 su	 principal,
cuando	 previamente	 lo	 solicitan	 los
entes	 gremiales	 y	 cuando	 por	 razones
propias	de	su	caso	se	haga	necesario.
	
OTRAS	CONDICIONES	PROPIAS	DEL	TRABAJO
Agua	potable
Las	empresas	constructoras	e	ingenieros	contratistas	deberán
proporcionar	a	sus	trabajadores	agua	potable	en	el	lugar	donde
se	realice	la	construcción.
El	 agua	 para	 el	 consumo	 humano	 deberá	 ser	 potable.	 En	 los
lugares	donde	no	existe	red	pública	de	agua,	el	transporte	y	el
almacenamiento	deberán	garantizar	su	potabilidad.
Alimentos
Las	empresas	e	ingenieros	constructores	otorgarán	facilidades
a	 las	 personas	 que	 se	 dediquen	 a	 dar	 pensión	 a	 los
trabajadores.
No	 hay	 inconveniente	 para	 el	 establecimiento	 de	 pensiones
que	 expendan	 alimentos	 en	 las	 obras,	 asimismo	 se
proporcionará	 un	 lugar	 adecuado	 para	 que	 los	 trabajadores
puedan	tomar	sus	alimentos.
En	 las	 obras	 de	 construcción	 que	 tengan	 lugares	 comunes
dedicados	 a	 la	 alimentación	 y	 a	 servicios	 higiénicos	 para	 sus
trabajadores,	 estos	 servicios	 deberán	 reunir	 condiciones	 de
higiene	 y	 salubridad	 necesarias,	 teniéndose	 en	 cuenta	 la
envergadura	 de	 la	 obra.	 La	 Autoridad	 de	 Trabajo
correspondiente	 se	 encargará	 del	 cumplimiento	 de	 estas
estipulaciones	mediante	su	servicio	de	inspecciones.
Botiquín
En	los	lugares	donde	se	efectúen	labores	de	construcción	civil,
deberán	existir	botiquines	para	atender	a	los	trabajadores	que
sufran	accidentes	leves.
Los	 botiquines	 contendrán	 las	 medicinas	 necesarias	 para
cubrir	los	primeros	auxilios.
Certificado	de
trabajo
A	 la	 terminación	 de	 su	 contrato	 de	 trabajo,	 el	 obrero	 en
construcción	 civil	 tendrá	 derecho	 a	 que	 su	 empleador	 le
entregue	un	certificado	de	trabajo.
En	 las	 edificaciones	 de	más	 de	 dos	 pisos,	 la	 elevación	 de	 los
Elevación	de
materiales
materiales	 debe	 hacerse	 mediante	 equipos	 mecánicos	 no
accionados	a	mano.
Refrigerio
Sea	 que	 el	 trabajador	 labore	 en	 turno	 corrido	 o	 turno	 de
noche,	 deberá	 recibir	 del	 empleador	 un	 refrigerio	 consistente
en	dos	sándwiches	y	medio	litro	de	leche.
Servicios
higiénicos
Las	 obras	 de	 construcción	 civil	 que	 cuenten	 con	 servicios
higiénicos,	 deberán	 tenerlos	 en	 condiciones	 de	 higiene	 y
salubridad	 necesarios,	 teniendo	 en	 cuenta	 la	 magnitud	 de	 la
obra.
Uniformes
Cuando	 la	 obra	 pública	 o	 privada	 requiera	 veinte	 o	 más
trabajadores,	 los	 empleadores	 entregarán	 al	 inicio	 de	 su
relación	laboral	a	cada	uno	de	sus	trabajadores,	dos	uniformes
consistentes	 en	 overoles	 tipo	 estándar,	 sin	 que	 exista	 la
obligación	 del	 trabajador	 de	 devolverlos	 al	 término	 de	 su
relación	laboral.
Trabajo	en
distinta
circunscripción
La	 R.	M.	 N°	 256-2011-TR,	 establece	 que	 los	 empleadores	 en
construcción	civil	deben	asumir	el	costo	de	los	pasajes	de	ida	y
vuelta,	alojamiento	y	alimentación	de	los	trabajadores,	cuando
éstos	sean	contratados	para	ser	destacados	y	alojados	en	lugar
distinto	al	del	contrato.
	
DERECHO	VACACIONAL
VACACIONES
Los	trabajadores	en	construcción	civil
que	 fueran	 despedidos	 luego	 seis	 (6)
días	 de	 labor,	 recibirán	 como
compensación	 vacacional	 un	 monto
equivalente	 al	 10%	 de	 todos	 los
salarios	 básicos	 percibidos	 durante	 su
período	de	trabajo.
La	 misma	 compensación	 vacacional
Compensación	vacacional corresponde	 a	 los	 trabajadores	 que
renuncien	 después	 de	 dieciocho	 (18)
días	de	labor	efectiva.
Si	 el	 despido	o	 el	 retiro	 voluntario	 se
producen	 justamente	 a	 los	 dieciocho
(18)	días	de	labor,	el	trabajador	tendrá
derecho	en	concepto	de	compensación
vacacional	a	dos	jornales	y	medio.
El	pago	de	la	compensación	no	incluye
las	horas	extras.
Descanso	por	vacaciones
Al	 igual	 que	 en	 el	 régimen	 laboral
común,	 los	 trabajadores	 en
construcción	 civil	 tendrán	 derecho	 a
descanso	 pagado	 de	 treinta	 días	 si
laboran	 un	 año	 para	 el	 mismo
empleador	 y	 cumplen	 los	 demás
requisitos	 que	 menciona	 el	 D.	 Leg.	 N°
713.	Se	computan	los	días	de	descanso
médico	hasta	por	sesenta	al	año.
	
CONTRATO	DE	TRABAJO	-	TERMINACIÓN
Formalidades
del	contrato
El	contrato	de	trabajo	para	labores	de	construcción	civil,	no	está
sujeto	 a	 las	 formalidades	 propias	 de	 los	 contratos	 bajo
modalidad.
Despido
Se	puede	despedir	a	 los	trabajadores	en	construcción,	sin	aviso
previo	y	al	cierre	de	la	semana,	en	los	casos	siguientes:
—	 Cuando	 concluyen	 las	 labores	 para	 las	 que	 fueron
contratados.
—	 Si	 para	 la	 ejecución	 de	 las	 labores	 contratadas	 se	 requiere
menos	número	de	trabajadores.
Procede	también	el	despido	por	causa	justa	(faltas	graves).
	
COMPENSACIÓN	POR	TIEMPO	DE	SERVICIOS
Porcentaje
Corresponde	 a	 los	 trabajadores	 en	 construcción	 civil	 el	 quince
por	 ciento	 (15%)	 del	 total	 de	 los	 jornales	 percibidos	 durante	 el
tiempo	 que	 ha	 prestado	 servicios	 a	 su	 principal,	 en	 concepto	 de
compensación	por	tiempo	de	servicios.
Las	 horas	 extras	 forman	 parte	 del	 cálculo	 anterior,	 pero	 como
horas	simples,	sin	la	sobretasa.
Del	 porcentaje	 del	 15%,	 el	 3%	 corresponde	 a	 compensación	 de
utilidades.
Oportunidad
de	pago
La	 compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios	 deberá	 ser	 abonada
dentro	 de	 las	 cuarenta	 y	 ocho	 (48)	 horas	 siguientes	 a	 la
terminación	del	contrato	de	trabajo.
Solidaridad
Quedan	 obligados	 al	 pago	 de	 la	 compensación	 todos	 cuantos
construyan	 para	 sí	 o	 para	 otros.	 Se	 establece	 la	 responsabilidad
solidaria	entre	propietarios	y	contratistas.
Carta	fianza
Las	 empresas	 constructoras	 presentarán	 a	 la	 Autoridad
Administrativa	de	Trabajo	cuando	 la	obra	 llegue	a	 las	2/3	partes
de	 su	 totalidad,	 una	 carta	 fianza	 para	 garantizar	 el	 abono	 de	 la
compensación	por	tiempo	de	servicios.
	
SEGURIDAD	SOCIAL
Salud
Los	 trabajadores	 en	 construcción	 civil	 son	 en	 principio
considerados	como	afiliados	regulares	al	seguro	social	de	salud	con
igual	aporte	que	los	demás	trabajadores.
Pensiones
Tienen	 la	calidad	de	asegurados	obligatorios	del	Sistema	Nacional
de	Pensiones,	pudiendo	–a	su	elección–	afiliarse	al	Sistema	Privado
de	Pensiones.
Seguro La	 actividad	 de	 construcción	 civil	 se	 encuentra	 considerada	 al
comple-
mentario
de	trabajo
de	riesgo
interior	 del	 Anexo	 5	 de	 la	 Ley	 de	 Modernización	 de	 la	 Seguridad
Social	 –Ley	 26790–,	 como	 de	 riesgo,	 estableciéndose	 un	 aporte
patronal	en	función	de	éste.
Seguro	de
Vida:
Póliza	de
Seguro
ESSALUD	+
VIDA
La	R.	M.	N°	256-2011-TR	establece	que	los	empleadores	convienen
en	hacer	extensiva	la	contratación	a	favor	de	sus	trabajadores	de	la
póliza	 de	 seguro	 ESSALUD	 +	 VIDA,	 adicional	 al	 Seguro
Complementario	por	Trabajo	de	Riesgo	(SCTR),	cuando	el	costo	de
la	obra	presupuestada	sea	mayor	a	ciento	veinte	(120)	UIT.
NOTA:	Hasta	la	vigencia	de	la	R.	M.	N°	187-2010-TR	se	mantenían
los	beneficios	del	Seguro	de	ESSALUD	-	Vida,	que	señalaba	que	se
contrata	la	póliza	de	seguro	de	ESSALUD	-	Vida	para	cada	uno	de	los
trabajadores	 con	 contrato	 vigente,	 adicional	 al	 SCTR,	 y	 cuando	 el
costo	de	la	obra	presupuestada	sea	mayor	a	250	UIT.
NOTA:	La	Resolución	Ministerial	187-2010-TR,	dispuso	la	publicación	del	“Acta	final	de	negociación
colectiva	en	construcción	civil	2010	-	2011	suscrita	entre	Capeco	y	la	Federación	de	Trabajadores	en
Construcción	Civil”,	vigente	hasta	el	31	de	mayo	del	2011,	estableció	el	acuerdo	entre	las	partes	de
desarrollar	un	evento	y/o	actividad	en	el	transcurso	del	año	de	difusión	de	las	políticas	de	prevención
de	riesgos	laborales	dirigido	a	los	empleadores,	trabajadores,	el	Estado	y	los	organismos	supervisores
en	la	materia,	con	la	finalidad	de	minimizar	los	índices	de	siniestralidad	en	el	sector	construcción.
CONTRIBUCIONES	E	IMPUESTOS
Conafovicer
Se	 trata	 de	 una	 contribución	 de	 cargo	 de	 los	 trabajadores	 en
construcción	 civil	 cuyo	 monto	 asciende	 al	 2%	 de	 los	 jornales
básicos	percibidos.
La	 contribución	 deberá	 ser	 retenida	 por	 el	 empleador	 y
depositada	 en	 el	 Banco	 de	 la	 Nación	 dentro	 de	 los	 quince	 días
siguientes	al	mes	de	la	retención.
Sencico
La	 contribución	 al	 Servicio	 Nacional	 de	 Capacitación	 de	 la
Industria	 de	 la	 Construcción	 –Sencico–	 es	 de	 cargo	de	quienes	 se
dedican	a	la	industria	de	la	construcción.
Su	tasa	es	el	dos	por	mil	del	total	de	los	ingresos	que	se	perciban
por	 concepto	 de	 materiales,	 mano	 de	 obra,	 gastos	 generales,
dirección	técnica	y	cualquier	otro	elemento	facturado.
	
CERTIFICACIÓN	DE	COMPETENCIAS	Y	CAPACITACIÓN.
Programa	de
Certificación
Ocupacional	y
de
Competencias
(Coco)
Siendo	una	de	las	funciones	orgánicas	y	expresas	del	Sencico,	las
partes	declaran	el	compromiso	de	solicitar,	en	forma	conjunta	y	a
través	 de	 sus	 directores	 representantes	 ante	 dicha	 institución,
para	que	anualmente	el	20%	del	 total	 recaudado	por	aportes	de
las	 empresas	 constructoras	 sea	 expresamente	 destinado	 al
Programa	de	Certificación	Ocupacional	y	de	Competencias	(Coco),
asimismo	que	con	cargo	a	esos	mismos	aportes	recaudados	de	las
empresas	constructoras,	el	subsidio	en	los	cursos	de	capacitación
de	los	trabajadores	operativos	de	la	construcción	sea	del	90%	de
sus	costos.
	
NEGOCIACIÓN	COLECTIVA
R.	M.	051-96-TR.
ART.	1°.—La	negociación	colectiva	de	los	trabajadores	de
construcción	civil,	se	sujetará	a	los	alcances	de	la	Ley	de
Relaciones	Colectivas	de	Trabajo,	su	reglamento	y	las
disposiciones	contenidas	en	la	presente	resolución	ministerial.
PAUTAS	PARA	EL	REGISTRO	DE	ORGANIZACIONES
SINDICALES	DE	TRABAJADORES	DE	CONSTRUCCIÓN	CIVIL
D.	S.	006-2013-TR.
ART.	1°.—Modificado.	D.	S.	007-2014-TR,	Art.	2°.	Ámbito	de	aplicación.
La	presente	norma	regula	los	requisitos	y	procedimientos	especiales	para	el
registro	de	 las	organizaciones	sindicales	de	 trabajadores	pertenecientes	al
sector	construcción	civil.
D.	S.	006-2013-TR.
ART.	 2°.—Requisitos	 para	 la	 inscripción	 de	 las	 organizaciones
sindicales	del	sector	construcción	civil.
2.1.	 Para	 su	 inscripción	 en	 el	 Registro	 Sindical,	 las	 organizaciones
sindicales	de	primer	grado,	conformadas	por	trabajadores	pertenecientes	al
sector	 construcción	 civil	 deberán	 presentar	 una	 solicitud	 en	 forma	 de
declaración	jurada;	adjuntando	en	original	o	copias	refrendadas	por	notario
público	 o,	 a	 falta	 de	 éste	 por	 el	 juez	 de	 paz	 de	 la	 localidad,	 los	 siguientes
documentos:
a)	Acta	de	asamblea	general	de	constitución	del	sindicato	en	la	que	deberá
constar	nombres,	apellidos,	documentos	de	identidad,	firmas	y	huella	digital
de	 los	 asistentes,	 así	 como	 la	 denominación	 de	 la	 organización	 sindical,
aprobación	de	estatutos	y	la	nómina	de	la	junta	directiva	elegida,	indicando
su	período	de	vigencia.
b)	Estatuto.
En	el	caso	de	las	organizaciones	sindicales	de	grado	superior,	éstas	deben
identificar	 a	 las	organizaciones	 sindicales	 afiliadas	 con	el	Código	Único	de
Identificación;	además	de	lo	establecido	en	los	incisos	a)	y	b).
2.2.	Modificado.	 D.	 S.	 007-2014-TR,	 Art.	 2°.	 Para	 la	 inscripción	 de	 las
juntas	directivas	posteriores,	la	organización	sindical	deberá	presentar	una
copia	 legalizada	del	 acta	de	elección	de	 la	 junta	directiva	que	 se	pretende
registrar.
En	 caso	 la	 organización	 sindical	 realice	 los	 procesos	 electorales	 de	 sus
juntas	directivas	posteriores	mediante	la	facilitación	de	la	Oficina	Nacional
de	 Procesos	 Electorales	 -	 ONPE,	 bastará	 con	 presentar	 el	 acta	 electoral
correspondiente	emitida	por	la	ONPE	para	registrarlas.
NOTA:	La	Resolución	Ministerial	183-2014-TR,	publicada	el	11	de	setiembre	del	2014,	aprobó	el
protocolo	de	actuación	sectorial	para	suspender	administrativa	y	extraordinariamente	a	las
organizaciones	sindicales	del	sector	construcción	civil.
D.	S.	006-2013-TR.
ART.	3°.—Actualización	de	la	nómina	de	afiliados.	Cada	cinco	(05)	años,
contados	desde	la	inscripción	en	el	registro	sindical	o	desde	la	actualización
regulada	 en	 la	 Primera	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria	 del
presente	decreto	supremo,	 las	organizaciones	sindicales	de	 la	actividad	de
construcción	civil	actualizan	su	nómina	de	afiliados;	brindando	la	siguiente
información:
a)	Nombres	y	apellidos.
b)	Firma	y	huella	digital.
c)	Profesión,	oficio	o	especialidad.
d)	Número	de	Documento	Nacional	de	Identidad	(DNI).
e)	Fecha	de	afiliación.
f)	 Número	 de	 inscripción	 en	 el	 registro	 de	 trabajadores	 de	 construcción
civil.
Con	 igual	 plazo	 las	 organizaciones	 sindicales	 de	 grado	 superior	 de	 la
actividad	 de	 construcción	 civil	 actualizan	 su	 padrón	 de	 organizaciones
sindicales	afiliadas,	acompañando	lo	siguiente:
a)	 Denominación	 y	 Código	 Único	 de	 Identificación	 de	 la	 organización
sindical	afiliada.
b)	 Documento	 firmado	 por	 el	 representante	 de	 la	 junta	 directiva	 de	 la
organización	afiliada	en	el	que	se	identifica,	con	la	denominación	y	el	código
único	de	identificación	de	la	organización	de	grado	superior	a	la	que	están
afiliados.
D.	S.	006-2013-TR.
ART.	 4°.—De	 los	 comités	 de	 obra.	 Las	 organizaciones	 sindicales
comunican	 al	 registro	 sindical	 sobre	 los	 comités	 de	 obra	 o	 secciones
sindicales	que	se	conforman.	Estos	comités	o	secciones	se	identifican	con	el
número	de	registro	de	la	organización	sindical	a	la	que	pertenecen.
D.	S.	006-2013-TR.
ART.	5°.—Registro	Sindical	Único	y	Código	Único	de	Identificación.	La
inscripción	en	el	registro	sindical	les	otorga	a	las	organizaciones	sindicales
del	 sector	 construcción	 civil	 un	 Código	 Único	 de	 Identificación	 a	 nivel
nacional;	 el	 que	 se	 tramita	 bajo	 las	 reglas	 de	 competencia	 territorial
previstas	en	el	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de
Trabajo,	 aprobado	 mediante	 Decreto	 Supremo	 N°	 010-2003-TR,	 su
reglamento	y	demás	normas	complementarias.
Para	 tal	efecto,	 la	Dirección	General	de	Trabajo	administrará	una	base	de
datos	 virtual	 con	 la	 información	 referida	 al	 registro	 de	 las	 organizaciones
sindicales	del	sector	a	nivel	nacional.
Para	 este	 efecto,	 las	 direcciones	 regionales	 de	 Trabajo	 y	 Promoción	 del
Empleo	 registran	 en	 el	 aplicativo	 informático	 del	 Registro	 Sindical	 de	 las
organizaciones	 de	 construcción	 civil	 a	 la	 organización	 sindical	 con
personería	 gremial,	 cumplidos	 los	 plazos	 regulados	 en	 el	 artículo	 6°	 del
presente	 decreto	 supremo.	 Dicho	 aplicativo	 informático	 genera	 el	 Código
Único	de	Identificación.
D.	S.	006-2013-TR.
ART.	6°.—Derogado.	Única	Disposición	Complementaria	Derogatoria.
D.	S.	006-2013-TR.
ART.	7°.—Derogado.	Única	Disposición	Complementaria	Derogatoria.
D.	S.	006-2013-TR.
ART.	8°.—Cuota	sindical.	El	pago	de	 las	cuotas	sindicales	debe	realizarse
mediante	depósito	en	la	cuenta	bancaria	de	la	organización	sindical.	Cuando
la	organización	sindical	esté	afiliada	a	organizaciones	de	grado	superior,	el
empleador	 descontará	 la	 parte	 proporcional	 abonándola	 a	 la	 cuenta
bancaria	de	tal	organización.
Igualmente,	el	empleador	debe	registrar	el	descuento	por	cuota	sindical	en
la	 planilla	 electrónica,	 registrando	 el	 Código	 Único	 de	 Identificación	 de	 la
organización	 sindical	 y	 la	 cantidad	 descontada	 al	 trabajador.	 El
incumplimiento	 de	 esta	 disposición	 está	 tipificado	 como	 infracción	 por	 el
numeral	23.3	del	Decreto	Supremo	N°	019-2006-TR.
El	 registro	 sindical	 le	 otorga	 a	 la	 organización	 sindical	 personería	 para
efectos	de	ser	titular	de	una	cuenta	bancaria	o	del	sistema	financiero.
D.	S.	006-2013-TR.
ART.	 9°.—Refrendo.	 El	 presente	 decreto	 supremo	 es	 refrendado	 por	 la
Ministra	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
D.	S.	006-2013-TR.
ART.	 10.—Modificado.	 D.	 S.	 013-2013-TR,	 Art.	 2°.	 El	 presente	 decreto
supremo	 entra	 en	 vigencia	 a	 los	 treinta	 (30)	 días	 hábiles	 de	 culminada	 la
implementación	a	nivel	nacional	del	Registro	Nacional	de	Trabajadores	de
Construcción	Civil	-	RETCC,	regulado	por	el	Decreto	Supremo	N°	005-2013-
TR;	la	cual	será	declarada	mediante	Resolución	Ministerial	del	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
D.	S.	006-2013-TR.
Primera	Disposición	Complementaria	Final.—Modificado.	D.	S.	007-2014-
TR,	 Art.	 2°.	 Atribución	 especial	 del	 procurador	 público	 del	 sector
trabajo	y	promoción	del	empleo.	El	procurador	público	del	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	tiene	la	atribución	de	solicitar	ante	el	juez
laboral	 la	 disolución	 de	 una	 organización	 sindical	 de	 la	 actividad	 de
construcción	 civil	 cuando	 se	 verifique	 el	 incumplimiento	de	 alguno	de	 los
requisitos	 necesarios	 para	 su	 constitución	 o	 cuando	 se	 verifique	 la	 causal
establecida	 en	el	 inciso	 e)	del	 artículo	11	del	Texto	Único	Ordenado	de	 la
Ley	de	Relaciones	Colectivas	del	Trabajo,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°
010-2003-TR	y	sus	normas	reglamentarias	y	la	establecida	en	el	artículo	5°
del	presente	decreto	supremo.
D.	S.	006-2013-TR.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Aplicación	 supletoria.	 En
todo	lo	que	no	haya	sido	regulado	en	la	presente	norma	y	siempre	que	no	se
opongan	 a	 ésta,	 son	 de	 aplicación	 a	 los	 trabajadores	 comprendidos	 en	 el
presente	decreto	supremo	las	disposiciones	del	Texto	Único	Ordenado	de	la
Ley	de	Relaciones	Colectivas	del	Trabajo,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°
010-2003-TR	y	sus	normas	reglamentarias.
D.	S.	006-2013-TR.
Tercera	Disposición	 Complementaria	 Final.—Normas	 complementarias.
Mediante	resolución	ministerial	se	establecen	medidas	complementarias	al
presente	decreto	supremo.
D.	S.	006-2013-TR.
Primera	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Modificado.	D.	S.	007-
2014-TR,	Art.	2°.	Actualización	del	registro	sindical.	Las	organizaciones
sindicales	de	primer	grado	de	la	actividad	de	construcción	civil,	con	registro
vigente	 al	 momento	 de	 la	 entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 presente	 norma,
actualizan	la	información	presentada	en	el	registro	sindical	en	vigor	con	la
presentación	 de	 su	 nómina	 de	 afiliados	 dentro	 de	 los	 sesenta	 (60)	 días
hábiles	 contados	 a	 partir	 de	 la	 entrada	 en	 vigencia	 del	 presente	 decreto
supremo,	 conforme	a	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	3°	 del	 presente	decreto
supremo.	Las	organizaciones	sindicales	de	grado	superior	de	la	actividad	de
construcción	 civil	 realizan	 la	 referida	 actualización	 en	 el	 registro	 sindical
dentro	de	 los	noventa	(90)	días	hábiles	contados	a	partir	de	 la	entrada	en
vigencia	 del	 presente	 decreto	 supremo;	 conforme	 a	 lo	 establecido	 en	 el
artículo	3°	del	presente	decreto	supremo.
La	información	de	actualización	no	debe	tener	una	antigüedad	mayor	a	dos
(02)	meses	 en	 el	 caso	 de	 organizaciones	 sindicales	 de	 primer	 grado	 y	 de
cuatro	 (04)	 meses	 en	 el	 caso	 de	 las	 organizaciones	 sindicales	 de	 grado
superior.
La	actualización	del	registro	sindical	obliga	a	las	direcciones	regionales	de
trabajo	y	promoción	del	empleo,	 conforme	a	 lo	dispuesto	en	el	artículo	5°
del	presente	decreto	supremo;	y	les	confiere,	a	las	organizaciones	sindicales
que	actualizan,	el	Código	Único	de	Identificación.
D.	S.	006-2013-TR.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Representatividad.
Hasta	 la	 realización	 de	 la	 actualización	 regulada	 en	 la	 disposición
complementaria	 transitoria	 anterior;	 se	 considera	 para	 efectos	 de	 la
representatividad	 sindical	 en	 la	 actividad	 de	 construcción	 civil	 los
antecedentes	de	representación	en	negociaciones	colectivas	con	productos
negociales	concluidos.
SUSPENSIÓN	EXCEPCIONAL	DEL	REGISTRO
D.	S.	007-2014-TR.
Tercera	Disposición	Complementaria	Final.—Suspensión	excepcional	del
registro.	Excepcionalmente,	con	el	único	objeto	de	garantizar	la	seguridad
en	 la	 actividad	 de	 construcción	 civil,	 cuando	 existan	 hechos	 notorios	 y
evidentes	que	 acrediten	que	 el	 objeto	de	 las	 organizaciones	 sindicales	del
sector	 ha	 devenido	 en	 ilícito,	 de	 manera	 que	 se	 encubren	 o	 realizan
actividades	delictivas	 que	 afecten	 el	 orden	público,	 como	 son	 los	 actos	de
coacción	a	trabajadores	y	empleadores	en	la	contratación	de	obras,	cobro	de
cupos,	actos	de	violencia	organizada,	entre	otros,	o	afecten	 la	 tranquilidad
pública	 o	 el	 estado	 de	 derecho	 mediante	 la	 provocación,	 creación	 o
mantenimiento	de	estado	de	zozobra,	alarma	o	temor	en	la	población	o	en
un	sector	de	ella,	en	estricta	aplicación	del	literal	e)	del	artículo	11	del	Texto
Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Relaciones	 Colectivas	 de	 Trabajo,	 aprobado
por	 Decreto	 Supremo	 N°	 010-2003-TR,	 la	 autoridad	 administrativa	 de
trabajo	procederá	a	suspender	el	registro	de	la	organización	sindical.
Asimismo,	 la	 autoridad	 administrativa	 de	 trabajo,	 mediante	 la
Procuraduría	Pública	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	en
un	 plazo	máximo	 de	 diez	 (10)	 días	 hábiles,	 contados	 desde	 la	medida	 de
suspensión,	 solicita	 al	 órgano	 jurisdiccional	 competente	 la	 disolución
judicial	 de	 la	 organización	 sindical;	 y	 solicita,	 con	 la	 demanda,	 medida
cautelar	con	el	objeto	de	mantener	la	suspensión.
La	 suspensión	del	 registro	 se	 extingue	 si,	 concluido	 el	 plazo	de	diez	 (10)
días	 hábiles	 a	 que	 alude	 el	 párrafo	 anterior,	 no	 se	 solicita	 la	 disolución
judicial	allí	señalado	o	si,	a	pesar	de	haberse	realizado	ello,	no	se	solicita	la
medida	 cautelar	 correspondiente.	 Asimismo,	 la	 suspensión	 administrativa
del	registro,	se	extingue	con	la	notificación	de	la	resolución	que	rechaza	la
medida	cautelar.
Esta	 atribución	 administrativa	 es	 extraordinaria,	 limitada	 a	 las
organizaciones	 sindicales	 constituidas	 a	 partir	 de	 enero	 del	 2004	 y	 con
vigencia	hasta	el	31	de	diciembre	del	2015.
NIVEL	DE	LA	NEGOCIACIÓN
R.	M.	051-96-TR.
ART.	2°.—En	aplicación	del	artículo	45	de	la	Ley	de	Relaciones
Colectivas	de	Trabajo,	de	no	haber	acuerdo	de	partes	respecto	al
nivel	de	negociación	colectiva,	ésta	se	llevará	a	cabo	a	nivel	de
empresa.
Para	este	efecto,	se	considerará	el	término	empresa	como	obra.
R.	M.	104-2002-TR.
ART.	1°.—Precísese	que	la	disposición	del	artículo	2°	de	la
Resolución	Ministerial	N°	051-96-TR	está	enmarcada	dentro	de
los	supuestos	de	hecho	regulados	en	el	artículo	45	del	Decreto	Ley
N°	25593,	Ley	de	Relaciones	Colectivas	de	Trabajo,	referidos	en	la
parte	considerativa	de	la	presente	resolución.
COMITÉ	DE	OBRA
R.	M.	051-96-TR.
ART.	3°.—De	llevarse	a	cabo	la	negociación	a	nivel	de	empresa,	la
representación	de	los	trabajadores	estará	a	cargo	de	un	comité	o
sindicato	de	obra	o	de	dos	(2)	representantes	elegidos	por	la
mayoría	absoluta	de	los	trabajadores	de	la	obra	correspondiente,
según	el	caso.
La	representación	del	empleador	estará	a	cargo	del	propio
empresario	o	de	las	personas	que	éste	designe.
EXCEPCIÓN	AL	REQUISITO	DE	ANTIGÜEDAD	DEL	DIRIGENTE.	VIGENCIA
DEL	CONVENIO
R.	M.	051-96-TR.
ART.	4°.—Por	excepción	y	dada	la	naturaleza	eventual	de	la
actividad	de	construcción	civil,	para	ser	representante	de	un
comité	o	sindicato	de	obra	en	la	negociación	colectiva,	no	es
necesario	tener	una	antigüedad	no	menor	de	un	(1)	año	en	la
obra.
En	el	caso	que	la	obra	tenga	una	duración	menor	de	un	(1)	año,	la
vigencia	de	la	convención	colectiva	se	adecuará	a	dicha	duración.
DISOLUCIÓN	DEL	COMITÉ
R.	M.	051-96-TR.
ART.	5°.—Los	comités	o	sindicatos	de	obra	se	disuelven
automáticamente	por	cierre	definitivo	o	terminación	de	la	obra
correspondiente.
ALCANCES	DEL	CONVENIO
R.	M.	051-96-TR.
ART.	6°.—A	todo	trabajador	que	se	incorpore	a	prestar	servicios
en	una	obra,	estando	vigente	una	convención	colectiva,	se	le
aplicará	lo	establecido	en	ésta.
NORMAS	BÁSICAS	DE	SEGURIDAD
R.	S.	021-83-TR.
ART.	1°.—Aprobar	las	Normas	Básicas	de	Seguridad	e	Higiene	en
Obras	de	Edificación,	contenidas	en	cincuentiún	artículos,	cuyo
tenor	literal	es	el	siguiente:
NORMAS	BÁSICAS	DE	SEGURIDAD	E	HIGIENE	EN	OBRAS	DE
EDIFICACIÓN
Ámbito	de	aplicación
Artículo	1°.-	Las	Normas	Técnicas	Básicas	de	Higiene	y	Seguridad	en	Obras
de	 Edificación,	 tienen	 por	 objeto	 prevenir	 los	 riesgos	 ocupacionales	 y
proteger	 la	 salud	 e	 integridad	 física	 y	 mental	 de	 los	 trabajadores,	 que
laboran	en	obras	de	construcción	civil.
Artículo	 2°.-	 Los	 empleadores,	 y	 trabajadores	 estarán	 obligados	 a	 dar
cumplimiento	 a	 las	 normas	 básicas	 contenidas	 en	 la	 presente	 resolución
suprema.
TÍTULO	PRIMERO
De	la	circulación,	orden	y	limpieza,	iluminación	y	señalización
Artículo	3°.-	Los	accesos	a	 la	obra	en	construcción,	deben	mantenerse	en
buenas	condiciones	para	evitar	posibles	causas	de	accidentes	de	trabajo.
Artículo	 4°.-	 En	 toda	 obra	 debe	 observarse	 el	 orden	 y	 la	 limpieza.	 Se
retirarán	 clavos	 u	 otros	 objetos	 procedentes	 de	 operaciones	 de
construcción	y	demolición	de	las	zonas	de	paso	y	de	trabajo.
Artículo	5°.-	Se	utilizarán	tablones	para	el	desplazamiento	del	personal	en
la	colocación	de	instalaciones	durante	el	vaciado	de	los	techos.
Artículo	 6°.-	 La	 iluminación	 debe	 ser	 adecuada	 en	 los	 lugares	 de	 trabajo
que	así	lo	requieran.
Artículo	7°.-	Deberá	señalizarse	claramente	los	obstáculos	susceptibles	de
producir	 accidentes	 por	 choque	 contra	 los	 mismos,	 tales	 como	 tablones,
lunas,	alambres	u	otros.
Artículo	 8°.-	 Deberán	 establecerse	 y	 señalizarse	 las	 vías	 de	 circulación
peatonal	y	vehicular.
Artículo	9°.-	Se	deberá	asegurar,	en	 los	 lugares	de	trabajo	una	circulación
adecuada	de	aire	fresco.
TÍTULO	SEGUNDO
De	las	excavaciones
Artículo	 10.-	 El	 material	 extraído	 en	 las	 operaciones	 de	 excavación	 se
depositará	a	más	de	60	cms.	de	los	bordes	de	la	misma.
Artículo	11.-	Cuando	sea	necesario,	se	instalarán	barandillas	protectoras	en
el	borde	de	la	excavación.
Artículo	 12.-	 Reforzar	 adecuadamente	 las	 paredes	 de	 las	 excavaciones
cuando	exista	peligro	de	derrumbes.
TÍTULO	TERCERO
Del	riesgo	de	altura
Artículo	 13.-	 En	 los	 diferentes	 pisos	 de	 trabajo	 se	 protegerá
convenientemente	 las	 aberturas	para	 la	 recepción	de	material	 procedente
de	 elevadores;	 cuando	 no	 estén	 en	 servicio	 se	 instalará	 en	 ellas	 barandas
protectoras.
Se	 proporcionará	 al	 personal	 encargado	 de	 recepción	 de	 carga,	 y
desencofrado	de	las	vigas	perimetrales,	cinturones	de	seguridad	anclados	a
sólidos	puntos	resistentes.
Artículo	14.-	Se	protegerán	las	aberturas	de	fachada	próximas	a	andamios
interiores,	 con	una	baranda	de	90	 cms.	 de	 altura,	 provista	 de	un	 refuerzo
horizontal	a	45	cms.	de	altura	sobre	la	plataforma	de	trabajo.
Artículo	15.-	Se	colocarán	barandas	protectoras	en	las	aberturas	existentes
que	presenten	riesgos	en	general	y	específicamente	en:
a)	El	perímetro	de	las	zonas	de	trabajo	en	altura.
b)	Los	vanos	de	las	cajas	de	ascensores.
Artículo	16.-	Los	huecos	o	aberturas	practicadas	en	los	pisos	que	revistan
peligro	 de	 caída	 de	 altura,	 se	 taparán	 con	 recubrimientos	 de	 suficiente
resistencia	o	se	protegerán	en	todo	su	contorno	mediante	barandas	dotadas
del	 rodapié.	 Se	 colocará	 marquesina	 protectora	 en	 la	 entrada-salida	 a	 la
obra	para	evitar	el	riesgo	de	accidentes	por	caída	de	objetos.
TÍTULO	CUARTO
De	la	maquinaria
Artículo	 17.-	 Deberá	 resguardarse	 los	 mecanismos	 de	 transmisión	 de
potencia	 (poleas,	 fajas,	 ejes,	 ruedas	 dentadas	 u	 otras),	 u	 otros	 puntos
peligrosos	de	las	máquinas	y/o	equipos	utilizados	en	las	obras.
Artículo	 18.-	 Queda	 prohibido	 el	 uso	 de	montacargas	 para	 el	 traslado	 de
personas,	a	tal	efecto	se	exhibirán	carteles	visibles.
Artículo	19.-	Se	colocará	pestillo	de	seguridad	a	los	ganchos	de	los	aparatos
para	izar	materiales.
Artículo	20.-	 La	 capacidad	máxima	de	 trabajo	de	 los	montacargas	deberá
indicarse	mediante	un	cartel	visible.
Artículo	21.-	Los	montacargas	estarán	provistos	de	dispositivos	apropiados
para	evitar	el	riesgo	de	un	descenso	accidental	de	la	carga.
TÍTULO	QUINTO
De	las	escaleras	y	rampas
Artículo	 22.-	 Las	 escaleras	 de	 mano,	 tendrán	 peldaños	 ensamblados	 o
encajados	y	largueros	de	una	sola	pieza.
Cuando	se	usen	como	sistema	de	acceso,	su	longitud	sobrepasará	en	1	mt.
aproximadamente	al	punto	de	desembarco.
Artículo	23.-	Las	escaleras	provisionales	utilizadas	como	sistema	de	acceso
a	los	pisos	de	trabajo,	dispondrán	de	barandas	laterales	de	60	cms.	de	ancho
mínimo	 y	 estarán	 colocadas	 con	 una	 inclinación,	 que	 en	 ningún	 caso
sobrepasará	los	60°.
Artículo	24.-	Las	rampas	provisionales	utilizadas	como	sistema	de	acceso	a
los	pisos	en	 trabajo,	 tendrán	baranda	protectora	 lateral;	 su	ancho	mínimo
será	de	60	cms.	y	en	ningún	caso	sobrepasará	los	30°	de	inclinación.
Se	 colocarán	 en	 el	 piso	 de	 las	 rampas,	 de	 tramo	 en	 tramo,	 travesaños
clavados.
TÍTULO	SEXTO
De	los	andamios
Artículo	 25.-	 En	 los	 andamios	 metálicos	 modulares,	 se	 instalarán
plataformas	de	trabajo	de	60	cms.	de	ancho	mínimo,	provistas	de	barandas
protectoras	cuando	se	instalen	en	alturas	superiores	a	los	dos	metros,	o	en
las	proximidades	de	aberturas	con	riesgo	de	caída.
a)	Se	evitará	utilizar	como	pie	derecho	de	apoyo	de	los	distintos	módulos
elementales,	material	quebradizo	o	deteriorado	que	pueda	comprometer	la
estabilidad	 del	 andamio,	 usando	 preferentemente	 puntales	 regulables	 con
planchas	 de	 repartición,	 que	 permita	 adaptarse	 a	 las	 irregularidades	 del
terreno.
b)	 Los	módulos	 se	 arriostrarán	 entre	 sí,	 mediante	 crucetas	 en	 sus	 caras
anterior	 y	 posterior	 debiendo	 anclarse	 a	 la	 fachada	 en	 un	 número
prudencial	de	puntos,	de	 forma	que	 se	 garantice	 totalmente	 la	 estabilidad
del	andamio.
Artículo	 26.-	 Las	 cuerdas	 o	 cables	 de	 los	 andamios	 colgantes	móviles	 se
anclarán	a	elementos	resistentes	del	techo.
Artículo	27.-	Los	andamios	colgantes	móviles	dispondrán	de	barandas	de
protección	en	todo	su	perímetro,	en	el	lado	del	trabajo,	su	altura	será	de	70
cms.	y	en	los	otros	de	90	cms.
Artículo	28.-	Se	colocarán	barandas	de	protección	de	90	cms.	de	altura	en
los	andamios	de	pata	de	gallo.
Artículo	 29.-	 Los	 andamios	 de	 madera	 se	 construirán	 con	 material
resistente,	 adecuándose	 a	 las	 recomendaciones	 referente	 a	 los	 andamios
metálicos.
Artículo	30.-	Los	andamios	no	podrán	sobrecargarse	y	 las	cargas	deberán
repartirse	equitativamente.
Artículo	 31.-	 Los	 empleadores	 inspeccionarán	 periódicamente	 el	 buen
estado	de	los	andamiajes	para	garantizar	su	resistencia	y	estabilidad.
TÍTULO	SÉTIMO
De	la	electricidad
Artículo	 32.-	 Se	 colocarán	 interruptores	 diferenciales	 de	 alta	 (30	 mA)	 y
baja	 (300	 mA)	 sensibilidad,	 en	 el	 tablero	 general	 de	 obra,	 conectando
alumbrando	al	primero	y	la	maquinaria	eléctrica	al	segundo.
Artículo	 33.-	 Se	 instalará	 puesta	 a	 tierra	 la	 maquinaria	 y/o	 equipos
eléctricos.
Artículo	 34.-	 Se	 dispondrá	 ordenadamente	 el	 cableado	 eléctrico
provisional,	evitando	su	conducción	por	el	suelo.
Artículo	 35.-	 Las	 líneas	 eléctricas	 que	 existan	 frente	 a	 la	 fachada	 se
retirarán	 a	 una	 distancia	 mínima	 de	 3	 mts,	 o	 se	 cubrirán	 con	 material
aislante.
Artículo	 36.-	 En	 las	 instalaciones	 eléctricas	 no	 deberá	 emplearse
conductores	desnudos,	ni	elementos	con	corriente	al	descubierto.
TÍTULO	OCTAVO
De	la	protección	personal
Artículo	37.-	De	acuerdo	a	la	labor	y	cuando	sea	indispensable	se	proveerá
a	los	trabajadores	de	construcción	civil	de	cascos,	máscaras,	lentes,	guantes,
botas,	mandiles.
Artículo	38.-	Se	deberán	proporcionar	gafas	de	seguridad	para	el	personal
que	labora	en:
a)	El	manejo	de	disco	de	corte	de	sierra	circular	o	de	cinta,	el	esmerilado	y
el	pulido.
b)	Los	trabajos	de	picado.
Artículo	39.-	Se	proporcionarán	botas	de	jebe	al	personal	que	trabaja	sobre
concreto	fresco,	barro	y	otras	operaciones	en	contacto	con	el	agua.
Artículo	40.-	Se	proporcionarán	guantes	de	jebe	al	personal	que	manipule
mezclas	de	cemento	y/o	cal;	y,	de	lona	o	cuero	para	los	fierreros.
Artículo	41.-	El	agua	para	el	 consumo	humano	deberá	ser	potable.	En	 los
lugares	 en	 donde	 no	 exista	 red	 pública	 de	 agua,	 el	 transporte	 y
almacenamiento	deberá	garantizar	su	potabilidad.
Artículo	42.-	Se	proveerá	a	los	trabajadores	de	medios	de	protección	para
los	 oídos	 en	 los	 lugares	 donde	 la	 intensidad	 de	 ruido	 o	 vibración	 puedan
tener	efectos	perjudiciales	para	la	salud.
Artículo	 43.-	 Se	 deberá	 proporcionar	 a	 los	 trabajadores	 equipo	 de
protección	 respiratoria,	 al	 personal	 que	manipule	mezcla	 de	 cemento	 y/o
cal,	 y	 cuando	 sea	 técnicamente	 imposible	 eliminar	 el	 humo	 o	 los	 gases
nocivos	que	puedan	dañar	su	salud.
Artículo	44.-	Se	destinará	un	ambiente	protegido	para	facilitar	el	cambio	de
vestimenta	de	los	trabajadores.
Artículo	45.-	Toda	obra	dispondrá	de	un	botiquín	de	primeros	auxilios.
Artículo	 46.-	 Deberá	 destinarse	 un	 ambiente	 ventilado	 y	 protegido	 de
polvos	 u	 otros	 agentes	 naturales	 para	 que	 los	 trabajadores	 tomen	 sus
alimentos.
Artículo	 47.-	 En	 casos	 de	 existir	 en	 obra	 materiales	 inflamables	 y/o
combustibles	 que	 entrañen	 riesgo	 de	 incendio.	 Se	 deberá	 contar	 con	 el
equipo	apropiado	para	su	extinción.
Artículo	48.-	Toda	obra	de	edificación	contará	con	un	cerco	de	 limitación
perimétrica.
Artículo	49.-	En	toda	obra	se	instalarán,	conectados	a	la	red	pública	o	pozo
séptico,	 los	 servicios	 higiénicos	 mínimos	 según	 se	 señala	 en	 la	 siguiente
tabla:
N°	de
trabajadores
WC-Sistema
Turco
Lavatorios Duchas Urinarios
1	a	9
10	a	24
25	a	49
50	a	100
Más	de	100
1
2
3
5
2
4
5
10
1
2
3
6
1
1
2
4
1	adicional	por	cada	30	personas
	
7.Régimen	Laboral	de	los	Trabajadores	de
la	Actividad	Agraria
RÉGIMEN	LABORAL
Ley	27360.
ART.	7°.—Contratación	laboral.
7.1	Los	empleadores	de	la	actividad	agraria	comprendidos	en	el
artículo	2°	de	la	presente	ley	podrán	contratar	a	su	personal	por
período	indeterminado	o	determinado.	En	este	último	caso,	la
duración	de	los	contratos	dependerá	de	la	actividad	agraria	por
desarrollar,	pudiendo	establecerse	jornadas	de	trabajo
acumulativas	en	razón	de	la	naturaleza	especial	de	las	labores,
siempre	que	el	número	de	horas	trabajadas	durante	el	plazo	del
contrato	no	exceda	en	promedio	los	límites	máximos	previstos
por	la	ley.	Los	pagos	por	sobretiempo	procederán	sólo	cuando	se
supere	el	referido	promedio.
7.2	Los	trabajadores	a	que	se	refiere	el	presente	artículo	se
sujetarán	a	un	régimen	que	tendrá	las	siguientes	características
especiales:
a)	Tendrán	derecho	a	percibir	una	remuneración	diaria	(RD)	no
menor	a	veintiuno	y	46/00	nuevos	soles	(S/.	21,46),	siempre	y
cuando	laboren	más	de	cuatro	(4)	horas	diarias	en	promedio.
Dicha	remuneración	incluye	a	la	compensación	por	tiempo	de
servicios	y	las	gratificaciones	de	Fiestas	Patrias	y	Navidad	y	se
actualizará	en	el	mismo	porcentaje	que	los	incrementos	de	la
Remuneración	Mínima	Vital.
b)	El	descanso	vacacional	será	de	quince	(15)	días	calendario
remunerados	por	año	de	servicio	o	la	fracción	que	corresponda,
salvo	acuerdo	entre	trabajador	y	empleador	para	un	período
mayor.
c)	En	caso	de	despido	arbitrario,	la	indemnización	es	equivalente
a	quince	(15)	RD	por	cada	año	completo	de	servicios	con	un
máximo	de	ciento	ochenta	(180)	RD.	Las	fracciones	de	años	se
abonan	por	dozavos.
NOTA:	La	remuneración	diaria	originalmente	era	de	S/.	16,	y	se	ha	elevado	de	acuerdo	al	porcentaje
de	incremento	de	la	RMV.	Con	el	nuevo	incremento	de	la	remuneración	mínima	a	S/.	750,	el	mínimo
de	los	agrarios	pasa	a	ser	de	S/.	29,27.
D.	S.	049-2002-AG.
ART.	 19.—Contratos	 de	 trabajo	 sujetos	 a	modalidad.	 Para	 efectos	 del
registro	 de	 contratos	 de	 trabajo	 sujetos	 a	 modalidad,	 a	 que	 se	 refiere	 el
Título	 II	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Productividad	 y
Competitividad	Laboral,	aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	 los
empleadores	 deberán	 presentar,	 el	 último	 día	 hábil	 de	 cada	 semestre
calendario,	 ante	 la	Autoridad	Administrativa	 de	Trabajo	 de	 la	 jurisdicción
correspondiente	una	solicitud	adjuntando:
a)	Tres	ejemplares	de	los	contratos	sujetos	a	modalidad,	establecidos	en	el
artículo	7°	de	la	ley,	celebrados	en	dicho	período;
b)	 Copia	 simple	 del	 Registro	 Único	 de	 Contribuyentes	 (RUC)	 de	 los
empleadores;
c)	Copia	simple	del	documento	que	presente	ante	la	Sunat	para	efectos	de
su	acogimiento	a	los	beneficios	establecidos	por	la	ley,	de	conformidad	con
el	artículo	3°.
La	 Autoridad	 Administrativa	 de	 Trabajo	 podrá	 ordenar	 la	 verificación
posterior	 de	 la	 veracidad	 de	 los	 datos	 consignados	 en	 los	 contratos,	 de
conformidad	 con	 el	 segundo	 párrafo	 del	 artículo	 73	 del	 Texto	 Único
Ordenado	de	 la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,	 aprobado
por	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR.
PERSONAS	COMPRENDIDAS
Ley	27360.
ART.	2°.—Beneficiarios.
2.1.	Están	comprendidas	en	los	alcances	de	esta	ley	las	personas
naturales	o	jurídicas	que	desarrollen	cultivos	y/o	crianzas,	con
excepción	de	la	industria	forestal.
2.2.	También	se	encuentran	comprendidas	en	los	alcances	de	la
presente	ley	las	personas	naturales	o	jurídicas	que	realicen
actividad	agroindustrial,	siempre	que	utilicen	principalmente
productos	agropecuarios,	producidos	directamente	o	adquiridos
de	las	personas	que	desarrollen	cultivo	y/o	crianzas	a	que	se
refiere	el	numeral	2.1	de	este	artículo,	en	áreas	donde	se
producen	dichos	productos,	fuera	de	la	provincia	de	Lima	y	la
Provincia	Constitucional	del	Callao.	No	están	incluidas	en	la
presente	ley	las	actividades	agroindustriales	relacionadas	con
trigo,	tabaco,	semillas	oleaginosas,	aceites	y	cerveza.
2.3.	Para	efecto	de	lo	dispuesto	en	el	numeral	2.2	de	este	artículo,
mediante	decreto	supremo	aprobado	con	el	voto	aprobatorio	del
Consejo	de	Ministros	y	refrendado	por	los	Ministros	de
Agricultura	y	de	Economía	y	Finanzas,	se	determinará	los
porcentajes	mínimos	de	utilización	de	insumos	agropecuarios
según	tipo	de	actividad	agroindustrial,	entre	otros	aspectos.
2.4.	En	la	presente	ley	solamente	está	comprendida	aquella
actividad	avícola	que	no	utilice	maíz	amarillo	duro	importado	en
su	proceso	productivo.
D.	S.	049-2002-AG.
ART.	2°.—Conceptos.	Para	 los	 fines	del	presente	reglamento,	se	entiende
por:
1.	Beneficiarios:
a)	 Personas	 naturales	 o	 jurídicas	 que	 desarrollen	 principalmente
actividades	de	cultivo	y/o	crianza,	con	excepción	de	la	industria	forestal.
b)	 Personas	 naturales	 o	 jurídicas	 que	 realicen	 principalmente	 actividad
agroindustrial,	 fuera	de	 la	Provincia	de	Lima	y	 la	Provincia	Constitucional
del	 Callao,	 siempre	 que	 utilicen	 principalmente	 productos	 agropecuarios
producidos	 directamente	 o	 adquiridos	 de	 las	 personas	 que	 desarrollen
cultivos	y/o	crianzas	a	que	se	refiere	el	numeral	2.1	del	artículo	2°	de	la	ley
en	áreas	donde	se	producen	dichos	productos.	No	se	encuentran	 incluidas
las	 actividades	 agroindustriales	 relacionadas	 con	 trigo,	 tabaco,	 semillas
oleaginosas,	aceites	y	cerveza.
Se	 entenderá	 que	 el	 beneficiario	 utiliza	 principalmente	 productos
agropecuarios	 producidos	 directamente	 o	 adquiridos	 de	 las	 personas	 que
desarrollen	 cultivo	 y/o	 crianzas,	 cuando	 los	 insumos	 agropecuarios	 de
origen	nacional	representen,	por	lo	menos,	el	noventa	que	ciento	(90%)	del
valor	 total	 de	 los	 insumos	 necesarios	 para	 la	 elaboración	 del	 bien
agroindustrial,	con	exclusión	del	envase.
c)	Personas	naturales	o	jurídicas	que	desarrollen	actividad	avícola	que	no
utiliza	maíz	amarillo	duro	importado	en	el	proceso	productivo.
Se	 entenderá	 que	 el	 beneficiario	 realiza	 principalmente	 la	 actividad	 de
cultivo,	 crianza	 y/o	 agroindustrial,	 cuando	 los	 ingresos	 netos	 por	 otras
actividades	 no	 comprendidas	 en	 los	 beneficios	 establecidos	 por	 la	 ley,	 se
presuma	que	no	superarán	en	conjunto,	el	veinte	por	ciento	(20%)	del	total
de	sus	ingresos	netos	anuales	proyectados.
2.	Actividad	agroindustrial:	Es	aquella	actividad	productiva	comprendida
en	el	anexo	del	Decreto	Supremo	N°	007-2002-AG.
3.	Infraestructura	hidráulica:	Construcciones	y	edificaciones	destinadas	a
la	 irrigación	 y/o	 drenaje	 de	 tierras	 con	 la	 finalidad	 de	 habilitarlas	 y/o
mejorarlas	 para	 el	 cultivo	 y/o	 crianza.	 La	 infraestructura	 hidráulica
comprende	los	equipos	necesarios	para	su	funcionamiento	u	operación.
4.	Obras	de	riego:	Sistemas	de	irrigación	implementado	para	la	utilización
de	 las	 aguas,	 con	 o	 sin	 equipo,	 con	 la	 finalidad	 de	 habilitar	 y/o	 mejorar
tierras	destinadas	a	la	actividad	de	cultivo	y/o	crianza.
5.	Inversión:	Para	efectos	del:
a)	 Impuesto	 a	 la	 Renta:	 Se	 considera	 como	 inversión	 la	 aplicación	 de
recursos	financieros	destinados	a	sustentar	obras	de	riego	e	infraestructura
hidráulica.
b)	 Impuesto	General	a	 las	Ventas:	Se	considera	 inversión	 la	aplicación	de
recursos	 financieros	 para	 la	 adquisición	 de	 bienes	 de	 capital,	 insumos,
servicios,	así	como	contratos	de	construcción.
6.	Régimen:	Régimen	de	Recuperación	Anticipada	del	Impuesto	General	a
las	Ventas	e	Impuesto	de	Promoción	Municipal	de	acuerdo	con	la	ley.
7.	Etapa	preproductiva.	Es	el	período	anterior	al	inicio	de	las	operaciones
productivas;	 para	 tal	 efecto	 se	 considerarán	 iniciadas	 las	 referida
operaciones,	 cuando	 realicen	 la	 primera	 transferencia	 de	 los	 principales
bienes	indicados	en	el	programa	de	inversión	a	que	se	refiere	el	artículo	5°.
Dicha	etapa	se	determinará	por	cada	contribuyente.
Por	excepción,	se	encuentran	comprendidas	en	la	etapa	preproductiva	las
transferencias	provenientes	de	cultivos	secundarios.
Dicha	etapa	en	ningún	caso	podrá	exceder	de	cinco	(5)	años,	la	misma	que
deberá	ser	computada	desde	la	fecha	de	acogimiento	a	los	beneficios,	según
lo	dispuesto	en	el	artículo	3°.
La	 etapa	 preproductiva	 finaliza	 cuando	 los	 beneficiarios	 inicien	 sus
operaciones	 productivas,	 culmine	 el	 plazo	 de	 vigencia	 del	 beneficio	 o
transcurran	 los	 cinco	 (5)	 años	 a	 que	 se	 refiere	 el	 párrafo	 anterior,	 lo	 que
ocurra	primero.
8.	 Cultivos	 secundarios:	 Aquellos	 en	 los	 cuales	 la	 primera	 cosecha	 se
produce	en	un	período	no	mayor	a	doce	(12)	meses	posteriores	a	la	siembra
y	cuya	área	sembrada	no	excede	del	 treinta	por	ciento	(30%)	del	 total	del
área	 cultivada.	 Dicho	 porcentaje	 se	 determinará	 por	 cada	 programa	 de
inversión.
SEGURIDAD	SOCIAL
Ley	27360.
ART.	9°.—Seguro	de	Salud	y	Régimen	Previsional.
9.1.	Manténgase	vigente	el	Seguro	de	Salud	para	los	trabajadores
de	la	actividad	agraria	en	sustitución	del	régimen	de	prestaciones
de	salud.
9.2.	El	aporte	mensual	al	Seguro	de	Salud	para	los	trabajadores
de	la	actividad	agraria,	a	cargo	del	empleador,	será	del	cuatro	por
ciento	(4%)	de	la	remuneración	en	el	mes	por	cada	trabajador.
9.3.	Los	afiliados	y	sus	derechohabientes	tienen	el	derecho	a	las
prestaciones	del	seguro	social	de	salud	siempre	que	aquéllos
cuenten	con	tres	(3)	meses	de	aportación	consecutivos	o	con
cuatro	(4)	no	consecutivos	dentro	de	los	doce	(12)	meses
calendario	anteriores	al	mes	en	el	que	se	inició	la	causal.	En	caso
de	accidente,	basta	que	exista	afiliación.
9.4.	ESSALUD	podrá	celebrar	convenios	con	el	Ministerio	de
Salud	o	con	otras	entidades,	públicas	o	privadas,	a	fin	de	proveer
los	servicios	de	salud	correspondientes.
9.5.	Los	trabajadores	podrán	afiliarse	a	cualquiera	de	los
regímenes	previsionales,	siendo	opción	del	trabajador	su
incorporación	o	permanencia	en	los	mismos.
D.	S.	049-2002-AG.
ART.	 20.—Cobertura	 del	 seguro	 de	 salud.	 El	 Seguro	 de	 Salud	 Agrario
tiene	 por	 finalidad	 otorgar	 cobertura	 de	 salud	 a	 los	 trabajadores	 de	 la
actividad	agraria	y	sus	derechohabientes.
Para	tal	efecto,	se	consideran:
a)	Trabajadores	de	 la	actividad	agraria:	a	 todo	 aquél	 que	 trabaja	 para
los	 empleadores	 que	 se	 encuentren	 comprendidos	 en	 los	 alcances	 del
numeral	1	del	artículo	2°,	considerando	la	exclusión	prevista	en	la	Tercera
Disposición	Transitoria	y	Final	de	la	mencionada	ley.
b)	Derechohabientes:	 a	 los	 así	 definidos	 por	 el	 artículo	 3°	 de	 la	 Ley	N°
26790	-	Ley	de	Modernización	de	la	Seguridad	Social	en	Salud.
Los	trabajadores	cubiertos	por	el	Seguro	de	Salud	Agrario,	no	están	sujetos
a	la	obligatoriedad	de	cualquier	otro	origen	de	seguridad	social	en	salud.
D.	S.	049-2002-AG.
ART.	21.—Prestaciones.	Las	prestaciones	del	Seguro	de	Salud	Agrario	son
las	 contempladas	 en	 el	 artículo	 9°	 de	 la	 Ley	 N°	 26790	 -	 Ley	 de
Modernización	de	la	Seguridad	Social	en	Salud.
D.	S.	049-2002-AG.
ART.	 22.—Aportes.	 El	 aporte	 por	 afiliación	 al	 Seguro	 de	 Salud	 Agrario,
para	todos	los	trabajadores,	dependientes	o	independientes,	es	de	carácter
mensual.
En	 el	 caso	 de	 los	 trabajadores	 dependientes,	 el	 aporte	 es	 de	 cargo	 del
empleador	y	será	equivalente	al	cuatro	por	ciento	(4%)	de	la	remuneración
mensual	 que	 le	 corresponda	 abonar	 al	 trabajador,	 durante	 el	 período	que
dure	la	relación	de	dependencia.
Tratándose	de	 los	 trabajadores	 independientes,	 el	 aporte	 es	de	 cargo	del
propio	 trabajador	 y	 será	 equivalente	 al	 cuatro	 por	 ciento	 (4%)	 de	 la
remuneración	mínima	vital.
Ley	27360.
ART.	10.—Trabajadores	agrarios	con	contrato	vigente.
10.1.	Los	trabajadores	que	se	encontrasen	laborando	a	la	fecha
de	entrada	en	vigencia	del	presente	dispositivo	en	empresas
beneficiarias	comprendidas	en	los	alcances	de	la	presente	ley,
podrán	acogerse	al	régimen	de	contratación	laboral	establecido
en	esta	norma	previo	acuerdo	con	el	empleador.	El	nuevo	régimen
no	será	aplicable	a	los	trabajadores	que	cesen	con	posterioridad	a
la	vigencia	de	esta	ley	y	que	vuelvan	a	ser	contratados	por	el
mismo	empleador	bajo	cualquier	modalidad,	salvo	que	haya
transcurrido	un	año	del	cese.
10.2.	Los	trabajadores	a	que	se	refiere	el	presente	artículo
mantendrán	el	régimen	vigente	sobre	indemnización	por	despido
arbitrario.
10.3.	Asimismo,	los	trabajadores	podrán	ejercer	la	opción
prevista	en	el	último	párrafo	del	artículo	9°	de	la	presente	ley.
Ley	27460.
ART.	28.—Contratación	laboral.	Serán	aplicables	a	los
productores	acuícolas	los	beneficios	laborales	establecidos	en	los
artículos	7°	y	10	de	la	Ley	N°	27360,	ley	que	aprueba	las	normas
de	promoción	del	sector	agrario.
Ley	27360.	
Tercera	Disposición	Transitoria	y	Final.—Exclusión	de	los
alcances	del	Título	III.	No	están	comprendidos	dentro	de	los
alcances	del	Título	III	de	la	presente	ley	la	contratación	del
personal	administrativo	que	desarrolle	sus	labores	en	la	provincia
de	Lima	y	la	Provincia	Constitucional	del	Callao.
Ley	27360.
ART.	3°.—Vigencia.	Los	beneficios	de	esta	ley	se	aplicarán	hasta
el	31	de	diciembre	del	2010.
8.Régimen	Laboral	de	los	Trabajadores
Portuarios
TRABAJO	PORTUARIO
Ley	27866.
ART.	2°.—Trabajo	portuario.	Para	efectos	de	la	presente	ley	se
entiende	por	trabajo	portuario	a	la	actividad	económica	que
comprende	el	conjunto	de	labores	efectuadas	en	los	puertos
privados	de	uso	público	y	en	los	puertos	públicos	de	la	República,
para	realizar	las	faenas	de	carga,	descarga	estiba,	desestiba,
transbordo	y/o	movilización	de	mercancías,	desde	o	hacia	naves
mercantes,	entre	bodegas	de	la	nave	y	en	bahía,	incluyendo	el
consolidado	y	desconsolidado	de	contenedores,	efectuados	dentro
del	área	operativa	de	cada	puerto.
El	reglamento	de	la	presente	ley	determinará	las	especialidades
comprendidas	en	el	trabajo	portuario	que	corresponda	a	cada
puerto	de	la	República.
Ley	27866.
ART.	1°.—Objeto	y	ámbito	de	aplicación	de	la	ley.	La	presente	ley	tiene	por
objeto	regular	las	relaciones	laborales	aplicables	al	trabajo	de	manipulación
de	 carga	 y	 descarga	 de	 mercancías	 y	 demás	 faenas	 propias	 del	 trabajo
portuario	que	se	ejecuta	en	los	puertos	marítimos,	fluviales	y	lacustres	de	la
República.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	1°.—De	la	ley.	Cuando	en	el	presente	reglamento	se	haga	mención	a
la	ley,	se	entenderá	referida	a	la	Ley	N°	27866	-	Ley	del	Trabajo	Portuario.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	2°.—De	las	relaciones	laborales.	Las	relaciones	 laborales	a	 las	que
se	 refiere	 el	 artículo	 1°	 de	 la	 ley,	 son	 aquellas	 que	 mantienen	 los
trabajadores	 portuarios	 con	 las	 empresas	 y/o	 cooperativas	 de	 estiba	 y
desestiba,	 consistentes	 en	 prestaciones	 personales,	 subordinadas	 y
remuneradas	que	prestan	los	trabajadores	portuarios	registrados	en	uno	o
más	puertos	a	los	empleadores	portuarios.
Ley	27866.
ART.	3°.—Trabajador	portuario.	El	trabajador	portuario	es	la
persona	natural	que	bajo	relación	de	subordinación	al	empleador
portuario,	realiza	un	servicio	específico	destinado	a	la	ejecución
de	labores	propias	del	trabajo	portuario,	tales	como,	estibador,
tarjador,	winchero,	gruero,	portalonero,	levantador	de	costado	de
nave	y/o	las	demás	especialidades	que	según	las	particularidades
de	cada	puerto	establezca	el	reglamento	de	la	presente	ley.
Para	la	ejecución	de	la	respectiva	especialidad,	el	trabajador
portuario	deberá	estar	debidamente	capacitado.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	 3°.—Del	 trabajador	 portuario.	 El	 trabajador	 portuario	 es	 una
persona	natural	con	 inscripción	en	el	Registro	de	Trabajadores	Portuarios
del	 mismo	 puerto	 en	 donde	 va	 a	 laborar.	 Su	 trabajo	 es	 personal,
subordinado	 y	 remunerado.	 Es	 personal,	 porque	 lo	 realiza	 sin	 valerse	 de
sustitutos	o	auxiliares	a	su	cargo,	y	es	subordinado,	porque	lo	ejecuta	bajo	la
dirección	y	dentro	del	ámbito	de	organización	del	empleador	portuario.
D.	S.	013-2004-TR.	
ART.	5°.—Alcance	del	 trabajo	portuario.	El	 trabajo	 portuario	 se	 realiza
dentro	del	área	operativa	de	cada	puerto,	por	especialidades	y	siguiendo	las
instrucciones	del	empleador.	Comprende	las	operaciones	siguientes:
5.1.	Estiba	 o	 carga.-	 Colocación	 conveniente	 y	 en	 forma	 ordenada	 de	 la
carga	a	bordo	de	la	nave	de	acuerdo	a	las	instrucciones	proporcionadas	por
el	empleador.
5.2.	Desestiba	o	descarga.-	El	retiro	conveniente	y	en	forma	ordenada	de
la	carga	que	se	encuentra	a	bordo	de	una	nave	según	las	 instrucciones	del
empleador.
5.3.	Movilización	de	carga.-	Cualquier	movimiento	de	carga,	sea	a	bordo
del	buque,	en	bahía,	en	el	muelle	o	en	otra	área	operativa	del	puerto.	Incluye
la	colocación	de	carga	en	contenedores	u	otro	tipo	de	embalajes	y	su	retiro,
y	también	el	trasbordo	de	carga	de	un	buque	a	otro	buque.
5.4.	 Tarja.-	 Conteo	 y	 registro	 de	 la	 mercancía	 que	 se	 carga	 o	 descarga,
debiendo	 anotarse	 la	 información	 que	 en	 cada	 caso	 se	 requiera,	 y
fundamentalmente:	 tipo	 de	 mercancía,	 cantidad,	 marcas	 y	 estado	 y
condición	exterior	del	embalaje	y	si	se	separó	para	inventario.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	6°.—Especialidades	de	los	trabajadores	portuarios.	Conforme	a	lo
establecido	 en	 el	 artículo	 3°	 de	 la	 ley,	 los	 trabajadores	 portuarios	 podrán
tener	cualquiera	de	las	siguientes	especialidades:
6.1.	 Estibador:	 Especialidad	 que	 comprende	 la	 ejecución	 de	 todas	 las
tareas,	 labores	 y	 funciones	 ordinarias	 del	 trabajo	 portuario	 en	 las
operaciones	de	carga	o	estiba,	descarga	o	desestiba	y	movilización	de	carga,
así	 como	 las	 que	 usualmente	 ejecutan	 aquellos	 trabajadores	 que	 en
determinados	puertos	de	la	República,	de	acuerdo	a	los	usos	y	costumbres
de	 los	 mismos	 se	 les	 denomina:	 lanchero,	 muellano,	 estibador	 de	 nave,
maniobrista,	capataz	de	maniobra,	carreros,	capataz	de	carreros,	capataz	de
ribera,	 levantadores	 de	 carga	 u	 otra	 denominación	 que	 involucre	 la
ejecución	de	trabajo	similar.
El	 capataz	 de	 estiba	 es	 el	 estibador	 que	 por	 su	 experiencia	 es	 el
responsable	de	supervisar	a	 las	cuadrillas	de	 trabajadores	nombrados	por
los	empleadores	para	laborar	en	la	nave	para	que	ejecuten	el	plan	de	trabajo
dispuesto	por	el	jefe	de	cubierta.	Ejerce	control	disciplinario	del	personal	a
su	cargo	y	verifica	el	cumplimiento	de	las	normas	de	seguridad	industrial.
6.2.	 Gruero	 -	 winchero:	 Especialidad	 que	 comprende	 la	 operación	 de
grúas,	 winches,	 aparejos	 y	 otros	 aparatos	 de	 la	 propia	 nave	 durante	 las
operaciones	de	carga,	descarga	y	movilización	de	carga.
6.3.	Portalonero:	Especialidad	que	consiste	en	asistir	al	gruero	-	winchero
cuando	 las	 condiciones	 de	 visibilidad	 sobre	 cubierta	 impidan	 al	 gruero	 -
winchero	realizar	su	labor	sin	asistencia.
6.4.	 Elevadorista:	 Especialidad	 que	 comprende	 el	manejo	 de	 elevadores
en	el	muelle	u	otra	área	operativa	del	puerto,	así	como	en	 las	bodegas	del
buque.
6.5.	Tarjador:	Especialidad	que	consiste	en	el	conteo	de	la	mercancía	que
se	carga	o	descarga,	de	productos	recibidos	en	muros	al	costado	de	la	nave,
o	 a	 bordo,	 según	 corresponda,	 y	 que	 se	 ejecuta	 al	 costado	 del	 buque.
Comprende	 además	 la	 obligación	 de	 anotar	 en	 la	 nota	 de	 tarja	 toda	 la
información	 a	 verificar,	 especialmente,	 el	 tipo	 de	 mercancía,	 cantidad,
marcas,	estado	y	condición	exterior	del	embalaje	y	si	ésta	fue	separada	para
inventario,	otros	documentos	que	correspondan	al	detalle	de	las	cargas	de
toda	índole,	manipuladas	o	movilizadas	por	su	cuadrilla.	Dicha	nota	de	tarja
debe	ser	suscrita	por	el	tarjador.
Asimismo	el	tarjador	debe	verificar	la	correcta	remisión	de	los	embarques
al	puerto	de	su	destino	y	de	las	descargas	a	los	lugares	de	almacenamiento
designados	o	de	forzoso	e	inmediato	despacho;	así	como,	la	movilización	de
contenedores	vacíos	y	del	equipaje	no	acompañado.
Dependiendo	 del	 trabajo	 operativo	 que	 se	 requiera	 en	 cada	 puerto	 de	 la
República,	 se	 conformará	 una	 comisión	 que	 considerará	 especialidades
portuarias	distintas	a	las	señaladas	en	el	presente	artículo.
Ley	27866.
ART.	4°.—Empleador	portuario.	Es	la	persona	jurídica
debidamente	autorizada	para	operar	en	determinado	puerto	y
contratar	trabajadores	portuarios,	de	acuerdo	a	lo	establecido	en
la	presente	ley	y	su	reglamento.
La	licencia	que	autoriza	a	operar	al	empleador	portuario	le
concede	un	derecho	personal	e	intransferible.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	 4°.—Del	 empleador	 portuario.	 El	 empleador	 portuario	 es	 una
persona	 jurídica	 con	 licencia	 para	 operar	 como	 empresa	 de	 estiba	 o
desestiba	o	cooperativa	de	trabajadores	de	estiba	o	desestiba,	en	un	puerto
determinado,	 lo	 que	 lo	 faculta	 a	 contratar	 trabajadores	 portuarios,	 de
conformidad	 con	 el	 D.	 S.	 N°	 010-99-MTC	 y	 normas	 complementarias	 y
sustitutorias.
Ley	27866.
ART.	5°.—Autoridad	Administrativa	de	Trabajo.	La	Autoridad
Administrativa	de	Trabajo	es	competente	para	el	conocimiento	y
solución	de	conflictos,	de	los	procedimientos	de	inspección	de
trabajo	y	otros	aplicables	al	trabajo	portuario,	de	conformidad	con
la	presente	ley	y	su	reglamento	y	la	legislación	laboral	del	régimen
de	la	actividad	privada.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	7°.—De	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo.	La	 autoridad	 de
trabajo	 en	 cumplimiento	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 5°	 de	 la	 ley,	 tiene
competencia	 en	 los	 temas	 relacionados	 a	 las	 relaciones	 laborales	 entre
empleadores	 y	 trabajadores	portuarios	 con	 las	 facultades	 y	 funciones	que
determina	 el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 910,	 su	 reglamento	 y	 normas
complementarias	y/o	sustitutorias,	así	como	las	demás	normas	aplicables	a
la	labor	de	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	a	nivel	nacional	respecto
de	su	función	como	ente	rector	de	las	relaciones	de	trabajo.
Asimismo,	 es	 competente	 para	 resolver	 los	 conflictos	 derivados	 del
Registro	 de	 los	 Trabajadores	 Portuarios	 a	 cargo	 de	 la	 Entidad
Administradora	 del	 Puerto,	 pudiendo	 resolver	 las	 impugnaciones	 que	 se
deriven	de	la	inscripción	y/o	renovación	en	el	registro.
REGISTRO	Y	NOMBRAMIENTO
Ley	27866.
ART.	6°.—Registro	de	Trabajadores	Portuarios.	El	Registro	de
los	Trabajadores	Portuarios	en	cada	puerto	activo	de	la	República,
estará	a	cargo	de	la	entidad	administradora	del	respectivo	puerto.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	8°.—Del	Registro	de	Trabajadores	Portuarios.	De	conformidad	con
lo	 prescrito	 en	 el	 artículo	 6°	 de	 la	 ley,	 en	 cada	 puerto	 deberá	 existir	 un
registro	abierto,	libre	y	voluntario	de	trabajadores	portuarios	que	contiene
la	nómina	de	trabajadores	aptos	para	realizar	trabajo	portuario.	En	éste	se
inscribirán	 los	 trabajadores	que	 cumplan	 con	 los	 requisitos	 señalados	por
los	artículos	7°	y	8°	de	la	ley.
Es	 requisito	 esencial	 para	 poder	 prestar	 servicios	 laborales	 portuarios,
encontrarse	inscrito	en	el	registro	correspondiente.
El	registro	podrá	consignar	una	o	más	especialidades	por	cada	trabajador,
siempre	que	éstos	acrediten	capacitación	o	experiencia	en	cada	una	de	ellas,
según	los	usos	y	costumbres	de	cada	puerto.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	9°.—De	las	funciones	de	la	entidad	administradora	del	puerto.	El
Registro	 de	 Trabajadores	 Portuarios	 estará	 a	 cargo	 de	 la	 entidad
administradora	 de	 cada	 puerto.	 Para	 tal	 efecto,	 esta	 entidad	 tiene	 las
siguientes	funciones:
9.1.	 Inscribir	 a	 los	 trabajadores	 portuarios	 en	 el	 respectivo	 Registro	 de
Trabajadores	 Portuarios	 por	 especialidad,	 según	 lo	 establece	 el	 presente
reglamento.
9.2.	 Revisar,	 publicar	 y	 enviar	 a	 los	 empleadores	 portuarios	 de	 la
jurisdicción	 del	 puerto	 que	 operan,	 a	 la	 Autoridad	 Administrativa	 de
Trabajo,	 y	 a	 la	 capitanía	 de	 puertos	 cada	 6	 meses	 la	 relación	 de	 los
trabajadores	inscritos	en	el	Registro	de	Trabajadores	Portuarios.
9.3.	 Verificar	 la	 validez	 y	 veracidad	de	 la	 información	proporcionada	por
los	 trabajadores	 inscritos	 en	 el	 registro,	 así	 como	 actualizarla
periódicamente.
9.4.	Promover	planes	de	formación	y	capacitación	en	coordinación	con	los
gremios	 de	 trabajadores	 portuarios,	 los	 empleadores	 portuarios	 y/o	 los
institutos	de	capacitación	para	labores	portuarias.
9.5.	 Controlar	 el	 acceso	 a	 los	 puertos,	 a	 través	 de	 la	 verificación	 de	 la
información	contenida	en	el	Formato	Único	de	Nombrada	a	que	se	refiere	el
artículo	 12	 de	 la	 ley	 y	 los	 artículos	 21	 y	 22	 de	 este	 reglamento.	 Sólo	 se
permitirá	 el	 acceso	 al	 puerto	 a	 los	 trabajadores	 que	 estando	 habilitados
para	 prestar	 servicios	 como	 tales,	 hayan	 sido	 nombrados	 conforme	 el
artículo	15	del	reglamento.
Asimismo,	 la	 autoridad	 administradora	 del	 puerto	 extenderá	 a	 los
trabajadores	 portuarios	 un	 certificado	 en	 el	 que	 constarán	 sus	 datos
personales,	 puerto	 en	 el	 que	 están	 autorizados	 a	 laborar,	 su	 especialidad
laboral	y	su	número	de	registro.
Se	 entiende	 por	 entidad	 administradora	 a	 la	 entidad	 operadora	 de	 cada
puerto.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	10.—	Seguridad	del	recinto	portuario.	Si	por	razones	de	seguridad
la	capitanía	de	puertos	impide	el	acceso	al	recinto	portuario,	y	ello	afecta	a
un	trabajador,	el	hecho	debe	ser	comunicado	a	la	empresa	en	la	que	éste	iba
a	prestar	el	servicio,	así	como	a	la	entidad	administradora	del	puerto,	antes
del	inicio	del	turno	respectivo.
Ley	27866.
ART.	7°.—Inscripción	en	el	registro.	La	inscripción	en	el
registro	es	voluntaria,	abierta	y	libre.	Para	inscribirse	en	el
registro	de	trabajadores	portuarios	es	necesario	cumplir	con	los
siguientes	requisitos:
a)	Ser	ciudadano	peruano;
b)	Ser	mayor	de	18	y	menor	de	65	años	de	edad;
c)	Presentar	certificado	de	antecedentes	policiales	y	penales;
d)	Presentar	certificado	del	área	de	salud,	que	acredite	capacidad
psicofísica	para	desempeñarse	en	las	labores	propias	de	la
especialidad;
e)	Presentar	certificado	de	trabajo,	planillas	o	boletas	de	pago
para	acreditar	su	experiencia	en	las	labores	propias	del	trabajo
portuario.
En	su	defecto,	presentar	certificado	expedido	por	el	Infocap	u
otro	instituto	similar	que	acredite	su	capacidad.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	 11.—Inscripción	 de	 los	 trabajadores	 portuarios	 en	 el	 registro.
Los	trabajadores	que	cumplan	con	los	requisitos	exigidos	en	los	artículos	7°
y	8°	de	la	ley,	podrán	solicitar	su	inscripción	en	el	Registro	de	Trabajadores
Portuarios	a	la	respectiva	entidad	administradora	del	puerto,	conforme	a	la
especialidad	o	especialidades	que	acrediten.
Para	 tal	 efecto,	 el	 trabajador	portuario	deberá,	 evidenciar	aptitud	para	el
trabajo	portuario	a	través	de	cualesquiera	de	los	siguientes	mecanismos:
11.1	 Acreditar	 la	 efectiva	 prestación	 de	 trabajo	 portuario	 en	 los	 dos	 (2)
años	 inmediatamente	 precedentes	 a	 la	 presentación	 de	 la	 solicitud	 de
inscripción	en	el	Registro	de	Trabajadores	Portuarios,	con	un	mínimo	de	50
turnos	prestados	efectivamente	durante	dicho	período,	a	través	de:
a)	Planillas	o	boletas	de	pago,	en	las	que	se	indique	la	especialidad	laboral
que	le	corresponde	al	trabajador;	o,
b)	Certificado	o	 constancia	del	 empleador	que	acredite	 la	 experiencia	del
trabajador	portuario,	el	mismo	que	deberá	contener	los	datos	generales	del
empleador,	 así	 como	 de	 la	 licencia	 de	 la	 empresa	 de	 estiba	 o	 desestiba	 o
cooperativa	de	trabajadores,	otorgada	de	conformidad	con	el	D.	S.	N°	010-
99-MTC	 y	 sus	 normas	 complementarias	 y/o	 modificatorias,	 los	 datos
generales	 del	 trabajador,	 la	 especialidad	 del	 trabajador	 y	 el	 tiempo	 de
servicios	prestados	por	el	trabajador	para	la	referida	empresa.
Los	documentos	que	se	presenten	para	dar	cumplimiento	a	los	incisos	a)	y
b),	deberán	corresponder	al	puerto	en	el	cual	se	solicite	el	registro.
11.2.	 Presentar	 el	 correspondiente	 certificado	emitido	por	 Infocap	u	otro
instituto	 similar	 de	 capacitación	 debidamente	 autorizado,	 el	 que	 debe	 ser
otorgado	 en	 base	 a	 los	 requisitos	 académicos	 y	 prácticos	 de	 cada
especialidad	 del	 trabajo	 portuario,	 bajo	 responsabilidad	 de	 la	 entidad
otorgante.	El	certificado,	no	podrá	tener	una	antigüedad	mayor	a	los	dos	(2)
años.
Ley	27866.
ART.	8°.—Requisitos	para	inscripción	en	el	registro.	Conforme	al	 literal	e)
del	 artículo	 precedente,	 el	 trabajador	 deberá	 acreditar	 experiencia	 no
menor	de	dos	años.	Asimismo,	el	certificado	expedido	por	el	Infocap	u	otro
instituto	similar	no	podrá	tener	una	antigüedad	mayor	a	dos	años.
En	ambos	casos,	la	antigüedad	está	referida	a	la	fecha	de	la	presentación	de
su	solicitud	en	el	respectivo	registro.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	 12.—Del	 examen	de	 aptitud	 psicofísica.	 El	 requisito	 de	 aptitudes
físicas	para	el	trabajo	portuario	no	se	agota	al	momento	de	la	presentación
de	la	solicitud	de	acceso	al	registro,	sino	que	es	un	requisito	indispensable
para	el	mantenimiento	del	trabajador	en	dicho	registro,	debiendo	renovarse
anualmente	el	 certificado	a	que	se	 refiere	el	 inciso	d)	del	artículo	7°	de	 la
ley.
El	 examen	 de	 aptitud	 psicofísica	 constará	 como	 mínimo,	 de	 pruebas
broncopulmonares,	 serológicas,	 electrocardiograma	 y	 de	 una	 evaluación
médica	general	respecto	de	las	condiciones	y	aptitud	psicofísica	requeridas
para	desempeñar	el	trabajo	portuario.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	 13.—	 Del	 certificado	 de	 antecedentes	 penales	 y	 policiales.	 El
certificado	 de	 antecedentes	 penales	 y	 el	 certificado	 de	 antecedentes
policiales	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 7°	 inciso	 c)	 de	 la	 ley,	 deberá	 ser
actualizado	a	la	fecha	de	la	solicitud	de	inscripción	en	el	registro.
Ley	27866.
ART.	9°.—Acreditación.	 La	 entidad	 administradora	 de	 puertos	 extiende	 a
cada	 trabajador	 un	 certificado	 que	 acredite	 que	 se	 encuentra	 hábil	 para
desempeñar	labores	de	la	actividad	portuaria.
El	 certificado	 es	 personal	 e	 intransferible,	 consigna	 la	 identidad	 del
trabajador,	 su	 número	 de	 registro,	 la	 especialidad	 y	 el	 puerto	 al	 que
corresponde.
Ley	27866.
ART.	 10.—Lugar	 de	 nombramiento	 de	 los	 trabajadores	 portuarios.	 La
nombrada	 o	 nombramiento	 de	 los	 trabajadores	 portuarios	 se	 efectúa	 en
cada	puerto,	en	el	lugar	habilitado	por	la	entidad	administradora	del	puerto,
salvo	que,	los	empleadores	portuarios	habiliten	un	lugar	común	cercano	al
recinto	portuario,	lo	que	será	informado	a	dicha	entidad.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	14.—	Del	lugar	de	nombramiento	de	los	trabajadores	portuarios.
La	nombrada	o	nombramiento	de	los	trabajadores	portuarios	se	realiza	en
el	 lugar	 común,	 habilitado	 en	 forma	 conjunta	 por	 los	 empleadores
portuarios	en	un	lugar	cercano	al	recinto	portuario	o,	en	su	defecto,	por	la
entidad	 administradora	 del	 puerto	 en	 el	 recinto	 portuario.	 Se	 deberá
entender	 como	 lugar	 común	 un	 lugar	 único,	 de	 libre	 acceso,	 previsible	 y
estable	para	la	emisión	de	la	oferta	de	trabajo.
En	dicho	lugar,	los	empleadores	portuarios	podrán	optar	libremente	entre
realizar	la	nombrada	por	medios	físicos	o	electrónicos.
Los	empleadores	portuarios	deberán	facilitar	a	los	trabajadores	portuarios
las	herramientas	necesarias	para	tomar	conocimiento	de	la	nombrada.
En	 caso	 el	 domicilio	 de	 los	 empleadores	 y	 los	 trabajadores	 portuarios
quedara	 alejado	 del	 recinto	 portuario,	 el	 lugar	 de	 la	 nombrada	 podrá	 ser
habilitado	 por	 los	 empleadores	 en	 un	 lugar	 cercano	 al	 domicilio	 de	 los
trabajadores	y	empleadores	portuarios.
Para	 realizar	 un	 cambio	 del	 lugar	 de	 nombrada,	 el	 empleador	 debe
comunicarlo	 a	 través	 de	 un	 medio	 cognoscible	 por	 los	 trabajadores
portuarios,	con	una	anticipación	no	menor	de	10	días,	así	como	a	la	entidad
administradora	 del	 puerto.	 Dicha	 comunicación	 deberá	 indicar	 el	 nuevo
lugar	de	nombrada	y	los	motivos	de	dicha	modificación.
De	 manera	 excepcional,	 ante	 la	 ocurrencia	 de	 un	 caso	 fortuito	 o	 fuerza
mayor,	el	empleador	portuario	podrá	omitir	el	procedimiento	señalado	en
el	párrafo	anterior,	debiendo	comunicar	a	los	trabajadores	el	nuevo	lugar	de
nombramiento	a	través	de	algún	medio	cognoscible	para	los	trabajadores.
Ley	27866.
ART.	 11.—Nombrada	 o	 nombramiento	 del	 trabajador	 portuario.	 El
nombramiento	del	 trabajador	portuario	 registrado,	 será	 efectuado	por	 los
empleadores,	por	especialidad	y	por	jornada.
En	cada	puerto,	de	acuerdo	a	su	realidad,	 las	partes	podrán	acordar	otras
modalidades	de	contratación.	En	cualquier	forma	de	nombramiento	que	se
adopte	 prevalecerán	 los	 principios	 de	 igualdad	 de	 trato,	 oportunidad	 de
trabajo	y	no	discriminación.
Ningún	 trabajador	 portuario	 podrá	 laborar	 más	 de	 dos	 jornadas
consecutivas,	ni	exceder	las	veintiséis	jornadas	mensuales.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	 15.—De	 la	 nombrada	 o	 nombramiento	 de	 los	 trabajadores
portuarios.	 Conforme	 a	 lo	 establecido	 por	 el	 artículo	 11	 de	 la	 ley,	 la
nombrada	o	nombramiento	de	los	trabajadores	portuarios	se	realizará	por
función	 o	 especialidad	 y	 por	 jornada,	 a	 elección	 de	 los	 empleadores
portuarios,	 según	 sus	 requerimientos,	 entre	 los	 trabajadores	 que	 se
encuentren	inscritos	en	el	Registro	de	Trabajadores	Portuarios.
Para	tal	efecto,	el	empleador	portuario	nombrará	al	personal	que	formará
parte	 de	 la	 nombrada,	 según	 su	 especialidad.	 Asimismo,	 indicará	 los
períodos	 de	 contratación,	 la	 conformación	 y	 número	 de	 las	 cuadrillas,	 la
cantidad	 de	 personal	 de	 cada	 cuadrilla,	 la	 jornada,	 horario	 y	 turno	 de
trabajo	 y	 las	 demás	 condiciones	 de	 trabajo	 necesarias	 para	 atender	 los
requerimientos	 de	 la	 nave	 durante	 su	 estadía	 en	 el	 puerto	 respectivo	 y
demás	actividades	a	que	se	refiere	el	artículo	2°	de	la	ley.	Esta	información,
será	remitida	a	la	entidad	administradora	del	respectivo	puerto,	por	escrito
o	a	través	de	medios	electrónicos.
El	nombramiento	o	nombrada	de	los	trabajadores	portuarios	se	efectúa	por
cada	 empleador	 portuario,	 a	 través	 de	 personal	 de	 su	 empresa	 quien
actuará	 en	 su	 representación	 y	 nombrará	 a	 los	 trabajadores	 portuarios
designados	 para	 la	 respectiva	 jornada.	 Se	 entregará	 a	 la	 empresa
administradora	del	puerto	copia	de	la	relación	de	trabajadores	nombrados,
lo	que	podrá	hacerse	por	escrito	o	a	través	de	medios	electrónicos.
El	nombramiento,	 se	hará	conforme	a	 los	principios	de	 igualdad	de	 trato,
oportunidad	de	trabajo	y	no	discriminación.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	16.—Contratación	excepcional	de	trabajadores	no	inscritos.	Sólo
se	autorizará	la	contratación	de	trabajadores	no	inscritos	en	el	registro,	en
forma	 excepcional,	 ante	 la	 falta	 de	 trabajadores	 portuarios	 inscritos	 en	 el
Registro	de	Trabajadores	Portuarios	del	respectivo	puerto.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	17.—De	la	jornada	de	trabajo.	Las	labores	portuarias	se	realizan	en
cada	puerto	hasta	 en	 tres	 turnos	diarios.	 Para	 efecto	de	 lo	 señalado	 en	 el
artículo	11	de	la	ley,	entiéndase	como	jornada	a	cada	turno	de	trabajo	para
el	 cual	 es	 nombrado	 el	 trabajador	 portuario.	 En	 consecuencia,	 ningún
trabajador	portuario	podrá	 laborar	más	de	dos	 jornadas	consecutivas,	 sea
para	una	o	más	empresas,	ni	más	de	veintiséis	turnos	al	mes.	El	empleador
establecerá,	de	acuerdo	a	sus	necesidades	operativas,	el	inicio	y	el	término
de	cada	turno	de	trabajo.
El	 número	 máximo	 de	 horas	 ordinarias	 de	 trabajo	 que	 pueden	 ser
laboradas	 por	 un	 trabajador	 portuario	 será	 de	 48	 horas	 semanales,	 sin
perjuicio	del	 trabajo	en	horas	extras,	 conforme	a	 lo	 regulado	en	 la	Ley	N°
27671	que	modificó	el	Decreto	Legislativo	N°	854	sobre	jornada	de	trabajo,
horario	y	trabajo	en	sobretiempo	y/o	regulado	en	el	artículo	25	del	presente
reglamento.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	 18.—Control	 mensual	 de	 la	 jornada	 de	 trabajo.	 En	 cualquier
modalidad,	está	prohibido	el	nombramiento	de	un	 trabajador	cuando	éste
haya	 acumulado	 durante	 el	 mes	 correspondiente,	 veintiséis	 (26)	 turnos
laborales	efectivos,	para	cuyo	efecto	la	empresa	administradora	del	puerto
llevará	un	control	mensual.
Este	control	mensual	a	que	se	refiere	el	párrafo	anterior,	se	llevará	a	través
de	un	padrón	único	en	el	cual	deberá	consignarse	el	número	de	turnos	que
viene	laborando	cada	trabajador	en	dicho	mes.	Asimismo,	deberá	contener
el	nombre	y	número	de	documento	de	identidad	de	todos	los	trabajadores
registrados	en	el	puerto	respectivo	y	su	especialidad.
Dicho	padrón	deberá	estar	a	disposición	de	los	empleadores	portuarios	en
forma	permanente,	a	 través	de	medios	electrónicos	o	en	 forma	directa,	de
manera	 tal	 que	 puedan	 conocer	 el	 número	 de	 turnos	 que	 vienen
desempeñando	los	trabajadores	portuarios,	para	evitar	 la	nombrada	de	un
trabajador	que	supere	los	veintiséis	(26)	turnos	al	mes.	Al	final	de	cada	mes,
deberá	remitirse	a	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	copia	del	padrón.
El	incumplimiento	de	lo	dispuesto	en	este	artículo	por	parte	del	empleador,
será	sancionado	como	incumplimiento	de	obligaciones	 formales,	conforme
al	 artículo	 19	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 910,	 sus	 normas	 reglamentarias,
complementarias	y/o	sustitutorias.	A	tal	efecto,	la	Autoridad	Administrativa
de	 Trabajo,	 aplicará	 dichas	 sanciones	 en	 virtud	 de	 lo	 establecido	 en	 el
artículo	7°	del	presente	reglamento.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	19.—Vínculo	laboral.	De	acuerdo	a	 lo	señalado	en	el	artículo	2°	del
presente	 reglamento,	 concordado	 con	 los	 artículos	 11	 y	 14	 de	 la	 ley,	 la
relación	 que	 vincula	 a	 las	 partes	 es	 una	 de	 naturaleza	 indeterminada	 y
discontinua.	Dicho	contrato	constituye	un	contrato	de	trabajo	intermitente,
regulado	 por	 la	 ley,	 el	 presente	 reglamento	 y	 supletoriamente,	 por	 las
disposiciones	 relativas	 al	 contrato	 indeterminado	 señaladas	 en	 el	 Texto
Único	de	 la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral,	 aprobado	por
Decreto	 Supremo	 N°	 003-97-TR,	 y	 sus	 normas	 reglamentarias,
complementarias	 y/o	modificatorias.	 Cuando	 la	 temporalidad	 del	 servicio
así	 lo	 permita,	 las	 partes	 podrán	 celebrar	 cualquiera	 de	 los	 contratos	 de
trabajo	sujetos	a	modalidad	establecidos	en	el	régimen	general.
Por	reglamento	interno	de	trabajo,	se	regularán	las	disposiciones	relativas
a	las	normas	disciplinarias	de	la	relación	laboral	del	trabajo	portuario.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	 20.—Imposibilidad	 de	 realizar	 el	 trabajo	 por	 causas	 no
imputables	al	trabajador.	Si	una	vez	formalizada	la	nombrada,	la	ejecución
del	trabajo	no	se	llegara	a	realizar	total	o	parcialmente	por	motivos	ajenos
al	 trabajador	 y/o	 al	 empleador,	 aquél	 percibirá	 el	 íntegro	 de	 la
remuneración	por	la	jornada	establecida,	salvo	que	el	empleador	dé	aviso	al
trabajador	antes	del	inicio	de	ésta.
Ley	27866.
ART.	12.—Contenido	del	Formato	Único	de	Nombrada.	El	formato	único	es
el	documento	numerado	en	original	y	triplicado,	emitido	por	el	empleador,
en	 el	 cual	 se	 consigna	 la	 relación	 de	 los	 trabajadores	 nombrados	 para
realizar	el	trabajo	portuario	y	la	identificación	del	empleador.	El	reglamento
establecerá	la	información	que	debe	contener	este	documento.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	21.—Formato	Único	de	Nombrada.	El	Formato	Único	de	Nombrada
es	el	documento	que	acredita	la	contratación	de	personal	para	la	prestación
de	 servicios	 específicos	 en	 los	 turnos	 expresamente	 establecidos	 en	 la
misma.
Este	 documento	 lo	 extiende	 el	 empleador	 en	 original	 y	 tres	 copias,
conservando	 el	 empleador	 el	 original	 en	 el	 lugar	 de	 trabajo.	Una	 copia	 se
entregará	 a	 la	 entidad	 administradora	 del	 puerto,	 otra	 a	 la	 Autoridad
Administrativa	 de	 Trabajo	 y,	 la	 última,	 se	 proporcionará	 a	 la	 cuadrilla	 de
trabajadores	nombrados.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	22.—Contenido	del	Formato	Único	de	Nombrada.	De	conformidad
con	lo	señalado	por	el	artículo	12	de	la	ley,	el	Formato	Único	de	Nombrada
deberá	contener	la	siguiente	información:
1.	Nombre	del	trabajador	portuario;
2.	 Número	 del	 documento	 nacional	 de	 identidad	 o	 documento	 similar
vigente;
3.	Número	de	registro;
4.	Especialidad;
5.	Puerto;
6.	Día,	horario,	turno	y	jornada	de	trabajo	en	que	se	efectuarán	las	labores;
7.	Lugar	de	ejecución	de	labores;
8.	Nombre,	dirección	y	RUC	del	empleador;
9.	Nombre	y	ubicación	de	la	nave	en	puerto.
RÉGIMEN	LABORAL
Ley	27866.
ART.	13.—Régimen	laboral.	El	trabajador	portuario	se
encuentra	comprendido	en	el	régimen	laboral	de	la	actividad
privada,	correspondiéndole	todos	los	derechos	y	beneficios	en	él
establecidos,	con	las	particularidades	que	determina	la	presente
ley	y	su	reglamento.
Ley	27866.
ART.	 14.—Vínculo	 laboral.	 El	 trabajador	 portuario	 está	 vinculado	 al
empleador	 portuario	 mediante	 contrato	 de	 naturaleza	 indeterminada	 y
discontinua,	el	cual	queda	perfeccionado	con	el	nombramiento.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	 23.—Régimen	 laboral	 de	 los	 trabajadores	 portuarios.	 Los
trabajadores	portuarios	se	encuentran	comprendidos	en	el	régimen	laboral
de	la	actividad	privada,	con	la	particularidad	de	prestar	servicios	a	múltiples
empleadores.	Les	corresponde	los	derechos	y	beneficios	de	este	régimen,	así
como	los	establecidos	en	las	normas	generales	aplicables	al	régimen	laboral
de	la	actividad	privada.
Ley	27866.
ART.	 15.—Pago	 de	 remuneraciones	 y	 beneficios	 sociales.	 Los	 derechos
laborales	se	calculan	y	abonan	por	jornada	o	destajo.	Los	pagos	se	efectúan
semanalmente.
El	 reglamento	 aprobará	 el	 formato	 de	 uso	 semanal	 para	 la	 liquidación	 y
pago	de	las	remuneraciones	y	de	los	beneficios	sociales.
La	participación	de	los	trabajadores	en	las	utilidades	de	la	empresa	se	rige
por	la	ley	de	la	materia.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	24.—Forma	de	pago	de	la	remuneración	y	beneficios	sociales	de
los	trabajadores	portuarios.	De	acuerdo	a	lo	establecido	en	el	artículo	15
de	 la	 ley,	 el	 abono	de	 la	 remuneración	 y	 beneficios	 sociales	 se	 efectuarán
semanalmente	 y	 en	 forma	 cancelatoria	 de	 acuerdo	 a	 los	 siguientes
porcentajes:
-	16,67%	de	la	remuneración	diaria	por	descanso	semanal	obligatorio.
-	16,67%	de	la	remuneración	diaria	por	gratificaciones	legales.
-	8,33%	de	la	remuneración	diaria	por	CTS.
-	8,33%	de	la	remuneración	diaria	por	vacaciones.
-	La	parte	proporcional	de	la	asignación	familiar	de	acuerdo	a	ley.
La	remuneración	y	 los	beneficios	sociales	 legales	anteriormente	descritos
se	calculan	y	cancelan	sólo	por	el	tiempo	efectivamente	laborado.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	25.—Abono	de	la	jornada	de	trabajo.	Para	efectos	del	cómputo	de
los	derechos	y	beneficios	que	corresponden	a	 los	 trabajadores,	entiéndase
que	cada	 turno	efectivamente	 laborado	equivale	a	un	día	de	 trabajo.	En	el
caso	que	los	servicios	no	completen	una	jornada,	se	deberá	abonar	en	forma
proporcional	los	beneficios	sociales	que	correspondan,	de	conformidad	con
las	normas	del	régimen	laboral	de	la	actividad	privada.
En	caso	el	trabajador	labore	más	de	48	horas	semanales,	tendrá	derecho	al
pago	de	la	sobretasa	correspondiente	por	trabajo	en	sobretiempo,	conforme
a	la	Ley	N°	27671	que	modificó	el	Decreto	Legislativo	N°	854	sobre	jornada
de	 trabajo,	 horario	 y	 trabajo	 en	 sobretiempo,	 y	 a	 sus	 normas
reglamentarias.
En	 todo	 lo	 no	 regulado	 por	 el	 presente	 reglamento,	 se	 aplicarán	 las
disposiciones	del	Decreto	Supremo	N°	001-98-TR,	referido	a	las	planillas	y
boletas	de	pago	y/o	sus	normas	ampliatorias,	modificatorias	o	sustitutorias.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	 26.—	 Trabajo	 en	 día	 feriado	 y	 pago	 de	 sobretasa.	 En	 caso	 el
trabajador	labore	en	día	feriado	no	laborable,	el	empleador	deberá	abonar
una	sobretasa	del	100%	por	los	turnos	laborados	en	el	respectivo	feriado.
Ley	27866.
ART.	19.—Régimen	de	negociación.	Las	relaciones	individuales	y	colectivas
en	 materia	 laboral	 se	 regulan	 de	 conformidad	 con	 las	 normas	 laborales
vigentes.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	29.—Relaciones	de	 trabajo	y	derecho	de	huelga.	De	 acuerdo	 a	 lo
establecido	en	el	artículo	19	de	la	ley,	las	relaciones	individuales	y	colectivas
en	 materia	 laboral	 se	 regulan	 de	 conformidad	 con	 las	 normas	 laborales
vigentes.
El	derecho	de	huelga	se	ejerce	conforme	a	ley.	El	conflicto	laboral	entre	los
trabajadores	 y	 un	 empleador	 no	 deberá	 afectar	 la	 actividad	 de	 los	 demás
empleadores	portuarios,	ni	 las	actividades	portuarias	que	se	realizan	en	el
recinto	portuario.
Ley	27866.
ART.	20.—Capacitación	profesional.	La	entidad	administradora	de	puertos
promoverá	 programas	 de	 capacitación	 permanente	 en	 las	 diversas
especialidades	del	trabajo	portuario	requeridas	en	cada	puerto.
SEGURIDAD	SOCIAL
Ley	27866.
ART.	16.—Seguridad	social.	Los	trabajadores	portuarios	son
afiliados	regulares	para	la	aplicación	de	la	Ley	de	Modernización
de	la	Seguridad	Social	en	Salud,	Ley	N°	26790,	sus	normas
reglamentarias,	complementarias	o	sustitutorias.
Considerando	la	pluralidad	de	empleadores	del	trabajador
portuario	y	la	naturaleza	discontinua	de	sus	servicios,	las
prestaciones	de	salud	y	prestaciones	económicas	a	que	tienen
derecho	los	trabajadores	del	régimen	común	de	la	actividad
privada,	le	serán	otorgadas	al	trabajador	portuario	sin	exigirse	el
requisito	de	la	continuidad	laboral,	a	menos	que	hayan
transcurrido	más	de	tres	meses	sin	prestar	labor	alguna.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	 27.—Prestaciones	 de	 salud.	 Para	 el	 otorgamiento	 de	 las
prestaciones	de	salud	y	económicas	a	que	se	refiere	el	artículo	16	de	la	ley,
el	 trabajador	 portuario	 debe	 cumplir	 con	 las	 condiciones	 de	 derecho	 de
cobertura	a	que	se	refiere	la	Ley	N°	26790	y	sus	normas	complementarias.
Para	 efectos	 de	 acceder	 a	 las	 prestaciones	 a	 que	 se	 refiere	 el	 párrafo
anterior,	durante	el	período	de	los	tres	(3)	meses	a	que	se	refiere	el	citado
artículo	 16	 de	 la	 ley,	 se	 considerará	 que	 el	 trabajador	 portuario	 se
encuentra	 en	 baja	 temporal.	 Transcurrido	 dicho	 plazo	 se	 le	 considerará
cesado	 y	 con	 derecho	 de	 cobertura	 por	 desempleo,	 de	 cumplir	 con	 las
condiciones	necesarias.
Las	prestaciones	económicas	se	otorgan	desde	el	primer	día	de	incapacidad
laboral	 y	 son	 abonadas	 por	 los	 empleadores	 a	 quienes	 el	 trabajador
estuviera	 prestando	 el	 servicio	 al	 momento	 de	 la	 ocurrencia	 del	 hecho
generador	 de	 las	 prestaciones	 económicas,	 sin	 perjuicio	 de	 solicitar	 el
reembolso	de	los	subsidios	de	acuerdo	a	las	normas	generales	establecidas.
Si	 cuando	 ocurriera	 el	 hecho,	 el	 trabajador	 no	 se	 encontrara	 prestando
labor	 efectiva	 para	 ningún	 empleador,	 ESSALUD	 deberá	 asumir
directamente	el	pago	de	los	subsidios	correspondientes.	De	ser	necesaria	la
acreditación	de	 las	 aportaciones	 sociales,	 bastará	 con	 la	 sola	presentación
de	las	anteriores	boletas	de	pago	expedidas	por	los	empleadores	portuarios.
Ley	27866.
ART.	17.—Régimen	previsional.	Para	efectos	del	régimen	de
pensiones,	el	trabajador	portuario	tiene	la	calidad	de	asegurado
obligatorio	del	Sistema	Nacional	de	Pensiones	o	del	Régimen
Privado	de	Pensiones,	según	el	caso.
Ley	27866.
ART.	 18.—Actividad	 de	 riesgo.	 Considérase	 a	 la	 actividad	 del	 trabajador
portuario	 como	 actividad	 de	 riesgo,	 correspondiéndole	 como	 tal,	 los
derechos	y	beneficios	que	la	ley	determine.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	 28.—Actividad	 de	 riesgo.	 De	 conformidad	 con	 lo	 previsto	 en	 el
artículo	 18	 de	 la	 ley,	 considérese	 como	 una	 actividad	 de	 riesgo	 a	 los
servicios	realizados	por	los	trabajadores	portuarios.	Para	tales	efectos,	es	de
aplicación	 el	 artículo	 19	 de	 la	 Ley	 N°	 26790	 y	 las	 demás	 normas	 legales
sobre	la	materia.
INFRACCIONES	LABORALES
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	 30.—Infracciones	 de	 tercer	 grado.	 Se	 consideran	 infracciones	 de
tercer	 grado,	 en	 concordancia	 con	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 16	 del
Decreto	Legislativo	N°	910,	las	siguientes	conductas:
a)	No	pagar	beneficios	de	carácter	irrenunciable	a	los	trabajadores:	pago	de
las	 remuneraciones,	 sobretiempos,	 gratificaciones	 legales,	 compensación
por	tiempo	de	servicios,	vacaciones	o	asignación	familiar.
b)	No	registrar	al	trabajador	portuario	en	planillas.
c)	 Nombrar	 al	 trabajador	 en	 documento	 ajeno	 al	 formato	 único	 de
nombrada	o	hacerlo	trabajar	sin	nombramiento	vigente	de	acuerdo	al	turno
de	trabajo.
d)	 Emplear	 o	 nombrar	 a	 trabajadores	 no	 registrados	 en	 el	 registro	 de
trabajadores	portuarios.
e)	Emplear	a	trabajadores	menores	de	edad.
f)	 Contratar	 a	 un	 trabajador	 portuario	 por	 más	 de	 dos	 jornadas
consecutivas	 o	 contratar	 a	 un	 trabajador	 portuario	 por	más	 de	 veintiséis
jornadas	mensuales.
g)	Cierre	intempestivo	del	centro	de	trabajo.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	31.—Infracciones	de	segundo	grado.	Se	consideran	infracciones	de
segundo	 grado,	 en	 concordancia	 con	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 16	 del
Decreto	Legislativo	N°	910,	las	siguientes	conductas:
a)	No	contratar	el	seguro	complementario	de	trabajo	de	riesgo	a	 favor	de
los	trabajadores	portuarios	que	emplea.
b)	 Actos	 de	 obstrucción,	 inasistencia	 o	 abandono	 de	 las	 diligencias
inspectivas.
c)	Incumplir	las	obligaciones	convencionales	o	contractuales.
d)	 Nombrar	 a	 los	 trabajadores	 portuarios	 en	 un	 lugar	 distinto	 del
habilitado	 por	 la	 entidad	 administradora	 de	 puertos	 o	 el	 designado	 en
forma	común	por	los	empleadores	portuarios;	salvo	que	haya	recurrido	a	la
nombrada	electrónica	de	 los	 trabajadores	portuarios,	 conforme	el	 artículo
14	del	texto	único	ordenado.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	32.—Infracciones	de	primer	grado.	Se	 consideran	 infracciones	 de
primer	 grado,	 en	 concordancia	 con	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 16	 del
Decreto	Legislativo	N°	910,	las	siguientes	conductas:
a)	 No	 remitir	 oportunamente	 a	 la	 autoridad	 administrativa	 de	 trabajo	 la
copia	 del	 padrón	 único	 con	 el	 control	 mensual	 de	 los	 trabajadores
portuarios	(obligación	de	la	entidad	administradora	del	puerto).
b)	Permitir	 el	 acceso	de	 trabajadores	o	 registrados	y	 sin	 exhibición	de	 la
correspondiente	 nombrada,	 conforme	 el	 numeral	 9.5	 del	 presente
reglamento	(obligación	de	la	entidad	administradora	de	puerto).
c)	 Incumplir	 obligaciones	 formales	 del	 empleador,	 así	 como	 las	 demás
obligaciones	no	precisadas	anteriormente.
D.	S.	013-2004-TR.
ART.	33.—De	la	aplicación	de	las	sanciones.	Para	efectos	de	la	aplicación
de	las	sanciones	se	aplicarán	las	multas	conforme	lo	previsto	en	el	artículo
44	 del	 Decreto	 Supremo	 N°	 020-2001-TR,	 modificado	 por	 el	 Decreto
Supremo	N°	010-2004-TR.
9.	Régimen	Laboral	y	de	Seguridad	Social
de	los	Trabajadores	de	las	MYPE
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	1°.—Modificado.	Ley	30056,	Art.	11.	Objeto	de	ley.	La
presente	ley	tiene	por	objeto	establecer	el	marco	legal	para	la
promoción	de	la	competitividad,	formalización	y	el	desarrollo	de
las	micro,	pequeñas	y	medianas	empresas	(Mipyme),
estableciendo	políticas	de	alcance	general	y	la	creación	de
instrumentos	de	apoyo	y	promoción;	incentivando	la	inversión
privada,	la	producción,	el	acceso	a	los	mercados	internos	y
externos	y	otras	políticas	que	impulsen	el	emprendimiento	y
permitan	la	mejora	de	la	organización	empresarial	junto	con	el
crecimiento	sostenido	de	estas	unidades	económicas.
NOTA:	El	Decreto	Supremo	N°	007-2008-TR	aprobó	el	TUO	de	la	Ley	de	Promoción	y	Formalización
de	la	Micro	y	Pequeña	Empresa,	aprobada	mediante	el	Decreto	Legislativo	N°	1086.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 1°.—Objeto.	 El	 presente	 reglamento	 contiene	 las	 disposiciones
aplicables	a	 la	promoción	de	 la	 competitividad,	 formalización	y	desarrollo
de	 la	 micro	 y	 pequeña	 empresa	 y	 del	 acceso	 al	 empleo	 decente,	 en
concordancia	 con	 la	 ley	 y	 de	 conformidad	 con	 el	 artículo	 59	 de	 la
Constitución	Política	del	Perú.
MEDIDAS	PARA	FACILITAR	LA	INVERSIÓN,	IMPULSAR	EL
DESARROLLO	PRODUCTIVO	Y	EL	CRECIMIENTO
EMPRESARIAL
Ley	30056.
Tercera	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Régimen	de	las	micro
y	pequeñas	empresas	constituidas	antes	de	la	vigencia	de	la	presente
ley.	 Las	 empresas	 constituidas	 antes	 de	 la	 entrada	 en	 vigencia	 de	 la
presente	 ley	 se	 rigen	 por	 los	 requisitos	 de	 acogimiento	 al	 régimen	 de	 las
micro	y	pequeñas	empresas	regulados	en	el	Decreto	Legislativo	1086.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	2°.—Política	estatal.	El	Estado	promueve	un	entorno
favorable	para	la	creación,	formalización,	desarrollo	y
competitividad	de	las	MYPE	y	el	apoyo	a	los	nuevos
emprendimientos,	a	través	de	los	gobiernos	nacional,	regionales	y
locales;	y	establece	un	marco	legal	e	incentiva	la	inversión
privada,	generando	o	promoviendo	una	oferta	de	servicios
empresariales	destinados	a	mejorar	los	niveles	de	organización,
administración,	tecnificación	y	articulación	productiva	y
comercial	de	las	MYPE,	estableciendo	políticas	que	permitan	la
organización	y	asociación	empresarial	para	el	crecimiento
económico	con	empleo	sostenible.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	3°.—Lineamientos.	La	acción	del	Estado	en	materia	de
promoción	de	las	MYPE	se	orienta	con	los	siguientes	lineamientos
estratégicos:
a)	Promueve	y	desarrolla	programas	e	instrumentos	que
estimulen	la	creación,	el	desarrollo	y	la	competitividad	de	las
MYPE,	en	el	corto	y	largo	plazo	y	que	favorezcan	la	sostenibilidad
económica,	financiera	y	social	de	los	actores	involucrados.
b)	Promueve	y	facilita	la	consolidación	de	la	actividad	y	tejido
empresarial,	a	través	de	la	articulación	inter	e	intrasectorial,
regional	y	de	las	relaciones	entre	unidades	productivas	de
distintos	tamaños,	fomentando	al	mismo	tiempo	la	asociatividad
de	las	MYPE	y	la	integración	en	cadenas	productivas	y
distributivas	y	líneas	de	actividad	con	ventajas	distintivas	para	la
generación	de	empleo	y	desarrollo	socio	económico.
c)	Fomenta	el	espíritu	emprendedor	y	creativo	de	la	población	y
promueve	la	iniciativa	e	inversión	privada,	interviniendo	en
aquellas	actividades	en	las	que	resulte	necesario	complementar
las	acciones	que	lleva	a	cabo	el	sector	privado	en	apoyo	a	las
MYPE.
d)	Busca	la	eficiencia	de	la	intervención	pública,	a	través	de	la
especialización	por	actividad	económica	y	de	la	coordinación	y
concertación	interinstitucional.
e)	Difunde	la	información	y	datos	estadísticos	con	que	cuenta	el
Estado	y	que	gestionada	de	manera	pública	o	privada	representa
un	elemento	de	promoción,	competitividad	y	conocimiento	de	la
realidad	de	las	MYPE.
f)	Prioriza	el	uso	de	los	recursos	destinados	para	la	promoción,
financiamiento	y	formalización	de	las	MYPE	organizadas	en
consorcios,	conglomerados	o	asociaciones.
g)	Propicia	el	acceso,	en	condiciones	de	equidad	de	género	de	los
hombres	y	mujeres	que	conducen	o	laboran	en	las	MYPE,	a	las
oportunidades	que	ofrecen	los	programas	de	servicios	de
promoción,	formalización	y	desarrollo.
h)	Promueve	la	participación	de	los	actores	locales
representativos	de	la	correspondiente	actividad	productiva	de	las
MYPE,	en	la	implementación	de	políticas	e	instrumentos,
buscando	la	convergencia	de	instrumentos	y	acciones	en	los
espacios	regionales	y	locales	o	en	las	cadenas	productivas	y
distributivas.
i)	Promueve	la	asociatividad	y	agremiación	empresarial,	como
estrategia	de	fortalecimiento	de	las	MYPE.
j)	Prioriza	y	garantiza	el	acceso	de	las	MYPE	a	mecanismos
eficientes	de	protección	de	los	derechos	de	propiedad	intelectual.
k)	Promueve	el	aporte	de	la	cooperación	técnica	de	los
organismos	internacionales,	orientada	al	desarrollo	y	crecimiento
de	las	MYPE.
I)	Promueve	la	prestación	de	servicios	empresariales	por	parte
de	las	universidades,	a	través	de	incentivos	en	las	diferentes
etapas	de	los	proyectos	de	inversión,	estudios	de	factibilidad	y
mecanismos	de	facilitación	para	su	puesta	en	marcha.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	4°.—Definición	de	la	micro	y	pequeña	empresa.	La	micro
y	pequeña	empresa	es	la	unidad	económica	constituida	por	una
persona	natural	o	jurídica,	bajo	cualquier	forma	de	organización	o
gestión	empresarial	contemplada	en	la	legislación	vigente,	que
tiene	como	objeto	desarrollar	actividades	de	extracción,
transformación,	producción,	comercialización	de	bienes	o
prestación	de	servicios.
Cuando	en	esta	ley	se	hace	mención	a	la	sigla	MYPE,	se	está
refiriendo	a	las	micro	y	pequeñas	empresas.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	5°.—Modificado.	Ley	30056,	Art.	11.	Características	de
las	micro,	pequeñas	y	medianas	empresas.	Las	micro,
pequeñas	y	medianas	empresas	deben	ubicarse	en	alguna	de	las
siguientes	categorías	empresariales,	establecidas	en	función	de
sus	niveles	de	ventas	anuales:
•	Microempresa:	ventas	anuales	hasta	el	monto	máximo	de	150
Unidades	Impositivas	Tributarias	(UIT).
•	Pequeña	empresa:	ventas	anuales	superiores	a	150	UIT	y
hasta	el	monto	máximo	de	1700	Unidades	Impositivas	Tributarias
(UIT).
•	Mediana	empresa:	ventas	anuales	superiores	a	1700	UIT	y
hasta	el	monto	máximo	de	2300	UIT.
El	incremento	en	el	monto	máximo	de	ventas	anuales	señalado
para	la	micro,	pequeña	y	mediana	empresa	podrá	ser
determinado	por	decreto	supremo	refrendado	por	el	Ministro	de
Economía	y	Finanzas	y	el	Ministro	de	la	Producción	cada	dos	(2)
años.
Las	entidades	públicas	y	privadas	promoverán	la	uniformidad	de
los	criterios	de	medición	a	fin	de	construir	una	base	de	datos
homogénea	que	permita	dar	coherencia	al	diseño	y	aplicación	de
las	políticas	públicas	de	promoción	y	formalización	del	sector.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	2°.—Características	de	la	MYPE.	Las	características	establecidas	en
el	artículo	5°	de	la	ley	definen,	según	corresponda,	a	una	microempresa	o	a
una	pequeña	empresa,	sin	perjuicio	de	los	regímenes	laborales	o	tributarios
que	les	resulten	aplicables	por	ley.
El	 número	 de	 trabajadores	 establecido	 en	 el	 artículo	 5°	 de	 la	 ley	 se
computa	de	acuerdo	a	las	reglas	siguientes:
1.	Se	suma	el	número	de	trabajadores	contratados	en	cada	uno	de	los	doce
(12)	meses	anteriores	al	momento	en	que	la	MYPE	se	registra,	y	el	resultado
se	divide	entre	doce	(12).
2.	Se	considera	trabajador	a	todo	aquel	cuya	prestación	sea	de	naturaleza
laboral,	 independientemente	de	 la	duración	de	su	 jornada	o	el	plazo	de	su
contrato.	Para	la	determinación	de	la	naturaleza	laboral	de	la	prestación	se
aplica	el	principio	de	primacía	de	la	realidad.
3.	De	existir	disconformidad	entre	el	número	de	 trabajadores	 registrados
en	 la	 planilla	 y	 en	 las	 declaraciones	 presentadas	 por	 el	 empleador	 al
Registro	 Nacional	 de	 Micro	 y	 Pequeña	 Empresa-Remype	 y	 el	 número
verificado	por	la	inspección	laboral,	se	tendrá	como	válido	éste	último.
4.	 El	 conductor	 de	 la	 microempresa	 no	 será	 considerado	 para	 efecto	 de
establecer	el	número	máximo	de	trabajadores.
A	efectos	de	la	ley	y	del	presente	reglamento,	se	entiende	por	conductor:
1.	 A	 la	 persona	 natural	 que	 dirige	 una	 microempresa	 que	 no	 se	 ha
constituido	 como	 persona	 jurídica	 y	 que	 cuenta	 con,	 al	 menos,	 un	 (1)
trabajador;	y,
2.	 A	 la	 persona	 natural	 que	 es	 titular	 de	 una	 microempresa	 constituida
como	una	empresa	individual	de	responsabilidad	limitada	y	que	cuenta	con,
al	menos,	un	(1)	trabajador.
Para	 los	 fines	 del	 artículo	 5°	 de	 la	 ley,	 entiéndase	 por	 niveles	 de	 ventas
anuales	lo	siguiente:
1.	 Los	 ingresos	 netos	 anuales	 gravados	 con	 el	 Impuesto	 a	 la	 Renta	 que
resultan	de	la	sumatoria	de	los	montos	de	tales	ingresos	consignados	en	las
declaraciones	 juradas	mensuales	 de	 los	 pagos	 a	 cuenta	 del	 Impuesto	 a	 la
Renta,	 tratándose	de	contribuyentes	comprendidos	en	el	Régimen	General
del	Impuesto	a	la	Renta.
2.	Los	 ingresos	netos	anuales	que	resultan	de	 la	sumatoria	de	 los	montos
de	 tales	 ingresos	 consignados	 en	 las	 declaraciones	 juradas	mensuales	 del
Régimen	Especial	del	Impuesto	a	la	Renta,	tratándose	de	contribuyentes	de
este	régimen.
3.	Los	ingresos	brutos	anuales	que	resultan	de	la	sumatoria	de	los	montos
de	 tales	 ingresos	 consignados	 en	 las	 declaraciones	 juradas	mensuales	 del
Nuevo	RUS,	tratándose	de	contribuyentes	de	este	régimen.
En	 caso	 el	 contribuyente	 o	 la	 Sunat	 variara	 los	 ingresos	 inicialmente
declarados,	 determinándose	 mayores	 ingresos,	 se	 considerarán	 estos
últimos.
Se	considerarán	las	ventas	de	los	doce	(12)	meses	anteriores	al	momento
en	que	la	MYPE	se	registra	y	la	UIT	correspondiente	al	año	respectivo.
(...).
En	 el	 caso	 de	 reorganización	 de	 sociedades,	 para	 efectos	 de	 adquirir	 la
condición	de	micro	o	pequeña	empresa,	la	empresa	que	hubiera	absorbido	a
otra	 considerará	 las	 ventas	 de	 la	 empresa	 absorbida,	 sin	 perjuicio	 de
cumplir	con	el	requisito	referido	al	número	de	trabajadores.
Se	 entenderá	 que	 inician	 actividades	 aquellas	 empresas	 nuevas
constituidas	como	consecuencia	de	una	reorganización	de	sociedades.
NOTA:	El	D.	S.	024-2009-Produce	en	su	artículo	2°	dispone	derogar	el	antepenúltimo	párrafo	del
artículo	2°	del	D.	S.	008-2008-TR.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 3°.—Plazo	 para	 determinar	 el	 monto	 del	 incremento.	 El
incremento	 en	 el	 monto	 máximo	 de	 ventas	 anuales	 establecido	 para	 la
pequeña	empresa	en	el	artículo	5°	de	 la	 ley	será	determinado	por	decreto
supremo	refrendado	por	el	Ministro	de	Economía	y	Finanzas	cada	dos	 (2)
años	 y	 no	 será	 menor	 a	 la	 variación	 porcentual	 acumulada	 de	 Producto
Bruto	Interno	-	PBI	nominal	durante	el	referido	período.
El	 plazo	mencionado	 en	 el	 párrafo	 anterior	 se	 computa	 a	 partir	 del	 1	 de
enero	del	2009.	El	decreto	supremo	refrendado	por	el	Ministro	de	Economía
y	Finanzas,	a	través	del	cual	se	incremente	el	monto	máximo	de	ventas	para
definir	a	una	pequeña	empresa,	se	emitirá	en	el	primer	trimestre	del	año	en
que	corresponda.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 4°.—Grupo	 económico	 y	 vinculación	 económica.	 Se	 considera
como	grupo	económico	al	conjunto	de	empresas,	cualquiera	sea	su	actividad
u	objeto	social,	que	están	sujetas	al	control	de	una	misma	persona	natural	o
jurídica	o	de	un	mismo	conjunto	de	personas	naturales	o	jurídicas.
Configurado	el	grupo	económico,	éste	 se	mantendrá	mientras	 continúe	el
control	a	que	se	refiere	el	párrafo	anterior.
Se	 considera	 que	 dos	 (2)	 o	 más	 empresas	 tienen	 vinculación	 económica
cuando:
1.	Una	persona	natural	o	jurídica	posea	más	de	treinta	por	ciento	(30%)	del
capital	 de	 otra	 persona	 jurídica,	 directamente	 o	 por	 intermedio	 de	 un
tercero.
2.	Más	del	treinta	por	ciento	(30%)	del	capital	de	dos	(2)	o	más	personas
jurídicas	pertenezca	a	una	misma	persona	natural	o	jurídica,	directamente	o
por	intermedio	de	un	tercero.
3.	En	cualquiera	de	los	casos	anteriores,	cuando	la	indicada	proporción	del
capital	pertenezca	a	cónyuges	o	convivientes	entre	sí	o	a	personas	naturales
vinculadas	hasta	el	segundo	grado	de	consanguinidad	o	afinidad.
4.	 El	 capital	 de	 dos	 (2)	 o	más	 personas	 jurídicas	 pertenezca	 en	más	 del
treinta	por	ciento	(30%)	a	socios	comunes	a	éstas.
5.	Cuando	 las	personas	naturales	 titulares	de	negocios	unipersonales	 son
cónyuges,	 convivientes	 o	 parientes	 hasta	 el	 segundo	 grado	 de
consanguinidad	 o	 afinidad	 y	 cuenten	 con	 más	 del	 veinticinco	 por	 ciento
(25%)	de	trabajadores	en	común.
6.	 Las	 personas	 jurídicas	 o	 entidades	 cuenten	 con	 uno	 o	más	 directores,
gerentes,	administradores	u	otros	directivos	comunes,	que	tengan	poder	de
decisión	 en	 los	 acuerdos	 financieros,	 operativos	 o	 comerciales	 que	 se
adopten.
7.	 Una	 empresa	 no	 domiciliada	 tenga	 uno	 o	 más	 establecimientos
permanentes	en	el	país,	en	cuyo	caso	existirá	vinculación	entre	la	empresa
no	 domiciliada	 y	 cada	 uno	 de	 sus	 establecimientos	 permanentes	 y	 entre
todos	ellos	entre	sí.
8.	Una	empresa	venda	a	una	misma	empresa	o	a	empresas	vinculadas	entre
sí,	el	ochenta	por	ciento	(80%)	o	más	de	sus	ventas.
9.	Una	misma	garantía	respalde	las	obligaciones	de	dos	empresas,	o	cuando
más	del	cincuenta	por	ciento	(50%)	de	las	de	una	de	ellas	son	garantizadas
por	la	otra,	y	esta	otra	no	es	empresa	del	sistema	financiero.
10.	Más	del	cincuenta	por	ciento	(50%)	de	las	obligaciones	de	una	persona
jurídica	sean	acreencias	de	 la	otra,	y	esta	otra	no	sea	empresa	del	sistema
financiero.
La	vinculación	quedará	configurada	cuando	se	produzca	la	causal	y	regirá
mientras	ésta	subsista.
Los	 supuestos	 de	 vinculación	 señalados	 anteriormente	 no	 operarán	 con
empresas	pertenecientes	a	la	actividad	empresarial	del	Estado.
En	 caso	 el	 MTPE	 determine	 la	 existencia	 de	 un	 grupo	 económico	 o
vinculación	 económica	 entre	micro	 y	 pequeñas	 empresas,	 excluirá	 dichas
empresas	de	los	alcances	de	la	ley	cuando	corresponda.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	6°.—Acceso	a	la	formalización.	El	Estado	fomenta	la
formalización	de	las	MYPE	a	través	de	la	simplificación	de	los
diversos	procedimientos	de	registro,	supervisión,	inspección	y
verificación	posterior.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	7°.—Personería	jurídica.	Para	acogerse	a	la	presente	ley,
la	microempresa	no	necesita	constituirse	como	persona	jurídica,
pudiendo	ser	conducida	directamente	por	su	propietario	persona
individual.	Podrá,	sin	embargo,	adoptar	voluntariamente	la	forma
de	empresa	individual	de	responsabilidad	limitada,	o	cualquiera
de	las	formas	societarias	previstas	por	la	ley.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 5°.—Modificado.	 D.	 S.	 001-2011-Produce,	 Art.	 1°.	 Personería
jurídica	 y	 constitución.	 La	 microempresa	 no	 necesita	 constituirse	 como
persona	 jurídica,	pudiendo	ser	 conducida	directamente	por	 su	propietario
persona	 individual.	Podrá,	 sin	embargo,	adoptar	voluntariamente	 la	 forma
de	 Empresa	 Individual	 de	 Responsabilidad	 Limitada,	 o	 cualquiera	 de	 las
formas	asociativas	o	societarias	previstas	por	ley,	incluidas	las	cooperativas
y	otras	modalidades	autogestionarias.
Para	 constituirse	 como	 persona	 jurídica	 y	 acceder	 a	 los	 beneficios	 que
dispone	 el	 artículo	 9°	 de	 la	 ley,	 las	 MYPE	 no	 requieren	 del	 pago	 del
porcentaje	 mínimo	 del	 capital	 suscrito.	 Para	 ello,	 será	 suficiente	 que	 los
socios,	 accionistas,	 participacionistas	 o	 la	 persona	 individual	 declaren	 su
voluntad	 de	 operar	 como	 una	 MYPE	 al	 momento	 del	 otorgamiento	 de	 la
escritura	 pública	 de	 constitución.	 Dicha	 declaración	 no	 constituye	 a	 la
unidad	 económica	 como	 MYPE,	 lo	 cual	 se	 realiza	 de	 conformidad	 con	 el
artículo	64	del	reglamento
Si	 al	 momento	 de	 la	 constitución	 se	 declara	 no	 haber	 pagado	 el	 capital
suscrito,	 deberá	 consignarse	 en	 el	 pacto	 social	 la	 oportunidad	 y	 las
condiciones	del	pago	total.	Cuando	se	efectúen	aportes	dinerarios,	el	monto
que	 figura	 como	 pagado	 será	 acreditado	 con	 una	 declaración	 jurada	 del
gerente,	administrador	y/o	titular	gerente	de	la	MYPE,	sin	mayor	exigencia
o	requisito	adicional	sobre	ello	para	la	constitución	de	la	persona	jurídica.
Las	 declaraciones	 mencionadas	 en	 el	 presente	 artículo	 deberán
consignarse	en	la	escritura	pública	de	constitución.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	8°.—Constitución	de	empresas	en	línea.	Las	entidades
estatales	y,	en	especial,	la	Presidencia	del	Consejo	de	Ministros	-
PCM,	el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	-	MTPE,	la
Superintendencia	Nacional	de	Administración	Tributaria	-	Sunat,
la	Superintendencia	Nacional	de	Registros	Públicos	-	Sunarp,	y	el
Registro	Nacional	de	Identificación	y	Estado	Civil	-	Reniec,
implementarán	un	sistema	de	constitución	de	empresas	en	líneas
que	permita	que	el	trámite	concluya	en	un	plazo	no	mayor	de	72
horas.	La	implementación	será	progresiva,	según	lo	permitan	las
condiciones	técnicas	en	cada	localidad.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	6°.—Constitución	de	empresas	en	línea.	Las	entidades	del	Estado,
en	 particular,	 PCM,	 MTPE,	 Sunat,	 Sunarp	 y	 Reniec	 implementarán	 un
sistema	 de	 constitución	 de	 empresas	 en	 línea	 que	 permita	 que	 el	 trámite
concluya	en	un	plazo	no	mayor	de	setenta	y	dos	(72)	horas.
El	 sistema	 de	 constitución	 de	 empresas	 en	 línea	 se	 implementará
progresivamente	 a	 través	 de	 ventanillas	 únicas	 ubicadas	 en	 notarías,
cámaras	de	comercio,	municipios	y	lugares	dispuestos	por	el	MTPE,	según	lo
permitan	las	condiciones	técnicas	de	cada	localidad.
El	MTPE,	mediante	 resolución	ministerial,	 establecerá	 los	procedimientos
para	la	implementación	de	este	sistema.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	9°.—Sustituido.	Ley	29566,	Artículo	3°.	Simplificación
de	trámites	y	régimen	de	ventanilla	única.	Las	MYPE	que	se
constituyan	como	persona	jurídica	lo	realizan	mediante	escritura
pública	sin	exigir	la	presentación	de	la	minuta,	conforme	a	lo
establecido	en	el	inciso	i)	del	artículo	58	del	Decreto	Legislativo
Núm.	1049.
Para	constituirse	como	persona	jurídica,	las	MYPE	no	requieren
del	pago	de	un	porcentaje	mínimo	de	capital	suscrito.	En	caso	de
efectuarse	aportes	dinerarios	al	momento	de	la	constitución	como
persona	jurídica,	el	monto	que	figura	como	pagado	será
acreditado	con	una	declaración	jurada	del	gerente	de	la	MYPE,	lo
que	quedará	consignado	en	la	respectiva	escritura	pública.
El	Codemype	para	la	formalización	de	las	MYPE	promueve	la
reducción	de	los	costos	registrales	y	notariales	ante	la	Sunarp	y
colegios	de	notarios.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	10.—Rol	del	Estado.	El	Estado	fomenta	el	desarrollo
integral	y	facilita	el	acceso	a	los	servicios	empresariales	y	a	los
nuevos	emprendimientos,	con	el	fin	de	crear	un	entorno	favorable
a	su	competitividad,	promoviendo	la	conformación	de	mercados
de	servicios	financieros	y	no	financieros,	de	calidad,
descentralizado	y	pertinente	a	las	necesidades	y	potencialidades
de	las	MYPE.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	7°.—Registro	de	 la	micro	y	pequeña	empresa.	Para	acceder	a	 los
beneficios	de	la	ley,	la	MYPE	deberá	tener	el	certificado	de	inscripción	o	de
reinscripción	 vigente	 en	 el	 Remype,	 de	 acuerdo	 con	 lo	 establecido	 en	 el
Titulo	VIII	del	presente	reglamento.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 64.—Modificado.	 D.	 S.	 024-2009-Produce,	 Art.	 1°.	Del	 Registro
Nacional	de	la	Micro	y	Pequeña	Empresa.	El	Remype,	a	cargo	del	MTPE,
tiene	por	finalidad:
1.	 Acreditar	 que	 una	 unidad	 económica	 califica	 como	 micro	 o	 pequeña
empresa	de	acuerdo	a	las	características	establecidas	en	los	artículos	4°	y	5°
de	la	ley;
2.	Autorizar	el	acogimiento	de	la	micro	y	pequeña	empresa	a	los	beneficios
que	le	correspondan	conforme	a	la	ley	y	el	presente	reglamento;	y,
3.	 Registrar	 a	 las	 micro	 y	 pequeñas	 empresas	 y	 dar	 publicidad	 de	 su
condición	de	tales.
La	acreditación	de	una	empresa	como	Mype	se	realiza	sobre	la	base	de	 la
información	del	monto	de	ventas	anuales	y	el	número	total	de	trabajadores
declarados	ante	la	Sunat.	Dicha	información	es	proporcionada	al	Remype	en
una	 frecuencia	 no	 mayor	 a	 siete	 (7)	 días	 calendario	 por	 la	 Sunat,	 sin
vulnerar	 la	 reserva	 tributaria.	 El	MTPE	 transfiere	 la	 información	 validada
del	Remype	al	Ministerio	de	la	Producción	en	un	plazo	no	mayor	a	siete	(7)
días	calendario.
Acreditada	 la	 condición	 de	 Mype,	 el	 acogimiento	 al	 régimen	 laboral
especial	de	la	Ley	Mype	es	automático.
El	 registro	 en	 el	 Remype	 no	 otorga	 a	 la	 Mype	 un	 número	 de	 registro
distinto	al	RUC,	siendo	éste	el	único	aplicable.
Mediante	 resoluciones	 del	 MTPE	 se	 establecerán	 los	 procedimientos	 de
inscripción,	reinscripción,	acreditación	y	actualización	de	la	información	por
parte	de	las	Mype,	así	como	de	la	publicación	en	el	portal	institucional	de	la
información	del	Remype.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	65.—Modificado.	D.	S.	024-2009-Produce,	Art.	1°.	Requisitos.	Las
Mype	se	registran	en	el	Remype	presentando:
1.	Solicitud	de	registro,	según	formato	del	Remype;	y
2.	Número	del	RUC
La	Mype	que	solicita	su	inscripción	y	recién	inicia	su	actividad	económica	o
no	cuenta	con	trabajadores	contratados	podrá	registrarse	transitoriamente
en	 el	 Remype,	 contando	 con	 un	 plazo	 de	 quince	 (15)	 días	 calendario,
contados	a	partir	del	día	siguiente	de	la	fecha	de	registro,	para	contratar	y
registrar	a	sus	trabajadores	en	el	Remype	bajo	el	régimen	 laboral	especial
establecido	 en	 la	 ley	 o	 el	 régimen	 laboral	 general	 o	 el	 que	 corresponda,	 a
efectos	 de	 contar	 con	 el	 registro	 definitivo.	 Vencido	 dicho	 plazo	 sin
presentar	la	información	no	procederá	el	registro	definitivo.
El	 MTPE	 verificará	 la	 correcta	 aplicación	 de	 los	 regímenes	 laborales
aplicables	a	las	Mype.
Para	 acogerse	 al	 régimen	 laboral	 de	 la	 microempresa,	 las	 juntas	 o
asociaciones	 o	 agrupaciones	 de	 propietarios	 o	 inquilinos	 en	 régimen	 de
propiedad	 horizontal	 o	 condominio	 habitacional	 deben	 solicitar	 su
inscripción	en	el	Remype,	para	lo	cual	deben	presentar:
1.	Solicitud	suscrita	por	el	presidente	de	la	 junta,	asociación	o	agrupación
de	propietarios	o	inquilinos,	según	corresponda,	adjuntando	copia	del	libro
de	actas	donde	conste	su	elección;
2.	 Relación	 de	 los	 trabajadores	 que	 les	 prestan	 servicios	 en	 común	 de
vigilancia,	limpieza,	reparación,	mantenimiento	y	similares,	con	copia	de	su
DNI	vigente	y	actualizado;	y,
3.	Planilla.
Las	 juntas	 o	 asociaciones	 o	 agrupaciones	de	propietarios	 o	 inquilinos	 les
resulta	 aplicable	 lo	 establecido	 para	 las	 Mype	 en	 el	 presente	 artículo
respecto	al	registro	transitorio.
MEDIDAS	PARA	FACILITAR	LA	INVERSIÓN,	IMPULSAR	EL
DESARROLLO	PRODUCTIVO	Y	EL	CRECIMIENTO
EMPRESARIAL
Ley	30056.
ART.	 65.—Sétima	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Adecuación	 y
administración	del	Remype.	La	administración	del	Registro	Nacional	de	la
Micro	 y	 Pequeña	 Empresa	 (Remype),	 creado	 mediante	 Decreto	 Supremo
008-2008-TR,	 es	 asumida	 por	 la	 Sunat	 a	 los	 ciento	 ochenta	 (180)	 días
calendario	posteriores	a	la	publicación	del	reglamento	de	la	presente	ley.	La
Sunat	 establece	 la	 forma,	 plazo	 y	 condiciones	 para	 la	 transferencia,
implementación,	inscripción	y	administración	del	citado	registro.
Las	 empresas	 inscritas	 en	 el	 Remype	 son	 trasladadas	 al	 Remype
administrado	por	Sunat,	considerándose	inscritas	en	dicho	registro,	siempre
que	cumplan	con	los	requisitos	señalados	en	los	artículos	4°	y	5°	del	Texto
Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Impulso	 al	 Desarrollo	 Productivo	 y	 al
Crecimiento	Empresarial.
La	 Sunat,	 en	 el	 plazo	 de	 ciento	 ochenta	 (180)	 días	 posteriores	 a	 la
publicación	de	la	presente	ley,	publica	el	listado	de	empresas	inscritas	en	el
Remype	que	no	cumplan	con	los	requisitos	para	trasladarse	a	este	registro.
Dichas	 empresas	 cuentan	 con	 un	 plazo	 de	 sesenta	 (60)	 días,	 contados	 a
partir	 del	 día	 siguiente	 de	 la	 publicación	 del	 listado	 de	 empresas,	 para
adecuarse	a	los	requisitos	del	nuevo	registro.	Vencido	el	plazo	anterior	sin
que	las	empresas	se	hayan	adecuado,	 la	Sunat	las	da	por	no	inscritas	en	el
Remype.
NOTA:	La	Ley	N°	30056	se	publicó	el	02	de	julio	del	2013.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 66.—Vigencia	 de	 la	 información.	 Sunat	 remitirá	mensualmente	 al
Remype	la	información	sobre	el	rango	de	ingresos	mensuales	en	el	cual	se
ubica	 la	 unidad	 económica	 inscrita	 en	 el	 Remype	 y	 el	 número	 de
trabajadores	de	ésta	declarados	(sic)	ante	la	Sunat.
El	reporte	de	 las	empresas,	con	su	respectivo	RUC,	contendrá	 la	siguiente
información:
1.	Rango	de	ingresos	mensuales:
a.	Primer	rango:	hasta	150	UIT.
b.	 Segundo	 rango:	 más	 de	 150	 UIT	 y	 hasta	 el	 tope	 máximo	 de	 ventas
anuales	vigente	para	la	pequeña	empresa.
c.	 Tercer	 rango:	más	 del	 tope	máximo	 de	 ventas	 anuales	 vigente	 para	 la
pequeña	empresa.
2.	 Número	 de	 trabajadores	 sobre	 la	 base	 de	 las	 declaraciones	 realizadas
por	las	empresas	a	través	del	Formulario	402	y	el	PDT	601,	o	el	instrumento
que	los	sustituya.
El	 reporte	 no	 incluirá	 el	 monto	 de	 ingresos	 mensuales	 declarados	 por
empresa.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	67.—Rectificación	de	las	declaraciones	ante	Sunat.	La	rectificación
de	las	declaraciones	que	realicen	las	empresas	inscritas	en	el	Remype	sobre
su	nivel	de	ventas	anuales	o	el	número	total	de	sus	trabajadores	ante	Sunat,
no	limitará:
1.	El	derecho	de	terceros	respecto	al	cumplimiento	de	 las	obligaciones	de
dichas	empresas	con	relación	al	régimen	laboral	que	le	corresponde,	y
2.	De	ser	el	caso,	el	derecho	de	los	trabajadores	del	goce	de	los	beneficios	y
derechos	del	régimen	laboral	que	le	corresponde.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	68.—Modificado.	D.	S.	024-2009-Produce,	Art.	1°.	Cambios	en	el
Remype.	Cuando	la	microempresa	deja	de	cumplir	por	dos	meses	sucesivos
con	 la	cancelación	del	aporte	mensual	al	SIS	o	sea	calificada	como	morosa
por	 el	 SIS	 de	 acuerdo	 al	 procedimiento	 de	 cobranza	 referido	 en	 el	 último
párrafo	 del	 artículo	 44	 del	 presente	 reglamento,	 en	 el	 registro	 de	 la
microempresa	 del	 Remype	 se	 consignará	 como	 observación	 “no	 pagó	 al
SIS”.	El	levantamiento	de	la	observación	se	realizará	dentro	de	los	siete	(7)
días	 siguientes	 a	 que	 la	 microempresa	 cumpla	 con	 pagar	 las	 deudas
pendientes.
El	registro	de	la	Mype	en	el	Remype	es	cancelado	en	los	siguientes	casos:
1.	 Cumplido	 el	 plazo	 establecido	 en	 el	 primer	 párrafo	 del	 artículo	 32	del
presente	 reglamento,	 cuando	 la	 pequeña	 empresa	 pasa	 a	 la	 categoría	 de
mediana	empresa.
2.	Por	falsedad,	fraude	o	falsificación	de	datos	presentados	por	las	Mype.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 69.—Mecanismos	 de	 coordinación.	 El	 Remype	 reportará
mensualmente	a	la	Sunat,	al	SIS	y	a	la	ONP	la	relación	de	MYPE	que	se	hayan
registrado	o	salido	del	sistema.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 70.—Publicidad	 y	 acceso	 al	 Remype.	 El	 MTPE	 implementará	 el
acceso	al	Remype	en	el	portal	institucional	del	sector	(www.mintra.gob.pe),
que	 brindará	 la	 información	 de	 las	 empresas	 acreditadas	 como	 MYPE	 y
acogidas	al	régimen	laboral	especial,	así	como	de	los	períodos	anuales	en	los
cuales	 hubiera	 cumplido	 con	 los	 requisitos	 y	 parámetros	 para	 acceder	 al
Remype.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	71.—Sanciones.	El	MTPE,	en	coordinación	con	Sunat,	establecerá	el
procedimiento	para	el	reporte	de	los	casos	presuntos	de	falsedad,	fraude	o
falsificación	de	datos	presentados	por	las	empresas	fiscalizadas.
En	caso	de	fraude	o	falsedad	a	efecto	de	acceder	a	los	beneficios	de	la	ley,
se	aplicarán	las	sanciones	previstas	en	el	numeral	32.3	del	artículo	32	de	la
Ley	N°	27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General.	Sin	perjuicio
de	ello,	en	el	caso	de	contrataciones	del	Estado,	así	como	de	la	comisión	de
infracciones	tributarias,	se	aplicarán	las	sanciones	previstas	en	la	legislación
de	la	materia.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	11.—Instrumentos	de	promoción.	Los	instrumentos	de
promoción	para	el	desarrollo	y	la	competitividad	de	las	MYPE	y	de
los	nuevos	emprendimientos	con	capacidad	innovadora	son:
a)	Los	mecanismos	de	acceso	a	los	servicios	de	desarrollo
empresarial	y	aquellos	que	promueven	el	desarrollo	de	los
mercados	de	servicios.
b)	Los	mecanismos	de	acceso	a	los	servicios	financieros	y
aquellos	que	promueven	el	desarrollo	de	dichos	servicios.
c)	Los	mecanismos	que	faciliten	y	promueven	el	acceso	a	los
mercados,	y	a	la	información	y	estadísticas	referidas	a	la	MYPE.
d)	Los	mecanismos	que	faciliten	y	promueven	la	inversión	en
investigación,	desarrollo	e	innovación	tecnológica,	así	como	la
creación	de	la	MYPE	innovadora.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 8°.—Instrumentos	 de	 promoción	 empresarial.	 Los	 instrumentos
de	promoción	para	el	desarrollo	empresarial	a	que	se	refiere	el	artículo	11
de	la	ley	deben	orientarse	a	mejorar	la	productividad	y	competitividad	de	la
MYPE,	 tanto	 en	 el	 mercado	 interno	 como	 externo,	 evitando	 que	 éstas
introduzcan	distorsiones	en	el	mercado.
El	Estado	apoya	la	iniciativa	privada	que	ejecuta	acciones	de	capacitación,
asesoría,	asistencia	técnica	y	desarrollo	de	incubadoras	de	empresas	para	la
promoción	de	las	MYPE.
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ART.	9°.—Incubadoras	de	empresas.	El	Estado,	en	el	marco	de	promoción
de	las	incubadoras	de	empresas,	cumple	los	siguientes	roles	principales:
1.	 Define	 políticas	 y	 normas	 para	 el	 fomento	 y	 desarrollo	 de	 las
incubadoras	de	empresas.
2.	 Promueve	 la	 participación	 del	 sector	 privado	 en	 los	 procesos	 de
incubación	de	empresas.
3.	 Genera	 un	 entorno	 favorable	 para	 el	 desarrollo	 de	 actividades
empresariales.
4.	 Fomenta	 y	 articula	 acciones	 orientadas	 al	 incremento	 de	 la	 calidad,
innovación,	 tecnología,	 productividad	 y	 competitividad	 empresarial,
aumentando	y	diversificando	el	empleo	a	partir	de	la	promoción	de	nuevas
iniciativas	empresariales.
5.	 Promueve	 el	 acceso	 a	 recursos	 disponibles	 para	 la	 gestión	 inicial,
operatividad	 y	 consolidación	 de	 las	 MYPE	 vinculadas	 a	 procesos	 de
incubación	de	empresas.
6.	Genera,	procesa	y	difunde	información	sobre	procesos	de	incubación.
7.	Articula,	orienta	y	sistematiza	experiencias	de	incubadoras	de	empresas
en	el	país.
8.	 Celebra	 convenios	 nacionales	 e	 internacionales	 para	 la	 promoción,
desarrollo	 e	 inserción	 en	 los	 mercados	 de	 las	 empresas	 incubadas,	 en	 el
marco	de	sus	competencias.
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ART.	12.—Oferta	de	servicios	de	capacitación	y	asistencia
técnica.	El	Estado	promueve,	a	través	de	la	Codemype	y	de	sus
programas	y	proyectos,	la	oferta	y	demanda	de	servicios	y
acciones	de	capacitación	y	asistencia	técnica	en	las	materias	de
prioridad	establecidas	en	el	plan	y	programas	estratégicos	de
promoción	y	formalización	para	la	competitividad	y	desarrollo	de
las	MYPE,	así	como	los	mecanismos	para	atenderlos.
Los	programas	de	capacitación	y	de	asistencia	técnica	están
orientados	prioritariamente	a:
a)	La	creación	de	empresas.
b)	La	organización	y	asociatividad	empresarial.
c)	La	gestión	empresarial.
d)	La	producción	y	productividad.
e)	La	comercialización	y	mercadotecnia.
f)	El	financiamiento.
g)	Las	actividades	económicas	estratégicas.
h)	Los	aspectos	legales	y	tributarios.
Los	programas	de	capacitación	y	asistencia	técnica	deberán	estar
referidos	a	indicadores	aprobados	por	el	Codemype	que	incluyan
niveles	mínimos	de	cobertura,	periodicidad,	contenido,	calidad	e
impacto	en	la	productividad.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	10.—Oferta	y	demanda	de	servicios	de	capacitación.	Codemype	y
los	 programas	 especializados	 a	 cargo	 del	 Estado	 promueven	 la	 oferta	 y
demanda	 de	 servicios	 de	 capacitación	 y	 asistencia	 técnica	 en	 las	materias
priorizadas	 en	 el	 artículo	 12	 de	 la	 ley,	 y	 establecen	 los	 lineamientos	 y
estándares	mínimos	para	mejorar	los	servicios	de	capacitación	y	asistencia
técnica	de	las	MYPE	y	de	los	nuevos	emprendimientos.
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ART.	13.—Acceso	de	las	microempresas	a	los	beneficios	del
Fondo	de	Investigación	y	Desarrollo	para	la	Competitividad.
Incorpórese	como	beneficiarios	de	la	Ley	N°	29152,	ley	que
establece	la	implementación	y	el	funcionamiento	del	Fondo	de
Investigación	y	Desarrollo	para	la	Competitividad	-	Fidecom,	a	las
microempresas.
Parte	de	los	recursos	del	Fidecom	se	asignan	preferentemente	al
financiamiento	de	programas	de	capacitación	de	los	trabajadores
y	de	los	conductores	de	las	microempresas	que	fortalezcan	su
capacidad	de	generación	de	conocimientos	tecnológicos	para	la
innovación	en	procesos,	productos,	servicios	y	otros,	en	áreas
específicas	relacionadas	con	este	tipo	de	empresas.
Los	programas	de	capacitación	son	administrados	por	entidades
académicas	elegidas	por	concurso	público,	cuyo	objetivo
prioritario	será	el	desarrollo	de	las	capacidades	productivas	y	de
gestión	empresarial	de	las	microempresas.
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ART.	14.—Modificado.	Ley	30056,	Art.	11.	Promoción	de	la
iniciativa	privada.	El	Estado	apoya	e	incentiva	la	iniciativa
privada	que	ejecuta	acciones	de	capacitación	y	asistencia	técnica
de	las	micro,	pequeñas	y	medianas	empresas.
El	reglamento	de	la	presente	ley	establece	las	medidas
promocionales	en	beneficio	de	las	instituciones	privadas	que
brinden	capacitación,	asistencia	técnica,	servicios	de
investigación,	asesoría	y	consultoría,	entre	otros,	a	las	micro,
pequeñas	y	medianas	empresas.
El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	en
coordinación	con	el	Ministerio	de	la	Producción	y	el	sector
privado,	identifica	las	necesidades	de	capacitación	laboral	de	la
micro,	pequeña	y	mediana	empresa,	las	que	son	cubiertas
mediante	programas	de	capacitación	a	licitarse	a	las	instituciones
de	formación	pública	o	privada.	Los	programas	de	capacitación
deben	estar	basados	en	la	normalización	de	las	ocupaciones
laborales	desarrolladas	por	el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción
del	Empleo,	en	coordinación	con	el	Ministerio	de	la	Producción.
Mediante	decreto	supremo,	refrendado	por	el	Ministro	de	Trabajo
y	Promoción	del	Empleo	y	el	Ministro	de	la	Producción,	se
establecen	los	criterios	de	selección	de	las	instituciones	de
formación	y	los	procedimientos	de	normalización	de	ocupaciones
laborales	y	de	certificación	de	los	trabajadores.
El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	coordina	con	el
Ministerio	de	Educación	para	el	reconocimiento	de	las	entidades
especializadas	en	formación	y	capacitación	laboral	como
entidades	educativas.
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ART.	 11.—Promoción	 de	 la	 iniciativa	 privada.	 Las	 medidas	 de
promoción	en	beneficio	de	las	instituciones	privadas	que	brinden	servicios
de	 capacitación	 y	 asistencia	 técnica	 a	 las	 MYPE,	 de	 conformidad	 con	 el
artículo	anterior,	serán,	entre	otras,	las	siguientes:
1.	Formación	y	acreditación	de	consultores	y	capacitadores.
2.	Certificación	de	buenas	prácticas.
3.	 Promoción	 de	 la	 especialización	 de	 la	 oferta	 de	 servicio	 de	 desarrollo
empresarial,	 de	 acuerdo	 a	 los	 grupos	 meta,	 recursos	 económicos	 y
potencialidad	de	la	región.
4.	Transferencia	de	metodologías.
5.	 Programas	 de	 voluntariado	 por	 intermedio	 de	 cooperantes
internacionales.
El	MTPE	aprobará	las	directivas	necesarias	para	la	mejor	aplicación	de	las
medidas	de	promoción	indicadas	en	el	párrafo	anterior.
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ART.	15.—Acceso	voluntario	al	Senati.	Las	MYPE	que
pertenecen	al	sector	industrial	manufacturero	o	que	realicen
servicios	de	instalación,	reparación	y	mantenimiento	y	que	no
están	obligadas	al	pago	de	la	contribución	al	Senati	quedan
comprendidas	a	su	solicitud,	en	los	alcances	de	la	Ley	N°	26272,
Ley	del	Servicio	Nacional	de	Adiestramiento	del	Trabajo
Industrial	(Senati),	siempre	y	cuando	contribuyan	con	el	pago	de
acuerdo	a	la	escala	establecida	por	el	Consejo	Nacional	del	Senati.
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ART.	16.—Mecanismos	de	facilitación.	Se	establece	como
mecanismos	de	facilitación	y	promoción	de	acceso	a	los	mercados:
la	asociatividad	empresarial,	las	compras	estatales,	la
comercialización,	la	promoción	de	exportaciones	y	la	información
sobre	las	MYPE.
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ART.	17.—Asociatividad	empresarial.	Las	MYPE,	sin	perjuicio
de	las	formas	societarias	previstas	en	las	leyes	sobre	la	materia,
pueden	asociarse	para	tener	un	mayor	acceso	al	mercado	privado
y	a	las	compras	estatales.
Todos	los	beneficios	y	medidas	de	promoción	para	que	las	MYPE
participen	en	las	compras	estatales	incluye	a	los	consorcios	que
sean	establecidos	entre	las	MYPE.
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ART.	 12.—Asociatividad	 empresarial.	 Las	 MYPE,	 sin	 perjuicio	 de	 las
formas	 societarias	 previstas	 en	 la	 normativa	 vigente,	 pueden	 asociarse	 o
celebrar	 contratos	 asociativos	 para	 lograr	 un	 mejor	 acceso	 al	 mercado
privado	y	a	las	compras	estatales.
Los	beneficios	y	medidas	de	promoción	para	que	 las	MYPE	participen	en
las	compras	estatales	alcanzan	a	los	consorcios	que	sean	establecidos	entre
ellas.
La	 conformación	 de	 consorcios	 o	 la	 adopción	 de	 cualquier	 modalidad
asociativa	 empresarial	 no	 acarrean	 la	 pérdida	 de	 la	 condición	 de	 MYPE,
siempre	 que	 no	 se	 incurra	 en	 los	 supuestos	 de	 grupo	 económico	 o
vinculación	económica	previstos	en	el	artículo	4°,	según	corresponda.
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ART.	18.—Fomento	de	la	asociatividad,	clusters	y	cadenas	de
exportación.	El	acceso	a	los	programas	y	medidas	de	fomento	al
desarrollo	empresarial	será	articulado	de	modo	de	priorizar	a
aquellas	empresas	que	se	agrupen	en	unidades	asociativas	o
clusters	o	se	inserten	en	procesos	de	subcontratación	o	cadenas
productivas	de	exportación.
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ART.	 13.—Fomento	 de	 la	 asociatividad,	 clusters	 y	 cadenas	 de
exportación.	Las	MYPE	que	estén	inscritas	en	el	Remype	y	que	se	agrupen
en	 unidades	 asociativas	 o	 clusters	 o	 se	 inserten	 en	 procesos	 de
subcontratación	 o	 cadenas	 productivas	 de	 exportación	 podrán	 tener
prioridad	para	el	acceso	a	programas	y	medidas	de	fomento	del	Estado.
En	dichos	programas	se	promoverán	las	buenas	prácticas	de	asociatividad,
clusters	 y	 cadenas	 de	 exportación,	 en	 particular	 en	 lo	 relativo	 a	 la
articulación	 interinstitucional,	 difusión	 de	 información,	 acceso	 a	 servicios
financieros	y	al	desarrollo	empresarial.	Asimismo,	se	desarrollará	un	marco
jurídico	adecuado	a	partir	de	las	mejores	prácticas	asociativas.
El	MTPE,	 con	 el	 apoyo	 del	Mincetur,	 promoverá	 programas	 de	 apertura,
consolidación	y	diversificación	de	mercados	internacionales.
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ART.	19.—Comercialización.	El	Estado,	los	gobiernos	regionales
y	locales,	a	través	de	los	sectores,	instituciones	y	organismos	que
lo	conforman,	apoyan	y	facilitan	la	iniciativa	privada	en	la
promoción,	organización	y	realización	de	eventos	feriales	y
exposiciones	internacionales,	nacionales,	regionales	y	locales,
periódicas	y	anuales.
La	presente	disposición	se	aplica	sin	perjuicio	del	cumplimiento
de	la	normatividad	vigente	en	materia	de	autorización	de	ferias	y
exposiciones	internacionales,	nacionales,	regionales	o	locales.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	20.—Promoción	de	las	exportaciones.	El	Estado
promueve	el	crecimiento,	diversificación	y	consolidación	de	las
exportaciones	directas	e	indirectas	de	la	MYPE,	con	énfasis	en	las
regiones,	implementando	estrategias	de	desarrollo	de	mercados	y
de	oferta	exportable,	así	como	de	fomento	a	la	mejora	de	la
gestión	empresarial,	en	coordinación	con	otras	instituciones
públicas	y	privadas.
El	Ministerio	de	Comercio	Exterior	y	Turismo	promueve
programas	intensivos	de	apertura,	consolidación	y	diversificación
de	mercados	internacionales.
El	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores	promueve	alianzas
estratégicas	entre	la	MYPE	con	los	peruanos	residentes	en	el
extranjero,	para	crear	un	sistema	de	intermediación	que	articule
la	oferta	de	este	sector	empresarial	con	los	mercados
internacionales.
El	Ministerio	de	Comercio	Exterior	y	Turismo	genera,	mantiene
actualizado	y	difunde	información	sobre	oportunidades	de
exportación	y	acceso	a	los	mercados	del	exterior,	que	incluye
demandas,	directorios	de	importadores,	condiciones	arancelarias,
normas	técnicas,	proceso	de	exportación	y	otra	información
pertinente.
El	Ministerio	de	Comercio	Exterior	y	Turismo	ejecuta	planes
estratégicos	por	sectores,	mercados	y	regiones,	priorizando	el
desarrollo	de	cadenas	exportadoras	con	participación	de	las
MYPE,	en	concordancia	con	el	inciso	a)	del	artículo	76	de	la
presente	norma.
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ART.	 14.—Promoción	 de	 las	 exportaciones.	 El	MTPE,	 con	 el	 apoyo	 del
Ministerio	 de	 Relaciones	 Exteriores,	 Mincetur,	 el	 Ministerio	 de	 la
Producción,	 la	 Asociación	 de	 Exportadores	 del	 Perú	 -	 ADEX	 y	 otras
instituciones	 privadas,	 difunde	 información	 actualizada	 sobre	 las
oportunidades	de	exportación	para	las	MYPE.
Asimismo,	 la	 Dirección	 Nacional	 de	 Descentralización	 de	 Comercio	 y
Cultura	 Exportadora	 del	 Mincetur	 proporciona	 información	 actualizada
sobre	 las	 oportunidades	 de	 exportación	 para	 las	 MYPE	 ubicadas	 en
provincias	y	regiones,	que	sea	generada	por	ella	misma	y	por	 los	distintos
órganos	 del	 Gobierno	 Nacional	 a	 cargo	 de	 recabarla,	 incluyéndose
especialmente	a	la	Comisión	de	Promoción	del	Perú	para	la	Exportación	y	el
Turismo	-	Promperu.
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ART.	21.—Compras	estatales.	Las	MYPE	participan	en	las
contrataciones	y	adquisiciones	del	Estado,	de	acuerdo	a	la
normatividad	correspondiente.
El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	facilita	el
acceso	de	las	MYPE	a	las	contrataciones	del	Estado.	En	las
contrataciones	y	adquisiciones	de	bienes	y	servicios,	así	como	en
la	ejecución	y	consultoría	de	obras,	las	entidades	del	Estado
prefieren	a	los	ofertados	por	las	MYPE,	siempre	que	cumplan	con
las	especificaciones	técnicas	requeridas.	En	los	contratos	de
suministro	periódico	de	bienes,	prestación	de	servicios	de
ejecución	periódica,	ejecución	y	consultoría	de	obras	que	celebren
las	MYPE,	estas	podrán	optar,	como	sistema	alternativo	a	la
obligación	de	presentar	la	garantía	de	fiel	cumplimiento,	por	la
retención	de	parte	de	las	entidades	de	un	diez	por	ciento	(10%)
del	monto	total	del	contrato.
La	retención	de	dicho	monto	se	efectuará	de	forma	prorrateada,
durante	la	primera	mitad	del	número	total	de	pagos	a	realizarse,
con	cargo	a	ser	devuelto	a	la	finalización	del	mismo.
En	el	caso	de	los	contratos	para	la	ejecución	de	obras,	tal
beneficio	sólo	será	procedente	cuando:
1)	Por	el	monto,	el	contrato	a	suscribirse	corresponda	a	un
proceso	de	selección	de	adjudicación	de	menor	cuantía,	a	una
adjudicación	directa	selectiva	o	a	una	adjudicación	directa
pública;
2)	El	plazo	de	ejecución	de	la	obra	sea	igual	o	mayor	a	sesenta
(60)	días	calendario;	y,
3)	El	pago	a	favor	del	contratista	considere,	cuando	menos,	dos
(2)	valorizaciones	periódicas	en	función	del	avance	de	la	obra.
Sin	perjuicio	de	la	conservación	definitiva	de	los	montos
referidos,	el	incumplimiento	injustificado	por	parte	de	los
contratistas	beneficiados	con	la	presente	disposición,	que	motive
la	resolución	del	contrato,	dará	lugar	a	la	inhabilitación	temporal
para	contratar	con	el	Estado	por	un	período	no	menor	de	un	(1)
año	ni	mayor	de	dos	(2)	años.
Los	procesos	de	selección	se	pueden	llevar	a	cabo	por	etapas,
tramos,	paquetes	o	lotes.	La	buena	pro	por	cada	etapa,	tramo,
paquete	o	lote	se	podrá	otorgar	a	las	MYPE	distintas	y	no
vinculadas	económicamente	entre	sí,	lo	que	no	significará	un
cambio	en	la	modalidad	del	proceso	de	selección.	Asimismo,	las
instituciones	del	Estado	deben	programar	no	menos	del	cuarenta
por	ciento	(40%)	de	sus	contrataciones	para	ser	atendidas	por	las
MYPE	en	aquellos	bienes	y	servicios	que	éstas	puedan
suministrar.
Se	dará	preferencia	a	las	MYPE	regionales	y	locales	del	lugar
donde	se	realicen	las	compras	o	se	ejecuten	las	obras	estatales.
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ART.	16.—Compras	estatales.	Las	MYPE	participan	en	 las	contrataciones
del	Estado	de	acuerdo	con	la	normativa	vigente.
Las	 entidades	 del	 Estado	 deberán	 programar	 no	menos	 del	 cuarenta	 por
ciento	(40%)	de	sus	contrataciones	para	que	sean	atendidas	por	las	MYPE.
En	 las	 contrataciones	 de	 bienes	 y	 servicios,	 las	 entidades	 del	 Estado
prefieren	 a	 las	 de	 las	 MYPE	 cuando	 cumplan	 con	 las	 especificaciones
técnicas	 establecidas	 en	 las	 bases	 de	 los	 procesos	 de	 contratación	 y	 sean
ofertados	en	condiciones	similares	de	calidad,	oportunidad	y	precio.
Igualmente,	 se	 dará	 preferencia	 a	 las	 MYPE	 de	 la	 región	 o	 localidad	 del
lugar	 donde	 se	 realicen	 las	 compras	 estatales,	 respecto	 de	 los	 bienes	 y
servicios	que	puedan	ser	suministrados	por	 las	MYPE	regionales	o	 locales,
siempre	que	 cumplan	 con	 las	 especificaciones	 técnicas	 establecidas	 en	 las
bases	y	 sean	ofertados	en	condiciones	similares	de	calidad,	oportunidad	y
precio.
Como	 sistema	 alternativo	 a	 la	 obligación	 de	 presentar	 la	 garantía	 de	 fiel
cumplimiento,	en	caso	de	suministro	periódico	de	bienes	o	de	prestación	de
servicios	de	ejecución	periódica,	así	como	en	los	contratos	de	consultoría	y
ejecución	de	obras,	 las	MYPE	podrán	optar	por	que,	por	concepto	de	dicha
garantía,	la	entidad	retenga	el	diez	por	ciento	(10%)	del	monto	del	contrato
original.	 Para	 estos	 efectos,	 la	 retención	 de	 dicho	 monto	 se	 efectuará
durante	la	primera	mitad	del	número	total	de	pagos	a	realizarse,	de	forma
prorrateada	 en	 cada	 pago,	 con	 cargo	 a	 ser	 devuelta	 a	 la	 finalización	 del
mismo.
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ART.	 17.—Rol	 del	 MTPE	 y	 obligatoriedad	 de	 reportar	 las	 compras
estatales	 a	 las	 MYPE.	 El	 MTPE	 promueve	 el	 acceso	 de	 las	 MYPE	 a	 las
compras	del	Estado.	Para	tal	efecto,	tendrá	acceso	permanente	a	la	base	de
datos	 de	 los	 planes	 anuales	 de	 contratación	 registrados	 en	 el	 Sistema
Electrónico	de	Adquisiciones	y	Contrataciones	del	Estado	 -	SEACE	para	su
análisis	y	difusión	entre	MYPE,	así	como	a	la	información	de	los	procesos	de
selección	registrados	en	dicho	sistema	para	su	difusión	entre	 las	MYPE.	El
MTPE,	a	través	de	MI	Empresa,	difundirá	esta	información	a	las	MYPE	para
facilitar	su	acceso	a	las	compras.
Asimismo,	el	MTPE	facilita	el	acceso	de	las	MYPE	a	las	compras	del	Estado	a
través	 de	 mecanismos	 de	 articulación	 de	 la	 demanda	 y	 oferta	 de	 bienes,
servicios	 y	 obras	 previstas	 en	 la	 legislación	 de	 la	materia;	 así	 como	 de	 la
promoción	 para	 la	 conformación	 de	 consorcios	 y	 programas	 de
subcontratación.
El	 Consejo	 Superior	 de	 Adquisiciones	 y	 Contrataciones	 del	 Estado	 -
Consucode	o	la	entidad	que	lo	sustituya	remitirá	mensualmente	al	MTPE	un
reporte	 sobre	 las	 contrataciones	 realizadas	por	 las	entidades	del	Estado	a
las	 MYPE,	 indicando	 el	 proveedor,	 tipo	 de	 bien	 y	 el	 monto	 de	 la
contratación.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 18.—Calificación	 de	 las	 MYPE.	 Para	 acceder	 a	 los	 beneficios
previstos	en	el	presente	capítulo,	 las	MYPE	deberán	tener	registro	vigente
en	el	Remype.
El	MTPE	habilitará	una	opción	de	consultas	en	línea	para	que	las	entidades
del	Estado	puedan	verificar,	 antes	del	 otorgamiento	de	 la	 buena	pro,	 si	 el
participante	o	postor	cuenta	con	inscripción	vigente	en	el	Remype.
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ART.	22.—Información,	estadísticas	y	base	de	datos.	El
Instituto	Nacional	de	Estadística	e	Informática	-	INEI	mantiene
actualizado	el	Sistema	Nacional	de	Estadística	e	Informática	sobre
la	MYPE,	facilitando	a	los	integrantes	del	sistema	y	a	los	usuarios
el	acceso	a	la	información	estadística	y	bases	de	datos	obtenidas.
El	INEI	promueve	las	iniciativas	públicas	y	privadas	dirigidas	a
procesar	y	difundir	dicha	información,	de	conformidad	con	la
Resolución	Jefatural	N°	063-98-INEI,	de	la	Comisión	Técnica
lnterinstitucional	de	Estadística	de	la	Pequeña	y	Microempresa.
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ART.	23.—Acceso	a	información	comparativa	internacional
sobre	las	mejores	prácticas	en	políticas	de	promoción	para
las	MYPE.	Un	grupo	de	trabajo	interinstitucional,	cuya
composición	será	fijada	por	el	reglamento,	asumirá	la
responsabilidad	de	monitorear	en	forma	permanente	y	actualizar
el	conocimiento	sobre	las	mejores	prácticas	y	las	experiencias
internacionales	más	relevantes	en	materia	de	política	para	las
MYPE.
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ART.	15.—Acceso	 a	 información	 comparativa	 internacional	 sobre	 las
mejores	prácticas	en	políticas	de	promoción	para	las	MYPE.	El	grupo	de
trabajo	interinstitucional	a	que	se	refiere	el	artículo	23	de	la	ley	se	integra
por:
-	Un	representante	del	MTPE,	quien	lo	coordinará
-	Un	representante	del	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores.
-	Un	representante	del	MEF.
-	Un	representante	del	Ministerio	de	Agricultura.
-	Un	representante	del	Mincetur.
-	Un	representante	del	Ministerio	de	la	Producción.
-	Un	representante	del	Consejo	Nacional	de	la	Competitividad.
Este	 grupo	de	 trabajo	 adoptará	 su	 reglamento	 interno,	un	plan	operativo
anual	y	la	forma	de	organización	más	adecuada	para	el	logro	de	sus	fines,	y
tendrá	 reuniones	 ordinarias	 una	 vez	 al	mes,	 y	 extraordinarias	 cuando	 las
circunstancias	 así	 lo	 exijan.	 Tiene	 capacidad	 para	 vincularse	 con
instituciones	y	organismos	internacionales	relacionados	con	la	promoción	y
las	políticas	MYPE.	Debe	emitir	obligatoriamente	reportes	semestrales	a	 la
PCM,	al	Codemype	y	a	las	entidades	que	lo	conforman.
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ART.	24.—Modernización	tecnológica.	El	Estado	impulsa	la
modernización	tecnológica	del	tejido	empresarial	de	las	MYPE	y	el
desarrollo	del	mercado	de	servicios	tecnológicos	como	elementos
de	soporte	de	un	sistema	nacional	de	innovación	continua.
El	Consejo	Nacional	de	Ciencia	y	Tecnología	–Concytec–
promueve,	articula	y	operativiza	la	investigación	e	innovación
tecnológica	entre	las	universidades	y	centros	de	investigación	con
las	MYPE.
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ART.	 19.—Modernización	 tecnológica.	 La	 promoción,	 articulación	 y
puesta	 en	 operación	 de	 las	 actividades	 e	 iniciativas	 de	 investigación	 e
innovación	 tecnológica	 entre	 las	 universidades,	 centros	de	 investigación	 y
otras	instituciones	públicas	y	privadas	con	las	MYPE,	será	coordinado	por	el
MTPE	 con	 el	 Ministerio	 de	 Producción,	 Concytec	 y	 otros	 organismos
vinculados	al	desarrollo	de	la	modernización	tecnológica	de	estas	unidades
tecnológicas.
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ART.	25.—Servicios	tecnológicos.	El	Estado	promueve	la
inversión	en	investigación,	desarrollo	e	innovación	tecnológica,
así	como	la	inversión	en	formación	y	entrenamiento	de	sus
recursos	humanos,	orientadas	a	dar	igualdad	de	oportunidades	de
acceso	a	la	tecnología	y	el	conocimiento,	con	el	fin	de	incrementar
la	productividad,	la	mejora	de	la	calidad	de	los	procesos
productivos	y	productos,	la	integración	de	las	cadenas
productivas	inter	e	intrasectoriales	y	en	general	a	la
competitividad	de	los	productos	y	las	líneas	de	actividad	con
ventajas	distintivas.	Para	ello,	también	promueve	la	vinculación
entre	las	universidades	y	centros	de	investigación	con	las	MYPE.
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ART.	26.—Oferta	de	servicios	tecnológicos.	El	Estado
promueve	la	oferta	de	servicios	tecnológicos	orientada	a	la
demanda	de	las	MYPE,	como	soporte	a	las	empresas,	facilitando	el
acceso	a	fondos	específicos	de	financiamiento	o	cofinanciamiento,
a	centros	de	innovación	tecnológica	o	de	desarrollo	empresarial,	a
centros	de	información	u	otros	mecanismos	o	instrumentos,	que
incluye	la	investigación,	el	diseño,	la	información,	la	capacitación,
la	asistencia	técnica,	la	asesoría	y	la	consultoría	empresarial,	los
servicios	de	laboratorio	necesarios	y	las	pruebas	piloto.
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ART.	 20.—Oferta	 de	 servicios	 tecnológicos.	 El	 Estado,	 a	 través	 del
Ministerio	 de	 la	 Producción,	 promueve	 una	 red	 de	 centros	 de	 innovación
tecnológica	 por	 cadenas	 productivas,	 públicos	 y	 privados,	 que	 tienen	 por
función	principal	brindar	servicios	tecnológicos	que	contribuyan	a	la	mejora
de	 la	 competitividad	 de	 las	 MYPE,	 a	 través	 de	 la	 capacitación,	 asesoría,
investigación,	 innovación,	 mejora	 en	 los	 procesos	 de	 producción,	 diseño,
control	de	calidad	y	acceso	a	información	especializada.
Están	 comprendidos	 en	 la	 oferta	 de	 servicios	 tecnológicos	 los	 centros	 de
desarrollo	empresarial,	los	centros	de	información	y	otros	mecanismos	que
cumplan	con	lo	establecido	en	el	artículo	26	de	la	ley.
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ART.	27.—Acceso	al	financiamiento.	El	Estado	promueve	el
acceso	de	las	MYPE	al	mercado	financiero	y	al	mercado	de
capitales,	fomentando	la	expansión,	solidez	y	descentralización	de
dichos	mercados.
El	Estado	promueve	el	fortalecimiento	de	las	instituciones	de
microfinanzas	supervisadas	por	la	Superintendencia	de	Banca	y
Seguros	y	Administradoras	de	Fondos	de	Pensiones	-	SBS.
Asimismo,	promueve	la	incorporación	al	sistema	financiero	de	las
entidades	no	reguladas	que	proveen	servicios	financieros	a	las
MYPE.
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ART.	28.—Participación	de	las	entidades	financieras	del
Estado.	La	Corporación	Financiera	de	Desarrollo	-	Cofide,	el
Banco	de	la	Nación	y	el	Banco	Agrario	promueven	y	articulan
integralmente	a	través	de	los	intermediarios	financieros	el
financiamiento	a	las	MYPE,	diversificando,	descentralizando	e
incrementando	la	cobertura	de	la	oferta	de	servicios	de	los
mercados	financieros	y	de	capitales.
Son	intermediarios	financieros	elegibles	para	utilizar	los
recursos	de	las	entidades	financieras	del	Estado	para	el
financiamiento	a	las	MYPE,	los	considerados	en	la	Ley	N°	26702,
Ley	General	del	Sistema	Financiero	y	del	Sistema	de	Seguros	y
Orgánica	de	la	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros	y
Administradoras	de	Fondos	de	Pensiones	y	sus	modificatorias.
Complementariamente,	se	podrá	otorgar	facilidades	financieras	a
las	instituciones	de	microfinanzas	no	reguladas.	El	reglamento
contemplará	medidas	y	acciones	específicas	al	respecto.
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ART.	21.—Participación	de	las	entidades	financieras	del	Estado.	Cofide,
el	Banco	de	la	Nación	y	el	Banco	Agrario	suscriben	los	convenios	y	contratos
necesarios	con	los	intermediarios	del	mercado	financiero	y	de	capitales,	con
el	 fin	 de	 canalizar	 los	 recursos	 obtenidos	 de	 fondos	 gestionados	 ante
diferentes	fuentes	y	fondos	en	fideicomiso,	así	como	los	provenientes	de	la
cooperación	técnica	internacional,	hacia	las	MYPE.
La	participación	de	Cofide	y	el	Banco	de	la	Nación	se	efectúa	en	el	marco	de
lo	 dispuesto	 por	 el	 artículo	 28	 de	 la	 ley.	 Cofide	 y	 el	 Banco	 de	 la	 Nación
podrán	diseñar	nuevas	tecnologías	de	intermediación	financiera	a	favor	de
la	MYPE.	Las	 tecnologías	y	productos	 financieros	desarrollados	por	Cofide
se	extenderán,	a	través	de	 los	 intermediarios	financieros,	preferentemente
de	 las	empresas	dedicadas	a	 las	microfinanzas,	a	 las	MYPE.	La	supervisión
de	 los	 créditos	 y	 la	 asistencia	 técnica	 directa	 formará	 parte	 de	 la
metodología	de	financiamiento	que	diseñe	Cofide,	con	el	fin	de	garantizar	la
aplicación	de	dicha	tecnología.
En	 el	 marco	 de	 los	 convenios	 suscritos	 con	 organismos	 bilaterales	 o
multilaterales	de	 cooperación	 técnica	 o	 financiera	 internacional,	 el	 Estado
podrá	organizar	y	gestionar	programas	de	financiamiento	de	segundo	piso
mediante	convenios	de	fideicomiso	con	la	participación	de	Cofide,	para	ser
canalizados	 a	 través	 de	 instituciones	 financieras	 que	 cuenten	 con
programas	de	servicios	financieros	de	primer	piso.
Adicionalmente,	 Cofide	 tendrá	 las	 siguientes	 funciones	de	 intermediación
financiera:
1.	 Destinará	 un	 porcentaje	 de	 los	 recursos	 financieros	 que	 gestione	 y
obtenga	de	 las	 diferentes	 fuentes	 para	 el	 financiamiento	 de	 la	MYPE	para
incrementar	 el	 Fondo	 Múltiple	 de	 Cobertura	 MYPE,	 siempre	 que	 los
términos	 en	 que	 les	 son	 entregados	 los	 recursos	 se	 lo	 permitan,	 para
facilitar	 el	 acceso	 de	 estas	 empresas	 a	 los	 mercados	 financieros	 y	 de
capitales,	 a	 la	 participación	 en	 contrataciones	 públicas	 y	 a	 otras
instituciones.
2.	Promoverá	la	creación	de	programas	de	seguro	de	crédito	a	favor	de	la
MYPE.
3.	Complementariamente,	 Cofide	podrá	negociar	 líneas	de	 financiamiento
para	la	MYPE,	a	ser	intermediadas	por	las	empresas	del	sistema	financiero	o
por	entidades	no	supervisadas	a	través	de	convenios	de	fideicomiso.
Con	 respecto	 al	 Banco	 de	 la	 Nación,	 éste	 podrá	 suscribir	 convenios	 y
contratos	con	 instituciones	de	microfinanzas	no	supervisadas	por	 la	SBS	y
asociaciones	privadas	no	 financieras	de	apoyo	a	 la	MYPE,	 a	 efectos	que	el
primero	brinde	servicios	de	compartir	 locales	y	 cualquier	otro	servicio	de
ventanilla	 que	 beneficie	 el	 desarrollo	 de	 la	 MYPE.	 Corresponde	 a	 esta
institución	al	determinar	si	procede	o	no	la	suscripción	de	dichos	convenios
y	 contratos,	 aplicando	 las	 normas	 internas	 y	 criterios	 que	 para	 tal	 efecto
establezca.
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ART.	 22.—Fortalecimiento	 de	 las	 empresas	 dedicadas	 a	 las
microfinanzas.	El	Estado	promueve	el	acceso	al	crédito	a	la	MYPE	a	través
de	las	empresas	del	sistema	financiero,	especialmente	de	aquellas	dedicadas
a	las	microfinanzas,	en	el	marco	de	la	Ley	N°	26702,	Ley	General	del	Sistema
Financiero	y	del	Sistema	de	Seguros	y	Orgánica	de	 la	Superintendencia	de
Banca	 y	 Seguros,	 sus	 normas	 modificatorias	 y	 el	 Decreto	 Legislativo	 N°
1028,	Ley	que	modifica	la	Ley	General	del	Sistema	Financiero	y	del	Sistema
de	Seguros	y	Orgánica	de	la	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros.
Asimismo,	 el	 Estado	 promueve	 la	 incorporación	 de	 las	 instituciones	 de
microfinanzas	 no	 supervisadas	 por	 la	 SBS	 al	 ámbito	 regulatorio	 de	 ésta,
mediante	 la	 adopción,	 por	 parte	 de	 estas	 instituciones,	 de	 mecanismos	 o
criterios	 de	 autorregulación	 y	 programas	 de	 fortalecimiento	 patrimonial
que	faciliten	su	formalización	como	entidades	supervisadas.	La	SBS	definirá
los	 parámetros	 prudenciales	 y	 otros	 requisitos	 necesarios	 para	 que	 las
instituciones	de	microfinanzas	no	supervisadas	puedan	incorporarse	como
empresas	del	sistema	financiero.
El	 Estado	 promueve	 el	 desarrollo	 de	 fondos	 de	 experimentación	 para	 el
diseño	y	puesta	en	marcha	de	nuevos	productos	financieros	experimentales,
tales	como	asociaciones	de	créditos	y	sociedades	de	garantía	recíprocas.
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ART.	29.—Funciones	de	Cofide	en	la	gestión	de	negocios
MYPE.	La	Corporación	Financiera	de	Desarrollo	-	Cofide,	en	el
marco	de	la	presente	ley,	ejercerá	las	siguientes	funciones:
a)	Diseñar	metodologías	para	el	desarrollo	de	productos
financieros	y	tecnologías	que	faciliten	la	intermediación	a	favor	de
las	MYPE,	sobre	la	base	de	un	proceso	de	estandarización
productiva	y	financiera,	posibilitando	la	reducción	de	los	costos
unitarios	de	la	gestión	financiera	y	generando	economías	de
escala	de	conformidad	con	lo	establecido	en	el	numeral	44	del
artículo	221	de	la	Ley	N°	26702	y	sus	modificatorias.
b)	Predeterminar	la	viabilidad	financiera	desde	el	diseño	de	los
productos	financieros	estandarizados,	los	que	deben	estar
adecuados	a	los	mercados	y	ser	compatibles	con	la	necesidad	de
financiamiento	de	cada	actividad	productiva	y	de	conformidad
con	la	normatividad	vigente.
c)	Implementar	un	sistema	de	calificación	de	riesgos	para	los
productos	financieros	que	diseñen	en	coordinación	con	la	SBS.
d)	Gestionar	la	obtención	de	recursos	y	canalizarlos	a	las
empresas	de	operaciones	múltiples	consideradas	en	la	Ley	N°
26702	-	Ley	General	del	Sistema	Financiero,	para	que	destinen
dichos	recursos	financieros	a	las	MYPE.
e)	Colaborar	con	la	SBS	en	el	diseño	de	mecanismos	de	control	de
gestión	de	los	intermediarios.
f)	Coordinar	y	hacer	el	seguimiento	de	las	actividades
relacionadas	con	los	servicios	prestados	por	las	entidades
privadas	facilitadoras	de	negocios,	promotores	de	inversión,
asesores	y	consultores	de	las	MYPE,	que	no	se	encuentren
reguladas	o	supervisadas	por	la	SBS	o	por	la	Comisión	Nacional
Supervisora	de	Empresas	y	Valores	-	Conasev,	para	efectos	del
mejor	funcionamiento	integral	del	sistema	de	financiamiento	y	la
optimización	del	uso	de	los	recursos.
Cofide	adopta	las	medidas	técnicas,	legales	y	administrativas
necesarias	para	fortalecer	su	rol	de	fomento	en	beneficio	de	las
MYPE	para	establecer	las	normas	y	procedimientos	relacionados
con	el	proceso	de	estandarización	de	productos	financieros
destinados	a	los	clientes	potenciales	y	de	conformidad	con	la
normatividad	vigente.
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ART.	 23.—Funciones	 de	 Cofide	 en	 la	 gestión	 de	 negocios	 MYPE.	 Las
funciones	de	Cofide	en	la	gestión	de	negocios	MYPE	son	las	siguientes:
1.	Crear	un	 registro,	 certificar,	 coordinar	y	 efectuar	el	 seguimiento	de	 las
actividades	 relacionadas	 con	 los	 servicios	 prestados	 por	 las	 entidades
privadas	 facilitadoras	 de	 negocios,	 promotores	 de	 inversión,	 asesores	 y
consultores	de	la	MYPE,	que	no	se	encuentren	reguladas	o	supervisadas	por
la	SBS	o	por	la	Conasev,	para	el	mejor	funcionamiento	integral	del	sistema
de	financiamiento	y	la	optimización	del	uso	de	los	recursos.
2.	Diseñar	 e	 implementar	 la	metodología	para	 el	desarrollo	de	productos
financieros	y	tecnología	que	facilite	la	intermediación	a	favor	de	la	MYPE,	la
cual	 incluirá	 la	supervisión	de	 los	créditos	y	 la	asistencia	 técnica	directa	e
información.	Dicha	metodología	será	transferida	a	las	empresas	del	sistema
financiero,	preferentemente	a	las	dedicadas	a	las	microfinanzas.
3.	 Evaluar	 la	 pertinencia	 de	 tercerizar	 las	 actividades	 de	 supervisión	 del
Producto	Financiero	Estructurado	-	PFE	diseñado	por	Cofide,	con	el	 fin	de
garantizar	su	aplicación,	a	través	de	las	actividades	privadas	facilitadoras	de
negocios,	 los	promotores	de	 inversión,	asesores	y	consultores	de	 la	MYPE,
entre	 otros,	 siempre	 que	 estos	 cumplan	 con	 las	 normas	 básicas	 de
calificación	que	determine	Cofide.
4.	Adoptar	 las	medidas	técnicas,	 legales	y	administrativas	necesarias	para
fortalecer	 su	 rol	 en	 beneficio	 de	 la	 MYPE,	 estableciendo	 las	 normas	 y
procedimientos	 relacionados	 con	 el	 proceso	 de	 estandarización	 de
productos	 financieros	 destinados	 a	 los	 clientes	 potenciales	 y	 de
conformidad	con	la	normatividad	vigente.
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ART.	30.—De	los	intermediarios	financieros.	Cofide	a	efectos
de	canalizar	hacia	las	MYPE	y	entregar	los	fondos	que	gestiona	y
obtiene	de	las	diferentes	fuentes,	incluyendo	los	provenientes	de
la	Cooperación	Técnica	Internacional	y	en	fideicomiso,	suscribe
convenios	o	contratos	de	operación	con	los	intermediarios
financieros	señalados	en	el	artículo	28	de	la	presente	norma,
siempre	que	las	condiciones	del	fideicomiso	no	establezcan	lo
contrario.
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ART.	 24.—Procesos	 de	 titulización.	 Los	 intermediarios	 financieros
podrán	promover	 la	constitución	de	patrimonios	cuyo	propósito	exclusivo
es	respaldar	el	pago	de	los	derechos	conferidos	a	los	titulares	de	los	valores
emitidos	con	cargo	a	dicho	patrimonio,	conformado	por	la	transferencia	de
los	 activos	 de	 las	 MYPE	 al	 referido	 patrimonio	 y	 la	 emisión	 de	 los
respectivos	valores,	de	acuerdo	con	los	capítulos	I	y	II	del	Título	X	-	Normas
Especiales	Relativas	a	Procesos	de	Titulización,	del	Texto	Único	Ordenado
de	la	Ley	del	Mercado	de	Valores,	aprobado	por	el	Decreto	Supremo	N°	093-
2002-EF	y	normas	modificatorias.
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ART.	31.—Supervisión	de	créditos.	La	supervisión	y	monitoreo
de	los	créditos	que	son	otorgados	con	los	fondos	que	entrega
Cofide	a	través	de	los	intermediarios	financieros	señalados	en	el
artículo	28	de	la	presente	norma,	se	complementa	a	efectos	de
optimizar	su	utilización	y	maximizar	su	recuperación,	con	la
participación	de	entidades	especializadas	privadas	facilitadoras
de	negocios,	tales	como	promotores	de	inversión;	de	proyectos	y
de	asesorías	y	de	consultorías	de	MYPE;	siendo	retribuidos	estos
servicios	en	función	de	los	resultados	previstos.
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ART.	32.—Fondos	de	garantía	para	las	MYPE.	Cofide	destina
un	porcentaje	de	los	recursos	financieros	que	gestione	y	obtenga
de	las	diferentes	fuentes	para	el	financiamiento	de	la	MYPE,
siempre	que	los	términos	en	que	les	son	entregados	los	recursos
le	permita	destinar	parte	de	los	mismos	para	conformar	o
incrementar	fondos	de	garantía,	que	en	términos	promocionales
faciliten	el	acceso	de	la	MYPE	a	los	mercados	financiero	y	de
capitales,	a	la	participación	en	compras	estatales	y	de	otras
instituciones.
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ART.	26.—Fondo	de	garantía.	En	el	marco	del	artículo	32	de	la	ley,	Cofide
administra	el	Fondo	Múltiple	Cobertura	MYPE.
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ART.	33.—Capital	de	riesgo.	El	Estado	promueve	el	desarrollo
de	fondos	de	inversión	de	capital	de	riesgo	que	adquieran	una
participación	temporal	en	el	capital	de	las	MYPE	innovadoras	que
inicien	su	actividad	y	de	las	existentes	con	menos	de	dos	años	de
funcionamiento.
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ART.	27.—Capital	de	riesgo.	El	Estado	promueve	el	desarrollo	de	 fondos
de	inversión	de	capital	de	riesgo	que	adquieran	una	participación	temporal
en	 el	 capital	 de	 las	 MYPE	 innovadoras	 que	 inicien	 su	 actividad	 y	 de	 las
existentes	con	menos	de	dos	(2)	años	de	funcionamiento.
Cofide	podrá	participar	en	el	capital	de	fondos	de	inversión	que	apoyen	a
empresas	 financieras	 especializadas	 en	 microfinanzas	 y	 a	 las	 MYPE
innovadoras.
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ART.	34.—Centrales	de	riesgo.	El	Estado,	a	través	de	la
Superintendencia	de	Banca	y	Seguros,	crea	y	mantiene	un	servicio
de	información	de	riesgos	especializado	en	MYPE,	de	conformidad
con	lo	señalado	por	la	Ley	N°	27489,	ley	que	regula	las	centrales
privadas	de	información	de	riesgos	y	de	protección	al	titular	de
información,	y	sus	modificatorias.
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ART.	35.—Cesión	de	derechos	de	acreedor	a	favor	de	las
instituciones	financieras	reguladas	por	la	Ley	del	Sistema
Financiero.	En	los	procesos	de	contratación	de	bienes	y	servicios
que	realicen	las	entidades	públicas	con	las	MYPE,	una	vez
adjudicada	la	buena	pro	a	favor	de	cualquiera	de	estas,	las	MYPE
podrán	ceder	su	derecho	de	acreedor	a	favor	de	las	instituciones
financieras	reguladas	por	la	Ley	N°	26702,	Ley	General	del
Sistema	Financiero	y	del	Sistema	de	Seguros	y	Orgánica	de	la
Superintendencia	de	Banca	y	Seguros.
Sólo	podrán	ceder	sus	derechos	a	las	entidades	financieras	del
Estado,	las	MYPE	que	hubieran	celebrado	contratos	con	el	Estado
derivados	de	procesos	de	selección	de	licitación	pública,	concurso
público,	y	adjudicación	directa	en	el	marco	de	la	Ley	de
Contrataciones	y	Adquisiciones	del	Estado.	Esa	cesión	de
derechos	no	implica	traslado	de	las	obligaciones	contraídas	por
las	MYPE.
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ART.	 25.—Cesión	 de	 derechos.	 Las	 MYPE	 podrán	 ceder	 sus	 derechos
derivados	de	la	ejecución	de	los	contratos	de	provisión	de	bienes	y	servicios
al	Estado,	como	consecuencia	de	los	procesos	señalados	en	el	artículo	35	de
la	ley,	a	las	entidades	financieras	del	Estado,	Cofide,	Banco	de	la	Nación	y	el
Banco	Agrario,	en	la	modalidad	de	respaldo	de	sus	créditos.
La	 cesión	 de	 derechos	 que	 acuerde	 la	 MYPE	 con	 los	 intermediarios
financieros,	 incluyendo	 a	 las	 entidades	 financieras	 del	 Estado,	 deberá
constar	por	escrito	a	 fin	de	formalizar	 la	operación.	La	cesión	de	derechos
puede	 efectuarse	 cuando	 no	 se	 opone	 a	 la	 ley,	 a	 la	 naturaleza	 de	 la
obligación	 o	 al	 pacto	 con	 el	 deudor,	 rigiéndose	 por	 lo	 establecido	 en	 el
Código	Civil.
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ART.	36.—Régimen	tributario	de	las	MYPE.	El	régimen
tributario	facilita	la	tributación	de	las	MYPE	y	permite	que	un
mayor	número	de	contribuyentes	se	incorpore	a	la	formalidad.
El	Estado	promueve	campañas	de	difusión	sobre	el	régimen
tributario,	en	especial	el	de	aplicación	a	las	MYPE	con	los	sectores
involucrados.
La	Sunat	adopta	las	medidas	técnicas,	normativas,	operativas	y
administrativas,	necesarias	para	fortalecer	y	cumplir	su	rol	de
entidad	administradora,	recaudadora	y	fiscalizadora	de	los
tributos	de	las	MYPE.
MEDIDAS	PARA	FACILITAR	LA	INVERSIÓN,	IMPULSAR	EL
DESARROLLO	PRODUCTIVO	Y	EL	CRECIMIENTO
EMPRESARIAL
Ley	30056.
ART.	18.—Acompañamiento	tributario.
18.1.	El	Estado	acompaña	a	las	microempresas	inscritas	en	el	Remype.
18.2.	 Durante	 tres	 (3)	 ejercicios	 contados	 desde	 su	 inscripción	 en	 el
Remype	 administrado	 por	 la	 Superintendencia	 Nacional	 de	 Aduanas	 y	 de
Administración	 Tributaria	 (Sunat),	 esta	 no	 aplica	 las	 sanciones
correspondientes	a	las	infracciones	previstas	en	los	numerales	1,	3,	5	y	7	del
artículo	176	y	el	numeral	9	del	artículo	174	del	Texto	Único	Ordenado	del
Código	Tributario,	aprobado	por	el	Decreto	Supremo	135-99-EF,	cometidas
a	 partir	 de	 su	 inscripción,	 siempre	 que	 la	 microempresa	 cumpla	 con
subsanar	 la	 infracción,	de	corresponder,	dentro	del	plazo	que	 fije	 la	Sunat
en	 la	 comunicación	 que	 notifique	 para	 tal	 efecto,	 sin	 perjuicio	 de	 la
aplicación	 del	 régimen	 de	 gradualidad	 que	 corresponde	 a	 dichas
infracciones.
18.3.	 Lo	 señalado	 en	 el	 presente	 artículo	 no	 exime	 del	 pago	 de	 las
obligaciones	tributarias.
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ART.	19.—Acogimiento	a	la	factura	electrónica.
19.1.	El	Estado	fomenta	el	acogimiento	a	la	factura	electrónica.
19.2.	Desde	su	inscripción	en	el	régimen	especial	establecido	por	el	Decreto
Legislativo	1086	las	micro	y	pequeñas	empresas	que	se	acojan	en	la	forma	y
condiciones	que	establezca	la	Sunat	a	la	factura	electrónica	pueden	realizar
el	 pago	 mensual	 de	 sus	 obligaciones	 tributarias	 recaudadas	 por	 dicha
institución	hasta	la	fecha	de	vencimiento	especial	que	esta	establezca.	Para
el	 caso	de	 la	mediana	empresa	 se	aplica	 el	mismo	mecanismo	en	 tanto	 se
acoja	a	la	factura	electrónica.
RÉGIMEN	LABORAL	DE	LA	MICRO	Y	PEQUEÑA	EMPRESA
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ART.	37.—Derechos	laborales	fundamentales.	En	toda
empresa,	cualquiera	sea	su	dimensión,	ubicación	geográfica	o
actividad,	se	deben	respetar	los	derechos	laborales
fundamentales.	Por	tanto,	deben	cumplir	lo	siguiente:
1.	No	utilizar,	ni	apoyar	el	uso	de	trabajo	infantil,	entendido	como
aquel	trabajo	brindado	por	personas	cuya	edad	es	inferior	a	las
mínimas	autorizadas	por	el	Código	de	los	Niños	y	Adolescentes.
2.	Garantizar	que	los	salarios	y	beneficios	percibidos	por	los
trabajadores	cumplan,	como	mínimo,	con	la	normatividad	legal.
3.	No	utilizar	ni	auspiciar	el	uso	de	trabajo	forzado,	ni	apoyar	o
encubrir	el	uso	de	castigos	corporales.
4.	Garantizar	que	los	trabajadores	no	podrán	ser	discriminados
en	base	a	raza,	credo,	género,	origen	y,	en	general,	en	base	a
cualquier	otra	característica	personal,	creencia	o	afiliación.
Igualmente,	no	podrá	efectuar	o	auspiciar	ningún	tipo	de
discriminación	al	remunerar,	capacitar,	entrenar,	promocionar,
despedir	o	jubilar	a	su	personal.
5.	Respetar	el	derecho	de	los	trabajadores	a	formar	sindicatos	y
no	interferir	con	el	derecho	de	los	trabajadores	a	elegir,	o	no
elegir,	y	a	afiliarse	o	no	a	organizaciones	legalmente	establecidas.
6.	Proporcionar	un	ambiente	seguro	y	saludable	de	trabajo.
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ART.	 28.—Derechos	 laborales	 fundamentales.	 Los	 derechos	 laborales
fundamentales	a	los	que	se	refiere	el	artículo	37	de	la	ley	se	interpretan	de
conformidad	 con	 lo	 previsto	 en	 la	 Constitución	 Política	 del	 Perú	 y	 en	 los
convenios	y	tratados	internacionales	sobre	la	materia.
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ART.	38.—Ámbito	de	aplicación.	La	presente	ley	se	aplica	a
todos	los	trabajadores	sujetos	al	régimen	laboral	de	la	actividad
privada,	que	presten	servicios	en	las	micro	y	pequeñas	empresas,
así	como	a	sus	conductores	y	empleadores.
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ART.	 29.—Ámbito	 de	 aplicación.	 El	 régimen	 laboral	 especial	 está
constituido	por	 los	beneficios	 laborales	contemplados	en	 la	 ley	y	se	aplica
sólo	 a	 la	 micro	 y	 pequeña	 empresa	 que	 cumpla	 con	 las	 características
establecidas	 en	 el	 artículo	 5°	 de	 la	 ley,	 y	 se	 encuentre	 debidamente
registrada	en	el	Remype.
El	régimen	 laboral	especial	no	es	aplicable	a	 la	micro	y	pequeña	empresa
sujeta	 a	 otros	 regímenes	 laborales	 especiales,	 con	 excepción	 de	 la
microempresa	sujeta	al	Régimen	Especial	Agrario	de	 la	Ley	N°	27360,	Ley
de	 Promoción	 del	 Sector	 Agrario,	 la	 cual	 puede	 optar	 por	 acogerse	 al
presente	 régimen	 laboral	 especial	 conforme	 a	 lo	 previsto	 en	 la	 Séptima
Disposición	Complementaria	Final	de	la	ley.
El	conductor	de	 la	microempresa,	 tal	como	ha	sido	definido	en	el	artículo
2°,	 accede	 a	 los	 beneficios	 del	 régimen	 especial	 de	 salud	 y	 del	 sistema	de
pensiones	sociales	regulados	en	el	Título	VII	de	la	ley.
COMENTARIO.—Finalidad	de	la	ley.	Debe	entenderse	que	es	propósito	de
la	norma	 facilitar	que	aquellas	empresas	que	se	desenvuelven	en	mayor	o
menor	medida	en	el	sector	informal	de	la	economía,	puedan	regularizar	su
situación,	sobretodo	tratándose	de	las	microempresas	a	las	que	se	les	dota
de	un	régimen	laboral	de	carácter	especial.
A	 fin	 de	 permitir	 esta	 formalización	 de	 un	 amplio	 sector	 económico,	 se
establece	 un	 régimen	 laboral	 distinto	 que	 en	 cuanto	 a	 las	 obligaciones
patronales	es	notoriamente	menos	rígido	que	el	régimen	laboral	común.	Se
quiere	de	este	modo,	que	el	menor	costo	de	ingreso	a	la	formalidad	opere	de
algún	modo	como	aliciente.
Los	críticos	de	la	disposición	bajo	comentario,	sostienen	que	no	se	justifica
un	régimen	laboral	dual	que	en	buena	cuenta	lo	que	está	generando	es	una
especie	de	grupo	de	trabajadores	de	segunda	categoría	–los	de	las	MYPES–
cuyos	derechos	y	beneficios	 laborales	difieren	para	peor	 en	 relación	a	 los
del	régimen	laboral	común.
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ART.	39.—Regulación	de	derechos	y	beneficios	laborales.	La
presente	norma	regula	los	derechos	y	beneficios	contenidos	en	los
contratos	laborales	celebrados	a	partir	de	la	entrada	en	vigencia
del	Decreto	Legislativo	N°	1086.
Los	contratos	laborales	de	los	trabajadores	celebrados	con
anterioridad	a	la	entrada	en	vigencia	del	Decreto	Legislativo	N°
1086,	continuarán	rigiéndose	bajo	sus	mismos	términos	y
condiciones,	y	bajo	el	imperio	de	las	leyes	que	rigieron	su
celebración.
El	régimen	laboral	especial	establecido	en	el	Decreto	Legislativo
N°	1086	no	será	aplicable	a	los	trabajadores	que	cesen	con
posterioridad	a	su	entrada	en	vigencia	y	vuelvan	a	ser	contratados
inmediatamente	por	el	mismo	empleador,	bajo	cualquier
modalidad,	salvo	que	haya	transcurrido	un	(1)	año	desde	el	cese.
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ART.	30.—Modificado.	D.	S.	 024-2009-Produce,	Art.	 1°.	Regulación	de
derechos	y	beneficios	laborales.	Los	derechos	y	beneficios	originados	con
anterioridad	 a	 la	 entrada	 en	 vigencia	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1086
mantienen	 sus	 mismos	 términos	 y	 condiciones,	 y	 continúan	 regulándose
bajo	el	imperio	de	las	leyes	que	rigieron	su	celebración.
Los	 trabajadores	 de	 la	microempresa	 sujetos	 al	 régimen	 laboral	 especial
creado	por	 la	Ley	N°	28015	se	mantienen	 en	 dicho	 régimen	hasta	 el	 4	 de
julio	del	2013,	luego	del	cual	ingresarán	al	régimen	laboral	general.
El	 régimen	 laboral	 especial	 establecido	 en	 la	 ley	 no	 es	 aplicable	 al
trabajador	sujeto	al	régimen	laboral	general	que	cesa	con	posterioridad	a	la
entrada	 en	 vigencia	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1086	 y	 es	 nuevamente
contratado	 por	 el	mismo	 empleador,	 bajo	 cualquier	modalidad,	 salvo	 que
haya	transcurrido	un	(1)	año	desde	el	cese.
El	 cese	 al	 que	 se	 refiere	 el	 párrafo	 precedente	 comprende	 todas	 las
modalidades,	individuales	o	colectivas,	de	extinción	del	contrato	de	trabajo
previstas	 en	 el	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Productividad	 y
Competitividad	 Laboral,	 aprobado	 por	 el	 Decreto	 Supremo	N°	 003-97-TR,
con	prescindencia	de	la	duración	de	la	jornada	o	el	plazo	del	contrato.
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ART.	40.—Exclusiones.	No	están	comprendidas	en	la	presente
norma	ni	pueden	acceder	a	los	beneficios	establecidos	las
empresas	que,	no	obstante	cumplir	con	las	características
definidas	en	la	presente	ley,	conformen	un	grupo	económico	que
en	conjunto	no	reúnan	tales	características,	tengan	vinculación
económica	con	otras	empresas	o	grupos	económicos	nacionales	o
extranjeros	que	no	cumplan	con	dichas	características,	falseen
información	o	dividan	sus	unidades	empresariales,	bajo	sanción
de	multa	e	inhabilitación	de	contratar	con	el	Estado	por	un
período	no	menor	de	un	(1)	año	ni	mayor	de	dos	(2)	años.
Los	criterios	para	establecer	la	vinculación	económica	y	la
aplicación	de	las	sanciones	serán	establecidas	en	el	reglamento.
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ART.	 31.—Exclusiones.	 No	 están	 comprendidas	 en	 el	 presente	 régimen
laboral	 especial	 las	micro	 y	 pequeñas	 empresas	 que,	 no	 obstante	 cumplir
con	las	características	definidas	en	el	artículo	5°	de	la	ley:
1.	 Constituyan	 grupo	 económico	 o	 vinculación	 económica	 conforme	 a	 lo
previsto	en	el	artículo	4°;
2.	Tengan	vinculación	económica	con	otras	empresas	o	grupos	económicos
nacionales	o	extranjeros	que	no	cumplan	con	dichas	características;
3.	Falseen	información;
4.	Dividan	sus	unidades	empresariales;	o,
5.	 Se	dediquen	 al	 rubro	de	bares,	 discotecas,	 juegos	de	 azar	 y	 afines.	 Las
actividades	afines	son	determinadas	por	el	MTPE.
El	MTPE	supervisará	la	existencia	de	estas	causales	de	exclusión,	aplicando
las	sanciones	correspondientes.
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ART.	41.—Objeto.	Créase	el	Régimen	Laboral	Especial	dirigido	a
fomentar	la	formalización	y	desarrollo	de	la	micro	y	pequeña
empresa,	y	mejorar	las	condiciones	de	disfrute	efectivo	de	los
derechos	de	naturaleza	laboral	de	los	trabajadores	de	las	mismas.
El	Régimen	Laboral	Especial	comprende:	remuneración,	jornada
de	trabajo	de	ocho	(8)	horas,	horario	de	trabajo	y	trabajo	en	sobre
tiempo,	descanso	semanal,	descanso	vacacional,	descanso	por	días
feriados,	protección	contra	el	despido	injustificado.
Los	trabajadores	de	la	pequeña	empresa	tienen	derecho	a	un
seguro	complementario	de	trabajo	de	riesgo	a	cargo	de	su
empleador,	cuando	corresponda,	de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	la
Ley	N°	26790,	Ley	de	Modernización	de	la	Seguridad	Social	en
Salud,	modificatorias	y	normas	reglamentarias;	y	a	un	seguro	de
vida	a	cargo	de	su	empleador,	de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	el
Decreto	Legislativo	N°	688,	Ley	de	Consolidación	de	Beneficios
Sociales,	y	modificatorias.
Para	la	pequeña	empresa,	los	derechos	colectivos	continuarán
regulándose	por	las	normas	del	Régimen	General	de	la	actividad
privada.
Asimismo,	el	derecho	a	participar	en	las	utilidades,	de	acuerdo
con	el	Decreto	Legislativo	N°	892	y	su	reglamento,	sólo
corresponde	a	los	trabajadores	de	la	pequeña	empresa.
Los	trabajadores	de	la	pequeña	empresa	tendrán	derecho,
además,	a	la	compensación	por	tiempo	de	servicios,	con	arreglo	a
las	normas	del	régimen	común,	computada	a	razón	de	quince	(15)
remuneraciones	diarias	por	año	completo	de	servicios,	hasta
alcanzar	un	máximo	de	noventa	(90)	remuneraciones	diarias.
Adicionalmente,	los	trabajadores	de	la	pequeña	empresa	tendrán
derecho	a	percibir	dos	gratificaciones	en	el	año	con	ocasión	de	las
Fiestas	Patrias	y	la	Navidad,	siempre	que	cumplan	con	lo
dispuesto	en	la	normativa	correspondiente,	en	lo	que	les	sea
aplicable.	El	monto	de	las	gratificaciones	es	equivalente	a	media
remuneración	cada	una.
Los	trabajadores	y	la	micro	y	pequeña	empresa	comprendidas	en
el	Régimen	Laboral	Especial	podrán	pactar	mejores	condiciones
laborales,	respetando	los	derechos	reconocidos	en	el	presente
artículo.
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ART.	35.—Mejores	condiciones	laborales.	Conforme	a	lo	dispuesto	en	el
artículo	 41	 de	 la	 ley,	 el	 presente	 régimen	 laboral	 especial	 puede	 ser
mejorado	 por	 convenio	 individual	 o	 colectivo,	 o	 decisión	 unilateral	 del
empleador.
COMENTARIO.—Contenido	del	régimen	laboral	especial.	El	 artículo	41
de	la	ley	es	claro	al	señalar	cual	es	el	contenido	mínimo	del	régimen	laboral
especial	aplicable	a	las	microempresas,	se	excluye	a	las	gratificaciones	y	a	la
compensación	por	tiempo	de	servicios,	pero	por	supuesto	nada	impide	que
el	empleador	por	decisión	propia	o	mediante	acuerdo	con	sus	trabajadores
otorgue	beneficios	mayores.
Respecto	a	las	gratificaciones	y	a	la	compensación	por	tiempo	de	servicios,
no	 deja	 de	 llamar	 la	 atención	 el	 hecho	 que	 tales	 beneficios	 alcancen	 a	 los
trabajadores	del	hogar	a	razón	de	medio	sueldo,	pero	no	a	los	trabajadores
de	las	microempresas.
En	 la	pequeña	empresa	existen	 los	derechos	a	CTS	y	gratificaciones,	pero
en	razón	de	medio	sueldo.
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ART.	42.—Modificado.	Ley	30056,	Art.	11.	Naturaleza	y
permanencia	en	el	Régimen	Laboral	Especial.	El	presente
Régimen	Laboral	Especial	es	de	naturaleza	permanente	y
únicamente	aplicable	a	la	micro	y	pequeña	empresa.	La
microempresa	que	durante	dos	(2)	años	calendario	consecutivos
supere	el	nivel	de	ventas	establecido	en	la	presente	ley,	podrá
conservar	por	un	(1)	año	calendario	adicional	el	mismo	régimen
laboral.	En	el	caso	de	las	pequeñas	empresas,	de	superar	durante
dos	(2)	años	consecutivos	el	nivel	de	ventas	establecido	en	la
presente	ley,	podrán	conservar	durante	tres	(3)	años	adicionales
el	mismo	régimen	laboral.
Luego	de	este	período,	la	empresa	pasará	definitivamente	al
régimen	laboral	que	le	corresponda.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 32.—Permanencia	 en	 el	 régimen	 laboral	 especial.	 La	 micro	 y
pequeña	 empresa	 que	 por	 un	 período	 de	 dos	 (2)	 años	 calendario
consecutivos	 excede	 el	 monto	 máximo	 de	 ventas	 anuales	 o	 el	 número
máximo	de	trabajadores	contratados	a	los	que	se	refiere	el	artículo	5°	de	la
ley,	podrá	conservar	el	régimen	especial	 laboral	por	un	(1)	año	calendario
adicional	consecutivo.
Durante	este	año	calendario	adicional,	los	trabajadores	de	la	microempresa
serán	 obligatoriamente	 asegurados	 como	 afiliados	 regulares	 del	 Régimen
Contributivo	 de	 ESSALUD;	 y,	 opcionalmente,	 podrán	 afiliarse	 al	 Sistema
Nacional	de	Pensiones	o	al	Sistema	Privado	de	Administración	de	Fondo	de
Pensiones.
Los	años	consecutivos	a	los	que	se	refiere	el	presente	artículo	se	computan
desde	la	fecha	de	inscripción	de	la	micro	o	pequeña	empresa	en	el	Remype.
Para	 efectos	 de	 establecer	 el	 monto	 de	 ventas	 anuales	 y	 el	 número	 de
trabajadores	 contratados	 en	 el	 año	 se	 aplican	 las	 reglas	 de	 cómputo
establecidas	en	el	artículo	2°.
Las	 reglas	 establecidas	 en	 los	 párrafos	 anteriores	 también	 son	 de
aplicación	para	la	evaluación	del	cumplimiento	de	las	características	a	que
se	refiere	el	artículo	5°	de	la	ley,	en	los	supuestos	de	grupo	económico	o	de
vinculación	económica.
En	el	transcurso	del	año	referido	para	la	conservación	del	régimen	laboral
especial,	 la	MYPE	procederá	a	 realizar	 las	modificaciones	 en	 los	 contratos
respectivos	 con	 el	 fin	 de	 reconocer	 a	 sus	 trabajadores	 los	 derechos	 y
beneficios	 laborales	 del	 régimen	 laboral	 que	 les	 corresponda.	 Concluido
este	 año,	 la	 empresa	 pasará	 definitivamente	 al	 régimen	 laboral	 que	 le
corresponda.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	33.—Deber	de	verificación	y	notificación.	 El	MTPE	 debe	 verificar
cada	 año	 que	 el	 monto	 de	 ventas	 anuales	 y	 el	 número	 de	 trabajadores
contratados	 por	 la	 micro	 o	 pequeña	 empresa	 no	 supere	 los	 límites
establecidos	en	el	artículo	5°	de	la	ley,	a	cuyo	efecto	recibirá	de	la	Sunat	la
información	 que	 acredite	 la	 permanencia	 de	 una	 MYPE	 dentro	 de	 los
referidos	límites,	sin	vulnerar	con	ello	la	reserva	tributaria.
En	caso	el	MTPE	verifique	que	la	micro	o	pequeña	empresa	ha	excedido	por
dos	(2)	años	consecutivos	el	monto	máximo	de	ventas	anuales	o	el	número
máximo	de	trabajadores	contratados	a	los	que	se	refiere	el	artículo	5°	de	la
ley,	 deberá	 notificar	 dicha	 situación	 al	 conductor	 o	 empleador	 y	 a	 los
trabajadores	respectivos.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 34.—Modificado.	 D.	 S.	 024-2009-Produce,	 Art.	 1°.	 Cambio	 de
régimen	 laboral.	 Concluido	 el	 año	 calendario	 para	 conservar	 el	 régimen
laboral	especial	a	que	se	refiere	el	artículo	42	de	la	ley,	la	microempresa	que
cambia	su	condición	a	pequeña	empresa	se	encuentra	sujeta	a	las	normas	en
materia	laboral,	de	salud	y	de	pensiones	de	esta	categoría.	En	el	caso	de	la
pequeña	empresa,	esta	sale	del	Remype,	resultándole	aplicable	 las	normas
del	 régimen	 laboral	 general,	 así	 como	 las	 normas	 relativas	 a	 salud	 y
pensiones	correspondientes.	Una	vez	que	una	empresa	cambia	de	categoría
no	podrá	regresar	a	la	categoría	anterior,	 independientemente	del	número
de	sus	trabajadores	o	el	nivel	de	sus	ventas.
Para	pasar	a	un	trabajador	de	un	régimen	a	otro	se	aplica	lo	establecido	en
el	 último	 párrafo	 del	 artículo	 32,	 debiendo	 determinarse	 los	 derechos	 y
beneficios	 laborales	 que	 le	 correspondan	 en	 función	 al	 tiempo	 de
permanencia	en	cada	régimen.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	43.—Remuneración.	Los	trabajadores	de	la	microempresa
comprendidos	en	la	presente	ley	tienen	derecho	a	percibir	por	lo
menos	la	Remuneración	Mínima	Vital.	Con	acuerdo	del	Consejo
Nacional	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	podrá	establecerse,
mediante	decreto	supremo,	una	remuneración	mensual	menor.
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ART.	44.—Jornada	y	horario	de	trabajo.	En	materia	de	jornada
de	trabajo,	horario	de	trabajo,	trabajo	en	sobre	tiempo	de	los
trabajadores	de	la	microempresa,	es	aplicable	lo	previsto	por	el
Decreto	Supremo	N°	007-2002-TR,	Texto	Único	Ordenado	del
Decreto	Legislativo	N°	854,	ley	de	jornada	de	trabajo,	horario	y
trabajo	en	sobre	tiempo,	modificado	por	la	Ley	N°	27671;	o	norma
que	lo	sustituya.
En	los	centros	de	trabajo	cuya	jornada	laboral	se	desarrolle
habitualmente	en	horario	nocturno,	no	se	aplicará	la	sobre	tasa
del	35%.
COMENTARIO.—Mínimo	por	 trabajo	 nocturno.	 Los	 trabajadores	 de	 las
microempresas	que	desempeñen	habitualmente	 sus	 labores	 entre	 las	 diez
de	la	noche	y	las	seis	de	la	mañana,	no	tienen	derecho	al	mínimo	nocturno,
debiendo	 sus	 ingresos	 calcularse	 al	 menos	 con	 la	 remuneración	 mínima
vital.
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ART.	45.—El	descanso	semanal	obligatorio.	El	descanso
semanal	obligatorio	y	el	descanso	en	días	feriados	se	rigen	por	las
normas	del	régimen	laboral	común	de	la	actividad	privada.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	46.—El	descanso	vacacional.	El	trabajador	de	la	micro	y
pequeña	empresa	que	cumpla	el	récord	establecido	en	el	artículo
10	del	Decreto	Legislativo	N°	713,	Ley	de	Consolidación	de
Descansos	Remunerados	de	los	Trabajadores	Sujetos	al	Régimen
Laboral	de	la	Actividad	Privada,	tendrá	derecho	como	mínimo,	a
quince	(15)	días	calendario	de	descanso	por	cada	año	completo	de
servicios.	En	ambos	casos	rige	lo	dispuesto	en	el	Decreto
Legislativo	N°	713	en	lo	que	le	sea	aplicable.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	37.—Descanso	vacacional.	Los	trabajadores	de	 la	micro	y	pequeña
empresa	 pueden	 acordar	 reducir	 el	 descanso	 vacacional	 de	 quince	 (15)	 a
siete	(7)	días	calendario	por	cada	año	completo	de	servicios,	recibiendo	la
respectiva	 compensación	 económica.	 Dicho	 acuerdo	 es	 individual	 y	 debe
constar	por	escrito.
COMENTARIO.—Derecho	 vacacional.	 El	 derecho	 vacacional	 para	 los
trabajadores	de	 las	micro	y	pequeñas	empresas	es	de	quince	días	por	año
laborado,	pudiéndose	reducir	mediante	acuerdo	a	siete	días.	Los	ocho	días
restantes	se	compensarán	con	el	consiguiente	pago	adicional.
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ART.	47.—El	despido	injustificado.	El	importe	de	la
indemnización	por	despido	injustificado	para	el	trabajador	de	la
microempresa	es	equivalente	a	diez	(10)	remuneraciones	diarias
por	cada	año	completo	de	servicios	con	un	máximo	de	noventa
(90)	remuneraciones	diarias.	En	el	caso	del	trabajador	de	la
pequeña	empresa,	la	indemnización	por	despido	injustificado	es
equivalente	a	veinte	(20)	remuneraciones	diarias	por	cada	año
completo	de	servicios	con	un	máximo	de	ciento	veinte	(120)
remuneraciones	diarias.	En	ambos	casos,	las	fracciones	de	año	se
abonan	por	dozavos.
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ART.	 38.—Indemnización	 por	 despido.	 El	 pago	 de	 las	 indemnizaciones
previstas	en	los	artículos	47	y	55	de	la	ley	no	autoriza	a	la	micro	o	pequeña
empresa	 a	 recontratar	 al	 trabajador	 despedido	 y	 aplicarle	 el	 respectivo
régimen	 laboral	 especial,	 salvo	que	haya	 transcurrido	un	 (1)	 año	desde	el
despido.
COMENTARIO.—Indemnización	 por	 despido	 arbitrario.	 El	 régimen
laboral	 especial	 aplicable	 a	 las	 PYMEs,	 sanciona	 al	 empleador	 que
arbitrariamente	 da	 por	 terminado	 el	 contrato	 de	 trabajo	 con	 el	 abono	 de
diez	 o	 veinte	 remuneraciones	 diarias	 por	 año	 de	 servicios	 como
indemnización,	 sea	 que	 se	 trate	 de	 una	micro	 empresa	 o	 de	 una	 pequeña
empresa,	respectivamente.
Debe	notarse	que	la	indemnización	se	calcula	en	todos	los	casos	tomando
como	base	el	periodo	laborado,	es	intrascendente	por	tanto	que	se	trate	de
un	 contrato	 a	 plazo	 fijo,	 modalidad	 contractual	 en	 la	 que	 el	 despido
arbitrario	se	sanciona	con	el	pago	de	los	meses	dejados	de	laborar	hasta	el
vencimiento	del	contrato	con	el	tope	legal.
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ART.	 36.—Derechos	 colectivos.	 Los	 trabajadores	 de	 las	 microempresas
gozan	 de	 los	 derechos	 colectivos	 recogidos	 en	 la	 Constitución	 Política	 del
Perú,	 los	 Convenios	 Internacionales	 del	 Trabajo,	 la	 Ley	 de	 Relaciones
Colectivas	de	Trabajo	y	la	normativa	complementaria	y	modificatoria,	en	lo
que	les	resulte	aplicable.
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ART.	48.—Seguro	social	en	salud.	Los	trabajadores	de	la
microempresa	comprendidos	en	la	presente	ley	serán	afiliados	al
componente	semisubsidiado	del	Seguro	Integral	de	Salud,	de
acuerdo	con	lo	dispuesto	en	el	Título	VII	de	la	presente	ley.	Ello	se
aplica,	asimismo,	para	los	conductores	de	la	microempresa.
Los	trabajadores	de	la	pequeña	empresa	serán	asegurados
regulares	de	ESSALUD	y	el	empleador	aportará	la	tasa
correspondiente	de	acuerdo	a	lo	dispuesto	al	artículo	6°	de	la	Ley
N°	26790,	Ley	de	Modernización	de	la	Seguridad	Social	en	Salud,	y
modificatorias.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 39.—Régimen	 de	 salud.	 Los	 trabajadores	 y	 conductores	 de	 la
microempresa	 serán	 afiliados	 al	 componente	 semisubsidiado	 del	 SIS,	 con
acceso	 al	 listado	 priorizado	 de	 intervenciones	 sanitarias	 establecido	 en	 el
Decreto	Supremo	N°	004-2007-SA.
El	microempresario	 puede	 optar	 por	 afiliarse	 y	 afiliar	 a	 sus	 trabajadores
como	 afiliados	 regulares	 del	 Régimen	 Contributivo	 de	 ESSALUD,	 no
subsidiado	por	el	Estado,	sin	que	ello	afecte	su	permanencia	en	el	régimen
laboral	 especial.	 En	 este	 caso,	 el	microempresario	 asume	 el	 íntegro	 de	 la
contribución	respectiva.
Los	 trabajadores	 de	 la	 pequeña	 empresa	 son	 afiliados	 regulares	 del
Régimen	Contributivo	de	ESSALUD,	conforme	a	 lo	dispuesto	por	 la	Ley	N°
26790,	Ley	de	Modernización	de	la	Seguridad	Social	en	Salud.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 40.—Seguro	 complementario	 de	 trabajo	 de	 riesgo.	 Los
trabajadores	 de	 la	 pequeña	 empresa	 tienen	 derecho	 a	 un	 seguro
complementario	 de	 trabajo	 de	 riesgo	 a	 cargo	 de	 su	 empleador	 cuando
corresponda	por	la	actividad	que	realicen,	conforme	a	la	Ley	N°	26790,	Ley
de	Modernización	de	la	Seguridad	Social	en	Salud.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	49.—Régimen	de	pensiones.	Los	trabajadores	y
conductores	de	la	microempresa	comprendidos	en	la	presente	ley
podrán	afiliarse	a	cualquiera	de	los	regímenes	previsionales
contemplados	en	el	Decreto	Ley	N°	19990,	ley	que	crea	el	Sistema
Nacional	de	Pensiones	de	la	Seguridad	Social,	y	en	el	Decreto
Supremo	N°	054-97-EF,	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	del
Sistema	Privado	de	Administración	de	Fondos	de	Pensiones.
Los	trabajadores	y	conductores	de	la	microempresa
comprendidos	en	la	presente	ley,	que	no	se	encuentren	afiliados	o
sean	beneficiarios	de	algún	régimen	previsional,	podrán	optar	por
el	Sistema	de	Pensiones	Sociales	contemplado	en	el	Título	VII	de
la	presente	ley.	Ello	se	aplica,	asimismo,	para	los	conductores	de	la
microempresa.
Los	trabajadores	de	la	pequeña	empresa	deberán
obligatoriamente	afiliarse	a	cualquiera	de	los	regímenes
previsionales	contemplados	en	el	Decreto	Ley	N°	19990,	ley	que
crea	el	Sistema	Nacional	de	Pensiones	de	la	Seguridad	Social,	y	en
el	Decreto	Supremo	N°	054-97-EF,	Texto	Único	Ordenado	de	la
Ley	del	Sistema	Privado	de	Administración	de	Fondo	de
Pensiones.
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ART.	41.—Régimen	de	pensiones.	Los	 trabajadores	 y	 conductores	 de	 la
microempresa	 podrán	 afiliarse	 a	 cualquiera	 de	 los	 siguientes	 regímenes
previsionales:
1.	Sistema	Nacional	de	Pensiones;
2.	Sistema	Privado	de	Administración	de	Fondos	de	Pensiones;	o,
3.	Sistema	de	Pensiones	Sociales,	regulado	en	el	Título	VII	de	la	ley.	En	este
régimen,	el	Estado	efectúa	un	aporte	anual	hasta	por	la	suma	equivalente	a
los	aportes	mínimos	mensuales	que	realice	efectivamente	el	afiliado.
Para	 acceder	 al	 Sistema	 de	 Pensiones	 Sociales,	 los	 trabajadores	 y
conductores	 de	 la	microempresa	 no	 deben	 estar	 afiliados	 a	 otro	 régimen
previsional.
Los	 trabajadores	 de	 la	 pequeña	 empresa	 deberán	 obligatoriamente
afiliarse	 al	 Sistema	 Nacional	 de	 Pensiones	 de	 la	 Seguridad	 Social	 o	 al
Sistema	Privado	de	Administración	de	Fondo	de	Pensiones.
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ART.	50.—Determinación	de	microempresas	comprendidas
en	el	régimen	especial.	Para	efectos	de	ser	comprendidas	en	el
régimen	especial,	las	microempresas	que	cumplan	las	condiciones
establecidas	en	los	artículos	4°	y	5°	de	la	presente	norma,	deberán
presentar	ante	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo	una
declaración	jurada	de	poseer	las	condiciones	indicadas,
acompañando,	de	ser	el	caso,	una	copia	de	la	declaración	jurada
del	Impuesto	a	la	Renta	del	ejercicio	anterior.
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ART.	51.—Fiscalización	de	las	microempresas.	El	Ministerio
de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	realiza	el	servicio	inspectivo,
estableciendo	metas	de	inspección	anual	no	menores	al	veinte	por
ciento	(20%)	de	las	microempresas,	a	efectos	de	cumplir	con	las
disposiciones	del	régimen	especial	establecidas	en	la	presente	ley.
La	determinación	del	incumplimiento	de	alguna	de	las
condiciones	indicadas,	dará	lugar	a	que	se	considere	a	la
microempresa	y	a	los	trabajadores	de	ésta	excluidos	del	régimen
especial	y	generará	el	cumplimiento	del	íntegro	de	los	derechos
contemplados	en	la	legislación	laboral	y	de	las	obligaciones
administrativas	conforme	se	hayan	generado.
Debe	establecerse	inspecciones	informativas	a	efecto	de	difundir
la	legislación	establecida	en	la	presente	norma.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 42.—Fiscalización	 de	 las	 MYPE.	 El	 MTPE,	 a	 través	 del	 servicio
inspectivo,	 se	 encarga	 de	 velar	 por	 el	 cumplimiento	 de	 la	 normativa
sociolaboral	contando	con	las	facultades	suficientes	para	garantizar	el	eficaz
cumplimiento	 de	 las	 condiciones	 previstas	 para	 el	 Régimen	 Laboral	 de	 la
MYPE	 al	 que	 le	 será	 de	 aplicación	 las	 disposiciones	 de	 la	 Ley	 General	 de
Inspección	 de	 Trabajo,	 Ley	 N°	 28806	 y	 sus	 normas	 reglamentarias,
complementarias	y/o	sustitutorias.
Los	 inspectores	 de	 trabajo	 contribuirán	 a	 la	 función	 de	 difusión	 de	 la
legislación	 establecida	 por	 la	 ley,	 realizando	 inspecciones	 de	 carácter
informativo,	 cuyo	 objeto	 es	 brindar	 orientación	 a	 los	 empleadores	 acerca
del	cumplimiento	de	sus	obligaciones	laborales.
La	 autoridad	 administrativa	 de	 trabajo	 llevará	 a	 cabo	 por	 lo	 menos	 el
veinte	por	ciento	(20%)	del	número	de	visitas	de	inspección	programadas	a
la	 verificación	 del	 cumplimiento	 de	 los	 derechos	 y	 obligaciones	 regulados
por	la	ley	y	el	presente	reglamento.
En	el	caso	de	micro	y	pequeñas	empresas	no	formalizadas,	los	inspectores
de	 trabajo	 tienen	 la	 función	de	orientar,	 informar	y	difundir	 los	derechos,
beneficios	y	obligaciones	establecidos	en	la	ley	con	el	fin	de	incorporarlas	a
sus	alcances,	 realizando	para	ello	actuaciones	 inspectivas	de	orientación	y
asesoramiento	 técnico,	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 la	 Ley	 N°	 28806,	 Ley
General	de	Inspección	del	Trabajo,	y	su	reglamento.
MEDIDAS	PARA	FACILITAR	LA	INVERSIÓN,	IMPULSAR	EL
DESARROLLO	PRODUCTIVO	Y	EL	CRECIMIENTO
EMPRESARIAL
Ley	30056.
ART.	16.—Acompañamiento	laboral.
16.1.	Las	empresas	acogidas	al	régimen	de	la	micro	empresa	establecido	en
el	 Decreto	 Legislativo	 1086,	 que	 aprueba	 la	 Ley	 de	 promoción	 de	 la
competitividad,	formalización	y	desarrollo	de	la	micro	y	pequeña	empresa	y
del	 acceso	 al	 empleo	 decente,	 gozan	 de	 un	 tratamiento	 especial	 en	 la
inspección	del	trabajo,	en	materia	de	sanciones	y	de	la	fiscalización	laboral,
por	 el	 que	 ante	 la	 verificación	 de	 infracciones	 laborales	 leves	 detectadas
deben	 contar	 con	 un	 plazo	 de	 subsanación	 dentro	 del	 procedimiento
inspectivo	y	una	actividad	asesora	que	promueva	la	formalidad	laboral.	Este
tratamiento	no	resulta	aplicable	en	caso	de	reiterancia	ni	a	las	obligaciones
laborales	 sustantivas	 ni	 a	 aquellas	 relativas	 a	 la	 protección	 de	 derechos
fundamentales	 laborales.	 Este	 tratamiento	 especial	 rige	 por	 tres	 (3)	 años,
desde	 el	 acogimiento	 al	 régimen	 especial.	 Mediante	 decreto	 supremo	 se
reglamenta	lo	dispuesto	en	el	presente	artículo.
16.2.	 El	 Estado	 brinda	 información	 sobre	 las	 diferentes	 modalidades
contractuales	existentes	y	asesoría	a	las	microempresas	en	el	tema.
Ley	30056.
ART.	 17.—Difusión	 de	 las	 diferentes	 modalidades	 contractuales	 que
pueden	 aplicar	 las	microempresas.	 El	 Estado	 promueve	 el	 acceso	 a	 la
información	 de	 las	 diferentes	 modalidades	 contractuales	 existentes	 que
pueden	ser	utilizadas	por	 las	microempresas,	acorde	a	 la	demanda	 laboral
de	este	tipo	de	empresas.
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ART.	52.—Descentralización	del	servicio	inspectivo.	El
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	adopta	las
medidas	técnicas,	normativas,	operativas	y	administrativas
necesarias	para	fortalecer	y	cumplir	efectivamente	el	servicio
inspectivo	y	fiscalizador	de	los	derechos	reconocidos	en	el
presente	régimen	laboral	especial.
El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	celebrará
convenios	de	cooperación,	colaboración	o	delegación	con
entidades	y	organismos	públicos	para	el	adecuado	cumplimiento
de	lo	previsto	en	el	régimen	especial	creado	por	la	presente
norma.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	53.—Beneficios	de	las	empresas	comprendidas	en	el
régimen	especial.	A	efectos	de	contratar	con	el	Estado	y
participar	en	los	programas	de	promoción	del	mismo,	las
microempresas	deberán	acreditar	el	cumplimiento	de	las	normas
laborales	de	su	régimen	especial	o	de	las	del	régimen	general,
según	sea	el	caso,	sin	perjuicio	de	otras	exigencias	que	pudieran
establecerse	normativamente.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	54.—Disposición	complementaria	al	régimen	laboral.
Para	el	caso	de	las	microempresas	que	no	se	hayan	constituido	en
personas	jurídicas	en	las	que	laboren	parientes	consanguíneos
hasta	el	segundo	grado	o	el	cónyuge	del	titular	o	propietario
persona	natural,	es	aplicable	lo	previsto	en	la	segunda	disposición
complementaria	de	la	Ley	de	Productividad	y	Competitividad
Laboral,	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR.
Los	trabajadores	con	relaciones	laborales	existentes	al	momento
de	la	entrada	en	vigencia	del	régimen	especial,	mantienen	los
derechos	nacidos	de	sus	relaciones	laborales.
COMENTARIO.—Trabajo	 de	 los	 parientes	 consanguíneos.	 Derechos
adquiridos.	En	las	microempresas	no	constituidas	como	personas	jurídicas,
el	 trabajo	 de	 los	 parientes	 consanguíneos	 hasta	 el	 segundo	 grado	 del
conductor	del	negocio,	no	origina	vínculo	laboral,	salvo	pacto	en	contrario.
En	igual	condición	se	encontraría	el	cónyuge	de	laborar	en	el	negocio.
Como	una	manifestación	legal	de	la	doctrina	de	los	derechos	adquiridos,	se
establece	 que	 los	 trabajadores	 cuyo	 vínculo	 contractual	 con	 la
microempresa	se	inició	antes	de	la	vigencia	del	régimen	especial	temporal,
mantienen	la	integridad	de	sus	derechos	y	beneficios	laborales.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	55.—Disposición	complementaria	a	la	indemnización
especial.	En	caso	de	que	un	trabajador	que	goza	de	los	derechos
del	régimen	general	sea	despedido	con	la	finalidad	exclusiva	de
ser	reemplazado	por	otro	dentro	del	régimen	especial,	tendrá
derecho	al	pago	de	una	indemnización	especial	equivalente	a	dos
(02)	remuneraciones	mensuales	por	cada	año	laborado,	las
fracciones	de	año	se	abonan	por	dozavos	y	treintavos,	según
corresponda.	El	plazo	para	accionar	por	la	causal	señalada	caduca
a	los	treinta	(30)	días	de	producido	el	despido,	correspondiéndole
al	trabajador	la	carga	de	la	prueba	respecto	a	tal	finalidad	del
despido.
La	causal	especial	e	indemnización	mencionadas	dejan	a	salvo	las
demás	causales	previstas	en	el	régimen	laboral	general	así	como
su	indemnización	correspondiente.
COMENTARIO.—Indemnización	 especial	 adicional	 a	 la	 indemnización
por	despido.	Para	tener	derecho	a	la	indemnización	especial	adicional	por
despido,	 el	 trabajador	 deberá	 probar	 que	 la	 terminación	 de	 su	 relación
laboral	 tuvo	 como	 exclusiva	 finalidad	 reemplazarlo	 por	 un	 operario	 con
menores	derechos	laborales	al	estar	incluido	en	el	régimen	especial.
De	otro	lado,	basta	el	sólo	recurso	de	hacer	efectivo	el	reemplazo	luego	de
los	 treinta	 días	 de	 concluido	 el	 contrato,	 para	 eliminar	 el	 derecho	 del
trabajador	cesado	a	esta	indemnización	especial	por	despido,	toda	vez	que
ya	habría	transcurrido	el	plazo	de	caducidad.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	56.—Aplicación	del	régimen	laboral	especial	a	la
pequeña	empresa.	Aplíquese	a	la	pequeña	empresa	lo
establecido	en	los	artículos	44,	45,	y	51;	y	en	el	segundo	párrafo
del	artículo	54	y	el	artículo	55,	relacionados	con	el	Régimen
Laboral	Especial	de	la	presente	norma.
ASEGURAMIENTO	EN	SALUD
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	57.—Régimen	especial	de	salud	para	la	microempresa.
57.1	La	afiliación	de	los	trabajadores	y	conductores	de	la
microempresa	al	componente	semisubsidiado	del	Seguro	Integral
de	Salud	comprenderá	a	sus	derechohabientes.	Su	costo	será
parcialmente	subsidiado	por	el	Estado	condicionado	a	la
presentación	anual	del	certificado	de	inscripción	o	reinscripción
vigente	del	Registro	Nacional	de	Micro	y	Pequeña	Empresa	del
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	y	a	la	relación	de
trabajadores,	conductores	y	sus	derechohabientes.	El
procedimiento	de	afiliación	será	establecido	en	el	reglamento	de
la	ley.
57.2	El	empleador	deberá	efectuar	un	aporte	mensual	por	cada
trabajador	afiliado,	equivalente	a	la	mitad	del	aporte	mensual
total	del	componente	semisubsidiado	del	Seguro	Integral	de
Salud,	el	que	será	complementado	por	un	monto	igual	por	parte
del	Estado,	a	fin	de	que	el	trabajador	y	sus	derechohabientes
accedan	al	listado	priorizado	de	intervenciones	sanitarias
establecido	en	el	artículo	1°	del	Decreto	Supremo	N°	004-2007-
SA.	Esta	disposición	se	aplica,	asimismo,	en	el	caso	de	los
conductores	de	la	microempresa.
Este	beneficio	no	se	extiende	a	los	trabajadores	independientes
que	se	afilien	voluntariamente	al	componente	semisubsidiado	del
Seguro	Integral	de	Salud,	quienes,	para	lograr	su	afiliación,
deberán	acreditar	la	evaluación	socioeconómica	del	Sistema
Focalización	de	Hogares	(Sisfoh).
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 43.—Modificado.	 D.	 S.	 024-2009-Produce,	 Art.	 1°.	 Régimen
especial	de	salud	de	la	microempresa.	El	régimen	especial	de	salud	de	los
trabajadores	y	conductores	de	la	microempresa	y	de	sus	derechohabientes,
está	 compuesto	 por	 los	 beneficios	 y	 obligaciones	 que	 se	 derivan	 de	 la
afiliación	 familiar	 al	 componente	 semisubsidiado	 del	 SIS.	 A	 efectos	 de	 la
afiliación	 se	 entenderá	 como	 derechohabiente	 al	 hijo	 menor	 de	 edad	 o
mayor	 de	 edad	 que	 adolezca	 de	 incapacidad	 absoluta	 para	 el	 trabajo,	 así
como	al	cónyuge	o	conviviente.
Para	 que	 los	 trabajadores	 y	 conductores	 de	 la	 microempresa	 y	 sus
derechohabientes	puedan	acceder	al	componente	semisubsidiado	del	SIS,	el
conductor	o	su	representante	deberán	cumplir	con	lo	siguiente.
1.	Registrar	en	el	portal	institucional	Remype,	los	datos	personales	de	sus
trabajadores	y	conductores,	así	como	de	los	derechohabientes	que	van	a	ser
asegurados,	 incluyendo	 el	 número	 del	 DNI	 o	 carné	 de	 extranjería,
actualizados	y	vigentes;	y,
2.	Pagar	mensualmente	en	la	cuenta	determinada	por	el	SIS,	el	aporte	por	el
conductor	y	por	el	total	de	los	trabajadores	registrados.
La	 información	 que	 registre	 el	 conductor	 tendrá	 carácter	 de	 declaración
jurada	y	será	validada	antes	de	incluirse	en	el	Remype.	Para	esta	validación
el	 Reniec	 brindará	 el	 servicio	 de	 validación	 de	 identificación	 del	 DNI	 en
línea,	 y	 la	 Sunat	 y	 ESSALUD	 entregarán	 la	 información	 que	 requiera	 el
Remype	en	una	frecuencia	no	mayor	a	siete	(7)	días	calendario.
El	 Remype	 y	 el	 SIS	 comparten	 información	 validada	 sobre	 las
microempresas	registradas	y	el	pago	del	aporte	de	la	microempresa.	El	SIS,
dentro	de	siete	(7)	días	hábiles	contados	a	partir	de	la	fecha	de	pago,	publica
en	su	portal	institucional	la	relación	de	los	conductores,	sus	trabajadores	y
derechohabientes	que	se	encuentran	asegurados.	En	caso	que	el	SIS	detecte
falsedad	 en	 la	 información,	 iniciará	 las	 accionas	 administrativas
correspondientes.
Los	 beneficios	 del	 régimen	 especial	 de	 salud	 para	 la	 microempresa
corresponden	al	Listado	priorizado	de	 intervenciones	de	sanitarias	o	a	 las
que	 determine	 la	 normatividad	 vigente	 en	 materia	 de	 aseguramiento
público	 en	 salud.	 Los	beneficios	del	 régimen	 especial	 de	 salud	podrán	 ser
modificados	 mediante	 decreto	 supremo	 refrendado	 por	 el	 Ministro	 de
Salud.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	44.—Modificado.	D.	S.	024-2009-Produce,	Art.	1°.	Aporte	mensual
del	 afiliado	 y	 del	 Estado.	 Las	 obligaciones	 a	 cargo	 de	 la	 microempresa
corresponden	 al	 cincuenta	 por	 ciento	 (50%)	 de	 la	 aportación	 mensual
establecida	 en	 el	 artículo	 4°	 del	 Decreto	 Supremo	 N°	 004-2007-SA.	 El
cincuenta	 por	 ciento	 (50%)	 restante	 constituye	 el	 subsidio	 del	 Estado.	 El
monto	 de	 la	 aportación	 por	 la	 afiliación	 familiar	 al	 componente
semisubsidiado	 del	 SIS	 sólo	 podrá	 ser	 modificado	 mediante	 decreto
supremo	refrendado	por	los	ministros	de	Salud	y	de	Economía	y	Finanzas,	a
propuesta	del	SIS.
El	derecho	al	subsidio	del	Estado	a	través	del	SIS	se	genera	una	vez	pagado
el	 aporte	 mensual	 total	 del	 componente	 semisubsidiado	 del	 SIS
correspondiente	 a	 los	 trabajadores	 y	 conductores	 con	 aseguramiento
vigente.	 En	 ningún	 caso,	 el	 Estado	 aportará	 más	 de	 una	 vez	 por	 un
trabajador	o	conductor	registrado	en	el	componente	semisubsidiado	del	SIS.
Los	asegurados	 recibirán	 las	prestaciones	que	comprende	el	 componente
semisubsidiado	 del	 SIS	 en	 los	 establecimientos	 de	 salud	 del	Ministerio	 de
Salud	 con	 la	 presentación	 de	 su	 DNI	 o	 carné	 de	 extranjería.	 El	 SIS
establecerá,	mediante	 resolución	 jefatural,	 los	 requisitos	 complementarios
que	faciliten	el	acceso	de	los	afiliados	a	dicho	componente.
El	período	de	carencia	de	las	prestaciones	comprendidas	en	el	componente
semisubsidiado	se	rige	por	lo	dispuesto	en	la	normativa	legal	vigente.
Los	conductores	y	trabajadores,	así	como	sus	derechohabientes,	gozarán	de
un	período	de	latencia	para	la	cobertura	de	las	prestaciones	comprendidas
en	el	componente	semisubsidiado	de	hasta	tres	(3)	meses,	contados	a	partir
del	último	aporte	realizado	por	la	microempresa,	independientemente	de	su
permanencia	 en	 la	 microempresa	 o	 de	 los	 aportes	 que	 ésta	 hubiera
realizado.	 El	 SIS	 establecerá	 mediante	 resolución	 jefatural	 los	 períodos
intermedios	de	latencia,	en	función	del	número	de	aportes	efectuados.
Cuando	 la	 microempresa	 no	 cumpla	 con	 pagar	 el	 aporte	 mensual	 al
componente	 semisubsidiado,	 el	 SIS	 reportará	 el	 hecho	 al	 Remype,	 en	 un
plazo	 de	 quince	 (15)	 días	 calendario,	 y	 exigirá	 a	 la	 microempresa	 el
reembolso	del	costo	total	de	las	prestaciones	que	hayan	sido	brindadas	a	los
conductores	 y	 trabajadores,	 así	 como	 a	 sus	 derechohabientes.	 El	 SIS
mediante	 resolución	 jefatural	 establecerá	 el	 procedimiento	 de	 cobranza
respectivo.
SISTEMA	DE	PENSIONES	SOCIALES
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	58.—Modificado.	Ley	29903,	Art.	3°.	Creación	del
Sistema	de	Pensiones	Sociales.	Créase	el	Sistema	de	Pensiones
Sociales,	de	carácter	obligatorio,	para	los	trabajadores	y
conductores	de	la	microempresa	que	no	superen	los	cuarenta
(40)	años	de	edad	y	que	se	encuentren	bajo	los	alcances	de	la
presente	norma.	Es	de	carácter	facultativo	para	los	trabajadores	y
conductores	que	tengan	más	de	cuarenta	(40)	años	de	edad,	a	la
fecha	de	entrada	en	vigencia	de	la	presente	ley.
Solo	podrán	afiliarse	al	Sistema	de	Pensiones	Sociales	los
trabajadores	y	conductores	de	la	microempresa.	No	están
comprendidos	en	los	alcances	de	la	presente	norma	los
trabajadores	que	se	encuentren	afiliados	o	sean	beneficiarios	de
otro	régimen	previsional.
El	aporte	mensual	de	cada	afiliado	equivale	a	una	tasa	de	aporte
gradual	hasta	un	máximo	del	cuatro	por	ciento	(4%)	sobre	la
Remuneración	Mínima	Vital	(RMV)	que	se	establecerá	mediante
decreto	supremo	refrendado	por	el	Ministro	de	Economía	y
Finanzas,	teniendo	en	cuenta	doce	(12)	aportaciones	anuales.
El	afiliado	podrá	efectuar	voluntariamente	aportes	mayores	al
mínimo.
El	afiliado	puede	elegir	que	sus	aportes	sean	administrados	por
una	Administradora	Privada	de	Fondos	de	Pensiones	(AFP)	o	por
la	Oficina	de	Normalización	Previsional	(ONP).	La	AFP	y	la	ONP
pueden	determinar	una	comisión	por	la	administración	de	los
aportes	del	afiliado.
Por	los	aportes	del	afiliado	a	la	ONP,	esta	emitirá	un	bono	de
reconocimiento	con	garantía	del	Estado	peruano.
Las	condiciones	de	la	emisión,	redención	y	las	características	del
bono	serán	señaladas	por	decreto	supremo	refrendado	por	el
Ministro	de	Economía	y	Finanzas.
La	ONP	o	la	AFP	podrán	celebrar	convenios	interinstitucionales
para	la	recaudación	de	los	aportes	de	los	afiliados	al	Sistema	de
Pensiones	Sociales.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 45.—El	 Sistema	 de	 Pensiones	 Sociales.	 El	 Sistema	 de	 Pensiones
Sociales	 (SPS)	 tiene	 como	objeto	otorgar	pensiones	 con	 las	 características
similares	al	de	la	modalidad	de	renta	vitalicia	familiar	del	Sistema	Privado
de	 Pensiones	 (SPP),	 sólo	 a	 los	 trabajadores	 y	 conductores	 de	 las
microempresas	que	se	encuentren	bajo	los	alcances	de	la	ley.
El	SPS	es	excluyente	del	SPP	y	del	Sistema	Nacional	de	Pensiones	(SNP)	y
de	cualquier	otro	régimen	previsional	existente.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	59.—De	la	cuenta	individual	del	afiliado.	Créase	la	cuenta
individual	del	afiliado	al	Sistema	de	Pensiones	Sociales	en	la	cual
se	registrarán	sus	aportes	y	la	rentabilidad	acumulados.
Modificado.	Ley	29903,	Art.	3°.	La	implementación	de	dicha
cuenta	individual	correrá	a	cargo	de	la	AFP,	cuyos	requisitos	y
condiciones	se	establecerán	en	el	reglamento	de	la	presente
norma.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 46.—Afiliación	 al	 SPS.	 Los	 trabajadores	 y	 conductores	 de	 las
microempresas	 que	 se	 encuentren	 bajo	 los	 alcances	 de	 la	 ley	 podrán
afiliarse	 al	 SPS.	 Para	 ello,	 al	 momento	 de	 afiliarse	 ante	 la	 entidad	 que
administre	 las	 cuentas	 individuales	 de	 los	 afiliados,	 deberán	 presentar	 lo
siguiente:
1.	 Contrato	 de	 afiliación	 celebrado	 con	 la	 entidad	 que	 administre	 las
cuentas	individuales,	debidamente	firmado.
2.	DNI	vigente	y	actualizado	en	lo	referente	al	estado	civil.
3.	Número	de	inscripción	o	reinscripción	en	el	Remype;	y,
4.	 Declaración	 jurada	 de	 no	 estar	 inscrito	 en	 otro	 régimen	 previsional.
Dicha	declaración	es	sujeta	a	contraste	posterior	por	parte	de	la	entidad	que
administre	las	cuentas	individuales	a	efectos	de	confirmar	que	el	trabajador
no	pertenece	a	otros	sistema	pensionario;	caso	contrario,	la	afiliación	al	SPS
será	declarada	nula.
El	 original	 del	 contrato	 de	 afiliación	 quedará	 en	 poder	 de	 la	 entidad
administradora,	entregándose	una	primera	copia	al	afiliado	y	una	segunda
copia	 al	 conductor	 de	 la	 microempresa.	 La	 relación	 entre	 la	 entidad	 que
administre	 las	 cuentas	 individuales	 de	 los	 afiliados	 y	 éstos	 se	 rige	 por	 lo
estipulado	en	los	respectivos	contratos	de	afiliación,	que	son	contratos	por
adhesión.
El	 formato	 del	 contrato	 de	 afiliación	 y	 la	 cartilla	 de	 información	 del	 SPS
deben	ser	aprobados	previamente	por	 la	SBS,	con	 la	opinión	 favorable	del
MEF.	 Ambos	 deben	 ser	 proporcionados	 a	 los	 afiliados	 por	 la	 entidad	 que
administre	las	cuentas	individuales	de	los	afiliados.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	47.—Aporte	mensual	del	afiliado.	El	aporte	mensual	del	afiliado	se
compone	de	los	siguientes	conceptos:	el	aporte	mensual	mínimo	destinado
a	la	“Cuenta	individual	del	afiliado”	y	la	comisión	para	la	administración	del
Fondo	de	Pensiones	Sociales.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	48.—Cuenta	individual	del	afiliado.	Producida	la	afiliación	al	SPS,	la
entidad	que	administre	las	cuentas	individuales	de	los	afiliados	deberá	abrir
una	 cuenta	 denominada	 “Cuenta	 individual	 del	 afiliado”.	 En	 dicha	 cuenta,
deberá	estar	registrado	el	aporte	mensual	mínimo,	el	aporte	voluntario	y	la
rentabilidad	acumulada	de	los	mismos.	La	actualización	de	dichos	registros
deberá	efectuarse,	cuando	menos,	en	forma	trimestral.
El	registro	de	las	cuentas	individuales	de	los	afiliados	estará	disponible	en
el	portal	institucional	de	la	entidad	que	administre	las	cuentas,	mediante	el
uso	de	una	clave	individual	de	acceso	del	afiliado.
También	 accederán	 a	 este	 registro,	 el	MTPE,	 la	Oficina	 de	Normalización
Previsional	 -	 ONP,	 la	 SBS	 y	 el	 MEF,	 así	 como	 el	 conductor	 de	 la
microempresa	en	lo	que	se	refiere	a	él	y	sus	trabajadores.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	49.—Pago	del	aporte	mensual	del	afiliado.	El	pago	de	 los	aportes
mensuales	 de	 los	 afiliados	 y	 el	 voluntario,	 de	 proceder,	 será	 retenido	 y
abonado	 por	 el	 conductor	 de	 la	 microempresa	 dentro	 de	 los	 primeros
quince	(15)	días	calendario	del	mes	siguiente	al	que	fueron	devengados.	La
demora	en	efectuar	dicho	pago	da	lugar	a	 intereses	moratorios	a	favor	del
afiliado,	según	lo	establezca	la	SBS.
El	pago	de	dicho	aporte	se	efectuará	con	la	presentación	de	un	formulario
que	 para	 tal	 efecto	 apruebe	 la	 entidad	 que	 administre	 las	 cuentas
individuales	de	los	afiliados.	El	cargo	de	recepción	del	pago	efectuado	en	la
respectiva	 entidad	 financiera	 constituirá	 el	 único	 documento	 que	 acredite
haber	cumplido	con	dicha	obligación.
La	impresión	o	el	archivo	en	medio	magnético	que	efectúe	el	conductor	de
la	microempresa	del	récord	de	aportes	de	cada	afiliado	desde	el	portal	de	la
entidad	que	administre	las	cuentas	individuales	de	los	afiliados,	reemplaza
la	 obligación	 de	 la	 tenencia	 de	 los	 cargos	 de	 pago	 a	 los	 que	 se	 hace
referencia	en	el	presente	artículo.
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ART.	61.—Modificado.	Ley	29903,	Art.	3°.	Del	Registro
Individual	del	Afiliado.	Créase	el	Registro	Individual	del	Afiliado
al	Sistema	de	Pensiones	Sociales	en	el	cual	se	registrarán:
a.	Los	aportes	del	afiliado.
b.	Los	aportes	a	ser	reconocidos	por	el	Estado	a	través	de	un
bono	de	reconocimiento	de	aportes	emitido	por	la	ONP.
La	implementación	y	administración	del	registro	individual
estará	a	cargo	de	la	ONP.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	60.—Modificado.	Ley	29903,	Art.	3°.	El	aporte	del	Estado
se	efectuará	hasta	una	tasa	de	aporte	determinada	o	por	la	suma
equivalente	a	los	aportes	del	afiliado	a	través	de	un	bono	de
reconocimiento	de	aportes	emitido	por	la	ONP	y	garantizado	por
el	Estado	peruano.	En	ningún	caso,	el	aporte	del	Estado	será
mayor	a	la	suma	equivalente	de	los	aportes	del	afiliado.	La	tasa	de
aporte	y	las	condiciones	de	la	emisión,	redención,	y	las
características	del	bono	serán	señaladas	por	decreto	supremo
refrendado	por	el	Ministro	de	Economía	y	Finanzas.
El	pago	del	aporte	del	Estado	se	efectuará	de	conformidad	con	las
previsiones	presupuestarias	y	las	condiciones	que	se	establezcan
en	el	reglamento	de	la	presente	norma.
El	aporte	del	Estado	se	efectuará	a	favor	de	los	afiliados	que
perciban	una	remuneración	no	mayor	a	1,5	de	la	RMV.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 50.—Aporte	 del	 Estado.	 El	 aporte	 del	 Estado	 al	 que	 se	 hace
referencia	el	artículo	60	de	la	ley	se	efectuará	el	último	día	hábil	del	mes	de
enero	de	cada	año,	a	través	de	la	entidad	que	para	tal	efecto	sea	designada
por	norma	con	rango	de	ley.
Para	ello,	dicha	entidad	designada,	en	su	proceso	presupuestario	de	cada
año,	 deberá	 incluir	 el	 monto	 estimado	 de	 las	 aportaciones	 mensuales
mínimas	que	se	proyecten	hasta	el	fin	de	cada	año.	Dicho	estimado	se	hará
con	base	a	la	información	que	brinde	la	entidad	que	administre	las	cuentas
individuales	de	los	afiliados	a	través	de	su	portal	institucional.
El	 aporte	 del	 Estado,	 a	 través	 de	 la	 entidad	 designada,	 se	 efectuará	 sólo
sobre	 la	 base	 del	 récord	 de	 aportaciones	 mínimas	 efectivas	 de	 cada	 año,
aparte	de	 la	comisión	correspondiente	por	 la	administración	del	Fondo	de
Pensiones	 Sociales.	 En	 tal	 sentido,	 la	 entidad	 que	 administre	 las	 cuentas
individuales	de	los	afiliados	deberá	comunicar	en	forma	oficial	a	la	entidad
designada,	 durante	 los	 primeros	 quince	 (15)	 días	 calendario	 del	 mes	 de
enero	de	cada	año,	la	totalidad	de	las	aportaciones	mínimas	realizadas	por
cada	afiliado.	Esta	comunicación	se	realizará	en	forma	escrita,	adjuntando	el
listado	de	los	aportes	individualizados,	así	como	en	medio	magnético.
Corresponde	 a	 la	 ONP	 establecer	 los	 mecanismos	 y	 procedimientos
necesarios	para	fiscalizar	y	verificar,	en	coordinación	con	el	MTPE,	que	los
afiliados	al	SPS	pertenezcan	efectivamente	a	la	microempresa.	De	detectarse
casos	contrarios,	la	ONP	no	efectuará	el	correspondiente	aporte	del	Estado.
La	ONP	tampoco	se	responsabiliza	por	los	casos	de	errores	u	omisiones	en
los	 récord	 de	 aportaciones	 mínimas	 informados	 por	 la	 entidad	 que
administre	las	cuentas	individuales	de	los	afiliados.
La	ONP,	 con	 base	 a	 la	 información	proporcionada	 en	 forma	oficial	 por	 la
entidad	 que	 administre	 las	 cuentas	 individuales	 de	 los	 afiliados,
implementará	el	registro	individual	que	dispone	el	artículo	61	de	la	ley.	Los
afiliados	al	SPS	podrán	acceder	al	Registro	 Individual	del	Afiliado	a	 través
del	portal	institucional	de	la	ONP.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	51.—Registro	del	aporte	del	Estado.	Producida	la	transferencia	del
aporte	anual	del	Estado,	la	entidad	que	administre	las	cuentas	individuales
de	 los	 afiliados	 deberá	 abrir	 una	 cuenta	 separada	 en	 la	 que	 se	 registre
paralelamente	 a	 la	 “Cuenta	 individual	 del	 afiliado”	 el	 aporte	 anual
individualizado	del	Estado	por	cada	afiliado	y	la	rentabilidad	acumulada	por
este	 aporte.	 La	 implementación,	 administración	 y	 actualización	 trimestral
de	 dicho	 registro	 estará	 a	 cargo	 de	 la	 entidad	 que	 administre	 las	 cuentas
individuales	de	los	afiliados.
El	 registro	 del	 citado	 aporte,	 así	 como	 de	 la	 rentabilidad	 acumulada	 del
aporte	 del	 Estado	 por	 cada	 afiliado,	 estará	 disponible	 en	 el	 portal
institucional	de	la	ONP.	La	entidad	administradora	deberá	alcanzar	a	la	ONP
la	información	correspondiente	en	forma	trimestral,	a	la	que	tendrá	acceso
el	afiliado	mediante	el	uso	de	su	clave	individual.
También	accederán	a	este	registro,	el	MTPE,	 la	SBS	y	el	MEF,	así	 como	el
conductor	de	la	microempresa	en	lo	que	se	refiere	a	él	y	sus	trabajadores.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	62.—De	la	pensión	de	jubilación.	Tienen	derecho	a
percibir	pensión	de	jubilación	los	afiliados	cuando	cumplan	los
sesenta	y	cinco	(65)	años	de	edad	y	hayan	realizado	efectivamente
por	lo	menos	trescientas	(300)	aportaciones	al	Fondo	de
Pensiones	Sociales.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	52.—Pensiones.	 De	 conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 por	 los	 artículos
62,	 63	 y	 66	 de	 la	 ley,	 las	 pensiones	 a	 favor	 de	 los	 afiliados	 y	 sus
derechohabientes	en	el	SPS	son	exclusivamente	las	de	jubilación,	invalidez	y
sobrevivencia.
El	 procedimiento	 para	 la	 obtención	 de	 las	 pensiones	 señaladas	 o	 el
reintegro	 de	 los	 aportes,	 deberá	 iniciarse	 el	 primer	 día	 hábil	 del	 mes
siguiente	de	producida	la	contingencia.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	53.—Pensión	de	 jubilación.	La	pensión	de	 jubilación	 se	determina
en	función	al	saldo	en	la	cuenta	individual	del	afiliado,	al	aporte	del	Estado	y
a	 la	rentabilidad	acumulada,	de	acuerdo	con	la	metodología	utilizada	en	el
SPP	para	la	pensión	bajo	la	modalidad	de	renta	vitalicia	familiar.
Para	 iniciar	el	procedimiento	se	 requiere	haber	cumplido	sesenta	y	 cinco
(65)	 años	 de	 edad	 y	 haber	 aportado	 un	 mínimo	 de	 trescientas	 (300)
aportaciones.
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ART.	63.—De	la	pensión	de	invalidez.	Tienen	derecho	a
percibir	la	pensión	de	invalidez	los	afiliados	cuando	se	declare	su
incapacidad	permanente	total,	dictaminada	previamente	por	una
comisión	médica	del	Seguro	Social	de	Salud,	ESSALUD,	o	del
Ministerio	de	Salud.
En	el	reglamento	se	establecerán	los	requisitos	y	condiciones
para	el	otorgamiento	de	dicha	pensión.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 54.—Pensión	 de	 invalidez.	 Para	 tener	 derecho	 a	 la	 pensión	 de
invalidez	se	requiere	estar	afiliado	al	SPS,	haber	pagado	adicionalmente	al
aporte	 mínimo	 la	 comisión	 por	 seguro	 de	 invalidez	 y	 ser	 declarado	 con
invalidez	 total	 permanente	 por	 una	 comisión	 médica	 de	 ESSALUD	 o	 del
Ministerio	 de	 Salud.	 A	 dicho	 efecto,	 la	 comisión	 médica	 establecerá	 las
evaluaciones	 y	 calificaciones	de	 invalidez	 que	 correspondan	 sobre	 la	 base
de	 los	 procedimientos	 previstos	 en	 la	 normativa	 del	 SPP	 para	 la
determinación	de	la	invalidez	total	permanente.
El	otorgamiento	de	 las	pensiones	de	 invalidez	 se	 sujeta	a	 las	 condiciones
establecidas	en	el	contrato	de	administración	de	riesgos	celebrado	entre	la
entidad	que	administre	las	cuentas	individuales	de	los	afiliados	y	la	empresa
de	 seguros,	 sobre	 la	 base	 de	 las	 disposiciones	 establecidas	 por	 la	 SBS.	 En
dicho	 contrato	 se	 establecen	 las	 condiciones	 de	 cotización,	 los	 casos
excluidos	y	las	preexistencias	a	que	se	sujeta	la	cobertura	de	los	afiliados.
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ART.	64.—Determinación	del	monto	de	la	pensión.	El	monto
de	la	pensión	de	jubilación	se	calculará	en	función	de	los	factores
siguientes:
a)	El	capital	acumulado	de	la	cuenta	individual	de	capitalización
del	afiliado,
b)	El	producto	del	aporte	del	Estado	y	su	rentabilidad.
En	aquellos	casos	en	que	el	afiliado	haya	aportado	cifras
superiores	al	mínimo,	el	reglamento	de	la	presente	norma
establecerá	la	forma	de	cálculo	para	obtener	el	monto	de	la
pensión.
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ART.	65.—Del	reintegro	de	los	aportes.	El	afiliado	que	cumpla
sesenta	y	cinco	(65)	años	de	edad	o	trescientas	(300)
aportaciones	efectivas,	así	como	el	afiliado	que	sea	declarado	con
incapacidad	permanente	parcial,	dictaminado	previamente	por
una	comisión	médica	del	Seguro	Social	de	Salud,	ESSALUD,	o	del
Ministerio	de	Salud,	podrán	solicitar	el	reintegro	del	monto
acumulado	en	su	cuenta	individual	más	la	rentabilidad	que	hayan
obtenido.
En	caso	de	fallecimiento,	los	herederos	podrán	solicitar	el
reintegro	de	lo	aportado	por	el	causante	incluyendo	la
rentabilidad.
En	el	reglamento	se	establecerán	los	requisitos	y	condiciones
para	la	devolución.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 61.—Reintegro	 de	 los	 aportes.	 Tienen	 derecho	 a	 solicitar	 sólo	 el
reintegro	 de	 los	 aportes	 mínimos	 y	 voluntarios	 efectuados	 a	 su	 cuenta
individual,	así	como	la	rentabilidad	que	ésta	hubiese	generado,	los	afiliados
que	 hayan	 cumplido	 sesenta	 y	 cinco	 (65)	 años	 de	 edad	 o	 realizado
trescientas	(300)	aportaciones	efectivas,	así	como	el	afiliado	que	haya	sido
declarado	con	incapacidad	permanente	parcial.
Para	iniciar	el	procedimiento	de	reintegro,	el	afiliado	deberá	presentar	su
solicitud	 a	 la	 entidad	 que	 administre	 las	 cuentas	 individuales	 de	 los
afiliados,	adjuntando	el	cargo	de	recepción	de	haber	presentado	su	solicitud
a	 su	 conductor	 a	 efectos	 que	 no	 le	 sigan	 descontando	 los	 aportes
correspondientes.	Este	requisito	no	es	exigible	en	caso	que	el	afiliado	sea	a
la	vez	el	conductor.
El	afiliado	declarado	con	incapacidad	permanente	parcial	deberá	adjuntar,
adicionalmente,	 el	 documento	 expedido	 por	 una	 comisión	 médica	 del
ESSALUD	o	del	Ministerio	de	Salud.
El	reintegro	a	que	se	refiere	el	presente	artículo	se	computa	hasta	el	mes
anterior	en	que	el	afiliado	haya	presentado	su	solicitud	al	conductor.
En	caso	de	fallecimiento	del	afiliado,	los	familiares	deberán	presentar	copia
certificada	de	la	partida	de	defunción	a	través	de	una	carta	simple	o	notarial
al	 conductor	y,	 adicionalmente,	para	 iniciar	 el	procedimiento	de	 reintegro
ante	 la	 entidad	 que	 administre	 las	 cuentas	 individuales	 de	 los	 afiliados,
deberán	adjuntar	la	copia	literal	de	la	inscripción	de	la	sucesión	intestada	en
registros	públicos.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	66.—De	las	pensiones	de	sobrevivencia.	Son	pensiones
de	sobrevivientes	las	siguientes:
a)	De	viudez;	y,
b)	De	orfandad.
Se	otorgará	pensión	de	sobrevivientes:
a)	Al	fallecimiento	de	un	afiliado	con	derecho	a	pensión	de
jubilación	o	que	de	haberse	invalidado	hubiere	tenido	derecho	a
pensión	de	invalidez;
b)	Al	fallecimiento	de	un	pensionista	de	invalidez	o	jubilación.
En	el	reglamento	se	establecerán	las	condiciones	y	requisitos
para	obtener	las	prestaciones	que	se	hace	referencia	en	el
presente	capítulo.
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ART.	67.—De	la	pensión	de	viudez.	Tiene	derecho	a	pensión	de
viudez	el	cónyuge	o	conviviente	del	afiliado	o	pensionista
fallecido.	En	el	caso	de	las	uniones	de	hecho	deberá	acreditarse
dicha	unión,	de	acuerdo	con	el	artículo	326	del	Código	Civil,
aprobado	mediante	Decreto	Legislativo	N°	295.
El	monto	máximo	de	la	pensión	de	viudez	es	igual	al	cuarenta	y
dos	por	ciento	(42%)	de	la	pensión	de	jubilación	que	percibía	o
hubiera	tenido	derecho	a	percibir	el	causante.
Caduca	la	pensión	de	viudez:
a)	Por	contraerse	nuevo	matrimonio	civil	o	religioso.
b)	Si	se	demuestra	la	existencia	de	otra	unión	de	hecho.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 55.—Pensión	 de	 viudez.	 Tiene	 derecho	 a	 pensión	 de	 viudez	 el
cónyuge	o	conviviente	del	afiliado	con	derecho	a	pensión	o	del	titular	de	la
pensión	 de	 jubilación	 o	 invalidez	 que	 hubiera	 fallecido.	 Para	 ello,	 el
beneficiario	 deberá	 presentar	 la	 partida	 de	 matrimonio	 o	 la	 respectiva
resolución	 judicial,	 consentida	 o	 firme,	 declarando	 la	 unión	 de	 hecho,	 así
como	la	partida	de	defunción	del	afiliado.
En	ningún	caso,	 la	referida	pensión	podrá	exceder	del	cuarenta	y	dos	por
ciento	 (42%)	 de	 la	 pensión	 de	 jubilación	 que	 percibía	 o	 hubiere	 tenido
derecho	a	percibir	el	causante.
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ART.	68.—De	la	pensión	de	orfandad.	Tienen	derecho	a
pensión	de	orfandad:	los	hijos	menores	de	dieciocho	(18)	años	del
afiliado	o	pensionista	fallecido.
Subsiste	el	derecho	a	pensión	de	orfandad:
a)	Siempre	que	siga	en	forma	ininterrumpida	y	satisfactoria
estudios	del	nivel	básico	o	superior	de	educación,	hasta	los
veinticuatro	(24)	años	de	edad.
b)	Para	los	hijos	inválidos	mayores	de	dieciocho	(18)	años	con
incapacidad	permanente	total,	dictaminado	previamente	por	una
comisión	médica	del	Seguro	Social	de	Salud,	ESSALUD,	o	del
Ministerio	de	Salud.
La	pensión	será	equivalente	al	veinte	por	ciento	(20%)	por	cada
beneficiario.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 56.—Pensión	 de	 orfandad.	 Sólo	 tienen	 derecho	 a	 pensión	 de
orfandad	los	hijos	menores	de	dieciocho	(18)	años	del	afiliado	con	derecho
a	pensión	o	del	 titular	de	 la	pensión	de	 jubilación	o	 invalidez	que	hubiera
fallecido.	Cumplida	esta	edad,	subsiste	 la	pensión	de	orfandad	únicamente
en	los	siguientes	casos:
1.	Para	los	hijos	que	sigan	estudios	de	nivel	básico	o	de	educación	superior,
hasta	que	cumplan	los	veinticuatro	(24)	años.
2.	 Para	 los	 hijos	 mayores	 de	 dieciocho	 (18)	 años	 cuando	 adolecen	 de
incapacidad	permanente	 total	 para	 el	 trabajo	desde	 su	minoría	de	 edad	o
cuando	 la	 incapacidad	 que	 se	manifieste	 en	 la	mayoría	 de	 edad	 tenga	 su
origen	en	la	etapa	anterior	a	ella.	La	declaración	de	incapacidad	permanente
total	 requiere	 de	 un	 dictamen	 emitido	 por	 una	 comisión	 médica	 de
ESSALUD	o	del	Ministerio	de	Salud.
El	monto	máximo	de	la	pensión	de	orfandad	de	cada	hijo	es	igual	al	veinte
por	 ciento	 (20%)	 del	 monto	 de	 la	 pensión	 de	 jubilación	 o	 invalidez	 que
percibía	o	hubiera	podido	percibir	el	beneficiario	titular.
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ART.	69.—Monto	máximo	de	las	pensiones	de	sobrevivencia.
Cuando	la	suma	de	los	porcentajes	máximos	que	corresponden	al
cónyuge	y	a	cada	uno	de	los	huérfanos	de	conformidad	con	los
artículos	anteriores	excediesen	al	ciento	por	ciento	(100%)	de	la
pensión	de	jubilación	que	percibía	o	hubiere	tenido	derecho	a
percibir	el	causante,	dichos	porcentajes	se	reducirán,
proporcionalmente	de	manera	que	la	suma	de	todos	los
porcentajes	así	reducidos	no	exceda	del	ciento	por	ciento	(100%)
de	la	referida	pensión.	En	tal	caso,	las	pensiones	de	viudez	y
orfandad	equivaldrán	a	los	porcentajes	que	resulten.
La	pérdida	de	los	requisitos	para	continuar	percibiendo	la
pensión	de	sobrevivencia	no	implica	que	dicho	monto	sea
redistribuido	entre	los	demás	beneficiarios.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	58.—Monto	máximo	de	las	pensiones	de	sobrevivencia.	Cuando	la
suma	de	 los	 porcentajes	 de	 pensión	 de	 viudez	 y	 de	 orfandad	 excedan	 del
cien	 por	 ciento	 (100%)	 del	monto	 de	 la	 pensión	 de	 jubilación	 o	 invalidez
que	percibía	o	hubiera	podido	percibir	el	beneficiario	titular,	las	pensiones
se	reducirán	en	forma	proporcional	hasta	llegar	a	dicho	porcentaje	máximo.
En	 caso	 que	 algún	 beneficiario	 pierda	 el	 derecho	 a	 percibir	 la	 pensión,
dicho	monto	no	será	reasignado	entre	los	demás	beneficiarios.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 57.—Pérdida	 de	 la	 pensión.	 Corresponde	 a	 la	 entidad	 que
administra	las	cuentas	individuales	declarar	la	pérdida	de	la	pensión.
Se	deja	 sin	 efecto	 la	percepción	de	 la	pensión	en	el	 SPS	en	 los	 siguientes
casos:
1.	Fallecimiento.
2.	Haber	contraído	matrimonio	o	haber	establecido	nueva	unión	de	hecho
los	titulares	de	pensión	de	viudez.
3.	 Haber	 alcanzado	 la	 mayoría	 de	 edad	 los	 titulares	 de	 pensiones	 de
orfandad,	 salvo	 que	 prosigan	 estudios	 de	 nivel	 básico	 o	 de	 educación
superior	 en	 forma	 ininterrumpida	 y	 satisfactoria,	 en	 cuyo	 caso	 la	 pensión
continuará	hasta	 que	 cumplan	 veinticuatro	 (24)	 años,	 o	 que	 adolezcan	de
incapacidad	permanente	total,	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	63	de
la	ley.
4.	Haber	 recuperado	el	pensionista	 las	 facultades	 físicas	o	mentales,	 cuya
pérdida	 determinó	 el	 estado	 de	 invalidez	 para	 el	 otorgamiento	 de	 una
pensión,	previo	dictamen	favorable	de	una	comisión	médica	de	ESSALUD,	o
del	Ministerio	de	Salud;	o
5.	 Haber	 desaparecido	 uno	 de	 los	 requisitos	 exigidos	 por	 la	 ley	 para	 el
otorgamiento	de	la	pensión.
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ART.	70.—Modificado.	Ley	29903,	Art.	3°.	Del	traslado	a	otro
régimen	previsional.	Los	afiliados	del	Sistema	de	Pensiones
Sociales	podrán	trasladarse	con	los	recursos	acumulados	de	su
cuenta	individual	y	la	rentabilidad	de	los	mismos	al	Sistema
Nacional	de	Pensiones	(SNP)	o	al	Sistema	Privado	de
Administración	de	Fondos	de	Pensiones	(SPP),	según	su	elección,
y	viceversa,	de	acuerdo	a	las	condiciones	y	requisitos	que	se
establecerán	por	decreto	supremo	refrendado	por	el	Ministro	de
Economía	y	Finanzas.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 59.—Traslado	 a	 otro	 régimen	 previsional.	 El	 traslado	 voluntario
del	SPS	al	SNP	o	al	SPP	constituye	un	acto	unilateral	del	afiliado	y	se	expresa
en	forma	escrita.
El	traslado	obligatorio	del	afiliado	del	SPS	al	SNP	o	al	SPP	será	por	la	causal
señalada	en	el	artículo	70	de	la	ley.
En	ambos	 casos,	 el	 afiliado	deberá	 acompañar	 al	momento	de	 afiliarse	 al
SNP	o	al	SPP	una	declaración	jurada	en	la	que	conste	de	manera	expresa	que
ha	sido	adecuadamente	informado	acerca	de	las	implicancias	de	su	traslado,
el	mismo	que	es	 irreversible,	y	que	 los	aportes	mínimos	y	voluntarios,	 los
aportes	del	Estado,	en	su	caso,	y	 la	 rentabilidad	generada,	pasan	a	 formar
parte	de	los	recursos	del	SNP	o	de	la	cuenta	individual	de	capitalización	en
el	SPP.
Asimismo,	en	el	 caso	que	el	afiliado	se	 traslade	al	SNP,	deberá	anexar	un
compromiso	de	asunción	de	pago	por	el	diferencial	de	aporte	en	este	último
sistema.	 Para	 ello,	 deberá	 celebrar	 un	 convenio	 con	 la	 ONP	 en	 el	 que
consten	las	condiciones	y	el	cronograma	de	pago	de	dicho	diferencial.	Dicho
diferencial	no	tiene	carácter	tributario.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	71.—Modificado.	Ley	29903,	Art.	3°.	Del	Fondo	de
Pensiones	Sociales.	Créase	el	Fondo	de	Pensiones	Sociales	de
carácter	intangible	e	inembargable,	cuya	administración	podrá	ser
realizada	por	una	AFP	o	por	la	ONP	de	acuerdo	a	lo	señalado	en	el
artículo	72	de	la	presente	norma.
La	Superintendencia,	en	caso	el	afiliado	elija	que	sus	aportes	sean
administrados	por	la	AFP,	podrá	determinar	que	los	mismos	se
incluyan	dentro	de	la	licitación	a	que	se	refiere	el	artículo	7°-A	del
Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	del	Sistema	Privado	de
Administración	de	Fondos	de	Pensiones	aprobado	por	Decreto
Supremo	054-97-EF.	Para	tal	fin,	la	Superintendencia	emitirá	las
normas	reglamentarias	referentes	a	la	materia.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	60.—Fondo	de	pensiones	 sociales	y	 su	administración.	El	 Fondo
de	 Pensiones	 Sociales	 tiene	 carácter	 intangible	 e	 inembargable;	 su
administración	 será	 subastada	 mediante	 concurso	 público	 a	 una
administradora	 de	 fondos	 de	 pensiones,	 compañía	 de	 seguro	 o	 banco.	 El
control	y	la	supervisión	de	dicho	fondo	estarán	a	cargo	de	la	SBS.
Los	requisitos	y	condiciones	del	concurso	público	se	establecerán	mediante
decreto	supremo	refrendado	por	el	Ministro	de	Economía	y	Finanzas,	cuyos
términos	mínimos	serán	los	siguientes:
1.	Conocimiento	y	capacidad	para	la	administración	y	manejo	de	fondos.
2.	 Presentación	 de	 un	 proyecto	 de	 administración	 y	 manejo	 de	 cuentas
individuales	así	como	de	cartera	de	inversiones.
3.	Propuesta	de	rentabilidad	mínima	y	de	cobro	de	comisiones.
4.	Propuesta	de	período	mínimo	de	administración	del	Fondo	de	Pensiones
Sociales.
5.	 Período	 de	 implementación	 para	 la	 administración	 de	 las	 cuentas
individuales	de	 los	 afiliados	 a	nivel	nacional,	 luego	de	 concedido	 la	buena
pro	del	concurso	público.
Los	recursos	del	Fondo	de	Pensiones	Sociales	y	su	rentabilidad	se	destinan
al	 pago	 de	 las	 pensiones	 sociales	 o	 al	 reintegro	 de	 los	 aportes	 bajo	 los
supuestos	establecidos	en	el	presente	reglamento.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	72.—Modificado.	Ley	29903,	Art.	3°.	De	los	recursos	del
fondo.	Constituyen	recursos	del	fondo	administrados	por	la	AFP:
a)	Los	aportes	del	afiliado	a	que	se	refiere	el	artículo	58;
b)	La	rentabilidad	obtenida	por	la	inversión	de	sus	recursos;	y,
c)	Las	donaciones	que	por	cualquier	concepto	reciban.
Constituyen	recursos	del	fondo	administrados	por	la	ONP:
a)	El	aporte	del	afiliado	a	que	refiere	el	artículo	58;
b)	La	rentabilidad	obtenida	por	la	inversión	del	literal	a);	y,
c)	Las	donaciones	que	por	cualquier	concepto	reciban.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
ART.	73.—Modificado.	Ley	29903,	Art.	3°.	Criterios	de	la
inversión.	El	Fondo	de	Pensiones	Sociales,	en	el	caso	sus	recursos
sean	administrados	por	la	AFP,	se	invertirá	teniendo	en	cuenta,	en
forma	concurrente,	las	siguientes	condiciones:
a)	La	mayor	rentabilidad	posible;
b)	La	liquidez;	y,
c)	La	garantía	del	equilibrio	financiero	del	Sistema	de	Pensiones
Sociales.
La	rentabilidad	e	inversiones	del	Fondo	de	Pensiones	Sociales
respecto	a	la	administración	realizada	por	la	AFP,	se	sujetarán	a	la
normatividad	vigente	del	Sistema	Privado	de	Pensiones.	Cuando
la	administración	sea	realizada	por	la	ONP,	la	rentabilidad	e
inversiones	respecto	al	aporte	del	afiliado,	se	ejecutarán	a	través
del	Fondo	Consolidado	de	Reservas	Previsionales	(FCR)	y	de
acuerdo	con	la	política	de	inversiones	aprobada	por	su	directorio.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	62.—Fiscalización	de	 la	microempresa	en	el	 SPS.	Corresponde	 al
MTPE,	 a	 través	 de	 su	 servicio	 inspectivo,	 velar	 por	 el	 cumplimiento	 de	 la
normativa	referida	a	los	aportes	al	SPS,	en	el	marco	de	la	Ley	N°	28806,	Ley
General	 de	 Inspección	 del	 Trabajo	 y	 sus	 normas	 reglamentarias,
complementarias	o	sustitutorias.
En	 caso	 el	 MTPE	 detectase	 afiliaciones	 al	 SPS	 que	 contravengan	 la
normativa	vigente,	dispondrá	que	 los	aportes	efectuados	y	su	rentabilidad
sean	 reintegrados	 al	 trabajador	 y	 al	 Estado,	 a	 través	 de	 la	 entidad	 que
administre	 las	 cuentas	 individuales	 y	 la	 entidad	 a	 que	 hace	 referencia	 el
artículo	50,	respectivamente.
Asimismo,	 una	 vez	 iniciado	 el	 funcionamiento	 del	 SPS	 el	 MTPE	 se
encargará	de	promover	la	afiliación	al	sistema.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS	DE	LA	LEY
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
Segunda	Disposición	Complementaria	Final.—Registro	Único	de
Contribuyentes.	El	Registro	Único	del	Contribuyente	será
utilizado	para	todo	y	cualesquier	registro	administrativo	en	que
sea	requerida	la	utilización	de	un	número,	incluida	ESSALUD.	Por
norma	reglamentaria	se	determinará	el	alcance	y	el	período	de
implementación	de	esta	medida.
D.	S.	008-2008-TR.
Sexta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Registro	 Único	 de
Contribuyentes.	 Lo	 señalado	 en	 la	 Segunda	 Disposición	 Complementaria
Final	de	la	ley	no	modifica	lo	establecido	en	el	Decreto	Legislativo	N°	943	y
sus	 disposiciones	 reglamentarias,	 respecto	 de	 los	 sujetos	 obligados	 a
inscribirse	en	el	RUC,	por	lo	que	ninguna	entidad	pública	podrá	exigir:
1.	Que	se	entregue	número	de	RUC	a	sujetos	no	previstos	en	las	referidas
normas.
2.	Que	se	modifiquen	las	citadas	normas.
Para	efecto	de	 los	registros	administrativos	vinculados	al	ESSALUD	y	a	 la
ONP,	 la	utilización	del	RUC	sólo	será	exigible	respecto	de	 los	empleadores
obligados	 a	 contar	 con	 número	 de	 RUC,	 de	 acuerdo	 con	 las	 normas	 de	 la
materia.
ESSALUD	y	las	demás	entidades	del	Estado	adaptan	sus	sistemas	de	modo	que	cualquier	registro	sea	sustituido	por	el	RUC	en	un	plazo	que	no	excederá	del	último	día	hábil	del
año	2009.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
Tercera	Disposición	Complementaria	Final.—Exclusión	de
actividades.	Las	unidades	económicas	que	se	dediquen	al	rubro
de	bares,	discotecas,	juegos	de	azar	y	afines	no	podrán	acogerse	a
la	presente	norma.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
Cuarta	Disposición	Complementaria	Final.—Reducción	de	tasas.
Las	MYPE	están	exoneradas	del	setenta	por	ciento	(70%)	de	los
derechos	de	pago	previstos	en	el	Texto	Único	de	Procedimientos
Administrativos	del	MTPE,	por	los	trámites	y	procedimientos	que
efectúan	ante	la	Autoridad	Administrativa	de	Trabajo.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
Sexta	Disposición	Complementaria	Final.—Extensión	del
régimen	laboral	de	la	micro	empresa.	Las	juntas	o	asociaciones
o	agrupaciones	de	propietarios	o	inquilinos	en	régimen	de
propiedad	horizontal	o	condominio	habitacional,	así	como	las
asociaciones	o	agrupaciones	de	vecinos,	podrán	acogerse	al
régimen	laboral	de	la	microempresa	respecto	de	los	trabajadores
que	les	prestan	servicios	en	común	de	vigilancia,	limpieza,
reparación,	mantenimiento	y	similares,	siempre	y	cuando	no
excedan	de	diez	(10)	trabajadores.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
Séptima	Disposición	Complementaria	Final.—Sector	agrario.	La
presente	ley	podrá	ser	de	aplicación	a	las	microempresas	que
desarrollan	actividades	comprendidas	en	la	Ley	N°	27360,	ley	que
aprueba	las	normas	de	promoción	del	Sector	Agrario,	conforme	a
las	reglas	de	opción	que	establezca	el	reglamento.	Las	pequeñas
empresas	del	sector	agrario	se	rigen	exclusivamente	por	la	Ley	N°
27360	y	su	norma	reglamentaria.
D.	S.	008-2008-TR.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Sector	 agrario.	 Las
microempresas	 que	 desarrollan	 actividades	 comprendidas	 en	 la	 Ley	 N°
27360,	 Ley	 que	 aprueba	 las	 Normas	 de	 Promoción	 del	 Sector	 Agrario,
podrán	acogerse	al	presente	régimen	laboral,	de	salud	y	pensiones,	en	tanto
se	 trate	 de	 trabajadores	 contratados	 con	 posterioridad	 a	 la	 vigencia	 del
Decreto	Legislativo	N°	1086.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
Octava	Disposición	Complementaria	Final.—Amnistía	laboral	y
de	seguridad	social.	Concédase	una	amnistía	para	las	empresas
que	se	encuentren	dentro	de	los	alcances	de	la	presente	norma,	a
fin	de	regularizar	el	cumplimiento	del	pago	de	las	obligaciones
laborales	y	de	seguridad	social	vencidas	hasta	la	vigencia	del
Decreto	Legislativo	N°	1086.
La	amnistía	laboral	y	de	seguridad	social,	referida	esta	última	a
las	aportaciones	a	ESSALUD	y	a	la	Oficina	de	Normalización
Previsional	(ONP),	sólo	concede	a	los	empleadores	el	beneficio	de
no	pagar	multas,	intereses	u	otras	sanciones	administrativas	que
se	generen	o	hubiesen	generado	por	el	incumplimiento	de	dichas
obligaciones	ante	las	autoridades	administrativas,	tales	como	el
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	Superintendencia
Nacional	de	Administración	Tributaria,	ESSALUD	y	ONP.
El	acogimiento	al	presente	beneficio	tendrá	un	plazo	de	cuatro
(4)	meses	contados	desde	la	vigencia	del	Decreto	Legislativo	N°
1086.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 81.—Amnistía	 laboral.	 La	 amnistía	 contenida	 en	 la	 Octava
Disposición	Complementaria	Final	de	la	ley	se	refiere	exclusivamente	a	los
intereses,	 multas	 y	 otras	 sanciones	 administrativas	 que	 se	 generen	 o
hubieran	 generado	 por	 el	 incumplimiento	 en	 el	 pago	 de	 multas	 por
infracciones	laborales	impuestas	por	el	MTPE.
El	plazo	para	que	las	micro	y	pequeñas	empresas	se	acojan	es	de	cuatro	(4)
meses	contados	desde	la	vigencia	del	Decreto	Legislativo	N°	1086.
NOTA:	Mediante	la	R.	M.	051-2009-TR,	se	fija	la	tasa	de	interés	moratorio	en	0,01%,	aplicable	al	31
de	diciembre	del	2009,	y	a	los	casos	señalados	en	el	artículo	2°	de	la	citada	resolución.	Así	mismo,	se
señalan	los	supuestos	no	comprendidos	y	su	tasa	de	interés.
COMENTARIO.—Mediante	 la	 R.	 D.	 238-2009-MTPE/4/10.1,	 se	 establecen
los	 lineamientos	 para	 la	 aplicación	 de	 la	 amnistía	 laboral	 contenida	 en	 la
Octava	Disposición	Complementaria	Final	del	D.	Leg.	1086,	aprobados	por	el
D.	S.	007-2008-TR,	para	acogerse	a	la	tasa	de	interés	moratorio	regulada	en
la	R.	M.	051-2009-TR.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	82.—Sujetos	comprendidos.	Están	comprendidas	 las	empresas	que
se	encuentren	dentro	de	los	alcances	de	la	ley	y	el	presente	reglamento,	aún
cuando	 a	 la	 fecha	 de	 presentación	 de	 la	 solicitud	 para	 la	 amnistía	 de
seguridad	social	no	cuenten	con	inscripción	en	el	Remype;	sin	perjuicio,	de
cumplir	con	la	posterior	obtención	de	la	misma.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	83.—Alcance	de	la	amnistía	de	seguridad	social.	Para	efectos	de	la
amnistía	de	seguridad	social,	los	sujetos	a	que	se	refiere	el	artículo	anterior
podrán	incorporar	los	conceptos	que	se	detallan	a	continuación,	cualquiera
fuere	 el	 estado	 en	 que	 se	 encuentren,	 tales	 como	 en	 cobranza	 coactiva,
reclamación,	apelación	o	demanda	contencioso	administrativa	ante	el	Poder
Judicial	 o	 en	 un	 proceso	 concursal,	 y	 respecto	 de	 los	 cuales	 se	 hubiere
notificado	 o	 no	 órdenes	 de	 pago	 o	 resoluciones	 de	 la	 Administración
Tributaria:
1.	Los	 intereses	moratorios	generados	y	pendientes	de	pago	a	 la	 fecha	de
entrada	 en	 vigencia	 del	Decreto	 Legislativo	N°	 1086	 y	 los	 que	 se	 generen
entre	 la	 fecha	de	entrada	en	vigencia	del	Decreto	Legislativo	N°	1086	y	 la
fecha	del	vencimiento	del	plazo	de	acogimiento,	aplicables	a:
a.	 Las	 aportaciones	 a	 ESSALUD	 y	 a	 la	 ONP.	 Se	 encuentran	 incluidos	 los
intereses	moratorios	de	las	citadas	aportaciones	que	forman	parte	del	saldo
de	los	aplazamientos	y/o	fraccionamientos	de	carácter	general	o	particular
vigentes	 o	 perdidos;	 en	 tales	 casos,	 el	monto	materia	 de	 acogimiento	 a	 la
amnistía	se	determinará	de	acuerdo	con	lo	señalado	en	el	artículo	siguiente
del	presente	reglamento.
b.	 Las	 cuotas	 vencidas	 de	 los	 aplazamientos	 y/o	 fraccionamientos	 de
carácter	general	por	aportaciones	al	ESSALUD	y	a	la	ONP	y	de	las	multas	a
las	que	alcanza	la	amnistía	o	al	saldo	por	la	totalidad	de	las	cuotas	de	dichos
fraccionamientos	de	haberse	dado	por	vencidos	los	plazos	de	los	mismos.
c.	La	deuda	tributaria	de	un	aplazamiento	y/o	fraccionamiento	de	carácter
particular	por	aportaciones	al	ESSALUD	y	a	la	ONP	y	de	las	multas	a	las	que
alcanza	 la	 amnistía,	 respecto	 del	 cual	 se	 hubiera	 incurrido	 en	 causal	 de
pérdida	o	a	la	cuota	vencida,	de	ser	el	caso.
2.	 Los	 intereses	 de	 aplazamientos	 y/o	 fraccionamientos	 generados	 y
pendientes	de	pago	a	la	fecha	de	entrada	en	vigencia	del	Decreto	Legislativo
N°	 1086	 y	 los	 que	 se	 generen	 entre	 dicha	 fecha	 y	 la	 del	 vencimiento	 del
plazo	de	acogimiento	aplicable	a	los	aplazamientos	y/o	fraccionamientos	de
carácter	general	por	aportaciones	al	ESSALUD	y	a	la	ONP	y	de	las	multas	a
las	que	alcanza	la	amnistía,	que	se	encuentren	vigentes.
3.	 Los	 intereses	 de	 aplazamientos	 y/o	 fraccionamientos	 generados	 y
pendientes	de	pago	a	la	fecha	de	entrada	en	vigencia	del	Decreto	Legislativo
N°	 1086	 y	 los	 que	 se	 generen	 entre	 dicha	 fecha	 y	 la	 del	 vencimiento	 del
plazo	de	 acogimiento	 aplicables	 a	 los	 aplazamientos	 y/o	 fraccionamientos
de	 carácter	 particular	 por	 aportaciones	 al	 ESSALUD	 y	 a	 la	 ONP	 y	 de	 las
multas	a	las	que	alcanza	la	amnistía,	que	se	encuentren	vigentes	o	perdidos.
4.	Las	multas	y	sus	intereses	por	infracciones	vinculadas	únicamente	a	las
aportaciones	al	ESSALUD	y	a	la	ONP	que	se	encuentren	pendientes	de	pago
a	la	fecha	de	entrada	en	vigencia	del	Decreto	Legislativo	N°	1086.
También	están	comprendidas	las	referidas	multas	y	sus	intereses	que	a	la
fecha	de	entrada	en	vigencia	del	Decreto	Legislativo	N°	1086	se	encuentren
incluidos	en	el	saldo	de	un	fraccionamiento	de	carácter	particular	o	general,
vigente	 o	 perdido.	 El	 monto	 materia	 de	 acogimiento	 a	 la	 amnistía	 se
determinará	de	acuerdo	con	lo	señalado	en	el	artículo	siguiente	del	presente
reglamento.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	 84.—Determinación	 de	 intereses	 y	 multas.	 Para	 efecto	 de
determinar	 los	 intereses	 y/o	 las	 multas	 que	 forman	 parte	 del	 saldo	 de
aplazamientos	 y/o	 fraccionamientos	 de	 carácter	 general	 o	 particular
vigentes	o	perdidos,	se	deberá	tener	en	cuenta	lo	siguiente:
1.	 Se	 dividirá	 el	monto	 de	 los	 intereses	 y	multas	 entre	 la	 totalidad	 de	 la
deuda	tributaria	materia	del	aplazamiento	y/o	fraccionamiento.
Tratándose	 de	 la	 deuda	 de	 un	 aplazamiento	 y/o	 fraccionamiento	 de
carácter	 general	 que	 hubiera	 sido	 incluida	 en	 un	 aplazamiento	 y/o
fraccionamiento	 de	 carácter	 particular,	 para	 efecto	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el
párrafo	 anterior	 y	 respecto	 de	 dicha	 deuda,	 únicamente	 se	 sumarán	 al
numerador	 los	 intereses	 moratorios	 aplicables	 a	 las	 cuotas	 o	 saldos
incluidos.
2.	 El	 monto	 resultante	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 numeral	 anterior	 se
multiplicará	por	100.
3.	El	porcentaje	así	establecido	se	aplicará	al	saldo	pendiente	de	pago	del
aplazamiento	 y/o	 fraccionamiento	 a	 la	 fecha	 de	 entrada	 en	 vigencia	 del
Decreto	Legislativo	N°	1086,	siendo	ésta	la	deuda	materia	de	extinción.
D.	S.	008-2008-TR.
ART.	85.—Trámite	para	la	amnistía.	El	trámite	para	acceder	a	la	amnistía
de	seguridad	social	se	iniciará	mediante	la	presentación	de	una	solicitud	de
acuerdo	a	la	forma	y	condiciones	que	establezca	Sunat	mediante	resolución
de	superintendencia.
Sunat,	 ESSALUD	 y	 la	 ONP	 proporcionarán,	 según	 corresponda,	 a	 las
empresas	 que	 inicien	 su	 trámite	 para	 la	 amnistía,	 la	 información	 sobre	 el
monto	 de	 las	 obligaciones	 de	 seguridad	 social	 vencidas	 hasta	 la	 fecha	 de
entrada	 en	 vigencia	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1086,	 sin	 perjuicio	 de	 los
montos	que	la	propia	empresa	incluya	en	la	amnistía.
Para	 culminar	 el	 trámite	 y	 tener	 por	 acogida	 a	 la	 empresa,	 ésta	 deberá
cumplir	con	haber	obtenido	la	inscripción	en	el	Remype	y	haber	cancelado
el	íntegro	del	insoluto	de	cada	aportación	al	ESSALUD,	a	la	ONP	o	del	saldo
pendiente	 o	 cuota	 de	 aplazamientos	 y/o	 fraccionamientos	 que	 decida
acoger,	 dentro	 del	 plazo	 de	 cuatro	 (4)	 meses	 que	 dispone	 el	 Decreto
Legislativo	N°	1086	para	el	acogimiento.
La	 Sunat	 verificará	 la	 inscripción	 en	 el	 Remype	 en	 base	 a	 la	 información
proporcionada	por	el	Remype.
En	 los	 casos	que	 la	 empresa	 sólo	 tenga	deuda	por	multas,	 bastará	 con	 la
presentación	de	la	solicitud	y	la	inscripción	en	el	Remype.
Como	consecuencia	del	acogimiento	se	dará	por	extinguidos	 los	 intereses
vinculados	 con	 la	aportación	al	ESSALUD,	a	 la	ONP	o	al	 saldo	pendiente	o
cuota	de	aplazamientos	y/o	fraccionamientos	acogidos	y	las	multas	a	que	se
refiere	 el	 decreto,	 situación	 que	 no	 se	 verá	 afectada	 por	 ninguna
circunstancia	posterior.
En	caso	de	incumplimiento	de	los	requisitos	antes	señalados,	la	empresa	se
tendrá	como	no	acogida.	Para	dicho	efecto,	la	Sunat	emitirá	una	resolución
declarando	el	no	acogimiento.
Tratándose	de	deuda	 impugnada	no	será	necesaria	 la	presentación	de	un
escrito	de	desistimiento	ante	la	Administración	Tributaria,	el	Tribunal	Fiscal
o	el	Poder	Judicial.
La	 Sunat,	 el	 Tribunal	 Fiscal	 y	 el	 Poder	 Judicial	 adoptarán	 las	 medidas
necesarias	para	dar	cumplimiento	a	lo	señalado	en	el	presente	reglamento.
En	 el	 caso	 de	 recursos	 de	 apelación	 o	 de	 demandas	 contencioso
administrativas,	 la	Sunat	comunicará	al	Tribunal	Fiscal	o	al	Poder	 Judicial,
respectivamente,	dentro	de	los	veinte	(20)	días	hábiles	del	mes	siguiente	de
vencido	 el	 plazo	 de	 acogimiento,	 la	 relación	 de	 contribuyentes	 que
resultasen	acogidos	a	la	amnistía	de	seguridad	social.
El	acogimiento	a	la	amnistía	no	dará	lugar	a	compensación	ni	devolución	de
monto	alguno.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
Décima	Disposición	Complementaria	Final.—Sanciones.	En	caso
de	simulación	o	fraude,	a	efectos	de	acceder	a	los	beneficios	de	la
presente	ley,	se	aplicará	las	sanciones	previstas	en	la	legislación
vigente.
TUO	Ley	28015	-	D.	S.	007-2008-TR.
Décimo	Primera	Disposición	Complementaria	Final.
—Derogatoria.	Deróganse	la	Ley	N°	27268,	Ley	General	de	la
Pequeña	y	Microempresa;	el	segundo	párrafo	del	artículo	48	de	la
Ley	N°	27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General,	y
todos	los	dispositivos	legales	que	se	opongan	a	la	Ley	N°	28015.
Derógase	las	leyes,	reglamentos	y	demás	normas	que	se	opongan
a	lo	dispuesto	en	el	Decreto	Legislativo	N°	1086	desde	la	vigencia
del	mismo.
Derógase	el	artículo	6°	del	Decreto	Supremo	N°	004-2007-SA	y
las	disposiciones	legales	en	vigencia,	en	cuanto	se	oponen	al
Decreto	Legislativo	N°	1086.
GLOSARIO	Y	SIGLAS
D.	S.	008-2008-TR.
Glosario
-	Conceptos	-
Aportaciones	a	ESSALUD	y	a	la	ONP:	Aportaciones	a	ESSALUD	y	a	la	ONP
por	 los	 afiliados	 regulares	 en	 actividad	 y	 los	 asegurados	 obligatorios,
respectivamente,	 vencidas	 a	 la	 fecha	 de	 entrada	 en	 vigencia	 del	 Decreto
Legislativo	N°	1086.
Asegurados	 al	 SIS:	 Trabajadores	 y	 conductores	 de	 la	 microempresa
afilados	al	componente	semisubsidiado	del	SIS.
Asociación	o	agrupación	de	inquilinos:	Constituida	por	los	arrendatarios
de	las	edificaciones	en	régimen	de	propiedad	horizontal	o	condominio.
Asociación	o	agrupación	de	vecinos:	Constituida	 por	 los	 propietarios	 o
arrendatarios	de	inmuebles	colindantes.
Asociaciones	privadas	no	 financieras	de	apoyo	a	 las	microempresas:
Asociaciones	 especializadas	 que	 apoyan	 en	 diferentes	 aspectos	 a	 las
microempresas	en	asuntos	económicos,	comerciales	y	 técnicos,	 tales	como
gestor	 de	 negocios,	 promotores	 de	 inversión,	 asesores,	 consultoras,	 entre
otros.
Beneficios:	 A	 los	 derechos	 que	 la	 legislación	 reconoce	 en	 favor	 de	 las
MYPE.
Cluster:	Conjunto	de	empresas	que	se	encuentran	integradas	a	un	mercado
que	comparten	relaciones	de	conocimientos	e	 insumos.	Esta	aglomeración
productiva	 genera	 economías	 de	 escala	 y	 efectos	 de	 desbordamiento	 que
hace	que	 los	costos	medios	de	producción	de	 las	empresas	 inmersas	en	el
cluster	se	reduzcan	en	el	tiempo.
Control:	Se	denomina	control	a	la	influencia	preponderante	y	continua	en
la	toma	de	decisiones	de	los	órganos	de	gobierno	de	una	persona	jurídica.	El
control	 puede	 ser	 directo	 o	 indirecto.	 El	 control	 es	 directo	 cuando	 una
persona	 ejerce	más	 de	 la	mitad	 del	 poder	 de	 voto	 en	 la	 junta	 general	 de
accionistas	 o	 de	 socios	 de	 una	 persona	 jurídica	 a	 través	 de	 la	 propiedad
directa	o	indirecta,	contratos	de	usufructo,	prenda,	fideicomiso,	sindicación
u	otro	medio.
Asimismo,	el	 control	es	 indirecto	cuando	una	persona	 tiene	 facultad	para
designar,	 remover	 o	 vetar	 a	 la	mayoría	 de	 los	miembros	 del	 directorio	 u
órgano	equivalente,	para	ejercer	la	mayoría	de	los	votos	en	las	sesiones	del
directorio	u	órgano	equivalente,	o	para	gobernar	las	políticas	operativas	y/o
financieras;	aun	cuando	no	ejerce	más	de	 la	mitad	del	poder	de	voto	en	 la
junta	general	de	accionistas	o	de	socios.
Empresa:	 Unidad	 económica	 generadora	 de	 rentas	 de	 tercera	 categoría
conforme	a	la	Ley	del	Impuesto	a	la	Renta,	con	una	finalidad	lucrativa.
Fideicomiso:	 Operación	 por	 la	 que	 una	 persona	 natural	 o	 jurídica
(fideicomitente)	entrega	uno	o	más	aportes	a	una	entidad	financiera	u	otros
(fiduciario),	 para	 que	 éste	 último	 los	 administre	 en	 beneficio	 del
fideicomitente	o	de	un	tercero,	de	acuerdo	a	las	cláusulas	del	convenio.
Fondos	de	experimentación:	 Fondos	 constituidos	 con	 el	 fin	 expreso	 de
financiar	el	diseño	de	nuevos	productos	financieros	para	las	MYPE,	así	como
la	cobertura	a	las	entidades	financieras	de	los	riesgos	de	su	implementación
inicial.
Fondos	de	fideicomiso:	Es	el	 fondo	conformado	por	 los	aportes	del	o	de
los	fideicomitentes,	 los	cuales	dependiendo	del	tipo	de	fideicomiso	pueden
estar	constituidos	por	efectivo,	bienes,	activos	y/o	derechos.	En	el	caso	de
un	fideicomiso	de	garantía	el	aporte	está	constituido	por	efectivo.
Instituciones	 de	 microfinanzas	 no	 supervisadas:	 Instituciones	 de
microfinanzas	 que	 no	 se	 encuentran	 reguladas	 por	 la	 Ley	 N°	 26702,	 Ley
General	 del	 Sistema	 Financiero	 y	 Sistema	 de	 Seguros	 y	 Orgánica	 de	 la
Superintendencia	de	Banca	y	Seguros	y	sus	modificatorias,	razón	por	la	cual
al	 no	 estar	 en	 el	 ámbito	 de	 su	 competencia	 no	 son	 supervisadas	 por	 la
superintendencia.	 Se	 encuentran	 principalmente	 en	 este	 tipo	 de
instituciones	 los	 organismos	 no	 gubernamentales	 (ONG)	 con	 programas
crediticios	de	primer	piso.
Instrumento	 de	 promoción:	Mecanismos	 que	 promueve	 el	 Estado	 para
facilitar	el	acceso	de	las	MYPE	a	los	servicios	empresariales	y	a	 los	nuevos
emprendimientos,	 con	 el	 fin	 de	 crear	 un	 entorno	 favorable	 a	 su
competitividad,	 promoviendo	 la	 conformación	 de	 mercados	 de	 servicios
financieros	y	no	 financieros,	de	 calidad,	descentralizado	y	pertinente	a	 las
necesidades	y	potencialidades	de	dichos	estratos	empresariales.
Junta	 de	 propietarios:	 Constituida	 por	 todos	 los	 propietarios	 de	 las
secciones	 de	 propiedad	 exclusiva	 de	 las	 edificaciones	 en	 régimen	 de
propiedad	horizontal	o	condominio,	de	acuerdo	a	lo	establecido	en	la	Ley	N°
27157	y	el	Decreto	Supremo	N°	035-2006-Vivienda.
Planilla:	 Planilla	 Electrónica	 regulada	 por	 el	 Decreto	 Supremo	 N°	 018-
2007-TR	y	a	la	planilla	normada	por	el	Decreto	Supremo	N°	001-98-TR.
Producto	financiero	estructurado:	Producto	de	financiamiento	diseñado
por	Cofide	 en	 función	 al	 proceso	 real	 del	 negocio.	Así,	 los	montos,	 plazos,
períodos	de	gracia,	 tasas	de	interés,	desembolsos	y	pagos	se	establecen	de
acuerdo	 con	 el	 flujo	 de	 caja	 del	 rubro.	 El	 diseño	 del	 producto	 cubre	 las
necesidades	de	asesoría	técnica	para	las	distintas	etapas	del	negocio,	desde
la	 definición	 del	 mismo	 hasta	 la	 etapa	 de	 producción	 y	 comercialización.
Asimismo,	 asegura	 el	 suministro	 oportuno	 de	 insumos	 y	 la	 venta	 del
producto	 mediante	 contratos,	 garantizándose	 la	 entrega	 del	 pago	 del
comprador	a	la	institución	financiera	intermediaria.
Productos	 financieros	 experimentales:	 Productos	 financieros	 nuevos,
recientemente	 diseñados,	 cuya	 viabilidad	 financiera	 aún	 no	 está
determinada,	por	encontrarse	en	la	fase	de	prueba	o	experimentación.
Sistema	 de	 Pensiones	 Sociales:	 Sistema	 de	 pensiones	 creado	 por	 el
Decreto	Legislativo	N°	1086.
Sistema	 Nacional	 de	 Pensiones:	 Sistema	 de	 pensiones	 regulado	 por	 el
Decreto	Ley	N°	19990.
Sistema	Privado	de	Administración	de	Fondos	de	Pensiones:	Sistema
de	pensiones	regulado	por	el	Texto	Único	Ordenado	de	 la	Ley	del	Sistema
Privado	 de	 Administración	 de	 Fondos	 de	 Pensiones,	 aprobado	 por	 el
Decreto	Supremo	N°	054-97-EF.
Ventas:	 Ingresos	 producto	 de	 las	 transferencias	 de	 bienes	 y	 de	 la
prestación	de	servicios.
-	Siglas	-
CNTPE	Consejo	Nacional	del	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
Codemype:	 Consejo	 Nacional	 para	 el	 Desarrollo	 de	 la	 Micro	 y	 Pequeña
Empresa.
Cofide:	Corporación	Financiera	de	Desarrollo.
Conasev:	Comisión	Nacional	Supervisora	de	Empresas	y	Valores.
Concytec:	Consejo	Nacional	de	Ciencia	y	Tecnología.
DNI:	Documento	Nacional	de	Identidad.
DNMYPE:	 Dirección	 Nacional	 de	 la	 Micro	 y	 Pequeña	 Empresa	 del
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
ESSALUD:	Seguro	Social	de	Salud.
Ley:	Texto	Único	Ordenado	de	 la	Ley	de	Promoción	de	 la	Competitividad,
Formalización	y	Desarrollo	de	la	Micro	y	Pequeña	Empresa	y	del	Acceso	al
Empleo	Decente	–	Ley	MYPE,	aprobado	mediante	Decreto	Supremo	N°	007-
2008-TR.
MEF:	Ministerio	de	Economía	y	Finanzas.
MI	Empresa:	Programa	Mi	Empresa	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción
del	Empleo.
Mincetur:	Ministerio	de	Comercio	Exterior	y	Turismo.
MTPE:	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo.
MYPE:	Micro	y	Pequeña	Empresa.
ONP:	Oficina	de	Normalización	Previsional.
OSCE:	Organismo	Supervisor	de	las	Contrataciones	del	Estado.
PAAC:	Plan	Anual	de	Adquisiciones	y	Contrataciones.
PCM:	Presidencia	del	Consejo	de	Ministros.
PFE:	Producto	Financiero	Estandarizado
Remype:	Registro	Nacional	de	la	Micro	y	Pequeña	Empresa.
Reniec:	Registro	Nacional	de	Identificación	y	Estado	Civil.
RUC:	Registro	Único	de	Contribuyente.
SBS:	Superintendencia	 de	 Banca,	 Seguros	 y	 Administradoras	 Privadas	 de
Fondos	de	Pensiones.
SEACE:	Sistema	Electrónico	de	Adquisiciones	y	Contrataciones	del	Estado
(www.	seace.gob.pe).
SIS:	Seguro	Integral	de	Salud.
Sunarp:	Superintendencia	Nacional	de	Registros	Públicos.
Sunat:	Superintendencia	Nacional	de	Administración	Tributaria.
UIT:	Unidad	Impositiva	Tributaria.
10.Texto	Único	de	Procedimientos
Administrativos	del	Ministerio	de	Trabajo
y	Promoción	del	Empleo
APROBACIÓN	DEL	TUPA
D.	S.	016-2006-TR.
ART.	1°.—Aprobación	del	TUPA.	Apruébese	el	Texto	Único	de
Procedimientos	Administrativos	-	TUPA	del	Ministerio	de	Trabajo
y	Promoción	del	Empleo,	y	los	formatos	TUPA	2006,	que
constituyen	parte	integrante	del	presente	decreto	supremo.
NOTAS:	1.	La	R.	M.	285-2007-TR,	modificó	los	requisitos	de	los	procedimientos	contenidos	en	los
numerales	1,	7,	12,	18,	19,	23,	24,	25,	26,	27,	28,	32,	33,	34,	38,	39,	41,	42,	43,	45,	50,	53,	61,	66,	71,	72,
73,	74,	80,	81,	82,	83,	94,	98,	99,	103,	104,	105,	106,	107,	108,	109,	110,	111,	112,	113,	114,	115,	116,
117	y	118,	y	los	de	servicios	(3,	4	y	5),	entre	otras	modificaciones.
2.	Durante	el	año	2008,	a	través	de	la	R.	M.	055-2008-TR	publicada	el	20	de	febrero,	se	modificaron
los	requisitos	de	los	procedimientos	contenidos	en	los	numerales	37,	38,	39,	40,	41,	48,	108,	109,	110,
111,	112	y	113.	Así	mismo,	mediante	la	R.	M.	127-2008-TR,	publicada	el	12	de	mayo,	se	modificaron
la	base	legal	y	el	plazo	de	calificación	del	procedimiento	contenido	en	el	numeral	4	del	TUPA.
Posteriormente,	la	R.	M.	192-2008-TR,	publicada	el	03	de	julio,	se	modificaron	los	requisitos	de	los
numerales	37,	38,	39,	40,	41,	47,	48,	108,	109,	110,	111,	112	y	113,	la	calificación	contenida	en	el
numeral	34,	además	de	eliminar	la	tasa	contenida	en	el	numeral	87.	Finalmente,	la	R.	M.	323-2008-
TR,	publicada	el	15	de	octubre,	modificó	la	denominación	y	los	requisitos	del	numeral	118.
3.	El	D.	S.	010-2009-TR,	publicado	el	12	de	agosto	del	2009,	modifica	el	plazo	sobre	el	silencio
positivo	aplicable	al	otorgamiento	de	la	constancia	de	cese,	ubicado	en	el	numeral	58.
4.	La	R.	M.	219-2010-TR,	publicada	el	22	de	agosto	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”,	precisa	que	los
procedimientos	administrativos	contemplados	en	el	TUPA	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del
Empleo,	aprobado	por	D.	S.	016-2006-TR,	continúan	su	tramitación	ante	las	dependencias
competentes	o	la	que	haga	sus	veces,	hasta	la	adecuación	que	establezca	el	nuevo	TUPA	respecto	de	la
actual	estructura	orgánica	de	la	entidad.
5.	El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	mediante	R.	M.	262-2010-TR,	publicada	el	12	de
octubre	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”,	dispone	la	eliminación	de	algunos	requisitos	en	la	solicitud
de	pensión	de	sobrevivientes	-	viudez,	la	eliminación	de	tasas	como	en	los	procedimientos	de
inscripción	en	el	registro	nacional	de	empresas	administradoras	y	empresas	proveedoras	de
alimentos,	de	registro	y	prórroga	de	convenios	de	capacitación	laboral	juvenil,	entre	otros.	En	ese
mismo	sentido	la	eliminación	de	tasas	de	publicación	por	la	revista	de	trabajo	semestral	y	la
eliminación	de	servicios	como:	asesoría	y	elaboración	de	minutas	de	constitución,	la	modificación	en
la	minuta	de	constitución	para	empresas	constituidas	por	Prodame,	la	adecuación	a	la	nueva	Ley
General	de	Sociedades	y	el	programa	de	difusión	de	la	legislación	laboral.
6.	La	Resolución	Ministerial	N°	014-2011-TR	modifica	el	numeral	50	del	TUPA,	sobre	el	Registro	del
Contrato	del	Trabajador	Migrante	Andino,	indicando	que	se	ingresará	al	sistema	virtual	ubicado	en	el
portal	web	del	MTPE,	utilizando	la	clave	SOL,	dentro	de	los	primeros	quince	(15)	días	de	firmado	el
contrato,	en	el	mismo	sentido	se	indica	los	documentos	que	deben	ser	presentados,	el	trámite
continúa	siendo	gratuito	y	automático.
MODIFICACIÓN	DEL	TUPA
D.	S.	010-2012-TR.
ART.	1°.—Modificación	de	procedimiento.	Modifíquese	al
Texto	Único	de	Procedimientos	Administrativos	-	TUPA	del
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	la	denominación
del	Procedimiento	N°	70	consignándose:	“Acceso	a	la	información
que	poseen	o	producen	los	órganos,	unidades	orgánicas	y
programas	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo”,
que	en	anexo	forma	parte	integrante	del	presente	decreto
supremo.

D.	S.	010-2012-TR.
ART.	3°.—Incorporación	de	procedimiento.	Incorpórese	al
Texto	Único	de	Procedimientos	Administrativos	-	TUPA	del
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	el	Procedimiento
N°	119,	denominado	“Aprobación	temporal	de	los	contratos	de
trabajo	de	extranjeros	solicitantes	de	refugio”,	que	en	anexo
forma	parte	integrante	del	presente	decreto	supremo.
D.	S.	010-2012-TR.
ART.	4°.—Aprobación	de	formulario.	Apruébese	el	formulario
de	solicitud	del	Procedimiento	N°	119,	denominado	“Aprobación
temporal	de	los	contratos	de	trabajo	de	extranjero	solicitantes	de
refugio”,	que	forma	parte	del	presente	decreto	supremo,	el	cual
está	a	disposición	de	los	administrados	en	el	portal	del	Ministerio
de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	(www.trabajo.gob.pe).
Formulario	de	solicitud	registro	de	contratos	de	extranjeros	refugiados
Señores:
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo:
Sub	dirección	de	registros	generales
Datos	del	empleador
Nombre	o	razón	social
RUC.	....................................
Domicilio	en	 ..................................	 provincia	de	 ..............................................	 departamento
de	......
Región	................................................................
Dirección	de	correo	electrónico.................................
Representante	legal:	.............................................
N°	DNI	.................................................
Con	 mandato	 inscrito	 en	 el..................................	 de	 la	 ficha...................	 del
Registro............de	los	Registros	Públicos	de	..........................................
Solicitamos	a	su	despacho	se	sirva	registrar	el:
1.-	Contrato	de	trabajo	de	fecha
Del	trabajador
Nombres	y	apellidos	......................................................................	.
Nacionalidad	.....................................................
Profesión	u	ocupación	................................	especializado	en	.....................................................
Puesto	a	ocupar	....................................................................................................
Por	tanto:
A	Ud.	pedimos	se	sirva	acceder	a	lo	solicitado.
Lugar	y	fecha:
Firma	del	representante	legal
	
COMPENDIO	LABORAL	PERUANO
SECCIÓN	QUINTA
NUEVA	LEY	PROCESAL	DEL	TRABAJO
Título	Preliminar
PRINCIPIOS
Ley	29497.
ART.	I.	T.	P.—Principios	del	proceso	laboral.	El	proceso	laboral
se	inspira,	entre	otros,	en	los	principios	de	inmediación,	oralidad,
concentración,	celeridad,	economía	procesal	y	veracidad.
JURISPRUDENCIA.—El	nuevo	proceso	laboral	no	solo	exige	conocer	la	parte
sustantiva	del	derecho	laboral,	sino	también	las	técnicas	de	litigación	oral.
“Con	el	nuevo	proceso	laboral	regulado	por	Ley	N°	29497,	se	introduce	un
esquema	procesal	que	trae	entre	sus	notas	más	características	el	uso	de	la
oralidad,	y	con	ella,	de	la	inmediación,	celeridad	y	concentración;	lo	que	a	su
vez	exige	de	las	partes	que,	atendiendo	a	esta	nueva	–y	real–	posición	del
juez	de	trabajo	de	conocer	directamente	el	sustento	de	la	litis,	conozcan	no
sólo	la	parte	sustantiva	del	derecho	laboral	y	las	nuevas	reglas	procesales
introducidas	por	este	esquema,	sino	que	también	posean	destrezas	y/o
habilidades	en	técnicas	de	litigación	oral.	Precisamente	el	uso	de	este
instrumento,	concebido	como	aquella	versión	que	construyen	cada	una	de
las	partes	respecto	de	la	forma	en	que	ocurrieron	los	hechos,	mencionando
las	pruebas	en	que	lo	sustentan,	y	la	norma	en	que	respaldan	su	pretensión;
hace	que	el	juez	laboral	dirija	su	atención	a	la	dilucidación	de	aspectos
relevantes	de	la	litis,	excluyendo	aquellos	que	no	guarden	relación	por	ser
impertinentes.”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	07-2012-La	Libertad,	nov.	05/2012.	V.	P.
Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Jueces	laborales	deben	romper	el	paradigma	de
procesos	ineficaces,	de	excesiva	formalidad	para	dar	prevalencia	a	una	tutela
jurisdiccional	realmente	efectiva:	la	nueva	dinámica	contenida	en	la	ley
laboral.	“Con	la	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo	N°	29497,	se	reestructuró	el
proceso	judicial	laboral,	estableciéndose	nueva	competencia	por	materia	y
cuantía	de	la	demanda;	menor	número	de	actos	procesales;	legitimaciones
especiales;	notificaciones	electrónicas;	inexigibilidad	del	agotamiento	de	la
vía	administrativa,	salvo	cuando	exista	un	tribunal	u	órgano	administrativo
ad	hoc;	y	se	privilegió	a	la	igualdad	material	y	procesal	entre	las	partes;	del
fondo	sobre	la	forma;	de	la	interpretación	de	los	requisitos	y	presupuestos
procesales	en	sentido	favorable	a	la	continuidad	del	proceso	laboral;	con	un
mayor	énfasis	en	la	observancia	de	los	jueces	de	un	debido	proceso,	tutela
jurisdiccional	efectiva,	y	cumplimiento	de	los	principios	pro	homine,	pro
operario,	pro	actione,	oralidad,	inmediación,	concentración,	celeridad,
economía	procesal,	veracidad,	socialización,	razonabilidad,	congruencia,
dirección	del	proceso,	entre	otros;	pero	principalmente	el	propósito	de
dicha	restructuración	fue	una	real	modernización	del	proceso	laboral,
privilegiando	la	igualdad	procesal,	la	efectividad	en	la	resolución	de
controversias	laborales	y	la	oralidad.	En	ese	objetivo,	los	jueces	laborales
deben	romper	el	paradigma	de	procesos	ineficaces,	de	excesiva	formalidad,
dando	prevalencia	a	una	tutela	jurisdiccional	realmente	efectiva,	apostando
por	la	nueva	dinámica	contenida	en	la	ley	laboral	en	comento,	en	resguardo
de	la	protección	de	los	derechos	fundamentales	de	los	justiciables.”	(CS,	Cas.
Lab.	4791-2011-Moquegua,	jun.	01/2012.	V.	P.	Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—El	principio	pro	actione:	la	exigencia	en	el
cumplimiento	de	los	requisitos	de	la	demanda	no	debe	ser	severa	y	excesiva.
“(...)	uno	de	los	temas	del	recurso	de	casación	propuesto	trata	sobre	el
principio	pro	actione	(...)	esta	Suprema	Sala	considera	pertinente	y
necesario	precisar	que	la	derogada	Ley	N°	26636	no	contempló	en	su	texto
este	principio,	lo	que	si	fue	previsto	a	modo	de	ejemplo	en	la	Ley	del
Proceso	Contencioso	Administrativo,	y	en	el	Código	Procesal	Constitucional
que	efectivizó	la	dinámica	procesal	de	las	causas	constitucionales,	(...).	En
ese	sentido,	el	juez	laboral	cuando	en	cualquier	etapa	del	proceso	dude
respecto	del	cumplimiento	de	algún	requisito	de	admisibilidad	o
procedencia,	lo	que	implique	la	inadmisión	de	la	demanda,	o	la	continuación
del	proceso,	deberá	interpretar	las	normas	en	forma	sistemática	que
permita	la	continuidad	del	mismo.	De	esta	manera,	los	jueces	laborales
garantizan	una	real	eficacia	de	la	tutela	jurisdiccional,	al	interior	de	un
debido	proceso,	por	su	parte,	los	justiciables	han	de	colaborar	con	los
magistrados,	demostrando	buena	fe	en	su	actuación	procesal.	(...)	Por	lo
tanto,	la	exigencia	en	el	cumplimiento	de	los	requisitos	de	la	demanda	no
debe	ser	severa	y	excesiva,	debe	ceñirse	a	lo	previsto	en	la	Ley	N°	29497,
privilegiando	en	cada	caso	en	concreto	una	tutela	jurisdiccional	efectiva	y	la
buena	fe	de	las	partes.	En	cuanto	al	petitorio	de	la	demanda,	motivo	por	el
cual	ha	sido	rechazada	la	demanda	debemos	resaltar	que	debe	ser	claro,	y
debidamente	sustentado,	de	manera	que	permita	al	juez	apreciarlo	en	toda
su	extensión.	Y	con	relación	a	la	admisión	de	la	demanda,	el	juez	deberá
verificar	que	se	cumplan	los	requisitos	de	forma,	dando	prevalencia	a	la
celeridad	del	proceso	en	esta	primera	etapa	que	resulta	fundamental	para	el
desarrollo	del	mismo,	evitando	un	tiempo	excesivo,	evidentemente
perjudicial	sobre	todo	para	los	trabajadores.”	(CS,	Cas.	Lab.	4791-2011-
Moquegua,	jun.	01/2012.	V.	P.	Vinatea	Medina)
Ley	29497.
ART.	II.	T.	P.—Ámbito	de	la	justicia	laboral.	Corresponde	a	la
justicia	laboral	resolver	los	conflictos	jurídicos	que	se	originan
con	ocasión	de	las	prestaciones	de	servicios	de	carácter	personal,
de	naturaleza	laboral,	formativa,	cooperativista	o	administrativa;
están	excluidas	las	prestaciones	de	servicios	de	carácter	civil,
salvo	que	la	demanda	se	sustente	en	el	encubrimiento	de
relaciones	de	trabajo.	Tales	conflictos	jurídicos	pueden	ser
individuales,	plurales	o	colectivos,	y	estar	referidos	a	aspectos
sustanciales	o	conexos,	incluso	previos	o	posteriores	a	la
prestación	efectiva	de	los	servicios.
Ley	29497.
ART.	III.	T.	P.—Fundamentos	del	proceso	laboral.	En	todo
proceso	laboral	los	jueces	deben	evitar	que	la	desigualdad	entre
las	partes	afecte	el	desarrollo	o	resultado	del	proceso,	para	cuyo
efecto	procuran	alcanzar	la	igualdad	real	de	las	partes,	privilegian
el	fondo	sobre	la	forma,	interpretan	los	requisitos	y	presupuestos
procesales	en	sentido	favorable	a	la	continuidad	del	proceso,
observan	el	debido	proceso,	la	tutela	jurisdiccional	y	el	principio
de	razonabilidad.	En	particular,	acentúan	estos	deberes	frente	a	la
madre	gestante,	el	menor	de	edad	y	la	persona	con	discapacidad.
Los	jueces	laborales	tienen	un	rol	protagónico	en	el	desarrollo	e
impulso	del	proceso.	Impiden	y	sancionan	la	inconducta	contraria
a	los	deberes	de	veracidad,	probidad,	lealtad	y	buena	fe	de	las
partes,	sus	representantes,	sus	abogados	y	terceros.
El	proceso	laboral	es	gratuito	para	el	prestador	de	servicios,	en
todas	las	instancias,	cuando	el	monto	total	de	las	pretensiones
reclamadas	no	supere	las	setenta	(70)	Unidades	de	Referencia
Procesal	(URP).
JURISPRUDENCIA.—Una	demanda	no	puede	rechazarse	solo	porque	el
escrito	postulatorio	invoque	imprecisamente	el	despido	nulo	y	el	despido
fraudulento.	“(...)	el	ad	quem,	confirmó	el	auto	apelado	que	rechazó	la
demanda,	tras	considerar	que,	de	la	revisión	del	escrito	de	subsanación	de
la	demanda,	fluye	que	la	demandante	omitió	subsanar	la	observación
materia	de	análisis,	es	decir,	no	se	pronunció	respecto	a	la	clase	de	nulidad
de	despido	conforme	al	precedente	vinculante	referido;	por	tanto,	es
correcto	que	el	a	quo	haya	rechazado	la	demanda,	puesto	que	dicho	rechazo
encuentra	sustento	legal	en	los	artículos	17	y	426	del	Código	Procesal	Civil;
agrega	que	en	el	recurso	de	apelación	la	demandante	en	realidad	trata	de
subsanar	la	observación	materia	de	análisis,	lo	que	no	resulta	merituable
por	inoportuno,	ya	que	ha	precluido	el	plazo	que	tenía	para	realizarlo;
además	no	explica	las	razones	por	las	cuales	no	descargó	esta	observación
en	su	escrito	de	subsanación	de	demanda;	finalmente	precisa	en	cuanto	a	la
identificación	de	anexos,	que	ésta	no	constituye	una	omisión	que	genera	el
rechazo	de	la	demanda,	pues	en	el	auto	de	inadmisibilidad	solo	se	dispuso
como	una	recomendación.	(...)	si	bien	del	escrito	postulatorio	de	la	parte
demandante,	se	aprecia	que	ésta	invoca	expresamente	dos	tipos	de	despido
‘nulo’	y	‘fraudulento’;	esta	sala	suprema	considera	que	ello	no	ameritaba	el
rechazo	de	la	demanda,	pues	para	tal	efecto,	debe	tenerse	en	cuenta	que	el
Tribunal	Constitucional	en	reiterada	jurisprudencia	ha	definido	claramente
cuando	nos	encontramos	frente	cada	tipo	de	despido	(...).	Teniendo	en
cuenta	ello,	se	determina	que	las	instancias	de	mérito	efectuando	una
calificación	severa	y	excesiva	del	escrito	de	demanda,	han	rechazado	la
misma,	privilegiando	un	aspecto	formal,	como	es	la	errada	formulación	de
pretensiones	y	no	el	derecho	a	una	tutela	jurisdiccional	efectiva	(...).”	(C.	S.,
Cas.	8798-2013-Moquegua,	dic.	02/2013.	V.	P.	Sivina	Hurtado)
Ley	29497.
ART.	IV.	T.	P.—Interpretación	y	aplicación	de	las	normas	en	la
resolución	de	los	conflictos	de	la	justicia	laboral.	Los	jueces
laborales,	bajo	responsabilidad,	imparten	justicia	con	arreglo	a	la
Constitución	Política	del	Perú,	los	tratados	internacionales	de
derechos	humanos	y	la	ley.	Interpretan	y	aplican	toda	norma
jurídica,	incluyendo	los	convenios	colectivos,	según	los	principios
y	preceptos	constitucionales,	así	como	los	precedentes
vinculantes	del	Tribunal	Constitucional	y	de	la	Corte	Suprema	de
Justicia	de	la	República.
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	invoca	a	los	jueces	laborales	a	romper	el
paradigma	de	procesos	ineficaces	para	reivindicar	los	derechos
fundamentales	reclamados	en	las	demandas.	“Este	supremo	tribunal	ha
precisado	en	sede	casatoria	que	con	la	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo	N°
29497,	se	reestructuró	el	proceso	judicial	laboral,	estableciéndose	nueva
competencia	por	materia	y	cuantía	de	la	demanda;	menor	número	de	actos
procesales;	legitimaciones	especiales;	notificaciones	electrónicas;
inexigibilidad	del	agotamiento	de	la	vía	administrativa,	salvo	cuando	exista
un	tribunal	u	órgano	administrativo	ad	hoc,	privilegiándose	a	la	igualdad
material	y	procesal	entre	las	partes;	al	fondo	sobre	la	forma;	a	la
interpretación	de	los	requisitos	y	presupuestos	procesales	en	el	sentido	más
favorable	a	la	continuidad	del	proceso	laboral;	con	un	mayor	énfasis	en	la
observancia	de	los	jueces	de	los	derechos	fundamentales	a	un	debido
proceso	y	a	una	tutela	jurisdiccional	efectiva	y	eficaz,	en	estricto
cumplimiento	de	los	principios	pro	homine,	pro	operario,	pro	actione	(...).
En	ese	objetivo,	los	jueces	laborales	deben	romper	el	paradigma	de
procesos	ineficaces,	dando	prevalencia	a	una	tutela	jurisdiccional	realmente
efectiva,	apostando	por	la	nueva	dinámica	contenida	en	la	ley	laboral	en
comento.	(...).	En	ese	sentido,	deben	orientarse	los	esfuerzos	de	los	jueces	a
la	reivindicación	de	los	derechos	fundamentales	reclamados	en	la	demanda,
teniendo	en	cuenta	el	contenido	esencial	de	la	fundamentación	fáctica	y
jurídica	en	ella	desarrollada,	a	fin	de	identificar	lo	pretendido,	y	el	grado	de
afectación	de	los	derechos	invocados,	lo	contrario	desnaturalizaría	al	nuevo
proceso	laboral	predominantemente	protector	de	los	derechos
constitucionales	y	fundamentales	de	las	partes,	eficaz,	célere	y	oral,	pero
sobre	todo	justo.	Por	lo	tanto,	este	tribunal	supremo	invoca	a	los	jueces	a
cargo	de	los	procesos	laborales	a	que	su	actuación	se	despliegue	conforme	a
las	normas	de	derecho	constitucional	y	convencional	que	exigen	la
aplicación	de	primer	orden	de	las	constituciones	de	los	estados	y	de	los
convenios	celebrados,	garantizando	la	vigencia	efectiva	de	los	derechos
humanos,	y	asegurando	con	ello	la	justicia	preexistente	al	derecho
positivizado,	lo	que	a	su	vez	dará	legitimidad	a	su	actuación,	cuya
preocupación	principal,	se	insiste,	será	el	aseguramiento	de	la	plena
vigencia	de	los	derechos	de	los	hombres”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	9314-2013-Callao,
may.	12/2014.	V.	P.	Vinatea	Medina)
TÍTULO	I
Disposiciones	Generales
CAPÍTULO	I
Competencia
Ley	29497.
ART.	1°.—Competencia	por	materia	de	los	juzgados	de	paz
letrados	laborales.	Los	juzgados	de	paz	letrados	laborales
conocen	de	los	siguientes	procesos:
1.	En	proceso	abreviado	laboral,	las	pretensiones	referidas	al
cumplimiento	de	obligaciones	de	dar	no	superiores	a	cincuenta
(50)	Unidades	de	Referencia	Procesal	(URP)	originadas	con
ocasión	de	la	prestación	personal	de	servicios	de	naturaleza
laboral,	formativa	o	cooperativista,	referidas	a	aspectos
sustanciales	o	conexos,	incluso	previos	o	posteriores	a	la
prestación	efectiva	de	los	servicios.
2.	Los	procesos	con	título	ejecutivo	cuando	la	cuantía	no	supere
las	cincuenta	(50)	Unidades	de	Referencia	Procesal	(URP);	salvo
tratándose	de	la	cobranza	de	aportes	previsionales	del	Sistema
Privado	de	Pensiones	retenidos	por	el	empleador,	en	cuyo	caso
son	competentes	con	prescindencia	de	la	cuantía.
3.	Los	asuntos	no	contenciosos,	sin	importar	la	cuantía.
JURISPRUDENCIA.—Acuerdos	-	II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia
Laboral:	¿Son	competentes	los	juzgados	de	paz	letrados	para	conocer
pretensiones	no	cuantificables?.	“Los	juzgados	de	paz	letrados	no	son
competentes	para	conocer	pretensiones	no	cuantificables,	pues	de
conformidad	con	el	artículo	1°	de	la	Ley	N°	29497,	Nueva	Ley	Procesal	del
Trabajo,	sólo	son	competentes	para	conocer	pretensiones	cuantificables
originadas	en	demandas	de	obligación	de	dar	sumas	de	dinero	y	títulos
ejecutivos,	cuyas	cuantías	no	sean	superiores	a	cincuenta	(50)	Unidades	de
Referencia	Procesal	(URP)”.	(C.	S.,	II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en
Materia	Laboral,	jul.	04/2014.	S.	S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Acuerdos	-	II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia
Laboral:	¿Son	competentes	los	juzgados	de	paz	letrados	para	conocer
pretensiones	no	cuantificables	acumuladas	con	una	pretensión	cuantificada
que	sí	es	de	su	competencia	por	la	cuantía?.	“En	la	Nueva	Ley	Procesal	del
Trabajo,	los	juzgados	de	paz	letrados	no	son	competentes	para	conocer
pretensiones	no	cuantificables	acumuladas	con	una	pretensión	cuantificada
que	sí	es	de	su	competencia	por	la	cuantía;	pues	éstos	únicamente	pueden
conocer	las	materias	expresamente	señaladas	en	el	artículo	1°	de	la	Ley	N°
29497”.	(C.	S.,	II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia	Laboral,	jul.
04/2014.	S.	S.	Sivina	Hurtado)
Ley	29497.
ART.	2°.—Competencia	por	materia	de	los	juzgados
especializados	de	trabajo.	Los	juzgados	especializados	de
trabajo	conocen	de	los	siguientes	procesos:
1.	En	proceso	ordinario	laboral,	todas	las	pretensiones	relativas	a
la	protección	de	derechos	individuales,	plurales	o	colectivos,
originadas	con	ocasión	de	la	prestación	personal	de	servicios	de
naturaleza	laboral,	formativa	o	cooperativista,	referidas	a
aspectos	sustanciales	o	conexos,	incluso	previos	o	posteriores	a	la
prestación	efectiva	de	los	servicios.
Se	consideran	incluidas	en	dicha	competencia,	sin	ser	exclusivas,
las	pretensiones	relacionadas	a	los	siguientes:
a)	El	nacimiento,	desarrollo	y	extinción	de	la	prestación	personal
de	servicios;	así	como	a	los	correspondientes	actos	jurídicos.
b)	La	responsabilidad	por	daño	patrimonial	o	extrapatrimonial,
incurrida	por	cualquiera	de	las	partes	involucradas	en	la
prestación	personal	de	servicios,	o	terceros	en	cuyo	favor	se
presta	o	prestó	el	servicio.
c)	Los	actos	de	discriminación	en	el	acceso,	ejecución	y	extinción
de	la	relación	laboral.
d)	El	cese	de	los	actos	de	hostilidad	del	empleador,	incluidos	los
actos	de	acoso	moral	y	hostigamiento	sexual,	conforme	a	la	ley	de
la	materia.
e)	Las	enfermedades	profesionales	y	los	accidentes	de	trabajo.
f)	La	impugnación	de	los	reglamentos	internos	de	trabajo.
g)	Los	conflictos	vinculados	a	una	organización	sindical	y	entre
organizaciones	sindicales,	incluida	su	disolución.
h)	El	cumplimiento	de	obligaciones	generadas	o	contraídas	con
ocasión	de	la	prestación	personal	de	servicios	exigibles	a
institutos,	fondos,	cajas	u	otros.
i)	El	cumplimiento	de	las	prestaciones	de	salud	y	pensiones	de
invalidez,	a	favor	de	los	asegurados	o	los	beneficiarios,	exigibles	al
empleador,	a	las	entidades	prestadoras	de	salud	o	a	las
aseguradoras.
j)	El	Sistema	Privado	de	Pensiones.
k)	La	nulidad	de	cosa	juzgada	fraudulenta	laboral;	y
l)	aquellas	materias	que,	a	criterio	del	juez,	en	función	de	su
especial	naturaleza,	deban	ser	ventiladas	en	el	proceso	ordinario
laboral.
Conoce	las	pretensiones	referidas	al	cumplimiento	de
obligaciones	de	dar	superiores	a	cincuenta	(50)	Unidades	de
Referencia	Procesal	(URP).
2.	En	proceso	abreviado	laboral,	de	la	reposición	cuando	ésta	se
plantea	como	pretensión	principal	única.
3.	En	proceso	abreviado	laboral,	las	pretensiones	relativas	a	la
vulneración	de	la	libertad	sindical.
4.	En	proceso	contencioso	administrativo	conforme	a	la	ley	de	la
materia,	las	pretensiones	originadas	en	las	prestaciones	de
servicios	de	carácter	personal,	de	naturaleza	laboral,
administrativa	o	de	seguridad	social,	de	derecho	público;	así	como
las	impugnaciones	contra	actuaciones	de	la	autoridad
administrativa	de	trabajo.
5.	Los	procesos	con	título	ejecutivo	cuando	la	cuantía	supere	las
cincuenta	(50)	Unidades	de	Referencia	Procesal	(URP).
JURISPRUDENCIA.—Acuerdos	-	II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia
Laboral:	¿Cuál	es	el	órgano	jurisdiccional	competente	para	conocer	una
pretensión	de	reposición	por	despido	incausado	o	despido	fraudulento?.	“Al
amparo	de	la	Ley	N°	26636,	los	jueces	de	trabajo	están	facultados	para
conocer	una	pretensión	de	reposición	por	despido	incausado	o	despido
fraudulento,	en	los	procesos	laborales	ordinarios	regulados	por	la	Ley
Procesal	del	Trabajo.	Mientras	que,	al	amparo	de	la	Ley	N°	29497,	Nueva
Ley	Procesal	del	Trabajo,	el	órgano	jurisdiccional	competente	para	conocer
una	pretensión	de	reposición	por	despido	incausado	o	despido	fraudulento
es	el	Juzgado	Especializado	de	Trabajo,	o	quien	haga	sus	veces,	de
conformidad	con	el	numeral	2	del	artículo	2°	de	la	Nueva	Ley	Procesal	del
Trabajo”.	(C.	S.,	II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia	Laboral,	jul.
04/2014.	S.	S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Acuerdos	-	II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia
Laboral:	¿Cuáles	son	las	pretensiones	que	pueden	plantearse	y	acumularse	en
un	proceso	de	reposición?.	“En	aplicación	de	la	Ley	N°	26636,	las
pretensiones	de	impugnación	de	despido	incausado	o	despido	fraudulento
pueden	acumularse	a	cualesquiera	otras	pretensiones,	bajo	las	formas	que
prevé	el	artículo	87	del	Código	Procesal	Civil,	y	serán	tramitadas	en	la	vía
proceso	ordinario	laboral,	de	conformidad	con	el	literal	a)	del	numeral	2	del
artículo	4°	de	la	Ley	N°	26636.	Mientras	que,	al	amparo	de	la	Ley	N°	29497,
Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo,	las	pretensiones	de	reposición	en	los
supuestos	de	despido	incausado	o	despido	fraudulento	solo	podrán
plantearse	como	pretensión	principal	única	y	serán	tramitadas	en	la	vía	del
proceso	abreviado	laboral;	mientras	que,	si	son	acumuladas	a	otras
pretensiones	distintas	a	aquélla,	serán	de	conocimiento	del	juez	laboral	en
la	vía	del	proceso	ordinario	laboral,	de	conformidad	con	el	artículo	2	inciso
2	de	la	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo”.	(C.	S.,	II	Pleno	Jurisdiccional
Supremo	en	Materia	Laboral,	jul.	04/2014.	S.	S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Acuerdos	-	II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia
Laboral:	¿Cuál	es	el	órgano	jurisdiccional	competente	funcionalmente	para
conocer	las	demandas	laborales	y	previsionales	contra	las	actuaciones	de	la
Superintendencia	de	Banca	y	Seguros	(SBS),	considerando	que	la	Ley	N°
29782	modificó	el	artículo	11	de	la	Ley	N°	27584?.	“El	juez	competente	es	el
juez	especializado	de	trabajo	y	la	vía	procedimental	es	la	vía	ordinaria
laboral,	ya	que	así	lo	establece	de	manera	expresa	el	literal	j)	del	numeral	1
del	artículo	2°	de	la	Ley	N°	29497,	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo”.	(C.	S.,	II
Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia	Laboral,	jul.	04/2014.	S.	S.	Sivina
Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Acuerdos	-	II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia
Laboral:	¿Cuál	es	el	juez	competente	y	la	vía	procedimental	para	conocer	las
pretensiones	vinculadas	al	Sistema	Privado	de	Pensiones?.	“El	juez
competente	es	el	juez	especializado	de	trabajo	y	la	vía	procedimental	es	la
vía	ordinaria	laboral,	ya	que	así	lo	establece	de	manera	expresa	el	literal	j)
del	numeral	1	del	artículo	2°	de	la	Ley	N°	29497,	Nueva	Ley	Procesal	del
Trabajo”.	(C.	S.,	II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia	Laboral,	jul.
04/2014.	S.	S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	morigera	su	doctrina	jurisprudencial:
en	el	seno	de	un	proceso	abreviado	laboral	sí	se	puede	discutir	la	existencia	de
una	relación	laboral	de	duración	indeterminada.	“Respecto	al	artículo	2°
numeral	2	de	la	Ley	N°	29497	(...)	La	norma	procesal	antes	aludida	–según
se	desprende	de	su	redacción–	habilita	a	la	jurisdicción	laboral	vía	proceso
abreviado	laboral,	el	conocimiento	de	una	demanda	que	contenga	como
pretensión	principal	única	la	reposición	en	los	supuestos	de	despido
incausado	o	fraudulento	(vulneración	de	los	artículos	22	y	27	de	la
Constitución	Política	del	Estado),	incluidos	los	típicos	despidos	nulos	por	las
causales	previstas	en	el	artículo	29	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,
conforme	ha	sido	ratificado	por	el	primer	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en
materia	laboral	del	año	dos	mil	doce.	(...)	Esta	especial	dedicación	que	se	ve
resaltada	en	el	establecimiento	de	una	vía	especial	donde	se	conocen	los
casos	de	‘reposición’	provenientes	de	despido	incausado	y/o	fraudulento	–
según	se	concluyó	precedentemente–,	obedecen	a	razones	de	política
institucional	y	legislativa	que	buscan	predominantemente	dar	preferencia
en	el	trámite	a	aquellas	demandas	en	las	que	se	alegue	la	vulneración	de	un
derecho	fundamental;	supuesto	que	en	un	plazo	célere	obtienen	la
protección	del	derecho	vulnerado.	(...).	No	obstante	éste	y	otros
antecedentes	en	que	este	supremo	tribunal	ha	fallado	en	el	mismo	sentido
(...)	este	colegiado	se	ve	en	la	imperiosa	necesidad	de	morigerar	dicho
criterio,	acogiendo	la	posibilidad	de	que	en	el	seno	de	un	proceso	abreviado
laboral	sí	pueda	discutirse	la	existencia	de	una	relación	laboral	de	duración
indeterminada,	ya	sea	por	aplicación	del	principio	de	primacía	de	la
realidad	o	por	la	desnaturalización	de	un	contrato	sujeto	a	modalidad	o
contrato	civil,	como	presupuesto	previo	al	pronunciamiento	respecto	a	la
pretensión	de	reposición;	siempre	que	éste	se	encuentre	contenido	en	los
presupuestos	de	la	demanda	y	en	modo	alguno	postulado	como	pretensión
expresa”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	9889-2013-Cusco,	mar.	10/2014.	V.	P.	Rueda
Fernández)
JURISPRUDENCIA.—Las	pretensiones	de	reposición	que	tengan	como
presupuesto	la	existencia	de	un	contrato	laboral	de	duración	indeterminada
se	pueden	dilucidar	en	un	proceso	abreviado	laboral.	“(...)	el	Cuarto	Juzgado
Laboral	(...)	admite	la	demanda	en	la	vía	del	proceso	abreviado	laboral,
sobre	reposición	por	despido	incausado,	seguido	(...)	contra	la
Municipalidad	(...)	Al	respecto,	esta	sala	suprema	considera	pertinente
precisar	algunas	reglas	competenciales	provenientes	de	la	interpretación
del	artículo	2°	inciso	2	de	la	Ley	N°	29497	(...)	la	norma	procesal	aludida	–
según	se	desprende	de	su	redacción–	habilita	a	la	jurisdicción	laboral	vía
proceso	abreviado,	el	conocimiento	de	una	demanda	que	contenga	como
pretensión	principal	única	la	reposición	en	los	supuestos	de	despido
incausado	o	fraudulento	(vulneración	de	los	artículos	22	y	27	de	la
Constitución	Política	del	Estado);	a	la	cual	debe	añadirse	la	reposición	en	los
supuestos	de	despido	nulo,	por	las	causales	previstas	en	el	artículo	29	del
Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto
Legislativo	N°	728	Ley	de	Productividad	y	Competitividad	Laboral.	(...)	el
establecimiento	de	una	vía	especial	donde	se	conocen	los	casos	de
‘reposición’	provenientes	de	despido	nulo,	incausado	o	fraudulento,
obedecen	a	razones	de	política	institucional	y	legislativa	que	buscan
predominantemente	dar	preferencia	en	el	trámite	a	aquellas	demandas	en
las	que	se	alegue	la	vulneración	de	un	derecho	fundamental;	supuesto	que
en	un	plazo	célere	obtienen	la	protección	del	derecho	vulnerado.	(...)	Es
precisamente	debido	a	este	carácter	célere,	que	el	proceso	abreviado
laboral	tiene	como	notas	características	–y	que	permiten	que	ciertamente	el
mismo	sea	expedito–	que	el	juez	verificando	que	la	demanda	contenga	los
requisitos	respectivos,	emite	resolución	disponiendo	su	admisión,	al	mismo
tiempo	emplaza	a	la	parte	demandada	a	que	conteste	la	demanda
otorgándole	un	plazo	de	diez	días	hábiles.	(...)	Sin	embargo,	si	bien	la
nomenclatura	prevista	en	el	artículo	2°	inciso	2	de	la	Ley	N°	29497,	que
regula	el	proceso	abreviado	laboral	para	el	trámite	de	una	pretensión	de
reposición	cuando	ésta	es	planteada	como	‘pretensión	principal	única’,
suscitó	controversia	(...)	Esta	controversia	fue	superada	(...),	al	precisar	y
establecer	que	es	adecuado	tramitar	vía	proceso	laboral	abreviado	las
demandas	de	reposición	en	los	que	se	discute	la	existencia	de	una	relación
laboral	de	duración	indeterminada,	ya	sea	por	aplicación	del	principio	de
primacía	de	la	realidad	o	por	la	desnaturalización	de	un	contrato	laboral
sujeto	a	modalidad	(como	en	el	presente	caso),	o	contrato	civil,	como
presupuesto	previo	al	pronunciamiento	respecto	a	la	pretensión	de
reposición;	pues	no	constituye	una	pretensión	autónoma	e	independiente
de	la	pretensión	de	reposición,	sino	que	forma	parte	de	los	hechos	que
sustentan	al	pedido	(causa	petendi)	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	8345-2013-La
Libertad,	ene.	27/2014.	V.	P.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—La	reposición	planteada	como	pretensión	principal
única	convierte	al	argumento	que	pide	el	reconocimiento	del	vínculo	laboral
en	parte	inescindible	del	petitorio	y	no	en	una	pretensión	adicional	a	tramitar
en	el	proceso	ordinario	laboral.	“En	este	escenario,	verificándose	que	el
pedido	de	reposición	sea	planteado	como	pretensión	principal	“única”,	es
decir,	que	no	se	peticiona	nada	más	que	la	readmisión	en	el	empleo	por
vulneración	al	derecho	al	trabajo	sea	por	existencia	de	un	despido	nulo,
incausado	o	fraudulento;	los	argumentos	que	sustentan	el	mismo,	como	los
de	reconocimiento	de	relación	laboral	a	tiempo	indeterminado,	presupuesto
a	partir	del	cual	corresponde	hablar	del	derecho	a	la	reposición;	no	es	sino
parte	inescindible	del	petitorio	de	reposición	formulado;	y	en	tal	sentido,	no
constituye	una	pretensión	adicional	que	implique	que	la	demanda	deba	ser
tramitada	vía	del	proceso	ordinario	laboral	en	donde	se	permite	la
acumulación	objetiva	de	pretensiones”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	5796-2013-Lima
Norte,	nov.	22/2013.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Es	imposible	plantear	conjuntamente	en	la	vía
abreviada	laboral	dos	pretensiones	principales:	la	reposición	debe	plantearse
como	pretensión	principal	única.	“Precisamente	esta	naturaleza	de	vocación
sumamente	célere,	hace	que	la	pretensión	sometida	al	órgano	jurisdiccional
–y	sobre	el	cual	se	emitirá	su	pronunciamiento–	tenga	que	ser
necesariamente	planteada	como	reposición	bajo	la	forma	de	una	‘pretensión
principal	única’;	nomenclatura	de	la	que	se	desprende	válidamente	la
conclusión	de	la	imposibilidad	jurídica	de	plantearse	conjuntamente,	y	en	la
vía	abreviada	laboral,	dos	pretensiones	principales;	la	razón	de	lo	antedicho
gira	en	torno	fundamentalmente	a	evitar	distraer	el	pronunciamiento	del
órgano	jurisdiccional	a	extremos	que	sí	bien	pueden	estar	relacionados	con
la	pretensión	de	reposición,	no	pueden	ser	atendidos	en	una	vía
procedimental	que	per	se	al	ser	célere,	concentra	etapas	procesales	cuya
dilación	en	exceso	podría	desnaturalizar	la	esencia	misma	del	proceso
abreviado	laboral,	el	que	como	se	reitera,	busca	primordialmente	atender	y
proteger	un	derecho	fundamental	(como	lo	es	el	derecho	al	trabajo)	que	ha
sido	vulnerado	(...).”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	15081-2013-Tacna,	set.	15/2014.	V.	P.
Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Aunque	sea	imposible	ver	en	la	vía	contencioso
administrativa	una	demanda	de	indemnización	por	daños	y	perjuicios	como
pretensión	autónoma	de	un	servidor	público,	el	juez	laboral	puede	conocerla
en	la	vía	ordinaria.	“Precisamente,	son	los	principios	pro	actione	y	de
razonabilidad,	los	que	ratifican	la	decisión	de	este	supremo	tribunal
respecto	a	la	posibilidad	jurídica	procesal	de	tramitar	una	demanda	como	la
planteada	en	el	presente	caso,	en	la	vía	del	proceso	ordinario	laboral,	de
conocimiento	del	juez	especializado	de	trabajo	–o	quien	haga	sus	veces–;	en
tanto,	este	principio	de	favorecimiento	del	proceso	que	comprende	también
el	principio	de	vinculación	y	elasticidad,	entiende	que	las	normas	procesales
aun	cuando	son	imperativas,	el	juez	laboral	está	facultado	a	adecuar	la
exigencia	de	las	formalidades	impuestas	por	las	normas	procesales	a	los
fines	del	proceso,	esto	es,	la	efectiva	resolución	de	la	materia	controvertida.
(...)	el	juez	laboral	cuando	en	cualquier	etapa	del	proceso	dude	respecto	del
cumplimiento	de	algún	requisito	de	admisibilidad	o	procedencia,	lo	que
implique	la	inadmisión	de	la	demanda,	o	la	continuación	del	proceso,	deberá
interpretar	las	normas	en	forma	sistemática	que	permita	la	continuidad	del
mismo.	De	esta	manera,	los	jueces	laborales	garantizan	una	real	eficacia	de
la	tutela	jurisdiccional,	al	interior	de	un	debido	proceso,	por	su	parte,	los
justiciables	han	de	colaborar	con	los	magistrados,	demostrando	buena	fe	en
su	actuación	procesal”.	(CS,	Cas.	Lab.	14371-2013-Lima,	ago.	08/2014.	V.	P.
Rueda	Fernández)
Ley	29497.
ART.	3°.—Competencia	por	materia	de	las	salas	laborales
superiores.	Las	salas	laborales	de	las	cortes	superiores	tienen
competencia,	en	primera	instancia,	en	las	materias	siguientes:
1.	Proceso	de	acción	popular	en	materia	laboral,	a	ser	tramitado
conforme	a	la	ley	que	regula	los	procesos	constitucionales.
2.	Anulación	de	laudo	arbitral	que	resuelve	un	conflicto	jurídico
de	naturaleza	laboral,	a	ser	tramitada	conforme	a	la	ley	de
arbitraje.
3.	Impugnación	de	laudos	arbitrales	derivados	de	una
negociación	colectiva,	a	ser	tramitada	conforme	al	procedimiento
establecido	en	la	presente	ley.
4.	Contienda	de	competencia	promovida	entre	juzgados	de
trabajo	y	entre	éstos	y	otros	juzgados	de	distinta	especialidad	del
mismo	distrito	judicial.
5.	Conflictos	de	autoridad	entre	los	juzgados	de	trabajo	y
autoridades	administrativas	en	los	casos	previstos	por	la	ley.
6.	Las	demás	que	señale	la	ley.
Ley	29497.
ART.	4°.—Competencia	por	función.
4.1.	La	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social	de	la	Corte
Suprema	de	Justicia	de	la	República	es	competente	para	conocer
de	los	siguientes	recursos:
a)	Del	recurso	de	casación;
b)	Del	recurso	de	apelación	de	las	resoluciones	pronunciadas	por
las	salas	laborales	en	primera	instancia;	y
c)	Del	recurso	de	queja	por	denegatoria	del	recurso	de	apelación
o	por	haber	sido	concedido	en	efecto	distinto	al	establecido	en	la
ley.
4.2.	Las	salas	laborales	de	las	cortes	superiores	son	competentes
para	conocer	de	los	siguientes	recursos:
a)	Del	recurso	de	apelación	contra	las	resoluciones	expedidas	por
los	juzgados	laborales;	y
b)	Del	recurso	de	queja	por	denegatoria	del	recurso	de	apelación
o	por	haber	sido	concedido	en	efecto	distinto	al	establecido	en	la
ley.
4.3.	Los	juzgados	especializados	de	trabajo	son	competentes	para
conocer	de	los	siguientes	recursos:
a)	Del	recurso	de	apelación	contra	las	resoluciones	expedidas	por
los	juzgados	de	paz	letrados	en	materia	laboral;	y
b)	Del	recurso	de	queja	por	denegatoria	del	recurso	de	apelación
o	por	haber	sido	concedido	en	efecto	distinto	al	establecido	en	la
ley.
Ley	29497.
ART.	5°.—Determinación	de	la	cuantía.	La	cuantía	está
determinada	por	la	suma	de	todos	los	extremos	contenidos	en	la
demanda,	tal	como	hayan	sido	liquidados	por	el	demandante.	Los
intereses,	las	costas,	los	costos	y	los	conceptos	que	se	devenguen
con	posterioridad	a	la	fecha	de	interposición	de	la	demanda	no	se
consideran	en	la	determinación	de	la	cuantía.
Ley	29497.
ART.	6°.—Competencia	por	territorio.	A	elección	del
demandante	es	competente	el	juez	del	lugar	del	domicilio
principal	del	demandado	o	el	del	último	lugar	donde	se	prestaron
los	servicios.
Si	la	demanda	está	dirigida	contra	quien	prestó	los	servicios,	sólo
es	competente	el	juez	del	domicilio	de	éste.
En	la	impugnación	de	laudos	arbitrales	derivados	de	una
negociación	colectiva	es	competente	la	sala	laboral	del	lugar
donde	se	expidió	el	laudo.
La	competencia	por	razón	de	territorio	sólo	puede	ser
prorrogada	cuando	resulta	a	favor	del	prestador	de	servicios.
Ley	29497.
ART.	7°.—Regulación	en	caso	de	incompetencia.
7.1.	El	demandado	puede	cuestionar	la	competencia	del	juez	por
razón	de	la	materia,	cuantía,	grado	y	territorio	mediante
excepción.	Sin	perjuicio	de	ello	el	juez,	en	cualquier	estado	y	grado
del	proceso,	declara,	de	oficio,	la	nulidad	de	lo	actuado	y	la
remisión	al	órgano	jurisdiccional	competente	si	determina	su
incompetencia	por	razón	de	materia,	cuantía,	grado,	función	o
territorio	no	prorrogado.
7.2.	Tratándose	del	cuestionamiento	de	la	competencia	del	juez
por	razón	de	territorio,	el	demandado	puede	optar,
excluyentemente,	por	oponer	la	incompetencia	como	excepción	o
como	contienda.	La	competencia	de	los	jueces	de	paz	letrados	sólo
se	cuestiona	mediante	excepción.
7.3.	La	contienda	de	competencia	entre	jueces	de	trabajo	y	entre
éstos	y	otros	juzgados	de	distinta	especialidad	del	mismo	distrito
judicial	la	dirime	la	sala	laboral	de	la	corte	superior
correspondiente.	Tratándose	de	juzgados	de	diferentes	distritos
judiciales,	la	dirime	la	Sala	de	Derecho	Constitucional	y	Social	de
la	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República.
CAPÍTULO	II
Comparecencia
Ley	29497.
ART.	8°.—Reglas	especiales	de	comparecencia.
8.1.	Los	menores	de	edad	pueden	comparecer	sin	necesidad	de
representante	legal.	En	el	caso	de	que	un	menor	de	catorce	(14)
años	comparezca	al	proceso	sin	representante	legal,	el	juez	pone
la	demanda	en	conocimiento	del	Ministerio	Público	para	que
actúe	según	sus	atribuciones.	La	falta	de	comparecencia	del
Ministerio	Público	no	interfiere	en	el	avance	del	proceso.
8.2.	Los	sindicatos	pueden	comparecer	al	proceso	laboral	en
causa	propia,	en	defensa	de	los	derechos	colectivos	y	en	defensa
de	sus	dirigentes	y	afiliados.
8.3.	Los	sindicatos	actúan	en	defensa	de	sus	dirigentes	y	afiliados
sin	necesidad	de	poder	especial	de	representación;	sin	embargo,
en	la	demanda	o	contestación	debe	identificarse	individualmente
a	cada	uno	de	los	afiliados	con	sus	respectivas	pretensiones.	En
este	caso,	el	empleador	debe	poner	en	conocimiento	de	los
trabajadores	la	demanda	interpuesta.	La	inobservancia	de	este
deber	no	afecta	la	prosecución	del	proceso.
La	representación	del	sindicato	no	habilita	al	cobro	de	los
derechos	económicos	que	pudiese	reconocerse	a	favor	de	los
afiliados.
Ley	29497.
ART.	9°.—Legitimación	especial.
9.1.	Las	pretensiones	derivadas	de	la	afectación	al	derecho	a	la	no
discriminación	en	el	acceso	al	empleo	o	del	quebrantamiento	de
las	prohibiciones	de	trabajo	forzoso	e	infantil	pueden	ser
formuladas	por	los	afectados	directos,	una	organización	sindical,
una	asociación	o	institución	sin	fines	de	lucro	dedicada	a	la
protección	de	derechos	fundamentales	con	solvencia	para
afrontar	la	defensa	a	criterio	del	juez,	la	Defensoría	del	Pueblo	o	el
Ministerio	Público.
9.2.	Cuando	se	afecten	los	derechos	de	libertad	sindical,
negociación	colectiva,	huelga,	a	la	seguridad	y	salud	en	el	trabajo
y,	en	general,	cuando	se	afecte	un	derecho	que	corresponda	a	un
grupo	o	categoría	de	prestadores	de	servicios,	pueden	ser
demandantes	el	sindicato,	los	representantes	de	los	trabajadores,
o	cualquier	trabajador	o	prestador	de	servicios	del	ámbito.
Ley	29497.
ART.	10.—Defensa	pública	a	cargo	del	Ministerio	de	Justicia.
La	madre	gestante,	el	menor	de	edad	y	la	persona	con
discapacidad	que	trabajan	tienen	derecho	a	la	defensa	pública,
regulada	por	la	ley	de	la	materia.
CAPÍTULO	III
Actuaciones	Procesales
SUBCAPÍTULO	I
Reglas	de	conducta	y	oralidad
Ley	29497.
ART.	11.—Reglas	de	conducta	en	las	audiencias.	En	las
audiencias	el	juez	cuida	especialmente	que	se	observen	las
siguientes	reglas	de	conducta:
a)	Respeto	hacia	el	órgano	jurisdiccional	y	hacia	toda	persona
presente	en	la	audiencia.	Está	prohibido	agraviar,	interrumpir
mientras	se	hace	uso	de	la	palabra,	usar	teléfonos	celulares	u
otros	análogos	sin	autorización	del	juez,	abandonar
injustificadamente	la	sala	de	audiencia,	así	como	cualquier
expresión	de	aprobación	o	censura.
b)	Colaboración	en	la	labor	de	impartición	de	justicia.	Merece
sanción	alegar	hechos	falsos,	ofrecer	medios	probatorios
inexistentes,	obstruir	la	actuación	de	las	pruebas,	generar
dilaciones	que	provoquen	injustificadamente	la	suspensión	de	la
audiencia,	o	desobedecer	las	órdenes	dispuestas	por	el	juez.
Ley	29497.
ART.	12.—Prevalencia	de	la	oralidad	en	los	procesos	por
audiencias.
12.1.	En	los	procesos	laborales	por	audiencias	las	exposiciones
orales	de	las	partes	y	sus	abogados	prevalecen	sobre	las	escritas
sobre	la	base	de	las	cuales	el	juez	dirige	las	actuaciones	procesales
y	pronuncia	sentencia.	Las	audiencias	son	sustancialmente	un
debate	oral	de	posiciones	presididas	por	el	juez,	quien	puede
interrogar	a	las	partes,	sus	abogados	y	terceros	participantes	en
cualquier	momento.	Las	actuaciones	realizadas	en	audiencia,
salvo	la	etapa	de	conciliación,	son	registradas	en	audio	y	vídeo
utilizando	cualquier	medio	apto	que	permita	garantizar	fidelidad,
conservación	y	reproducción	de	su	contenido.	Las	partes	tienen
derecho	a	la	obtención	de	las	respectivas	copias	en	soporte
electrónico,	a	su	costo.
12.2.	La	grabación	se	incorpora	al	expediente.	Adicionalmente,	el
juez	deja	constancia	en	acta	únicamente	de	lo	siguiente:
identificación	de	todas	las	personas	que	participan	en	la
audiencia,	de	los	medios	probatorios	que	se	hubiesen	admitido	y
actuado,	la	resolución	que	suspende	la	audiencia,	los	incidentes
extraordinarios	y	el	fallo	de	la	sentencia	o	la	decisión	de	diferir	su
expedición.
Si	no	se	dispusiese	de	medios	de	grabación	electrónicos,	el
registro	de	las	exposiciones	orales	se	efectúa	haciendo	constar,	en
acta,	las	ideas	centrales	expuestas.
JURISPRUDENCIA.—La	excepción	de	no	registrar	en	audio	y	vídeo	el	acto
procesal	de	precisión	de	pretensiones	en	la	etapa	de	conciliación	no	rige	para
la	etapa	del	juicio.	“Análisis	aparte,	merece	lo	advertido	por	esta	sala
suprema,	respecto	a	la	decisión	del	a	quo,	de	efectuar	el	acto	procesal	de
precisión	de	las	pretensiones	que	son	materia	de	juicio,	sin	el	debido
registro	en	audio	y	video	que	ordena	el	artículo	12	de	la	Ley	N°	29497,
Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo;	y	realizarlo	conjuntamente	con	la	sentencia
apelada;	circunstancia	ante	la	cual,	debe	enfatizarse	que,	si	bien	el	acotado
dispositivo	legal	regula	su	excepción	para	la	etapa	de	conciliación,	ello	no
enerva	que	el	referido	registro	técnico	se	efectúe	respecto	al	acto	de
precisión	de	las	pretensiones	materia	de	juicio,	en	tanto	que	este	último,	es
independiente	de	la	etapa	de	conciliación,	el	cual	es	realizado	a	su	término,
lo	cual	se	desprende	del	inciso	3	del	artículo	43	de	la	Nueva	Ley	Procesal	del
Trabajo,	Ley	N°	29497.	Dicha	observación	adquiere	relevancia,	si	se	tiene	en
cuenta	que	en	el	presente	caso,	tanto	en	la	audiencia	de	vista	en	segunda
instancia,	así	como	la	realizada	en	esta	sede	en	la	fecha,	la	defensa	de	la
parte	demandante	ha	señalado	en	todo	momento	que	en	dicho	acto	procesal
modificó	expresamente	su	razón	de	pedir,	sustentando	su	pretensión	en	que
el	cargo	de	administrador	de	agencia	es	uno	de	carácter	ordinario	y	no	de
confianza”.	(C.	S,	Cas.	Lab.	10868-2013-Lima,	may.	26/2014.	V.	P.	Sivina
Hurtado)
SUBCAPÍTULO	II
Notificaciones
Ley	29497.
ART.	13.—Modificado.	Ley	30229,	Cuarta	Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Notificaciones	en	los
procesos	laborales.	En	las	zonas	de	pobreza	decretadas	por	los
órganos	de	gobierno	del	Poder	Judicial,	así	como	en	los	procesos
cuya	cuantía	no	supere	las	setenta	(70)	Unidades	de	Referencia
Procesal	(URP)	las	resoluciones	son	notificadas	por	cédula,	salvo
que	se	solicite	la	notificación	electrónica.	Las	notificaciones	por
cédula	fuera	del	distrito	judicial	son	realizadas	directamente	a	la
sede	judicial	de	destino.
Las	resoluciones	dictadas	en	audiencia	se	entienden	notificadas	a
las	partes,	en	el	acto.
SUBCAPÍTULO	III
Costas	y	costos
Ley	29497.
ART.	14.—Costas	y	costos.	La	condena	en	costas	y	costos	se
regula	conforme	a	la	norma	procesal	civil.	El	juez	exonera	al
prestador	de	servicios	de	costas	y	costos	si	las	pretensiones
reclamadas	no	superan	las	setenta	(70)	Unidades	de	Referencia
Procesal	(URP),	salvo	que	la	parte	hubiese	obrado	con	temeridad
o	mala	fe.	También	hay	exoneración	si,	en	cualquier	tipo	de
pretensión,	el	juez	determina	que	hubo	motivos	razonables	para
demandar.
SUBCAPÍTULO	IV
Multas
Ley	29497.
ART.	15.—Multas.	En	los	casos	de	temeridad	o	mala	fe	procesal
el	juez	tiene	el	deber	de	imponer	a	las	partes,	sus	representantes	y
los	abogados	una	multa	no	menor	de	media	(1/2)	ni	mayor	de
cincuenta	(50)	Unidades	de	Referencia	Procesal	(URP).
La	multa	por	temeridad	o	mala	fe	es	independiente	de	aquella
otra	que	se	pueda	imponer	por	infracción	a	las	reglas	de	conducta
a	ser	observadas	en	las	audiencias.
La	multa	por	infracción	a	las	reglas	de	conducta	en	las	audiencias
es	no	menor	de	media	(1/2)	ni	mayor	de	cinco	(5)	Unidades	de
Referencia	Procesal	(URP).
Adicionalmente	a	las	multas	impuestas,	el	juez	debe	remitir
copias	de	las	actuaciones	respectivas	a	la	presidencia	de	la	corte
superior,	al	Ministerio	Público	y	al	colegio	de	abogados
correspondiente,	para	las	sanciones	a	que	pudiera	haber	lugar.
Existe	responsabilidad	solidaria	entre	las	partes,	sus
representantes	y	sus	abogados	por	las	multas	impuestas	a
cualquiera	de	ellos.	No	se	extiende	la	responsabilidad	solidaria	al
prestador	de	servicios.
El	juez	sólo	puede	exonerar	de	la	multa	por	temeridad	o	mala	fe
si	el	proceso	concluye	por	conciliación	judicial	antes	de	la
sentencia	de	segunda	instancia,	en	resolución	motivada.
El	juez	puede	imponer	multa	a	los	testigos	o	peritos,	no	menor	de
media	(1/2)	ni	mayor	de	cinco	(5)	Unidades	de	Referencia
Procesal	(URP)	cuando	éstos,	habiendo	sido	notificados
excepcionalmente	por	el	juzgado,	inasisten	sin	justificación	a	la
audiencia	ordenada	de	oficio	por	el	juez.
SUBCAPÍTULO	V
Admisión	y	procedencia
Ley	29497.
ART.	16.—Requisitos	de	la	demanda.	La	demanda	se	presenta
por	escrito	y	debe	contener	los	requisitos	y	anexos	establecidos
en	la	norma	procesal	civil,	con	las	siguientes	precisiones:
a)	Debe	incluirse,	cuando	corresponda,	la	indicación	del	monto
total	del	petitorio,	así	como	el	monto	de	cada	uno	de	los	extremos
que	integren	la	demanda;	y
b)	No	debe	incluirse	ningún	pliego	dirigido	a	la	contraparte,	los
testigos	o	los	peritos;	sin	embargo,	debe	indicarse	la	finalidad	de
cada	medio	de	prueba.
El	demandante	puede	incluir	de	modo	expreso	su	pretensión	de
reconocimiento	de	los	honorarios	que	se	pagan	con	ocasión	del
proceso.
Cuando	el	proceso	es	iniciado	por	más	de	un	demandante	debe
designarse	a	uno	de	ellos	para	que	los	represente	y	señalarse	un
domicilio	procesal	único.
Los	prestadores	de	servicios	pueden	comparecer	al	proceso	sin
necesidad	de	abogado	cuando	el	total	reclamado	no	supere	las
diez	(10)	Unidades	de	Referencia	Procesal	(URP).
Cuando	supere	este	límite	y	hasta	las	setenta	(70)	Unidades	de
Referencia	Procesal	(URP)	es	facultad	del	juez,	atendiendo	a	las
circunstancias	del	caso,	exigir	o	no	la	comparecencia	con	abogado.
En	los	casos	en	que	se	comparezca	sin	abogado	debe	emplearse	el
formato	de	demanda	aprobado	por	el	Poder	Judicial.
Ley	29497.
ART.	17.—Admisión	de	la	demanda.	El	juez	verifica	el
cumplimiento	de	los	requisitos	de	la	demanda	dentro	de	los	cinco
(5)	días	hábiles	siguientes	de	recibida.	Si	observa	el
incumplimiento	de	alguno	de	los	requisitos,	concede	al
demandante	cinco	(5)	días	hábiles	para	que	subsane	la	omisión	o
defecto,	bajo	apercibimiento	de	declararse	la	conclusión	del
proceso	y	el	archivo	del	expediente.	La	resolución	que	disponga	la
conclusión	del	proceso	es	apelable	en	el	plazo	de	cinco	(5)	días
hábiles.
Excepcionalmente,	en	el	caso	de	que	la	improcedencia	de	la
demanda	sea	notoria,	el	juez	la	rechaza	de	plano	en	resolución
fundamentada.	La	resolución	es	apelable	en	el	plazo	de	cinco	(5)
días	hábiles	siguientes.
JURISPRUDENCIA.—Centrar	la	atención	en	la	denominación	errada	de	dos
figuras	de	despido	vulnera	los	derechos	fundamentales	al	debido	proceso	y	a
la	tutela	jurisdiccional	efectiva.	“(...)	los	jueces	al	calificar	las	demandas
laborales	deben	tener	en	cuenta	el	contenido	esencial	de	la	fundamentación
fáctica	y	jurídica	en	ellas	desarrollada,	a	fin	de	identificar	lo	pretendido,	y	el
grado	de	afectación	de	los	derechos	invocados,	lo	contrario	desnaturalizaría
al	nuevo	proceso	laboral	predominantemente	oral	y	eficaz.	Por	lo	tanto,	la
exigencia	en	el	cumplimiento	de	los	requisitos	de	la	demanda	no	debe	ser
severa	y	excesiva,	debe	ceñirse	a	lo	previsto	en	la	Nueva	Ley	Procesal	del
Trabajo	N°	29497,	privilegiando	en	cada	caso	en	concreto	una	tutela
jurisdiccional	efectiva	y	la	buena	fe	de	las	partes.	(...)	Con	relación	al	tema	de
la	denominación	errada	en	la	utilización	de	dos	figuras	de	despido,	que
también	ha	sido	motivo	de	la	improcedencia	de	la	demanda	por	la	sala
superior	(...)	este	supremo	tribunal	aprecia	que	el	juez	de	la	causa	en	la
etapa	preliminar	de	calificación	de	la	demanda	(...)	se	limitó	a	observar	que
en	el	escrito	postulatorio	no	cumplió	el	actor	con	consignar	la	dirección
electrónica	conforme	lo	dispone	el	artículo	13	de	la	Nueva	Ley	Procesal	del
Trabajo	N°	29497,	(...),	sancionándose	al	demandante	con	la	inadmisibilidad
de	la	demanda,	y	concediéndole	un	plazo	de	cinco	días	hábiles	para
subsanar	las	omisiones	advertidas,	sin	exhortar	al	actor	para	que	precise	el
tipo	de	despido	producido,	así	como	la	fundamentación	jurídica	que	sirva	de
sustento	para	una	calificación	efectiva	de	lo	demandado,	lo	cual
evidentemente	ha	ocasionado	que	se	siga	un	proceso	sin	una	determinación
clara	de	lo	demandado,	causando	un	grave	perjuicio	al	trabajador
demandante	y	a	la	administración	de	justicia,	toda	vez	que	se	ha	expedido
sentencia	en	primera	y	segunda	instancia	para	finalmente	declarar
improcedente	la	demanda,	privando	así	al	actor	de	sus	derechos
fundamentales	a	un	debido	proceso	y	tutela	jurisdiccional	efectiva.	(...)	En
ese	orden	de	ideas,	conforme	a	los	lineamientos	procesales	y
constitucionales	contenidos	en	las	resoluciones	del	Tribunal	Constitucional,
se	deja	resuelto	el	tema	cuestionado,	y	el	deber	de	los	jueces
constitucionales	y	laborales	de	resolver	la	controversia	planteada	ante	una
denuncia	de	afectación	a	los	derechos	fundamentales	al	trabajo	y	al	debido
proceso,	y	la	pretensión	de	reposición	del	trabajador,	determinando	si
efectivamente	se	produjo	el	despido	sea	nulo,	fraudulento,	arbitrario	o
incausado,	y	la	reposición	pretendida;	centrar	la	atención	en	la
denominación	errada	en	la	utilización	de	dos	figuras	de	despido,	vulnera	los
derechos	fundamentales	a	un	debido	proceso	y	tutela	jurisdiccional
efectiva”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	4596-2012	Lambayeque,	abr.	08/2013.	V.	P.
Vinatea	Medina)
Ley	29497.
ART.	18.—Demanda	de	liquidación	de	derechos	individuales.
Cuando	en	una	sentencia	se	declare	la	existencia	de	afectación	de
un	derecho	que	corresponda	a	un	grupo	o	categoría	de
prestadores	de	servicios,	con	contenido	patrimonial,	los
miembros	del	grupo	o	categoría	o	quienes	individualmente
hubiesen	sido	afectados	pueden	iniciar,	sobre	la	base	de	dicha
sentencia,	procesos	individuales	de	liquidación	del	derecho
reconocido,	siempre	y	cuando	la	sentencia	declarativa	haya	sido
dictada	por	el	Tribunal	Constitucional	o	la	Corte	Suprema	de
Justicia	de	la	República,	y	haya	pasado	en	autoridad	de	cosa
juzgada.
En	el	proceso	individual	de	liquidación	del	derecho	reconocido	es
improcedente	negar	el	hecho	declarado	lesivo	en	la	sentencia	del
Tribunal	Constitucional	o	de	la	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la
República.	El	demandado	puede,	en	todo	caso,	demostrar	que	el
demandante	no	se	encuentra	en	el	ámbito	fáctico	recogido	en	la
sentencia.
Ley	29497.
ART.	19.—Requisitos	de	la	contestación.	La	contestación	de	la
demanda	se	presenta	por	escrito	y	debe	contener	los	requisitos	y
anexos	establecidos	en	la	norma	procesal	civil,	sin	incluir	ningún
pliego	dirigido	a	la	contraparte,	los	testigos	o	los	peritos;	sin
embargo,	debe	indicarse	la	finalidad	de	cada	medio	de	prueba.
La	contestación	contiene	todas	las	defensas	procesales	y	de
fondo	que	el	demandado	estime	convenientes.	Si	el	demandado	no
niega	expresamente	los	hechos	expuestos	en	la	demanda,	estos
son	considerados	admitidos.
La	reconvención	es	improcedente.
Ley	29497.
ART.	20.—Caso	especial	de	procedencia.	En	el	caso	de
pretensiones	referidas	a	la	prestación	personal	de	servicios,	de
naturaleza	laboral	o	administrativa	de	derecho	público,	no	es
exigible	el	agotamiento	de	la	vía	administrativa	establecida	según
la	legislación	general	del	procedimiento	administrativo,	salvo	que
en	el	correspondiente	régimen	se	haya	establecido	un
procedimiento	previo	ante	un	órgano	o	tribunal	específico,	en
cuyo	caso	debe	recurrirse	ante	ellos	antes	de	acudir	al	proceso
contencioso	administrativo.
SUBCAPÍTULO	VI
Actividad	probatoria
Ley	29497.
ART.	21.—Oportunidad.	Los	medios	probatorios	deben	ser
ofrecidos	por	las	partes	únicamente	en	la	demanda	y	en	la
contestación.	Extraordinariamente,	pueden	ser	ofrecidos	hasta	el
momento	previo	a	la	actuación	probatoria,	siempre	y	cuando
estén	referidos	a	hechos	nuevos	o	hubiesen	sido	conocidos	u
obtenidos	con	posterioridad.
Las	partes	concurren	a	la	audiencia	en	la	que	se	actúan	las
pruebas	con	todos	sus	testigos,	peritos	y	documentos	que,	en
dicho	momento,	corresponda	ofrecer,	exhibir	o	se	pretenda	hacer
valer	con	relación	a	las	cuestiones	probatorias.	Esta	actividad	de
las	partes	se	desarrolla	bajo	su	responsabilidad	y	costo,	sin
necesidad	de	citación	del	juzgado	y	sin	perjuicio	de	que	el	juez	los
admita	o	rechace	en	el	momento.	La	inasistencia	de	los	testigos	o
peritos,	así	como	la	falta	de	presentación	de	documentos,	no
impide	al	juez	pronunciar	sentencia	si,	sobre	la	base	de	la	prueba
actuada,	los	hechos	necesitados	de	prueba	quedan	acreditados.
En	ningún	caso,	fuera	de	las	oportunidades	señaladas,	la
presentación	extemporánea	de	medios	probatorios	acarrea	la
nulidad	de	la	sentencia	apelada.	Estos	medios	probatorios	no
pueden	servir	de	fundamento	de	la	sentencia.
JURISPRUDENCIA.—En	el	proceso	ordinario	laboral	regulado	por	la	Nueva
Ley	Procesal	del	Trabajo,	si	el	demandado	no	asiste	a	la	audiencia	de
juzgamiento.	¿Debe	el	juez	actuar	los	medios	probatorios	ofrecidos	al
contestar	la	demanda?.	“En	el	proceso	ordinario	laboral,	el	juez	tiene	el
deber	de	actuar	los	medios	probatorios	documentales	que	hayan	sido
ofrecidos	por	el	demandado	oportunamente	de	acuerdo	con	el	artículo	21
de	la	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo,	sin	que	se	pueda	imponer	al
demandado,	como	consecuencia	de	su	ausencia	a	la	audiencia	de
juzgamiento,	ninguna	carga	procesal	que	no	esté	predeterminada
expresamente	por	ley”.	(C.	S.,	IV	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materias
Laboral	y	Previsional,	dic.	01/2015.	S.	S.	Rodríguez	Mendoza)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	delimita	y	explica	el	derecho	a	probar.
“Cabe	indicar	que	el	derecho	a	probar	es	un	derecho	complejo	debido	a	que
su	contenido	se	encuentra	integrado	de	los	siguientes	derechos:	(...)	1°	El
derecho	a	ofrecer	los	medios	probatorios	destinados	a	acreditar	la
existencia	o	inexistencia	de	los	hechos	que	son	objeto	concreto	de	prueba;
2°	El	derecho	a	que	se	admitan	los	medios	probatorios	así	ofrecidos;	3°	El
derecho	a	que	se	actúen	adecuadamente	los	medios	probatorios	admitidos	y
los	que	han	sido	incorporados	de	oficio	por	el	juzgador;	4°	El	derecho	a	que
se	asegure	la	producción	o	conservación	de	la	prueba	a	través	de	la
actuación	anticipada	y	adecuada	de	los	medios	probatorios;	5°	El	derecho	a
que	se	valoren	en	forma	adecuada	y	motivada	los	medios	de	prueba	que	han
sido	actuados	y	que	han	ingresado	al	proceso	o	procedimiento.	(...):	precisa
el	citado	autor	que	esto	último	significa	que	(...)	la	valoración	del	material
probatorio	aparte	de	ser	adecuada	–es	decir,	conforme	con	las	reglas	de	la
lógica,	de	la	ciencia,	de	la	técnica,	de	la	sicología,	del	derecho	y	de	las
máximas	de	la	experiencia–	debe	estar	reflejada	apropiadamente	en	la
resolución	que	se	emita	al	respecto,	pues,	al	ser	una	operación	mental	del
juzgador,	la	motivación	aparece	como	el	único	mecanismo	con	que	cuentan
los	justiciables	y	los	órganos	de	revisión	para	comprobar	si	la	valoración	ha
sido	realmente	efectuada	y	si	resulta	adecuada	(...)”	(C.	S.,	Cas.	5488-2009-
La	Libertad,	nov.	15/2011.	V.	P.	Mac	Rae	Thays)
JURISPRUDENCIA.—Juez	laboral	puede	incorporar	de	oficio	los	medios
probatorios	que	las	partes	ofrecieron	extemporáneamente.	“La	admisión	por
parte	del	juzgador	de	las	pruebas	presentadas	por	el	demandante	en	la
etapa	de	juzgamiento,	fueron	realizadas	en	virtud	a	la	facultad	prevista	en	el
artículo	22	de	la	Ley	N°	29497,	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo,	decisión	que
es	inimpugnable	según	lo	establece	la	citada	norma;	en	consecuencia,	este
supremo	tribunal	considera	que	el	colegiado	superior	no	ha	incurrido	en
infracción	normativa	del	artículo	21	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo”.	(C.	S.,
Cas.	Lab.	15296-2014-Lima,	may.	04/2016.	V.	P.	De	la	Rosa	Bedriñana)
Ley	29497.
ART.	22.—Prueba	de	oficio.	Excepcionalmente,	el	juez	puede
ordenar	la	práctica	de	alguna	prueba	adicional,	en	cuyo	caso
dispone	lo	conveniente	para	su	realización,	procediendo	a
suspender	la	audiencia	en	la	que	se	actúan	las	pruebas	por	un
lapso	adecuado	no	mayor	a	treinta	(30)	días	hábiles,	y	a	citar,	en
el	mismo	acto,	fecha	y	hora	para	su	continuación.	Esta	decisión	es
inimpugnable.
Esta	facultad	no	puede	ser	invocada	encontrándose	el	proceso	en
casación.	La	omisión	de	esta	facultad	no	acarrea	la	nulidad	de	la
sentencia.
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema:	la	prueba	de	oficio	permite	al	juez
resolver	el	caso	concreto	con	justicia	y	de	manera	correcta.	“Que,	asimismo,
viene	al	caso	señalar	que	si	bien	es	cierto,	la	carga	de	probar	corresponde	a
quien	afirma	hechos	que	configuran	su	pretensión	o	a	quien	los	contradice
alegando	nuevos	hechos,	también	lo	es	que:	‘Cuando	los	medios	probatorios
ofrecidos	por	las	partes	sean	insuficientes	para	formar	convicción,	el	juez	en
decisión	motivada	e	inimpugnable,	puede	ordenar	la	actuación	de	los
medios	probatorios	adicionales	que	considere	convenientes’;	conforme	lo
dispone	el	artículo	29	de	la	Ley	N°	27584,	que	regula	el	proceso	contencioso
administrativo	(aplicable	por	razón	de	su	temporalidad)	en	concordancia
con	el	artículo	194	del	Código	Procesal	Civil.	Disposición	que	guarda	íntima
relación	con	la	finalidad	del	proceso,	y	ayuda	a	que	en	éste	siempre	se
verifique	la	verdad	de	los	hechos;	es	decir,	la	prueba	de	oficio	viene	a	ser
una	herramienta	otorgada	al	juez	cuando	existe	deficiencia	en	las	pruebas
aportadas	por	las	partes	y	su	uso	resulta	necesario	a	fin	de	resolver	con
justicia	el	caso	concreto	y	de	manera	correcta.	Esta	facultad	abre	la	puerta	al
juez	para	investigar	sobre	la	verdad	de	los	hechos	controvertidos	con
información	complementaria	a	la	brindada	por	las	partes,	la	finalidad	de
esta	actividad	es	esclarecer	los	hechos,	llegando	a	establecer	la	existencia	o
inexistencia	de	los	hechos	afirmados	por	las	partes”.	(C.	S.,	Cas.	4367-2012-
Arequipa,	set.	12/2013.	V.	P.	Gómez	Benavides)
Ley	29497.
ART.	23.—Carga	de	la	prueba.
23.1.	La	carga	de	la	prueba	corresponde	a	quien	afirma	hechos
que	configuran	su	pretensión,	o	a	quien	los	contradice	alegando
nuevos	hechos,	sujetos	a	las	siguientes	reglas	especiales	de
distribución	de	la	carga	probatoria,	sin	perjuicio	de	que	por	ley	se
dispongan	otras	adicionales.
23.2.	Acreditada	la	prestación	personal	de	servicios,	se	presume
la	existencia	de	vínculo	laboral	a	plazo	indeterminado,	salvo
prueba	en	contrario.
23.3.	Cuando	corresponda,	si	el	demandante	invoca	la	calidad	de
trabajador	o	ex	trabajador,	tiene	la	carga	de	la	prueba	de:
a)	La	existencia	de	la	fuente	normativa	de	los	derechos	alegados
de	origen	distinto	al	constitucional	o	legal.
b)	El	motivo	de	nulidad	invocado	y	el	acto	de	hostilidad	padecido.
c)	La	existencia	del	daño	alegado.
23.4.	De	modo	paralelo,	cuando	corresponda,	incumbe	al
demandado	que	sea	señalado	como	empleador	la	carga	de	la
prueba	de:
a)	El	pago,	el	cumplimiento	de	las	normas	legales,	el
cumplimiento	de	sus	obligaciones	contractuales,	su	extinción	o
inexigibilidad.
b)	La	existencia	de	un	motivo	razonable	distinto	al	hecho	lesivo
alegado.
c)	El	estado	del	vínculo	laboral	y	la	causa	del	despido.
23.5.	En	aquellos	casos	en	que	de	la	demanda	y	de	la	prueba
actuada	aparezcan	indicios	que	permitan	presumir	la	existencia
del	hecho	lesivo	alegado,	el	juez	debe	darlo	por	cierto,	salvo	que	el
demandado	haya	aportado	elementos	suficientes	para	demostrar
que	existe	justificación	objetiva	y	razonable	de	las	medidas
adoptadas	y	de	su	proporcionalidad.
Los	indicios	pueden	ser,	entre	otros,	las	circunstancias	en	las	que
sucedieron	los	hechos	materia	de	la	controversia	y	los
antecedentes	de	la	conducta	de	ambas	partes.
JURISPRUDENCIA.—La	presunción	de	laboralidad	permite	calificar	la
relación	existente	entre	las	partes	como	una	de	índole	laboral	y	sujeta	a	plazo
indeterminado.	“Lo	sostenido	en	forma	precedente,	como	ya	se	adelantó,
viene	reforzado	con	la	presunción	de	laboralidad	prevista	en	el	artículo	23
numeral	23.2	de	la	Ley	N°	29497;	en	efecto,	si	bien	por	regla	general,	quien
afirma	un	hecho	debe	probarlo,	el	dispositivo	legal	en	alusión,	indica
expresamente	que	si	la	parte	demandante	acredita	la	existencia	de	una
prestación	personal	de	servicios,	consecuentemente,	el	juzgador	debe
presumir	que	los	otros	elementos	que	configuran	una	relación	laboral
también	se	encuentran	presentes	(subordinación	y	remuneración),
debiendo	calificar	la	relación	existente	entre	las	partes	como	una	de	índole
laboral	y	sujeta	a	plazo	indeterminado;	salvo	la	parte	emplazada	acredite	lo
contrario.	Como	es	de	observarse,	esta	nueva	distribución	de	la	carga
probatoria	introducida	por	la	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo,	neutraliza
cualquier	postura	en	contra	respecto	a	la	posibilidad	de	que	en	el	marco	de
un	proceso	abreviado	laboral	pueda	discutirse	la	existencia	de	una	relación
laboral	de	duración	indeterminada,	ya	sea	por	aplicación	del	principio	de
primacía	de	la	realidad	o	por	la	desnaturalización	de	un	contrato	sujeto	a
modalidad,	como	presupuesto	previo	al	pronunciamiento	respecto	a	la
pretensión	de	reposición;	alegándose	que	en	dicho	escenario	se
desnaturalizaría	la	vocación	sumamente	célere	de	la	vía	procedimental
abreviada	laboral;	toda	vez	que,	la	flexibilización	de	la	carga	probatoria	a
favor	del	prestador	de	servicios	demandante	recogida	en	la	norma
reseñada,	permite	afirmar	que	aquella	no	obstaculiza	la	celeridad	de	la	cual
se	encuentra	revestida	la	vía	procedimental	abreviada	laboral;	por	el
contrario	coadyuva	a	la	pronta	resolución	de	la	controversia	planteada	en
su	seno”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	7353-2013-Cusco,	nov.	15/2013.	S.	S.	Sivina
Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Incurre	en	motivación	aparente	la	resolución	que
ampara	una	indemnización	vacacional	sin	interpretar	la	carga	de	la	prueba
laboral.	“En	tal	sentido,	se	aprecia	que	el	colegiado	superior	al	resolver	el
recurso	de	apelación	del	demandado,	ha	incurrido	en	motivación	aparente,
pues,	ampara	la	indemnización	vacacional	pretendida,	sobre	la	base	de	la
interpretación	de	la	carga	de	la	prueba	respecto	del	cumplimiento	de	las
obligaciones	laborales	(artículo	23,	numeral	23.4	de	la	Ley	N°	29497),	al
establecer	que	era	la	demandada	la	llamada	a	‘acreditar’	que	el	accionante
ha	decidido	no	gozar	de	su	periodo	vacacional.	La	motivación	antes	descrita
no	cumple	con	las	exigencias	mínimas	reguladas	en	nuestro	ordenamiento
nacional,	por	las	siguientes	razones:	i)	la	distribución	de	las	cargas
probatorias	conforme	a	lo	previsto	en	el	Derecho	Procesal	del	Trabajo,	cuya
norma	aplicable	al	caso	de	autos	es	la	Ley	N°	29497,	que	establece	en	su
artículo	23	a	quién	le	corresponde	acreditar	determinada	situación	fáctica	a
fin	de	aplicar	las	consecuencias	jurídicas	de	las	normas	procesales	antes
aludidas.	En	el	caso	concreto,	la	interpretación	del	artículo	24	numeral	23.4
se	vicia	de	contenido	y	establece	una	orientación	jurídica	distinta	a	la
prevista	por	ley;	la	que	exigía	de	parte	del	órgano	jurisdiccional	el	esbozar
una	línea	argumentativa	suficiente	que	recoja	no	solo	los	actuados	(hechos
acreditados)	sino	también	el	de	verificar	si	éstos	cumplen	con	las	exigencias
de	la	norma	procesal	sobre	carga	de	la	prueba,	expresamente	previstos;	ii)
en	segundo	término,	no	se	considera	en	su	total	dimensión	el	que	la
alegación	del	demandante	de	no	haber	gozado	oportunamente	de	su
descanso	vacacional,	implicaba	el	constatar	en	principio,	si	el	cargo
desempeñado	por	el	demandante	era	uno	de	dirección;	y,	como	segundo
punto,	en	caso	de	ser	afirmativa	la	respuesta,	si	éste	se	encontraba	o	no
facultado	en	mérito	a	la	naturaleza	de	sus	funciones,	de	decidir	el	momento
en	que	haría	uso	de	su	periodo	vacacional,	y	así	también,	si	se	encontraba	en
la	obligación	de	acreditar	que	habiendo	solicitado	el	otorgamiento	de	su
descanso	vacacional,	el	mismo	fue	denegado,	ello	conforme	a	lo	establecido
en	el	artículo	24	del	reglamento	del	Decreto	Legislativo	N°	713,	aprobado
por	el	Decreto	Supremo	N°	012-62-TR	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	12764-2013-La
Libertad,	jun.	30/2014.	S.	S.	Walde	Jáuregui)
JURISPRUDENCIA.—La	sola	acreditación	de	la	prestación	personal	de
servicios	basta	para	presumir	la	existencia	de	un	vínculo	laboral	a	plazo
indeterminado.	“Siendo	así,	consideramos	pertinente	mencionar	los
fundamentos	principales	en	los	que	sustenta	su	decisión	el	ad	quem,	siendo
éstos	los	siguientes:	En	el	presente	caso	se	ha	cumplido	con	acreditar,	por
un	lado,	que	entre	las	partes	hubo	una	relación	de	carácter	laboral	en	la	que
se	superó	el	periodo	de	prueba,	habiéndose	producido	la	desnaturalización
de	la	fraudulenta	contratación	civil	de	la	accionante,	en	aplicación	del
artículo	4°	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-TR,	y	por	el	otro,	tratándose	de
un	verdadero	contrato	de	trabajo	a	plazo	indeterminado,	no	se	podía
extinguir	la	relación	laboral	sino	por	las	razones	legalmente	permitidas	y	al
no	haber	sucedido	ello	en	el	presente	caso,	corresponde	reponer	a	la
accionante	en	su	centro	de	trabajo	(...)	Que,	los	fundamentos	expresados	por
la	sala	de	mérito,	son	coherentes	con	lo	establecido	por	el	artículo	23
numeral	23.2	de	la	Nueva	Ley	Procesal	de	Trabajo	(...)	De	lo	que	se	colige
que,	basta	con	acreditar	la	prestación	personal	de	servicios	para	presumir	la
existencia	de	un	vínculo	laboral	a	plazo	indeterminado,	salvo	que	el
empleador	pruebe	lo	contrario,	es	decir,	que	la	demandada	acredite	que	la
prestación	de	servicios	se	ha	realizado	de	manera	autónoma,	lo	cual	no	ha
ocurrido	en	el	caso	materia	de	autos	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	17083-2013-
Tacna,	nov.	24/2014.	V.	P.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	anota	hasta	23	indicadores	que	podrían
probar	la	existencia	de	un	contrato	de	trabajo.	“(...)	el	juez	debe	recurrir	a	las
herramientas	procesales	que	le	brinda	la	Ley	N°	26636,	a	efecto	de
determinar	si	efectivamente	en	el	caso	concreto	se	evidencia	un	contrato	de
trabajo.	Así,	pueden	tener	la	calidad	de	elementos	indiciarios,	para	evaluar	o
calificar	dicha	laboralidad	(subordinación)	una	amplia	variedad	de	hechos	y
circunstancias	que	directa	o	indirectamente	denotan	subordinación;	en
efecto,	la	doctrina	ha	identificado	un	conjunto	de	indicadores,	entre	los	que
se	cuentan:	a)	incorporación	a	una	organización	jerarquizada,	sujeción	a	la
función	organizadora	y	directiva	del	titular;	b)	Sujeción	de	la	actividad
propia	a	la	de	la	empresa;	c)	Obligación	de	ajustar	la	prestación	a	los
criterios	organizativos	de	quién	lo	proporciona;	d)	Facultad	del	dador	de
trabajo	de	impartir	órdenes,	así	como	la	de	sustituir,	a	su	conveniencia,	su
voluntad	a	la	del	trabajador;	e)sujeción	de	quién	presta	el	servicio	a	las
órdenes	e	instrucciones	del	dador	del	trabajo;	f)	poder	de	quien
proporciona	trabajo	de	dirigir	y	controlar	la	prestación;	g)	ejercicio	del
poder	disciplinario	y	sancionador;	carácter	personal	y	no	sustituible	de	la
obligación	de	prestar	personalmente	el	servicio;	h)	que	la	prestación
suponga	toda	o	la	principal	actividad	personal	del	trabajador	o	se	preste	en
condiciones	de	exclusividad;	i)	carácter	permanente	o	continuo	de	la
prestación;	j)	obligación	de	cumplir	un	horario;	k)	marcar	tarjeta	u	otros
controles;	l)	utilización	de	uniformes	y	ropa	de	trabajo	proporcionada	por	la
empresa;	ll)	utilización	en	el	trabajo	de	papelería	o	documentación	de	la
empresa;	m)	obligación	de	presentarse	diariamente	a	la	prestación	del
servicio;	n)	obligación	de	disponibilidad;	ñ)	identificación	de	un	lugar	para
la	prestación	del	servicio;	o)	suministro	de	materiales	por	el	posible
empleador;	p)	ausencia	de	asalariados;	q)	posibilidad	de	rechazo	de	tareas;
r)	duración	del	vínculo;	s)	fijación	de	precios,	rutas,	provisión	de	carteras	de
clientes;	t)	repetición	de	trabajos	por	defectos;	u)	relación	con	terceros
(ajenidad	de	mercado)”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	17000-2013-Arequipa,	set.
03/2014.	V.	P.	Walde	Jáuregui)
JURISPRUDENCIA.—Presunción	de	elementos	de	la	relación	laboral	facilita
la	actividad	probatoria	a	los	trabajadores	demandantes,	pero	no	les	exime	de
presentar	pruebas.	“Consecuentemente,	considerando	que	en	este	caso	en
particular	existen	indicios	de	la	actividad	autónoma	y/o	independiente
desarrollada	por	el	trabajador	que	alteran	la	aplicación	del	principio	de
presunción	de	laboralidad,	es	necesario	dilucidar	los	puntos	detallados
precedentemente.	Así	como	verificar	la	presencia	de	los	elementos	del
contrato	de	trabajo,	como	son:	la	prestación	personal,	la	remuneración	y	la
subordinación,	contenidos	en	el	artículo	4°	del	Decreto	Supremo	N°	003-97-
TR.	Siendo	esto	así,	no	se	evidencia	de	los	fundamentos	de	la	sentencia
recurrida,	un	análisis	de	acuerdo	a	las	reglas	contenidas	en	los	numerales	3)
y	5)	del	artículo	139	de	la	Constitución	Política	del	Estado,	en	el	numeral	6)
del	artículo	50,	y	en	los	numerales	3)	y	4)	del	artículo	122	del	Código
Procesal	Civil,	lo	que	constituye	un	defecto	de	motivación	que	no	es	posible
enmendar	en	sede	casatoria,	pues	ello	implica	recortar	el	derecho	de
defensa	de	las	partes,	a	quienes	les	asiste	el	derecho	de	cuestionar	la
aplicación	que	de	dichas	normas	se	haga	en	la	instancia	respectiva	(...)”.	(C.
S.,	Cas.	Lab.	14440-2013-Lima,	set.	29/2014.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Quien	invoca	la	laboralidad	no	debe	acreditar	la
concurrencia	de	los	elementos	del	contrato	de	trabajo,	sino	la	existencia	de	la
prestación	de	servicios.	“En	la	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo	se	establece	la
presunción	de	laboralidad,	la	misma	que	no	supone	dispensar	al
demandante	que	alega	el	vínculo	laboral	de	toda	carga	probatoria.	En	efecto,
al	sujeto	que	invoca	laboralidad	no	le	cabe	el	deber	de	acreditar	la
concurrencia	de	los	elementos	de	contrato	de	trabajo,	sino	la	existencia	de
la	prestación	de	servicios;	empero	esta	presunción	es	iuris	tantum,	es	decir
que	puede	ser	enervada	en	base	a	pruebas	o	indicios	de	que	tal	prestación
de	servicios	no	existió	o	que	éstas	fueron	ejecutadas	sin	el	elemento	de	la
subordinación”.	(C.	S.,	Cas.	13567-2014-Arequipa,	may.	18/2016.	V.	P.	De	la
Rosa	Bedriñana)
Ley	29497.
ART.	24.—Forma	de	los	interrogatorios.	El	interrogatorio	a	las
partes,	testigos,	peritos	y	otros	es	realizado	por	el	juez	de	manera
libre,	concreta	y	clara,	sin	seguir	ningún	ritualismo	o	fórmula
preconstituida.	Para	su	actuación	no	se	requiere	de	la
presentación	de	pliegos	de	preguntas.	No	se	permite	leer	las
respuestas,	pero	sí	consultar	documentos	de	apoyo.	Los	abogados
de	las	partes	también	pueden	preguntar	o	solicitar	aclaraciones,
bajo	las	mismas	reglas	de	apertura	y	libertad.	El	juez	guía	la
actuación	probatoria	con	vista	a	los	principios	de	oralidad,
inmediación,	concentración,	celeridad	y	economía	procesal.
Impide	que	esta	se	desnaturalice	sancionando	las	conductas
temerarias,	dilatorias,	obstructivas	o	contrarias	al	deber	de
veracidad.
Ley	29497.
ART.	25.—Declaración	de	parte.	La	parte	debe	declarar
personalmente.	Las	personas	jurídicas	prestan	su	declaración	a
través	de	cualquiera	de	sus	representantes,	quienes	tienen	el
deber	de	acudir	informados	sobre	los	hechos	que	motivan	el
proceso.
Ley	29497.
ART.	26.—Declaración	de	testigos.	Los	testigos	no	presencian	el
desarrollo	de	la	audiencia	y	solo	ingresan	a	ella	en	el	momento
que	les	corresponda.
El	secretario	del	juzgado	expide	al	testigo	una	constancia	de
asistencia	a	fin	de	acreditar	el	cumplimiento	de	su	deber
ciudadano.	Tratándose	de	un	trabajador,	dicha	constancia	sirve
para	sustentar	ante	su	empleador	la	inasistencia	y	el	pago	de	la
remuneración	por	el	tiempo	de	ausencia.
Ley	29497.
ART.	27.—Exhibición	de	planillas.	La	exhibición	de	las	planillas
manuales	se	tiene	por	cumplida	con	la	presentación	de	las	copias
legalizadas	correspondientes	a	los	períodos	necesitados	de
prueba.
La	exhibición	de	las	planillas	electrónicas	es	ordenada	por	el	juez
al	funcionario	del	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo
responsable	de	brindar	tal	información.	Es	improcedente	la	tacha
de	la	información	de	las	planillas	electrónicas	remitida	por	dicho
funcionario,	sin	perjuicio	de	la	responsabilidad	penal	o	funcional
que	las	partes	puedan	hacer	valer	en	la	vía	correspondiente.
Las	partes	pueden	presentar	copias	certificadas	expedidas	por	el
Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	de	la	información
contenida	en	las	planillas	electrónicas,	en	lugar	de	la	exhibición
electrónica.
Ley	29497.
ART.	28.—Pericia.	Los	peritos	no	presencian	el	desarrollo	de	la
audiencia	y	solo	ingresan	a	ella	en	el	momento	que	corresponda
efectuar	su	exposición.
Los	informes	contables	practicados	por	los	peritos	adscritos	a	los
juzgados	de	trabajo	y	juzgados	de	paz	letrados	tienen	la	finalidad
de	facilitar	al	órgano	jurisdiccional	la	información	necesaria	para
calcular,	en	la	sentencia,	los	montos	de	los	derechos	que	ampara,
por	lo	que	esta	pericia	no	se	ofrece	ni	se	actúa	como	medio
probatorio.
Ley	29497.
ART.	29.—Presunciones	legales	derivadas	de	la	conducta	de
las	partes.	El	juez	puede	extraer	conclusiones	en	contra	de	los
intereses	de	las	partes	atendiendo	a	su	conducta	asumida	en	el
proceso.	Esto	es	particularmente	relevante	cuando	la	actividad
probatoria	es	obstaculizada	por	una	de	las	partes.
Entre	otras	circunstancias,	se	entiende	que	se	obstaculiza	la
actuación	probatoria	cuando	no	se	cumple	con	las	exhibiciones
ordenadas,	se	niega	la	existencia	de	documentación	propia	de	su
actividad	jurídica	o	económica,	se	impide	o	niega	el	acceso	al	juez,
los	peritos	o	los	comisionados	judiciales	al	material	probatorio	o	a
los	lugares	donde	se	encuentre,	se	niega	a	declarar,	o	responde
evasivamente.
JURISPRUDENCIA.—Lo	contrario	a	la	correcta	teoría	del	caso:	variación	de
las	alegaciones	durante	el	proceso	laboral	provoca	que	el	juez	se	convenza	de
la	falsedad	de	los	hechos	alegados.	“En	principio	para	la	construcción	de	la
teoría	del	caso	se	exige	‘(...)	seguir	el	orden	de	lo	jurídico,	lo	fáctico	y	lo
probatorio,	culminando	con	la	fórmula	de	una	historia	con	sentido	(...)
relevante	(...)’,	y	además	mantener	la	misma	orientación	a	lo	largo	del
proceso	con	la	finalidad	de	que	los	hechos	–sustentada	en	la	prueba
indicada–	y	expuestos	ante	el	juzgador	resulten	creíbles.	En	sentido
contrario,	una	alegación	variante	desde	el	escrito	postulatorio	hasta	los
alegatos	en	audiencia	de	juzgamiento	o	audiencia	única,	según	se	trate	de	un
proceso	ordinario	o	abreviado	laboral,	respectivamente,	no	puede	sino
conllevar	a	la	convicción	del	órgano	jurisdiccional	acerca	de	la	no	veracidad
de	los	hechos	expuestos	como	defensa.	(...)’.”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	07-2012-La
Libertad,	nov.	05/2012.	V.	P.	Acevedo	Mena)
SUBCAPÍTULO	VII
Formas	especiales	de	conclusión	del	proceso
Ley	29497.
ART.	30.—Formas	especiales	de	conclusión	del	proceso.	El
proceso	laboral	puede	concluir,	de	forma	especial,	por
conciliación,	allanamiento,	reconocimiento	de	la	demanda,
transacción,	desistimiento	o	abandono.	También	concluye	cuando
ambas	partes	inasisten	por	segunda	vez	a	cualquiera	de	las
audiencias	programadas	en	primera	instancia.
La	conciliación	y	la	transacción	pueden	ocurrir	dentro	del
proceso,	cualquiera	sea	el	estado	en	que	se	encuentre,	hasta	antes
de	la	notificación	de	la	sentencia	con	calidad	de	cosa	juzgada.	El
juez	puede	en	cualquier	momento	invitar	a	las	partes	a	llegar	a	un
acuerdo	conciliatorio,	sin	que	su	participación	implique
prejuzgamiento	y	sin	que	lo	manifestado	por	las	partes	se
considere	declaración.	Si	ambas	partes	concurren	al	juzgado
llevando	un	acuerdo	para	poner	fin	al	proceso,	el	juez	le	da
trámite	preferente	en	el	día.
Para	que	un	acuerdo	conciliatorio	o	transaccional	ponga	fin	al
proceso	debe	superar	el	test	de	disponibilidad	de	derechos,	para
lo	cual	se	toman	los	siguientes	criterios:
a)	El	acuerdo	debe	versar	sobre	derechos	nacidos	de	una	norma
dispositiva,	debiendo	el	juez	verificar	que	no	afecte	derechos
indisponibles;
b)	Debe	ser	adoptado	por	el	titular	del	derecho;	y
c)	Debe	haber	participado	el	abogado	del	prestador	de	servicios
demandante.
Los	acuerdos	conciliatorios	y	transaccionales	también	pueden
darse	independientemente	de	que	exista	un	proceso	en	trámite,
en	cuyo	caso	no	requieren	ser	homologados	para	su	cumplimiento
o	ejecución.	La	demanda	de	nulidad	del	acuerdo	es	improcedente
si	el	demandante	lo	ejecutó	en	la	vía	del	proceso	ejecutivo
habiendo	adquirido,	de	ese	modo,	la	calidad	de	cosa	juzgada.
El	abandono	del	proceso	se	produce	transcurridos	cuatro	(4)
meses	sin	que	se	realice	acto	que	lo	impulse.	El	juez	declara	el
abandono	a	pedido	de	parte	o	de	tercero	legitimado,	en	la	segunda
oportunidad	que	se	solicite,	salvo	que	en	la	primera	vez	el
demandante	no	se	haya	opuesto	al	abandono	o	no	haya	absuelto
el	traslado	conferido.
SUBCAPÍTULO	VIII
Sentencia
Ley	29497.
ART.	31.—Contenido	de	la	sentencia.	El	juez	recoge	los
fundamentos	de	hecho	y	de	derecho	esenciales	para	motivar	su
decisión.	La	existencia	de	hechos	admitidos	no	enerva	la
necesidad	de	fundamentar	la	sentencia	en	derecho.
La	sentencia	se	pronuncia	sobre	todas	las	articulaciones	o
medios	de	defensa	propuestos	por	las	partes	y	sobre	la	demanda,
en	caso	de	que	la	declare	fundada	total	o	parcialmente,	indicando
los	derechos	reconocidos,	así	como	las	prestaciones	que	debe
cumplir	el	demandado.	Si	la	prestación	ordenada	es	de	dar	una
suma	de	dinero,	la	misma	debe	estar	indicada	en	monto	líquido.	El
juez	puede	disponer	el	pago	de	sumas	mayores	a	las	demandadas
si	apareciere	error	en	el	cálculo	de	los	derechos	demandados	o
error	en	la	invocación	de	las	normas	aplicables.
Tratándose	de	pretensiones	con	pluralidad	de	demandantes	o
demandados,	el	juez	debe	pronunciarse	expresamente	por	los
derechos	y	obligaciones	concretos	que	corresponda	a	cada	uno	de
ellos.
El	pago	de	los	intereses	legales	y	la	condena	en	costos	y	costas	no
requieren	ser	demandados.	Su	cuantía	o	modo	de	liquidación	es
de	expreso	pronunciamiento	en	la	sentencia.
JURISPRUDENCIA.—La	motivación	de	resoluciones	judiciales	cobra	mayor
acentuación	en	los	procesos	laborales.	“En	este	sentido,	el	contenido	esencial
del	principio	de	motivación	de	las	resoluciones	judiciales	es	un	imperativo
exigido	en	nuestro	ordenamiento	nacional,	en	tanto,	una	sentencia	carente
de	suficiente	motivación,	resulta	contraria	a	la	naturaleza	garantista	del
proceso	moderno,	y	un	agravio	y	amenaza	a	los	fines	de	la	jurisdicción,
independientemente	del	sentido	de	la	decisión,	pues,	tanto	el	que	gana
como	el	que	pierde	el	proceso	tiene	derecho	a	recibir	una	respuesta
jurisdiccional	fundada	en	razones	lógicas,	pero	a	la	vez,	conducentes	a	lo
actuado	en	el	proceso	y	al	derecho	aplicable.	Esta	afirmación,	válida	para
todo	tipo	de	litis,	cobra	mayor	acentuación,	tratándose	del	proceso	laboral,
llamado	a	resolver	conflictos	sociales	de	singular	relevancia	y	complejidad:
el	conflicto	laboral,	ello	independientemente	de	que,	como	en	el	caso	de
autos,	la	controversia	tenga	matices	civiles	al	tratarse	de	responsabilidad
contractual.	En	este	orden	de	ideas,	la	denominada	cláusula	de	estado	social,
es	pues	una	de	las	manifestaciones	de	la	denominada	Constitución	Laboral,
la	misma	que	se	erige	como	una	poderosa	razón	más	para	que	la
jurisdicción	del	trabajo,	procure	un	cualitativo	redimensionamiento	del
derecho-deber	de	la	motivación	de	las	resoluciones	judiciales,
especialmente	en	casos	como	el	de	autos,	en	donde	se	hace	necesaria	una
especial	atención	a	los	elementos	de	la	pretensión	(...).”	(C.	S,	Cas.	Lab.	6892-
2012-Lima,	mar.	31/2014.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Análisis	de	fondo	de	la	pretendida	desnaturalización	de
un	convenio	de	prácticas	preprofesionales	no	se	realiza	al	resolver	la
excepción	de	caducidad,	sino	en	el	acto	procesal	de	sentencia.	“Se	afecta	el
derecho	a	la	motivación	de	las	resoluciones	judiciales,	por	presentarse
vicios	en	la	motivación	externa,	pues	el	análisis	de	fondo	de	la	pretendida
desnaturalización	del	convenio	de	prácticas	pre	profesionales,	es	una
evaluación	que	no	correspondía	realizarse	al	momento	en	que	se	resuelve
excepción	de	caducidad	deducida	por	la	demandada,	sino	en	el	acto	procesal
de	sentencia,	en	el	cual	se	define	el	litigio	luego	del	examen	fáctico	y	jurídico
de	la	litis”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	16959-2013-Junín,	oct.	27/2014.	V.	P.	Sivina
Hurtado)
SUBCAPÍTULO	IX
Medios	impugnatorios
Ley	29497.
ART.	32.—Apelación	de	la	sentencia	en	los	procesos
ordinario,	abreviado	y	de	impugnación	de	laudos	arbitrales
económicos.	El	plazo	de	apelación	de	la	sentencia	es	de	cinco	(5)
días	hábiles	y	empieza	a	correr	desde	el	día	hábil	siguiente	de	la
audiencia	o	de	citadas	las	partes	para	su	notificación.
JURISPRUDENCIA.—Acuerdos	-	II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia
Laboral:	¿Desde	cuándo	se	debe	computar	el	plazo	de	impugnación	de	una
resolución	judicial?.	“El	cómputo	del	plazo	de	impugnación	de	una
resolución	judicial	en	la	Ley	N°	29497,	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo	se
inicia	desde	el	día	siguiente	de	la	fecha	programada	para	la	notificación	de
sentencia,	de	conformidad	con	los	artículos	32	y	33	de	la	Nueva	Ley
Procesal	del	Trabajo;	y	solo	en	casos	excepcionales	cuando	no	se	tenga
certeza	de	la	notificación	en	el	plazo	que	prevé	la	Ley	N°	29497,	se
computará	desde	el	día	siguiente	a	la	fecha	de	recepción	de	la	notificación
efectuada	a	las	partes”.	(C.	S.,	II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia
Laboral,	jul.	04/2014.	S.	S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Cómputo	del	plazo	de	impugnación	de	una	resolución
judicial	laboral	corre	desde	el	día	siguiente	de	la	fecha	programada	para
notificar	la	sentencia,	salvo	excepciones.	“Partiendo	de	un	sinnúmero	de
procesos	que	son	de	conocimiento	de	este	supremo	tribunal	al	calificar	los
requisitos	de	admisibilidad	en	los	recursos	de	casación,	y	en	los	que	se
verificaba	que	las	partes	procesales	computaban	el	plazo	a	partir	de	la
recepción	de	la	cédula	de	notificación	en	sus	respectivos	domicilios
procesales	y	no	a	partir	del	día	siguiente	de	la	fecha	señalada	para	la
notificación	de	la	sentencia	respectiva	en	las	instalaciones	del	juzgado	o
sala,	es	que	se	incluyó	dicha	problemática	en	el	II	Pleno	Jurisdiccional
Supremo	en	materia	laboral,	cuyos	acuerdos	han	sido	publicados	en	el
Diario	Oficial	El	Peruano	con	fecha	cuatro	de	julio	del	dos	mil	catorce,	y	en	el
que	se	acordó	–en	relación	con	el	tema	analizado–	que,	‘6.1.	El	cómputo	del
plazo	de	impugnación	de	una	resolución	judicial	en	la	Ley	N°	29497,	Nueva
Ley	Procesal	del	Trabajo	se	inicia	desde	el	día	siguiente	de	la	fecha
programada	para	la	notificación	de	sentencia,	de	conformidad	con	los
artículos	32	y	33	de	la	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo;	y	solo	en	casos
excepcionales	cuando	no	se	tenga	certeza	de	la	notificación	en	el	plazo	que
prevé	la	Ley	N°	29497,	se	computará	desde	el	día	siguiente	a	la	fecha	de
recepción	de	la	notificación	efectuada	a	las	partes’	(...)	Y,	es	que	la
‘excepcionalidad’	a	que	se	contrae	el	acuerdo	plenario,	está	referida	a
aquellos	supuestos	en	los	que	por	caso	fortuito	o	fuerza	mayor,	no	se	haya
emitido	la	sentencia	dentro	del	plazo	de	cinco	días	que	prevé	la	Nueva	Ley
Procesal	del	Trabajo;	escenario	en	el	cual,	al	no	tener	certeza	del	momento
en	que	ésta	es	efectivamente	suscrita	y	notificada,	el	cómputo	del	plazo	de
impugnación	de	una	resolución	judicial	se	inicia	a	partir	del	día	siguiente	de
la	recepción	de	la	notificación	con	la	sentencia.	Según	esta	postura,	es
necesario	tener	certeza	de	la	notificación	de	la	sentencia,	a	fin	de	tutelar	el
derecho	de	defensa	de	las	partes.	Así,	en	la	Casación	N°	9685-2012	se	ha
pronunciado	en	este	sentido	de	forma	excepcional,	reconociendo	que	en
determinados	casos,	atendiendo	a	las	particularidades	que	se	presenten
(por	ejemplo,	al	no	existir	acta	que	registre	la	asistencia	o	inasistencia	de	las
partes,	además	de	la	emisión	de	una	sentencia	fuera	del	plazo	de	cinco	días
que	prevé	la	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo),	el	cómputo	debe	iniciarse	a
partir	de	la	recepción	de	la	cédula	de	notificación”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	8776-
2013-La	Libertad,	ago.	25/2014.	V.	P.	Acevedo	Mena)
Ley	29497.
ART.	33.—Trámite	en	segunda	instancia	y	audiencia	de	vista
de	la	causa	en	los	procesos	ordinario,	abreviado	y	de
impugnación	de	laudos	arbitrales	económicos.	Interpuesta	la
apelación,	el	juez	remite	el	expediente	a	segunda	instancia	dentro
de	los	cinco	(5)	días	hábiles	siguientes.
El	órgano	jurisdiccional	de	segunda	instancia	realiza	las
siguientes	actividades:
a)	Dentro	de	los	cinco	(5)	días	hábiles	de	recibido	el	expediente
fija	día	y	hora	para	la	celebración	de	la	audiencia	de	vista	de	la
causa.	La	audiencia	de	vista	de	la	causa	debe	fijarse	entre	los
veinte	(20)	y	treinta	(30)	días	hábiles	siguientes	de	recibido	el
expediente.
b)	El	día	de	la	audiencia	de	vista,	concede	el	uso	de	la	palabra	al
abogado	de	la	parte	apelante	a	fin	de	que	exponga	sintéticamente
los	extremos	apelados	y	los	fundamentos	en	que	se	sustentan;	a
continuación,	cede	el	uso	de	la	palabra	al	abogado	de	la	parte
contraria.	Puede	formular	preguntas	a	las	partes	y	sus	abogados	a
lo	largo	de	las	exposiciones	orales.
c)	Concluida	la	exposición	oral,	dicta	sentencia	inmediatamente	o
luego	de	sesenta	(60)	minutos,	expresando	el	fallo	y	las	razones
que	lo	sustentan,	de	modo	lacónico.	Excepcionalmente,	puede
diferir	su	sentencia	dentro	de	los	cinco	(5)	días	hábiles	siguientes.
En	ambos	casos,	al	finalizar	la	audiencia	señala	día	y	hora	para
que	las	partes	comparezcan	ante	el	despacho	para	la	notificación
de	la	sentencia,	bajo	responsabilidad.	La	citación	debe	realizarse
dentro	de	los	cinco	(5)	días	hábiles	siguientes	de	celebrada	la
audiencia	de	vista.
d)	Si	las	partes	no	concurren	a	la	audiencia	de	vista,	la	sala,	sin
necesidad	de	citación,	notifica	la	sentencia	al	quinto	día	hábil
siguiente,	en	su	despacho.
JURISPRUDENCIA.—Nulidad	procesal:	nadie	puede	beneficiarse	de	las
consecuencias	de	su	propia	conducta	omisiva	o	negligente.	“(...)	la	parte
recurrente	invoca	la	infracción	normativa	por:	a)	la	inaplicación	de	la	norma
procesal	contenida	en	el	artículo	33	de	la	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo,
pues	la	Sala	Superior	Laboral	ha	emitido	sentencia	aIterando	el	trámite	de
segunda	instancia,	puesto	que	la	vista	de	la	causa	no	se	realizó	en	la	fecha	y
hora	programada	(...)	Al	respecto,	cabe	precisar	que	el	inciso	1	del	artículo
175	del	Código	Procesal	Civil	dentro	del	marco	delimitado	por	la	teoría	del
hecho	o	acto	propio	de	influencia	también	en	el	ámbito	de	las	nulidades
procesales	establece	que	el	pedido	de	nulidad	será	declarado	improcedente
cuando	se	formule	por	quien	ha	propiciado,	permitido	o	dado	lugar	al	vicio
pues	nadie	puede	beneficiarse	de	las	consecuencias	de	su	propia	conducta
omisiva	o	negligente.	En	el	presente	caso,	es	de	advertir,	que	los	supuestos
vicios	que	señala	la	parte	demandada,	recién	fueron	cuestionados	al	día
siguiente	de	notificada	(...)	la	sentencia	de	vista,	formulando	el	pedido	de
nulidad,	la	misma	que	luego	fue	declarada	infundada	por	la	sala	de	mérito:
no	apreciándose	de	lo	actuado	que	esta	parte	haya	cuestionado	lo	que	ahora
también	alega	en	el	recurso	de	casación,	es	decir,	en	el	día	de	la	fecha	de
vista	o	en	la	primera	oportunidad	que	el	perjudicado	tuviera	para	hacerlo,
conforme	lo	prevé	el	artículo	176	del	código	adjetivo:	además,	en	la
eventualidad	de	alguna	causal	de	nulidad	procesal,	es	de	precisar	que	la
recurrente	no	indica	si	ésta	es	insubsanable,	en	virtud	del	principio	de
trascendencia	de	las	nulidades,	más	aún	si	la	sentencia	de	vista	(...).”	(C.	S.,
Cas.	Lab.	4604-2011-Lambayeque,	ene.	25/2012.	V.	P.	Vinatea	Medina)
Ley	29497.
ART.	34.—Causales	del	recurso	de	casación.	El	recurso	de
casación	se	sustenta	en	la	infracción	normativa	que	incida
directamente	sobre	la	decisión	contenida	en	la	resolución
impugnada	o	en	el	apartamiento	de	los	precedentes	vinculantes
dictados	por	el	Tribunal	Constitucional	o	la	Corte	Suprema	de
Justicia	de	la	República.
JURISPRUDENCIA.—La	finalidad	de	la	casación	en	la	nueva	ley	procesal.
“(...)	esta	sala	suprema	considera	necesario	precisar	que	si	bien	es	cierto	la
Nueva	Ley	Procesal	de	Trabajo,	Ley	N°	29497	no	establece	los	fines	del
recurso	de	casación	como	lo	hizo	la	anterior	Ley	N°	26636,	y	como	lo
efectúa	el	Código	Procesal	Civil,	modificado	por	la	Ley	N°	29364,	ha
quedado	sentado	en	la	jurisprudencia	de	este	tribunal,	en	materia	casatoria,
que	conforme	a	la	doctrina	más	actualizada,	los	fines	clásicos	de	la	casación
son	la	defensa	del	derecho	objetivo,	la	unificación	de	la	jurisprudencia
nacional	por	la	Corte	Suprema	de	la	República,	y	la	búsqueda	de	la	justicia
para	el	caso	en	concreto.	En	cuanto	a	la	finalidad	de	defensa	del	derecho
objetivo,	esta	coincide	con	la	finalidad	originaria	nomofiláctica	del	recurso
casatorio	de	evitar	la	transgresión	de	las	normas	por	los	órganos
jurisdiccionales	en	sede	de	instancia.	Acorde	con	ello,	la	Nueva	Ley	Procesal
de	Trabajo,	Ley	N°	29497,	en	la	misma	orientación	que	el	Código	Procesal
Civil,	modificado	por	la	Ley	N°	29364,	ha	introducido	la	causal	de	infracción
normativa,	que	se	ajusta	con	mayor	precisión	a	dicha	finalidad,	debiendo	las
salas	constitucionales	y	civiles	de	la	Corte	Suprema	continuar	con	la	labor
de	corregir	las	infracciones	normativas	incurridas	en	las	sentencias	o	autos
expedidos	por	los	jueces	ordinarios,	resolviendo	las	denuncias	por
interpretación	errónea,	aplicación	indebida	o	inaplicación	de	las	normas
materiales	y	procesales.	Y	sobre	la	unificación	de	la	jurisprudencia	nacional,
cabe	resaltar	que	el	fin	de	preservación	y	unificación	de	la	jurisprudencia
nacional	se	ha	de	materializar	y	consolidar	a	través	de	esta	sala	suprema	en
sede	casatoria,	pues	es	la	encargada	de	unificar	y	sistematizar	los	criterios
jurisprudenciales	en	las	materias	de	su	competencia,	en	igual	orientación	a
las	demás	salas	de	este	tribunal	supremo	en	las	competencias	que	le
confiera	la	ley,	quedando	los	jueces	ordinarios	vinculados	a	dichos
criterios”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	3812-2011-La	Libertad,	dic.	20/2011.	V.	P.
Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Las	causales	de	la	casación	en	la	nueva	ley	procesal.
“(...)	Cuarto:	Ahora	bien,	las	finalidades	destacadas	en	los	considerandos	que
preceden,	serán	ejercidas	por	esta	corte	de	casación,	en	materia	laboral	a
través	de	los	mecanismos	de	control	contenidos	en	el	artículo	34	de	la	Ley	N
°	29497	que	precisa	como	causales	casatorias:	a)	La	infracción	normativa
que	incida	directamente	sobre	la	decisión	contenida	en	la	resolución
impugnada;	o,	b)	El	apartamiento	de	los	precedentes	vinculantes	dictados
por	el	Tribunal	Constitucional	o	la	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la
República.	Entonces,	cuando	se	denuncia	la	causal	de	infracción	normativa,
los	justiciables	han	de	ajustar	su	denuncia	a	los	supuestos	previstos	con
anterioridad	en	la	Ley	N°	26636,	esto	es:	a)	la	aplicación	indebida	de	la
norma,	señalando	el	error	incurrido	por	el	juez,	con	precisión	expresa	de	la
norma	que	se	aplicó	indebidamente,	y	de	la	que	corresponde;	b)	La
interpretación	errónea	de	la	norma,	desarrollando	esta	denuncia,	con	la
precisión	de	la	norma	interpretada	erróneamente	en	sede	de	instancia,	cuál
sería	la	correcta	interpretación,	y	como	ello	ha	incidido	en	la	decisión
jurisdiccional	cuestionada;	c)	La	inaplicación	de	la	norma,	argumentándose
como	la	norma	ha	dejado	de	aplicarse,	asimismo	las	razones	de	la	aplicación
de	dicha	norma	al	caso	en	concreto;	ajustándose	todas	estas	exigencias	a	la
formalidad	que	destaca	al	recurso	casatorio,	reiterado	en	la	jurisprudencia
de	este	tribunal	casatorio.	Con	relación	a	la	causal	de	apartamiento	de	los
precedentes	vinculantes	dictados	por	el	Tribunal	Constitucional	o	la	Corte
Suprema	de	Justicia	de	la	República,	esta	se	funda	en	el	principio
constitucional	del	stare	decisis,	propio	del	sistema	norteamericano	que
implica	una	vinculación	fuerte	para	los	magistrados	del	Poder	Judicial,
respecto	de	las	decisiones	adoptadas	por	la	corte	suprema.	En	el	Perú,	los
órganos	jurisdiccionales	se	encuentran	vinculados	a	los	precedentes
expedidos	por	la	Corte	Suprema	de	la	República	y	el	Tribunal
Constitucional,	en	nuestro	caso,	el	artículo	22	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder
Judicial	prescribe:	‘Las	salas	especializadas	de	la	Corte	Suprema	de	Justicia
de	la	República	ordenan	la	publicación	trimestral	en	el	Diario	Oficial	El
Peruano	de	las	ejecutorias	que	fijan	principios	jurisprudenciales	que	han	de
ser	de	obligatorio	cumplimiento,	en	todas	las	instancias	judiciales.	Estos
principios	deben	ser	invocados	por	los	magistrados	de	todas	las	instancias
judiciales,	cualquiera	que	sea	su	especialidad,	como	precedente	de
obligatorio	cumplimiento.	En	caso	que	por	excepción	decidan	apartarse	de
dicho	criterio,	están	obligados	a	motivar.’”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	3812-2011-La
Libertad,	dic.	20/2011.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	insiste:	vía	recurso	de	casación	no	puede
pretenderse	volver	a	revisar	los	hechos	establecidos	en	las	instancias
inferiores	ni	valorar	nuevamente	los	medios	probatorios	actuados	en	el
proceso.	“(...)	antes	del	análisis	de	los	requisitos	de	fondo,	es	necesario
precisar	que	el	recurso	de	casación	es	un	medio	impugnatorio
extraordinario	de	carácter	formal	que	solo	puede	fundarse	en	cuestiones
eminentemente	jurídicas	y	no	en	cuestiones	fácticas	o	de	revaloración
probatoria;	en	ese	sentido,	su	fundamentación	por	parte	del	recurrente
debe	ser	clara,	precisa	y	concreta	indicando	ordenadamente	cuáles	son	las
denuncias	que	configuran	la	infracción	normativa	que	incida	directamente
sobre	la	decisión	contenida	en	la	resolución	impugnada	o	en	el
apartamiento	de	los	precedentes	vinculantes	dictados,	sea	por	el	Tribunal
Constitucional	o	por	la	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República.	(...)	en	tal
sentido,	como	ha	sostenido	esta	corte	suprema	en	reiteradas	ocasiones,	vía
recurso	de	casación	no	es	posible	volver	a	revisar	los	hechos	establecidos	en
las	instancias	de	mérito,	valorar	nuevamente	los	medios	probatorios
actuados	en	el	proceso,	puesto	que	tal	pretensión	colisionaría	frontalmente
con	la	naturaleza	y	fines	del	recurso	extraordinario	de	casación”.	(C.	S.,	Cas.
Lab.	2273-2013-La	Libertad,	jul.	03/2013.	V.	P.	Morales	Parraguez)
Ley	29497.
ART.	35.—Requisitos	de	admisibilidad	del	recurso	de
casación.	El	recurso	de	casación	se	interpone:
1.	Contra	las	sentencias	y	autos	expedidos	por	las	salas
superiores	que,	como	órganos	de	segundo	grado,	ponen	fin	al
proceso.	En	el	caso	de	sentencias	el	monto	total	reconocido	en	ella
debe	superar	las	cien	(100)	Unidades	de	Referencia	Procesal
(URP).	No	procede	el	recurso	contra	las	resoluciones	que	ordenan
a	la	instancia	inferior	emitir	un	nuevo	pronunciamiento.
2.	Ante	el	órgano	jurisdiccional	que	emitió	la	resolución
impugnada.	La	sala	superior	debe	remitir	el	expediente	a	la	sala
suprema,	sin	más	trámite,	dentro	del	plazo	de	tres	(3)	días
hábiles.
3.	Dentro	del	plazo	de	diez	(10)	días	hábiles	siguientes	de
notificada	la	resolución	que	se	impugna.
4.	Adjuntando	el	recibo	de	la	tasa	respectiva.	Si	el	recurso	no
cumple	con	este	requisito,	la	sala	suprema	concede	al	impugnante
un	plazo	de	tres	(3)	días	hábiles	para	subsanarlo.	Vencido	el	plazo
sin	que	se	produzca	la	subsanación,	se	rechaza	el	recurso.
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	precisa	requisitos	para	la	casación
laboral.	“En	cuanto	a	los	requisitos	de	admisibilidad	del	recurso	de	casación,
el	artículo	35	de	la	Ley	N°	29497	contempla	los	siguientes:	1)	Objeto	del
recurso:	solo	cabe	interponer	el	recurso	contra	las	sentencias	y	los	autos
expedidos	por	las	salas	superiores	que,	como	órganos	de	segundo	grado,
ponen	fin	al	proceso.	No	procede	el	recurso	contra	las	resoluciones	que
ordenan	a	la	instancia	inferior	emitir	un	nuevo	pronunciamiento;	2)
Cuantía:	debe	tenerse	en	cuenta	los	siguientes	supuestos:	a)	Tratándose	de
una	demanda	con	solo	pretensiones	cuantificables:	a.1)	el	monto	total
reconocido	en	la	sentencia	de	segundo	grado	debe	superar	las	cien
Unidades	de	Referencia	Procesal	(100	URP),	de	lo	que	se	desprende	que
cuando	el	empleador	o	el	demandante	interponen	recurso	de	casación
necesariamente	el	monto	fijado	en	la	sentencia	de	vista	debe	superar	dichas
cien	unidades	de	referencia	procesal	(100	URP)	para	que	el	recurso	sea
admitido;	a.2)	Para	mayor	precisión,	cuando	el	recurso	de	casación	sea
interpuesto	por	el	demandante	será	admisible	si	el	monto	fijado	en	la
sentencia	supera	las	cien	unidades	de	referencia	procesal	(100	URP);	y,	si	el
monto	es	inferior	debe	ser	rechazado;	a.3)	Sin	embargo,	cuando	la	sentencia
apelada	desestima	íntegramente	la	demanda,	tratándose	de	obligaciones	de
dar	suma	de	dinero	debe	tenerse	presente	el	monto	del	petitorio	señalado
en	la	demanda	que	debe	ser	superior	a	cien	unidades	de	referencia	procesal
(100	URP)	para	que	el	recurso	de	casación	sea	admitido,	conforme	a	la
interpretación	sistemática	del	artículo	35,	numeral	1	de	la	Ley	N°	29497,	y
artículos	I,	III	y	IV	del	Título	Preliminar	de	dicha	ley,	en	atención	a	los
principios	de	igualdad,	y	razonabilidad	que	privilegian	los	derechos
fundamentales	a	la	tutela	procesal	efectiva	y	al	debido	proceso,	más	aún	en
un	proceso	laboral	que	establece	principios	y	garantías	de	protección
laboral;	y,	b)	Cuando	se	trate	de	demandas	con	pretensiones	inapreciables
en	dinero	no	se	requiere	el	requisito	de	admisibilidad	precedente,	igual
ocurre	cuando	existe	una	pretensión	cuantificable	y	otra	inapreciable	en
dinero;	3)	Órgano	ante	el	cual	debe	interponerse	el	recurso:	se	debe
interponer	el	recurso	de	casación	ante	el	órgano	jurisdiccional	que	emitió	la
resolución	impugnada;	debiéndose	limitar	la	sala	superior	a	remitir	el
expediente	a	la	sala	suprema	sin	más	trámite	dentro	del	plazo	de	tres	días
hábiles,	conjuntamente	con	el	soporte	electrónico	que	contiene	el	registro
de	la	audiencia	en	audio	y	video,	así	como	constancia	de	la	formación	del
cuaderno	de	ejecución	correspondiente	de	ser	el	caso;	4)	Plazo:	El	recurso
de	casación	se	presenta	dentro	del	plazo	de	diez	(10)	días	hábiles	siguientes
de	notificada	la	resolución	que	se	impugna;	5)	Pago	de	tasa	judicial:	5.1)
Corresponde	adjuntarse	el	recibo	de	la	tasa	respectiva.	Si	el	recurso	no
cumple	con	este	requisito,	la	sala	suprema	concede	al	impugnante	un	plazo
de	tres	(3)	días	hábiles	para	subsanarlo.	Vencido	el	plazo	sin	que	se
produzca	la	subsanación,	se	rechaza	el	recurso;	5.2)	El	empleador	debe
pagar	siempre	la	tasa	judicial	salvo	que	se	trate	del	Estado,	por	estar
exonerado	del	pago	de	gastos	judiciales,	conforme	a	lo	prescrito	en	el
artículo	47	de	la	Constitución;	5.3)	Precisase	que	los	empleadores	están
obligados	a	presentar	en	todos	los	casos	la	tasa	judicial.	Y,	en	el	caso	de	los
prestadores	de	servicios	(trabajadores)	no	pagarán	dicha	tasa,	cuando	la
demanda	contenga	entre	sus	pretensiones	una	no	apreciable	en	dinero;	5.4)
Conforme	al	artículo	III	del	Título	Preliminar	de	la	Nueva	Ley	Procesal	del
Trabajo	-	Ley	N°	29497,	los	trabajadores	solo	pagan	tasa	judicial	en	aquellos
procesos	cuantificables	en	dinero	que	superen	las	setenta	unidades	de
referencia	procesal,	concordante	con	la	Undécima	Disposición
Complementaria	de	dicha	ley;	5.5)	Además,	conforme	a	la	Resolución
Administrativa	N°	093-2010-CE-PJ,	de	fecha	quince	de	marzo	del	dos	mil
diez,	cuando	la	pretensión	supere	las	setenta	unidades	de	referencia
procesal,	el	trabajador	pagará	el	cincuenta	por	ciento	de	la	tasa	judicial
correspondiente”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	2059-2013-La	Libertad,	jun.	14/2013.	V.	P.
Sivina	Hurtado)
Ley	29497.
ART.	36.—Requisitos	de	procedencia	del	recurso	de	casación.
Son	requisitos	de	procedencia	del	recurso	de	casación:
1.	Que	el	recurrente	no	hubiera	consentido	previamente	la
resolución	adversa	de	primera	instancia,	cuando	esta	fuere
confirmada	por	la	resolución	objeto	del	recurso.
2.	Describir	con	claridad	y	precisión	la	infracción	normativa	o	el
apartamiento	de	los	precedentes	vinculantes.
3.	Demostrar	la	incidencia	directa	de	la	infracción	normativa
sobre	la	decisión	impugnada.
4.	Indicar	si	el	pedido	casatorio	es	anulatorio	o	revocatorio.	Si
fuese	anulatorio,	se	precisa	si	es	total	o	parcial,	y	si	es	este	último,
se	indica	hasta	dónde	debe	alcanzar	la	nulidad.
Si	fuera	revocatorio,	se	precisa	en	qué	debe	consistir	la	actuación
de	la	sala.	Si	el	recurso	contuviera	ambos	pedidos,	debe
entenderse	el	anulatorio	como	principal	y	el	revocatorio	como
subordinado.
Ley	29497.
ART.	37.—Trámite	del	recurso	de	casación.	Recibido	el	recurso
de	casación,	la	sala	suprema	procede	a	examinar	el	cumplimiento
de	los	requisitos	previstos	en	los	artículos	35	y	36	y	resuelve
declarando	inadmisible,	procedente	o	improcedente	el	recurso,
según	sea	el	caso.
Declarado	procedente	el	recurso,	la	Sala	Suprema	fija	fecha	para
la	vista	de	la	causa.
Las	partes	pueden	solicitar	informe	oral	dentro	de	los	tres	(3)
días	hábiles	siguientes	a	la	notificación	de	la	resolución	que	fija
fecha	para	vista	de	la	causa.
Concluida	la	exposición	oral,	la	sala	suprema	resuelve	el	recurso
inmediatamente	o	luego	de	sesenta	(60)	minutos,	expresando	el
fallo.	Excepcionalmente,	se	resuelve	dentro	de	los	cinco	(5)	días
hábiles	siguientes.	En	ambos	casos,	al	finalizar	la	vista	de	la	causa
se	señala	día	y	hora	para	que	las	partes	comparezcan	ante	el
despacho	para	la	notificación	de	la	resolución,	bajo
responsabilidad.	La	citación	debe	realizarse	dentro	de	los	cinco
(5)	días	hábiles	siguientes	de	celebrada	la	vista	de	la	causa.
Si	no	se	hubiese	solicitado	informe	oral	o	habiéndolo	hecho	no	se
concurre	a	la	vista	de	la	causa,	la	sala	suprema,	sin	necesidad	de
citación,	notifica	la	sentencia	al	quinto	día	hábil	siguiente	en	su
despacho.
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	de	ser	oído	por	el	juzgador	implica	la
oportunidad	de	verbalizar	la	petición	y	las	argumentaciones.	“(…)	una	de	las
manifestaciones	especiales	del	derecho	a	la	defensa,	el	cual	forma	parte	del
conjunto	de	derechos	que	dentro	del	derecho	al	debido	proceso	pertenecen
al	constitucional	derecho	a	la	tutela	jurisdiccional	efectiva	que	toda	persona
humana	goza,	por	el	solo	hecho	de	serlo,	consiste	en	el	derecho	de	ser	oído
por	el	juzgador;	esto	es,	la	oportunidad	de	verbalizar	su	petición	y	las
argumentaciones	por	las	que	el	justiciable	considera	que	ésta	deba	ser
amparada;	correspondiendo	a	los	abogados	de	las	partes	realizar	el	informe
oral	sobre	el	derecho	y	a	las	mismas	partes	que	lo	deseen	el	informe	de
hechos;	acto	procesal	que	en	primera	instancia	se	desarrolla	en	las
audiencias	respectivas,	culminando	en	la	audiencia	de	pruebas;	y,	en
segunda	instancia	y	sala	de	casación	de	ser	el	caso,	a	la	vista	de	la	causa;
(…)	resulta	inexcusable	y	negligente	que	la	referida	sala	revisora	no	haya
advertido	que	el	pedido	del	demandado,	a	su	vez,	gozaba	también	de	cierta
veracidad,	toda	vez	que	a	la	copia	del	referido	escrito	se	acompañó	copia	del
cargo	sistematizado	de	ingreso	de	escrito	que,	lógicamente,	daba	fe	del
ingreso	del	mismo	y	que	su	no	aparición	en	el	expediente	resultaba
irregular;	lo	que	significaba	que	era	–y	es-	ajeno	al	demandado	este	vicio	y
no	podría	afectársele	con	el	mismo	reputando	como	válida	una	notificación
hecha	en	un	domicilio	que	ya	no	le	pertenecía;	por	lo	que	a	fin	de	no	violar
su	derecho	a	la	defensa	y	al	debido	proceso,	correspondía	que	la	sala
concediera	el	uso	de	la	palabra,	lo	que	no	ha	sucedido,	consumándose
entonces	la	violación	de	dichos	derechos	(…)”	(C.	S.,	Cas.	1332-2007-Lima,
oct.	28/2007.	V.	P.	Palomino	García)
Ley	29497.
ART.	38.—Efecto	del	recurso	de	casación.	La	interposición	del
recurso	de	casación	no	suspende	la	ejecución	de	las	sentencias.
Excepcionalmente,	solo	cuando	se	trate	de	obligaciones	de	dar
suma	de	dinero,	a	pedido	de	parte	y	previo	depósito	a	nombre	del
juzgado	de	origen	o	carta	fianza	renovable	por	el	importe	total
reconocido,	el	juez	de	la	demanda	suspende	la	ejecución	en
resolución	fundamentada	e	inimpugnable.
El	importe	total	reconocido	incluye	el	capital,	los	intereses	del
capital	a	la	fecha	de	interposición	del	recurso,	los	costos	y	costas,
así	como	los	intereses	estimados	que,	por	dichos	conceptos,	se
devenguen	hasta	dentro	de	un	(1)	año	de	interpuesto	el	recurso.
La	liquidación	del	importe	total	reconocido	es	efectuada	por	un
perito	contable.
En	caso	de	que	el	demandante	tuviese	trabada	a	su	favor	una
medida	cautelar,	debe	notificársele	a	fin	de	que,	en	el	plazo	de
cinco	(5)	días	hábiles,	elija	entre	conservar	la	medida	cautelar
trabada	o	sustituirla	por	el	depósito	o	la	carta	fianza	ofrecidos.	Si
el	demandante	no	señala	su	elección	en	el	plazo	concedido,	se
entiende	que	sustituye	la	medida	cautelar	por	el	depósito	o	la
carta	fianza.	En	cualquiera	de	estos	casos,	el	juez	de	la	demanda
dispone	la	suspensión	de	la	ejecución.
Ley	29497.
ART.	39.—Consecuencias	del	recurso	de	casación	declarado
fundado.	Si	el	recurso	de	casación	es	declarado	fundado,	la	sala
suprema	casa	la	resolución	recurrida	y	resuelve	el	conflicto	sin
devolver	el	proceso	a	la	instancia	inferior.	El	pronunciamiento	se
limita	al	ámbito	del	derecho	conculcado	y	no	abarca,	si	los
hubiere,	los	aspectos	de	cuantía	económica,	los	cuales	deben	ser
liquidados	por	el	juzgado	de	origen.
En	caso	de	que	la	infracción	normativa	estuviera	referida	a	algún
elemento	de	la	tutela	jurisdiccional	o	el	debido	proceso,	la	sala
suprema	dispone	la	nulidad	de	la	misma	y,	en	ese	caso,	ordena
que	la	sala	laboral	emita	un	nuevo	fallo,	de	acuerdo	a	los	criterios
previstos	en	la	resolución	casatoria;	o	declara	nulo	todo	lo
actuado	hasta	la	etapa	en	que	la	infracción	se	cometió.
Ley	29497.
ART.	40.—Precedente	vinculante	de	la	Corte	Suprema	de
Justicia	de	la	República.	La	Sala	Constitucional	y	Social	de	la
Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República	que	conozca	del	recurso
de	casación	puede	convocar	al	pleno	de	los	jueces	supremos	que
conformen	otras	salas	en	materia	constitucional	y	social,	si	las
hubiere,	a	efectos	de	emitir	sentencia	que	constituya	o	varíe	un
precedente	judicial.
La	decisión	que	se	tome	en	mayoría	absoluta	de	los	asistentes	al
pleno	casatorio	constituye	precedente	judicial	y	vincula	a	los
órganos	jurisdiccionales	de	la	República,	hasta	que	sea	modificada
por	otro	precedente.
Los	abogados	pueden	informar	oralmente	en	la	vista	de	la	causa,
ante	el	pleno	casatorio.
Ley	29497.
ART.	41.—Publicación	de	sentencias.	El	texto	íntegro	de	todas
las	sentencias	casatorias	y	las	resoluciones	que	declaran
improcedente	el	recurso	de	casación	se	publican	obligatoriamente
en	el	diario	oficial	El	Peruano,	aunque	no	establezcan	precedente.
La	publicación	se	hace	dentro	de	los	sesenta	(60)	días	de
expedidas,	bajo	responsabilidad.
TÍTULO	2
Procesos	Laborales
CAPÍTULO	I
Proceso	ordinario	laboral
Ley	29497.
ART.	42.—Traslado	y	citación	a	audiencia	de	conciliación.
Verificados	los	requisitos	de	la	demanda,	el	juez	emite	resolución
disponiendo:
a)	La	admisión	de	la	demanda;
b)	La	citación	a	las	partes	a	audiencia	de	conciliación,	la	cual	debe
ser	fijada	en	día	y	hora	entre	los	veinte	(20)	y	treinta	(30)	días
hábiles	siguientes	a	la	fecha	de	calificación	de	la	demanda;	y
c)	El	emplazamiento	al	demandado	para	que	concurra	a	la
audiencia	de	conciliación	con	el	escrito	de	contestación	y	sus
anexos.
Ley	29497.
ART.	43.—Audiencia	de	conciliación.	La	audiencia	de
conciliación	se	lleva	a	cabo	del	siguiente	modo:
1.	La	audiencia,	inicia	con	la	acreditación	de	las	partes	o
apoderados	y	sus	abogados.	Si	el	demandante	no	asiste,	el
demandado	puede	contestar	la	demanda,	continuando	la
audiencia.	Si	el	demandado	no	asiste	incurre	automáticamente	en
rebeldía,	sin	necesidad	de	declaración	expresa,	aun	cuando	la
pretensión	se	sustente	en	un	derecho	indisponible.	También
incurre	en	rebeldía	automática	si,	asistiendo	a	la	audiencia,	no
contesta	la	demanda	o	el	representante	o	apoderado	no	tiene
poderes	suficientes	para	conciliar.	El	rebelde	se	incorpora	al
proceso	en	el	estado	en	que	se	encuentre,	sin	posibilidad	de
renovar	los	actos	previos.
Si	ambas	partes	inasisten,	el	juez	declara	la	conclusión	del
proceso	si,	dentro	de	los	treinta	(30)	días	naturales	siguientes,
ninguna	de	las	partes	hubiese	solicitado	fecha	para	nueva
audiencia.
2.	El	juez	invita	a	las	partes	a	conciliar	sus	posiciones	y	participa
activamente	a	fin	de	que	solucionen	sus	diferencias	total	o
parcialmente.	Por	decisión	de	las	partes	la	conciliación	puede
prolongarse	lo	necesario	hasta	que	se	dé	por	agotada,	pudiendo
incluso	continuar	los	días	hábiles	siguientes,	cuantas	veces	sea
necesario,	en	un	lapso	no	mayor	de	un	(1)	mes.	Si	las	partes
acuerdan	la	solución	parcial	o	total	de	su	conflicto	el	juez,	en	el
acto,	aprueba	lo	acordado	con	efecto	de	cosa	juzgada;	asimismo,
ordena	el	cumplimiento	de	las	prestaciones	acordadas	en	el	plazo
establecido	por	las	partes	o,	en	su	defecto,	en	el	plazo	de	cinco	(5)
días	hábiles	siguientes.	Del	mismo	modo,	si	algún	extremo	no	es
controvertido,	el	juez	emite	resolución	con	calidad	de	cosa
juzgada	ordenando	su	pago	en	igual	plazo.
3.	En	caso	de	haberse	solucionado	parcialmente	el	conflicto,	o	no
haberse	solucionado,	el	juez	precisa	las	pretensiones	que	son
materia	de	juicio;	requiere	al	demandado	para	que	presente,	en	el
acto,	el	escrito	de	contestación	y	sus	anexos;	entrega	una	copia	al
demandante;	y	fija	día	y	hora	para	la	audiencia	de	juzgamiento,	la
cual	debe	programarse	dentro	de	los	treinta	(30)	días	hábiles
siguientes,	quedando	las	partes	notificadas	en	el	acto.
Si	el	juez	advierte,	haya	habido	o	no	contestación,	que	la	cuestión
debatida	es	solo	de	derecho,	o	que	siendo	también	de	hecho	no
hay	necesidad	de	actuar	medio	probatorio	alguno,	solicita	a	los
abogados	presentes	exponer	sus	alegatos,	a	cuyo	término,	o	en	un
lapso	no	mayor	de	sesenta	(60)	minutos,	dicta	el	fallo	de	su
sentencia.	La	notificación	de	la	sentencia	se	realiza	de	igual	modo
a	lo	regulado	para	el	caso	de	la	sentencia	dictada	en	la	audiencia
de	juzgamiento.
R.	Adm.	299-2010-CE-PJ.
ART.	 1°.—Autorizar	 al	 procurador	 público	 encargado	 de	 los	 asuntos
judiciales	del	Poder	Judicial	y	a	sus	procuradores	adjuntos,	para	que	tanto
en	los	procesos	tramitados	bajo	las	normas	de	la	Ley	N°	29497	-	Nueva	Ley
Procesal	del	Trabajo,	y	cualquier	otro	relacionado	con	esta	materia,	puedan
conciliar	 en	 las	 audiencias	 respectivas,	 o	 en	 cualquier	 oportunidad	 que
conforme	 a	 ley	 y	 salvaguardando	 los	 intereses	 de	 este	 poder	 del	 Estado,
pueda	 llevarse	 a	 cabo;	 quedando	 en	 consecuencia	 facultados
suficientemente	para	decidir	las	conciliaciones	a	que	haya	lugar.
JURISPRUDENCIA.—Acuerdos	-	II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia
Laboral:	¿En	qué	casos	se	debe	declarar	la	rebeldía	en	los	procesos	laborales
sujetos	a	la	NLPT?.	“El	demandado	será	declarado	rebelde	automáticamente
si	incurre	en	cualquiera	de	los	supuestos	contemplados	en	el	numeral	1	del
artículo	43	de	la	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo,	Ley	N°	29497,	esto	es:	(i)
no	asistir	a	la	audiencia	de	conciliación	(incomparecencia	en	sentido
estricto);	(ii)	no	contar	con	poderes	suficientes	para	conciliar;	y,	(iii)	no
contestar	la	demanda”.	(C.	S.,	II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia
Laboral,	jul.	04/2014.	S.	S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Acuerdos	-	II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia
Laboral:	¿La	parte	rebelde	puede	incorporarse	al	proceso	contestando	la
demanda	en	los	casos	de	rebeldía	por	falta	de	facultades	para	la	conciliación?.
“El	demandado	declarado	rebelde	sí	puede	contestar	la	demanda;	ya	que	se
debe	diferenciar	este	acto	del	hecho	de	comparecer,	además	de	privilegiar	el
derecho	de	defensa,	el	principio	de	contradicción	y	el	principio	de
veracidad,	en	tutela	del	derecho	al	debido	proceso”.	(C.	S.,	II	Pleno
Jurisdiccional	Supremo	en	Materia	Laboral,	jul.	04/2014.	S.	S.	Sivina
Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Las	dos	funciones	medulares	del	acto	de	precisión	de
pretensiones:	vincular	el	pronunciamiento	del	juez	con	las	pretensiones
procesales	y	delimitar	el	debate	probatorio.	“Teniendo	en	cuenta	lo	expuesto,
corresponde	además	señalar	que,	una	de	las	reglas	esenciales	previstas	en
nuestro	nuevo	modelo	procesal	laboral	que	coadyuvan	a	la	observancia
irrestricta	de	este	principio	de	congruencia	como	componente	del	derecho	a
la	motivación	de	las	resoluciones	judiciales,	es	la	contenida	en	el	inciso	3	del
artículo	43	de	la	Ley	N°	29497,	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo,	referida	a	la
obligación	del	juez	de	precisar	las	pretensiones	que	son	materia	de	juicio,
acto	procesal	que	es	inmediatamente	posterior	a	la	culminación	de	la	etapa
conciliatoria,	en	aquellos	supuestos	en	los	que	el	conflicto	no	llegó	a
solucionarse	o	fue	solucionado	parcialmente.	Cabe	resaltar	que,	la	principal
importancia	de	este	acto	en	el	proceso,	es	el	constituirse	en	una	línea
directriz	que	permita	al	órgano	jurisdiccional	no	desvincularse	del	tema
central	de	la	controversia;	finalidad	que	se	logra	a	través	de	sus	dos
funciones	medulares:	(i)	vincular	el	pronunciamiento	del	juez	a	las
pretensiones	procesales	en	los	términos	en	que	éstas	han	sido	planteadas
por	las	partes	en	sus	escritos	postulatorios;	y	(ii)	delimitar	el	debate
probatorio,	respecto	a	aquellos	extremos	en	que	las	partes	disienten.	Estas
trascendentales	funciones	que	cumple	dentro	de	un	proceso	el	acto	de
precisión	de	pretensiones	que	son	materia	de	juicio,	conllevan	a	afirmar
que,	una	inadecuada	formulación	del	mismo,	no	pueda	ser	convalidada	por
el	silencio	de	las	partes,	en	aquellos	casos	en	que	se	evidencia	que	el	vicio
que	contiene,	ha	influido	de	manera	decisiva	en	la	resolución	de	la	litis	por
parte	del	órgano	jurisdiccional;	pues	es	claro	que	en	dicha	circunstancia,	el
vicio	producido	da	a	lugar	que	el	juzgador	se	aparte	del	tema	central	de	la
controversia,	vulnerando	de	esa	forma	el	principio	de	congruencia”.	(C.	S.,
Cas.	Lab.	10868-2013-Lima,	may.	26/2014.	V.	P.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—La	posibilidad	que	brinda	el	ordenamiento	jurídico	al
juez	para	disponer	un	juzgamiento	anticipado	del	proceso	no	lo	releva	de	su
deber	de	propiciar	la	conciliación.	“Debe	destacarse	que,	en	lo	que	respecta	a
la	conciliación	judicial,	la	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo	no	solo	otorga	al
juez	la	facultad	de	conciliar,	sino	el	deber	de	impulsar	vivamente	la
conciliación;	tan	es	así,	que	para	realzar	su	importancia,	le	dedica	una
audiencia	entera	e	independiente	(...).	La	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo,
por	el	contrario,	le	impone	al	juez	el	deber	de	intervenir,	plantear	fórmulas,
ofrecer	propuestas,	incorporarse	activamente	para	tratar	de	conseguir	el
acuerdo	de	las	partes;	deberes	que	resultan	imperativos,	no	sólo	porque	de
esa	manera	se	logra	con	uno	de	los	principales	objetivos	del	nuevo	modelo
procesal	laboral,	que	es	la	descarga	procesal;	sino	porque	además	–como	es
lógico	afirmar–	se	consigue	que	las	partes,	con	la	intervención	del	juez,
resuelvan	el	conflicto	de	intereses	en	un	tiempo	oportuno,	y	con	ello,
brindarles	una	justicia	laboral	de	calidad”.	(C.	S,	Cas.	Lab.	1254-2014-La
Libertad,	set.	15/2014.	V.	P.	Lama	More)
JURISPRUDENCIA.—Considerar	que	la	causa	es	una	cuestión	de	puro
derecho	no	exonera	al	juez	laboral	de	la	obligación	de	propiciar	la
conciliación.	“En	esa	línea	de	ideas,	este	tribunal	supremo	aprecia,	que	la
decisión	del	a	quo,	de	prescindir	de	la	audiencia	de	conciliación,	por
considerar	que	la	presente	causa	versa	sobre	cuestiones	de	puro	derecho	y
disponer	el	juzgamiento	anticipado	del	proceso,	resulta	errada,	y
atentatoria	contra	el	debido	proceso,	pues	con	dicho	accionar	se	ha
sometido	a	las	partes	–y	en	especial	a	la	parte	recurrente	quien	se	considera
agraviada–	a	un	procedimiento	distinto	del	previamente	establecido	por	ley,
pues	no	existe	norma	alguna	que	exonere	al	juzgador	de	propiciar	la
conciliación;	por	el	contrario	–como	ya	se	acotó–	le	impone	los	deberes	de
intervenir,	plantear	fórmulas,	ofrecer	propuestas,	incorporarse	activamente
para	tratar	de	conseguir	el	acuerdo	de	las	partes,	entre	otras;	además,	como
es	evidente,	el	desmerecimiento	que	ha	efectuado	la	juzgadora	en	torno	a	la
conciliación,	como	un	medio	alternativo	de	solución	del	conflicto,	se
contrapone	con	los	objetivos	del	nuevo	diseño	procesal	laboral,	entre	los
cuales	destaca	el	de	descarga	procesal”.	(C.	S,	Cas.	Lab.	1254-2014-La
Libertad,	set.	15/2014.	V.	P.	Lama	More)
Ley	29497.
ART.	44.—Audiencia	de	juzgamiento.	La	audiencia	de
juzgamiento	se	realiza	en	acto	único	y	concentra	las	etapas	de
confrontación	de	posiciones,	actuación	probatoria,	alegatos	y
sentencia.
La	audiencia	de	juzgamiento	se	inicia	con	la	acreditación	de	las
partes	o	apoderados	y	sus	abogados.	Si	ambas	partes	inasisten,	el
juez	declara	la	conclusión	del	proceso	si,	dentro	de	los	treinta	(30)
días	naturales	siguientes,	ninguna	de	las	partes	hubiese	solicitado
fecha	para	nueva	audiencia.
Ley	29497.
ART.	45.—Etapa	de	confrontación	de	posiciones.	La	etapa	de
confrontación	de	posiciones	se	inicia	con	una	breve	exposición
oral	de	las	pretensiones	demandadas	y	de	los	fundamentos	de
hecho	que	las	sustentan.
Luego,	el	demandado	hace	una	breve	exposición	oral	de	los
hechos	que,	por	razones	procesales	o	de	fondo,	contradicen	la
demanda.
Ley	29497.
ART.	46.—Etapa	de	actuación	probatoria.	La	etapa	de
actuación	probatoria	se	lleva	a	cabo	del	siguiente	modo:
1.	El	juez	enuncia	los	hechos	que	no	necesitan	de	actuación
probatoria	por	tratarse	de	hechos	admitidos,	presumidos	por	ley,
recogidos	en	resolución	judicial	con	calidad	de	cosa	juzgada	o
notorios;	así	como	los	medios	probatorios	dejados	de	lado	por
estar	dirigidos	a	la	acreditación	de	hechos	impertinentes	o
irrelevantes	para	la	causa.
2.	El	juez	enuncia	las	pruebas	admitidas	respecto	de	los	hechos
necesitados	de	actuación	probatoria.
3.	Inmediatamente	después,	las	partes	pueden	proponer
cuestiones	probatorias	solo	respecto	de	las	pruebas	admitidas.	El
juez	dispone	la	admisión	de	las	cuestiones	probatorias
únicamente	si	las	pruebas	que	las	sustentan	pueden	ser	actuadas
en	esta	etapa.
4.	El	juez	toma	juramento	conjunto	a	todos	los	que	vayan	a
participar	en	esta	etapa.
5.	Se	actúan	todos	los	medios	probatorios	admitidos,	incluidos
los	vinculados	a	las	cuestiones	probatorias,	empezando	por	los
ofrecidos	por	el	demandante,	en	el	orden	siguiente:	declaración	de
parte,	testigos,	pericia,	reconocimiento	y	exhibición	de
documentos.	Si	agotada	la	actuación	de	estos	medios	probatorios
fuese	imprescindible	la	inspección	judicial,	el	juez	suspende	la
audiencia	y	señala	día,	hora	y	lugar	para	su	realización	citando,	en
el	momento,	a	las	partes,	testigos	o	peritos	que	corresponda.	La
inspección	judicial	puede	ser	grabada	en	audio	y	vídeo	o	recogida
en	acta	con	anotación	de	las	observaciones	constatadas;	al
concluirse,	señala	día	y	hora,	dentro	de	los	cinco	(5)	días	hábiles
siguientes	para	los	alegatos	y	sentencia.
6.	La	actuación	probatoria	debe	concluir	en	el	día	programado;
sin	embargo,	si	la	actuación	no	se	hubiese	agotado,	la	audiencia
continúa	dentro	de	los	cinco	(5)	días	hábiles	siguientes.
Ley	29497.
ART.	47.—Alegatos	y	sentencia.	Finalizada	la	actuación
probatoria,	los	abogados	presentan	oralmente	sus	alegatos.
Concluidos	los	alegatos,	el	juez,	en	forma	inmediata	o	en	un	lapso
no	mayor	de	sesenta	(60)	minutos,	hace	conocer	a	las	partes	el
fallo	de	su	sentencia.	A	su	vez,	señala	día	y	hora,	dentro	de	los
cinco	(5)	días	hábiles	siguientes,	para	la	notificación	de	la
sentencia.	Excepcionalmente,	por	la	complejidad	del	caso,	puede
diferir	el	fallo	de	su	sentencia	dentro	de	los	cinco	(5)	días	hábiles
posteriores,	lo	cual	informa	en	el	acto	citando	a	las	partes	para
que	comparezcan	al	juzgado	para	la	notificación	de	la	sentencia.
La	notificación	de	la	sentencia	debe	producirse	en	el	día	y	hora
indicados,	bajo	responsabilidad.
CAPÍTULO	II
Proceso	abreviado	laboral
Ley	29497.
ART.	48.—Traslado	y	citación	a	audiencia	única.	Verificados
los	requisitos	de	la	demanda,	el	juez	emite	resolución
disponiendo:
a)	La	admisión	de	la	demanda;
b)	El	emplazamiento	al	demandado	para	que	conteste	la
demanda	en	el	plazo	de	diez	(10)	días	hábiles;	y
c)	La	citación	a	las	partes	a	audiencia	única,	la	cual	debe	ser	fijada
entre	los	veinte	(20)	y	treinta	(30)	días	hábiles	siguientes	a	la
fecha	de	calificación	de	la	demanda.
Ley	29497.
ART.	49.—Audiencia	única.	La	audiencia	única	se	estructura	a
partir	de	las	audiencias	de	conciliación	y	juzgamiento	del	proceso
ordinario	laboral.	Comprende	y	concentra	las	etapas	de
conciliación,	confrontación	de	posiciones,	actuación	probatoria,
alegatos	y	sentencia,	las	cuales	se	realizan,	en	dicho	orden,	una
seguida	de	la	otra,	con	las	siguientes	precisiones:
1.	La	etapa	de	conciliación	se	desarrolla	de	igual	forma	que	la
audiencia	de	conciliación	del	proceso	ordinario	laboral,	con	la
diferencia	de	que	la	contestación	de	la	demanda	no	se	realiza	en
este	acto,	sino	dentro	del	plazo	concedido,	correspondiendo	al
juez	hacer	entrega	al	demandante	de	la	copia	de	la	contestación	y
sus	anexos,	otorgándole	un	tiempo	prudencial	para	la	revisión	de
los	medios	probatorios	ofrecidos.
2.	Ante	la	proposición	de	cuestiones	probatorias	del	demandante
el	juez	puede,	excepcionalmente,	fijar	fecha	para	la	continuación
de	la	audiencia	dentro	de	los	treinta	(30)	días	hábiles	siguientes
si,	para	la	actuación	de	aquella	se	requiriese	de	la	evacuación	de
un	informe	pericial,	siendo	carga	del	demandante	la	gestión
correspondiente.
CAPÍTULO	III
Proceso	impugnativo	de	laudos	arbitrales
económicos
Ley	29497.
ART.	50.—Admisión	de	la	demanda.	Además	de	los	requisitos
de	la	demanda,	la	sala	laboral	verifica	si	esta	se	ha	interpuesto
dentro	de	los	diez	(10)	días	hábiles	siguientes	de	haberse
notificado	el	laudo	arbitral	que	haciendo	las	veces	de	convenio
colectivo	resuelve	el	conflicto	económico	o	de	creación	de
derechos,	o	su	aclaración;	en	caso	contrario,	declara	la
improcedencia	de	la	demanda	y	la	conclusión	del	proceso.
Esta	resolución	es	apelable	en	el	plazo	de	cinco	(5)	días	hábiles.
Los	únicos	medios	probatorios	admisibles	en	este	proceso	son
los	documentos,	los	cuales	deben	ser	acompañados
necesariamente	con	los	escritos	de	demanda	y	contestación.
Ley	29497.
ART.	51.—Traslado	y	contestación.	Verificados	los	requisitos
de	la	demanda,	la	sala	laboral	emite	resolución	disponiendo:
a)	La	admisión	de	la	demanda;
b)	El	emplazamiento	al	demandado	para	que	conteste	la
demanda	en	el	plazo	de	diez	(10)	días	hábiles;	y
c)	La	notificación	a	los	árbitros	para	que,	de	estimarlo
conveniente	y	dentro	del	mismo	plazo,	expongan	sobre	lo	que
consideren	conveniente.
Ley	29497.
ART.	52.—Trámite	y	sentencia	de	primera	instancia.	La	sala
laboral,	dentro	de	los	diez	(10)	días	hábiles	siguientes	de
contestada	la	demanda,	dicta	sentencia	por	el	solo	mérito	de	los
escritos	de	demanda,	contestación	y	los	documentos
acompañados.	Para	tal	efecto	señala	día	y	hora,	dentro	del	plazo
indicado,	citando	a	las	partes	para	alegatos	y	sentencia,	lo	cual	se
lleva	a	cabo	de	igual	modo	a	lo	regulado	en	el	proceso	ordinario
laboral.
Ley	29497.
ART.	53.—Improcedencia	del	recurso	de	casación.	Contra	la
sentencia	de	la	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República	no
procede	el	recurso	de	casación.
CAPÍTULO	IV
Proceso	cautelar
Ley	29497.
ART.	54.—Aspectos	generales.	A	pedido	de	parte,	todo	juez
puede	dictar	medida	cautelar,	antes	de	iniciado	un	proceso	o
dentro	de	este,	destinada	a	garantizar	la	eficacia	de	la	pretensión
principal.	Las	medidas	cautelares	se	dictan	sin	conocimiento	de	la
contraparte.
Cumplidos	los	requisitos,	el	juez	puede	dictar	cualquier	tipo	de
medida	cautelar,	cuidando	que	sea	la	más	adecuada	para
garantizar	la	eficacia	de	la	pretensión	principal.
En	consecuencia,	son	procedentes	además	de	las	medidas
cautelares	reguladas	en	este	capítulo	cualquier	otra	contemplada
en	la	norma	procesal	civil	u	otro	dispositivo	legal,	sea	esta	para
futura	ejecución	forzada,	temporal	sobre	el	fondo,	de	innovar	o	de
no	innovar,	e	incluso	una	genérica	no	prevista	en	las	normas
procesales.
Ley	29497.
ART.	55.—Medida	especial	de	reposición	provisional.	El	juez
puede	dictar,	entre	otras	medidas	cautelares,	fuera	o	dentro	del
proceso,	una	medida	de	reposición	provisional,	cumplidos	los
requisitos	ordinarios.	Sin	embargo,	también	puede	dictarla	si	el
demandante	cumple	los	siguientes	requisitos:
a)	Haber	sido	al	momento	del	despido	dirigente	sindical,	menor
de	edad,	madre	gestante	o	persona	con	discapacidad;
b)	Estar	gestionando	la	conformación	de	una	organización
sindical;	y
c)	El	fundamento	de	la	demanda	es	verosímil.
Si	la	sentencia	firme	declara	fundada	la	demanda,	se	conservan
los	efectos	de	la	medida	de	reposición,	considerándose	ejecutada
la	sentencia.
Ley	29497.
ART.	56.—Asignación	provisional.	De	modo	especial,	en	los
procesos	en	los	que	se	pretende	la	reposición,	el	juez	puede
disponer	la	entrega	de	una	asignación	provisional	mensual	cuyo
monto	es	fijado	por	el	juez	y	el	cual	no	puede	exceder	de	la	última
remuneración	ordinaria	mensual	percibida	por	el	trabajador,	con
cargo	a	la	Compensación	por	Tiempo	de	Servicios	(CTS).	Si	la
sentencia	firme	ordena	la	reposición,	el	empleador	restituye	el
depósito	más	sus	intereses	y,	en	caso	de	ordenarse	el	pago	de
remuneraciones	devengadas,	se	deduce	la	asignación	percibida.
CAPÍTULO	V
Proceso	de	ejecución
Ley	29497.
ART.	57.—Títulos	ejecutivos.	Se	tramitan	en	proceso	de
ejecución	los	siguientes	títulos	ejecutivos:
a)	Las	resoluciones	judiciales	firmes;
b)	Las	actas	de	conciliación	judicial;
c)	Los	laudos	arbitrales	firmes	que,	haciendo	las	veces	de
sentencia,	resuelven	un	conflicto	jurídico	de	naturaleza	laboral;
d)	Las	resoluciones	de	la	autoridad	administrativa	de	trabajo
firmes	que	reconocen	obligaciones;
e)	El	documento	privado	que	contenga	una	transacción
extrajudicial;
f)	El	acta	de	conciliación	extrajudicial,	privada	o	administrativa;	y
g)	La	liquidación	para	cobranza	de	aportes	previsionales	del
Sistema	Privado	de	Pensiones.
Ley	29497.
ART.	58.—Competencia	para	la	ejecución	de	resoluciones
judiciales	firmes	y	actas	de	conciliación	judicial.	Las
resoluciones	judiciales	firmes	y	actas	de	conciliación	judicial	se
ejecutan	exclusivamente	ante	el	juez	que	conoció	la	demanda	y
dentro	del	mismo	expediente.	Si	la	demanda	se	hubiese	iniciado
ante	una	sala	laboral,	es	competente	el	juez	especializado	de
trabajo	de	turno.
Ley	29497.
ART.	59.—Ejecución	de	laudos	arbitrales	firmes	que
resuelven	un	conflicto	jurídico.	Los	laudos	arbitrales	firmes	que
hayan	resuelto	un	conflicto	jurídico	de	naturaleza	laboral	se
ejecutan	conforme	a	la	norma	general	de	arbitraje.
Ley	29497.
ART.	60.—Suspensión	extraordinaria	de	la	ejecución.
Tratándose	de	la	ejecución	de	intereses	o	de	monto	liquidado	en
ejecución	de	sentencia,	a	solicitud	de	parte	y	previo	depósito	o
carta	fianza	por	el	total	ordenado,	el	juez	puede	suspender	la
ejecución	en	resolución	fundamentada.
Ley	29497.
ART.	61.—Multa	por	contradicción	temeraria.	Si	la
contradicción	no	se	sustenta	en	alguna	de	las	causales	señaladas
en	la	norma	procesal	civil,	se	impone	al	ejecutado	una	multa	no
menor	de	media	(1/2)	ni	mayor	de	cincuenta	(50)	Unidades	de
Referencia	Procesal	(URP).
Esta	multa	es	independiente	a	otras	que	se	pudiesen	haber
impuesto	en	otros	momentos	procesales.
Ley	29497.
ART.	62.—Incumplimiento	injustificado	al	mandato	de
ejecución.	Tratándose	de	las	obligaciones	de	hacer	o	no	hacer	si,
habiéndose	resuelto	seguir	adelante	con	la	ejecución,	el	obligado
no	cumple,	sin	que	se	haya	ordenado	la	suspensión	extraordinaria
de	la	ejecución,	el	juez	impone	multas	sucesivas,	acumulativas	y
crecientes	en	treinta	por	ciento	(30%)	hasta	que	el	obligado
cumpla	el	mandato;	y,	si	persistiera	el	incumplimiento,	procede	a
denunciarlo	penalmente	por	el	delito	de	desobediencia	o
resistencia	a	la	autoridad.
Ley	29497.
ART.	63.—Cálculo	de	derechos	accesorios.	Los	derechos
accesorios	a	los	que	se	ejecutan,	como	las	remuneraciones
devengadas	y	los	intereses,	se	liquidan	por	la	parte	vencedora,	la
cual	puede	solicitar	el	auxilio	del	perito	contable	adscrito	al
juzgado	o	recurrir	a	los	programas	informáticos	de	cálculo	de
intereses	implementados	por	el	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo.
La	liquidación	presentada	es	puesta	en	conocimiento	del
obligado	por	el	término	de	cinco	(5)	días	hábiles	siguientes	a	su
notificación.	En	caso	de	que	la	observación	verse	sobre	aspectos
metodológicos	de	cálculo,	el	obligado	debe	necesariamente
presentar	una	liquidación	alternativa.
Vencido	el	plazo	el	juez,	con	vista	a	las	liquidaciones	que	se
hubiesen	presentado,	resuelve	acerca	del	monto
fundamentándolo.
Si	hubiese	acuerdo	parcial,	el	juez	ordena	su	pago
inmediatamente,	reservando	la	discusión	sólo	respecto	del
diferencial.
CAPÍTULO	VI
Procesos	no	contenciosos
Ley	29497.
ART.	64.—Consignación.	La	consignación	de	una	obligación
exigible	no	requiere	que	el	deudor	efectúe	previamente	su
ofrecimiento	de	pago,	ni	que	solicite	autorización	del	juez	para
hacerlo.
Ley	29497.
ART.	65.—Contradicción.	El	acreedor	puede	contradecir	el
efecto	cancelatorio	de	la	consignación	en	el	plazo	de	cinco	(5)	días
hábiles	de	notificado.	Conferido	el	traslado	y	absuelto	el	mismo,	el
juez	resuelve	lo	que	corresponda	o	manda	reservar	el
pronunciamiento	para	que	se	decida	sobre	su	efecto	cancelatorio
en	el	proceso	respectivo.
Ley	29497.
ART.	66.—Retiro	de	la	consignación.	El	retiro	de	la
consignación	se	hace	a	la	sola	petición	del	acreedor,	sin	trámite
alguno,	incluso	si	hubiese	formulado	contradicción.
El	retiro	de	la	consignación	surte	los	efectos	del	pago,	salvo	que
el	acreedor	hubiese	formulado	contradicción.
Ley	29497.
ART.	67.—Autorización	judicial	para	ingreso	a	centro	laboral.
En	los	casos	en	que	las	normas	de	inspección	del	trabajo	exigen
autorización	judicial	previa	para	ingresar	a	un	centro	de	trabajo,
esta	es	tramitada	por	el	inspector	de	trabajo	o	funcionario	que
haga	sus	veces.	Para	tal	efecto	debe	presentar,	ante	el	juzgado	de
paz	letrado	de	su	ámbito	territorial	de	actuación,	la	respectiva
solicitud.	Esta	debe	resolverse,	bajo	responsabilidad,	en	el
término	de	veinticuatro	(24)	horas,	sin	correr	traslado.
Ley	29497.
ART.	68.—Entrega	de	documentos.	La	mera	solicitud	de
entrega	de	documentos	se	sigue	como	proceso	no	contencioso
siempre	que	ésta	se	tramite	como	pretensión	única.	Cuando	se
presente	acumuladamente,	se	siguen	las	reglas	establecidas	para
las	otras	pretensiones.
Disposiciones	Complementarias
APLICACIÓN	SUPLETORIA
Ley	29497.
Primera	Disposición	Complementaria.—En	lo	no	previsto	por
esta	ley	son	de	aplicación	supletoria	las	normas	del	Código
Procesal	Civil.
JUZGADOS	ESPECIALIZADOS	DE	TRABAJO	Y	SALAS	LABORALES
Ley	29497.
Segunda	Disposición	Complementaria.—Cuando	la	presente	ley
hace	referencia	a	los	juzgados	especializados	de	trabajo	y	a	las
salas	laborales,	entiéndese	que	también	se	alude	a	los	juzgados	y
salas	mixtos.
PROCESOS	EN	TRÁMITE
Ley	29497.
Tercera	Disposición	Complementaria.—Los	procesos	iniciados
antes	de	la	vigencia	de	esta	ley	continúan	su	trámite	según	las
normas	procesales	con	las	cuales	se	iniciaron.
JUEZ	DE	LA	CAUSA	PRINCIPAL	Y	PROCESO	ABREVIADO	LABORAL
Ley	29497.
Cuarta	Disposición	Complementaria.—Las	tercerías	de
propiedad	o	de	derecho	preferente	de	pago,	así	como	la
pretensión	de	cobro	de	honorarios	de	los	abogados,	se	interponen
ante	el	juez	de	la	causa	principal	y	se	tramitan	conforme	a	las
normas	del	proceso	abreviado	laboral.
CONCILIACIÓN	ADMINISTRATIVA
Ley	29497.
Quinta	Disposición	Complementaria.—La	conciliación
administrativa	es	facultativa	para	el	trabajador	y	obligatoria	para
el	empleador.	Se	encuentra	a	cargo	del	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo,	el	cual	proporciona	los	medios	técnicos	y
profesionales	para	hacerla	factible.
El	Estado,	por	intermedio	de	los	ministerios	de	Justicia	y	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	fomenta	el	uso	de	mecanismos
alternativos	de	solución	de	conflictos.	Para	tal	fin,	implementa	lo
necesario	para	la	promoción	de	la	conciliación	extrajudicial
administrativa	y	el	arbitraje.
ARBITRAJE
Ley	29497.
Sexta	Disposición	Complementaria.—Las	controversias	jurídicas
en	materia	laboral	pueden	ser	sometidas	a	arbitraje,	siempre	y
cuando	el	convenio	arbitral	se	inserte	a	la	conclusión	de	la
relación	laboral	y,	adicionalmente,	la	remuneración	mensual
percibida	sea,	o	haya	sido,	superior	a	las	setenta	(70)	Unidades	de
Referencia	Procesal	(URP).
PROCESOS	CONTRA	EL	ESTADO
Ley	29497.
Sétima	Disposición	Complementaria.—En	los	procesos	laborales
el	Estado	puede	ser	condenado	al	pago	de	costos.
PREFERENCIA	EN	TRAMITACIÓN
Ley	29497.	
Octava	Disposición	Complementaria.—Los	expedientes	que	por
cualquier	razón	reingresen	a	los	órganos	jurisdiccionales	tienen
preferencia	en	su	tramitación.
VIGENCIA	Y	APLICACIÓN
Ley	29497.
Novena	Disposición	Complementaria.—La	presente	ley	entra	en
vigencia	a	los	seis	(6)	meses	de	publicada	en	el	Diario	Oficial	El
Peruano,	a	excepción	de	lo	dispuesto	en	las	disposiciones
transitorias,	que	entran	en	vigencia	al	día	siguiente	de	su
publicación.
La	aplicación	de	la	presente	ley	se	hará	de	forma	progresiva	en	la
oportunidad	y	en	los	distritos	judiciales	que	disponga	el	Consejo
Ejecutivo	del	Poder	Judicial.	En	los	distritos	judiciales,	en	tanto	no
se	disponga	la	aplicación	de	la	presente	ley,	sigue	rigiendo	la	Ley
Núm.	26636,	Ley	Procesal	del	Trabajo,	y	sus	modificatorias.
APLICACIÓN	A	NIVEL	NACIONAL
R.	Adm.	232-2010-CE-PJ
ART.	 1°.—Aprobar	 el	 Cronograma	 de	 Implementación	 de	 la	 Ley	 Procesal
del	Trabajo	para	el	presente	año:
•	Distrito	Judicial	de	Tacna,	a	partir	del	15	de	julio	del	2010
•	Distrito	Judicial	de	Cañete,	a	partir	del	16	del	agosto	de	2010
•	Distrito	Judicial	de	La	Libertad,	a	partir	del	01	de	setiembre	del	2010
•	Distrito	Judicial	de	Arequipa,	a	partir	del	01	de	octubre	del	2010
•	Distrito	Judicial	de	Lambayeque,	a	partir	del	02	de	noviembre	del	2010
R.	Adm.	310-2010-CE-PJ.
ART.	 1°.—Incorporar	 al	 Distrito	 Judicial	 del	 Cusco	 en	 el	 Cronograma	 de
Implementación	 de	 la	 Ley	 Procesal	 del	 Trabajo	 para	 el	 presente	 año;
disponiéndose	que	su	entrada	en	vigencia	en	el	citado	distrito	judicial	sea	a
partir	del	01	de	diciembre	del	año	en	curso.
R.	Adm.	124-2011-CE-PJ.
ART.	 1°.—Aprobar	 el	 Cronograma	 de	 Implementación	 de	 la	 Nueva	 Ley
Procesal	del	Trabajo,	Ley	N°	29497,	para	el	presente	año:
•	Distrito	Judicial	de	Moquegua	a	partir	del	01	de	julio	del	2011.
•	Distrito	Judicial	de	lca	a	partir	del	08	de	julio	del	2011.
•	Distrito	Judicial	de	Junín	a	partir	del	15	de	julio	del	2011.
•	Distrito	Judicial	del	Santa	a	partir	del	22	de	julio	del	2011.
•	Distrito	Judicial	de	Cajamarca	a	partir	del	26	de	julio	del	2011.
R.	Adm.	023-2012-CE-PJ.
ART.	1°.—Aprobar	el	Calendario	de	Implementación	de	la	Ley	Procesal	del
Trabajo,	Ley	29497,	para	el	presente	año:
•	Distrito	Judicial	de	Lima	Sur	a	partir	del	2	de	julio	del	2012.
•	Distrito	Judicial	de	Lima	Norte	a	partir	del	3	de	setiembre	del	2012.
•	Distrito	Judicial	de	Callao	a	partir	del	1	de	octubre	del	2012.
•	Distrito	Judicial	de	Lima	partir	del	5	de	noviembre	del	2012.
NOTA:	De	acuerdo	con	la	Novena	Disposición	Complementaria	de	la	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo,
la	norma	entró	en	vigencia	progresivamente	en	diversos	distritos	judiciales	del	territorio	nacional.	El
cronograma	de	inicio	se	publicó	en	sucesivas	resoluciones	administrativas	emitidas	por	el	Poder
Judicial.	En	ese	sentido,	para	el	Distrito	Judicial	de	Lima	Sur,	la	Nueva	Ley	Procesal	del	Trabajo	entró
en	vigencia	a	partir	del	02	de	julio,	ello	de	acuerdo	al	artículo	1°	de	la	Resolución	Administrativa	023-
2012-CE-PJ.
INTERPRETACIÓN	INTERNACIONAL
Ley	29497.
Décima	Disposición	Complementaria.—Conforme	a	lo
establecido	en	la	Cuarta	Disposición	Final	y	Transitoria	de	la
Constitución	Política	del	Perú,	los	derechos	laborales,	individuales
o	colectivos	se	interpretan	de	conformidad	con	la	Declaración
Universal	de	Derechos	Humanos	y	con	los	tratados	y	acuerdos
internacionales	sobre	la	materia	ratificados	por	el	Perú,	sin
perjuicio	de	consultar	los	pronunciamientos	de	los	órganos	de
control	de	la	Organización	Internacional	del	Trabajo	(OIT)	y	los
criterios	o	decisiones	adoptados	por	los	tribunales
internacionales	constituidos	según	tratados	de	los	que	el	Perú	es
parte.
EXONERACIÓN	DE	TASAS
Ley	29497.
Undécima	Disposición	Complementaria.—Precísase	que	hay
exoneración	del	pago	de	tasas	judiciales	para	el	prestador
personal	de	servicios	cuando	la	cuantía	demandada	no	supere	las
setenta	(70)	Unidades	de	Referencia	Procesal	(URP),	así	como
cuando	las	pretensiones	son	inapreciables	en	dinero.
FONDO	DE	FORMACIÓN	DE	MAGISTRADOS
Ley	29497.
Duodécima	Disposición	Complementaria.—Autorízase	al	Poder
Judicial	la	creación	de	un	fondo	de	formación	de	magistrados	y	de
fortalecimiento	de	la	justicia	laboral.	El	fondo	tendrá	por	objeto	la
implementación	de	medidas	de	formación	específicamente
dirigidas	a	los	magistrados	laborales,	así	como	el	otorgamiento	de
incentivos	que	les	permitan	desarrollar	de	manera	óptima	la
función	judicial.
Disposiciones	Transitorias
Ley	29497.
Primera	Disposición	Transitoria.—El	Poder	Judicial	implementa
una	red	electrónica	que	permita	la	notificación	de	las	resoluciones
mediante	correo	electrónico	y	publicación	simultánea	en	la	página
web	del	Poder	Judicial.	Los	interesados	solicitan	al	Poder	Judicial
la	asignación	de	un	domicilio	electrónico,	el	cual	opera	como	un
buzón	electrónico	ubicado	en	el	servidor.	El	acceso	al	buzón	es
mediante	el	uso	de	una	contraseña	localizada	en	la	página	web	del
Poder	Judicial.	De	igual	modo,	implementa	un	soporte	informático
para	el	manejo	de	los	expedientes	electrónicos.
Ley	29497.
Segunda	Disposición	Transitoria.—El	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo,	con	la	colaboración	del	Poder	Judicial	y
del	Tribunal	Constitucional,	implementa	una	base	de	datos
pública,	actualizada	permanentemente,	que	permita	a	los	jueces	y
usuarios	el	acceso	a	la	jurisprudencia	y	los	precedentes
vinculantes	y	que	ofrezca	inform	b	ación	estadística	sobre	los
procesos	laborales	en	curso.
Ley	29497.
Tercera	Disposición	Transitoria.—El	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo,	con	la	colaboración	del	Poder	Judicial,
implementa	un	sistema	informático,	de	acceso	público,	que
permita	el	cálculo	de	los	derechos	o	beneficios	sociales.
Ley	29497.
Cuarta	Disposición	Transitoria.—El	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo	implementa	un	sistema	de	remisión
electrónica	de	información	de	las	planillas	electrónicas.	El
requerimiento	de	información	es	enviado	por	el	juzgado	al	correo
electrónico	habilitado	para	tal	fin	por	el	Ministerio	de	Trabajo	y
Promoción	del	Empleo.	El	funcionario	responsable	da	respuesta,
también	por	correo	electrónico,	dentro	de	los	cinco	(5)	días
hábiles	siguientes.	Dicha	respuesta	debe	contener	la	información
solicitada	presentada	en	cuadros	tabulados,	agregándose	las
explicaciones	que	fuesen	necesarias.
Ley	29497.
Quinta	Disposición	Transitoria.—El	Poder	Judicial	dispone	la
creación	e	instalación	progresiva	de	juzgados	y	salas	laborales	en
los	distritos	judiciales	de	la	República	que	lo	requieran,	para
fortalecer	la	especialidad	laboral	a	efectos	de	brindar	un	servicio
de	justicia	más	eficiente.
Ley	29497.
Sexta	Disposición	Transitoria.—El	Poder	Judicial	dispone	el
desdoblamiento	de	las	salas	laborales	en	tribunales	unipersonales
que	resuelvan	en	segunda	y	última	instancia	las	causas	cuya
cuantía	de	la	sentencia	recurrida	no	supere	las	setenta	(70)
Unidades	de	Referencia	Procesal	(URP)
R.	Adm.	182-2010-CE-PJ.
ART.	1°.—Disponer	el	desdoblamiento	de	las	salas	laborales	en	tribunales
unipersonales	que	resuelvan	en	segunda	y	última	instancia	las	causas,	cuya
cuantía	 de	 la	 sentencia	 recurrida	 no	 supere	 las	 setenta	 (70)	 Unidades	 de
Referencia	Procesal	(URP).
R.	Adm.	277-2010-CE-PJ.
ART.	 1°.—Precisar	 que	 los	 tribunales	 unipersonales	 a	 que	 se	 refiere	 la
Sexta	Disposición	Transitoria	de	 la	Nueva	Ley	Procesal	de	Trabajo,	Ley	N°
29497,	 son	 competentes	 para	 conocer	 también	 los	medios	 impugnatorios
que	 se	 interpongan	 contra	 las	 resoluciones	 expedidas	 en	 ejecución	 de
sentencia	 en	 los	 procesos	 laborales,	 cuya	 sentencia	 haya	 sido	materia	 de
revisión	por	los	citados	órganos	jurisdiccionales.
R.	Adm.	182-2010-CE-PJ.
ART.	 2°.—En	 los	 distritos	 judiciales	 donde	 no	 exista	 sala	 laboral,	 los
procesos	 en	materia	 laboral	 que	 no	 superen	 la	mencionada	 cuantía	 serán
distribuidos	 entre	 los	 miembros	 del	 colegiado	 de	 la	 sala	 que	 sea
competente,	quienes	actuarán	como	tribunal	unipersonal.
R.	Adm.	182-2010-CE-PJ.
ART.	 3°.—Los	 presidentes	 de	 las	 salas	 son	 los	 responsables	 de	 la
distribución	 y	 sorteo	 de	 las	 causas,	 la	 cual	 será	 anotada	 en	 el	 libro
correspondiente	que	estará	a	cargo	del	relator	de	sala.
R.	Adm.	182-2010-CE-PJ.
ART.	4°.—Esta	disposición	se	aplica	a	los	procesos	antes	mencionados	que
estén	pendientes	de	señalar	fecha	de	vista	de	causa.
R.	Adm.	182-2010-CE-PJ.
ART.	5°.—En	los	casos	no	previstos	anteriormente,	las	causas	serán	vistas	y
resueltas	por	el	pleno	de	los	miembros	del	colegiado.
JURISPRUDENCIA.—Criterio	para	saber	si	un	proceso	laboral	es	discutido	en
un	tribunal	unipersonal	o	por	un	órgano	colegiado	debe	atender	primero	a	la
complejidad	del	derecho	y	después	a	la	cuantía.	“Sin	embargo,	y	no	obstante
la	primigenia	interpretación	de	la	Sexta	Disposición	Transitoria	de	la	nueva
Ley	Procesal	de	Trabajo	número	29497,	antes	anotada;	cabe	indicar	que,
este	supremo	tribunal	estima	que	la	intervención	de	un	órgano	superior
colegiado,	no	puede	entenderse	supeditada	únicamente	a	la	cuantía	de	la
sentencia,	sino	que	amerita	un	análisis	de	la	complejidad	del	derecho
discutido	que,	eventualmente,	puede	ser	puesta	a	su	conocimiento;	en
efecto,	el	colegiado	superior	es	el	llamado	a	conocer	de	los	conflictos
laborales	cuya	solución	requiera	el	debate	y	opinión	de	no	sólo	un	juez,
como	en	el	caso	del	tribunal	unipersonal,	sino	de	tres	de	ellos;
fundamentalmente,	porque	el	conflicto	laboral	es	calificado	como	complejo
y/o	de	difícil	resolución,	por	lo	que	se	requiere	que	el	mismo	sea	estudiado,
evaluado	y	decidido	en	conjunto.	(...)	En	este	contexto,	aquellos	procesos
laborales	en	los	que	no	sólo	se	discuta	la	declaración	de	un	derecho	sino
también	la	cuantificación	del	mismo,	el	criterio	para	decidir	si	éste	es
resuelto	por	un	tribunal	unipersonal	o	por	un	órgano	colegiado,	tiene	que
observar,	en	primer	término,	la	complejidad	del	derecho	discutido,	cuya
declaración	se	pretende,	sea	por	los	argumentos	fácticos	y	jurídicos
empleados	por	las	partes,	o	sea	por	las	circunstancias	mismas	que	se
evidencien	de	la	lectura	de	los	actuados;	y,	en	segundo	término,	y	de	modo
secundario,	la	cuantía	del	derecho	reconocido.	Así,	aplicando	esta	regla,	se
está	evitando	que	procesos	laborales	cuya	cuantía	reconocida	en	sentencia
no	alcance	las	70	unidades	de	referencia	procesal,	empero	en	los	que	se
discutan	derechos	de	tal	trascendencia	jurídica,	no	sean	ventilados	ante	el
órgano	superior	jurisdiccional	llamado	por	la	naturaleza	misma	del
conflicto”	(C.	S.,	Cas.	Lab.	656-2011-Lima,	nov.	23/2011.	V.	P.	Acevedo
Mena)
JURISPRUDENCIA.—Acuerdos	-	II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia
Laboral:	¿En	qué	supuestos	tiene	competencia	un	tribunal	unipersonal	por
cuantía?.	“La	Sexta	Disposición	Transitoria	de	la	Nueva	Ley	Procesal	del
Trabajo,	Ley	N°	29497,	establece	la	competencia	de	los	tribunales
unipersonales,	señalando	que	éstos	pueden	conocer	de	los	recursos	de
apelación	en	causas	cuya	cuantía	reconocida	en	la	sentencia	no	supere	las
setenta	(70)	Unidades	de	Referencia	Procesal	(URP);	aun	cuando	exista
también	reconocimiento	de	una	pretensión	no	cuantificable”.	(C.	S.,	II	Pleno
Jurisdiccional	Supremo	en	Materia	Laboral,	jul.	04/2014.	S.	S.	Sivina
Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Acuerdos	-	II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo	en	Materia
Laboral:	¿En	qué	supuestos	tiene	competencia	un	tribunal	unipersonal	cuando
existe	acumulación	de	pretensiones?	“(…)	El	Tribunal	Unipersonal	tiene
competencia	para	conocer	de	los	recursos	de	apelación	cuando	la	suma	de
todas	las	pretensiones	acumuladas	y	reconocidas	en	sentencia,	no	supera	el
monto	ascendente	a	las	setenta	(70)	Unidades	de	Referencia	Procesal
(URP),	de	conformidad	con	la	Sexta	Disposición	Transitoria	de	la	Nueva	Ley
Procesal	del	Trabajo,	Ley	N°	29497”.	(C.	S.,	II	Pleno	Jurisdiccional	Supremo
en	Materia	Laboral,	jul.	04/2014.	S.	S.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—Intervención	de	un	órgano	superior	colegiado	no	puede
entenderse	supeditada	únicamente	a	la	cuantía	de	la	sentencia.	“De	una
lectura	del	articulado	antes	glosado,	se	puede	colegir	en	principio	que,	la
decisión	sobre	el	desdoblamiento	del	colegiado	superior	que	conoce	en
segunda	instancia	el	conflicto,	obedece	principalmente	a	políticas
administrativas	e	institucionales	que	hagan	viable	la	resolución	de	la
controversia	de	una	manera	más	pronta	y	eficaz;	y,	en	segundo	término,
porque,	al	poner	como	tope	de	cuantía	las	70	Unidades	de	Referencia
Procesal,	la	norma	procesal	permite	inferir	que	dichos	conflictos	no
representan	mayor	complejidad	en	su	resolución;	por	el	contrario,	aquellas
controversias	que	superen	el	tope	antes	indicado,	serán	conocidas	por	el
órgano	colegiado	superior	competente.	Sétimo:	Sin	embargo,	y	no	obstante
la	primigenia	interpretación	de	la	Sexta	Disposición	Transitoria	de	la	Nueva
Ley	Procesal	de	Trabajo,	Ley	número	29497,	cabe	indicar	que,	este	supremo
tribunal	estima	que	la	intervención	de	un	órgano	superior	colegiado,	no
puede	entenderse	supeditada	únicamente	a	la	cuantía	de	la	sentencia,	sino
que	amerita	un	análisis	de	la	complejidad	del	derecho	discutido	que,
eventualmente,	puede	ser	puesta	a	su	conocimiento;	en	efecto,	el	colegiado
superior	es	el	llamado	a	conocer	de	los	conflictos	laborales	cuya	solución
requiera	el	debate	y	opinión	de	no	sólo	un	juez,	como	en	el	caso	del	Tribunal
Unipersonal,	sino	de	tres	de	ellos;	fundamentalmente,	porque	el	conflicto
laboral	es	calificado	como	complejo	y/o	de	difícil	resolución,	por	lo	que	se
requiere	que	el	mismo	sea	estudiado,	evaluado	y	decidido	en	conjunto.
Octavo:	En	este	contexto,	aquellos	procesos	laborales	en	los	que	no	sólo	se
discuta	la	declaración	de	un	derecho	sino	también	la	cuantificación	del
mismo,	el	criterio	para	decidir	si	éste	es	resuelto	por	un	tribunal
unipersonal	o	por	un	órgano	colegiado,	tiene	que	observar,	en	primer
término,	la	complejidad	del	derecho	discutido,	cuya	declaración	se
pretende,	sea	por	los	argumentos	fácticos	y	jurídicos	empleados	por	las
partes,	o	sea	por	las	circunstancias	mismas	que	se	evidencien	de	la	lectura
de	los	actuados;	y,	en	segundo	término,	y	de	modo	secundario,	la	cuantía	del
derecho	reconocido”.	(C.	S.,	Cas.	Lab.	2554-2011-Lima	Norte,	mar.	07/2012.
V.	P.	Acevedo	Mena)
Ley	29497.
Sétima	Disposición	Transitoria.—El	Poder	Judicial	aprueba	los
formatos	de	demanda	para	los	casos	de	obligaciones	de	dar	sumas
de	dinero	cuyo	monto	no	supere	las	setenta	(70)	Unidades	de
Referencia	Procesal	(URP).
R.	Adm.	198-2010-CE-PJ
ART.	1°.—Aprobar	el	formato	de	demanda	laboral	ante	los	juzgados	de	paz
letrado	 y	 el	 formato	 de	 demanda	 laboral	 ante	 los	 juzgados	 especializados
con	competencia	en	materia	laboral,	que	en	anexo	forman	parte	integrante
de	la	presente	resolución.
Formato	de	demanda	laboral	ante	juzgado	de	paz	letrado
(Hasta	50	URP)
Expediente: 	
	 (no	llenar)
	
Sumilla: Demanda	de	obligación	de	dar	suma	de	dinero
Al	juzgado	de	paz	letrado	de:
I. Datos	del	demandante:
	 	 	 	 	 	 	 	 	
	 Nombre	completo DNI 	
	 	 	 	 	 	 	 	 	
	 Domicilio	real Domicilio	legal
	 	 	 	 	 	 	 	 	
II. Datos	del	representante	o	apoderado	(si	lo	hubiere):
	 	 	 	 	 	 	 	 	
	 Nombre	completo DNI 	
	 	 	 	 	 	 	 	 	
	 Domicilio	real Domicilio	procesal
	 	 	 	 	 	 	 	 	
III. Datos	del	demandado:
	 	 	 	 	 	 	 	 	
	 Nombre	completo,	razón	social	o	denominación
	 	 	 	 	 	 	 	 	
	 Domicilio	donde	deberá	ser	notificado
	 	 	 	 	 	 	 	 	
IV. Petitorio	(artículo	16,	inciso	a)	de	la	Ley	N°	29497)	solicito	el	pago	de:
	 IV.	1	Conceptos	y	los	montos	por	cada	concepto	que	integra	el	petitorio:
	 	 (Ejm:	 1.	 Compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios	 S/.	 300,00,	 2.Vacaciones:	S/.	200,00,	3.	Gratificaciones	S/.	100,00,	etc)
	 	 	 	 	 	 	 	 	
	 1 	 	 	 	 S/. 	 	
	 	 	 	 	 	 	 	 	
	 2 	 	 	 	 S/. 	 	
	 	 	 	 	 	 	 	 	
	 3 	 	 	 	 S/. 	 	
	 	 	 	 	 	 	 	 	
	 4 	 	 	 	 S/. 	 	
	 	 	 	 	 	 	 	 	
	 5 	 	 	 	 S/. 	 	
	 	 	 	 	 	 	 	 	
	 	 Total	de	los	beneficios	reclamados: S/. 	 	
	 	 	 	 	 	 	 	 	
V. Fundamentación	fáctica:	(Hechos	que	fundamentan	el	petitorio)
	 	 	 	 	 	 	 	 	
	 V.1. Datos	de	la	relación	laboral:
	 	 	 	 	 	 	 	 	
	 	 Fecha	de	ingreso: /	/ 	 Fecha	de	cese: /	/ 	
	 	 	 	 	 	 	 	 	
	 	 Motivo	de	cese: 	 	 Cargo	Desemp.: 	 	
	 	 	 	 	 	 	 	 	
	 	 Última	remuneración: 	 	 Tipo	de	remun.: 	 	
	 	 	 	 	 (fija,	a	comisión,	a	destajo)
	
	 V.2. Justificación	del	contenido	del	petitorio:
	 	 	 	
	 	 1 	
	 	 	 	
	 	 2 	
	 	 	 	
	 	 3 	
	 	 	 	
	 	 4 	
	 	 	 	
	 	 5 	
	 	 	 	
VI. Vía	procedimental:	Proceso	abreviado
	 	 	 	
VII. Medios	probatorios:	(Artículo	21	de	la	Ley	N°	29497)
	
Detallar	todos	 los	medios	probatorio	que	sustentan	el	petitorio;	datos	de
los	 poderes	 de	 representación,	 en	 su	 caso,	 y	 número	 del	 Documento
Nacional	de	Identidad	(DNI)
	 	 	 	
	 1 	 	
	 	 	 	
	 2 	 	
	 	 	 	
	 3 	 	
	 	 	 	
	 4 	 	
	 	 	 	
	 5 	 	
	 	 	 	
	 6 	 	
	 	 	 	
	 7 	 	
	 	 	 	
VIII. Anexos:
	
Los	 medios	 probatorios	 que	 consistan	 en	 documentos,	 se	 deberán
acompañar	 al	 formulario	 de	 demanda	 necesariamente	 como	 anexos,
incluyendo	 en	 forma	 obligatoria	 copia	 del	 Documento	 Nacional	 de
Identidad	y	copia	del	documento	que	acredita	la	representación	o	poder	(si
lo	hubiere)
	 	 	 	
	 1 	 	
	 	 	 	
	 2 	 	
	 	 	 	
	 3 	 	
	 	 	 	
	 4 	 	
	 	 	 	
	 5 	 	
	 	 	 	
	 6 	 	
	 	 	 	
	 7 	 	
	 	 	 	
IX. Motivos	por	los	cuales	solicita	la	comparecencia	sin	abogado	(para	lascausas	cuya	cuantía	supere	las	10	URP	hasta	las	50	URP)
	 	 	 	
	 	 	 	
	 	 	 	
	 	 	 	
	 	 	 	
	 	 	 	
	 	 	 	
	 	 	 	
	 	 	 	
	 	 	 	
	 	 	 	
X. Firma	del	demandante
	 	 	 	
	 	 	 ____________,	______	de	______________________	de	20	_____
	 	 	 	
	
Formato	de	demanda	laboral	ante	juzgado	especializado	con
competencia	en	materia	laboral
(Mas	de	50	URP	hasta	70	URP)
Expediente: 	
	 (no	llenar)
	
Sumilla: Demanda	de	obligación	de	dar	suma	de	dinero
	
Al	juzgado	especializado	con	competencia	en	materia	laboral:
I. Datos	del	demandante: 	 	
	 	 	 	 	
	 Nombre	completo DNI 	 	
	 	 	 	 	
	 Domicilio	Real Domicilio	Legal 	 	
	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	
II. Datos	del	representante	o	apoderado	(si	lo	hubiere): 	 	
	 	 	 	 	
	 Nombre	completo DNI 	 	
	 	 	 	 	
	 Domicilio	Real DomicilioProcesal 	 	
	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	
III. Datos	del	demandado: 	 	
	 	 	 	
	 Nombre	completo,	razón	social	o	denominación 	 	
	 	 	 	
	 Domicilio	donde	deberá	ser	notificado 	 	
	 	 	
IV.
Petitorio	(artículo	16,	inciso	a)	de	la	Ley	N°	29497)	solicito	el	pago	de:
	
	 	
	 IV.1.
Conceptos	y	los	montos	por	cada	concepto	que	integra	el	petitorio:
(Ejem:	1.	Compensación	por	Tiempo	de	servicios:	S/.	15.000,00,	2.
Vacaciones:	S/.	6.000,00,
3	Gratificaciones:	S/.	1.000,00,	etc)
	 	
	 	 1 	 S/. 	 	 	
	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	
	 	 2 	 S/. 	 	 	
	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	
	 	 3 	 S/. 	 	 	
	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	
	 	 4 	 S/. 	 	 	
	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	
	 	 5 	 S/. 	 	 	
	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	
	 	 	 	 Total	 de	 los	 beneficiosreclamados: S/. 	 	 	
	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	
V.
Fundamentación	fáctica:	(Hechos	que	fundamentan	el	petitorio)
	
	 	 	
	 VI.
Datos	de	la	relación	laboral:
	
	 	 	 	 	 	 	 	
	 	 	 Fecha	 deingreso /	/ 	 Fecha	de	cese: /	/ 	 	 	
	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	
	 	 	 Motivo	de	cese: 	 	 Cargo	Desemp.: 	 	 	
	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	 	
	 	 	 Últimaremuneración 	 	 Tipo	de	Remun.: 	 	 	
	 	 	 	 	 	 (fija,	 a	 comisión,	 adestajo) 	 	 	
	
	 V2. Justificación	del	contenido	del	petitorio
	 	 	 	
	 	 1 	
	 	 	 	
	 	 2 	
	 	 	 	
	 	 3 	
	 	 	 	
	 	 4 	
	 	 	 	
	 	 5 	
	 	 	 	
VI Vía	procedimental:	Proceso	ordinario
	 	 	 	
VII.
Medios	probatorios:	(Artículo	21	de	la	Ley	Nº	29497)
Detallar	todos	los	medios	probatorios	que	sustentan	el	petitorio;	datos	de
los	 poderes	 de	 representación,	 en	 su	 caso,	 y	 número	 del	 Documento
Nacional	de	Identidad	(DNI).
	 	 	 	
	 1 	
	 	 	 	
	 	 	
	 	 	 	
	 2 	
	 	 	 	
	 	 	
	 	 	 	
	 3 	
	 	 	 	
	 	 	
	 	 	 	
	 4 	
	 	 	 	
	 	 	
	 	 	 	
	 5 	
	 	 	 	
	 	 	
	 	 	 	
	 6 	
	 	 	 	
	 	 	
	 	 	 	
	 7 	
	 	 	 	
	 	 	
	 	 	 	
VIII.
Anexos:
Los	 medios	 probatorios	 que	 consistan	 en	 documentos,	 se	 deberán
acompañar	 al	 formulario	 de	 demanda	 necesariamente	 como	 anexos,
incluyendo	 en	 forma	 obligatoria	 copia	 del	 Documento	 Nacional	 de
Identidad	y	copia	del	documento	que	acredite	la	representación	o	poder	(si
lo	hubiere)
	 	 	 	
	 1 	
	 	 	 	
	 	 	
	 	 	
	 2 	
	 	 	 	
	 	 	
	 	 	 	
	 3 	
	 	 	 	
	 	 	
	 	 	 	
	 4 	
	 	 	 	
	 	 	
	 	 	 	
	 5 	
	 	 	 	
	 	 	
	 	 	 	
	 6 	
	 	 	 	
	 	 	
	 	 	 	
	 7 	
	 	 	 	
	 	 	
	 	 	 	
IX. Motivos	por	los	cuales	solicita	la	comparecencia	sin	abogado	(para	lascausas	cuya	cuantía	supere	las	50	U.R.P	hasta	las	70	URP)
	 	 	 	
	 	
	 	 	 	
	 	
	 	 	 	
	 	
	 	 	 	
	 	
	 	 	 	
	 	
	 	 	 	
X. Firma	del	demandante
	 	 	 	
	 	 	 _______________,	___________	de	_____________________________________de20____________
	 	 	 	
	
Ley	29497.
Octava	Disposición	Transitoria.—Las	acciones	necesarias	para	la
aplicación	de	la	presente	norma	se	ejecutan	con	cargo	a	los
presupuestos	institucionales	aprobados	a	los	pliegos
presupuestarios	involucrados,	sin	demandar	recursos	adicionales
al	Tesoro	Público.
CUADRO	COMPARATIVO
Disposiciones	Modificatorias
Ley	29497.
Primera	Disposición	Modificatoria.—Modifícanse	los	artículos
42,	51	y	la	parte	referida	a	la	competencia	de	los	juzgados	de	paz
letrados	en	materia	laboral	del	artículo	57	del	Texto	Único
Ordenado	de	la	Ley	Orgánica	del	Poder	Judicial,	aprobado	por
Decreto	Supremo	núm.	017-93-JUS,	en	los	siguientes	términos:
“Artículo	42.-	Competencia	de	las	salas	laborales.	Las	salas
laborales	de	las	cortes	superiores	tienen	competencia,	en	primera
instancia,	en	las	materias	siguientes:
a.	Proceso	de	acción	popular	en	materia	laboral.
b.	Anulación	de	laudo	arbitral	que	resuelve	un	conflicto	jurídico
de	naturaleza	laboral.
c.	Impugnación	de	laudos	arbitrales	derivados	de	una
negociación	colectiva.
d.	Conflictos	de	competencia	promovidos	entre	juzgados	de
trabajo	y	entre	éstos	y	otros	juzgados	de	distinta	especialidad	del
mismo	distrito	judicial.
e.	Conflictos	de	autoridad	entre	los	juzgados	de	trabajo	y
autoridades	administrativas	en	los	casos	previstos	por	la	ley.
f.	Las	demás	que	señale	la	ley.
Conocen,	en	grado	de	apelación,	de	lo	resuelto	por	los	juzgados
especializados	de	trabajo.
Artículo	51.-	Competencia	de	los	juzgados	especializados	de
trabajo.	Los	juzgados	especializados	de	trabajo	conocen	de	todas
las	pretensiones	relativas	a	la	protección	de	derechos
individuales,	plurales	o	colectivas	originadas	con	ocasión	de	las
prestaciones	de	servicios	de	carácter	personal,	de	naturaleza
laboral,	formativa,	cooperativista	o	administrativa,	sea	de	derecho
público	o	privado,	referidas	a	aspectos	sustanciales	o	conexos,
incluso	previos	o	posteriores	a	la	prestación	efectiva	de	los
servicios.
Se	consideran	incluidas	en	dicha	competencia	las	pretensiones
relacionadas	a:
a)	El	nacimiento,	desarrollo	y	extinción	de	la	prestación	personal
de	servicios;	así	como	a	los	correspondientes	actos	jurídicos.
b)	La	responsabilidad	por	daño	emergente,	lucro	cesante	o	daño
moral	incurrida	por	cualquiera	de	las	partes	involucradas	en	la
prestación	personal	de	servicios,	o	terceros	en	cuyo	favor	se
presta	o	prestó	el	servicio.
c)	Los	actos	de	discriminación	en	el	acceso,	ejecución	y	extinción
de	la	relación	laboral.
d)	El	cese	de	los	actos	de	hostilidad	del	empleador,	incluidos	los
actos	de	acoso	moral	y	hostigamiento	sexual,	conforme	a	la	ley	de
la	materia.
e)	Las	enfermedades	profesionales	y	los	accidentes	de	trabajo.
f)	La	impugnación	de	los	reglamentos	internos	de	trabajo.
g)	Los	conflictos	vinculados	a	un	sindicato	y	entre	sindicatos,
incluida	su	disolución.
h)	El	cumplimiento	de	obligaciones	generadas	o	contraídas	con
ocasión	de	la	prestación	personal	de	servicios	exigibles	a
institutos,	fondos,	cajas	u	otros.
i)	El	cumplimiento	de	las	prestaciones	de	salud	y	pensiones	de
invalidez,	a	favor	de	los	asegurados	o	los	beneficiarios	exigibles	al
empleador,	a	las	entidades	prestadoras	de	salud	o	a	las
aseguradoras.
j)	El	Sistema	Privado	de	Pensiones.
k)	La	nulidad	de	cosa	juzgada	fraudulenta	laboral.
l)	Las	pretensiones	originadas	en	las	prestaciones	de	servicios	de
carácter	personal,	de	naturaleza	laboral,	administrativa	o	de
seguridad	social,	de	derecho	público.
m)	Las	impugnaciones	contra	actuaciones	de	la	autoridad
administrativa	de	trabajo.
n)	Los	títulos	ejecutivos	cuando	la	cuantía	supere	las	cincuenta
(50)	Unidades	de	Referencia	Procesal	(URP).
o)	Otros	asuntos	señalados	por	ley.
Artículo	57.-	Competencia	de	los	juzgados	de	paz	letrados.	Los
juzgados	de	paz	letrados	conocen:
(…).
En	materia	laboral:
a)	De	las	pretensiones	atribuidas	originalmente	a	los	juzgados
especializados	de	trabajo,	siempre	que	estén	referidas	al
cumplimiento	de	obligaciones	de	dar	no	superiores	a	cincuenta
(50)	Unidades	de	Referencia	Procesal	(URP).
b)	De	los	títulos	ejecutivos	cuando	la	cuantía	no	supere	las
cincuenta	(50)	Unidades	de	Referencia	Procesal	(URP);
c)	De	las	liquidaciones	para	cobranza	de	aportes	previsionales
del	Sistema	Privado	de	Pensiones	retenidos	por	el	empleador.
d)	De	los	asuntos	no	contenciosos,	sin	importar	la	cuantía.”
Ley	29497.
Segunda	Disposición	Modificatoria.—Modifícase	el	artículo	38
del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	del	Sistema	Privado	de
Administración	de	Fondos	de	Pensiones,	aprobado	por	Decreto
Supremo	núm.	054-97-EF,	en	los	siguientes	términos:
“Artículo	38.-	Proceso	de	ejecución.	La	ejecución	de	los	adeudos
contenidos	en	la	liquidación	para	cobranza	se	efectúa	de	acuerdo
al	Capítulo	V	del	Título	II	de	la	Ley	Procesal	del	Trabajo.	Para
efectos	de	dicha	ejecución,	se	establecen	las	siguientes	reglas
especiales:
(...).”
Disposiciones	Derogatorias
Ley	29497.
Primera	Disposición	Derogatoria.—Quedan	derogadas	las
siguientes	disposiciones:
a)	La	Ley	Núm.	26636,	Ley	Procesal	del	Trabajo,	y	sus
modificatorias,	la	Ley	Núm.	27021,	la	Ley	Núm.	27242	y	la	Quinta
Disposición	Final	y	Complementaria	de	la	Ley	Núm.	27942.
b)	La	Ley	Núm.	8683	y	el	Decreto	Ley	Núm.	14404,	sobre	pago	de
salarios,	reintegro	de	remuneraciones	y	beneficios	sociales	a	los
apoderados	de	los	trabajadores.
c)	La	Ley	Núm.	8930	que	otorga	autoridad	de	cosa	juzgada	y
mérito	de	ejecución	a	las	resoluciones	de	los	tribunales	arbitrales.
d)	El	Decreto	Ley	Núm.	19334,	sobre	trámite	de	las
reclamaciones	de	los	trabajadores	que	laboran	en	órganos	del
Estado	que	no	sean	empresas	públicas.
e)	El	Título	III	del	Texto	Único	Ordenado	del	Decreto	Legislativo
Núm.	728,	Ley	de	Formación	y	Promoción	Laboral,	aprobado	por
Decreto	Supremo	núm.	002-97-TR,	sobre	competencia	en	los
conflictos	entre	cooperativas	de	trabajo	y	sus	socios-trabajadores.
Ley	29497.
Segunda	Disposición	Derogatoria.—Déjase	sin	efecto	las
siguientes	disposiciones:
a)	El	artículo	8°	del	Decreto	Supremo	Núm.	002-98-TR,	sobre
competencia	en	las	acciones	indemnizatorias	por	discriminación.
b)	El	artículo	52	del	Decreto	Supremo	Núm.	001-96-TR	que
prohíbe	la	acumulación	de	la	acción	indemnizatoria	con	la	de
nulidad	de	despido.
Ley	29497.
Tercera	 Disposición	 Derogatoria.—Deróganse	 todas	 las	 demás	 normas
legales	que	se	opongan	a	la	presente	ley.
